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PROLOGO 


Presentamos al público la segundo edición 
del BoLeTiN JURÍDICO - ADMINISTRATIVO de 
1892. Hemos omitido en ella la inserción lite- 
ral de aquellas disposiciones contenidas en la 
primera, que han sido derogadas; pero no he- 
mos creido conveniente dejar de extractarlas 
ó de mencionarlas, por dos razones. Es la pri- 
mera que si bien han perdido el vigor legal 
para lo sucesivo, no por eso podrán dejar de 
ser consultadas para casos anteriores á su de- 
rogación; es decir, que si no será necesario 
consultarlas con la frecuencia de antes, tie- 
nen, sin embargo, aplicación todavía, y los 
derechos nacidos á su sombra, por ellas ha- 
brán de regirse, y el conocimiento de su exis- 
tencia, si siempre útil, será preciso é indispen- 
sable en algunos, aunque muy contados casos. 

Por otra parte—y este es el segundo motivo 
por el que hacemos indicaciones de ellas—el 
Diccionario con sus Apéndices forma no sólo 
una biblioteca de legislación, sino una historia 
de nuestro Derecho, y en la serie de las edicio- 
nes publicadas desde 1858 acá, del Diccionario 
de la Administración Española, pueden estu- 
díarse las transformaciones sufridas por nues- 
tros organismos administrativos y las distintas 
fases de la vida jurídica del pais. No gon de des- 
perdiciar para este estudio ni los más pequeños 
detalles, y á veces más que en el texto muer- 
to de una ley general —que acaso nunca haya 
sido cumplida,—encontrará el sociólogo en 
las disposiciones dictadas para casos especia- 
les, en las sentencias de los Tribunales, en las 
órdenes de interés puramente privado, mate- 
ría para hondas reflexiones, datos de valor 
positivo en el estudio, exacto conocimiento 
del derecho, porque éste se halla acaso más 


O 
A 


sinceramente expresado que en los rigidos 
textos del Código, en las variadas y múltiples 
aplicaciones de sus preceptos á los casos du- 
dosos que ofrece y combina la vida real. Aun 
para el mismo jurisconsulto tienen ó pueden 
tener interés esas disposiciones derogadas, 
pues aunque no sea necesaria, ni se imponga 
frecuentemente su consulta, al cabo y al fin, es 
posible que alguien quiera hacerla, y estamos 
nosotros en el caso de facilitársela, siempre 
que no estorbe al fin que nos proponemos, ni | 
tengamos que contrariar el carácter primor- 
dial de nuestra obra, que es compilación del 
Derecho positivo vigente. 

Estas son las razones que nos han movido 
á dar un lugar—siguiendo también en esto el 
sistema del Diccionario—á disposiciones que 
sí estaban vigentes al publicarse la primera 
tirada del APENDICE de 1892, están derogadas 
al emprender la segunda edición. No pode- 
mos, sin embargo, olvidar la indole práctica 
de nuestra obra, y el objeto preferente á que 
ha de servir, y antes que nada atendemos á 
dar facilidades para la consulta, 4 que nuestros 
favorecedores puedan hacer con brevedad y sin 
confusiones el estudio de sus asuntos; y como 
necesariamente estorba para ese fin el amon- 
tonamiento de lo derogado con lo vigente, 
hemos establecido una distinción, publicando 
esto integro, y poniendo notas muy expresivas 
de aquéllo, asi como del Derecho que ha veni.- 
do á sustituir al derogado, y que se halla en 
log AÁPENDICKS posteriores, con lo cual nues- 
tros lectores podrán fácilmente saber cuáles 
son los textos legales aplicables en la actua- 
lidad, y al mismo tiempo conocer las coleccio- 
nes en que podrán encontrar integras las re- 
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soluciones ó disposiciones que por haber per- 
dido el interés que les comunicaba el estar 
en vigor, nosotros no reproducimos, limitán- 
donos á citarlas. 

Facilita también la consulta de esta segun- 
da edición el orden alfabético de sus materias. 
Nos ha parecido más conveniente que hacer 
una simple reimpresión del ANUARIO de 1892, 
ordenarle con arreglo al mismo plan del Dic- 
cionario de la Administración Española al 
que sirve de APENDICH, y asi los lectores en 
vez de tener que evacuar las citas del Indice, 
y buscar en distintos parajes del libro las dis- 
posiciones del año referentes á una institución 
cualquiera, es decir, á una relación de dere- 
cho que les importe conocer, encontrarán 
compilado, reunido en un sólo artículo y pu- 
diendo casi abarcarlo de una sola ojeada, 
cuanto esté legislado y establecido sobre el 
asunto que quieran estudiar. 

Más cómoda hubiera sido para nosotros una 
reimpresión, pero si siempre es obligación del 
escritor no ahorrar trabajo y poner todos sus 
esfuerzos de atención y estudio en los libros 


¡ que da al público, en nosotros sería imperdo- 


nable que por economizarnos molestias no co- 
rrespondiéramos con un superior esmero al fa- 
vor inmerecido con que son acogidas nuestras 
publicaciones y olvidáramos la deuda de agra- 
decimiento que tenemos y que hemos procura- 
do satisfacer ahora, como siempre, no evitan- 
do dificultades y esfuerzos personales. con tal 
de que sirvan á nuestros lectores, los cuales 
quizás sea ese el único mérito que vean en 
nuestro Diccionario y APENDICES; el de que á 
costa de improbo y fatigoso estudio por parte 
del autor, dan facilidades, esclarecen las confu- 
siones de nuestro derecho positivo y son útiles 
á quien tiene precisión de conocerle. 

Sirvan estas lineas como testimonio de gra- 
titud al público que nos obliga áimprimir esta 
segunda edición del APENDICB de 1892, des- 
pués de haber agotado la copiosa tirada que 
hicimos de la primera. 





Las referencias al Diccionario de la Admi- 
nistración Española entiéndanse hechas á la 
quinta edición. 
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ABANDONO. Deacción 6 instancia: V. En- 
JUICIAMIENTO CIVIL.—Dedestino: V. TeLÉGRAFOS. 


ABANDONO DE NIÑOS. Sobre este delito 
previsto y castigado en el art. 501 del Código 
penal, he aquí una declaración de la 


Jurisprudencia. 


18 de Febrero de 1891. 

Es responsable de este delito la madre que come- 
tió á un tercero la exposición de su hijo recién naci- 
do, realizada en paraje deshabitado, aunque se eli- 
giera sin acuerdo de aquélla, «porque el consenti- 
miento prestado y el concierto que al efecto hiso... 
(con el que expuso el niño) fueron actos de notoria 
eficacia para la realización del delito.» El T.S. con- 
firmó con esta sentencia la de la Audiencia, que ha- 
bía apreciado en favor de la madre la atenuante de 
arrebato y obcecación y en contra la agravante de 
parentesco. (14 Febrero 1891.—Gac. 20 Julio, p. 11.) 


ABASTOS. Además de las disposiciones in- 
sertas en el Diccionario (tomo 1, pág. 85), deben 
tenerse presente las siguientes: 


R. O. 5 Febrero 1888, 
Elaboración y venta de pan en Madrid. 


Por esta R. O. fué derogada la de 28 de Enero 
de 1891 (1) sobre elaboración y venta de pan en 
drid. y fueron declaradas vigentes las dispo- 
siciones consignadas en las antiguas Ordenanzas 
de policía urbana, sobre ese asunto, disposicio- 
nes de que son copia literal las de los artícu- 
los 224 á 238 de las nuevas Ordenanzas, que pue- 
den verse en este mismo tomo, artículo OrDE- 
RANZAS MUNICIPALES. 


Ley 5 Julio 1892. 

Autorizando que se mescle el 1 112 por 100 de alquitrán 
á toda partida de aceite de algodón para que quede 
inutilizado para el consumo doméstico. 

(Hac.) «LEY.—.....Articulo 1.2 A partir de 
la publicación de esta ley, en todas las Aduanas 
de la Península y Ultramar se mezclará el 1 1/2 
por 100 de alquitrán de madera ó de petróleo á 
toda partida de aceite de algodón ó de nabina 
que se importe. 

Art. 2. El aceite de oliva que se introduzca 
por las Aduanas españolas será examinado, y 
si contiene mezcla de aceite de algodón ú GER 
grasa, se le mezclará el 1 1/2 por 100 de alquitrán 


(1) Véanse Diccionario, tomo 1, pág. 468. 


de madera ó de petróleo, á fin de que quede in- 
utilizado para el consumo alimenticio. 

Art. 8.2 Los alcaldes y jueces municipales 
que tuvieran conocimiento de la expendición de 
aceite de oliva mezclado con algún otro, lo de- 
comisarán, y el juez considerará á los expende- 
dores como infractores del pár. 2.” del art. 595 
del Cód. penal. 

Art. 4. El coste de las materias que se em- 
pleen para inutilizar el aceite de algodón ó el de 
oliva falsificado, será de cuenta del introductor 
de la mercancía. 

Por tanto, etc.—Dado en Palacio á 5 de Julio 
de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro de 
Hacienda, Juan de la Concha Castañeda.» (Ca- 
ceta 7 Julio.) 


—Ver FartTas: 
VINOS. 
ABINTESTATOS. V. SucesioNEs. 


ABOGADO DE LA BENEFICENCIA. En 
el Diccionario (t. 1, p. 85) está inserta la Real 
orden de 21 de Agosto de 1888. Contra ella se in- 
terpuso recurso contencioso-administrativo, en 
el que recayó la siguiente 


PeEsA8 Y MEDIDAS: SANIDAD: 


Sentencia. 


23-13 Septiembre 1891. Declara el Tribunal 
Contencioso que los abogndos de la Beneficencia no 
pueden devengar honorarios sino en el caso de im- 
ponerse costas á la parte contraria: 

«Considerando: que según el art. 27 de la instruo- 
ción aprobada por Real decreto de 27 de Abril de 
1875, los abogados de Beneficencia se hallan obliga- 
dos 4 defender gratuitamente á las Juntas respecti- 
vas en los pleitos que sostengan dentro del territo- 
río á que se reflere su nombramiento... 

Considerando: que contra el texto expreso citado 
no cabe srl, Lo que dichos letrados tienen por vir- 
tud del art. 29 de la instrucción referida los mismos 
derechos que los representantes jurídicos de los que 
ante los Tribunales gozan de la defensa de pobreza, 
porque el expresado art. 29, que es general en su 
prescripción, no altera lo prevenido en el 27, que es 
absoluto y concreto, sin que por otra parte quepa 
suponer perjudicados á los que desempeñan las hon- 
rosas funciones de que se trata, puesto que aparte 
de disfrutar de otras exenciones y ventajas, les está 
permitido hacer efectivos honorarios cuando sea 
condenada en costas la parte contraria, y en todo 
caso pueden no aceptar ó renunciar un cargo que, 
más que de productos, debe entenderse como hono- 
rífico y gratuíto (1).>» ÓN 23-27 Septiembre 1891.— 
Gac. 23 Julio A p. 292 


(1) Brita: reitera esta doctrina en sent. de 18 Marzo 
1894 (AP. de 1894, p. 818). 
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—Veéase el epizrafe Abogados del Estado y de la 
Beneficencia en el sumario alfabético de la ley y 
reglamento de lo contencioso (Ar. de 1891, pá- 
gina 375). 


ABOGADOS DEL ESTADO. V. HacienDa 
PÚBLICA. : 


ABONARÉS DEL EJÉRCITO. Adicionan- 
do este mismo artículo del Diccionario (t. 1, pá- 
gina 89), insertaremos las siguientes disposi- 
ciones: 


E. D. 80 Julio 1882. 
Mandando abrir el pago de los abonarés de Cuba exami- 
nados y reconocidos. 

(ULTrRAMAR.) Exzxtracto.—Por este Real decreto 
se mandó satisfacer el 85 por 100 del valor de di- 
chos abonarés con arreglo al art. 14 de la ley de 
presupuestos de Cuba de 1890 á 91, para lo cual 
el Ministro de Ultramar debía tener los créditos 
necesarios á disposición de la Caja de Ultramar, 
encargada de hacer el pago y responsable de él. 
(Gac. 2 Agoslo 1892.) 


Es. Os. de 28 Octubre 1893. 

(Guerra4.) Extracto.— Con arreglo á lo dis- 

uesto en el Real decreto anterior y en el art. 14 
So la ley de presupuestos de 18 de Junio de 1890 
se reconocieron los créditos correspondientes al 
regimiento de Caballería de Borbón de Ultramar 
(das. 20 Noviembre), regimientos del Rey, de Ca- 

allería de las Villas, del Cuerpo de Ingenieros 
(Gac. 26 Noviembre) y del regimiento Infantería 
del Rey (Gac. 6 Diciembre). 


ABONO DE AÑOS DE CARRERA. VY.Ju- 
BILACIONES. 


ABREVADEROS. V. GanaDeEria. 


ABSOLUCIÓN DE LA INSTANCIA. Véase 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL, 


ABUSOS. Deconfianza.—V. CIRCUNSTANCIAS 
AGRAVANTES: VioLACIÓN.—Electorales: V. ELec- 
CIONES. 


ABUSOS DESHONESTOS., Enel Dicciona- 
rio (t. 1, p. 101) insertamos jurisprudencia acerca 
de este delito. He aquí otra sentencia fecha de 


19 Junio 1891. Declara el T. 8. que reune los 
elementos y caracteres del delito de abusos desho- 
nestos el acto de echar en el suelo á una niña de 
once años, levantándola las ropas y aproximando á 
sus Órganos los del autor del atropello. (Sent. 17 Ju- 
nio 1891.—Gac. 11 Septiembre, p.19%4.)—V. AMENAZAS: 
RAPTO: VIOLACIÓN. 


ACADEMIA DE BELLAS ARTES DESAN 
FERNANDO. Consúltese este mismo artículo 
en el Diccionario, t. 1, p. 101. A las disposiciones 
allí insertas hay que añadir esta otra: 


R. 0. 31 Enero 1892. 
Concursos públicos de Bellas Artes: Intervención de la 
Academia. 

(Fow.) Se dispone por esta Real orden en vir- 
tud de instancia de varios artistas españoles re- 
sidentes en Roma: «1. Que la Academia de Be- 
llas Artes de San Fernando intervenga en la 
misma forma que ahora lo hace, en los concursos 
públicos de Bellas Artes; 

Y 2. Que en el caso de que á los mismos con- 
curriere un individuo de su seno, ya fuere de 
número ó correspondiente, se designe por el Go- 
“bierno una Comisión compuesta de siete perso- 
nas de reconocida competencia en la especiali- 


dad de que se trate, para que entienda en todo 
cuanto se refiera al concurso que se le someta á 
su examen. 


De Real orden, etc. —Madrid 81 de Enero de 
1892.» (Gac. 25 Febrero.) 


ACADEMIAS MILITARES. V. Ejército. 
ACCESION. V. Marorazaos. 


ACCIONES CIVILES. V. Recursos: Lea a- 
pos: PRESCRIPCION: REIVINDICACIÓN: SERVIDUM- 
BRE8S: TESTAMENTOS. 


ACCIONES y obligaciones de Sociedades. 
V. MarYoraAzGos. 


ACTOS de jurisdicción voluntaria. V. Rm- 
CURSOS. 


ACEITES. V. Añasros. 

ACEPTACION de herencia. V. SucesiOmE8. 

ACUMULACION de autos. 
CIAS EN LO CIVIL. 

ADMINISTRACIONES. Subalternas de 
Hacienda: Supresión. — Y. HaAcIeENDA PÚBLICA. 
De partido.—V. Fianzas. 

ADULTERACION de bebidas. V. Vimos. 


AGRESION ILEGITIMA. V. CircussTaAm- 
CIAS EXIMENTES. 

AGRICULTURA. Las disposiciones sobre 
esta importante materia están en el Diccionario, 
tomo I, págs. 203 á 243, He aquí otras: 


Ley de presupuestos de Puerto Rico de 89 Junio 1882, 


Art. 17. Dispone gas corran á cargo de la Di- 
putación provincial los gastos de las estaciones 
agronómicas de Bayamón y Mayagúez. 

E. D. 80 Julio 1892. 


Aprobando el reglamento de las Granjas agrícolas: 
Granjas de distrito: Enseñanza de peritos agrícolas: 
tl dr experimental: Estaciones agronómicas, pecua- 

as, etc. 


(Fom.) «...Vengo en aprobar el adjunto 


REGLAMENTO 
para el régimen de las Granjas de distrito. 


V. CoMPETEM- 





TITULO PRIMERO 
DEL SERVICIO GENERAL DE LAS GRANJAS DE DISTRITO 
CAPITULO PRIMERO.-—Objeto de estos Centros. 


Artículo 1.2 En cada uno de los distritos 
agronómicos en que se divide España habrá un 
Centro técnico de enseñanza, de estudio q de 
propaganda agrícola, que se denominará Gran- 
ja de distrito. 


Art. 2. En las Granjas de distrito que el Go- 
bierno designe (1) se dará la enseñanza de peri- 


(1) No sabemos cuáles son las Granjas designadas 
por el Gobierno para la enseñanza de peritos agrl- 
colas; pero en las no designadas, también puede 
darse esa instrucción sufragando los gastos las Di- 
rep y los Municipios, con arreglo al art. 33 

e la ley de 380 de Junio de 1895. (APÉNDICE de dicho 
año, p. 423.) 

Conviene advertir que el título de perito agrícola 
qe se obtiene en las Granjas de distrito es pura- 
mente honorífico, según el art. 44 del reglamento 
arriba inserto, y que para poder desempeñar oficial- 
mente el cargo, es necesario obtener el título en la 
Escuela general de Agricultura, sujetándose al plan 
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tos agricolas con arreglo á lo que pon el 
capítulo primero, tít. 11 de este reglamento. En 
las que puedan disponer de una finca aneja, ex- 
plotada normalmente y cultivada con el fin de 
obtener el mayor beneficio posible, se dará la 
enseñanza propia para formar capataces agrí- 
colas. En las Estaciones especiales las enseñan- 
sas teóricoprácticas para la formación de capa- 
taces; bodegueros en las enológicas; sederos en 
las sericícolas, etc. 

Art. 3.? Estos Centros regionales se compon- 
drán por lo menos de los establecimientos si- 
guientes: 

1.2 De una Granja experimental. 

2.2 De una Estación agronómica. 

8.2 De una ó varias Escuelas ó Estaciones 


iales. 

q- De una Estación de ampelografía ameri- 

as en los distritos parcial ó totalmente filoxe- 
Os. 

Art. 4. La Granja experimental se dedicará 
al estudio, experiencias y rácticas de los cul- 
tivos predominantes en el distrito. Las Estacio- 
nes agronómicas, á la investigación de los pro- 
blemas científicos que más interesen á la agri- 
cultura y á la práctica de los análisis que la 
Granja, las Corporaciones y particulares le de- 
manden, considerándose por lo tanto como Es- 
tación agronómica y laboratorio agricola reuni- 
dos. Las especiales al estudio de los productos 

ícolas más importantes de la comarca, prác- 
tica de sus transformaciones y enseñanza de 
capataces especialistas. Las de ampelografía 
americana al estudio de las vides resistentes á 
la filoxrera, medios para combatir la plaga, for- 
mación ó inspección de viveros provinciales, 
municipales y particulares, y á la práctica 
enseñanza de operaciones culturales de viticul- 
tara con aplicación principalmente á esta clase 
de vides. 

Art. 5.? Con arreglo al párrafo segundo, ar- 
tículo 4.* de la ley de Contabilidad de Hacienda 
de 25 de Junio de 1870, cada uno de los estable- 
cimientos creados ó que se creen con arreglo al 
presente decreto, tendrá para su administración 
y régimen una caja especial, aplicándose sus 
productos al sostenimiento y mejora de los mis- 
mos, con arreglo á los principios científicos de 
la economía rural y en la forma que determine 
un reglamento especial con conocimiento y con- 
sentimiento del Ministro de Hacienda. 

Art. 8. Para desempeñar los servicios enco- 
mendados á las Granjas de distrito habrá por lo 
menos el siguiente pinta facultativo nombra- 
do por el Ministro de Fomento: 

l ingeniero jefe de la Granja experimental. 

1 ídem íd. de la Estación agronómica. 

1 idem id. de cada Estación especial. 

1 perito agrícola, ayudante de la Granja expe- 
rimental. 

2 ídem ayudantes de la Estación agronómica. 
1 ídem ayudante por cada Estación especial. 
Art. 7.2 Enelcaso de que el ro resulte 

excesivo para el personal asignado á algunos de 
estos establecimientos, el Gobierno podrá agre- 
gar un ingeniero y un perito en concepto de 
auxiliares. 

Art. 8.? Los jefes de estos establecimientos 
no podrán entenderse con la Superioridad más 
que por cunducto del ingeniero jefe del distrito. 

Art. 9.2 Tanto los ingenieros como los peri- 
tos, además de la misión especial que á cada uno 





de estudios contenido en los arts. 18 á 18 del regla.- 

mento de 19 Enero 1894 (AP., p. 11), según se despren- 

de de lo dispuesto en su art, 89 y en el artículo adi. 

nal al título 11 del reglamento que arriba repro- 
08. 


le señale el reglamento, se auxiliarán mutua- 
mente siempre que las necesidades del servicio 
lo reclamen. 

Art. 10. El personal facultativo de estos es- 
tablecimientos deberá pertenecer al servicio 
agronómico, siempre que las plantillas que figu- 
ren en los presupuestos lo consientan. Los ayu- 
dantes serán propuestos por los jefes de los 
mismos. 


CAP. 11.—Del ingeniero director. 


Art. 11. El ingeniero más antiguo de los que 
tengan puetto oficial en cada Granja de distrito, 
será el director del establecimiento. 

Art. 12. Corresponde al ingeniero director: 

1. La alta inspección de los establecimientos 
que constituyen el Centro. 

2.7 Cumplir fielmente y hacer que se complan 
los reglamentos vigentes y las órdenes que re- 
ciba del Ministerio y de la Dirección general. 
8. Elevar los acuerdos y peticiones que los 
jefes de los establecimientos dirijan á la Supe- 
rioridad. 

4. Ponerse en relación con los ingenieros de 
las provincias que forman el distrito, cuando 
fuere necesario su concurso para los estudios 

ue están encomendados á dicho Centro, hacién- 

olo siempre por conducto del jefe del mismo. 

Nombrar todo el personal subalterno del 
servicio general, así como del particular de cada 
establecimiento, á propuesta este último del jefe 
respectivo. 

6. Nombrar los que hayan de sustituir á los 
ee de los establecimientos en los casos de 8a- 

idas, enfermedades ú otras causas que les im- 
pidieran desempeñar sus cargos; de cuya desig- 
nación dará cuenta al jefe del distrito. 

7.2 Expedir los certificados de aptitud en las 
diferentes especialidades que se cursen en los 
establecimientos de la Granja. 

8.2 Ordenar los pagos que se hayan de verifi- 
car en los diferentes establecimientos con arre- 
glo al Hed dedos de cada uno de ellos. 

9.2 Inspeccionar la contabilidad de la Granja 
y los trabajos de Secretaría. 

10. Redactar anualmente, remitiendo copia 
á la Dirección general, una Memoria compren- 
siva de todas las de los establecimientos que 
componen el Centro que dirige, resultados de la, 
enseñanza y demás datos de caráter general y 
administrativo relativos á la Granja de distrito. 

11. Cuidar del más exacto cumplimiento del 
art. 86 del reglamento del Instituto agrícola de 
Alfonso XII (1), que se refiere á las prácticas de 
fin de carrera que los ingenieros alumnos han de 
verificar en las Granjas y Estaciones, procuran- 
do que estas prácticas tengan lugar de la mane- 
ra más ordenada y conveniente al mejor aprove- 
chamiento de las mismas. 


CAP. I11.—Del secretario contador. 


Art. 13. En cada uno de estos Centros, el 
ayudante que designe el director del estableci- 
miento, hará las veces de secretario contador y 
cajero. En la Granja de la región central podrá 
desempeñar este cargo un ingeniero agrónomo, 
propuesto por el director de la Granja. 

Art. 14. Corresponde al secretario contador: 

1.2 Efectuar los pagos ordenados por el direc- 
tor, recogiendo los oportunos recibos. , 

2.2 Realizar el importe de los productos di- 
versos de la Granja, dando el correspondiente 
ingreso en caja. 


(1) El reglamento vigente de Escuela eneral de 
Agricultura es hoy el de 19 de Enero de 1 (APÉN- 
DICE, p. 11.) 
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8. Llevar la contabilidad general del esta- 
blecimiento. 

4. Formar los resúmenes mensuales de gas- 
tos por lo que respecta al presupuesto oficial 
para su remisión al Ministerio en la forma que 
prescriban las disposiciones vigentes, y uno ge- 
neral al fin de cada año, de todos los gastos é in- 
gresos realizados, para remitirlo á la Dirección 
general de Agricultura, Industria y Comercio. 


CAPITULO IV, 
(Es relativo al personal subalterno general.) 
CAP. V.-— Del material. 


Art. 18. El material de la Granja lo consti- 
tuirán: 

1. La finca en que se encuentre establecido 
el Centro. ] : 

2.” Los edificios afectos á los diferentes ser- 
vicios Óó establecimientos que comprenda la 
Granja. 

8. El material científico y de cultivo de to- 
dos los establecimientos referidos. 

.. El ganado que exista en la Granja experi- 
mental ó en las Estaciones agronómica y pecua- 
ria si la hubiere. 

Art. 19. El material se distribuirá entre los 
diferentes establecimientos, previa formación de 
inventario, y quedará bajo la inmediata direc- 
ción y responsabilidad de los respectivos jefes 
de establecimientos. 

Art. 20. El material que fuese de servicio 
general, estará á cargo del ingeniero director, 
queen designará el personal que haya de custo- 

arlo. 

Art. 21. De todo el material, tanto cientifico 
como de cultivo, podrán disponer, cuando las 
necesidades lo exijan, los jefes de cada estable- 
o solicitándolo de aquel á quien corres- 
ponda. 


CAP. VI.—Del servicio administrativo. 


Art. 22. El servicio administrativo general 
estará á cargo del oficial de la Secretaría, auxi- 
liado por uno ó más escribientes bajo la inme- 
diata ependoncia del secretario contador. 

Art. 23. Corresponde al oficial de Secretaría: 

1. Llevar la correspondencia oficial para la 
firma del ingeniero director. 

2. Poner los oficios y comunicaciones que 
reclame el servicio de la Granja con las Corpo- 
raciones ó particulares. 

Art. 24. Para satisfacer los gastos que se 
e ACnOn en las Granjas de distrito, cuentan 


1. Con el presupuesto anual que fije el Go- 
bierno Ata estos Centros. 

2. Con el importe de la venta de los produc- 
tos que se obtengan en la Granja é ingresos por 
análisis ú otros conceptos análogos, así como el 
de los campos de demostración del distrito. 

Art.25. Estos fondos ingresarán en una Caja 
cuyas llaves tendrán: una el director, otra e 
ingeniero más moderno de los que existan en la 
Granja del distrito y la tercera el secretario 
contador del establecimiento, que será el encar- 
gado de llevar los libros correspondientes con 
arreglo á la ley de contabilidad, á cuyo efecto 
so dictará una instrucción especial que regla- 
mente este servicio, 


CAP. VIL.—De los laboratorios. 


Art. 26. Estos serán de dos clases: uno gene- 
ral ó agricola, dependiente de la Estación agro- 
nómica, y otro de micrografía, que lo estará á 
su vez de la especial; ambos podrán ser utiliza- 
dos por los demás establecimientos que consti- 
tuyan la Granja de distrito. 


CAP. VIII..—Del Museo. 


Art. 27. En todas las Granjas habrá un Mu- 
seo que se dividirá en dos secciones: 

1. De Historia Natural. 

2.* De productos agrícolas. 

En la primera se coleccionarán rocas, tierras, 
insectos, deparan en herbario, y cuantos ejem- 

lares de Historia Natural tengan relación con 
a agricultura de la comarca. 

En la segunda se reunirán colecciones de se- 
millas, frutos, vinos, aceites, y en general de 
Pere los productos agrícolas propios del dis- 
rito. 

Art. 28. En una y otra sección tendrán un 
lugar especial y preferente las preparaciones 
micrográficas y los productos agrícolas z ma- 
terias de toda clase que hayan sido estudiadas 
Y analizadas en las Estaciones agronómicas con 
as conclusiones y resultados de los análisis. 

Art. 29. Este Museo se irá formando paula- 
tinamente á medida que las Granjas vayan des- 
arrollando sus importantes trabajos, y para ellos 
se contará: 

1.2 Con los donativos del Ministerio de Fo- 
mento y de la Dirección general de Agricultura. 

2. Con los donativos de las Corporaciones, 
autoridades y particulares. 

8.2 Con los recursos que el presupuesto ordi- 
nario de las Granjas destine á este objeto. 

4.2 Con los donativos de los ingenieros del 
servicio agronómico de las provincias que com- 
prende el distrito. 

5.2 Con los ejemplares que los directores de 
las Granjas puedan fácilmente adquirir y colec- 
cionar. 

Art. 80. Los ingenieros del servicio agronó- 
mico quedan obligados á remitir á las Granjas 
del distrito á que pertenezcan los ejemplares 
de Historia Natural que fácilmente puedan co- 
leccionar en sus excursiones 7 trabajos de cam- 
po, y que juzguen de utilidad para los estudios 
e ie as propios de estos Centros experimen- 
tales. 

Art. 31. Los directores de las Granjas dis- 
ondrán con el mayor celo lo conveniente para 
a instalación de estos Museos, cuidando de in- 

cluir todos los años en el presupuesto una can- 
tidad prudencial para estanterías, vitrinas, et- 
cétera, que se necesiten para los ejemplares que 
se vayan coleccionando, así como también para 
la adquisición de aquellos que á su juicio deban 
figurar en el Museo, previa propuesta á la Di- 
rección general de Agricultura. q 

Art. 32. Uno de los ayudantes que el direc- 
tor designe, será el encargado de los Museos, 
estando en la obligación de formar el inventa- 
rio y catálogos explicativos, que someterá á la 
aprobación del director todos los años. 


Art. 83. En cada Granja habrá un local des- 
tinado á Biblioteca Archivo. En la primera se 
conservarán perfectamente catalogados los li- 
bros que se vayan adquiriendo, bien por dona- 
ciones del Ministorio de Fomento, de la Direc- 
ción general de Agricultura y particulares, ó 
bien con los recursos del presupuesto ordinario. 

En el Archivo se conservarán, perfectamente 
clasificados, todos los expedientes, cuentas, co- 
rrespondencia, copiadores, inventarios, etc., y 
en general toda la documentación á que hayan 
pedo lugar los asuntos de las Granjas de dis- 
trito. 

Art. 34. Los directores cuidarán de que al fin 
de cada año se haga un deslinde y clasificación 
de los expedientes y documentos que se hallen 
en Secretaría en la indicada fecha, quedando en 
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ésta los que estén en terminación y pasando al 
Archivo los que se hallen ultimados definitiva- 
mente. 

Art. 35. La custodia de la Biblioteca Archi- 
vo estará á cargo de otro de los ayudantes, bajo 
la inmediata inspección del director de la Gran- 
ja, quien cuidará de que se lleven los registros, 

ices, catálogos inventarios con la mayor 
exactitud. 

Art. 36. El encargado de la Biblioteca facili- 
tará á los particulares ó alumnos los libros que 
soliciten, cuidando de su buen estado y conser- 
vación y no permitiendo que por ningún pretex- 
to salgan de aquélla. 

Art. 37. Los directores de las Granjas inclui- 
rán todos los años en el presupuesto de las mis- 
mas una cantidad prudencial para la compra de 
las obras ó libros de verdadero interés de agri- 
cultura é industria derivadas, y que precisamen- 
te tengan relación con la explotación de culti- 
vos de industrias y de experimentación de la 


Granja. 
CAP. X.—De los almacenes de productos. 


Art. 38. Se habilitarán varios locales de su- 
ficiente capacidad y ventilación para el almace- 
nado y conservación de las semillas y demás 
productos que se recolecten en las Granjas. 

Art. 39. Los encargados de las custodia de 
los almacenes recibirán de los ayudantes los 
productos de las Granjas á medida quese vayan 
recolectando, dando de ellos el oportuno res- 
guardo, y los ayudantes pasarán nota á los di- 
rectores de las entregas realizadas con expre- 
sión de su clase y cantidad. 

Art. Comprobadas estas notas por los di- 
rectores, cuidarán éstos que se tome razón de 
ellas en el libro correspondiente con las forma- 
lidades debidas. 

Art. 41. Los directores de las Granjas inspec- 
cionarán con frecuencia los almacenes, depósi- 
tos y museos, disponiendo lo conveniente para 
la conservación de los productos y objetos que 
aquéllos contienen. 

Art. 42. Los encargados de almacenes darán 
parte inmediato á los directores de cualquier 
alteración que en los productos notasen que les 
haga desmerecer en sus buenas condiciones y 
calidades. 


TITULO II 


DE LA ENSEÑANZA DE PERITOS AGRÍCOLAS (1) 


CAPÍTULO PRIMERO.—Del objeto y condiciones 
generales de la Escuela, 


Art. 43. La Escuela tendrá por objeto dar la 
enseñanza más conveniente á los propietarios 
á fin de que puedan dirigir y administrar sus 
fincas con arreglo á las buenas prácticas moder- 
nas, contribuyendo á difundir éstas en la región. 

Art. 44. A los alumnos que fuesen aprobados 
en todas las asignaturas y prácticas correspon- 
dientes, se les dará el título de peritos agríco- 
las. Este título será puramente honorífico, y no 
dará, por tanto, derecho al desempeño de cargos 
oficiales. 

Art. 45. Para ingresar como alumno oficial 
se necesitará acreditar, Dor medio de certificado 
facultativo, ser de complexión sana y robusta y 

resentar certificado de tener aprobado en un 

nstituto provincial de segunda enseñanza las 
asignaturas siguientes: 

Aritmética y Algebra. 

Geometría y Trigonometría. 

Física y Química. 


(1) Ver la nota de la pág. 6. 


Historia Natural. 

Agricultura elemental. 

Art. 48. Los cursos orales y prácticas corres- 
pondientes comenzarán en 1. de Octubre de 
cada año y terminarán en 31 de Mayo siguiente. 
Desde el 15 de Julio al 15 de Septiembre los 
alumnos de primer año tendrán prácticas de 
agronomía, ganadería, artes agrícolas y medi- 
ción de terrenos; y los de segundo, prácticas de 
cultivos, industrias, economía y contabilidad. 

Art. 47. La extensión con que se estudiarán 
las asignaturas y prácticas, se fijarán detallada 
mente en programas redactados por los respec- 
tivos profesores, y se remitirán á la Dirección 
general de Agricultura para su aprobación. 

Art. 48. La enseñanza durará dos años y 
comprenderá las materias siguientes: 


PRIMER AÑO 
Olnases teóricas. 


Cuestiones prácticas de Física y Química. 

Nociones de Botánica agrícola. 

Nociones de Meteorología, Climatología y 
Agrología. 

limentación vegetal. 

Nociones de Zootecnia general. 

Cría especial de animales domésticos. 

Cría de animales útiles en las Granjas. 

Conocimiento de máquinas. 

Planimetriía. 


Prácticas. 


Problemas de matemáticas. 

Dibujo topográfico. 

Dibujo de máquinas. 

Prácticas de Agrología (Laboratorio). 
Prácticas de planimetría. 


SEGUNDO AÑO 


Clases teóricas. 


Cultivos especiales de plantas herbáceas. 
Arboricultura y jardinería. 

Artes agrícolas. 

Fabricación de vinos y aceites. 

Nivelación. 

Nociones de economía rural. E 

Nociones de Legislación rural y Contabilidad. 


Práciicas. 


Prácticas de Cultivos y Arboricultura. 

Montaje de máquinas. 

Manejo de máquinas. 

Prácticas de nivelación y dibujo de planos. 

Art. 49. El número total de horas dedicadas 
diariamente á la enseñanza será el de seis, dis- 
tribuiídas según el cuadro de horas que fije el 
director de la Escuela. 


CAP. 11.—Del personal. 


Art. 50. El personal facultativo de la Escue- 
la se compondrá de los ingenieros afectos á los 
distintos servicios de los establecimientos que 
constituyen la Granja de distrito, que desempe- 
ñarán el cargo de Profesores; y de los ayudan- 
tes, peritos agricolas, que tengan destino oficial 
en dicho centro. 

Art. 51. Será director de la Escuela el que lo 
sea de la Granja. 

Art. 52. Desempeñará las funciones de secre- 
tario el ingeniero más moderno de la Granja. 

Art. 53. El personal administrativo será el 
indicado para el servicio general. 

Art. 84. Elpersonalsubalternosecompondrá: 

De un jardinero, encargado del Jardín botá.- 
nico agrícola. 

De los mozos y ordenanzas que fuesen necesa- 
rios para el buen servicio de la Escuela. 
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CAP. 111.— Del material. 


Art. 55. Pertenece al material de la Escuela: 

1.2 El edificio Ó locales destinados á la ense- 
ñanza, con sus diferentes dependencias. 

2.2 El terreno destinado á Jardín botánico 
agrícola. 

8.2 Los diferentes gabinetes, con el material 
de enseñanza correspondiente. 

4. El mobiliario de todas las dependencias 
de la Escuela. 

5.2 El Archivo de la misma. 


CAP. 1V.—De las obligaciones del director y de los 
profesores. 


Art. 568. Corresponde al director de la Es- 
cuela: 

1.2 Cuidar del cumplimiento de este regla- 
ara y de las órdenes que reciba de la Superio- 
ridad. 

2.2 Convocar y presidir la Junta de profe- 
sores. 

8. Distribuir las horas de enseñanza y los 
días y horas de examen, oyendo á la Junta de 
profesores. 

4.2 Dar parte al Ministerio por conducto del 
ingeniero jefe del distrito de las faltas cometi- 
das por el personal de la Escuela. 

5.2 Dispensar á los alumnos una tercera par- 
te de las faltas cometidas por enfermedad ú otra 
causa atendible y justificada, de acuerdo con la 
Junta de profesores. 

6.2 Nombrar los Tribunales de examen, oyen- 
do á la referida Junta. 

7.2 Proponer al Gobierno cuanto estime con- 
pe ad para el fomento y desarrollo de la Es- 
cuela. 

Art. 57. La enseñanza de las asignaturas que 
debe darse en la Granja se distribuirá en la for 
ma que se acuerde en una junta que los profeso- 
res celebrarán antes de empezar el curso. 

Art. 58. Podrá, sin embargo, si precediese 
común acuerdo de los profesores y autorizado 
por el jefe del establecimiento, introducirse al- 
guna variación en esta distribución, siempre y 
cuando esto se hiciese antes de dar comienzo al 
curso y comunicándolo á la Dirección general. 

Art. 59. Las prácticas estarán á cargo de los 
ayudantes de la Escuela, bajo la dirección de los 
profesores de las asignaturas á las cuales corres- 
pondan aquéllos. 

Art. 60. Las obligaciones de los profesores 
son las siguientes: 

1.* Explicar sus lecciones con arreglo á los 
programas aprobados por el Gobierno, y asistir 
con puntualidad á sus respectivas clases. 

No so tolerará bajo ningún pretexto la falta 
de asistencia á no mediar causa plenamente jus- 
tificada, avisando de oficio al Biroctor, con la 
debida anticipación. 

2.* Pasar diariamente á Secretaría un parte 
firmado, en el que se expresen las faltas cometi- 
das por los alumnos y las censuras que hayan 
merecido. 

8.* Amonestar á los ayudantes por faltas en 
el cumplimiento de su deber, dando parte oficial 
al director. 

4.* Imponer á los alumnos los castigos á que 
se hayan hecho acreedores, dando parte al di- 
rector. 

5.* Dirigir 6 inspeccionar las prácticas de las 
asiguaturas respectivas, siendo responsable del 
exacto cumplimiento de esta enseñanza. 

6.* Vigilar para que las colecciones que cons- 
tituyen los gabinetes, en lo que concierne á sus 
respectivas asignaturas, se hallen perfectamen- 
te clasificadas y conservadas, siendo de ello res- 
ponsables. 


7.* El Jardín botánico estará á cargo del pro- 
fesor de cultivos. 

8.* Cuando un profesor no pudiera asistir por 
impedimento legítimo, avisará de oficio al direc- 
tor á fin de que éste disponga lo conveniente 
para que no se interrumpan las lecciones. 


CAP. V.—De la Junta de profesores. 


Art. 61. Los profesores, convocados y presi- 
didos por el director de la Escuela, constituyen 
la Junta de profesores, cuyas atribuciones son: 

1. Deslindar los diferentes programas de las 
asignaturas y prácticas que constituyen la en- 
señanza. ) 

2. Informar las solicitudes relativas á la en- 
señanza que presenten los alumnos y aspirantes. 

8.2 Formar mensualmente el presupuesto de 
gastos de la misma, y aprobar ñi del mes ante- 
rior. 

Art. 62. Para que la Junta pueda tomar 
acuerdo es necesario que se reunan más de la 
mitad de sus individuos. A la segunda citación 
se tomarán acuerdos, cualquiera que sea el nú- 
mero de los que asistan. 

Art. 63. Hará de secretario el que Jo sea de 
la Escuela, y en su defecto el profesor más mo- 
derno entre los presentes. 

Art. 64. Las votaciones empezarán por el 
profesor más moderno y terminarán por el pre- 
sidente, cuyo voto será de calidad en caso de 
empate. Todo vocal tiene derecho á que conste 
en el acta su voto particular, formulándolo al 
efecto por escrito. 

Art. 65. Las actas se extenderán en libro 
foliado y rubricado, firmándolas el secretario 
con el V,* B.” del presidente, y al margen se ex- 
presarán los nombres de los que asistan á la 
sesión. 


CAP. VI.—De los ayudantes. 


Art. 68. Los ayudantes de la Escuela, peritos 
agrícolas, desempeñarán los serviciossiguientes: 

1.2 Dar la enseñanza de las prácticas, proble- 
mas y trabajos gráficos. 

2,2 Cuidar del orden y conservación del ma- 
terial de los gabinetes propios de la Escuela, que 
recibirán mediante inventario. 

8.2 Auxiliar á los profesores en los trabajos 
propios de la Escuela en que fuesen necesarios. 

Art. 67. Los ayudantes asistirán diariamen- 
te á la Escuela; permaneciendo en ella durante 
todo el tiempo que el director y profesores es- 
timen conveniente para el buen servicio de la 
misma. 

Art. 68. Pasar diariamente un parte firmado 
á Secretaría, en el que se expresen las faltas co- 
metidas por los alumnos y las censuras que ha- 
yan merecido. 

Art. 69. Nose tolerará bajo ningún pretexto 
la falta de asistencia de los ayudantes á no me- 
diar causa plenamente justificada, avisando de 
oficio al director en todos los casos con la debi- 
da oportunidad. 

Art. 70. La naturaleza de las prácticas y el 
orden en que deben ejecutarse se fijarán opor- 
tunamente por los respectivos profesores. Las 

rácticas de asignaturas terminarán en 15 de 


ayo. : 

Art, 71. Las prácticas que han de llevar é 
cabo los alumnos durante el verano estarán á 
cargo de los ayudantes, siguiendo las instruc- 
ciones que sobre el particular les hayan dado los 
respectivos profesores. 


CAP. V11.—Del secretario. 


Art. 72. Corresponde al secretario: 
1.2? Comunicar los acuerdos del director de la 
Escuela. 
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2” Redactar las actas de la Junta de profe- 
sores. 

8, Llevar los libros de matrícula, registro y 
demás que sean necesarios para conocer en todo 
tiempo los antecedentes de los alumnos. 

4.2 Cuidar de que los expedientes de los alum- 
nos se hallen siempre coleccionados y arreglados 
con sujeción á un índice, así como los demás do- 
eumentos de la Secretaría y del Archivo. 

5.2 Resumir y ordenar los partes remitidos 
diariamente por los profesores y ayudantes. 

6. Hacer al final del curso, como resultado 
de esos partes, una relación de los alumnos que 
tienen derecho á presentarse á examen, y de la 
que dará cuenta en Junta de profesores. 

7.2 Formar oportunamente el proyecto de 
presupuesto mensual de gastos de la enseñanza 
para su aprobación en la Junta correspondiente. 

Art. 7 En los trabajos de Secretaría auxl- 
liarán al profesor secretario el oficial de la mis- 
ma y el escribiente afectos á este servicio. 

Art. 74. Del movimiento de fondos que se 
efectúe en la Escuela llevará una cuenta espe- 
cial, siendo la caja general de la Granja la en- 
cargada de la recaudación y pagos ordenados 
por el director de la Escuela. 


CAP. VII1.— Del personal suba!terno. 


Art. 73. El personal subalterno de la Escuela 
se regirá por un reglamento interior redactado 
por el director, oyendo á la Junta de par 
cuyo reglamento deberá remitirse al Ministerio 
para su aprobación. 


CAP. IX.— Delos alumnos. 


Art. 76. La admisión de los alumnos se veri- 
ficará todos los años en el mes de Septiembre. La 
convocatoria se publicará con la anticipación 
debida en los periódicos oficiales del distrito, 
expresando los requisitos necesarios para el in- 
greso. 

Art. 77. Los aspirantes á ingreso elevarán al 
director en las fechas indicadas las solicitudes, 
acompañando los certificados correspondientes, 
sobre cuya validez deberá recaer acuerdo de la 
Junta de profesores. 

Art. 78. Son considerados como alumnos los 
que se hayan inscrito en la época señalada, des- 
pués de cumplir con los requisitos que este re- 
glamento determina. 

Art. 79. Todos los alumnos dejarán en la Se- 
cretaria de la Escuela, al empezar el curso, nota 
de las señas de su domicilio, participando su 
mudanza cuando ocurriera. 

Art. 80. Será de cuenta de los alumnos la ad- 
quisición de los libros de texto y de los instru- 
mentos ó enseres necesarios para los trabajos 
gráficos y dibujos. 

Art. 81. Todos los alumnps están obligados 
á cumplir exactamente las órdenes del director, 
de los profesores y ayudantes, en cuanto con- 
cierna á sus deberes respectivos; al orden en 
las clases y prácticas, y al régimen de la ense- 
hanza. 

Art. 82. Los alumnos concurrirán á las cla- 
ses y prácticas á las horas señaladas. 

La asistencia será diaria, excepto los domin- 
gos ó fiestas nacionales ó de la capital en que se 
halle establecida la Granja, los días de Carnaval 
y miércoles de Ceniza; los cuatro último de Se- 
mana Santa, los ocho últimos de Diciembre y 
los días de SS. MM. y AA. RR. 

Art. 83. Las lecciones orales, así como las 
poetes y demás ejercicios, tendrán lugar en 
as horas marcadas en el horario que oportuna- 
mente, y según las estaciones, se fijará en la ta- 

lilla de anuncios. 

Art. 84. Los alumnos que cometieran un nú- 


mero de faltas de asistencia superior al 10 por 
00 del número de días de clase correspondientes 
á cada asignatura, perderán el curso, á no justi- 
ficar con certificación facultativa que han sido 
cometidas por enfermedad, en cuyo caso el di- 
rector podrá dispensar la tercera parte de las 
cometidas por tal causa, de acuerdo con la Junta 
de profesores. 

Art. 85. Siempre que los alumnos tengan 
que elevar alguna instancia con respecto á la 
enseñanza, la dirigirán al director ó por conduc- 
to de éste, según los casos. 

Una vez dentro del establecimiento no podrán 
salir de él los alumnos hasta que pasen las ho- 
ras marcadas en el horario, á no ser que, habien- 
do justa causa á juicio del profesor, ó, en su de- 
fecto, del ayudante, otorgasen el permiso; en 
este último caso el ayudante lo pondrá en cono- 
cimiento del director y profesor respectivo. 

Art. 88. Los alumnos se hallarán sujetos á 
castigos disciplinarios cuando cometan faltas de 
subordinación. 

Se reputará como falta de subordinación: 

La desobediencia al director, profesores y ayu- 
dantes. 

La infracción de las disposiciones reglamen- 
tarias y de las reglas establecidas para el buen 
BIEN y aprovechamiento en las clases y prác- 

icas. 

Las respuestas ofensivas por la esencia ó el 
modo en que se dirijan. 

Todas las palabras y actos contrarios á la mo- 
ral y á la disciplina del establecimiento. 

Art. 87. Las faltas se corregirán según su 
mayor ó menor gravedad: 

1.2 Con reprensión privada. 

2. Con reprensión pública. 

8. Con la pérdida del curso. 

4. Con la pérdida de carácter de alumno y 
expulsión de la Escuela. 

rt. 88. Los dos primeros castigos se impon- 
drán por los profesores y ayudantes, dando cuen- 
ta al director. 

El tercero por el director, previo acuerdo de 
la Junta de profesores, cuando las faltas sean 
graves, y oyendo antes al interesado. 

Corresponde al Gobierno imponer el castigo 
de expulsión, previa propuesta de la Junta de 
profesores, por faltas gravísimas, calificándose 
así cualquiera que haga al alumno indigno de 
continuar en el establecimiento. 

Calificada de gravisima una falta por la Jun- 
ta de profesores, podrá el director suspender al 
alumno ínterin recae la resolución del Gobierno. 

Ningún castigo podrá levantarse sino por el 
que lo haya impuesto, ó por el superior jerár- 
quico en la forma que determine el reglamento. 

Los castigos se publicarán en la tablilla de 
anuncios. 


CAP. X.—De los exámenes de prueba de curso. 


Art. 89. Para matricularse en el primer año 
de la carrera es necesario tener aprobadas las 
asignaturas á que se refiere el art. 44. 

Art.90. Para matricularse en el segundo año 
se necesita haber sido aprobado en todas las 
asignaturas y prácticas del primero. 

Las clases de dibujo se considerarán como 
prácticas de asignatura. 

Art. 91. Los exámenes de prueba de curso se 
verificarán en los meses de Junio y Septiembre 
á excepción de los de las prácticas que su ejecu- 
ten en verano, los cuales tendrán lugar en la se- 
gunda época citada. 

Cada ejercicio de examen no podrá compren- 
der más materias que las que comprenda el pro- 
grama oficial de la asignatura. 

Art. 92. Cuando el alumno fuese desaproba- 
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do en Junio podrá volver á presentarse en Sep- 
tiembre, y si resultase desaprobado en esta épo- 
ca, aunque fuese en una sola asignatura ó prác- 
tica, perderá el curso. 

Los que no se presentaren en los exámenes de 
Septiembre, y los desaprobados en los mismos 
tendrán que repetir el estudio de las materias co- 
rrespondientes, sin poder pasar al segundo año. 

Art. 93. Antes de comenzar la época de exa- 
men se formarán por la Secretaria relaciones 
nominales de los alumnos que, teniendo derecho 
á ser examinados se provean de las papeletas de 
examen correspondientes, fijándose por el direc- 
tor los días y horas en que han de verificarse los 
ejercicios. 

Art. 94. Los que perdiesen en dos años dis- 
tintos la misma asignatura, no podrán seguir la 
Carrera. 

Art. 95. Los alumnos sufrirán cada examen 
en los días señalados, y si faltase alguno, perde- 
rá su derecho, no pudiendoejercitarlo hasta otra 
época de examen. 

El presidente del Tribunal podrá, sin embar- 
go, por causa justificada, dispensar la falta y 
conceder la gracia de examen para otro día de 
Junio ó Septiembre, dentro del periodo señalado 
para los ejercicios correspondientes. 

Art. 98. Los exámenes serán públicos y se 
verificarán ante los Tribunales, compuestos de 
tres profesores, uno de los cuales será el de la 
asignatura ó práctica correspondiente. 

Art. 96 (1) Los ejercicios de examen, en las 
clases que no tengan prácticas especiales, con- 
sistirán en la contestación á tres lecciones del 
programa oficial, sacadas á la suerte por el exa- 
minando, y á las preguntas que los jueces ten- 
gan por conveniente hacer. 

Los exámenes de las asignaturas que tengan 
prácticas especiales, consistirán en dos ejerci- 
cios, uno tal como se establece en el párrafo an- 
terior, y otro relativo exclusivamente á dichas 
DoS en la forma que la Junta de profesores 

etermine. 

Los exámenes de las prácticas que se ejecuten 
durante el verano, consistirán en la revisión de 
los cuadernos de anotaciones diarias que han de 
llevar los alumnos, y en la contestación á las 
preguntas y ejercicios de aquellas operaciones 
que el Tribunal determine. 

Art. 97. Los ejercicios teóricos deberán du- 
rar por lo menos quince minutos, y las prácticas 
el tiempo que el Tribunal juzgue necesario. 

Terminado el ejercicio ó ejercicios de examen 
en una asignatura, procederá el Tribunal á ha- 
cer la calificación por medio de un número que 
no sea menor que cero ni mayor que diez, y que 
expresará el mérito relativo del alamo: La ter- 
cera parte de la suma de los números asignados 
por cada uno de los jueces del Tribunal, repre- 
sentará la calificación definitiva del examinan- 
do. Este resultará desaprobado si dicho tercio 
no es mayor que «cinco» y aprobado en el caso 
contrario. 

El secretario del Tribunal extenderá por du- 
tad elacta correspondiente firmada por to- 

os los examinadores: en ella se consignará si 
los alumnos presentados han sido aprobados ó 
desaprobados, así como la relación de los que no 
se hubieren presentado. 

Los alumnos que durante el ejercicio se hayan 
retirado sin terminarlo, se considerarán como 
desaprobados. 


(1) Este artículo lleva en la Gaceta el núm. 06, 
como el gue le precede, y con el cual señalamos uno 
y otro. Los demás siguen con la numeración que 
nosotros reproducimos; de manera que el reglamen - 
to tiene dos artículos 96. 


En la tablilla de anuncios se fijará una copia 
autorizada del acta de examen, 

Art.98. Los alumnos abonarán en papel de 
pagos al Estado y en concepto de matrícula 2 pe- 
setas con 50 céntimos por cada asignatura, Ef 
a por papeleta de examen de una ó todas 

as asignaturas del año. 

Los derechos de examen se abonarán en metá- 
lico en la Secretaría de la Escuela al recoger la 
papeleta correspondiente. 


ARTICULO ADICIONAL 


Los alumnos que hoy cursan la carrera de pe- 
rito agrícola en las Granjas, serán considerados 
como peritos oficiales el día que sean aprobados 
on sus estudios. 

No se admitirá en adelante para el servicio del 
Estado más que á los peritos agrícolas que hu- 
biesen obtenido su titulo en la Escuela general 
de Agricultura. 


TITULO 111 
DE LA GRANJA EXPERIMENTAL 


CAPITULO PRIMERO.—Del objeto de este 
establecimiento. 


Art. 99. La Granja experimental tiene por 
objeto: 

1.2 Establecer las experiencias que juzgue 
oportunas, tanto en el establecimiento como fue- 
ra de él, para aquilatar la bondad de las diferen- 
tes prácticas agrícolas, en lo que se refiere al 
cultivo y á la ganadería é industrias propias del 
distrito. 

2.2 Plantear campos de demostración para 
hacer ver á los agricultores, de una manera di- 
recta, las ventajas económicas de los sistemas 
de cultivo propuestos. 

3. Dar á los obreros que lo soliciten ense- 
ñanzas prácticas sobre los puntos concretos que 
deseen. j 

4,9 Dar, cuando se reunan las circunstancias 
que señala el art. 2.%, la instrucción práctica 
na para formar buenos capataces agrí- 
colas. 

5. La aclimatación y connaturalización de 
cuantas plantas permitan las condiciones agro- 
lógicas y meteorológicas del distrito y sea con- 
veniente introducir en los cultivos del mismo, 

or recomendarlo así la bondad del producto ó 
la utilidad de sus aprovechamientos. 

6. La aclimatación de razas de ganado ex- 
tranjero y el mejoramiento de las del país, tan- 
to de labor como de renta. 


CAP. 11.— Del personal. 


Art.100. El personal facultativo de la Gran- 
ja experimental se compondrá: 

De un jefe, ingeniero agrónomo. 

De un ayudante, perito agrícola. 

Art. 101. El personal subalterno constará: 

De dos capataces. 

De un herrero mecánico. 

De un ordenanza. ' 

Y de:los mozos y peones que se juzgue nece- 
sarios. 

Además se contratará por años un veterinario 
quo haga las visitas que el ganado de la Granja 
necesite. 

Art. 102. El personal administrativo de este 
establecimiento será el indicado para el servicio 
general. 


CA Pp; 111.— Del material. 


Art. 103. El material de la Granja se com- 
pondrá: 
1. De las tierras necesarias do regadío y se- 
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esno para el establecimiento del campo experi- 
mental. 

2” Deuno ó varios campos de demostración, 
donde se pueda plantear el tipo ó tipos de culti- 
yo que más convenga extender en el distrito y 
en los que se puedan apreciar directamente los 
resultados económicos. 

8.2 De los edificios necesarios para habita- 
ción del personal y de las cuadras y apriscos y 
demás dependencias que exijan los trabajos que 
se efectúen en las Granjas. 

4.” Delas máquinas, aparatos y aperos nece- 
sarios al objeto del establecimiento: 

5.2 Del ganado de renta y de labor. 


CAP. IV.—Obligaciones del personal de la Granja. 


Art. 104. Corresponde al jefe: 

1.2 Plantear y dirigir todos los trabajos ex- 
imentales que crea convenientes para los 
es que persigue el establecimiento. 

2, Determinar la rotación y plan de cultivo 
que se ha de seguir en los campos de demostra- 
ción del distrito. 

3.2 Designar los diferentes puutos del distri- 
to donde juzgue conveniente el establecimiento 
de campos de experiencias y de demostración, 
dando las instrucciones necesarias para su cui- 
dado y cultivo, cuyas instrucciones las pondrá 
en conocimiento del ingeniero jefe del distrito, 
á fin de que las comunique á los ingenieros de 
las provincias del mismo, para que sean oportu- 
namente ejecutadas. 

4. Comunicar diariamente las órdenes para 
los trabajos que hayan de verificarse al día si- 
guiente, cuidando de que se cumplan con exac- 
titud. 

5. Facilitar al personal de la Granja el ma- 
terial que fuese necesario para los trabajos, y 
cuantos datos y antecedentes le fuesen pedidos 
respecto á los puntos de su competencia. 

6. Formular anualmente una Memoria rela.- 
tiva á la marcha general de los trabajos lleva- 
dos á cabo en el establecimiento, y en cuya Me- 
moria han de detallarse los resultados de los 
campos de demostración del distrito. 

Independientemente de esta Memoria, de ca- 
rácter general, podrá publicar los resultados 
que obtenga en experiencias ó estudios determi- 


03. 

7.2 Redactar y remitir á la Dirección gene- 
ral de Agricultura, en la primera quincena de 
Abril de cada año, el plano ó proyecto de explo- 
tación que convenga plantear en el próximo año 
agrícola, y que deberá comprender todos los 
cultivos, industrias, ganados, aprovechamien- 
tos de todas clases que en la Granja haya, cuyo 
Centro, oyendo á la Junta Consultiva Agronó.- 
mica, aprobará ó reformará el referido plan de 
cultivos, y le devolverá al director antes del 1. 
de Julio para su planteamiento y ejecución. 

8.2 Proponer á la Su ertoridad los progra- 
mas de las materias que han de formar la ense- 
fianza oral de los capataces, así como también 
el de los trabajos experimentales que aquéllos 
han de practicar, y el reglamento para su eje- 
cución. La Dirección general de Agricultura, 
oyendo á la Junta Consultiva Agronómica, dis- 
pondrá la aprobacion ó reforma de los citados 
programas y reglamento. 

9.2 Formar los presupuestos de gastos anua- 
les para la experimentación, enseñanza y explo- 
tación. 

10. Corregir las faltas leves que cometa el 
personal auxiliar facultativo, dando cuenta de 
: graves á la Dirección general de Agricul- 

Ura. 
11. Dar las enseñanzas que corresponda á la 


Granja. 


Art. 105. Corresponde al ayudante: 

1. Cuidar de todo el material del estableci- 
miento, así como del archivo, donde se guarden 
todos los datos y antecedentes de las experien- 
cias y trabajos técnicos que se realicen. 

2. Girar, cuando el jefe lo crea conveniente, 
visitas á los campos de experiencias y demostra- 
ción establecidos en el distrito. 

8. Secundar las órdenes del jefe en todos los 
trabajos del establecimiento. 

4. Llevar las anotaciones y registros diarios 
sobre la marcha de las diferentes experiencias 
establecidas, estando las mismas bajo su inme- 
diato cuidado y vigilancia, 

5. Sustituirle en la enseñanza de los obreros 
en ausencias ó enfermedades del jefe del estable - 
cimiento. 

6. Cuidar de que los obreros y alumnos ocu- 
pados en las industrias, trabajen durante las ho- 
ras prefijadas. 

7.2 Ejercer una inspección constante en el de- 
pósito ó almacén de máquinas, procurando que 
éstas y los aperos de labranza se conserven en 
buen estado y llevando nota de los desperfectos 
que sufran para su inmediata reparación ó des- 
echo, dando parte por escrito al jefe de los ex- 
travíos ó roturas que ocurran. 

8.2 Transmitir al personal subalterno las ór- 
denes que reciba del jefe. 

9. Guidar que no haya en el servicio más 
herramientas y útiles que los necesarios para 
los trabajos pendientes, procurando que al ter- 
epa se devuelvan al depósito limpios y arre- 

ados. 

á 10. Poner á disposición del conserje guarda- 
almacén todas las cosechas, frutos y productos 
de la Granja con la formalidad debida, y pedir- 
le del mismo modo, con la suficiente anticipa- 
ción, las semillas que se necesiten para las 
siembra. 

11. Llevar un registro de todos los ganados, 
abriendo una cuenta corriente á cada cabeza 
del ganado mayor y por lotes en el menor. Cada 
trimestre entregará un resumen de esta cuenta 
al jefe y una vez visada por éste se pasará á los 
libros correspondientes de contabilidad. 

Art. 108. Todos los meses remitirán los jefes 
de las Granjas á la Dirección general de Agri- 
oultura nota detallada del movimiento de espe- 
cies, efectos y ganado. ' 

Art. 107. Eljefe de la Granja central facili- 
tará al director Ara del Instituto Agrl- 
cola de Alfonso XII cuantos datos pidan relati- 
vos á la explotación, contabilidad, experimen- 
tación y toda clase de noticias respecto á los 
trabajos que se ejecuten en la Granja, facilitan- 
do al director de la Escuela los medios necesa- 
rios para ejecutar las prácticas y ensayos que 
exija la enseñanza. 

Art. 108. Los jefes de las Granjas redactarán 
un reglamento especial que determine las atri- 
buciones y deberes del personal subalterno, y 
con el V.? B.” del director será remitido á la 
aprobación de la Dirección general de Agricul- 
tura. 


CAP. V.—De los campos de experiencias y demostración. 


Art. 109. El jefe de este Centro planteará en 
los puntos del distrito que estime oportunos las 
experiencias necesarias, á fin de estudiar los 
procedimientos culturales más adecuados en 
cada caso. 

Art. 110. Todas aquellas prácticas cuyos re- 
sultados económicos hayan tenido plena confirma- 
ción, se propagarán por medio de campos de de- 
mostración, que la Granja irá estableciendo á 
medida que lo juzgue conveniente; pero procu- 
rando en lo posible que en un plazo breve haya 
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cuando menos uno en cada provincia del dis- 
trito. 

Art. 111. El cuidado de los campos de expe- 
riencias y ensayos, así como el de los campos de 
demostración que se establezcan en los diferen- 
tes puntos del distrito, estará á cargo del perso- 
nal agronómico de las provincias; pero sujetán- 
dose en un todo á las instrucciones formuladas 
por la Granja experimental, que les serán co- 
municadas por medio del ingeniero jefe del dis- 
trito. 

Art. 113. Todos los gastos que ocasionen los 
campos de experiencias y los de demostración, 
tales como arriendo de tierras, semillas, labores, 
abonos, etc., así como las dietas devengadas por 
el personal de la Granja, serán sufragados con 
los recursos de dicho establecimiento, en cuya 
Caja ingresarán todos los productos de aquellos 
CA DM pos. 

Art. 113. Los productos de los campos de de- 
mostración, después de cubrir los gastos que 
hayan ocasionado y las dietas del personal de 
la Granja encargado de su planteamiento, si hu- 
biere sobrante, se invertirá en la adquisición de 
aparatos, semillas y abonos para aumentar su 
número. 


CAP. VI.—De la enseñanza de los capataces. 


Art. 114. La enseñanza de capataces agríco- 
las será esencialmente práctica, y se dará según 

ueda expresado cuando las Granjas dispongan 
de fincas apropiadas, en las que los aprendices 
harán las veces de obreros, y 8e instruirán: 

1. Enel manejo de máquinas y aparatos de 
cultivo. 

2.2 En las prácticas de manipulaciones rela- 
tivas á las industrias anejas á la explotación. 

En la ejecución de las diferentes opera- 
ciones de cultivo, como poda, injerto, etc., etc. 

4. En las lecciones orales que decermine el 
programa aprobado por la Dirección general. 

Art. 115. Estas enseñanzas durarán cuando 
menos dos años. 

Art. 118. Para ingresar como aprendiz de 
capataz en las Granjas, es indispensable reunir 
las condiciones siguientes: 

1. Haber cumplido dieciséis años, que se 
acreditará por la partida de nacimiento. 

2.* Ser de complexión sana y robusta para 
los trabajos de campo. 

8.* Acreditar buena conducta por certifica- 
ción del alcalde del pueblo de su habitual resi- 
dencia. 

4.* Saber leer y escribir y las cuatro reglas 
fundamentales de Aritmética, probando estos 
conocimientos ante un Tribunal compuesto por 
tres de los jefes de los establecimientos. 

Art. 117. Además de los ejercicios prácticos 
recibirán los alumnos lecciones orales, en las que 
se explicarán los principios elementales de Or- 

anografía y Fisiología vegetal, ra e 

eteorología agrícola, Zootecnia é6 Industrias 
rurales. 

Art. 118. Elaño agrícola, para regular la en- 
señanza, empezará ol día 1.” de Octubre y ter- 
minará á fin de Agosto. 

Art. 119. En la Memoria anual que tiene obli- 
gación de formar el director de la Granja se 
consignarán todos los trabajos y operaciones de 
que se hayan ocupado los aprendices durante el 


Art. 120. Una instrucción especial, redactada 
por el jefe de la Granja y aprobada por la Di- 
rección general, previo informe de la Junta 
consultiva agronómica, determinará la exten- 
sión con que han de darse las asignaturas y 
prácticas que constituyen esta enseñanza. 

Art. 121. Los aprendices que hubieren reali- 





zado satisfactoriamente las labores y prácticas 
de toda clase ejecutadas en las fincas anejas ás 
la Granja, mediante los correspondientes regis- 
tros personales que á este efecto llevará el jefe 
de la misma, y probado su suficiencia en la for- 
ma que se determina en el artículo siguiente, 
recibirán un certificado de capataces agrícolas, 
firmado por el director de la Granja. 

Art. 122. La suficiencia á que se refiere el 
artículo anterior la probarán ante un Tribunal 
formado por tres de los jefes de los estableci- 
mientos que constituyen la Granja, y versará 
sobre dos operaciones prácticas; una referente 
á los cultivos y otra á las industrias derivadas 
que en la Granja se exploten y que el Tribunal 

esignoe. : 


CAP. VII.—Relaciones del establecimiento con los 
agrícultores. 


Art. 133. Eljefe tendrá obligación de contes- 
tar de palabra ó por escrito á cuantas consultas 
le dirijan los agricultores, siempre que estén 
relacionadas con el servicio que le está enco- 
mendado. 

Art. 124. Se llevará un libro en que se con- 
signen todas las consultas hechas, con especi- 
ficación del nombre y pueblo del demandante, 
así como la contestación que se le hubiera dado, 
y á ser posible el resultado obtenido de la prác- 
tica aconsejada. 

Art. 125. Los jefes de las Granjas deberán 
practicar en las épocas más convenientes, enga - 
yos con todos los instrumentos y máquinas que 
tengan en los almacenes, debiendo anunciar con 
la debida anticipación para conocimiento del 
público que quiera presenciarlos los días en que 
tendrá lugar. 

Art. 138. Aprovechando las circunstancias á, 
que se refiere el artículo anterior, ó en épocas 
que se creyesen convenientes, se darán en el es- 
tablecimiento conferencias sobre puntos con- 
cretos y esencialmente prácticos. Podrá coad- 
yuvar á este trabajo el demás personal faculta- 
tivo de la Granja, tratando las cuestiones cuyo 
estudio les esté encomendado. 

Art. 127. Los propietarios que deseen ensa- 
yar en sus fincas algunas de las máquinas 6 ins- 
trumentos de cultivo pertenecientes á las Gran- 
jas, lo solicitarán de la Dirección general de 
Agricultura, Industria y Comercio, la que, pre- 
vio informe del director de la del distrito co- 
rrespondiente, podrá concederlas, siempre que 
exista más de un ejemplar de la misma clase en 
los depósitos y con las condiciones siguientes: 

1.? Que se deposite en la Caja del estableci- 
miento el todo ó parte del valor del aparato, con 
cuya cantidad se satisfarán el importe de los 
desperfectos que éste haya sufrido, los gastos 
de traslación, tanto á la ida como á la vuelta, y 
los de viaje y dietas devengadas por el emplea- 
do que haya ido acompañando el aparato, de 
cuya liquidación se derá copia autorizada al de- 
poranta que deberá firmar en el original si se 

aya conforme. 

2. No se permitirá la extracción de ningún 
aparato si no se cumple lo dispuesto en el pá.- 
rrafo anterior, y sino va acompañado de un de- 
pendiente de la Granja que es el encargado de 
cuidarlo y enseñar su manejo á los que lo hayan 
de emplear, debiendo regresar inmediatamente 
de cumplida su comisión, haciendo entrega del 
aparato al guardaalmacén, y dando parte á su 
jefe del resultado de la expedición. 

8.2 Este dependiente tendrá derecho á cobrar 
de la Caja del establecimiento y con cargo á los 
fondos depositados por el solicitante, el impor- 
te de su viaje en tercera clase, si hay ferroca- 
rril al sitio de la prueba, y sl no en diligencia ó 
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usando el medio más expedito que haya para 

traslada rse, y 4 pesetas diarias en concepto de 

e por cada uno de los que invierta en la ex- 
ición. 

Art. 138. A ningún agricultor se le dejará 
más de una vez un mismo aparato. 

Art. 139. Se llevará un registro detallado en 
el que se expresen todas las máquinas ó apara- 
tos que se hayan cedido; el nombre del solici- 
tante, pusto en que ha funcionado y tiempo de 
que se haya hecho uso de ellos, procurando en lo 
posible que conste también el trabajo ejecutado 
y resultados obtenidos. 

Art. 130. Las reclamaciones y dudas que pue- 
dan ocurrir las zanjará la Dirección general de 
Agricultura. 

Art. 131. Las Granjas facilitarán á precio de 
coste á los agricultores semillas, abonos, gana- 
do de razas extranjeras y del país perfecciona- 
das, y los demás productos que se obtengan en 
los citados centros y que puedan servir para me- 
jorar los que se obtienen en el país. 

Art. 132. El personal de las Granjas anxilia- 
rá con sus consejos, siempre que lo soliciten, á 
los establecimientos de instrucción de Corpora- 
ciones Óó particulares que se dediquen á la pro- 
paganda delas prácticas agricolas, dando parte 
á la Superioridad de los resultados obtenidos y 
concepto que les merecen. 


TITULO IV 
DE LAS ESTACIONES AGRONÓMICAS 


CAPITULO PRIMERO.—Del objeto de las Estaciones 
agronómicas. 


Art. 133. Corresponde á las Estaciones agro- 
nómicas de las Granjas de distrito, que tendrán 
al meno tiempo el carácter de laboratorios agrÍ- 
colas: ) 

1. Emprender investigaciones de química y 
fisiología vegetal y animal que interesan á la 
agricultura y sean aplicables á la mejora de la 
producción, especializando el trabajo para deter- 
minar los datos que se refieran á los cultivos 
predominantes en la región. 

2. Ejecutar los análisis y trabajos que la Su- 
el ie el ingeniero jefe del distrito y jefes 

e los otros establecimientos anejos le enco- 
mienden. 

3.2 Practicar los análisis de tierras, abonos, 
semillas, plantas y demás productos agrícolas 
que el público roclame. 

4. Resolver la consulta de los agricultores 
sobre los medios que se consideren mejores para 
armonizar los elementos de producción. 

5.” Determinar los alícuotas en los cultivos. 


CAP. 11.—Del personal de las Estacionvs. 


Art. 134. El personal de las Estaciones agro- 
nómicas se compondrá: 

De un jefe, ingeniero agrónomo. 

De dos ayudantes, peritos agrícolas. 

De un mozo de laboratorio. 

Y de dos capataces. 

Art. 135. El personal administrativo será el 
mismo del servicio general. 

Art. 1368. Todo el personal de las Estaciones, 
tanto facultativo como subalterno, habitará ne- 
cesariamente en los locales anejos á la misma, 
siempre que éstos reunan la capacidad sufi- 
ciente. 

Art.137. Elmozo de laboratorio y capataces, 
que estarán á las órdenes del jefe y ayudantes, 
ejecntarán cuantos trabajos se les encargue re- 
ferentes al laboratorio, campos de experiencia 
y establos de la Estación. 








CAP. 111.—De los jefes de las Estaciones agronómicas. 


Art. 138. Corresponde al jefe de la Estación: 

1. Organizar y dirigir los trabajos experi- 
mentales de la Estación que todos los años deben 
emprenderse. 

2. Dictar las órdenes al personal afecto á la 
Estación, que le estará subordinado para el 
exacto cumplimiento de sus deberes. 

8. Cuidar y responder del material que tenga 
á su cargo, haciendo por duplicado el oportuno 
inventario. Dicho inventario se rectificará todos 
los años, y se remitirá copia autorizada á la Di- 
rección general de Agricultura. 

4.2 Llevar los registros necesarios relativos 
a los trabajos que se realicen en la Esta- 
ción. 

5.2 Recoger las observaciones meteorológicas 
y determinar las que conviene tomen los demás 
ingenieros de las provincias que comprenda el 
distrito, para unirlas á las suyas y formar un 
resumen, del que guardará una copia, remitien- 
do otra mensualmente á la Dirección general de 
Agricultura. 

.2 El resumen anual de las observaciones 
meteorológicas tomadas en la Estación y en las 
diferentes provincias del distrito, deberá figu- 
rar en la Memoria que en el mes de Junio debe 
presentar á la Dirección general de Agricultu- 
ra. Dicha Memoria debe ser un resumen de to- 
dos los trabajos de cualquier clase hechos en la 
Estación durante el año, importe de cantidades 
percibidas por ellos. destino que se les ha dado 
y observaciones que crea pertinentes á la mejor 
marcha del establecimiento. Juntamente con 
esta Memoria, remitirá en la forma expresada á 
la Dirección general un proyecto de presupues- 
to de gastos é ingresos para el siguiente año 
económico. 

Si la Memoria mereciera la aprobación de la 
Superioridad le será devuelta, para que con car- 

o á los fondos de la estación se imprima, unién- 
dola á las demás que correspondan á los otros 
establecimientos que constituyen la Granja de 
distrito. 


CAP. 1V.—De los ayudantes. 


Art. 1899. Corresponde á los ayudantes: 

1.2 La observación y registro de los datos del 
Observatorio meteorológico y de los resúmenes 
mensuales, trimestrales y anuales. 

2.2 Tomar las observaciones meteorológicas 
entregando parte diario al jefe del estableci- 
miento. 

8.2 Hacer los resúmenes de los datos de la 
misma índole que remitan los ingenieros de las 
provincias del distrito con objeto de llegar al 
conocimiento de la climatología del mismo. 

4, Cuidar de la colección de reactivos, te- 
niéndola siempre en buenas condiciones y pre- 
sentar al jefe de la Estación los pedidos que sean 
necesarios. , 

5.2 Hacer los ensayos y análisis que el jefe 
les encomiende; auxiliarle en los que haga por 
sí mismo; llevar lo3 registros diarios de todos 
los trabajos del Laboratorio, del material, y ex- 
tender los certificados que haya de firmar el 
jefe del establecimiento. h a 

6.2 Tener á su cargo los trabajos ordinarios 
del campo experimental y establos de la Esta- 
ción, llevando los correspondientes registros 
diarios, donde se anoten con suficiente claridad 
y precisión las operaciones que en ellos se eje- 
cuten, conforme á las instrucciones del jefe y 
modelos que se les den para cada caso. 

7.2 Cuidar del material de labor, del establo 
y de las colecciones de productos. 

8. Auxiliar ol personal de los otros estable- 
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cimientos en los trabajos que tengan que efec- 
tuar, siempre que no se cause notorio perjuicio 
á la marcha de la Estación. 
CAP. V.— Del material. 
rs 140. Constituye el macerial de la Esta- 
ción. 

1.2 El Laboratorio químico y fisiológico. 

2. El Observatorio meteorológico. 

8. Los establos de experimentación. 

4. Los terrenos necesarios para sus ensayos 
y experiencias. 

5.2 Las estufas y cajas de vegetación que re- 
quieran los estudios que se efectúen en el esta.- 
blecimiento. 

6. Las herramientas, aparatos y utensilios 
que sean indispensables para efectuar los traba- 
jos del mismo. 

Art. 141. Para la marcha normal de la Esta- 
de se llevarán por lo menos los siguientes li- 

ros: 

Un libro inventario. 

Un idem de observaciones meteorológicas. 

Un idem Diario general de operaciones de la 
Estación. 

Un ídem íd. del establo. 

Un idem id. del Laboratorio. 

Un ídem id. del campo experimental. 

Un idem talonario de entrada de productos. 

Un idem id. de certificados. 

Art. 142. El jefe de la Estación agronómica 
será el único responsable de todos los irabajos 

ue en ella se ejecuten, así como de los resulta- 

os que autorice con su firma. 

Art. 143. Las tarifas 6 instrucciones para ol 
envío de muestras que hayan de regir en la Es- 
tación para todos los trabajos que se hagan, 
serán las que á propuesta de los jefes de todos 
los establecimientos de la misma índole apruebe 
la Superioridad. 

Art, 144. Los fondos que se recauden por los 
trabajos verificados en la Estación agronómica 
nn en la Caja de la Granja. 

1 qee de la Estación propondrá á la Superio- 
ridad su distribución en la forma que considere 
más acertada. 


TITULO V 


DE LAS ESTACIONES PECUARIAS ANEJAS Á LAS 
GRANJAS DE DISTRITO 


CAPITULO PRIMERO 


Art. 145. En la Granja central y en todas las 
de distrito que el Gobierno designe, se crearán 
Estaciones pecuarias que tendrán por objeto: 

Estudiar las principales razas de ganado de 
renta y de trabajo que existen en el distrito, 
con objeto de determinar sus aptitudes y apli- 
cación que de ellas puede hacerse á la industria 
agrícola. 

racticar ensayos de aclimatación de diferen- 
tes razas del país ó extranjeras, de engorde, de 
alimentación con los productos que más abunden 
en el distrito, cruzamientos y cuanto pueda con- 
tribuir al conocimiento y mejora del ganado 
existente en la comarca. 

Averiguar las relaciones más convenientes á 
las diferentes clases, de ganado para obtener un 
ro iento máximo en relación con sus apti- 
tudes. 

Dar á los alumnos de las Granjas y de fuera de 
ellas conferencias y prácticas de zootecnia cuan- 
do el director lo disponga. 

Establecer paradas de sementales procedentes 
de razas escogidas para mejorar las existentes. 

Estudiar las enfermedades que atacan á la ga- 
nadería y la aplicación de los diferentes remedios 
que la ciencia aconseja para su curación. 


Practicar las operaciones que las industrias 
pecuarias exigen. 

Facilitar á los propietarios ó ganaderos cuan- 
tos datos referentes á la ganadería y sus indus- 
trias derivadas soliciten. 

Tener á su cargo, pero á la disposición de los 
respectivos jefes, todo ol ganado de labor y de 
renta de la Granja y dela Estación agronómica, 
siguiendo con escrupulosidad respecto á la ali- 
mentación y cuidados de este último las indica- 
ciones del jefe del citado establecimiento. 

Art. 146. El personal de la Estación pecuaria 
será el que se determina en el título VII para las 
Estaciones pecuarias, así como le será aplicable 
todo lo que en aquél se previene y que no con- 
tradiga al presente. 

Art. 147. El material de la Estación se com- 
pondrá de los establos, apriscos, cochiqueras, 

allineros, cuadras y demás dependencias de la 

EoJA destinadas á encerrar toda clase de ga- 
nado. 

Art. 148. El director de la Granja entregará 
O te al jefe de la pecuaria la cantidad 

e productos de la finca ó fuera de ella si no se 
recolectasen los suficientes que necesite para la 
alimentación del ganado. 

Art. 149. Se llevará por el jefe de la pecuaria 
un libro registro, además de los que sean preci- 
sos para otros usos, donde consten las reseñas ó 
historia de cada cabeza del ganado, debiendo 
entregar todos los meses al director de la Gran- 
ja un estado resumen de las existencias, con ex- 
presión de la raza, sexo y destino de cada cabe- 
za, acompañándolo de las observaciones que crea 
pertinentes. 

Art. 150. Unreglamento especial determina- 
rá las obligaciones del personal de la Estación 
Y los demás extremos ans sean precisos para el 

uen régimen interior del establecimiento. 


TITULO VI 
DE LAS ESTACIONES DE AMPELOGRAFÍA AMERICANA 


Art. 161. En todos los distritos invadidos por 
la filoxera se crearán 'unos Centros oficiales de- 
dicados al estudio de la viticultura del pais y 
extranjera, que se denominarán Estaciones am- 
pelográficas. 

Art. 163. Estos establecimientos tendrán por 
objeto: . 

je El estudio de las vides resistentes á la 
filoxera y de los medios más eficaces para conte- 
ner ó extinguir la plaga. 

2. Dar las instrucciones convenientes á los 
ingenieros de Sección, por conducto del jefe del 
distrito, para la formalización de viveros en los 
puntos donde se crean más necesarios. j 

8. Practicar ensayos de analogías vegetati- 
vas entre las plantas de ambos grupos é hibri- 
daciones artificiales. 

4, Suministrar las plantas que, como conse- 
cuencia de los ensayos de adaptación hechos, 
puedan servir para la reconstitución de los yvi- 
ñedos del distrito. 

5. Estudiar los procedimientos y épocas más 
oportunas para verificar las diferentes operacio- 
nes culturales, teniendo en cuenta el clima, el 
terreno y la variedad adoptada. 

6.2 Ensayar los abonos que más puedan con- 
venir en cada caso, y dar á los agricultores las 
enseñanzas prácticas de poda, injerto y medios 
para combatir la plaga Ó6 para atenuar sus 
efectos. 

Art, 158. En todas estas Estaciones se creará 
un campo de experimentación donde se hagan 
los estudios indicados, y un vivero donde se ten- 
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drán las diversas plantas madres que han de 
servir para la formación de los viveros provin- 
eiales y municipales. , 

Art. 154 vides americanas que se culti- 
ven en estas Estaciones, serán las procedentes 
de siembras hechas en el establecimiento, las 
que remita el Gobierno ó las que se adquieran 
en otros puntos, aunque estén invadidos por la 
plaga, cuidando para su transporte á los viveros 
prontacia ó municipales, de cumplir con todas 

as disposiciones vigentes en la materia. 

Art. 1565. El personal de la Estación deberá 
recorrer en las épocas oportunas los términos 
vitícolas del distrito, haciendo un estudio deta.- 
llado acerca del clima y terreno de cada uno de 
ellos, á fin de formar el mapa de la composición 
de la capa vegetal, la división de la provincia en 
regiones vitícolas y la elección de las plantas 
más adocuadas á cada terreno. 


CAP. 11.— Del personal. 


Art. 156. El personal de estos establecimien” 
tos se compondrá: 

De un ingeniero agrónomo, que será el jefe. 

De un perito agrícola, ayudante. 

De dos capataces y los mozos y peones que se 
consideren necesarios. 

Art. 157. En el caso de formar parte este es- 
tablecimiento de la Granja de distrito, el perso- 
nal administrativo de la misma será el encarga- 
do del servicio general. 

Art. 158. Si la Estación se hallare muy dis- 
tante de dicho Centro, se podrá agregar al per- 
sonal antes citado un funcionario que se ocupe 
de la parte administrativa y de llevar los libros 
de aquélla. 


CAP. 111.— Del material. 


Art.159. El material de estos Centros se com- 
pondrá: 

De los terrenos necesarios para el ensayo, 
siembra y cultivo de las vides americanas y de 
otras variedades resistentes. 

De los aparatos, máquinas y utensilios indis- 
pensables para cumplir el objeto á que se desti.- 
na este Centro. 

Y delos edificios y dependencias donde se halle 
instalada la Estación. 


TITULO VII 
DE LAS ESTACIONES ESPECIALES 
CAPITULO PRIMERO.—Del objeto de estos Centros. 


Art. 160. Se denominarán Estaciones espe- 
ciales aquellos establecimientos que se dediquen 
al estudio y prácticas más adecuadas para con- 
seguir el perfeccionamiento de uno ó varios de 
los productos agrícolas más importantes en el 
distrito. Estas Estaciones se llamarán enológi- 
cas cuando se dediquen á la elaboración y cui- 
dados del vino; sericícolas á la cria de los dife- 
rentes gusanos de seda y á las preparaciones ne- 
cesarias para obtener ésta; pecuarias, á la mejo- 
ra de la ganadería y manipulación de sus pro- 
ductos, etc., etc. 

Art. 161. En estas Estaciones se dará una en- 
señanza puramente práctica, acompañándola de 
las explicaciones indispensables para que los 
trabajos objeto de aquéllas se hagan racional- 
mente. La duración de estas enseñanzas y la 
forma en que han de darse se determinará en 
instrucciones especiales que los jefes de estos 
Centros deberán remitir á la Superioridad para 
su aprobación. 

Art. 162. Los que asistan con puntualidad á 
las explicaciones y prácticas de estos estableci- 
mientos y prueben su suficiencia mediante un 
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ligero examen en las operaciones que se les en- 
comiende, tendrán opción á que se les expida 
por el director de la Granja, si el establecimien- 
to forma parte de ella, ó 40 el jefe del mismo, 
en caso de hallarse muy distante de aquel Cen- 
tro, un certificado de capataz en la especialidad 
que ha practicado. 

Art. 183. El Tribunal que ha de juzgar á los 
aprendices de capataces se compondrá del direc- 
tor de la Granja, el jefe de la Estación y otro de 
los ingenieros de dicho centro. Si la Estación no 
formara parte de ninguna Granja de distrito, el 
Tribunal lo formarán: el jefe de la Estación 
dos ingenieros nombrados por el ingeniero jofo 
del distrito, siendo de cargo de la Estación es pe- 
cial los gastos que ocasione el movimiento de 
dichos funcionarios. 

Art.1684. Las mujeres que lo soliciten podrán 
seguir las enseñanzas que se den en estos cen- 
tros, teniendo derecho á obtener un certificado 
de aptitud en la especialidad, en las mismas con- 
iciones que los hombres. 


CAP. 11.— Del personal. 


Art. 165. El personal de estas Estaciones se 
compondrá: 

De un jefe, ingeniero agrónomo. 

De un ayudante perito agrícola. 

De dos capataces. 

Y del personal subalterno que temporalmente 
necesiten para todas las operaciones que tienen 
que ejecutar. 

Art. 168. Todo el personal de las Estaciones, 
tanto facultativo como subalterno, habitará ne- 
cesariamente en los locales anejos á las mis- 
mas, siempre que éstos reunan la capacidad su- 
ciente. 

Art. 1867. Siempre que el caso lo requiera, y 
previa autorización de la Dirección general, y 
conocimiento del jefe del distrito, el personal 
facultativo auxiliar de estos centros podrá 
girar las visitas necesarias para el estudio en la 
región de la especialidad á que se dedique, 
siendo los gastos que estas excursiones originen 
de cuenta del presupuesto de la Estación res- 
pectiva. 


CAP. I11.— Obligaciones del jefe de estos centros. 


Art. 188. Corresponde al jefe de la Estación: 
1.2 Organizar y dirigir los trabajos que se 
emprendan en la Estación, siendo el único res- 
ponsable de ellos. e 

2.2 Dictar las órdenes convenientes y vigilar 
á todo el personal afecto al establecimiento, 
que estará bajo su inmediata dependencia. 

8. Cuidar y responder del material que ten- 
ga á su cargo, formando en el mes de Junio de 
cada año un inventario del mismo, cuyo dupli- 
cado enviará á la Dirección general de Agri- 
cultura. , 

4.2 Procurar que se lleven con exactitud y 
puntualidad los registros de trabajos realizados 
en la Estación y los libros correspondientes á la 
misma. 

5.2 Resolver las consultas que sobre los pun- 
tos de que se ocupe la Estación les En los 
ingenieros de provincia por conducto del jefe 
correspondiente. ] 

6. Confeccionar una Memoria en la que con- 
signará todas las operaciones realizadas duran- 
te el año, conferencias dadas, estudios, experi- 
mentos y observaciones hechas, consultas con- 
testadas y cuanto pueda interesar para el más 
completo conocimiento de la marcha seguida en 
la Estación y mejoras que en ella convenga in- 
troducir. Juntamente con esta Memoría remiti- 
rá á la Dirección general un proyecto del presu- 
puesto de gastos é ingresos para > siguiente 
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año económico. Si la Memoria mereciese la 
aprobación de la Superioridad le será devuelta, 
para-.que, con cargo á los fondos de la Estación, 
se imprima, tirándose el número de ejemplares 
que la Superioridad determine, con el fin de que 
se una á las demás que correspondan á los otros 
centros que constituyen la Granja de distrito si 
se halla unida á ella, y en caso que así no sea, á 
otros de la misma clase situadas en el mismo ó 
en distrito diferente. 


CAP. 1V.—Del ayudante. 


Art. 169. Corresponde al ayudante: 

1.2 Practicar los ensayos, análisis, estudios y 
operaciones que el jefe le encomiende. 

2.2 Llevar los libros de la Estación. 

3.2 Extender los certificados que el jefe ha 
de firmar. 

4. Auxiliarle en los trabajos que haga por 
sí, además de los ordinarios del ceaRo de expe- 
riencias y del registro diario, donde se debe 
anotar con suficiente claridad y precisión las 
operaciones que en él se ejecuten, conforme á 
las instrucciones del jefe del establecimiento. 

5.2 Auxiliar al personal de los otros estable- 
cimientos, siempre que se hallen reunidos, en 
los trabajos que tengan que efectuar, no cau- 
sando notorio perjuicio á la marcha de la Esta- 
ción. 


CAP. V.— Del material. 


Art. 170. Constituyen el material de la Es- 
tación. 

Los edificios destinados al objeto. 

Las máquinas y enseres que la industria á que 
se dedica necesite. 

Y los campos de experiencias. 

Art. 171. En las Estaciones especiales que se 
hallen separadas de la Granja, se tomarán dia- 
riamente observaciones meteorológicas, cuyo 
resumen tendrán obligación de remitir todos 
los meses al jefe de la estación agronómica del 
distrito. 

Art. 172. En las Estaciones especiales que se 
hallen fuera del grupo que constituye la Gran- 
ja del distrito, se aplicarán las mismas disposi- 
ciones que respecto á constitución de Caja, mo- 
vimiento de fondos y formalidades de Contabili- 
dad se consignan en este reglamento para aque- 
llos Centros. 


CAP. VI.—Del Laboratorio micrográfico. 


Art. 173. En todas las Estaciones ampelográ- 
ficas y en las especiales que por la índole de sus 
trabajos lo requieran, y en una de las de la Gran- 
ja, se agregará un gabinete micrográfico servi- 
do por el parana de la Estación. 

Art. 174. Corresponde á estos laboratorios el 
estudio de las diferentes plagas y enfermedades 
que a á la agricultura, así como los 
medios de combatirla. 

Art. 175. El Laboratorio micrográfico lo 
constituyen: el material técnico, útiles y enseres 
de toda clase que sean indispensables para el es- 
tudio de las plantas, de sus alteraciones y enfer- 
medades, y de los insectos y parásitos que las 
producen. | 

Art. 176. Tanto en lo que se refiere á la pla- 
ga filoxérica como á cualquier otra de las que se 
presenten en el distrito, á estos Centros sólo les 
corresponderá el estudio técnico de la cuestión; 
es decir, determinar la verdadera causa del ma 
y estudiar los remedios para combatirla. 

La organización y dirección de los trabajos 
que hayan de efectuarse para la extinción, co- 
rrerán siempre á cargo de los ingonieros afectos 
al servicio agronómico. 


Art. 177. Siempre que en una comarca se 
presentase una enfermedad con carácter de cier- 
ta intensidad, el ingeniero de la provincia debe- 
rá ponerlo en conocimiento del centro por con- 
ducto del ingeniero jefe del distrito. 

Si el origen de la enfermedad le fuese conoci- 
do, bastará que lo Pa le en el caso contrario, 
procurará remitir con las precauciones necesa- 
rias los ejemplares de las plantas atacadas que 
crea conveniente. 

Art. 178. Siempre que el caso lo requiera, el 
personal de este Centro podrá girar las visitas 
necesarias á los puntos invadidos, siendo los gas- 
tos que esto ocasione de cuenta de la Estación. 

Art.179. Los jefes de las Estaciones especia- 
les estudiarán las alteraciones y enfermedades 

ue por cualquier motivo perturben el desarro- 
llo de las plantas, investigando las causas á que 
sean debidas aquéllas, y una vez conocidas. de- 
terminarán los procedimientos que deben adop- 
tarse para combatirlas. 

También estudiarán la fauna entomológica de 
la provincia con sus especies úriles y perjudi- 
ciales, haciendo estos estudios extensivos á la 
flora criptogámica que se refiera á las especies 
que dañen á las plantas cultivadas en aquella 
región, recogiendo ejemplares de una y otra 
clase, que se conservarán debidamente clasifica» 
dos, con cuantas observaciones juzguen necesa- 
rias para el estudio de una cuestión que tanto 
interesa al porvenir agrícola del distrito. 

Art. 180. De todas las preparaciones micro- 
gráficas que haya necesidad de hacer, se conser- 
varán ejemplares, de los cuales se formará co- 
lección con su correspondiente'catálogo expli- 
cativo, y se mandarán al director de la Granja 
de distrito para que se coloquen en el Museo. 


TITULO VIII 


REGLAS GENERALES Á QUE HAN DE AJUSTARSE LOS 
TRABAJOS DE LAS ESTACIONES AGRONÓMICAS, AM- 
PELOGRAFICAS Y DEMAS ESPECIALES. 


Art. 181. A fin de que los trabajos realizados 
or las Estaciones que se dediguen á estudios de 
a misma índole tengan la uniformidad que tan 

necesaria es en sus procedimientos, se atendrán 
sus jefes á las prescripciones siguientes: 

1.2 Las observaciones meteorológicas se lle- 
varán en todos los centros bajo un plan unifor- 
me y con aparatos idénticos y dispuestos en la 
misma forma. 

2.2 Los procedimientos de análisis serán tam- 
bién los mismos en todas aquellas cuestiones 
que revisten un carácter de servicio goneral, 
como, por ejemplo, los que se hagan á instancia 
de los particulares, ó los que afecten á cuestio- 
nes comunes á todos los centros. 

En aquellas investigaciones que nazcan de la 
iniciativa del personal del establecimiento y 
que no se refieran á servicios de carácter gene- 
ral, habrá completa libertad en la manera de 
operar. 

Art. 182. Las reglas é instrucciones á gas s0 
refiere el artículo anterior, serán formuladas de 
común acuerdo por los jefes de estos centros. 

Art. 183. Con el fin de atender á lo anterior- 
mente dispuesto, los jefes de las Estaciones Y 
Granjas experimentales celebrarán todos los 
años en la época que la Superioridad designe 
una reunión en Madrid, presidida por el direc- 
tor general, ó en su defecto por el presidente de 

la Junta Consultiva Agronómica, y en cuyas s6- 
siones se deberán tratar los puntos siguientes: 

1.2 De la manera de llevar á cabo todos los 
trabajos que por iniciativa del Ministerio hayan 
de realizarse aquel año. , 

2.2 De examinar los procedimientos seguidos 
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en los análisisó investigaciones, por si conviene 
modificar algunos de ellos en relación con los 
adelantos más modernos. 

3. De proponer algunos estudios que con- 
venga emprender simultáneamente por todos los 
centros. 

Art.184. So respetarán y seguirán por todos 
los centros los acuerdos tomados en estas re- 
uniones. 

Un reglamento especial determinará la forma 
en que se han de verificar dichas sesiones. 

adrid 30 de Julio de 1892.—A probado por Su 
Majestad. —Aureliano Linares Rivas.» (Gac. 3 
Agosto.) 


R. D. 22 Enero 1892. 


Sdupriniendo el cargo de delegado regio del Instituto 
Agrícola de Alfonso X1I. 


(Fox.) «...Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo único. Se suprime el cargo de dele- 
gado regio, jefe superior del Instituto Agrícola 
de Alfonso XII, creado en virtud del R. D. de 8 
de Mayo de 1884. 

Dadu en Palacio á 22 de Enero de 1892.» (Qa- 
eta 25 id.) 


E. O. 28 Enero 18932, 


disponiendo que asuma las funciones encomendadas d la 
Delegación regia, suprimida por el Real decreto ante- 
rior, la Dirección general de Agricultura, 


(Fow.) «...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, ha tenido á 
bien disponer que la Dirección general de A gri- 
cultura, Industria y Comercio asuma las atribu- 
ciones concedidas á la Delegación regia por el 
Real decreto de creación y el de 14 de Octubre 
de 1857; debiendo los directores de la Escuela 
general de Agricultura y de la Granja central, 
á cuyas órdenes estará el de la enolórica, en- 
tenderse directamente con el referido Centro 
en todos los asuntos de sus respectivos departa- 
mentos. 

De Real ordun, etc.—Madrid 26 de Enero de 
182 > (Fac. 14 Febrero.) 


—V. IxGENIEROS: LANGOSTA. 


AGUAS. Sobre la materia de este artículo, 
una de las que dan logar á más litigios, inserta- 
mos en el Diccionario (t. I, ps. 256 4 407) copiosa 
legislación y jurisprudencia. En punto á la pri- 
mera, allí está lo fundamental, y ninguna varia- 
ción se ha hecho en 1892, La jurisprudencia pu- 
blicada en dicho año es en cambio importantí- 
sima, como puede verse á continuación. 


Ley 8 Julio 1892. 
Encauzamiento del río Daró. 


(Fox.) «LEY.—Artículo 1.2 Se declaran com- 
Méncidas en el art. 55 de la ley de aguas de 13 
e Junio de 1879 las obras de encauzamiento del 
tío Daró en el trozo que media desde el pueblo 
de Gualta inclusive hasta el mar. Estas obras 
serán costeadas por todos los propietarios de 
terrenos situados dentro de la zona invadida por 
aguas del expresado río, y su pago será obli- 
gatorio para dichos propietarios, previa la con- 
formidad de la mayoría de ellos, con arreglo á 
lo que dispone el art. 55 antes citado, y lo que 
termine el reglamento que se dicte para la eje- 
eución de la presente ley.» 

(Los arts. 2. y siguientes establecen disposi- 
ciones para llevar á efecto esta ley, para lo cual 
el Ministro de Fomento dictará el correspon- 
diente reglamento.) (Qac. 9 Julio.) 


Jurisprudencia. 


21 Diciembre 1891. Procedencia de interdicto 
para recobrar la posesión de unas aguas, perturbada por 
obras en su cauce, aunque sean esas Obras consecuencia de 
providencias del Sindicato de riegos. 


Se decide por el Gobierno una competencia á 
favor de la autoridad judicial. con vista de los ar- 
tículos 234, 237, pár. 2.*, 232 y 257 de la ley de aguas: 

«Considerando: 1% Que la presente competencia se 
ha suscitado con motivo de un interdicto interpues- 
to ante el ENS de primera instancia de Orihuela 
4 nombre de D. Carlos Coig, para recobrar la pose- 
sión en que se halla hace mucho tiempo de las aguas 
que corren por la rambla llamada de Benferri, des- 
tinadas al riego de terrenos de su propiedad, ¿de 
cuya posesión fué privado en virtud de obras ejecu» 
tadas en el cauce de dicha rambla: 

2,2 Que no consta se haya dictado por el Sindica» 
to providencia administrativa para llevar á efecto 
la monda de la rambla que motivó la reclamación 
del derecho del actor en el interdicto, áÁ consecuen- 
cia de cuyas obras ha sido privado de la posesión, 
en que estaba, de las aguas para regar terrenos de 
sa pertenencia: 

8. Que aun en el supuesto, no probado, de que el 
Sindicato hubiera adoptado alguna providencia 
mediante la que resultase Coig desposeído, ésta no 

odía ser considerada como lega! y dentro del círca- 

o de las atribuciones de aquél, porque terminante- 
mente se lo prohiben los preceptos de los citadoa 
arts. 281, 237, pár. 2.9, y 257: 

Y 40 Que es doctrina admitida que procede el 
interdicto contra los acuerdos de los Sindicatos que 
no respetan, infringiendo los preceptos de la ley, el 
Pala posesorio.» (R. D. 21 Diciembre 1891.—Gac. 24 

dem.) 


8 Enero 18928. Tratándose de la posesión de aguas 
privadas, sólo d los Tribunales corresponde conocer en el 
asunto, y no cabe dentro de las atribuciones de los Ayun- 
tamientos lomar acuerdos que priven del dominio y pose- 
sión al particular que disfrute de esos derechos. 


Presentada demanda de interdicto de obra nueva 
pur D. Juan Salas en el Juzgado de Tarrasa, para que 
se lereintegrase ó mantuviera en la tenencia de cler- 
tas aguas de que se halia desde antiguo en posesión, 
fué personado en autos el Ayuntamiento de Rubi; y 
por último, se dictó sentencia de amparo, de que 
apeló dicho Ayuntamiento. Remitidos los autos á la 
Audiencia de Barcelona y personadas las partes, el 
gobernador de la provincia requirió de inhibición á 
la Sala de lo civil de dicho Tribunal, 4 instancia del 
Ayuntamiento de Rubí. Sustanciado el expediente 
en que una y otra autoridad defendieron su respec: 
tiva competencia. es decidida ésta á favor de la ju- 
dicial por los fundámentos siguientes: 

«Visto el art. 48 de la ley de aguas, según el cual... 

Visto el art. 49 de la propia ley, que dispone que... 

Visto el art. 298, núm. 1.*... 

Visto el Real decreto de 2 de Marzo de 1888, que 
decidió (1)... . 

Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha promovido con motivo del inter- 
dicto incoado pur D. Juan Salas para que se le rein- 
tegre en la posesión de ciertas aguas dedicadas al 
movimiento de una fábrica y al riego de terrenos de 
su exclusivo dominio, y de las que había sido priva- 
do á consecuencia de obras practicadas por el Ayun- 
tamiento de Rubí: 

9. Que la Corporación municipal de dicho pue- 
blo reconoce terminantemente que la escasez de 
aguas en aquél procede de obras mandadas ejecutar 

or los Tribunales de justicia, á consecuencia del 
interdicto interpuesto por D. Juan Salas contra la 
sociedad La Inesperada: 

3,2 Qne en el interdicto de que acaba de hacerse 
mérito fué promovida la competencia á instancia 
también del Ayuntamiento de Rubí, alegando los 
mismos fundamentos que aduce en la presente con- 
tienda jurisdicciona), ó sea la escasez de agua y las 
facultades que le atribuyen los arts. 72 y 89 de la ley 
municipal: , . 

4.2 Queel conflicto jurisdiccional promovido an- 
teriormente fué decidido á favor de la autoridad 





(1) Está inserta esta decisión en el APÉNDICE de dicho 
año, p. 661, y en el t. 1 de la 5.* edición del Diccionario, 


p. 367. 
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jindicial, estimándose como privadas las aguas en 
cuya posesión solicitaba ser reintegrado Salas, 
que son las mismas de que ahora se trata, y que 
aquél ha alumbrado en terreno de su propiedad: 

5.2 Que encomendado por la ley á la exclusiva 
competencia de los Tribunales del fuero común el 
conocimiento de las cuestiones relativas al dominio 
y posesión de las aguas privadas, es indudable que 
versando el interdicto de que ahora se trata sobre 
lu posesión de aguas que tienen ese carácter, sólo 
á dichos Tribunales corresponde entender en el 
asunto: 

68. Que si el Ayuntamiento de Rubí se cree asis- 
tido de algún derecho al dominio ó posesión de 
dichas aguas, puede acudir á los Tribunales de jus- 
ticia, en la forma que estime oportuno, pero sin que 
quepa dentro de sus atribuciones tomar acuerdos 
que vengan á privar de ese dominio y posesión al 
particular que disfruta esos derechos, y mucho 
menos cuando se hallan amparados por sentencia 
de los Tribunales, en favor de los cuales se ha deci- 
dido ya un conflicto jurisdiccional que versaba sobre 
lo mismo que el presente, por lo que hace al carác- 
ter de las aguas de que se trata.» (R. D. 8 de Enero 
de 1882.— Gac. 22 1d.) 


8 Enero 18938. Cuestión previa sobre si un alcalde 
obró dentro de sus atribuciones para calificar sus actos 
como delito. 


Con motivo de la variación del cauce de aguas de 
un manantial,acordada por el alcalde de Mijas, apro- 
bada pos el Ayuntamiento, D. Cristóbal Jaime de- 
nunció el hechoalJuzgado de Marbella, queinstruyó 
causa por daños. Suscitada competencia por el go- 
bernador fundada en el art. llíde la ley municipal 
y art.8. del R. D. de * de Septiembre de 1867, el juez 
sostuvo su jurisdicción, porque los hechos constitu- 
yen un delito de daños cansados en propiedad par- 
ticular y la causa no entraña nivguna cuestión pre- 
via, citando el tít, 11, lib. 1 de la oy de Enj..los ar- 
tículos 87 y 89de la misma ley y el R.D. de 8 de Sep- 
tiembre de 1887. Tramitado el expediente, se decide 
la competencia a favor de la Administración: 

«Considerando: 1 Que los hechos objeto de la 
denuncia que ha dado lugar al presente conflicto ju- 
risdiccional fueron ejecutados en virtud de orden 
del alcalde de Mijas, aprobada después por el A yun- 
tamiento, como comprendida dentro de las faculta- 
des que el art. 114 de la ley municipal, en su núme- 
ro 5.%, concede á los alcaldes: 

2.2 Que en tal concepto, existe una cuestión que 
la Administración debe resolver previamente, cual 
es la de determinar si la orden y el acuerdo referi- 
dos caen dentro de las facultades que á los alcaldes 
atribuye el citado artículo de la ley municipal: 

3.2 Que la resolución que acerca de ese particular 
se dicte no puede menos de influir enel fallo que los 
Tribunales hubiesen de pronunciar: 

Y 4” Que se está, por tanto, en uno de los dos ca- 
Bos en que por excepción pueden los gobernadores 
suscitar contiendas de competencia en los juicios 
criminales.» (R. D. 8 Enero 18982.—Gac. 19 1d.) 


29 Febrero 1893. Cuestiones sobre propiedad y 
posesión: Competencia judicial. 


Entablada demanda ordinaria en súplica de que 
se reconocilese al actor la propiedad y posesión de 
unas Aguas de que había sido privado por acuerdo 
municipal, dirigido á evitar el encharcamiento de 
an camino público, el gobernador requirió de inhi- 
bición al Juzgado, el cual sostuvo la competencia 
que se decide á favor de la autoridad judicial, con 
vista de los arts. 172 de la ley auateigal. 253 de la de 
aguas y 2. de la ley orgánica judicial: 

«Considerando: 1. Que eljuicio ordinario decla- 
rativoincoado á instancia de doña Angustias Alva- 
rez tiene por objeto que se Ja restituya en el domi- 
nio y posesión de las aguas que regaban su predio 
Regueiro de Lá DZATrAa, y que en virtud de los acuer- 
dos del Ayuntamiento de El Franco, son aprovecha- 
das por D. Eugenio Bedia, alcalde de dicba Corpo- 
ración: 

20 Que dada la naturaleza y objeto de la deman- 
da, la cual versa sobre declaración de derechos civi- 
les, el conocimiento del asunto corresponde á los 
Tribunales.» 'R. D.27 Febrero 1892.—Gac. 2 Marzo.) 


3 Agosto 1893. Competencia de la Administración 
e” las cuestiones sobre acuerdos municipales que por 
af-ctar al régimen y administración de las aguas no 
p++*den ser impugnados por la vía de interdicto, 


Don Eduardo Naval entabló intordicto contra el 


alcalde y concejales de Belchite, que le habían pri- 
vado, con sus acuerdos, del uso de las aguas de una 
acequia. Dictada sentencia restitutoria y apelada 
pac ante la Audiencia de Zaragoza, el gobernador 

e la provincia suscitó á la Sala de lo civil compe- 
tencia, que se decide á favor de la Administración, 
con vista de los arts. 226, 252 y 254 de la ley de aguas 
y 89 y 72 de la municipal: 

«Considerando: 1. Que el interdiocto... tiene por 
objeto que se reintegre á D. Eduardo Naval en la 
posesión del derecho de que se cree asistido para 
aprovechar los dos riegos de que se ha hecho refe- 
rencia, con las aguas de uso común de la acequia 
del pueblo de Belchite: 

2.2 Queel régimen y administración de dichas 
aguas está á cargo del Ayuntamiento del expresa- 
do pueblo, al que corresponde asimismo hacer uso 
de las fucultades que la ley municipal y la de aguas 
le confieren en 1ns artículos anteriormente citados: 

8.2 Que, en tal concepto, los acuerdos que adop- 
te la Corporación municipal en la materia de que 
se trata no pueden ser impugnados por la vía de in- 
terdicto...» (R. D. 2 Agosto 1892.—Gac. 12 1d.) 


3 Agosto 18938. Competencia judicial en las cues- 
tiones suscitadas entre particulares gue ejercitan dere- 
chos civiles, sin que aparezca que se ha dictado providen- 
ciao admintstrativa que contrarie el interdícto, 


Promovido interdicto ante el Juzgado de Ecija, 
pidiendo el actor que se le reintegrase en la pose- 
sión del derecho que tenía á utilizar las aguas del 
río Genil para determinados riegos de una finca de 
su propiedad, de los cuales venía disfrutando desde 
tiempo inmemorial, y de cuya posesión habla sido 
despojado, se dictó sentencia restitutoria. 

En el período de ejecución requirió de inhibición 
al Juzgado el gobernador de Sevilla, fundándose en 
que siendo públicas las aguas de! Genil, correspon- 

ía á la Administración el conocimiento de las 
cuestiones que acerca de su aprovechamiento se 
suscitaran, citando los arts. 4.%, 80, 185, 188 y 254, nú- 
mero 1.* de la ley de aguas, los 2.?, 5.? y 8.0 del Real 
decreto de 8 de Septiembre de 1867, y una resolución 
de competencia. Formalizada la contienda, se re- 
suelve en favor de la autoridad judicial, vistos los 
arts. 255 de la ley de aguas y 2 *? de la orgánica del 
Poder judicial: 

«Considerando... 2.2? Que para declarar la impro- 
cedencia del interdicto, era preciso que se hubiera 
justificado que contrariaba alguna providencia ad- 
ministrativa, y, lejas de haberse becho esa justió- 
cación, aparece que no existe providencia ni acto 
alguno de ese orden que se refiera á lo que consti. 
tuye el fondo de la demanda, la que, por otra par- 
te, no afecta en nada á las atribuciones y derechos 
que corresponden á la Administración en la ma- 
teria: 

38,9 Que de los autos y del expediente resulta que 


la cuestión objeto de esta competencia está reduci- 


da á la reclamación que un particular hace por aC- 
tos ejecutados por otro particular, y en tal concep- 
to, ejercitándose por el actor derechos civiles, y DO 
tratándose de la manera de llevar á efecto una con- 
cesión administrativa, corresponde el conocimien- 
to del asunto á los Tribunales, según las disposicio- 
nes legales anteriormente citadas.» (R. D. 2 Agosto 
1692. —Gac. 8 1d.) 


20 noviembre 189%. Procede el interdicto paro 
rechazar la intrusión en el domanio privado cometida 
por un Ayuntamiento. 


De orden del Ayuntamiento se practicaron cl16r- 
tas obras dentro de la finca de) actor que motivaron 
el interdicto de éste y que consistían en la aperturas 
de una excavación, poso ó depósito, á pretexto de 
dedicar las aguas al abastecimiento de la pobla- 
ción... El gobernador de Tarragona suscitó conipe- 
tencia al Juzgado de Tortosa, que conocia del in- 
terdicto; y el Gobierno la decide á favor de la auto- 
ridad judicial, vistos el art. 2. de la ley de 15 de Sep- 
tiembre de 1870 y los 256 y 257 de la de aguas: 

«Considerando: 1.2 Que el acuerdo del Ayunta- 
miento de Benifallet tiende á privar á doña Magda- 
lena de Grau y Gras de un derecho de carácter 0l- 
vil, en cuya posesión quieta y pacífica viene desde 
hace muchos años: j coj. 

9,2 Queen tal concepto la Corporación Eee 
pal no ba obrado dentro del circulo de sus atrj de 
ciones, pudiendo, por consiguiente, ser su res0 u 
ción contrariada por cualquiera de los creo que 
tienen los particulares para conseguir la declara 
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ción de sus derechos, siendo el interdicto uno de di.- 
ebos recursos.» (R. D. 20 Noviembre 1892.—Gac. 29 id.) 


20 Noviembre 180928. Estableciendo que el canal 
del Gran Prior es una finca de dominio público, y las 
providencias que para su administración adopte el Minis- 
terio id no pueden ser impugnadas por la via de 
inter . 


Entablado por la Sociedad de riegos del valle del 
Guadiana interdicto de recobrar la posesión del ca- 
nal del Gran Prior, de que se titulaba dueña, el go- 
bernador de Ciudad Real suscitó competencia al 
Juzgado de Alcázar, que conocía del juicio. Duran- 
te la sustanciación de la contienda se acreditó que 
la referida Sociedad había seguido pleito contra el 
Estado sobre reivindicación del canal, que su de- 
manda fué denegada, y que contra la sentencia de 
segunda instencia que la desestimó, interpuso la 
colectividad recurso de casación que el T. S. recha- 
sóigualmente. El Juzgado de Alcázar sostuvo su 
jurisdicción, y el Gubierno decide la contienda á favor 
de la Administración: 

«Considerando: Que absuelto el Estado de la de- 
manda reivindicatoria del precitado canal... resul- 
ta de todo punto evidente la legitimidad de los ti- 
talos con que el Estado viene poseyendo el tantas 
veces repetido canal, con sus aguas y márgenes co- 
rrespondientes: 

Que atendida la naturaleza esencial y jurídica, 
así como los usos á que el referido canal está dedi.- 
cado, y el centro ministerial que lo admioistra, es 
indudable que el dicio canal no es una finca de la 
propiedad particular del Estado, y sí lo es del do- 
mioio público: 

Que en tal supuesto, las providencias que se oa 
ten por el Ministerio de Fomento relativas á la Ad- 
ministración del canal, son resoluciones dictadas 
porósta en concepto de poder público, y no como 
ona juridica, y obra, por tanto, dentro del círcu- 

de sus atribuciones: 

Que... no ha debido admitirse el interdicto que 
motiva el presente conflicto, con sujeción á lo dis- 
puesto en el art. 52 de la ley de aguas.» (Real decre- 
to WM Noviembre 1592.—Gac. 25 1d.) 


AGUAS MINERO-MEDICINALES. Véase 
Baños. 


ALBACEAS. V. Sucesiones. 


ALCALDES. V. ALLANAMIENTO DE MORADA: 
Asociación: ÁTENTADO: AYUNTAMIENTOS: DESOBE- 
DIENCIA: DESÓRDENES. 


ALCANCES. V. MALvVERsaciónN. 
ALCOHOLES. V. TrATADOS INTERNACIONALES. 
ALEVOSÍA. V.ParriciDpi0. 


ALIMENTOS. A la copiosa jurisprudencia 
contenida en este mismo artículo del Diccionario 
(tomo 1, p. 446), hemos de añadir dos importan- 
tes sentencias, la primera de las cuales concuer- 
da con la de 9 de Junio de 1890 (inserta por nota 
al art. 1.447 de la ley de En). civil, t. 1V, p. 1055). 


4 Enero 1993. Los jornales son embargables como 
comprendidos en el art. 1.447 de la ley de Enj. civil. 


Casando y anulando sentencia, establece el T. S. 
que el jornal que debe percibir el obrero como pago 

e su trabajo es un derecho á su favor, nacido del 
contrato de locación de servicios, que está com- 
do bajo el núm. 10 del art. 1.447 de la ley de 

Dj. civil entre los bienes embargables, y no ha- 
biéndolo entendido así, resulta infringido dicho 
precepto legal, así comu la doctrina de este T. S., 
establecida en la sentencia de 9 Junio 1890, según la 
cual son embargables los jornales. (Sala 1.*, Sent. 4 
Enero 1892, —- Gac, Y Febrero, p. 72.) 


1606 Enero 19928. No obsta al derecho de alimentos 
por el heredaro el que los bienes estén administrados ju- 
dicialmente fuera de la testamentaría, por hallarse pen- 
dientes dos juicios universules acumulados sobre la suce- 
tión de la mujer y un hijo del causante. 


Declara el T. S. haber lugar á un recurso estable- 
ciendo la doctrina de que el demandante en quien, 


q qdo de otros títulos por el mismo alegados para 
obtener la mayor parte de los bienes relictos, con- 
curre la calidad de heredero del testador, tiene in- 
disputable derecho á participar de sus productos 
líquidos, en proporción al haber que en su día pue- 
de corresponderle, interin que la herencia perma 
nezca indivisa, conforme á lo expresamente deter- 
minado en el art. 1.100 de la ley de En). civil: Y que 
á ello no se opone la circunstancia de hallarse el 
caudal relicto intervenido y administrado judicial- 
mente, fuera del juicio de testamentaria, porque 
atendido el objeto de los juicios acumulados en que 
la intervención se acordó y la administración se 
estableció, que fué el de liquidar sociedades fami.- 
liares en interás de los mismos herederos es eviden- 
te que el caudal relicto ha de repnutarse común Ín- 
terin no se divida, y que la administración establo- 
cida, antes facilita que estorba la realización del 
derecho del demandante, puesto que ofrece la posi- 
bilidad de graduar los alimentos sin riesgo de per- 
judicar á terceras personas; y no habiéndolo enten- 
dido así la sentencia recurrida, infringe el mencio- 
nado art. 1.100 de la ley de Enj). civil (1). (Sala 1.*, 
Sent. 16 Enero 1892.—Gac. 3 Marzo, p. 97.)—V. COMPR- 
TENCIAS EN LO CIVIL. 


ALLANAMIENTO DE MORADA. No ca- 
recen de importancia las dos decisiones que in- 
sertamos á continuación sobre este delito, del 
cual hablamos extensamente y expusimos mu- 
cha jurisprudencia en el Diccionario (t. 1, p. 454). 


23 Septiombre 1891. Comete este delito el propie- 
tario que lanza violentamente á sus guardas de la barra- 
ca donde viven. 


Así lo aprecia el T.'S. declarando no haber lugar 
á un recurso: 

«Considerandu que constituye morada de una per- 
sona el lugar más ó menos habitable donde reside 
satisface las condiciones de la vida doméstica, cual- 

uiera que sea el título pio por virtud del que 
se halle disfrutando de la habitación: 
Considerando que, según se deduce de la senten- 
cia recurrida, la barraca donde se hallaban instala- 
dos los guardas particulares José de la Llera y Bau- 
tista Vizarraga era morada de los mismos, y esto 
supuesto, anun cuando D. Agustín Forcadell, como 
gerentedela Sociedad titulada El Eucaliptus, tuvie- 
se derecho para despedirles y obligarlos Á desalojar 
la barraca, hubiera debido para realizar este últi- 
mo, recurrir á los medios legales procedentes, ga- 
rantizada como se halla la inviolabilidad del domi- 
cilio por nuestras leyes, en armonía con la Constí- 
tución, en vez de penetrar como penetró, contra la 
voluntad de Bautista Vizarraga, para compeler á los 
guardas á que abandonaran la expresada barraca: 
Considerando que por haber perpetrado el hecho 
D. Agustin Forcadell, consciente y deliberadamen- 
te, según avarose de los términos de la s*ntencia, 
contra la que ha recurrido, resulta excluída la gra- 
tuitaéinfundada suposición de quebaya obrado sin 
malicia, y en todo caso por mera imprudencia ó ne- 
gligencia; por todo lo cual la Audiencia de Tortosa 
no ha incurrido en error alguno de derecho de los 
que se le atribuyen.» (Sent. És Septiembre 1891.-—Ga- 
ceta 21 Diciembre, p. 256.) 


R. D.13 Enero de 189%. Decíidiendo d favor de la 
autoridad judicial la competencia suscitada en la causa 
seguida 4 un alcalde, que con el pretexto de velar por el 
cumplimiento de la ley, allanó una casa particular, don- 
de se hallaban reunidos varios vecinos. 


Al rnquerir de inhibición al Juzgado, el goberna- 
dor citaba los arts. 199 de la ley municipal, 1.9, 2? y 
5 * de la ley de 380 de Junio de 1880 y 3. del Real de- 
creto de 8 de Septiembre de 18897. 
El Juzgado sostuvo su jurisdicción, alegando que 
el hecho que se persigue en la causa, y que consiste 
en haber disuelto el alcalde la reunión compuesta 
de 12 personas que estaban en la casa, reviste los 
caracteres de un delito cometido por funcionario 
úblico contra el ejercicio de los derechos indivi- 
uales, cuyo conocimiento corresponde á la juris- 


(1) Implicitamente aplica esta sentencia la doctrina 
establecida en la de 23 de Diciembre de 1830, que puede 
consultarse en el Diccionario, t. IX, p. 611, bajo el nú» 
mero 49. 
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dicción ordinaria, sin que hubiera cuestión alguna 
previa administrativa; el Juzgado citaba los artícu- 
los 10, 14 y 303 de la ley de Enj. criminal, 321 y 825 de 
la ley orgánica del Poder judicial, y 3.2? del R. D. de 
8 de Septiembre de 1837. Y como el gobernador, de 
acuerdo con la mayoría de la Comisión provincial, 
insistió en su requerimiento, resultó el presente con- 
flicto, que se decide en los términos siguientes: 

«Visto el art. 3. del R. D. de 8 de Septiembre 
de 188/... 

Visto el art. 215 del Código que determina las pe- 
nas... 

Visto ol art. 2% de la ley de 15 de Juvio de 1880... 

Visto el art. 5. de la propia ley... 

Considerando: 1.0 Que la querella presentada pez 
D. Josó García Infante versa sobre el hecho de ha- 
ber entrado el alcalde de Casares en el domicilio 
del denunciante y haber obligado á las personas 
que allí había á salir á la calle y abandonar la casa 
en que se encontraban: 

2,9 Que según resulta de los autos y declaracio 
nes del mismo D. Cristóbal Bravo Romo, éste pene: 
tró en la casa del denunciante sin auto judicial é 
hizo salir á las personas que se encontraban en una 
habitación del expresado domicilio: 

8.2 Que el hecho denunciado puede constituir un 
delito definidu en el Código penal, y cuya averigua- 
ción y castigo en su caso corresponde á los Tribu- 
nales de justicia: 

4.2? Que la única cuestión previa que podría in- 
vocarse consistiría en determinar siel alcalde de 
Casares había hecho ó no uso debido de las atrlibu 
ciones que le confiere la ley de 15 de Junio de 1880. 

5.2 Que en el presente caso no hay que resolver 
esa cuestión previa, toda vez que la reunión se ve- 
rificaba en el domicilio del denunciante, y por tan- 
to, no era pública para los efectos de la citada ley: 

Conformándome con lo consultado por el Consejo 
de Estado en pleno... Vengo en decidir esta compe- 
tencia á favor de la autoridad judicial.» (R. D. de 
17 de Enero de 1892.—(Qac 24 1d.) 


—V. HomicipJo0. 
ALLANAMIENTO ÁLA DEMANDA. Véa- 


SE JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-A DMINISTRATIVA. 


AMENAZAS. Enel Diccionario hemos habla- 
do de este delito. Consúltense allí las palabras 
CoAccIONES Y AMENAZAS, y en el Código penal el 
capítulo VI del título XI[ (arts. 507 á 511), y el 
caso 3.” del art. 601. He aquí algunas sentencias: 


31 Marzo 1991. Cuíndo son delito y cuíndo falta. 


Declarando no haber lugar á un recurso, estable- 
ce el T.S. la doctrina de que «si bien el art. 604 del 
Código penal castiga como autores de falta á los que 
de palabra y en el calor de la ira amenazan á otro 
con causarle un mal que constituya delito, no persia 
tiendo en la idea significada (1), los hechos referidos en 
el resultando primero de la sentencia reclamada, 
no son de los previstos en esa disposición, á causa 
de que las amenazas de muerte, colectivamente 
proferidas contra Manuel Razola, por sus propias 
palabras y por la insistencia con que se repitieron, 
no aparecen como expresión de impulso momentá.- 
neo de ira, sinn como deliberados anuncios de una 
decisión de graves caracteres para la persona ofen- 
dida, por lo cual han sido acertadamente califica. 
das como delito comprendido en el núm. 2. del ar- 
tículo 507 del Código penal.» (Sent. 21 Marzo 1891. — 
Gac. 26 Agosto, p. 99.) 


19 Junio 1891. Delito y falta: Prescripción de ésta. 


Al casar y anular la sentencia que condenó áÁ 
Agustín Ferrer como autor del delito de amenazas, 





(1) Lo subrayado es lo contrario de lo que dice el ar- 
tículo 604, sobre cuya redacción llamamos la atención en 
nuestro Diccionario, palabra CÓDIGO PENAL. Efectiva- 
mente, la errata que apuntamos entonces, es evidente y 
así lo ha entendido el Tribunal Supremo, según se dedu. 
ce de esta sentencia, em la que 26 marca como uno de los 
caracteres para distinguir entre el delito y la falta de 
amenazas, la insistencia ó no insistencia en ellas, de con- 
formidad con lo que dijimos en el lugar indicado. El pro. 
yecto de Código penal de 1885, también subsana el mísmo 
error de redacción en el propio sentido. 


por las proferidas hacía ocho años contra Agustín 
Corominas, establece el T.S. la doctrina contenida 
en los siguientes fundamentos: ] 

«Considerando que atendidos el origen, objeto, 
circunstancias concurrentes y comportamiento ul- 
terior del procesado, los hechos al mismo imputa- 
dos no merecen la calificación de delito según el ar- 
tículo 507 del Código penal, sino la de falta contra 
las personas, con arreglo al núm. 3.? del art. 604; por- 
que Agustín Ferrer, al dirigir verbalmente amena- 
zas de muerte á Agustín Corominas con el ánimo 
sobremanera exasperado, por creer que la conducta 
del ofendido había perjudicado notablemente sus 
intereses, no tuvo realmente propósito deliberado 
de ejercer coacción, y lograr por intimidación la 
modificación de una escritura, en la que no figuraba 
como contratante Corominas, sino el de exp.esar 
enérgicamente su cólera por la influencia perjudi- 
cial que al amenazado atribuía: 

Considerando que confirma este concepto el largo 
e de tiempo transcurrido después de proferi- 

as las amenazas, pues el lapso de ocho años paten- 
tiza que Ferrer desistió, si la hubiera tenido, de la 
idea significada con sus aMeDAZzas: 

Considerando que por constituir el hecho procesal 
falta, no puede ser castigado ocho «ños después de 
su consamasnión, pues la responsabilidad penal del 
Ferrer quedó extinguida por prescripción A los dos 
meses: 

Considerando, por lo expuesto, que el Tribunal 
sentenciador ha incurrido en el error de derecho 
dre por el art. 849, núm. 1. de la vigente ley de 

njuiciamiento, castigando un hecho que no reviste 
carácter de AY que circunstancias posteriores 
A su comisión impiden penar.» (Sent. 17 Junio 1€91.-— 
Gacs. 11 y 18 Septiembre, p. 184.) 


24 Junio 1891. Las amenazas de un hombre d su 
novia, para abusar deshonestamente de ella, si son de 
muerte y se subordina su cumplimiento á la realización 
del propósito perseguido, están comprendidas en el artí- 
culo 507, núm. 1.9 del Código penal. 


Así lo establece el T. S. «considerando que el deli- 
to de amenazas consiste... en la intimidación de un 
mal futuro constitutivo de otro delito dependiente 
de la voluntad del que las profiere; y... los hechos 
(objeto del proceso) revisten todos los caracteres 
del delito de amenazas condicionales, comprendido 
en el núm. 1.* del art. 507 del Cód. penal, que ejecutó 
el procesado con plena convicción y libertad de sus 
actos, y habiéndose hecho por la Sala sentenciaudo- 
ra acertada aplicación de lo dispuesto en dicho ar- 
tículo no incarrió en error de derecho ni cometió 
las infracciones legales que el recurrente invoca.» 
(Sent. 24 Junio 1891.—(Gac. 19 Septiembre, p. 194.) 


| —V. ATENTADO: DESACATO. 
AMILLARAMIENTOS. 


TERRITORIAL. 


AMOJONAMIENTO de vías pecuarias. — 
V. GANADERÍA. 


ANARQUISMO. V. Asociación y REUNIÓN. 
ANIMALES. V. GanaDería: HALLAZGO. 
ANOTACIÓN PREVENTIVA. V. Hiro- 


TECAS. 


APREMIOS ADMINISTRATIVOS. Véase 
este mismo artículo en el Diccionario, tomo l, 
página 477, y en la p. 547 el artículo APREMIOS 
POR DÉBITOS A FONDOS PROVINCIALES Y MUNICIPALES. 
Como complemento de las allí insertas, tónganse 
presentes las siguientes disposiciones: 


R. O. 22 Abril 1892. 
Responsabilidad personal de los concejales para el pago 
del contingente provincial. 

(Go.) Extracto.—De conformidad con el dic- 
tamen de la Sección de Gobernación y Fomento, 
se desestima un recurso de alzada promovido por 
el Ayuntamiento de Santander contra acuerdo de 
la Diputación provincial relativo á responsabi- 


V. CONTRIBUCIÓN 
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lidad del alcalde y concejales (1). Hé aquí los 
fondamentos: 

«Considerando: que según el art. 114 de la ley 
provincial, las Diputaciones pueden hacer efec- 
tiva la recaudación, aplicando los medios de 
apremio dictados en favor del Estado, y por 
tento, la instrucción de apremio de 12 de Mayo 
de 1883: 

Que las Diputaciones pueden declarar la res- 
ponsabilidad de los concejales, lo mismo cuando 
examinen en trámites de consulta las cuentas 
municipales, que cuando gestionan el cobro de 
sus ingresos, pues según el art. 5.? de la citada 
instrucción, son directamente responsables los 
Ayuntamientos por todos los débitos que le re- 
sulten liquidados á favor de la Diputación que 
en el caso actual hace las veces de la Hacienda, 
] los individuos de aquellas Corporaciones cuan- 
oel débito ó responsabilidad que se les exija 
proceda de actos ú omisiones en el desempeño de 
su cargo, responsabilidad personal también de- 
clarada en cl art. 45 de la ley de presupuestos 
de 1877: 

Que siempre que la Administración se dirige 
contra un Ayuntamiento, procede, ante todo, 
según el núm. 1.” del art. 56 de la antedicha 
instrucción, que la autoridad económica decla- 
re la responsabilidad y las personas en quienes 
recao; hecho lo cual enviará el alcalde una co- 
municación certificada de oficio, en la cual se es- 
pecificará el débito y le ordenará disponer lo 
conveniente para el cobro, precepto de que se 
deduce que si la autoridad económica, al inqui- 
rir las causas de que la recaudación no se haya 
efectuado, encuentra que esto ha ocurrido por 
actos ú omisiones de los individuos del Ayunta- 
miento, las declakrará directamente responsa- 
bles, y no subsidiariamente responsables, ó sea 
para el caso de que la entidad municipal no efec- 
túe el pago, pues el texto de la instrucción esta- 
blece que el apremio lo expedirá contra las per- 
sonas en quienes recae la responsabilidad, según 
el parecer de la autoridad económica: 

ue esta interpretación es la lógica, pues el 
artículo 5.”, al determinar quiénes son directa- 
mente responsables por varios conceptos. deter- 
mina que lo son los «Ayuntamientos por los dé- 
bitos que le resulten liquidados y los individuos 
de aquellas Corporaciones, cuando el débito 6 
responsabilidad que se les exija proceda de ac- 
tos ú omisiones en el desempeño de su cargo», 
recepto de que se deduce que la responsabili- 

d de los concejales es directa en caso de ne- 
eligencia: 

Que, además, sería absurdo declarar subsidia- 
ria la responsabilidad de los concejales en caso 
de negligencia, pues equivaldría á hacer respon- 
sable, en primer término, al Municipio de la 
negligencia de aquellos que deben responder 
directamente de sus actos ú omisiones: 

Quo por todas estas consideraciones, cuando 

Diputaciones no recaudan de los Ayunta- 
mientos la parte de contingente que les corres- 
ponde satisfacer, tienen facultad legal para de- 
clarar directamente responsables del débito á 
los concejales por omisión ó negligencia sufi. 
cientemente probadas, sin que puedan en este 
caso dirigir el apremio, en primer lugar, contra 
los bienes del Municipio: 

Que por tanto es válido y legal el acuerdo 
ado tado por la Diputación de Santander en 25 
de Noviembre de 1889 para hacer efectiva, pre- 
ferentemente á otras responsabilidades, la res- 





(1) Enelexpediente figuran el informe de la Di- 
putación y el del Ministerio, citando ambos la Real 
orden de 19 de Marzo de 1879, que puede consultarse 
en el Diccionario, tomo l, p. 647. 


ponsabilidad personal de los concejales del 
Ayuntamiento, siempre que por su negligencia 
deban responder del pago del contingente pro- 
vincial, y válido y legal el acuerdo adoptado 
por la Comisión en 26 de Diciembre último, al 
2 al Ayuntamiento de Santander la remisión 

e las certificaciones necesarias, para con vista 
de todos los datos declarar si procede hacer efec- 
tiva la responsabilidad personal de los conceja- 
les, declaración que únicamente es oportuna des- 
pués de probadas la negligencia ó la omisión en 
el cumplimiento de los deberes concejiles.» (Ca- 
ceta 20 Mayo.) 


R. 0.80 Junio-:11 Noviembre 1$82. 


Rectificando la referencia del art. 43 de la instrucción 
de apremios de 12 de Mayo de 1888 (1), la cual debe 
entenderse al núm. 6. del Arancel de 33 de Diciembre 
de 1887 (2). 


(Hac. Y Grac. Y Jusr.) «El Rey que(Q. D. G.), 
y en su nombre la Reina Regente del Reino, se 

a servido disponer que la referencia que el úl- 
timo párrafo del art.43 de la instrucción de apre- 
mio de 12 de Mayo de 18838 hace al núm. 17 del 
Arancel de los honorarios que deben percibir 
los registradores de la propiedad, se entienda 
hecha al núm. 6 del Arancel aprobado por Real 
decreto 22 Diciembre 1887 (3).» (Gac. 3 Diciembre.) 


Jurisprudencia administrativa. 


E. D. 29 Enero 1898. Mientras no se halle decidida 
dehnitivamente en la vía gubernativa la cuestión origen 
del apremío, no puede procederse criminal mente contra 
las autoridades que le dirigieron y acordaron. 


Habiéndose querellado D. Francisco Durán contra 
el alcalde de Rivera por no haber cumplido éste el 
acuerdo de la Dirección de Contribuciones, del cual 
había apelado, que le ordenaba el alzamiento de un 
embargo hecho contra aquél, y la devolución de los 
bienes, promovió el gobernador de Badajnz per a 
tenc1ia, quees decidida á favor dela Admiuistración, 
con vista del art. 3.” del R. D. 8 Septiembre 1887: 

«Considerando: 1% Quela presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la can- 
sa seguida al alcalde de Rivera del Fresno D. Juan 
de Dios Vital, y al exalualde de dicho puetlo D. Jo- 
ra Gat, por denuncia de D. Francisco Durán 

iera: 

2,9 Que por haberse alzado D. José María Gat de 
la resolución adoptada por la Dirección gener?! de 
Contribuciones indirectas, el cumplimiento de la 
cual ha originado los hechos objeto de la denuncia, 
pendiente aún de acuerdo definitivo la expresada 
alzada, es indudable que se halla sin apurar la vía 
administrativa, y existe, por tanto, la cuestión pre- 
via á que el art. 3. del R. D. de 8de Septiembre de 
1887 se contrae: 

8.2 Quese está por consiguiente en uno de los dos 
casos en quu por excepción pueden las gobernado- 
res, con arreglo al citado artículo, promover con- 
tiendas de competencia en los juicios criminales.» 
(R. D. 29 Enero 1892.—Gac. 3 Febrero.) 


R. D. 31 Octubre 1998. En la causa instruida 
contra un agente por los abusos cometidos en el expe- 
diente de apremio, no debe suscitar competencia la Ad- 
ministración cuando aparece que los procedimientos de 
ejecución fueron declarados nulos de Real orden, sin que 
obste que contra la misma se haya promovido demanda 
contenciosa. 


En expediente de apremio seguido contra D. José 
María de Soto por haber omitido el pago de la cuo- 
ta de la alfarda que se repartía en la población de 


(1) Diccionario, t. 1, p. 506. 

(2) Diccionario, t. VÍ, p. 263. 

(3) Una inadvertencia padecida al copiar es lo 
que ha podido hacer que se reprodujese en el último 
párrafo del citado art. 43 la referencia que también 
el último párrafo del art. 51 de la Inst. d+ 20de Mayo 
de 1891 hace al núm. 17 del Arancel entonces vigen- 
te, puesto que en el aprobado después no existe di.- 
cho número que figuraba en el primitivo y que apa- 
rece aúetitaldo en el nuevo por el que se señala con 
el núm. 6. (De la parte expositiva de la Real orden.) 
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Santa Eulalia por la Junta de regantes, el agente 
ejecutivo nombrado por el alcalde parece que diri- 
gio las diligencias y hasta vendió algunos bienes 

el deudor sin hacer á éste notificación en formau, 
er los plazos reglamentarios, etc. Denunció 

oto tales abusos al fiscal de la Audiencia de Te- 
ruel y reclamó además en vía gubernativa, dictán- 
dose Real orden que declaró la nulidad de los pro- 
cedimientos de apremio. El agente ejecutivo recla- 
mó contra esta decisión ante el Tribunal conten- 
cioso administrativo y suplicó al gobernador de la 
provincia que suscitase competencia á la Audiencia 
que había incoado causa contra el agente, á lo que 
accedió dicha autoridad provincial. El Gobierno de- 
clara quo la competencia no ha debido suscitarse, 
visto el art. 3.9, núm, 3.0 del R. D. de 8de Septiembre 
de 1887: 

«Considerando... Que apurada la vía gubernativa 
con la Real orden... que anuló el expresado apre- 
mio, quedó en ella resuelta la cuestión previa ad- 
ministrativa, sin que el recurso contencioso-admi- 
nistrativo intentado por D. Jorge Lázaro Lozano 
contra ln expresada Real orden impida la ejecución 
de ésta, mientras expresamente no se acuerde lo 
contrario por el Tribunal ante el cual se impugna 
la resolución referida: 

Que pudiendo el hecho por que se procede consti- 
tuir un delito definido y castigado en el Cód. penal, 
y no estando reservado por ley alguna su conoci- 
miento á los funcionarios de la Administración... no 
ha debido, por tanto, suscitar el presente conflicto.» 
(BR. D. 31 Octubre 1892.—(Gac. 10 Noviembre.) 


R, D. 30 Noviembre 189%. La causa criminal 
formada contra el agente ejecutivo por haber embargado 
fincas de personas distintas de los deudores, pende de 
cuestión previa administrativa, por constituir tal cir- 
cunstancia un incidente nacido en las diligencias de apre- 
mio y que debe resolver la Administración. 


Seguida causa criminal á Serafin Alvarez Gonzá- 
lez, agente ejecutivo nombrado por el Ayuntamien- 
to de Vega de Valcarce, por haber embargado fin- 
cas que pertenecían Áá personas distintas de los 
deudores á la Hacienda, suscitó competencia el go- 
bernador de León á la Audiencia de Ponfertada. 
fundándose en que, de conformidad con lo dispues- 
to en el art. 1.2 de la instrucción de 12 de Mayo de 
1889, correspondía á la Administración exclusiva- 
mente conocer de los procedimientos que tienen 
o objeto hacer efectivos los descubiertos liquidos 

favor de la Hacienda, asi como también entender 
y resolver sobre las incidencias del apremio, citan- 
do en su apoyo el artículo expresado, el 43 de la 
mencionada instrucción, el 27 de la ley provincial, 
q 2.? y 3.2 del R. D. de 8 de Septiembre de 1887. 

ustanciado el conflicto y elevados los anteceden- 
tes al Gobierno, se decide en favor de la Adminis- 
tración, vistos el art. 1.2 de la referida instrucción 
y el núm. 1.9, art. 3. del citado R. D. de 1897: 

«Considerando .. 2. Que á la Administración está 
encomendado el resolver todas las reclamaciones 6 
incidencias que nazcan con motivo del procedi- 
miento de apremio para hacer efectivas las contri- 
buciones, y, por lo tanto, tratándose en el presente 
caso de un incidente nacido en el expediente para 
hacer efectivas las cuetas de ciertos contribuyen- 
tes, A la Administración corresponde resolver, con 
vista de las reclamaciones que se le hagan, lo que 
estime procedente con arreglo á las leyes...» (Real 
decreto 20 Noviembre 1892.—Gac. 26 id.) 


R. O. 15 Junlo 1898, El alcalde y concejales que 
revisando actos de sus antecesores acordaron el embargo 
y venta de los bienes de éstos, son responsables civilmente 
de dichos acuerdos, y el conocimiento de las cuestiones 
sobre la nulidad ó validez de los contratos celebrados con 
los compradores, corresponde d la jurisdicción ordina - 
ría, sin perjuicio de que por avenencia de las partes pue- 
dan resolverse en la forma que se propone. 


El Ayuntamiento de Grajal de Campos, previa 
censura de la Junta municipal, que declaró alcan- 
zado en la suma de 4.418 pesetas á D. Luis Santos 
Portugués, alcalde que fué de aquel pueblo en los 
años de 1879 á 1881, acordó queingresara dicha su- 
ma en las arcas municipales, bajo apercibimiento 
de apremio. Embargadas y vendidas varias fincas 
Áá Santos por virtud del expresado acuerdo, acudió 
aquél al gobernador de León en súplica de que sus- 
pendiera el acuerdo y los procedimientos, á lo cual 
accedió, confirmándose la resolución del goberna- 
dor por E. O. de 19 Febrero de 1884, que dispuso: pri- 


mero, revocar el acuerdo apelado y anular el pro- 
cedimiento seguido contra Santos Portugués: se- 
gundo, devolver el expediente para la formación, 
censura y fallo de las cuentas de 1879 á 1881; y terce- 
ro, exigir al Ayuntamiento la responsabilidad en 
que había incurrido. Transcurrido algún tiempo sin 
cumplirse la antedicha Real orden, y fallecido San- 
tos, acudieron sus herederos al gobernador, expo- 
niendo: que, á pesar de las órdenes dictadas por él, 
no se les habían devuelto los bienes ni se había 
anulado el procedimiunto seguido contra el difun- 
to, por lo cual solicitaban la devolución de aquéllos 
y el cumplimiento de la Real orden referida. De 
cretado el cumplimiento de ésta en 22 Julio de 1891, 
el Ayuntamiento de Grajal acordó notificar al al- 
calde y concejales de la época respectiva la Real 
orden de 19 de Febrero, con objeto de que activaran 
la rendición de cuentas, y hacer saber á los com- 
pradores de las fincas de Portugués que en el térmi- 
no de quinto día las pusieran á disposición de los 
herederos de aquél, lo cual no efectuaron, por lo 
que el aloalde puso á aquéllos en posesión de di- 
chas fincas. En10 de Septiembre acudieron al gober- 
nador los compradores desposeídos por el alcalde, 
manifestándule que por su carácter de terceros y 
por estar amparados por el art 31 de la ley hipote- 
caria, pedían se dejara sin efecto la posesión confe- 
rida áÁ los herederos de Santos Portugués. En 23 de 
Octubre la Comisión provincial informó: 1.? Que el 
alcalde debía requerir á los poseedores de laa fincas 
á fin de que si eran adquirentes directos, dejaran 
aquéllas á disposición de los herederos de Santos: 
2. Que se abonara á los cedentes el precio, con las 
mejoras, daños y perjuicios, y á los sucesores de 
aquél el importe de las irreivindicables: 3. Que el 
Ayuntamiento debía formar presupuesto extraor- 
dinario para el pago de aquellas cantidades; y 4.” 
Que para indemnizarse éste, debía proceder contra 
el alcalde y concejales que tomaron parte en el 
acuerdo anulado por la R. O, de 19 Febrero de 184. 
El gobernador, en 9) de Octubre, resolvió de acuer: 
do con la Comisión provincial; y contra esta reso- 
lución se alzaron para ante el Ministerio de la Go- 
bernación varios exconcejales de Grajal, á los cua- 
les afectaba la resolución gubernativa. 

Remitido el expediente á nonsulta del Consejo de 
Estado, la Socoión de Gobernación y Fomento la 
evacuó con vista de los arts. 178 de la ley municipal 
y 5i de la de Enjb. civil, en los términos siguientes: 

«Considerando que el abuso de facultades en que 
incurrieron el alcalde y concejales que formando 
en 1882 el Ayuntamiento de Grajal acordaron y rea- 
lizaron los procedimientos de apremio contra el ex- 
alcalde Santos Portugués, embargando y subastan- 
do sus fincas, es evidente y está declarado en la 
E. O. de 19 de Febrero de 1884, pues uno de los fun- 
damentos en que se apoya para anular dichos pro: 
cedimientos de «premio es el siguiente: «Peru donde 
más principalmente se advierte la arbitrarieiad del 
Ayuntamiento de Grajal es al arrogarse atribucio- 
nes correspondientes á autoridad distinta, fallando 
cuentas municipales con infracción de la presorip- 
ción terminante del art. 165 de la ley municipal, que 
dispone que la aprobación de las cuentas, cuando 
los gastos no excedan de 100.000 pesetas, correspon- 
de al Gobierno civil»: 

Considerando que en contra del conocimiento de 
este precepto no puede alegarse nada, pues, apar- 
te de que tal alegación es inadmisible tratándose 
de un precepto legal, su constante aplicación en la 
rendición de las cuentas municipales hace casi im- 
posible su desconocimiento; por todo lo cual, ha 
que admitir que el alcalde y concejales de Graja 
en 1883 adopteron y ejecutaron acuerdos nulos, y 

ue los daños y perjuicios que se siguieron á Santos 

ortugués, y hoy á sus herederos, fueron indabida- 
mente originados, toda vez que el Ayuntamiento 
obró ilegitimamente, y por esto dispuso la Real or- 
den de 1 que seexigiera la responsabilidad pro- 
cedente: 

Considerando que por estas razones es aplicable 
la prescripción del pár. 1.9 del art. 178 citado, al al- 
calde y concejales de Grajal que intervinieron en la 
adopción y ejecución del acuerdo anulado por la 
R. O. de 19 de Febrero de 1884, y además que V. 1 
en conformidad con lo prevenido en el pár. 2. de 
mismo artículo, denlare la responsabilidad á que 
aquéllos vienen obligados, la cual se hará efectiva 
por los Tribunales ordinarios: 

Considerando que los Ayuntamientos que se han 
sucedido en Grajal de Campos con posterioridad Á 


oi 
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la subasta efectuada en 1882 no han incurrido en 
responsabilidad civil de daños y perjuicios á favor 
de Santos Portugués, porque, aparte de que la Real 
orden de 19 de Febrero de 1884 tan sólo está incum- 
os en la parte en que ordenaba la inmediata ren- 

ición de las cuentas anuladas, no resulta del expe- 
diente que adoptaran acuerdos, en los cuales inde- 
bidamente se perjudicara á Santos y á sus herede- 
ros, y además, en cuanto á entidad administrativa, 
carecían de facultades para resolver legítimamen- 
te las cuestiones civiles que han surgido después de 
dietada la R. O. de 19 de Febrero citada, máxime 
cuando por esta causa á Santos A e v hoy á 
sas herederos, correspondía instar los procedi- 
mientos: 

Considerando que la Administración es incompe- 
tente para resolver los conflictos civiles que han 
pumido con ocasión de la subasta anulada, por lo 
cual aquélla no puede desposesionar á los posee- 
dores de las fincas: A . 

Considerando que aunque la declaración de nuli- 
dad de los contratos efectuados, como la resolución 
de las cuestiones derivadas, son de la incumbencia 
delos Tribunales ordinarios desde que toman el ca- 
rácter de sontenciosas, nada se opone, sin embargo, 
áque cada parte reconozca el derecho que asiste á 
la contraria, y á que bajo este supuesto el Ayunta- 
miento de Grajal de Campos adopte la linea de con- 
dacta que es consecuencia inmediata de la nulidad 
de la vía de apremio, reconocida por la Administra- 
ción en la R. O. de 19 de Febrero, toda vez que es in- 
moral y absurdo que después de esta Real orden de- 
tente un organismo administrativo las cantidades 
que percibió á cuusa del apremio anulado: ] 

Considerando que el Ayuntamiento de Grajal, á 
virtud de lo an terior, y disponiendo el Código civil 
en su art. 1.8083 que «declarada la nulidad de una 
obligación, los contratantes deben restituirse recí- 
procamente las cosws que hubiesen sido objeto del 
eontrato, con sus frutos y el precio con los intere- 
ses», debe poner á disposición de los compradores de 
las áncas subastadas y de los herederos de Santos 
Portugués el precio con sus intereses, para que si 
los primeros aceptan de su grado la restitución de 
las incas, ésta tenga lugar, y en caso contrario sea 
entregado á los segundos, siempre que presten su 
consentimiento, y con la prevención de que todas 
las cuestiones qu surjan son de la competencia de la 
jurisdicción ordinaria desde que pasen á ser conten- 
ciosas: 

La Sección es de dictamen: 

a Revocar la resolución apelada por incompe- 
necia. 

2! Declarar la responsabilidad civil del alcalde 
y concejales que adoptaron y ejenutaron en 1882 el 
acuerdo del Ayuntamiento de Grajal, relativo al 
apremio, embargo y subasta de los bienes del exal- 
eslde D. Luis Santos Portugués, á fin de que cumpli- 
do el requisito previo de la declaración, todos los 
interesados, y entre ellos el Ayuntamiento de Gra- 
Jal, puedan hacer efectiva ante los Tribunales ordi- 
narios la responsabilidad de daños y perjuivios en 
la medida y cuantía que los mismos determinen. 

8.2 Declarar que el conocimiento de la nulidad ó 
valides de los contratos originados en la subasta, y 
el de las consiguientes cuestiones de carácter civil, 
es de la competencia de la jurisdicción ordinaria 
desde el momento en que esos asuntos pasan á ser 
contenciosos, y sin perjuicio de lo que privadamen- 
te puedan convenir los interesados. 

4 Que el Ayuntamiento de Grajal de Campos 
debe volver inmediatamente el precio de las fincas 
sabastadas y los intereses, caso de que los haya per- 
cibido, conviniendo con los interesados el medio de 
efectuar la devolución, ó sometiéndose al fallo de 
los Tribunales caso de que surja contienda, previo 
depósito del precio y sus intereses, formando para 
ello un presupuesto extraordinario, en conformidad 
á lo dispuesto en el art. 141 de la ley municipal. 

5. Que se ordene al gobernador de León E so- 
tive la rendición de las cuentas municipales de Gra- 
Jal de Campos.» Y así se resuelve. (R. 0.15 de Junio 

de 1892. —Gac. 2 1d.) 


Sent. del Trih. de lo Cont. de 36 de Enero de 
1899. Retracto de fincas adjudicadas 4 la Hacienda: 
Preferencia del hijo del deudor sobre el dueño colindan- 
Ade retraer el inmueble, conforme d la ley de 30 de 

de 1888. 

Retraida por D. Lorenzo Pérez Pedrero, como 

dueño colindante, una finoa adjudicada á la Hacien- 





da en expediente de apremio seguido contra D. Juan 
José Salcedo, falleció éste, y su hija doña Adriana 
solicitó y obtuvo del Ministerio de Hacienda la de- 
claración de ser nulo el anterior retracto por ha- 
berse debido acceder al que quería verificar la inte- 
resnda, invocando la ley de 20 de Julio de 1888. Pe- 
drero impugnó la resolución ministerial en vía con- 
tenciosa, y el Tribunal C. A. absuelve de la deman- 
da á la Administración: 

«Considerando: que el art. 1.0 de esta ley otorga el 
derecho de retracto dentro del primer período de 
tres meses á los contribuyentes deudores, á los que 
eneoian las fincas ó á sus herederos, entendién- 

ose por tales, conforme áÁ lo prevenido en la legis- 
lación civil, los que por el solo hecho del falleci- 
miento suceden Áá la persona del deudor en todos 
sus derechos y obligaciones: 

Considerando: que el derecho á la herencia no 
existe hasta que tiene lugar la muerte de la perso- 
na de cuya sucesión se trata, y por tanto al conoe- 
derse el retracto, en primer lugar al deudor ó á los 
herederos, sólo puede referirse la ley á los que, te- 
niendo adquirido ya semejante carácter en el cita- 

prezo habían sustituido al finado en sus derechos 
ligaciones: 
onsiderando: que después del retracto estableci- 
do en segundo término en favor de los condóminos, 
la ley señala un tercer tórmino para que los parien- 
tes del deudor, dentro del cuarto grado civil, pue- 
dan ejercitar sus derechos; y en esta a td de 
arientes no pueden menos de comprenderse los 
ijos, no sólo porque así lo exige el sentido grama- 
tical de dicha palabra, sino también porduo: según 
los preceptos de la legislación civil, la proximidad 
del parentesco se determina por el número de gene- 
raciones, cada una de las cuales forma un grado, 
constituyendo la serie de éstos la línea que puede 
ser directa ó colateral: 

Considerando: que del expediente aparece com- 
prodo que el fallecimiento del deudor D. Juan 

osé Salcedo no ocurrió hasta después que transcu- 
r1ió el primer plazo señalado para el retracto, por 
lo cual, no teniendo durante el mismo el carácter 
de heredera su hija doña Adriana Salcedo, no podía 
esta interesada deducir su acción en dicho período, 
y únicamente podía ejercitarla, como la ejercitó, en 
el tercero: 

Considerando: por lo expuesto, que solicitado en 
tiempo hábil el retracto por doña Adriana Salcedo, 
su derecho era preferente al de D. Lorenzo Pérez 
Pedrero, que lo dedujo en el concepto de colindan- 
te, toda vez que la ley sólo otorgaba á éste el re- 
tracto en el cuarto ia y en defecto de pariente 
del deudor dentro del cuarto grado...» (Sent. 26 Ene- 
ro 1892.—Gac. 18 Septiembre, p. 34.) 


ARANCELES DE ADUANAS. Rigen los 


de 31 Diciembre 1891, insertos en RENTA DE ÁDUA- 
NAS de este mismo APÉNDICE. 


ARANCELES CONSULARES. V. Cuerro 
CONSULAR. 


ARANCELES JUDICIALES. Sobre aplica- 
ción de los de 4 de Diciembre de 1883 (insertos en 
el Diccionario, t. 1, p. 577), he aquí una impor- 
tante sentencia (1) que en su último consideran- 
do establecetambién doctrinasobre congruencia 
del fallo con la demanda: 


16 Enero 18939. Elactuario del Juzgado de Tru- 
jillo, después de haber extendido testimonio de un 
documento en que constaba la adjudicación por 
sorteo á 282individuos, de una dehesa, puso la cuen- 
ta de los derechos devengados en 282 reconocimien- 
tos de la escritura, pretendiendo devengar 4.105 pe- 
setas, 50 céntimos. Impugnados estos derechos por 
excesivos, la Audiencia de Cáceres, revocando la re- 
solución del Juzgado, así los consideró, y condenó al 
aotuario á devolver el daplo del exceso. Interpuesto 
recurso, el T. S. declara no haber lugar á él: 

«Considerando quelos arts. 72 y 73 de los Arance- 
les judiciales para los negocios civiles, de 4 de Di- 


do 
yo 
C 


(1) Ver el art. 85 del R. D. de 20 de Mayo de 1891, in- 
serto en ESCRIBANÍAS, Diccionario, t. V, p. 293, 
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ciembre de 1888 (1), que se suponen infringidos en los 
motivos 1. y 2. del recurso, han sido debidamente 
sd road por la sentencia recurrida, toda vez que 
el libro exhibido para sacar el testimonio solicitado 
era suficienta reconocerlo una sola vez, devengando 
el actuario los derechos que fija el citado art. 72 y 
con arreglo al 73 los que corresponden áÁ las dos ho- 
jas del testimonio librado: 

Considerando que al imponer la Sala sentenciado- 
ra al escribano d. Norberto Rodríguez el pago del 
duplo de la cantidad en que se excedió en la cuenta 
jurada, lo hizo con sujeción á lo que dispone el pá- 
rrafo 3. del art.8.* de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil en relación con el 859 de los Aranceles judiciales, 
no infringiendo por lo tanto dichas disposiciones, 
ni la ley 1.*, tit. XXXI de la Part.7.* que se citan en 
el motivo 3.” del recurso: 

Y considerando que la parte dispositiva de la sen- 
tencia guarda perfecta congruencia con la súplica 
de la demanda que termina solicitando la reducción 
de los derechos señalados por el actuario D. Norber- 
to Rodríguez con los pronunciamientos consiguientes, 
y siendo uno de ellos, fijado en la ley, la condena 
del duplo del exceso de lo reclamado, al hacer la 
sentencia esta declaración no infringe el art. 859 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, en la doctrina esta- 
blecida en varias sentencias de este T. S., como se 
consigna, ni el motivo 4.* del recurso.» (Sala 1.*, sen- 
tencia 16 Enero 1892.—Gac. 3 Marzo, p. 100.) 


ARANCELES de los registradores. Véase 
ArremI0s: HIPOTECAS. 


ARBITRIOS MUNICIPALES. V. CoNrtai- 
BUCIÓN DE CONSUMOS: PE38A8 Y MEDIDAS: PRESUPUES- 
TOS MUNICIPALES. : 


ARCHIVOS: BIBLIOTECAS Y MUSEOS: 
ARCHIVEROS, BIBLIOTECARIOS Y ANTI- 
CUARIOS. Consúltese este mismo artículo en 
el Diccionario, tomo 1, p. 601. Hé aquí su com- 
plemento: 


RE. D. 19 Junio 1892, 
Reposición de los cesantes del Cuerpo de archiveros. 


Por este R. D. se autorizó á los cesantes, que 
no lo fueran por sentencia ejecutoria ó expedien- 
te gubernativo, para pedir en el plazo de dos 
meses su reposición con la categoría y grado 
que disfrutaron, y se les concedió el derecho de 
ocupar las vacantes en el último lugar de sus 
pd pels grados, atendiéndose á la antigúe- 
dad para el orden de prelación en el reingreso. 
Terminado el plazo «se ingresará en el Cuerpo 

or los medios que establecen los arts. 6. y 12 


el R. D. de 18 de Noviembre de 1887». (Gac. 21 
Junio 1892.) 


Jurisprudencia. 


21-22 Junio 1991. 
archiveros. 


Con vista delos Rs. Ds. de 10 Enero 1884, 1.? Febre- 
ro del mismo año, arts. 1.2 y 2.9, 18 Noviembre 1887 y 
RE mento de la misma fecha, art. 22, el T.C. A.es- 
tatlece ln doctrina du que los archiveros del Minis- 
terio de Fomento quedejaron de pertenecer al Cuer- 
po en virtud del R. D. de 1.? de Febrero de 1881, sólo 

ueden figurar en él con la antigúiedad con que re- 
ingresaron por consecuencia del de 18de Noviembre 
de 1557 que nuevamente les incorporó á la carrera, 
por no seraplicables las disposiciones del reglamen- 
to de 4de Marzo de 1866, invocado en el recurso, á 
un Cuerpo regido por una legislacion especial que 
clara y terminantemente resuelve el caso de que se 
trata. (Sent. 21-22 Junio 1691.—Gac. 10 Noviembre, pá- 
gina 235.) 


—V. MINISTERIO DE FOMENTO. 


Sobre reingreso en el Cuerpo de 


(1) Estos artículos eoncuerdan con los mismos de los 
Aranceles de Ultramar.— Ver el R. D. de 18 de Julio de 
14898.(AP. de íd., p. 146.) 


ARREBATO Y OBCECACIÓN. V.Cincuns: 
TANCIAS ATENUANTES. 


ARRENDAMIENTO. En el Dic., tomo l, 
págs. 692 á 706, hemos hablado de este contra- 
to. Vamos á exponer aquí dos decisiones de 


Jurisprudencia. 
29 Diciembre 18991. Daños y perjuicios. 


Para que puedan reclamarse del arrendatario, to- 
mando pur fundamento la presunción del buen esta- 
do en que fué recibida la cosa, es preciso demostrar 
las condiciones del contrato y el uso 4 que aquélla 
se destinaba. 

En el caso de esta sentencia se opuso el arrenda- 
tario á la indemnización fundándose principalmen- 
te en que los deterioros de la casa se debían al uso 
á que la misma se destinó durante el tiempo del 
arrendamiento. 

Absuelto de la demanda, é interpuesto por el 
arrendador recurso de casación, declara el T. S. no 
haber lugar: | 

«Considerando que la presunción legal de que la 
casa fué recibida en buen estado por el arrendata- 
rio, supone la demostración del fin para que fué 
arrendada, Pe que el buen estado de una cosa 

ue, como el edificio y solares en cuestión, ba podi- 

o, según sus circunstancias, tener. muy diversas 
aplicaciones, es una idea esencialmente relativa 
con el objeto á que se la destine: . 

Considerando que no existiendo la presunción del 
buen estado de la cosa que el recurrente supone, 
porque la Sala establece que el actorno ha probado 
nada respecto de las condiciones del arrendamiento 
ni del uso que hab1a de hacerse del local, no estaba 
el demandado en los casos señalados que la ley 2.* 
título XIV, Part. 3.* determina, de deber probar el 
demandado por excepcionar contra una acción ge- 
neralmente eficaz, ó por oponerse á una presunción, 
y por lo tanto, que no infringe la absolutdión de la 
demanda la ley ni la jurisprudencia de este Tribu- 
nal citadas en el primer motivo del rezurso...» (Sa- 
cen on 29 Diciembre 1891.- Gac. 2 Febrero 1892, 
pag. 09.) 


31 Diciembre 1891. Earaque pronpere la demanda 
de desahucio fundada en el núm. 8.5 del art. 1.563 de la 
ley de Enj. civil, ó sea, por falta de pago, es indispensa- 
ble acreditar la existencia del contrato de arrendamiento. 

Así lo proclama el T.S. al declarar haber lugar á 
un recurso en que se citaban como infringidos los 
artículos comprendidos en el tít. XVII, lib. 11 de la 
ley de Enj. civil, el usatge único del tít. I, lib. IM, 
volumen 1. de las Constituciones de Cataluña, la 
ley 1.*, tit. XIV, Part. 3.* y algunas sentencias de 
casación. (Sala 1.*, sent. 31 Diciembre 1891.—Gac. 2 
Febrero 1892, p. 67.) 


29 Marzo 189?. Derecho del arrendatario para 
subarrendar. 

Véase esta resolución en HIPOTECAS. 

Resolución de la Dirección general de los Be- 
glntros do ?4 Diciembre 1898. Constitución por 
mandatario del derecho real el arrendamiento. Véase es- 
ta resolución en el AP. de 1893, p. 255.—V. COACCIÓN: 
COMPETENCIAS EN LO CIVIL, 


ARRENDAMIENTO DE CASAS PARA 
OFICINAS PÚBLICAS. V. OrrcIiNas. 


ASOCIACIONES Y REUNIONES. Como 
complemento de lo que expusimos en el Diccio- 
nario, tomo I, pág. 722, acerca de esta materia, he 
aqui una disposición de interés: 


R. O. 6 Abril 1899, 

Dictando disposiciones relativas al cumplimiento de la 
ley de asociaciones, y muy especialmente d las que se re- 
lacionan con las clases obreras (1). 

(Gon.) «No existe en nuestro país, pública- 
mente constituida, Asociación alguna que por 
su título, ó por los fines de su fundación, pueda 


(1) Además del artículo ASOCIACIONES Y REUMIONES 
deben consultarse en el Diccionario los siguientes: 
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ser considerada de carácter anarquista, ni por 
ilícita fuera consentida, puesto que las Asocia- 
ciones de esta naturaleza tienen el concepto le- 
gal de contrarias ála moral pública, según de- 
claración del T. S. de Justicia en sentencia de 
28 de Enero de 1881. Las Sociedades de tal índo- 
le hállanse, por tanio, de lleno comprendidas, 

or prescripción expresa de la ley, en el art. 198 
del Cód. penal. A esta sanción penal tratan, sin 
embargo, de sustraerse los elementos anárqui- 
cos de España, extraños algunos á las luchas de 
la política, y cuidadosos otros de buscar apa- 
riencias de existencia legal, mezclándose con 
agrupaciones que viven al amparo del derecho 
común. 

Organizados en esfera que no les es propia, es” 
tos factores de destrucción se mueven y agitan 
invocando el mejoramiento de las clases obreras, 
propósito en ellos sólo aparente para burlar la 
acción de la autoridad y la severidad de las dis- 
Em vigentes. Semejante confusión no 

ebe ser en modo alguno tolerada; por lo cual 

importa y precisa diferenciarles de toda colecti- 
vidad legal, evitando así que con lemas de pro- 
tección á los proletarios intenten cometer deli- 
tos contra el orden sorial. 

Dolorosas experiencias acreditan la contagio- 
sa influencia que determinados actos punibles 
puedan ejercer en cerebros exaltados ó enfermos 

e individuos propensos á delinquir; en España, 
sin embargo, no ha llegado el contagio á tal ex- 
tremo que sea aventurado el aserto de que difí- 
cilmente se registrarán entre nosotros atenta- 
dos como los que con enérgica y universal re- 
probación se cometen en otras partes. 

El crimen reviste aquí otros caracteres, y, por 
lo general, se perpetra ó se intenta arrostrando 
de frente el poigro, con valor digno de las bue- 
nas causas. De todas suertes, la previsión en ma- 
teria de tan excepcional gravedad encuéntrase 
con motivo legitimo siempre justificada, tenien- 
do el Gobierno deber inexcusable de aprestarse 
á la defensa de los intereses sociales, más ó me- 
nos gravemente amenazados, y de conservar la 
tranquilidad y la confianza de todos los ciudada- 
nos honrados con resoluciones severas que man- 
tengan la seguridad de personas y haciendas. 

En su virtud, y para que la leyes sean por to- 
dos escrupulosamente respetadas, recomiendo 
á V. S. con el mayor encarecimiento que tenga 
muy en cuenta las prevenciones siguientes: 

1.* Proceda V.S. á verificar un escrupuloso 
examen de todas las Asociaciones constituidas 
en esa provincia, cualquiera que sea su objeto y 


muy especialmente de las que se relacionen con | 


las clases obreras, y resuelva la suspensión de 
las que no estén constituídas con arreglo á la 
Sd e asociaciones y en los términos que esta- 
blecen los arts. 12 y 13 de la misma. 

2." Revise V. S. todos los expedientes relati- 
vos á dichas Asociaciones para comprobar si se 
observan los preceptos legales y particularmen- 
te los cumprendidos en los arts. 4.*, 7.?, 8,9, 9,9, 
10 y 11 de la ley citada, é imponga, en su caso 
las multas que determina el último párrafo de 
art. 10 por la inobservancia de las formalidades 
prevenidas. 

3." Con arreglo á lo dispuesto en el art. 12 de 
la misma ley, disponga V. S. en los casos que lo 


PETARDOS, t. VIII, p. 706: SocraLismo, t. IX, p. 556,— 
Véase en el Ap. de 1893, p. 767, la circular de 17 de 
Noviembre. En el Ap. de 1894, p. 416, la ley de 10 de 
Julio y en el Ap. de 18968, p. 52, la circular de 13 de 
Febrero. Es también importante la circular de la 
Fiscalía del T. S. de 31 Marzo 1892, inserta en este 
mismo Ap. de 189?, artículo CÓDIGO PENAL. 


considere conveniente que delegados de su auto- 
ridad se personen oportunamente en los domici- 
lios de las Asociaciones para inquirir si por los 
actos de las mismas, ó con ocasión ó bajo pre- 
texto de su existencia, se infringe la ley ó se co- 
mete alguno de los delitos definidos en el Códi- 
go penal. 

4.* Deigual modo ha de cuidar V.S., de impe- 
dir que las Asociaciones se ocupen en objeto dis- 
tinto del marcado taxativamente en sus respec- 
tivos reglamentos; y en el caso de que por sus 
acuerdos, por sus actos ó manifestaciones hubie- 
re motivo fundado Da presumir su existencia 
contraria á la moral pública, proceda V.$S. á su 
inmediata suspensión en los términos y forma 
que establece el art. 12, teniendo al efecto en 
cuenta el concepto de la moral pública que se 
define en la sent. del T. S. fecha 28 Enero 1884, 
según la cual «la Asociación fundada en la anar- 
quía y el colectivismo con el propósito de em- 
prender y sostener la lucha del trabajo contra el 
capital, y de los trabajadores contra la burgue- 
sía, es contraria á la moral pública, pues con- 
tradice la autoridad y la propiedad industrial». 
_ Sin perjuicio de la suspensión que habrá de 
dictarse por la autoridad judicial, procede tam- 
bién, como medida gubernativa, la aplicación 
del art. 22 de la ley provincial, para corregir las 
faltas á la moral pública. 

5." Tan pronto como haya terminado la revi- 
sión de las Asociaciones constituidas para con- 
seguir que todas ellas funcionen dentro de la le- 
galidad existente, remita V. $. á este Ministerio 
una sucinta Memoria dando á conocer detalla- 
damente la realización de un servicio que debe 
estimar, para estos efectos, de atención prefe- 
rente y grande importancia. 

6." Tenga V.S. especial cuidado de que los 
delegados de su autoridad que asistan á las re- 
uniones públicas, con arreglo á lo preceptuado 
en el art. 4.” de la ley de 15 de Junio de 1880, ob- 
serven con gran escrupulosidad lo que prescribe 
el art. 5.” de la misma ley, haciéndoles respon- 


' sables de cualquier tolerancia, negligencia ó de- 


bilidad en este punto. 

Para el mejor acierto en el servicio de que se 
trata, la designación de estos delegados debe re- 
caer en funcionarios de reconocida competencia 
en Derecho penal y de criterio bastante para 
distinguir la línea divisoria que separa lo ilíci- 
to de lo que no lo sea en los actos de la reunión. 

7.* Dada la naturaleza de la policía guberna- 
tiva y su marcado carácter de justicia preventi- 
va en el ejercicio de muchas de sus funciones, 
mantenga V. S. en esta materia perfecto acuer- 
do con la autoridad judicial y recurra al Minis- 
terio fiscal siempre que las circunstancias lo 
aconsejen para que, aunados los esfuerzos de to- 
dos, sea el resultado tan satisfactorio como se 
pretende para la tranquilidad pública. 

8. Cuanto á las manifestaciones públicas, 
acto que se deriva del derecho de reunión, obser- 


' ye V.S. la práctica de cuantas disposiciones es- 


tán prevenidas en la circular de este Ministerio 
fecha 22 de Abril de 1891. 

9,* Encarezco á V. S. también la necesidad de 

ue exista la más perfecta inteligencia entre 
V. S. y la autoridad militar para el caso de que 
se altere el orden por masas tumultuarias, cuya 
represión exija el concurso de la fuerza del 
ejército en armonía con lo preceptuado en el 
art. 21 de la ley provincial; y en cuanto á los 
efectos de la resignación del mando, llegado que 
sea el momento oportuno, tenga V. S. presente 
la Circ. de 10 de Agosto de 1855, expedida por 
este Ministerio, en la cual se determina el proce- 
dimiento y la legislación aplicables, como tam- 
bién lo preceptuado en el art. 237 del Código de 
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justicia militar, procediendo en toda ocasión de 
acuerdo con dichas autoridades. 

De Real orden, etc.— Madrid 6 de Abril de 1892. 
Elduayen.-Sr. Gobernador de la provincia de...» 
(Gac. 25 Abril.) 


Jurisprudencia. 


M. D. 16 Febrero 18993. En la causa incoada con- 
tra un alcalde por haber impedido cierta reunión, hay 
que resolver la cuestión administrativa previa, de si los 
que intentaban celebrarta habían cumplido ó no los requí- 
sitos de la ley. 


Incoada causa contra un alcalde por haber di- 
suelto una reunión que se celebrata en el Casino 
pres constituir una Sociedad, cuyos estatutos ha- 

ímn sido aprobados por el gobernador, requirió 
éste de inhibición al Juzgado, y formalizada com- 
petencia con tal motivo, se decide á favor de la Ad- 
ministración, vista la Sec. 1.*, cap. II, tít. 11, lib. 11 
del Código penal: 

«Considerando: 1.? Que los hechos que han dado 
lugar á la presente contienda jurisdiccional consis- 
ten en haber intentado varias personas constituir 
como Sociedad el Casino La Agricultura, y haber 
impedido el alcalde de Herrera del Duque la reunión 
que á ese efecto se intentaba celebrar: 

2,? Que para apreciar uno y otro hecho, es nece- 
sario determinar si alcelebrardicha reunión y cons- 
tituir la Sociedad de que se trata, se habían oum- 
plido ó no los requisitos que las leyes de reunión y 
asociación consignan: 

8.2 Que á la autoridad gubernativa corresponde 
determinar si se habían llenado ó no las formalida- 
des exigidas por dichas leyes: 

4.2 Que existe una cuestión previa que debe deci- 
dirse por la Administración...» (R. D. de 16 Febrero 
de 1692.—Gac. 21 1d.) (1). 


ASOCIACIÓN geueral de ganaderos. Véa- 
80 GANADERÍA. 


ATENTADO, RESISTENCIA, DESACA- 
TO. Sobre estos delitos, tan frecuentes según 
la estadistica criminal, hemos expuesto en el 
Diccionario, tomo 1, págs. 787 á 758, numerosos 
casos de jurisprudencia, á los que hemos de aña- 
dir aquí los siguientes: 


Jurisprudencia. 


31 Abril 1891. Atentado contra un empleado de 
cdrcel. 


El hecho de agredir con arma blanca al secreta- 
río de nna penitenciaría, quien había camplido con- 
dena en ella, á pretexto de que el agredido había 
retenido al agresor indebidamente cierta cantidad 
de sus alcances, es atentado comprendido en el pá- 
rrafo 2. del art. 283 del Código penal, aunque la 
agresión se verifique fuera del establecimiento don- 
de aquél prestaba sus servicios. Así lo establece el 
Tribunal Supremo al declarar no haber lugar al re- 
curso interpuesto por Alejandro Martínez contra la 
sentencia que le condenaba, pues «empleó contra 
un agente de la autoridad, como era el secretario 
de la cárcel y con ocasión de sus funciones, una in- 
timidación grave, y... llevó Á efecto una agresión á 


mano armada.» (Sent. 21 de Abril 1891.-Gac. 29 de 
Agosto, p. 113.) . 


10 Junio 18941, Agresión d un alcalde por haber 
prohibido una ronda de mozos. Constituye atentado aun 
para los agresores que no eran de la ronda prohibida, 


Reunidos algunos mozos de la ronda con otros que 
no formaban parte de ella, aguardaron al alcalde 
que la había prohibido, y cuando se retiraba á des- 
cansar le hirieron gravemente. Condenados todos 
los agresores como autores de atentado comprendi- 





(1) Puede veras doctrina contraria en el Real decreto 
de 3 de Enero de 1895.(AP. de 1895, p. 386.) Véase tam 
bién en este AP. de 1893 el R. D. de 17 Enero, inserto en 
ALLANAMIENTO DE MORADA, pdg. 21. 


do en el párrafo 2.? del art 263 del Código penal, in- 
terpusieron recurso al que el Tribunal Supremo de- 
clara no haber lugar por los siguientes fundamen- 
tos en que se hallan expuestos los motivos de casa- 
ción alegados; 

«Considerando que la sentencia no contiene nin- 
gún hecho del cual pueda deducirse que los proce- 
sados no conocieran al tenienie alcalde D. José 
Amorós, al acometerle, ni que la actitud de espera 
y la agresión de aquéllos tuviera por vubjeto distin- 
ta persona, ni era menester que se diese Áá conocer 
para que el atentado se realizase, siempre que la 
acometida reconociese por causa eficiente el ejerci- 
cio de las funciones de autoridad que aquél había 
ejercido horas antes del delito, con motivo de la ron- 
da de mozos que prohibió en uso de sus facultades: 

Considerando que es á todas luces claro que, dado 
el contexio del resultando primero de dicha senten- 
cia, los procesados acometieron y lesionaron al ci- 
tado teniente alcalde resentidos porque óste habla 
probibido una ronda de la que, cuando menos, tres 
de aquéllos formaban parte, sin que pueda decirse 
con perfecta seguridad que no la tormasen tembién 
los otros tres; pero que, aun conviniendo en esta 
distinción que se hace en el recurso, siempre resulta 
que la responsabilidad penal, nacida del atentado, 
alcanza por igual á los seis procesados, porque los 
tres que con los de la ronda tomaron parte directa 
en dicho delito, hicieron causa común con los pri- 
meros, según la sentencia, lo cual quiere decir que 
el mvtivo determinante de la agresión les era cono- 
cido, y que obraron, por consiguiente, dentro de la 
misma comunidad de pensamiento yde acción; cu- 
yos dos elementos justifican el concepto de coauto- 
res del atentado; concepto que excluye el de meros 
autcres del delito de lesiones que pretende justifi- 
car como procedente la defensa de los procesados.» 
(Sent. 10 Junio 1891.—Gac. 10 Septiembre, p. 171.) 


23 Jualo y € Jallo 1891. Los dependientes de con- 
3umos tienen el carácter de agentes de la autoridad y no 
es necesario para que se castiguen como atentado las 
agresiones de que sean objeto, que conste que han presta- 
do juramento, sino consta que han dejado ae prestarlo (1). 


Establece esta doctrina el T.S. porqus «los depen- 
dientes del resguardo de consumos tienon el carác- 
ter de agentes de la autoridad, no sólo por la indo- 
le de las funciones que desempeñan, sino también 
por reconocérseles así en los reglamentos del ramo; 
y do la sentencia recurrida no aparece que se haya 

uesto en duda ni discutido siquiera las condiciones 
de la legalidad y autoridad con que ejercía sus fun- 
ciones el dependiente de consumos que fué objeto 
de la agresión»; porque la falta de juramento es 
«una excepción dos no puede estimarse oficiosamen- 
te, sino que ha de resultar plenumente justificada, 
y de la sentencia no aparece que se haya ni aun 
puesto en duda este requisito.» (Sent. 27 Junio 1891. 
Gaceta 18 Septiembre, p. 2083); y porque si no consta 
de la sentencia que el empleado hubiera prestado 
juramento á su ingreso en el Cuerpo, debe enten- 
derse que lo hizo cuando nada se ha alegado en 00n- 
trario. (Sent. 6 Julio 1891. (Gac. 4 Octubre, p. 288.) 


Y Jallo 1891. Atentado, resistencia y desacato: Di- 
ferencia entre estos tres delitos. 


«Entre el atentado, la simple resistencia y el des- 
acato, existe una línea divisoria perfectamente tra- 
zada en el Código, pues siempre que haya empleo 
de fuerza para agredir á la autoridad ó á sus agen- 
tes, se comete delito de atentado, si, además, con- 
curren las circunstancias de hallarse los agredidos 
en el ejercicio de sus funciones, ó con ocasión do 
ellas se losacomete óintimida gravemente; mientras 
que el delito de simple resistencia se caracterisa 
por la que el delincuente opone pasivamente, obli- 
pando á la autoridad al empleo de la fuerza, y el de 

esacato, en sus diversos grados, por las meras im- 
epi ó insultos dirigidos contra dichas enti- 

ades en iguales condiciones.. » (Sent. 7 Julio 1891.— 
Gaceta 21 Septiembre, p. 221.) 


(1) No siempre ha mantenido el T. S. esta doctrina con 
la decisión que en las sentencias arriba insertas. Véase en 
el Diccionario, 5.* edición, el tomo I, pags. 740 y 741, le 
tra K, y en el AP. de 1893 el número 33 de la p. 682. 


o 
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10 Jullo 1891. La agresión, navaja en mano, con- 
tra un teniente alcalde, constituye atentado á maro arma- 
do ¿la autoridad ó su agente, al que es aplicable la pena 
establecida en el párrafo inicial del art. 264. 


Vista la causa seguida á Francisco González y pro- 
bado que éste acometió navaja en mano al teniente 
alcalde de Cozvijar tirándole varios golpes que no 
le cansaron daño, la Audiencia de Albuñol «estimó 
que los hechos constituyen el delito de atentado á 
los agentes de la autoridad... de que es autor Fran- 
cisco González, con la cirounstancia atenuante de 
embriaguez no habitual, y le condenó á diez meses 
deprisión correccional». El Ministerio fiscal recurrió 
en casación contra la sentencia, fundado en los nú: 
meros 3.2 y 6.2, art. 849 de la ley de Enj. criminal, ci- 
tando como infringidos el art. 264 del Código penal, 

raplicación indebida, y el párrafo primero en re- 
ción con el núm. 1.? de ese mismo artículo, que fué 
el que debió aplicarse, y en su consecuencia impo- 
nerse á González Casares dos años, cuatro meses y 
un día de prisión correccional, accesoria, multa y 
costas. 

Sisouo ponente el Sr. Presidente de la Sala don 
Emilio Bravo declara el T. S. haber lugar al recurso: 

«Considerando que según dispone el art. 261, pá- 
rrafo primero del Código penal, en relación con el 
núm. 1.2 del mismo, el atentado á mano armada se 
castiga con la pena de prisión correccional en su 
grado medio, 4 prisión mayor en su grado mínimo, 

multa de 250 á 2.500 pesetas, y que este es, según 
os hechos declarados probados, el delito cometido 
porel procesado González Casares, el cual acometió 
con una navaja, intentando darle varios golpes, á 
Manuel Medina Alvarez que se hallaba en funciones 
de teniente de alcalde: 

Considerando que ya se repute á éste autoridad, 
ya agente de Ja misma, el hecho constituye atenta- 
doá mano armada, por lo que la Audiencia senten- 
ciadora, al creerle sólo funcionario público, ha incurri- 
do en error de derecho infringiendo las citadas pres- 
cripciones legales, caso de casación autorizado por 
el art. 849, núms. 8.2 y 6.2 de la ley de Enj. crimi- 
nal (1).» ¿Sent. 10 Julio 1891. —Gac. 6 Octubre, p. 247.) 


—V. ComreTENCIA: DesacaTO: DESOBEDIENCIA: 
Disparo: RESISTENCIA. 


AUDIENCIAS de lo criminal. Supresión 
por el art. 35 de la ley de presupuestos de 30 de 
Junio de 1892.—V. Justicia. 


AUSENCIA. V. JUBILACIONES. 


AUTOR DE DELITO. Véase este mismo ar- 
tículo en el Diccionario, t. 1, p. 769 y consúltese 
además el sumario alfabético de CóDIGO PENAL. 
He aquí una decisión de 


Jurisprudencia. 


14 Marzo 1891. Es autor del delito de falsificación 
de documento privado el testigo que firma un recibo falso, 
conjuntamente con el que lo suscribe. 


Así lo ha entendido el T.S., declarando no haber 
lugar al recurso de casación en que se citaron como 
ringidos los arts. 14, 15, y 63 del Código penal: 

«Considerando que la intervención de Manuel Ló- 
pez al firmar como testigo el documento falso, es en 
realidad una intervención directa y principal que 
determinó la existencia del documento; pues con- 
sistiendo éste en la manifestación falsa de que José 
Várques recibió de José Vales cierta cantidad á 
préstamo, quedando responsable como fiador Pedro 


(1) Al creerle sólo funcionario público, dice el con- 
siderando, frase cuyo significado legal no acertamos d 
penetrar, y que puesta en la sentencia sin relación directa 
con los términos del fallo recurrido, parece obedecer á 
ura equivocación material ó de copia. El art. 264 no ha 
bla de funcionarios públicos sino con relación d los 
agresores, no d log agredidos. Lo indudable para nos- 
etros, visto el castigo que impuso la Audiencia de Albu- 
fol, es que este Tribunal no apreció la circunstancia es- 
pecífica de haberse cometido el delito á mano armada, y 
reputó aplicable la pena de prisión correccional en su 
grado mínimo al medio; error que enmienda el Supremo 
comprendiendo el caso de autos en la sanción del párra- 
fo inicial del artículo, Ó sea en la pena de prisión correc- 
cional en su grado medio á prisión mayor en el minimo. 


Castro, toda la fuerza y transcendencia del recibo 
falso consiste en semejante manifestación, que con- 
juntamente hicieron el recurrente con los demás 
a y su participación en el delito compren- 

ida por lo tanto en el núm. 1.? del art. 13 del Códi- 
go, y esto supuesto, la Audiencia de Santiago no ha 
cometido ninguñha de las infracciones que se le atri- 
buyen en el recurso.» (Sent. 14 Marzo 1691.-Jac. 80 
Julio, p. 47.) 

—La misma doctrina en sent. 24 Febrero 1891.—-Fa- 
ceta 24 Agosto, p. 83. 


—V. €n CIRCUNSTANCIAS la sent. de 12 Febrero 1891. 
Véase también DESÓRDENES PÚBLICOS: MALVERBA- 
CIÓN: ROBO. 


AYUDANTES de obras públicas. 
NIERO8 DE CAMINOS. 


AYUNTAMIENTOS. Este artículo forma 
en el Diccionario, t. 1, ps. 786 á 971, un verdadero 
tratado deadministración municipalque encuen- 
tra su complemento en otros artículos que en el 
mismo se citan, y entre ellos, en GOBIERNO... DE 
LAS PROVINCIAS. A la legislación y jurisprudencia 
alli expuestas hay que añadir en este lugar im- 
portantes resoluciones. Hélas á continuación. 


B. O. 28-29 Enero 1892. 


Declarando que no están los destinos de secretario reser- 
vados dá los sargentos y 2u nombramiento corresponde d 
los Ayuntamientos, con arreglo 4 la ley municipal. 
(PresiD. Y Go.) «Excmo. Sr.: Dada cuenta á 

S. M. del expediente instruido con motivo de la 

queja formulada por el Ministerio de la Guerra 

á consecuencia de oponerse varios Ayuntamien- 

tos á dar posesión á los sargentos propuestos pa- 

ra los cargos de secretarios de los mismos; 

S. M. el Rey (Q. D. €.) Y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido resolver que 
no hallándose reservados dichos destinos á los 
sargentos y licenciados del ejército, su provisión 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 2. de la Real 
orden de 23 de Septiembre último, debe ajustar- 
se á los preceptos generales de la ley municipal. 

De Real orden, etc.—Madrid 23 de Enero de 
1892.—Cánovas del Castillo.» Comunicada por 
Gobernación con fecha 29. (Bol. ofic. de Madrid.) 


R. O. 16 Febrero 1892. 


Corresponde d los alcaldes el nombramiento de emplea- 
dos del Resguardo de consumos. 

(Gob.) ....«El Ayuntamiento de León aprobó 
la plantilla del personal para la administración 
de'dicho impuesto, incluyendo entre los emplea- 
dos administrativos al visitador, y en la sesión 
de 1. de Agosto resolvió que se anunciara con- 
curso para la provisión de dicha plaza. El alcal- 
de suspendió la ejecución de tal acuerdo por en- 
tender que el nombramiento de dicho empleado, 
que forma parte de una fuerza armada, le corres- 
pondíia á él. ! 

Comunicada dicha providencia al gobernador, 
éste oyó á la Comisión provincial, que informó, 
aduciendo entre otras consideraciones, que con 
arreglo al art. 4. del reglamento para el Res- 
guardo del impuesto de consumos, el visitador 
está comprendido entre los individuos que com- 

onen dicha fuerza armada, y por ello el artícu- 

o anterior dispone que cuando los Ayuntamien- 
tos recauden dicho impuesto, los individuos del 
Resguardo serán nombrados con s eción á lo 

ue previene la ley municipal para los emplea- 

os de vigilancia que usan armas, los cuales se- 
gún el art. 74 de la ley municipal son nombrados 
y separados por el alcalde, y añadiendo la Comi- 
sión provincial que contra todo esto no obsta 
que ol Ayuntamiento haya dado al visitador ca- 
rácter administrativo, ni una KR. O. de 1530 que 


V. Inar- 
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cita éste, pues carece de fuerza una vez publica- 
do el reglamento de 1885, y termina manifestan- 
do que el Ayuntamiento había invadido las atri- 
buciones del alcalde; el gobernador, conformán- 
dose con dicho informe, aprobó la suspensión 
decretada por aquél. e 

La Dirección de Administración local estima 
que debe confirmarse la providencia del gober- 
nador, y de este mismo parecer es la Sección (de 
Gobernación y Fomento del Consejo de Estado), 
puesto que, con arreglo al art. 74 de la ley muni- 
cipal y al reglamento para el servicio del Res- 

uardo de consumos, es indudable que se trata 
de un Cuerpo armado, que el visitador forma 

arte de él por ser uno de los jefes, y que es atri- 
bución del alcalde el nombrar y separar á dicha 
clase de empleados. 

Por ello, pues, la Sección opina que procede 

ue se confirme la providencia del gobernador 
de León en que aprobó la suspensión del acuer- 
do del Ayuntamiento de la capital, dictada por 
el alcalde.» Y así se resuelve. (R. O. 16 Febrero 
1892.—Gac. 25 1d.) 


R. 0.5 Marzo de 1892. 


Corresponde á los alenides designar los obreros para las 
obras municipales. 


(Gos.) Extracto. — Resolviendo consulta del 
alcalde de Madrid sobre sus facultades para la 
designación de jornaleros que han de emplearse 
en las obras municipales, dice el Gobierno: 

«.....El artículo 78 de la ley municipal enco- 
mienda á los Ayuntamientos el nombramiento y 
separación de sus empleados y dependientes; 
aunque á primera vista pudiera estimarse resuel- 
ta la consulta con el precepto mencionado, exis- 
ten, no obstante, razones pederosas que lo hacen 
verdaderamente inaplicable al caso actual. En 
dicho artículo se habla de los dependientes y 
empleados, y bajo ninguna de esas dos denomi- 
naciones están comprendidos los jornaleros que 
trabajan en obras ó servicios municipales. El 
verdadero significado de las palabras jornaleros 
y empleados evidencia la disparidad que existe 
entre los unos y los otros; además, los primeros 
no participan del carácter legal de los segun- 
dos, porque no obtienen credencial ó nombra- 
miento, no se les asigna sueldo anual, no cobran 
por nóminas mensuales, no pagan contribución, 
ni adquieren derecho alguno en concepto de ju- 
bilación ó cesantía. No pueden tampoco ser 
conceptuados dependientes por análogos moti- 
vos. Es evidente, pues, que no se hellón com- 
prendidos los jornaleros en ninguno do los tér- 
minos del artículo citado. 

No existe en la ley municipal disposición al- 
Ena que al nombramiento de jornaleros se re- 

era; pero este silencio, que bien pudiera cons- 
tituir un vacío ó una deficiencia, se subsana 
fácilmente con la recta interpretación de otros 
artículos y con respetar el espiritu ó sentido 
en que se inspiran. El art. 114 encomienda á los 
alcaldes la ejecución de los acuerdos adoptados 
por las Corporaciones que presiden, y es este 
un deber á tal extremo ineludible, que produce 
responsabilidad su incumplimiento. Ahora bien: 
la misma ley antes citada, en su art. 72, precep- 
túa ó determina que los Ayuntamientos son los 
encargados de velar por el gobierno y direc- 
ción de los intereses peculiares de los pueblos, 
Y en particular con cuanto haya relación con 

a creación de servicios referentes al ornato de 
la via pública, comodidad é higiene del vecin- 
dario, fomento de sus intereses materiales, etc. 
Se desprende como corolario lógico y preciso 
de los dos preceptos mencionados, que los Ayun- 
tamientos deben acordar las obras ó servicios 


qu se JUeenon necesarios, y que una vez acor- 
ados deben los alcaldes proceder á ejecutarlas, 
adoptando aquellas cedidas y utilizando aque- 
llos elementos que sean precisos para tal ejecu- 
ción, y si la facultad de designar los ornaleros 
no fuere de la competencia de aquéllos, se les 
privaría de los medios de cumplir y ejecutar los 
acuerdos municipales cuando versasen sobre 
obras Ó servicios que exigiesen el trabajo de 
braceros. 

Hay además una consideración de tal índole, 
que basta por sí sola para demostrar la conve- 
niencia y aun necesidad de que tales designa- 
ciones se hagan siempre por los alcaldes presi- 
dentes: en muchas ocasiones la utilidad de una 
obra ó de un servicio depende de la prontitud 
en realizarlos; y si en uno de estos casos hubie- 
ra precisión do aguardar á que la (Corporación 
ó Comisiones se reunieran para designar el per- 
sonal de jornaleros, se seguirían perjuicios que 
podrían ser harto sensibles y quizás irrepa- 
rables. 

Viene á robustecer aún más la razón que acon- 
seja dejar á los alcaldes la designación de jor- 
naleros la imperiosa Meccsidad: que existe de 
dar, en muchos casos, inmediata ocupación á la 
clase jornalera, á fin de aliviar en lo posible su 
situación precaria. 

Estas consideraciones fueron tenidas en cuen- 
ta, á no dudarlo, por el Ayuntamiento de esta 
corte, y de aquí que desde tiempo inmemorial 
haya respetado la facultad que han venido ejer- 
citando sus alcaldes presidentes al hacer la de- 
signación de jornaleros, ó su inclusión en lista. 

ste proceder plausible del Ayuntamiento de 
Madrid se sigue en la generalidad, cuando no 
en todos los de la Península, los cuales inspi- 
rándose en el espíritu de la ley municipal, y 
atentos á la conveniencia de los vecindarios, 
cuyos comunales intereses representan, han re- 
conocido tal atribución á los alcaldes. 

Por las razones expuestas, S. M. el Rey (que 
Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, ha tenido á bien declarar que es de 
la competencia de los alcaldes el designar los 
jornaleros para la ejecución de las obras ó ser- 
vicios que los Ayuntamientos acordaren, y por 
Administración deben realizarse. 

De Real orden, etc. Madrid 5 de Marzo de 1892.» 
(Gac. 10 td.) 


R. O. 18 Agosto 1892. 


En el término concedido para apelar de los acuerdos de 
los Ayuntamientos, por el art. 171 de la ley municipal, 
se cuentan los festivos. 


(Gos.) Así se establece, desestimando un re- 
curso de alzada interpuesto contra providencia 
del gobernador de Santander. Citaba el recu- 
rrente en su apoyo el art. 171 de la ley munici- 
pal, exponiendo que en los días feriados no fun- 
cionan las oficinas administrativas: citaba ade- 
más el art. 82, inciso 2.” del reglamento de 22 de 
Abril de 1890, relativo al procedimiento admi.- 
nistrativo que ha de regir en las reclamaciones 
que se entablen en las oficinas centrales, provin- 
ciales y locales, dependientes del Ministerio de 
la Gobernación, el cual artículo establece que 
los términos empezarán á contarse desde el día 
siguiente al de la notificación, y no se compren- 
derán en ellos los días de fiesta religiosa y na- 
cional. Ñ 

La Dirección general de Administración local 
opina que procede desestimar el recurso; lo mis- 
mo que la Sección de Gobernación y Fomento 
del Consejo de Estado, que establece los siguien- 
tes fundamentos: 

«Considerando que en el art. 171 dela ley mu- 
nicipal se ordena que los recursos de alzada 
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contra los acuerdos de los Ayuntamientos deben 
ser interpuestos en el término de treinta días: 

Considerando que aquí el legislador no dis- 
tingue los días en hábiles 6 inhábiles, y que es 
un po jurídico que informa nuestra legis- 
lación el de que cuando la ley no distingue, co- 
mo en este caso ocurre, aquellos que están lla- 
mados á aplicarla y cumplirla, no deban tampo- 
co distinguir: 

Considerando que el art. 32 del reglamento 
provisional de 22 de Abril de 1890, que el recu- 
rrente cita en su defensa, no tiene tampoco 
aplicación á este caso concreto, porque el plazo 
que establece y la forma en que ha de contarse 
se refiere á los recursos que se interpongan 
contra las providencias y acuerdos expresados 
en el art. 29 del mismo reglamento, es decir, 
aquéllas que hacen relación á materias y asun- 
tos contenciosos que regula la ley de 25 de Sep- 
tiembre de 1863; y, por último: 

Considerando que aun en el supuesto de que 
el reglamento aludido estableciese algo que fue- 
se contradictorio con la ley municipal, tampo- 
co cabría aplicarle, una vez que las leyes sólo 
se derogan por otras leyes posteriores, principio 
éste que inspira toda nuestra moderna legis- 
pla y que establece el art. 5. del Código 
civil; 

Y conformándose $. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
sua nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver co- 
mo en el mismo se propone. 

De Real orden, etc.—Madrid 18 de Agosto de 
1892. —Villaverde. —Señor gobernador de la pro- 
vincia de Santander.» (Gac. 18 Septiembre.) 


Ley 1. Agosto 1892 


Segregando del Ayuntamiento de Albal el pueblo de 
Beniparrell, 


(Gos.) «LEY.—D. Alfonso XIII, etc. 

Artículo 1.2? Del actual Municipio de Albal, 
en la provincia de Valencia, se segregará el pue- 
blo de Beniparrell, que constituirá en adelante 
un Municipio propio. 

Art. 2.2 El actual término jurisdiccional de 
Albal se dividirá entre los dos que se constitu- 
yen por esta ley, asignando á cada uno de ellos 
el territorio que les correspondía antes de su 
unión en 1810. 

Art. 3.2 El Ministro de la Gobernación dic- 
tará las órdenes oportunas para el cumplimien- 
to de esta ley. 

Por tanto, etc.—Dado en San Sebastián á 1.” de 
Agosto de 1892.» (Gac. 2 Agosto.) 


Ley 1.? Agosto 1892 


Segregando el lugar de Cojos de Robliza del 
Ayuntamiento de Matilla. 


(Gon.) «LEY.—Don Alfonso XIII, etc. 

Artículo1.? El lugar y término jurisdiccio- 
nal de Cojos de Robliza, partido judicial de Se- 
queros, provincia de Salamanca, se segrega del 
término municipal de Matilla de los Caños, al 

ue pertenece actualmente, y se agrega al de 

obliza de Cojos, perteneciente al mismo parti- 
do judicial y provincia expresada. 

Art. 2 El Ministro de la Gobernación que- 
da encargado del inmediato cumplimiento de 
esta ley.» (Fac. 2 Agosto.) 


R. O. 13 Octubre 1892. 


Disponiendo la inspección de todos los ramos y servicios 
de la Administración municipal de Madrid, atendida 
la gravedad de los cargos contra su gestión. 


(Goñ.) «El respeto á la"independencia admi- 
nistrativa de los Ayuntamientos, consagrada 


e 
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en la ley municipal, que abandona á su exclusi- 
va competencia y responsabilidad, bajo los más 
amplios princi pS descentralizadores, el gobier- 
no y gestión de los intereses de los pueblos, ni 
puede exagerarse en la práctica hasta el extre- 
mo de desoir las generales y reiteradas quejas 
de la opinión, ni se opone á que, para impedir 
extralimitaciones en peoiao del interés gene- 
ral y permanente del Estado, ó para depurar 
responsabilidades de las que toca exigir á la 
Administración, ó de las mismas cuyo conoci- 
miento debe entregarse á los Tribunales de jus- 
ticia, ejercite el Ministro de la Gobernación las 
facultades que como jefe superior de los Ayun- 
tamientos le asisten, con arreglo al artículo 179 
de la ley municipal y al 84 de la Constitución de 
la Monarquía. 

La acentuada gravedad de los cargos que con- 
tra la gestión del actual Ayuntamiento de Ma.- 
drid brotan del seno mismo de sus Comisiones y 
adquieren publicidad en sus debates; la omisión 
y negligencia que parecen revelar en no pocos 
concejales, ya la falta de asistencia á las sesio- 
nes y de vigilancia en los servicios, ya el aban- 
dono en el cumplimiento de las prescripciones 
sanitarias é higiénicas dictadas con repetición 

or este Ministerio, y aun en la observancia de 
as Ordenanzas municipales; ya en la organiza- 
ción de servicios tan importantes como los de 
limpiezas y suministros, sujetos á contratas fe- 
necidas que se prorrogan por tácita reconduc- 
ción sin que se mejoren sus pliegos de condicio- 
nes ni se anuncien las nuevas subastas á pesar 
del tiempo transcurrido; la necesidad experimen- 
tada por alguna Comisión importante de abrir 
informaciones para depurar la conducta del per- 
sonal encargado de administrar é inspeccionar 
elimpuesto de consumos; las censuras, con carác- 
ter de verdaderas denuncias, formuladas en se- 
siones públicas por algunos regidores suponien- 
do gravosos á los intereses del Municipio y aun 

erjudiciales al interés general los acuerdos y 

ictámenes de las Comisiones, son motivos que 
obligan á este Ministerio á examinar la gestión 
municipal de Madrid, inspeccionando todos sus 
ramos y servicios para esclarecer los hechos de 
cuya existencia y gravedad se preocupa el A yun- 
tamiento mismo, y principalmente la opinión 
pública, y para deducir y hacer efectivas donde 
y como proceda las responsabilidades que de 
ellos se deriven, si llegan á e e 

Vistos los arts. 179, 180 y 181 de la ley muni- 
cipal y en uso de las facultades de alta inspec- 
ción que por la Constitución y las leyes corres- 
ponden al Gobierno, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien dis- 
poner que V. I., con el carácter de delegado es- 
pecial del Ministro de la Gobernación cerca del 
Ayuntamiento de Madrid, inspeccione todos los 
ramos y servicios de la Administración muni- 
cipal é informe al Ministerio acerca de su es- 
tado presente y de cuanto resulte relacionado 
con él...» 

«De Real orden, etc.—Madrid 13 Octubre de 
1892.—Villaverde.—Sr. Subsecretario del Minis- 
terio de la Gobernación.» (Qac. 4 Octubre.) 


R. 0.10 Noviembre 1892. 


Encargando al gobernador de Barcelona que inspeccione 
los ramos y servicios de la Admintstración municipal 
de dicha ciudad. 


(Gonr.) (Se funda esta Real orden, inserta en 
la Gaceta de 15 de Noviembre, en las mismas con- 
sideraciones que la anterior.) 
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Jurisprudencia. 


Suspensión gubernativa de Ayuntamientos y de sus 
individuos. 


REALFS ÓRDENES RESOLVIENDO LOS EXPEDIENTES DE 
SUSPENSIÓN ACORDADA POR LOS GOBERNADORES DB 
PROVINCIA Y ELEVADOS AL MINISTERIO DE LA GOBER- 
NACIÓN, CONFORME AL PRIMEB INCISO DEL ART. 189 DR 
LA LEY MUNICIPAL. 


Al publicar en el APÉNDICE de 1884, p. 433, varias 
Reales órdenes relativas á la suspensión de Ayun- 
tamientos, alcaldes y concejales, análogas á las que 
á continuación insertamos, advertimos que no reves- 
tían importancia, á nuestro juicio, ni por la doctri- 
na que pudieran contener, ni por los abusos que 
pudieran remediar. Poco tiempo después escribimos 
algunas reflexiones sobre la centralización adminis- 
trativa, para la cuarta edición del Diccionario, que 
hemos reproducido en la p. 950, tomo I de la quinta, 
calificando de indiscreta y extraña la jurisprudencia, 
si así puede llamarse, establecida sobre el art. 189 
de la ley, que ha recibido en la práctica extensión 
desmedida , sancionándose suspensiones no cora- 
prendidas en su letra, bajo el pretexto de que el ar- 
tículo 183, párrafo último, las autoriza también por 
descuidos ó negligencias graves, siendo el goberna- 
dor y el Ministro los encargados de calificar la gra- 
vedad. Con posterivuridad hemos visto amparada 
nuestra modesta opinión por la autoridad de juris.- 
consulto y estadista tan esclarecido como el señor 
D. Francisco Silvela. En su notable Pro yecto de re- 
forma de las leyes municipal y provincial, de 1891, sostie- 
ne el Sr. Silvelaque el art. 189, que transcribe, esta- 
blece los casos únicos en que cabe decretar guberna- 
tivamente la suspensión colectiva de un Ayunta- 
miento, y añade que sobre ese texto tan claro y 
terminante..... la jurisprudencia administrativa 
«aparece en flagrante contradicción con la ley». Se 
lamenta de que hayan sido consideradas como fal. 
tas graves, á los efectos de la suspensión, el des- 
arreglo del Archivo municipal, el no custodiarse 
los caudales del pueblo baju arca de tres llaves, la 
omisión de la firma y rúbrica en alguna de las actas 
de sesiones, etc., etc. La explicación íntima de tan 
impura doctrina está en que los medios de corregir 
los abusos municipales se han esgrimido como arma 
electoral, para asegurar mayoría parlamentaria á 
los partidos gobernantes. Asilo reconoce también 
el Sr. Silvela al afirmar que si la ley municipal 
otorga á los gobernadores «amplias facultades para 
multar y suspender á los regidores y Ayuntamien- 
tos, serán vanas cuantas garantías se quieran esta- 
blecer. . para amparo de la sinceridad del sufragio»; 
y así lo habiamos indicado también nosotros en el 
lugar referido, cuando observábamos que «al adve- 
nimiento al poder de un nuevo partido, ha seguido 
como consecuencia obligada la suspensión de mul- 
titud de Ayuntamientos constituídos durante el Go- 
bierno anterior...» Amarga, pero indeclinable, es la 
consecuencia: los Gobiernos patrocinan con su to- 
lerancia ó su indiferencia los excesos y acaso los 
delitos de los Ayuntamientos adictos á la política 
triunfante, ó que la auxilian y secundan; pero arro- 
jan todo el peso de la responsabilidad administra- 
tiva y hasta inician la exacción de la judicial con- 
tra las Municipalidades de distinto bando, aun 
cuando en el fondo de sus actos resplandezca la 
honradez más acrisolada... 


MR. 0.19 Julio 1898. Imponiendo suspensión al al. 
calde, confirmando la del secretario y alzando la de los 
concejales de Valles (Burgos).—Suspenso D. Nicasio 
González del cargo de alcalde de Valles, envió el 
gobernador de la provincia un delegado al pueblo 
y así logró acreditar que el Ayuntamiento celebr 
una sesión en la que adoptó acuerdos, sin número 
suficiente de concejales, bajo lu presidencia del mis- 
mo alcalde; que éste no procuró que la Junta for- 
mada para girar los repartimientos vecinales, con- 
feccionara éstos; que el alcalde nombrado interina- 
mente y los concejales omitieron las s-siones que 
debían haber celebrado para las distribuciones 
mensuales de fondos; y que el secretario del Ayun- 
tamiento había estado desempeñando el cargo de 
recaudador municipal. En su consecuencin, el go- 
bernador suspendió al alcalde interino, á los con- 
os y al secretario; y elevado el expediente al 
Ministerio, éste lo pasó al Consejo de Estado. La 
Sección de Gobernación emitió informe opinando 
que procedía: 

«1. Imponer una nueva suspensión pur el plazo 
del art. 190 de la ley y 4 causa de su notoria negli- 
gencia en la formación y rectificación de los repar- 
timientos vecinales al alcalde D. Nicasio González, 
que no ejercía el cargo á la fecha de girarse la visi- 
ta de inspección por estar suspenso, pras que cum- 
plirá tan pronto vuelva á encargarse de la alcaldía. 

2,2 Declararimprocedente la suspensión impues- 
ta á D. Clementino Tamayo, alcalde interino, y 
demás concejales del Ayuntamiento, y ordenar al 
gobernador que haga efectiva en los mismos la 
multa que regula el art. 1894 (L. 

8.2 Confirmar la suspensión del secretario del 
Ayuntamiento, la cual no cesará mientras aquél no 
renuncie al empleo de recaudador municipal (2)... 

4 Que se pasen á los Tribunales de justicia los 
antecedentes relativos á las rebajas de cuotas en 
los repartimientos de territorial y 4 la no confec- 
ción del repartimiento vecinal del cupo de consn- 
mos y no inscripción en los libros de Contabilidad 
de los ingresos procedentes de recargos muuicipa- 
les, á fin de que aquéllos depuren y esclarezcan res- 
pecto de todos, y especialmente respecto de los dos 
últimos particulares, la 1esponsabilidad criminal 
en que puede haberincurrido el alcalde propietario 
D, Nicasio González.» Asi se resueve. (R. O. 19 Julio 
de 1892.—(Gac. 21 1d.) 


R. 0. 1.? Octubre 1898. Se alza la suspensión de 
varios concejales de Rairiz de Veiga, decretada por 
haber faltado á las sesiones del Ayuntamiento.—A per- 
cibidos seis o oncejales de Rairiz de Veiga por el 
gobernador de Orense, como correctivo de sú fal- 
ta de asistencia á las sesiones, y multados después 
por el alcalde, continuaron su resistencia pasiva é 
asistir al Ayuntamiento. El gobernador los suspen: 
dió y el Gobierno alza la suspensión y ordena á 
dicha autoridad provincial que procure hucerles 
cumplir con su deber, considerando sustancialmen- 
te que no habiéndoles multado el gobernador des- 

ués de haberles apercibido, no ha podido decretar 

a suspensión conforme al art. 159 de la ley munioi- 
pal. (R. O. 1.2? Octubre 1892.—Gac. 3 1d.) 


M. 0. 3 Octubre 1899. Se alza la suspensión de 
ocho concejales de Mancha Real, por no estar fundada 
en ninguno de los dog motivos taxativamente establecidos 
en el art. 189 de la ley.—Suspendidos por el goberna- 
dor de Jaén ocho concejales de Mancha Real por no 
haberse encontrado en el pueblo arca de tres llaves 
ni libros de Contabilidad, porque los libramientos 
carecían de la firma del alcalde, etc., se deja sin 
efecto la suspensión (á no ser que por haber pasado 
el gobernador los antecedentes los Tribunales 
hayan dictado éstos nuto de procesamiento), y 80 
encarga á dicha autoridad que normalice la admi- 
nistración del pueblo, considerando «que los hechos 
relacionados, aunque dignos de censura, no son de 
lostaxativamente comprendidosen el citado artícu- 
lo...» (R. 0.7 Octubre 1894. Gac. 9 1d.) 


R. 0. ?26 Octubre 1899?, Se alza la suspensión de 
diez concejales de Palma del Río.—El gobernador de 


(1), Como fundamento de esta conclusión, dice el Con- 
sejo que la fulta de sesión sólo puede motivar la multa, 
conforme al art. 184 de la ley. 

(2) En el cuerpo del dictamen reconoce el Consejo que 
no se ha dado audiencia al secretario, pero dice que no 
era necesaria, por resultar probada y evidente esta causa 
de suspensión. 























'etó la suspensión de diez concejales de 
o, por desobediencia álas órdenes de la 
provincial, después de apercibidos y Con- 
multas, El Gobierno alza la suspensión, 
multas no llegaron á hacerse efectivas, 
ndo por tanto incvarridu en la reincid.ncia 


o párrafo del art. 189 de la ley...» (R. O. 26 
1894. — Gac. 28 íd.) 


O. IB Octubre 1893. Se alza la suspensión de los 
pejales y se confirma la del alcalde de V:llaralto, con 
sujecion al art. 18).—El gubernador de Cór- 
suspendió al Ayuntamiento de Villaralto, por 
r desobedesido las Órdenes superiores no ha- 
do efectivos ciertos débitos del ramo de Instruc- 
pública ni las dietas de un delegado que se en- 
al pueblo .. El Gobierno slza la suspensión de 
concejales porque el caso no se halla compren- 
en cuanto á ellos, en los dos que taxativamen- 
revó el art. 189; pues la desobediencia no puede 
ivar tal represión, no constando que pur conse- 
cia de ella fueran los concejales apercibidos y 
tados. En cambio confirma la del alcaldr, por- 
ésta puede fundarse «en cualquiercausa grave, 
rque parece que se le han dirigido advertencias 
puesto multas. (R. O. 18 Octubre 1894.— Gac. 16 
.) 


.0. 91 Octubre 18938. Otro caso igual: Expedion 
pos suspensión del Ayuntamiento de Valsequiilo.—Por 

s mismos fundamentos de la Real orden anterior, 

alza en ósta la suspensión de los concejales de 

lsequillo dseitleaia | se confirma la del alcalde y 

ientes en cuanto al desempeño de estos cargos. 

nese además en cuenta que no se llenaron los re 

isitos del reglamento de %2 de Abril de 1890, pues- 

que se dió principio á la visita de inspección gi- 

a al pueblo «sin previa convocatoria de la Cor- 

ración municipal, la que tampoco fué reunida al 

Wirminarse la misma pera oir sus descargos», y no 

unió al expediente «la lista nomina! de los conce- 

es suspensos dé interinos á que se refiere el art. 40 

| citado reglamento». (R., O. 21 Octubre 1892.—Ga- 
Ma 51d.) 

-—La doctrina de la Real orden anterior concuer- 
de con la proclamada en otra de 18 septiembre 
SH9* confirmando la suspensión del alcalde de Al- 
fulla y alzando la de cinco concejales. La Sección 
-$$ Gobernación y Fomento del Consejo de Estado, 

yo dictamen acepta el Gobierno, observa que en 
instra"ción del expediente se ha fultado á los ar- 
ulos 40 y 41 del reglamento de procedimiento ad- 
inistrativo del Ministerio de la Gobernación de 22 
Abril de 1680, por los mismos motivos que en el 
so que precede; y al reiterar la explicación del ar- 
eulo 119 de la ley municipal, dice «que con arreglo 
Yilos párrafos segundo y tercero del citado artículo 
jurisprudencia establecida, los concejales, ya co- 
tiva Ó individualmente, no pueden ser suspendi.- 
E más que en los casos de extralimitación grave 
n carácter político, acompañada de alguna de las 
cunstancias que el primero de los citados párra- 
fos menciona, Ó desobediencia grave en que bnbie- 
ran insistido después de haber sido aypercibidos y 
multados.» (E. O. 16 Septiembre 1892.—(Jac. 19 1d.) 


—Reitéraseo la misma jurispradencia en R 0. de $9 
de Octubre de 0198938, por la que se alza la suspen 
sión de los concejales y se confirma la del alcalde y 
tenientes del Ayuntamiento de Yecla, porque ésta 
puede fundarse en cualquier causa grave, pero la 
otra sólo cabe decretarla por alguno de los motivos 
que tuxativamente señala el art. 189 de la ley, y no 
Pos distintos; siquiera losinvocados por el go- 

ador fueron tan poderosos que el Gobierno, de 
conformidad por lo propuesto por la Sacción de Go- 
bernación y Fumento del Consejo de Estado, dispo- 
ne que se pasen los antecedentes á los Tribunales 
de justicia. (BR. O. Y Octubre 1892... Gac. 80 1d.) 


—Otra decisión igual en R. O. de 15 Noviembre 
880%, alzando la suspensión de los concejales de 
Nulles(Tarragona) y confirmando la del alcalde. (Ga- 
esta 18 Novi. mbre.) 

—Otra en R. O. de 9 Diciembre 18P?, confirman- 
do la suspensión dol alcalde y dejando sin efecto la 
de los concejales d» Fontanar, decretadas por el go- 
dernador de Guadalajara. Apoya el Gobierno su re- 
solución en que «si bien las causas en que se funda 
la providencia gubernativa demuestran el desorden 
en que seo encuentra la administración del pueblo y 

BoLBtÍS: AM. 1892, 
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de apercibidos y maltados, á que se refiere 


son suficientes para la suspensión del alcalde, no 
son de las comprendidas en el art. 189 respecto de 
los concejales.» (R. O. 2 Diciembre 1892.—Gac. 3 1d.) 


—QOon el mismo criterio se resuelve el expediente 
de suspensión del Ayuntamiento de Jábaga decreta- 
da por el gobernador de Cuenca.(R. O. 384 Julio 
18938.—Gac. 27 1d.) 





«Cumpliendo con nuestro deber de escritores lea- 
les, reconocemos que las resoluciones todas adop- 
tadas por el Gotierno en los expedientes de suspen- 
sión de Ayuntamientos, que dejamos extractadas, 
se ajustan estricta y puntualmente al texto del ar- 
tículo 189 de la ley municipal. Mucho nos complace- 
rá que este criterio de sumiso respeto al derecho 
constituido,inspire en adelante las providencias de 
los gobernadores y las sucesivas determinaciones 
del Gobierno; pero tememos que cuando las exigen- 
cias electorales lo pidan, se prescinda de la buena 
doctrina para velver á la desatentada práctica, que 
ha "puesto en tiempos liberales y conservadores la 
vida municipal á merced del deseo ó del capricho de 
las autoridades superiores.» Así decíamos en la 
1* edición de este ArÉNDICE de 1992; y en el de 1805, 
págs. 121 y 125, ros vimos obligados ya á reconocer 
que el respeto á la ley, por nosotros elogiado, había 
sido momentáneo y condicional, pues solo el arbi- 
trio ministerial, contrario al citado art. 189, 6 inspi- 
rado en designios políticos, ha guiado después los 
acuerdos sobre suspensiones de Ayuntamientos. 


Competencias. 


AM. D. 13 Enoro 1999. Alos Tribunales de justicia 
compete cunocer de la acción ejercitada pur un Ayunta- 
miento contra su apoderado, para que rinda cuentas y 
pague las cantidades que haua recaudado como pertene- 
cientes al 80 por 100 de Propio3 y sus intereses. 


Por el Ayuntamiento de Villanueva de Duero se 
presentó demanda ante el Ido de primera ins- 
tancia de... contra D. Joaquín M. Cano, pretendien- 
do se declarase que éste se hallaba obligado á estar 
y pasar por la cuenta que se le había formado por 
dicho Ayuntamiento, por haber dejado el demanda- 
do de cumplir tal obligación, salvo que con los opor- 
tunos comprobantes demostrase la improcedencia 
de alguna delas partidas de cargo, Ó la procedencia 
de adicionar alguna purtida de duta; y que se con- 
denara al demandado Á que en el término de diez 
días satisficiera á la Corporación municipal el sal- 
do líquiilo que aparecía de la citada cuenta, eto. 
Emplazado Cano y personado en autos, propuso en 
tiempo y en artículo previo la excepción dilatoria 
de defecto lega! en el modo de proponer la deman- 
da, y sustanciada y habiéndose declarado que no 
había lugar á tal excepción, apeló ante la Audien- 
cia, á la cual el gobernador requirió de inhibición, 
á instancia del demandado, iavocando los arts. 154, 
167 y 159 de la ley municipal. el 23 del R D. de 1888, 
el S0 del reglamento de procedimiento administra- 
tivo de 24 Julio 18% y el pár. 8.* del 171 de la ley mu- 
nicipal. 

Sustanciado el conticto, la Sala dictó auto decla - 
rándose competente; el gobernador, de acuerdo con 
la Comisión provincial, insistió en sa requerimien- 
to, resultando el presente conflicto, que se resuelve 
en los términos siguientes: , 

«Visto el art. 158 de la ley municipal...: : 

Visto el art. 2.* de la ley órgánica del Poder ju- 
dicial..: 

Considerando: 1.0 Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la no- 
ción ejercitada por el Ayuntamiento de Villanueva 
de Duero contra D. Joaquiu María Cano, para hacer 
efectivos de éste los fondos que por cuenta de dicho 
Ayuntamiento. y en virtud de poder del mismo, 
habia recaudado como pertenecientes al 80 por 100 
de Propios é intereses que correspondían: 

y.0 ue la ley concede á los Ayuntamientos los 
derechos que puedan ejercitarse contra los que re- 
caudan fondos municipales, y siendo esos derechos 
en el presente caso los que nacen ee ii de 
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mandato entre el mandatario y poderdante, tal con- 
trato y las obligaciones que del mismo emanan son 
de indole esencialmente civil: 

3. Que las cuestiones de esta clase están por su 
naturaleza reservadas al conocimiento de los Tri- 
bunales de fuero común: 

Conformándome, etc., vengo en decidir esta com- 

etencia úá favor de la autoridad jndicial.— Dado en 
Palacio á 17 de Enero de 1892.—María Cristina.— El 
Presidente del Consejo de Ministros, Antonio Cá- 
novas del Castillo,» Gac. 21 Enero.) 


M. PD. 29 Encro 189%. Decidiendo competencia 4 
favor de la autoridad judicial en causa formada á un al. 
calde que se negó d cumplimentar orden del. gobernador 
mandandole dar posesión d varios concejales suspensos 
que se presentaron á tomarla de sus cargos después de 
transcurridos los cincuenta dias de su suspensión sin ha- 
ber sido procesados, 


Denunciado este hecho al fiscal de la Audiencia 
de Lerma y formado el correspondiente sumario, 
por virtud del cual se procesó al alcalde, se suscitó 
competencia por el gobernador de Burgos, que se 
resuelve por el Gobierno en favor de la autoridad 
judicial, visto el art. 3. del R. D. de 8 de Septiem- 

re de 1887: 

«Considerando:... 2. Que los referidos hechos pue- 
den constituir delito definido en el Código penal, 
cuya aplicación corresponde á los Tribunales de 
justicia: 

8.2 Que no existe cuestión alguna previa que de- 
ba resolver la Administración y de la cual dependa 
el fallo que los Tribunales hayan de pronunciar: 

4. Qaepor lo tanto no está comprendido el pre- 
sente caso en ninguna de las das excepciones que, 
o que los gobernadores puedan suscitar contion- 

as de competencia en los juicios criminales, deter- 
mina el art 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 1887.» 
(R. D. 29 Enero 1892.—Gac. 2 Febrero) 


M.D.?1 Enero 149%. Competencia para conocer de 
reclamac:ones contra acuerdos municipales que lesionan 
derechos civiles. 


Cuntra acuerdo de un Ayuntamiento que ordenó 
la demolición en el término de ocho días de una 
pared que estaba construyendo D. E. T.en una fin- 
ca de su propiedad, lindante con el río del pueblo 
por su margen izquierda, bajo pretexto de que la 
obra privaba á los vecinos del aprovechamiento de 
las aguas del río, dedujo demanda el D E., en súpli. 
ca de que se declarase nulo aquél, y se ordenara su 
suspensión. Personado en autos el alcalde, y á su 
instancia, fué requerido el Juzgado de inbibición 
por el gobernador, que alegó entre otros fundamen- 
tos los arts. 36, $2, 83, 84, 126 y 281 de la ley de aguas 
de 1579. Formalizada la competencia y elevados los 
antecedentes al Gobierno, se decide á favor de la 
autoridad judicial, visto el art. 17% de la ley mu- 
nicipal: 

«Considerando: 1. Que si bien los acuerdos toma- 
dos por el Ayuntamiento de Ampuero pudieran es- 
tar dentro del círcalo de las atribuciones que las 
leyes le confieren, cuando con ellos se Jesionara un 
derecho civil, puede el que se crea perjudicado de- 
ducir su acción ó su demanda ante el juez ó Tribu- 
nal competente, según lo que, atendida la naturale- 
sa del asunto, dispongan las leyes: 

2.2 Que las derechos que el demandante invoca 
paro entablar su acción ante los Tribunales del 

uero común ron derechos de propiedad y dominio, 
y versando sobre este yarticalar el pleito que se si- 
gue ante la jurisdicción ordinaria, á la misma co- 
rresponde conocer de ella con arreglo á Jar leyos: 

8.2 Qne si tal propiedad y dominio de la finca en 
donde el muro se construye estuviera limitado por 
servidumbres constituidas á favor del común de ve- 
cinos, la Corporación municipal puede reclamar y 
hacer efectivos tales derechos en el referido pleito.» 
(E. D. 21 Enero 1893.—Gac. 27 1d.) 


M. D. 10 Marzo 1898. 
causa contra alcalde que 
concejal electo, 
ción. 


En la sesión de 1.? de Julio de 1891 se negó el alcal- 
de de Baños (Jaén), 4 dar posesión 4 D. M. Altozano, 
concejal electo, fundando su resolución en que con- 
tra el mismo se había dictado un auto judicial sus 
pendiéndole del cargo de alcalde y concejal, que el 
gobernador lo Labía comunicado en 80 de Enero del 
mismo año. Fundado Altozano en que dicho acto 


Competencia suscitada en 
se negó d dar posesión d un 
declarado con capacidad por la Diputa- 
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era irregular, y en su sentir arbitrario, porque la 
Diputación provincial había desestimado un recnr- 
so de alzada interpuesto contra su capacidad, de- 
nunció al Juzgado de la Carolina el hecho y se for- 
má la correspondiente causa. e 
El gobernador, á instancia del alcalde, requirió 
de inbibición al Juzgado citando los articul s2.*, 
8. y 8 del R D. de 8 de Septiembre de 1587, el nú- 
mero 2.%, art. 99 de la ley provincial y el R. D. de 24 
de Marzo de 1891. E 07 
Detendió el Juzgado su jurisdicción, insistió el go- 
bernador en su requerimiento y elevados los antos 
al Gobierno con vista del núm. 1.%, art.3. del Real 
decreto de 6 de Septiembre de 1887 y del número 
2.9 del art. 99 de la ley provincial, se decide la com- 
petencia 4 favor de la Administración: , 
«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la causa 
criminal seguida contra el alcalde de Baños por 
haberse negado á dar posesión al concejal electo 
D. Manuel Altozano, que había sido suspenso an: 
teriormente del cargo de alcalde y concejal de aquel 
Ayuntamiento por auto judicial recaído en causa 
seguida contra el mismo: j 
2,2 Quela posesión de los concejales y los inciden: 
tes que snbre la misma puedan surgir se regulan por 
leyes y disposiciones administrativas, y, por lo tan- 
to, 4 la Aldministración corresponde determinar 
previamente siel alcalde de Baños, al obrar en los 
términos en que lo hizo, se ajustó ó no á los precep- 
tos legales que rigen sobre la materia: j 
8.2 Que la resolución de tal cuestión puede influir 
en el fallo que en su día dicten los Tribunales de 
justicia, encontrándose en su vintud el presente 
conflicto comprendidu en uno de los dos casos en 
que, por excepción, pueden los gobernadores anscl- 
tar contiendas de competencia en las juicios criml- 
nales.» (R. D. 10 Marzo 1892.— Gac. 16 id.) 


A.D. 19 Abril 1892. De las faltas que los alcaldes 
cometan en el ejercicio de sus funciones, corresponde co- 
nocer al gobernador, conforme al art. 22 de la ley pro- 
vincial, 

Con vista de los arts. 22 de la ley provincial y 3,* 
del R. D, de 8 de Septiembre de 1837, se decide com- 
petencia á favor de la Administración: 

«Considerando: 1. Que el presente conflicto se ha 
suscitado con motivo de la causa criminal seguida 
á instancia de D. Abelardo Gómez Coello, por ha- 
bérsele negado la entrada en las sesiones públicas 
del Ayuntamiento de Villagarcía. 

2,2 "Que alegado por el alcalde y el gobernador 
que tal hecho tuvo lugar por los actos irrespetuosos 
á la Corporación, ejecutados por el Gómez, y de los 
incidentes de desorden á que podría dar logar la 
presencia de dicho individuo en las sesiones de 
aquella Corporación, era indudable que tal disposi: 
ción fué adoptada en uso de una de las atriburiones 
que competen á todu el que preside una Corpora- 
ción, ó sua la de conservar el orden y dirigir las dia: 
cusiones. 

8.2 Que si en el ejercicio de tales facultades hu: 
biere cometido exceso el alcalde de Villagarcia, al 
gvbernador compete resolver si hubo ó no extrali- 
mitación, imponiendo en tal onso las correcciones 
á que se hubiere herho acreedor, cun arreglo á las 
leyes, el referido alcalde: 

4:2 Quese encuentra, por lo tanto, el caso de que 
se trata comprendido en uno de los dos en que, po! 
excepción, pueden los gobernadores suscitar 00n- 
tiendas de competencia en los juicios criminales.” 
(R. D. 18 Abril 1592.—Gac. 26 1d.) 


A.D.5 Junio 16498. Recursos contra acuerdos que 
causan perjuicio en los derechos civiles de un tercero. 


En el Juzgado de Puigcerdá se presentó demanda 
civil ordinaria contra acuerdo del Ayuntamiento de 
Ripoll, solicitando se declarase que como dueña la 
demandante doña Antonia Graells de una casa lo: 
vantada en la plaza de Santa María, tiene sobre 
la misma plaza servidumbre y derecho de pas0 
para entrar y salir de dicho edificio, ya een Á pie. 
caballo ó6 en carruaje, y que se condenase al A 
tamiento á reconocer el expresado derecho ó servi" 
dnumbre, etc. El Ayuntamiento excep-innó de e 
competencia, y, cuando se estaba sustanciando € 
incidente, el gobernador, á instancia del a 
Ayuntamiento requirió de inhibición al Juzga 70 
invocando el núm. 1.2 del artícnlo 72, los arts. 14 
171 y 172 de la ley municipal, el 116 de In ley de an 
juiciamiento civil, el R. D. de 8 de Septiembre 
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18€7, la R. O. de 26 de Mayo de 1880 y una sentencia 
del Tribunal Supremo. 

Defendió su jurisdicción el Jusgado. y con vista 
de los articulos citados 170 á 173 de la ley municipal, 
se sepia la competencia á favor de la autoridad 
jadicial: 

a «Considerando: 1. Que la demanda interpuesta... 
tiene por objeto la declaración de un derecho que re- 
viste curácter civil, como es el recon: cimiento de 
ana servidumbre, y á los Trihunales corresponde 
spreciar la existencia de ese derecho y la declara- 

ón del mismo. , 

Y 2 Que la circunstancia de acudir los interesa- 
dos en renurso de alzada unte la autoridad guber- 
nativa no excluye el derecho de los mismos á inter- 

ner demanda ante los Tribunales, ya porque ésta 
A de entabiarse en el plazo de treinta días, Á con- 
tar desde la notificación de los acuerdos ó de la co- 
municación de la suspensión de los mismos, ya tam- 
bién porque, según lo dispuesto en la ley municipal 
en los articulos citados, la demanda puede interpo- 
perse, nun cuando el acuerdo haya sido suspendido 
gubernativamente, lo cual prueba que un recurso 
5S excluye al otro.» (R. D. 5 Junio 1592.— Gac. 10 

unio.) 


M.D. 9 Agento 1893. Acuerdos sobre demolición de 
construcciones hechas en la vía pública: La causa crimi- 
mal incoada contra los eoncejales que acordaron la demo- 
lición depende de cuestión previa referente d eí se excedie- 
fon ó no en sus atribuciones. 


Por acuerdo del Ayuntamiento de Manzanal fue- 
ron demolidos varios ocobertizos y cuadras propios 
de a'gunos vecinos y levantados como anejos de las 
cacas de los mismos sobre la vía pública... Los pro- 
pisetarios denunciaron el hecho al Juzgado instruo: 
tor de Alcañices, qe comensyY causa criminal; pero 
faé requerido de inhibición por el gobernador de 
Zaragoza, el oual invocaba las facultades de los 
Ayuntamientos en materia de policia urbana y ru- 
ral, y las que se les han reoonorido siempr> para re: 
mediar por sí las interrupciones de los caminos ve- 
cinales no consolidadas por el transcurso de unaño 
y un día... El Gobierno decide la competencia á fa- 
yor de la Administración: 

«Considerando ..: Qae en tanto no se decida por la 
Administración si el citado Ayuutamiento se exce- 
dió ó no en sus atribuciones al adoptar el acuerdo 
gue motivó la denuncia, esindudable que existe una 
cuestión previa, de la cual puede depender el fallo 

ue en su día hayan de dictar los Tribunales del 
ro común...» (R. D. 2 Agosto 1893 —Gac. 11 1d.) 


—Otra resolución muy análega en R. D. de 31 
Octabre 018?, por el cua! docide el Gobierno á fa- 
vor de la Administración, la competencia suscitada 
pa el gobernador de Cuenca al juez inatructor de 

Imante que conocía de la cansa seguida al alcal- 
dede Ora de la Vega por haber ordenado la limpieza 
de an pozo, de:slodándolo y empedrándoln. El Ayun- 
tamiento afirmaba que el pozo en cuestión era de 
atilidad vecinal y se hallaba situado en un camino 
público, mientras que D. Manuel Pando sostenía 

ue radicaba en una finca de su propiedad. Se esta- 

lecs que la caosa depende de cuestión previa, sobre 
si la Corporación se excedió ó no en sus atribucio- 
mes al acordar la limpia que se ta orden 
del alcalde. (R. D. de 81 de Octubre de 1892.—Gac. 6 
Noviembre.) 


Sentencias del Tribunal de lo Contencioso-administrativo. 


34 Octubre 1891. Jubilación de empleados munict- 
pales: Tien: n derecho d ella los que comensaron d servir 
antes de la ley de 1870 y cuando regia la de 1845, siempre 
que Ueguen á alcanzar las circunstancias que para ob- 
temerla exige el R. D. de 2 de Mayo de 1858. 


La doctrina del epigrafe, establecida con vista 
del art. 2 ? del R. D. de 1838 y de la R. O. de 1.0 de Ja- 
nio de 146, se consigna dejando sin efecto una reso- 
tución ministerial que denegó á D. Alfonso Fernán- 
des el haber de jubilación que tenía solicitado por 
haber desempeñado muchos años la Secretaría del 
Ayantamiento de Fuente del Maestre. Pronúnciase 
la sentencia contra el voto particular de un conse- 

ministro, que propaso se absolviese á la Admi- 
ra de la demanda. Losfundamentos:del fallo 
así: 

«Considerando: que según el texto expreso del ar- 
tiscuio 2” del Real decret» de 9 de Mayo de 1858, los 
ro pa municipales que renuieran ciertas con- 
diciones tenían derecho á la jubilación y á la pen- 





sión consiguiente determinada en el mismo decreto: 

Considerando: que habiéndose dictado éste como 
complemento del párrafo décimotercero del art. 81 
de la ley municipal de 1845, es indudable que dero- 
gada esta ley por las de 1570 y 1877, no pueden esti- 
marse sabsistentes los preceptos de aquél sino en 
cuanto no coarten Ja liore facultad que según las 
últimas tienen los Ayuntamient:..s para el gotierno 
y dirección delos intereses peculiares d..1.s pueblos: 

Considerando: que por consiguiente, desde la pu- 
blicación de dicnas leyes y en cuanto nou perjudi- 
quen los derechos adquiridos, los Ayuntamientos 
pueden conceder ó negar pensiones ásusemplendos, 
si bien en el caso de otorgarlas hen de atenerse á las 
prescripciones del Real decreto de 2 de Ma yo de 1858: 

Considerando: que esta doctrina se halla consig- 
nada en diferentes resoluciones de la Administra- 
ción activa, y especialmente en la Real orden de 
carácter general de 1.2 de Junio de 1888. que armoní- 
za las disposici»nes del decreto de 15.8 con las de 
las leyes municipales de 1570 y 1877: 

Considerando: que no obstante lo expuesto, debe 
reconocerse que los emvleados municipales que co- 
menaaron á prestar sus servicios antes de la pro- 
mulgación de la ley de 1870, tienen derecho á Ja pen- 
sión de jubilación establecida en el Real decreto de 
1659 siempre que reunan las condiciones deturmina- 
das en el mismo, pues de otro modo se daría á aque- 
lla ley efecto retroactivo y se vulnerarían los dere- 
chos adquiridos con arreglo á las prescripciones de 
aquel decreto: 

orsiderando: que esta doctrina ya establecida en 
el Real decreto sentencia de 15 de Marzo de 1*8, re- 
caído en un caso análogo al presente, guarda per- 
feota analogía con la que se aplica en lns pensiones 
del Tesoro, en las cuales se respetan los derechos 
adquiridos antes del decreto de 24 de Octubre de 1888, 
que declaró en suspenso las disposiciones legales 
que establecieron y regalaron aquellas pensiones: 

Considerando: que por reunir D. Alfonso Fernán- 
dez Pulido las condiciones establecidas en el citado 
decreto de 2 de Mayo de 1858, puesto que al pedirla 
contaba más de sesenta años de edad y más de vein- 
te de servicios como secretario del Ayuntamiento 
de Fuente del Maestre, tiene indiscutible dereeho á 
que se le conceda por el Ayuntamiento la jubilación 
que ha solicitado » (Sent. 14 Ootubre 1891.—GQaceta 
19 Agosto 1892, p. 823.) 


—La misma doctrina en sentencia 36 Enero 
1003. (Gac. 34 Septiembre, p. 43.) 


27 Noviembre 1991. Sobre facultades de los Ayun- 
tamientos para separar libremente d los emplea 1os pa- 
gados Con sus fondos y sobre inamovilidad de escs fun- 
cionarios. 


Separado D. José Baeza del cargo de es”ribiente 
delineante del arquitecto municipal de Castellón, 

or acuerdo del Ayuntamiento de aquella capital, 

andado en las continuadas faltas de asistercia á la 
oficina cometidas por aquél, acudió Baese al gober- 
nador manifestándole que, habiendo obtenido dicha 
pluza por oposición, pedía que se abriera la infor- 
marión opurtuna, y entretanto se suspendiera el 
referido acuerdo. Revocado éste en vía gubernativa, 
acudió el Ayuntamiento de aquella capital a la con- 
tenciosa, donde se confirma su acuerdo declarándo- 
lo firme y subsistente con vista de los arts. 78 y 97 
de la ley muniripa!, 4.2? del D. de 5 de Noviembre 1878 
y 29 del de YY de Julio de 1874: 

«Considerando: que con e l á lo dispuesto en 
el art. 79 de la ley de 2 de Octubre de 1577, es atribu- 
ción exclusiva de los Ayuntamientos el nambra- 
miento y separación de todos lns empleados y de- 
pendientes pagados de los fundos municipales y que 
sean necesarios para la realización de los servicios 
que están á su cargo, sin otra limitación que la de 
que los funcionarios destinados á servicios profesio- 
nales tengan la capacidad y condiciones que en las 
leyes relativas á aquéllos se determinan: 

Considerando: que por no tratarse en el presente 
caso de un tuncionario cuyos servicios tuvieran el 
carácter de profesionales, el Ayuntamiento, con 
arreglo al referido artículo de la ley municipal, es 
indudable que tenía facultades para nombrarlo y 
separarlo libremente, porque si bien el interesado 
ohtuvo el cargo por oposición, medio á que acudió 
el Ayuntamiento para escoger mejor entra los dis- 
tintos aspirantes, esta circunstancia no le daba de- 
recho á la inamovilidad, porque según se halla de 
clurado en Real decreto sentencia de 2 de Junio de 
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1876, los empleos obtenidos por oposición sólo dan 
derecho á la inamovilidad cuando expresamente se 
halla ésta consignada en las leyes ó disposiciones 
generales: 

Considerando: por lo que se refiere á la forma en 
que el Ayuntamiento adoptó su acuerdo de YU de 

ayo de 1569, que no pueden tener aplicación al caso 
de las disposiciones contenidas en los arts. 4.? del 
decreto de 3 de Noviembre de 1578 y 2.” del de 29 de 
Julio de 1874, en que tanto la Real orden impugna- 
da como el acuerdo del gobernador de 8 de Junio de 
1889 se fuudan, porque dichas disposiciones se refe- 
rían de von modo exclusivo la á los escri- 
bientes de las Secriíones de Fomento, á quienes se 
concede el derecho á la inamovilidad en las plazas 
que obtengan por oposición, cun la garantía de que 
no pueden ser separados de sus cargos más que pre- 
via formación de expediente gubernativo hecho por 
el e con audier cia del interesado y spro- 
bado por el Ministerio de Fomento: 

Considerando: que aunque así no fuera, y aunque 
se estimara que por haber obtenido Baeza su cargo 
por oposición debió instruirse para declararle ce- 
sante el oportuno expediente y darle audiencia en 
6), es lo cierto que estos requisitos resultan cumpli- 
dos según aparece en las actuaciones gubernativas, 
en las que consta que se instruyó exped:onte en el 
que declararon el arquitecto manicipal, como jefe 

el interesado; y otros dos dependientes de la Cor 
poración; que asimismo se oyó al Baeza en su des- 
cargo, y que en vista de estas diligencias y de apa- 
recer comprobada la continua falta de asistencia 
de aquél á la oficina, á pesar de las prevenciones 
que reiteradamente se le hablan hecho, y que les- 
obedeció, acordó el Ayuntamiento su separación: 

Considerando. qae por más que la sesión en que se 
acordó la cesantía de Baeza fué secreta en parte, 
no implica una infracrión del párrafo 1.*, ar.. 97 de 
la ley municipal, que lleve aparejada la nulidad del 
acuerdo adoptado, no sólo porque en sesión pública 
so acordó resolver el expediente en votación secre- 
ta y el escrutinio de ésta se verificó también públi. 
camente, sino porque dadas las continuas faltas de 
insubordinación de Baeza y la reiterada desobe- 
diencia de óste á las órdex1es de sus superiores, el 
asunto podía afectar y afectaba al régimen interior 
de la Corporación y basta al decoro y prestigio de 
la misma, y en tul sentido el Ayuntamiento podía 
acordar, con arreglo al referido precepto legal, que 
se tratara y resolvjera en sesión secreta.» (Sent. 27 
Noviembre 1891.—Gac. 4 Septiembre 1892, p. 400.) 


30 Diciembre 01891, Recursos de alzada contra 
port municipales. Audiencia de la Comisión pro- 
víncial. 


Declarado responsable por el Ayuntamiento de 
Onil D.José Ramón Cortés de los descubiertos en la 
recaudación durante el tiempo que como alcalde es- 
tuvo al frente del Municipio; y alzado de este acuer- 
do Cortés para ante el gobernador, fué revocado 

or esta autoridad el expresado acuerdo, disponien. 
6 á la vez se exigiera la Edi ea ce igual á 
todos los concejales de aquella época. Don K., ex- 
concejal del tiempo de Cortés, se alzó de esta reso- 
lación para ante el Ministerio, la cual fué revocada 
por R. O. de 18 de Septiembre de 1889 y declarado fir- 
me el acuerdo municipal. Interpuesto recurso con- 
tencioso por el repetido Cortés contra la antedicha 
Rea! orden, el Tribunal Contencioso administrati.- 
vo, con vista de los arts. 169 y 171 de la ley munici- 
pal, declara la nulidad de todo lo actuado en el ex- 
pediente después de la presentación del recurso de 
alzada. y por consiguiente, la nulidad de la Real 
orden de 18 de Septiembre de 189; y que dicho expe- 
diente debe reponerse al estado que tenía después 
dela presentación de dicho recurso, para que el go- 
bernador dicte resolución conforme á derecho: 

«Considerando: que el gobernador de la provincia 
de Alicante dictó su acuerdo de 13 de Marzo de 1886 

or el cual se revocó el del Ayuntamiento de Onil 
pq 6 de Diciembre de 1887, sin oir previamente el dic- 
tamen de la Comisión provincial, requisito aue 
como indispensable exige de manera terminante el 
art. 17 de la ley municipal: 

Considerando:queensuconsecuencia dirho acuer- 
do adolece de un vicio esencial que le anula, y, por 
tanto, esnulo también todo lo actuado con poste- 
rioridad en el expediente, inclusa la R O. de 18 de 
Septiembre de 1*89, que se reclama en este pleito: 

Y eonsiderando: que en su consecuencia procede 


reponer el asunto en vía gubernativa al estado que 
tenía después de la presentación del escrito de alza - 
da de D. José Ramón Cortés, fecha 1.0 de Enero de 
188, para que el gobernador, previa audiencia dela 
Comisión provincial, dicte el acuerdo que estime 
procedente.» (Sent. 31 Diciembre 1591.—Guc. 18 Sep- 
tiembre 1892, p. 415.) 


Resoluciones ministeriales. 


AM. O. 10 Enero 189. Estableciendo que no €o- 
rresponde d las facultades de los Ayuntamientos tratar 
de definir en términos generales qué clase de asuntos son 
de su competencia y cuales no. 


El alcalde de Teruel suspendió un acuerdo del 
Ayuntamiento de aquella capital, que declaró ser 
atribución suya el definir que clase de asuntos eran 
de su competencia y cuáles no. Fundóse el alculde 
al dictar su resolación, en que el acuerdo implicaba 
una modificación de la ley municipal, por cuanto ge 
arrogaba el Ayuntamiento atribuciones encomen- 
dadas á + Pt autoridad, á la que concedía el ar- 
tículo 189 la facultad de suspender los acuerdos de 
dichas Corporaciones en asuntos que no fueran de 
su competencia. Confirmada la providencia del al- 
calde por el gobernador, acudieron en alzada al Mi. 
nisterio de la Gobernación varios concejales en sú- 

lica de que aquélla fuera revocada; y emitido in- 

orme por la Dirección de Administración local en 
el sentido de que procedía confirmarla, se pasó el 
pla al UC. de E., cuya Sección de Gobernación 
y Fomento opinó que procedía desestimar el recur- 
so, con lo oual se conforma el Gobierno. He aquí el 
dictamen: 

«No comprende la Sección cómo ha podido el 
Ayuntamiento de Teruel tomar el referido acuerdo 
sin que previamente se tratara por el mismo de al- 
gún asunto ó motivo sobre que pudiera recaer, al 
menos en el expediente no cnnsta que tal cosa haya 
sucedido, ya queno se acompaña al mismo, docn- 
mento alguno que lo demuestre. Y siendo esto asi, 
el menci nado acuerdo, tal como de él se hace men- 
ción en las providencias del alcalde y del goberna- 
dor, carece de eficacia y no puede subsistir. 

Determinando los arts. 72 y siguientes de la ley 
munic:pal los asuntos que son de la competencia 
exclusiva de los Ayuntamientos; señalando el capl- 
tulo 4.2 de la propia ley las atribuciones de los al- 
caldes y estableciendo el cap. 1.? del tít. 5.2 los re- 
cursos y responsabilidades que nacen de Jos actos 
de aquellas Corporaciones, á estos preceptos han 
debido y dehen atenerse éstas y las referidas autorl: 
dades en todo cuanto á la buena gestión y régimen 
de los intereses de los pueblos se refiera. 

No pueden, por tanto, tomar los Ayuntamientos 
acuerdos de la naturaleza del que ha dado origen al 
presente informe; puesto que su deber es atenerse 
estrictamente á la ley y no atribuirse facultades que 
no le competen. 

Por las razones expuestas, la Sección opina que 
procede confirmar la providencia del gobernador 
de Teruel y declarar en su consecuencia improce: 
dente el recurso contra ella interpuesto por varios 
concejales del Ayuntamiento de la propia ciudad.» 
Y así se resuelve. (R. O. de 9 de Enero de 1892.—Ga- 
ceta 23 1d.) 
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BALDÍOS Y COLONIAS AGRÍCOLAS. El 
art. 11 de la ley de 18 de Junio de 1885, inserta en 
CoNTRIBUCIÓN TERRITORIAL, del Diccionario, con- 
cede 4 las autoridades de Hacienda la facultad 
de hacer las declaraciones que procedan respec- 
to á la exención ó aminoración de contribucio- 
nes de las colonias agrícolas; pero esto no ha 
podido en modo alguno limitar las facultades de 
los gobernadores en la materia, como acertada- 
mente se establece en la siguiente 


Sent. del Trib. de lo Cont. de 14 Diciembre 
$891. La intervención en los expedientes, atribuida al 
remo de Hacienda por la ley de 18 de Junio de 1885, debe 
ismitarse d hacer las declaraciones procedentes resperto 
dle exención ó aminoración de contribuciones de las fin- 
cas comprendidas en la colonia, cuyo establecimiento se 
hoya concedido por los gobernadores después de publica- 
da dicha ley; pero mo alcanza d suprimir la concesión 


Jon Elías Bartolomé y D. José María Martínes 
scndieron en 1888 al eonenacos de Guadalajara, en 
sohejtud de que se les otorgasen los beneticios de 
co:uni. agricola á unos terrenos de su propiedad, en 
los cuales habían construido cinco casas y otros edi- 
ícios con destino á la fabricación de productos re- 
fractarios, material para construcciones de Jujo y 
preparación de caolinas para la fabricación de loza, 
porcelana, cristal y papel. Con la solicitud, acom- 
pañaron varios documentos justifinativos de tal pre- 
tensión, en vista de los cuales el gobernador, en 1889, 
acordó conceder á los interesados los beneficios de 
la ley de 1888 Remitido el expediente á la lelega- 
ción de Hacienda á los efectos de la ley de 18 Junio 
$885, acordó declarar la nulidad de concesión, por no 
estar hecha por autoridad competente; contra cayo 
acuerdo se alzaron los interesados para ante el Mi- 
nisterio de Hacienda. La Dirección general de Con- 
tribuciones directas resolvió desestimar dicho re- 
earso y confirmar el fallo apelado. Contra esta reso: 
lución acudieron los interesados en vía contencio- 
ss, donde es revocada por el Tribuna! Contencioso 
administrativo Dor los siguientes fundamentos: 

*«-.Considerando: que las facultades que respecto 
deesta materia competen á las autoridades de Ha- 
cienda, se hallan definidas en el art. 11 de la ley de 
18de Junio de 1885 (1), con arreglo al oual, y por lo 
que se refiere á los expedientes resueltos 30n poste- 
rioridad á la misma ley, las mencionadas autorida- 
des han de limitarse Á hacer las doclaraciones que 
procedan en cuanto á la exención 6 aminoración de 
sontribuciones, no pudiendo revisar otros expedien- 
tes gue aquellos que hayan sido resueltos con ante- 
rioridad á la misma ley: 

Considerando: que el indicado precepto legal, y 
salvo el extremo áÁ que se refiere, no ha podido dero- 
gar xi ha derogado las facultades que con arreglo 
4laloy de 3 de Junio de 1868 y reglamentos referen- 
te» á esta materia son propias y exclusivas de los 
poperandores, cuyos «cuerdos son, por tanto, firmes 

irrevocablesen la vía gubernativa, sin perjuicio 
de que puedan utilizarse contra ellos los recursos 
que procedan por los particulares que se consideren 
agraviados: 

Oonsiderando: por lo expuesto, que por tratarse 
de un expediente resuelto con posterioridad á la Jey 
de 1885, asi la Delegación... como la Dirección... de- 
bieron limitarse, partiendo del decreto del goberna- 
dor ó estimándolo válido y eficaz, á hacer las decla- 
raciones que fueran procedentes respecto de In 
exención Óó aminoración de contribuciones de las 

comprendidas en la colonia denominada £l 
Aciertos 

Considerando: que por no haberlo hecho así, y 
constituyendo tanto el acuerdo de la Delegación... 
somo el de la Dirección... una verdadera revisión de 
expedientes; son nulos como contrarios al texto ex- 





(1) Sobre este art. 11 de la ley de 18 de Junio de 1885 

en el AP. de 18985, p. 989, la sent. de 18 de Octubre 

de 1894, determinando las facultades de los gobernadores 
y de las autoridades de Hacienda, 


preso de la ley en que se fundan, y deben quedar, por 

consiguiente, sin efecto. volviendo el asunto á la 

primera de dichas dependencias para que, sustan- 

ciándolo con arreglo á derecho, baga la declaración 
ue estime procedente...» (Sent. 14 Diciembre 16591.— 
ac. 6 Septiembre 1892, p. 443.) 


Véase además en HacIENDA PÚBLICA €l art. 19 
de la ley de presupuestos de 1892, dejando en sus- 
penso la facultad de otorgaf exenciones ó reba- 
jas de contribuciones que con arreglo al art. 11 
de la ley citada de 1885 corresponde otorgar al 
Ministerio de Hacienda, y acordando otra revi- 
sión de las concesiones otorgadas. 

Este propósito hállase secundado por el art. 7.* 
de la ley de 21 de Agosto y por el 87, núm. 11 de 
la de reclutamiento y reemplazo del ejército de 
21 de Octubre de 1896, que acuerdan la revisión, 
por el ramo de Fomento, de los privilegios con- 
cedidos con arreglo á la ley de 3 de Junio de 1868. 
(APÉNDICE, págs. 893 y 663 ) 


BANCO DE ESPAÑA. Ningún documento 
legislativo tenemos que registrar en este artícu - 
lo. Son interesantes las siguientes decisiones del 
Tribunal de lo Contencioso-administrativo: 


9 Octubre 1991. La falta de presentación del opor- 
tuno recibo que acreC.te el pago de algún trimestre de 
contribución, no obliga al interesado á pagar de nuevo 
dicho trimestre cuando se le reclame 38u importe, sijus- 
tifica por otros medios que ya lo habia satisfecho. 


Reclamado por el Banco el pago de un talón co- 
rrespondiente al cuarto trimestre de 1881 85, por 
haberlo hallado en poder del recaudador de contri- 
buciones, acudió el interesado D. J. Cuesta á la sucur- 
sal de Pulencia diciendo que ya lo tenía satisfecho; 
acompañando para justificarlo el talón del tercer 
trimestre, en cuyo respaldo se expresaba haber ve- 
rificado el pago, y la firma de un tal García, auxí- 
liar del recaudador, el recibo del primer trimestre 
del año 1855 á 8d, y una certificación expedida por el 
secretario del Ayuntamiento de Villanueva, en la 
que se acreditaba que en la relación de contribuyen- 
tes que no pagaron dicho trimestre, no aparecía el 
demandado. La Serción de Contribuciones de aque- 
lla sucursal desestimó tal pretensión, si bien reco- 
nociendo que el Sr. Cuesta habla demostrado tener 
satisfecho el importe del mencionado trimestre, 

ero que pur no haberlo hecho en forma, no podía 

a Sección resolver «l asunto. En vista de este acuer- 
do, acudió el interesado al delegado de Hacienda, 
uien declaró que el Banco era el único responsable 
el importe de la cantidad reclamada, Elevado el - 
asunto al Ministerio por el Banco de España, se 
desestimó el recurso por Real orden contra la cual 
dedujo demanda contencio;a aquel establecimien- 
to; y el Tribunal confirma la Real ordcn recurrida, 
vistos la base 6.2 del convenio de 13 de Diciembae 
de 1867, el art. 7.2 de la circular de 13 de Noviem- 
bre de 1687, y el KR. D.8. de 31 de Muerzo del mismo 
año: 

«Considerando: que si bien los preceptos vigentes 
establecen que el contribuyente debe acreditar el 

ago de su cuota con la presentación del recibo ta- 

onario, no cabe la interpretación de que aquél estó 
obligado á pagar de nuevo cuando no presenta dicho 
recibo, aunque acredite por otros medios que lo 
hnbía verificado, en cuyo sentido existe ya jurispru- 
dencia contencioso administrativa: 

Considerando: que por actos de la misma Recau- 
dación de Contribuciones aparece comprobado que 
se verificj realmente el pago, y así se deduce de que 
en la relación de deudores que se comunicó por 
aquélla á la Administración, no se incluyó á D. José 
de la Cuesta y Santiago, como debió hacerse en ca80 
contrario, acompañando las alegaciones ó actuacio- 
nes que demostrasen la impos bilidad de la cobran- 
za, para que en su día recayese la declaración de 
partida fallida, antes bien realizó el cobro del tri- 
mestre siguiente en forma normal, y aparece estam- 
pada al dorso del recibo del tercer trimestre una 
nota escrita por el encargado de la cobranza, en 
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que se dice haberse satisfecho el importe del cuarto 
trimestre, cuya nota, no impugnada como falsa por 
la parte demandante, carecesla por sí sola de fuer- 
za probatoria, dada su informalidad, pero consti- 
tuye un indicio que explica los actos posteriores de 
recaudación que demuestran el pago: 

Considerando: que el Banco de España, cuando 
sus recuudadores y agentes se extralimiten en el 
cumplimiento de sus deberes, debe hacer responsa- 
bles á éstos y no al contribuyente de los perjuicios 
que se le originen, tdda vez que aquéllos figuran 
como sus agentes reconc cidos.» (Sent. de 2 Octubre 
de 1591.- -Qac. 8 Agosto 1594, p. 803.) 


13 Octubre 1891. Inadmisión como data definiti- 
va d favor del Banco, de una cantidad que se suponia 
stustraída á un recuudador de contribuciones, por no con- 
currir en el hecho las circunstancias expresadas en la 
base 17 del convenio de 1867, 


Contra Real orden que dispuso no admitir como 
data definitiva dicha cautidad al Banco de España, 
dedujo demanda el expresado establecimiento y con 
vista de la base 17 del convenio de 19 de Diciembre 
de 1867, el T. de lo C. A. absuelve á la Administra- 
ción de la demanda: 

«...Considorando: que según la base dócima sópti- 
ma del convenio celebrado con el Banco de España 
en el mes de Diciembre de 18687, cuando por fuerza 
mayor fueren sustraidos los fondos de la recauda- 
ción de los puntos óarsas en que los costodiasen 
las dependencias del Banco, es preciso justificar la 
violencia y la preexistencia de dichos fondos, para 
qee e mencionado establecimiento no sea respon- 
sable: 

Considerando: que aun sin tener en cuenta lo que 
dispone la R. O. de 81 de Diciembre de 1572 respecto 
de la justificación de robos de eíectos estaucados, 
en el crso presente no aparece justificada la pre- 
existencia de los fondos en el armario de que se su- 
ponen rubados, ni tampoco la comisión del robo, 
puesto que lo único que se ha comprobado es que el 
recaudador hubía cobrado en los dias anteriores y 
entregado los recibos á los contribuyentes: 

Considerando: que el Banco de España es respon- 
sable para ante la Hacienda del cumplimiento del 
contrato celebrado para la recaudación de contri- 
buviores y por consiguiente de las cariidades que 
fuesen sustraídas de sus dependencias cuando no 
concurran las circunstancias que se expresan en la 
base décimaséptima de dicho convenio.» (Sent. 27 
Octubre 1591.—Gac. 23 Agosto 1893, p. 835.) 


30 Noviembre 1891, Recaudación de contribucio- 
nes: Data interina. 


La no presentación de los expedientes de fallidos 
y de adjudicación de fincas dentro del plazo de ins- 
trucción, una vez normalizada la situación de un 
pueblo donde por circunstancias excepcionales es- 
tuvo suspendida durante algún tiempo la gestión 
recaudatoria delas contribuciones, es causa bastan- 
te para impedir su admisión como data interina en 
la cuenta de recaudación del Banco de España.— 
El encargo, no mandato, hecho al Banco de no ex- 
tremar los procedimientos ejecutivos, no puede ex- 
cusar la falta de los mismos, y la morosidad ó ne- 
gligencia de ciertos empleados tampoco puede fa- 
vorecerle, porque sólo motivarla ln corrección dis- 
ciplinaria de los culpables (1). (Sent. 80 Noviembre 
1891.—(G+ac. 4 Septiembre 1692, p. 408.) 


268 Diciembre 1890. Recaudación de contribucio- 


nes: Responsabilidad por faltas cometidas por los agentes 
del Banco. 


El Banco no es responsable de las faltas ó abusos 
cometidos pur un agente del mismo, en la instruc- 
ción de un expediente incoado en virtud de cierta 
reclamación deducida por uninteresado, cuando en 
el referido expediente no faé parte dicho Estableci- 
miento, qu:en, por tanto, nada pudo alegar ni pro- 
bar en justificación de la conducta de sus agentes 
recaudadores. (Sent. 26 Diciembre 1891.—Gac. 14 Sep- 
tiembre 1892, p. 462.) 





(1) El Banco de España dejó de recaudar la contribu- 
ción desde 1.2 de Julio de 1888, en que este servicio viene 
prestándose por los recaudadores y agentes ejecutivos que 
ereó la ley de 12 de Mayo del mismo año. 


15 Encro 1893. Contribuciones: Improcedencia del 
auzilio para la recaudación de cuotas prescritas. 


El Banco de España solicitó de la Hacienda el an. 
xilio y concurso necesarios para la recaudación de 
cuotas de la contribución territorial correspondien- 
tes á los años de 1869 á 1573, cuyo importe había sa- 
tisfecho. Fuéle denegada tal cooperación, porlo que 
acudió á la vía contenciosa en súplica de que se le 
concediera. El Tribunal absuelve á la Administra- 
ción, considerando que el recaudador del Banco 
oxitió el cumplimiento de lo prevenido en los artí- 
culos 61 del R. 1). de 23 Mayo 1845, 18 y 4.2 de la ins- 
tracción de 3 Diciembre 1869 y 2. de la ley de 19 de 
Julio del mismo año, y por ello, conforme á los ar- 
tículos 61 del prupio R. D. de 1845 y 15 de la Inst. de 
1889, en armonía con la base 5.* del convenio cele- 
brado con el Banco en 1867, los descubiertos son im- 
putables á la recaudación; y considerando además 
«que transcurridos con exceso los dos años que se- 
ánlan los arts. 58 del R. D. de 23 de Mayo de 1545 y 13 
de la Inst. de 3de Diciembre de 1869, para hacer efec- 
tivas de los contribuyentes las cuotas que se les hu- 
biesen repartido, no es posible su exacción después 
con arreglo al terminante precepto de dichas dispo- 
siciones, por cuya razón no se ha declarado por la 
Administración activa que hubieran prescrito las 
cuotas no e dopo en aquel período, en el sentido 

ue sostiene el demandante, síno que á tenor de lo 

ispuesto en la legislación aplica ble al caso deu au- 
tos, no se pueden, sin faltar á la misma, exigir des- 
pués de los dos años las cuotas no reclamadas opor- 
tunamente, y porlotunto, no provoede tampoco pres- 
tarsu concurso al efecto, tal como el Banco solivita, 
sin infringir abiertamente los textos legales quelo 
da (Sent. 15 Enero 1892.—Gac. 16 Septiembre, 
pág. 8.) : 


26 Enero 1893. El Banco tiene obligación de re- 
caudar los débitos procedentes de la época en que estuvo 
en vigor su contrato con el Estado para la cobranza de 
las contribuciones. 


El Banco de España solicitó que se le declarase 
exento de procurar la recaudación de los débitos 
de Villaluenga, correspondientes á los ejercicios de 
1878 Á 1676, encomendando este cuidado á los re- 
caudadores y agentes ejecutivos. Denegada tal so- 
licitud en vía gubernativa, la reprodujo el Banco 
en la contenciusa, donde es igualmente desestima- 
da, con vista de las Rs. Os. de 19 de Diciembre de 
1867 y 4 de Agosto de 1578, y del art. 8." de la ley de 
18 de Junio de 1885: 

«Considerando.,. que la principal obligación de di- 
cho establecimiento consistía en obtener y realizar 
el pago de las cuotas SAA pecado á los años 
durante los cuales subsistió el convenio: 

Considerando que Jos descubiertos del pueblo de 
Villaluenga proceden de ejercicios en que el Banco 
e CADA encargado del servicio de la recauda- 
ción: 

Considerando: además, que las prórrogas otorga- 
das al pueblo de Villaluenga ls el pagu de los 
atrasos de las contribuciones de los años de 1873 á 
74 y 1674 4 75, terminaron en 80 de Junio de 1885, toda 
vez que el art. 8.? de la ley de 18 de los mismos mes 
y año dispuso que las moratorias legalmente conce- 
didas se hariun efectivas en el término de cuatro 
años, á contar desde 1.*? de Julio de 1885: 

Considerando: que á partir de esta fecha, en la 
cual aún subsistía el contrato con el Banco, debió 
este establecimiento comenzar la recaudación de 
los atrasos, y con este objeto sin duda se bizo carg0 
de los recibos de los expresados años, jegún 86 Tre: 
fiere en la R. O. de 14 de Marzo de 1859: 

Considerando: que en el caso de que el Banco no 
hiciera efectivos dichos atrasos, dehió instruir en 
tiempo hábil y en la forma establecida por las dis- 
posiciones vigentes los oporiunos expedientes par£ 
obtener la adjudicación de fincas á la Hacienda 
la declaración de partidas fallidas que le sirviesen 
data en sus cuentas con el Tesoro: 

Considerando: que aun canndo por la R. O. de lá 
de Marzo de 1899 se otorgó, de acuerdo con lo pro- 

uesto por el Banco, una dl de para el pago de 

osindicados atrasos, y se establecieron los pla509 
en que ástos debían ser satisfechos, en modo alga: 
no puede deducirse de aquella disposición que es 
Banco no tenía obligación de recaudar tales d6b1- 
tos...» (Sent. 28 Enero 1892,—Gac. 18 Septiembre, pb 
gina 85) 
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30 Encro 169?, Las cuestiones del Banco con sus 
agentes son de la competencia de los Tribunales ordina- 
rios, una vez liquidadas y satisfechas las cuentas con la 
Bacienda. 


«Aunque el Banco, para los efectos de la cobranza 
de contribuciones, está sustituido á la Hacienda y 
disfruta de todos sus derechos, una vez liquidadas 
y satisfechas las cuentas con sus agentes, las cuestio- 
nes que surjan relativas á dudas Ó errores en dichas 
liquidaciones, Ó tengan origen en el contrato de 
pa que, tiene celebrado, son de la competencia de 

os Tribunales ordinarios.» (Sent. 380 Enero 1592.—Ga- 
ceta 22 Septiembre, p. 47.) 


—Véanse además en HACIENDA PÚBLICA la senten- 
cia de 30 Septiembre 1891 y en JUBILACIONES la de 80 
Abril de 1892 sobre si conservan derechos de Monte- 
pio los empleados del antiguo Banco de San Carlos 
que luego pasaron á servir en el de España. 


BANCO AGRÍCOLA DE SEGOVIA. El ar- 
tículo 6.* de la ley de presupuestos de 30 de Junio 
de 1892, autorizó al Gobierno para adicionar la 
tabla de exenciones aneja al reglamento de la 
contribución industrial en el sentido de incluir 
en ella al Banco agrícola de.Segovia y los demás 
Bancos que en lo sucesivo considerase en idénti- 
cas condiciones. Esta exención figura bajo el 
número 22 en la tabla de las unidas al reglamen- 
to de 28 de Mayo de 1896. (Ar. de íd., p. 313.) 


BANCO HIPOTECARIO DE ESPAÑA. So- 
bre facultad del gobernador general para la 
cancelación de hipotecas, véase en HirorEcas la 
resolución de 14 de Octubre 1891. 


BANCO ESPAÑOL DE LA HABANA So- 


bre recogida por este establecimiento de todos | 


lo3 billetes de guerra cambviándolos á plata ú oro 
se ha dictado el siguiente 


FR. D. 30 Jalio 1892. 


(ULtramar.) «Artículo 1.2 El Banco español 
de la Habana, desde la publicación de este de- 
ereto, procederá á recoger en el término de seis 
meses y sin distinción todos los billetes de gue- 
rra, cambiándolos á oro ó por valores que ten- 
gan la estimación de tal á voluntad del presen- 
tador. Si algunos de los tenedores de los billetes 
en circulación prefiriesen recibir los billetes á 

ue se refiere el art. 15 de la ley de presupuestos 
e 1890, podrán recibirlos por todo su valor, 


como el Gobierno queda comprometido á acep- | 


tarlos en el pago de contribuciones. 

Art. 2.? Los poseedores de billetes menores 
de 5 pesos podrán cambiarlos á plata, por el 50 
por 100 de su valor, ó á oro al precio que este de- 
ereto determina. 

Art. 3.2 Los billetes de guerra serán cambia- 
dos por oro % moneda A al tipo de 249 
pesos en billetes por cada 100 en oro. 

Art. 4.2? El Gobierno intervendrá la recogida 

cambio de los billetes al efecto del cumpli- 
miento de las condiciones del contrato celebra- 
do con el Banco español de la Habana, quedan- 
do libre de toda responsabilidad desde la publi- 
cación de este decreto, excepción hecha de la 
obligación en que se constituye de proveer al 
Banco de los fondos necesarios para cambiar 
por oro y amortizar 32 millones de billetes al 
8d de amortización en el artículo anterior 

ado. 

Art. 5.2 Si los billetes presentados al canje 
no llegasen á la suma de 32 millones, será dedu- 
cida en beneficio del Estado la mitad del impor- 
te de los billetes que falten para alcanzar aque- 


' men del 





| lla cifra de la cantidad que el Gobierno se obli- 


ga á entregar al Banco español de la isla de 
Cuba. Si la cantidad presentada en billetes fuera 
menor de 30 millones nominales, no rebasando 
en límite de 28 millones, esa diferencia entre 
ambas sumas se distribuirá en proporción de 75 
por 100 para el Estado y 25 por 100 para el Ban- 
co. Y si rebasa la cifra de 28 millones, toda la 
diferencia en menos beneficiará integra al Teso- 


soro 

Art. 6.? Serán de cuenta del Banco español 
de la Habana todos los gastos que originen las 
diversas operaciones de la recogida, recibiendo 
por este servicio la comisión de 2 y 112 por 100 
sobre el importe efectivo de los billetes recogi- 
dos y amortizados. 

Dado en San Sebastián á 30 de Julio de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Gac. 31 Julio.) 


BAÑOS Y AGUAS MINERO-MEDICINA- 
LES. De las disposiciones y jurisprudencia 
contenidas en las ps. 1082 y 1116 del tomo I de la 
quinta edición del Diccionario, son complemen- 
to importante las siguientes, dictadas en 1892: 


Aranceles de Aduanas de 31 Diciembre 1891. 


Se insertan en Rexra DÉ ÁDUANAS. Sobre en- 
vases de las aguas minero medicinales y adeudo 
de éstas, véanse la disposición 5.*, núm. 6.*, y la 
partida 103. 


R. 0.23 Enero 1892, 

Cuándo los asilados de establecimientos sostenidos por 
las Diputaciones están exentos del pago de honora- 
rios á los médicos directores y casos en que se deben fa- 
cilitar gratuitamente los servicios á que alude el ar- 
tículo 69 del reglamento de baños á los que concurran 
como pobres de solemnidad, 

(Goñ.) «Remitido á informe del Consejo de 
Estado... la Sección... ha examinado el expe: 
diente promovido por varios médicos directores 
de baños y aguas minero-medicinales pidiendo 
que se aclare la Real orden de 24 de Mayo de 


| 1838, relativa al pago de derechos á dichos médi- 


cos directores, por los 
de establecimientos de 
á los balnearios. 

De los antecedentes resulta, que... solicitó la 


obres que, procedentes 
eneficencia, concurren 


' Comisión provincial de Logroño que se reforma- 


se la R. O. de 26 de Julio de 1882 y se declarase á 
los asilados en los establecimientos de Benefi- 
cencia exentos del pago de honorarios al médico 
director de los baños de Arnedillo. El expedien- 
te instruido á instancia de dicha Comisión, ter- 
minó por R, O. de 29 de Mayo de 1888 (1)... 
En Y de Junio de 1883 se presentó una instan- 
cia suscrita por varios médicos directores en 
propiedad, de baños... (Expone el Consejo las 
consideraciones en que fundan los médicos su 
instancia, las conclusiones de éstas y el dicta- 
Negociado correspondiente del Ministe- 
rio, y después concreta su opinión en los siguien- 
tes términos:) 

«En este expediente se formulan tres peticio- 
nes por los médicos directores recurrentes: 

La primera se refiere á que se aclaro la Real 
orden de 29 de Mayo de 1883 en el sentido de que. 
únicamente los médicos directores que perciben 
sueldos de las Diputaciones provinciales sean 
los obligados á prestar gratuitamente los servl- 
cios facultativos á los asilados que aquéllos sos- 
tienen. 

La R. O. de 26 de Julio de 1882 dispuso que 
las respectivas Diputaciones debían abonar los 


(1) Véase en el APÉNDICE de dicho año, p. 429, y en 
el Diccionario, artículo BAÑOS. 
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derechos que corresponderían á los médicos di- 
rectores de baños y aguas minerales, cuando 
los acogidos en las Casas de Beneficencia tuvie- 
ran necesidad, por prescripción facultativa, de 
acudir á estos tablecionientos, determina tam- 
bién la R. O. de 29 de Mayo de 1888 que ni los 
asilados ni los establecimientos que les acogen 
deben satisfacer los honorarios al médico direc- 
tor de los baños de Arnedillo. Esta resolución 
fué adoptada con motivo del expediente promo- 
vido por la Diputación provincial de Logroño, 
que pedía, como resulta de lo extractado, que se 
eximiese á los asilados, á cargo de la provincia, 
del pago de honorarios al médico director de los 
baños de Arnedillo, por estar pagados estos ser- 
vicios por la misma Diputación; pues de otro 
modo resultaría un recargo en los fondos pro- 
vinciales, cuya injusticia es notoria. Esta Real 
orden, en su disposición final, ordena que se en- 
tienda de carácter general para todos los casos 
análogos. Ha motivado esta cláusula ciertas du- 
das, á las que responde la instancia de los médi- 
cos directores; pero la Sección estima que estas 
dudas desaparecen si se tiene en cuenta el expe- 
diente que motivó la Real orden del 88 aludida, 
y el fin que se propuso el Gobierno al dictarla 
es decir, la exención del pago de honorarios a 
médico director de los baños de Arnedillo de los 
asilados y de los establecimientos que los aco- 
gen, por pagar las Diputaciones provinciales de 
sus fondos estos servicios á dichos médicos. Al 
darle carácter general, es evidente que quiso de- 
cir que siempre que alguna Diputación pugue de 
sus fondos á los médicos directores de baños, los 
asilados y establecimientos que ellas sostienen 
están eximidos del pago de honorarios. 

Con respecto á la segunda de las peticionos 
formuladas por los médicos directores para el 
caso de que se desestime la primera, que se de- 
termine si únicamente serán excluídos del pago 
de los derechos aludidos los asilados en establo- 
cimientos de Beneficencia á cargo del Estado ó 
de las Diputaciones provinciales, la Sección debe 
decir, que habiéndose informado la primera en 
conformidad con el criterio de las peticiones, no 
cabe resolver la segunda, toda vez que ésta, por 
ser condicional y dependiente de aquélla, queda 
resuelta también. 

En cuanto á la torcera, referente á que se de- 
clare si se hallan 6 no comprendidos en el ar- 
tículo 69 del reglamento de baños los asilados á 
quienes BEE virtud de lo quese resuelva, quedan 
exentos del pago de derechos al médico director, 
la Sección, teniendo en cuenta lo dispuesto por 
el reglamento aludido de 12 de Mayo de 1874, se- 
gún el cual, los dueños, administradores, etc., de 
establecimientos de baños, facilitarán gratuita- 
mente las aguas y demás servicios del balneario 
á los pobres de solemnidad que acrediten este 
carácter por medio del expediente que previene 
el art. 50 del mismo, es de parecer que los due- 
ños, administradores, etc., del balneario, tan 
sólo facilitarán gratuitamente los servicios que 
indica el art. 69 á los que concurran como po- 
bres de solemnidad, con tal que justifiquen este 
carácter por medio del certificado del alcalde 
autorizado por el secretario 6 informado por el 
fiscal municipal bajo la responsabilidad que se- 
Bala el Código, no considerándose la sola cali- 
dad de asilado como suficiente para ser declara- 
do pobre de solemnidad.» Y así se resuelve. (Real 
orden 23 Enero 1892 (1).—Gac. 81 íd.) 


(1) Véase en el APÉNDICE de 1896, p. 608, el art. 177 
dela ley reformada del tímbre. 
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R. D. 26 Ener”» 1892. 

Reformando los arts. 48 y 59, párrafo 2. del regl.men- 
to de 1874, relativos a la remuneración que perciben de 
los bañistas los directores de establecimientos de baños 
Y a la intervención de los mismes en el caso de que aqué- 

los consulten y se asistan con los médicos libres. 

(GoB.) «...Vengo en decretar lo siguiente: 

Se modifican el art. 48 y párrafo segundo del 59 
del reglamento de baños y aguas minero medicina- 
les de 12 de Mayo de 1874, quedando redactados 
en la siguiente forma: 

Art. 48. Los médicos directores de baños per- 
cibirán de cada bañista que les consulte sus do- 
lencias para prescribirles la forma y cantidad en 
que deben hacer uso de las aguas, la remunera- 
ción que el enfermo tenga por conveniente, no 
o o de 2 pesetas 50 céntimos. 

percibirán además 5 pesetas, también de 
cada bañista, por derechos de expedición de la 
papeleta á que se refiere la regla 5.* del art. 57 de 
este reglamento. 

Art. 59 (párrafo segundo). La intervención 
de los directores con respecto á los bañistas que 
prefieran consultar y asistirse en el estableci- 
miento con los profesores libres, se limitará á la 
expedición de la papeleta marcada en la regla 5.* 
del art. 57, por el estipendio de 5 pesetas, seña- 
lado en el párrafo segundo del art. 48, y con re- 
lación á los médicos á cuidar de que no se come- 
tan intrusiones con perjuicio de los enfermos y 
del dorecho profesional, y á que les faciliten el 
cuadro estadístico prevenido en el párrafo ter 
cero del art. 61. 

Dado en Palacio á 26 de Enero de 1892. —María 
Cristina, —El Ministro de la Gobernación, José 
Elduayen.» (UWac. 27 Enero.) 


BR. O. 5 Marzo 1892, 
Tamporada oficial del balneario de Grávalos. 


Se dispone que en lo sucesivo la temporada 
oficial dé comienzo el día 16 de Junio de cada año 
y termine en 15 de Septiembre. (R. O. 5 Marzo 
1892. —Qac. 13 td.) 


R. 0.23 Marzo 1892, 

Tramitación de los expedientes de denuncia dle manantía- 
les. Disponiendo, con motivo de un caso concreto y para 
que sirva de norma en los an ilogos, que denunciada la 
existencia de un manantial y cumplidos los trámites del 
art. 11 del reglumento, deben publicarse en la Gaceta 
y Boletines oficiales los anuncios d que alude el nú- 
mero 5* del art. 6.2, para que pu*dan reclamar u opo- 
nerse los propietarios del terreno, y que el silencio de 
éstos durante el plazo que marca el art. 11 no determáí- 
na la caducidad de su derecho, sino únicamente en su 
caso ln obiigación da indemniz.r al denunciador los 
gastos hechos hasta el trámite de anuncios. 

(GoB.) «Remitido á informe del Real Consejo 
de Sanidad el expediente promovido... en solici- 
tud de que se declaren de utilidad pública unas 
aguas minero medicinales... 

«Excmo. Sr...: Resulta del expediente que en 5 
de Julio de 1888 D. Francisco Varela Pérez de- 
nunció al gobernador de Lugo la existencia del 
manantial Charqueiro das Caldas, en Céltigos, 
cuyas a3uas, por sus virtudes terapéuticas, eran 
utilizadas por muchos enfermos, y pidió para 
ellas la declaración de utilidad pública, previa 
la formación de expediente, utilizando el dere- 
cho que concede el art. 11 del reglamento do ba- 
ños, y después que se e hades al provietario del te- 
rrene donde emergen las aguas, D. Manuel Vi- 
vero, qne había de ser expropiado. 

Notificada la pretensión al dueño, se reservó 
éste su derecho para explotarlas como minero 
medicinales. 

En 16 de Febrero de 1890 reprodujo su preten- 
sión Varela interesando se le autorizara para 
formar el expediente por su cuenta y que se die- 
ra conocimiento á Vivero de lo pretendido. 


AA 
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Oontestó óste en Marzo siguiente, pidiendo 
un año de prórroga para cumplir con el regla- 
mento de baños, lo que le fué concedido. Con 
posterioridad, enterado Varela de que existía 
otro copropietario del terreno donde emerge el 
manantial, ó consocio para explotarle, llamado 
D. Juan Vázquez, pidió en 17 de Abril de 1890 
que se le requiriera á los efectos de los arts. 11 
y 12 precitados; y hecho así, contestó el Vázquez 
en 8 de Mayo, que cuando se publicaran los 
edictos con arreglo al art. 6.” haría la reclama- 
ción oportuna de su derecho. 

En vista de esta-manifestación, Varela, con 
fecha 19 de Mayo último, interesó se declarara 
caducado el derecho de los propietarios del te 
rreno y se prosiguiera la tramitación del asun- 
to, pre según determina el art. 12 del 
reglamento de baños. 

l remitir el expediente, consulta la Dirección 
general de Beneficencia y Sanidad, como queda 
expuesto, si procede proseguir la tramitación, 
y en caso afirmativo, si, aunque el art. 12 del 
reglamento no monciona el párrafo segundo del 
núm. 5.” del art. 6.”, debe hacerse la publicación 
de los anuncios, según interesa el copropietario 
D. Jaan Vázquez. 

La Comisión no cree procedente declarar ca- 
ducado el derecho de los propietarios del terre- 
no donde el material emerge, para dedicarle á 
usos medicinales, ya porque no hay fundamento 
para esta expropiación, cuando ninguno de ellos 
se ha negado á cumplir con el reglamento de 
baños, ya también teniendo en cuenta que aún 
no se ha hecho la publicación de los anuncios 
fijando el período para las reclamaciones en con- 
tra de la pretensión de D. Francisco Varela 
Pérez, y en cambio consta que uno de los copro- 

ietarios ó asociados, Paralo explotación en su 

2, se reservó reclamar su derecho en dicho 
momento. 

Lo expuesto evidencia que el criterio de la Co- 
misión respecto á la consulta hecha. es que de- 
ben publicarse en la Gaceta y Boletín oficial de 
la ponia los anancios respecto á la solicitud 
de D. Francisco Varela, aunque el art. 12 del re- 
fesmanto de baños nada dice sobre el particu- 

, Porque con arreglo al art. 6. han de prece- 
der á la doclaración de utilidad pública, contra 
la cual pueden existir intereses varios que han 
de ser consultados siempre, y mucho más cuando 
al tratar el denunciador de unas aguas de ante- 
e sa derecho al de el propietario del terreno 

nde éstas emergen, se ha hecho constar que al 
publicarse los anuncios formularía el dueño las 
reclamaciones oportunas. 

Esta reserva es perfectamente legal, pues aun- 
que dentro del plazo concedido por el art. 11 

a haya hecho el dueño de unas aguas que in- 
dique su propósito de utilizarlas como agente 
terapéutico, si lo fueran, que aún no consta, no 
cabe negarle lo que se concede al que no osten- 
ta títulos de propiedad, de oponerse y reclamar 
contra la pretensión antes que concluya el pla- 
zo fijado en el art. 6.”, núm. 5. 

El único efecto que puede producir su silencio 
ó su inacción darante el año que concede el ar- 
tículo 11 es el de quedar ado á juicio de la 
Comisión, á indemnizar al denunciante de los 
gastos que hubiera hecho en el expediente has- 
ta el trámite de los anuncios. 

Así relacionados ambos artículos, el 6.” y el 12, 
ss garantizan, á juicio de la Comisión, como co- 
rresponde, todos los derechos y se cumple con 

e delta reglamentarias, correspon- 
diendo siempre al Gobierno acordar, por inicia- 
tiva de sus funcionarios ó á instancia de parte, 
si, como sucede en este caso, la hubiera, la for- 
mación del expediente que ha de justificar si en 


efecto son Ó no minero medicinales las aguas 
denunciadas.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver, 
como en el mismo se propone, disponiendo que 
acuerde V. S. la ampliación del expediente, dan- - 
do cumplimiento á los patos tercero, cuarto 
y quinto del art. 6.” del vigente reglamento de 

años. Al propio tiempo, se ha servido ordenar 
que la presente resolución se inserte en la Gace- 
ta para el debido conocimiento y oportuna apli- 
cación en casos análogos al del referido expe- 
diente. 

De Real orden, etc.—Madrid 23 de Marzo de 
1892.» (Gac. 27 1d.) 


R. 0.7 Abril 1892, 
Manantial « Moyanico». 


Se declaran minero-medicinales, á los efectos 
de la R. O. de 17 Mayo 1836, las aguas bicarbona- 
tadas mixtas, débilmente ferruginosas y litínicas, 
que emergen del Moyanico, y se autoriza su ven- 
ta en las farmacias, disponiéndose á la vez que 
el propietario del manantial que haya de gozar 
la declaración de utilidad pública reglamenta- 
ria, quede obligado á solicitar la competente 
autorización para toda obra nueva de captado 6 
alumbramiento, mediante expediente, en virtud 
del cual, y previo informe de los ingenieros, se 
determine que no puede perjudicarse ni existe 
peligro para la integridad del manantial de Mar- 
molejo. (R. O. 7 Abril 1892.—Gac. 10 4d.) 


R. O. 2 Abril 1892, 
Temporadas en Villavieja, 

Se concede la autorización solicitada por los 
propietarios para tener abiertos sus estableci- 
mientos al servicio público durante todo el año; 
quedando sujetos á atender á cuantos enfermos 
concurran á ellos, en la forma y condiciones que 
preceptúa el vigente reglamento de baños y 
aguas minero-medicinales y la R. O. de 21 de 
Mayo de 1872. (R. O. 20 Abril 1892.—Gaceta 23 
ídem.) 

Es. Os. 7 y 11 Mayo 18982. 
Salinetos de Novelda.—Balneario de Molínell. 


Se concede á D. Mariano A. Avenoza autoriza- 
ción para vender embotelladas las aguas cloru- 
rado sódicas sulfatadas de fuerte mineralización, 
denominadas Nuevo Salinetos de Novelda, con 
arreglo á lo determinado en la R. O. de 17 de 
Mayo de 1886, debiendo en cada una de las bote- 
llas, garrafonesó donde se transporten las aguas, 
fijar una etiqueta, rótulo ó inscripción, en la que 
se haga coustar con toda claridad el análisis 
cuantitativo de aquéllas. (R. O. 7 Mayo 1892.— 
Gac. 13 id.) 

—Se autoriza la apertura del balneario de Mo- 
linell para que en él puedan ser usadas y explo- 
tadas sus aguas durante el período de 15 de A bril 
á 15 de Julio de cada año, no fijándose por ahora 
la segunda temporada hasta que se compruebe 
si las fiebres intermitentes sn endémicas du- 
rante los meses de Septiembre y Octubre en la 
localidad donde las aguas radican, según se de- 
terminó en la soberana precitada disposición de 
13 de Octubre de 1886. (K. O. 11 Mayo 1892.—GQa- 
ceta 13 1d.) 

R. O. 2 Junio 1892. 
Puente Caldelas. 


Se declaran de utilidad pública para todos los 
efectos reglamentarios las aguas sulfurosas sódi- 
cas de los tres manantiales que alumbran en tér- 
mino de Puente Caldelas, y se fija el período de 
1. de Junio á 30 de Septiembre de cada año, co- 
mo temporada oficial. (Qac. 4 Junio.) 
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Sent, 10 Jullo 1691. Revocación de Real orden 
que limitó el uso comunal de un venero, no por razones de 
salubridad, sino por otras distinias, lesionando el dere- 
cho preexistente del vecindario del término donde las 
aguas emergen. 


Por R. O. de 81 de Diciembre de 1838 se resolvió que 
durante la época señalada como temporada oficial 
al balneario de La Garriga, el alcalde no permitiera 
á nirgún vecino extraer del manantial Pon Calent, 
que comunalmente pertenecía al pueblo, agua en 
vasija cuya cubida excediera de 10 litros. El Ayun- 
tamiento de la Garriga impugnó dicha resolución 
en vía contenciosa, y el Tribunal la deja sin efecto: 

«Considerando: que la citada conclusión... no pa- 
rece encaminada á impedir el uso privado de las 
aguas como medida de sarubridad pública en el sen- 
tido propio de la palabra, sino á impedir la adminis- 
tración de baños sin intervención facultativa para 
salvar los derechos é intereses del dueño del estable- 
cimiento balneario de aquel pueblo, conforme á los 
reglamentos vigentes en la materia, y señaladamen- 
te en el de 12 de Mayo de 1654, por cuya razón no 
tiene la disposición 4* menciouada el carácter de 
acto usando de las facultades discrecionales del 
Gobierno, sino de sa facultad reg'ada: 

Considerando: que no se ha demostrado que sea 
del orden civil la contienda suscitada por la Real 
orden que se impugna, pues sin entrar á apreciar el 
carácter de la concordia ó transacción celebrada 
entre el concesionario de las aguas de que se trata 
y el común de vecinos, ni la naturaleza de los dere- 
chos que de ella emanen á favor de una y otra parte 
en el nuevo pozo de Pon Calent, es lo cierto que la 
Real orden impugnada no se refiere en sus términos 
á cuestión alguna que pueda estimarse relativa á la 
posesión del referido pozo. que explícitamente se 
reconoce al común de vecinos, ni á su objeto ordi:- 
pario «n relación con las cláusulas de la transao- 
ción, sino á restricciones ó limitaciones del disfrute 
individual de sus aguas durante la estación termal, 
con presencia y en aplicación de los reglamentos 
expresados... 

onsiderando: que aparece demostrado el uso pú- 
blico constante y no interrumpido del manantial 
de Pon Calent, sin que para limitar semejante dere- 
cho hasta el extremo de no permitirse la extracción 
del agua más que en vasijas de determinada cabida, 
se haya alegado ni disposición precisa del expresa- 
do reglamento ni otra u)guna de carácter general: 

Y considerando: que, en su consecuencia, la Real 
orden impugnada en el punto concreto de que se ha 
hecho mérito, vulnera un derecho perfecto de ca- 
rácter administrativo y debe revnacarse » (Sent. 10 
Julio 1591.—(Gac. 17 Noviembre, p. 270.) 


BEBIDAS ESPIRITUOSAS. V. ContTRi1BU- 
CIÓN DE CONSUMOS: IMPUESTO SOBRE EL ALCOHOL: 
VINOS. 


BELLAS ARTES. V. AcabrEmMIa: EscuELAS. 
BENEFICENCIA. (Dic., t. II, ps. 4 á 116.) 


Ley 12 Junio 1892. 
Casa hospicio de Pontevedra. 


(GoB.) Extracto.—Se autoriza por esta ley al 
Ayuntamiento de Pontevedra para adquirir ó 
construir un edificio con destino á casa hospicio 
municipal, y al efecto se le cede en pleno domi.- 
nio el exconvento de Santo Domingo, que posee 
en usufructo, para cl expresado destino. (Ley 12 
Junio 1892.— Gac. 14 td.) 


R. O. 12 Agosto 1892 


Provisión y dotación de las plazas de secretario de Junta 
provincial cuando la exigilidad de las fundaciones no 


permita asignar al cargo la remuneración de 3.000 pe- 
setas anuales, 


(Goñ.) «...El Consejo (de Estado en pleno), ha 
examinado el expediente producido por la dimi- 
sión del serretario administrador de la Junta 
provincial de Beneficencia de Valladolid, y la 


consulta que hace la misma respecto al modo de 
resolver el conflicto producidu por no existir 
fondos con que pagar el sueldo al que dosempe- 
ña dicha plaza. 

Resulta que el mencionado sujeto, en 4 de 
Agosto de 1891, hizo dimisión, que lo fué admi- 
tida al siguiente día, aprobando la Junta la 
cuenta que presentó, y acordando dirigirse á la 
Dirección general de Beneficencia manisfestan- 
do que el secretario era el único empleado que 
quedaba para atender á los servicios, pues el 
auxiliar y el portero cesaron al empezar el año 
económico, por haber dejado la Diputación pro- 
vincial de consignar en su presupuesto la sub- 
vención que destinaba al efecto. 

Añado la Junta que el premio do 10 por 100 de 
administración de los bienes que interviene as- 
ciende sólo á 527 pesetas, y elevado al 20 por 100 
de los mismos, conforme al Real decreto de 11 
de Marzo de 1890, sólo producirá 1.054 anuales, 
insuficientes para dotar al secretario y atender 
al material, y termina indicando que había acor- 
dado quedar en suspenso hasta que se resolviera 
la dificultad..... 

La Dirección general de Beneficencia propuso 
que se pasara este asunto al Consejo, fundada 
en que el acuerdo que recaiga puede introdu- 
cir modificaciones en la instrucción vigente Ó 
aumentar los gastos de las Diputaciones provin- 
ciales, 6 indica su opinión de que siendo peque- 
ña la cantidad á que asciende el 10 por 100 de 
administración que autoriza el art. 16 de la ins- 
trucción de 27 de Abril de 1875, y aun la del 20 4 
que se refiere el art. 9.” del Real decreto de 11 de 
Marzo 1890, para el caso de que las Diputaciones 
se nieguen á consignar en su presupuesto la par- 
tida para pagar al secretario el sueldo máximo 
de 2.000 pesetas, propone que se obligue á las 
Diputaciones á que consignen dicha cantidad y 
la que sea precisa para los gastos más indispen- 
sables de material, puesto que los beneficios de 
las fundaciones recaen en los habitantes de la 

rovincia. Como medio subsidiario propone la 
Dirección el restablecimiento del impuesto del 
20 por 100 sobre el ingreso de las restantes obras 
pías por el examen de sus cuentas, aunque cree 
preferible el primer medio, ó sea la consigna- 
ción de 2.000 pesetas para sueldo del secretario 
y 150 para gastos de material, ó la diferencia 
entre lo que produzca el 20 por 100 de adminis- 
tración y las 2.150 pesetas referidas, para lo cual, 
las Juntas, antes de formar las Diputaciones su 
presupuesto, lo pondrán en su conocimiento. 

El Consejo entiende que en el caso actual y 
en todos los iguales que puedan ocurrir, ó sea 
cuando por el corto número ó escasa importan- 
cia de las fundaciones existentes en la provincia 
no basten sus rendimientos para pagar el sueldo 
máximo de 2,000 pesetas que señala para el se- 
cretario de las Juntas el Real decreto de 11 de 
Marzo de 1890, debe anunciarse por todos los 
medios la provisión de la plaza con sueldo me- 
nor, lo cual no consta que haya hecho la Junta 
do Beneficencia de Valladolid, y que sólo ante 
la imposibilidad de nombrar secretario por no 
ea nadie á solicitar tal cargo á causa 

e lo escaso del sueldo, ó cuando no existan fun- 
daciones que administren las Juntas, deberá ser 
de cargo del presupuesto provincial el referido 
sueldo dentro del mencionado límite, así cmo 
una pequeña cantidad para gastos de material. 
Tal es el parecer del Consejo en el presente caso, 
y para que sirva de a en los que en lo suce- 
sivo puedan ocurrir.» Y así se resuelve. (R. O. 12 
de Agosto de 1892.—(Qac. 18 1d.) 
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Dec. do comp. de 10 Marzo 1899, Mientras no 
sean reviendas las cuentas de administración de los esta- 
dblecimientos benéficos, existe cuestión previa y no puede, 
hasta su resolución, conocer la autoridad judicial de los 
hechos denunciados. 


El síndico del Ayuntamiento de Barco de Avila 
y, como tal, patrono del hospital de aquella villa, 
presentó denuncia al administrador del mismo, por 
malversación de fondos cometida, dando á préstamo 
en provecho propio 2.772 ptas.; y porque en sus cuen- 
tas habin además una partidadedata queencorraba 
gravedad suma, como esta, «lo son también 700 pese- 
tas pagadas como gratificación para poder conse- 

ir el cobro...» Cuando se estaban practicando las 

iligencias del sumario, el gobernador de Avila, á 
instancia del denunciado, que entre tanto babía re- 
integrado dicha cantidad, requirió de inbibición al 
Juzgado invocando los arts. 2. de la Inst. de 27 de 
Enero de 155, regla 2.*, art. 12, 7.*, art. 16; 8.*, artí- 
eulo 32, los Y9, 1U5 y 113 de la Inst. de Y7 de Abril de 
1875; el 11, regla 7.* de la ley de 20 de Julio de 1849, y 
los arts. £0 nl 58 del Reg. de 13 de Mayo de 18562, más 
sl 3. del R. D. de 8de Septiembre de 1887. 

El Juzgado defendió su jurisdicción, citando los 
arts. 401, 402, 407, 409, 410 y 548 del Código penal; 10 y 
14 de la ley de Enj. criminal, y 3.*, 4.",8.%, 11 y 16 del 
RE. D. de 8 de Septiembre de 1887, y alegó que los 
hechos denunciados venían á constituir delitos de 
malversación decaudales públicos, y suconocimien: 
to y castigo. únicamente correspondía á los Tribu- 
nalessinqueexista cuestión previa que resolver; que 
la calificación jurídica de los hechos era indepen- 
diente en absoluto de la censura y liquidación defl- 
nitiva que pudiese recaer sobre la cuenta en cues- 
tión; pues de ese examen sólo había de resultar, 
eomo hecho cierto, el de precisar la cantidad de que 
realmente fuese dendor el denunciado al hospital, 
eosa que nada tenía que ver y en nada influía para 
la calificación de aquellos hechos, no pudiendo tam- 

co estorbar en lo más mínimo la competencia del 
usgado para entender de tales extremos el que el 
Rodríguez, pasado con exceso el plazo que se le con- 
cedió, y cuando le había parecido conveniente, hu- 
biese ya reintegrado al hospital la suma antes indí- 
cada, porqusa esto en todo caso podría modificar la 
yenalidad aplicable al primero de los dos delitos de 
malversación que se persiguen, pero de ningún modo 
impedir la competencia yjropia de la jurisdicción 
ordinaria: 

Vistos el art. 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 
1887, y el 12, regla 2.* de la Inst. de 27 de Abril de 1875, 
sedecidela competencia á4 favor dela Admin:stración: 

«Considerando: 1.0 Quela presente contienda de 
comyetencia se ha suscitado con motivo de la de- 
nuncia formulada por D. Francisco García Coca, a0- 
tual patrono, en unión de otros, del hospital de San 
Miguel de la villa del Barco de Avila, contra el ad- 
ministrador que fué del mismo D. Natalio Rodri- 

ez, sobre rendición de cuentas durante la gestión 

e este último: 

2% Queentantoquelas repetidas cuentas, á cuya 
rendivión está obligado el denunciado, con sujeción 
á las disposiciones vigentes, no sean revisadas y 
aprobatas porlas autoridadesadministrativascom- 

etenters, existe con relación á los hechos denuncia- 

os una cuestión previa de la exclusiva resolución 
de la Administración, de la cual puede depender el 
falio que en su día hayan de pronunciar los Tribn- 
nales ordinarios: 

8. Que se está, por lo tanto, en uno de los casos 
en que por excepción pueden los gobernadores sus- 
citar contiendas de competencia en los juicios cri: 
minales, con arreglo al art. 3. del citado B. D. de 8 
OO MISIDES de 1837.» (R. D. 10 Marzo 1892.— Gac. 13 

mm.) 


Sent.27 Junlo 1891. Pertenece al patronato parti- 
cular el hospital fundado en cumplimiento de última dis- 
gir y cuyo patronato ha de conservarse en la famí- 

la del instituidor, por más que sean anejos al establecí- 
pe Os eclesiásticos adjudicables d clérigos aje- 
not a. 


En el siglo xvrit D. Gerardo Vidal, cumpliendo la 
voluntad de su tío D. Tomás, fundó en la villa de 
Fossá un hospital de pobres, dotándole de bienes 
propios, y reservándose durante su vida la adminis- 
tración y gobierno, en los que le sucederían los nb- 
tentores de los beneficios que había de fundar, y dis- 
poniendo además que después de su fallecimiento 


concurriese su heredero si habitase en la villa de 
Fossá, jintamente con los administradores, en lo 
relativo á la adn:isión de enfermos, elección de mé- 
dico, boticario, etc. Luego fundó dus beneficios ecle- 
siásticos bajo la advocación de San Miguel Arcán- 
gel y Santo Tcmás de Aquino, reservando el patro- 
nato de los mismos para sí y sus sucesores. Dispuso 
que después de su muerte sucediesen en la adminis- 
tración y gobierno del hospital los obtentores de los 
beneficios, alternando entre sí y llevando las cuen- 
tas un año uno, y otro año el otro obtentor, y para 
el caso de que Jos beneficiados no residiesen en 
Fossá ó fuesen menores de veinticinco años, su he- 
redero y sucesor nombraría un administrador del 
Po Instruído expediente sobre clasificación 
del hospital, después de las modernas leyes de Bene- 
ficencia, dictó Real orden el Ministerio de Ja Guber- 
nación declarando el establecimiento de curácter 
Y confiando su patronazgo á la Junta pro- 
vincial de Beneficencia. D. Jaime Vila, á quien se 
habían adjudicado como libres los bienes de los be- 
neficios pur auto judicial, dedujo demanda conten- 
ciosa idiendo se revocase la Keal orden, á lo que 
accede el Tribunal, vistos el art. 1.9, ley 20 de Junio 
de 1549, y art. 2.9, instrucción 27 de Abril de 1575: 

«Considerando: que ¡ara clasificar debidamente 
el hospital tundado en Fussá por D. Gerardo Vidal, 
como cumplidor de la voluntad de D. Tomás Vidal, 
debe atenderse exclusivamente á las cláusulas de la 
institución, pues sólv por su examen puede deter- 
minarse si se trata de un establecimiento benéfico 
pareio mias con los requisitos prevenidos por las 

eyes: 

Considerando: que el patronato de los beneficios 
creados bajo la advocación de San Miguel y Santo 
Tomás de Aquino, corresponde á los sucusores de 
D. Gerardo Vidal, quienes tienen asímismo faculta- 
des para nombrar administradores del hospital 
conando los beneficiados no residan en Fossá, ó sean 
menores de veinticinco años, lo cual demuestra que 
la voluntad del fundador fué la de que el patronaz- 
go de aquel establecimiento residiera en su familia: 

Considerando: que este juicio aparece confirmado 
por la escritura de fundación al prevenir que lus su- 
cesores de Vidal concurran con lus administradores 
del hospital á todos aquellos netos de importancia, 
dentro de la institución, tales como la admisión de 
enfermos, elección de facultativos, etc., etc.: 

Considerando: que los obtentores de lus beneficios 
no pueden reputarse como patronos de oficio, sino 
como meros administradores que disfrutaban el be- 
neficio como compensación al levantamiento de la 
CAYgA: 

Considerando: por lo expuesto, que el hospital de 
Fossá debe clasificarse como establecimiento pri- 
vado de Beneficencia, cuyo patronato corresponde- 
rá á la persona que en la vía y forma procedente jus- 
tifique su derecho, con arreglo á las claúsulas de la 
fundación: 

Considerando: que lo dicho no afecta á las facul- 
tades que con arreglo á las disposiciones vigentes 
competen al Gobierno sobre esta fundación en 
aquellos puntos no discutidos ni ventilados en el 
presente litigio, que sólo versa sobre la clasifica- 
ción del hospital instituido en Fossá por D, Gerar- 
do Vidal.» (Sent. del Tribunal de lo Contencioso de 
2 de Junio de 1891.- Gac. 11 Noviembre, p. 246.) 


Sent. 11 Febrero 1892. Rendición de cuentas por 
los patronos de instituciones particulares. 


Instituído por escritura pública un hospital para 
pobres forasteros en el pueblo de Maella, confiando 
el patronato al rector de la iglesia parroquial, y la 
administración directa á un procurador que aqué 
nombraría, y reclamadas cuentas al rector actual, 
opúsose á rendirlas, por no estimarse obligado á 
ello; y desestimada su oposición de Real urden, acu- 
dió á la vía contenciosa, dorde se absuelve á la Ad- 
ministración, con vista de los arts. 7. y 8. de la 
Inst. de 27 Abril de 1875: 

«Considerando: que el hospital de Maella, ecnmo 
institución benéfica que afecta á una culectividad 
indeterminada, se halla sin duda alguna compren- 
dida dentro de las prescripciones del art. 7.” antes 
citado, y por tanto, debe hallarse sometida al pro- 
tectorado del Gobierno: Ñ 

Considerando: que de la escritura de fundación 
no aparece que el fundudor relevase expresamente 
á los patronos del deber de rendir cuentas, ni tam- 
poco que explícitamente confiara el cumplimiento 
de su voluntad á la fe y conciencia de aquéllos, y de 
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consiguiente, por no hallarse comprendida la fun- 
dación de que se trata en ninguna de las dos expre- 
sadas excepciones del art.8.,es indudable la nbli- 
gación en quese halla de presentar sus cuentas al 
protectorado: 

Considerando: que sí bien la fundación contiene 
una clánsula, según la oual, llegado el caso de que- 
rerse introducir en el patronato, administración y 
manejo de las rentas y caudales del hospital otros 
que los designados por el fundador, se entiendan 
por no cedidos los bienes con que dotó dicha funda- 
ción, es lo cierto que, limitado el protectorado, se- 
gún el art. 8% 4 las facultades necesarias para lo- 
grar que sea cumplida la voluntad de los fundado- 
res, no puede afirmarse que se entrometa en el ma- 
nejo y administración de las rentas, ni por tanto, 
en manera alguna que se esté en el caso de aplicar 
dicha cláusula.» (Sent. 11 Febrero 1592.—Gac. 8 Sep- 
tientbre, p. 61 ) 


—Véase además sobre el asunto de este ar- 
tículo ABOGADO DE LA BENEFICENCIA: Baños Y 
AGUAS MINERO-MEDICINALES: COLONIAS ESCOLARES. 


BIBLIOTECAS Y MUSEOS. V. Archivos... 


BIENES MUEBLES. Sobre cuáles se com- 
prenden bajo esta genérica denominación, á los 
efectos del art. 518 del Código penal, véase en 
EsTara la sentencia de 28 Abril 1891. 


BIENES de la sociedad conyugal: dotales: 
parafernales: gananciales y del marido.— 
Diccionario, tomo 1I, ps. 118 á 160. 


Res. 3 Encro 1892. Incapacidad del cónyuge su- 
pérstite para disponer de las ganancias ó conquístas co- 
rrespondientes al premuerto, cuando en las capitulacio- 
nes matrimoniales nuda se concertó sobre la aplicación 
de las mismas. 


—Véase esta resolución en HIPOTECAS. 


Sent. 22 Enero 1892. Para que perjudique d ter- 
cero la confesión de dote, es preciso que conste la entre- 
ga de los bienes y efectos en que consiste. 


Según doctrina constante de este Tribunal Supre- 
mo, la dote confesada y otorgada por el marido, es 
ineficaz contra terceros acreedores, cuando, no re- 
sulta probada, á juicio de la Sala sentenciadora, la 
entrega de los bienes y efectos en que se hace con- 
sistir la expresada dote, y en este concepto el Tribn- 
nal sentenciador procede acertadamente aplicando 
el art. 40, en relación con el 89 de la ley hipoteraria. 
(Sala 1.*, sent. 23 Enero 1893.—Gac. Y Marzo, p. 108.) 


Sent. 8 Febrero 1892. Fuero de Baylío: Exige que 
se partan, como gananciales, al disolverse la sociedad con- 
yugal, todos los bienes aportadus y adquiridos por los 
cónyuges constante el matrimonto, o cual no obsta para 

e durante el consorcio puedan los cónyuges disponer li. 

emente de los bienes de su particular patrimonio (1). 


D. Pelayo Sánchez Gata, natural y vecino de Al- 
conchel, adquirió diferentes fincas que se le adjudi- 
caron p r defunción de su padre; y lnego contrajo 
matrimonio en la misma villa con doña María Jo- 
sefa Silva, también natural y vecina de ella. Sepa- 
róse de su mujor á los 12Ó6 13 meses y vendió algu- 
nas de aquellas fincas á su mad.e duña Dolores Ma- 
rín, confesando tener recibido el precio. Murió don 
Pelayo algún tiempo después; y su viuda doña Jose- 
fa, entabló demanda contra doña Dolores, expo- 
niendo queen Alconchel regía, para todo el que 
contraía matrimonio, cuando no se celebraba ex: 
ns contrato en contrario, el fuero de Bay- 

lo, Ó sen el de comunicarse los consortes los bienes 
que llevaban al casarse ó los que después adquirían 
po cualquier título ó concepto, y aun cuando uno 

e ellos no llevase bienes algunos, no por eso deja- 
ba de adquirir la mitad de los qne el otro tuviera y 
de los que en lo sucesivo adquiriese por cualquier 
concepto; que al contraer su matrimonio n> se hizo 
estipulación algana en sontrario del citado fuero, 
y que al poco tiempo de celebrado tuvo que sepa- 


(1) Véase el artículo Fuero DE Barulo del Dicoio- 
nario y en el APÉNDICE de 1896, p. 117, la importante 
sentencia de 28 Enero del mismo año, inserta bajo el epí- 
grafe Derecho internacional. 


rarse de su marido por sus malos tratamientos y por 
haber llevado en su compañía una joven con la que 
había continuado viviendo; que temeroso sin duda 
de que su mujer le pidiese alimentos ¿ de que en- 
tablase demanda de divorcio ó querella de adulte- 
rio, comenzó á vender á su ma ire muchas fincas sin 
necesidad y sólo para defsaudar á su mujer, y fun- 
dada en las disposiciones del indicado fuero y en 
que las ventas que verificó de las fincas fueron con- 
tratos simulados y fraudulentos para hacer 11uso- 
rios los legítimos derecnos de la demandante, que 
el art. 132 del Oódigo civil, en su párrafo segundo, 
declaraba subsistente cualquier derecho foral escri- 
to Ó nonsuetudinario en toda su integridad y sin 
menoscabo en cualquier territorio en que hubiera 
regido; y que con sujezión además al art. 838 del ci- 
tado Código, correspondía á doña María Josefa Sil- 
va el tercio de los bienes que dejara su marido, ó que 
tendrín, á no haberse obrado con fraude, ejercitan- 
do la acción real, pretendió se declarase que el do- 
minio de las fincas vendidas pur D. Pelayo Sánches 
Gata Marín á su madre doña Dolores Marín Rivera, 
tocaba y pertenecía á doña María Josefa Silva, co- 
mo mujer que fué de D. Pelayo, y que en nu virtud 
se condenase á doña Dolores á que lu hiciera entre- 
ga del dicho dominio, como también la mitad de las 

emás fincas que aparecieran vendidas á la misma 
compradora, ó que retuviera como suyas en concep- 
to de heredera abintestato de su hijo, previa decla- 
ración de nulidad de las ventas, condenándosela 
también á que entregase á doña María Josefa el ter- 
cio de la mitad delas fincas y bienes que correspon- 
dieron á D. Pelayo, y al pago de costas. 

Impugnada la demanda y sustanciado el pleito en 
dos instancias, dictó sentencia la Audiencia de Cá- 
oeres, que no fúé conforme con la del juez de prime- 
ra instancia, declarando no haber lugar á la nuli- 
dad del contrato de compraventa, otorgado en la 
ciudad de Olivenza en Y! de Febrero de 1890, por el 
que D. Pelayo Sánchez Gata y Marín enajenó á su 
madre doña Dolores Marín Rivera las fincas situa- 
dasen término de la villa de Alconchel, descritas 
en la citada escrivura, la cual era válida y eficaz, 
quedando subsistente lo pactado en ella, por no 
existir el fraude alegado, declarando asimismo que 
la demandante doña María Josefa Silva, casada por 
el fuero de Baylío, tiene derecho á la mitad de la 
tovalidad de los bienes que existieran al disolverse 
la sociedad conyugal por fallecimiento sin testar de 
su marido D. Pelayo Sánrhez Gata y Marín, por lo 
que al practicarse la división de la herencia de áste, 

ebían adjudicarse á la citada doña Dolores Josefa 
Silva en la proporción indicada y en concepto de 
gananciales, como igualmente señalarle la porción 
correspondiente en usufructo que el Código civil 
cuncede al cónyuge sobreviviente, sin hacer expre- 
sa condena de costus de ninguna de las instancias. 

Doña María Josefa Silva, ha interpuesto recurso 
de casación por haberse infringido á su juicio: 1.” El 
Fuero de Baylio, de a¡licación en Alconchel, san- 
cionado por la ley 12.*, tit. 1V, libro X de la Novísi- 
ma Recopilación, según el cual todos los bienes que 
los casados llevan al matrimonio ó adquieren por 
cualquiera razón se comunican y sujetan á particí- 
pación como gananciales; «omunidad de bienes que 
quería decir, que subsistente el matrimonio serán 
lo mismo del uno que del otro cónyuge, con las res- 
tricviones consiguientes á la comunidad de no po- 
der vender sino con el consentimiento expreso de 
ambos, infringiéndose esa Jey al no interprotarla 
así la sentencia: Y 2. El art. 130 del reglamento 
para la ejecución de la ley hipotecaria, en relación 
con la anterior ley del Fuero... Siendo ponente don 
José de Garnica, declara el T. S. mo haber lugar al 
recurso: 

«Considerando que la observancia mandada guar- 
dar por Ja ley 12, t1t. IV, libro X de la Noviísima Re- 
copilsación del Fuero llamado del Baylío en la villa 
de lee Jen ciudad de Jerez de los Caballeros 
y demás pueblos en que era costumbre, no consiste, 
sezún los términos de la citada ley, en la comuni- 
dad de los bienes desde el instante del matr'monio, 
sino en comunicarlos y sujetarlos todos á partición 
cumo gananciales, ó sea al tiempo de disolverse la 
sociedad, que es el momento en que con arreglo á 
la legislación común se determina este carácter en 
los que excedan de las peculiares aportaciones de 
los cónyuges, y por lo tanto que durante el matri- 
monio pueden los sometidos á dicho Fuero dispo- 
ner libremente de los bienes de su particular pa- 
trimonio: 


SA 
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Considerando que esta inteligencia de la obser- 
vancia citada es además conforme al principio de 

ue el libre uso de la propiedad no debe entenderse 
Emitado sino porlas disposiciones expresas de las 
leyes ó porlos pactos particulares y á la interpre- 
tación estricta de los fueros y costumbres contra- 
rios al derecho común: 

Considerando que no favorece al recurrente la 
prescripción reglamentaria del art. 180 para la eje- 
eución de la ley hipotecaria, que se limita á orde- 
Dar, como correspondía á sus fines, que seinscriban 
eomo propios de ambos cónyuges los bienes que, 
eon arreglo á fueros ó costumbres, pertenezcan á 
comunidad conyugal, y no determina qué bienes son 
los que tienen tal concepto, lo cual es propio de la 
ley civil sustantiva.» (Sen!. 8 Febrero 1692. - Gac. 16 
Marzo, p. 129.) 


Resol. 4 Mayo 1892. Créditos hipotecarios d fa- 
vor de mujer casada. 

En esta resolución, la Dirección de los Registros, 
son vista de los arts. 59, 61, 1.815 y 1.407 del Codigo 
elvil, establece que es válida la aceptación por mu- 
jer casada con autorización de su marido, del reco- 
nocimiento de un crédito realizado á su favor, y 
dela hipoteca constituida por el deudor para ase- 
gurar el pago, sin necesidad de precisar de momen- 
to la naturaleza ganancia), dotal, etc., del crédito, y 
sin perjuicio de que se clasifique en su día. Los fun- 
damentos de esta doctrina véanse en su lugar cro- 
nológico del articulo HIPOTECAS de este APÉNDICE. 


Resol. 15 Junio 1892. ¿Es válida la enajenación 

la viuda, antes de liquidarse la sociedad conyuaa!, de 

a bienes aportados al matrimonio en calidad de dolales 
nestima dos? 


Confirma esta decisión la doctrina que sanciona 
la capacidad de cada cónyuge para disponer de lo 
me rivativamente le corresponde. y se inserta con 
as demás de la Dirección general de los Registros 
en el artículo HIPOTECAS. 


Resol. 30 Junlo 1892. Ley aplicable 4 la aso: 
ciación en las compras y mejoras que es costumbre pac: 
ter en el campo de Tarragona. 


Lo mismo que las anteriores, se inserta esta reso- 
lución en HiPoTECAS. Establece en razonados fun- 
damentos la doctrina de que es aplicable el Código 
civil en la parte que regula la sociedad de ganancia- 
los, al territorio generalmente llamudo Campo de 
Tarragona (1). 


Resol. 19 Septiembre 1892. ¿Es compatible el 
art. 20 de la ley hipotecaria con el sistema de comunidad 
foral de Vizcaya? 


Véase esta resolución en HIPOTECAS. 

BIENES NACIONALES. V. CarrLLANÍAs: 
DesamorTIZACIÓN: MayYorazaos: PROPIEDADES Y 
DERECIUOS DEL E3TADO. 


BIENES COMUNALES y de propios. Véa- 
se DesamorTIZACIÓN. 


BIENES DE LA CORONA. V. ParriMONIO 


DR LA CORONA. 


BIENES MOSTRENCOS. El art. 100 del re- 
glamento de 31 Agosto 1892, por los servicios de 
inspección é investigación de la Hacienda públi- 
ca, declaraba aplicables las prevenciones del 
mismo á las gestiones para descubrir bienes que 
como mostrencos correspondan al Estado. El re- 
glamento vigente, aprobado en 4 de Octubre de 
1895 (Ar. de íd., p. 690), nada dice sobre el parti- 
cular, pero el R. D. de 14 Abril 1896 (Ar. de ídem, 
pág. 188), asigna á los administradores de bienee 





(1) Sobre aplicación en las provincias forales del Có- 
digo cívil en cuestiones relacionadas con la materia de 
este artículo, véase en el APÉNDICE de 1894, pdgs. 304 
9533, las contradictorias resoluciones de 26 de Abril y 
22 de Agosto del año de 1894 y en el APÉNDICE de 1895, 
págs. 258 y 793, las de 18 de Marso y 17 de Septiembre 


del Estado la investigación de bienes y derechos 
del mismo y el descubrimiento de los vacantes 
(mostrenros) y detentados. 


BIENES DE MENORES. Diccionario, to- 
mo IT, págs. 160 4 166. 


feat. 27 Octubre 1891. Adoleca del vicio insub- 

sanable de nulidad la venta de bienes de menores hecha 
artícularmente por los guardadores ó sín el requisito de 
a pública subasta. 

Por la sentencia de esta fecha, resulta que en 
pleito sobre nulidad de venta de ciertas casas de un 
menor, solicitada por éste, acogiéndose al beneficio 
de restitución in integrum, y después en la réplica, 
renunciando á la 1escisión por este beneficio, soste- 
riendo tan sólo la acción de nulidad por haber exis- 
tido vicius para ello en la precitada venta, fuó im- 
pugnada la pretensión por la parte demandada, y 
seguido el pleito en sus trámites, se condenó al de- 
mandado, el cual interpuso contra el fallo, recurso 
de casación por diferentes motivos. El T.S., siendo 
ponente D. Francisco Saler, desestimó el recurso: 

«Considerando que la Sala no aplica indebidamen- 
te Ja ley 60, t1t. 16, Partida 8.* y demás que se men- 
cionan en el motivo 60, y sí ajusta eu fallo á la ex- 
presada ley, puesto que ésta terminantemente exi- 
ge que la venta de bienes inmuebles de los menores 
se practique en pública subasta, andando la cosa pu- 
blicamente en almoneda treinta días; y faltando este re- 
quisito, como aparece en el pleito y las partes reco - 
nocen. tiene este S. T. declarado que es ineficaz la 
venta de bienes de menores, y como esta calificación 
merecen las tres casas vendidas, porque el derecho 
de aquéllos nació fallecido el testador, y no desde 
la adjudicación, que es medio que facilita al herede- 
ro el ejercicio de su derecho sobre cosa determina- 
da, sin aluerar el que rige desde que se abre la suce- 
sión, y por ello carece de fundamento lo alegado en 
el motivo ya citado.» (Sala 1.?, sent. 27 Octubre 1891. 
—Gac. 16 Diciembre, p. 200.) 


Rono!. 5 Abril 1892. ¿Puede el padre sin autoriza. 
ción judicial extinguir derechos reales constituidos d fa- 
vor de los hijos? 


Véase esta resolución en el articulo HIPOTECAS. 


BIENES DE HIJOS no emancipados meno- 
res de edad. Véase este mismo artículo en las 
páginas 137 y siguientes del tomo II de la 5.* 
edición del Dicc., y en este APÉNDICE, artículo 
PATRIA POTESTAD, la importante sentencia del 
Tribunal Supremo de 22 de Octubre de 1891 sobre 
si puede renunciarse por los padres la adminis- 
tración de los bienes de sus hijos. 


BIENES RESERVABLES. Véase en Hiro- 
TECAS la resolución de la Dirección de los Regis- 
tros de 25 de Junio de 1892 sobre manera de ins- 
cribir los bienes sujetos á la reserva troncal del 
articulo 811 del Código civil. 


BIENES DE DOMINIO PÚBLICO. Tienen 
este carácter las vías pecuarias, los abrevaderos 
y los descansaderos de la ganadería.—Véase en 
GANADERÍA el art. 13 del R. D. de 13 Agosto 1892. 


BILLETES: De la lotería. —V. FALsIFICACIÓN. 
De la Deuda de Cuba.—V. Banco ESPAÑOL DE LA 
Habana: DEUDA PÚBLICA. 


BOLSA DE MADRID. V. CoxsTRUCCIONES. 


BUQUES. Sobre derechos que han de satis- 
facer, consúltense las disposiciones y conceptos 
del Arancel de Aduanas de 81 Diciembre de 1891, 
citados en el sumario alfabético de RENTA DM 
ADUANAS. 

—Véase además Hipoteca nAvaL: Marina, 
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CABAÑA ESPAÑOLA. V. GanapDenÍa. 
CABILDOS. V. CEMENTERIOS. 


CABLES telegráficos y submarinos. Véase 
el índice del Arancel de Aduanas de 31 Diciem- 
bre 1891, en RENTA DE ADUANAS. 


CABOTAJE. Mercancías que se aplican á 
este comercio.—Véanse los Aranceles de 81 Di- 
ciembre 1891 en ReNTA DE ADUANAS. 


CADUCIDAD de acción, recurso é instan- 
cia. Véase en ConseJo DE EstTaDo el art. 18 del 
R. D. de 28 Julio 1892 y su nota, y además EnJur- 
CIAMIENTO CIVIL. 


CADUCIDAD de créditos. V. DrEupa PÚBLI- 
ca: DESAMORTIZACIÓN: PRESCRIPCIÓN. 


CALAMIDADES públicas. El artículo 22 
de la ley de presupuestos de 30 de Junio de 1892, 
antorizó al Gobierno para invertir hasta 750.000 
pesetas en socorrer á los pueblos que por inun- 
daciones, heledas ó pedriscos hubieran perdido 
durante el último semestre ó perdieran en aquel 
ejercicio la totalidad ó la mayor parte de sus co- 
sechas; y el 28 concedió la condonación del pago 
de la contribución en calidad de plantaciones de 
árboles, á los que en los cinco últimos años 
hubieran sufrido los efectos de una calamidad, 
como heladas, inundaciones, pedriscos, etc., 
hasta el punto de haberse kecho necesario su 
arrancamiento ó la corta de sus troncos ó su des- 
moche. 


CALUMNIA. V. InJunra. 


CÁMARAS DE COMERCIO. Alas disposi- 
ciones que bajo este mismo epígrafe hemos co- 
leccionado en el Diccionario, t. II, p. 191, debe- 
mos añadir la siguiente 


R. O. 18 Octubre 1892. 
Facultando á las Cámaras de Comercio en el extranjero 
para autorizar los certificados de origen. 
(Hac.) Ezrtracto.—La Cámara de Comercio de 
España en Londres, solicitó «que se autorice á 
dicha Corporación para que sólo ella ó sus dele- 
na oficiales en los puertos británicos sean 
as que den el visto bueno en los certificados de 
origen de los productos ingleses que se remiten 
á la Península»; y «que se le autorice á percibir 
un derecho de una peseta y 20 céntimos por cada 
certificado de origen que expida». Se resuelve: 
«1. Que se declare que lo mismo la Cámara 
de Comercio de España en Londres que todas las 
demás Cámaras españolas establecidas en el ex- 
tranjero y reconocidas por el Gobierno, pueden, 
si lo tienen por conveniente, autorizar los certi- 
ficados de origen en la misma forma que lo ha- 
cen las Cámaras de Comercio extranjeras, según 
la regla A, caso 5. de la disposición 12 del Aran- 
cel (1), siempre que les conste que la persona que 
firma el certificado es productor ó fabricante de 
los artículos que aquel documento expresa, 6 
persona autorizada por los mismos. 


(1) Quiere aludir, sín duda, d la regla 1.*, disposición : 


duodécima del Arancel de 81 de Diciembre de 1891, 3 u- 
blicuodo en la Gaceta de 1.2 Enero 1898 é inserto en REN- 
TA DE ADUANAS de este mismo APÉNDICE, 


Y 2. Que no es posible acordar la autoriza- 
ción solicitada para imponer un gravamen por 
la expendición de los certificados, porque la le- 
gislación actual no consiente tal exacción. 

De Real orden, etc.—Madrid 18 de Octubre 
de 1892. —Concha.—Sr. Director general de Adua- 
nas.» (Gac. 17 Viciembre.) 


—Véase en el ArénpicE de 1895, p. 145, la orden 
de la Dir. gen. de Agricultura de 6 de Febrero, 
sobre Juntas directivas de las Cámaras de Co- 
mercio. 


CANAL DE ARAGÓN Y CATALUÑA. Es 
el antiguo de Tamarite, como ya hemos dicho en 
el Dicc., t. II, p. 250. Por R. D. de 3 Febrero 1888 
(Gac. del 6 y Ar. de 1888, p. 17), se otorgó nueva 
concesión de él, pero fué declarada caducada 
por otro de 12 Junio 1892. (Fac. 14 Junio.) 

El Estado se ha encargado de continuar las 
obras de este canal, 4 virtud de la ley de 5 de 
Septiembre de 1896 (Ar. de id., p. 697). 


CANAL de Isabel 11. V. Daños Y PERJUICIOS. 
CANCELACIÓN de hipotecas, V. HrrPo- 


TECAS. 
CAÑADAS. TV. GanaDenía. 


CAPATACES AGRÍCOLAS. Véanse los ar- 
tículos 2.” y 114 á 122 del reglamento de 80 A gos- 
to 1592, inserto en AGRICULTURA. 


CAPELLANÍAS. La importante legislación 
que hemos compilado bajo este mismo epígrafe 
en el Dicc., t. 11, ps. 259 á 279, no ha sido adicio- 
nada durante el año 1892 (1). La doctrina pro- 
clamada acerca de ella sí resulta enriquecida 
con nuevas declaraciones qua vamos á presentar: 


Jurisprudencia. 


24 Junto 1891. No puede acordarse la excepción 
delas capellansas colativas familiares si no se presenta 
el titulo de colación (2). 


La presentación de ese título es requisito impres- 
cindible en losexpedientes de excepción de las cape- 
llanías con arreglo al R. D. de 12 de Agosto de 1871, 
impidiendo su falta el que puedan exceytuarse de la 
desamurtización los bienes dotales de las mismas. 
(Sent. del T. C. A. de 24 Junio 1591.—Gac. 10 Novierm- 
bre, p. 239.) 


260 Septicmbre 1891. Resoluciones lesivas al Es- 
tado, que declararon exceptuados de la desamort.zación, 
como pertenecientes dá una capellanía de sangre, m.is bie- 
nes que los dotales de la misma. 


Vistos los arts. 8.0 del R. D. de 21 de Mayo de 1853 
1.2 de la ley de 1.2 de Mayo de 1655, 29 y 12 de la de 11 
de Julio de 1%58 y 174 de la Inst. de 31 de Mayo 18565, 
revoca el Tribunal de lo Contencioso administrati- 
vo un acuerdo de la Junta superior de ventas de bie- 
nes nacionales, y una orden del presidente del Po- 
der ejecutivo de la República, en cuanto reconncie- 
ron que cierto edificio pertenecía á la dotación de 
una capellanía familiar, no obstante resultar acre- 
ditado que no estaba comprendido entre los bienes 
dotales de ella, según la escritura de fundación. Se 
recuerda además que á la fecha en que 86 hiso la de- 


(1) Las disposiciones de carácter general posteriores 4 
las incluídas en el Diccionario, han sido las Rs. 03. de 3 
de Enero y 8 de Diciembre de 1994, sobre inscripción en el 
Regístro de la propirdad de transmisiones da bienes de 
capellaniías (AP. 1894, ps. 9284 y 81%); y el R. D. de 13 de 
Octubre de 1895 sobre propiedad de los bienes y rentas de 
las capellantas no conmutadas (AP. 1898, p. 487.) 

(2) Véase más adelante la Sent. de 81 de Mayo de 1893 
que contiene óautoriza, para determinado caso, una ex- 
cepción d este principto. 
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elaración de ser lesivas al Estado dichas determina- 
ciones (9 ó 29 de Abril de 1681), no se había fijado 
término por las disposiciones legales para dictar 
resoluciones de esa indole. (Sent. 28 Septiembre 1691, 
Gac. 3 Julio.) 


26-28 Septiembre INP1. No procedala excepción 
de venta le bienes de capellantas cuando no se ha juntirl- 
cado conforme al D. de 12 de Agosto de 1871. Costas al 
reclamante como correctivo de su temeridad. 


Desestimada por Real orden la solicitud de excep- 
ción de las fincas de cuatro capellanías, disponien- 
do que se procediese á ejercer sobre ellos la acción 
investigadora, acudió D. Pelegrín Ortiz á la vía con- 
tencioso administrativa, en la que es confirmada 
dicha resolución: 

«Considerando: que los interesados en las cuatro 
capellanías no cumplieron los requisitos estableci.- 
dos en las Rs. Os. de 6 de Julio de 1881. 20 de Agosto 
de 15%, y R. D. de 12de Agosto de 1671, á fin de que 
se declarase hallarse aquéllas exceptuadas de la 
OO REAción como familiares ó memorias pia- 

OSas... 

Considerando: due por no haber presentado Ortiz 
documentación alguna dentro del plazo que al efec- 
to fijó la Dirección general de propiedades y dere- 
ebos del Estado en 4de Junio de 1887, ni alezado jus- 
ta causa de imposibilidad ó de prórroga para efec- 
tnarlo, ha sido procedente la resolución impugna- 
da, que al desestimar la solicitud del reclamante, en 
virtud de las disposiciones citadas á la vez y como 
crnsecuencia, preceptúa el ejercicio de la acción in- 
vestigadora sobre los bienes de las mencionadas ca- 
pellanías: | 

Y eonsiderando: que es evidente la temeridad del 
demandante al sostener este litigio, puesto que ni 
enel expediente gubernativo ni en los antos, APa- 
rece datoalgano que pueda hacer deducir la existen- 
cia de derecho ó interés por su parte en el asunto, 
sun cuando su personalidad ante el Tribunal no 
pueda ser rechazada.» (Sent. 26 23 Septiembre 1891. 
Gacs. 8 Julio y 6 Agosto, p. 298.) 


11 Noviembre 1891. Está en su lugar la declara- 
ción de injustificada referente á la solicitud de expedi- 
ción de láminas en equivalencia de los bienes de una ca- 
pellanía, por no haberse acreditado ni su existencia, ni 
su carácter, ná los derechos del que se atribuye el concep- 
to de patrono. 


Solicitada por el Cabildo catedral de Cuenca la 
entrega de láminan de ln Deuda en equivalencia del 
precio de los bienes de cierta capellanía colativa, 
quese hatíanm vendido por el Estado y de la cual 
era patrono, fué denegada esta pretensión por Real 
orden de 4 de Julio de 1889, por no haberse justifica- 
do dicha cualidad. Reproducida en vía contenciosa 
la solicitud, se desestima, con vista de los arts. 4.2 v 
5* del R. D. de 12 de Agosto de 1871 y de la R. O. de 20 
del mismo mes de 1€68: 

«Considerando: que con arreglo á lo prevenido en 
los arts. 4.0 y 5.0 del R. D. de 12 de Agosto de JS71l, y 
en virtud de la orden que la Dirección general de 
Propiedades dictó en este expediente con fecha 13 
de Octubre de 1%67. el Cabildo de Cuenca debió jus- 
tificar la existencia de la fundación de D. Sancho 
dela Torre, y su carácter de patrono, presentando 
la escritura originaló cotejando con ella el testi- 
monio que habia presentado, ó cuando menos aca» 
diendo á los medios de praeha del derecho común 
en censo de que la primera coria ó el protocolo de 
dicha escritura hubiesen desaparecido: 

Considerando: que sin alegar la no existencia de 
dieha primera copia y del nrotocolo, se verificó el 
cotejo del testimonio de 18977, con otro testimonio 
de la escritara de fandación de 10 de Abril de 1593, 
que indudablemente no puede tener cl carácter de 
nera copia, porque no aparece expedido hasta 

de Diciembre de 1582, ó sea veintinneve años del 
ot-rgamiento de la escritura de fundación, y por 
diferente escribano: 

Considerando: que el cumplimiento de las cargas 
que debió acreditarse en el plazo improrrogable de 
Cuarenta y cinco días, según la orden de la Direc- 
ción de 29 de Enero de 1939, tampoco aparece justi- 
ficado, pues tan sólo se presentó Á este propósito 
UnA certificación del secretario del Cabildo que no 
puede tener fuerza probatoria, en razón á queno se 
refiere A documento alguna concreto, ni siquiera 
Consta que se hayan exbibido las cuentas de las que 
resultara el destina que habian tenido las rentas de 
la fundación de que setrata: 


Considerando: que en virtud de lo expuesto, la 
Real orden reclamada se ajustó á derecho al deses- 
timar por injustiticada la solicitud del Cabildo...» 
(Sent. 11 Noviembre 1891.—Gac. 1.2 Septiembre 1682, 
pág. 63.) 


20 Novicmbre 1891. Las leyes de 19 Agosto 1841 
y 11 Octubre 1820 sobre adjudicación de bien»s y supre- 
sión de mayorazgos, no son aplicables d las fundaciones 
eclesióstiscas, no familiares, que 88 rigen por las des- 
amortizadoras. 


Doña Teresa Martínez de Trujillo fundó una ca- 
pellanía (con aprobación del prelado que declaró 
espiritualizados los bienes) y nombrá capellán y pa- 
trono 4 Antón Rodi1íguez; para después de la muer- 
te de óate al que el mismo hubiera designado; lnego 
al que eligiese el otro capellán, y así sucesivamente. 
D. Manuel de Solís, invocaudo su parentesco con la 
fundadora y acogiéndose á la ley de 19 de Agosto 
de 181*, solicitó que se le adjudicaran los bienes de 
la fundación por creerse con derecho preferente. 
Denegada tal solicitud por la Audiencia de Sevilla, 
interpuso la parte actora recurso de casación por 
conceptuar que el fallo infringía el art. 1.” de la ci- 
tada ley, la jurisprudencia á su tenor establecida, 
y el art.5.? de la de 11 de Octnbre de 1520 El T.S., 
siendo ponento D. Ricardo Gullón, declara no ha- 
ber lugar al recurso: 

«Considerando que no pueden estimarse los moti.- 
vos del recurso, porque la capellanía de que se tra- 
ta, si bien es eclesiástica ó colativa, según recono- 
cen las partes, no pertenece á la clase de las deno- 
minadas de sangre ó de aquellas á cuyo goce están 
llamadas ciertas y determinadas familias, siendo 
inaplicables, por consecuencia, Áá la cuestión del 

leito, tanto la lay de 19 de Agosto de 184l, qne can- 

orme demuestran su espíritu, su letra y todas sus 

disposiciones se refiere exclusivamente £ las funda- 
ciones que tionen el doble carácter de colativas 
familiares, como la ley de 11 de Octubre de 1820, que 
sólo puede invocarse con relación a los mayoraz- 
gos, fideicomisos, patronatos ú cualquier otra vin- 
culo lnical, vr de ningún mondo respecto de uua ins- 
titución ó beneficio eclesiástico como el fundado 
por doña Toresa Martinez Trujillo, el cual está 
comprendido en las vigentes leyes desamortizado- 
OO 26 Noviembre 1891.—Qac. 5 Eaero 1892, 
pág.<) 


21 Encro 1892. Justificación de! entronque del re- 
clamante con el funda Jor y de la descendencia de las lí- 
neas llamadas al goce de los bienes, conforme al Real de- 
creto de 19 Agoxto 1871: La falta de estas juat:ficaciones 
no produce la incautación de los bienes por el Estado, 


Instituída una capellanía familiar el siglo XvrI, 
promovióse pleito subre sucesión en su patronato 
pasivo, y terminó porsentencia del Tribunal metro- 

olitano de Valencia, reconociendo el derecho de 
Pranciaco Jimeno Á servir el beneficio, como deudo 
de preferente rarentesco. En 1682, D. Antonio Jime- 
no, deninstrando su entronque con el D. Francisco, 
acompañando las escrituras de colación de los tres 
últimos capellanes y la sentencia del referido Tribu- 
nal, solicitó que se exceptuasen los bienes de Ja de 
samortización. Recayó HR O. desestimando la instan- 
cia y mandando proceder á la investigación de los 
mismos: D. Antoninimpugnó esta resolución en vía 
contenciosa, y el Tribunal de este orden absuelve de 
la demanda Á la Administración, con vista dol Real 
decreto de 13 Agosto 1871 y de su art. 17, de la orden 
de 12 Marzo 15741 y de la circular de la Dirección de 
propiedades de 4 Febrero 18€8: 

«Considerando: que según el art. 4.? del R. D. de 12 
de Azosto da1871, los que se crean con derecho á los 
bienes de car ellanias f.miliares Óó de sangre y me- 
morias piadosas, deherán ncompañar á la solicitnd 
de excepción las partidas sacramentales que justi- 
fiquen el entronque del racurrente con el fundador 
> le descendencia de las líneas llamadas al goce de 
los patronatos activo 0 pasivo (1): 

Considerando: que determinado en esta forma, no 
sólo el hecho que debe resnltar justificado. sino tam- 
bién el modo de acreditarlo, no es posible legalmen- 
te admitir otro medio de prueba, y por lo tanto la 
sentencia del Tribunal de la Curia eclesiástica de 
Valencia, presentada por Jimeno Sempere, es insu- 


(1) Si no pueden presentarse todas las partidas sacra- 
men'ales, son admisibles otros medios de prueba. (Sent. 10 
Mayo 1892, AP. de 1898, p. 88.) 
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ficiente para llenar el vacío que aparece en la docn- 
mentación traída al expediente: 

Considerando: que desestimar la solicitnd de ex- 
cepción no implica la incautación de los bienes do- 
tales de una capellanía; lo cual sólo sería oportuno 
cuando reunidos por la investigación los documen- 
tos que para acreditar el carácter de la fundación 
requiere el Real decreto citado resultase de los mis- 
mos, que la de que se trata no ha sido nunca tami- 
liar, ó que hbabiéndolo sido en su origen ha perdido 
en la actualidad dirho carácter con arreglo á las 
disposiciones del derecho canónico; únicos casos en 
que tienen ó adquieren los bienes de una institución 

e esta clase el concepto legal de eclesiásticos, que 
es el que los sujeta á Ja desamortización, según lus 
leyes civiles y las concordadas con la Santa Sede, 
que regulan esta materia: 

Considerando: que en el estado actual del asunto, 
lo procedente es, en virtud de lo que dispone el ar- 
ticulo 17 del Real decreto ya citado de 12 de Agosto 
de 1671, y la regla 4.* de la orden del Presidente del 
Poder Ejecutivo de la República, fecha 12 de Marzo 
de1871, reiterada por la Dirección general de Propie- 
dades y Derechos del Estado, expedida en 4 Febrero 
de 1868, que la Administración ejerza su acción in- 
vestigadora para determinar e) carácter que ofrecen 
los bienes dotales de la capellanis instituida por 
doña Violante Cantó, respetando entre tanto el es- 
tado posesorio de los mismos; y 

Considerando: que la Real orden impugnada, no 
por desestimar la solicitud de excepción formulada 

or D. Antonio Jimeno Sempere, dispone la incau- 

ación por el Estado de los bienes de las capellanías 
en cuestión y su venta, sino que manda proceder á 
la investigación de dichos bienes, siendo por lo tan- 
to notorio que se halla de acuerdo con los principios 
de respeto Á la propiedad familiar consignados en 
las disposiciones mencionadas, por lo cual procede 
confirmarla, absolviendo de la demabda á la Admi- 
nistración general del Estado.» (Sent. 21 Enero 1892. 
Gac. 17 Septiembre, p. 21.) 


5 Mayo 18928. Cuestión de derecho civil relativa d si 
el que solicita la excepción es ó no pariente del fundador. 


Denegada á D. Juan García Olivas la excepción 
de venta que solicitó de la Administración para los 
bienes dotales de una capellanía farriliar, por no 
haber probado su parentesco con el fundador (1), 
acudió al T.C. A., que se declara incompetente para 
conocer de la demanda: 

«Considerando: que An está declarado repeti- 
damente por el Consejo de Estado y por este Tribu- 
nal, cuando una Real orden desestima una solicitud 
de excepción de la desamortización porque el recu- 
rrente no ha demostrado tener sobre los bienes el 
derecho que invoca, y para discutir y reconceer este 
derecho se hace necesario apreciar títulos de carác- 
ter civil, la cuestión es de la exclusiva competencia 
de los Tribunales ordinarios, teniendo en tal caso 
la reclamación gubernativa el carácter de un mero 
requisito exigido por las leyes procesales para enta- 
blar demandas contra el Estado.» (T. OC, A., sent. 5 
Mayo 1$92.—Gac. 12 Noviembre, p. 282.) 


13 Mayo 1892. El último plaso concedido para 
pedir la excepción de bienes de las capellantas familiares 
espiró el día 81 de Diciembre de 1873. 


Vistos los arts. 1.%, único y 1., resyectivamente, de 
los decretos ce 12 de Agosto de 1871, 18 de Febrero 
y 27 de Agosto de 1872, se absuelve á la Administra- 
ción de demanda y se desestima una solicitud de 
excepción por extemporánea, porque «presentada 
la solicitud del demandante en %27 de Abril de 1883, 
es visto que su pretensión fué extemporánea por 
haber transcurrido varios años desde que el plazo 
para presentarla hal ía esrirado»; y porque «ln exis- 
tencia del pleito sobre los expresados bienes, pen- 
diente ante los Tribunales ordinarios, no pudo ser 
obstáculo para pedir en tiempo oportuno la excep- 
ción de los mismos de la desamortización, porque 
dicho pleito empezó en 1876...» (Sent. 18 Mayo 1892.— 
Gacs. 12 y 13 Noviembre, p. 446 ) 





(1) Para acreditar el carácter familiar de las capella- 
nías, son admisibles todos los medios de prueba. (Sent. 6 
Abril 1893, AP. de 1898, p. 88.) 


21 Mayo 1892. Ezrcepción de bienes de las fami- 
líiares: No puede denegarse, á pesar deno haberse presen- 
tado el titulo de colación, cuando hay pleito pendiente en 
los Tribunales eclesideticos sobre mejor derecho d ser 
nombrado capelldn, imponténdose la necesidad de espe- 
rar el resultado del lisigro (1). 


Don José Ibáñez acudió á la Administración so- 
licitando que se ea de la desamortización 
los bienes de la capellanía familiar fundada en Al. 
mansa por D. Domingo Marin. Dedujo su instancia 
dentro del término fijado en el decreto de 12 de 
Agosto de 1971, pero no acompañó el título de cola. 
on por hallarse pendiente su expedición de lo que 
decidiera el Trihunal eclesiástico de Cartagena so- 
bre mejor derecho á obtener el cargo de capellán, 
pare lo cual babíaso suscitado pleito ante el prela- 

0. La Administración ac.iva denegó la excepción 
porfaltar á la solicitud del reclamanteese documen- 
to; y habiendo producido el interesado demanda an- 
te el T.C.A , falla el mismo con vista de los arts. 2.* 
y 70 del Real decreto de 12 de Agosto de 1871, en los 
términos que á continuación transcribimos: , 

«...Considerando: que si bien el art, 2.2 del citado 
decreto de 12 Agosto de 18711 establece que á las so- 
licitudes de excepción se acompañarán, entre otros 
documentos, el título de colación que D. Jusé 1b4- 
ñez de Navarra no ha presentado, ni al deducir di- 
cha solicitud ni en los plazos que sucesivamente se 
le hanseñalado, es lo cierto que ha habido una can- 
sa justificada que ha impedido y que impide en el 
presente caso que pueda cumplirse por ahora aquel 
requisito, toda vez que se ha promovido litigio so- 
bre la crlación y posesión de dicha capellanía:... 

Considerando que es de todo punto evidente que 
no puede presentarse el título de colación de la ca- 
pellanía hasta que se decida ucerca del mejor dere: 
cho de las personas que se crean con derecho á su 
disfrute y obtención, por lo cual es justo y equitat!- 
vo suspender la resolución del expediente de des- 
amortización de los bienes hasta que desaparezca 
la causa que hoy impide el cumplimiento de aquel 
requisito: 

Considerando que el art. 7.2 del citado Real decre- 
to de 12 de Agosto de 1871, invocado en la Real orden 
que se impugna no es aplicable al presente caso, 
toda vex que señala un plazo improrrogable de 
treinta días para presentar datos ó comprobantes 
de títulos de colación que demuestren la subsisten- 
cia del beneticio ppr conservarse el patronato pasi- 
vo en las lineas ¡Ámadas á su obtención, pero no 8e 
refiere á la presentación del mismo título de cola- 
ción de la capellanía:... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
Real orden impuguada, y en su lugar declaramos 
que debe suspenderse el ejercicio de la acción inves- 
tigadora sobre los bienes de la capellaniía fundada 
en Almansa por D. Dumingo Marín, interin se expl: 
de el titulo de colación correspondiente, terminado 
que sen el litigio que en la actualidad pende ante 
los Tribunales del fuero eclesiástico.» (Sentencia 21 
Mayo 1842.— Gac. 15 Noviembre, p. 260.) 


— Véanse otras resoluciones de jurisprudencia 
bajo el mismo epígrafe, CAPELLANÍAS, en los APÉN- 
DICRS de 1693 y sucesivos. 

CAPITULACIONES MATRIMONIALES. 
V. CONTRATOS MATRIMONIALES. 

CARABINEROS. V. ComPETENCIAS EN LO 

PENAL. 


CARGAS DE JUSTICIA. El art. 21 de la 
ley de presupuestos de Cuba de 80 Junio 18% 
dispuso una nueva revisión de las cargas de jJus- 
ticia y réditos de censos á cargo del Estado; 
mandó que las obligaciones de esas clases que re- 
sultasen confirmadas, contribuyeran al Tesoro 
con el25 por 100, y autorizó al Gobierno para con” 
certar con los perceptores de dichas cargas y ré- 
ditossu conversión en billetes hipotecarios de la 
emisión de 1890. Todas estas operaciones habían 


(1) Véase la sentencia de 24 Junio 1891, que dejamos 
inserta. 
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de verificarse dentro del ejercicio de 1892-98, se- 
gún el propio art. 21, para cuyo cumplimiento 
en ese plazo se dictó el R. D. de 7 Julio 1892, que 
por su propia naturaleza ha perdido ya todo in- 
terés práctico y que se publicó en la Gaceta de 
8 de los mismos mes y año. 


CARRETERAS. El plan goneral de carrete- 
ras del Estado, aprobado por la ley de 11 Julio 
1877, ha sufrido tantas modificaciones por otras 
posteriores, que apenas si conservará algo de su 
primitiva expresión. Durante el año 1992 se dic- 
taron varias leyes reformándolo en el sentido 
de incluir en él diversas carreteras. No hemos 
de mencionar estas disposiciones, y sólo hare- 
mos indicación de la ley de 25 Julio, sobre carác- 
ter y ejecución de varias carreteras de la pro- 
vincia de Málaga; porque esta ley tiene una es- 
pecialidad, la de su art. 8.”, según el cual, para 
las carreteras que son objeto de ella «se enten- 
derán anuladas las demás disposiciones vigentes 
en cuanto se opongan á la misma; y, en todo 
caso, para su estudio, expropiación y construc- 
ción, no podrán someterse á más trámites que 
los taxativamente señalados en los artículos an- 
teriores». (Bac. 30 Julio.) 


Jurisprudencia. 


BM. D. 27 Febrero1892. Interdicto procedente 
como incoado para recuperar terrenos de que los acto- 
OS DA VEN dol aa una Empresa particular al ejecu- 
tar la reconstruc de un camino, previo acuerdo ad- 
ménistrativo que lo autorizó, y sin haberse seguido, res- 
eo de los terrenos objeto de la usurpación, los trámái- 

de la ley de expropiación forzosa, 

Autorizada la Compañía minera 3 metalúrgica 
del Horcajo por los Ayuntamientos de Brazatortas 
y Almodóvar del Campo para reconstruir un cami- 
no vecinal, procedió á ejecutar la obra; pero el 
dueño de los quintillos de Oarneril presentó interdio- 
to de recobrar la posesión de los mismos, de que fué 
privado por la Empresa. Dictado auto restitutorio, 
el gobernador de Ciudad Real suscitó al Juzgado 
de Almodóvar cuestión de competencia, que es de- 
cidida á favor de la autoridad judicial, visto el ar- 
tículo 4.? de la ley de expropiación forzosa, 

«Considerando: Que la autorización concedida 

or los Ayuntamientos... no facultaba á la Compa- 

eoncesionaria para apoderarse de terrenos de 
proniooas particular, sin que precediera para ello 
expropiación forsosa por causa de utilidad pú- 
blica»; y «que mientras no seincoe el oportuno ex- 
pediente de expropiación y se llenen los requisitos 
establecidos en el art. 8. de la ley de 10 de Enero 
de 1979, es indudable que nas elinterdicto pro- 
movido por Pérez Caballero». (R. D. 27 Febrero de 
1892.—Gac. 1.* Marzo.)-V. EXPROPIACIÓN...: OBRAS PÚB. 


CASAS DE PRÉSTAMOS. Los arts. 559 del 
Código penal y 1.757 del civil aluden á los regla- 
mentos por que han de regirse estos estableci- 
mientos, y que con carácter general no se han 
dictado todavía, si bien se halla reconocida tam- 
bién su conveniencia en la siguiente 

R. 0.28 Noviembre 18092. 


Desestimando la alzada interpuesta por los dueños de ca- 
sas de préstamos de Sevilla contra una circular del 
gobernador, que reglamentó las operaciones de tales es- 
tablecimientos. Conveniencia de un reglamento general 
sobre casas de préstamos. 

(Gob.) El gobernador de Sevilla publicó una 
circular acordando llevar en el Gobierno civil 
un registro exacto de todas las casas de présta- 
mos, imponiendo estrechas obligaciones á los 
dueños ó gerentes, para evitar que pudieran ad- 
BoLsgrtis: An. 1892. 


bios 


mitir como prenda, objetos hurtados ó robados, 
Óó que no pertenecieran á quienes los ofreciesen 

ara pignorarlos, y mandando que las ventas de 
os no retirados en tiempo, se verificasen en pú- 
blica subasta. Bajo la disposición 6.* determinó 
además que todos los días, á las doce, presenta- 
ran en aquel Gobierno dichos dueños y gerentes 
copia textual de las operaciones verificadas en 
el anterior. Aquellos interesados se alzaron con- 
tra la circular ante el Ministerio, alegando que 
el gobernador carecía decompetencia para ado 
tar tales medidas. Pasado el asunto al Consejo de 
Estado, la Sección de Gobernación y Fomento 
entiende que el acuerdo recurrido corresponde 
á las atribuciones referentes á la alta inspecrión 
de policía atribuida á los gobernadores por las 
leyes; que el celo del de Sevilla es plausible, pues 
va dirigido á evitar abusos y escándalos, como 
los ya cometidos, ora «admitiendo como prenda 
os sagrados destinados al culto, sin licencia 
del ordinario, acreditativa de haber pasado estos 
objetos al comercio de los hombres», ora también 
recibiendo otros hurtados y robados. Propone 
la Sección, empero, que se reforme la disposi- 
ción 6.* de la circular para evitar que se hagan 
del dominio público las operaciones de tales ca- 
sas, y termina proponiendo las siguientes con- 
clusiones: 

«1.* Desestimar la alzada interpuesta por los 
dueños de casas de préstamos de Sevilla contra 
la mencionada circular, publicada con fecha 8 
de Noviembre del año próximo pasado por el go- 
bernador de Sevilla. 

2,? Reformar la disposición 6.* de la misma en 
el sentido de que, en los partes que con arreglo 
á lo en ella dispuesto deberán dar al Gobierno 
de la provincia los dueños de los citados estable- 
cimientos, se omita el nombre del prestatario, 
sustituyéndolo con solo las iniciales del mismo. 

Y 8.* Recomendar al Gobierno la formación 
de un reglamento que con carácter general rija 

ara toda España.» Y así se resuelve. (R, O. 28 
Noviembre 1892.—Gac. 11 Diciembre.) 


CASAS DE JUEGO. V. Juraos PROHIBIDOS. 


CEMENTERIOS. Son muchas las disposicio- 
nes que prohiben enterrar fuera de los cemente- 
rios comunes en iglesias y en panteones parti- 
culares. Las hemos recogido en CamEeNTER108, del 
Diccionario, y se fundan en que tales sepelios 
son contrarios á los principios cientificos «salvo 
en aquellos contados casos en que por premio á 
especialísimos servicios prestados por un indivi- 
duo, pudiera consentirse que su cadáver se in- 
humara en un panteón de capilla, iglesia, etcé- 
tera» (1). Las Comunidades religiosas han estado 
autorizadas para enterrar á sus individuos den- 
tro del recinto del convento respectivo. He aquí 
dos Reales órdenes sobre el particular y una so- 
bre posesión de las llaves de los cementerios: 

RE. O. 18 Marso 1802, 

Autorizando 4 una comunidad de religiosos para dedicar 
d su uso propio el cementerio construido en la huerta 
de su convento. 

(Go».) Extracto.—Solicitada por el padre rec- 
tor del Colegio de Santo Tomás de Avila, auto- 
rización para enterrar en el cementerio cons- 
truído en la huerta de su convento á los indivi- 
duos de la comunidad que fallezcan, é informa- 
da fovorablemente la demanda por el subdele- 
gado de Medicina de dicha población y Junta 
provincial de Sanidad, el gobernador remitió el 


(1) E. 0. 34 Abril 1894, APÉNDICE de e D. 269. 
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expediente á la Dirección de Beneficencia, que 
á su vez dió traslado de él al Real Consejo de 
Sanidad, el cual emitió su informe en el sentido 
de que prócedia desestimar lo solicitado por fray 
Gregorio Echevarria, rector del convento de 
Santo Tomás de Avila, tanto por ser un asunto 
resuelt3 por R. O. de 17 de Febrero de 1879, 
dictada en contra del dictamen de la mayoría 
del mismo Real Consejo, cuanto porque el ce- 
menterio emplazado en la huerta de dicho con- 
vento se encuentra á menos distancia de la po- 
blación de la marcada en la R. O. 16 Julio 1888 (1). 

La Dirección general de Beneficencia y Sani- 
dad fué de parecer que podía accederse á lo so- 
licitado, teniendo en cuenta: lo dispuesto en la 
R. O. de 13 de Febrero del año último, resolvien- 
do un caso análogo al presente, salvo á lo que 
so refiere á la distancia que media del cemente- 
rio á la población; que las domás condiciones 
del mismo en cuanto á orientación, capacidad y 
calidad del terreno son inmejorables, según re- 
sulta del expediente; y en el escaso número de 
enterramientos que han de hacerse en aquel lu- 
gar sagrado. 

Pasado el asunto 4 informe de la Sección corres- 
pondiente del C. de E., he aquí el dictamen de ésta: 

«Considerando que el cementerio de que se 
trata, según aparece del mismo, está situado en 
un cerrito ó elevación de terreno como de 18 á 
20 metros sobre la superficie del resto de la huer- 
ta y terrenos colindantes, y sus condiciones de 
amplitud son tales que permiten llenar el servi- 
cio-que se intenta, sin necesidad de remover la 
tierra en un período de 87 á 40 años: 

Considerando que su distancia media á la po- 
blación es de 1.261 metros, medidos hasta las 
murallas que limitan el casco antiguo, 9941 has- 
ta el final de la cuesta que conduce á dicho con- 
vento, y 845 hasta el barrio más próximo al 
mismo y rodeado de gran arbolado consistente 
en chopos, negrillos y acacias: 

Considerando que se halla situado unos dos ki- 
Jómetros delas cañerías que conducen elagua po- 
table á la ciudad y por bajo de las mismas unos 50 
metros, distando unos 1.000 del rio más próximo: 

Considerando que se encuentra emplazado en 
la parte SE. de la población, y que la dirección 
de los vientos, por lo común reinantes en aque- 
lla localidad, no alcanza á cruzarle: 

Considerando que sus condiciones geológicas 
son las más apropiadas al uso á que se le pre- 
tende destinar; pues siendo todo él del llamado 
mantilloso, favorece la descomposición de los 
cuerpos: 

Considerando que tanto el subdelegado de Me- 
dicina de Avila como la Junta provincial de 
Sanidad respectiva informan por unanimidad 
favorablemente á lo solicitado por el reverendo 
padre rector del Colegio de Santo Tomás, y 
este último aconseja á la Dirección conceda la 

racia solicitada, toda vez que son, á juicio de 
a mencionada Junta, tan excelentes las condi- 
ciones higiénicas que reune el citado cemente- 
rio, que aun cuando fuera menor de lo que en 
realidad es la distancia que le separa de todo 
lugar poblado, no habría riesgo ni peligro al- 
guno para la pública salubridad: 

Considerando que si bien la R. O. de 18 de Ju- 
lio de 1887 prohibió la inhumación de cadáveres 
fuera de los cementerios comunes, exceptuó de 
gus rones entre otros, aquéllos dá qute- 
nes el Gobierno de S. M. por circunstancias especia- 
les conceda de Real orden excepción para ser inhu- 
mados en iglesias, panteones ú otros lugares: (Dic- 
ctonario, tomo II, p. 446.) 


(1) Véase en el APÉNDICE de 1888, p. 424, y en OBMEN- 
TERIOS, de la 5.* edición del Diccionario. 


Considerando que diferentes comunidades re- 
ligiosas disfrutan de la excepción que solicitan 
los Dominicos de Avila, citándose, entre otros, 
los Trapenses del Monasterio de Val de San 
José en el término de Getafe, á los que se le con- 
cedió por R. O. de 18 de Febrero del año próxi- 
mo pasado; (Ar. de 1891, p. 113 y Dic. t. II, p. 448.) 

La Sección opina, de acuerdo con la Dirección 
de Beneficencia y Sanidad de ese Ministerio 
que procede, accediendo á lo solicitado por el 
padre fray Gregorio Echevarria, permitir á la 
comunidad de que se trata, dedicar el cemente- 
rio construido á su uso propio.» Y así se resuel- 
ve. (R. O. 13 Marzo 1892.—(Gac. 24 1d.) 


R. O. 11 Febrero 1892. 

Desestimando recurso inter to por un Ayuntamiento 
contra providencia del gobernador ordenando la entre- 
ga de una llave del cementerio municipal y otra de la 
capilla del mismo al representante la autoridad 
eclesiástica, y dando carácter general á la resolución. 
(GoB.) «Visto el recurso de alzada interpues- 

to por el Ayuntamiento de Figueras, en esa 
provincia, contra la providencia dictada por 
ese Gobierno civil, en virtud de la cual se deja 
sin efecto el acuerdo adoptado por dicha Cor- 
poración municipal, que negó las llaves del ce- 
menterio y capilla del mismo á la autoridad 
eclesiástica que las había reclamado... 

Considerando que la Real orden de 13 de No- 
viembre de 1872, de acuerdo con el dictamen del 
Consejo de Estado, previene de un modo termi- 
nante que todos los cementerios católicos deben 
tener dos llaves, una en poder de la autori: 
dad civil y la otra en el de la eclesiástica, para 
que de esta suerte puedan ejercer con entera 
ol aras sus respectivas jurisdicciones, 
siendo de competencia de la primera cuanto re- 
ferirse pueda á la higiene, policía y orden den- 
tro de los cementerios, y de la segunda todo 
cuanto tenga relación con la materia espiritual 
y religiosa (1): 

Considerando que la Real orden de 22 de Ene- 
ro de 1883 dispuso que se estuviese á lo acordado 
en la antes mencionada y en la de 14 de Julio de 
1879, que previene lo mismo (2): 

Considerando que las capillas de los cemente- 
rios son lugares eminentemente religiosos, y 
que, por tanto, dependen directamente de la 
autoridad eclesiástica, siendo preciso que para 
poder ésta ejercer sus funciones con entera inde- 
pendencia tenga una llave de las mismas; ! 

9. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, conformándose con lo 
propuesto por la Dirección general de Beneficen- 
cia y Sanidad, se ha servido disponer que se des- 
estime el recurso interpuesto por el Ayunta- 
miento de Figueras contra la providencia de 
ese Gobierno civil, en la que se le ordenó que en- 
tregase una llave del cementerio y otra de la 
capilla al representante de la autoridad eclesiás- 
tica en aquella localidad, declarando firme la 
providencia recurrida. 

Es asimismo la voluntad de 8. M. que esta re- 
solución tenga carácter general, y que, con arre- 
glo á ella, se resuelvan cuantas cuestiones de 
e índole puedan suscitarse en adelante.» 
(R. O. 11 Febrero 1892.—Gac. 17 1d.) 


R. 0. 80 Marzo 1892. 


Autorizando al Cabildo Primado de Toledo para inhu- 
mar en el cementerio de su propiedad, de Santa Leoca: 
dia, los cadáveres de los prebendado. 


(Go.) Extracto.—El Cabildo Primado de To- 


(Y Véanse la R. O. de 13 Noviembre 1872 en el Dic: 
ctonario, tomo ES 464 4 466. 

(2) Véase la R. Ó. de 22 Enero 1883 en el Dicciona: 
rio, tomo 11 p. 414, 


le 
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ledo solicitó que el cementerio de Santa Leoca- 
dia, de propiedad de aquel Cabildo, quede consi- 
derado como panteón particular, pare inhumar 
en él los cadáveres de los prebendados. Aunque 
esta solicitud había sido ya denegada por estar 
acordada según parece la clausura del lugar, el 
Gobierno accede ahora á lo pretendido, aceptan- 
do el dictamen de la Sección de Gobernación y 
Fomento del Consejo de Estado. Héle aquí: 

«Considerando que, según informa el goberna- 
dor de la provincia, el cementerio de que se tra- 
ta, además de estar bien construído en su obra 
de fábrica, y de hallarse situado á bastante dis- 
tancia de la población, los enterramientos que 
en el mismo se efectúan no puede calcularse que 
excedan de dos al año, y por consiguiente, en 
manera alguna puede constituir un peligro para 
la higiene y salubridad pública: 

Considerando que al ordenarse la clausura en 
16 de Abril de 1835 no se hizo con el carácter de 
definitiva, sino mientras las circunstancias lo 
exigieran, toda vez que la salud pública era 
en aquel entonces objeto de graves preocupa- 
ciones: 

Considerando que la Junta provincial de Sa- 
nidad, con pleno conocimiento de causa, infor- 
ma en el sentido de que debe accederse á lo soli- 
citado, siempre que los cadáveres que no sean 
sepultados en tierra y sí en panteón, mausoleo 
ó nicho, sean enterrados en caja de zinc ó hie- 
rro galvanizado, perfectamente estañada, para 
impedir toda salida ó evaporación cadavérica; 
que cuando la muerte sea originada por enfer- 
medad pestilente ó pútrida, según dictamen fa- 
cultativo, el enterramiento se efectúe en la for- 
ma que considere más adecuada la autoridad 
superior de la provincia, con sujeción á las re- 

las de la higiene, y que los cadáveres que se 
es dé sepultura en nicho sean embalsamados, 
rente para evitar el que por el deterioro 

e las cajas se escapen gases nocivos á la salud 
pública: 

Considerando que construído dicho cemente- 
rio con fondos propios del Cabildo Primado y 


reparado y sostenido por el mismo, debe consl1- 
derarse, de acuerdo con el gobernador, como de 
dominio particular y como panteón especial y 


aun familiar del respetable Cabildo: 

Considerando que si bien por Real orden de 18 
de Julio de 1887 se prohibió la inhumación de 
cadáveres fuera de fos cementerios comunes, se 
exceptuó de sus prescripciones los de individuos 
de la familia Real, reverendos arzobispos, re- 
verendos obispos y monjas que hayan guardado 
perfecta y absoluta clausura, así como aquellos á 
quienes el Gobierno de S. M., por circunstancias es- 
peciales, conceda de Real orden excepción para ser 
inhumados en iglesias, panteones ú otros lugares... 
(Dic., t. TI, p. 446.) 

Sección opina, de acuerdo con la Dirección 
general de Beneficencia y Sanidad de ese Minis- 
terio, que procede acceder á lo solicitado por el 
Cabildo Metropolitano de Toledo, siempre que 
la enfermedad que ocasione los fallecimientos 
no sea pútrida ó pestilencial; que los enterra- 
mientos cuando hayan de practicarse en nichos 
no se autoricen sin previo embalsamamiento de 
los cadáveres; que cuando se practiquen en tie- 
rra se lleven á efecto en la forma que determi- 
na la R. O. de 19 de Mayo de 1882 (Dic., t. IT, 
pág. 411); y que no se tolere bajo ningún pretex- 
to inhumar en dicho recinto ningún cadáver de 
persona extraña al Cabildo referido.» Y así se 
resuelve. (R. O. 80 Marzo 1892.—Gac. 2 Abril.) 


—V. INHUMACIONES: PRESUPUESTOS. 
CERILLAS. V. Fósronros. 


CESIÓN. V. Coxrraros (Sent. 18 Noviembre 


1891, considerando 8.”): Sucesiones (Sent. 1.” Oo- 
tubre 1891, considerando 8.*): ComPETENCIAS: CoK: 
CESIONES...: JUICIO EJECUTIVO: MANDATO: POBREZA, 


CIRCUNSTANCIAS EXIMENTES. Si- 
guiendo el plan del Diccionario, expondremos se- 
paradamente la doctrina aplicable á cada una de 
las circunstancias eximentes del art. 8.” del Có- 
digo penal, sobre las cuales se haya pronunciado 
declaración especial en el período de tiempo que 
este APÉNDICE comprende. 


Imbecillidad y lotura. (Cirounst. 1.*) 


A. Los enfermos epiléticos ¿están comprendidos, por 
el hecho de serlo, en el art. 8.9%, múm. 1.9 del Códiga pe- 
nal? ¿Pueden la imbecilidad Y la locura incompletas ser 
apreciadas como circunstancias atenuantes, por analo- 
gía, con arreglo d los casos 1. ú 8.2 del art. 9.9 Doctri- 
ra contradictoria sobre este punto. 


En causa por atentado y lesiones, el Tribunal a 
quo declaró probado que el reo padecía ataques de 
epilepsia; que cuando no los sufría se hallaba en la 
integridad de sus facultades, y que el ejecutor de) 
hecho procesal no estaba bajo el influjo de uno de 
esosataques. El T. S.declara que estos hechos indis- 
cutibles excluyen «toda hipótesis de locura y fulta 
de voluntad en el agente para determinar la exen- 
ción de responsabijidad alegada, y al no estimarla 
la Sala sentenciadora, declarando responsable ori- 
minal y civilmente al procesado del delito que se le 
imputa, no incurrió en error de derecho, ni cometió 
las infracciones legales que se citan en el 1. de los 
motivos que para la casación se invocan.» Y «que 
no reconociéndose en el orden legal vigente un es 
tado medio entre la razón y la locura, y siendo ab- 
soluto el CEA en que descansa la circunstancia 
eximente 1.* del art. 8. del Código, no ha y requisi- 
tos que la Sala sentenciadora hubiere podido tomar 
en consideración para apreciar la circunstancia 
atenuante 1.? del art, 9.%, ni la 3.2 del mismo artícu- 
lo (1).» (Sent. 6 Febrero 1891.—Gac. 22 Agosto, p. 74.) 


—En causa por robo contra Martínez Tierz decla- 
ró el veredicto del Jurado «que el reo tenía incom- 
pelar sus facultades intelectuales hasta el punto 

e ser casi imbécil». La Audiencia de Zaragoza no 
apreoio este estado como motivo de atenuación, pero 
el T. S casa y anula la sentencia de dicha Audien- 
cia considerando: 

Que el Tribunal sentenciador debió examinar el 
hecho irrecusable establecido por el veredicto «en 
toda suintegridad y transcendencia, no solo con re- 
lación á la circunstancia 1.* del art. 9.* del Código 
penal, sino con referencia á todos los demás moti- 
e de atenuación en el mismo artículo compren- 

idos: 

Que esta disposición legal, además de establecer 
como atenuantes las circunstancias derivadas de 
una eximente incompleta, admite todaslas que sean 
de igual entidad y análogas á las que taxativamen- 
te define: : 

Que el Tribunal de derecho ha reconocido que el 
procesado no tiene desarrolladas sus facultades in- 
telectuales cual corresponde á su edad: | 

Por consiguiente, que si no fuese apreciable la cir- 
cunstancia 1.* del art.9.%, lo sería con evidente ana- 
logía la circunstancia 8.* en relación con la 2.*% (1). 
(Sent. 9 Octubre 1891.—Gac. 25 Diciembre, p. 272). 


Defensa propla. (Circunst. 4.*) 


E2. Homicidios ejecutados con los tres requisitos ne- 
cesaríos para eximir de responsabilidad según el art. 8.2 
número 4.? del Código: La cuestión entre el matador y el 
muerto, anterior al suceso $ independiente de él, no obsta 
á la inculpabilidad. 


Luis Alvarez se vió acometido por José Moreno, 
navaja en mano; y cayendo al suelo, el agresor se 
colocó sobre él y le sujetó por sus partes genitales; 





(1) El T.S, insistió en que la locura óla imbecilidad 
incompleta no constituyen motivo de exención ni de ate- 
nuación de la responsabilidad (Sent. 9 Mayo 1898), pero 
después ha rectificado su criterio reconociendo 4 la im- 
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y en tal situación, Alvarez arrancó la navaja á su 
adversario y le hirió en el cuello dejándole muerto. 
La Audiencia de Cartagena declaró que en este 
homicidio habían concurrido los requisitos 1.0 y 3. 

art. 8., núm. 4.*”, del Código penal, pero no el 22, 3 
se; la necesidad racional del medio empleado para 
defenderse, pues ya había cesado la agresión cuan- 
do usó de él. El procesado interpuso recurso de ca- 
sación, «legando dicho requisito 2.9, y el T. S. la es- 
tima y casa y anula el fallo, «considerando que en 
la situación crítica y peligrosa de Alvarez, la nece- 
sidad de repeler tal agresión se imponía, porque no 
obstante haber arrancado el arma de la mano de 
Moreno, la actitud agresiva de éste continuaba, y su 
ventajosa posición hacía mayor el peligro de su 
persona y hasta de [su vida, que tenía perfecto de- 
recho á defender por el único medio que, dadas ta- 
les circunstancias, podía emplear.» (Sent. 28 Junio 
de 1891 —Gac. 18 Septiembre, p. 193.) 


—Otro caso en sentencia de 24 de Octubre de 1891 
apreciando la exención del caso 4.%, art. 8.2, en favor 
de Isidro San José, condenado por la Audiencia de 
Lerma como autor de homicidio sin circunstancias 
apreciables. por el que cometió en la persona de Ci- 
Haco Trimiño, hiriéndole con un puñal al verse aco- 
metido por el interfecto con una navaja, de manera 
repentina e inesperada, cuando el procesado salia 
de una taberna donde había cuestionado con el 
agresor. El T.S. establece que ha concurrido dicha 
circunstancia eximente y consigna además que «<á 
esta declaración no se opone el que el recurrente y 
el ofendido hubieran cuestionado en la aguarden- 
tería antes del suceso, como se afirma en la primera 
pregunta del veredicto, porque además de no con- 
signarse en él hecho alguno que revele la importan- 
cia y alcance de la cuestión, nienlace con el suceso 
posterior. la afirmación hecha en la ente pre- 
gunta de haberse realizado la agresión de una ma- 
nera inesperada, quita toda importancia y enlace á 
la cuestión habida en la aguardentería.» (Sent, 24 
Octubre 1891.—Gac. 27 Diciembre, p. 291.) 


AK2. Homicidios ejecutados con los requisitos de agre- 
sión ilegítima y falta de provocación, 1.” y 3.0 del caso 4.0 
art. 8.%, faltando el 3.,ó sea la necesidad racional del 
medio empleado para la defensa. 


Angel Celestino Beretta, que exhibía en la plaza 
pública de Trujillo vistas panorámicas al son de un 
organillo, fué apedreado é insultado por los mucha- 
chos y mozos de la localidad, sin provocación de su 

arte; pero el agredido Duo coger 4 uno de ellos y 

o arrojó por la barandilla de dicha plaza, desde 
una altura de cerca de cinco metros, dejándolo 
muerto. La Audiencia de Cáceres estimó que en 
este homicidio concarríian en favor de Angel las cir- 
cunstancias 1.* y 3.*, caso 4.2, art.8.0 del Código pe- 
nal. El reo entendió que era de apreciar también 
la 2,*, y para conseguirlo interpuso recurso de casa- 
ción, al que el T.S. declara no haber lugar: 

«Considerando que la indole de la agresión reali- 
zada por el imterfecto y otros contra la persona y 
muebles de la propiedad del penado no requería 

ara ser rechazada el medio empleado por Angel 

elestino... entre cuyos respectivos actos resulta 
una desproporción notoria.» (Sent. 9 Junio 1591... 
Gac 10 Septiembre, p. 169.) 


—Otro caso en Sent. de 4 Julio 1881, apreciando á 
favor de Valentin Isac los requisitos 1. y 8.2, caso 
4.2, art. 8.2 del Código penal, en el homicidio que 
ejecutó en la persona de Paulino Smíiett, de quien 
recibió sin provocación del matador una bofetada 
y un golpe en la cara con una alpargata. á la vez 

ve el interfecto, ropa ado un cuchillo al procesa- 

o, le instaba á defenderse. (Sent. 4 Junio 1891.—(Qa- 
ceta 20 Septiembre, p. 217.) 


—En causa por homicidio estima el T. S, los requi.- 
sitos 1.2 y 3.2 del art. 8. á favor de Dámaso López: 

«Considerando que el mero hecho afirmado por el 
Jurado de salir del cafó Dámaso López, para recla- 
mar sin derecho alguno una baraja al recurrente, y 
el de amenazarle con una piedra por haberse nega- 
do á ello, constituyen una injusta é ilegítima agre- 
sión contra el López, no provocada por él, quien al 
zechazarla dando á su agresor con una navaja can- 


decilidad incompleta el concepto de circunstancia ate- 
nuante (Sent. 17 Mayo 1898, AP. de íd., p. 699, núms. 111 
y 111 dup., y Sent. 30 Noviembre 18965, AP. de 1896, pd- 
gina 508, núm. £1 dup.). 


sándole la muerte, si no usó un medio racional ade- 
cuado do defensa, pues no lo era oponer á la piedra 
con que el agresor amenazaba un arma corto-pun- 
sante y herirle mortalmente con ella, sí deben esti- 
marse en su favor la cad [a de los de DRA que 
determina la exención de responsabilidad del nú- 
mero 4.? del art. 8. del Cód. penal.» (Sent. 28 Febre- 
ro 1891.— Gac. 28 Julio, p. 83.) 


—Otros homicidios en que son de apreciar los re- 
quisitos 1.2 y 3.%, art. 8.—Sents. 20 Junio y 30 Sep- 
tiembre 1891. (Gacs. 18 Septiembre y 23 Diciembre, 
págs. 191 y 2681.) 


AV. Prueba de todos y cada uno de los requisitos de 
la defensa. Arbitrio judicial en la imposición de la pena 
cuando concurren la mayor parte de ellos, sin que obete 
la existencia de hechos que en otro caso determinaríian 
circunstancias agravantes. 


Trabados en riña Joaquín Núñez y Pedro Mora- 
les, éste causó al otro dos heridas en la cabeza y 
entonces Núñez mató de un tiro á su adversario. 
En este homicidio apreció la Audiencia de la Haba.- 
na á favor del matador los requisitos de agresión 
ilegítima y necesidad racional del medio empleado 
a rechazarla y la agravante de uso de arma pro- 

ibida, 2, art. 10 del Código penal de Cuba; y conde- 
nó al reo á dies años y un día de prisión mayor. Nú- 
ñez interpuso recurso de casación alegando que 
debió estimarse también en su favor la falta de 
provocación go su parte, 8.0 de los requisitos del 
caso 4.%, art. 8.%, y que no era de apreciar la agra- 
vante 28 por impedirlo los arts. 80, regla 3.* y Só. El 
T. 8. casa y anula el fallo por este último motivo: 

«Considerando que según ha declarado repetida- 
mente esta Sala, todos y cada uno de los requsitos 
de la defensa tienen el carácter de excepcionales, 
Y no se puede, por lo tanto, suponerlos en favor de 

os acusados, sino que deben resultar perfectamen- 
te acreditados para su estimación: 

Considerando que en el caso del presente recurso 
seignora, según el Tribunal sentenciador, por qué 
causa ó motivo riñeran y vinieron á las manos el 
recurrente Joaquín Núñez y el interfecto Pedro 
Morales, por cuya razón no es posible afirmar que 
haya existido ó dejado de haber provocación algu- 
na por parte de Núñez: 

Considerando que, según el art. 85 de dicho Códi- 
go, idéntico a187 del de la Peninsula, los Tribunales 
no están obligados á sujetarse á las reglas del ar- 
tículo 80 para la imposición de la pena en el respeo- 
tivo grado de los tres en que todas las divisibles se 
subdividen, sino que pueden aplicar el que estimen 
más procedente, atendiendo al número y entidad 
de los requisitos que faltaren ó concurrieren en los 
diversos casos de defensa, porane dada la situación 
especial del penado en tales casos, caracterizada 
especialmente por la agresión de que fué objeto, 
resultan desvirtuadas cualesquiera otras circuns- 
tancias genéricas de atenuación ó agravación para 
los efectos restrictivos de dichas reglas: 

Considerando que la Audiencia de Santiago de 
Cuba ha incurrido en error de derecho al conside- 
rarse obligada á imponer el grado máximo de la 
prisión mayor por la concurrencia de la circunstan- 
cia agravante 26 del art. 10 del expresado Código.» 
(Sent. 25 Junio 1891.—(Gac. 18 Septiembre, p. 196.) 


V. Accidente de una riña al que no puede darse el 
carácter legal de agresión ilegitima porque la riña libre- 
mente concertada obsta á la aplicación del n.* 4.9, art. 8.2 


En causa seguida á Josó Fernándes por homici- 
dio de Felipe Flores, el Tribunal del Jurado decla- 
ró, entre otrosihechos, que el procesado entró en la 
taberna donde estaba Flores, irvitándole á salir; 
que habiendo salido los dos, sesupo después que el 
primero habia matado al segundo; que ambos riñe- 
ron con pistola, haciendo el Flores dos disparos 
contra Fernández, cayendo después aquél con el ar- 
ma descargada en la mano; y que en el acto de caer 
Flores ó estando aún en el suelo, Fernández disparó 
su arma á medio ó un metro de distancia, ocasio- 
nándole la muerte. La Sala sentenciadora calificó 
el delito de homicidio y de autor Á Puebla, con la 
circunstancia atenuante de agresión ilegítima, que 
fuó impugnada en casación por el Ministerio fiscal 
y que el T. 8, declara no haber concurrido: 

«Considerando... que... ha cometido la Sala sen- 
tenciadora error de derecho al apreciar en favor del 
procesado la circunstancia atenuante 1.*, en rela- 
ción con el primero de los requisitos que para la 
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igo, poryue tales hechos no demuestran una agre- 

jón injusta, y sólo revisten los caracteres de una 
riñas aceptada por ambos combatientes, y en la que 
recíprocamente se acometieron con las armas de 
fuego que llevaban; y si bien el interfecto Flores 
faé quien primero hizo dos disparos á su adversario, 
esto fué un accidente de la riña que el mismo pro- 
cesado Fernández había provocado...» (Sent. 24 Fe- 
brero 1691.— Gac. 26 Julio, p. 25.) 


—La misma doctrina sobre imposibilidad de apli- 


sio defensa exige el núm. 4.” del art- 8.9 del Có- 
si 


car el núm. 4.”, art.8.%, á las situaciones de riñaó . 


peleas libremente concertada, en sent, 24 Octubre 
1991.—Gac. 27 Diciembre id., p. 290. 


va. Movimientos y ademanes indicativos del propósito 
de agredir y determinativos por lo tanto de un principio 
de agresión, apreciable como circunstancia atenuante en 
favor del que la rechaza. 


D. Manuel Quintín se acercó á D. Manuel Madrid 
para pedirle explicaciones acerca de ciertos insul- 
tos, J Madrid se echó dos pasos atrás poniendo ma- 
no al bolsillo con ademán que indicaba su propósi- 
to de agredir á Quintín con un arma; visto lo cual 
por éste, disparó un revólver contra su contra- 
rio, al que hirió gravemente. En este delito no apro- 
ció la Audiencia de Granada motivo alguno de ate- 
nuación relacionado con el número 4.”, artículo 8. 
del Código, y el reo interpuso recurso de casación 
invocando dicho proontos porque á su juicio le 
era aplicable. El T. S. declara que no es de estimar 
la falta de provocación ni la necesidad racional del 
medio empleado, pero sí la agresión ilegítima, 1. de 
los requisitos de dicho caso 4.*, á los efectos del nú- 
mero 1.? Pr edi los movimientos y ademán de 
D. Manuel Madrid indicaban el propósito de una 

esión armada, propósito que revelado ostensi- 
.blemente y por actos externos, determinan un prin- 
cipio de agresión ilegítima que el acusado tenía de- 
recho á impedir preparándose á repelerla. (Senten- 
cia 26 Junio 1891.—Gac. 18 Septiembre, p. 197.) 


Vil. Sino se prueba la agresión ilegítima, no puede 
isvocarse la concurrencia de ninguno de los otros requíi- 
silos necesarios para eximir de responsabilidad. 


Para poder discutir si han comcurrido en la eje- 
oución de un delito contra las personas los requisi- 
tos que eximen ó atenúan, en su caso, la responsa- 
bilidad nacida de aquél, por haber obrado el sujeto 
activo en defensa propia, es condición indispensa- 
ble que aparezca probado, cuando menos, algún 
acto de agresión ilegítima que motive la situación 
personal del que se defiende, sin cuyo esencial re- 
quisito de hecho, no pueden alegarse los otros dos 
que exige el núm. 4.* del art. 8. del Código penal, 

rque á la agresión ilegitima están supeditados 

tos, y no se conciben, ni pueden ser apreciados, 
sin la existencia de aquélla, hecho determinante de 
la E: (Sent. 3 Julio 1891.—Gac. Y Septiembre, 
p. ) 


—La misma doctrina en sents. de 4 Julio 1891 (Ga- 
ceta 20 Septiembre, p. 216): 5 Octubre 1891 (Gac. 23 Di- 
ciembre, p. 268) y 97 Octubre 1891 (Gacs. 27 y 28 Diciem- 
bre, p. 292.) 


Fuerza Irresistible. (Circ.! 10.) 


No cabs estimarla en favor del padre gue mata al se- 
ductor de su hija después de suplicarle con insistencia y 
gestionar el matrimonio de aquél con ésta (1).—Aprecia- 
ción en este caso de las atenuantes de vindicación de ofen- 
sa grave y arrebato y obcecación. 


El T.S. casa y anula una sentencia de la Audien- 
cia de la Habana que estimó á favor del padre la 
circunstancia eximente de haber procedido impul- 
sado por fuerza irresistible: 

«Considerando que, según doctrina constante de 
este Tribunal, para que la fuerza irresistible, bajo 
cuyas energías obre el sujeto activo del delito, le 

a de responsabilidad penal, ha de ser externa, 
procedente de un tercero y dirigida contra el sujeto 
pasivo del acto punible, lo cual no debe confundirse 
con los impulsos pasionales determinantes de la 
voluntad del delincuente, cualesquiera que sea su 
intensidad y origen, cuyos estímulos, si bien produ- 





(1) Véase en el APÉNDICE de 1890, p. 57, y en CIRCUNS- 
TANCIAS EXIMENTES, del Diccionario, la sentencia de 8 
de Julio de 1889, resolviendo otro caso exactamente igual; 
y el artículo INDULTO de este mismo APÉNDICE. 


cen estados anormales del ánimo, solamente son 
estimados por la ley como motivos de atenuación 
más ó menos calificada, de la imputabilidad penal 
que el hecho delictivo origina: 

Considerando que el prucesado disparó el arma 
pr tr da resortes morales de gran poder sobre 
la voluntad, nacidos natural y espontáneamente en 
su espiritu á consecuencia de los hechos relaciona 
dos en los resultandos, pos lo cual aparece evidente 
la infracción del núm. 10 del art. 8.? del Código pe- 
nal, aplicado indebidamente, que declara exento de 
responsabilidad criminal al que obra violentado 
por una fuerza irresistible, cuyo carácter no puede 
reconocerse en aquéllos: 

Considerando que los hechos que afectan directa- 
mente á la honra de la mujer honesta, son siempre 
pavos y sus efectos en el orden moral no que- 

an circunscriptos á la persona ofendida, sinv que 
transcienden á su familia, especialmente si, como 
en el caso de autos acontece, con ésta y bajo su pro- 
tección y amparo vive aquélla. por lo cual es indis- 
cutíble que debe estimarse en favor del procesado 
la cirounstancia de cualificada atenuación, deter- 
minada en el núm, 5. del art. 9.2 del Código penal, 
aplicable por haber ejecutado el hecho en vindica- 
ción próxima de la referida ofensa grave... 

Considerando que, con independencia de dicha 
circunstancia, por deber su origen á hechos poste- 
riores distintos, sunque relacionados con aquélla, 
deben apreciarse también como motivo de atenua- 
ción en favor de Corbella el haber obrado en estado 
de arrebato y obcecación, debido á estímulos pode- 
rosos que naturalmente lo producen, porque después 
de la gestión y arreglo de las diligencias preparato- 
rias necesarias para la realización del matrimonio 
prometido, Mesa (elinterfecto)le acusó de deslealtad 
recriminándole por hechos que no se expresan, re- 
ferentes á las diligencias matrimoniales y á su de- 
tención en la cárcel, increpándole en la forma pro- 
vocativa ó insolente que se refiere en la sentencia, 
momentos antes del delito, cuando se encontraba 
en su casa dominado por el sentimiento y la indig- 
nación quele produjo la conducta del Mesa para con 
su hija; en cuya situación de ánimo, que no es lícito 
desatender, evidentemente tales reoriminaciones 
han debido producir el arrebato y la obcecación que 
la ley toma en cuenta en el núm. 8.” del art. 9.0 del 
Código aludido para atenuar la criminalidad.» (Sen- 
a 28 Febrero 1891.—Gac. 28 Julio, p. 31.) —V. DES- 

RDENES. 


CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES. He 
aquí doctrina sobre dos de las comprendidas en 
el art. 9.” del Código penal. 


Vindicación próxima de ofeusa grave. 
(Circunstancia 5.*) 


A. Apreciada esta circunstancia en el homicidio d fa- 
vor de uno de los matadores por la ofensa causada al 
pd no puede menos de estimarse también en obseguto 

e éste. 


En causa contra los hermanos Manuel y Alfonso 
Prieto, por homicidio, la Audiencia de Carmona 
apreció en favor de Manuel la circunstancia ate- 
nuante 5.* del art. 9.2, por haber obrado en vindica- 
ción próxima de ofensa grave causada á Alfonso. 1n- 
terpuso éste recurso de casación solicitando que se 
le aplicara también el citado DO que citó como 
eS en cuanto á él, y el T. S. casa y anula el 

allo: 

«Considerando que aceptada por el Tribunal sen- 
tenciador en beneficio de Manuel Prieto la circuns- 
tancia ntenuante 5.*, debe ser también estimada á 
favor del reclamante, pues si el primero obró en vin- 
dicación próxima de una ofensa grave inferida al 
segundo, se halla éste en caso, no sólo de igual na - 
turaleza, sino más graduado y atendible.» (Sent. 6 
Julio 1891.—Gac. 4 Octubre, p. 233.) 


Embriaguerz. (Circunst. 6.*) 


lA. La embriagues apreciada como estimulo poderoso 
de arrebato y obcecación, no puede d la vez constituir cir- 
cuns'ancia atenuante por 8í misma, porque un solo hecho 
no determina mds de una circunstancia. 


Enrique Oñoro y Francisco Torre estuvieron ju- 
gando y bebiendo en una taberna y luego cuestio- 
naron yéndose á las manos y resultando Torre con 
una herida. Formada causa, la Audiencia de Sevilla 
apreció en favor del procesado la circunstancia ate- 
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nuante 7 *? del art. 9% y habiendo recurrido en casa- 
ción el reo con la súplica de que se le aplicase tam: 
bión la 6.* por declararse probada su embriaguez en 
el fallo, declara el T. S.no haber lugar al recurso: 
«Considerando que al apreciarse en favor del pro- 
cesado la circunstancia de arrebato y obcecación, 
Be tuvo en cuenta la embriaguez por no poder deri- 
varse de un mismo hecho dos circunstancias ate- 
nuantes, según tiene declarado repetidamente este 
Tribunal Supremo, y que en tal concepto la pena 
impuesta lo ha sido en el grado correspondiente.» 
(Sent. 10 Julio 1891.—Gac. 26 Septiembre, p. 2:9.) 


—En sentencia de 28 de Octubre de 1891 vuelve á 
consignarse que un solo hecho no puede motivar la 
apreciación de más de una circunstancia modifica- 
tiva. (Sent. 28 Octubre 1891. —Gac. 28 Diciembre, pá- 
gina 298.) —V. DISPARO: FALSIFICACIÓN: RECURSOS. 


CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES. Hé 
aquí alguna doctrina sobre aplicación de las 
enumeradas en el art. 10 del Cód. penal: - 


12 Febrero 1891. Cudndo son apreciables las cir- 
cunstancias agravantes que consisten en accidentes de ma- 


terial ejecución del delito, contra los autores por in- 
ducción. . 


Luis Rueda dió muerte al marido de Rosalía Cua- 
drado inducido por ésta, quen le aconsejó que apro- 
vechara el despoblado y la noche para ejecutar el 
hecho, á lo que accedió también Rueda. Apreciáron- 
se ambas circunstancias como agravantes contra 
Rosalía y adgmás la de premeditación. Rosalía 
las impugnó eñ casación alegando que las dos pri- 
meras no le eran aplicables y que la última tenía 
el concepto de inherentes al delito. El T. S. declara 
no haber lugar al recurso, porque dichas circuns- 
tancias, la nocturnidad y el despoblado, «aunque 
materiales del hecho y de los medios empleados 
para su ejecución, agravan de la misma manera la 
responsabilidad del autor materia! que la del induc- 
tor, porque uno y otro tenían conocimiento de ellas 
en el momento de la acción ó de su cooperación 

ara el delito, que es el requisito que exige el párra- 

o segundo del art. 80 del Código, para que sean im- 
utables estas circunstancias ..» y porque «tampoco 
nfringe la sentencia el art. 79, porque sólo pueden 
reputarse inherentes al delito para los efectos de 
dicho urtículo las circunstancias de tal manera uni- 
das al hecho criminal, que sin su concurrencia no 
hubiera podido cometerse, y en este concepto afir- 
mándose en el veredicto que la inducción por parte 
de la Rosalía, lo fué mediante la oferta de 30 duros 
ue hizo al autor material, todos los actos realiza- 
os por ella con independencia del medio inductivo 
de quese valió, vienen á determinar su perseveran- 
te y meditado propósito en el delito y en los medios 
de ejecutarlo que constituye la circunstancia 7.* 


del art. 10 del Código...» (Sent. 12 Febrero 1891.—Ga- 
ceta 18 Julio, p. 8.) 


Abuso de confianza. (Circunst. 10.) 


2 Jullo 1891. Su concurrencia en un delito de hur- 
to cometido en la casa donde el reo recibió generosamen- 
te hospedaje y comida, 


La noche del 2 de Junio de 1880 se presentó Ma.- 
nuel García en la casilla de los Meridos, donde se 
encontraban Francisco Martín y otros, que dieron 
al García albergue, cena y almuerzo. El huésped 
aprovechó la ausencia de los moradores para sus- 
traer una manta y algunos comestibles. 

El T. S. declara que en este delito ha concurrido 
la circunstancia agravante 10 del art. 10: 

«Considerando que el abuso de confianza que 
como circunstancia agravante consigna el Código, 
existe siempre que el delincuente comete el delito 
prevalido de la situación favorable en que para su 
perpetración se encuentra colocado con relación al 
perjudicado por voluntad de éste, por revelar, como 
revela, mayor perversidad del que así deja de co- 
rresponder á la conducta confiada de aquél: 

Considerando que en el caso del presente recurso, 
el penado Manuel García Bayo abusó evidente- 
mente para cometer el delito de hurto de la gene- 
rosa confianza con que Francisco Martín Grande y 
consortes le dieron hospedaje, cena y almuerzo en 
la casilla donde se encontraban y realizó la sus- 
Td a (Sent. 2 Julio 1891.—Gac. 19 Septiembre, 
p- 211.) 


Prevalerse el culpable de su carácter público. 
(Circunat. 11.) 


22 Octubre 1891. No comprende esta circunstan- 
cía al culpable por el hecho de ser empleado de ferroca- 
rriles, pues la ley reputa funcionarios públicos d estos 
empleados para reprimir las resistencias de que sean ob- 
jeto, pero no para agravar la pena en que incurran por 
delitos ajenos á su cargo. 


En causa seguida á Francisco Alcocer, se probó 
que óste recibió 500 pesetas como auxiliar de la fuo- 
toría de gran velocidad de la estación férrea de 
Utrera y se apropió dicha cantidad. La Audiencia 
de lo criminal le condenó por estafa, apreciando 
contra el procesado la circunstancia 11 del art. 10. 
El reo interpuso recurso de casación porinfracción 
de dicha circunstancia, que no le era aplicable; y el 
T, S. así lo estima y casa anula el fallo recurrido: 

«Considerando que si bien constituye una cir- 
cunstancia modificativa de responsabilidad crimi.- 
nal en sentido agravante, según el núm. 11 del ar- 
tículo 10 citado, prevalerse del carácter público 
que tenga el culpable al cometer el delito, precisa 
para ser estimada que á los actos que realice el 
agente reuna el carácter oficial, ó sea con ocasión 
del ejercicio de funciones públicas; que este carác- 
ter no puede reconocerse en el recurrente por el de- 
lito que cometió en el desempeño de su cargo como 


“auxiliar de la factoría de gran velocidad en la esta- 


ción de Utrera cuando recibió el saco con valores 
declarados, del que sustrajo y se apropió las 500 pe- 
setas, porque no tenía otro en este caso que el me- 
ramente mercantil de interés particular de la Em- 
presa, y, por consiguiente, no le es imputable una 
cirounstancia que no concurre: 

Considerando que aunque el art. 23 de la ley de 
policía de ferrocarriles de 23 de Noviembre de 1877 
reviste especial y determinadamente con el carác- 
ter de agentes de la autoridad y como tales funcio- 
narios públicos, según define y exige el art. 416 del 
Código, á los empleados de ferrocarriles, lo es ex- 
clusivamente para el caso y momento de resisten- 
cia al cumplimiento de las disposiciones emanadas 
del ejercicio de sus funciones, y por lo tanto, no 
siendo el caso que motiva este recurso el especial 
de excepción, no puede hacerse extensiva en per- 
juicio del reo una circunstancia desfavorable que 
no es aplicable al delito cometido.» (Sent. 22 Octu- 
bre 1891,—Gac. 27 Diciembre, p. 288.) 


Ejecutar el delito de noche. (Ciro.* 16). 


19 Junlo 1891. Recta apreciación de esa circuns- 
tancia cuando el Jurado declara que el delito se cometió 
de noche, y resulta ésta aprovechada para facilitar la 


seras del delito y favorecer la impunidad del cul- 
pable. 


En causa contra Miguel Gómez Galán, por robo, 
el Jurado le declaró culpable «del hecho de haber 
sustraído la noche del de Marzo de la casa de 
Cruz Ramírez un baul, con ánimo de lucro». No se 
formuló al Jurado, ni éste, por lo tanto, contestó 

regunta alguna relativa á si la nocbe fué buscada 
do propósito pur el culpable ó éste la aprovechó in- 
tencionalmente; y en su oportunidad la Audiencia 
de Toledo dictó sentencia condenando al reo como 
autor del delito y spreciando contra 6l la circuns- 
tancia agravante de haberlo ejecutado de noche. 
El procesado interpuso recurso de casación funda- 
do en el núm. 5.* del art. 819 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, citando como infringido el art. 10 
circuntancia 15 del Código penal, por aplicación in- 
debida. El T.S. declara no haber lug+r al recurso: 

«Considerando que es un hecho cierto declarado 
en su veredicto por el Jurado, que el procesado Mi- 
guel Gómez Galán Velasco. de noche penetró en 
casa de Cruz Ramírez y sustrajo el baúl objeto del 
robo que se le imputa, y como es de estimarse la 
circunstancia agravante 15 del art. 10 del Código 

enal, cuando el culpable ha elegido la noche ó se 

a aprovechado de ella para cometer más fácilmen- 
te el delito y conseguir su impunidad, su aplicación 
Á aquél, que, según es cierto, aprovechó la noche 

ara la más fácil realización del robo y ocultar su 
dencahrimiento. es justa y procedente, sin que al 
hacerlo, como con acierto lo ha hecho en su senten- 
cia la Audiencia de Toledo, haya infringido el men- 
cionado artículo del Código, ni el 82 en sus reglas 
2,* y 4,*, según, sin razón fundada se sostiene en el 
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recurso (1).» (Sent. 19 Junio 1891.--Gac. 18 Septiem- 
bre, p. 188.) 


Melncidenecia. (Circunst. 18.) 


31 Marzo 1891. Casación de sentencia por aplica- 
ción indebida, en un delito de injurias, de la circunstan- 
cia de reincidencia, haciéndola derivar de condena ante- 
rior impuesta al recurrente por desacato... 


En causa por injurias, apreció la Sala sentencia, 
dora la circunstancia agravante de reincidencia- 
fandándose en que el procesado había sido con ante- 
rioridad condenado E delito de injurias á la pena 
de un mes y un día de arresto mayor. Interpuesto 
recurso por diversos motivos, entre otros, Dr la in- 
debida aplicación del núm. 15 del art. 10 de Código, 
el T.S. casa y anula, en cuanto á dicho motivo, la 
sentencia reclamada: 

«Considerando que no es de estimar la circunstan- 
cia agravante de reincidencia, ya que existe ésta 
conforme al párrafo se do, núm. 18 del art. 10 del 
Código penal, cuando al ser jusgado el culpable por 
an delito estuviere ejecutoriamente condenado por 
otro comprendido en el mismo título de dicho Có- 
digo; y si bien es cierto que aquél, con anterioridad 
y por sentencia firme fué condenado por injurias, 
éstas, aunque nada se dice en el fallo, debieron ser 
inferidas 4 alguna autoridad ó funcionario público, 
pues no indica otra cosa la pena de arresto con que 
se castigaron, y si ello es cierto, como al parecer lo 
es, dicho delito no se halla comprendido en el mismo 
título del cuerpo legal indicado y por lo mismo no 
determina la verdadera reincidencia.» (Sent. 81 de 
Marzo 1991.—Gac. 28 Agosto, p. 100.) 


CLERO castrense. V. Rerimos: REvISsTaS..... 

COACCION. Sobre aplicación del artículo 510 
del Código penal, he aquí dos casos de jurispru- 
dencia: 


24 Marzo 1891. Violencia ó fuerza ejercida por el 
encargado de una finca sobre el arrendatario de la mis- 
ma, obligándole 4 desalojarla mediante el auxilio, que se 
procuró, de dos agentes de la autoridad. 

Arrendada una habitación por Antonia Valdés, 
mediante la entrega de una quincena adelantada 
del precio del arriendo, el encargado de la finca, 





(1) Be aquí como nosotros comentamos esta sentencia 
cuando la incluimos en la 1.* edición de este APÉNDICE: 
«Al referír el T. 9. el recurso de casación objeto de esta 
sentencia, se limita d decir que se interpuso «por aplica- 
ción indebida de la circunstancia agravante de nocturni- 
dad», pero no explica cudl era el fundamento en que el re- 
currente apoyada tal alegación. Tratando nosotros de pe- 
metrar el misterio, deducimos que la cuestión planteada 
por la defensa del procesado tiene verdadera gravedad, 
y por lo tanto también la tiene la resolución adoptada 
ps Sala 2.2 Sin duda creía el recurrente que no ha- 
do declarado el Jurado, como punto de hecho, 
que la noche fuera buscada ó aprovechada de propósito 
por el culpable, no podía estimarse en derecho tal cir- 
cunstancia como agravante. El T. S. al denegar el recur- 
so viene á establecer que, apareciendo declarado que el 
delito se cometió de noche, toca exclusivamente ú los ma- 
gistrados apreciar si constituye ó mo tal accidente cir- 
curatancia agravante, según infleran que 8e aprovechó ó 
no para la más facil realización del delito y para ocultar 
su descubrimiento. No nos atrevemos á comentar tan gra- 
ve doctrina, pero sí consignaremos que en todas las sen- 
tencias publicadas en la Gaceta de procesos vistos ante 
el Jurado, en que se ha apreciado la circunstancia agra- 
vente de nocturnidad, el veredicto ha contestado afirma- 
tivamente á una pregunta relativa d que la noche fué bus- 
eada ó aprovechada de propósito por el agente para eje- 
cutar el hecho perseguido. Nosotros encontramos esta 
práctica conforme con la ley de 20 de Abril de 1888, cu- 
yo art. 76 exige explícitamente que los jurados aprecien 
por sí el discernimiento 6 la intención en ciertos delitos, á 
implicitamente en todos los en que intervienen, ya se refie- 
ra la intención al delito mismo, ó ya sirva de fundamento 
á la concurrencia de circunstancias agravantes, atenuan- 
tes ó eximentes.» 

Con posterioridad ha establecido terminantemente el 
T. S., que la sentencia puede apreciar la circunstancia 
agravante de nocturnidad, aun cuando el veredicto se 
halle limitado á declarar que el delito se cometió de no- 
che, Véase la sentencia de 4 Octubre 1893 y 81 Enero 
1894. (AP. de 1893, p. 694, núm. 17, y AP. de 1894, pá- 
gina 595, núm. 100.) 


Faustino Villar, se presentó una noche en casa de 
aquélla acompañado de una pareja de agentes de la 
autoridad, conminándola con llevarla á la Celadu- 
ría si no desalojaba el cuarto aquella misma noche. 

Calificado el hecho como constitutivo de la coao- 
ción prevista en el art. 615 del Código penal de Cuba 
(510 del de la Península), Villar interpuso contra el 
fallo recurso de casación, al cual declara el T.S.no 
haber lugar: 

«Considerando que violencia es fuerza con que á 
uno se le obliga á hacer lo que no quiere, por medios 
á de no puede resistir: 

onsiderando que es fuerza la coacción ejercida 
en alguna persona, privándola del uso de su liber- 
tad y compeliéndola á determinaciones contrarias 
á su voluntad: 

Considerando que Faustino Villar ejerció fuerza 
en la persona de Antonia Valdés, compeliéndola 4 
desalojar de noche su habitación, ó 4 comparecer en 
la Celaduría, fuerza á que no pudo oponer resisten- 
cia alguna la Valdés, por haber formulado Villar su 
conminación con el auxilio de dos guardias de orden 
público: 

Considerando que el hecho procesal reviste todos 
los caracteres constitutivos del delito definido y 
penado en el art. 515 del Código penal vigente en las 

rovincias de Cuba y Puerto Rico.» (Sent. 24 Marzo 

e 18981.—Gac. 2 Agosto, p. 56.) 


5 Mayo 1891. Comisión de los delitos de coaacción 
6 disparo por los recurrentes, que detuvieron en despobla- 
do d un hombre y una mujer y atropellaron d ésta, vio- 
lentando á los ofendidos, contra los cuales dispararon 
varios tiros. 


Una noche Josó Gómez y su suegra Dolores Gue- 
rrero iban de Loja á Ugijares, y en mitad del despo- 
blado les salieron al encuentro Juan López y Nico- 
lás Castillo, quienes lograron detener á los cami- 
nantes disparando contra ellos varios tiros de re- 
vólver y luego con amenazas hicieron que Gómez 
se alejara de aquel sitio, en el que los agresores 
abusaron do la mujer. Perdonó ésta tal atropello; 
pero seguida causa contra sus autores por los de- 
más actos que realizaron, se les condenó como reos 
de disparo y coacción, medio aquél de ejecutar ésta. 
Los enjuiciados interpusieron recurso de casación 
citando como infringidos los arts. 90 y 510 del Código 

enal por su indebida aplicación, y los $8 y núm. 5.? 

el 604 del mismo Código por no haberse aplicado, 
puesto que los hechos realizados por los recurrentes 
no son constitutivos del delito que define el art. 510 
sino de una falta prevista en el 604, núm. 5.”. El T.S. 
declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que el recurso interpuesto estable- 
ce como supuestos fundamentales del mismo que e 
acto de disparar sus armas los procesados consti- 
tuye aun hecho independiente de la coacción con 
posterioridad ejercida, y que esta coacción debe ser 
calificada de falta y no como dolito: 

Considerando que los recurrentes, de noche y en 
despoblado, obligaron á José Gómez y á4 Dolores 
Guerrero, primero á detenerse, y después con ame- 
nazas, á que Gómez se alejara para apoderarse de 
la Guerrero y abusar de su persona: 

Considerando que esta doble coacción fué consu- 
mada con violencia y por un acto de fuerza, utili- 
zando como medio necesario para lograr la deten- 
ción y los ulteriores LA Prieta un revólver varias 
veces disparado contra los ofendidos.» (Sent. 6 de 
Mayo 1691.—Gac. 1.2 Septiembre, p. 129.) 


CÓDIGO CIVIL. Preferente atención he- 
mos dedicado á toda la jurisprudencia concer- 
niente á la aplicación del Código civil, haciendo 
de ella en los Repertorios alfabéticos del Bo- 
LeT¡IN, bajo el epígrafe CóbiGO CIVIL, tablas 
minuciosas y ordenadas de los artículos á que 
seo refieren las repetidas resoluciones. En el 
ArénbicE de 1893 comprendimos las publicadas 
hasta entonces, de las cuales hicimos expresión 
en las págs. 188 y 855. Las posteriores están in- 
dicadas en los AréxDICES de 189 (págs. 925 á 927) 
y 1895 (págs. 905 á 912). | 

Las publicadas en 1892 están en las relaciones 
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á que acabamos de aludir, del Ar. de 1898; pero, 
sin embargo, hemos querido formar para esta 
edición una tabla como la de los citados APEN- 
DICES, comprendiendo en ella todas las decisio- 
nes de jurisprudencia dictadas durante el año 
1892, muchas de las cuales están insertas en los 
APÉNDICES posteriores. 

En la tabla indicamos la respectiva página 
que en ellos ocupan. He aqué ahora la 


Relación de las sentencias del T. S. y resoluciones 
de la Dirección de los Registros dictadas en todo 
el año 1892 y relativas al Código civil, por el or- 
den numérico de los artículos que interpretan, in- 
vocan ó aplican. | 


Artículo 12,.—Subsistencia en Navarra, conforme 
á este texto, de la ley foral que priva 
al padre de la patria potestad sobre 
sus hijos cuando contrae segundo 
matrimonio; Sent.31 Marzo 1892, APÉN- 
DICE de 1896, p. 145. 

—Aplicación del Código civil á la socie- 
ciedad de gananciales del Campo de 
Tarragona; Resol. 80 Junio.—Véase en 
HIPOTECAS de este AP. 
59 y 61.—Validez de las adquisiciones de bie- 
nes por la mujer casada con licencia 
ó poder de su marido; 4 Mayo 1892.— 
Véase en HIPOTECAS de este AP. 
80, 61 y 65.—Validez de los contratos celebrados 
por mujer casada, ínterin el marido 
Óó sus herederos no losimpugnen como 
nulos. Resol. 28 Marzo 1892, inserta en 
HIPOTECAS de este AP. 
73.—Extinción de la hipoteca ofrecida 
por el marido en garantía de las arras 
cuando se acuerda el divorcio por 
adulterio de la mujer; Sent. 10 Diciem- 
bre 1892, AP. de 18898, p. 119. 
140.—Imposibilidad de admitir las inves- 
tigaciones de paternidad después del 
Código civil; Sent. 20 Abril 1892, AP. de 
1888, p. 112. 
159, 160 y Formalidades para la enajenación 
164, porlos padres de bienes ó gravámenes 
constituidos á favor de los hijos, con 
arreglo á los arts. 159, 160 y 164; 5 Abril 
1892, en HIPOTECAS de este mismo AP. 
164.—Formalidades para revocar una do- 
nación de bienes inmuebles otorgada 
á favor de menores y sometida á con- 
dición resolutoria; Resol. 30 Octubre 
1892, inserta en HIPOTECAS de este AP. 
164 y 165.—Cancelación de hipotecas constituí- 
das sobre bienesindivisos enque están 
interesados menores; Resol. 31 Octu- 
bre 1892.—Vénase en HIPOTECAS. 
168.—Pórdida de la patria potestad sobre 
los hijos del primer matrimonio por 
la viuda que contrae nuevas nupcias, 
Sentencia 20 Diciembre 1892, AP. 1898; 
página 122, 
167, 168 y Inaplicación A Navarra, por cuya 
172. ley foral subsistente, el padre queda 
privado de la patria potestad cnando 
contrae segundo matrimonio; Sent. B1 
Marzo 1892, Ar. 1896, p. 145. 
199 y sigs.—Son referentes á la tutela y no rigen 


en Navarra; Sent.81 Marzo 1892, AP. de 
1896, p. 145. 
207.—Alcance de la facultad que este ar- 
tículo concede de nombrar tutor para 
los menores á quienes se instituye he- 
rederos ó se deja legados de importan- 
cia; 138 Abril 1892.--Véase en HIPOTECAS. 
269.—Necesidad de la intervención del 
Consejo de familia ó de la autoridad 
judicial para revocar, rescindir ó re- 
solver donaciones de inmuebles en que 
están interesados menores; Resol. $80 
Octubre 1892.—Véase en HIPOTECAS. 
309.—La intervención del Consejo de fa- 
milia ha sustituido al antiguo discer- 
nimiento del cargo de tutor por la 
autoridad judicial: Resol. 31 Octubre 
1892.—Véase en HIPOTECAS. 
582.—Servidumbre de luces y vistas sobre 
cielo y suelo ajenos: Sent.6 Junio 1882, 
AP. 1898, p. 180. 
803.—Redención dela servidumbre de pas- 
tos: Sent. 11 Noviembre 1892, AP. de 
1883, p. 180, 
6808.—Imperio de la ley hipotecaria que 
regula la revocación de las enajena- 
ciones hechas en fraude de acreedo- 
res: Sent. 28 Noviembre 1892, AP. de 
1888, p. 108. 
675.—Es referente á la interpretación de 
los testamentos y no tiene aplicación 
en Navarra: AP. de 1896, p. 145. 
«“—Legítima del cónyuge viudo: Sen- 
tencia 8 Febrero 1892, inserta en Su- 
CESIONES de este mismo APÉNDICE. 
$1 1.—Forma de inscripción de los bienes 
sujetos á la reserva troncal de este 
artículo: Resol. 25 Junio 1892.—Véase 
HIPOTECAS de este AP. 
834.—El cónyuge viudo tiene el concepto 
legal de coheredero: Sent. 8 Febrero 
1892, inserta en SUCESIONES, de este 
APÉNDICE. 


974 y 975.—Aplicación de los mismos, como 58u- 
pletorios del 811 que trata de la reser- 
va troncal: Resol. 25 Junio 1892.-—Véa- 
se HIPOTECAS de este AP. 

1057.—Derecho de los herederos legítimos 
$ promover el juicio voluntario de 
testamentaria: Sent. 8 Febrero 1892, 
inserta en SUCESIONES de este mismo 
APÉNDICE. 


1057.—Representación legal de los hijos 
por sus padres en las herencias en 
que éstos no tengan interés incompa- 
tible, óimpersonalidad de los tutores 
testamentarios mientras los hijos es- 
tón sometidos á la patria potestad; 
13 Abril 1892, HIPOTECAS de este AP. 
1100, 1101 y Intereses de mora 6 indemnización 
1108. de perjuicios: Sent. 29 Diciembre 1892, 
AP. 1893, p. 818, 
1113.—Término para el cumplimiento de 
las obligaciones puras: Sent. 20 Octu- 
bre 1892, AP. 1888, p. 80. 
1281 y 1283.—Prueba de las obligaciones: Senten- 
cia 29 Diciembre 1892, AP. 1883, p. 818, 
1297.—Enajenación en fraude de acreedo- 
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res: Sent. 28 Noviembre 1892, AP. 1898, 
p. 108. 

1815 y 1407.—Validez de las adquisiciones de la 
mujer casada con autorización de su 
marido, aun sin necesidad de deter- 
minar de momento la naturaleza do- 
tal ó ganuncial de tales adquisicio - 
nes: 4 Mayo 1892, HIPOTECAS de este AP. 

1331 y 14148.—Insubsistencia de la hipoteca dotal 

caso de divorcio por culpa de la mu- 
jer: Sent. 10 Diciembre 1892, Ar. 1898, 
p. 119. 
13159.—Sobre su inaplicación al procura- 
dor que compra una finca litigiosa, no 
para él sino para otra persona: Reso- 
lución 14 Septiembre 1832. HIPOTECAS. 
1550.—Facultad del arrendatario para sub- 
arrendar como no se le haya prohibi- 
do expresamente hacerlo en el con- 
trato de arriendo: Resol. 29 Marzo 1€52, 
HIPOTECAS. 
1571.—Derecho del arrendatario á ser in- 
demnizado cuando el arrendador ven- 
de la finca arrendada y el nuevo due- 
ño lanza de ella al inquilino: Sent. 8 
Noviembre 1892, AP. 1893, p. 77. 
17668.—Responsabilidad del depósito cons- 
tituiído para tomar parte en una su- 
basta judicial: Sent. 7 Noviembre 1891. 
V. en DEPÓSITO de este mismo AP. 
1805.—La hipoteca constituida en garan- 
tía de una renta no necesita para ser 
válida la capitalización de la pensión: 
81 Mayo 1802, HIPOTECAS. - 
1917, 1922 Acreedores á quienes obliga el conve- 
y1923. nio concertado judicialmente con el 
deudor: Sent. 18 Octubre 1892, Ar. 1893, 
página 98. 

CODIGO DE COMERCIO. Sobre la compleja 
materia objeto del extenso artículo que ocupa 
enel Diccionario las ps. 719 á 895 del t. II, se han 
publicado durante el año 1532 las disposiciones 
siguientes: 

RE. O. 12 Diciembre 1801. 

Disponiendo con carácter generol que se entienda modift- 
cado el art. 50 de las Ordenanzos de Aduanas en el sen- 
tido de la R. O. de 20 de Septiembre de igual año. 
(Hac.) «Visto el recurso de alzada interpues- 

to ante este Ministerio por D. Carlos Antonio 

Talavera, intérprete jurado en Alicante, contra 

el acuerdo de aquella Delegación... 

_ Resultando que en expediente promovido á 

instancia del Palavera, a Delegación de Ha- 

cienda de Alicante, de acuerdo con lo informado 

rel administrador de la Aduana principal de 

provincia, declaró que en ésta no podían dejar 
de admitirse traducciones de manifiestos autori- 
zados por intérpretes jurados, corredores intér- 
pretes de navíos y cónsules, con ciertas limita- 
ciones las de estos últimos, mientras otra cosa 
no se dispusiera ó determinara en aclaración de 
las disposiciones vigentes sobre el particular, 
cayo acuerdo, por estar reservado ú la Dirección 

¿do de Aduanas, con arreglo á lo preceptua- 

en el caso 6.? del art. 14 de las Ordenanza, 

quedó sin efecto por KR. O. de 14 de Junio de 1636; 
Resultando que dada la indole del asunto y 

por no ser de la sola y exclusiva competencia de 

este Ministerio, se dirigió consulta al de Fomen- 
to acerca de si sería conveniente introducir la 

aclaración solicitada por D. Carlos Talavera, y 


si con relación al régimen de Aduanas deben 
éstas exigir á los corredores intérpretes, además 
de su título, la certificación de poseer dos idio- 
mas, según dispone el art. 112 del Código de Co- 
mercio: 

Resultando que dicho Ministerio de Fomento, 
teniendo en cuenta que el Código de Comercio 
fué redactado y publicado por el de Gracia y 
Justicia, consideró que sólo al mismo incumbía 
adoptar una resolución acerca del particular, y 
en su virtud le transmitió la consulta que fué 
resuelta por R. O. de 20 de Septiembre último... 

Considerando que el art. 50 de las Ordenanzas 
de Aduanas guarda relación con el art. 113 del 
Código de Comercio, y es conveniente para el 
mejor servicio que se armonicen los preceptos 
contenidos en ambas legislaciones; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, de conformidad, con lo propues- 
to por esa Dirección general, ha tenido á bien 
disponer que como medida de carácter general 
se considere modificado el art. 50 de las Ordenan- 
zas de Aduanas, en el sentido que expresa la 
R. O. de 20 de Septiembre del corriente año (1), 
entendiéndose desde luego resuelto, de confor- 
midad con la misma, el recurso de alzada de Don 
Carlos Antonio Talavera, que ha dado origen al 
expediente de referencia. 

De Real orden, etc.—Madrid 12 de Diciembre 
de 1891.» (Gac. 12 Febrero 1892.) 


R. O. 12 Abril 1892. 

Disponiendo que los titulos que se entreguen al consumar- 
se laz operaciones á plasxo, y por saldos de las mismas, 
Ueven, como en las operaciones al contado, una factura 
expre3iva de los particulares que indica, y autorizando 
á la Junta sindical del Colegio de agentes de cambio y 
Bolsa de Madrid para adoptar el modelo de facturas 
de entrega de papel, ete., etc. 


(Fom.) «En vista de lo expuesto por la Junta 
sindical del Colegio de cambio y Bolsa de Ma- 
drid, teniendo en cuenta lo que previenen los 
arts. 105 del Código de Comercio y 7.” y 55 del 
reglamento general interino de Bolsas de 31 de 
Diciembre de 1885, y á fin de que tengan exacto 
cumplimiento los arts. 76, 93 y 102 del citado Có- 


digo; 

£l Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, ha tenido á bien aprobar el 
acuerdo tomado por la Junta sindical de que 
los títulos al portador que se entreguen al con- 
sumarse las operaciones á plazo y por saldos de 
las mismas, correspondientes á las liquidacio- 
nes del presente mes y sucesivos, lleven como 
en las operaciones al contado una factura sus- 
crita por el vendedor que exprese su clase, se- 
ries y numeración, y autorizar á la expresada 
Junta sindical para adoptar el modelo de factu- 
ras de entregas de papel que siempre ha de ser 
con intervención de agente de Bolsa, y asimis- 
mo todas aquellas medidas que crea convenien- 
te sobre el particular para que no se interrum- 
pa la liquidación general. , 

De Real orden, etc. Madrid 12 de Abril de 
1892.» (Gac. 14 ¿d.) 


R. D. 25 Abril 1892. 


Presentando á las Cortes un proyecto de reforma de va- 
rios artículos del Código de Comercio y ley de Enjui- 
ciamiento civil, con nuevas disposiciones sobre suspen- 
siones de pagos y quiebras. 


(Grac. Y JusT.) Con un preámbulo ó exposi- 
ción de motivos, se presenta á las Cortes el Pro- 


(1) La R. O. de 30 Septiembre de 1891, puede verse en 
el Dicc., tomo I1, p. 862. A su disposición se acomoda ya 
el art. 69 de las Ordenanzas de 15 de Octubre de 1894, 
conforme á la R. O. de 37 de Febrero de 1895 (AP., pd- 
gina 150) confirmatoria dela citada de 30 Septiembre 1891. 
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yecto de ley, que contiene tres títulos, cuyos epí- 
grafes son: 1.-Reforma del Código de Comercio 
en lo relativo á la suspensión de pagos y quie- 
bras. II. Del orden de proceder en las quiebras. 
III. Se agregará al final de la ley de Enj. civil 
un «Título adicional del procedimiento para la 
suspensión de pagos». (Gac. 27 Abril.) 


Jurisprudencia, 


16 Mayo 1891. Elendoso de los pagarés hecho d su 
propi orden por la entidad d que se entregaron, no cons- 
tituye delito de falsedad ni de estafa. Legislación penal 
de Filipinas. 


La razón social Jurado y Compañía, de Manila, 
amplió sus operaciones á causa de haberle abierto 
un crédito el Banco Hong-Kong, ás quien entregó en 
garantía diversos pagarés bajo la firma de Jurado 
al dorso y en blanco, sobre la cual antepuso Hong- 
Kong endoso con la expresión «valor recibido», y al 
llegar los respectivos vencimientos, protestó los tÍ- 
tulos, eto. A querella de Jurado se instruyó causa 
contra los gerentes de Hong-Kong, bajo el supuesto 
de que la extensión del endoso entrañaba la APro- 
Pon indebida del pagaró cometiendo un delito de 

alsedad ó un abuso de firma en blanco. La Audien- 
cia dictó auto de sobreseimiento libre, por estimar 
que el hecho no constituía delito; y no conformán- 

ose con tal decisión el querellante, interpuso re- 
curso de casación citando como infringidos varios 
artículos del Código penal de 1850, referentes á la 
falsedad y á la estafa. El T. S. declara no haber la- 
gar al recurso: 

«Considerando que los hechos de que se hace re- 
ferencia en el auto de sobreseimiento recurrido no 
ofrecen caracteres de delito, porque apareciendo de 
ellos que los pagarés de que se trata se entregaron 
por la Sociedad mercantil recurrente, no en mera 
guarda, sino con sa firma al dorso, en garantía de 
cródito abierto por el Banco Hong-Kong, y en con- 
secuencia con cargo á la cuenta corriente, el hecho 
de sobreponerse á dicha firma un endoso á favor del 
mismo Banco, para realizarles á sus vencimientos, 
por no haber sido recogidos, no es indicante de in- 

ención encaminada á causar perjuicio á nadie, sino 
el ejervicio de un derecho que por la naturaleza de 
la convención y los usos de la plaza entendió tener 
el Banco, cualquiera que por otra parte fuera el 
valor y eficacia jarídicos de los actos de Jurado y 
Compañía (o anco en la esfera de las vbligacio- 
nes que les ligaran con responsabilidades civiles, in- 
dependiente y distinta de la penal. 
onsiderando que de no usarse los documentos cl- 
tados como lo fueron, pudieran haberse erjudicado 
los valores que representaban y el Srédito Áá que 
servían, y que la escritura de 1891, autorizando al 
Banco para enjuiciar el pago, confirma la creencia 
en que éste se hallara de que la firma en blanco le 
transmitía y ponía á su disposición los pagarés para 
en su caso realizarlos, sin lo cual carecería de todo 
objeto útil para su tenedor: 

Considerando, por tanto, que la Audiencia de Ma- 
nila no ha cometido el error de derecho que se la 
atribuye, nilas infracciones alegadas que en su caso 
sólo pudieran examinarse en relación con los con- 
ceptos jurídicamente doctrinales que entrañan, Á 
cAUusa de no ser en general aplicables en Filipinas el 
antiguo Código penal de la Península, ni el allí 
ahora vigente, á hechos ejecutados por particula- 
res con anterioridad á la publicación del último,» 
(Sent. 18 Mayo 1891.—Gac. 2 Septiembre, p. 140.) 


2 Diciembre 1891. El mandatario de una Socie- 
dad mercantil responde personalmente de los actos que 
ejecuta en tal concepto, Ss as que sean los estatu- 
tos de aquélla y los acuerdos sus juntas generales, y 
está obligado d rendir cuentas. 


La Junta directiva de la Sociedad «Orédito Mer- 
cantil de Puerto Rico», comisionó á su director don 
Francisco Bastón para determinados negocios de 
la misma, recibiendo éste á tal fin varias cantida- 
des. Posteriormente, en una junta general de la So- 
ciedad se tomó el acuerdo de-que algunas partidas 
de sumas relativas alindicado negocio pasasen á la 
cuenta du responsabilidades para exigirlas de la 
Junta Directiva que así puso á disposición y en 
poder de Bastón tales sumas. No obstante este 
acuerdo de la junta general, la directiva entendió 
ser procedente, en primer término, reclamar de 
Bastón las cantidades predichas, en cuya entrega 


no intervino la misma, y para ello le demandó soli- 
citando que aquél rindiese cuentas del mandato 
que recibió y abonase lo que rocediera en vista de 
las mismas. Opúsose á ello Bastón, y seguido el 

leito, fué condenado por sentencia confirmatoria 
ño la Audiencia, interponiendo el propio mandata- 
río recarso de casación contra tal fallo, citando 
diversas infracciones. El T.8., declaró no haber lu- 
gar al recurso: " ] 

«Considerando que todo mandatario está obliga- 
do á dar cuenta de sus actos como tal y de la inver- 
sión de losfondos que haya recibido para el des- 
empeño de su cargo, en cuyo caso se encuentra el 
recurrente D. Francisco Bastón: ] 

Considerando que al imponerle la sentencia esta 
obligación no comete ninguna de las infracciones 
señaladas en el primero de los motivos, porque 
cualquiera que sea el alcance que se dé á los acuer- 
dos de las juntas generales de 1888 y 1887 que se in- 
vocan, en ningún caso puede ser el de librar á Bas- 
tón de su responsabilidad directa como mandata- 
rio que es primordial: ] 

Considerando que Ja demanda objeto de este 
pleito dirigida contra el primer obligado no es con- 
tradictoria de los acuerdos de las juntas generales 
de la Sociedad, y por tanto, ni infringe la ley de 19 
de Ootubre de 1989 en su art. 11, ni va tampoco con- 
tra sus propios actos...» (Sala 1.*, Sent. 2 Diciembre 
18991.—Gac. 14 Enero 1882, p. 21.) 


4 Febrero 1899. Casación de sentencia que absol- 
víd del pago de cantidad reclamada por un comerciante 
d otro, estando demostrada la deuda por los libros de co- 
mercio del actor, que hacen prueba como llevados en for- 
ma regular. 


La «Caja de Ahorros, Descuentos y Depósitos» de 
la Habana, abrió cuenta corriente á la «Compañía 
Española de Alumbrado de gas»; y apareciendo de 
los libros de la primera y como resultado de las ove- 
raciones, que la segunda adeudabu 3.450 pesos Sé 
centavos, entabló la Caja de Ahorros demanda con- 
tra la Compañía Española reclamando dicha canti- 
dad. Es de advertir que la parte actora llevaba sus 
libros rigurosamente ajustados á las prescripciones 
del Código de Comercio; mientras que la contabili- 
dad de la demandada era, según apreció la Audien- 
cia de la Habana, «desordenada y falta de precisión 
y claridad»; no obstante lo cual dictó sentencia ab- 
solutoria. D. Claudio Hernándes, como cesionario 
de la Caja de Ahorros, interpuso recurso de casa- 
ción, citando como infringidos en el motivo 8.? los 
arts. 42 y 53 del Código de Oomercio de 1829, único 
aplicable á este pleito, que establecen el valor pro- 
batorio de los libros mercantiles llevados en regla 
contra los que no se hallen ajustados á derecho, 
infracción evidente si se considera que la Audien- 
cia ha reconocido la corrección de los libros de la 
Caja de Ahorros y está probada la incorrección de 
los de la Compuñía del Gas; y sin embargo, no se 
dan por decisivos los asientos de los primeros para 
justificar la cuenta formulada por la Caja, con 
acompañamiento de los mandatos de pago y el sal- 
do ó descubierto de la Compañía; cuya negación se 
basa exclusivamente en su pnlabra, después de in- 
vocar en vano la ignorancia del hecho de los man- 
datos y la prescripción de la acción del demandan- 
te. El T. S: casa y anula el fallo, siendo ponente don 
Evaristo de Cuenca: j 

«Considerando que los libros mercantiles que ca- 
rezcan de alguna de las formalidades necesarias no 
tienen valor alguno en juicio con respecto al co- 
merciante á quien pertenezcan, debiendo estarse 
en las diferencias que le ocurran con otro comer- 
ciante, á lo dns o de los libros de éste si se 

llan arreglados á la ley: a 
ondo ue los libra de comercio harán 
prueba en favor de sus dueños cuando su Adversa- 
rio no presente asientos en contrario, hechos en li- 
bros arreglados á derecho ú otra prueba plena y 
concluyente: . Ñ ' 

Conalderanda que de la liquidación practicada 
por los liquidadores de la Caja de Ahorros, Des- 
cuentos y Depósitos de la Habana, resultó un saldo 
de 3.450 pesos 84 centavos contra la Compañía Es- 
pañola del Alumbrado del Gas, cuyo saldo aparece 
en los libros de la Caja expresada que reunen los 
requisitos que la loy marca, los cuales no tienen en 
manera alguna los libros do la Sociedad del Gas; 
ouya contabilidad se califica de desordenada y falta 
de precisión y claridad, y en tal concepto la sen- 
tencia recurrida que desconoce lo que queda ex- 
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puesto y absuelve de la demanda, infringe los ar- 
tículos del Código de Comercio que seinvocan en 
el motivo 3. del recurso...» (Sent. 4 Febrero 1893.— 
Gac. 15 Marzo, p. 125., 


9 Febrero 1899. Paura que sean irreivindicables 
los efectos al portador, es preciso que se hayan negociado 
a la forma que puntualiza el art. 545 del Código de Co- 
aercio. 

«Si bien el art. 545 del Código de Comercio declara 
ensu párrafo segundo que los títulos al portador 
sontransmisibles por la simple tradición del documen- 
to, añade en el tercero que no estarán sujetos á rei- 
vrindicación si hubieren sido negociados en la forma 
ass puntualiza, y en el final deja á salvo los dere- 

os y acciones del legítimo propietario contra el 
vendedor ú otras personas responsables, según las 
leyes, por los actos que le hayan privado la posesión 
y dominio de los efectos vendidos; lo cual demues- 
tra que la novedad sancionada en estos preceptos 
ss reduce á hacor irreivindicables los títulos adqui- 
ridos por dicha negociación, sin hacer extensivo tal 
privilegio á los obtenidos por otro medio; que por 
tanto, quedan sometidos á las reglas generales de 
derecho.» (Sent. Y Febrero 1892.—(Gac. 16 Marzo, pá- 
gina 133.) 

—V. CONTRIBUCIÓN INDUSTRIAL: EsTAFA: FERRBO- 


CABRILES: QUIEBRA: SEGUROS. 


CÓDIGO PENAL. En ol ingreso de este mis- 
mo artículo del Dicc., tomo II, p. 901, hemos abo- 
gado porque se amparase eficazmente al Cuerpo 
social econtra todo atentado que amenace su 
existencia, su integridad ó sus derechos»; y en 
Prrarvos, tomo VIII, p. 707, sostuvimos la con- 
veniencia de que se entregase el conocimiento 
de los crimenes anarquistas á la jurisdicción de 
los Tribunales militares. A esta doble necesidad 
han respondido las leyes de 10 de Julio de 1894 y 
2de Septiembre de 1896, antes de las cuales y 
con el propósito de que tan atroces delitos no 
quedaran nunca impunes, se expidió por la Fis- 
calía del T. S. la siguiente: 


Circ. 31 Marzo 1892. 

Conducta del Ministerio fiscal para la mejor defensa so- 
cial ante la peligrosa actitud de los anarquistas.—Con- 
tideraciones sobre la sanción aplicable, con arreglo al 
Código penal, álos delitos cometidos por los anarquis- 
tas.—Disparo de petardos.—La tentativa y la frustra- 
ción en el disparo de petardos.—Asociaciones y prensa 
anarquistas (1). 

(FiscaLíA DEL T.S,) «El Ministerio fiscal fal- 
taría al más sagrado de sus deberes si no acu- 
diera en defensa de la sociedad, combatida á la 
sazón por nuevo género de enemigos. Son éstos 
los que, habiendo escrito en su bandera la nega- 
ción de todo gobierno, de toda disciplina y de 
toda propiedad, se asocian con creciente finas 
tismo para lograr fines imposibles por medio de 

ruinas y la muerte. Las armas que esgrimen 
en lucha tan insensata son: la tiranía ejercida 
por sus directores sobre entendimientos enfer- 
mos; la irrespetuosa cuanto fácil explotación 
para sus miras de la pobreza; la proclama ame- 
nazadora; el petardo devastador, y por último, 
el asesinato de personas para ellos desconocidas, 
pacificas 6 i¡nermos. 

No es fácil imaginar delincuencia más mons- 
truosa en el orden jurídico, ni peligro mayor 
para los ciudadanos, porque tiende á destruir lo 
que la razón y la historia han considerado abso- 
lutamente necesario para la vida de los pueblos; 


(1) No queremos privar d nuestros lectores del conoci- 
miento de esta circular, importante como documento hig- 
lórico que forma parte de la monografía legislativa del 
anar qui ¡aun tu interés práctico ha decaído ante 
las leyes de 1894 y 15896 antes citadas. 


por lo cual el Poder público, atento á la protes- 
ta de la sociedad alarmada, se preocupa hace 
tiempo de estos delitos, y procura extirparlos 
por medio de sus representantes, encargados de 
administrar la justicia preventiva y la criminal. 

Al Ministerio público, poderoso auxiliar de 
ellas, OS buena parte en esta obra de 
defensa, hallándose principalmente encargado 
de perseguir, y sobre todo de calificar, esas 
transgresiones en momento oportuno ante los 
Tribunales, para que éstos apliquen la pena co- 
rrespondiente. 

No se oculta á esta Fiscalía lo difícil de tal em- 
presa. La triste fecundidad del mal para produ- 
cir delitos es mayor que la previsión de los Có- 
digos penales; debiéndose á esto que el de 1870 
no diera formas precisas á los gravísimos en que 
voy ocupándome, casi desconocidos en aquella 
fecha. No se tema por eso que hayan de quelar 
impunes, ni mucho menos que sea preciso violen- 
tar la ley dera ea para castigarlos. 

Viniendo á lo más grave de este asunto, el dis- 
paro de petardos, bombas ó máquinas explosi- 
vas, por su naturaleza y efectos, se halla incluí- 
do entre los más graves delitos de que trata el 
capítulo VIT, tit. XIII, lib. II del Cód. penal. Lo 
está desde luego en estas palabras: «y en gene- 
ral, de cualquier otro agente ó medio de destruc- 
ción tan poderoso como los expuestos», con que 
el art. 572 termina la enumeración que de los de- 
litos de incendio y estrago hace el legislador; y 
en cuanto á la penalidad, de las palabras «incu- 
rrirán respectivamente en las penas de este capí- 
tulo», con que el referido artículo empieza, se 
deduce lógicamente que al disparo de petardos 
corresponde, en virtud de dicho respecto, la se- 
ñalada en el art. 561; porque igual á los delitos 
aquí penados, si no mayor, es el crimen de que 
voy hablando. 

En efecto, aparte de otras circunstancias que 
concurren en el disparo deffbetardos al uso, es á 
saber: el total desprecio Ue los intereses más 
caros á los ciudadanos; lo frío y cruel de la ale-. 
vosía; la falta abs. luta de conciencia moral en 
el agente; la inquietud J aun el terror que pro- 
duce en los habitantes de una población el igno- 
rar el paraje en que pueden peligrar sus vidas; 
aparte de todo esto, repito, hay lo imposible de 
calcular en más ó en menos la magnitud del es- 
trago y lo inevitable que éste resulta al consu- 
marse el delito, debidas ambas cosas á la índole 
especial de ese instrumento de muerte; porque 
aglomerándose toda la potencia destructora del 
petardo en el instante de la explosión, no cabe 
niaun la posibilidad de hacerla abortar en su 
principio ó dom narla en cualquier momento de 
su desarrollo, como ocurre en otros delitos de 
estrago. El incendio, por ejemplo, siquier sea 
de un buque fuera del puerto, de un tren de via- 
jeros en marcha, ó de un teatro lleno de gente, 
de que habla el Código penal, puede extinguirse 
apenas nacido ó después, antes que lo devore 
todo; pero en el disparo de potardos, el mal, por 
ser todo él instantáneo, resulta irremediable 6 
imposible de calcular. j 

Por consecuencia, el estrago total proporcio- 
nado á la energía del medio destructor, lo inde- 
finido on el exterminio de personas y de cosas, 
se hallan fatalmente en la intención del autor 
de estos atentados. Atendiendo, puos, á su ele- 
monto moral y psicológico, deberían calificarse 
de asesinatos; mas como el delito en cuestión no 
existe claramente definido, por la razón arriba 
apuntada, en el lib. IT del Código penal, v.8., 
ajustándose al espíritu de la ley, deborá consi- 
derar el disparo de petardos incluído en el cita- 
do art. 572 y atribuirle la pena señalada en el 
561, salvo el pedir la que corresponda, si otro 
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oO más grave resultare de este hecho cri- 
minal. 

Sirve de fundamento á esta doctrina el espíri- 
tu que informa dicho Código y la jurispruden- 
cia establecida por el Tribunal Supremo, el cual, 
en sentencia fecha 15 de Diciembre de 1£9), es- 
timó comprendido en el art. 572, y por consi- 
pato reo de estrago, al que coloca un petardo 

e dinamita entre dos casas, produciendo al es- 
tallar grande alarma en los moradores, y des- 
E importantes de una á ocho pesetas, en 

os edificios, sin que por esto pueda el hecho ca- 
lificarse de falta, porque el daño producido por 
incendio constituye siempre delito. 

Respecto 4l elemento objetivo del que nos 
ocupa, como la circunstancia fortuita de no 
consumarse el hecho criminal por causas ajenas 
á la voluntad del agente no varía su naturaleza 
ó intrínseca malicia, deberá aplicarse al delito 
de estragos frustrado la degradación en la pena 
correspondiente á la señalada al consumado en 
el citado art. 561. Apóyase esto también en la 
autoridad del Tribunal Supremo. Por sentencia 
de 27 de Noviembre de 1879 declaró que la per- 
sona sorprendida en la escalera de una casa 
ocultando bajo la capa un petardo de dinamita 
con la mecha encendida, que arrojó al suelo al 
ser perseguido Lor los agentes de la autoridad, 
es responsable del delito de estragos frustrado 
á que alude el art. 572, y no de la falta men- 
cionada en el 587, la 'cual se refiere á los anti.- 
- guos as que carecen de importancia cri- 
minal. 

Por lo que hace á la tentativa considerada en 
el disparo de petardos, discurriendo lógicamen- 
te, debería aplicársele la pena inferior en dos 
grados á la que se atribuye en el art. 561 á las 
transgresiones en él enumeradas; porque el ele- 
mento moral del delito es aquí el mismo que en 
el consumado y en el frustrado. Sin embargo, 
razones de equidad, fundadas en la deficiencia 
del Código relativamente á este delito, aconse- 
jan que Y. S., llegado el caso, proponga como 
pena de esta tentativa la rebaja correspondien- 
te á la establecida en el párrafo primero del ar- 
tículo 561. 

Para proceder de tal manera, hay además una 

razón potísima. En Diciembre del año próximo 
pasado, el fiscal de la Audiencia de Barcelona 
preparó recurso de casación por infracción de 
ey contra la sentencia de la misma que absol- 
vió á Antonio Forcadell Cid, procesado por ha- 
ber sido detenido á las once de la noche en una 
calle de dicha capital ocupándosele tres grana- 
das llenas de pólvora, dos con espoleta de 25 
centímetros de largo, y la tercera con pistón. 
Fundábase dicho fiscal en que hecho tal debe 
calificarse de tentativa de estragos, conforme 
el art. 572, en relación con el 563, caso 2.” del Co- 
digo penal; y habiendo esta Fiscalía mantenido 
el recurso ante la Sala ssgunda del Tribunal 
Supromo, éste acaba de admitirlo declarando 
por sentencia fecha 21 del corriente que el he- 
cho de autos, ó sea la tenencia de petardos, con 
circunstancias que revelen propósito criminal, 
constituye tentativa de Sperda: comprendida 
en el citado art. 572, relacionado con el núm. 1." 
del 561 de la ley. Por consiguiente, de hoy más, 
doctrina legal es ésta, que V. S. debe aplicar en 
cuantos casos de esta índole se le presenten. 

Además, contra tan graves delitos hay otro 
medio de defensa más eficaz sin duda, porque 
tiende á prevenirlos, llegando hasta su verda- 
dero origen. No son individuos aislados, sino 
sociedades secretamente organizadas, quienes 
mantienen ese foco de iniquidad y de extravío; 
asociaciones á todas luces ilícitas, comprendi- 
das en el art. 198 del Código penal, cuyos indi- 


viduos incurren en la sanción señalada en el 199 
y 200 de la misma Loy. 

La denuncia de tales delitos traerá consigo la 
disolución de estas asociaciones, con gran ven- 
taja de la paz pública y provecho de los mismos 
delincuentes. Quizá muchos de esos asociados 
ignoran que el mero hecho de serlo los vuelve 
reos de delito, y de seguro muchos también se 
hallan inscritos en sus listas cediendo á crimi- 
nales amenazas. Pues para unos y para otros 
sería medicina saludable, ó el escarmiento en 
cabeza ajena, ó el sufrir, en su caso, el castigo 
relativamente leve, contenido en el ya citado 
art. 200; porque con él se redimirían á poca cos- 
ta de un estado de delincuencia habitual, evi- 
tándose acaso el sufrir más adelante las grandes 
expiaciones del Cód. penal. De acuerdo V. S, en 
este punto con la autoridad civil, principalmen- 
te encargada de la justicia preventiva y con 
toda la policía judicial, no será difícil lograr 
que se reduzcan poco á poco las filas de estos 

elincuentes fanatizados, devolviéndolos sin 
gran violencia al seno de la ley y de la sociedad. 

Tampoco es el anterior razonamiento, en 
cuanto se refiere el art. 198 del Pay luca- 
bración más ó menos acertada de esta Fiscalía, 
sino recta inteligencia de la ley, fundada en so- 
lemnes declaraciones del Tribunal Supemo. En 
efecto, habiendo sido condenados por la Audien- 
cia de Ronda como autores del delito de asocia- 
cion ilícita ciertos procesados, convencidos de 
ser miembros de una sociedad clandestina titu- 
lada Federación de trabajadores, interpusieron 
recurso de casación, alegando haberse infringi- 
do artículos de la Constitución del Estado y del 
Código penal; y dicho Tribunal, en sentencia de 
28 de Enero de 1884, declaró no haber lugar al 
recurso, fundando aquélla en elocuentes consi- 
derandos, el 8.” de los cuales dice así: «Conside- 
rando que siendo principios fundamentales de 
la asociación titulada Federación de trabajado- 
res, de que los recurrentes formaban parte, la 
a ps y el colectivismo, y proponiéndose em- 
prender y sostener la lucha del trabajo contra el 
capital y de los trabajadores contra la burgue- 
sía, es indudable que dicha asociación, tanto por 
su objeto como por sus circunstancias, es con- 
traria á la moral pública, contradiciendo, como 
contradice, el principio más fundamental del 
orden social, cual es el de la autoridad y la pro- 
piedad industrial.» 

Todavía puede irse más allá en el camino de 
la represión de estos delitos, y hasta ese térmi- 
no debe llegar la justicia social, si no ha de in- 
currir en contradicción y lamentable desequi- 
librio, aplicando el rigor de la ley penal á los 
pobres de espíritu, alucinados, mientras se mues- 
tre floja y tolerante con los poderosos; que tales 
son, para el caso, sus inteligentes alucinadores. 
Porque nada más demoledor y funesto que la 
inteligencia sin el freno de los prin ipios mora- 
les; nada, 10d consiguiente, comparable al abuso 
que de su libertad legal hace la prensa llamada 
anarquista, á cuyo apasionado y sofistico magis- 
terio débese, en gran parte, la conducta criminal 
de sus adoctrinados. 

En el orden moral tamaña perversión encuen- 
tra correctivo y pena adecuados en el anatema 
de la conciencia pública, de la cual ha sido eco, 
en fecha reciente, la terrible acusación lanzada 
contra esa prensa por un anarqusta infortunado 
desde las gradas del patíbulo. Boro también pue- 
den incurrir fácilmente esos periódicos en la 
responsabilidad jurídica de que habla el articulo 
582 del Código, provocando directamente á la 
perpetración de esta clase de transgresiones, y 
para que se averigúe si tal provocación existe, 
y, llegado el caso, el delito no quede impune, 
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invoco, y aun exijo, toda la actividad y vigilan- 
cia de Y. S. 

El criterio referente á esta penslidad lo esta- 
bleció el Tribunal Supremo en sentencia de 4 de 
Julio de 1885... 

Sentada ya l?. doctrina, réstame sólo hacer á 
Y. 8, ligeras indicaciones acerca de su conducta 
en esta clase de procesos... 

Estamos en el pricipio de la guerra social, cu- 
aa curso es preciso cortar á todo trance. 

nde honor para el Ministerio fiscal el que la 
ley le encomiende en primer término y ahora 
más que nunca, la noble empresa de afianzar la 
Eran IT pública y contribuir á salvar tam- 
bién del peligro que corren al presente la recti- 
tud de la conciencia y el prestigio de la civili- 
zación. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 831 
de Marzo de 1892. —Rafael Conde y Luque.—Se- 
ñor Fiscal de la Audiencia de.....» (Gac. 3 Abril.) 


—V. ASESIMATO: ÁTENTADO: CIRCUMSTANCIAS...: 
Disparo: Hurro: Robo, etc., etc. 


COHECHO. Este delito, castigado en el ar- 
tículo 393 del Código penal, se ha confundido al- 
guna vez con el de estafa. Sirva de ejemplo la 
siguiente 

Seat. 19 Junio 1891. Cohecho cometido por un fun- 
cienario público faltando d su deber, mediante la percep- 
ción de dádiva, erróneamente castigado como estafa; 
equivocación que no puede enmendar el T. 8. 4 instancia 
del procesado, porque el delito realizado por éste e» más 


grase que el calificado en la sentencia y no se hizo objeto 
de la acusación... 


Don Eduardo Elizaga, celador de policia, sorpren- 
dió en la Habana la reventa de un billete de la lote- 
ria de los Estados Unidos; detuvo á los contratantes 
y exigió al vendedor cierta suma por salvarle de la 
responsabilidad en que había incurrido, cifra de la 
cual percibió buena parte, quedando en tomar el 
resto alotro día. Formada causa sobre estos hechos, 
y condenado Elisaga como autor de estafa, com- 
a en el art. 558, núm. 1.%, y castigada en el 

caso 2.2 del Código penal de Cuba y Puerto Rico 
(547 y 513 de la Península), interpuso recurso de casa- 
ción citando como infringidos dichos preceptos por 
indebida aplicación y el del art. 8941 (393 de la Penín- 
sula) que era el aplicable. El T. S. declara no haber 
legar al recurso: 

«Considerando 106 los hechos... constituyen evi- 
dentemente el delito de cohecho y no el de estafa... 
porque el elemento esencial de este delito consiste 
enla dádiva entregada ó prometida al funcionario 
- por incumplimiento de loa deberes propios 

e su cargo, figura de delito distinta de la estafa, 
euya nota diferencial la constituye el engaño em- 
pleado para la defraudación, el cual, en el caso de 
autos, no ha existido como oausa determinante del 
hecho consumado por el recurrente: 

Considerando que, no obstante el error quedicha 
sentencia contiene... la Sala no puede casar y anu- 
lar la referida sentencia, porque debiendo imponer- 
le en la seganda que hubiera de dictar la pena de 
inhabilitación por formar parte siempre de la pena: 
tidad del cohecho, según el art. 491 del Código apli- 
eado (l), agravaría la situación legal del recurrente, 
ereada por la reclamada, y le condenaría por un 
delito máx grave que el que fué objeto de la acusa- 
ción, y del cual no ha podido defenderse, modifica- 
ción transcendental, que no debe ni puede hacer 
esta pp (Sent. 19 Junio 1891.—Gac. 16 Septiembre, 

. 187.) 

—Qtros casos muy análogos en sents. de 8 de Julio 
de 1991, Gac. 4 Octubre, p. 235, y 27 Octubre 1891, Ga- 
cela 28 Diciembre, p. 294. —V. SERVICIO MILITAR. 


OOLONIAS ESCOLARES. Da cabal idea de 
estas organizaciones, constituídas para fomen- 


(1) Quíere aludirse ó al 894, citado por el recurrente, 
dal 396, que impone á los reos de cohecho la pena de in- 
Mbilitación; artículos con los que coinciden los 898 y 400 
del Código penal de la Península, 


tar el desarrollo físico y procurar el bien de los 
niños, la siguiente 


ER. O. 28 Julio 1892. 

Excitando el celo de las Corporaciones oficiales y de los 
particulares para que contribuyan al fomento de las 
Colonias escolares en beneficio de los niños pobres y en- 
fermos. 

(Fom.) Extracto.—En esta extensa Real orden 
el Sr. Ministro se propone mover la opinión en 
favor de las Colonias escolares, tan arraigadas 
ye en otras naciones y ns en el Congreso de 

urich (1888), en el cual tuvo representación 
nuestra patria, recibieron el solemne reconoci- 
miento de su pública utilidad. Las Colonias es- 
colares, aunque en reducida escala, vienen ensa- 
yándose ya en España desde 1887 por el Museo 
pedagógico en Madrid, y en Granada por la So- 
ciedad Económica. Su objeto es cuidar del des- 
arrollo corporal de los niños, poniendo coto al 
abuso de agobiar las tiernas inteligencias, con- 
virtiéndolas en máquinas de estudiar, con com- 
pleto olvido y grave daño de su desarrollo físico 

y de su educación moral que importa atender ar- 

mónicamente, y dice con mucha razón la Real 

orden, á propósito de tan recomendable institu- 
ción, lo siguiente: 

«Sustraer á los niños débiles y enfermizos du- 
rante los dias más calurosos del estío de la in- 
fluencia mortífera de elevadas temperaturas, 
agravada por la falta de higiene en reducidas 
habitaciones, y la escasa y malsana alimenta- 
ción; en una palabra, librarles de las numerosas 
concausas que favorecen el desarrollo de crueles 
enfermedades, cuyos estragos no pueden con- 
trarrestrar las familias pobres, llevando á sus 
hijos á permanecer una larga temporada en un 

ueblo de montaña ó cerca del mar, en donde 

ien atendidos y alimentados respiren el aire 
puro y vivificador, el aire cargado de los ele- 
mentos estimulantes con que el mar satura el 
ambiente, y de este modo, tonificando, vigori- 
zando su naturaleza, purificando su sangre, com- 
batir los gérmenes del escrofulismo, del raqui- 
tismo, de la tisis y de otras enfermedades, es 
obra de caridad simpática y digna de todo apoyo 

y de toda protección. 

Mas con ser tan favorables para el desarrollo 
físico los resultados antropométricos así obte- 
nidos, demostrando el aumento en el peso, en 
los diámetros del pecho y en la estatura, con lo- 
grarse no pocas veces la desaparición ó por lo 
menos la visible mejoría de las enfermedades 
crónicas de los niños, salvando tantas víctimas 
de la mortalidad en las capitales populosas, y 
cortando el paso á las epidemias, que se ceban 
en los niños más débiles, no sería completa la 
acción de las Colonias escolares si no se propu- 
sieran á un tiempo mejorar las condiciones de 
los niños en el orden moral é intelectual, ense- 
ñándoles buenos hábitos, desarrollando sus fa- 
cultades que constituyen la esencia de la digni- 
dad humana, y enriqueciendo sus conocimientos 
con los que el libro abierto de la naturaleza re- 
crea y educa fácilmente, mediante la hábil direc- 
ción de un buen maestro. Si muchos necesitan, 
y á todos conviene, da Rd el aire puro de la 
montaña ó de la playa, huyendo del malsano de 
las grandes poblaciones, no ha de descuidarso al 
propio tiempo vivificar el alma do las tiernas 
criaturas, dándole calor y energía por medio de 
virtuosas prácticas y de la creciente solicitud 
de los que las dirijan, para contrarrestar los fu- 
nestos rosultados de los malos ejemplos y de las 
malas costumbres de las grandes poblaciones. 

Uno de nuestros más notables pedagogos con- 
sidera las Colonias escolares como una «forma 
de beneficencia muy simpática, porque aparte de 
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sus ventajas se realiza por medio de la escuela», 
y en verdad, tal debe ser su carácter. 

(Sigue la Real orden exponiendo otras venta- 
jas de las Colonias escolares, porqueextienden la 
acción generadora de la educación fuera de la 
escuela y por los hábitos de higiene que adquie- 
ren los niños y llevan á sus familias, y excita á 
las dignidades eclesiásticas, autoridades, Corpo- 
raciones provinciales, Asociaciones benéficas, 
Sociedades de crédito, Empresas ferroviarias y á 
los particulares, etc., para que contribuyan al fo- 
mento de las Colonias escolares, á cuyo fin coad- 
yuvarán también sin perdonar medio alguno los 
poderes públicos. Y dice á este propósito:) 

No se trata ahora de sentar las bases de su or- 

anización, ni se deben preferir las de niñas, ni 

o que exigen las mixtas, ni del número de niños 
sometidos á cada maestro, ni de las condiciones 
de los auxiliares que sean precisos, ni de la in- 
tervención médica, ni de los auxilios que puedan 
prestar los pueblos, ni de la conveniencia de ex- 
plorar á los que reunen buenas condiciones, ps 
estimularlos á prestar útil cooperación, ni de la 
manera de preparar las Colonias y de elegir lcs 
colonos, ni de su equipo, hi de la instalación y 
plan de vida, ni de los medios pedagógicos más 
eficaces, ni de la comprobación de los resultados 
bajo el punto de vista físico, intelectual y moral; 
ni, por último, de cuantos detalles de orden eco- 
nómico han de tenerse presentes; basta haber 
señalado su importancia PA fijado su carácter; 
porus es prudente aguardar á que las lecciones 

e la experiencia suministren datos para hacerlo 
convenientemente, estableciendo los procedi- 
mientos para su realización, los cuales han de 
obedecer á las circunstancias de cada caso, sin 
Olvidar que no ha de reglamentarse demasiado, 
que debe dejarse á la iniciativa particular la ne- 
cesaria libertad de acción. 

(Y concluye la parte dispositiva:) 

..S, M. el Rey e: D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, se ha servido disponer: 

Que se eos el interés y la complacencia 
con que S. M. verá cuanto al fomento de las Co- 
lonias escolares se refiera. z 

Que se declare obra tan caritativa y patriótica 
digna de recompensa. 

Que se excite para que la presten su apoyo á 
las Corporaciones oficiales y á los particulares, 
recomendándolo con todo encarecimiento. 

Y á fin de cumplimentar esta Real disposición, 
procurará V. I. por todos los medios de que dis- 
pone que se promuevan y faciliten como de con- 
veniencia pública las Colonias escolares en bien 
de los niños pobres y enfermos cuyo cuidado di- 
ligente supone mantener vivos los sentimientos 
de caridad, los impulsos generosos de patriotis- 
mo y una previsión de grande transcendencia, 
utilizando la escuela que, de cualquier modo que 
se la considere ó que intervenga en las acciones 
modificadoras de la vida social, es siempre, bien 
dirigida, medio seguro de regeneración para los 
pueblos.» (R. O. 26 Julio 1892.—Gac. 27 td.) 


COLONIAS AGRICOLAS. V. Barníos. 


COMPAÑIAS MERCANTILES. Sobre res- 
ponsabilidad de los mandatarios de esta clase de 
Sociedades, y obligación, por parte delos mismos, 
de rendir cuentas, véase en CóDiGo DE COMERCIO 


de este ArénDicCkE la sentencia del T. $S. de 2 de 
Diciembre de 1891. 


COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS. 
El R. D. de 8 de Septiembre de 1887 establece las 
reglas para sustanciar los expedientes de las 
competencias administrativas, ó sea de las que 


los gobernadores de provincia, en nombre de la 
Administración, suscitan á los Juzgados y Tri- 
bunales en el caso de que éstos invadan las atri- 
buciones de los mismos gobernadores, ó de las 
autoridades dependientes de ellos, ó de la Admi- 
nistración pública en general. Y es tan ineludi- 
ble la observancia de todas y de cada una de di- 
chas reglas, que la falta en cualquiera de sus 
preceptos, implica un vicio de sustanciación que 
impide la resolución, dando lugar á que se decla.- 
re mal formada ó mal suscitada y queno ha lugar 
á decidirla, y no pocas veces 4 lo acordado, que 
es, como si dijéramos, reprender ó amonestar ó 
apercibir por el olvido de tales reglas. 

He aquí varias competencias que se han decla- 
rado mal formadas por incumplimiento de algu- 
no de los artículos del decreto, por parte de los 
gobernadores ó por parte de los Juzgados y Tri- 
bunales (1). 


XI 


E8 VICIO SUSTANCIAL EL SUSCITAR COMPETENCIA SIM 
HABER OÍDO Á LA COMISIÓN PROVINCIAL 


R. D. 29 Enero 1892. Omisión de la audiencia de 
la Comisión provincial. 


Competencia suscitada por el gobernador de Za- 
mora al juez de instrucción de Villalpando. Estaba 
éste conociendo en apelación de un juicio de faltas 
por daños causados en fincas particulares por el 
contratista de una carretera con el arrastre de ma- 
teriales, y el gobernador, á instancia del contratis- 
ta, requirió de inhibición al Juzgado, sin haber 
oido á la Comisión provincial, como lo exige el ar- 
tículo 5. del decreto de competencias de 8 de Sep- 
tiembre de 1587. El Juzgado tramitó el expediente y 
sostuvo su jurisdicción declarándose competente. 
Después de quince días, el gobernador dirigió nuevo 
oficio manifestando que se había omitido al reque- 
rir, el trámite de haber oído á la Comisión provin- 
cial, y requirió de nuevo; pero como el auto del Juz- 
gado era firme y ejecutorio, lo declaró así éste, in- 
sistiendo en sn requerimiento el gobernador. Eleva- 
dos los antecedentes al Gobierno con vista de los ar- 
tículos5 * y 18 del decreto «se declara mal suscitada esta 
competencia, que no ha lugar 4 decidirla y lo acordado»: 

«Considerando: 1. Que al requerir el gobernador 
de Zamora al Juzgado de instrucción de Villalpan- 
do, lo hizo sin cumplir lo dispuesto en el art. 5.2 del 
Real decreto que acaba de citarso: 

2.2 Queel Juzgado tramitó el incidente en virtud 
de un requerimiento hecho en forma contraria á 
las disposiciones que regulan la matoria: 

8.2 Que dictado auto firme por el Juzgado, no 
puede éste revocarle, y sólo al decidirse el confileto 
pueden ser apreciados los defectos que en la sustan- 
ciación del mismo se hayan cometido: 

4.0 Que dicha falta no ha podido ser saubsanada, 
oyendo después á la Comisión PA ed porque 
cuando eso tuvo lugar ya se había declarado com- 
petente el Juzgado. ! 

5.2 Que según se deduce de lo anteriormente ex- 
puesto, hay en el presente caso un vicio sustancial 
en el procedimiento que impide resolver por ahora 
la presente contienda jurisdiccional.» (R. D. 28 Ene- 
ro 1892.—Gac. 4 Febrero.) , 

—Otros casos de competencias mal suscitadas por 
haberse omitido la audiencia de la Comisión pro- 
vincial. (Rs. Ds. 16 Marzo y 18 Abril 1892.—Gacs. 18 
Murzo y 21 Abril.) 


BR. D. 23 Febrero 1992. Audiencia posterior al 
requerimiento inhíbitorio. 

Se declara mal formada, que no ha lugar á deci. 
dirla y lo acordado, la competencia promovida por 
el gobernador de Alicante ála Audiencia de la ca.- 
pital, con vista del art. 17 del R. D. de 1887, y consi- 
derando: «que el gobernador..... dejó de cumplir lo 


(1) La doctrina sobre el fondo de las contiendas de 
competencia véase en los artículos respectivos, según la 
materia. 
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dispuesto en el artículo que acaba de citarse, pues- 
to que el dictamen de la Comisión podes ha 
sido emitido después de haber insistido el goberna- 
dor en su requerimiento, cuando debió haberlo sido 
con anterioridad.» (R. D. 97 Febrero 1892.— Gac. 29 1d.) 


AR 


Jcez Ú TRIBUNAL Á QUIEN CORRESPONDE SOSTENER LA 
COMPETENCIA EN LOS JUICIOS CRIMINALES SEGUN EL 
ESTADO DE LAS ACTUACIONES. 


BR. O. 18 Abril 189982. Causas en las cuales se ha 
dictado auto de terminación del sumario. 


Competencia entre el gobernador de Lérida y el 
me de Sort en un proceso sobre corta de maderas. 
pe cuando recibió el oficio de requerimiento, 
ya había dictado auto de terminación de sumario, 
por lo cual remitió el proceso y el oficio de reque- 
rimiento á la Audiencia, que se lo devolvió io que 
sustanciara el incidente, como así lo hizo. Se decla- 
ra mal formada la competencia, que no ha lugar d decí- 
dirla y l. acordado, con vista del art. 5.” del Real de- 
creto de competencias: 

«Considerando: 1. Que la disposición que acaba 
de citarse, sobre todo en su segunda parte, tiene 
por objeto establecer que las cuestionee de compe- 
tencia que promuevan los gobernadores sean soste- 
nidas por la autoridad judical que esté conociendo 
del asunto: ] 

2 Que recibido el oficio de requerimiento por el 
juez de instrucción de Sort, después de haber dicta- 
do auto de terminación del sumario que ha dado 
origen al presente conflicto, ya no tenía el referido 
juez jurisdicción en el proceso, y, por lo tanto, no 
podía ni tramitar el incidente, ni sostener la con- 
tienda, por haber empezado ya la competencia de 
la Audiencia de lo criminal de la Seo de Urgel en el 
asunto: 

Y 3. Que, por lo tanto, á dicho Tribunal corres- 

ondia haber sostenido la contienda, y no ha debi- 

odevolver la causa al inferior, para que sustanola- 
ra el incidente, dando con ello lugar á que no pueda 
resolverse por ahora la presente contienda jurisdic- 
cional por existir vicio sustancial en el procedi- 
miento.» (R. D. 18 Abril 1893.—Gac. 22 1d.) 


ARA 


CITA DEL TEXTO DE LA DISPOSICIÓN LEGAL EN QUE SE 
APOYA EL GOBERNADOR PARA EL REQUERIMIENTO Y 
RAZONES EN QUE SE FUNDE, 
R.D. 3 Diciembre 189941. 

imsudsanable por el gobernador. 


Promovida competencia entre el gobernador civil 
de Burgos y la Audiencia de Lerma en causa sobre 
usurpación de atribuciones de un Ayuntamiento, 
negándose á dar posesión á concejales, el gober- 
nador, al reguerir de inhibición, dejó de citar el 
texto de la disposición en que se fundaba, y al in- 
sistir en ella después de sostenida por dicho Tribu- 
nal su competencia, manifestó que por error de co- 
pia se había omitido citar en el requerimiento el 
art. 89 de la ley electoral. 

Se declara mal suscitada la competencia, que no 
ha logar á decidirla y lo acordado, con vista de los 
arts. go y 19 del decreto de competencias: ; 

«Considerando: 1.2 Que el objeto de la disposición 
del art. 8.2 del citado Real decreto es que el re- 
querido conozca y pueda apreciar los fundamentos 
entes en que el requerimiento de inhibición se 

anda. 

22 Que la infracción del referido art. 8. no es 
subsanable al insistir el gobernador en la compe- 
tencia, puesto qne entonces el Tribunal ó Juzgado 
requerido no puede hacer otra cosa que remitir las 
actnaciones, sin entrar en la apreciación de los mo- 
tivos legales de la inhibitoria. , 

3,9 Que en el presente caso ha dejado de cum- 
plirse la disposición de que viene tratándose, pues: 
to que en el oficio de requerimiento no citó el go- 
bernador disposición alguna que le atribuyera el 
sonocimiento del negocio, y únicamente lo hizo del 
precepto que le nutoriza para promover competen- 


cias...» (R. D. 3 Diciembre 1*91.— Gac. 5 1d.) 


—Otra resolución análoga, en todo, en competen- 
eis entre el gobernador de Almeria y el juez de la 
capital. (R. 5. 17 Enero 1892.—Gac. 23 1d.) 


R. D. 8 Enero 1898. Cita de reglamentos que con- 
tienen muchos preceptos. 


En competencia entre el gobernador de Lérida y 


La omisión de la cita es 


el juez de instrucción de la misma ciudad, el gober- 
nador citó en globo, como textos legales para fan- 
dar su requerimiento, el reglamento orgánico de la 
Administración económico-provincial de 8de Mayo 
de 1883, y el reglamento sobre procedimiento econó- 
mico-administrativo de 16 de Abril de 1890. Jua reso- 
lución de mal suscitada la competencia, de no ha- 
ber lugar á decidirla y lo acordado, se dicta: 

«Considerando: 1. Que, según constante doctrina, 
no se entiende cumplido el texto del precitado ar- 
tículo 8. del R. D, de 8 de Septiembre de 1887 con 
sólo citar preceptos del mismo, ó hacerlo en globo 
de leyes, reglamentos ó cualquier otro género de 
disposiciones compuestas de varios articulos, sin 
fijar precisamente aquél en que la autoridad requi- 
rente se apoye para reclamar el conocimiento del 
negocio: : 

2,9 Que por haberse limitado el gobernador á ci- 
tar en su oficio de inhibición los reglamentos de 
11 de Mayo de 1888 y 15 de Abril de 1890, más el artí- 
culo 8. del R. D. repetido de 8 de Septiembre de 18$7, 
es indudable que existe en el presente caso un vicio 
sustancial en el procedimientu, que impide, por 
ahora, la resolución del conflicto.» (R. D. 8 Enero 
1892.—Gac. 17 1d.) 


R. D. 5 Janio 18993. Cita de la ley municipal. 


Otra competencia entre el gobernador de Valen- 
cia y el juez de Albaida, decidida en idénticos tér- 
minos, poanS el gobernador, al requerir de inhibi- 
ción al Juzgado, se limitó á citar la ley municipal, 
sin precisar texto alguno expreso de la misma, con 
lo cual no OS entenderse cumplido el precepto 

e 


del art. 8. decreto de competencias. (Gaceta 14 
Junio.) 


Av 
CAMUNICACIÓN DEL INCIDENTE DE COMPETENCIA AL MI- 


NISTERIO FISCAL Á Y LAS PARTES, CITACIÓN Y VISTA 
PÚBLICA. 


BR. D. 13 Enero 1998. La omisión de estos trámites 
constituye vicio sustancial. 


Competencia entre el gobernador de Valencia y 
el juez de primera instancia del distrito del Mar, en 
autos ejecutivos contra un Ayuntamiento. El Jus- 
gado sustanció el conflicto sin citar á las partes y 
al Ministerio fiscal y sin celebrar vista pública, y 
atendido lo dispuesto en el art.11 del decreto de com- 
petencias, se declara mal suscitada, que no ha lugar d 
decidirla y lo acordado: 

«Considerando: 1. Que al tramitar el conflicto el 
juez, dejó de citar al Ministerio fiscal y á las partes 
con señalamiento de día para la vista del artículo 
de competenoia, y sin celebrarse dicha vista públi- 
ca dictó auto declarándose competente contra lo 
terminantemente dispuesto en E SOnEO del Real 
decreto de 8 de Septiembre de 1887, anteriormente 
citado: 

2,9 Que tal omisión constituye un vicio sustan- 
cial en el procedimiento, que impide por ahora la 
resolución del conflicte.» (R. D. 17 Enero 1862. —Ga.- 
ceta 25 1d.) 


—La misma doctrina en R. D. de 5 de Junio de 1892. 
(Gac. 13 1d.) 


v 


LA AUTORIDAD JUDICIAL NO PUEDE SUBSANAR NI CEN- 
SURAR LOS DEFECTOS DE TRÁMITE EN QUE INCURRA LA 
ADMINISTRATIVA: INSISTENCIA EN EL REQUERIMIENTO. 


R. D. 16 Febrero 18992. Faltas de sustanciación 
¿incumplimiento de los arts. 11 y 17 del D. de 1887. 


En competencia promovida por el gobernador 
de Cáceres á la Sala de lo civil de la Audiencia que 
conocía en apelación de cierto interdicto, resulta 
que recibido en el Tribunal el requerimiento inbibi- 
torio, la Audiencia declaró no haber lugar á resol- 
ver sobre él, por no contener la expresión de si el 
gobernador había oido á la Comisión provincial; y 


que el gobernador insistió en su requerimiento 


transcurrido el plazo de los tres días, señalado en 
el art. 17 del R. D. de 8 de Septiembre de 1887. El Go- 
bierno declara que no ha lugar á decidir la contien- 
da, y lo acordado, con vista de los arts. 5.”, 9.0 y 11 
del mismo decreto: 

«Considerando: 1.2? Que hecho en forma legal el 
requerimiento por parte del gobernador en la pre- 
sente contienda, la Audiencia debió inmediatamen- 
te, después de celebrar la vista del incidente y den- 
tro del plazo prescrito en el art. 11 citado del Real 
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decreto de 8 de Septiembre de 1887, dictar el auto á 
qa el mismo se contrae, declarándose competente 
incompetente: 

2.2 Que toda otra providencia por parte de la 
Sala implica una infracción del expresado texto le- 
gal, y en tal concepto, el auto primero dictado por 
la misma es el que debe tenerse en cuenta para los 
efectos del incidente: 

.2 Que firme, sin embargo, el susodicho auto, y 
no pudiendo la Sala volver sobre sus propios acuer- 
dos, es innegable que carece de virtualidad legal 
todo lo actuado posteriormente al pronunciamien- 
to del auto repetido: 

4.0 Que á más de los vicios de sustanciación co- 
metidos en el presente caso por la Audiencia de 
Cáceres, y de que se ha hecho mérito, tampoco el 
gobernador cumplió por su parte lo preceptuado en 
el art. 17 del Real decreto mencionado, toda ves 
que no insistió dentro del plazo reglamentario en 
estimarse competente, previa audiencia de la Co- 
misión provincial, pues nulo todu lo actuado con 
a daga al auto repetidas veces citado de la 

ala, no puede estimarse llenado tal requisito con 
el oficio comunicado después del segundo anto 
acordado por aquélla: 

6,9 Que como consecuencia de todo lo expuesto 
no puede estimarse planteado en forma legal e 
conflicto, en tanto das por el gobernador, con au- 
dienocia de la Comisión provincial, no insista ó de- 
sista de su requerimiento, y esto respecto del auto 
en que la Sala declaró no haber lugar á resolver so» 
bre el mismo.» (KR. D. 16 Febrero 1892.—Gac. 23 1d.) 


vi 


¿PUEDEN LOS GOBERNADORES SUSCITAR COMPETENCIAS 
Á LOS TRIBUNALES CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOS? 


R. D. 23 Marzo 18932. Declarando que no se halla 
establecido por la ley el recurso de la competencia admí- 
nistrativa dun Tribunal de lo Contencioso, y que no ha 
debido suscitarse.—Procedimiento irregular: Empla- 
gamiento al gobernador que ha dictado la providencia 
recurrida... 


Presentada demanda por D. Enrique Guadix y 
Ríos ante el T. 0.-A. de la provincia de Cádiz, con la 
solicitud de que se declarase válido y subsistente el 
contrato que tenía celebrado con el Ayuntamiento 
de dicha ciudad y D.Serafín Jordán para el servicio 
de análisis micrográfico y químico, y sinefecto el 
acuerdo del gobernador que le declaró nulo, acordó 
el Tribunalquese emplazase al presidente del Ayun- 
tamiento. Personado el Ayuntamiento, solicitó que 
se dejara sin efecto el emplazamiento, toda vez que 
la demanda no iba dirigida contra él, ni contra el 
alcalde, no estando por consiguiente obligados á 
contestarla. Y á la vez D. Enrique Guadix manifes- 
tó que en efecto, el juicio no se había entablado 
contra el Ayuntamiento y solicitó que se emplaza- 
ra á la autoridad que había dictado la resolución. 

Dictó auto el Tribunal dejando sin efecto la pro- 
videncia y acordando que se emplazara al goberna- 

dor de la provincia. El gobernador manifestó en 
comunicación dirigida al Tribunal, que no acepta- 
ba como legal y obligatorio el emplazamiento, por- 
que como gobernador, no podía ser emplazado ni 

emandado en el territorio de su mando, puesto que 
de sus actos podía conocer el T. S, ó el Ministerio de 
la Gobernación, alegando además otras considera- 
ciones, entre las cuales, es una que la demanda no 
se había interpuesto contra el gobernador, sino 
contra una providencia. 

Mientras obtenía contestación á consulta que hizo 
el gobernador á la Presidencia dol Consejo de Mi- 
nistros, de acuerdo con la Comisión provincial, re- 
quirió de inhibición al Tribunal. El gobernador 
además, se dirigió al Tribunal trasladándole la Real 
orden resolutoria de su consulta sobre la forma de 
haber sido emplazado, en la cual se resolvid, de 
acuerdo «con el dictamen del Tribunalde lo Conten- 
cioso administrativo: primero, que no puede el Tri- 
bunal provincial de lo Contencioso-administrativo 
mandar que se emplace á los goternadores de pro- 
vincia enlos litigios queante ellos se promuevan por 
razón de las resoluciones de dichas autoridades, de- 
biendo dirigirse las expresadas diligencias al repre- 
sentante dela Administración que Lia cada asunto 
debe designarse, según el art. 63 de la ley de 13 de 
Septiembre de 1888; segundo, que no procede declarar 
por resolución administrativa, la nulidad de los ac- 
tos de emplazamiento al gobernador de Cádiz, que, 


según la comunicación de dicha autoridad, ordenó 
el Tribunal de lo Contencioso:administrativo de 
aquella provincia en contra de la doctrina que se 
sienta en la conclusión anterior, pues las atribucio- 
nes de dichos Tribunales sólo pueden dejarse sin 
efecto previa la reclamación oportuna aducida por 
el órgano y por el procedimiento que la mencionada 
ley determina.» ] 

Y sostenida su competencia por el Tribunal, en 
la que como defensor de la Administración interve- 
nía ya el abogado del Estado, é insistiendo en la 
suya el gobernador: 

Visto el art. 1.2 del R. D. de 8 de Septiembre 1888... 

Vistos los arts. 46, 101, 102, 103 y 104 de la ley de lo 
contencioso de 13 de Septiembre de 1888; 510, 511 y 512 
del reglamento de 29 de Diciembre de 1890, se declara 
que no ha debido suscitarse esta competencia: | 

«Considerando: 1. Que el Tribunal provincial 
de lo Contencioso administrativo de Cádiz, al cono- 
cer del acuerdo que ha dado lugar á4 la demanda pro- 
movida por D. Enrique Guadix, lo hace en concepto 
de Tribunal de alzada de la autoridad guternativa: 

2.2 Que lo mismo la ley de 13 Septiembre 1896, 
que el reglamento dictado para su aplicación (1), 
establecen recursos á fin de que los Tribunales Con- 
tencioso-administrativos no invadan atribuciones, 

a de la Administración activa, ya de los Tribuna- 
es de justicia: ] ; 

8.2 Que la Administración activa tiene medios, 
con arreglo á la ley, de impedir que el Tribunal de 
lo Contencioso-administrativo de Cádiz dicte sen- 
tencia en el asunto de que se trata, pero sin apelar 
á un recurso que no se halla establecido en la ley.» 
(R. D. 23 Marzo 1692.—Gac. 29 1d.) 


COMPETENCIAS EN LO CIVIL. Las cues- 
tiones de competencia entre jueces y Tribuna- 
les de la jurisdicción ordinaria en materia civil, 
han de resolverse, fundamentalmente, por las re- 
glas contenidas en los arts. 51 y sigs. de la ley de 
enjuiciar, á la que sirven de complemento los ar- 
tículos 40 y 41, y, en su caso, el 1.500, párrafo se- 
gundo del Código civil. He aquí diversas decisio- 
nes sobre su aplicación: 


Jurisprudencia. 


A. Juez competente para conocer de demanda deriva- 
da del contrato de cesión de participaciones en una £0- 
ciedad, por razón del lugar donde se otorgó la escritura 
y entregó parte del precio, etc. 


Don Manuel Morales, como mandatario de D. Ra- 
fael Levenfeld, ponia poder que el mismo le confl- 
rió en Málaga, y D. Bamón López, vecino de Ma- 
drid, otorgaron escritura en esta corte, por la que 
López cedió á Levenfeld la participación de 20 por 
100 en el capital de la Sociedad Moreno y Compañia, 
de Madrid. Entregado al cedente parte del precio, 
entabló López demanda, que tocó por repartimien- 
to al Juzgado del Este de Madrid, para que se de- 
clarase lesivo y en tal concepto rescindido el con- 
trato de cesión, condenando al cesionario á abonar 
la diferencia entre los precios pactados, y en parte 
entregados, y los que justamente valía la participa- 
ción vendida. Levenfeld propuso la inhibitoria en 
Málaga, y el juez de la Merced, de la ciudad, requi- 
rió de inbibición al de Madrid, trabándose entre 
ambos competencia, que es decidida á favor del de 
Madrid, visto el art. 63 de la ley de Enj. civil: 

«Considerando que el contrato á que se refiere la 
demanda de D. Ramón López, se perfeccionó en 
esta corte por el otorgamiento de la escritura, y en 
la misma sg cumplió en su parte principal, quedan- 
do en dicho acto á disposición de Levenfeld la par- 
ticipación de pertenencias sociales cedida, y entre- 
gano el cesionario, conforme á lo estipulado en 

icha escritura, el precio ó cantidad convenida, sin 
perjuicio de lo que debía abonar también por la ce- 
sión en el caso de que la Sociedad cobrara por las 
obras contratadas más de tres millones de pesetas: 

Considerando que siendo así es juez competente 


(1) Rigen hoy estos mismos textos, pero reformaros y 
nuevamente publicados por virtud de R. D., de 22 de Ju- 
nio de 1894, inserto en el APÉNDICE de 1894, p. 829. 
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el de primera instancio del distrito del Este de esta 
espital para conocer de la expresada demanda, en 
que se reclama el mayor valor atribuído á la par- 
tscipación social cedida, ó la devolución de ésta y 
o recibido, como lo sería también si llega- 
do el caso, se demandara el total cumplimiento de 
las obligaciones contraídas en la expresada escri- 
tara.» (Sent. 5 Mayo 1891.—Gac. 29 Junio, p. 61.) 


ARM. Juez competente para conocer de demanda enta- 
blada contra el heredero sobre pago de un legado. 


La acción reclamando del heredero el pago de un 
legado de cantidad tiene carácter personal, y no 
bsbiendo determinado el testador dónde había de 
penes: ó lo que es igual, cumplirse la obligación, 

ebe fijarse la competencia, de conformidad con la 
regla 1.?, art. 62 de la ley de Enjuiciamiento, por el 
lugar del domicilio del demandado, aunque el cau- 
santo haya muerto en otro pueblo distinto, siempre 
que no se promoviera su testamentaría ó abintesta. 
to; lo que impide la aplicación de las reglas 5.* y 7.2 
del art. 63, (Sent. 15 Junio 1891. Gac. 21 Julio, p. 5.) 


Al. Procedencia de la acumulación á los autos de 
una testamentaria , del interdicto de adquirir promovido 
sobre los bienes del finado. 


Atendilos Ja letra y el espíritu del caso 4.%, artíicu- 
lo 161 do la ley de Enjuiciamiento civil, y del articu- 
lo 1.008, son acumulables al juicio de testamentaría 
promovido por el que se titula heredero de la cau- 
sente, los autos de interdioto de adquirir, suscita- 
dos por distintas personas en el mismo concepto de 
herederos y ante Jusgado diferente; pues de lo con- 
trario se dividiría la continencia de la causa y cono- 
cerían á un tiempo mismo dos jueces diversos de 
cuestiones estrechamente ligadas entre sí y de 
origen común. (Sent. 20 Mayo 1891.—(Gacs. 19 y Y1 de 
Jalro, p. 4.) 


IV. Acumulación de autos: No procede acumular los 
autos de un juicio ejecutivo á los de una testamentaria 
concursada, cuando en aquél sólo se persiguen bienes es- 
peciolmente hipotecados. 


Declara el T. 8. no haber lugar á la acumulación 
de unos autos propuesta por el Juzgado del Sur, de 
Madrid, al de igual clase de Huesoa, visto el art. 166 
dela ley de Enjuiciamiento civil, y 

«Considerando que en el caso actual no se ha diri- 
gido la reclamación contra los bienes de la testa- 
mentaría necesaria concursada de D. Juan José 
Cernecio, antes de la Cerda, sino contra los del do- 
minio de D. Fernando de la Cerda, especialmente 
kipotecados al crédito del ejecutante, no siendo 
aquí aplicable la excepción del citado art. 188 de la 
ley hipotecaria.» (Sent. 19 Junio 1891.—Gacs. 5 y 7 de 
Septiembre, p. 24.) 


V. Cuestiones de competencia y acumulación de autos: 
Sustanciación de la acumulación por trámites especiales 
y distintos de los relativos d las cuestiones de competencia. 


Pendiente en el Juzgado de San Román, de Sevi- 
lla, el juicio de testamentaría del conde de Luque, 
sa viuda pidió y obtuvo alimentos acia é 
esrgo de la herencia, fué declarada después en con- 
curso ante el Juzgado del Centro, de Madrid, ó hizo 
diversas reclamaciones á la testamentaría; por lo 
oualel administrador de la misma entabló demanda 
en Sevilla para que se declarase que había cumplido 
la obligación de suministrar alimentos á la condesa 
vinda. Esta propuso la inhibitoria en Madrid, cuyo 
Juzgado del Centro requirió de inhibición al de San 
Román, y habiéndose declarado el mismo competen- 
te, elevaron uno y otro las actuaciones al T. S., que 
declara mal formada la competencia y manda de- 
volver á los contendientes las actuaciones: 

«Considerando que la contienda surgida entre los 
ados de primera instancia del distrito del Cen- 
tro de esta corte y el de San Román de Sevilla, tiene 
en realidad el carácter y condiciones propias de una 
cuestión de acumulación de autos, puesto que cono 
ciendo con perfecto derecho el uno de ellos de an 
juicio universal de concurso de acreedores, y el otro 
del universal también de testamentarías, pretenden 
ambos que se una la demanda interpuesta á nombre 
del marqués de Peñaflor al juicio de que entiende, 
por estimarlo incidente del mismo: 

Considerando que en la sección 2.* del t1t. IV de la 

y de Enjuiciamiento civil se Aja y determina la 
tramitación que debe observarse siempre que se 
trata de esas cuestiones de acumulación, tramita - 
ción especial y distinta de la establecida en materia 

BoLr»TiÍm: AN. 1892, 


"de competencias en los arts. 72 y siguientes de la 


misma ley citadu; de lo que se deduce que no ha debi- 
do formarse en el presente caso la competencia pen- 
diente hoy ante la Sala, procediéndose en su lugar 
como la ley prescribe al tratar de la acumulación.» 
(Sent. 27 Junio 1891.—Gac. 25 Julio, p. 9.) 


Vi. No procede la acumulación de los autos en los 
cuales ha recaído ejecutoria, á los universales de con- 
curso. 


En autos seguidos por el conde de Balazote contra 

D. Joaquín Pérez del Pugar, recayó sentencia en 
segunda instancia absolviendo á éste de la deman- 
da; y habiendo interpuesto el Conde recurso de ca- 
sación, el T.S. deciaró no haber lagar á él y conde- 
nó en costas al recurrente. Para que se hicieran 
efectivas, Pérez del Pulgar pidió al Juzgado de Ca- 
ravaca, donde radicaban los autos, que se embarga- 
ran bienes al deudor en cantidad suficiente, lo que 
tuvo lugar. El Conde fué declarado en concurso y 
los síndicos del mismo pidieron al juez del Este de 
Madrid que reclamase los autos sobre exacción de 
costas, de que conocía el de Caravaca, á los de juicio 
universal. El juez de Madrid accedió á esta preten- 
sión; el de Caravaca la resistió, y el T. 8. declara 
que no procede la acumulación, considerando lo dis- 
puesto en el art. 165 de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil : : 
«( 8 los autos de que en vía de ejecución se halla 
conociendo el juezde primera instancia de Caravaca 
terminaron por sentencia firme en 31 Octubre de 1887, 
y al pedirse la acumulación en este estado del pleí- 
to, cuando se procedía para hacer efectivas las cos- 
tas, se prescindió de lo dispuesto en el art. 163 de 
dicha ley, en armonía con el ya mencionado 166: 

Que no vbsta que los efectos del fallo firme en el 
período ya de su ejecución puedan afectar á los bie- 
nes hoy sujetos al concurso, porque para la acumu- 
lación atiende la ley en las disposiciones mencíiona- 
das al estado de los autos, y los que en Caravaca ra- 
dican como terminados no son susceptibles de esta 
medida, pues tendían sólo á llevar á efecto una eje- 
cutoria dictada mucho antes que la declaración del 
concurso.» (Sent. 31 Octubre 1591.—Gac. 27 Noviem- 
bre, p. 99.) 


Vil. Juez competente para conocer de demanda sobre 
pago del precio en el contrato de compraventa. 


«Ei lugar en el cual debe satisfacerse el precio de 
la venta de géneros de comercio es donde se ha veri- 
ficado, siendo por ello el en que debe cumplirse dicha 
obligación, según rectamente tiene resuelto este 
Supremo Tribunal.» (Sent. 20 Agosto 1591.—Gac. 5 de 
Semptiembre, p. 21.) 


—La misma doctrina en Sents. de 3 de Septiembre 
de 1591 (Gacs. 18 y 24 id., p. 88), 26 Enero 1892 (Gac. 14 
Febrero, p 22,81 Marzo 1893 (Gac. 14 Abril, p. 91), 6 
Abril 1693 (Gac. 14 ds 92), 8 Abril 1892 (Gac. 36 íd., 
p. 7), 18 Agosto 1892 (Gac. 21 Septiembre. p. 31), 2 de 
Agusto 1884(Gac. 26 Septiembre, p. 35), 80 Septiembre, 
de 1882 (Gac. 20 Octubre, p. 57) y 18 Noviembre de 1894 
(Gac. 8 Diciembre, p. 74). 


—Esta regla de competencia hállase confirmada 

or el art. 1.500 del Cód civil, según el cual «el pago 
debe bacerse en el lugar en que se entregue la cosa 
á no haber estipulación en contra.» Sent. 23 Noviem- 
bre 1891.—Gac. 10 Diciembre, p. 106.) 


—La misma doctrina en Sent. 25 Agosto 1882 (wa- 
ceta 28 Septiembre, p. 36). 


—El accidente de haber girado el vendedor una le- 
tra de cambio para que el comprador abone en su 
domicilio el precio que no pagó, no puede influír en 
la indole y forma de la obligación, que ha de cum - 
plirse donde el contrato se consumó entregando la 
cosa objeto de él. (Sent. 23 Mayo 1892.— Gac. 18 Junio, 

.) 


p. 109 


. Juez C tente por razón del domicilio de 
di nendado EFE CONOCer A la demanda sobre abono de 
un pagaré que no expresa dónde debe ser A y que 
empez6 d hacerte efectivo en lugar distinto del de los Juz- 
gados contendientes. 


rmada competencia entre los Juzgados de San- 

de Órao de Tenerife v en se decide á favor 
del primero como del domicilio del demandado: 

«Considerando que en el citado pagaré no se ex- 

resa el punto en que deba abonarse la cantidad, ni 

as cartas obrantes en autos tampoco lo determi.- 

nan; screditándose solo el hecho de orES empe- 
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zado á camplir la obligación en la villa de Renedo, 

ue no pertenece á ninguno de los distritos de los 
Juegados contendientes, donde se pagó á cuenta la 
cantidad de 3,000 pesetas; correspondiendo, en su 
consecuencia, por ejercitarse una acción personal, 
resolver la competencia á favor del de Santa Cruz 
de Cádiz; de conformidad con lo preceptuado en el 
art. y su regla 1.* de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, y el 1.171 del Código crvil vigente en sus últimas 
disposiciones respectivamente; porque en esta ciu- 
dad tiene su domicilio el demandado y en la misma 
se ha becho el emplazamiento.» (Sent.6 Julio 1691.— 
Gac. 18 Septiembre, p. 33.) 


—Otra decisión análoga en sent. 25 Agosto de 1892 
(Gac. 26 Septiembre, p. 34.) 


AX. Juez competente para conocer del pago de ali- 
mentos suministrados. 


La obligación de pagar los alimentos debe cum- 
plirse donde se prestaron ó suministraron, según ha 
declarado reiteradamente el T.S., siendo compe- 
tente el juez de aquel lugar á tenor de la regla pri- 
mera, art. 62 de la ley de Enjuiciamiento civil. (Sen- 
tencia 8 Septiembre 1891.—Gaca. 18 y 24 1d., p. 36.) 


X. Desahucio consecuencia de compraventa para cuyo 
cumplimiento se estipuló sumisión expresamente. Decisión 
del conflicto por las pretensiones de las partes sin que 
pueda apreciarse su legitimidad sustancial. 


Por escritura pública D. Juan Sampedro vendió á 
D. Anselmo Gil 13 fincas rústicas con pacto de re- 
tro, que se haría efectivo devolviendo el vendedor 
el precio en cinco plazos distintos, estipulándose 
que el retraso en cualquiera de ellos produciría la 
DSoión de los restantes y consolidaría el dominio 

el comprador. Los otorgantes señalaron la ciudad 
de Granada como domicilio común, sometiéndose á 
su fuero. No habiendo abonado el vendedor ningún 

lazo, Gil propuso demanda de desahucio en Grana- 

a, de la que comenzó á conocer el Juzgado del 
Campillo, el cual fué requerido de inhibición por el 
de Posadas, domicilio del demandado, alegando que 
éste ó el del lugar donde radicaban las fincas era 
el competente. El del Campi:lo sostuvo su jurisdio- 
ción, y el T.S. decide la competencia á favor de 
Granada, visto lo dispuesto en el art. 56 de la ley de 
Enjuiciamiento civil: 

«Considerando que en la cláusula 5 * de la escritu- 
ra de compraventa, el comprador y vendedor desig- 
naron para todos los efectos jurídicos de dicho con- 
trato, como domicilio común la ciudad de Grana- 
da; y en la cuarta, convinieron que si el deudor de- 
jaba de satisfacer, un mes después del tiempo pre- 
fijado, cualquiera de los EPR quedarían extin- 
guidos los demás y consolidado el dominio en el 
comprador, y habiendo llegado este caso, la de- 
manda de desahucio debe conceptuarse como con- 
secuencia del contrato, puesto que se dirige, noá 
obtener la posesión real que ya tenía, sino la mate- 
rial de las fincas: 

Y considerando que es doctrina legal sancionada 
por este Tribunal, que para decidir una competen- 
cia es necesario atenerse á la naturaleza y carácter 
de las pretensiones deducidas sin prejuzgar cues- 
tión alguna, y... en el presente caso se ba deducido 
la de desahucio, fundada en la escritura de venta, 
Y en ella los contratantes reconocieron para todos 

os efectos jurídicos como domicilio común la cin- 
dad de Granada.» (Sent. 10 Septiembre 1891.—Gaceta 
YU idem, p. 37.) 


—En Sent. de 4 Junio 1892 vuelve á establecerse 
que la circanstancia de negar el demandado la denu- 

a cuyo pago se le reclama, no puede quitar compe- 
tencia al juez del lugar del cumplimiento de la obli- 
gación, pues es del fondo del asunto y corresponde 
al Juzgado competente resolver sobre ella. (Sent. 4 
Junio 1892.—(Gac. 18 Junio, pág. 109.) 


xXx 1. Sumisión al juez del domicilio del demandante 
euando al ejercitarse la demanda tiene éste distinto domi- 
cílio que cuando se contrajo la obligación. 


D. Juan Segura y otros suscribieron u 
favor de doña Dolores Segura, en Aloaria. ende 
deudores y acreedores hubitaban, sometióndose á 
los jueces del domicilio de ésta. Años después, doña 
Dolores, vecina de Madrid, demandó el pago en es- 
rai nO PrOpSRto ps demandados la 
ria en Almería, se suscitó a ¡ 
el T. S. decide á favor de Madrid: O due 
«Considerando que constando en el documento 


privado que acompaña ála demanda la renuncia 
del juez de su domicilio por parte de los deudores, 
á la vez que la obligación de pagar á la acreedora 
en su domicilio la cantidad que.reclama, siendo éste 
en la actualidad Madrid, al juez de aquí correspon- 
de conucer del juicio á que la reclamación del pago 
dé Ingar, por sumisión de aquéllos, sin que racional- 
mente pueda darse otra inteligencia á los términos 
del citado documento.» (Sent. 18 Agosto 1892.— Qace- 
ta 21 Septiembre, p. 30.) 


XMI. Juez competente por razón del domicilio del 
demandado para conocer de la demanda sobre cumpli- 
miento de un contrato cuya existencia niega el último. 


D. Román Bono, vecino de Alicante, demandó en 
el Juzgado municipal de esta ciudad á D. Pablo Gu- 
tiórrez, domiciliado en Sigúenza; reclamándole el 
pago de 245 pesetas, precio de chocolate que había 
comprado en el establecimiento que el actor posee 
en Alicante. Gutiérrez propuso la inhibitoria en Si- 
gñtenza alegando no existir contrato alguno entre 
Bono y el demandado; y suscitada competencia en- 
tre ambos jueces, se decide á favor del de EA 
vista la regla 1 ?, art. 62 de la ley de En). civil, y 

«Considerando que en el caso actual no hubo su- 
misión de ninguna clase, y tampoco puede estimar- 
se que en Alicante deba cumplirse la obligación de 
que se trata, pues los hechos en que funda su recla- 
mación D. Román Bona Guarnes solo constan por 
ahora, por lo que el mismo afirma y á su vez D. Pa- 
blo Gutiérrez Olivares niega, haber celebrado con 
aquél contrato alguno, siendo por lo mismo eviden- 
te que corresponde el conocimiento del juicio al 
juez municipal de Sigúenza, por ser éste el domici- 
lio del demandado y personal la acción ejercita- 
da (1).» (Sent. 7 Octubre 1891. —Gac. 27 Octubre, p. 73.* 


XA. Otro caso: Neresidad de atenerse á la demanda 
para fijar la competencia, que debe determinarse por el 
juez del domicilio del demandado si de aquélla no resulta 
sumisión, etc. 


Don Valentín Reguero formuló demanda ante el 
Juzgado DS del Centro, de Madrid, para que 
se condenase á D. Eusebio Hernández á entregar al 
actor 16 arrobas de queso y dos barreños de le..he 
que se había obligado á cederle... Negó Hernández 
haber celebrado tal contrato y propuso la inhibito- 
ria en Medina del Campo, Juzgado de su domicilio. 
Suscitada con tal motivo competencia, se decide á 
favor de Medina del Campo, visto el art. 62 de la 


ey, y 

«Considerando que en la demanda deducida ante 
el Juzgado municipal del distrito del Centro de esta 
corte, á nombre de D. Valentín Reguero contra don 
Eusebio Hernández, vecino de Medina del Campo, 
reclamándole 18 arrobas de queso y otros objetos, 
nada se expresó acerca del sitio en que se hubiera 
convenido debía cumplir la obligación, y que el 
Tribunal ha de atenerse hoy vara resolver la pre- 
sente contienda de jurisdicción, á lo que del referi- 
do documento en que se plantea el debate resulte: 

Considerando, por tanto, que siendo de carácter 
personal la acción ejercitada por el demandante, y 
teniendo el demandado su domicilio en Medina de 
Campo, es evidente que al juez municipal de este 
último punto corresponde conocer del juicio verbal 
de que se trata.» (Sent. 9 Octubre 1691.— Gac. 27 Oc- 
tubre, p. 74.) 


MIV. Juez competente por razón del domicilio de un 
demandado cuya residencia se conoce, y no por el de otros 
cuyo paradero 88 ignora. 


Doña Elena Verrier entabló demanda ordinaria. 
en la Habana contra la condesa de Casa Montalvo 
y D. José J. Nicolás, para que en definitiva se decla.- 
rase la nulidad de una escritura que había servido 
de base al juicio ejecutivo o en la propia ciu- 
dad por la condesa contra Nicolás, y la nulidad 
también, de lasactuaciones, incluso el procedimien- 
to de apremio; y pidió subsidiariamente que se con- 
denase á los demandados á indemnizar daños y per- 
juicios á la actora. No fué posible emplazar á Nico- 


(1) En otras decisiones ha establecido el T. 8, que la 
competencia ha de fijarse por la acción y pretensiones 

e ejercite el actor y no por las negativas del demanda- 
do que han de apreciarse en el fondo del pleíito.— Véase 
el núm. X, el XITI, y en el Ar. de 1890, la sent. 25 Enero 
del mismo año, p. $90, cuya doctrina hemos recogido 
también en el Dic., t. TV, p. 1.128. 
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lás, que según la demanda vivía en la Habana, por 
LO ballarle en la población ni averiguarse su para- 
dero. A la condesa se la emplazó en Madrid, lugar 
de su domicilio, donde dicha señora propuso la in- 
hibitoria. Con tel motivo se suscitó competencia 
entre el Juzgado del Centro, de la Habana, y el del 
Oeste, de esta corte; conflicto que es decidido á fa- 
vor de Madrid: 

«Considerando que la elección concedida a! de- 
mandante por el párrafo segundo, regla 1.* del ar- 
tículo 62 de la ley de Enj. civil de las islas de Cuba 

Puerto Rico, para entablar la demanda ante el 
juez del domicilio de cual quiera de los demandados 
cuando se dirige contra dos ó más que residan en 
ta diferentes y estén obligados mancomunada 

solidariamente, es para el caso de que sean cono- 
cidos los diversos domicilios, pues en el negativa no 
puede caber la elección, porque faltan los términos 
ó extremos sobre que ba de ejercitarse: 

Considerando que el domicilio de uno de los de- 
mandados, D. Juan J. Nicolás, es actualmente des- 
conocido... 

Considerando que el domicilio de la condesa viuda 
de Casa Montalvo... es el de esta corte...: 

Considerando que en tales circunstancias, y aten- 
didos los términos en que se trabó ó formalizó el 
conflicto pendiente, á los cuales ha de contraerse 
su resolución, es juez competente para conocer del 
juicio de que se trata, según la regla 1 ? del art. 82 
de la ley citada, conforme con la de la Península, el 
de primera instancia del distrito del Oeste de esta 

te, puesto que en la demanda se ejercita aceión 
patronal, y sólo es conocido por ahora el domicilio 
ela condesa demandada. corroborando dicha com- 
| pPerin id el párrafo segundo del art. 69 de dicha ley 

e Cuba y Puerto Rico, mediante á que la condesa 
tiene domicilio fijo en esta corte, y no puede apli- 
eársele lo dispuesto para distinto caso en la san- 
ción expresada.» (Sent. 22 Octubre 1891.— Gac. 297 No- 
viembre, p. 98.) 


XV. Jues competente para conocer de demanda sobre 


pago del precio de pastos... por razón del lugar en que 
éstos se consumieron. 


«Apareciendo de las diligencias que en los contra- 
tos de acogidas de ganados para pastar en dehesas 
y montes es costumbre pagar el importe de los pas- 
tos en el lugar ó finca en que se consumen, es de per- 
fecta aplicación para la resolución del presente 
conflicto la cons:ante jurisprudencia de este Tribu- 
nal Supremo declarando que en estos casos, de con- 
formidad con lo prevenido en la regla 1.* del art, 62 
de la ley de Enj. civil, es juez competente el del lu- 
y que deba cumplirse la obligación, que lo es 

villa de Grazalema, donde se ha prestado el ser- 
vicio 6 recibido el beneficio de pastar los ganados...» 
(Sentencia 20 Noviembre 1891.—Gac. 10 Diciembre, 
página 105.) 


XVI. Juez competente para conocer de demanda s8o- 


bre pago del precio del arrendamiento de bienes in- 
mutdles. 


«No existiendo pacto alguno respecto del sitio en 
das deba pagarse el alquiler de una casa, debe sa- 

sfacerse en el mismo punto en que se halle situa- 
de, tanto por ser el lugar del cumplimiento de la 
obligación, y por lo tanto aplicable la regla 1.* del 
artículo 62 de la ley de Enj. civil, según tiene decla- 
rado con repetición esta Sala, como por razón de lo 
establecido en el art. 1.574, en relación con el 1.171 
del Cód. civil.» (Sent. 3 Diciembre 1891.—Gac. 12 idem, 
página 117.) 


XVII. Juez competente para conocer de la demanda 
de mulídad de cláusulas testamentarias y de las opera- 
ciones divisorias del caudal hereditario. 


Muerto D. Francisco Lumas, vecino de Mondoñe- 
do, y aprobadas por el juez del partido las opera- 
clones divisorias del caudal relicto, D. Severiano 
Martínez acudió al de Castropol con demanda, en 
la que pidió que se declarasen nulas y sin valor seis 
cláusulas del testamento y nulas también las par- 
tisijones hechas. Dirigió su demanda contra varios 
sojetos y alegó que ejercitaba acción personal, y 
que residiendo uno de éstos en Rivadeo, pertene- 
ciente al partido de Castropol, sometía el caso á 
¿bee competente. Doña Aurora Lamas propuso la 

híbitoria en Mondoñedo, y formalizada compe- 
ee el T.S. la decide á favor del juez de Mondo- 

o: 





«Considerando que la demanda... no tiene por ob- 
jeto exigir 4 los demandados el cumplimiento de 
una obligación, sino el que se anulen cláusulas del 
testamento de D. Francisco Lames, y también las 
operaciones de división hechas en la testamentaríia 

ue radicó en el Juzgado de Mondoñedo, lugar del 

allecimiento del testador: 

Considerando que no es, por tanto, aplicable nl 
caso la disposición contenida en el párrafo segundo 
de la regla 1? del art. 62 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil, en que se apoya el Juzgado de Castropol nl 
estimar que le compete el conocimiento del nego- 
cio de que se trata, porque falta la condición más 
esencial que se exige en el mismo para atribuir 
po petencia al juez del domicilio de cualquiera de 
los demandados cuando éstos sean varios, cual es 
la existencia de una 6bligación que mancomunada 
ó solidariamente los afecte: 

Considerando que, partiendo de ahi y de la cir- 
cunstarcia de haber conocido el juez de primera de 
Mondoñedo de los autos de testamentaría del fina.- 
do D. Francisco Lamas, que tuvo su domicilio en 
dicho pueblo, y sobre cuya herencia y distribución 
versa la demanda entablada á nombre de Martinez, 
ha y que observar lo que terminantemente prescri- 
be la regla 7.*, en Pelioión con la 5.* del art. 63 ya 
citado, y que determina la competencia del referido 
juez de Mondoñedo. (Sent. 10 Febrero 16982.—(Qac. 26 

ebrero, p. 53) 


MVAaMmM. Juez competente para conocer de demanda 
sobre pago del reaseguro de una póliza de seguro, por 
razón del lugar donde el seguro debía satisfacerse. 


La Sociedad de Seguros El Mediodía aseguró á don 
Juan Gutiérrez un establecimiento de su propie- 
dad, comprometiéndose á indemnizar el siniestro 
en Sevilla; y luego reas*guró la pcliza por el 50 por 
100 de su valor en «El Fénix y La Unión». Ocurrió 
un incendio en el establecimiento, fué condenada 
la Compañía El Mediodía á indemnizarlo y cedió á 
Gutiérrez los derechos que le asistian para cobrar 
de «La Unión y el Fénix» la mitad del siniestro. A 
fin de reclamarlo, dedujo Gutiérrez demanda de po: 
breza en Sevilla contra la última de las citadas 
Empresas, la cual propuso la inbibitoria en Ma- 
drid por ser el pueblo de su domicilio. En su virtud 
se suscitó competencia entre Sevilla y Madrid, que 
es decidida á favor de Sevilla, con vista del art. 21 
de la ley de En). civil: 

«Considerando que con arreglo al párrafo tercero 
del art. 400 del Código de Comercio, en los casos de 
cesión de parte del seguro ó de reaseguro, los cesio- 
narios quereciban la parte proporcionalde la prima 
quedarán obligados, respecto al primer asegurador, 
Áá concurrir en igual proporción á la indemniza- 
ción, asumiendo la responsabilidad de los arreglos, 
transacciones y pactos en que convinieron el ase- 
gurado y el principal ó primer asegurador: . 

Considerando ue en el citado contrato póliza, 
celebrado entre el demandante D. Juan Gutiérres 
Patiño y la Sociedad El Mediodía, Compañia anóni.- 
ma de seguros contra incendios, se comprometió la 
misma á abonar en Sevilla, donde cumplía todas 
sus obligaciones, pactándose así expresamente en 
la condición 24 de las genera!'es de la póliza, la can- 
tidad de 40.000 pesetas, importe del seguro del esta- 
blecimiento de la bd bale de nado taller de car- 

intería, y que la Sociedad «La Unión» y «El Fénix 
Es añol» reaseguró por contrato privado la mitad 
de la dicha póliza, asumiendo en su consecuencia, 
conforme al referido art. 400 del Código de Comer- 
cio, la responsabilidad del seguro de la Compañía 
El Mediodía, arreglos, transacciones y pactos de esta 
Sociedad, principal ó primer asegurador, sin que 
aparezca en los autos justificación alguna en con- 
trario: ; a 

Y considerando que la acción ejercitada por don 
Juan Gutiórrez ente personal, nacida del contrato 
de seguro celebrado con Ja expresada Sociedad El 
Mediodía; pero en virtud de la acción que en legal 
forma y como parte de pago de su crédito, á que es- 
taba condenada por ejecutoria, le hiciera la Socie- 
dad de todos sus derechos contra la de igual Eno 
«La Unión» y «El Fénix Español» derivados de 
contrato de reaseguro por el 50 por 100, ó sea por la 
mitad de la dicha póliza de seguro, siendo por todo 
lo expuesto de porlecta aplicación para resolver la 
presente contienda jurisdiccional la regla 1.2 del 
art. 62 de la ley de Enj). civil en su primera parte, 
que prescribo es juez competente, con preferencia 
en los juicios en que se ejerciten acciones persona- 
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les, el del lugar en que deba cumplirse la obliga- 
ción.» (Sent. 23 Marzo 1892.—Gacs. 6 y 8 Abril, p. 85.) 


xIX. Al juez del cumplimiento de la obligación de- 
ben someterse las acciones que nazcan también de 3u in- 
cumplimiento. 


Entablada demanda en Bilbao por D. Luis Schme- 
dhing pidiendo indemnización de daños y perjui- 
cios ; b. Antonio Junquera, por el incumplimiento 
de un contrato de compraventa que debió cumplir- 
se en dicha villa, el demandado propuso la inhibi 
toria en Zamora, punto de su domicilio, y formada 
competencia se decide á favor de Bilbao: 

«Considerando que la obligación convenida entre 
D. Luis Schmedhing y D. Antonio Junquera, fué la 
de entregar éste á aquél el centeno que le había 
comprado en la ciudad de Bilbao, debiendo hacerse 
el pago contra talón en dicha plaza: 

Considerando que, según la regla 1.* del art. 62 de 
la ley de En). civil, en los juicios en que se ejerciten 
acciones personales es juez competente en pr:.mer 
término el del lugar en que deba cumplirse la obli- 
garión, cuya competencia comprende el conoci- 
miento de las acciones de igual especie que por in- 
cumplimiento de la misma obligación se originen.» 
(Sent. 11 Mayo 1892. —dac. 28 Mayo, p. 106.) 


XX. Juez competente para conocer de demanda sobre 
rendición de cuentas. 


Tratándose de la rendición de cuentas por ac: 
ción personal, es juez competente el del domicilio 
del demandado. (Sent. 27 Junio 1892... Gac. 29 Julio, 
P. 3.) 


XXI, Juez competente para conocer de un juicio de 
testamentaria por razón del domicilio último y efectivo 
del finado. 


Muerto D. José Luque, se suscitó competencia 
para conocer del juicio voluntario de testamenta- 
ría que promovieron sus herederos ante los Juzga- 
dos de Cartagena y del Oeste de Madrid. El de Car- 
tagena alegaba que allí vivió y murió el causante 
y que figuraba como vecino de la ciudad en el pa- 
drón municipal; y el de Madrid oponía que la cédula 
personal del interesado se había expedido en esta 
corte, en la cual resultaba también avecindado, se- 
gún un volante de la Alcaldía de barrio. El T. S. de- 
cide el conflicto 4 favor de Cartagena, visto el artí- 
culo 63, núm. 5. de la ley de Enj. civil: 

«Considerando que D. José Luque y Aguilera, de 
cuya testamentaría pretenden conocer los jueces de 
primera instancia del distrito del Oeste de Madrid 
y el de Cartagena, testó y falleció en esta última 
ciudad, en la que radicaban sus bienes y estaba do- 
miciliado, puesto que consta, no sólo por la certifi- 
cación referente al Registro sino también por la 
expedida en Septirmbre delaño 1891 próximo pasado 
con posterioridad á su muerte, que se hallaba ins- 
crito en el padrón de vecinos de la misma, de lo que 


se desprende que el juez de Cartagena es el llamado ' 


por la ley á conocer de las operaciones de la testa: 
mentaría de que se deja hecha mención.» (Sent. 8 
Abril 1892,—Gac. 28 Abril, p. 98.) 


MXXI11. Juez competente para conocer de demanda 
sobre pago de servicios personales. 


«Las obligaciones emanadas de servicios de carác- 
ter personal deben cumplirse, 4 falta de designación 
especial, en el Ingar en que dichos servicios se pros- 
taron, según repetida jurisprudencia de este Tribu- 
nal, LES en el presente caso en Pamplona se pactó 
la obligación, se la dió cumplimiento por los de- 
mandantes, y debía hacérseles el pago 
a por parte del deudor.» (Sent. 7 

ac. 8 Abril, p. 88.) 


—Otros casos: Sents. 18 Agosto 1892. Gacs. 21 y 26 
end orore; p. 32; 14 Noviembre 1892, Gac. 29 id., pá- 
gina 65. 


XMXAUTV. Juez competente para acordar embargo pre- 


ventivo por rasón del lugar donde se hallen los bienes 
objeto de la traba. 


Don Emilio Talledo, á cuyo favor suscribió un pa- 
> EA D. Felipe García, por quien salió fiador su pa- 
ro D. Emeterirn, procedió contra el deudor prinei- 
pel que fué declarado en quiebra por el Jusgado de 
alencia, y el, de invitó 4 D. Emeterio á reconocer 
su firma; pero D. Emeterio eS ue no podía asegau- 
rar sí era suya y negó la deuda. Talledo piaió el em- 
bargo preventivo en bienes de D. Emeterio, sitos en 


ue la extin- 
arzo 1892, — 


Reinosa; ante cuyo Juzgado dedujo D. Emeterio la 
inhibitoria. Con tal motivo se suscitó competencia, 
que es decidida á favor de Reinosa: 

«Considerando que el nonflicto de jurisdicción que 
la Sala está llamada á decidir, tuvo su origen al 
promover D. Emeterio García de los Rios en el Juz- 
gado de Reinosa la inhibitoria por consecuencia de 
un embargo preventivo solicitado y estimado por 
D. Emilio Talledo en el Juzgado de primera instan- 
cia de Palencia: 

Considerando que los bienes á que se refiere dicho 
embargo se hallan sitos en Nestares y otros pueblos 
del partido judicial de Rexnosa, siendo, por lotanto, 
incuestionable la competencia del mismo, con arre- 
es á lo que preceptúa la regla 12 del art. 63 de la 

ey de Enjuiciamiento civil: 

Considerando que la existencia de otro juicio en 
el Juzgado de Palencia no puede ser obstáculo para 
la resolución que se adopte respecto á la competen- 
cia limitada única y exclusivamente al embargo 
preventivo y á la resolución de cuál de los dos Juz- 
gados ha de continuar entendiendo en el mismo.» 
(Sent. 14 Novismbre 1892.—(Gac. 29 Noviembre, p. 65.) 


MXIV. Competencia de lo jurisdicción ordinaria 
ra prevenir los abintestatos y testamentarias de loa mi- 
itares y marinos muertos en barcos surtos en los puertos. 


El soldado de artillería Manuel Lesta fué decla- 
rado en Manila inútil para el servicio y regresó á la 
Peninsula en el vapor Victoria, donde falleció on 
1878, después de arribar el barco al puerto de Cádis. 
Practicadas las diligencias de prevención del abin- 
testato porel Juzgado de primera instancia de San- 
ta Cruz, de Cádiz. fué requerido de inhibición por el 
de Guerra de la Capitanía general de Andalucía. 
Formada competencia, se decide á favor de la juris- 
dicción ordinaria, y lo acordado, considerando lo 
dispuesto en el art. ¿68 de la ley orgánica judicial, 
aplicable al caso, y 

«Que el soldado Manuel Lesta no ha fallecido ni 
en campaña ni en navegación, sino en el vapor Vic- 
toria, surto en el puerto de Cádiz, jor lo cual no se 
halla comprendido en el caso de la excepción ni en 
la razón del mismo, correspondiendo el conocimien- 
to de su abintesto á la jurisdicción ordinaria.» (Sen- 
tencia 3 Septiembre 1891.—Gac. 18 1d., p. 35.) 


COMPETENCIAS EN LO PENAL. Las de- 
cisiones sobre la materia que presentamos á 
nuestros lectores corresponden á dos categorías 
de decisiones: unas de éstas resuelven contien- 
das de competencia entre jueces y Tribunales 
de la jurisdicción ordinaria; y otras dirimen 
cuestiones de la misma clase entre la propia ju- 
risdicción y las especiales de Guerra y Marina. 
Veamos: 


Jurisprudencia. 


CUESTIONES DE COMPETENCIA ENTRE JUECES Y TRIBU- 
NALES DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA. 


A. Juez competente para ronocer de la estafa cometida 
por medio de letra de cambio, por razón del lugar donde 
se cobró el giro. 


D. Lázaro López, comerciante de Novelda, giró 
varias letras á la orden de D. Francisco Comerma, 
de Barcelona, y contra negociantes de Cette, etc , 
y luego otras contra el propio Comerma, que las 
abonó; el cual, enterado de que López no había he- 
cho provisión de fondos á las casas de Cette... le de- 
nunció como reo de estafa. Comenzada causa por 
el Juzgado del Hospital, de Barcelona, fué requeri- 
do de inhibición por el de Novelda; y formalizada 
competencia, se decide á favor del primero, consi.- 
derando lo dispuesto en el art. 14, núm. 2. de la ley 
de En). criminal, y 

<Que el delito de estafa que se persigue en esta 
causa, si óbxistiera se babria ejeontado en Barcelo- 
na, ul hacerse el pago á D. Lázaro López Pérez de 
las cantidades, importe de los giros ó letras que por 
medio de carta remitió al denunciante D. Francisco 
Comerma á dicha ciudad.» (Auto 17 Septiembre 1*91, 
Gac. 24 1d., p.89.) 
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1d. Tribunal competente para juzgar d los fiscales 
sunicipales, por delitos cometidos al ejercer las funcio- 
mes que les confiere el art. 58 de la ley adicional y no al 
desempeñar otras en que obren como delegados de los fis- 
cales de las Audiencias. 


Bl juez instructor de Ribadeo formuló denuncia 
ante la Audiencia de lo criminal de Mondoñedo con- 
tra el fiscal manicipal saplente y letrado D. Feli- 
ciano Sanjurjo, por haber cobrado derechos indebi- 
dos al intervenir en actos de jurisdicción volunta- 
rias, y por haber presentado escritos en los mismos 
desacatando la autoridad del denunciante. La Au- 
diencia de lo criminal se declaró incompetente pa- 
sando las diligencias á la territorial de la Coruña 
en pleno, la cual asimismo sc inhibió, resultando 
contienda negativa de jurisdicción, que el T. S. de- 
cide en el sentido de que corresponde conocer de la 
denancia á la Audiencia de Mondoñedo: 

«Considerando que, con arreglo art 4.“ de la ley 
adicional á la orgánica del poder judicia), á las Au- 
dieneias territoriales en pleno corresponde el cono- 
cimiento de toda clase de delitos que cometan los 
auxiliares del Ministerio fiscal de las Audiencias le 
lo criminal, carácter que no tiene el tiscal munnici- 
pal letrado suplente de Ribadeo; pues conforme al 
art. 708 de la ley orgánica citada, los auxiliares de 
los fiscalas son sólo los tenientes y abogados fiscales: 

Considerando, en atención á lo expuesto, que 
cualquiera que sea la naturaleza jurídica de los re- 
feridos hechos denunciados, si constituyeran delito, 
saconocimiento es de la competencia de la Audien- 
cia de lo criminal de Mondoñedo, porque no resulta 


que en aquellos asuntos civiles en los que se supo- 


nen cometidos, ejerció el fiscal municipal suplente 
de Ribadeo funciones delegadas de ninguno de sus 
jefes jerárquicos, en concepto de auxiliar de los 
mismos, sino que, por el contrario, aparece que in- 
tervino en dichos negocios en virtud de sus facal- 
tades en el ejercicio de las atribuciones AA de 
sa cargo, que le otorga la repetida ley adicional en 
sart, ara la presentación del Ministerio fiscal en 
los negocios en que deba ser oído, según determina; 
y silos hechos imputados al mismo fiscal municipal 
suplente fueran causas ó motivos de corrección dis- 
ciplinaria, el conocimiento ó instrucción del expe- 
diente corresponde al fiscal de la propia Audiencia 
de lo eriminal de Mondoñedo, su superior jerárqui- 
co, con arreglo al art. l6 de la repetida ley adicio- 
AS 9 Octubre 1891.—Gac. 3 Noviembre, pági- 
na 80.) 


112. Juez competente por razón del lugar para cono- 
cer del delito cometido en un paraje cuya perlenencia se 
disputan dos términos municipales. 


El alcalde de Canillas detuvo durante veinte mi.- 
nutos al inspector de policía del distrito de Buena- 
vista de E á un guardia municipal «en la 
margen derecha del arroyo Abroñigal». 1Instruído 
sumario por el Juzgado del Este de Madrid y por el 
de Alcalá de Honares, al cual pertenece la villa de 
Canillas, se acreditó que en 14 de Junio de 1883 el 
teniente de alcalde del distrito de Buenavista con 
susecretario y un arquitecto ro Ao. en repre- 
sentación del Ayuntamiento de Madrid, y en la del 
de Canillas, el alcalde, el regidor síndico y el secre- 
tario del mismo, se leyó el acta del deslinde efec- 
tuado en 2 de Junio de 1866, en la que se confirmó el 
realizado en Y1 de igual mes de 182%, ratificado en 
1899, por el cual se estableció que el arroyo Abroñi- 
gel formara la línea divisoria de los dos términos, 
quedando del de Canillas la margen izquierda con 
todos los derechos ribereños, y del de Madrid la 
opuesta, levantando y firmando otra acta de con- 
firmeción de la antedicha; que en 31 de Junio de 1888, 
varios vecinos de la barriada enclavada en la mar- 
gen derecha del expresado arroyo, acudieron en al- 
zada de aquel acuerdo ante el gobernador civil de 
la provincia, cuya autoridad, después de oir á la 
Comisión provincial, y de conformidad con el dio: 
tamen de la misma, acordó desestimar el indicado 
rOCUrSO, pero con posterioridad, y por orden de 28 
de Mayo de 1989, el mismo gobernador resolvió que 
hasta tanto que no se decidiera el recurso inter- 
passo ante la autoridad por los recurrentes, que- 

ran en suspenso los efectos de su mencionada 
potencias El Juzgado de Alcalá requirió de inbi- 
ición al de Madrid, y formada competencia se de- 
cide á favor del de Alcalá, con vista del art. 14, nú- 
mero 2.? de la ley de En). criminal: 
«Considerando que los hechos que motivaron la 





— 


que es objeto de la presente competencia ocurrieron 
conocidamente en la barriada do la margen derecha 
del a de del Abroñigal (1), cayo punto COrrespon- 
de por ahora y de hecho al Ayuntamiento de Cani- 
llas, partido judicial de Alcalá de Henares, según se 
deduce de la comunicación del Ayuntamiento de 
esta capital y del acuerdo tomado por el goberna- 
dor civil de la provincia mandando suspender los 
efectos de su providencia, en la cual declaraba que 
correspondía á Madrid dicha margen derecha hasta 
que la Superioridad resolviese el recurso de alzada 
interpuesto por varios vecinos, sin que de los autos 
resulte que esa resolución haya recaido.» (Auto 6 
Noviembre 1591.—Gac. 27 1d., p. 100.) 


—Otro caso exactamente igual en auto de 16 de 
Noviembre de 1891.—Gac. 27 1d., p. 101. 


AV. Juez competente para conocer de una falta por 
razón del lugar de la residencia de los reos. 


Suscitada competencia entre los Jusgados muníoi- 
pales de Royuela y Palenzuela sobre conocimiento 
de la falta de cazar sin licencia, se decide á favor 
del de Royuela: 

«Considerando que no habiéndose podido averi:- 
guar en el presente caso el sitio donde se descubrie- 
ron las pruebas materiales de la supuesta falta ni 
el lugar donde fueron aprehendidus los presuntos 
reos, por afirmar unos fué en el monte mayor, per- 
teneciente al Juzgado municipal de Palensuela, y 
otros que lo fué en el término municipal de Royue- 
la, y siendo conocida la residencia de os presantos 
reos, que es la villa de Royuela, al qn municipal 
de este punto, es al que compete el conocimiento 
de este Juicio de faltas, según lo dispuesto en el nú- 
mero 3.” del referido art. 15 de la citada ley.» (Auto 
1.2 Diciembre 1891.—Gac. 12 1d., p. 117.) 


V. Juez competente para conocer de una estafa por 
przón del lugar donde se descubre la prueba de su exts- 
cía. 


Un súbdito italiano domicilindo en Niza, recibió 
varias cartas con la firma R. de Quevara, y la data 
en Barcelona y Bilbao, en que se le pedía dinero 
pres retirar un tesoro; dineroque envió, advirtiendo 

uego el engaño de que había sido víctima. El re- 

resentante diplomático de Italia en España pasó 

os antecedentes al Ministerio de Estado, que por 
indicación del de Gracia y Justicia, los remitió al 
jues instructor del Sur de Madrid, que venía proce- 
diendo contra un tal M. P. Celador por delitos aná- 
logos. y de quien se suspechaba que lo sería del co. 
metido contra el ciudadano de Niza. El Juzgado se 
inhibió á favor del de Barcelona, el cual á su vez se 
declaró incompetente para entender en el asunto, 
y remitidos los antecedentes al T. S., declara óste 
que el Juzgado del Sur de Madrid es el competente 
para conocer de la causa: 

«Considorando que las cartas y documentos uni- 
dos á las diligencias practicadas por el juez de ins- 
trucción del distrito del Sur de esta corte, son prue- 
bas materiales del indicado delito de estafa: que 
no resulta el lugar en que se ha cometido, y en esta 
atención, de conformidad con lo preceptuado en el 
núm. il.” del art 15 de la ley de Enj. criminal, 00- 
rresponde al dicho Juzgado el conocimiento de la 
causa.» (Auto 23 Diciembre 1891.— Gac. 2 Enero 1892, 
pág. 13.) 

—El T. $. ratifica la doctrina de la decisión ante- 
rior en otra de 9 de Mayo de 1892, Gac.—28 íd., p. 108. 


—Otro caso de competencia para conocer del de- 
lito de estafa por razón del lugar donde se descu- 
brieron las pruebas de su existencia: Auto 5 Enero 
de 18923.—Gac. 25 1d., p. 14. 


Vi. Jueces respectivamente competentes para conocer 
de los delitos de incendio cometidos en distintos lugares 
y tiempos y entre los cuales no hay conexidad legal, aun- 
que puedan ser imputables d la misma persona, 


Incendiado un establecimiento mercantil en Vi- 
llafranca, partido de Tolosa, el Juzgado del mismo 
se inhibió á favor del de Briviesca, por resultar que 
seis años antes este último había ele Pg sumario 
contra los dueños de la tienda destruída, por delitos 
de la misma clase, pues al parecer, los enjuiciados 





(1) Parece que son contradictorios los terminos de he- 
cho de esta sentencia, pues en los resultandos de la misma 
8e asegura que venía reputándose como de Qanillas la 
margen isquierda del arroyo. 
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aseguraban sus establecimientos en diferentes em- 

presas y luego producían el siniestro voluntariamen- 

te. Briviesca no aceptóel conocimiento de los autos, 

y elevados los de la competencia negativa al T.S., la 
ecide asi: 

«Considerando que no tiene aplicación al presente 
caso el precepto «ontenido en el núm. 2.* del art. 17 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, porque éste 
establece conex:dad entre los delitos que dos ó más 
personas cometan en distintos lugares ó tiempos, y 
resultare haher precedido concierto para ello; y no 
es eso lo que ha dado lugar á la contienda de juris- 
dicción surgida entre los jueces de instrucción de 
Tolosa y Briviesca, puesto que se trata aquí de per 
sonas que pueden aparecer sospechosas de haber 
tenido juntamente participación en los delitos de 
iucendio sobre que versan los procedimientos segui- 
dos en ambos Juzgados, sin -.ue haya dato alguno 
pos tivo del indicado concierto: 

Considerando que tampoco existe conexidad entre 
esos delitos, por el concepto determinado en el nú- 
mero 5. del artículo de que se deja hecha mención, 
porque en óste se exige que al iniciarse una Causa 
contra cuslquiera peon se imputen á la misma 
varios delitos, que á juicio del Tribuna! tuvieren re- 
lación entre sí y no hubieren sido objeto de procedi.- 
miento hasta entonces, lo que no sucede en el caso 
actual, pues por el contrario, el Juzgado de Brivies- 
ca había ya, con algunos años de anterioridad, ins- 
truído la correspondiente causa, en que se sobreseyó 
provisionalmente, por el incendio en que figuraron 
como perjudicados Cecilio López Arpidez y Eugenio 
Minguillón: 

Considerando, por último, que no siendo, como no 
son, conexos los delitos de que se trata, debe cono- 
cer de cada uno de ellos el juez del distrito en que 
fueron cometidos, con arreglo á lo prescrito en el 
núm. 2. del art. 14 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal.» (Auto 6 Septiembre 1892.—Gac. Y8 id , p. 37.) 


Vil. Juez competente para conocer de la estafa co- 


metida por un viajero negándose d pagar el billete del 
ferrocarril. 


José Vea Murguía al regresar desde esta corte á 
su pueblo, tomó billete de ferrocarril desde Burgos 
hasts Miranda de Ebro, donde se encontró ya total- 
mente sin recursos para continuar el viaje, por lo 
que sabió en un coche de segunda clase del tren c«o- 
rreo de Madrid Áá Irún; pero poco antes de llegar á 
la estación de Alsasua elinterventor de ruta le exi- 
gió el billete, que no pudo presentar por carecer de 

1, y habiéndole extendido un suplemento, no pudo 
tampoco pagarlo por su falta total de dinero, por 
cuyo motivo, al llegar á la citada estación, fué de- 
tenido y puesto Á disposición de la autoridad. 

Suscitada competencia negativa para conocer de 
este hecho entre los Juzgados de Miranda, donde el 
viajero subió al tren sin billete, y de Pamplona, en 
cuyo término se le exigió que lo pagara, el T.S. la 
po en el sentido de que debe conocer e) de Pam- 
plona: 

«Considerando que, según prescribe el núm. 2.” del 
art. 14 de la ley de Enjuiciamiento criminal, es juez 
competente para la instrucción de las causas el del 
partido en que el delito se haya cometido; y en el 
presente caso elindicado delito de estafa so cometió 
en la estación de Alsasua, del partido de Pamplona, 
donde el viajero Vea Murguía se negó á pagar el bi- 
llete del ferrocarril; atendiendo á que, según la ley 
y reglamentos de los mismoa, puede abonarse eu 
marcha el importe de dichos billetes sin necesidad 
de tomarlos, por cualquier motivo que lo impida, 
en la estación de partida.» (Auto 13 Octubre 1-93. — 
Gac. 20 1d., p. 59.) 


Vil dup. Tribunal competente para conocer de la 
adquisición de billetes falsos 4 sabiendas de su falsedad. 


Raimundo Garzás compró en Madrid varios bille- 
tes falsos de 100 pesetas, en precio de 40 cada uno, y 
los puso en circulación en Daimiel y pueblos limt- 
trofes. Comenzó cansa el juez del partido contra 
Garzás, y luego se inhibió 4 favor del Juzgado del 
Este de Madri. Pidió reforma Garzás de la inhibi- 
ción, y como fuera denegado el recurso y confirma- 
do el proveído por la Audiencia de Manzanares, in- 
terpuso recurso de casación fundado en los artícu- 
los 848, número 2.*, y 850de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal, por infracción de los 15, núms. 1.? 4 3.2 


14, núm. 2.*, y 19, núms, 1.” y 2,9 en relación con el 17, 


caso 3.2 de la misma ley. El T.S. declara no haber 
lugar al recurso: 
«Considerando que, procediéndose en la causa ori- 
en del recurso por el hecho de haberse adquirido en 
Madrid billetes falsos del Banco de España, á sabien- 
das de su falsedad, para ponerlos en circulación, el 
cual ofrece los caracteres señalados en el art. 304 
del Código penal, por no indicarse todavía relación 
ó connivencia con el falsificador, y no ser elemento 
integrante del delito en tal disposición previsto la 
osterior expedición de billetes, único acto que se 
indica realizado en Daimiel, corresponde su conocsi- 
miento, conforme el art. 14 de la ley de Enjuicia- 
roiento criminal, á la jurisdicción de esta corte, en 
donde elsapuesto delitosecometió ensu integridad: 
Considerando, por lo tanto, que la Audiencia de 
lo criminal de Manzanares no ha incurrido en el 
error de derecho que se le atribuye al aplicar tul 
disposición, y no las del art. 15 de la misma ley, que 
son subsidiarias de la precedente, ni las contenidas 
en los 17 y 18, que dictan reglas para el caso de méfs 
de un delito, entre los cuales haya conexión.» (Sen- 
tencia 9 Mayo 1891.—Gac. 1. Septiembre, p. 132.) 


CUESTIONES DE COMPETENCIA ENTRE LA JURISDICCIÓN 
ORDINARIA Y LAS ESPECIALES DE GUERRA Y MARINA. 


VAitd. Competencia de la jurisdicción ordinaria 
para conocer de los delitos de imprenta cometidos por 
paisanos contru autoridades militares: Injuria y calum- 
nia á un capitan general de distrito (1). 


D. Alberto Olmos, paisano, publicó en La Corres- 
pondencia Militar, de Madrid, un artículo que el ca- 
itán general de Granada consideró injurioso y CA- 
umnioso para su autoridad, y atentatorio á la dis- 
ciplina; y así se lo hizo presente al capitán general 
de Castilla la Nueva, que incoó causa contra 0Ol- 
mos. El Juzzado instructor del Este requirió de in- 
hibición al militar, y formada competencia, se deci- 
de á favor de la jurisdicción ordinaria, visto el ar- 
tículo 10 de la ley de Enjuiciamiento criminal: 

«Considerando que no es causo reservado á la ju- 
risdicción de Guerra el del delito que persigue con 
arreglo al Código de justicia militar, porque no 
obstante la onoralidad con que se halla redactado 
el núm. 7.%, art.7%, que se aduce como de aplica- 
ción al presente, no se expresan en esa disposición 
señaladamente los delitos cometidos por medio de 
la imprenta; y dada la especialidad é importancia 
que revisten, correspondería hacerlo así, á una ley 

e excopción y privilegio que por su propia natura- 
leza no puede ser interpretada con un criterio ex- 
tensivo, todo lo cual demuestra que en dicho articu- 
lo no se propuso el legislador comprender los men- 
cionados delitos: 

Considerando que se confirma lo expuesto con lo 
que prescribe el citado Código en el núm. 7. del ar- 
tículo 18, donde se exime de su propia jurisdicción 
y sujeta á la ordinaria á los militares cuando c0- 
meten delitos de imprenta, siempre que éstos no re- 
vistan carácter militar; y silos mismos militares, 
fuera de la condicional establecida, serán siempre 
juzgados en tales delitos por la jurisdicción ordina- 
ria, no respondería á ningún concepto de derecho 
niálos fines y objeto de la ley excepcional, com- 
prender á personas que son extrañas á la jurisdio- 
ción de Guerra, desigualdad inadmisible que des- 
aparece apreciando en su recto sentido los articulos 
citados.» ¡Auto 19 Septiembre 891.— Gac. 2 Octubre, 
página 41.) 


—Otros casos iguales: Autos 22 Febrero 1892, Ga- 
ceta 17 Marzo, p. 75; 15 Marzo 1892, Gac. 6 Abril, pági- 
na 84; 6 Julio 1892, Gac. 21 Septiembre, ] . 27. 


(1) Los delitos de injuria y calumnia cmetidos por 
medio de la prensa periódica contra autoridades milita- 
res y contra Corporaciones y colectividades del ejércrto 
y de que aparezcan responsables peraonas no sometidas 
al fuero de Guerra, deben ser juzgados por la jurisdic- 
ción ordinaria, conforme d los arts. 4.” de la ley del 
Jurado y 10 de la de Enj. criminal. Asi lo ha establecido 
el T 8. en decisiones importantes que hemos comentado 
en el APÉND:CE de 1896, p. 408, y con las que concuerdan 
otras cuyo espíritu hemos recogido en el Ar. de 1896, pd- 
gina 519, núm. 99. — Véase también en este APÉNDICE 
de 1893 la sentencia núm. XXX V que insertamos mas 
adelante. 
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1X. Competencia de la jurisdicción de Querra para 
conocer de los abusos de imprenta cometidos por milita. 
res y constitutivos de delito militar, aunque los culpa- 
bles pertenezcan ¡ú la segunda reserva, 


Don Luciano González Seoane, militar de la se- 
gunda reserva, publicó en La Voz de Galicia varios 
escritos relativos al mal estado de las obras de un 
«usrtel, condiciones del rancho, etc.; haciendo afir- 
maciones gue el ea o general do Galicia estimó 
comprendidas en el art. 258 del Código de justicia 
militar, por lo que comenzó cansa, El Juzgado ins- 
e la Coruña requirió de inhibición al de 
Guerra, y formalizada competencia, se decide á fa- 
vor de la jurisdicción militar, con vista de los artí- 
eulos 4. y 13, párrafo séptimo del Código citado: 

«Considerando que el procesauo D. Luciano Gon- 
sález Seone pertenece á la segunda reserva, y según 
el art. 6.2 de dicho Código estos individuos están 
sujetos á la jurisdicción de Guerra por los delitos 
militares: 

Considerando que los hechos que han sido objeto 
de la denuncia y dado origen al procedimiento apa- 
recen por ahora con caracteres que podrían consti- 
tuir el delito militar previsto y penado en el artí- 
calo 2 del ya citado Código de justicia militar.» 
¡Auto W Uctubre 1891.—Gac. 3 Noviembre, p. 90.) 


X. Competencia dela jurisdicción ordinaria para co- 
nocer de la sustracción de leñas encontradas en poder de 
guardias civiles, no habiéndose dirigido el procedimien- 
to contra personas determenadas. 


Formada competencia entre el Juzgado de ins- 
tracción de San Vicente de la Barquexra y el de Gue- 
rra de la Capitanía general de Burgos, por haber 
encontrado leñas procedentes de un monte público 
en la casa cuartel de la Gunrdia civil, cuyos indivi- 
duos aseguraron haberlascomprado á un paisano..., 
se decide el conflicto Á favor de la jurisdicción or- 
dinaria: 

«Considerando que se trata de un delito común, 
no penado especialmente en las leyes militares: 

Considerando que no ha llegado el caso de proce- 
dercontra determinadas personas por disho delito, 

que en su virtud corresponde el conocimiento de 
as diligencias á la jurisdicción ordinaria, según lo 
dispuesto en el art. 10 de la ley de Enj. criminal.» 
'Auto 9 Junio 1891.—Gac. 19 Julio, p. 1.*) 


xl. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer de la causa seguida d un soldado en expectación 
a sr para Ultramar, por disparo de arma de 
vusgo. 

Los fundamentos de la decisión de esta competen- 
cia á favor de la jurisdicción ordinaria, dicen así: 

«Considerando que cuando cometió el delito de 

disparo de arma de fuego Carlos Valdés, soldado en 
ore ción de embarque para Ultramar, no se 
habia ordenado aún su concentración, por lo que, 
con arreglo á lo dispuesto en el último párrafo del 
art.6. del Código de justicia militar, no quedó su- 
jeto 4 la jurisdicción de Guerra: 
_ Considerando que tampoco corresponde á dicha 
jurisdicción conocer de la presente causa instruida 
contra el Valdés, por razón de lo prescrito en el ar- 
tleulo 291, en su relación con el 20 del Código ya cita- 
do, por no concurrir en el caso de que se trata las 
cirennstancias que en esta última disposición se 
enumeran, referentes ya al delito, ya al reo que se 
hallaba preso, faltando, por consiguiente, la condi- 
ción principalísima o ee expresamente en dicho 
art. 20, de que el reo está en libertad.» (Auto 9 Junio 
181.—Qac. 19 Julio, p. 1.*) 


X1l. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer del desacato cometido por militares (guardias 
civiles) contra la autoridad civil, y del insulto conexo de 
la extoridad á los guardias. 


Decidese á favor de la jurisdicción ordinaria la 
competencia suscitada entre el Juzgado instructor 
Lerma y la Capitanía Econ de Burgos en can- 
ta contra un guardia civil por haberse negado á re- 
cibirla notificación de una sentencia del Municipal 
de Cogollos, arrebatando á losindividuos del mismo 
los papeles que llevaban y amenazándoles con po- 
verlos presos. Fúndase la decisión en que el hecho 
puede constituir desacato, sometido al conocimien- 
t de la jurisdicción ordinaria, conforme al art. 18, 
núm. 1.2 del Código de justicia militar.(Auto 9 Junio 
1891.—Gac. 19 Julio, p. 2.) 


—En auto de 19 de Febrero de 1992 se resuelve otra 


competencia con el mismo criterio y se añade que 
si la autoridad civil (un juez municipal) insultó á 
los guardias, de este hecho, como conexo del aten- 
tado queaquéllos cometieron, debe conocer también 
la jurisdicción ordinaria. (Auto 19 Febrero 1892, — 
Gac. 17 Marzo, p. 75.) 


XI11l. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer de las lesiones leves, constitutivas de falta, infe- 
ridas por militares d paisanos. 


Esta falta debe ser juzgada por la jurisdicción 
ordinaria, porque se halla prevista en el Código pe- 
nal común, «y ni tiene sanción especial en el de jus- 
ticia militar, ni puede comprenderse por concepto 
alguno entre las que enumera dicho último Código, 
siendo por tanto evidente que á la jurisllicción or- 
dinaria corresponde, en este caso, el castigo de los 
responsables de dioha falta.» (Auto 186 Junio 1891. — 
Gacs. 21 y 25 Julio, p. 9.) 


—La misma doctrina: Autos 22 Diciembre 1891, Ga- 
ceta 25 Enero 1892, p. 12, y 10 Septiembre 1892, Gac. 26 
ídem, p. 38. 


—En el mismo caso están las lesiones leves infe- 
ridas por carabineros á un paisano. (Anto 30 Sep- 
tiembre 1891.—Gac. 11 Octubre, p. 57.) 


XIV. Falta de daños, no comprendida en el Código 
de justicia militar. 


Un carro del batallón de ingenieros militares, 
guiado por un soldado, causó á un coche del tran- 
vía variosdesperfectos. Denunciado el hecho al Juz- 
e municipal del Congreso, de Madrid, suscitó la 

apitanía general del distrito competencia, que es 
decidida á favor de la Murisdicción ordinaria, visto 
el art. 13, núm. 12 del Código de justicia militar: 

«Considerando que la falta de daños que motiva 
la presente competencia no está comprendida entre 
las de carácter militar, que define el art. 335 del ya 
citado Código de justicia militar: 

Considerando que el art. 8.2 del mismo Código 
atribuye á la jurisdicción de Guerra el conocimien- 
to de las faltas cuando revisten el carácter de mil1- 
tares y se cometen porindividuos aforados en el 
ejercicio de sus funciones, lo cual no es aplicable á 
la que causó el soldado conductor de un carro del 
batallón de ferrocarriles al atropellar el coche tran- 
vía de Estaciones y Mercados, contraviniendo á los 
reglnmentos de policía y buen gobierno.» (Auto 18 
Agosto 1992.—Gac. 28 Septiembre, p. 33.) 


—Otro caso exactamente igual: Auto 10 Septiem- 
bre 1892.— (Fac. 26 Septiembre, p. 39. 


XV. Competencia de la' jurisdicción ordinaria para 
conocer de los delitos comunes y conexos, cometidos por 
personas de distinto fuero: Atentado d agentes de la auto- 
ridad por un militar y lesiones inferídas d éste por los 
agentes. 


El teniente de infantería de la escala de reserva 
del regimiento de Sevilla, D. Tomás G+ómez, dió un 
palo á un sereno, fué perseguido por otro y resultó 
con algunas contusiones, de las que curó á los cin- 
cuenta y un días. Formada causa sobre esos hechos 
porla Capitanía general de Granada y la Audien- 
cia de Linares que se disputaban su conocimiento, 
se decide la contienda Á favor de la jurisdicción or- 
dinaria, considerando lo dispuesto en el art. 16, re- 
gla 2.* del Código de justicia militar, y 

«Que de las actuaciones practicadas por las ju- 
risdicciones contendientes resulta haberse ejecuta- 
do dos hechos coustitutivos de dos delitos, que vie- 
nen calificados de atentado contra los agentes de la 
autoridad el uno, atribuido al teniente de infante- 
ría D. Tomás Gómez, y el otro de lesiones al Gómez, 
del cual se inculpa á los serenos Eustaquio Vicente 
y Antonio Rivero, que son delitos comunes conexos, 
cometidos simultáneamente, y no previstos ni cas- 
tigados en el Código penal militar.» (Auto 23 Julio 
de 1891.—Gac. 5Septiembre, p. 18) 


XVi. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer del suicidio de un soldado que se hallaba de cen- 
tinela. 


Formada competencia con motivo del suicidio del 
soldado Tomás Martín, se decide á favor de la juris- 
dicción ordinaria: 

«Considerando que de las actuaciones en que ha 
surgido la poste pte contienda de jurisdicción no re- 
sulta que el hecho que las ha motivado constituya 
un delito por el que deba exigirse responsabilidad 
á persona alguna, apareciendo tan sólo haberse suí- 


- -—- 
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cidado en una garita del establecimiento PACO de 
Ocaña el soldado Tomás Martín, que se hallaba de 
centinela: 

Considerando, que no revistiendo, por tanto, ese 
hecho el carácter de delito, cayo conocimiento está 
reservado por la ley á los Tribunales de Guerra, y 
que tampoco se ha dirigido el procedimiento contra 
ningún individuo que poes del privilegio del fuero 
militar, corresponde la jurisdicción ordinaria, 
según la regla general establecida en el art. 10 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, conocer de la causa 
de que se trata » (Auto 3 Julio 1891.—Gac. 5 Septiem- 
bre, p. 18.) 


XVil. Lesiones inferidas por un paisano d un mili- 
tar, no conslitutivas de atentado, y que por tanto, no dan 
competencia a la jurisdicción de Querra para conocer. 


D. Antonio León, capitán de infantería y coman- 
dante de la isla Gomera, con residencia en San Se- 
bastián, profirió frases ofensivas contra un tío de 
Pablo Ascanio, y habiéndolas oído éste, derribó al 
suelo dos veces al capitán é hirió á un paisano que 
le acompañaba. El Juzgado instructor de Santa 
Cruz de Tenerife y la Capitanía general de Cana- 
rias, se trabaron en cuestión de competencia para 
conucer de los hechos. El T. S. la decide á favor de 
la jurisdicción ordinariu, visto el art. 10 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal: 

«Considerando que el hecho... ofrece únicamente 
los caructeres del delito común de lesiones, que no 
está comprendido en el número de los consignados 
en el art. 7.2 del DOaES de justicia militar que hoy 
rige; y de los que debe conocer la jurisdicción de 
Gnerra, puesto que D. Antopio León, capitán, c0- 
mandante militar de la islá de la Gomera, no fué 
agredido por el procesado Pablo Ascanio cuando se 

ballaba ejerciendo funciones de su cargo ni con 
ocasión de ellas, sino qne, por el contrario, fué ori- 
ginada la pendencia en que ese incidente tuvo lu- 
gar por las apreciaciones y frases vertidas por el 
citado capitán y otro sujeto en una taberna ó 
puesto de bebidas, y que el Ascanio consideró ofen- 
sivas á uno de sus parientes, demostrando esto no 
haber mediado las condiciones y cirounstancias 

ue el art. 263 del Código penal exige para que pu: 
diera merecer el hecho de que se trata la califica- 
ción de atentado contra la autoridad militar.» 
(Auto 6 Agosto 1891.—Gac. 5 Septiembre, p. 20.) 


—Otros casos en autos de 18 de Agosto de 1891, 
Gac. 5 Septiembre, p. 20; 22 Diciembre 1891, Gac. WM 
Enero 1893, p. 12. 


XVII, Competencia de la jurisdicción ordinaria 
para conocer del delito de insulto 4d carabineros en el 
ps de emplearse éstos en la persecución de malhecho- 
res (1). 

«El servicio propio del Instituto del Cuerpo de 
Carabineros es el de perseguir los delitos de con- 
trabando y defraudación, como lo expresan los ar- 
tículos primeros de los reglamentos militar y de 
Hacienda por que se rigen, y se avrecia solamente 
como servicio extraordinario, calificado así en el 
art. 98 del primero de dichos Ar el de per- 
secución y aprehensión ::e malhechores, desertores 
y perturbadoros de la tranquilidad pública.» Con- 
siguientemente, cualquier insulto que se haya po- 
dido cometer contra los carabineros que perse- 
guian á un malhechor, no siendo como no era este 
servicio el propio de su Instituto, no puede esti- 
marse dicho insulto como hecho áÁá fuerza armada, 
según lo que dispone el núm. 4.?, art. 7. del Código 
de justicia militar, quedando, por lo tanto, reduci- 
doá la categoría de infracción de las leyes comu - 
nes. (Auto 27 Agosto 1891.— Gac. 18 Septiembre, pá- 
gina 85.) 


xIX. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer de excitaciones y ademanes amenazadores... no 
constitutivos de agresión ó insulto d la Guardia civil. 


Fidel Quiroga Fernández, agente ejecutivo del 
onto de Corullón, auxiliado por el algua- 
cil del mismo y por una pareja de la Guardia civil 
que al efecto requirió el alcalde por medio de ofi- 
cio, comenzó Áá practicar un embargo en casa de 
Manuel Garcia, alias Carrete, en Dragonte, para 
el cobro de una deuda, en cuyo acto se presentaron 
los paisanos Emilio Gonsález y José del Valle ar- 
mados con palos y seguidos de otros cuatro ó cin- 





(1) Véase el núm. XXXIII. 


co hombres, á quienes decían: «abajo, vamos á 
ellos», dirigiéndose hacia dicha casa en actitud al 
parecer agresiva en vista de lo que los guardias 
cargaron sus fusiles y amonestaron á los alborota - 
dores para que se retirasen, como lo hicieron en se- 
guida. Suscitada competencia para conocer de es- 
tos hechos entre el asgado nstructor de Villa- 
franca del Bierzo y la Capitanía general de Castilla 
la Vieja, se decide á favor de la jurisdicción ordi- 
naria, visto el art. 10 de la ley de Enj. criminal: 
«Considerando que el hecho que se persigue... no 
está comprendido entre los casos de desafuero que 
á favor de la jurisdicción de Guerra, por razón del 
delito y contra cualquiera persona, determina el 
art. 7. del Código de justicia militar, ni constituye 
el delito de insulto á fuerza armada, á que se refie- 
re el núm. 4.? del mismo artículo, porque si bien los 
procesados dieron voces como excitando á otros 
vecinos á impedir al parecer el embargo que se prac- 
ticaba en casa de uno de ellos, no dirigieron insulto 
alguno á la Guardia civil ni resistieron sus órdenes, 
sino que por el contrario obedecieron á la primera 
intimación y cesaron en el acto en sus demostra - 
ciones.» (Auto 17 Noviembre 1891.—Gac. 27 1d, p. 102.) 


XX. Competencia de la jurisdicción ordinaria 
conocer de la desobediencia á autoridades judiciales y 
de la militar para perseguir el delito posterior cometido 
por el mismo culpable, de agresión dá la Guardia civil. 


ara 


El alcalde de Jaraicejo intentó detener á José 
Martinez; pero éste se resistió, por lo cual dicha 
«utoridad reclamó el auxilio dela Guardia c1vil, que 
acudió á prestárselo en unión del juez municipal; 
cuyas órdenes resistió de nuevo Martínez, trabán- 
dose en lucha con uno de los guardias, al que dió un 
mordisco. Formada competencia para conocer de 
estos hechos entre la C. G. de Extremadura y el 
Juzgado instructor de Trujillo, se decide asi: 

«Considerando que los hechos sobre que versa el 
proceso en que ua surgido la presente contienda de 
urisdicción presentan los caracteres de dos delitos, 
independientes entre sí por haber sido cometidos 
sucesivamente y en distinto momento: 

Considerando qus el primero de ellos, ó sea el de 
desobediencia á las autoridades local y judicial, por 
el que se procede contra el paisano José Martinez 
E ple se halla sometido evidentemente á la 
jurisdicción ordinaria, lo que no acontece con el 
que constituye la agresión contra los guardias oi- 
viles que acudieron á prenderle, atendido el prece 
to contenido en el núm. 4. del art 7. del Código de 
usticia militar.» (Auto 22 Diciembre 1891.—Gac. 25 

nero 1892, p. 13.) : 


XMX1. Competencia de la jurisdicción ordinaria para 
conocer de los delitos comunes cometidos en lugar no de- 
clarado en estado de guerra, y de que aparecen respon- 
sables paisanos y militares. 


Adolfo Pereira, sargento del regimiento de reser- 
va de Gracia, tenía relaciones íntimas con Juana 
Riera, á cuyo marido dió muerte. Procesados el sar- 
gento y la Juana por el Juzgado de la Universidad, 
de Barcelona, fué éste requerido de inhibición por 
el de Guerra de la Capitanía general; y formali- 
zada competencia entre ambos, 8e decide á favor de 
la jurisdicción ordinaria: 

«Considerando que..... es de aplicación al caso, 
para la decisión de la presente contienda jurisdic- 
cional, lo dispuesto en la regla 2.* del art. 168 del Có- 
digo de justicia militar; y en el art. 11 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, según los que, cuando 
aparecen complicados en una causa individuos del 
ejército y otros no sujetos á la jurisdicción de Gue- 
rra, y se trata de delito común, como el de homici- 
dio, no penado especialmente en las leyes militares, 
y cometido además en territorio no declarado en 
estado de guerra, todo lo cual sucede aqui, debe co- 
nocer de la causa la jurisdicción ordinaria.» (Auto 
15 Marzo 1892.—Gac. 6 Abril, p. 85.) 


—Otro caso muy análogo: Auto 23 Abril 1892.—Ga- 
ceta 28 Mayo, p. 105. 


XXI1I1. Competencia de la jurisdicción ordinaria 
para conocer de la falsedad cometida en el expediente de 
cambio de situación entre dos mozos8. 


El Juzgado instructor de Miranda de Ebro y la 
Capitanía general de Burgos resistieron mutua- 
mente conocer de la causa incoada por falsedad co- 
metida en el expediente de cambio de situación 
entre el recluta Andrés Ciriaco Gutiérrez y el solda- 
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do de la reserva Juan Elicechea. El T. S. declara 
ue el conocimien.o del proceso corresponda á la 
jurisdicción ordinaria: 
«Cursiderando que tiene perfecta aplicación al 
resente caso lo que se dispone en el art. 167 de la 
ey de reemplazos para el ejército (1), atribuyendo 
á la jurisdicción ordinaria el conocimiento de las 
cansas que se instruyan por delitos cometidos en 
fraode de la misma, antes del ingreso en Caja de los 
indindaos á que se refieran, puesto que antes de 
ocurrir éste se descubrió la falsedad que había ser- 
vido para obtener que se acordara el cambio de si- 
taasión del reclata Andrés Ciriaco Gutiérrez con el 
soldado de la reserva de Vergara Juan Elicechea: 
Considerando, á mayor abundamiento, que com- 
pote á la jurisdicción ordinaria perseguir y castigar 
el delito de que se trata, si se atienie al precepto 
eontgnido en la regla 2.* del art. 16 del Código de 
justicia militar, porque la causa en que se ha pro- 
dueido la actual contienda negativa de jurisdio- 
ción, versa sobre un delito común no reservado es- 
pecialmente Áá jurisdioción determinada, ni cometi- 
do en territorio deglarado en estado de guerra, ha- 
llándose ervueltas en aquélla personas sujetas á 
distinto fuero.» (Auto 18 Junio 1892.—Gac. 21 Sep- 
tiembre, p. 26.) 


XX1lL1. Competencia de la jurisdicción ordinaria 
para conocer del desacato cometido por guardias civiles 
contra un juez municipal: y de la de Guerra para casti- 
gar dl insulto dirigido á4 los guardias por personas ex- 
trañas que pressnciaban el hecho. : 


El T.S decide una competencia en parte Á favor 
de la jurisdicción ordinaria y en p arte á favor de la 
de Guerra: 

«Considerando que la frase y amenazas que apa 
reeon dirigidas al juez muuicipal de Granja de 
lmesta por los guardias civiles Petronilo Cosías 
Solera y Melquiades García Coronado, revisten por 
shora los varacteres del delito de desacato; y en tal 
supaesto, corresponde á la jurisdicción ordinaria el 
conocimiento de esta causa, en conformidad á lo 
que dispone el art. 18 del Código de justicia militar: 

_Considerandd que el conocimiento del juicio y di- 
ligencias relativas á los hechos que se hayan ejecu- 
tado.ó palabras que se hubieren proferido contra 
los mencionados guardias por personas concurren- 
tes al acto, corresponde á la jurisdicción de Guerra 
eon arreglo al núm. 4.? del art. 7.9 del citado Códi.- 
go, no coustituyendo, como no constituyen, delito 
conexo del de desacato antes expresado.» (Auto 80 
Junio 18982 —Gac. 291 Septiembre, p. 26.) 


XXIV. Altercado entre autoridades civiles y de Ma- 
Tina, que no puede reputarse como insulto á éstas para 
atribuir competencia á la jurisdicción de la Armada 


Elayudante de Marina de Muros de Pravia, prac- 
ticó un reconocimiento en el río Nalón, con el fin de 
corregir los abusos que se cometian en la pesca del 
salmón, destruyendo algunas empalizadas y otros 
srtefactos empleados por los pescadores, en cuya 
oeasión se presentaron D. Manuel Fidalgo, juez 
municipal, B: Julián Villamor Alcalde, y D. Leo- 
poldo Vigil, secretario del Ayuntamiento, todos del 
toncejn de Soto del Barco, en cuyo término oourrie- 
ton los referidos hechos, aguas arriba del sitio lla- 
mado Pozo de Arcubín, 6 increparon al referido 
ayudante, excitando á la desobediencia á los parti- 
culares allí presentes por pretender que sólo ellos 

Dían la jurisdicción. Con tal motivo comenzó can- 
12 por desacato á la autoridad del ayudante, la 

mandancia general de Marina del Departamento 
del Ferros; pero fué requerida de inhibición por el 
Juez instructor de Avilós: formalizándose con tal 
motivo competencia, que es decidida á favor de la 

Jurisdicción ordinaria: 

«Considerando que si bien son del conocimiento de 
la jurisdicción de Guerra ó de Marina, según el nú- 
mero 4? del art. 350 de la ley orgánica del Poder 
judicial, los delitos de atentado y desacato á la au- 
toridad militar, cnyo carácter tenía el ayudante de 

rina de Muros, en el presente caso no existe tal 
delito, por tratarse de una controversia con el al- 
calde y juez municipal de Soto del Barco, autorida- 
des todas de distinto orden, sin dependencia jerár- 
quica entre sí: 





(1) La de 11 de Julio de 1885, con cuyo art. 167 con- 
cuerda el 188 de la vigente de 21 de Octubre de 1896. 
(APÉNDICE de íd, p. 651.) 


Considerando que no sólo no está justificado que 
el punto donde fueron destruídos los artefactos de 
pesca, y donde mantuvieron las autoridades el al- 
tercadu perteneciera á la sona marítima, sino por 
el contrario, los sitios denominados «Huelga de los 
Obispos» y «Rivera», donde aquéllos ocurrieron, es- 
tán más arriba del Arcubín, que es el limite fijado 
á dicha zona por la E. O. de 23 de Abril de 1891. dio- 
tada ú instancia de las autoridades locales y para 
confirmar el estado de derecho creado por el deslin- 
ce de Er (Auto 22 Septiembre 1892.-— Gac. 5 Octu- 

re, p. 41.) 


XXV. Competencia de la jurisdicción de Guerra 
para conocer de las faltas de derencia y compostura co- 
meti ias por militares. 


Antonio Maldonado, alguacil portero del Juzgado 
municipal de La Roda, perno Judicial de Estepa, 
denunció á aquél que al llevar. como todos los días, 
los oficios al correo y á le Guardia civil y entregar 
un pliego á D. Antonio Sola, sargento comandante 
del puesto de dicha primera villa, le indicó que fal- 
taba cierto justificante; y al volver á la casa cuar- 
tel 4 decirle de parte del juez municipal que si le 
faltaba algún dato lo pidiera en forma, el menciona- 
do e le preguntó con tono destemplado quién 
le había dicho que él iba á ir á Ceuta, y lo amenazó 
y llamó indecente, arrojándole á émpujones. El juez 
municipal de La Roda y la Capitanía general de 
Andalucía se disputaron el conocimiento de la fal- 
ta cometida por el sargento; y el T. S. decide la 
competencia á favor de la jurisdicción de Guerra: 

«Considerando que las faltas que afectan al deco- 
roy con que las clases militares deben dar público 
ejemplo de moralidad, decencia y compostura, se 
hallan comprendidas en el art. 335 del Código mili.- 
tar, y deben ser castigadas por la jurisdicción de 
Guerra, como excepción establecida en el núm. 12, 
art. 13 de dicho Código: 

Considerando que los hechos que se suponen eje- 
cutados y palabras dirigidas por el sargento de la 
Guardie civil, D. Antonio Sola, al alguacil del Juz- 
gado municipal D. Antonin Maldonado, tien+n el ca- 
r1ácter antes expresado de afectar á la decencia y 
compostura que el primero debía guardar, hallán. 
dose, por lo tanto, comprendidas en el citado artícu- 
lo 835.» , Auto 31 Marzo 1892.—Gac. 14 Abril, p. 92.) 


XXVA. Competencia de la jurisdicción de Guerra 
para instruir diligencias por disparo casual de una pis- 
tola que hirió dá un guardia civil... A 


Alintervenir en cierta disputa y para apaciguar- 
la, un guardia civil quitó una pistola á uno de los 
combatientos, y al tratar de descargarla se disparó, 
hiriendo al guardia. Sobre conocimiento de este 
hecho se suscitó entre las jurisdicciones ordinaria y 
militar competencia, que es decidida á favor de la 
de Guerra, considerando lo dispuesto en el art. 5.2 
del Código de justicia militar, y 

«Que el hecho objeto de las ailigencias expresadas 
no está comprendido entre los que según el art. 18 
de dicho Código, y como constitutivos de determina- 
dos delitos, producen desafuero, por cuya razón la 
jurisdicción de Guerra es la competente para cono- 
cer de él.» (Auto 7 Julio 1891.—Gac. 25 1d., p. 11.) 


XMVII Competencia de la jurisdicción de Guerra 
para conocer de los delitos de coacciones y amenazas en 
cuanto d un múlitar que aparece responsable de ellas. 


Don Bruno Pérez, teniente de infantería de la re- 
serva de Almería, acompañado de dos paisanos, se 
resentó en casa de D. Rafael Miguel Ruiz, intimán- 
ole á que abandonase el pueblo en un plazo que le 
señaló; y luego, solo, acortó el plazo y sacó un revól- 
ver, del que no bizo uso. El Juzgado instructor de 
Iznallozcomenzó y terminósumario, sin dictar auto 
de procesamiento, y elevó las actuaciones á la Anu- 
diencia de Granada, qne fué requerida de inhibición 
por la Capitanía general del distrito. Formada con 
al motivo competencia, se decide á favor de la ju- 
risdioción militar: Ñ 

«Considerando que persiguiéndose por la jurisdio- 
ción militar los delitos de amenazas y coacciones 
imputados á un teniente de infantería en servicio 
activo, á la misma es á la única que compete su co- 
nocimiento con arreglo al núm. 1. del art. 5.2 del 
Código de justicia militar: 

Considerando que el haber aprobado la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Granada el auto de ter- 
minación del sumario, dictado por el juez de Izna- 
lloz, sin declaración de procesado, imposibilita en. 
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el caso dpi de hacer aplicación del art. 18 del 
mismo Código, porno haber persona contra quien 
dirigir el procedimiento » (Auto 23 Julio 1591.— GQace- 
ta 5Septiembre, p. 17.) 


XXVII. Parricidio, asesinato ú homicidio come- 
tido dentro de una casa cuartel y del qué puede ser res- 
ponsable una mujer. Competencia de la jurisdicción de 
Querra para conocer del delito por razón del lugar. 


Encontrado en la casa cuartel de la Guardia civil 
del puesto de Salvatierra el cadáver de la niña Emi- 
lia Martín, formada causa y declarada procesada la 
madre, mujer de uno de los guardias, por el Juzga- 
do instructor de Vitoria, fué éste requerido de inbhi- 
bición por la Capitanía general de las Previncias 
Vascongadas; y formalizada competencia se decide 
Aá favor de la jurisdicción de Guerra, considerando 
lo dispuesto en el art. 9., núm. 1. del Código de 
justicia militar, y 

«Que... el hecho... se ejecutó en la casa que sirve 
de cuartel á un puesto de Guardia civil, siendo, por 
tanto, competente la jurisdicción de Guerra, por 
razón del lugar, para conocer de la causa que se 1ns- 
truye contra la procesada..., porque la disposición 
legal ya citada alcanza á toda clase de personas » 
(Anto 30 Julio 1891.—Gac. 5 Septiembre, p. 19.) 


XXIX. Otro raso de competencia de la jurisdicción 
de Guerra por razón del lugar: Incendio, homicidio y le- 
siones en un cuartel. 


Ocurrido un incendio, al parecer casual, dentro 
de la casa cuartel de la Guardia civil. en Castro 
del Río, muriendo una mujer por las quemaduras 
que sufrió, resultando otras con lesiones graves y 
varios guardias con heridas de menor importancia, 
se suscitó Ss pal late para conocer de los hechos 
entre el Jnzgado instructor del partido y la Capita- 
nía general de Andalucía, á favor de la cual se de- 
cide la contienda: 

«Considerando que siendo objeto de las presentes 
diligencias los delitos de incendio y de homicidio y 
lesiones por su resultado ocurridos en el cuartel de 
la Guardia civil de la villa de Castro del Río, son de 
perfecta aplicación para la resolución de la compe- 
tencia los arts. 9.2, núm. 1.%, y 7.2, núm. 6.* del ds. 
digo de justicia militar, que prescriben que es la ju- 
risdicción de Guerra la competente, por razón del 
lugar, para conocer de las causas que se instruyan 
contra toda clase de personas por delitos cometidos 
en los cuarteles, y por razón del delito contra cual- 
quiera persona, por los de incendio de efectos per- 
tenecientes á la Hacionda militar.» (Auto 18 Junio 
de 1892.—Gac. 21 Septiembre, p. 25.) 


XMXMX. Puga de un procesado por la jurisdicción de 
Guerra, del hospital militar, donde se encontraba, 


Impuesta á un soldado la pena de ocho años de 
prisión militar y salida definitiva del ejército, no 
pudo cumplirse porque el reo se fugó del hospital 
militar de Guadalajara, donde se hallaba. Formada 
causa sobre este hecho, se inhibieron de su conoci- 
miento el capitán general de Castilla la Nueva y el 
juez instructor de Guadalajara. El T. S. decide la 
competencia en el sentido de que corresponde el 
conocimiento dela causa á la jurisdicción de Guerra: 

«Considerando que lo mismo en el art. 11 de la ley 
de Enjuiciamiento militar vigente antes de regir el 
Código de justicia, también militar, que en el nú- 
mero 1.* del art. 9. de este último se atribuye á la 
jurisdicción de Guerra el conocimiento de las cau 
sas que se instruyan contra individuos procedentes 
del ejército por delitos cometidos en establecimien- 
tos militares: 

Considerando que el soldado Manuel Adell, que 
faó condenado por el delito de segunda deserción á 
la penK de ocho años de prisión militar mayor, se 
hallaba extinguiendo dicha pena en el hospital mi.- 
litar de Guadalajara, del que desapareció, quebran- 
tando así aquella condena, lo que demuestra, aten- 
didas las disposiciones antes citadas, que al Juzga- 
do de la Capitanía general de Castilla la Nueva co- 
rresponde conocer del delito que se persigue por 
razón del lugar en que aparece cometido.» (Auto 3 
Octubre 1892.—Gac. 20 1d., p. 53.) 


XMXI. Atentados y desacatos contra agentes de la 
autoridad civil (no contra la autoridad misma), y desobe- 
diencía contra ésta, cometidos por militares en servicio 
activo: Competencia de la jurisdicción de Guerra para 
conocer de estos delitos y del de desobediencia. 


Dos carabineros amenazaron con sus fusiles á nn 


sereno y le dirigieron frases ofensivas, nbligándole 
á sacar el sable...; y formada causa para conocer 
del hecho por el Juzgado instructor del Puerto de 
Santa María, fué requerido de inhibición por la Ca- 
pitanía general de Andalucía. El T. S. decide la 
competencia á favor de la jurisdicción militar, con- 
siderando lo dispuesto en el núm. 1.*, art. 6. del Có- 
digo de justicia militar, y 

«Que encontrándose en esta situación (servicio 
activo) los carabineros... no estando el delito que se 
les imputa comprendido en las excepciones del ar- 
ticulo 13 de dicho Código, á la jurisdicción militar 
es á la única que compete en su conocimiento, pues 
si bien en el núm. 1. de este artículo se comprenden 
los delitos de atentado y desacato á las autoridades 
no militares, carecen de esta eonsideración los cabos 
de serenos, que sólo pueden reputarse como agentes 
de or (Auto 6 Agosto 1891.— Gac. 5 Septiembre pá- 
gina 19.) 


—Formada competencia para conocer del hecho 
de haber impedido un teniente de la Guardia civil 
el juego del mus ilustrado en un casino, á pesar de 
permitirlo el juez instructor, qué amonestó varias 
veces al teniente para que no contraviniera las ór- 
denes del juez, que era su superior, se decide á favor 
de la jurisdicción de Guerra, considerando lo dis- 
puesto en el art. 5.2, núm. 1.? del Código de justicia 
militar, del cual se deduce que los individuos de la 
Guardia civil son militares en servicio activo, y que 
los hechos no presentan el carácter de atentado y 
sí el de desobediencia á la autoridad, por lo cual no 
es aplicable el art. 13, núm. 1. (Auto 11 Enero 1892, 
Gac. 25 id., p. 15.) 


—En auto de 10 de Febrero de 1892 vuelve á reite- 
rarse la anterior doctrina, considerando que com- 
pete á la jurisdicción de Guerra el conocimiento 
del atentado ó desacato contra un alcalde de barrio 
(agente de la autoridad? cometido por un militar. 
(Gac. 26 Febrero, p. 54.) 


O caso: Auto 26 Febrero 18982, Gac. 17 Marzo, 
p. 76. 


—También son agentes de la autoridad los algua- 
ciles y secretarios de Juzgados municipales, y los 
desacatos de que sean objeto por parte de militares 
en activo servicio, no producen el desafuero de 
éstos. (Auto 6 Julio 1892.—Gac, 41 Septiembre, p. 2.) 


—Otro caso: Auto 18 Agosto 1892, Gac. 26 Septiem- 
bre, p. 33. 


MXXI1I. Competencia de la jurisdicción de Guerra 
para conocer de los delitos, no exceptuados, cometidos por 
militares, y de los de insulto 4 fuerza armada, cuales- 
quiera que sean los culpables, 


Promovida una colisión entre militares y paisa - 
nos en la villa de Ocaña, resultaron heridos el cen- 
tinela de la guardia de prevención del cuartel y el 
alguacíl municipal. El Juzgado instructor del par- 
tido y la Capitanía general de Castilla la Nueva so 
disputaron el conocimiento de los hechos, mediante 
competencia, que es decidiaa á favor de la jurisdio- 
ción militar, vistos los arts. 5,%, núm. 1.2, y 7.%, nú- 
mero 4* del Código de justicia militar: 

«Considerando que los procedimientos incoados 
por la jurisdicción expresada con motivo de los su- 
cesos que tuvieron lugar en la villa de Ocaña, lo son 
para conocer de los delitos que pudieran haberse 
cometido por militares en activo servicio, y además 
por los insultos á fuerza armade, en cuyos concep- 
tos, ó sea por razón de las personas y por la del de- 
lito, le corresponde integramente dicho conocimien: 
to, no hallándose, como no se hallan, comprendidos 
los hechos realizados en ninguna de las excepciones 
del art. 18 del mencionado Código.» (Auto 27 Agosto 
de 1891.—Gac 18 Septiembre, p. 84.) 


—En auto de 18 de Junio de 1892 vuelve á recono- 
cerse la competencia de la jurisdicción de Guerra 
adas conocer de los delitos no exceptuados cometl- 

os por militares, á cuya clase de delitos corres- 
ponde el de estafa. (Gac. 21 Septiembre 1892, p. 2.) 


XMXI113. Competencia de la jurisdicción de Querra 
para conocer del insulto á carabineros cuando éstos 86 
empleaban en la persecución del contrabando (1). 


Los carabineros de la Aduana de Irún registra- 
ron á Ramón Rico como sospechoso de llevar con: 
trabando, y él los llamó «canallas», por lo cual co: 


(1) Véase el núm. X VITI, 
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mensaron causa la jurisdicción ordinaria y la de 
Guerra, á favor de la que se decide la competencia 
surgida entre ambas, visto lo dispuesto en el art.7.*, 
núm. 4. del Código de justicia militar, y 

«Considerando que se encuentra en las circuns- 
tancias indicadas el hecho objeto de las presentes 
diligencias, en que el procesado llamó «canallas» á 
los carabineros que en la Aduana de Irún le regis- 
traeron como sospechoso de llevar ODtrabama > 
'Auto 9 Julio 1892.—Guc. 21 Septiembre, p. 29.) 


XXMI1V. Competencia de la jurisdicción de Guerra 
pera conocer de la agresión 4 un guardia civil, y desar- 
se del mismo. 


Promovido un alboroto en Villarta de los Montes, 
el guardia civil Antonio Vicente trató de contener 
3 un grupo de hombres en que figuraba Jenaro 
Sánchez, el cnal se lanzó sobre el guardia, le abofe- 
teó, le tiró al suelo y le quitó ¿l fusil. Formada 
competencia para conocer de este hecho entre las 
jarisdicciones ordinaria y de Guerra, se decide á 
favor de la última: 

«Considerando que la agresión al guardia civil y 
su desarme en acto del servicio de que se trata, es 
aun hecho independiente del tumulto que después 
se promovió para excarcelar á los detenidos ó pre- 
$03, y que, por tanto, constituye el primero el deli- 
to que define el art. 253 del Código de justicia mili. 
tar. cuyo conocimiento compete á la jurisdicción 
de Guerra, con arreglo al núm. 4.* del art. 7.” del 
mismo, así como el segundo hecho es de la ordina- 
ria por no hallarse comprendido en el citado Códi- 
go, debiendo cada una sustanciar la causa referen- 
te al dulito que le correspunde, conforme á lo dis- 

uesto en la regla 3.* del art. 16 del repetido Cuerpo 
egal.» (Auto 10 Noviembre 1891.—Gac. 27 íd., p. 101.) 


—Otros casos análogos: Autos 2 Julio 1892, Fac. 21 
Da: p. 27; 23 Julio 1892, Gac. 91 Septiembre, 
p. 30. 


ANMNNMV. Competencia de la jurisdicción de Guerra 
para conocer de las ofensas dirigidas por escrito por 
militares d superiores en empleo ó mando: Carta provo- 
cativa escrita por un juez municipal, soldado de la se- 
gunda reserva, á un jefe de la Guardia civil. 


«..Don Manuel'Carpintero, juez municipal de Ba- 
dalona, dirigió á D. Heliodoro Cuero Gómez, coro- 
nel subinapector del tercer tercio de la Guardia ci- 
vil, una carta diciéndole que había sabido por un 
guardia (pues era tan poco discreto que ni la for- 
ma guardó) que había dicho en un corro de ofisia- 
les de dicho Instituto que iba á dar un golpe al fir- 
mante que le hiciera ir al hospital, y que á su pa- 
dre le echaría del Gobierno empleando cjerto juego 
gallego; que le escr.bia para manifestarle que para 
lo primero no tenía bastante corazón, y para lo se- 

do no tenía suficiente poder; que sí en el plaso 
eveinticuarro horas no le había dado una satisfac- 
cióncumplida, retractándose por esas ofensas, man- 
daría una copia de la misma carta á cada uno de 
los oficiales que oyeron lo que dijo, y al inspector 
del Cuerpo, para que no ignorase conductas poco 
correctas; y para que supiera quien le escribía, le 
diría que nacía tiempo era mayor de edad y tan 
responsable como pudiera serlo la persona á quien 
se dirigía.» 

El coronel remitió la carta al capitán general de 
Cataluña, el cual ordenó la formación de sumario, 
en el qa se acreditó que el citado Carpintero era 

ardía civil licenciado y soldado del regimiento 

e Infantería de la reserva de Gracia, pertenecien- 
te á Mm sona militar núm. 13. 

El juez instructor del Norte de Barcelona suscitó 

al de Guerra competencia, que el T. 8. decide á fa- 
vor de la jurisdicción militar: 
_ “Considerando que según el art. 6.? del Código de 
justicia militar, los individuos pertenecientes á las 
reservas están sujetos á la jurisdicción de Guerra 
por los delitos militares, y que uno de éstos es, con 
arreglo al art. 265, toda ofensa dirigida por un mili- 
tar á un superior en empleo ó mando, de palabra, 
por escrito, ó en otra forma equivalente, siendo 
militares los filiados que no hayan recibido su li- 
cencia absoluta, cual determina el párrafo tercero 
del art. 8.9 citado: 

Considerando que perteneciendo Carpintero á la 
segunda reserva, su carta dirigida al coronel de la 
Guardia civil, y cuyo contenido ofrece caracteres 
de delito previsto en dicho art. 285 del Código men- 
cionado, debe ser juzgada por Guerra con arreglo 


— 


á las disposiciones citadas.» (Auto 27 Septiembre 
1892 —QGac. 20 Octubre, y. 57.) 


MMXVI. Competencia de la jurisdicción de Marina 
para conocer de los delitos de robo y hurto cometidos en 
unas barcas pescadoras. , 


La Capitanía general del departamento de Car- 
tagena y la Audiencia de lo criminal de Tortosa 
formalizaron contienda de jurisdicción, dispután- 
dose del conocimiento de la causa formada por am- 
bas, sobre sustracción de ropas y comestibles de dos 
barcas de pesca atracadas en la playa de PereJló y 
de las cuales eran patrones Bartolomé Partó y Pe- 
dro Balfagó. 

El T.S. declara que el conocimiento de dichas 
sustracciones corresponde á la jurisdicción de Ma- 
rina, considerando lo dispuesto en el art. 350, nú- 
mero 12 de la ley orgánica judiciul, y «que esta dis- 

osición es aplicable á las causxs instruídas por 
as jurisdicciones contendientes por los delitos de 
robo y hurto cometidos en las dos barcas de Barto- 
Jomé Pastó y Pedro Balfagó, que estaban en puer- 
to y en aguas de mar, y que, por tanto, la jurisdic- 
ción de Marina es la competente, por ahora. para 
conocer de la causa formada por esos delitos.> 
(Auto 10 Octubre 1891.— Gac. 8 Novembre, p. 90.) 


XXXVII. Zdem en un vapor mercante: Falsedad y 
estafa, medio de cometer el robo, 


Visto lo dispuesto en el mismo art. 350, núm. 12 de 
la ley orgánica del Poder judicial, se decide otra 
competencia á favor de la jurisdicción de Marina: 

«Considerando que en la causa objeto de la pre- 
sente competencia se procede, no solamente por 
los delitos de falsedad y estafa, sino también por 
el de robo cometido á bordo del vapor !. de Satrús- 
tegui, haciéndose pender de este último delito, y 
como destinados Á ejecutarlo, la comisión de los 

rimeros.» (Auto 22 Septiembre 1892.—Gac. 5 Octu- 

re, p. 41.) 


XXX VIlld. Competencia de la jurisdicción de Ma- 
rina para conocer delas agresiones, etc., d un sereno, 
ejecutadas por un marinero. 


Luis Ramos, marinero dela Armada, en servicio 
activo, compró pescado en una tienda de Cádiz y se 
negó á pagarlo. Avisado un sereno, trató de dete- 
ner al marinero, pero éste se resistió y acometió á 
dicho agente con una faca. Formada competencia 
para conocer de los hechos, por la Capitanía gene- 
ral del Departamento y la Audiencia del distrito, se 
decide á favor de la jurisdicción de Marina, consi- 
derando lo dispuesto en los arts. 347 y 348 de la ley 
orgánica del Poder judicial, y 

«Que Luis Ramos Navarro es marinero en servicio 
activo militar, forma parte de la Armada y se balla 
sujeto á sus Ordenanzas generales militares, y por 
lo tanto se halla comprendido en la regla general 
de competencia de la jurisdicción de Marina.» (Auto 
11 Diciembre 1891.—Gac. 25 Enero 1892, p. 11.) 


MXMMXAX. Competencia de la jurisdicción de Mari- 
na para conocer de las causas por contrabando ma- 
ríitimo. 

La escampavía Guinda persiguió 4 una barca co- 
mo sospechosa y la apresó; y aunque no encontró 
en ella tabaco, por las inmediaciones y en el mar 
halló hasta 27 bultos de esta mercancia. Formada 
competencia para conocer del caso entre el Juzga- 
do del Mercado, de Valencia y la Capitanía general 
del Departamento de Cartagena, la decide el T.S.4 
favor de la jurisdicción de Marina: 

«Considerando que es de perfecta aplicación al 
caso lo dispuesto en el núm. 12 del art. de la ley 
provisional sobre organización del Poder judicial, 
según el que la jurisdicción de Marina es la única 
competente para conocer de las causas por delitos 
de contrabando marítimo, como lo es el perseguido 
en la que se instruye contra Vicente Bauset y otros, 
y en quese ha promovido la presente contienda ju- 
risdiccional.» (Auto 6 Abril 1892.—Gac. 26 1d , p. 97.) 


COMPLICIDAD. V. Jueaos PROHIBIDOS. 


COMPRAVENTA. Ocupa esto artículo en 
el Diccionario las ps. 1067 á 1077 del tomo IT. En 
este ArénpicE de 1892 tenemos que registrar so- 
bre la materia las siguientes disposiciones y 
sentencias: 


PA pa 
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R. D. 10 Mayo 1898 (1). 


Dispone la sustitución de la medida por el 
peso en las compraventas de cereales y legum- 
bres, y se inserta en Pres48 Y MEDIDAS. 


Jurisprudencia. 
Venta de inmueble no 


sent. 24 Junio 1891. 
perteneciente al vendedor por haberlo enajenado 
anteriormente.—V. en ESTAFA. | 


Sent. 19 Noviembre 1891. Personalidad para 
accionar contra los compradores de bienes objeto 
de un legado enajenado por el propio testador.— 
Véase esta decisión en LEGADOS. 


Sent. 19 Encro y 13 Abril 189%. Fincas del Es- 
tado vendidas dos veces: Nulidad de la segunda en- 
A Pd y facultad dela Administración para de- 
clararla aun cuando haya producido inscripción en 
el Registro. Véase esta sent. del T.de lo C.-A. en DEs- 
AMORTIZACIÓN, con la de 23 A bril del mismo año sobre 
nulidad de otra venta por no haber podido el Esta- 
do posesionar al comprador y estar además el in. 
mueble adjudicado por los Tribunales á un tercero. 
Véanse además sobre este punto los epígrafes DÉs- 
AMORTIZACIÓN é HIPOTECAS de los APS. sucesivos. 


Resola. 6 y 14 Septiembre 1892. La primera 
resuelve la cuestión de si el dueño de fincas embar- 
gadas contra el cual se ha dictado sentencia de re- 
mate, puede enajenarlas sin sujeción á la ley de 
Enjuiciamiento civil, y la segunda establece la in. 
aplicación del art. 1.459 del Cód. civil, sobre incapaci- 
dad para comprar, á la adquisición'de bienes por un 
procurador para su poderdante.—Véanse las dos re- 
soluciones en HIPOTKCAS. 


Consúltense también BIENES DE MENORES: Com- 


PETENCIAS EN LO CIVIL: CONTRATOS: Donación: Ru- 
TROVENTA. 


COMUNIDAD DE BIENES. Hemos expues- 
to la doctrina del Cód. civil acerca del condomi- 
nio en el Diccionario, t. II, p. 1.077. Sobre aplica- 
ción de los arts. 394 y 397 del nuevo texto, hé 
aquí un caso de 


Jurisprudencia. 


Sent. 19 Diciembre 1891. Recurso de casación 
entablado sin éxito contra sentencia que acordó la demo- 
lición de obras levantadas en un patio comunero y dejar 
enteramente libre éste 4 disposición de los condóminos, 
en armonía con los arts. 894 y 897 del Cód. civil. 


Los propietarios de la casa núm. 12 de la calle de 
la Plazuela, de Castro Urdiales, entablaron deman- 
da contra los dueños de otros edificios contiguos 
alegando que entre éstos y el de la parte actora ha- 
bía un espacio, calleja, patio ó vertedero, por el cual 
los demandados querían hacer pasar una galería, y 
al efecto, habian construído en él ciertas obras, y 

idieron que se les condenase á demolerlas, retirar- 

as ó hacerlas desaparecer, reponiendo el patio al 
ser y estado que tenia antes de empesarse dicha 
construcción. Opusiéronse los demandados alegan- 
do que la calleja les pertenecia exclusivamente, y 
racticada prueba por las partes, continuó la sus- 
anciación del juicio en dos instancias, recayeudo 
sentencia enla segunda, porla quese accedió á lo so- 
licitado por los actores. Sus adversarios interpusie- 
ron recurso de cusación por conceptuar que el fallo 
infringía: 1.0 El art. 894 (debe ser 894) del Cód. civil 
ue limita las facultades del comunero á servirse de 
a cosa solamente conforme á su destino y de mane 
ra que no perjudique el interós de la comunidad ni 
impida á los coparticipes utilizarla según derecho, 
en el sentido 6 concepto de haber sido aplicado in 
debidamente por la Sala sentenciadora á este plei- 
to; y 8.” Bajo el mismo concepto, el art. 897 de dicho 
Código, que prohibe al condueño hacer alteraciones 
en la cosa común sin consentimiento de los demás, 


(1) Para cumplimiento del Real decreto arriba inserto 
$e dictó una Real orden de 7 Marzo 1893 que puede consul- 
tarse en la pág. 886 del Ar. de 1898.— Véanse además los 
arte. 25 y 100, núm. 9 * del reglamento de 5 Septiembre 
1895 (AP. de 1898, p. 578). 


sun en el caso de que fuesen beneficiosas para todos. 
El T.S. declara no haber lugar al recurso, siendo 
ponente D. Francisco Soler: 

«Considerando que no infringe la sentencia recu- 
rrida los arts 394 y 397 del Cód. civil, citados en los 
motivos 1.0 y 2,9, porque apreciadas en conjunto 
todas las pruebas por la Sala, declara justificada la 
demanda, y que el pao discutido en el pleito es de 

ropiedad común, desestimando como no probadas 
as excepcionos alegadas en defensa del exclusivo 
dominin, y en tal concepto aplica rectamente los 
artículos que se dicen infringidos al ordenar la de- 
molición de la obra, toda vez que aquélla determi.- 
na el uso permitido á los copartícipes y la prohibi 
ción de alterar el estado de la cosa sin el asenti- 
miento de todos los interesados, no habiéndose de- 
mostrado que la Sala ha incurrido en error de de- 
recho ni de hecho en los términos que ex:ge el nú- 
mero 7.* del art. 1.692 de la ley de Enj. civil...» (Sen- 
tencia 17 Diciembre 1891.—Gacs. 14 y 17 Enero 1882, 
página 23.) 


—V. DESAMORTIZACIÓN. 
COMUNIDADES RELIGIOSAS. 
VENTOS. 


COMUNIDAD FORAL DE VIZCAYA. ¿Es 
compatible el art. 20 de la ley hipotecaria con el 
sistema de comunidad foral de Vizcaya?—Véase 
en HirorTkEcCAS la resolución de 19 Septiembre 1892. 


CONCEJALES. Sobre responsabilidad de 
sus bienes para solventar atrasos del contingen- 
te provincial, véanse en GOBIERNO Y ADMINISTRA: 
CIÓN DE LAS PROVINCIAS los arts. 15 y 16 del Real 
decreto 8 Mayo 1892 y en Arraemios la RE. O. 2 
Abril del mismo año. 

Véase además AYUNTAMIENTOS: PROLONGACIÓN 
Y USURPACIÓN DE FUNCIONES. 


CONCESIONES ADMINISTRATIVAS. 
Por R. O. de 20 de Junio de 1885 se concedió 4 
don Emilio Reus y Bahamonde la concesión de 
las obras del canal del río Genil, señalándole el 
plazo de 8 años para la ejecución de los trabajos. 
Murió Reus, sus hermanas, como parientes más 
inmediatos, obtuvieron la declaración de ser úni- 
cas herederas del finado y con tal carácter soli- 
citaron una prórroga de 4 años para terminar 
las obras. Considerando la imposibilidad de otor- 
garla sin que previamente se declare subrogadas 
á las reclamantes en los derechos y obligaciones 
de Reus, S. M. declara concesionarias del canal 
á ambas interesadas y les otorga al mismo tiem- 
po una prórroga de 4 años para terminar las 
obras. (R. O. 7 Septiembre 1892 (1). —Gac. 28 1d.) 

CONCESIONES DE FERROCARRILES. 
Sobre formalidades para su inscripción, véase 
en HirPorecas la R. O. 16 Febrero 1892,  * 

CONCORDATOS. La compleja, vasta y deli- 
cada materia objeto de acuerdos entre la Iglesia 
y el Estado, y las disposiciones del mismo dicta- 
das sobre ella, son objeto de extenso artículo en 


V. Cox- 


(1) Esta R. O. no carece de interés, como precedente 
relativo á la sucesión de las concesiones administrativas 
á título de herencia. Ademds sobre la matería de esta cla- 
se de concesiones hay otros dos preceptos del año 1899: 
dos leyes de 8 de Julio, una de ellas ampliando la cesión 
de terrenos hecha por el Estado al Ayuntamiento de Bar- 
celona, y la otra prorrogando hasta el 31 de Marco de 
1895 el plazo para construtr el ferrocarril de Pontevedra 
al Puerto de Carril. (Gao. Y Julio.) , 
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el Dic., donde ocupan las págs. 94 4 282 del t. ITI. 
Sólo hemos de adicionar á lo allí compilado la 


siguiente: 

fent. 39 Febrero 189%. La dotación de los reve- 
rendos obispos no es abonable desde su preconización para 
el cargo, sino desde su consagración, porque las funciones 
públicas no son retribuibles hasta que se desempeñan. 


D. Valeriano Menéndez, designado por Real de- 
ereto de 22 de Mayo de 1857 para el cargo de obispo 
auxiliar de Toledo, dotado con 10.000 pesetas, fué 
preconizado en Roma á 20 de Septiembre del mismo 
año y consagrado en 15 de Abril de 1888. Suscitadas 
dudas acerca de la fecha desde la cual debía abo- 
parse su haber al nuevo prelado, fueron resueltas 

r Real orden en el sentido de que procedía anre- 

itárselo desde su consagración, que debía consi- 
derarse como toma de posesión. El Rdo. Obispo en- 
tabló demanda en súplica de que se reconociese su 
derecho á percibir la asignación desde el 20 de Sep- 
tiembre de 1887; y el T.C. A. absuelve á la Adminis- 
tración, con vista del art. 385 del R. D. de 18 de Junio 
de 1852 (1): 

«Considerando: que es principio fundamental de 
nuestro modern» derecho administrativo, asi en lo 
civil como en lo eclesiástico, que los cargos no se 
retribuyen sino desde que empiezan á ser servidos: 

Considerando: que sin perjuicio de lo que en lo 
antiguo se observara en orden á la percepción de 
frutos anejos á la dignidad episcopa!, es lo cierto 
que el derecho á 1 dotación que se satisface á los 
prelados del presupuesto del culto y clero, sigue la 
regla general de todos los sueldos que paga el Esta- 
do, los cuales no se devengan sino desde que se toma 
posesión del emplea: 

Considerando: que el mismo argumento del letra - 
do del demandante, deducido del precepto del Con- 
eilio de Trento, sesión XXITI, cap. 11, en que se 
manda que el obispo que no se haya consagrado á 
tiempo devuelva los frutoa que anteriormente hu- 
biese percibido, demuestra que ni según el referido 
Concilio podium estimarse procedeñte la percepción 
de frutos sin la consagración, que es cabalmente lo 
que se resuelve hoy con respecto á D. Valeriano Me- 
néndez Conde al negarle la parte de dotación co- 
rrespondiente al tiempo ¿transcurrido desde su pre- 
conización hasta su consagración.» (Sent, 22 Febre- 
ro 1892 — Gac. 29 Septiembre, p. 84.) 


—V. CemMENTERILOS: DEUDA PÚBLICA: TEMPLOS. 
CONDOMINIO. V. CoMUNIDAD DE BIENES. 


CONSEJO DE ESTADO. Amargas reflexio- 
nes nos ha sugerido en el Diccionario, t. TIT, pá- 
gina 259, la comparación de la gloriosa historia 
del alto Cuerpo consultivo con su actual estado 
de postración. 

No han contribuido poco á mantenerlo y acen- 
tuarlo el R. D. de 2 Julio 1892, de que ya hici- 
mos mérito en dicha obra, y el sistema adoptado 
por el de 31 de Diciembre siguiente para retri- 
buir á los consejeros; sistema cuya aplicación, 
sin rendir positivas economías, tantas quejas ha 
producido y aun tantos abusos motivado, si he- 
mos de atenernos á las protestas y denuncias 
formuladas solemnemente á la faz de los Cuer- 
pos Colegisladores en ocasiones diversas. Para 
remediar tamaños males se restablecieron los 
sueldos de los consejeros en el proyecto de ley de 
presupuestos de 1896-97; pero el Gobierno desis- 
tió de su propósito á fin de evitar discusiones 
que pudieran comprometer el éxito de su obra 
económica, y todavía rige la retribución por 
dietas. Ho aquí los citados decretos: 





(1) Véase en EMPLBADOS PÚBLICOS, del Diccionario. 


R. D. 28 Julio 1892, 

Modificando la organización del Consejo y del Tribunal 
Contencioso administrativo: Consejeros: Consejeros mi- 
nistros: Secretario: Oficiales mayores: Oficiales: Consejo 
Supremo de Guerra y Marina: lvisposiciones sobre pro- 
cedimtento contencioso administrativo. 

(PrEsID. DEL Cons. DE MIN.) «En cumplimien- 
to de lo que dispone el art. 30 de la vigente ley 
de presupuestos; á propuesta del presidente del 
Consejo de Ministros; de acuerdo con el mismo 
Consejo; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 


ORGANIZACIÓN DEL CONSEJO DE ESTADO EN LO GU- 
BERNATIVO 


Artículo 1. El Consejo de Estado se compon- 
drá de los Ministros de la Corona, de un presi- 
dente y de 23 consejeros, incluyendo en este nú- 
mero á los ministros del Tribunal de lo Conten- 
cioso administrativo. 

Art. 2.2 Para los asuntos de gobierno y ad-¡ 
ministración el Consejo se dividirá en tres Sec- 
ciones, que se denominarán: de Estado y Gracia 
y Justicia, de Hacienda y Ultramar y do Gober- 
nación y Fomento. 

Cada Sección constará de un presidente y cua- 
tro consejeros, tres de los cuales, en la Sección 
de Estado y Gracia y Justicia, dos en la de Ha- 
cienda y Ultramar, y uno por lo menos en la de 
Gobernación y Fomento, serán letrados. 

Art.3.” El presidente del Consejo de Estado, 
los presidentes de Sección del mismo y el dol 
Tribunal de lo Contencioso administrativo, se- 
rán elegidos entre los ex Ministros de la Corona. 

Podrán, sin embargo, ser nombrados presiden- 
tes de Sección del Consejo y del Tribunal, aun- 
que sólo con el haber señalado á los consejeros, 
los de esta clase que cuenten ocho años por lo 
menos de antigicdad en dicho empleo. 

Art. 4.2 El sueldo del presidente del Consejo 
do Estado será de 30.000 pesetas señalado en la 
ley orgánica de 17 de Agosto de 1860, quedando 
suprimida la partida para gastos de representa- 
ción que venía disfrutando. 

Los presidentes de Sección, fuera del caso de 
excepción consignado en el párrafo segundo del 
artículo anterior, y el presidente del Tribunal 
de lo Contencioso administrativo, disfrutarán 
del haber de 20.000 pesetas. 

Los consejeros de Estado y los ministros del 
Tribunal de lo Contencioso tendrán el de 15,000 
que les está señalado (1). 

Sustituirán al presidente del Consejo de Esta.- 
do en vacantes, ausencias y enfermedades los 
Ads de Sección y el presidente del Tri- 

unal de lo Contencioso administrativo por or- 
den de antigúedad en su cargo. 

Los que tengan la calidad de ex Ministros se- 
rán preferidos, aunque cuenten menos anti- 
gúedad. 

Sustituirá en todo caso al presidente del Con- 
sejo de Estado, en cuanto se relacione con el 
Tribunal de lo Contencioso administrativo, el 
presidente del mismo. 

Art. 5.2 El Consejo de Estado tendrá para 
auxiliar el despacho de sus asuntos un secreta- 
rio general con la dotación que le está señalada . 
de 12.500 pesetas, y dos oficiales mayores con los 
sueldos de 8.750 y 7.500 respectivamente. 

Cada Sección tendrá un oficial mayor, des- 
empeñando una de las tres Mayorlas de Sección, 
á elección del presidente del Consejo, el secreta- 
rio general del mismo. A medida que se produz- 


(1) El R. D. de 31 Diciembre 1892 suprimió los sueldos 
de los consejeros. 
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can vacantes, se amortizarán dos de las cuatro 
lazas de oficiales mayores que hoy existen, con- 
orme al art.30 de la ley de presupuestos vigente. 

En la misma forma se amortizarán dos plazas 
de oficiales de la clase de primeros con el sueldo 
de 5.000 pesetas y dos de la de segundos con el de 
4.000, continuando hasta entonces nueve de la de 

rimeros é igual número de la de segundos, siete 
de la de terceros con el de 8.000 y dos de la de 
aspirantes con el de 2.500. 

1 Consejo tendrá además un archivero y el 
número de escribientes, porteros y ordenanzas 
que han venido figurando hasta el presente (1). 

Art. 6. El Cunsejo de Estado será oído en 

leno ó en Secciones sobre todos los asuntos que 

etermina la ley de 17 de Agosto do 1860 y demás 
disposiciones vigentes, salvo lo dispuesto en el 
artículo 7." 

Para que el Consejo de Estado delibere en 
asuntos gubernativos, se requiere la presencia 
de diez consejeros cuando menos, además del 
presidente ó del que le sustituya, y cuando se 
trate de competencias de jurisdicción y atribu- 
ciones entre las autoridades judiciales y admi- 
nistrativas y de los demás asuntos en que hayan 
de intervenir los ministros del "Tribunal de lo 
Contencioso administrativo, con arreglo al artí- 
culo 9.” de la ley de 13 de Septiembre de 1888 
será indispensable, además de la asistencia del 
pro ó del que le sustituya, la de trece 

onsejeros, tres de ellos, á lo menos, ministros 
del Tribunal de lo Contencioso (2). 

Art. 7.2 El Consejo Supremo de Guerra y Ma- 
rina, y en 8u caso la Junta consultiva de Guerra 
y el Consejo superior de la Marina, serán oidos 
por los Ministerios respectivos; el primero, so- 

re todos los asuntos pertenecientes á los ramos 
de Guerra y Marina que por disposición expresa 
de las leyes, decretos y reglamentos vigentes de- 
bían ser consultados por el Consejo de Estado en 
pleno, ó con su Sección de Guerra y Marina, á 
excepción de los que se relacionen con el Real 
Patronato; y los segundos, sobre los negocios 
que les atribuyan sus reglamentos orgánicos ó 
que les sometan las disposiciones especiales que 
se dicten por ambos Ministerios, 

En consecuencia de lo establecido en el párra- 
fo anterior, el Ccnsejo Supremo do Guerra y Ma- 
rina será oído necesariamente y en pleno sobre 
los reglamentos ó instrucciones generales para 
la pde de las leyes que se promulguen por 
los Ministerios de la Guerra y de Marina. 

Los expresados Ministerios podrán además 
consultar al Consejo de Estado en pleno sobre 
los negocios que estimen, y así en este caso, co- 
mo en el de pedírsele informe por la Presiden- 
cia del Consejo de Ministros en asuntos no com- 
OS en el art. 52 de la ley de 17 de Agosto 

e 1860, el presidente de dicho alto Cuerpo nom- 
brará una Comisión de consejeros por él presi- 
dida, que desempeñará la Ponencia. 

Los referidos Ministerios podrán designar un 
consejero de Guerra y Marina para que asista 
con voz y voto al Consejo ó á alguna de sus se: 
siones, cuando se trate de asuntos relacionados 
con el departamento respectivo (3). 


(1) Hállase este articulo fundamentalmente modifica- 
do por el art. 7.9 de la ley de presupuestos de 30 de Junio 
de 1895 y por «l decreto concordante de 3 de Agosto si- 
guiente (AP., pa. 425 y 510). 

(2) La ley de 13 Septiambre 1888 está reformada, y 
rige hoy la edición de 92 de Junio de 1894, cuyo art. 9.2 
concuerda ron el del texto de 1888. 

(8) Eneste precepto se funda el del párrafo tercero, ar- 
tículo 136 de la ley de reclutamiento y reemplazo del ejér- 
cito de 21 de Octubre de 1896 (AP. de id., p. 683). 


ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMI- 
NISTRATIVO (1). 


Art. 8. El Tribunal de lo Contencioso admi.- 
nistrativo del Consejo de Estado constará de un 

residente y de siete consejeros ministros, todos 
etrados. 

El consejero ministro más antiguo tendrá el 
carácter y denominación do vicepresidente, aun- 
que con el mismo haber que los demás ministros. 

Art. 9. Salvo el gobierno é inspección supe- 
riores del Tribunal y sus auxiliares y subalter- 
nos, que corresponderá al presidente del Conse- 
jo el del Tribunal de lv Contencioso ejercerá 

as demás atribuciones que le confiere el regla- 
mento de 29 de Diciembre de 1890. 

El presidente del Tribunal formará parte de 

la Comisión permanente del Consejo de Estado 
ue determina el art. 39 del reglamento interior 
el mismo de 28 de Junio de 1891. 

Art. 10. Adscritos al Tribunal de lo Conten- 
cioso habrá un secretario mayor, con el sueldo 
de 10.000 pesetas, y 10 secretarios de Sala, dos de 
la clase de primeros, con el haber de 7.500; dos 
de la de segundos, con el de 6.000; dos de la de 
terceros, con el de 5.000, y cuatro de la de cuar- 
tos, con el de 4.000. Dos de las plazas de esta úl- 
tima clase se irán amortizando á medida que 
vaquen, con arreglo al art. 30 de la vigento ley 
de presupuestos (2). 

Habrá además en el Tribunal el número de 
ujiores, escribientes, porteros y ordenanzas exis- 
tentes en la actualidad. 

Art. 11. El Tribunal tendrá un fiscal con el 
sueldo de 15.000 pesotas; un teniente fiscal, con 
el de 10.000; tres abogados fiscales primeros, con 
el de 8.750, y otros tres segundos, con el de 7.500. 

Se amortizarán, á medida ds vaquen, una 
plaza de abogado fiscal de la clase de primeros 
y Otra de la de segundos, conforme á lo dispues- 
to en el referido artículo de la citada ley de pre- 
supuestos (3). 

rt. 12. En los asuntos en que hubiere infor- 
mado el Consejo de Estado en pleno y en los de- 
más en que actualmente conoce en pleno tam- 
bién, con arreglo á la ley de 13 de Septiembre 
de 1888 y el reglamento de 29 de Diciembre de 
1890, constituirán el Tribunal el presidente y los 
siete consejeros ministros (4). 

En los negocios en que hubiese informado 
cualquiera de las Secciones del Consejo de Esta- 
do ó el Consejo Supremo de Guerra y Marina, 
será necesaria la presencia de siete consejeros 
ministros. 

En todos los demás negocios, inclusos los 
pleitos de que conozca el Tribunal en segunda 
instancia, será suficiente el número de cinco. 

Art.13. Cuando por vacante, ausencia, enfer- 


(1) Dice la exposición que precede al decreto, está 
d punto de extinguirse el gran número de pleitos de que se 
hizo cargo el Tríbunal al organizarse conforme d los pr+- 
ceptos de la ley de 18 de Sey tiembre de 1888; que, sim era- 
dargo, favorecido el recurso contencioso por la nueva le- 
gislación, han de aumentar los litigios, y que «para des- 
cargar al Tribunal de una parte de ellos, sin limitar el 
recurso contenc:oso que concede la ley vigente, es necesa- 
rio reformar el procedimiento de suerte que la via guber- 
nativa en determinados asuntos termine en la esfera pro- 
vincial y pueda acudirse á la contenciosa ante los Tribu- 
nales de província, cuya organización, en la que entra 
hoy como parte esencial el presidente y dos magistrados 
dela Audiencia territorial ó de la provincial, ofrece to- 
das las condiciones apetecibles de acierto.» 

(3) Lo relativo 4 la amortización, se llevó d la ley de 
22 de Junio de 1894, art. 27. 

(8) Esta disp-sición estA repreducida en el art. 20 de 
la ley de 93 de Junio de 1894 (A1., p. 332). 

(4) La ley y reglamento que se citan sobre lo contencio- 
so administrativo, han sido sustituidos por los de 22 de 
Junio de 1894. 
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medad ú otra causa legítima hecha constar debi- 
damente ante el presidente del Consejo, no pue- 
dan reunirse para la vista y fallo de los pleitos 
los ocho y siete ministros respectivamente, in- 
clayendo en este número al presidente del Tri- 
bunal, que requiere el artículo anterior, podrán 
ser llamados, con acuerdo del presidente del 
Consejo, hasta dos consejeros designados por ri- 
guroso turno entre los de las Secciones del Con- 
sejo que tengan la calidad de letrados, á excep- 
ción de los presidentes de Sección, los cuales 
sólo serán llamados en caso de absoluta ne- 
cesidad. 

Los consejeros sustitutos no podrán desempe- 
iarla ponencia de los negocios. 

Art. 14. No podrá ser causa de recurso algu- 
no el haber intervenido los consejeros ministros 
sustitutos en la vía gubernativa en el asunto 
que sea objeto de la vía contenciosa. 

Art.15. Las sentencias dictadas en grado de 
apelación, que sean confirmatorias de las apela- 
das, contendrán la condena de costas para la 
parte apelante en los pleitos de segunda instan- 
cia que en Jo sucesive se entablen (1). 

Art.18. Cuando en virtud de lo dispuesto en 
el art. 62 del reglamento de 29 de Diciembre de 
18%, el representante de la Administración re- 
curra en apelación al Tribunal de lo Contencio- 
soadministrativo, de las sentencias del Tribu- 
nal provincial que sean contrarias al interés de 
la Administración, podrá el fiscal del primero 
DoS del recurso, si así lo estimare proce- 

ente. 

El fiscal, sin embargo, no podrá llevar á efec- 
to el desistimiento sin oir al representante de la 
Administración que interpuso el recurso y á la 
autoridad cuya resolucción hubiese sido recla- 
mada, y dar conocimiento al Ministerio del ra- 
mo respectivo con la anticipación de treinta 
días á lo menos (2). 

Art.17. La facultad concedida en el artículo 
anterior al fiscal del Tribunal de lo Contencio- 
so administrativo se podrá aplicar á los recur- 
sos que se hallen pendientes en dicho Tribunal 
ála publicación de este Real decreto. 

Art.18. Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
arts. 95 de la ley de 13 de Septiembre de 1888 y 
211 y 272 del reglamento de 29 de Diciembre de 
1890, los Tribunales de lo Contencioso adminis- 
trativo fijarán, á petición de parte, un plazo 
cada: que no podrá bajar de un mes, al 
emandante ó recurrente que hubiese dejado de 
soministrar el papel necesario para el curso de 
las actuaciones á fin de que cumpla con este re- 
O, y si transcurriese dicho plazo sin veri- 

carlo, procederá el Tribunal desde luego á la 
declaración de caducidad, si así se solicitase (8). 

Art.19. El plazo de un mes señalado por el 
art. 8 de la ley de 13 de Septiembre de 1888 para 
dar cuenta al Tribunal de lo Contencioso admi- 
nistativo, ó los provinciales en su caso, del cum- 
plimiento de las sentencias, se entenderá prorro- 
gado por otro, cuando, por justa causa, que se 
expondrá al Tribunal, no sea posible verificarlo. 

rt. 20. En todo lo que no se modifiquen por 
este decreto, continuarán en vigor la ley de 17 
de Agosto de 1860; el decreto ley de 29 de Diciem- 
bre de 1875; la ley de 19 de Enero de 1883; la de 18 
/ 

(1) Esta disposición se ha llevado al art. 474 del regla- 
mento de 22 de Junio de 1894 (p. 87 1). 

() Véanselos arts. 62 y 468 del reglamento vigente de 
29 de Junio de 1891 y en el AP. de 1896, p. 700, la R. O. de 
26 de Septiembre del mismo año. 

(3) Exta disposición no ha sido incluída en la ley ni 
en el rrglamento de 22 de Junio de 1894, y por eso sin du- 
da el Trib. de lo Contencioso administrativo no la aplica, 
tepún nuestras noticias. Los articulos arriba citados 
ton lo 795 de la ley y 270 y 271 del reglamento de 1894. 





de Septiembre de 1888, y los reglamentos de 29 de 
Diciembre de 1890 y de 28 de Junio de 1891. 


DISPOSICIÓN ADICIONAL 


Una Comisión compuesta del presidente del 
Consejo de Estado; del presidente del Tribunal 
de lo Contencioso administrativo; de un senador; 
de un diputado; de un consejero de Estado; de un 
ministro del Tribunal de lo Contencioso; del fis- 
cal de dicho Tribunal y de dos jefes superiores ' 
de la Administración central, asistida como se- 
cretario de uno de los de Sala del Tribunal de lo 
Contencioso ó AooeadO fiscal del mismo, propon- 
drá en el término de tres meses las reformas que 
convenga introducir en el procedimiento guber- 
nativo y en el Contencioso administrativo, á los 
fines prescritos en el art. 30 de la vigente ley de 
presupuestos. 

Dado en San Sebastián á 28 de Julio de 1892.— 
María Cristina.—El Presidente del Consejo de 
Ministros, Antonio Cánovas del Castillo.» (Ga- 
ceta 30 Julio.) 


Otro R. D. 98 Julio 1892. 


Declaró, por consecuencia del que precede, 
temporalmente suprimidas las dos plazas de mi- 
nistros de los que ocupaban los puestos inferio- 
res en el Tribunal de lo Contencioso administra- 
tivo, reservándoles las primeras vacantes que 
ocurrieran. Publicóse este R. D. en la Gaceta de 
30 de Julio, y á continuación de él la planta del 

ersonal y gastos de material del Consejo de Es- 
do y Tribunal de lo Contencioso administrativo. 


FR. D. 81 Diciembre 1893. 


Suprimiendo los sueldos de los consejeros desde 1.* de 
Enero, y sustituyéndelos con dietas (1). 


(Pres. DEL Cons. De Mix.) «De acuerdo con el 
Consejo de Ministros; en nombre de mi augusto 
hijo el Rey D. Alfonso XIIT y como Reina Re- 
gente. del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.? Los consejeros, con exclusión de 
los presidentes, que forman las Secciones de Es- 


(1) Enel preámbulo de este decreto invoca el Sr. Hinis- 
tro, como base de sus disposiciones, lu necesidad de hacer 
economías, que puede realizarse ejercitando las faculta- 
des conferidue al Gobierno por el art. 30 de la ley de pre- 
supuestos de 34 Junio del propio año (V. EMPLEADOS...) 
y por el 1.9 de la de 25 Junio 1880 (Diccibnario, tomo V, 
p. 1.034). Luego añade: , , 

«Y usando de esta facultad, entiende el Gobierno 
que en alivio de los gastos del Tesoro es posible va- 
riar la dotación que en la actualidad corresponde 4 
los doce consejeros que, con exclusión de los presi- 
dentes. forman las Secciones de Estado y Gracia y 
Justicia, de Hacienda y Ultramar y de Gobernación 
y Fomento del Consejo de Estado, estableciendo que 
cesen en el disfrute del sueldo de 15.000 pesetas, 
asignado á cada uno de ellos, y que para remunerar 
sus servicios se les concedan dietas por cada sesión 
á que asistan, declarando ne Dri compatibles con 
cualquier haber pasivo que los consejeros perciban 
de los fondos generales, provinciales ó municipales. 

De este modo, á la vez que obtiene el Tesoro una 
economía considerable, se hace posible la entrada 
en el más alto Cuerpo consultivo de aquellas perso- 
nas de dilatados servicios cuya experiencia ha de 
ilustrar la resolución de los arduos asuntos de la 
Administración pública, sin que la remuneración 
que el Estado debe á sus servidores sea, en este caso, 
excesivamente gravosa para el presupuesto. 

Limitado en los términos expuestos el propósito 

ue el Gobierno aspira á realizar, natural es que 
declare que bajo concepto alguno debe entenderse 
modificada por las disposiciones que ahora somete 
á la aprobación de V. M. la ley orgánica del Consejo 
de Estado en lo relativo á los derechos pasivos y 
demás preeminencias de los consejeros, los cuales 
seguirán disfrutándolos y gozando de la propia con- 
dición legal que si no fuese alterada la fqrma en 
que sus servicios vienen siendo remunerados.» 


80 CONSTRUCCIONES CIVILES, 





tado y Gracia y Justicia, de Hacienda y Ultra- 
mar y de Gobernación y Fomento del Consejo de 
Estado, cesarán desde 1.? de Enero de 1898 en el 
disfrute de los sueldos que les están asignados, 
ercibiendo en lo sucesivo dietas de 50 pesetas 
or cada sesión á que asistan en sus respectivas 


ecciones, en el pleno y cuando concurran á : 


completar el número de ministros en el Tribunal 
de lo Contencioso administrativo. 

Art. 2.2 Las dietas que se asignan á los con- 
sejeros de Estado serán compatibles con todo 
haber pasivo pagado de los fondos del Estado, 
provinciales ó municipales (1). 

Art. 3,2? Los consejeros de Estado seguirán 
disfrutando de todos los derechos y preeminen- 
cias que les están reconocidos por la ley orgáni- 
ca de 17 de Agosto de 1860, como si conservasen 
los sueldos en ella establecidos (2). 

Art. 4.2 Queda subsistente el R. D. de 28 de 
Julio de 1892, en cuanto no sea modificado por 
el presente. 

ado en Palacio á 31 de Diciembre de 1892, — 
María Cristina.—El Presidente del Consejo de 
Ministros, Práxedes Mateo Sagasta.» (Gac 1. 
Fnero 1893.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 14 Enero 1898. Derecho de excedencia de 
los oficiales de la suprimida Sección de lo contencioso, á 
los efectos del art. 5.0 de la ley de 17 de Enero de 1888. 


En 28 de Octubre de 1888 D. José Gómez Acebo, 
D. Ricardo Dias Merry, D. Luis María Lorente y 
D. Luis de Urquiola, dirigieron instancia á la Presi- 
dencia del Consejo de Ministros exponiendo que 
habían sido nombrados secretarios de Sala del Tri.- 
bunal de lo Contencioso, en cumplimiento de la 
cuarta disposición transitoria de la ley de 13 de Sep- 
tiembre de «quel año; y que como al expedirseles 
los nombramientos no se les había deniarado exce- 
dentes en el Cuerpo de oficiales del C. de E. á que 
pertenecían, suplicaban se hiciera dicha declara- 
ción en armonía con lo dispuesto en el art. 178 de la 
ley de Inst. pública de 9 de Septiembre de 1857, 30 de 
la ley de presupuestos de 21 de Julio de 1876 y dispo- 
sición 4.* transitoria antes citada. Se resolvió que 
los exponentes no tenían derecho á la declaración 
de excedencia que solicitaban, dedujeron recurso 
contencioso-administrativo Jos interesados supli- 
cando se revocase, y deularando en su lugar que los 
demandantes tenían derecho á figurar como exce- 
dentes en el escalafón del Cuerpo de oficiales del 
C. de E., y el Tribunal accede á ello con vista de los 
arts. 177 y 178 de la ley de Inst. pública, 80 de la de 
presupuestos de 21 de Julio de 1876, disp. 4.* transi- 
toria de la de 13 de SU UCnDES de 1888 y art, 5. de 
la de 17 de Enero de 1889: 

Considerando: que para resolver esta cuestión se 
hace necesario tener en cuenta que los oficiales del 
C. de E. disfrutan, con arreglo á lo establecido por 
el art. 30 de la ley de Lia de 21 de Julio de 
1876, los mismos derechos que á los catedráticos con- 
ceden los arts. 177 y 178 de Ja le y de Inst. pública de 9 
de Septiembre de 1857, ó sean los de poder ser nom- 
brados de nuevo cuando después de haber servido 
en propiedad sus plazas por espacio de diez años, 
las hayan dejado para pasar á otros destinos públi- 
008, y el de poder volver á sus cargos y percibir sin 
sujeción á años de servicios las dos terceras partes 
del sueldo que disfrutaran hasta tanto que vuelvan 
á ser colocados en el profesorado cuando por supre- 
sión ó reforma quedan sin colocación en el mismo: 

Considerando: por lo que se refiere á este último 
derecho, único que los demandantes invocan, que 
los requisitos exigidos por el art. 178de la ley de 
Instrucción pública para que pueda hacerse efeoti- 
vo, son: primero, que los interesados queden sin co- 
locación en el profesorado; y segundo, que su cesan- 


(1) Esta amplitud está limitada por el art. 6.2 de la 
ley de presupuestos de 30 Junio 1898. 

(2) Es decir, que para los efectos de jubilación y pen- 
sión, se reputa álos consejeros en posesión efectiva del 
sueldo de 15.000 pesetas, conforme al art. 66 de la ley de 
presupuestos de 5 Agosto 1893 (AP., p. 413). 


tía sea decretada por supresión Ó reforma de las 
plazas que desempeñaban: 

Considerando::que es de todo punto indudable que 
los mencionados requisitos concurren en los deman- 
dantes, toda vez que han quedado sin colocación en 
el Cuerpo de oficiales del 0. de E á4que pertenecían, 
y su cesación como tales oficiales ha obedecido á la 
reforma introducida en el servicio por la ley de 13 
de Septiembre de 1888 y á la supresión de las plazas 
que desempeñaban, ordenada de una manera ter- 
iS por la disposición 4.? transitoria de la mis- 
ma ley: 

Considerando: que en contra de esta apreciación 
no puede sostenerse que el pase al Tribunal de los 
oficiales de la Sección de lo contencioso haya sido 
potestativo y voluntario en los Pape de or- 
que la prescripción antes citada de la ley de 13 de 

eptiembre de 1888 dispone de una manera impera- 
tiva y terminante que aleja toda posibilidad de op- 
ción, que el mayor y los oficiales que pertenecian á 
la Sección de lo contencioso continuaran sus servi- 
cios como secretario mayor y secretarios de Sala 
del nuevo Tribunal, ya porque suprimidas simultá- 
neamente sus plazas por esa disposición. según 
queda expresado, no podían optar por permanecer 
en destinos que legalmente dejaron de existir desde 
el mismo día en que quedó promulgada la ley que 
los suprimió: 

Considerando: que por lo expuesto no puede po- 
nerse en duda el derecho que Á los demandantes 
asiste á seguir figurando como excedentes en el es- 
calafón de nficiales del O. de KE. con arreglo á lo dis- 
puesto en el art. 178 de la ley de Instr. pública, ínte- 
rin no vuelvan á tener colocación en aquel Cuerpo, 
sin que en nada pueda perjudicarles la circunstan- 
cia de desempeñar otro destino, cualesquiera que 
sean sus condiciones y ventajas, puesto que de to- 
dos modos han dejado de pertenecer al Cuerpo en 
que ingresaron por oposición, y aquella circunstan- 
cia en lo único que puede influir es en que no se les 
abonen las dos terceras partes de sus sueldos de 
oficiales á que en caso de no tener otra colocación 
distinta tendrían también derecho, por impedirlo 
el art. 1. de la ley de 9 de Julio de 1855, que prohibe 
simultaneidad de dos ó más destinos, sueldos, comi.- 
siones y cualesquiera otros emolumentos en todas 
las dependencias del Estado y que se paguen con 
fondos generales, provinciales ó municipales... 

Fallamos que debemos revocar y revocamos la 
R. O. de 20 de Diciembre de 18839, y en su lugar decla- 
ramos que D. José Gómez Acebo y Cortina, D. Ri.- 
cardo Díaz Merry, D. Luis María Lorente y Armesto 
y D. Luis María de Urquiola y Martínez tienen dere- 
cho á figurar como excedentes por supresión y re- 
forma en el escalafón del Cuerpo de oficiales del 
C.de E. álos efectos del art. 5.? de la ley de 17 de 
da os 183.» (Sent. 14 Enero 1892.—Gac. 15 Septierm- 

re, p 7.) 


CONSTRUCCIONES CIVILES. Con fecha 8 
Julio 1892 se sancionó por S. M. una ley, auto- 
rizando al Ministro de Fomento para que la Jun- 
ta de obras de la nueva Bolsa de Comercio de 
Madrid emitiera, en representación del Estado, 
750.000 pesetas nominales en 1.500 obligaciones 
al portador de 500 pesetas cada una, segunda, 
serie, amortizables, con interés de 5 por 100 anual 
y con garantía de segunda hipoteca sobre el so- 
lar y obras ejecutadas y que se ejecuten en el edi- 
ficio que se construye para Bolsa de Comercio en 
la plaza de la Lealtad de esta corte, destinando 
el importe de la negociación á la pronta termi.- 
nación de las obras; obligaciones que tendrian el 
carácter de efectos públicos, como emitidas por 
el Estado, y estarían exentas de todo impuesto 
de timbre y de derechos reales por la hipoteca, 
como constituida sobre un edificio de propiedad 
del Estado. 

Para atender al pago de los intereses de estas 
1.500 obligaciones, se destinó anualmente de la 
cantidad consignada en el presupuesto de gastos 
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del Ministerio de Fomento, capitulo correspon- 
diente á construcciones civiles, á disposición de 
la citada Junta de obras, la suma de 50.000 pese- 
tas durante quince años, á contar desde el ejer- 
cicio de 1892 4 1893; disponiendo que el exceso 
que resultase después de cubierto el pago de in- 
tereses se aplicara precisamente á la amortiza- 
ción en primer término de las 2.500 obligaciones 
de primera serie creadas á virtud del R. D. de 19 
de Julio de 1889, y en segundo lugar de las 1.500 
que autoriza la presente ley. (Gac. 9 Julio.) 


CONTRABANDO Y DEFRAUDACION. 
Sobre estos delitos, previstos y castigados en el 
R. D. de 20 Junio 1852, se han publicado, además 
de las contenidas en el Diccionario, las siguien- 
tes disposiciones y declaraciones de jurispru- 
dencia: 


Ley de presup. 30 Junio 1892, 


Art. 20. (Es sobre penalidad de las defrauda- 


ciones del impuesto de consumos á mano armada | 


6 en cuadrilla de más de tres individuos, y cuan- 
do se cometen por segunda vez y sobre com pe- 
tencia para conocer de ellas.) —V. ContriBucióN 
DE CONSUMOS. 


Jurisprudencia. 


Sent. 13 Febrero 1891. Casación de sentencia que 
consideró inculpable una negociación ó tráfico de taba- 
eos, constitutiva de verdadera reventa y punible conforme 
al art. 18, núm. 2.?, del R. D. de 1852, siquiera no melia- 
se en el hecho la idea de lucro, innecesaria para la san- 
ción penal que establece el mencionado precepto, 


A consecuencia de haber entregado Andrés Subi- 
rán 4 un desconocido un cajón de tabacos, aceptan- 
do por él una cantidad inferior al valor del mismo, 
se practicó un registro en la habitación de a uél, 
siendo aprehendidos 11405 tabacos y 1,008 cajetillas, 
expedidos los precintos á su nombre y al de otras 
personas. En los resultandos del fallo, aparte de 
otros hechos—de ninguno de los cuales se deduce 
que el procesado se dedicara al contrabando de ta- 
bacos—se consignan los siguientes: que el importe 
del citado cajón vendido se hallaba anotado en los 
libros de contabilidad del Subirán; que en dichos 
libros no constaba ningún otro asiento análogo; que 
Subirán no A pora resistencia ni siquiera reparo á la 
exhibición del góneroestancado á la fuerza aprehen- 
sora; y que el jefe de la misma declaró que con la 
mayor insistencia rogó á Subirán que por obsequio 
gis le facilitara el cajón de tabacos origen 

e la causa, para regalar á un médico que había 
asistido á su mujer, merced á cuyo medio y á los 
buenos sentimientos del procesado, logró obtener el 
cajón de tabacos que habia de servir para dar cuer- 
po á su confidencia. Absuelto Subirán por la Sala 
sentenciadora, que no estimó como venta el tras- 
paso del indicado cajón de cigarros, ni que Subirán 
se propusiera obtener lucro, ni que la posesión de 
los tabacos aprehendidos significara que estaban 


destinados á la venta, el abogado del Estado inter- | 


puso recurso de casación por haberse infringido á 
su juicio el núm. 2.%, art. 18 del R. D. de 20 de Junio 
de 1852. El T S. casa y anula la sentencia recurrida: 

«Considerando que se incurre en delito de contra- 
bando. según el núm. 2. del art. 18del R. D. de 20 de 
Junio de 1852, por todo acto de negociación ó tráfico 
de efectos estancados, incluso el de revenderlos aun 
cuando procedan de compra hecha á la Hacienda 
pública: 

Considerando que fué acto de negociación por sólo 
serlo de cambio de cosa 
con señalados caracteres externos de compra y ven- 


ta, el ejecutado por Subirán que la sentencia recu. 


rrida estima como cesión al transferir á persona des- 

conocida un cajón de tabacos y recibir de ella 23 

tas 50 céntimos que como ingreso en caja su 

porte anotó en el libro correspondiente; puesto 

que mediante estos actos que revelaron el consenti- 
BOLETÍN: AN. 1592, 


por dinero, y en realidad | 


miento por el concurso sucesivo de la oferta de la 
cosa, de la causa del hecho y de la consiguiente 
aceptación del dinero, el procesado se despojó en 
favor de desconocido de cosa de su pertenencia, y 
éste en el de aquél de la indicada cantidad como 
precio: 

Considerando que además del error doctrinal co- 
metido por la Sala sentenciadora al estimar que en 
la calificación jurídica de los actos contractuales 
deben predominar formalismos menos necesarios en 
todo caso en la esfera civil que en la penal sobre la 
intención de los contratantes, mostrada por sus 
actos con preferencia á las palabras, le ha cometi- 
do igualmente al suponer que privaba de carácter 
de negociación al hecho procesal indicado el precio 
que se dice inferior al valor de la cosa; puesto que 
no es condición de la negociación la existencia de 
lucro conseguido y concreto, como lo demuestran 
los términos con que concluye el citado núm. 2.0 del 
artículo 18.» (Sent. 13 Febrero 1891.—Gac. 18 Julio, 
página 7.) 

—Es doctrina establecida ya en sent. de 8 de Mar- 
zo de 1878, inserta en el artículo CONTRABANDO, del 
Diccionario, 


19 Febrero 1891, Requisito ó elemento esencial 
para la existencia del contrabando de tabaco. 


Seguida causa contra Ceferino Rivera é Isabel 
García por el citado delito, y absueltos libremente, 
el abogado del Estado interpuso recurso de casación 
citando como infringidos el núm. 3.* del art. 18 del 
Real decreto de 20 Junio 1852 y los 21 y 25 del mismo 
en relación con los 2. y 8.2 del apéndice (debe ser 
9.9) de las Ordenanzas generales de Aduanas de 1884, 
Ag los hechos constituyen el delito de contra- 

ando, toda vez que los tabacos aprehendidos pasan 
de 500, que es el máximo que puede tener un parti- 
cular, y no se ha declarado probado que tengan signos 
de legítima procedencia, ni se halla acreditada su 
adquisición legal. El T, S., declara no haber lugar 
al recurso: 

«Considerando que para que exista el delito de 
contratando y en su consecuencia la defraudación 
al Estado que le constituye, no es suficiente que los 
tabacos aprehendidos en poder de un particular 
pasen de 500, sino que es elemento esencial que ca- 
rezcan de las marcas que demuestren su legitima 
procedencia, según tiene declarado este T. S., y 
sobre cuya indispensable circunstancia no hace 
expresa declaración la sentencia recurrida.» (Sen- 
tencia 19 Febrero 1891.— Gac. 20 Julio, p. 16.) 


148 Mayo 1894. El Cód. penal no ha derogado el 
R. D. de 1852, cuyo art. 28 debe aplicarse para la pri- 
sión subsidiaria del reo, caso de insolvencia, pues no 

_puede regularse por el 50 de dicho Código. 


En causa por contrabando, dictó sentencia el Juz- 
gado de primera instancia de Oviedo, que confirmó 
en OMALES la Audiencia de la capital, condenando 
á Francisco Barado como autor del delito, á la mul- 
ta de 2.800 pesetas..., debiendo sufrir, caso de insol- 
vencia, la responsabilidad personal subsidiaria á 
razón de un día por cada 5 pesetas. El abogado del 
Estado interpuso recurso de casación citando como 
infringidos los arts. 7. y 626 del Código penal, por 
no haberse aplicado cuando debieron serlo para es- 
timar vigente, como lo está, el art. 28 del R. D. de 20 
de Junio de 1852. El T. S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que las leyes penales especiales no 
han sido derogadas por el Código de 1570, y que no 
están regidas por las disposiciones de éste los deli- 
tos definidos en aquéllas ni la sanción á los mismos 
correspondiente: e 

Considerando que el Tribunal a quo ha incurrido 
en error de derecho y ha infringido los arts. 7. y 626 
del Código penal, atribuyendo á las disposiciones de 
su art. 50 virtualidad derogatoria de lo prescrito en 
el art. 28 del R. D. de 26 de Junio de 1852, porque este 
decreto es ley especial vigente para los delitos de 
contrabando y defraudación y para la imposición 
de sus penas: a 

Considerando que al sustituir esta ley la pena de 
multa por otra restrictiva de la libertad cuando el 
reoesinsolvente, deben guardarse las reglas de esta 
compensación, y que por haber estimado y aplica- 
do la Sala sentenciadora otras más favorables, pero 
inadecuadas al caso general, ha incurrido en error 
de derecho con relación al grado de la pena susti- 
tutiva.» (Sent. 189 Mayo 1891.—Gac, 4 Septiembre, pá- 
gina 146.) E 
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8 Jullo 189992. Juicio sobre la certeza de los hechos 
imputables como contrabando ó defraudación aplicando 
las reglas de la critica racional; é irrevocabilidad de la 
apreciación del Tribunal sentenciador en orden d la cul- 
pabilidad del procesado. El transporte de algunas plan- 
tas verdes de tabaco no es detentación de efectos estanca- 
dos. Cita del caso de la ley que ha de autorizar el recurso. 


Sorprendido Ramón Rodríguez Escobar con una 
espuerta que contenía tabaco verde, seinstruyó can- 
sa que sentenció Ja Audiencia de Albacete absol- 
solviendo á dicho sujeto. El abogado del Estado in- 
terpuro recurso de casación fundado en el art. 849, 
núm. 2. de la ley de Enj. criminal, por infracción 
del art. 18, núm. 3. del R. D. de 20 de Junio de 1852. 
El T.S. declara no hal er lugar: | 

«Considerando que según el art. £2 del R. D. de 20 
de Junio de 1852 el juicio sobre la certeza de los 
hechosimputables como delito de contrabando ó de- 
fraudación, deben formarlo los jueces y Tribunales 
por las reglas ordinarias de la crítica racional: 

Considerando que este juicio debe consignarse en 
las sentencias, tanto respecto á la calificación jurí- 
dica del delito como en lo concerniente á la apre- 
ciación de hecho que declare la participación volah: 
taria del procesado en la acción ú omisión penadas 
por la ley: 

Considerando que contra esta apreciación de hecho, 
peculiar á la responsabilidad criminal del presunto 
culpable, no es procedente el recurso de casación 
en el fondo; pues únicamente lo concede el rárrafo 
primero del art. 98 del precitado Real decreto, 
cuando el fallo definitivo, pronunciado en segunda 
instancia, sea contrario á ley, y no cuando haya po- 
dido cometerse error al estimar la virtualidad de la 
prueba procesal: 

Corsiderando, además, que la cita de la ley invo- 
cada como infringida debe ser congruente con el 
hecho de la causa, y que el mero transporte de algu- 
nas plantas verdes de tabaco no implica detenta- 
ción de efectos estancados, según el espíritn y letra 
del art. 18, núm. 8. del Real decreto mencionado, 
por 17 que es manifiesta la incongruencia de la in- 
fracción alegada: 

Considerando, por último, que debe ser correlati 
vo el fundamento del recurso con el artículo y nú: 
mero de la ley de Enjuiciamiento criminal citados 
para autorizarlos, y que esta relación falta, pues el 

ribunal sentenciador ha dictado la absolución del 
acusado por no haher incurrido en responsabilidad, 
y no porque el hecho deje de constituir delito, bajo 
cuyo concepto es inaplicable el caso 2? del artícu: 
lo 849 de la ley procesal vigente.» (Sent. 8 Julio de 
18991.—Gac. 21 Septiembre, p. 224.) 


—La misma doctrina sobre irrevocabilidad de la 
apreciación de la prueba hecha por el Tribunal 
sentenciador en esta clase de delitos. (Sent. Y Julio 
1891.—GQ:1c. 26 Septiembre, p. 228.) 


8 Jullo 1894. No es punible la posesión de tabaco 
por persona distinta de la que lo introdujo en la Eenín- 
sula para el consumo personal abonando los correspon: 
dientes derechos de regalía, si aparece que el tenedor del 
producto fué autorizado por el dueño para conservarlo 
y [umarlo. 


Don Rafael Turró vivía en casa de D. José Cha- 
car, y llevó á ella gran cantidad de cigarros puros 
que vinieron de la Habana consignados á su nom- 
bre para su consumo personal, y por los cuales 
pagó Jos correspondientes derechos de regalía en 

a Aduana. Ausentóse Turró de la Península y ce- 
dió los cigarros á Chacar para que los fumara. Prac- 
ticóse un registro en la casa y se ocuparon los taba- 
cos, que fueron decomisados por la Hacienda en su 
mayor parte; instruyéndose después causa, en la 
que recayó sentencia absolutoria á favor del proce- 
sado Chacar, revocándose el comiso. El abogado 
del Estado interpuso recurso de casación, al cual 
declara el T. 8. no haber lugar: 

«Considerando que el núm. 3. del art 18 del Real 
decreto de 20 de Junio de 1852, en relación con los 
arts. 2. y8.? del Apéndine número 9. de las Orde- 
nanzas de Aduanas vigentes ¿1), es notoriamente in- 


(1) Las Ordenanzas á que alude son las de 19 de No- 
viembre de 1884, cuyo Apéndice 9. dictaba «reglas para 
la importación y circulación del tabaco». Sus arts. 2.* y 
8. permittan á los particulares tener 800 tabacos tor- 
cidos, dos millones de cigarrillos y dos kilogramos de 
picadura, y 4 los viajeros introducir en España 100 ta- 


aplicable al caso de antos. porque aquella disposí- 
ción legal se refiere Á la detentación de efectos es- 
tancades que carescan de signos positivos de legí- 
tima procedencia, circunstancia que, lejos de eon- 
currir en los tabacos encontrados en el domicilio de 
D. José Chacar, resulta, por el contrario, que fue- 
ron adeudados y pagados los derechos correspon- 
dientes de Arancel ó regalía en la Intervención de 
la Hacienda pública, requisito que legitima la in- 
troducción para el consumo personal en la Penín- 
sula 6 islas Baleares de los tabacos elaborados, 
cualquiera que sea su procedencia, sin limitación 
de cantidad, según declaración terminante del ar- 
tículo 1.? del precitado Apéndice: 

Considerando que el becho de haberse encontrado 
Jos tabacos adeudados legalmente en poder de dis- 
tinta persona que aquella 4 cuyo nombre vinieron 
consignados, no altera en lo más mínimo la condi- 
ción de efectos lícitos de libre uso para el consumo 
personal que han adquirido por el pago del adeudo, 
cuyo consumo no ha de entenderse exclusiva y 
precisamente el del consignatario, quien ha podido, 
por tanto, disponer de ellos á su voluntad por título 
gratuito para el indicado fin; y una vez declarados 
probados estos hechos en la sentencia, aparece 
evidente la legitimidad de la tenencia de los taba- 
cos ocupados en la casa del Chacar, y bajo este otro 
punto de vista aparece también inaplicahle al caso 
el núm. 8.? dei art. 18, en relación con los arts. 29. y 
3. del Apéndice de las Ordenanzas, invocados por 
el recurrente: 

Considerando que, ann prescindiendo de que, como 
ya ha declaralo esta Sala, las prescriones conteni- 
das en el Apéndice 9“de las Ord-nanzas de Aduanas 
no deben tenerse en cuenta para la calificación y 
consiguiente penalidad de los delitos de contraban- 
do y defraudación, por carecer dichas presoripcio- 
nes de sanción penal, en el sentido jurídico de la 
pena, cualesquiera que sean sus efectos en la esfera 
puramente administrutiva, siempre resultaría que 
tampoco son aplicables á los hechos de la sentencia 
los arts. 2.0 y 8.2 del mencionado Apéndice, porque 
el párrafo segundo de aquél, si bien ordena el co- 
miso del tabaco elaborado que se encuentre en po- 
der de particulares, no precintado y adeudado á su 
nombre, en cuanto exceda de la cantidad que de- 
termina, esta orden debe entenderse para el caso, 
como en el mismo artículo se dice á su final, de 
que no se justifique la legítima procedencia del ta- 
baco, y por consiguiente, cuando esta procedencia 
es logítima y se ha comprobado, la ocupación y co- 
miso del tabaco es contraria al claro y racional pre- 
cepto legal que queda referido: 

onsiderando que la inaplicación del art. 3.2 de 
dicho Apéndice, y especialmente de su párrafo cuar- 
to, se demuestra con su simple lectura, puesto que 
se refiere en su parte esencial á los viajeros que lle - 
ven ó transporten tabaco y al que lo compre en los 
estancos ó tercenas, al modo de justificar esta ad- 
quisición y á la cantidad de tabaco que puede con- 
ducir el particular; y como el tabaco en cuestión no 
se encontraba en ninguno de estos casos, ni consta 
que hubiese sido adquirido en los establecimientos 
úblicos especificados, es evidente la incongruencia 
de aquellas disposiciones con los hechos de la sen- 
tencia.» (Sent, 8 Julio 1891.—Gac. 21 Septiembre, pá- 
gina 223.) 

—En sentencia de 29 Septiembre 1891 vuelve á cor- 
signarse que es lícita la posesión de tabaco sin li- 
nitación de cantidad introducida por la Aduana 
para el consumo personal y previo pago de los co- 
rrespondientes derechos de lili y que si bien el 
art. 8.%, Apéndice 9 * de las Ordenanzas «limita A 500 
tabacos los que podrá conducir cualquier viajero Ó 
conservar en su poder cunlquier particular, dados 
los términos en que se balla redactado este artícn- 
lo y lo absoluto del precepto y de la facultad que el 
primero otorga á los particulares, semejante limi. 
tación hay que referirla á los tabacos comprados en 
estancos ó tercenas; pero no á los introducidos para 


bacos precintados á nombre ajeno y llevar 100 cigarros, 
un millar de cigarrillos y un kilogramo de picadura. 
Las Ordenanzas vigentes de 15 de Octubre de 1894 mo 
contienen Apéndice alguno concordante con el 9." de las 
anteriores; pero las disposiciones del mismo, contenidas 
en sus arts. 2.9 y 3.2, han sido sustituidas por la de los 
arts. 70, regla 1.*, 132, párrafo inicial, 135, 231, ro- 
gla 9.*, y 804, núm. 11, párrafo segundo de dichas Or- 
denanzas de 1894. 









rsonal, cualquiera que sea su proce- 

Ayan satisfecho los derechos de Aran 

alía, y se encuentren debidamente pre- 

5 (Sent. 29 Septiembre 1891.—%ac. 91 Diciem- 
2) 

. CONTRIBUCIÓN DE CONSUMOS: CONTRIBUCIÓN 


IKDUSTRIAL: RENTA DE ADUANAS. 


CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. 
Hemos compilado la legislación y jurisprudencia 
sobre contratación de obras y servicios públicos 
en el Diccionario, tomo IT, ps. 410 á 478, Las dis- 
posiciones fundamentales sobre la materia, son 
hoy, además de las incluídas en ese paraje y del 
E. D. de 11 de Enero de 1892, que insertamos á 
continuación, el de 8 de Enero de 1896, dictando 
alganos preceptos de interés para la contrata.- 
ción de servicios públicos en todos los Ministe- 
rioa (AP., p. 18) (1). 


E. D. 14 Enero 1*€3. 
Reglas para la contratución de servicios dependientes de 
la Dirección general de Comunicaciones. 

(Gos.) «Exposición. — Señora...: Las disposi- 
ciones hasta ahora dictadas en los ramos de Co- 
rreos y Telégrafos para dosenvolver los precep- 
tozcontenidos en el Real decreto do 27 de Febrero 
de 1852, según lo prevenido en su art. 15, no sa- 
tistacen por completo, á juicio del que suscribe, 
todas las necesidades del estado... 

A estos principios y propósitos responde con 
resultados del todo satisfactorios en el tiempo 
que lleva de aplicación la Real orden de 11 de 
Septiembre de 1886, dictada para la celebración 
de las subastas de obras y servicios que corren 
á cargo del Ministerio de Fomento, y en ella se 
hainspirado principalmente el que suscribe alre- 
dactar el proyecto de instrucción para los ser- 
vicios de Correos y Telégrafos. También se han 
tenido en cuenta los principios contenidos en el 
Real decreto de 11 de Junio de 1886 aprobando 
el pliego do condiciones generales para la cons- 
trucción de las obras públicas, la Real orden 
de 15 de Febrero de 1889 aclarando la do Sep- 
tiembre de 12836, y el Real decreto de este Minis- 
terio de 4 de Enero de 1883, sobre contratación 
por laa Diputaciones y Ayuntamientos, donde 
se reconoce que no es necesario, en subastas de 
pa entidad, el otorgamiento de escritura pú- 

lica, disposición que parece muy conveniente 
sdoptar en los contratos por subasta en que el 
gasto no sea muy considerable, teniendo en 
cuenta los crecidos desembolsos que aquélla oca- 
siona, según los Aranceles notariales de 1383, si 
bien para seguridad de los intereses del Estado 
debe obtenerse la concurrencia de testigos que 
garanticen la identidad de la persona del con- 
tratante y suscriban con éste el compromiso ce- 
lebrado. 

Por idénticas razonos de simplificación y de 
economía, y á semejanza de lo que se practica 
p en el extranjero, entiende el infrascrito que 

Administración, en casos de arrendamiento 
de fincas, debe aceptar los principios de la legis- 
lación común, contenidos en el art. 1.230 del Có- 
digo civil y en el 2. de la ley hipotecaria, no exi- 
giendo el otorgamiento de escritura más que 
enando el arrondamiento sea por seis ó más 
años, ó cuando por la especialidad del asunto 
medie pacto expreso de que el contrato sea in- 
servible, pues fuera de ellos el documento no es 





'D En los APÉNDICES de 1893, 1894, 1895 y 1896, 
purden consultarae al, unas otra* disposiciones sobre la 
materia y copiosisima jurisprud+ncia, formada princi- 
palmente por los fallos del T. de lo C. A. 
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registrable ni puede aspirarse á adquirir sobre 
la finca un derecho real. 

Por último, en el proyecto se contiene un ex- 
tremo de indudable interés de que hasta ahora 
no se han ocupado las disposiciones admini1s- 
trativas, y es el referente á la necesidad de que 
los rematantes justifiquen la pertenencia de los 
valores constituídos en fianza mediante la pre- 
sentación de la póliza, Óó en su defecto, del do- 
camento lesal correspondiente; pues sin el cum- 
plimiento de tal requisito el interesado no está 
amparado de un verdadero título de propiedad 
que haga aquéllos irreivindicables, con arreglo 
á las prescripciones de la ley de 29 de Agosto de 
1874 y artículos concordantes del Código de Co- 
mercio, y el Estado podría correr el riesgo de 
da la fianza, toda vez que en la constitución 

e esta clase de depósitos no intervienen las 
formalidades, ni da la ley las preferencias que 
otorga á la pignoración de efectcs públicos en 
garantía de préstamos. Los diversos litigios 
suscitados sobre cuestiones de esta naturaleza 
aconsejan que la Administración se aperciba 
contra este género de peligros, debiendo consi- 
derarse la no justificación de la propiedad de los 
valores como causa de nulidad de la adjudica- 
ción, á semejanza de lo que se practica cuando 
en las fianzas hipotecarias no se acredita por el 
deudor ó hipotecante la propiedad de los bienes 
que ofrece en garantía del cumplimiento de sus 
compromisos... 


REAL DECRETO 


... Vengo en disponer lo siguiente: 

Artículo único. Se aprueba la adjunta ins- 
trucción para la contratación de los servicios y 
obras deperdientes de la Dirección general de 
Comunicaciones. 

Dado en Palacio á 14 de Enero de 1892. — María 
Cristina.—El Ministro de la Gobernación, José 
Elduayen. 


INSTRUCCION 
para la contratación de los servicios 
dependientes de la Direccion general 
de Comunicaciones. 


Artículo 1.2? Los contratos para la realización 
de obras, adquisición de material y demás servi- 
cios dependientes de la Dirección general de Co- 
municaciones, cuyo importe exceda de 1.250 pe- 
setas, se celebrarán por remate público y solem- 
ne, previa la correspondiente subasta ó concurso 
en todos los casos no exceptuados por los Reales 
decretos de 27 de Febrero de 1852 y 16 de Febre- 
ro de 1877. 

Las subastas para los servicios generales, cu- 
yas atenciones estón á cargo de la Dirección ge- 
neral, se celebrarán en Madrid ante el director 
general ó el subdirector en quien delegue. 

Cuando se trate de servicios enclavados en 
una ó más provincias, la subasta se celebrará en 
Madrid, admitiéndose proposiciones en los Go- 
biernos civiles de las provincias interesadas y 
en todas las demás que la Dirección general de- 
signe, en la forma y términos que se señalan en 
los artículos siguientes de esta instrucción. 

Cuando el servicio sea dentro de una provin- 
cia y afecte sólo á uno ó más Municipios, la su- 
basta se efectuará ante el gobernador de la pro- 
vincia, asistido del jefe del servicio respectivo, 
pudiendo presentarse pliegos de proposiciones 
ante los Ayuntamientos interesados y demás 
que se señalen y correspondan á la misma pro- 
vincia. 

La adquisición de postes para la reparación 
de las líneas telegráficas ó telefónicas seguirá 
hacióndose por Secciones, ó reuniendo las co- 
lindantes, mediante concurso anunciado con dos 
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meses de antelación en el Boletín oficial de la pro- 
vincia respectiva y en los demás que la Direc- 
ción designe, á no ser que por la importancia del 
número que fuere necesario adquirir hubiere ne- 
cesidad de celebrar subasta. | 

Lo prescrito en el presente artículo se entien- 
de sin perjuicio de lo que el Gobierno en Conse- 
jo de Ministros, en casos esperiales y extraordi- 
narios, estime conveniente disponer en benefi- 
cio de Jos intereses del Estado. 

Art. 2.? Pueden ser contratistas todos los es- 
pañoles que se hallen en el pleno goce de sus de- 
rechos civiles y las Sociedades ó Compañías le- 
ponte constituidas ó reconocidas en España. 

ambién pueden serlo los extranjeros que se ha- 
Men en posesión de sus derechos civiles, con arre- 
glo á las leyes de su respectiva nacionalidad; 
pero si se tratase de transporte de corresponden- 
cia Ó explotación de líneas telegráficas ó tele- 
fónicas, deberán presentar un súbdito español 
que constituya la garantía, se haga solidario de 
las obligaciones del contrato y acredite reunir 
las condiciones legales. 

No podrán ser contratistas: 

1.2 Los que se hallen procesados criminal- 
mente, si hubicse recaido contra ellos auto de 
prisión. 

2.2 Los que estuvieren fallidos ó en suspen- 
sión de pagos ó con sus bienes intervenidos. 

3.2 Los que estuvieren apremiados como 
deudores á los fondos públicos en concepto de 

ersona directa ó subsidiariamente responsa- 
bles según definen las disposiciones adminigg$ra- 
tivas. Ñ 

4.2 Los que habiefdo celebrado anteriormen- 
te contratos con la Adminirtración hubieren 
dado lugar á la rescisión de los mismos por el 
incumplimiento de las obligaciones contraídas. 

Y 5.2 Los que intervengan por razón de su 
cargo en los expedientes de subasta ó concurso 
ó en las operaciones preparatorias de los mismos. 

Art. 3. Conforme á lo prescrito por el artícu- 
lo 2. del Real decreto de 27 de Febrero de 1$52, 
la licitación se hará siempre por pliegos cerra- 
dos, sujetándose las propuestas que en ellos se 
hagan al modelo prescrito para cada caso. 

Las licitaciones pueden hacerse por apodera- 
dos, los cuales acompañarán al pliego los pode- 
res legales, que se examinarán y declararán bas- 
tantes por las Juntas de subastas. 

Art. 4.2 A todo pliego deberá acompañarse 
por separado el resguardo ó documento corres- 

ondiente que acredite haber consignado «1 so- 

icitante en la Caja general de Depósitos ó en la 
sucursal de cualquiera de las provincias la can- 
tidad que previamente se hubiere designado 
como «garantía provisional para responder del 
resultado del remate, en metálico ó en valores 
de la Deuda pública, á los tipos y en la forma 
que previenen las disposiciones vigentes, y es- 

ente el Real decreto de 29 de Agosto 

e 1876. 

Art.5.? El anuncio para las subastas de ser- 
vicios generales se publicará, con cuarenta días 
por lo menos de anticipación, en la Gaceta y en 
el Boletín oficial de la provincia ó provincias á 
que afecte la obra ó servicio que se contrate. 

En el anuncio se expresará con toda claridad 
el objeto de la subasta, las fechas y horas en que 
se empiece y termine la admisión de pliegos, 
con la circunstancia de que pueden presentarse 
en las oficinas de los Gobiernos civiles de todas 
las provincias de la Penínsala, el día, hora y 
sitio en que haya de celebrarse la apertura y las 
demás circunstancias del acto. 

Los gobernadores de las demás provincias á 
quienes lo ordenare la Dirección general de Co- 
municaciones, harán insertar igualmente en los 


Boletines de sus provincias respectivas breves 
anuncios haciendo referencia al publicado en la 
Gacela y al pliego de condiciones que en ella se 
haya insertado, ó haciendo referencia, en otro 
caso, al pliego de condiciones que, original y re- 
vestido de todas las formalidades legales, se ten- 
drá á disposición del público en los Gobiernos 
de provincia y en las oficinas especiales del ra- 
mo durante las horas hábiles, pero sin que la 
omisión de dicho anuncio extracto pueda ser 
causa de nulidad de la subasta. 

Art.6.2 Durante todo el plazo señalado es- 
taerán de manifiesto en el Negociado correspon- 
diente de la Dirección general de Comunicacio- 
nes y en los Gobiernos de las provincias en 
donde radique la obra ó servicio objeto de la 
contrata, ó que se hubieren designado, los docu- 
mentos relativos á ella con los pliegos de condi- 
ciones facultativas, particulares y económicas 
á que el contrato haya de ajustarse. 

En los pliegos de condiciones se consignará 
expresamente que el contratista habrá de que- 
dar sometido á la jurisdicción contencioso ad- 
ministrativa en todas las cuestiones que puedan 
suscitarse sobre la inteligencia, cumplimiento 
y efectos del contrato y sobre su rescisión, en- 
tendiéndose asimismo que renuncia al fuero de 
su domicilio para el caso en que fuese preciso 
proceder contra él ejecutivamente, con arreglo 
á las disposiciones administrativas. 

Cuando la importancia del servicio lo requie- 
ra, la Administración facilitará á las personas 
que deseen tomar parte en la subasta ejempla- 
res impresos de los pliegos de condiciones. 

Hasta cinco días antes del plazo señalado para 
la subasta, se admitirán en el Negociado corres- 
pondiente de la Dirección general, en el Gobier- 
no de la provincia ó provincias en que radique 
la obra ó servicio y en todos los demás de la 
Península, los pliegos cerrados, conteniendo las 
ron de los licitadores, acompañados 

e los resguardos de sus depósitos de fianza. La, 
presentación se hará durante las horas respecti- 
vas de oficina, excepto cl último de los días de 
admisión, en que podrá hacerse hasta las cinco 
de la tarde, cualesquiera que sean las horas de 
oficina en aquella fecha. 

Cuando la obra ó servicio corresponda á las 
islas Baleares ó Canarias, el Gobierno fijará en 
el anuncio el plazo que fuere necesario y que ha 


de mediar entre el último día fijado para la ad- 
misión de pliegos y el en que ha de hacerse su 
apertura. 

Art.7.? En el registro de entrada de la Di- 


rección general ó de los (+obiernos de las pro- 
vincias en donde se presenten los pliegos, se 
a el día y hora de la presentación, se- 
ñalando á cada pliego un número de orden y 
entregando recibo del mismo y del resguardo 
de la fianza al interesado, aunque no lo pi- 
diese. 

Los pliegos deberán entregarse cerrados á sa.- 
tisfacción del que los presente y firmados por 
el licitador en el sobre, haciendo constar en él 
que se entregan intactos, ó las circunstancias 
que para su garantía juzgue conveniente con- 
signar cl interesado. Una vez entregado el plie- 
go no podrá retirarse; pero podrá presentar va- 
rios el mismo interesado, dentro del plazo y con 
arreglo á las condiciones anunciadas. 

Art.8. Al día siguiente de terminar el plazo 
señalado para la presentacion de pliegos, y no 
antes, los gobernadores, bajo su responsabili- 
dad, remitirán en un solo pliego certificado á la 
Dirección general do Comunicaciones cuantos se 
hubiesen presentado y sus correspondientes res- 
guardos, acompañando nota expresiva del nuú- 
mero de unos y otros, y de la fecha de presen- 
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tación de cada pliego, añadiendo además las ob- 
servaciones que estimen oportuno hacer; en di- 
cho dia telegrafiarán también, expresando el 
número de pliegos que remitan y el de sus res- 

dos. Estos pliegos no se Abra hasta el 
acto mismo de la subasta. 

En las provincias en que no se hubiese presen - 
tado pliego alguno, los gobernadores lo mani- 
festarán asi por telégrafo al dia siguiente de 
terminar el plazo de admisión. 

Art.9. Enel día, hora y sitio designados se 
dará principio al acto, leyendo el anuncio de la 
subasta, el modelo de proposición que se hubie- 
reacompañado y la presente instrucción. 

Se procederá después á recontar los pliegos 
recibidos de los gobernadores, y si resultase la 
falta de alguno se suspenderá el acto, reclamán- 
dolo incontinenti el presidente de la subasta 
por telégrafo y por el correo al gobernador res- 
are ba este caso, tan pronto como se reci- 

el pliego reclamado, se señalará nuevo día 
ala celebración del acto de apertura de to- 

03, publicando el anuncio en 1] s mismos perió- 
dicos en que se hubiese publicado el anterior. 

El término que en el nuevo anuncio se señale, 
no pasará de cinco días. 

Si de la escrupulosa comprobación hecha con 
la3 notas respectivas de que hace mérito el ar- 
ticalo 8. resultase que se han recibido todos 
los pliegos presentados en las diferentes provin- 
cias, se declarará que va á procederse á la aper- 
tura de los mismos. 

Art. 10. Llegade este caso, y antes de abrir- 
se los pliegos presentados, podrán sus autores 
ó gus e lo manifestar las dudas que 
se les ofrezcan ó pedir las explicaciones nece- 
sarias; en la inteligencia de que, una vez abier- 
to el primer pliego, no se admitirá observación 
nm explicación alguna que interrumpa el acto. 

Art.11. Se procederá en seguida á abrir los 
pliegos presentados, desechando desde luego to- 

os los que no se hallasen sustancialmente con- 
lormes al modelo prescrito, y asimismo los que 
ho estén garantizados con su correspondiente 
resguardo. 

cambio por otra de cualquiera palabra del 
modelo ó su omisión, con tal que lo uno ó lo 
Otro no alteren su sentido, no será causa bas- 
tante para desechar la proposición. 

Art. 12, Terminada la lectura de todos los 
pliegos que se hubiesen presentado, se declara- 
rá en el acto la postura ó proposición que re- 
sulte ser la más ventajosa, extendiéndose acta 
formal de todo autorizada por el notario si éste 
interviniere, ó en otro caso por el secretario de 
la Junta de subastas. 

En elacta nose insertará sino un extracto ó 
relación de todos los documentos, con tal de que 
en dicho extracto no se omita ninguna de las 
circunstancias que puedan influir en la validez 
del acto 6 en la adjudicación de la contrata. 

Art. 13, Cuando en un remate resulten dos ó 
más proposiciones iguales, se procederá en el 
acto a] sorteo entre las mismas. 

Quedan suprimidas las pujas á la llana. 

Art. 14, Cuando la cantidad que sirva de ba- 
8e para la subasta proceda de proposición hecha 
previamente, se designará en el anuncio respec- 
tivo la clase y entidad mínima de las mejoras 

isibles. En los demás casos bastará que las 

proposiciones por escrito sean por lo menos 

isuales al tipo fijado para la subasta, el cual 

rd pd alterarse mejorándolo á beneficio del 
O 


Art. 15. Terminado el acto de apertura se 
devolverán á los licitadores, si estuvieren pre: 
tentes, ó sus representantes debidamente auto- 
rizados, y en otro caso por conducto de los go 


bernadores que los hubiesen remitido, los res- 
guardos de las fianzas correspondientes á las 
pro posiciones; quedando retenido únicamente ol 

el autor de la proposición declarada más ven- 
tajosa; hasta que tenga lugar la formalización 
del contrato. 

Art. 16. La persona á quien se adjudique la 
ejecución de la obra ó servicio deberá consti- 
tuir la fianza hasta la cantidad y en el punto 
que se hayan fijado en el pliego de condiciones, 
acreditándolo así con la oportuna carta de pago, 
que habrá de presentar dentro del plazo que en 
dicho pliego se designe y que no podrá exceder 
de treinta días. 

Cuando el depósito provisional se hubiese he- 
cho en provincia distinta, serán de cuenta del 
rematante los gastos de la traslación al punto 
donde deba constituirse la totalidad de la fianza 
definitiva, si deseare constituir ésta tomando 

or base el referido depósito provisional, el cual 

eberá constituirse nuevamente como necesario 
á disposición de la Dirección general de Comu- 
nicaciones. 

Cuando la fianza se constituyere en valores 
públicos se acompañará con la carta de-pago la 

óliza que acredite la adquisición legal de aqué- 

los, y dicho documento quedará unido al expe- 
diente, no devolviéndose al interesado hasta el 
día en que se acuerde la cancelación de la fianza. 

Art. 17. La falta de presentación dentro del 
término señalado de la carta de pago justifica- 
tiva de haberse constituído la totalidad de la 
fianza, y la falta de presentación de la póliza 
correspondiente en su caso, darán lugar, sin 
más trámites, á que se declare nula la adjudica» 
ción, y el adjudicatario perderá el depósito pro- 
visional que hubiere hecho para tomar parte en 
la subasta. 

Art. 18. Cualquiera duda que ocurra en un 
remate acerca do la aplicación de esta instruc- 
ción, se resolverá en el acto por el presidente, 
sin perjuicio de consultar al Gobierno del modo 
que corresponda, si la entidad del caso lo mere- 
ciese, Ó cuando la resolución adoptada deba 
fijarse como regla general para lo sucesivo. 
Cuando la duda sea de tal naturaleza que pueda 
afectar á la validez del remate, ya por no con- 
formarse los licitadores con la resolución que 
adopte el presidente, ó por otra causa cualquie- 
ra, se entenderá aquélla simplemente como con 
dicional, con sujeción á lo que el Gobierno de- 
termine. 

Art. 19. Los contratos en que el gasto total 
que haya de producirse al Estado exceda de 20.000 
pesetas, se formalizarán por escritura pública 
que se redactará en la forma prescrita en el últi- 
mo párrafo del art. 12, y se otorgará en el térmi- 
no máximo de quince días, siendo los gastos del 
otorgamiento, primera copia y copias simples de 
cuenta del contratista. 

Los contratos en que el gasto no exceda de la 
suma señalada en el párrafo anterior, podrán 
quedar formalizados entregando al rematante 
una certificación en que se inserten los pliegos 
de condiciones, el acta de la subasta, z el acuer- 
do sobre la adjudicación definitiva del remate, 
la cual será cotejada por el rematante, quien fir- 
mará su recibo y su conformidad en el expedien- 
te de subasta en unión con dos testigos de cono- 
cimiento y presenciales cuando la intervención 
de ellos se considere necesaria. 

Cuando el rematante residiere fuera del lugar 
en que se ha celebrado la subasta, y lo solicita- 
re, podrá remitirse por duplicado la certificación 
de que habla el párrafo anterior al jefe del ramo 
respectivo, el cual entregará uno de los ejem- 
plares al interesado y le hará firmar en el otro 
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el recibo y conformidad á presencia y en unión 
de los testigos. 

Art. 20. En los demás extremos no compren- 
didos en la presente instrucción se aplicarán las 
disposiciones hasta ahora vigentes, que se con- 
sorvan con el carácter de supletorias y comple- 
mentarias. Esto no obstante, y de conformidad 
con las prescripciones de los arts. 1.280 del Có- 
digo civil y 2.” de la ley hipotecaria, en las con- 
trataciones referentes á adquisición de locales, 
sólo se procederá al otorgamiento de escritura 
pública cuando el arrendamiento se verifique 
por seis ó más años, ó cuando por la especiali.- 

ad del caso se haya convenido en que habrá de 
inscribirse el contrato en el Registro de la pro- 
piedad. 


Madrid 14 de Enero de 1892.—A probado por 
S. M.—Elduayen.» (Gac. 15 Enero.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 10.22 Octubre 1991. Obras militares: Erro- 
reo cometidos en la Jemoria del proyecto: El contratista 
que Con conocimiento de tales errores toma parte en la 
subasta y adquiere la adjudicación de las obras, no pue- 
de pedir la subsanación de aquéllos. 


Don Serafin Ballesteros adquirió en subasta el 
día 4 de Febrero de 1588 la ejecución de unas obras 
para la construcción de parte de un Hospital mili 
taren Burgos; y en 8de Julio del mismo año, acudió 
á la Dirección general de Ingenieros cun la preten- 
sión de que se subsanase un error obaervadu en el 
presupuesto de obras, debido á una equivocación 
aritmótica, consistente en señalar como precio del 
metro cuacrado de pavimento Portland Z3'13 pese- 
tas en lugar de 32'92. Desestimada aquélla por la 
expresada Dirección, se alzó Ballesteros ante el Mi- 
nisterio de la Guerra, que, de conformidad con lo 

ropuesto ¡jor la Sección de Guerra y Marina del 

onsejo de Estado, dictó R, O. en 17 de Enero de 1890 
desestimandu la solicitud del recurrente, y expo- 
niendo como fundamentos, entre otros, que habien- 
do aquél notado el error, acudió voluntariamente á 
la subasta y aceptó el compromisou sin observación 
alguna. 

laterpuesto recurso contencioso-administrativo 
por el interesado contra dicha Real orden, el Tribu- 
nal la confirma por las siguientes raz2nes:... 

«Considerando: que el contratista acudió á la su- 
basta é hizo su proposición después de tener cono- 
cimiento sa Vea total calculado á las obras, y de 
los precios asignados en el presupuesto á cada uni- 
dad, importe y precios que debió estimar acepta- 
bles al ofrecer una bonificación de 8'£9 por 100 en los 
mismos, y por la cual le fué adjudicada la contrata, 
dándule preferencia sobre otro licitador cuya pro- 
posición resultó menos ventajosa: 

Considerando: que según ha reconocido el deman- 
dante al tomar parte en Ja subasta, se ballaba en- 
terado del error padecido en la Memoria del proyec- 
to al multiplicar el precio de cada loseta por el nú- 
mero de las que componían el metro cuadrado, no 
obstante lo cual no solicitó la subsanación de dicho 
error hasta 8 de Julio de 1€38, esto es, cinco meses 
después de haberle sido adjudicada la construcción 
de las obras, hecho que demuestra su aceptación 
como buenos, de los precius señalados en el presu- 
puesto: 

Considerando: que según la prescripción termi.- 
nante del art. 229 del reglamento de 14 de Junio de 
1873 por que se rige la contrata, no son admisibles 
reclamaciones de aumentos de precios consignados 
en el presupuesto, fundadas, como la de que se tra- 
ta, en omisiones Ó errores por indicaciones que se 
hagan en la Memoria del proyecto, pues este docu- 
mento no debe servir, como no sirvió, de base á la 
subasta: 

Y considerando: por último, que sea cual fuere el 
concepto que quiera atribuirse al error de cálculo 
en el precio que motiva el pleito, nunca podría ser 
atendido como fundamento suficiente de su recla- 
mación, no sólo por hallarse dicho error en la Me- 
moria, sino porque el art. 9 de las condiciones fa- 
cultativas niega tal derecho al contratista por las 
equivocaciones que pudiera haber enla composición 
del precio de unidades, y la condición sóptima de 
las aprobadas en 17 de Octubre de 1887, fija como pre- 
eios límites los señalados en el presupuesto del pro- 


yecto.» (Sent. 19 22 Octubre 1891.—(Qac. Y Agosto 1892, 
pág. 330.) 


Sent. 29 Octubre 1998. Es improceden?!e l : oposi- 
ción formulada por un contratista d la liquidación def- 
nitiva de las obras realizadas por él, cuando aquella se 
verífica con arreglo al dictamen del ingeniero director de 
las obras, cuyo criterio debe prevalecer, por su cardcter 
oficial y facultativo, enfrente del sustentado por un intere- 
sado particular. 


Adjudicadas á D. Bernardino Blanc las obras de 
variación del trazado de la carretera de Piquerasá 
Logroño, fué necesario alterar el presupuesto de las 
mismasen cantidad considerable; lo que dió motivo 
á la rescisión del contrato pedida por Blanc y acor- 
dada de Real orden en 1883. Presentó dicho interesa- 
do la relación de los trabajos ejecutados y la deter- 
minación de su importe; pero el Ministerio, ntenién- 
dose al informe del ingeniero jefe de la provincia y 
de la Junta consultiva de Caminos, Canales y Puer- 
tos, declaró en qué consistían las labores hechas y 
rebajó la suma reclamada por el contratista. Contra 
tal decisión propuso 6s%e demanda, de la que el Tri- 
bunal Contencioso administrativo absuelve á la Ad- 
ministración: 

«Considerando: que los hechos afirmados por el 
contratista demandante en apoyo de su yrotesta 
subre que los muros no se han cimentado escalona- 
dos, como aparecen en la liquidación, sino descan- 
sando en un pláno único, y además se le ha dudo un 
espesor mayor del proyestado, están desmentidos 
por el1nforme del ingeniero jefe de la provincia, en- 
cargado de dirigir 6 inspeccionar las obras.... siendo 
evidente que entre estos dos opuestos testiimon108, 
ha de merecer entera cródito, atendiendo á las re- 
glas de la crítica raciona!, el que procede de un fun- 
cionario público cuyos actos tienen carácter oficial 

facultativo, y que enfrente de él no puede preva- 
lanos el de un interesado particular: j 

Considerando: en cuanto al «provechamiento de 
materiales procedentes de excavaciones y desmon- 
tes, que para dejar de emplear en las obras una gran 
cantidad de la considerable masa de aquéllos, no 
obtuvo el contratista orden ni autorización del di- 
rector facultativo de los trabajos de la carretera..., 
y no es justo que el Estado pague elimporte de ma- 
teriales nuevos, cuando según el dictamen de la 
Junta consultiva de Caminos, Canales y Pnertos, 

odín haber aprovechado la piedra resultante de 

os mencionados desmontes y excavaciones: 

Considerando: respecto á la apertura de caja y 
cunetas, que no es exacto se adeude al demandante 
el importe de esta partida, como él sostieno...: 

Considerando: por último, q la liquidación de 
que se trata se halla en un todo ajustada á la Real 
orden de 18 Agosto 1283, que señaló las bases á que 
había de sujetarse, al propio tiempo que acordó la 
rescisión del contrato, y que no ba sido impugnada 
ni reclamada por el contratista, á pesar de que debió 
tener conocimiento de ella oportunamente...» (Sen- 
tencia 27 Octubre 1591.—Gac. 28 Agosto 1592, p. 339.) 


Sent. 14 Diciembre 1898. Cuestión sobre abono 
d un contratista del precio de transporte de los matersa- 
les de las obras subastadas: El contratista d quien se fija 
el punto desde el cual ha de de conducir los ma teríales, 
no tiene derecho al abono correspondiente á mayores dis 
tancias. 


Adjudicada á D. Joaquín Utrilla la construcción 
de un puente de hierro sobre el río Júcar, se expresó 
en el pliego de condiciones, respecto á la proceden- 
cia de los materiales, quedar en libertad el contra- 
tista para proveerse de ellos del punto que más le 
conviniera, siempre que reunieran los requisitos 
exigidos, y que el hierro laminado y fundido serias 
de Inglaterra y habría de desembarcarse en VUarta- 
gena, desde donde su traslación al pie de in obra 
seria abonada por el Estado. Utrilla se prov«+ yó del 
material en una fábrica de Barcelona; y con tsl 
motivo surgieron dudas que hubieron de resolveraso 
en el sentido de aceptarse tal adquisición por la 
Adwinistración, siempre que el bierro fuera de la 
calidad correspondiente; reconociéndose al contra: 
tista derecho al abono del transporte en una exten- 
sión ó distancia igual á la que media entre Carta: 

ena y el pie de las obras, y no entre este límite y 

arcelona, como aquél pretendía. Así se declaró en 
R.0.de 12 de Agosto de 18394, que otra posterior de 
21 de Septiembre de 1885 aclaró ó modificó en el sen: 
tido de que el abono del transporte por kilómetro y 
tonelada había de verificarse contando la menor 
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distancia que resultaría de hacer el transporte des- 
de Cartagena por la carretera ó por el ferrocarril. 
Contra ambas soberanas resoluciones propuso de- 
manda Utrilla, reproduciendo las solicitudes que 
habia entablado en la vía gubernativa. El T. de 
lo C. A. confirma la de 1554 y deja sin efecto las mo- 
dificaciones acordadas por la de 185€, reconociendo 
el derecho del actor al abono del transporte corres- 
pondiente á 267 kilómetros fijados en el contrato co- 
mo distancia entre Cartagena y el puente: 

«Considerando: que en el pliego de condiciones 
particulares y económicas que se establecieron se 
prescribe por la condición 12 que para todos los 
efectos del modo de realizar los pagos se han de te- 
ner por precios de contrata los asignados en el pre- 
supuesto de ejecución; lo cual viene á dar en este 
punto el carácter de ley del contrato á otro presu- 

uesto, y por lo tanto, es fuerza atenerse á él para 
Des la procedencia y el precio de los mate- 

es: 

Considerando: que en el lugar correspondiente 
del citado presupuesto se dice que de los gastos oca- 
sionados por su transporte correspondería ul Esta- 
do abonar los que importase la conducción del hie- 
rro al pie de la obra desde Cartagena, que segura- 
mente por ser el puerto más cercano á Ss sitio, 
fué designado para el desembarco, debiendo quedar 
incluídos en al resto de la obra todos los demás 

astos que originase la conducción del material á 

cho puerto: 

Considerando: que á pesar de que atendiendo á su 
propio interés ó á razones de otra indole, prefiriese 
el contratista, con aquiescencia de la Administra- 
ción, proveerse del hierro en las fábricas de Barce- 
lona, de esta circunstancia no puede nacer en modo 
alguno la obligación nueva para el Estado de costear 
el servicio de que se trata en el trayecto de una dis- 
tancia mayor de la que estaba consignada en el 
presupuesto; y por lo tanto, en el caso (que es el de 
sotos) de no convenir al contratista llevarlo 4 
aquel puerto, no puede tocar á la Administración 
hacer otro pago que el de la parte equivalente, en 
la totalidad di camino seguido por el material, al 
número de kilómetros consignado en el presupuesto 
para salvar el espacio que separa á Cartagona del 
pie de la obra: 

Considerando: que esta estricta observancia de la 
condiciun 12 del pliego de las particulares y econó- 
ra ha sido aceptada también por el deman- 

ante... 

Y considerando: por último, que siendo como lo 
es declatoria de derechos esta R. O. de 1.0 de Agosto 
de 1851, causó estado, y no pudo por lo tanto ser 
modificada en la vía gubernativa, como parece 
haberlo sido por la de Sl de Septiembre de 1€395 en 
cuanto dispone que para el abono del precio por 
kilómetro y tonelada se haya de contar la menor 
distancia que resulte de verificar el transporte des- 
de Cartagena por la carretera ó por ferrecarril.>» 
(Sent. 24 Diciembre 1€91.—Gac. 11 Septiembre 1892, 
pág. 455.) 


Sent. 1686 Encro 1898?. La mera presentación de 
proposiciones liga al licitador con la Administración de 
8serte que si no formatiza el contrato, está en su lugar la 
declaración de pérdida del depósito. 


Subastado el suministro de papel cinta para el 
servicio de las estaciones telegráficas, bajo condi.- 
ción, entre otras, de que se depositarian 25 000 pese- 
tas por los licitadores para tomar parte en el rema- 
te, y que el adjudicatario que no formalizase la es- 
critara de contrato á los quince díns de la adjudi- 
cación provis:onal perdería dicha cantidad, se ad- 
judicó el servicio á D. Antonio del Río, y luego se 
declaró que éste había perdido su depósito de 25 209 
esetas por no haber formalizado la escritura 

icho plazo. El interasado recurrió en vía conten- 
ciosa contra tal resolución, alegando, como había 
alegado en la esfera gubernativa, que en su prono- 
sición puso «13 pesetas y 10cóntimos por cada mil.ar 
de rollos, en vez de 213 pesetas y 10 céntimos». El 
T.C.A.absuelve á la Administración: 

«Considerando: que el acto de presentar una pro- 
posición por medio de deeo: cerrados para hacer 
Un servicio público produce obligaciones y derechos 
recíprocos, por virtud de los que ni la Administra- 
ción puede rechazar el pliego, si óste está arreglado 
á las condiciones establecidas, ni el postor retirar- 
lo, y que estas obligaciones y derechos sólo por el 
consentimiento de ambas partes pueden extin- 


fuirse: 


Considerando: que para admitirse la idea del error 
ó equivocación en la designación de la cantidad por 
la que se compromete un postor á verificar el servi- 
cio que se subaste, es necesario que tal circunstan- 
cia no sólo aparezca como evidente, sino que se 
manifieste de una manera clara en el acto de la su- 
basta tan pronto como el postor se aperciba de su 
error: 

Considerando: que en el caso de autos D. Antonio 
del Río, lejos de hacer presente la equivocación en 
la cantidad que dice cometió en su pliego du propo- 
sición en el acto de la subasta, no hizo protesta ni 
manifestación alguna, y suscribió el acta notarial 
de la liquidación, con lo que demostró su conformi- 
dad con la liquidación provisional que en ella se 
consigna le fué hecha del servicio subastado: 

Considerando: por consiguiente, que admitida 
esta adjudicación provisional, estaba en el deber de 
otorgar en el término que marca la condición 5.* 
del pliego de las que se publicaron para la celebra- 
ción de esta subasta, la correspondiente escritura 
de contrato y consignar la oportuna fianza bajo la 
pena de la pérdida del depósito provisional que 
constituyó para tomar parte en la licitación.» (Sen- 
tencia 26 Enero 1892.—Gac. 18 Septiembre, p. 31.) 


Sent. 23 Febrero 1898. No es procedente la asig- 
nación de precio especial d ciertos materiales cuando 
forzosamente han de resultar comprendidos en uno de los 
términos establecidos para clasificar los ya previstos en 
la eontrata... 


Adjudicada á D. Ramón J:ópez la construcción de 
la carretera de Jaca al Grado, pidió se fijara precio 
contradictorio, conforme al art 47 del pliego de con- 
diciones generales de 10 Julio 1861, para la excava- 
ción del metro cúbico de la ro.a llamada maciños 
fucoides, que se había encontrado en varios desmon- 
tes: fandando su pretensión en que se trataba de 
una unidad nueva no prevista ni comprendida en el 
cuadro de precios del pessupuénto. enegada tal 
solicitud en vía gubernativa, la reprodujo el con- 
tratista on la contenciosa, donde el Tribunal ab- 
suelve de la demanda á la Administración: 

«Considerando: que la cuestión sobre que versa 
este pleito se reduce á determinar sobre si debe ó no 
señarse á la piedra maciños un precio especial con- 
tradictorio en la forma prevista por el art. 47 del 

liego de condiciones generales para la contrata de 

bras públicas, aprobado por Real decreto de 10 de 
Julio de 1961: 

Considerando, que según dicho art. 47, es roquisi- 
to indispensable, para que proceda fijar el precio 
especial, que se trate de emplear materiales ó eje- 
cutar obras que no figuren en el presupuesto de la 
contrata: 

Considerando: que. según el presupuesto base del 
convenio á que este litigio se refiere, todas las exca- 
vaciones de roca se reducen á dos clases: floja y du- 
ra, y esindudable que en una ú otra debe figurar la 
piedra de que se trata, la cual, por lo tanto, no 
puede ser considerada como unidad nueva y no 
comprendida en el presupuesto...» (Sent. 23 Febrero 
1892.—Gac. 8 Octubre, p. 87.) 


Sent. 23 Febrero 18928. Pluralidad de contratos 


para un mismo fin y consiguiente subsistencia de unos, no 


obstante la rescisión de otros. 


Subastado el suministro de acero y hierro para la 
construcción del crucero Alfonso XII, se dividió el 
servicio en tres lotes, cada unc de los cuales podía 
contratarse separadamente, y tenía asignado depó- 
sito provisional distinto y fianza definitiva ps 
cial. Adjudicado el remate Á D. Juan Bautista La- 
sorre, presentó los materiales, siéndole admitidos 
los correspondientes á los lotes 1. y 2.%; pero re- 

hazados los referentes al 8.”, se resolvió de Real 
orden que se rescindiera el contrato adjudicándose 
á la Hacienda en totalidad la fianza prestada en 
garantía del mismo, y exigiendo al contratista las 
multas en que con arreglo á las condiciones del 
propio contrato ba incurrido, puesto que para to- 
los los efectos legales los tres lotes en que hubiera 
podido dividirse la licitación, han venido á formar 
una sola cosa, dada la manera como el compromi- 
so se ha formalizado. Impugnada esta resolución 
en vía contenciosa, el Tribunal resuelveast: 

«Considerando: que según el pliego de condicio- 
nes, base del contrato á que este pleito se refiere, el 
suministro de materiales objeto del mismo se divi- 
día en tres lotes, cada uno de los cuales podía con- 
tratarse separadamente y exigía una fianza espe- 
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cial distinta en su cuantía de la de los otros dos, lo 
cual demuestra que hubo tres contratos indepen- 
dientes en sus efectos unos de otros... 

Considerando: que es imposible legalmente con- 
fundir, como lo hace la Real orden reclamada, los 
efectos de los tres contratos, y deben, por lo tanto, 
examinarse separadamente los de cada uno... 

Considerardo: respecto á los contratos relativos 
á los lotes 1.* y 2.2, que presentados y admitidos los 
materiales dentro del plazo de la Real orden men- 
cionada de Y de Febrero de 186, no existe causa nin- 
guna que justifique la rescisión ni por tanto la pér- 
dida de la fianza: 

Considerando: que es procedente la rescisión en 
cuanto al contrato del lote 3%, en virtud de la 
condición 10 del pliego que la prescribe, con pérdi. 
da de la fianza, para el caso de que se desechen los 
materiales presentados á nuevo reconocimiento, en 
sustitución de otros anteriormente rechazados... 

Fallamos: que debemos ravocar y revocamas la 
Real orden de 1.2? de Diciembre de 18*6, en cuanto 
rescinde los contratos correspondientes á los lotes 
1.2 y 2,2 del suministro á que este litigio se refiere, 6 
impone á D. Juan Bautista Lasserre las multas que 
para el caso de morosidad del contratista establece 
el pliego de condiciones; en su consecuencia. devuél- 
vase á los acreedores de Lasserre, que ostentan ac- 
tualmente en este pleito los derechos del mismo, el 
importe de las multas y el de las fianzas de los con- 
tratos referidos, los cuales se declaran subsistentes 
y eficaces; quedando confirmada la Real orden en 
cuanto rescinde el contrato del lote 3. 6 impone al 
contratista la pérdida de la fianza referente al 
mismo » Sent. 23 Febrero 1892.—Gac. 3 Octubre, pá- 
gina $8.) 


Sent. 156 Marzo 189?, Firmeza del contrato munici- 
pal para un servicio público y de los pagos hechos para 
cumplirlo, cualesquiera que sean los defectos de que ado- 
lezca lo convenido, y mientras la autoridad competente 
no lo rescinda, anule ó modifique. 


El Ayuntamiento de Vigo contrató con PD. Fran- 
cisco Saunier el alumbrado por gas de la ciudad, 
mediante escritura pública, conforme á la cual, con- 
signó en presupuesto 10.000 pesetas para hacer el 
pago al contratista y le entregó 5,000; pero luego 
acordó no facilitarle las 5.000 restantes y reclamar- 
le las que había percibido. Contra este acuerdo, de 
2 de Diciembre de 1885, alzóse el interesado para 
ante el gobernador, que por providencia de 18 de 
Febrero de 1856 lo revocó. A su vez el Ayuntamiento 
impugnó la providencia de dicha autoridad en vía 
contenciosa, y la Comisión provincial de Ponteve- 
dra declaró firme la resolución municipal origen del 
pleito. Saunier apeló del fallo, y el Tribunal Con- 
tencioso administrativo le revoca, manteniendo 
como firme y subsistente la résolución de 16 de Fe- 
brero de 1886: 

Considerando: que la resolución del gobernador 
aparece procedente, porque sean cualesquiera los 
fundamentos sobre los cuales la Corporación muni- 
cipal se apoyara para adoptar su acuerdo de 2 de 
Diciembre de 1885, es lo cierto que dicha Corpora 
ción se hallaba ligada en virtud de escritura públi- 
ca al cumplimiento de un contrato, y que la inclu- 
sión en presupuestos, así como el pago Á la Compa- 
ñía del gas, de parte de la suma estipulada en la es- 
critura, no pudo menos de establecer con respecto 
á los contratantes un estado legal que no era lícito 
innovar por la voluntad de una sola de las partes; 
tanto mas cuanto que la inclusión en presupuestos 
del crédito necesario para una obligación, supone 
RS la existencia de un acuerdo previo 

el Ayuntamiento reconociendo la procedencia de 
aquel pago, y sea cual fuese la forma que en este 
caso empleara el Ayuntamiento pura adoptar el 
acuerdo, como creó derecho y no fué reclamado, no 
pues el mismo Ayuntamiento invalidarlo por medio 

e otro acuerdo posterior: 

Considerando: que esto no obsta, ni se opone á que 
si la Corporación municipal estima que produce le- 
sión á sus intereses el cumplimiento de lo estipula- 
do, dada la forma y manera en que la Compañía de 
alumbrado por gas cumplió su compromiso, pueda 
la misma Corporación ejercitar ante la autoridad 
competente los recursos que para tales casos esta- 
blecen las leyes.» (Sent. 18 Marzo 1892 —Qac. 21 Octu- 
bre, p. 140.) 


fient. 18 Abril'1892. Circunstancias necesarias 
para que proceda en las contratas de obras públicas el 
abono de perjuicios causados por fuerza mayor. 


Declarado nulo por R. O. de 1.? de Diciembre 1890 
un expediente incoado á instancia de D. Antonio 
Zayas Muñoz, contratista de los trozos 1. al 8.* de 
la carretera de Vilches á Almería, sobre abono de 
los perjuicios causados en las obras de aquélla á 
consecuencia de una avenida del río Jandulilla, 
acudió Zayas al Tribunal de lo contencioso con la 
súplica de que se revocara la expresada resolución, 
y se oyera en dicho expediente al Consejo de Esta - 
do para resolver después lo procedente. El Tribunal 
absuelve á la Administración de la demanda, visto 
el reglamento de 17 Julio 1863: 

«Considerando: que la cuestión del presente liti- 
gio está reducida á determinar si de la nulidad del 
expediente das la Real orden impugnada declara Ó 
no ser incluida la instancia del contratista D. An- 
tonio Zayas, origen de aquél, y reponerse el asunto 
al estado que tenía á la fecha de su presentación 
para que se tramite y resuelva con arreglo á dere - 
cho, ó si la nulidad debe limitarse exclusivamente 
á la Real orden por no haber sido dictada previa 
audiencia del Consejo de Estado: +» 

Considerando: que para que la mencionada ins- 
tancia fuera eficaz y hubiera producido efectos le- 
gales seria menester que con arreglo al art. 3.? del 
reglamento de 17 de Julio de 1668, se hubiera dedu- 
cido dentro del improrrogable plazo de diez dias, 
contados desde la fecha del acontecimiento, y ex- 
presanoo en ella las causas que hubieren producido 

a avería, desastre ó perjuicio, y el lugar ó sitios en 
que hubiere ocurrido, los medios que el contratista 
hubiera empleado para evitarlo y la naturaleza y 
Ps Pp Óó importe aproximado de los daños su- 
fridos: 

Considerando: que si bien el apoderado del con- 
tratista especificó en la instancia origen del de be 
diente las causas que produjeron el daño, cuya in- 
demnización reclamaba, y la cuantía á que ésta de- 
bía ascender, nada expresó en ella respecto de la 
fecha en que tuvo lugar el acontecimiento ni de los 
medios que empleó para evitar sus efectos, requisi- 
tos ambos esenciales; el primero, que no puede esti.- 
marse cumplido por la información para perpetua 
memoria traída á la vía contenciosa para apreciar 
la oportunidad con que la reclamación se formula- 
ba, y el segundo, para acreditar que el contratista 
or su parte había hecho todo lo posible para impe- 

ir el daño y que éste era por tanto inevitable: 

Considerando: que tampoco se determinó en la 
instancia el caso Ó casos del art. 1.” del reglamento 
en que los diferentes daños ó perjuicios ocurridos 
se consideraban comprendidos por el reclamante, 
ni se designaron con precisión y exactitud los pun- 
tos á que alcanzaron los efectos del siniestro:... 

Considerando: que las indicadas omisiones, de- 
muestran que... la Real orden... resulta... ajustada 
á derecho... 

Considerando: que para dictar la expresada Real 
orden no se hacía necesario en el presente caso la 
audiencia del Consejo de Estado, únicamente exigi- 
da por el art. 5.0 del reglamento para la declaración 
y abono de los perjuicios ó para el caso en que por 
estar bien instruido el expediente se haga necesario 
resolver sobre el fondo de la reclamación, conce- 
diendo ó negando la indemnización solicitada, pero 
no para declarar la nulidad del expediente por de- 
fectos ó vicios esenciales cometidos en su tramita- 
ción y que alcanzan á la misma reclamación del in- 
teresado.» (Sent. 12 Abril 1892.—Gac. 2 Noviembre, 
pág. 187.) 


—Véase además en Hirorecas la resolución 
de 28 de Marzo relativa á la inscripción del tf- 
tulo de concesión de líneas férreas y establecien- 
do doctrina sobre cuándo se entiende perfecto y 
consumado en cuanto al fondo y á la forma, el 
contrato de concesión de una línea férrea; en 
JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA la sen- 
tencia 81 Octubre-8 Noviembre 1891 establecien- 
do que son nulos los pactos concertados en los 
contratos administrativos que sustraen al cono- 
cimiento de los Tribunales contencioso-adminis- 
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trativos las cuestiones de su competencia; como 
el de someter á juicie arbitral las que se sus- 
citen acerca de su cumplimiento é inteligen- 
cia; y en OFICINAS PÚBLICAS la de 6 de Noviembre 
de 1891 resolviendo la cuestión de si tienen ca- 
rácter administrativo los contratos de arrenda.- 
miento para oficinas públicas.—Véase además 
CoxTRIBUCIÓN DE CONSUMOS: PARTIDOS MÉDICOS. 

CONTRATOS CIVILES. La historia de la 
contratación según nuestras antiguas leyes y el 
contenido de la materia en el Código civil, que- 
da extensamente expuesta en el Dic., t. III, pági- 
nas 482 á 488. En las 488 y siguientes hemos colec- 
cionado muchas sentencias que forman un cuer- 
po de doctrina al cual sirve de complemento la 
siguiente 

Jurisprudencia. 


id Octubre 1891. No procede la devolución del do- 
eumento donde consta la obligación, mientras no se acre- 
dile que ésta es ficticia ó ha quedado cumplida. 


Don Ambrosio Izonlet presentó como hechos en 
una demanda que para constituir una Sociedad de 
explotación de una tahona entre Izonlet, Laparra 
y Lafont, cada socio habia de aportar 6.000 pesetas, 
yno contando Iznolet con esta suma, Laparra le 
ofreció 5.430 que le faltaban para completarla, en- 
tregándole el demandante bajo recibo el resto, ósean 
310 pesetas, contrato que fué elevado á escritura pú- 
blien; que no llegando á formalizarse la Sociedad, le 
importaba á lzonlet, por tanto, la devolución del 
documerto privado en que confesaba haber recibi- 
dode Laparra la indicada suma de 5.430 pesetas, 

uenole habíansido entregadas; para obtener cuya 

evolución. demandaba á Laparra. Este excepcionó, 
presentando una escritura de transacción entre los 
tres socios, á la que concurrió 1Izonlet por apodera- 
do, en la cual convinieron dar por terminadas y li- 
quidadas las cuentas existentes entre sÍ, sin que tu- 
vieran que reclamarse por tal concepto cosa ni can- 
tidad alguna. haciendo constar Laparra que en la 
transacción no se comprendian las 5.430 pesetas que 
Isonletle adeudaba, según documento privado, que 
eomo ajeno al asunto, quedaba en su fuerza y vigor 
para reclamar aquella snma cuando lo creyese con- 
veniente. Se rnido el pleito por sus trámites, se ab- 
solvió de la demanda á Laparra, y contra la senten- 
cia recurrió Izonlet, citando como infringida la 
ley 9.2, tit. I, Part. 6.*, por no serle devueltu el do- 
cumento mencionado, y el principio pacta sunt ser- 
vaada, por cuanto la firma de su apoderado en la 
transacción no tenía el alcance que Laparra le qui- 
so dar en su manifestación. El T. S. declara oa 
ber lugar al recurso: 
. “Considerando que es inaplicable y no ha podido 
infringirse la ley 9.*, tit. I, Part.5.*, citada en el mo- 
tivo 1.4 del recurso, no sólo porque la demanda del 
recurrente, al pedirla devolución del recibo firmado 
por él, sefundaba en que D. Juan Antonio Laparra 
no había pódido anticipar dinero pIgnio por no ha- 
llegado á constituir la Sociedad para la explo- 
tación de la tahona, lo cual está desmentido por la 
esoritura de transacción de 9 de Enero de 1884, en 
Jus se liquidaron y ultimaron las cuentas relativas 
dicha Sociedad, sino porque en la mencionada es- 
critura se reconoció la fuerza y eficacia de aquel 
docamento privado, haciéndose constar, sin protes- 
ta ni salvedad por parte del apoderado de D. Am- 
brosio Luis Izonlet, que Laparra podría reclamar el 
Crd de las 5.430 pesetas cuando lo estimase conve- 


Considerando que en vista de esta terminante de- 
claración, y atendidas las facultades conferidas por 
elrecurrente JIzonlet á sua mandatario, la sentencia 
Aplica rectamente el principio de derecho pacta sunt 
servanda, que se supone infringido en el motivo 2.% 
a sent. 14 Octubre 1891.—Gac. 28 Noviembre, 

E. 151.) 


Sent. 38 Octabro 1991. Contrato de seguro: Casa- 
ción de un auto que acordó el nombramiento de períto, 
faltando á la ley del contrato establecida en la póliza. 


Le Sociedad de seguros denominada «La Unión 


e 5 5 5 5 A A 


Comercial» suscribió una póliza, asegurando de in- 
cendios un edificio de D. Eduardo Romera, figuran- 
do entre las cláusulas de aquélla la que llevaba el 
número 15, donde se a que Ja evaluación de 
los daños por peritos se haría nombrando uno cada 

arte, y cuando una de las dos no le nombrase, ó los 
os peritos designados no estuvieran de acuerdo 
sobre la elección de un tercero, sería éste nombrado 
por el juez de p1imera instancia, á solicitud de la 
pariS más diligente. Ocurrido un siniestro en el edi- 

cio asegurado, nombró cada parte su perito, y por 
divergencias y cuestiones surgidasentre los mismos, 
el perito de la Compañía se vió precisado á entregar 
bajo acta á un notario un pliego cerrado donde dijo 
se contenían sus trabajos, dejando en seguida el 
sitio del siniestro. Don Eduardo Romera entendió 
que por tales hechos el perito había abandonado su 
cargo, y haciendo uso de la citada cláusula 16 de la 
póliza, pidió y obtuvo del Juzgado que nombrara 
otro perito. La Compañía de seguros solicitó la nn- 
lidad de tal nombramient», porque habiendo ella 
tenido un perito que desempeñó el cometido en la 
forma expresada, no se había llegado á ninguno de 
los dos casos en que taxativamente pudo nombrar 
perito el juez, según la repetida cláusula 15. Seguido 
el juicio por todos sus trámites, la Audiencia de 
Granada en sentencia revocatoria absolvió 4 Rome- 
ra y declaró subsistente el auto del nombramiento 
de perito, hecho por el juez. 

La Compañía interpuso recurso de casación, ale- 
gando, entre otros motivos, como infringida la ley 
del contrato que fué la repetida póliza. 

El T.S. casa y anula por tal motivo la sentencia, 
desestimando los restantes. 

He aquí el fundamento de la casación: 

«.. Considerando que estando terminantemente 
pactado en la clársula 15 de la póliza del seguro, 
que el nombramiento de perito por el juez de prime- 
ra instancia sólo tendrían lugar en el cuso de que 
una de las partes no nombrase el suyo, Ó de que los 
designados por ellas no se pusiesen de acuerdo sobre 
la elección del terc:ro que hubiera de dirimir la dis- 
cordia; y siendo un hecho reconocido por los intere- 
sados y acreditado además por las actas notariales 
ns la Compañía recurrente nombró perito á don 

amón Capdevila, el cual aceptó el cargo, lo des- 
empeñó y consignó el resultado de sus trabajos en 
un pliego cerrado qn entregó al notario D. José 
Pérez Navas, es evidente la improcedencia del nom- 
bramieuto realizado por el Juzgado, sin que se jus- 
tifique ni excuse por la circunstancia de que el plie- 

o cerrado hubiera de retirarse exclusivamente por 

a Unión Comercial, puesto que pudo ósta ser reque- 
rida para que lo recogiese y presentara, ni tampoco 
por la ausencia de Capdevila, toda vezque no cons- 
ta que la ordenase la citada Sociedad n1 plicaos 
el abandono del cargo que el perito entendía que 
eae cumplido: 

Jonsiderando que, por lo expuesto, la sentencia 
recurrida, al declarar válido el nombramiento de 
perito hecho por el Juzgado y las actuaciones de ju- 
risdicción voluntaria en que se acordó, infringe la 
ley del contrato, que lo es respecto del punto de que 
se trata, la cláusula 15 de la póliza, según se sostie- 
ne en el motivo 1.? de los del segundo grupo del re- 
curso...» (Sala 1.2, sent. 31 Octubre 1591.—Qacas. 10 y 15 
Diciembre, Pp. 194., 


34 Octubre 1891. Fucultades y obligaciones del 
cesionario de unas aguas, d quien le fueron concedidas 
para sanear los terrenos inundados por ellas. 


D. Juan Elías, dueño de unos terrenos encharca- 
dos por el agua que en ellos brotaba, cedió ésta á la 
Sociedad de propietarios interesados en su aprove- 
chamiento, la cual dejó transcurrir algunos años 
sin emprender obra alguna para utilizar las aguas 
ni sanear los terrenos. En su consecuencia, D. José 
Badrena y otros causahabientes de Elías, entabla- 
ron demanda para que se condenara á la Sociedad, 
dentro del término que el Juzgado fijara, á extraer 
y recoger las aguas, indemnizando á la parte actora 
daños y perjuicios. Opúsose la demandada alegando 
que como dueña de las aguas por el contrato de 0e- 
sión, podía disponer de ellas cuando quisiera y no 
debía ser obligada á aprovecharlas contra su volun- 
tad; pero tanto el Juzgado como la Audiencia de 
Barcelona dictaron sentencia condenando á la So- 
ciedad á emprender desde luego las obras de apro- 
vechamiento, extracción y recogida de las aguas, y 
á terminarlas en el plazo preciso de dosaños. La 
Sociedad interpuso recurso de casación por concep- 
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tuar ivfringida la ley del ontrato y las que recono- 
cen su eficacia; y el T. S. declara no hater lugar al 
recurso: 

«Considerando que la sentencia recurrida no in- 
fringe las doctrinas legales que se invocan..., antes 
bien se sujeta estrictamente á la... ley del contrato, 

orque el objeto de ésta no fué la cesión pura de 
las aguas que D. Juan Elías tenía en su propiedad 
para cuando el cesionario quisiera aprovecharlas, 
sino que esa cesión se hizo en beneficio de ambas 
partes, aspirando el propietario á obtener el sanea- 
miento y desocación de sus terrenos á cambio del 
agun gue daba á ln ace ¡uía Condal, de donde se si- 
gue que la representación de ésta debió practicar 
las obras necesarias para conseguir el in del con- 
trato, al cual da la sentencia su natural nicance: 

Considerando que la representación de la acequia 
Condal no ha munifestado la resolución de no eje- 
cutar las olras niimposibilidad absoluta de hacer- 
las, así como tampoco los demandantes oposición á 
que se ejecuten, por lo cual, dado que en la escritu- 
ra no se marcó día fijo para comenzar los trabajos, 
aunque la obligación sea de hacer, se está ante 
todo en el caso de cumplir el contrato como la sen- 
tencia ordena, sin acudir desde luego á la indemni- 
sación de daños y perjuicios.» (Sent. 21 Octubre 
1991.— Gaca. 3 y 5 Diciembre, p. 165) 


4 Novlembro 1891. Hecha la concesión de una 
patente, no puede acordarse su nulidad sin demostrarse 
cumplidamente la causa para ello, así como tampoco puas- 
den los Tribunales de justicía anular aquélla por defec- 
tos nacidos de ac'os administrativos, fuera de los casos 
prevenidos en la le»... Eficacia de un contrato de cesión 
de patente y obligaciones mutuas de cedente y cesionario. 


El conde de Torres Cabrera pidió y obtuvo, en 19 
de Mayo de 1879, patente de invención para la fa. 
bricación de azúcar de remolacha, que le fué con. 
cedida por cinco años. D. Juan Creus y D. Juan Ló.- 

ez Rubio, solicitaron y obtuvieron, Áá su vez, en l4 

e Mayo de 1”), otra patente de invención para lo 
mismo, por un procedimiento que, aunque conoci- 
do en el extranjero, juzgaban nuevo en España; y 
por último, en 20 de Marzo de 1880, se expidió tam- 

ién á favor del duyue de Almodóvar del Valle, otra 
patente para la propia explotación por un determi- 
nado procedimiento, cediendo el duque los derechos 
de esta patente á favor del citado conde de Torres 
Cabrera por contrato de 30 de Junio de 197), 

A fin de evitar pleitos, convinieron éste y los con. 
cesionarios Creus y López, por medio de escritura, 
ceder el primero á los segundos sus derechos de pa- 
tante para la citada fubricación á fin de que éstos 
pudieran explotarla, otligándose los mismos áÁ en- 
tregar al conde el 5 por 100 del producto líquido de 
las cuatro primeras campañas de su fábrica, que 
habían de establecer en la vega de Granada, pu- 
diendo el conde establecer otra fábrica en su colo: 
nia Santa Isabel ó en otra parte, pero limitándose 
el uso y beneficio de la explotación solamente á las 
dos fábricas, en las cuales, con exclusión de otra al- 
guna, se rualizaría el objeto de la patente. 

En 17 de Noviembre de 188! Creus y López pidie- 
ron uha patente para la repetida explotación por 
medio de la difusión, obteniendo aquélla en 22 de 
Abril de 1832, por cinco años, plazo que se declaró 
caducado, pos terminación, en 23 de Abril de 1:37. 

Después de una correspondencia particular, que 
sustancialmente en la sentencia se consigna, y en 
la cual manifestaron Creus y López no haber hecho 
uso de la concesión de la patente de Torres Cabre- 
ra, sino de la suya propia de 1882 por el procedi: 
miento de difusión, aquél, para hacer valer sus de- 
rechos al 5 por 100 de la explotación de Creus Ló- 
pez, conforme á lo convenido, suscitó pleito sobre 
este extremo, reclamando el primero á los segun- 
dos la liquidación desde 1880 hasta la terminación 
del plazo, en méritos de lo convenido, y pidiendo la 
exhibición de los documentos, etc., de Ya fábrica de 
Creus y l.ypez. Estos se opanieron á la demanda y 
reconvinieron á Torres Cabrera, pidiendo la nuli- 
dad de la patente de éste de 1880 y valedera la suya 
de 1382, condenando al condo áÁ entregarles los pro- 
ductos de su fábrica, indemnización, etc. Sustan- 
ciado el pleito por todos sus trámites, fueron con- 
denados Crens y López y absuelto de la reconvención 
el conde de Torres Cabrera. 

Aquéllos ed dio recurso de casación y el 
T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«...Considerando que tan solamente por alguna 
de las causas taxativamente señaladas en el ar- 


tículo 43 de la ley de 30 de Julio de 1878 pueden anu- 
larse las patentes de invención una vez ex] edidas, 
6 invorándose como se invocan por los recurrentes 
la señalada en cuarto lugar para impugnar la vali- 
dez de la patente del conde de Torres Cabrera, que 
según va dicho tuvo por objeto la explotación del 

rocedimiento descrito en la Memoria á que se re- 

ere el art. 15 de la propia ley aplicado a la fabri- 
cación de azúcar de remolacha, han debido demos- 
trar, cual lo previene aquel precepto legal, que esa 
Memoria no contiene todo lo necesario para la com- 
prensión y ejecución del objeto de la patente, ó 

ue no indica de una manera completa los verda- 
deros medios de ejecutarlos, sin que la necesidad 
de esta demostración pueda suplirse como lo pre- 
tenden los recurrentes con su apreciación personal 
respecto al contenido de la Memoria, mayormente 
cuando resulta demostrado administrat:ivamente 
que la patente quedó puesta en práctica dentro del 
término legal, y por tanto al estimar su validez no 
se ban infringido los dos preceptos anteriormente 
citados ni tampoco la sentencia de este T. $. de 18 de 
Febrero de 1838, alegada juntamente con ellos en 
apoyo del segundo motivo del recurso bajo el su: 
puesto erróneo de exigir para dicha validez algo 
más de lo requerido por la ley misma: 

Considerando que aun suponiendo, como lo hacen 
los recurrentes, que la patente del conde de Torres 
Cabrera fuera la única materia y causa á la vez del 
contrato celebrado entre ambas Po litigantes, 
no sería éste nulo, ni por falta de objeto, ni por falta 
de causa: 

Considerando que una vez cumplida por el conde 
de Torres cabrera la obligación que contrajo de 
permitir tan sólo á los recurrentes y á ningún otro 
más el disfrute de la propiedad industrial repre: 
sentada por la patente, obligados están los mismos 
á cumplir por su parte la que contrajeron de abo-: 
nar al primero la cuota pactada en proporción Á 
los beneficios que obtuvieran al fabricar azúcar, yA 
porque esta obligación fué pura, ya porque aun de- 
endiendo de la posibilidad ds aquel disfrute, nin- 
guna circunstancia obstativa se le opuso dada la 
validez de la patente: 

Considerando que por versar el contrato tan sólo 
sobre el aprovechamiento de la patente, no fueron 
precisos los requisitos formales exigidos por el a: 
tículo 33 de la mencionada ley de 1878 para el caso 
de mediar transmisión total 6 parcial del derechu 
de propiedad industrial, y que aun suponiendo que 
el contrato envolviera una transmisión de ese dere 
cho, darír. lugar el defecto á que las partes pudie- 
ran exigirse la subsanación, pero no invalidarla las 
obligaciones recíprocamente contraidas por los 1”. 
teresados: 

Considerando que... refiriéndose ambas patentes 
á procedimientosindustriales aplicados á igual pro: 
ducto, la cuestión no pnede resolverse por la apli 
cación del art. 4.0 en combinación con e1 1.%,3.%, 4 
y 5.? de la ley de 1878 que auto1iza la existoncia de 
patentes sobre productos con las circunscritas Á 
procedimientos; y por lo mismo no han podido in- 
fringirse dichos preceptos: 

Considerando que refiriéndose la patente del con- 
de de Torres Cabrera al procedimiento descrito en 
la Memoria, fuerza es reconocer que así la ala 
ción como la difusión, están contenidas entre las 
operaciones alí descritas para obtener el azúcar 
de remolacha, y que por tanto no ha cometido la 
Sala sentenciadora error de hecho al estimar que 
el conde estaba autorizado para explotar uno J 
otro método; y aun suponiendo que constituyaD 
dos procedimientos diversos y no uno sólo, pars 
los fines de la ley de 1878, el defecto que por sepa» 
rarse en ello del art. 10 de la misma tuviera la pa- 
tente, no obstaría á su eficacia ante los Tribunales 
que carecen de potestad para anular ese acto ad- 
ministrativo, fuera de los casos y en la forma pre" 
venidos por la misma ley, siguiéndose de ello qu8, 
sobre no haberse cometido el error de hecho, tam- 
poco el de derecho alegado por infracsión do este 
artículo, ni menos del 29 que, por referirse 4 las Pl 
tentes adicionales, carece de aplicación aquí don 0 
ninguna de las litigiosas tienen ese caracter'..* 
(Sala 1.2, sent. 4 Noviembre 1891.—Gac. 8 Diciembre, 
pág. 177.) 


18 Noviembre 1891. Denegación de pretendidas 
nulidades de escríturas públicas alegando infraccion"s 
de las leyes hipotecaria y del Notariado. 


Los esposos D. Mariano de Suñer y doña Luisa 
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Viala, siguieron juicio ejecutivo contra la herencia 
de D. Joaquín Querol representada por la viuda 
doña Rosa Giner y sus bijos, hasta llegarse á la 00- 
rrespondienteadjudicación en pago, fundando aqué- 
Los su derecho en tres escrituras públicas que obli- 
Epi á los causahabientes de Querol. Estos enten- 

jieron que las mismas no eran título bastante para 
que pudiera haberse despachado la ejecución, pues 
contenian vicios de nulidad que lo impedían, y por 
ello demandaron a1 matrimonio Suñer, pidiendo la 
nulidad de las referidas escrituras públicas y de la 
ejecución en las mismas fundada. 

Los vicios de nulidad que alegaron, fueron sustan- 
cialmente los siguientes: respecto de una, fecha á 25 
de Octabre de 1878, porque o hotario no daba fe de 
conocer á la otorgante doña Luisa Viala, consig- 
nando que quedaba identificada su persona con la 
cédula personal á falta de testigos de conocimiento; 
encuanto á otra de 156 de Mayo de 188, porque con- 
signsaba que el aceptante de ella dejaba acreditada 
la identidad de su persona «on la cédala y copia de 
la escritura de poder; y en orden á la última, otor- 
gada en 20 de Diciembre de 1579, porque aun cuando 
no contenía la falta de fe de conocimiento de todos 
los otorgantes, sin embargo, para que tuviera vali- 
dez,fuerza y eficacia le faltaba que se hubiera refe- 
rido á un acto válido. 

Impugnada la demanda por Suñer y su esposa y 
seguido el juicio por sus trámites, absolvió á los de- 
mandados una Sala de lo civil de Barcelona, y con- 
tra tal sentencia doña Rosa Giner y Batista, como 
representante de sus hijos menores, y doña María y 
D. Joaquín Querol y Giner interpusieron recurso de 
casación, por haberse infringido á su juicio el artí- 
culo 74 del reglamento general del Notariado de 9 
de Noviembre de 1874; el párrafo tercero del art. 27 

el 8 de la ley del Notariado; los arts. 163 de la ley 

potecaria y 107 del reglamento para su ejecución, 
cltando otrasinfracciones. El T.S. declara no haber 
lugar al recurso: 

«Considerando que la Sala sentenciadora no ha co- 
metido la infracción del art. 23 de la ley del Notaria- 
do de 28 de Mayo de 1882, que preceptúa que los nota- 
rios darán fe en los instrumentos públicos de que 
conocen á las partes, ni el 27, que dispone que serán 
nulos los en que dejen de dar fe de ese conocimien- 
to, porque en la escritura de préstamo de 25 de Oc- 
tabre de 1576, el notario autorizante, después de ex- 
presar que conocía á D. Joaquín Querol y á D. Ma. 
riano de Suañer, consignó que le constaba que la se- 
ñora otorgante era esposa del último, si bien husta 
entonces había ignorado su ombre y apellidos; que 
á falta de testigos que lo supieran osultaDan iden- 
tilicados por su céaula personal, con lo cual indu: 
dablemente dió fe del conocimiento de la persona 
interesada, fundado en la circunstancia que más 
particularmente podía distinguirla de cualquiera 
otra persona, á saber: la de ser esposa del otro otor- 
gante D. Mariano de Suñer, certiflcando, además, de 
sa nombre Luisa y apellido Viala cun relación pre- 
cisamente al documento que para tales casos está 
mandado que se tenga en cuenta por el art. 74 del re- 
penso general para la organización y régimen 

el Notariado, siendo por tanto evidente que la re- 
ferida escritura no adolece del vicio de nulidad que 

parte recurrente le atribuye en los motivos 1. 
y 2.” de este recurso: 

Considerando quetampoco procede la declaración 
de nulidad de la escritura de 15 de Mayo de SEE ed 
la que confesó D. Joaquín Querol ser en deber á don 
José Pons é hijos 11854 pesetas que le habían pres- 
tado en diferentes partidas, escritura que aceptó 
D. Fernando Frexa como apoderado de los últimos, 
dando fe el notario del conocimiento del deudor, y 
dejando acreditada la identidad de la persona del 
aceptante con su cédula personal y copia de la es: 
critura de poder, porque bastando que secontraigan 
esta clase de obligaciones por el deudor, sin que ni 
siquiera intervenga el acreedor en el otorgamiento 
dela escritura, no tenía para que dar fe el notario 
del conocimiento delque'no era otorgante, sino mero 
aceptante de ey cuya personalidad qnedó sobra- 
damento acreditada en la forma que lo fué: 

Considerando que aun cuando por el art. 158 de la 
ley bipotecaria se determina que de toda enajena- 
ción 6 cesión á un tercero en todo ó en parte de un 
crédito hipotecario que no sen de las comprendidos 
en el último párrafo del propio artículo, debe darse 
Conocimiento al deudor, la omisión de esta formali- 

ad noes causa de nulidad de la escritura en que 
aquéllas se otorguen, y sí sólo da derecho al cesio- 





nario para demandar al cedente los perjuicios que 
haya podido sufrir por consecuencia de la «xpresa- 
da falta, con arreglo á lo establecido en el art. 154 
de la propia ley; por lo que es visto que la Sala sen- 
tenciadora al declarar válida la escritura de cesión 
hecha en 20de Diciembre de 1879 por los Sres. Pons 
ó Hijos á favor de D. Mariano de Suñer y doña Lui- 
sa Viala, del crédito hipotecariv que tenían contra 
D. Joaquín Querol y Lázaro, no obstante no haberse 
notificado á éste dicha cesión, no ha infriny ido los 
artículos do la ley hipotecaria y del regiunmento 
para su ejecución que se citan en el cuarto motivo...» 
(Sala 1.* sent. 18 Noviembre 1891.—Gac. 19 Liciem- 
bre, p. 216.) 


19 Noviembre 1891. Noes lícito quebrantar el vín- 
culo de derecho creado por un contrato privado. aun 
cuando vayan anejas á la cláusula sustancial de! mismo 
otras que dependan de la condición de elevarse aquel des- 
crítura pública y ésta no llegue á otorgarse. Ob!yación 
de indemnizar en quien falte al contrato privado. 


Doña Francisca Magallón, casada con Tomás 
Royo, recibió por herencia un molino tasado en 25.000 
pesetas, hipotecado á favor del Pío legado de la En- 
señanza de Lahouz de la Vieja, por un crédito que 
esta fundación tenía sobre el mismo, valor 2>.000 pe- 
setas. Pendiente de pago esta suma, D. Tomás Royo 
y los patronos de la fundación, otorgaron un doou- 
mento privado en 20 de Mayo de 169, por el cual se 
concedió al deudor el plazo de cuatro años para rea: 
lizar el total desudeuda, que ascendía entonces con 
intereses á 10.000 pesetas, concediéndose a] mismo, 
al tiempo de elevarse aquel documento á escritura 
pública (lo cual sería cuando pudiera posesionarse 
el notario en casa del deudor), la facultad de hipo- 
t.car nuevamente dicho molino el deudor, siempre 
que al constituir tal hipoteca se dejara á salvo el 
crédito dela fundación, entregando en el acto suim- 
porte; y si pasados cuatro años nu satisficiese el 
deudor dicho ports quedaría el molino on pago 
completo de la deuda 4 favor de la repetila fun- 
dación. 

Requerido un notario para el otorgamiento de la 
citada escritura pública, no se llegó á formalizar 
ésta por divergencias en el pago de gastos du la mis- 
ma, y así las cosas, en 1590 los patronos de la funda- 
ción cedieron por escritura pública su crédit. bipo- 
tecario contra doña Francisca Magallón en precio 
de 35.000 pesetas á D. Joaquín Calvo. 

Oponiéndose Royo á esta cesión, demandy á los 
patronos para obligarles al otorgamiento de la es- 
critura convenida porel pacto privadode 20de Mayo 
de 189, y siesto no pudiera ser, porlo cesión acor- 
dada, á la correspondiente indemnización du daños 
y perjuicios. Impugnada la demanda por los patro- 
nos y sustanciado el pleito por todos sus trámites, 
fueron condenados por el Tribunal sentencia dor los 
demandr.dos, de acuerdo con las pretensiones de los 
demandantes, interponiendo los primeros contra el 
fallo que así lo acordó, recurso de casación, citan- 
do, entre otras, la infracción de los arts. 1.251, 1.274, 
po 1.884, en relación con los 1.858, 1.859 y 1.578, to- 
dos del Código civil; y el 107, núm. 4. de la ley hi- 
potecaria, por lo que haso á la validez y subsisten- 
cia del contrato privado; y los 1 101 y 1.106, también 
del Código civil, por indebida aplicación, en cuanto 
á la indemnización de daños y perjuicios, habién- 
dose debido tener en cuenta, según los recurrentes, 
los arts. 1.089, 1.093 y 1.902 del propio Código. El T. 8. 
declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la sentencia no infrinre el ar- 
tículo 1.261 del Código civil, ni los dumás que en re- 
lación con éste se citan en el primer motivo del re- 
curso, porque lo sustancial del contrato privado 
que en 20 de Mayo de 1859 celebraron y extendieron 
en papel simple, de una parte como acreedora la 
representación del Pío leyado de la enseñanza, y de 
la otra como deudor D. Tomás Royo, en su perso- 
nalidad de marido de doña Francisca Muzgallón, 
está contenido en la cláusula 1.* del mismo, 5 sea 
la fijación de la guma á que por concepto: distintos 
ascendia la deuda, la prórroga de cuatro años y li- 
beración de intereses que durante este tiempo se 
concedía al deudor, y la obligación que ¿ste con- 
traía de realizar en este plazo la cantidad debida, 
siendo las demás clánsulas de este contrato de no- 
vación señaladas con los núms. 2.%,8,% y 4.%, partos 
anejos cuya mayor ó menor eficacia no puede rom- 

er el vínculo de derecho creado por las partes en 

4 convención comprendida en el núm. 1.% que es 
sustancialmente todo el contrato; y porque el nú- 
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mero 4. del art. 107 de la ley hipotecaria y el 1.884 
en relación con el 1.859 y 1.858 del Código, que como 
infringidos cita el recurso, se limitan á declarar la 
ineficacia ó nulidad de los pactos de no volver á hi.- 
potecar, ó de adquirir ó apropiarse las cosas dadas 
en anticresis, prenda ó bipoteca; pero no la nulidad 
de la obligación principal que garantizan, cuyo 
cumplimiento podrán pedir al acreedor en la forma 
que previene la ley de En). civil... 

Y considerando que procede también desestimar 
el cuarto y último motivo, porque la cesión del cré- 
dito por parte de la representación del legado Pío 
de la Enseñanza de Lahoz de la Vieja á Joaquín 
Calvo y Blasco; que tuvo lugar por escritura públi- 
ca otorgada en 4 de Febrero de 1890, podría hacer 
imposible elevar con provecho á instrumento públi- 
co el contrato de 20 de Mayo de 1889, y el dejar sin 
efecto esta couvención causaría al deudor el per- 
juicio cierto de verse burlado en la prórroga de cua- 
tro años, y liberación de intereses que se le conce- 
dían en el repetido contrato; y por tanto, la senten- 
cia, al condenar á la representación del Pio legado 
á la indemnización de daños y perjuicios en el caso 
de incumplimiento del contrato contenido en la 
cláusula 1.*, no infringe los artículos del Código ci.- 
vil que cita el recurso, y antes bien aplica acerta- 
damente el 1.101 y 1.106 en cuanto sujeta á la indem- 
nización de daños y perjuicios, entre otros, á los que 
de cualquier modo contravienen al cumplimiento 
de las obligaciones contraídas.» (Sent. 19 Noviem- 
bre de 15891.—Gac. 1. Enero 1892, p. 235.) 


4 Encro 1898. Deactos ó contratos nulos no puede 
derivarse acción para pedir su cumplimiento, 


Celebrado un contrato por escritura pública en- 
tre D. Emilio Pino y D. Indalecio Ramos, convinie- 
ron en que el segundo desempeñase el oficio de es- 
cribano y notario que el urimero poseía, determi- 
nando las condiciones y el tanto que aquél debía 
entregar á éste; pero con posterioridad y en razón 
Áá tener recibidas Pin> de Ramos ciertas sumas, 
otorgaron nueva escritura en la que, haciendo men- 
ción de-las anteriores, declararon dar por nulas y 
sin ningún valor éstas, renunciando Pino á sus de- 
rechos, ya sobre los productos de la Notaría, ya so- 
bre esta misma. Después de esta escritura demandó 
Pino á Ramos, sobre rendición de cuentas y abono 
de las cantidades que por aquel concepto le aden- 
dara. Sustanciado el pleito y habiéndose absuelto á 
Ramos de la demanda, Pino interpuso recurso de 
casación alegando diferentes infracciones, el cual 
fué desestimado por el T. S. 

«Considerando que de los actos ó contratos nulos 
pos disposición de la ley por mutua voluntad de 

as partes no puede derivarse el ejercicio de acción 
alguna por los que han intervenido en ellos para 
pedir su ejecución ó cumplimiento, y que en tal 
concepto, habiendo D. Emilio del Pino declarado 
en la escritura pública que recibió de D. Indalecio 
Ramos cierta suma en dinero efectivo, y que conve- 
nían ambos en dar por nulas y de ningún valor ni 
efecto las escrituras de 31 de Mayo de 1881 y de 21 de 
Abril de 1885, renunciando el primero á favor del se- 
guando el derecho que dichos documentos le recono- 
cian de peroibir parte de los productos de la Nota- 
ría que desempeñaba Ramps, la Sala sentenciado- 
ra, al absolver á éste de la demanda contra él de- 
ducida por Pino para que se le condene á rendir 
cuentas de los productos de dicha Notaría y á la 
entrega de la parte proporcional de los mismos, le- 
jos de infringir la ley del contrato, como se supone 
en el primer motivo del recurso, hace de ella per- 
fecta Y cumplida aplicación, tanto más, cuanto que 
de no hallarse D. Emilio del Pino plenamente rein- 
tegrado con la cantidad que confesó baber recibido 
de Ramos, de la parte que le correspondiera de 
aquellos productos, ó no habría anulado segura: 
mente las escrituras de que pretende derivar su de- 
recho, ó se habría reservado en la última el de re- 
clamar á Ramos las cantidades que por tal concep- 
to y hasta aquella fecha él debiera v no hubiese 
satisfecho...» (Sala 1.2, sent. 4 Enero 1892 —Gac. 2 Fe- 
brero, p. 71.) 


419 Enero 1893. Conversión de las obligaciones al- 
ternativas en simples cuando queda de a más que un 
término, y necesidad por parte del deudor de cumplir el 
único subsistente. 


D. Amador Villar y Castropol, D. Tomás Piñeiro, 
marqués de Bendaña, y D. Felipe Rojas de una par- 
te, y de la otra D. José Remigio González, otorga- 


ron escritura en esta corte á 30 de Septiembre 1887, 
y al efecto, los tres primeros se obliguron á pagar 
á D. Josó Remigio GonzáJez en 1. de Abril de 1558, 
75.000 pesetas, y, caso de no efectuarlo, á entregarle 
800 acciones de la Sociedad de Minas y Caminos de 
Hierro de Bacares Almería, quedandoentonces cgn- 
celados los respectivos pagarés; y si para el expre- 
sado 1.9? de Abril no cumplían con el pago ó con la 
entrega de las 300 acciones, abonarlan al D. José los 
intereses convenidos, Ó sea la diferencia entre el 
importe de los pagarés hasta las 75 000 pesetas, im- 
porte de aquella obligación, que podría éste perse- 

uir ejecutivamente contra cualquiera de los tres 
E contra todos ellos; oterta de pagn que aceptó 
Gonzáles. Llegado el día 1.” de Abril de 1588, fecha 
del vencimiento de la escritura, sin que se entrega- 
se á D.José Remigio González el metálico ni las ace. 
ciones, dedujo demanda ejecutiva contra el mar- 
qués de Bendaña y D. Amador Villar. Utilizando los 
ejecutados el derecho concedido por el art. 1.479 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, dedajeron domanda 
para que se declarase la nulidad de la obligación 
constituída en la escritura de 30 de Sevtiembre 1887, 
ó de no estimarse asi se condenase á D. José Remi- 
gio González á que admitiose y recibiese en pago 
las 800 acciones, Contestada Ja demanda por D. José 
Remigio González, y sustaociado el juicio en dos 


instancias, la Audiencia de esta corte dictó senten- 


cia, absolviendo á D. José Remigio González. El 
marqués de Bendaña y D. Amador Villar y Castro- 
pol interpusieron recurso de casación alegando dis- 
tintas la eacolones. El T. 8. declaró no haber lugar 
al recurso: 

«Considerando que la sentencia no infringe las 
leyes 23 y 24 del titulo XI, Partida 5.”, citadas en el 
primer motivo del recurso, con el error material de 
atribuir tales leyes al tít. 11 de la misma Partida, ó 
sea la regla de que en el cumplimiento de las obli- 

aciones alternativas corresponde la opción al den- 

or, porque según el texto de la escritura, no res li- 
zándose para el 1.2? de Abril de 1588 la entrega del 
dinero ó de las acciones, paco el acreedor perseguir 
ejecutivamente, como lo hizo, contra cualquiera de 
los tres obligados, la cantidad de las 75.040 pesetas, 
cuya deuda fué desde aquel día una obligación pura 
y simple, y porquelas disposicionesque losrecurren- 
tes han manifestado de exhibir la numeración de 
las acciones y de avisar al Consejo de la Sociedad 
para su inscripción á nombre de su acreedor, no 
equivale á la entrega material, ni siquiera á la ce- 
sión efectiva, en cuya virtud pudiera estimarse sí se 
hubiese hecho oportunamente que la obligación 
estaba cumplida: 

Considerando que la primera regla para la decla- 
ración de derechos que nazcan delos contratos es- 
criturados, es la inteligencia llana y natural de sus 
cláusulas, y que debe rehuirse toda interpretación 
si no hay oscuridad en ellas ó si no se prueba la exis- 
tencia de actos que demuestren haber sido diversa 
la intención de las partes, principios á los cuales se 
ha ajustado la Sala.» (Sala 1.*, Sent. 18 Enero 1892. 
Gac. 3 Marzo, p. 101.) 


—V. BIENES DE LA SOCIEDAD CONYUGAL: CUASI 
CONTRATO: DePÓsITO: Donación: EsTAPA: MANDA- 
TO: MAYORAZGOS: RENTA VITALICIA: RETRACTO: Sk- 
GUROS. 


CONTRIBUCION DE CONSUMOS. El re- 
glamento vigente para la administración y exac- 
ción del impuesto de consumos, es el de 80 de 
Agosto de 1896, inserto en el ArénDrickE del mismo 
año, p. 485, y dictado de conformidad con el ar- 
tículo 8.” de la ley de reformas de la misma fecha 
(pág. 428). La publicación de este nuevo texto, 
no ha arrebatado, sin embargo, su interés á las 
siguientes disposiciones (1): 


(1) El art. 2.2 adicional de la ley de presupuestos de 
Cuba de 18 Junio 1890, autorizó al Gobierno para 
ajustar el impuesto de consumos sobre las bebidas a la 
calidad y grados de alcohol que contuvieran aquéllas d 
su importación en la isla; y para cumplir este precepto 
el art. 7. dela ley de presupuestos de la gran antilla, 
sancionada en 30 Junio 1693, autorizó al Gobierno, 
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R. O. 13 Enero 1898. 

Exacción de los arbitrios extraordinarios por el sistema 
de repartimiento aplicando los procedimientos estable- 
cidos para el de los derechos de consumos. Funcionarios 
y Corporaciones competentes para conocer de las recla- 
maciones que interpongan los agraviados. 

(Gop.) Extracto. — Autorizado un Ayunta- 
miento por el Ministerio de la Gobernación 
para imponer arbitrios extraordinarios sobre 
especies no tarifadas de consumos, la Junta mu- 
nicipal acordó proceder á la exacción por medio 
de un reparto, pues habiéndose acordado la con- 
cesión cuando ya estaba para espirar el plazo 
del año económico á que la imposición se refería 
y ho estando arrendados los consumos, era im- 
posible otra forma de recaudarlos. 

Expuesto al público el reparto, reclamó un ve- 
cino contra su exacción hasta tanto que no reca- 
ys la aprobación de la Superioridad; y remiti- 

a á ésta el recurso, dió traslado de él al delega- 
do de Hacienda por considerar el caso de la com- 
palencia de éste y no de la suya. El delegado de 

acienda se declaró igualmente incompetente, 
por lo cual el gobernador devolvió el expedien- 
te al Ayuntamiento para que utilizase los recur- 
s08 que juzgase convenientes. 

Contra esta providencia recurrió el Ayunta- 
miento en alzada ante el Ministerio, invocando 
las razones que estimó pertinentes y solicitando 
que se declarase: primero, que el Ayuntamiento 
y Junta de asociados obraron dentro de su per- 
fecto derecho y atribuciones al acordar el men- 
cionado reparto como medio de hacer efectivos 
los arbitrios concedidos, sin que para ello fuese 
preciso que les autorizase expresamente la Real 
orden de concesión; y segundo, que no es en ri- 
por necesario que recaiga la aprobación del go- 

ernador en dicho reparto, sino que para los 
efectos de cobranza y sin perjuicio de las recla- 
maclones que se interpusieren, es ejecutivo el 
acuerdo que lo aprobó por analogía con lo pre- 
visto respecto de los repartos vecinales, y á te- 
nor 10 la regla 2.* del art. 189 de la ley muni- 
cipal. 

Previo informe de la Dirección de Administra- 
ción local, se sometió el asunto al dictamen de la 
Sección de Gob. y Fom. del C. de E., que lo emi- 
tió en los siguientes términos: 

«El asunto á que el adjunto expediente se refie 
re es de Ja competencia de ese Ministonio! tanto 
por tratarse de la forma en que ha de hacerse 
efectivo un arbitrio extraordinario concedido 
por V. E., como por el precepto terminante del 
art. 153 de la ley municipal vigente... 

Descartada, pues, la cuestión de competencia... 

Queda reducida la que en el mismo se ventila 
á determinar si la Junta municipal de Pineda ha 
procedido legalmente al repartir entre los con- 
tribuyentes, en la forma que lo ha hecho, el ar- 
bitrio extraordinario sobre la paja y la leña que 
se le concedió para hacer frente al déficit de su 
presupuesto ordinario de 1889-90... 

Observa la Sección que si bien en el reparti- 
miento se expresa que se ha dividido 4 los con- 
tribuyentes en 17 categorias, incluyendo en la 

rimera á los que representan un consumo de 
550 unidades de paja y de leña, y en la última, 
á los que se les asigna uno de 20, distribuyendo 
á los demás en las categorías intermedias, no se 
sd pep sin embargo, si este consumo se ha cal- 
culado directamente y por datos que al mismo 


siéndole obligatorio el ejercicio de esta autorización... 9.2 
«Para rectificar los tipos del impuesto de consumos sobre 
bebidas, y establecer el de expendición al por mayor y 
menor», con arreglo dá las tarifas aprobadas y que fueron 
sustituidas por la contenida en el art. 5.2 de la ley de 6 
de Agosto de 18993. (AP., p. 438.) 


se refieran, ó si para determinarle se ha atendido 
á la posición económica de cada contribuyente, 
y en proporción á ella se ha calculado lo que 
puede consumir de las especies referidas. 

En el primer caso, el gravamen recaería direc- 
tamente sobre las especies objeto del arbitrio, y 
nada habría que oponer al sistema adoptado; en 
el segundo, se trataría de un verdadero reparto 
vecinal en que, tomando pretexto del arbitrio 
concedido, se gravaría á los contribuyentes en 
proporción á su riqueza, distribuyendo entre 
ellos la cantidad á que ascendía el déficit del 
presupuesto. 

En este último caso, que parece el más proba- 
ble, tanto por la dificultad de determinar el con- 
sumo de cada contribuyente como por lo que el 
expediente en su conjunto permite suponer, la 
cuestión ofrece ya mayores dificultades. Desde 
luego opina, sin embargo, la Sección que el ar- 
tículo 82 del reglamento de consumos vigente, 
que en sentir de la Delegación de Hacienda se 
opone á este pe Canto: no De que el repar- 
timiento vecinal que, en determinadas circuns- 
tancias autoriza el mismo reglamento para 
hacer efectiva la contribución de consumos, se 
haga extensivo también á los arbitrios extraor- 
dinarios concedidos sobre especies no gravadas 
por el Tesoro (1). 

El expresado artículo, tal como lo interpreta 
la Sección, da sólo reglas para determinar qué 
base ha de adoptarse para fijar la cantidad objeto 
del repartimiento vecinal, cuando por este medio 
haya de cobrarse el impuesto ordinario de con- 
sumos, y como en manera alguna se refiere á los 
arbitrios extraordinarios que sobre las especies 
de consumos se concedan, obvio es que no puede 
prohibir ni consentir que se cobren por medio de 
un repartimiento vecinal. 

No existe, por tanto, una disposición concre- 
ta que prohiba cobrar en esta forma los arbi- 
trios, y de creer es que de haber pretendido el 
legislador establecer esta prohibición lo hubie- 
ra expresado de un modo terminante, puesto que 
en el art. 120 del reglamento prohibió absoluta- 
mente el arriendo especial de los recargos y de 
los arbitrios, con separación de los derechos del 
Tesoro, y de suponer es que en igual forma ex- 

resa habría dictado toda otra prohibición que 
ubiesa uerido establecer. 

No prohibido expresamente por la ley el re- 
partimiento vecinal para hacer efectivos los 
arbitrios, parece que siendo éste uno de los me- 
dios que el reglamento autoriza, si bien en de- 
terminados casos, para la cobranza del impues- 
to ordinario de consumos, no hay inconveniente 
para que este sistema se adopte en la cobran- 
za de los arbitrios extraordinarios, para los 
cuales es lógico suponer que ha de haber los mis- 
mos medios de recaudación que para el impuesto 
general. 

Asi parece también desprenderse de la dispo- 
sición del art. 119 del reglamento de consumos, 
que al establecer que los derechos del Tesoro, 
los recargos municipales y los arbitrios conce- 
didos á los Ayuntamientos sobre las especies 
de consumos se cobrarán unidos y por los mis- 
mos empleados (2), presupone que los arbitrios 
puedan hacerse efectivos por loa mismos medios 
que aquéllos, pues de lo contrario no sería posl- 
ble que los cobrasen al mismo tiempo los mais- 
mos funcionarios. , 

Tampoco en la Real orden de concesión de 


(1) El art. 82 que se cita es del reglamento de 21 
Junio 1889 y con él concuerda puntualmente el 291 
del vigente de 390 Agosto 1886 (AP. de ld, pág 455). 

(9) Lo mismo viene á disponer el art. 14 del regla- 
mento vigente de 30 Agosto 1€98 (AP. de íd., p. 130), 
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estos arbitrios se prohibe acudir á la forma de 
repartimiento vecinal para hacerlos efectivos, 
pues sólo se pone la limitación de que no se 
grave la leña destinada á la industria; que se 
ajuste el Ayuntamiento á lo dispuesto en el re- 
glamento de consumos, y que no sufran las es- 
pecies un gravamen mayor del 25 por 100 de su 
precio medio. j 

Una vez que ni la ley ni la Real orden de conce- 
sión prohiben acudir al repartimiento vecinal 
para hacer efectivos los arbitrios extraordina- 
rios, no puede decirse que la Junta municipal de 
Pineda haya cometido infracción legal al adop- 
tar esta forma, por más que quizás no sea la más 
acomodada á la naturaleza de los arbitrios con- 
cedidos. E e 

Pero si no existe ninguna disposición concre- 
ta que prohiba á los Ayuntamientos acudir á 
un repartimiento vecinal para hacer efectivo 
el importe calculado á unos arbitrios extraordi- 
narios concedidos sobre especies de consumos, 
tampoco existe ninguna que determine cuándo 
se podrá acudir á exte repartimiento, quiénes 
han de verificarlo, forma en que se ha de llevar 
á cabo, etc., etc., y ante este silencio de la ley, 
la lógica exige que asi como por analogía con 
lo dispuesto para la contribución de consumos 
en general se admite el repartimiento para los 
arbitrios, así por analogía también se apliquen 
á estos repartimientos las mismas reglas que 
para la del impuesto general establece la ley. 

Una de éstas (art. 81 del reglamento de con- 
sumos) es que se obtenga autorización de la Su- 
perioridad (1). E 

Otra (art. 83) es la de que el repartimiento ha 
de hacerse por una Junta especial, en que han 
de estar representadas las diversas clases de 
contribuyentes (2). 

Otra (art. 89) es lá de que el proyecto de re- 
partimiento se pondrá de manifiesto en el local 
en que haya celebrado sus sesiones la Junta 
repartidora, anunciándose por edictos en los 
sitios de costumbre y en el Boletin oficial, y co- 
municándose además á cada contribuyente la 
cuota que se le haya señalado por medio de do- 
ble papeleta (8). ; 

Otra (art. 87) la de que conocido el tipo medio 
de gravamen que corresponde á cada contribu- 
yente, se podrán aumentar las cuotas hasta el 
quíntuplo y disminuirlas hasta la quinta parte 
para acomodarlas á las circunstancias de cada 
uno, etc., etc. (4). E 

Esto expuesto, el repartimiento á que el ad- 
junto expediente se refiere no se ajusta á las 
expresadas reglas, puesto que no ha sido auto- 
rizado previamente; ha sido formado por la 
Junta municipal de Pineda; no se ha anunciado 
en el Boletin oficial; sus cuotas no se han comu- 
nicado á los contribuyentes; y se ha asignado 
al de mayor categoría una cantidad más de diez 
veces mayor que á los de última, por lo cual es 
indudable que la cuota del primero excede del 
quíntuplo del gravamen medio, y la de los últi- 
mos es inferior á la quinta parte del mismo. 

Por tanto, si en términos generales puede re- 
conocerse el derecho del Ayuntamiento á hacer 
efectivo por medio de un repartimiento el arbi- 
trio que se le cencedió, no puede prestarse apro- 


(1) Es también requisito exigido por el art. 290 del 
reglamento vigente de 1899. j 

(2 Jia composición de la Junta repartidora es 
hoy la determinada en el art. 294 en relación con el 
247 del reglamento de 1896 O da 456). 

(8) El art. 89 del reglamento de 21 Junio 1889, es el 
208 del vigente de 1898 (Ap., p. 456". 

(4) Lo mismo dispone el art. 298 del reglamento de 
1886 (AP., p. 456). 





bación al que, haciendo aplicación de ese princi- 
pio, verificó su Junta municipal; y si quiere 
hacer uso de su derecho, es preciso que se forme 
uno nuevo con sujeción á las reglas que para los 
repartimientos vecinales establece el vigente re- 
glamento de consumos. 

Bien comprende la Sección que no todas se 
podrán aplicar estrictamente; tal sucede con la 
que previene que para acudir á los repartimien- 
tos será preciso (art. 39) que se haya intentado 
sin éxito, entre otros medios, el arriendo ó ven- 
ta libre por tres años, etc., etc. (1% disposición 
que, dicho se está, no puede aplicarse, tratándo- 
se de un arbitrio concedido para un solo año; 
pero como el espiritu de dicho artículo es que 
sólo se acuda al repartimiento vecinal en último 
término, y cuando no sea posible hacer efectivo 
el impuesto por los otros medios que el regla- 
mento establece en este sentido, debe aplicarse 
creyendo que el Ayuntamiento demuestra cum- 

lidamente que no puede hacer efectivos en otra 
orma los arbitrios concedidos. 

Precisa también tener en cuenta que las ofici- 
nas del ramo de Hacienda que deben intervenir 
en la aprobación de los repartimientos vecinales 
cuando del impuesto de consumos en general se 
trate, no son las llamadas á decidir acerca de es- 
tos repartimientos cuando se trate de la exac- 
ción de unos arbitrios que al ser concedidos por 
ese Ministerio caen bajo la competencia de los 
Centros dependierttes de él; y en este sentido, 
cree la Sección que todas las facultades que res- 
pecto de los repartimientos concede el reglamen- 
to de consumos á las oficinas provinciales de Ha- 
cienda deben atribuirse en este especial caso al 
ponernador de la provincia como representante 

el Gobierno que concedió el arbitrio, 54 en alza- 
da al Ministerio del digno cargo de Y. £. 

En resumen, cree la Sección que el Ayunta- 

miento de Pineda, para hacer efectivo por me- 
dio de un repartimiento vecinal el arbitrio que 
se le ha concedido, necesita que en la forma 
prevista por el reglamento de consumos en sus 
artículos 35 y siguientes (2), y en unión con los 
contribuyentes que en los mismos se previene, 
acuerde valerse de este medio, que previa justi- 
ficación cumplida de no poder acudir á otro el 
gobernador conceda la autorización, y que des- 
pa se verifique el reparto y se apruebe en la 
orma que el mismo reglamento de consumos 
determina para los repartimientos del impuesto 
en general, salvas las modificaciones relativas 
á las autoridades que han de intervenir en él. 

Esto no obstante, si al haber asignado á cada 
uno de los contribuyentes el consumo que se le 
señala, fué éste calculado directamente y no en 
proporción á la posición económica de cada con- 
tribuyente, caso en el cual no tendría este re- 
ie de tal más que el nombre, y que si 

ien no parece probable, tampoco se puede re- 
chazar como imposible; no se podría en rigor 
desestimar este repartimiento, puesto que el 
gravamen recaería directamente sobre las es- 
pecies objoto de la concesión, y sería proporcio- 
nal al consumo que de ellas hiciere cada contri- 
beyente... 

a Sección, por consiguiente, opina: 

1. Que el Ayuntamiento de Pineda puede 
hacer efectivo el importe del arbitrio extraor- 
dinario á que el adjunto expediente se refiere 

or medio de un repartimiento vecinal, previa 

a correspondiente autorización en su caso. 


(1) Y la misma limitación establece el art. 292 del 
reglamento vigente de 1896 (AP., p. 455). 

(2) 217 y sucesivos del reglamento vigente de 1898 
(AP., p. 452). 
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2, Que este repartimiento ha de ajustarse al 
reglamento vigente de consumos en la forma 
que se indica en el cuerpo del dictamen. 

3. Que no procede aprobar el repartimiento 
verificado por la Junta, si se ha calculado el 
consumo en proporción á la posición económica 
de cada «ontribuyente. 

Y 4.7 Que si, no obstante lo establecido en las 
conclusiones anteriores, el Ayuntamiento de- 
muestra que el repartimiento ha girado sobre 
el verdadero consumo de los contiba entes, y 
no excede el gravamen del 25 por 100 de su pre- 
cio medio, puede autorizarse el cobro del arbi- 
trioen la forma en que la Junta municipal lo 
ha acordado.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver 
como en el mismo se propone, y disponer, en su 
vista, para que las Corporaciones provincia- 
ne municipales del Reino lo tengan pre- 
sente: primero, que los Municipios pueden co- 
brar los arbitrios extraordinarios por medio de 
repartos vecinales, girados sobre las bases de: 
de consumos, cuando las condiciones de la loca- 
lidad no permitan otra forma de hacerlos efec- 
tivos; segundo, que las Juntas repartidoras del 
impuesto de consumos son las llamadas á efec- 
tuar la distribución de cuotas, empleando en los 
arriendos de las especies el mismo procedimien- 
to que para los de consumos, sin serles permiti- 
do el arrendamiento por separado; y tercero, los 
recursos de alzada sobre agravio en la imposi- 
ción de cuotas corresponden ante la Diputación 
provincial, y las reclamaciones de sus acuerdos 
ante la vía contenciosa; pero en caso de duda 
sobre el procedimiento, legitimidad, aplicación 
y forma de los repartos, al gobernador es á 
quien incambe resolver, á virtud de lo dispues- 
to en el art. 171 de la ley municipal.» (R. O. 13 do 
Enero de 1892.—Qac. 22 1d.) 


R. O. 2, Febrero 1892. 
Aforos de entrada y salida. 

Se accede á una solicitud de D. Rafael Benve- 
nuty, disponiendo que á la terminación de su 
contrato de arrendamiento de consumos de Sevi- 

a no se le exija el abono de los aforos de salida 
por el concepto de aguardientes, alcoholes y li- 
cores, puesto que se le entregaron el 1.? de Julio 
de 1689, merced á la ley de 21 do Junio anterior, 
“In practicar los de entrada; que esta resolución 
se entienda aplicable á todos los demás arriendos 
del impuesto que estuvieran en curso ó hubieran 
deempezar á regir en 1. de Julio de 1889 y no 
tavieran hecho el aforo de los expresados líqui- 
03, y «que para evitar dudas y reclamaciones 
sucesivas, se advierta en los anuncios que se re- 
dacten para nuevas subastas que los rematantes 
no tendrán derecho al aforo de entrada respecto 
álos alcoholes, aguardientes y licores; pero que, 
esto no obstanto, so efectuará el aforo de exis- 
tencias al terminar el contrato, á los fines de los 
arts. 127 y 1253 del reglamento (1).» Y así se re- 
suelve. (R. O. 2 Febrero 1892.—Gac. 26 Marzo.) 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892. 
Wddminjstración e intervención del impuesto por la IHa- 
c.enda: Impuestos sobre azúcares equivalente al de con- 
tumor: Derecho transitorio y recargo municipal: Pobla.- 
ciones diseminadas: Cupos en Canarias: Repartimien- 
tos veciniles: Penas d defrandadores. 


«árt. 5.2 Si fuera preciso administrar el im- 
puesto de consumos por cuenta do la Hacienda 





(0 Los arts. 127 y 128 del reglamento de 91 de Junio 
de 1589, son respectivamente los 19 y 28 del de 30 ÁAgos:o0 
de 1895 que ahora rige. (Ab. de id., p. 436.) 





en algunas poblaciones, ó intervenir los espe- 
ciales de consumos de aguardientes, alcoholes y 
licores, ó de azúcar, se entenderán autorizados 
en capítulos y artículos adicionales de las sec- 
ciones 8.* y 9.*, los créditos necesarios para sa- 
tisfacer los gastos de material, personal y res- 
guardo. 

Art. 9. (Con el carácter de impuesto equiva- 
lente al de consumos y en sustitución de los que 
hoy existen, establece un derecho interior sobre 
los azúcares con los nombres de transitorio y 
municipal de producción nacional peninsular. — 
V. IMPUESTO SOBRE LO8 AZÚCAREFS.) 

Art. 11. (Refunde en un sólo impuesto equi- 
valente al de consumos el derecho transitorio y 
el recargo municipal sobre algunas mercancías, 
establecido por las leyes de presupuestos do 1876 
y 1877.—Véase en RENTA DE ADUANAS.) 

Art. 18 (1). Para los efectos de la aplicación 
de lo prevenido en el art. 10, regla 3.* de la ley 
de 7 de Julio de 1883, se entenderá por población 
diseminada todo grupo de edificaciones habita- 
das pertenecientes á un término municipal bajo 
el nombre de caseríos, parroquias, lugares, con- 
cejos, aldeas ú otros semejantes que disten del 
pueblo, cabeza de distrito d del núcleo principal 
de población por lo menos 500 metros de cainino 
practicable. Los cupos para el próximo año eco- 
nómico se ajustarán á los tipos de población que 
les señala la ley, con arreglo á la aclaración que 
precede. Se deroga el último párrafo de la re- 
gla 4.* del mencionado artículo. Queda subsis- 
tente lo dipuesto en el art. 5,” de la ley de pre: 
supuestos de 29 de Junio de 1853 respecto á los 
cupos que por consumos debe satisfacer la pro- 
vincia de Canarias. 

Las poblaciones comprendidas en las reglas 2.* 
y 3.* del art. 10 de la ley de 7 de Julio de 1893 en 
que sea necesario acudir al medio de reparto 
vecinal para hacer efectivo el cupo de conzuimos 
que les corresponde y acrediten, con certifica- 
ción de la Administración de contribuciones de 
la provincia respectiva, haber experimentado 
por causa de la plaga filoxérica una baja en su 
riqueza líquida imponible de 30 ó más por 100, 
tendrán derecho á que dicho cupo de consumos 

uede reducido al 10 por 100 de la riqueza líqu:- 

a imponible que les quede. 

No será obligatoria la aplicación de la regla 
11 del art. 10 de la ley de 7 de Julio de 1883, para 
los distritos municipales no productores de vi- 
nos y aguardientes, que tengan la mayoría de 
o ri diseminada, cuyos Ayuntamier108 
podrán hacer efectivo el cupo total del impues- 
to de consumos, ajustándose á las disposiciones 
contenidas en las demás reglas que establece la 
citada ley. 

Queda vigente en todo cuanto no se oponga á 
las anteriores prescripciones, la ley de 21 de Ju- 
nio de 1839, salvo el último apartado del art. 7.” 
de dicha ley, que se redactará en la forma si- 
guiente: 

«En el caso de imposibilidad justificada de ce- 
lebrar tales conciertos, podrán acudir al reparto 
vecinal para realizar aquellos recargos.» 

Art. 230 (1). Toda defraudación contra ol im- 
puesto de consumos, realizada á mano armada ó 
en cuadrilla de más de tres individuos, así como 
cuando se cometa por segunda vez, aunque no 
ocurra ninguna de las antedichas circunstan- 
cias, será penada como tal defraudación por los 
Tribunales ordinarios, con sujeción al último 
inciso del art. 551 del Cód. penal. 


(1) Lor arts. 18 y 20 de enta ley estin citados en los 
187, 243,255 y 257 del Regl. de 30 de Agosto de 1896. 
(AP., P. 435.) 
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10 Jullo 1891. No puede estar comprendido en el 
contrato de arriendo el aceite de linaza, cuando éste sólo 
habla en general del aceite, aludiendo con esta expresión 
al de olivas. | 

Así se establece: «Considerando: que para inter: 
pretar dicho contrato hay necesidad de atenerse al 
uso ordiuario y corriente de las palabras que en e 
mismo se emplean, y por consecuencia, al decirse 
sólo aceite en singular, debe entenderse que hace 
referencia tan sólo al aceite de oliva, y que por 
tanto la mente del Ayuntamiento al contratar 
fué no gravar más que esas especies que taxativa- 
mente se marcaban, aplicando las facultades que 
para ello le confería la legislación vigente.» (Tribu- 
nal Contencioso administrativo, Sent. 10 Julio 1891, 
Gac. 17 Noviembre, p. 269.) 


3 Octubro 1891. Cuotas de los aguardientes, al- 
coholes y licores, por consecuencia de la derogación de la 
ley de 36 Junio de 1888. 

Comprendidos en un contrato de arriendolosaguar- 
dientes, alcoholes y licores, y eliminadas estas 2009 
cies de la tarifa del impuesto, por consecuencia del 
especial 4 que las sometió la ley de 26 Junio 1888, 
al suprimirse éste por la de 21 de Junio de 1889, res- 
tablecióndose los derechos de consumo sobre tales 
articulos, surge nuevamente en el arrendatario la 
obligación de recaudar las cuotas á ellos inheren- 
tes, y abonar por precio de arrendamiento el au- 
mento que corresponda; pues la reinclusión de tales 
mercancías no constituye novación del contrato. 
(T. C. A., Sent. 7 Octubre 1891.—Gac. 6 Agosto 1892.) 


43 Octubre 1891. Efectos de la ley de 26 de Junio 
de 1888 respecto de las especies comprendidas en el arren- 
damiento. 

Publicada la referida ley que suprimió el impues- 
to de consumos sobre los aguardientes, alcoholes y 
licores, creando otro especial sobre los mismos, la 
rebaja en los arriendos y conciertos vigentes en- 
tonces debió consistir en la equivalencia del im- 

uesto suprimido, y no en la mejora que sobre aqué- 
la hizo el rematante. Así se establece, declarando 
qa debe ser de abono al demandante la cantidad 
e 28.170 pesetas 62 céntimos anuales por el tiempo 
que fué arrendatario de consumos de Badajoz, es- 
tando en vigor la ley de 26 de Junio de 1888. (Tribn- 
nal Contencioso administrativo, Sent. 17 Octubre 
de 1691.—Gac. 22 Agosto 1892, p. 329.) 


416 Febrero 1898. Cuestión previa administrativa 
en la causa instruida 4 un arrendatario de consumos por 
abusos cometidos al practicar un reconocimiento. 

A denuncia de los hermanos Juan y Juana Gómez 
Cazorla, se incoó causa criminal contra el arrenda- 
tario de consumos de Carboneras por haber regis- 
trado una vez de noche y otra de día, pero ambas 
contra la voluntad de los denunciantes, la casa de 
éstos, llevándose de ella vino y aceite, sin querer 
justificar el carácter ó re resertación que le confi- 
riera tal autoridad. El gobernador de Almería pro- 
movió al Juzgado instructor de Vera, que conocÍa 
del caso, competencia, q es decidida á favor de la 
Administración, visto el art. 168 del reglamento de 
21 de Junio de 1889 (1), y 8.0 del R.D. de 8 de Septiem- 
bre de 1857: 

«Considerando:... Que en tanto no se decida por la 
Administración si el arrendatario y sus acompa- 
ñantes se excedieron ó no al practicar los hechos 
denunciados de las atribuciones señaludas en el ar- 
tículo 168 del reglamento citado, existe nna cues- 
tión previa, cuya resolución ha de influir en el fallo 
que los Tribunales ordinarios hayan de pronunciar: 

Que se está, por tanto, en uno de los casos en que 
por excepción pueden los gobernadores provocar 
contiendas de competencia en los juicios crimina- 
les, con arreglo al art. 3. del R. D. de 8 de Septien- 
bre de 1897.» (R. D. 16 Febrero 1892.—(Gac. 20 1d.) 


E Marzo 18999. Introducción fraudulenta de espe- 
cies. 

Perseguidos varios matuteros que llevaban aceite 
á la fábrica de jabón de D. Ildefonso Ortega, sita 
en la calle de Ercilla, de Madrid, se practicó un re: 
conocimiento de la misma, en la cual se hallaron 36 


o. 


(1) 37 del vigente de 30 Agosto 1896. (AP., p. 488.) 
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vejigas, dos petos y dos zafras con 128 kilogramos 
de dicha especie. La Junta administrativa, ante la 
cual compareció Ortega solo, por lo que el presiden- 
te le designó un vecino que le acompañase, le impu- 
so multa del triplo de los derechos y recargos, ade- 
más del correspondiente á lus 126 kilogramos de 
aceite fraudulentamente introducidos. onfirmado 
este acuerdo por la e de Hacienda y des- 
pués por la Dirección gener de Contribuciones di- 
rectas, acudió Ortega al T. C. A., que absuelve á la 
Administración de la demanda, vistos los arts. 290, 
núm. 7.?, y 302 del Reg]. de 21 Junio 1889 (1): 

«Considerando: que en este caso se encuentren 
comprendidas las aprehensiones hechas en la tien- 
da de la calle de Ercilla, núm. $8, de la propiedad 
del demandante, toda vez que las especies oa 
didas no consta que se presentaran al adeudo, fue: 
ron perseguidas por los agentes administrativos, y 
el mismo interesado reconoce en el acta que figura 
por cabeza del expediente, que, si notodas, la ma- 

or parte de ellas eran de su propiedad, y que las 
abía adquirido de personas desconocidas, sin ale- 
gar siquiera que por ellas hubiera pagado los co» 
rrespondientes derechos... 

Considerando: que al ser citado por la Junta ad- 
ministrativa D. Ildefonso Ortega se le instruyó del 
derecho que tenía de asistir acompañado de un ve- 
cino, según aparece de minuta que obra en el expe- 
diente; pero aun en el caso de haberse omitido el 
cumplimiento de este requisito, no hubiera consti: 
tuído tal omisión un vicio de nulidad en el procedi- 
miento, por no exigir.el reglamento de una maners 
ld do su cumplimiento, y por no poder servir 

e excusa al demandante la ignorancia de las dis- 
posiciones vigentes... 

Y considerando: que al ie la Junta el vocal 
que había de representar al denunciado se ajustó 
estrictamente á lo prevenido en el art. 302 del cita- 
do reglamento.» (Sent. 3 Marzo 1892.— Gac. 9 Octu- 


bre, p. 107.) 


4 Marzo y 1% Mayo 1898. Aforos que han de 
practicarse al cesar una administración y comenza” 
otra. 

Al cesar en el arriendo toda administración de 
consnmos, han de practicarse aforos, á fin de que el 
arrendatario saliente abone al entrante los dere: 
chos correspondientes á las especies que, habiéndo- 
los satisfecho, no hayan sido consumidas, sin que 
obste á la práctica de tales aforos que el arrenda: 
tario saliente hubiese renunciado á los que debieren 
verificarse á su entrada. Constando que los aforos 
se practicaron al comenzar una administración, DO 
puede oponerse ésta Á la validez de los aforos de 
salida, pretextando que no se practicaron los de 
entrada, lo cual, en todo caso, tampoco invalidarla 
los últimos aforos, y sólo podría dar lugar ú indem- 
nización. El reglamento previene que los aforos s8 
hagan al cesar toda administración de consumos; 
es decir, inmediatamente después de terminado el 
contrato... (T. C. A., sent. 4 Marzo 1892.—Gac. 10 Oc: 
tubre, p. 111.) 


—En sent. 12 Mayo 189? viene á reiterarse la 
misma doctrina, y con vista del art. 127, pár. 1. del 
reglamento de 21 de Junio de 1889 (2) se añade: «qué 
para los efectos de esta dis osición no pueden mé- 
nos de estimarse como establecimientos de ventas, 
no sólo aquéllos en que éstas se realizan, sino tam- 
bión los almacenes en que los industriales tienen 
depositadas las especies sujetas al impuesto, pues- 
to que dichos almacenes forman parte integrante 
de los mismos establecimientos y no pueden dejar 
de tenerse en cuenta para el cómputo de las exls- 
tencias y para su aforo en el caso en que legalmente 
hayan de practicarse.» (Sent. 12 Mayo 1892,—Gac. 12 
Noviembre, p. 242.) 

15 Marzo 189%. Aguardiente de caña. 

El aguardiente de caña que satisfizo el impuesto 
especial de la ley de 26 de Junio de 1888, se halla 
exento del también Pe creado por la de 91 de 
Junio de 1889, pero no del de consumo al ser destina- 
do al uso personal, después de la publicación de la 





(1) Los arts. 290, mim. 7., y 302 del Regl. de 21 Junio 
1889, son respectivamente, los arts. 169, núm. 7.9, y 168 
del vigente de 30 Agosto 1896. 

(2) Es el art. 19 del reglamento vigente de 30 Agosto 


de 1896. 
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ley de 1889, que terminantemente restablece en su 
articulo 6. las prescripciones de la de 1885 en lo re- 
lativo á esta materia.» (Sent. 15 Marzo 1892.—Gac 17 
Octubre, p. 123.) 


18 Marzo 1899. Arrendamientos pendientes d la 
publicación de la ley de 21 de Junio de 1889. 


Al publicarse la ley de 26 de Junio de 1898 se rebajó 
del precio de arriendo de los consumos de Mallorca, 
la cantidad correspondiente á los alcoholes, aguar- 
dientes y licores; y al restablecerse los derechos 
sobre estos articulos, por la de 91 de Junio de 1889, 
solicitó el contratista que no se le impusiera la re- 
caudación por su cuenta del gravamen nuevamente 
establecido, que de imponérsela fuera por un pre- 
elo equivalente al que se rebajó cuando se suprimie- 
ron los mismos liquidos de las tarifas. Recayó Real 
orden desestimando la anterior instancia y decla- 
rando que el arrendatario estaba obligado á recan- 
dar por su cuenta, abonando el anmento de precio 
de su contrato, determinado en el art. 7.0 de la ley 
de % de J unio de 1889. El interesado recurrió contra 
esta resolución ante el T.de lo C. A, que absolvió á 
las Administración de la demanda, contra el voto 
particciar de tres consejeros ministros, establecien- 

o que el arrendatario se hallaba obligado á recan- 
dar los derechos de los alcoholes, aguardientos y li- 
00F63, sin aumento alguno en el pro de su contra- 
to (1). (Sent. 15 Marzo 1892.—Gac. 17 Octubre, p.194.) 


6 Abril 18928. No puede exigirse por el arrendata- 
rio de consumos el pago de los derechos correspondientes 
á una especie no comprendida en el contrato. 


Don Ignacio Anguiano arrendó, mediante subasta, 
la recaudación del impuesto de consumos de la vi- 
lla de Cenicero durante el año económico de 1887 4 
1898, exceptuándose de las tarifas del arriendo, el 
vino,cuyo cupo se haría efectivo por encabezamien- 
to gremial en la forma convenida por el Ayunta- 
miento y los agremiados; y consignándose en elacta 
del remate, cláusula 6.*, la circunstancia de quedar 
exenta del pago de derechos aquella especie, cuan- 
do se intro ujera con destino á la especulación ó al 
comercio exterior. Introducida por D. Francisco 
Ruiz de preacdelbe cierta cantidad de aquel líqui- 
do, fué denunciado por el arrendatario Á causa de 
no haberlo presentado al adeudo, y formado expe- 
diente en el cual manifestó Azcárraga que el vino 
á que se roforía la denuncia estaba excluido del im- 
puesto por virtud del concierto gremial celebrado 
con el Ayuntamiento, y que tenía pactado verbal- 
mente con él el encabezamiento por el cual abona- 
ba 15 pesetas mensuales, se lo absolvió por la Junta 
administrativa. Apelado este fallo por Anguiano, 
fué revocado por la Delegación de Hacienda, 6 in- 
puesto recurso de alzada por Azcárraga, se dictó 
R.O. en 16 de Marzo de 1888 declarándole libre de 
toda responsabilidad. Contra esta resolución dedu- 
jo demanda p. precio Anguiano; pero el T.C.A, 
confirma la R. Ó., considerando sustancialmente 

ue la cláusula 6.* no permitía al demandante exigir 

erechos sobre el vino destinado á la especulación 
y al comercio exterior, y que el sector no ha proba- 
do que el introducido por Ruiz Azcárraga «hubiese 
sido destinado al consumo dentro de la población». 
(Sent. 6 Abril 1892.—Gac. 30 Octubre, p. 167.) 


6 Abril 1899. Derechos correspondientes d especies 
almacenadas 


Los dueños de establecimientos públicos que hu- 
biesen abonado los derechos de consumo por las es- 
pecies introducidas en el término y destinadas á la 
venta con arreglo á las tarifas de 1881, no están obli- 
gados al pago de la diferencia entre el gravamen 
satisfecho y el que impusieron á los góneros de igual 
clase las tarifas osteriores, aun'“cuando tales góne- 
Tos no hayan salido del almacén ó tienda. (Sent. del 
Tribunal Contencioso-administrativo de 8 de Abril 
de 1892.__Gac. 30 Octubre Íd., p. 171.) 


—V. RESI'ONSA BILIDAD CIVIL, 


CONTRIBUCIÓN INDUSTRIAL. El regla- 
mento y tarifas de la contribución industrial 
que hoy rigen, son los aprobados por el R. D. de 


(1) Este criterio fué luego radicalmente modificado por 
el mismo T. de Lo C. A., en sent. de 18 de Octubre de 1893, 
(APÉNDICE de 1893, p. 278.) 

BOLETÍN: Ax. 1892, 


28 de Mayo de 1896. (Aréxbick de id., pág. 267.) 
Durante el año 1892 se dictaron las siguientes 
disposiciones: 
E. O. 10 Diciembre 1891. 
Fábricas de electricidad. 


(Hac.) Dispuso que se pagara por cada caba- 
llo eléctrico de 740 watts, 20 pesetas (1). (Gac. 16 
Enero 1892.) 


BR. O. %8 Febrero 1882. 
Fábricas de harinas por el procedimiento austro-húngaro 
ú otro semejante. 

(Hac.) Dispuso la adición de un epígrafe para 
esas fábricas, á la tarifa 8.* del reglamento á. la 
sazón vigente, que gra el de 13 de Julio de 1882. 
Las fábricas de hafinas por el procedimiento 
austro-húngaro están comprendidas bajo el nú- 
mero 404 en la tarifa 3.* de las unidas al regla- 
mento de 28 do Mayo de 1896. (Ar., p. 838.) 


R. O. 2 Abril 1892. 
Tornos para el torcido de crin y cerda. 


Dispuso la adición á las tarifas entonces vi- 
gentes de un lo: que es hoy el núm. 24 de la 
tercera. (Ar. 1896, p. 315.) 


Ley de presupuestos de 30 Junio 18982. 

Bases para la revisión y reforma del reglamento y tari- 
fas de la contribución industrial. Sociedades cooperati- 
vas sometidas d ellas. 

Art. 6.7 El Gobierno deS. M., sin alterar las 
bases sobre que descansa la contribución indus- 
trial y de comercio, procederá á revisar el regla- 
mento y las tarifas vigentes, con el fin de evitar 
defraudaciones, ba las desproporciones de 
cuotas con relación á la importancia de las in- 
dustrias á que se refieren, y asegurar la cobran- 
za de las cantidades liquidadas á favor del Te- 
soro. 

Al verificar esta revisión, incluirá en dichas 
tarifas las industrias que hoy no tributan; esta- 
blecerá en la segunda un recargo á los espectá- 
culos públicos en que se atraviesen apuestas 
además de las cuotas que les corresponden, del 
3 por 100 del total importe de dichas apuestas; 
modificará la clasificación de las cuotas que fue- 
sen desproporcionadas; recargará á los notarios 
un 50 por 100 las cuotas que hoy satisfacen; gra- 
vará la industria de préstamos hipotecarios; 
comprenderá en el núm. 21 de la tarifa 2.*, con un 
impuesto que no excederá del 3 por 100 de los in- 
tereses que perciban, á los que empleen sus fon- 
dos en valores mobiliarios no comprendidos en 
parado siguiente, cotizables en Bolsa, nacio- 

es Ó extranjeros, cuyos intereses se paguen 
en España, emitidos por Corporaciones provin- 
ciales ó municipales, Bancos, Sociedades ó Com- 
pañías civiles, mercantiles ó industriales, ó por 
particulares, ya sean obligaciones, cédulas ó de 
otra clase, no sujetos por otro concepto á la con- 
tribución industrial, y adicionará en la tabla de 
exenciones, anexa al reglamento, el Banco agrí- 
cola de Segovia y los demás Bancos que en lo su- 
cesivo considere el Gobierno que están en idén- 
ticas condiciones, cesando la exención en cuanto 
dejen de ajustarse á las prescripciones que el 0ó- 
digo de Comercio establece para esta, clase de 

Compañías, ó se dediquen á la vez á otro género 

de operaciones que las taxativamente compren- 

didas en el art. 212 del mismo. 

Los préstamos hipotecarios á que se refiere el 
paraa o precedente, satisfarán un 2 por 100 de 

os intereses pactados; Z cuando no lo estén, del 
rédito legal establecido 


el 
na 


para los casos en que 


(1) 40 pesetas es el tipo de imposición, conforme al 
número 178 de la tarifa S.* de 1896. (AE A 821.) 
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son exigibles intereses no a e tá incluso si 
proceden dichos préstamos del producto de emi- 
sión de cédulas ú obligaciones hipotecarias al 
portador, cotizables on Bolsa, emitidas por So- 
ciedades ó Corporaciones debidamente autorlza- 
das, en cuyo caso el tributo gravará los intere- 
ses de dichas códulas ú obligaciones. 

El cobro de este impuesto, en lo referonte á 
obligacionos ó cédulas ú otros valores, de cual- 
quier clase que sean, se efectuará liquidando di- 
rectamente con la Administración su importe 
las Sociedades Ó particulares que las hayan 
emitido, los cuales las descontarán al satisfacer 
en España los intereses. 

El recargo de 16 por 100 que corresponda á las 
industrias que se ejercen en más de un término 
municipal, será exigible con aplicación exclusi- 
va á favor del Tesoro. : 

La Administración pon hacer efectiva la 
contribución industrial y de comercio por me- 
dio de encabezamientos ó conciertos totales ó 
parciales, ya sea con los Municipios, ya sea 
con los gremios, siendo extensiva esta facultad 
cuando los celebre con los Ayuntamientos, á la 
exacción y cobro de las patentes que hayan de 
satisfacer los vendedores de las plazas y merca- 
dos, modificándose al efecto, en lo que fuere 

reciso, las disposiciones y tarifas vigentes, re- 
Jerentes á este último extremo. 

Art. 39. Quedan sujetas al pago de la contri- 
bución industrial las Sociedades cooperativas 
que $e dediquen á la producción, al comercio ó 
al próstamo. Estas asociaciones, cuando sean 
de producción ó de consumo, no estarán obliga- 
das á agremiarse para los efectos del impuesto; 
pero deben satisfacer: primero, la cuota fija 
que les corresponda, según la tarifa rospoctiva, 
por cada uno de los establecimientos que abran 
al público; y segundo, la diferencia que resulte 
entre el importe do esa cuota y el 6 por 100 de 
los beneficios líquidos que, según balance, ob- 
tengan anualmente. Las cooperativas de crédi- 
to abonarán también el 6 por 100 de sus utilida- 
des líquidas anuales. (Gac. 1.” Julio.) 


R. D. 7 Julio 1892. 
Reglamento y tarifas. 


(Hac.) Este decreto, publicado on la Gaceta 
de 8 de Julio, aprobó el reglamento provisional 
y tarifas para el cumplimiento «del art. 7.*, pá- 
rrafo sóptimo» (1) de la ley do presupuestos do 
80 de Junio. El reglamento y tarifas de 7 de Ju- 
lio de 1892 fueron sustituidos por los de 22 de No- 
viembre del mismo año, y ¿éstos por los de 13 do 
Abril de 1898 (Ar., p. 164). Hoy rigen los de 28 de 
Mayo de 1896 (Ar., p. 267). 


E. 0.3 Agosto 1892. 
Profesores y peritos mercantiles. 


Creó para estos industrialos la cuota que es 
hoy objeto del núm. 18, tarifa 4.*, profesiones 
del orden civil. (Ar. de 1896, p. 837). 


R. D. 22 Noviembre 1892. 
Otros reglamento y tarifas. 


(Hac.) Este decreto, publicado on la Gaceta do 
30 de Noviembre, aprobó con carácter provisio- 
nal el reglamento y tarifas «formados en cumpli- 
miento de lo que dispone el art. 6. de la ley de 
presupuestos de 30 de Junio último»; y concedió 
el plazo de un mes para que los contribuyentes 
Pudiera formular reclamaciones, anunciando 
que, una vez transcurrido, se somotería á la 


(1) Así dice la Gaceta, que sin duda pretende aludir al 
párrafo sexto del art. 0." de la ley que cita. 





Real sanción el reglamento y tarifas defini- 
tivos (1). 


Jurisprudencia. 


23 Noviembre 1891. Operaciones de una Sociedad 
bancaria consistentes en aceptar y descontar letras acom - 
añadas de talones del ferrocarril justificativos del em- 
pd de de géneros y reexpedición de éstos al consigna- 
ario. 


Denunciada la razón socia) E. Sáinz é Hijos como 
especuladora de vinos, é instruído el oportuno ex- 
pediente en el cual alegó aquélla que las operacio- 
nes objeto de la denuncia consistían en tomar le- 
tras de D. Julio Gregori, residente en Socuéllamos, 
á cargo de Mr. Charles Weisweiller, de París, en 
pago de entrega de talones de embarque de vinos 
que había de reexpedir á dicha capital, y á cuyas 
operaciones se creía autorizada por hallarse ins- 
crita en la matrícula como capitalista banquero, 
se resolvió por el delegado de Hacienda, de acuerdo 
con el administrador de contribuciones, que la 
razón social E. Sáinz é Hijos ejerció una industria 
distinta de la que venía ejerciendo como banquero, 
y en tal concepto, debía atenerse á lo preceptuado 
en el art. 65 de la tarifa segunda del reglamento de 
20 de Mayo de 1873 (2) previo el recargo correspon- 
diente á la cuota de un año. Interpuesto recurso de 
alzada, se dictó Real orden confirmando el acuerdo 
apelado. Contra tal resolución acudió en vía con- 
tenciosa la Sociedad denunciada, y el Tribunal 
Contencioso administrativo falla así: 

<COonsiderando: que la cuestión que se ventila en 
el presente litigio está reducida á determinar, si las 
operaciones á que se refiere el expediente, realiza- 
das por la razón socia] E. Sáinz é Hijos, en los meses 
de Enero á Julio de 1881, constituyen un accidente 
de la industria de comerciantes Epa bario Aá que 
dichos interesados venían legalmente dedicándose, 
ó si, por el contrario, son constitutivas de una in- 
dustria distinta, y deben contribuir durante el 
tiempo que la han ejercido. por el epígrafe 65 de la 
tarifa 2.* del reglamento 20 Ma yo 1873, vigente cuan- 
do se inició el expediente y que comprende «las ca- 
sas de comisión que se ocupan en operaciones lla- 
madas de tránsito, Ó sea en recibir Ó expender gé- 
O frutos ó efectos por encargo ó cuenta aje- 
na» (2): 

Considerando: que es un hecho plenamente de- 
mostrado... que su mediación entre D. Julio Grego- 
ri, de Socuéllamos, como remitente y la Sociedad 
de comisiones, consignaciones y transportes de 
Paris como consignataria de los vinos, estaba redu- 
cida á la aceptación y descuento de las letras que 
el primero girase contra ellos, siempre y cuando vi- 
nieran acompañadas de talones de ferrocarril que 
acreditasen el embarque de vinos en la cantidad y 
proporción previamente convenidas, cuya opera- 
ción, por consiguiente, en su esencia no constituía 
para los demandantes más que una simple negocia- 
ción de letras, para lo cual estaban autorizados por 
la industria de comerciantes banqueros en que se 
hallaban matriculados, toda vez que la existencia 
ó embarque de los vinos no significaba sino una ga- 
rantía puramente material de la operación, que en 
nada podía afectar á la verdadera naturaleza de la 
misma: 

Considerando: que si bien la razón social E. Sáinz 
6 Hijos, una vez aceptadas las letras, y reconocida 
por consiguiente la existencia de los vinos, los re- 
expedían á la casa consignataria, este hecho por sí 
solo no puede dar lugar á que se la considere com- 
prendida como comisionista en el epígrafe 65 de la 
tarifa segunda del reglamento de 1873 antes citado, 
puesto que únicamente puede entenderse que ejer- 
ce una industria el que habitualmente se dedica á 
ella con ánimo de obtener lucro, los demandantes 
no aparece que se hayan dedicado nunca á opera: 
ciones de tránsito, ni que hayan realizado otras que 
las que han sido objeto del expediente por las que 


(1) Se produjeron numerosas reclamaciones y con vís- 
ta de ellas se dictó el reglamento de 18 de Abril de 1833- 
que ha estado en vigor hasta que comenzó d regir el de 38 
de Mayo de 1896 (AP., p. 267). 

(2) Véanse los arts. 17, 19 y 92 del reglamento vigente 
de 28 Mayo 1896 (AP., p. 970) yel núm. 48 de la tarifa 2.* 
unida al mismo, aplicable 4 los comisionistas que se dedi- 
can únicamente d operariones llamadas de tránsito, sin 
derecho á ser intermediarios en las compras. 


o 
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no obtenían más lucro que el que les AS el 
descuento de letras, y portas con arreglo á lo dis- 
uesto en el art. 158 del mismo reglamento, no de- 
en confundirse los hechos aislados relativos á una 
rd ó industria con el ejercicio habitual de 

Bi... 

Fallamos que debemos revocar y revocamos la 
Real orden de 11 de Julio de 1889, y en su lugar de- 
claramos que la razón social E. Sáinz é6 Hijos no ha 
debido ser comprendida por el tiempo á que el ex- 
pediente se refiere en el epígrafe 65 de la tarifa se- 
gunda del reglamento de 20 de Mayo de 1873, y que 
en tal sentido, debe serle devuelta la cantidad que 
en NS de cuota y recargos baya satisfecho.» 


bag 2 Noviembre 1891.-—Gac. 8 Septiembre 1892, 
Pp. 90.) 


160 Diciembre 1991. 
kteros con tienda abierta. 


Los síndicos del gremio de confiteros de Madrid 
acudieron á la Administración de Contribuciones y 
rentas de la provincia, pidiendo que D. Carlos Prast 
oe venian contribuyendo como fabricantes 

e dulces con arreglo al epígrafe 340 de la tarifa 8.?, 
contribuyesen además como confiteros, según la ta- 
rifa 4 *, claso 6.*, núm. 4. La Administración de Con- 
tribuciones, con vista del art. 39 del reglamento 
para la imposición y cobranza de Ja contribución 
industrial de 13 de Julio de 1882, ordenó que los de- 
nunciados contribuyesen por ambas tarifas. Recla- 
mada por Prast tal resolución en vía gubernativa, 
donde se confirmó, acudió á la contenciosa. El Tri- 
bunal, visto el núm. 340 de la tarifa 3.*, unida al re- 
A ento de la contribución industrial de 13 Julio 

e 16882, que concuerda con el núm. 365, tarifa 3.* de 
las unidas al reglamento de 25 Mayo 1896 (AP., p. 331), 
absuelve de la demanda á la Administración, consi- 
deraudo que tratándose de dosindustrias que igual- 
mente ejerce D. Carlos Prast, óste está obligado á 
pagar la contribución correspondiente á cada una 

eellas, con arreglo al art. 39 del citado reglamen- 
to (1)..., puesto que los dos conceptos por que debe 
contribuir el demandante se hallan consignados en 
las tarifas 3.* y 4.*, sin que le comprendan las excep- 
ciones allí expresadas. (Sent. 18 Diciembre 1891.-—(Ga- 
celta 9 Septiembre 1892, p. 440.) 


Fabricantes de dulces y con- 


24 Diciembro 1891. Reclamaciones de agravios. 


Verificada con intervención de la Administración 
y de todos los industriales la clasificación y reparto 
de cuotas entre éstos cuando el gremio lv componen 
menos de dies individuos, se hace imposible toda 
reclamación de agravios formulada ulteriormente 
por uno de ellos, y mucho menos si el reclamante no 
justifica que el agravio excede del 15 por 100 de las 
utilidades.—Contra tales repartos no cabe otra re- 
clamación que la de nulidad (2). (Sent. 24 Diciembre 
de 19891.—Gac. 11 Septiembre 1899, p. 451.) 


—Otro caso muy análogo: Sent. 19 Abril 1892.— Ga - 
ceta 5 de Noviembre, p. 199 


29 Diciembre 1891. Empresas mercantiles que 


contratan el suministro de metales finos con destino á la 
Casa de la Moneda. 


Denunciado al Ministerio de Hacienda el hecho 
de no satisfacer los contratistas de pastas de plata 
el medio por 100 señalado á esta industria por el re- 
glamento de la contribución industrial, se adopta- 
ron por el Ministerio algunas prevenciones consis- 
tentes en manifestar á los licitadores, entre los que 
se encontraba 8l Banco de España, que el rematan- 
te había de satisfacer aquella cuota en concepto de 
contribución industrial. Impugnando el Banco esta 
as solicitó se le declarase exento del pago 

e dicho impuesto, á lo cual se opusieron la Direc- 
ción general ue lo Contencioso y la Intervención, 
expidiéndose, de conformidad con los dictámenes 
de estos Centros, R. O, en 28 Agosto 1884. Contra la 
anterior resolución dedujo demanda en vía conten- 
ciosa la Sociedad Unión Bank of Spain and England, 
la cual se desestima con vista del art. 39 del regla- 


(1, El art. 89 del reglamento de 1883, es el 22 del de 28 
Mayo 1896. 


(3, Véanse los arts. 100 y 101 del reglamento vigente 
de 29 Mayo 1836. 





mento de 13 de Julio de 1882 (1), y del núm. 2.* de la 
tarifa 2.?: 

«...Considerando: que este artículo (1) es perfecta- 
mente aplicable 4 la Sociedad demandante, por- 
que... los contratos de suministros de pastas do pla- 
ta no se encuentran comprendidos dentro de las ex- 
cepciones consignadas en las referidas tarifas: 

Considerando: que no es atribución exclusiva de 
la Sociedad demandante la do proveer al Gobierno 
de metales finos para la acuñación de la moneda, 
porque óste es un servicio público qne se realiza 
por medio de subasta, á la que pueden concurrir 
cuantos particulares y Sociedades se encuentren en 
condiciones de poder prestar este servicio: 

Considerando: que la Sociedad Unión Bank of 
Spain and England, al concurrir á estas subastas, es 
un postor como otro cualquiera, de igual condición, 
que acude pretendiendo la adjudicación de un ser- 
vicio, por el que el adjudicatario, cualquiera que 
sea, debe satisfacer el impuesto fijado en el número 
2 0de la tarifa 2.2 (2)..., (Sent. 29 Diciembre 1891.— 
Gac. 12 Septiembre 1892, p. 470.) 


18% Febrero 1898. Venta de géneros al por menor 
por comerciantes matriculados como vendedores al por 
mayor. 


Este hecho constituye defraudación punible, y, en 
tal concepto, debe ser corregido admivistrativa- 


mente (3). (T. C. A., Sent. 12 Febrero 1892.—Gac. 25 
Septiembre, p. 61.) 


13 Fobroro 16998. El hecho aislado de remitir dife- 
rentes mercancias d un mismo consignatario no arguye 
el ejercicio de la industria de comis:onista, y menos si no 
se justifica que por ello obtenga el cargador lucro alguno. 


Deja sin efecto el T. C. A. una Real orden que dis- 
puso la inclusión del actor en tarifa como comisio- 
nista y el pago de las responsabilidades consiguien- 
tes á la defraudación de que se le suponia anutor, y 
establece: 

«Que la contribución industrial, por su esencia y 
en armonía con las disposiciones vigentes, sólo pue- 
de recaer y exigirse por el ejercicio de aquellas in- 
dustrias, profesiones, artes y oficios en los cuales se 
obtenga lucro ó granjería: 

Que el hecho aislado de remitir diferentes parti- 
das de lana á un mismo consignatario no es por gi 
solo suficiente para suponer que se ejerza la indus- 
tria de comisionista, máxime si se tiene en cuenta 
que no se ha justificado en el expediente que... ob- 
tuviese un lucro ó ganacia por efectuar dichas re- 
mesas: 

Y que por estas razones falta la base esencial para 
exigir el ce e y la Real orden impugnada cau- 
sa un agravio de derechos al suponer á... defrauda.- 
dor, imponiéndole las multas y recargos corres- 

ondientes.» (Sent. 13 Febrero 1892.—Gacs. 25 y Y 
Beoptiembre, p. 70.) 


20 Febrero 1899. Los recargos para atenciones 
municipales y gastos de cobranza, autorizados por la ley 
de 18 de Junio de 1885 y por el R. D. de 23 de Febrero de 
1886, sólo pueden exigiree sobre la cuarta parte de la 
cuota de tarifa y con sujeción al tipo señalado en dicha 
ley, que no ha sido ni podido ser derogado por el Real 
decreto. 


Esta sentencia, publicada en las Gacetas de 23 y M 
de Septiembre de 1892, p. 62, reproduce á la letra y 
sin alteración alguna la docirina que estableció el 
T.C. A. en la de 27 de Mayo de 1891, inserta en el 
APÉNDICE del propio año, p. 82%, y en CONTRIBUCIÓN 
INDUSTRIAL dela 5.* edición del Diccionario. El caso 
entonces resuelto sólo difiere del actual cn que 
aquél se produjo en virtud de reclamación del Ban- 
co de España, y óste ha surgido como consecuencia 
de otra entablada por el Banco Hipotecario.—Véase 
también la sent. de 22 Diciembre 1893 (Ar. 1894, pá- 
gina 829). 

29 Febrero 1898. El ejercicio de una industria 
distinta de la declarada es caso de defraudación. , 

Probado que el demandante venía ejerciendo la 





(1) El art. 89 del Reg. de 18 de Julio de 1882 es el 22 
del vigente de 28 Mayo de 1836. ! 

(2) Hoy contribuyen los contratistas con la cuota de 
0'60 por 100, fijada en el núm, 3, tarifa 2.* de las unidas 
al Reg'. de 1896. (AP., p. 301.) a 

(3) Véuse el núm. 47, tarifa 2.* de las unidas al re- 
glamento de 1896 (p. 304). 
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industria de criador y exportador de vinos, y sin 
embargo «contribuía sólo como comerciante, existe 
defraudación; y la Real orden impugnada, al deola- 
rarlo así ó imponerle la correspondiente penalidad, 
so halla ajustada á derecho, y en nada infringe los 
preceptos que regulan la exacción de la contribu- 
ción industrial». (Sent. 29 Febrero 1892.—Gac. Y Octn- 
bre, Pp. 99.) 


29 Abril 1899. No puede imponerse el recargo del 5 
por 100 sobre los beneficios que las Compuñías de ferro- 
carriles reportan d sus accionistas. 


El Ayuntamiento de Madrid reprodujo ante el 
T.C. A. una solicitud que le había sido denegada 
en vía gubernativa, y en que pretendía la declara- 
ción de hallarse sometida al recargo municipal de 
18 por 100, conforme á la ley de 31 Diciembre 1881, la 
cuota del 5 por 100 girada á la Compañía del ferro- 
carril del Norte sobre las utilidades que repartió 4 
sus accionistas. El Tribunal absuelve á la Adminis- 
tración: 

«Considerando: que la cuestión que se ha de resol- 
ver es puramente de derecho y se reduce á determi- 
nar si la Compañía de los ferrocarriles del Norte 
está obligada á pagar al Ayuntamiento de Madrid, 
en concepto de recargo municipal, el 18 por 100 de la 
cuota que correspondió f dicha Compañía por el 
subsidio industrial de 5 por 100 impuesto sobre los 
beneficios repartidos á sus accionistas como atili- 
dades del año natural de 1882: 

Considerando: que al establecer el art. 9. de la loy 
de presupuestos de 21 de Julio de 1878, que las Com- 

eñias de ferrocarriles satisfarían por impuesto in- 

ustrial el 5 por 100 de los beneficios líquidos que re- 
partiesen á sus accionistas, declaró que este impues- 
to no podía ser gravado con recargo alguno: 

Considerado: que dicho precepto legislativo no 
fué derogado por la ley de bases de 31 de Diciembre 
de 1881, ni por el reglamento de igual fecha para la 
administración y cobranza de la contribución in- 
dustrial. poxque el art. 1. de la ley sólo autorizó al 
Gobierno para reformar el reglamento y las tarifas 
entonces vigentes, y el art. 2. de la misma, al auto- 
rizar á los Ayuntamientos para recargar las cuotas 
en un 18 por 100, no pudo referirse á otras cuotas 
que á las que legalmente venian recargándose para 
atenciones municipales, sin extender la imposición 
del recargo á las que por la ley estaban excep- 
tuadas: , 

Considerando: que si la repetida ley no autorizó 
al Gobierno para derogar el art.9” de la de presn- 
puestos de 1878, no es posible que lo derogara el re- 

lamento de 1881, ni el de 1892, puesto que ambos se 
derivan de aquella autorización.» (Sent. de 29 Abril 
de 1992.—Gac. 8 Noviembre, p. 919) 


5 Mayo 1693. 
ción por gas. 

El pago de la cuota que satisfagan conforme al 
número 4? de la tarifa 2.”, no les dispensa de pagar 
las correspondientes á las industrias de transporte 
de carbón y almacenistas del mismo, cuando consta 
nos las ejercen. (T. C. A., Sent, h Mayo 1892.—Gac. 11 

oviembre, p. 229.) 


Compañías de alumbrado y calefac- 


CONTRIBUCIÓN INDUSTRIAL EN UL. 
TRAMAR. Elart. 7.” do la ley de presupuestos 
do Cuba de 80 Junio 1892, en su núm, 7., y ol ar- 
tículo 4. de la de Puerto Rico do la misma fo- 
cha, en el núm. 2.”, autorizaron al Gobierno para 
modificar ol reglamento y tarifas de la contribu- 
ción industrial. En consonancia con estas dispo- 
siciones, se expidieron dos Reales decretos, uno 
de 7 y otro de 14 de Julio del mismo año, apro- 

,bando rospectivamente los reglamontos y tari- 
fas que habían de regir en una y otra isla. (Qa- 
cetas 8 y 23 Julio.) Los de Cuba fueron sustituí- 
dos por otros sancionados en 12de Mayo de 1893, 
publicados on la Gaceta de 19 del mismo año. Los 
de Puerto Rico tampoco conservan su vigor, 
pues después de suspendida su aplicación por 
Real orden do 19 Diciembre 1892 (Gac. 22 1d.) fue- 
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ron reemplazados por los de 9 Junio 189% (Qace- 
ta 17 ídem). 

—Véanse otras disposiciones citadas bajo el 
epígrafe CONTRIBUCIÓN INDUSTRIAL DE ULTRAMAR, 
en los RePErTORIOS alfabéóticos de 1893, 1894, ete. 


Jurisprudencia. 


18 Diciembre 18941. Contribución industrial sobre 
las utilidades del Banco Español de la isla de Cuba. 

Vistos los arts. 4. de la ley de presupuestos de 5 
de Junio de 1880 y 1.? del R. D. de 24 Agosto 1878, falla 
un pleito el T. de lo C. A. declarando que «el Banco 
Español de la isla de Cuba está obligado á satisfa- 
cer desde 12 Agosto 1882 en adelante la contribución 
industrial correspondiente por los intereses y ren- 
dimientos de toda especie que obtenga de las obli- 
gaciones del empréstito emitido por el Tesoro de la 
isla de Cuba, en virtud del Real decreto de 94 Agos: 
to 1878». Como fundamento establece el Tribunal 
que «el Banco Español de la isla de Cuba está obli- 
gado á comprender entre sus utilidades líquidas, 

ars los efectos de la contribución industrial, los 
intereses producidos por las obligaciones del em- 
préstito de 25 millones de pesos emitidos por el Te- 
soro de dicha isla; pero la Administración no puede 
reclamar el pago de atrasos por tributos no repar- 
tidos cuando se acredita que el contribuyente no es 
culpable de tal omisión». (Sent. 18 Diciembre 1891.— 
Gac. 10 Septiembre 1892.) 


24 Diciembro 1891. Defraudadores de la contri- 
bución industrial en Filipinas. 

«A tenor de lo dispuesto en el reglamento de 28 de 
Febrero de 1887, dictado para la imposición y co- 
branza de la contribución indastrial en el archi- 
piélago filipino, el interesado que deja de partici- 
par á la Hacienda la industria á que se dedica y no 
solicita á tiempo su inclusión en la matrícula res- 
pectiva, debe considerarse como defraudador de di- 
cho impuesto.» (Sent. 24 Diciembre 1891.—Gacs. 11 y 
12 Septiembre 1892, p. 456.) 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. (De in- 
muebles, cultivo y ganaderia.) La legisla- 
ción, jurisprudencia y doctrina relativas á esta 
materia, quedan compiladas en el Diccionario, 
tomo ITI, ps. 689 á 908. Con postorioridad se han 
dictado importantes disposiciones para promo: 
ver el descubrimiento de la riqueza oculta (Rea- 
les decretos 4 y 28 Febrero 1893), separar la re- 
caudación correspondiente á la rústica, á la ur: 
bana y á la pecuaria (loy de presupuestos 5 de 
Agosto 1898, arts. 2D 4 31, y reglamonto para la 
contribución de edificios y solares do 24 Enero 
do 1894), rectificar las cartillas evaluatorias y 
reducir los tipos de imposición (leyes 17 Julio y 
R. D. 14 Agosto 1895, y leyes 21 y 30 Agosto 180, 
art. 1.%), y otorgar exoncionos y perdones de cuo- 
tas (loy 18 Marzo 1895, art. 13, ley y R. D. de 16, 
y ley do presupuestos de 30 Junio 1895, art. 41). 

Durante el año 18% so dictaron las siguientes 
disposicionos: 

R. D. 12 Diciembre 1891. 


Estableciendo que, conforme al párr. 3.2 del art. 49 del 
reglamento de 30 de Septiembre de 1885, no son compo- 
tentes las Comisiones de evaluación, sino las Delegacio- 
nes de Haciendo, para resolver las variaciones que pro- 
duzcan modificación del liquido imponible por que las 
fincas estén amillaradas. 

(DIR. GEN. DE CONT. DIRECTAS.) Extracto.—Don 
Eulogio Narbón acudió á la Administración de 
Contribuciones de la provincia reclamando del 
aumento de riqueza señalado á una finca de su 

ropiedad, y pasada la instancia á la Comisión 
do evaluación correspondiente, justificó ósta su 
acuerdo en el alquiler anual soñalado á una de 
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las habitaciones de dicha finca. Desestimado el 
recurso por la Administración de Contribucio- 
nes, apeló el interesado para ante la Delegación 
de Hacienda, que revocó el fallo apelado; contra 
cuya determinación, la Comisión de evaluación 
recurrió ante la Dirección general de Contribu- 
eiones directas, que resuelve en los siguientes 
términos: 

«Considerando que es un hecho probado que la 
Comisión de evaluación de Colmenar Viejo, por 
su piOnIa iniciativa, al formar el apéndice al 
amillaramiento para el ejercicio corriente, alte- 
ró la riqueza imponible con que venía figurando 
el contribuyente D. Eulogio Narbón:; 

Considerando que el art. 50 del citado regla- 
mento de 30 de Septiembre de 1885, no faculta á 
las Comisiones de evaluación para comprender 
en los apéndices á los amillaramientos más va- 
riaciones que las designadas en los párrafos pri- 
mero, cuarto y octavo, siempre que no produzcan 
alteración en el líquido imponible por que las 
fincas estén amillaradas, y la do que se trata es 
de las comprendidas en el párrafo tercero dol ar- 
tículo 49 y do las que alteran la riqueza: 

Considerando que, dadas esas circunstancias, 
la misión de la Comisión de Colmenar estaba li- 
mitada á incoar expediente, proponiendo el au- 
mento que correspondiere á dicha finca urbana 
por el mayor producto en renta, dando audiencia 
al propietario y elevando las diligencias á esa 
Delegación, que es la llamada por el art. 52 del 
mismo reglamento á resolver en primera instan- 
cia esta clase de variaciones: 

Considerando quo hecha la alteración en el lí- 
quido imponible de un contribuyente por quien 
no tenía atribuciones para ello, no puede privar- 
se al agraviado de acudir en cualquier REmpO 
contra una resolución nula desde su origen, y la 
que en todo caso no pudo conocer con la oportu- 
nidad debida por cuanto no se había dado au- 
diencia; 

Esta Dirección general ha acordado confirmar 
el fallo dictado en 29 de Agosto último por esa 
Delegación, y desestimar el recurso de alzada 
contra el mismo interpuesto por la Comisión de 
evaluación de Colmenar Viejo, sin perjuicio del 
debor en que está dicha Corporación, represen- 
tada hoy por el Municipio y Junta pericial, de 
incoar el oportuno expediente, proponiendo que 
se lleve al primer apéndice que se forme el au- 
mento de riqueza que proceda corresponder á la 
finca urbana de que se trata, quo elovará á esa 
Delegación para la resolución en primera ins- 
tancia que proceda.» (Resol. 12 Diciembre 1891 
comunicada por el delegado de Hacienda en 18 
de Enero 1892.—Bol. of. de Madrid.) 


Circ. 10 Abril 1892, 
Prevenciones dá los delegados de Hacienda, sobre las re- 
clamaciones de Ayuntamientos para formar nuevos 
amillaramientos y rectificación de los mismos, etc. 


(Dir. GEN. DR CONTRIBUCIONES.) «Desde hace 
algún tiempo viene recibiendo esta Dirección ge- 
neral frecuentos instancias de Ayuntamientos 
y Juntas periciales, que solicitan autorización 
para formar nuevos amillaramientos... 

De las mencionadas instancias se desprende 
que las Corporaciones reclamantes olvidan las 

isposiciones contenidas en el reglamento de 80 
de Septiembre de 1885, sobre reparto y adminis- 
tración de la contribución de inmuebles, cultivo 
y ganadería, porque si las tuvieran presentes, 
observarían que forman un conjunto armónico 

ue sirve, no sólo para conservar y perfeccionar 

a estadística, sino también para crearla donde 
no exista, bastando para ello la depuración par- 
cial de la riqueza en virtud de los oxpedientos 
de alteración, que deben instruirse de oficio ó á 
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petición de parte, y cuyo trabajo paulatino, pero 
constante, y por ambas razones fácilmente prac- 
ticable, ofrece, bajo este aspecto, ventaja mani- 
fiesta, sobre la rectificación general de los ami- 
laramiontos. 

El examen de aquellas prescripciones lo evi- 
dencia... (Se recuerdan á continuación los si- 
po preceptos del Reg. de 30 de Soptiembre 

e 1885: párr. 2.”, disposición primera transito- 
ria, art. 48, y párr. 1.” de la mencionada disposi- 
ción transitoria, y art. 50, y luego continúa la 
circular:) 

Cuando se proceda á instancia do parte, el 
Ayuntamiento ó la Comisión de avalúo no pue- 
den demorar sus resoluciones por más de ocho 
días, á contar desde el siguiente al en que se pre- 
sente la reclamación. Esta será documentada; 

ro debe tenerse en cuenta que no es requisito 
indispensable acompañar los títulos de dominio, 
sino que basta la declaración en que los intere- 
sados manifiesten no tenerlos, por haberse veri- 
ficado la adquisición sin hacerse constar en do- 
cumento público ó privado, con la nota que acre- 
dite siempre el pago ó la exención del impuesto 
de derechos reales y transmisión de bienes. La 
Junta ó la Comisión respectiva tomará razón de 
los documentos en que aparezca la transforen- 
cia, reunión ó división de fincas, y los devolverá 
bajo recibo al presentador; pero conservará las 
declaraciones mencionadas cuando se presenten 
por falta de aquéllos. 

Si las variaciones se promueven de oficio, los 
Ayuntamientos ó las Comisiones exigirán á los 
interesados los mismos documentos, y de no 
presentarlos en el término que se les señale, lo 
pondrán en conocimiento de la Administración 
provincial, indicando los motivos de la altera- 
ción proyectada. La Administración señalará 
un nuevo plazo; y si tampoco se presentasen don- 
tro de él los documentos expresados, tomará, 
los informes y hará unir al expediente los jus- 
tificantes que sea posible acerca del particular, 
decrotará la variación, si corresponde, comuni- 
cándolo á la Comisión ó Junta para los efectos 
reglamentarios, y acordará lo que proceda con 
relación á la falta de pago de los derechos de 
traslación de dominio. 

Con arreglo al art. 52, las demás variaciones, 
y tambión las que produzcan alteración del lí- 
quido imponible, aunque se originen de trans- 
misión de fincas, reunión ó división de horeda- 
des y terminación de exenciones, se acordarán 
en primera instancia por la Administración pro- 
vincial en virtud de expodionte, cuya instruc- 
ción incumbe al Ayuntamiento y Junta ó á la 
Comisión de evaluación respectiva. Como los 
anteriormente expresados, estos expedientos po- 
drán incoarse á instancia de parte y por inicia- 
tiva de aquellas Corporaciones; pero en este se- 
gundo caso es requisito esencial dar audiencia 
á los interesados y llenar los demás trámitos y 
circunstancias que determinan el art. 53 y sub- 
siguientes del reglamento, el cual, en el art. 68, 
facilita la ejecución de estos trabajos, autori- 
zando á las referidas Juntas y Comisiones para 
hacer comparecer ante las mismas, con el fin de 
pedirles explicaciones, á los propietarios, admi- 
nistradores, arrendatarios, colonos ó inquilinos 
de las fincas, así como á los ganaderos; y para 
exigirles, cuando lo estimen oportuno, relacio- 
nes ó declaraciones yo de los bienes que 
disfruten, y.los demás documentos que posean 
y convengan al esclarecimiento de la verdadera 
riqueza que dichos bienes representen. 

isponon, pues, los Ayuntamientos de medios 
eficaces para conservar, rectificar y crear, don- 
de faltaro, la estadística territorial y pecuaria; 
para conocer los verdaderos dueños de estos 
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elementos imponibles y expedir las cortificacio- 
nes catastrales cuando sea preciso perseguirlos 
como deudores, para traer á la tributación la 
riqueza oculta y aumentar las evaluaciones de- 
ficientes; para anular las que correspondan á la 
riqueza destruida, y para reducirá justos lí- 
mites las que excedieron do la verdadera pro: 
ducción, por las causas anteriormento enume- 
radas. 

Y no sirvo decir que la aglomeración de los 
apéndices durante muchos años hace dificil en- 
tenderlos y utilizarlos para formar los repar- 
tos, pues el reglamento ha previsto semejante 
dificultad, y la ha salvado declarando en el ar- 
tículo 46 que los amillaramientos son perpetuos, 
que su rectificación general se hará en los plazos 
marcados ó que se marquen por Jas leyes, y que 
cada cinco años deben ser refundidos el amilla- 
ramiento y los apéndices del quinquenio, sin al- 
torar la riqueza individual ni la total que en 
ellos aparezca. 

Cierto es que la refundición ofrecería obstácu- 
los, tal vez insuperables, si se pretendieso que 
el primer amillaramiento refundido contuviera 
el pormenor de la riqueza de cada uno de los 
contribuyentes; pero con arreglo al sentido 
tendencia del art. 10 del reglamento sobre recti- 
ficación de amillaramiontos (que también lleva, 
la focha do 30 do Septiembro de 1885, y cuya eje- 
cución se halla en suspenso), las Juntas pericia- 
les y las Comisiones do avalúo pueden limitar 
sus trabajos á consignar en cada refundición la 
riqueza individualizada á virtud de los expe- 
dientos reglamentarios instruidos en el auin- 
quenio, y las noticias más ó menos completas 
dos contenga el anterior amillaramiento, 0 á 

alta de éste, el imponible con que los interesa- 

dos aparezcan en el último reparto, aun ue, por 
carecer do mejores datos, no sea posible detallar 
los elementos de imposición, cuyo fin debe lo- 
grarse por completo en los apéndices posterio- 
res, promoviendo con actividad la instrucción 
de aquellos expedientes de tal modo que en la 
siguiente refundición se haya subsanado toda 
deficiencia, y en especial las ocultaciones, que 
son denunciables perpetuamente con arroglo al 
art. 45 del reglamento de la contribución, 

El descubrimiento de ocultaciones no sólo es 
atribución do los Ayuntamientos y Juntas pori- 
ciales (pár. 5.” del art. 48), y condición esencial 
siempro para la justa distribución do las cargas 
públicas, sino que además ofrece importante 
conveniencia, evitando comprobaciones pericia- 
les y la responsabilidad que muchas veces oca.- 
sionan. Doclarada de cupo fijo la contribución 
de inmuebles, cultivo y ganadería por el art, 7.? 
de la ley do 18 de Junio de 1885, resulta que las 
bajas individuales no pueden generalmente ser 
tomadas en cuenta para reducir el cupo del Mu- 
nicipio, y de aquí la necesidad de compensarlas 
con los aumentos que produzca la riqueza des- 
cubierta, puesto que, de lo contrario, ol grava- 
men excedería del tipo legal, cuya circunstan- 
cia hace inevitable siempre la reclamación ex- 
traordinaria de agravio y la comprobación so- 
bro el terreno, en su caso, con arroglo á los 
arts. 70, 112, 118 y demás prescripciones regla- 
mentarias, mientras que dichos aumentos, cuan- 
do no quedan noutralizados por las bajas, redu- 
cen el gravamen en beneficio de los contribu- 
es sin elevar la cantidad exigible para el 

esoro. 

En atención á las considoraciones anterioros, 
esta Dirección general ha dispuesto remitir á 
las Delegaciones de Hacienda las reclamaciones 
que se hallan pendientes en solicitud de autori- 
zación para formar nuevos amillaramientos, á 
fin do que se haga entendor á las Corporaciones 


que las han promovido, y en genoral á todos los 
Ayuntamientos y Juntas periciales: in 

1. Que, siguiendo los procedimientos indica- 
dos, puedon y deben conservar, rectificar y per- 
feccionar constantemente los amillaramientos 

ue so hallan vigentes en la actualidad, y los 
detos que están considerados como tales por la 
disposición primera transitoria del reglamento 
de la contribución. 

2. Que dichas Corporaciones contracn res- 
ponsabilidad, y habrá do serles exigida por es- 
tas oficinas con todo rigor, si, conociendo ó de- 
biendo conocer la riqueza oculta ó mal evalua- 
da, dejaren de amillararla totalmente. 

3. Que no deben proponer aumento alguno 
en las evaluaciones individuales sin antes haber 
oído á los interesados en la forma establecida, 
y que estos aumentos, así como las bajas que los 
contribuyentes justifiquen, requieren siompro la, 
aprobación de la Administración provincial. 

4. Que las referidas bajas no producen ol 
efecto de disminuir la riqueza del término mu- 
Dicipal ni su cupo, á no ser que hayan sido dis- 
puestas por este Centro, ó que las Corporacio- 
nes locales interpongan, bajo su responsabili- 
dad, y con todos los requisitos indispensables, 
lanocesaria reclamación extraordinariadeagra- 
vio. 

Y 5. Que los aumentos, bajas, transferen- 
cias y demás alteraciones do la riqueza han de 
figurar en los apóndices anuales, que han debido 
y deben refundirse con el último amillaramiento 
por quinquenios, á partir desde 1. de Julio de 
1885.» (Bol. ofic. de Madrid.) 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892. 


Recargos para reintegrar al Tesoro el exceso que ocasio- 
na la Guardia civil (1). Recaudación de las contribu- 
ciones territorial, industrial y de minas. 


«Art. 27. La recaudación do las contribucio- 
nes de inmuobles, cultivo y ganadería, indus- 
trial y do comercio y de minas, y el procedi- 
miento de apremio para hacerlas efectivas, po- 
drán ser ejercidos por unos mismos funcionarios 
ó contratistas, con el premio que determine, se- 

ún las conveniencias del servicio, el Ministro 
de Hacienda, quedando en este sentido modifi- 
cados los arts. 1. y 5. de la ley de 12 de Mayo 
de 1888 y el 16 de la de presupuestos do 29 de Ju- 
nio do 1890. 


Jurisprudencia. 


R. D. 318 Octubre 189?. Competencia en los deli- 
tos de falsedad y defraudación con motivo de reparti- 
mientos de la contribución. 


El hecho de intercalar en el repartimiento de la 
contribución territorial á un contribuyente cuya 
cuota no figura en las sumas parcial y total de la 
hoja del repartimiento, ni en las listas cobratorias 
y recibos talonarios, puede constituir los delitos de 
falsedad y defraudación, siendo aquél de la compe- 
tencia de los Tribunales ordinarios por no tener la 
Administración que resolver cuestión alguna pre- 
via ni estár el castigo del mismo reservado por ley 
alguna á las antoridades administrativas; y en 
cuanto á la defraudación, el conocimiento y casti- 
go de tal hecho está tambión reservado por la ley 

los Tribunales, y pasado á éstos por la Delegación 
de Hacienda de la provincia el tanto de culpa, pre- 
via la instrucción del oportuno expediente guber- 
nativo, esindudable que las cuestiones que la Ad- 
ministración debía resolver, y que podían influir 
en el fallo que en su día dicten los Tribunales de 





(1) El art. 23 de esta misma ley de a dj dis- 
puso que los recursos necesarios para el pago de la Guar- 
dia civil se incluyesen en los repartimientos de la contri- 
bución territorial (V. GUARDIA CIVIL); y el art. 28 de la. 
ley de ensanche de Madrid y Barcelona concede exencio. 
nes de la contribucion territorial. Está inserta en POLt- 
CÍA MUNICIPAL, » 
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justicia, lo fueron ya en el referido expediente y en 
el hecho de hacerse la denuncia con que dió princi- 
pio el proceso. (R. D. 31 Octubre 1892.— Gac. 11 No- 
viembre.) 


CONVENTOS Y CORPORACIONES RELI- 
GIOSAS. V. CEMENTERIOS: DEUDA PÚBLICA. 


CORDELES. V. ServiDUMBRES PÚBLICAS. 


CORREOS. Ala legislación contenida en el 
Diccionario, t. 111, ps. 919 á 988 sólo hay que adi- 
cionar en este ArénDICE las siguientes disposi- 
ciones: 


E. D. 14 Enero 1892 
Instrucción para los contratos administrativos sobre ser- 
vicios dependientes de la Dirección general de Comuní- 
caciones. 

Esta instrucción que dicta disposiciones sobre 
solemnidades de subastas para dichos servicios, 
etcétera, etc., se inserta en CoNTRATOS ADMINIS- 
TRATIVOS. 


RE. 0. 2% Marzo 1892. 
Disfrute de las consecuencias legales de los ascensos en los 
Cuerpos de Correos y Telégrafos. 
(GoB.) «Habiéndose aplicado en varios casos 
ara los ascensos de los funcionarios del Cuerpo 
e Telégrafos las reglas dictadas por Real orden 
expedida por el Ministerio de Fomento en 22 de 
Diciembre de 1884, para los ascensos en el Cuer- 
po de Ingenieros (1)... y resultando de su aplica- 
ción que antes de tomar pososión del cargo á 
que se les promueve disfruten las ventajas con- 
E hear al ascenso sin las responsabilidades 
inherentes á la superioridad de su nueva cate- 

oría, por lo que la citada Real orden ha sido 

sde a por otra de 1. de Febrero próximo 
pasado; 


) 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombro la Reina Re- 

ente del Reino, se ha servido disponer que en 
o sucesivo las consecuencias naturales de los 
ascensos, tanto en el Cuerpo de Correos como en 
el de Telégrafos, cualquiera que sea la fecha en 
que se expidan los nombramientos de los funcio- 
narios á quienes corresponden, no sean efecti- 
vos hasta el día en que se posesionen del nuevo 
destino que obtengan en el Cuerpo á que rospec- 
tivamente ltd siempre que lo verifi- 

ven en el plazo reglamentario.» (R. O. 26 Marzo 

e 1892.—(Gac. 3 Abril.) 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892, 
Limitación de la franquicia postal. 


«Art. 14. Desdo la publicación deesta ley que- 
da prohibida la circulación sin el timbre de co- 
rreos en todos los de España á otros pliegos, 
cartas ó paquetes us los do la correspondencia 
oficial que hayan llenado los requisitos exigidos 
por los reglamentos. Las infracciones que come- 
tan los funcionarios del ramo de Comunicacio- 
nés serán castigadas con la multa de 50 pesetas, 
que en ningún caso será condonada (2).» 


R. 0. 20 Julio 1893. 
Plantillas, 


(Gon.) (Se reduce el decreto á hacer econo- 
mías introduciendo modificaciones en las plan- 
tillas del personal de la Dirección de Correos 
Telégrafos, y de la Administración provincial, 


(1) A su vez esta Real orden se ha derogado en 1." de 
Febrero de 1893. 

(2) La franquicia postal para los senadores y diputa- 
dos se ha restablecido por la ley de 25 de Marzo de 18965 
(AP., p. 187). Se han concedido además otras que hemos 
registrado bajo el spigrafe Correos de los APÉNDICES 
posteriores. 


con un estado de distribución por conceptos del 
crédito para indemnizaciones á uno y otro per- 
sonal.) (Gac. 31 Julio.) 


RB. D. 7 Octubre 1892. 


Estableciendo la separación de los servicios telegráfico y 
postal en las capitales de provincia y en otras Adminis- 
traciones, y dictando medidas encaminadas á la orga- 
nización y d fijar los derechos de los funcionarios. 


(Go.) «Exposición.—Señora: Como reforma 
de carácter meramente administrativo, aunque 
orgánico, viene intentándose por diferentes Go- 
biernos la fusión de los servicios de Correos y 
Telégrafos... 

La planteó por vez primera el D. de 24 de Mar- 
zo de 1869, estimando análogas las condiciones 
6 indóntica la índole de ambos servicios. Negó 
ese concepto fundamental el D. de 5 de Junio de 
1870, considorando aquellos organismos distin- 
tos en sus peculiares necesidades y respectivos 

rocedimientos, de donde derivaba la imposibi- 
idad de que la fusión llegue á ser completa y la 
conveniencia de que, conservando cada servició 
su propia esfera de acción, so presten recipro- 
co auxilio en puntos de notoria analogía y do 
-somún interés. Otro D. de 13 de Septiembre de 
1871, derogatorio del de Marzo de 1569, llegó á 
declarar que, por las diferencias esenciales en 
los procedimientos de uno y otro medio de co- 
municación, os la fusión una rémora para el me- 
jor servicio. Por último, con criterio mejor su- 
ordinado á la realidad, los Reales decretos de 
14 de Octubre de 1879 y 12 de Agosto de 1891 no 
señalan entre los Cuerpos de Correos y Telégra- 
fos otra relación que la identidad de su objeto 
y la natural analogía de sus medios. 

Semejante disparidad de juicios en punto tan 
esencial, os la corta vida de la fusión en- 
sayada en 1869, amenazada muy de cerca en 1870 
y derogada por completo en 1871. Cierto que el 
tiempo transcurrido y el esmero con que los dos 
Reales decretos últimamente citados prepara- 
ron el restablecimiento de aquel sistema han 
sido parte á que, si no la fusión propiamente di- 
cha, arraigue en la opinión la tendencia 4 rea- 
lizarla; pero aún se agregan como causas mo- 
deradoras de osta corriente la necesidad de sal- 
var los peculiares derechos y aun las legítimas 
esperanzas de los funcionarios de Correos y de 
Telégrafos y la convoniencia racional y práctl- 
ca de no exagerar por espiritu de sistema una 
medida que, si respondo á la naturaleza del ser- 
vicio y á su economía en numerosas dependen- 
cias, se hace difícilmente compatible con las 
exigencias de aquél en otras cuya importancia 
justifica y aun reclama una útil y también eco- 
nómica división del trabajo. 

Ya los decretos de 24 de Marzo y 29 de Octu- 
bro de 1869 advirtieron la nocesidad de respetar 
los derechos adquiridos, y con ellos la separa- 
ción del personal de una y otra procedencia, 
para no herir intereses de clases determinadas 

para no crear el germen de emulaciones tan 
irocuontes como funestas en los Cuerpos inamo- 
vibles. El Real decreto de 12 de Agosto de 1891, 
al restablecer el principio de la reunión de los 
servicios, no llegó á la del personal, declarando 
que el justo respeto á los derechos adquiridos 
y á las esperanzas legítimamente creadas, no 
aconsejan la fusión de ambos Cuerpos 4 impo- 
nen la conservación de sus distintos caracteres, 
manteniendo independientes los escalafones y 
separados los ascensos mientras existan emplea- 
dos de ambas procedencias, á los cuales sería, 
n0N violento fusionar. A ) 

demás, en el orden de las consideraciones 
circunstanciales ó de momento, se tuvo siempre 
en cuenta la conveniencia de aplicar preferon- 
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temente el personal á la especialidad de su pro- 
fesión; por lo que el decreto de 24 de Marzo de 

conservó el destinado exclusivamente al 
servicio de Correos, y dejó para más adelante la 
determinación del tiempo y manera en que los 
oficiales de aquel ramo habían de formar parte 
del Cuerpo de Comunicaciones. Fué éste consti- 
tuido por el decreto de 29 de Octubre de 1869, 
pero con dos ramas denominadas personal fa- 
cultativo de Telégrafos y personal administra- 
tivo de Comunicacionos, cuya coexistencia ex- 
cluyo la realidad de la fusión... 

Asimismo el Real decreto de 12 de Agosto de 
1891 sólo se propuso de Eras la simplifica- 
ción en los organismos, el mayor enlace posible 
en las funciones del personal y la unidad, hasta 
donde fuese posible mantenerla, en la Interven- 
ción, Contabilidad, Inspección y dependencias. 
Y realizó esta oportuna J qa ente limitación 
de su alcance de la actualidad disponiendo que 
los funcionarios de Correos y Telégrafos des- 
empeñaran por regla general el servicio que les 
concierne por su respectiva procedencia, sin 
perjuicio de que los jefes de las oficinas puedan 
ordenar que los de un Cuerpo auxilien á los del 
otro en la medida de su aptitud técnica para ello. 

Claramente demuestran los precedentes re- 
cuerdos que por exigir la verdadera fusión de 
los servicios unidad de procedencia, de conoci- 
mientos, de funciones, de derechos y de orga- 
nización de los empleados que ha de comprender, 
no cabe pasar de prepararla como viene hacién- 
dose desde el año 1869, en tanto que el Cuerpo 
de Correos y el de Telégrafos estén constituidos 
po funcionarios á quienes separa la total falta 

e aquellas notas esonciales de la unificación. 
Para tales trabajos preparatorios es el tiempo 
factor indispensable, y por ello á su concurso 
reforzado por la aproximación de las personas 
y cierta discreta compenetración de las funcio- 
nes administrativas se encomendó más ó menos 
en todas las citadas disposiciones, la lima de las 
" asperezas, el olvido de las procedencias y la ni- 
velación de las aptitudes, para llegar pausada 
pero seguramente á la unión orgánica de los 
- servicios. 

Al cabo de veintidós años de sucesivos inten- 
tos y pasados trece desde el último felicisimo 
ensayo realizado en virtud del Real decreto de 
14 de Octubre de 1879, pudo y debió creerse lle- 

da la hora de avanzar en la tendencia, de tan 
arga focha iniciada, reuniendo á los actuales 
individuos de Correos y de Telégrafos bajo una 
sola jefatura y un mismo techo. 

Desgraciadamente, contra la previsión más 
exquisita y el cálculo más razonable, enseña la 
experiencia que la labor del tiempo no está bas- 
tante adelantada y denuncia en la vida común 
de los funcionarios de Correos y Telégrafos un 
progresivo malestar causado por el fácil des- 
acuerdo de las voluntades, por la inevitable 
oposición de clase y por el susceptible recelo de 
la losión del propio derecho, estímulos todos 
que, si no es de temer entibien en el porvenir la 
conciencia del deber, pueden dar ocasión á que 
se cumpla sin la satisfacción interior y el ánimo 
resuoclto, que son prenda segura del mejor ser- 
vicio allí donde, como por razones económicas 
frecuentemente acontece en los Cuerpos de Co- 
rreos y Telégrafos, el esfuerzo del personal no- 
cesita suplir la escasez de su número y la defi- 
ciencia de sus medios de acción. 

Para poner término á situación tan delicada 
no es ciertamente preciso ni sería posible el 
cambio radical verificado por el decreto de 13 do 
Septiembre de 1871 con relación al do 24 de Mar- 
z0 de 1869; basta modificar la reforma introduci- 
da por el Real decreto de 12 de Agosto do 1891 


y restaurar el prudente y acertadísimo régimen 
creado por el de 14 de Octubre de 1879. 

Cabe hacerlo no solamente dentro del impor- 
te de la plantilla mínima aprobada por Real 
decreto de 30 de Julio último, sino logrando la 
ventaja de dar estabilidad y porvenir á la clase 
de auxiliares permanentes sin perjuicio del per- 
sonal facultativo del Cuerpo de Telégrafos y 
con provecho del de Correos, al cual quedarán 
adscritos en número suficiente para completar 
su dotación, ocupando en ella, como en la de 
Telégrafos, por ahora y en el orden que señala- 
rán los reglamentos, las categorías de aspiran- 
tes primeros, segundos y terceros, y de aspiran- 
tes pos respectivamente, á reserva de ad- 
quirirlas de un modo definitivo por el oportuno 
examen. 

Para reformar de esta suerte la mencionada 
clase bastarán las disposiciones del adjunto 
Real decreto, facilitadas por la posibilidad de 
asignar al servicio postal el núcleo de auxilia- 
res permanentes á la sazón sin ocupación activa 
en Telégrafos, ó teniéndola no más que durante 
muy breve parte del año ó en estaciones á cuyo 
frente deben ponerse telegrafistas facultativos 
de plantilla... 

on lo expuesto y la distribución de cxpedien- 
tes que hoy radican en unos mismos Negociados 
do la Dirección general, se logrará el resta bleci- 
miento dol régimen que sancionó el BR. D., de 
14 de Octubre do 1879, satisfaciéndose la conve- 
niencia, por el mismo declarada, de unir el ser- 
vicio postal y el telegráfico en todos aquellos 
centros en que es notorio que unos mismos fun- 
cionarios pueden atender cumplidamente á am- 
bos medios de comunicación y soparándolos allí 
donde la cuantía del trabajo y la distinta pro- 
cedencia del personal demanda, por las razones 
y indicadas, reproducir en lo sustancial aque- 

a soberana disposición. 

Matería propia de reglamentos ya en Pa 
de próxima espera de la aprobación de V. M. es 
cuanto atañe á fijación de derechos, organiza- 
ción y funciones de los Cuerpos postal y tele- 
gráfico... 


REAL DECRETO (1) 


Artículo 1.2 El sorvicio de Correos en la Di- 
rección general, en las capitales de provincia, 
en las oficinas ambulantes y en las subalternas 
de Irún, Algeciras, Cartagena, Vigo, Ferrol, San 
Fernando, Santiago, Port-Bou y Venta de Ba- 
ños, se desempeñará con independencia del de 
Telégrafos, y ostará á cargo exclusivamente de 
los funcionarios adscritos al ramo de Correos. 

Art. 2.2? En todos los demás puntos donde 
existan estaciones telegráficas ó tolefónicas cos- 
teadas por el Estado, ó donde en adelanto se es- 
tablezcan, desempoñarán el servicio de Correos 
los funcionarios del Cuerpo de Tolégrafos. 

Art.3.? Las oficinas de Correos y de Telégra- 
fos que actualmonte se encuentran instaladas 
en un mismo local, continuarán en ól, si la se- 

aración de servicios lo consiente, señalándose 

a parte del edificio destinada á cada una. Cuan- 

do los locales no permitan aquella división, la 
Dirección general propondrá en cada caso las 
resoluciones procedentes para la instalación de 
las oficinas dentro de los créditos autorizados 
en el prosupuesto do gastos. 

Art. 4.2 La Dirocción general procurará ob- 
tener de los Ayuntamiontos en cuyo término 
exista ó se cstabltaco estación telegráfica ó te- 


(1) El criterio de pl Pdo á que responde este Real 
decreto se ha acentuado notablemente en el de 31 de Di- 
ciembre de 1898, que la establece de una manera todavía 
más amplia. (Véase en el AP. de 1896, p. 5.) 
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lefónica oficial de servicio limitado, el local ne- 
cesario para la instalación de las oficinas. 

Art.5.? Los créditos destinados en el presu- 

uesto vigente á obligaciones de Correos y Te- 
legrafos, se considerarán divididos para los efec- 
tos de orden interior de la Dirección general, 
separando los propios do uno y otro ramo, y dis- 
irmbuyendo los que aparezcan englobados en 
proporción á las atenciones de cada servicio. 

Art. 6.2 Pasarán al Cuerpo de Correos con 
las condiciones que fije el reglamento orgánico 
del mismo, y en número de 159, los auxiliares 

manentes no indispensables para el servicio 

su clase ó actualmente colocados en puntos 
donde puedan sor ventajosamente sustituidos 
por funcionarios del Cuerpo de Telégrafos. 

Art. 7.2 Los auxiliares permanentes no com- 
prendidos en el artículo anterior continuarán 
adscritos al servicio de telégrafos con los ros 
Os que determine el reglamento de este 

erpo. 

Art.8. El Ministro de la Gobernación orga- 
nizará las oficinas de la Dirección general sobre 
la base do la separación de servicios y someterá 
á mi aprobación los reglamentos de los Cuerpos 
de Correos y do Telégrafos. 

Art. 9. Quedan derogadas las disposiciones 
administrativas que se opongan á las consigna- 
das en el presente Roal decreto. 

Dado en Palacio á 7 de Octubro de 1892.—Ma- 
ria Cristina.—El Ministro de la Gobernación, 
os Fernández Villaverde.» (Gac. 14 Oc- 

8. | 


Convenio 4 Julio 1991-27:¡Mayo 1892. 


Convenio postal universal con su protocolo: Acuerdo 
sobre cambio de cartas: Y convenio sobre cambio de pa- 
ga postales con su protocolo, Armados en Viena d 4 

Julio de 1891, debidamente ratificados y cambiadas 
las ratificaciones en Viena el 27 de Mayo último. 


<Mini8TERIO DE EsTADO. —CANCILLERÍA 


A 

Convenio postal universal celebrado entre España 
y las Colonias españolas, Alemanía y los Protectorados 
slemanes, los Estados Unidos de América, la Repúbli- 
ca Argentina, Austria Hungría, Bélgica, Bolivia, Bra- 
sil, Bulgaria, Chile, República de Colombia, Estado in- 
l del Oongo, República de Costa Rica, Dina- 
marca y las Colonias danesas, República Dominicana, 
Egipto, el Ecuador, Francia y las Colonias francesas, 
ran Bretaña, y diversas Colonias británicas, las Colo- 
sias británicas de Australasia, el Canada, la India 
dritánica, Grecia, Guatemala, República de Haiti, Reino 
de Hawai, República de Honduras, Italia, Japón, Re- 
pública de Liberia, Luxemburgo, Méjico, Montenegro, 
Nicaragua, Noruega, Paraguay, Paises Bajos y las 
Colonias neerlandesas, Perú, Persia, Portugal y Colo- 
rías portuguesas, Rumanía, Rusia, El Salvador, la Ser- 
a Dóren de Ear e sudafricana, DN e 
z encia nez, Turquía, Urugua os Estados 

Unidos de Venezuela. IN 


Los infrascritos plonipotenciarios de los Go- 
biernos de los países anteriormente enumerados- 
reunidos en Congreso en Viena en virtud del ar- 
tículo 19 del convenio postal universal celebrado 
en París el 1. de Junio de 1878, han revisado el 
citado convenio, de común acuerdo y bajo reser- 
va de ratificación, así como tambión el acta adi- 
cional relativa á él extondida on Lisboa ol 21 do 

larzo de 1885 en conformidad con las disposi- 
ciones siguientes: 

Artículo 1.2 Los países antre los cuales se ha 
celebrado el presente convenio, así como tam- 
bién los que á él so adhieran on lo sucosivo, for- 
man, bajo la denominación de Unión Postal Uni- 
versal, un solo territorio postal para el cambio 
Pp de correspondencias entre sus oficinas 
de Correos. 

Art. 2.2 Las disposiciones de este convonio 


son extensivas á las cartas, á la tarjetas postales 
simples y con respuesta pagada, á los impresos 
do todas clases, á los papoles de negocios y á las 
muestras de comercio procedentes de uno de los 
países de la Unión y con destino á otro de estos 
países. Se aplican igualmente al cambio por co- 
rroo de los objetos citados antes ontre los países 
de la Unión y los paísos que no pertenecen á la, 
Unión, con tal do que este cambio utilico, por lo 
menos, los servicios de dos de las partes contra- 
tantos. 

Art.3.? 1. Las Administraciones de Correos 
de los países limítrofes ó de los que estén en ap- 
titud para corresponder directamente entre sí, 
sin utilizar los servicios de una tercera Admi- 
nistración, ostablecon, de común acuerdo, las 
condiciones de transporte de sus envíos recípro- 
cos á través do la frontera, ó entro una frontera 
y otra. 

2. Enel caso do no existir contrario acuerdo, 
so considerarán servicios terceros las conduc- 
ciones marítimas que directamente tengan lugar 
entre dos países por medio de vapores correos ó 
buques de la pertenencia de uno de ellos, y ostas 
conducciones, así como las que se ofectúon entre 
dos oficinas de un mismo país, por mediación de 
los servicios marítimos ó territoriales que depen- 
dan de otro país, quedan sometidas á las dispo- 
siciones del artículo siguiente. 

Art. 4. 1. La libertad del tránsito se halla 
garantida on todo el territorio de la Unión. 

En su consecuencia, las diferentes Admi- 
nistraciones de Correos de la Unión puedon ex- 
pese rocíprocamente, por mediación de una ó 

e varias do ellas, tanto pliegos cerrados, cuanto 
correspondencias al descubierto, si así lo exigen 
las necosidados del tráfico y las convoniencias 
del servicio postal. 

3. Las correspondencias que se cambien, asi 
al descubierto como en pliegos cerrados, entre 
dos Administracionos de la Unión, mediante los 
servicios de una ó de varias Administraciones 
de la Unión, quedan sujotas, en benoficio de cada 
uno de los países que recorran ó cuyos servicios 
so utilicen para ol transporte, á los siguientes 
gastos de tránsito, á sabor: 

1.2 Por el recorrido territorial, 2 francos por 
kilogramo de cartas ó tarjetas postales, y 25 cén- 
timos por kilogramo de otros objetos; 

2.2 Por el recorrido marítimo, 15 francos por 
kilogramo de cartas ó tarjotas postales, y 1 fran- 
co por kilogramo de otros objetos. 

4. Ha do tonerse siempre entendido: 

1.2 Que por los puntos en que el tránsito sea 
ya actualmonte gratuíto ó se hallo sometido á 
condiciones más ventajosas, esto régimen sub- 
sistirá, excepto en el caso provisto por el siguion- 
te párrafo núm. 3; | ] 

2. Que allí donde los gastos de tránsito ma- 
rítimo so hallen fijados actualmente en 5 francos 
por kilogramo de cartas ó tarjetas postales, y 
on 50 céntimos por kilogramo do otros objetos, 
subsistirán ostos precios; 

3.2 Que todo recorrido marítimo que no oxce- 
da de 300 millas marinas, es gratuito, si la Ad- 
ministración interesada tiene ya derecho por el 
transporte do pliegos ó correspondencias que se 
beneficien de ese recorrido, á la remuneración 
correspondiente al tránsito territorial; en caso 
contrario, será rotribuído á razón de 2 francos 
pos kilogramo de cartas ó tarjetas postales, y de 

3 céntimos por kilogramo de otros objetos; 

4.2 Que en el caso de efectuarse el transporto 
marítimo por dos ó varias Administraciones, los 
gastos del recorrido total no podrán exceder de 
15 francos por kilogramo du cartas ó tarjetas 
postales, y un franco por kilogramo de otros ob- 
jotos; estos gastos, si ocurriero el caso, se distri- 


106 


buirán ontre ostas Administraciones proporcio” 
nalmente á los trayectos recorridos, sin perjui” 
cio de acuerdos de otra clase entre las partes in- 
teresadas; 

5.2 Que los precios indicados en el presente 
articulo no son aplicables ni á los transportes 
mediante servicios que dependan de Adminis- 
traciones extrañas á la Unión, ni á los transpor- 
tes dentro de la Unión utilizando servicios ex- 
traordinarios, creados ó sostenidos especialmen- 
te por una Administración, bien sea en interés, 
ó bien á petición de una ó de varias Administra. 
ciones. Las condiciones de estas dos clases de 
transportes soe establecerán de mutuo acuerdo 
entre las Administraciones interesadas. 

5. Los gastos de tránsito son de cargo de la 
Administración del país de origen. 

6. La liquidación gencral de estos gastos tie" 
ne lugar sobre la base de estados estadísticos 
formados cada tres años, durante un período do 
veintiocho días, que se determinará en el regla- 
mento de ejecución previsto por el art. 20 si- 
guiente. 

7. Exceptúanse de todo gasto de tránsito te- 
rritorial ó marítimo las correspondencias cam- 
biadas entre las Administraciones de Correos, 
las tarjetas postales-respuesta devueltas al país 
de su procedencia, los objetos reexpedidos 6 mal 
dirigidos, la correspondencia sobrante, avisos 
de recibo, libranzas sobre Correos y todos los de- 
más documentos reforentes al servicio de Co- 
rreos. 

Art.5. 1. Las tasas por el transporte de los 
envios de Correos en toda la extensión de la 
Unión, comprendiendo en ellas la entrega de los 
mismos en el domicilio de las personas á quienes 
van dirigidas, en los países de la Unión donde 
ol servicio de distribución se halle ó sea organi- 
zado, quedan establecidas del modo siguiente: 

1. Para las cartas, en 25 céntimos, en caso de 
franqueo, y en el doblo, en el caso contrario, por 
cada carta y por cada peso de 15 gramos ó frac- 
ción de 15 gramos. 

2. Para las tarjetas postales, en 10 céntimos 
por la tarjeta sencilla ó por cada una de las dos 

artos do la tarjota con la respuesta pagada. 

as tarjetas postalos no franqueadas se hallan 
E á la tasa de las cartas no franqueadas. 

.” Para los impresos do todas clases, peas 
de negocios y muestras de comercio, en 5 cénti- 
mos por cada objoto ó paquete que lleve una di- 
rección particular, y por cada peso do 50 gra- 
mos ó fracción de 50 gramos, con tal de que oste 
objeto ó paquete no contenga carta ó nota algu- 
na manuscrita que tenga carácter de correspon- 
dencia actual y personal y se presente acondi- 
cionado de manera que pueda ser reconocido con 
facilidad. . 

La tasa do los papeles de negocios no puedo 
ser inferior á 25 céntimos por cada envío, y la 
tasa de las muestras de comercio no puedo ser 
inferior á 10 cóntimos por cada envío. 

2. Se podrá percibir, además de las tasas fija- 
das por el párrafo precedente: 

1.2 Por todo envío sometido á los gastos de 
tránsito maritimo de 15 francos por kilogramo 
de cartas ó tarjetas postales, y de un franco por 
kilogramo de otros objetos, y en todas las rela- 
ciones á las cuales sean aplicables estos gastos 
do tránsito, un recargo uniforme que no puedo 
exceder de 25 céntimos por porte sencillo en las 
cartas, 5 céntimos por cada tarjeta postal y 5 
céntimos porcada 50 gramos ó fracción de 50 gra- 
mos en los demás objotos. 

2.” Por todo objeto transportado por los ser- 
vicios que deponden de Administraciones extra- 
ñas á la Unión ó por servicios extraordinarios 
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do la Unión que ocasionen gastos especiales, una 
sobretasa en rolación con estos gastos. 

3. En»caso de insuficiente franqueo, los obje- 
tos de correspondencia de todas clases quedan 
sujetos á cargo de los destinatarios á una tasa 
doble del importe de la insuficiencia del fran- 
queo, sin que esta tasa pueda exceder á la que se 
percibe en el país de destino respecto á corres- 
pondencias no franqueadas de la misma clase, 
peso y origen. 

4. Los demás objetos que no sean cartas y 
tarjetas postalos deberán ser franqueados, á lo 
menos parcialmonte. 

5. Los paquetes do muestras de comercio no 

ueden contener objeto alguno que tenga un va- 
or en venta; no debon tener un peso que exceda 
de 250 gramos, ni presentar dimensiones mayo- 
res de 80 centímetros de longitud, 20 centímetros 
de anchura y 10 centímetros de altura, ó en el 
caso do presentar la forma de rollo, de 30 centí- 
metros do longitud y 15 centimetros de diáme- 
tro. No obstante, las Administraciones de los 
paisesinteresados quedan autorizadas para adop- 
tar de común acuerdo, para sus cambios recípro- 
cos, pesos ó dimensiones superiores á los ante- 
riormonte fijados. 

6. Los paquetos de papeles de negocios y de 
impresos no tendrán un peso mayor de dos kilo- 
gramos, ni presentarán por alguno de sus lados 
una dimensión que exceda de 45 centimetros. Se 
podrá, sin embargo, admitir para su transporte 

or el correo paquetes en forma de rollo, cuyo 
imnctro no exceda de 10 centímetros y cuya 
longitud no exceda de 75 centimotros. 

Art.6.? 1. Los objetos designados en el ar- 
ticulo 5.2 pueden ser expedidos con garantía de 
certificación. 

2. Todo envío certificado está sujeto á cargo 
del remitente: 

1.2 Al porte de franqueo ordinario del envío, 
según la clase de éste. 

. A un derecho fijo de certificación de 25 
céntimos como máximum, comprendiendo en él 
la entroga al remitente de un rocibo de depó- 
sito (1). 

3. El remitente de un objeto certificado pue- 
de obtener un aviso de recibo de este objeto, 
abonando previamente un derecho fijo de 25 cén- 
timos como máximum. 

Art.7.? 1. Lascorrespondoncias certificadas 

ueden ser expedidas con el gravamen de reem- 
bolso hasta la suma do 500 francos en las relacio- 
nes entre los países cuyas Administraciones se 
convienen en prestar osto servicio. Estos objetos 
se hallan sometidos á las formalidades y á las 
tarifas de envíos certificados. 

2. El total cobrado del destinatario se envia- 
rá al remitente mediante un giro por correo, de- 
ducido ol importe del giro ordinario y de un de- 
recho de depósito de 10 céntimos. 

Art. 8.2 1. Encaso de pérdida de un envío 
certificado, y exceptuando el caso de fuerza ma.- 
yor, el remitente, ó á petición de éste el desti- 
natario, tiene derecho á una indemnización de 59 
francos. Ñ a 

2. La obligación de pagar la indemnización 
corresponde á la Administración de que depen- 
de la oficina expedidora. Se reserva á esta Ad- 
ministración el recurso contra la Administra- 
ción responsable, os decir, contra la Administra- 
ción en cuyo territorio ó on cuyo servicio ha te- 
nido lugar la pérdida. . 

3. Hasta que haya pruebas en contrario, la 
responsabilidad recae sobre la Administración 
que, habiendo recibido el objeto sin protesta, no 
pueda justificar ni la entrega al destinatario, 


(1) Ll art. 1 del protocolo modifica esta disposición. 
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ni, en otro caso, la transmisión regular ála Ad- 
ministración siguiente. Respecto á los envios 
dirigidos á la lista de Correos, la responsabili- 
dad cesa cuando se hayan entregado á la perso- 
na que justifique, según las leyes vigentos en el 
e de destino, que su nombre y calidad se ha- 

ze conformes con las indicaciones do la direc- 
ción. 

4. El pago de la indemnización por la oficina 
remitente debe efectuarse lo más pronto posible, 
y ámás tardar, dentro del plazo do un año, á 
contar desde el día de la reclamación. La Admi- 
nistración responsable está obligada á reinte- 
grar sin retraso á la oficina oxpedidora el im- 
porte de la indemnización pagada por ésta. En 
el caso de que la oficina responsable hubiese no 
tificado á la oficina remitente que no efectuase 
el pago, deberá reintegrar á esta última oficina 
los gastos que ocasionase la falta de pago. 

5. E e entendido que la reclamación no 
será admitida sino dentro del plazo de un año, á 
contar desde el depósito en el Correo del envío 
certificado; transcurrido este plazo, el reclaman. 
te no tiene derecho á indemnización alguna. 

6. Si la pérdida ha tenido lugar durante el 
transporte, sin que sea posible comprobar en 
cuál de los países ha ocurrido el extravío, las 
Administraciones interesadas sufragarán los 
gastos por partes iguales. 

7. Las Administraciones dejan de ser respon- 
sables de los envíos certificados, cuyos interesa- 
dos han dado recibo y se han hecho cargo del 
envío (1). 

Art.9. 1. El expedidor de un objeto de co- 
rrespondencia podrá retirarle del servicio ó ha- 
cer que se modifique su dirección, pero antes de 
que haya sido entregado al destinatario. 

2. La petición que al efecto se ha de formu- 
lar, se transmitirá por correo ó por telégrafo á 
expensas dol remitente, que deberá pagar: 

1. Por toda potición efectuada por vía pos- 
tal, la tasa aplicable á una carta sencilla certi- 
ficada. 

2.* Por toda petición por vía telegráfica, la 
tasa de un telegrama, segúrr la tarifa ordinaria. 

8. Las disposiciones del presente artículo no 
son obligatorias para los paises cuya logisla- 
ción no permito al remitente que disponga de un 
envío Ej se halla en curso de transporte. 

Art. 10. Los países de la Unión que no tienen 
el franco como unidad monetaria, fijarán sus 
tasas en equivalencia, en su moneda respectiva, 
á las tasas establecidas por los arts. 5.” y 6. pro- 
cedentes. Esos paises tienon la facultad de com- 
pletar las fracciones con arroglo al cuadro com- 
prendido en el reglamento de ejecución mencio- 
nado en el art. 20 del presente convenio. 

Art. 1. 1. El franqueo de toda clase de en- 
víos no puede efectuarse sino por medio de los 
sellos de correo válidos en el país de origen para 
la correspondencia de los particulares. No obs- 
tante, se consideran como debidamente fran- 
queadas las tarjetas postales respuesta que lle- 
ven adheridos sellos de correos del país de que 
procedan estas tarjetas postales. 

2. La correspondencia oficial relativa al ser- 
vicio de Correos, y cambiada entro las Adminis- 
traciones de Correos, es la única exenta de esta 
obligación y que goza de franquicia. 

8. Las correspondencias que se depositan en 
la valija de un buque estando éste on alta mar, 
ó en manos de los comandantes de buque, pue- 
den ser franqueadas por medio de sellos de co- 
rreos, y con arregloA la tasa del país á que co- 
rresponde ó del cual depende el buque correo de 
que se trata. Si el depósito hecho á bordo se ha 


(1) Ver el art. 2.2 del protocolo. 


yerificado durante la parada en los dos puntos 
extremos del recorrido, ó en una do las escalas 
intermedias, el franqueo no será admisible mien- 
tras no se efectúe mediante sellos de correo, y 
con sujeción á la tarifa del país en cuyas aguas 
se halle el buque-correo. 

Art. 12. 1. Cada Administración reserva pa- 
ra sí y por completo las cantidades que ha re- 
caudado en cumplimiento de los arts. 5.*, 6.”, 10 
y 11 precedentes, exceptuando la bonificación de 
que se habla en el pár. 2.* del art. 7.” 

2. Por consiguiente, no tendrá lugar por este 
concepto descuento entre las diversas Adminis- 
traciones de la Unión, excepto la bonificación 
prevista en el pár. 1." del presente artículo. 

3. Las cartas y demás envíos por correo no 

odrán ser, ni en el país de origen ni en el de 

estino, recargados á cuenta de los expedidores 
ó de los destinatarios, con tasa ni derecho algu- 
no postal que no sean los señalados en los artí- 
culos que anteriormente se citan. 

Art. 13. 1. Los objetos de correspondencia 
de todas clases podrán ser, á petición de los re- 
mitentes, enviados á domicilio por un portador 
especial inmediatamente después de la llegada, 
en aquellos países de la Unión que convengan 
en encargarse de este servicio en sus relaciones 
recíprocas. 

2. Estosenvíos, que se denominan «por pro- 
pros se hallan sujetos á una tasa especial de con- 

ucción á domicilio; esta tasa se ha fijado en 30 
céntimos, y debe ser satisfecha por adelantado 
y en totalidad por el expedidor, además del por- 
te ordinario. Se cobra por la Administración del 
pais de origen. 

3. Cuando el objeto sea destinado á una loca- 
lidad on que no exista oficina de Correos, la Ad- 
ministración de Correos destinataria podrá per- 
cibir una tasa complementaria, hasta completar 
el precio señalado para la remisión por propio 
en su servicio interior, después de descontar la 
tasa fija pagada por el expedidor, ú de su equi- 
valente en la moneda del país que percibe esta 
suma complementaria. 

4. Los objetos por propio, insuficientemente 
franqueados por la suma total de las tasas que 
por adelantado deben satisfacerse, se distribui- 
rán por los medios ordinarios. 

Art. 14. 1. Por la reexpedición do los envíos 
de Correos en el interior de la Unión, no se per- 
cibirá ningún suplemento de tasa. 

2. Las correspondencias sobrantes no darán 
lugar á devolución de los derechos de tránsito 
que correspondan á las Administraciones inter- 
mediarias, por el transporte anterior de dichas 
correspondencias. 

as cartas y tarjetas postales no fran- 
queadas y las correspondencias de todas clases 
que lo estén insuficientemente que sean devuel- 
tas al país do origen, ya sea por reexpedición, 
ya sea como correspondencia sobrante, están 
sujetas, con cargo á los destinatarios ó ú los ex- 
pedidores, á las mismas tasas que los objetos si- 
milares remitidos directamente por el país de 
primer destino al país de origen. 

Art. 15. 1. Podrán cambiarse despachos ce- 
rrados entre las oficinas de Correos de un país 
contratante y los comandantes de divisiones na- 
vales 6 buques de guerra de este mismo país, de 
estación en el extranjero, por medio de los ser- 
vicios terrestros ó marítimos dependientes de 
otros países. 

2. Las correspondencias de todas clases com- 
prendidas en estos despachos deben exclusiva- 
mente dirigirse ó proceder de los estados mayo- 
res y de las tripulaciones de los buques de desti- 
no ó de procedencia de los despachos; las tarifas 
y condiciones de envío que les son aplicables se 
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determinan, con sujeción á sus reglamentos in- 
teriores, por la Administración de Correos del 
país á que pertenecen los buques. 

3. De no mediar acuerdo en contrario entre 
las Administraciones interesadas, la oficina de 
Correos expedidora ó destinataria de los despa- 
chos de que se trata, es deudora respecto de las 
Administraciones intermediarias, de los gastos 
de tránsito, calculados de conformidad con las 
disposiciones del art. 4." 

Art. 16. 1. No se dará curso: 

a) A los papeles de negocio, muestras de co- 
mercio ó impresos que no estén franqueados, á 
lo menos parcialmente, ó que no se hallen acon- 
dicionados de manera que permitan un fácil re- 
conocimiento de su contenido; 

b) A los objotos de las mismas clases que ex- 
cedan los límites de peso y de dimensiones mar- 
cadas on el art. 5.” 

c! A las muestras de comercio que tengan un 
valor corriente ó en venta. 

Si llegara el caso, los envíos citados en el 
párrafo anterior deberán ser devueltos á la ofi- 
cina de origen y enviados, si es posible, al remi.- 
tente. 

3. Está prohibido: 

1.? El envío por corroo. 

a) Do muestras de comercio y de otros obje- 
tos que, por su naturaleza puedan ofrecer peli- 
e para los empleados de correos, ensuciar ó 

oteriorar la correspondencia; 

5) De materias explosivas, inflamables ó pe- 
ligrosas; de animales 6 insectos vivos ó muertos, 
salvo las excepciones previstas por el reglamen- 
to de detallo. 

2. Incluir en la correspondencia ordinaria ó 
cortificada depositada en el correo: 

a) Monodas de curso corriente; 

b) Objetos sometidos al pago do derechos de 
Aduanas; 

c) Materias de oro ó plata, piedras preciosas, 
alhajas ú otros objetos de valor; pero solamente 
on el caso de que su inclusión ó envío estuviese 
prohibido por la legislación de los países inte- 
resados. 

4.” Los envios comprendidos on las prohibi- 
ciones del pár. 8. que precede, y que hubiesen 
sido admitidos indebidamente para su expedi- 
ción, deberán ser devueltos á la' oficina de ori- 
gen, exceptuando el caso en que la Administra- 
ción del país] de destino se hallase autorizada 
por su legislación ó por sus reglamentos interio- 
ros á proceder de otra manera. 

), Queda reservado á los Gobiernos de cual- 
quiera do los países de la Unión el derecho de no 
efectuar, dentro de su territorio, el transporte ó 
distribución, así de los objetos que gozan de la 
rebaja de tasa, respecto de los cuales no se hu- 
biese cumplido con las leyes, ordenanzas ó de- 
cretos que regulan las condiciones de su publi- 
cación, ó de su circulación en ese país, como 
de la correspondencia de todas clases que lleven 
ostensiblemente inscripciones, dibujos, etc., quo 
se hallen prohibidos por las disposiciones le- 
Pr ó reglamentarias vigentes en el mismo 

8. 

Art.17. 1. Las Administraciones de la Unión, 
que tienen relaciones con países situados fuera 

e la Unión, admitirán á todas las domás Admi- 
nistraciones de la Unión al disfrute de esas rela- 
ciones para el cambio de correspondencia con 
dichos países. 

2. La correspondencia cambiada á descubier- 
to entre un país de la Unión y un país extraño 
á ósta, por mediación de otro país de la Unión, 
se tratará, en lo referente á la conducción fuera 
de los límites de la Unión, con arreglo á los con- 
venios, acuerdos ó disposiciones particulares que 


regulen las relaciones pala entre este último 
país y el país extraño á la Unión. 

. Con respecto á los gastos de tránsito en el 
territorio de la Unión, la correspondencia pro- 
cedente ó con destino á un país extranjero, que- 
da asimilada á la de ó para el país de la Unión 
que mantenga relaciones con ese primer pais. 

4. En cuanto á los gastos de tránsito fuera 
de los límites de la Unión, las correspondencias 
con destino á un país extranjero se hallan suje- 
tas, en beneficio del país de la Unión que sostie* 
ne las relaciones con el país extraño á ésta, á los 
gastos de tránsito siguiontes, á sabor: 

a) Por el recorrido marítimo fuera de la 
Unión, 20 francos por kilogramo de cartas ó tar- 
jotas postales, y un franco por kilogramo de 
otros objetos. 

b) Por el recorrido territorial fuera de la 
Unión, si esto se verifica, los gastos por kilogra- 
mo señalados por el país de la Unión que man- 
tiene relaciones con el país extranjero que sirve 
de intermediario. 

5. En caso de transporte marítimo efectuado 
por dos ó más Administraciones, los gastos del 
recorrido marítimo total, así en territorio de la 
Unión como fuera de ella, no podrán exceder de 
20 francos por kilogramo de cartas ó tarjetas 
postales, y un franco por kilogramo de otros 
objetos; si este caso ocurre, estos gastos serán 
distribuidos entre estas Administracienes, en 
proporción á las distancias recorridas, sin per- 
juicio de los acuerdos diferentes que existan en- 
tre las Administraciones interesadas. 

6. Los gastos de tránsito fuera de la Unión, 
ya citados, estarán á cargo de la Administra- 
ción del país de origen. Son aplicables 4 todas 
las correspondencias expedidas, sea á descubier- 
to, sea en pliegos cerrados. Pero cuando se trato 
de pliegos cerrados enviados por un país de la 
Unión á un país extraño á ella, ó por un país ex- 
traño á la Unión á un país perteneciente á ella, 
deberá establecerse un acuerdo previo concer- 
niente á la manera de efectuarse el pago de es- 
tos gastos entre las Administraciones intere- 
sadas. 

7. La liquidación general de los gastos de 
tránsito de la correspondencia cambiada entre 
un país do la Unión y un país extraño á ella, por 
mediación de otro país de la Unión, tiene lugar 
sobre la base de datos estadísticos formados al 
propio tiempo que los que se han formado en 
virtud del art. 4. precedente, para la dotermina- 
ción de los gastos de tránsito de la Unión. 

8. Las tasas á percibir ex un país de la Unión 
sobre las correspondencias con destino ó proce- 
dentes de un país extraño á la Unión, mediante 
otro país de la Unión, no podrán nunca ser infe- 
riores á la tarifa normal de la Unión. Estas ta- 
sas quedan por entero á beneficio del país que 
las perciba, 

Art. 18. Las Altas partes contratantes se 
obligan á tomar ó á proponer á sus respectivos 
Gobiernos las medidas necesarias para castigar 
ol empleo fraudulento, para franquear la 00- 
rrespondencia, de sellos de correos falsos ó ya 
servidos. Se obligan asimismo á tomar ó á pro- 
poner á sus respectivos Gobiernos las disposi- 
ciones necesarias para impedir y reprimir las 
operaciones fraudulentas de fabricación, venta, 
expendición ambulante ó distribución de viñe- 
tas y sellos en uso, on el servicio de Correos, 
falsos ó imitados de tal manera que pudieran 
ser confundidos con las viñetas y sellos oxpedi- 
dos por la Administración de uno de los países 
convenidos. 

Art. 19. El servicio de cartas y cajas con va- 
lores doclarados y el de giro por el correo, de 
paquetes postales, de efectos á cobrar, de cartl- 
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llas de identidad, de abonos á periódicos, etc., 
serán objeto de acuerdos particulares entre los 
diferentes países Ó grupos de paises de la Unión. 

Art.20. 1. Las Administraciones de Correos 
de los diversos países que componen la Unión 
son consideradas competentes para fijar, de co- 
mún acuerdo, en un reglamento de ejecución, 
todas las medidas de orden y de detalle que se 
juzguen necesarias. 

2. Las diferentes Administraciones pueden, 
además, adoptar entre sí los acuerdos necesarios 
relativos á las cuestiones que no conciernen al 
conjunto de la Unión, con tal de que esos acuer- 
dos no deroguen el presente convenio. 

eda, no obstante, permitido á las Ad- 
ministraciones interesadas el entenderso mutua- 
mente para la adopción de tasas reducidas en 
un radio de 30 kilómetros. 

Art.21. 1. El presente convenio no introdu- 
ee alteración alguna en la legislación de cada 
país en todo aquello que no esté previsto por las 
estipulaciones contenidas en este convenio. 

Tampoco restringe el derecho de las par- 
tes contratantes para mantener y celebrar tra: 
tados, así como para mantener y establecer 
wiones más estrechas, con el fin de mejorar las 
relaciones postales. 

Art. 22. 1. Se mantiene la institución, bajo 
el nombre de Administración internacional de 
ls Unión postal universal, de una oficina central 
que funciona bajo la alta vigilancia de la Ad- 
ministración de Correos suiza, y cuyos gas- 
een todas las Administraciones do la 

nión. 

2. Esta oficina queda encargada de reunir, 
coordinar, publicar y distribuir los datos de to- 

clases que interesen al servicio internacio- 
nal de correos; de emitir, á petición de partos, 
opinión respecto á los asuntos que se litigan; 

e dar conocimiento de las peticiones sobre mo- 
dificación de actas del Congreso; de notificar las 
alteraciones adoptadas y, en general, de proce- 
der á los estudios y trabajos que se le encarguen 
en interés de la Unión postal. 

árt. 23. 1. En caso de desacuerdo entre dos 
ó varios miembros do la Unión respecto á la in- 
terpretación del presente convenio, ó á la res- 
ponsabilidad de una Administración on caso de 
econ de un envío certificado, la cuestión en 
tigio se resuelve por sentencia de árbitros. A 
este efecto cada una de las Administraciones 
interesadas eligo otro miembro de la Unión 
que no se halle interesado directamente en ol 
asunto. 

2. La decisión delos árbitros se adoptará por 
mayoría absoluta de votos. 

- En caso de empate, los árbitros eligen para 
decidir la cuestión á otra Administración igual- 
mente desinteresada en el litigio. 

- Las disposiciones del presente artículo son 
iplicables igualmente á todos los acuerdos con- 
venidos en virtud del art. 19 que precode. 

árt. 24. 1. Los países que no han tomado 
parte en el presente convenio, pueden adhcerirse 

3elá pon propia. 

2. Esta adhesión se notifica por la vía diplo- 
mática al Gobierno de la Confederación suiza, 

led esto Gobierno á todos los países de la 
nión. 


8. Lleva consigo, de pleno derecho, la admi- 

sión de todas las cláusulas y el disfrute de to- 

er ventajas estipuladas en el presente con- 
io 


4. Corresponde al Gobierno de la Confedera- 
ción suiza determinar, de común acuerdo con el 
sobierno del país interesado, la parte con que 
la Administración de este último país contri- 
Urá para los gastos de la oficina internacio- 


nal, y si ha lugar á ello, las tasas que esta Ad- 
ministración deberá porcibir en conformidad 
con el art. 10 precedente. 

Art.25. 1. Sereunirán Congresos de pleni- 
potenciarios de los países contratantes, ó sim- 
ples Conferencias administrativas, según sea la 
importancia de las cuestiones que deban ser 
rosueltas, cuando la petición con este objeto 
resulte hecha ó aprobada por las dos terceras 
partes, á lo menos, de los Gobiernos ó de las 
Administraciones, según el caso. 

2. Sin embargo, cada cinco años á lo menos 
doberá tener lugar un Congroso. 

3. Cada pais puede hacerse representar, sea 
por uno ó por varios delegados, sea por la Dele- 
gación de otro pais. Pero debe entenderse que el 
delegado ó los delegados de un país no podrán 
encargarse más que de la representación de dos 
países, incluso aquel cuya representación tio- 
nen ya. 

4. En las deliberaciones, cada país dispone 
de un solo voto. 

5. Cada Congreso fija el punto de reunión del 
próximo Congreso. 

6. Para las Conferencias, las Administracio- 
nes fijan los puntos de reunión á propuesta de 
la oficina internacional. 

Art. 26. 1. Durante el periodo de tiempo 
quo transcurra entre las reuniones, cualquiera 

e las Administraciones postales de los países de 
la Unión tiene el derecho de dirigir á las de- 
más Administraciones que forman parte de ella 
por mediación de la oficina internacional, pro- 
posiciones referentes al régimon do la Unión. 

Toda proposición deberá sujetarse al pro- 
cedimiento siguiente: 

Se concede á las Administraciones de la Unión 
un plazo de cinco meses para examinar las pro- 
posiciones y para que remitan á la oficina in- 
teornacional, si lo exigeel caso, sus observacio- 
nes, enmiendas ó contraproyoctos. Las contes- 
taciones se reunen por la oficina internacional 
y se comunican á las Administraciones, invi- 
tándolas á que emitan su votoen proó en con- 
tra. Aquellas que no hayan participado su voto 
en el término de seis meses contados desde la 
fecha de la segunda circular de la oficina inter- 
nacional, dándoles cuenta do las observaciones 
hechas, serán consideradas como si se abstuvie- 
ran de emitir su voto. 

3. Para que puedan resultar ejecutorias es- 
tas proposiciones deberán reunir, á saber: 

1.2 La unanimidad de votos, si se trata de 
la adición de nuevos artículos ó de la modifi- 
cación de las disposiciones del presente artícu- 
lo y de los artículos 2.*, 3.?, 4.9, 5,%, 6,9, 7.9, 8,9, 
9.2, 12, 18, 15 y 18; 

2.2 Las dos terceras partes de votos, si se tra- 
ta de la modificación de las disposiciones dol 
convenio, que no sean las de los artículos 2.*, 3.*, 
4.9, 5,9, 6.9, 7,9, 8,9, 9.9, 12, 13, 15, 18 y 26; 

38.2 La simple mayoría absoluta, si se trata 
de la interpretación de las disposiciones del con- 
venio, o el caso de litigio previsto 
por el art. 23 precedonte. 

4, Las resolucionos que resulten válidas se- 
rán sancionadas, en los dos primeros casos, por 
declaración diplomática que el Gobierno de la 
Confederación suiza queda encargado de formu- 
lar y de transmitir á todos los Gobiernos de los 
países contratantes, y en el torcer caso, por 
una simple notificación de la oficina internacio- 
nal á todas las Administraciones de la Unión. 

5. Toda modificación ó resolución adoptada 
no será ejecutoria hasta pasados dos meses lo 
monos después do hecha la notificación. 

Art. 27. Para la aplicación de los artículos 
22, 25 y 26 que preceden, se consideran como 
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formando un solo país ó una sola Administra- 
ción, según el caso: A 

.* El Imperio de la India británica, 
9.2 El territorio del Canadá; e 

8.2 El conjunto de las colonias británicas de 
Australasia, 

4,9 El conjunto de las colonias danesas; 

5.2 El conjunto de las colonias españolas; 

6.2 El conjunto de las colonias francesas; 

7.2 El conjunto de las colonias neerlandesas; 

8,9 El conjunto de las colonias portuguesas. 

Art. 28. El presente convenio será puesto 
en ejecución el 1.” de Julio de 1892, y continua- 
rá en vigor durante un tiempo indeterminado; 
pero cada una de las Partes contratantes tendr 
el derecho de retirarse de la Unión mediante 
aviso que su Gobierno dará con un año de anti- 
cipación al Gobierno de la Confederación suiza. 

Art. 29. 1. Quedarán derogadas desde el 
día en que el presente convenio se ponga en 
ejecución, todas las disposiciones de los trata- 
dos, convenios, acuerdos ú otros actos celebra- 
dos con anterioridad entre los diferentes países 
6 Administraciones, en tanto que esas disposi- 
ciones no sean conciliables con las prescripcio- 
nes del presente convenio, y sin perjuicio de los 
derechos reservados por el art. 21 anterior. 

2. El presente convenio será ratificado cuan- 
to antes sea posible. Las actas de ratificación 
serán canjeadas en Viena. : o 

En fe de lo cual; los plenipotenciarios de 
los paises anteriormente citados han firmado el 
presente convenio en Viena, á 4 de Julio de 1831.» 


(Siguen las firmas.) N 


Mm 
Protocolo final. 


En el momento de proceder á firmar los con- 
venios ajustados por el Congreso postal univer- 
sal do Viena, los plenipotenciarios que suscriben 
se han puesto de acuerdo sobre lo siguiente: 

1. Derogando la disposición del art. 6.” del 
convenio, que fija en 25 céntimos como máxi- 
mum el derecho de certificación, se ha conveni- 
do en que los Estados de fuera de Europa se 
hallan autorizados para mantener este máxi- 
mum hasta 50 céntimos, comprendiendo en él la 
expedición de un boletín de depósito al remi- 

nte. 

META Derogando las disposiciones del art. 8.” 
del convenio, se ha dispuesto que, como medida, 
transitoria, las Administraciones de los países 
de fuera de Europa, cuya legislación es contra- 
ria en la actualidad al principio de responsabi- 
lidad, conservan la facultad de aplazar la apli- 
cación de este principio hasta el día en que ha- 
yan podido conse uir del poder legislativo auto- 
rización para establecerle. Hasta este momento, 
las demás Administraciones de la Unión no ton- 
drán obligación de pagar indemnización por la 
pérdida, en sus servicios respectivos, de envíos 
certificados procedentes ó con destino á los ex- 
resados países. 

a TIT. Bolivia, Chile, Costa Rica, la República 
Dominicana, el Ecuador, Haiti, Honduras y Ni- 
caragua, que forman parte de la Unión postal y 
que no se han hecho representar en el Congre- 
so, tienen abierto el a para que puedan 
adherirse á los acuerdos que han sido adoptados 
ó á uno cualquiera de ellos. 

El protocolo queda igualmento abierto en fa- 
vor de las colonias británicas de la Australasia 
cuyos delegados en el Congreso manifestaron el 

ropósito de estos países de entrar en la Unión 
Postal Universal desde 1.” de Octubre de 1801. 

Asimismo permanece abierto para la Repúbli- 

ca Sudafricana, cuyo delegado en el Congroso 


ha manifestado la intención de este país de en- 
trar en la Unión Postal Universal, reservándose 
el fijar ultoriormente la fecha de su entrada en 
esta Unión. 

En fin, con objeto de facilitar á los demás 
po que todavía no forman parte de la Unión 

ostal Universal su entrada on ella, queda 
igualmente abierto el protocolo. 

IV. El protocolo permanece abierto en favor 
de los países cuyos represontantes no han firma- 
do hasta hoy más que el convenio principal, 6 
un cierto número solamente de convenios adop- 
tados por el Congreso, con objeto de permitirles 
su adhesión á los demás convenios firmados este 
día ó solamente á cualquiera do ellos. 

V. Las adhesiones previstas en el art. 3. an- 
terior, deberán ser notificadas al Gobierno Im- 
penal y Real de Austria Hungría, por los Go- 

iernos respectivos en la forma diplomática. El 
plazo que les está concedido para hacer esta no- 
tificación espirará el 1.? de Junio de 1892, 

VI. En el caso en que una ó varias de las par- 
tes contratantes de los acuerdos postales firma- 
dos hoy en Viena, no ratificasen alguno de estos 
acuerdos, este convenio no será por ello menos 
válido para los Estados que lo hubieren rati- 
ficado. 

En fe de lo cual, los plenipotenciarios que 
suscriben han redactado el presente protocolo 
final, que tendrá la misma fuerza y el mismo 
valor que si sus disposiciones se hallasen inclui- 
das en el texto mismo de los acuerdos á que 
hace referencia, y todos han puesto su firma en 
un o que se dopositará en los archivos 
del Gobierno austriaco y del cual se remitirá 
una copia á cada parte. 

Hecho en Viena á 4 de Julio de 1891.» (Siguen 
las firmas.) 


Acuerdo concerniente al cambio de cartas y cajas con 
valor declarado celebrado entre España, Alemania, la 
República Argentina, Austria-Hungría, Bélgica, Bra- 
sil, Bulgaria, República de Costa Rica, Dinamarca y 
colonias danesas, Egipto, Francia y las colonias franm- 
cesas, Italia, República de Liberia Luxemburgo, No- 
ruega, Países Bajos, Portugal y colonias portuguesas, 
Rumanta, Rusia, Salvador, Servia, Suecia, Suiza, Re- 
gencia de Túnez y Turquía. 


Los infrascritos, plenipotenciarios de los Go- 
biernos de los países anteriormente enumera- 
dos, visto el art. 19 del convenio principal, han 
tomado, de común acuerdo, y bajo reserva de 
ratificación, las disposiciones siguientes: 

Art. 1.2 1 Se podrán enviar desde uno de 
los países antes mencionados á otro de estos 
mismos países, cartas que contengan valores 
declarados en papel, y cajas conteniendo alha- 
jas y objetos preciosos declarados bajo seguro 
del importe de la declaración. 

La participación en el servicio de cajas con 
valor declarado se halla limitada á los cambios 
entre los países adheridos, cuyas Administra- 
ciones están de acuerdo para establecer este 
servicio en sus relaciones recíprocas. 

2. El peso máximum de las cajas se ha fijado 
en un kilogramo por envío. 

Las diferentes Administraciones en sus 
relaciones respectivas, tendrán la facultad de 
determinar un máximum de declaración de va- 
lor, que en ningún caso podrá ser inferior á 
10.000 francos por envío, teniéndose entendido 
que las diferentes Administraciones que inter- 
vengan en el transporte, no son responsables de 
mayor suma que la de que como máximum han 
adoptado respectivamente. 

4. Las cartas y las cajas expedidas con de- 
claración de valor, pueden ser gravadas con 
recmbolso hasta el importe de 500 francos, en 
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las condiciones admitidas por el art. 7.” del con- 
venio principal. 

Art. 2. 1. Lalibertad de tránsito se halla 
garantida en el territorio de cada uno de los 
países adheridos, y la responsabilidad de las 
Administraciones que toman parte en este 
transporte se halla comprendida dentro de los 
límites que se doterminan en el art. 11 que sigue. 

Será igualmente libre el transporte marítimo 
efectuado ó asegurado por- las Administracio- 
nes de los países adheridos, siempre que estas 
Administraciones puedan aceptar la responsabi- 
lidad de los valores á bordo de los buques correos 
ó de buques cualesquiera de que hagan uso. 

2. Ano mediar acuerdo en contrario entre 
las Administraciones de origen y de destino, la 
transmisión de los valores declarados entre pal- 
ses no limitrofes, se hará al descubierto y por 
las vías utilizadas para el envío de la correspon- 
cia ordinaria. 

8. El cambio de cartas y de cajas contenien- 
do valores declarados entre dos países que uti- 
licen, para sus relaciones ordinarias, la media- 
ción de uno ó de varios países que no participen 
del presente acuerdo, ó mediante servicios ma- 
rítimos exentos de responsabilidad, se sujetará 
á las medidas especiales que adopten las Admi- 
nistraciones de los países de origen y de destino, 
tales como el empleo de una vía indirecta, la 
remisión en pliegos cerrados, etc. 

Art.83. 1. Los gastos de tránsito previstos 
pos el art. 4.” del convenio principal, son paga- 

eros por la Administración de origen á las Ad- 
ministraciones que toman parte en el transporte 
intermediario, al descubierto ó en pliegos cerra- 
dos de cartas conteniendo valores declarados: 

2. La Administración de origen que expida 
cajas con valores declarados, deberá satisfacer 
á la Administración de destino un porte de 50 
céntimos por cada envío, y si hay lugar á ello, 
á cada una de las Administraciones que parti- 
cipan del transporte territorial intermediario. 
La Administración de origen debe pagar, ade- 
más, si ocurre el caso, un porte de un franco á 
cada una de las Administraciones que toman 
parte en el transporte marítimo intermediario. 

3. Además de estos gastos y portes, la Admi- 
nistración del país de origen será deudora, á 
título de derecho de seguro, á la Administra- 
ción del país de destino, y si hubiere lugar á 
cada una de las Administraciones que interven- 
gen en el tránsito territorial con responsabili- 

ad, de un derecho proporcional de 5 céntimos 

or cada suma de 800 francos ó fracción de 800 

ncos declarados. 

4. Además, si hubiere transporte marítimo, 
con la misma garantía, la Administración de 
origen es deudora á cada una de las Administra- 
ciones que tomen parte en este transporte, de 
un derecho de seguro marítimo de 10 céntimos 
por cada suma de 800 francos ó fracción de 800 
francos declarados. 

Art. 4.” 1. El porte de las cartas y cajas 
conteniendo valores declarados, doberá ser pa- 
galo previamente, y se compondrá: 

1.2 Para las cartas del porte y del derecho 
fijo aplicables á una carta certificada del mismo 
peso y para el mismo destino, porte y derecho 
que corresponden por entero á la Administra- 
ción remitente, para las cajas, de un porte de 50 
céntimos por cada país que tome parte en el 
transporte territorial, y, si ocurriese el caso, de 
un porte de un franco por cada país que tome 
parte en el transporte marítimo. 

2.” Para las cartas y las cajas, de un derecho 

roporcional de seguro, calculado por cada 300 

cos 6 fracción de 3800 francos declarados, á 


razón de 10 céntimos para los países limítrofes 


ó unidos entre sí por un servicio marítimo di- -- 


recto, y á razón de 25 céntimos para los demás 
países, añadiendo si há lugar en ambos casos 
el dorecho de seguro marítimo previsto por el 
último párrafo del art. 3. que precede. 

Sin embargo, como medida transitoria, se re- 
serva á cada una de las partes contratantes, te- 
niendo en cuenta sus conveniencias monetarias 
ú otras, la facultad de percibir un derecho dis- 
tinto del indicado anteriormente, siempre que ' 
este derecho no exceda del 112 por 100 de la can- 
tidad declarada, 

2. El remitente de un cnvío que contenga 
valores declarados, recibirá gratuitameuto, en 
el momento de verificar el dopósito, un recibo 
sumario del envío. 

Queda formalmente convenido que salvo 
el caso de reexpedición previsto por e párrafo 
segundo del art. 9. que sigue, las cartas y las 
cajas que contengan valores declarados no po- 
drán ser gravadas, á cargo de los destinata- 
rios, con ningún derecho postal, á no ser el de 
entrega á domicilio, si á ello hubiere lugrar. 

Art.5.? Las cartas de valor declarado cam- 
biadas entre sí por las Administraciones de Co- 
rreos, se admitirán á la franquicia de porte y 
de derecho de seguro en las condiciones deter- 
minadas por el art. 11, párrafo segundo del con- 
venio principal. 

Art. 6. 1. El remitente de un envío que 
contenga valores declarados, podrá obtener en 
las condiciones determinadas por el art. 6.* del 
convenio principal, en lo que hace referencia á 
los objetos certificados, que so le dé aviso de la 
ene del envío al destinatario. 

2. El producto del derecho aplicable á los 
avisos de recibo, corresponde por entero á la 
Administración del país de origen. 

Art. 7. 1. El remitente de un envío de va- 
lores declarados, podrá retirarle del servicio 6 
hacer que se modifique su dirección para reex- - 
ESE este envío, bien á lo interior del aís de 

estino primitivo, bien á cualquiera de los pal- 
ses contratantes, en tanto que no se haya entre- 

ado al destinatario, en las condiciones y bajo 

as reservas determinadas para la corresponden- 
cia ordinaria y certificada por el artículo 9.* del 
convenio principal. Este derecho está limitado, 
en lo que se refiere á la modificación de la direc- 
ción, á los envíos cuya declaración no exceda de 
500 francos. 

2. Podrá asimismo pedir el envío á domici- 
lio por medio de un portador especial, en el mo- 
mento de la llegada, en las condiciones y bajo 
las reservas marcadas por el art. 18 del mencio- 
nado convenio. 

Sin embargo, queda reservado á la Adminis- 
tración del lugar de destino el derecho de remi- 
tir por propio un aviso de llegada dol envio, en 
lugar del envío mismo, cuando sus reglamentos 

interiores lo permitan. 

Art.8. 1. Queda prohibida la declaración 
fraudulenta de valores superiores á los real- 
mente incluídos en una carta ó en una caja. 

En el caso de declaración fraudulenta de esta 
naturaleza, el remitente perderá todo derecho 
á indemnización, sin perjuicio de las diligencias 
judiciales que pueda permitir la legislación dol 
país de origen. 

2. Queda igualmente prohibido incluir en las 
cajas con valores declarados, cartas ó notas que 
puedan considerarse como correspondencia, mo- 
nodas de uso corriente, billetes de Banco ó cua- 
lesquiera valores al portador, títulos y objetos 
que entran en la categoría de papeles de nego- 
cios. 

No se dará curso á Jos obj>tos que se hallan 
sujetos á esta prohibición. 
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Art. 9. 1. Una carta ó caja de valores de- 
clarados que se reexpida por variación de do- 
micilio del destinatario dentro del país de des- 
tino, no devengará porte alguno suplementario. 

En caso de reexpedición para uno de los 
países contratantes distinto del país de desti- 
no, los derechos de seguros marcados por los 
párrafos tercero y cuarto del art. 8.? del presen- 
te acuerdo, se percibirán del destinatario por 


concepto de reexpedición, á favor de cada una de 


las Administraciones que tomen parte en el 
nuevo transporte. Si se tratase de una caja con 
yalores declarados, se percibirá además el porte 
señalado en el párrafo segundo del art. 8.* antes 
indicado. 

8. La reexpedición de un envío por dirección 
equivocada ó por quedar sobrante, no dará lu- 

ar al percibo de porte suplementario á cargo 

el público. 

Art. 10. 1. Las cajas con valores declarados 
se hallan sujetas á la legislación del país de 
origen ó de destino, en lo que se refiere en la ex- 
portación á la restitución de derechos de garan- 
tía, y en la importación, al ejercicio de la inspec- 
ción de la garantía y de Aduanas. 

2. Los derechos fiscales y gastos de reconoci- 
miento exigibles á la importación, serán perci- 
bidos de los destinatarios en el momento de la 
distribución. Si á consecuencia de cambio de do- 
micilio del destinatario, de negarse á recibir el 
envío ó causa cualquiera, se reexpidiese una 
caja de valor declarado á otro país que toma de 
otra parte en el cambio ó se devolviese al país 
de origen, los gastos de que se trata, que no son 
reembolsables á la reexportación, se repetirán 
de Administración á otra Administración para 
ser cobrados del destinatario ó del expedidor. 

Art. 1. 1. Salvo el caso de fuerza mayor, 
cuando una carta ó caja que contuviera valores 
declarados haya sido extraviada, sustraído su 
contenido ó deteriorada, el remitente ó á peti- 
ción suya, el destinatario, tendrá derecho á una 
indemnización correspondiente al importe real 
de la pérdida, de la sustracción ó del deterioro, 
á no ser que el daño hubiere sido ocasionado 
por falta ó negligencia del remitente, ó proven- 
ES de la naturaleza del objeto, y no excediendo 

a indemnización en ningún caso de la suma de- 
clarada. 

2. Los países dispuestos á la aceptación de 
los riesgos que pudiera ocasionar la fuerza ma- 
yor se hallan autorizados á percibir por este 


concepto una sobretasa, dentro de los límitos 


marcados por el último del párrafo primero del 
art. 4. dol presente acuerdo. 

3. La obligación de pagar la indemnización 
incuambirá á la Administración de la cual depen- 
da la oficina expedidora. Se reserva á esta Ad 
nistración el recurso contra la Administración 
responsable, es decir, contra la Administración 
en cuyo territorio ó servicio haya tenido lugar 
la pórdida ó sustracción. 

n caso de que la Administración responsable 
hubiese notificado á la Administración remiten- 
te que no efectuaría el pago, deberá reintegrar 
á esta última Administración de los gastos que 
fueran consecuencia de no efectuar el pago. 

4. Hasta quo se pruebe lo contrario, la res- 
pone nicas afectará á la Administración que, 

abiendo recibido el objeto sin hacer obsorvacio- 
nes, no pueda comprobar su entrega al destina- 
tario, ni si á ello hubiese lugar, la transmisión 
dea á otra Administración. 

5. El pago de la indemnización por la Admi- 
nistración remitente deberá tener lugar á la 
brevedad posible, y lo más tarde, dentro del 
plazo de un año á contar desde el día de la re- 
clamación. La Administración responsable es- 


a 


mi- ; 


tará obligada á reembolsar sin retraso, mediante 
una letra de cambio ó de un giro por correo á la 
Administración remitente, el importe de la in- 
demnización pagada por ésta. 

Queda entendido que no se admitirá la re- 
clamación sino dentro del plazo de un año, 4 
contar desde el día del depósito en el correo de 
la carta con declaración; pasado este plazo, el 
Arde al no tendrá derecho á indemnización 
alguna. 

. La Administración que abone el importe 
de los valores declarados que no hubiesen Ño a- 
do á su destino, será subrogada en todos los de- 
rechos del propietario. 

8. Sila pérdida, sustracción ó deterioro hu- 
biese tenido lugar en el trayecto entre las ofi- 
cinas de cambio de dos países limitrofes, sin que 
sea posible precisar en cuál de los dos territo- 
rios se haya verificado el hecho, las dos Admi- 
nistraciones en cuestión sufrirán el perjuicio 
por mitad. 

Igual regla deberá seguirse en el caso de cam- 
bio en despachos cerrados, si la pérdida, sus- 
tracción ó deterioro hubiese tenido lugar en el 
territorio ó en el servicio de una Administración 
intermediaria irresponsable. 

Las Administraciones dejarán de ser res- 
ponsables de los valores declarados contenidos 
Pci envíos, cuyos interesados hayan dado re- 
cibo. 

Art.12. 1. Se reconoce á cada país el dere- 
cho de aplicar á los envios que contienen valo- 
res declarados con destino ó procedentes de otros 
países, sus leyes ó reglamentos interiores, mien- 
tras no hayan sido derogados por el presente 
acuerdo. 

2. Las esti ps del presento acuerdo no 
restringen el derecho de las partes contratantes 
de mantener ó establecer acuerdos especiales, 
así como de sostener y adoptar uniones más es- 
trechas con objeto de mejorar el servicio de car- 
tas y cajas conteniendo valores declarados. 

Art. 13. Cada una de las Administraciones de 
los paises contratantes podrá en circunstancias 
extraordinarias que justifiquen la resolución, 
suspender temporalmente el servicio de valores 
declarados, tanto para la expedición como para 
la recepción y de una manera general ó parcial, 
á condición de avisarlo inmediatamente, por te- 
légrafo si fuese necesario, á la Administración 
Óó á las Administraciones interesadas. 

Art, 14. Los países de la Unión que no hayan 
suscrito el presente acuerdo, podrán adherirse 
á 6l á su solicitud y en la forma prescrita por el 
art. 24 del convenio principal en lo referente á 
las adhesiones á la Unión postal universal. 

Art. 15. Las Administraciones de Correos de 
los países contratantes reglamentarán la forma 
y modo de la transmisión de cartas y cajas que 
contengan valores declarados, y adoptarán to- 
das las demás medidas do detalle y de orden ne- 
cesarias para asegurar la ejecución del presente 
acuerdo. 

Art.16. 1. En el intervalo que medie entre 
las reuniones á que se refiere el art. 25 del con- 
venio principal, la Administración de Correos 
de cualquiera de los países contratantes tendrá 
el derecho de dirigir á las demás Administracio- 
nes participantes, por modio de la oficina inter- 
nacional, proposiciones relativas al servicio de 
cartas np cajas con valores declarados. 

2. Toda proposición so someterá al procedi- 
miento marcado en el pár. 2.* del art. 26 del con- 
venio Sapo: ] 

3. Para que estas proposiciones sean ejecuto- 
rias deberán reunir, á saber: 

1.2 La unanimidad de votos, si se trata de la 
adición de nuevos artículos ó de la modificación 
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de las disposiciones del presente artículo y de 


los arts. 1.*, 2.9, 8,9, 4,9, 5,9, 7,2 11 y 17. 


2.7 Las dos terceras tia de votos, si se tra- 


ta de la modificación de las disposiciones del 
resente acuerdo, que no sean las de los artícu- 
os 1.”, 2.?, 3.2, 4.%, 5.9, 7.*, 11, 16 y 17. 

8. La simple mayoría absoluta, si se trata 
de la interpretación de las disposiciones del pre- 
sente acuerdo, salvo el caso de litigio previsto 
por el art. 23 del convenio rincipal. 

4” Las resoluciones válidas során sanciona- 
das en los dos primeros casos por una declara- 
ción diplomática, y en el tercero, por una noti- 
ficación administrativa en la forma indicada 
en el art. 26 del convenio principal. 

5, Toda modificación ó resolución adopta- 
da, no será ejecutoria sino dos meses después á 
lo menos de haber sido notificada. 

Art.17. 1. El presente acuerdo empezará á 
regir el 1.” de Julio de 1892, y tendrá la misma 
duración que el convenio principal, sin perjui- 
cio del derecho que se reserva á cada país de re- 
tirarse de este acuerdo, mediante un aviso dado 
con un año de anticipación, por su Gobierno al 
Gobierno de la Confederación suiza. 

2. Quedarán derogadas, desde el día en que 
se ponga en ejecución el presente acuerdo, to- 
das las disposiciones anteriormente convenidas 
entre los diversos países contratantes Ó entre 
sus Administraciones en cuanto se opongan á 
los términos del presente acuerdo y sin perjui- 
cio de lo dispuesto por el art. 12 que precede. 

38. El presente acuerdo será ratificado tan 
pronto como sea posible. 

o actas de ratificación serán canjeadas en 
iena. 

En fe de lo cual, los plenipotenciarios de los 
países antes enumerados han firmado el presen- 
te acuerdo, en Viena, el 4 de Julio de 1891.» (Si- 


guen las firmas.) 


Convenio referente al cambio de paqueten pos- 
tales celebrado entre España, Alemania, la República 
Argentina, Austria Hungria, Bélgica, el Brasil, Bulga 
ria, Chile, la República de Colombia, la República de 

Rica, Dinamarca y las colonias dinamarquesas, 

ipto, Francia y sus colonias, Grecia, Italia, la Repú- 
ica de Liberia, Ki Luzemburgo, Montenegro, Noruega, 
Paraguay, Países Bajos y las colonias neerlannesas, 
Portugal y sus colonias, Rumanía, el Salvador, Servía, 
el Reino de Siam, Suecia, Suiza, la Regencia de Túnez, 
ala: el Uruguay, y los Estados Unidos de Vene- 


Los infrascritos, plenipotenciarios de los Go- 
biernos de los países aquí arriba ex resados, 
visto el art. 19 del convenio principal, de común 
acuerdo, y bajo reserva de ratificación, han ce- 
lebrado el convenio siguiente: 

Art.1.? 1. Podrán expedirse, bajo la deno- 
minación de paquetes postales, de uno á otro de 
los países aquí arriba mencionados, paquetes 
con valor declarado, ó sin declarar, hasta llegar 
Áá cinco kilogramos. Estos paquetes podrán ir 
gravados con reembolso. 

Por excepción es potestativo para cada país: 

(a) Limitar á tres kilogramos el peso de los 

uetes que ha de admitir en su servicio. 

) Dejar de admitir paquetes con valor de- 
elarado, paquetes gravados con reembolso ni 
paquetes embarazosos. 

ada país fija, en lo que le concierne, el limite 
e penor de la declaración del valor y del reem- 
bolso, la cual no puede, en ningún caso, ser in- 
ferior 4 500 francos. 

En las relaciones entre dos ó varios paises que 

adoptado máximum diferentes, el limite 
más bajo es el que debe ser recíprocamente ob- 
servado. 

2. El reglamento de cumplimiento determi- 
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na las demás condiciones con las que los paque- 
tes se admiten al transporte, y define principal- 
mente cuáles son los paquetes que deben ser con- 
siderados como embarazosos. 

Art.2.? 1]. Se garantiza la libertad de trán- 
sito sobre el territorio de cada uno de los países 
adheridos, y la responsabilidad de las Adminis- 
traciones que intervengan en el transporte se 
circunscribe á los límites determinados por el 
art. 13 aquí después expresado. 

2. A menos de arreglo contrario entre las Ad- 
ministraciones interesadas, la transmisión de 
paquetes postales cambiados entre países que no 
sean limitrofes se efectúa al descubierto, 

Art. 3.2 1. La Administración del país de 
origen debe á cada una de las Administraciones 
que intervengan en el tránsito territorial, el de- 
recho de 50 céntimos por cada paquete. 

2. Además, si hay uno ó varios transportes 
marítimos, la Administración del país de origen 
debe á cada una de las Administraciones que in- 
tervengan en el transporte marítimo un dere- 
cho, cuya tasa se fija por parquete, á saber: 

En 25 céntimos por todo recorrido que no ex- 
ceda de 500 millas marítimas. 

En 50 céntimos por todo recorrido que exceda 
de 500 millas marítimas, pero que no pase de 
1.000 millas marítimas. 

En un franco por todo recorrido que exceda 
de 1.000 millas marítimas, pero que no pase de 
8.000 millas marítimas. 

En 2 francos por todo recorrido que exceda de 
8.000 millas marítimas, pero que no pase de 
6.000 millas marítimas. 

En 8 francos por todo recorrido que exceda de 
6.000 millas marítimas. 

Estos recorridos se calculan, cuando ocurran, 
tomando por basé la distancia media entre los 

uertos respectivos de los dos países correspon- 
ientes. 

3. Respecto á los paquetes embarazosos, se 
aumentarán las bonificaciones fijadas en los pá- 
rrafos 1 y 2 que preceden, en un 50 por 100. 

4. Independientemente de estos gastos de 
tránsito, la Administración del pais de origen 
debe á título de derecho de seguro por los pa- 

uetes con valor declarado á cada una de las 

dministraciones que intervienen en el tránsito 
terrestre ó marítimo con responsabilidad, un de- 
recho proporcional idéntico al percibido por las 
cartas con valor declarado. 

Art. 4.2 El franqueo de los paquetes postales 
es obligatorio. 

Art.5.? 1. La tasa de los paquetes postales 
se compone de un derecho que comprende por 
cada paquete tantas veces 50 céntimos, ó su equi- 
valente en la moneda respectiva de cada país, 
cuantas fueren las Administraciones que inter- 
vengan en el transporte terrestre, además, si 
procediese, del derecho marítimo, previsto por 
el párrafo segundo del art. 3.” que precede, y de 
las tasas y derechos mencionados en los párrafos 
aquí después expresados. Los equivalentes se 
fijan por el reglamento de ejecución. 

2. Mos aquetes embarazosos se someten á 
una tasa adicional de 50 por 100, que se redondea 
en todo caso con 5 céntimos. 

8. A los paquetes con valor declarado se los 
añade un derecho de seguro igual al que se per- 
cibe por las cartas con valor declarado. 

Se percibe del expedidor de cualquier pa- 
quete gravado con reembolso una tasa especial 
que no puede pasar de 20 cóntimos por fracción 
indivisible de 20 francos del importe del reem- 
bolso. 

La Administración de origen bonifica ála Ad- 
ministración destinataria un 112 por 100 del im- 
porte de cada reembolso, elevando las Arp ocio nes 
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de media décima (3 céntimos) á media décima en- 
tera. La cuota correspondiente á la Administra- 
ción destinataria no deberá ser nunca inferior 
á 10 céntimos por reembolso. 

5. Como medida transitoria, cada uno de los 
países contratantes tiene la facultad de aplicar 
á los paquetes postales procedentes de sus ofici- 
nas ó destinados á ellas una sobretasa de 25 cén- 
timos por paquete. 

Excepcionalmente esta sobretasa puede ele- 
varse á 75 céntimos como máximum por lo que 
respecta á la República Argentina, Brasil, Chi.- 
le, Colombia, las colonias neerlandesas, Para- 

uay, Persia, Salvador, Siam, Suecia, Turquía 

e Asia, Uruguay y Venezuela. 

6. El transporte entre la Francia continental 
or una parte y por la otra Argelia y Córcega, 
la igualmente lugar á una sobretasa de 25 cén- 

timos E cada paquete. 

7. El remitente de un paquete postal puedo 
obtener aviso del recibo de dicho objeto, pagan- 
do previamente un derecho de 25 céntimos como 
máximum. Este derecho corresponde por com- 
pleto á la Administración del país de origen. 

Art. 6. La Administración expedidora boni- 
fica por cada paquete: 

(aj Ala Administración destinataria 50 cén- 
timos sin contar las sobretasas previstas en los 
párrafos segundo, quinto y sexto del art. 5." 
ade precede, la cuota parte del derecho de reem- 

olso fijado en el párrafo cuarto de este artícu- 
lo, y un derecho de 5 céntimos por cada 800 
francos Ó fracción de 300 francos de valor de- 
clarado, 

(b) Eventualmente á cada Administración in- 
termediaria los derechos fijados por el art. 3." 

Art. 7. Es potestativo al país destinatario 
percibir por derechos de cartería y por el cum- 
plimiento de las formalidades de Aduana un de- 
recho cuyo importe total no podrá pasar de 25 
céntimos por paquete. Salvo arreglo contrario 
entre las Administraciones interesadas, esta 
tasa se percibirá del destinatario en el momento 
de la entrega del paquete. 

Art. 8. 1. Los paquetes se entregan á su 
llegada 4 domicilio por medio de un portador 
especial, á petición de los expedidores, en los 
países de la Unión cuyas Administraciones con- 
vengan en encargarse de ese servicio recíproco 
en sus relaciones recíprocas. 

Esos envíos, que se califican «por propio», se 
someten á una tasa especial; esa tasa se ha fijado 
en 50 céntimos, Y debe satisfacerla anticipada- 
mente el expedidor además del porte ordinario 

ya fuere ó no entregado el paquete postal al 
estinatario, ó únicamente señalado por ropio 

en el país de destino. Forma parte de las bonifi- 
caciones que se hacen á dicho país. 

. Cuando el paquete va destinado á una lo- 
calidad que no tenga oficina de Correos, la Ad- 
ministración destinataria puede percibir por la 
entrega del paquete ó por el aviso invitando al 
destinatario á que venga á recogerlo una tasa 
suplementaria, que puede elevarse hasta alcan- 
zar el precio fijado para la entrega por propio 
en su servicio interior, previa deducción de la 
tasa fija pagada por el expedidor, ó de su equi- 
valente en la moneda del país que percibe dicha 
tasa suplementaria. 

. La entrega ó el envío de un aviso de invi- 
tación al destinatario se efectúa sólo una vez. 
Si no produce resultado, cesa el paquete de ser 
considerado como propio y su entrega se efectúa 
en las condiciones requeridas para los paquetes 
ordinarios. 

Si un paquete de esta especie, á conse- 
cuencia de cambio de destinatario, se hubiese 
de reexpedir á otro país sin que hubiera podido 


llevarse á cabo la entrega por propio, la tasa 
fija pagada por el expedidor se bonifica al nue- 
vo país de destino, si éste ha consentido encar- 
garse de la entrega por propio; en caso contra- 
rio, esta tasa corresponde á la Administración 
del país del primer destino, lo mismo que en lo 
concerniente á los paquetes sobrantes. 

Art. 9.2 1. Los paquetes á que se aplica el 
presente convenio no podrán ir gravados con 
más derecho postal que los señalados en los ar- 
tículos 8.%, 5. y 7. precedentes y por el art. 11 
aqu después expresado. 

. Los derechos de Aduana deben ser satis- 
fechos por los destinatarios de los paquetes. 
Esto no obstante, en las relaciones entre Admi- 
nistraciones que se hayan puesto de acuerdo al 
efecto, los expedidores pueden encargarse del 

ago de dichos derechos, previa declaración en 
a oficina de salida. En este caso deben pagar 
sucesivamente, á petición de la oficina de desti- 
no, las cantidades indicadas por esta última. 

Art. 10. 1. El expedidor de un paquete pos- 
tal puede hacerlo retirar del servicio ó hacer 
modificar su dirección, bajo las condiciones y 
las reservas determinadas para las correspon- 
dencias por el art. 9.? del convenio principal, 
con esta adición; que si el expedidor pide la de- 
volución ó reexpedición de un paquete, tiene 
que garantizar anticipadamente el pago del por- 
te que debe por la nueva transmisión. 

2. Toda Administración está autorizada para 
restringir el derecho de modificación de direc- 
ción en los E a cuya declaración de valor 
no pase de francos. 

Art. 11. 1. Lareexpedición desde un país á 
otro de paquetes postales á consecuencia 
cambio de residencia de los destinatarios, asl 
como la devolución de los paquetes postales 
considerados como sobrantes, da lugar al perci- 
bo suplementario de las tasas fijadas por los 
párratos primero, segundo, tercero, quinto y 
sexto del art. 5.%, á cargo de los destinatarios, ú 
bien de los expedidores, sin perjuicio del reem- 
bolso de los derechos de Aduana ú otros gastos 
especiales os de almacenaje, gastos de for- 
malidades de Aduana, etc.). 

En caso de reexpedición de un paquete 

- epa con reembolso, la parte proporcional 

el derecho de reembolso, que bonificará la Ad- 

ministración de origen á la Administración del 

primer destino, debe aplicarse por dicha Admi- 
nistración á la del destino definitivo. 

Art. 13. 1. > sa prohibido el envío por 
medio del correo de paquetes que contengan, ya 
sean cartas ó notas que tengan el carácter de 
correspondencia, ó ya de objetos cuya admisión 
no esté autorizada por las leyes ó reglamentos 
de Aduana ú otros. 

Queda igualmente prohibida la remisión de 
monedas, materias de oro y plata y otros obje- 
tos preciosos en los paquetes sin valor declara- 
do destinados á países que admiten la declara- 
ción de valor. Sin embargo, se permite incluir 
en el envío la factura abierta reducida al texto 
que constituye la factura. 

2. Caso de que un paquete en que concurra 
una de esas prohibiciones sea entregado por una 
de las Administraciones de la Unión á otra Ad- 
ministración de la Unión, ésta procede de la ma- 
nera y en las formas previstas por su legisla- 
ción y por sus reglamentos interiores. 

Art. 13. 1. Salvo el caso de fuerza mayor, 
cuando un paquete posan se pierda, sufra sus- 
tracción ó avería, el expedidor, y en su defectó 
y á su demanda el destinatario, tiene derecho á 
una indemnización correspondiente al importe 
real de la pérdida. ó de la avería, sin que esta 
indemnización pueda pasar, sin embargo, para 
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los paquetes ordinarios de 15 francos ó de 25, 

según que su peso no exceda ó pase de tres kilo- 

pos y para los paquetes con valor declara- 
o el importe de dicho valor. 

El remitente de un paquete perdido tiene, ade- 
más, derecho á la restitución de los gastos de ex- 
pedición. 

2. Los paises dispuestos á encargarse de los 
riesgos que puedan derivar del caso de fuerza 
mayor, están autorizados á separar por este con- 
cepto por los paquetes con valor declarado una 
sobretasa en las condiciones expresadas por el 
art.11, párrafo segundo, del arreglo concerniente 
al cambio de cartas y cajas con valor declarado. 

8. La obligación del pago de la indemniza- 
ción corresponde á la Administración de que 
depende la oficina expedidora. A esta Adminis- 
tración se reserva el recurso contra la Adminis- 
tración responsabla, esto es, contra la Adminis- 
tración en cuyo territorio, ó en cuyo servicio se 
produjo la Pee sustracción ó avería. 

Si una Administración responsable hubiese 
notificado á la Administración expedidora que 
no efectuase el pago, deberá Hosmbolsar á esta 
última Administración los gastos que ocurrie- 
sen por falta de pago. 

4. Hasta prueba en contrario, la responsa- 
bilidad corresponde á la Administración que 
habiendo recibido el paquete sin gasto de obser- 
vación no pueda comprobar ni la entrega al des- 
tinatario, ni en todo caso, la transmisión regu- 
lar á la Administración siguiente. 

5. La Administración expedidora deberá efec- 
tuar el pago de la indemnización lo antes posi- 
ble, y lo más tarde, en el término de un año, á 
contar desde la fecha de la reclamación. La Ád- 
ministración responsable está obligada á reem- 
bolsar sin demora á la Administración expe- 
ie el importe de la indemnización pagada 
por ésta. 

6. Queda entendido que no se admite la re- 
clamación sino en el plazo de un año, á contar 
de la entrega del paquete en correos; pasado di- 
cho plazo, el reclamante no tiene derecho á nin- 
guna indemnización. : 

7. Sila pérdida ó la avería ha ocurrido en el 
trayecto del transporte entre las oficinas de 
cambio de dos paises limítrofes, sin que sea po- 
sible e pl en cuál de los dos territorios 
ha ocurrido el hecho, las dos Administraciones 
en litigio sufragan á medias el perjuicio. 

8. Las Administraciones dejan de ser res- 
ponsables de los paquetes portales cuya entre- 
ga se haya hecho á los interesados. 

Art. 14. Queda prohibida toda declaración 
fraudulenta de valor superior al valor real del 
contenido de cualquier paquete. En caso de de- 
claración fraudulenta de esta naturaleza, el ex- 

edidor pierde todo derecho á cualquiera in- 

emnización, sin perjuicio de los procedimien- 
tos rn que pueden contra él entablarse 
por la legislación del país de origen. 

Art. 15. Cada Administración puede en cir- 
cunstancias extraordinarias que justifiquen la 
medida, suspender temporalmente el servicio de 
los paquetes postales de una manera general ó 
parcial, á condición de dar inmediatamente avi.- 
$0, caso necesario, por telégrafo á la Adminis- 
tración ó Administraciones interesadas. 

Art. 18. La legislación interior de cada uno 
de los paises contratantes se aplica para todo 
lo que no se haya previsto en las estipulaciones 
contenidas en el presente convenio. 

Art. 17. 1. Los acuerdos del presente con- 
venio no llevan consigo la restricción del dere- 
cho de las partes contratantes, de mantener y 
celebrar convenios especiales, así como mante- 
ner y llevar á cabo uniones más estrechas con 


objeto de mejorar el servicio de paquetes pos- 
tales. 

2. Sin embargo, las Administraciones de los 
paísas que han tomado parte en el presente con- 
venio que sostienen un cambio de paquetes pos- 
tales con países no contratantes, admiten á to- 
das las demás Administraciones que tomen par- 
te para que se aprovechen de esas relaciones 
para el cambio de los paquetes postales con es- 
tos últimos países. 

Art. 18. 1. Los países de la Unión postal 
universal que no han tomado parte en el pre- 
sente convenio quedan admitidos para que se 
adhieran á él, á petición suya, y en la forma 
prescrita por el art. 24 del convenio A e 
por lo que respecta á las adhesiones á la Unión 
postal universal. 

Sin embargo, si el país que desea adherir- 
se al presente convenio reclama la facultad de 
percibir una sobretasa superior á 25 céntimos 

or paquete, el Gobierno de la Confederación 
Búica someterá la demanda de adhesión á todos 
los países contratantes. Esta demanda se consi- 
derará como admitida si on el término de seis 
meses no se presentase ninguna objeción. 

Art. 19. Las Administraciones de Correos de 
los paises contratantes designan las oficinas ó 
localidades ue admiten para el cambio inter- 
nacional de los paquetes postales, arreglan la 
forma de transmisión de dichos paquetes y adop- 
tan todas las demás medidas de detalle y de or- 
den necesarias para asegurar el cumplimiento 
del presente convenio. 

Art. 20. El presente convenio se somete á las 
condiciones de revisión determinadas por el ar- 
tículo 25 del convenio principal. 

Art. 21. 1. En al intervalo que medie entre 
las reuniones previstas por el art. 25 del conve- 
nio principal, tiene derecho cualquiera Admi- 
nistración de Correos de uno de los países con- 
tratantes de dirigirá las otras Administracio- 
nes participantes, por medio de la oficina inter- 
nacional, proposiciones referentes al servicio 
de paquetes postales. 

2. Habrá de someterse toda proposición al 

rocedimiento determinado en el párrafo segun- 
do del art. 26 del convenio principal. 

8. Para que lleguen á ser ejecutorias esas 
proposiciones deben reunir á saber: 

(a) La unanimidad de votos si se trata de la 
adición de nuevos articulos, de la modificación 
del presente artículo ó de las disposiciones de 
los artículos 1.%, 2.9, 8.2, 4.9, 5,%, 6.%, 7.%, 8,9, 9,9, 
10, 12, 13, 14, 15, 20 y 22 del presente convenio. 

(b) Las dos terceras partes de los votos si se 
trata de la modificación de las disposiciones del 
presente convenio, diferentes de las de los ar- 
tículos precitados y del presente artículo. 

(c) La simple mayoría absoluta si se trata 
de la interpretación de las disposiciones del pre- 
sente convenio, salvo el caso de litigio prescri- 
to por el art. 23 del convenio principal. 

¿ Las resoluciones válidas se consignan en 
los dos primeros casos por una declaración di- 
plomática y en el tercer caso por una notifica- 
ción administrativa, según la forma indicada 
en el art. 26 del convenio principal. . 

Toda modificación ó resolución no es ejecuti- 
va hasta pasados dos meses por lo menos de su 
notificación. 

Art. 22. 1. El presente convenio se empeza- 
rá á cumplir en 1.*? de Julio de 1892. 

2. Tendrá la misma duración que el conve- 
nio principal, sin perjuicio del derecho que se 
concede á cada parte contratante de retirarse 
de este convenio mediante un aviso dado con 
un año de anticipación por su Gobierno al (to- 
bierno de la Confederación Suiza. 
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3. Quedan derogadas á contar del día en que 
se ponga en ejecución el presente convenio, to- 
das las disposiciones convenidas anteriormente 
entre los diferentes paises contratantes ó entre 
sus Administraciones, siempre que no se ajusten 
á los términos del presente convenio y sin per- 
quae de los derechos reservados por los artícu- 

os 16 y 17 que anteceden. 

4. El presente convenio se ratificará lo antes 
que posible fuere. Las actas de ratificación se 
canjearán en Viena. 

En fe de lo cual los plenipotenciarios de los 
paises arriba expresados han firmado el presen- 
te convenio, en Viena, el 4 de Julio de 1891.» 
(Siguen las firmas.) 

Protocolo final. En el momento de proceder 
á la firma del convenio ajustado con esta fecha, 
relativo al cambio de paquetes postales, los in- 
frascritos plenipotenciarios han convenido lo 
siguiento: 

Todo pais cuyo servicio de correos no se en- 
cargue en la actualidad del transporte de pa- 
quetes pequeños y que se adhiera al convenio 
arriba expresado, tendrá la facultad de hacer 
ejecutar las cláusulas por las empresas de ferro- 
carriles y de navegación. Podrá al propio tiem- 
po limitar este servicio á los paquetes proceden- 
tes ó destinados á localidades servidas por esas 
empresas. 

La Administración postal de ese país deberá 
entenderse con las empresas de ferrocarriles y 
de navegación para asegurar el completo cum- 
Dento por las últimas de todas las cláusulas 

el convenio, especialmente para organizar el 
servicio de cambio en la frontera. 

La misma les servirá de intermediaria para 
todas sus relaciones con las Administraciones 
postales de otros países contratantes y con la 
oficina internacional. 

En fe de lo cual, los infrascritos plenipoten- 
ciarios han redactado el presente protocolo 
fina!, que tendrá la misma fuerza y el mismo 
- valor que si las disposiciones que contiene estu- 
viesen insertas en el convenio, y lo han firmado 
en un ejemplar que quedará depositado en los 
archivos del Gobierno austriaco, y del que se 
enviará copia á cada una de las partes. 

Viena 4 de Julio de 1891.» (Siguen las firmas.) 

Los preinsertos convenios fueron debidamen- 
te ratificados, y las ratificaciones depositadas 
en los archivos del Ministerio de Negocios Ex- 
tranjeros en Viena el 27 de Mayo último.» (Ga- 
ceta 30 Junio.) 


COSA JUZGADA. La fuerza irrevocable 
del juicio afinado, reconocida por la ley de Par- 
tida, lo está también en el art. 1.251 del Código 
civil. Reitera el respeto que se la debe la si- 
guiente 


Jurisprudencia. 


14 Diciembre 81894. ¿Cabe promover en juicio or- 
dínario después del ejecutivo, la cuestión de nulidad de 
éste, cuando el ejecutado no la suscitó en el trámite de 
oposición d la demanda ejecutiva? 


Esta sentencia, inserta en JUICIO RJECUTIVO, re- 
suelve negativamente Ja importante cuestión que, 
suscitada con posterioridad ante el mismo T.S., ha 
sido resuelta en sentido afirmativo por sentencia de 
5 de Diciembre de 1895.—Véase, con su nota, en el 
Ar. de 1596, p. 114. 


31 Diciembre 1801. Valor de una ejecutoria ante 
la demanda dirigida d introducir en ella novedades. 


La sentencia absolutoria de una demanda dirigi- 
da á introducir novedades en otra sentencia ejecu- 
toria, no infringe la ley 19, tit. XXII, Part. 8*, rela- 
tiva á la fuerza y valor que tiene el juicio afinado, 
nila jurisprudencia que la sanciona. (T. S., Sala 


1.*, sentencia 81 Diciembre 1891.—Gac. 2 Febrero 1802, 
página 04.) 


13 Marzo ó Mayo 1899. Cómo debe cumplirse la 
ejecutoria condenando al Estado d devolver ciertos bie- 
nes ó los valores equivalentes d su importe cuando ni los 
bienes ni los valores existen. 


Por sentencia firme de los Tribunalés ordinarios 
fuó condenado el Estado á devolver á los duques 
de Fernsn-Núñegz los bienes que retuviera de una 
fundación de que se había incantado y á entregar 
por los vendidos los valores en que hubieran sido 
rematados, pues parece que en pago del precio fue- 
ron admitidos títulos de la Deuda del material del 
Tesoro. Respecto de este extremo, se declaró en vía 

ubernativa el derecho de los duques «á percibir 

o que les corresponda en deuda del material del 
Tesoro, con arreglo al valor efectivo que á los pre- 
cios de cotización en la fecha en que se pagaron los 
plazos por los compradores, represez ten los valores 
de la Deuda en que fuesen o o entender 
que se trataba de un crédito comprendido en el ar- 
tículo 4. de la ley de 3 de Agosto de 1851. Los du- 
ques reclamaron en vía contenciosa contra esta re- 
solución, y el Tribunal de ese orden, entendiendo 
no ser aplicable el citado artículo y vistas las leyes 
de 1.2 de Agosto de 1851 y 29 Mayo 1882, declara que 

ara cumplir la sentencia firme, «lo que el Estado 
dóte entregar... en equivalencia de los bienes ven- 
didos... son los valores en que fueron rematados, y, 
no existiendo, los que se hayan emitido ó deban 
emitirse en equivalencia de los mismos con arreglo 
á las leyes de conversión de la Deuda pública». (Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, sent. 17 
Marzo ó Mayo 1892.— Gac. 19 Octubre, p. 183.) 


3 Mayo-28 Junio 1899. Cumplimiento de una 
sentencia firme dictada por los Tribunales ordinarios y 
en la cual se impuso al Estado el pago de las costas. 


La sentencia recayó en incidente de pobreza, y la 
parte que la obtuvo pidió ante la Administración 
activa que le fueran abonadas. Denegóse su solici- 
tud, acudió al T. O. A., opuso el fiscal la excepción 
de incempetencia, y el Tribunal dictó sentencia en 
8 de Mayo y auto aclaratorio en 22 de Junio, decla- 
rando ser competente, revocada la Real orden de- 
negatoria de la solicitud y que la Hacienda se halla 
obligada al pago de las costas. Como fundamento 
se establece que el asunto es de carácter esencial- 
mente administrativo, con arreglo al art. 18 de la 
ley de contabilidad; y la Real orden impugnada por 
el actor reune los requisitos necesarios para ser 
combatida en vía contenciosa; «que condenada la 
Administración en sentencia firme, que ha consen- 
tido, al pago de las indicadas costas, es indudable 

ue ha debido procederse por ella á la ejecución de 

icha sentencia en la forma que previene el art. 16 
de la ley de contabilidad»; y «que no es obstáculo 

ara que se haya ejecutado la sentencia referida el 
hecho de que el Ministerio fiscal no consultase á la 
Dirección general de lo Contencioso antes de in- 


-terponer la apelación..., ni es óbice, por tanto, ni 


exime á la Hacienda del pago de las costas á que ha 
sido condenada por sentencia que ha consentido». 
(Sent. y auto ae 8 Mayo y 22 Junio 1892. — Gac. 11 No- 
viembre, p. 244.) 


COSTAS JUDICIALES. Las leyes de Parti- 
da y recopiladas, sobre costas, han sido derogs- 
das por el art. 1.976 del Cód. civil, según sen- 
tencias del Tribunal Supremo de 4 de Marzo de 
1893 y otras. He aquí doctrina anterior sobre la 
materia: 


30 Octubro 1891. Costas judiciales en ejecución 
de sentencia: Error de haber impuesto las costas de una 
apelación á los apelados. 


Con motivo de unos autos sobre indemnisación 
de perjuicios que la marquesa de los Arenales fué 
condenada á pagar Á D. Pedro Díaz Sánchez, y en 
cumplimiento de la sentencia que así lo acordó, s0 
suscitó una cuestión entre los litigantes respecto al 

ago de costas, y elevada en casación al ribunal 
apremio, establece el mismo la siguiente doctrina 
al declarar que ha lugar, en parte, al recurso de 
casación interpuesto pur uno de los interesados: 

«Que las diligencias á cuyas costas se refiere el 
recurso... tuvieron por objeto el cumplimiento de 


lo di 
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la ejecutoria en que la marquesa de Arenales fué 
condenada á fagar, según regulación pericial, parte 
del coste del camino construído por laz Sanchez, 
y que en ellas no se han promovido incidentes, por- 
que no lo son las peticiones de las partes en que ta- 
les diligencias se propusieron, y que fueron resuel- 
tas por el Juzgado sin tramitación especial; y, por 
lo tanto, la Sala sentenciadora, al imponer die AS 
costas á la recurrente, aplica rectamente la prime- 
ra parte del art. 950 de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, que establece que las costas ocasionadas en las 
diligencias para el cumplimiento de las ejecutorias 
serán de cargo del que haya sido condenado en la 
sentencia de cuya ejecución se trate, y no infringe 
la parte segunda del mismo artículo, que exceptúa 
de aquella disposición general las costas de los in- 
cidentes: 

Que para que una resolución judicial cause esta- 
do de cosa juzgada es preciso que sus términos sean 
concretos á la cosa á que pretenda aplicarse, y que 
haya recaído sobre una cuestión propuesta; que la 
providencia en que se tiene por consignada la can- 
tidad presentada por la Marquesa y á ésta por cum- 

lida con lo mandado, y libre de toda responsabili- 

d, y se declaran terminados los autos mandando 
llevar la cantidad consignada á la Caja de Depósi- 
tos, no reune los expresados caracteres porque no 
hay la precisión necesaria respecto de las costas, 
nise había cuestionado sobre este punto... 

Y que á tenor de la ley 2.*, tít. XIX, libro XI de 
la Novisima Recopilación, repetidamente aplicada 
por este Tribunal, cuando el juez de la alzada halle 
que la parte se alzó con derecho, no debe pagar 
costas ninguno de los litigantes, disposición y ju- 
risprodencia que infringe la Sala al imponer á la 
marquesa de Arenales todas las costas, inclusive 
las de la segunda instancia (1).» (Sala 1.*, sent. 30 
Detubre 1891.—Gac. 8 Diciembre, p. 175) 


18 Diciembre 1891. Imposibilidad de imponer 
las costas de la segunda instancia al apelante cuando se 
modifica la sentencia de la primera con algún aditamen- 
to ó moderación que le favorece. 


Véase esta sentencia en REIVINDICACIÓN. 


38 Mayo 1893. Pago de costas por el Estado, 
—VY. en COSA JUZGADA. 


31 Mayo 1892. Honorarios de los registradores: 
Caso en que están comprendidos en el art. 241, núm.4.*, 
de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


Véanse esta resolución de la Dirección de los Re- 
gistros en HIPOTECAS. 


—VYéase en la p. 79 el art. 16 del R. D. de 28 de Julio 
de 1892, sobre costas en las apelaciones de los plei- 
tos contencioso administrativos. Su disposición se 

a llevado al art. 474 del reglamento de 
de 1894. (ApP., p. 871.) 

CREDITOS. Véanse en HiporECAS las resolu- 
ciones de 4 de Mayo y 31 Octubre de 1892, sobre 
reconocimiento de créditos á favor de mujeres 
casadas, constitución de garantía real para ase- 
gurarlos, y cancelación de hipotecas estableci- 
das en beneficio de créditos en que están intere- 
sados menores. 

—Véase además en CONTRATOS CIVILES el consi- 
derando último de la Sent. de 18 Noviembre 1891, 
pág. 90. 


CREDITOS Y DEUDAS MUNICIPALES. 
La prohibición de exigir á los Ayuntamientos 
por la vía de apremio los débitos particulares no 


de Junio 





(1) Ya hamos Dr y esa ley recopilada está de- 
rogada, según doctrina T. 8., por el Código civil, sin 

7go de lo cual no creemos que puedan hoy imponer- 
se las costas de la apelación al apelado, porque la sus- 
tanciación de tal recurso no se debe á su iniciativa ni 
puede serle, por lo tanto, imputable, según los principios 
de equidad que, en defecto de la ley, deben aplicar los 
Tribunales, conforme al art. 6.%, párrafo segundo del 
mismo Código civil. 


asegurados con garantía real, ha recibido nueva, 
sanción por las siguientes declaraciones de 


Jurisprudencia. 


16 Febrero 1893. Sentencias judiciales condenan- 
do d los Ayuntamientos al pago de sus deudas: ¿Pueden 
ordenar estas sentencias la formación de preuupuesto 
donde se comprendan, ó lo que es igual, el cumplimiento 
del art. 148 de la ley? 


El Gobierno resuelve negativamente esta cues- 
tión, decidiendo Áá favor de la Administración una 
competencia, con vista de los arts. 143 y 144 de la ley 
municipal: 

«Considerando... Que á las autoridades adminia- 
trativas compete, con arreglo á lo dispuesto en los 
citados arts. 143 y 144 de la ley municipal, el cumpli- 
miento de las sentencias, en las que se condenare al 
pago de cantidad á las Corporaciones municipales: 

Que la providencia dictada por el juez (1),sea cual- 
quiera el punto de vista desde que se examine, es 
indudable qus implica una verdadera invasión de 
las facultades administrativas, atendidos el espíri- 
tu y letra de los susodichos artículos.» (R. D. 18 de 
Febrero 1892, decidiendo competencia entre el juex 
e Mee di y el gobernador de Alicante.» (Gaceta 

el .) 


—Otro caso muy análogo en R. D. también de 16 
de Febrero 1893, decidiendo á favor de la Admí- 
nistración la competencia suscitada por el goberna- 
dor de Barcelona al Juzgado instructor de San 
Felia de Llobregat, por haber requerido al Ayunta- 
miento de San Esteban de Sasrovira al pago de 
honorarios de letrado y derechos de procurador de- 
vengados en causa criminal promovida por la Cor- 
poración; y haber ordenado á ésta que formara pre- 
supuesto extraordinario donde comprendiese tales 
oróditos. Se recuerda, como fundamento de la deci- 
sión, que no pueden hacerse efectivos por el proce- 
dimiento de apremio; y menos habiéndose opuesto 
la Corporación á la legitimidad de la deuda.» (Ga- 
ceta 22 Febrero.) 


5Junlo1892. Ala jurisdicción que ha sido compe- 
tente para pronunciar el fallo en pleito fenecido, toca 
conocer de los incidentes en la ejecución, mientras no se 
infrinjan los arts. 148 y 144 de la ley municipal sobre 
apremios contra Ayuntamientos. 


La Sala de lo civil de la Audiencia de esta corte, 
conocía en E peleado de un incidente en juicio eje- 
cutivo para llevar á eferto una sentencia sobre re: 
conocimiento y liquidación de créditos por sisas, 
El gobernador de la oia requirió de inhibi- 
ción á dicho Tribunal, fundado en que el asunto 
cuestionado era de la exclusiva competencia de la 
Administración. o las leyes 18 y 17 del tít. 19, 
lib. VII de la Nov. Recop.; el art. 63 de la ley muni- 
cipal de 1840; el núm. 9 del 81 de la de Septiembre 
de 1845; el párr. 8.2? del 85 de la vigente, en armonía 
con las Rs. Os. de 10 de Julio de 1879 y 7 de Agosto 
de 1859; los arta. 12 y 14 del R. D. orgánico de 27 de 
Febrero de 1852; los 1.2 y 28 del R. D. de 4 de Enero 
de 1883; los 132 y 186 de la ley municipal vigente cí- 
tada, en consonancia con el 1.? de la ley de conta- 
bilidad general del Estado de 2 de Junio de 1870; el 
5. de la ley de 13 de Septiembre de 1888, y art. 32 
del R. D. de 8 de Septiembre de 1887. 

La Audiencia sostuvo su jurisdicción, alegando 

ue por hallarse los autos en trámites de ejecución 
de una sentencia dictada por la misma, en virtud 
de la sumisión tácita que á su jurisdicción se pres- 
tó por las partes, era evidente la perfecta aplica- 
ción al caso actual de la disposición contenida en el 
art. 55 de la vigente ley de Enjuiciamiento civil, en 
que se establece que los jueves y Tribunales que ten- 

an competencia para conocer de un pleito la ten- 
drán tambión para todas sus incidencias y para la 
ejecución del fallo, y citó también los arts. 8.%, 11, 
13 y 27 del R. D. de 8 de Septiembre de 1887 sobre com- 
petencias. Elevados los autos al Gobierno, y vistos 
el art. 8. del R. D. de 8 de Septiembre de 1887, el ar- 
tículo 65 de la ley de EnT civil, y los 143 y 144 de la 
ley municipal, se decide la competencia á favor de 
la autoridad judicial: 

«Considerando: que la presente contienda de com- 
petencia se ha suscitado con motivo del incidente 


(1) Ordenando la formación de presupuesto extraor- 
dinario en que incluir la deuda. 
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CRÉDITOS... —CURADORES. 





sobre liquidación de intereses procedentes de crédi- 
tos por sisas contra el Ayuntamiento de Madrid, 
promovido en periodo de ejecución de la sentencia 
por virtudide la cual se condenó á aquella Corpora- 
ción al pago de los mismos... , , 

Que por haber sido el pago de dichos intereses ob- 
jeto de discusión en el juicio sustanciado, aun cuan- 
do no lo fuera el de su liquidación, cuya incidencia 
sólo cabía dilucidar, como ahora se dilucida en el 
correspondiente período, sólo á la jurisdicción que 
fuó competente para pronunciar el fallo recaído 
toca conocer de la misma en consonancia con lo 
dispuesto en el art. 55 de la ley de Enj. civil: 

Que fenecido en tal supuesto por sentencia firme 
el juicio principal, objeto de los autos, y pendiente 
de sustanciación el período de ejecución de aquélla 
en todos sus diversos extremos, á la jurisdicción 
que la dictó corresponde llevarlos á cumplido efeo- 
to y medir el alcance de sus propias resoluciones en 
la forma por las leyes establecida: 

Que es en su consecuencia improcedente ahora el 
examen de ningún otro punto Y aspecto de la cues- 
tión que se debate, que no sea el relativo al nodo ó 
forma como haya de verificarse el pago por la Cor- 
poración municipal, una vez ultimada la liquida- 
ción pendiente, y por lo que á este respecto se refie- 
ro, no consta que se hayan infringido hasta el pre: 
sente por parte de la jurisdicción ordinaria los pro- 
ceptos establecidos en los arts. 143 y l144de la vigente 
ley municipal, los cuales contienen la única ex- 
cepción legal que á favor de la Administración po- 
dría alegarso para apoyar su competencia en el ac- 
tual estado de los autos:... , 

Que si se debe prescindir, por no consentirlo el 
estado legal del asunto, de la discusión relativa al 
carácter de deuda municipal esencialmente admi- 
nistrativa, peculiar de los créditos de sisas estable- 
cidos contra el Ayuntamiento de Madrid, base fun- 
damental en que el gobernador apoya su reque- 
rimiento, y como consecuencia de ello pudieran 
invocarse consideraciones de orden público que abo- 
naran la competencia de la Admivistración, tam- 

oco este otro aspecto de la cuestión puede hacer 

uerza en el caso concreto de que se trata, toda vez 
que garantidos subsisten los intereses del Munici- 
pio desde el momento en que la propia sentencia 
recaída le deja Áá salvo todos sus derechos para 
ejercitarlos contra quien y en la forma que viere 
convenirle por los perjuicios que el estricto cum- 
ns de dicha ejecutoria haya de origirarle...» 
(R. D. 5 Junio 18922.—GQac. 12 1d.) 


R.D. 18 Junlo 1898. No pueden exigirse por el 
procedimiento de apremio, las obligaciones de Ayunta- 
mientos no aseguradas con prenda ó hipoteca, 


Condenado el Ayuntamiento de Campanar por 
sentencia firme á pagará D. EnriqueSamperlasuma 
de 1.125 pesetas y sus intereses, el Juzgado del Mar, 
de Valencia, acordó el embargo de los Sn idea mu- 
nicipales, disponiendo que se requiriese al deposita- 
rio de los mismos para que los retuviera á dispnsi- 
ción del Juzgado. El gobernador de la provincia 
suscitó competencia. que se decide á favor de la Ad- 
ministración, vistos los arts. 143 y 144de la ley muni- 
cipal, y considerando sustancialmente que como la 
deuda origen de la contienda no está asegurada con 
prenda ó hipoteca, ha de hacerse efectiva por pro- 
cedimientos administrativos, sin que quepa el de 
apremio. (R. D. 28 Junio 1892.—Gac. 7 Julio.) 

—Véase en GOBIERNO... DE LAS PROVINCIAS el 
R. D. de 3 de Mayo de 1892, cuyos arts. 15 y 16 
señalan el procedimiento aplicable para exigir 


á los Ayuntamientos el pago del contingente 
provincial. 


CRÉDITOS CONTRA Y Á FAVOR DEL 
ESTADO. Véanse Deupa PúBLicaA: HAcIENDA 
PÚBLICA: PATRIMONIO REAL: SERVICIO MILITAR, 

CRÍA CABALLAR. Véase PARADAS. 


CRÍTICA PERIODÍSTICA. Su forma y con- 
tenido lícitos.—Véanse en Desacaro la sentencia 
de 11 de Mayo de 1891 y en Inyurras las de 18 de 
Mayo y 4 Junio del mismo año. 


CUARENTENAS. Véaso SANmgpAaD. 


CUARTA FALCIDIA. No puede detraerla 
en Cataluña el heredero que acepta la herencia 
sin formalizarinventario.—Véase la sentencia de 
81 de Diciembre de 1891 en Suces1OoNEs. 


CUERPOS CONSULAR, DIPLOMÁTICO Y 
DE INTERPRETES. Continúan rigiendo la 
ley de 14 de Marzo de 1883, los reglamentos dicta- 
dos para su ejecución é insertos en el Diccionario 
y los Aranceles consulares de 14 de Julio de 1890, 
cuya modificación está autorizada por la 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892. 
Modificación de los Aranceles consulares. 


«Art. 15. Se autoriza al Ministro de Estado 
para que oyendo al de Hacienda y á la Sección 
correspondiente del Consejo de Estado, pueda mo- 
dificar los arts. 1.”, 2. y 8. de los Aranceles con- 
sulares vigentes, á fin de distribuir en forma más 
equitativa las cargas que establecen, y para re- 
formar el art. 26, sustituyendo la excepción que 
establece en lo relativo á los certificados de ori- 
gen por los derechos que puedan imponérseles 
en lo sucesivo. 

También queda autorizado el Ministro de Es- 
tado para alterar, en beneficio del Tesoro, la, 
cuota que se percibe anualmente por las legyali- 
zaciones y traducciones en documentos de inte- 
rés particular que se expidan por dicho Ministe- 
rio (1).» 

R. O. 10 Julio 1892, 

Ocupación de vacantes del Cuerpo consular por algunos 
opositores no comprendidos en las plazas sacadas ú 
oposición. 

(Esrabo.) Extracto. — Habiéndose sacado á 
oposición cinco plazas para cubrir vacantes en la 
carrera consular y cubiertas éstas con los cinco 
primeros números, los demás aspirantes ú oposi- 
tores solicitaron se formase con los que hubiesen 
demostrado su aptitud, un Cuerpo de aspirantes 
con derecho á ocupar las vacantes, y aunque no 
se accede á la formación dol Cuerpo, se concede 
á otros siete opositores derecho á ocupar las va- 
cantes de vicecónsul que ocurran en el plazo im- 


prorrogable de dos años (2). (R. O. 10 Julio 1892, 
Gac. 21 1d.) 


—Véase la disposición 3.*, núm. 4.? del Aran- 
cel de Aduanas de 31 de Diciembre 1891 inserto 
en RENTA DE ADUANAS, que concede franquicia á 
los muebles, equipajes, carruajes y efectos del 
Cuerpo diplomático. 

CUERPOS VARIOS. De empleados: V. Ha- 
CIENDA PÚBLICA.—De miñones y mozos de escua- 
dra: V. EsérciTo.—Consultivos de la Administra- 


. ción: V. CoxNsEJO DE EsTADO: GOBIERNO... DE LAS 


PROVINCIAS, 


CURADORES. V. TureLa: RECURSOS DE CA- 
SACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA. 


(1) Esta autorización se halla reproducida en el ar- 
tículo 45 de la ley de 5 de Agosto de 1893 (Ar. de íd., pd- 
gina 409), y el Gobierno hizo uso de ella por el BR. D, de 8 
de Marzo de 1894 (AP. de id., p. 188). 

(2) No nos parece justo ni equitativo que, cuando se 
gaca d oposición número limitado de plazas vacantes, se. 
conceda dá mayor número de opositores, opción d ocupar 
las que vayan vacando en el plazo de dos años. Es ya 
hora llegada de poner cierto límite 4 los abusos del favor, 
y no parece serio sacar á oposición cinco plazas vacan- 
tes y proveer ademds de las cinco otras siete que vacardn, 
pd perjuicio de otros que esperarian pronto nuevas opo- 

ciones. 


DAÑOS Y PERJUICIOS.—DAÑOS. 
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DAÑOS Y PERJUICIOS. Complemento de 
este artículo del Diccionario (tomo IV, p. 3) son 
las siguientes resoluciones: - 


19 Noviembre 1891. Perjuicios sufridos por el 
cesionario de un crédito, d consecuencia de no haber dado 
el cedente conocimiento de la cesión al deudor. 


Este fallo del T. S., inserto en CONTRATOS (p. 90), 
establece en sua considerando 3.”, que cuando, contra 
lo prescrito en el art. 153 de Ja ley hipotecaria, el 
eedente no da conocimiento al deudor de la cesión 
de un crédito hipotecario, esta omisión no determi- 
na la nulidad de la escritura de enajenación ó ce- 
sión, y sólo da derecho al cesionario para reclamar 
perjuicios en su caso. 


25 Enero 189?. Cusos en que no puede el querellado 
en causa, por usurpación de patente, reclamar perjuicios 
del quercllante, aun recayendo sobreseimiento libre. 


No infringe la ley 3.*, tit. XV, Part.7.*, hi el prin- 
cipio de derecho de que todo el que causa perjuicios 
á otra persona está obligado á reparar el daño can- 
sado, la sentencia que absuelve al querellante en 
cierta causa, por usurpación de patente, de la de- 
manda de indemnización de perjuicios promovida 
por el querellado, porque es doctrina inconcusa que 
el que reclama indemnización de daños y perjuicios 
debe justificar que el causante de los mismos ha 
procedido con dolo ó negligencia; y en este concep- 
to, la parte dispositiva de la sentencia por la que se 
absuelve al demandado de la demanda interpuesta, 
está ajustado á lo que prescriben las leyes 1.* y 6.* 
del título y Partida citada, toda vez que ejecutó el 
hecho de querellarse amparando d sí mismo ó d 3us 
cosas (excepción establecida por la misma ley que 
sesupone infringida), y con funde mento racional; 
confirmando la falta de temeridad por eu parte, la 
admisión de la querolia y el auto de sobreseimiento 
libre, declarando de oficio las costas; elementos 
todos que justifican la conducta del querellante y 
la procedencia del fallo absolutorio. 

No puede tampoco estimarse en conira del quere- 
llante el axioma jurídico de que «no hay derecho 
contra derecho»; porque al proceder criminalmente 
contra el querellado defendía el suyo, y carecía de 
élel querellado, no habiendo probado Ja nulidad de 
la patente en cuestión, ni que el querellante ejer- 
titase su derecho con malicia. (Tal es sustancial- 
mente la doctrina de este fallo del T.S de 25 Enero 
de 189%, publicado en la Gaceta de 4 Marzo de Íd., pá- 
gina 111.) 


20 Encro 1899. Después de reconocido por Real 
orden el derecho del dueño de una finca dá ser indemniza- 
do por los daños sufridos en ella, procede el pago de la 
indemnización, haciéndose indispensable ante todo una 
petritación que fije la cuantía, 


En R. O. 14 Enero 1889, reconoció el Ministerio de 
Fomento el derecho de D. Eustaquio de la Crus á 
serindemnizado du los daños ocasionados en una 
casa de su propiedad, por la ruptura de una cañería 
del Canal de Isabel 11. La Dirección de éste, infor- 
mando después acerca de la cuantía que se recla- 
maba, opinó que debían concederse al interesado 700 
pesetas por vía de indemnización graciosa, advir- 
tiéndole que por no haber precedido reconocimien- 
to á la ejecución de las obras que llevó á cabo por 
sa cuenta y riesgo sin intervención del Estado, re- 
nunció de hecho á reclamar de éste responsabilidad 
alzana. El Ministerio, conformándose con lo pro- 
puesto por la Dirección del Canal, dictó otra Real 
orden en 2 Julio 1890, disponiendo el abono de 700 pe- 
setas á D. Eustaquio de la Cruz, como indemniza- 
ción prudencial del perjuicio sufrido, contra la cual 
dedujo demanda contenciosa el interesado, pidien- 
do se declarase su derecho á percibir 4.700 pesetas 
que tenia reclamadas. El Tribunal Contencioso ad- 
ministrativo falla así: 

«Considerando: que la R, O. de 14 de Enero de 1889, 
dE es firme, declara el derecho de D. Eustaquio de 

a Cruz á ser indemnizado por los desperfectos que 
la casa de su propiedad sufrió á consecuencia de las 
invasiones de las aguas del Canal de Isabel IT...: 

Considerando: que tal cantidad (la de 700 pesetas 
que como gracia propuso la Compañía), aprobada 


por Real orden que hoy se reclama, es 4 todas luces 
insuficiente, pana que no alcanza á reintegrar las 
sumas que el interesado abonó al Ayuntamiento 
de Madrid por las licencias y arbitrios indispensa- 
bles para las obras: 

Y considerando: en consecuencia, que la.citada 
Real orden de 14 de Enero de 1689 se halla hoy in- 
cumplida, y que para su debido cumplimiento es in- 
dispensable practicar una peritación, á fin de que 
dos peritos, nombrados uno por el propietario y otro 
por el Estado, y tercero en caso de discordia, fijen 
la verdadera cantidad indemnizable: 

Vista la B. O. de 14 Enero de 18%9, que declara que 
D. Eustaquio de la Cruz tiene derecho áÁ ser indem- 
nizado por los daños que su casa sufrió á consecuen- 
cia de las inundaciones de que se trata; 

Fallamos que debemos revocar y revocamos la 
Real orden reclamada de 2 de Julio de 1890, y man- 
damos que por peritos nombrados por el Estado y 
por el demandante, y tercero en caso de discordia, 
se fije la cantidad que en concepto de indemniza- 
ción debe entregarse á D. Eustaquio de la Cruz.» 
(Sent. del T. de lo Contencioso administrativo 
de 20 de Enero de 1392.— Gac. 17 Septiembre, p. 17.) 


8 Febrero 1893. Para que la reclamación de in- 
demnización de perjuicios pueda ser discutida en vía con- 
tenciosa, ha de haber sido objeto de solicitud en la guber- 
nativa. 


Cuando las resoluciones administrativas ocasio- 
nan daños y perjuicios á alguna persona, la indem- 
nización que ésta crea procedente debe pedirla en 
tiempo oportuno y en la vía gubernativa, y cuando 
no se pide carece el Tribunal de lo Contencioso de 
competencia para entender y conocer detales recla- 
maciones de indemnización, por no existir resolu- 
ción administrativa que cause estado. (Sentencia 
del T. delo Contenciosa administrativo de 8 de 
Febrero de 1892.— Gac. 23 Septiembre, p. 57.) 


R.D.31 Octubre 1898. Laindemnización de daños 
y perjuicios que derivan de contratos d servicios adminis- 
trativos no puede someterse d los Tribunales ordinarios. 


Deducida demanda en juicio verbal contra un ins- 
pector de carnes, reclamándole el valor de una res, 
cuyo sacrificio no había permitido, no obstante ha- 
berse presentado en el matadero en códndiciones re- 
glamentarias, el gobernador suscitó comjetenola, 
que es decidida á favor de la Administración, visto 
el art. 72, núm. 2. de la ley municipal: 

«Considerando que, si bien en la demanda que ha 
motivado el presente conflicto, sólo se interesa una 
mera indemnización de daños y perjuicios, es indu- 
dable que ésta, caso de haber Ingar á ella, se deríi- 
maría del camplimiento de un contrato ó servicio 
esencialmente administrativo que cae por su indole 
de lleno bajo las prescripciones del art. 72 de la le 
municipal, y en los que las Corporaciones municl- 
pales no obran como personas jurídicas, sino como 
entidades administrativas; siendo, por tanto, de la 
competencia de las autoridades de este orden el co- 
nocimiento en ambas vlas, gubernativa y conten- 
ciosa, del asunto de que se trata, así como del de 
todos aquellos que de un modo ú otro guarden rela- 
ción con alguno de los objetos en el referido artícu- 
lo señalados.» (R. D. 31 Octubre 1892.—Gac. 8 No- 
viembre.) 


—V. ARRENDAMIENTO: DESAMORTIZACIÓN: DrEuU- 
DA PÚBLICA: PATRIMONIO DE LA CORONA, y sobre 
responsabilidad civil por razón de delito, Res- 
PONSABILIDAD CIVIL. 


DAÑOS (Delitos y faltas). Daños de gana- 
dos.—A la jurisprudencia incluída en este artí- 
culo del Diccionario (tomo IV, ps. 74 12), sirve de 


complemento la siguiente: 


31 Marzo 1891. La entrada de ganados en finca 
ajena no determina la responsabilidad establecida en los 
articulos 611 d 618 del Cód. penal, si el daño causado es 
inferior á cinco pesetas. 


Así lo estima el T. S., casando y anulando sen- 
toncia dictada por el juez de instrucción de Lugo en 
apelación de juicio de faltas: 

«Considerando que el art. 6813 del Cód. penal está 
en relación evidente con los dos anteriores, y el pre- 
cepto que contiene debe consiguientemente enten- 
derse en el sentido de que cuando se cometa la fal- 
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ta definida en el 612 ó en el 611 incurrirán además 
los dueños y ganaderos en pena especial de arresto, 
si han dado lugar voluntariamente ó por negligen- 
cia á la entrada del ganado causante del daño y de 
la falta: 

Considerando que, esto supuesto,cuando no 8e co- 
mete la falta que penan los referidos artículos 611 y 
612 no tiene aplicación ninguna el precepto del 613 
respecto de los dueños ó ganaderos, cualquiera que 
sea la responsabilidad civil en que por otro concep- 
to incurran, y que en el caso del presente recurso, 
no constituyendo falta el daño inferior á cinco pe- 
setas que produjo el ganado lanar del recurren» 
te... tampoco ha incurrido en responsabilidad per- 
sonal el dueño, por lo que el juez de instrucción de 
Lugo ha cometido en la sentencia recurrida el error 
de derecho que se le atribuye.» (Sent. 81 Marzo 1$91.— 
Gac. 26 Agosto, pág. 101.) 


24 Abril 1894. La apertura de trocha en propiedad 
ajena, causando daño superior d 125 pesetas, es delito 
castigado en el art. 590 del Cód. penal de Cuba (5739 de la 
Peninsula), sin que pueda excusarse al amparo de proví- 
- dencias administrativas que no obligaban al agente, que 
fueron solicitadas por éste á posteriori, y que daban 
por supuesto un camino público que en realidad no existía. 


Declara el T. S. no haber lugar á un recurso: 

«Considerando qne, dadas las apreciaciones que 
de las pruebas hace la Audiencia sentenciadora, son 
hechos indiscutibles que la propiedad de los terre- 
nos en donde el recurrente mandó abrir la trocha 
denunciada pertenecían á los Sres. Brooks y GCom- 
pañía, de quienes no había obtenido autorización 
pro ello, y que con tales obras causó áÁ Pa un 

año efectivo mayor de 125 pesetas, cuyos hechos in- 
enn el delito castigado en el art. 590 del Cód. de 
Cuba y Pnerto Rico, porque, según declaración ex- 
presa del mismo Tribunal, no han concurrido en su 
ejecución ninguna de las circunstancias cualificati- 
vas de modo, lugar y finalidad que determina el 587 
del mismo Cód., por lo cual no ha infringido la sen- 
tencia dichos preceptos legales, ni consiguiente: 
mente el art. 1.* del repetido Código: 

Considerando que el recurrente no puede invocar 
con óxito la circunstancia de haber obrado en vir- 
tud de obediencia debida áÁ las órdenes del alcalde 
del barrio de Arroyo Hondo, dentro de cuyos lími- 
tes jurisdiccionales radicaban los terrenos en que se 
abrió la trocha, porque, aun prescindiendo de que 
los términos del resultando segundo permiten dudar 
de la espontaneidad de la orden 
funcionario al Gorgas para que limpiase el camino 
antiguo de ManatlÍ, que se supone existía en donde 
se hizo la trocha, puesto que el alcalde dice que fué 
invitado por Sp nenO para ello, lo cual da á aqué- 
lla más bien el carácter de autorización, siempre 
resulta que, no admitida por el Tribunal sentencia- 
dor como probada la existencia del indicado cami- 
nou, el mandato recaía sobre un objeto inexistente, 
y aunque existiese en realidad el camino, nunca 
sería tal orden obligatoria para Gorgas hasta el 
punto de eximirle de rd ar pl penal, porque 
aquél no era vecino del barrio de Arroyo Hondo y 
por tanto nu le alcanzaba la jurisdicción adminis- 
trativa del alcalde de dicho barrio, ni estaba obli: 
gado á prestar ese servicio vecinal, careciendo como 
carecía el mandato de la competencia necesaria 
para exigir el cumplimiento de un deber, que por 
otra parte no existía: 

Considerando, además, que tampoco puede invo- 
carse como fundamexto del recurso el hecho de 
haber acordado el Ayuntamiento de Guantánamo 
interponer la oportuna demanda contencioso admi.- 
nistrativa contra la resolución del Gobierno gene- 
ral, revocatoria del de dicha Corporación á que se 
refieren los resultandos quinto, sexto y séptimo, 
para deducir de aquel acuerdo que la materia es 
puramente administrativa y que entrañaba una 
cuestión prejudicial no resuelta definitivamente, 
porque no reconocida la existencia del camino an- 
tiguo de Jamaica á Manatí en el expediente admi- 
nistrativo, la orden de limpiarlo, aun concediendo 
que se hubiese dado por el alcalde del barrio en que 
aquél radicase, carecía de objeto, de condiciones le- 
gales de cumplimiento y de las necesarias para 
constituir materia administrativa por falta de base; 
Aa cuanto á que no es definitivo el acuerdo del 

obierno general, tampoco puede hacerse esta afir- 
mación apoyada en la sentencia; pues de ella sólo 
resulta que el Ayuntamiento acordó recurrir contra 
aquél en la vía contencioso-administrativa, poro en 


ada por dicho . 
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ninguna parte aparece consignado que en efecto 
haya interpuesto la demanda.» (Sentencia M Abril 
1891.—Gac. ¿9 Agosto, pág. 117.) 


23 Mayo 1691. No es punible la mera entrada de 
reses vacunas en heredad abierta sin causar daño y cuan- 
do la costumbre del lugar, que permitía la intrusión, au- 
torizaba d los ganaderos para suponer el consentimiento 
del dueño; aunque la propiedad merece el mismo respeto 
hdllese ó no cercada. 


El T.S. declara no haber lugar á un recurso inter- 
puesto por el Ministerio fiscal, y establece la doctri- 
na del epígrafe en los siguientes fandamentos: 

«Considerando que el principio esencial de todo 
delito consiste en la malicia de agente al perpetrar 
el hecho o sin cuya condición no existe fun- 
damento legal para su responsabilidad, con arreglo 
al art. 1.2 del Cód. penal, salvo el caso especial del 
daño en las personas ó en las cosas que se produce 
por imprudencia: 

Considerando que, segun los hechos probados de 
la sentencia recurrida, hechos que hay necesidad de 
aceptar en toda su integridad para la resolución 
del presente recurso, ó sean tales como el Tribunal 
sentenciador los estima, aparece que si bien es cier- 
to qns algunas reses vacunas de la pertenencia de 
Pedro San Pedro Anes y Antonio Conde Péres en- 
traron Sin causar daño en terreno de la propiedad 
de Ramón Veiga Magadán, fué porquelos cierres de 
la heredad de éste se hallaban completamente de- 
rruídos, porque existía la costumbre de que las re- 
ses penetrasen en las heredades de poco valor que 
se hallasen abiertas, y porque semejante costumbre 
había sido consentida anteriormente por el mismo 
denunciante Ramón Veiga Magadán: 

Considerando que, esto supuesto, se evidencia la 
falta de malicia con que obraron los denunciados 
bien al llevar las reses de su propiedad al prado de 
Veiga, bien alno poner cuidado pwra evitar que pe- 
netraran en él, porque pudieron entender racional- 
mente de todas suertes que á ello prestaba su con- 
sentimiento el dueño del prado, consentimiento que 
excluye en absoluto la idea ó concepto de atentado 
contra la propiedad: 

Considerando que el Juzgado de Ribadeo no ha 
incurrido, por lo tanto, en error de derecho al ab- 
solver á los denunciados, no porque la propiedad no 
merezca el mismo respeto hállese ó no se halle cer- 
cada, sino por haber apreciado el hecho de la de- 
nuncia bajo el aspecto de la falta de malicia con 
que, según constaba, habian obrado aquéllos.» (Sen- 
tencia 27 Mayo 1891.—Gac. 8 Septiembre, pág. 169.) 


2 Junio 18941. Los daños que el Código castiga son 
los causados á las cosas y no los perjuicios que se ocasio- 
nen á las personas. 


Don Ramón Soto denunció á Andrós Seto y otros 
tres guardias municipales de Reus como reos de 
daño por el que le habían causado rindiendo cierta 
declaración falsa en un expediente administrativo. 
Condenados los acusados como autores de la falte 
que castiga el art. 616 del Código penal, interpuso el 
Ministerio fiscal recurso de casación, sutorizado 
por el núm. 1., art. 849 de la ley de Enj. criminal, ci- 
tando como infringidos los arts. 1.”, párrafo prime- 
ro, y 6818 del Código penal, por calificarse y penarse 
como falta un hecho que no la determina, ni envuel- 
ve concepto de daño, sino de perjuicio, que es muy 
diferente. El T.S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que el art. 616 del Código penal se 
refiere á los daños taxativamente definidos en el 
mismo, cuyo importe no exceda de 50 pesetas, y que 
en ninguno de los casos previstos y penados como 
dsño se halla ee, ó virtualmente comprendido 
el hecho procesal: 

Considerando que todos los delitos y faltas cons- 
titutivos de daños implican el concepto de haber 
sido causados á las cosas, y no el de los perjuicios 
que un acto personal pos ocasionar á otra perso- 
na.» (Sent, 8 Junio 1891.—Gac. 9 Septiembre, p. 164.) 


2 Jullo 1801. La entrada de ganado cabrio en he- 
redad ajena, sin causar daño, es punible conforme al ar- 
tículo 612, é imputable al ganadero, d quien no fa- 
vorecer el mandato que recibiera del dueño de reses. 


Condenado un pastor como autor de falta com- 

rendida en los arts. 612 y 618 del Código penal, por 

aber introducido el ganado en finca ajena, sin 
causar daño, interpuso recurso de casación citán- 
dolos como a con el 8.%, nú- 
mero 12, del propio Código. 


A 
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El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que los dueños de ganados com- 
yrendidos en los núms. 1., 9. y 8.? del art. 611 del 
Código, que sin causar daño ó causándole inferior 
á cinco pesetas, entraren en heredad ajena sin per- 
miso de su dueño, incurren en la multa de medio 
real por cabexa, que señala el art. 613: 

Considerando que al establecer sanción penal 
este artículo para los dueños de ganados que ex- 

resan los citados núms. 1.9, 2. y 8.9 ye refiere sólo 

las especies de ganados que dichos números com- 
prenden, sin tener en cuenta, en lo que al cabrio se 
refiere, que la heredad tenga arbolado, ni el daño 
que con la entrada se cause, porque estas circuns- 
tancias ya las ha tenido presentes al señalar la 
pena en los casos respectivos, no teniendo por tan- 
to otro alcance la excepción que hace el núm. 4.2 
del art. 611 que la de excluir de sus disposiciones el 
ganado lanar y cualquiera otro que no sea de los 
enumerados en los tres casos anteriores, con incln- 
sión del cabrío cuando causa daño y la heredad no 
tiene arbolado: 

Considerando, por lo expuesto, que tratándose de 
Eanedo cabrío que sin causar daño penetró en la 
eredad de D. Juan Castillo, qne no tenía arbolado, 
es visto que está comprendido en las disposiciones 
del art. 612, aplicado en la sentencia, y carece por 
lo tanto de fundamento legal el primer motivo del 
recurso: 

Considerando que tampoco es procedente el se- 

ndo, porque los términos generales en que el 
ueño del ganado dijo al ganadero que guardando 
los mimbres entrase donde pudiera, no constituyen 
un verdadero mandato, ni le imponía tan estricta 
obediencia que pueda estimarse debida cuando im- 
plica la comisión de un acto justiciable, ni com- 
prendido, por tanto, en la circunstancia eximente 
duodécima del art. 8% del Cádigo penal.» (Senten- 
cia 3 Julio 1891. —Gacs. 19 y 20 Septiembre, p. 212.) 


4d Noviembre 1891. 
contencioso estableciendo que los alcaldes tienen faculta- 
des para imponer multas d los dueños de ganados por la 
tuvasión de viñas ardoladas de propiedad privada, y las 
Cuestiones que se susciten acerca de si d tales fincas se ez- 
tiende ó no la servidumbre de pastos, corresponden al 
conocimiento de la jurisdicción ordinaria. 


El alcalde de Agón impuso multa de 10 pesetas, 
por haber introducido ganado en una heredad del 
término, á unos vecinos de Magallón, que apela- 
ron al gobernador de Zaragoza, fundándose en una 


escritura de concordia que daba á los vecinos de: 


Magullón la servidumbre de pastos en las tierras de 

ava, desde el levantamiento de las cosechas hasta 
el comienzo de las labores. Citó el alcalde en apoyo 
de su providencia el art. 82 de las Ordenanzas muni- 
cipales de la villa de Agón, que dice: «Asimismo que- 
da prohibido introducir en heredad ajena sin per- 
miso del dueño, ganado de ninguna especie, bajo la 
malta de 34 15 pesetas, sea cual fuere el número de 
ganado; y por el solo hecho de entrar en heredad 
3jena sin causar daño, de 5 pesetas.» 

Desestimado el recurso por el gobernador y en al- 
zada por el Ministerio de la Gobernación en R. O. de 
3 de Julio de 1890, acudieron los reclamantes al Tri- 
bunal Cuntencioso-administrativo, que la declara 

e y subsistente: 

«Considerando que la cuestión queen este pleito 
corresponde resolver se reduce á determinar si el al- 
caldo de Agón obró ó no dentro del círculo de sus 
atribuciones al imponer á los demandantes multa 
de 10 as por cada una de las denuncias relati.- 
vasá haber entrado sus ganados en viñas arboladas 
pertenecientes á diferentes propietarios de aquel 

rmino municipal: 

Considerando que penado este hecho por el art. 82 

elas Ordenanzas municipales de aquella localidad, 
esindudable la competencia del alcalde para impo- 
ner las multas de que se trata, pues á ello le autori.- 
san, no sólo las referidas Ordenanzas, sino el artícn- 
lo77 dela ley municipal vigente: 

Considerando: que las cuestiones relativas á la 
mayor 6 menor extensión de la servidumbre de pas- 
tos que los demandantes, como vecinos de Magallón 
alegan tener en el término de Agón, por virtud de 
la Concordia de 1243, así como también la de deter- 
minar si tal servidumbre alcanza ó no á las viñas 
arboladas y 4 los baldíos que han sido reducidos á 
cultivo, corresponden por su naturaleza á los Tri- 
bunales de la jurisdicción ordinaria, á cuyo conoci- 
miento los reserva la Real orden impugnada: 
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Considerando: que el actor no ha demostrado que 
hubiese hecho uso legítimo de la servidumbre de que 
se trata en los términos en que afirmó consistía con 
relación á los actos civiles que adujo en el pleito.» 
(Sent. 4 Noviembre 1891. —Gac. 80 Agosto 1892, p. 355.) 


DAÑOS DE LA GUERRA. A la jurispru- 
dencia que insertamos en este mismo articulo 
del Diccionario (tomo IV, p. 22), añadiremos la 
siguiente sentencia: 


1. Jullo 1891. Sólo es abonable la indemnización 
cuando se determina la cuantía de los daños. 


Confirma el T.C. A. una Real orden que denegó 
al Ayuntamiento de Vitoria la indemnización de 
ciertos daños que le causaron medidas adoptadas 
por las autoridades militares durante la última 
guerra civil; porque «las indemnizaciones por daños 
causados durante la guerra civil, sólo son abona- 
bles, con arreglo á la legislación vigente, cuando se 
determina en debida forma el importe de aquéllos» 
y «ese extremo no ha sido posible averiguarlo en e 
caso de este expediente, toda vez que el perito de 
Guerra y los interventores de ingenieros y de Admi.- 


nistración militar, así lo declararon por no poder 


exhibírseles los materiales ni haber quedado subsis- 
tentes ninguna clase de daños». (Sent.1.? Julio 1801. 
Gac. 13 Noviembre, p. 251.) 


DEPÓSITO. Ala jurisprudencia que compi- 


lamos bajo este mismo epígrafe en el Dicciona- 
rto, tomo IV, pág. 50, hemos de aumentar la si- 
guiente sentencia: 


Y Novlembro 18941. El depósito hecho en una 8u- 
basta judicial responde sólo de los actos personales del 
deponente, y no de los de un tercero, aun cuando se con8- 
tituyera con ánimo de ceder 4 éste el remate. 

En la vía de apremio de un juicio ejecutivo seguido 

or D. Vicente Martínez Villa, contra D. Francisco 

osique Pagán, marqués de Camachos, se anunció 


la venta en pública subasta de los bienes embarga- 


dos, para el día 15 de Octubre de 1589; y con fecha 11 
del mismo mes se expidió un resguardo para la Caja 
central de la general de depósitos, expresivo de que 
uentes Alvarez había consignado de 
su propiedad la cantidad de 16.500 pesetas nominales 
en títulos del 4 por 100 amortizable para tomar par- 
te en la subasta, con cuyo resguardo de depósito 
compareció en el acto de dicha subasta D. Manuel 
Lorenzo Rubio, manifestando qn iba á tomar parte 
en ella para ceder el remate á D. Santiago Fuentes 
Alvarez; y admitido por el juez sin protesta de 
nadie, le faé adjudicado el remate, como mejor pos- 
tor, por la cantidad de 14.000 pesetas. 

En providencia de 15 de Marzo de 1890 fué aproba- 
da la liquidación de cargas y se ordenó que el rema- 
tante D. Manuel Lorenzo consignase en la mesa del 
Jusgado el precio del remate, bajo apercibimien- 
to de lo preceptuado en el art. 1.513 de la ley de En- 
juiciamiento civil; y notificado este proveído al don 

anuel Lorenzo en 31 del mismo mes de Marzo, dio- 
tó anto el juez, acordando, á petición del ejecutan- 
te Martinez Villa, que se procediera á nueva subas- 
ta en quiebra de las fincas rematadas por D. Manuel 
Lorenzo, quedando éste responsable á la disminu- 
ción del precio que pudiera resultar en el segundo 
remate, y al pago de las costas que con tal motivo 
se originasen, aplicando á ello el depósito consigna- 
do por D. Santiago Fuentes Alvarez para tomar 
parte en la subasta, como garantía del cumplimien- 
to de la obligación contraída. 

Notificado este auto á Fuentes, se personó en los 
autos pidiendo en escrito de 80 la reposición de 
aquel proveído, y la devolución de dicho resguardo. 
Elevada la cuestión en apelación á la Audiencia de 
Albacete, declaró en definitiva que no había lugar 
á la pretensión de Fuentes; quien interpuso recurso 
de casación porinfracción de ley y doctrina, citan- 
do en su apoyo como infringidos: 

«1.2 El art. 1.259 del Código civil, en cuya virtud 
ninguno puede contratar á nombre de otro sin estar 
por éste autorizado ó sin que tenga por la ley su re- 
rada legal, y el contrato celebrado á nom- 

re de otro por quien no tenga su autorización ó re- 

resentación legal es nulo, á no ser que lo ratifique 
a persona á cuyo nombre se otorgue antes de ser 
reconocido por la otra parte contratante; y la doc- 
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trina legal establecida en la sentencia de casación 
de 20 de Junio de 1884, entre otras, según la cual 
nadie está obligado á respetar lo que otro, sin ser 
su mandatario, hace en su nombre... 

5.0 Losarts. 1.781, núm. 1.9, 1.782, párrafo 1.* y 1.768 
del Código civil, que aseguran el derecho del depo- 
sitante.. E 

Y 6.2 Los arts. 1.500, 1.512 y 1.518 de la ley de En- 
juiciamiento civil...» 

El T. S. casa y anula la sentencia: 

«Considerando que el depósito constituido á nom- 
bre propio para tomar parte en una subasta judi- 
cial responde tan solamente á los actos personales 
del deponente y no á los de un tercero, á menos que 
éste estuviese autorizado por aquél para utilizarlo, 
y porque ninguno puede obligar á otro sin ser su 
apoderado ó raepresentante legal, y que en tal sen- 
tido previene el art. 1.500 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil que una vez terminado elremate se devuel- 
van á sus respectivos dueños los depósitos que se 
hubieren constituido para tomar parte en la subas- 
ta, excepto el correspondiente al mejor postor, 
único que queda afecto á las responsabilidados de- 
ducidas en el 1.613: 

Considerando que el hecho de haber presentado 
D. Manuel Lorenzo Rabio en el acto de la subasta 
judicial de que se trata el resguardo del depósito 
constituido á nombre propio por D. Santiago Fuen- 
tes, siquiera manifestase que iba á hacer postura 
para ceder á ósteelremate,noimplica que se hallara 
autorizado para utilizarlo ni en provecho propio ni 
en perjuicio del deponente, por lo cual no pudo de- 
clararse sujeto el depósito á las responsabilidades 
'- contraídas por Lorenzo Rubio sin infringir dicho 
ps to legal, así como también los arts. 1.529 y 

.168 del Código civil (1): 

Considerando que estimado el recurso por tales 
motivos, excusado es tratar de las demás infraccio-» 
nes alegadas en apoyo del recurso.» (Sala 1.”, sen- 
tencia 7 Noviembre 1891.—Gacs. 186 y 17 Diciembre, 
pag. 206.) 


DESACATO. He aquí acerca de este delito 
algunas sentencias del T. S. y una decisión de 
competencia: 


19 Febrero 1891. Frases dirigidas d un juez que 
solamente determinan la responsabilidad de la falta de 
respeto del art.597, núm. 5.* del Cód. penal de Cuba, 589, 
núm. 5.2 del de la Peninsula. 


Requerido D. F. Marín por la autoridad judicial, 
con el fin de dar cumplimiento á una sentencia, 
para que manifestara si tenía otros recursos pecu- 
niarios que los que tenía anteriormente declara: 
dos, contestó aquél en tono altanero que no tenía 
otros bienes, «á no ser que se le embargara su mu- 
jer y sus hijos,» y á pesar de la advertencia que por 
el tono empleado le hizo el juez, insistió añadiendo 
que «eso se lo decía como ¡juez y no como hombre y 
caballero, y que el juez se iba á gozar con hundirle». 

Condenado Marín por el delito de desacato en 
mérito á tales frases, interpuso recurso de casación 
citando como infringidos los arts. 263 y 264, por in- 
debida aplicación, y el 597, núm. 5.9, todos del Códi- 
go penal de Cuba, que corresponden respectiva- 
mente á los 266, 267 y 589, núm. 5. del de la Pe- 
nínsula. 

El T.S,. casa y anula la sentencia: 

«Considerando que las frases dirigidas por el pro- 
cesado al juez municipal en respuesta á su requeri.- 
rimiento, aunque entrañan falta de respeto debido 
á la autoridad de éste no llegan á la categoria de 
la injuria, por mo contener imputación contraria al 
honor, al crédito y á la reputación de su persona 

rivada, ni de su carácter oficial, ni aparecer pro- 

eridas en las circunstancias en que lo fueron para 
causar ofensa de tal clase, y no son, por tanto, y 
porque además, ro implican calumnia, amenaza ni 
insulto, constitutivos del delito de desacato, que ha 
sido declarado, con infracción del art. 262, y consi- 
guientemente del 263 y del núm. 5.? del 597 del Códi: 
go penal de Cuba, oportunamente invocados como 
motivos del recurso.» (Sent. 17 Febrero 1891.—Qac. 29 
Julio, p. 14.) 


(1) El art. 1.529 no le vemos citado por el recurren- 
te en ninguno de los motivos de casación alegados para 
solicitar la de la sentencia de la Audiencia. Acaso quiera 
aludir el T. S. al art. 1.259, citado en el motivo 1.0 


4 Abril 14899. La amenaza de palabra de dar una 
dofetada al juez que practica un embargo, proferida en 
$u presencia, es constitutiva del delito previsto en el ar- 
tículo 266, y no de imprudencia temeraria ni de la falta 
del art. 589, núm. 5.0 del Cód. penal. 


Condenada Valentina González por haber profe- 
rido ante el juez que practicaba el embargo de un 
cotre suyo, por deudas de su padre, la frase «que ni 
el juez ni nadie sacaba el cofre, y que al que se arri- 
mase á él le pegaba una bofetada»; interpuso recur: 
so de casación á que el T.S. declara no haber lugar: 

«Considerando que las palabras trunscritas en el 
resultando fueron proferidas por el recurrente á 

resencia del juez municipal con motivo del em- 

argo que estaba practicando, y dirigidas también 
contra aquél, las cuales contienen una amenaza 
evidente, circunstancias que jastifican la acertada 
calificación de desacato menos grave, por revestir 
aquélla este carácter, sin que resulte dato alguno 
para sospechar siquiera que no las profirió con ma- 
iciosa intención, por lo cual la sentencia reclama» 
da no ha infringido el art.266, ni el párrafo segundo 
del 267, ní el 581 del mencionado Cód, que cartiga la 
imprudencia: 

onsiderando que tampoco resulta infringido el 

núm. 5. del 589 del mismo, porque justificada la 
calificación de delito que á los hechos probados ha 
dado la Audiencia sentenciadora, no puede tener 
aplicación el precitado núm. 5.0, pues éste castiga 
la falta de pe a y consideración debida 4 la au- 
toridad, cuando tal hecho no constituye delito, 
toda amenaza formulada en los términos y condi- 
ciones del 268, siempre es constitutiva de delito.» 
(Sent. 4 Abril 1891.— Gac. 3 Agosto, p. 63.) 


11 Mayo 1891. La crítica periodística de los actos 
de la autoridad y de la jurisprudencia del T. S. sin afir- 
mar nada que afecte á la honra individual de los aludi- 


. dos, no es delito de desacato. 


En un periódico de Gandesa se decía del alcalde 
que era la prudencia, la actividad y el buen celo per- 
sonificados, y se pasaba las noches repartiendo ga- 
rrotazos á las rondas de mozos que alborotaban la 
población. Se lamentaba el articulista de que la 
propiedad rústica se invadiera por los ganados al 
amparo de una sentencia del sabio T.S., que deja 
impunes los daños en cantidad inferior á cinco pe- 
setas, etc. Instruida causa y condenado D. Víctor 
Griñó, autor del escrito, como reo de desacato á la 
autoridad, interpuso recurso de casación alegando 
que no había cometido delito alguno. Así lo estima 
el T. S., que casa y anula el fallo recurrido: 

«Considerando dos la crítica de la conducta ó 
comportamiento de los funcionarios en el ejercicio 
de sus cargos, es perfectamente lícita, y los juicios 
y censuras formulados contra las autoridades en la 

rensa periódica, siquiera sean injustos 6 infunda- 
dos, no constituyen injuria si no contienen imputa- 
ciones de las que por su naturaleza puedan produ- 
cir en la opinión la deshonra, el descrédito ó me- 
nosprecio de la persona contra quien van dirigidas: 

Considerando que en el artículo á que se refiere 
el presente recurao no se contiene en realidad ni 
contra el alcalde de Gandesa, ni contra la autorl- 
dad de este Tribunal cargo ni expresión alguna que 

uedan afectar á las cualidades morales de sus in- 
dividuos, ni consiguientemente á su honra, crédito 
ó dignidad, pues ni los actos atribuidos á dicho al- 
calde son por su índole ofensivos para su persona, 
ni la crítica que se hace de la jurisprudencia de 
esta Sala es tampoco de tal naturaleza que afecte 
á las condiciones necesariamente exigibles á cuan- 
tos administran justicia, por cuya razón la Audien- 
cia de Tortosa ha incurrido en error de derecho al 
penar como delito un hecho que no le constituye.» 
(Sent. 11 Mayo 1891.—Gac. 1.” Septiembre, p. 134.) 


23 Agosto 1891, Frases que determinan falta de 
respeto, pero no el delito de desacato contra un gober- 
nador. 


Condenado D, José de la Hoz como autor de deli.- 
to de desacato conforme al art. 286, núm. 1. del Có- 
digo penal, en relación con los 288 y 267, interpuso 
recurso de casación alegando que el hecho de autos 
caía solamente bajo la sanción del 589, núm. 5.* Así 
lo estima el T. 8., que casa y anula el fallo: 

«Considerando que las palabras ó frases pronun- 
ciadas por el procesado y dirigidas al señor gober- 
nador civil de Toledo: «Yo me llamo D. José de la 
Hoz: usted dejará de ser gobernador, y entonces 
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nos veremos»; no son bastante determinadas ni sig- 
nificativas para que sola y embozadamente en- 
vuelvan una amenaza de algún mal y no la idea de 
que de igual á igual pueda mejor tratarse cual- 
quier cuestión de más ó menos importancia, en 
euyo caso y en la duda que se ofrece en la interpre- 
tación de tales frases, por el tono destemplado en 
que se dice se pronunciaron, deben estimarse como 
constitutivas de una falta de respeto y considera- 
ción debida á la autoridad gubernativa de la pro- 
vincia, castigada en el segundo artículo de los ci- 
tados del Código, el cual por su no aplicación ha 
infringido en la sentoncia que ha dictado la Au- 
diencia de Toledo, como ha infringido al aplicar: 
los, el 266 y demás que señala, incurriendo en el 
error de derecho que determina el núm. 3.* del ar- 
tículo 849 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
que, anertadamente se invoca en el recurso.» (Sen- 
tencia 27 Agosto 1891.—Gac. 21 Diciembre, p. 253.) 


Decisión de competencia de 8 Enero do 18999, 
Decidiendo competencia d favor de la autoridad judi- 
cial, porque el hecho procesal reviste carácter de delito 
y no existe cuestión previa, 


El sereno de Huete, Mariano Plaza, estaba cues- 
tionando con otros. Exhortado por el juez, que le 
ordenó que callara, eontestó de una manera impru- 
dente y con palabras groseras, que no le quería 
obedecer ni respetaba su autoridad, pues él sólo de- 
pendía del alcalde. 

Instruída causa, declarado procesado el referido 
sereno y elevado el sumario á la Audiencia de Cuen- 
ca, el gobernador requirió de inbibición á dicho 
Tribunal, alegando que el procesado, en concepto 
de sereno, depende exclusivamente del alcalde, y é 
éste solo compete sn corrección, y citaba en su 
apoyo el art. 74 de la ley municipal en su párrafo 4.2, 
ol art. 114 de la e! el 80 del R. D. de 8 de Sep- 
tiembre de 1857. La Andiencia sostuvo su jurisdic- 
ción, citando el art. 10 de la ley de Enj. criminal, 
los 265 6 288 del O. P., el caso 1.* del art. 8.2 del Real 
decreto de 8 de Septiembre de 1887, el 16 del mismo 
decreto y los 269 y 321 de la ley orgánica del Poder 
judicial. 

Insistiendo el gobernador en la competencia, es 
decidida á favor de la autoridad judicial: 

«Considerando: 1. Que el presente conflicto juris- 
diccional ha surgido con motivo de la causa segui- 
da contra el sereno de la villa de Huete Mariano 
Plaza, incoada á virtud de denuncia que presentó 
el juez municipal de la misma y que versa sobre he- 
ehos que revisten el carácter de un delito castigado 
por el Código penal: 

2.2 Queen este concepto, el conocimiento de la 
referida causa corresponde á los Tribunales ordina- 
rios, sin que exista cuestión ROO previa que la 
Administración deba resolver y de la cual dependa 
el fallo que el Tribunal baya de dictar: 

Y 8. Que, por lo tanto, no está comprendido el 
presente caso en ninguna de las dos excepciones 
para que los gobernadores pecto suscitar con- 

iendas de competencia en los juicios criminales 
ue determina el art. 3.” del R. D. de 8 de Septiem- 
re de 1887.» (R. D.8 Enero 1892.—Gac. 20 1d.) 


DESAMORTIZACION. Al extenso artículo 
que á esta materia dedicamos en el Diccionario 
(tomo IV, págs. 98 4 882), tenemos que añadir 
aqui algunas disposiciones legislativas y co- 
piosa jurisprudencia contencioso-administra- 
tiva (1). 


Ley de presupuestos de 80 Junio 1892, 


(Su art. 22 autorizó al Gobierno para hacer 
ciertas segregaciones del Catálogo de montes 
públicos. Se inserta en MonrEs.) 


(1) Son muy importantes las disposiciones dictadas 
sobre esta materia en los años de 1898 d 1836, y hubiéra- 
mos expuesto aquí un resumen de las mismas, si no consi- 
deráramos que le hacen inútil el método y claridad con 
qu dichas disposiciones están recogidas bajo el epígrafe 

esamortización de los Repertorios alfabéticos de los 
APÉNDICES correspondientes á dichos años, y que hacen 
por extremo fácil su consulta y estudio. 


E. O. 21 Junio 1692. 

Mandando que se nolifiquen d loz Ayuntamientos y Juntas 
administrativas, las denegaciones de excepción de ven- 
ta de terrenos comunales, fundadas en la falta de per- 
sonalidad de los reclamantes. 

(Hac.) «Vista la reclamación formulada en 
instancia de 4 de Junio de 181 por el presidente 
y vocales de la Junta administrativa del pueblo 
de Montejos, perteneciente al distrito municipal 
de Valverde del Camino, provincia de León, so- 
licitando se les notificase la resolución recaida 
en el expediente de excepción de venta de los te- 
rrenos comunales de aquel vecindario, por no te- 
ner conocimiento de olía, á pesar de habérseles 
asegurado en las oficinas de Hacienda de la ex- 
presada provincia que se les había comunicado 
en Junio de 1890 con objeto de utilizar, si podían, 
los beneficios concedidos por la ley de 8 de Mayo 
de 1888: 

Vistos asimismo los dos expedientes remitidos 

or la Delegación de Hacienda de León á ese 

Centro directivo en 8 de Mayo del año último, el 

primero compuesto de documentos aducidos en 

1871 por los alcaldes pedáneos de los pueblos de 

Valverde del Camino y Montejos para justificar 

la solicitud que tenían formulada sobre excep- 

ción de venta de los terrenos comunales titula- 
dos el Valle, conocidos también con las denomi- 
naciones de Truébana y Fuente Armellada y el 
monte llamado de Morán y Lagunillas, y el se- 
gundo, de documentos presentados con igual fe- 
cha por el pedáneo de Montejos para justificar 
también la excepción de una pradera titulada 

Reguera y la Quemada: 

Resultando que por R. O. de 14 de Mayo de 
1890 fué denegada por falta de personalidad la 
solicitud que en 1860 formuló el alcalde pedáneo 
del pueblo de Montejos para que se declarasen 
exceptuados de la venta.....; pero reservando al 
Ayuntamiento de Valverde del Camino el dere- 
cho de reproducir dicha solicitud en nombre del 

ueblo interesado con sujeción á la ley de 8 de 

ayo de 1883, si los predios en cuestión no esta- 
ban enajenados por el Estado: 

Resultando de las diligencias de notificación 

ue por conducto del juez municipal de Valver- 
de del Camino se comunicó la expresada Real 
orden al alcalde presidente del Ayuntamiento de 
dicho pueblo; y de lo manifestado por la Admi- 
nistración del ramo, que en virtud á que el refe- 
rido Ayuntamiento no había solicitado la revi- 
sión del expediente denegado, se había procedi- 
do á la formación del de venta de los repetidos 
predios, para subastarlos á la mayor brevedad, 
si por esa Dirección general no se daban órdenes 
en contrario: 

Considerando que, aun cuando los documen- 
tos presentados en 24 de Enero de 1871 se estima- 
sen como tales expedientes, según lo ha hecho la 
Administración del ramo, no podrían ser objeto 
de nueva resolución, porque las fincas en ellos 
comprendidas son las mismas cuya excepción ha 
sido denegada por la Real orden de que queda, 
hecho mérito: 

Considerando que.el presidente y vocales de la, 
Junta administrativa del pueblo de Montejos, 

or quienes aparece formulada la reclamación 

e4de Junio del año próximo pasado, carecen 
de personalidad para ello, según lo dispuesto en 
la ley municipal y lo resuelto en Reales órdenes 

de 13 de Julio de 1888 y 8 de Octubre de 1889; y 

que el Ayuntamiento de Valverde del Camino, 8 

quen como verdadero representante del pueblo 

e su nombre y del de Montejos, le fué notifica- 
da en forma la Real orden denegatoria, no ha 
intentado la revisión del expediente que la pro- 
dujo dentro del término legal: 

Considerando que si bien es cierto que, según 
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lo dispuesto en dicha ley municipal y lo resuel- 
to por las Reales órdenes mencionadas, son los 
Ayuntamientos y no los alcaldes pedáneos los 
que tienen personalidad para solicitar excepcio- 
nes de terrenos, no es menos cierto que, cuando 
se deniegan por Real orden las solicitudes de los 
tana pedáneos ó de las Juntas administrati- 

as en razón de dicha falta de personalidad y á 
reserva de que el Municipio pueda reproducir la 
solicitud en tiempo y forma, deben estimarse 
como interesados en el asunto, para el efecto de 
notificarles aquella Real resolución, tanto al 
Ayuntamiento, cuya persona'idad se reconoce 

ara e plebe como el alcalde pedáneo 6 

unta administrativa, cuya personalidad se nie- 
ga; porque, de lo contrario, no podria computar- 
se respecto de dichos alcaldes y Juntas el plazo 

ue desde la notificación señala el artículo 7. 

ela ley de 13 de Septiembre de 1888 para acudir 
á la vía contencioso administrativa, en la cual 
cabe que, independientemente de lo que haya re- 
suelto la Administración, decida el Tribunal de 
lo Contencioso, bien declarando sin curso la de- 
manda, con arreglo al núm. 2.” del art. 46 y al 
art. 50 de dicha ley, bien dictando sentencias so- 
bre el fondo, conforme al art. 61; 

S, M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, conformándose con lo 
propuesto por esa Dirección general y lo infor- 
mado por la de lo Contencioso del Estado, se ha 
servido disponer: 

1.2 Que las fincas á que se contraen los docu- 
mentos remitidos por la Delegación de Hacien- 
da de León en 8 de Mayo de 1891, no pueden ser 
objeto de nueva declaración. 

.”  Quese desestime por falta de personali- 
dad la solicitud formulada en 4 de Junio del año 
róximo pasado por el presidente y vocales de 
a Junta administrativa del pueblo de Montejos. 

8. Que se proceda á la inmediata enajena- 
ción de las fincas referidas, si ya no lo estuvie- 
sen y no figurasen en el catálogo de las reser- 
vadas de la venta por razón de sus condiciones 
arbóreas. 

4, Que en el caso actual y en todos los demás 
análogos, se notifiquen en la forma prevenida 
por art. 55 del reglamento de 15 de Abril de 1890, 

nto á los alcaldes pedáneos ó á las Juntas ad- 
ministrativas, como á los Ayuntamientos, las 
Reales órdenes que desestiman por falta de per- 
sonalidad las solicitudes de excepción formula- 
das por los referidos alcaldes ó Juntas. 

Y 5. Que esta resolución se publique en la 
Gaceta, llamando sobre ella la atención de las 
Delegaciones de Hacienda para su exacto cum- 
plimiento. 

De Real orden, etc. Madrid 24 de Junio de 
1892. —Concha.—Sr. Director general de Propie- 
dades y Derechos del Estado.» (Gac. 21 Sep- 
ttembre.) 


Ley 80 Junio 1898, 


Sobre plazos en que se han de abonar en adelante las fin- 
ca3 compradas, cuantía de los depósitos para las s8u- 
bastas y redenciones de arrendamientos. 


(Hac.) «LEY.—Don Alfonso XITI, etc. Sabed: 
que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Artículo 1.2 Las fincas sujetas á la desamor- 
tización, que en la actualidad se venden á pa- 
gar en diez plazos iguales de á 10 por 100 de su 
valor, con arreglo al art. 1.” de la ley de 11 de 
Julio de 1878, se enajenarán en adelante á pagar 
en cinco plazos de á 20 por 100 cada uno. El pri- 
mer plazo se satisfará á los quince días de ha- 
berse notificado al comprador la adjudicación 
del remate, y los restantes en igual día de los 
cuatro años siguientes: 


Art. 2.2? La cantidad que para poder tomar 
parte en las subastas se ha de depositar previa- 
mente seguirá siendo la del 5 por 100 del tipo 
por que la finca se anuncia, según se halla esta- 
blecido en la ley de 9 de Enero de 1877. 

Art. 8. Se admitirán en el plazo de seis me- 
ses las redenciones de los arrendamientos que 
se pagaban á la Corporación, con sujeción á lo 
dispuesto por el art. 2.* de la ley de 2 de Sep- 
tiembre de 1873. 

Art. 4.2 La presente ley regirá para todas las 
subastas que se anuncien pasados quince días 
desde su publicación. 

Por tanto: Mandamos, etc. 

Dado en Aranjuez á 80 de Junio de 1892.—Yo 
la Reina Regente.—El Ministro de Hacienda 
Juan de la Concha Castañeda.» (Gac. 1.? Julio.) 


BR. 0. 13 Julio 1892, 


Más sobre que las enajenaciones se hagan á poses en 
metálico y en cinco plasos, y estableciendo los comi- 
sionados de ventas. 


(Hac.) «Ilmo. Sr.: Dispuesto por la 17 de 90 
de Junio último que las fincas sujetas á la des- 
amortización que actualmente se venden á pa- 
gar en diez plazos iguales de 4 10 por 100 de su 
valor, con arreglo á la ley de 11 de Julio de 1878 
se enajenen en adelante en cinco ps de ¿4 % 
pa 100 cada uno, y autorizado el Gobierno de 

. M. por el art. 29 de la de presupuestos vigen- 
te para restablecer los comisionados de ventas 
que suprimió la ley de 11 de Mayo de 1888, y 
cuyos funcionarios subsistieron, si bien con 
nombres distintos, desde la de 1. de Mayo de 
1855, hasta que por decreto de 31 de Enero de 
1874 se les dió también el carácter de investiga- 
dores, que conservaron hasta su supresión; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
puesto por esa Dirección general, se ha servido 
resolver: 

1.2 Que se modifique el párrafo primero de la 
condición 3.* del pliego aprobado por ese Cen- 
tro directivo, y se circuló á las provincias en 31 
de Agosto de 1890, en el sentido de que «los bie- 
nes y censos que se vendan por virtud de las le- 
yes de desamortización, sea cual fuere su pro- 
cedencia, se enajenarán en adelante á pagar en 
metálico y en cinco plazos iguales, á 20 por 100 
cada uno». 

2. Que se ordene á las oficinas provinciales 
que desde el día 16 del corriente anuncien todas 
las subastas con sujeción á la reforma indicada; 
en la inteligencia que si alguna de las señaladas 
ye pass celebrarse con posterioridad al indica- 

o día no tuviese efecto por cualquier causa, 
anunciarla de nuevo deberá sujetarse al precep- 
to de la ley de 80 de Junio último. 

8.2 Que se supriman de los anuncios en la 
parte relativa á las responsabilidades en que in- 
curren los rematantes por falta de pago de pri 
meros plazos, la cita que se hace de los arts. 9.” 
y 11 de la R. O. de 25 de Enero de 1867. 

4. Que se establezcan los comisionados de 
ventas con las atribuciones y premios que les 
confirió el decreto de 31 de Enero de 1874 y con- 
servaron hasta 380 de Junio de 1888 (1). 

Y 5. Que no obstante lo dispuesto en la Real 
orden de 1.” del actual, sea atribución de dichos 
funcionarios la de nombrar los comisionados 
subalternos en los partidos judiciales en la for- 
ma que determina el art. 65 de la instrucción de 
81 de Mayo de 1855. 


(1) Los comisionados de ventas restablecidos por esta 
R. O. ss han suprimido nuevamente por R. D. de 14 Abril 
1896, art. 14, (APÉNDICE, pdyg. 188.) 
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De Real orden, etc. Madrid 13 de Julio de 1892. 
Concha.—Sr. Director general de propiedades y 
derechos del Estado.» (Cac. 14 Jultro.) 


R. D. 29 Diciembre 1899. 


Suprimid su art. 1. la Dirección general de pr . 
piedades y derechos del Estado creando en la Sub- 
secretaría una Sección de propiedades. La Direc- 
ción ha sido restablecida por el R. D. de 16 Ju- 
lio 189% (Ar. de 1895, p. 468). 


Jurisprudencia. 
A 


OBLIGACIONES DEL ESTADO CUANDO SE DECLARA LA 
NULIDAD DE VENTAS Ó NO PUEDE POBESIONAR Á LOS 
COMPRADORES.— DERECHOS DE TERCEROS ADQUIREN- 
TRS.—VENTA DE FINCAS Á DIFERENTES COMPRADORES. 
CUESTIONES DE LA COMPETENCIA DE LO8 TRIBUNALNS 
YDELA ADMINISTRACIÓN. 


9 Jallo 19091. No son exigibles d los compradores de 
dNenes nacionales los intereses de mora por los plazos que 
adsuden, sino cuando se les requiere personalmente al 
pago y te publican sus nombres en el Boletín oficial, 
pot á la ley de 26 de Diciembre de 1872, aplicable 

cag0. 


Revocando una Real orden que declaró obligado 
á D. Cristóbal Urrea al pago de intereses de mora 
por no haber satisfecho oportunamente los plazos 
correspondientes al precio de ciertas fincas que ad- 
quirió del Estado, se establece: 

«Que según la ley de presupuestos de % de Diciem- 
bre de 1873, los compradores 6 arrendatnrios de bie- 
nes nacionales que no satisfagan los plazos á sus 
vencimientos, pagarán uno por 100 de interés de de- 
mora, pero este interés será satisfecho por los jefes 
dela Administración económica y de Intervención 
«cuando los compradores óarrendatariosjustifiquen 
no haber sido requeridos en la forma que previenen 
las rra dad ublicados sus nombres en el Bo 
letin oficial»: Que dol sentido literal de las palabras 
que la ley emplea, se deduce que son dos distintos 
los requisitos que han de cumplirse para que los den- 
dores $e constituyan en mora; uno el requerimiento 
hecho en la forma que marcan las instrucciones, y 
otro la publicación del nombre ó nombres en el Bole- 
tin ofcial: Que la diferencia existente entre ambus 
requisitos aparece también si se tiene en cuenta la 
forma de practicarse los requerimientos de que tra- 
tan las instrucciones, pues, tanto con arreglo al ar- 
tículo 1614 de la de 31 de Mayo de 1855, como según el 
art. l4 de la R. O. de 25 de Enero de 1867, los avisos á 
los compradores que dejen de satisfacer algún plazo 
ása vencimiento, han da hacerse por medio do cé- 
dula dirigida á AO personalmente: Que aunque 
el art. 1.9 del R. D. de 290 de Julio de 1877, modifican- 
do las anteriores disposiciones, previene que el aviso 
deque habla el art. 14 de la Real orden citada de 1867 
se verificará por medio del Boletín oficial de la pro- 
vincia donde Pr lo la finca vendida, esta disposi- 
ción no es aplicable á hechos anteriores á su publi- 
cación, como son los de que aquí se trata, y por otra 
parte constituye una nueva demostración de que 
antes de dictarse este Real decreto no podía el re- 
querimiento hacerse en los periódicos oficiales: Que 
habiéndose justificado en el expediente que, aunque 
se publicó en el Boletín oficial el nombre de D. Cris- 
tóbal Urrea, nn fué éste requerido al dejar de satis- 
facer á su vencimiento EAS noveno y décimo 
de la inca que compró al Estado, porque no llega- 
ron á su destino los avisos que la Administración 
económica de Almería afirma remitió á la de Ma- 
drid con este oojeto, es manifiesto que no se cum- 
plieron los requisitos cos por la ley, y por tan- 
to, que no debe el demandante satisfacer intereses 
e A (Sent. 7 Julio 1891.—Gac. 14 Noviembre, 
pag. . 


9 Jullo 1691. La anulación de la venta y reincau- 
tación por el Estado de la finca objeto de la enajenación 
Ro puede aprovechar contra el tercer adquirente que 
tiene inscrito su título, mientras la Adminittración 
zo obtenga fallo favorable ante los Tribunales ordinarios. 
Imposibilidad de conceder indemnización al poseedor 
Porc éste consiente que ss anule el remate verificado d 

u favor. 


Subastadas seis parcelas de tierra por el Estado 
e cicadas á D. Lorenzo Lidueñas, éste las ven- 
dió 4 D. Nicolás Morón, quien á su vez enajenó cua- 
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tro de las suertes á D. Francisco Barrionuevo, el 
onal las inscribió á su nombre en el Registro de la 
A nl de Berja. A instancia del Ayuntamiento 

e Adra se instruyó expediente sobre nulidad de la 
venta; y recayó E. O. en 11 de Septiembre de 1883, 
anulando el remate y disponiendo que se sacasen de 
nuevo á la venta las fincas referidas, devolviéndose 
al comprador los plazos y gastos satisfechos; y ve- 
rificada la incautación de las mismas por el Estado, 
se realizó la segunda subasta, en la cual fueron ad- 
judicadas á D. Ricardo Guillén y otros, oponiéndo- 
se el E ea á la inscripción á su nombre de las 
fincas. D. Francisco Barrionuevo acudió al delegado 
de Hacienda de Almería, fundado en el art. 84 de la 
ley bipotecaria, pidiendo que se le reintegrara en la 

osesión que tenía sobre las fincas al tiempo de la 

noautación, y sele indemnizara delos perjuicios que 
por ésta se le habían irrogado, pretensión esta se- 
gunda de que se apartó en otra instancia, con pro- 
testa de reproducirla oportunamente. El delegado 
de Hacienda acordó dejar sin efecto la incautación 
realizada de las expresadas fincas, y en suspenso la 
nueva venta verificada de las mismas, y elevar en 
consulta el expediente con el de nulidad al Minis- 
terio de Hacienda. Reintegrado el reclamante en la 
posesión de las fincas de que se trata, acudió de 
nuevo á la Delegación en solicitud de indemniza- 
ción por los perjuicios que se le habian irrogado du- 
rante la incautación, resolviéndose en definitiva 

or R. O. de 11 de Septiembre de 1888, desestimar la 
indemnización de perjuicios solicitada, y disponer 

ue el Estado se incaute nuevamente y sin demo»a 
de las fincas, exigiendo á D. Francisco Barrionuevo 
los frutos producidos y debidos producir desde que 
indebidamente las detentaba. Contra la anterior 
Real orden interpuso recurso contencioso-adminis- 
trativo D. Francisco Barrionuevo, con la súplica de 

ue fuera áquélla revocada en todos sus extremos, 
declarando en su lugar que procede la indemniza- 
ción pedida por el recurrente por los daños y per- 
juicios causados en las fincas de que so trata, en la 
suma de 91.821 pesetas, y mandando que esta canti- 
dad le sea abonada por la Hacienda. 

He aqui el fallo del Tribunal: 

«Considerando: que son dos las cuestiones que se 
han discutido en este litigio; una referente á la in- 
demnización que reclama el demandante por los 
daños y perjuicios ocasionados en las fincas de que 
se trata durante el tiempo en que se encontró des- 
poseído de las mismas á virtud de la incautación 
realizada por el Estado, y otra relativa á la nueva 
incautación de aquéllas, dispuesta en la Real orden 
impugnada, y á la poda de los frutos percibidos 
y debidos percibir por D. Francisco Barrionuevo 
desde que fué reintegrado en la posesión: . 

Considerando: en cuanto á la primera, que es m- 
procedente la solicitud de indemnización por haber 
consentido D. Francisco Barrionuevo la HB. O. de 11 
de Septiembre de 1882, que anuló el remate verifica- 
do á su favor: , 

Considerando: respecto á la segunda cuestión, que 
al no resolverse por la Real orden que se impugna 
la nueva incautación de las fincas por el Estado y 
la consiguiente devolución delos frutos, se halla 
dictada conincompetencia, en razón á que tales de- 
claraciones no pueden prevalecer contra D. Fran- 
cisco Barrionuevo, quien tiene inscrito su derecho en 
el Registro de la pro piso ínterin la Administra- 
ción no obtenga un fallo favorable robre esta cues: 
tión, que es de indole civil, en los Tribunales ordi- 
narios: 

Vista la ley de 81 de Diciembre de 1881 sobre prnce- 
dimiento judicial, gubernativo y contencioso-admi- 
nistrativo en las reclamaciones contra el Estado en 
el ramo de Hacienda... el reglamento de 31 de Dí- 
ciembre de 1881 para la ejecución de la ley, arts. 37, 
89, 268 y 271; la ley hipotecaria de8 de Febrero de 1861, 
art. 84..., y el art. 4.%, núm. 2.? de la ley de 13 de Sep- 
tiembre de 1883...; Fallamos, que debemos confirmar 
y confirmamos la Real orden expedida por el Minis- 
terio de Hacienda en 11 de Septiembre de 1889, en 
cuanto deniega la indemnización de daños y perjui- 
cios solicitada por D. Francisco Barrionuevo, y que 
debemos declararla, como la declaramos nula en 
sus demás extremos, dejando á salvo los derechos 

ne correspondan á la Administración general del 
Éstado, para que los haga valer ante la jurisdicción 
ordinaría (1).» (Sent. 9 Julio 1891.—Gac 17 Noviembre, 
pág. 266.) 


0) La doctrina de este fallo, que nos parece acertada 
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34 Jullo 1891. Obligación del Estado cuando no 
puede mantener en la posesion al comprador. 


El Estado en tal caso está obligado, no sólo á la 
devolución del preciu recibido, sino al pago de los 
gastos hechos en los interdictos y pleitos contra el 
comprador incoados y que terminaron declarándo- 
le sin derecho á la propiedad que le fué vendida (1). 
(Sent. 11 Julio 1891.—Gacs. 17 y 18 a 272.) 

—Véase más adelante la sent. 23 Abril de 1892. 


19 Enero 1893. Finca vendida dos veces: Nulidad 
de la segunda enajenación, y facultad de la Administra - 
ción para declararla, aun cuando haya producido ins- 
cripción en el Registro, puesto que, dea jurisprudencia 
constante del C. de E. y del T. C. A., las disposiciones de 
la ley hipotecaria que declara no perjudicar d tercero 
que haya inscrito su derecho las acciones rescisorias 

resolutorias, no afectan á las facultades concedidas d 
a Administración por las leyes desamortizadoras. 


Don Laureano Herreros remató en 11 Julio 1863 
una tierra de labor y secano, nombrada Laderas de 
la Bodega, término de los Santos de la Humosa, 

rocedente de la capellanía de Animas; en 18 de 

oyiembre siguiente le fué adjudicado el remate 

or la Junta Superior de Ventas, y en 12de Febrero 
de 1881, verificó ol pago de la 20.* parte de él al con- 
tado, Óó sea primer plazo del precio de la venta, en 
la Tesorería de Hacienda púllica de Madrid. Satis- 
fechos por el interesado los doce primeros plazos 
del precio estipulado, se otorgó á su favor, con fe- 
cha 31 de Enero de 1877, la correspondiente escritu- 
ra de venta judicial, que fué inscrita en el Registro 
de la propiedad de Alcalá de Henares el día 30 de 
Mayo de 1681; mas al conferir á Herreros la posesión 
judicial en 11 de Marzo de 1877, fué protestado el 
acto por D. Regino Sanabria, manifestando que por 
subasta celebrada en 21 de Octnbre de 1871 adquirió 
una finca señalada con el núm. 616, sita en el cuar- 
tel de la Bodega, y que era la misma de que se tra- 
taba. Entablado por Sanabria interdicto de reco- 
brar la posesión, el gobernador requirió de inhibi- 
ción á la jurisdicción ordinaria por corresponder á 
la Administración el conocimiento del asunto, y la 
Sala primera de lo civil de la Audiencia de esta 
corte declaró haber lugar á la inhibición solicitada. 

Remitido el expediente á la Delegación de Ha- 
cienda, se acreditó por los antecedentes aportados 
ser cierta la venta hecha en 1871 de la misma finca 
rematada antes por D. Laureano Herreros, y ha- 
berse otorgado á favor de Sanabria en 28de Octu- 
bre de 1872 escritura de venta que fué inscrita en el 
Begistro de la propiedad. Por virtud de estos he- 
chos, la Delegación, en 12de Diciembre de 1878, de 
acuerdo con lo informado por el abogado del Esta- 
do, declaró firme y subsistente la venta de la finca 
Laderas de la Bodega, hecha á D. Laureano Herre- 
ros en 18863, y nula y sin ningún valor ni efecto la 
verificada en 1871 4 D. Regino Sanabria, en razón á 
haberse hecho ésta subsistiendo la primera, devol- 
viéndose los plazos percibidos por la Hacienda y 
gastos da subasta satisfechos por el segundo com- 

rador. Confirmado este acuerdo por R. O. de 16 de 

ctubre de 1886, dedujo demanda contenciosa Sana- 
bria ante el C. de E., con la súplica de que se revo- 
case la expresada resolución, se declarase nula la 
escritura de venta otorgada á favor de Herreros, y 
válida y subsistente la otorgada Áá su favor en 28 
de Octubre de 1872, etc. El T. C. A., con vista del 
B. D. de 21 de Febrero de 1987, arts. 33 de la ley hipo- 
tecaria y 83 de la de 13 Septiembre de 1888, absuelve 
á la Administración de la demanda: 





y legal y con la cual concuerda la de la Sent. de 4 Febrero 
de 1898(APENDICE detd., p. 261)8irvede rectificación d la 
proclamada en el R. D. S. de 7 de Noviembre de 1884 (Dic- 
cionario, t. ], p. a estableciendo que ála Administra- 
ción corresponde exclusivamente, en la vía gubernativa y 
contenciosa, la revisión de sus propios actos, sin que pue- 
dan ser sometidos 4 la apreciación y fallo de los Tribu- 
nales de justicia, aun cuando hayan originado á favor 
de tercero actos ó contratos inscritos en el Registro de la 
propiedad, doctrina que 3e reitera en Sent. de 19 de Ene- 
ro de 1892, que puede verse más adelante en este mismo ar- 
tículo. Llamamos especialmente la atención sobre las sen- 
tencias de 6 Abril y 6 Julio 1895 (AP. 189986, ps. 60 y 63) 
y nuestro comentario de la p. 61, al que sirve de amplia- 
ción el dictamen inserto en el núm. 8. del Suplemento 
al Boletín del mismo año. * 

(1) En esta sentencia reproduce el T. C. A. la doctrina 
de la de 7 Julio de 1890 (Ar. de 1891, p. 270, y artículo 
DESAMORTIZACIÓN del Dicc.), que expresamente invoca. 


DESAMORTIZACION. (Jurisprudencia.) 





«Considerando: que confiada á la Administración 
activa la ejecución de las leyes desamortizadoras, 
corresponde á las facultades de aquélla resolver 
las incidencias de las ventas de bienesnacionales y 
decretar, en su caso, la nulidad de las subastas ve- 
rificadas con vicios esenciales que las invaliden: 

Considerando: que enajenada en 1863 la finca á 
que este litigio se refiere, perdió el Estado la pro- 
piedad de la misma, que pasó á D. Laureano Herre- 
rO8S, y, por consecuencia, la segunda subasta cele- 
brada en 1871 adoleció de un error esencial que la 
invalida y que hizo indispensable la declaración de 
nulidad formulada por las autoridades gubernati- 
vas al tener conocimiento del conflicto originado 
por la doble venta: 

Considerando: que no es bastante á impedir esta 
declaración la circunstancia de haber inscrito don 
Regino Sanabria en el Registro de la propiedad la 
escritura de compra otorgada á su favor, porque, 
según reiterada jurisprudencia del C de E. y de este 
Tribunal, las disposiciones de la ley hipotecaria en 
virtud de las cuales las acciones rescisorias y reso- 
lutorias no se dan contra tercero que haya inscrito 
los títulos de sus respectivos derechos, no afectan 
á las facultades que á la Administración conceden 
las leyes desamortizadoras para decidir todas las 
cuestiones de incidencias de ventas, por la razón 
de que si una de estas ventas es nula de derecho, 
la mera inscripción no la convalida, y así lo reco- 
noce la misma ley hipotecaria en su art. 83.» (Sen- 
tencia 19 Enero 1892.— Gac. 17 Septiembre, p. 15.) 


48 Febroro 168928. Derecho del comprador á te 
sean abonadas las mejoras necesarias y útiles cuando las 
ha hecho de buena fe y la venta es declarada nula, co: 
rriendo la obligación 4 cargo del Estado y no del uau- 
fructuario de la finca. 


El Estado vendió á D. Rosondo Rodríguez cierta 
heredad de la que formaba parte una casa, que e 
comprador mejoró notablemente, siendo tasado el 
importe de las mejoras en 12.885'75 pesetas que Ro- 
driguez reclamó. Pesaba sobre los bienes un usa- 
fructo á favor del clérigo D. Vicente García y que 
habría de cesar cuando éste falleciera ú obtuviese 
beneficio eclesiástico, y la Administración expidió 
Real orden declarando á cargo de García el pago 
de las mejoras. Impugnada tal resolución en y 
contenciosa. el Tribunal declara que Rodriguez tie- 
ne derecho á que el Estado le abone el importe de 
las mejoras: 

«Considerando: que según resulta del expediente 
administrativo, cuando se subastó la casa en cues- 
tión, constaba sólo de planta baja, mala construo- 
ción y cubierta de teja; y las mejoras hechas en ella, 
según la tasación practicada por los peritos nom- 
brados por la Administración, ascienden á la suma 
de 12.885'75 pesetas: 

Considerando: que las expresadas mejoras consis- 
ten en la construcción de la fachada, paredes, tabi: 
ques, tejado, puertas y ventanas, por lo que no 6s 
posible considerarlas de adorno y recreo, sino nece- 
sarias y útiles para la conservación de la finca y 
aumento de su valor: 

Considerando: que las mejoras necesarias y útiles 
son abonables al poseedor de buena fe, según lo dis- 
puesto en la ley 44, tit. XXVIII, Part. 3.*: 

Considerando: que el capellán D. Vicente García 
es únicamente usufructuario de los bienes de la otr 
pellanía de que forma parte la casa en que ban sido 
hechas las mejoras, de las cuales, lo mismo que de 
los demás bienes de dicha capellania, podrá dispo- 
ner el Estado libre y legalmente cuando el mencio- 
nado capellán obtenga un beneficiv eclesiástico que 
le proporcione los elementos necesarios para 8ú 
subsistencia.» (Sent. 18 Febrero 1892.—Gacs. 21 y Y 
Septiembre, p. 78.) 


189 Fehrero 1899. La cuestión de si ha lugar á la 
prescripción de capitales de censos ¿corresponde d la 
ministración ó á los Tribunales ordinarios? 


Véase esta sentencia en el grupo IV. 


S Marzo 1899. Incompetencia dela jurtedicciónad- 
ministrativa para declarar derechos de carácter civil, 
consecuencia de actos administrativos: Cuestión sobre 
eficacia del dominio útil reconocido 4 los llevadores de 
ciertos bienes, inscritos d nombre de los que vienen 
frutándolos, vendidos después por el Estado 4 otra dis 
tinta persona y transmitidos d tercero. 


La Junta Superior de Ventas de Bienes Naciona: 
les, declaró en 1813, conforme al artículo 6. del de- 
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ereto de 11 de Marzo del propio año, el dominio útil 
delas j eriías de Monnegro y la Meruca, á favor de 
sus lleovadores que venían siéndolo desde el año 1800, 
y 4 los cuales se otorgó en 1861 la correspondiente 
escritura de reconocimiento de ese dominio. Esto 
po obstante, el Estado vendió como bienes del clero 
en 15859 y 1874 algunas tierras de la juguería de Mon- 
e á D. Manuel González Ribaya, que las cedió 
á D. Victoriano Argúelles, mediante escritura de 
venta otorgada en 1876. Los llevadores ó dueños di- 
rectos, según la de 1861, se opusieron á reconocer la 
propiedad de las tierras de la juguería á los com- 
pradores de ellas; promoviéndose expediente, que 
resolvió el delegado de Hacienda y en alzada el Mi- 
pistro del ramo, declarando la nulidad de las ven- 
tas de las juguerías, y reconociendo el derecho de 
los compradores á la devolución de los precios y 
gastos. D. Victoriano Argiielles y otrosimpugnaron 
eb acuerdo en vía contenciosa. El Tribunal falla 
a . 

«Considerando: que el derecho de los demandan- 
tes sobre las fincas procedentes de la juguería de 
Monnegro, á que este pleito se refiere, tiene su ori- 
gen en la subasta de 18 de Enero de 1869, cuyo rema- 
tante fué D. Manuel González Ribaya, y en la escri- 
tura de venta judicial otorgada en 13 de Noviembre 
de 1876 4 favor de D. Victoriano Argúelles, cesiona- 
rio de Ribaya y causante de los actores: 

Considerando: que el derecho de los antiguos lle- 
vadores se funda en los acuerdos de la Junta Supe- 
rior de Ventas, dictados en 9 y 12 de Noviembre de 
1543, en la escritura de concesión del dominio útil 
de 18 Noviembre de 1861, que fué inscrita en el Regis- 
tro de la propiedad. y en los acuerdos de la Direc- 
ción general de Propiedades y Derechos del Estado, 
con arreglo á los cuales se les prometió redimir el 
Pr directo, quedando así consolidada su pro- 
piedad: 

Considerando: que los títulos expresados han pro- 
ducido en una y otra parte derechos de carácter 
eivil, originando á la vez un conflicto que afecta á 
los particulares, dueños de Aquellos derechos, pero 
Do á losintereses generales, cuya defensa se halla 
iS á la Administración como poder del Es- 

ado: 

Considerando: en virtud de lo expuesto, que la Ad- 
ministración activa, al dictar la Real orden recla- 
mada anulando la venta de las fincas rematadas 
por D. Manuel González, ha obrado como poder 
social y no como persona jurídica, en cuyo concep- 
to no tendría ni tiene mayores facultades ni dere- 
ehos que los que puedan ejercitar los demás ciuda- 
danos, siendo dela competencia de este Tribunal 
conocer únicamente de la cuestión originada por el 
acto administrativo llevado á efecto con aquel ca- 
rácter para restablecer el estado posesorio y jurÍ- 
dico delas partes al que tenían antes de dictaree la 
Real orden reclamada, pero no para entender en las 
que teniendo carácter civil puedan suscitarse des- 
pués entre los particulares entre sió con la Admi- 
nistración como forma jurídica capaz de derechos 
y obligaciones; 

Vistosel art. 76 de la Constitución..., el 267 de la ley 
orgánica del Poder judicial... y el 4., núm. 2.?, de la 
ley de 13 de Septiembre de 1888... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
Beal orden de 28 de Mayo de 1885, declarando que la 
Administración carece de facultades para anular la 
venta otorgada á'D. Manuel González Ribaya en 13 
de Enero de 1969 de las fincas núms. 8.043 al 8.050 del 
inventario, procedentes de la juguería de Monne- 
gro; declarándose incompetente el Tribunal para 
eonocer de los demás puntos y cuestiones que com- 
prende la demanda y la Real orden que por la misma 
se impugna, que podrán ser ventiladas en los Tribu- 
nales ordinarios en la forma procedente por cuan- 
tos han sido parte en este pleito.» (Sent. 8 de Marzo 
de 1992.—Gac. 10 Octubre, p. 113.) 


1% Warzo 1899. Las cuestiones de dominio de los 
bienes vendidos por el Estado, y respecto de los cuales se 
ixvocan títulos independientes de la subasta, son de la 
competencia de loz Tribunales ordinarios. 


Las cuestiones que versan sobre dominio de bie- 
nes comprendidos en las disposiciones desamorti.- 
zadoras 6 cualesquiera otros derechos sobre los 
tismos, que se funden en títulos anteriores y pos- 
teriores á la subasta ó sean independientes de ella, 
están atribuidas al conocimiento de los Juzgados y 
Tribunales del fuero ordinario por el art. 1.2 de la 
R. O. de 20 de Septiembre de 1852, doctrina sancio- 


nada por el núm. 4.2 de la ley de 13 de Septiemb 
de 1888 al excluir de las sometidas á los Tribunalos 
de lo Contencioso administrativo las de indole ci- 
vil, entendiendo por tales aquéllas en que el dere- 
cho vulnerado tenga dicho carácter. 

Consiguientemente, siendo indudable que la de- 
manda se funda en escrituras de compraventa ante- 
riores á la subasta de los bienes, y en una inscripción 
efectuada en el Registro de la propiedad, con ante- 
rioridad también al acto administrativo que moti- 
va 8u recurso, son por ello de aplicar al caso las dis- 
posiciones antes citadas. (Sent. 18 Marzo 1892, dicta- 
da con vista de los arts. 1. de la Real orden de 20 de 
Septiembre de 1852, y del 4.9 de la ley de 18 de Sep- 
tiembre de 1889.—Gac. 21 Octubre, p. 135.) 


81 Marzo 1993. 4 quién debe exigir la Hacienda la 
devolución de lo indebidamente pagado al reintegrar pla- 
£o8 de ventas anuladas; cudles son los productos deduci- 
bles del total importe del crédito y sobre si la Adminis- 
tración tiene ó no derecho d los intereses del 6 por 100. 


Declarado D. Antonio Rafael Montagut r espon»- 
sable de la suma que prrcibió de más al ser reinte- 
grado de los plazos que babía abonado á cuenta del 
precio de una finca que el Estado le enajenó y cuya 
venta fué 'anulada; y responsable también de Jos 
intereses de 68 por 100, acudió dicho interesado en 
vía contenciosa alegando que él solo era uno de los 
partícipes del precio, y que no se hallaba obligado 
á reintegrar lo que la finca debió producir sino lo 
que realmente produjo, ni al abono de intereses de 6 
por 100 El Tribunal de lo contencioso-administra- 
tivo estima la demanda en cuanto al extremo refe- 
rente al pago de los intereses: 

«Considerando: que... no habiéndose entendido la 
Hacienda, para entregar dicho capital, con ningún 
otro que con D. Antonio Rafael Muntagnt, es lógi- 
co que sólo á éste ó al rausahabiente de sus dere- 
chos, que hoy lo es su hijo D. Antonio Montagnt y 
Oriol, exija la parte del mencionado capital que re- 
cibió de más sin perjuicio del derecho de éste á re- 
clamar de los otros comjradores ó sus herederos la 
parte proporcional correspondiente de la cantidad 
abonada con exceso por la Hacienda: 

Considerando: que deben estimarse como produc- 
tos de una finca los que deba producir según el uso 
y destino natural de la misma y no los que de he- 
chu perciba el dueño, quien no puede alegar que no 
ha producido mientras la haya utilizado directa- 
mente, y por tanto los productos... deducibles del 
importe de los plazos y gastos abonados por la Ha- 
cienda, son los que pudo producir y no los que pro- 
dujo efectivamente á los compradores durante el 
tiempo que la poseyeron... 

Considerando... que no es aplicable al caso de au- 
tos el art.25 de la ley de contabilidad de 25 de Junio 
de 1870, porque el interés anual á que se ósto refiere 
sólo es debido por el importe de los alcances, mal- 
versaciones y desfalcos de los fondos de la Hacien- 
da, en cuyo caso no se halla el demandante, ni nin- 
guno de los compradores de la Casa Teatro de Tor- 
tosa, quienes poseyeron de buena fe una cantidad 
que les entregó indebidamente la Hacienda en vir- 
tud de liquidación hecha por ésta...» (Sent. 31 Mar- 
zo 1892.—(Hac. 30 Octubre, p. 183.) 


23 Abril (199%. Procede anular la venta cuando el 
Estado no ha podido posesionar de la Anca al comprador 
y más si resulta que los Tribunales han adjudicado el 
dominio del inmueble d un tercero... Cargas en fincas ena- 
jenadas como libres. 


Vendida por el Estado á D. Calixto Paz la casa 
núm. 45 de la calle de San Vicente, de Sevilla, re- 
sultó gravada con diferentes cargas y objeto de 
an que se resolvió adjudicándola á D. Manuel 

rtiz y hermanos, como dotal de una capellania 
perteneciente á los mismos, por todo lo cual el com. 
predoz no pudo conseguir que la Administración le 

iese posesión del predio Á pesar de solicitarlo con 
insistencia. D. Calixto pidió que se declarase la nu- 
lidad de la venta, y denegada su solicitud en vía 
gubernativa, la reprodajo en la contenciosa. El Tri- 
bunal, vista la orden de 10 Mayo 1869 y la ley 53, t1- 
tulo 5., Partida 5.?, accede á ella en los siguientes 
términos: 

«Considerando: que según orden del Ministerio de 
Hacienda de 10 de Mayo de 1879, cuando por causas 
independientes de la voluntad de los compradores 
transcurra más de un año desde la subasta á la ad- 
judicación, ó cuando después de satisfecho el primer 
plazo pase igual tórmino sin poder darle posesión 
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de la finca, es pao en los adquirentes que- 
darse con ella ó rescindir el contrato: 

Considerando: que en el caso de autos, por raño- 
nes que no son os al comprador D. Calixto 
Paz Dominguez, el Estado no ha podido ponerle en 
posesión de la mencionada casa, á pesar de haberlo 
pedido aquél con insistencia á la autoridad corres- 
pondiente: ! Ñ 

Considerando: que la citada finca fué enajenada 
como libre de toda carga, y después han aparecido 
sobre ella diferentes gravámenes de que el Estado 
no ha podido liberarla, lo que hace que el contrato 
no se haya cumplido por su parte: 

Considerando: además, que después de hecha res- 
pecto de la expresada finca en el Registro de la pro - 

iedad de Sevilla la anotación preventiva de 28 de 
Noviembre de 1881, se dictó la sentencia de 18 de 
Enero de 1883 por el Juzgado de primera instancia 
del distrito de San Vicente de dicha ciudad, en la 
que se declaró que los bienes que constituyen la do- 
tación de la capellanía fundada en la iglesia del 
Salvador de la misma por D. Domingo Clemente de 
Luque y doña María Gertrudis del Alamo, tocan y 
pertenecen á D.Manuel, doña Vicenta y doña Patro- 
cinio Ortíz, á quienes se adjudicaron en concepto 
de libres, y entre ellos está comprendida la casa en 
cuestión: 

O lo expuesto, que el estado ven- 
dió á D. Calixto Pas ri una finca, cuyo do- 
minio no podía transmitirle, y por tanto procede 
que se anule la referida venta y se devuelva al com- 
prador la cantidad que haya satisfecho del precio, 
con más los intereses, daños y perjuicios (1), previa 
la liquidación correspondiente » (Sent. 28 Abril 1892, 
Gac.6 Noviembre, pág. 207.) 
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NULIDAD DE VENTA POR EXCESO DE CABIDA: GRAVÁME- 
NES SOBRE FINCAS ADQUIRIDAS COMO LIBRES (93). 


24-28 Marzo 1891. La falta de expresión en los 
anuncios de una subasta del censo inscrito con que la fin- 
ca resulta gravada, ¿puede motivar la nulidad d rescisión 
del rota aunque la finca haya pasado á tercera per- 
son 


Vendidas en pública subasta tres casas sitas en 
esta corte, el rector delas Escuelas Pías de San Fer- 
nando solicitó se acordase la nulidad de la venta 
efectuada porno haberse expresado en los anuncios 
de subasta la existencia de un censo que pesaba so- 
bre aquéllas, perteneciente al conde de Isla Fernán- 
dez. Solicitado también por éste se acordara lo que 
fuera procedente y tramitados los oportunos expe- 
dientes, se diotó R. O. en 2% de Marzo de 1886 decla.- 
rando nula la venta de las tres casas mencionadas. 
Interpuesto recurso contra dicha Real orden por 
D. Juan Escribano, dueño á la sazón de la situada 
en la calle de Embajadores, núm. 46, el Tribunal de 
lo Contencioso declara válida la venta de la expre- 
sada finca: 

«Considerando: que en la escritura de venta otor- 
gada por el Estado de la mencionada casu no se con- 
signó condición alguna rescisoria ni resolutoria; 

ne, por tanto, tampoco pudo hacerse constar en el 

ero y de aquí se deduce que decretar la nali. 
dad ó rescisión de la venta por la omisión indicada 
con perjuicio del tercero que posteriormente ha ad- 
virido la finca, estaría en pugna con lo estableci.- 

o en los arts. 34, 96 y 37 de la ley hipotecaria, cuyo 
Ae principal fué dar garantía al crédito terri- 

orial: 

Considerando: que no puede dudarse del carácter 
de tercero que ostenta D. Juan Escribano, toda vez 
Se no intervino en la primera venta hecha por el 

stado á D. José Gallego, que cedió el remate Á don 
Zoilo Pérez, el cual vendió posteriormente la casa 
á D. Francisco Carbonell, de quien la adquirió el de- 
mandante Escribano: 

Considerando: que además, según el texto expreso 
del art. 8.” del R, D. de 10 de Julio de 1885, la falta de 
expresión en el anuncio de subasta del censo en fa- 


(1) Intereses, daños y perjuicios, dice el Tribunal; 
dando al demandante el derecho 4 indemnización dupli- 
cada, puesto que los intereses del capital representan los 
daños y perjuicios sufridos por el no uso del mismo, se- 

n la jurisprudencia del T. S., elevada d ley en el ar- 

culo 1.108 del Código civil. 

a en la anterior sección la Sent. de 23 de Abril 
d . 
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vor del conde de Isla Fernández sobre todos los bie- 
nes de las Escuelas Pías no puede motivar la ann- 
lación de la venta, puesto que dicha falta fué inde- 
pendiente de la voluntad del comprador: 

Considerando: que por las razones expuestas es 
evidente que no puede rescindirse ni anularse por 
auna causa que no consta del Registro la subasta de 
la casa de la calle de Embajadores, núm. 46, y me- 
nos en perjuicio de tercero, como D. Juan Escriba. 
no, que la adquirió de persona que, según el mismo 
Registro, aparecia con derecho para ello: | 

Considerando: que la subsistencia y validez del 
remate en nada perjudica los derechos del conde 
de Isla Fernández, como acreedor censualista, si se 
tiene en cuenta que aunque el Estado por error 
vendiese la finca como libre de cargas, apareciendo 
del Registro de la propiedad la existencia del gra- 
vamen mencionado sobre todos los bienes de las 
Escuelas Pías, puede hacerse efectivo en cualquie- 
ra de ellos míentras los dueños de los mismos no 
ejerciten los derechos que para dividir los capitales 
de los censos existentes á la publicación de la ley 
hipotecaria les reconocen los arts. 883 y siguientes 
de la misma ley: 

Considerando: que por las mismas razones tam: 
ies puede perjudicar la validez de la venta á las 

scuclas Pías de San Fernando, pues aun cuando 
el conde de Isla Fernández exigiera sobre los bie- 
nes que conservan el pago de los créditos del censo, 
como éste se hallaba constituido sobre todos los 
bienes de aquéllas, tendrían derecho á reclamar de 
los poseedores de las fincas vendidas el pago de la 
parte proporcional de las pensiones: 

Y considerando, por último, que todo vendedor 
está obligado á la evicción y saneamiento de la fin- 
ca vendida, por cuyo razón, á no existir pacto en 
contrario, el Escribano tiene también á salvo su 
derecho á ser indemnizado de la carga que afecta á 
la finca que se le vendió como libre, ejercitando la 
Acción que proceda ante los Tribunales compe- 

entes: 

Visto el párr. 1% del £rt. 84 de la vigente ley hipo- 
tecaria... 

Vistos los arts. 36 y 87 de la misma ley... 

Visto el art. 123 de la Inst. de 81 de Mayo de 1855... 

Visto el art. 174 de la misma instrucción... 

Visto el art. 8.9 del R. D. de 10 de Julio de 1885... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
R. O. de 4 de Marso de 1886, y declaramos válida y 
subsistente la venta hecha por el Estado de la casa 
en esta corte, calle de Embajadores, núm. d7, pro: 
pia del demandante D. Juan Escribano.» (Sent. U-B 
Marzo 1891.—Gac. 17 Septiembre, p. 101.) 


—Ver las Sents. 20 de Febrero de 1891 (Ap. 4delid., 
p. 883) y 27 de Noviembre de 1894 (AP. 1895, p. 636). 


21 Noviembre 1801. No procede decretar la nuli- 
dad de una venta verificada por el Estado, aun cuando 
la finca tenga un exceso de más de la quinta parte sobre 
la cabida que se le señaló en la subasta, sí aparece que la 
demasía pertenece al comprador por distinto título. 


En 18 de Octubre de 1859 se remató una dehesa lla- 
mada Puerto, perteneciente á los Propios de Toba: 
rra, de 501 fanegas de cabida, y en 8 Junio de 1867 se 
vendió en nueva subasta á D. Pascual Perier un 
trozu de aquélla de 172 fanegas. Denunciado éste 
como detentador de un trozo de terreno de la expre- 
sada finca que no había sido comprendido en las 
enajenaciones de 1859 y 1887, el delegado de Hacien- 
da de Albacete, en Septiembre 1883, decretó la 
nulidad de la venta de la mencionada duhesa. Ye- 
rier se alzó de este fallo ante el Ministerio de Ha- 
cienda con la súplica de que se declarase improce- 
dente la denuncia, por no poseer más que las 172 fa- 
negas que subastó, ó se le excluyera del expediente 
de investigación, justificando con varios documen- 
tos que, contiguos á la dehosa y con independencia 
de sus terrenos, le pertenecían 121! fanegas de mon- 
te que heredó de sus antepasados, y de las cuales 
comprendía la denuncia 62 fanegas. Por Real orden 
de 28 de Enero de 1886 se confirmó el fallo apelado, 
salvo la segregación que debía hacerse de las 62 fa- 
negas indebidamente incluídas en la dehesa. Con- 
tra esta Real orden interpusieron demanda conten- 
ciosa los herederos del interesado, suplicando se de- 
jara sin efecto, en cuanto por ella se anulaba la 
venta hecha en 1887 de las 172 fanegas de tierra, so- 
brante de la dehesa, así como también los actos 
posteriores llevados á cabo en cumplimiento de di: 
cha Real orden, reintegrándoles en la posesión de 
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ue habían sido privados y dejándoles á salvo su 
erecho para reclamar el abono de los perjuicios 
irrogados. 

El T.C. A., eon vista de la R. O. de 11 Noviembre 
de 18963, dicta el siguiente fallo: 

«Considerando: que con arreglo á la R. O. de 11 de 
Noviembre de 1863, para decretar la nulidad de una 
subasta de bienes nacionales por exceso ó falta de 
cabida, es requisito esencial que el exceso ó falta 
iguale ó supere á la quinta parte de la cabida ex- 
presada en el anuncio: 

Considerando: que en la subasta de 8 de Junio de 
1887 no hubo error sobre la cabida de la finoa, ni por 
exceso, ni por defetto, pues las 172 fanegas adjudi- 
cadas á D. Pascual Períer, son las mismas que óste 
vino poseyendo hasta dictarse la Real orden recla- 
mada, como sobrante de la dehesa Puerto, habién- 
dose reconocido en la misma Real orden que las 62 
fanegas que el investigador denunció como encla- 
vadas en el perímetro de la dehesa y detentadas 
por Perier, pertenecían á éste en legitima propie- 

d por herencia de sus antepasados: 

Considerando: que en nada destruye la fuerza del 
anterior fundamento la circunstancia de que-en la 
subasta de la dehesa celebrada en 1859 resultase un 
exceso de lo Page sobre lo vendido, que supera 
en mucho á la quinta parte, porque es imposible 
confundir, como ¡a Real orden impugnada lo bace, 
los efectos de dos contratos celebrados con el inter- 
valo de ocho años y relativos á fincas que, aunque 
de común procedencia, son independientes una de 
otra, como lo prueba el hecho de haberlas vendido 
separadamente y á doé distintas personas: 


.06:00.0006000009900> 4%". re. .0.9.. . .0.ó%'. 01 0 


Fallamos que debemos declarar y declaramos vá- 
lida y subsistente la subasta celebrada en 8 de Ju- 
nio de 19867, de un terreno de 172 fanegas, sobrante 
de la dehesa Puerto, procedente de los Propios de 
Tobarra, cuyo adjudicatario fué D. Pascual Perier 
AO revocando la Real orden reclamada de 

de Enero de 198 en cuanto no estuviere conforme 
con esta declaración, y confrmándola en lo demás; 
y no ha lugar á proveer sobre las demás pretensio- 
nes que contiene la demanda.» (Sent. 91 Noviembre 
1891.—Gac. 8 Septiembre 1893, p. 885.) 


158 Marzo 18938. Nulidad de venta por exceso de 


Está en sulugar la declaración de nulidad cuan- 
do el exceso pasa de la pr parte de la cabida; 
pero los compradores sólo deben responder de las 
rentas producidas por lau finca. Así se establece en 
esta sentencia, dictada con vista de las órdenes de 
a ee ri 1863 y 7 Abril 1889. (Gac. 19 Octubre, pá- 

na 129. . 


3-12? Abril 1992. Mientras no se acredite de un 
modo indubitado la existencia del exceso de más de lu 
quinta parte en la cabida de la finca subastada, no hay 
razón legal bastante para decretar la nulidad de la 


El T.C. A. revoca una Real orden que declaró nula 
la venta de una finca como hecha con una cabida 
superior á la anunciada: 

«Considerando: que para que pueda decretarse 
legalmente por la Administración general, con 
arreglo á la R. O. de 11 de Noviembre de 1863, la nu- 
lidad de venta de una finca rústica por exceso en la 
cabida, es requisito esencial que se justifique de un 
modo indudable la diferencia de extensión entre la 
enajenada por el Estado y la que realmente posea 
el comprador: 

Considerando: que en el presente caso, si bien se 
instruyó expediente para justificar el extremo refe- 
rido en lo referente á la finca Restos de la Casa de 
tío Cano y Quemadillas, que adquirió del Estado 
D. Fruncisco Dominguez Carrasco, previa subasta 

áblica, por la cantidad de 70.500 pesetas en 10 de 

ullo de 1868, es lo cierto que las diligencias practi- 
cadas al efecto no demuestran de un modo fehacien- 
te el exceso de cabida supuesto, porque la nueva 
medición se realizó sin asistencia de los peritos que 
hicieron la tasación para la subasta y sin tener en 
cuenta los datos yue sirvieron de base á la misma, 
no resulta tampoco claramente que en dicha me- 
ción se eliminasen todas las propiedades particu- 
lares comprendidas dentro del Perimatro del predio 
objeto del pleito: 

Y considerando: que mientras no se acredite de 
un modo indubitado la existencia del exceso, no 
hay razón legal bastante para decretar la nulidad 

BOLBTIN: 1892, 


prudencia en Real decreto sentencia de 20 de 
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de la venta de que se trata; y que el Estado tiene 
siempre expedito su derecho á fin de proceder á la 
medición y deslinde de la finca Restos de la Casa de 
tio Cano y Quemadillas, y las colindantes y encla- 
vadas en su perímetro, para después de comprobada 
la existencia del exceso de cabida, adoptar la reso- 
lución que proceda, según las disposiciones vigen- 
tes en la materia...» (Sent, 7-12 Abril 18982.—Gac. 1,9 
Noviembre, p. 176) 


18 Abril 1899. Declarada por sentencia firme la 
existencia de un gravamen, el comprador tiene derecho 4 
que el Estado le indemnico, y el Estado no puede decla- 
rar la nulidad de la venta, y menos sí ha sido citado de 
evicción en el pleito y litigado como parte. 


El Estado vendió un quiñón de tierra á doña An- 
tonia Gutiérrez; la cual se vió demandada por don 
Eloy Lecanda, sobre reconocimiento y pago de un 
censal, y citó de evicción al Estado, que cumpare- 
ció en las actuaciones y consintió la sentencia de 
segunda instancia, en que se condenó á doña Anto- 
nia al reconocimiento del capital del gravamen y á 
pagar las pensiones vencidas procedentes del mis- 
mo. Para cumplir la sentencia los herederos de 
doña Antonia, otorgaron escritura de reconoci- 
miento del foro, y acudieron á la Administración 
para que les indemnizase el capital del mismo 
(20 653 pesetas) y los gastos de escrítura (255). En de- 
finitiva se dictó Real orden anulando la venta del 

uiñón, y declarando responsable al comisionado 
del ago de la escritura. Los herederos de doña An- 
tonia acudieron al T. C. A., que falla así: 

«Considerando:... que vendido el quiñón de tierras 
de la obra pia del Dr. Gómez en concepto de libre 
de toda carga, la Hacienda está obligada á indem- 
nizar á la compradora del mismo, hoy á sus dere- 
chohabientes, por el censo ó renta foral, que se han 
visto obligados á reconocer sobre las fincas del ex- 
presado quiñón á favor de D. Eloy Lecanda en vir- 
tud de la sentencia de 12de Julio de 1888, dictada 
por la Audiencia de Valladulid, que fué consentida 
por haber desistido el fiscal, autorizado para ello, 

el recurso de casación que había interpuesto: 

Considerando: que esta obligación de la Hacien- 
da está terminantemente consignada en el art. 171 
de la instrucción de 31 de Mayo de 1855, y es exigible 
á la misma en el caso de autos, porque doña Anto- 
nia Gutiérrez cumplió todos los requisitos que pres- 
cribe el art. 172de la dicha instracción. puesto que al 
verse demandada por el Sr. Lecanda pidió se citara 
de evicción y saneamiento á la Hacienda, y acor- 
dada la citación, el fiscal, en representación del En- 
tado, fué parte en el pleito, que terminó por la sen- 
tencia referida: 

Considerando: que según el art. 174 de la mencio- 
nada instrucción, si después de verificada la venta 
de cualquier finca como libre de toda carga se den- 
cubriese la existencia de algún gravamen legítima- 
mente impuesto con anterioridad, y el comprador 
se allana á reconocerlo á condición de ser indemníi- 
zado, tiene derecho á la indemnización; cuya doctríi- 
na es aplicable á los demandantes que no reconocie- 
ron voluntariumente el censo, sino que rechazaron 
el reconocimiento y sostuvieron un pleito en que se 
declaró la legítima existencia de tal gravamen: 

Considerando: que según tiene declarada la pue 
unio 
de 1881, el Estado no puede decidirse por la nulidad 
de la venta, sino por motivos fundados, y cuando 
sea imposible aplicar el principio de la indemni- 
zación: 

Considerando: que en el caso á que se refiero el 
expediente de este pleito existe además una cir- 
cunstancia que impedía á la Hacienda declarar la 
nulidad de la venta, y es que desde el momento en 
que citada de evicción, concurrió al pleito é im- 
pugná las protensiones de Lecanda, reconoció la va- 
lidez de la venta, y se obligó 4 indemnisar el grava- 
men y demás gastos q sean consecuencia de él: 

Considerando: que el único punto sobre que debió 
recaer resolución del Ministerio es el relativo á la 
forma de la liquidación é importe de la indemnisa- 
ción que es necesazio dar á los demandantes, los 
ouaJes para este solo fin apelaron del acuerdo de la 
Administración de Hacienda de Valladolid: 

Vista la instrucción de 81 de Mayo de 1856... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
R. O. de 8 de Mayo de 1%87, declarando válida y sub- 
sistente la venta cuya nulidad en la misma se de- 
oreta; y que procede devolver el expediente al Mi- 
nisterio de Hacienda para que se ds ás acerca 
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de la liquidación de lo que debe abonarse como in- 
demnización á los demandantes á consecuencia del 
gravamen que se han visto obligados á reconocer 
sobre las tierras del quiñón que á su caurante ven: 
dió el Estado como libres de toda carga.» (Sent. 18 
Abril 1892 —Gac. 4 Noviembre, p. 194.) 


5 Mayo 1893. Cuáles son los frutos que debe devol- 
ver el comprador en caso de nulidad por exceso de cabida, 


Cuando se declara,la nulidad de la venta por ex- 
ceso de cabida, asi colo el Estado devuelve los pla- 
zos satisfechcs por el comprador, éste debe entre- 
gar los frutos percilidos ue la cabida en que consis- 
te el exceso, causa de la nulidad, según declaró el 
R. D.S. de 3 de Julio de 1877. (Sent. 5 Mayo 1892.—Ga- 
ceta. 11 Noviembre, p. 227.) 


AR 


CUESTIONES SOBRE EXCEPCIÓN DE BIENES DE PROPIOS Y 
DE APROVECHAMIENTO COMÚN: CASAS RECTORALES: 
BIENES DE COMUNIDADES ECLESIÁSTICAS. 


2 Noviembre 1891, Denunciados como de aprove- 
chamiento común ciertos terrenos y apareciendo que per- 
tenecen á los Propios del pueblo, procede su incautación 
y venta por el Estado, sin perjuicio de que los licitadores 
de las fincas propongan los derechos de que se estimen asia- 
tidos ante los Tribunales ordinarios. 


Varios vecinos del pueblo de Hormilleja acudieron 
al delegado de Hacienda de Logroño, manifestáo- 
dole que los terrenos llamados «Ejido y Soto», sitos 
en aquel término municipal, con más otras fincas 
pertenecientes á los Propios de dicho pueblo hasta 
el año 1854 4 55, que empezaron á ser usufructuados 
por una sociedad llamada de censualistas, debian 
volver al dominio y posesión del expresado pueblo, 
como lo habían estado siempre. Remitida la instan. 
cia 4 informe del Ayuntamiento de la mencionada 
villa, se pidió informe al presidente de la Sociedad 
expresada, el cual manifestó: que los expresados te- 
rrenos fueron cedidos en el stelo XVI por las Monjas 
Bernardas á 17 vecinos del ¡ueblo de Hormilleja, 
quienes los adquirieron conel carácter de censo eníi- 
tóntico, redimiéndose posteriormente los censos á 
consecuencia delas leyes desamortizadoras en 1856 

or la sociedad de censualistas que los adquirió del 

stado, demostrándolo así las escrituras de consti- 
tución de la Sociedad las de redención de los censos, 
y otros documentos. Remitido el expediente al dele- 
gano de Hacienda, se 1nbibió éste del conocimiento 

el asunto, por entender que correspondía á la ju- 
risdicción ordinaria, lo cual motivó un recurso de 
alzada por parte de los denunciantes, en virtud del 
que la Dirección de Propiedades declaró nulo el 
acuerdo del delegado é improcedente la denuncia. 

Contra el anterior acuerdo recurrieron los denun- 
ciantes en alzada al Ministerio, expresando en la 
instancia que las Monjas cedieron en el siglo XvI 
todo el término municipal de Hormilleja á 17 indi- 
viduos, y que si bien se repartió, quedaron pro in- 
diviso determinadas tierras para que fueran apro- 
vechadas en común y varios bienes que se destina- 
ron á levantar y sostener cargas municipales, tie- 
rras que desde luego se administraron directamen- 
te porel co1cejo, constituyendo gran parte de estos 
últimoslos terrenos y propecados detentadas; y por 
último, porque estos bienes fueron, y son aún, en 
pts los del Ejido, de aprovechamiento común des- 

e 1856, en que por temor á que el Estado se incau- 
tara de ellos y se vendieran, dejaron de arrendarse 
y de producir ingresos al Municipio, arrancando de 
este abandono el supuesto derecho de los actuales 
poseedores, quienes por otra parte hasta 1880 no pa- 
garon contribución por estas fincas, cuando por as 
comprendidas en los censos comprados al Estado y 
redimidos en 1856 vienen contribuyendo desde 1865. 

Se resolvió por R. O, de 9 de Febrero 1889 declarar 
procedente la denancia, y en su consecuencia la in- 
cautación y venta por el Estado de los bienes que 
en ella se expresaban, con deducción del 20 por 100 
Eds valor en tasación de los mismos á los denuncia -* 

ores. 

Contra la anterior Real orden dedujo recurso con- 
tencioso administrativo la sociedad denominada de 
censualistas, y el T.C. A.absuelve á la Administra - 
ción de la demanda. declarando firme y subsistente 
la Real orden recurrida, con vista de los arts. 12, 13 
y 16 de la R. O. de 10 Junio 1858: 

«Considerando: que cualquiera que sea el alcance 
que se atribuya á las escrituras de redención de los 
censos otorgados en 1856 por la Sociedad demandan - 


te, en relación con la otorgada por las Monjas Ber- 
nardas de Villar de Cañas en 1502, y ratificada en 25 
Septiembre de 1802, es indudable que de tales docu: 
mentos no aparece comprobado el derecho que la 
referida Sociedad pretende tener sobre las fincas... 

Considerando: con efecto, que aun en el supuesto 
de que de tales títulos resultara demostrado de un 
modo evidente que la referida Comunidad de Villar 
do Cañas fuera propietaria de todo el término de 
Hormilleja al otorgar en 1502 la escritura de cesión 
en favor de los 17 vecinos á que la misma se refiere, 
es lo cierto que, ya sea por la razón aleguda por los 
denunciantes en el recurso de alzada, de que dichos 
vecinos conservaron pro indivisovuna parte de esos 
bienes que después pasaron á ser de la propiedad 
del concejo, ya sea por otra causa, el Municipio de 
Hormilleja aparece en posesión de los bienes denun- 
ciados desde mucho antes de otorgarse por la Socie- 
dad demandante las escrituras de redención de que 
la misma hace arrancar su derecho: 

Considerando: que esta afirmación se corrobora 
por los informes y documentos presentados por las 
denunciantes en la vía gubernativa. de los que re- 
sulta plenamente acreditado que las referidas Mon- 
jas Bernardas hicieron un préstamo ul concejo de 

ormi.leja en 1699 con la garantía por parte de éste 
de varias fincas rústicas que necesariamente habían 
de ser de su propiedad; que en el catastro formado 
en 6 de Diciembre de 1762 figuraban los montos Eji- 
do y Soto y otras varias fincas como de la propiedad 
del pueblo; que en las cuentas municipales debida- 
mente autorizadas se expresa asimismo las cantida- 
des que el arrendamiento... produjo desde 1751 á 1862, 
y por último, que dichos bienes no han sido vendi- 
dos en ocasión alguna ni por el Municipio ni por el 
Estado por virtud de las leyes de desamortización: 

Considerando: que el resultado que arrojan todos 
estos datos y antecedentes serobustece todavia más 

or la diligencia de identificación de terrenos y des- 

inde de los mismos, practicada en virtud de la am- 
pliación dada al expediente con arreglo álo dispuer 
to en la Real orden de 8 de Julio de 1857, y de cuya 
diligencia aparece por el testimonio de los peritos, 
que los montes Ejido y Soto, que se califican como 

e Propios del o tienen sus linderos determi- 
nados y conocidos, y que en el catastro de la villa, 
formado en 1752, resultan también separadas las 
fincas del concejo y la de las Monjas Bernardas: 

Considerando: por todo lo expuesto que la denun- 
cia origen del expediente resulta en un todo funda- 
da. sin que pueda ser ubstáculo á su estimación la 
circunstancia de que los bienes hayan sido denun- 
ciados como de aprovechamiento común, siendo así 
que su verdadero concepto es el de Propios; pues en 
uno y otro caso resulta evidente la falta de títulos 
por parte de la saciedad de censualistas y la deten- 
tación que de dichos bienes ha venido ésta cometien- 
do, condiciones suficientes á determinar la procs- 
dencia de la denuncia: 

Considerando: que estimada la denuncia son con- 
secuencias lógicas de la misma, con arreglo á lo de- 
terminado en los arts. 12, 13 y 16 de la R. O. de 10 de 
Junio de 1856, la incautación y venta por el Estado 
de los bienes que en ella se expresan con deducción 
del 20 por 100 del valor en tasación de los mismos á 
los denunciadores, que como multa dete pagar la 
Sociedad demandante, abonando además los frutos 
producidos y debidos producir; 

Y considerando: que las anteriores declaraciones 
no se oponen á que los denunciadores puedan hacer 
valer ante los Tribunales ordinarios las acciones y 
derechos de carácter civil de que se crean asistidos.» 
(Sent. 28 Noviembre 1891.—Gac. 4Septiembre 1%92, pá- 
gina 408.) 


419 Diciembre 1891. La ley de 36 de Julio de 1878 
que declaró exceptuados de la venta los bienes pertene- 
cientes al Instituto de religiosas de Nuestra Señora y En 
señanza, no es aplicable d los enajenados antes de su fe- 
cha y por cuya venta sólo puede invocar«se la indemniza - 
ción 4 que se refieren los arta. 7.2 y 12 de la ley de 4 de 
Abril de 1860. 


Sor Dolores Justo, priora del convento de la En» 
señanzn, de Lérida, acudió al delegado de Hacien- 
da de dicha provincia son la solicitud de que se de- 
clarasen nulas las ventas de fincas y redenciones 
de censos, verificadas con anterioridad á la ley de 
1855, qne poseía el citado convento y de que se in- 
cautó el Estado contra lo preceptuado en el art. 21 
de la ley de 29 de Julio de 1837, y que en su virtnd se 
acordase la entrega al convento de los indicados 














on las rentas y Porciones indebidamente 
os por la Hacienda, 0, en otro caso, quo se 
nizase al mismo por el Estado del valor de los 
dos bienes, rentas y pensiones; y respecto á 
ajeraciones y redenciones efectuadas después 
de publicada la ley de 1. de Mayo de 1855, se liqui:- 
éssten como procedentes de instrucción pública, 
emitiéndose y entregándose las correspondientes 
inscripciones; y por último, que teniendo derecho 
de poseer el resto de sus bienes en virtud de lo que 
dispone la le y de 23 de Julio de 1878, se segregaran de 
losinventarios cuantas fincas y censos pertenecie- 
ran ádicha Comunidad, sin perturbar á la misma 
en la administración de tales bienes. 

Remitido el asunto á informe del C. de E., lo emi- 
tió proponiendo que se desestimara la solicitud, ex- 
cepto en el extremo relativo á la devolución de los 
bienes, rentas y derechos pertenecientes al Monas- 
terio, de que el Estado se hubiera incautado con 
PS á la publicación de la ley de 26 de Ju- 

io de 1878, los cuales deberían ser devueltos á dicho 
Instituto con Jas rentas producidas hasta que tu- 
viera lugar el reintegro, ó con su importe. Dictada 
Real orden de contormidad, dedujo recurso conten- 
cioso administrativo Sor Dolores Justo.... y el Tri- 
bunal absuelve á la Administración de la demanda 
por los fundamentos siguientes: 

«Considerando: que la cuestión del presente liti- 
gio está reducida Á determinar si la comunidad... 
tiene derecho, no sólo á que le sean devueltos los 
bienes de que se incautó el Estado después de pu- 
blicada la des de 1878, sino también Áá ser indemni- 
zada del valor de los inmuebles y capitales de cen- 
sos que le pertenecían y que fueron enajenados los 
os y redimidos los segundos antes ó después 

ela ley de 1.2 de Mayo de 1855, pero con anuteriori- 
dad á aquella ley: 

Considerando: que las rentas de las fincas y re- 
denciones de los censos que pertenecieron á las re- 
ligiosas de Nuestra Señora y Enseñanza de Lérida, 
eiectuadas con anterioridad á la publicación de la 
ley de 28 de Julio de 1878, lo fueron en tiempo en que 
legalmente podrían serlo, pues no existiendo en- 
tonces tal excepción, se hallaban comprendidos di- 
chos bienes dentro de las leyes desamo1tizadoras, 
como los demás del clero: 

Considerando: que, en tal concepto, el único dere- 
choque á la Comunidad demandante asiste, con 
arreglo á la referida ley de 1878, es el "que le sean 
devueltos los bienes de que con posterioridad á la 
ocación de la misma se haya incautado el Esta- 

0; po procediendo, por lo que se refiere á los bie- 
bes vendidos Ó censos redimidos con anterioridad, 
otra indemnización que la que determinan los ar- 
ticulos 7 * y 12dela ley de 4 de Abril de 1860 en lo 
tocante á los bienes á que dicha ley hace referen- 
els..., (Sent. 12 Diriembre 1*91, dictada con vista 
delos arts. 7 % y 19 de la ley de 4 de Abril de 1860 y 
de las de 21 de Diciembre de 1876 y 26 Julio de 19578.— 
0ac. 6 Septiem bre 1892, p. 421.) 


19 Enero 18938. Si el expediente de excepción de 
tenta de terrenos como de aprovechamiento común no 
puede complotarse por imposibilidad de encontrar ciertos 
antecedontea, este obstáculo no impide que se deniegue la 
tzeepción cuando de los datos aportados resulta que no 
concurren las circunstancias necesarias para obtenerla. 


Solicitado en 1861 por el Ayuntamiento de Villal- 
ba de los Burros que se exceptuara de la desa morti- 
zación el monte denominado El Encinar, fuó deses- 
timada la petición por orden de la Regencia del 
Reino, fecha 12 de Noviembre de 1869, y se acordó la 
venta del monte. 1nteryuesta por el Ayuntamiento 
demanda contencicsa, la Sala cuarta del T.S. dictó 
sentencia en 1672, dejándola sin efecto y ordenando 
que repuesto el expediente al estado que tenía 
cuando se libró por el secretario del Gobierno civil 
a certificación mencionada, se ampliase ósta en 
términos más especificados y concretos, se comple: 
taso además la instrucción de dicho expediente con 
el resultado y resolución tel promovido por Jos ve- 
cinos granjeros que se titulaban usufructuarios del 
monte, se cumpliese con lo prevenido en el srt. 2.0, 

árr.9%de la ley de 1.0 de Mayo de 1855, y en el 53 de 
8 instrucción de 31 de los mismos mes y año, y se 
dictase en su virtud la resolución correspondiente. 

Devuelto el expediente Á la Administración eco- 
hómica provincial para su ampliación en la forma 
ordenada, se unió al mismo, entre otras diligencias, 
certificación expedida en 17 de Octubre de 1583 por 
el secretario de la Diputación, haciendo constar 
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con relación á las cuentas municipales, las canti. 
dades que el Ayuntamiento de Villalba había per- 
cibido por arbitrios sobre el monte Encinar desde 
15415 husta la fecha de la certificación, y fué oída de 
nuevo la Diputación provincial, que emitió dicta» 
men contrario á la excepción, sin que hubiera posi- 
bilidad de encontrar el expediente promovido por 
los vecinos granjeros, á pesar de las gestiones que al 
efecto se practicaron. Desestimada por R,. O. de 13 
de Abril de 1866 la solicitud del Ayuntamiento, se 
mandó proceder á la tasación y venta de la finca, 6 
interpuesta demanda con la súplica de que se decla- 
raso que antes de resolverse el expediente, lu Admi- 
nistración debía cumplir lo dispuesto por la Sala 4,2 
del T.S.El de lu Contenciuso-administrativo dicta 
el siguiente fa!lo: 

«Considerando: que la cuestión objeto del presen- 
te litigio, se reduce á determinar si en la amplia- 
ción del expediente gubernativo se han cumplido 
por la Administración todos y cada uno de los ex- 
tremos que dicha resolución comprendía, ó si por 
el contrario se ha omitido alguno, y si ha habido 
en su caso justificado motivo para dicba omisión... 

Considerando: que si bien la certificación que 
obra en el expediente gubernativo ba sido exredida 

or el secretario de la Diputación provincial de 

adajog£, y no por el secretario del Gobieino de la 
provincia, esto ha dimanado de que aquel funcio- 
nario era el único en cuyo poder obraban los ante- 
cedentes del asunto, siendo su certificación tan 
amplia que no omite el más pequeño dato que pue: 
da conducir al esclarecimiento de la cuestión: 

Considerando: que después de haberse practicado 
todas las diligencias necesarias para incorporar á 
estos autos el expediente gubernativo instruído á 
instancia de la Comunidad de granjeros de Villalba 
de los Barros, no ha sido posible encontrarlo, ni 
aun puede determinarse con datos ciertos si se ins- 
truyó. dobiendo, por tanto, la falta de cumplimien- 
to de lo ordenado sobre este extremo en la senten- 
cia, á imposibilidad material; por lo cual, como 
nadie está obligado á lo imposible, no puede ha- 
cerse responsable á la Administración de la omisión 
de un requisito cuya realización no dependió de su 
voluntad: 

Considerando: que con arreglo á lo dispuesto en 
el art.2.9, párr. 9.0 de la ley de 1.0 de Mayo de 1855, 
sólo está obligada la Administración á oir al Tribu, 
nal de lo Contencioso, Ó al que haga sus veces: 
cuando exista conformidad de pareceres entre la 
Diputación y el Ayuntamiento, cosa que no sucedía 
en el presente caso, estando por tanto relevada la 
Administración de vir el dictamen de ningún Cuer- 
po consultivo: 

Visto el art. 2.2, párr. 9.9, ley de 1% de Mayo de 1855; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos que 
la Administración general del Estado ha cumplido 
en tudas sus partes, en cuanto le ha sido dable ha- 
cerlo, lo preceptuado en la sentencia dictada por la 
Sala cuarta del T.8S., no habiendo lugar, por tanto, 
á reponer el expediente al estado que pretende la 

arte demandante; qn9 en su consecuencia quede 
Érmo y subsistente a . O. de 13 de Abril de 1886,» 
(Sent. 19 Enero 1892.—Gac. 17 Septiembre, p. 16.) 


2831 Enero 18938. La venta de los pastos que pertene- 
cieron d un pueblo debe entenderse hecha en la extensión 
en que el pueblo los disfrutó, manteniendo así el derecho 
del comprador aun cuando resulten redimidos los gravd- 
menes, sila liberación seobtuvo indebidamente por resul- 
tar que los redimentes sólo tenían el d:recho de sembrar 
los terrenos y no el dominio de la finca. 


En el suplemento al Boletín oficial de Badajoz, se 
anunció el remate de la finca rústica siguiente: El 
aprovechamiento de hierbas y pastos en el año y 
en la parte que no está sembrado en la dehesa no- 
minada Millar del Moral, de secano, término de esta 
capital y perteneciente á sus Propios, y cuyo suelo, 
en la extensión de 1.581 fanegas de á 9.216 varas cua- 
dradas cada una, ó sean 1.018 hectáreas, 9 áreas y 7 
centiáreas, corresponde á particular dominio, pero 
sólo el derecho de labor.» Celebrado el remato, se 
hizo la adjudicación á D. José María Domínguez y 
se atorgó á su favor la correspondiente escritura de 
venta judicial, en la cual se expresaba que la c088 
vendida la constituían los referidos aprovechamien- 
tos con todos los derechos que le eran anejos. k 

Fallecido D. José María Dominguez, acudió su hijo 
D. Eloy á la Administración económica de Badajoz 
en 1831, solicitando se fijasen la extensión y límites 
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del derecho á los aprovechamientos vendidos á su 
padre en 1865. 

_Instruíido y tramitado el oportuno expediente, la 
Delegación de Hacienda dictó providencia en 13 de 
Mayo de 1882 declarando que los aprovechamientos 
que el Estado había vendido á D. José María Domin- 

uez comprendían todos los que el Ayuntamiento 
de Badajoz babía disfrutado hasta su enajenación. 

Contra la citada providencia interpuso apelación 
ante el Ministerio de Hacienda el interventor de la 

rovincia, fundándose en que aquella resolución 

mplicaba la nulidad de las redenciones de aprove- 
chamientos oran por la Hacienda en 1877 á don 
Fernando Montero de Espinosa, doña María Coca y 
Pizarro, doña Juana Félix y otros, de las hierbas y 
pastos de variasrozas enclavudas en la misma dehe- 
sa, pudiendo dicha resolución lesionar los derechos 
del Estado si contra ella reclamaban los menciona- 
dos redimentes; y el Ministerio de Hacienda, pre- 
vio informe de la Dirección general de propiedades 
de la de lo Contencioso, revocó por R, O. de 29 de 
Noviembre de 1882 el acuerdo del delegado, dispo- 
niendo que el expediente se repusiera al estado de 
revisión y de prueba para que se oyese á los redi- 
mentes de los apruvechamientos de hierbas y pastos 
antes de dictar fallo definitivo. 


En cumplimiento'de dicha Real orden, acudió á la 
Delegación de Hacienda D. Félix Patrón solicitan- 
do en nombre de D. Fernando Montero de Espinosa 

D. Pedro Coca £izarro, se declarase que D. Eloy 
Dominguez sólo tenía derecho al aprovechamiento 
de hierbas y pastos en el año y en la parte que no 
está sembrada la dehesa, ¡erono al de la espiga, des- 

ojos de la siembra y rastrojos que aprovechaba el 

yuntamiento. Oidos los demás redimentes intere- 
sados, el delegado dictó providencia en 14 de Sep- 
tiembre de 183 declarando que los aprovechamien- 
tos enajenados en 1565 comprendían todos los que 
disfrutaba el Municipio de la citada ciudad. 

Contra dicho acuerdo interpuso recurso de alzada 
D.Félix Patrón, dictándose Real orden por el Minis- 
terio de Hacienda en 12 de Enero de 1885, revocando 
el acuerdo del delegado y declarando: primero, que 
D. Eloy Dominguez tenía únicamente derecho al 
aprovechamiento de bierbas y pastos del Millar del 

oral en la parte y en el año que la dehesa no estó 
sembrada, pues sólo eso fué lo ofrecido en el anun- 
cio de subasta; segundo, que era firme y subsistente 
la redención de aprovechamientos efectuada en el 
año de 1877 por D. Fernando Montero de Espinosa; y 
tercero, que debía reservarse á los interesados los 
derechos de que se creyeran asistidos para que los 
ejerciten donde vieran convenirles. D. Eloy Domín- 
guez dedujo demanda contenciosa contra la ante- 
0 resolución, dictándose en su virtud el siguiente 

allo: 


«Considerando: que una de las principales cuestio- 
nes que el presente pleito entraña consiste en la in- 
terpretación del anuncio del Beletín oficial de la pro- 
vincia, que sirvió de base para la subasta... 

Considerando: que si bien en la primera parte del 
anuncio se dice, como repite la Real orden impug- 
nada, que los aprovechamientos de pastos y bier- 
bas objeto de la venta eran los correspondientes á 
los años y en la parte en que la dehesa no estuvie- 
ra sembrada, es también evidente que al señalarse 
en la segunda parte los derechos de los particula- 
res sobre las rozas enclavadas en la misma dehesa, 
se expresa con toda claridad que éstos tienen ex: 
clusivamente el derecho de labrar y sembrar en las 
mismas: 

Considerando: que de esta exclusión se deduce la 
mayor amplitud de los derechos que fueron objeto de 
la venta, y que por lo mismo en ésta enajenó el 
Ayuntamiento de Badajoz los derechos de aprove- 
chamiento, tales cuales él los disfrutaba como de 
sus Propios: 


Considerando: que en el año 1877 no tenían ni po- 
dían tener los redimentes Montero, Coca y otros el 
carácter de dueños exclusivos de las rozas enclava- 
das en la dehesa, ní por lo tanto redimir las cargas 
que sobre las mismas existían, toda vez que, como 
se ha dicho, tenían tan sólo el derecho de Jabrar 
y sembrar, según se confirma en el referido anuncio 

el Boletín y en las cláusulas de la escritura de ven- 
ta otorgada en 15 de Diciembre de 1885 en favor de 
D. José María Domínguez: 

Considerando: que las redenciones otorgadas en 
1877 4 los Sres. Montero, Coca y otros implican una 
infracción de lo que al efecto disponen los arts. 7.2 
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y 9.2 de la ley de 15 Junio de 1886, y no pueden, por 
tanto, estimarse eficaces y valederos: 

Considerando: que los derechos y acciones de que 
los redimentes, que ya fueron oídos en el expedien- 
te gubernativo en sasón oportuna, se crean asisti- 
dos en virtud de esta declaración de ineficacia, po- 
drán hacerlos valer donde corresponda y en la for- 
ma que proceda: 

Vistou el art. 70 de la ley de 15 Julio 1868... 

Visto el art. 9 de la propa ley... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
Real orden expedida por el Ministerio de Hacienda 
en 12 Enero de 1885, declarando en su lugar que los 
aprovechamientos enajenados por el Ayuntamien- 
to de Badajoz á D. José María Dominguez, padre 
del actual reclamante en 1865, son tales cuales el 
mismo Ayuntamiento los había disfrutado como de 
sus Propios hasta la referida fecha, sin perjuicio de 
los derechos de que se crean asistidos los redimen- 
tes, y que podr=n ejercer en la vía y forma que es- 
timen.procedente.» (Sent. 21 Enero 1692.— Gac. 17 
Septiembre, p. Y0) 


31 Marxo 18993. Bienes de aprovechamiento común. 


Existiendo pleíto pendiente cuando se publicó la 
ley de 8 de Mayo 1883, sobre si la solicitud de excep- 
ción á favor de ciertos bienes como de aprovecha- 
miento común, se produjo ó no en tiempo, es con- 
forme con el espíritu de dicha ley que se entienda 
haberse deducido la pretensión oportunamente y se 
resuelva en el fondo. (Sent. 81 Marzo 1892 —Gac. 80 
Octubre, p. 182.) 


31 Marzo 198. Buertos y campos an+xos d las ca- 
sas rectorales: No obsta d la excepción la circunstancia 
de no haberse pretendido en el plazo de la circular de 19 
de Enero de 1567, la cual carece de la autoridad bastan- 
te para producir la caducidad del derecho de la Iglesia 
fundado en ley —Eficacia del poder otorgado por el pd- 
rroco. 


Denunciado el diestral 6 huerto rectoral de San 
Salvador de Sande, como perteneciente al Estado 
por no haberse pretendido su excepción de la des- 
amortización dentro del plazo que señaló la circular 
de 19de Enero de 1867, y declarada procedente la 
denuncia, acudió el rector ante el T.C. A. El fiscal 
opuso la excepción de defecto legal de la demanda, 
y el Tribunal la desestima, y revoca la Real orden 
reclamada: 

«Considerando: que la excepción de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda alegada por el 
fiscal, se funda en que D. Manuel Rivera no acom- 
pañó al escrito de formalización de la misma el do- 
cumento que acreditase su carácter de cura econó- 
mo de San Salvador de Sande: 

Considerando: que el notario ante quien otorgó el 
poder D. Manuel Rivera, ps que le representase 
en estos autos cl letrado D. Angel Mosquera, da fe 
de que los testigos aseguraron ser el otorgante el 
mismo D. Manuel Rivera y tener la cualidad de cu- 
ra ecónomo de San Salvador de Sande, con lo cual 
está acreditado el carácter con que el actor se pre- 
senta en juicio, sin necesidad de ningún otro docu* 
mento, no siendo, por tanto, de estimar la excep- 
ción propuesta por el fiscal: 7 

Considerando: en cuanto al fondo del litigio, que 
los huertos y campos anexos Á las casas rectorales 
conocidos con los nombres de iglesiarios, mansos ú 
otros por las leyes concordadas, están exceptuados 
de la desamortización: 

Considerando: que por virtud de lo dispuesto en 
dichas leyes, han tenido aquella cualidad los bienes 
disfrutados por el párroco de San Salvador de San- 
de en concepto de diestrales ó huerto rectoral, y que 
han sido objeto de la denuncia: 

Considerando: que la mencionada cualidad no han 
podido perderla por no haber sido solicitada su ex- 
cepción en el término que prescribe Ja circular de 
19 de Euern de 1887, puesto que una circular no tiene 
virtualidad bastante para anular los derechos fun- 
dados en las leyes: 

Considerando: que en todo caso dicha circular no 
prescribe la pena de caducidad del derecho á ser ex- 
ceptuados de la desamortización los mencionados 
bienes cuando no se haya pedido su excepción en el 
plazo de sesenta días, señalado en Ja misma: 

Vistos los arts. 83 del Concordato de 1551, el 6. del 
convenio con la Santa Sede de 25 de Agosto de 1869 
y el 1.? del R. D. de 4 de Enero de 1867; " 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos im- 
procedente la excepción alegada por el fiscal, y que 
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debemos revocar y revocamos la R. O. de 3 de Agos- 
to de 1887, declarando que las fincas denunciadas á 
que hace referencia, están exceptuadas de la des- 
amortización.» (Sent. 81 Marzo de 1892.—Gac. 300 ctu- 
bre, p. 164.) 


AV 


CUESTIONES SOBRE REVENCIÓN Y TRANSMISIÓN DE CEN- 
Sos: PREMIOS Á DENUNCIADORES DE BIENFS NACIO- 
SALES, ETC. 


29 Octubre 1891. 
nes nacionales. 


Cuando la denuncia se refiere á bienes que estón 
eomprendidos en cualquier documento existente en 
las oficinas, sólo debe abonarse como premio el 5 
por 100 del valor en tasación de aquéllos, con arre- 

lo 4 lo dispuesto en el art. 2.9 de la R. O. de 10 de 
anio de 1:08, pues el premio de 17 por 100 al denun- 
ciador sólo procede cuando terminados los expe:- 
dientes y declarada la ocultación de los bienes, el 
Estado se incauta de ellos, en cuyo caso no se balla 
el terreno que fué anunciado á la venta como de 
Corporaciones civiles, y por tanto, la denuncia no 
pudo referirse á otra cosa que á justificar el dere- 
cho de propiedad que sobre ellos tenía el Estado. 
(Sent. 29 Octubre 1891.—Gac. 28 Agosto 1592, p. 342.) 


18 Febrero 18938. Perteneciendo al Estado los 
censos descubiertos, debe incautarse de ellos por 8í, sin 
juicio de que los censatarios propongan ante los Tri- 
ls ordinarios la excepción de prescripción si creen 
que se ha producido por el transcurso de treinta años sin 
pagar las pensiones.— Cuestion sobre si el censatario 
puede ser considerado como ocultador por no haber pre- 
sentado d la Haciendo relación del gravamen, etc. 


La Comunidad de clérigos regulares de San Ca- 
yetano, cedió en 1817, al Ayuntamiento de Madrid, 
cierta propiedad á cambio de un censo de 5.400 rea- 
lés sobre los bienes de Propios de la villa. Denun- 
ciado el gravamen como desamortizable, alegó la 
Monicipalidad hallarse prescrito por no haberlo 
pagado en más de treinta años; pero en definitiva 
recayó Real orden que estimó procedente la denun- 
cía, y en su virtud acordó que se adicionara el in- 
ventario con el censo de que se trata, declarando 
que el Ayuntamiento está obligado á satisfacer las 
pensiones no pagadas desde el 22 de Julio de 1887 y 
el derecho al premio del 17 por 100 del capital, y el 6 
por 100 de las pensiones para el investigador, y el 3 
po 100 4 los comisionados de ventas, ó incursos en 

multa del 20 por 100 del capital al mayordomo 
de Propios y concejales que constituyeron la Cor- 
poración municipal en los años de 1855 y 1858, El 
Ayuntamiento entabló demanda con la súplica de 
que se revocara en todas sus partes la Real orden, 
yoiáesto no hubiere lugar, en la parte que conde- 
na sl Ayuntamiento á la pena del 20 por 100 del ca- 
pital del censo, y á la otra multa de igual cantidad 
impuesta al mayordomo de Propios y concejales 
gue constituían la Corporación en 1855 y 1856, de- 
clarándose que la Hacienda debe acudir á los Tri- 
bunales de justicia para obtener el reconocimiento 
del censo ó que la cuestión relativa á su existencia 
ó prescripción o á los Tribunales ordi- 
ñarios. He aquí el fallo del Tribunal contencioso 
administrativo: 

«..Considerando: que el Ayuntamiento deman- 
dante alega el hecho no contradicho de que el censo 
ho se había pagado durante más de treinta años 
60n anterioridad á la fecha de la denuncia: 

Considerando: en cuanto á la prescripción. que la 
cuestión de derecho relativa á si há ó no lugará 
ella por lo que respecta al capital del censo, como 
la concreta, y en todo caso de hecho, relativo al 
pleito, son por su índole esencialmente civiles, y 

or tanto de la competencia de los Tribunales or- 

inarios, lo cual no implica que la Administración 
deba comparecer ante éstos como demandante pri: 
vada de atribuciones propias para proceder por sí, 
previos determinados trámites, al recobro de una 
propiedad que estime usurpada: 

Considerando: que esas atribuciones, aunque ex- 
Cópcionales y derogatorias del derecho común, se 

ndan evidentemente en las disposiciones dicta.- 
das para la ejecución de la ley de 10 de Mayo de 1855 
demás leyes posteriores relativas á la desamorti- 
Esción, y señaladamente en el art. 81 de la instruc- 
ción de 31 de dicho mes y año, el 16 de la R. O. de 10 
de Junio de 1856, que han sido confirmadas esas 
atribuciones por la jurisprudencia casi constante 


Premios d denunciadores de bis- 
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formada sobre este punto, y que de nuevo han sido 
declaradas en la orden de 27 de Agosto de 1859, que 
en conformidad á estos principios y á la consulta 
emitida por las Secciones de Hacienda y Estado y 
Gracia y Justicia del Consejo de Estado, estableció 
en un caso análogo al presente la procedencia de la 
incautación administrativa, sin perjuicio de que 
los censatarios interesados pudieran hacer valer 
ante los Tribunales la prescripción que también 
alegaban: 

Considerando: que la existencia y ejercicio de esa 
prerrogativa por parte de la Administración públi. 
ca no suponen necesariamente ocultación punible 
ni mala fe en la detentación á que mediante su in: 
cautación la misma pone término: 

Considerando: que la pena del 20 por 100 del capi- 
tal dul censo impuesta por el art. 12 de la R. O. de 10 
de Junio de 1558, no es aplicable, según de su con- 
texto resulta, sino á los que se hallen comprendi- 
dos en el art. 388 de la precitada instrucción de 81 
de Mayo, ó sea á los que por virtud de ella venían 
obligados á presentar relación de los bienes que 
poseían ó administraban pertenecientes al número 
de los declarados por la ley en estado de venta: 

Considerando: que esa obligación impuesta por 
los arts. 92 al 36 de la misma instrucción, se refiere 
al dueño, poseedor ó administrador de los bienes, ó 
lo que esigual, tratándose de censos, al censualis- 
ta; y que sólo se hace mérito del censatario y pre- 
cisamente en unión del cojono, arrendatario d in- 
quina en el último período de dicho art. 86, exten- 

iendo á tales personas la obligación susodicha 
cuando continuasen pagando la o predios 
rústicos, urbanos ó censos no comprendidos en las 
relaciones: 

Considerando: que e: Ayuntamiento de Madrid, 
mero censatario ó deudor, no se hallaba en este ca- 
80, pues no consta que hubiere pagado el censy des- 
de mucho antes de la publicación de la ley é ins- 
trucción de Mayo de 1855, ni por tanto puede soste- 
nerse que hubiese estado obligado á dar relación de 
61, faltando, por consiguiente, el necesario funda- 
mento pura estimarse incurso en la pena del ar- 
tículo 12 de la mencionada Real orden de 10 de 
Junio: 

Considerando: por último, que sin embargo de la 
susodicha irresponsabilidad, aparece deudor el 
Ayuntamiento de Madrid de 29 anualidades y dos 
tercios de renta del censo de que se trata, cuya 
suma ba retenido y utilizado, y por las que es apli- 
cable en favor del denunciador la multa del 6 por 
100, según dispone la regla 3.* de la Inst. de 2 de 
Enero de 1856, sin perjuicio de su devolución en el 
caso de que fuere vencida la Administración en el 

de que pudiera proponer el Ayuntamiento re- 

erido: 

Vistos los arts. 33, 85, 36 y 81 de la Inst. de 81 de 
Mayo de 1855...; la regla 3.* de Ja instrucción de 2 de 
Enero de 1556...; el art. 12 de la R. O. de 10 de Junio 
de 1856...; el 16 de la misma Real orden..; y la orden 
del Regente del Reino de 27 de Agosto de 1869...: 

Fallamos: que debemos absolver y abso:vemos á 
la Administración general del Estado de la deman- 
da interpuesta por el Ayuntamiento de Madrid en 
cuanto á ln declaración solicitada de que la Ha- 
cienda pública, como subrogada á la Comunidad 
de clérigos regulares de San Cayetano, en cuyo fa- 
vor fué constituido el censo, no tiene otras faculta- 
des que las que á esta misma competían, y debe en 
su caso comparecer en calidad de demandante ante 
los Tribunales de justicia, y declarar, como decla- 
ramos, que el referido Ayuntamiento no debe ser 
considerado como ocultador para los efectos de la 
penalidad establecida en el art. 12 de la R. O. de 
10 de Junio de 1836, si bien ha incurrido en la multa 
del 6 por 100 de las rentas adeudadas, impuesta por 
la regla 3.* de la Inst. de 2 de Enero del precitado 
año. En lo que con estas declaraciones se halle con- 
forme la Real orden impugnada de 23 Mayo de 1588, 
se confirma y en lo que no, [se revoca.» (Sent. 18 Fe- 
brero 1892.—Gac. 29 Septiembre, p. 80.) 


268 Febrero 1893. Conjunto de derechos reconocí. 
dos d un pueblo en una transacción y que se resuelven en 
el dominio útil del mismo sobre la finca d que afectan, y 
no simplemente en la constitución de servidumbre de 
aprovechamiento de pastos y leas d favor del vecinda- 
río. Tranamisión de ese dominio al Estado y derecho de 
tantes del señor directo, conforme á la ley de 16 de Junio 
de 1866, 


En escritura de concordia ó transacción estipula- 
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da entre el Ayuntamiento de Buñuel y el conde de 
Altamira, éste reconoció el derecho del pueblo al 
aprovechamiento de hierbas, caza y leña en la finca 

ontecillo y á roturarla, sembrarla y romperla 
para su más cómodo cultivo. Andando el tiempo, 
recayeron los derechos del conde en D. Tomás Mo- 
reno, el cual solicitó la redención de los aprovecha- 
mientos, resolviéndose en definitiva que puesto que 
en el Montecillo había dos dominios, el directo 4 
favor de Moreno, y el útil Á favor del pueblo, el Es- 
tado debía enajenar el último, sin perjuicio del de- 
recho de tanteo correspondiente á Moreno, por el 
art. 9. de la ley de 15 de Junio de 1568. Impugnada 
esta resolución por el Ayuntamiento de Buñuel en 
vía contenciosa, el Tribunal absuelve de la deman- 
da á la A:iministración: 

«Considerando: que por el conjunto de los dere- 
chos recenocidos á los verinos de Buñuel, no puede 
sostenerse que se constituye sólo en favor de ellos 
una servidumbre de aprovechamiento de pastos y 
leñas, sino más bien el dominio útil de la finca 
Montecillo, como lo comprueban las mismas pala- 
bras de la citada escritura en quese expresa que 
se cedía á la villa de Buñuel tudo el disfrute del 
término Montecillo en todos tiempos (1): 

Considerando: que de los antecedentes expuestos 
aparece que es de indudable aplicación al caso ac: 
tual el precepto del art. 9. de la ley de 15 de Junio 
de 1868, en que se determina que en los caños en que 
se enajene la parte que corresponda al kstado en 
fincas cuyo dominio se halle dividido, tendrá el de- 
recho de tanteo el condueño, por lo cual al enaje- 
nar el Estado como subrogado en los derechos del 
concejo y vecinos de Buñuel la ea nte que á 
los mismos correspondía en la finca Montevillo, ha 
debido reconocer, como lo ha hecho en la Real or- 
den impugnada, el derecho de tanteo en el condue- 
ño, Ó sea en favor de D. Tomás Moreno, causaha- 
biente del conde de Altamira: 

Considerando: por otra parte, que lejos de favo- 
recer, perjudicaría los intereses del Ayuntamiento 
de Buñuel, otorgar el concepto de mera servidum- 
bre de pastos y leñas 4 Jos derechos de que se tra- 
ta, porque en este caso hubiese podido D. Tomás 
Moreno utilizar la facultad que para redimir esta 
clase de aprovechamientos concede el art. 7.” de la 
citada ley: 

Considerando: que no puede ponerse en duda la 
competencia de la Administración activa para de- 
clarar en estado de venta los derechos reconocidos 
al vecindario de Buñuel, lo cual no impide que si 
se hubiera solicitado en tiempo y forma por el 
Ayuntamiento de Buñuel la declaración de que son 
de aprovechamiento común los derechos de que se 
trata, pueda resolverse el expediente de excepción 
de venta en los términos que la legislación vigente 
ra (Sent. 26 Febrero 1892.—Gac. 8 Octubre, 
pág. 92.) 


24-28 Marzo 1898. Preferencia de la redención 
sobre la transmisión de los censos desamortizados. 


D. Cecilio Francisco Aisa solicitó en 22 de Diciem- 
bre de 157% que se le transmitiese un censo impuesto 
sobre ciertas fincas de D. Felipe Verges, y el admi- 
nistrador económico acordó que quedase el expe- 
dionte sin trámite, por no cumplirse ciertos quin: 
tos en la instancia. En 7 de Julio de 1879, Verges pre- 
tendió la redención de los gravámenes, y como le 
fuera otorgada en definitiva, acudió Aisa al T.C.A., 
que absuelve á la Administración: 

«Considerando: que el acuerdo del jefe de la Ad- 
ministración económica de Barcelona que decla- 
ró sin curso el expediente promovido por Aisa y 
ordenó se devolviera á éste la certificación del re 
rob de la propiedad, quedó firme y consenti- 

o, por lo cual no puede estimarse que dicho intere- 
sado dedujera legalmente su solicitud de transmi- 
sión para los efectos que determina el art. 9. de la 
ley de 11 de Julio de 1878: 

onsiderando: que aunque aquella solicitud se 
hubiera presentado y justificado en debida forma, 
carecía el demandante del derecho que reclama por 
haber pedido la redención el censatario Verges 
dentro del año siguiente á la fecha de la citada ley, 
la cual, en su art. 2.2, concede á los redimentes un 
derecho absoluto que quedaría burlado si ve les pu- 


(1) Ver la consulta inserta en la pdg. xXLIX del Suple- 
mento al Beletin de 1896. 


diera negar, por haberse deducido anteriormente 
una solicitud de transmisión: 

Considerando: que esta preferencia en favor del 
dueño de la finca gravada se manifiesta en todo el 
contenido de la ley y se reconoce por su articulo 4.? 
hasta para el caso de hallarse decretada y anuncia- 
da la subasta: 

Considerando, por último, que sí alguna duda 
hubiera existido habría sido desvanecida por la 
R. 0. de 16 de Septiembre de 1888, aclaratoria del 
R. D. de 5 de Junio anterior, que dictó reglas para 
el cumplimiento de la ley de 11 de Julio de 1878, y en 
la cual de un modo ex¡ reso se declara que si en el 
plazo oportuno se reclama la redención, queda sin 
etecto la transmisión, caso de haberse otorgado.» 
(Sent. 24-28 Marzo 1892.—Gac. 23 Octubre, p. 115.) 


3 Abril 189*?. El dueño del suelo de una finca cuyo” 
arbolado pertenece al Estado, tiene el derecho de tanteo, 
pero no el de redimir los gravámenes que sobre ella pesan, 
y que sólo otorga al poseedor de la misma en propiedad 
no fraccionada, la ley de 16 de Junio de 1866. 


Doña Engracia García Carrasco, enrepresentación 
de su hijo menor D. Manuel López de Ayala, solicitó 
la redención del aprovechamiento de arbolado enci- 
nar, queenfavordelos Propios de Benquerencia gra- 
vaba un terreno enclavado en la dehesa llamada 
Moruna, en la provincia de Badajoz. Concedida por 
el delegado y remitido el expediente á la Superiori- 
dad, acordó la Dirección de propiedades devolverlo 
para sa ampliación, lo cual tuvo efecto uniéndose á 
aquél una certificación del registro, de la que »pa- 
recía que los herederos de D. Agustín Izquierdo ven- 
dieron á D. Pedro López de Ayala una porción de 
terreno sito en el término de Benquerencia, en la 
dehesa Moruna (excepto el arbolado), y que D. Jeró- 
nimo y D. Antonio Godoy vendieron al mismo Aya- 
la la parte que en dicha finca les correspondía. 

En otro expediente promovido en 2l de Abril de 
1888 por la misma doña Engracia en nombre de su 
menor hijo, solicitó la redención de los aprovecha- 
mientos de hierbas, pustos y espigas desde 1.” de 
Abril á 29 de Septiembre, en los años en que no estu- 
viese sembrado, y desde que se levantaran las mie- 
ses hasta igual época en los años que se sembrara, 
sobre la totalidad de la expresada dehesa, cuyo due- 
ño, en su mayor parte, era su citado hijo. La Dele- 
gación acordó la redención solicitada, pero el Ayun- 
tamienio de Benquerencia gestionó su ira y 
elevados ambos expedientes á la Dirección general, 
propuso ésta que se anulase la redención otorgada 
á doña Engracia, como representante de su hijo don 
Manuel López de Ayala, y que el arbolado ó domi- 
nio del vuelo de aquel terreno se enajenaba por el 
Estado previa tasación, reservando al dueño del 
suelo el dererho de tanteo; que seinstruyera el ex - 

ediente de investigación respecto á la diferencia 
do cabida observada en dicho terreno, acordándose 
lo que procediera acerca de la venta por el Estado 
dedicha diferencia. y que se anulase la redención del 
agostadero de hierbas, pastos y espigas de la totali- 
dad de la dehesa Moruna, sin perjuicio de que se con- 
cedan cuando lo soliciten todos los poseedores de la 
finca gravada acreditando cumplidamente su ua- 
rácter de dueños ó cuando el que lo pretende limite 
su solicitud á la porción que posea, dándose de ello 
conocimiento áÁ la Corporación interesada. 

Pasado el expediente á la Dirección de lo Conten- 
tencioso, opinó en el mismo sentido que la de Pro- 
piedades, y de conformidad con ambas Direcciones 
dictó Real orden el Ministerio de Hacienda. Contra 
ella dedujo demanda López de Ayala, la que forma- 
lizó después con la pretensión de que se revocase 
aquella resolnción ministerial, .stimando bir, he- 
chas las redenciones, tanto de arbolado com« de 
pastos, hierbas y espigas, sin perjuicio de las ac cio- 
nes civiles que pudieran corresponder al Avunta- 
miento de Benquerencia, ó la que asiste al Estado 
para reclamar en forma debida sobre la lesión que 
en estos contratos de redenciones pudiera existir. 
El Tribunal, con vista de los arts. 7.2 y 9. de la ley 
de 15 de Junio de 1866, absuelve á la Administración 
de la demanda. 

«Considerando: en cuanto á la redención del arbo- 
lado de la dehesa Moruna, que D. Manuel López de 
Ayala sólo ha acreditado ser dueño del suelo de la 
misma, y no del vuelo, por lo que no es aplicable al 
presente caso el art. 7.0 de la ley de 15 de Junio 1568, 
y sl el art. 9%, que concede al condueño el derecho 
de tanteo cuando el Estado enajena la parte que le 
corresponde de las fincas cuyo dominio se halle di- 


DESISTIMIENTO... —DESOBEDIENCIA. 





vidido, lo cual se declara en la Real orden recurrida 
reservando este derecho al demandante: 

Considerando: respecto á la redención de pastos y 
bierbas, que si bien el actor ha podido solicitarla 
fandándose en el art. 7. de la ley mencionada de 15 
Junio de 1566, ha debido concedérsele únicamente al 
terreno de que era dueño, y no respecto á toda la 
dehesa, cuya propiedad en parte corresponde á los 
Sres. Godoy: 

Considerando: que la Real orden que se impugna, 
aun cuando anuló por esta causa la redención del 
aprovechamieuto de pastos, hierbas y espigas de 
toda la dehusa Moruna, reconoce, vo obstante, al 
actor el derecho á redimir cuando limite su solici- 
tad á la porción que posea de aquella finca.» (Sen- 
tencia 7 Abril 1892.—Gac. 30 Octubre, p. 171.) 


5-11 Mayo 1892. Caducidad de la cesión de bienes 
del Estado cuando el cesionario no destina los edificios ó 
fncas á que se refiere al objeto motivo de ella, 


El Estado acordó ceder á una Diputación ciertos 
solares para que estalleciese en ellos el Instituto de 
2* enseñanza yá cambio del valor que alcanzasen 
los conventos del Carmen y de San Sebastián. No 
habiendo justificado la Corporación su derecho de 
propiedad sobre estos edificios, y arareciendo ade- 
más que había adoptado acuerdo desistiendo de eri- 
gu el Instituto en los indicados solares, se expidió 

eal orden resolviendo que el Estado se incautara 
inmediatamente de los mismos. La Diputación pro- 
vincial impugnó esta medida ante el Fribunal con- 
tencioso-administrativo, que absuelve á la Admi- 
nistración de la demanda, con vista de los arts. 1.*, 
7.2 y 8.2 del R. D. de 21 de Marzo de 1871: 

Considerando: que la permuta concertada entre el 
Estado y la Diputación «no llegó á perfeccionarse y 
NS sin efecto alguno desde que por orden de la 

cción general de propiedades, se acordó suspen- 
der la posesión mandada dar á la Corporación de los 
referidos solares, por no estimar justificados entodo 
ni en puño los derechos de propiedad que la misma 
alegaba respecto de los conventos... 

Considerando: además, que aun en la bipótesis de 
que la Diputación hubiese llegado á justificar dere- 
sho de propiedad sobre aquellas fincas, tampoco se- 
ría ésta sostenible, porque otorgada bajo la condi- 
ción de que los solares habrían de destinarse á la 
edificación de un Instituto de segunda enseñanza, 
aparece en el expediente que la Diputación provin- 
cial de Barcelona acordó desistir de este proyecto, 
así como después desistió también del de enajenar 
otros predios para aplicar su importe á la construc- 
ción de un Instituto de menor importancia que el 
proyectado con anterioridad... 

Considerando: qas en virtud de lo expuesto, el 
acto que realizó el Estado en favor de la Diputación 
provincial de Barcelona, sólo tuvo el carácter de 
concesión graciosa de terrenos para un objeto espe- 
cial, y al no haberse éste realizado, son de perfecta 
aplicación al caso los preceptos del R. D. de 21 de 
Marzo de 1571, según los cuales procede la incanuta- 
cióninmediata delos predios cedidos, que es lo acor- 
dadojustamente por la Real orden objeto de impug- 
nación en este pleito.» (Sent, 5-14 Mayo 1892.-— Glace: 
tas 11 y 12 Noviembre, p. 230.) 


Además de la materia legal y de jurispruden- 
cia contenida en este artículo, véase CAPELLA- 


Mas: Cosa JUZGADA: DEUDA PÚBLICA: MONTES: 
PATRIMONIO DE LA CORONA. 


DESISTIMIENTO DELA DEMANDA. Al. 
cáance en cuanto al demandante.—V. EnJurcia- 
MIEXTO CIVIL, sent. 5 Diciembre 1891. 


DESLINDE. lLaR. oO. de 8 de Mayo de 1889, 
el art. 89 de la ley municipal y el 252 de la ley de 
águas, no permiten la reclamación por la vía de 
interdicto contra los acuerdos de la Administra- 
ción en materia de incompetencia. Así lo han 
establecido muchas decisiones insertas en Des- 
LIXDES... del Diccionario, con las cuales concuer- 
da la siguiente 
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Jurisprudencia. 


R.D. 3% Agosto 189%. Reiterando la doctrina de 
ue no pueden ser impugnados por la vía de interdicto 
os acuerdos conservatorios de bienes y derechos de los 

pueblos. 


Acordada por el Ayuntamiento de Puebla de los 
Infantes la práctica de un deslinde administrativo 
PRES separar el monte cvumunal La Umbria, de las 

ncas limítrofes de D. José González Prieto, y que 
éste cesase e. el descuaje de dicho terreno del pue- 
blo... acudió Prieto por la vía de interdicto contra 
el alcalde que babía cumplido tales resoluciones. El 
gobernador de Sevilla suscitó competencia al Juz- 
gado de Lora del Río que conocía de la reclamación; 
y el Gobierno decide la contienda á favor de la Ad- 
ministración, vistos los arts. 72, núm. 3.*, 73, núm. 5.2 
y 89 de la ley municipal: 

«Considerando: 1.2 Que encomendada por la ley á 
los Ayuntamientos la administración, cuidado y 
conservación de todas las fincas, bienes y derechos 
del pueblo, todos los actos que dichas Corporacio- 
nes ejecuten encaminados á tales fines no pueden 
menos de estimarse como adoptados dentro del cír- 
culo desus atribuciones. 8.0 Que tanto el deslinde... 
como la reivindicación... de los terrenos que fueran 
usorpados á dicho monte, cuando esta usurpación 
aparece reciente ó de fácil comprobación (1), son ao- 
tos que van encaminados á la custodia y conserva- 
ción de las fincas y bienes del pueblo, y, por lo tan- 
to, ejecutados dentro del círculo delas atribuciones 
que Á dichas Corporaciones encomienda la ley...» 
(B. D. 2 Agostu 1892.—Gac. 9 1d.) 


Sobre deslinde de vias pecuarias, véanse en 
GanaDería los arts. 68 á 71 del Reg. de 13 de 
Agosto de 1892. 


DESOBEDIENCIA. La desobediencia á ór- 
denes ó acuerdos de las autoridades y funciona- 
rios públicos puede ser delito, falta, mera in- 
fracción gubernativa, y á veces acto neutro que 
no origina responsabilidad alguna. Véase la co- 
piosa doctrina que hemos recogido bajo los nú: 
meros X VIIT á XXIT on AreENTADO: DESOBEDIEN- 
cria y ResisTENCIA, del Diccionario, t. 1, p. 754, á, 
la que sirve de complemento la siguiente 


Jurisprudencia. 


Sent. 14 Abril 18991. Desobediencia para la cual 
establece sanción gubernativa la ley mun:cipal, y que bajo 
otro punto de vista tampoco determina la responsabils- 
dad del art. 965 del Código por tratarse del incumpli- 
miento de mandatos de autoridades d quienes la ley de 
Ayuntamientos no encomienda la ejecución de acuerdos 
municipales. 


Acordada por un Ayuntamiento la limpieza y ce- 
rramiento de un pozo, comunicó el alcalde la de- 
terminación al dueño de la finca en que estaba en- 
clavado, conminándole con declararle incurso, caso 
de desobediencia, en la sanción marcada en lar Or- 
denanzas municipales del pueblo. Dejó el particular 
de cumplir, en su parte más principal, el referi- 
do mandato, y en su vista, se le reiteró la orden va- 
rias veces con diferentes apercibimientos en oficios 
que suscribía, por delegación del alcalde, una Co- 
misión de que firmaba parte el teniente alcalde y 
varios concejales, y en uno de los cuales oficios, la 
Comisión exponía: que habiendo transcurrido más 
días que los prefijados en el art. 186 de la ley muni- 
cipal, se había acordado imponerle el apremio de 5 
por 100 diario del total de la multa, y que de no obe- 
decer se llevaría á efecto lo dispuesto en el art. 77 
en armonía con el188 de la citada ley. Resistióse e 
dueño á cumplir el acuerdo y á hacer efectiva la 
multa, para cuya exacción se utilizó la vía de apre- 
mio que no dió resultado, y llevado el asunto á los 
Tribunales, éstos calificaron el hecho como consti- 


(1) Ode fácil comprohación, dice el considerando; 
no y de fácil comprobación, como debería decir. Sin 
embargo, consta de antecedentes, que el gobernador fum- 
dó el requerimiento en que la usurpación remediada por 
el Ayuntamiento era «reciente y manifiesta.» 
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tutivo de desobediencia grave. Interpuesto recurso 
de casación, el T.S. casa á anula el fallo recurrido: 

«Considerando que los acuerdos de los Ayunta- 
mientos en asuntos de su competencia son ejecuto- 
rios, incumbiendo á los alcaldes cumplimentarlos, 
procodiendo, si fuere preciso, por la vía de apremio 
en caso de negligencia 6 incumplimiento delas per- 
sonas á quienes se refiere, á fin de que no resulte 
ilusorio lo reruelto por dicha Corporación; que esto 
supuesto, no merece esta negligenciadincumplmien- 
to la calificavión de delito de desobediencia para 
los efectos penales del Código penal, cuando tiene 
su correctivo en la misma ley especial, y la autori- 
dad puede llevar á efecto el acuerdo en todas sus 
partes: 

Considerando que, aparte de dichos fundamentos, 
en el caso del presente recurso tampoco existe ra- 
zón legal para declarar la existencia del delito de 
desobediencia imputado al recurrente, porque los 
requerimientos realizados últimamente no fueron 
hechos por el alcalde, única persona autorizada á 
quien compete su ejecución, según la ley municipal 
vigente, y sí por una Comisión delegada, cuyas fun- 
ciones son por la ley limitadas A su carácter infor- 
mativo.» (Sent. 14 Abril 1891.—Gac.4 Agosto, p. 71.) 


Nent 16 4hril 1891. Incumplimiento de mandatos 
relativos al itinerario de conducción de un cadáver al ce- 
menterio civil. 


Formada causa á Facundo Llansó por no haber 
observado el itinerario que la autoridad municipal 
señalara al cotejo fúnebre de su padre, y or ne- 

arse á cumplir, aceptando la responsabilidad del 
hesbo: la orden que ya en marcha el cortejo le die- 
ron nuevamente los agentes de la autoridad local, 
en vista de que seguía ruta distinta de la marcada, 
fué calificado el hecho como ronstitutivo del delito 
previsto en el art. 265 del Código penal; 6 interpues- 
to recurso de casación por no tener, á su juicio, su 
desobediencia el carácter del delito, sino de falta, 
declara el T.S., no haber lugar... «porque... ha sido 
acertadamente estimada grave tal desobediencia, 
atendida la indole y transcendencia del precepto 
voluntariamente inobservado en razón á la materia 
de orden público sobre que recayó, y á la persisten: 
te actitud del acusado que, con natural publicidad 
que afectó al prestigio dela autoridad y de susagen- 
tes, le dejó incumplido, con escándalo, á juicio del 
er a quo.» (Sent. 16 Abril 1891.—Gac. 28 Agosto, 
pag. 1U0. 


31 Octubre 18941. La negativa de los testigos en 
las causas criminales d prestar juramento, es desobedien- 
cia comprendida en el art. $65 del Código penal, d cuya 
aplicación no obstan las protestas, manifestaciones y 
creencias del testigo. 


En causa por rapto, compareció ante el juez ins- 
tructor de Ecija, como testigo, Pascual Martin Gor- 
dillo. Al exigirsele juramento en nombre de Dios, 
según previene el párrafo primero del art. 434 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, manifestó que no 
Jjuraba, por no profesar ninguna de las religiones 
po prometiendo sólo decir verdad bajo pala- 

ra de honor; en vista de cuya meunifestación se le 
advirtió al testigo por la referida autoridad judi- 
cial, la obligación en que se hallaba de jurar en 
nombre de Dios, cuyo juramento había de prestar, 
según dispone el segando párrafo del artículo cita- 
do, con arreglo á su religión, exigiéndosele por se- 
gunda, bajo apercibimiento, que de no hacerlo in- 
ocurriría en desobediencia al mandato judicial, ne- 
gándose de nuevo el ya referido testigo Á prestar 
el juramento por impedírselo sus creencias; mani- 
festando al propio tiempo que al hacerlo así no es- 
taba en su ánimo cometer desobediencia de ningu- 
na clase; é intimado por tercera vez á fin de que 
prostara el indicado juramento, bajo el mismo 
apercibimiento, volvió aquél á insistir en su nega- 
tiva, porque su conciencia se loimpedía, ofreciendo 
solamente decir verdad por su honer, con la misma 
protesta de que no era su ánimo desobedecer; en 
vista de lo cual, se prescindió por aquel entonces de 
su declaración. y se formó causa contra Martín, re- 
cayendo sentencia en que se le condenó como autor 
de desobediencia grave á la autoridad en el ejeroi- 
cio de sus funciones, prevista y penada en el artícu- 
lo *85 del Código. El procesado interpuso recurso de 
casación por infracción del art. 434 de la ley de En- 
Juiciamiento criminal en su párrafo segundo, en 
cuanto no se ha tenido en cuenta lo que el mismo 
determina; y de los del Código penal, 1.2 y 265, en 
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cuanto se califica y pena como delíto un hecho que 
no lo constituye; y como consecuencia el art. 11, pá- 
rrato segundo de la Constitución del Estado. 

En el acto de la vista fué apoyado el recurso por 
el Ministerio fiscal; pero el T. S. declara no haber 
lugar á él: 

«Considerando que existe la desobediencia á la 
sutoridad que pena el art. 263 del Código, siempre 
que requerida una persona al cumplimiento de una 
orden ó precepto legal, por quien se encuentra re- 
vestido de dicho carácter de autoridad y obra en 
ejercicio propio de sus funciones, se niega á ello, si 
por las circunstancias de la negativa ó transcen- 

encia del cumplimiento mereciera el acto la cali. 
ficación de grave: 

Considerando que el precepto claro y terminante 
del art. 434 de la vigente ley de Enjuiciamiento cri- 
minal es ineludible para todos los testigos, cual- 
quiera que sea la religión que profesen, cun arreglo 
á la que deben prestar el juramento en nombre de 
Dios; y que al negarse Pascual Martín Gordillo á 
prestarle, á pesar de los insistentes y repetidos re- 
qa mientos que al efecto le hizo el juez instructor 

e Ecija para que pudiese declarar en una causa 
sobre rapto, realizó evidentemente un acto ae ren- 
ne todos los elementos del delito de desobediencia, 
tanto más marcada, cuanto que, según tiene deola- 
rado este Tribunal en sentencia de 17 de Abril de 
1890 (1), semejante resistencia implica una negativa 
á declarar, cualquiera que sean las protestas en 
contrario que se hagan, puesto que el legislador ha 
estimado procedente que á toda declaración testi - 
fical preceda como condición esencial la de jura- 
mento: 

Considerando que cuando un acto reuue todos los 
elementos del delito que define el expresado artícu- 
lo 265, es forzoso aplicar al culpable la sanción po 
nal de dicho artículo, á no ser que el legislador 
aprecie excepcionalmente los casos de desobedien- 
cia, bien para corregirlos gubernativamente, bien 
para exigir la concurrencia de determinados ele- 
mentos, bien para castigarlos de una manera espe- 
cial, ó para hacer preceder al castigo del delito de 
una conminación disciplinaria, cual acontece con 
los casos de los arts. 40 y 716 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, y con el 569 de la ley del Jura- 
do, y con otros muchos que pudieran citarse del 
mismo Código penal y de leyes especiales, y que la 
desobediencia realizada por Pascnal Martin Gordi- 
llo no está exceptusda en sentido alguno de la 
aplicación estricta del precepto genérico del expre- 
sado art. Y65: 

Considerando que si bien la Constitución del Es- 
tado establece en su art. 11 que nadie será molesta- 
do en el territorio español por sus opiniones reli- 
giosas ni por el ejercicio de su respectivo culto, 
esto no significa que el ciudadano español pueda 
eludir el cumplimiento de una ley cualquiera con 
la razón ó pretexto de que pugna con sus opiniones 
religiosas, pues si éstas en el orden representativo 
no tienen fuersa Ey dl alguna para anular el dere- 
cho positivo, mucho menos pueden en el orden 
práctico rebasar los límites trasados por este mis- 
mo derecho, siendo en tado caso de la exclusiva 
competencia del legislador al resolver cualquiera 
oposición ó contradicción atendible que resulte en- 
tre respetables opiniones ó sentimientos y el dere- 
cho escrito, como es de la de los Tribunales de jus- 
ticia aplicar estrictamente las leyes: 

Considerando que una prueba de la importancia 
especial atribuida por el legislador al juramento, y 
de que no ha encontrado hasta ahora atendible se- 
mejante supuesta oposición, ni creido que el pre- 
cepto legal desobedecido por el recurrente se halle 
en contradicción con la Constitución del Estado, 
existe en la vigente ley del Jurado, detalladamente 
discutida en ambos Cuerpos colegisladores, cuyo 
art.59, antes citado, manda proceder criminalmen- 
te como autor del delito de desobediencia contra el 
jurado que se niegue á prestar el juramento que, 
luvocan o á Dios, se recibe á todos, sí bien después 
de conminado con una multa, conminación previa 
que no se halla establecida para los tesyigos que se 
niegan á jurar: : 

Considerando que esto supuesto, la Audiencia de 


(1) Véase con su nota en el APÉNDICE de 1891, p. 568, 
y en DESOBEDIENCIA, del Diccionario; y en el APÉNDICE 
de 1894, p. 607, la sentencia de 26 Febrero del mismo año, 
reiterando la doctrina de la arriba inserta. 
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Osana no ba incurrido en error alguno de derecho 
al penar á Pascual Martín Gordillo, no por las opi- 
niones religivsas de que hizo ostentación, sino por 
haber desobedecido á la autoridad, que le requería 
insis.entemente para que cumpliera un precepto 
legal de ineludible observancia.» (Sent. 81 Octubre 


1841.—Gac. 2 Enero 1892, p. 297 


DESORDENES PUBLICOS. Pueden consti- 
tuir delito comprendido en el art. 271 ó falta cas- 
tigada en el 588, núm. 1.”, del Código penal. A 
ambos preceptos se refiere la siguiente 


Jurisprudencia. 


GO Marzo 1891. Desórdenes constitutivos de delito y 
no de falta, cometidos en un flelato de consumos, que tiene 
siempre el caracter de establecimiento público. 


Promovida cuestión entre unos carreteros y unos 
guardias de consumos con motivo de cierto aforo, 
entraron todos tumultuariamente en el fielato, pro 
duciendo un gran desorden y tratando de maltratar 
á los dependientes del mismo. Calificados estos he- 
ehos como constitutivos de delito del art. 271 del Có- 
digo penal, el T. S. declara bien hecha esta califi- 
cación: 

«Considerando, que cualquiera que sea la forma 
de carácter puramente administrativa con que se 
recaudase el impuesto de consumos en la localidad 
en qae tuvieroa lugar los hechos procesales, y la 
persona que hubiese nombrado los agentes encar- 
gados de la recaudación, no cabe dudar que la ofici.- 
na en que ésta se efectuaba merece el concepto de 
pública para los efectos del art. 271 del Código pe- 
pal, porque público era el nbjeto á que estaba des- 
tinada, y el impuesto recaudado tiene carácter ge- 
neral y obligatorio, establecido por la ley, consti- 
tuyendo, por tanto, un servicio público, cuya natu- 
raleza no se altera por la cesión á un particular del 
hecho material de la recaudación: 

Considerando que los actos ejecutados revisten 
por su evidente y notoria gravedad los caracteres 

el delito de desorden público, penado en el art. 271 
del Código quela sentencia aplica, y no la falta del 
núm. 1.2 del 593 del mismo, porque ésta no se refiere 
á los que causen tumulto, cuyo hecho por sí solo 
constituye delito, sino á los que tan sólo turbaren 
el orden levemente en los locales y actos que deter- 
mina.» ¡Sent. 6 Marzo 1891.—Gac. 28 Julio, p. 36.) 


11 Marzo 1891. Responsabilidad de un alcalde que 
eon motivo de unas elecciones dió la voz de «fuego», oca- 
tionando disparos y lesiones, contra un grupo tumultua- 
río y amenazo dor. 


Reunida la Junta de escrutinio general de elecoio- 
nes municipales de Ardira en el Ayuntamiento de 
este pueblo, se promovió un altercado, que tomando 
los caracteres de alboroto, obligó al alcalde presi- 
dente de la Junta, á mandar despejar el salón, y no 
siendo obedecido, le abandonó y le cerró con llave; 
norS volviendo él mismo, por haberle manifestado 

mujer del”secretario que dejaba allí á su maril- 
do para que Je asesinasen, abrió aquél nuevamente, 
y mientras ejecutaba ésto, pidió auxilio á su acom- 
pañante con las voces de «favor al Rey, fuego», pe- 
netrando en el salón, donde á la puerta de entrada 
le acometieron con arma blanca que le causó varias 
lesiones. saliendo después en fuga hacia su casa; re- 
sultando que al oir la vos «fuego», dos agentes mu- 
hicipales bicieron disparos que ocasionaron unas 
lesiones en los que formaban el grupo. 

Condenado el alcalde como autor por inducción, 
de los delitos de disparo de nrma de fuego y lesiones, 
con la circunstancia atenuante de arrebato y obce- 
cación, interpuso recurso de casación estimando 
que en los hechos referidos había obrado en cum. 

limiento de su deber como representante del Go- 

ierno, para reprimir el desorden público y en su 
propia defensa. 

El T.S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando quenoaparece justificada la orden 
de «fuego» dada por el alcalde recurrente al pedir 
auxilio por el motivo que en aquéllos se expresa, 
porque si bien los revoltosos encerrados en el salón 
estaban fuera de la ley, dada su actitud tumultua- 
tia y amenazadora, no consta declarado probado 
que al abrir la puerta el alcalde hubiese sido objeto 

e ninguna agresión material anterior á aquella 
orden, único caso que legitimaría el empleo de la 
fuerza sin que precedieran las intimaciones que el 
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Código penal previene; deducióndose, por el contra- 
rio, de la exposición de hechos, que el acometimien- 
to personal al recurrente fué posterior aunque in- 
mediato y subsiguiente al disparo que hizo el guar- 
dia por consecuencia de la voz de «fuego»...: 
Considerando que no existiendo justificada la ne- 
cesidad del uso de la fuerza que empleó el recurren- 


te contra los autores del desorden público, no puede 


declararse que aquél obró, al hacerlo, en cumpli- 
miento del deber que como representante del Go- 
bierno tenía de reprimir dicho desorden, ni en el 
ejercicio de un derecho de los que eximen de respon- 
sabilidad penal...» (Sent. 11 Marzo de 1891.—Gac. 80 
Julio, p, 40.) 


DEUDA PUBLICA. A las disposiciones y 
jurisprudencia contenidas en este mismo artícu- 
lo del Diccionario, debemos agregar aquí las si- 
guientes: 


Ley 18 Mayo 1892. 
Pago de cupones de la Deuda amortizable de Cuba y 
plazo para presentarlos al cobro. 

(ULTraMar.) Esta ley declaró en suspenso el 
pago de cupones pertenecientes á los títulos emi.- 
tidos antes del mes de Septiembre de 1886 de las 
Deudas amortizables al 1 y 3 por 100 y de anuali- 
dades, exceptuando los que se hallen domicilia- 
dos en Europa y los que se presentasen al cobro 
unidos ó acompañados á los mismos títulos de 
que procedan; fijó el plazo de seis meses, á con- 
tar desde la promulgación de esta ley y su inser- 
ción en la Gaceta de la Habana, para que los te- 
nedores de cupones cuyo pago se suspendía, los 
presentasen al cobro en facturas firmadas por 
ellos mismos, debiendo, antes de ser pagados, 
comprobarse en su origen y legitimidad por la 
Administración, advirtiendo que los cupones que 
no se presentasen dentro de dicho plazo queda- 
rían caducados, y bajo ningún concepto podrían 
pagarseen lo sucesivo, y señaló condiciones para 
que pudieran cobrar desde luego los tenedores 
que lo desearan. (Gac. 19 Mayo.) 


R. 0. 20 Mayo 1892. 
Para el cumplimiento de la ley anterior. 


(ULTRAMAR.) Aprobó esta R. O. las instruccio- 
nes para el cumplimiento de la 1 óS 16, suspen- 
diendo el pago de cupones de las Deudas de Cu- 
ba creadas por la de 7 de Julio de 1852, que eran 
los pertenecientes á títulos emitidos antes del 
mes de Septiembre de 1886, ó sca á la Deuda 
amortizable al 1 y 3 por 100. (Gac. 21 Mayo.) 


Ley de presupuestos de 380 Junio 1£92. 

El art. 8. creó el impuesto sobre los pagos y 
eximió de él las amortizaciones de la Deuda 
pública. (V. IxPugsTo SOBRE LOS PAGO3.) 

El art. 42 autorizó la contracción de Deuda 
flotante, en los mismos términos que para el pre- 
supuesto de 1896-97 la autoriza el art. 6.* de la ley 
de 30 Agosto 1896. (Ar. de íd., p. 419.) 


Loy de presupuestos de Cuba de 30 Junio 1892, 
Deuda flotante: Servicio de comunicaciones: Restableci- 
miento de Audiencias: Inversión de billetes hipotecari08. 
«Art. 34. Seautoriza al Ministro de Ultramar 
para que durante el ejercicio de este presupues- 
to pueda contraer Deuda flotante para cubrir 
provisionalmente obligaciones del mismo, hasta 
el 25 por 100 de su total importe. Dentro de este 
límite, queda el Gobierno facultado para adqui- 
rir sumas á préstamo, ó realizar cualquier Ope- 

ración de Tesorería. Ñ 
Sólo en el caso de guerra ó de grave alteración 
del orden público podrá traspasar el máximum 
antes fijado para allegar recursos por este COn- 


cepto. 
urante el ejercicio de 1892 á 1893, el Ministro 


de Ultramar procederá á la reorganización de los 
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servicios de comunicaciones, á fin de extenderlos 
y mejorarlos, entendiéndose ampliados al efecto 
en la suma de 100.000 y 80,000 pesos respectiva- 
mente los capítulos del personal y material del 
referido servicio. 

Asimismo podrá restablecer las Audiencias de 
lo criminal de Matanzas y Pinar del Río, dentro 
de las plantillas que considere convenientes 
siempre que no excedan los créditos de persona 
y material de aquéllas de los consignados en el 
último presupuesto... 

2.” adicional. Se autoriza al Ministro de Ul- 
tramar para invertir en billetes hipotecarios de 
la isla do Cuba ó en títulos de la Deuda nacio- 
nal, que mayor garantía y ventaja ofrezcan al 
Estado, las cantidades que obran en su poder 
procedentes de la emisión de valores realizada 
en 1890.» 


Ley de pres. de Puerto Rico de 30 Junio 1892. 


Su art. 20 declaró'admisibles los títulos al por- 
tador de la Deuda antigua del Tesoro de la isla, 
al tipo medio de cotización, en toda clase de 
afianzamientos del Estado en aquella provincia. 


El art. 28 reproduce los dos primeros párrafos . 


del 34 de la ley de presupuestos de Cuba, que 
dejamos inserto; pero fija el límite de la Deuda 
flotante en el 50 por 100 del total;¡importe del 
presupuesto. 


Ley 26 Julio 1892. 


Recogida y amortización de los billetes de guerra de 
Cuba menores de 5 pesos. 


(ULTRAMAR.) «Artículo único. Se autoriza al 
Ministro de Ultramar para que proceda á can- 
jear, recoger y amortizar los billetes de Guerra 
menores de 5 pesos al tipo de 50 por 100 de su va- 
lor vominal, bien sea por cambio directo á me- 
tálico, ó en cualquier Otra forma que mejor es- 
time para armonizar los intereses particulares 
con los del Tesoro público, continuando, en 
cuanto á los superiores de 5 pesos, las operacio- 
nes preceptuadas en los arts. 14 y 15 de la ley de 
18 de Junio de 1890, y las que, para cumplimien- 
to del canje por nuevos billetes, contiene el Real 
decreto de 12 de Agosto de 1891. 

Por tanto: Mandamos, etc.—Dado en San Se- 
bastián á 26 de Julio de 1892.—Yo la Reina Re- 
gente.—El Ministro de Ultramar, Francisco Ro- 
mero y Robledo.» (Gac. 28 Julio.) 


Jurisprudencia. 


283 Junio 1891. Aplicación precisa del art. 7.%, pd- 
rrafo segundo de la ley de Y1 de Julio de 1876 sobre ca- 
ducidad de créditos. 


Se refiere Áá los no presentados á conversión, pues 
respecto de los que lo hayan sido, procede determi. 
nar sobre la conversión, una vez reconocida la per- 
sonalidad de los reclamantes. (T.C. A., sent. 27 Ju- 
nio 1891, publicada en la Gaceta de 11 Noviembre, pá- 
Ace 244, que reproduce la doctrina de las de 6 de 

ebrern de 1890 y 24 de Marzo de 1891 (AP. de 1891, pá- 
ginas 272 y 833, y artículo DEUDA PÚBICA, del Dicc.) 


21 Octubre 1891. Reintegros d prestamistas al Te- 
soro: Son responsables dichos prestamistas de la falsedad 
de los titulos que entregaron al Tesoro, que adquirieron 
de buena fe y que les fueron admítidos sin contradicción. 


Al celebrar cierto préstamo, el Tesoro admitió á 
los prestamistas en parte del capital unos documen- 
tos contra el Estado, conocidos cor el nombre de 
Resultados de subastas; valores que sus dueños habían 
adquirido de buena fe al precio corriente de cotiza- 
ción. Reintegró el Tesoro su capital á los prestamis- 
tas; y luego advirtió que los Resultados de subastas se 
hallaban adulterados, ó falsificados, por haberse 
consignado en ellos un valor muy superior al que 
realmente tenían. En su virtud, y noticioso el Minis- 
terio de Hacienda de lo ocurrido, dictó tres Reales 
Órdenes: una en 4 Diciembre 1880 disponiendola remi- 
sión de los antecedentes á los Tribunales ordinarios 
y que se exigiera á los prestamistas la diferoncia 
entre el capital por que se admitieron los Resultados 


y el que realmente tenían; otra en 27 del propio mes 
y año denegando la solicitud deducida por los inte- 
resados para que no se ls aplicase á la reintegra- 
ción del supuesto débito el procedimiento de apre- 
mio, y otra en 3 Enero de 1881, exigiondo la consig- 
nación de las diferencias en las Cajas del Estado 
para suspender la vía ejecutiva incoada. Los pres- 
tamistas impugunaron las tres resoluciones en vía 
contenciosa, y el Tribunal de este orden falla así: 

«Considerando que la cuestión de autos versa 
sobre la responsabilidad de los compradores de Re- 
sultados de subastas que los entregaron en parte de 
pago en préstamos del Tesoro, exigida administra- 
tivamente con motivo de las adulteraciones adver- 
tidas por la Dirección de la Deuda, después de la 
solvencia de dichos préstamos, en las facturas de 
intereses á que 3e referían aquellos resguardos: 

Considerando: que cualquiera que sea el alcance 
que se dé á la obligación constituida en la carpeta 
modelada, que se presentó para hacer el préstamo, 
no puede hasta más aliá de la ultimación y extin- 
ción del contrato, verificada al satisfacerse los pa- 
garés de Deuda flotante estipulados, habiendo pre- 
cedido á la formalización y consumación del mismo 
contrato los oportunos reconocimientos de los títu- 
los que formaban ls del haber prestado por los 
empleados de la Dirección de la Deuda, á quienes 
poa los cuales al daclarar que tales títulos 
estaban admitidos para operaciones con el Tesoro, 
y al expresar su valor efectivo en letra, certificaban 
de su legitimidad: 

Considerando: que adquiridos directa ó indirecta- 
mente en Balsa ó fuera de ella, por su valor total 
cotizable los Resultados de subastas como documentos 
legítimos, no sólo por las garantías de las firmas y 
sellos oficiales qne los autorizaban, sino también 
por la confianza que inspiraban los anuncios de la 
Gaceta de Madrid, designárdolos para sa amortiza- 
ción inmediata, y declarados y certificados antes 
del préstamo en que se inclulsn su importe, admi- 
1100 y legitimidad, no cabe dudar de la buena fe de 
los adquirentes que con el Tesoro operaron, y menos 
aún afirmándose en la R. O. de 97 Diciembre de 188 
que no hay el menor indicio ni sospecha de que les toque 
la más mínima parte de responsabilidad criminal respec- 
to á la adulteración y falsedad que notó la Direc- 
ción de la Deuda después de tres años en la factura 
de intereses, en las cuales no tuvieron intervención 
de ningún género los repetidos adquirentes de los 
Resultados de subastas: 

Considerando: que los demandantes no son en la 
la acepción legal primeros ni segundos contribuyen- 
tes, ni funcionarios públicos, ni sus fiadoures, ni deu- 
dores por créditos definitivamente liquidados, y por 
lo tanto, no están sujetos á la acción adminisrrati- 
va ó al fuero especial concedido á la Hacienda por 
excepción del común, y en casos determinados, en 
ninguno de los cuales se hallan comprendidos: 

Considerando: que la responsabilidad civil para el 
debido reintegro al Tesoro de los créditos por tal 
concepto defraudados, 6 indemnización de daños y 
ferjuicios, depende ó deriva de la responsabilidad 
criminal, depurada ó que se depare por la jurisdio- 
ción ordinaria, en virtud del conocimiento del hecho 
punible dado al Tribunal competente, según lo dis- 
puesto en la R.O de 4 de Diciembre de 1880: 

Vistos la ley de 19 de Julio, la Inst. de 3 Diciembre 
de 1869, la ley de contabilidad de 25 Junio de 1870, y 
el art. 18 del Código penal... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos las 
Reales órdenes de 4 y 27 Diciembre 1880, y de 8 Enero 
de 1881, en cuanto tienen de gravosas Para los de- 
mandantes y les sujetan á la responsabilidad y rein- 
AoTO de una parte de lo que percibieron por reem- 
bolso del total importe de los préstamos que hicie- 
ron al Tesoro, y en consecuencia mandamos se al- 
cen los depósitos constituidos y se devuelvan á los 
interesado s los efectos públicos respectivos.» (Sen- 
tencia 21 Octubre 15891.—Gac. 22 Agosto, p. 332.) 


5 Noviembro 1891. Aplicación del principio de 
prescripción de créditos contra el Tesoro, por el trans 
o cinco años, d los procedentes de la última gue- 
rra civil. 


El Ayuntamiento de Sangúesa entregó el año de 
1875 A D. Luis Fernández Golfín, en concepto de an- 
ticipo y para atenciones de la fuerza de su mando, 
la cantidad de 24.193 pesetas 50 céntimos. En 27 de 
Mayo de 1884 solicitó el expresado Ayuntamiento 
del Ministerio de la Guerra el reintegro de aquella 
cantidad, ordenándose por dicho departamento la 
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formación de expediente al objeto de acreditar si 
tal reclamación se había deducido dentro de los 
plazos señalados en la ley de contabilidad y Real 
orden de 0 de Junio de 1879; y si la cantidad entre- 
gads lo había sido con el carácter de anticipo rein- 
tegrable, como contribución de guerra ó en otro 
DO Devuelto el expediente por el capitán ge- 
neral de Navarra, se dictó Real orden declarando 
caducado el crédito. Promovió pleito el Ayunta- 
miento ante el T. de lo C. A., quien, con vista del 
art. 19de la ley de contabilidad de 25 Junio de 1870, 
y de la regla 3.” de la Real orden 30 de Junio de 1879, 
declara aquélla firme y subsistenteo: 

«Considerando: que las leyes civiles no pueden 
aplicarse á los contratos entre el Estado y los Mu- 
picipios cuando existen disposiciones de carácter 
administrativo que regalan los mismos: 

Considerando: que las reglas que disponen la tra- 
mitsción á que han de someterse los expedientes 
de reclamación por suministros en especie son dis- 
tintas de a7uéllas á que han de ajustarse las de re- 
elamación de cantidad líquida, cual es la de que 
en el presente caso se trata:... 

Considerando: por último, que si bien aparece jus- 
tiñeado que el Ayuntamionto reclamante entregó 
en Agosto de 1875 al oficial de Administración mili- 
tar D. Leoncio Ceberas la cantidad de 21.193 pesetas 
5 céntimos, que como contribución extraordinaria 
de guerra le había impuesto el entonces brigadier 
D. Luis Fernández Golfín, comandante general de 
la división de operaciones de aquel territorio, para 
atenderá las mecesidades urgentes del servicio de 
la fuerza de sa mando, no es menos cierto que la re- 
elamación de dicha cantidad se ha hecho fuera de 
tiempo y sin sujeción alguna 4 lo preceptuado en 
las disposiciones vigentes.» (Sent. 5 Noviembre 1891. 
Guc.S0 agosto 1892, p. 856.) 


21-28 Noviembre 1891. Billetes del Tesoro de 
la isla de Puerto Rico: La falta de conformidad ó enta- 
lonamiento de los cupones con su matriz especial, ¿es 
causa bastante para negar su pago definitivamente? 


El T. de lo C.A. establece que esa falta de coinci- 
dencia no es motivo para negar el pago, siempre 
que los billetes reunan los demás requisitos exigi- 

os por la ley de la emisión, en cuyo caso deben ad- 
mitirse al tenedor de ellos las justificaciones opor- 
tunas para acreditar su legitimidad, previos los 
anuncios de sa numeración, y sa confrontación con 
el título de qu procedan, y de éste con su matriz 
respectiva. (Sent. 21-29 Noviembre 1891, revocando 
uns Real orden que denegó el pago de 108 cupones 
de billetes del Tesoro de Puerto Rico por no enta- 
lonar con su matriz respectiva. El portador alega- 
da que esta falta de conformidad no debía impedir 
el pago siól justificaba quae tales valores procedían 
del título legítimo á que fueron anejos, y que éste 


confrontaba ó entalonaba con su matris respeoti- 


vs; y el Tribunal de lo Contencioso administrativo 
estima esta alegación por los fundamentos del ept- 
grafe.—Gac. 8 Septiembre 1892, p. 385.) 


26 Diclembre 1891, Ezpedientes sobre reconocí- 
miento, conversión y caducidad de créditos: Vicio de nu- 
tidad consistente en haber omitido los requisitos exigidos 
por los arts. 3.9 de la ley de 19 de Julio de 1869 y 28 de 
la instrucción para el cumplimiento de la misma, refe: 
rentes á la obligación de las oficinas de reclamar los da- 
tos dé informes convenientes para comprobar el derecho 
delos interesados. 


Solicitada por el cabildo parroquial de Malión la 
conversión de una lámina del 5 por 100, núm. 17 782, 
inccióate al mismo, el director general de la 

euda acordó el abono del capital con los intereses 
devengados hasta 30 de Junio de 1851, y la caduci- 
dad de dos partes que se hallaban destinadas á la 
fundación. Confirmado er te acuerdo por Real orden, 
dedojo demanda en vía contenciosa el cabildo de 
Mallén, con la súplica de que fuera revocada; á cuya 
pretensión se accede por el T.C. A. en virtud á los 
siguientes fundamentos: 

«Considerando que no resulta del expediente gu- 
bernativo que la instancia del representante del 
cabildo de Mallén solicitando la conversión de la 
lámina del 5 por 100, núm. 17.732, perteneciente á la 
tIpresada Corporación, dejara de ser presentada 
en el plazo legal, ni que las oficinas de la Deuda le 
hayan exigido dato alguno justificativo de la natu- 
raleza del crédito y de su personalidad para re- 
elamarlo: 

Considerando: que tampccoo consta en el expe- 


diente gubernativo, el cual con toda evidencia es 
deficiente, que el cabildo Ma:lén (Zaragoza), como 
dueño del crádito y en su calidad de administrador 
y cumplidor de memorias piadosas, dejara de presen- 
tar sus documentos justificativos cuando le fueron 
liquidados en sa mayor parte los intereses deven- 
ea por la repetida lámina hasta 30 de Junio 

e 1351: 

Considerando: que aunque por el art 7.0 de la ley 
de 21 Juli> de 1878, se dispuso la caducidad de cier- 
tos créditos en onso de no completarse en el tiem- 
po fijado las justificaciones de personalidad precep- 
tuada, esta disposición se refiere en su párrafo se- 
gundo á los cróditos no presentados á conversión, 
en cuyo caso no se encuentran los de la lámina de 
que se trata: 

Considerando: que en virtud del art. 11 de la loy 
de 23 de Febrero de 1973, y conforme á los arts. 3.2 
de la ley de 19 de Julio de 1869 y 23 de la instrucción 
dictada para su cumplimiento, es requisito indis- 
pensable para la caducidad por falta de los justifl» 
cantes necesarios que las oficinas de la Deuda ha- 
yan reclamado de los interesados los datos y losin- 
formes que juzgue convenientes para comprobar el 
derecho de aquéllos, y en el caso presente no cons: 
ta que dichas oficinas reclamaren del representante 
del cabildo de Mallén, dato ni información de nin- 
guna especie en el largo tiempo transcurrido desde 
que D. Juan Calvo presentó su segunda instancia 
en 17 de Euero de 1872 solicitando la conversión de 
dicha lámina hasta que la Dirección de la Deuda 
en 28 de Junio de 1882 la declaró caducada: 

Considerando, pr último, que la omisión de re- 

visito tan esencial invalida toda la tramitación 

ada al expediente gubernativo, desde que á la ins- 
tancia presentada en 17 de Enero de 18573 dejó de 
darse el curso prevenido por la instrucción de 8 de 
Diciembre de 1889... 

Vistos los arts. 8.2 y 5.9 de la ley de 19 de Julio 1889, 
23 de la inst. de 8 de Diciembre del mismo año. 1l de 
la ley de 28 de Febrero ae 1873 y 7.? de la de 33 de Ju- 
lio de 1878. ! 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin 
efecto la Real orden reclamada, mandando que el 
expediente sea devuelto á la Dirección general de 
la Deuda pública, para que, examinando la natu- 
raleza de los créditos reclamados, y teniendo pre: 
sente los documentos aportados por el cabildo de 
Mallén y los datos 6 informaciones que corea deba exi- 

ir del mismo, dentro del pluzo prudencial que se 

e marque, lo instruya de nuevo, lo tramite con su- 
jeción á las leyes é instrucciones del ramo, y dicte 
en él la: resolución que proceda con arreglo á las le- 
yes y disposiciones dichas.» (Sent. 26 Diciembre 1391. 
Gac. 14 Septiembre 1893, p. 480.) 


29 Encro 189?. Caducidad de créditos cons!ituidos 
á favor de la Iglesia y no presentados oportunamente dá 
conversión. 


Declarada de Real orden la caducidad de un cré- 
dito constituido á favor del Cabildo de curas y be- 
neficiados de la parroquia de San Pedro, de Madrid, 
el director de la misma combatió tal acuerdo en vía 
contenciosa, donde es confirmado: 

«Considerando: que transcurrido el plazo que como 
improrrogable soñaló el art. 7.2 de la ley de 21 de 
Julio de 1576 sin que ni D. Manuel Peces ni su suce» 
sor en el curato presentara docamento alguno 4 
conversión, niaun siguiera la solicitara, ni asredi- 
tase con la presentación de las escrituras fundacio- 
nales el derecho que pudiera asistirle al patronato 
y el carácter de la fundación, la caducidad decreta- 
da se ajusta estrictamente al precepto legal citado; 

Y considerando: que es jurisprudencia constante 
que la Administración tiene competencia para esta- 
blecer reglas á que ha de sujetarse la conversión de 
los créditos comprendidos en el Ooncordato con la 
Santa Sede y para castigar su infracción con la pena 
de caducidad sin que le sea necesario recurrir á 
nuevos convenios.» (Sent, 29 Enero 1892. —Gac. 21 Sep- 
tiembre, p. 40.) 

—Otros casos de declaración de caducidad de cré- 
ditos en Sents. de 8 Abril 1893 (Gac 30 Octubre, p. 170), 
y 15 Enero del mismo año (Gac. 16 Septiembre, p. 11). 


29 Febrero 189%. No son abonables los intereses 
de créditos antiguos si no se solicitó la conversión de los 
valores dentro del año 1881. 

La R. O. de 23 de Octubre de 1879 sobre conversión 
de cróditos antiguos, no tiene eferto retroactivo; y 
verificada dicha operación conforme al art. 8. de 
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la ley de 1.” de Agosto de 1851 y 70 del Regl. de 17 de 
de Octubre del mismo año, no hay derecho á los in- 
tereses desde 1. de Julio, sino se solicitó la conver- 
sión dentro de dicho año. (Sent. 29 Febrero 1892.— 
Gac. 2 Octubre, p. 98.) 


26 Marzo 1893. Conversión de titulos emitidos ú fa- 
vor de las Corporaciones religiosas en los de Deuda al 4 
por 100: Ha de hacerse al tipo de 48'75 por 100 señalado 
en la ley de 29 de Mayo de 1882, no obstante las disposi- 
ciones concordadas. 


El Capítulo eclesiástico de Graus, dueño de una 
lámina de 3 por 100 por el capital de 48.715 pesetas, 
sufrió la conversión de la misma al tipo de 43'75 por 
100 señalado en la ley de 29 de Mayo de 1882, obte- 
niendo otro título de 21.312 pesetas. Aprobada la 
operación por el Centro directivo de la Deuda, y en 
alzada por R. O. del Ministerio de Hacienda, recu - 
rrió el Capítulo de beneficiados al T. C. A., que ab- 
suelve á la Administración. 

«Considerando: que conforme á lo dispuesto en el 
art. 22 de la ley de 1.2? de Mayo de 1855, y en las dis- 
posiciones concordadas con la Santa Sede, en equi- 
valencia y permutación de los bienes del Capítulo 
eclesiástico de la villa de Graus, debía emitirse una 
inscripción intransferible de la Deuda consolidada 
del 3 por 100 suficiente á producir una renta igual al 
producto anual de dichos bienes, 6importando éste 
1.461 pesetas y 45 céntimos, es evidente que dicho tÍ.- 
tulo representaría sólo un capital de 48.715 pesetas: 

Considerando: que el art. 1. del decreto de 29 de 
Mayo de 1882 mandó proceder Á la conversión de la 
Denda consolidada del 3 por 100 en Deuda perpetua 
con 4 por 100 de interés anual, verificándose esta 
conversión mediante la entrega de una cantidad de 
Deuda tá SA del 4 por 100 igual al 48 y 75 cónti- 
mos por 100 de la consolidada al 3 por 100. 

Considerando: que atendido este precepto, la ins- 
cripción de Deuda consolidada de 48 716 pesetas á 
favor del Capítulo de la villa de Graus, con renta 
anual de 3 por 1C0, había de liquidarse y convertirse 
en Deuda perpetua del 4 por 100 de interés por un 
capital á razón de 43 y 75 por 100, ó sea por la canti- 
dad de 21.312 pesetas: 

Considerando: que la liquidación practicada por 
las oficinas de la Deuda y que aprueba la R. O. re- 
clamada, se ha hecho de acuerdo con las bases que 
quedan consignadas, y se ajusta á los preceptos de 
los arts, 1.? y 13 del citado Real decreto, por lo cual 
debe confirmarse.» (1) (Sent. 28 Marzo 1892.— Gac. 28 
Octubre, p. 156.) 


9 Abril 19692. Indemnización, con titulos de la Deu 
da, del importe de unos bienes de que el Estado se incau- 
tó injustamente y que vendió como suyos. Lompelencia de 
la Administración activa y de la contenciosa en lo refe- 
rente á la liquidación del capital € intereses que hayan 
de reintegrarse. Firmeza de las resoluciones adoptadas 
en via gubernativa y respecto de las cuales no se reclama 
en la contenciosa, aun cuando se contengan en la misma 
Real orden objeto del pleito. 


Doña María de Góngora, en el año 1625 fundó en 
la villa de Carmona un patronato para dotar dnan- 
cellas pobres de su linaje, dejandu para atender al 
mismo un vortijo llamado de Valderrama y dos ca- 
Bas sitas en dicha ciudad. Creyendo el Estado com- 
prendidos estos bienes entre los sujetos á desamorti- 
zación, vendió primero el cortijo de Valderrama, 'y 
en 1970las casas referidas. Promovido pleito ante los 
Tribunales por varios parientes de la fundadora, en 
el qa fué parte el fiscal á nombre de la Hacienda, 
se falló por la Audiencia de Sevilla, declarando que 
los bienes dotales de la mencionada fundación eran 
divisibles y pertenecian Á D. Miguel Villalón. En su 
virtud, D. Juan Soldevilla, en nombre y con poder 
de los herederos de Villalón, solicitó se le entregase 
el importe obtenido en la venta de las referidas fin- 
cas y los intereses correspondientes desde la fecha 
de aquélla; practicandose cun tal motivo la opor- 
tuna liquidación, sin tener para nada en cuenta los 
intereses, tomando por base el importe efectivo que 


(1) Esimportantísima esta sentencia cuyo criterio ina- 
piró sin duda otras decisiones en la vía gubernativa, El 
Ministerio acordó consultar al Consejo de Estodo sobre 
tanimportante punto, y deconformidad con la minoria del 
alto Cuerpo se ha dictado la R. O. de 4 Junio 1896, esta.- 
dbleciendo que la emisión de nuevos títulos ha de hacerse 
Siempre al :ipo de 43'75 por 100 impuesto por la ley de 
29 Mayo 1882. (AP. de 1896, p. 746). 


el comprador de las fincas satisfizo á la Hacienda» 
y fijando Ja suma indemnizrable respecto á las dos 
casas en 8429 pesetas, 43 céntimos, con la cual se 
conformó Soldevilla. En 11 de Agosto de 1885 presen- 
tó éste otro escrito manifestando que no podía con- 
formarse con aquella liguidación; á consecuencia 
del cual y previo el oportuno expediente, que se 
elevó al Ministerio de Hacienda, se dictó Heal or- 
den en 19 de Agosto de 1886, disponiendo la entrega 
á los dueños del importe del precio obtenido por el 
Estado y sus intereses al 5 por 100. que ascendían á 
12.8¿6 pesetas; ordenando á la Dirección de la Den- 
da intormase acerca de la indemnización que co- 
rrespondía á aquéllos por el cortijo de Valderrama, 
y que una vez justificada la posesión de dicha finca 
por el Estado desde 1837 á 18413, se acordaría lo pro- 
cedente respecto á la referida indemnización. En- 
tablada demanda contencioso administrativa con- 
tra la Real orden, el Tribunal la resuelve así: 

«Considerando: e el derecho que se discute en 
este litigio no es el de propiedad, el cual ha sido ya 
declarado por los Tribunales de la pr id or- 
dinaria, sino la forma de hacer la liquidación del 
precio de las fincas enajenadas indebidamente por 
el Estado, y el abono que ha de hacerse á los dueños 
de ellas, las cuales son cuestiones de carácter admi- 
nistrativo desde el momento que ha sido resuelto 
por la Administración activa en la disposición oríi- 
ginaria del recurso: 

Considerando: respecto del fondo del litigio, que 
según la jurisprudencia tiene establecido, declara- 
da la procedencia de la vía contenciosa respecto á 
uno de los extremos resueltos por la Real orden im- 
pugnada, á éste queda únicamente reducido el pun- 
to litigioso, y por consiguiente, admitida la deman- 
da sólo cuando se propone combatir la liquidación 
aprobada por la Real orden de 19 de Agosto de 1888, 
este punto es el único que puede comprenderse en 
la decisión que termina este pleito: 

Considerando: oue reconocida por la Real orden 
expresada la obligación que tiene el Estado de in- 
demnizar á los dueños legítimos de las fincas por 
haberlas enajenado indebidamente, para cumplir 
esta obligación debe entregárseles los mismos valo- 
res recibidos por aquél, si existen, y cuando no los 
que se hayan emitido ó deban emitirse en equiva- 
lencia de los mismos, con arreglo á las leyes de con- . 
versión de la Deuda pública: ] 

Considerando, que es improcedente aplicar, como 
lo hace la Real orden tantas veces citada, la ley de 
8 de Agosto de 1851, porque no se trata de los débi- 
tos representados por libranza, cartas de pago ú 
otros documentos expedidos por cuenta y cargo del 
Tesoro, ni se refiere á ninguno de los demás concep- 
tos enumerados en su art. 4.”, sino que pura y sim- 
plemente de la obligación que tiene la Hacienda de 
entregar á los demandantes los valores que hubiese 
recibido como precio de los contratos celebrados 
con los particulares que compraron las fincas: 

Considerando: que privados doña Francisca Gar- 
cía y D. Juan Villalón de la propiedad de las fincas 
mencionadas y de sus frutos y rentas, tienen dere- 
cho á que el Estado les indemnice, no sólo del pre- 
cio que se vendieron, sino de los intereses que éste 
hubiera podido producir desde el día de la venta 
hasta el en que se les haya entregado la efeotiva 
del mismo: 

Considerando: que la pretensión deducida en la 
demanda respecto á dichos intereses, se limita á que 
el Estado les abone á razón del 5 por 100 anual, y 
este tipo es el adoptado por la Hacienda al hacerla 
liquidación que aprueba la Real orden objeto de 
este recurso: : 

Considerando: respecto á las rentas producidas 
por el cortijo de Valderrama en los años de 1837 á 
1813, que esta cuestión no tiene estado para ser re- 
suelta, porque la Real orden impugnada se limita á 
reconocer en principio que es justa la indemniza- 
ción, pero que debe justificarse previamente que el 
Estado estuvo en posesión de él: a! 

Vistos el art. 88 del reglamento de 80 de Diciembre 
de 1846, el párrafo segundo, art. 48 de la ley de 13 de 
Septiembre de 1888 y el art. 4.2 de la ley de 3 de 
Agosto de 1851... 

Fallamos: que debemos declarar y declarsmoS 
que el Estado está obligado á entregar á doña Fran- 
cisca García y á D. Francisco Villalón, dueños de 
las tres fincas que ma Ap indebidamente, el precio 
de las mismas en igual clase de valores que recibió 
de los compradores, 6 en aquellos que se hubiesen 
convertido ó6 hayan de convertirse por virtud delas 
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leyes y demás disposiciones de conversión de la 
Deuda pública, debiendo hacerse la liquidación de 
lo gue baya de entregárseles partiendo de esta base, 
asi como las rentas producidas desde la fecha de la 
incautación hasta la en que se haga la entrega de 
los titulos representativos de aquellos valores, al 
tipo del 5 por 100 anua!...» :Sent. 7 Abril 1892.— Gace- 
tas 90 Octubre y 1.2 Noviembre, ps. 174 y 175.) 


9 Abril 1909. Créditos resultantes de doeumentos 
smulos y que, en toda caso, deben reputarse cancelados sí 
aparecen constituidos d favor del clero secular, de cuyos 
dienes $e incautó el Gobierno. 


La Junta de la Deuda, en sesión de 1.2 de Agosto 
de 1878, declaró caducado un crédito contenido en 
certificación expedida en 11 de Mayo de 1887 por don 
Severo María Bucareli, oficial primero de la Comi- 
sión liquidadora de atrasos de Guerra del distrito 
de Granada. y suscrita con la antefirma P. Il. por 
D. Matias García Panadero, importante 1.983.066 
reales con 31 maravedises, procedentes de suminis- 
tros hechos á las tropas españolas durante la gue- 
rra de la Independencia; cuya certificación fué pre- 
sentada en Málaga, fecna 20 de Junio de 1836, por 
varios individuos de la Real Junta de Diezmos de 
aquella capital. Apelado este acuerdo. recayó Real 
orden declarando falta de requisitos dicha certifi- 
cación y dejando subsistente la anulación practica- 
da en virtud del acuerdo de 1.2? de Agosto de 1873, 
Interpuesto recurso en vía contenciosa, el Tribunal 
absuelve 4 la Administración de la demanda, vista 
la RP. O. de 23 de Enero de 1889: 

«Considerando: que la certificación en que funda 
el actor sus pretensiones, expedida por la Comisión 
de liquidación de atrasos de Guerra del distrito de 
Granada, y suscrita con la antefirma P. T., no lleva 
el sello de la oficina, ni el V.* B.? del jefe de la Co- 
misión, requisitos ordinarios é indispensables en 
documentos de esta naturaleza: 

Considerando, además, que tampoco se dió parti- 
cipación á la Comisión central de la expedición del 
certificado, ni óste se registró ni envió á la toma de 
rasón, cuyos defectos demuestran que el citado do- 
ecumento tenía un carácter interino 
ciente para el reconocimiento del crédito, y que la 
Comisión se excedióal expedirlo sin autorización de 
la Superioridad, según también opinaba la Sección 
de Créditos de Guerra en los informes emitidos en 
los años de 1837 y 1888:... 

Considerando: que aun en la hipótesis de haberse 
demostrado la existencia del cródito que se recla- 
ma, no procedería dejar sin efecto la resolución im- 
pugnada, porque perteneciendo dicho orédito al 
clero secular, debe reputarse cancelado y amortiza- 
do desde que el Gobierno se incautó, con arreglo á 
las leyes, de los bienes, derechos y acciones que úá 
squél correspondían.» (Sent. 8 Abril 1893.—Gac. 1.0 
Noviembre, p. 177.) 


DEUDAS DE MILITARES. El contenido 
del Código de justicia militar respecto á este 
punto, le hemos expuesto en MiLirareEs (Deu- 
das de), tomo VIT del Diccionario, p. 1.058. So. 
bre alcance de la prohibición de su art. 580, allí 
reproducido, téngase en cuenta el siguiente 


MR. D. 1? Maye 1898. Prohibición legal de retener 
los haberes de las clases de tropa: Recurso de queja. 


Elevado por la Audiencia de Burgos al Ministerio 
de Gracia y Justicia recurso de queja, por haber- 
se negado el comandante jefe de carabineros de la 
provincia de Santander á la retención de la cuarta 

arte del haber á un carabinero para el pago de deu- 

as, 4 que había sido condenado en juicio verbal, y 
dado traslado del recurso á la Presidencia, oído el 
Ministerio de la Guerra (1), se decide que no ha de- 
bido suscitarse, con vista del pár. 2.? del art. 530 del 
Cód. de Justicia militar, porque el precepto de di.- 
cha disposición es terminante 6impide la retención 
de los haberes á las clases de trora, aun cuando 





(1) El Ministerio de la Cuerra, además de manifestar 
que era improcedente el embargo de que ss trataba, por 
oponerse el art. 530 del Cód. de Justicia militar, añade: 
«esto sin perjuicio de que el jues municipal de Santan- 
der debió dirigirse al capitán general de Burgos, que 
ejerce la jurisdicción militar en aquel distrito...» 


era insufi- | 


aquélla haya sido decretada por los Tribunales or- 
oa q aya rd ps contra dicha ex- 

cita disposición excepción de ningún gón D. 
B. D. 22 Mayo 1802.—Gac. 26 id.) E 


DIAS FERIADOS. En sentencia del Tribu- 
nal de lo contencioso-administrativo de 15 Di- 
ciembre 1891 se ha establecido que en el plazo de 
treinta dias, señalado por la ley municipal para 
recurrir contra los acuerdos municipales, no se 
computan los días festivos, criterio aplicado 
también en R. O. de 18 Agosto 1892. 


DIETAS. De vocales de Tribunales de oposi- 
ción á cátedras: V. Iustrucción PÚBLICA.— De con- 
sejeros de Estado: V. CONSEJO DE ESTADO. 


DIPUTACIONES PROVINCIALES. V.Go- 
BIERNO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVINCIAS. 


DIRECCIONES GENERALES. V. Hacien- 
DA PÚBLICA: MINISTERIO DE FOMENTO: MINISTERIO 
DE GRACIA Y JUSTICIA, €tc., etc. 


DISOCERNIMIENTO DE LOS CARGOS DE 
TUTOR Y CURADOR. ¿Esnecesario el discer- 
nimiento judicial después del Cód. civil? Véase 
en HirorrcAs la sentencia de 31 Octubre 1892. 


DISPARO DE ARMA. Este delito del ar. 
tículo 423 es condicional, en el sentido de que 
sólo se produce cuando el disparo contra deter- 
minada persona no constituye otro crimen más 
grave. Así lo ha entendido el T. 8., como lo re- 
velan las siguientes sentencias: 


8 Marzo 1801. Doble delito de disparo y lesiones, 
punible conforme al art. 90, y en el cual concurre una 
circunstancia atenuante, 


Condenado Manuel Ruiz por disparo y lesiones 
graves, con apreciación de la circunstancia ate- 
nuante 7.* del art. 9.” del Código penal, á dos años, 
once meses y un día de prisión correccional, inter- 
puso recurso de casación, citando como infringido, 
entre otros, el art. 90, á causa de entender que para 
aplicar el mismo no tuvo en cuenta la Sala senten- 
ciadora la indicada circunstancia atenuante. El 
T. 8. desestima el recurso: 

«Considerando que el disparo y lesiones graves 
que voluntaria é intencionalmente ejecutó el recu- 
rrente, constituyen dos delitos, siendo de aplicar el 
art. 90 del Código penal por tener señalada pena in- 
ferior el de lesiones al de simple disparo de arma de 
fuego contra persona determinada, y esto supuesto, 
debiendo imponerse la pena en el grado máximo de 
la señalada al art. 423, dividida ósta en tres perío- 
dos, la aplicable, según la calificación aceptada, 
respecto los hechos punibles, participación del pro- 
cesado y circunstancia atenuante concurrente, es 
la de dos años, once meses y once días de prisión 
correccional, que... está dentro del grado mínimo 
de la pena impuesta por la ley...» (Sent. 6 Marzo 1891. 
Gac. Y Agosto, p. 90.) 


16 Mayo 18941. El atentado d mano armada dispa- 
parando contra la autoridad ó sus agentes, y producien- 
do lesiones, no constituye tres delitos, sino dos; uno de 
atentado y otro de lesiones. 


Juan Portillo disparó á boca de jarro un retaco 
contra un dependiente de consumos, al que causó 
una herida. Condenado Portillo 4 seis nños, ocho 
meses y un día de prisión mayor como autor del de- 
lito complejo de atentado á mano armada, disparo 
y lesiones graves, interpuso recurso de casación por 


(1) El pdr. 2.* del art. 580 del Cód. de Justicia militar, 
dice expresamente: <A los individuos delas clases de tro- 
pa no 8e les retendrán sus haberes ni aun por disposición 
de los Tribunales ordinarios. Sólo podrán ser objeto de 
embargo sus créditos y alcances, los premios de enganches 
y reernganches y los bienes propios.» 
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tuar que el fallo infringía el art. 423 del Có- 
digo; qné poh debido aplicarse por la penalidad 
superior del delito de atentado; el núm. 3. del 431, 
inaplicable á su vez, porque las lesiones fueron con- 
secuencia inmediata del disparo, y además aprecla- 
das para estimar cometido el atentado con agresión 
á mano armada, sin las cuales no sería sostenible la 
calificación de este delito, del que forman implíci- 
tamente parte esencial, y. el art. 9 del mismo Códi.- 
go, por no existir más delito que el de atentado. El 
'T. S,, aunque reconoce un error legal en la senten- 
cia recurrida, declara no haber lugar al recurso: 
«Considerando que no es de esencia en el delito de 
atentado que se causen lesiones puesto que pueden 
cometerse por mera intimidación ó resistencia gra- 
ve, y cuando se determina agresión armada, existe 
de igual modo produciéndolas que no: 
Considerando que cuando las ocasiona la agre: 
sión, se castiga como lesiones el resultado del acto 
y no la agresión misma constitutiva del atentado: 
Considerando, por tanto, que la sentencia recla- 
muda no ha cometido el error de derecho, ni las in- 
fracciones que se la atribuyen... en cuanto ha esti 
mado concurrentes en un acto los delitos de atenta- 
do y de lesiones, y aplicado para penarles la dispo- 
sición del art 90 del Código, y 81 desacertadamente 
ha estimado de igual maners el de disparo, que no 
debió declarar por tener señalada pena inferior al 
de atentado, carece de toda trascendencia al fallo 
tal apreciación, á causa de que, por subsistir los 
otros dos, no es legalmente posible en este caso 1m- 
oner pena inferior á la que el reo ha sido condena: 
o.» (Sent. 16 Mayo 1881.— Gac. 2 Septiembre, p. 143.) 


DOMICILIO. El respeto debido al domicilio 
particular permite la resistencia á que penetren 
en él las autoridades ó sus agentes, cuando no 
se hallan, al efecto, debidamente autorizados. 
Sirva de ejemplo la siguiente sentencia: 


Abril 1891. Negativa d consentir la inspección 
na vivienda, no autorizada por auto judicial, ampa- 
rando la resistencia en el art. 6.2 de la Constitución. 


umplimiento de R. O. de 24 de Julio de 1890, 
ercdlde POE el Ministerio de la (+obernación y pu: 
blicada en el Boletin de la provincia de Toledo, el 
Avuntamiento de Dos Barrios, con la Junta de Sa- 
nidad, dictó varias cet pai prevenir la epide 
mia colérica, y nombró una omisión encargada de 
inspeccionar las condiciones de las casas, aguas, et- 
céótera; la cual se constituyó en la vivienda de don 
Mariano Heredia, quien la negó la entrada por no 
presentársele ningún mandato judicial que la auto- 
rizase. Condenado por su resistencia como autor de 
la falta que castiga el art. 596, núm.38.* del Código 

enal, interpuso recurso decasación citándole como 
infringido, lo mismo que el 6.2 de la Constitución 
de la Monarquía. El T. S. casa y anula el fallo recu- 
rrido, considerando lo dispuesto en el citado art. 6.”, 

imero 

eri  ee6ra DE Mariano Heredia al registro de 
su casa por no preceder mandato judicial ni hallar- 
se justificado por ningún motivo, no hizo sino ocu- 
parse (sic) de aquel precepto, sin cometer por ello la 
desobediencia que se le atribuye.» (Sent. 29 Abril 
1891.—Gac. 31 Agosto, p. 127.) 


DONACIONES. Sobre concepto jurídico de 
la donación que hace el padre á sus hijos de la 
nuda propiedad reservándose el usufructo, vóa- 
se la Resol. de 12 Marzo de 1892 en HirorEcas. 
Y sobre revocación de las donaciones sometidas 
á condición resolutoria, véase, bajo el mismo 
artículo, la Resol. de 80 de Octubre del pro- 
pio año. 

DONACIONES EN CATALUÑA. Requie- 
ren para su validez, cuando son cuantiosas, la 
aprobación, homologación ó insinuación judi- 
cial. Así lo establece la siguiente sentencia: 


DOMICILIO.—EJÉRCITO. 


D Diciembre 1891. Ineficacia de la donación gra- 
tuita no insinunda ó aprobada judiciulmente, en cuanto 
exceda de 500 florines. 

Declarada nula por la Audiencia de Barcelona 
una donación hecha por doña Antonia Palá á su 
bija doña María Angela Escalas, en recompensa de 
su cariño, cuidado y atenciones filiales, y en cuanto 
excediera dela cantidad de 500 florines, por faltar 
el requisito de la insinuación, recurrió la donataria 
ante el T.S. alegando que la donación no era gra- 
tuíta sino remuneratoria, y en tal sentido excep- 
tuada de la insinuación, y citando como infringida 
la doctrina del T.S. y la Constitución 1.*, tít. IX, 
De Donationibus, lib. VIII, volumen 1.” de las de Ca- 
taluña El T.S. declara no haber lugar al recurso: 

«Cunsiderando que la Constitución 1.*, titulo 9.9, 
lib. VIII de las de Cataluña, según tiene declarado 
este T.S,tan sólo tuvo por objeto proteger á los 
acreedores contra las donaciones hechas en su per- 
juicio por sus propios deudores, sin que al exigir el 
registro de tales actos sustituyera con otro distinto 
el régimen establecido por el derecho romano res- 
peSto á la insinuación judicial, que tiene un objeto 

iverso y produce efectos también distintos: 

Considerando que la donación de que se trata no 
está exceptuada del requisito de la insinuación por 
ninguna de las causas alegadas en apoyo del segun- 
do motivo del recurso, toda vez que ni su eficacia se 
hizo depender de condición alguna, ni perdió su ca- 
rácter de acto de pura liberalidad por las manifes- 
taciones y pactos consignados en la escritura, por- 

ue los cuidados, cariño y atenciones filiales, que 

ueron el móvil de la donante, no son prestaciones 
susceptibles de contratación, ni por lo mismo de re- 
muneración, y porque en los pactos adjunto3 al con- 
trato, no se otorgó á la donante ó sus causahabien- 
tes compensación de especie alguna.» (Sent. 9 Di- 
ciembre 1891.—QGac. 9 Enero 1592, p. 18.) 


—V. Sucesiones, donde insertamos la sentencia 
del T. S. de 5 Noviembre 1891, sobre validez de 
un testamento otorgado en el ejercicio de facul- 
tades reservadas en una escritura de donación. 


DOTE. V. BIENES DE LA SOCIEDAD CONYUGAL. 


EDIFICIOS MILITARES. V. EsÉzcitO. 
EFECTOS AL PORTADOR. V. Cópiao DÉ 


COMERCIO. 


EJÉRCITO. A las muchas disposiciones que 
hemos compilado en el Diccionario, tomo IV, pá- 
ginas 591 á 697, hemos de añadir aquí las si- 
guientes: 


R. D. 7 Enero 1892. 

Cuerpos de guarnición en el distrito militar de Cuba: Cum- 
plimiento de penas para las clases de tropa y sostení- 
miento de las atenciones militares por los Tesoros de 
dicha isla, Puerto Rico y Filipinas. 

(Guerra.) «Artículo 1.2 Los Cuerpos arma- 
dos que guarnecen el distrito militar de Cuba 
se reorganizarán con arreglo á lo que determina 
el estado adjunto letra A. 

Art. 2.2 Las plantillas del personal militar 
empleado en las oficinas, dependencias, esta ble- 
cimientos y comisiones, serán las que se fijan en 
el estado letra B. 

Art. 3.2 Las gratificaciones por raciones de 
pan, vestuario, utensilio y alumbrado, pienso 
para el ganado, remonta, montura y entreteni- 
miento, serán las que se detallan en el estado 
letra C. 

Art. 4. La asignación anual para gastos de 
representación del gobernador militar de San- 
tiago de Cuba se reduce á 1.000 pesos; la de ma- 
terial para el Gobierno militar de dicha provin- 
cia á 2.000 pesos, y la gratificación para escrito- 
rio de las Subinspecciones de Artillería é Inge- 
nieros á 500 pesos á cada una. 


EJÉRCITO. ' 
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Art.5.? Para extinguir el sobrante de perso- 
nal que resulte al realizarse la organización que 
determina este decreto, se observarán las reglas 
siguientes: 


1.* Se concederá el regreso á la Península á 
todos aquellos que lo soliciten, cualquiera que 
sea el tiempo que lleven en Cuba. 

2.* Los que pasaron después de la promulga- 
ción de la ley de 19 de Julio de 1889 con derecho 
al abono de la mitad del tiempo de servicio en 
dicha Antilla, disfrutarán de este beneficio por 
el tiempo servido con la referida condición. 

8.* Para los efectos de pasaje de ida y regreso 
serán considerados todos como si hubiesen cum- 
plido el plazo de obligatoria permanencia. 

4.* Sino obstante el regreso voluntario á la 
Península resultaran jefes y oficiales sobrantes, 
quedarán de reemplazo en Cuba, percibiendo 
cuatro quintos del sueldo de su empleo los que 
no hubiesen cumplido seis años de permanencia, 
y la mitad del sueldo los demás. 

5.* Unos y otros tendrán derecho á cubrir 
cuatro vacantes de cada cinco que ocurran en 
aquel distrito. 

Art. 6.2 El coste de la Brigada disciplinaria 
de la isla de Cuba se sufragará en la forma si- 
guiente: 3,5 por el presupuesto de la isla de 
Cuba, 1/5 por el de Puerto Rico y otro 1/5 por el 
de Filipinas. 

Art. 7.2? Los que actualmente sirvan en la 
citada Brigada, por consecuencia de faltas taxa- 
tivamente determinadas en el Código de Justicia 
militar, y no estando comprendidos en los ar- 
tículos 68, 64 y 65 de la ley de reemplazos cuen- 
ten cuatro años de servicios en Cuba, serán pro- 
puestos al Ministerio de la Guerra para indulto 
o rebaja de pena, si han observado buena con- 

ucta. 


Art.8.? En analogía con lo preceptuado en el 
caso 8.? del art. 63 de la ley de reemplazos, se 
expedirá la licencia absoluta á los individuos de 
la Brigada disciplinaria que hayan cumplido 
cuarenta y tres años de edad. 

Art. 9.2 Se suprime la Penitenciaría militar, 
y los que se hallen en ella sufriendo pena de pri- 
sión correccional y les falte para extinguirla 
menos de un año, la cumplirán en los calabozos 
de los cuarteles de sus respectivos Cuerpos, sion- 
do alta en éstos ó en la fortaleza que se designe. 

En uno y otro caso serán destinados á servi- 
cios mecánicos Ó á trabajos de fortificación, 
agregándoles al Cuerpo que guarnezca la forta- 
leza, si no pertenecieran á éste. 

Los demás penados á quienes falte para extin- 

uir su condena más de uno serán destinados á 
Penitenciaría militar de Mahón, Eat 
tados hasta dicho punto por cuenta del Estado. 

Art. 10. Las clases y soldados del ejército de 
Cuba que en lo sucesivo tengan que sufrir pena 
de prisión militar correccional hasta tres años, 
si después de descontada la prisión preventiva 
les restare un período de tiempo mayor de un 
año, irán á sufrirlo á la Penitenciaría estableci- 
da en Mahón, observándose respecto al pasaje lo 
dicho en el artículo anterior. 


Los que después de hecha la deducción por 

risión preventiva tuviesen que permanecer en 
la Penitenciaría menos de un año, no serán baja 
en sus Cuerpos y sufrirán la pena en los calabo- 
08 de los cuarteles ó fortaleza que designe la 
autoridad superior del distrito en la forma que 
se indica para los comprendidos en el art. 8." 

Art. 11. Los individuos del ejército de Puerto 
Rico que en lo sucesivo deban sufrir pena de 
prisión correccional hasta tres años la sufrirán 
en la forma indicada para los de Cuba, bien en 
Mahón ó en sus Cuerpos, según la duración de 


la condena, siendo extensivo para ellos cuanto 
se previene para los de Cuba. 

Art. 12. La mitad de los gastos que ocasione 
la Caja general de Ultramar se satisfarán en lo 
sucesivo por el presupuesto de la isla de Cuba, 
una cuarta parte por el de Puerto Rico y otra 
cuarta parte por el de Filipinas. 

Art. 13. Queda autorizado el capitán general 
de la isla de Cuba para disponer, cuando lo es- 
time oportuno, que se rebajen ó se concedan li- 
cencias ilimitadas, sin goce de haber ni pan, al 
número de clases é individuos de tropa que fije; 
en el conceptode queá cada Cuerpo sele señalará 
un máximum, que variará según las exigencias 
del servicio de la localidad que guarnezca, á fin 
de que no se alejen de sus banderas los que 
obtengan este beneficio y puedan incorporarse 
rápidamente en caso necesario. 

Art. 14. El capitán general de Cuba dictará 
las instrucciones oportunas para cumplimiento 
del presente decreto, en el concepto de que se 
irá verificando desde luego la reducción y re- 
formas que sean posibles, sin causar perturba- 
ción en los organismos y de manera que para 
1. de Julio próximo se haya llevado á efecto 
cuanto queda prevenido. 

Dado en Palacio á 7 de Enero de 1892.—María 
Cristina. —El Ministro de la Guerra, Marcelo de 
Azcárraga.» (Gac. 10 Enero.) 


(A continuación publica la Gaceta los estados 
á que el decreto se refiere.) 


E. O. 2 Febrero 1892. 
Revista anual de los individuos del ejército que residen 
en el extranjero. 

(Guerra.) «...El Rey ha tenido á bien dispo- 
ner que los expresados individuos pasen dicha 
revista ante el cónsul respectivo, 6 dirigiéndose 
á éste por escrito, si no residiera en la misma lo- 
calidad, y en este último caso solicitarán de la 
autoridad municipal confirmen su existencia en 
el punto de que se trata, mediante un V.” B.”, 6 
en la forma que puedan acreditarlo. 

De Real orden, etc. Madrid 29 de Febrero de 
1892.» (Gac. 1. Marzo.) 


R. D. 6 Abril 1892. 
Cuerpo de miñones de la provincia de Vizcaya (1). 


(Guerra.) Artículo 1. Se organiza militar- 
mente el Cuerpo de miñones de la provincia de 
Vizcaya, quedando comprendido en el art. 5.* de 
la ley de 19 de Julio de 1889, adicional á la cons- 
titutiva del ejército, y sujeto, por tanto, á las 
Ordenanzas generales del mismo y al Código de 
justicia militar. 

Art. 2.2 Este Cuerpo dependerá del Ministe- 
rio de la Guerra para su organización y disci- 
plina y del de la Gobernación por lo que respec- 
ta al servicio, desempeñando las funciones de 
inspector nato del mismo el capitán general de 
las Provincias Vascongadas. 

Art.3. La fuerza de miñones será costeada 
por la Diputación provincial, dependiendo de 
ella en todo lo relativo á su administración. 

Art. 4.2 El Cuerpo de miñones constará, por 
ahora, de 100 hombres filiados por dos años, 


(1) «La Diputación provincial de Vizcaya ha solicita- 
do del Gobierno que la fuerza de miñiones, organizada ac- 
tualmente en aquella provincia, sea considerada en todos 
sus actos como la guardia civil, con el laudable propósi- 
to de rodearla del aa, y prerrogativas militares 
que ésta goza, para que en la practica del servicio que le 
estd encomendado coadyuve d imponer el respeto á las 
autoridades, asegurando la protección de personas y 
haciendas y el mantenimiento del orden público; y el Go» 
bierno reconoce la conveniencia de que sean atendidos los 
deseos de dicha Corporación...» (Exposición del Real 
decreto.) 
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EJÉRCITO. 





cuando menos, y estará al mando de oficiales del 
' ejército, los cuales serán destinados de Real or- 
den y en virtud de propuesta que dicha Corpo- 
ración hará por conducto del capitán general 
de Vascongadas. Percibirán éstos el sueldo de 
reemplazo por el presupuesto de Guerra, y el 
resto hasta el completo de su empleo ó cargo por 
las Cajas de la Diputación provincial ya citada. 

Art. 5.? La. misión de este Cuerpo será la mis- 
ma que por las vigentes disposiciones legales 
corresponde al instituto de la Guardia civil, 
con el que cooperará á la ejecución de los servi- 
cios ro leciónados con el mantenimiento del or- 
den, protección de las personas y haciendas y 
sus derivados. 

Art.6.2 Por el Ministerio de la Guerra, de 
acuerdo con el de la Gobernación, se dictará un 
reglamento para la organización y disciplina, 
régimen, servicio y administración de este 
Cuerpo. 

Dado en Palacio á 6 de Abril de 1892. —María 
Cristina.—El Ministro de la Guerra, Marcelo de 
Azcárraga » (Gac. 7 Abril.) 


R. D. 4 Mayo 18832. 
Cuerpo de mozos de escuadras. 


(Guerra.) «Artículo 1.2 El Cuerpo de mozos 
de escuadras de la provincia de Barcelona, res- 
tablecido por R. D. de 3 de Mayo de 1880, se re- 
organiza militarmente, quedando comprendido 
en el art. 5.? de la ley de 19 de Julio de 1889, adi- 
cional á la constitutiva del ejército, y sujeto, 
por tanto, á las Ordenanzas generales del mis- 
mo y al Código de justicia militar. 

Art. 2.2 Este Cuerpo dependerá del Ministe- 
rio de la Guerra para su organización y disci- 
plina, y del de la Gobernación por lo que res- 

ecta al servicio, desempeñando las funciones 
Lo inspector nato del mismo el capitán general 
de Cataluña. 

Art. 3.2 La fuerza de dichas escuadras será 
costeada por la Diputación provincial de Bar- 
celona, dependiendo de ella en todo lo relativo 
á su administración, á fin de que pueda prestar 
cumplidamente el servicio de guardería rural, 
objeto principal de este Cuerpo. 

Art. 4. La misión de este Cuerpo será la 
misma que por las vigentes disposiciones legales 
corresponde alde la Guardia civil, con el que 
cooperará á la ejecución de los servicios relacio- 
nados con el mantenimiento del orden, protec» 
ción de las personas y haciendas y sus derivados. 

Art. 5.2 El Cuerpo de mozos de escuadras 
constará, por ahora, de 225 hombres filiados por 
dos años, cuando menos, y estará al mando de 
jefes y oficiales del ejército, los cuales serán 
destinados de Real orden, y en virtud de pro- 
puesta que la Diputación provincial hará por 
conducto del capitán general de Cataluña. Per- 
cibirán éstos el sueldo de reemplazo por el pre- 
supuesto de Guerra, y el resto hasta el completo 
del de su empleo ó cargo por las Cajas de la Di- 
putación provincial ya citada. 

Art. 6.2 Se respetan los derechos adquiridos 
por el jefe y cabos existentes en la actualidad 
en dichas escuadras. 

Art.7.? Por el Ministerio de la Guerra se dic- 
tará un reglamento por el que deba regirse el 
expresado Cuerpo. 

Dado en Palacio á 4 de Mayo de 1892.—Maria 
Cristina.—El Ministro de la Guerra, Marcelo de 
Azcárraga.» (Gac. 6 Muyo.) 


Ley 29 Junio 1892, 


Fuerza del ejército permanente para el año económico 
de 1892-98. 


(Guerra.) Fijó la fuerza del ejéreito perma- 
nente en la Península para el año económico de 


1892 4 1893 en 90.878 hombres de tropa, y la de 

Cuba y Puerto Rico en 13.033 hombres de tropa, 
3.129 respectivamente, fijándose en 10.190 la de 
ilipinas. (Gac. 1.” Julto.) 


Ley de presup. 380 Junio 1892, 


Venta de bienes pertenecientes 4 los ramos de Guerra y 
Marina: Reorganización de los servicios de uno y otro: 
Excedencias: Escala de reserva: Academias de Estado 
mayor y de sargentos: Ascensos en tiempo de paz: 
Amortización de plazas. 


«Art. 24. El Gobierno de S. M. podrá vender 
ó permutar los edificios, fincas, material y efeo- 
tos del ramo de Guerra, que por su mal estado, 
disposición ó construcción impropia del uso á 
que se dedican ú otras causas, convenga enaje- 
nar ó cambiar con ventaja para los servicios 
militares. 

Las enajenaciones se harán directamente por 
el Ministerio de la Guerra, con acuerdo del Con- 
sejo de Ministros, previa subasta pública, veri- 
ficándose las permutas en la forma, manera y 
condiciones que más beneficiosa se considere 
para los intereses del Estado. 

El producto de las ventas y permutas ingresa- 
rá en el Tesoro público, y su importe, que cons- 
tituirá el crédito de un capítulo adicional del 
presupuesto del Ministerio de la Guerra, se des- 
tinará á la construcción de obras de fortifica- 
ción y edificios, y á la compra del material que 
más urja adquirir, en la proporción que deter- 
mine el Gobierno. 

Art. 25. El Gobierno de S. M. venderá todo 
el material y efectos sin inmediata aplicación 
del ramo de Marina, que exista é ingrese en la 
ade subdivisión de los almacenes generales 

e los Arsenales de la Península. 

Las enajenaciones se harán directamente por 
el Ministerio de Marina, con acuerdo del Con- 
sejo de Ministros, por medio de subasta públi- 
ca, y cuaudo no hubiese licitadores en dos ve- 
ces consecutivas, queda autorizada la venta, 
después de nuevo acuerdo del citado Consejo, 
por los medios que se consideren más ventajo- 
sos para el Tesoro. 

El producto de las ventas ingresará en su to- 
talidad en las Cajas del Tesoro público. 

Para los gastos que origine la enajenación y 
para la adquisición de anclas, cadenas y otros 
efectos necesarios al entretenimiento de la es- 
cuadra se abre un crédito especial por la cuar- 
ta parte de dichos productos con aplicación á 
un capítulo adicional. 

El Ministro de Marina dará cuenta á las Cor- 
tes, á la terminación del ejercicio, del resultado 
obtenido con la autorización que se Je concede... 

Art. 31. Se autoriza al Gobierno para que 
durante el ejercicio del presupuesto y dentro de 


" los créditos consignados en éste, reorganice hs 


servicios de Guerra y Marina aun cuando estén 
regidos por leyes especiales, introduciendo en 
las plantillas y escalas de las diferentes Armas, 
Cuerpos é Institutos y empleados de uno y otro 
ramo las modificaciones que la reorganización 
exija, obteniendo mayores economías. 

Las excedencias que en las respectivas clases 
produzca la reducción de las plantillas, se amor- 
tizarán aplicando á este fin una de cada tres 
vacantes que ocurran. 

Se prohibe el pase de oficiales subalternos á 
las escalas de reserva retribuida, en las cuales 
se amortizará además una de cada tres vacan- 
tes de jefes y capitanes de las que se cubren en 
la actualidad con personal de las activas, pu- 
diendo el Gobierno introducir en éstas las re- 
formas que: estime convenientes para movili- 
zarlas y hacer después extensiva á los jefes y 
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capitanes en el ejercicio de este presupuesto la 
prohibición de pasar á las de reserva. 

Se suprime la Academia de Estado mayor y el 
crédito consignado para la suprimida de sar- 


to8. 
"Los beneficios del art. 8. transitorio del vi- 
ente reglamento de ascensos de generales, je- 
es y oficiales en tiempo de paz; se concederán 
solamente á los Cuerpos de Estado Mayor, Ar- 
tillería, Ingenieros, Guardia civil, Carabineros, 
Juridico, Administrativo, de Sanidad, Veteri- 
naria, Equitación, Alabarderos y á los indivi.- 
duos del auxiliar de oficinas militares compren- 
didos en el art. 2.? adicional del reglamento del 

Cuerpo. 

Para el abono del sueldo del empleo superior, 
se formará una escala en que se comprendan los 
jefes y oficiales del Arma general en que esté 
más retrasado el ascenso, y todos los de los 
Cuerpos expresados que tengan derecho á los 
beneficios del citado artículo transitorio. En 
esta escala se tomará el puesto dentro de cada 
clase como si todos perteneciesen á una misma 
Arma y por las antigiúedades que resulten, equi- 
raado los grados y empleos del Arma general 
á los de una y otra clase personales, entrando 
los jefes y oficiales que disfruten éstos en el go- 
ce del sueldo del empleo superior al obtener 
este empleo el del Arma general que ocupa el 
número inmediato anterior en la escala de refe- 
rencia. 

Además de las amortizaciones anteriormente 
expresadas, se verificarán las siguientes: 

1.* La de primeros tenientes de las escalas 
activas, hoy supernumerarios, por consecuen- 
cia de la reducción de esta clase, acordada en 
R. D. de 27 de Septiembre de 1890. 

2.* La de los primeros tenientes del Cuerpo 
de Estado Mayor del ejército, excedentes de 
plantilla. 

3. La de todo el personal agregado á la Ad- 
ministración central de Guerra.» 


Ley de pres. de Cuba 30 Junio 1892. 
Regreso de jefes y oficiales d la Península. 


«Art. 36. Los jefes y oficiales que hayan as- 
eendido reglamentariamente á consecuencia de 
la unificación de las escalas realizada por la ley 
de 19 de Julio de 1889 y hayan cumplido seis 
años de residencia en Ultramar ó estén compren- 
didos en el art. 44 del reglamento de 18 de Marzo 
de 1891 y en la R. O. de 15 de Junio del mismo 
año, regresarán á la Península con arreglo á lo 
preceptuado por dichas disposiciones 

El plazo máximo que se les concede para dicho 
regreso será de dos meses. 

exceptúan únicamente de esta obligación 
ape hubieren obtenido destino reglamen- 
rio. 

Al cumplimiento de lo dispuesto en los precep- 
tos anteriores, el Ministro de la Guerra dictará 
las órdenes convenientes en el más breve plazo 
posible, y los ordenadores é interventores de 
Guerra serán responsables del abono de haberes 
pb haga con infracción de lo prevenido en 

os preceptos anteriores (1). 


E. D. 7 Julio 1892. 
Voluntarios de la isla de Cuba. 
(Guemra.) Se aprueba por este decreto el 





O) Laley de presupuestos de Puerto Rico, de igual 
fecha que la anterior, dispone en 3u art. 80 lo mismo que 
la de Cuba en el 86, 

BoLrTÍN: AN. 1892, 


«REGLAMENTO 
del instituto de voluntarios de la isla de Cuba. 


CAPITULO PRIMERO.-Organización. 


Artículo 1.? La fuerza de voluntarios de la, 
isla de Cuba tiene por principal misión la defen- 
sa del territorio, la protección de los intereses 
públicos y el sostenimiento del orden, prestando 
sus servicios donde quiera que sean reclamados, 
bajo le dependencia inmediata del capitán ge- 
neral, como inspector y director general de di- 
cho instituto. 

Art. 2.7 Habrá un subinspector con las atri- 
buciones que en este reglamento se consignan, 
las que de ellas se deriven y las que ejerza por 
delegación del capitán general, á quien, cuando 
no exista previo nombramiento del Gobierno, 
compete designarlo de entre los oficiales gene- 
rales que tengan su destino en la Habana. 

Art. 8. La antigua Plana Mayor general del 
instituto, según lo actualmente vigente, cons- 
tará de dos Secciones, en la forma siguiente: 

1.* El Estado Mayor de Voluntarios, deno- 
minación que se ha dado á la Sección activa de 
aquélla, que será el encargado en las formacio- 
nes y ejercicios generales del servicio que en 
análogos casos desempeña el Cuerpo de Estado 
Mayor del ejército, teniendo también á su cargo 
la instrucción de expedientes y demás comisio- 
nes que se les confieran que requieran aptitudes 
especiales. 

onstará de un coronel, primer jefe; un tenien 
te coronel, segundo jefe; cuatro comandantes 
ocho capitanes, y ocho primeros tenientes. 

2* La Plana Mayor general, denominación 
que se ha dado á la Sección pasiva, se hallará 
constituida por los jefes y oficiales que, además 
de contar veinte años de servicios efectivos en 
el instituto sin nota algunas desfavorable y jus- 
tificado su lealtad y patriotismo, se hallen en 
edad avanzada, ó con achaques que les inutilicen 
para el servicio activo. Siendo su situación pasi- 
va y de reposo, no podrán obtener ascenso. 

Art. 4.2 (Sigue con los demás artículos hasta 
el 21 disponiendo lo relativo á la organización. 


CAP. 11.— Admisión de voluntarios. 


Art. 22. Los altos intereses que están confia 
dos á este instituto exigen por parte de los jefes 

autoridades locales que la más exquisita vigi- 
lancia y el tacto más especial presidan á la ad- 
misión de los individuos que han de nutrir las 
filas, no debiendo ingresar en él más que los 
hombres que gocen de buena reputación y fama 
y observen acrisolada conducta. Para el ingreso 
en el instituto se requiere reunir tales circuns- 
tancias, y la de ser español ó naturalizado de 
tal, tener aptitud fisica y haber cumplido la 
edad de diecisiete años, no excediendo de cin- 
cuenta, residir en la demarcación á que corres- 
ponde el Cuerpo á que se desea pertenecer y po- 
seer renta, ejercer oficio ó industria ó modo de 
vivir honroso, ó hallarse bajo la tutela de pa- 
dres ó parientes que le mantengan. El que se 
aliste en los cuerpos montados deberá acreditar 
además que tiene caballo de su propiedad, de 
buenas condiciones, útil para toda clase de fati- 
gas y recursos con que sostenerlo. a 

Art. 28. (Tratan este artículo y los siguien- 
tes, de los excluídos del servicio, de los exce- 
dentes, etc., y los demás capítulos son relativos 
á la admisión de voluntarios, á los nombramien- 
tos de clases, oficiales y jefes, al vestuario, mon- 
tura y armamento, á las banderas y estandartes, 
á la instrucción, al servicio, o AS y lu- 
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gar en formación, á las obligaciones en general 
y de cada clase en particular, á la subordinación 
y penalidad, etc.) He aqui lo que establece el: 


CAP. X.—PFueros, exenciones y recompensas. 


Art. 140. Declafada que fuere la isla ó una 
parte de ella en estado de guerra, todos los in- 
dividuos pertenecientes á los Cuerpos y fraccio- 
nes sueltas, ó que se encontraren en servicio del 
instituto en el territorio á que aquella declara- 
ción comprenda, gozarán del fuero militar, al 
que quedarán también sujetos en todo tiempo 
mientras estuvieren movilizados. 

Art. 141. Los que hayan servido en el insti 
tuto quince años con abono de campaña, de ellos 
por lo menos doce día por día, tienen derecho á 
retiro con uso á perpetuidad en todos los domi- 
nios españoles, en los actos oficiales Ó que re- 
vistan solemnidad, del uniforme del Cuerpo y 


empleo en que sirvieron, siempre que los jefes 
y oficiales contasen entre aquéllos, por lo me- 
nos, dos de efectividad en cualquiera de sus ca- 
tegorías de jefe ú oficial. Igual derecho adquie- 
ren, aun cuando no llenen las condiciones de 
tiempo expresadas los inutilizados en función 
del servicio Ó acción de guerra. 

Art. 142. Los que se encuentren sirviendo 


como voluntarios cuando sean objeto de prisión 
ó arresto preventivo por delito ó falta militar, 
lo sufrirán en el cuartel, guardia de preven- 
ción, fortaleza ó local militar que se designe, 
hasta tanto que el juez competente determine 
lo que corresponda, y siempre que el motivo no 
sea por delito Ó falta deshonrosa que le haga 
desmerecer del concepto público. Este derecho 
ss pazo pión extensivo á todos los dominios espa- 
oles, 

Art. 143. Si el voluntario preso ó arrestado 
en el lugar que designe la autoridad militar no 
tuviese recursos para su sustento, se le sumi- 
nistrará la ración de cárcel que hubiese deven- 
gado en este establecimiento. 

Art. 144. Con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
tículo 3.” de los adicionales á la ley de 11 de Ju- 
lio de 1885 y R. O. de 4 de Diciembre de 1886, los 
m0zos peninsulares á quienes por razón del nú- 
mero que obtengan en el sorteo verificado en la 
respectiva zona les correspondiese servir en los 
Cuerpos activos del ejército y llevasen por lo 
menos un año alistado y prestando servicio en 
los Cuerpos de voluntarios en la fecha en que 
sé dicte la Real orden determinando el cupo de 
hombres con que debe contribuir cada zona en 
el respectivo esp da continuarán prestando 
sus servicios en el de voluntarios á que se ha- 
llen afectos, siéndoles aplicables los demás pre- 
ceptos de la mencionada Real orden. 

Art. 145. Exceptuaudo empleos en el ejérci- 
to, á lo que se opone la ley constitutiva del mis- 
mo, y la Cruz de San Hermenegildo, porque se- 
gún su reglamento es privativa para los jofas y 
oficiales de los Cuerpos armados del ejército, 
todos los que se hallen sirviendo en el instituto 
de voluntarios, podrán obtener en sus distintas 
categorías, por sus hechos meritorios ó servi- 
cios relevantes, análogas recompensas 6 iguales 
condecoraciones. 

Los abonos de eanpela que se hayan conce- 
dido 6 se concedan al instituto de voluntarios, 
cuando expresamente no se disponga otra cosa, 
empezarán á contarse para el retiro y preemi- 
nencias á que se refiere el art. 141, á los doce 
años de servicios activos día por día, para obte- 
ner los pasadores de la medalla de constancia, 
después do hallarse en posesión de ella y la Cruz 
del Mérito militar. 


Art. 146. Los servicios prestados en el insti- 


plazo, 


tuto de voluntarios dan aptitud para el ingreso 
en las Ordenes civiles y militares, pero siempre 
con sujeción á los estatutos de las propias Orde- 
nes y disposiciones que lo modifican. 

Art. 147. Desde coronel á voluntario inclusi- 
ve, todos los que se hallen sirviendo en el insti- 
tuto tendrán derecho á obtener la medalla de 
constancia siempre que la soliciten en la forma 
establecida y reunan las condiciones que seña- 
lan las disposiciones vigentes. 

A los veinte años de servicios obtendrán to- 
dos lo individuos del instituto la Cruz del Mé- 
rito militar de la designada para premiar servi- 
cios especiales de la clase correspondiente al 
empleo que disfruten el día que se cumpla el 
si después de obtenida esta recom pensa 
ascendiesen á empleo superior, se les concederá 
otra Cruz superior de la misma Orden corres- 
pondiente á dicho empleo á los cinco años de 
servicios prestados en el mismo. 

Las recompensas de que queda hecho mérito 
en nada se oponen á las que con cualquier otro 
motivo puedan obtener les individuos todos de 
este benemérito instituto. 

Art. 148. Encargado por este reglamento el 
Estado Mayor de voluntarios de la misión acti- 
va propia de la antigua Plana Mayor general 
de aquella denominación, cesa el derecho de pa- 
sar á ella, que existía por haber servido tiempo 
determinado en el instituto. 

El tiempo servido en la Plana Mayor general 
ropiamente dicha no servirá para ninguno de 
os efectos de este reglamento. 

(Siguen el cap. XI, que trata de las licencias 
temporales para dentro y fuera de la isla; el 
XII, de los haberes, que sólo los devengan en 
situación normal los cabos, furrieles, sargentos, 
brigadas é6 individuos de banda; el XIII quo 
trata de la construcción de cuarteles; y el Xx Y, 
del tratamiento y honores ) 

Madrid 7 de Julio de 1892.» (Fac. 8 td.) 


R. D. 17 Julio 1892. 
Organtisación de las divisiones y brigadas de todas 


armas. 
¡aloe ya «Para evitar en lo posible el movi- 
miento de fuerzas con motivo de la organización 


por divisiones y brigadas de las tropas de todas 
armas dispuesta por mi decreto de 16 de Diciem- 
bre último; á propuesta del Ministro de la Gue- 
rra; de acuerdo con el Consejo de Ministros; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en disponer lo siguiente: 

Art. 1.2 Las divisiones y brigadas orgánicas 
de Infantería, las deberia io a de Caba- 
llería para instrucción, y las brigadas de Artille- 
ría para instrucción y prácticas, se constituirán 
con sujeción á los adjuntos estados núms. 1, 2 y 3, 

Art. 2.2 Continuarán afectas á cada división 
orgánica de Infantería las mismas unidades de 
las demás armas y cuerpos que se expresan en el 
estado núm. 49 del mencionado decreto. 

Art.8.? Los regimientos de Artillería segun- 
do y cuarto montados, tendrán respectivamente 
una batería ligera á caballo, las cuales se afec- 
tarán, no obstante, para maniobras á la primera 
división de Caballería. 

Dado en Palacio á 17 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de la Guerra, Marcelo de 
Azcárraga.» (Gac. 20 Julio.) 


(La misma Gaceta publica los estados á que se 
refiere el precedente Real decreto.) 





ER. D. 27 Agosto 1892. 
Reducción de plazas de jefes y oficiales en las armas de 
Infanteria y Caballería.— Ayudantes decampo.—Clau- 
sara de la escala de reserva (1). 


(GuERRA.) «Artículo 1." 
arma de Infantería: 

(al En las plantillas de cada uno de los 61 re- 
gimientos de línea: un comandante, 2 capitanes 
y 2 primeros tenientes. 

Y /b) En las plantillas de las escalas activas 
de cada una de las 110 zonas militares que exis- 
ten en la Península é islas Baleares, 2 primeros 
tenientes. 

Art.2.? Quedan suprimidas en el arma de Ca- 
ballería: 62 Comisiones de Estadística y cdi ba 
ción militar, reduciéndose á 49 el número de és- 
tas, quequedarán establecidas en las zonas de las 
capitales de provincia, con la siguiente organi- 
zación: 

(a) 14, con un teniente coronel y un capitán 
cada una, ambos de la escala activa. 

(b) 28, con un comandante y un capitán cada 
una, ambos de la escala activa. 

Y (e) 7, con un capitán de la escala activa y 
un teniente de la escala de reserva (2). 

Art. 3.2? Como consecuencia de la reorganiza- 
ción que determina el artículo anterior, se su- 
primen en la escala activa del arma de Caballe- 
ría 20 capitanes y 42 primeros tenientes. 

Art. 4.? Las plazas de primeros tenientes de 
la escala activa de Infantería que se suprimen 
en las zonas militares, se cubrirán por mitad con 
los primeros y segundos tenientes de la escala de 
reserva de dicha arma que deseen ocuparlas, á 
los cuales se les abonarán gratificaciones anuúa- 
les de 300 pesetas y 240 pesetas, respectivamente. 
A falta de primeros tenientes se cubrirán las 
vacantes con segundos y viceversa, mientras 
haya voluntarios. 

Art.5. A las vacantes de tenientes que han 
de proveerse en las Comisiones de Estadística y 
requisición militar por oficiales de la escala de 
reserva del arma de Caballería, podrán optar in- 
distintamente los primeros y segundos tenientes 
de la misma, los cuales tendrán derecho á igua- 
les gratificaciones que las señaladas en el artícuo- 
lo anterior para los de Infantería (8). 

Art. 6. Las reducciones que en las plantillas 
de los regimientos de línea determina el art. 1.*, 
sólo afectarán á los terceros batallones de los 
mismos al pie de paz. Al pie de guerra, dichos 
batallones no experimentarán alteración alguna 
en los efectivos de fuerza que les señala el ar- 
ticulo 4. de mi decreto de 16 de Diciembre del 
año próximo pasado. 

Art. 7.2 No obstante lo prevenido en los ar- 
tículos 6.2 y siguientes de mi decreto de esta mis- 
ma fecha, los comandantes, capitanes y primeros 
tenientes que resulten sobrantes á consecuencia 
de las reducciones en los regimientos de Infan- 
tería, á que se refiere el artículo anterior, serán 
colocados, desde luego, en las vacantes que, por 
cualquier concepto, resulten en los mismos cuer- 
pos donde sirvan, ó en su defecto en los más in- 
mediatos á aquéllos. 

Art. 8.? Los coroneles de las diversas armas, 
cuerpos é institutos que en lo sucesivo sean nom- 
brados ayudantes de campo de los generales que 


Se suprimen en el 


(1) Verlas reorganizaciones de ambas armas generales 
por los Rs. Ds. de 10 y 28 Febrero y 39 Agosto 1898 
(AP., ps. 47,60 y 544), y de 10 Septiembre 1896 (APÉN- 
DICE, p. 642). 

(2: Las Comisiones de Estadística y requisición han 
tido suprimidas. Véase la nota al art. 5. 

(3) Las Comisiones de Estadística y requísición han 
tido suprimidas por el art. 2. adicional del R. D, de 98 
de Febrero 1893 (AP., p. 61). 
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á ello tienen derecho, agregados militares en el 
extranjero ó para otros destinos que no sean de 
plantilla, causarán alta en el Cuadro para evon- 
tualidades del servicio respectivo dentro del nú- 
mero fijado para cada uno de éstos, percibiendo 
sus haberes en la forma que determina el art. 8," 
de las instrucciones de 22 de Junio último (1). 

Art. 9. Se hace extensivo á los capitanes ge- 
nerales de ejército el derecho que al Ministro de 
la Guerra concede el art. 2.” de mi decreto de 30 
de Octubre de 1859 para tener ayudantes de cam- 

o dentro del número señalado, á jefes y oficia- 

es de Estado Mayor del ejército, Artillería, In- 
genieros, Guardia civil y Carabineros. 

Art. 10. Desde el día 1.” de Octubre próximo 
venidero quedarán cerradas las escalas de reser- 
va retribuídas de las armas de Infantería y Ca- 
ballería, y prohibido, por lo tanto, el ingreso de 
los jefes y oficiales de las activas en todas y cada 
una de las clases de rs á tenor de lo pres- 
crito en el art. 31 (de la ley de presupuestos vi- 
gente. 

Art. 11. El Ministro de la Guerra queda en- 
cargado de la ejecución de este decreto. 

Dado en San Sebastián á 27 de Agosto de 1892 
Maria Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar 
celo de Azcárraga.» (Gac. 29 Agosto.) 


E. D.27 Agosto 1592. 

Autorizando, en caso de necesidad, la provisión de las 
plazas de segundo teniente de Guardia civil y Cara 
bineros, en oficiales de la escala de reserva que lo solt- 
citen (3). 

(Guerra.) «Artículo 1.2 Cuando no haya se- 
gundos tenientes de las escalas activas de las 
armas de Infantería y Caballería, que volunta- 
riamente deseen ocupar las vacantes de su clase 
que ocurran en los Institutos de la Guardia civil 
y Carabineros, se concederá el pase á los de las 
escalas de reserva de estas armas que lo soliciten 
y reunan las siguientes condiciones: 

Primera. No llegar á los cuarenta años de 
edad, haber prestado diez años de servicios efec- 
tivos antes de su pase á las escalas de reserva, y 
alcanzar la talla reglamentaria. 

Segunda. No tener notas desfavorables en las 
hojas de servicios y hechos. 

ercera. Demostrar, mediante examen, ha- 
llarse al corriente de las obligaciones exigidas 
por Ordenanza á los de su empleo, y de los regla- 
mentos del Cuerpo de Guardia civil ó Carabine- 
ros respectivamente. 

Art. 2. El Ministro de la Guerra dictará las 
instrucciones necesarias para la ejecución del 
presente decreto. 

Dado en San Sebastián á 27 de Agosto de 1892. 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga.» (Gac. 30 Agosto.) 


R. D.27 Agosto 1892. 
Asuntos referentes al personal y material de Artillería 6 
Ingenteros. 

(Guerra.) Este decreto sometió á la Inspec- 
ción general de dichos Cuerpos los asuntos de- 
pendientes hasta entonces de la Dirección del 
material de Artillería é Ingenieros. Creó una 
Junta técnica de Artillería, bajo la presidencia 
del inspector, y determinó la composición de la 
superior económica del Arma. Se publicó en la 
Gaceta de 30 Agosto, y ha quedado abrogado por 
el de 18 de Enero 1893, y singularmente por sus 


(1) Véanse los arts. 6.%, parrafo segundo, y 919 del 
R. D. de 31 de Agosto de 1898 (AP., p. 583). 

(2 Fúndase este decreto en la necesidad de proveer las 
vacantes de segundos tenientes, por no haber voluntarios 
que las soliciten, respecto al Cuerpo de Carabineros, y 
deber preverse la eventualidad de que ocurra otro tanto 
en el de la Guardia civil. 
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arts. 4., 20 y 35, que declararon suprimidas las 
Inspecciones generales, 16, sobre Juntas superio- 
res económicas, y 26, sobre resolución de los 
asuntos por las Secciones del Ministerio. (APkÉN- 
picE 1893, p. 19.) 


R. D.27 Agosto 1892. 
Ascenso de comandantes, capitanes y tenientes de 
Infanteria y Caballería (1). 

(Guerra.) «Artículo1.? Se concede el empleo 
superior inmediato en las escalas activas de las 
armas de Infantería y Caballería á todos los co- 
mandantes y capitanes de las mismas que cuen- 
ten antigúedad del año do 1875, y á los primeros 
tenientes de la primera de dichas escalas que la 
tengan del año de 1876, siempre que se hallen 
clasificados de aptos para el ascenso unos y 
otros. 

Art. 2.? Los jefes y oficiales á quienes com- 
de los beneficios del artículo anterior, que- 

arán, luego de su ascenso, agregados á las zo- 
nas militares para auxiliar los trabajos de las 
mismas en la forma determinada para los de su 
empleo y arma respectivos, y teniendo derecho 
al abono de los cuatro quintos del sueldo corres- 
pondiente, á excepción de los que se encuentran 
en situación de supernumerario sin sueldo, de 
reemplazo, á voluntad propia, ó por causas que 
le impidan obtener colocación. 

Los que prefieran quedar de reemplazo en vez 
de prestar servicio en las zonas, obtendrán el pa- 
se á dicha situación. 

Art. 3. La amortización del excedente que 
resulte se verificará conforme á lo prevenido en 
el párrafo segundo del art. 31 de la ley de presu- 
puestos vigente. 

Art. 4.2 Todas las vacantes de primeros te- 
nientes que resulten por consecuencia de la pro- 
moción extraordinaria á que se refiere este de- 
ereto, se aplicarán, tanto en Infantería como 
en Caballería, á la amortización del excedente, 
sin producir ascenso ninguno de segundos te- 
nientes. 

Art.5. Interin otra cosa no se disponga, los 
jefes y oficiales que se hallan sirviendo en Ultra- 
mar, á quienes como consecuencia del mayor 
movimiento que en la escala respectiva produz- 
ca ascensos extraordinarios corresponda el em- 
ES superior inmediato, no serán promovidos 

asta que efectúen su regreso; pero para todos 
sus efectos se les considerará como á los demás, 
con efectividad del día en que realmente esta- 
rían en posesión de sus nuevos empleos sin la 
particularidad de su situación (2). 

Art. 6.7 Exceptúanse de lo prevenido en el 
artículo anterior, los jefes y oficiales á quienes 
reglamentariamente correspondería el ascenso, 
aunque no se hubiera hecho la propuesta extra- 
ordinaria, los cuales serán puestos en posesión 
de sus nuevos empleos en los meses sucesivos, 
conservando el derecho adquirido con arreglo á 
la legislación vigente, según el caso en que se 
hallen (2). 

Art. 7. En lo sucesivo, los jefes y oficiales 
de todas las armas y cuerpos que cesen en el des- 
empeño de los destinos de ayuduntes de campo, 
agregados militares y cualesquiera otros que no 
sean de la plartilla de aquéllos, quedarán de 
reemplazo y serán colocados en el turno que les 
corresponda. 

En el caso de que al cesar en los destinos no 


(1) Este decreto motivado por «la paralización de los 
ascensos en las armas de Infantería y Caballería», 0cu- 
rre á la «necesidad de poner remedio d la lentitud con 
que se obtienen». Asílo dice la Exposición que le precede. 

(2) Aestos arts. 5% y 6.% se refiere sín duda el 11 del 
B. D. de 11 Julio 1894 (AP. de td., p. £19). 
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hubiera excedente en sus clases respectivas, op- 
tarán á la primera vacante de plantilla que ocu- 
rra en el arma á que pertenezcan, si las dos an- 
teriores fueron dadas al ascenso. 

Art.8. En Septiembre próximo se formarán 
por las Inspecciones generales de Infantería y 

Jaballería las propuestas extraordinarias de as- 

censos á que ha de dar lugar el presente decreto, 
y seguidamente las reglamentarias mensuales 
para cubrir las vacantes ocurridas en Agosto 
actual. A los jefes J oficiales más antiguos de la, 
propuesta extraordinaria se asignará la efecti- 
vidud en el empleo según las fechas de las vacan- 
tes que hubieran debido cubrir, y á los restantes, 
asíl como á los de las reglamentarias, la del día 
en que las propuestas sean aprobadas. 

Art. 9. El Ministro de la (Guerra queda en- 
cargado de la ejecución del presente decreto. 

Dado en San Sebastián á 27 de Agosto de 1892 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar-* 
celo de Azcárraga.» (Gac. 29 Agosto.) 


R. D. 9 Agosto 1893. 

Aprobando las adjuntas instrucciones, que regulan las 
atribuciones de los comandantes generales de división 
y jefes de brigada, y sus relaciones con las autoridades 
militares (1). 

(GuErra.) «... Vengo en aprobar las adjuntas 
instrucciones, que regulan las atribuciones de 
los comandantes generales de división y jefes de 
brigada y sus relaciones con las autoridades mi.- 
litares. 

Dado en San Sebastián á 27 Agosto de 1892. — 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga. 


INSTRUCCIONES 


QUE REGULAN LAS ATRIBUCIONES DE LOS COMANDAN- 
TES GENERALES DE DIVISIÓN Y JEFES DE BRIGADA 
Y 3U8 RELACIONES CON LAS AUTORIDADES MILI- 
TARES. 


I.— Organización. 


Artículo 1.2 Dispuesta por los Reales decre- 
tos de 16 de Diciembre de 1891 y 17 de Julio del 
corriente año la organización por divisiones y 
brigadas del ejército permanente de la Penínsu- 
la, islas adyacentes y posesiones del Norte de 
Africa, se observarán en todas sus partes las 

rescripciones que contienen los mencionados 

ecretos, tanto para el tiempo de paz como para 
casos extraordinarios ó de guerra, en los cuales 
se observará además cuanto previenen las Rea- 
les órdenes de 22 de Junio último, referentes á 
ces servicios de Administración y Sanidad mi- 
itar. 

Art. 2. Las brigadas, aun las que se formen 
en tiempo de paz con carácter provisional, cons- 
tarán, por regla general, de tropas de una mis- 
ma arma. Sólo excepcionalmente, y como medi.- 
da justificada por el fin que se proponga obte- 
ner la autoridad militar en un momento dado, 
podrá quebrantarse aquel principio. 

Art. 8, Cuando á las tropas de una brigada 
se unan otras de distinta arma, aunque todas 
sean de la propia división, se considerará que 


(1) Dice el preámbulo que «la organización por divt- 
siones y brigadas del ejército permanente de guarnición 
en la Peninsula exige que se fijen las atribuciones de los 
comandantes generales de división y j fes de brigada com 
respecto á las fuerzas d sus órdenes, y se determinen nus 
relaciones con las autoridades militares, reuniendo en 
un cuerpo de doctrina cuanto hasta el presente se halla 
contenido en diferentes disposiciones aisladas que deben 
ampliarse con aquellas otras que la naturaleza de la 
nueva organización hace indispensables, cumpliendo al 
propio tiempo el precepto que contiene el art. 12 de la ley 
constitutiva del ejército de 29 Noviembre de 1878». 
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las segundas van afectas á aquélla, transitoria- 
mente. 

Art. 4. Los cuarteles generales de las divi- 
siones y brigadas, incluso los que se constitu- 
yan como expresa el artículo anterior, estarán 
designados en tiempo de paz en la forma y nú- 
mero que detallan los arts. 76 al 79, ambos in- 
clusive, del Real decreto de 16 de Diciembre de 
1891. Sin embargo, cuando el regimiento de Ar- 
tillería afecto á la división no destaque baterías 
al cuerpo de ejército, en vez del jefe que figure 
como comandante de dicha arma en la división, 
ejercerá este cargo el coronel del regimiento, sin 
necesidad de designación especial. 


11.— De los jefes de brigada. 


Art. 5.7 Los generales jefes de las brigadas 
ejercerán constante y eficaz vigilancia respecto 
del estado de la instrucción teórica y práctica, 
asi como del sistema que se observa en el go- 
bierno interior de los Cuerpos de su mando, sin 
que en esto se sujete su acción á circunstancias 
ó períodos determinados, porque en su celo y 
continuo cuidado descansa en gran parte la 
confianza de los comandantes generales de di.- 
visión y de la autoridad militar superior del dis- 
trito. 

Art. 6. Dentro de cada año, cuando lo juz- 

uen conveniente los comandantes generales de 

ivisión, previa la venia del capitán general del 
distrito, y sin que produzca perturbación en el 
servicio ordinario y orden normal establecido, 
los jefes de brigada revistarán las fuerzas de su 
mando ó parte de ellas. Dicha revista tendrá 
por principal objeto el examen del detall y con- 
tabilidad y estado del armamento, municiones, 
menaje, utensilio, ganado, vestuario y exiaten- 
cia en los almacenes, así como el de la instruc- 
ción y disciplina. 

Art. 7.? La inspección á que se refiere el ar- 
tículo anterior se verificará separadamente de 
cada ramo en fechas distintas y procurando 
conciliar aquella inspección con las demás aten- 
ciones del servicio. 

Terminada la revista, que tiene por objeto 
examinar si se cumplen los e eoto y dis- 

osiciones vigentes, el jefe de brigada dará de- 

llada cuenta del resultado al comandante ge- 
neral de la división, y éste al capitán general 
del distrito, para que dicte las providencias que 
correspondan en cada caso, ó noticie al Minis- 
tro de la Guerra cuando merezca su conoci- 
miento. 

Art. 8. Los jefes de brigada, en lo que hace 
referencia á la instrucción, exigirán que los re- 
glamentos tácticos sean observados en todas 
sus partes, que todos conozcan bien sus funcio- 
nes y las realicen con inteligencia y serenidad, 
y que la marcha de la instrucción de los reclu- 
tas y de las tropas se ajuste 4 la progresión es- 
tablecida en dichos reglamentos, de modo que 
no se pase á la brigada sin estar terminada la de 
batallón. 

Art. 9.2 Alelevado criterio de los generales 
Jefes de brigada toca graduar la eficacia y opor- 
tunidad de su intervención en los diversos ramos 
de servicio, templando su autoridad con el tac- 
to y discreción necesarios para no ceñir á los 
jefes de cuerpo en el ejercicio de sus funciones 
propias, antes bien, dejándoles la libertad 6 ini- 
ciativa que les corresponde en el mando efectivo 
de sus fuerzas, y por lo que se refiere al régimen 
económico é interior gobierno de los cuerpos. 

Art.10. Para que los jefes de brigada puedan 
cumplir las obligaciones que les impone la natu- 
raleza de su cargo, los jefes de los cuerpos les 
darán parte por escrito siempre que se muevan 
el todo ó parte de las fuerzas de su mando y 


cuando ocurra alguna novedad extraordinaria; 
remitióndoles además estados de fuerza, copia 
de los honorarios que rijan y cuantos documen- 
tos ó noticias pidan dichos generales para ente- 
rarse del estado de las tropas á sus órdenes. 

De las noticias relativas al movimiento de 
fuerzas, darán cuenta por escrito los jefes de 
brigada al comandante general de su división, 
Y les enviarán un resumen de los estados de 

uerza y cuantos datos les convenga conocer. 

Art. 11. Siempre que lo crea oportuno, recla- 
marán los jefes de brigada de los que manden 
los cuerpos que formen la suya, las hojas de ser- 
vicio de la oficialidad de los mismos, incluso las 
del personal facultativo y eclesiástico, para su 
lectura, y á fin de que puedan tener conocimien- 
to dichos generales de las condiciones de unos y 
otros. Con el mismo objeto los jefes de cuerpo 
darán cuenta al de su brigada y, éstos á su vezá 
los comandantes generales de división, de todos 
los jefes y oficiales que se incorporen de nuevo á 
las unidades A acompañándoles, con 
carácter de devolución, las hojas de servicios y 
demás documentos relativos á los antecedentes 
personales de los mismos. 

Art.12. Para corregir las faltas de discipli- 
na, tendrán los jefes de brigada, sobre todos los 
que sirvan á sus órdenes, las mismas facultades 
que las Ordenanzas y disposiciones vigentes se- 

alan al coronel respecto á los jefes y oficiales 
ó individuos de tropa de su regimiento y las que 
les conceden los arts. 811 y 812 del Código de 
Justicia militar. 

Art.13. A los efectos prevenidos en los ar- 
tículos anteriores, el batallón suelto de cazado- 
res, afecto á cada división, estará agregado, por 
regla general, á la brigada que tenga el número 
más bajo dentro de aquélla. Cuando por no resi- 
dir en una misma guarnición ó por cualquier cir- 
cunstancia fuera conveniente agregar el bata- 
llón de referencia á la otra brigada, lo dispon- 
drá así el capitán general del distrito, dando 
cuenta al Ministerio de la Guerra de las razones 
que para ello existan. 

Art. 14. Los jefes de las brigadas de Caballe- 
ría para instrucción, y los de las brigadas de 
Artillería para instrucción y prácticas, tendrán 
sobre los cuerpos que las forman las mismas 
atribuciones que quedan consignadas para los 
de las brigadas orgánicas, con la diferencia de 
que cuando no pertenezcan las primeras á la 
primera y segunda división de Caballería ó no 
exista en el distrito comandante general sub- 
inspector de la clase de genere. de división, la 
venia para inspeccionar los regimientos la so- 
licitarán directamente del capitán general, á 
quien también darán cuenta del resultado. 


TII.— De los comandantes generales de división. 


Art. 15. Los comandantes generales de las di- 
visiones orgánicas, el de la división de Caballe- 
ría independiente, llegado el caso de formarse, y 
los de la primera y segunda división de Caballe- 
ría para instrucción, tendrán sobre los cuerpos 
que componen las brigadas á sus órdenes, ade- 
más de las atribuciones qee corresponden á los 
jefes de las mismas, aquellas otras e por la na- 
turaleza de su mando y jerarquía les son inhe- 
rentes con arreglo á las disposiciones en vigor y 
á las que contienen los arts. del 5 al 12 de estas 
instrucciones. e 

Art.168. El comandante general de división, 
con la autorización del capitán general del dis- 
trito, concederá su venia á los jefes de brigada 

ara que efectúen las inspecciones á que se re- 

ere el art. 6.*, z si coincidiesen con las que di- 
cho general de división se proponga pasar á los 
cuerpos á sus órdenes, designará los que haya da 
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revistar por si mismo; en la inteligencia de que 
una vez por lo menos en el transcurso de un año 
han de ser inspeccionados todos los cuerpos. 
Art. 17. El comandante general de una divi- 
sión orgánica, siempre que por cualquier moti- 
vo se reunan á ésta, bajo sus Órdenes directas, 
las tropas afectas á la misma de Caballería, Ar- 
tillería, Ingenieros, Sanidad y Administración 
militar, ejercerá mando independiente de toda 
otra autoridad distinta de la del capitán gene- 
ral del distrito ó comandante en jefe del cuerpo 
de ejército, cualquiera que sea la dependencia 
á que por concepto de organización estén suje- 
tas ordinariamente. . 
Art. 18. Aun sin concurrir las circunstancias 
que expresa el artículo anterior, los comandan- 
tes generales de las divisiones podrán, con la 
venia del capitán general del distrito, revistar 
cada mes, por lo que respecta al servicio de ar- 
mas, los cuerpos de Caballería y Artillería, y 
las compañías de Zapadores Minadores afectos 
ú las divisiones de su mando. El capitán gene- 
ral, una vez concedida dicha autorización y fija- 
do el día, lo participará á los comandantes ge- 
nerales de las divisiones de Caballería ó jefes de 
las brigadas para instrucción, 6 bien á los go- 
bernadores militares, según proceda, dada la 
situación ó dependencia que por otro concepto 
tenga la unidad que haya de ser revistada. 
Art.19. En las divisiones orgánicas en que 
el regimiento de Caballería afecto á las mismas 
no forma parte de brigada alguna de dicha ar- 
ma para instrucción, dependerá aquél directa- 
mente del comandante general, quien ejercerá 
sobre él en todo tiempo la misma alta acción 


inspectora que, sin diferencias ni salvedades, le 


confieren las presentes instrucciones con res- 
pecto á las brigadas de Infantería. 

Art. 20. Durante el periodo de ejercicios, y 
en los puntos donde se encuentren en una mis- 
ma guarnición además de las dos brigadas de 
Infantería, el todo ó parte de las fuerzas de Ca- 
ballería, Artillerta 6 Ingenieros afectos á la 
división, dispondrá el capitán general que al- 
gunos días se reunan unas y otras para un fin 
táctico Óó paseos militares al mando del coman- 
dante general respectivo, con el objeto de ins- 
truirse en las prácticas de conjunto y estrechar 
los lazos que deben existir entre tropas de una 
misma división. Si la expresada reunión exigie- 
ra algún movimiento de fuerzas de escasa 1m- 
portancia, se efectuará éste dando conocimien- 
to al Ministro de la Guerra. 

Lo prevenido en el presente artículo se llova- 
rá siempre á efecto en los períodos indicados 
cuando pueda unirse á la Infantería la Artille- 
ría de la división 6 parte de ella, dadas las ínti- 
mas relaciones tácticas que existen para el com- 
bate entre estas dos armas. 

Art. 21, Lo prescrito en los arts. 17, 18 y 20 es 
aplicable á la primera división de Caballería 
para instrucción con respecto á las baterías á 
caballo que le están afectas. 


1V.—Relaciones con la autoridad superior militar 
. . . . Pp 
del distrito y las de las provincias 6 plazas. 


Art. 22. El capitán general del distrito co- 
municará sus órdenes para todo lo concerniente 
al mando territorial y al servicio ordinario de 
guarnición, incluso para los cambios, relevos y 
movimientos de tropas que este mismo servicio 


exija, por conducto del gobernador de la plaza 
Ó provincia respectiva, dando á la vez oportuno 
conocimiento á los comandantes generales de 


las divisiones á que las indicadas disposiciones 
afecten. En casos urgentes ó circunstancias es- 
peciales, dará también aviso directo á los jefes 
de las brigadas. 
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Art. 23. A la inversa, en todo lo relativo á 
movimientos de tropas para ejercicios ú Opera- 
ciones, y siempre que la urgencia del servicio lo 
exija, ó cuando el capitán general del distrito 
ejerza sus funciones especiales de comandante 
en jefe de cuerpo de ejército, dicha autoridad 
comunicará directamente sus órdenes á los co- 
mandantes generales de división y aun á los je- 
fes de brigada, según los casos, dando oportuno 
conocimiento á los gobernadores de provincias 
ó plazas que considere necesario. 

Art. 24. Cuando los comandantes generales 
de división y jefes de brigada, en el uso de las 
atribuciones que las presentes instrucciones les 
otorgan, dispusieren la celebración de revistas, 
ejercicios, paseos militares ú otros actos, que 
motiven la salida de los cuarteles de las tropas 
de su mando, deberán dar conocimiento, con an- 
ticipación, al gobernador de la plaza, á la vez 
que al capitán general. 

Art. 25. En las plazas donde dispongan los 
capitanes generales que se preste el servicio de 

eneral de día, turnarán en el mismo los genera- 

es de división y de brigada y los comandantes 
- Pee e de Artillería 6 Ingenieros, para cuyo 

n asistirá el nombrado á tomar la orden y 8an- 
to á la Capitanía general cuando lo verifique el 
gobernador militar de la plaza, y si durante su 
servicio notase en el de guarnición alguna no- 
vedad que interese al gobernador militar, le dara 
conocimiento de palabra ó por escrito, según la, 
importancia del hecho. 


V.—Orden y santo. 


Art. 286. Los comandantes generales de divi.- 
sión y jefes de brigada, tomarán directamente 
la orden y santo del capitán general del distri- 
to, ya sea asistiendo personalmente si así lo 

roviene dicha autoridad, ó enviando sus ayu- 
antes de campo. 

Art. 27. Estos ayudantes recibirán la orden 
eneral y el santo, del jefe de Estado Mayor de 
a Capitanía general. 

Art. 28. En el caso de que los comandantes 
generales de división y jefes de brigada no re- 
sidan en la capital del distrito militar, recibirán 
directamente del Estado Mayor copias de la or- 
den general. 

Art. 29. La orden diaria y el servicio de la 

laza la conocerán los comandantes generales 

e división y jefes de brigada por copias ó no- 
tas que los ayudantes de campo harán tomar en 
la Mayoría de la plaza á la hora marcada, em- 
pleándose al efecto una clase de tropa por cada 
unidad superior. 

Para el nombramiento de las clases de tropa 
á que antes se hace referencia, turnarán por me» 
ses los cuerpos de la división. 

Art. 30. Los cuerpos recibirán siempre la 
orden de la división 6 de la brigada por conducto 
del jefe ú oficial de Estado Mayor asignados á 
las mismas. 


VI.—Servicio de plaza y destacamento. 


Art. 31. Siempre que por los cuerpos á sus 
órdenes se cubra el servicio de la laza, aunque 
se halle establecido el de general de día, no será, 
obstáculo para que los comandantes generales 
de división y los jefes de brigada visiten todos 
los meses alguna vez los puestos de aquélla, á fin 
de cerciorarse de que el servicio se cumple cual 
preceptúan las Ordenanzas. 

Art. 32, Los puestos destacados que depen- 
dan de la plaza donde resida el jefe de brigada 
y se consideren como servicio de aquélla, han de 
ser visitados una vez, á lo menos, en cada mes 
por el expresado general. 


Ms. 
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VU.-—Destacamentos de una división $ brigada en 
otro distrito militar. 


Art. 33. Los cuerpos de una división ó bri- 
gada, orgánica ó para instrucción, destacados 
en otro distrito militar que aquél á que perte- 
necen las unidades superiores de que forman 
parte, se considerarán para todos los efectos 
como guarniciones de la provincia donde pres- 
ten 8us Servicl1o0s. 

Art. 34. No obstante lo prevenido en el ar- 
ticulo anterior, los jefes de dichos cuerpos remi.- 
tirán todos los meses al de su brigada un estado 
de fuerza y situación, y le darán cuenta de las 
novedades extraordinarias que hayan ocurrido 
y del estado de instrucción. 

El general de la brigada transmitirá estas no- 
ticias al de la división, según previene el art. 10. 

Art. 38. Para inspeccionar los expresados 
Cuerpos, los comandantes generales de las divi- 
siones y jefes de las brigadas respectivas solici- 
tarán autorización del capitán general de quien 
éstos dependan, y dicha autoridad transmitirá 
la peucidn a] Ministerio de la Guerra para que 
se dicten las órdenes oportunas. 

Aprobado por S. M.—Azcárraga.» (Gaceta 30 
Agosto.) 

E. D. 27 Agosto 1892. 
Creando en el 14." tercio de la Guardia civil una Coman - 
dancia de Caballería (1). 

(Guerra.) «Artículo 1.” Se crea en el 14.” ter- 
cio de la Guardia civil una Comandancia de Ca- 
balloría, compuesta de Plana mayor y dos escua- 
drones, la cual prestará servicio en esta corte. 

Art.2.? La Plana mayor constará de un co- 
mandante primer jefe, un capitán segundo jefe 
y encargado del Detall, un capitán ayudante, un 
primer teniente cajero, un veterinario primero 
y otro tercero, un profesor segundo de equita- 
ón y un sargento de trompetas, todos mon- 
tados. 

Cada uno de los escuadrones se compondrá de 
un capitán, dos primeros tenientes, dos segun- 
dos, cuatro sargentos, catorce cabos, cuatro 
trompetas, diez guardias primeros y 78 segun- 
dos, y se dividirá en cuatro secciones. Tendrá 
Poy caballos correspondientes á los oficiales y 100 

e tropa. 

Art.3. Para llevar á efecto la organización 
de la nueva Comandancia afecta al 14.” tercio, 
se introducen en éste y en las demás Comandan- 
cias las modificaciones de plantilla que se deta- 
llan en el adjunto estado. 

Art. 4.2 Los veterinarios y profesor de equi- 
tación que, con arreglo al art. 2.”, han de formar 
pas de la plantilla de la Comandancia de Ca 

llería, serán los que actualmente pertenecen 
á la del 14. tercio, en la cual causarán baja. 

Art. 5.2 La Comandancia de Caballería que 
ha de organizarse con arreglo á lo prevenido en 
este decreto, formará una unidad administrativa 
independiente; pero se hallará sujeta á la inme- 
diata inspección y fiscalización del coronel sub- 
inspector del 14.” tercio, si bien el jefe de ella se 
entenderá directamente con el gobernador civil 
de la provincia de Madrid para todo lo referente 
al servicio peculiar del Instituto ó al especial 
que le fuere encomendado por esta autoridad. 

Art. 6.2 El Ministro de la Guerra dictará las 
disposiciones convenientes para la ejecución de 
este decreto. 





(1D En el preámbulo del decreto dice el Sr. Ministro 
que «el desarrollo que ha tersido la población de esta cor- 
te, aumentando por modo considerable el servicio que 
está llamada dá prestar la fuerza de Caballería de la 
Guardia civil, hace necesario elevar 4 dos el número de 
eeuadrones sobre la base del hoy existente, creándose 
una Comandancia especial», 
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Dado en San Sebastián á 27 de Agosto de 1592. 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga.» 


(A continuación publica la Gaceta de 30 de 
Agosto el estado que cita el art. 3. del decreto.) 


R. D. 30 Noviembre 1892. 
Declarando reglamentario para el ejército el fusil 
Hausser. 

(GUERRa.) «...Artículo 1.? Se declara regla- 
mentario para el ejército el fusil Mausser de 7 
milimetros, que se denominará fusil Mausser es- 
pañol modelo 1892. 

Art. 2.2 El Ministro de la Guerra dictará las 
disposiciones oportunas para la transformación 
de las fábricas militares de Oviedo y Toledo, á 
fin de ponerlas en condiciones de construir el 
nuevo armamento y sus municiones, así como 
dispondrá lo conveniente para la fabricación de 
la pólvora sin humo. 

rt. 3.2 Se autoriza la adquisición de 70.000 
fusiles, 5.000 carabinas y 18 millones do cartu- 
chos del modelo expresado en el art. 1.”, sujetán- 
dose á las prescripciones legales y reglamenta- 
rias en vigor. 

Art. 4.2 Tanto la transformación de las fá- 
bricas como la compra del armamento y muni- 
ciones antes expresadus, se verificará sin exce- 
derse de los créditos y recursos extraordinarios 
disponibles, como consecuencia de la ley de 14 
de Julio de 1891, del art. 24 la ley de presupues- 
tos vigente y del importe de las remesas de ma- 
terial de Artillería hechas á Ultramar. 

Art. 5.2? Queda autorizado el Ministro de la 
Guerra para la ejecución del presente decreto, y 
para fijar la época en que, por medio de subasta 
pública y con los recursos ordinarios que para 
este fin figuren en los respectivos presupuestos, 
se intente obtener de la industria privada na- 
cional 100.000 fusiles del nuevo modelo en el pe- 
ríodo de diez años, aparte de los que se cons- 
truyan en la fábrica militar de Oviedo. 

Dado en Palacio á 30 de Noviembre de 1892. — 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga.» (Gac. 2 Diciembre.) 


—Por Real orden de la mi:ma fecha se excita 
al inspector general de Artillería para que im- 
prima la mayor actividad á los trabajos nece- 
sarios para el cumplimiento del decreto anterior. 
(Gac. 2 Diciembre.) 


E. D. 2 Diciembre 1893. 


Aprobó las bases á que había de someterse el 
reglamento de las obras y servicios á cargo del 
Cuerpo de Ingenieros, que redactaría con la ma- 
yor urgencia la Comisión nombrada al efecto, 
para que comenzara á regir el 1. de Julio 1894; 
y dispuso que las Comandancias generales del 
Cuerpo redactaran dentro de seis meses otros 
documentos (1). (Gac. 9 Diciembre.) 


R. D. 7 Diciembre 1892, 


Dando nueva organización a la enseñanza: Academia ge- 
neral: Academias de aplicación para Infanteria, Caba- 
VWería, Artillería, Ingenieros y Administración militar: 
Refundición de la Escuela de equitación (3). 


(Guerra.) «A propuesta del Ministro de la 
Guerra, oída la Junta Superior consultiva de 
Guerra; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino; 


(1), Notenemos noticia hasta el presente de que sehaya 
cumplido lo dispuesto por este decreto. 

(2) Todas las disposiciones de este decreto relativas al 
caracter y organización de la Academia general y de 
de aplicación, han quedado abrogadas por el de 8 Febre- 
ro 1898 que suprimió la general y restableció las de las 
diversas Armas é Institutos del ejército. (AP., p. 42.) 
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Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2? La enseñanza en la Academia 
general militar se modificará, dividiéndola en 
dos cursos, que comprenderán los conocimien- 
tos comunes á Infantería, Caballería, Artille- 
ría, Ingenieros y Administración militar. Am- 
bos serán cursados por todos los que pretendan 
seguir cualquiera de las cinco carreras indica- 
das, sin que exista dentro de dicha Academia 
distinción alguna que establezca diferencia en- 
tre los alumnos. 

Art. 2.7 Habrá cinco Academias de aplica- 
ción, que serán de Infantería, Caballería, Arti- 
llería, Ingenieros y Administración militar, en 
las que se facilitarán todos los conocimientos 


necesarios para el ejercicio de cada una de estas . 


carreras, que no hayan sido adquiridos en la 
Academia general. 

Art.3. Como consecuencia de lo dispuesto 
en el articulo anterior, se crea la Academia de 
aplicación de Infanteria. 

Art. 4. Las Academias de aplicación de In- 
fantería, Caballería y Administración militar. 
tendrán dos cursos. Al terminar el primero, los 
alumnos serán promovidos á alféreces alumnos 
en las dos primeras, y á oficiales alumnos en la 
tercera; y al terminar el segundo curso, á segun- 
dos tenientes del Arma en Infanteria y Caballe- 
ría, y á oficiales terceros en Administración mi- 
litur. Las Academias de Artillería é Ingenieros 
tendrán cuatro cursos. Al terminar el primero, 
serán promovidos los alumnos á alféreces alum- 
nos; aprobado el segundo curso, á segundos te- 
nientes alumnos, y terminado el cuarto curso á 
primeros tenientes del Cuerpo. 

Art. 5. Se refunde la Escuela de equitación 
en la Academia de aplicación de Caballería. Los 
conocimientos hípicos que en aquélla se facili- 
taban, se adquirirán en la referida Academia, 
en la que continuará, durante un curso de seis 
meses, un oficial por cada regimiento activo, 
nombrado á propuesta del inspector general en- 
tre los de la última promoción. 

Art. 6. Para ingresar en la Academia gene- 
ral militar será condición precisa poseer los co- 
nocimientos de la primera y segunda enseñan- 
za, salvo las excepciones otorgadas á los indivi- 
duos de tropa, y acreditar mediante examen la 
suficiencia en las materias que los reglamentos 
y disposiciones vigentes exijan, reuniendo ade- 
más las condiciones generales que en los mismos 
se determinen. 

Art. 7.2 El ingreso será por oposición, adju- 
dicándose las plazas á los que obtengan las me- 
jores notas. 

Art. 8. No seintroducirá modificación algu- 
na en los programas de ingreso, en las fechas de 
los exámenes ni en la organización de los mis- 
mos, sin anunciarla con un año de anticipación. 

Art. 9. Una vez aprobados los dos cursos de 
la Academia general militar, los alumnos elegi- 
rán libremente la de aplicación en que deseen 
continuar sus estudios, pero dentro del número 
de plazas que en cada una puedan cubrirse en 
aquel año, según el personal de oficiales exis- 
tentes. 

Art, 10. Tanto en la Academia general como 
en las de aplicación, se permitirá repetir todos 
los cursos una sola vez, salvo en los casos de en- 
fermedad previstos en los reglamentos. 

Art. 11. Tendrán derecho á examen extraor- 
dinario en a de los alumnos que en los 
ordinarios no hayan sido aprobados en una sola 
clase, y además los que se hallen en las condicio- 
nes previstas por las disposiciones vigentes re- 
lativas al que por causa de enfermedad pierde 
lecciones, 


Art. 12. Se permitirá á los alumnos cambiar 


una vez de carrera, siempre que no se encuen- 
tren en condiciones de separación por pérdida 
de curso. El que cambie de carrera se incorpo- 
rará precisamente al primer año de la respecti- 
va Academia de aplicación. . 

Art. 13, Quedan subsistentes las pensiones 
señaladas por Rs. Ds. de 1. de Mayo de 1875 y 19 
de Marzo de 1876 pare hijos de militares y ma- 
rinos y huérfanos de los fallecidos en acción de 
guerra ó de sus resultas, asi como el derecho á 
ellas determinado por el art. 6.” de la ley adicio- 
nal á la constitutiva del ejército de 19 de Julio 
de 1889, 

Art. 14. Los oficiales de todas armas Ó cuer- 
pos podrán ingresar en las Academias de apli- 
cación de otra carrera, siempre que tengan em- 
pleo igual ó inferior al que se obtenga al con- 
cluirla. El ingreso para Jos quo no se hallen en 
este caso se determinará por disposiciones espe- 
ciales; DEES para los fines de antigúedad y pues- 
to en el escalafón de la nueva carrera, sólo se 
tomará en cuenta el empleo en ella obtenido y 
las notas de censura. 

Art. 15. Las Academias de aplicación depen- 
derán inmediatamente de los inspectores gene- 
rales, y la Academia general del subsecretario 
del Ministerio de la Guerra. 

Art. 16. Todos los asuntos relativos á la for- 
mación ó modificación de los planes de enseñan- 
za, programas y obras de texto, se resolverán 
precisamente de Real orden. 

Art.17. El Ministro de la Guerra dictará las 
disposiciones necesarias para la redacción de 
nuevos reglamentos de la Acadomia general y 
de arlicación, planes de estudio de todos estos 
Centros y programas á que ha de sujetarse la 
enseñanza, así como las medidas que sean in- 
dispensables para pasar del régimen antiguo al 
nuevo; teniendo en cuenta que en el próximo 
curso de 1893 4 1894 deben funcionar las Acade- 
mias general y de aplicación con el número de 
cursos que en este decreto se les señalan. 

Dado en Palacio á 7 de Diciembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga.» (Qac. 8 Diciembre.) 


Jurisprudencia. 


8 Octubre 18991. Otorgado por mérito de guerra d 
un alférez el empleo de teniente, y apareciendo que se ha- 
llaba ya en posesión de él por antigiedud, le corresponde 
el de capitdn para que no sea ilusoría la recompensa. 


El alférez D. José García Ramirez pasó á servirá 
Ultramar, y obtuvo por méritos de guerra el empleo 
de teniente en 156 de Septiembre de 1887; pero cuando 
regresó á la Península supo que le había correspon- 
dido tal jerarquía por antigúiedad desde 1898. En su 
consecuencia, pidió que se le permutara la conce- 
sión otorgada, por otra; y el Ministerio expidió en 
su lugar Real orden para conceder al interesado 
cruz roja de primera clase del Mérito Militar. Con- 
tra tal resolución propuso García Ramirez en la vía 
contenciosa la solicitud de que se le reconociese con 
derecho al empleo de capitán, á lo que «uccede el 
Tribunal, declarándole «con derecho á que se le per- 
mute el doble empleo de teniente de intantería por 
el de capitán». Díctase el fallo con vista del articu- 
lo 11 de las instrucciones aprobadas por R. O. de 31 
Marzo 1888, del 37 del reglamento de 1. Marso 1867 y 
del adicional de la ley de 19 Julio 1889, y sus funda- 
mentos dicen así: 

«Considerando: que la Real orden de 15 de Sep- 
tiembre de 1887, que es firme, al conceder á D. José 
García Ramírez, alfóres de Infantería á la sasón, el 
empleo de teniente, resolvió de manera ejecutoría 
que los méritos contraídos en acciones de guerra 
por el interesado le hicieron acreedor á la conce- 
sión de un empleo: 

Considerando.....: que por tratarse de facultades 
regladas deu la Administración, la materia objeto 
del pleito reune cuantas condiciones exige el ar- 
tículo 1.9 de la Jey de 13 de Septiembre de 1:88 para 
dar lugar al recurso contencioso, y no se halla com- 
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prendida en la excepción del núm. 6.*, art. 8,2 de la 
misma ley, como lo estaría en su caso la Real orden 
de 15 de Septiembre de 1887: 

Considerando: en cuanto al fondo del pleito, que 
por baber correspondido al demandante en la Pe- 
nínsula el empleo de teniente con antigúedad de 29 
de Noviembre de 1898 en virtud de lo prevenido en el 
pesto segundo, art. 37 del reglamento de 1.* de 

arso de 1867, es indudable que al conservar el mis- 
mo empleo de teniente con antigúedad de 15 de pe 
tiembre de 1897 por mérito de guerra, hace 1lusoria 
la concesión otorgada por la Real orden de esta úl- 
tima fecha: 

Considerando: que si el demandante hubiese de 
permanecer con el empleo de teniente que por cla- 
sificación le correspondió en la Peninsula, le queda- 
ría por hacer efectivo un empleo obtenido por mé- 
rito de guerra, y Ad tanto, es indudable que, con- 
forme á lo prevenido en el artícnlo antes citado del 
ee mento de 1887, tiene derecho á obtener su equi- 
valente, equivalencia que en este caso sólo existe en 
el empleo de capitán: 

Considerando: que si se pretendiera aplicar la le- 
gislación vigente en la actualidad y no la que regía 
al dictarse la Real orden de 1887, también resultaría 
evidente el derecho de aquél á obtener el empleo de 
A ra supuesto que conforme al artículo adicio- 
nal á la ley de 19 de Julio de 1889, el empleo otorga- 
do como recompensa debe entenderse siempre el su- 
perior al que corresponda en la Península al intere- 
eado.» (Sent. 8 Octubre 1891.—Gac. 6 Agosto 1892, pá- 
gina 312.) (1). 


26-31 Diciembre 1991. Becompensas á profesores 
de la Academia ¡eneral militar. 


Deducida demanda contenciosa por elcapitán don 
Rafael Santa María Menóndes, profesor de la Aca- 
demia general militar, contra Real orden del Minis- 
tezio de la Guerra concediéndole la crus blanca del 
Mérito militar de primera clase pensionada, como 
dd cole del primer plaso en el profesorado, por 
entender que debía concedórsele el grado de co 
mandante en ves de la crus, según el R. D. de 1.? de 
Mayo 1875, se desestima tal pretensión por el T. C. A. 

ue, con vista de los arts. ge de la ley constitutiva 

el ejórcito de 19 de Julio de 1889 y 18 del RE. D. de 1." 
de Mayo de 1875, declara firme y subsistente la Real 
orden recurrida: 

«.. Considerando: que esta disposición no puede 
prevalecor ni por su naturalesa, ni por la fecha en 
que fué dictada, sobre la ley constitutiva del ejér- 
citu de 19 de Julio de 1869, ouyo art. 8.2 prohibe ter- 
minantemente la conces1ón de grados: 

Considerando: que no se opone á la aplicación de 
este precepto, en el caso presonte, la circunstancia 
de haber empezado el demandante á ejercer el pro- 
fesorado antes de la promulgación de la citada ley, 
porañe ésta, ni en su espíritu ni en sus términos, 

ejó á salvo derechos que hubieran podido adqui- 
rirse con anterioridad...» (Sent. 28-81 Diciembre 1891. 
Gac. 12 Septiembre 1802, p. 461.) 


29 Diciembre 1091. encia del abono de 
Surldos y ventajas que d un itar pudieron correspon- 
der errada estuvo retirado, al concedérsele la vuelta al 
servo O. 


A consecuencia de haber manifestado D. José 
Pujol, comandante del regimiento de infantería de 
Zaragoza, al general jefe del primer Cuerpo de ejér- 
cito de operaciones del Norte en 5 de Enero de 1875, 

ue deseaba separarse del servicio por no estar con- 

orme con la forma monárquica de Gobierno que á 
la nación se había dado, se instruyó expediente con 
audiencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina, 
resolviéndose por R. O. de 28 Octubre de 1875 conce- 
der el retiro á Pujol. Notificada esta resolución al 
interesado, solicitó que se dejara sin efecto poz no 
haber manifestado los deseos que en ella se Je atri- 
buian, ni haber presentado la instancia que para 
obtener el retiro prevenian los reglamentos; á cuya 
sáplica se accedió en RE. O. de 90 de Abril de 1879. En 


(t) Un consejero ministro formuló voto particular en 
el sentido de declarar incompetente al Tribunal para co- 
nocer del fondo de la cuestión, pues la Real or TOCU- 
rrida so limitó ptr la gracia del empleo de te- 
niente en méritos de guerra, por otra distinta, como ha- 
bia pretendido el demandante; y su derecho al empleo de 
capitdn no fué objeto de petición y resolución en vía gu- 
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7 de Octubre del mismo año pidió Pujol se le conoe- 
diera la antigúedad en su empleo como si no hubie- 
ra estado separado de las filas, el abono de los años 
de servicio, los haberes que debió percibir y las 
gracias que durante aquel tiempo hubieran podido 
corresponderle. Desestimada esta solicitud por Real 
orden de 13 de Marzo de 1631, interpuso demanda 
contenciosa el interesado, con la súplica de que tal 
resolución fuera revocada excepto en lo relativo á 
la antigdedad en su Impleo, por haberse accedido á 
ello en 16 de Abril de 1894. El Tribunal declara iza- 
procedente tales protensiones por los siguientes 
tundamentos: 

«Considerando: que la R. O. de 28 Octubre de 1875, 
que decretó el retiro de Pujol, causó estado, por no 
haber sido reclamada en tiempo hábil en la esfera 
contencioso administrativa: 

Considerando: que la R. O. de 80 de Abril de 1879, 
al conceder al interesado la vuelta al ejército, en 
virtud de sus instancias, le otorgó una nueva gra- 
cía, que no implica reconocimiento de derecho, por- 

ue dicha disposición no declara que el retiro fuera 

ecretado de un modo ilegal ó o 
al ana en consecuencia la R. O. de 8 de Octubre 

8 : 

Considerando: que la R. O. de 12 de Marso de 1881 
que hoy se impugna, al denegar al reclamante el 
abono de los sueldos y ventajas que le hubieran co- 
rrespondido de no estar separado de las filas, no in- 
fringe ninguna disposición legal, ni ataca el derecho 
del demandante, porque dicha disposición tiene su 
fundamento y es consecuencia de la dictada en 30 
de Abril de 1879, que era sólo dispensadora de una 
gracia, que el Gobierno no oreyó conveniente am- 
pe e pretensiones formuladas posteriormente 
por Pujol: 

Conederando: que la R. O. de 168 de Abril de 1884, 
que concede á éste RI Rate en el empleo, como 
sí no se hubiera separado del servicio, ha sido dicta- 
da después de entablado este recurso, y no puede 
ser objeto de discución en el mismo.» (Sent. Di.- 
ciembre 1891.—Gac. 12 Septiembre 1892, p. 487.) 


13 Febrero 18993. Provisión de vacantes de oficia- 
les de la Guardia civil y Carabineros. 


Los segundos tenientes de la Guardia civil D. Be- 
nito Pardo y D. Agustin Cervato, solicitaron que el 
ingreso en su instituto sólo se autorizase por el em- 

leo que ellos tenian, pretensión que se denegó por 

. O. de 8 de Enero de 1891, la cual dispuso que que- 
dase en toda su fuerza y vigor lo preceptuado res- 
pecto al pase de unas armas á otras en el reglamen- 
to de 31 de Agosto de 1866, publicado para la ejecn- 
ción del H. D. de 80 de Julio anterior, declarado ley 
por la de 17 de mt de 1867, confirmándose por el 
art. 13 de la ley adicional á la constitutiva del ejér- 
cito de 19 de Julio de 1889. 

Por otra E. O. de 31 Enero de 1891, se resolvió que 
la anterior se entendiese aplicable solamente á la 
provisión de las cuartas vacantes de capitanes y 
subalternos que corresponden al turno del ejército 
en aquellos institutos, debiendo continuar dicha 

rovisión en la forma que se practica en la actuali.- 

ad y sis modificación, alguna, según determinan 
los reglamentos militares vigentes. : ] 

Por otra de 22 de los citados mes y año se dispuso 
que los anos subalternos de la Guardia civil 
comprendidos en la relación que principiaba con 
don Eduardo Entralgo y terminaba con D. Juan 
Piñero, pasasen á servir los destinos que en la mis- 
ma se les señalaba; y por la de 12 Febrero de 1s91, 
se concedió el empleo inmediato superior y el ingre- 
so en el Cuerpo de la Guardia civil á los jefes, of- 
ciales y sargentos comprendidos en la relación que 
daba principio con D. Diego Ruiz Mora y termina- 
ba con D. Aniceto Gonsáles Péres. 

Contra las Rs. Os. de 3, 22 y 81 de Enero y 12 de Fe- 
brero de 1891 dedujeron recurso contencioso D. Ma- 
nuel González y García y D. Casimiro Martin. El 
T.C. A. falla asi: ; 

«Considerando: que la cuestión del presente liti- 
gio se reduce á determinar si se hallan vigentes los 

receptos del art. 12 del reglamento de ascensos de 

1 de Agosto de 1868 y de los arts. 19 y 20 del regla- 
mento del Cuerpo de la Guardia civil de 1. de Mayo 
de 1871, en los que se autoriza el pase á los Cuerpos 
de la Guardia civil y de Carabineros en las cuartas 
vacantes de primeros tenientes y capitanes á los 
oficiales de las armas del ejórcito:.. 

Considerando: que para decidir si subsisten estos 
preceptos es preciso atender principalmente al es- 
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píritu y letra de la ley de 19 de Julio de 1889, en la 
cual se determina el carácter y fines del ejército. la 
organización de sus armas, cuerpos é institutos, y 
el modo de ingresar y ascender en ellos: 

Considerando: que según el art. 5, de esta ley, si 
bien todas las fuerzas militares de la Nación cons- 
tituyen un solo ejército, cada arma, cuerpo ó insti. 
tuto tienen su escalafón particular, obteniendo los 
ascensos con arreglo á él, de donde se infiere que 
únicamente los individuos que figuran en el escala- 
fón especial y peculiar de cada Cuerpo tienen dere- 
cho á cubir las vacantes anteriores que en el mismo 
ocurran y á obtener en su caso los ascensos corres- 
pondientes: 

Considerando: que atendido tan terminante pre- 
cepto, deben estimarse derogadas de una manera 
expresa las disposiciones anteriores que otorgaban 
el pase en calidad de ascenso, y en las cuartas va- 
cantes de capitán y teniente de Guardia civil y Ca- 
rabineros, á los oficiales de las otras armas, no sólo 
porque de este modo ingresarían en el escalafón de 
aquellos Cuerpos personas que no figuraban en él, 
sino porque se privaría del ascenso inmediato á los 
oficiales que, por hallarse en los primeros lugares 
de las clases inmediatamente superiores, tuvieran 
derecho inconcuso á obtenerlo: 

Considerando: que el principio indicado de que 
los ascensos que tudas las vacantes produzcan se 
otorguen exclusivamente á losindividuos de las ar- 
mas respectivas, se halla ratificado explícitamente 
en el art. 8.* de la citada ley, en el cual, después de 
establecerse que no se concederá ascenso alguno 
sin vacante que lo motive, se expresa que los oficia- 
les particulares de todas las armas, cuerpos $ insti- 
tutos del ejército, ascenderán en tiempo de paz, 
hasta el empleo de coronel inclusive, por rigurosa 
antigúedad sin defectos: 

Considerando: que por ser contrarios al objeto y 
fines de la ley adicional á la constitutiva del ejér- 
cito de 19 Julio de 1889, los preceptos del art. 12 del 
reglamento de 81 de Agosto de 1866, y de los arts. 19 

20 del reglamento de la Guardía civil de 1.2 Mayo 
lo 1871, están virtualmente derogados, toda vez que 
el art. 13de la misma ley únicamente deja subsis- 
tentes lus disposiciones de la constitutiva del ejér- 
cito, de 22 de Noviembre de 1878, y de cualquiera 
otra en la actualidad vigente, salvo en aquellos 
puntos que expresamente resultaban derogados 6 
modificados por la repetida ley adicional: 

Considerando: que el precepto de los arts. 19 y 20 
del reglamento de la Guardia civil de 1.2 de Mayo 
de 18711, que modificó esencialmente el del art. 12 del 
decreto de 3l de Agosto de 1866, no puede estimarse 
que tenga carácter legislativo, ni por consiguiente 
comprendido entre los textos legales que el art. 33 
de la ley adicional declara vigentes: 

Considerando: que la doctrina expuesta se halla 
también establecida en los arts. 2. y 8.0 del regla- 
mento de 29 Octubre de 1890, en los cuales se consig- 
nan los principios de que no se concederá ascenso 
alguno sin vacante que lo motive, y que todos los 
destinos de plantilla producirán vacantes, esti- 
mándose como tales las causadas por baja definiti.- 
va ó por ascenso, así como por los pases á la situn- 
ción de supernumerarios sin sueldo ó Áá la de em- 
pleado con destino extraño á la carrera militar: 

Considerando: que asimismo lo corrobora el pre- 
cepto del art. 5.0 del mismo reglamento, puesto que 
al determinar que el ascenso en todos los empleos 
de la carrera militar, desde el de segundo teniente 
hasta el de coronel inclusive y sas asimilados, será 
por an'igiedad sin defectos, dentro de la escala de 
cada arma, cuerpo $ instituto, ha prohibido los pa- 
ses de unas armas á otras, prescribiendo que sólo 
pueden obtener colocación y ascenso en los desti- 
nos de un Cuerpo los que figuren ensu escalafón: 

Considerando: que así lo entendió también el Po- 
der ejecutivo al dictar la R. O. de 28 de Marzo de 
1890, conserniente al Real Cuerpo de Alabarderos: 

Y considerando: que las Rs. Os. de 8 y 31 de Enero 
de 1591 infringen las disposiciones legales de que 
queda hecho mérito, y por lo tanto procede el re- 
curso contencioso contra las Rs. Os. de 22 de Enero 
y 12de Febrero de dicho año, dictadas en conse- 
cuencia de aquélla, á tenor de lo prevenido en el 
art. 38. de la ley de 13 Septiembre de 1888: 

Visto el art. 12 del R. D. de 12 de Agosto de 1866; el 
19 del reglamento de la Guardia civil; el 20 y el 21 de 
dicho reglamento; el 5.2 de la ley de 19 de Julio de 
1889; el 9.0 y el 13 de la misma ley; el 2.2 del regla- 
mento aprobado por R. D. de 29 de Octubre de 1890; 


el 8.* y 5.2 del mismo reglamento y el 3.9 de la ley de 
13 de Septiembre de 1885: 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos las 
Rs. Os. de 22 de Enero y 12 Febrero de 1891, en cuan - 
to aplican en perjuicio de los demandantes D. Ma- 
nuel González y García y D. Casimiro hartín y Mar- 
tín, las de 8 y 31 de Enero de dicho año, contrarias 
á la ley adicional á la constitutiva del ejército de 
19 de Julio de 1869 y al reglamento de 29 de Octubre 
de 1880, declarando que los demandantes debieron 
ascender al empleo inmediato cuando les corres- 
pondió por orden de antigúedad y aejando sin etec- 
to los nombramientos que impidieron dicho ascen- 
s0 (1).» (Sent. 18 Febrero 1692,—Gac. 25 Septiembre, 
pág. 68.) 

—V. CoMPETENCIAS EN LO PENAL: DRUDAS DE 
MILITARES: EMPLEADOS PÚBLICOS (disposiciones 
sobre concesión de destinos á sargentos): Jukris- 
DICCIÓN... MILITAR: ORDENES REALES: RETIROS: 
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ELECCIONES. He aquí las disposiciones que 
sirven de complemento á las de este mismo ar- 
tículo del Diccionario: 


Circular 4 Marzo 1892. 

Aclarando algunas dudas que presenta la aplicación de 
ciertas disposiciones legales que á la revisión del censo 
3e refisren. 

(Junta CENTRAL DEL CENSO.) «Cercana la fecha 
en que ha de empezar la revisión del censo, y en 
vista de las consultas que se han dirigido á esta 
Junta Central exponiendo las dificultades que 
presentan en su aplicación algunas de las dispo- 
siciones legales que á dicha revisión se refie- 
ren, y solicitando una interpretación que re- 
suelva las dudas y permita realizar desembara- 
zadamente á las Juntas provinciales y munici- 

ales del censo las delicadas funciones que la 

ey les confía, ha examinado esta Central cuá.- 
les son las soluciones más adecuadas para ven- 
cer aquellas dificultades, facilitando á las Jun- 
tas expresadas las operaciones que han de dar 
principio el día 10 del inmediato mes de Abril. 

El primero de los puntos consultados es la in- 
terpretación que debe darse á la palabra «ac- 
tuales» que en el párrafo segundo del art. 12 de 
la ley sigue á las de «edad, domicilio y profe- 
sión»; si significa que la ley quiere se rectifiquen 
esos datos y el de si el elector sabe leer y escri- 
bir, y en este caso, cómo han de llegar á conoci.- 
miento de las Juntas provinciales aquellos ante- 
cedentes para que puedan hacer la rectificación 
en los libros del censo. Indudablemente la pala- 
bra «actuales» tiene por objeto que en la prime- 
ra lista de las cuatro á que se refiere el art. 12 
de la ley electoral se exprese la edad, el domici- 
lio y la profesión del elector en el día que da 
principio la revisión, así como la circunstan- 
cia de si sabe leer y escribir, cualidad que pue- 
de haber adquirido desde que se formó la lista 
anterior; y como las listas definitivas de electo- 
res que se deben imprimir y publicar todos los 
años han de ser copiadas del libro del Censo, de 
aquí la necesidad de que también se hagan en 
éste las rectificaciones que aquellos cambios exi- 
jan, para que las listas definitivas las conten- 


(1) Dos consejeros ministros formularon voto pas ti- 
cular en el sentido de absolver 4 la Administración de la 
demanda, aduciendo como principales fundamentos: que 
los derechos que se pretende hacer valederos son el de que 
el ingreso en el Cuerpo de la Guardia civil sea sólo por el 
grado de segundo teniente, y el de que todas las vacan: 
tes qu en el miemo ocurran se den á la antiguedad, con- 
tra lo terminantemente dispuesto en el reglamento de 21 
de Agosto de 1866; y que en la demanda no se cita dispo- 
sición alguna que reconosca d favor de los demandan tes 
A el primero ní el segundo de tales pretendidos dere- 
chos... 
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an. Pero como según el texto del art. 13 de la 
ey, las ocho listas que las Juntas municipales 
del censo han de remitir á las provinciales com- 
prenden solamente inclusiones y exclusiones, 
no será posible que las Juntas provinciales rec- 
tifiquen en el libro del Censo, el domicilio y 
demás circunstancias de los electores, cuando se 
hayan modificado, si las Juntas municipales 
no les envían, al mismo tiempo que las ocho lis- 
tas de que habla el art. 13, la primera y la terce- 
ra de las cuatro á que se re refiere el artículo 12. 

El art 2.” del Real decreto de 2 de Marzo de 
1891 ha dispuesto que, de conformidad con lo or- 
denado en el art. 42, párrafo segundo, de la le 
municipal, cuando haya de tener efecto la rect1- 
ficación del censo electoral, los alcaldes de los 
NT de más de 400 vecinos, al publicar el día 

O de Abril las listas pia expresa el art. 12 de la 
ley de 26 de Junio de 1890, cuiden de que las lis- 
tas primera y tercera contengan una casilla más, 
donde se consigne el carácter de elegible 6 no ele- 
gible para cargos concejiles que corresponda á 
cada elector, con arreglo á las prescripciones 
del art. 41 de la citada ley municipal; que sobre 
este particular puedan hacerse reclamaciones, y 
que en lo sucesivo el libro del Censo electoral y 
las listas definitivas de electores en los pueblos 
de más de 400 vecinos contengan una casilla adi- 
cional en que se exprese si cada elector tiene el 
carácter de elegible para cargos municipales; y 
con este motivo se consulta si debe anotarse en 
el libro del censo y listas electorales el carácter 
de elegible ó no elegible de cada elector, sin dejar 
nunca en blanco esta casilla para ninguno de 
ellos, ó deberá llenarse sólo la del que reuna el 
carácter de Jo HU para cargos municipales, 
habiéndose decidido la Junta por que esa casilla 
aparezca siempre llena con la indicación corres- 
pondiente á cada elector. 

Los demás puntos consultados se refieren á 
que, supuesta la necesidad de nuevos libros del 
censo, por no haber espacio en los antiguos para 
otra casilla más, indispensable para consignar 
el carácter de elegible 6 no elegible de cada elec- 
tor, cómo han de hacerse las referencias de los 
libros nuevos á los antiguos; á la manera de que 
les Juntas provinciales tengan conocimiento de 
cuáles son los electores que tienen el carácter de 
elegibles, dado que los libros actuales se forma- 
ron sin estos antecedentes; y por último, al modo 
de hacerse la división en secciones electorales en 
aquellos Ayuntamientos cuyos términos munici- 
pales estén divididos en distritos para las elec- 
ciones de concejales. 

Establecido por el art. 23 de la ley electoral 
vigente que los distritos se dividirán en seccio- 
nes electorales, constituyendo cada término 
municipal una sección, si no excede de 500 el 
número de sus electores; dos, si no excede de 
1.000; tres, si no excede de 1.500, y así sucesiva- 
mente, al formarse el censo actual antes de 
adaptar la ley electoral para diputados á Cortes 
á las elecciones de concejales y diputados pro- 
vinciales, no se pudieron legalmente dividir los 
términos municipales en distinta forma que la 
establecida por los arts. 16 y 23 de dicha ley. 

Pero hecha la indicada adaptación, insistiendo 
el Gobierno de S. M. en mantener el distrito mu- 
nicipal, que coincide siempre y sin fracciona- 
miento con el distrito judicial, como base de las 
elecciones de concejales y de diputados provin- 
ciales, y siendo conforme al espíritu y aun á la 
letra misma de la ley que unas mismas listas de- 
finitivas sirvan para los tres órdenes de eleccio- 
nes, es necesario poner término á la dificultad, 
resuelta 4 en cierto modo por el art. 8.” del 

D. de 30 de Diciembre de 1890, dictado por el 
Gobierno de S. M., con audiencia de esta Junta, 
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conviniendo en que mientras otra cosa no dis- 
ponga una nueva ley, es indispensable que las 
palabras «municipio» y «término» de los arts. 16 
y 28 de la ley electoral de 26 de Junio de 189) se 
equiparen á la de «distrito» en todos aquellos 

unicipios cuyos términos estén divididos en 
distritos para la renovación de sus Ayunta- 
mientos. 

Por estas consideraciones, y como contesta- 
ción á los puntos consultados, la Junta Central, 
en sesión celebrada bajo mi presidencia el día 
23 del corriente... ha acordado las siguientes 
reglas: 

1.* Lalista definitiva de electores del año an- 
terior, que los alcaldes, bajo su responsabilidad, 
harán fijar en el sitio acostumbrado para los 
edictos y bandos municipales, á las ocho do la 
mañana del día 10 del próximo mes de Abril, on 
cumplimiento de lo dispuesto en el art. 12 do la 
ley electoral, será, con relación á los nombres de 
los electores y á la división de secciones, la mis- 
ma que la del año anterior; pero modificada res- 
pecto á la edad de cada uno, que ha aumentado 
en el tiempo transcurrido desde la formación del 
Censo; en el domicilio y la profesión, cuando 
hayan variado, y en la circunstancia de saber 
leer y escribir si han adquirido esta cualidad 
posteriormente; y en los pueblos de más de 400 
vecinos, contendrá además una casilla en que se 
exprese si el elector tiene ó no el carácter de ele- 

ible para cargos concejiles, con arreglo á las 
disposiciones del art. 41 de la ley municipal. La 
tercera de las listas á que se refiere el dicho ar- 
tículo 12 de la ley electoral, contendrá también 
en los pueblos que excedan de 400 vecinos una 
casilla más, en que se exprese asimismo si los 
electores en ella comprendidos tienen ó no el ca- 
rácter de elegibles para concejales. Estas listas 
las remitirán los alcaldes á los presidentes de las 
Juntas psovinció!os con las demás de que habla 
el art. 13. 

2.* Cuando en los libros del Censo no haya 
espacio suficiente para la casilla adicional en 
que se ha de expresar si el elector tiene ó no el 
carácuer de elegible para cargos concejiles, y 
sean necesarios nuevos libros del Censo, las re- 
ferencias de los nuevos á los antiguos se harán 
poniendo en unos y otros, bajo el epígrafe Nú- 
mero de orden, dos casillas: una para la inscrip- 
ción general de cada elector, y otra para el que 
le corresponda en su sección, trasladando luego 
al libro nuevo el primer número como referencia 
al de su matriz y justificante de traslado. 

8.* En aquellos ps cuyos términos mu- 
nicipales estén divididos en distritos para la re- 
novación bienal de sus Ayuntamientos, las Jun- 
tas provinciales del Censo tomarán estos distri- 
tos por base para la división de secciones á que 
se refieren los arts. 16 y 23 de la ley electoral de 
26 de Junio de 1890, á fin de que cada una de di- 
chas secciones no contenga electores domicilia- 
dos en distintos distritos municipales. 

4.* Las listas definitivas se formarán con pa- 
ginación ajustada á la plantilla siguiente: (Si- 
gue el modelo.) eee 

Lo que comunico á V. $. para su conocimiento 
y á fin de que se sirva trasladarlo á todos los al- 
caldes presidentes de las Juntas municipales de 
esa provincia. Dios guarde á V. S. muchos años. 
Palacio del Congreso 24 de Marzo de 1892.—El 
Presidente, Alejandro Pidal y Mon.—Sr. Pres31- 
dente de la Diputación y de la Junta provincial 
del Censo electoral de...» (Gac. 26 Marzo.) 
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Cir. 24 Marso 1892. 

Lístas certificadas comprensivas de electores fallecidos y 
de resoluciones judiciales Armes que afectan d la capa- 
cidad electoral. 

(JunTA CENTRAL DEL CrNt0.) «Ilmo. Sr.: El ar- 
tículo 11 de la ley electoral vigente dispone que 
el día 1. de Abril de cada año, los jueces muni.- 
cipales remitirán á los respectivos alcaldes lista 
certificada de los asientos del Registro civil, 
comprensiva de los electores que hubiesen falle- 
cido durante los doce meses precedentes; y los 
jueces de instrucción Y, de primera instancia, 
también lista certificada de las resoluciones ju- 
diciales firmes dictadas durante el mismo perío- 
do de tiempo, que afecten á la capacidad electo- 
ral de los inscritos en las listas de cada distrito 
municipal. 

Empezadas las operaciones para la formación 
del Censo electoral el día 81 de Julio de 1890, y 
no habiéndose verificado la revisión en 1.” de 
Abril siguiente, porque en virtud de lo preveni- 
do en la segunda de las disposiciones transito- 
rias de la ley electoral no podía hacerse hasta 

asado el año inmediato al en que tuviera lugar 

a publicación de las listas ultimadas, deben 
hoy figurar en dichas listas todos los electores 
que han fallecido 6 que han perdido su derecho 
electoral por incapacidad después de la indicada 

fecha de 81 de Julio de 1890. 

Próximo el día en que ha de empezar la pri- 
mera revisión del Censo electoral y ha de cum- 
plirse por los jueces municipales, de instrucción 
y de primera instancia lo ordenado en el citado 
art. 11, y disponiendo éste que las listas certifi- 
cadas que los jueces han de remitir á los alcal- 
des el día 1.” del próximo Abril sólo han de 
comprender los doce meses precedentes, supo- 
niendo que ha tenido lugar la revisión en el 
año anterior, á fin de no dar lugar á dudas y 
de que las expresadas listas certificadas abar- 
quen el mismo período de tiempo que debe ser 
para esta primera revisión desde el día 1.” de 
Agosto de 1890, en que comenzó la formación 
del Censo, hasta el día 81 de Marzo corriente, 
esta Junta Central ha acordado, en sesión cele- 
brada bajo mi presidencia el día 23 del actual, 


que las listas certificadas que los jueces muni- 


cipaleshan deremitir á los respectivos alcaldes 
el día 1.” del próximo mes de Abril, de los elec- 
tores fallecidos, comprendan el período que me- 
dia desde el día 1.” de Agosto de 1890 hasta el 81 
de Marzo corriente, ambos inclusive, y que se 
extiendan al mismo período de tiempo las que 
han de remitir los jueces de instrucción y de 
rimera instancia, de las resoluciones judicia- 
es firmes que afecten á la capacidad electoral 
de los inscritos en las listas de cada distrito mu- 
nicipal. 

Lo que por acuerdo de la expresada Junta ten- 
go la honra de poner en cónocimiento de V. 1., á 
fin de que se sirva trasladarlo á los jueces de 
instrucción, de primera instancia y municipales 
del territorio de esa Audiencia. 

Dios guarde á V. I. muchos años.—Palacio del 
Congreso 24 do Marzo de 1892.—El Presidente, 
Alejandro Pidal y Mon.—Sr. Presidente de la 
Audiencia territorial de...» (Gac. 25 td.) 


Ley 26 Julio 1992. 

Dando nueva redacción al párrafo tercero del art. 16 de 
la ley 36 Junio 18%0 y modificando los arts. 98, 80 y 81 
en cuanto dá los meses que señalan. 

(Gop.) «LEY.—D. Alfonso XIII, etc. 

Artículo 1.2? El párrafo tercero del art. 18 
de la ley electoral de 26 de Junio de 1890 se en- 
tenderá redactado en los siguientes términos: 

«Del Censo se copiarán por orden alfabético 
los nombres de los electores de cada Municipio, 


separándolos por secciones, con exclusión de 
aquéllos cuya incapacidad, suspensión ó baja 
consten, y las copias constituirán las listas defl- 
nitivas, que habrán de imprimirse y publicarse 
en el Boletín oficial antes del día 15 de Julio.» 

Art. 2. Los meses de Junio, Septiembre y 
Octubre á que se refieren los arts. 28, 30 y 31 
de la misma ley, se sustituirán en el texto de di- 
chos artículos respectivamente con los de Julio, 
Octubre y Noviembre. 

Por tanto: Mandamos, etc.—Dado en San Se- 
bastián á 26 de Julio de 1892.—Yo la Reina Re- 
A Ministro de la Gobernación, Raimun- 

o Fernández Villaverde.» (Gac. 28 Julio.) 


Circ. 6 Agosto 1892. 
Baciendo prevenciones parala próxima renovación bienal 
delas Diputaciones provinciales. 

(GonB.) «...Procede aplicar á esta elección los 

receptos de la ley provincial de 29 de Agosto 

e 1882, los de la ley electoral de 26 de Junio de 
1890, con las disposiciones dictadas para su eje- 
cución, y muy especialmente el R. D. de 5 de No- 
viembre de 1890, la R. O. de 25 de Noviembre del 
mismo año, inserta en la Gaceta del 26, y la cir- 
culada á los gobernadores por este Ministerio el 
27 del mes y año citados. 

Además del indicador que para las operacio- 
nes de la elección se une á esta circular, con ob- 
jeto de evitar dudas y consultas que no siempre 
pueden resolverse con la urgencia que su interés 
reclama, se resumen á continuación las instruc- 
ciones más precisas á fin de evitar quejas y re- 
clamaciones justificadas. 

Parece indudable que al formarse las listas 
electorales que han de servir para la próxima 
elección se habrá tenido en cuenta que en las 
capitales de provincia donde resulten electores 
de una misma Sección, que por pertenecer á dis- 
tintos distritos judiciales deben ejercer su dere- 
cho los unos en esta renovación bienal, mientras 
los otros han de aguardar para O á la si- 
guiente, es forzoso .salvar esta dificultad; pero 
si así no hubiese sido, puesto que el Gobierno no 
tiene participación alguna en la formación de 
las listas, se recuerda á V. 8. la disposición pri- 
mera de la R. O. de 25 de Noviembre de 1890, 
según la cual debe hacerse una clasificación de 
los electores de las secciones, separando los que 
tienen derecho á votar ahora, de aquellos otros 
eS no deben hacerlo hasta después de dos años. 

echa esa clasificación en las listas separadas 
expresivas del número de cada elector en el 
Censo, de sus apellidos y nombre, edad, domici- 
lio y profesión, y si sabe ó no leer y escribir, se 
publicarán en Boletín extraordinario las expre- 
sadas listas y se fijarán en los sitios de costum- 
bre, constituyéndose las Mesas de las secciones 
en la forma establecida por el decreto de adap- 
tación, y no admitiéndose á votar sino á los elec- 
tores incluídos en las listas de los domiciliados 
en el distrito judicial á que corresponda la re- 
novación, toca á las Juntas provinciales remitir 
á los presidentes de las Mesas las expresadas 
listas para que sean expuestas al público en las 
puertas de los Colegios respectivos. 

Con arreglo al art. 18 del R. D. de 5 de No- 
viembre de 1890, el domingo anterior al día de 
la elección, ó sea el día 4 de Septiembre, ha de 
celebrarse la sesión de la Junta provincial del 
Censo, para la proclamación de candidatos y de- 
signación de interventores, debiendo ser la fe- 
cha de las solicitudes y propuestas posterior á la 
de la convocatoria. 

Los presidentes y vicepresidentes de Diputa- 
ción provincial y los TE provinciales ac- 
tuales que no reunan la cualidad de exdiputa- 
dos, sólo por los conceptos señalados en el artícu- 
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lo 16 del R. D. de 5 de Noviembre de 1890 pue- 
den obtener la declaración de candidatos al efec- 
to de designar interventores; y para solicitarlo 
por el número segundo del citado artículo, nece- 
sitan haber obtenido en el mismo distrito la 
quinta ps de los votos emitidos. 

Los diputados provinciales que sean vocales 
dela Junta provincial, si solicitaren ser candi.- 
datos ó fueren propuestos como tales, no podrán 
tomar parte en las deliberaciones y acuerdos de 
la Junta en la sesión que ha de celebrar ésta el 
domingo anterior al señalado para la elección, 
álos efectos del art. 18 del citado Real decreto. 

Las solicitudes Ó comunicaciones pidiendo la 
declaración de candidatos deberán admitirse 
por las Juntas, cualquiera que sea la forma en 
que se presenten, bastando que aparezcan fir- 
madas por el interesado; pero á fin de que pro- 
duzcan efectos el día de la sesión á quese refiere 
el art. 18, los candidatos interesados, ya lo sean 
por solicitud Ó por propuesta, han de asistir por 
sí, ó por medio de apoderados, en forma legal. 

De conformidad con el espiritu y el texto del 
art. 2) de la ley electoral, las solicitudes ó co- 
municaciones y las propuestas pidiendo la decla- 
ración de candidatos pueden presentarse ante 
la Junta provincial, durante las siete primeras 
horas de la sesión que ha de celebrar el domin- 
go antes del señalado para la elección. 

Pasadas las siete primeras horas, se procederá 
á ultimar las operaciones de nombramiento, y 
sorteo en su caso, de los interventores y suplen- 
tes; y si no fueren para ello bastante tres horas, 
se podrá prorrogar la sesión, siempre que lo 
acuerden las dos terceras partes de los vocales. 
Si hubiere de continuar más de un día, se dará 
en cada uno conocimiento á los presidentes de 
las Juntas provincial y central. 

La asistencia á la indicada sesión de la Junta 
provincial es obligatoria para los vocales natos 
y soplentes convocados, los cuales, cuando sin 
Justa causa no concurrieren, ó no se excusasen 
oportunamente, serán corregidos por quien co- 
rresponda con las multas señaladas en los artíi- 
enlos 98 y 99 de la ley electoral, sin perjuicio de 
laresponsabilidad criminal que proeS a exigir- 
les con arreglo al núm. 12 del art. 88 de la misma. 

Para esta sesión, el presidente convocará á los 
vocales natos y á los suplentes que considere 
becesarios, teniendo en cuenta los que puedan 
resultar incompatibles por aspirar á ser desig- 
nados candidatos. Si no se reuniese número su- 
fciente de vocalea natos y suplentes, la sesión se 
celebrará al día siguiente, previa convocatoria 
de los suplentes que residan en la capital, con el 
número Lo los que asistan. 

interventores y suplentes que propongan 
los candidatos no necesitarán reunir otras cir- 
ceunstancias que las prevenidas en el art. 20 del 
ER. D. de 5 de Noviembre de 1890. Los que nom- 
bren las Juntas con arreglo al art. 22, han de ser 
demás electores de la Sección respectiva; pero 
£ en ella no hubiese individnos bastantes que 
sepan leer y escribir, los candidatos podrán com- 
mece las listas con electores de otras Secciones 
el Municipio. En este caso, las Juntas provin- 
ciales, á los efectos del párrafo 4. de dicho ar- 
ticulo 22, podrán también completar el número 
de interventores con electores de otras Seccio- 
nes del mismo término munici pal. 

Tan luego como se hayan terminado las ope- 
taciones á que se refieren los arts. 17 al 23incln- 
sive del repetido Real decreto, el secretario de la 
Junta extenderá el acta de la sesión, que apro- 

rán y firmarán todos los individuos de la 
misma. 

La comunicación del acta por pliegos certifi- 
cados á los alcaldes y presidentes de las Mesas 


de las Secciones se verificará por resúmenes cer- 
tificados, que habrá de autorizar el secretario de 
la Junta, con el V.” B.” del presidente, y en los 
que se comprenderán tan sólo los nombres de 
los candidatos y los deinterventores y suplentes. 

Los nombramientos de interventores y suplen- 
tes se autorizarán por el presidente y se notifi- 
carán directamente á los interesados, debiendo 
hacerse por conducto de los alcaldes respectivos 
cuando aquéllos residan fuera de la capital de la. 
provincia. Para estos nombramientos y certifica- 
ciones podrá hacerse uso de documentos impre- 
sos, así como para las credenciales de los candi.- 
datos y para las certificaciones que se solicita- 
ren de los nombramientos de interventores, cer- 
tificaciones del escrutinio, de las actas y las del 
resultado de la elección y del escrutinio general 
á que se refieren los arts. 85, 86, 37 y 54 del Real 
decreto de 5 de Noviembre de 1890. 

Las firmas de estos documentos serán siempre 
autógrafas (1). 

Es asimismo necesario que oportunamente re- 
curra V.S. por medio de atento aviso al presi- 
dente de la Audiencia para el cumplimiento de 
los arts. 44 y 45 del R. D. de 5 de Noviembre, re- 
lativos á la designación de magistrados que han 
de presidir las Juntas de escrutinio. 

Como queda dicho, el día 25 del presente mes 
de Agosto se ha de publicar en el Bpletín oficial 
de esa provincia la convocatoria para la elec- 
ción, y desde ese día comienza el periodo elec- 
toral; debiendo V. S. tener muy en cuenta para 
todo lo concerniente á los distritos respectivos 
en que se ha de proceder á la elección lo dis- 

uesto en el art. 91 de la ley electoral y 58 del 

eal decreto de adaptación, cuyas prescripcio- 
nes se han de observar hasta que, terminadas 
las operaciones del escrutinio general, el presi- 
dente de esta Junta la declare disuelta, y con- 
cluída la elección, á tenor de lo dispuesto en el 
artículo 55 del Real decreto. 

De Real orden, etc.—Madrid 6 de Agosto de 
1892. —Villaverde.—Sr. Gobernador de la provin- 
cia de.....» (A continuación publica la Gaceta 
de 7 de Agosto un indicador para las operacio- 
nes electorales en la próxima renovación de las 
Diputaciones provinciales, con arreglo al Real 
decreto de 5 de Noviembre de 1890.) 


R. O. 7 Agosto 1892. 

Disponiendo que para las próximas elecciones provin- 
ciales rija la división de distritos y designación de ca- 
pitalidades exístentes en la actualidad. 

(Gon.) «...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, ha tenido 
á bien disponer que para las próximas eleccia- 
nes de diputados provinciales rija la división 
de distritos y designación de e de 
les mismos existentes en la actualidad, que son 
las aprobadas por R. D. de 31 Agosto de 1882, 
con las modificaciones introducidas por las le- 
yes de 3 de Julio de 1883 y 12 de Mayo de 1888. 

De Real orden, etc.—Madrid 7 de Agosto de 
1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador civil de la 
provincia de...» ¿Qac. 8 Agosto.) 


R. 0.81 Agosto 1892. 

Autorizando á los presidentes de las Juntas provinciales 
para firmar con estampilla los nombramientos de inter- 
ventores y las certificaciones que pidan éstos y los can- 
didatos. 

(GoB.) «Vista la comunicación dirigida á este 
Ministerio por el presidente de la Junta provin- 
cial del Censo de Madrid solicitando se modifi- 
cara la Real orden de 6 del actual, en el sentido 


(1) La R.O. de 31 Agotto 1892 permite que la firma 
sea con estampilla. 
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de que dicho PS pueda firmar con estam- 
pilla los nombramientos de interventores y su- 
plentes de las Mesas electorales... : 
S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido disponer, 
de conformidad con lo ya resuelto por Real or- 
den de 22 de Enero de 1891, que los presiden- 
tes de las Juntas provinciales podrán firmar con 
estampilla los nombramientos de interventores 
las certificaciones que pidan éstos y los candi- 
atos. 
De Real orden, etc. Madrid 31 de Agosto de 
1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador de la provin- 
cia de...» (Gac. 1.” Septiembre.) 


Tres Bs. Ds. 27 Diciembre 1892. 
Disponiendo la forma en que se han de verificar las elec- 

ciones de diputados d Cortes en las islas de Cuba y 

Puerto Rico. 

(ULTRAMAR.) (El primero y más importante de 
estos decretos contiene seis títulos, cuyos epl- 
grafes son: Tit. 1. De los distritos elertorales. Ti- 
tulo II. De los diputados. Tít. 111. De los electores 

del censo electoral; disponiéndose que tendrá 

erecho á ser inscrito como elector en las islas 
de Cuba y Puerto y Rico todo español que, ha- 
biendo cumplido años, sea contribuyente 
dentro ó fuera del mismo distrito por la cuota 
mínima al Tesoro de cinco pesos en Cuba y diez 
pesos en Puerto Rico, por contribución territo- 
rial ó por impuesto urbano, industrial ó de co- 
mercio, siendo acumulables las cuotas de dichas 
contribuciones. Dispone también el modo de ad- 

uirir y perder el derecho electoral y sobre la 

ormación y rectificación anual del censo elec- 
toral. Tit. IV. Del procedimiento electoral, en que 
se incluye lo relativo á la constitución de los 
colegios electorales, á las votaciones, á los es- 
crutinios generales y á las elecciones parciales. 
Tít. V. De la presentación de las actas y recla- 
maciones electorales ante el Congreso. Tit. VI. De 
la sanción penal, definiendo los delitos y las in- 
fracciones, y conteniendo también un capítulo 
con disposiciones generales.)(Gac. 28 Diciembre.) 

—Por otro decreto, también de 27 de Diciem- 
bre, se declaran subsistentes en la isla de Cuba 
la división territorial para elecciones de dipu- 
tados á Cortes y el número de éstos que se esta.- 
blecieron por R. D. de 18 de Diciembre de 1891. 
Y se aprueba la división en circunscripciones y 
distritos según relación que contiene el decreto. 

—Y por otro se dictan reglas para la forma- 
ción y publicación de las listas electorales en 
las dos islas. (Gaceta citada.) 


Jurisprudencia. 


R. D.,18 Abril 199%. Decidiendo competencia d fa- 
vor de la autoridad judicial, por no existir cuestión pre- 
via que la Administración deba resolver, acerca de los 
abusos ócoacciones cometidos por el presidente de la Mesa 
de un Colegio electoral. 


Instruída causa contra el alcalde de Torrejón de 
Ardoz en virtud de querella deducida por tres veci 
nos de aquel pueblo, á causa de haber sido deteni- 
dos por orden de dicho alcalde con motivo de haber- 
se negado los querellantes á abandonar el local del 
Colegio el día dela elección de compromisarios para 
senadores, fundados en su cualidad de electores, y 

rocesado aquél, el gobernador de Madrid, de acuer- 
So con la Comisión Apt requirió de inhibi- 
ción ála Audiencia de Alcalá de Henares, alegan- 
do: que el procesado obró en virtud de obediencia 
debida por virtud de las instrucciones que había re- 
cibido, y que al ordenar á los querellantes abando- 
naran el local y no ser obedecido, viéndose por elo 
obligado á detenerlos y ponerlos á disposición del 


juez muricipal, había obrado conforme á las cir- 
cunstancias, conservando el prestigio de la autori.- 
dad: citando en su apoyo los núms, 1.” y 2.” del ar- 
tículo 99 de la ley de 26 de Junio de 1890, 3. del Real 


decreto de 8 de Septiembre de 1887 y 27 de la ley pro- 
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vincial. La Audiencia sostuvo su jurisdicción y sus- 
tanciado el conflicto, se decide á favor de la autoril- 
dad judicial, con vista de los arts. 3. del R. D. de 8 
de Septiembre de 187, 58, 99 y 5 de las adicionales de 
la ley de 26 de Junio de 1890 y 210 y 413 del Código 
penal; considerardo...: 

«...Que según el art. 58 de la ley electoral, la auto- 
ridad del presidente de la Mesa dentro del Colegio 
es exclusiva, y no depende de la del gobernador de 
la provincia para conservar el orden, asegurar la 
libertad delos electores y mantener la observancia 
de la ley. y que, según el art. 99, sólo pueden ser ex- 
cluídos de lus Colegios los que no tengan reconoci- 
do el derecho de electores. 

Que no existe en el presente caso cuestión alguna 
previa que deba ser resuelta por la Administración, 
porque no es de las facultades de ésta determinar 
si el presidente de la Mesa electoral de Torrejón de 
Ardoz obró dentro del círculo de sus atribuciones, 
ó si cometió el delito de coacción electoral, porcuya 
razón noes aplicableá esta competencia lo dispues- 
to en el art. 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 1887.» 


ER. O. 14 Juilo 1898. Declarando nulas las segun- 
das elecciones de Petrel por haberse cometido un conjunto 
de infracciones legales que vicia su resultado. 


Declaradas nulas las elecciones de concejales ve- 
rificadas en Petrel por el mes de Diciembre, y cele- 
bradas otras eun Marzo último, fueron protestadas 
también por muchos de los electores, y elevada la 
cuestión de su validez 4 la Comisión provincial de 
Alicante, este Cuerpo las declaró válidas por acuer- 
do del que disintieron cuatro vocales, los cuales 
fundaban su opinión favorable á la nulidad, en que 
el teniente alcalde D. Matías Bernabé no permitió 
al alcalde la presidencia de la Mesa que éste debía 
regir, ocasionando así el retraimiento de muchos 
electores; y añadian que de los 18 interventores de- 
signados, ningano fué propuesto por los exconceja- 
les, á los que se privó de su legítima representa- 
ción en la elección; que las listas no estuvieron ex- 
puestas al público desde las doce á las tres de la 
tarde en los sitios de costumbre, y se hallaban ce: 
rradas las puertas de la Casa Consistorial, infrin- 
giéndose el art. 7.2 del R D. ds adaptación, que 

reviene que las listas definitivas se coloquen en 

ugar fácilmente visible, y esta falta tiene su san- 

ción en el art. $8 de la ley electoral; que en la sesión 
del día 12 se faltó abiertamente á lo dispuesto en el 
art. 97 de la ley municipal, al declararla secreta el 
presidente, cuando no podía tener tal carácter; que 
la instalación de la fuerza armada en la primera 
sección no pudo menos de coartar la libertad del 
sufragio; que la Junta de escratinio, que se reunió 
en 31 de Marzo, no admitió las protestas de dos can- 
didatos, á pesar de haber comparecido á las diez y 
dies minutos de la mañana, en que tuvo lugar 
aquel acto, siendo de notar que á la mencionada 
hora ya había terminado la sesión, lo cual probaba 
que la ley no se había cumplido, porque no era po- 
sible que en tan corto tiempo se llenaran todos los 
trámites que señala el art. 49 del Real decreto de 
adaptación: que los hechos están confirmados con 
el testimonio de más de 50 electores, y que los elec- 
tos estaban incapacitados como deudores á los fon- 
dos púbiicos». Algunos de los autores de las protes- 
tas DS ante el Ministerio, que pasó el 
asunto al O. de E. He aquí el dictamen de su Sec- 
ción de Gobernación y Fomento: 

«Vistas las disposiciones de los arts. 45, 52, 53 68, 
87 y 102 de la ley municipal; 10, 368 y 91 de la ley elec- 
toral; 7, 15 y 42 del R. D. de 5 de Noviembra de 1880, 
y 42,9. y demás aplicables del de 24 de Marzo de 
1891 y las Rs. Os. de 11 Julio de 1891 y 8 de Marzo pró- 
ximo pasado: 

Considerando que, prescindiendo de la cuestión 
relativa á la presidencia del alcalde elegido en Y 
de Diciembre, cuya legitimidad se pane en duda, 
los hechos en que se funda el voto particular de la 
minoría de la Comisión provincial de Alicante 
constituyen un conjunto de infracciones de la ley 
evidentemente determinantes de la nulidad de las 
elecciones que la mayoría de dicha Comisión decla- 
ró válidas, pues deben tomarse en cuenta las razo- 
nes aducidas en las protestas y el respetable testi- 
moníia de cincuenta y tantos electores; 

Opina la Sección que procede declarar nulas las 
elecciones municipales celebradas en la villa de 
Petrel en 27 de Marzo último; encargar al goberna- 
dor que instruya expediente para averiguar si se 
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hs faltado á lo prevenido en el párrafo segundo del 
art. 91 de la ley electoral, para que en su caso co- 
nozcan de los hechos los Tribunales; y ordenar á 
dicha autoridad que convoque á nuevas elecciones 
con el Ayuntamieneo correspondienteá la fecha le- 
gal de la renovación bienal, cumpliéndose estriota- 
mente en todo las rpata pd do de la ley.» Así se 
resuelve. (R. O. 14 Julio 1592.—Gac. 17 1d.) 


KR. D. 29 Noviembre 1893. El conocimiento de los 
de: ros de coacción y prolongación de funciones públicas 
corresponde d los Tribunales ordinarios sin que exista 
cuestión alguna previa que deba resolverse por la Admi- 

tración. 

Suscitada contienda jurisdiccional entre el gober- 
nador de Madrid y la Audiencia de Alcalá de Hena- 
res con motivo de la causa seguida al alcalde y se- 
cretario del Ayuntamiento de Barajas, por haberse 
ausentado sin justificado motivo de la mencionada 
villa durante el plazo que la ley electoral señala 

ars hacer las reclamaciones contra el resultado 
Eo la elección municipal que se había verificado 
días antes, impidiendo en su consecuencia el ejerci- 
cio de tal derecho, así como también contra el pri- 
mero por haber desempeñado el cargo mayor tiem- 

o que el lega), 0 sea haber continuado al frente de 
la alcaldía vuando debió dar posesión á los conoe- 
jales nuevamente nombrados, se declara por el Go- 

ierno que no ha debido suscitarse, vistos los ar- 
ticulos 172 y 173 de la ley electoral de 20 de Agosto 
de 1870, el cap. VI, tit. VII, lib. 11 del Código penal, 
y el art. 8.? del KR. D. de 8 de Septiembre de 1887: 

«Considerando: Que los referidos hechos pueden 
constituir delitos... cuyo conocimiento y castigo 
corresponde á los Tribunales ordinarios: 

Que no existe cuestión alguna previa que deba ser 
resuelta por la Administración, y de la cual depen- 
da el falo que los Tribunales hayan de pronun- 
ciar...» (R. D. 29 Noviembre 1892.— Gac. 80 1d.) 


EMBALSAMAMIENTOS. Los honorarios 
de los subdelegados de Medicina en esas impor- 
tantes operaciones, se acomodaban á la regla 6.* 
de la R. O. de 20 de Julio de 1861 (Diccionario, 
tomo IV, p. 785), que los fijó en 120 reales á lo 
menos, expresión cuya vaguedad dió origen á re- 
clamaciones diversas y á la adopción de otros 
límites por la R. O. de 29 de Mayo de 1878, pu- 
blicada en virtud de la siguiente: 


E. O. 11 Enero 1892. 

Mandando publicar para 3u debido cumplimiento una de 
29 de Mayo de 1878 relativa á los honorarios que han 
de devengar los subdelegados de Medicina por presen- 
ciar el embalsamamiento de cadáveres y expedir la cer- 
tificación correspondiente. 

(Gob.) «...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en sa nom- 
bre la Reina Regente del Reino, se ha servido 
disponer que se publique en la Gaceta de Madrid 
dicha soberana resolución para el debido cono- 
cimiento de la misma. En su virtud, á continua- 
ción se inserta la precitada Real orden, á fin de 
que en lo sucesivo cuide V. S. de que todos sus 

receptos tengan exacta observancia, y para po- 
po exigirla disponga su publicación en el Bole- 
tín oficial de esa provincia. 

De Real orden, etc.—Madrid 11 de Enero de 
1892. —Elduayen.» 


Real orden de 99 de Mayo de 1939 que se cita 
en la anterior. 


«Excmo. Sr.: Remitida á informe del Real Con- 
sejo de Sanidad la consulta de V. E. sobre la ta- 
sación de los honorarios devengados por un sub- 
delegado de Medicina, en virtud de la Real orden 
de 20 de Julio de 1861 que prescribe la interven- 
ción de estos funcionarios en los embalsama- 
mientos de cadáveres, dicha Corporación lo ha 
emitido al tenor siguiente: 

«Excmo. Sr.....: Examinada la consulta de la 
Real Academia de Medicina de Madrid, relativa 
á la inteligencia que haya de darse á la frase por 
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lo menos, en los honorarios que devengan los sub- 
delegados de Medicina, con ocasión del embalsa- 
mamiento de los cadáveres, en virtud de la Real 
orden de 20 de Julio de 1861; la Sección encuen- 
tra que por más gradaciones que en las fortunas 
sociales se quieran establecer, la Administra- 
ción no parece que, tratándose de tarifas para 
determinados servicios, deba fijarse ó atenerse á 
consideraciones individuales. Y antes, por el 
contrario, entiende que para evitar dudas como 
la ofrecida á la Academia, será bien consignar 
honorarios fijos en la proporción conveniente, 
según la clase de poblaciones en que tiene lugar 
el servicio, el tiempo que éste exige y la jerar- 
quía profesional que los presta. 

La cantidad que á juicio de la Sección debe 
fijarse es la de 800 reales por cada embalsama- 
miento en Madrid y demás capitales de primer 
orden; 200 en las de segundo, y 120 en las de ter- 
cero y demás poblaciones por el desempeño de 
las obligaciones que impone lo preceptuado en la 
citada Real orden de 20 de Julio de 1861, y en 
caso de tener que abandonar su residencia y 
trasladarse á otro punto para cumplirlas, se 
aumentarán los honorarios señalados á razón de 
40 reales por cada legua de distancia. 

Para el señalamiento de estos honorarios á los 
subdelegados, se ha tenido presente el carácter 
de representantes de la Administración, cuyos 
servicios carecen de retribución, y el riesgo que 
en algunas ocasiones pueden correr cerca de ca- 
déveres, que no siempre están en buenas condi- 
ciones...» 

Y conforme 8. M. el Rey (Q. D. G.), con el an- 
terior informe, lo comunico á V. E. para su co- 
nocimiento y cumplimiento. Dios, etc.—Madrid 
29 de Mayo de 1878.—Romero y Robledo.—Señor 
Presidente de la Real Academia de Medicina.» 
(Gac. 15 Enero 1892.) 


EMBARGOS. V. APREMIOS ADMINISTRATIVOS: 
AYUNTAMIENTOS: JUICIO EJECUTIVO. 


EMBRIAGUEZ. V. CIRCUNSTANCIAS ATE- 
NUANTES. 


EMPLEADOS PUBLICOS. He aquí las dis- 
posiciones dictadas sobre la materia en el perío- 
do de tiempo que comprende este APÉNDICE: 


RE. 0. 1.? Febrero 1992, 


Empleados facultativos de Fomento: Disfrute de las con 
secuencias legales de los ascensos. 


(Fom.) «Ilmo. Sr.: La Real orden de 22 de Di- 
ciembre de 1884 dictando reglas para loa ascen- 
sos en el Cuerpo de enero de Caminos, Ca- 
nales y Puertos, modificó esencialmente las que 
por práctica constante venían rigiendo en ar- 
monía con las establecidas para los funcionarios 
de la Administración pública en general. La 
experiencia ha demostrado que por tal innova- 
ción se perjudican Jos intereses del Tesoro pú- 
blico en una cifra tanto más importante, cuan- 
to que se ha hecho extensiva aquella disposi- 
ción á los Cuerpos de ingenieros de minas, 
montes, y agrónomos, y al de archiveros, biblio- 
tecarios y anticuarios; y con el fin de armonizar 
los gravámenes que sobre el Erario público pe- 
san, estableciendo á la vez la debida uniformi- 
dad en las disposiciones que regulan la materia 
evitando también la anomalía que por el actual 
sistema resulta de que el individuo, antes de 
tomar posesión del cargo á que se le promueve, 
disfrute las ventajas consiguientes al ascenso 
sin las responsabilidades inherentes á la supe- 
rioridad de su nueva categoría; 

8. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, ha tenido á bien declarar 
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derogada la precitada Real orden de 22 de Di- 
ciembre de 1884 y sus similares de la misma fe- 
cha relativa á los ingenieros de montes, de 20 
de Febrero de 1885 y de 6 de Junio y 6 de Diciem- 
bre de 1888, referentes á los demás Cuerpos; dis- 
poniendo al propio tiempo que las consecuen- 
cias naturales de los ascensos, en todos ellos, no 
sean efectivas á partir de la presente, cualquie 

ra que sea la fecha en que se expidan los nom- 
bramientos de los funcionarios que los consti- 
tuyen, hasta el día en que se posesionen del 
nuevo destino que obtengan en el Cuerpo á que 
respectivamente pertenezcan, siempre que lo 
verifiquen en el plazo reglamentario. 

De Real orden, etc.—Madrid 1. de Febrero 
de 1892. —Linares Rivas.—Sres. Directores ge- 
nerales de Obras públicas, Instrucción pública, 
Agricultura, Industria y Comercio.» (Gaceta 2 
Febrero.) 


Ley de presupuestos de 80 Junio 1892, 


Escalafones de funcionarios activos y cesantes: Casos en 
que cobrarán sueldos los excedentes: Supresión de die- 
tas é indemnizaciones. 


«Art.32. El Gobierno dispondrá la formación 
de escalafones por rigurosa antigúedad en cada 
clase, de todos los funcionarios activos y cesan- 
tes en la Administración civil, no organizados 
ya por leyes especiales, incluyendo los aspiran - 
tes, porteros y ordenanzas de los Ministerios, 
Direcciones y de todas las dependencias, así 
centrales como provinciales. La provisión de 
cargos vacantes se verificará para el ingreso en 
la forma hoy dispuesta por las leyes; y para los 
ascensos, estableciendo un turno, por el que re- 
caerá la elección del primero en el funcionario 
más antiguo de la clase inferior; el segundo en 
un cesante de la misma clase, dando preferencia 
al que disfrute haber pasivo ó lo sea por refor- 
ma, y el tercero en persona libremente elegida 
por los Ministros, siempre que reunan las condi- 
ciones exigidas por la ley de 21 de Julio de 1876. 
Todos los destinos, incluso los de portero, en 
cualquier dependencia que sirvan, cuyo sueldo 
pei á 1.500 pesetas, serán provistos por Real 
orden. 

Los cesantes que fueren colocados en la Penín- 
sula ó en las islas Baleares y Canarias en desti- 
no de igual categoría y sueldo que el mayor que 
hubieren disfrutado, perderán, si no aceptasen, 
su derecho á volver al servicio mientras exis- 
tieren otros cesantes. 

Art. 33. Los funcionarios públicos que pasen 
á la situación de excedentes, no tendrán derecho 
á disfrutar haber en tal concepto, sino en los 
casos en que la excedencia haya sido reconocida 
por una ley, y tenga por objeto la admisión de 
aquéllos en los Cuerpos Colegisladores, ó se les 
imponga por virtud de supresiones ó reformas 
legalmente hechas, que afecten al Cuerpo en que 
sirvan. 

Art. 34. Ningún funcionario, cualquiera que 
sea la clase á nee pertenezca, percibirá cantidad 
alguna sobre la que se asigne á su destino en 
la loy de presupuestos, en concepto de dietas, 
indemnizaciones ó emolumentos, mientras no 
salga de la localidad á que estuviere destinado, 
aunque se le encomiende algún servicio especial. 

Quedan suprimidas las dietas de toda clase de 
Tribunales de oposición (1).» 


(1) Estas dietas han sido restablecidas por virtud de 
la ley de presupuestos de 80 Agosto 1896 (AP., p. 418), que 
comprende en el de gastos los necesarios para satisfacer- 
las. Los tipos d que ha de ajustarse su exacción, son los 
determinados en la R. O. de 11 de Noviembre del mismo 
año (p. 729). 


RE. O. 13 Agosto 1892. 
Destinos reservados d sargentos y licenciados del ejéreito. 


(Presi. DEL C. De M.) Esta Real orden limi- 
tó á «cuatro plazas vacantes por cada individuo 
y promoción», «el derecho á solicitar destinos 
civiles reservados á los sargentos y licenciados 
del ejército (1).» (Gac. 6 Septiembre.) 


R. O. 7 Septiembre 1892. 


Dispuso que se procediera á la formación de 
los escalafones de todos los empleados activos y 
cesantes del Ministerio de Fomento, y señaló 
términos perentorios para que los interesados 
presentaran sus hojas de servicios y pudieran im- 
pugnar su inclusión en ellos. (Gac. 8 Septiembre.) 


E. D. 25 Septiembre 1892. 
Mandando proceder á la formación de escalafones de los 
co activos y cesantes de la Administración eco- 
mica. 


(Hac.) «De conformidad con lo propuesto por 
el Ministro de Hacienda (2); de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, y para dar cumplimiento á 
lo dispuesto en el art. 82 de la ley de 30 de Junio 
último; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Alfon- 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Por el Ministerio de Hacienda se 
dispondrá la formacion de escalafones de los em- 
pleados activos y cesantes de la Administración 
económica, no organizados ya por disposiciones 
especiales. 

Art. 2.2 La formación de los escalafones á 
que se refiere el artículo anterior se sujetará á 
las siguientes reglas: 

1.* Los jefes de Administración figurarán en 
un solo escalafón, que se formará por la Subse- 
cretaría del Ministerio. 

2. Los jefes de Negociado, oficiales y aspi- 
rantes serán comprendidos en cuatro escalafo- 
nes, á saber: 

1.2 Delos funcionarios de la Administración 
de la Hacienda. 

2. De los de Tesorería. 

8.2 Delos de Intervención. 

4. Delos de Inspección é Investigación. 

En el primero figurarán los empleados activos 
y cesantes de las dependencias centrales y pro- 


(1) La Real orden arriba extractada ha sido derogada 
expresamente por la de 16 de Junio 1896 (AP., p. 370). 

(2) «La ley de 21 de Julio de 1876, al establecer en sus 
arts. 26 al 939 las reglas para el ingreso y ascenso en los 
destinos de la Alministración pública, ha sido el funda- 
mento de la relativa estabilidad que disfrutan hoy los 
funcionarios del Estado. 

Faltaba, sin embargo, regularizar esos ascensos esta- 
bleciendo un turno que alcanzase d todos; y aunque esto 
ya se prometió indudablemente, pues no otra cosa puede 
significar la formación de escalafones que preceptuaba el 
art. 30 de la misma ley, es lo cierto que, sí bien aquéllos 
se formaron, no han servido sino para conocer las condi- 
ciones legales de cada funcionario. 

Este vacío lo ha llenado el art. 32 de la ley de 80 de Ju- 
nio último, que, al repetir el precepto de la formación de 
escalafones, ha establecido de modo claro y terminan?e el 
turno para los ascenso9. 

El Real decreto que hoy tengo la honra de semeter á la 
aprobación de V. M., de acuerdo con el Consejo de Minis- 
tros, no es otra cosa que el desarrollo de ese precepto. En 
él se ha preferido, d un escalafón único, escalafones por 
grandes grupos que respondan d los conceptos fundamen- 
tales en que por la diversidad de funciones deben conside- 
rarse divididos los servicios de la Administración econó- 
mica, y en él se comprenden también > jaca disposicio- 
nes que tienden iba dardo po d que aparezca en el 
plazo más breve posible la elase de cesantes, que es indu- 
dablemente el espíritu de la ley, ya que la situación del 
Tesoro público ha exigido, por desgracia, que la misma 
venga acompañada de una considerable reducción en los 
destinos públicos.» (Exposición del R. D.) 
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vinciales de la Subsecretaria y de las Direccio- 
nes y demás Centros administrativos. 

En el segundo los de las dependencias centra 
les y provinciales de la Dirección general del 
Tesoro público. 

En el tercero los de las mismas dependencias 
de la Intervención general de la Administración 
del Estado. 

Y en el cuarto los de la Inspección é Investi.- 
gación de la Hacienda pública. 

El primero y el cuarto se formarán por la Sub- 
secretaría del Ministerio; el segundo por la Di- 
rección general del Tesoro y el tercero por la 
Intervención general. 

Los aspirantes á oficial Y los porteros y orde- 
NAanzas, Axerarán en escalafones especiales por 
ramos que formarán y publicarán las Direccio- 
nes ó Centros superiores de que dependan, ate- 
niéndose á las mismas reglas que se establecen 
en este decreto. , 

38.* A continuación de los empleados activos 
de cada clase figurarán los cesantes de la misma 
y del ramo respectivo. 


4.* Los escalafones se formarán por orden de 
sueldos, Ó sea por clases, y dentro de éstas por 
rigurosa antigúedad de los funcionarios, deter- 
minada por el tiempo efectivo de servicios pres- 
tados en ellas. Los empleados que cuenten igual 
tiempo de servicios en una clase se colocarán por 
orden de su total antigúedad efectiva en el ser- 
vicio del Estado; y si fuese ésta también igual, 
tendrá preferencia el de mayor edad. 

.* Los qu sirvan en comisión, por haber 
desempeñado destino de planta de mayor sueldo 
en propiedad, tendrán derecho preferente sobre 
los de su clase, figurando á la cabeza de la esca- 
la por el orden de los sueldos y el tiempo servi- 
do en las clases superiores. 

6.* Los funcionarios que desempeñen plaza 
de elase superior á su categoría efectiva, figura- 
rán en el lugar que por ésta les corresponda, pa- 
sando á la referida clase superior cuando las dis- 
posiciones que hayan regulado su nombramien- 
to ó su efectivo ascenso lo consientan. 

7.* Las escalas de los empleados cesantes se 
formarán bajo las mismas reglas que las de los 
funcionarios activos, pero se hará constar por 
nota los que disfruten haber pasivo y los que 
hubieren cesado por reforma, para darles la pre- 
ferencia que la ley les concede. 

.* La Subsecretaría del Ministerio de Ha- 
cienda, la Dirección general del Tesoro y la In- 
tervención general, reclamarán inmediatamen- 
te las hojas de servicios debidamente justifica- 
das, á todos los funcionarios activos y cesantes 
de su ramo respectivo, totalizadas en 80 del mes 
actual. 

Los empleados cesantes presentarán sus hojas 
aljefe de Hacienda de la provincia de su resi- 
dencia, el cual remitirá al Centro respectivo, 
ra los efectos de la ley, nota de los que resi- 
endo en la provincia, en esa situación, cobran 
haber pasivo. 

Reunidas las hojas de servicios, se procederá 
á la formación de escalafones, que deberán ser 
aprobados por el Ministerio en la segunda quin- 
cena de Noviembre, á fin de que sean publicados 
en la Gaceta de Madrid del día 1.2 de Diciembre 
siguiente. 

9.* Los empleados activos que por cualquier 
motivo dejasen de presentar sus hojas de servi- 
cios justificadas en el plazo fijado en la regla 
anterior, se entenderá que renuncian su desti- 
no, el cual se declarará desde luego vacante. 

10. Los cesantes sin hacer pasivo que no pre- 
senten su hoja de servicios justificada, no po- 
drán optar á los beneficios que se les otorgan 
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hasta que al rectificarse los escalafones sean in- 
cluídos en el lugar que les corresponda. 

11. Las reclamaciones que los interesados ha.- 
an contra el lagar que se les señale en los esca.- 
afones, sólo se admitirán durante el mes de Di- 
ciembre próximo.' 
12. Las reclamaciones que se resuelvan favo- 
rablemente modificarán el escalafón y surtirán 
sus efectos desde la fecha en que sean acordadas. 
Estas resoluciones se publicarán en la Gaceta de 
Madrid para conocimiento de los interesados. 
13. Los escalafones serán rectificados con las 
variaciones que el movimiento del personal ha- 
ga necesarias á la fecha de 31 de Diciembre de 
cada año y se publicarán en la Gaceta de Madrid 
dentro de los quince primeros días del siguiente 
mes de Enero. 
Art. 8. El ingreso en los destinos de la Ha- 
cienda pública á que se refiere el art. 82 de la 
ey de 30 de Junio último, tendrá lugar con arre- 
glo á las o de la ley de 21 de Jnlio de 
1876 y Real decreto de la misma fecha; y por lo 
que á las plazas de oficiales quintos, aspirantes 
subalternos se refiere, con sujeción á lo que se 
etermina en la ley de 10 de Julio y reglamento 
de 10 de Octubre de 1885, salvo las excepciones 
en aquélla establecidas. 
Art. 4. Para los ascensos, desde la clase de 
oficiales cuartos en adelante, se establecerá un 
turno, mediante el cual la primera vacante de 
cada clase se otorgará al funcionario más an- 
tiguo de la inferior inmediata; la segunda á un 
cesante de la misma clase, dando preferencia 
al que disfrute haber pasivo ó lo sea por refor- 
ma, y la tercera á persona libremente elegida 
por el Ministro, siempre que reuna las condicio- 
nes exigidas por la'ley de 21 de Julio de 1876. 

Los aspirantes, porteros y ordenanzas ascen- 
derán con arreglo á lo dispuesto en el art. 84 del 
reglamento de 10 de Octubre de 1885, 

Art. 5. Todo ascenso por antigúedad es re- 
nunciable, si las conveniencias del mejor servi- 
cio lo consintiosen. En este'caso, la vacante se 
proveerá en el funcionario que ocupe el número 
siguiente, siempre que reuna las condiciones 
exigidas por la ley de 21 de Julio de 1876; y el 
que lo hubiese renunciado no podrá ascender 

espués, sino en la primera vacante que haya de 
proveerse también por antigúedad. 

Art. 6.2 Cuando no hubiese en los escalafo- 
nes de empleados activos funcionario que re- 
una las condiciones que la ley exige para obte- 
ner el ascenso, se proveerá la plaza, siguiendo 
el turno, en un individuo en situación de ce- 
sante. 

Art. 7.2? Los cesantes serán colocados en las 
vacantes que les corresponda q orden riguro- 
so de antigiiedad, salvo la preferencia estableci- 
da por la ley respecto á los que disfrutan haber 
pasivo Ó lo sean por reforma. Los que fueren 
colocados en la Peninsula ó en las islas Balea- 
res z Canarias en destino de igual categoría y 
sueldo que el mayor que hubieren disfrutado, 
perderán, si no aceptasen, su derecho á volver 
al servicio mientras existan cesantes. En este 
caso se les hará figurar en el último lugar del 
escalafón de su clase, con la oportuna nota ex- 
plicativa. 

Art.8. Cuando en un escalafón no existie- 
sen cesantes de la clase de la vacante que deba 
proveerse en su favor, recaerá la elección en el 
cesante que figure en primer lugar en la escala 
de la clase inferior inmediata, siempre que re- 
una las condiciones legales. En otro caso, la 
vacante será provista, siguiendo el turno, por 
elección. 

Art. 9.2? Las permutas sólo podrán acordarse 
entre funcionarios de la misma eateporia y cla- 
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se, á petición de los mismos, y siempre que lo 
consientan las conveniencias del servicio. 

Art. 10. La provisión de vacantes del perso- 
nal de jefes de Administración se hará por Real 
decreto, y por Real orden las de jefes de Nego- 
ciado y oficiales. Las vacantes que correspondan 
á los escalafones de Tesorería 6 Intervención, 
se proveorán á propuesta de los jefes superiores 
de los respectivos ramos. 

Art. 11. La infracción ó la demora en las re- 
glas de procedimiento de los asuntos de la Ad- 
ministración económica por parte de los funcio- 
narios de Hacienda, será corregida en la forma 
y manera que establece el cap. XII del regla- 
mento de 15 de Abril de 1890. 

Análogamente serán castigadas las faltas que 
cometan los empleados y que afecten á su pres- 
tigio personal ó al buen nombre de la Adminis- 
tración pública. 

Art. 12. Las vacantes que resulten desde el 
día 1. de Enero prono se proveerán con su: 
jeción estricta á los preceptos de la ley y de este 
decreto. 

La mitad cuando menos de las que ocurran 
hasta la fecha indicada de 1.? de Enero, se pro- 
veerán dando colocación en las mismas ó en sus 
resultas á empleados cesantes, prefiriendo siem- 
pre los que disfruten haber pasivo ó lo sean por 
reforma. 

Art. 13, El Ministro de Hacienda queda en- 
cargado de la ejecución del presente decreto, 
dictando al efecto las disposiciones oportunas. 

Dado en San Sebastián á 25 de Septiembre de 
1892. —María Cristina.—El Ministro de Hacien- 
da, Juan de la Concha Castañeda.» (Cac. 27 Sep- 
ttembre.) 


E. O. 90 Septiembre 1802. 
Dictando disposiciones para el cumplimiento del decreto 
anterior 


(Hac.) «Con el fin de dar el debido cumpli- 
miento á Jo dispuesto por el R. D. de 25 del ac- 
tual, dictado en virtud de lo prevenido por el ar- 
tículo 82 de la ley de 80 de Junio último, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, se ha servido resolver: 

1. Los funcionarios activos dependientes de 
este Ministerio, no organizados por disposicio- 
nes especiales, presentarán en la primera quin- 
cena de Octubre próximo su hoja de servicios 
justificada á los jefes superiores de la provincia, 
ó de la dependencia en que sirvan, los cuales exa- 
minarán con especial cuidado y baj O 8U Frespon- 
sabilidad si las hojas están en un todo de acuer- 
do con los documentos originales que como jus- 
tificantes se acompañen á aquéllas, firmando, en 
este caso, la conformidad en las mismas. 

2. Los empleados cesantes las presentarán 
también dentro de igual plazo á los jefes de Ha- 
cienda de la provincia de su residencia, á cuyo 
efecto éstos publicarán desde luego en el res ec- 
tivo Boletín oficial la correspondiente invitación, 
con la advertencia del perjuicio á que puede dar 
lugar la falta de presentación de sus documen- 
tos, según previene la regla 10 del art. 2.* del 
Real decreto de 25 del corriente. 

8. Las e Le de servicios de los delegados de 
Hacienda en las provincias y en el extranjero, y 
las de los administradores de Hacienda de las 
Vascongadas y Navarra serán examinadas por 
los interventores de su respectiva dépendencia 
los cuales certificdrán bajo su responsabilidad 
de la exactitud de las mismas. 

4. Las hojas de servicios, tanto de los emplea- 
dos activos como de los cesantes, se ajustarán al 
modelo que se acompaña. 

5. Reunidas y examinadas las hojas de servi- 





cios, los jefes de las provincias las remitirán al 
Centro directivo de que dependan los funciona- 
rios activos ó pas fo dependido últimamente los 
cesantes, haciendo notar cuáles sean las que no 
se hayan presentado con la debida justificación. 
En este caso, el Ministerio resolverá sin ulterior 
recurso sobre la situación del funcionario, en 
vista de lo dispuesto por las reglas 9.* y 10 del 
art. 2. del Real decreto citado. 

6.2 Los cesantes que hayan obtenido ú obten- 
gan destino dependiente de otro Ministerio, po- 
drán figurar en el escalafón como cesantes de la 
clase en que sirvieron en Hacienda y ser nom- 
brados nuevamente para este ramo, con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 7.” del Real decreto,1n- 
dicado. 

7.2 A los cesantes que residan en las provin- 
cias de Ultramar ó en el extranjero, se les con- 
cede un plazo improrrogable de tres moses para 
presentar sus hojas de servicios documentadas, 
ó sea hasta el 28 de Febrero del próximo año. 

8.2 Transcurridos dichos plazos, las instan- 
cias de los empleados cesantes para figurar en el 
escalafón no surtirán sus efectos, caso de ser 
atendidas, hasta la rectificación del mismo en 81 
de Diciembre del año próximo, con sujeción á la 
regla 18 del art. 2. del Real decreto mencionado. 

.? Tan pronto como reunan los Centros di- 
rectivos dependientes de este Ministerio las ho- 
jas de servicios de los jefes de Administración, 
activos y cesantes, las enviarán á esa Subsecre- 
taría para que la misma forme el respectivo es- 
calafón. 

10. Según lo dispuesto en las reglas 2.* y 8.” 
del art. 2. del Real decreto de 25 del corriente, 
la Dirección gencral del Tesoro público y la In- 
tervención general de la Administración del Es- 
tado formarán sus respectivos escalafones de 
jefes de Negociado y oficiales y los remitirán 
por duplicado á este Ministerio, para su aproba- 
ción, el día 15 de Noviembre próximo. 

11. Las demás Direcciones y Centros admi- 
nistrativos de este Ministerio remitirán, el mis- 
mo día 15, las hojas de servicios del personal 
central y provincial de Real orden dependien- 
tes de los mismos, tanto en activo servicio como 
cesantes, acompañadas de relaciones nominales 
debidamente ordenadas por la antigúedad de 
los funcionarios, en armonía con lo dispuesto 

or las reglas q, y 5.* del art. 2.” del citado 

eal decreto. | 

12, La Subsecretaría del digno cargo de V. l., 
en vista de las hojas de servicios que reciba de 
los Centros administrativos y las de los fancio- 
narios que de ella dependan, formará los esca- 
lafones correspondientes á los jefes de Adminis- 
tración, funcionarios de la Administración de 
Hacienda y empleados de la inspección é inves- 
tigación, así como también los escalafones es- 
peciales de su personal subalterno. 

13. En los ramos en que hubiere empleados 
facultativos, periciales, mecánicos ó prácticos, 
figurarán en escalafones especiales. 

14. La Dirección general del Tesoro, las de- 
más Direcciones y Centros administrativos de 
este Ministerio y la Intervención general de la 
Administración del Estado, formarán y publi- 
carán los escalafones especiales, por ramos, de 
los aspirantes á oficial, porteros y ordenanzas á 

ue se refiere el último párrafo de la regla 2.” 

el art. 2.? del expresado Real decreto, con las 
mismas formalidades y en los mismos plazos 
establecidos para los de los demás funcionarios. 

15. Formados y aprobados los escalafones, se 

ublicarán en la Gaceta de Madrid del día 1.” de 

iciembre próximo, y durante todo este mes se 
admitirán las reclamaciones que contra los mis- 
mos se presenten, las cuales surtirán efecto des- 
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de la fecha en que sean resueltas, publicándose 
en el expresado periódico oficial. 
16. Los funcionarios dependientes de este 
Ministerio que cambien de destino presentarán 
en el acto de posesionarse de su nuevo cargo la 
hoja de servicios justificada y por duplicado; y 
el jefe de la dependencia que le acredite la po- 
sesión las examinará bajo su responsabilidad, 
remitiendo uno de los ejemplares al Centro de 
que dependa el destino de que se trate, y el otro 
ejemplar á la Subsecretaría de este Ministerio. 
17. Las vacantes de destinos de fianza se pro- 
veerán por el turno que corresponda, pero si el 
nombrado no la aceptare, se proveerá por el 
turno siguiente, hasta que voluntariamente sea 
aceptada. Los funcionarios que renuncien las 
lazas de esta clase, deberán manifestarlo al 
Jefe superior correspondiente en el término im- 
prorrogable de ocho días. 
De Real orden, etc.—Madrid 80 de Septiembre 
de 1892. —Concha.—Sr. Subsecretario de este Mi- 
nisterio.» (Gaceta 3 Octubre.) 


R, D. 1.? Ootubre 1892. 
Escalafones dependientes del ramo de Gobernación (1). 


(Goñ.) «Artículo 1.2 Por el Ministerio de la 
Gobernación se procederá á formar el escalafón 
general de todos los empleados de la Adminis- 
tración civil, activos y cesantes, dependientes 
del mismo, que no estén organizados por dispo- 
siciones especiales, con sujeción á las reglas si - 
guientes: 

Primera. Dicho escalafón se dividirá en las 
mismas clases que comprenden las categorías 
establecidas por el R. D. de 18 de Junio de 1852, 
con excepción de la de jefes superiores, y agre- 
gando las necesarias para incluir á los porteros, 
mozos ú ordenanzas del Ministerio y de los go- 
biernos de provincia, los cuales se clasificarán 
por el sueldo quS disfruten. 

Segunda. En las antedichas clases figurarán, 
por orden riguroso de antigúedad, los emplea- 

os que con destino de planta reglamentaria y 
sueldo asignado en los presupuestos del Estado, 
resten sus servicios en las dependencias centra- 
es del Ministerio, en los Gobiernos civiles de 
rovincia y en las Delegaciones especiales del 
Gobierno, así como los administradores de los 
establecimientos generales de Beneficencia. 

No formarán parte de este escalafón los jefes 
superiores de Administración, los gobernadores 
civiles y delegados especiales del Gobierno, ni 
los individuos del Cuerpo de vigilancia y cua- 
lesquiera otros funcionarios que hayan obteni- 
do sus empleos sin los requisitos prevenidos en 
el art. 26 de la ley de presupuestos de 21 de Ju- 
nio de 1876. 

Tercera. Los escalafones se formarán por or- 
den de sueldo, ó sea e clases, y dentro de és- 
tas por antigúedad de los funcionarios, deter- 
minada por el tiempo efectivo de servicios pres- 
tados en ellas. 

Los empleados que cuenten igual tiempo de 
servicios en una clase, se colocarán por orden 
de la totalidad efectiva de los mismos en la Ad- 
ministración del Estado, y si fuese ésta también 
igual, tendrá preferencia el de mayor edad. 

Cuarta. Los funcionarios que sirvan en co- 
misión por haber desempeñado destino de planta 
de mayor sueldo en propiedad, tendrán derecho 
preferente sobre los de su clase, figurando á la 
cabeza de la escala por el orden de los sueldos y 
el tiempo servido en las clases superiores. 

Los cargos que se hayan obtenido sin las con- 


(1) Inspirase este decreto en motivos idénticos d los 
que han producido el de 258 Septiembre anterior, expedido 
por Hacienda. 


diciones A nes por el art. 26 de la ley de 91 
de Julio de 1876, y el de gobernador ps 
do nose haya cumplido el tiempo fijado por el 
R. D. de 12 de Abril de 1879, no dan derecho 
paa considerar en comisión al funcionario que 

esempeñe en la Administración civil empleo 
dotado con sueldo inferior al de aquéllos, ni 
para aumentar la antigúedad en los que tengan 
señalado igual haber. 

Quinta. En cada clase, y á continuación de 
los empleados activos, figurarán los cesantes 
bajo las mismas reglas que aquéllos. 

ara poder pl á esta inclusión es necesario 
acreditar que el mayor empleo de planta desem- 
peñado por el interesado en la Administración 
civil haya dependido del Ministerio de la Gober- 
nación; y sise ha servido con el mismo sueldo en 
diferentes ramos, que la última cesantía pro- 
venga de este Departamento. 

Sexta. No podrán figurar en el escalafón de 
esto Ministerio los cesantes de servicios que, 
aunque dependientes del mismo, estén organiza- 
dos ya por disposiciones especiales, ni los que 
hayan dependido de Centros que correspondan 
hoy á otro repara menta ministerial. 

ptima. sÑ primeros puestos correspon- 
dientes á los cesantes, en cada clase, los ocupa- 
rán los que disfruten haber pasivo, ordenados 
por la importancia de este haber y haciendo 
constar la fecha de la acordada del Tribunal ó 
Junta que haya decretado su abono. A conti.- 
nuación se colocarán aquellos cuya última cae- 
santía haya sido motivada por supresión ó re- 
forma, ordenados entre sí lps su respectiva an- 
tigúedad. Posteriormente figurarán en cada cla- 
se los demás cesantes, también por orden de 
antigúedad rigurosa. 

Octava. Los que con arreglo á lo dispuesto 
en el R. D. de 23 de Enero de 1886 hayan desem- 
Dr interinamente destinos de los reserva- 

os á los sargentos del ejército, no figurarán 
por este hecho, en el escalafón como activos ni 
cesantes; pero á los que hayan obtenido después 
el nombramiento en da depto se les computa- 
rá para su antigúedad el tiempo que permane- 
cieron en aquella situación. 

Novena Los que se crean con derecho á figu- 
rar en los escalafones presentarán, en el térmi- 
no de treinta días, sus hojas de servicios acom- 
pañadas de los documentos justificativos origi- 
nales, totalizando aquéllos en fin del mes actual. 

Los empleados activos residentes en Madrid 
harán la presentación de sus documentos al jefe 
del Centro de que dependan y los de provincias 
á los gobernadores civiles. 

Los cesantes los presentarán en el Gobierno 
de la provincia en que residan. 

Los gobernadores elevarán, sin demora, al 
Ministerio de la Gobernación las hojas de ser- 
vicios que les hubiesen sido presentadas duran- 
te el periodo establecido para ello. 

Décima. Los empleados activos que por cual- 
quier motivo dejasen de presentar sus hojas de 
servicio justificadas en el plazo fijado en la re- 
gla anterior, se entenderá que renuncian su des- 
tino, el cual se declarará desde luego vacante. 

Undécima. Reunidas las hojas de servicios, 
la Subsecretaría del Ministerio formará el co- 
rrespondiente escalafón general, con sujeción á 
las reglas establecidas, publicándolo en la Ga- 
ceta de Madrid, con carácter provisional, el día 
1. de Diciembre próximo. o 

Duodécima. Los que se consideren perjudica- 
dos podrán recurrir al Ministerio, acompañan- 
do los documentos originales en que funden sus 
reclamaciones, en el plazo improrrogable de 
quince días. 

Décimatercera. Resueltas las reclamaciones 
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resentadas y totalizados los servicios hasta el 

de Diciembre anterior, se publicará con esta 

fecha el escalafón definitivo, que regirá desde 
entonces para todos sus efectos. 

Décimacuarta. Todos los años, en los quince 
pos días del mes de Enero, se publicará en 

a Gacela de Madrid el escalafón rectificado en 
81 de Diciembre anterior, con sujeción á las mo- 
dificaciones introducidas en el mismo por efecto 
del movimiento del personal y de las reclama- 
ciones admitidas. 

Art. 2. Una vez publicado el escalafón defi- 
nitivo á que se refiere el artículo anterior, todas 
las vacantes que ocurran en destinos de las ca- 
tegorías de jefe de Administración de prime- 
ra clase á la de oficial cuarto de Administración 
civil, se cubrirán con sujeción á los tres turnos 
siguientes, en cada clase: 

rimero. Con el funcionario que ocupe en el 
escalafón el primer lugar entre los activos de la 
clase inferior inmediata á la de la vacante. 
. Segundo. Con un cesante de la misma clase, 
dando preferencia al que disfrute haber pasivo, 
Ó lo sea por reforma. 

Y tercero. Con persona libremente elegida 
por el Ministro de la Gobernación, siempre 
dES reuna las condiciones exigidas por el art. 26 

e la ley de 21 de Julio de 1876, por el Real de- 
creto de la misma fecha ó por el de 27 de Febre- 
ro de 1879. 

En las órdenes de nombramiento se expresará 
el turno á que corresponda la vacante. 

Art.3.2 Las plazas de oficiales de quinta cla- 
se y las de aspirantes, porteros y ordenanzas, se 

roveerán con arreglo á lo dispuesto en la ley 

e 10 de Julio y en el reglamento de 10 de Octu- 
bre de 1885. 

Art. 4. Todo ascenso por antigúedad es re- 
nunciable, si las conveniencias del servicio lo 
consintieren. 

_En este caso, la vacante se proveerá en el fun- 
cionario que ocupe el número oa siempre 
gue reuna las condiciones exigidas por la ley de 

1 de Julio de 1876; y el que hubiere renunciado 
no podrá ascender después, sino en la primera 
vacante que haya de proveerse también por an- 
tigúedad. 

Art. 5. Cuando no hubiere en alguna do las 
escalas activas funcionario que reuna las condi- 
ciones que la ley exige para obtener el ascenso, 
se proveerá la plaza en un cesante. 

rt. 6. Mensualmente se publicará en la Ga- 
ceta de Madrid una relación del movimiento del 
personal correspondiente al mes anterior. 

Art. 7.2 El subsecretario, los directores gene- 
rales y los gobernadores civiles cuidarán del 
exacto cumplimiento de la ley de 19 de Octubre 
de 1889 y demás disposiciones vigentes sobre 
procedimiento administrativo, corrigiendo con 
severidad las faltas que observen en los emplea- 
dos á sus órdenes y dando cuenta á la Superio- 
ridad de las que por su importancia lo merezcan. 

Art. 8. Las vacantes que resulten desde 1. 
de Enero próximo se proveerán con sujeción es- 
tricta á los preceptos de la ley y de este decreto. 

Art. 9. El Ministro de la Gobernación queda 
encargado de ejecutar el presente decreto, en- 
tendiéndose derogadas las disposiciones que se 
Opongan á cuanto en el mismo se previene. 

Dado en San Sebastián á 1. de Octubre de 1892. 
María Cristina.—El Ministro de la Gobernación, 
Raimundo Fernández Villaverde.» (Qac. 4 id.) 


E. O. 6 Octubre 1892. 
Para Uevar d la práctica lo dispuesto en el anterior 
decreto. 


(Goñ.) «Para llevar á la práctica lo dispuesto 
por el KR. D. de 1.” del actual sobre formación de 
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escalafones de los empleados de Administración 
civil activos y cesantes dependientes de este 
Ministerio, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, ha tenido á bien resolver lo 
siguiente: 

.? Los empleados activos presentarán al jefe 
del Centro ó dependencia donde sirvan, en el 
plazo improrrogable de treinta días, que termi- 
nará el 5 de Noviembre próximo, sus hojas de ser- 
vicios totalizados hasta el 81 del mes actual, con 
pd de las fechas de posesión y cese en 
cada empleo, y acompañadas de los títulos y cer- 
tificaciones originales que justifiquen dichos ser- 
vicios, así como de un índice duplicado de estos 
documentos. 

Dichas hojas de servicios se harán con sujeción 
al modelo que se inserta á continuación. 

2.2 En el mismo plazo, y con iguales requisi- 
tos, los empleados cesantes presentarán sus ho- 
jes de servicios en el Gobierno de la provincia. 
en que residan, y los que disfruten haber pasivo 
acompañarán el documento que justifique la 
cuantía de este haber y la fecha de su concesión. 

Para los que residan en el extranjero ó en las 

rovincias de Ultramar, se entenderá prorroga- 

o el plazo de presentación de documentos has- 
ta el 15 de Diciembre próximo. 

8.2 A los empleados activos y cesantes que, 
por causas atendibles, no justifiquen todos sus 
servicios dentro de los plazos establecidos, no 
se les concederá la preferencia que fija la re- 

la 8.* del art. 1.? del R. D. de 1.” del actual, 

asta que, habiendo acreditado aquéllos, pue- 
dan ser incluídos, al rectificarse el escalafón, 
en el lugar que les corresponda. 

4.2 Una vez recibidas en las Direcciones ge- 
nerales de Administración local y de Beneficen- 
cia y Sanidad, por conducto de los jefes de las 
Secciones respectivas, las hojas de servicios de 
los empleados de planta de las mismas, con 1n- 
clusión de los porteros y mozos, se remitirán á 
la Subsecretaría de este Ministerio, acompaña- 
das de uno de los índices á que se refiere la re- 
gla 1.*, para que, juntamente con las que pro- 
cedan de las Seeciones dependientes de ésta, sir- 
van de base al escalafón general. 

La Dirección general de Beneficencia y Sani- 
dad acompañará igualmente las hojas de servi- 
cios de los empleados de las oficinas centrales 
de dichos ramos las pertenecientes á los ad- 
ministradores de los Establecimientos genera- 
les de Beneficencia, remitiendo también los ex- 
pedientes personales de todos ellos, que obra- 
rán en lo sucesivo en la Sección correspondien- 
te de la Subsecretaría. e 

5.2 Los gobernadores civiles elevarán sema- 
nalmente á este Ministerio las hojas de servicio 
documentadas que reciban hasta terminar el 
día 5de Noviembre próximo, correspondientes 
al secretario, oficiales, aspirantes y porteros de 
la Secretaría del mismo, á los cesantes que re- 
sidan en la provincia, y las suyas propias, en el 
caso de que, por reunir el tiempo necesario en 
el ejercicio de su cargo ó por haber desempeña- 
do empleo de inferior categoría dependiente de 
este Ministerio, deseen figurar en el escalafón. 

Los gobernadores de las provincias de Balea- 
res y Canarias, acompañarán también las de 
oficial y escribiente de las Delegaciones espe- 
ciales de Menorca y Gran Canaria. | 

6.2 Los directores generales, los jefes de Sec- 
ción de la Subsecretaría y los gobernadores de 
provincia examinarán los documentos que indi- 
que el índice firmado por el interesado, en el 

ue pondrán su conformidad, conservando uno 
de los dos ejemplares y uniendo el otro á los do- 
cumentos que remitan. 


ur 
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7.” La Subsecretaría compulsará las hojas de 
servicios, certificando de la exactitud de ésto 
y rectificando por nota las equivocaciones 
omisiones que aparezcan en aquéllas, y proce- 
derá á formar el escalafón que con carácter 

rovisional habrá de publicarse en la Gaceta de 

adrid el día 1. de Diciembre próximo. 

Los documentos justificativos de los servicios 
oe por el interesado en su hoja se de- 
volverán á éste por el mismo conducto de pre- 
sentación, y los que hayan originado reclama.- 
ciones se retendrán hasta que se publique el es- 
calafón definitivo. 

8.” La misma Subsecretaría tramitará las re- 
clamaciones que se presenten con motivo del es- 
calafón provisional y propondrá la resolución 
que proceda. 

De Real orden, etc. Madrid 6 de Octubre de 
1892. —Villaverde.—Sr. Subsecretario de este Mi.- 
nisterio.» (Gac. 7 Octubre.) 


R. 0. 15 Noviembre 1892. 
Declarando cómo ha de entenderse la ley de 10 de Julio 
de 18985.—Sobre sí son d no inamovíbles en sus destinos 
los segundos tenientes de la reserva gratuíta y los sar- 


(PrestD. DEL CON8. DE tito! «Excmo. Sr.: Pa- 
sado á informe del Consejo de Estado en pleno 
el expediente instruído con motivo de una ins- 
tancia del presidente y censor de la Sociedad ti- 
tulada Civico Militar, en la que solicitan, en 
nombre y representación de todos los segundos 
tenientes de la reserva gratuíta y sargentos 
acogidos á la Sr de 10 de Julio de 1885, se les 
declare inamovibles en los destinos que desem- 
peñen, á propuesta de Ja Junta calificadora, el 
expresado alto Cuerpo... opina: 

1. Que los empleados procedentes del ejérci- 
to, nombrados á propuesta de la Junta califica- 
dora, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 7.* 
de la ley de 10 de Julio de 1885, no tienen dere- 
cho á hacer reclamación alguna con motivo de 
las cesantías de que han sido objeto al realizar- 
se las economías últimamente introducidas en 
los presupuestos. 

2. Que dichos empleados, sin ser inamovi- 
bles, tendrán derecho á permanecer en sus des- 
tinos, mientras no incurran en alguna causa 
bastante á justificar su separación.» Así se re- 
suelve. (Gac. 25 Noniembre. 


R. O. 15 Noviembre 1898 (1). 

Declarando que la circunstancia de haber sido goberna- 
dor de provincia no da derecho d figurar en el escala- 
fón, y que tampoco pueden figurar como cesantes de este 
Ministerio los que sirvan en propiedad empleos de otros 
ramos, etc. 

(Gos.) «Alexaminar las hojas de servicios re- 
cibidas en este Ministerio para formar el esca- 
lafón de los empleados dependientes del mismo, 

surgido aJgunas dudas que conviene escla- 

recer para la debida aplicación del R. D. de 1.* 

de Octubre último, dictado para cumplir lo pre- 

dr en el art. 82 de la ley de presupuestos vi- 

gente. 

Vistos dicho Real decreto y el de 12 de Abril 
de 1879: 

Considerando: 1. Quees bien claro y termi- 
nante el pepa de la regla 2.* del art. 1.” del 
referido Real decreto de 1.? de Octubre, que ex- 
ceptúa entre otros funcionarios, á los goberna- 
dores civiles, de figurar en el escalafón del Mi- 
histerio, y que siendo éste general para los em- 
pleados activos y cesantes, según el párrafo pri- 
mero del mismo artículo, es indudable que la 


o o rc: 


d) Véase sobre esta R. O. la de 28 Agosto 1898 (AP. 
de 1893, p. 588). 
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exclusión de los gobernadores alcanza á sus doa 
situaciones activa y pasiva; siendo necesario, 
por consiguiente, que los mismos hayan des- 
empeñado otro empleo dependiente de este de- 

artamento, de los señalados por el R. D. de 18 

e Junio de 1852, para que puedan figurar como 
cesantes en el escalafón de que se trata. 

2. Que si bien se concede á los que se hallan 
en este caso, por la cuarta de las reglas del mis- 
mo artículo, la preferencia de figurar en comi- 
sión, siempre que hayan ejercido el cargo de go- 
bernador durante el plazo de dos años que esta- 
blece el art. 1. del R. D. de 12 de Abril de 1879, 
esta declaración no significa que los gobernado- 
res cuando llenen dicho requisito sean cesantes 
de la categoría de jefes de Administración de 
primera clase, toda vez que ésta no se les otorga 
en su nombramiento, ni el mencionado Real de- 
creto los declaró asimilados á la misma, pues se 
limitó á reconocerles la aptitud para el ingreso 
Ó ascensos en las carreras del Estado cuando 
hayan ejercido el cargo de gobernador durante 
dos años. 

3. Que el precepto contenido en la 5.* de las 
anteriores reglas, de que para figurar en el esca- 
lafón de cesantes sea condición precisa que la 
última cesantía provenga de este Ministerio, 
cuando se haya servido con igual sueldo en dife- 
rentes ramos, tuvo en cuenta la razón de depen- 
dencia de los empleados, ó bien que el que con 
sueldo igual ó superior al mayor que haya dis- 
frutado en un ramo pasa á otro también de la 
Administración en el que tiene iguales deberes 
y derechos, si bien continúa siendo tal funciona- 
rio del Estado, deja de depender del primero de 
aquéllos, no pudiendo por consiguiente figurar 
en dicho escalafón; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, ha tenido á bien resolver lo si- 
guiente: 

1.2 La circunstancia de ser ó haber sido go- 
bernador de provincia, no da derecho para figu- 
rar en el escalafón de este Ministerio en situa- 
ción activa ni pasiva; pero los gobernadores que 
hubiesen desempeñado otro empleo en la Admi- 
nistración civil, dependiente de este departa- 
mento, se incluirán en la clase á que el mismo 
corresponda, cuando dicho cargo lo hayan ejer- 
cido antes de la publicación del Real decreto de 
12 de Abril de 1879, ó después por espacio de dos 
años, y se considerarán en comisión, contándo- 
seles para el orden de preferencia todo el tiempo 
que fueron tales gobernadores. 

2.2 No podrán figurar en dicho escalafón 
como cesantes los que actualmente sirvan en 
propiedad empleos de otros ramos de la Admi- 
nistración con sueldo igual ó superior al mayor 
que hayan disfrutado dependiente de este Mi- 
nisterio; pero los que disfruten menor sueldo po- 
drán ser incluídos entre los cesantes de la clase 
á que pertenecieron en este departamento. 

8.2 Todo cesante que figure en el escalafón 
de este Ministerio y obtenga después empleo 
igual ó superior en otro ramo de la Administra- 
ción, dejará de pertenecer al mismo. . 

De Real orden, etc. Madrid 15 de Noviembre 
de 1892. —Villaverde.—Sr. Subsecretario de este 
Ministerio.» (Gac. 16 Noviembre.) 


Jurisprudencia. 


28 Marzo 1891. Inamovilidad de los escribientes 
de la Dirección de Hidrografía. 


Interpuesta demanda por D. Manuel Tuban y don 
Antonio Arráez, escribientes de la Dirección de Hi. 
drografía, contra Real orden de 3 de Margo de 1888, 
expedida por el Ministerio de Marina, que les de- 
olaró cesantes, el Tribunal de lo Contencioso dejá 
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sin efecto la expresada Real orden por los funda- 
mentos siguientes: 

«Considerando: que los escribientes de la Direc- 
ción de dl están equiparudos en ventajas, 
derechos y ob Ipncionos con los de los Ministerios 
de Marina y de la Guerra, entre otras disposiciones, 

or la R. O. de 29 de Julio de 1881, el decreto del Go- 

jerno de la República de 20 de Mayo de 1878 y el re- 
nato de escribientes del Ministerio de Marina 

e 10 de Enero de 1885: 

Considerando: que entre las referidas ventajas 
figura la garantía de no poder ser separados de sus 
empleos sino por causa justificada, tributándose 
en esto el debido respeto al principio proclamado 
en las Ordenanzas generales de la Armada de 1798, 
según el cual «siendo la suspensión de empleo pena 
grave, ha de tomarse semejante determinación con 
el dt necesario para no faltar á la justicia, pro- 
cediendo áÁ sustanciar proceso cuyas resultas deci- 
dan el grado de culpa ó acrisolación que correspon- 
da al interesado: 

Considerando: que reconocidos los mencionados 
escribientes como individuos de un Cuerpo político 
militar, y como empleados de Marina, les es aplica- 
ble el art. 29 del reglamento orgánico de 18 de Di. 
ciembre de 1885, según el cual, y su art, 9.9, «en las 
suspensiones de destinos ó empleos á virtud de me 
dida gubernativa babrá de ser precisamente oído el 
Centro técnico facultativo y cunsultivo, cuando no 
haya de formarse causa respecto del hecho que las 
motive»: 

Considerando: que les es aplicable asimismo la 
declaración consignada en el reglamento de escri- 
bientes de 10 de Enero de 1885 que dispone que, «co- 
mo oficiales de mar, gocen del fuero de Marina en 
tierra y á bordo, y sean juzgados y penadous por las 
faltas que cometan en la forma prevenida por las 
Ordenanzas y reglamentos»: 

Considerando: que á mayor abundamiento, según 
el art. 45 del reglamento vigente del Consejo de go- 
bierno y administración del fondo de premios para 
el servicio de la Marina, «para el caso de separa- 
ción de los escribientes de planta es requisito in- 
dispensable Ja instrucción de e ia con an- 
diencia del interesado y justificación de las causas 
que para aquella pena existieren»: 

Considerando: que como la rasón única de la ce- 
santia decretada para los dos escribientes don Ma- 
nuel Tubau y D. Antonio Arráegz, fué el mal estado 
de su salud, sin que por ningún motivo hubiesen 
desmerecido del buen concepto que gozaron siem- 
pre en su carrera de empleados públicos de veinti- 
sóis años la del primero y de quince la del segundo, 
no resulta del expediente gubernativo unido A los 
autos puc su separación del servicio, dado 
que existen en las disposiciones vigentes prescrip- 
ciones terminantes que ocurren al modo de legali. 
zar la situación del empleado enfermo sin agravar 
su situación con una separación que la equidad re- 
pugna: 

Considerando: ques estas disposiciones, que son la 
Real orden de 26 de Noviembre de 1885, el Real de- 
oreto de 20 de Enero de 1886 y la R. O. de 2 de Marzo 
del mismo año, en que se previene cómo han de 
otorgarse las licencias temporales por enfermedad 
ó asuntos propios á los contramaestres, condesta- 
bles y practicantes y á sus asimilados los escribien- 
tes, venían ya en la práctica observándose antes 
de que se formulasen en preceptos textuales y con- 
oretos, dado que resulta de los precedentes traídos 
á los autos por la representación de los demandan- 
tes, que en 1880, 1881 y 1882 se concedieron licencias 
y prórrogas que suman más de seis meses á porte- 


ros y empleados del Archivo del Ministerio de Ma- 
Tina: 


Y considerando: finalmente, que no debió en nin- 


gún caso aplicarse 4 los escribientes Tubau y 
rráos la cesantía que la misma Real orden de su 
separación dictaba como medida general para los 
empleados de la Dirección de Hidrografía que de- 
jaren de asistir á su oficina por enfermos seis meses 
continuos ó un año en varios intervalos, dado que 
esta medida de rigor, motivada, al parecer, por lau 
escasez de empleados de aquella Dirección, sólo fué 
propuesta por su jefe para lo futuro, y no para que 
se aplicase á lo pasado, con infracción del princi- 
pio ela no retroactividad de las disposiciones le- 
gales: 

Vistos la R. O. de 29 de Julio de 1881, el decreto del 
Gobierno de la República de 20 de Mayo de 1878, el 
reglamento de escribientes del Ministerio de Mari- 


na de 10 Enero de 1885, las Ordenanzas generales de 
la Armada de 1793, el On EO orgánico del Mi.- 
nisterio de Marina de 18 de Diciembre de 1885, el re- 
glamento del Consejo de gobierno y administra- 
ción del fondo de premios para el servicio de la Ma.- 
rina, la R O. de 28 de Noviembre de 1885, el Real de- 
creto de 20 de Enero de 1868 y la R. 0. de2de Marzo 
de este úl.imo año; 

Fallamos: que debemos dejar y dejamos sin efecto 
la R O. de 8de Marzo de 1855, declarando á D. Ma- 
nuel Tubau y Albert y D. Antonio Arráez y Guija- 
rro con derecho á volver á ocupar sus destinos de 
escribientes de planta de la Direrción de Hidrogra- 
A 28 Ma rgo 1$91.—Gac. 17 Septiembre, pági- 
na 108.) 


11 Febrero 18993. Revocación de acuerdo mintste- 
rial que cambió el orden de precedencia de dos empleados 
en el escalafón de Gracia Arprios anteponiendo d uno 
que venía figurando después de otro. 


D. Santiago Días Benito, oficial de Administra - 
ción de tercera clase en la Dirección de penales, fué 
ascendido á oficial de segunda y colocado en el es- 
calafón después de D. León Teruel, sin que protes- 
tara ni reclamara contra su puesto; no obstante lo 
onal, y á pesar de haberse aprobado dicha escala de 
Real orden, fué antepuesto Dias Benito á Teruel por 
acuerdo ministerial. Teruel recurrió en vía conten- 
ciosa y el Tribunal declara que e? demandante debe 

receder á Díaz Benito en el escalafón especial de 

uncionarios de la Dirección, con vista de los artícu- 
los 6.? y 7. del R. D. de 93 de Octubre de 1689: 

«Considerando: que es definitiva, causó estado y 
determinó derecho la Real orden por la cual se 
aprobó el escalafón especial de los funcionarios de 
la Dirección de Establecimientos AE mandado 
formar por el art. 6. del R. D. de 28de Octubre del 
mismo año: 

Considerando: que D. Santiago Días Benito, que 
en dicho escalafón figuraba en categoría inferior á 
la de D. León Teruel, consintió aquella Real orden 
por cuanto no hizo reclamación en lugar preferente 
á este O pera el caso de que por ascenso poste- 
rior volviera á ocupar la misma categoría: , 

Considerando: que ascendido Díaz Benito á oficial 
de Administración de segunda clase dentro de la ci- 
tada Dirección, por R. O. de 28 de Diciembre de 1888, 
continuó figurando en el escalafón con posteriori- 
dad á Teruel, sin que en el expediente conste recla- 
mación alguna del interesado: 

Considerando: que por ser permanente el esca- 
lafón respecto de los funcionarios en él comprendi- 
dos, es indudable quo: colocado Teruel en lugar pre- 
ferente, no ha podido legalmente ser pospuesto á 
Díaz Benito, en razón á su mayor antigtiedad en la 
categoría dentro del Cuerpo especial de que se tra- 
ta, porque, con arreglo al art. 7.2 del R. D. de WM de 
Octubre, lu antiguedad dentro de cada una de las 
categorías que comprende el escalafón determina 
la preferencia para el nscenso.» (Sent. de 11 Febrero 
de 1892.—Gac. 28 Septiem bre, p. 61.) 


20 Febrero 1893. ¿Es compatible el cargo de susti- 
cra pSnuOmas de un catedrático con el de empleado pú- 
ico 


Sentencia del T.delo C, A., inserta en INSTRUCCIÓN 
PÚBLICA. 


25 Febrero 1893. La cuestión sobre emolumentos 
de funcionarios públicos por servicios especiales, no es 
matería contencioso administrativa. 


Así se establece en esta sentencia de 25 Febrero 
de 1692.—Véase JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINIS- 
TRATIVA. 


26 Marzo 189282. Los empleados que no prestan ser- 
vicio en concepto de actives, no pueden percibir sueldo. 


«El sueldo del empleado activo es remuneración 
del servicio que presta, y ses cualquiera la causa 
que haya impedido prestar los servicios de emplea- 
do activo, no es procedente abonar sueldos por ser- 
vicios no prestados; doctrina consignada en el ar- 
tículo 35 del R. D. de 18 de Junio de 1859, según el 
cual, el derecho á percibir los sueldos de un destino 
se adquiere con la toma de posesión (Sent, 98 Mar- 
so 1892.—Gac. 28 Octubre, p. 155.) 
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25 Abril 1898. Destinos municipales que han de 
proveerse en sargentos y licenciados del ejército: Están 
comprendidas en la ley de 10 de Julio de 1885 las plazas 
de guardias municipales de Madrid, y el alcalde no pue- 
de exigir á los que las pretenden más condiciones de ido- 
nsidad que las fijadas por esa ley y por su reglamento. 


Por R. O. de 21 de Febrero de 1891 el Ministerio de 
la Guerra dispuso que las plazas vacantes de guar- 
dias municipales de Madrid, se anunciasen para su 
provisión en sargentos y licenciados del ejórcito sin 
exigir á óstos otras condiciones qa las prevenidas 
en el art. 10 del reglamento de 10 de Octubre de 1885. 
El Ayuntamiento impugnó el acuerdo ministerial 
en via contenciosa. y el Tribunal falla lo siguiente: 

«Considerando: que la cuestión que debe resolver- 
se eneste litigio se refiere á determinar si el alcal- 
de presidente del Ayuntamiento de Madrid tiene 
derecho á exigir á los individuos que aspiran á ser- 
vir las plazas de guardias municipales, además de 
la condición de ser licenciado del ejército sin nota 
desfavorable, la de saber leer y escribir correcta- 
mente, no exceder de cuarenta años de edad y al. 
canzar la talla mínima de un metro 675 milimetros: 

Considerando: que las plazas de que se trata es- 
tán comprendidas en los preceptos contenidos en 
el art. 3. de la ley de 10 de Julio de 1885, y en la pri- 
mera de las categorías de destinos que establece el 
reglamento de 10 de Octubre de dicho año, toda vez 
que las disposiciones de la ley prescriben que han 

econtinuar reservados á los linenciados de la cla- 
sede tropa, á menos que los solicitase algún sar- 
gento, que será preferido, los destinos cuyo sueldo 
no llegue á 1.000 pesetas, y que según el art. 1.” del 
mento mencionado para sus efectos y los de 
la ley en la primera categoría de destinos, cuya 
provisión ha de verificarse con aplicación de la ley 
misma, se incluyen los empleos accesibles con exa- 
men ó con sólo condiciones de moralidad, buenos 
servicios y saber leer y escribir, como los de vigi- 
lancia, guarderia, mozos de oficios, estangos y otros 
análogos: 

Considerando: que, por consiguiente, á estas ter- 
minantes prescripciones debe atenerse el alcalde 
presidente del Ayuntamiento de Madrid para el 
nombramiento de guardias municipales, sin que 
pueda exigirles otros requisitos de instrucción, talla 
y eee que no se encuentran exigidos por aqué- 

03, y 
Considerando: que esto no obstante, dicha auto- 
ridad tiene expedito el procedimiento abierto por 
la R. O. de 38 de Septiembre de 1891, si entendiera 
que debe exigir determinadas condiciones de apti.- 
tad en el desempeño de las plazas de guardias de 
policia urbana para obtener una declaración supe- 
rior en tal sentido que no pueden hacer por sí mis- 
mes ni el alcalde ni el Ayuntamiento...: 

Fallamos: que debemos absolver y absolvemos á 
la Administración general del Estado de la deman- 
da interpuesta por el Ayuntamiento de Madrid, 
contra la Real orden expedida por el Ministerio de 
la Guerra en 21 de Febrero de 1891. la cual queda 
firme y subsistente, sin perjuirio de que el Ayunta- 
miento use de su derecho en la forma establecida 
por la R, O. de 23 de Septiembre de 1891, acudiendo 
á proponer lo que estime conveniente á la Presi. 
dencia del Consejo de Ministros.» (Sent. 25 Abril 1992. 
Gac. 6 Noviembre, p 211.) 


—V. ATENTADO: AYUNTAMIENTOS: (HFOBIERNO Y 
ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVINCIAS: ÍMPUESTO 80- 
BRESOELDOS: JUBILACIONES: RENTA DE ÁDUANAS. 


EMPLEADOS DE ULTRAMAR. Los que 
sirven destinos en la Administración, no consti.- 
tutivos de carrera especial, hállanse sometidos 
al decreto ley de 13 Octubre 1890 (Diccionario, 
tomo IV, p. 882), al que sirven de complemento 
las siguientes disposiciones: 

E. O. 11 Marzo 1893. 


imponiendo d las autoridades administrativas que conoz- 
Can de los expedientes contra los empleados de la isla 
de Cuba el deber de denunciar d los Tribunales los 
hechos constitutivos de delito. 


(Untreamar.) «...S. M. el Rey..., y en su nom- 
bre la Reina Regente del Reino, se ha servido 
disponer quede derogada y sin ningún valor ni 


efecto para lo sucesivo, aquella Real orden (la 
de 2 Septiembre 1881) (1), debiendo observarse 
en todos los casos las prescripciones siguientes: 

1.* Sin perjuicio de la investigación confiada 
á las autoridades administrativas, y de que por 
ellas y en la forma legal se instruya el oportu- 
no expediente, tan luego sea conocido, ó de los 
mismos expedientes resulte la comisión de cual- 
quier hecho que revista los caracteres de delito, 
el funcionario que de aquéllos conozca, y bajo su 
más estrecha responsabilidad, lo pondrá en co- 
nocimiento de la autoridad judicial correspon- 
diente, 4 la que facilitará, al mismo tiempo, 
cuantos datos y antecedentes posea para el me- 
jor conocimiento del hecho y persecución de sus 
autores. 

2.* Todos los procedimientos judiciales que 
hubieran sido suspendidos, ó aquellos que no hu- 
bieran sido incoados por efecto de la R. O. de 2 
de Septiembre de 1881, proseguirán sustancián- 
dose ó se incoarán, remitiendo los funcionarios 
que conocen de los expedientes administrativos 
extracto é informe de todo lo en ellos actuado á 
la autoridad judicial. 

Lo que de Real orden, etc.; debiendo á su vez 
participar V. E. á este Ministerio haberse ejecu- 
tado lo previsto en la disposición segunda, remi- 
tiendo en término de treinta días, á contar de 
aquél en que esta Real orden se cr hr en la 
Gaceta de la Habana, copias de todos los infor- 
mes que se pasen á la autoridad judicial, y que 
extracten lo actuado en los expedientes adminis- 
trativos para en su vista adoptar las disposicio- 
nes que convengan. Dios guarde á V. E. muchos 
años. Madrid 11 de Marzo de 1892.» (Gaceta 13 
Marzo.) 


Ley de presupuesto de Cuba de 30 Junio 1882. 
Haberes de funcionarios civiles y militares. 


«Art. 35 (2). Desde 1.? de Julio próximo no se 
abonarán más haberes á los funcionarios de los 
diferentes ramos civiles y de los de Guerra y Ma- 
rina, que los que taxativamente se hallan seña- 
lados en las respectivas plantillas á los cargos 
que desempeñen y empleos de que estén en pose- 
sión, salvo lo dispuesto en el art. 2.” de la ley 
de 19 de Julio de 1889, y en el apartado 2.” del ar- 
tículo 1.” de la de 15 de Julio de 1891. 

Los ordenadores é interventores de Hacienda, 
así como los de Guerra y Marina, serán respon- 
sables del abono de haberes que se verifique con- 
traviniendo á lo dispuesto en este artículo.» 


R. 0.8 Agosto 1892. 

Reconociendo el derecho de los oficiales quintos á los bens- 
ficios de pasaje, concedidos por el R. D. de 13 Octubre 
de 1890. 

(ULrraMar.) «En vista de las repetidas ins- 
tancias que en solicitud de pasaje elevan á este 
Ministerio los oficiales quintos nombrados re- 
cientemente con destino á la isla de Cuba; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, se ha servido disponer 
que dichos funcionarios y los que en lo sucesivo 
se nombren con igual categoría disfruten, en lo 
referente á pasajes, de los mismos beneficios que 
concedió el R. D. de 13 de Octubre de 1890 á todos 
los que fuesen destinados de Real orden á las di- 
ferentes provincias ultramarinas, sin que esta 
concesión tenga efecto retroactivo; y asimismo, 
es su Real voluntad que esta disposición se ir- 
serte en los diarios oficiales de la Península, 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas, para conocimien- 
to de los interesados. 


(1) No la conocemos ni está en la C. L. 
(3) Concuerda dá la letra con este articulo el 39 de la 
ley de presupuestos de Puerto Rico de la misma fecha. 
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De Real orden, etc.—San Sebastián 8 de Agos- 
to de 1892.—Romero.—Sres. Gobernadores gene- 
rales de las islas de Cuba, Puerto Rico y Filipi- 
nas.» (Gac. 13 Agosto.) 


Jurisprudencia. 


31 Diciembre 1891. Convertida en ordinaria la 
comisión extraordinaria del servicio conferida d un 
empleado, cesa el derecho de éste d la - peor e- 
cial que se le asignó, y se halla obligado d reintegrar los 
o E que después de terminada aquélla haya per- 
cibido. 


Por R. O. de 9 de Noviembre de 1881, se dispuso que 
D. Enrique Linares y García, interventor de la Or- 
denación id delegada de pagos de Filipinas, vi- 
niese á la Peninsula á recibir órdenes del Gobierno, 
y que se conceptuase al mismo en comisión extraor- 
dinaria del servicio. En eo de esta Real 
orden, pasó á la Península D. Enrique Linares en 
el concepto antes indicado, hastu que por otra Real 
orden de 20 de Marzo de 1882 fué agregado al Minis- 
terio de Ultramar en comisión ordinaria, con dere- 
cho al sueldo personal del destino de que era pro- 
pietario en Filipinas. Posteriormente, en 24 de 
Abril de 1883, se mandó, también por Real orden, 
que dicho funcionario cesase de prestar sus servi- 
cios en dicho Ministerio, y se embarcara con direo- 
ción á su destino en el vapor correo que había de 
salir de Cádiz el 1.2? de Mayo siguiente, como lo ve- 
rificó, habiéndosele concedido abono de pasaje por 
BE. O. de 5 de aquel mes, y en 19 de Junio del mismo 
año, tomó posesión nuevamente de su destino, se le 
acreditó y abonó el sueldo personal y una mitad 
más de éste, desde el día 38 de Abril siguiente al en 
que dejó de prestar sus servicios en el Ministerio 
hasta el día 18 de Junio inclusive en que tomó po- 
sesión de su cargo; pero advertida la Contaduría 
general de Hacienda de que se había padecido error, 
reclamó de la Ordenación la devolución de 126 pe- 
sos, 68 centavos, correspondientes á la mitad del 
sueldo personal, acreditado indbbidamente. Con 
este criterio se dictó Real orden, contra la cual de- 
dujo demanda ante el C. de E. D. Enrique Linares, 
que es desestimada por el T. C. A., con vista del ar- 
tículo 5.2 de la R. O. de 6 de Junio de 1866, y 6.* del 
RE. D. de 22 de Enero de 1870: 

«Considerando: que la cuestión debatida en este 
de pa es si D. Enrique Linares, interventor de la 

rdenación de pagos de Filipinas, tiene derecho 4 
los 126 pesos 68 centavos correspondientes á la mi- 
tad de sueldo que además del personal se le acredi.- 
tó, por considerarle en comisión extraordinaria 
desde el día 8 de Abril de 1893 que dejó de prestar 
sus servicios en el Ministerio de Ultramar, hasta el 
19 de Junio del mismo año, que tomó posesión de su 
cargo en aquellas islas: 

Considerando: que la comisión extraordinaria que 
se confirió á D. Enrique Linares por E. O. de 9 de 
Noviembre de 1881, quedó terminada por la de 20 de 
Marzo de 18892, en que se dispuso que dicho funcio- 
nario fuera agregado al Ministerio de Ultramar con 
el sueldo personal de su destino, sin que pueda des- 
virtuar esta afirmación la que se hace en la Real 
orden de 5 de Abril de 18343, porque además de que 
de su texto así se desprende, no era necesario dis- 
posición alguna para el caso contrario, ó sea el de 
que continuase aquélla cuyo término lo limita la 
ley sólo en cuanto al percibo de la mitad más del 
ha ber de sueldo: 

Considerando: que concluída la comisión extraor- 
dinaria por la R,. O. de 20 de Marzo de 1882, no pudo 
renacer sin una declaración expresa en que así se 
dispusiese, la cual no ha recaido en el caso de que 
se trata.» (Sent. 81 Diciembre 1891.— Gac. 13 Septiem- 
bre 1892, p. 474.) 


EMPRÉSTITOS PROVINCIALES Y MU- 
NICIPALES. Los documentos que han de con- 
tener los expedientes formados para que las Di- 
putaciones contraten empréstitos, son los que 
especifica el art. 19 del R. D. de 3 de Mayo 1892, 
inserto en GoB1ERNO... DE LAS PROVINCIAS. 

Los Ayuntamientos de Madrid y Barcelona, 
están autorizados para contratar empréstitos á 
fin de atender al ensanche, por los arts. 11 y 18 


de la ley de 26 de Julio de 1892 (V. PoLrcía MUNI- 
CIPAL), á que sirve de complemento y ampliación 
la muy importante de 18jde Marzo de 1895 (Arén- 
DICE. de íd., p. 160). 


ENCUBRIMIENTO. Véase en Jueaos PROK1- 
BIDOS la Sent. de 14 de Marzo de 1891, y en MazL- 
VERSACIÓN... la de 23 de Octubre del mismo año. 


ENDOSO. Véase en Cóbtao DE COMERCIO la 
Sent. de 16 de Mayo de 1891 (p. 58), y en Pobreza 
PARA LITIGAR la de 15 de Octubre siguiente. 


ENFERMEDAD. Los epilépticos y los que 
padecen de locura incompleta, ¿tienen á su fa- 
vor, caso de delito, alguna circunstancia exi- 
mente ó atenuante? Véanse en CIRCUNSTANCIAS... 
(p. 51) las Sents. de 6 de Febrero y 9 de Octubre 
do 1891 y la nota á las mismas. 


ENJUICIAMIENTO CIVIL. Todas las de- 
cisiones referentes al procedimiento en materia 
civil, podrían, en rigor, figurar en este artículo, 
que no queremos hacer domasiado complejo, por 
lo cual, sólo le constituiremos con algunas de 
ellas, reservando las demás correspondientes á 
este APÉNDICE de 1892, para ALIMENTOS, ÁRANCE- 
LES JUDICIALES (Sent. 16 Enero 1892, consideran- 
do último), ComPETENCIAS EN LO CIVIL, COSTAS, 
ExPROPIACIÓN FORZOSA, HIPOTECAS, JUICIO EJECU- 
TIVO, POBRBZA PARA LITIGAR, PRUEBAS..., RECUR- 
808 DB CASACIÓN, SEGUROS, SENTENCIA CONGRUEN- 
TE, TERCERÍAS, etc. 


Jurisprudencia. 


183 Octubre 1891. Error jurídico consistente en ha- 
ber declarado la caducidad de la instancia á pesar de 
presentar la parte, dentro de término, un escrito, al que 
no se proveyó por no haber acompañado su copia, 


En un pleito sobre pago de suplemento de legiti- 
ma, pidió el demandante D. Pablo Rovira que se 
nombraran de oficio unos peritos para cierta valo- 
ración, lo que fué resuelto en apelación que revocó 
el proveido del inferior, por sentencia de la Audien- 
cia de 17 de Enero de 188t, devolviéndose los autos 
al Juzgado en 8 de Agosto de igual año. En 2 de Mar- 
zo de 1885 presentó Rovira escrito pertinente al 
cumplimiento de lo acordado «á continuación del 
cual extendió el actuario una diligencia, haciendo 
constar que se había presentado en esa fecha y no 
se daba cuenta por no baberse acompañado la co- 
pia simple», extendiéndose otra diligencia por el 
mismo en 22de Octubre de 1888, expresiva de haber- 
se presentado tal copia. Kl demandado D. Pedro Ro- 
vira solicitó la caducidad de la instancia, en virtud 
de lo dispuesto en el art. 411 de la ley de Enj). civil, 
por haber transcurrido los cuatro años desde la úl- 
tima notificación. Así lo acordó la Audiencia en 
sentencia revocatoria, y contra ella el demandante 
interpuso recurso de casación, por infracción de 
dicho «urtículo, toda ves que, si bien en 1884 se re- 
solvió la apelación en lo de los peritos y hasta Mar- 
zo de 1888 en que presentó la copia, pasaron los cua- 
tro años, el escrito de 2 de Marzo de 1885, aunque no 
se proveyera al mismo por la falta de copia referi- 
da, bastó á interrampir el término de la caducidad. 

El T. S. declara haber lugar al recurso: 

«Considerando que con arreglo al art, 411 de la ley 
de Enj. civil, se tendrán por abandonadas las ins- 
tancias en toda clase de juicios y caducarán de de- 
recho aun respecto de los menores ó incapacitados, 
si no se insta su curso dentro de los cuatro años cuan» 
do el pleito se hallare en primera instancia. debien- 
do contarse aquel término desde la última notifica- 
ción que se hubiese hecho á las partes: 

Considerando que comunicada al Juzgado de pri- 
mera instancia de Villafranca del Panadés en 8 de 
Agosto de 1884 la sent. de 7 de Enero del propio año, 


¡ENJUICIAMIENTO CIVIL. (Jurisprudencia.) 


169 





dictada por la Sala de lo civil de la Audiencia de 
Barcelona, revocatoria del auto de dicho juez, que 
no dió lugar al nombramiento de un perito solici- 
tado por el demandante, sin que por el Jusgado se 
acordara, cual procedía, su umplimiento y notif- 
cación á las partes, la de D. Pablo Rovira, ello no 
obstante, en escrito de 2 de Marzo de 1865 solicito 
de aquél la designación de perito, en cumplimiento 
de lo acordado por la Sala, así como la práctica de 
otras diligencias de prueba, con la cual petición es 
indudable que instó el curso del pleito, sin que la 
omisión de la copia de dicho escrito pudiera ser 
obstáculo para admitirlo y dar cuenta de él, como 
dejó indebidamente de hacerlo el escribano actua- 
rio, por el expresado motivo, que consignó en la di.- 
ligencia puesta al pie de aquel pedimento, ya que 
para el caso de Pes jos omisión de la copia pre- 
ceptúa el art. 518 de la ley de Enj. civil que el juez 
deberá señalar el plazo improrrogable que, atendi- 
dea la extensión del escrito, estime necesario para 
extender la copia, la que no presentándose en dicho 
plazo deberá ser librada por él á costa del procura- 

or ó de la parte, siéste no interviniese, qae haya 
dejado de presentarla: 

Considerando que habiendo solicitado la parte 
recarrente en tiempo oportuno y por modo suficien- 
temente eficaz el curso de la instancia, no ha po- 
dido decretarse en el presente caso la caducidad de 
la misma, y que al hacerlo así la Sala sentenciado- 
ra ha infringido el art. 411 de la ley de Enj. civil 
que se cita como principal fundamento de este re- 
curso.» (Sala 1.*, Sent. 18 Octubre 1891.—Gac. 8 Di- 
ciembre, p. 100.) 


21 Octubre 1891. Es válida la sentencia si sobre 
coo puntor debdatidos en el pleito hay completa conformi- 
entre cuatro de los siete magistrados que la suscríi- 
ben, aunque no la haya sobre sí Ó no depurarse en 
vía criminal la conducta de algunos funcionarios judi- 
ciales, extremo accidental que no puede ser objeto de re- 
curso de casación. 


La Compañía «Unión Comercial» aseguró á don 
Eduardo Komera una finca que se incendió; y ocu- 
rridas algunas controversias acerca del nombra- 
miento de perito que en rewvresentación de la Em- 
presa tasara el estrago, lo designó el juez de Gér- 
gal por auto de 29 de Diciembre de 1886, dictado en 
expediente de jurisdicción voluntaria, y tuvo lugar 
la tasación con presencia de cierta acta levanta- 
da por el notario de Almería D. José Pérez Navas, 
La «Unión Comercial» entabló demanda en súplica 
de que se decinrase nulo el citado auto y las dili- 
gencias de jurisdicción voluntaria; y el juez dictó 
sentencia accediendo á esta sulicitud. Romera ape- 
16 del fallo, y visto el pisito ante el presidente de la 
Audiencia y seis magistrados de la Sala de lo civil, 
constituidos en Sala de discordia, dictaron senten- 
cia, revocando la del Jusgado, con imposición de 
las costas de primera instancia 4 la Compañía de 
seguros, y declarando en su Jomar válido y perfec- 
tamente legal y subaistente el auto de 29 de Di- 
ciembre 1898, por el que se nombró perito por parte 
dela Compañia aseguradora, así como las diligen- 
cias de jurisdicción voluntaria al efecto practica- 
das por no haber hecho el nombramiento dicha 
Compañía, para lo que fué notoriamente requerida 
por el asegurado D. Eduardo Romera, y absolviendo 
en su consecuencia alt D. Eduardo de la demanda 
contra 6l deducida. 

El presidente de la Sala y dos magistrados reser- 
varon su voto en el sentido de que, como comple- 
mento legal de la sentencia dictada y para la debi. 
da depuración de la conducta del juez de Gérgal y 
del notario se remitiesen los antecedentes á la Au- 
diencia de lo criminal de Almería, á fin de que en 
vista de todo procediera con arreglo á derecho; y 
otros tres magistrados, de los siete que firman la 
sentencia, reservaron también su voto en el senti- 
do de confirmar con las costas de la instancia la 
sentencia dictada por el Juzgado. 

La Sociedad La Unión Comercial interpuso re- 
curso de casación por infracción de ley y doctrina 
legal, citando en su apoyo como infringidos, en 
cuanto la Sala de lo civil de la Audiencia de Gra- 
nada dió y puntos como sentencia resolutoría de 
este pleito la opinión de uno solo de los siete ma- 
gistrados votantes, á pesar de que este voto no era 
conforme de toda conformidad con lus de los otros 
seis miembros del Tribunal: 1.2 Los arts 684, 696 y 
704 de la ley orgánica del Poder judicial, en rela- 
ción con los 78 y 78 de la Constitución del Estado, ys 


con los 848 y 851, párrafos primeros, y 858 de la ley 
de En). civil, por cuanto con arreglo á todas estas 
disposiciones, la potestad de juzgar en negocios cl- 
viles reside en los Tribunales, y sólo la mayoría 
absoluta de votos conformes de toda conformidad 
en Sala de discordia, puede válidamente decidir 
los pleitos y formar sentencia. Y 8. La doctrina 
AS fiuye de las decisiones de 31 de Abril de 

1, 98 de Junio y 13 de Noviembre de 1872 y 5 de Fe- 
brero de 1874, bajo el mismo concepto antes expre- 
sado, pues en ella se consagra el principio de dere- 
cho de que las sentencias se han de dictar por ma- 
yoría absoluta de votos enteramente conformes, 
sin que mientras tal mayoría no se reuna, pueda 
reputarse sentenciado en segunda instancia el plei- 
to. El T.S. declara no haber lugar: 

«Considerando que no son de estimar los dos mo- 
tivos que se alegan en contra de la validez de la 
sentencia, porque respecto de todos los puntos de- 
batidos en el pleito, inoluso el de la imposición de 
costas, existe absoluta conformidad entre cuatro 
de los magistrados que suscriben aquélla, y porque 
el voto de tres de ellos relativo á que debía depu- 
rarse en vía criminal la conducta seguida por de- 
terminados funcionarios, no afecta al fondo ni á la 
forma del fallo recaído, ni resuelve cuestión algu- 
na, ní menos se refiere á ninguna de las litigiosas, 
versando sobre un extremo accidental, que no pue- 
de sér objeto del recurso de casación, según reite- 
radamente ha declarado este T. S...» (Sala 1.*, sen- 
tencia 21 Octubre 1891.—Gacetas. 10 y 16 Diciembre, 


p. 194.) 


320 Noviembre 1891. COudndo requieren cotejo los 
dotumentos públicos traídos d los autos sin citación con - 
traria: Demostración del error de hecho en la aprecia- 
ción de la prueba. 


La eficacia probatoria de los documentos públi- 
cos, cuya autenticidad ó exactitud no se hubiese ex- 
presamente impugnado, no requiere el cotejo con sus 
originales, aunque hayan venido al juicio sin ci- 
tación contraria. El demandado que niega los fun- 
damentos de la demanda y no concede eficacia de- 
cisiva á los documentos presentados por el actor, sin 
impugnar expresamente la autenticidad de los mis- 
mos, no rechaza en forma su valor probatorio, y por 
consiguiente la sentencia que se lo concede, no in- 
fringe los arts. 597 y 598 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, á cuyas disposiciones no corresponde la juris- 
prudencia relativa á la ley de Enjuiciamiento an- 
terior. 

El error de hecho en la apreciación de las pruebas 
para el efecto de la casación, debe demostrarse con- 
creta y evidentemente en documentos ó actos au- 
tónticos, requisitos que no cumple el recurso, que 
relatando diversos documentos, sólo afirma, opo- 
niendo su oriterio á lo que esatribución exclusiva de 
la Sala sentenciadora, que de ellos no resulta pro- 
bado lo que aquélla estima que lo está. (Sala 1.*, sen- 
tencia 30 Noviembre 18981.—dUac. 6 Enero 1892, p. B.) 


4. Diclembro 19891. Error jurídico consistente em 
haber extendido la prohibición de la intervención judi- 
cial de una testamentaria, d los herederos forz0803, cuan- 
do no puede ulcanzar más que d los voluntarios y lega- 
tarios. Otro error de haber contrariado la voluntad de la 
testadora respecto á la solidaridad de los contadores de- 
signados por la misma. Código civil, arts. 678 y 897. 


Doña Purificación Catalá falleció bajo testa men- 
to, entre cuyas oláusulas existían las dl pc 
nes de ombrar contadores 4 D. Augusto Clavero 
y Don José Medina, los cuales juntamente hablan 
de practicar las operaciones; la de prohibir la in- 
tervención judicial en la práctica del inventario, 
avalúo y partición de los bienes, y la de desmejorar 
en el tercio y quinto á los que promovieren cuestión 
ó litigio. Unos herederos forzosos promovieron jui.- 
cio voluntario de testamentaría, acogiéndose al de- 
recho que les daba el art. 1.038 de la ley de Enjuicia- 
miento civil, pues habiendo renunciado Clavero el 
cargo de contador, y siendo nombrado juntamente 
con Medina, óste no podia ya seguir desempeñando 
el cargo, protestando de cuanto hubiera realizado, 
y promoviendo dicho juicio para que en él se cum- 

liera la voluntad de la testadora. Oponiéndose á 

a prevención del repetido juicio otros herederos, 
dedujeron á tal in demanda incidental, y sustancia- 
do el pleito por todos sus trámites, se dictó senten- 
cia por la Audiencia de Valencia, en la cual, dando 

or subsistente la cláusula testamentaria de prohi- 
Bioión de intervención judicial, se declaró no haber 
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lugar á la prevención del juicio voluntario de testa- 
mentaría. Los promovedores del mismo interpusie- 
ron recurso de casación, citando distintas infrao- 
ciones, y el T. S. declara haber lugar á él: 

«Considerando que infringe la sentencia recurrida 
el art. 1.038 de la ley de Enj. civil, citado en el moti:- 
vo 1., porque, concediendo dicho artículo á los he. 
rederos testamentarios el derecho de promover el 
juicio voluntario de testamentaría, al declarar la 

ala improcedente el incoado por D. Joaquín Gue- 
rrero, aplica indebidamente á4 los herederos forzo- 
sos la prohibición establecida por doña María de la 
Purificación Catalá, cuando aquélla sólo alcanza á 
los herederos voluntarios ó legatarios de parte alÍ- 
cuota, según lo prescribe el art. 1.089 de la mencio- 
nada ley, y lo tiene declarado este Tribunal Supre- 
mo en repetidas sentencias: 

Considerando queno se opone á lo expuesto lo que 
prescribe el art. 1.046 de la ley, porque la testadora, 
al nombrar contadores y partidores para el inven- 
tario, avalúo y división de los bienes, no alteró el 
derecho absoluto delos herederos forzosos para pro- 
mover el juicio universal, y sí únicamente determi- 
nó el modo ó forma de practicar las operaciones, 
dejando á los herederos la obligación de respetarlas 
E el carácter que cada uno representase: 

onsiderando que también infringe la sentencia 
la ley 5.*, t1t. XXXITI, Part. 7.*, y los arts. 675 y 997 
del Código civil citados en el recurso, purque la Sala 
concede solidaridad á los contadores, contrariando 
con ello la voluntad de doña María Catalá, puesto 
qe ésta en su testamento, si bien da facultades so- 
lidarias 4 losalbaceas, no las confiere á los con.ado- 
res D. Augusto Clavero y D. José Medina, antes por 
el contrario, expresa que juntamente deben proceder 
en el desempeño de su cargo, estoes, limita de un 
modo claro las facultades á los que han de dividir 
el habe1 hereditario, y como tal restricción es arre- 
os á la ley, debe ser respetada la voluntad de 
oña María Catalá.» (Sala 1.*, sent. 1.2 Diciembre 
1891.—Gac. 5 Enero 1892, p. 6.) 


RM. D.2 Diclembre 1991. Declarando que no pue- 
den ni deben los gobernadores suscitar competencia en 
autos sobre ejecución de sentencias. 


Estando el juez de Lorca conociendo en autos 
sobre ejecución de una sentencia dictada por la Au- 
diencia de Albacete, el gobernador de Murcia le re- 
qulas de inhibición, y con vista del art 3.0 del Real 

ecreto de 8 de Septiembre de 1887, se declara que 
no ha debido suscitarse porque se está en uno de los 
casos en que no pueden promoverse contiendas de 
competencia por los goberaadores. (R. D. de 3 de 
Diciembre de 1891.—Qac. 8 Diciembre.) 


5 Diciembre 18941. El desistimiento de la demanda, 
cuando no hay pleito pendiente por no haberse producido 
el escrito de litis contestación, no imposibilita al deman- 


dante de ejercitar en otro juicio las acciones que le 
asistan. 


D. José Antonio Moreno dedujo demanda contra 
D. Gregorio de la Cámara y otros, como legítimos 
herederos de doña Catalina Josefa, á fin de que se 
declarasen nulas y de ningún valor, ciertas enaje- 
naciones hechas por la misma, como fraudulentas, 
y se pusieran los bienes objeto de ellas á disposición 
de la testamentaría para partirlos entre todos los 
herederos. Conferido traslado de la demanda á4 los 
demandados y antes de que lo evacuaran, pidió el 
actor que se le tuviera por desistido de ella en aten- 
ción á estar basada en datos inexactos, se ratificó 
en este escrito y se le tuvo por desistido y apartado 
del pleito. Poco tiempo después, entabló otra de- 
manda contra los anteriormente demandados, ejér- 
citando la acción reivindicatoria y pidiendo por 
virtud de ella que pusieran á disposición de la tes- 
tamentaría las mismas fincas objeto de la renun- 
ciada reclamación. En definitiva, y por sentencia 
de la Audiencia de Sevilla, fueron estimadas las 
pretensiones del actor. Sus adversarios interpusie- 
ron recurso de casación, alegando «que en cuanto 
el fallo se desentiende del desistimiento de la de- 
manda, por considerar que no habiendo sontencia 
no puede existir cosa juzgada, infringe la doctrina, 
varias veces sentada por este Supremo Tribunal, de 

ue hasta las meras providencias de sustanciación 
tienen fuerza de juicio afinado cuando se promueve 
nueva contienda sobre lo que aquéllas resolvieron; 
el principio que la jurisprudencia ha consagrado, 
de que nadie puede ir contra sus propios actos; y 


las leyes 2.2, t1t. XITT, y 7.2, tít. 111 de la Part.8.”, 
ue mandan á los jueces aceptar los allanamientos 
do las partes, y resolver, según ellos, la contienda, 
snpuesto que el actor en Marzo de 1689, hizo la ex- 
lícita declaración de que su demanda era improce- 
lenta: y á pesar de esto, los Tribunales estimaban 
como buena la reproducida, que en nada discrepaba 
de la anterior, espontáneamente abandonada». El 
T.S. declara no haber lugar al recurso: 
«Considerando que no habiendo existido contien- 
da jurídica ni sentencia que la pusiera término, el 
desistimiento de la demanda no tiene más alcance 
que imposibilitar la persecución de aquel juicio, 
pero nunca causar la pérdida de la acción y dere 
cho que en otro hizo valer el demandante: 
Considerando que la ley B.?, t1t. X de la Part. 3,3, 
dispone que para haber por comenzado el juicio es 
preciso que existan la demanda y la respuesta, y en 
el caso de que sotrata Ja demanda no fué contesta- 
da, y po lo mismo no han podido ser infringidas las 
leyes 2*, tít. XIII de la Part. 8.*.....» (Sent. 6 Diciem- 
bre 1891.—Gacs. 5 y Y Enero 1682, p. 8.) 


9 Diciembre 1891. Recurso de responso bilidad ct. 
vil contra jueces y magistrados: El período de notifica- 
ción de una sentencia está comprendido en el señalado 
pS cier contra la misma el recurso de responsabi- 

é civil. 


Así lo declara el T. 8., desestimando por sentencia 
de esta fecha recurso de casación interpuesto por el 
abogado del Estado contra sentencia que declaró 
prescrita su acción para entablar demanda de res- 
ponsabilidad civil: 


«Considerando que, según lo expresamente dis- 
puesto en el art. 905 de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, el término para ejercitar el recurso de respon- 
sabilidad empieza á correr desde que se dicta sen- 
tencia firme en ol pleito ó causa en que se haya in- 
ferido el agravio, dentro de cuyo término está por 
lo mismo incluido el período legalmente señalado 
para notificarla al interesado; siguiéndose de ello, 
que al estimarse prescrita, contorme á la última 
parte de dicho artículo, la acción ejercitada por el 
abogado del Estado en 23 de Julio de 1689, para exi- 
gir responsabilidad civil por un agravio, que se su- 
pens inferido en causa que terminó por sentencia 

e 22 de Noviembre del año anterior, no se han on- 
metido las infracciores alegadas en apoyo de este 
recurso, toda vez que había transcurrido con exceso 
el plazo para su prescripción...» (Sala 1.*, Sent. 9 de 
Diciembre 1891.—Gac. Y Enero 1892, p. 14.) 

ENJUICIAMIENTO CIVIL EN FILIPI- 
NAS. Como ya hemos dicho en el Dicc., t. 1V, 
p. 1172, la ley de Enj. civil de Filipinas de 8 de 
Febrero de 1888 apareció en la Gaceta con algu- 
nas equivocaciones materiales, y «con objeto de 
evitar los perjuicios consiguientes á las partes 
litigantes y de prevenir las dificultades que ta- 
les equivocaciones puedan ofrecer para la inte- 
ligencia y aplicación de dicha ley», se dispuso 
por E. O. de 5 de Julio de 1892 «que se publique 
en las Gacetas de esta corte y de Manila la fe de 
erratas de la referida ley»; fe que se insertó en 
la Gaceta de 13 de Julio y que nosotros no repro- 
ducimos porque no dimos íntegra la ley á que 
se refiere, y por lo que decimos respecto á la le- 
gislación de Ultramar en las ps. 7 á 12 del t. 1 
del Dicc. 


ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. En el 
Dicc., t. V, ps. 3 y sigts., hemos dedicado algún 
espacio á la historia y examen del procedimien- 
to criminal y á las reformas que en nuestro sen- 
tir reclama urgentemente la ley del Jurado. He 
aquí sobre procedimiento criminal algunas de- 
claraciones de interés: 
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Circ. 3 Marzo de 1892. 

Erecuando consulta dei fiscal de la Audiencia de Cáceres 
en el sentido de que la legislación procesal qua proscríi- 
de la absolución de la instancia, debe tener efecto re- 
troactivo, siendo consiguientemente inaplicable dicha 
fórmula á los procesos íncoados con anterioridad d su 
tupresión. 

(FiscaLía DEL T. S.) «Habiendo dirigido á este 
Centro el fiscal de la Audiencia de Cáceres una 
consulta de grande importancia para la admi- 
nistración de la justicia, esta Fiscalía publica 
la contestación en forma de circular, para que 
sus conclusiones sirvan de norma de conducta á 
todos los fiscales. Dicho documento es el siguien- 
te: Al fiscal de la Audiencia de Cáceres. 

Para contestar á la consulta que V. S. me ha 
dirigido, conviene transcribir aquí, consignán- 
dola como obligado precedente, la narración 
del hecho que la motiva. 

«En 29 de Enero de 1870, dice la comunicación 
de V. S.,se dió comienzo por el Juzgado de pri- 
mera instancia de Plasencia á la instrucción de 
un sumario con motivo de la muerte violenta 
de D. Diego Julián de Paredes. Por sentencia 
de esa Audiencia de 29 de Noviembre de 1872, 
fueron absueltos de la instancia los procesados. 
En 10 de Enero de 1891 abrióse nuevamente el 
sumario contra los mismos, á virtud de nuevos 
cargos; y en 24 de Diciembre último, dicho Juz- 
gado, de acuerdo con el Ministerio fiscal, en pri- 
mera instancia sobreseyó libre y totalmente, 
fundándose en que, la declaración hecha en le- 
yes OS de que la absolución de la ins- 
tancia ha de entenderse siempre libre, debe te- 
ner efecto retroactivo.» Y elevada la causa á 
ess Audiencia en consulta de tal resolución, 
Y. 8. me pide instrucciones para arreglar á ellas 
su conducta, con tanto mayor motivo cuanto 
que en el seno mismo de esa Fiscalía se susten- 
tan opiniones encontradas. 

or mi parte no puedo menos de aplaudir el so- 
breseimiento del Juzgado de Plasencia y apro- 
bar el acuerdo del fiscal. Mas como la cuestión 
tegravo y de suma transcendencia, considero 
becesario exponer brevemente los fundamentos 
de mi opinión. 

No hay regla jurídica más limitada por jus- 
tas excepciones como la tan conocida Las leyes 
no tienen efecto retroactivo, hasta el punto de ser 
dificil 4 veces consignar si ella es regla ó excep- 
ción de la doctrina contraria. Inventada para 
defensa contra legisladores arbitrarios y como 
reno de los mismos, ve quedando vacía de sen- 
tido 4 medida que las leyes son más justas y ra- 
cionales, y al paso que la noción del tiempo, 
Aplicada á la eficacia de las legislaciones, va ce- 

endo el puesto á otro criterio más amplio y 
menos histórico y circunstancial, á saber: el 
bien de la sociedad. No parece, pues, exacta- 
mente aplicado el concepto de la retroacción á 

vida de las leyes. Estas no retroceden real: 
mente, sino más bien, corregidas por la ciencia, 
aplican á lo que resta vivo del pasado, como si 

2 presente, los dictámenes de la justicia. 

En tal principio se inspiran nuestros Códigos 
modernos. El civil, con la sobriedad propia de 
Un precepto con pretensiones de universal y la 
cautela que para su aplicación exige la índole 
de esa esfera jurídica, dice en su art. 3.%: «Las 
leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispu- 
neren lo contrario», consagrando así solemne- 
mente la idea de la retroacción, y en el orden 
criminal, verdadero campo del Dérccho en el 
cual su aplicación es más fácil y sencilla, don- 
de, ó vulnerado por el delito, ó indemnizado por 
pena, aparece siempre claro y evidente en el 
hecho jurídico, el Código penal declara en su 
artículo 23, complemento del 22, que: «Las leyes 


penales tienen efecto retroactivo en cuanto fa- 
vorecen al reo de un delito ó falta, aun cuando al 
publicarse aquéllas hubiese recaído sentencia firme 
y el condenado estuviese cumpliendo la condena.» 

Basta aplicar esta doctrina al hecho en cues- 
tión para que aparezca conforme á derecho el 
sobreseimiento del Juzgado de Plasencia, pues- 
to que evidentemente favorece á los acusados 
el no abrir contra ellos un juicio en realidad 
concluido, aunque otra cosa diga la sentencia 
de 29 de Nomviembre de 1872 Cabe oponer á esto 
el desamparo de la sociedad interesada en que el 
delito no quede impune; pero ese interés, para 
ser legítimo, no consiste tanto en el castigo 
del culpable, cuanto en no establecer para una 
persona el absurdo estado jurídico de indefinida 
acusación, en no destruir en su daño la presun- 
ción de inocencia que milita en favor del acusa- 
do mientras no se pruebe su culpabilidad, y en 
mantener en la contienda, planteada por el deli- 
to entre el reo y el poder social, la igualdad de 
los medios de defensa que proclama el derecho 
moderno. Tal es el dictado de la justicia. 

Por otra parte, la absolución de la instancia 
es una corruptela condenada hoy unánimemen- : 
te, pa bien de la sociedad y prestigio de los 
Tribunales. Nacida á espaldas de la ley en épo- 
ca remota de la historia, apenas alcanzan á ex- 
cusarla las deficiencias de un procedimiento in- 
humano, la penuria de medios probatorios, los 
escrúpulos de una conciencia insegura en los 


—juzgadores, quizá la falta de diligencia para 


allegar el mayor número de elementos de con- 
vicción, favorecida por la irresponsabilidad de 
una sentencia baldía, y, sobre todo, el prejuicio 
sistemático de culpabilidad contra el procesa- 
do, que por siglos dominó en el sistema de en- 
juiciar; que tales debieron ser los orígenes de 
ese linaje de sentencias. Oponíanse éstas, por 
consiguiente, de todo en todo á nuestra antigua 
y venerable legislación, que en las Partidas 8.* 
y 7.* ordenaba al juez dar por quito en la sen- 
tencia al acusado contra quien no haya prue- 
bas claras como la luz; por lo cual ninguna ley 
le dió asilo en sus preceptos, aunque por única 
excepción la acepte, de manera indirecta, la or- 
: Pa del Poder judicial; no habiendo pasado 

e ser, por consiguiente, mera práctica de los 
Tribunales. Negáronle asimismo su autoridad, 
no mentándola siquiera, el reglamento para la 
administración de justicia de 1835 y la ley pro- 
visional para la aplicación del Código de 1850, 
no obstante haber introducido en el Enjuicia- 
miento criminal reformas transcendentales. Sin 
embargo, proporcionado á este desdén de la 
ley ha sido el arraigo en la práctica de la abso- 
lución de la instancia. Aún persistió en ella, á 
esar de haberse publicado la ley de 1870, según 
a cual la sentencia debe siempre absolver ó con- 
denar: y aSEpo és de promulgada la de Enjuicia- 
miento de 1872, que terminantemente la pros- 
cribió, todavía fué preciso que el Tribunal Su- 
premo acudiera en auxilio de la ley desobedecida 
casando en los años 1875, 76, 17 todas las senten- 
cias pronunciadas en dicha forma. Por último, 
la ley vigente de 1882, consignando en su ar- 
tículo 144 que la absolución se entenderá libre 
en todos los casos, prohibe expresamente la de 
la instancia, como ya lo hicieron la de 1872 y la 
Compilación. No se limitó 4 esto el legislador, 
sino que al dar cuenta en la exposición de los 
motivos de sus reformas, condena con frases 
enérgicas la absolución de la instancia, lanzan- 
do sobre ella el anatema de la conciencia jurí- 
dica. (Sigue el fiscal exponiendo otras conside- 
raciones y discurriendo sobre el fondo de injus- 
ticia que para el acusado entrañaba la absolu- 
ción de la instancia y concluye de esta manera:) 
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Por último, ¿qué autoridad puede tener en el 
resente estado de derecho una absolución de 
a instancia pronunciada en 29 de Noviembre 

de 1872, trece días antes de publicarse la ley de 
Enjuiciamiento del mismo año, que abolió di- 
cha absolución, y vigente adomás la provisio- 
nal de 1870 que tampoco la autorizaba? Ni ¿cómo 
abrir de nuevo este juicio, habiendo pasado vein- 
titrés años desde la comisión del delito y estan- 
do á punto de transcurrir los veinte señalados 
como máximum en el Código penal para su pres- 
cripción? 

Si pues nuestras leyes, el derecho natural y la 
equidad condenan de consuno la absolución de 
la instancia, V. S. deberá mantener, si llegare el 
caso, en esa Audiencia, el sobreseimiento del 
J E de Plasencia y acomodar á tal regla su 
conducta en cuantos asuntos á éste semejantes 
la ley reclame su intervención. 

Esta Fiscalía entiende que procediendo de tal 
manera el Ministerio público, cumple con su 
obligación de velar por el prestigio de las nue- 
vas instituciones procesales y por los derechos 
y garantías que de ellas se derivan. 

Dios, etc. Madrid 3 de Marzo de 1892.—Rafael 
Conde y Luque.» (ac. 5 Marzo.) 


Jurisprudencia. 


189 Febrero 1891. Casación de sentencia por ha- 
ber penado un delito de injurias d instancia del padre de 
la ofendida, habiendo cesado la representación del mis- 
mo, por casamiento de su hija, durante la sustanciación 
del juicio. 


En cansa por injurias dedujo y sostuvo la quere- 
la el padre de la injuriada, contrayendo la misma 
matrimonio tres meses antes del juicic oral. Con- 
denada la procesada, interpuso la misma recurso 
de casación, citando como infringido el párrafo 2. 
del art. 482 del Código penal. El T. S. declara haber 
lugar al recurso, visto el error que se prevé en el 
art. 849, núm. 1.%, de la ley de Enj. criminal; 

«Considerando: que en este error dé derecho ha 
incurrido la Audiencia de... al penar á..., como au: 
tora del delito de injurias Áá una persona particu- 
lar, porque no pudiendo perseguirse esta clase de 
delitos sino á instancia de la parte ofendida, según 
Jo dispuesto en el párrafo 2.2 del art. 482 del ES 
penal, y habiendo cesado el padre de la ofendida 
en la representación que venía ostentando en el 
juicio por el casamiento de ésta durante la sustan- 
ciación del proceso, es esta una circunstancia pos- 
terior á la comisión del delito, de tal índole, que 
impide pueda penarse en este juicio por carecer de 
representación legal en él la persona que promue- 
ve la acción, y al no estimarlo así la Audiencia sen- 
tenciadora, ha incurrido en el error de derecho 6 in- 
fringido las disposiciores legales que se invocan en 
E UA (Sent. 18 Febrero 1891.—Gac. 20 Julio, pá- 

na + 


30 Febrero 1891. Incidencias de causas crimina- 
les: Responsabilidad civil de terceras personas: Casa- 
ción de un auto en el que se declaró incompetente la Au- 
diencia para conocer del aseguramiento de bienes here- 
ditarios, solicitado en causa por falsedad de un testa- 
mento, por entender que la cuestión era de carácter civil. 


En causa por falsedad de una disposición testa- 
mentaria, el procurador de doña Carmen y doña 
Soledad Espino, denunciantes del hecho, solicitó 
que el Juzgado instructor se sirviera acordar que 
continuaran los bienes hereditarios en administra- 
ción judicial, y en caso de que hubieran sido adju- 
dicados á los que figuraban como horederos en el 
testamento en cuestión, procediera á su asegura- 
miento, constituyendo la oportuna intervención y 
administración para atender á la conservación de 
los mismor hasta la terminación del proceso. 

Desestimada por el Juzgado esta pretensión y la 
reforma solicitada, la Audiencia de Badajoz, ante 
la cual se acudió en E er se declaró incompe:- 
tente para conocer del asunto, por entender que el 
aseguramiento de bienes solicitado correspondía á 
los Tribunales del orden civil, pues si bien podían 
los Tribunales que conocían de una causa criminal 
entender de los incidentes de la misma, no son és- 
tos, los civiles, independientes de aquélla y ajenos 


á su sustanciación; y en su consecuencia, y por no 
creer aplicable al caso la prescripción del art. 114 
de la ley de Enj. criminal, se abrtuvo de resolver el 
incidente promovido. 

Contra este suto el fiscal interpuso recurso de ca- 
sación citando las siguientes infracciones: 1.* El 
art 9.%, en relación con el núm. 3.0del art. 4 de la 
ley de En)j. criminal, y el párrafo segundo de la adi- 
cional á la orgánica del Poder judicial: 3.2 El ar- 
tículo 615 de la misma ley de Enj. criminal; y 3.* 
Los 111, 112 y 114 de la propia. 

Asimismo las hermanas Espino interpusieron re- 
curso de casación citando como infringidos: 1.” Las 
mismas disposiciones de la primera del fiscal antes 
consignadas: 8. El art. 811 de la ley de Enj. crimi.- 
nal: 3. El párrafo segundo del art. 25 de la misma: 
4. Los arts. 111, 112 y 114 de la mencionada: 5.” El 
art. 334 en relación con el 338; Y 6.* El 615 de la re- 
petida ley procesal. 

El T.S.casa y anula el auto recurrido, por los 
fundamentos siguientes: 

«Considerando que los arts. 848, núm, 2.2, y 850 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, autorizan el re- 
curso de casación contra los autos de competencia 
cuando el Tribunal a quo incurra en error de dere- 
cho al dictar su resolución: 

Considerando que la cuestión sometida en alzada 
á la Audiencia de lo criminal de Badajoz, está re- 
lacionada con las disposiciones de los arts. 111, 112, 
615 y 616 de la precitada ley, y constituye, por tan- 
to, un verdadero incidente dentro del procedimien- 
to criminal: 

Considerando que, según el art. 9.2 de la misma 
ley, los jueces y Tribunales que tengan competen- 
cia para conocer de una causa determinada, la ten- 
drán también para todas sus incidencias: 

Considerando que el Tribunal sentenciador ha in- 
fringido este artículo 6 incurrido en error de dere- 
cho, absteniéndose de resolver el incidente prgmo- 
vido ¡or doña Carmen y doña Soledad Espino, y 
declarándose incompetente.» (Sent. 20 Febrero 1881. 
Gac. 22 Julio, p. 19.) 


22 Ahril 1891. Robo: Cuestión sabre si el delito debe 
Óó no reputarse cometido con armas. Esta circunstancia 
jurídica depende de un hecho que los magistrados no pue- 
den calificar si no se declara su existencia en el veredie- 
to, porque cuando la apreciación técnica del delito se fun- 
da en elementos materiales ó morales, corresponde á los 
jurados declarar previamente si han concurrido ó no. 


Vista en la Audiencia de San Mateo, ante el Jura - 
do, la causa seguida á Ignacio Baillori y Francisco 
Font, recayó veredicto declarándoles culpables de 
haber sustraído de la iglesia parroquial de Alcalá 
varias alhajas, rompiendo puertas y armarios inte- 
riores del templo, sin que se formulase á los jurados 

regunta alguna relativa á silos procesados lleva- 

an ó no armas, Esto no obstante, la Sección de de- 
recho consignó en uno de los resultandos del fallo 
«que entre los objetos robados ocupados á los culpa- 
bios hablauna pistola dedos cañones cargada,» y 
condenó á Baillori como autor de robo en edificio 
destinado al culto, y con'armas, delito previsto en el 
art. 521, párrafo primero del Código penal. Dicho roe 
interpuso recurso decasación, fundado en el art. 849, 
núm. 8. de la ley de Enjuiciamiento criminal, por 
infracción de dicho precepto del Código, y del con- 
tenido en el párrafo segundo de la misma disposi- 
ción, que era el aplicable al caso. El T. S.casa y 
anula la sentencia: 

«Considerando que según el art. 8.* (debe ser el 8.9) 
de la ley de 20 de Abril e 1888 estableciendo el juicio 

orjurados, los magistrados deben hacer en derecho 

as calificaciones de los hechos que aquéllos concep- 
túen probados, imponiendo las penas que procedan 
con arreglo al Código penal, debiendo pronunciar la 
sentencia quecorresponda en vista de las declaracio- 
nes del veredicto, como por modo todavia más claro 
y terminante le ordena el art. 98 de la misma ley: 

Considerando que á los jurados corresponde ex- 
clusivamente, según los arts. 2.2 y 72 de dicha ley, de- 
clarar la culpabilidad ó inculpabilidad de los proce- 
sados, no sólo respecto de los hechos que en concepto 
de delito les atribuye la acusación, sino también 
respecto á la concurrencia de los demás hechos cir- 
cunstanciaies que sean modificativos, absoluta d 
pen de la penalidad, para cuyo efecto de- 

en ser objeto de las preguntas que el Jurado ha de 
contestar, todos los hechos que sean referentes á la 
existencia de elementos morales del delito imputa- 
do, exceptuando tan sólo los conceptos exolusiva- 
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mente juridicos que la ley reserva á la Sección de 
derecho: 

Considerando que constituyendo, sin género algu- 
no de duda, una cuestión de hecho la circunstancia 
integrante y cualificativa en el delito de robo de 
Mevar Ó no armas el culpable, al Jurado correspon- 
día declarar lo que respecto á ella juzgase probado, 
no teniendo. por tanto, competencia los jueces de 
derecho para hacer la afirmación que contiene la 
sentencia reclamada en sa segundo resultando, re- 
lativa á este extremo; por lo cual no han debido to- 
marla en cuenta como elemento del delito que cas: 
tiga el párrafo primero del art. 5621; infringiendo sus 
preceptos, por consiguiente, al estimarla; así como 
el segundo párrafo del mismo, en que se pena el robo 
consumado sin esta circunstancia (1).» (Sent. 22 Abril 


30 Abril 1891. La declaración de que se ha intenta- 
do la falsedad con dnimo de perjudicar d tercero, aun 
formulada por el Jurado al contestar sobre si el hecho 
constituye ó no delito —para lo que carece de competen- 
cla—es eficas y debe mantenerse, por referirse d un ele- 
mento moral que le está atribuído.— Presentación judi- 
cíal en un solo acto de dos documentos falsos para con- 
trariar una demanda. Entraña la comisión de delitos 
de falsedad y no de uno solo. 


Vista en la Audiencia de Colmenar Viejo la can- 
sa seguida á Bruno Nieto, declaró el Jurado que, 
demandado el reo por su hermana Gregoria en jui- 
cio verbal al pago de cierta suma, presentó dos re- 
cibos firmados por la actora, y de los que resultaba 
que ósta había percibido del demandado la cantí- 

d reclamada; que la firma de tales recibos la 
habla puesto Bruno y no Gregoria, y que tales 
hechos constituían dos delitos de falsificación de 
documento privado con ánimo de perjudicar á ter- 
cero. Condenado Bruno como autor de ellos, inter- 
puso recurso de casación, alegando que el Jurado 
no había declarado la existencia del perjuicio ne- 
cesaria para la calificación del delito, por lo cual 
los hechos no constituian ninguno, y que en todo 
caso y opuestos los recibos á la reclamación de Gre - 

oria, era circunstancia material indiferente para 
apreciación de la falsedad que la suma expresa- 
da en ellos se consignase en dos documentos ó en 
uno; cuando dirigido el acto á enervar la reclama- 
ción única de la demandante, no podía constituir 
más de un delito; y citaba como violados los artíoa- 
los 1.? y 318 del gsigo penal. El fiscal coadyuvó al 
recurso en cuanto al segundo motivo, pero el T. 8. 
declara que no ha lugar por ninguno: 

«Considerando que si bien el interrogatorio some- 
tido á los jurados adolece, entre otros vicios no re- 
olamados, del de la improcedencia con que se les 

reguntó si los hechos imputados á Nieto consti- 

ulan dos delitos de falsificación de documentos 
peon cuestión reservada por la ley al Tribunal 

e derecho como de calificación jurídica, al contes- 
tar afirmativamente á esta pregunta, cuya última 
parte se dirigía á determinar si el procesado había 
obrado con ánimo de La bird tercero, quedó 
establecido por el veredicto este elemento moral, 
propio de su competencia, que surge también de la 

dole de los hechos mismos, el cual se impone en 
casación, por constar con eficacia juridica contra 
lo alegado por el recurrente el intento de causar 
perjuicio, suficiente, aun sin el señalamiento de la 
cuantía, pera la existencia del delito previsto en el 
artículo 818 del Código penal, cuyos términos expre- 
sos no requieren la efectividad de aquél: 

Y considerando que este articulo tampoco ha sido 
infringido por la sentencia en el concepto en que 
se impugna su aplicación en el segundo motivo del 
recurso, porque la unidad final á que se dirigieran 
los documentos falsificados, si pudiera importar 


() Esta sentencia es importantísima en cuanto estable- 
ce doctrina sobre la verdadera misión que la ley de 1888 
confía á4 los jurados y al Tribunal de echo en los jui- 
cios criminales. Por eso insertamos tntegros los conside- 
randos del fallo, aunque el criterio que inspira esta casa- 
ción es el mismo que motivó las acordadas en 1.* de Fe- 
brero, 28 de Mayo y 27 de Noviembre de 1890, insertas en 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL y ROBO, del Diccionario, 
y en el APÉNDICB de 1891, ps. 600 y 614. Hay otras va- 
rías sentencias estableciendo doctrina relatsva 4 la exten- 
sión y límites de la competencia atribuida por su ley or- 
gánica. Hemos procurado citarlas todas en la nota de la 
pdg. 84 del AP. de 1897. 
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ara el efecto de corregir la mera presentación en 
julelo es del todo independiente de los hechos de 
as falsificaciones, puesto que éstas fueron dos, y 
dos los documentos distintos, y, por tanto, dos tam- 
bién los delitos de esta olase, cometidos en actos 
Pr (Sent. 30 Abril 1891.—Gac. 81 Agosto, pá- 
gina 128. 


S Mayo 1091. tos injuriosos en osición 
dirigida d la cian ía publicación del do cuminio 
en un periódico puede constituir delito, siendo improce- 
dente el auto qas deniega la admisión de la querella in- 
terpuesta por el que se reputa injuriado. 


En exposición dirigida al gobernador general de 
la isla, se decía de cierta persona que había ntili- 
sado á sabiendas documentos nulos, sorprendido la 
rectitud de jueces y fiscales y cometido actos sospe- 
chosos de falsificación .... Publicóse la instancia en 
un periódico y el aludido en ella se querelló por ín- 
jurias graves contra los firmantes; pero la admisión 
de su querella fué pe letra por la Audiencia. Con- 
tra el auto de inadmisión interpuso el acusador re- 
carso de casación fundado en el articulo 848, núme- 
r0 5 de la ley de Enjuiciamiento criminal de Cuba 
y Puerto Rico, por infracción de los del Código pe- 
nal de las Antillas, referentes al delito de injuria. 

1 T.S. casa y anula el auto: 

«Considerando que si bien fué lícito á los quere- 
llados elevar la exposición á que la querella se re- 
fiere al gobernador general de la isla y aducir en 
ella las rasones que pad bles convenientes en apo- 
yo de su derecho, la publicación de esa exposición 
en un periódico de la localidad, cuando contiene, 
como en el caso presente acontece, según los hechos 
de la querella, frases y conceptos que pueden ser in- 
juriosos para una persona determinada, reviste el 

echo caracteres de delito, y hace, por lo tanto, ne- 
cesaria la apertura del proceso, para que en él, con 
más amplitud y mayores elementos de prueba, pue- 
da en definitiva resolverse con acierto lo que sea 
pr (Sent. 8 Mayo 1891.—Gac. 1.* Septiem- 

re, pág. 132.) 


8 Junio 1891. Los autos de admisión de querella 
no son apelables ni puede conocerse del particular d que 
8e refieren con motivo de la apelación interpuesta contra 
los de procesamiento. Presenta caracteres de delito el uso 
público de nombre ajeno, y no obsta que el culpable haya 
sido absuelto en proceso anterior por usurpación, sí to- 
pod E se ha declarado el derecho de que 3e considera 
asis . 


En causa seguida contra Eugenio Santa Olalla 
por usurpación de estado civil al atribuirse la per- 
sonalidad de D. Eustaquio Campo Barrado, que ha- 
bía muerto hacia muchos años, recayó sentencia 
que fué firme, absolviendo al acusado y reserván- 

ole las acciones que pudieran asistirle. Sin ejerci- 
tar ninguna, Santa Olalla pidió y obtuvo de la Al- 
caldía de Plasencia cédula personal con el nombre 
de Eustaquio Campo; y con este mismo nombre ce- 
lebró luego diferentes contratos. D. José Belloso 
presentó querella por usurpación fundada en los 
anteriores hechos. El Juzgado la admiti4 y dictó 
auto de procesamiento contra Santa Olalla. Pidió 
éste reforma de tal auto sin resultado, y apeló para 
ante la Audiencia, la cual, atendiendo que Santa 
Olalla usaba de derechos que no le negó la senten : 
cia recaída en la anterior causa, dejó sin efecto el 
auto de admisión de la querella y de procesamiento. 
Belloso interpuso recurso de casación, autorizad » 
por los art. 847, 848, núm. 5.2, y 859 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, citando como infringidos el 
art. 485 del Código penal, en relación con los de la 
ley de Enj. crim. 81 es en cuanto no se ha hecho 
efectiva la responsabilidad penal por el delito de 
pda de estado civil y se ha revocado el auto 
de admisión de la querella, cuendo los hechos en 
que se funda constituyen delito. En el acto de la 
vista fué apoyado el recurso por el Ministerio fiscal, 
y el T.S. casa y anula dicho auto: 

«Considerando que el art. 813 de la citada ley sólo 
autoriza la desestimación de querella arreglada á 
las disposiciones establecidas en el tit. TI del lib. II 
del propio Código, «cuando los hechos en que se 
funde no constituyan delito» ó cuando no sea com- 

etente para conocer de ella la autoridad judicial 
i uien se presente: 

onsiderando que conforme al último párrafo de 
dicho articulo, que ia 1 recurso de apelación en 
ambos efectos, contra el auto que desestime una 
querella, y al 217 que le consiente únicamente en 
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los casos determinados por la ley, no son suscepti.- 
bles de tal recurso los en que se admite aquélla: 

Considerando que por falta de materia propia, 
que además no consta expresa y claramente some- 
tida por el apelante, no pudo ejercitarse con efica- 
cia jurídica la jurisdicción de la Audiencia de Pla- 
sencia acerca de la procedencia de la querella ad- 
mitida competentemente por el jues de instrucción, 
ni ampliarse á ella la que le confiriera otro extre- 
mo reclamado; porque á ésto, por el recurso se ha- 
llaba circunscrita, dentro de cuya esfera las atri- 
buciones del juez ó Tribunal a quo no son distintas 
tampoco, como erróneamente se supone en el auto 
reclamado, en su contenido y extensión, de las co- 
rrespondientes al juez ó Tribunal inferior: 

Considerando que de los hechos relacionados en 
el auto recurrido aperece con perfecta claridad que 
los imputados en la querella, por semejantes que 
pre 0aD ser, lo que todavía no consta, á los le pa 

os en anterior proceso, son distintos de aquéllos 
como posteriores á éste, sin que aparezca por ahora 
que afecte á su índole jurídica el fallo con cuya 
ocasión ó pretexto se dicen ejecutados algunos: 

Considerundo que no constando que la persona 
objeto de la querella se hallara de antea en legíti- 
ma posesión del nombre de Eustaquio Campo Ba- 
rrado, ni que se le reconociera en la sentencia men- 
cionuda, no procede declararle tal derecho fuera 
de las solemnidades de un juicio; y menos al ini- 
ciarse la inculpabilidad de quien se le atribuye en 
actos públicos y privados; por lo cual tampoco pro- 
cede desestimar una querella que imputa en tales 
circunstancias hechos que por sí mismos, todos ó 
algunos presentan caracteres que ulteriormente 
podían confirmarse ó desvirtuarse, de delito de 
usurpación de estado civil ó de uso público indebi- 
do de nombre ajeno ó extraño, ya que tal desesti- 
mación á limite judicie, implicaría una especie de 
reconocimiento de un derecho prematuramente de- 
finido, sin necesaria previa contradicción; y la ab- 
soluta negación de la posibilidad de que los hechos 
sometidos al Tribunal sean en su día calificados de 
delito, como sostiene el actor, ejercitando el que le 
corresponde: 

Considerando que cualquiera que sea el alcanos 
del concepto expresado en el art. 5. de dicha ley de 
Enjuiciamiento criminal con la frase «supresión de 
estado» y el deber de la jurisprudencia criminal de 
deferir á la civil como cuestión prejudicial, la refe- 
rente á casos de usurpación de estado, es condición 
necesaria del cumplimiento de este deber la admi - 
sión de la querella correspondiente, cuando por tal 
medio se requiere la primera de aquellas jurisdic- 
ciones, ae para ejercitar la suya ha de tener 
base de hecho y procesal en que apoyar la decisión 
misma impuesta por la disposición legal citada.» 
(Sent. 8 Junio 1891.—Gacs. 9 y 10 Septiembre, p. 168.) 


9 Julio 1891. Reincidencia: La apreciación de esta 
circunstancia depende de la existencia de condena ante- 
rior contra el procesado, punto de hecho sobre el cual 
debe pronunciar el veredicto, y de lo contrario no cabe 
estimar tal motivo de agravación. 


Vista ante el Jurado la causa seguida á Julián 
Rivero por homicidio, no se formuló en el veredicto 
pregunta ni contestación alguna relacionada con 
que el procesado hubiese sufrido anteriores conde- 
nas; sin embargo de lo oual, la Sección de derecho 
estimó la circunstancia agravante de reincidencia, 
porque resultaba pad confesión del reo y 
por certificación que expidió D. Mauricio Muela, 
escribano de actuaciones del Juzgado de Hervás, 
que el reo había sido procesado y penado anterior- 
mente como autor de lesiones. Rivero preparó re- 
curso de casación, y el fiscal le interpuso en obsa- 
quio del enjuiciado por infracción de los arts. 10, nú- 
mero 18 del Código penal, y 2.? y 72 de la ley del Ju- 
rado. El T. S.casa y anula ei fallo: 

«Vistos los arts. 2.9, 8.2, 70 y 72 de la ley de 20 A bril 
de 1888, y considerando: que..... ha de reservarse al 
Tribunal de derecho la apreciación de los conceptos 
exclusivamente jurídicos que puedan estimarse in- 
dependientemente de los elementos materiales ó 
morales constitutivos del delito ¿ de sas cirouns- 
tancias: 

Considerando que en obedecimiento á este pre- 
cepto fundamental de la jurisdicción del Jurado, y 
al especial encargo que el art. 106 de la ley citada 
encomienda al prusidente del Tribunal de derecho 
de Sd, con acierto álos jurados en el desempeño 
de sus funciones, sin invadir las atribuciones que 


les corresponden, debió formularse pregunta ex- 
presa sobre ol hecho ó6 hechos inductivos de la rein- 
cidencia, por haber sido objeto de la acusación y no 
entrañar un mero concepto jurídico independiente 
de los hechos, sino por el contrario, de necesaria de- 
rivación de la exiztencia positiva y real de anterio- 
res condenas comprobadas en el juicio: 

Considerando que lo exclusivo de la jurisdicción 
del Jurado en cuanto á la determinación de los 
hochos priva de eficacia á las declaraciones de esta 
clase que se hagan en lus sentencias por el Tribunal 
de derecho, el cual debe pronunciar ajustándose 4 
las del veredicto, como dispone el art. 96 de la ley 
mencionada, las cuales, según el 97, sustituyen á la 
narración y calificación de hechos probados que en 
otros procedimientos corresponde á los jueces y 
Tribunales sentenciadores: 

Y considerando que la circunstancia agravante 
de reincidencia apreciada en la sentencia reclama- 
da, carece de base de hecho en el veredicto, y el 
Tribunal que pronanció ésta cometió al estimarla 
un exceso de jurisdicción, infringiendo las disposi- 
ciunes legales invocadas (1).» (Sent. de 9 Julio 19881.— 
Gac 28 Septiembre, p. 225.) 


—La misma doctrina en sentencia de 9 de Julio 
de 1891, casanio y anulando la recurrida que apre- 
ció la circunstancia agravante de reincileacia no 
habiendo declarado el veredicto que el reo hubiera 
sufrido anteriores condenas, lo cual impide que se 
aprecie, porque «lo exclusivo de la jurisdicción del 
Jurado en cuanto á la determinación de los hechos, 
yriva de eficacia á las declaraciones de esta clase 
que se hagan en las sentencias por el Tribunal de 

erecho». (Sent. de 9 Julio 1891.—Gac. 6 Octubre, pá- 
gina 244.) 

—Otros casos exactamente iguales en sentencias 
de 18 Febrero 1891 (Gac. 18 Julio, p. 5), y 6 de Octubre 
de 1891 (Fac. 25 Diciembre, p. 269). 


10 Julto 1891. Circunstancia de ejecutar el delito 
cuando se está cumpliendo condena: No cabe apreciarla, 
si el Jurado no declara precisa y categóricamente el he- 
en se A rrrdDS cumpliendo condena el reo cuando come- 
ttd to. 


Vista ante el Jurado de Valencia la causa segui- 
da á Joaquín Vigueras, por asesinato, declaró el 
veredicto que el reo, condenado antes por el delito 
de homicidio, era culpable de haber muerto á Jaime 
Navarro en ocasión que el mismo ejercía las fan- 
ciones de cabo en el penal de San Miguel de los Re- 
yes y cuando se encontraban á la puerta de la can- 
tina de dicho establecimiento. La Sección de Dere- 
cho apreció la cirounstancia atenuante de arreba- 
to y obcecación, y Mm especifica señalada en la re- 
gla 1.*, art. 181 del Código penal, por virtud de la 
cual condenó al reo á la pena de muerte. 

El T.S. casa y anula la sentencia, reproduciendo 
los primeros considerandos de la anterior de 9 de 
Julio de 1891, y además: 

«Que en debida obediencia á estos preceptos fun- 
damentales de la jurisdicción del Jurado (2) y al 
especial encargo que el art. 106 de la referida ley 
encomienda al presidente del Tribunal de derecho 
de dirigir con acierto á los jurados en el desempeño 
de sus funciones, sin invadir con ello las atribucio- 
nes que les corresponden, debió formularse pregun- 
ta expresa y categórica sobre el hecho ó hechos in- 
ductivos para determinar si el procesado Vigueras 
se hallaba ó no cumpliendo condena cuando come- 
tió el delito que motiva eata causa, porque además 
de haber sido objeto de la acusación, no entraña un 
mero concepto jurídico independiente delos hechos, 
sino, por el contrario, que su existencia real y posi- 
tiva depende de la afirmación que el Jurado haga 
respecto al hecho de hallarse cumpliendo condena: 

Considerando que la jurisdicción exclusiva del 


(1) Generalizando la doctrina expuesta en esta senten- 
cia con relación á la circunstancia especial de reinciden- 
cia, se encontrará acaso menos motivada la que 36 
de la de 19 de Junio de 1891, respecto á4 la nocturnidad. 
(Véase con su nota en la p. 54.) Para que se comparen y 
estudien insertamos integros los fundamentos de la at- 
tual, aunque en resumen se limitan d reproducir los ada- 
cidos en la de 1.2 Febrero 1890, inserta en e! AP. de 1891, 
pdg. 614 y en Robo, del Diccionario, y en la de 10 Julio 
de 1891, que puede verse d continuación de la que arriba 
publicamos y de sus concordantes. 

(3) Los arts. 3.2, 8.9, 70 y 72 de la ley del Jurado. 
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Jurado, en cuanto á determinar hechos se refiere, 
riva de eficacia á las decl-raciones de esta clase 
echas por el Tribunal de derecho en la sentencia, 

el cual, en observancia al art. 98 de la mencionada 

ley, debe pronunciarlas ajustándose estrictamente 

á las del veredinto, que ha venido a sustituir, según 

el 97, la narración y calificación de hechos proba- 

dos que en otros procedimientos corresponde á los 

jueces ó Tribunales sentenciadores: . 
Considerando que la circunstancia modificativa 

de penalidad de hallarse cumpliendo condena Joa- 
uín Vigueras cuando cometió el delito, por el que 

la sido condenado, apreciada en la sentencia que 
es objeto del recurso, carece de la necesaria base 
de hecho en el veredioto... » (Sent. 10 Julio 1891.—GQa- 

ceta 26 Septiembre, p. 230.) 


—V. COMPETENCIAS EN LO PENAL: CIRCUMSTAN- 
CIAS AGRAVANTES: DESOBEDIENCIA: HiPOTECAS: RE- 
CURSOS DE CASACIÓN: ImPrUDENCIA (sent. 18 Mayo 
1891): ResPoxSABILIDAD. 


ENJUICIAMIENTO MILITAR. V. Courr- 
TENCIAS EN LO PRNAL: JURISDICCIÓN... MILITAR. 


ENSANCHE DE POBLACIONES. V. PoL1r- 
CÍA MUNICIPAL. 


ENTERRAMIENTOS. V. CemeutBr108. 
EPIDEMIAS. V. SaxnipaD. 


EQUIPAJES DE VIAJEROS. Véanse las 
disposiciones citadas en Cuerpo diplomático y 
Equipajes, del Sumario alfabético de los Aran- 
celes de 31 Diciembre 1891, insertos en Rexra DE 
ADUANAS. 


ESCALAFONES., V. EMPLEADOS PÚBLICOS. 
ESCALAMIENTO. V. Rosno. 


ESOLAVITUD. V. en Trarapos... el acta de 
Bruselas de 2 Julio 1890 para roprimir la trata 
de negros. 


ESCRIBANÍAS DE AOTUACIONES. El 
R. D. de 80 de Julio de 1892 reorganizando las 
Audiencias y Juzgados de la isla de Cuba (véase 
Justicia zm ULTRAMAR) autorizó en su art. 5.* al 
Ministro para fijar la plantilla del personal su- 
balterno de unas y otros. En su virtud y por 
Real orden de la misma fecha se determinó el 
número de Escribanías de actuaciones de los 
Juzgados de Cuba. (Gac. 4 Agosto.) 

—Véase en ARANCELES... la importanto senten- 
cia de 16 de Enero de 1892 sobre derechos de un 
actuario por el reconocimiento de documentos 
(pág. 25). 

ESORITURAS PÚBLICAS. Sobre casos en 
que ha de sujetarse á esta formalidad la contrata- 
ción de servicios postales, véase en CosTraToSs 
ADMINISTRATIVOS, p. 85, el art. 19 de la Inst. de 14 
de Enero de 1892. 

—Véaseademás en CONTRATOS CIVILES, p. 90, la 
Sent. de 18 de Noviembre de 1891, sobre defectos 
capaces de invalidar las escrituras públicas; y en 
TanceEría... la de 13 de Octubre del mismo año 
sobre actos no sujetos á la formalidad de escri- 
tura pública. 

ESOUELAS DE ARTES Y OFIOIOS. Ha 
debido establecerse recientemente una en Lugo, 
si so ha cumplido la siguiente 





R. O. 8 Junio 1892, 
Aceptando un legado para la creación de una Escuela en 
Lugo, bajo el patronato del Ministro de Fomento. 

(Foxm.) Don José Bolaño Rivadeneira murió 
bajo testamento en que legó 6.000 pesetas de 
renta anual para la creación y sostenimiento de 
una Escuela de Artes y Oficios en Lugo, y dis- 
puso que fuese patrono de esta fundación el Mi- 
nistro de Fomento, al cual acudió la Diputación 
provincial, á fin de dar cumplimiento á la volun- 
tad del finado, solicitando una subvención per- 
manente, por no ser suficientes los recursos con 

ue contaba para la ampliación y sostenimiento 
e las enseñanzas del referido establecimiento. 
He aquí la resolución del Gobierno: 

«...Considerando que no existe inconveniente 
alguno para que el Ministerio de Fomento acep- 
te el patronato de la fundación de D. José Bola- 
ño Rivadeneira, y que, antes al contrario, la 
aceptación redundará en beneficio de la ense- 
ñanza: 

Y considerando, por último, que según las 
condiciones del crédito destinado á subvencio- 
nar las Escuelas de Artes y Oficios, no se puede 
comprometer cantidad alguna del mismo para 
años económicos venideros; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido disponer: 
1. Que se acepte el cargo de patrono de la fun- 
dación instituida por D. José Bolaño Rivadenei- 
ra. 2. Que se apruebe el expediente instruido 
por la Diputación provincial de Lugo para la 
aplicación de las cláusulas testamentarias del 
referido Sr. Bolaño, creando la Escuela de Artes 
y Oficios de aquella a: 3.” Que se manifies- 
te á la mencionada Corporación que, siempre 
que exista crédito y las atenciones del servicio 
lo permitan, podrá otorgársele subvención para 
el sostenimiento de las enseñanzas de la Escue- 
la de Artes y Oficios de Lugo, como se le viene 
concediendo en años anteriores. 

Es asimismo la voluntad de S. M. que se mani- 
fieste al testamentario el agrado con que ha vis- 
to el generoso desprendimiento del finado señor 
Bolaño, legando 6.000 ptas. anuales para el sos- 
tenimiento del indicado establecimiento de en- 
soflanza. 

De Real orden, etc. Madrid 8 de Junio de 1892. 
Linares Rivas.—Sr. Director general de Instruo- 
ción pública.» (Gac. 25 Junio) 


—V. INsTRUCCIÓN PÚBLICA. 


ESOUELAS DE BELLAS ARTES. Se pu- 
sieron bajo la dependencia de los rectores de las 
Universidades por el siguiente 


R. D.8 Julio 1892. 


Poniendo las Escuelas provinciales de Bellas Artes bajo 
la dependencia de los rectores y disponiendo que se rí- 
jan por el reglamento de 1859. 


(Fom.) «.....Artículo 1.2 Las Escuelas pro- 
vinciales de Bellas Artes, como establecimien- 
tos públicos de enseñanza que son, estarán 
desde esta fecha bajo la dependencia de los rec- 
tores de las Universidades, á quienes, como je- 
fos superiores de las mismas, les incumbe la ins- 
pección y vigilancia de la Administración, del 

sonal: de los estudios y de la disciplina, que- 
ando así completamente separadas de las Aca- 
demias provinciales de Bollas Artes. j 

Art. 2.2 Las referidas Escuelas se regirán en 
lo sucesivo, y en todo aquello que les es aplica- 
ble, por el reglamento vigente para los estable- 
cimientos de segunda enseñanza aprobado por 
R. D. de 22 de Mayo de 1859. Los directores de 
estas Escuelas asumirán, con arreglo ú las 
prescripciones de este reglamento y bajo la in- 
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mediata dependencia de los respectivos recto- 
ros, las facultades que en materia económica 
han tenido hasta ahora los presidentes de las 
Academias provinciales de Bellas Artes. 

Art. 3.2? En las mencionadas Escuelas de Be- 
las Artes se respetará y cumplirá, en tanto que 
las enseñanzas no se modifiquen, el sistema y 
las denominaciones de las asignaturas que para 
los estudios oficiales establece el art. 37 del 
R. D. de 31 de Octubre de 1849. 

Art. 4.7 Las oposiciones á las plazas de ayu- 
dantes numerarios de las referidas Escuelas 

ue en lo sucesivo vaearen, se verificarán en 
adrid y con arreglo á las disposiciones que á la 
sazón estuvieren vigentes en este rro (1). 

Art.5. Quedan derogados el R. D. de 31 de 
Octubre de 1849 y demás disposiciones posterio- 
res en cuanto se opongan en todo ó en parte al 
cumplimiento de lo preceptuado en el presente 
Real decreto. 

Dado en Palacio á 8 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Qac. 9 Julio.) 


R. D. 2 Diciembre 1892, 
Exceptuando á la Escuela de Valencia de las prescripcio- 
nes del R. D.8 Julio (2). 

(Fom.) «Artículo único. La Escuela provin- 
cial de Bellas Artes de Valencia queda excep- 
tuada de las prescripciones del Real decreto de 
8 de Julio último, que dispuso la separación de 
estas Escuelas de las Academias provinciales 
de Bellas Artes en cuanto á la dependencia in- 
mediata del Rectorado respectivo, quedando 
autorizada la Academia de Valencia para enten- 
derso directamente con la Administración cen- 
tral en los asuntos relacionados con la enseñan- 
za oficial que se da en aquella Escuela, y some- 
tidas una y otra á la inspección directa del Mi- 
nisterio de Fomento y de la Dirección general 
de Instrucción pública.—Dado en Palacio á 2 de 
Diciembre de 1892.—María Cristina.—El Minis- 
tro de Fomento, Aureliano Linares Rivas.» (Qa- 
celta 3 Diciembre ) 


RE. D. 2 Diciembre 18982. 


Creando una cátedra de solfeo aplicado al uflo y 
masas corales en la Escuela provincial de Bellas Ar- 
tes de la Coruña. 


(Fom.) Se dispone, además de lo que expresa 
el epigrafe, que el profesor tendrá las condicio- 
nes prescritas por la ley, debiendo haber dirigi- 
do por cinco años una masa coral. La dotación 
será de 2.000 pesetas. (Fac. 3 Diciembre.) 

ESCUELAS VARIAS. De Arquitectura de 
Barcelona, Nacional de Música y Declamación y 
General Preparatoria de ingenieros y arquitec- 
tos: V. InstruccióN PúBLICA.—De ingenieros 
agrónomos: V. INGENIEROS AGRÓNOMOS. 


ESTACIONES AGRONÓMICAS. V. Aonr- 
CULTURA: Vi1MO08. 


ESTADÍSTICA: Agronómica: V. INGrxIBROS 
AGRÓNOMOS.—Sanitaria: V. SANIDAD. 


ESTAFA. Hemos de coleccionar aquí doc- 
trina importante sobre aplicación de los precep- 
tos del Código penal, relativos á este delito, 
Veamos: 





(1) Véase en el AP. de 1894 (p. 441) el R. D. de 17 de 
Julio de 1894. 

(2) Este R. D. está derogado por el de 18 Enero 1895 
(AP. de 1895, p. 25). 


ESCUELAS DE BELLAS ARTES.—ESTAFA, 





223 Febrero 19981. Extracción de cosas depositadas 

ialmente que no determina responsabilidad alguna, 

porque no hubo perjuicio concreto y determinado, ele- 
mento necesario del delito. 


Embargados en un juicio de desahucio los frutos 
de varias tierras que llevaba en arrendamiento 
Paula Gonsález, fué nombrado depositario de los 
mismos Cipriano Lópes. Requerida Paula y sus bijos 
Eugenio y Andrés Martínes, para que los dejaran á 
disposición del depositario, los hermanos Martínez 
Áá pesar de ello y de tener conocimiento del embar- 
go, recolectaron y acarrearon el fruto del trigo de 
una de las tierras, «llevándose las mieses al pueblo 
de Cisla en ocho fanegas de trigo y cuatro carros 
de paja, y fueron depositados y tasados el trigo en 
ocho pesetas fanega, y en siete el carro de paja.» 

La Audiencia consideró estos hechos constituti- 
vos del delito de estafa y de autores á los procesa- 
dos, y declaró en el considerando 4.? que no había 
responsabilidad civil que exigir. 

Interpuesto recurso de casación citando como in- 
fringidos los artículos del end penal 550 y 551, nú- 
mero 1.*, el T. S. declara haber lugar al recurso: 

«Considerando que la confusa relación de los he- 
chos contenida en el resultando transcrito, no per: 
mite aseverar sin que quede alguna duda respecto 
á si los recurrentes al segar y llevar al pueblo de 
Cisla las mieses embargadas, causaron perjuicio al 
acreedor embargante, porque en dicho resultando 
no se determina si aquéllas fueron depositadas por 
ellos, en cuyo caso no hubo perjuicio, ó por orden de 
la autoridad: 

Considerando que dado el depósito referido y los 
mismos términos en la sentencia, que reconoce que 
no existe motivo de responsabilidad civil, afrma- 
ción que implica la no existencia del perjuicio con- 
creto y determinado en su cuantía que exige el nú- 
mero 1. del art. 551 del o y se requiere para 
fijar la pena de multa que señala, falta uno de los 
elementos esenciales del delito que en aquél se cas- 
tiga...» (Sent. 23 Febrero 1891.— Gac. 23 Julio, p. 23) 


268 Febrero 1891. Entrega de cantidad para la er- 
plotación de cierta industria 4 uno de los socios de la 
misma, y su aplicación d usos distintos. 


Federico Medina propuso á Juan Alférez la adqui- 
sición de una tienda de ultramarinos, y para éllo 
constituyeron, en unión de Francisco Crespo, uns 
sociedad, entregando Alfóres á Medina 8.500 pesetas 

ara la adqnisición de la tienda, propiedad de don 

osó González. Medina entregó á óste como adelan- 
to 500 pesetas, y llegado el momento de formalizar 
las cuentas, no pudo justificar la aplicación de la 
cantidad restante, de la cual dijo que no sabía lo 
que había hecho. Condenado Medina como reo de 
estafa, interpuso recurso de casación, citando como 
infringidos los arts. 547, núm. 8.9, y 548, núm. 5.” del 
Código penal. El Tribunal Supremo declara no 
haber lugar: ; 

«Considerando que afirmado en la sentencia como 
indiscutible ya, y necesariamente aceptable en ca- 
sación, que Alférez entregó 4 Medina 3.500 pesetas 

ara la adquisición de la tienda y gastos anexos á 
Ea sociedad que había de constituirse entre ambos 
y Crespo, por este especial y concreto destino de tal 
cantidad, quedó el segundo obligado á dedicarla 
exclusivamente ul convenido objeto, entregándola 
á quien debiera percibirla, como precio contratado, 
Ó á devolverla á quien se la diera, puesto que no la 
obtuvo por título que le transfriera el dominio; y 
que al no haber entregado más que 6500 pesetas, in- 
currió en la sanción penal que le ha sido aplicada, 
porque la causa de no hacerlo de la totalidad, fué 
su apropiación indebida, ó su no comprobada dis- 
tracción en uso á que no se hallaba destinada, con 

erjuicio de aquel de quien la recibió.» (Sent. 23 Fo- 
brezo 1891.—Gac. 28 Julio, p. 88.) 


28 Abril 1891 Son cosas muebles 4 los efectos del 
art. 548, núm. 5.%, todas las no inmuebles, y por consi- 
guiente las semovientes. 

«Bajo la genérica denominación de cosas ó bienes 
muebles...,sehallanindudablemente comprendidos, 
como lo están en el art. 835 del Código civil, los se- 
movientes que participan de igual naturaleza, per- 
tenecen á la misma clase y pueden ser objeto de 
aquel especial de ito (1).» (Sent. 28 Abril 1891.—Qace- 
ta 81 Agosto, p. 128.) 


(1) Es doctrina ya establecida por el T. S. en Sent. de 


lo 


ESTAFA. (Jurisprudencia.) 
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28 Mayo 1891. Ocupación amañada de letras de 
cambio por el pagador con el recibí del tenedor, y negati- 
vs al pago del giro, afirmando haberlo satisfecho. 


Don Enrique Ballesteros era portador de dos le- 
tras de cambio, importantes en junto 5.000 pesetas, 
y giradas á cargo de D. Valentín Herranz, de quien 
el otro era amigo y con quien había tenido además 
buenas relaciones comerciales. Fundado en ellas se 

resentó Herranz en casa de Ballesteros el día 2 de 

ulio de 1590 y le suplicó que le hiciese entrega de 
las letras para incluirlas entre las de Junio, asega- 
rándole que tenía dispuesto el dinero para abonar- 
las al siguiente día. Ballesteros accedió, consignó 
el recibí en los documentos y los entregó á Herranz, 
q se negó luego á pagarlos asegurando tener sal- 

das sus cuentas con Ballesteros. Instruída causa 
y condenado Herrans como autor de estafa, com- 
prendida en el art. 543, núm. 1.? del Código penal, in- 
terpuso recurso de casación citando como infringido 
dicho precepto, por tratarse de una obligación me- 
ramente civil. El T. S. declara no haber lugar al re- 
gUr3o: 

«Considerando que la materia del delito por que 
ha sido penado el recurrente no consiste en la mera 
felta de pago delas letras á su cargo que acept4 en 
tiempo, sino en el abuso de confianza que utilizó 
para obtenerlas con el Recibí de su tenedor, no bajo 
naaa genórica de satisfacer su importe, sino de 

concreta y especifica, inductiva del hecho, de en- 
tregar al día siguiente en el Banco de España como 
partida de la cuenta corriente del acreedor, la can- 
tidad que en plata dijo tener, y en no haber hecho 
tal entrega, ni pago posterior y negarse, después, 
sin prueba, que la debiera: 

Considerando que si estos actos no constituyon en 
reslidad una negociación imaginaria, de las á que se 
refiere el núm. 1.? del art. 513 del Código penal, ofre- 
cen todos los elementos del delito en esta disposi- 
ción descrito, por manifestar que Herranz defraudó 
ása acreedor, desposeyéndole del título de su crédi- 
to, y naturalmente, en perjuicio de éste, por dificul- 
tarle los medios expeditos de un cobro todavía pen: 
diente, y valiéndose para ello de un engaño some- 
jante al de aparentar bienes de que carecía.» (Sen- 
tencia 28 Mayo 1891.—Gac. 6 Septiembre, p. 156.) 


9 Junio 18941. Noes punible como estafa la defrau- 
dación si no se acredita el previo engaño que había de 
producirla; ni tampoco constituye tal delito el procedi- 
miento evasivo del deudor para eludir el pago. Respon- 
tabilidad como autor de estafa, exigible al que obtiene en 
préstamo cantidad que no paga, aparentando bienes y 
cualidades de que carece. 


Obdulio García, Elisa Rodríguez y otros dos más, 
entraron como huéspedes en casa de Angeles Alva- 
res, de Alcalá de Henares, á la cual abonaron algu- 
nos días de pupilaje dejándola á deber otros. Dea- 
pués de hacerla creer que Obdulio era alférez de la 
reserva y que Elisa era muy rica, propusieron á An- 
geles como medio de saldar la cuenta que los siguie- 
ra á Madrid, donde estaria como ama de gobierno 
en casa de un pariente de Obdulio. Accedió la mu- 

er, vino con sus huéspedes áÁ la corte, y al llegar á 

estación la dieron una peseta para que tomara un 
coche y la dirigieron á casa de una sobrina de la 
Angeles. asegurándola que allí irían á buscarla, lo 
que no verificaron. Durantela estancia en Alcalá el 
comerciante José Prieto facilitó 4 Obdulio y Elisa 
en especies y metálico 230 pesetas, bajo la falsa 
ersencia que aquéllos le infundieron de que Obdulio 
era alfórez y Elisa muy rica. Formulada causa y 
eondenado, entre otros, el Obdulio como autor de 
dos estafas, una á Angeles Alvarez y otra 4 José 
Prieto, interpuso recurso de casación por concep- 
_ iarque los hechos perseguidos no constitulan de- 

lito, y citaba como infringidos los arts. 1.2 y 548, nú- 
mero 1.0 del Código penal, y sabsidiuriamente el ar- 
ticalo 554, que, á lo sumo, sería el aplicable al caso. 
El T.8. declara haber lugar en parte al recurso: 

«Considcrando que según el concepto de la estafa, 

Ep definen y penan los arts. 547 y siguientes del Có- 

o penal, el engaño al efecto empleado gira de- 
fraudar, cualquiera que sen, ha de preceder Ml hecho 
de la defraudación, de modo que ésta se realice por 
virtaod y consecuencia de aquél: 

Considerando que los medios engañosos y proce- 

entos evasivos que un deudor realiza para elu- 





22 de Enero de 1891, inserta en el artículo EsTArFA del 
ecionario y en el APÉNDICE de dicho año, p. 576. 
BoLrBrtTi5; ÁN. 1992, 


dir el pago de lo debido no constituyen estafa cuan- 
do la deuda no ha sido contraída engañando al 
acreedor por alguno de los medios enumerados en 
el Código: —. 

Considerando que no diciéndose, como no se dice, 
en la sentencia recurrida que Obdulio García Al- 
varez y sus compañeros entrasen como huéspedes 
en casa de Angeles Alvarez, valiéndose de engaño 
alguno y con propósito de defraudarla, no constitu- 
ye, según lo antes expuesto, delito de estafa el 
hecho de que quedaran adeudándola 77 pesetas, aun 
cuando con posterioridad eludieran el pago con 
pretextos y falsedades...: 

Considerando que el otro delito de estafa penado, 
consistente en haber defraudado al comerciante 
José Prieto en cantidad de 230 pesetas que huto de 
facilitar á los delincuentes en especie y dinero por 
virtud del engaño que cometieron haciéndole creer 
que el Obdulio era alférez de la reserva y que la Eli- 
sa Rodríguez era muy rica, ha sido bien calificado 
como comprendido en el núm. 1.* del art. 548 en rela - 
ción con el núm. 2.? del 547, puesto que la defrauda- 
ción la realizaron aparentando cualidades y bienes 
para con cuya ostentación determinaron la 
voluntad del perjudicado.» (Sent. 9 Junio 1891.—Ga- 
ceta 10 Septiembre, pág. 170.) 


129 Junio 1891. Percibo de cantidades atribuyen - 
dose comisión que no se ha recibido. 


El pretextar una autorización de personas cier- 
tas, que no se ha recibido, para realizar determina- 
do objeto lucrativo, constituye evidentemente el 
hecho de atribuirse poder 6 comisión de aquéllas, ó 
cuando menos el de valerse de un engaño semejan- 
te á tales maliciosas suposiciones, y si por virtud de 
las mismas se cobran cantidades pertenecientes á 
aquéllas, que no se les entregan, no cabe dudar que 
se les defrauda, porque esos dos hechos son los ele- 
mentos integrantes de la estafa, resultando por ello 
aplicados con acierto al caso los arts. 547 y 548 que 
invoca la sentencia, 6 inaplicable el 554 por su ca- 
rácter general y supletorio, y porlo tanto sólo apli- 
cable cuando el caso no esté previsto en aquéllos. 
(Sent. 19 Junio 1891.—Gac. 186 Septiembre, pág. 188.) 


24 Junio 1891. Responsabilidad en que incurre el 
que vende cosa que anteriormente había ya enajenado, sín 
que pueda servirle de disculpa la circunstancia de no 
haber percibido el precio. 

Félix de los Rios y Autonio Gabaldón adquirieron 
de la Hacienda un Ae dera A lo vendieron por con- 
trato verbal á D. Agustin Muñoz, el cual pagó el 
primer plazo y entregó además 25 peyetas á cuenta 
del precio; pero con posterioridad no nixzo abono de 
ninguna otra suma para complir sus compromisos; 
por lo que Ríos y Gabaldón vendieron la finca en 
escritura pública á D. Javier Gonzáles, que tomó 
posesión de ella sin noticia alguna de Muñoz. Se- 
guida causa contra los vendedores y condenados 
como autores de la estafa que define el art. 550 del 
Código penal, reservándoles las acciones que les 
asistieran contra Muñoz, interpuso Ríos recurso de 
casación por infracción de ese precepto. El T. S. de- 
clara no haber lugar al recurso: : 

«Considerando que concertada verbalmente ante 
testigos por Ríos y Gabaldón la venta del majue- 
lo..., entregado... el título del derecho... sobre la fin- 
ca y pagado por éste el primer plazo, cualesquiera 

ue fueran las acciones y derechos que á los vende- 
dores confiriera la ulterior demora del precio res- 
tante de parte del comprador, en éste radicaba el 
dominio y posesión de la finca, mientras judicial ó 
voluntarinmente no le perdiera: , 

Considerando que al enajenar de nuevo el inmue- 
ble los procesados, por medio de escritura pública 
cual si subsistiera en ellos dominio que perdieron 
por el contrato anterior se supusieron dueños de lo 
que no les pertenecía, y por tal acto incurrieron en 
la sanción del art. 550 del Código penal...» (Sent. 24 
Junio 1891.—Gac. 18 Septiembre, pág. 194.) 

—Otro caso muy análogo en sent. de 3 de Octubre 
de 1891. (Gac. 23 Diciembre, pdg. 267.) 


30 Junlo 1891. Revocación de pote" conferido d 
un acreedor para percibir totalmen*e el haber del deudor 
hasta hacerse cobro del crédito, habiéndose comprometi- 
do el procesado d no retirar el mandato y d responder 
criminalmente caso contrario: no constituye estafa. 

D. Manuel Larios, empleado jubilado, recibió de 
D. Manuel Martinez 8.070 pesos oro y eS 
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al pago todo su haber, confiriendo al acreedor el 
poder pecesario para que cobrara á nombre del den- 
dor, obligándose a no retirarle la autorización, re- 
nunciando los beneficios de los preceptos dictados 
sobre descuentos y retenciones, y consintiendo en 
contraer responsabilidad criminal si infringiera lo 
actado. Infringiólo Larios retirando el poder á 
artíinez y confiriendo otro á D. Francisco García; 
or lo cual fué procesado á instancia de Martinez. 
El Ministerio fiscal no reputó punible el hecho, pero 
la Audiencia de la Habana, aceptando la califica- 
ción del acusador privado, condenó al reo como au- 
tor de estafa comprendida en el art. 565 del Código 
penal de Cuba (554 de la Peninsula). Larios interpau- 
go recurso de casación por infracción de dicho pre- 
cepto, y el T. S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que la revocación por 
rios de la cesión á que se obligó con Martínez del 
derecho de percibir los haberes que le correspon- 
dían en su situación pasiva como funcionario jubi- 
lado, no implica engaño de los especialmente pre- 
vistos en el Código penal de Cuba, ni de los á que 
alude su art. 565, porque no se aparentó cosa distin- 
ta de la que en sí misma fuera: 

Considerando que el quebrantamiento por el acto 
revocatorio de la obligación contraída por el recu- 
rrente no imprime al becho carácter crimina!, «nun 
cuando en ésta se previera con este sentido el caso, 
por no depender la indole jurídica de los hechos de 
convenciones privadas, ni de la intención de las 
partes contratantes la índole y extensión de los 
vínculos que entre sí establezcan: : 

Considerando que Larios, al revocar la autoriza- 
ción dada á Martínez, ejecutó un acto meramente 
civil, contrario sin duda de otro anterior, acerca 
de los cuales á la jurisdicción de esta materia co- 
rresponderá, en su caso, determinar sobre la legi- 
timidad y eficacia de la obligación primera ó del 
derecho con que se realizara el segundo, y no á la 
de lo criminal, por no aparecer de los hechos pro- 
bados que el querellante fuera maliciosamente in- 
ducido á los préstamos cuyo pago se trató de ase- 
guiar con aquella obligación, ni que por sí hiciera 

esaparecer materialmente una garantía que judi.- 
cialmente pudo y puede ser declarada subsistente 
ó sin valor...» (Sent. 80 Junio 1891.—Gacs. 18 y 19 Sep- 
tiembre, p. 204.) 


2? Septiembre 1891, Distracción por un flador 
de fondos puestos bajo su administración, punible con- 
forme al art. 548, núm. 5.2 


Don Manuel Odriozola, contratista de las obras 
del Casón del Retiro, $e hallaba asociado para par- 
tir las ganancias, á D. Alejandro Morodo, el cual 
solicitó y obtuvo de D. Santiago Rodríguez que fa- 
cilitase á Odriozola el medio de asegurar su contra- 
ta con la entrega de algunos títulos de la Deuda, 
entre ellos el señalado con el núm. 83.108. Formali.- 
óseo al efecto contrato privado en 1. de Junio de 
1883, comprometiéndose Odriozola á devolver los tí- 
tulos en término de nueve meses, á entregar al 
prestamista el importe de los cupones y otro tanto 
más, por razón de intereses, y 4 darle los valores 
que resultasen amortizados para que los cobrara y 
sustituyera. Odriozola no legó Áá posesionarse de 
los títulos, porque la parte administrativa del ne- 
goucio en que se hallaba unido con Morodo, corría á 
cargo de éste; el cual pignoró alguno de los valores 
repetidamente en el Bunco de Castilla y en el de 
España, cobró todo el valor nominal del señalado 
con el núm. 33.16 cuando le correspondió la amor- 
tización y no hizo entrega del importe á HKodriguez, 
ni tampoco de los títulos una vez terminadas las 
obras del Casón del Retiro y no obstante haberle 
sido devuelta la fianza. Procesado por tal motivo y 
condenado como autor de estafa comprendida en 
el art. 618, núm, 5.0, del Código penal, interpuso re- 
curso de casación citando como infracción la de 
este precepto, en relación con el 547, núm. 3”; ar- 
tículo 3. de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
loyes 1.?, 5.* y 9%, tít. XIT, Partida 5.*... El T.S. de- 
clara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que el contrato de 1.* de Junio de 
1883... tuvo por objeto el de afianzar la contrata de 
una obra pública adjudicada á Odriozola, quien es- 
taba asociado con Morodo, teniendo el primero el 
carácter de socio industrial, y quedando á cargo 
del segundo la administración de los fondos: 

Considerando que D. Manuel Odriozola incurrió, 
como principal obligado, en responsabilidad civil, 
Judicialmente declarada, por haber faltado á las 


arte de La- 


condiciones del contrato de 1.” de Junio; D. Alejan- 
dro Morodo incurrió en responsabilidad criminal 
por haber distraído los fondos encomendados á su 
administración 41 cobrar todo el valor nominal del 
título amortizado, núm. 33.106, sin entregar su im- 

orte á D. Santiago Rodríguez, y al retirar en 1885 
los títulos constitutivos de la fianza oficial, nego- 
ciándolos y pignorándolos en vez de efectuar su de- 
volución, según se había convenido por su interme- 
diación y bajo su garantía: 

Considerando que el recurrente no puede excusar 
esta responsabilidad penal invocando como infrin- 
gidas las leyes 1.9,5.* y 9 *, tít. XII, Part.5.*; pues 
no versando este juicio sobre la naturaleza, forma, 
extensión y efectos de la fianza, se discute única- 
mente si es óno punible el hecho de haber el pro- 
cesado distraído fondos confiados á su administra.- 
ción, dándolos aplicación diferente de la prevista y 
contratada con su intervención y afianzamiento: 

Considerando, en su consecuencia, que el Tribu- 
nalsentenciador no ha infringido, como en el re- 
curso se alega, sino aplicado con acierto el núm. 6.0 
del art. 548 del Código penal, en relación con el nú- 
mero 3. del art. 547, porque el caso procesal está 
claramente definido en la primera de estas disposi- 
ciones legales, y la cuantía del perjuicio excede de 
la señalada en la segunda.» (Sent. 22 Septiembre de 
1891.—Gac. 21 Diciembre, p. 255.) 


32 Octubre 1891. Penalidad de la estafa que mo 
excede de 100 pesetas y cae bajo la sanción art. 648, 
núm. 4.2 del Código. Adhesión al recurso de casación, 
estimada por el T. S., no obstante dirigirse d agravar la 
situación del penado recurrente. 


Antonio Benítez fué condenado por la Audiencia 
de Málaga á la pena de tres meses y un día de arres- 
to mayor como autor de estafa comprendida en el 
art. 548, núm. 4.0 del Código penal, en la que no eran 
de apreciar circunstancias atenuantes ni agravan- 
tes. El procesado interpuso recurso de casación, 
fundado en el art. 819, núm. 1.0 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, ó sea en que los hechos proce- 
sales no constituían delito, y el Ministerio fiscal se 
adhirió, aspún dijo, pero invocando el núm. 6. del 
propio art Varia egando que la pena impuesta 
era inferior á la egal, supuesta la disposición del 

árrafo 2.2, núm. 4., art. 548 del Código. El Tribunal 
úpremo declara no haber lugar al recurso de casa- 
ción y sí á la titulada adhesión del fiscal. He aquí 
el fundamento de la casación: 

«Considerando, en cuanto á las infracciones ale- 
gadas por el Ministerio fiscal en su escrito de ad- 
hesión á aquél, que tales infracciones son eviden- 
tes, porque comprendiendo la pena imponible al 
caso de autos desde tres meses y un día á cuatre de 
arresto mayor, y debiendo dividirse este tiempo en 
tres perívdos iguales, á tenor de lo mandado en el 
art. 83 del repetido Código, claro resulta que la pena 
de tres meses y un día impuesta por la Audiencia, 
mínimo del grado mínimo imponible, no es la co- 
rrespondiente, por ser ésta formada por el grado 
medio, atendida la no concurrencia de circunstan- 
cias modificativas de la responsabilidad del oulpa- 
ble (1).» (Sent. 22 Octubre 1891.—Gac. 27 Diciembre, 


pág. 287.) 


323 Octubre 1891. Ezxacción y percibo de cantida- 
des por un juez en el simulado concepto de multas: Es 
estafa comprendida en el art. 548, caso 5.* del Código pe- 
nal: Penalidad no excediendo de 100 pesetas. 


En juicio de faltas celebrado ante el juez munici- 
pal de El Burgo, por D. Manuel Abadía contra To- 


(1) La distribución que hace de la pena el T. $8., coin- 
cíde enteramente con nuestros cálculos, según puede verse 
en los núms. 5.2 y 7.9 de la Tabla sinóptica general inser- 
ta en CÓDIGO PENAL del Diccionario. Nos complace la 
confirmación de la exactitud de aquéllos; pero nos duele 

ue el T. S. continúe admitiendo, sustanciando y acogien- 

o adhesiones al recurso deducidas en sentido contrario 
á éste, del que la acusación se aprovecha para hacer más 
onerosa la suerte del reo á pesar de no haber preparado 
contra el fallo la única forma de impugnación del mismo 

ue la ley consiente. Véase la sentencia de 10 de Enero 
de 1888 en ENJUICIAMIENTO CRIMINAL del Dicc. y en el 
APÉNDICE del mismo año, p. 160; y en ESTAFA y en el ci- 
tado APÉN-ICE, p. 161, la de 96 Noviembre 1887, 

Consúltense también muy especialmente las sentencias 
insertas bajo el epígrafe Adhesión al recurso de casa- 
ción, y las notas d las mismas, en los APEÉNDICES de 1895, 
Pp. 298, y 1896, p. 499. 
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más Martin y Juan Blanco, fueron éstos condena- 
dos á tres días de arresto; y el juez además exigió y 
cobró al Martín, á pretexto de multa que no impuso, 
la cantidad de nueve pesetas. Formada cansa y con- 
denado en ella Abadia como autor de estafa com- 
prendida en el art. 548, núm, 1. del Código penal, 
rd e recurso de casación alegando que el hecho 
caía bajo la sanción del 55t, y que al aplicarle la 
pena de dos meses y un día de arresto mayor y once 
años de inhabilitación, se infringió el art. 64. El Tri.- 
bunal Supremo declara no haber lugar: 

«Considerando que para que exista el delito pre- 
visto en el núm. 1. del art del Código penal, es 
pri que concurran como elementos esenciales la 

efraudación, y como medio de realizarla algunos 
de los engaños á que en él se hace referencia: 

Cunsiderando que ambos requisitos concurren sin 
género de duda, porqe prevaliéndose D. Manuel 
Abadia de su carácter de jues municipal, con ca- 
Tácter de multa, que sólo por medio de sentencia 
podía imponer, exigió la cantidad de nueve pesetas, 
sin hacerlo constar en el juicio, y por este medio y 
ficción que es lo que determina el engaño, se apro- 
pió la referia cantidad en metálico, cometiendo de 
este modo dicho delito, ya que no el del núm. 5. del 
expresado art. 549: 

Considerando que siendo la pena aplicable al de- 
lito de estafa por cantidad inferior á 100 pesetas, 
núm. 1.0 del art. 547, la de arresto mayor en 58us gra- 
dos mínimo y medio, divididos en tres períedos 
iguales, según preceptúa el art. 88 del Código penal, 
es evidente que la Sala no cometió el error de dere- 
<ho que se la atribuye al imponer dos meses y un 
día de arresto mayor y once años de inhabilitación, 
porque noestimando como no estima circunstancias 
modificativas de responsabilidad criminal, la cita- 
da pena se halla dentro del grado medio correspon- 
diente.» (Sent. Y7 Octubre 1891.—Gac. 27 Diciembre, 
pág. 291.) 


ESTATUTOS. V. Derecho INTERNACIONAL. 


ESTRAGOS. Véase en CóDico PENAL la cir- 
cular de 81 Marzo 1892, p. 59. 


ESTUPRO. V. Recursos DE CASACIÓN POR 
QUEBRANTAMIENTO DE FORMA EN LO CRIMINAL. 


EXACCIÓN ILEGAL. Sobre el delito del ar- 
tículo 413 del Código penal ha establecido el Tri- 
bunal Supremo la siguiente doctrina: 


16 Abril 1891. Elementos del delito previsto en el 
artículo 413 del Código d cuya comisión no obsta que el 
funcionario no perciba personalmente, es decir, directa. 
as tino por medío de sus auxiliares, los derechos in- 
debí 8. 


El oficial de un Registro de la propiedad cobraba 
de los que llevaban titulos á su despacho, al tiempo 
de presentarlos, la cantidad que, según liquidación 
que practicaba, decía corresponder al impuesto de 

erechos reales, premio de sa liquidación y honora- 
rios de inscripción, entregando al final de cada mes 
al registrador, lo que, después de satisfechos los de- 
rechos de la Hacienda, aparecía sobrante, sin que 
al entregar los títulos á losinteresados se practica- 
ra liquidación ninguna nueva, complemento de la 
primera provisional, para deducir si lo percibido 
anticipado era ó no excesivo, habiendo el registra- 
dor, á virtud de reclamaciones de los interesados, 
devuelto hasta la cantidad de 1.917 pesetas 87 céónti- 
mos, en concepto de percibidas de más. Calificados 
estos hechos como constitutivos del delíto de exac- 
ción ilegal, del cual eran responsables el 1egistra- 
dor y su auxiliar, el primero en concepto de autor y 
en el de cómplice el segundo, é interpuesto por 
aquél recurso de casación, en el que citó como in- 
fringidos los arts. 13 y 413 del Código, declara el Tri- 
bunal Supremo no haber lugar: 

«Considerando que incurre en el delito del art. 413 
del Código, no sólo el que pide 0 exige mayores de- 
rochos que los que le estuvieren señalados por ra- 
zón de su cargo, sino con mayor razón el que los 
cobra puesto que la percepción de los derechos im- 
plica su exigencia en unas ú otras formas: 

Considerando que no es necesario que el funcio- 
nario se entienda directa y personalmente con los 
perjudicados para la perpetración de dicho delito, 
pues exactamente se comete lo mismo cuando se 


vale de tercera persona, y más ospecialmente de sus 
auxiliares, para cobrar los derechos indebidos... 

Considerando que, esto supuesto, el hecho impu- 
tado... ha sido bien calificado como delito que defi. 
ne el art. 413 del Código, así como la participación 
de D... en concepto de autor..., puesto que él fué 
quien cobró los derechos indebidos, valiéndose para 
su exacción de su auxiliar.., y que no planteándose 
en el recurso ninguna otra cuestión jurídica (1), no 
procede la casación de la sentencia; pues aun supo- 
niendo que la exacción se hubiera hecho sin mali- 
cia, siempre constituiría una notoria negligencia...» 
(Sent. 18 Abril 1891.—Gac. 28 Agosto, p. 107.) 


EXCEDENCIAS. De abogados del Estado.— 


Véase en HaciENDA PÚBLICA la R. O. de 26 de No- 
viembre de 1891. , 
—De militares. —Véase en Esército el art. 81 
de la ley de presupuestos de 30 de Junio de 1892, 
—.De empleados. —Véase en EMPLEADOS... el ar- 
tículo 83 de la misma ley. 
—De funcionarios judiciales. —Véase en JusTi- 
cra el art. 35. a 


EXPROPIACIÓN FORZOSA. Las reglas 
para expropiar terrenos dedicados al ensanche 
de Madrid y Barcelona, se hallan en la ley de 26 
de Julio de 1892, inserta en PoL1cia URBANA. Ha 
aquí doctrina sobre aplicación de la ley general 
de 10 Enero 1879: 


29 Febrero 18932. Procede el interdicto cuando en 
la expropiación foreosa no se han llenado los requisitos 
que exige el art. 3.9 de la ley de 10 de Enero de 1579. 


Deducido en el Juzgado del distrito de Mar, de 
Valencia, demanda de interdicto de recobrar pose- 
sión contra la Sociedad Valenciana de Tranvías, 
que como concesionaria de un ferrocarril, habia 
ocupado una finca sin e elo ni depositar su va- 
lor y sin haber sido debidamente justipreciada, el 
gobernador requirió de inhibición al Juzgado, y 
sustanciado el expediente y elevado al Gobierno, 
se decide la competencia á favor de la autoridad 
judicial: 

Vistos los arts. 8. y 4.2 de la ley de expropiación 
forsosa de 10 de Enero de 1879: 

«Considerando: 1. Que en el caso que motiva la 
presente contienda es evidente, según de los ante- 
cedentes se desprende, que no se han llenado antes 
de la ocupación de la finca objeto de la expropia- 
ción, y por parte de la Empresa concesionaria del 
ferrocarril de Valencia á Bétera, los requisitos to. 
dos exigidos en el art. 8.0 citado de la ley de 10 de 
Enero de 1879: 

9.> Que en tal supuesto es innegable la proceden- 
cia de la demanda de interdicto deducida por el re- 
presentante del propietario de aquélla D. José Az- 
nar, con arreglo á lo dispuesto en el art. 4. de la 
expresada ley.» (R. D. 27 Febrero 1892.—Gac. 8 Marzo.) 


—La misma doctrina en otro caso igual: R. D. 28 
Marzo 1892. (Gac. 297 1d.) 


23 Febrero 1898. Interdicto procedente contra la 
ocupación ilegal de terrenos sin previa indemaisación. 


Véase en la p. 49. 


48 Marzo 1893. Intereses del valor de la finca ex- 
propiada: Cuando los dueños de ella aceptan su valor en 
depósito, los intereses que tienen derecho d percibir som 
los del 4 por 100 de las sumas que en tal concepto hayan 
recibido, y no los de las consignadas en la Caja general 
como precio de los inmuebles, según la estimación de los 
peritos designados por los mismos dueños. 


La Compañía del ferrocarril de Alicante 4 Marcia 
ocupó dos fincas pertenecientes á D. Alejo y doña 
Magdalena Molina, tasadas por los peritos de los 
dueños en 115.254 y 149.767 pesetas respectivamente; 
por los de la Compañía en 1.113 y 4.803, y por el pe- 


RS 


(DD En el recurso no se invocó por el registrador la 
infracción del art. 681, en el sentido de ser el hecho cons- 
titutivo de imprudencia temeraria; y d esta omisión 
atude acaso el T. S., en este inciso del considerando. 
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rito que nombró el juez en 1.177 y 4.317. La Empresa 
entregó en 15 de Julio de 18583 á los propietarios, en 
oslidad de depósito, el importe de la tasación que 
hicieron los peritos de la Sd sie y en 1885 con- 
signó en la Caja general, en el mismo concepto, el 
valor del justiprecio hecho á nombre de los Molina. 
Continuada entretantola tramitación delexpedien- 
te, se dictó Real orden declarando que dichos dos 
interesados se atuvieran á los depósitos recibidos, 
les reconoció el derecho de percibir el 4 por 100 de 
terés anual desde la ocupación de los terrenos 
sobre las cantidades depositadas en la Caja general. 
Este extremo de la Real orden fué impugnado por 
la Compañía, mediante demanda contencioso admi- 
nistrativa, que el Tribunal resuelve así: ; 
«Considerando: que es muy conforme al espíritu 
que predomina en la ley de expropiación forzosa 
atender y respetar con preferencia á las gestiones 
de la acción administrativa, los convenios ó contra- 
tos que hagan entre sí el expropiante y el expro- 
iad0..... 
el Considerando: que de este espíritu ó criterio de la 
ley se deduce sin violencia ni exageración que de la 
misma manera que previene la inteligencia de los 
interesados cuando la cree posible, como sucede en 
el justiprecio, la hubiera preceptuado al tratar del 
depósito en los casos de ocupación previa, si hubiese 
podido suponer respecto de este punto la avenencia 
entre el expropiante y el expropiado: 
Considerando: que por haber existido esta avenen- 
cia en el caso actual, la Administración ha obrado 
lógicamente al otorgarle eficacia..... , 
Consideran do: que admitido el valor de los recibos 
presentados por el expropiante para el efecto de que 
sirvan de documento de pago á los expropiados, es 
notorio que se ha dado eficacia al depósito privado 
con preferencia al depósito oficial, y por lo tanto la 
lógica exige que cuando se trata del pago de intere- 
ses se tenga en cuenta esta preferencia: 
Considerando: que al determinar como lo hizo el 
obernador de la provincia y lo propuso la mayoria 
del Consejo de Estado, que se paguen á los propie- 
tarios expropiados los intereses de las cantidades 
que recibieron en 16 de Julio de 1883, no sólo se inter- 
preta recta y equitativamente la ley, sino que se 
obedece á la justicia, dado que los expropiados re- 
ciben el rédito legal de la suoma que valían sus te- 
rrenos; mientras que si hubiera de pagárseles el de 
la cantidad en que consistió el depósito oficial. re- 
sultaria el absurdo de que un capital de 5.435 pese- 
tas 27 cóntimos había producido durante año y me- 
dio escaso, intereses por valor de 15715 pesetas 96 
cóntimos: 
Vista la ley de expropiación forzosa de 10 de Enero 
de 1879, y en especial sus arts. 26, 27, 29 y 80; 
Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
Rea! or:ilen de 31 Diciembre de 1886 en el extremo que 
ha sido objeto de impugnación, declarando en su 
lugar que D. Alejo y doña Magdalena Molina tienen 
derecho á que se les abonen los intereses al 4 por 100 
anual de las cantidades que percibieron en 15 Julio 
de 1863, pero no al de las sumas que fueron consig- 
nadas en la Caja general de Depásitos.» (Sent. 18 de 
Marzo de 1892.—(Jac. 21 Octubre, p. 138.) 


28 Junio 18928. Cuestión previa en causa por sus- 
tracción de maderas, consistente en determinar si las ex- 
traídas pertenecen ó no á la finca expropiada. 


Denunciada por D. Valentín Alonso la extracción 
de 12 pies de chopo en una finca de su propiedad 
verificada por varios trabajadores del ferrocarri 
hullero de Robla 4 Valmaseda, é instruida causa 

or el Juzgado de La Vecilla, acudió la Compañía 
Fallera al gobernador de León, que á instancia de 
aquélla requirió de inhibición al Juzgado instruc:- 
tor, fundándose: en que por virtud de expediente 
de expropiación, se había hecho dueña la expresa- 
da Compañía de la finca del denunciante y puesto 
en posesión de ella; que en tal concepto, había or- 
denado la corta de árboles, sin que por ello hubiese 
incurrido en responsabilidad alguna; que caso de 
no haber sido expropiada la parte de finca donde 
se verificó la corta de árboles, tampoco serla com- 
petente el Juzgado para conocer de ese hecho, toda 
vez que la ley de expropiación forzosa determina 
el procedimiento que ha de seguirse en los casos en 
qne sen necesario ocupar más terreno que el expro- 
piado; y por último, que existía una cuestión pre- 
via cuyo conocimiento correspondía á la Adminis- 
tración, cual era determinar si los árboles corta- 
dos se hallaban dentro de la finca expropiada y sí 


fueron objeto de expropiación é indemnización. 
Citaba el gobernador los arts. 4.2, 14, 20 y 42 de la 
ley de expropiación forzosa, el 89 de la ley de Obras 
públicas, el 60 de la ley estableciendo la clasifica- 
ción general de los ferrocarriles, y los 2. y 3.2 del 
R. D. de 8 de Septiembre de 1887. Formalizada la 
competencia y remitidos los antecedentes al Go- 
bierno, se decide á favor de la Administración, visto 
el art. 3.2 del R. D. de 8 de Septiembre de 1837: 

«Considerando: 1. Que segúu resulta de los ante- 
cedentes, se ha seguido el expediente de exproypia- 
ción de las fincas del denunciante, habiendo toma- 
do posesión de ellas el representante de la Sociedad 
del ferrocarril hullero de Robla á Valmaseda: 

2. Queen tal concepto, á la Administración co- 
rresponde decidir si los árboles cuya corta ha dado 
lugar á la denuncia estaban ó no comprendidos en 
la expropiación, padiendo influir esa resolución en 
el fallo que en su día hubieran de dictar los Tribu- 
nales...» (R. D. 28 Junio 1892.—Gac. 5 Julio.) 


19 Junio 1891. Criterio medio para apreciar el 
inmueble expropiado, aplicando la libertad concedida al 
juzgador porel art, 692 de la ley de Enj. cívíl, cuanto 
bas tasaciones periciales son notoriamente equivocadas 
por exceso ó por defecto. 


Acordada la expropiación de varios terrenos de 
doña Carolina Navajas, D. Ramón López Martínez 
y Otros, para la ampliación del Campo de tiro de 
Carabanchel, todos los propietarios, excepto López 
Martínez, nombraron como perito á D. Joaquín Ar- 
mengol, que, en unión dul maestro de obras milita- 
res, D. Marcelino Sagaseta, informó que los terre- 
nos eran de tercera calidad y útiles para el cultivo 
de cereales, pero los tasó en 1.000 pesetas por hectá- 
rea, mientras que Sagaseta asignó á esa unidad un 
valor de 175 pesetas, 25 céntimos. López Martínes 
nombró como perito 4 D. Joaquín Cabrera, que 
considerando el terreno de su representado como 
solar edificable, le señaló un precio de 12.250 pese- 
tas 6 céntimos. Nombrado como perito tercero, por 
el juez de Getafe, D. Isidoro Giol, se conformó en 
un todo con la tusación del perito de Guerra; y 
aceptada ésta por el Ministerio del ramo en Real 
orden de 3 de Julio de 1859, acudieron doña Caroli.- 
na Navajas y consortes con demanda núm. 415 al 
Tribanal de lo Contencioso, y D. Ramón López Mar- 
tinez con la 416, en súplica de que se revocase dicha 
resolución. Acamuladas ambas demandas, las deci- 
de así el Tribunal: 

«Considerando: que lc mismo los terrenos á que se 
refiere la demanda núm. 416 presentada á nombre 
de D. Ramón López Martínez, que la núm. 415, pre- 
sentada á nombre de D. José Merinero y otros, le- 
galmente acumuladas después, son de igual clase, 
ocupan aváloga posición y sirven y están reconoci- 
dos como útiles sólo para el cultivo de cereales, de- 
ben por consiguiente ser considerados en idénticas 
circunstancias y. con la misma valoración para el 
efecto de ser expropiados á que se refiere el presen- 
te litis, siendo, por lo tanto, completamente inad- 
misible la tasación del perito arquitecto del López 
Martínez, D. Joaquín Cabrera y Hernández: 

Considerando: que si bien el perito presentado 

or el ramo de Guerra, D. Marcelino Sagaseta, ha 

lenado todas las formalidades y hecho un detenido 
estudio para practicar su valuación, no ha tenido 
presente las circunstancias de la proximidad de los 
terrenos á esta corte, que lindan á una carretera de 
primer orden, áÁ otra de segundo, á un fsrrocarril, y 
muy especialmente al precio en que ordinariamen- 
te se venden y se compran en la actualidad: 

«“:onsiderando: que los peritos de las partes, no ya 
solamente el arquitectu Cabrera, de cuya tasa- 
ción, como queda dicho en uno de los anteriores 
considerandos, no hay para qué ocuparse, sino que 
también el maestro de obras y agrimensor D. Joa- 
quín Armengol, exagera la producción y condicio- 
nes de los terrenos, queriendo sacar partido para 
beneficiarlos hasta de la circunstancia de lindar 
con el campamento para que se expropian: 

Considerando: que el perito director de caminos 
vecinales, D. Isidro Giol y Soldevilla. nombrado 
por el juez de Getafe, tercero para dirimir la dis- 
cordia promovida por los peritos de las partes, Je- 
jos de analizar las tasaciones de éstos y exponer lo 
que creyera conveniente, se reduce á indicar que 
siendo dignas de aprecio las consideraciones ex- 
puestas por ambos peritos, halla muy razonables y 
verdaderas las en que se funda el del ramo de Gue. 
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rra,cuya hoja de valores no tenía inconveniente en 
hacer saya: A 

Considerando: que, indudablemente, para casos 
como el que nos ocupa se escribió el art. 632 de la 
ley de Enj. civil, que deja á la apreciación de los 
Tribunales la prueba pericial, según las reglas de 
la sana crítica, y aplicadas óstas á las tasaciones 
del presente pleito, no puede menos de compren- 
derse que entre la exageración del uno y del otro 
perito cabe el término medio que es el equitativo y 
gunos y el que debe tomarse para decidir esta cues- 
tión; 

Fallamos: que debemos dejar y dejamos sin efecto 
la Real orden reclamada de 3 de Julio de 1889, en la 
paris que fija el precio de los terrenos expropiados, 

eclarando que lo han de ser á razón de 587 pesetas 
por hectárea.» (Sent. 19 Junio 1891.—Gacs. 9 y 10 No- 
viembre, p. 232.) 


3 Jullo 18941. Esta sentencia revoca una Real 
orden aprobatoria de cierta tasación hecha sin to- 
mar en cuenta el valor que daban á la finca expro - 
piada, el pozo y arbolado en ella existentes; fija el 
importe de la indemnización en 7.450 pesetas 32c6n- 
timos, y establece la importante doctrina de que 
«con arreglo al art. 56 del reglamento de 13 de Junio 
de 1879, la resolución en el pleito contencioso admi- 
nistrativo es la que pone fin al expediente de jnsti- 
precio, por lo cual es lo procedente que en la sen- 
tencia se determine de una manera fija la cantidad 
que en definitiva haya de abonarse por la expro- 
piación de que se trata.» (Sent. 3 Julio 1891.—Gac. 14 
Noviembre, p. 267.) 


FALSEDAD: FALSIFICACION. A lajuris- 
prudencia inserta en las páginas 438 á 452 del 
tomo V de la 5.* edición del Diccionario, tenemos 
que adicionar la siguiente: 


18 Febrero 1894. Falsificación y estafa: El perjut- 
cio causado mediante la falsedad de documento privado 
ts elemento del delito del art. 318 del Código, y no puede 
ptrarse como constitutivo del delito especial de estafa. 
Abuso de confianza inherente al hecho perseguido y no 
epreciable por lo tanto como circunstancia agravante. 


D. Pedro A dello y logró en el año de 1886 
que doña Antonia Broquetas firmase con fecha atra- 
seda, ósea de 1. de Abril de 1884, haber recibido de 
Birosta la cantidad de 20.000 pesetas en un pagaré á 
favor de la misma, librado por D, José Prat, donde 
constaba Birosta como fiador, siendo así que dicho 
pagaró había sido ya real y efectivamente extin- 
guido en 31 de Marzo de 1885, mediante unas opera- 
ciones que cancelaron totalmente la citada obliga- 
ción. Por estos bechos, fué condenado Birosta como 
autor de los delitos de falsificación de documento 
privado y del frustrado de estafa, siendo el uno me- 

0 para cometer el otro, con la agravante de abuso 
de confianza, 6 interpuso recurso de casación, citan- 
qa diversas infracciones. El T. S. casa y anula el 
allo: 

«Considerando, respecto al motivo 3.? del recurso, 
gos calificado el caso procesal como delito de falsi- 

cación de documento privado, carece de aplica- 
ción el art. 90 del Código, relacionado con el núme- 
ro 1.? del art. 648, porque la falsedad y la defrauda- 
ción, ó 4nimo de ocasionar perjuicio, son elementos 
conjuntos é indispensables á la constitución del de- 
lito que define el art. 818, de modo tan preciso, que 
n9o pueden disgregarse, estimando la falsificación 
como medio de la estafa, y elevando por ello la im- 
posición de la pena al grado máximo: 

Considerando que el abuso de confianza estimado 
por el Tribunal sentenciador no puede ser aceptado 
tomo circunstancia agravante, porque sin la inter- 
vención de la acreedora no se hubiera podido come- 
ter el delito en la forma empleada para su eje- 
cución: 

Considerando, por lo expuesto, que la Sala senten- 

adora ha incurrido en error de derecho al calificar 
el delito de falsedad y estafas y al apreciar la dé- 
cima de las circunstancias agravantes.» (Sent. 18 de 
Febrero 1891.—Gac. 23 Agosto, p. 77.) 


25 Febrero 1991. Falsificación en acta de identifi- 
eación para un certificado supletorio de cédula personal: 
Responsabilidad de testigos. 


_D. Manuel López Busto y D. Manuel Suárez Cas- 
tillo fueron testigos en un acta de identificación de 
D. Manuel Sánchez Suárez, en la cual se consignó 
como datos para la misma, que óste era de Pinar del 
Rio y de 25 años; y declararon en aquélla conocerle 
y ser de tales nombre, apellido, naturaleza y edad, 
de lo cual respondían. Averiguado después que las 
dichas naturaleza y edad, fueron supuestas, pues 
Sánchez Suárez era de Gijón y de 20 años, y que el 
motivo de esta falsedad, consistió en tratar el mis. 
mo de eludir en el referido certificado la ley de quin- 
tas, se siguió causa, siendo condenados los testigos 
mencionados como autores del delito de falsedad 
del párrafo 2., art. 317 del Código penal de Cuba. In- 
terpuesto recurso de casación por Manuel Lópes 
Busto, citó como infringidos: 1. El expresado ar- 
tículo 317 (párrafo 2.%), por no haber alterado nadie 
la certificación después de expedida. 3. Los artícu- 
los 314 en relación con el caso 4.0 del 310, por ser un 
documento privado el que extendió el recurrente; y 
8., los 565 y 316, todos del dicho Código penal. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la falsedad de un pasaporte 6 
cédula de vecindad puede consistir, lo mismo en su- 

lantar la firma de la autoridad Y funcionario que 

eba autorizar el documento, que en alterar el nom- 
bre de la persona á cuyo favor se expida, ó circuns- 
tancias especiales que afecten Á su identidad, por 
cuya razón quien comete cualquiera de estas false- 
dades incurre en el caso previsto en el párrafo 1.0 del 
no 317 del Código penal vigente de Cuba y Puerto 
co: 

Considerando que, esto supuesto, la Audiencia de 
la Habana no ha incurrido en error de derecho al 
aplicar al recurrente D. Manuel López Busto la pe- 
nalidad señalada en dicho artículo, pues aun cuan- 
do el hecho perpetrado por el expresado recurrente 
no es ds el del párrafo segundo del men- 
cionado artículo, que se refiere á alteraciones pos- 
teriores hechas en cédula ó pasaporte verdadero, se 
encuentra evidentemente comprendido en el pá- 
rrafo rd por baberse cometido la falsedad al 
extender el certificado supletorio... á la realización 
de caya falsedad cooperó D. Manuel López Busto 
con un acto sin el que no se hubiese efectuado, 3 
sea afirmando en el acta previa que el Sánchez era 
natural de Pinar del Río, y de veinticinco años de 
edad, siendo así que el pueblo de su naturaleza era 
Gijón, y su edad la de veinte años.» (Sent. 25 Febre- 
ro 1891.—Gac. 24 Agosto, p. 85.) 


1812 Marzo 1891. Falsedades cometidas por un nota. 
rio faltando d la verdad en los índices remitidos á la Au- 
diencia y librando copias con referencia dá matrices que 
no existían, conslitutivas no de imprudencia temeraria 
ni de una falta gubernativa, sino del delito del art. 814 
del Código, 4 cuya sanción no obsta la circunstancia de 
que el notario no se propusiera lucro alguno ni causar 
perjuicio d tercero.—La muyor ó menor gravedad del 
daño material que se cause no afecta en estos delitos 4 la 
de los hechos penables. 


Procesado un notario por haber remitido 4 la Pre- 
sidencia de la Coruña y Colegio Notarial del distri- 
to, indices de los contratos en que había dado fe, 
haciendo constar en los primeros que quedaban 
extendidas y protocoladas las escrituras matrices 
de los segundos, lo cual no era exacto; y por haber 
expedido copias de escrituras matrices que no esta- 
ban aún en su protocolo y que constaban única.» 
mente en minuta, fué condenado como autor de va- 
rios delitos de falsedad, cometidos por funcionario 
público, en documento público. El procesado inter- 

uso recurso de casación, citando como infringidos 

os artículos del Código penal 1.%, 13 y 814 en sus nú- 
meros 4. y 7. por aplicación indebida; la ley del 
Notariado en su art. 43, y el 6t de su reglamento; y 
los 581 en relación con Ps y el 9.%, circunstancia 
8.2 también del Código penal. 

El T. S. declara no baber lugar al recurso: 

«Considerando que todas las falsedades atribuí- 
das al recurrente son de importancia y transcen- 
dencia suma, porque al faltar á la verdad en los Ín- 
dices que remitió á la Presidencia de la Audiencia 
de la Coruña, suponiendo que quedaban extendidas 
y protocoladas Jas escrituras matrices de los con- 
tratos á que aquéllos se referían, á pesar de no ser 
cierto este extremo, y allibrar copias de escrituras 
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matrices que no se habían extendido, con referen- 
cia á simples minutas, privaba de las garantías por 
la ley establecidas á los diversos actos sobre que 
aquéllas versaban, facilitando la perpetración de 
otras falsedades que pudieran intentarse: 

Considerando que aun cuando el recurrente no se 
propusiera lucro alguno, ni causar poroto á ter- 
cero, no poresto revisten tales hechos el carácter 
de meras faltas disciplinarias, sino que reunen to- 
dos los elementos del delito que define y pena el ar- 
tículo 814 del Código, puesto que D. Casimiro Carujo 
faltó evidentemente en documentos oficiales y pú- 
blicos á la verdad en la narración de los hechos al 
extender los índices en la forma en que lo hizo, y al 
librar las copias con referencia á matrices que no 
existían, lo cual constituye también el caso 7. del 
expresado art. 314, abusando al efecto de su oficio 
de notario espontánea y deliberadamente, sin que 
la falta de intención del lucro ó del perjuicio afecte 
á la integridad del delito por no ser elemento esen- 
cial del mismo: 

Considerando que, por lo expuesto, la Audiencia 
de Lugo no ha incurrido en error de derecho, ni al 
penar como delito los referidos hechos, ni al califi- 
carles como maliciosos en vez de meramente impru- 
dentes, paSnto que los actos ejecutados que deter- 
minan el delito castigado, son por su índole y natu- 
raleza punibles, y la imprudencia supone perpetra- 
ción de actos lícitos ó indiferentes, bajo el aspecto 

enal, que sólo se castigan en relación al efecto por 

os mismos producidos cuando este efecto ajeno 
constituiría delito si hubiera mediado malicia: 

Considerando respecto de la infracción alegada 
inaplicación de la circunstancia atenuante 38.* de 
artículo 9., que la falta de intención de causar un 
mal de tanta gravedad como el producido, sólo es 
estimable cuando la mayor ó menor gravedad del 
delito se determina por el mal material causado, y 
en los delitos de la naturaleza de los penados, so- 
brevenga ó no algún daño material por consecuen- 
cia de ella, esto no afecta á la mayor ó menor gra- 
vedad de los bechos punibles, definidos en el artícu- 
lo 814, ni los desvirtúa en lo más mínimo.» (Senten- 
cia 12 Marzo 1891.—Gac. 30 Julio, pág. 43.) 


10 Abril 18991. Consumación del delito de expendi- 
ción de documentos falsos: El billete de la lotería es do- 
cumento al portador y su falsificación estd comprendida 
en el art. 299 del C, P. de Cuba (8Q3 del peninsular). 


Así lo ha declarado el Tribunal Supremo en canu- 
sa seguida por falsificación y expendición de títulos 
al portador, en la cual el condenado por este delto, 
interpuso recurso de casación, alegando como in- 
fringidos, entre otros, los artículos del Código pe- 
nal de Cuba, 289, 307 y 3.2 (803, 811 y 8. respectiva- 
mente de la Península). Se desestima el recurso: 

«Considerando que no se puooo legalmente poner 
en duda que el recurrente llegara á realizar actos 
de expendición delos billetes de lotería falsifica- 
dos, puesto que este es el convencimiento expresa» 
do en la sentencia recurrida por el Tribunal d quo, 
único competente para apreciar bajo suresponsabi.- 
lidad, en vista del resultado de las pruebas, qué 
hechos han sido ó no realizados, y que esto supues- 
to, el delito merece la calificación de consumado, 
porqua el carácter distintivo de su consumación 
consiste precisamente en el acto de la expendición 
del título faiso, falsedad que, como hecho perfecto 
y consumado, resulta asimismo indiscutiblemente 
declarado en la expresada sentencia: 

. Considerando que según tiene declarado esta Sala 
en sentencias anteriores, los billetes de lotería son 
verdaderos títulos al portador, puesto que no se 
expiden á favor de persona determinada y dan de- 
recho á quien los posea, cualquiera que sea la per- 
sona, para cobrar por virtud de ellos la cantidad 
gas representan, según el premio obtenido, reunien- 

o además los otros requisitos expresados en el ar- 
tículo 299 del Código penal vigente en Cuba y Puer- 
to Rico; por cuya razón dicho artículo, y no el 307 
invocado por el recurrente, es el aplicable 4 la fal- 
sificación de esta clase de documentos y á su expen- 
dición.» (Sent. 10 Abril 1891.— Gac. 4 Agosto, pág. 68.) 


30 Abril 1894. La declaración que hace el Jurado 
de que se ha intentado la falsedad con dnimo de perju- 
dicar d tercero, ¿es eficaz aun formulado al contestar d 
puntos de derecho?— La prewentación de dos documentos 
falsos para contrariar una demanda, ¿constituye dos de- 
litos de falsedad? 


Esta sentencia, en cuanto al primer extremo 


del epígrafe, véase en ENJUICIAMIENTO CRIMINAL, 
Respecto del problema que encierra el segurdo, es- 
tablece el T.S, «que la unidad final 4 que se diri- 
gieran los documentos falsificados, si pudiera im»- 
portar para el efecto de conseguir la mera presen- 
tación en juicio, es del todo independiente de los 
hechos de las falsificaciones, puesto que éstas fue- 
ron dos, y dos los documentos distintos y, por tan- 
to, dos también los delitos de esta clase cometidos 
er actos separados». (Sent. 30 Abril 1891.—(Glac. 31 
Agosto, p. 128.) 


Dec. de comp, 10 Marzo 1893. Para la persecu- 
ción de un agente ejecutivo, d quien se atribuye falsedad 
en expediente de apremio, hay que resolver previamente 
8i se atemperó a las disposiciones legales. 


Vistos el art. 3.0 del R. D. de 8 Septiembre de 1887 
sobre competencias, y el art. 80 de la Inst. de 12 de 
Mayo de 1888 (V. en el Diec., t. 1, p. 506), se decide 
esta competencia á favor de la Admin:stración: 

«Considerando: 1. Que la presente competencia 
se ha suscitado con motivo de la querella deducida 
ante el Juzgado de la Rambla por D. Francisco de 
Paula Hidalgo contra D. Miguel Herrera y pd e 
agente ejecutivo de aquella zona suponiéndole 
autor, como tal Agente dé hechos que el Cód. penal 
castiga como delitos: 

2.0 Que incumbe á la Administración resolver si 
dicho agente ejecutivo se ha atemperado en el ex- 
pediente de que se trata á las disposiciones legales 
vigentes: 

3. Que de no decidirse previamente esta cues- 
tión, invadiría la autoridad judicial las atribucio. 
nes de la administrativa, al juzgar sobre la proce- 
dencia ó improcedencia de hechos ejecutados por 
el agente, en concepto de tal, al instruir los expe- 
Meno de apremio.» (R. D. 10 Marzo 1892.—Gac. 15 

AÍrzO. 


KR. D. 389 Junio 1892, El delito de falsedad come- 
tido en expediente administrativo para simular la repa- 
ración de un puente del Municipio, cae bajo la exclusiva 
competencia de los Tribunales; pero el de malversación 
que puedan entrañar el libramiento y pago de la obra, 
depende de cuestión previa administrativa, 


Procesados varios individuos que habían perteneo- 
cido al Ayuntamiento de Frades por los delitos de 
falsedad y malversación de fondos municipales, el 
gobernador de la Coruña requirió de inhibición á la 
Audiencia de Santiago, fundándose en el art. 165 de 
la ley municipal. La competencia se resuelve en el 
sentido del peetos vistos el núm. 1.%, art. 3. del 
R. D. de 8 de Septiembre de 1887 y el art. 165 de la ley 
municipal: 

Considerando: 1.2 Que la causa criminal erigen 
del presente conflictoseincoó á consecuencia de una 
supuesta reparación del puente. . y del consiguiente 
libramiento y pago, acordudo porel Ayuntamiento, 
de la cantidad que se suponía gastada en la repa- 
ración expresada: 

2.2 Que tal hecho puede ser constitutivo de los 
delitos de falsedad y malversación delosfondos mu- 
nicipales, sinque á la Administración competa, res- 
pecto de las falsedades que hayan podido cometer- 
se, resolver cuestión alguna previa, ni tampoco res- 

ecto de tal delito le está reservado su castigo por 

ey alguna: 

3,2 Que respecto á la malversación de fondos mu- 
nicipales, es cuestión que depende del examen, cen- 
sura y aprobación de das cuentas correspondientes 
al ejercivio en que se supone verificada, y mientras 
esa censura 0 aprobación de cuentas no Jones lugar, 
existe una cuestión previa que sólo 4 la Adminis- 
tración corresponde resolver, y de la cual puede du- 
pender el fallo que en su día dicten los Tribunales 
delfuero común.. » (R.D. 28 Junio 1892.— Gac. 4 Julio.) 


—Véase además AUTOR DE DELITO: CÓDIGO DE 
COMERCIO: PROPIEDAD INDUSTRIAL: SERVICIO MILI- 
TAR: RECURSOS DE CASACIÓN EN LO CRIMINAL. 


FALSO TESTIMONIO. La jurisprudencia 
acerca de este delito la hemos agrupado en sis- 
temática exposición bajo el núm. IX del articu- 
lo FaLsiricacióN, del Diccionario (t. V, p. 449). 
En 1892 se han publicado los siguientes fallos: 


SIA 
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38 Abril 1898. Falso testimonio: En causa crimi- 
mal: Apreciación de la circunstancia de prestarle favo- 
reciendo al reo. 


En causa por falsedad de una memoria testamen- 
taria, Sinforosa Alonso prestó en el juicio oral de- 
claración contraria á la del sumario, y la Sala sen- 
tenciadora, en vista de esta contradicción y de que 
el testimonio dado en el juicio oral pugnaba con 
los demás testimonios dignos de crédito y con el re- 
sultado de la prueba, mandó deducir contra aquélla 
el oportuno tanto de culpa. Condenada como auto- 
ra del delito del art. 333 del Código penal, interpuso 
recurso de casación, por entender que el aplicable 
era el 331. El T. S. desestima el recurso: 

«Considerando que el delito... que define y pena el 
art. 333... se caracteriza y comete por el testigo que 
falta conscientemente á la verdad en el acto del jui- 
cio oral, con ánimo ó propósito de favorecer al reo, 
sun cuando no surta ni influya su declaración en 
el resultado que se propusiera: 

Considerando» que, siendo un hecho probado y por 
lo tanto indiscutible que D. Marcos Aniano en el día 
y época á que se refiere la declaración de la recurren- 
te, se hallaba imposibilitado física y moralmente 
para redactar y extender correctamente la memo- 
ria testamentaria declarada falsa, ni poder dar un 
pe sin auxilio y apoyo de alguna persona, es evi- 

ente que al deponer la recurrente que vió á suamo 
con la pluma en la mano, abierto el pupitre y an- 
dar solo por la casa sin auxilio de persona alguna, 
su propósito marcado no tenía otra tendencia que 
acentuar la posibilidad de que... pudiera haber es- 
erito y autorizado la memoria testamentaria decla- 
zada falsa, y consiguientemente el beneficio propio 
de la recurrente respecto al legado que en aquélla 
se hacía figurar, y el beneficio al reo procesado so- 
bre la falsedad de la memoria.» (Sent. 14 Abril 1891. 
Gac. 4 Agosto, p. 72.) 


6 Mayo 18941. Lafalsedad ha de ser consciente para 
que constituya delito, pero se supone que lo es mientras no 
te demuestre error... 


Si bien es elemento del delito de falso testimonio 
que quien presta éste contradiga conscientemente 
la verdad, desde que el testigo declara en oposición 
á ella, surge por tal acto la presunajón de su cono- 
cimiento, que sólo puede destruir prueba excepcio- 
nal que debilite ó destruya la establecida como re- 

la jurídica en el art. 1.9 del Código penal. (Sent. 16 

yo 1891.-—(Gac. 2 Septiembre, p. 143.) 


FALTAS. (Diecionario, t. V, ps. 452 y sigs.) 


Jurisprudencia. 


$3 Febrero 1891. Su prescripción: Las reglas del 
art, 82 del Código penal no tienen aplicación d las fal- 
tas, pudiendo los Tribunales imponer lag penas señala- 
según su prudente arbitrio: Circunstancia agravante 

de nocturnidad. 


Condenado en la apelación de un juicio de faltas 
Pedro García Cano, por haber cometido la de desobe- 
diencia del art. 589 (caso 6.9), y la de daño del 618 del 
Código penal, interpuso recurso de casación el reo 
por diversos motivos, siéndole admitidos los si- 
guientes: 1. Infracción del art. 133 del Código pe- 
nal, y 2.%, ídem del art. 10 (circunstancia 15) del mis- 
mo Código. 

El T.S.casa y anula por el primer motivo la sen- 
tencia, en cuanto á la falta de desobediencia, y de- 
clara no haber lugar a) recurso por el propio moti.- 
YO, respecto de la de daños, así como tampoco esti- 
ma procedente el segundo motivo alegado: 

id erando que las faltas prescriben áÁ los dos 
meses, contados desde el día en que se hubiesen co- 


metido, y si entonces no fuesen conocidas, desde. 


que se hayan descubierto y se comience á proceder 
Judicialmente pura su averiguación y castigo (ar- 
ticnlo 133 del Código penal:: 

Considerando que la falta de desobediencia al 
guarda Jaime Fornés, que esla única de esta clase 
que se pena en la sentencia reclamada, tuvo lugar 
el día 12 de Enero de 1887 y no fné objeto de conoci- 
miento ni resolución judicial hasta el 4 de Junio de 
189; resultando, por consiguiente, que ha transcn- 
rrido mucho más del tiempo legal necesario para 
la prescripción de la referida falta, puesto que era 
conocida desde su comisión, como lo demuestra el 
hecho de baber sido rad da gubernativamente 
con multa por el alculde de Denia, y al no apre- 
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ciarlo así el Juzgado sentenciador, ha infringido el 
citado art. 133 del Código penal: 

Considerando que no puede hacerse igual afirma- 
ción con respecto á la falta de daños imputada al 
recurrente, porque consumada ésta el 9 de Julio de 
1887, de los resultandos de la sentencia recurrida se 
deduce que con más ó menos actividad en el proce- 
dimiento, estuvo el hecho sujeto á la investigación 
judicial desde que se ejecutó, no constando por 
modo evidente, como era menester, que la tramita- 
ción estuviese paralizada, presente el culpable, 
durante el término de la prescripción: 

Considerando que prescindiendo de que la hora 
en que la falta se ha cometido debe estimarse ya de 
la noche para los efectos legales, ésta ó la contra- 
ria apreciación en nada afectan á la penalidad im- 
ponible, porque, conforme al párrafo penúltimo del 
art. 568l del expresado Código, en la aplicación de 
las penas que la ley señala para las faltas, los Tri- 
bunales procederán según su prudente arbitrio, sin 
y á las reglas del art. 82, para dicha aplica- 
ción en los delitos, por lo cual no puede decirse in- 
fringida la circunstancia 15 del art. 10, que se invo- 
ca en el recurso.» (Sent. 28 Febrero 1891,—Gac. 22 Ju- 
lio, p. 28.) 


20 Marzo 1891. Abuso de la credulidad pública 
respecto al origen y curación de las enfermedades. 


En los considerandos de esta sentencia se estable- 
ce la misma doctrina contenida en casos iguales en 
sentencias de 18 y 20 de Marzo de 1888 (1): esto es, 
que el becho de prestar asistencia á enfermos in- 
tentando su curación por medio de oraciones y de 
algún vaso de agua que se dice magnetizada, dando 
de beber á aquéllos, no constituye intrusión (ar- 
tículo 591, núm. 1.? del Código), sino la talta defini- 
da en el núm. 2.” del art. 606 de dicho Código. (Qace- 
tas 12 y 14 Octubre, págs. 174 y 179.) 


268 Junio 1894. La defraudación hecha al compra- 
dor dandole menos cantidad de la especie que la por él 
pagada, es falta comprendida en el art. 592 del Código 
penal y no delito de estafa. 


Consistiendo los hechos probadas en haber el re- 
currente defraudado el valor de cuatro céntimos 
de peseta correspondientes á los 40 gramos de car- 
ne que de menos dió al comprador, es de todo pun- 
to lazo que estos hechos, segun tiene resuelto este 
Tribunal en casos análogos, constituyen la falta 

revista y penada en el núm. 4.? del art. 592 del Có- 
Sigo penal, y no el delito de estafa, según lo ha ca- 
líficado la Sala sentenciadora, porque limitándose 
la defraudación á la cantidad en la venta al públi- 
co de sustancias alimenticias, la naturaleza de es- 
tos hechos caracteriza la falta referida.» (Sent. 96 
Junio 1891.—Gac. 18 Septiembre, p. 197.) 


9 Julio 1891. Noes punible el mero anuncio de mer - 
cancias con el nombre indecoroso de las mismas, admitido 
en el comercio, si por otra parte no resulta el propósito 
de ofender la moral 


En cierta tienda había expuestos unos bollos con 
el título de «<carajitos». Denuncriado el hecho y cele- 
brado juicio de faltas, recayó sentencia absolutoria 
en dosinstancias. El Ministerio público interpuso 
recurs de casación por conceptuar infringido el 
art. 558, núm. 2. del Código penal. El T. S. declara 
no haber logar al recurso: 

«Considerando que, según se afirma como punto 
de hecho en la sentencia reclamada, el nombre in- 
decoroso dado á las pastas exhibidas y anunciadas 
para su venta en la tienda de Zubia, es admitido en 
el comercio de su clase, y el usado por el fabri- 
cante: 

Considerando que si la cultura propia de todo 
tráfico honesto aconseja excluir la denominación 
grosera que á un producto se dé por su fabricante, 
no puede atribuirse al expendedor ánimo de ofen- 
der la moral y las buenas costumbres por el mero 
anuncio de la mercancia; y que, por consiguiente, 
este solo acto, aunque implique desconsideración 4 
los respetos públicos no es justíciable por falta de 
intención y voluntad, sin perjuicio de que pueda 
serlo, si en otrocaso se da a a malicia 
del anunciante y expendedor...» (Sent. 9 Julio 1881. 
Gac. 8 Octubre, p. 243.) 


—Véase además Amenazas: Daños: Daños E 


(1) Véanse en el APÉNDICE de 1886 y en la quinta edi- 
ción del Diccionario, bajo el epigrafe FALTAS. 
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acanapos: DesacaTo: DeEsóRDENES PÚBLICOS: Do- 
MICILIO: HURTO DE LEÑAS: ÍINHUMACIONES ILEGA- 
LES: INTRUSOS EN LAS PROFESIONES MÉDICAS: RE- 
SISTENCIA. 


FARMACÉUTICOS: FARMACIA. Sobre 
adeudo de la materia farmacéutica, véanse las 
partidas 88 á 128 y disposición 14, número 8.* 
del Arancel de Aduanas, inserto en RENTA DE 
ADUANAS, 

—Respecto á contratos con Ayuntamientos 
para el suministro de medicamentos, véase Par- 
TIDOS MÉDICOS. 


FERROCARRILES. La legislación y la ju- 
risprudencia sobre esta materia hasta 1891 inclu- 
sive, véase anotada en el Diccionario, 5.* edición, 
tomo V, págs. 482 y sucesivas. En este APÉNDI- 
cÉ de 1892 debemos registrar las siguientes: 


ER. D. 81 Diciembre 1891, 


Se publicó en 1892 y puede verse en RENTA DE 
ADUANAS, Contiene los Aranceles vigentes. Sobre 
adeudo del material importado por las Empresas 
de ferrocarriles, véase su art. 4. —Consúltense 
además las tarifas especiales núms. 1 y 2 del 
Arancel (1). 


RE. O. 16 Febrero 1892. 
Inscripción de concesiones de ferrocarriles. 


Véase esta Real orden en HiPotECAS con la re- 
solución de la Dirección general de los Regis- 
tros de 96 de Marzo de 1892 sobre lo mismo. 


R. O. 29 Febrero 1892 (2). 


Formalidades para el cambio de cruce de los trenes.— 
Instalaciones por las Compañías de frenos continuos 
automáticos y de campanas eléctricas de alarma en los 
plazos que se fjan.— Discos avanzados.—Sustitución de 
agujas.—Campanas en los trenes.— Adición al regla- 
mento de señales de 8 de Agosto de 1872 de un articulo 
relativo d señales de parada d los trenes que hayan 3a- 
lido de estación. —Adiciones á los reglamentos de circu- 
lación por la vía única de un artículo relativo á los de- 
beres de los conductores de tren cuyo crusamiento regu- 
lar se altere.— Discos y faroles rojos de las maquinas. 


(Fox.) <...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nom- 
bre la Reina Regente del Reino, se ha servido 
disponer lo siguiente: 


rimero. Que se adicionen los reglamentos 
de circulación por la vía única de todas las 
Compañías de ferrocarriles con el artículo si- 
guiente: 


«Siempre que dos estaciones contiguas, 4 y B, 
convengan en que los trenes M —$6e supone 
que M camina de A hacia B, y N de B hacia A,— 
que reglamentariamente deberían cruzar en A 
lo hagan en B, al autorizar la estación B el 
cambio de cruce, se hará pública la autorización 
en dicha estación por medio de la campana de 
andén; y al expedir la estación A el tren M,—en 
virtud de la autorización concedida por la esta- 
ción B,—lo avisará telegráficamente á dicha es- 
tación B, en la cual se hará también público el 
aviso por medio de la referida campana.» 

Segundo. Que se prevenga á todas las Com- 
pas de ferrocarriles que para 1.” de Julio de 

892, sin excusa ni pretexto de ningún género, 


(1) En el mismo artículo RENTA DE ADUANAS, puede 
consultarse también la R. O. de 98 Julio 1892 revocando 
el núm. 4.2 de la de 10 Marzo 1875 que autorizó á las Em- 
presas para importar con franquicia el material de ex- 

tación aun cuando no hubieran concluido definitiva- 
nte las obras, etc. 

(23) Véase sobre esta R. O. la de 18 Julio 1895, inserta 
en el AP. de 1895, DP. 497. 


deberá hallarse cumplimentado lo dispuesto res- 
pecto á frenos por Rs. Os. de 21 de Noviembre de 
1888 y de 10 de Mayo de 1890; es decir, que para 
la fecha indicada, deberán hallarse provistos de 
frenos continuos automáticos de cualquiera de 
los tres sistemas aprobados por el Gobierno,— 
de aire comprimidosistema Westinghouse ó Car- 

enter, ó por el vacio sistema Smith-Hardy,— 
os vehículos de todos los trenes que en cual- 
quier trayecto de su marcha alcancen ó excedan 
la velocidad de 50 kilómetros por hora, debiendo 
cumplirse estas disposiciones de tal suerte, que 
en ningún caso ni por ningún concepto quede sin 
enfrenar más de la cuarta parte de las ruedas 
del tren; y que en los trenes que en cualquier 
punto de su marcha reglamentaria alcancen la 
velocidad de 55 ó más kilómetros por hora, que- 
de enfrenada la totalidad de sus ruedas. 

Tercero. Que se ordene á los ingenieros jefes 
de las divisiones de ferrocarriles que, en un pla- 
zo improrrogable de quince días, manifiesten á 
la Dirección general de Obras públicas si las ne- 
cesidades del servicio se hallan cumplidamente 
satisfechas con las velocidades asignadas ac- 
tualmente á los trenes, Ó si consideran necesario 
que se aumente hasta 50 ó más kilómetros por 
hora la de alguno ó algunos de aquellos que al 
presente no llega á tal límite. 

Cuarto. Que se ordene á los expresados inge- 
nieros jefes que, en el término de un mes, pro- 
ponga á la Dirección general la marcha progre- 
siva que deberá seguirse por las Compañías para 
la adquisición y colocación de los frenos, dentro 
del plazo señalado en el número segundo, tenien- 
do en cuenta, no sólo los trenes que según los 
itinerarios vigentes alcanzan la velocidad de 50 
kilómetros por hora, sino además los que en con- 
cepto de las Divisiones deban llegar á dicha ve- 
locidad y hayan sido incluídos en las propuestas 
de que habla el número precedente. 

Quinto. Que se ordene: 

A los ingenieros jefes de las Divisiones de Ma- 
drid, de Sevilla, del Oeste y del Noroeste, que en 
el plazo de ocho días eleven propuestas: 

% De las líneas de la red que inspeccionan, 
en que las campanas de alarma deberán hallarse 
establecidas para 1.” de Enero de 1893. 

2. De las líneas en que dichos aparatos de- 
berán estar funcionando en 1.” de Enero de 1894, 

A los jefes de las Divisiones del Norte y del 
Este, que prevengan: el primero á las Compa- 
ñías de los ferrocarriles del Norte, de Bilbao á 
Portugalete, de Bilbao á las Arenas, y de Du- 
rango á Zumárraga; y el segundo á las de Al- 
mansa á Valencia y Tarragona, y de Tarragona 
á Barcelona y Francia, que en el término de un 
mes presenten con el debido detalle el sistema 
de campanas eléctricas de alarma que se pro- 

ongan adoptar, indicando su distribución en 
as líneas; en la inteligencia de que para 1.” de 
Enero de 1893 deberán hallarse instalados dichos 
aparatos en las líneas y secciones siguientes: 


Compañía del Norte. 

Linea De Mabrip A HENDAYA. Secciones de 
Madrid á Avila.—Medina á Venta de Baños.— 
Alsásua á Hendaya. 

LÍNEA DE ZARAGOZA A BARCELONA. Sección de 
Barcelona á Tarrasa. : 


Compañía de Almansa á Valencia y Tarragona. 


LíNBA DE ALMANSA A VALENCIA. Sección de 


Játiva á Valencia. 
LÍNEA DE VALENCIA A TARRAGONA. Secciones 
de Valencia á Castellón.—Vinaroz á Ampolla. 


Compañia de Tarragona á Barcelona y Francia, 
Secciones de Martorell á Barcelona. —Barcelo- 
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naá Mataró y Empalme Ao el litoral.—Barce- 
lona á Granollers y Empalme por el interior. 
Compañia de Bilbao á Portugalete. 
Toda la línea. 


Compañía de Blibao á las Arenas, 
Toda la línea. 
Compañia de Durango á Zumárraga. 


Toda la línea. 

Y que para 1.” de Enero de 1894, deberán estar 
funcionando las campanas en las líneas y sec- 
ciones siguientes: 


Compañía del Norte. 


Liwzas pe Mapa A HenDaYa. Secciones de 
Avila 4 Medina.—Venta de Baños á Alsásua. 

Lixea DE ZARAGOZA A BARCELONA. Sección de 
Tarrasa á Manresa. 


Compañia de Almansa á Valonela y Tarragona. 


Líisea DB ALMANSA Á Vatencia. Sección de 
Venta la Encina á Játiva. 
Líxnxa De VALRNCIA Á TARRAGONA. Secciones 


de Castellón á Vinaroz.—Ampolla á Tarragona. 


Compañía de Tarragona á Barcelona y 
Francia. 


Ltsza Dg TARRAGONA A BARCELONA. Sección 
de Tarragona á Martorell. 

Lizea De BarceLona a Francia. Sección de 

AS á Gerona y Portbou. 
_Alelevar las expresadas Divisiones con su in- 
forme á la Dirección general de Obras públicas 
los proyectos presentados por las Compañías, 
propondrán los plazos en que deberán verificarse 
cada uno delos trabajos necesarios para que 
la Pino quede planteada en las fechas expre- 
sadas. 

Sexto. Que si las Compañías de ferrocarriles 
no diesen cumplimiento á cuanto á ellas se re- 
fere en los números anteriores y dentro de los 
plazos que en los mismos se señalan, se proceda 

rla Administración pública á la instalación 

o los frenos continuos automáticos y de las 
penas de alarma á costa de aquéllas, seña- 
lándoles al efecto las cantidades que se calculen 
necesarias para la ejecución de los trabajos, y 
que las Compañias deberán consignar en la Caja 
general de Depósitos á disposición del Gobierno; 
y de no hacerlo así en el plazo que se les señale, 
se dispondrá la incautación de los fondos de las 
estaciones, con arreglo á lo que dispone el artí- 
culo 28 del vigente reglamento de policía de fe- 
rrocarriles, 

Séptimo. Que se imponEs á las Empresas la 
obligación de colocar discos avanzados en todas 
las estaciones que se hallen desprovistas de es- 
tos aparatos, así como también en las bifurca- 
ciones y cruzamientos á nivel de vías férreas, y 
en todos aquellos puntos que por una causa 
cualquiera convenga proteger. 

3ingenieros jefes de las Divisiones mani- 
festarán á la Dirección general en el plazo de 
ua mes cuáles son los discos que deben colocar- 
se en cumplimiento de esta disposición, indican- 
do al propio tiempo el término que para ello de- 
á otorgarse á las Compañías. 
ws discos deberán situarse, por regla general, 
y siempre que circunstancias especiales no acon- 
sejen otra cosa, respecto á las agujas Ó puntos 
que protejan, á las distancias siguientes: 800 me- 
tros en rampa de seis milésimas; 1.000 metros en 
horizontal y en rampa hasta de seis milésimas; 

-200 metros en pendiente hasta de ocho milési- 
mas, y 1.500 metros en pendiente que exceda de 
ocho milésimas. 

Se colocarán con arreglo á estas prescripcio- 
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e los discos hoy existentes que no se ajusten á 
ellas. 

Octavo. Se procederá á cambiar las agujas 
que sea necesario para que todas sean de las lla- 
madas de recubrimiento y de igual longitud, y 
se hallen provistas de indicadores de dirección; 
y al efecto, los ingenieros jefes de las Divisiones, 
teniendo en cuenta la importancia de las esta- 
ciones y la de la circulación de trenes, propon- 
drán en el término de tres meses, y la Dirección 
general de Obras públicas señalará después los 
plazos en que las Compañías han de realizar es- 
ta reforma. Ñ 

Noveno. Interin no se establezca la comunl-. 
cación entre los viajeros y agentes de los tre- 
nes, con arreglo á lo dispuesto en la Real orden 
de 29 de Julio del año próximo pasado, se colo- 
cará en el ténder una campana que se halle en 
comunicación con los furgones de cabeza y de 
cola del tren, por medio de una cuerda ó de un 
cable de alambre; á fin de que pueda en caso ne- 
cesario darse al maquinista la señal de alarma. 

Décimo. El reglamento de señales de 8 de 
Agosto de 1872, queda adicionado con el siguien- 
te artículo: 

«Cuando convenga hacer señal de alto á un 
tren que haya salido de una estación y no se ha- 
lle aún á gran distancia de ella, el jefe de la mis- 
ma hará repicar fuertemente la campana de an- 
dén, y esta señal la transmitirá el guarda encar- 
gado de la maniobra del disco, abriéndolo y ce- 
rrándolo varias veces consecutivas. Los agentes 
del tren deberán ir mirando al disco mientras 
éste sea visible; y avisarán al maquinista, por 
medio de la campana del ténder, cuando obser- 
ven la referida séñal de parada.» j 

Undécimo. Se adicionarán los respectivos re- 
glamentos de circulación por la vía única de las 
diversas Compañias con el artículo siguiente: 

«El conductor de todo tren cuyo cruzamiento 
regular se altere, deberá cerciorarse personal- 
mente en el gabinete telegráfico de la estación 
en que se le notifique el cambio de cruce, de que 
se han cumplido exactamente las prescripciones 
reglamentarias establecidas para tales cambios. 

uodécimo. Que se ordene á la Compañía de 
ferrocarriles del Norte que estudie y proponga 
la modificación de los discos ó faroles rojos que 
llevan en la parte anterior sus máquinas loco- 
motoras; á fin de evitar que, como hoy sucede, 
la luz se apague con frecuencia ó sea tan poco 
intensa que se distinga ni aun á pequeña dis- 
tancia. 

De Real orden, etc. Madrid 29 de Febrero de 
1892.» (Fac. 19 Marzo.) 


R. O. 2 Marzo 1892. 
Itinerarios para los trenes correos de España: Prórroga 

del plazo señalado por R. D. de 19 Noviembre 1891. 

(Gos.) Extracto.—Se “dispone por esta Real 
orden: 1.” Prorrogar por tres meses más, que es- 

irarán en 1.? de Julio próximo, el plazo señala- 

o para que los referidos itinerarios comiencen 
á regir, para cuya fecha y con arreglo á la Real 
orden de 29 Febrero, las Compañias tendrán ya su 
material en las condiciones reglamentarias, que 
son exigibles para establecer el nuevo servicio. 

Y 2.2 Que la Dirección de Correos... atiend 
las observaciones que hasta el 25 de Abril próxi- 
mo se formulen por parte de las Compañías que 
han de prestarle, estudiándolas en forma y pro- 
poniendo con vista de ellas á este Ministerio la 
resolución que proceda (1). (B. O. 24 Marzo 1892. 
—(Gac. 27 td.) 


(1) El plazo ss prorrogó después por R. O. de 27 de 
Agosto hasta 1.0 Enero 1898. Pero los itinerarios no lega- 
ron d ponerse en ejecución, 
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R. 0.13 Mayo 1892. 
Aprobación de proyectos de tranvía urbanos. 


Esta R. O.,inserta en Tranvías, aclara las dis- 
posiciones del art. 75 de la ley de ferrocarriles. 


Ley de presupuestos 30 de Junio 1892. 
Abono de subvenciones. 


«Art. 40. Se autoriza al Gobierno para abo- 
nar las subvenciones concedidas ya por leyes 
especiales á los ferrocarriles no subastados to- 
davía, en anualidades fijas que representen A 
interés y amortización del capital con que el Es- 
tado ha de contribuir á su construcción, consig- 
nando las cantidades necesarias en los respecti- 
vos presupuestos. El interés no excederá de 6 
por 100, y las anualidades podrán ser garantía 

ara las obligaciones que emitan las Compañías 
interesadas.» 


Leyes 15 Julio 1893. 
Concesiones de ferrocarriles. 


Por cinco leyes de esta fecha se autorizan las 
concesiones siguientes: De un ferrocarril de Al- 
mansa á Gandía, de otro ferrocarril de vía es- 
trecha de Lieres d Infiesto con un ramal á Gijón, 
de otro del camino de la Soledad á la calle de Al- 
modóvar (Vega de Ve!»maja); de otro ferrocarril 
de vía normal de Orejo d Santoña con un ramal 
desde esta villa, ó de Gama á Colindres (Qace- 
ta 17 Julio), y de otro de vía estrecha del puerto 
de Gandía á Valencia (Gac. 17 Julio). 


Jfey 25 Julio 1803. 
Ferrocartil de Santiago 4 Cambre. 


(Fom.) «Artículo 1.2? Se declara de servicio 
eneral y comprendido en el art. 4.” de la ley de 
errocarriles de 23 de Noviembre de 1877, el que, 

partiendo de Santiago, termine en Cambre. 

Art. 2. J siguientes. (Se manda sacar á su- 

basta desde luego, se anula el art. 3.” de la ley 

de 14 de Enero de 1887, y se declara de servicio 

RO el ferrocarril de Santiago al de Coruña 
Lugo.)» (Gac. 28 Julio). 


E. D. 18 Agosto 18092. 
Ocupación de vías pecuarias. 


Reorganiza este R. D. la Asociación general 
de oros y está inserto en GanaDerÍa. Su 
artículo 17 dispone lo que ha de hacerse cuando 
el trazado de lineas ocupe parte de vías pecua- 
rias ó siga la misma dirección de éstas, 


Ley 4 Septiembre 1803. 
Autorizando para otorgar la concesión de un ferrocarril 
eléctrico sublerráneo en el perimetro de Madrid. 

(Fox.) Extracto.—Autorizó al Gobierno para 
otorgar la concesión y explotación por noventa 
y nueve años de un ferrrocarril eléctrico subte- 
rráneo de vía estrecha para mercancías y viaje- 
ros, compuesto de las secciones siguientes, todas 
ellas comprendidas en el perímetro de Madrid y 
su ensanche: primera, de la estación del Norte á 
las del Mediodía y de las Delicias, pasando por 
la Puerta del Sol; segunda, del vibducto de Se- 
govia á la Plaza de Toros por la Puerta del Sol; 
tercera, de la Puerta de Toledo al Hipódromo 
por la Puerta dol Sol; cuarta, del barrio de Sala- 
manca al de Argúelles, y de circunvalación. 
Todo el trayecto de estas líneas será subterrá- 
neo, excepto en el espacio que separa una de 
otra acera de la calle de Segovia, donde se cons- 
truirá un viaducto especial en la línea de cir- 
cunvalación y los extremos de las rasantes para 
emplazamiento de estaciones. 

Las obras debían empezar dentro del año si- 
guiente á la fecha de la concesión y terminarse 
en los siguientes plazos: los trabajos preparato- 
rios de instalaciones hidro eléctrica y sección 


primera, ocho años, y cuatro años más para cada 
una de las restantes secciones. (Ley de 4 Setiem- 
bre 1892.—Gac., 10 id.) 


Jurisprudencia. 


30 Jumio 1891. Multas por retrasos injustificados. 
Son obligatorias para las Compañías las órdenes de la 
Dirección de Correos ó solo deben acatar las de la de 
Obras públicas? - 


Impuesta á una Compañía la multa de 2.000 pese- 
tas por la llegada de un tren correo con más de una 
hora de retraso, y confirmada la represión por el 
Ministerio, recurrió la Empresa á la vía contencio- 
sa. El Tribunal absuelve á la Administración de la 


demanda, con vista de los arts. 90, 91, 160 y 167 del 
reglamento de 8 de Septiembre de 1878 y 12 de la ley 
de 23 de Noviembre de 1877 y de la R. O. de 8 de Oo- 


tubre de 1€65: 

«Considerando: que el art. 150 del reglamento de 
policía de ferrocarriles establece sanción penal por 
retraso injustificado de los trenes de viajeros, sin 
atender á que aquéllos conduzcan ó no á la vez la 
correspondencia pública: 

Considerando: que el mismo art. 150 fija en dies 
minutos por cada 100 kilómetros de recorrido la to- 
lerancia para los express y correos, y que este reco- 
rrido se refiere al tren directo que con un número 
determinado recorre los kilómetros que median en- 
tre las estaciones extremas de la línea; pero no á la 
distancia que exista entre la estación de término 
de aquél y la de origen del que enlaza; pues de otra 
suerte, las disposiciones que regulan la materia lo 
hubieran consignado expresamen,.e: 

Considerando: que, por ello, el tren correo, núme- 
ro 56, que salió de Madrid para Ciudad Real y Bada- 
jos el día 9 de Diciembre de 1888, llegando á este úl- 
timo punto con una bora y veinticuatro minutos 
de retraso, excedió la tolerancia concedida por el 
art. 150 del reglamento de policia de ferrocarriles, 

fué procedente la multa que por este motivo le 

mpuso el gobernador de la provincia en uso de las 
facultades consignadas en la ley de 28 de Noviem- 
bre de 1877: 

Y considerando: que las alegaciones de la Compa- 
ñíg demandante, fundadas en el cuadro de marcha 
aprobado por la Dirección general de Correos, no 
son de estimar como excusa... porque ni aquél cons- 
tituye orden alguna obligatoria para la Compañia, 
que sólo tiene yue recibirlas á dicho objeto de la 

irección general de Obras públicas, ni consta que 
este Centro aprobase á su ves y en definitiva el oua- 
dro de marcha referido, en virtud de las atribu- 
ciones que consignan los arts. 90 y 91 del reglamento 
antecitado.» (Sent, 80 Junio 1891.—Gacs. 11 y 13 No- 
viembre, p. 248.) 


84 Julio 1894. La Real orden que aprueba la transo 
ferencia de una concesión, ¿puede ser revocada ó modifl= 
cada gubernativamente? 


La Real orden autorizando la transferencia de 
una concesión de ferrocarril, crea derechos, tanto á 
favor de los concesionarios como de los cedentes, 
sólo es revisable en vía contenciosa y no puede re- 
vocarse ni modificarse gubernativamente, ni aun 
alegando error en los hechos que sirvieron de base 
para dictarla, pues en todo caso, dicho error sólo 
autorizaría para gos se hubiera declarado lesiva á 
los intereses públicos, entablándose contra ella la 
correspondiente demanda. No habiéndose aplicado 
al ferrocarril unos terrenos, pudieron ser válida- 
mente objeto de contrato entre cedentes y cesio- 
narios; y la cuestión de si cierta vía de acceso está 
comprendida en ellos, no puede ser resuelta en la, 
jurisdicción contenciosa si,sobre ella no ha decidi.- 
do la Administración activa. (Sent. 14 Julio 1891 .— 
Gac. 20 Noviembre, p. 281.) 


19 Noviembre 1891. Quiebra de la Compañía del 
Noroeste: La empresa que ha sucedido d la quebrada sólo 
tiene derecho al remanente que resulte de los 10 millones 
de pesetas depositados 4 favor de los acreedores de la 
del Noroeste, desnués de deducidos los gastos hechos por 
el Consejo de incautación de la línea. 


Declarada en quiebra la Compañía de ferrocarri- 
les del Noroeste, nombrado, en representación del 
Gobierno, un Consejo de incautación, y adjudicada 
la línea en definitiva á la del ferrocarril de Astu- 
rias, Galicia y León, á quien se reconoció el derecho 
de percibir el remanente de los 10 millones de pese- 
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tas á que se refiere la ley de 19 Diciembre 1879, una 


ves abonados los gastos á cargo de dicho Consejo, . 


se practicó la liquidación, fijando dicho remanente 
en 500.000 y pico pesetas; con cuyo resultado no es- 
tuvo conforme la Compañía concesionaria, impug- 
nándole primero en vía gubernativa y luego en la 
contenciosa. El Tribunal absuelve á la Administra- 
ción de la demanda: 

«..Considerando: que el Consejo de incautación 
obró eumo mandatario del Gobierno, y por consi- 
guiente, sólo á éste ineumbe examinar sus cuentas 
y aprobarlas óimpugnarlas: 

Considerando: que al consignarse en la base 2.* 
del art. 1.? de la ley de 19 de Diciembre de 1879, que 
dela cantidad señalada como subvención á la Com- 
pañía concesionaria, se deduzcan los gastos que con 
cargo á aquélla haya hecho 6 hiciese el Consejo de 
incautación, basta que cesó en el desempeño de su 
cometido, deben comprenderse todos los gastos, 
puesto que en el texto no se hace distinción ni ex- 
elusión alguna, y que la entrega del resto á la ex- 
presada Compañía no puede menós de entenderse 
que ha de ser del sobrante que resulte de la gestión 

el Estado, el cual únicamente somete su adminis- 
tración y sus cuentas á la censura de los organis- 
mos al efecto establecidos: 

Considerando: que á mayor abundamiento, el sal- 
do de 505.363 pesetas 41 céntimos que arroja la liqui- 
dación, está implicitamente consentido por la Com- 
seña, toda vez que al defender como coadyuvante 

6 la Administración las Reales órdenes de 30 de 
Junio de 1883 y 1.2 de Mayo de 1885, relativas á las 
autorizaciones concedidas á la Compañía para emi- 
tir obligaciones hipotecarias, consignó el fiscal, y 
ella reprodujo, como una de las partidas que forma- 
ban el apical base para fijar el límite de la emi- 
sión de obligaciones, la de pesetas 9.494.736 emplea- 
das por el Consejo de incautación, y no sería proce- 
dente admitir como buena la liquidación cuando 
favorece, y no reconocerla así cuando se cree que se 

'erjudica.» (Sent. 17 Noviembre 1891.—Gac. 2 Sep- 

embre 1892, p. 878.) 


16 Febrero 1893. Línea de Alar á Santander: Sub- 
siste la obligación impuesta á la primitiva empresa de 
construir el ramal de Torrelavega d la Requejada, y es 
ezigible á la Compañía del Norte, subrogada en los dere- 
chos de aquélla, 


La obligación á due se refiere el epígrafe, «impues- 
ta á la primitiva Compañía del ferrocarril de Alar 
á Santander por la R, O. de 2 de Junio de 1854, está 
hoy viva y existente y es exigible á la Compañía de 
los caminos de hierro del Norte, cesionaria de aqué- 
Ma, porque dicha R. O. forma parte integrante de 
las condiciones de la concesión, modificó en parte el 
primitivo trasado y anchura de la vía, y lejos de 
elndirse su observancia por la Compañía concesio- 
baria á quien favorecía, se cumplió sin protesta ni 
reclamación alguna...» (Sent. 16 obrero 1892, absol- 
viendo á la Administración de una demanda inter- 
puesta poz la Compañía del ferrocarril del Norte 
contra Real orden que la obligó en un término pre- 
ciso á presentar los planos y proyectos de la esta- 
ción del ramal de Torrelavega á la vía Requejada. 
Gac. Y Septiembre, p. 73.) 


19 Pebrero 1898. Autorizado el Gobierno por ley 
tapecial para conceder un ferrocarril 4 determinada Em- 
presa, ésta tiene obligación de constituir la frnza exigida 
por la ley, en el término que la misma establezca, aun 
cuando ro se haya acordado la concesión. 


La doctrina del A lo se establece absnlviendo 
bla Administración de una demunda porlos funda- 
mentos siguientes: 

«Considerando: que si bien es cierto que en la ac- 
taalidad no puede conceptuarse concesionaria del 
ferrocarril de que se trata á la Sociedad Minas del 
Castillo de los Guardas, por no haberse aún expe- 
dido al efecto la oportuna Real orden, no lo es 
menos que á ninguna otra entidad que á la expresa- 

vuede la Administración activa otorgar la con- 
cesión, porque así lo dispone la ley de 4 de Mayo 1888 
6D su art. 1.o: 

Considerando: que presentados por la Sociedad 

emandante en el Ministerio de Fomento, con ante- 
noridad ú que se publicase la ley autorizando la 
concesión, el proyecto, planos y presupuestos, á óste 
es al que sin duda alguna se refiere el art. 4.2 de la 
ladicada ley, y por lo tanto existe cantidad deter- 
minada de que poder deducir el 3 por 100 que se fija 
como hñanga: 


Considerando: que señalado en dicho art. 4.” de 
una manera terminante, no sólo el plazo dentro del 
cual se ha de constituir la fianza, sino también el 
día que ha de servir de punto de partida para contar 
ese plazo, la Administración activa tiene el deber 
de cumplir el precepto establecido, puesto que ca- 
rece de atribuciones para suspender plazos marca- 
dos taxativamente en las leyes: 

Considerando: que no son aplicables al asunto de 
autos los preceptos que se han dictado por la parte 
actora, de la ley de 23 de Noviembre de 1877, sino los 
de la ley especial de 4 de Mayo de 1883, que modifica 
nos para este caso particular: ' 

considerando: que la petición, que como subsi 
diaria formula el actor en su demanda, de que se le 
admita desde luego la fianza, no puede ser objeto de 
resolución en la vía contencioso administrativa, 
por no haber sido aducida, ni menos resuelta esta 
pootensión en la vía gubernativa.» (T. C. A., Sent. 18 
ebrero 1892. —GEac. 29 Septiembre, p. 79.) 


23 Febrero 189%. Cuantía de las subvenciones di- 
rectas: Relacionada la importancia de éstas con el costo 
de las obras, procede reducir la subvención cuando di3- 
minuyen los gastos de construcción, conforme al art. 19 
de la ley de ferrocarriles, y aunque se estableciera que no 
se menoscabarían las subvenciones, etc. 


Disminuíido el costo presupuesto á las obras de un 
ferrocarril, la subvención directa otorgada al mis- 
mo ha de rebajarse también proporcionalmente, en 
cumplimiento del art. 19 de la ley de 23 de Noviem- 
bre de 1877, y aun cuando al autorizarse la concesión 
no se hallara ésta vigente; siempre que lo estuviera 
cuando se furmuló el pliego de condiciones á que 
había de ajustarse la Empresa. La circunstancia de 
haberse consignado en él que la subvención se abo- 
naría «sin reducción alguua» no impide la rebaja, 
pues esa clásula significa que n> podía ser gravada 
tal subvención con descuentos, impuestos ni tribu- 
tos de ninguna especie. (Sent, 27 de Febrero 1892.— 
Gac. 9 Octubre, p. 97.) 

Además de las resoluciones de jurisprudencia 
inserta, véase en CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES 
(pág. 54) la sentencia de 22 Octubre 1891, sobre 
alcance del carácter de funcionarios públicos 
que la ley asigna á los empleados de ferrocarri- 
les; en HiroreEcas, la resolución de 26 Marzo 1892, 
determinando las formalidades para la inscrip- 
ción de concesiones de ferrocarriles en el Regis- 
tro de la propiedad; y en JuBILACIONES, la sen- 
tencia 23-30 Octubre 1891, sobre abono para los 
efectos de la jubilación de los servicios presta- 
dos en los cargos de celadores y comisarios de 


ferrocarriles. 


FIANZAS DE EMPLEADOS. A las dispo- 
siciones insertas en el artículo concordante del 
Diccionario (tomo V, pág. 626 y sucesivas), de- 
bemos añadir las siguientes: 


R. O. 13 Febrero 1892. 
Señaló definitivamente la fianza de los admi- 
nistradores de partido creados en 27 de Octubre 
de 1891.—V. HACIENDA PÚBLICA. 


R. O. 380 Junio 1893. 

Subsanación de faltas sustanciales en escrituras de lanza 

(Hac.) Dispone qne la subsanación de toda 
falta do una escritura de fianza que entrañe la 
necesidad de adquirir alguna obligación ó com 
promiso reglamentario, omitido en la escritu- 
ra principal, se haga precisamente por medio 
de la correspondiente escritura pública. De Real 
orden, etc.—Madrid 80 de Junio de 1892. (Gac. 15 
Julio.) 


Ley de presup. de Puerto Rico 30 Junio 1892, 


Valores admisibles en la Isla para toda clase de aflan- 
zamientos. 


El art. 20 de esta ley dispone la admisión para 
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toda clase de afianzamientos del Estado en Puer- 
to Rico de los títulos al portador de la Deuda 
antigua del Tesoro de la Isla emitidos en virtud 
de la revisión de dicha deuda con arreglo al 
reglamento aprobado por Reales órdenes 23 Oc- 
tubre de 1885 y 2 Abril de 1887. La admisión se 
hará al tipo medio de cotización que dichos va- 
lores alcanzaren en la capital de la Isla en el 
as inmediato anterior al en que se preste la 
AnDZA. 


E, O, 1.? Octubre 1892, 


Encargando que no se demore el curso y resolución de los 
expedientes sobre devolución de fanzas. 


(Hac.) «A pesar de haberse dictado por este 
Ministerio diferentes os para facilitar 
el curso y la resolución de los expedientes sobre 
devolución de fianzas á los funcionarios que las 
prestaron, y que por haber cesado en sus cargos 
solicitan qne se les entreguen, por no ser cuen- 
tadantes directos al Tribunal de las del Reino, 
no dejan de oirse quejas relacionadas con el re- 
traso que sufre este servicio en algunas pro- 
vincias... 

De cualquiera manera que la cuestión se mire, 
el funcionario que detiene la tramitación de un 
expediente de fianza é impide que sea pronta- 
mente resuelto, no cumple con sus deberes; daña 
á la Hacienda ó á los particulares, y contrae, 
por último, una responsabilidad personal, que 
este Ministerio se propone exigir enérgicamen- 
te. Evitar, por tanto, queen uno ú otro sentido 
puedan fundadamentecontinuar las quejas, cons- 
tituye para la Administración un deber ineludi- 
ble; y 4 fin de que se cumpla por todos con la 
mayor exactitud; 

l Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, se ha servido disponer: 

1.2 Que encargue V. $S. á los funcionarios á 
sus órdenes no demoren ni un solo momento el 
tramitar los expedientes que sobre devolución 
de fianzas se instruyan en las oficinas de esa pro- 
vincia. 

2. Que para cercierarse V. 8. de que el pre- 
cepto anterior se cumple, exija que quincenal- 
mente se le dé cuenta por los empleados que ten- 
gan á su cargo dichos expedientes, del estado en 
que se hallaban en la quincena anterior y de lo 
que hubieren adelantado en la siguiente. 

Que tan luego como V. S. advierta cual- 
quier demora no justificada en el despacho de al- 
gún expediente de los de que se trata, lo exami- 
ne por sí mismo y ordene cuanto sea necesario 
para remover inmediatamente las causas que 
motiven la paralización. 

Y 4, Que si la expresada demora pudiera en 
algún modo atribuirse á falta de celo y á negli- 
ra de los empleados á sus órdenes, adopte 

- S. las medidas necesarias para remediar el 
mal en el acto, dando al propio tiempo aviso á 
este Ministerio á fin de que se acuerde cuanto sea 
preciso para que nadie deje de cumplir, impune- 
mente, con los deberes que le impone su cargo.» 
(R. O. 1.” Octubre 1892,—Gac. 2 Octubre.) 


—Véase HACIENDA PÚBICA: NOTARIADO. 

FIELATOS DE CONSUMOS. Son siempre 
establecimientos públicos á Jos efectos del Códi- 
go penal.—Véase en DesórDENES PÚBLICOS la sen- 
tencia de 6 Marzo 1891. 


FIELES CONTRASTES. V. Persas Y MEDIDAS. 


FIESTA NACIONAL. POorR. D. de 12 Octu- 
bre 1892 firmado en Santa Maria de la Rábida, se 
autorizó al Gobierno para presentar á las Cortes 
en su reunión próxima un proyecto de ley para 


declarar perpetuamente fiesta nacional el día 12 


- de Octubre, en conmemoración del descubri- 


miento de América. (Gac. 16 Octubre.) 


FILOXERA. V. LaxGosTA YOTRAS PLAGAS DEL 
CAMPO. 


FISCALES MUNICIPALES, Sobre compe- 
tencia para juzgarles por los delitos cometidos 
al ejercer las funciones del art. 58 de la ley adi- 
cional, véase en CoMPETENCIAS EN LO PENAL el 
auto de 23 Diciembre 1891. 


FISCALES MILITARES. V. IxmruesTo SOBRE 
SUELDOS. 


FÓSFOROS. El monopolio á favor del Esta- 
do de la fabricación de cerillas fosfóricas y toda 
clase de fósforos, se estableció por el art. 21 de 
la ley de presupuestos de 1892 que es como sigue: 


Ley de presupuestos de 30 Junio 18892, 
Establecimiento del monopolio de cerillas fosfóricas y de 
toda clase de fósforos: Formas diversas en que puede 
ejercerse: Jurado de indemnización y de expropiación 
d fabricantes, etc., etc. 


«Art. 21. La fabricación y venta de cerillas 
fosfóricas y toda clase de fósforos, constituirán 
desde 1.” de Julio de 1892 un monopolio del Es- 
tado, quedando prohibida desde igual fecha la 
importación de dichos artículos. 

1 Gobierno de S. M. podrá contratar y cele- 
brar conciertos ó encabezamientos con los fa- 
bricantes que al efecto se constituyan en gre- 
mio para el aprovechamiento del mencionado 
monopolio, por el tipo mínimo de 4 millones de 
pesetas al año, líquidas para el Tesoro, y por el 
plazo máximo de quince años. 

Si nou se celebrara con el gremio de fabrican- 
tes el concierto ó encabezamiento á que se re- 
fiere el párrafo anterior, el Gobierno de S. M. 
podrá optar entre repartir á los fabricantes de 
cerillas fosfóricas y de toda otra clase de fósfo- 
ros, como impuesto de fabricación, la cantidad 
líquida y anual de 4 millones de pesetas por el 
disfrute exclusivo de este monopolio del Esta- 
do, ó arrendarlo por quince años á lo más, y pre- 
vio concurso, á Sociedad ó particular que ofrez- 
ca suficientes garantías al Tesoro, por la suma 
mínima de 4 millones de pesetas anuales, previa 
indemnización del valor de las fábricas y sus 
industrias que estuviesen legalmente funcionan- 
do en 31 de Marzo de 1892. 

La indemnización de las fábricas é industrias, 
ue deberá ser de cuenta del arrendatario, la 
jará un Jurado (1) compuesto de los cuatro pri- 

meros contribuyentes, el delegado de Hacienda, 
de dos arquitectos y dos ingenieros industriales 
residentes en la localidad, y si en ella no los hu- 
biere, en la más próxima, nombrados uno de cada 
clase por el Juzgado de primera instancia, y otro 
por el arrendatario, presididos todos por la au- 
toridad judicial donde radique la finca; cuyo Ju- 
rado, después de reclamar y reunir todos los an- 
tecedentes necesarios para conocer el valor de 
las fincas que se expropian, pronunciará su fallo 
dentro de los treinta días siguientes al en que se 
mandó la expropiación, y contra ese fallo no 
procederá recurso alguno administrativo, con- 


_tencioso ni judicial. 


Igual procedimiento se aplicará para la expro- 
piación en el caso de que la mayoría del gremio 


(1) El reglamento para la organización del Jurado se 
aprobó por R. D, de 4 Mayo 1898 y estd inserto en la pá- 
gina 253 del Ap. de 1893. 
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de fabricantes acordase el concierto y algunos 
de ellos no quisiera agremiarse, Ó después de 
agremiados no aceptaran las condiciones del 
concierto. 

Para la organización del Jurado, el Ministro 
de Hacienda dictará el oportuno reglamento. 

Al finalizar el contrato, en el caso de que se 
arrendase el disfrute del monopolio, el arrenda- 
tario entregará gratuitamente al Estado los 
edificios y material industrial que tenga en su 
poder dos años antes de la terminación, en cuya 
época se formalizará el oportuno inventario. La 
tarifa de los precios se fijará de acuerdo con el 
Gobierno. 

Si el concurso resultase dos veces desierto, ad- 
ministrará la Hacienda el monopolio directa- 
mente, quedando autorizado el Gobierno para 
anticipar á cuenta de sus productos las canti- 
dades necesarias á cubrir los gastos de indemni- 
zaciones á que dé lugar la expropiación, así 
como también los que reclame la administración 
de la nueva renta.» 


R. 0.28 Diciembre 1882. 

Estableciendo el monopolio desde el día 15 de Febrero: 
Defraudación: Precios de las cajas de cerillas y tiras. 
(Hac.) «Señora: El art. 21 de la ley de presu- 

puestos de 80 de Junio de este año estableció el 

monopolio á favor del Estado de la fabricación 

Abdos de las cerillas fosfóricas y toda clase de 

ósforos... 

La Administración de la Hacienda trató des- 
de luezo de cumplir inmediata y exactamente 
aquel precepto de la ley; pero la inteligencia 

allegar á un convenio equitativo con los fa- 

ricantes fué desde un principio tarea por todo 
extremo laboriosa... 

Además era también impracticable la trans- 
formación durante un solo día en renta del Es- 
tado de una ó varias industrias que hasta en- 
tences gozaron libertad completa: intereses tan 
respetables como los del comercio, no permitían 
negarle la facultad de vender efectos que á este 
fin adquirió con perfecto derecho al amparo de 
las leyes, y estas razones hicieron desde luego 
comprender que solamente en la parte relativa 
ála prohibición de importar las cerillas del ex- 
tranjero era posible el cumplimiento desde el 
principio del año económico de aquellas dispo. 
siciones, y que era menester prorrogar algu- 
nOs ro el establecimiento completo del mo- 
nopolio. 

n 15 de Septiembre se llegó por fin á celebrar 
el concierto provisional con el gremio de fabri- 
cantes, pero este concierto debía elevarse á es- 
critura pública previa la constitución de la 
fianza convenida, y tanto para estas operacio- 
bes cuanto para que el gremio se organizara y 
preparara el servicio de la renta de una manera 
conveniente, se estimó necesario un plazo lo 
menos de tres meses. 

El comercio ha podido también expender ó dar 
salida libremente á las existencias del género 
que ha de quedar estancado, durante el mismo 

lazo, puesto que ya entonces las autoridades 

e Hacienda publicaron en los Boletines oficiales 
de las provincias los oportunos anuncios. 

Terminado el plazo sin que el gremio de fa- 
bricantes hubiera vencido todas las dificultades 
consiguientes á la transformación de su indus- 
tria y á la reunión del capital necesario para 
constituir la fianza, solicitó una prórroga... y 
por fin, en 22 del actual quedó ajustado por es- 
eritura pública el concierto, en cuya virtud el 
gremio de fabricantes abonará al Estado la 
suma anual de 4.250.000 pesetas por el aprove- 
chamiento y explotación del monopolio... 

Determinar la indicada fecha en que ha de 


tener principio el monopolio establecido por la 
ley y dar conocimiento al público y á los insti- 
tutos y dependencias de la Hacienda de los de- 
rechos y obligaciones que se derivan del nuevo 
orden económico creado con el estanco de las 
cerillas fosfóricas y toda clase de fósforos, es el 
objeto del adjunto prcyecto de Real decreto que 
tengo la honra de someter á la aprobación de 
Vuestra Majestad... 


REAL DECRETO 


... Artículo 1.2 El monopolio de la fabricación 
y venta de las cerillas fosfóricas y toda clase 
de fósforos quedará establecido en la Península 
é islas Baleares el día 15 de Febrero próximo, y 
se ejercerá en nombre y representación del Es- 
tado por la a NoniA de los fabricantes de dichos 
articulos que lo eran en 31 de Marzo último y 
que, constituidos en gremio con dicho objeto, 
han celebrado concierto con la Hacienda públi- 
ca para su explotación. 

Art. 2.2 Durante el tiempo que ha de trans- 
currir hasta el expresado día 15 de Febrero de 
1893, el comercio podrá vender públicamente y 
dar salida á las existencias de dichos efectos que 
tenga en su poder, entendiéndose que á partir 
de aquella fecha únicamente el gremio de fabri- 
cantes antes dicho podrá legalmente elaborar, 
conducir, conservar y expender las cerillas y fós- 
foros mencionados, y que cualquiera de estos 
actos, ejecutados por otra persona no autorizada 

or el mismo gremio, será considerado como de- 

ito contra la Hacienda pública. 

Art. 3. Se declaran aplicables á la defrauda- 
ción y contrabando de la renta de las cerillas 
fosfóricas y toda clase de fósforos las disposicio- 
nes del R. D. de 20 de Junio de 1852, debiendo 
instruirse con arreglo á sus lc sá los expe- 
dientes administrativos y judiciales que proce- 
dan y tramitarse los primeros en los términos 
establecidos por el reglamento vigente del pro- 
cedimiento económico administrativo. 

Art. 4. Se fija en media gruesa de cajas de 
corillas y 35 tiras de á 125 fósforos de cartón el 
máximum que podrá tener en su poder cualquier 
individuo sin incurrir en el delito de contra- 
bando. 

Art. 5.2 Las cerillas y fósforos que el gremio 
de fabricantes ostá obligado á tener siempre á 
la venta pública en el mayor número posible de 
localidades y necesaria y precisamente en todas 
aquellas en que haya expendeduría de tabacos, 
y los precios á que habrá de exponderlas, son 

os siguientes: 

Caja ordinaria con 90 cerillas, también ordina- 
rias, 5 céntimos. —Idem fina con 60 cerillas, 5.— 
Idem de dos gomas con 75 cerillas de estearina, 
clase superior, 10.—Tira de cartón con 125 fósfo- 
ros, 5. 

Además de las expresadas clases, que se consi- 
deran reglamentarias, el gremio podrá expender 
todas las que considere conveniente, á los pre- 
cios que quiera señalar, pero siempre que á la 
vez tenga en las expendedurías surtido de las 
primeras. 

Art. 6.2 El Cuerpo de Carabineros y los de- 
más resguardos de la Hacienda pública, quedan 
encargados de la represión del contrabando y 
la defraudación de los intereses de la renta de 
las cerillas fosfóricas y de toda clase de fós- 
foros. 

Art. 7. El Ministro de Hacienda dictará las 
disposiciones convenientes para el cumplimien- 
to del presente decreto. 

Dado en Palacio á 28 de Diciembre de 1892. — 
María Cristina.—El Ministro de Hacienda, Ger- 
mán Gamazo.» (Gac. 29 Diciembre.) 


—Véanse las disposiciones importantes incluí.- 
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das bajo el epigrafe Fósforos de los Repertorios 
alfabéticos de los ArénbICES de 1893 á 1896, y sin- 
gularmente el Ap. 29 de las Ordenanzas de Adua- 
nas, que contiene disposiciones relativas á la im- 
portación y circulación de cerillas fosfóricas y 
fósforos (Ar. de 1894, p. 910) y el art. 50 de la ley 
de presupuestos de 1895 (Ar., p. 428). 


FRANQUICIA POSTAL. V. Corzzos. 


FRUTOS. En el Diccionario (tomo V, ps. 648 
á 651), queda expuesta sistemáticamente la doc- 
trina del Código civil sobre este punto. Aquí 


sólo nos toca registrar la siguiente sentencia 
del T. 8.: 


18 Diclombre 1891. Compensación de los frutos 
que han de restituirse con el importe de las mejoras é¿ im- 
pensas. 


«..Toda condenación de abono de frutos, lleva 
consigo la liquidación y pago de lasimpensas, según 
la naturaleza de éstas y la calificación jurídica del 
poseedor condenado al pago de los frutos...» (Sen- 
tencia 15 Diciembre 1691.—(Qac. 19 Enero 1893, p. 29.) 


FUEROS CIVILES. Sobre asociación de 
compras y mejoras en el Campo de Tarragona, 
véase CONTRATOS MATRIMONIALES; sobre fuero de 
Baylío y fueros en Vizcaya, véase BIENES DE LA 
SOCIEDAD CONYUGAL, y sobre fuero de Navarra, 
SUCESIONES. 


FUEROS DE LAS PROVINCIAS VASCON- 
GADAS Y NAVARRA. Véase el Dicciona- 
rio, quinta edición, tomo V, ps. 660 á 674. A las 
disposiciones insertas en dicho lugar, tenemos 
que añadir las siguientes resoluciones de 


Jurisprudencia. 


BR. O. 6 Marzo 18932. No procede el recurso de al. 
zada contra los acuerdos que en materia de presupuestos 
adopten las Diputaciones de las Provincias Vasconga- 
das. A estas y 4 las Comisiones corresponden las funcio- 
had 0 las demás del Reino desempeñan los goberna- 

ores (1). 


(Gob.) Extracto.—Condenado el Ayuntamiento de 
Irún á paros á la Compañía del Norte cierta suma, 
procedió 4 formar el correspondiente presupuesto 
extraordinario, consignando como ingreso para sa- 
tisfacer aquella suma la cantidad de 492,184 pese- 
tas, 67 céntimos, que el Estado declaró deberle, 
como reintegro de suministros hechos por aquella 
villa al ejército. 

Expuesto el presupuesto en la Secretaría del 
Ayuntamiento por quince días sin haberse recla- 
mado contra él, y aprobado por la Junta munici- 
me y OS EnóA po la Comisión provincial, acudió 4 

sta la Compañía, manifestando que no podía 
aceptar la forma propuesta por aquella Corpora - 
ción, por estimarla perjudicial Á sus intereses. Pe- 
dido informe por la repetida Comisión al Ayunta- 
miento, lo evacuó éste en el sentido de que no le 
era area proponer otro medio para satisfacer 
aque la deuda, atendido el estado de la Hacienda 
municipal, añadiendo además que durante la tra- 
mitación del presupuesto no se había entablado 
recurso ajguno contra él. Remitido dicho presn- 


(1) Aparte de las disposiciones dictadas sobre fueros 
administrativos en las Provincias Vascongadas y Nava- 
rra que con el mayor rsmero hemos recogido y registra- 
do bajo el epigrafe Fueros de las provincias, de los 
Repertorios alfabéticos de los APÉNDICES de 1898 á 
1896, y que es inútil, por lo mismo, relacionar aquí, con- 
súltese sobre la cuestión concreta decidida en la resolu- 
ción ministerial arriba inserta, la importante Real orden 
de 80 de Marzo de 18965 sobre facultades de las Diputa- 
ciones forales para conocer de ciertas apelaciones Y 
atribucio. es de las Provincias Vascas dentro del orden 
adminis.rativto.— Véase en el AP. de 18965, p. 243. 


puesto á la Diputación, acordó ésta desestimar el 
recurso interpuesto por la Compañía del Norte, por 
entender que se habian cumplidu todos los requisi- 
tos legales. Contra este acuerdo recurrió en alzada 
la Compañia al Ministerio de la Gobernación, 
quien remitió el asunto á informe del Consejo de 
Estado, cuya Sección de Gobernación y Fomento 
lo evacuó en los siguientes términos, conformándo-= 
se el Gobierno con el dictamen de aquélla: 

«La cuestión que en el expediente se ventila debe 
resolverse, teniendo en cuenta lo establevido por la 
Real orden de 8 de Agosto de 1891, dictada en vista 
de las dudas qoe ofrecian aleunos particulares re- 
lacionadous con el especial régimen económico de 
las Provincias Vascongadas y de la variedad de re- 
soluciones que como consecuencia de estas dudas 
se seguían en la práctica. 

Declara esta Real orden que por virtud de la dis- 
posición 4.* de las transitorias de la ley provincial, 
y mientras dure el concierto económico cen la 
Provincias Vascongadas, está vigente en todos sus 
extremos la R O. de 8 de Junio de 1878; y que, por 
consecuencia, la aprobación de los presupuestos y 
cuentas de los Municipios de las referidas provin- 
cias debe verificarse con arreglo á sus preceptos. 

Establécese en éstos que los acreedores de las Di- 
putaciones y Comisiones provinciales, incluso en lo 
relativo á creación de arbitrios y medios de cna- 
brir los Ayuntamientos sus presupuestos, serán 
ejecutivos si después de comunicados al gobernador 
éste no 3e opone en el término de tercero día. que, 
si se opusiere, se elevará el asunto á la Presidencia 
del Consejo de Ministros; y que los Ayuntamientos 
remitirán sus presupuestos á la Dipntación, y ésta 
los pasará al gobernador al solo efeeto de que esta 
autoridad compruebe sí se hallan consignados to- 
dos los gastos obligatorios, y si los ingresos se ajus- 
tan á lo aprobado por la Diputación. 

Deducída, pues, la escasa intervención que á los 
gobernadores de las provincias y al poder central 
reserva esta Real orden, todas las atribuciones que 
en materia de presupuestos corresponde á los go- 
bernadores y al Gobierno en las demás provincias, 
quedan asumidas en las Vascongadas por las Dipu- 
taciones y Comisiones provinciales. 

Esto supuesto. resta examinar si el acuerdo recn- 
rrido por D. Félix Velasco es de los que, por virtud 
de la especialidad del régimen económico de la pro- 
vincia de Guipúzcoa, y con arreglo á las disposicio- 
nes citadas, es de la exclusiva competencia de su 
Diputación. 

Ninguna duda ofrecería la cuestión si se tratase 
sólo de la aprobación del presupuesto extraordina- 
rio formado por el Ayuntamiento de Irún; pero es 
el caso que por el referido acuerdo no se concedió 
aprobación á un presupuesto que no la necesitaba, 
puesto que ya la habla obtenido, sino que se deses- 
timó la instancia de un interesado que, no confor- 
mándose con el recurso ofrecido en dicho presu- 
puesto para solventar una deuda, acudía á la Dipu- 
tación para obligar á la Corporación municipal á 
arbitrar nuevos medios para satisfacer sa débito, 
reclamación que la aprte ción denegó por enten- 
der que la oposición á dicho presupuesto era ya ex- 
temporánea. 

Como la ley municipal en su art. 144 preceptúa 
que silos recursos de que puede disponer el pueblo 
no fuesen suficientes 4 cubrir sus deudas ó no ore- 

ese el Ayuntamiento posible recargar las cuotas 
impuestas á los vecinos, y los acreedores no se con- 
formasen con los medios que seles ofrezcan para sol- 
ventar sus deudas, se remitiera el expediente á la 
Diputación provincial, á fin de que oyendo á los in- 
teresados disponga lo conveniente para que tengan 
efecto los pagos, surge la duda de si la Diputación 
de Guipúzcoa pudo abstenerse de resolver acerca 
del particular y limitarse á declarar firme el presu- 
puesto anteriormente aprobado. 

La Sección, después de examirar con detenimien- 
to el punto, se inclina á creer que sí; porque desde 
el momento en que corresponden á una entidad el 
examen y aprobación de los presupuestos ha de co- 
rresponderle también la resolución de las inciden- 
cias que con estos mismos presupuestos se relacio- 
nen, como es el determinar en qué época y de qué 
modo pueden ser reclamados cuando se hacen fir 
mes, etc., que es lo que ha venido á declarar la Di- 

utación de Guipúzcoa respecto del extraordinario 

ormado por el Ayuntamiento de Irún. 

Si tratándose de un presupuesto ordinario la Di- 
putación de Guipúzcoa hubiese desestimado una 
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instancia presentado ante él, ninguna dudá cabría 
de que al hacerlo usaba de sus atribuciones; no pa- 
rece, pues, lógico que por el hecho de tratarse de un 
presupuesto extraordinario estén sus facultades li- 
mitadas, y no tenga el mismo derecho de decretar 
análoga resolución en un asunto que afecta al ré- 
gimen económico del Ayuntamiento de Irún, que, 
como el de los demás Municipios de la provincia, 
dependen directamente de ella. 

n'iende, por tanto, la Sección, que al desestimar 
la instancia de D. Félix Velasco, la Diputación de 
Guipúzcoa ha hecho uso de las expresadas faculta- 
des que por la R. O. de 8 de Junio de 1878 en materia 
de presapuestos municipales le competen, y que por 
consecuencia su acuerdo puso fin á la vía guberna- 
tiva, y no procede contra él recurso de alzada. 

Si al hacerle la notificación administrativa no se 
advirtió así ó se le manifestó que contra el acuerdo 
dela Diputación procede recurso ante ese Ministe- 
rio, debe notificársele de nuevo, en cump!imiento 
del párr.2.%, art. 146 de la ley municipal, que dis- 
pone que en la notificación administrativa se harán 
constar los recursos que procedan según la ley y el 
srticulo en que se establezcan. 

Opina, por consiguiente, la Sección: 

1.” Que el acuerdo recurrido puso fin á la vía 
gubernativa, y contra él no procede por tanto re- 
curso de alzada. 

2% Que si en la notificación administrativa de 
dicho acuerdo se cometió el error ú omisión que se 
indican en el cuerpo del dictamen, procede verifi. 
carlo de nuevo en la forma que previene la ley.» Y 
así se resuelve. (R. 0. 8 Marzo 1892.—Gac. 12 1d.) 


16 Octubre 1891. Fl art. 5.2 de la ley de 21 Julio 
de 1875 que autorizó al Gobierno para eximir del servi- 
cio militar d los que acreditaron que ellos ó sus padres 

an sostenido los derechos de la Nación y del Rey le- 
ma CON LAS ARMAS EN LA MANO, s86lo es aplicable á 
8 que de este modo sostuvieron aquellos derechos. 


Desestimada una solicitud en la que se pedía se 
declarase exentos del servicio militar á tres moxos, 
hijos del solicitante, por virtud á los servicios que 
como capitán mercante había prestado á la Nación 
y al Rey legítimo durante los años de 1873, 1874 y 
1975, consistentes en haber transportado gratuíta- 
mente en sus buques tropas, víveres, heridos y mu- 
biciones; dedujo el interesado demanda contencio- 
sa, en la cual se absuelve á la Administración: 

«Considerando: que la cuestión del presente pleito 
sereduce 4 determinar si puede considerarse aplica- 
ble á los demandantes el precepto del art. 5. de la 
ley de 21 de Julio de 1876: 

Considerando: que con arreglo á esta disposición, 
sólo puede soMcitarse la exención del servicio mili: 
tar por los interesados cuando ellos ó sus padres 
ele sostenido con las armas en la mano los derechos 
del Rey legítimo y de la Nación: 

Considerando: que por importantes que hayan 
sido los servicios prestados por D. Antonio Orrosio- 
lo. es lo cierto que en modo alguno pueden estimar- 
secomprendidos en la disposición legal de que queda 
hecho mérito, que debe interpretarse con arreglo 4 
su literal contexto por tratarse de una prescripción 
que contiene un beneficio 6 privilegio.» (Sent. 26 de 

ctubre de 19891.—GQac. 28 Agosto 1892, p. 337.) 


—Véase además en PRESUPUESTOS... MUNICIPA- 
LES la sentencia 30 Enero 1892, sobre si la legisla- 
ción especial de Navarra consiente la exacción 
de arbitrios que la Diputación foral apruebe. 


FUERZA IRRESISTIBLE. V. CircunsTAN- 
CIAS EXIMENTES. 


FUERZA MAYOR. La sustracción de cuo- 
tas contributivas á los Ayuntamientos durante 
la última guerra civil, ¿es caso de fuerza mayor? 
Véase en HacienDa PÚBLICA la sentencia del Tri- 
bunal de lo Contencioso administrativo de 27 
Junio 1891.—Véase además, sobre fuerza mayor, 
en Basco DE España, la sentencia de 27 de Octu- 
bre 1891; y en CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, la de 
12 Abril de 1892. 


FUNCIONARIOS PÚBLICOS. V. Circuns- 


TANCIAS AGRAVANTES: COHECHO: EMPLEADOS: Ha- 
CIENDA PÚBLICA: MALVERSACIÓN DECAUDALES, 6tCé- 
tera, etc. 


FUNDACIONES benéficas y eclesiásticas, 
V. BENEFICENCIA: CAPELLANÍAS. 


G 


GANADERIA. Remitiéndonos á los artíicu- 
los GamADERBÍA: PASTOS: SERVIDUMBRES, del Diccio- 
nario, hé aquí las disposiciones dictadas sobre la 
materia en 1892: 


Real decreto 81 Diciembre 1891. 
Aranceles de Aduanas. 


Véanso en RENTA DE ADUANAS. Son referentes á 
los ganados en general y á los ganados de cer- 
da, lanar, etc., las disposiciones 7.”, núm. 8." 
14, núm. 11, letra C y las partidas 229 á 232, 236 
y 237. 

R. D. 13 Agosto 1893, 

Reorganizando la Asociación general de ganaderos: su 
carácter: sus relaciones con la Administración: juntas: 
visitadores: vías pecuarias. 

(Fom.) «Señora: La Asociación general de ga- 
naderos, descendiente del antiguo Concejo de la 
Mesta, pero sin privilegios incompatibles con 
las modernas instituciones, es, sin embargo, en 

Europa la única corporación que ejerce con cier- 
ta independencia y gratuitamente, por delega- 
ción del Gobierno, atribuciones administrativas 
en uno de los más importantes ramos de riqueza 
pública. Mirada en su origen con gran recelo 
por los recuerdos que despertaba de su antece- 
sor el honrado Concejo, fué suprimida en 4 de 

Septiembre de 1838 y agregado el servicio de ca- 

ñadas á la Superintendencia Er de caminos; 

pero notándose bien pronto lo difícil y costoso 
ue era atender por el Estado á la conservación 

e aquellas vías, de existencia necesaria, fué 
restablecida en 27 de Junio de 1839, 4 virtud de 
consulta del Tribunal Supremo de Justicia. 

Desde aquella época, la Asociación general 
ha venido acomodando su organización á las ne- 
cesidades de los tiempos, y los diversos Gobier- 
nos que se han sucedido de medio siglo á -esta 
parte la han ayudado, cuanto ha sido preciso, 
en su tarea protectora. . 

Dos veces han sido ya reformados sus estatu- 
tos por el reglamento de 31 de Marzo de 1854 y 
por el Real decreto de 3 de Marzo de 1877. 

Por el primero se legalizó su modo de ser... y 
por el segundo se ensanchó su esfera de acción y 
se fijó la tramitación de los expedientes de des- 
linde de las vías pecuarias á fin de evitar la ar- 
bitrariedad de los que deben intervenir en ellos, 
encomendándole la importante misión de vigi- 
lar, la fiel observancia de las leyes y disposicio- 
nes gubernativas concernientes al ramo de ga- 
nadería, principalmente las relativas ú la con- 
servación de los caminos pastoriles y demás ser- 
vidumbres pecuarias. La Administración logró 
durante un cuarto de siglo que fuesen bastante 
respetadas, aunque nunca lo suficiente, las vías 

ecuarias; pero poco á poco, por causas diversas, 

os terratenientes colindantes han ido roturán- 
dolas, habiendo perdido el citado B. D. y el re- 
glamento publicado para su ejecución la efica- 
cia necesaria para evitar el abuso. 

A dos causas se debe principalmente este la- 
mentable estado de cosas: la de que dirijan los 
deslindes de toda clase de vías las autoridades 
municipales; y la falta de sanción penal clara y 
bien definida, para los contraventores. Sobre 
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estos dos puntos versa especialmente la reforma 
que se propone en los proyectos de decreto y 
reglamento que el Ministro que suscribe tiene 
el honor de someter á la aprobación de V. M. 

En ellas se establece la distinción debida en- 
tre las vías pecuarias de carácter general y las 
de carácter local, encomendando sólo el deslin- 
de de éstas á los alcaldes y confiriendo el de con- 
servar las generales á funcionarios nombrados 

or los gobernadores, disposición que está con- 

orme con la práctica generalmente seguida, re- 
duciéndose, por lo tanto, la reforma á sancionar 
el hecho y convertir la rd en regla. 

Frecuente ha sido hasta ahora que después de 
restablecer las vías pecuarias en su dirección y 
anchura legal, los usurpadores y roturadores 
reincidan pretextando no conocer sus linderos, 
siendo cierto que nunca se han señalad:. de mo- 
do visible y permanente. 

En el proyecto que se acompaña se subsana 
esta omisión haciendo obligatorio el amojona- 
miento de aquéllas á la Asociación general de 
ganaderos, de cuenta de la cual serán los gastos 
que origine la operación en las ya deslindadas y 
corrientes. 

La falta de sanción penal contra los usurpado- 
res de las vías pecuarias hs sido otra de las cau- 
sas que más han contribuido á que sean pocas 
las que conservan su anchura legal; pues si bien 
no faltan en la legislación penal artículos que 
puedan ser aplicados á las faltas cometidas con- 
tra las vías pecuarias, y es también evidente que 
las autoridades tienen suficientes medios para 
hacerse obedecer, la duda acerca de la pena co- 
rres pondiente á la falta cometida y de los trámi- 
tes que se han de seguir para hacerla efectiva, 
por no estar taxativamente expresados en la le- 

islación del ramo, es causa de que de hecho no 
ha a castigo para los detentadores. 

1 Ministro que suscribe no considera necesa- 
rio crear una penalidad especial contra los in- 
trusos en las vías pecuarias, limitándose á apli- 
car en lo posible la establecida en las Ordenan- 
zas de montes del Estado, reformadas por Real 
decreto de 3 de Septiembre de 1884, por la gran 
analogía que existe en cuanto al dominio, 2UN- 
que no en cuanto al uso, entre Dee y éstos. 

Conveniente ha parecido también consignar 
la imprescriptibilidad de las vías y servidum- 
bres pecuarias, expresamente establecida en 
nuestra legislación, desde el Código de las parti- 
das hasta el civil vigente, para evitar, en bene- 
ficio del Estado, las dificultades que presentan 
los roturadores de mala fe, pretextando la pose- 
sión de año y día... 


REAL DECRETO 


Artículo 1.2 Forma la Cabaña española todo 
ganado criado ó recriado en la Península de las 
cinco especies siguientes: lanar, caballar, vacu- 
no, cabrío y de cerda, cualquiera que sea su raza 
y sin distinción de estante, trasterminante y 
trashumante. 

Art. 2.2 La Asoéihción AEDSIAl de ganaderos 
se compone de todos los del Reino, cualesquiera 
que sean las especies de ganado que crien y el 
sistema de pastoreo que sigan. 

Art.8.? La Asociación tiene por objeto de- 
fender los derechos colectivos de la ganadería y 
cuidar de que sean fielmente observadas las leyes 
y disposiciones gubernativas concernientes: 

1." A la conservación y amojonamiento de 
los caminos pastoriles, de los descansaderos y 
abrevaderos. 

2. A la sanidad de los ganados. 

3. A la extinción de animales dañinos. 

4.2 A la importación del ganado extranjero y 
exportación del indígena. 





5.2 A los tributos de diversas clases impues- 
tos á la ganadería. 

6.2 A las dificultades que se oponen al apro- 
vechamiento de los pastos pertenecientes por tí- 
tulos legítimos á los ganaderos. 

7.2 A la protección especial debida é los reba- 
ños que están en camino. 

_Art. 4. La Asociación general de ganaderos 
tiene carácter administrativo, por versar su ac- 
ción sobre asuntos de interés público y sobre 
fincas de propiedad del Estado. En sus gestiones 
obra siempre como delegada del Gobierno, y 
muy especialmente al dirigirse á las autorida- 
des y á los jefes de Administración, reclamando 
su auxilio en favor de los derechos é intereses 
de la clase, y es representante de ósta en las con- 
tiendas que acerca de unos y otros se susciten 
con los particulares. 

Art. 5.? Todos los ganaderos tienen derecho 
á disfrutar los beneficios de la Asociación, sin 
preferencias ni privilegios, y por los servicios 
que la misma presta á la clase y al Estado, están 
obligados á su sostenimiento en la forma que de- 
termina el artículo siguiente. 

Art. 6. La Asociación general de ganaderos 
del Reino cuenta para cubrir las atenciones de 
los servicios propios de su instituto con los re- 
cursos siguientes: 

1. El valor de las reses mostrencas (1). 

2.2 La tercera parte de las multas impuestas 
á los ganaderós por infracción de las leyes de 
policia pecuaria y á los roturadores de las vías 
pastoriles. A 

8. El producto de sus fincas. 

Art. 7.2 En sustitución de los valores á que 
se refieren los núms. 1.” y 2. del artículo ante- 
rior, la Asociación podrá celebrar conciertos 
con las Juntas locales de ganaderos ó con los 
Ayuntamientos, á razón de 5 pesetas anuales 
por millar de reses lanares ó su equivalencia 
en las demás especies, según la proporción si- 
guiente: 

Una cabeza de ganado caballar por ocho de 
lanar ó cabrio. 

Una ídem de id. vacuno por seis íd. íd. 

Una ídem de íd. cerda por dos id. id. 

Art. 8.2 Corresponde al Estado la décima par- 
te de todo lo que la Asoción recaude por los 
conceptos 1.” y 2.? del art. 6.*, ó por el 7.*, cuyo 
importe deberá ingresar trimestralmente en el 
Tesoro dando cuenta al Ministerio de Fomento 
de la fecha en que lo verifique y de la suma que 
representen las cantidades ingresadas. La Aso- 
ciación dispone libremente de las nueve déci- 
mas partes restantes, tanto para administrarlas 
como para invertirlas. 

Art.9.? La Asociación general de ganaderos 
se compone para el servicio de la clase: 

1.2 De las Juntas generales. . 

2. Deun presidente nombrado por el Gobier- 
no á propuesta en terna por dichas Juntas. 

8. De una Comisión permanente. 

4. De una oficina central. . 

5" De visitadores provinciales, de partido, 
municipales, permanentes y extraordinarios. 

Art. 10. Los ganaderos quedan facultados 
para constituirse en Junta municipal, regional 
ó provincial, y el presidente de la Corporación 
a romover la constitución de estas Juntas 

onde lo estime conveniente para representar 
de un modo permanente á la Asociación, Ó para 
tratar de alguno ó algunos asuntos especiales. 

Art. 11. El presidente de la Asociación es in- 
dividuo nato del Consejo superior de Agricul- 


(1) V.laR. O. de 11 Marzo 1890 eon 38u nota (AP. 1880, 
p. 816 y Dico., 5.* edición, artículo QGANADERÍA). 
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tura; los visitadores provinciales lo son de las 
Juntas provinciales de Agricultura, y los visi- 
tadores municipales de las de Sanidad de los 
pueblos. 

Art.12(1). Las vías pecuarias necesarias para 
la conservación de la Cabaña española y el trá- 
fico de reses son: cañadas, cordeles, veredas, co- 
ladas, abrevaderos, descansaderos y los pasos. 
La anchura de las cañadas es de /5'23 metros 
(90 varas castellanas); la de los cordeles 87'61 me- 
tros (45 varas); la de las veredas es de 20'89 me- 
tros (25 varas); la de las coladas, así como la ex- 
tensión de los abrevaderos, es indeterminada; 
los pasos son las servidumbres que tienen algu- 
nas fincas, para que por ellas, levantados los 
frutos, puedan cruzar los ganados. 

Art. 13. Las vías pecuarias, los abrevaderos 

los descansaderos de la ganadería son bienes 
do dominio pubs: y son imprescriptibles, sin 
que en ningún caso puedan legitimarse las rotu- 
raciones hechas en ellos. Ñ 

En el caso de existir plantaciones ó edificacio- 
nes de larga fecha dentro del perímetro de una 
vía pecuaria ó descansadero, la Asociación, sin 
perjuicio de Jas facultades é iniciativas que á la 
Admivistración corresponden para la defensa y 
reivindicación de los derechos que al Estado per- 
tenezcan, instruirá el oportuno expediente, á fin 
de proveer, de acuerdo con el ocupante de buena 
fe, al servicio de la ganadería, debiendo elevar- 
lo, una vez terminado, al Ministerio de Fomento 
para la resolución que proceda. 

Art. 14. Las vías pecuarias y los abrevaderos 
y descansaderos estarán bajo la vigilancia de la 
Administración y la inmediata de los delegados 
de la Asociación general de ganaderos, de los 
guardas municipales y de la Guardia civil. Esta 
prestará especial protección á los pastores en 
sus marchas con los ganados. 

Art. 15. La Asociación general de ganade- 
ros, como representante de la Administración, 
está obligada á reivindicar para uso de la Ca- 
baña española las vías pecuarias, los abreva- 
deros y descansaderos en todo ó parte usurpa- 
dos, ejercitando al efecto ante los Tribunales y 
autoridades correspondientes las acciones que 
competen al Estado respecto á los bienes de do- 
minio público. De todo litigio que para ello pro- 
mueva deberá dar cuenta inmediata al Miníiste- 
rio de Fomento (2). 

Art. 16. Queda á cargo del Cuerpo de AS 
nieros de montes la conservación y mejora del 
arbolado de las vías pecuarias en los montes 
públicos. Los pastores, al transitar por ellas, 
tienen el derecho del aprovechamiento de las le- 
ñas secas y rodadas para el hogar, y de cortar 
las estacas que necesiten para fijar las redes. 

Los jefes de los distritos forestales incluirán 
en los planes anuales de aprovechamiento res- 
pectivo el arbolado de dichas vías, conciliando 
el beneficio con las obligaciones arriba indica- 
das que tienen que cubrir, á cuyo ofecto, y en 
armonía con lo o en el art. 87 del regla- 
mento de 17 de Mayo de 1885, dictado para el 
cumplimiento de la ley de 24 de Mayo de 1863, 
la Asociación general de ganaderos, por sí, ó 
por medio de sus visitadores, dirigirá á los jefes 


(1) La definición de estas servidumbres véase en el Real 
decreto de 3 de Marzo de 1877, art. 13 (t. V de la quinta 
edición del Dico., p. 692.) 

—Por cierto que las dimensiones el Real decreto 
arriba inserto las asigna no concuerdan con la extensión 
que las da el Cód. civil, al cual hay que estar preferente- 
mente. Véase lo que dajo el epígrafe «Las servidumbres 
pecuarias» decimos en el Dico., quinta edición, t. IX, pd- 


gina 543. 
(2) V.enelArp. 1894, p. 91, la Sent. de 26 Junio 1898. 
BOLNETIN: AN, 1892. 


indicados, dentro del primer trimestre de cada 
año natural, notas exactas de las necesidades 
especiales que el referido arbolado haya de sa- 
tisfacer en cada caso, para que sean atendidas 
en el plan respectivo. 

Art. 17. Cuando para construir un ferroca- 
rril ó una carretera fuese preciso ocupar parte 
de una vía pecuaria. se facilitará el paso de los 
rebaños con puentes ó pasos á nivel. Si la linea 
férrea ó la carretera que se ha de construir si- 
guiese la misma dirección que la vía pecuaria, 
se adquirirá de los terrenos limítrofes lo necesa.- 
rio para agregarlo á la misma, á fin de que no 
quede interrumpido el tránsito de los rebaños. 

La Asociación hará las reclamaciones oportu- 
nas si no se observase en los trazados las reglas 
establecidas sobre la materia. 

_Art. 18, Cuando los dueños de los rebaños re- 
sidentes en terrenos fronterizos tuviesen moti.- 
vo de queja ó razón para reclamar contra gana- 
deros ó autoridades extranjeras, la Asociación 
se dirigirá al Gobierno, á fin de que procure, del 
modo que juzgue oportuno, se cumplan los tra- 
tados vigentes. 

Art. 19. Si se promoviese cuestión ó se susci.- 
tasen dudas entre los aduaneros y los dueños de 
los rebaños des pastan dentro de la zona fiscal 
sobre la aplicación. de las órdenes expedidas 
para evitar el contrabando, el visitador de la lo- 
calidad podrá acudir en defensa de los ganade- 
ros er eN ue la razón esté de parte de éstos. 

Art. 20, Cuando ocurriese duda sobre la apli- 
cación de algún artículo arancelario, bien por 
no conocerse el estado de la lana, bien por no es- 
tar claramente definida la especie ó raza del ga- 
nado, ó sobre clasificación y adeudo del produc- 
to pecuario, la Asociación instruirá el oportuno 
expediente con objeto de que se expidan por la 
Administración las órdenes aclaratorias nece- 
sarias. 

Art. 21. La Asociación tiene el deber de con- 
testar á las consultas que se dirijan sobre asun- 
tos pecuarios, siendo de su cuenta los gastos que 
originen los estudios, ensayos y pruebas que 
haga con tal motivo. 

Art. 22. La presidencia se podrá dirigir al 
Ministerio de Fomento solicitando noticias y 
datos sobre razas y precios de ganados, sobre 
sistemas de alimentación y sobre los resultados 
de ciertas reformas. 

Art. 28. Un reglamento especial dispondrá lo 
conveniente para la acertada aplicación de este 
decreto, y además la Asociación general de ga- 
naderos redactará Jos necesarios para el buen 
orden interior y el pronto despacho de los expe- 
dientes. 

Dado en San Sebastián á 13 de Agosto de 1892. 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» 


FR, D. 18 Agosto 1892. 

Aprobando el reglamento para la ejecución del Real de- 
creto de esta fecha, reorganisando la Asociación gene- 
ral de ganaderos del Reíno. 

«REGLAMENTO 


para la ejecución del Real decreto de esta fecha, re- 
organizando la Asociación general de ganaderos. 





TITULO PRIMERO 
DB LA ASOCIACIÓN GENERAL DE GANADEROS 
CAPITULO PRIMERO.--De la Corporación en general, 


Artículo 1. La Asociación general de gana- 
deros está obligada á prestar su apoyo á la clase 
dentro de los límites marcados en el Real decre- 
to de esta fecha. Sa 





a 
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Art. 2.2 Los ganaderos que celebren concier- 
tos con la Asociación, no podrán eludir el pago 
de las cuotas con que deben contribuir á la mis- 
ma, según los arts. 6.? y 7.? del Real decreto de 
esta fecha, á pretexto de ser ineficaz su acción 
protectora para el fomento de la ganadería. 

Art. 3.” La Asociación podrá recurrir direc- 
tamente á los Centros administrativos, á las Cor- 
rn cientificas, á los Ministerios y á las 

ortes, cuando lo crea conveniente, para reali- 
zar los fines de su institución, y debe solicitar el 
apoyo del Ministerio de Fomento, siempre que 
sea necesario para defender los derechos é inte- 
reses de la ganadería. 

Art. 4. La Asociación dará cuenta al Minis- 
terio de Fomento de todas las disposiciones de 
carácter general que adopte en uso de sus atri- 
buciones. 


CAPITULO 11.—De las Juntas generales. 


Art. 5.” Las Juntas generales son ordinarias 
Y extraordinarias: las primeras se reunen todos 
os años en Madrid el día 25 de Abril, y celebran 
las sesiones necesarias para discutir y resolver 
Jos asuntos sometidos á su deliberación y exa- 
men. Las extraordinarias se reunen cuando lo 
dispongan el Gobierno ó el presidente, de acuer- 
do con la Comisión permanente. 
_ Art. 6. La Junta general se compone de los 
individuos de la Comisión permanente, de los 
visitadores de ganadería, del secretario, del 
contador archivero y del consultor tesorero de 
la Corporación, los tres últimos con voz y sin 
voto, y de todos los. ganaderos asociados que 
concurran, con tal que lo sean con un año de an- 
ticipación y estén solventes de las cuotas que ú 
la Asociación correspondan. 

Art. 7. ne ceros que se hallen consti- 
tuidos en dignidad ó cargo público y las colec- 
tividades de ganaderos pueden enviar apodera 
dos que los representen. 

Art. 8. Con objeto de que sea numerosa la 
concurrencia á las Juntas generales, el presiden- 
te de la Corporación dirigirá oficios invitato- 
rios á todas las personas cuya asistencia juz- 

ue conveniente por sus conocimientos especia- 

es en el ramo. Además, si lo cree oportuno, se 
anunciará la convocatoria en los periódicos 
oficiales y en los de mayor circulación. 

Art. 9. Si concurriesen 40 ganaderos, se de- 
clararán abiertas las Juntas generales. Acto 
continuo el secretario leerá una Memoria sus- 
crita por la Presidencia sobre el estado de la 
gedaceria y los trabajos de la Corporación; 

espués los anuncios y oficios de convocatoria, 
y, por último, la lista de los vocales presentes. 

rt. 10. En el caso de no llegar 4 40 el núme- 
ro de concurrentes, se hará una nueva convoca- 
toria para el día que señale la Presidencia, den- 
tro del mismo mes. En esta segunda reunión se 
constituirán las Juntas generales, cualquiera 
que sea el número de los que asistan. 

Art. 11. Después de cumplidas las formalida- 
des que prescribe el art. 9.*, el presidente some 
terá á la aprobación de la Junta el nombra- 


miento de dos Comisiones, una de cuentas y 


otra de proposicionos, compuestas cada una de 
cinco individuos, 

Pueden formar parte de la segunda los de la 
Comisión permanente, pero no los de la de 
cuentas. 

Art. 13. Los concurrentes á las Juntas tie- 
nen derecho á enterarse de los asuntos de la 
Corporación y de las actas de la Comisión per- 
manente y á inspeccionar por sí las cuentas y 
los expedientes que existan en la oficina. 

Art. 13. Las mociones, proposiciones 6 ins- 
tancias se presentarán por escrito. Podrán tam- 


bién discutirse las presentadas de viva voz; mas 
si se toman en consideración, las formularán 
por escrito los autores, sin lo cual no podrá re- 
caer acuerdo sobre ellas. 

Art, 14. Dada cuenta de un asunto, la Junta 

eneral acordará si se pone á discusión desde 

uego, ó bien si ha de pasar á informe de la Co- 
misión de proposiciones. 

Art. 15. La Junta general acordará cuándo 
el asunto está suficientemente discutido. Las 
votaciones son públicas, excepto la de presiden- 
te, que es secreta. e 

Art.16. A los dictámenes de las Comisiones, 
lo mismo que á los asuntos que se discutan, po- 
drán los vocales presentar adiciones y enmien- 
das, las cuales serán discutidas por el orden 
que señale el presidente, si no fuese aprobada 
la proposición principal. / h 

rt. 17. El acta de la última sesión se revisa- 
rá por la Comisión permanente para ver si está 
conforme con lo acordado. 

Art. 18. En las Comisiones se observarán 
para la discusión las mismas reglas estableci- 
das para la celebración de la Junta general, en 
cuanto puedan ser aplicables. Todos los acuer- 
dos se tomarán por mayoria de votos. 

Art. 19. Corresponde á las Juntas gonerales 
proponer en terna la persona que ha de ejercer 
el cargo de presidente de la Asociación, confir- 
mar nombramiento de los vocales de la Comi- 
sión permanente y de los empleados de las ofici- 
nas, discutir y aprobar los le asa y ACOr- 
dar cuanto consideren conducente al fomento, 
policía y régimen de la ganadería del Reino, y 
útil al gobierno interior de la Corporación. 

Art. 20. Sien la Junta general se hubiera de 
proponer presidente, se consignará así en la 
convocatoria. 

Cada vocal podrá designar simultáneamente 
tres candidatos, y formarán la terna los tres 1n- 
dividuos que hubiesen obtenido mayor número 
de votos. 

Cuando resultase empate para alguno ó alga- 
nos lugares de la terna, la Comisión permanen- 
te decidirá cuál ó cuales candidatos han de que- 
dar en ella. 

Art. 21. El presidente dará cuenta de la ce- 
lebración de las Juntas al Sr. Ministro de Fo- 
mento. 


CAP. I11.—Del presidente. 


Art. 22. El presidente de la Asociación gene- 
ral de ganaderos es delegado del Gobierno y lo 
representa en todos los asuntos conferidos á la 
Corporación. Son atribuciones suyas: 

Presidir y dirigir las sesiones de las Juntas 
generales y de la Comisión permanente. 

Recibir y firmar la correspondencia. 

Nombrar los empleados y dependientes de la 
Asociación con arreglo á los reglamentos inte- 
riores. . 

Suspenderlos y conceder licencias á los mis- 
mos para ausentarse. ) 

Aplicar los fondos de la Corporación dentro 
de los presupuestos aprobados. 

El nombramiento de los visitadores, hecho 
por la Presidencia, es definitivo, pero de él dará 
conocimiento á las Juntas generales. | 

Art. 23. Son obligaciones del presidente: 

Procurar el fomento de la ganadería. Ñ 

Ejecutar los acuerdos de las Juntas y Comi.- 
siones. 

Hacer efectiva la cobranza de los fondos de la 
Corporación. 

Corregir las faltas que cometan los empleados 
y representantes de la Asociación. 

Cuidar del cumplimiento y ejecución de cuan- 
to se ordene para la protección y fomento de la 








GANADERIA. (Reg. de la Asociación de ganaderos.) 


195 





ganaderia en leyes, decretos y disposiciones su- 
periores. 

Procurar, en los términos expuestos en este 
reglamento, que las vías pecuarias, abrevaderos 
y descansaderos se conserven libres y expeditos, 
no se exija á la clase tributos indebidos, ni se in- 
fiera á los ganados ningún agravio en sus viajes. 

Art. 34. El presidente será sustituido en los 
casos de enfermedad ó ausencia por el vocal que 
designe. 


CAP. IV.—De la Comisión permanente. 


Art. 25. La Comisión permanente se compo- 
ne del presidente de la Corporación, de 15 voca- 
les más elegidos por aquélla, y de los jefes de la 
oficina, que son: el secretariu, el contador ar- 
chivero y el consultor tesorero; éstos con voz y 
sin voto. 

Art. 26. Cuando uno ó mys vocales dejasen 
de concurrir á las sesiones por espacio de dos 
años, la Comisión podrá nombrar, además de 
los 15, un número igual al de los no concurren- 
tes, sin que éstos cesen. 

Art. 27. Esatribución de la Comisión perma- 
nente resolver los asuntos que someta á su de- 
liberación la Presidencia y promuevan los vo- 
cales. Siempre que lo juzgue oportuno nombra- 
rá Comisiones especiales de individuos de su 
seno para que emitan informe sobre los asuntos 
que estime graves. 

Art. 28. La Comisión permanente se reunirá 
cuando el presidente lo disponga ó dos de sus 
vocales lo pidan. 

Art. 29. La Comisión permanente observará 
en las discusiones las reglas establecidas para 
la celebración de las Juntas generales. 


CAP. V.—_Del secretario. 


_ Art. 30. Elsecretario está bajo las órdenes 
inmediatas del presidente y da curso á todos los 
e Er en que interviene la Asociación. 

rt. 81. Es cargo del secretario: 

1. Mantener el buen orden de la oficina. 

2. Cuidar de la puntual asistencia de los em- 
pleados. 

3. Atender á que se preste el servicio sin la 
menor tardanza. 

4. Hacer á la Presidencia, por escrito ó de 
palabra, las observaciones que le ocurran sobre 
el servicio de la Corporación y el fomento de la 
ganadería. 

5.” Redactar, con arreglo á las órdenes de la 
Presidencia, los decretos marginales y las actas. 

6. Despachar los expedientes con los oficia- 
les de la oficina. 

7.2 (Gestionar en todos los Ministerios y ofici- 
nas de la corte el pronto despacho de los nego- 
cios pertenecientes á la Asociación. 

8.7 Asistir á los arqueos, certificar el libro ds 
actas que ha de quedar dentro del arca, firmar 
el que debe tener el tesorero y cuidar de que to- 
das las órdenes relativas á la entrada y salida 
de fondos vayan á la Contaduría para su toma 
de razón, antes de que se entreguen á los parti- 
culares ó al tesorero. 

Art. Corresponde también al secretario 
firmar los oficios de traslado y de mero trámite 
y las comunicaciones á los visitadores sobre 
cuestiones incidentales de las visitas de trashu- 
mación y cañadas. 


CAP. VI.—Del consultor tesorero. 


Art. 83. Ls obligaciones y atribuciones del 
abogado consultor, son: 

1.2 Defender la Corporación en las cuestio- 
nes que á ella se refieran ante los Tribunales de 
la corte, sin percibir derechos cuando los hubie- 
re de pagar la misma. 


2. Evacuar los informes que pida la Presi- 
dencia. 

8. Dar dictamen en las Juntas generales y 
en las de la Comisión permanente sobre todas 
las cuestiones de Derecho que su susciten, 

4, Coleccionar las disposiciones legales so- 
bre ganadería, 

Art. 34. Como tesorero tendrá una de las lla- 
vos del arca de caudales y asistirá á todos los 
arqueos. 

Art. 35. Llevará un libro, que conservará en 
su poder, en el cual anotará las entradas y sali- 
das de caudales en el arca, de conformidad con 
las actas de que habla el art. 31 en su párrafo 
octavo. 


CAP. VII.—Del contador archivero. 


Art. 38. Este funcionario de carácter facul- 
tativo ha de tener conocimientos de contabili- 
dad y leer correctamente la letra antigua. 

Art. 37. Corresponde al contador: 

1.? Intervenir las operaciones de Caja, to- 
mando razón de todos los caudales que ingresen 
en la Asociación, así como de los libramientos 
que expida la Presidencia. 

2 Llevar los libros de intervención necesa- 
rios, los cuales irán rubricados por el presidente. 

8.2 Asistir á los arqueos. 

4. Cuidar de que los fondos de la Asociación 
se inviertan conforme á lo acordado por las Jun- 
tas generales y la Comisión permanente, evitan- 
do toda malversación. 

5.2 Reclamar en tiempo oportuno las cuentas 
del administrador cajero, examinarlas, hacer 
que conteste á los reparos que les ponga y ex- 
tender su censura en todas ellas. Este trabajo 
quedará concluído antes de 1.” de Abril. 

6.2 Formar en 1.” de Abril los presupuestos 
para el año siguiente. 

7.2 Formar también de las cuentas presenta- 
das y sus justificantes, los estados necesarios 
para conocer detalladamente y por los diferen- 
tes conceptos las existencias en caja y las entra- 
das y salidas durante el año. , 

Art. 38. Compete á este funcionario como 
archivero: 

1.2 Expedir traducidcs en letra vulgar los do- 
cumentos antiguos que le pida la Presidencia, y 
dar certificación de las noticias sobre vías pecua- 
rias que existan en el Archivo. e 

2.2 Arreglar los itinerarios, la descripción de 
las cañadas y la formación de planos. 

8. Custodiar en buen orden todos los papeles 
de la dependencia. 


CAP. VIII.—Del administrador cajero. 


Art. 39. Este funcionario prestará la fianza 
que fije la Comisión permanente antes de tomar 
posesión de su cargo. 

Art. 40. Eseljefe de los recaudadores, y en 
tal concepto es deber suyo organizar la recauda- 
ción de los fondos, do los derechos correspon- 
dientes á la Corporación, según el sistema más 
conveniente en cada provincia. 

Art. 41. Es además obligación del adminis- 
trador: . ) 

1.2 Proponer á la Presidencia los recaudado- 
res, la fianza que deben prestar y el tanto por 
ciento que se debe abonar á cada uno. E 

2. Señalar á cada recaudador las provincias 
que han de estar á su cargo. ; 

8.2 Formar anualmente los itinerarios de los 
pueblos en que se ha de verificar la cobranza, 
con señalamiento de las cuotas que por encabe- 
zamiento3 estón obligados á satisfacer los Ayun- 
tamientos ó el común de ganaderos de cada tér- 
mino municipal. E 

Quedará copia de los itinerarios en Contadu- 
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ría para la toma de razón á los fines á que se 
contras el párrafo quinto del art. 87. 

4. Revisar los Boletines oficiales de las pro- 
vincias para examinar los anuncios de reses 
mostrencas y hacer efectivo el importe de las 
que fuesen vendidas por Ayuntamientos no con- 
certados, ó deudores á la Corporación. 

Art. 42. Es también obligación del adminis- 
trador: recaudar Jos alquileres de la casa, cui- 
dar de que se ejecuten bien y económicamente 
las obras que se hagan en la misma, así como 
entenderse con los agentes de Bolsa para la ad- 
quisición y venta de títulos del Estado. 

Art. 43. No pagará libramiento que no esté 
intervenido por la Contaduría, ni recibirá suma 
alguna sin firmar el oportuno cargareme, el cual 
quedará en dicha dependencia. 

Art. 44. Todos los años, en 31 de Marzo, ren- 
dirá el administrador cuenta de lo recaudado y 
gastado durante él. 

Art. 45. Sólo podrá tener el administrador 
en su poder para los gastos que ocurran una 
cantidad igual á la mitad de la fianza que tiene 
depositada. 

Art. 46. El cargode administrador podrá ser 
desempeñado por el empleado de la oficina que 
designe el presidente. 

Art. 47. Se darán resguardos al administra- 
dor de las cantidades que entregue y cuantas 
notas necesite para el buen desempeño de su 
cargo. 


CAP. 1X.—De los arqueos, 


Art. 48. Habrá en la Corporación un arca de 
caudales con tres llaves, que tendrán: una el 
presidente, otra el contador archivero y la otra 
el consultor tesorero. 

Art. 49. En el arca de caudales se custodiará 
el numerario, las alhajas, resguardos del Banco 
de España y cuantos papeles y objetos conside- 
re conveniente la Presidencia. 

Art. 50. Se verificará arqueo siempre que se 
ingresaren ó saquen del arca fondos ó docu- 
mentos; cuando lo ordene la Presidencia, y ne- 
cesariamente antes de aprobarse las cuentas de 
la Corporación á fin del año pecuario. 

A este arqueo asistirá la Comisión encargada 
del examen de aquéllas y los vocales de la per- 
manente que lo deseen. 

Art. 51. De los arqueos, ingresos y saca de 
caudales se redactará el acta correspondiente, 
en la cual se hará expresión de los fondos exis- 
tentes. : 

Firmarán las actas los llaveros. 


TITULO II 


DE LA REPRESENTACIÓN EN PROVINCIAS DE LA ASO- 
CIACIÓN GENERAL DE GANADEROS 


CAP. 1.—De los visitadores provinciales, 


Art. 52. En cada provincia habrá con resi- 
dencia en la capital, á ser posible, un visitador 
provincial de ganadería y cañadas, cuyos debe- 
res y atribuciones son los siguientes: 

1.” Vigilar y procurar el cumplimiento de las 
leyes y disposiciones superiores dictadas para 
el régimen, conservación y protección de la ga- 
nadería do todas especies, y particularmente las 
relativas á la conservación y libre uso de los 

astos de aprovechamiento común, de las caña.- 

as, cordeles, veredas, coladas y pasos, cuyas 
vías son conocidas con diversos nombres en cada 
país, y de los descansaderos y abrevaderos. 

2.” Hacer las reclamaciones oportunas ante 
la Superioridad en defensa de los intereses pe- 
cuarios. 

3. Proponer á la Presidencia cuanto consi- 


dere útil y conveniente para el fomento de la 
ganadería. 

4. Entenderse con los visitadores de partido 
y municipales y darles instrucciones para el me- 
jor desempeño de su cargo. 


CAP. 11.—Do los visitadores de partido. 


Art. 53. Habrá visitadores de partido en to- 
dos los judiciales. Si las circunstancias geográ- 
ficas del partido hiciesen conveniente su divi- 
sión, á juicio de la Presidencia, se formarán dos 
distritos, y para cada uno se nombrará un visi- 
tador. 

Uno de ellos residirá precisamente en el pue- 
blo cabeza del Juzgado. 

Art.54. Los deberes y atribuciones de los 
visitadores de partido, son: 

1. Excitar el celo de los municipales. 

2.2 Representar los intereses de la clase ga- 
nadera en el partido. 

38.2 Formar y remitir á la Presidencia una 
relación descriptiva de las vías pecuarias exis- 
tentes en el distrito, para lo cual pedirá á los 
visitadores locales los datos precisos. 


CAP. IIT.—De los visitadores municipales. 


Art. 55. Corresponde á los visitadores muni- 
cipales de ganadería: 

1.2 Cuidar de que se instruyan los expedien- 
tes de excepción de venta de las vías pecuarias, 
y los de nulidad si se hubieren enajenado. 

2.2 Asistir á los deslindes de dichas vías en 
representación de la clase. 

.? Acudir á la autoridad local en caso de 
epidemia, sino dicta medidas para evitar 'sus 
estragos, reclamando el cumplimiento de las 
disposiciones legales sanitarias. 

4. Cuidar de que no se malverse el producto 
de lg reses mostrencas. 

5.2 Gestionar activamente para que se pro- 
cure en los pueblos la extinción de animales da- 
ñinos, haciendo que se señale á los cazadores 
que los presenten el precio debidc, ó bien que se 
reparta estricnina con las pre auciones debidas. 

6.7 Prestar su apoyo á los recaudadores de 


la Corporación. 


7.2 Formar y remitir las relaciones de que 
habla el caso 3.* del art. 54. ' 

8. Evacuar los informes que le pidan los su- 
periores jerárquicos, y dirigirse á ellos siempre 

ue sea conveniente á los intereses de la gana- 

ería. 

Art. 58. Los visitadores municipales se diri- 
girán siempre de oficio álas autoridades y á 
gus superiores jerárquicos. 


CAP. 1V.-—De los visitadores permanentes. 


Art. 57. Se llaman así los encargados por la 
Presidencia, con retribución fija anual, de reco- 
rrer las vías pecuarais para enterarse de su es- 
tado y de las infracciones de las disposiciones 
legales de policía pecuaria que se cometan. 

Art. 58. Los visitadores permanentes esta- 
rán constantemente en funciones de campo du- 
rante los meses de servicio ordinario, que sen 
desde Septiembre á Junio. Los de Julio y Agos: 
to podrán retirarse á su domicilio, pero quedan: 
do á las órdenes de la Presidencia. 

Art. 59. Durante los meses de Julio y Agos- 
to redactarán estos funcionarios una Memoria 
de sus tareas, que remitirán á la Presidencia. 
En ella expresarán también las AOS do 
cuarias de las comarcas que hubiesen recorrido, 
de las obras en construcción Ó proyecto que 
afecten á la integridad de las vías pecuarias, y 
las medidas en su concepto más adecuadas para 
fomentar la ganadería. 
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Art. 60. Serán de oficio, y por escrito, las re- 
clamaciones que presenten los visitadores per- 
manentes ante las autoridades en favor de los 
intereses pecuarios, y tomarán nota de cuantas 
quejas les dirijan los ganaderos. 

Art. 61. Los visitadores permanentes no po- 
drán detenerse en un pueblo más que tres días, 
y solicitarán de los alcaldes de los pueblos que 
recorran estampen su firma y el sello del Ayun- 
tamiento en el libro diario de las operaciones. 

Art. 62. Son obligaciones especiales de estos 
visitadores: 

1. Poner en conocimiento de la Presidencia 
las intrusiones é interrupciones que hallen en 
las vías pecuarias. 

2. Proponer el amojonamiento de las vías 
pecuarias, y el modo mejor y más económico de 
verificar la operación. 

3, Remitir á la Presidencia los datos preci- 
sos para formar los itinerarios de las vías pe: 
Ccuarias. 

Art. 63. Los visitadores permanentes podrán 
ser auxiliados por temporeros nombrados por la 
Presidencia, especialmente durante la época de 
la trashumación. 

Art. 84. Los visitadores permanentes se pre- 
sentarán á los de provincia, de partido y muni- 
cipales, bien para recibir noticias sobre el esta- 
do de la ganadería y las reclamaciones de la 
clase, bien para exponer lo que en su concepto 
deben hacer en bien de los intereses pecuarios. 


CAP. V.—De los visitadores extraordinarios. 


Art. 65. Son visitadores extraordinarios los 
que la Asociación nombre para casos y servicios 
especiales. 

us atribuciones son las que se establecen 
para los demás visitadores en los capitulos pre- 
cedentes y las que el presidente considere con- 
reta conferirles en beneficio de la clase ga- 
nadera. 


CAP. VI.—Delas Juntas locales de ganaderos. 


Art. 88. Los ganaderos de los pueblos podrán 
reunirse en Junta local, la cual será presidida 
por el que nombre el presidente de la Asocia- 
ción, 4 propuesta de aquélla. 

Art. 67. Esobjeto de las Juntas locales de ga- 
nadería: 

1. Tratar de los negocios de particular inte- 
rés del ramo en la localidad. 

2. Procurar se concilien los intereses de los 

naderos en el señalamiento de lazaretos cuan- 

invada á los rebaños de la localidad una en- 
formedad contagiosa. 
3. Entender, á fin de conciliar también los 
Intereses de los ganaderos y de los terratenien- 
tes, en las cuestiones que se susciten con motivo 
del repartimiento de los pastos de rastrojera, 
cuando estén interceptadas unas por otras las 

cas de vario3 propietarios. 


TITULO TI 
DEL DESLINDE DE LAS VÍAS PECUARIAS 
CAP. 1.—Disposiciones generales. 


Art. 68. Para los efectos del deslinde, las 
vias ó servidumbres pecuarias se dividen en 
vias de carácter local y vías de carácter general. 

Son vias de carácter local las que cruzan el 
término de un solo pueblo é interesan solamen- 
te la ganadería del mismo. Son vías de carác- 
ter general las que atraviesan el término de 

ó más pueblos ó interesan á la ganadería 
de los mismos. 

Art, 69. El deslinde de las vías de carácter 
local corresponde al alcalde del Ayuntamiento 


á que pertenezca el pueblo cuyo término cruza 
la servidumbre; y el de las de carácter general 
á los gobernadores civiles, por medio de dele- 
gados nombrados por los mismos, á propuesta 
del presidente de la Asociación general de ga- 
naderos. 

Art. 70. Los deslindes podrán acordarse de 
oficio por las autoridades á quienes correspon- 
da ordenarlos, cuando tengan noticia oficial ó 
extraoficial de que una vía pecuaria se halla 
obstruída ó usurpada, ó bien á virtud de denun- 
cia escrita del presidente de la Asociación ge- 
neral de ganaderos, de los visitadores de gana- 
dería y cañadas, de los guardas de campo y de la 
Guardia civil. En el escrito de denuncia deberá 
expresarse la clasificación de la vía pecuaria, se- 
gún el art. 65, la importancia de la intrusión, 
punto donde se haya cometido, nombres y do- 
micilio de los intrusos, así como los de los due- 
ños de los terrenos colindantes á la vía pecuaria 
cuyo deslinde se pretende. 

El denunciante tendrá derecho á exigir recibo 
del escrito de denuncia. 

Art. 71. En caso de duda se entenderá para 
los efectos del deslinde que la vía pecuaria es 
de carácter general. 


CAP, J1.— Del deslinde de qn 007 pecuarias de cardcter 
ecal. 


Art. 72. Dentro de los cuatro días siguientes 
al en que tengan conocimiento de alguna usur- 
pación cometida en una vía pecuaria de carác- 
ter local ó se les denuncie el hecho en la forma 
que prescribe el art. 70, los alcaldes procederán 
á reunir el Ayuntamiento para nombrar la Co- 
misión que ha de dirigir el deslinde, fijar el día 
y punto en que ha de comenzar, convenir el or- 
den que en él se ha de seguir, designar los pe- 
ritos que han de concurrir y adoptar cuantas 
medidas se estimen oportunas para el mejor 
éxito de la operación. 

De estos acuerdos deberá darse cuenta dentro 
del siguiente día al gobernador de la provincia 
y al presidente de la Asociación general de ga- 
naderos. 

Art. 73. Siel alcalde no cumpliere con lo pre- 
venido en el artículo anterior dentro del plazo 
que el mismo fija, el denunciante podrá recurrir 
al gobernador de la provincia, quien si asi lo es- 
tima oportuno nombrará un delegado que veri- 
fique el deslinde con arreglo á las reglas que se 
e ScOn para el de las vias de carácter ge- 
neral. | 

Art. 74. La Comisión á ES se refiere el ar- 
ticulo 72 se compondrá del alcalde ó teniente de 
alcalde en quien delegue, presidente; del visita- 
dor municipal de ganadería, si el presidente de 
la Asociación general de ganaderos no designa 
otra persona que lo represente; un perito, un 
empleado del ramo de Montes, si lo hubiera; dos 
concejales designados por el Ayuntamiento, y 
del secretario del mismo, que lo será también 
de la Comisión. ; 

Los deslindes deberán anunciarse en el Bole- 
tin oficial de la provincia y en tres números con- 
secutivos con quince días de anticipación por lo 
menos al en que hayan de comenzar, y por me- 
dio de edictos os en los sitios de costumbre 
en la capital del Ayuntamiento y en el pueblo 
á que corresponda la vía pecuaria. 

rt. 75. Las operaciones de deslinde comen- 
zarán precisamente dentro de los treinta días 
siguientes al del nombramiento de la Comisión 
que ha de practicarlo, á no existir causa perfec- 
tamente justificada que lo impida. En este caso, 
dicho plazo podrá ampliarse á cuarenta y cinco 
días. 

Art. 78. Deberán ser citados en forma con 
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quince días de anticipación para que asistan á 
las operaciones los dueños ó usufructuarios, ó 
sus apoderados ó administradores, de los terre- 
nos colindantes á la vía pecuaria que se trate de 
deslindar, siempre que unos y otros sean cono- 
cidos y se hallen domiciliados con casa abierta 
en el término municipal en que aquélla se halle 
enclavada. 

También deberán asistir, por si fuese necesa- 
rio su testimonio para facilitar los trabajos de 
la Comisión, tres ancianos conocedores de las 
cosas del campo. El visitador municipal de ga- 
nadería, ó la persona que haya de representar á 
la Asociación, deberá ser citado en forma admi- 
nistrativa, constituyendo la omisión de este re- 
quisito un vicio de nulidad del expediente. 

Art. 77. En los expedientes de deslinde po- 
drán emplearse como medios de prueba las cer- 
tificaciones de documentos que existan en el Ar- 
chivo de la Asociación general de ganaderos, y 
en el municipal, los titulos de propiedad, y como 
complementario ó supletorio, el testimonio de 
ancianos conocedores de las cosas del campo. 

El interesado que emplee este último medio de 
prueba lo propondrá por escrito al presidente 
de la Comisión, expresando el nombre de los tes- 
tigos, su residencia, edad, y si han ejercido el 
oficio de pastores, á fin de que se les cite para 
que asistan á las operaciones de deslinde. El 
pago de las dietas que devenguen, si las solici- 
tan, serán de cuenta de la parte que los hubiese 
presentado. 

Art. 78. Sien la vía pecuaria que se trate de 
deslindar apareciere intruso el alcalde, desem- 
po la presidencia de la Comisión de deslin- 

e elindividuo del Ayuntamiento designado por 
la ley para sustituirle. 

Art. 79. La falta de asistencia de alguno ó 
algunos de los interesados á las operaciones de 
deslinde no afectará á la validez de éste, si han 
sido citados en la forma que prescribe el art. 76 
y se han publicado los anuncios y fijado los edic- 
tos, según determina el art. 74. 

Art. 80. Las operaciones de deslinde no se 
suspenderán sin justa causa, á juicio del presi- 
dente de la Comisión, sin que puedan conside- 
rarse como tal las protestas que formulen las 
partes interesadas, quienes sólo tendrán derecho 
á exigir que consten en el acta. 

Art. 81. De las diligencias de deslinde se le- 
vantará diariamente acta, en que se consigne: 

1.2 Los puntos por donde pase la vía pecuaria 
deslindada. 

2.7 El nombre de los intrusos, si los hubiere, 
y la extensión superficial de terreno ocupado 
por cada uno. 

3.2 Las avenoncias propuestas ó admitidas 
protestas, reclamaciones y documentos que en el 
acto presenten los interesados. 

4. Las providencias que se dicten, 

Art. 82. Las actas deberán ser firmadas por 
todos los que concurran á Jas operaciones; pero 
si alguno ó algunos de ellos no pudieran ó se 
negaran á hacerlo, bastará para su validez que 
las autoricen el presidente de la Comisión, el 
secretario y el visitador de ganadería si concu- 
rriera. 

Art. 83. Terminadas las operaciones, el pre- 
sidente de la Comisión podrá decretar la prác- 
tica de cualquiera diligencia que estime nece- 
saria Óó conveniente para el mayor esclareci- 
miento de los hechos. Estas diligencias se sus- 
tanciarán en el preciso término de ozho días, 
transcurrido el cual, y sin más trámites, dicta- 
rá resolución aprobando el deslinde en los tér- 
minos que procedan, de lo cual dará inmedia- 
tamente cuenta al gobernador de la provincia 
y al presidente de la Asociación general de ga- 


naderos, notificándola en forma administrati- 
va á todos los interesados ó á los apoderados, 
administradores ó representantes que hubieren 
concurrido á las operaciones, y publicándose 
además en el Boletin oficial de la provincia para 
conocimiento de los que no hubiesen asistido. 

Si resultaran intrusos serán condenados al 
pago de los gastos que hayan ocasionado las 
operaciones de dicho deslinde, en la parte pro- 
porcional á la intrusión ó usurpación por cada 
uno de ellos, cometida en la vía pecuaria. 

Art. 84. Contra las resoluciones definitivas 
que se dicten en,los expedientes de deslinde, 
podrá interponerse por los que se consideren 
perjudicados, recurso de alzada ante los gober- 
nadores civiles, dentro de los quince días si- 
guientes al de la notificación ó al de su publica- 
ción en el Boletín oficial, según los casos. Los al- 
caldes deberán elevar á la Superioridad los re- 
cursos de alzada que se interpongan, con el ex- 

ediente de su olerentia dentro del término de 

os cinco días siguientes á su presentación. 

Los gobernadores resolverán los recursos de 
alzada dentro del término de diez días, conta- 
dos desde el en que ingrese en el Gobierno, pla- 
zo que podrá ampliarse á treinta como máximo, 
si estimaran necesario la práctica de alguna di- 
ligencia para el esclarecimiento de algún punto 
dudoso. Contra las providencias de los goberna- 
dores, no se dará otro recurso que el contencio- 
so administrativo, y de ellas deberá comunicar- 
se inmediatamente traslado á la Asociación ge- 
neral de ganaderos, con remisión de copia de 
las actas de deslinde. 

Art. 85. Transcurrido el plazo que señala el 
art. 84 para interponer el recurso de alzada sin 
haberse presentado ó aprobado definitivamente 
el deslinde, se procederá á su ejecución y á la 
instrucción del oportuno expediente, con Au- 
diencia del interesado, para exigir la responsa- 
bilidad que proceda, con arreglo á las prescrip- 
ciones del tít. IV de este reglamento, $ los que 
aparezcan autores do las usurpaciones ó intru: 
siones cometidas en la vía pecuaria deslindada. 

Art.86. La interposición del recurso conten- 
cioso administrativo no suspenderá la ejecución 
de las resoluciones administrativas recaldas en 
los expedientes de deslinde de vías locales y ge: 
nerales que hayan causado estado, sino en € 
caso que determina el art. 100 de la ley de 25 de 
Septiembre de 1888 (1). 


CAP. 111.—Del deslinde de las vías generales. 


Art. 87. Cuando tengan noticia ó se les de- 
nuncie por escrito el hecho de estar usurpados 
ó interceptados terrenos correspondientes á una 
vía pecuaria de carácter general, los goberna- 
dores lo pondrán inmediatamente en conocl: 
miento del presidente de la Asociación, á fin de 
que facilite todos los datos y antecedentes que 
existan en el Archivo de la misma roferentes É 
la vía pecuaria obstruida ó usurpada. Al propio 
tiempo se dirigirá á los alcaldes de los Ayunta- 
mientos que aquélla cruce, reclamándole rela: 
ción detallada de los nombres y domicilios de 
los dueños de los terrenos colindantes á la vía 
dentro de su respectivo término, y los antece- 
dentes que existan asimismo en el Archivo mu- 
nicipal. Estos datos deberán ser remitidos por 
los alcaldes dentro de los diez días siguientes al 
E que reciban la comunicación reclamándo- 
selos. 


(1) Noes de 25 Septiembre, sino 15 de Septiembre. Pero 
hoy hay que estar al mismo art. 100 de la ley refo 
de 22 de Junio 1894 (AP., p. 329) y d los 187 d 194 del re 
glamento de la misma fecha (8d., p. 843). 
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Art. 88. Recibidos los antecedentes que de- 
termina el artículo anterior, el gobernador dic- 
tará providencia acordando la práctica del des- 
linde, fijando el dia y punto en que han de co- 
menzar las operaciones y disponiendo se cite en 
forma á todos los dueños de los terrenos colin- 
dantes á la vía pecuaria que se trata de deslin- 
dar, siempre que sean conocidos y tengan su do- 
micilio en la demarcación del Ayuntamiento ó 
Ayuntamientos que aquélla atraviese. Si tuvie- 
ren administrador se entenderá con ellos la ci- 
tación. 

Art. 89. De la anterior providencia dará co- 
nocimiento al presidente de la Asociación gene- 
ral de ganaderos para que proponga la persona 
que ha de dirigir el deslindo presidir la Comi- 
sión del mismo, y á los alcaide de los términos 
municipales á quienes éste afecte, á fin de que 
nombre dos individuos del Ayuntamiento que 
formen parte de la Comisión y tres ancianos co- 
nocedores de las cosas del campo para que le 
auxilien en sus trabajos. El nombramiento de 
delegado corresponde al gobernador con arre- 
glo á la propuesta que haga el presidente de la 
Asociación. 

Art.90. Elnombramiento de delegado recae- 

rá, 4 sor posible, en ingenieros de Caminos, Ca- 
nales y Puertos, de Montes, agrónomos ó de mi- 
has, que si fuesen de los «afectos al servicio del 
Estado en la provincia, devengarán con cargo 
al presupuesto del mismo las dietas reglamenta - 
rias durante el tiempo que desempeñen dicho 
servicio. Si el nombramiento recayera en inge- 
nieros no afectos al servicio oficial ó en persona 
que no tenga dicho título, las dietas serán de 15 
yo pesetas respectivamente, y se satisfarán por 
a Asociación general de ganaderos. Si resultase 
que se han cometido intrusiones ó usurpaciones 
en la vía pecuaria deslindada, el pago de las die- 
tas será en todos los casos de cuenta de los au- 
tores de aquéllas. 

Art.91. Los deslindes de las vías de carácter 
general se anunciarán con treinta días de ante- 
lación al en que hayan de comenzar en el Bole- 
tin oficial de la provincia, durante tres números 
consecutivos, y por medio de edictos en los si- 
tios de costumbre en todos los pueblos á que 
afecte. El cumplimiento de este requisito debe- 
rá hacerse constar en el expediente, y su omi- 
sión constituirá un vicio de nulidad del mismo. 

árt, 92, En la práctica de las operaciones 
de deslinde de las vías pecuarias de carácter ge- 
neral, se observarán las reglas establecidas para 
el de las de carácter local, en cuanto no se opon- 
gan á lo dispuesto en los artículos anteriores. 

Art. 93. Terminado el deslinde, el delegado 
presidente de la Comisión del mismo remitirá el 
expediente con su informe al gobernador de la 
provincia, quien dictará resolución dentro del 
término de quince días, aprobando las operacio- 
nes ó mandando rectificarlas. En el caso de que 
los gobernadores estimen conveniente la prácti- 
ca de nuevas diligencias para el esclarecimien- 
to de algún punto dudoso, dicho plazo se consi- 
derará ampliado á cuarenta días, transcurridos 
loz cuales, háyanse ó no aquéllas practicado, 
dictarán providencia definitiva, de la que debe- 
rán dar traslado al presidente de la Asociación 
Eenocal de ganaderos, con remisión de copia de 
as actas de deslinde, y notificarse en forma ad- 
ministrativa al visitador provincial de ganade- 
ría y á los particulares que hubiesen concurrido 
á las Operaciones de deslinde ó á sus apoderados 
6 administradores, publicándose además en el 
Boletín oficial de la provincia. 

Art. 94. Delas resoluciones definitivas que 
dicten los gobernadores en los expedientes de 
deslinde de vías pecuarias de carácter general, 


podrá interponerse por la presidencia de la Aso- 
ciación general de ganaderos y por los particu- 
lares ó Corporaciones que se consideren perju- 
dicados, recurso de alzada para ante el Ministe- 
rio de Fomento. Dicho recurso podrá presentar- 
se en el Gobierno civil respectivo ó en el referi- 
do Ministerio dentro del plazo improrrogable 
de treinta dias, contados desde el siguiente al de 
la notificación de la providencia contra que se 
recurra. 

Art. 95. Interpuesto el recurso de alzada, los 
gobernadores lo elevarán á la Superioridad con 
el expediente de referencia dentro del término 
del quinto día de su presentación, dando de ello 
conocimiento al presidente de la Asociación ge- 
neral de ganaderos. 

Art. 96. El Ministerio de Fomento, oído el 

arecer de la Sección de ganadería del Consejo 

uperior de Aricaltara Indostcia y Comercio, 


dictará en ol expediente la resolución que esti- 


me oportuna, contra la cual no se dará otro re- 
curso que el contencioso administrativo ante el 
Consejo de Estado. 
De las resoluciones que recaigan se dará tam- 
aa traslado á la Asociación general de gana- 
eros. 


CAP. 11.—Del amojonamiento de las vias pecuarias. 


Art. 97. Una vez que sean firmes las resolu- 
ciones aprobatorias de los deslindes de vías pe- 
cuarias, se procederá á su amojonamiento. a 
práctica de esta operación corresponde á la au- 
toridad municipal del Ayuntamiento á que co- 
rresponda la vía que se trate de amojonar. 

Art. 98. Las cañadas, cordeles y veredas y 
los descansaderos y abrevaderos que estén co- 
rrientes, no serán deslindados, pero sí amojona- 
dos, encargándose de practicar la operación la 
Asociación general de ganaderos. 

Art. 99. En los amojonamiontos se observa- 
rán las reglas siguientes: 

1.* Se colocarán los hitos en las cañadas, que 
son las vias más importantes por su extensión; 
dospués se seguirá la operación por su orden en 
las vías y servidumbres nombradas. 

.* Los hitos, á ser posible, serán de piedra 
y en ellos se escribirá el nombre de la vía y el 
número correspondiente. 

Si no fuesen de piedra, se procurará, on todo 
caso, que los mojones sean permanentes. 

8.* Los hitos ó mojones se colocarán siempre 
pareados en ambos lados de la via, quedando 
entre ellos la anchura legal de la misma. 

Art. 100. El coste de la operación lo sufraga- 
rá la Asociación general de ganaderos, y cuan- 
do hubiese intrusiones lo abonarán los intrysos. 

Art. 101. Deberán ser citados con quince dias 
de antelación para que concurran al amojona- 
miento, un representante do la Asociación do 
ganaderos y los propietarios do los terrenos co- 
lindantes que hayan concurrido al deslinde, ó 
hayan estado representados en él. Si se tratase 
de una vía que no hubiese sido deslindada, debe- 
rán ser citados, sin excepción, todos los propie- 
tarios colindantes. . 

Art. 102. De las operaciones de amojona- 
miento se levantará acta por o reml- 
tiéndose uno de los ejemplares al Gobierno civil 
rospectivo, otro á la Asociación de ganaderos y 
el restantequedará archivado en el Ayuntamien- 
to correspondiente. h 

Art. 103. Las protestas ó reclamaciones que 
se formulen en a acto del amojonamiento, no 
suspenderán su ejecución, pero no se considera- 
rá definitivo sin la aprobación del gobernador 
civil, á quien se remitirán todos los anteceden- 
tes, una vez terminado. 

Contra la resolución que aquél dicte no se da- 
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rá otro recurso que el contencioso administrati- 
vo ante el Tribunal provincial respectivo. Ñ 

Art. 104. La alteración de los mojones ó hi- 
tos, será castigada con arreglo á lo preceptuado 
en el capítulo siguiente. 


TITULO IV 


CAPITULO UNICO.—Penalidades contra los intrusos 
y usurpadores de las vías pecuarias. 


Art. 105. Será aplicable á las faltas cometi- 
das contra la existencia é integridad de las vías 
Per la legislación penal de Montes, modi- 

cada por R. O. de 8 de Mayo de 1884, en la for- 
ma siguiente: 

1.2 El que rompiere ó roturase todo ó parte 
de una vía pecuaria, incurrirá en una multa 
igual al valor de lo aprovechado. 

2. El que alterase hitos, mojones, lindes 6 
a ld otra clase de señales destinadas á 
fijar los límites de las vías pecuarias, será en- 
tregado á los Tribunales ordinarios para el cas- 
tigo correspondiente. 

El que cortare ó arrancare árboles, leñas 
gruesas ó ramaje del monte que se críe en las 
vías pecuarias, será castigado con una multa 
igual al valor de los productos, los cuales serán 
decomisados. Además indemnizará los daños y 
perjuicios. Queda á salvo la facultad concedida 
á los pastores por el art. 15 del Real decreto de 
esta fecha. 

4. Silos productos hubieren sido extraídos 
con ánimo de lucrarse, conocerá de la falta el 
Tribunal ordinario correspondiente para la im. 
posición de la pena que proceda, con arreglo al 
Código penal. 

Se entenderá que hay reincidencia siempre 
que al dictarse el acuerdo imponiendo las mul- 
tas no haya transcurrido un año desde la fecha 
on que el contraventor hubiere sufrido otro cas- 
tigo análogo. 

5. En caso de ser dos ó más los intrusos ó ro- 
turadores arbitrarios, la autoridad correspon- 
diente señalará la cuota proporcional de que 
debe responder cada uno, así en concepto de 
multa como en concepto de indemnización por 
daños y perjuicios, teniendo en cuenta las cir- 
cunstancias de cada caso. 

Art. 108. La responsabilidad de los contra- 
ventores se extingue: 1.? Por la muerte del in- 
fractor cuando á su fallecimiento no hubiere re- 
caido providencia definitiva.—2.” Por el pago de 
la multa.—3, Por indulto.—4, Por la prescrip- 
ción de la falta. —5. Por la prescripción de la 
pena. 

Abt. 107. Las multas impuestas prescriben al 
año. El tiempo de esta prescripción comenzará 
á correr desde el día en que se notifique la pro- 
videncia firme al denunciado; y se interrumpirá 
quedando sin efecto el tiempo transcurrido, 
cuando cometiese una nueva infracción antes de 
completarse el tiempo de la prescripción, ó cuan- 
do por consecuencia de lo dispuesto en la ley 
electoral no se pudiera proceder á la exacción 
de la multa, sin perjuicio de que la prescripción 
pueda empezar á correr de nuevo en este último 
caso. 

En este caso, el tiempo para la prescripción 
volverá á correr desde el día siguiente al de la 
terminación del período electoral, acumulando 
á 6l el transcurrido antes de su interrupción. 

Art. 108. De todas las multas que se impon- 
gan á consecuencia de denuncias de la Asocia- 
ción general de ganaderos, corresponde la ter- 
ey parte á la misma, que no podrá ser condo- 

ada. 


Si la multa se hubiera impuesto en virtud de 
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denuncia presentada por la Guardia civil, dicha 
tercera parte se dividirá por mitad entre el de- 
nunciante Y la Asociación, quienes la harán 
efectiva en la forma que establece la orden de 
la Dirección de Estancadas de 24 de Agoste de 
1877 para el abono de las multas que se imponen 
po infracción de las leyes y Ordenanzas de 
ontes, sustituyendo el jefe de la Sección de 
Fomento de la provincia al ingeniero jefe del 
distrito forestal en las funciones que para dicho 
efecto establece para éste la orden citada. 

Art.109. Son autoridades competentes para 
conocer de la imposición y exacción de las mul- 
tas y demás Fosponsabilidades prescritas en los 
artículos anteriores, los ponen cores civiles de 
las provincias y los alcaldes, con sujeción á las 
reglas siguientes: 

1.” Las multas y responsabilidades de las in- 
fracciones pecuarias serán impuestas por los al- 
caldes cuando sea la vía local y su importe no 
exceda del límite para que los faculta la ley mu- 
nicipal. 

De toda denuncia que se les presente y multa 
que impongan, deberán los alcaldes dar cuenta 
inmediatamente al gobernador civil. 

2.* Las que excedan de dicho límite deberán 
ser impuestas por los gobernadores, así como 
cuando la falta se hubiere cometido en vías ge- 
nerales. 

3.* Delos daños causados en las vías pecua- 
rias, cuyo importe exceda de 2.500 pesetas, co- 
nocerán los Tribunales de justicia. 

Art. 110. Enel caso de que hubiese lugar á 
tasar el importe de lo aprovechado y de los da- 
ños y perjuicios, el alcalde, si se trata de vía 
local, dará conocimiento al presidente de la Aso- 
ciación general de ganaderos de la tasación 
hecha por los peritos, dentro de los dos días si- 
guientes á la terminación de las operaciones, 
para en su vista acordar lo que proceda. 

Art. 111. Cuando por la naturaleza del hecho 
que motive la denuncia por la cuantía de la mul- 
ta que haya de imponerse, ó por el importe de 


' los daños causados, correspondiese el conoci- 


miento del asunto á los gobernadores 6 Tribu- 
nales de justicia, con arreglo á lo preceptuado 
en el párrafo anterior, el alcalde ó el goberna- 
dor en su caso, remitirán inmediatamente las 
diligencias á la autoridad competente. 

Art. 112. Do las providencias de loa alcaldes 
imponiendo multas, podrá interponerse recurso 
de alzada dentro del plazo de quince días ante 
el gobernador de la provincia, y contra las que 
éstos dicten ante el Ministerio de Fomento, den- 
tro del de treinta. 

Art. 113. Para el pago de toda multa se con- 
cederá un plazo proporcional á su cuantía que 
no baje de diez días, ni exceda de veinte, pasado 
el cual se procederá al apremio contra los mo- 
r0S08. 

El apremio no será mayor del 5 por 100 diario 
del total de la multa, sin que exceda en ningún 
caso del importe de la misma. 

El referido plazo empezará á contarse desde el 
día en que se notifique administrativamonte la 
imposición de la multa al interesado. 

Art. 114. Cuando los multados dejasen de sa- 
tisfacer la multa, no obstante el apremio, los 
gobernadores y los alcaldes, según sea el impor- 
te de aquélla, oficiarán á la autoridad judicial 

ara que proceda á la exacción con arreglo á 

erecho. 

Art 115. Las multas y los apremios serán sa- 
tisfechos en papel de pagos al Estado. 

El importe de la indemnización por daños y 
perjuicios, así como el valor de los aprovecha- 
mientos, se satisfará en metálico, ingresando en 
las arcas del Tesoro las dos terceras partes de 
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él, y la otra en las de la Asociación general de 


ganaderos. 

Art. 116. De las sentencias firmes que recai- 
gan en las causas por daños de toda clas oca- 
sionados en vías pecuarias, las Salas de justicia 
remitirán copia en tiempo oportuno y por”con- 
ducto del presidente de la Audiencia á los go- 
bernadores de las provincias respectivas, para 
que éstos las pasen á quien corresponda, según 

reviene la Real orden dictada por el Ministerio 
de Gracia y Justicia de 8 de Noviembre de 1880. 

Art. 117. Los gobernadores civiles remitirán 
trimestralmente á la Dirección general de Agri- 
cultura, Industria y Comercio una relación de- 
tallada de las denuncias presentadas en su pro- 
vincia nor faltas cometidas en las vías pecua- 
rias, y de las multas impuestas por dichas auto- 
ridades y por los alcaldes, dentro de sus res pec- 
tivas facultades y de las que se hayan hecho 
efectivas. 


TITULO V 
CAPITULO UNICO.—De la recaudación. 


Art. 118. La recaudación de los fondos co- 
rrespondientes á la Corporación estará á cargo 
de los dependientes necesarios nombrados por 
el presidente, á propuesta del administrador ca- 
jero. 

No podrán ser recaudadores los deudores á la 
Asociación. 

Art.119. Los recaudadores darán finnza antes 
de recibir el nombramiento, en cantidad que se 
juzgue necesaria, á propuesta del administrador 

ero. 

a fianza podrá consistir: 1.2? En metálico. 2.” 
En efectos públicos. 3. En fincas de procedencia 
y valor comprobados, para lo cual se oirá en su 
caso al abogado consultor. 4. En obligación de 
pa por persona de crédito, á juicio de la 

omisión permanente. 

Art. 120. Dada la fianza por los recaudado- 
res, la Presidencia les expedirá el correspon- 
diente rendimiento y el despacho auxiliatorio. 

Art. 121. El despacho ha de presentarse al 
ona ecor de la provincia respectiva, con oficio 

e la Presidencia, para que le autorice en la 
forma acostumbrada. 

Art. 123. Si algún recaudador se sirviese de 
apoderados auxiliares en el desempeño de su car- 
go, se entenderá siempre que son por su cuenta 
y riesgo, sin que la Asociación reconozca en 
sus relaciones oficiales otra personalidad que la 
del recaudador, quien rendirá cuentas en su 
nombre y responderá con su fianza de los actos 
de sus E ientes. 

Art. 123. Los recibos que han de entregar los 
recaudadores se extenderán en la oficina cen- 
tral, con el sello de la Corporación, firmados 
por la Presidencia ó por el empleado autorizado 
al efecto, € intervenidos por el contador. 

Art. 124. Son obligaciones de los recauda- 
dores: 

1.2 Visitar todos los pueblps de su correduría 
para cobrar los derechos que corresponden á la 
Asociación. Para probar el cumplimiento de 
esta obligación, solicitarán de los alcaldes que 
estampen en un libro exprofeso su firma y el 
sello municipal. 

La Presidencia, en casos excepcionales, puede 
autorizar á los recaudadores para que hagan la 
cobranza en su domicilio. 

2. Verificar la cobranza de cualesquiera fon- 
dos inmediatamente que reciba oficio de la Pre- 
sidencia para efectuarlo. 

8. Poner en conocimiento de la Presidencia 
las reclamaciones ó peticiones sobre modifica- 
ción de encabezamientos. Será requisito indis- 
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pensable para que pueda recaer resolución, re- 
mita el secretario del Ayuntamiento certifica- 
ción con el V.” B.* del alcalde, expresando el nú- 
mero de cabezas de ganado que haya. 

4. Formar ó admitir nuevos encabezamien- 
tos, con carácter provisional, oficiando á la Pre- 
sidencia y previniendo á los ganaderos que re- 
mitan la certificación de que se habla anterior- 
mente para la superior resolución definitiva. 

5. Dará la Presidencia cuenta de las recla- 
maciones que al hacer la cobranza les entreguen 
los ganaderos sobre deslinde de cañadas, policía 
sanitaria ú otros asuntos de interés de la gana- 
dería. 

Art. 125. Los recaudadores exigirán de las 
autoridades de los pueblos que recorran y no es- 
tén encabezados el importe de las reses mostren- 
cas, así como nota detallada de las multas que 
hubiesen impuesto por infracción de las leyes 
de policía pecuaria. 

Art. 126. Los recaudadores remitirán á la 
Asociación las cuentas documentadas de las co- 
rredurías de su cargo para el 1.? de Marzo. 

Art. 127. El cargo comprenderá: 

1.2 Lasuma de atrasos de que se remitió rela- 
ción al recaudador. ea 

2. Elimporte total de las cuotas del itinera- 
rio de la anualidad última ó corriente. 

3. El aumento que haya habido en las cuotas 
y que no fué determinado en el itinerario. 

rt.128. La data comprenderá: 

1.2 Las bajas que hayan tenido las cuotas del 
itinerario por nuevos conciertos, fundados en 
justa causa. . 

2.2 La suma de las partidas que hayan dejado 
de cobrarse, de que acompañará relación. 

.> Los gastos de recaudación y correo. 

4. El tanto por ciento de premio de cobranza. 

5.2 El coste del giro para la remesa de los 
productos. 2 

6.2 Las cantidades remesadas á la Adminis- 
tración. 

Art. 129. Los aumentos y bajas que haya te- 
nido el importe de los valores expresados en el 
itinerario, constarán en una relación separada, 
en la cual se explicarán sus causas y se justifica- 
rán éstas de la manera posible. Acompañarán 
los nuevos encabezamientos que se hubieren for- 
malizado. 

Art. 180. Con la cuenta se devolverá el des- 
pios el itinerario y la relación de los descu- 

iertos, y el administrador presentará la cuenta 
con los demás documentos, inclusos los itinera- 
rios y relaciones de cuentas atrasadas y el citado 
despacho. 

Art. 131. También remitirán, á la vez que la 
cuenta final de la recaudación, una cuenta Me- 
moria, en la cual expresen cuanto juzguen con- 
veniente para aumentar la renta de la Corpo- 
o y facilitar el servicio de la misma á la 
clase. 

Madrid 18 de Agosto de 1892.— Aprobado por 
S. M.—Linares Rivas.» (Qac. 22 Septiembre.) 


E. D. 80 Agosto 1892. 
Estaciones pecuarias. 


Aprueba este Real decreto el reglamentode las 
Granjas agrícolas de distrito. Son referentes á 
estaciones pecuarias en las mismas los arts. 145 
y siguientes. Se inserta en GANADERÍA. 


—Véase además Daños DE GANADOS. 


GANANCIALES. V. Brenes DE LA SOCIEDAD 
CONYUGAL. 


GARANTIAS CONSTITUCIONALES. Véa- 
se DoMmMICILI10. 
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GASTOS CARCELARIOS. V. Presipios. 
GIMNÁSTICA. Véase e INSTRUCCIÓN PÚBLI- 
ca el R, D. de 26 de Julio de'1892, art. 4.? 


GOBIERNO Y ADMINISTRACION DE 
LAS PROVINCIAS, Bajo este mismo epigrafe 
del Diccionario hemos compilado en el tomo V, 
págs. 703 á 852, importante doctrina de legisla- 


ción y jurisprudencia, á que sirve de comple- 
mento lo siguiente: : 


R. O. 12 Febrero-22 Marzo 1982. 


Determina cuáles se consideran débitos de las 
Diputaciones por atenciones de segunda ense- 
ñanza. Véase en InsTruccióN PÚBLICA. 


R. O. 22 Febrero 1892, 
Presupuestos municipales. 


Esta importante disposición, inserta en PREsU- 
PUESTO8 MUNICIPALE?, contiene medidas loables y 
acertadas para que los gobernadores hagan cum- 
par á los Ayuntamientes el precepto del art. 150 

e la ley municipal. Resuelve sobre lo que ha de 
hacerse cuando en tiempo oportuno no se pre- 
senten á la aprobación superior los presupues- 
tos municipales; determina los recursos contra 
acuerdos de los gobernadores en materia de pre- 
supuestos, deberes de estas autoridades en lo re- 
lativo al examen de presupuestos, etc., etc. 


E. D. 11 Marzo 1892. 
Inspección de los establecimientos dedicados d la 
fabricación y venta de bedidas. 

Este Real decreto, inserto en Vinos con el re- 
pida para su ejecución, es relativo á la fa- 
ricación de vinos y faculta á los gobernadores 
para ordenar visitas á los establecimientos y 
ara imponer gubernativamente correcciones á 

os que emplean materias de uso prohibido (1). 


E. O. 1.? Abril 1892. 

Autorizando d una Diputación para convertir en obliga- 
ciones amortizables de 500 pesetas las deud.1s de la mis- 
ma y los créditos que contra los Ayuntamientos de la 
provincia tiene por atrasos del contingente. 

(Gon.) «Remitido á informe de la Sección de 
Gobernación y Fomento del Consejo de Estado 
el expediente instruido por la Diputación pro- 
vincial de esta capital, solicitando autorización 
para convertir sus créditos y deudas en obliga- 
ciones amortizables de 500 pesetas; dicha Sección 
emite el siguiente dictamen: 

«Excmo. Sr.:... Resulta de antecedentes que 
calculando la Diputación en 3 millones de pese- 
tas lo que quedará pendiente de cobro en fin del 
ejercicio de 1891-92, cantidad en que se compren- 
den 2.152.597'55 pesetas en concepto de resultas 
de la liquidación de 31 de Diciembre de 1681, y en 
otros 3 millones de pesetas lo pendiente de pago 
en la misma época, cifra en que se incluyen 
1.639.424 pesetas procedentes de resultas de la li- 

uidación de 31 de Diciembre de 1891, de acuer- 
o con sus acreedores y de conformidad con 88 

Ayuntamientos deudores de atraso del contin- 
ente, ha aprobado 19 bases para la conversión 
e los créditos existentes á favor y en contra de 

la provincia. 

2 operación se funda en dos emisiones: una 
de obligaciones de los Ayuntamientos á favor de 
la Diputación de á 500 pesetas cada una de ven- 
cimiento fijo en plazos graduados por el importe 


(1) Boy las atribuciones de la Administración en este 
punto estan limitadas d actos meramente nuxiltares de la 
policía judicial. Véase en la pág. 893 del Ar. de 1895 la 
ley de 27 Julio y R. O. de 23 de Diciembre de dicho año. 





de los descubiertos dentro de un máximum de 
trointa años con garantía expresa y determina- 
da para que sean exigibles ejecutivamente y un 
interés del 6 por 100 anual pagadero por trimes- 
tres vencidos. : 

Mediante estas obligaciones, los Ayuntamien- 
tos tienen derecho á solventar antes del 30 de 
Junio de 1892 sus descubiertos con la Diputación 
hasta fin del ejercicio de 1890 91. La garantía 
que se señale será una renta ó ingreso determi- 
nado, que obligatoriamente se incluirá en pre- 
supuesto. . 

Le Junta municipal aceptará la operación, 8e- 
ñalará la garantía, se comprometerá al cum pli- 
miento del contrato y nombrará persona ó coml- 
sión que liquide con la Diputación la deuda de 
cada pueblo para firmar y entregar luego la úl- 
tima las cias obligaciones y recibir en 
cambio las cartas de pago. A ; 

Otra de obligaciones de la Diputación de á 500 
pesetas cada una con interés del 6 por 100 amor- 
tizable por trimestres por todo su valor, que 88 
entregarán á los acreedores á cambio de sus cré- 
ditos, verificándose á la par la operación de con- 
cierto. 

La cifra de esta emisión no excederá de 6.000, 
pero se limitará al importe de los créditos ven- 
cidos y liquidados dentro del ejercicio de 1891-92. 

A la seguridad del pago de las obligaciónes 

rovinciales, su amortización é intereses, que- 
den afectas las garantías de las obligaciones de 
los Ayuntamientos, comprometiéndose además 
la Diputación, á fin de adelantar la amortiza- 
ción, á destinar á ésta el producto liquido de las 
fincas que pertenezcan á la provincia y que ac- 
tualmente no estón destinadas á servicios pro- 
vinciales, las cuales se obliga 4 enajenar en un 
plazo que no exceda de dos años. 

La Dirección de Administración local, des- 

ués de detenido examen de la operación y fun- 
dándoso en que es facultad del Gobierno apro- 
barla con arreglo al art. 77 de la ley provincial, 
propone: ; e 

1.2 Que se autorice á la Diputación provin- 
cial de Madrid para realizar la operación. 

2.2 Que los Ayuntamientos puedan dar en 
garantía de sus obligaciones los ingresos ordi- 
narios de sus presupuestos, comprendidos los de 
consumos, arbitrio extraordinario y láminas de 
Propios, pero formando para su enajenación el 
preciso expediente caso de que sea necesario. 

8.2 Que efectuada la emisión de las obliga- 
ciones provinciales, la Diputación remita al Mi- 
nisterio los datos indispensables para la cotiza- 
ción de las mismas en Bolsa. j 

A juicio de la Sección, están tan manifiestas 
las ventajas de la eperación, que no cabe sino 
informar de conformidad con lo propuesto por 
la Dirección. Ñ , 

De una parte la operación es muy beneficiosa 
para los pueblos, pues les permite satisfacer sus 
atrasos de contingente disfrutando de una am- 
plitud en cuanto al tiempo á que ciertamente no 
tienen derecho, pues la Diputación puede apre- 
miarles para el pago de sus descubiertos 7, ni 
aun les resultan agravios con el interés del 6 
por 100 que tendrán las obligaciones que emitan 
á favor de la Diputación, si se recuerda que ese 
mismo interés devengan los atrasos del contin- 

ente. ) ; , 

, Respecto de la Diputación, también es útil la 
operación que realiza con sus acreedores, pues 
la pone en condiciones de nivelar su presupues- 
to ordinario sin perjudicarse en lo más mínimo, 
pues en el fondo no se trata sino de una conver- 
sión, y las garantías legales de ésta no se eX- 
tienden á más de las garantías que ofrecen los 
Ayuntamientos. 


A 
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Y como tanto la Diputación como los Ayunta- 
mientos se mueven en el presente caso dentro de 
una órbita de hechos consumados al amparo de 
la ley, como son los atrasos del contingente y 
las deudas de la Diputación, pues sin aumentar 
las cargas que pesan sobre las respectivas Ha- 
ciendas municipales, verifica una conversión de 
la forma Y condiciones de las deudas pendientes 
de pago, lo cual se ejecuta mediante convenios 
entre la Diputación y los Ayuntamientos, y 
entre aquélla y sus acreedores, convenios que 
ta ser válidamente realizados por aquellas 

rporaciones sin necesidad de autorización le- 
gal alguna, es lógico deducir que, habida consi- 

eración del fondo de la operación, ésta no nece- 
sita de la aprobación del Gobierno para ser 
válida, toda vez que el art. 77 de la ley provin- 
cial exige esa aprobación tan sólo para emitir 
empréstitos Ó estipular préstamos, operaciones 
muy distintas de las que pretende realizar la 
Diputación provincial de Madrid, terminante- 
mente limitada á una conversión de deuda que 
O un aleance muy otro que el de un prés- 
mo. 

Mas si en su fondo noes un préstamo, por la 
forma revisto tal carácter la conversión proyec- 
tada, pues la Diputación emitirá obligaciones 
provinciales representativas de una deuda, y 
como éstas han de cotizarse en Bolsa á fin de 
reforzar la cotización de His mismas, conviene 
alejar toda sombra de ilegalidad que pudiera 
derivarse del antedicho carácter, para lo cual 
nada tan acertado como que V. E. se sirva au- 
torizar, de conformidad con lo propuesto por la 
Dirección, la operación de crédito de referen- 
cia.» Y asi se resuelve. (R. 0. 1.? Abril 1892.— 
Gac. 7 1d.) 


R. D.3 Mayo 1892. 
Formación de presupuestos provinciales: Plantillas de 
las Secretarias de las Diputaciones (1). 

(Gos.) «Exposición.—Señora: La Real orden 
de 7 de Abril de 1890 constituye un precedente 
de tanta importancia para la Hacienda provin- 
cial, que el espiritu y letra de sus disposiciones 
se imponen como punto de partida para llevar 
una severa moralización y eagpnomía á los pre- 
tos provinciales..... 

n los momentos actuales en que el Estado, 
respondiendo á una de las necesidades más im- 
No del país, trata de llevar hasta el últi- 

o límite las economías de sus presupuestos 
generales, reorganizando al efecto y simplifi- 
cando casi todos los ramos de la Administración, 
forzoso es aplicar también con igual rigor este 
mismo criterio á aquellos organismos de la vida 
provincial y municipal que influyen no menos 
eficazmente en el aumento ó disminución de las 
rentas públicas y en el alivio ó recargo del con- 
tribuyente. 

Las Corporaciones provinciales, gravando con 
exceso la tributación de los Ayuntamientos, 
empobrecen ó agotan las fuerzas contributivas 
del país, en términos que á ello es en gran parte 
debido el estancamiento cuando no la minora- 
ción de principales fuentes de ingresos en nues- 
tra Hacienda. 

Origen muy principal de estos males ha sido 
el extraordinario aumento de personal, que en 
no pocas dependencias provinciales es muy su- 
perior al de las oficinas del Gobierno. Así, de 
presupuesto en presupuesto, viene tomando cada 
vez mayor proporción la prodigalidad en con- 
ceder subvenciones y pensiones poco justifica: 


vo. 


(1) Véanse en el AP. de 1896, p. 357, las disposiciones de 
pl de 30 Mayo íd., recordatoria de las dictadas por 


das y el ampliar los servicios hasta llegar á si- 
tuaciones económicas insostenibles, pues aun- 
que se aparenten nivelaciones y aun sobrantes 
iniciales de pa nesiO por medio de enormes 
recargos del contingente de los pueblos y de 
avalúos ilusorios de los ingresos y ocultaciones 
de gastos y de artificios de contabilidad, seme- 
jantes cifras de contingente y de ingresos y gas- 
tos, por lo mismo que son irrealizables, sólo 
conducen á que se liquiden los ejercicios con el 
cobro de poco más de la mitad de los ingresos 
presupuestos y con duplicaciones de los gastos 
por medio de los presupuestos adicionales y ex- 
traordinarios. 

De este modo se explica que el total de los 
Os provinciales de ingresos, que en 
8832-83 importaba 98.520.442 pesetas, ascendiera 
en 1890-91 á pesetas 121.022.492, figurando al pro- 
pS tiempo saldarse con importante superávit. 

ero tal aumento progresivo de los ingresos se 
reduce á que de un presupuesto á otro se arras- 
tran y van acumulándose sucesivamente todos 
los créditos pendientes y en gran parte irreali- 
zables ó de muy dificil cobro, haciéndose por 
ello necesario practicar una liquidación que 
probablemente acusará un déficit considerable; 
pues cuando de los presupuestos desaparezcan 
tales créditos y cifras que carecen de todo valor 
real, el superávit en ellos se habrá convertido en 
desastroso déficit. 

Para corregir este desorden 6 imprimir vigo- 
rosa reorganización á la Hacienda de las Cor- 
poraciones populares, el Gobierno se cree obli- 
gado, en conformidad á la inspección y vigilan- 
cia que tiene sobre todos los servicios de la Ad- 
ministración, á poner un límite á los gastos de 
dichas Corporaciones... 

Incumbiría, en efecto, á la Administración 
Central la principal responsabilidad de la des- 
organización de nuestra Hacienda provincial y 
municipal, si en las circunstancias presentes no 
hiciera uso severo de los derechos que le otorga 
el art. 120 de la ley provincial sobre los presu- 
puestos de las provincias para corregir las ex- 
tralimitaciones legales en que incurran é impe- 
dir el perjuicio de los interes+.s generales de los 
pueblos. 

Pero al propio tiempo, como garantía de una 
aplicación justiciera, y para todas las provin- 
cias igual de estos criterios de severidad que se 
imponen en el ejercicio de los derechos que la 
ley provincial confiere á la Administración cen- 
tral, si se han de conjurar los mayores peligros 
de resoluciónes arbitrarias y las incertidum- 
bres de si se aprobarán ó no los presupuestos, es 
inexcusable dictar reglas' que sirvan de des- 
arrollo orgánico al art. 120, y mediante las cua- 
les puedan las Diputaciones saber de antemano 
los requisitos que han de llenar y los preceptos 
á que han de ajustarse en la redacción de sus 
presupuestos, á fin de que el Gobierno no les 
niegue luego su sanción por aprecia que incu- 
rren en extralimitaciones legales 6 que perjudi.- 
can á los intereses generales de los pueblos. 

A este pensamiento responden la reglas que 
se formulan en el presente proyecto... 

Con estas reglas se remediarán también otros 
abusos de mayor transcendoncia aún para el ré- 
gimen económico y administrativo de las pro- 
vincias, pues tendrán su límite los gastos de 
personal, en cuyos capitulos vienen figurando 
extraordinarios aumentos de gastos de un año 
á otro, y también hallarán los pueblos ampa- 
ros de justicia en el reparto del contingente; y 
por último, los avalúos de ingresos y las preví- 
siones de los créditos necesarios para los gas: 
tos, se ajustarán en los presupuestos provincia- 
les á criterios de mayor exactitud y prudencia. 
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Las economías inmediatas que con esto se han 
de obtener son importantes, pudiéndose calcular 
desde luego en más de 2 millones de pesetas sólo 
sobre los gastos de personal de secretaría, Con- 
taduría y Cuentas; pero debe importar mucho 
más lo que se economice en los ramos de Bene- 
ficencia y Obras públicas, no pudiéndose preci- 
sar desdo ahora su cuantía por la naturaleza de 
estos servicios. De todas suertes, haciendo en 
esto un cálculo de toda prudencia, bien cabe ase-. 
gurar desde luego que excederá de 5 millones de 
pesetas el alivio inmediato que por estas refor - 
mas percibirá el contribuyente. 

De no menor transcendencia son las disposi- 
cioues relativas al cobro del contingente, asi 
como las de la aprobación de cuentas de los 
Ayuntamientos. Por las primeras, además de 
prestar mayores garantias á los Municipios, se 
procura también, aunque por vía indirecta, que 
tomen parte activa y con desempeño efectivo de 
cargo concejil en la Administración municipal 
todos los vecinos, señaladamente los de más 
arraigo, los cuales, hoy con harta frecuencia en 

ran parte de nuestros pueblos, evitan persona- 

es responsabilidades, haciendo figurar en la ad- 
ministración del procomún á personas de su 
más Ó menos directa dependencia, y que por su 
condición insolvente reducen el apremio contra 
el Municipio á una mera declaración de partida 
fallida. 

La disposición referente á la aprobación de 
las cuentas municipales tiene por objeto simpli- 
ficar los procedimientos y reorganizar el servi- 
cio, en términos que puedan sobre esta base las 
Diputaciones provinciales introducir la mayor 
economía en la Sección que con el nombre de 
«Cuentas» representa en sus presupuestos uno 
de lo3 capítulos de más coste... 


REAL DECRETO 


De acuerdo con el Consejo de Ministros; á pro- 
uesta del Ministro de la Gobernación, y de con- 
ormidad en lo sustancial con el dictamen del 

Consejo de Estado, 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar que para dictarse la confor- 
midad del Gobierno en los presupuestos provin- 
ciales, por entenderse que no hay en ellos extra- 
limitación legal ó perjuicio de los intereses ge- 
nerales de los pueblos, conforme al artículo 120 
de la ley provincial, se observen las reglas si- 
gulentes: 

Artículo 1.2 La plantilla del máximum de 
personal para la Secretaría, Contaduría, Cuen- 
tas y Comisiones en las Diputaciones de las pro- 
vincias de primera clase, será la siguiente: 





_ Pesetas. 

Un secretario general, cuyo sueldo podrá 
ser hasta de........o.o.oooo.... posa ... 7.000 
Un contador, ídem id. íd................. 5.000 
Un depositario....................... .... 8.000 
Cuatro oficiales, 4 8.000.................. 12,000 
Cuatro oficiales de Administración á 2.000 8.000 
Cuatro auxiliares, á 1.250........ s.oo..... B.000 
Un arquitecto.......... A 8.000 
Un director de caminos............ ...... 8,000 
Un delineante........... a 1.500 
Cuatro escribientes, á 7TW.....ooooo...... 8.000 
Porteros y ordenanzas....... atan ut e... 7.000 
LOTA Lair inas DT DOD 





GOBIERNO Y ADMINISTRACION DE LAS PROVINCIAS. 


El máximum de la consignación de material 
para estas oficinas será de 20.000 pesetas. 

Art. 2.? La plantilla del máximum de perso- 
nal de Secretaría, Contaduría y Sección de Cuen- 
tas en las Diputaciones de las provincias de se- 
gunda y tercera clase será la siguiente: 








Pesetas. 

Un secretario, cuyo sueldo podrá ser has- 
ta d8.......o.o.... SA ON «000 
Un contador, ídem íd....... aia 8.000 
Un depositario....... Dia A a 2.500 
Un Oca las. sciendisias a ls 2.500 
Dos oficiales de Administración, 4 2.000.. 4.000 
Tres aspirantes á oficiales, á 1.25)........ 8.750 
Un director de caminos........... cono... 2.500 
Un arquitecto.............. caia coi 2.500 
Un delineante.......... ias peras 1900 
Tres escribientes, 4 730.............. ea 2.200 
Porteros y ordenanzas......... novas 9000 
TotaL....... A 31.500 





El máximum de la consignación de material 
para estas oficinas será de 10.000 pesetas. 

Art. 3. Las Diputaciones provinciales no 
podrán excederse del máximum que en personal 
y material se establece por los dos artículos an- 
teriores, sino mediante justificación de necesi- 
dad y utilidad previamente aprobada por el Mi- 
nisterio de la Gobernación. 

Por cada diez años consecutivos en el desem- 
peño de la Secretaría ó Contaduria de la Dipu- 
tación, dentro de la misma provincia, podrá con- 
cederse á los secretarios y contadores un aumen- 
to hasta de 1.000 pesetas de sueldo. 

A los directores de caminos y arquitectos po- 
drán concedérseles las dietas de salidas, así como 
ce personal subalterno que les ayude en sus tra- 

a)08. 

Art. 4. El cap. 1.” del presupuesto ordinario 
de gastos sólo constará de los conceptos y crédi- 
tos del de personal correspondiente á las planti- 
llas de la Secretaría, Contaduría, Cuentas y Co- 
misiones y gastos de representación del presi- 
dente y dietas de los vocales de la Comisión. 

Art. 5. Enelcag. 2. del mismo presupuesto 
sólo figurarán los conceptos y créditos de ma- 
terial correspondientes á los servicios de las de- 
citaba cuyo personal conste en el cap. 1.” 

el presupuesto. 

Los vocales de la Comisión provincial percibi- 
rán las dietas, que con arreglo al art. 92 de la 
ley provincial tienen derecho á reglamar, cuan- 
do el último presupuesto de la Diputación se 
haya liquidado sin déficit, y además el nuevo 
y se presente nivelado también y que- 

ando cubiertos todos sus gastos necesarios con 
ingresosordinariosnocontenganningún recargo 
en los repartimientos provinciales fijados para 
el ejercicio anterior. Estas mismas condiciones 
serán precisas para que conforme al art, 115 de 
la citada ley pueda entenderse que los recursos 
de la provincia permiten conceder más de 2.500 
pesetas en las provincias de segunda y tercera 
clase y 5.000 en las de primera para gastos de 
representación al presidente de la Diputación 
provincial sin que se perjudiquen los intereses 
generales de los pueblos. 

Todas las sesiones que celebren las Comisio- 
nes en un solo día se conceptuarán como una 
sola al efecto del cobro de dietas. 

Art. 6.2 Las plantillas señaladas á las Dipu- 
taciones por los arts. 1.? y 2. de este decreto 
comprenderán todos los servicios, excepción he- 
cha del personal secundario de obras y carrete- 
ras que para su conservación, vigilancia y cons- 
trucción, sea necesario según el número y con- 
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diciones de las de cada provincia. Para justifi- 

car los gastos que se presupongan para este úl- 

timo personal, en el presupuesto ordinario que 

remitan á la autorización de este Ministerio 

acompañarán las relaciones informadas por el 

od de caminos ó arquitecto, según proce- 
iese. 

También tendrán plantilla ospecial los esta- 
blecimientos de Beneficencia, teniendo presente 
la importancia de ellos, y estas plantillas, deta- 
lladas en documento aparte, acompañarán asi- 
mismo al presupuesto ordinario cuando sea re- 
mitido á este Ministerio para la reforma que se 
estimare pertinente, bajo el epígrafe « Planti- 
Has del personal de los establecimientos de Benefi- 
cencrta». 

El máximum de los créditos para personal que 
corresponda á las plantillas de cada estableci- 
miento de Beneficencia no podrá exceder por la 
totalidad de sueldos, gratificaciones, subvencio- 
nes y comisiones del 15 por 100 del presupuesto 
total de gastos del respectivo establecimiento. 

En el presupuesto parcial de cada estableci- 
miento de Beneficencia se acompañará una re- 
lación que comprenda la fecha en que se ha efec- 
tuado cada contrato pendiente sobre suministro 
de víveres, botica y demás servicios y enseres, 
la cantidad á que ascienden, los intereses esti- 
pulados y tiempo de su duración. 

rt. 7.2 La Diputación discutirá y votará 
or conceptos en los ingresos y por capítulos en 
os gastos todas las alteraciones que la Comi- 
sión provincial proponga con relación á los pre- 
supuestos del ejercicio económico añterior, en- 
tendiéndose aprobadas las demás partidas, se- 
Kún preceptúa el art. 81 de la ley de contabilidad 
del Estado, aplicable á la provincia por el 108 de 
la era 
t. 8. No podrá hacerse ningún gasto de 
carácter nuevo, no impuesto por la ley como ne- 
cesario, mientras que en la liquidación del pen- 
último ejercicio no se haya demostrado que los 
ingresos ordinarios recaudados han sido bas- 
tantes á cubrir los gastos que como necesarios 
comprendía el presupuesto de su referencia, 

Art. 9. Si el penúltimo ejercicio, ó sea el an- 
terior al que esté vigente al formarse el presu- 
puesto, no se hubiese liquidado y realizado con 
nivelación entre gastos é ingresos, y el proyec- 
to de presupuesto no se presentara en iguales 
condiciones, las Diputaciones, al acordar nue- 
vas subvenciones á ferrocarriles y obras pro- 
vinciales, tendrán presente el estado de su Ha- 
cienda, y el importe del total de dichas subven- 
ciones, contando las ya concedidas, no excederá 
de la dozava parte del presupuesto, salvo los 
derechos adquiridos con anterioridad á la pu- 
blicación de este decreto. 

Tampoco podrán autorizarse nuevos gastos 
cuando concurran las condiciones siguientes: 
1.*, que en el capítulo de «Resultas» del nuevo 
poto: los gastos que se consignen pro- 

uzcan déficit inicial en el presupuesto; y 2.*, 
que las cifras de los derechos liquidados y pen- 

ientes de cobro á favor de la Hacienda provin- 
cial que por resultas de otros presupuestos se 
incluyan, no sean de fácil y pronta realización, 
estimándose esto por los balances trimestrales 
del presupuesto en qocución á la fecha de pre- 
sentarse el proyecto del nuevo presupuesto á la 
autorización de este Ministerio. 

Art. 10. Por ningún concepto, siu la previa y 
especial autorización del Ministerio de la Go- 
bernación, se harán aumentos de sueldos ni se 
concederán gratificaciones, comisiones y sub- 
venciones, que no estén ajustadas á los precep- 
tos de este Real decreto. 

Cuando algún presupuesto provincial, des- 
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pués do hecha sin déficit la liquidación y reali- 
zación del anterior ejercicio y la del semestre 
primero del ejercicio corriente, se hallare en las 
condiciones que determina el art. 4. del presen- 
te Real decreto, como condición precisa para el 
abono de divtas de asistencia á los individuos 
de la Comisión provincial, la Diputación podrá 
conceder aumentos de sueldo y gratificaciones 
á su personal, sin la especial autorización que 
determina el párrafo anterior. 

Art. 11. Fuera de las condiciones que deter- 
mina el art. 8.”, las Diputaciones provinciales ' 
tampoco podrán acordar á particulares, Corpo- 
raciones é Institutos, otras pensiones y subven- 
ciones graciosas que las que con anterioridad á 
estos preceptos tengan el concepto de derecho 
adquirido, y sólo en el caso de anularse algunes 
de aquellas, or motivos justificados y de con- 
veniencia pública, les será concedido el otorgar 
otras nuevas. 

Art. 12. En los presupuestos provinciales, el 
avalúo de cada partida de gasto se calculará 
por el promedio de la resulta que este servicio 
presente en la liquidación del penúltimo y an- 
tepenúltimo ejercicio. El avalúo de los ingresos 
se hará sobre la base de lo recaudado en los dos 
últimos ejercicios. 

Cuando se presupueste algún aumento nuevo 
en los ingresos, ó algún servicio nuevo en los 
gastos, se justificará su avalúo por medio de 
nota explicativa, 

Art. 18. Los ingresos que por reparto del 
contingente provincial sobre la riqueza contri- 
butiva de los pueblos acordasen las Diputacio- 
nes, conforme al art. 117 de la ley provincial, 
podrán ser limitados por el Ministerio, si éste 
juzgase que existe perjuicio para los intereses 
de los pueblos al gravarse su riqueza por terri- 
torial, consumos é industrial, en un tanto por 
ciento mayor que el que los Ayuntamientos 
pueden soportar sin dejar desatendidas sus obli- 
gaciones, apreciándose esto por la recaudación . 
que en los respectivos presupuestos municipales 
se haya obtenido en ejercicios anteriores. 

Cuando el Gobierno limite el contingente de- 
terminará otros recursos de que la Diputación 
pueda echar mano para cubrir el déficit. 

Art. 14. El presidente de la Diputación, que 
es el ordenador de pagos y el ejecutor de sus 
acuerdos en materia de recaudación del contin- 

ente provincial, nombrará á los comisionados 
e apremio que juzgue conveniente, cumplimen- 
tando lo dispuesto por la Corporación. 

Si el gobernador creyera que debiera oponer- 
se á este género de acuerdos, lo hará únicamen- 
te en la forma que determina el núm. 5.” del ar- 
tículo 23 de la ley provincial. 

Si en el plazo de quince días no quedara re- 
suelto este expediente, será ejecutorio y defini- 
tivo el acuerdo del presidente de la Diputación. 

Art. 15. Para el cobro de los atrasos que en 
un ejercicio resulten pendientes por contingen- 
te provincial, emplearán las Corporaciones el 

rocedimiento de apremio que establecen las 
disposiciones vigentes para los débitos á la Ha- 
cienda pública, dirigiéndose, en primer térmi- 
no, sobre las rentas de los Municipios de las 
cuales podrán retener el 25 por 100 de la parte 
que perciben los Ayuntamientos en la forma y 
modo prevenidos en la instrucción de apremios 
de 12 de Mayo de 1888, y, en segundo término, 
sobre los bienes de los concejales, según los tér- 
minos y condiciones que literalmente expresa la | 
letra G del art. 5.? de dicha instrucción. 

Cuando el débito liquidado contra el Ayunta- 
miento á favor de la Hacienda provincial no 
proceda de actos ú omisiones comprendidos en 
el Código penal, y de que fueran responsables 
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los individuos de la Corporación municipal, el 
Ayuntamiento deberá repetir á su vez contra 
los contribuyentes del término por medio de un 
reparto proporcional, con sujeción al art. 138 de 
la ley municipal, hasta la cantidad que sea pre- 
cisa para cubrir el importe total de estos atra- 
sos, siempre que no graven los haberes y rentas 
de los contribuyentes en más de un 10 por 100 de 
su riqueza contributiva. 

Si resultaren insolventes los concejales, se 
exigirá directamente por los comisionados de 
apremio este reparto. 

Art. 16. Para aquellos otros atrasos que tu- 
viesen los Ayuntamientos por contingente pro- 
vincial con anterioridad á la fecha de la pro- 
mulgación del presente R. D., las Diputaciones, 
si lo estimaren conveniente, podrán cambiar 
estos créditos por obligaciones que garanticen 
los Municipios con algunas de sus rentas, no 
afectas á las necesidades ordinarias del presu- 

uesto municipal. ó bien concediendo á los pue- 
blós moratourias ó condonaciónes de dichos dé- 
bitos, que, según los casos, podrán llegar has- 
ta el 25 por 100, estableciendo para su realiza- 
ción los plazos prudenciales en que los Ayunta- 
mientos puedan saldar sus descubiertos, y pro- 

orcionando la cuantía de los beneficios á la 
Drerodad con que realicen el pago y á los recur- 
sos con que cuenten los Municipios. En los pre- 
supuestos sucesivos podrán también otorgar bo- 
nificaciones ó rebajas á los Municipios que pa- 
guen al corriente ó que en un término señalado 
se colocasen en esta condición. 

Art.17. El presupuesto ordinario comprende- 
rá todos los ingresos y gastos que las Diputa- 
ciones calculen han de ocurrir durante el ojerci- 
cio económico, incluyendo en -los capítulos de 
«resultas» respectivamente los créditos pendien- 
tes de cobro y pago. 

Los presupuestos extfaordinarios no se forma- 
ránsino en casosexcepcionales reconocidos como 
tales por el Gobierno, y siempre con ingresos es- 
peciales votados para este efecto. 

El ejercicio económico será el mismo que el 
designado para los presupuestos del Estado. 

Los presupuestos adicionales, después de for- 
malizados en los plazos que determina el ar- 
tículo 120 de la ley progyincial, se remitirán al 
Ministerio, incorporándose luego las resultas 
de sus liquidaciones en los respectivos capítu- 
los de «resultas» del presupuesto ordinario del 
ejercicio siguiente. 

Art. 18. Una vez aprobado ol presupuesto por 
la Diputación, el presidente de la misma remiti- 
rá un resumen por capitulos y artículos al go- 
bernador para que éste ordene su publicación en 
el Boletín oficial, y en el término de diez días 

uedan los Ayuntamientos hacer, por medio de 
instancia á la Comisión provincial, las observa- 
ciones oportunas. 

Las reclamaciones ú observaciones delos A yun- 
tamientos se remitirán al Ministerio de la Go- 
bernación dentro de los diez días siguientes al 
de su presentación y con informe de la Comisión 
provincial. 

Art. 19. Si las Comisiones provinciales tu- 
viesen necesidad de contratar empréstitos ú 
otras operaciones de crédito, ó recurrir á crédi- 
tos extraordinarios, elevarán el expediente para 
su autorización é este Ministerio. 

En el caso de empréstito ú operación de crédi.- 
to, este expediente ha de constar de los docu- 
mentos siguientes: 

1.2 Memoria justificativa al Ministro. 

2. Acta de la sesión en la que conste la dis- 
cusión habida y votos particulares queseemitan, 

3.7 Bases de la operación. , 

4. Informe de la Comisión de Hacienda. 
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5.2 Balance del último quinquenio. 

6. Relación de acreedores. 

7.2 Idem de deudores. 

8.2 Cuadro de amortización por años. 

9.2 Informe del arquitecto ó director de ca- 
minos, si fuere preciso. 

Art. 20. Las cuentas de los Ayuntamientos, 
cuyos gastos no excedan de 100.000 pesetas, y 
acerca de las cuales se hubiese formulado pro- 
testa 6 reclamación dentro del plazo de quince 
días, á contar desde la publicación de las mis- 
mas en la Sala capitular, preyio anuncio por 
edictos, pasarán para su exaumrón á informe de la 
Comisión provincial, á fin de que el gobernador 
decrete sobre ella en definitiva para los efectos 
de su aprobación ó desaprobación, conforme al 
art. 165 de la ley municipal. 

Art. 21. Si las cuentas de los Ayuntamieutos 
da gastos no excedan de 100.000 pesetas, no 
hubiesen sido protestadas ó reclamadas dentro 
del plazo indicado en el artículo anterior, pasa- 
rán al gobernador, el cual, si creyese convenien- 
te algún esclarecimiento respecto de las mismas, 
dará traslado de ellas dentro del término de 
quince días á la Comisión provincial para los 
efectos del art. 165 antes citado. 

Transcurridos quince días después de ingresa- 
das dichas cuentas en el Gobierno de provincia 
sin que el gobernador hubiese decretado acerca 
de ellas, se entenderán aprobadas. 

A los efectos de lo preceptuado en el presente 
artículo, los Ayuntamientos delasislas de Mahón 
y Gran Canaria remitirán sus cuentas á su res- 
pectivo delegado de Gobierno, quien tendrá en 
el particular las mismas atribuciones que el go- 
bernador civil. 

Art. 22. Sobre los expedientes de cuentas 
aprobadas en la forma que determina el artícu- 
lo anterior, no podrá procederse sino por vía de 
alta inspección, y en casos de abuso ó malversa- 
ción demostrada en la administración de fondos 
municipales. 

Al Gobierno únicamente competirá el ordenar 
la instrucción de estos expedientes, previa co- 
municación oficial que al efecto dirija el gober - 
nador de la provincia. Este expediente se sus- 
tanciará siempre con audiencia de los intere- 
sados. 

Art. 23. En los presupuestos ordinarios se in- 
cluirán con todo detalle y claridad los gastos 
provinciales de instrucción pública que á cada 
provincia correspondan. 

Art. 24. Los gastos generales de cárceles de 
Audiencia de lo criminal, y entre ellos el de la 
manutención de presos pobres durante el tiem- 
po que se encuentren á disposición de dichos 
Tribunales, una vez terminados los correspon- 
dientes sumarios, serán todos de cuenta de las 
Diputaciones, las que los incluirán en sus pre- 
supuestos ordinarios. 

Art. 25. La Dirección general de Adminis- 
tración local, antes de 1.” de Junio de cada año, 
devolverá todo presupuesto provincial que no 
se ajuste á los preceptos del presente Real de- 
creto, indicando en esta resolución las extrali- 
mitaciones legales ó los prrjuicios de los inte- 
reses de los pueblos en que se hubiere incurrido 
por el proyecto del presupuesto, y proponiendo 

os medios que considere convenientes para sub- 
sanarlos. 

Si la Diputación provincial, á los diez días de 
devuelto el presupuesto para su reforma, no in- 
trodujera en el mismo las modificaciones nece- 
sarias, atendiendo á los reparos y propuestas 
de la Dirección, y devolviendo, en consonanc 
el prerapoosio reformado antes del 13 de Junio, 
el Ministro de la Gobernación decretará de of- 
cio las debidas reformas, y su resolución será 







y definitiva. Con respecto á las pro- 

| Baleares y Canarias, no se decreta- 

rán, en su caso, de oficio dichas reformas hasta 
ue haya transcurrido sin resultado el día 26 de 
unio. 

DisrosicióN TRANSITORIA. La Dirección gene: 
ral de Administración local devolverá inmedia.- 
tamente á las respectivas provincias los presu- 
puestos formulados para el próximo año eco- 
nómico que necesiten acomodarse á las pres- 
cripciones de este decreto; y en su vista, los go- 
bernadores, de acuerdo con las Comisiones pro- 
vinciales, convocarán á la mayor brevedad á las 
Diputaciones á sesión extraordinaria para que 
procedan á la revisión. Las Diputaciones devol- 
verán los presupuestos modificados en todo lo 
que resta del presente mes de Mayo, yen los 

iez primeros días de Junio la Dirección de Ad- 
ministración local propondrá su aprobación 6 
los devolverá de nuevo con los reparos que pro- 
cedan; y si para el día 26 del propio mes no se 
hubieren recibido ya en el Ministerin con las re- 
formas correspondientes, se decretarán éstas de 
oficio, con arreglo á lo dispuesto en el art. 25. 

Dado en Palacio á 3 de Mayo de 1892.— María 
Cristina.—El Ministro de la Gobernación, José 
de Elduayen.» (Gac. 7 Mayo.) 


R. O. 380 Julio 1692. 
Precedencia en actos públicos (1). 


Resuelve si las Comisiones provinciales ó lo- 
cales Ó delegados que las representen tienen en 
los actos públicos precedencia sobre los Ayun- 
tamientos.—Véase en AYUNTAMIENTOS. 


Regl. 13 Agosto 1892. 
Expedientes de deslinde de vias pecuarias: Daños. 


(Véase este reglamento en GanaDErÍa. Los ar- 
ticulos 63 y siguientes determinan la competen- 
cia de los gobernadores para el deslinde de las 
vías pecuarias de carácter general y para la im- 
posición y exacción de multas por intrusiones y 
usurpaciones; y los 91 á 112, los re”ursos proce- 
dentes contra sus providencias en la materia.) 


R. O. 14 Noviembre 1892. 

La facultad que conflere al gobernador el núm, 1.%, ar- 
tículo 98 de la ley, no es aplicable 4 las sesiones de las 
Diputaciones desde su constitución interina hasta la 
definitiva, 

(Gon.) «Pasado á informe de la Sección de 
Gob. y Fom. del C. de E. el expediente relativo 
á la suspensión de varios acuerdos de la Diputa- 
ción de esa provincia y el recurso de alzada in- 
terpuesto... contra la providencia de ese (tobier- 
no, dicho alto Cuerpo ha emitido el siguiente 
dictamen: 

(Expone la Sección los hechos origen del expe- 
diente, del cual resulta: Que reunida la Diputa- 
ción bajo la presidencia del gobernador para 
constituirse interinamente, y designado el vocal 
de más edad, el gobernador le invitó á que ocu- 
para el primer sillón en la mesa, á la derecha 
del sillón presidencial, á lo que no accedió, por 
creer le correspondía el lugar ocupado por el 
gobernador: Que en el mismo día se eligieron 
las Comisiones permanente y auxiliar de actas: 
Que en la sesión del inmediato también presidi- 
da por el gobernador, fueron declarados los 
dictámenes de la Comisión auxiliar con el fun- 
damento de ser nula la sesión del día anterior 
en que fué elegida, por haber presidido el go- 
bernador M no el vocal de más edad: Que estos 
acuerdos faeron suspendidos por el gobernador.) 

«Entiende la Sección que la facultad que con- 
fiere al gobernador el núm. 1.”, art. 28 de la ley 





') V.en PRECEDENCIAS la R. 0.6 Diciembre 1892. 


. Y ADMIN. DE LAS PROVINCIAS. (Jurisprudencia.) 


207 





rovincial se refiere al caso de las sesiones que 

a Diputación celebre una vez constituida def- 
nitivamente, puesto que sólo en estas sesiones 
pueden tratarse asuntos relacionados con la Ad- 
ministración provincial, de que es jefe el gober- 
nador, y por lo cual la ley le faculta para presi- 
dir, con voto, esas sesiones y promover en ellas 
cuanto sea útil al bien de la provincia. 

Mas dicha facultad no es aplicable á aquellas 
sesiones que celebra la Diputación desde la cons- 
titución interina hasta la definitiva, pues en és- 
tas todos los acuerdos versan sobre materia ex- 
traña á la gestión directa é inmediata de los 
asuntos de la provincia, y por eso la ley ha que- 
rido reservarlos á la exclusiva intervención de 
los diputados electos, alejando la personalidad 
del representante del Gobierno de controversias 
electorales en que desgraciadamente tercia la 
pasión política. 

_De acuerdo en lo esencial con estas considera- 
clones, y para un caso análogo al actual, se dic- 
tó la R. O. de 3 de Enero de 1885, y la Sección, 
en méritos de lo expuesto y de lo resuelto en 
aquélla, opina; 

1. Que es nula la constitución interina de la 
Diputación provincial de Zaragoza, efectuada 
el día 2 del actual, y nulos, por tanto, cuantos 
acuerdos y determinaciones se adoptaron en la 
reunión de dicho día. 

2. Que procede que los diputados electos y 
los antiguos celebren nueva reunión bajo la pre- 
sidencia del gobernador, que cederá el puesto'al 
vocal de más edad, en cuanto éste sea designado, 
á los fines de los arts. 47 4 50 de la ley provin- 
cial.» Y así se resuelve. (R. O. 14 Noviembre 
1892.—(Gac. 16 1d.) 


R. O. 6 Diciembre 1893. 
Servicio de higiene de las casas de lenocinio. 
(Esta R. O. era otra vez el servicio á car- 


go de los Gobiernos civiles, se inserta en Hr- 
GIENE.) 


R. O. 6 Diciembre 1882. 
Precedencia en actos públicos. 


(Se inserta en PreceDENCcIAS. Es resolutiva de 
una cuestión de etiqueta entre un gobernador 
civil y la autoridad militar (1). 


Jurisprudencia, 


Dec. de comp. de 29 Diciembre 1891. La Au- 
diencia es competente para conocer en recurso contencio- 
so de la validez ó nulidad del acta deun diputado provin- 
cial y de la capacidad del elegido. 


Don Tomás Carazo solicitó de la Sala de lo civil 
dela Audiencia de Burgos, la nulidad de la elección 
de un diputado provincial, por no ser elegible ni te» 
ner aptitud legal á causa de no ser el elegido natu- 
ralde la provincia ni llevar avecindado en ella cua- 
tro años; solicitando, por último, se revocara el 
acuerdo de la Diputación declarando válida el acta, 
etcótera. Suscitada competencia por el gobernador, 
que la fandó en el art. 563 de la ley provincial y en 
las Rs. Os. de 14 de Marzo de 1887 y 6 Febrero de 1888, 
se decide A favor de lu autoridad judicial, vistos los 
arts. 53 y 54 de la ley provincial: 

«Considerando... 2.2 Que aunque el acuerdo de 
Ja Diputación provincial verse sobre la capacidad ó 
incapacidad del elegido, cabe dicho recurso conten- 
cioso, toda vez que, si, con arreglo al art, bt, cuando 
la Diputación provincial no resuelve definitivamen- 
te de la validez ó nulidad de una elección en el tiem- 
po que la ley fija y se tiene por firme y eficaz la pro- 
clamación del diputado, cabe el expresado recurso 
contencioso reclamando la nulidad del acta ó la 
incapacidad del admitido, no puede negarse ese mis- 


(1) Véase sobre este punto el articulo PRECEDENCIAS, 
del Diccionario, y en el AP. de 18983 la R. O. 27 Noviem- 
bre determinando d qué autoridad corresponde recibir 
Corte en las provincias. 
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mo recurso sobre dichos extremos, cuando la referí- 
da Corporación resuelve sobre ellos: 

8.2 Que encomendado por la ley á la respectiva 
Audiencia el conocimiento del recurso contencioso 
en los casos en que proceda, esindudable que la Au- 
diencia de Burgos conoce con competencia del que 
ha motivado el presente conflicto jurisdiccional.» 
(R. D. 29 Diciembre 1591.—Gac. 2 Enero 1892.) 


Otro caso igual —Por otro Rcal decreto de la 
misma fecha (29 Diciembre 1891), y por las mismas 
consideraciones. se decide también á favor dela au- 
toridad judicial la competencia suscitada por el go- 
bernador de Burgos á la Audiencia de la misma clu- 
dad, en otro caso igual. (Gac. 5 Enero.) 


R. 0. 29 Diciembre 1891, Deja sin efecto un 
acuerdo de una Comisión provincial que revocó el contra- 
to celebrado para la impresión del Boletín oficial, por 
ser el asunto de la competencia de la Diputación y no po- 
der alegar, con fundamento, la Comisión, razones de ur- 
gencia. 

Apelado el acuerdo á que alude el epígrafe, el Go- 
bierno pasó el asunto áÁ informe del C. de E. y su Sec- 
ción de Gob. y Fom., sin entrar en el examen de los 
cargos dirigidos al contratista, «por entender que el 
conocimiento de cuanto se refiere á la inteligencia, 
rescisión y efectos de los contratos, corresponde á 
los Tribunales contenciosos y no á la Administra- 
ción activa», asegura que el asunto era de la com- 
petencia de Ja Diputación y no de la Comisión pro- 
vincial, por afectar á un servicio íntimamente rela- 
cionado con el fomento de los intereses de la pro- 
vincia (art. 74 de la ley). Recuerda el núm. 3.* del ar- 
ticulo 93, pero cree que este precepto debe interpre- 
tarse restrictivamente, para que no puedan las Co- 
misiones, invocando motivos de urgencia, anular de 
hecho las facultades de las Diputaciones. Sostiene 
que la rescisión del contrato de que se trata no era 
asunto de reconocida urgencia que no consintiese 
dilación alguna, ni revestía tan escasa importancia 
gue no exigiera en su caso la reunión extraordina- 
ria de la Diputación, única autoridad que podía ha- 
ber rescindido el contrato. La Sección termina asi 
su informe: 

«Por virtud, pues, de todo lo expuesto, la Sección 
opina, de conformidad con la Dirección general de 
Administración local, que procede revocar el acuer- 
do de la Comisión provincial de Cádiz, por virtud 
del cual declaró rescindido el contrato de impresión 
del Boletín oficial celebrado con D. Jenaro Fernán- 
dez, por ser dicho esunto de la competencia de la 
Diputación, y reponer las cosas al ser y estado que 
tenían antes de la adopción de dicho acuerdo, sin 
Dd po de los derechos de que se creen asistidos 

. Ildefonso Prieto y D. Rafael Fernández.» Así se 
resuelve. (Real orden 29 Diciembre 1891.— Gac. 18 
Enero 1892.) 


R.O0.16 Enero 1892. Confirmando, contra el dicta- 
men del C. de E., la suspensión de un diputado provincial 
de Caceres, decretada por el gobernador, y fundada en 
haber percibido dicho representante ciertas cantidades 
por conceptos que no las devengaban y mediante procedi- 
mientos abusivos. 


El diputado de Cáceres, cuya suspensión decretó 
el gobernador, fué D. Manuel Fuentes. Fundóse la 
corrección en que el interesado, que babía sido se- 
cretario del Ayuntamiento de Escurial, cobró 800 
pesetas y otras cantidades por la redacción de un 
recurso de agravios, busca de antecedentes y forma- 
ción de la Cartilla evaluatoria de dicho Municipio; 
565 Pos por gastos de un viaje en comisión con 
el alcalde de la capital á Madrid, y 750 pesetas por 
gestionar la nulidad de la venta de una dehesa; per- 
cibiendo la parte que por tal concepto se repartió á 
cada vecino, hasta delos que no quisieron hacerla 
efectiva. Elevado el expediente al C. de E., su Seo- 
ción de Gob. y Fom. opinó que se alzara la suspen- 
sión, porque «en ninguno de los casos de incapaci- 
dad y de suspensión gubernativa que establecen los 
preceptos de la ley provincial se encuentra com- 
prendido D. Manuel Fuentes, cuya conducta deberá 
ser depurada por la acción de los Tribunales.» Pero 
el Gobierno resuelve así: 

«Considerando que sobre los hechos consignados 
enelexpediente aparecen de completa conformidad 
las declaraciones de los testigos y quedan compro- 
bados en los documentos qne al mismo se acompa- 
ñan, sin que los descargos del diputado provincial 
D. Manuel Fuentes Zarza basten á desvirtuarlos: 
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Considerando que D. Manuel Fuentes Zarza, ni 
aun ejerciendo el cargo de secretario del Ayunta- 
miento del Escurial, pudo percibir en concepto de 
remuneración cantidad alguna por formar el pro- 
yecto de Cartilla evaluatoria, por prohibirlo en ab- 
soluto el núm. 9.* del art. 125 de la ley municipal: 

Considerando que la remuneración percibida por 
dicho Sr. Fuentes por los gastos de viajes efectua- 
dos á Cáceres y Madrid revela su intervención en 
los asuntos municipales del Escurial en forma y con 
carácter opuestos á lo que las leyes permiten: 

Considerando que, según dispone el art. 131 de la 
ley provincial, las Diputaciones provinciales incu- 
rren en responsabilidad por negligencia ú omisión 
de que resulte perjuicio á los intereses Ó servicios 
que les están encomendados, abusos ó malversación 
en la administración de sus fondos, cuya responsa- 
bilidad, conforme preceptúa el art. 182 de la misma 
ley. podrá exigirse á las Diputaciones ó á los dipu- 
tados provinciales que hubieren incurrido en ella 
ante la Administración ó ante los Tribunales de 
justicia: 

Vistos los arts. 131, 182, 198 y 189 de la ley provin- 
cial, procede: 

1.2 Confirmar el acuerdo del gobernador civil de 
Cáceres, surperdiendo en el ejercicio de su cargo de 
pedo provincial á D. Manuel Fuentes Zarza. 

2.2 Remitir todos los antecedentes á los Tribn- 
nales de justicia para lo que haya lugar.» (R. 0.18 
Enero 1692. —Gac. 18 1dem.) 


HR. O. 98 Diciembre 1898. Estableciendo que la 
elección de vicepresidente y secretarios debe hacerse bajo 
la presidencia de la Mesa de edad, y, contra el dictamen 
del Consejo de Estado, que las papeletas en blanco no 
son voto, y si las demda no representan la mayoría de los 
diputados, la elección es nula. 


Reunidos los 20 pntacos de Palencia bajo la pre- 
sidencia del vocal de más edad, para proceder á la 
elección de cargos, D. Tirífilo Belgado obtuvo 10 
votos, con 10 papeletas en blanco; ocupó la presi- 
dencia .y continuó el acto, eligiéndose vicepresi- 
dente por 10 votos y 8 papeletas en blanco, y secre- 
tarios por 5 votos y 8 papeletas en blanco. Algunos 
diputados reclamaron contra los anteriores actos, 
y paRado el expediente al C. de E,, su Seo. de Gob. y 

'omento, entendiendo que las papeletas en blanco 
significan solamente la falta de interós en los que 
las depositan, respecto de determinada persona y 
hallarse dispuestos á aceptar la elección de los de- 
más, y que la de vicepresidente y secretarios debió 
hacerse bajo la presidencia de la Mesa de edad, in- 
formó: «1. Que es válida la elección de presidente 
de la Diputación provincial de Palencia. 

2,2 Que debe procederse á cie Ja vicepresidente y 
secretarios, bajo la presidencia de la Mesa de edad.» 

El Gobierno resuelve así: 

«Conforme con el Consejo de Estado en que se pro- 
ceda á elegir vinepresidente y secretarios, bajo la 
presidencia de la Mesa de edad: 

Considerando que, según la jurisprudencia esta- 
blecida por R. O. de 14 de Mayo de 1889 (1), los diez 
diputados que al votar la presidencia efectiva de la 
Diputación provincial de Palencia el día 5 de No- 
viembre último lo hicieron en blanco, se considers, 
pe los efectos legales, que no votaron, y que sien- 

o veinte los diputados, la abstención de diez im- 
prime el vicio de nulidad al acto; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reíno, se ha servido declarar nula la 
constitución de la referida Diputación provincial, 
y en su virtud, que se proceda de nuevo á la elec- 
ción de no ente y demás cargos de la misma, bajo 
Ja presidencia de la Mesa de Ae (R. O. 28 Diciem- 
bre 1892.—Gac, 2 Enero 1898.) 


Sentencias del T. de lo C. A. 


Senmts. 24 Jualo y 14 Jullo 1891. Recursos contra 
proidencias de los gobernadores en materias de policía 
urbana. 


Se establece que la providencia del gobernador 
pone término á la vía gubernativa, y que contra 
ella procede la reclamación contenciosa ante el 


(1) La R. O, de 14 Mayo 1889 estd inserta en la p. 198 
del APÉNDICE de 1890, y en el artículo GOBIERNO... DE 
LAS PROVINCIAS, de la quinta edición del Dico, 
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Tribunal provincial y no la alzada para ante el Go- 
bierno, conforme á la R. O. de 26 Mayo 18890 (1). 


Sent. 6 Noviembre 1891. Providencias de los go- 
dernadores en materta de policía: Los gobernadores pue- 
den revocar sus propios acuerdos cuando constituyen sim- 
ples medidas de policia; pero si al hacerlo pronuncian de- 
claraciones de derecho, no pueden volver sobre ellos, con- 
forms d la ley de 25 de Septiembre de 1868, aplicable al 


caso. 

red ad de Tarragona ordenó en 19 de Junio 
de á la Compañía de Canalización del Ebro, que 
en bien de la salubridad Pes procediese á la 
limpia de la acequia paralela del canal de navega 
ción que atraviesa aquel término municipal; mas 
habiendo pedido reposición de este acuerdo, el go- 
bernador, conformándose con el dictamen del Con- 
sajo provincial, declaró en 28 Agosto que la limpia 

el canal corresponde á los propietarios de las 
tierras colindantes. 

En 1884 la Compañía acudió al gobernador expo- 
viendo que la Alcaldía de Amposta le había ordena- 
do la limpia de la acequia y la práctica de otras 
obras, pidiendo que en cumplimiento del acuerdo 
de M8 de Agosto de 1867 se ole ba al alsalde que 
dispusiese dicha limpia, toda vez que aquel proveído 
easnsó estado y no podía revocarse por el Ayunta- 
miento ni por la Junta de Sanidad, á lo cual accedió 
el gobernador en 24 de Julio de aquel año, confir- 
mando la providencia de 2% de Agosto citada. 

Contra este acuerdo interpuso recurso de alzada 
la marquesa viuda de la Roca, haciendo constar, 
entre otras cosas, que en 30 de Abril de 18>1 el gober- 
nador revocó la providencia de 28 de Agosto de 1887, 
alordenar que la limpieza y restablecimiento del 
curso de la acequia fuera de cuenta de la Compañía, 
mplicando que dicho acuerdo de 1881 fuera confir- 
mado, dejándose sin efecto el apelado, accediéndose 
á ello en R. O. de 33 de Marso de 1885, que anuló la 
del gobernador de Tarragona de 24 Julio 1884, pre- 
viniéndole que se atuviese á la dictada en 1887. 

Contra esta Real orden interpuso demanda ante 
el T.delo C. A. la Compañía, y es revocada la reso- 
lución del art. 12 de la ley de 2 de Septiembre 1883, 
declarándose firme y subsistente la providencia de 
8 Agosto 1887: 

«Considerando: que la providencia del gobernador 
de Tarragona de 19 de Junio de 1867 fué dictada en 
beneficio de la salud pública, y es un mero acuerdo 
sobre policía de aguas, sin que pueda estimarse como 
una decisión declaratoría de derechos: 

Considerando: por lo expuesto, que la expresada 
providencia pudo ser modificada ó revocada por la 
autoridad quela dictó, por no concurrir en ella nin- 
q0s de las limitaciones establecidas por el art. 12 

ela ley de 25 de Septiembre de 1863: 

Considerando: que al ordenar el gobernador de 
Tarragona en su providencia de 28 de Agosto de 1867 
que la limpia del canal era de cargo de los propieta- 
rios colindantes, hizo una declaración de derecho 
que causó estado por no haberse interpuesto contra 
ella los recursos legales procedentes: 

Considerando: que la orden dictada por el gober- 
nador en M4 de Julio de 18394 es confirmatoria de la 
de 2 de Agosto de 1867, y por tanto no pudo aquélla 
dejarse sin efecto en la vía gubernativa por la Real 
orden de 2Mde Marzo de 1885, recaída en virtud de la 
apelación interpuesta por la marquesa viuda de la 

ca, porque de otra suerte vendría á atacarse el 
estado de derecho que creó la providencia firme de 
Bde Agosto de 1887.» (Sent. 6 Noviembre 1891.—Qace- 
ta30 Agosto 1892, p. 858.) 


14 Diciembre 1891. Recursos contra providencias 
e los gobernadores en materia de contratos administra- 

209. 

Tratándose de un contrato celebrado con un pue- 
blo,la providencia del gobernador resolviendo la al- 
zada puso término á la vía gubernativa, y ni dicha 
autoridad puede volver sobre su acuerdo niel Minis- 
terio tiene facultades para resolver; y la Real orden 
que éste dicte es nula como dictada con incompe- 
Et (Sent. 14 Diciembre 1891.—Gac. 8 Septiembre 

0 ) 





(1) Es reiteración de doctrina ya establecida poste- 
Tiormente en sentencias de 8 Marzo 1892(Gac. 10 Octubre, 
P,115), y 19 Abril 1893 (Gaos. 4 y 5 Noviembre, p. 198). 
V. PoLicta URBANA en el Diccionario y APÉNDICES. 

BOLETÍN: Ax. 1892. 
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135 Diciombro 1891. Procedimiento administrati- 
vo: Resolución del gobernador en primera instancia. Dic- 
tada providencia por un gobernador denegando cierto 
recurso fundada en haberse interpuesto fuera del pla- 
20 legal, y estimado lo rontrario de Real orden, en virtud 
de apelación, procede devolver el expediente 4 aquella au- 
toridad paru que resuelva sobre el fondo, pues de lo con- 
trario se privaria al interesado de una instancia. Cóm- 
puto de los términos gubernativos, descontando los 
días ferludos, 


El Ayuntamiento de Valencia declaró á los here- 
deros de D. Lorenzo Segura, depositario que fué de 
los fondos municipales, responsables de un descu- 
bierto de su causante, y notificó este acuerdo á los 
interesados en 21 de Septiembre de 1857. En 26 de Oc- 
bre apelaron aquéllos para ante el gobernador de la 

rovincia, que estimando interpuesta la apelación 

uera del plazo de treinta días, denegó el recurso. 
Aocudió entonces la parte interesada al Gobierno, 
que expidió Real orden reconociendo que el acuer- 

o municipal fué apelado en tiempo, y declarando 
la nulidad de las resoluciones municipales. El Ayun- 
tamiento impugnó dicha Real orden en vía conten- 
ciosa, y el Tribunal de este orden la deja sin efecto, 
declarando la nulidad de lo actuado desde que el 
gobernador dictó sa providencia, y á fin de que re- 
suelva sobre el fondo, por los fundamentos muy im- 
portantes que repruducimos á continuación: 

«Considerando: que la providencia del gobernador 
de 17 de Noviembre de 1888, al desestimar el recurso 
de Carbajosa,se fundó únicamente en que estaba in- 
terpuesto tuera de plazo, y por consecuencia se abs- 
tuvo de examinar la cuestión en el tondo: 

Considerando: que la Real orden impugnada esti- 
mó, por el contrario, que el recurso estaba inter- 
puesto dentro del plazo, cuyo criterio debe ser acep- 
tado, puesto que los términos empiezan á correr 
siempre al día siguiente al de la notificación, y en 
los que se establecen por días, deben descontarse 
siempre los festivos é inhábiles, Á menos que expre- 
samente se consigne lo contrario en la disposición 
legal que le otorgue: 

Considerando: que, por lo expuesto, establecido y 
demostrado qua el recurso de Carbajosa estaba en 
plazo, lo precedenteera haber devuelto el expedien- 
te al gobernador de la provincia pura que dictase 
resolución en el fondo; pues, de io contrario, al pres- 
cindir de ese requisito y resolverla desde luego, se 
priva al particular interesado de una instancia en 
el expediente ó de una de las garantías de acierto 
establecidas por las leyes. 

Y considerando: que en su consecuencia procede 
dejar sinefecto la Real ordenimpugnada, reponien- 
do el expediente á su primer estado para que se re- 
suelva en primera instancia, según lo establecido en 
los anteriores fundamentos.» (Sent. 16 Diciembre 
1891.—(Gac. 9 Septiembre 1892, p. 439.) 


31 Diciembre 1891. Recursos contra providen- 
cias de los gobernadores en cuestiones sobre alineación 
de calles y reparación de edificios, y sobre servidumbres 
y vías pecuarias. 


Dichas providencias ponen término á la vía gu- 
bernativa, y si de ellas se apela para ante el Go- 
bierno y éste resuelve, la Real orden que se expida 
es nula, como diotada con incompetencia, porque 
el único recurso procedente es el contencioso ante 
el Tribunal provincial. 





5 Febrero 1898. Facultades de las Diputaciones 
en cuanto al nombramiento y separación de sus emplea- 
dos: Incompetencia del Ministerio de la Gobernación en 
la materia. 


Por acuerdo de una Diputación fué separado de 
su cargo un secretario contador de establecimien- 
tos de Daneficencla; pero el Ministro dispuso su re- 
posición. Recurrida la Real orden en vía contencio- 
sa, se deja sin efecto: 

«Considerando: que el nombramiento y separa- 
ción de los empleados provinciales corresponde de 
una manera peculiar privativa á las Diputaciones 
provinciales, y es, por tanto, materia de su exclusi- 
va competencia, limitada tan sólo por lo dispuesto 
en las leyes, reglamentos y disposiciones generales 
en cuanto á determinados funcionarios, según lo 
establecido en los arts. 74 y 104 de la misma ley: 

Considerando: que de lo expuesto se infiere que el 
acuerdo de la Diputación provincial de Zaragoza 
de 25 de Noviembre de 1889, que recayó en asunto 
propio de las facultades de dicha OOO: no 
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era susceptible en modo alguno de recurso de alza- 
da ante el Ministro de la Gobernación, el cual ca- 
rocía de competencia para resolver en la reclama- 
ción que contra el mismo entabló Iznardo: 

Considerando: además, que si bien la Administra- 
ción Central puede conocer de los recursos que se 
utilicen contra los acuerdos de las Diputaciones 
que han recaído en asuntos de sus atribuciones, 
cuando en ellos se han infringido las disposiciones 
legales vigentes que determinan y limitan la com- 

etencia de aquellas Corporaciones, es lo cierto que 

. Juan Iznardo no ha podido invocar en su favor 
precepto alguno de carácter aia que favorezca 
sus pretensiones, todo lo cual demuestra la impro- 
cedencia del recurso que utilizó: 

Considerando: que el art. 94 del reglamento de la 
Diputación provincial de Zaragoza, única disposi- 
ción aplicable al caso concreto de que se trata, es- 
tablece precisamente que la Diputación puede se- 
parar á sus empleados por causa que estime funda- 
da, previa Audiencia del interesado, trámite que en 
este asunto se ha observado...» (Sent. 5 Febrero 1892. 
Gacs. 22 y 23 Septiembre, p. 54.) 


6 Febrero 1898, Acuerdos de los gobernadores 
en materia de policía dictados con incompetencia, 

Los gobernadores carecen de facultades para 
anular la enajenación de terrenos sobrantes de la 
vía pública, cuando se ha constituído un estado po- 
sesorio y no se ha apelado contra la cesión, cuales- 

ujera que sean los vicios de que ésta adolezca y 
sin perjuicio de la acción reivindicatoria ante los 
Tribunales. (Sent. 6 Febrero 1892, inserta en POLICÍA 
MUNICIPAL.) 

—Véanse, además de las disposiciones insertas, 
las contenidas en los siguientes artículos: BaAL- 
píos: COMPETENCIAS: ELECCIONES: FUEROS DE LAS 
PROVINCIAS VASCONGADAS: ÍMPUESTO SOBRE LOS PA- 
aos: INSTRUCCIÓN PÚBLICA: PARTIDOS MÉDICOS: PE- 
SAS Y MEDIDAS: PRECEDENCIAS EN ACTOS PÚBLICOS: 


SELLO Y TIMBRE: TerckErÍas: VinOS. 


GOBIERNO Y ADMINISTRACION DE 
LAS PROVINCIAS DE ULTRAMAR. (Dic- 
cionario, tomo V, págs. 853 y siguientes.) 


RE. D. 31 Diciembre 1891. 


Cuba: Régimen provincial: Supresión de organismos 
administrativos: Instrucción pública: Justicia. 
RESUMEN.—Creación de tres grandes regiones admi.- 
nistrativas y jefatura de las mismas.—Funciones 
del gobernador general y de los gobernadores de 
las provincias.—Supresión de las Direcciones de 
Administración civil y de Hacienda; de la Inspec- 
ción general de este ramo; de las Inspecciones de 
obras públicas, montes y minas; de los Institutos 
de Pinar del Río y Santa Clara; de la Escuela de 
Veterinaria y de las Audiencias de Pinar del Río y 
Matanzas.—A plicación del importe de las multas 
procedentes de infracciones en el ramo de Adua- 
nas. — Procedimiento administrativo: Interposi- 
ción y sustanciación de recursos contra resolucio- 
nes de los gobernadores, extraordinarios de queja 

y de nulidad. 


(UnrTrAMAR.) «Ezxposición.—Señora: El mal de 
los constantes déficits, no puede continuar... 
Para convencerse de la urgencia que hay en acu- 
dir á remediarlo, basta el somero examen del 
cambio ocurrido en la situación económica de 
aquella isla en el transcurso de poco más de 
veinte años; desde que aquel territorio perdió su 
condición de colonia Y entró en el régimen ge- 
neral de administración y en el disfrute de todos 
los derechos de las demás provincias españolas. 

Antes de esta transformación, que abrió para 
Cuba una nueva é importante faz de su vida, 
encaminada á fortalecer más cada día los víncu- 
los que la unen á la madre patpia, la gran Anti- 
Ma, tan favorecida por la naturaleza, cubría 
las necesidades de su administración y vertía 
en las arcas del Tesoro nacional el sobrante de 
sus rentas. Desde aquella época, por el contra- 
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rio, á causa primero de los excesivos gastos que 
impuso la guerra mantenida contra los enemi- 
gos de la integridad nacional, y más tarde, obte- 
nidas la victoria y la paz, por razones que no 
sería oportuno ni fácil detenerse á examinar, es 
lo cierto que viene desnivelada la Hacienda de 
la isla de Cuba con lamentable continuidad; sus 
déficits amenazan ser perpetuos y obligan á fre- 
cuentes operaciones de crédito que salvan el con- 
flicto del momento á costa del porvenir, impo- 
niendo sobre los futuros presupuestos cargas 
irredimibles durante larga serie de años, y no 
siendo aún posible determinar la cuantía de su 
deuda, puede afirmarse ya que excede en mucho 
de la imponente cifra de 154 millones de pesos. 

La mera enunciación de este estado de cosas 
es sobrado fundamento para tomar con urgen- 
cia enérgicas medidas que contengan los gastos, 
fortalezcan los ingresos y se encaminen á obte- 
ner, cueste lo que cueste, un presupuesto real, 
verdadero y efectivamente nivelado. 

Próximo el momento de la reunión de las Cor- 
tes, pudiera el Ministro que expone excusarse 
de acometer la ardua empresa que, como inelu- 
dible, le imponen los deberes del cargo que ejer- 
ce por la confianza de V. M.; pero este aplaza- 
miento supondría nuevos y mayores daños, y 
renunciar á la autorización de que se encuentra 
investido sería tanto como renunciar á las eco- 
nomías que pueden realizarse en el presente 
ejercicio, y que vendrán á servir de compensa- 
ción, siquiera sea sólo en parte, á la baja que 
sufre la mejor de las rentas del presupuesto de 
Cuba, la renta de Aduanas, como natural con- 
secuencia del convenio celebrado con el Gobier- 
no de la República de los Estados Unidos, y de 
los efectos necesarios de la ley de relaciones co- 
merciales con la Península. 

Sin llegar á la supresión de ninguna de las ac- 
tuales provincias, lo que llevaría perturbación 
al orden político, toda vez que la actual división 
territorial sirve de base á la representación en 
Cortes de aquel país, cabe para fines económicos 
dar vida á mayores regiones que en Cuba tienen 
como razón que las amolde á los bábitos del país, 
la tradición de los tres antiguos departamentos, 
Occidental, Central y Oriental. 

Estableciendo en las capitales de las regiones 
un gobernador regional, de mayor categoría 
administrativa que los actuales gobernadores, 
que subsistiriían en tres de las seis actuales 
Pes como inferiores jerárquicos de aqué- 

los, adquiriría mayor descentralización el régi- 

men vigente, vigorizando los medios de la Ad- 
ministración para la mayor regularidad de los 
servicios. 

De este modo, concentrando en una sola mano 
los servicios en la administración regional, que 
permi la supresión de centros y oficinas, que 

acen lenta la tramitación y eterno el expe- 
diente, se conseguirá, al mismo tiempo que fa- 
cilidades para la buena gestión, mayor suma 
de autoridad po los representantes del Go- 
bierno central en aquellos países. Tomando, 
finalmente, por medio de todos los servicios, 
no el ideal del deseo, sino la posibilidad de so- 
portar el gravamen que su organización impone 
al Tosoro, el Ministro de Ultramar espera obte- 
ner en Gracia y Justicia y Hacienda, Goberna- 
ción y Fomento una economía de 1.025.884 pesos 
16 centavos sobre la de 232.165 que realizó su an- 
tecesor, y sin dejar por ello abandonada ningu- 
na función de gobierno. 

No son estas, Señora, las únicas economías 
que el Ministro que suscribe se propone realizar 
en el vigente o A la suma necesaria 
de aquéllas, para obtener el patriótico fin que 
el Gobierno de $. M. se propone, hay que agre- 
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gar, como consecuencia, la no menos importan - 
te que ha de resultar en los alquileres de edifi- 
cios, que serán innecesarios por la concentra- 
ción de las distintas dependencias que hoy 
existen, y además las que espera del noble con- 
curso de sus compañeros los Ministros de la 
Guerra y de Marina para llegar, sin disminuir 
las fuerzas de mar 7 tierra que garantizan la 
seguridad y la paz de aquella isla, á un presu- 
puesto de gastos menor de 23 millones de pesos... 


REAL DECRETO 


A propuesta del Ministro de Ultramar; de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, usando de 
la facultad que concede al Gobierno el art. 21 
de la ley 29 Junio 1888, subsistente por el 11 de la 
de 18 del mismo mes de 1890;-—En nombre, etc. 

Artículo 1.? Se crean tres OS regiones 
administrativas en la isla de Cuba, Occidental, 
Contral y Oriental. 

Cada una de estas regiones se compondrá de 
dos de las actuales provincias, y serán capitales 
de las mismas, la Habana de la región Orciden- 
tal, Matanzas de la Central y Santiago de Cuba 
de la Oriental. 

Art. 2. Al frente de cada región habrá un 
e eperis pri con categoría de jefe superior de 

dministración, siendo de la de jefes de prime- 
ra clase la de los gobernadores de las otras pro- 
vincias. 

Los actuales gobernadores y los que lo hayan 
sido, conservarán el carácter de jefes de Admi- 
nistración de primera clase, y figurarán con 
esta categoría cn el escalafón general de em- 
pJeados ó cesantes del orden administrativo. 

. Los gobernadores de las referidas regiones y 

provincias serán considerados inferiores jerár- 
quicos del gobernador general, pero ejercerán 
su autoridad en virtud de facultades propias, 

Art. 8.2 El gobernador general en toda la 
isla, y los gobernadores en las provincias de su 
mando, serán jefes superiores inmediatos de 
todos los ramos administrativos, incluso el de 
Hacienda, sin perjuicio de las atribuciones es- 
peciales que se confieran por la naturaleza de 
sus + Ey á los gobernadores regionales. 

Art. 4. Se suprimen las Direcciones genera- 
les de Administración civil y de Hacienda, así 
como la Inspección general de este ramo. Los 
servicios encomendados á estos centros, pasarán 
á las secciones correspondientes de la Secretaría 
del Gobierno general, organizada con arreglo á 
las plantillas que se publicarán oportunamente. 

Art. 5.2 Quedan también suprimidas las Ins- 

pecciones de Obras públicas, de Montes y Mi- 
nas, desempeñándose los servicios de su ramo 
por la Sección central y por las provinciales de- 
pendientes de log Gobiernos respectivos. 
- Art.6. Del importe de las multas satisfe- 
chas al Tesoro por infracciones en el ramo de 
Aduanas y por expedientes de defraudación en 
los demás, se satisfará trimestralmente la ter- 
cera parte entre los funcionarios que hubiesen 
contribuído con su celo é inteligencia al aumen- 
to de la recaudación. 

La distribución la harán Jos gobernadores, 
nos los informes que consideren oportunos, 

do conocimiento los de las provincias á 
los de las regiones, que podrán modificar su 
acuerdo. 

Se exceptúan las multas que imponga la Ad- 
ministración por el concepto de derechos rea- 
les, no existiendo denunciador y cuyo importe 
deberá ingresar integro en el Tesoro según re- 
glamento. j . 

Art. 7.2 Los jefes de Sección de la Adminis- 
tración central y los deigual clase de la pro- 
vincial, despgcharán todos los asuntos de trámi- 


te y aquéllos que por delegación expresa les au- 
toricen sus jefes superiores. 

Art. 8. Los gobernadores de cada provincia 
remitirán todos los meses á los de la región y 
éstos en el correo más inmediato á este Minis- 
terio, nota detallada relativa al anterior, de la 
marcha de los diversos servicios que les están 
confiados, de la recaudación de las rentas y de 
los gastos satisfechos y en descubierto, del es- 
tado de Caja y de cuanto es necesario para que 
en el Ministerio exista el conocimiento de cuan- 
to se refiera al buen orden de la administración. 
De estas comunicaciones darán al mismo tiem- 
po conocimiento al gobernador general de la 
isla. | 
Art. 9. Los gobernadores de provincia falla- 
rán en primera instancia, por sí ó asesorados de 
su respectiva Junta consultiva, las reclamacio- 
nes que se presenten con apelación ante el go- 
bernador general; sólo en los casos en que por 
excepción se determinarán, corresponderá á este 
Ministerio resolver en definitiva. 

Los recursos de menor cuantía se fallarán en 
pane y única instancia por los gobernadores. 

os extraordinarios de queja se interpondrán 
ante el gobernador general de la isla cuando se 
dirijan contra los gobernadores regionales, y an- 
te estas autoridades si se trata de actos ú omi- 
siones de los gobernadores de provincia. Los de 
nulidad contra providencia firme, se interpon- 
drán ante la autoridad provincial que la hubie- 
re dictado, y su resolución corresponderá á la in- 
mediata superior en el orden que se establece 
para los recursos de queja. 

Art. 10. Quedan suprimidos igualmente los 
Institutos de segunda enseñanza de Pinar del 
Río y Santa Clara. Esto no obstante, continua- 
rán las cátedras que tengan alumnos hasta la 
terminación del actual curso académico, consi- 
derando autorizado para ello el crédito que sea 
necesario. 

Se declaran sin efecto los Reales decretos de 
27 de Junio de 1890 y 29 de Julio de 1891, creando 
una Escuela de Veterinaria y abriendo un con- 
curso para la provisión de plazas. 

Art. 11. Quedan suprimidas igualmente las 
Audiencias de lo criminal de Pinar del Río y 
Matanzas. 

Art. 12, Los créditos en las diversas seccio- 
nes del presupuesto de gastos de la isla de Cuba, 
comprendidos en el del año de 1890 91, prorroga- 
do por Real decreto de 16 de Julio último y mo- 
dificado por el de 7 de Agosto siguiente, se re- 
ducirán en la cantidad de 1.025.884 pesos 16 cen- 
tavos, según se expresa en la relación detallada 
que á continuación se inserta y con arreglo á 
las plantillas respectivas. En su consecuencia, 
los servicios que dicha relación comprende no 
podrán exceder de los créditos que se señalan, 
quedando modificados los que se reforman en la, 
cifra que se fija y totalmente suprimidas las obli- 
gaciones para las cuales deja de consignarse el 
crédito correspondiente. 

Podrán, sin embargo, continuar los Institutos 
de segunda enseñanza, las Estaciones agronómi- 
cas y cualquier otro de esta indole, siempre que 
los Ayuntamientos ó Diputaciones lo soliciten, 
y consignen en sus presupuestos, con aproba- 
ción del gobernador de la provincia, crédito su- 
ficiente para atender al gasto de su permanencia, 

Art.13. Las obligacione3 de Beneficencia que 
figuraban en el cap. XVI de la sec. 6.*, para las 
que no se consigna crédito alguno, correrán á 
cargo de las respectivas Diputaciones provin- 
ciales y Ayuntamientos. ' 

Art. 14. La modificación introducida en los 
servicios por este Real decreto, empezará á estar 
en vigor desde 1.” de Febrero de 1892. 





212 





GOB. Y ADMIN. DE LAS PROVINCIAS DE ULTRAMAR. 





El Ministro de Ultramar dictará las instruc- 
ciones y reglamentos que sean necesarios para 
su cumplimiento y resolución de las incidencias 

ue puedan suscitarse, quedando derogadas to- 
das las diposiciones que se opongan á este Real 
decreto, y en suspenso, hasta su planteamiento 
definitivo, lo dispuesto en el de 13 de Octubre 
de 1890, organizando la carrera de la Adminis- 
tración general del Estado en Ultramar. 

Art. 15. Los funcionarios que en virtud de 
esta reforma resulten excedentes tendrán dere- 
cho á ser colocados en la isla de Cuba, ocupando 
cuatro vacantes de cada cinco que ocurran en 
sus respectivas categorías. A este efecto, el go- 
bernador general formará un escalafón riguro- 
so de todos los que se encuentren en dicho caso, 
expresando años de servicios y antigúedad en 
sus clases. 

Dado en Palacio á 81 de Diciembre de 1891.— 
María Cristina.— El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Gac. 2 Enero 1892.) 


R. O. 6 Enero 1882. 

Reformas en la organización administrativa de la 

isla de Cuba. 

Por esta Real orden se comunican al goberna- 
dor general de la gran Antilla algunas explica- 
ciones conducentes á fijar el alcance del pensa- 
miento que el Real decreto anteriormente in- 
serto inspira y á facilitar el tránsito del antiguo 
al nuevo régimen. (R. O. 6 Enero 1892.—Gac. 7 
idem.) 


R. D. 8 Enero 1892. 

Cuba: Tribunal local de lo Contencioso administrativo: 
Consejo de administración. Se ajusta la composición de 
aquél a la que tienen los Tribunales provinciales de lo 
Contencioso en la Península y reorganizando el Consejo 
de administración de la isla. 

(ULTRAMAR.) «...Artículo1.”(1) El Tribunal 
local Contencioso administrativo en la isla de 
Cuba, se compondrá, conforme á lo dispuesto en 
el cap. ITI, art. 15 y siguientes de la ley de 13 de 
Septiembre de 1888 que organiza estos Tribuna- 
les para las provincias de la Monarquía, del pre- 
sidente de la Audiencia territorial, de dos ma- 
gistrados y dos diputados provinciales letrados, 
elegidos por sorteo anual. 

Art. 2.2 Queda suprimido el crédito de 25.000 

esos que la ley de presupuestos de la isla de 
ba consigna para el pago de cuatro magis- 
trados administrativos y un fiscal del Tribunal 

Contencioso, cuyos cargos quedan asimismo su- 

primidos. 

Art.3.? El Consejo de administración de la 
isla de Cuba se compondrá del mismo número 
de consejeros que hoy le forman; pero todos 
ellos sin excepción lo serán á título gratuíto y 
honorífico. 

Art. 4.2 Los créditos para 
taría y material del Consejo 


ersonal de Secre- 
e administración 


(1) Losllamados magistrados administrativos que for- 
man parte de aquel Tribunal (del local de la isla) desem 
peñan funciones que no tienen similar en la Peninsula, y 
que sin añadir ninguna ostensible garantia para los inte- 
reses que ante aquellos Tribunales se ventilan, cuestan 
muy caro al Tesoro de la isla de Cuba.—No abona tam- 
poco eu conservación el que aquéllos formen parte del 
Consejo de administración de aquella isla, introduciendo 
en la composición de ¿ste una doble representación, la de 
consejeros gratuitos y consejeros retribuidos, que no pue- 
de menos de ser contraria al sentimiento de unidad, que 
debe ser como el alma de toda Corporación consultiva. 
La discordancia posible entre unos y otros podria resul- 
tar en desdoro de la Administración pública, quitando 
ante la opinión fuerza al Consejo de aquellos asesores 
q. no resulten prestando á la autoridad suprema de la 

la el concurso de una opinión que la malicia pudiera 
rechazar como influida é interesada.» (Extracto de la 
exposición del Keal decreto.) 


consignados en la vigente ley de presupuestos 
de la isla de Cuba quedan rebajados en 5.000 
pesos destinándose para dichas atenciones la 
cantidad de 9.880 pesos. 

Art. 5.2 El Ministro de Ultramar queda au- 
torizado para distribuir el referido crédito en- 
tre el personal y material de dicha Secretaria 
ó de otros Consejos, si se creyera oportuna su 
creación. 

Art. 6.2 Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan á lo dispuesto en este 
decreto. 

Dado en Palacio á 8 de Enero de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. 9 Enero.) 


R. D. 30 Enero 1892. 


Creando Juntas ó Consejos al lado de cada autoridad gu- 
bernativa de la isla de Cuba.— Consejo general de admi- 
nistración. —Consejos en las regiones d provincias.— 
Consejo regional administrativo de la Habana.—Auto- 
ridad é intervención del gobernador general de la isla 
en los Consejos que se crean. 


! 


(ULTRAMAR.) «Artículo 1.2 Al lado de cada 
autoridad gubernativa de la isla de Cuba, desde 
el gobernador general hasta el gobernador de 
provincia, se creará una Junta ó Consejo com- 
puesto de las primeras autoridades que existan 
en la respectiva capital y del número de indivi- 
duos domiciliados y arraigados en el país que 
determina este decreto. ; 

Art. 2. El Consejo general de Administra: 
ción, con residencia en la Habana, le compon- 
drán el presidente de la Audiencia, el reveren- 
do obispo de la di5cesis, el comandante general 
del pad el interventor general del Esta- 
do y diez consejeros nombrados por la Corona; 
dos de ellos propietarios, dos hacendados pro- 
ductores de azúcar, dos hacendados productores 
de tabaco, dos industriales y dos comerciantes, 

Art. 3.2 Una vez nombrados los consejeros y 
aceptado por ellos el cargo, no podrán ser desti- 
tuídos sin justa causa ni admitidas sus dimisio- 
nes sino por motivos que se estimen racionales y 
fundados. 

Art. 4. En las regiones y provincias forma- 
rán el Consejo el gobernador de las mismas, el 
comandante general, la autoridad eclesiástica 
de más elevada pense qua el presidente de la 
Audiencia, si lo hubiere, el presidente de la Di- 
putación provincial, ocho consejeros de Real 
nombramiento en las regiones y cuatro en las 
provincias, que deberán ser también arraigados 
y domiciliados en la región ó provincia respec- 
tiva y recaer los nombramientos en personas 
pertenecientes á las distintas clases de las que 
contribuyen á sostener las cargas públicas. 

Art.5. Delo preceptuado en el artículo an- 
terior se exceptúa el Consejo regional adminis- 
trativo de la Habana, que so compondrá del go- 
bernador,delcomandante general, segundocabo, 
del presidente de la Diputación, del rector de la 
Universidad y de ocho consejeros nombrados en 
la forma que previene el artículo precedente. 

Art. 6.2 El cargo de consejero es gratuito y 
honorífico, con las obligaciones y el disfrute de 
las prerrogativas que se determinarán para el 
cumplimiento de esto decreto. Los nombramien- 
tos de los individuos del Consejo general de Ad- 
ministración se harán por Real decreto, y los do 
los demás por Real orden. 

Art. 7.2 Será presidente del Consejo general 
de Administración el presidente do la Audiencia 
de la Habana, y de los Consejos regionales y pro- 


vinciales el gobernador de la región ó provincia. 


respectiva. El presidente podrá delegar sus fan- 
ciones en cualquiera de los consejeros cuando no 
pueda asistir á las sesiones, 
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Art. 8. El gobernador general de la isla de 
Cuba podrá concurrir á las sesiones ó convocar 
á cualquiera de los Consejos que se establecen. 
Siempre que por una ú otra causa asista el go- 
bernador general á las sesiones de cualquier 
Consejo, tendrá la presidencia con voz y voto 
decisivo en caso de empate en las deliberaciones. 

Art. 9.2 El Consejo general tendrá un secre- 
tario, jefe de Administración de primera clase. 

Las funciones de secretario serán desempeña- 
das en los demás por el que lo sea de la región ó 
provincia. 

Para atender al sueldo de aquél y á los gastos 
necesarios de cada Consejo, el Ministro de Ul 
tramar hará la distribución del crédito subsis- 
tente en los capitulos 10 y 11, artículos únicos de 
la sección 6.* de la ley de presupuestos, según lo 
dispuesto en el art. 5,” de mi decreto de 8 del co 
rriente. 

Art. 10. El Consejo general de Administra- 
ción continuará compuesto por los mismos in- 
dividuos que hoy le forman. 

Sólo cuando de ellos taltaren hasta no comple- 
tar el número de consejeros que deben compo- 
nerle, según el art. 2. de este decreto, se proce- 
derá á hacer nuevos nombramientos. 

Art. 11. El plazo concedido en mi decreto de 
81 de Diciembre último, en su art. 14, para el 
planteamiento de los servicios reorganizados, 
será prorrogado por un mes, ó sea hasta 1.” de 

Arzo. 

Art. 12. El Ministro de Ultramar dictará las 
disposiciones necesarias para el cumplimiento 
de lo press tuado en este decreto. 

Dado en Palacio 4 30 de Enero de 18992. —María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. 31 id.) 


E. O. 8 Febrero 1992. 

Determinando las funciones de los gobernadores de las 
ovincias on que está dividida la isla de Cuba; las de 
8 gobernadores de las regiones recientemente creadas; 
el carácter, categoría, etc., de los consejeros del Con- 
sejo de Administración; el número y carácter de las 
sesiones de éste; los casos en que serd obligatorio para 

los gobernadores la consulta previa al mismo, etc. 

(ULTRAMAB.) <«...S, M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, se ha 
servido aprobar las instrucciones siguiontes: 

Artículo 1.? Los Eee de las provin- 
cias en que está dividida la isla de Cuba por Real 
decreto de 9 de Junio de 1878 conservarán las fa- 
cultades que les vienen concedidas en la Real 
disposición de la citada fecha, y las que les con- 
fiere el reglamento orgánico de la Administra- 
ción económica central y provincial de la misma 
isla, aprobado por R. D. de 19 de Enero de 1892, 
sin otra modificación que la necesaria á hacerlas 
compatibles con las disposiciones que la presente 
instrucción contiene. 

Art. 2.2 Los gobernadores de las regiones ad- 
ministrativas creadas por R. D. de 31 de Diciem- 
bre de 1891, gozarán de las facultades y atribu- 
ciones que les son propias como gobernadores de 
las provincias en que residen, teniendo además 
las siguientes: 

1.* La de comunicar directamente al Gobier- 
no todo asunto que, en su juicio, revista carac- 
teres de gravedad para el orden, seguridad ó 
buena administración en la región de su mando, 
sin perjuicio de ponerlo al mismo tiempo en co- 
nocimiento del gobernador general. 

2.” La inspección y revisión de las resolucio- 
nes dictadas por los gobernadores de las provin- 
cias que á su región pertenezcan, si alguien se 
alzase de ellas, y oído el Consejo de Administra- 
ción estimase el asunto de bastante importancia 
para traerlo á su conocimiento. Cuando así lo 
resuelva, lo comunicará al Gobierno y al gober- 
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nador general de la isla, á quienes asimismo 
elevará la resolución que dicte con carácter de 
definitiva para los efectos oportunos. 

8.* Presidir las reuniones de toda Corpora- 
ción administrativa, con voz, cuando se trasla- 
de á otra provincia de su demarcación que no 
sea la de su mando inmediato, y adoptar en ella 
Jas resoluciones que, de acuerdo con el informe 
del gobernador propietario de aquélla, estime 
procedentes. 

4,* Proponer directamente al Ministerio de 
Ultramar y al gobernador general de la isla 
cuantas reformas considere conveniente intro- 
ducir en los servicios y reglamentación de los 
mismos, á cuyo efecto podrán girar visitas de 
inspección, instruyendo expedientes por las fal- 
tas ó irregularidades que encuentren cometidas 
en cualquier ramo. 

5.* Acordar con el gobernador general en 
todos los asuntos que, referentes á la adminis- 
tración de su o estaban comprendidos en 
el art. 4.2 del R. D. de 18 de Septiembre de 1890, 
yA concedidos como facultades á la extinguida 
ata general de Administración civil de la 
isla. 

6.” Entenderse directamente con todas las 
autoridades, Centros y Corporaciones de su re- 
gión, pudiendo exigir de los mismos cuantos 

atos y antecedentes estimen necesarios para la 
debida inspección que les viene concedida. 

7.*— Será obligatorio para los gobernadores 
regionales remitir todos los correos al Ministe- 
rio de Ultramar un estado ó comunicación deta- 
llada, referente á la situación de todos los ramos 
de la Administración regional, reformas que en 
ellos deban introducirse y estados generales de 
la recaudación. 


CONSEJOS DE ADMINISTRACIÓN 


Art. 3.2? El cargo de consejero de Adminis- 
tración, creado por virtud del R. D. de 31 de Di- 
ciembre de 1891, es gratuíto y voluntaria su 
aceptación. Una vez aceptado es obligatorio en 
su desempeño, bajo pena de apercibimiento, 
amonestación y pérdida de las atribuciones y 
prerrogativas que por esta Real orden se les 
concede, como castigo á la negligencia en el 
desempeño de sus funciones ó al abandono de 
las mismas. 

Art. 4. Los consejeros pertenecientes al Con- 
sejo general tendrán la consideración y ono 
ría de jefes superiores de Administración y los 
de Consejos regionales y provinciales la de jefes 
de Administración de primera clase, udiendo 
unos y otros usar el uniforme y gozar del trata- 
miento que á dichas categorías corresponde. En 
los actos públicos y oficiales, civiles y religiosos, 
ocuparán lugar preferente al lado de la autori. 
dad á la que asesoran. 

Art. 5. Después de aceptado el cargo se 
efectuará la toma de posesión ante la Diputa- 
ción en pleno, presidida por el gobernador, en 
cuyo acto prestarán los consejeros juramento 
Óó promesa por el honor de obediencia á las leyes 
de la Nación y de imparcialidad y rectitud en 
sus Consejos, siempre encaminados á fortalecer 
los vínculos de amor y de adhesión á la madre 
patria. 

Los individuos del Consejo general de Admi.- 
nistración prestarán el antes ordenado juramen- 
to ante la Audiencia territorial de la Habana, 
reunida en Sala de gobierno, y les será recibido 
por el gobernador general de la isla. 

Están exceptuados de esta formalidad en la 
toma de posesión los consejeros que ejerzan este 
cargo por virtud del carácter oficial das tengan 
como autoridades eclesiásticas, civiles y mili- 
tares. 
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Art. 6. Las sesiones de los Consejos no son 
públicas. Sus deliberaciones y acuerdos debe- 
rán acreditarse levantando acta de cada una de 
ellas, en que se haga constar el número y nom- 
bres de consejeros presentes, el asunto ó asun- 
tos que hayan sido objeto de deliberación y 
los acuerdos tomados. El consejero ó consejeros 
que difieran del acuerdo de la mayoría harán 
constar en el acta su disentimiento sin funda- 
mentarlo. 

Art. 7.2 Las sesiones de los Consejos serán 
ordinarias y extraordinarias. 

El número de las primeras y las fechas de su 
celebración serán fijados por el mismo Consejo 
en la primera sesión que celebre después de 
constituido. 

Las segundas se verificarán siempre que el go- 
bernador lo determine por sí 6 á petición de dos 
consejeros, si lo estima procedente, previa con- 
vocatoria con la antelación debida para que to- 
dos los consejeros puedan ser citados. d 

Al Consejo únicamente corresponde admitir 
Jas excusas de no asistencia de los consejeros. 

Los asistentes á la sesión, sea cualquiera su 
número, constituirán el Consejo y serán válidos 
sus acuerdos. 

Cuando el Consejo no admita como justifica- 
da la falta de asistencia de algún consejero, 
lo participará así al edició ara que le 
aperciba y amoneste á concurrir á la sesión in- 
mediata. ! 

Para este efecto, se considera como una sesión 
todo el tiempo que el Consejo permanezca reuni- 
do en virtud de una convocatoria, cualquiera 
que sea el número de sesiones que celebre. 

Si después de apercibido y amonestado persis- 
tiese en su falta de asistencia y dejara de concu- 
rrir á la primer convocatoria, lo pondrá en co- 
nocimiento del Gobierno, acompañando el go- 
bernador propuesta de los que reunan las condi- 
ciones del consejero que así abandona su cargo, 
para que el Gobierno pueda acordar su separa- 
ción y nombrar quien le reemplace. 

Art, 8. Será obligatorio para los gobernado- 
res la consulta previa del Consejo y su dictamen 
en los casos siguientes: 

1. En las cuestiones de Sanidad á causa de 
epidemia ó enfermedad contagiosa que amenace 
gravemente la salud pública, y medidas de sa- 
neamiento ó higiene que sea preciso adoptar 

ara la salubridad de una población ó comarca. 

icencias ó prohibición del establecimiento de 
industrias en poblado que puedan considerarse 
nocivos á la salud pública, 

2.2 En las Memorias ó informes dirigidos á 
este Ministerio en propuesta de construcción de 
obras públicas, caminos, defensas de poblacio- 
nes y seguridad de los puertos. 

3. Sobre las Ordenanzas municipales ó sus 
reformas, cuando sean sometidas al examen y 
aprobación del Gobierno. 

4. Sobre la suspensión de cualquier acuerdo 
de Ayuntamientos 6 Diputaciones provinciales. 

5. Sobre la aprobación de los presupuestos 
ld y municipales, creación ó aumento 

e nuevos ó extraordinarios arbitrios. 

6. Sobre todas las reclamaciones contra el 
reparto ó cupo de contribución, subsidio ó arbi- 
trios municipales, sin perjuicio de las facultades 
y de la resolución confiadas por las leyes é ins- 
trucciones vigentes á las respectivas Juntas de 
contribucionos. 

Lo que de Real orden comunico á V. E. para 
su debido o o é inserción en la Gaceta 
de la Habana. Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 8 de Febrero de 1892.» (Gac. 9 td.) 


GRADO Y EMPLEO MILITAR, Significa- 


do legal de estas dos locuciones que emplea el 
reglamento de Montepío militar. Véase en Jun1- 
LACIONES la Sent. del Tribunal de lo o] 
administrativo de 8 de Abril de 1892, 


GRANDEZAS Y TÍTULOS. (Dicc., t. V,pá-. 
gina 856.) 


R. O. 17 Diciembre 1892. 
Sobre información para rehabilitar un titulo de conde. 


Grac. Y JusT.) «Ilmo. Sr.: Encontrándose jus- 
tificados los extremos necesarios para estimar 
fundada la solicitud de D. Wilfredo de la Puen- 
te y Noguer, para que se rehabilite á su favor el 
titulo de conde del Portillo, con arreglo al artí- 
culo 4.” del R. D. de 14 de Noviembre de 1885, 

S. M. el Rey D. Alfonso XIII (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, ha teni- 
do á bien disponer se remita á V. 1. el adjunto 
expediente, para que por el Juzgado que corres- 
ponda se proceda á practicar la información opor- 
tuna con arreglo al artículo citado. De Real or- 
den, etc. Madrid 17 de Diciembre de 1892. —Mon- 
tero Rios.—Sr. Presidente de la Audiencia de 
Sevilla.» (Gac. 24 Diciembre.) 


—V. IMPUESTO SOBRE GRANDEZAS. 


GRANJAS AGRÍCOLAS REGIONALES, 
EXPERIMENTALES, etc. V. AGRICULTURA. 


GUARDIA CIVIL. (Dicc., t. V, p. 862.) 


Ley de presup. 11 Junio 18992. 
Policía rural y forestal. 


«Art. 23. Las provincias que hayan reclamado 
ó reclamaren en lo sucesivo aumento de fuerza 
de la Guardia civil para desempeñar el servicio 
de seguridad pus rural y forestal, incluirán 
desde 1.” de Julio próximo, en los repartimien- 
tos de la contribución de inmuebles, cultivo y 
ganadoría y en las matrículas de industrial y de 
comercio, losrecargos necesarios para reintegrar 
al Tesoro el exceso de coste que ocasione la fuer- 
za que se les haya asignado ó se les asigne, con- 
forme á lo dispuesto en el art. 5.? de la ley de 7 
de Julio de 1876, sin exceder el límite autorizado 
por la de 18 de Julio de 1885. 

Las cantidades que por dicho concepto se es- 
tóén adeudando al Tesoro serán satisfechas en 
diez plazosiguales, á cuyo fin se incluirán en los 
repartimientos y matrículas, además de la anua- 
lidad corriente, la parte que corresponda al pla- 
ZO por atrasos.» 


R. D. 7 Diciembre 1892. 
Haberes, pluses de concentración, etc. 
Aprueba este Real decreto el reglamento para 
las revistas do comisario de los Cuerpos y clases 
del ejército y seinserta en REvI8TAS ADMINISTRA- 
T1VAS. Véase el art. 151 y otros sobre haberes y 
pluses de concentración en la Guardia civil. 
—Vénse además on EJÉRCITO la sent. de 13 de Fe- 
brero de 1892 resolviendo la cuestión sobre pase con 
ascenso de los oficiales de otras armas á los Inatitu- 
tos de la la Guardia civil y Carabineros, y los ar- 
tículos COMPETENCIAS EN LO PENAL: MONTES. 


GUIAS DE CIRCULACIÓN. Véase RENTA 


DE ADUANAS. 


HABITACIÓN (derecho de). Véase Uso Y 
HABITACIÓN: HIPOTECAS. 


HACIENDA PÚBLICA. La organización 
de las dependencias centrales y provinciales de 
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la Hacienda pública en 1892 queda expuesta en 
la parte doctrinal del artículo correspondiente 
de la 5.* edición del Dicc. (t. V, ps. 1188 á 1204). 
Vinieron á poco las extensas y sistemáticas re- 
formas del Sr. Gamazo (1893), que innovaron sus- 
tancialmente dicha organización, y que subsis- 
ten en cuanto á la Administración provincial; 
respecto do la Administración central rige la es- 
tablecida en 1895, de la cual vamos á dar idea, 
condensando en algunas indicaciones los puntos 
capitales que comprende. 

La Hacionda pública, que personifica los dere- 
ehos y obligaciones del Estado, sus créditos y 
deudas, sus rentas y valores, etc., se rige funda- 
mentalmente por las leyes anuales de presupues- 
tos, por la especial de contabilidad de 3-25 Junio 
de 1870, y por los arts. 20, 25, 26, 27 (1), 88 y 63 al 
67 del proyecto de ley de administración y conta- 
bilidad de la Hacienda (Ar. de 1893, págs. 413 y 
414), puestos en vigor por el 26 de la ley de pre- 
supuestos de igual año (1d., p. 406). Doterminan 
estos artículos el concepto de los presupuestos, 
regulan su duración, especifican los recursos 
para cubrirle, prohiben la concesión de créditos 
permanentes, señalan la manera de pagar y for- 
malizar en cuentas las obligaciones de la deuda, 
y los haberes del personal y material de ofici- 
nas, definen los elementos que han de aportarse 
á la cuenta general definitiva y á la liquidación 
de los presupuestos, establecen Ja tramitación 
de los expedientes para modificar los servicios ó 
crear otros nuevos por medida gubernativa, y 
disponen sobre concesión de créditos extraor- 
dinarios. Para el planteamiento y desarrollo 
de algunas de estas disposiciones (2) se dictó el 
R. D. de 29 de Agosto de 1893 (Ar. de fd., p. 531), 
reorganizando el Tribunal de Cuentas del Reino 
y estableciendo bases para la reforma de su re- 
glamento y del de la Intervención general de la 
Administración del Estado. El reglamento orgá- 
nico de ésta se aprobó por R. D. de 12 de Octu- 
bre de 1893 (págs. 615 y siguientes del mismo 
Aréxpice) (3), y el del Tribunal de Cuentas por 
R, D. de 28de Noviembre Íd (ps. 781 y sigs.), y 
son los vigentes, salvo la reforma de los párra- 
fos 15 y 16 del art. 135 del último, acordada por 
la ley de 18 de Septiembre de 1896 (Ar. de id, pá- 
gina 533). 

La organización actual del Tribunal de Cuen- 
tas no es, sin embargo, la que estableció dicho 
E. D. de 29 de Agosto de 1893, sino la que dispu- 
so el de 16 Julio de 1895 (Ar. de íd., p. 466), cuyo 
art. 12 mandó redactar otro reglamento orgáni- 


(1) El caso 1.” del párrafo 8.* del art. 97, relativo 4 la 
forma de cubrir el importe de los créditos extraordina - 
rios ysuplementos de créditos, ha sido derogado por el 
art.35 de la ley de presupuestos de 1896. (AP., p. 4$7.) 

(2) Véanse además las Re. Os. de 11 y 12 de Agosto de 
1893 (APÉNDICE del mismo año, ps. 778 y 778) y 8 de 
Marzo de 1894. (AP. de td., p. 294.) 

(3) El reglamento interior es de 5 Diciembre de 1895 
(Ar. de id., p. 844). 


co del Tribunal en el término de dos meses, no 
publicado hasta la fecha. Ultimamente, los ar- 
tículos 15 del R. D. de 21 de Agosto de 1896 y 12 
de la ley de 24 del mismo mes y año (Ar. de íd., 
ps. 414 y 415), han autorizado la reforma de la 
Sala de Ultramar. 

El sistema de partida doble para la contabili- 
dad del Estado se estableció por R. D. 28 Marzo 
1893, que creó á la vez un Cuerpo pericial de 
contabilidad del Estado y aprobó su reglamento 
orgánico (Ar. 1993, p. 153 y sigs.); pero el Cuerpo 
no se constituyó definitivamente hasta el Real 
decreto 6 Diciembre 1891 V. este Real decreto y 
el reglamento orgánico adjunto al mismo en la 
p. 804 y sigs. del Ar. de 1894). 

Reorganización de las dependencias centrales de 
Hacienda.—Las disposiciones fundamentales so- 
bre este punto son el R. D. de 16 Julio 1895, 
(Ar., p. 468) y el R. D. 3 Diciembre id. (p. 829), que 
determinan la organización y funciones de las 
dependencias centrales de la Hacienda pública. 
Son éstas: Subsecretaria (su regl. interior es de 5 
Diciembre 1895, Ar. íd., p. 842). Dirección de Con- 
tribuctones directas (Regl. int. 19 Diciembre 1895, 
Ar., p. 862). Id. de Contribuciones indirectas (Re- 
glamento 16 Diciembre 1895, Ar. de 1896, p. 44). 
De Aduanas (Regl. 16 Enero 1896, Ar., p. 14). De 


Propiedades y Derechos del Estado (Regl. 19 Di- 


ciembre 1895, Ar. p. 866). Del Tesoro y Ordenación 
general de pagos (Regl. 10 Diciembre 1895, APÉN- 
pág. 851) (1). De la Deuda pública (Regl. 17 Enero 
1896, que es también de la Contaduria de la Deuda. 
(Ar., 1896, p. 18). De lo Contencioso del Estado 
(Regl. orgánico 7 Agosto 1891, (Ar., p. 470), y 
Regl. interior 20 Enero 1896, Ar., de id., pági- 
na 31 (2).—En cuanto á las demás dependencias, 
Comisiones, Consejos, Juntas y demás Cuerpos 
consultivos de la Administración central, véanse 
los Repertorios alfabéticos de los Ars. de 189 á 
1896, artículo HaciENDA PÚBLICA, en los cuales 
están registradas otras importantes disposicio- 
nes sobre facultades de los funcionarios de Ha.- 
cienda, límites de la competencia de las oficinas 
económicas, prescripción de créditos á favor de 
la Hacienda, administración por la misma do los 
montes no exceptuados, etc., etc. 

Los organismos que desempeñan el servicio 
económico del Estado en las provincias se de- 
terminan en el art. 65 de la ley de presupuestos 
de 1893, que tuvo desarrollo reglamentario en 5 
Agosto 1898 (Ar., p. 450), debiendo advertir que 
los comisionados de ventas han sido suprimidos 
por R. D. de 14 Abril de 1896, que ha puesto en 
cada provincia la administración, investigación 
y venta de los bienes del Estado á cargo de un 


(1) El reglamento orgánico de la Ordenacion de pa- 
gos es el de 34 Mayo 1891 (AP. de 1891, p. 440, y HACIEN- 
DA PÚBLICA, del Dicc.), adicionado en 28 Abril de 1896 
(AP. de 1896, Ñ 858). 

(2) El Regl. org. de la Dirección general de lo Con- 
tencioso y Cuerpo de Abogados del Estado es de 7 de 
Agosto 1894 (AP., id. p. 470). 
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administrador, al cual se le han asignado las 
funciones de lossuprimidos comisionados y to- 
das las que ejercen las Administraciones de Ha- 
cienda en lo relativo á los servicios de bienes del 
Estado y de la desamortización civil y eclesiás- 
tica.—V. el epigrafe DesamorTIZACIÓN del Reper- 
torio alf. del Ar. de 1896, 


E. 0.26 Noviembre 1891. 

Que los abogados del Estado que desempeñen en la Admi- 
nistración pública servicios distintos de los del Cuerpo, 
figuren en la escala activa del mismo con los derechos 
consiguientes, aunque percibiendo sus sueldos con cargo 
d la sección del presupuesto 4 que corresponda el ser- 
vicio que desempeñen (1). 

(Hac.) «Vista la instancia elevada por don 
Agustín Fernández Ramos, en solicitud de que 
se declare en suspenso el plazo reglamentario de 
excedencias, cuando ésta se conceda á los aboga- 
dos del Estado para servir otros cargos en la 
Administración pública, y que por lo mismo la 
excedencia concedida á dicho interesado en 26 de 
Julio de 1889 lo fué sin limitación alguna de 

tiempo, y sin perjuicio de los derechos que le co- 
rrespondieran como individuo de la escala activa 
del Cuerpo... 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien de- 
clarar: 

1” Que el art. 20 del R. D. de 16 de Marzo de 
1886 (2), y los preceptos reglamentarios extensi- 
vos á las excedencias de los abogados del Esta- 
do, no son aplicables á los individuos del Cuerpo 
que obtuvieron otros destinos en la Administra- 
ción pública; 

2.2 Que todos los individuos del Cuerpo á 
quienes hasta la presente se hubiese concedido 
la excedencia por causas de aquella índole, entre 
los cuales se halla D. Agustín Fernández Ramos, 
y los que en lo sucesivo fueren nombrados para 
otros destinos en la Administración bública, 
figuren en la escala activa del Cuerpo con todos 
los derechos consiguientes, aunque percibiendo 
sus respectivos sueldos con cargo á la sección 
del presupuesto general de gastos á que corres- 

onda el servicio público en que se ocupen...» 

E. O. 26 Noviembre 1891.—Bol. of. de Hac., pu- 
licado en 1842.) 


RE. D. 8 Enero 18982, 


Refundiendo en una Sala, se denominard de Ultra- 
mar, las dos existentes en dicho Tribunal, dependientes 
del Ministerio de Ultramar, y determinando la compo- 
sición y atribuciones de la nueva, situación de los mi- 
nistros que resulten excedentes, etc , etc. (8). 


(ULtTraMAR.) «Artículo 1.” (4). Las dos Salas 
existentes en el Tribunal de Cuentas del Reino, 
con dependencia del Ministerio de Ultramar 
denominadas de Cuba y Puerto Rico, y de Fili- 
pinas y posesiones españolas del Golfo de Gui- 


(1) Véase el art. 84 de la ley de presupuestos de 1898 
(AP., p. 407), concediendo preferencia á los abogados del 
Estado en ciertos destinos de la Administración central 6 
provincial. 

(2) Véase en HACIENDA PÚBLICA del Diccionario. Es 
el fundamental del servicio de lo Contencioso del Estado. 

(8) Hoy sobre este punto rigen las disposiciones de que 
dejamos hecha mención en el ingreso de este artículo. 

(4) «El ezamen de las cuentas de la Administración 
activa en las que hoy son provincias de Ultramar estuvo 
antiguamente conflado d una Sala especial del Tribunal 
de Cuentas del Reíno, que se dinominaba Sala tercera ó de 
Indias.— Más tarde, en el desenvolvimiento de la organt- 
zación administrativa en aquellos distantes países..., 88 
establecieron Tribunales territoriales en Cuba y Filípi- 
nas.— Pero..... aquellos Tribunales fueron suprimidos, 
creándose en esta capital, al lado del Tribunal de Cuentas 
del Reino, y asimiladas en su composición y procedimien- 


HACIENDA PÚBLICA. 





nea, se refundirán en una sola con la denomina- 
ción de Sala de Ultramar, reduciéndose los cré- 
ditos destinados para el gasto que ha de ocasio- 
narse á la cantidad de 100.000 pesos. 

Art. 2.2 Formarán la Sala de Ultramar los 
tres ministros, de entre los seis de las Salas su- 
primidas que reunan mayor número total de 
años de servicios al Estado contados día por 
día. Uno de ellos habrá de tener la cualidad de 
letrado. 

Art. 3. Los ministros que resulten exceden- 
tes serán considerados para toda clase de efec- 
tos como si continuasen en servicio activo; ten- 
drán la obligación de concurrir á los Plenos y 
de sustituir en enfermedades z ausencias á los 
ministros titulares, disfrutando á título de gra- 
tificación del haber de 5.000 pesetas anuales. 

Art. 4. El Ministro de Ultramar queda au- 
torizado para distribuir el crédito de 100.000 pe- 
sos que se destina á este servicio, aprobar las 
plantillas y nombrar todos los empleados que 
en ellas se comprendan, sujetándose únicamen- 
te á las condiciones establecidas por la vigente 
ley de la Península, para el ingreso y ascenso de 
los funcionarios Públicos en la carrera de la Ad- 
ministración general del Estado. 

Art. 5.2 Corresponderán á la Sala de Ultra- 
mar, que se establece en el Tribunal de Cuentas 
del Reino, los mismos deberes y atribuciones 
que tenian señalados las suprimidas por este de- 
creto. 

Art. 6.” El crédito decretado para atender á 
este servicio será satisfecho por los distintos 
Tesoros de Ultramar, en la proporción de 50 por 
100 por el Tesoro de la isla de Cuba, 84 por 100 

or el de las islas Filipinas y 16 por 100 por el de 
a de Puerto Rico. 

Art. 7.2 Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan á lo establecido en este 
decreto. 

Dado en Palacio á 8 de Enero de 1892. —María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. Y Enero.) 


R. O. 13 Febrero 18982. 


Reglas para el señalamiento definitivo de las fianzas de 
los administradores de partido creados por el R. D. de 
27 de Octubre de 1891. 


(Hac.) «...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, de” confor- 
midad con lo propuesto por V. I. se ha servido 
disponer: 

Primero. Que una vez ha sido ya cumplida 

or esa Dirección general y la de Contribuciones 
indirectas la disposición 11.* de la R. O. de 27 de 
Octubre último, señalando, de común acuerdo 
la cantidad de 8.000 pesetas como tipo general 


tos, primero por R. D. de 12 Agosto 1887, la Sala deno- 
minada de Cuba y de Puerte Rico, y luego, por otro de 26 
de Octubre de 1888, la Sala de Filipinas y de las posesio- 
nes españolas del Golfo de Guinea. Ambas Salas subsis 
ten, y el Minístro que suscribe no puede dejar de recono- 
cer el servicio que han prestado.— Pero disminuido el 
atraso en el examen y fallo de cuentas..., el Ministro... 
cree que, sin detrimento de éstas, puede y debe reducir 
aquel necesario organismo.—El hecho de que los presu- 
puestos de las Antillas y Filipinas sumados ascienden 
sólo á la cuarta parte del total importe a ho fe 
de la Península, forma contraste con la igualdad de gra- 
vamen que este servicio exige d unos y otro presupuesto, 
puss las Salas de Ultramar tienen e tan 
numeroso personal como el Tribunal de Ouentas del Rei- 
no.—Semejante estado de cosas no puede prevalecer, Y por 
sensible que sea la medida, el Ministro que suscribe no 
puede menos de aconsejar d V. M. la refundición en una 
sola Sala de las de Filipinas y de Cuba y Puerto Rico, to- 
mando aquélla la denominación de Sala de Ultramar.» 
(Extracto de la exposición que precedu al Real de- 
creto.) 


gee - 


HACIENDA PÚBLICA. 
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de fianza á los administradores de partido, en 
concepto de provisional, y con objeto de facili- 
tar su pronta toma de posesión, corresponde 
ahora exclusivamente á la Dirección general de 
Contribuciones indirectas hacer los señalamien- 
tos parciales definitivos, en vista de lo que ha- 
yan expueato los delegados de Hacienda, confor- 
me á la circular de los citados Centros de 6 de 
Noviembre ó de los datos que aquélla haya ad- 

virido sobre los valores probables por el ramo 
del Timbre que se calculen en cada Adminis- 
tración. 

Segundo. Que la fianza definitiva que se se- 
ñale por tal concepto á un administrador, se con- 
sidere afecta á la responsabilidad en que pudie- 
rs incurrir por el servicio del Giro mutuo, con- 
forme á lo que dispone el art. 48 de la Instruc- 
ción de 2 do Junio de 1888. 

Tercero. Que por esa Dirección general se pa- 
sen desde luego á la de Contribuciones indirec- 
tas todas las consultas ó propuestas que se la 
hayan dirigido por las Delegaciones de Hacien- 
da, relativas al aumento del señalamiento de 
fianzas hecho por la citada circular de 6 de No 
viembre último, para que resuelva en cada caso 
lo que proceda, así como las copias de las escri- 
turas de fianzas recibidas en ese Centro. 

Cuarto. Queen lo sucesivo, y con arreglo á 
las disposiciones anteriores, las dependencias 
provinciales se entiendan directa y exclusiva- 
mente con la expresada Dirección de Contribu- 
Pes indirectas en todo lo relativo al particu- 
ar, y 
Quinto. Que la misma Dirección estudie y 
proponga á este Ministerio con toda urgencia 
a resolución definitiva que corresponda respec- 
to á fianzas, y si es ó no conveniente autorizar 
á los administradores de partido para expender 
en su dependencia toda clase de documentos del 
timbre con abono del premio correspondiente, 
según lo estaban antes los antiguos subalternos 
de Rentas Estancadas. 

De Real orden, etc.—Madrid 13 de Febrero de 
1892.—Concha.—Sr. Director general del Tesoro 
público.» (B. O. de IT.) 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892. 
Concesiones de exacción de derechos ó minoración de 
contribuciones con arreglo 4 las leyes de población ru- 
ral, de ensanche y de aguas. 

«Art. 19. Interin el Gobierno presenta á las 
Cortes y éstas resuelven un proyecto de ley re- 
formando la de 3 de Junio de 1863, queda en sus- 
penso la facultad de conceder exencionos de de- 
rechos ó minoración de contribuciones que con 
arreglo á las leyes de población rural, de ensan- 
che y de aguas corresponde otorgar al Ministro 
de Hacienda, según el art. 11 de la ley de 18 de 
Junio de 1885, continuando en vigor en todas 
sus demás a cpCIOnES la citada ley de 3 de 
Janio de 1868 (1). 

El Ministro de Hacienda dispondrá la revisión 
de las concesiones otorgadas hasta el presente y 
que no lo hayan sido en virtud de la autorización 
concedida al efecto por el art. 11 de la ley de 18 
de Junio de 1885, con objeto de que queden anu- 

s las hechas con infracción de las leyes res- 
pectivas, ó cuando resnlte que no se han cumpli- 
do las condiciones de las mismas.» 


Liquidación del impuesto de derechos reales. 


«Art. 22, Se autoriza al Gobierno de S. M.: 
«1. Para derogar el R. D. de 16 de Marzo de 
1885, dictado mediante autorización concedida 





(1) Véase en el ap: de 189905, p. 389, sobre inteligen- 
cia de este artículo, la sent. del Tribunal de lo Contencio- 
30 administrativo de 18 Octubre 1894. 


en una ley, por la cual se encomendó á los abo- 
gados del Estado la liquidación del impuesto 
sobre derechos reales y transmisión de bienes en 
las capitales de proacia y para disponer se 
encarguen de dicha liquidación los registrado- 
res de la propiedad respectivos, quienes en lo 
que á este servicio se refiere, dependerán direc- 
tamente de los delegados de Hacienda, y perci- 
birán sus honorarios con arreglo á la ley de 81 
de Diciembre de 1881, quedando facultado el Go- 
bierno de S, M. para disponer como recurso del 
Tesoro de la parte del premio de liquidación que 
considere necesaria con arreglo á las circunstan- 
cias y al buen servicio público (1).» 


Ingreso en el Tesoro del resto de los depósitos que se 
hagan en toda clase de Tribunales... 


«Art. 26. El resto de los depósitos que se ha- 
gan en toda clase de Tribunales, después de he- 
chas las aplicaciones inmediatas determinadas 
por las leyes de Enjuiciamiento civil ó criminal 
ó de lo Contencioso administrativo, ingresará 
en el Tesoro público como recurso del presu- 
puesto.» 


Supresión de las Administraciones subalternas de 
Hacienda. 


«Art. 29, Se suprimen las Administraciones 
subalternas de Hacienda creadas por la ley de 11 
de Mayo de 1888, quedando autorizado el Cobier- 
no para organizar la Administración central y 
provincial del ramo como juzgue más conve- 
niente para el servicio del Estado, y para resta- 
blecer los comisionados de ventassuprimidos por 
la citada ley. 

Los actuales secretarios de las Comisiones de 
evaluación podrán continuar en sus mismos car- 
gos, sin que por esto adquieran derechos pasivos 
ni categoría administrativa.» (Ley de presupues- 
tos de 1892.) 


KR. D. 9 Julio 1892. 

Suprimiendo las Direcciones de Contribuciones directas é 
indirectas, creando tres de Contribuciones.— Aduanas. 
Impuestos; organizando la Administración provincial 
de Hacienda y el Cuerpo de abogados del Estado: plam- 
tilla de las Direcciones :2). 

(Hac.) «En consideración á las razones ex- 
puestas por el Ministro de Hacienda; de acuerdo 
con el Consejo de Ministros; en uso de la autori- 
zación que concede al Gobierno el art. 29 de la 
ley de presupuestos de 80 de Junió próximo pa- 
sado, y con arreglo á lo dispuesto en el art. 30 
de la misma ley; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Quedan suprimidas las Direccio- 
nes generales de Contribuciones directas y de 
Contribuciones indirectas, y se crean en su reem- 

lazo tres Direcciones con las denominaciones de 

ontribuciones, Aduanas é Impuestos, quedan- 
do encargada esta última de la Delegación del 

Gobierno interventora en el arrendamiento de 

tabacos (8). 

Art.2. La Administración provincial de la 
Hacienda queda constituida con las dependen- 
cias siguientes: 


(1) Véase sobre este punto la nota al art. 52 del regla- 
mento vigente del timbre del Estado. (Ap. de 1996, 

.618, 
ze (3) Véanse las indicaciones que hacemos en el ingreso. 
Aunque derogada esta organización, creemos conventente 
insertar los artículos fundamentales de este Real decreto. 

(8) Antes de la reforma vigente en la organisación 
central de la Hacienda pública de 1895, la efectuada por 
este art. 1.9, sufrió modificacines por Rs. Da. de 15, 28 y 
29 de Did de 1894 (AP. de 1894, ps. 198, 499, 541 
y 561. 
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Delegaciones de Hacienda. 
Administraciones de Contribuciones. | 
Administraciones de Impuestos y Propiedades. 
. Administraciones especiales. 
Administraciones de Aduanas. 
Intervenciones y Archivos de Hacienda. 
. Depositarías pagadurías. , 

Inspección é investigación de Hacienda. 

Y por las oficinas subalternas que exija el ser- 
vicio. 

Art. 8.” Se aprueban las adjuntas plantillas 
del personal del Tribunal de Cuentas del Reino 
y de las dependencias de la Administración cen- 
tral y provincial de Hacienda pública que son 
objeto de reforma, de cuyas plantillas se dará 
cuenta á las Cortes. 

Art. 4.2 El Cuerpo de abogados del Estado se 
comprenderá en dos plantas: en la primera, los 
individuos del Cuerpo que se asignen á la Di- 
rección general de lo Contencioso del Estado, 
Tribunales superiores y Centros directivos; y 
en la segunda, afectos á las plantas de las Dele- 
gaciones de Hacienda, los destinados á la Ad- 
ministración provincial y Tribunales de jus- 
ticia. 

Art. 5.? Los empleados de la Inspección de la 
Hacienda y los de la investigación, cuando se 
hallen en comisión del servicio, tendrán derecho 
los primeros á dietas y gastos de locomoción en 
la forma dispuesta por R. O. de 23 de Febrero 
de 1886, declarada subsistente por la de 1.” de 
Julio de 1887, y los segundos á las dietas de 5 
pesetas y abono de as de segunda clase. 

(Siguen los arts 6.” 4 8. sobre reducciones y 
aumento de créditos por consecuencia de las re- 
dera! 

Art. 9.2 El Ministro de Hacienda dictará las 
disposiciones necesarias para la ejecución de 
este decreto. 

Dado en Palacio á 9 de Julio de 1892.— María 
Cristina.—El Ministro de Hacienda, Juan de la 
Concha Castañeda.» 

Las plantas del personal aprobadas, que se 
detallan á continuación del anterior Real de- 
creto, son: 

1.* Del Tribunal de Cuentas del Reino. 

e De la Dirección general del Tesoro pú- 
ico. 

8.* De la Intervención general de la Admi- 
nistración del Estado. 

4." Dela Dirección general de la Deuda. 

5. De la Junta de Clases pasivas. 

6." De la Dirección general de Contribu- 
ciones. 

7. Dela Dirección general de Aduanas. 

8.* Dela Dirección general de Impuestos. 

9.* Dela Dirección general de Propiedades y 
Derechos del Estado. 

10. Dela Dirección general de lo Contencioso 
del Estado. 

11. Dela Ordenación de pagos por obligacio- 
nes del Ministerio Hacienda. 

12. Delas Delegaciones de Hacienda. 

18. De las Administraciones de Contribu- 
ciones, 

14. De las Administraciones de Impuestos y 
Propiedades. 

15. De las Administraciones especiales de 
Hacienda (en Alava, Guipúzcoa, Navarra y 
Vizcaya). 

16. De las Intervenciones de Hacienda y Ar- 
chivos. 

17. Delas Depositarías pagadurías. 

18. De las Administraciones de Aduanas. 

19.- De las Administraciones y Depositarías 
especiales (en Jerez de la Frontera, Cartagena, 
Ciudad Real, de las Palmas, Mahón, Ferrol, Ibi- 
za y Couta). 


p€¿EEoxmKDKÚÁÚÓ'”'———+—4140. 


20. De la Inspección é investigación de Ha- 
cionda. 

21. Dela Intervención de las minas de Alma- 
dén. (Gac. 11 Julio.) 


Es. Ds. 80 Julio 1898. 
Créditos a vea motivo del Centenario de 
olón. 


(Hac.) Extracto.—Se concedió un crédito ex- 
traordinario de 92.890 pesetas á un capítulo adi.- 
cional de la Sección 5.* «Ministerio de Marina» 
del presupuesto de obligaciones de los departa- 
mentos ministeriales del año económico 1892-98, 
para el sostenimiento en situación armada por 
once meses de la carabela Santa María, cons- 
truída en cumplimiento de la ley de 15 de Mayo 
último; y otro de 50.000 4 un capítulo adicional 
de la Sección 7.* «Ministerio de Fomento» del 
presupuesto de obligaciones de los departamen- 
tos ministeriales, para atender á los gastos del 
Congreso de Americanistas. (Gac. 10 Agosto.) 


E. D. 38 Agosto 1893. 
Inspección é investigación de la Hacienda pública. 


_Aprobó este Real decreto, con carácter provi- 
sional, el reglamento para el servicio de la ins- 
pección é investigación de la Hacienda pública; 
pero por R. D. de 3 de Febrero de 1898 (Ar. de 
ídem, p. 81)se dió nueva forma á la organiza- 
ción de la Inspección, reduciendo considerable- 
mente su personal administrativo, con lo que se 
hizo necesaria la publicación de un nuevo re- 
glamento de la Inspección, que fué aprobado 
por R. D. de 14 de Septiembre de 1893 (Ar. de 
ídem, p. 589), y cuyos arts. 10 á 13 y 15, regula- 
dores de las dietas y gastos de locomoción, se 
declararon después aplicables á todos los casos 
en qn se confirieran comisiones á los empleados 
de Hacienda de la Península é islas Baleares y 
Canarias. (R, O. 14 Mayo 1894, Ar., p. 277.) Dicho 
reglamento fué modificado en cuanto á la escala 
de dietas que señalaba, por R. O. 16 Octubre 1894 
(Ar., p. 647), MA derogado en totalidad por el ar- 
tículo 4.” del R. D. de 4 de Octubre de 18%, que 
modificó la planta del personal de la Inspección 
y aprobó con carácter provisional un nuevo re- 
glamento de la Inspección, que es el vigente y 
está inserto en las ps. 690 y siguientes del Ar£n- 
DICE de 1895, debiendo tenerse presente además 
las dos Rs. Os. de 81 Enero y la R. O. de28 Feb: ero 
de 1896, insertas en las ps. 164 y 176 del Ar. de 
1896 (1), y que la investigación de cuantos bienes 
y derechos corresponden al Estado corre hoy 
á cargo de los administradores provinciales de 
bienes del Estado.—Véase Desamortización en el 
Repertorio alfabético del Ar. de 1896, 


E. O. 28 Noviembre 1892. 
Forma en que han de prestar sus servicios los individuos 
del Cuerpo de aspirantes d abogados del Estado. 

(Hac.) «limo. Sr.: La creación del Cuerpo de 
aspirantes al de abogados del Estado fué justi- 
ficada por el laudable propósito de excusar el 
nombramiento de abogados interinos para el 
desempeño, por largo tiempo á veces, de graves 
funciones de la Administración pública. Pero 
está abonada no menos por la reconocida con- 
veniencia de facilitar á los aspirantes la práctica 
indispensable para el más acertado despacho del 
servicio público, confiada al Cuerpo en que defi- 
nitivamente han de ingresar. 

Ya en demanda de este doble objeto, los ejer- 
cicios de oposición, reglamentados por el regla- 


(1) Respecto de las Rs. Os. de 81 de Enero de 1896 
véase en la p. 632 del AP. de 1896 la nota al art. 79 del 
reglamento timbre, relativa d sí subetsien los arts. 96 
y 100 del reglamento de la Inspección vigente. 
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mento orgánico de 5 de Mayo de 1886, y hechos 
oportunamente por los aspirantes, son prácticos 

par que teóricos, porque la buena doctrina 
enseña y la ilustrada experiencia confirma que, 
aislados, serían insuficiente garantía de buena 
elección, como lo son aún las más brillantes 
hojas de estudios y de servicios. 

as oposiciones verificadas han enseñado, á 

sar de esto, y según autorizada opinión de los 

ibunales que las presidieron y juzgaron, ma- 
yores deficiencias en los ejercicios prácticos 
que en las exposiciones doctrinales de los opo- 
sitores; y tan lamentable falta debe ser reme- 
diada proporcionando nuevas prácticas á los as- 
irantes en el concepto que deben adquirir desde 
uego deauxiliaresactivos de la Administración. 

Con esto ganará también el despacho de los 
numerosos, delicados y complejos asuntos 80- 
metidos al examen ó á la gestión del personal 
que de esa Dirección depende, y que no puede 
recibir ahora el conveniente desarrollo, por la 
necesidad, más sentida cada día, de contener y 
aun reducir en lo Papi los gastos públicos. 

Para satisfacer las conveniencias apuntadas, 
y conformándoso con los autorizados preceden- 
tes aplicados ya al personal de aspirantes á las 
carreras judicial y fiscal, 

S.M.e SE D. G.), y en sunombre la Reina 
nopente del Reino, se ha dignado acordar lo si- 
guiente: 

1.2? Los individuos del Cuerpo de aspirantes 
al de abogados del Estado, funcionarán desde 
luego como auxiliares de la Administración ac- 
tiva, sin sueldo, en todos los servicios encomen- 
dados á esa Dirección general y al personal que 
de la misma depende en Madrid y en provincias. 

Los servicios que los aspirantes presten en el 
concepto explicado, les servirán de mérito y re- 
comendación especiales cuando ingresen defini- 
tivamente en el Cuerpo, para los ascensos de li- 
bre elección. 

2.2 | Los aspirantes que residieren habitual- 
mente en Madrid, serán destinados por esa Di- 
rección general á prestar servicio en alguna de 
las diferentes dependenctas que constituyen la 
Administración central, y conforme á las rela- 
tivas necesidades y conveniencias de las mismas. 

Los aspirantes que residieren en provincias, 
auxiliarán á las respectivas Abogacías del Es- 
tado en los servicios y de la forma que éstas 
propusieren y esa Dirección general acordase, 
procurando atender preferentemente á las susti- 
tuciones por incapacidad, incompatibilidad, en- 
fermedad, ausencia ó vacadte, y á la constante 
dies del Estado en juicio. 

.2 Para facilitar el cumplimiento de las pres- 
cripciones precedentes, los aspirantes tendrán 
registrado su domicilio constantemente en esa 
Dirección general, y adomás en las Delegaciones 
de Hacienda de las respectivas provincias si re- 
sidiesen en otra que la de Madrid. 

4. Conel mismo objeto, los aspirantes ten- 
drán sus respectivos expedientes personales ins- 
truídos y formados cual se forman é instruyen 
los expedientes personales de los abogados del 
Estado. 

De Real orden, etc. —Madrid 28 de Noviembre 
de 1892.—Concha.—Sr. Director general de lo 
Contencioso del Estado.» (Gaceta 30 Noviembre.) 


E. O. 16 Diciembre 1892. 
Que la Intervención general publique desde 1.9 de Enero 
los documentos que se expresan, 

(Hac.) «...S. M... se ha dignado resolver que 
desde el mes de Enero próximo, se proceda por 
esa Intervención general á la publicación de los 
as documentos: 

rimero. Estados de recaudación del mes an- 


terior, en la forma que viene efectuándolo, y 
juntamente con ellos otro estado en que cons- 
ten por secciones los pagos ejecutados durante 
los meses anteriores y el corriente. Esta publica- 
ción tendrá efecto dentro de los veinticinco pri- 
meros días de cada mes. 

Segundo. Liquidación del presupuesto al tér- 
mino de su Peron natural y del ejercicio al 
finalizar los dieciocho meses de que consta. 

Tercero. Liquidación del presupuesto extra- 
ordinario autorizado por ley de 14 Julio de 1891, 
mientras éste continúe en vigor. 

Cuarto. A los estados de liquidación del ejer- 
cicio acompañará un balance de la situación de 
la Hacienda y del Tesoro. 

De Real orden, etc. — Madrid 16 de Diciembre 
de 1892.—(GGamazo.—Sr. Interventor general de 
la:Administración del Estado.» (Gaceta de 17 Di- 
ciembre). 


R. D. 29 Diciembre 1892, 
Encomendando d un Tribunal gubernativo, compuesto 
del director ó directores generales de los ramos res- 
pectivos, etc., el conocimiento de las reclamaciones eco- 
nómico-administrativas que hoy competen al Ministro: 

Asuntos reservados al Ministro: Término de la vía gu- 

dernativa: Modificación del Reg. de 15 Abril 1890 (1). 

(Dice la exposición que se hace preciso descar- 
a al Ministro del despacho de las innumera- 

les reclamaciones que sobre ól pesan actual- 
mente, y cuya resolución raya en los límites de 
la imposibilidad material si han de ser aquéllas 
estudiadas con el detenimiento indispensable Z 
no han de quedar desatendidas las funciones de 
la alta Administración que le incumben, es decir, 
las de impulsión general, de dirección y vigi 
lancia de todos los servicios y de preparación de 
proyectos, reformas y mejoras.Se expone luego, 
en justificación del organismo que se crea, lo 
siguiente:) 

«Nada más contrario á principios de buena or- 
ganización administrativa que el intento de con- 
centrar de un modo material la responsabilidad 
de todas las funciones ejecutivas en una sola, 
persona. 

Responsable el Ministro de la marcha general 
de todos los servicios de su departamento, que 
está encargado de dirigir y de inspeccionar, no 
puede desenvolverlos por sí mismo; gobierna 
más bien que administra, y necesita de agentes 
subordinados en quienes pueda delegar parte de 
sus fanciones de ejecución de los actos, confor- 
me á las normas de antemano establecidas, ó la 
aplicación de estas normas á los hechos ya rea- 
lizados. 

Ahora bien; la imposibilidad práctica de que 
el Ministro desempeñe por sí la especie de facul- 
tad jurisdiccional que ahora le incumbe perso- 
nalmente en cuanto le corresponde resolver, ya 
en primera, ya en sogunda instancia, las recla- 
maciones á que dan origen los actos de la Admi- 
nistración y la necesidad de qoncentrar su aten- 
ción al ejercicio de la potestad reglamentaria, 
á la impulsión goueral y á la alta inspección de 
los servicios, le han hecho pensar que, desen vol- 
viendo preceptos vigentes que autorizan esta 


(1) Las reglas para el régimen interior de este Tribu- 
nal se dictaron por R. O. 5 Enero 1898 (AP., p.842), pero el 
Tribunal gubernativo ha sido suprimido por R. D. de 16 
Julio 1896, restableciéndose en su consecuencia los articu- 
lose 62 d 65 del reglamento de procedimiento administra- 
tivo de 15 de Abril 1890 (R. D. 16 Julio 1895, AP., de id. 

.476). Téngase también en cuenta la R. O. de 26 Septiem- 

e de igual año (p. 888, AP.de 1895). Insertamos, no obs- 
tante, este Real decreto para dejar en el Diccionario do- 
cumento tan importante en la historia de las vicisitudes 
de nuestra Administración económica, pues inicia en ella 
una novedad cuyos resultados, según parece, no corres- 
pondieron d las esperansas de su autor. 
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delegación al establecer en el reglamento de 
rocedimientos la única instancia en la vía gu- 
rnativa y en las Delegaciones de Hacienda 
para determinados asuntos, pueda extenderla 
ampliarla sin perjuicio de todas aquellas condi- 
ciones de garantía, imparcialidad y acierto que 
deben desearse en los fallos. 

Esto puede lograrse fácilmente encomendan- 
do á una Junta ó Tribunal compuesto del direc- 
tor general del ramo á que se refiera el asunto, 
del interventor general de la Administración 
del Estado y del director general de lo Conten- 
cioso, la resolución de las reclamaciones que ya 
en primera, ya en segunda instancia, correspon- 
den hoy al Ministro, con las excepciones que la 
prudencia aconseja, y sin perjuicio de la alta 
inspección que corresponde á todo el que delega 
parte de sus funciones. 

La composición de este Tribunal responde á 
todas las condiciones necesarias para el acierto 
y la imparcialidad de los fallos; pues al paso que 
el director del ramo por el detenido estudio que 
ha de haber hecho del expediente tramitado en 
su oficina y por el conocimiento minucioso que 
ha de haber adquirido de los hechos, puede ilus- 
trar con su información y con sus opinionos á la 
Junta, si la circunstancia de haber realizado el 
acto reclamado hiciera nacer algún prejuicio 
en su ánimo, sería contrarrestado por el parecer 
y el voto del director general de lo Contencioso, 


«persona perita en Derecho y competente en Ad- 


ministración, y del interventor general que fis- 
caliza todos los actos administrativos; los cua- 
les funcionarios, no habiendo concurrido á la 
preparación y ejecución del acto, han de conser- 
var aquella serena imparcialidad, que es garan- 
tía razonable de la justicia de los acuerdos. Por 
este modo, se da satisfacción á los deseos de 
aquéllos que pretenden que sea una autoridad 
distinta la que ejecute el acto y la que resuelva 
sobre la reclamación á que dé origen, sin des- 
atender á los no menos justificados de los que 
sostienen que nadie se encuentra con tantos ele- 
mentos de juicio como aquéllos que desde su ori- 
gen han seguido el expediente y adoptado las 
medidas que produjeron la reclamación. Bueno 
es añadir que, siendo necesaria la asistencia de 
un empleado que ejerza las funciones de secre- 
tario, ha parecido que no convenía que fuese un 
empleado variable sino uno permanente, que 
con la práctica adquiera especial aptitud para 
el desempeño de estas importantes funciones... 
Fácil es, por lo demás, una voz justificada la 
delegación de que se trata, indicar los límites 
en que debe quedar encerrada por medio de pru- 
dentes excepciones, ya en razón del respecto de- 
bido á los Ll legislativos, ya por la im- 
portancia de los asuntos, ya por hacerse indis- 
pensable ó conveniente, con ocasión de un hecho 
concreto, el ejercicio de la potestad reglamen- 
taria, ya por la transcendencia de la resolución 
que, afectando á la marcha de los presupuestos, 
uede envolver una verdadera cuestión de Go- 
ierno, ya por respetos debidos al C. de E., ó ya 
finalmente, porara dada la índole del asunto, 
entienda la Junta que debe ser consultada con 
el Ministro la providencia que haya de adop- 
tarse. 
Inútil parece añadir que, á las ventajas ya ex- 
da une el nuevo sistema la de apresurar 
a terminación de los expedientes, justa aspira- 
ción de la ley de 19 de Octubre de 1889, La inter- 
vención en las deliberaciones y acuerdos que ha 
de producir la final resolución gubernativa del 
director general de lo Contencioso y del inter- 
ventor general de la Administración del Esta- 
do, puede, en cuestiones puramente doctrinales, 
evitar, la mayor parte de las veces, audiencias 


ó6 informes que suelen ser evacuados con gran 
pérdida de tiempo, easi por entero consagrado 
á puras formalidades burocráticas, que sin pro- 
vecho del Estado, agotan la paciencia y produ- 
cen la desesperación de los particulares. 

Y si el Tribunal quDeTDativo: como es de es- 
perar, pone desde el primer momento particular 
cuidado en hacer observar los plazos que aque- 
lla ley estableció para la tramitación y termi- 
nación de los recursos, no será vana la esperan- 
za de obtener pronto, en el ejercicio de la juris- 
dicción gubernativa, tantas garantias y proce- 
dimientos tan rápidos como en la más expedita 
de las jurisdicciones. 


La vía gubernativa puede quedar terminada 
con las resoluciones de la Junta; y al paso que 
así se limita la reforma propuesta, se afirma 
un buen principio de organización, se da el pri- 
mer paso en el camino de alteraciones más trans- 
cendentales, se inicia la distinción racional del 
acto administrativo y la reclamación á que 
puede dar origen, y se libra al Ministro de aten- 
ciones de menor importancia é interés que las 
que ae el ejercicio de la alta Adminis- 
tración... 


Artículo 1.? El conocimiento y resolución de 
las reclamaciones económico- administrativas 
que competen hoy al Ministro de Hacienda en 
segunda ó en primera y única instancia, corres- 
ponderán en lo sucesivo á un Tribunal guberna- 
tivo, compuesto del director ó directores gene- 
rales de los ramos respectivos, del interventor 
enero de la Administración del Estado y del 

irector general de lo Contencioso. 

Será presidente de este Tribunal el director 
más antiguo de los que le formen, y desempeña- 
rá las funciones de secretario, sin voto, un ofi- 
cial de Secretaría, jefe de Administración. 

Art. 2. Se exceptúan de lo dispuesto en el 
artículo anterior, y seguirán resolviéndose por 
el Ministerio de Hacienda, los asuntos sigluion- 
tes: Primero. Los que le estén atribuídos espe- 
cialmente por disposiciones del Poder legislati- 
tivo. Segundo. Aquellos, con ocasión delos cuales, 
á juicio del Tribunal gubernativo, deban dictar- 
se disposiciones de carácter general en virtud de 
la ponia reglamentaria que corresponde al 
Poder ejecutivo. Tercero. Los que en razón de su 
importancia hiciesen necesario, de resolverse fa- 
vorablementela reclamación, conceder un crédi- 
to nuevo ó alterar los consignados en los presu- 
puestos generales del Estado. Cuarto. Aquellos 
en que deba ser ó haya sido oído el Consejo de 
Estado, ya en pleno, ya en Secciones. Quinto. 
Los que por la indole de los mismos, ó por su 
cuantía, Ó por la transcendencia de la resolu- 
ción, estime el Tribunal que deben ser consul- 
tados con el Ministro. Sexto. Los en que la reso- 
lución principal no obtuviere tres votos confor- 
mes de os directores que concurran á formar el 
Tribunal, y aquéllos en que, disintiendo el in- 
terventor general, solicite la revisión por el 
Ministro. 


Art. 8.2 Cada Dirección tramitará con ente- 
ra indopendencia las reclamaciones de su pecu- 
liar competencia, y acordará las resoluciones 
definitivas ds correspondan cuando conozca 
de los expedientes en primera instancia. Res- 
pecto de los que le sean sometidos en virtud de 
apelación ó de aquellos otros en que se inter- 
ponga este recurso contre sus resoluciones de 
primera instancia, se limitará á proponer el 
acuerdo que á su juicio deba adoptar el Tribu- 
nal de que trata el art. 1. En la tramitación 
cuidarán los directores de omitir trámites é in- 
formes que estrictamente no sean exigidos por 
las leyes 6 reglamentos vigentes, y de observar 
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iS que se observen los plazos señalados en 
a ley de 19 de Octubre de 1889 (1). 

Art. 4.2 El subsecretario del Ministerio y el 
presidente de la Junta de Clases pasivas serán 


considerados como directores, y formarán par- - 


te del Tribunal cuando deba éste conocer en se- 
gunda instancia de las apelaciones que se inter- 
pongan contra las resoluciones de aquéllos. 

Art. 5.2 Si los expedientes versaren sobre 
asuntos en que intervengan dos ó más directo- 
res, cada uno de ellos propondrá la resolución 
que á su juicio proceda, y estará representado 
en el Tribunal en el momento de adoptarla. 

Art. 6.2 De las resoluciones del Tribunal to- 
mará el secretario nota en el expediente respec- 
tivo, expresando el nombre del presidente y de- 
más directores concurrentes, el voto de cada uno 
de ellos y una breve exposición de los funda- 
mentos de lá discordia, cuando surgiere. 

Esta nota será autorizada por el director pre- 
sidente. 

Art. 7.2 Con las resoluciones dictadas por el 
Tribunal quedará terminada la vía gubernati- 
va para los efectos del art. 1.* de la ley de 13 de 
Septiembre de 1888. 

t. 8.2 En los casos reservados á la resolu- 
ción del Ministro por el art. 2.?, el director del 
ramo á que el expediente corresponda despa- 
chará directamente con aquél. 

De todas las resoluciones que el Tribunal ó el 
Ministro, en su caso, adopten, así como de los 
¿oca en que recaigan, se tomará nota en 
el Registro general de la Secretaría. 

Art.9.2 Quedan modificados el reglamento 
de 15 de Abril de 1890 y las demás disposiciones 
vigentes, en cuanto se opongan á las prescrip- 
ciones contenidas en los artículos anteriores. 

Art. 10. Este decreto empezará á regir desde 
1."de Enero próximo... —Germán Gamazo.»(Real 
decreto 29 Diciembre 1892.—Gac. 30 td.) 


Jurisprudencia. 


28 Marzo 19091. Prescripción de atrasos por pen- 
siones a las familias de soldados ó clases de tropa muer- 
tos en Ultramar. 


No procede el pago de dichos atrasos cuando no 
se ha solicitado su reconocimiento y liquidación 
dentro de los cinco años siguientes á la conclusión 
del servicio de que procedan, por ser aplicable el 
art.19de la ley de contabilidad. (Sent. 28 Marzo 1891. 
Gac. 17 Septiembre, p. 104.) 


33 Junio 19891. Sustracción de cuotas contributi- 
sas por los carlistas durante la última guerra civil. Sen- 
tencia declarando que la suma sustraída procedente de 
la recaudación de contribuciones efectuada por ciertos 
Ayuntamientos, es computable d los mismos en pago de 
sus cuotas contributivas por tratarse de un caso de fuer- 
£3 MAyor... 


Durante la última guerra civil el Banco de Espa- 
ña abandonó en Cataluña á varios Ayuntamientos 
la recaudación de las contribuciones, y entre otros 
á los de Mallón, Roda, Masías, Montañola, Rupit y 
Perafita, los cuales, por disposición de la autoridad 
militar, entregaban las samas cobradas á D José 
Subirachs, delegado del Banco. El 10 de Enero de 
1874 entraron los carlistas en Vich y se apoderaron 
de 11.009 pesetas, 39 céntimos, que por el expresado 
concepto se hallaban en poder de dicho empleado, 
y que habían sido recaudadas por los enumerados 
Ayuntamientos; los cuales, años después, solicita- 
ron del Gobierno que se imputasen al pago de las 
contribuciones correspondientes á los respectivos 
Municipios las 11.009 pesetas 39 céntimos que te- 
nían satisfechas y que fueron sustraidas. Desesti- 
mada la pretensión sucesivamente por la Dirección 
neral de Contribuciones y por el Ministerio de 

acienda, recurrieron los Ayuntamientos á la vía 


(1) Este artículo no modificó las atribuciones de las 
Direcciones generales. (R. O. 81 Enero 1493, AP., p. 846.) 


contenciosa. El Tribunal de este orden accede á lo 
pretendido por los demandantes: 

«Considerando: que las fuerzas carlistas, al apode- 
rarse de los fondos procedentes de la recaudación 
de contribuciones de los Ayuntamientos demandan- 
tes, depositados por la autoridad militar en poder 
de D. José Subirachs, colocaron á éste en la impo- 
sibilidad material de evitar la sustracción por tra- 
tarse de un caso de fuerza mayor, con ocasión de la 
guerra, perfectamente inculpable de su parte: 

Considerando: que la certeza del hecho de la sus- 
tracción no se ha discutido en los presentes autos 
por considerarla probada, y que la cuestión que se 
ventila se reduce á determinar si los fondos sustraí- 
dos deben considerarse como pertenecientes al Es- 
tado ó6 4 los Ayuntamientos demandantes: 

Considerando: que en tal concepto debe suponer- 
se que las cantidades recaudadas y percibidas por 
los tuncionarios administrativosencargados de veri.- 
ficarlo, cuyo carácter no puede negarse á las fuerzas 
del ejército que operaban en Cataluña en la época 
de la guerra civil, eran de la pertenencia del Esta- 
do y no de los Ayuntamientos y particulares con- 
tribuyentes, los que cumplen el deben de atender 
al sostenimiento e las cargas públicas tan luego 
como depositan en poder de la autoridad ó funcio- 
nario competentemente autorizado sus cuotas con” 
tributivas: 

Considerando: que reducida la cuestión que se 
ventila á estos términos, no es aplicable al caso 

resente el art. 18 de la ley de Administración y 
Bontabilidad de la Hacienda pública de 25 de Junio 
de 1870, una vez que no se trata de pedir ai Estado 

ue indemnice á los Ayuntamientos demandantes 
de daños y perjuicios sufridos durante la guerra 
civil, y sí tan sólo que se declarase que los fondos 
de que los carlistas se apoderaron eran del Estado 
en al momento de la sustracción, y que por tanto se 
verificó ésta en perjuicio del Estado y no de los 
Ayuntamientos: 

Considerando: que la orden citada de 28 de Enero 
de 1874 no es tampoco aplicable al caso presente, no 
solamente por ser posterior al hecho de la sustrac- 
ción de fondos verificada por los carlistas, sino tam- 
bién por referirse á un caso en un todo diferente del 
que es objeto del presente litigio: 

Considerando: que, aun en el supuesto de estimar- 
se aplicable dicha orden, el hecho de no haberse ve- 
rificado la información ad perpetuam dentro del pla. - 
zo legal, se justifica por la no existencia del Juzga- 
do en Vich en aquella ocasión, á la par que por la 
confusión y trastorno que para la se Poll les de 
cuentas y pago de contribuciones había producido 
necesariamente en todos los pueblos que sufrieron 
el azote de la guerra civil.» (Sent. 27 Junio 1891.—Ga- 
ceta 11 Noviembre, p. 245.) 


30 Septiembre 19891. Revocación de Real orden 
que declaró nulas las formalizaciones de cuentas hechas 
or el Banco de España como recaudador de las contri- 
uciones, y le exigió el importe de las mismas sín darle 
audiencia. 


Dictase el fallo á que se refiere el epígrafe, con 
vista de los arts. 87 del reglamento orgánico de la 
Dirección de Contabilidad, y 80 y 87 del de 31 de Di- 
ciembre de 1881, y se aduce como fundamento «que 
es principio general de derecho, en el cual se ins- 
piran los preceptos de los arts. 80 y 87 del reglamen.- 
to de procedimiento económico administrativo de 
1881 y el 67 del orgánico de la Dirección de Contabi- 
lidad, que nadie puede ser condenado sin ser oído 

reviamente; que en el caso presente no fué oido el 

anco de España en la vía gubernativa, porque, 681 
bien se reclamaron con repetición documentos y 
antecedentes al director de la sucursal de Grana- 
da, ni se formuló cargo alguno contra aquel esta- 
blecimiento de crédito, ni se le puso de manifiesto el 
expediente, ni se le señaló plazo para que alegara 
lo que á su derecho conviniera; defecto que la Ad- 
ministración activa ha reconocido al dar instruo- 
ciones al fiscal para que se allanara á la deman- 
da en cuanto solicita la nulidad de la Real or- 
den en virtud del defecto expresado; y que tal vicio 
de nulidad sólo alcanza á la parte de la Real orden 
en que se declara la nulidad de las formalizaciones 
de que se trata y se exige al Banco el reintegro, pero 
no á los preceptos relativos á la formación de ex- 

ediente para depurar )a responsabilidad de los 
Fanclonarlos: (Sent. 80 Septiembre 1891.-—.GFHaceta 6 
Agosto 1892, p. 297.) 


—Otro caso exactamente igual en sentencia de la 
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misma fecha de 380 de Septiembre de 1881, publicada 
en la Gaceta de 6 de Agosto de 1892. 


43 Octubre 1891. Noprocede el recurso extraordi- 
narso de queja contra las providencias de los delegados 
de Hacienda, sín haberse utilizado antes el de alzada 
que se debe interponer dentro del plazo señalado por el 
reglamento de 34 Junio 1885, aplicable al caso. 


Adquiridas en subasta el año 1874 por D. Antonio 
Baró varias finoas del Estado, presentó aquél una 
instancia en 17 de Pa. pe ppal de 1885 á la Adminis- 
tración de Hacienda de Tarragona, solicitando se le 
rolevase del pago de intereses de demora por los 
plazos que había dejado de satisfacer, en atención 
á no haber podido tomar posesión de las expresadas 
fincas, por varias razones que al efecto expresaba, y 
pidiendo prórroga en los vencimientos de los paga- 
rós otcrgados por la compra de aquéllas. La Dele- 
gación, por acuerdo de 17 de Marzo de 1888, resolvió 
no haber lugar á la prórroga solicitada, ni á la dis- 
pensa del pago de los intereses sino hasta fin del 
año 1875. Notificado este acuerdo á Baró, presentó 
nueva instancia solicitando su reforma, que la De- 
legación se negó Áá acordar, por lo que el interesado 
entabló recurso de alzada ante la Dirección de pro- 

iedades contra los expresados acuerdos, fundán- 
OBE en la incompetencia de la Delegación, con arre- 

lo al art. 54 del reglamento de 24 de Junio de 1885, 

a cual advirtió 4 Baró que el recurso debía dirigir- 
lo al Ministro de Hacienda. En su virtud, el intere- 
sado acudió á dicho departamento utilizando el re- 
curso extraordinario, que fué desestimado por Real 
orden de 29 de Junio de 1890. 

Contra esta resolución dedujo demanda el intere- 
sado ante el T. C. A., que declara aquélla firme y 
subsistente: ] 

«Considerando: que el recurso interpuesto por 
Baró... como recurso extraordinario de queja era 
improcedente por no haberse utilizado antes el de 
alzada, y estimado en este último concepto resulta- 
ba interpuesto fuera del plazo legal al efecto esta- 
blecido por el reglamento de M4 de Junio de 1886: 

Considerando: que las dos instancias presentadas 
con anterioridad por Baró tampoco pueden consi- 
derarse como recursos de alzada, por ir la primera 
dirigida á la misma Delegación para que reformase 
su acuerdo, y la segunda dirigida á la Dirección de 
propiedades como recurso extraordinario por in- 
competencia de la primera; 

Y considerando: que por lo expuesto, la Real or- 
den impugnada no pudo vulnerar ningún derecho 
del demandante, toda vez que resultaba consentido 
el acuerdo impugnado, y legalmente hubiera basta- 
do con que se hiciese esta declaración en la Real or- 
den sin necesidad ni aun de desestimar el recurso.» 
(Sent. 17 Octubre 1891.—QGac. 22 Agosto 1882, p. 829.) 


9 Diclembre 1891. Cómputo del término de pres- 
cripción de ¿réditos contra el Estado: Cuestiones no de. 
batidas en via gubernativa. 


En 1879 se encargó á D. Joaquín de la Concha Al- 
calde la formación de un proyecto de presupuesto y 
pliego de condiciones para realizar varias obras en 
el Teatro Real, el cual proyecto, una vez termina- 
do, fué remitido al Ministerio de Hacienda en 1881, 
expresándose en una de las condiciones del pliego, 
que el pago del referido RETOS debería satisfa- 
cerse por el contratista al cobrar el primer plazo 
de su ajuste, así como también los honorarios de 
las obras, los cuales abonaría al hacer efectivo el 
último plazo. Sin haber recaído resolución alguna 
sobre los trabajos del Sr. Concha, se publicó en la 
Gaceta de 6 de Agosto de 1887 un anuncio abriendo 
un concurso público para la presentación de pro- 
yesos de las mencionadas obras, con arreglo á las 

ases que dicho anuncio contenía. En 6 de Octubre 
del mismo año, acudió D. Joaquín de la Concha al 
Ministerio reclamando el pago de los honorarios 
que había devengado por los trabajos que presentó 
en 1881, cuya solicitud fué desestimada por haber 
incurrido en caducidad el crédito reclamado. Con- 
tra esta resolución se formuló demanda contencio- 
sa, la cual es estimada por el Tribunal de lo Con- 
tencioso, que con vista del art. 19 de la ley de conta- 
bilidad y del reglamento de 6 de Julio de 1877 para 
la ejecución de la ley de obras públicas de 13 de 
Abril del propio año, revoca la R. O. recurrida de- 
clarando que la reclamación de honorarios formu- 
lada por D. Joaquín de la Concha, fué deducida en 
tiempo hábil: 

«Considerando: que con arreglo á una de las con- 


diciones establecidas en el pliego de las formula- 
das por el demandante, condición que es usual en 
los contratos de obras públicas, la entidad obligada 
á satisfacer el importe de sus honorarios no era el 
Estado, sino el contratista, quien debía pagarle los 
devengados por la formación del proyecto cuando 
cobrase el primer plazo de ajuste, y los correspon- 
dientes á la dirección de las obras al hacer efectivo 
el último plazo: 

Considerando: que mientras estuviere pendiente 
la celebración de la subasta, D. Joaquín de la Con- 
cha carecia de acción contra la Administración, y 
por consiguiente no podían serle aplicables las 
ADE podas relativas á la caducidad de los cró- 

itos contra la Hacienda, pero habiéndose anuncia- 
do en la Gaceta de Madrid de 8 de Agosto de 1837 con- 
curso público para la presentación de proyecto de 
un nuevo escenario en el Teatro Real con sujeción 
á bases distintas de las que el actor había presenta- 
do en 1881, este anuncio vino á manifestar el eam- 
bio obrado en los propósitos de los centros ministe- 
riales, y á partir de su publicación adquirió el Es- 
tado, en defecto del contratista, el deber de remu- 
nerar el servicio que por la Real orden de 4 de Di- 
ciembre de 1879 fué encomendado al arquitecto con- 
servador del Teatro Real: 

Considerando: que el derecho de D. Joaquín de 
Ja Concha á exigir de la Hacienda el pago de sus ho- 
norarios nació al propio tiempo que el deber de ésta, 
y por tanto es notorio que habiendo deducido su re- 
clamación en 6 de Octubre del expresado año de 1887, 
no habían transcurrido todavía los cinco años se- 
ñalados por el art. 19 de la ley de Contabilidad de 
25 de Junio de 1870 para la caducidad delos cródi- 
tos contra el Estado: 

Considerando: que si es de atender la demanda en 
este punto capital, no sucede lo mismo respecto á la 
pretensión de que se manden abonar desde luego al 
actor las 4.119 pesetas importe de la cuenta que ha 
presentado, porque la procedencia de esta cuenta y 
el valor ó mérito de los trabajos técnicos realizados 

or el Sr. Concha Alcalde, son cuestiones que no se 

an debatido en la vía gubernativa, y por tanto no 
cabe resolver acerca de ellas en la contenciosa, sien: 
do la Administración activa quien en primer tórmi- 
no debe decidir lo que proceda con arreglo á las le- 
yes.» a 9 Diciembre 1891.—Gac. 5 Septiembre 1888, 
pág. 415.) 


23 Diciembre 1991. En conformidad al principio 
general de derecho de que nadie puede ser condenado sin 
ser oído previamente, en el que se inspiran los arts. 80 y 
87 del reglamento de procedimiento administrativo de 81 
de Diciembre de 1881 y 67 del orgánico de la Dirección 
de Contabilidad de 8 de Noviembre de 1871, se establece, 
que la falta de audiencia del interesado en el expediente 
en que lo está, constituye un vicio sustancia! que anula el 
procedimiento desde que se incurrió en dicha falta, 


La doctrina del epígrafe se sienta pour el Tribunal 
de lo Contenciose, al fallar el pleito promovido por 
el Banco de España contra Real orden expedida por 
el Ministerio de Hacienda en 20 de Marzo de 1880, 
que anuló las formalizaciones de partidas fallidas 
por contribución territorial del pueblo de Alhama 
(Granada), correspondientes á los años de 1881 á 1885 
y 1885 á 1886, estimó al Banco responsable del reinte- 
gro de su importe y mandó á la Inspección de Ha- 
cienda continuar la investigación de los expedien- 
tes de fallidos formalisados durante el periodo que 
abrazan los dos contratos celebrados con aquel Es- 
tablecimiento; en cuyo pleito, después de allanarso 
el fiscal a la demanda, previa autorización, se diota 
sentencia revocando la Real orden y ordenando re: 
poner el expediente al estado que tenía cuando de- 

ió oirse al Banco, para que con su audiencia se sus 
tancie y termine con arreglo á las leyes. (Sent. Y 
Diciembre 1891.—Gca. 11 Septiembre 1892, p. 450.) 


19 Febrero 19893. Es firme el acuerdo de un dele- 
gado de Hacienda en los puntos que no fueron sh pd de 
apelación, los cuales no pueden modificarse al r al- 
zada interpuesta sobre otros. 


Denunciado el industrial D. Manuel Casanova por 
no pagar la cuota correspondiente á su tráfico. el 
delegado de Hacienda le absolvió de la penalidad 
que contra él propusieron los inspectores» de la con- 
tribución, y confirmó el fallo de la Administración 
de Contribuciones que le mantuvo en la cuota que 
venía pagando. Alzáronse los denunciadores en 
cuanto á la irresponsabilidad, y el Ministerio au- 
mentó la cuota del industrial, pero declaró que no 
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era defraudador. Contra la Real orden que tal resol- 
vió, recurrió Casanova en vía contenciosa, y el Tri- 
bunal revoca dicha Real orden en cuanto por ella se 
impone al demandante una cuota distinta de la se- 


ñalada pos el delegado de Hacienda de Valencia, : 


vista la base 8.* de la ley de procedimiento adminis- 
trativo de 31 de Diciembre de 1881 y el art. 110 del re- 
glamento de la misma fecha aplicables al caso: 
«Considerando: que el acuerdo de la Delegación 
de Hacienda de Valencia no fué apelado por el in- 
terventor de la provincia, ni por D. Manuel Casano- 
va,que eranlas partes que tenían personalidad para 


recurrir en alzada respecto 4la fijación de la cuota 
contribntiva: 


Considerando: que el investigador se alzó del re- 
ferido acuerdo únicamente en cuanto le interesa- 
ba so declarase que existía defraudación en el caso 
Á que se contraía el expediente por la participación 
que del al Y pudiera corresponderle: 

Considerando: que desestimado el recurso respec- 
to de este punto, y confirmado el acuerdo en cuanto 
á queno existe defraudación, no ha podido variarse 
ni modificarse por la Real orden impugnada la re- 
solución del delegado de Hacienda de Valencia en 
los demás extremos que com rende, porque respeo- 
to de ellos quedó firme por falta de apelación.» (Sen- 
tencia 10 Febrero 1892.—Gac. 28 Septiembre, p. 59.) 

Además de la legislación y jurisprudencia 
contenida en este artículo, véase BaLpíos Y co- 
LONIAS AGRÍCOLAS: CosA JUZGADA: CRÉDITOS CON- 
TRA LA HACIENDA: DESAMORTIZACIÓN: (FOBIERNO Y 
ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVINCIAS: IMPUESTOS: PA- 
TRIMONIO DE LA CORONA: PESAS Y MEDIDAS: PROPIE- 
DADES Y DERECHOS DEL EsTADO. 


HACIENDA PÚBLICA EN ULTRAMAR. 
Remitiéndonos al artículo HacreNDA PÚBLICA 
zx Unteamar del Diccionario, y al artículo Ix- 
PUEsTOS de este APÉNDICE, he aquí las disposicio- 
nes dictadas en 1892, sobre organización de las 
dependencias de Hacienda en Ultramar: 


E. D. 19 Enero 1892. 
Aprobando el reglamento orgánico, central y provincial 
de Ouba. 


(Unraamar.) Extracto —En cumplimiento de 
lo prevenido en el R. D. de 81 de Diciembre, se 
aprueba por este Real decreto el reglamento 

rovisional de la Administración económica de 
3 isla de Cuba, que regirá hasta tanto que oído 
el Consejo de Estado, se dicte el definitivo. (Real 
decreto 19 Enero 1892.—Gac. 21 1d.) 


El reglamento consta de 75 artículos clasifica- 
dos del modo siguiente: 

TtruLo 1. De la organización económica cen- 
tral.—Capítulo 1. De las oficinas centrales.—Ca- 

ítulo II, De la Secretaría, Registro y Asesoría. 

ap. 11. De la Ordenación de pagos.—Cap. IV. 
Tesorería central.—Cap. V. De la Intervención 

-Eeneral y Sección de Contaduría central.—Capi- 
tolo VI. Personal. 

Tir, 11.—Cap. VII. Administración económica 
central: Organización de las oficinas. —Capítu- 
lo VIT, Orden de los trabajos en las dependen- 
cias dela Administración económica provincial. 
Cap. IX. Deberes y atribuciones.—Administra- 


ciones subalternas de Hacienda.—Disposiciones 
transitorias. 


E. D. 29 Mayo 1892. 
Instrucción y modelos para la contabilidad del Tesoro 
de la isla de Ouba (1). 
. (Urrramar.) «Vengo en aprobar la adjunta 
instrucción y modelos que á la misma acompa- 
ñan de los libros que para la contabilidad del 





(1) En la exposición que precede al decreto dice el Mi- 
nistro que el examen de las actas de arqueo extraordina- 
río ordenado por él, revelan el estado de verdadero des- 


Tesoro por ingresos y pagos deben llevar desde 
1.? de Julio próximo las Intervenciones y Teso- 
rorías de Hacienda pública de la isla de Cuba. 
(R. D. 29 Mayo 1892.—Gac. 1.” Junio.) 


INSTRUCCION 


Artículo 1.2 Para la contabilidad del Tesoro 
por ingresos y pagos, las Intervenciones y Teso- 
rerías de Hacienda pública de la isla de Cuba 
llevarán desde 1.” de Julio próximo los libros si- 
guientes: 

Libros comunes á las Intervenciones y Tesore- 
rías. Diario de entrada de caudales.—Auxiliar 
de ingresos.—Diario de salida de caudales.— 
Auxiliar de pagos.—Auxiliar de existencias en 
caja reservada. 

ibros que sólo deben llevar las Intervencio- 
nes. Auxiliar do actas de arqueos.—Auxiliar de 
consignaciones.—Registros de depósitos.—Idem 
de pagarés de compradores de bienes del Estado. 
Registros de pagarés de Rentas y de Aduanas 
(á extinguir).» 

Art. 2.2 (Este artículo y los sucesivos hasta el 
40 van determinando lo que ha de ser cada uno 
de dichos libros, la manera de hacer los asientos, 
etcétera, y se refieren á modelos de todos que la 
Gaceta no contiene.) (Gac. 1.” Junio.) 


E. D. 30 Mayo 1892. 
Reglamento de la Intervención del Estado en Cuba. 


(ULTRAMAR.) «Vengo en decretar Jo siguiente: 

Se aprueba el adjunto reglamento orgánico 
con el carácter de provisional de la Interven- 
ción general del Estado en la isla de Cuba.— 
Dado en Aranjuez á 30 de Mayo de 1892.» 


REGLAMENTO 
orgánico provisional de la Intervención gone- 
ral del Estado de la lola de Cuba. 

(Contiene este reglamento cuatro capítulos 
que tratan: el 1.?, de la organización de la Inter- 
vención general; el 2.?, del orden de los traba- 
jos; el 3.?, de los deberes inci pi del in- 
terventor y de los jefes de Negociado, y el 4.”, de 
la Sección interventora de la Tesorería central. 
Dicen así los arts. 1.” y 2.": 

«Artículo 1.2 La Intervención general del Es- 
tado, con arreglo á lo dispuesto en el art. 8.” del 
decreto de contabilidad de 12 de Septiembre de 
1870 y cap. 5.*, art. 15 del reglamento provisio- 
nal de 19 de Enero último, es el Centro encarga- 
do de fiscalizar todos los actos de la Administra.- 
ción pública que produzcan ingresos ó gastos; de 
intervenir la ordenación y ejecución de los mis- 
mos; de llevar toda la contabilidad del Estado, y 
comunicar á las Ordenaciones de pagos las alte- 
raciones que sufran los créditos primitivos del 
presupuesto por virtud de concesiones de otros 
extraordinarios, supletorios ó transferencias. 

Art. 2. En el ejercicio de la fiscalización ad- 
ministrativa se ajustará la Intervención gene- 
ral á lo dispuesto en el mencionado decreto; y 
en cuanto al examen de las cuentas que por su 
conducto se rindan al Tribunal de las del Reino 
se limitará á observar lo prevenido en el art. 46 
de dicho decreto y 104 y 105 de la Intervención 
de 4 de Octubre de dicho año.» 
as dicas (ac 1JUnto.) 


concierto en que se hallan las Tesorerías de las provin- 
cias de Cuba, que contienen sus arcas sin formalizar 
innumerables documentos, muchos de ellos representati- 
vos de valores que no han debido salir de Caja; pagarés 
y recibos, depósitos de fanza y falta de metales que han 
sido objeto de protestación. No puede, en verdad, llegar 
á más el desconcierto, y creemos que más debiera de hacer- 
se con los autores del mismo para escarmiento de los ma- 
los empleados y para prevenir que otros les imiten. El 
C. P. no debe ser una letra muerta. 





BE. O. 23 Junio 1892. 
Arqueos en Cuba. 


e a Extracto.—Se dictan disposicio- 
nes sobre la forma en que han de verificarse los 
arqueos extraordinarios en todas las Tesorerías 
dela isla de Cuba. (Gac. 24 Junio.) 


Ley de presup. de Cuba 80 Junio 1€92, 
Obligaciones del Estado en Cuba para 1893-98. Reforma 
del decreto de Admintetración y Contabilidad del Es- 
tado. 

Art. 286. (Declara subsistente lo dispuesto en 
el art. 17 de la ley de 18 de Junio de 1890, salvo 
en casos extraordinarios, que expresa.) (1). 

Art. 27. El Ministro de Ultramar procederá 
á reformar, por medio de decreto, el de Admi- 
nistración y Contabilidad del Estado, fijando 
reglas precisas, á fin de que los gastos se encie- 
rren en los créditos legislativos, señalando los 
plazos de prescripción para toda clase de recla.- 
maciones contra y á favor del Estado, ya sea 

or daños y perjuicios, ya por ingreeos inmdebi- 

os, por obligaciones no satisfechas ó por cual- 
quier otro concepto. La 

Art. 28. (Es sobre obligaciones de ejercicios 
cerrados.) 

Ley de presup. de Puerto Rico de 30 Junio 1892, 
Liquidación de créditos de Ayuntamientos d favor del 

esoro: Valores admisibles en afanzamientos del Esta- 
do: Prohibición de crear mds obligaciones en la isla 
elas contenidas dentro de los créditos presupuestos: 

Responsabilidades de ordenadores, interventores, etcé- 

tera: Créditos supletorios: Ampliación de créditos, et- 

cétera. 

«Art. 19. El Ministro de Ultramar dispondrá 
cuanto considere conveniente á fin de liquidar 
los créditos del Tesoro que se hallan sin satisfa- 
cer por los Ayuntamientos en concepto de obli- 

aciones anteriores al ejercicio de 1890-91, pu- 
Siendo al efecto acordar compensación de canti.- 
dades, reducción y condonación de los descu- 
biertos, asi como cuantas medidas se consideren 
necesarias para la completa y definitiva extin- 
.ción de los mencionados atrasos. 

Art. 20. Los títulos al portador de la Deuda 
antigua del Tesoro de Puerto Rico, emitidos en 
virtud de la revisión de dicha Deuda, con arre- 

lo al reglamento aprobado por Reales órdenes 
de 28 de Octubre de 1885 y 2 de Abril de 1887, se- 
rán admitidos en toda clase de afianzamientos 
del Estado en aquella provincia, al tipo medio 
de cotización que dichos valores alcanzaren en 
la capital de la isla en el mes inmediato anterior 
al en que se preste la fianza. : 

Art. 21. Queda subsistente el art. 9.” de la vi- 

ente ley de presupuestos en todo lo que no se 
ñallo modificado por el precepto anterior... 

Art. 26. Durante el ejercicio del presupuesto 
no podrán crearse en la isla de Puerto Rico más 
obligaciones que las contenidas dentro del im- 
porte de los créditos legislativos, salvo circuns- 
tancias extraordinarias, siendo responsables al 
Tesoro de la isla de los perjuicios que pudieran 
irrogársele por la infracción de lo prescrito, los 
jefes de los diversos ramos, ó las autoridades 
que dispongan la ejecución de los servicios no 
autorizados en eat delata ó que excedan 
en su importe de lo que permita el crédito auto- 
rizado. 

En igual responsabilidad personal incurrirán 
los ordenadores, contadores é interventores de 
pagos, sea cualquiera la clase y categoría á que 
pertenezcan, por toda obligación que reconoz- 


(1) El art. 17 de la ley de presupuestos de Cuba de 
1890, contiene, entre otras disposiciones, las contenidas 
en el art. 26 dela ley de presupuestos de Puerto Rico de 
30 Junio 1892, inserta d continuación. 


HACIENDA PÚBLICA EN ULTRAMAR. 


can ó liquiden sin crédito previo suficiente, y 
or los pagos que se ejecuten con infracción de 
o dispuesto en el párrafo anterior, á no ser 

que, habiendo hecho presente por escrito su im- 

a y las razones en que la funda al je- 
e del Centro respectivo á que corresponda el 

servicio, éste ordene á ambos la liquidación ó el 

abono, que se verificará entonces bajo la respon- 
sabilidad del jefe ó autoridad que lo ordene. 

Llegado este caso, lo pondrá en conocimiento 
del Ministro de Ultramar, para que dicte la re- 
solución oportuna. 

Unicamente en los casos de exigirlo el mayor 
servicio que pueda producirse por grave altera- 
ción del orden público ó sucesos extraordina- 
rios, y esté detec pete la línea telegráfica, 
el gobernador general podrá conceder crédito 
supletorio ó extraordinario con aplicación al 

resupuesto que se aprueba, previo acuerdo de 

a Junta de autoridades, acreditándose en el ex- 
ediente que se instruya la absoluta necesidad 
e la concesión del crédito, cuyo expediente se 

remitirá por el correo inmediato al Ministerio de 

Ultramar para la resolución que proceda. 

En los demás casos, y antes que se ejecuten 
los servicios que carezcan de crédito expresa- 
mente autorizado, ó no baste el legislativo, se 
concretará á remitir al Ministerio de Ultramar 
los expedientes de concesión ó ampliación tra- 
mitados con arreglo á lo dispuesto en la ley é 
instrucción de Contabilidad vigentes, Reales 
órdenes de 22 de Febrero de 1887 y 15 de a 
tiembre de 1890, con informe del Consejo de Ad- 
ministración. Estos créditos, si estuvieran los 
servicios á que se destinan comprendidos en la 
relación de los ampliables, aun cuando estén 
abiertas las Cortes, serán concedidos precisa- 
mente en Consejo de Ministros, previo informe 
del de Estado en pleno: dando cuenta á las Cor- 
tes; pero si la atención fuera de carácter ex- 
traordinario ó no estuviera comprendida en la 
relación de créditos ampliables ó en la ley de 
pap Uestos: y las Cortes estuvieran abiertas, 

eberá remitirse á éstas el oportuno proyecto 
de ley.» 





R. D. a Julio 1892, 
Ordenación de pagos en Cuba. 


(ULTRAMAR.) «...Vengo en aprobar el adjunto 
reglamento orgánico provisional de la Ordena- 
ción general de pagos de la isla de Cuba. 

Dado en Palacio á 7 de Julio de 1892.» (Gace- 
ta 13 1d.) 


(La misma Gaceta contiene el reglamento spro- 
bado.) 


E. D. 14 Julio 1892. 

Reglamento orgánico del Cuerpo de empleados del servi- 
cio de Estadística Y Ascalización de Aduanas, contri: 
buciones y rentas Ultramar. 

(ULTRAMAR.) «Exposición (1)—Señora: El co- 
nocimiento de los distintos elementos que cons- 
tituyon la riqueza de un país, la segura aprecia- 
ción de su estado y la comprobación de su retro- 
ceso ó adelantos, son datos indispensables de los 
pueblos cultos, y sirven al atado de consejero 
y guía para el recto cumplimiento de sus fines. 
Y si en todo orden y materia de la vida social la 
estadística enseña, con la demostración de los 
hechos, el verdadero resultado de la experiencia, 
en ninguno es tan preciso como en el orden tri- 
butario. Sin base cierta y conocida no puede ser 


(1) Insertamos con mucho gusto este predmbulo d¿ ez- 
posición, porque da idea exacta de los beneficios que re- 
pon á4 la Hacienda el conocimiento de la Estadistica y 

Ascalisación, no sólo en nuestras provincias de Ultra- 
mar, sino en la Península y en todas partes. 


e 
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jamás justo ni equitativo el reparto del impues- 
to; la ocultación determinará el fraude y el daño 
para los demás contribuyentes; el error origina- 
rá la desigualdad y la injusticia. Los tributos 
indirectos exigen todavía en mayor grado el po- 
deroso auxilio del dato estadístico, por lo mismo 
que su base es más eventual y contingente, 
menos segura é inalterable. Sin ese dato la renta 
de Aduanas puede ser el más grave y perjudicial 
de los impuestos y el Arancel convertirse en ele- 
mento ruinoso y destructor que aniquile los gér- 
menes de riqueza del país, que debiera favorecer 
os No basta que el propósito del Go- 

lerno se inspire en el deseo de protección á las 
industrias propias, de noble defensa á la debili- 
dad de la qn apenas nacida no puede luchar en 
la contienda abrumadora de la concurrencia. No 
es suficiente que se busque en la convención in- 
ternacional mercados extranjeros para el pro- 


ducto propio y facilidades al comercio para en- 


cauzar provechosamente sus rumbos. Si la cer- 
tidumbre no se adquiere por la prueba estadís- 
tica, ni la protección será bien dispensada, ni en 
el tratado de comercio se partirá de buena base 

ra defender el interés nacional, entregado ú 
a buena fe del otro contratante y buscando más 
en el azar que en el propósito el logro de resul- 
tados satisfactorios. 

De igual suerte, la falta de estadística daña 
al particular y lleva á ciegas por el camino de 
la duda las iniciativas individuales. 

Urgia, pues, dotar á nuestras provincias de 
Ultramar de un servicio, que sólo existía nomi- 
nalmente y sin vida ni organización propias. 
Era preciso gus la Administración de aquellas 
islas pudiera llegar á conocer las verdaderas ne- 
cesidades del país que administraba y regía, sus 
fuerzas, sus elementos de riqueza, para mejor 
aplicarles legislación que contribuya al desarro- 
llo progresivo de su prosperidad. Y sobre todo, 
era indispensable que la experiencia del presen- 
te fuera ilustrando y enseñando lo bastante para 
buscar y preparar desde luego solución al pro- 

ema que ya se dibuja amenazador en el por- 
venir, la colocación futura de la exuberante 
producción de uno de sus principales factores de 
riqueza. 

ospiradas en estos propósitos y obedeciendo 
á tan elevados móviles, las Cortes votaron y 
. M. ha sancionado el precepto que contienen 
los artículos 16 y 18 de las leyes de presupuestos 
de Cuba y Puerto Rico para el ejercicio eco- 
nómico de 1892 á 93, facultando al Ministro que 
suscribe para establecer el servicio de estadís- 
tica do Aduanas, con carácter también fiscal y 
ampliable á los demás ramos de la Administra- 
ción pública y concediéndole por el art. 37 el 
medio de su organización y reglamento. 

Como lógica consecuencia de la comprobación 
de hechos por el dato estadístico, viene este ser- 
vicio 4 fiscalizar, provechosamente para el in- 
terés público, ramo tan necesitado do esa garan- 
tía, como el de Aduanas, que constituye el prin- 
cipal ingreso del Tesoro de las islas que por 
rszón de su misma naturaleza es el que proyecta 
más sombras sobre la transparencia que debe 
noo tener la gestión administrativa. 

El Ministro que suscribe considera necesario 

der ese carácter fiscal á todos los ramos y 
hacerlo tan eficaz como sea posible, para dar un 
huevo y poderoso medio moralizador á la acción 
del Gobierno; y á este efecto, busca en las condi.- 
ciones de ilustración y rectitud que pide, y en 
as garantías de estabilidad que concede, auxi- 
lares poderosos en los empleados del organismo 
que se crea... 

EAL DECRETO. Artículo único. Se aprueba 
el adjunto reglamento orgánico del Cuerpo de 
BoLeTÍN: AN. 1692, 


empleados del servicio de Estadistica y fiscaliza- 
ción de las provincias y posesiones de Ultramar. 
(R. D. 14 Julio 1892.) 


REGLAMENTO ORGANICO 


del Cuerpo de empleados del servicio de Enta- 
diística y fiscalización de Aduanas, contribu- 
clones y rentas de Ultramar. 


CAPITULO PRIMERO.—De la organización del Cuer- 
po de empleados del servicio de Estadística y Ascaliza- 
ción de Ultramar. 


Artículo 1.2? El servicio público del ramo de 
Estadística y fiscalización de Aduanas, contri- 
buciones y rentas de las provincias y posesiones 
españolas de Ultramar, constituye una carrera 
especial y los empleados que los desempeñan 
forman un Cuerpo que se denomina «Cuerpo de 
empleados del servicio de Estadística y fiscaliza- 
ción de las provincias y posesiones de Uliramará 

Art. 2.2 Este Cuerpo tiene por objeto: 

I. Reunir y clasificar todos los documentos 
relativos al movimiento comercial de las provin- 
cias de Ultramar y publicar los resúmenes en los 
plazos que se fijen. 

IT. Vigilar é inspeccionar todas las operacio- 
nes del ramo de Aduanas, cuidando de que se 
cumplan las Ordenanzas y prescripciones acla- 
ratorias de las mismas y de que en los aforos y 
liquidación de derechos se apliquen las tarifas 
y partidas del Arancel, con estricta sujeción á lo 
que corresponda en cada caso. 

UI. Vigilar 6 inspeccionar igualmente cuan- 
do lo disponga la Superioridad, los demás servi- 
cios de la Administración pública, cuidando de 
que se cumplan las leyes, reglamentos, tarifas, 
contratos y prescripciones vigentes. 

IV. Desempeñar en cualquiera de las provin- 
cias de Ultramar las comisiones ó visitas que 
fueran necesarias para la organizacion de los 
trabajos de estadística, buena marcha de la ren- 
ta de Aduanas ú otras contribuciones, impuestos 
y rentas del Estado. 

V. Emitir informes, formular proyectos y re- 
dactar las Memorias que sobre cualquier asunto 
relacionado con la renta de Aduanas y el movi- 
miento mercantil de las Ponce de Ultramar 
ordenase la Superioridad. j 

VI. Coleccionar cuantas publicaciones oficia- 
les y extraoficiales se refieran al movimiento 
comercial de las provincias y posesiones españo- 
las de Ultramar y de todos los países con los 
cuales sostienen relaciones y cambios de pro- 
ductos. 

' Art.8.2 Componen este Cuerpo: 

I. Los jefes de Administración, los de Nego- 
ciado, los oficiales y aspirantes que constituyen 
el Negociado central de la Dirección general de 
Hacienda en el Ministerio de Ultramar. 

II. Losjefes y oficiales del ramo que presten 
servicio en las provincias y posesiones de Ul- 
tramar. , 

Art. 4,2 Se abrirá hoja de servicio á cada in- 
dividuo en la que se harán constar anualmente 
las notas del concepto que merezcan á sus supe- 
riores respecto á aptitud, aplicación y probidad, 

El jefe de cada provincia ó posesión ultrama- 
rina calificará á sus subalternos, y la Dirección 
de Hacienda del Ministerio á ar ati y á los 
empleados del Negociado Central. Estas notas 
serán reservadas y no causarán perjuicio alguno 
á los interesados, mientras los hechos alegados 
en ellas no lleguen á constituir falta, en cuyo 
caso se les oirá, procediendo en la forma que de- 
termina este reglamento. y 

En la misma hoja se harán constar igualmen- 
te los servicios especiales que presten al Estado, 
y las publicaciones que debi ei autoriza- 
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das hayan hecho, ó trabajos que hayan ejecuta- 
do con respecto al servicio, previo el debido 
examen y aprobación. 

Art.5.2 Ningún individuo del Cuerpo de Es- 
tadística de Ultramar podrá ser obligado á acep- 
tar destino fuera de su ramo ni inferior á su ca- 
tegoría en el ramo mismo; pero estará obligado 
á desempeñar interinamente, cuando las circuns- 
tancias lo exijan, cualquier cargo que le confie- 
ran las autoridades superiores, por consecuencia 
de suspensión ó cesantía de otros empleados, 
conservando en todo caso su sueldo, categoría y 
e mientras dure la interinidad que 

esempeñe. 

Dejarán de pertenecer al Cuerpo de estadísti- 
ca los que obtengan y acepten el cargo de jefe 
superior de Administración. 

rt. 6.2 De las infracciones de este reglamen- 
to podrán interponer recurso de queja los que 
se crean perjudicados, ante la Dirección gene- 
ral de Hacienda, y contra las resoluciones de 
ésta tendrán recurso de alzada ante el Ministro 
de Ultramar.» 

(Los demás capitulos tratan: el 11 del ingreso 

ascenso en el Edel III. Del escalafón. 

V. Disposiciones penales. V. Traslación, jubi- 

lación y separación de los empleados de Estadís- 
tica. VI. De los excedentes.) (Gac. 24 Julio.) 


R. D. 15 Julio 1892. 
Instrucción para la inspección y Sección temporal de 
atrasos de la isla de Cuba. ] 
(ULTRAMAR.) (Comprende esta Instrucción cua- 
tro capítulos destinados: el 1. á los deberes y 
atribuciones de la Sección temporal; el 2. á la 
organización; el 3. 4 la contabilidad, y el 4.* al 
procedimiento administrativo.) (Gac. 18 Julio.) 


R. D. 22 Julio 1893. 
Creando en Filipinas una Inspección general de 
Hacienda. 

(ULTRAMAR.) «Artículo 1.2 Se crea en las is- 
las Filipinas una Inspección general de Hacien- 
da, que dependerá del intendente general, y 
ejercerá sus funciones sobre todas las depen- 
dencias y servicios de la Administración eco- 
nÓMICA...» 

Art. 2.2 (Este artículo, el 8 ? y el 4.” estable- 
cen que la Inspección se compondrá del perso- 
nal que detalla la plantilla que se publica, que 
el intendente someterá á la aprobación del Mi- 
nisterio el reglamento por que se ha de regir la 
Inspección y que para los haberes del personal 
se concede un crédito de 13.020 pesos con 84 cen- 
tavos.) (Gac. 28 Julio.) 


HALLAZGO DE COSA MUEBLE. Véanse 
en el Diccionario los artículos ANIMALES (epígra- 
fo Hallazgo de animales domésticos de dueño cono- 
cido ó cuyo dueño se ignora) y HALLAZGO. 


Jurisprudencia. 


Decis. de comp. de 10 Marzo 1893. Venta Y 
aplicación del precio de cosa mueble hallada. Se decide 
á favor de la autoridad judicial la competencia suscita- 
da én causa contra un alcalde, por la inversión dada d 
los productos de la subasta de unas reses extraviadas. 


Denunciado al Juzgado el hecho de haber recogi- 
do un alcalde unos terneros extraviados y haberlos 
vendido en subasta, entregando al depositario su 
precio, para que se reintegrara de los gastos de ma» 
nutención, sin que hubiera querido entregarlos al 
dueño, que fué varias veces á reclamarlos, se ins- 
truyó diligencias hasta terminar el sumario. 

La autoridad administrativa requirió de inhibi- 
ción á la Audiencia citando los arts. 72, 78, 114, nú- 
mero 5.”, 182, 183 y 184 de la ley municipal, y el 9? y 
el 3.9 del R. D. de 8 de Septiembre de 1887, y defen- 
dida por la Audiencia su jurisdicción, fundándose 


en los arts. 8.? y 11 del citado Real decreto de 1887, 
y en el 815 del Cód. civil sobre restitución á su due- 
ño de la cosa mueble hallada, se decide la compe- 
tencia á favor de la autoridad judicial, vistos los 
arts. 615 del Código y el 3. del Real decreto de 1887: 

«Considerando: 1. Que según aparece de las dili- 
gencias criminales que han dado origen al presente 
conflicto, tenían las mismas por objeto depurar si 
era óno justiciable como delito el proceder del al- 
calde de Castrocalbón y el de los demás que con él 
intervinieron en la distribución y aprovechamien- 
to de las 150 pesetas, aporte de la venta de cuatro 
jatos Ó terneros que habían sido recogidos por es- 
tar extraviados: 

2,9 Que tales hechos pudieran constituir un deli- 
to definido en el Códiga penal, y cuyo conocimien- 
to está reservado á4 los Tribunales de justicia: 

Y 3,2 Que no existe cuestión alguna previa que 
deba resolver la Administración, y de la cual de- 
penda el fallo que los Tribunales hayan de pronun- 
ciar, y que, por lo tanto, no se está en ninguno de 
los casos en que, por excepción, pueden los gober- 
nadores suscitar contiendas de competencia en los 
juicios criminales.» (R. D. 10 Marzo 1892.—Gac. 17 1d.) 


HEREDAMIENTOS EN CATALUÑA.-— 
V. SUCESIONES. 


HEREDEROS FORZOSOS. Derecho de és- 
tos para promover el juicio universal de testa: 
mentaría sin que pueda limitarse por el nom: 
bramiento de contadores y partidores testa: 
mentarios. Véase en ENJUICIAMIENTO C1VIL la 
sentencia de 1.” de Diciembre de 1891, y en Su- 
CESIONES la de 8 de Febrero de 1892, resolviendo 
además la cuestión de si subsisten las disposi- 
ciones de la ley de Enjuiciamiento civil, referen- 
tes al juicio de testamentaría después de la re- 
gla 12 transitoria del Código civil. 

—Véase además en otros aspectos el mismo ar- 
tículo SucesIoNES, y TESTAMENTOS: TUTELA. 


HIGIENE. Por R. O. de 4 Enero de 1889 (1) 
se encargó á los Ayuntamientos de la higiene 
en las casas de lenocinio; pero esta medida se ha 
derogado por la siguiente 


B. O. 6 Diciembre 1892. 


Poniendo el servicio de higiene de las casas de lenocinio 
á cargo de los Gobiernos civiles. 


(Goñ.) «...El relativo abandono en que dicho 
servicio se encuentra y su falta de organización, 
unas veces por defectos de vigilancia y otras 
por insuficiencia de las atribuciones que la ley 
municipal concede á los alcaldes, resultando mo 
ello ineficaces los buenos propósitos de dichas 
Corporaciones, y por último, el crecimiento que, 

or tales deficiencias, han tenido cierto género 
de enfermedades contagiosas, en mayor propor: 
ción entre la tropa, lo cual produce frecuentes 
reclamaciones de las autoridades militares, son 
hechos que no pueden menos dae llamar la aten: 
ción de este Ministerio, y que le obligán á inter- 
venir en el asunto. 

Al encomendarse á los Ayuntamientos este 
cuidado, fundándose en lo que preceptúa el ar- 
tículo 72 de la ley municipal, no se tuvo en cuen- 
ta, sin duda, que aquellas casas son casi s1em- 
pro centros de reunión de gente sospechosa y 

e mal vivir, cuya vigilancia y represión co- 
rresponde exclusivamente á la policía guberna- 
tiva, que es la llamada á imponer correctivos y 
defender á la sociedad contra las asechanzas de 
los criminales. 


(1) Véase en el Dice, tomo 1, p. 916. Consúltese tam 
bién el artículo MANCEBIA. 


HIJOS NATURALES.—HIPOTECAS... 





Asi se entendió y fué consignado en los arti- 
culos 22 y 211, caso 8.”, del proyecto de ley de 
Sanidad, que aprobó el Senado en 11 de Enero 
de 1883, por cuyos artículos se encomendaba 
este servicio á los inspectores provinciales y á 
los esp«ciales á nombre del gobernador. 

Por tanto, S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, ha tenido 
á bien disponer: 

1.2 Que se suprima en los Ayuntamientos de 
las capitales de provincia el servicio de higiene 
de las casas de lenocinio, haciéndose cargo del 
mismo Jos Gobiernos civiles. 

2.2 Que los antecedentes, libros y registros 
que sobre el particular existan en los Ayunta- 
mientos, sean entregados por inventario á los 
referidos Gobiernos con las mismas formalida- 
des con que las citadas Corporaciones se hicie- 
ron cargo de ellos para la ejecución de la Real 
orden de 4 de Enero 1889. 

Y3” Que en el término de quince días los 
gobernadores organicen dicho servicio en la for- 
ma más conveniente, dando cuenta á este Minis- 
terio para la debida A ULODACIón (R. O. 6 Di- 
ciembre 1892.—(Gac. 8 id.) 


HIJOS NATURALES. 
CIO MILITAR: SUCESIONES. 


HIPOTECA NAVAL. Por R. D. de 30 de 
Abril de 1892 se autorizó al Ministro de Gracia 
y Justicia para presentar á las Cortes un pro- 
yecto de ley sobre establecimiento de la hipote- 
ca naval. (Gac. 15 Mayo.) 

La ley fué aprobada en 21 de Agosto de 1893, 
inserta en las ps. 490 y sigts. del AréNbicE del 
mismo año. 


HIPOTECAS: REGISTROS DE LA PRO- 
PIEDAD. En Hairorzcas del Diccionario deja- 
mos inserta y anotada la ley vigente y el regla- 
mento para su ejecución y las sucesivas y copio- 
sas disposiciones que aclaran ó modifican ambos 
textos; y además una indicación de los artículos 
del Código civil referentes á la materia, con ex- 
presión de los que aluden á la ley hipotecaria 
para reconocer ó respetar su imperio; de los que 
la modifican y de los que con ella concuerdan, ya 
literal ya sustancialmente. En 1892 se han dicta- 
do sobre la materia las disposiciones siguien- 
tes (1): 


V. LeGaDOs: Serv1- 


R. O. 16 Febrero 1892. 

Para lá inscripción de concesiones de ferrocarriles es 
necesario elevar la concesión d escrítura pública y 
presentar ese título en el Registro, por ser pertinente al 
caso el art. 21 Rel reglamento para la ejecución de la 
ley de ferrocarriles, 


(Fom.) «Ilmo. Sr.: En el expediente instruído 
en esta Dirección general acerca de si para ins- 
cribir en los Registros de la propiedad las con- 
cesiones de ferrocarriles hechas directamente 

r las Cortes á las Compañías ó á los particu- 
áres, se requiere el otorgamiento de escritura 
pública y la presentación de ésta en el Registro 
respectivo; y considerando: 

1.2 Que la Real orden de 26 Febrero 1867 (2), 





(1) La clasificación general vigente de los Regitros de 
la propiedad y las fanzas de lns mismos es la determina- 
de por el R. D.de 10 Julio 18983. (AP. de 1898, pági- 
na 389) y ley 12 Noviembre 1894 (Ap. td., p. 751). 

(3) Véase HiPoTECAS, del Diccionario, donde puede 
consultarse también la muy importante de 20 Diciembre 
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dictada con anterioridad á la ley de 23 de No- 
viembre de 1877 y al reglamento de 24 de Mayo 


de 1878 (1) para facilitar las inscripciones de fe- 
rrocarriles, no está en vigor en aquellos precep- 
tos que de una ú otra suerte han sido contradi- 
chos por la ley y el reglamento citados: 

2, Que el art. 21 de éste dispone que una vez 
elevado á ley el proyecto de concesión, se expe- 
dirá al concesionario el título correspondiente, 
formalizándose el contrato en escritura públi- 
ca; y aunque es cierto que hay que concordar 
ese artículo con los anteriores, lo es asimismo 
que la concesión directamente hecha por el Po- 

er legislativo no varía la índole de la relación 
jurídica nacida entre el concesionario y el Es- 
tado, y que para considerar perfecto el contrato 
de concesión en cuanto á su forma, es indispen- 
sable escritura pública, tanto más, cuanto que 
de haber querido el legislador marcar diferen- 
cias entre unas y otras concesiones, á los efec- 
tos de que se trata, las hubiera expresamente 
establecido: 

3. Que la escritura es bajo otro aspecto el 
único documento fehaciente en que se hace cons- 
tar la aceptación por parte del concesionario 
de las obligaciones contraídas por la concesión, 
y después del reglamento antes citado impó- 
nese en todo caso el otorgamiento de escritura 
como el título más adecuado para la inscripción, 
en consonancia con los principios fundamenta- 
les que informan nuestra vigente ley hipote- 
caria: 

Y 4. Que la naturaleza esencialmente hipo- 
tecaria de la Real orden de 26 de Febrero de 1867 
en nada desvirtúa el alcance de una ley orgá- 
nica como la de ferrocarriles, y los preceptos 
que ésta y su reglamento desenvuelven deben 
prevalecer siempre, mucho más tratándose de 
puntos relacionados con la inscripción de dere- 
chos en el Registro de la propiedad, cuyos asien- 
tos deben revestir intrínseca y extrínsecamente 
todas aquellas garantías de autenticidad y va- 
lor añidica de que el legislador no ha querido 
prescindir en casos como el presente, cuando ha 
omitido establecer distintas formalidades para 
unas y otras concesiones, no obstante el texto 
de la Real orden mencionada; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, de acuerdo con lo informa- 
do por las Secciones de Estado y Gracia y Jus- 
ticia y de Gobernación y Fomento del Consejo 
de Estado, se ha servido ordenar que para ins- 
cribir las concesiones de ferrocarriles, ora sean 
hechas por las Cortes directamente, ora en vir- 
tud de expediente seguido en el Ministerio de 
Fomento, es necesario elevar la concesión á es- 
critura pública, y presentar ese título en el Re- 
gistro de la propiedad, por ser pertinente al 
caso el precepto del art. 21 del reglamento de 24 
de Mayo de 1878. —R. O. 16 Febrero 1892.» (Qace- 


ta 13 Marzo.) 
ER. O. 22 Marzo 1892. 
Disponiendo qué servicios no deben considerarse extraor- 
dinarios d los efectos de la regla 2.*, art. 5.9 del Real 


decreto de 17 de Noviembre de 1890, y que sean inclut- 
dos en las ternas los funcionarios que, sin realizar ser- 
vicios extraordinarios, demuestren celo en el desempeño 
de su cargo. 


(Grac. y JusT.) «La regla 2.” del art. 5.” del 
R. D. de 17 Noviembre 189) establece como méri- 
to, que determina preferencia en la formación 


$ 


de 1887 sobre inscripción de obras públicas. Y en la Sec- 

ción de Jurisprudencia del mismo artículo del Diccio- 

nario las resoluciones de 20 Febrero 1864 y 3 Julio 1888. 

Véase también en la Sección de Jurisprudencia que pu- 

blicamos d continuación la resolución de 26 Marso 1893. 
(1) Véase en FERROCARRILES del Diccionario. 
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de ternas para la provisión de Registros com- 
prendidos en el tercero de los turnos reglamen- 
tarios, la circunstancia de haberse distinguido 
el registrador en el desempeño de su cargo, pres- 
tando servicios especiales y extraordinarios. 
Esta disposición, das estaba contenida en la re- 
gla 1.*, art, 5., del R. D. de 17 de Abril de 1884, 
obtuvo, mientras rigió este Real decreto, una 
interpretación uniforme, mediante la cual se 
formó por ese Centro directivo la constante ju- 
risprudencia de no estimar como servicios ex- 
traordinarios, para aquel efecto, los que deben 
prestar los registradores de la propiedad por 
exigencias terminantes de la ley. 

a8..., no es justo que pase desatendido el fun- 
cionario que, sin llegar á prestar servicios que 
merezcan en rigor la calificación de extraordi- 
narios, se haya, no obstante, distinguido en el 
desempeño del cargo por su celo. 

Por estas consideraciones... S. M. la Reina Re- 
gente, etc., hatenido á bien disponer losiguiente: 

1.2 No se consideran como servicios extraor- 
dinarios para los efectos de la regla 2.* del artí- 
culo 5.” del R. D. de 17 de Noviembre de 1890 (1), 
los que presten los registradores de la propiedad 
en cumplimiento de la ley hipotecaria, de su re- 
glamento y de las demás disposiciones á que 
están sujetos en el desempeño de su cargo, á 
menos que circunstancias especiales extraordi- 
narias y muy calificadas aconsejen al Gobierno 
otra resolución. 

2. Losregistradores dela propiedad que, sin 
lograr la declaración de méritos conforme á la 
expresada regla, obtengan de ese Centro directi.- 
vo la de haberse distinguido en el desempeño de 
gu cargo por su celo, tendrán derecho á ser in- 
cluídos en las ternas que se formen para la pro- 
visión de Registros anunciados al tercero de los 
turnos reglamentarios, con preferencia á otros 
que no hayan obtenido esta declaración, y sin 
perjuicio de aquellos aspirantes que hayan sido 
comprendidos en las circunstancias 1.*, 2.* y 8.* 
del art. 5.? de dicho Real decreto. 

De Real orden, etc.—Madrid 22 de Marzo de 
1892.» (Gac. 23 td.) 


R. D. 80 Abril 1892, 


Anotación de mandamientos en caso de reclamación sobre 
- falsedad de titulos inscritos. 


(Grac. Y JusT.) Extracto.—Se autoriza al Mi.- 
nistro de Gracia y Justicia para presentar á las 
Cortes un proyecto de ley, sobre anotación en 
los Registros de la propiedad de mandamientos 
judiciales en casos de reclamarse sobre la false 
dad de documento inscrito. (Gac. 15 Mayo.) 


Ley 29 Julio 1892. 
Reformando parte del art, 297 de la ley sobre jubilación 
de registradores. 

(Grac. Y J Et «Artículo único. La primera 
parte del párrafo cuarto del art. 297 de la ley hi- 
potecaria (2) será sustituida en la forma si- 
guiente: 

«Podrán ser jubilados, á su instancia, por im- 
posibilidad física debidamente acreditada, ó 

or haber cumplido sesenta y cinco años de edad. 

a jubilación será forzosa después de cumplir 
setenta años.» (Ley 29 de Julio de 1892.—Gac. 2 
Agosto.) 


(1) El R, D, de 17 Noviembre 1890 y las disposiciones 
postertores sobre provisión de Registros, se han deroga- 
do por R. D. de 16 Enero 1894 (AP., p. 10). 

(2) El art. 297 de la ley hipotecaria fué reformado por 
la ley de 21 de Julio de 1876, y al articulo reformado se 
refiere de una manera indudable :la ley arriba inserta, 
Pero ha debido decirse y referirse 4 puntos, porque es ar- 
tículo muy largo que no está dividido en párrafos. 


HIPOTECAS... 





BR. O. 4 Agosto 1802. 

Declarando que dos registradores han contraído mérito 
especial y extraordinario d los efectos de la regla 3.*, 
artículo 5.2 del Real decreto de 17 Noviembre 1890: 
pri del Consejo de Estado contrario d esta decla- 
ración. 


(Grac. Y JusT.) «En vista del expediente ins- 
truído en esa Dirección general con ocasión de 
los trabajos preatados por los registradores de 
la propiedad D. José María Prado Beltrán y 
D. Luis Serratacó y Roig, en la reconstitución 
de Registros civiles destruidos y sobre recono- 
cimiento y declaración del mérito contraido por 
este servicio, del cual expediente resulta: 

1,2 Que á propuesta de ese Centro, y paras 
atender á la urgente necesidad de reconstituir 
varios Registros del estado civil destruidos ó in- 
terrumpidos por accidentes casuales ó volunta- 
rios, á fin de que no se demorase por más tiem- 
po tan importante servicio, se dispuso de Real 
orden en 1.” de Abril de 1891, que... se procediera 
desde luego á preparar los trabajos que no exi- 
gieran alteración en los créditos consignados en 
el presupuesto, organizándose al efecto uns 
Sección extraordinaria dirigida por el oficial en- 
cargado del Registro civil, en concepto de dele- 
gado especial de este Ministerio, para llevar á 
efecto la reconstitución y nombrándose á este 
objeto, en concepto de auxiliar de ella, en comi.- 
sión y sin sueldo, á tenor del art. 24 del Real de- 
creto de 17 de Noviembre de 1890, dos registra- 
dores de la propiedad... 

2.2 Que nombrados para desempeñar la indi- 
cada comisión los registradores de la propiedad 
D. José María Prado y D. Luis Serratacó... 

6.2 Que el jefe de la Sección encargada de di.- 
rigir los trabajos... dejó al juiciode V. 1. la apre- 
ciación de su importancia, consignando, sin em- 
bargo, que los dos registradores auxiliares de la 
Sección habían procedido en el desempeño de su 
cometido con verdadera perseverancia y laborio- 
sidad para el caso de que se estimase procedente 
formular la propuesta oportuna, á los efectos del 
art. 7.” del R. D. de 17 de Noviembre de 1890: 

7. Que esa Dirección... propuso que se hicie- 
ra la oportuna declaración en este sentido, oyón- 
dose previamente á la Sección de Estado y Gra- 
cia y Justicia del Consejo de Estado. 

Visto lo informado por dicho alto Cuerpo: 

Considerando que, consignada en la misma 
Real orden en cuya virtud fueron nombrados 
auxiliares de la Sección extraordinaria los regis- 
tradores interesados, la circunstancia de que el 
trabajo que prestesen podría servirles de mérito 
en su carrera, previa la correspondiente decla- 
ración, y habiéndose reconocido lo mismo por el 
jofe de la Sección que por ese Centro directivo 
el celo verdadero y perseverante con que proce- 
dieron dichos funcionarios durante el tiempo de 
su cometido, no podría en justicia desconocérse- 
les su derecho á obtener la declaración de méri- 
tos, conforme á lo dispuesto en la regla 3.* del 
art. 5.” del Real decreto citado de 17 de Noviem- 
bre de 1890: 

Considerando que al conceder al Gobierno el 
art. 7. del propio Real decreto la facultad de de- 
clarar en su caso si los méritos contraídos son 
notoriamente dignos de pronta recompensa, dejó 
á su prudente juicio la apreciación de los moti- 
vos en que hubiera de fundarse esta declaración, 
cuyos efectos, con relación á la anterior, consis- 
ten en la ventaja de poder figurar los que los ob- 
tuviesen en el primer lugar de las ternas para 
provisión de Registros en turno 3.”, con prefe- 
rencia á otros en quienes no concurra aquella 
circunstancia, sin esperar el transcurso del tiem- 
po señalado en la regla 1.* del art. 303 de la ley 

ipotecaria, y también sin menoscabo de las fa- 
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cultades del Gobierno para elegir dentro de ellas 
á los que estimase más conveniente: 

Considerando que sobre cualquiera de las cir- 
cunstancias enumeradas en las tres primeras 
reglas del citado art. 5. puede recaer esa de- 
claración, siempre que así lo estime el Gobier- 
no, no estableciéndose, por lo tanto, al hacerla, 
preferencia ni privilegio alguno entre los que 
estén comprendidos en alguna de dichas circuns- 
tancias: 

Considerando que limitados y reducidos en 
estos términos los efectos de la declaración de 
recompensa que se propone, resulta ésta equí- 
tativa y proporcionada al servicio prestado y á 
las circunstancias de los interesados; lo prime- 
ro, porque el servicio reclama en el personal 
encargado de desempeñarlo conocimiento espe- 
cial de las disposiciones que rigen para definir 
y acreditar el estado civil, para determinar los 
efectos de las inscripciones y para aplicar las 
regla convenientes en cada caso, y así lo de- 
muestra la misma indole técnica de la materia 
y lo reconocieron los autores de la ley y del re- 
glamento al establecer que el despacho de los 
asuntos del Registro, lo mismo que los del ma- 
trimouio civil, estuviese encomendado en ese 
Centro directivo á oficiales y auxiliares lotra- 
dos que hubieren de obtener sus plazas confor- 
me á las disposiciones de la ley hipotecaria; y 
lo segundo, porque es razonable sostener que 
concurren esos conocimientos en quienes han 
obtenido sus cargos, previa demostración de su 
competencia en materias y doctrinas que guar- 
dan relación con las funciones jurídicas que le 
son propias; por todo lo cual se nota que el tra- 
bajo prestado, aunque modesto en la aparien- 
cia, no puede reputarse como material y mecá- 
nico, sino como una labor inteligente realizada 
sin remuneración alguna... 

Considerando que si se eleva la atención á 
otros servicios eminentes que se pueden prestar 
al Estado en asuntos en que se fija con más in- 
sistencia el interés público como los que tie- 
nen por objeto el estudio ó redacción de proyec- 
tos de leyes ó reglamentos, los informes sobre 
graves cuestiones políticas ó sociales, los pla- 
nes de organización de servicios ú otros proble- 
mas análozos, échase de ver desde luego que no 
sería recompensa adecuada á tales trabajos la 
de que aquí se trata, limitada á figurar los in- 
teresados con la preferencia antes indicada en 
la terna de provisión de su cargo, para el que 
puede ser nombrado cualquier aspirante de los 
comprendidos en ella: 

Considerando que si es prudente en efecto 
proceder con sobriedad en las declaraciones de 
mérito de esta clase, no lo sería tanto extremar 
el rigór hasta el punto de desconocer el mayor 
celo y perseverancia desplegados en la práctica 
de los mismos servicios calificados de extraor- 
dinarios, 7 acerca de los cuales se ha emitido 
informe favorable y especial por el Centro á 
que están encomendados; 

- 8, M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, de conformidad con lo 
propuesto por esa Dirección general, ha tenido 
á bien declarar que D. José María Prado Beltrán 
y D. Luis Serratacó y Roig, registradores de la 
propiedad de Valoria la Buena y de Orgaz res- 
pectivamente, que han auxiliado los trabajos 
de la Sección extraordinaria creada en ese Cen- 
tro para la reconstitución de Registros civiles 
destruídos ó interrumpidos, han contraído por 
sus trabajos un mérito especial y extraordinario 
á los efectos de la regla 3 * del art. 5. del Real 
decreto de 17 de Noviembre de 1890, digno de 

ronta recompensa, conforme á su art, 7.*, de- 

1endo hacerse constar así en el expediente per- 


sonal de dichos interesados.» (R. O. 4 de Agosto 
de 1892 (1).—Gac. 8 td.) 


Real orden 16 Noviembre 1892. 
Auxiliares de la Dirección. 


. (Grac. Y JusT.) Se aprueba el reglamento que 
inserta la Gaceta' para los ejercicios de oposi- 
ción á las plazas de auxiliares de la Dirección 
general de los Registros civil y de la Propiedad 
y del Notariado. (Gac. 14 Diciembre.) 


Jurisprudencia (2). 


Insertamos en esta sección por orden cronológico, 
siguiendo el sistema adoptado en el Diccionario, 
todas las resoluciones de la Dirección general de 
los Registros, publicadas en 1892, advirtiendo que 
en los artículos respectivos de este APENDICE hace- 
mos las oportunas de hata á las resoluciones 
comprendidas en este lugar, con indicación expre- 
siva de la declaración que contienen; sistema me- 
diante el cual, á la vez que una exposición d Reper- 
torio alfabético de la doctrina consignada por la 
Dirección de los Registros, logramos ofrecer á 
nuestros lectores una compilación por orden crono. 
lógico de estas importantes resoluciones (8). 


Resol. 14 Octubre 1891. Declarando queno es fa- 
cultad del gobernador del Banco hipotecario la cancela- 
ción de hipotecas: Que es preciso designar los linderos 
generales de las fincas: Y que no es necesario expresar la 
cantidad por que se hace la cancelación, si consta que 
queda pagada la d que ascendía la responsabilidad y to- 
talmente cancelada la hipoteca. 

(Extracto.) Recurso gubernativo promovido 
pos el Banco hipotecario de España y el notario 

e esta corte D. Antonio Turón, contra la nega- 
tiva del registrador de la propiedad de Rute á 
inscribir una escritura de carta de pago y cance- 
lación de hipoteca, fundada en no tener faculta- 
des el gobernador del Banco hipotecario para 
otorgar en nombre de dicho Establecimiento es- 
crituras de cancelación de hipoteca; en no con- 
signarse en la escritura los linderos y cabida 
total de las fincas objeto de la cancelación, y por 
último, en no expresarse en aquel documento la 
cantidad por que se hade dicha cancelación, á pe- 





(1) A continuación inserta la Gaceta el informe del 
Consejo d que se refiere la anterior Real orden, en el cual 
la Sección de Estado y Gracia y Justicia califica el tra- 
bajo realizado de puramente mecánico, dice que hay que 

roceder con mucha circunspección en declaraciones como 
a que 86 interesa, asegura ser éste el primer caso de tal 
naturaleza sometido d su deliberación, y concluye opinan- 
do que no procede hacer la declaración á que se refiere el 
art. 7.2 del R. D, de 17 de Noviembre de 1890. 

(2) Véase ademds en TERCERÍAS y PARTICIONES 768- 
pectivamente las sentencias del T. S de 183 de Octubre y 
22 Diciembre de 1891, estableciendo: 

La primera, el significado de la pe «hipote- 
08», la cual, d juicio del T. S., atendida su etimología y 
también su acepción vulgar, lo mismo pueda referirse á 
la prenda que d la hipoteca propiamente dicha, por lo 
cual, cuando se usa no se incurre en error legal, dándola 
el sentido más conforme á la naturaleza y objeto del acto 
ó contrato en que se emplean. 

La de 23 de Diciembre es referente 4 Inscripciones 
posesorias y establece ln validez de la hecha por un he- 
redero de los bienes que recibió de una partición no apro- 
bada judicialmente si el menor interesado en la aproba- 
ción se conformó con la hecha particularmente, llegado 4 
la mayor edad. 

Derechos del tercer adquirente que ha inscrito su 
titulo en caso de anulación de la venta de bienes 
nacionalos.— Véanas en el grupo 1. de la jurisprudencia 
de DESAMORTIZACIÓN las sentencias del T. de lo C. A., y 
téngase en cuenta respecto de la doctrina que establecen 
las referencias de sus notas. 

(38) Las resoluciones de la Dirección general de los Re- 
gistros son de carácter gubernativo y no constituyen ley 
ni doctrina legal cuya infracción pueda motivar el re- 
curso de casación por infracción de ley. (T. S., auto 28 
Diciembre 1891.—Gac. 14 Enero 1893.) 
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sar de haberse expresado en la escritura de cons- 
titución de hipoteca la cantidad por que respon- 
día cada finca, puesto qUe para ello se vería obli- 
gado (el registrador) á realizar una operación 
aritmética, expuesta á error y la cual no cree de 
su deber. Sustanciado el recurso por todos sus 
trámites, apeló el registrador para ante la Direc- 
ción general del fallo del presidente de la Au- 
diencia y dicho Centro, revocando la providen- 
cia apelada, confirma en gran parte la negativa 
del registrador: 

«Vistos los arts. 87 y 47 de los estatutos por que 
se rige el Banco hipotecario de España: 

Considerando que la primera de las tres cues- 
tiones que en el presente recurso se ventilan, 
esto es, la de la capacidad del gobernador para 
cancelar hipotecas previo pago, sólo puede ser 
resuelta teniendo á la vista los estatutos del 
Banco hipotecario y además los principios del 
derecho: 

Considerando que atentamente estudiados esos 
estatutos, la verdad es que no se halla un solo 
artículo que decida categórica y expresamente 
á quién corresponde la facultad de cancelar en 
el caso en cuestión; y esto así, porque en el ar- 
tículo 37, citado por la representación del Ban- 
co, lo único que se dice es que el gobernador 
firma los contratos hechos en nombre del mis- 
mo, y llevar la firma no equivale á tener la ini- 
ciativa en el contrato, ó poder deliberar ó fallar 
acerca de él, ni mucho menos consentir en la 
cancelación de una garantía perteneciente á la 
Sociedad; y en lo que respecta al art. 47 en que 
descansa toda la argumentación del recurrente, 
tan sólo contiene la explícita declaración de 
que el Consejo de administración delibera y falla 
sobre el levantamiento de hipotecas sin previo 
pago; mas para fundar en tal precepto que, no 
al Consejo, sino al gobernador incumbe la can- 
celación cuando precede el pago de la deuda, es 
notorio que hay que proceder por vía de deduc- 
ción y no invocando un texto terminante de los 
estatutos: 

Considerando que desde el momento en que se 
acude á las reglas de la interpretación lógica 
para decidir una controversia, se reconoce que 
el texto, literalmente entendido, no la resuelve, 
y en tal caso, lo pertinente es indagar cuál es 
el espíritu ó tendencia de la ley en el asunto con- 
creto de que se trata: 

Considerando que puesto en parangón el art. 37 
de los estatutos, que fija las atribuciones del go- 
bernador, con los 46 y 47 que definen la compe- 
tencia del Consejo de administración, éste apa- 
rece como la autoridad principal en el seno de la 
Sociedad, y aquél es un mero agente ejecutivo ó 
auxiliar; siendo de ello buena prueba (limitando 
la atención al caso del recurso) el que mientras 
el Consejo delibera y falla sobre los contratos y 
acerca de toda clase de acciones judiciales, el 
yapa concreta su gestión á firmar aqué- 

los y ejercitar éstas, ó lo que esigual, á cumplir 
los acuerdos del Consejo: 

Considerando que en esta propia tendencia de 
estimar como autoridad principal al Consejo se 
inspiran las palabras con que comienza el artí- 
culo 47, según las que el Consejo delibera y falla 
sobre todos los asuntos no reservados al gobernador, 
lo cual quiere decir que éste es quien tiene una 
autoridad restringida, y que el criterio que debe 
seguirse cuando se trata de una facultad no co- 
metida expresamente al gobernador, es atribuir- 
la por virtud de aquella regla general al Consejo 
de administración: 

Considerando que tal acontece con la de can- 
celar hipotecas, previo pago, no reservada expre- 
samente al gobernador por los estatutos, sin que 
valga argúir, como el recurrente arguye, con el 


art. 47, puesto que el atribuir al gobernador una, 
facultad de que no hablan los estatutos, pugna 
con la regla general de dicho artículo, y aparte 
esto, no puede negarse que es más lógico conee- 
der la capacidad para cancelar, en el caso ordi- 
nario, á quien la tiene en el extraordinario, que 
no conforirla al gobernador que, según la letra 
de los estatutos, no la posee en caso alguno: 

Considerando que el principio general de dere- 
cho que reputa que la cancelación es un acto de 
enajenación, conduce al mismo resultado, pues 
dado ese concepto no encaja tal facultad en las 
atribuciones del gobernador, autoridad mera- 
mente ejecutiva y auxiliar que carece do inicia- 
tiva, y ni delibera ni falla, y por ende no puede 
consentir por sí sólo; y en cambio cuadra en un 
todo al Consejo de administración, cuyos pode- 
res son tan amplios que así contrata y transige 
como cede los créditos Y derechos del Banco, y 
así vende y cambia los bienes muebles é inmue- 
bles como abandona todos los derechos reales 6 
personales (art. 47): 

Considerando que el segundo reparo opuesto 
por el registrador en la nota recurrida es tam- 

ién fundado, pues basta comparar la descrip- 
ción de las fincas primera, tercera y quinta de 
escritura de cancelación, con la que de ellas se 
hace en la de constitución de la hipoteca, para 
advertir que cada una de ellas se compone de di- 
forentes trozos agrupados en ésta bajo linderos 
generales, y descritos en aquélla con separación, 
cual si se tratara de fincas independientes: 

Considerando que no adolece, la escritura del 
recurso, del último defecto que el registrador le 
atribuye, esto es, el de no expresarse la cantidad 
por que se hace la cancelación; ya queconsta, por 
el contrario, en elinstrumento (cláusula 2.*), que 
considerándose completamente pagada por to- 
dos conceptos la cantidad á que ascendía la res- 

onsabilidad que pesaba sobre las fincas, queda 
a hipoteca totalmente cancelada; 

Esta Dirección general ha acordado revocar la, 
providencia apelada y confirmar la negativa del 
registrador en cuanto al primero y segundo ex- 
tremo de los tres que comprende su nota, deján- 
dola sin efecto en lo que concierne al tercero.» 
(Resol. 14 Octubre 1891.—(Gac. 9 Enero 1892.) 


Keso!. 30 Octubre 1891. Es procedente la cance- 
lación de la inscripción de propiedad de una mina, en la 
parte correspondiente al primitivo concesionario, cuando 
se ha declarado nula la concesión. 

(Extracto.) D. Juan James Roserwarneadqui- 
rió en 1888 la propiedad de una mina llamada 
Ricardo, y en 1888 se otorgó la concesión de otra 
mina nombrada Manuela, que por un error del 
ingeniero que la demarcó ocupaba la mayor par- 
$e del terreno que comprendía la Ricardo. Adver- 
tido así por el interesado, se formó expediente 
que terminó por R. O. de 29 de Octubre de 1890 
en la que se declaró nula la concesión de la mina 
Manuela, se mandó recoger el título de propie- 
dad, y si éste hubiera sido inscrito, que por e 
gobernador se ordenase al registrador hiciese la 
correspondiente cancelación (1). Librado el opor- 
tuno mandamiento al registrador de Becerreá, 
puso éste una nota, al pie de aquél, denegando la 
anotación (1), por no estar comprendida en el 
art. 42 ni en otro alguno de la ley hipotecaria, y 

or estar inscrita la propiedad de la mina Manue- 

a, no sólo á favor del primitivo concesionario, 
sino de otras personas por causa de venta, títu- 
los onerosos á que no puede perjudicar, según el 
art. 31 de dicha ley, una anulación que no pro- 
viene de causas que constan en el Registro. Im- 


(1) La Real orden decia anotación en ver de cance- 
lación. 
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pugnada por la representación de Roserwarne la 
anterior calificación, que fué revocada por el 
juez delegado y confirmada por el presidente de 
a Audiencia, acudió el interesado en alzada á la 
Dirección, que resuelve lo siguiente: 

«Vistos los arts. 34 y 79 de la ley hipotecaria y 
el 68 de su reglamento: 

Considerando que toda declaración de nulidad 
de un título inscrito, ora se haga por los Tribu- 
nales en el juicio correspondiente, ora por la Ad- 
ministración en los casos en que procede, con 
arreglo á las leyes, está subordinada en cuanto 
á sos efectos con relación á tercero al precepto 
general del art. 34 de la ley hipotecaria: 

Considerando que, según éste, si la causa de la 
nulidad no consta en el Registro ó dimana de un 
titulo anterior no inscrito, no perjudicará aqué- 
lla al que por título oneroso hubiere adquirido 
su derecho de quien, según el Registro, tenía 
facultades para transmitirlo: 

Considerando que tal acontece en el caso que 
ha dado origen á este recurso, ya que la causa 
de la nulidad de la concesión minera Manuela no 
podía resultar del Registro, máxime cuando la 
mina Ricardo no constaba inscrita al hacerse la 
inscripción de aquélla y de sus sucesivas trans- 
misiones, y habiendo éstas tenido lugar á título 
onoroso, es de notoria pertinencia el precepto 
del indicado art. 34: 

Considerando que si el asiento de cuya nulidad 
se trata ha quedado extinguido por haberse 
transferido é inscrito el derecho á favor de ter- 
cero, claro es que la cancelación de aquél no 
tiene ya objeto; mas si subsiste en todo ó en par- 
te y ásu amparo se han constituído otros dere- 
chos tomando de él su fuerza, como por ejemplo, 
si tratándose de una inscripción de dominio hay 
asientos posteriores de hipotecas ó censo, Ó6 de 
cualquiera otro derecho real, la sentencia 6 
acuerdo declaratorio de la nulidad deben produ- 
cir una cancelación total ó parcial, que no afec- 
tará á esos derechos creados é inscritos á favor 
de tercero: 

Considerando que tal es el genuino y verdade- 
ro sentido del art. 68 del reglamento, según el 
que la cancelación que se haga de un título ins- 
erito por haber sido declarado nulo, surte su 
efecto sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu- 
lo 34 de la ley; precepto, que para explicarlo 
acertada y racionalmente hay que suponer que 
el derecho anulado subiste en el registro y co- 
existe con esos otros en favor de tercero á que 
dicho artículo se refiere, sin lo que se incidiría, 
en el absurdo de cancelar un asiento que ya no 
tiene existencia legal en el Registro: 

Considerando que de las premisas sentadas 
lógicamente se deduce que la Real orden dictada 
por el Ministerio de Fomento en uso de atribu- 
ciones por todos reconocidas y declaratoria de 
la caducidad de la concesión minera Manuela, 
debe surtir efecto en cuanto á la tercera parte 
de ésta, cuya propiedad tiene aún inscrita el 
panas concesionario, mas ni puede producir- 

oen lo tocante á las otras dos terceras partes 
cuyo dominio ha pasado á otras personas, ni en 
lo que concierne al derecho real de arrendamien- 
to, por prescribirlo así terminantemente el ar- 
tículo 84 de la ley y el 68 de su reglamento: 

Considerando que no es obstáculo á la parcial 
eficacia que hay que reconocer en la citada Real 
orden la circunstancia de emplearse en ella un 
tecnicismo inadecuado, ó sea usar el término 
anotación por el de cancelación, pues harto se 
colige del espíritu y letra del tal documento que 
la cancelación á que se refiere fué anulada, por 
cuya razón se mandó recoger el titulo de pea 
piedad, y es evidente, dado el art. 79 de la loy, 
que podrá pedirse, y deberá ordenarse la cance- 


lación total cuando se declara la nulidad dol tí- 
tulo en cuya virtud se hizo la inscripción; 

Esta Dirección entra ha acordado revocár 
la providencia apelada y la nota del registrador, 
z eclarar que, denegando la inscripción de la 

eal orden en cuanto á las porciones de la mina 
Manuela, cuyo dominio ha pasado á terceros, 
sea inscrita en lo tocante á la parte de la misma, 
que continúa siendo de la propiedad del primi- 
tivo concesionario, cancelándose parcialmente 
este asiento de dominio, pero sin que por ello 
pierda su fuerza la inscripción, que también 
existe, relativa al arrendamiento de la referida 
mina.» (Resol. 20 Octubre 1891.—(Gac. 11 de Enero 
de 1892.) 


Resol. 10 Noviembre 1891. Confirmando la ne- 
gativa del registrador de la propiedad de Castropol 4 
inscribir un documento en el que el actual poseedor de 
una finca que la había adquirido de persona que tenía 
hecha inscripción posesoria d su favor, reconoce que 
otro tercero es el verdadero propietario. 

(Extracto.) D. Pedro Fernández Arruñada, 
previo expediente posesorio, inscribió á su fa- 
vor una finca que luego vendió á D. Pedro Fer- 
nández Castañeira, quien inscribió su adquisi- 
ción en el Registro de la propiedad de Castro- 
pol; después de esto resultó que la finca inscrita 
á favor de Castañeira pertenocía á D. Fernando 
Sanjurjo, el cual, puesto de acuerdo con aquél, 
convinieron en otorgar una escritura, por la que 
el primero reconocía el derecho del segundo á la 
propiedad y dominio de la finca mencionada, 
merced á la exhibición detítulos que acreditaban 
la legitimidad del derecho de Sanjurjo; y para 
que éste pudiera pcario así en el Registro 

e la propiedad á los efectos de conseguir la ins- 
cripción á su favor de la expresada finca, lo con- 
signaba en escritura de 16 de Noviembre de 1890, 
en su cláusula 10.*; además en ella se convino en 
due el Sanjurjo cediera al Castañeira la misma 

nca en arrendamiento. Presentada en el Re- 
gistro para su inscripción, se negó á ello el re- 
gistrador, alegando entre otras razones la de 
que la manifestación de Castañeira en la cláusu- 
la 10, no es suficiente para desvirtuar lo que 
consta en el Registro, ni para que se anulen 
actos en que aquél no es el único interesado. 
Promovido recurso gubernativo contra esta ne- 
gativa del registrador, y confirmada en dos ins- 
tancias, fué elevado por último á la Dirección 
general, que resuelve de conformidad en estos 
términos; 

«Vistos los arts. 20, 82 y 228 de la ley hipote- 
caria: 

Considerando que la manifestación hecha por 
D. Pedro Fernández Castañeira en la cláusula 
10.* del contrato que otorgó con D. Fernando 
Sanjurjo lleva consigo la cancelación del asien- 
to extendido á su nombre, puesto que en ello 
consiente; mas no puede anular la inscripción 
posesoria á favor de D. Pedro Fernández Arru- 
ñada, ya que con arreglo al art. 82 de la ley hi- 
potecaria sólo es lícito conceder tal eficacia al 
consentimiento de éste, y en su defecto, á la sen- 
tencia recaída en juicio en que se le hubiere oído 
y vencido: 

Considerando que es consecuencia lógica de tal 

remisa la de que cancelada la inscripción del 
Br. Castañeira revivirá la de su causante señor 
Arruñada, y el art. 20 de la ley hipotecaria será 
obstáculo insuperable á la inscripción del dere- 
cho que sobre la finca pretende tener D. Fernan- 
do Sanjurjo: , 

Considerando que si por esta razón no os 1n8- 
cribible la escritura de 16 de Noviembre de 1890, 
tampoco lo es por la de que, constituido en su 
virtud un derecho real de arrendamiento, á la 
inscripción de éste ha de preceder por necesi- 
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dad, según el art. 228 de la ley, la de propiedad 
á nombre del Sr. Sanjurjo, y para esto, descar- 
tado el primer inconveniente de que ya se ha 
hecho mención, no bastan, como es notorio, las 
afirmaciones de Castañeira, pues son precisos 
los documentos justificativos de tal dominio, y 
aun las previas inscripciones que el mismo ar- 
tículo exige hasta llegar á un título anterior al 
1.” de Enero de 1863: 

Considerando que así es como quedará justí- 
ficado y cn el tracto sucesivo, cancelada 
que sea por decontado la inscripción posesoria 
mediante trámites legales, y no del modo que el 
recurrente pretende, pues de prevalecer el cri- 
terio de éste, arrancaría la inscripción de la finca 
en cuestión de dos asientos posesorios anulados 
por as manifestación de uno de los poseedo- 
res, y el derecho de propiedad derivaría de un 
reconocimiento hecho por quien tenía sobre el 
inmueble la mera posesión, basada en un título 
nulo y aun quizás falso, todo lo cual, bien se al- 
canza, sería ilegal y absurdo... 

Esta Dirección general ha acordado confirmar 
la providencia apelada.» (Resol. 10 Noviembre 
1891.—(Gac. 12 Enero 1892.) 


Resol. 10 Noviembre 1891. La falta de clari- 
dad en la cláusula de institución de heredero verificada 
en un testamento, en cuanto á la manera de sustituirse 
los instituidos en él, es defecto subsanable que impide la 
inscripción solicitada á su favor por uno de los herede- 
ros, de los bienes de la herencia, hasta que justifique 
cumplidamente su derecho d ella ó6 se declare por los 
Tribunales el que sea preferente. 


(Extracto.) Se establece la doctrina del epí- 
grafe en los siguientes términos: 

«Vistas las resoluciones de 22 de Diciembre de 
1875 y 26 de Noviembre de 1881: 

Considerando que para resolver si procede 6 
no la inscripción solicitada por Josefa Peris y 
Sentis, que es objeto del presente recurso, es in- 
dispensable fijar antes la inteligencia de la cláu- 
sula de institución de heredero contenida en el 
testamento en que aquélla funda su derecho (1): 

Considerando que la redacción de la citada 
clásula no ofrece toda la claridad necesaria 
pera evitar que sarja la duda de si muerto uno 

e los sustitutos antes que el primer instituido, 
corresponde la herencia á los hijos de aquél, 
como entiende el registrador, ó corresponde al 
Otro sustituto llamado, como afirma la repre- 
sentación de la interesada: 

Considerando que si bien de la primera parte 
de la cláusula parece deducirse que habiendo 
premuerto los dos primeros sustitutos al insti- 
tuído, radica el derecho á la herencia en el ter- 
cer sustituto, y no en los hijos que aquéllos hu- 
bieran podido: dejar, ya que el testador llamó 





(1) Dice asi la cláusula: Nombró el testador en pri- 
mer término heredero universal á4 su hijo D. Juan Bau- 
tista Peris y Sentis, añadiendo lo que sigue: «Y si éste 
no fuere mi heredero porque no quisiere ó no pu- 
diere, ó siéndolo muri*se sun hijos legítimos y natura- 
les, uno ó muchos,—ó con tales que ninguno llegue 
á la edad de testar, —solamente podrá disponer 4 su 
voluntad sobre dicha herencia de la cantidad de 80 
líbras, y en lo restante de la misma le sustituyo 6 
instituyo por mi heredero al otro hijo mío Jaime 
Peris y Sentis. —Y muriendo éste en la conformidad 
expresada respecto del Juan Bautista, le sustituyo y 
nombro heredero mío á mis hijo é hijas Tomás, Jo- 
sofa y Raimunda Peris y Sentis, no á los tres juntos, 
sino del uno al otro, guardando entre ellos orden 
de monta y prefiriendo los hombres á las 
mnjeres. Con pacto de que será obligación del hijo 

hija que entre á heredar mis bienes, entregar y 
repartir entre los demás hermanos, y por iguales 
pos lo legado 4 él especialmente. Y premuertos 

os dichos mis hijos 6 hijas, les sustituyo á sus hijos 
que fueren sus herederos universales.» 


á los sustitutos, en el caso de que los primera- 
mente nombrados no hubiesen querido ó no hu- 
biesen podido ser herederos, ó que siéndolo, mu- 
riesen sin hijos legítimos ó naturales en edad 
de testar, y es evidente que Tomás y Jaime Pe- 
ris no pudieron ser herederos, de la última parte 
de la cláusula, parece que, por el contrario, se 
deduce que, aun pr nriendo los sustitutos á 
los de anteriores llamamientos, y no habiendo 
podido, por tanto, ser herederos, pasó el dere- 
cho á los nietos, hijos de tales sustitutos, con 
exclusión de los demás directamente llamados 
por el testador, ya que éste declara que, pre- 
muertos sus hijos ó hijas, les sustituye á los hi- 
jos que éstos tuvieran y fuesen sus herederos 
universales: 

Considerando, por tanto, que el testamento 
cuya inscripción se solicita, adolece del defecto 
de contradicción 7, ambigiedad en la cláusula 
de la institución de heredero: 

Considerando que, según tiene declarado esta 
Dirección general en las resoluciones citadas, 
la ambigúedad y contradicción en la redacción 
de las cláusulas de las escrituras constituye un 
defecto subsanable que impide la inscripción de 
óstas: 

Considerando que por tratarse de un testa: 
mento no es posible que el indicado defecto se 
subsane, de conformidad con lo establecido en 
el art. 22 de la ley hipotecaria; pero sí cabe que 
los Tribunales en el correspondiente juicio fijen 
su inteligencia y declaren, en su virtud, quién 
es el llamado á la herencia: 

Considerando, por último, que en el caso de 
acreditarse que los sustitutos 'Tomás y Jaime 
Peris habían fallecido sin dejar hijos que hu- 
biesen sido sus universales herederos seria in- 
discutible el derecho de Josefa Peris á la heren- 
cia de su padre; 

Esta Dirección general ha acordado declarar 

ue el testamento en que se funda la escritura 
de 80 de Enero del corriente año adolece del de- 
fecto subsanable de oscuridad en la redacción 
de la cláusula de institución de heredero, por lo 
que no es inscribible dicha escritura mientras 
no se acredite que los sustitutos Tomás y Jaime 
fallecieron sin dejar hijos, ó se declare por los 
Tribunales, en ei caso de haberlos dejado, el 

referente derecho de Josefa Peris...» (Resol. 20 

oviembre 1891.—Gac. 14 Enero 1892.) 


Resol. 9 Diciembre 1891. Nose puede cancelar la 
inscriyción de arrendamiento de una finca por la sole 
voluntad del arrendador, mientras subsistan y se cum- 
plan las condiciones estipuladas en dicho contrato. M 
derecho de une no puede coexistir al mismo tiempo 
con el de arrendamiento para los efectos de su inserip- 
ción en el Registro, mientras este WNtimo contrato está 
subsistente; y por el contrario, se declara inscribible, al 
mismo tiempo que el arrendamiento, el derecho de 
ación cuando ambos radican sobre un mismo ín- 
mueble. 


(Extracto.) D. Juan Santa Cruz y Monje, due- 
ño de una casa sita en la calle del Betis, de Se- 
villa, la dió en arrendamiento á la Compañía 
comanditaria «Ricardo Revoul y Compañía», 
estipulándose en el contrato, que fué inscrito 
en el Registro de la propiedad, entre otras con: 
diciones, que el arrendamiento era por cuatro 
años que principiarian á correr el 1. de Abril 
de 1871 y concluiríian el 31 Marzo de 1875, y que 
los interesados se avisarían seis meses antes de 
terminar el arriendo para el desahucio de la fin- 
ca, entendiéndose que transcurrido este plazo sin 
darse aviso se entendería prorrogado el contra- 
to por un año más J así sucesivamente hasta 
que por cualquiera de las partes se verificara 
el desahucio en la época marcada; pero adqui- 
rida la casa posteriormente por D. Pedro María 


AA 


HIPOTECAS... (Jurisprudencia.) 





Molinillo, cedió los derechos de uso y habita- 
ción de ella á Sor Isabel Gómez, Sor Josefa Ruiz 
y Sor Trinidad Rodríguez, otorgándose la co- 
rrespondiente escritura. Presentada ésta para 
su inscripción en el Registro de la propiedad de 
Sevilla, fué denegada aquélla por estar inscrito 
y no cancelado el derecho real de arrendamien- 
to antes expresado; por lo cual el Molinillo 
solicitó la cancelación del indicado derecho de 
arrendamiento, que le fué denegada por el re- 
gistrador. Promovido por el interesado recurso 
gubernativo contra las expresadas notas dene- 
gatorias que el juez delegado revocó y el pre- 
sidente de la Audiencia confirmó, acudió en al- 
zada Molinillo á la Dirección, que resuelve lo 
siguiente: 

«Visto el art. 82 de la ley hipotecaria: 

Vistas las leyes 21 y 27 del tit. XXXI de la 
Partida 8.*: 

Considerando que el contrato de arrendamien- 
to otorgado por D. Juan Santa Cruz y Monje á 
favor de la Sociedad comanditaria Ricardo Re- 
voul y Compañía fué estipulado con la condi- 
ción de que no mediando previo aviso para el 
desahucio en el término quo se marcó, se enten- 
dería tácitamente prorrogado el contrato por 
un año más, prórroga que se podría renovar in- 

definidamente: 

Considerando que inscrita esta condición en 
el Registro es obligatoria para tercero, y ante 
la posibilidad de que esas prórrogas tácitas ha.- 
yan vonido renovando el contrato hasta el día, 
no debe cancelarse la inscripción del arrenda- 
miento á instancia tan solo del dueño de la fin- 
ca, sin que valga alegar que la Sociedad arren- 
dataria se disolvió años ha, por ser notorio que 
ese dato no aparece de la escritura ni del Regis- 
tro, únicos antecedentes que el registrador debe 
consultar al calificar un título: 

Considerando que de lo dicho se infiere que 
mientras no se pruebe en legal forma la extin- 
ción del arrendamiento, hay que respetar la ins- 
cripción del mismo, cual previene el art. 82 de 
la ley hipotecaria, y por tanto, es de confirmar 
la e de las notas impugnadas en que de- 
negó el registrador de la propiedad de Sevilla 
la cancelación que D. Pedro María Molinillo 
solicitaba invocando el R. D. de 20 de Mayo 
de 1880: 

Considerando que para juzgar la procedencia 
6 improcedencia de la otra nota hay que inves- 
tigar si pueden coexistir sobre una misma cosa 
y á favor de diferentes personas el derecho de 
arrendamiento y los de uso y habitación: 

Considerando que al resolver esta cuestión no 
hay que olvidar que el contrato en cuya virtud 
codió D. Pedro María Molinillo los derechos de 
uso y habitación, fué otorgado en 8 de Febrero 
de 1888, ó sea antes de estar en vigor el Código 
civil, por cuya razón son pertinentes al caso los 
preceptos de nuestro antiguo derecho civil (1): 

Considerando que á tenor de la ley 2!, tít. 31 
de la Partida 8.*, el que tenía el uso de una casa 
podía morar en ella con su mujer, hijos y com- 
pañía y aun podía recibir huéspedes, ó sea, 
usar de la casa según su propio y natural desti- 
no, mas no transferir á otro ese mismo uso por 
concepto alguno: 

Considerando que por no poder desprenderse 
el usuario de la casa sometida á su derecho, es 
obvio :¡ue no le era lícito arrendarla, por recaer 
en definitiva sobre el uso la locación de una fin- 

ca urbana, de donde se infiere que, según la ley 


(1) Kl art. 825 del Código civil establece ya, de manera 
terminante, que «los der ade uso y habitación no se 
Aer arrendar mi traspasar d otro por ninguna clase 

tubo». 
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existir sobre una misma casa los derechos de 
uso Y arrendamiento, ó lo que es igua], era im- 
posible, legalmente hablando, constituir la ser- 
vidumbre de uso sobre finca precedentemente 
dada á otra persona en arrendamiento: 

Considerando que no mereció el mismo con- 
cepto al legislador la servidumbre de habita- 
ción, ya que la ley 27, tit. 81 de la Partida 3.* 
expresamente reconoció en el que tenía seme- 
jante derecho, el de darla en arrendamiento, 
con tal que lo hiciera á personas que «fagan y 
buena vezindad»: 

Considerando que en vista de ello no cabe re- 
putar personalísimo de quien tiene la habita- 
ción el derecho de morar en la casa, desde el 
momento en que se le permite sacar de ésta la 
utilidad de una renta ó alquiler, por cuya ra- 
zón desaparece toda incompatibilidad entre el 
arrendamiento y la habitación, y puesto que el 
que se halla en posesión de ésta puede alquilar 
la casa, parece no debe haber inconveniente en 
que se constituya la habitación sobre finca ya 
arrendada; 

Esta Dirección general ha acordado confir- 
mar la providencia apelada en cuanto declara 
no procede cancelar la inscripción del arrenda- 
miento ni inscribir el derecho de uso, y revo- 
carla en lo que atañe al derecho de habitación, 
que se declara inscribible, salvo los efectos de 
la inscripción de arrendamiento anterior, mien- 
tras esté sabsistente.» (Resol. 9 Diciembre 1891. 
Gac. 15 Enero 1892.) 

Resol. 13 Diciembre 1991. E notario autorisan- 
te de un documento cuya inscripción ha sido denegada 
por el registrador por adolecer de defectos insubsanables, 
tiene personalidad para recurrir gubernativamente com. 
tra la calificación de aquel funcionario. 

(Extracto.) Vistos el art. 57 del reglamento 
para la ejecución de la le A ey y las re- 
soluciones de 1.” de Octabre e 1874 y 6 de Mayo 
de 1881, se establece la doctrina del epigrafe: 

«Considerando que puesta en duda por el re- 
gistrador de la propiedad de Liria la competen- 
cia del notario autorizante de la escritura ori- 
gen del presente recurso para interpoverlo, y 
negada dicha competencia por el delegado y por 
el presidente de la Audiencia, por más que esta 
autoridad dictara providencia en cuanto al fon- 
do, es indispensable decidir previamente si en 
efecto tuvo ó no personalidad el notario para in- 
terponer el recurso: 

Considerando que el defecto gue á juicio del 
registrador de la propiedad de Liria impide la 
inscripción de dicha escritura es el de no apare- 
cer cumplido lo que previene el art. 633 del Có- 
digo civil, ó sea un defecto interno que afecta á 
la validez de la obligación: 

Considerando que según declara el art. 57 del 
reglamento citado, los notarios, en caso de sus- 
pensión ó denegación de la inscripción por de- 
fectos en el instrumento, pueden promover el 
expediente gubernativo limitado á solicitar que 
se declare que el documento se halla extendido 
pon NEOEBtO á las formalidades y prescripciones 
egales: 

onsiderando que esta Dirección en las indi- 
cadas resoluciones, interpretando el citado ar- 
tículo, 57, no sólo ha sentado la doctrina de que 
no distinguiendo éste entre defectos externos é 
internos no es dudoso que lo mismo cuando sean 
de esta clase que cuando sean de aquélla los 
atribuidos á un documento, tiene personalidad 
el notario para interponer el recurso, sino que 
ha declarado que sería notoriamente injusto el 
negar á tales fancionarios el derecho de defen- 
der su calificación en oposición á la del regis- 
trador: 


Alfonsina, eran incompatibles y no podían co- 
O 
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Considerando que resuelta así esta cuestión 

revia, lo procedente es que el juez delegado 

icte providencia en el fondo volviéndose á se- 
guir todos los trámites propios de estos recur- 
sos.» (Resol. 12 Diciembre 15891.—Gac. 16 Enero 
de 1892.) 


Resol. 13 Diciembro 1891. Cuando haya con- 
tradicción entre los términos literales del mandato y la 
intención del mandante, hay que atender en primer tér- 
mino á esta última, según previene el art. 1.281 del Có- 
digo civil.—El mandatario no puede traspasar los limi- 
tes del contrato. 

(Extracto). Doña Encarnación Sánchez Mar- 
tínez otorgó en Barcelona escritura de poder á 
favor de su marido D. Francisco Ortiz Solá, fa- 
cultándole, entre otras cosas, «para vender to- 
dos ó parte de sus bienes (hecha excepción de la, 
casa en la calle de la Mona, núm. 2, y las tierras 
en la Cruz de Molina, llamadas los Ciroleros, 

ue expresamente se reserva), así como ceder- 

os, permutarlos ó hipotecarlos cuando tome 
dinero á préstamo». Por virtud á esta escritura, 
otorgó D. Francisco Ortiz en Huéscar otra de 
préstamo á nombre de D. Enrique Solá y Cocos- 
tegui, hipotecando á la seguridad del pago la 
casa núm. 2 de la calle de la Mona y la tierra 
sita en el pago de la Cruz de Molina, nombrada 
Cancel de los Ciroleros, de cuyas fincas era 
dueña la doña Encarnación Sánchez. Presenta- 
da la de préstamo para su inscripción en el Re- 
gistro de la propiedad de Huéscar, no fué admi- 
tida por carecer el mandatario de facultades 
para gravar las fincas hipotecadas; y promovido 
recurso por D. Enrique Solá y Cocostegui con- 
tra la calificación del registrador, que fué con- 
firmada por el juez y el presidente de la Audien- 
cia, acudió el interesado en alzada á la Direc- 
ción, que resuelve en el mismo sentido: 
«Vistos los artículos 1.281 y 1.714 del Código 
civil: 

Considerando que es de notoria evidencia el 
precepto del artículo 1.714 del Código civil se- 
gún el que el mandatario no puede traspasar 

os límites del mandato: 

Considerando que para el que ha de contra- 
tar con el apoderado, así como para los funcio- 
narios públicos queen uno ó en otro concepto 
tienen que apreciar la validez y eficacia de ta- 
les contratos, los términos literales del manda- 
to son la primera fuente á que hay que acudir 
para juzgar de aquellos límites, siendo, empero, 

cito é imprescindible invocar la evidente in- 
tención del mandante cuando las palabras de la 
escritura parecieren á ella contrarias: 

Considerando que el análisis gramatical de la 
frase asunto de discusión en este recurso no 
consiente se refiera el paréntesis que separa las 
ia «vender todos ó parte de sus bienes» 

e las de «así como cederlos, permutarlos é hi- 
potecarlos» más que á las primeras, por ser exi- 

encia de una rigurosa sintaxis a responde á 

a exacta y artística expresión del pensamiento 
racional la de que los 1ucisos se enlazan y mo- 
difican por ende, con la frase que en la oración 
inmediatamente les precede, mas no con la que 
les subsigue: 

Considerando que, sentada esta premisa, la 
lógica lleva á reconocer que, dado el giro de la 
frase empleada por la mandante doña Encarna- 
ción Sánchez, la limitación que impuso á su 
apoderado en lo tocante á la casa y tierras ya 
citadas sólo al derecho de vender se refería, 
quedando los de ceder arg ó hipotecar 
con aquella amplitud y libertad con que le con- 
cedió las demás facultades que en la cláusula 
que analizamos se contienen: 

Considerando que la regla de derecho arriba 
expuesta obliga ahora á comprobar el resulta- 


do que el análisis gramatical acaba de ofrecer 
con el elemento intencional, que es, después 
de todo, el de más interés por ser la voluntad 
iluminada por la razón, baso de todos los con- 
tratos y dato que hay que tener en cuenta por 
modo inexcusable cuando surgen cuestiones 
acerca de su verdadero sentido y alcance: 

Considerando que, cual estima con acierto el 
presidente de la Audiencia, toda la intención y 
voluntad de la poderdante doña Encarnación 
Sánchez se condensa en la frase que expresamen- 
te se reserva, la cual, indubitablemente aplicada 

or aquella señora á la casa de la calle de la 

ona y á las tierras enclavadas en la Cruz del 
Molino por virtud del pronombre relativo que, 
muestra ser evidente intención de la dueña de esas 
fincas la de retenerlas en su poder, guardándo- 
las para en adelante en su exclusivo dominio, 6 
por lo menos sustrayéndolas á la acción de su 
mandatario: . 

Considerando que con esa evidente intención 
pugna, á no dudar, la explicación gramatical 
arriba expuesta, por ser contradictorio que el 
que se reserva una cosa vede sólo á su mandata- 
rio lo facultad de venderla y le conceda la de ce- 
derla ó permutarla: 

Considerando que semejante antinomia en los 
tórminos del contrato obliga al llamado á pro: 
curar su cumplimiento á sacar á salvo la ver- 
dadera voluntad del otorgante, y demostrado 
que la de doña Encarnación Sánchez fué con- 
servar en su patrimonio las fincas que exceptuó, 
no debe tolerarse en su apoderado ningún acto 
que tienda á contrariar tal reserva: 

Considerando que á este fin propende el con- 
trato de cuya inscripción se trata, puesto que 
en toda hipoteca se transfiere al acreedor el de- 
recho de compeler al dueño á enajenar la cosa 
gravada, si no se cumpliese la obligación prin- 
cipal; derecho como se ve pendiente de una con- 
dición suspensiva: 

Considerando que por esta razón no cabe re- 
putar con derecho para hipotecar, ó lo que es 
igual, para transmitir á tercero el de reclamar 
la enajenación de una cosa condicionalmente á 
qien carece en absoluto de la facultad de ven- 

erla por sí; y esto es, sin embargo, lo que ha 
hecho en puridad D. Francisco Ortiz, hipote- 
cando las dos fincas que se reservó sua mujer, 
con lo que la ha expuesto al riesgo de perderlas 
si, llegado el vencimiento no pagase la deuda, 
hecho no siempre pendiente de la voluntad del 
obligado: 

Considerando que por virtud de todo lo ex- 

uesto pugna con la evidente intención de doña 
Encarnación la hipoteca de las dos fincas por 
ella excluídas, intención que contradicha por 
las palabras con que está concebido el poder, 
merece la preferencia sobre éstas, según expre- 
samente preceptúa el art. 1.281 del Código civil; 
siendo de estos antecedentes consecuencia la de 

ue no es inscribible en el Registro la escritura 
de 2 de Noviembre de 1890; 

Esta Dirección general ha acordado confir- 
mar la providencia apelada.» (Resol 15 Diciem- 
bre 1891.—Gaceta 17 Enero 1892.) 


Resol. 19 Diciembre 1891. El recurso gubernati- 
vo solo puede tener por objeto, conforme al art. 57 del 
reglamento, que se declare inscribible 6 no un documen: 
to cuya inscripción ha sido suspendida 6 denegada; y la 
pretensión del recurrente, no comprendida en el ar 
citado, no puede ser resuelta por la Dirección general en 
recurso gubernativo, por no tener dicho Centro compelen- 
cia para ello, 


(Extracto.) De una certificación librada el año 
1849 por el contador de hipotecas de esta corte, 
D. Isidro Ortega Salomón, aparece, que sobre 
dos casas sitas en esta corte pesaba un censo de 
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2,000 reales de capital á favor de los capitales, 
de dos faroles, uno para cada casa, y la carga 
real de aposento, pues aunque de escrituras an- 
tiguas aparecía que sobre ambas pesaban varios 
censos y una hipoteca, quedaron libres de estos 
vámenes, según testimonio de 28 de Julio,de 
174 librado por D. Miguel José García de La- 
madrid, al comprar!lasjudicialmente D. Félix Gil, 
al cual se le On con solo el censo de los 
2.000 reales y las cargas de farol y sereno. En 7 
de Septiembre de 1889 acudió D. Justo Zorrilla 
al registrador de la propiedad de Occidente de 
esta corte, exponiendo: Que en una certificación 
literal de los asientos del Registro moderno, se 
incluyen como dudosos los gravámenes que daba 
como extinguidos la certificación del Sr. Ortega 
Salomón; que buscado el título de renta á don 
Félix Gil no ha sido hallado, ni en el archivo de 
ts ni en el de la Audiencia; que vistos 
os antecedentes del Registro, se observa que se 
han extraviado los folios donde debía figurar la 
toma de razón de la compra hecha por D. Félix 
Gil, y aparecen otras que nada tienen que ver 
con las fincas aludidas, por lo cual se estampó 
nota expresiva de que estaban colocadas allí por 
error ó mala fe; que esto lo confirman los anti- 
guos índices oficiales de la Contaduría, que por 
ser extractos de las tomas de razón, contienen 
datos bastantes para suplir aquel extravío ó sus- 
titución, y que en vista de lo expuesto solicita- 
ba: que tomando por base la certificación de don 
Isidro Ortega, se cancelasen los aludidos gravá- 
menes, extendiendo al efecto las oportunas notas 
en los registros particulares de los mismos. El 
registrador de la propiedad no admitió la cance- 
lación pretendida, entre otras razones, por no 
estar comprendidos los documentos presentados 
entre los que relaciona el art. 82 de la ley, y por- 
qe si bien resultan ciertas las manifestaciones 
el recurrente, no es admisible su pretensión por 
no existir en el Registro el asiento primordial 
de adjudicación á favor de D. Félix Gil, ni tener 
atribuciones (el registrador) para apreciar como 
bastantes las razones alegadas por Zorrilla, se- 
gn la ley hipotecaria, de cuyo hecho correspon- 
e conocer á los Tribunales. En vista de esta 
negativa acudió el interesado al Juzgado de pri- 
mera instancia del Oeste, para que dejando sin 
efecto la nota del registrador, expidiese manda- 
miento ordenando que en lugar de la toma de 
razón extraviada se colocase la certificación del 
D. Isidro Ortega, y en los registros de los gra- 
vámenes citados se pusiera nota de quedar ex- 
tinguidos éstos por virtud de dicha certificación, 
qué según el art. 283 de la ley hipotecaria, es un 
ocumento público y eficaz contra terceros. Oído 
el registrador, insistió en su negativa que con- 
mó el Juzgado, contra cuyo fallo se alzó Zo- 
rrilla al presidente de la Audiencia, el cual, no 
estimándose competente para resolver la cues- 
tión, remitió el expediente á la Dirección gene- 
ral, que decide así: 

«Vistos el art. 267 de la ley hipotecaria y el 57 
del reglamento para su ejecución: 

Considerando que al interponer D. Justo Zo- 
rrilla el presente recurso no se limitó á pedir que 
se declarase inscribible el documento por él pre- 
sentado, sino que dando porsupuesto el extravío 
de unos folios del antiguo registro, en los que 
debe constar la toma de razón de un testimonio 
librado en 28 de Julio de 1794 por D. Miguel José 
García de Lamadrid, queacreditaba la extinción 
de ciertos gravámenes, pidió en primer término 

ue la certificación á que se refiere el primero de 
os resultandos se colocara en lufrar de dicha 
toma de razón, por lo que es indispensable deci- 
previamente si esta petición puede ó no ser 
materia del recurso gubernativo que establece el 


E A 


art. 57 del reglamento hipotecario, 6 si corres- 
ponde resolver á esta Dirección, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 267 de la ley, según entiende 
el presidente de la Audiencia: 

onsiderando que según el citado art. 57, di- 
cho recurso sólo puede tener por objeto que se 
declare inscribible óanotable e ldocamento cuya 
inscripción se deniegue ó se suspenda: 

Considerando que si lo solicitado por el recu- 
rrente no puede ser materia del recurso guber- 
nativo establecido en dicho art. 57 es evidente 
que no ha debido admitirse su interposición, y 

ue ni el juez AE pad ni el presidente de la Au- 

iencia, ni esta Dirección, tienen competencia 
para decidir si el documento presentado puede 
colocarse en el lugar de la toma de razón que se 
supone debió figurar en los folios extraviados: 

Considerando que entre las atribuciones que 
á esta Dirección corresponden según el art. 267 
de la ley hipotecaria, no está tampoco compren- 
dida la de ordenar lo que se solicita; 

Esta Dirección general ha acordado que no ha 
lugar á resolver el presente recurso, lo cual ha - 
de entenderse sin perjuicio de las demás accio- 
nes y recursos que competan alreclamante.» (Re- 
solución 17 Diciembre 1891.—(Gac. 20 Enero 1892.) 


Resol. 3 Encro 1899. Bienes gananciales en Na- 
varra: No habiéndose concertado pacto alguno en las ca- 
pitulaciones matrimoniales sobre aplicación de las ga- 
nancias ó conquistas, el cónyuge supératite carece de 
capacidad para designar al hijo que ha de suceder en las 
correspondientes al premuerto. i 

(Extracto.) En escritura de contrato matri- 
monial otorgada en Pamplona en 25 de Septiem- 
bre de 1864, los padres de Benita Erviti donaron 
á ésta todos sus bienes presentes y futuros, bajo 
condición de que había de suceder en ellos uno 
de los hijos habidos en el matrimonio libremen- 
te elegido por los padres, y faltando uno de és- 
tos, por el supérstite; el esposo de la dunataria, 
Agustín Indart, aportó como dote 25 onzas de 
oro bajo condición también de que había de he- 
redar dicha suma uno de los hijos que naciesren 
de su matrimonio, ó sea el que fuese nombrado 
heredero de los bienes donados, pactándose, por 
último, en la referida escritura, que las conquis- 
tas hechas durante el matrimonio serían de am- 
bos cónyuges por mitad. Fallecido Indart abin- 
testato, su viuda otorgó escritura designando 
como sucesora de sus bienes y de los que fueron 
de su marido, á la hija de ambos doña Juana, á 
quan además donó bajo ciertas condiciones to- 

os los que é ella correspondían, comprendién- 
dose en ellos dos fincas de la donante y 36 del di- 
funto Indart, adquiridas todas durante el matri- 
monio. Promovidas diligencias judiciales y de- 
clarada por auto del juez heredera abintestato 
de los bienes del difunto, sin perjuicio de terce- 
ro, doña Juana, se presentaron para su inscrip- 
ción en el Registro de Pamplona, testimonio de 
dicho auto y copia de la escritura de donación 
antes citada, la cual no fué admitida por falta 
de capacidad en la donante para transmitir 
bienes á que no estaba autorizada en su contra- 
to matrimonial. Impugnada en vía gubernativa 

or doña Benita la calificación del registrador, 
ué revocada por el juez declarando inscribible 
la escritura. 

Por alzada del registrador, el presidente de la 
Audiencia confirmó el auto apelado, y el regis- 
trador recurrió para ante este Centro dando por 
reproducidas todas sus alegaciones, en vista de 
que el caso origen del recurso es bastante fre- 
cuente en Navarra, y conviene que se dicte una 
Ion que aclare dudas y establezca la doo- 

rina. 

Ho aquí los términos de la resolución: 

«Considerando que es un hecho reconocido en 
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la escritura motivo de este recurso, y en la infor- 
mación judicial practicada ante el Juzgado de 
Harada instancia de Pamplona, unida al expe- 

iente, que D. Agustín Indart, esposo que fué 
de la recurrente doña Benita Ervit1, falleció sin 
haber dejado hecha disposición alguna de testa- 
mento, por lo cual es evidente que su sucesión 
ha de considerarse intestada con relación á los 
bienes que dejase á su fallecimiento, y que, en 
virtud de contratos anteriores, no hubieran sido 
objeto de pactos especiales admitidos por la le- 
gislación foral de Navarra: 

Considerando que si bien en la escritura de 
capitulos matrimoniales de 25 de Agosto de 1864 
otorgada conforme al derecho especial de aquel 
territorio, se a Epa pactos, que deben ser 
observados y cumplidos, su observancia ha de 
limitarse á lo que en ellos dispusieron las per- 
sonas que hicieron la estipulación, siempre que 
conste claramente su voluntad: 

Considerando que en la referida escritura, los 
donantes D. Francisco Erviti y doña Lorenza 
Agorreta, declararon expresamente su voluntad 
de donar, como en efecto donaron á su hija Be- 
nita, con vcasión de su matrimonio, los bienes 
pres de su propiedad, que todos eran mue- 

les, y los futuros que pudieran corresponder- 
les, con el pacto expreso de que uno de los hijos 
del citado matrimonio hubiera de suceder en 
ellos y con facultad en los padres, ó en el que de 
ellos sobreviviere, de nombrar sucesor en dichos 
bienes al que mejor les pareciere: cuya disposi- 
ción, aun considerada como última y definitiva 
de los padres de la doña Benita, se limitaba á 
los bienes de los donantes, y nada tenía que ver 
con la que pudiera hacer el D. Agustín Indart, 
respecto á los suyos propios, que es de lo que 
aquí se trata: 
onsiderando que el relacionado D. Agustín, 
cuya intervención en el contrato de capítulos 
fué distinta de la que tuvieron en él los padres 
de su futura esposa al hacer la aportación de las 
23 onzas que dicho contrato expresa, y al esta- 
blecer que hubiera de suceder en ellas el hijo 
que fuose heredero de los bienes donados, limitó 
expresamente los efectos de esta estipulación á 
la cantidad indicada: 

Considerando que respecto á las conquistas 
que se hicieran durante el matrimonio, se esti- 
puló de común acuerdo y en cláusula separada, 
que serían por mitad para la donataria y su es- 
poso, sin que D. Agustín hiciera extensiva á 
ella la disposición consignada respecto á su 
aportación, como indudablemente lo hubiera ve- 
rificado si tal hubiese sido su voluntad; por don- 
de se ve claramente que quedaron excluidas de 
los pactos sucesorios antedichos: 

Considerando que desde el momento en que se 
reconoce y declara expresamente que D. Agus- 
tín Indart falleció abintestato, no puede esti- 
marse que la declaración especial que hizo res- 
pecto á su aportación sea propiamente una ins- 
titución de heredero, no debiendo, por lo tanto, 
surtir otros efectos que los que la escritura de 
pactos expresa, ni extenderse á más que lo en 
ella dispuesto, sin que pueda tampoco interpre 
tarse verosímilmente que fuese otra la voluntad 
de los otorgantes, dada la claridad con que apa- 
rece expresada; por todo lo cual, y aun en el su- 
PS de regir en Navarra la doctrina derivada 

el antiguo Derecho romano sobre la universa- 
lidad de la herencia, y en el de que esa doctrina 
sea q e con los principios que informan 
el actual estado de derecho, en general y espe- 
cialmente con los que rigen en aquel territorio 
acerca de la libertad de testar, no puede invo- 
carse ni tener aplicación al presente caso: 

Considerando que en el documento presentado 


al Registro se hace constar que durante el ma- 
trimonio de D. Agustín Indart y doña Benita 
Erviti, se hicieron las conquistas de bienes in- 
muebles que en aquél se expresan, y no habién- 
dose hecho sobre ellos en la escritura de capítu- 
los más declaración que la que queda insinuada, 
de que serían por mitad para cada cónyuge, sin 
otra estipulación especial, es visto que el padre 
se reservó el dominio de los que le correspondie- 
ran, y habiendo muerto sin testamento, parecen 
llamados á suceder en ellos abintestato sus here- 
deros legítimos en la porción y manera determi- 
nadas por la legislación de Navarra, y según las 
reglas establecidas para cada caso: 

Considerando que, en virtud de estos fuanda- 
mentos, doña Benita Erviti, viuda de D. Agus- 
tín, si bien puede elegir sucesora de sus bienes 
propios en la forma admitida por las leyes y 
costumbres de Navarra, yv aun pudo hacerlo de 
los que sus padres la donaron y de la aportación 
al matrimonio de su difunto esposo, puesto que 
para ello la autorizaban los pacto3 consignados 
en la escritura de capítulos, no se halla en igual 
caso respecto á los bienes no comprendidos en el 

acto sucesorio, como lo eran las conquistas, en 
as cuales se reservó expresamente la mitad su 
marido, por lo cual fué fundada la calificación 
del registrador, no reconociéndola capacidad 
para disponer de ellos: 

Y considerando ales mientras no se haga por 
quien corresponda la debida declaración respec- 
to á las personas que deben suceder en dicha mi- 
tad de bienes y se determinen los que correspon- 
dan respectivamente á la viuda y á los hijos de 
su matrimonio con D. Agustín Indart, ó se soli- 
cite su inscripción en otra forma á nombre de 
todos, con arreglo á lo dispuesto en la ley hipo- 
tecaria, no procede admitir á registro el título 
presentado; 

Esta Dirección general ha acordado revocar 
la providencia apelada y confirmar la nota del 
registrador.» (Resol. 8 Enero 1892.—Gaceta 21 
Marzo.) 

Hesol. 90 Enero 1899. El juez al cual se han s0- 
metido las partes, tiene competencia para ordenar la ano- 
tación de embargo solicitada en juicio ejecutivo por el 
acreedor, en las fincas del deudor, aunque éstas radiquen 
en distinto partido judicial. 

(Extracto.) En autos ejecutivos seguidos ante 
el Juzgado de primera instancia del Sur de esta 
corte, por D. Leopoldo Romance contra D. Pe- 
dro de Borbón y Borbón, se despachó manda- 
miento de ejecución contra los bienes de éste, y 
señaladamente contra la finca Cortijada de An- 
sola, que fué embargada, librándose al efecto el 
oportuno exhorto al Juzgado de Santafé para 
que se anotara en cuanto á la finca el referido 
embargo. Presentado en el Registro de aquel 
pueblo el oportuno mandamiento, fué devuelto 
por estimar el registrador que el embargo no es- 
taba practicado por juez competente. Impugna- 
da esta calificación en vía gubernativa, fué re- 
vocada por el juez y presidente de la Audiencia, 
y elevado el expediente á la Dirección, este Cen- 
tro resuelve asi: 

«Vistos los arts. 55, 56, 63, regla 12, y 1.398 de 
la vigente ley de En). civil: 

Considerando que, según declara el citado ar- 
tículo 56, es juez competente para conocer de los 
pleitos á que dé origen el ejercicio de las accio- 
nes de toda clase, aquél á quien los litigantes se 
hubiesen sometido expresa ó tácitamente: 

Considerando que el juez competente para Co: 
nocer de un pleito lo es también para todas sus 
incidencias, para llevar á efecto las providen- 
cias y autos que dictaren y para la ejecución de 
la sentencia, según lo preceptuado en el art. 
de la ley de En). civil: 
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Considerando que es indudable la competencia 
que tuvo el juez de Madrid para ordenar la ano- 
tación de embargo que ha dado origen al presen- 
te recurso, ya que el pleito se promovió con oca- 
sión del cumplimiento de un contrato celebrado 
en Madrid, en el que consta la sumisión expresa 
de las partes á los Juzgados de la corte para to- 
dos los actos y diligencias á que pudiera dar lu- 
gar la escritura: 

Considerando ne no vale alegar en contra de 
la competencia del juez de Madrid, como alega 
el registrador de la propiedad de Santafé, la ra- 
zón de analogía con el embargo preventivo, que 
sólo puede decretar el juez del lugar en que ra- 
dica la finca, según la regla 12 del art. de la 
ley de Enj. civil, porque precisamente ese artí- 
culo tiene por objeto expresar las reglas para 
fijar la competencia, fuera de los casos en que 
hubiese mediado sumisión expresa ó tácita; 

Esta Direcsión general ha tenido á bien con- 
firmar la providencia apelada y lo acordado.» 
(Resol. 20 Enero 1892. —Qac. 14 Marzo.) 


Roeso!. O Marzo 1893. Inscrita una finca en dos 
libros diferentes de un miemo Registro, con una misma 
cabida, linderos, etc., debe el registrador trasladar de 
oficio la inscripción de uno de los libros al otro, poníien- 
do al margen de aquélla, nota expresiva del traslado. 


Doña Dolores Mármol vendió á D. Roque Me- 
lero por escritura pública, dos fincas rústicas 
sitas en el término de Alfaro. Presentada aqué- 
lla para su inscripción en el Registro de la pro- 
piedad de dicho pueblo, fué suspendida por re- 
sultar una de las fincas inscrita á los folios 158 
y 238 de los libros 21 y 14, núms. 2.599 y 1.812, con 
idéntica descripción, y aparecer en una inscrip- 
ción libre de cargas y gravada en la otra; y en 
cuanto á la otra finca, por no estar inscrita á 
nombre de la vendedora, pues la citada en la 
escritura, no concuerda ni en su medida, ni en 
sus linderos. Promovido recurso por el compra- 
dor presentando al efecto la escritura de adju- 
dicación á la vendedora de las dos fincas y segui- 
do el expediente por sus trámites, la Dirección 
resuelve lo siguiente: 

«Vistos los arts. 20, 82 y 83 de la ley hipoteca- 
ria, el 23 de su reglamento y la resolución de 
este Centro de 29 de Abril de 1881: 

Considerando que la identidad que se observa 
en la descripción de las fincas señaladas en el 
Registro con los núms. 2.599 y 1.812, tanto en lo 
que se refiere á su situación como en lo que 
ataño á su cabida y linderos, permite asegurar 
que se trata de un solo inmueble, indebidamen- 
te insorito bajo dos diferentes números, en lo 
que asimismo conviene el registrador de la pro- 
piedad: 

Considerando que ese defecto, no imputable 
por cierto á la dueña del predio, no ha de ser 
parte áim pa que ésta ejerza con respecto al 
mismo los derechos que la corresponden, ya que 
_ lo contrario fuera, á no dudar, una manifiesta 
injusticia: 

onsiderando que por lo dicho, presentada 
que fué la escritura de 23 de Diciembre de 1890 
y advertida la falta de que se ha hecho mérito, 
debió el registrador practicar de oficio las ope- 
raciones conducentes á la subsanación del de- 
fecto notado, de conformidad con lo estatuído 
Dor este Centro en su resolución de 29 de Abril 

e 1881, en vez de suscitar dificultades al adqui- 
rente, ni mucho menos exigir para la caducidad 
de uno de los registros la tramitación de los ar- 
tículos 82 y 83 de la ley hipotecaria, no dictados 
para casos como el presente: 

Considerando dns de lo expuesto se infiere 
que, rectificado el error en la forma dicha, será 
inscribible la escritura del recurso á continua- 


ción del último asiento del registro que quede 
subsistente, y esto así: primero, porque la finca 
constará inscrita á nombre de doña Dolores 
Mármol, y segundo, porque la hijuela de esta, 
señora presentada por el recurrente al incoar 
el recurso, prueba que la heredad en Viejamala 
es la misma finca registrada bajo el núm. 2.599, 
motivando la discrepancia advertida en su des- 
cripción entre el Registro y la escritura de ven- 
ta, otro defecto cometido al inscribir la referi- 
da hijuela, que fué el de incluir tan sólo en el 
asiento los linderos antiguos del predio y su 
primitiva cabida, en vez de hacer constar esas 
circunstancias en la nueva forma en que apare- 
cían de aquel título, cual previene el art. 23 del 
reglamento: 

Considerando que es también inscribible la 
escritura de venta en lo que concierne á la finca 
radicante en Regazuelo, pues la misma hijuela 
de que se ha hecho mérito identifica por com- 
pleto la finca y prueba que al ser ésta inscrita 
á virtud de aquel documento se incidió en la mis- 
ma falta de tomar la descripción antigua y pres- 
cindir de la nueva, que fué la que se tuvo á la 
vista al redactar la escritura del recurso; 

Esta Dirección general ha acordado: primero, 

ue el registrador de la propiedad de Alfaro 
debe practicar de oficio las siguientes operacio- 
nes: trasladar por certificación las inscripcio- 
nes de la finca núm. 2.599 del libro 21 de Alfaro 
al registro abierto á la del núm. 1.812 del libro 
14 del mismo Ayuntamiento y poner a) margen 
de aquellas inscripciones notas expresivas de 
haber sido trasladadas por figurar equivocada- 
mente en dicho lugar, y de que no se podrá ex- 
tender ningún otro asiento en las hojas que 

ueden en blanco hasta el einen abierto á la 

aca siguiente; segundo, que hecho esto, proce- 
derá inscribir la escritura de compra en cuanto 
á la heredad radicante en Viejamala á continua: 
ción de la última inscripción trasladada al re- 

istro de la finca núm. 1.812, pero teniendo cui- 
dado de relacionar las cargas que en realidad 
afectan al predio Y tomando su descripción de 
dicha escritura y de la hijuela de doña Dolores 
Mármol, documento que á tal efecto deberá ser 
mencionado en el asiento que se practique; y 
tercero, que asimismo es inscribible la escritura 
en lo que respecta á la heredad del Regazuelo, 
en cuya descripción se procederá del modo que 
se ha dicho al tratar de la finca anterior.» (Re- 
solución 9 Marzo 1892.—(Fac. 2 Ma yo.) 


Resol. 19 Marzo 1899. La donación hecha por 
una madre 4 sus hijos, de la nuda propiedad de todos sus 
inmuebles, reservándose el usufructo, es más que una 
verdadera donación, una distribución de bienes, d fin de 
evitarles cuestiones. 


(Ezxtracto.) En Diciembre de 1887, doña Dolo- 
res Ubeda otorgó en Rute una escritura pública 
por virtud de la cual, deseando evitar cuestiones 
entre sus hijos después de su muerte, con ocasión 
de la distribución de los bienes que pudiera de- 
jarles, los donó la nuda propiedad de los inmue- 

les que poseía, reservándose el usufructo, con 
el que tenía lo suficiente para atender á sus ne- 
cesidades. ] 

Solicitada del registrador de la propiedad de 
Lucena la consiguiente inscripción de los testi- 
monios de adjudicación expedidos con referen- 
cia á la escritura matriz, no la admitió aquel 
funcionario, alegando que el valor de lo donado 
excedía de la tasa legal, no obstante lo cual no 
se había cumplido con el requisito de la insinua- 
ción. 

Don Manuel Mangas Ubeda promovió contra 
esa negativa el presente recurso, é impugnó la 
razón en que se funda, alegando: que aunque en 





238 


HIPOTECAS... (Jurisprudencia.) 





la escritura del recurso se da el nombre de do- 
nación al contrato otorgado por doña Dolores 
Ubeda y sus hijos, no es ese el nombre técnico 
que le cuadra, sino el de partición inter vivos, 
acto permitido en derecho (ley 9.*, tit. V, Parti- 
da 6.*, y jurisprudencia del T. S. en sents. de 3 
Diciembre 1868 y 10 Febrero 1872) Se Elevado el 
expediente á la Dirección previos los trámites 
reglamentarios, resuelve así: 

«Considerando que atentamente examinado el 
contenido de la escritura de 31 de Diciembre de 
1887, origen de este recurso, adviértese en ella, 
más que una verdadera donación, una distribu: 
ción de bienes hecha por doña María de los Do- 
lores Ubeda entre aus hijos, á fin de evitar las 
cuestiones que después de su muerte pudieran 
suscitarse: 

Considerando que así lo prueba, de un lado el 
móvil que indujo á la citada señora claramente 
expuesto en la misma escritura, y de otro el he- 
cho bien significativo de haberse reservado 
aquélla el usufructo de todos los bienes, repar- 
tiendo tan sólo entre sus hijos la nuda propie- 
dad, lo cual equivalía á retener el disfrute otor- 
gando á los hijos derechos que sólo serían efec- 
tivos á la muerte de su madre: 

Considerando que de lo expuesto se infiere 
que en el acto de que se trata prevalece el ca- 
rácter de partición hecha en vida por la madre 
entre todos sus hijos, los cuales adquieren en su 
virtud el derecho á unos determinados bienes 
para después de la muerte de aquélla, derecho 
que no es susceptible de valoración, todo lo cual 
convence de que no fué aplicable al caso el pre- 
cepto de la ley 9.*, tít. 4.9 de la Part. 5.*» (Reso- 
lución 12 de Marzo de 1892. —Gac. 17 Mayo.) 


Hesol. 93 Marzo 1999, Está bien suspendida la 
inscripción en el Registro de la propiedad, de venta de 
paca hecha por mujer casada sin licencia de su marido, 


ta que éste la ratifique: Matrimonio posterior al decre- 
to de id y anterior al Cód. civil, no inscrito en el Regíis- 
tro civil. 


«En el recurso gubernativo interpuesto por 
D. Antonio Serrano Hariza contra la negativa 
del registrador de la O de Alhama ¿ ins- 
cribir una escritura de venta, pendiente en este 
Centro en virtud de apelación del interesado: 

Resultando que D. Miguel Jiménez Zamora y 
doña Inés Serrano Hariza contrajeron matri- 
monio canónico el día 20 de Agosto de 1884, ma- 
trimonio que no fué inscrito en el Registro civil: 

Resultando que dueña la doña Inés Serrano 
de diferentes fincas, las enajenó á D. Antonio 
Serrano Hariza por escritura de 21 de Mayo de 
1891, que autorizó el notario D. Ricardo Calvo 
Nieto, siendo de notar que el marido de la ven- 
dedora no dió licencia para el contrato por es- 
timar notario y contrayentes que tal requisito 
no era necesario, en atención á que, dada la le- 
gislación vigente en la época que se celebró el 
matrimonio de que se trata, no puede éste pro- 
ducir efectos civiles mientras no se inscriba, y 
en tal concepto había que reputar como soltera 
legalmente á doña Inés Serrano: 

Resultando que por el expresado motivo sus- 
pendió el registrador de la propiedad de Alha- 
ma la inscripción de la escritura, fundado en el 
art. 49 de la ley de matrimonio civil, hasta que 
la ratificación del marido subsane la falta co- 
metida: l 

Resultando que D. Antonio Serrano impugnó 
en vía gubernativa tal calificación, y sostuvo 

ue celebrado el matrimonio de Inés Serrano y 
iguel Jiménez bajo el imperio del R. D. de 9 de 
Febrero de 1875 es notorio que no puede recono- 


(1) Ver también los arts. 1.056 y 1.058 del Código civil, 


cerse á tal vínculo efecto alguno civil por no 
haber sido inscrita en el Registro la partida sa.- 
cramental: 

Resultando que oído el registrador, informó, 
que el certificado del Registro civil inserto en la 
escritura para acreditar la no inscripción del 
matrimonio de que se trata nada prueba, pues 
ignorándose la Fecha en que se contrajo, no es 

osible afirmar, dadas las vicisitudes de la legis- 

ación en este particular, si debió ó no ser ins- 
crito; que de todas suertes, la omisión de esta 
formalidad llevará aneja una multa, pero no 
puede afectar á la oficacia jurídica del vínculo 
conyugal; que desde el decreto de 9 de Febrero 
de 1875 no puede hablarse en términos jurídicos 
de matrimonio puramente canónico, pues para 
los católicos no hay otra manera de contraer el 
vínculo conyugal; y que por tales razones el ma- 
trimonio canónico que la vendedora contrajera 
goza de todos los efectos civiles, ya que necesa- 
riamente hubo de celebrarlo después de la ley 
de matrimonio civil, bien en los cinco años prl- 
meros desu vigencia, en cuyo caso quedó regido 
por el decreto de 1875, que tuvo fuerza retroac- 
tiva, bien con posterioridad, y en tal supuesto 
la no transcripción de la partida sólo constituyó 
una falta penada con multa: 

Resultando que pedido también informe al x1to- 
tario autorizante de la escritura, defendió este 
funcionario la improcedencia de la nota, ya que 
según el R. D. de 9 de Febrero de 1875 no produ- 
cen efectos civiles los matrimonios canónicos no 
inscritos en el Registro civil á su debido tiempo, 
Y mal pueden aplicarse á ellos los preceptos de 

a ley de matrimonio civil, en parte derogada 
por aquel Real decreto: 

Resultando que el juez delegado confirmó la 
calificación por estimar que el precepto del ar- 
tículo 49 de la ley de matrimonio civil sólo con- 
siente las excepciones provinientes de divorcio 
legalmente decretado, ó de autorización conce- 
dida á la mujer casada con arreglo á derecho; que 
el decreto de 1875 devolvió al matrimonio canó- 
nico toda la importancia y eficacia que siempre 
le reconocieron nuestras leyes, y que si bien di- 
cho decreto ordenó la transcripción de las par- 
tidas matrimoniales en el Registro civil, la omi- 
sión de este requisito no puede invalidar el ma- 
trimonio, según claramente se deduce del espi- 
ritu y la letra de aquella disposición: 

Resultando que apelado ese acuerdo por el in- 
toresado, lo confirmó la Presidencia en vista de 
los arts. 1.? y 2.? del R. D. de 9 de Febrero de 1875 
y de que el plazo para transcribir al Registro 
civil las partidas sacramentales, fué prorrogado 
por el R. D. de 31 de Agosto de 1875, Rs. Os. de 
14 de Febrero 7 28 de Diciembre de 1876, 18 de 
Julio de 1877, 4 de Febrero de 1878 y 18 de Febre- 
ro de 1879, por todo lo que el matrimonio de Inés 
Serrano tiene plena eficacia civil, y en tal con- 
cepto está sometida dicha interesada á la auto- 
ridad marital, y por consiguiente al art. 61 del 
Código civil: 

Vistos los arts. 60, 61 y 65 del Código civil. 

Visto el art. 1.? del Real decreto de 9 de Febre- 
ro de 1875. 

Considerando que acreditado en este expedien- 
te que el matrimonio de D. Miguel Jiménex y 
doña Inés Serrano se celebró en 20 de Agosto de 
1884, es indudable que tuvo lugar cuando la le- 
gislación canónica era la única reguladora del 
matrimonio celebrado en España entre ciudada- 
nos católicos: 

Considerando que el art. 1. del Real decreto 
de 9 de Febrero de 1875 terminantemente esta- 
tuía que el matrimonio que en adelante se con- 
trajese con arreglo á los sagrados canónes pro- 
duciría en España todos los efectos civiles; de 
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donde lógicamente se infiere que por hallarse en 
tal caso el de Inés Serrano, quedó ésta sometida 
á la autoridad marital, y por ende, después de 
publicado el Código civil, al precepto de sus ar- 
tículos 60 y 61: 

Considerando que dado el 65 del mismo, el con- 
trato que la mujer otorga sin licencia ó autori- 
zación de su marido, no es necesariamente nulo, 
sino que queda pendiente de que el marido ó sus 
herederos promuevan contra él la acción de nu- 
lidad, por lo que aquel defecto merece el califi» 
cativo de subsanable; 

Esta Dirección ha acordado confirmar la pro- 
videncia apelada, 

Lo que, etc.—Madrid 23 de Marzo de 1892. —El 
Director general, Antonio Molleda.—Sr. Presi- 
dente Ñ a Audiencia de Granada.» (Gac. 29 de 

ayo. 


Resol, 96 Marzo 1893. Estableciendo la necesi- 
dad de acompañar la correspondiente escritura pública 
al titulo de concesión de una línea férrea para que éste 
pueda sor inscrito en el Registro de la propiedad. 


(Extracto.) Se solicitó de un registrador de la 
propiedad la inscripción de una concesión de lí- 
nea férrea, acompañando para ello dos números 
de la Gaceta de Madrid, donde aparecía inserta 
la ley de concesión de la línea expresada sin 
subvención del Estado, una descripción de aqué- 
lla y un estado descriptivo de las estaciones, 
obras de fábrica, etc. El registrador suspendió 
la inscripción por no presentarse la escritura 
pública á qe se refiere el art. 21 del reglamasn- 
to de 23 de Noviembre de 1877, y ni aun siquiera 
el título de concesión; y por no tener el carácter 
de documento auténtico para los efectos del Re- 
gistro los ejemplares de la Gaceta; y ser necesa- 
rio, además, para inscribir la línea como finca 
determinada y deslindada, presentar acta de 
amojonamiento ú otro documento auténtico. 
Semejante nota fué impugnada, y seguido el ex- 
DS por sus trámites, la Dirección resuel- 
ve asi: 

«Vistos la R. O. de 26 de Febrero de 1867, el 
art. 27 de la ley de ferrocarriles de 23 de No- 
viembre de 1877, el 21 del reglamento de 24 
de Mayo de 1878 y la R. O. de 16 de Febrero úl- 
timo: 

Considerando que con arreglo al art. 27 de la 
citada ley de ferrocarriles, la concesión de una 
línea férrea sin subvención está exenta de la 
formalidad de gubasta pública, pero siempre ha 
de hacerse por medio de una ley: 

Considerando que, una vez dictada ésta, pre- 
viene el art. 21 del reglamento de 24 de Mayo de 
1878 que se expida á la Empresa concesionaria el 
título correspondiente, y que se eleve el contra- 
to á escritura pública, incluyendo en ella lite- 
ralmente el pliego de condiciones generales, la 
ley especial de concesión, las condiciones parti- 
culares y económicas, y la tarifa de derechos 
máximos: 

Considerando que de lo expuesto se infiere 
que para estimar perfecto y consumado en cuan- 
to al fondo y á la forma el contrato de concesión 
de una línea férrea, no bastan la ley y el título 
de concesión, sino que además se necesita el 
otorgamiento de la escritura pública, que, por 
decirlo así, es la forma definitiva de esa rela- 
ción jurídica: 

Considerando que así debe ser en términos de 
estricto derecho ya que la concesión de un fe- 
rrocarril es un verdadero contrato bilateral 
otorgado entre el Estado y un particular, con- 
trato que cuando arranca de una ley, como en el 
caso de que se trata, demanda por parte del Go- 
bierno determinados actos para el cumplimien- 


to de aquélla, conviene á saber: expedición del 


titulo de concesión y otorgamiento de escritu- 
ra, y por la del concesionario la explícita y for- 
mal declaración de que acepta las condiciones 
bajo que hubiere sido hecha la concesión por el 
Poder legislativo, le cual sólo puede y debe ha- 
cerse en el último de aquellos dos documentos: 

Considerando que por todo lo dicho, en el caso 
de concesión de un camino de hierro, el verda.- 
dero titulo inscribible es la escritura pública 
que á tenor del art. 21 del reglamento necesa- 
riamente ha de otorgarse, dado que mediante 
ella el Gobierno ejecuta la ley de concesión, y 
el concesionario se compromete á verificar las 
obras sujetándose al proyecto aprobado; adqui- 
riendo de tal suerte la relación de derecho aquel 
sello de firmeza y estabilidad en cuanto al fon- 
do, y aquella autenticidad en lo que concierne á 
la forma de que han menester los derechos para 
alcanzarla garantía del Registro dela propiedad: 

Considerando que por ser la ley de 23 de No- 
viembre y el reglamento dictado para su ojecu- 
ción de 24 de Mayo de 1878, el derecho por que en 
la actualidad se rigen las empresas ferroviarias, 
al determinar los titulos que son necesarios para 
la inscripción de las concesiones que obtienen, 
á los dichos preceptos hay que acudir en primer 
término y no á los de la R. O. de 26 de Febrero 
de 1867, por la sencilla razón de que si entre és- 
tos hubiere alguno contrario á los de oa ley 
y reglamento, dicho está que ha sido derogado: 

Considerando que toda esta doctrina reciente- 
mente sancionada por la R. O. de 18 de Febre- 
ro último (1) prueba que la Compañía de los ca- 
minos de hierro del Norte de España, al solicitar 
del registradór de Tudela inscripción de la con- 
cesión de que se trata no presentó el verdadero 
título de su derecho, por lo cual están en su lu- 
gar los reparos que en primero PA segundo tér- 
mino opone en su nota el referido funcionario: 

Considerando que en la instancia presentada 
por D. Francisco Sánchez Asso, como mandata- 
rio de la dicha Compañía (origen de este expe- 
diente), se concreta la demanda de inscripción á 
la concesión de la línea férrea, mas no se pide la 
de ésta como finca deslindada y especial, y por 
ende, en cuanto al último extremo, es infundada 
la calificación recurrida; lo cual, después de 
todo, carece de interés práctico porque el títu- 
lo que ha de servir á la Compañía para inscribir 
su derecho será la escritura pública que debe 
otorgar; 

Esta Dirección general ha acordado confirmar 
la providencia apelada y la nota del registrador, 
en cuanto por ella se declara que para la ins- 
cripción de la concesión se requiere escritura 
pública.» (Resol. 26 Marzo 1892.—Gac. 15 Junio.) 


Resol. 29 Marzo 18999. Cuando no hay conformt- 
dad entre los asientos y las manifestaciones de los intere- 
sados, ó entre éstos solos, acerca de la rectificación de un 
asiento en el Regístro, existe un verdadero litigio de que 
deben conocer los Tribunales en via contenciosa; y la Di- 
rección es incompetente para resolver la cuestión en re- 
curso gubernativo. 

(Extracto.) D. Ignacio Rojo Arias, D. Juan 
Siere, D. Florentino, doña Celestina, doña Do- 
lores y D. Casildo Zavala é Iguerabide, poseye- 
ron proindiviso y por terceras partes 60.619 me- 
tros cuadrados de terreno en manzanas del 
barrio de Amara, dentro del ensanche de San 
Sebastián, hasta el día 27 de Mayo de 1889 en que 

rocedieron á la división material del terreno 
á fin de facilitar su venta. Habiéndose consti- 
tuído durante la proindivisión varias hipotecas 
sobre las dos terceras partes que pertenecían á 
los Sres. Rojo Arias y Siero en garantia de cier- 





(1) Véase en la sección legislativa de este artículo, pá- 
gina 227. 
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tas cantidades recibidas por éstos, el registra- 
dor de San Sebastián al inscribir la escritura 
de división antes mencionada, estimó que di- 
chos gravámenes afectaban por igual á los lotes 
adjudicados á los Sres. Rojo y Siere que á los 
asignados á los Sres. Zavala. Con este motivo, 
D. Ignacio Rojo Arias y D. Juan Siere otorgaron 
otra escritura el 29 de Mayo de 1891, en la que 
relacionando los hechos expuestos, y al objeto 
de restablecer la verdad de los mismos, declara- 
ban que cuantas anotaciones é inscripciones 
existían sobre su propiedad desde antes del 27 
de Mayo de 1869, gravitaban exclusivamente so- 
bre los solares que les habían correspondido en 
la división practicada en aquella fecha, y que 
procedía anular los dichos asientos que pudie- 
ran afectar á la tercera parte, perteneciente á 
los Sres. Zavala. 

Presentada esta escritura para su inscripción 
en el Registro, les fué denegada : primero, por- 
que la escritura no está redactada en forma, ni 
crea derecho que invalide los inscritos en los 
solares señalados en el documento presentado; 
segundo, porque las cancelaciones de graváme- 
nes no pueden obtenerse sin la intervención de 
las personas á cuyo favor estén constituidas y 
consientan en ello; tercero, porque las cuestio- 
nes que suscitan los interesados acerca de la 
cancelación, deben decidirse por los Tribunales; 
cuarto, porque el hacer constar los otorgantes 
que la parte de tierra que pertenece á los seño- 
res Zavala está libre de cargas, no estorba la 
obligación de los interesados de presentar los 
documentos necesarios para obtener la cance- 
ción de ellas, bien sea por medios judiciales ó 
extrajudiciales, y quinto, que á pesar de haber 
expedido dos certificaciones, una á instancia del 
Sr. Rojo Arias y otra á la de D. José María 
Alonso Zavala, relacionando en ellas lo que 
constaba en el Registro sobre las referidas car- 
gas, no se ha presentado otro documento que 
pueda alterar lo que en aquéllos aparece... 

D. Ignacio Rojo Arias recurrió gubernativa- 
mente contra la anterior calificación, alegando 
entre otras razones, que no se trataba de can- 
celar gravámenes en su propiedad ni en la del 
Sr. Siere, sino de ratificarlos borrándolos de 
la de los Sres. Zavala, donde aparecían con no- 
torio error. Oido el registrador que sostuvo su 
calificación, el juez delegado convocó para una 
comparecencia á los Sres. Rojo Arias, D. Gu- 
mersindo Alonso Mazo, acreedor hipotecario de 
aquél, D. Eduardo Dupuy, apoderado del señor 
Siere, y al al de los Sres. Zavala; veri- 
ficada aquélla, el Sr. Rojo sostuvo la solución 
que defendía en el recurso, manifestando el re- 
presentante del Sr. Mazo que su principal no 
podía acceder á la cancelación hasta que se le 
pegaso su crédito. El juez acordó la rectificación 

el error cometido, apelando de este acuerdo el 
registrador, por estimar, entre otros fundamen- 
tos, que no procedía hacer declaraciones de de- 
rechos, á favor de personas que no han sido oíÍ- 
das, en la forma verificada, puesto que los man- 
damientos judiciales se hacen á virtud, y por 
consecuencia de un juicio contradictorio. Con- 
firmado el auto del juez por el presidente de la 
Audiencia de Pamplona, el registrador acudió á 
la Dirección, que acuerda lo siguiente: 

«Vistos los arts. 257 de la ley hipotecaria y el 
208 de su reglamento: 

Vista la resolución de 30 de Abril de 1880: 

Considerando que la escritura de 29 de Mayo 
de 1891 tuvo por objeto hacer constar á los efec- 
tos del Registro, que los gravámenes impuestos 

or los Sres. Siere y Rojo Arias durante la pro- 
indivisión de los terrenos de Amara afectaban 
tan sólo á las manzanas que á dichos interesados 


fueron adjudicadas en la escritura de 27 de Mayo 
de 1889, mas no á los lotes, que por virtud de ésta 
fueron adjudicados á los Sres. Zavala: 

Considerando que relacionados aquellos gra- 
vámenes en los asientos de dominio de estos lo- 
tes, verificados á consecuencia de la dicha escri- 
tura de división de 1889, 6 hay que estimar que 
efectivamente están impuestos sobre los mis- 
mos, en cuyo caso no procede su cancelación, 
si no es en la forma que establece el art. 82 de la 
ley hipotecaria, ó partir de que fueron errónea- 
mente relacionados en dichos asientos, y en tal 
supuesto lo único procedente es su rectificación 
á tenor de lo que la indicada ley preceptúa en 
gu tit. VII: 

Considerando que este último es el criterio 
que domina en el escrito de interposición del re- 
curso, redactado por uno de los otorgantes de 
la escritura en cuestión, y el que tuvieron en 
cuenta el delegado y la Presidencia, ya que una 
y otra autoridad han fundado sus respectivas 
resoluciones en el art. 208 del reglamento hipo- 
tecario: 

Considerando que el procedimiento estableci- 
do para la rectificación de errores de concepto 
es por su propia índole contencioso cuando, 
como acontece en el presente caso, no hay con- 
formidad entre el registrador y los interesados, 
ni aun entre éstos solos, acerca de la existencia 
del error y su rectificación consiguiente, por 
cuya razón no ha debido aplicarse en el caso de 
que se trata el precepto del art. 57 del regla. 
mento, dictado para determinar si es ó no pro- 
cedente una inscripción suspendida ó denegada 
por el registrador: 

Considerando que ni aun este procedimiento 
ha sido observado en toda su pureza, pues intro- 
duciendo en él trámites propios del de rectifica- 
ción, se citó á los interesados 4 una compare- 
cencia judicial, lo que no fué obstáculo á que no 
resultando conformidad entre aquéllos, se dic- 
tara sin más trámites resolución por el Juzga- 
do, y después, no obstante haber surgido con- 
tención, se admitiera alzada para ante una auto- 
ridad gubernativa, y por último, para ante este 
Centro, olvidándose que cuando se promueve 
controversia acerca de la rectificación, suscita- 
se una verdadera litis que, en cuanto á los pro- 
cedimientos, debe ser regulada pcr la ley de En- 
juiciamiento civil: 

Considerandu que por todas estas razones es 
incompetente la Dirección para conocer de este 
asunto y dictar en él resolución, según doctri- 
na sentada en la de 30 de Abril de 1850; 

Esta Dirección general ha acordado, con re- 
vocación de la providencia apelada, declarar: 
que es incompetente para resolver la cuestión 
planteada y que el recurrente puede promoverla 
ante la autoridad, y mediante los trámites que 
procedan con arreglo á derecho.» (Resol. 29 Mar- 
zo 1892.—Gac. 25 Junio.) 


Mero!. 29 Marzo 1899. Inscripción de bienes hero- 
dados sujetos d condición resolutoria siempre que en la 
inscripción se haga expresa reserva de aquel derecho, 
conforme al art. 109 de la ley hipotecaria. 


(Extracto.) D. Francisco Díez Cárabes Almi- 
rante y Lamadrid, falleció bajo testamento que 
otorgó en Turieno á 9 de Octubre de 1869, en 
cuya cláusula 6.* nombraba horedero en usufruc- 
to de sus bienes á su hermano D. Matias y de la 
nuda propindad á su sobrino D. Jacinto Diez 
Cárabes y Gutiérrez, hijo de aquél, á quien una 
vez fallecido su padre, pasaria el usufructo de 
los expresados bienes; ordenaba al D. Jacinto 
que cuidara de la buena conservación de los bie- 
nes de la herencia, para que «todos ellos también 
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inlegros» pasaran y recayeran en los hijos que 
dejase de su matrimonio con doña Gertrudis 
Díaz Cortinas y la Lama, y por último, releva- 
ba á los herederos de la obligación de prestar 
fianza. 

Vendidas por D. Jacinto á4 doña María Clotil- 
de de la Pedraja seis fincas con pacto de retro, 
procedentes dos de ellas de la herencia mencio- 
nada, y presentada la escritura en el Registro 
de Potes, fué denegada su inscripción por esti- 
mar que el otorgante carecía de facultades para 
venderlas, á causa de tener limitado su dominio 
en favor de sus hijos, según la cláusula sexta 
del testamento en cuestión. Contra esta negati- 
va promovió recurso la compradora alegando: 
que en la cláusula sexta del testamento fué ins- 
tituido el citado señor heredero propietario, y 
por ende las palabras «si bien ajustándose, etc.», 
que á continuación se leen, más son para el he- 
redero un consejo que un precepto, y de modo 
alguno cabe reputar que en ellas se contiene 
condición de ningún género... y que aunque el 
registrador estuviera en lo cierto, la escritura 
sería inscribible, respetando la supuesta condi.- 
ción de que á la muerte del vendedor habían de 
volver los bienes á sus hijos, inscripción que 
sería plenamente eficaz é irrevocable en el posi.- 
ble caso de que éstos premuriesen á su padre. 
Oido el registrador, informó: que si D. Jacinto 

abes pudiera vender los bienes heredados, 
claro es que éstos no pasarían integros á sus 
hijos como expresamente ordenó el testador, que 
emás dispuso la proporción en que habían de 
heredarlos; que el que los hijos del Sr. Cárabes 
puedan morir antes que su padre, no altera los 
derechos actuales de éste... por la sencilla razón 
de que el D. Jacinto es más bien un heredero vi- 
talicio con obligación de transmitir los bienes á 
sus hijos, ó lo que es igual, es un heredero fidei- 
comisario y no un heredero con condición reso- 
lutoria, por lo cual merece el concepto de usu- 
fructuario con ciertas facultades...; y finalmente 
que, si cual reconoce la recurrente, inscrita la 
venta podrían los hijos de D. Jacinto que le so- 
brovivieran incautarse de los bienes nuevamen- 
te, es notorio que ellos son los únicos dueños de 
los mismos, y que no es posible estimar válido el 
contrato be inscripción ha sido denegada. 

Seguido el expediente por los trámites legales 
la Dirección declara inscribible el título visto el 
art. 109 de la ley hipotecaria y lo que disponen 
las cláusulas 6.* y 7.* del testamento de D. Fran- 
cisco Diez Cárabes Almirante: 

«Considerando que es jurisprudencia constan- 
temente admitida por el T. S. de Justicia que el 
testamento es ley en cuanto no se oponga á la 
moral ó al derecho, y que al interpretar la vo- 
lantad de un testador hay que tomar sus pala- 
bras en su llano y natural sentido: 

. Considerando que D. Francisco Díez Cárabes 
instituyó á su sobrino D. Jacinto por su uni- 
versal heredero propietario, pero sin terminar 
en este punto la cláusula de institución, ordenó 
á continuación, explicando su sentido y alcan- 
ce, que se habría de entender ajustándose estric- 
tamente el instituido á su voluntad, instruccio- 
nes y deseos, y cuidando de conservar los bie- 
nes, créditos y capitales que heredase, los cuales 
Íntegramente habían de pasar y recaer en sus 

os, 4 cuyo efecto hasta determinó la cuantía 
en que éstos los habrían de heredar: 

Considerando que no debe prescindirse de nin- 
guno de los conceptos que dicha cláusula com- 
prende, sino apreciarlos todos concordando su 
sentido y atendiendo sobre todo á la verdadera 
voluntad del finado: 

Considerando que por ser ésta explícita y ter- 
Minante respecto al particular de que los bienes 
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que heredase el D. Jacinto hubieran de pasar 
íntegros á los hijos de su matrimonio con doña 
Gertrudis Díez Cortina, se ha de entender que 
su calidad de heredero propietario no le confe- 
ría la facultad de disponer libremente y en abso- 
luto de dichos bienes, á menos que llegase el ca- 
so de no poder recaer definitivamente en los hi- 
jos por premorir al padre ó por cualquiera otra, 
causa legal: 

Considerando que sólo interpretada la cláusu- 
la 6.*, de este modo tiene racional explicación el 
contenido de la 7.*, en quese trata de la releva- 
ción de fianzas, ya que carecía de objeto relevar 
de fianza al heredero, á quien se deja en absolu- 
to la propiedad de los bienes sin condiciones ni 
limitaciones de ninguna especie, en tanto que 
es cosa natural hacer mención de ella cuando 
esas condiciones existen, z mucho más cuando 
crean derechos á favor de otras personas que 
han de hacerlos efectivos en su día: 

Considerando que entendida y explicada la 
cláusula como queda dicho conforme á las pala.- 
bras y á la intención del testador, cualquiera 
disposición que el heredero haga de los bienes 
heredados, queda subordinada á la condición re- 
solutoria de que sus hijos le sobrevivan y se ha- 
ga en ellos efectivo el derecho que les fué reser- 
vado en el testamento, lo cual no obsta á que si 
el padre llega á enajenarlos pueda inscribirse la 
enajenación ha -iéndose expresa reserva del men- 
cionado derecho, conforme á lo dispuesto en el 
art. 109 de la ley hipotecaria: 

Considerando que hecha constar en el Registro 
de la propiedad de Potes la forma en que D. Ja- 
cinto Díez Cárabes sucedió al testador, puesto 
que según la certificación unida al expediente, 
en la inscripción se consignan las condiciones y 
términos que expresa la cláusula 6.* del testa- 
mento, es conocida la naturaleza de su derecho 
para los efectos del Registro, y á ella quedan 
subordinados, según los principios fundamenta- 
les de la ley, los efectos de cualquiera inscrip- 
ción relativa á los bienes heredados: 

Considerando que hecha la inscripción en la 
forma expresada, quedan á salvo los derechos 
de que se crean asistidos en su día los hijos y 
herederos de D. Jacinto Diez Cárabes.» (Resolu- 
ción 29 Marzo de 1892.—Gac., 6 Julio.) 


HBenol. 99 Marzo 1899. Declarando inscribible 
cierta escritura de subarriendo de una mina, cuyo arren- 
datarío se hallaba autorizado para ello por la Sociedad 
propietaria de aquélla, y estableciendo que aunque así no 
fuese, no estando prohibido el subarriendo por la Socie- 
dad expresada, sería igualmente inscribible dicho docu- 
mento con arreglo al art. 1.550 del Código civil. 


(Extracto.) Por escritura de 16 de Noviembre 
de 1879, la Suciedad minera «Esperanza», dueña 
de la mina Virgen de las Huertas, cedió ésta en 
arrendamiento por veinte años á D. Francisco 
Dorda, que después de constituir una Sociedad 

ara su explotación, la dió en arrendamiento á 
b; Manuel Cassola, que á su vez traspasó sus de- 
rechos á D. Jesús Plazas el año 1888. En 23 de Ju- 
nio de 1890, la Sociedad propietaria, después de 
recordar las condiciones en que se había codido 
á Plazas el arrendamiento de la mina aparecien- 
do éste autorizado en la 19.* para formar socie- 
dad de partido, traspasar el contrato dando co- 
nocimiento de ello á la Sociedad «Esperanza» y 
de consignar literalmente un acta de 29 de Mayo 
del propio año, en la cual aparecía transmitido 
el contrato de arriendo á D. Celestino Unanua 
con algunas modificaciones, consistentes en au- 
torizar al arrendatario para subarrendar todo 6 
parte de la explotación, formalizó escritura de 
arrendamiento á favor del citado Unanua, el 
cual, 0 escritura de21 de Agosto siguiente, sub- 


arrendá la mina por veinte años és E Hermann 
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Borner, representado por D. Guillermo Bobrzyk, 
haciéndose coustar en la cláusula 5.*, lo siguien- 
te: «Y estando las partes conformes con todas 
las condiciones preinsertas, las consignan para 
su más estricta observancia en la presente escri- 
tura, que otorgan y solemnizan.» Presentada 

ara su inscripción en el Registro de la propiedad 
do Cuevas, fué denegada: primero, por no resul- 
tar autorizado el subarriendo, por la Sociedad 
propietaria; segundo, por no aparecer tampoco 
autorizado el subarrendante, y tercero, por no 
constar que Bobrzyk hubiera autorizado el con- 
trato. Contra esta negativa promovió Bobrzyk 
recurso gubernativo, que la Dirección general, 
previos los trámites gubernativos, resuelve así: 

«Considerando que en la escritura de 23 de Ju- 
nio de 1890, otorgada por la Sociedad «Esperan- 
za», dueña de la mina Virgen de las Huertas, y 
D. Celestino Unanua, consta que, al concederse 
á éste el arrendamiento de la mina, se le otorgó 
con las variantes introducidas en el acta de 29 
de Mayo de 1890, siendo una de ellas la de que po- 
dría subarrendar parte ó el todo de la explota- 
ción de minerales dehierroexistentes en la mina, 
en cuyo sentido quedó modificada la condición 
19 de las consignadas en el contrato de 10 de 
Mayo de 1881, y reproducidas en el de 23 de Ju- 
nio de 1890, siendo, por lo tanto, ésta una de las 
rectificaciones aceptadas por la Sociedad otor- 
gante del nuevo arrendamiento, y en su virtud 
quedó sin efecto la última parte de la expresada 
condición: 

Considerando que expresamente autorizado el 
Sr. Unanua para subarrendar por la misma So- 
ciedad propietaria de la mina, no está en lo cier- 
to el registrador cuando afirma que no media tal 
autorización; mas aunque así fuera ésta no 
existiese, como tampoco prohibió el subarriendo 
la Sociedad, sería pertinente al caso el precepto 
del art. 1.550 del Código civil: 

Considerando que cualesquiera que sean los 
derechos que la Sociedad partidaria Virgen de 
las Huertas ostenta en la actualidad con respec- 
to á la mina en cuestión, no deben ser tenidos en 
cuenta en este recurso por la sencilla razón de 
que no ApOeón inscritos en el Registro de la 
propiedad; y 4 mayor abundamiento hay que re- 
conocer que el Sr. Unanua ha arrendado la mina 
en la misma forma y condiciones que la tenía 
D. Jesús Plazas, el cual, por virtud de la escri- 
tura de 1.” de Mayo de 1888 otorgada con an- 
torización de la Sociedad partidaria, había ad- 
quirido al derecho de traspasar el contrato de 
arriendo á la persona ó Sociedad que á bien tu- 
viera, sin más que dar de ello conocimiento á la 
Sociedad propietaria: 

Considerando que en la cláusula 5.* de la es- 
critura de 21 de Agosto de 1890 dicen terminante 
y explicitamente los otorgantes que están con- 

ormes con las condiciones preinsertas y las con- 
signen para su más estricta observancia en la 
dicha escritura pública, lo cual entraña, á no du- 
dar, la on del contrato por ambas partes 
que en tal concepto han prestado el recíproco 
consentimiento, base de todo contrato bilateral; 

Esta Dirección general ha acordado confirmar 


la providencia apelada...» (Resol. 29 M 1892. 
Cac. 14 Julio.) S ds ER 


Beso!. 1.* Abril 1999. Es legal la escritura otor- 
gada d nombre de una Sociedad disuelta mediante acuer- 
do de todos los interesados en ella, por el liquidador de 

mMÍSMA...; Pero si intervienen mandatarios de perso- 
nas residentes en el extranjero, las firmas de los funcio- 
naríos consulares que legalizan las de los otorgantes, ne- 
cesítan d su vez ser legalizadas. 


(Ezxtracto.) Por escritura de 28 Diciembre 1894 
se declaró disuelta la Sociedad Ibarra y Com- 
pañía, concurriendo al otorgamiento los tres so- 


cios que la fundaron, ó sean D. Juan y D. Ga- 
briel Ibarra y D. Cosme Zubiria, representado 
éste por su hijo D. Luis, y otras personas indi- 
viduales y cclectivas que la componían, algunas 
residentes en Londres, M á nombre de las cuales 
comparecieron sus apoderados ostentando pode- 
res otorgados en la capital de Inglaterra por los 
interesados, cuyas firmas legalizaban los cón- 
sules ó vicecónsules españoles... Designáronse 
los liquidadores de la Compañía, y entre ellos, y 
en tal concepto, al citado D. Luis; el cual, con 
el referido carácter, otorgó escritura en 4 de 
Septiembre de 1888, vendiendo determinadas fin- 
cas á una Compañía inglesa que concurrió al 
acto por medio de sa mandatario D. Guillermo 
Gil, usando de poder que la Empresa le había 
otorgado y que contenía las antedichas solem- 
nidades. El registrador de Valmaseda se negó á 
inscribir la escritura de enajenación por no apa: 
recer que á la de disolución de Compañía, fecha 
de 23 de Diciembre de 1884, hubieran concurrido 
todos los interesados en ella, y por no hallarse 
legalizadas las firmas de los funcionarios consu: 
lares que inscribían los poderes extendidos en 
Londres... Gil interpuso recurso guberuativo, y 
confirmada la calificación del registrador en dos 
instancias, apeló á la Dirección general, que re- 
suelve así: 

«Vistos el art. 18 de la ley hipotecaria, el 30 de 
la ley del Notariado, el 22 y el 32 del reglamento 
de la carrera consular de 23 de Julio de 1883, el 
600 de la ley de En). civil y la sentencia del Con- 
sejo de Estado de 5 de Marzo de 1863; 

Considerando que la escritura de disolución de 
la Sociedad Ibarra y Compañia de 23 de Diciem- 
bre de 1884 fué oficialmente presentada en el Re 
po de la propiedad de Valmaseda, según acre- 

ita el asiento núm. 358 del tomo X VI del diario, 
ue aparece firmado por el presentante de aqué- 
lla en la forma que la ley previene: 

Considerando que en esa escritura fué nom- 
brado D. Luis de Zubiria liquidador de la Socie- 
dad comanditaria mencionada, invistiéndole los 
socios de las facultades que estimaron condu- 
centes al cabal cumplimiento de aquel encargo: 

Considerando gas como quiera que en virtud 
de esas facultades otorgó D. Luis Zubiria la 
escritura de 4 de Septiembre de 1888, origen del 


recurso, es claro que para determinar si el cita- 


do señor había obrado dentro de los límites que 
sus comitentes le trazaran, era preciso tener á 
la vista la escritura de liquidación; tanto más, 
cuanto que en la de venta de 1888 sólo se inser- 
taba la base 3.* de aquélla, y es notorio que en 
otras cláusulas de la misma podían alterarse las 
atribuciones que en la dicha base se conferian 
á los liquidadores: 
Considerando que lo que 
mera aplicación al caso de la doctrina que exige 


que en la contratación por poderes se exhiban . 


éstos á los registradores si no aparecen literal- 
mente testimoniados, á fin de que puedan calif- 


car por sí la naturaleza y el alcance del manda- 


to; doctrina cuya pertinencia en la ocasión pre- 


sente es perfectamente legítima, porque al fin . 


el andado: de una Sociedad es un verdadero 

man 

de la propiedad de Valmaseda pudo y debió cali- 

ficar la escritura de 23 Diciembre 1884: e 
Considerando que esto sentado, al decidir si 

está Óó no en lo cierto el referido funcionario 


ueda expuesto es 


atario de rd prueba que el registrador 


cuando afirma que no se han presentado los do- 
cumentos de donde resulte que los otorgantes 


de la escritura de disolución eran á la sazón los 
únicos interesados en la Sociedad Ibarra y Com- 
pañía, es indispensable investigar si los que 


comparecieron en la escritura de 23 de Diciem- 


bre 


e 1884 eran los mismos socios fundadores de ' 
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la Compañia comanditaria, ó de ellos tralan 
causa debidamente acreditada... 

..Considerando que otorgada la escritura de 
disolución de la Sociedad Ibarra y Compañía 
por tres de los socios que la fundaron y por los 
que han justificado documentalmente ser los 
causababientes de los otros tres, carece de fun- 
damento el primer reparo que opone el regis- 
trador relativo á la capacidad de los otorgantes: 

Considerando que varios de los poderes que 
por testimonio figuran á la cabeza de la escri- 
tura de 23 de Diciembre de 1884 han sido otorga- 
dos en el extranjero, y al pie de ellos sólo apa- 
rece la legalización del cónsul general de Espa- 
fia en unos y la firma del vicecónsul español que 
autorizó el contrato en otro, lo cual ha dado 
margen á la segunda cuestión que la nota del 
registrador plantea: 

onsiderando que los textos legales que hay 
que examinar para decidir acerca de este se- 
gundo extremo de la calificación recurrida, con- 
ceden á los cónsules y vicecónsules la facultad 
de legalizar los documentos que se otorgan en 
el extranjero, pero en ninguno de ellos se esta- 
blece que esa legalización por sí sola y sin más, 
sirva para dar autenticidad al documento en 
toda aña: 

Considerando que en cambio de eso tenemos: 
primero, que los cónsules ejercen funciones no- 
tariales, lo cual somete á los documentos que en 
tal concepto autorizan el precepto general del 
art. 30 de la ley del Notariado; segundo, que el 
art. 600 de la de Enjuiciamiento civil exige que 
los documentos otorgados en otras naciones 
que han de tener valor en juicio han de estar le- 
galizados, precepto general que tiene su natural 
complemento en el referido artículo de la ley 
del Notariado, que es el que da la norma y pauta 

ara toda legalización; tercero, que la sentencia 

el Consejo de Estado de 5 de Marzo de 1863, re- 
solvió que la firma de los jefes de las legaciones 
ó de los cónsules, ha de ser legalizada á su vez 
por la Secretaría del Ministerio de Estado, y 
cuarto, que sólo así puede cumplirse el fin de la 
legalización, que es el de hacer indubitado el 
documento y evitar toda falsedad, fin que no se 
obtendría si se obligara á los Tribunales y fun- 
cionarios españoles á estar y pasar por legaliza- 
ciones hechas por los agentes consulares, dado 
que no hay motivo alguno para establecer como 
regla que aquéllos deben conocer las firmas 
rúbricas de éstos, por todo lo que hay que esti- 
mar fundada la calificación del registrador, en 
cuanto á su segundo extremo; 

Esta Dirección Eenera ha acordado revocar 
la pnasnon apelada y la nota del registrador, 
y declarar que el único defecto subsanable que 
existe 6 impide la inscripción de la escritura de 
venta de 1888 origen del recurso, es el de no 
estar debidamente legalizados los poderes otor- 
gados en Londres y en Hendaya, z en que fun- 
daron su representación algunos de los otorgan- 
tes de la escritura de liquidación de 28 de Di- 
PEN de 1894.» (Resol. 1.? Abril 1892.—GQac. 80 

O. 


_Resol. 5 Abril 1893. Sin la previa autorización 
judicial, no puede el padre enajenar bienes de sus hijos 
menores, no emancipados, ni extinguir derechos reales 
constituidos d favor de ellos, art. 184 del Código civil. 


(Extracto.) Presentada para su inscripción 
en el Registro de la propiedad de Marquina una 
escritura otorgada por doña María de Ascaci- 
dar, iendo un crédito hipotecario pertene- 
ciente'á sus menores hijos, á D. José Félix de 
Eguilior, bajo condición de que éste debía pa- 
da en el acto principal rédito y costas causa- 

en autos ejecutivos seguidos á instancia de 


dicha señora contra el deudor D. Pío Belda- 
rrain, les fué aquélla denegada, por faltar la 
autorización judicial necesaria para la enaje- 
nación de bienes inmuebles y extinción de dere- 
chos reales pertenecientes á menores sujetos á 
la patria potestad. El notario autorizante pro- 
movió recurso gubernativo contra la anterior 
calificación, alegando que el ceder un crédito 
hipotecario, objeto de una ejecución á tercera 
persona que paga el principal, intereses y costas, 
era un acto de mera cobranza de deuda á que 
no eran aplicables las solemnidades de infor- 
mación de utilidad, licencia judicial y subasta, 
según declaró el T. S. en sentencia de 21 Octu- 
bre 1878. El registrador insistió en la proceden- 
cia de su nota, fundado en varias resoluciones 
de la Dirección, en la R. O. de 28 de Agosto 1876, 
en el tít. 11, lib. 8.? de la loy de Enjuiciamiento 
civil, y en el art. 164 del Código civil. Confirma- 
da la nota por el juez delegado, y revocada en 
apelación por la Superioridad, acudió el regis- 
trador en alzada á la Dirección, que declara 
procedente la nota de dicho funcionario: 

«Vistos los arts. 159, 160 y 164 del Código ci- 
vil; los 1.401 y 1.402 de la ley de Enjuiciamiento 
civil anterior á la vigente; el 2.012, párr. 1.”; el 
2.015 y 2.030 de la de 1.” de Abril de 1881: 

Vistas la R. O. de 28 de Agosto de 1876 y las 
resoluciones dé este Centro de 80 del mismo, de 
30 de Diciembre de 1882, de 14 de Marzo de 1887, 
16 de Septiembre de 1890 y 25 de Agosto de 1891: 

Vista la sentencia del Tribunal Supremo de 
Justicia de 21 de Octubre de 1878: 

Considerando que ha venido siendo doctrina 
constantemente sostenida por este Centro, en 
todas sus resoluciones, la de que los padres ne- 
cesitan autorización judicial para la enajena- 
ción de bienes inmuebles pertenecientes al pe- 
culio de los hijos no emancipados, así como tam- 
bién para la extinción de derechos reales por 
cesión de los mismos, renuncia, subrogación, 
cancelación ó cualesquiera otros de igual natu- 
raleza, doctrina derivada de nuestras antiguas 
leyes, de los preceptos establecidos en la de 
matrimonio civil de 18 de Junio de 1870 y de la 
ley hipotecaria, en lo que se refiere á la ins- 
cripción de bienes inmuebles pertenecientes al 
peculio de los hijos y garantía de sus derechos: 

Considerando que, en consonancia con esta 
doctrina, la ley de Enjuiciamiento civil, su- 
pliendo en este punto el silencio de la anterior, 
en lo que toca á la autorización que debían so- 
licitar los padres, dispuso que fuesen éstos, 81 
existiesen, los que hubieran de pedirla, si bien 
relevándolos en las enajenaciones que hicieran, 
una vez obtenida, de las formalidades del ava- 
lúo y subasta pública que se exigen en los casos 
en que no son Nos padres, sino otras personas, 
las que soliciten dicha autorización: 

Considerando que, al definir y declarar el Có- 
digo civil las facultades de los padres en lo que 
so refiere á los pienes de los hijos, estableció la 
prohibición de enajenar los inmuebles en que 
tengan aquéllos sólo el usufructo ó la adminis- 
tración, á no ser por causas justificadas de uti- 
lidad ó necesidad, y previa la autorización del 
juez del domicilio con audiencia del Ministerio 
fiscal, salvas siempre las prescripciones de la 
ley hipotecaria en cuanto á los efectos de la 
transmisión: 

Considerando que, en el presente caso, la ce- 
sión del crédito de que se trata fué un acto de 
verdadera enajenación, que comprendía el de- 
recho accesorio de hipoteca, conforme á lo dis- 

uesto en el cap. 7. del tit. 4.9, lib. 4. del Có- 
Si o civil, por lo cual, bien se considere como 
tal enajenación ó bien como la extinción de un 
derecho real perteneciente á los hijos menores, 
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ha de estimarse comprendido en las disposicio- 
nes citadas: 

Considerando que en nada se opone la doctri- 
na expuesta á la facultad que tienen los padres 
para cobrar los créditos que á sus hijos corres- 
pondan y expedir los oportunos resguardos, por 
ser esta facultad distinta de la de enajenar in- 
muebles ó derechos reales, y de la de consentir 
en la extinción ó can elación de asientos del 
Registro, como repetidas veces tiene declarado 
este Centro: 

Considerando que la sentencia invocada de 21 
de Octubre de 1 
ción al presente caso primero, por ser anterior 
á la ley de Enjuiciamiento civil vigento en que 
se estableció la obligación en los padres de pe- 
dir la autorización judicial para la enajenación 
de los bienes de sus hijos, cuyo precepto no 
existía en la anterior, y segundo, porque, según 
se desprende de su literal contexto, el Tribunal 
que entendía en los autos ejecutivos para hacer 
efectivo el crédito hipotecario de los menores 
vino en cierto modo á aprobar la cesión del 
mismo admitiendo la subrogación hecha al ce- 
sionario y adjudicándole en pago la misma fin- 
ca hipotecada por falta de licitadores en segun- 
da subasta, circunstancias que sin duda se tuvie- 
ron en cuenta al dictar el fallo citado y que no 
se acreditan en el caso sobre que versa el pre- 
sente recurso: 

Y considerando que no habiéndose obtenido 
la autorización ni la aprobación judicial de la 
cesión del crédito llevada á efecto por doña 
María de Ascacibar como representante de sus 
hijos menores, no se la podía considerar auto- 
rizada para consentir en la enajenación ó ex: 
tinción de la hipoteca ins-rita á nombre de sus 
hijos menores.» (Resol. 5 Abril 1892.—Gac. 10 de 
Agosto.) 


Besol. 13 Abril 18999. Es improcedente la negativa 
de inscripción de escritura particional, aunque no conste 
en el inventario que se formó con citación de los coherede- 
ros, si éstos declaran en la escritura que 8e hizo con su 
intervención. Representación de hijo menor por defensor 
judicial. 

(Extracto.) D. Manuel Coloma Plá otorgó tes- 
tamento en 1891, legando á su mujer el usufruc- 
to del tercio é instituyendo por heredera á su 
hija María, autorizando á Vicente Selfa para 
que hiciera la partición del caudal. Muerto el 
testador, verificó Selfa la partición, haciendo en 
ella constar que el inventario y el avalúo de los 
bienes se habían hecho con intervención de la, 
viuda y del defensor de la menor María. Otor- 

ada por los interesados escritura pública, en 

a que acompañando la partición hecha por Sel- 

fa para su protocolización, la aprobaron y ra- 
tificaron; y presentada en el Registro, no fué 
admitida su inscripción: primero, por no cons- 
tar fehacientemente que Vicente Selfa haya 
practicado la partición; segundo, porque el co- 
misario no inventarió los bienes de la herencia 
con las citaciones correspondientes; tercero, por- 
que la menor no puede estar representada por 
un defensor, y cuarto, por no constar que la par- 
tición fué leída á los comparecientes. 

Promovió el notario recurso contra la anterior 
calificación, y fué estimado por el Juzgado y por 
el presidente de la Audiencia, por considerar 
que el documento se halla extendido con suje- 
ción á los preceptos legales, y apelando el regis- 
trador á la Dirección, aunque desistiendo de los 
dos últimos motivos, dicho Centro acuerda con- 
firmar la providencia en los términos siguientes: 

«Considerando que verificada la partición de 
la herencia de D. Manuel Coloma Plá por la per- 
sona que el mismo autorizó al efecto, se presen- 
tó para su protocolización ante el notario don 


8 no tiene rigurosa aplica- ' 
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José Ruzafa, prestándola su aprobación la vin- 
da doña Francisca Miguel Candela y el defensor 
nombrado á la hija menor María Coloma, sin 
que las operaciones se sometieran á la aproba- 
ción judicial; y verificada la protocolización, se 
presentó el testimonio en el Registro, no com- 
prendiendo la calificación del registrador más 
motivos que los que su nota expresa, por lo cual 
se ha de limitar la resolución de este Centro á 
e Pd que ha sostenido como fundamento de 
ella...: 

Considerando que la primera cuestión plan- 
teada por é-te, ó sea la relativa á no estar suí.- 
cientemente acreditado que la partición apro- 
bada es la misma que hizo el contador electo por 
el testadur, ha sido definitiva 6 indubitablemen- 
te resuelta durante la tramitación del recurso, 
mediante la manifestación hecha ante la pre- 
sencia judicial por D. Vicente Selfa de ser efec- 
tivameute la partición de que se trata la misma 
que ejecutó él cumpliendo el encargo que en el 
testamento se le confiara: 

Considerando que el deber el comisario inven- 
tariar los bisnes de la herencia con citación de 
los coherederos, acreedores y legatarios, es me- 
dida de precaución tomada por el legislador en 
el exclusivo interés de estas personas; por lo 
cual, si ellas afirman que el inventario se ha 
practicado en esa forma, otorgando á su dicho 
entera fe, hay que estimar cumplido en cuanto 
al indicado extremo el precepto del art. 1.057 del 
Código: 

Considerando que tal acontece en el caso de 
que tratamos, puesto que los dos únicos intere- 
sados en la herencia de Manuel Coloma han 
aprobado y ratificado una operación particio- 
nal en que se sienta, entre otros supuestos, el de 
que el inventario y avalúo se habían practicado 
con la intervención de aquéllos; 

Esta Dirección general ha acordado confirmar 
la providencia apelada y declarar que fué 1m- 
procedente la inadmisión del título por los mo- 
tivos que el registrador expresó en su nota sin 
prejuzgar otros (1).» (Resol. 18 Abril 1892.—Ga- 
ceta 26 Agosto.) 


Resol. 13 Abril 1899. Declarando, conforme á lo 
dispuesto en el art. 1.067 del Código, que corresponde al 
Pod la representación de sus hijos no emancipados, en 

Ñs Operaciones particionales en que aquéllos se hallan 
interesados, siempre que por 8u parte no tenga interés in- 
compatible, y aunque el causante haya dotado á los me: 


nores de tutor testamentario, nombramiento que carecé 


de toda eficacia, ni aun en el concepto de administrador, 
mientras aquéllos se hallen sometidos 4 la patria po- 
testad. 





(Extracto.) D. Antonio Olivera falleció bajo | 
testamento otorgado el 25 de Diciembre de 1889, . 


en el 
Justa Gadella, y á sus sobrinos, hijos de su her- 
mano Sebastián; pero con la condición, en cuan- 
to á los últimos, de que por nigún motivo nl 
pretexto había de administrar ni usufructuar 


ue instituyó por herederos á su mujer 


el padre de los instituídos los bienes que les de- 
jabs, á cuyo intento nombró tutor de ellos á 


José Moreno y Matos, designado también 
por el testador para que en concepto de albacea, 


contador y partidor practicara todas las on 
03 


raciones conducentes á la distribución de 


bienes relictos sin intervención judicial que 


prohibió. Otorgada escritura de inventario y 


(1) Sin prejuzgar otros. Esta salvedad significa, en 
nuestro concepto, lo mismo que la cldusula de sin perjui- 
cio que suele consignarse en las particiones; es decir, 
la procedencia de la inscripción, por ser infundados Lo: 
motivos que adujo el registrador, no impedird el ejerci- 
cio de los derechos que pudieran asistir en su caso d otras 
persónas, como los acreedores y legatarios, sí los hubiere, 
á los que expresamente se refiere el art. 1.067 del Código 
civil, 
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adjudicación de los bienes por doña Justa Ga- 
della y D. José Moreno Matos en 2 de Mayo de 
1890, fueron presentadas para su inscripción en 
el Registro de la propiedad de Olivenza las dos 
hijuelas formadas en su virtud, y el registrador 
suspendió la inscripción por adolecer del defec- 
to subsanable de no haberse observado lo pre 
venido en el segundo párrafo del art. 1.057 del 
Código civil. Contra esta negativa promovió 
recurso el notario autorizante alegando que en 
las operaciones particionales había intervenido 
la viuda heredera y habían estado legalmente 
representados por el albacea los demás cohere- 
deros; pero aunque así no fuese, resultaría cum- 
plido el art. 1.057 del Código, puesto que en la 
escritura fueron parte todos los herederos, la 
viuda por sí, y los sobrinos por quien, según el 
testamento, tenía facultades para ello. El regis- 
trador sostuvo su calificación, fundado en que 
no constaba en el documento que fueran cita- 
dos los coherederos para la formación del inven- 
tario; que no valía afirmar que el tutor testa- 
mentario había representado á los menores, 
no teniendo éstos padre, claro es que éste de- 
1ó intervenir en las operaciones de la testa- 
mentaría, sin ser obstáculo lo dispuesto por el 
testador, cuya voluntad es ley mientras no se 
oponga á los principios del derecho ni atente á 
la patria potestad, y que por tanto la capacidad 
del Sr. Moreno fué la de un mero albacea some- 
tido al precepto del párr. 2.%, art. 1.057 del Códi. 
go civil. El juez delegado confirmó la nota por 
análogos fundamentos, y el presidente de la Au- 
diencia la revocó declarando inscribible la es- 
critura por considerar sustancialmente que Mo- 
reno obró dentro del círculo de sus atribucio- 
nes como tal albacea; que para la validez de las 
escrituras otorgadas por los albaceas, no se re- 
quiere la aceptación de todos los herederos por 
ser actos distintos, y que el art. 1.057 del Códi- 
go no altera la doctrina de que el albacea, con- 
tador y partidor puede inventariar los bienes 
sin citación del representante legal de los here- 
deros menores cuando el testador le autoriza 
ara ello. El registrador acudió en alzada á la 
irección, que confirma su nota por los funda- 


mentos siguientes: 

«Vistos los arts. 155 y 200 del Código civil: 

Visto el testamento de 26 Diciembre de 1889..... 

Considerando que el único defecto subsanable 
que á juicio del registrador impide la inscrip- 
ción de la escritura de 2 de Mayo de 1890, es el 
de que en la formación del inventario no se ob- 
servó lo prevenido en el segundo párrafo del ar- 
tículo 1.057 del Código civil, por lo que ésta es 
la única cuestión que ha de resolverse en el pre- 
sente recurso: 

Considerando qe con arreglo á dicho artícu- 
lo 1.057, es ineludible en la persona encargada 
por el testador de hacer la partición, el deber de 
inventariar los bienes con citación de los cohe- 
rederos, acreedores y legatarios: 

Considerando que á la formación del inventa- 
rio delos bienes relictos al fallecimiento de don 
Antonio Olivera sólo concurrieron la viuda doña 
Justa Gadella y Cordero y D. José Moreno Ma- 
tos, y que si bien éste en la comparecencia sólo 
ostenta el carácter de albacea, contador y parti- 
dor nombrado por el testador, ya en el acto del 
otorgamiento alegó su carácter de representan- 
te legítimo de los herederos menores de edad, 
por lo que es preciso averiguar si en efecto tuvo 
ó no esa representación legal: 

Considerando que, con arreglo al derecho ci- 
vil vigente, la representación legal de los me- 
hores no emancipados, como son los herederos 

D. Antonio Olivera, corresponde al padre, y 
en su defecto á la madre: 
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Considerando que si bien el testador confirió 
á D. José Moreno Matos el cargo de tutor de los 
indicados menores, no es posible estimar eficaz 
tal nombramiento, que no consiente el derecho 
por ser axiomática la regla de que no se da tu- 
tor al que tiene padre, ni á mayor abundamien- 
to se compadece con la actual organización de 
la tutela, de que es elemento integrante el con- 
sejo de familia: 

Considerando que examinada atentamente la 
cláusula del testamento en que se hace el nom- 
bramiento de tutor, se advierte desde luego la 
equivocada interpretación que dió el testador 
al art. 207 del Código civil, en que se faculta 
para poder nombrar tutor á los menores á la 
persona que los instituye por herederos ó los 
deja legado de importancia, pues esta facultad 
sólo comprende el caso de que los menores no 
tengan padre ó madre, como lo demuestran los 
artículos anteriores y subsiguientes al citado; 
pero no cuando los padres existen y los hijos 
menores están sometidos á la patria potestad, 
de 1 cual el testador extraño no puede dospo- 
jarlos: 

Considerando que por esta razón el alcance de 
la cláusula citada se limita al nombramiento de 
administrador de los bienes de la herencia hecho 
en favor de D. José Moreno Matos, excluyendo 
de la administración al padre de los instituidos, 
lo cual pudo hacer el testador sin que por ello 
pierda AqUO! la patria potestad, cuyo concepto 
comprende y significa mucho más que la simple 
administración de bienes adquiridos porlos hijos 
de persona extraña: 

Considerando que, subsistiendo la patria Lea 
testad, en virtud de ella corresponde al padre 
la representación de los hijos no emancipados 
y porlo mismo, la de asistir en su nombre al 
acto de inventariar los bienes en que fueron 
instituídos, conforme á lo dispuesto en el artí- 
culo 1.057 del Código civil, sin que esta repre- 
sentación pueda ser suplida por la intervención 
del llamado tutor, que no podía serlo, ni por la 
del albacea, contador y partidor de los bienes, 
cuyo oficio es muy distinto, y se coutrae sólo á 
las operaciones de su cargo, sin perjuicio de la 
representación legítima de las personas intere- 
sadas en ellas: 

Considerando que no se trata aquí de asunto 
en que el padre tenga interés opuesto al de los 
hijos, puesto que ninguna participación se le 
concede en los bienes, razón por la cual no se 
está tampoco en el caso de nombrar el defensor 
que establece el art. 165 del Código civil, ni es 
necesaria la aprobación judicial de la partición 
conforme al 1.060 del mismo Código: 

Considerando, por último, que si D. José Mo- 
reno Matos no puede fundar su personalidad 

ara representar á los menores en la formación 
del inventario ni en el derecho civil que de nin- 
cun modo se la concede, ni en el nombramiento 

e tutor hecho por el testador, por ser ineficaz, 
es evidente que dichos menores herederos no 
han concurrido á la formación del inventario, Ps 

or ello que se ha infringido el segundo párrafo 
dol art. 1.057 del Código civil; 

Esta Dirección general ha acordado revocar 
la providencia apelada y confirmar la nota del 
registrador.» (Resol. 18 Abril 1892.—Gaceta 20 
Agosto.) 

Resol. 93 Abril 18999. Confirmando la nota de un 
registrador no admitiendo la anotación preventiva de 
una demanda, por resultar inscrita la propiedad de las 
fincas objeto de ella d favor de pers na distinta de los de- 
mandados. El precepto del art. 42 del regl. hipotecario, 
es extensivo d las anotaciones preventivas. 

Extracto.) D. Antonio Revoredo promovió 
juicio declarativo de menor cuantía contra don 
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Segundo Plá y su esposa, para que se declarase 
ertenecerle en común y proindiviso con don 
osé Rapela, el dominio directo de ciertas tie- 

rras, y por tanto su derecho á percibir la mitad 

de la pensión estipulada en la escritura de foro, 
anulando para ello, si fuese necesario, la otor- 
gada y noiuscrita en 3 Junio 1883, por la cual 

el forero Manuel de la Pena Guillermo vendió á 

Segundo Plá y su esposa el dominio pleno de di- 

chos bienes. Solicitada anotación preventiva de 

esta demanda y expedido él correspondiente 
mandamiento, fué devuelto éste por el registra- 
dor de Betanzos sin practicar la anotación, por 
resultar inscrita la propiedad de las fincas á fa- 
vor de Manuel de la Pena, persona distinta de 
las demandadas, y porque el derecho real, obje- 
to del litigio, aparecia también mencionado en 
la misma inscripción á nombre de D. José Ra- 
ros y D. Silvestre Guerra, personas distintas 

o la que demandaba. Dictado auto por el Juz- 
gado ordenando nuevamente la anotación bajo 
apercibimiento de apremio al registrador, éste 
acudió en queja contra dicho auto, utilizando el 
recurso que concede el art. 7. del R. D. de 8 de 
Enero de 1876. El presidente de la Audiencia, de 
acuerdo con el dictamen fiscal, estimó este re- 
LZUrso, 7, apelada esta providencia por Revoredo, 
es confirmada por la Dirección, con vista de los 
artículos 20 y 29 de la ley hipotecaria y 42 de su 
reglamento: 

«Considerando: primero, que la demanda in- 
terpuesta por D. Antonio Rovoredo Vázquez 
tiene por objeto se declare le pertenece el do- 
minio directo de unas tierras dadas á foro á 
D. Manuel de la Pena Guillermo, derecho que 
consta mencionado en la inscripción extendida 
en el Registro á nombre del forero: segundo, 
que esa demanda se interpone, no contra éste, 
que era lo natural, sino contra quienes, según 
el Registro, no tienen sobre la finca dererho al- 
guno: tercero, que esta anomalía impide ano- 
tar preventivamente la demanda, ya que sien- 
do el objeto de toda anotación decretada á vir- 
tud de un juicio el garantir las consecuencias y 
eficacia del fallo que en éste recaiga, no se con 
cibe su necesidad cuando el demandado, por no 
tener inscrito su derecho en el Registro, no pue- 
de ejercer actos de dominio que tiendan á bur- 
Jar la acción del demandante y á dejar ineficaz 
la sentencia que en su día recaiga; cuarto, que 
por esta razón hay que reconocer que el precep- 
to del art. 42 del reglamento es extensivo á las 
anotaciones preventivas de demanda, como que 
al fin no es más que el desenvolvimiento del 

rincipio general contenido en el art. 20 de la 

ey; y quinto, que si se arguyere que la deman- 
da tieno también por objeto anular un contra- 
to otorgado por el forero, en que éste transmite 
el dominio pleno de la finca, tampoco tal razón 
es valedera, puesto que, mencionado el dominio 
directo en la inscripción del foro, el art. 29 de 
la ley garantiza plena y definitivamente el de- 
recho del señor directo, que no ha menester por 
ende de la seguridad provisional de una anota- 
ción. (Resol. 22 Abril 1892.—Gac. 2 Septiembre.) 


Resol. 4 Mayo 1893. La mujer casada puede otor- 
gar escritura durante el matrimonio, con autorización de 
su marido, adquiriendo el caricter de acreedora de un 
tercero, y aceptando la hinoteca constituida por el deudor 
para asegurar el pago, tin necesidad de detarminar en el 
momento la naturaleza ganancial, dotal, etc., del crédito 
y sin perjuicio de que se clasifique en su dia. 


(Eztracto.) D. Teodoro Cadilla declaró en es- 
critura pública deber á doña Carmen Trava, 
asistida de su marido, la cantidad de 25.000 pe- 
setas, hipotecando á la seguridad del crédito 
diferentes fincas de su propiedad. Presentado el 
documento para su inscripción en el Registro de 


la propiedad del Puerto de Santa María, fué de- 
negada por no estar probado que el referido cré- 
dito fuera de la propiedad de dicha señora, te- 
niendo necesidad de estimarlo como ganancial, 
por lo que debió constituirse la hipoteca en fa- 
vor de su marido. Contra esta calificación inter- 
puso recurso gubernativo el notario autorizan- 
te, declarándose en definitiva por la Dirección, 
de conformidad con lo resuelto por el juez dele- 
gado y presidente de la Audiencia, que el docn- 
mento referido no adolece de defecto que impida 
su inscripción: 
«Vistos los arts. 59, 61, 1.315 y 1.407 del Cód. civil: 
Considerando que la determinación de la cali- 
dad de los bienes que la mujer aporta al matri- 
monio para disfrutar de los privilegios que la 
concede la ley, según sea la naturaleza de dichos 
bienes, el concepto en que se entreguen al mari- 
do y las garantías que éste viene obligado á 
prestar para la conservación y devolución de los 
mismos en su caso, es un acto voluntario que 
pS realizarse ó no por las personas 4 cuyo 
avor se haya establecido tal beneficio, y á las 
que, en todo caso han de afectar las consecuen- 
cias de su omisión: ! 
Considerando que, esto no obstante, la mujer 
casada puede adquirir bienes durante el matr1- 
monio, bien sea á título oneroso ó bien á titulo 
lucrativo, siempre que lo haga con licencia 6 
poder de su marido, sin los cuales el contrato 
sería nulo, por donde se ve que, concedida la 
dicha licencia, la adquisición que haga de in- 
muebles ó derechos reales sobre materia lícita, 
es y debe reputarse válida y surtir todos sus 
efectos en derecho, siempre que el contrato no 
adolezca de otros defectos que puedan impedir ó 
suspender su inscripción en el Registro: 
Considerando que hecha constar en la escrito- 
ra de que se trata la licencia otorgada por el 
marido á la mujer para aceptar el reconocimien- 
to de crédito realizado á su favor, y siendo m8e- 
lid de la obligación principal la accesoria 
e garantía 6 hipoteca, una y otra deben repu- 
tarse válidas en el sentido antedicho, sin perjul- 
cio de que el crédito hipotecario adquirido ten- 
ge la condición y naturaleza e le corresponda 
entro de la sociedad conyugal, según los pactos 
libremente establecidos al constituirla, ó se su- 
bordine, en su defecto, á los preceptos que el 
Código civil establece; pero sin que esto pued: 
ser obstáculo á la validez del acto y á su consl- 
eS inscripción en el Registro, según resulta 
el título y con las circunstancias indispensa- 
bles para que aquélla pueda verificarse: / 
Considerando que esta inscripción no prejuz- 
ga ni resuelve las cuestiones que pudieran 8us- 
citarse acerca de la condición juridica del crédi- 
to O adquirido como aportación á la 
sociedad conyugal, y dentro de ella, ó al tiempo 
de disolverse, limitándose tan sólo á hacer coDbs- 
tar en el Registro la adquisición en la forma que 
resulta del título presentado, ó sea que se reco- 
noce el crédito á favor de la mujer, previa licen- 
cia del marido, con lo cual en el mismo Registro 
constará siempre lo suficiente para que esta 1nS- 
cripción ni pueda perjudicar á tercero, que no 
haya intervenido en el acto ó contrato, ni favo- 
recer la realización de actos ilícitos.» (Resol. 4 
Mayo 1892. —Gac. 20 Septiembre.) 


Menol. 31 Mayo 1899. Cuando un mandamiento 
de embargo no expresa el origen de la adquisición de la 
finca sobre la cual recas la traba... debe tomarse la ano: 
tación por suspensión. Los honorarios devengados por 
los registradores en causa criminal, en que las coslas 
sean de oficio y el interesado no disfrute del beneficio de 
pobreza, vienen comprendidos entre los gastos enumera- 
dos en el núm. 4.0, art. 241 de la ley de Enj. criminal. 


(Extracto.) En causa criminal seguida á José 
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de la Torre Sánchez, se practicó embargo por el 
juez municipal de Villaviciosa sobre varias fin- 
cas del procesado y expidió mandamiento, para 
la anotación AS al Registro de la 
propiedad de Córdoba. El registrador no admi- 
tió la anotación: 1.? Por no precisarse el térmi- 
no en que radicaban las fincas, y decirse de la 
última que estaba situada eu Espiel, pueblo que 
no correspondía al Registro de Córdoba. 2.” Por 
no expresarse de quién adquirió José de la To- 
rre las mencionadas fincas, circunstancia indis- 

nsable en toda inscripción ó anotación. 3." 

or no solicitarse la anotación por el interesa- 
do ó su mandatario. Y 4.” Por no garantizarse el 
pago de los honorarios que se devengaran, en 
eumplimiento á la R. O. de 3 de Julio de 1883. 
Promovido recurso gubernativo contra esta ne- 
gativa y seguido por sus trámites, la resuelve 
así la Dirección: 


«Vistos los arts. 72 y 73 de la ley hipotecaria; 
el reglamento dictado para su ejecución, y la 
E. 0. de 3 de Julio de 1883: 

Considerando que la situación de las fincas 
embargadas por virtud del mandamiento objeto 
de este recurso, consta por modo indubitable en 
dicho documento, ya que apareciendo en él que 
la diligencia de embargo se practicó por el juez 
municipal de Villaviciosa, es claro que las pala.- 
bras «esta villa» y «este término» dicho está que 
al referido de Villaviciosa aluden: 

Considerando, á mayor abundamiento, que 
con respecto á las fincas segunda y tercera in- 
dicase por el Juzgado el tomo y folio en que 
figuran inscritas, lo cual permitía al registra- 
dor, evacuando las citas, disipar toda duda acer- 
ca del término en que las fincas radican, siendo 
toda vacilación imposible con relación á la cuar- 
ta, de que se afirma en el mandamiento se halla, 
inscrita en el Registro de la propiedad de Fuen- 
teovejuna, y se cita el lugar en que está exten- 
dido el asiento: 


Considerando que, según el art. 72 de la ley 
hipotecaria, las anotaciones preventivas han de 
comprender las circunstancias que exigen para 
las inscripciones los arts. 9.*, 10, 11, 12 y 13 en 
cuanto resulten de los títulos 4 documentos presen- 
tados para exigir las mismas anotaciones; con 
arreglo al art. 73, todo mandamiento judicial de 
anotación ha de expresar las circunstancias que 
deba ósta contener según el artículo anterior, 
n resultasen de los títulos y documentos que se ha- 
yan tenido á la vista para dictar la providencia 

esuotación; y á tenor del art. 61 del reglamen- 
to, cuando hubiere fundado motivo que impida 
anoter preventivamente un mandamiento, lo 
procedente es suspender la anotación y tomar 
una por suspensión: 

Considerando que de todos esos preceptos le- 
gales se infiere que, aun en el caso de ser funda- 
do el segundo motivo que el registrador alega 
en su nota, lejos de rechazar el mandamiento 
en absoluto, debió anotarlo preventivamente 
por suspensión; empero aquel motivo sólo es 
stendible con respecto á la primera finca del 
mandamiento, ya que en lo que concierne á las 
dos siguientes la cita del tomo y folio en que es- 
tán inscritas pone al registrador en el caso de 
subsanar la falta, tomando la circunstancia 
omitida del mismo Registro y facilitando de tal 
suerte la acción del Juzgado en el procedimien- 
to criminal: 


Considerando que no es lícito negar al juez, 
en interós de la recta administración de justi- 
cla que le está confiada, el derecho de asegurar 

responsabilidades que de la sentencia resul- 
ten por los medios que las leyes tienen establa- 
cidos, siendo uno de éstos el de que se presenten 
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en el Registro los mandamientos de embargos 
dictados en causa criminal: 

Considerando que no es exacto que la Real or- 
den de 3 de Julio de 1883 declare en su primero 
ni en su segúndo artículo que se ha de garanti- 
zar el pago de los honorarios que devenguen los 
registradores de la propiedad por las operacio- 
nes que practiquen en virtud de mandato judi- 
cial á consecuencia de juicio civil ó criminal; 
puesto que lo único que en esa disposición se es- 
tablece es que esos honorarios deben satisfacer- 
se, como las demás costas del juicio, por el con- 
denado á su pago, y que tratándose de un juicio 
criminal en que las costas sean de oficio y el in- 
teresado no disfrute del beneficio de pobreza, 
los dichos honorarios vendrán comprendidos en- 
tre los gastos enumerados en el número 4.” del 
art. 211 de la ley de En). criminal; 

Esta Dirección general ha acordado revocar 
la calificación del registrador y declarar que el 
mandamiento en cuestión es anotable en cuanto 
á la segunda y tercera fincas que comprende, 

anotable por suspensión en lo que concierne á 

a primera, en cuyos términos se confirma la 
providencia apelada, que queda revocada en lo 
que fuere contraria á dicha resolución .» (Reso- 
lución 31 Mayo 1892.—(GQac. 22 Septiembre.) 


Resol. 31 Mayo 1899. La subrogación de la hipo- 
teca que asegura la renta en otra finca distinta de la pri- 
mitivamente gravada, no exige para su validez que se ca- 
pitalica la pensión, pues la garantía sólo responde delos 
rendimientos periódicos y no del capital, art. 1.806 del 
Código civil, 

(Extracto.) Por escritura de 11 de Octubre de 
1874, Bautista Soler Miguel cedió á su hija Dolo- 
res la mitad proindiviso de una casa de campo, 
reservándose el usufructo vitalicio de la finca é 
imponiendo á la donataria la obligación de pa- 
gar á Mariana Soler Sirvent, mujer de aquél, la 
cantidad de 125 pesetas el día 1. de cada año, á 
la seguridad de cuya obligación quedó afecta la 
finca. Por otra escritura de 17 de Septiembre de 
1891, la Dolores Soler permutó la mitad indivisa 
de la finca referida por un trozo de tierra perte- 
neciente á Prudencia Mira, y en el mismo con- 
trato, la primera consetoy á la seguridad de 
las 125 pesetas que venía obligada á satisfacer á 
Mariana Soler y demás derechos que el donante 
se reservó en la escritura de 1874, un gravamen 
que impuso especialmente sobre la finca que ad- 
quiría, aprobando la subrogación, en el mismo 
instrumento que se reseña, D. Bautista Soler y 
su consorte, que, en su consecuencia, cancelaron 
la hipoteca impuesta en la mitad de la casa 
transmitida á la Prudencia Mira. Presentado 
este documento en el Registro de la propiedad 
de Jijona, fué inscrito tan solo en cuanto á la 
nuda propiedad de la finca adquirida por la Pru- 
dencia; denegado en lo tocante al usufructo, 
porque según el Registro correspondía á Ma.- 
riana Soler mientras durase su consorcio; sus- 
pendida la inscripción en lo concerniente á la 
subrogación de la hipoteca por no expresarse la 
cantidad de que había de responder la finca hi- 

otecada, y suspendida también la cancelación 
de la hipoteca por ser una consecuencia de la 
subrogación de ésta. Impugnada esta califica- 
ción por el notario autorizante, fué revocada 
por el juez delegado que declaró inscribible la 
escritura, confirmándose tal declaración por el 

residente de la Audiencia y en definitiva por la 
Dirección general, vistos el art. 1.805 del Código 
civil y los 114 y 117 de la ley hipotecaria: 

«Considerando que la cuestión que aquí se ven- 
tila queda Feduvida á4 determinar si es válida é 
inscribible, por tanto, la subrogación real de 
una hipoteca inscrita constituida á la seguridad 
de una renta vitalicia: 
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Considerando que no hay disposición alguna 
en nuestro derecho que obligue al que establece 
una pensión periódica sobre finca de su propie- 
dad, á determinar el capital que tal pensión re- 

resenta;, pues basta que fije de un modo preciso 

a cuantía de la renta, el período en que ha de 
ser ésta satisfecha, y el tiempo que la dicha pen- 
sión ha de durar: 

Considerando que la fijación del capital care- 
ce de interés para el perceptor de la renta, dado 
que la falta de pago de las pensiones vencidas 
nunca le autoriza á exigir la entrega de aquél 
(art. 1.805 del Código civil), de donde se infiere 
que en lo que concierne al pensionista, la hipo- 
teca constituída en su garantía sólo le asegura 
el pago de la renta: 

onsiderando que por esta misma razón tam- 
poco importa á tercero la capitalización de la 
pensión, pues sabe que sólo puede reclamar el 
pensionista con su perjuicio las pensiones ven- 
cidas, y aun éstas, con la limitación que estable- 
cen los arts. 114 y 117 de la ley hipotecaria: 

Considerando que de todo este razonamiento 
lógicamente se deduce. que, ni el interés del 
pensionista, ni el del tercero demandan como 
condición precisa para el aseguramiento de una 
renta vitalicia por medio de la hipoteca, la ca- 
pitalización de la pensión, y por ende, que es 
infundada la calificación del registrador de Ji- 
jona.» (Resol. 81 Mayo 1892.—Gaceta 22 Sep- 
tiembre.) 

Acsol. 34 Mayo 1892. Los notarios autorizantes 
tienen facultad para recurrir gubernativamente contra 
la calificación de los registradores. Sobre escritura de 
venta otorgada por juez municipal por un precio supe- 
rior á la cuantsa de los juicios verbales. 

(Extracto.) El notario autorizante de escritu- 
ra de venta otorgada por juez municipal en trá- 
mites de ejecución de sentencia dictada en juicio 
verbal, promovió recurso gubernativo contra la 
calificación del registrador que denegó la ins- 
cripción, porque vendida la finca en precio su- 
perior á la cuantía de los juicios verbales, con- 
sideraba incompetente al juez municipal para 
otorgar la escritura. El juez delegado y el presi- 
dente de la Audiencia doelereren: de conformi- 
dad con el informe del registrador, que el nota- 
rio carecía de competencia para el recurso; y 
elevado éste á la Dirección, revoca la providen- 
cia en los términos siguientes: 

«Visto el art. 57 del reglamento para la ejecu- 
ción de la ley hipotecaria: Vistas las resolucio- 
nes de 5 Marzo 1888, 13 Diciembre 1889 y 12 Di.- 
ciembre 1891: 

Considerando que este Centro tiene estableci- 
do en repetidas resoluciones, y señaladamente 
en la de 5 de Marzo de 1888, que la facultad de 
los notarios para recurrir gubernativamente 
contra la calificación de los registradores es tan 
amplia que así abarca el caso de que el defecto 
notado sea externo, como el de que sea interno, 
esto es, se refiera á las condiciones intrínsecas 
del instrumento: 

Considerando que al autorizar D. José Socías 
la escritura del recurso reconoció al Juzgado 
municipal con personalidad bastante para otor- 
garla en rebeldía del deudor, ó lo que es igual, 
teniendo en cuenta los preceptos del derecho 
procesal, le estimó con la capacidad jurídica ne- 
cesaria al efecto: 

Considerando que en este orden de ideas com- 
pelencia y capacidad son términos sinónimos, ya 
que la competencia arguye facultad para cono- 
cer de un asunto, y la facultad de obrar en de- 
recho implica capacidad; por todo lo que es evi- 
dente que cuando un notario reputa á un juez 
competente para otorgar una escritura, resuel- 
ve en el fondo una cuestión de capacidad: 


Considerando que de todo lo dicho se colige 

ue la calificación del registrador de la propie- 
dad de Inca afecta á la capacidad de uno de los 
otorgantes, y en tal supuesto, puede ser impug- 
nada por el notario en vía gubernativa, á tenor 
del art. 57 del reglamento y doctrina sentada 
por este Centro en la resolución citada, y ade- 
más, en las de 13 de Diciembre de 1889 y 12 de 
Diciembre de 1891; 

Esta Dirección general ha acordado revocar 
la providencia apelada y ordenar que vuelva el 
expediente al Juzgado, á fin de que, previo in- 
forme del registrador acerca de la cuestión de 
fondo que plantea, sea ésta resuelta por el dele- 
gado, y siga después el expediente los trámites 
reglamentarios.» (Resol. 31 Mayo 1892.—Gac. 22 
Septiembre.) 


Resol. 10 Junio 1899. A los agentes ejecutivos 
nombrados por los sa papi y nod losalenldes, es á 
quienes corresponde la facultad de expedir mandamien- 
tos deembargo contra los deudores á dichas Corporacio- 
nes, en consonancia con la Inst. de 123 Mayo 1888, aplica 
ble por virtud del art. 182 de la ley municipal. 


(Extracto.) Seguido expediente de apremio 
contra D. Feliciano Iglesias por la cantidad que 
adeudaba al Ayuntamiento de Valverde, y libra- 
do mandamiento de embargo contra varias fincas 
de su propiedad por el agente ejecutivo del Mu- 
nicipio, no fné admitida su anotación por el re- 
gistrador por no corresponder al agente, sino al 
alcalde, expedir mandamientos de embargo en 
casos análogos á éste. Impugnada esta califica: 
ción y elevado á la Dirección el expediente, re- 
suelve así este centro con vista del art. 132 de la 
ley municipal y de los 9.* y 10 de la de 25 de Ju- 
nio de 1870: 

«Considerando que la cuestión que en el pre- 
sente recurso se ventila es la de si el art. 43 de 
la instrucción de 12 de Mayo de 1888 para el pro- 
cedimiento contra los deudores á la Hacienda 


-pública, que atribuye á los agentes ejecutivos 


nombrados por ésta la facultad de expedir man» 
damientos de embargo, es aplicable tratándose 
de agentes ejecutivos nombrados por los A yun- 
tamientos para cobrar créditos contra los deu- 
dores á estas Corporaciones: 

Considerando que, según el citado art. 132 de 
la ley municipal, son aplicables á la Hacienda 
municipal las disposiciones de la ley de conta- 
bilidad general del Estado en cuanto no se opon- 
gan á aquélla: 

Considerando que, con arreglo á los arts. 9.* 
y 10 de dicha ley de contabilidad, los procedi- 
mientos, tanto para la cobranza de contribucio- 
nes como para las de las demás rentas públicas 
y créditos definitivamente liquidados en favor 
de la Hacienda, serán meramente administratl- 
vos y se ejecutarán por los agentes de la Admi- 
nistración en la forma que las leyes y regla- 
mentos fiscales determinen, y los procedimien- 
tos para el reintegro de la Hacienda pública en 
los casos de alcances serán administrativos y 88 
seguirán por la vía de apremio mientras sólo se 
dirijan contra los empleados alcanzados y los 
fiadores ó personas responsables. 

Considerando que si el art. 48 de la instruo- 
ción de 12 de Mayo de 1888 atribuye á los agen» 
tes ejecutivos la facultad de expedir manda; 
miento de embargo, y si los Ayuntamiento 
han de sujetarse á dicha instrucción para 
procedimiento contra sus deudores, es evidente 
que á los agentes ejecutivos nombrados por 
osas Corporaciones, es á quienes incumbe la fa- 
cultad de expedir tales mandamientos, sin que 
por esto se entiendan mermadas las facultades 

ue á los alcaldes confiere la ley municipal.» 
(Resol. 10 Junio 1892.—(Fac. 22 Septiembre.) 
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Resol. 15 Junio 189%. Validez de la enajenación, 
por la viuda, de bienes aportados al matrimonio en cali 
dad de dotales inestimados, verificada antes de practicar- 
sele liguidación dela sociedad conyugal. Personalidad 
del notario para promover el recurso. 

(Extracto.) Doña Paula de Reyes y Calvo» 
viuda, dió por vía de permuta una casa que la 
pa por herencia de su padre. Presentada 

escritura en el Registro, fué denegada su ins- 
cripción por carecer de capacidad legal la trans- 
ferente para verificar la enajenación, mediante 
á no haberse practicado la liquidación de la so- 
ciedad conyugal. Impugnada en vía gubernativa 
la calificación, y seguido por sus trámites el re- 
curso, la Dirección de los Registros resuelve así, 
vistas las resoluciones de 24 de Abril de 1885 y 
21 de Febrero de 1889: 

«Considerando que en estas dos resoluciones 
se establece claramente la doctrina de que, así 
como disuelta la sociedad legal sólo la liquida- 
ción del caudal puede conducir al resultado de 
si hay ó no gananciales, con todos los efectos 
jurídicos que de tal premisa emanan, aquella 
disolución no influye en nada en la capacidad de 
cada cónyuge para disponer de lo que privativa- 
mente le corresponde: 

Considerando quela finca permutada por doña 
Paula Reyes consta inscrita á su nombre en el 
Registro por título de herencia paterna, apare- 
ciendo además que la aportó á su matrimonio 
en calidad de dote inestimada, por lo cual es 
visto que dicha finca no perteneció á la sociedad 
conyugal en tiempo alguno, sino que siempre la 
conservó dicha señora en su patrimonio particu- 
lar, estado de derecho que no ha podido alterar 
la disolución del matrimonio, según declaraba 
la resolu ion de 24 de Abril de 1885: 

Considerando que otra doctrina distinta des- 
conocería en su propia esencia el sistema legal 
de gavanciales que, creando entre los cónyuges 
una verdadera sociedad de ganancias ó benefi- 
cios obtenidos por cualquiera de ellos durante 
el matrimonio, respeta, empero, y deja fuera de 
esa comunidad los bienes que á cada uno aparta- 
damente pertenecen: 

Considerando, en cuanto á la cuestión de per- 
sonalidad del notario planteada por el registra- 
dor, que éste niega en puridad á doña Paula 
Reyes capacidad jurídica para disponer del in- 
mueble, lo cual vale tanto como declarar nulo el 
contrato por un defecto intrínseco, siendo por 
ende pertinentes al caso las resoluciones de 5 de 
Marzo de 1888 y 13 de Diciembre de 1889, que 

ueban la competencia del notario D. Ignacio 

urillo para promover este recurso.» (Resol. 15 
Junio 1892.—(ac. 23 Septiembre.) 


Resol. 156 Junio 1809. Eficacia de una cancela- 
ción otorgada por el mandatario y ratificada por su 
mandante: La segregación de una porción de terreno de 
cierta inca, ocasiona una variación de linderos que mien- 
tras no se determine claramente, impide su inscripción. 

(Extracto.) D. Manuel García López, como 
apoderado de su padre D. Juan, otorgó un con- 
trato, por virtud al cual, compró á D. Joaquín 
Picó, en precio de 5.500 pesetas, dos fincas hipo- 
tecadas por 8.250 pesetas á favor de su padre; y 
como esta cantidad era parte de aquel precio, 
dió el Sr. Garcia López por satisfecha y paga- 
da dicha suma, y por cancelada la hipoteca 
constituida para su garantía sobre las fincas 
compradas. Presentada dicha escritura en el Re- 
peo de la propiedad de Jijona, no fué admiti- 

a suinscripción, porque el mandatario no te- 
nía facultades para recibir en pago de los cré- 
ditos las mismas fincas bipotecadas, extinguien- 
do aquéllos; en cuanto á la segunda finca, por- 
que ocho áreas de la misma no correspondían al 
transferente, y, por lo tanto, las restantes dieci- 
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seis áreas no se podían inscribir por no apare- 
cer todos sus linderos; y en cuanto á la cancela - 
ción, por no ser inscribible la venta de que era 
consecuencia. La anterior nota fué impugnada 
po el notario autorizante, acordándose por el 

uzgado, para mejor proveer, oir al poderdante 
D. Juan García, que en cumplimiento á lo man- 
dado compareció ante la judicial presencia y ma- 
nifestó que aceptaba el contrato en todas sus 
partes. Declarado inscribible el documento por 
aquella autoridad en cuanto á la primera finca 
y parcialmente en lo relativo á la parte no 8e- 
grogada de la segunda, y confirmada esta provi- 

encia por la Superioridad, se elevó el recurso á 
la Dirección, que resuelve lo siguiente: 

«Considerando que no puede decirse fundada- 
mente traspasa los límites del mandato, quien 
facultado por su poderdante para comprar fin- 
cas, cobrar préstamos y cancelar hipotecas, ve- 
rifica los tres contratos en un solo acto, reci- 
biendo en pago de un crédito hipotecario de su 
principal la misma finca hipotecada: 

Considerando que, á mayor abundamiento, 
existe en el presente caso la explícita declara- 
ción del mandante D. Juan García Candela, de 
que aceptaba totalmente lo hecho por su hijo y 
apoderado, lo cual prueba no incidió éste en la 
extra!limitación que se le atribuye en la nota re- 
currida: 

Considerando que es ésta procedente en su se- 
gundo extremo, pues si bien es inscribible á fa- 
vor del adquirente la parte que conservaba Joa- 
quin Picó en el bancal llamado el de más arriba 

e los de Masiá, al otorgar el contrato de que se 
trata, ó sea las 16 áreas, cabida del bancal, des- 
pués de la segregación de las 8 áreas, es eviden- 
te queá consecuencia de esta segregación ha 
variado uno de los linderos de aquella finca, va- 
riación que no consta en la escritura, resultando 
de ello la omisión de uno de los linderos que en 
la actualidad tiene el inmueble; 

Esta Dirección general ha tenido á bien de- 
clarar: que no adolece el documento del defecto 
que en primer término le atribuye la nota del 
registrador, pero que procediendo denegar su 
inscripción en cuanto á las ocho áreas de la se- 
gunda finca, que no pertenecían al vendedor, 
tampoco es inscribible la escritura en cuanto á 
las restantes 16 áreas, interin no se determine 
el lindero que las separa de la porción segrega- 
da, dato que no resulta de la escritura, a2pare- 
ciendo en ella ese lindero consignado inexacta- 
mente; en cuyos términos se confirma la provi- 
dencia apelada, que queda revocada en lo que 
fuere contraria ¿la precedente resolución.» (Re- 
solución 15 Junio 1892.—Gac. 23 Septiembre.) 


fenol. 95 Junlo 189, Reserva troncal del art. 5811 
del Código civil: Los bienes sujetos ú ella dehen inseribir- 
se en el Registro de la propiedad con tal condición y 
el adquirente puede disponer de ellos como dueño con las 
limitaciones establecidas, en cuanto d los bienes sujetos d 
la iód ordinaria, en los arts. 974 y 975 del Código 
civil, 

«Ilmo. Sr.: En el recurso gubernativo inter- 
puesto por el notario D. Cesáreo Fernández con- 
tra la negativa del registrador de la propiedad 
de Algeciras á inscribir una escritura de venta, 
pendiente en este Centro por apelación de los ci- 
tados funcionarios: : 

Resultando que en la ciudad de Algeciras, á 19 
de Diciembre de 1891, autorizó el notario D. Ce- 
sáreo Fernández una escritura pública por vir- 
tud de la que D. José Benitez Acuña vendió é 
D. Juan Serrano y Escribano una finca nombra- 
da Vega Redonda, sita en el tórmino de Tarifa, 
que el vendedor había adquirido por herencia de 
su hija doña María Matilde Benítez Lozano: 

Resultando que el registrador de la propiedad 
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de Algeciras denegó la inscripción de ese docu- 
mento por estar sujeto el vendedor respecto de 
la finca vendida á la obligación impuesta en el 
art. 811 del Código civil: 

Resultando que el notario autorizante del do- 
cumento impugnó esa calificación, y sostuvo que 
éste ha sido redactado en debida forma, á cuyo 
efecto promovió el presente recurso, que fundó: 
en que para que sea pertinente al caso el precep- 
to del art. 811, fuera preciso averiguar si doña 
María Matilde Benítez, causante del vendedor, 
adquirió la finca de que se trata por título lu- 
crativo de un ascendiente ó un hermano, y lo 
cierto es que de losantecedentes consultados apa- 
rece que la adquirió con el carácter de heredera 
forzosa de su madre; que aunque así no fuera 
no sería la finca reservable por no constar ta] 
cualidad enel Registrocon anterioridad á la ven- 
ta de que se trata y ser axiomático que no es efi 
caz contra tercero gravamen ó restricción que 
del Registro no resulta, y que aun en el negado 
supuesto de que se tratara de un inmueble re- 
servable, no estaría prohibida su enajenación, 
según prueban los arts. 974 y 975 del mismo Có- 
digo civil: 

Resultando que oído el registrador sostuvo la 
procedencia de su nota, que razonó, alegando: 
que consta en el Registro que D. José Benítez 
heredó por ministerio de la ley de su hija doña 
Matilde la finca Vega Redonda, la cual había sido 
á su vez adquirida por ésta por título lucrativo 
de su madre doña Ana Lozano, de todo lo cual 
se infiero la perfecta aplicación al caso del artí- 
culo 811 del Código; que á la obligación de reser- 
var es inherente la prohibición de enajenar; 
que el título hereditario es siempre lucrativo, 
ora se trate de herencia voluntaria, ora de heren- 
cia forzosa, cual explícitamente declara el ar- 
tículo 963 del Código civil; que es verdad que en 
el Registro no se ha hecho constar de un modo 
expreso la calidad de reservable de la finca en 
cuestión; pero sí aparece de él la causa por vir- 
tud de la que tiene tal calidad, como igualmente 
resultaba ósta de los documentos que hubo de te- 
ner á la vista el notario para autorizar la venta, 
por lo cual consta del Registro la causa de la ac- 
ción rescisoria que á los parientes del tercer gra- 
do pertenece, y esa acción puede en tal concepto 
perjudicar á tercero, según el art. 87 de la ley hi- 
potecaria, y que los arts. 974 y 975 del Código ci- 
vil se refieren á la reserva por segundo matri- 
monio, no á la que debe su origen al precepto del 
art. 811, 4cuyo tenor las enajenaciones verifica- 
das por el ascendiente en él comprendido no pue- 
den subsistir mientras existan los parientes á 
quien por tal precepto se favorece: 

Resultando que el juez delegado declaró im- 
procedente la calificación: porque no cabe esti- 
mar título lucrativo el de herencia forzosa; por- 
que no es posible declarar que la finca en cues- 
tión tenga la cualidad de reservable, dado que 
ésta no resulta de los documentos tenidos á la 
vista al autorizar la escritura del recurso; por- 
que las enajenaciones de bienes reservables es- 
tán, en general, permitidas por el Código civil, 
según expresamente establecen sus arts. 974 y 
976; que no es Er O el registrador para ca- 
lificar la capacidad del vendedor, sino es ciñén- 
dose á cuanto resulte del Registro y del título, 
y por último, que sólo los Tribunales, en el jui- 
cio correspondiente y áinstancia de quien se con- 
sidere perjudicado, pueden resolver acerca de la 
eficacia de la venta de quese trata: 

Resultando que el registrador de la propiedad 
se alzó de ese acuerdo para ante la Presidencia, 
y en el escrito con tal objeto presentado hizo no- 
tar que aun admitiendo por vía de hipótesis que 
el título hereditario no es un título lucrativo, 
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siempre sería preciso para que el auto fuese acer- 
tado que se probara que doña Matilde Benítez 
Re pi toda la finca de que se trata por título 
de legítima, prueba que no arroja el expediente; 
que la calificación impugnada se ciñe estricta- 
mente á los datos que el Registro ofrece, y que 
los registradores pueden calificar, tanto las for- 
mas intrínsecas como las extrínsecas de los docu- 
mentos que se les presentan á inscripción: 

Resultando que el presidente de la Audiencia 
confirmó el auto por considerar: que si bien es 
verdad que D. José Benítez está obligado á reser- 
var la finca en cuestión por haberla heredado de 
su hija, que á su vez la heredó de su madre por 
ministerio de la ey, y aunque lo es también que 
los arts. 974 y 975 del Código civil no fueron dio 
tados para casos como el presente, lo es asimis- 
mo que el art. 18 de la ley hipotecaria obliga á 
los registradores á calificar las formas extrínse- 
cas y la capacidad de los otorgantes por lo que 
de los documentos resulte, sin entrar á examinar 
la validez ó nulidad de éstos por otros conceptos 
reservados á los Tribunales, y que los documen- 
tos que obran en este expediente ningún defecto 
tienen en cuanto á sus formalidades extrínsecas 
Ó á la capacidad de los otorgantes, ni consta 
tampoco que el vendedor tenga parientes del 
prado y línea de que habla el art. 811 del Código 
civil: 

Vistos los arts. 811, 974 y 975 del Código civil: 

Considerando que vigente éste, ó sea en 15 de 
Octubre de 1891, adquirió D. José Benítez, por 
ministerio de la ley, de su hija impúber Marís 
Matilde, la finca Vega Redonda, que ésta, á su 
vez, había heredado de su.madre, por lo cual 
aparecen reunidos en el caso en cuestión todos 
los requisitos de la reserva troncal creada por 
el art. 811 del Código civil: 

Considerando que por resultar los hechos y 
antecedentes mencionados del examen compa- 
rado de la escritura y el Registro, debió tener- 
los en cuenta el registrador al apreciar la natu- 
raleza y eficacia jurídicas del contrato que se 
pretende inscribir: 

Considerando que aunque los arts. 974 y N5 
del Código civil refiérense exclusivamente á la 
reserva que originan las segundas nupcias, 
muestran tan claramente el criterio del legisla- 
dor en orden á la enajenación de los bienes re- 
servables, que no es aventurado aplicarlos á la 
solución de una cuestión nacida del art. 811, y 
que éste no resuelve: 

Considerando que si aun después de contraer 
el viudo ó viuda segundo matrimonio puede ena- 
jenar los bienes inmuebles sujetos á reserva, 
enajenación que queda pendiente de la condición 
de que á la muerte de aquél haya ó no hijos 6 
descendientes del primer matrimonio, es lícito 
concluir que lo propio debe acontecer en el caso 
del art. 811, ya que existe también la posibilidad 
de que al morir el ascendiente á que este articu- 
lo alado. no haya parientes llamados al disfru- 
te de los bienes troncales: 

Considerando que el Código estima suficiente 
garantía para los hijos de un primer matrimo- 
nio la condición resolutoria que envuelve el ar- 
tículo 975, por lo cual los parientes colaterales, 
en el caso de la reserva troncal, no pueden aspl- 
rar á mayor derecho en términos de estricta 
justicia: 

Considerando que otra cosa fuera hacer de 
mejor condición á los colaterales en el caso del 
art. 811, que á los hijos en el de un segundo ma- 
trimonio, coartando en aquél las facultades do- 
minicales, cual en éste no se restringen, 6 in- 
terpretando extensivamente una prescripción 
odiosa: 

Considerando que por todas estas razones no 
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puede afirmarse, como el registrador de Alge- 
ciras afirma, que la escritura del recurso adole- 
ce de un defecto insubsanable por ser la finca á 
que se contrae inalienable, mas tampoco existe 
en ella una falta subsanable, puesto que reco- 
nocida la existencia de una condición resoluto- 
ria, es pertinente el art. 109 de la ley hipoteca- 
ria y son enajenables los bienes, expresándose 
en la inscripción la reserva y quedando de esta 
manera garantido el derecho de las personas á 
cuyo favor se halla establecida; 

Esta Dirección general ha acordado confir- 
mar la providencia apelada.—Lo que con devo- 
lación del expediente original digo á V. 1. para 
su O efectos oportunos.» (Resolu- 
ción 25 Junio 1892.—(Gac. 24 Septiembre.) 


Resol. 30 Juvnlo 1893. Sociedad de gananciales 
enel campo de Tarragona: Aplicación de las disposicio- 
res del Código civil: Determinación de los derechos del 
cónyuge supératite por el resultado de la liquidación de 
la sociedad conyugal, y declarando que rigiendo como 
supletorio dicho Código en las provincias aforadas y es- 
timada como verdadera sociedad legal de gananciales la 
que seacostumbra 4 pactar en los capítulos matrimo- 
ríales del Campo de Tarragona, son aplicables en éste 
los artículos del Código civil que regulun dicha so- 


(Eztracto.) Por escritura de capítulos matri- 
moniales, atoizrada en Montblanch el 11 de Di- 
ciembre de 1810, Coloma Roselló y Rius otorgó 
heredamiento á favor de su hijo Pablo Roselló 
con todos sus bienes y derechos; Benito y Anto- 
nia Monné y Griñó, padres de Teresa Monné, 
entregaron á ósta por vía de donación diversos 
bienes que enumeraron, los cuales aportó ésta 
á su matrimonio con Pablo en calidad de dota. 
les; y la misma Teresa, su esposo Pablo Roselló 
iS madre de éste, formaron sociedad en todas 

compras, mejoras y aumento de bienes que 
tuvieren, etc. Coloma, viuda de Martín Roselló, 
falleció en 1819, y en 24 de Julio de 1886 murió 
Pablo Roselló. Fallecida Teresa Monné y Griñó, 
bajo testamento otorgado en 6 de Mayo de 1887, 
en el que instituyó heredera universal á Teresa 
Badía y Monné, hizo la misma inventario de los 
bienes relictos, elevándolo á escritura pública 
en 10 de Diciembre de 1889. Presentada ésta para 
su inscripción en el Registro de la propiedad de 
Momblanch, faé suspendida en lo tocante á una 
casa, por no estar inscrita á favor de la causan- 
te, y en cuanto á un pedazo de tierra, por no 
aparecer registrado á nombre de aquélla en el 
tomo y folio indicados en las escrituras, y dene- 
en lo que respecta á los bienes inventaria- 

os bajo los núms. 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 14, 15 y 
16, no sólo porque teniendo el carácter de ga- 
nanciales no consta la previa liquidación de la 
sociedad conyugal, sino también, porque no ha- 
biéndose practicado dicha liquidación, no ha 
habido términos hábiles para liquidar ni satis- 

rel impuesto con motivo de la disolución 
dela indicada sociedad y adjudicación de los 
bienes pro eS ó gananciales. Impugnada la ca- 
lificación del registrador gubernativamente, la 
ección resuelve declarando que la escritura 
EOS del defecto insusanable, citado en la 
ota: 

«Vistos el art. 12 del Código civil, las resolu- 
ciones de 1.” de Julio de 1887 y 21 de Febrero 
de 1889: 

Considerando que la asociación en las com- 
pras y mejoras que es costumbre pactar en las 
capitulaciones matrimoniales en el Campo de 

árragona, es esiimada por todos los tratadis- 
tas de derecho catalán como una verdadera so- 
ciedad legal, que si bien se extiende á personas 
Eb no son los cónyuges (lo cual la diferencia 

los gananciales de Castilla), en cambio com- 
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ps tan sólo aquellos bienes que provienen 
el trabajo, cuidado ó industria de uno de los 
consortes, exige que para fijar los aumentos se 
hayan en considoración las desmejoras y pérdi- 
das ocurridas, y mantiene radical separación 
entre el patrimonio común y el propio y priva- 
tivo de cada cónyuge, caracteres todos peculia- 
res del sistema de gananciales de la legislación 
común: 

Considerando que, esto sentado, no es de ex- 
trañar que, salvo muy contadas excepciones, 
los principios que rigen sobre esta asociación 
sean consuetudinariamente los propios de la so- 
ciedad de gananciales: 

Considerando que, por esta razón, y además 
por la de que después del art. 12 del Código ci- 
vil, son los preceptos de éste el derecho supleto- 
rio en defecto del que con tal carácter rija en 
las provincias en que subsiste derecho foral, es 
perfectamente legal aplicar en el territorio ge- 
neralmente llamado Campo de Tarragona los ar- 
tículos del Código, reguladores de la sociedad 
de gananciales: 

Considerando que si la asociación de compras 
Y mejoras de que se trata constituye dentro de 
a legislación general del Principado una ex- 
cepción, á favor de la que penetra en el campo 
de Tarragona el derecho común, claro es que la 
liquidación del caudal, obligada consecuencia 
de la disolución de la sociedad legal, impónese 
por igual en el citado Campo que en territorio 

e Castilla: 

Considerando que se infiere de todo lo expues- 
to que la doctrina sentada por esta Dirección 
en su resolución de 21 de Febrero de 1889 es per- 
fectamente aplicable al caso del recurso; y á su 
tenor, disuelto el matrimonio, la liquidación del 
caudal y las adjudicaciones consiguientes son 
las únicas operaciones que definen y precisan 
los derechos ulteriores del cónyuge supérstite 
sobre los bienes resultantes de aquella liquida- 
ción, por todo lo que está fundada en derecho la, 
calificación recurrida.» (Resol. 30 Junio 1892.— 
Gac. 24 Septiembre.) 


Resol. 30 Agosto 1893. Constituida una sociedad 
sin sujeción a ninguna de las formas autorizadas por la 
ley de 19 de Octubre de 1869, ó sea como no mercantil, 
quedó disuelta por la muerte de uno de los socios; y no 
puede por lo tanto ninguno de los otros otorgar contratos 
á nombre de la Compañía, que carece, por tal motivo, de 
existencia legal. 


(Extracto.) D. Félix Delatte, D. Carlos Lickef” 
fett y D. Fernando Acedo, formaron una Socie- 
dad bajo la denominación «Las Tres Naciones», 
para la explotación de diferentes minas de plomo 
enclavadas en el término de Obejo, otorgando 
al efecto la correspondiente escritura fecha 13 
de Enero de 1879, que fué inscrita en el Registro 
de la propiedad de Córdoba, en la cual se sr 
nó, entre otras cláusulas, que la duración de la 
Sociedad sería ilimitada, pudiendo no obstante 
disolverse por acuerdo de las dos terceras par- 
tes de los accionistas, ratificado en dos sesiones 
celebradas con un intervalo de quince días; y 
que la referida Sociedad podría enajenar el todo 
ó parte de sus minas, previo acuerdo también 
de las dos terceras partes de los accionistas. Fa- 
llecido D. Félix Delatte en 1883 y formalizadas 
por sus herederos las operaciones de testamen- 
taría adjudicándose á éstos las dos terceras par- 
tes de las minas mencionadas, se otorgó una es- 
critura en 1.? de Diciembre de 1886 que también 
fué inscrita en el Registro, por la cual D. Fer- 
nando Acedo, como gerente de la Sociedad ex- 
presada, vendió á los señores Viuda de Villa- 
nova 6 ELLOS, todos los minerales que en deter- 
minado plazo produjeran las minas de po 
mediante un anticipo, quedando hipotecadas las 
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mismas en garantía del contrato. Paralizados 
los trabajos algunos meses después del contrato 
anterior, se otorgó otra escritura en 24 de Marzo 
de 1888, por la cual D. Fernando Acedo, autori- 
zado por la referida Sociedad en junta general 
extraordinaria convocada al efecto, dió en arren- 
damiento éá la misma razón social, las minas de 
plomo, ampliando la hipoteca constituida ante- 
riormente. Presentado este documento para su 
inscripción en el Registro de la propiedad de 
Córdoba, fué inscrito en cuanto á las dos ter- 
ceras partes de las minas aludidas, y denegado 
en la tercera restante, por el defecto insubsana- 
ble de no haber podido ser citado D. Félix De- 
latte á la junta general extraordinaria convoca- 
da, ni áningún acto anterior ó posterior al otor- 

amiento de la escritura, como socio fundador 

e «Las Tres Naciones», á causa de haber falle- 
cido, según se desprendía de las adjudicaciones 
hechas de dichas minas, correspondientes al 
mismo. Impugnada la anterior calificación por 
la señora viuda de Villanova é Hijos y declara- 
do inscribible el documento por el juez delega- 
do, cuyo auto fué revocado por el presidente de 
la Audiencia, se elevó el asunto á la Dirección, 
que confirma la providencia apelada: 

«Vista la ley de 19 de Octubre de 1869, los ar- 
tículos 22, 25, 265 y 290 del Código de Comercio, 
la ley 10, tit. X, Part. 5.*; los arts. 20, 139 y 140 
de la ley hipotecaria, y los arts. 1.708, 1.670, 392, 
399 y 406 del Código civil: 


Considerando que, según el art. 2. de la ley 
de 19 de Octubre de 1869, para que el contrato de 
Sociedad tenga carácter de mercantil es necesa- 
rio que se consigne en escritura pública en una 
de las formas que prescribe el libro LI, tit. IT, sec- 
ción 1.* del Código de Comercio, á la sazón vigen- 
te, debiendo además presentarse, conforme á lo 
dispuesto en el art. 3.” de dicha ley, en el Regis- 
tro público de Comercio, el testimonio que pres- 
cribe el artículo 25 del citado Código, con las 
circunstancias enumeradas en el art. 290 del 
mismo: 


Considerando que al consignar D. Félix De- 
latte de Hámainry, D. Carlos Lickeffett y Kansf 
mann y D. Fernando Acedo y García en escri- 
tura pública que autorizó el notario de la ciudad 
de Linares, D. Nicolás López y Mizzi, en 18 de 
Enero 189, el contrato de Sociedad que habían 
estipulado, ni adoptaron para ésta ninguna de 
las formas prescritas en al citado título IT, sec- 
ción primera del Código de Comercio, ni presen- 
taron tampoco el correspondiente testimonio en 
el Registro público Mercantil, habiendo decla- 
rado, por el contrario, en la cláusula 17 de la 
misma escritura que hacian uso de la facultad 
que les concedía el párrafo segundo del artícu- 
lo 2.” de la mencionada ley de 19 de Octubre 1869, 
que se refiere á las Sociedades que legalmente no 
tienen el carácter de mercantiles y á las coopera- 
tivas: 


Considerando que no teniendo la expresada 
Sociedad el carácter de mercantil, es indudable 
que ha quedado disuelta por el fallecimiento del 
socio D. Félix Delatte, con arreglo á lo dispues- 
to en la ley 10, tit. X, Part. 5.*, toda vez que no 
se pactó que continuaría subsistente entre los 
socios sobrevivientes: 

Considerando que la disolución de toda Socie- 
dad común ó no mercantil da por resultado ne- 
cesario la extinción de la persona jurídica y la 
cesación de todas las facultades que correspon- 
dían á los socios, en virtnd dol contrato de So- 
ciedad, convirtiéndose los socios sobrevivientes 
y los herederos del difunto respecto de los bienes 
qu constituían el patrimonio social, en verda- 

eros copropietarios ó condueños de dichos bie- 
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nes, y constituyendo una verdadera propiedad 
proindivisa ó comunidad: 

Considerando que, con arreglo á la doctrina 
expuesta en los anteriores considerandos, don 
Fernando Acedo no ha tenido capacidad legal 
para otorgar el 1.” de Diciembre de 1886 la escri- 
tura de venta de los minerales que en determina- 
do peso produjeran las minas de plomo, propias 
de la referida Sociedad, ni para hipotecarlas ni 
para obligarse á no enajenar otras minas perte- 
necientes á la misma, ni tampoco su represen- 
tante ha tenido capacidad para otorgar la es- 
critura de 24 de Marzo de 1888, en virtud de la 
cual prometió á nombre de la Sociedad, ya di- 
suelta, vender á la Sociedad mercantil, Viada de 
Villanova é Hijos, los minerales, y ampliar la 
hipoteca, constituyéndola especial y determina- 
damente sobre las minas de carbón pertenecion- 
tes á la extinguida Sociedad: 

Considerando que si bien pudo inscribirse en 
el Registro de la propiedad la escritura de 1.” de 
Diciembre de 1886, otorgada por el gerente don 
Fernando Acedo, porque tal vez no resultaría 
del Registro ni de dicho documento el falleci- 
miento del socio D. Félix Delatte, no acontece 
lo propio respecto de la escritura de cuya ins- 
cripción se trata en el presente recurso, toda vez 
que ha sido anteriormente inscrita la liquida- 
ción, partición y adjudicación de los bienes del 
mencionado D. Félix Delatte, y de ella resulta 
la disolución y extinción de la Sociedad Las 
Tres Naciones desde 24 de Mayo de 1883 en que 
aquél falleció; 

sta Dirección general ha acordado confirmar 
la providencia apelada.» (Resol. 30 Agosto 1892. 
Gac. 27 Septiembre.) 


Resol. 6 Jeptiembre 1898. El dueño de fincas 
embargadas contra las cuales se ha di:tado sentencia de 
remate, puede enajenarlas sin sujeción 4 los arte. 1.481 
y tiguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, puesto que 
tal enajenación no ha de perjudicar al ejecutante que 
obtuvo sobre ellas anotación de embargo. 

(Extracto.) Don José Pujades y doña Rosa 
Lluch, donaron á su hijo Salvador cuatro fintas 
bajo las siguientes condiciones: primera, que el 
donatario no podría gravarlas ni venderlas, 
mientras no pagase una deuda que éste tenía 
contraida con Francisco Pérez Talón, á cuyo 
pago estaba hipotecada una casa de la propiedad 
de los donantes; segunda, que el Salvador había 
de subrogar en el término de un año esta hipo- 
teca en bienes de su propiedad ó en los mismos 
donados, y tercera, que el donatario satisfaría 
á los donantes cierta renta anual y vitalicia. 
Pero como el Salvador Pujades no pudiera sa: 
tisfacer el crédito mencionado, ni subrogar la 
hipoteca en fincas de su propiedad, ni abonar á 
Pérez Talón los intereses de dos años que por él 
satisfizo su hermana Rosa, ni pagar á sus padres 
la pensión estipulada, á que también hizo fren- 
te la citada Rosa Pujades, y como además se 
viera demandado ejecutivamente para el pago 
de cierta suma por Bautista Sarrión, siéndole 
por tal concepto embargados hasta los bienes 

onados, á fin de dar cumplimiento á las condi- 
ciones referidas y no perjudicar á su hermana, 
otorgó una escritura en que cedió á ésta, asisti- 
da de su marido, las fincas que le donaron sus 

adres, con la condición de que las vendiera con 
intervención del ejecutante, ó que la cesionaris 
se quedase con ellas pagando las deudas referi- 
das hasta donde alcanzase el valor de aquéllas, 
entregando el sobrante, si lo hubiese, al acres: 
dor Sarrión. Presentada dicha escritura en el 
pata apt de la propiedad de Enguera, fué dene- 

ada su inscripción: primero, porque embarga- 

as las fincas á las resultas del juicio promovi: 
do por Sarrión y consentida la sentencia de re- 
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mate, debía efectuarse la venta con arreglo á 
los arts. 1.481 y siguientes de la ley de Enjuicia- 
miento civil, y segundo, por no haber prestado 
su consentimiento al contrato el acreedor, al 
cual se imponían obligaciones que no había 
aceptado. Impugnada esta calificación, que fué 
confirmada por el juez y revocada por el presi- 
dente de la Audiencia, acudió el registrador en 
alzada á la Dirección, que confirma la providen- 
cia apelada, con vista del art. 71 de la ley hipo- 
tecaria: k 

«Considerando que el art. 71 de la ley hipote- 
caria es bien terminante, y en su virtud, así 
como no puede negarse al dueño de la finea em- 
bargada la facultad de enajenarla, cualquiera 
que sea el estado del juicio, tampoco es dudoso 
que tal enajenación no puede perjudicar en caso 
alguno al derecho del que obtuvo la anotación 
del embargo: 

Considerando que la doctrina sentada por el 
registrador de que consentida la sentencia de 
remate la venta ha de efectuarse forzosamente 
con arreglo á los arts. 1.481 y siguientes de la ley 

ocesal, sin que pueda verificarla por sí el deu- 
der ejecutado, sobre no estar fundada en texto 
legal alguno, pugna con el claro y explicito del 
citado art. 71, que, dada su generalidad, no ad- 
mite distinciones de ningún género: 

Considerando que inscrito el contrato del re- 
curso en los términos en que ha sido estipulado, 
ningún perjuicio podrá seguirse á D. Bautista 
Sarrión, no sólo purque en él únicamente se 1m- 
ponen obligaciones 4 doña Rosa Pujades, sino 
porque es principio de Derecho que res inter altos 
acta alúis nec nocet nec prodest, y á su tenor, los 
derechos que al citado acreedor asisten sobre 
las fincas embargadas y las ventajas que ha ob- 
tenido con la ejecución qud tiene pendiente, ni 
han sufrido ni pueden sufrir modificación que 
él no consienta ni acepte libremente.» (Resol. 6 
Septiembre 1892.—(Qac. 28 1d.) 


Resol, 14 Septiembre 1893. El procurador del 
ejecutante puede tomar parte en la subasta y adquir+r la 
finca para su representado sin necesidad de ceder el re- 
mate, habiéndose ocogido aquél al beneficio del art. 1.801 
de la ley de Enj. civil. Improcedencia de la nota del re- 
gistrador fundada en no acreditarse la existencia de 
cargas de dicha finca, así como tampoco el precto ni for- 
ma de su entrega, cuando aquéllas avarecen en una cer- 
tificación librada por dicho funcionario, y respecto al 
precio, cuando en la escritura se contienen los datos ne- 
essarios para tener por cumplidos los requisitos exigidos 
por la ley hipotecaria, 


(Extracto.) En autos ejecutivos seguidos á 
instancia de doña Josefa Doncel Martínez contra 
D. Manuel Aguilera y Gamboa, fué subastada 
una finca de la propiedad de éste, presentándo- 
se entre etros postores D. Ignacio de Santiago, 

curador de la parte actora, en representación 

e la testamentaría de ésta, á cuyo favor quedó 
el remate con la cualidad de ceder, mediante 
17.100 pesetas. Hecha la liquidación de cargas, 
se declaró por el Juzgado que la testamentaría 
rematante no venía obligada á consignar canti- 

alguna en vista de que el precio del remate 
era inferior al valor de aquéllas. 

Con estos antecedentes, se otorgó escritura 
en 10 de Octubre de 1891, por la que el Juzgado, 
en nombre de D. Manuel Aguilera, vendió á 
doña Carolina Doncel, como heredera de la ejecu- 
tante doña Josefa y en concepto de rematante, la 
finca embargada, por el precio de 17.100 pesetas 
ho entregadas por faltar 2.385 pesetas para cu 
brir las cargas perpetuas que afectaban al in- 
mueble. Presentado este documento en el Regis- 
tro de la propiedad de Córdoba, no fué admitida 
-Suinscripción por los siguientes defectos insub- 
sanables: 1. Falta de capacidad en D, Ignacio de 
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Santiago para aganirir por compra, según el ar- 
tículo 1.459, núm. 5.” del Código civil. 2.2 No 
constar la concesión hecha por el Sr. Santiago á 
la testamentaría de doña Josefa Doncel. 8.* No 
acreditarse la existencia de cargas, ni por docu- 
mento público ni por el Registro. 4.2 No existir 
tampoco precio de la venta. Y 5.” No expresarse 
la forma ni entrega de éste, Impugnada esta ca- 
lificación en vía gubernativa por el marido de 
doña Carolina Doncel, se revocó por el juez de- 
legado, cuyo auto confirmaron el Presidente de 
la Audiencia y la Dirección general, vistos los 
artículos 1.459 del Cód. civil y 1.501 de la ley de 
Enjuiciamiento: 

«Considerando que, según este artículo, le es 
permitido al ejecutante tomar parte en la subas- 
ta y mejorar las posturas que se hicieren; y la 
verdad es que, en el caso del recurso, de tal de- 
recho hizo uso la parte actora, Ó sea la testa- 
mentaría de doña Josefa Doncel, representada en 
ese acto por su procurador D. Ignacio de Santia- 
go y Sánchez; por lo cual es impertinente la cita 
del art. 1.459 del Cód. civil, ya que dicho procu- 
rador no adquirió la finca para sí, que es lo en 
él prohibido, sino para su principal, que, cual se 
ha dicho, podía legalmente intervenir en la su- 
basta: 

Considerando que por constar en la diligencia 
de subasta clara y explícitamente que D. Igna- 
cio Santiago remató finca en nombre de la testa- 
mentaría de doña Josefa Doncel, y en tal con- 
cepto se acogió al beneficio que al ejecutante con- 
cede el art. 1.501 de la ley de Enjuiciamiento, es 
notoría la innecesidad de que cediese el remate 
á favor de la parte en cuya representación obra- 
ba, y por ende la improcedencia de la nota re- 
currida en su segundo extremo: 

Considerando que la única carga tenida en 
cuenta al practicar la liquidación de las existen- 
tes sobre la finca en cuestión fué un censo de 
19.485 pesetas, que aparecía en la certificación 
librada por el registrador de la propiedad de 
Córdoba, por lo cual es incomprensible que aho- 
ra afirme este funcionario que no está acredita- 
da la existencia de un gravamen que, como vi- 
gente, incluyó en documento llamado á producir 
en autos el importante efecto de servir al actua- 
rio para verificar el trabajo que le encomienda 
el art. 1.511 de la ley procesal; de todo lo que se 
infiere es también infundada la calificación en 
cuanto al tercer reparo que opone á la inscrip- 
ción del título: 

Considerando que lo es asimismo en lo que ata- 
ñe á los motivos alegados en cuarto y quinto 
lugar de la nota, ya que la escritura arroja los 
antecedentes necesarios para dejar cumplidas 
las exigencias de los arts. 10 y 11 de la ley hipo- 
tecaria, en cuanto en ella consta que el cortijo 
fué vendido en 17.100 pesetas, siquiera el vende- 
dor no entregara tal suma por no alcanzar á 
cubrir el importe de los gravámenes perpetuos 
liquidados. » (Resol. 14 Septiembre 1898. —Qaceta 
14 Diciembre.) 


Resol. 10 Septiembre 1891. Comunidad foral 
de Vizcaya: procede denegar la inscripción de un docu- 
mento en cuya virtud se transmite la propiedad de cier- 
tos bienes, cuando éstos no aparecen inscritos en el Regíis- 
tro dá nombre de la persona que verifica la transmis:ón; 
por ser esta la doctrina del art. 20 de la ley d cuya apli- 
cación no obsta el Fuero de Vizcaya. 


(Extracto.) Adquirida por D. Agustín Yarto 
la propiedad de una mina llamada Julianita, 
sita en San Pedro Abanto, 6 inscrito su título 
en el Registro de Valmaseda, celebró este señor 
un contrato privado con D. Agustín Ibarra, don 
Manuel de Garay y D. Juan Angel Allende, por 
el cual se declararon socios por iguales partes 
de dos minas en jurisdicción del expresado pue- 
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blo de San Pedro Abanto, pero sin expresar los 
nombres de las mismas, por no habérseles expe- 
dido en aquella fecha título de concesión. Falle- 
cido D. Agustín Yarto, otorgó su viuda escritu- 
ra en 10 de Septiembre de 1880, á la que concu- 
rrieron D. Agustín Ibarra y D. Juan Angel 
Allende, declarando en ella que á estos dos y á 
Jos herederos de D. Manuel Garay correspondía, 
el dominio de tres cuartas partes de la expresada 
mina, siendo de la otorgante la otra cuarta par- 
te. Presentada para su inscripción en el Regis- 
tro de Valmaseda, fué suspendida por no cons- 
tar inscrita la propiedad de la mina á nombre 
de la viuda, no acreditarse la cualidad con que 
intervenía esta señora en el contrato ni que sea 
la única interesada en la herencia de D. Agustín 
Yarto, y no describirse, por último, aquélla en 
la forma prevenida por la ley. 

Impugnada esta calificación por D. Juan An- 
gel Allende invocando al efecto la ley 1.*, títu- 
lo XX del Fuero de Vizcaya, y oído el registra - 
dor que insistió en la procedencia de su nota 
fundándose en el art. 20 de la ley hipotecaria, 
fué confirmada aquélla por el juez delegado y 
por el presidente de la Audiencia en apelación. 

Contra este acuerdo se alzó Allende para ante 
la Dirección, que revoca la Die apelada 
y la nota del registrador y declara que procede 

enegar la inscripción: 

«Vistos el art. 20 de la ley hipotecaria y la ley 
1.*, tit. XX del Fuero de Vizcaya: 

Vista la resolución de este Centro de 28 de 
A bril de 1890: 

Considerando que es un principio fundamental 
de nuestro sistema hipotecario el de que en los 
libros del Registro de la propiedad deben cons- 
tar todas las alteraciones que ésta sufre, á fin de 
que aparezcan en la historia de cada finca las 
vicisitudes por que va pasando su dominio y 
pueda saberse en un momento dado quién es el 
que puede disponer de ella y cuáles son las car- 
gas ó gravámenes que la afectan: 

Considerando que con ese sistema son perfec- 
tamente compatibles todos los preceptos de las 
leyes civiles en orden á la constitución y trans- 
misión de los derechos, por la sencilla razón de 
que, dándoles por supuestos y establecidos sólo 
trata de revestirlos de aquella publicidad que es 
necesaria para el conocimiento de terceros: 

Considerando que por lo expuesto es notorio 
que el art. 20 de la ley hipotecaria es obligado 
corolario, así del régimen de gananciales de Cas- 
tilla, que exige una liquidación del caudal antes 

ue el viudo ó viuda puedan disponer de aqué- 
llos, como de la comunidad foral de Vizcaya, que 
declara, desde luego, condueños de todos los 
bienes al cónyuge sobreviviente y á los des- 
cendientes legítimos, de donde se infiere que, 
sin necesidad de previa liquidación, pueden des- 
de luego disponer de los bienes los condueños: 

Considerando que esto es lo declarado por este 
Centro en la resolución de 28 de Abril de 1890 y 
no que el Fuero de Vizcaya haga inaplicable en 
la tierra llana el art. 20 de la ley hipotecaria, 
que es, por el contrario, compatible con la co- 
munidad foral, Pe que al crear ésta un estado 
de derecho en el modo de ser de la propiedad, 
gegún el que, por ministerio del Fuero, se susti- 
tuye á la de un individuo la de varios condue- 
ños, lleva á cabo una modificación importante 
que debe reflejarse en el Registro, en virtud del 
principio general arriba expuesto: 

Considerando que es lógica consecuencia de 
lo dicho la aplicación al caso del recurso del 
fundamento legal invocado por el registrador, 
puesto que es evidente que la mina en cuestión 
no está inscrita á nombre de doña Ramona Iba- 
rra ni de sus hijos; y mientras una y otros no 
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soliciten y obtengan la inscripción en virtud del 
derecho que les otorgue el Fuero, no pueden ser 
considerados como dueños para los efectos del 
Registro: 

Considerando que en este sentido, y conforme 
á lo dispuesto en el art. 20 del reglamento, era 
procedente denegar la inscripción del título pre- 
sentado y no suspenderla, ya que la doña Ramo- 
na aparece en él disponiendo de la totalidad de 
la mina, cuando en todo caso sólo podría hacer- 
lo de su mitad, conforme á la ley 1.*, tit. XX del 
Fuero de Vizcaya, y eso después de acreditar 
que de su matrimonio con D. Agustín Yarto 
habían quedado hijos legítimos, lo cual no se 
acreditó al presentar á inscripción la escritura 
de 10 de Septiembre de 1830: 

Considerando que tampoco puede accederse á 
lo solicitado por el recurrente en su último es- 
crito dirigido á este Centro, al pretender que se 
declare inscribible el título, al menos en cuanto 
á la parte que corresponda á la doña Ramona 
(la viuda), y que se estime proc tente su anota- 
ción preventiva respecto á la porción á que ten- 
gan derecho los hijos, según el Fuero: lo pri: 
mero porque subsisten los motivos que lo impi- 
den expuestos en los considerandos anteriores, 
hasta tanto que la doña Ramona aparezca en 
el Registro con facultad para disponer de su 
parte; y lo segundo, perdia las meras indica- 
ciones que contienen las partidas de óbito de la 
misma y de su esposo no son el medio de justi- 
ficar cumplidamente que de su matrimonio que- 
dasen hijos; porque además de esas mismas in- 
dicaciones, consta que todos éstos eran mayo- 
res de edad antes de la presentación del título 
en el Registro, sin que resulte que hayan inter- 
venido en el acto que contiene ni le hayan rati- 
ficado en modo alguño; y porque, de todas suer- 
tes, estando inscrita la mina objeto del contrato 
á nombre de otra persona, lo prohibe expresa: 
mente el art, 20 del reglamento para la ejecución 
de la ley hipotecaria, 

Y considerando que nada de esto obsta á que 
la viuda é hijos de D. Agustín Yarto, cumplien- 
do los preceptos de la ley hipotecaria y hacien- 
do inscribir sus derechos en el Registro, puedan 
después disponer de ellos en la forma que ten: 
gan por conveniente y conseguir las inscripcio- 
nes de los contratos que otorguen con los requi- 
sitos legales.» (Resol. 19 Septiembre 1891.—Ga- 
ceta 9 Marzo 1892.) 


Resol. 39 Octubre 1892, Reiterando la doctrina 
de que para la constitución de una hipoteca voluntaria 
basta la voluntad del dueño de los bienes sobre que sa im- 
pone.—Inteligencia del art. 18 del reglamento del Noto. 
riado.—Constitución de fiansa para el cargo de notario, 


(Extracto.) Nombrado D. Alberto Torres no- 
tario de Grazalema en turno de traslación, su 

adre D. Angel hipotecó una finca de su propie- 
Sad en garantía de dicho cargo y de cualquier 
responsabilidad en que por el desempeño de ante 
riores Notarías hubiera podido incurrir su cits- 
do hijo, comprometiéndose á no retirar la fian- 
za sin avisar previamente á éste con seis meses 
de antelación. Presentada esta escritura en el 
Registro de la propiedad de Córdoba, puso á su 
pie el registrador una nota concebida en estos 
términos: «no admitida la inscripción de la pre- 
cedente escritura de fianza por los defectos sub- 
sanables siguientes: poro: falta de compare- 
cencia ó personalidad de aquél en favor de quien 
se constituye la hipoteca como contrato bilate- 
ral y aceptación del mismo; segundo, designa 
ción de la cantidad en que ha de consistir la ga- 
rantía para el desempeño del cargo con acuerdo 
y aprobación de los interesados, con arreglo al 
art. 99 del reglamento, y tercero no determinar- 
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se el término de duración de la obligación y con- 
dición no admisible establecida en favor del 
fiador á los seis meses del aviso que haga al 
rincipal de este contrato, cuyos defectos impi- 
en la anotación preventiva, aunque se solicita- 
se por el interesado.» D. Alberto de Torres de- 
dujo recurso, pidiendo se declarase inscribible 
la escritura de fianza, revocó el juez delegado la 
nota y declaró inscribible el documento, y ele- 
vado el recurso á la Presidencia y después á la 
Dirección general, se confirma el auto apelado 
vistos el art. 138 de la ley hipotecaria, los 15 y 16 
del reglamento del Notariado y las resoluciones 
de 25 de Junio de 1877 y 29 de Diciembre de 1880: 

«Considerando que es doctrina de este Centro, 
consignada en sus resoluciones de 25 de Junio 
de 1877 y 29 de Diciembre de 1880, la de que la 
sola voluntad del dueño de los bienes hipoteca- 
dos basta para la constitución de las hipotecas 
voluntarias, sin que además sea necesaria la 
aceptación de la persona á cuyo favor se impo- 
ne el gravamen: 

Considerando que semejante doctrina está ba- 
zada en el principio de que la hipoteca, bajo el 
pa de vista de su constitución, lo mismo pue- 

derivar de un convenio bilateral que de un 
acto unilateral consontido por el dueño de los 
bienes, y ese principio, que informa el art. 138 
de la ley hipotecaria, es el desconocido ó nega- 
do por el rogistrador de Córdoba cuando viene 
á sostener que la hipoteca es siempre un contra- 
to bilateral: 

Considerando que la nota de este fancionario 
confunde dos actos enteramente distintos, cua- 
les son, el de constituirse la hipoteca, y el de 
ser ésta aceptada por el Estado; y de esa confu- 
sión dimana el que exija para el primero la in- 
tervrención de una persona que sólo para el se- 
gundo es indispensable: 

Considerando que de todo lo expuesto se coli- 
go que la escritura del recurso no es defectuosa 
por no haber intervenido en ella el Estado, lo 
cual no excluye que una vez inscrita sea someti- 
da la hipoteca á la aprobación de este Centro, 
única autoridad competente para calificar su 
suficiencia ó insuficiencia: 

Considerando que por constar de un modo ex- 
pasto en la aludida escritura que la garantía 

ana fué constituida por un capital de 
6.20 pesetas, estimado como necesario para 
producir una renta anual de 250 (eran: todo 
ello en cumplimiento del art. 16 del reglamento 
del Notariado, es obvio que también es infunda- 
da la nota en su segundo extremo, sin que val- 
ga aducir que quizá la garantía es insuficiente, 
pues no al registrador, sino á este Centro, es á 
quien corresponde apreciarlo: 

Considerando que el art. 15 del reglamento del 
Notariado marca los requisitos á que debe suje- 
tarse el tercero que afianzó por el notario cuan- 
do trata de retirar la garantía, por cuya razón 
la escritura en que con estricta sujeción á tal 
precepto reglamentario estipula D. Angel To- 
rres, que si algún día quiere retirar su fianza 
avisará á su hijo con seis meses de antelación, 
lejos de ser defectuosa por este concepto, se ha 
ceñido rigurosamente al texto legal.» (Resol. 27 
Octubre 1892.—Gac. 21 Diciembre. 


Resol. 30 Octabre 1903. Para dar por revocada 
une donación de inmuebles otorgada d favor de menores 
y tometída á condición resolutoria, no basta la aquies- 
cencia del padre de los donatarios, sino que es necesaria 
licencia judicial por entrafar el acto transmisión de do- 
fínio d nombre de incapacitados. 


(Extracto.) Doña María Pérez Sanz donó á 
tres nietos suyos varias fincas bajo las condi- 
ciones siguientes: primera, los donatarios satis- 


farían á la donante una determinada pensión; 
segunda, no podrían gravar ni vender los in- 
muebles donados, sino con el consentimiento de 
la donante; y tercera, silos donatarios dejaren 
de cumplir estas condiciones, la donación que- 
daría de hecho revocada, y aquéllos no podrian 
reclamar el reintegro de lo que ya tuviesen en- 
tregado. Por escritura de 10 de Sotubre de 1891, 
la donante, después de manifestar que la prime- 
ra de las condiciones mencionadas había queda- 
do incuamplida, revocó la donación hecha á sus 
nietos, revocación que fué aceptada por el pa- 
dre de los donatarios. Presentado dicho docu- 
mento en el Registro de la propiedad de Engue- 
ra, fué suspendida su inscripción por no haberse 
obtenido la autorización judicial indispensable 
para la enajenación de bienes de menores. Con- 
tra esta calificación recurrió gubernativamente 
el notario autorizante, la cual fué revocada por 
el juez delegado y presidente de la Audiencia. 
La Dirección á su vez declara que el documento 
no es inscribible, por adolecer del defecto insub- 
sanable de la falta de licencia judicial: 

«Vistos los arts. 164, 269 y 275 del Código civil: 

Considerando que otorgada una donación bajo 
condición resolutoria, es claro que cumplida 
ésta, aquélla queda revocada, bastando para que 
tal revocación tenga plena eficacia jurídica que 
acerca del acontecimiento constitutivo de la 
condición exista plena conformidad entre do- 
nante y donatario, mayores ambos de edad: 

Considerando que no es ese el caso de este re- 
curso, dado que en él los donatorios son menores 
de edad, por cuya razón, al indagar la solución 

ue en derecho le cuadra, importa dejar senta- 

o si, siendo el donatario un incapaz, basta á 
dejar comprobado el hecho de que penda la con- 
dición, la simple conformidad acerca del mismo 
y su real y positiva existencia entre el donante 
y el representante legal del donatario: 

Considerando que por implicar el cuamplimien- 
to de la condición resolutoria bajo que se hizo la 
donación, la revocación forzosa de ésta y el con- 
siguiente despojo del donatario, parece que, 
mediando el interés de menores, no debe quedar 
confiada la prueba de tal cumplimiento á la 
mera aquiescencia ó conformidad que el repre- 
sentante legal del incapacitado presta á la afir- 
mación del donador, de que la condición quedó 
cumplida, ya que en otro caso fuera bien fácil 
cen pOJSE al menor del legítimo dominio de la 
cosa donada: 

Considerando que si la donación es un contra- 
to, el mismo concepto merece su revocación 
cuando dimana del cumplimiento de una condi- 
ción resolutoria, acerca de cuya existencia están 
conformes donante y donatario, y siendo tal 
contrato un acto al fin traslativo del dominio, 
claro es que, tratándose de inmuebles, cae de 
lleno bajo las prescripciones reguladoras de la 
enajenación de tales bienes pertenecientes á me- 
Ed y entre ellas, la del art. 164 del Código 
civil: 

Considerando que de lo expuesto se infiere no 
está en lo cierto el recurrente cuando afirma 
que, para la revocación de la donación en el caso 
particular de que se trata, no era preciso el con- 
curso del donatario, ya que, sin tal concurso, la 
revocación fuera improcedente, á no ser que el 
donante la obtuviera por sentencia, previa de- 
mostración cumplida del hecho constitutivo de 
la condición: 

Considerando que otra doctrina pudiera con- 
ducir á la infracción inevitable del art. 275 del 
Código civil, si la renuncia de la cosa donada al 
menor se encubriera bajo la forma simulada del 
cumplimiento de una condición resolutoria no 
acreditada en forma: 
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Considerando, por último, que por ser la reso- 
lución de la donación un verdadero contrato, 
cual se ha demostrado, y contrato de enajena- 
ción inscribible cuando recae sobre inmuebles, 
ha de aprobarlo el Juzgado ó autorizarlo el con- 
sejo de familia, según los casos, á tenor de los 
arts. 164 y 269 dol Código, constituyendo la falta 
de estos requisitos un defecto insubsanable.» 
(Resol. 80 Octubre 1892.—(Gac. 26 Diciembre.) 


Resol. 31 Octubre 1892. Los herederos de bienes 
indivisos pueden cancelar las hipotecas constituidas d 
favor de su causante, siempre que los menores interesa- 
dos en ellas se hallen representados por tutores nombra. 
dos por el consejo de familia, los cuales no necesitan dis- 
cernimiento del juez, ó por sus padres si éstos no tienen 
interés incompatible; pero d la cancelación que los pa- 
dres acuerden ha de preceder licencia judicial... 

(Extracto.) Hipotecada una finca de D. Ma- 
nuel Llorens á la seguridad de un crédito cons- 
tituído á favor de D. Severino López, falleció 
óste sin testamento, dejando cuatro hijos, dos de 
su primer matrimonio con doña Francisca, y 
otros dos del segundo con doña Rosa Vidal. Por 
lo visto todos ellos eran menores de edad; y cons- 
tituido el consejo de familia, nombró tutora de 
los dos primeros á su abuela materna; la cual, en 
unión de doña Rosa, como representante de los 
otros dos, otorgó escritura reconociendo tener 

ercibido el crédito de Llorens y cancelando la 
Dipotess que le aseguraba. Presentado el docu- 
mento al registrador de Jijona, denegó éste la 
cancelación: Primero: porque hallándose inscri- 
to el crédito 4 nombre de la sociedad conyugal, 
or el mero hecho de constar en la inscripción 
ipotecacia que el acreedor es casado, no cabe 
que los que cancelan sean causahabientes ni re- 
resentantes legítimos de la entidad acreedora, 
los efectos dekart. 82 de la ley hipotecaria; se- 
gundo, porque no consta que se haya discernido 
el cargo á la tutora legítima, y tercero, porque 
la madre no puede representar á la vez su pro- 
pia persona y la de sus hijos, existiendo, como 
existen, intereses encontrados. El notario auto- 
rizante del título impugnó la anterior califica- 
ción, y el registrador la razonó exponiendo: res- 
cto del primer motivo, que inscrito el crédito 
favor de la sociedad conyugal es preciso liqui.- 
dar ésta con arreglo al art. 1.418 del Código ci- 
vil, único modo de que aparezca el verdadero 
dueño del art. 20 de la 1ey hipotecaria; en cuanto 
al segundo, que es doctrina claramente consig- 
nada en el Código civil (arts. 208, 209 y 231), que 
procede el discernimiento de los jueces de pri- 
mera instancia en las tutelas testamentaria y 
legítima; acto que no sustituye la inscripción en 
el Registro de tutelas, ya que de otra suerte se 
seguiría el absurdo de que constituida la fianza 
y deferido el cargo, quedara determinada la per- 
sona del tutor sin intervención del juez, ni del 
consejo de familia; y en lo concerniente al ter- 
cero, que hay intereses encontrados, no sólo 
cuando se divide la cosa común, sino cuando se 
practican actos de transcendencia como el de 
cancelar una hipoteca, el cual es tan importante, 
ue si conforme pertenece en el caso del recurso 
¿ la madre y á los hijos, fuera exclusivamente de 
éstos, no se podría llevar á cabo sin autorización 
judicial, dados los arts. 164 del Código civil y 
.080 de la ley de Enjuiciamiento y la R. O. de 28 
de Agosto de 1816. Confirmada la negativa por 
el juez delegado y revocada por el presidente de 
la Audiencia de Palencia, apeló el registrador 
para ante la Dirección general, que resuelve así: 

«Vistos los arts. 164 y 165 del Oódigo civil, 2.030 
de la ley de Enjuiciamiento civil y la Real orden 
de 20 de Abril de 1867: : 

Considerando que la Real orden de 20 de Abril 
de 1867 clara y explícitamente establece que 


mientras una herencia permanece proindiviso, 
pueden los herederos otorgar válidamente las 
escrituras necesarias para la cancelación de las 
hipotecas constituidas é inscritas á favor de su 
causante, y que los registradores deben admi- 
tir tales escrituras sin exigir previamente la ins- 
cripción del título hereditario, siempre que de 
las mismas resulte haber aquéllos acreditado de- 
bidamente su calidad de herederos y el falleci- 
miento de su causante: 

Considerando que, según se infiere de esa Real 
orden, lo único que hay ans justificar en casos 
como el presente es la calidad de herederos de 
los que otorgan la escritura de cancelación, y 
esa calidad aparece cumplidamente acreditada 
en la que ha sido origen del recurso mediante la 
declaración judicial que obtuvieron los cuatro 
hijos del acreedor D. Severino Ló pez y Cremades: 

Considerando que la deficiente capacidad le- 
gal de esos cuatro herederos, que son menores 
de edad, fué debidamente completada, dado que 
dos de ellos fueron representados por su tutora 
y los otros dos por su madre: 

Considerando que no adolecen esas represen- 
taciones de las tachas que opone el registrador 
de la propiedad de Jijona, ya que hoy debe esti- 
marse perfecta la del tutor á quien nombra y 
posesiona del cargo el consejo de familia, únics 
autoridad que existe en materia de tutelas desde 
que el Código civil le ha investido de cuantas 
atribuciones correspondían antes á la autoridad 
judicial, por lo que hay que estimar abolido el 
discernimiento con el sentido y alcance que te- 
nía en nuestra antigua legislación civil (1), y en 
cuanto á la de la madre, no es impugnable por 
incompatibilidad, esca que ésta no se concibe 
en casos como el del recurso, en que sólo se trata 
de cancelar un crédito perteneciente proindivis 
á la madre y á sus hijos y de llevar á la masa he- 
reditaria el importe del mismo: 

Considerando que, no obstante ser infundada 
por cuanto queda expuesto la calificación hecha 
por el registrador de Jijona de la escritura de 
12 de Agosto de 1891, no es ésta inscribible, por- 
q0s habiendo intervenido en ella doña Rosa Vi- 

al, en nombre y reprosentación de sus dos bi- 
jos menores, no obtuvo la autorización judicial 
que es indispensable, por tratarse de un crédito 
hipotecario; y hallándose el crédito proindiviso, 
pora que pueda llevarse á efecto la cancelación, 

an de concurrir al otorgamiento todos los inte- 
resados en la herencia, con arreglo á las dispo- 
siciones citadas (2); 

Esta Dirección general ha resuelto revocar la 
po cala apelada y la nota del registrador, 

eclarando que mientras no se obtenga la auto- 
rización judicial correspondiente á nombre de 
los menores hijos de doña Rosa Vidal, no es pro- 
cedente la cancelación en el Registro del men- 
cionado crédito. 

Lo que con devolución del expediente original 
digo á V. I. para su conocimiento y demás efec- 
tos. Dios guarde á V. I. muchos años. Madrid 81 
de Octubre de 1892. El Director general, Antonio 
Molleda.—Sr. Presidente de la Audiencia de Va 
lencia.» (Fac. 13 Enero 1893.) 


(1) Esta doctrina hemos deducido también nosotros del 
estudio del Código civil.—Véase el art. 309 y la nota al 
mismo en nuestra edición especial de 1890, y DISCERNI- 
MIENTO en el Diccionario. 

(3) La cancelación de créditos hipotecarios equivale, 
en concepto de la Dirección, á la enajenación de bienes 
inmuebles, por lo Pd el (:entro directivo entiende ser ne- 
cesaría para ella la licencia judicial, conforme al articu- 
lo 164 del pt, de civil. Es doctrina que ya había estable 
cido en su resolución de 16 Septi e 1890, (Dicciona- 
rio, t. II, pdg. 165.) 






potecaria vigente para los territorios de Ultra- 
mar es de fecha 14 Julio 1893, que hemos compa- 
rado con la de la Peninsula en el Arénbice de 
dicho año, pág. 635. El reglamento para su eje- 
cución, aprobado por R.D. de 18 de Julio del 
mismo año, véase en el Ar. de 1894, ps. 457 y si- 
guientes. 


R. O. 1. Febrero 1892. 

Declarando que en casos de necesidad y previos los trd. 
miles que señala, podra alterarse la demarcación y 
circunscripción de los Registros de la propiedad en 
COuba, Puerto Hico y Filipinas. 

(Unrramarn.) «Vistos los expedientes instruí- 

para la creación de varios Registros de la 
ropiedad en Cuba y Puerto Rico, con motivo 

e haberse establecido en ambas Antillas nue- 
vOS bai judiciales; 

8. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido declarar: 

1. Que el precepto contenido en el primer in- 
ciso del art. 1. de las leyes hipotecarias de 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas, se refiere sólo á 
la fecha del planteamiento de dichas leyes. 

Y 2. Que en su virtud, siempre que existan 
razones de necesidad ó conveniencia pública, 
podrán alterarse la demarcación y circunscrip- 
ción de los Registros de la propiedad, previos 
los informes exigidos por la ley y reglamento 
hipotecarios aplicados á Ultramar, pudiendo los 
Centros y autoridades informantes proceder 
con toda libertad en sus dictámenes, sin ceñirse 
forzosamente á la división judicial, aunque pro- 
curando tener en consideración este importan- 
te antecedente. 

De Real orden, etc.—Madrid 1.? de Febrero 
de 1892.» (Qac. 4 Marzo.) 


R., O. 3 Mayo 1882. 
ontendo que por los registradores de Cuba se cum- 
el párrafo 6.9, art. 581 de la Inst. de 15 de Mayo de 

1885, referente al libro especial de anotación de em- 

dargos. 

(ULrTrAMAR.) «Vista la comunicación del go- 

ador general de la isla de Cuba interesando 

se dicte una disposición pará que los registra- 

dores de la pronecaa de dicha isla lleven el li- 

bro especial de anotación de embargos que dis- 

ne el párrafo 6.* del art. 51 de la Inst. de 15 de 

yo de 1885, que regula el procedimiento con- 
tra deudores á la Hacienda pública: 

Considerando que si bien el art. 288 de la ley 
hipotecaria aplicada á Cuba declara que sólo 
harán fe los libros que lleven los registradores, 
con arreglo á la misma ley, según el 283 de su 
reglamento, pueden abrirse en los Registros los 
libros auxiliares que sejuzguen convenientes, y 
que entre éstos se halla indudablemente el que 
en papel común y con encasillado impreso ó ma- 
nuserito manda la instrucción citada que se 
lleve solamente para las anotaciones de embar- 
g0á favor de la Hacienda, que se refieran á fin- 
cas no inscritas ó en que no sea posible exten- 
a e anotación por cualquier defecto subsa- 
Dable: 

Considerando que en tal supuesto no hay in- 
conveniente en que dichos libros se lleven de 
igual modo que está ordenado en la Península, 

nde no ha sido preciso para ello derogar nin- 
guno de los preceptos de la ley hipotecaria, que 
siguen, por tanto, en todo su vigor para cuanto 
se relacione con los efectos de las inscripciones: 

Considerando que la instrucción mencionada 
$e aprobó por R. O. de 24 do Diciembre de 1888, 
Publicada en la Gaceta de la Habana de 31 de Oc- 
tubre de 1890, y en tal supuesto es de obligato- 

Bo s: An, 1802, 
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rio cumplimiento para todos los funcionarios 
públicos; 

S. M. el Re e D. G.), yen su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido disponer 
que por los registradores de la propiedad de la 
isla de Cuba se METE lo preceptuado en el pá- 
rrafo 6.” del art. 51 de la Inst. de 15 de Mayo de 
1885.» (R. O. 8 Mayo 1892.—Gac. 29 1d.) 


R. O, 21 Mayo 1892. 
Arancel por que han de regirse los registradores de la 
propiedad en Filipinas. 

(ULTRAMAR.) Extracto.—Se hace extensivo á 
Filipinas el Árancel de los honorarios que de- 
vengan los registradores de la propiedad en 
Cuba y Puerto Rico (1). (Gac. 26 Junio.) 


E. O. 14 Junio 1993. 

Excitando el celo de los presidentes de las Audiencias y 
jueces delegados para que inspeccionen el exacto cum- 
plimiento de los preceptos sobre honorarios de registra- 
dores y notarios. 

(ULTRAMAB.) 4...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, ha teni- 
do á bien disponer: 

1. Que se excite el celo de los presidentes de 
Audiencia y jueces delegados encargados por 
la ley hipotecaria de la inmediata inspección de 
los Registros, para que se cumplan rigurosa- 
mente los preceptos sobre honorarios conteni- 
dos en el título XII de la ley hipotecaria y XIV 
del reglamento aplicados á las Antillas, abrien- 
do inmediatamente expediente para la correc- 
ción y en su caso remoción del registrador que 
los quebrante y dando siempre cuenta á la Di- 
a de ofi- 
cio, ya por reclamación do los interesados en las 
inscripciones. 

2.2 Imponer á los registradores, del mismo 
modo que á los notarios, la obligación de tener 
expuesto al público un cuadro con el Arancel de 
honorarios, cuidando los jueces delegados de 
consignar en lo sucesivo en las visitas de inspec- 
ción si se ha cumplido con este requisito. 

3. Prohibir terminantemente que los regis- 
tradores admitan anticipos de honorarios, ni 
detengan los títulos por falta de pago, ni menos 
que por tal motivo suspendan ninguna inscrip- 
ción. 

4. Que aparte de las operaciones y actos que 
estrictamente se hallan determinadosen el Aran- 
cel, no pueda ningún registrador reclamar ni 
percibir honorarios por notas marginales ó de 
otra especie que considere útiles al buen ser- 
vicio. 

5.2 Que cuiden especialmente las autoridades 
inspectoras de los Registros de examinar si han 
cobrado indebidamente honorarios los registra- 
dores por las distintas anotaciones á que hayan 
dado lugar los recursos gubernativos en que se 
declare infundada la negativa á inscribir ó ano- 
tar preventivamente un título, sean los Juzga- 
dos, Presidencias de. Audiencia ó Dirección ge- 
neral de Gracia y Justicia los que formulen tal 
declaración. 

6. Que para el severo cumplimiento de lo dis- 
uesto en el art. 463 del reglamento hipotecario 
e Cuba y concordante del de Puerto Rico que 

ordena que los registradores no percibirán can- 

tidad alguna por razón de honorarios sin dar al 
interesado el oportuno recibo, y á fin de que 
estos recibos guarden la necesaria y exacta re- 
lación con los asientos del libro diario de ingre- 
sos, que ha de ser inspeccionado, de que trata el 
art. 289 del mismo reglamento, la Dirección pro- 
veerá á la mayor brevedad de libros talonarios 





(1) Rige hoy el unido d la ley de 14 o 1898. 
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oficiales de honorarios á los registradores, cuyo 
importe habrán de pagar éstos conforme á lo 
er en el art. 5. del R. D. de 10 Abril 
e ; 
De Real orden, etc.— Madrid 14 Junio de 1892. 
Romero.—Sr. Director general de Gracia y Jus- 
ticia de este Ministerio.» (Gac. 25 Julio.) 


E. O. 16 Junio 1892. 


Declarando que lo relativo d la concesión de licencias 4 
los registradores de la propiedad se halla contenido en 
las disposiciones que se expresan. 


(ULTRAMAR.) «Vista la comunicación del go- 
bernador general de la isla de Cuba, núm. 421, 
encareciendo la conveniencia de dictar una dis- 
posición que regularice todo lo referente á li- 
cencias de registradores de la propiedad, para 
evitar dudas é interpretaciones: 

Considerando que, á pesar de los preceptos so- 
bre licencias contenidos en la sección 2.* del tÍ- 
tulo XIII del reglamento para la ejecución de 
la ley hipotecaria en Cuba, Puerto Rico y Fili- 
ie han surgido repetidas dudas con motivo 

e los términos en que están redactados varios 
de sus articuloS.......ooooooorm.oosorcromomor.m?oss 

s...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien de- 
clarar que las disposiciones vigentes sobre las 
licencias de los registradores de la propiedad se 
hallan contenidas: 

1.2 En la sección 2.* del título XIII del re- 
glamento para la ejecución de la ley hipoteca- 
ria en Cuba, Puerto Rico y Filipinas, enten- 
diendo que lo dispuesto en el párrafo primero 
del art. 425 del boto de Cuba y concor- 
dantes de Puerto ico y Filipinas es que los 
presidentes de las Audiencias sólo pueden con- 
ceder dos meses de licencia para dentro de la 
isla respectiva, y lo ordenado en el párrafo se- 
gundo del mismo artículo, es que las licencias 


para fuera de la isla y las que excedan de dos, 
meses, sea cualquiera el punto para que se soli, 


cite, se concedan por el Ministerio de Ultramar 
ó se anticipen por los gobernadores generales 
en caso de urgencia con los requisitos preveni- 
dos para los funcionarios de la Administración 
de justicia. 

2. En los siguientes artículos de la Compi- 
lación de las disposiciones orgánicas de la Ad- 
ministración de justicia de 5 de Enero de 1891, 

ue contienen los requisitos prevenidos para los 

uncionarios de la Administración de justicia 
aplicables á los registradores, art. 500. reglas 1.* 
hasta la 5.* inclusive; 503, 504, 505 y 507 en el sen- 
tido de que no se concederá licencia para la Pe- 
nínsula simultáneamente á más de la cuarta 
parte de los registradores correspondientes al 
territorio de cada Audiencia, entendiéndose en 
favor de estos funcionarios las fracciones indi- 
visibles. Para la obtención de licencias en estos 
casos será preferido el funcionario que lleve 
más tiempo sin haberla disfrutado, y arts. 508 y 
509, reglas 1.*, 2.*, 3.* y 5.* 

8.2 En las Reales órdenes de 27 de Septiem- 
bre de 1887, 22 de Noviembre 189, y en las que 
de acuerdo con ellas han interpretado en los 
casos particulares los preceptos reglamentarios 
sobre licencias, entendiéndose por virtud de 
estas disposiciones que el registrador que al 
término de su licencia justifique hallarse impo- 
sibilitado de regresar á su destino podrá obte- 
ner una prórroga que no excederá de la mitad 
del plazo primeramente concedido, quedando en 
lo sucesivo prohibida toda comisión del servicio 
á los registradores, sin exceptuar la de formar 
parte de Tribunal de oposiciones que se consti- 
tuya en la Península, cargo que los registrado- 
res de ésta continuarán desempeñando. De Real 
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orden, etc.—Madrid 16 de Junio de 1892.—Ro- 
mero.—Sr. Director general de Gracia y Justi- 
cia del Ministerio de Ultramar.» (Gac. 28 Junio.) 


Ley de presup. de Cuba 30 Junio 1892. 
Reforma de la legislación hipotecaria. 


«... Art. 3. adicional. Se autoriza al Minis- 
tro de Ultramar para introducir las reformas 
necesarias en la vigente ley hipotecaria, que fa- 
ciliten el conocimiento de les cargas reales que 
afecten los inmuebles, aumenten las garabtías 
que permitan el desarrollo del crédito territo: 
rial y agrícola y lleven á inscripción toda la 
propiedad rústica y urbana de la isla. Esta re- 
forma se hará con informe de la Comisión de 
Códigos y dando cuenta á las Cortes en la pri- 
mera inmediata legislatura á que se cConvo- 
quen...» 


'HITOS Ó MOJONES (Alteracion de...) Vés- 
se MONTES. 


HOMICIDIO. (Diccionario, t. VI, ps. 158 y 
siguientes.) 


Jurisprudencia. 


Sent. $8 Febrero 1891.. Homicidio perpetrado 
por un padre en la persona del seductor de su hija. 


Véase esta importante sentencia en CIRCUNSTAN: 
CIa8 ATENUANTES; p- 53. 


Sent. 33 Octubre 1891. Las lesiones que ocasio- 
nan la muerte atraen al culpable la responsubilidad co- 
rrespondiente al delito de homicidio, aunque el veredicto 
declare que el resultado se debió d no haber sido curado 
inmediatamente el herido, que, d haber tenido asistencia 
facultativa, pudo sanar antes de treinta y 
ocho días (1). 


Vista ante el Jurado la causa seguida á Anacleto 
Gabino Muñiz, el veredicto declaró que el procesado 
era culpable de haber causado á Eduardo Martínez 
una herida en el vientre, de la cual murió; que la 
causa de la muerte fué el no haber sido curado in- 
mediatamente después de herido; que Martinez en- 
tró en el Casino una vez lesionado y se puso á ju: 
gar álas cartas, entreteniéndose así como una hora, 
sin revelar á nadie su situación, y que la lesión, si 
hubiera sido curada inmediatamente por mano fa: 
cultativa, pudo haber sanado en un periodo no me: 
nor de ocho días ni mayor de treinta. La Audiencia 
de Ciudad Real condenó al enjuiciado como anto! 
de homicidio, calificación que impugnó Gabino en 
casación alegando que el delito por él cometido ers 
el de lesiones menos graves, y citó como infringi- 
dos los arts. 419 y 433 del Código penal. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

¿Considerando que los autores de un delito son 
responsables del mal causado en toda su extensión, 
á menos que no estén comprendidos en alguno de 
los casos de exención de responsabilidad penal 6 de 
exención taxativa detérminada por la ley, que mo 
difique su total responsabilidad ó haga variar el 
concepto del delito, cuyos casos y excepciones ban 
de resultar evidentemente demostradas y recono 
cidas en la sentencia contra la cual se recurre: 





(1) El veredicto, transcrito en los resultandos de este 
fallo, contiene la siguiente declaración: «La causa de lo 
muerte del Martínez, ¿fué el no haber sido curado inmo 
diatamente después de herido? Si»; afirmación rotunda y 
categórica, no referente d una mera posibilidad sino áls 
omisión de toda asistencia facultativa inmediata. E cr 
terio en que ha inspirado su fallo el T. S. es distinio Y 
menos benigno para el reo que el proclamado en la sen 
tencia de 91 de Enero de 1891 (AP., p. 303 y artículo LE- 
SIONES, del Diccionario). Entonces dicho Tribunal cad 
y anuló la recurrida que condenó á la procesada como 
autora de lesiones menos graves, cuando sólo debía repr 
társela responsable de lesiones leves, pues las que causó 
debieron estar curadas á los cinco ó seis días, d no ser 
por la falta de asistencia facultativa y el abandono de lo 
paciente. Por lo demás, toda afirmación relativa d lo que 
pueda ó deba suceder, es eventual é insegura, Única: 
mente cabe declaración precisa é indudable sobre hechos 
acaecidos. 
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HONORARIOS.—HURTO DE LEÑAS. 


Considerando que aun descartada la afirmación 
hecha indebidamente per la Audiencia sentencia- 
dora en el primer considerando del fallo reclama- 
do, de que el herido Eduardo Martinez no se aper- 
cibió inmediatamente después de la contienda de 
que lo estaba, no resulta del veredicto, estudiado 
atentamente y apreciado en su sentido propio y ra- 
cional, que el Jurado haya afirmado por modo ter- 
minante que Martínez, si hubiera sido curado in- 
mediatamente por mano facultativa, hubiera sana- 
do después de los ocho y antes de los treinta días, 
sino que, si bien reconoce que la causa de su muer- 
te faó la falta de aquella asistencia, si la hubiera 
tenido pudo haber sanado, y que en el caso de sanar 
habría curado en el expresado período, todo lo cual 
constitaye el reconocimiento de una posibilidad, no 
una afirmación de certeza necesaria para minorar 
la culpa del delincuente y servir de fundamento á 
la casación solicitada.» (Sent. 27 Octubre 1891.—Ga- 
ceta 28 Diciembre, p. 293 ) 


HONORARIOS. V. Hirotecas: Prescripción. 


HONORES Y CONDECORACIONES. Sobre 
derechos de concesión de títulos véase ÍmPuEsTO 
_ SOBRE GRANDEZAS Y TÍTULOS. 


HONORES MILITARES. HONORES FÚ. 
NEBRES. (Dic., t. VI, pág. 472.) 


R. D. 16 Abril 1892, 


Disponiendo los que han de tributarse al cadáver del cá- 
pilán general de ejército D. Joaquin Jovellar. 

(Guerra.) «Deseando dar una muestra del alto 
aprecio que me merecen los eminentes servicios 
prestados á la patria en el transcurso de su dila- 
tada carrera por el capitán general de ejército 
D. Joaquin Jovellar y Soler, cuyo fallecimiento 
ha ocurrido hoy en esta corte; 

En nombre, etc. Vengo en disponer lo siguien- 
te: Artículo único. No obstante mi residencia 
en Madrid, se tributarán al cadáver de dicho ca- 
pan geueral, el día en que se le dé sepultura, 
os honores fúnebres que la Ordenanza señala 
para los cápitanes generales que mueren en pla- 
za con mando en jefe.» (R. D. 16 de Abril 189%, — 
Gac. 17 1d.) : 


Rs. Ds. 27 y 29 Julio 1893, 
Concediendo honores de Infante de España d los pendo- 
nes de Santa Cruz de Tenerife y Palma. 

R. D. 29 Julio. (Guerra.) Exposición. —Ex- 
tracto: Se tiene en cuenta el hecho heroico rea- 
lizado por los habitantes de Santa Cruz de Te- 
nerife el 25 de Julio de 1797 rechazando el ata- 
que de la escuadra inglesa al mando del contra- 
almirante Nelson, y haciendo alarde de gran va- 
lor y acendrado patriotismo, y en atención á 
esto, se dispone: 

«Artículo único. Se tributarán al Pendón de 
la ciudad de Santa Cruz de Tenerife, cuando sea 
sacado procesionalmente por el Municipio de la 
misma, los honores que para los Infantes de Es- 
paña se hallan marcados en la Ordenanza gene- 
ral del ejército. 

Dado en San Sebastián á 29 de Julio de 189.» 
(Gac. 31 td.) 


E. D. 27 Julio. «Artículo único. Se tributa- 
rán al Pendón de la ciudad de Santa Cruz de la 
Palma, cuando sea sacado procesionalmente por 

Municipio de la misma, los honores que para 
los Infantes de España se hallan marcados en la 
e general del ejército (1). (Gac.» 30 de 

gosto, 





(1) La antigiedad de esta enseña es remota, pues es 
fama que fué la que tremoló D. Alonso de Lugo en la 
conquista de la isla de Palma, conservándose la tradi- 
ción de pu fué bordada por la misma Reina doña Isabel 
la (ntólica al disponer la mencionada conquista, y 08- 
tentándose solamente en muy contados actos y en los ca- 
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HURTO. (Dicc., t. VI, p. 480.) 


Jurisprudencia. 


Seut. 30 Enero 1891. Aprovechamiento subrepti- 
cío de gas: El plomero que lleva d cabo, de acuerdo con el 
que utiliza tal aprovechamiento, la instalación para el 
mismo, es autor y no cómplice. 


El caso de esta sentencia es igual al de la de 20 de 
Enero de 1887, inserta en nuestro AP. de 1887, p. 863 y 
en el Dicc, t. VI, p. 455, y se establece igual doctrina . 
respecto á la calificación del delito; pero en la ao- 
tual, además, se consigna que el plomero que de 
acuerdo con el consumidor del gas, realizó la insta- 
lación subrepticia, es autor y no cómplice del indi- 
cado delito definido en el art. 890 del Código penal. 


4 Febrero 1891. No obsta d la apreciación de la 
doble reincidencia como circunstancia especí/i:a compren- 
dida en el art. 538, núm, 8.0, el que los dos delitos anterio. 
res fueran penados en la misma sentencia. 


Así se establece en Sent. de 4 de Febrero de 1891 
(Gac. 23 Junio, p. 167) confirmando ó reiterando la 
A de las de 5 de Abril de 1:88 y 26 de Abril 

6 e 


289 Abril 1891. 
setas: Penalidad. 


Casa y anula el T.S. una sentencia, de la que re- 
carrió Lino Velasco, por infracción del art. 531, nú- 
mero 5.9, en relación con el 97 del Código penal y es- 
tablece que la pevalidad máxima de ese delito es 
cuatro meses de arresto, y traspasa este límite la 
pena de cuatro meses y un día que fué la impuesta 
DoS el fallo recurrido. (Sent. 28 Abril 1891.—Qac. 81 

gosto, p. 124.) 


—Véanse además CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES (Sen- 
tencia 2 Julio 1891) y Robo. 


28 Mayo 1891. Penalidad del hurto doméstico que 
no excede de 500 pesetas: La pena de este delito es presidio 
correccional en su grado medio 4 presidio mayor en el mí- 
nímo. 


«Señalado al delito de hurto previsto en el núme- 
ro 3.” del art. 531 del Código penal la pena de arres- 
to mayor en su grado medio, á presidio correccional 
en el minimo, y dispuesto en el 583 que el doméstico 
se castigue con la pena inmediatamente superior 
en grado á la correspondiente á su cuantía, la pro- 
cedente, en virtud de los arts. 92 y regla 4.* del 711, e8 
la de presidio correccional en su grado medio, 4 

rosidio mayor en el mínimo, por ser los tres grados 
de esta pena los inmediatamente superiores á los 
tres de la que sirve de base para su determinación; 
y compuesta esta pena de tres grados, la puntual ob» 
servancia de la regla 1.2 del art. 82 del Código pe- 
nal, exige que se imponga en el grado máximo del 
presidio correccional que es el medio de la misma», 
cuando no se aprecian circunstancias atenuantes 
ni agravantes (l). (Sent, 28 Mayo 1891.—Gac. 6 Sep- 
tiembre, p. 157.) 


HURTO DELEÑAS. (Diccionario, tomo VI, 
pág. 492.) 


Hurto en cantidad inferior d 10 pe- 


Jurisprudencia. 


13 Febrero 1891. Reiteración de lo doctrina de 
que la corta de árboles ó tala de ramaje, ó leña, cuando 
no hay intención especial de causar daño, sino provósito 
concreto de lucro, no es penable como falta (art. 617 del 
Código), sino como hurto (arts. 530, núm, 1.9 y 581, nú- 
mero 5.0. 

En esta sentencia se mantiene la propia doctrina 
de otras muchas dictadas por el T.S. en casos igua- 
les, y entre ellas las siguientes: 27 Octubre, 5 y 18 de 
Noviembre y 18 Diciembre 1886 (Qacs. 12, 13 y 14 Enero 
y 2% Febrero 1887 respectivamente), 28 Noviembre 


sos de guerra. No es una concesión sin antecedentes la 
que se solicita, sino el restablecimiento de un privilegio y 
preeminencia de antiguo origen, pues según se deduce cla- 
ramente de varios documentos, desde tiempos remotos 
existia tal privilegio, comprobado por el informe del go- 
bernador militar de aquella isla... (Exp. del R. D.) 

(1) Este es también nuestro cálculo. Véanse en CóÓDI- 
GO PENAL, del Dicc., las escalas graduales, núms. 18 y 91 
y en la tabla sinóptica general de penas la señalada con 
el núm. 89. 


260 


— A 
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1869 (Gac. 8 Julio 1890, p. 14), 81 Diciembre 1889 (Gac. 21 
Julio 1890, p. 83). 


Remitimos también Áá nuestros suscritores á las 
observaciones que sobre la inteligencia y doctrina 
de los citados artículos del Código penal, hemos ex- 

uesto en los APÉNDICES de 1887 y 1890, y en el artícu- 

o HURTO DE LEÑAS, del Diccionario. 


48 Marzo 1884. Elhecho de fabricar carbón en un 
monte, sin permiso para ello, y de venderlo, en lugar de 
depos:tarlo en casa de un vecino, según ordenaron al pro- 
cesado unos guardas cuando le sorprendieron fabricdn- 
dolo, ¿es hurto ó es estafa? 


Juan Luis Farrai fué sorprendido por unos guar- 
das fabricando carbón en un monte, sin haber obte- 
nido licencia especial para ello, y á pesar de darle 
orden de que lo depositase en casa de un vecino, 
no lo hizo así y lo vendió para proveer á su subsis- 
tencia. 

Condenado Farrai como reo del hurto de los ar- 
ticulos 530, y núm. 5.” del 531, interpuso recurso de 
casación en el sentido do que los hechos relaciona- 
dos no constituían delito, puesto que el conocimien- 
to de la infracción correspondía á la autoridad ad- 
ministrativa del pueblo de Orotava, á que pertene- 
cla el monte en cuestión. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso, 
fundata en el art, 849, núm. 1.? de la ley de 
miento criminal: 

«Considerando gus el recurso se apoya únicamen- 
te en el núm. 1.? del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, que lo autoriza cuando los hechos 
que en la sentencia que se declaren probados sean 
calificados y penados como delitos ó faltas, no sién- 
dolo. ó cuando se penen á pesar de existir circuns- 
tancias eximentes ú otras e que impidan 
penarlos, y los hechos que la sentencia reclamada 
contiene, siempre serían punibles, aun cuando no lo 
fueran en el concepto de hurto por que aquélla los 
pena, pues es evidente que sorprendido enflagrante 
contravención el procesado, y ocupado por los guar- 
das del monte el carbón que fabricaba, el hecho de 
venderlo aquél para atender á sus necesidades, en 
vez de depositarlo como aquéllos se lo ordenaron, 
reviste los caracteres de una estafa, castigada en 
el Código ponete (Sent. 18 de Marso 1891.—QYac. 25 
Agosto, p. 94.) 


9 Mayo 1999. Las sustracciones, cualguiera que sea 
du cuantía, siempre que las motive principalmente el dnt- 
mo de lucro, son punibles como delíto y no como falta. 


Comete el delito de hurto, conforme al núm. 1.? 
del art. 530 del Código penal, el que llevado princi- 
palmente del deseo de lucro, móvil de su conducta, 
y sin emplear violencia ni ejercer fuerza se apodera 
contra la voluntad de su dueño de las cosas muebles 
ajenas, sea cual fuere el valor de éstas, y siendo un 
hecho indiscutible, declarado por el Tribunal a quo, 
que el procesado, valiéndose de tercera persona, 
cortó y sustrajo del monte 15 trozos de madera de 
valor de 8 pesetas 75 céntimos que utilizó en benefi - 
cio propio, no puede dudarse que interviniendo di.- 
rectamente y tomando parte principal en su ejeon- 
ción, se hizo autor de un hurto comprendido y cas- 
tigado en el núm. 5.? del art. 582 del expresado Códi.- 
g0.» (Sent. 8 Mayo 1881.—Gac. 1.0 Septiembre, p. 180.) 


—En el mismo criterio se inspira la sent. de 19 
de Junto de 18901, declarando al recurrente bien 
condenado como autor de hurto comprendido en los 
arts. 530 y 531, núm. 5. del Código penal, por no serle 
aplicable el 617, como 61 pretendia. El hecho de au» 
tos consistió en haber cortado y sustraido el recu- 
rrente un fajo de ramas de mimbre de la margen del 
río Noguera, para aprovecharlos en su oficio de 
cestero; habiéndose justipreciado las ramas en una 
peseta. (Sent. 19 Junio 1691.—Gac. 16 Septiembre, pá- 
gina 186.) 


—V. MONTES. 


ue se 
njuí- 


IGLESIAS, V. Tenmeros. 


IMBECILIDAD. Véase CIRCUNSTANCIAS EXI- 
MENTES. 


IMPRENTA. V. LiBerTAD DE IMPRENTA, 
IMPRUDENCIA. (Dicc., t. VI, p. 515.) 


Jurisprudencia. 


18 Mayo 1899. Elementos indispensables para que 
los males efectivos voluntaria pero no maliciosamente 
causados, sean punibles; é imposibilidad de castigarlos 
cuando no se determina en concreto el descuido ó negli- 
gencia, causa necesaría de la desgracia d accidente. 
Muerte de un hombre por un ferrocarril. ¿Puede el Ju- 
ndo CE ESTar si ha habido ó no infracción de regla- 
mentos 


José Pascual guiaba una locomotora y dos vago- 
nes, y al atravesar un paso á nivel, sin cumplir las 
disposiciones reglamentarias referentes á su cargo 
de maquinista, atropelló al carabinero Balbino To- 
más, causándole la muerte. Así lo declaró el Jura- 
do constituido en la Audiencia de Cádiz para co- 
nocer del hecho; y además que Ramón Roselló, ca- 
pavas de los trabajos de la vía, era culpable de ha- 

er contribuido á que el tren causase la muerte de 
Balbino, por haber obrado con descuido ú negli- 

encia, al no cuidar de que en el día del suceso hu- 

iera una perzona encargada del puesto de guarda- 
barrera en el paso á nivel. Condenados Pascual y 
Roselló como autores de imprudencia simple con 
infracción de reglamentos, interpuso el segundo re- 
curso de casación por infracción del art. 581 del Có- 
digo. El T S.casa y anula la sentencia recurrida: 

«Considerando que el concepto jurídico de la im- 
prudencia punible exige tres elementos esenciales: 

rimero, una acción ú omisión voluntaria, no ma- 
iciosa; segundo, un mal efectivo y concreto; y ter- 
cero, la existencia indiscutible de una relación de 
causa Ó efecto que ligue por modo evidente ambos 
extremos; cuya concurrencia es necesaria para que 
el hecho origine responsabilidad penal: 

Considerando que en el caso de autos no hay tér- 
minos hábiles para declarar que la muerte del cara: 
binero fué debida á una imprudencia punible, por- 
qa si bien afirma el Jurado en la pregunta tercera 

el veredicto que el recurrente Ramón Roselló es 
culpable de haber contribuido á aquélla por haber 
obrado con descuido ó negligencia al no cuidar de 
que en el día del suceso hubiera una persona encar- 
gada del puesto de guardabarrera en el paso á ni- 
vel en qus el atropello ocurrió, prescindiendo de 
que de las consecuencias de aquella falta no sería 
responsable Roselló, porque como capataz de los 
trabajadores de la vía, no tenía el supuesto deber 
de cuidar de aquel servicio, faltando con ello el pri: 
mer elemento de la imprudencia, no puede decla- 
rarse, dada la vaguetdad de las anteriores” afirma- 
ciones, que tal descuido fuese causa determinante 
de la cooperación que la sentencia atríbuye á Ro- 
selló en el mal causado, porque no se expresan las 
circunstancias concretas de modo y forma con qué 
se ejecutó; sin cuyo conocimiento no es lícito esti- 
mar que han concurrido todos los elementos inte- 
grantes de la imprudencia punible: 

Considerando que, aun bajo el oriterio contrario 
que informa la sentencia, no es aplicable al recu: 
rrente el párrafo segundo del art. 581 del Código 
penal que en ella se invoca, porque el veredicto no 
afirma que Roselló al cometer el descuido que le 
atribuye, lo hubiese ejecutado con infracción de 
reglamentos que dicho párrafo exige; afirmación 
que, por otra parte, aun hecha por los jurados, 86- 
ría inatendible ¿ineficaz porque entrañaría un con» 
cepto puramente jurídico, pue apreciación es de la 
competencia exclusiva de la Sección de Derecho...» 
Sent. 18 Mayo 1891.—Gac. 2 Septiembre, p. 1441) 


5 Junio 1894. Los actos ilícitos no pueden castigar: 
de como constitutivos de imprudencia temeraria porque 
ésta exige falta de malicia; ni pueden siquiera servir para 
que se aprecie la circunstancia atenuante de mo haber (e- 
nido intención de causar tanto mal cuando el producido 
responde á la indole y gravedad de aquéllos.— Homicidio 
ejecutado d pedradas. 


Salvador Arenas apedreó á Pedro Aguilar hirién- 
dole en la cabeza. Una de las piedras dió también 
á Dolores Rubiales, que murió á consecuencia del 
golpe. La Audiencia de Ronda condenó á Salvador 
como autor de homicidio y lesiones, sin circunstan: 
cias atenuantes ni agravantes; y habiendo recurri: 
do en casación el procesado, alegando que era res 
ponsable de imprudencia conforme a] art. 581, y La: 
en todo caso era de apreciar la atenuante de no ha- 
ber tenido intención de causar tanto mal, declara 
el T. S. no haber lugar al recurso: L 

«Considerando: que para que un mal cualquiera 
constitutivo de delito pueda estimarse ejecutado 





IMPUESTO DE CÉDULAS PERSONALES. 





por imprudencia, es indispensable que el hecho de- 
terminante del mal no sea por su índole malicioso, 
de manera que no se proponga el agente al reali- 
sarlo, causar daño alguno, y las pledras arrojadas 
por el recurrente á Pedro Aguilar, productoras de 

s lesiones que sufrió y de la muerte oausada con 
una de ellas á Dolores Rubiales, no sólo no son en 
sí actos inocentes, sino que evidentemente demues- 
tran su propósito de causar daño, sin que afecte al 
concepto del delito, ni á la naturaleza del hecho 
punible, el que se causara mal también á una terce- 
ra persona distinta de la intención del agente, por 
lo que, atendido al resultado del daño producido, 
ha sido bien calificado en la sentencia el hecho pu- 
nible como delito voluntario de homicidio y lesio- 
nOs MENOS Era ves... 

Considerando que la intención más ó menos 
transcendental del recarrente, con relación al mal 
causado, hay que aprecirla principalmente compa- 
raúdo los medios de ejecución empleados con el 
daño resultante, y en el presente caso, dada la ro- 
petición y la fuerza impulsiva con que Salvador 

renas arrojaba las piedras, no puede menos de 
apreciarse, como muy adecuados para producir el 
efecto que causaron, y carece, por lo tanto, de fun- 
damento racional la suposición de que el recurren- 
te no tuviera intención de causar un mal de tanta 
> lec como el producido.» (Sent. 5 Junio 1891.— 

ac. 9 Septiembre, p. 166.) 


9 Junio 19991. Lesiones consecuencia de caída que 
Sufrió al bajar del tranvía el herido, y no im bles al 
conductor responsable del servicio, por haberlas motiva- 
do la propia imprevisión del paciente, que se arrojó del 
coche h se éste en movimiento, etc. 


El Pensa de conductores y cocheros del tran- 
vía de Valencia al Grao y Cabañal, declara al con- 
duoctor os del servicio, le impone el cum- 
plimiento de las órdenes de policia que dicta la au- 
toridad y le obliga á ir durante el viaje en la plata- 
forma posterior, desde donde habrá de avisar las 
paradas al cochero, sin permitir que se apee ningún 
viajero estando el coche en movimiento. El dia9de 
Septiembre de 1889 iba Crescencio Sanchiz en el 
tranvía, y bajó de él por la plataforma delantera 
sin avisar al conductor y cuando el carruaje cami- 
naba. Cayó al suelo Sanchiz y fué cogido por una de 
las ruedas sufriendo grave herida en un pie...—Ins- 
truída causa, se acreditó en ella que dicha plata- 
forma no tiene portezsuelas, á pesar de las órdenes de 
la autoridad, y que las cadenas iban desengancha- 
das ó no se habían puesto. El conductor de servicio, 
Vicente Mares, fué condenado como reo de lesiones 
graves porimprudencia simple con infracción de re- 
> Pd fallo que el T.S. casa y anula á solicitud 
el procesado, que citaba como infringidos los artí- 
culos 581, 11, núm. 1.? y 13 del Código penal: 
«Considerando que pais poder y deber conceptuar 
al que realiza un hecho como autor de un delito, es 
requisi¿o indispensable que dada de una acción 
ú omisión voluntaria penada por la ley, y que bien 
sea por malicia ó por imprudencia ó falta de previ.- 
sión, sea efecto de un acto directo del que la ejecuta 
por inducción para que otros la realicen, ó coope- 
rando por un medio, sin el que no se hubiera efec- 
tuado, y en el presente caso el recurrente no tuvo 
participación alguna en la caída sufrida por Cres- 
cencio Sanchiz ocasional de la lesión que ha pade- 
cido, debida única y exclusivamente á su poca pre- 
caución al bajarse del tranvía, toda vez que ni el 
procesado pudo ver cuándo lo verificó, por hallarse 
en la parte opuesta del carruaje, ni recibió aviso de 
parar ni macho menos impedir y apercibirse de la 
eaida, cirounstancias todas que excluyen la falta de 
previsión por su parte y que, por lo tanto, no ha in- 
currido en el delito de imprudencia simple con in- 
fracción de reglsamento por que ha sido penado: 
Considerando que no habiendo sido tampoco o0ca- 
sionados la caida y lesiones sufridas por Urescencio 
Sanchiz por hallarse desenganchadas las cadenas, 
ni imputables al procesado las condiciones del ca- 
rruaje, ballárase ó no arreglado á las exigencias del 
Ayuntamiento, sino ála bajada del tranvía sin las 
debidas precauciones, sólo puede ser imputable el 
hecho desgraciado ocurrido al que sufrió sus conse- 
cuencias...» (Sent. 9 Junio 1891.—Gac. 10 Septiembre, 
pág. 170.) 
o 
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O Octubre 18991. Imprudencia simple, que no puede 
reputarse cometida con infracción de los reglamentos que 


prohíben correr carruajes dentro de poblado, cuando la 
sentencia consigna que el que guiaba el reo marchaba sín 
gran velocidad. 


Un ómnibus guiado por José Crespo, tropezó con 
un carro que estaba parado y lesionó á una de las 
mulas, causándola un desperfecto tasado en 75 pe- 
setas. Formada causa 3 vista ante la Audiencia de 
Madrid, este Tribunal declaró en los hechos proba- 
dos que el ómnibus marchaba sin gran velocidad, y 
condenó á Crespo como autor de un delito de impru- 
dencia simple con infracción de los reglamentos, 
que prohiben correr caballerías y carruajes dentro 

e poblado. El reo interpuso recurso de casación 
alegando que sólo era responsable de la falta pre- 
vista en el art. 605, núm. 3.%, y el T.S. así lo estima, 
y casa y anula el fallo recurrido: 

«Considerando que la sentencia reclamada con- 
tiene en su parte dispositiva contradicción mani- 
fiesta, pues al estimar «que los hechos probados 
constituyen el delito de daños causados por impru- 
dencia simple, con infracción de los reglamentos, 

ue prohiben correr carruajes y caballerías dentro 
de oblado», desatiende el hecho procesal y único 
probado, según el resultando 1.*, donde se consigna 

ue el ómnibus de la Empresa Oliva, guiado por 
José Crespo, marchaba sin gran velocidad: 

Considerando que las conclusiones y calificacio- 
nes jurídicas deben sabordinarse á la realidad de 
los hechos, porque éstos determinan la naturaleza 
y alcance de la acción ú omisión penada por la ley: 

Considerando que estimada en derecho la reali” 
dad de los hechos probados, no constituyen delito 
por no haber mediado malicia ni infracción de los 
reglamentos, y sí una falta por omisión de la dili- 

encia decida ara evitar el mal causado.» (Sen- 

encia 9 Octubre 1891.—Gac. 25 Diciembre. p. 371.) 


$9 Octubre 1891. Lesiones por imprudencia des- 
critas en el art. 483 del Código ó 433 del de Cuba. No las 
comprende el párrafo final del art. 561 (592 de Cuba), 
sino la sanción del párrafo primero. 


Condenado Julio Courocan como autor de lesio- - 
nes menos graves por imprudencia temeraria, com- 

rendidas en el art. 592 en relación con el 432 del 

ódigo penal de Cuba, á la pena de 850 pesetas de 
multa, interpuso el Ministerio fiscal recurso de ca- 
sación por error en la penalidad, aplicando la del 
último párrafo del art. 692 á un hecho comprendido 
en el primero. El T. 8, casa y anula ol fallo: 

«Considerando que siendo de aplicar la Pu og 
ción final del art. 592 del Código penal de Cuba y 
Puerto Rico, sólo en el caso conoreto que establece, 
y hallándose expresamente determinado que la 
pena señalada al delito sea igual ó menor que las 
contenidas en el párrafo dr del mismo, es de 
todo punto claro que el Tribunal a guo cometió el 
error de hecho atribuido en el recurso, al hacer 
aplicación de esta disposición, cuando la pena del 
delito de lesiones graves ejecutada por impruden- 
cia por el procesado, prevista en el art. 492, es la de 
arresto mayor en toda su extensión ó destierro y 
multa, y por consiguiente infringió el art. 592, pá- 
rrafo final, aplicado como pena indebida.» (Senten- 
cia 29 Octubre 1891.—Gacs. 28 Diciembre íd. y 2 Enero 
de 1882, p. 298.) 


—Véóase EXACCIÓN ILEGAL: PROPIEDAD INDUSTRIAL 
(sobre falsificación de marcas por imprudencia): RECUR- 
80 DE CASACIÓN EN LO CRIMINAL. 


IMPUESTO DE CÉDULAS PERSONA- 
LES. (Diccionario, tomo VI, pág. 588.) 


Ley de presupuestos 80 Junio 1892. 
Arrendamiento de la expendición y cobranea de las 
cédulas personales. 

«Art. 22. Se autoriza al Gobierno de 8. M.: 

1. Para arrendar la expendición y cobranza, 
de las códulas personales en todo el Reino ó 
por provincias, siempre que se obtenga por el 
arrendamiento un 80 por 100 más de la cantidad 
que ae hubiere recaudado en el año de mayor 

roducto del último quinquenio. La duración 
Sol arrendamiento no excederá de cinco años, y 
el Gobierno podrá introducir previamente en la 
legislación referente á este impuesto las modi- 
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ficaciones que crea oportunas, á fin de asegurar 
su exacción y evitar que pueda reclamar ni 
ejercitarse ningún derecho civil, sin que el que 
lo ejercite esté provisto de la cédula correspon- 
diente.» 


R., 0.3 Agosto 1892. 
Disponiendo que se lleve d efecto el arrendamiento. 


(Hac.) «.....En uso de la autorización conce- 
dida por el párrafo primero del artículo 22 de la 
ley de presupuestos de 30 de Junio último... 

MEnEO en disponer que se lleve á efecto el 
arrendamicnto de la expendición y cobranza 
del impuesto de cédulas personales en la Penín- 
sula, islas Baleares y Canarias, por medio de 
concurso público y con sujeción al pliego de con- 
diciones aprobado con fecha de hoy. 

Dado en San Sebastián á 3 de Agosto de 1892. 
María Cristina. —El Ministro de Hacienda, Juan 
de la Concha Castañeda.» 


(A continuación publica la Caceta de 5 Agos- 
to el pliego de condiciones para llevar á efecto, 
por medio de concurso público, el arriendo de la 
expendición y cobranza de las cédulas persona- 
les en la Península, islas Baleares y Canarias.) 


IMPUESTO DE CEDULAS EN ULTRA.- 

MAR. (Dicc., tomo V, págs. 1218, 1221 y 1222.) 
Ley de presupuestos de Cuba 80 Junio 1882. 

Art. 7.? Autorizó, entre otras cosas: 8. Para 
dar al impuesto de cédulas personales una orga- 
nización más amplia y eficaz, en armonía con lo 
establecido en la Península, fijando como base 
de imposición la tarifa siguiente: 

(Se fijan 13 clases, cuyo coste es: de 1.* clase 
50 pesos; de 2.* 25; de 3.* 20; de 4.* 15; de 5.* 10; 
de 6.* 5; de 7.* 3; de 8.* 2; de 9.” 1; de 10.* 0'50; 
de 11.* 0'25; de 13.* 0'12 y de 13.* gratis.) 

Ley de presupuestos de Puerto Rico 30 Junio 1692, 
Organización del impuesto: Recargos municipales, 

Art. 4.? Autorizó entre otras cosas: «3. Para 
dar al impuesto de cédulas personales una orga- 
nización más amplia y eficaz, en armonía con 
lo establecido en la Península, constituyendo un 


verdadero impuesto, y con arreglo á la tarifa 
siguiente: 


DeL cs ar 25 pesos. 
Daz. ds ds Lao 12:50 

De 3.* (d......... E 6 

Dad dual e cial ada, 0 
o e A 2 

Do dies... A 1 

DA til red 0'25 

De 8.* íd..... ES .... 010 


Art. 23. Los Ayuntamientos podrán esta- 
blecer sobre el valor de las cédulas personales 
un recargo máximo del 50 por 100 de su valor, á 
cuyo efecto lo comunicarán en tiempo oportu- 
no á la Intendencia. 

Igual recargo puede imponer la Diputación 
provincial de la isla.» 


ER. D. 7 Julio 1892, 
Aprobando el reglamento del impuesto. 


(ULTRAMAR.) «Seo aprueba el adjunto regla- 
mento provisional para el cumplimiento de la 
ley de presupuestos de la isla de Cuba de 80 de 
Junio último, art. 7.*, caso 8.”, que autoriza al 
Gobierno para reformar el impuosto de cédulas 

ersonales en armonia con lo establecido en la, 
enínsula. Dado en Palacio á 7 de Julio 1892.» 
(Gac. 13 1d.) 

(A continuación inserta la Gaceta el reglamen- 

to para la imposición, administración y cobran- 


za del impuesto de cédulas personales en la isla 
de Cuba.) 


R. D. 14 Julio 1692. 
Aprobando el reglamento del impuesto de cédulas perso- 
nales en la isla de Puerto Rico. 

(ULrramar.) (Publica este reglamento el Go- 
bierno en cumplimiento de lo establecido en el 
art. 4.” de la ley de presupuestos de la isla para 
dar al impuesto una organización más amplia 
y en armonía con la establecida en la Peninsu- 

a. Se inserta en la Gaceta 80 Julio, págs. 424 
á 428.) 

IMPUESTO DE DERECHOS REALES. 
(Diccionario, tomo VI, p. 560.) La liquidación y 
percepción de este impuesto desde 1.” Septiem- 
bre de 1806, se realiza conforme á la ley de 25 de 
Septiembre do 1892 y á las de presupuestos de 5 
de Agosto de 1893 y 30 de Junio de 1895, con las 
modificaciones establecidas por la de reforma de 
impuestos de 30 Agosto de 1895. Deben tenerse 
presentes además la R. O, de 25 Abril 1894 (Aréx- 
DICE de 1894, p. 278), sobre tipo del impuesto en 
las transmisiones de la propiedad intelectual, 
las decisiones de jurisprudencia registradas bajo 
el epígrafe Impuesto de derechos reales en los 
ArPÉNDICES de 1893 á 1896, y las siguientes dispo- 
siciones: 


KR. O. 13 Febrero 1892. 

En la transmisión del derecho real de censos 6 foros, debe 
tomarse como base liquidable el valor declarado por los 
interesados d los censos transmitidos, si fuese igual ó 
mayor del que resulte de la capitalización, d este último 
si fuese menor el declarado (1). 

a «Visto el recurso de alzada interpues- 
to por D. Manuel Pérez Asenjo y D. José To- 
rres como marido de doña Pilar Pérez, contra el 
fallo dictado por la Delegación de Hacienda de 
esta provincia, confirmatorio de cierta liquida- 
ción practicada por el impuesto de derechos 
reales: 

Resultando que en 22 de Junio de 1891 presen- 
taron dichos interesados en la oficina liquida- 
dora de esta corte la testamentaría de doña Pe- 
tra Sagredo, en la que figuran como bienes re- 
lictos, unos censos que gravan las casas núme: 
ros 30 de la calle de la Sartén, 27 de la del Are- 
nal y 9 de la de las Fuentes, á los cuales se les 
señala en la escritura particional el capital con 
que fueron constituidos, y al propio tiempo se 
les asigna otro valor distinto, en vente, con 
arreglo al que se hace su división entre los inte- 
sados: 

Resultando que al practicar la comprobación 
de valores se señaló, como base para la liquida- 
ción del impuesto, el capital de los referidos 
censos, prescindiendo del valor de estimación 
declarado por los contribuyentes, por lo que 
éstos dedujeron en tiempo hábil reclamación 
ante la Delegación de Hacienda, solicitando se 
dejara sin efecto dicho acuerdo y se liquidase el 
impuesto sobre los valores declarados, por ser 
éstos el resultado de la capitalización de la renta 
ó canon, al 5 por 100, como está prevenido para 
la valuación de los bienes inmuebles: 

Resultando que la Delegación, en providencia 
de 21 de Septiembre último, desestimó dicha re- 
clamación, confirmando el acto administrativo 
impugnado, fandándose para ello en que, siendo 
deducibles los censos en las transmisiones de las 
fincas sobre que se hayan impuesto por todo su 
capital nominal, según el art. 74 del reglamento, 
es lógico que al transmitirse el censo, por heren- 


(1) Véase el art. 67, regla 4.*, del vigente reglamento 
de 1.2 Septiembre 1896. (AP. de 1896, p. 466.) 
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cia, se exija el impuesto por aquel mismo valor: 

Resultando que, notificada esta resolución á 
los reclamantes, interponen recurso de alzada, 
ante este Ministerio, dentro del plazo reglamen- 
tario, solicitando que sea revocada y se resuelva 
de conformidad con sus pretensiones, apelación 
que fué admitida por haberse deducido en tiem- 
po hábil: 

Considerando que, si bien por el art. 8.” del 
vigente reglamento se señala como base para la 
exacción del impuesto respecto al derecho real 
de censos el capital del mismo, dicho precepto 
sólo debe aplicarse á los casos que el mismo de- 
termina, Ó sea cuando se trate de la constitu- 
ción del reconocimiento de la modificación de la 
extinción del expresado derecho real, siendo 
visto que entre éstos no figura el caso de la 
transmisión del derecho del censo, ya por título 
oneroso, ya por título lucrativo, cual es el de 
herencia: 

Considerando que, respecto á la transmisión 
de dicho derecho á título oneroso se halla resuel- 
to por acuerdo de la suprimida Dirección gene- 
ral de Contribuciones, de 12 de Agosto de 1882 y 
3 de Junio de 1886, que el impuesto se exija sobre 
el precio en venta, prescindiendo del capital del 
censo, doctrina que resulta confirmada por el 
art. 66 del reglamento vigente, al señalar como 
primera base para fijar el valor de los bienes su 
precio en venta: 

Considerando que no existe razón para dejar 
de aplicar igual criterio al caso de la transmi- 
sión de censos por herencia, puesto que siendo 
un principio del impuesto que éste se exija por 
el valor real de los bienes y no sobre el nominal, 
esevidente que debe aplicarse este criterio siem- 
pre que exista diferencia entre ambos valores: 

Considerando que esta doctrina se halla en 
armonía con lo dispuesto en la R. O. de 18 de 
Enero de 1888, circulada en 1. de Febrero si- 
guiente, por la que se disporre que en las trans- 
misiones de rentas forales por título oneroso, 
se exija el impuesto por el precio de la transmi- 
sión, y en las que se verifican por título lucra- 
tivo, se compruebe el valor declarado por el con- 
tribuyente, capitalizando al 5 por 100 la renta 
foral, aceptando, como es consiguiente, el mayor 
valor que el contribuyente hubiese podido decla- 
rar, y 

Considerando que, resuelta así la cuestión, 
tratándose de la transmisión de foros, que en su 
esencia no son otra cosa que verdaderos censos 
impuestos sobre los inmuebles, es evidente que 
debe aplicarse análogo criterio cuando se trate 
de transmisión de censos, por no haber razón 
para distinguir entre ambas transmisiones, y 
en su consecuencia, declarar que el contribuyen- 
te tiene derecho á valuar los censos cuando se 
trate de su transmisión á título lucrativo, de- 
biendo la Administración comprobar el valor 
declarado en la forma ya establecida para los 
foros, ó sea capitalizando al 5 por 100 la renta 6 
canon del censo; 

Su Majestad el Rey (Q. D. G.), y en su nombre 
la Reina Regente, conformándose con lo pro- 
puesto por esa Dirección general y lo informado 

or la de lo Contencioso del Estado, se ha servi- 

o revocar el fallo apelado de la Delegación de 
Hacienda de esta provincia, y disponer que en 
el caso que motiva este expediente, y siempre 

ue se trate de la transmisión del derecho real 

el censo, debe tomarse como base liquidable el 
valor declarado por los interesados á los censos 
transmitidos, si fuese igual ó mayor que el que 
resulte de la capitalización de la renta al 5 por 
100, 6 este último en el caso de que el declarado 
fuese menor, prescindiendo, por lo tanto, del 
capital con que se constituyera el censo, 


A 
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De Real orden, etc.—Madrid 13 de Febrero 
de 1892.—Concha.—Sr. Director general de Con- 
tribuciones directas.» (B. O. de H.) 


Ley 30 Junio 1882. 

Disponiendo que el Gobierno proceda d reformar la ley 
de 81 de Diciembre de 1881, con sujeción á las 17 bases 
adjuntas. 

(Hac.) «LEY.—D. Alfonso XITI....., Sabed: 
que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Artículo único. El Gobierno procederá á re- 
formar la ley de 31 de Diciembre de 1881 por que 
se rige el impuesto de derechos reales, sujetán- 
dose á las siguientes bases: 

BASE 1.* Contribuirán al impuesto sobre 
derechos reales y transmisión de bienes: 

Las traslaciones de dominio de bienes 
inmuebles y las de dereches reales sobre los 
mismos. Ñ 

B. La constitución, reconocimiento, modifi- 
cación y extensión de derechos reales afectos á 
los bienes inmuebles. 

C. Las traslaci..nes de dominio de bienes mue- 
bles que se verifiquen por causa de muerte. 

D. Las de igual naturaleza que se efectúen 
por consecuencia de actos judiciales ó adminis- 
trativos, ó en virtud de contrato otorgado ante 
notario, 

E. Los contratos de transmisión de efectos 
públicos, valores industriales ó mercantiles y 
mercaderías en que intervengan los agentes del 
comercio á que el Código mercantil en su ar- 
tículo 93 atribuye el carácter de notarios y las 
transmisiones de acciones ú obligaciones de mi- 
nas que tengan lugar por endoso con arroglo á 
los estatutos de la Sociedad emisora, aunque en 
dicha transmisión no intervengan los aludidos 
funcionarios (1). 

Los préstamos personales que estén reco- 
nocidos por documento autorizado por notario 
ó funcionario administrativo ó judicial, y los 
que se realicen con garantía do efectos públicos 
ó de valores industriales ó comerciales, siempre 
que intervenga la operación agente de Bolsa ó 
corredor de comercio. 

Las renovaciones totales ó parciales de los 
préstamos con garantía ó sin ella quedan excep- 
tuadas de este impuesto cuando se efectúen den- 
tro del plazo de un año, á contar desde la fecha 
del préstamo. Las renovaciones ulteriores se 
considerarán como nuevos préstamos. 

G. Las anotaciones de embargo que no sean 
consecuencia de persecución de hipoteca, y las 
de secuestro y prohibición de enajenar que se 
ordenen practicar en el Registro de la propie- 
dad á virtud de providencia judicial dictada en 
asuntos civiles ó en los criminales en que se pro- 
ceda á instancia de parte, y de las fianzas Judi- 
ciales y administrativas, ya sean pignoraticias 
ó de carácter personal, cualquiera que sea el 
objeto á que se refieran ó el documento en que 
consten. 

H. Los contratos de ejecución de obras que 
excedan de 1.000 pesetas. 

I. Las pensiones de los Montepíos de notarios 
y las gratificaciones, pensiones, jubilaciones y 
orfandades que los Bancos, Sociedades y Com- 
pañías otorguen con arreglo á estatutos, regla- 





(1) El impuesto sobre transmisión de efectos públicos 
y valores industriales y mercantiles se derogó por el ar- 
tículo 43 de la ley de presupuestos de 1893. (AP., p. 409.) 
Véase además el epígrafe Impuesto sobre transmisión 
de efectos públicos... del repertorio de los APS. de 1893 
y Siguientes. 

—Sobre las transmisiones y acciones y obligaciones de 
minas véase el párrafo último del citado art. 43 de la ley 
de presupuestos de 1998. 
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mentos ó cajas particulares, á sus empleados ó 
á las familias de éstos, siempre que excedan de 
1.500 pesetas. 

J. Todos los demás documentos privados de 
cualquier clase que sean, en los cuales convenga 
á los interesados dar autenticidad á la fecha con 
respecto á terceros, y á los efectos del art. 1.227 
del Código civil. 

BASE 2.* (1) No obstante lo dispuesto en la 
base que precede, respecto á las traslaciones de 
dominio de derechos reales constituidos sobre 
bienes inmuebles, cuando el derecho real de 
nuda dd dc se transmita, bien sea por tes- 
tamento, bien abintestato, bien por heredamien- 
to, no se exigirá el impuesto al adquirente aun- 
que éste lo sea con anterioridad á la fecha de la 
presente ley hasta que se consoliden en él la 
propiedad y el usufructo. 

Pero si después de adquirido y antes de con- 
solidarse. con el usufructo, fuera transmitido 
por contrato ó acto entre vivos, devengará el 
Impuesto correspondiente según el concepto ju- 
rídico de la transmisión, sirviendo de base para 
liquidar el impuesto el precio convenido, si se 
transamitiese á título oneroso, y valuándose por 
las tres cuartas partes del valor de los bienes si 
lo fuere á título lucrativo. 

Los contratos á que hacen referencia los pá: 
rrafos letras E y F de la misma base, se grava- 
rán con el 0'10 por 100 sobre el precio de las 
transmisiones, y con igual tipo sobre la cuan- 
tía de los préstamos, si éstos exceden de 1.000 
pesetas, liquidándose los de cantidad inferior 
por el 0'05 por 100. 

Los pagarés, títulos y cédulas emitidos por 
particulares con garantía hipotecaria y que sean 
transmisibles por endoso ó al Portador: paga- 
rán el 0'10 por 100 de su importe en el acto de la 
emisión, independientemente del devengo que 
corresponda por la constitución y extinción del 
derecho de hipoteca (2). 

Las anotaciones judiciales, las fianzas de la 
misma clase y administrativas, y los contratos 
de ejecución de obras á que se refieren los párra- 
fos letras G y HH, pagarán el 0'10 por 100 del im- 
porte de las obligaciones que garanticen, ó en 
su caso, del valor de los bienes, y si aquél fuere 
indeterminado satisfarán por cuota fija. 

Cuando los interesados que obtuvieren el em- 
bargo, secuestro ó prohibición de enajenar, go- 
zasen de los beneficios legales de pobreza, se 
suspenderá la exacción del impuesto. 

Los documentos á que hace referencia el pá- 
rrafo letra J, devengarán 2 pesetas si su impor- 
te no excede de 5.000 pesetas; de 5.000 4 25.000, 3 
pesetas, y de 25.000 en adelante 4 pesetas. Si el 
OS fuere indeterminado, devengarán 3 pe- 
setas. 

BASE 3.* La tarifa relativa al impuesto so- 
bre herencias y legados se modificará como con- 
secuencia de las disposiciones del Código civil 
en su art. 955, y en su virtud serán considerados 
extraños los colaterales que no estén compren- 
didos dentro del sexto grado, sin que pueda ex- 
ceder del 9 por 100 el tipo con que se gravan los 
derechos que adquieran. 

El usufructo concedido por la ley al cónyuge 
sobreviviente pagará como los demás usufruc- 
tos por la cuarta parte de los bienes que adquie- 
ra y al tipo del 1 por 100. Para las demás trans- 
misiones mortis causa entre cónyuges, continua- 
rá rigiendo el tipo del 3 por 100. 

Los hijos legitimados por concesión Real y 


(1) Véase acerca de esta base 2.* el art. 88 de la ley de 
presupuestos de 1898 (AP., p. 407). 

(2) Véase sobre este párrafo la sentencia del T. C. A. 
de 80 Abril 1894 (Ar. de 1894, p. 850). 


los adoptivos pagarán al tipo del 2 por 100 como 
los descendientes naturales. 

BASE 4.* Las herencias y legados en favor 
del alma de terceras personas tributarán con el 
8 por 100, señalándose el tipo de 1 por 100 cuan. 
do la herencia ó legado se deje en beneficio del 
alma del mismo que testa (1). 

BASE 5.*: En las sustituciones fideicomisa- 
rias, si el encargado de transmitir á un tercero 
el todo ó parte de la herencia pudiera disfrutar- 
la temporal ó vitaliciamente, pagará en concep- 
to de usufructuario con arreglo al grado de pa- 
rentesco que le una con el testador. 

El tercero ó terceros llamados á su disfrute 
serán considerados como herederos sustitutos, 
pagando también según la relación de paren- 
tesco que tengan con la persona que les ins- 


tituyó. 

BÁSE 6." La constitución del arrendamien- 
to por contrato ante notario, aun cuando no ten- 
ga el carácter de inscribible en el Registro de la 
propiedad, satisfará el 0'10 por 100 de la cantidad 
total que haya de pagarse durante todo el perío- 
do por que se verifique el contrato. 

Con sujeción á este mismo tipo, tributarán los 
subarriendos, subrogaciones, cesiones y retroce- 
siones de los propios arriendos, siempre que se 
verifiquen por escritura pública. 

Cuando en los arrendamientos y demás con- 
tratos antes citados, otorgados en escritura pú- 
blica, no expresen el tiempo de su duración, se 
liquidará el impuesto sobre la base de la renta 
de tres años. 

BASE 7.* Las traslaciones de bienes muebles 
de todas clases y semovientes, verificadas en vir- 
tud de actos judiciales ó administrativos ó de 
contratos otorgados ante notario, satisfarán el 
2 por 100 de su valor. 

ASE 8.* Entre los actos ó contratos que 
contribuyen con el 0'10 por 100 se comprenderán 
las adquisiciones que realicen los establecimien- 
tos de beneficencia ó de instrucción sostenidos 

or fondos generales, provinciales ó municipa- 
es, y las transmisiones destinadas á la creación 
ó sostenimiento de instituciones de enseñanza 

ratuíta, aunque sean de carácter privado. Los 
egados en metálico para construcción ó repara- 
ción de los edificios destinados á templos de la 
religión católica, apostólica romana. Las prime- 
ras enajenaciones de fincas que se hagan por la 
Asociación de caridad establecida en Madrid con 
el título de «La Constructora Benéfica», y la 
compra de terrenos que la misma haga por sus 
construcciones. 

ASE 9.” Las informaciones de posesión por 
adquisiciones de cualquier clase anteriores á la 
ley hipotecaria estarán libres del impuesto, y 
las posteriores 4 dicha ley pagarán el 1 por 100 
si osea de transmisiones entre ascendientes 
y descendientes, cónyuges ó hermanos, y el 3 
por 100 en todos los demás casos. 

Exceptúanse las informaciones que se incoen 
en el término de un año, á contar desde que em- 
piece á regir esta ley, las cuales seguirán tribu- 
tando por los tipos que señalan las disposiciones 
hasta ahora vigentes en cuanto puedan ser más 
beneficiosos para los interesados. 

BASE 10. Sólo el Estado gozará de exención 
del impuesto por la adquisición á su favor de bie- 
nes, valores ó derechos reales, de cualquier clase 
que sean. 

BASE 11. Las prórrogas, bien sean para la 

resentación de documentos á la liquidación del 
impuesto, bien para la realización del pago, 


(1) Véase el art. 88 de la ley de presup. de '1898 (APÉR- 
DICK, p. 107), 
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cuando su otorgamiento corresponde al Ministe- 
terio de Hacienda, llevarán aparejada la obliga- 
ción de satisfacer el 6 por 100 de interés de de- 
mora durante el tiempo por el que se utilicen, 
cuyos intereses no podrán condonarse. 

1 Ministro, no obstante, podrá condonarlos 
en el caso en que se pruebe que la declaración de 
herederos está pendiente de resolución judicial. 

E 12. Cuando la cuota é intereses no ex- 
cedan de 25 pesetas, se dispondrá lo conveniente 
para facilitar la liquidación y el pago. 

Las oficinas liquidadoras aprobarán la com- 
probación del valor de los inmuebles, cuando 
no exceda de 25 pesetas, y cuando además los 
valores que resulten de la comprobación sean 
menores que los declarados; ó siendo mayores, 
sean aceptados por el contribuyente; pero dán- 
dose cuenta en todo caso á la Delegación de Ha.- 
cienda, la cual podrá, dentro del plazo de un año, 
reclamar del liquidador el expediente de com- 
probación, y hacer sobre él los reparos que sean 
procedentes, debiendo dictar en todo caso su 
resolución en el término de dos meses. 

Para hacer las notificaciones y demás reque- 
rimientos que exija la gestión del impuesto, 
tendrán derecho los liquidadores á utilizar la 
cooperación de los alcaldes y agentes ejecutivos 
Ó de los funcionarios á quienes competa instruir 
los expedientes de apremio por débitos de con- 
tribuciones, debiendo remitir mensualmente á 
estos últimos certificación de los individuos que 
se hallaren en descubierto, ya por el concepto 
de cuotas, ó el de intereses y multas liquidadas, 
á fin de que inmediatamente y con arreglo á las 
disposiciones que regulan el procedimiento por 
débitos á la Hacienda, se incoen las diligencias 
de ejecución contra los interesados. De dichas 
certificaciones se enviará copia para su conoci- 
miento á la Delegación de la provincia. 

Por las oficinas liquidadoras se incoarán y 
tramitarán en todo caso las diligencias oportu- 
nas contra cualquier persona, Sociedad ó Cor- 
pación que resulte deudora á la Hacienda por 

ta de presentación de los documentos dentro 
de los lezos establecidos, utilizando al efecto 
los medios que se señalarán en el reglamento; 

ero cuidando de dar cuenta á la Delegación de 
acienda respectiva de las diligencias que in- 
coaren, las cuales se procurarán simplificar y 
erfeccionar en cuanto sea dable en beneficio 

e los intereses del Tesoro. 

E 13. Los intereses del 6 por 100 de de- 
mora no podrán condonarse, pero sí las multas 
que se impongan, tanto por falta de presenta- 
ción de los documentos en tiempo hábil 4 la li- 
quidación del impuesto, como por falta de pago, 
las que no podrán exceder del 10 por 100 sobre la 
cuota liquidada. 

multas se considerarán impuestas de de- 
recho porel mero transcurso de los plazos lega- 
les, y en su virtud se liquidarán y exigirán des- 
de luego por los liquidadores, á reserva de dar 
cuenta, para su aprobación, á los delegados de 
Hacienda y sin perjuicio de los recursos que los 
interesados estimen procedentes. A los liquida.- 
dores corresponderán en dichas multas los de- 
rechos que señalan los arts. 6.? y 11 de la ley 
de 81 Diciembre de 1881. 

BASE 14. Siempre que resulte una finca no 
amillarada, ó con mayor extensión superficial 
de la que arroja el amillaramiento, y cuando 
por efecto de la tasación pericial aparezca un 
aumento de valor en los bienes sujetos al im- 
puesto de derechos reales, el liquidador expedirá 
á cargo de los interesados la oportuna certifica- 
ción á los efectos del amillaramiento. 

BASE 15. Los peritos tasadores que se nom- 
bren para el justiprecio de fincas sujetas al im- 
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puesto de derechos reales, devengarán los mis- 
mos derechos y dietas que los señalados á los 
tasadores de fincas sujetas á la desamortización. 

En ningún caso el total de derechos y dietas 
podrá exceder del 20 por 100 del impuesto que 
per derechos roales pere le finca justipreciada. 

La tasación de los bienes inmuebles y semo- 
vientes de todas clases, sujetos al referido im- 
puesto, se verificará por peritos nombrados por 
el juez de primera instancia competente, y los 
derechos y dietas que devenguen tampoco po- 
drán exceder del 20 por 100 del impuesto que des 
corresponda. 

ASE 16. El valor de los bienes que se trans- 
mitan por herencia se fijará, para los efectos 
del impuesto, deduciéndose el importe de las 
deudas del causante, cuya certeza conste en es- 
critura pública ó en otro documento de legiti.- 
midad indudable. 

BASE 17. En todo lo que las anteriores ba- 
ses no contradigan ó rectifiquen la ley de 81 de 
Diciembre de 1881, se respetarán sus preceptos 
en la reforma (1). 

DisPosIcióN TRANSITOR1IA.—Los actos, herencias 
Y contratos anteriores á la publicación de esta 
ey que se presenten á liquidar en el plazo de 
seis meses, á partir de dicha fecha, se liquidarán 
por las tarifas vigentes en la época en que hu- 

iese tenido lugar la transmisión legal, sin de- 
vengar multas ni intereses de demora, aun cuan- 
do estuviesen en ellos incursos, siempre que les 
fuesen más favorables que los consignados en 
las bases que preceden; y pasado este plazo, se 
liquidarán, sin excepción, con arreglo á las pre- 
sentes bases. 

El Ministro de Hacienda dictará las disposi- 
ciones necesarias para la ejecución de esta ley.” 

Por tanto: 

Mandamos, etc. Dado en Aranjuez á 80 de Ju- 
nio de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro 
de Hacienda, Juan de la Concha Castañeda.» 
(Gaceta 1.* Julio.) 


_R. D. % Septiembre 1892, 

Aprobando el proyecto de reforma del impuesto de de- 
rechos reales redactado en cumplimiento de la ley ante- 
FIO0r. 

(Hac.) «Exposición.—Señora: No es el impues- 
to de derechos reales y transmisión de bienes á 
que se refiere la reforma que hoy se somete á la 
aprobación de V. M. improvisado ni inventado 
modernamente, pues consultando nuestras leyes 
económicas se observa que, aun cuando con di- 
versos nombres y con propósitos más ó menos 
adaptados á su naturaleza, viene existiendo de 
antiguo. 

Fuerza es, sin embargo, reconocer que tuyo 
vida más especial y propia desde que la ley de 
presupuestos de 1845 inició con vigor una impor- 
tante y radical reforma de todo nuestro sistema 
tributario. Después se han hecho modificaciones 
de transcendencia, siendo las más notables las 
realizadas desde 1867 á 1873. Estas reformas die- 
ron sin duda estabilidad al impuesto, pero bien 

uede afirmarse que la ley de 31 de Diciembre 
do 1881, le prestó mayor fuerza y le dió una or- 
ganización más cumplida. 

La experiencia, no obstante, ha demostrado 
que aún puede mejorarse lo actual; y ésta ha 
sido la causa dos dió origen á la ley de bases de 
80 de Junio último, en la cual se ordena al Go- 
bierno que, con arreglo á ellas, reforme la legis- 
lación de 1881, á fin de perfeccionarla y darla 
más amplitud. . 

Recordando las vicisitudes por que el impues- 


(1) Sobre inteligencia de esta base véase en el AP. de 
16894 la sent. del T. C. A. de 30 Abril 1894. 
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to ha pasado, y fijándose en que viene siendo 
sostenido por Gobiernos de tan distintas tenden- 
cias como los que han dirigido los negocios pú- 
blicos desde 1845 hasta el día, se comprende que 
el impuesto de que se trata es en sentir de todos 
digno de ser conservado. Pero tan precisa como 
su conservación es también la necesidad de es- 
tudiarlo con detenimiento para darle, según las 
necesidades lo exijan, el desarrollo más oportu- 
no con el propósito de mejorar la situación de 
la Hacienda, y de lograr que este tributo traiga 
á nuestro presupuesto recursos relativamente 
tan importantes y seguros como los que propor- 
ciona á los de otras naciones de Europa. 

Si esto hubiera de hacerse únicamente recar- 
gando y conservando lu hasta ahora sujeto á 
tributación, resultaría la imposición tan onero- 
sa que tal vez no fuera fácil hacerla efectiva. 
Por eso la ley de bases se ha inspirado en distin- 
to criterio, creando nuevos gravámenes y ha- 
ciéndolos recaer sobre actos de que la anterior 
legislación no se ocupó, y que no debían apare- 
cer, sin embargo, en condiciones privilegiadas, 
porque tal sistema destruiría la icualdad de la 
tributación, que es y ha de ser siempre el funda- 
mento de su justicia. Tiene, pues, la ley de bases, 
y la que desarrollándola presenta á la aproba- 
ción de V. M. el Ministro que suscribe, disposi- 
ciones en que se conserva lo antiguo con las mo- 
dificaciones que en determinados casos se han 
creído necesarias; y otras en que, legislando de 
nuevo, se gravan contratos que no estuvieron 
antes, ni lo están en el momento sujetos al im- 
puesto en ninguna forma. 

Las innovaciones fueron debidamente medita- 
das, y la opinión pública las recibió sin oposi- 

*ción al conocerlas. Sometidas luego á las Cortes, 
después de examinadas detenidamente en las Co- 
misiones, fueron, más bien que debilitadas, an- 
mentadas, porque se reconocía unánimemente 
que el reforzar el presupuesto con nuevos recur- 
s0s era tan necesario como urgente. 

A pesar de esto, el Ministro que suscribe, an- 
tes de detallar y precisar la reforma, ha oído á 
cuantos han deseado ser escuchados, porque es 
bueno estudiar previamente las dificultades de 
ejecución que pudieran Prcconta TES para conse- 
guir que la ley sea fácilmente comprendida, y 
más fácilmente aún ejecutada desde el momento 
en que se promulgue, 

_Sise exceptúa el moderado impuesto 2e 10 cén- 
timos por 100, ó sea el 1 al millar, creado sobre 
las transmisiones de efectos públicos en que in- 
tervienen los agentes de Comercio á que el artí- 
culo 93 del Código mercantil atribuye el carác- 
ter de notarios, los demás no han sido objeto de 
observaciones de ningún género. 

Respecto á este detalle del impuesto se hicie- 
ron consideraciones acerca de la oportunidad de 
su exacción, y seindicó además que, si no se pro- 
curaba evitarlo previsoramente, pudiera llegar 
el caso de que en el primer momento no apare- 
cieran todos los Centros de contratación en con- 
diciones de equitativa legalidad, 

En lo que se refiere 4 la oportunidad y utilidad 
del impuesto, no es necesario entrar en discu- 
sión, porque establecido explícita y claramente 
per a ley, el Gobierno tiene el deber ineludible 

e cumplirla, y los demás tienen igualmente el 
de respetarla y prestarla acatamiento. En cuan- 
to al otro extremo, no se ha desconocido que los 
razonamientos expuestos eran dignos de tenerse 
en cuenta, porque cuando la contratación objeto 
del gravamen ostá localizada en puntos muy de- 
terminados, si no se procura que en las condicio- 
nes se asemejen, podría suceder que por falta de 
provisión se eludiera el impuesto y que el daño 
para alguno de los Centros de contratación fuera 


notable sin praresno para la Hacienda ni aun 
para el público. Pero esto ha de evitarse y se 
evita haciendo que la ley surta en una misma fe- 
cha los efectos debidos en los puntos en que ha 
de tener aplicación. 

Para lograr que así suceda, luego que la some- 
tida á la aprobación de V. M. se PIE el 
Gobierno, observando y cumpliendo el art. 14 de 
la de presupuestos de 29 de Junio de 1887, des- 
pués de oída la Diputación de Vizcaya, estará en 
el caso de resolver lo que justamente proceda y 
de designar el día en que ha de principiar á de- 
vengarse y á exigirse el impuesto en este espe- 
cialísimo caso. . 

Nada más parece necesario RonSE por el mo- 
mento por ser sabido que al redactar la ley de 
reforma era obligación, que se ha procurado 
cumplir con escrupulosidad, la de traer con exac- 
titud á sus artículos el espíritu y la letra de las 
bases ó igualmente la parte de la legislación an- 
tigua que no ha sido derogada, quedando de este 
modo comprendido en la nueva ley cuanto res- 
pecto al impuesto ha de tener vigor en adelante. 

Real decreto. Teniendo presente lo precep- 
tuado en la ley de 80 de Junio último, que orde- 
nó á mi Gobierno reformar, con sujeción á las 
bases en ella establecidas, la ley de 81 de Diciem- 
bre de 1881 por que se rige el impuesto de dere- 
chos reales; de acuerdo con el parecer del Conse- 
jo de Ministros, y de conformidad con lo pro- 
puesto por el de Hacienda; en nombre, etc. 

Vengo en aprobar el adjunto proyecto de re- 
forma del impuesto de derechos reales, redacta- 
do en cumplimiento de la expresada ley de 30 de 
Junio próximo pasado. 

Dado en San Sebastián á 25 de Septiembre de 
1892.—María Cristina.—El Ministro de Hacien- 
da, Juan de la Concha Castañeda. 


LEY (1) 


reformando la de 31 de Diciembre de 1881 por que se 
rige el impuesto de derechos reales, arreglada 
á los preceptos de la ley de bases de 30 
de Junio último. 


Artículo 1.2 Contribuirán al impuesto sobre 
derechos reales y transmisión de bienes: , 

Primero. Las traslaciones de dominio de bie- 
nes inmuebles y las de derechos reales sobre los 
mismos. 

Segundo. La constitución, reconocimiento, 
modificación extinción de derechos reales 
afectos á los bienes inmuebles. 

Tercero. Las traslaciones de dominio de bie- 
nes muebles que se verifiquen por causa de 
muerte (2). 

Cuarto. Las de igual naturaleza que se efec- 
túen por consecuencia de actos judiciales ó ad- 
ministrativos, ó en virtud de contrato otorgado 
ante notario (2). NN 

Quinto. Los contratos de transmisión de 
efectos públicos, valores industriales ó mercan- 
tiles y mercaderías en que intervengan los agen- 
tes del comercio, á quienes el Código mercantil, 
en su art. 93, atribuye el carácter de notarios, 

las transmisiones de acciones ú obligaciones 
lo minas que tengan lugar por endoso, con arre- 
glo á los estatutos de la Sociedad emisora, aun- 





(1) A partir de la promulgación de esta ley, debió en- 
tenderso implicitamente coge do el art. 11 de la ley de 
presupuestos de 99 de Junio de 1887 relativo d la manera 
de liquidar las obligac:ones hipotecarias que se emitiesen 
por Ls Sociedades.— Véase en el AP. de 1894, p. 850, la 
sentencia de 80 Abril del mismo año. 

(2) Está comprendida en estos números 3. y 4.2, la 
transmisión de propiedad intelectual (R. O. 25 Abril 
1894, AP., pdg. 278). 
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qn en dicha transmisión no intervengan los 
udidos funcionarios. 

Sexto. Los préstamos personales que estén 
reconocidos por documento autorizado por no- 
tario ó funcionario administrativo ó Judicial, 
los que se realicen con garantía de efectos ¿ 
blicos 6 de valores industriales ó o mercidlón: 
siempre que intervenga la operación agente de 
Bolsa ó corredor de comercio. 

Las renovaciones totales ó parciales de los 
préstamos, con garantía ó sin ella, quedan ex- 
ceptuadas de este impuesto cuando se efectúen 
dentro del plazo de un año, á contar desde la 
fecha del préstamo. Las renovaciones ulterio- 
res se considerarán como nuevos préstamos. 

Séptimo. Las anotaciones de embargo que 
no sean consecuencia de persecución de hipote- 
ca, y las de secuestro y prohibición de enajenar 
que se ordenen practicar on el Registro de la 
propiedad, á virtud de providencia judicial dic- 
tada en asuntos civiles ó en los criminales en 
que se proceda á instancia de parte, y las fian- 
zas judiciales y administrativas, ya sean pigno- 
raticias 0'de carácter personal, cualquiera que 
sea el objeto á que se refieran ó documento en 
que consten. 

Octavo. Los contratos de ejecución de obras 
que excedan de 1.000 pesetas. 

Noveno. Las pensiones de los Montepíos de 
notarios y las gratificaciones, pensiones, jubila- 
ciones y orfandades que los Bancos, Sociedades 
y Compañías otorguen con arreglo á estatutos, 
reglamentos ó cajas particulares, á sus emplea- 
dos ó á las familias de éstos, siempre que exce- 
dan de 1.500 pesetas. 

Décimo. Todos los demás documentos priva- 
dos, de cualquier clase que sean, en los cuales 
convenga á los interesados dar autenticidad á 
la fecha con respecto á terceros, y á los efectos 
del art. 1.227 del Código civil. 

Art. 2.” (1). Las adjudicaciones en pago, com- 
a reventas y cesiones á título oneroso 

e bienes inmuebles y derechos reales, asi como 
la constitución, reconocimiento, modificación 
extinción de los mismos, satisfarán el 3 por 100. 
En el contrato de compraventa con cláusula de 
retrocesión, si por cumplirse la condición im- 

uesta, vuelve la propiedad al vendedor, pagará 

ste el 1 por 100. La transmisión del derecho de 
retroventa en virtud de contrato, queda sujeta 
al pago del 3 por 100 del precio por el que se ad- 
quiere el derecho; debiendo completar el adqui- 
rente, al usar de éste, el impuesto del 8 por 100 
del valor total del inmueble (2). 

En las permutas pagará cada permutante el 
1'50 por 100 del valor igual de los bienes respec- 
tivos, y por la diferencia, si resultase entre 
unos y otros, pagará el 3 por 100 aquel que figu- 
re como mayor adquirente en la cantidad que 
lo sea. Por las adquisiciones de bienes y dere 
chos reales correspondientes á la mitad reser- 
vable de vínculos y mayorazgos, continuarán 
satisfaciendo el 2 por 100 los inmediatos suceso- 
res de los mismos. 

Las sucesiones de todas clases, ya se verifi- 
quen á título de herencia, de legado ó donación 
por causa de muerte, pagarán según el grado de 
parentesco entre el causante ó donante y el ad- 
quirente, con arreglo á los siguientes tipos (3): 


(1) Véanse los arte. 88 d 85 de la ley de presupuestos 
de 18938 (AP., pdg. 107). 

(2) Ajustamos este artículo 4 la rectificación publica- 
da por E. O. de 3 de Noviembre de 1892 (Gaceta £ No- 


e). 
(8) Véanse el art. 88, párrafo último de la citada ley de 
o (APÉNDICE de 1893, pto. 407), el art. 44 de 
de 1895 (APÉNDICE, p. 498) y la circular de 8 Julio 
de 1855 (APÉNDICE, p. 689). 





Entre ascendientes ro legítimos 
ó legitimados por subsiguiente matrimonio, 1 
por 100, 

Cónyuges en la proporción ó cuota usufruc- 
tuaria que adquieran en concepto de legítima ó 
por ministerio de la ley, 1 por 100. 

Ascendientes y descendientes naturales, los 
hijos legitimados por rescripto Real y los adop- 
tados, 2 por 100. j 

Cónyuges en la parte que exceda de la legíti- 
ma usufructuaria, 3 por 100. 

Colaterales de segundo grado, 4 por 100. 

Colaterales de tercer grado, 5 por 100. 

Colaterales de cuarto grado, 6 por 100. 

Colaterales de quinto grado, 7 por 100. 

Colaterales de sexto grado 8 por 100. 

Colaterales de grado más distante del sexto y 
extraños, 9 por 100. 

En favor del alma del testador, 1 por 100. 

En favor del alma de otras personas, sean és- 
tas parientes ó extraños, 8 por 100. 

Las donaciones entre vivos pagarán por los 


mismos tipos que las sucesiones, según el grado 


de parentesco entre el donante y donatario (1). 
n las sustituciones fideicomisarias, si el en- 
cargado de transmitir á un tercero el todo ó 
parte de la herencia pudiera disfrutarla tempo- 
ral ó vitaliciamente, pagará en concepto de usu- 
fructuario, con arreclo al grado de parentesco 
ue le una con el testador. El tercero ó terceros 
amados á su disfrute, serán considerados como 
herederos sustitutos, pagando también según la 
relación de parentesco que tengan con la perso- 
na que les instituyó. 

Los grados de parentesco son todos de consan- 
guinidad y han de regularse por la ley civil. 

No obstante lo dispuesto respecto á las trasla- 
ciones de dominio de derechos reales cunstitul- 
dos sobre bienes inmuebles cuando el derecho 
real de nuda propiedad se transmita, bien sea 
por testamento, bien abintestato, bien por he- 
redamiento, no se exigirá el impuesto al adqui- 
rente, aunque éste lo sea con anterioridad al 1.” 
de Julio último, hasta que se consoliden en él la 
propiedad y el usufructo. Pero si después de 
adquirido y antes de consolidarse con el usu-: 
fructo, fuera transmitido por contrato ó acto en- 
tre vivos, devengará el impuesto correspondien-» 
te, según el concepto jurídico de la transmi- 
sión, sirviendo de base para liquidar el impuesto 
el precio convenido, si se transmitiese á títu- 
lo oneroso, y valuado por las tres cuartas par- 
tes del valor de los bienes, si lo fuere á título 
lucrativo. 

Los bienes 2, derechos reales aportados á la 
constitución de toda clase de sociedades paga- 
rán el 0'50 por 100. Igual cuota satisfarán al 
tiempo de disolverse convertirse ó transfor- 
marse las Sociedades, las adjudicaciones ó trans- 
misiones que se hagan á los socios ó á otra So- 
ciedad de los bienes y derechos reales que cons- 
titulan el todo ó parte del haber social. Si en 
estos casos se adjudican á un socio los mismos 
bienes ó derechos que aportó, sólo pagará el 
0:25 por 100. Cuando las Sociedades emitan ac- 
ciones, la cantidad que de éstas se ingrese será 
capital aportado. Si emitiesen obligaciones, el 
capital desembolsado se considerará como prés- 
tamo y será gravado con el 9'10 por 100 si fue- 
ren simples, pues si fueren hipotecarias dicho 
tipo se exigirá del capital que representen, 6 
igual cantidad del capital por que se haga la 
amortización satisfarán al llevarse ésta á efec- 
to, así las obligaciones que se emitan en lo su- 


(1) Ajustamos este articulo dá la rectificación acord3- 
da por R. 0.8 Noviembre de 1893. (Gac. t íd.) 
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cesivo comolas emitidas con anterioridad á la ley 
de 31 de Diciembre de 1881. 

La constitución, reconocimiento ó modifica- 
ción del derecho real de hipoteca devengará el 
0'50 no 100 del valor ó capital garantido con 
aquélla. La extinción devengará el 0'10 por 100 
del mismo valor ó capital garantido, si tiene 
aquélla Saa dentro de los dos años de la cons- 
titución; 0'25 por 100 si se verifica dentro del 
plazo de dos á cinco años, y 0'5% por 100 si fuese 
mayor la duración. Si la extinción se verifica 

or refundirse la propiedad en el acreedor hipo- 

ecario, no devengará derecho alguno. La trans- 
misión del derecho de hipoteca pagará como 
la de cualquier otro derecho real, según el 
título. 

La constitución del arrendamiento por con- 
trato ante notario, aunque no tenga el carácter 
de inscribible en el Registro de la propiedad, 
satisfará el 0'10 por 100 de la cantidad total que 
haya de pagarse durante todo el período por 
que se verifique el contrato. Con sujeción á este 
mismo tipo tributarán los subarriendos, subro- 
gaciones, cesiones y retrocesiones de los propios 
arriendos, siempre que se verifiquen por escri- 
tura pública. Cuando en los arriendos y demás 
contratos antes citados, otorgados en escritura 
pública, no se exprese el tiempo de su duración, 
se liquidará el impuesto sobre la baso de la renta 
de tres años. 

La constitución, reconocimiento, modificación 
ó extinción dé pensiones, pagarán: si la pensión 
es vitalicia ó sin tiempo limitado, el 2 por 100 
del capital de la pensión; si es temporal, el 0'10 
por 100 por cada dos años de duración, pero sin 
que exceda del 2 por 100 cualquiera que sea el 
tipo que se fije. En igual forma se liquidarán al 
constituirse las pensiones de los Montepíos de 
notarios y las gratificaciones, pensiones, jubila- 
ciones y orfandades que los Bancos, Sociedades 
y Compañias otorguen con arreglo á estatutos, 
reglamentos ó cajas particulares á sus emplea- 
dos 6 familias de éstos, siempre que excedan de 
1.500 pesetas. 

Las traslaciones de bienes muebles de todas 
clases, verificadas en virtud de actos judiciales 
ó administrativos ó de contratos otorgados ante 
notario, satisfarán el 2 por 100 de su valor, y si 
fuesen temporales ó revocables, la mitad (1). 

Los préstamos personales otorgados ante no- 
tario ó reconocidos judicial 6 administrativa- 
mente, así como los en que intervengan los agen- 
tes de Bolsa ó corredores de comercio, si están 
garantidos con efectos públicos ó valores indus- 
triales ó comerciales, quedan gravados con el 
0'10 por 100 sobre su cuantía, si ésta excede de 
1.000 pesetas, y con el 0'05 por 100 si fuesen de 
menor cantidad. Igual tipo devengarán en el 
acto do la emisión los pagarés, títulos y cédulas 
emitidos por particulares ó sociedades, con ga- 
rantía hipotecaria, y que sean transmisibles por 
endoso ó al portador, independientemente del 
devengo que corresponda por la constitución y 
extinción del derecho de hipotecas. 

Las informaciones de posesión por adquisicio- 
nos de cualquier clase, anteriores á la ley hipo- 
tecaria, estarán libres del impuesto, y las poste- 
riores á dicha ley pagarán el 1 por 100 si proce- 
den de transmisionés entre ascendientes y des- 
cendientes, cónyuges ó hermanos, y el 8 por 100 
en todos los demás casos. 

Exceptúanse las informaciones que se incoen 
en el término de un año, desde la publicación 
de esta ley, las cuales seguirán tributando por 


(1) Publicamos este artículo conforme con la rectifica- 
E rió por R. O, de 3 Noviembre 1892. (Gaceta 


los tipos que señalan las disposiciones hasta 
ahora vigentes, en cuanto puedan ser más bene- 
ficiosos para los interesados. 

Las anotaciones judiciales, las fianzas de la 
misma clase y administrativas y los contratos de 
ejecución de obras á que se refieren los párra- 
fos 7.” y 8. del art. 1., pagarán el 0'10 por 100 
del importe de las obligaciones que garanticen 
Óó en su caso, del valor de los bienes, y si aquél 
fuese indeterminado, satisfarán la cuota fija de 
3 pesetas. Cuando los interesados que obtuvieren 
el embargo, secuestro ó prohibición de enajenar 
gozasen de los beneficios legales de pobreza, se 
suspenderá la exacción del impuesto. 

Los documentos á que hace referencia el pá- 
rrafo décimo del art. 1.” devengarán 2 pesetas, si 
su importe no excede de 5.000; de 5.000 y un cén- 
timo á 25.000, 3 pesetas, y de 25.000 y un céntimo 
en adelante, 4 pesetas. Si el importe fuere inde- 
terminado devengarán 3 pesetas. 

Por último, los contratos de transmisión de 
efectos públicos, valores industriales ó mercan- 
tiles y mercaderías en que intervengan los agen- 
tes del comercio á qusnes el Código inercantil 
otorga el carácter de notarios, así como las de- 
más transmisiones á que se refiere el párrafo 
quinto del art. 1.”, contribuirán por el 0'10 por 
100 del precio de las transmisiones. 

Art. 3. Contribuirán igualmente por el 0'10 
por 100 de su valor los actos y contratos s8l- 
guientes: 

Primero. La extinción de la hipoteca que se 
constituya para garantir la recaudación de fon- 
dos ó valores de la Hacienda pública y la de la 
que lo esté en favor de la Administración. 

Segundo. La extinción legal de las servidam- 
bres personales y reales, entendiéndose por ex- 
tinción legal de las primeras la reunión de las 
mismas en la propiedad, y por extinción legal de 
las segundas la desaparición ó demolición del 

redio dominante ó del sirviente, ó la reunión de 
os dos en uno solo. 

Tercero. Las permutas de fincas rústicas, 
cuando cada una de éstas no exceda de tres hec- 
táreas de cabida, y además alguna de ellas resul- 
te acumulada á otra perteneciente con anterio- 
ridad á uno de los permutantes. 

Cuarto. Las aportaciones directas de bienes 6 
derechos reales verificadas por los cónyuges al 
constituirse la sociedad legal, así como al disol: 
verse legalmente dicha sociedad, las adjudica- 
ciones hechas á los cónyuges de la misma suma 
de bienes ó derechos reales aportados ó de las 
que les correspondan en concepto de ganancia- 
les. Las aportaciones verificadas por medio de 
terceras personas durante la suciedad conyugal 
ó ásu constitución, pagarán por el concepto la 
rídico en virtud del cual pasan á poder de los 
consortes. 

Quinto. La adquisición del ajuar de casa y de 
las ropas de uso personal, cuando se verifiquen 
por título de sucesión. 

Sexto (1). Las adquisiciones que realicen los 
establecimientos de beneficencia ó de instruc- 
ción sostenidos por fondos generales, provincia- 
les ó municipales, y las transmisiones destinadas 
á la creación ó sostenimiento de instituciones de 
enseñanza gratuita, annque sean de carácter 

rivado. Y también las primeras enajenaciones 

e fincas que se hagan por la Asociación de ca- 
ridad establecida en Madrid con el título de «La 
Constructora benéfica», y la compra de terrenos 
que la misma haga para sus construcciones. 

Séptimo. Las primeras enajenaciones de los 


(1) Derogado este núm. 6. por el art. 88, párrafos t.” 
y 5.2 de la ley de presupuestos de 1898 (AP. 1898, p. 407). 
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bienes que en la actualidad constituyen colo- 
nias agrícolas y poblaciones rurales, hechas 

r los fundadores de las mismas ó sus here- 

eros. 

El mismo tipo se aplicará á las primeras suce- 
siones directas de los mismos bienes, todo sin 
perjuicio de los derechos adquiridos á la a 
cación de la ley de 31 de Diciembre de 1881 y de 
lo que dispongan las leyes especiales que en ade- 
lante se dicten respecto á dichas colonias y po- 
blaciones. 

Octavo. Las adquisiciones hechas directa- 
mente de los bienes enajenados por el Estado en 
virtud de las leyes desamortizadoras de 1.” de 
Mayo de 1855 y 12 de Mayo de 1865. 

oveno. Las redenciones de los censos de 
igual procedencia verificadas con arreglo á las 
citadas leyes. 

Décimo. Las adquisiciones de bienes inmue- 
bles z derechos reales verificadas por las empre- 
sas de ferrocarriles en virtud de la ley de expro- 
piación. 

Undécimo. Las adquisiciones de igual clase 
de bienes 7, derechos reales realizadas por las 
empresas de canales de riego, según lo dispues- 
to en la ley de 8 de Agosto de 1866. 

Duodécimo. Las transmisiones de los citados 
bienes y derechos verificadas con arreglo a] Con- 
venio celebrado con la Santa Sede en 25 de Junio 
de 1867 sobre capellanías colativas, de patronato 
familiar, memorias, obras pías y otras fundacio- 
nes análogas. 

Décimotercero. Los contratos de transmisión 
de templos destinados al culto de la religión ca- 
tólica rl rl romana; así como los legados 
en metálico que para su construcción ó repara- 
ción se hagan. 

Décimocuarto. Los contratos de adquisición 
de terrenos que los Ayuntamientos y Diputa- 
ciones hagan para el ensanche de las vías pú- 
blicas. 

Décimoquinto. Las concesiones de aprove- 
chamiento de aguas que otorgue el Estado, y los 
contratos que sobre éllas lleven á cabo el Esta- 
do, las provincias y los Municipios. 

Décimosexto. Los actos do traspaso del dere- 
cho de explotación M los de transmisión en cual- 
quier forma de los ferrocarriles y canales de rie- 
fo, siempre que deban revertir al Estado con- 
cluído el término de las concesiones. 

Décimoséptimo. La constitución y extinción 
de las hipotecas en garantía del precio ó parte 
de él en las ventas. 

Art. 4.” Sólo el Estado gorará de exención 
del impuesto por la adquisición á su favor de bie- 
nes, valores ó derechos reales, de cualquiera cla- 
50 que sean. 

Las transmisiones de los edificios que se cons- 
truyan en las zonas de ensanche continuarán 
devengando la mitad de los derechos, según la 
e 26 de Julio de 1892 (1). 

todo caso satisfará el impuesto el que ad- 
quiera ó recobre el derecho gravado, 7 aquél á 
cuyo favor sereconozcan, transmitan, declaren ó 
adjudiquen los bienes y derechos. En los arren- 
damientos corresponderá dicho deber al arren- 
datario ó colono, salvo los pactos especiales en 
contrario. 

Art. 5.2 El impuesto recae sobre el valor de 
los bienes y derechos sujetos al mismo. 

El de los primeros se establece con relación al 
precio en venta, y el de los segundos con suje- 
ción á las reglas siguientes: 


(1) Acomodamos este párrafo dla rectificación hecha 
re p prada o O. de 3 de Noviembre de 1893.(Qace- 
e. 


1.* El del derecho de usufructo, el de la nuda 
propiedad, y de los de uso y habitación, el 25 
por 100 del valor de la finca. 

2.* En los usufructos de carácter general 
constituidos por testamento, abonará el usu- 
fructuario el por 100, y el nudo propietario 
el 75 por 100 restante, hasta completar el dere- 
cho correspondiente á la sucesión en su caso, 
con arreglo á la tarifa comprendida en el ar- 
tículo 2.” 

8.* Las servidumbres reales, por el 5 por 100 
del valor del predio dominante. 

El valor de los bienes que se transmitan por 
herencia, se fijará gr los efectos del impues- 
to, deduciéndose el importe de las deudas del 
causante, cuya certeza conste en escritura pú- 
Pres ó en otro documento de legitimidad nda. 

able. 

Art. 6.2 Los documentos referentes á toda 
clase de contratos, sean públicos ó privados, 
a-í como las informaciones posesorias ó de do- 
minio, se presentarán á la liquidación del im- 

usgsto dentro de los treinta días hábiles si- 

úientes al de su otorgamiento ó autorización. 

En igual plazo se presentarán los testimonios 
ó certificados de ejecutorias judiciales ó admi- 
nistrativas, á contar desde la fecha en que fue- 
ren ejecutorios. Cuando los documentos de que 
se trata se otorgasen en otra nación de Europa, 
el plazo para la presentación será de ocho me- 
ses; si lo fuesen en Africa ó América, dos años, 
ó si en Asia ú otros países, tres años. 

El plazo para la presentación de documentos 
relativos á herencias y legados será de seis meses 
ó de un año si se solicitare prórroga del delega- 
do de Hacienda en la provincia, á contar desde 
el fallecimiento del causante. Ouando la suce- 
sión se cause en otra nación de Europa, dichos 
plazos de seís meses ó de un año se ampliarán res- 
pectivamente á nueve meses y á año y medio; si 
ocurriere en Africa Ó América á un año y dos 
años, y si tuviere lugar en Asia á un año y medio 
y tres años. 

Las prórrogas, bien sean para la presentación 
de los documentos á la liquidación del impues- 
to, bien para la realización del pago, cuando su 
otorgamiento corresponde al Ministerio de Ha- 
cienda, llevarán aparejada la obligación de sa- 
tisfacer el 6 por 100 de interés de demora duran- 
te el tiempo por el que se utilicen, cuyos intere- 
ses no podrán condonarse. El Ministro podrá, 
no obstante, condonar en el caso en que se prue- 
be que la declaración de herederos está pendien- 
te de resolución judicial. 

Art. 7.2 Las multas, así por falta de presen- 
tación como de pago, no podrán exceder del 10 
por 100 sobre la cuota liquidada y se considera- 
rán impuestas de derecho por el mero transcur- 
so de los plazos legales, siendo por tanto liqui- 
dables y exigibles desde luego por los liquida- 
dores, á reserva de dar cuenta para su aproba- 
ción á los delegados de Hacienda, sin perjuicio 
de los recursos que los interesados estimen pro- 
cedentes. A los liquidadores corresponderá en 
dichas multas la tercera parte de las mismas. 

Los que incurrieren en ellas, aunque por cir- 
cunstancias extraordinarias debidamente com- 
probadas sean relevados de su pago, satisfarán 
precisamente en todos los casos por razón de de- 
mora el 6 por 100 de interés anual sobre el im- 
porte del impuesto liquidado. Igual interés abo- 
narán los que obtuvieran prórroga de los plazos d 
para la presentación de documentos, cuya pró- 
rroga no se otorgará sino por circunstancias 
muy atendibles. Exceptúanse, sin embargo, las 
prórrogas que con arreglo al art. 6.” de esta ley 
otorguen los delegados de Hacienda, las cuales 
no devengarán intereses. 
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No se concederán en adelante perdones gene- 
rales de multas sino en virtud de una ley. 

Los perdones, sean ó no generales, no alcan- 
zarán A la parte de multa correspondiente al 
denunciador y los individuales tampoco á la que 
se señala en las multas al liquidador. Tampoco 
podrán condonarse los intereses de demora que 
se liquiden conjuntamente con las multas. 

Art. 8. La Administración puede obligar 
por medio de apremio á la presentación de do- 
cumentos ó6 declaraciones de valores cuando 
haya terminado el preso legal para efectuarlo. 

or las oficinas liquidadoras se incoarán y 
tramitarán en todo caso las diligencias oportu-: 
nas contra cualquiera persona, Sociedad ó Cor- 

oración que resulte deudora á la Hacienda por 
alta de presentación de los documentos dentro 
de los plazos establecidos, utilizando al efecto 
los medios que se señalarán en el reglamento, 

ero cuidando de dar cuenta á la Delegación en 
a provincia de las diligencias que instruyeren, 
las cuales procurarán simplificar y perfeccionar 
en cuanto sea dable en beneficio de los intereses 
del Tesoro. 

Para hacer las notificaciones y demás reque- 
rimientos que exija la gestión del impuesto, 
tendrán derecho los liquidadores á utilizar la 
cooperación de los alcaldes y agentes ejecutivos 
6 de los funcionarios á quienes competa instruir 
los expedientes de apremio por débitos de con- 
tribuciones; debiendo remitir mensualmente á 
éstos últimos certificación de los individuos que 
se hallaren en descubierto, ya por el concepto 
de cuotas ó de intereses y multas liquidadas, á 
fin de que inmediatamente, y con arreglo á las 
disposiciones que regulan el procedimiento por 
débitos á la Hacienda, se incoen las diligencias 
de ejecución contra los interesados. De dichas 
certificaciones se enviará copia para su conori- 
miento á la Delegación de Hacienda en la pro- 
vincia. 

Art. 9. En las transmisiones á título lucra- 
tivo se comprobarán siempre los valores decla- 
rados, pero podrá sd piano la comprobación 

or el plazo máximo de un año, si el interesado 

o solicitare, viniendo en tal caso obligado á 
abonar el 6 por 100 de interés anual de demora 
entre el impuesto que pagase y el que se liqui- 
dara después de practicada la liquidación. La 
acción' administrativa de comprobación pres- 
cribe al año de la presentación de los documen- 
tos á liquidar cuando éstos son públicos y so- 
lemnes. En el reglamento se fijarán los casos en 
que debe procederse á la comprobación y los en 
gue corresponda sufragar los gastos de tasación 
al contribuyente ó á la Administración. 

Las oficinas liquidadoras aprobarán la com- 
probación del valor de los inmuebles cuando no 
exceda de 25.000 pesetas, y cuando además los 
valores que resulten de la comprobación sean 
menores que los declarados, ó siendo mayores, 
sean aceptados por el contribuyente; pero dán- 
dose cuenta en todo caso á la Delegación de Ha- 
cienda, la cual Arde dentro del plazo de un 
año, reclamar del liquidador el expediente de 
comprobación y hacer sobre él los reparos que 
sean procedentes, debiendo dictar siempre su 
resolución en el término de dos meses. 

No podrán hacerse alteraciones en los amilla- 
ramientos de la riqueza inmueble, sin la previa 
presentación del titulo ó documento en que 
conste la transmisión y el pago de los derechos 
correspondientes. Siempre que resulte una finca 
no amillarada, ó con mayor extensión superfi- 
cial de la que arroje el amillaramiento; y cuan» 
do por efecto de la tasación pericial aparezca 
un aumento de valor en los bienes sujetos al 
impuesto de derechos reales, el liquidador expe- 


dirá á cargo de los interesados la oportuna cer- 
tificación, á los efectos del amillamiento. 

Los peritos tasadores que se nombren para el 
jurisprecio de las fincas sujetas al impuesto de 
derechos reales, devengarán los mismos dere- 
chos y dietas que los señalados á los tasadores de 
fincas sujetas á la desamortización. En ningún 
caso el total de los derechos y dietas podrá ex- 
ceder del 20 por 100 del impuesto que por dere- 
chos reales pague la finca justipreciada. La ta- 
sación de los bienes inmuebles de todas clases, 
sujetos al referido impuesto, se verificará por 
peritos nombrados por el juez de primera ins- 
tancia competente, y los derechos y dietas que 
ba iaa tampoco podrán exceder del 20 por 
100 del impuesto que les corresponda. 

Art. 10. Los liquidadores del impuesto de- 
vengarán los honorarios que á continuación se 
expresan: 


a 
1.” Por el examen de todo documento que 
contenga hasta 20 folios, esté ó no 
sujeto al impuesto, y por la exten- 

sión de la nota correspondiente....  0'50 

Por cada folio que pase de 20........  0'05 


2.” Por la busca de antecedentes y expe- 
dición de certificación relativa al 
impuesto, á instancia de parte in- 
teresada ó por mandato judicial... 2 

Si la certificación ocupa más de una 
página de 25 líneas 4 20 sílabas, por 
cada página más, esté ó no ocupada 
integramente (1).......... des 

8.” Por la + uidación del impuesto el 1'50 

or 
esoro. 


Siempre que por voluntad del contribuyente 
se hagan dos liquidaciones por un mismo acto 
una provisional y otra definitiva, devengará el 
liquidador el premio por la diferencia entre la 
última y la provisional, si aquélla ascendiese á 
mayor suma, y por ningúíh motivo podrán los 
interesados diferir el pago del impuesto liqui- 

do, ni aun á pretexto de reclamación contra 
la liquidación practicada, sin perjuicio del de- 
recho á la devolución que proceda. Cuando la 
cuota é intereses no excedan de 25 pesetas, se 
dispondrá lo conveniente para facilitar la liqui- 
dación y el pago. 

Artículos adicionales. Primero. Las dis- 
posiciones de la presente ley comenzarán á q de 

na desde 1.” de Octubre próximo, salvo 

o dispuesto en la disposición transitoria de la 
misma. 

Segundo. Los actos, herencias y contratos 
anteriores á dicha fecha que se presenten á li- 
quidar en el plazo de seis meses, á partir de 
la misma, se liquidarán por las tarifas vigen- 
tes en la época en que hubiese tenido lugar la 
transmisión legal, siempre que les fueran más 
favorables. Pasado este plazo, se liquidarán sin 
excepción con arreglo á la presente ley. 

Tercero. Los actos, herencias y contratos 
anteriores á 1.? de Julio del corriente año que 
se presenten á liquidar hasta el 31 de Diciem- 
bre del mismo, no devengarán multas ni intere- 
ses de demora, aun cuando estuviesen en ellos 
incursos. 

Si por alguno de dichos actos, herencias ó con- 
tratos se hubiere exigido multa ó intereses de 
demora, se entenderán ambas cosas condonadas, 
procediéndose á su devolución. 

Cuarto. El Ministro de Hacienda dictará las 


(1) Hemos tenido en cuenta la rectificación hecha 
la R. O. de 8 Noviembre 1892 (Gaceta 4 Noviembre). 
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disposiciones reglamentarias y demás que crea 
convenientes para la ejecución de esta ce: 

Articulo transitorio. El Gobierno, después 
de oirá Ja Diputación provincial de Vizcaya, 
en complimiento de lo prevenido en el art. 14 
de la ley de presupuestos de 29 de Junio de 
1887, y de resolver lo que sea procedente, seña- 
lará el día en que haya de principiar á exigirse 
el impuesto de 0'10 por 100 sobre las transmisio- 
nes de efectos públicos en que intervengan los 
agentes del comercio á que el Código mercantil 
en su art. 98 concede carácter de notarios. 

Aprobada por S. M.—Madrid 25 de Septiembre 
de 1892.—El Ministro de Hacienda, Juan de la 
Concha Castañeda.» (Gac. 1.” Octubre.) 
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Honorarios de liquidación; 10 

Iglesias. —V. Templos. 

Informaciones posesorias; 2. y 6,% 

Instrucción pública.—V. Beneficencia. 

Intereses de mora; 7.* y 9.* 

Jubilaciones: pensiones de Montepíos de nota- 
rios, gratificaciones, etc.; 1.%, núm. 9.%, y 2," 

Legado; 2." 

Legitima vidual; 2.” 

Legitimación.—V. Hijos. 

Liquidadores del impuesto; 10 

Mayorazgos: mitad reserva blo; 2. 

Memorias.—V. Capellanias. 

Minas: transmisión de acciones y obligaciones; 
1.*, núm. 5. 

Modificación.—V. Constitución. 

Mora.—V. Intereses. 

Muerte: las traslaciones por causa de ella, sobre 
ear muebles, ostán sometidas al impuesto; 
art. 1. 

Multas; 7. —Condonación; 3.” adicional. 

Notariado: actos notariales; 1.”, números 4. y 


o, y 2. 

Notificaciones; 8.* 

Nuda propiedad; 2.” y 5." 

Obligaciones. —V. Acciones. 

Obras pías.—V. Capellanias: Contratos adminis- 
trativos. 

Orfandades.—V. Jubilaciones. 

Pagarés; 2.” 

Parentesco: sucesión de los ascendientes, descen- 
dientes, cónyuges y colaterales; 2. 

Patronatos.—V. Capellanías. 

Pensiones de Montepios, Bancos y Sociedades; 
1.2, núm. 9.2 —V, Jubilaciones. 

Penstones vitalicias y a 2 

Perdones de multas; 7.” y 3. adicional. 

Peritos para el justiprecio de las fincas; 9.” 

Permuta; 2." 

Permutas de fincas rústicas; 3., núm. 3." 

Personas obligadas al pago del impuesto; 4.” 

Poblaciones rurales. —V. Colonias. 

Premio de liquidación; 10. 

Préstamos; 1., núm. 6.%, y 2.* 

Prohibición de enajenar; 1.”, núm. 7.*, y 2.2 

Prórrogas.—V. Términos. 

Reconocimiepto. —V. Constitución. 

Redenciones de censos; 3.”, núm. 9.* 

Renovaciones de préstamos; 1.”, núm. 6. 

Renta como base de liquidación del impuesto; 2. 

Retrocesiones; 2.* 

Retroventa; 2." 
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Reventa; 2." 

Ropas de uso personal; 3.”, núm. 5.” 

Secuestro; 1.*, núm. 7.*, y 2.2 

Sentencias; 6.2 

Servidumbres personales y reales; 
y 5.”, regla 8.* 

Sociedad legal de gananciales; 3.?, núm. 4.? 

Sociedades: bienes aportados á su constitución; 
2.—V. Jubilaciones. 

Subarriendos; 2." 

Subrogaciones; 2. 

Sucesiones; 2." 

Sustituciones fideicomisarias; 2. 

Sustitutos.—V. Sustituciones. 

Tasaciones.—V. Comprobaciones. 

Templos: transmisión y legados; 8.?, núm. 13. 

Términos para presentar documentos al impues- 
to; 6. y 8."—Para reclamar expedientes de 
comprobación; 9.—De seis meses para liqui- 
dar los actos pendientes de pago; 2.” adicional. 

Títulos y cédulas hipotecarias; 2.* 

Traslacitones de dominio y derechos reales; 1.” 

Uso y habitación; 5.* 

Usufructo; 5.”, reglas 1.* y 2.*—De fiduciarios en 
las sustituciones fideicomiegarias;2.”- Vidual; 2. 

Valores industriales y mercantiles: transmisión; 
1., núm. 5.*, y 2.* 

Vínculos. —V. Mayorazgos. 

Viudedad del cónyuge sobreviviente; 2.2—V. Ju- 
bilaciones. 


RE. D. 25 Septiembre 1882. 
Reglamento y tarifas del impuesto de derechos reales. 


- Aprobó este Real decreto, con carácter provi- 

sional, el reglamento general para la ejecución 
de la reforma de la legislación del impuesto de 
derechos reales, decretada con esta misma fecha. 
La ley de presupuestos de 1893 en sus arts. 83, 85, 
86 y 48 (Ar. de 1893, ps. 404 y siguientes), hizo 
algunas modificaciones en las Eb anterior- 
mente insertas, de 80 de Junio y 25 Septiembre, 
y en el reglamento, y por R. D. de 28 de Agosto 

e 1893 (Ar., p. 518), se redactaron de nuevo, en 
congruencia con dichas modificaciones, los ar- 
tículos del reglamento que sufrieron alteración 
pr: 2.*, 8.9, 21, 28 y 67, y 2.” á 4.” adicionales). 

oy rige el reglamento de 1.” de Septiembre 
de 1896, inserto en el Ar. de 1896, págs. 466 y si- 
puentes: dictado por virtud de las reformas 

echas en el impuesto por el art. 2.” de la ley de 
80 Agosto del mismo año 96. (Ar. de 1896, pá- 
-gina 429.) 

Tarifa general del impuesto de derechos reales. 
A la tación unida al reglamento de 25 Septiembre 
de 1892, sustituyó la publicada con el R. D. de 28 
de Agosto de 1898, comprensiva de los actos y 
contratos sujetos al impuesto desde 24 on 
bre de 1798, é inserta en las páginas 515 á 529 del 
Arénpice de 1898; pero hoy ne la publicada 
con el reglamento vigente de 1896, y que puede 
consultarse en las ps. 486 y siguientes del Arén- 
DICE de 1896. 


R. O. 8 Noviembre 1892. 
Rectificación oficial de la ley y reglamento de 1893. 


Habiéndose padecido algunos errores materia- 
les al publicarse la ley y el reglamento, se dis- 

uso por esta Real orden anunciar en la Gaceta 
as correspondientes rectificaciones y la repro- 
ducción íntegra du la tarifa, en la cual también 
secometieron e da insignificantes errores (1). 
(R. O. 3 Noviembre 1892.—Gac. 4 1d.) 


>, núm. 2., 


(1) Hemos insertado la ley de 25 Septiembre 1892, ate- 
OS á las rectificaciones acordadas por esta Real 
orden. 


Jurisprudencia contencioso-admíinistrativa. : 


22 Junio o Julio 1891. Legados de cantidad abo- 
nables con el importe de valores de la Deuda inglesa.— 
Están sejetos al ¿impuesto de derechos reales aun cuando 
se haya aborado en Inglaterra el de constatación. 


Doña Susana Benítez falleció bajo testamento en 
el que legó á su sobrina doña Susana 300000 pesos; 
á doña Angeles 250.000 y la misma cantidad á doña 
Josefa; disponiendo, según un ejemplar del testa.- 
mento, que esos cos se asegurasen por medio 
de inscripciones de los mismos consolidados ingle- 
ses que ella poseía, y según otro ejemplar, que los 
mismos legados se tomaran de los consolidados in- 
gleses, inscribiéndolos á nombre de los interesados. 

ara cumplir esta disposición, los albaceas y bere- 
deros enajenaron las inscripciones de la Deuda in- 
glesa, y con sa precio adquirieron tres inscripcio- 
nes nominativas de Deuda francesa al 3 por 100, que 
depositaron en el Banco á favor de los interesados. 
Presentado el documento á la liquidación del im- 
puesto, el liquidador giró la que estimó procedente, 
contra la cual reclamó la testamentaría ante la 
Delegación de Hacienda, pidiendo que se declarase 
nula la 'operación, y los legados exentos de dere- 
chos, en razón á que el capital relicto por la testa- 
dora estaba constituido en sa mayor parte por ti- 
tulos de la Deuda inglesa, que había sido preciso 
enajenar para satisfacer las mandas hechas por 
ella; por lo cual se satisfizo en Inglaterra el dere- 
cho llamado constatación, semejante al de derechos 
reales en España. Confirmada la liquidación en vía 
gubernativa, acudieron las interesadas á la conten- 
ciosa, donde se absuelve á la Administración: 

«Considerando: que atendido el texto expreso de 
la disposición testamentaria otorgada por dona Su- 
sana Benítez de Lugo, no puede quedar duda de que 
los legados en ella constituidos á favor de los de- 
mandantes son de cantidad y como tales, se hallan 
anStos al impuesto de derechos reales: 

onsiderando: que para la procedencia del pago 
de este impuesto no obsta la circunstancia de que 
estos legados se hayan satisfecho con el importe de 
la venta de los valores de la Deuda inglesa, porque 
ara la declaración de exención sería preciso que 
os legados hubiesen consistido en dichos valores, 
y no en cantidad en metálico, ó lo que es lo mis- 
os qus los legados fueren especificos y no de can- 
idad: 

Considerando: que no pass fundarse la exención 
pretendida en el hecho de haber pagado en Ingls- 
terra el impuesto de constatación, porque no existe 
disposición alguna legal que exima por tal motivo 
del pago de derechos reales en España: 

Considerando: que, por lo expuesto, siendo los le- 

ados de cantidad, no habiéndose dejado en calidad 

e tales legados los mismos títulos de la Denda in: 
rs ni habiéndose entregado éstos directamente 

los legatarios, no se puede invocar con fundamen: 
to el precepto del art. 88 del reglamento del impues- 
to de derechos reales.» (Sent. Y Junio 6 Julio 1891.— 
Gac. 10 Noviembre, p. 238.) 


40 Octubre 1891. Liquidaciones provisionales s0- 
bre contratos sometidos al impuesto. No repugnan estas 
liquidaciones al espiritu del reglamento, A concep” 
tuarse con tal carácter de provisionales que se prat 
tícan cuando no es posible determinar de pronto la cuan: 
tía del contrato, teniendo el contribuyente derecho á ls 
devolución de lo satisfecho de más. 


Don Joeé Noguera contrató con el Ayuntamiento 
de Madrid el suministro de cuñas de pedernal... 
calculándose el gasto en 150.000 pesetas anuales; y 
presentada la escritura que se otorgó al impuesto, 
giróse óste sobre la cantidad de .000 pesetas h 
que alcanzaban los precios periódicos durante los 
cuatro años de duración del convenio. Pero como 
terminado el suministro resultara que óste sola: 
mente importó 191.985 pesetas 14 céntimos, pidió ls 
Municipalidad que se le devolviese por la Hacienda 
lo satisfecho de más como impuesto de derechos 
reales. Denegada tal solicitud en vía gubernativs, 
la reprodujo en la contenciosa, donde se accede á 
ella, con vista de los arts, 61, 141 y 144 del Reg. de 3l 
de Diciembre de 1881: 

«Considerando: que en la escritura otorgada entre 
el Ayuntamiento de Madrid y D. José Noguera... n0 
se determinó la cuantía del suministro, ni por tan: 
to la del precio tota!...; y si bien se calculaba pru- 
dencialmente el gasto en 150.000 pesetas anuales, 
tal cálculo se hacía, según resulta de la misma 68" 
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oritura, para determinar la cuantía de la fianza y 
sólo para este efecto: 

Considerando: que, en este concepto, la liquida- 
ción girada al tipo de 1 por 100 sobre las 600.000 pe- 
setas, no puede menos de estimarse como provisio- 
pal, supuesto que hasta la terminación del contra- 
to no era posible conocer con exactitud la cantidad 
invertida por el Ayuntamiento en la adquisición de 
enñas; y por tanto, sólo entonces cabía practicar la 
liquidación definitiva, para devolver al Ayunta- 
miento lo percibido de más ó exigirle las cantida- 
des que fueran procedentes, según que el suminis 
Es hubiere sido menor ó mayor que las 800,000 pe: 
setas: 

Considerando: que aun cuando el reglamento de 
31 de Diciembre de 1881 sólo trata de las liquidacio- 
nes provisionales, refiriéndose á las adquisiones 
mortis causa, no prohibe nitampoco repugna á su 
espiritu, que tales liquidaciones se giren cuando, 
como en el presente caso, no es pos. ble determinar 
desde luego la cuantía de los actos sujetos al im- 
puesto: 

Considerando: que, en eu consecuencia, y dado el 
carácter de provisional que no puede menos de atri- 
buirse á la liquidación de que se trata, no cabe afir- 
mar que el Ayuntamiento reclamó extemporánea- 
mente, después de la terminación del contrato, por- 
que la tenía consentida en el hecho de no haberla 
impugnado dentro de los quince días que señala el 
art. 141 del reglamento en razón á que tratándose 
deliquidación provisional que sólo producía anti. 
cipo de pago á cuenta de la definitiva, no era sus- 
dl Ac de tal impugnación: 

nsiderando: que, terminado el contrato en 80 
de Junio de 1888, las instancias de 17 de Noviembre 
siguiente, y del 20 de Febrero de 1859, resultan pre- 
sentadas dentro del año, que el art. 144 del citado 
reglamento señala para reclamar las cantidades 
que por razón del impuesto se hayan satisfecho de 
pa úl 10 Octubre 1891.—Gac. 12 Agosto 1692, 
pág. ult.) 


13 Octabre 1891. Obligacionistas del ferrocarril 
de Alar 4 Santander: Están en el deber de satisfacer el 
impuesto por la hipoteca constituida sobre dicha linea 
para asegurar el pago delas obligaciones que representan 
el precio de la venta de la misma d la Compañía del fe- 
rrocarril del Norte. 


Asi se establece en esta sentencia, dictada con 
vista del Apéndice letra C, bases 2.* y 5.1 de la ley de 
2 de Diciembre 1672 y de la R. O. de 2 de Junio 1876, 
Como fundamento se aduce: 

«Que sí bien por la ley especial de concesión del 
ferrocarril de Alar á Santander, se le concede la 
exención de cualquier tributo 6 impuesto ordinario 
y extraordinario, este beneficio es para la cosa mis- 
ms, ála cual va siempre adherido, y con ella pasó 
ála Empresa compradora, pero no para los acreedo- 
res de ésta, que son los que adquieren el derecho de 
hipoteca, y á los cuales no les alcanza aquella exen- 
ción, por lo que vienen obligados al pago del im- 
puesto de que se trata: 

Que la enajenación del ferrocarril de Alar á San- 
tander, es un acto jurídico, al cual puede ir agrega- 
do el de constitución de hipoteca, sin confundirse 
eon 61, y las relaciones de derecho que nacen de uno 
y Otro, son tan distinfas, que mientras aquél trans- 
fiero el dominio de la línea á la Empresa del Norte, 
éste crea un derecho real que limita tal dominio en 
favor del vendedor para asegurare!l pago del precio: 

Que la Compañía del ferrocarril de Alar á Santan- 
der se extinguió y desapareció al verificar la enaje- 
nación de dicha línea, y las exenciones y privilegios 
que ésta tuviese, pasaron á la del Norte, en la cual 

quedado refundida; no siendo hoy los demandan- 
tes más que una Comisión de obligacionistas que 
tiene por objeto velar por el cumplimiento de los 
compromisos contraidos por la última Compañía 
en la escritura de venta.» (Sent. de 18 Octubre 1891.— 
Gac. 12 Agosto 1882, p. 819.) 


19 Enero 18909. Reclamación deducida en tiempo 
habil, pidiendo la devolución de derechos. Se estima veri- 
Acada en tiempo Mábil una reclamación, porque se pro- 
dujo dentro del año fijado por el art. 144 del Regl. de 81 
de Diciembre de 1881, d contar desde la fecha en que tuvo 
lugar el pago. 3 

Fallecido D. José Vicente del Abad bajo testa- 
mento en el que instituyó herederos por mitad, á 
su esposa doña (Fregoria Conti y á su bijo adoptivo 
D. Josó María del Abad, se presentó la escritura de 
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ciones en la oficina liquidadora del impuesto 
e derechos reales, la cual liquidó respecto del don 
José María por el núm. 202 de la tarifa al 9 por 100. 
Satisfecho el importe de la liquidación practicada 
el día 14 Agosto de 1888, acudió doña Gregoria á la 
Delegación de Hacienda de esta corte el 11 de Mayo 
de 1859, como albacea testamentaria del menor don 
José, reclamando contra la liquidación practicada 
y pidiendo se le devolviese la cantidad que rosulta- 
ra satisfecha de más por haber aplicado al efectuar 
aquélla el tipo de 9 por 100, señalado en la ley para 
la herencia de los extraños, en vez del 1 por 100 que 
con arreglo á derecho debía haber servido de base 
á la liquidación. Denegada esta instancia por el de- 
legado de Hacienda, que estimó la liquidación bien 
girada, ó interpuesto el recurso de alzada por el in- 
teresado, se dictó R. O, en 12 de Septiembre de 189, 
desestimando dicha alzada por no haber sido recla- 
mada en tiempo hábil ia liquidación, que por con- 
siguiente quedó firme. Contra la anterior Real or- 
den entabló demanda contencioso-administrativa 
D. José María Abad, con la súplica de que fuese 
aquélla revocada, y en su lugar se declarase que por 
haber acudido el interesado en tiempo y forma á la 
Delegación de Hacienda solicitando la devolución 
del exceso, y por tener el concepto legal de hijo le- 
gítimo para los fines del impuesto, debía serle de- 
vuelta la diferencia que existía entre la liquidación 
verificada al 9 por 100 y la que al 1 por 100 hubiera 
de practicarse. El Tribunal, con vista de los artícu- 
los 141 y 144 del Reg. de 31 de Diciembre de 1881 y 4.9 
y 48 de la ley de 13 de Septiembre de 1858, falla lo 
siguiente: 

«Considerando: que por limitarse la Real orden 
impugnada á desestimar el recurso de alzada que 
interpuso D. José Muría Abad contra el acuerdo 
del delegado de Hacienda, en relación á que la li- 
quidación no fué reclamada en tiempo hábil, no 
existe posibilidad legal en ningún caso de que se 
resuelva por el presente pleito la cuestión de fondo, 
Óó sea la que se refiere Áá determinar si tiene ó no de- 
recho el demandante á que se le devuelva lo que 
estima pagado de más á consecuencia de la liquida- 
ción girada, porque esta cuestión, no decidida en la 
Real orden, no ha sido objeto de resolución defini- 
tiva en el expediente: 

Considerando: que en cuanto al único punto re- 
suelto en la vía gubernativa y que puede ser por 
tanto objeto del fallo en este litigio, que por tra - 
tarse de una reclamación en la cual se pide la de- 
volución de la cantidad que el actor entiende sa- 
tisfecha de más á causa de habérsele aplicado en la 
liquidación un concepto distinto del que cree co- 
rresponderle, y un tipo correlativo superior á aquél, 
por que á su juicio debe tributar, se halla este caso 
comprendido en los preceptos del art. 144 del regla- 
mento de 31 de Diciembre de 1881, y en su consecuen- 
cia, y habiendo el interesado reclamado contra la 
liquidación en 11 de Mayo de 1£89, ó sea antes del 
término de un año, fijado en dicho artículo, y que 
ha de contarse con arreglo al núm. 4. del mismo, 
por no ser necesaria providencia que sirva de punto 
de partida desde 14 de Agosto de 1888, fecha en que 
se efectuó el pago, debe entenderse que la reclama- 
ción se verificó en tiempo Hábil para que surtiera 
sus efectos legales: 

Considerando: en virtud de lo expuesto, que la al- 
sada de D. José María Abad contra el acuerdo del 
delegado de Hacienda no ha poo legalmente ser 
desestimada en la R. O. de 12 de Septiembre de 1889, 
en el concepto que lo ba sido, sino que ha debido 
ser resuelta en el fondo de la misma, y que lo pro- 
cedente en la actualidad es reponer el expediente 
al estado que se hallaba cuando la Real orden im- 
pugnada se dictó...: 

allamos: que debemcs revocar y revocamos la 
Real orden expedida por el Ministerio de Hacienda 
en 12 de Septiembre del $9, dd iaa el expediente 
al estado en que seencontraba cuando fué dictada, 
á fin de que se resnelva en el fondo la alzada inter- 
puesta por D. José María Abad y Jimeno, y decla- 
rando que no ha lugar á lo demás que en la deman- 
da se pretende » (Sent. 18 Enero 1892.—Ga:s. 18 y 17 
Septiembre, p. 14.) 


182.20 Febrero 1898, Cuestión sobre si alcanza 4 
un hospicio asilo de fundación particular la exención del 
impuesto conforme al reglamento de 1873, aplicable al 
caso. 

Fundada una obra pía en Rute por D. Juan Cri- 
sóstomo Mangas «para el culto de mon y limosnas 
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para el infante, el enfermo, la viuda, el buérfano y 
el anciano desvalido...» y muerto elinstitnidor, se 
pidió exención por la transmisión de los bienes do- 
tales del establecimiento. Denegada tal solicitud en 
vía gubernativa y reproducida en la contenciosa, el 
Tribunal absuelve á la Administración de la de- 
manda: 

«Considerando: que el hospicio asilo de Rute eri- 
gido en virtud del testamento de D. Juan Crisósto- 
mo Mangas, adnque de carácter esencialmente be- 
néfico, no tiene la naturaleza propia de las institu- 
ciones de instruccion pública, según demuestra el 
texto mismo de las cláusulas fundacionales, para 
que pueda disfrutar de la exención del impuesto de 

erechos reales y transmisión de bienes otorgada en 
eln úm. 8.*, art. 28 del Reg. de 14 de Enero de 1873...» 
(Sent. 12-20 Febrero 1892.—Gac. 25 Septiembre, p. 67.) 


26 Abril 18938. Los hijos adoptivos tenian la consi- 
deración de legítimos por la ley de Partida; y por lo tan- 
to la adquisición que hicieran de los bienes de sus padres, 
á título de herencia, tributaba por el 1 y no por el 9 por 
200 aplicable á los extraños (1). E 


Don Modesto Gosálvez falleció bajo testamento» 
en el que instituyó por herederos á sus tres hijos 
adoptivos; y habiéndose girado el impuesto corres- 

ondiente á la transmisión al tipo del 1 por 100, se 

eclaró lesivo este acuerdo para el Estado, y el fis- 
calle impugnó ante el Tribunal Contencioso-admi- 
nistrativo, alegando que para los fines del impuesto 
dichos bijos eran extraños, y la liquidación debió 
hacerse al tipo del 9 por 100. El Tribunal absuelve 
á los demandados, con vista de la ley 7.2, tit. VII 
del proemio deí tít. XVI, Part. 4.*, y de los arts. 2 ¿ 
e LES cd y 20 y 49 del reglamento de 31 de Diciembre 

e : 


«Considerando: que causada la sucesión de D. Mo- 
desto Gosálvez en 25 de Mayo de 1867, es indudable 
que la legislación civil aplicable al caso para de- 
terminar el grado de parentesco entre aquél y sus 
herederos, es la contenida en los antiguos Códigos, 
y no la establecida en el novíisimo Código civil, que 
no empezó á regir hasta 1. de Mayo de 1889: 

Considerando: que la ley 7.*, tít. VII de la Parti- 
da 4.”, después de expresar que el porfijamiento 6 
la adopción es una manera de parentesco, añade 
que tal parentesco es dicho, según las leyes alle- 
qonso derecho de porfijamiento que hacen los hom- 

res con el deseo de dejar quien herede sus bienes, 
y expresando la frase alleganza derecho el vinculo 
que nace de las justas nupcias, no puede dudarse 
que la ley de que se trata otorga á los hijos adopti- 
vos la propia consideración que á los legítimos, 

es que se corrobora en el proemio del títu- 
o XVI de la misma Partida, al expresar que por- 
fijados son una manera de hijos que Jos hombres 
reciben por hijos, aunque no nacen ellos de casa- 
miento: 

Considerando: que atribuido por la ley civil on- 
rácter de hijos legítimos á los adoptivos, sin duda 
alguna los demandados se hallan comprendidos 
para los efectos del impuesto en el concepto de «as- 
cendientes y descendientes legítimos», y por tanto 
deben contribuir por la herencia del padre adoptan- 
te al tipo de 1 por 100, que la ley establece.» (Sent. 26 
Abril 1892.—Gac. 6 Noviembre, p. 213.) 


IMPUESTO DE DERECHOS REALES EN 
ULTRAMAR. (Dicc.,t. V, págs. 1.217 y 1.221.) 


Ley de presupuestos de Cuba de 80 Junio 1892. 


«Art. 7.2 El Gobierno queda facultado, sién- 
dole obligatorio el ejercicio y cumplimiento de 
esta autorización: 

1. Para aplicar á la isla de Cuba las reformas 
hechas y las que se lleven á cabo en la legisla- 
ción de la Península respecto al impuesto de de- 
rechos reales, con las modificaciones que sean ne- 
cesarias. 

Los actos y contratos otorgados antes de 30 de 


(1) Por el Código civil no hay otros hijos legítimos que 
losnacidos de matrimonio conformed los arts. 108 d 114. 
Para los adoptivos establece un concepto especial de tri- 
butación al tipo de 2 por 100 el art. 2." de la ley de 25 de 
Septiembre de 1892. Véanse también los arts. 30, 21 y 49 
del reglamento vigente de 1896. 


Junio de este año, que no se hubiesen presenta 
do á la liquidación y pago del impuesto dentro 
de los plazos legales; los que presentados se 
hallen pendientes de la declaración oficial de ls 
multa, ó ya impuesta no se hubiera ingresado, 
quedan libres de toda responsabilidad, si los in- 
teresados pagaran los derechos liquidados en su 
totalidad antes de 81 de Digiembre de este año. 
No se hallan comprendidos en esta condonación 
los intereses de demora.» 


R. D. 7 Julio 1882. 
Aprobando el reglamento del impuesto. 


(ULTRAMAR.) «Artículo único. Se aprueba el 
adjunto de da provisional para el cumpli- 
miento de la ley de presupuestos de la isla de 
Cuba de 30 de Junio último, art. 7.*, caso 8.”, que 
autoriza al Gobierno para reformar el impuesto 
de derechos reales en armonía con lo establecido 
en la Península. 

Dado en Palacio á 7 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. 17 Julio.) 


(A continuación inserta la misma GCaceta el re- 
glamento para la administración y realización 
del impuesto de derechos reales y transmisión 
de bienes de la isla de Cuba, que en virtud de lo 
dispuesto en el art. 4.” de la ley de presupuestos 
había de cobrarse desde 1.” de Julio.) 


IMPUESTO DE EMBARQUE Y DESEM- 
BARQUE DE VIAJEROS. Nos hemos referi- 
do á este impuesto en el Dics., t. V, ps. 1.211 y 
1.221, haciendo relación de las siguientes dispo- 
siciones: 


Ley de presup. de Cuba de 30 de Junio 1893. 


«Art. 15. Se establece el impuesto de un peso 
por cada pasajero que salga de la isla de Cuba 
en duque de cualquier clase y bandera con des: 
tino á los puertos del extranjero, v el de 25 cen- 
tavos de peso cuando aquéllos se dirijan á los de 
la Península ó provincias españolas de Ultra- 
mar. Igual impuesto proporcional pagarán los 
que entren en la isla, según procedan del extran- 
jero ó de la Península ó provincias españolas de 
Ultramar Satisfarán éste impuesto los buques 
en la forma actualmente establecida.» 


Ley de presup. de Puerto Rico de 80 Junio 1802 


«Art. 6. Se establece el impuesto del 10 por 
100 sobre tarifas de viajeros por ferrocarriles y 
vapores de cabotaje.» 

«Art. 11. El impuesto de embarque y desem- 
barque de viajeros será de un peso por cada ps 
sajero que salga de la isla de Purto Rico en bu: 
que de cualquier clase y bandera con destino á 
los puertos del extranjero, y'el de 25 centavos de 
peso cuando aquéllos se dirijan á los de la Pe- 
nínsula ó provincias de Ultramar. Igual impues- 
to proporcional pararón los que entren en la 
isla, según procedan del extranjero ó de la Pe- 
nínsula ó provincias españolas de Ultramar.» 


IMPUESTO DE FABRICACION DE CE- 
RILLAS FOSFÓRICAS. Véase Fósrono. 


IMPUESTO ESPECIAL SOBRE EL AlL- 
COHOL. Con arreglo al art. 10 de la ley de pre- 
supuestos de 1892, los alcoholes, aguardientes, 
licores y demás líquidos espirituosos importa- 
dos del extranjero y de Ultramar, y los elabora- 
dos en la Península é islas adyacentes, quedaron 
gravados con un impuesto especial sobre el al- 
cohol. Este impuesto afecta á la fabricación y á 
la industria de venta al por menor, siendo in- 








dependiente del que grava el consumo personal, 
no pudiendo ser, por tanto, objeto de recargos 
provinciales ni municipales, ni en concepto de 
gastos de administración ni recaudación (1). El 
reglamento para la administración y cobranza 
del impuesto especial se aprobó con carácter 
provisional por Real decreto de 26 de Noviem- 
bre de 1892; pero reformado el impuesto por el 
art. 46 de la ley de presupuestos de 1893 (Ar. de 
1893, p. 404), que creó uno de patentes de elabora- 
ción en sustitución del especial que satisfacian 
los alcoholes vínicos, determinando el régimen 
de tributación de los de mieles y melazas, etcé- 
tera, etc., se dictó en 29 de Agosto de 1893 otro 
reglamento, también provisional, para la impo- 
sición, administración y cobranza del impuesto 
especial sobre el alcohol (2) (Ar. de 1898, ps. 557 
y siguientes), además del cual deben tenerse pre- 
sentes: el R. D. de 8 Febrero 1891 (Ar., p. 46), re- 
formando la tarifa de clasificación de patentes 
para la expendición de alcoholes al por menor á 
que se refiere el art. 10 de la ley de presupuestos 
de 1892, la R. O. de 12 Julio de 1895 (Ar. de 1895, 
pág. 463), reformando algunos preceptos de dicho 
reglamento, por virtud de las modificaciones que 
los arts. 51 y 52 dela ley de presupuestos de dicho 
año (Ar. de 1895, ps. 428 y 429) introdujeron en 
las bases que regulan la administración y co- 
branza del impuesto; y el art. 4. de la ley de 
modificación de impuestos de 30 Agosto de 1896. 
(Ar. de 1896, p. 428.) 


Ley de presupuestos 80 Junio 1892. 

Creación del impuesto especial sobre el alcohol: Su alcan- 

ce: Alcoholes de vino y alcoholes industriales: Aguar- 

¿licores y demds bebidas alcohólicas de produc- 
ción y procedencia ultramarina: Percepción del impues- 
to: Intervención de la fabricación de bebidas alcohóli- 
cas: Patentes de expendición al por menor de bebidas 

alcohólicas: Vigencia de la ley de 21 de Junio de 1889. 

«Art. 10. El Gobierno de S. M. creará un im- 

uesto especial sobre el alcohol, con arreglo á 

siguientes bases: 

Orartará dicho impuesto todo el alcohol que se 
elabore en la Península é islas adyacentes, ó se 
introduzca del extranjero y de las provincias de 
Ultramar en esta forma: 

Los alcoholes y aguardientes obtenidos por la des- 
iilación del vino 6 de los residuos de la uva, adeu- 
darán 25 céntimos de peseta por cada grado cen- 
tesimal de alcohol, en hectolitro. 

Los alcoholes y aguardientes industriales proce- 
dentes del extranjero, y los que se elaboren en 
la Península é islas adyacentes, pagarán por 
igual concepto una peseta por cada grado cente- 
simal de alcohol en hectolitro. 

Para los efectos de este impuesto se entenderá 
por alcohol 4 aguardiente industrial todo el que se 
extraiga de materia que no sea producto de la, 
Uva Ó de sus residuos. 

El aguardiente que fuere producto de las provin- 
cvas y posesiones españolas de Ultramar y proce- 
d:ere directamente de ellas, pagará 60 céntimos 

e peseta por grado centesimal de alcohol que 
contenga un hectolitro, hasta los 60 grados. El 





(1) Artículo 1.2 del reglamento de 26 Noviembre 1893. 

(2) Según el art. 8 * de este reglamento, el impuesto es- 
pe:ial sobre los alcoholes tiene por base las cuotas de con- 
tridución industrial y coexiste con ellas. 


IMPUESTO ESPECIAL SOBRE EL ALCOHOL. 


que pase de esta graduación pagará 85 céntimos 
por cada grado que contenga. Los licores y de- 
más bebidas alcohólicas de producción y proce- 
dencia ultramarinas pagarán una peseta por 
grado centesimal de alcohol que contengan. La 
graduación alcohólica se entenderá calculada á 
temperatura de 15 grados. 

El impuesto será exigido al verificarse por las 
Aduanas la importación en el territorio de la 
Península é islas adyacentes de los productos 
procedentes del extranjero y de las provincias y 

osesiones de Ultramar, quedando suprimido el 
impuesto transitorio que en la actualidad paga 
este artículo. 

En los productos que se elaboren en la Península 
¿islas adyacentes, se cobrará á la salida de las fá- 
bricas ó de sus almacenes especiales. 

La fabricación será intervenida, constante y 
directamente, determinándose la producción im- 
ponible por medio de los aparatos contadores 
que designe la Administración. Cuando en una, 
misma fábrica se destilaren productos de la uva 
y Otra cualquier sustancia, pagarán todos los 

roductos que en dicha fábrica se hubiesen ela- 
borado por el impuesto del alcohol industrial. 

Podrá realizarse la cobranza por medio de enca- 
bezamientos, arriendos parciales, 6 conciertos es= 
peciales, siempre que únicamente se trate del im- 
puesto sobre alcohol de fabricación nacional que 
sea procedente de la uva ó de sus residuos. 

Los vinos extranjeros de más de 15 grados cu- 
biertos centesimales paRoran á su importación 

or las Aduanas, en el territorio de la Penínsu- 
a ó islas adyacentes, una peseta en hectolitro 
por cada grado de los que excedan del indicado 
tipo. 

ara la expendición al por menor de toda clase 
de alcoholes, aguardientes, licores 7, demás bebidas 
espirituosas, exigirá, además de la cuota por 
contribución industrial, una patente, cuyo coste 
no será inferior á 5 pesetas, ni excederá de 250, 

Queda vigente, en todo cuanto no se oponga á 
las anteriores prescripciones, la ley de 21 de Ju- 
nio de 1889. 

El Ministro de Hacienda queda autorizado 
para modificar los reglamentos actuales en lo 

ue estime necesario para la ejecución de estas 

isposiciones.» Ñ i , 

Art. 11, párrafo último. (Dispone que el im- 

uesto establecido por el art. 10, no se exigirá á 
la mercancias que hubiesen sido expedidas di- 
rectamente para España antes de vencer las vein- 
ticuatro horas siguientes á la publicación en la 
Gaceta de Madrid de la ley que lo establezca.) 


BR. D. 2 Noviembre 1892. 
Aprobación del reglamento del impuesto. 


«Artículo 1.2 Con arreglo á las bases determi- 
nadas por el art. 10 de la citada ley de presupues- 
tos, se crea el impuesto especial sobre el alcohol, 
que será exigido desde el día 15 de Diciembre 
próximo. Este impuesto no se exigirá á los al- 
coholes que hayan sido expedidos directamente 

ara España antes de vencer las veinticuatro 
horas siguientes á la publicación de este de- 
creto. 

Art. 2.2 Se aprueba con carácter provisional 
el adjunto reglamento para la administración y 
cobranza del referido impuesto, hasta que, oído 
el Consejo de Estado, se dicte el definitivo. 

Dado en Palacio á 26 de Noviembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Hacienda, Juan 
de la Concha Castañeda.» 


—El reglamento del impuesto, publicado á con- 
tinuación del Real decreto, está derogado, como 
dejamos dicho en el ingreso, por el de 29 Agosto 
de 1898. Constaba de XI capítulos, cuyos epigra- 


276 


fos son: CapíTULO 1. Disposiciones generalos (ar- 
tículos 1. á 7.2)—Car. II. Importación (arts. 8.” 
4 18). —Car. 111. Fabricación: Disposiciones ge- 
nerales relativas á la misma (arts. 19 á 29) (1).— 
Cap. IV. Fabricación: Administración directa 
del impuesto por la Hacienda (arts. 30 ú 88).— 
Car. V. Fabricación: Encabezamientos gremia- 
les (arts. 39 4 46).—Car. VI. Fabricación: Concier- 
tos especiales por cómputo de elaboración reco- 
nocida (arts. 47 4 54).—Car. VII. Fabricación: 
Arriendo parcial del impuesto por localidades ó 
regiones (arts. 55 á 65).—Car. VIII. Patentes de 
expendición (arts. 66 á 71).—Car. 1X. Sanción 
penal (arts. 12 é 75)—CapP. X. Procedimiento 
para aplicar la penalidad (arts. 76 á 80).—Cari- 
uno XI. Contabilidad y estadística (artículos 81 
á 88). —DISPOSICIONES TRANSITORIAS (2), y UNA dis- 

osición final derogando el reglamento de 21 

e Junio de 1889 en cuanto se opusiera á 
sus disposiciones. (Se publicó en la Gaceta de 5 
Diciembre de 1892, y en la del 16 se insertó una 
rectificación.) 


R. O. 17 Diciembre 1892. 


Medios de circular libremente las mercaderias adquiridas 
antes del 15 del mismo mes. 


Con motivo de haberse omitido en el regla- 
mento anterior los medios de que habían de va- 
lerse los comerciantes, almacenistas ó especula- 
dores para que pudieran circular libremente las 
existencias de alcoholes y aguardientes en su 
poder procedentes de importaciones ó de com- 
pras efectuadas á fabricantes ó especuladores 
con anterioridad al día 15 del actual en que ha 
empezado á regir dicho reglamento, se dispuso: 

«1.2 Que... presenten en la Administración de 
Impuestos hoy propiedades de la provincia, en el 
término de ocho días, una declaración jurada por 
duplicado en que hagan constar su nombre, ape- 
Midos y domicilio, situación de los locales de al- 
macenamiento de los alcoholes ó aguardientes, 
cantidad de éstos en hectolitros y su graduación, 
expresando además que se obligan á permitir la 
entrada en los locales ó almacenes y dependen- 
cias, á de hora del día ó de la noche, á 
los agentes de la Administración, previa exhibi- 
ción del nombramiento que les acredite en el 





(1) El art. $0, citado en la disposición quinta transi- 
toria del de 29 de Agosto de 1893, determinó que «en el 

lazo de ocho días, á contar desde que se termine 
ainstalación de nuevas fábricas, y desde la publi- 
cación del presente reglamento respecto de las que 
se hallen establecidas en la actualidad, todos los 
fabricantes de aguardientes, alcoholes, líquidos es- 
pirituosos y de los compuestos de éstos, quedan 
obligados á presentar en la Administración de Im- 
puestos y Propicdades de la provincia una declara- 
ción jurada, por triplicado», comprensiva de ciertos 
datos Ajó el art. 21 para los fabricantes de líguidos 
alcohólicos procedentes de primeras materias, distintas 
del zumo de la uva y residuos de vinificación. 

(2) Dicen así: «El presente reglamento empezará 
á regir el día 156 de Diciembre próximo, y desde en- 
tonces se cobrarán los derechos del nuevo impues- 
to, correspondientes á todas las salidas de alcoholes 
de de fábricas, que tengan lugar desde la misma 

echa. 

Las Delegaciones de Hacienda y las Administra- 
ciones de Impuestos y Propiedades, dispondrán lo 
necesario para que los fabricantes de alcoholes pre- 
senten las declaraciones de existencias en el plazo 
de ocho días, fijado al efecto en el art. 94. 

El nuevo impuesto no se exigirá á los aguardien- 
tes y alcoholes que hubieran sido expedidos direo- 
tamente para España antes de vencer las veinticua- 
tro horas nos á la publicación en la Gaceta de 
Madrid del Real decreto de esta fecha que le esta- 
blece; pero los líquidos á que alcanza dicha excep- 
ción transitoria, satisfarán el que estableció la le y 
de 21 de Junio de 1889...» 


a 


IMPUESTOS... 


o [5 5 5 5 5 5 a 5 5 rr 


ejercicio de su cargo, y á facilitarles los datos 
que estimen necesarios. 

Y 2, Que un a de la referida decla- 
ración jurada se devolverá al interesado sella- 
da, numerada y firmada por la Administración, 
debiendo consignar en ella el día en que fué 
presentada y haberse sentado en un libro re- 
gistro. 

El interesado conservará dicho documento 
como justificante de las existencias, y al dorso 
mismo anotará, bajo su firma, las partidas que 
vaya dando al consumo ó á la venta. 

Este documento hará las veces de la carta de 
pago de los derechos que previenen los arts. 12 
y 36 del reglamento, y en su consecuencia, se 
expedirán con referencia á él los vendís que or- 
dena este último para que puedan circular libre- 
mente los liquidos.» (K. O. 17 Diciembre 18%.— 
Gaceta 18 ídem.) 


IMPUESTO DE CONSUMOS SOBRE LOS 
VINOS. Véanse en el Ar. de 1893, ps. 409 y 558, 
los arts. 24 y 47 de ley de presupuestos de dicho 
año y 6.” del reglamento del impuesto especial 
sobre el alcohol, de 29 Agosto 1893; en el Ar. de 
1894 el art. 4. de la ley de presupuestos de 1891 
(p. 424); el reglamento del impuesto sobre los 
vinos (p. 184), y en el Ar. de 1898 el epígrafe 
Alcoholes del sumario alfabético del reglamento 
vigente de consumos, de 30 Agosto 1896. (ArPÉx- 
DICE, p. 435.) 


IMPUESTO TRANSITORIO SOBRE TO- 
DAS LAS MERCANCIAS A SU ENTRADA 
EN LA ISLA DE CUBA. Se estableció por la 


Ley de presupuestos de Cuba 30 Junio 1892. 


«Art.8.? Se establece un derecho transitorio (1) 
de 10 por 100, á su entrada en la isla, sobre los 
artículos de toda procedencia, incluso la nacio- 
nal, que no sean de comer, beber ó arder, exigi- 
ble en las Aduanas sobre las cuotas señaladas 
á la importación en la segunda columna aran: 
celaria y recargos que se impongan. 

Se hace extensivo dicho impuesto transitorio 
al petróleo, que tributará según su graduación; 
satisfaciendo en tal concepto, además del dere- 
cho de Aduanas que le corresponda, el citado 
impuesto transitorio, siempre que sin tener en 
cuenta rectificación alguna por razón de tem- 

eratura, no llegue á la graduación de46 grados 
Banmé, y aumentándose el referido impuesto 
transitorio con un recargo de 30 centavos de 
a por grado que exceda de los 46 menciona- 

os y por unidad de 100 kilogramos. . 

Para la exacción de estos impuestos se suj8: 
tarán las mercancías á las formalidades de alo- 
ro y penalidades prevenidas en las Ordenanzas 
del ramo. 


IMPUESTO SOBRE LA FABRICACION 
DE LOS AZUCARES EN CUBA. (Dicc., t. v, 
pág. 1.218.) 

Ley de presupuestos de Cuba 80 de Junio 1892. 


Art. 14. Se establece un impuesto de fabrica- 
ción sobre los azúcares, cayo tipo de exacción será 
el de 10 centavos de peso por cada 100 kilogra- 
mos de azúcar blanca ó centrífuga, y 5 centavos 
sobre los 100 kilogramos de mascabado concen- 
trado ó mieles de purga (2). 





(1) La ley de 28 Junio 1895, párrafo último de su ar- 
tículo único autorizó la modificación del art. 8.9 de lo 
ley de 1892 arriba inserta. 

(2) Fué modificado este impuesto por el art. 13 de la 





IMPUESTOS... 


271 





E. D. 80 Julio 1892, 


Aprobó este R. D. la instrucción provisional 
para la aplicación de la ley anterior. (Se publicó 
en la Gaceta de 3 Agosto 1892.) 


IMPUESTO SOBRE ALCOHOLES Y BE- 
BIDAS EN ULTRAMAR, V. HacienDaA PÚBLI- 
CA EN ULTRAMAR, t. V, p. 1.215 del Diccionario. 


Ley de presup. de Puerto Rico de 30 Junio 1892. 
Gravamen municipal sobre el impuesto de bebidas. 


«Art. 22, Los Ayuntamientos no podrán gra- 
var el impuesto de'bebidas en cantidad superior 
sl 50 por 100 del derecho que la Hacienda exige. 
Se fija como mínimun para el recargo municipal 
el “'50 por 100 de la riqueza imponible, sirvien- 
do de base la evaluación de la misma, hecha por 
el Estado.» 


Ley de presup. de Cuba 30 Junio 1€92. 
Impuesto de consumos sobre bebidas. 


Art. 7. El Gobierno queda facultado siéndo- 
le obligatorio el ejercicio y cumplimiento de esta 
autorización... 7.” Para rectificar los tipos del 
impuesto de consumos sobre las bebidas, y esta- 
blecer el de expendición al por mayor y menor, 
en cumplimiento de lo prevenido en la ley de 
presup. de 18 de Junio de 1890, artículos adicio- 
nales, con arreglo á las tarifas siguientes: (Si- 
guen las tarifas de los derechos de consumos sobre 
bebidas y de patentes de expendición según la im- 
portancia de los establecimientos (1). 


IMPUESTO INTERIOR SOBRE LOS AZU- 
CARES Y GLUCOSA. Remitiéndonos al ar- 
tículo IMPUESTOS TRANSITORIOS, del Diccionario 
(tomo VI, p. 623), he aquí las disposiciones de la 
lev de presupuestos de 1892 sobre el impuesto de 
azúcares: 

Ley de presup. de la Península 30 Junio 1892 (2). 


«Art. 9.2 Con el carácter de impuestos equi- 
valente al de consumos, y en sustitución de los 
que hoy existen, con los nombres de transitorio 
¡de unicipal de produccción nacional peninsu- 

,se establece un derecho interior sobre los 
azúcares, en la forma siguiente: 


Pesetas. 
Azúcar y glucosa extranjeros, 100 ki- 
LOTA MOS +: veosiia nido da vara cc 200 
ldem producto de nuestras provin- 
cias y posesiones de Ultramar, 100 
KI OECAMOS a ads 383'50 
Idem de producción peninsular, íd.íd. 20 


El pago de este impuesto se verificará en las 
Aduanas para las procedencias extranjeras y de 
Ultramar; y respecto de las peninsulares, lo sa- 
tisfarán los fabricantes, calculando la produc- 
ción de azúcar sobre que haya de verificarse la 
exacción á razón de 5 por 100 de-la caña ó la re- 
molacha que las fábricas hayan trabajado. 





ley de presupuestos de 1898 (AP., p. 438) y suprimido por 
dl art. 1.2 de la ley de 20 de Febrero de 1898 AP. Pp. 4D. 

(1) Por R. D. 7 de Julio siguiente (Gac. 9 Julio), se 
aprodó con carácter de provisional la instrucción para 
la cobranza de patentes de expendición al por mayor y 
menor de alcoholes, aguardientes y licores, á que se refe 
re este artículo; pero fué derogada por R. D. de 19 de 
Enero de 1893 que aprobó una instrucción con carácter 
definitivo. (AP. de 1893, p. 26). V. ademds el art. 5.* de la 
ley de presup. de Cuba de 6 de Agosto de 1898 (AP., pd- 
cl rd y la de ley de 20 de Febrero de 1895 (AP., pd- 


(2) Véase el art. 5. de la ley de modificación de im- 
as 000 30 de Agosto de 1896 (AP. del mismo año, pd- 


Queda autorizado el Gobierno para celebrar 
conciertos por cuatro años con los fabricantes 
de producción peninsular, estimando el produc- 
to de 253 toneladas por hectárea y el 5 por 100 
de rendimiento. E 

Los exportadores para el extranjero de azúca- 
res refinados en la Península que acrediten pre- 
viamente por los medios que haya establecido 6 
establezca la Administración, que el azúcar re- 
finado que se exporta posa de azúcares ó 
mieles producto y procedencia de las provincias 
y posesiones de Ultramar, podrán exigir que se 
es abone el impuesto que hubieren satisfecho 
por las primeras materias, con un 20 por 100 de 
aumento por razón de merma y derechos de 
puerto, siempre que prueben por certificado 
consular que se ha recibido en un puerto ó pue- 
blo extranjero el producto de sus refinerías. 

Si no quisieran los exportadores percibir este 
importe directamente de la Administración, se 
les considerará la cantidad que represente el do- 
cumento de cobro que les otorgue la Hacienda 

ara el pago de los derechos que fija esta ley á 
a importación de los azúcares procedentes de 
las provincias y posesiones de Ultramar (1).» 


IMPUESTO TRANSITORIO SOBRE AR- 
TICULOS COLONIALES Y OTRAS MER.- 
CANCIAS. (Véase el artículo Impuestos TRAN- 
siTor10s, del Diccionario, tomo VI, p. 623.) 


. Ley de presup. de la Península 30 Junio 1892, 


«Art. 11. El derecho transitorio y el recargo 
municipal sobre algunas mercancías, establecí- 
dos por las leyes de presupuestos de 1876 á 1877 
y 1877 4 1878, se refunden en un solo impuesto, 
equivalente al de consumos, ampliándose á otros 
con arreglo á la siguiente tarifa: 


100 
kilogms. 
Pesetas. 
Bacalao.......... A 6 
Cacao de todas clases en grano.....,.. 45 
Idem molido, el en pasta y la manteca 
AO CACAO. crias odas 65 
Café en grano, producto y procedencia 
directa de nuestras provincias y po- 
sesiones de Ultramar...............- 60 
Café en grano no comprendido en la 
partida anterior........ IS 80 


Café molido, la raíz de achicoria tos- 

tada y sin tostar..........oo.o.o.o.o.o.. 140 
Canela de Ceylán y sus semejantes.... 160 
Canela de las demás clases............ 100 


Clavo en especia ...oo.ococooooooo.o. .. 70 
Nuez moscada con cáscara............ 20 
Idem dicha sin cáscara.....o.......... , 40 
PiniOntA. oniids ca oda das 120 
A aida 160 
Vainilla ecas es á 20 
ChocóolatO. natos tia 70 


El anterior impuesto se cobrará en las Adua- 
nas en la forma actualmente establecida. Los 
Ayuntamiontos no podrán establecer gravamen 
alguno sobre este impuesto. 

os nuevos impuestos establecidos por los 
precedentos arts. 9., 10 y 11, no se exigirán á las 
mercancías que hubiesen sido expedidas direc- 
tamente para España antes de vencer las veinti- 
cuatro horas siguientos á la publicación en la 
Gaceta de Madrid de la ley que los establezca.» 


(1) Véase sobre los dos últimos párrafos de este ar- 
tículo el APÉNDICE núm. 17 de las Ordenanzas de Adua- 
nas, inserto en la p. 902 del AP. de 1894. 
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E. O. 26 Julio 1892. 

Diectando reglas para el cumplimiento del art, 3. de la 
ley de presupuestos que crea el derecho interior sobre 
el azúcar y glucosa, en sustitución del transitorio y 
municipal, 

(Hac.) «Visto el expediente incoado por la su- 

rimida Dirección peneral de Contribuciones 
indirectas, con el fin de dictar las medidas con- 
venientes para el cumplimiento de lo preceptua- 
do en la vigente ley de presupuestos respecto de 
los extremos que se relacionan con la renta de 

Aduanas; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de acuerdo con lo pro- 
puesto por la Dirección citada y lo informado 
por la Intervención general de la Administra- 
ción del Estado y la Dirección general de Con 
tribuciones, se ha servido disponer que se adop- 
ten las reglas siguientes: 

1.* La liquidación del derecho interior creado 
por el art. 9.” de la ley de presupuestos para el 
azúcar y glucosa en sustitución del transitorio 
y municipal que quedan suprimidos, se verifica- 
rá á continuación del aforo, sin englobarle con 
éste, contrayéndose é interviniéndose en libros 
especiales; y suingreso se efectuará con manda.- 
miento especial Y como valores á cargo de la 
Dirección general de Impuestos. 

2.* Elimpuesto creado por el art. 11 de la re- 
ferida ley sobre las mercancías que en la misma 
se citan, y que sustituye al transitorio y muni- 
pal que la mayoría de aquéllas devengaba por 

as leyes de presupuestos de 1876-77 y 1877-78, se 
administrará en la misma forma prescrita en la 
regla anterior, relativa al azúcar; entendiéndose 

que los libros especiales para la contracción é 

intervención que en aquélla se enumeran com- 

oa todos los artículos que tienen derechos 

e CONSUMO. 

8.* En los estados de valores, notas de con- 
tracción, recaudación y débitos y telegramas de 
recaudación, figurarán las Aduanas en renglón 
separado y sin sumarlos con los demás conceptos 
de la renta los que correspondan á los expresa- 
dos derechos. 

4.* Las Aduanas formarán una estadística 
especial de los artículos que adeuden los cita- 
dos impuestos de consumo y remitirán á las De- 
legaciones de Hacienda de la provincia respec- 
tiva nota de los valores recaudados por tales 
conceptos. 

5.* Se considerará modificada la disposición 
8.* del Arancel vigente, suprimiendo de ella todo 
lo concerniente al azúcar. 

6. El caso 1. de la disposición 13 del cita- 
do Arancel queda reformado en la forma si- 
guiente: 

«Los exportadores para el extranjero de azú- 
cares refinados en la Península que acrediten 
previamente por los medios que haya estab!e- 
cido óÓ que establezca la Administración, que 
aquéllos provienen de azúcares ó mieles, pro- 
ducto y procedentes de nuestras provincias y 

osesiones de Ultramar, podrán exigir que se 
es abone el impuesto que hubiesen satisfecho 
por las primeras materias con un 20 por 100 de 
aumento por razón de mermas y derechos de 
puerto, siempre que prueben por certificación 
consular que se ha recibido en un puerto ex- 
tranjero el producto de su refinería; en el con- 
cepto de que si no quisieran los exportadores 
percibir este importe directamente de la Admi- 
nistración, se les considerará la cantidad que 
represente el documento de cobro que les otor- 
gue la Hacienda para el pago de los derechos 
que fija la ley de 30 de Junio de 1892 á la impor- 
tación de los azúcares procedentes de las pro- 
vincias y posesiones de Ultramar.» 


7.* El apéndice núm. 33 de las Ordenanzas 
de Aduanas quedará reformado del modo si- 
guiente: 

«Devolución de derechos por exportación de 
azúcares y premios por construcción de buques. 

Primera parte: Exportación de azúcar. 

Para obtener la devolución de los derechos de 
consumo del azúcar refinado en la Península é 
islas Baleares, á que se refiere el caso 1.” refor- 
mado de la disposición 13 del Arancel, deberán 
cumplirse los siguientes requisitos: 

A. El exportador presentará con las facturas 
de salida la instancia solicitando la devolución 
de los derechos de consumo satisfechos, acom- 
pañando un certificado expedido por la Aduana 
por donde se verificó la importación que expre- 
se todos los detalles del despacho de entrada 
hasta el ingreso en caja de los derechos; y otro 
certificado del fabricante, en el que se Justifi- 
que que el azúcar ha sido refinado en su fábri- 
ca y la fecha en que lo hubiese sido, en cuyo 
certificado deberá hacerse constar por la Admi- 
nistración de Contribuciones que el fabricante 
está matriculado y paga el impuesto industrial 
correspondiente. 

a Aduana verificará el reconocimiento, 
comprobará las cantidades y tomará muestras 
duplicadas, consignando el resultado del des- 
pacho en las facturas, así como también el pla- 
zo prudencial que se juzgue necesario para pre- 
sentar el justificante de que el azúcar ha llega- 
do al punto extranjero de destino. . 

C. Los interesados presentarán en dicho pla- 
zo un certificado consular acreditando la llega- 
da 6 importación del azúcar en el punto extran- 
jeroá que se destinó. 

D. Tan pronto como la Aduana reciba este 
último documento, lo remitirá á la Dirección 
general acompañado de todos los demás docu- 
mentos citados, con una de las muestras del 
azúcar, á fin de que dicho Centro disponga la 
devolución, previa ampliación de las pruebas 
justificativas si no resultase conformidad entre 
ls hechos y la documentación, quedando re- 
dactada como en la actualidad la segunda par- 
te del mencionado apéndice que se refiere á pri- 
mas por construcción de buques.» 

8.* Así los derechos de consumos que se enun- 
cian, como el de la misma clase llamado interior 
para el azúcar, se cobrarán lo mismo en la Pe- 
nínsula que en las islas Baleares y Canarias, 
verificándose en estas últimas en la misma for- 
ma que se cobran los del azúcar, esto es, direc- 
tamente por la Hacienda. 

9.* Con sujeción á lo O en el arti- 
culo 21 de la ley de 80 de Junio último, queda 
prohibida la importación de cerrillas fosfóricas 
y fósforos do todas clases, adicionándose en este 
sentido la disposición 14 de Arancel. 

Y 10. Previniendo el art. 37 de la referida ley 
que el comercio de cabotaje entre las provincias 
y posesiones de Ultramar y los puertos de la 

enínsula sólo podrá hacerse en bandera nacio- 
nal, las mercancias producto Y procedentes de 
dichas posesiones que se conduzan en buques 
extranjeros adeudarán los derechos del Arancel 
general, según tarifa, y los demás de consumo 
que procedan, no debiendo autorizar las Adua- 
nas de la Península é islas adyacentes cl embar- 
que en buques extranjeros de mercancías nacio- 
nales ó nacionalizados que no sean los expresa- 
dos en el art. 186 de las Ordenanzas del ramo. 

Asimismo es la voluntad de S. M. se PEOR 
á esa Dirección que en lo referente al art. 19 de 
la citada ley de presupuestos, relativa á colonias 
Aericolas, se entienda que hasta que no termine 
e A ES de las concesiones, ó éstas se declaren 
caducadas en los casos en que así proceda, á 
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virtud de la revisión de que trata el mismo ar- 
ticulo, quedan subsistentes las concesiones otor- 
gadas, ya porque las leyes no tienen efecto re- 
troactivo por punto general, ya porque la de 
presupuestos nada dice en contrario, limitándo- 
se á dejar en suspenso la facultad de conceder 
exenciones 6 minoración de contribuciones, ín- 
caer Cortes reformen la ley de 3 de Junio 
e ; 

De Real orden, etc.—Madrid 26 de Julio de 
1892.—Concha.—Sr. Director general de Adua- 
nas.» (Gac. 11 Agosto.) 


IMPUESTO SOBRE EL TABACO EN 
CUBA. (Dicc., t. V, p. 1.218.) 


Ley de presupuestos de 80 Junio 1892. 


«Art. 14. Se establecen... 2.? Un impuesto sobre 
el tabaco producido en la isla y preparado para 
la venta 6 pes la exportación, que no podrá 
exceder del 2 por 100 del valor del producto ela- 
borado ó del de los tercios de capa ó rama que se 
destinen á la exportación. 

El Gobierno dictará los reglamentos 6 instruc- 
ciones necesarias para la exacción de estos im- 
puestos (1), para cuyos gastos de recaudación 
queda autorizado, imputándolos al capítulo úni- 
co, artículo único de la sección 2.* del estado, le- 
tra C del presupuesto de gastos adicional,.que se 
declara ampliado á la cantidad necesaria para 
este objeto (2).» 


R. D. 80 Julio 1892. 
Instrucción provisional del impuesto sobre el tabaco. 


(ULTRAMAR.) «Artículo único. Se aprueba la 
adjunta instrucción con carácter provisional y 
hasta que, oído el Consejo de Estado, se dicte la 
definitiva, para la imposición y cobranza del 
impuesto sobre el tabaco, autorizado para la 
isla de Cuba por el art. 14 de la ley de 30 de Ju- 
nio de 1892. Dado en San Sebastián á 80 de Julio 
de 1892, — María Cristina.—El Ministro de Ultra- 
mar, Francisco Romero y Robledo.» 

(A continuación publicó la Gaceta 5 de Agosto 
la instrucción provisional.) 


IMPUESTO SOBRE GRANDEZAS Y TI- 
TULOS. (Diccionario, tomo VI, p. 609.) 


Ley 80 Junio 1982, 
Aumento del impuesto. 


«Art. 13. Se eleva á 40 por 100 en las sucesio- 
nes directas y á 50 por 100 en las transversales 
el recargo de 33, que estableció la ley de 28 de 
Diciembre de 1872, sobre las cuotas señaladas 
por el R. D. de 28 de Diciembre de 1846 para las 
sucesiones y creaciones de las Grandezas de Es- 
paña y títulos del Reino, y las autorizaciones 

ara su uso en España de preeminencias extran 
Jeras análogas. Se recargan asimismo hasta 50 
por 100 los derechos de concesión de honores y 
expedición de títulos de condecoraciones de to- 
das las órdenes del Reino.» 


IMPUESTO SOBRE LA PROPIEDAD MI- 
NERA. Sobre el producto bruto de la rique- 
38 minera. Véanse los epígrafes Impuesto sobre la 
propiedad minera: Minas, de los repertorios alfa- 
béticos de los Ars. de 1893 á 1896, y el artículo 
Mixas de la quinta edición del Dicc. 

Ley de presup. 30 Junio 1892. 
«Art. 7.2 Se aumenta á 2 por 100 el impuesto 


(1) Se refiere también al impuesto sobre fabricación de 
los asúcares en Cuba. 

(Y Véase el art. 10 de la ley de presupuestos de Cuba 
de 6 Agosto 1893 (AP. 1893, pdg. 488). 


establecido por la ley de 25 de Junio de 1883 so- 
bre el producto bruto de la riqueza minera. 

Se crea además un impuesto equivalente al 30 
por 100 del canon de superficie, el cual continua- 
rá subsistente. 

El Gobierno de S. M. podrá verificar directa- 
mente la exacción, celebrar conciertos con los 
contribuyentes, ó arrendar, sea en totalidad, sea 


parcialmente, así este im puesto como el de canon - 


de superficie.» 


ER. D.3 Agosto 1892. 
Sobre la riqueza minera y canon de superficie: Reglamen- 
to para la exacción de ambos impuestos. 

(Hac.) «En consideración á las razones ex- 

uestas por el Ministro de Hacienda; de acuer- 

o con el Consejo de Ministros, y en uso de la 
autorización concedida por el párrafo tercero 
del art. 7.” de la ley de presupuestos de 30 de Ju- 
nio último; 

En nombre, etc. 

Vengo en aprobar el adjunto reglamento para 
la exacción del impuesto sobre la riqueza mine- 
ra y canon de superficie. 

ado en San Sebastián á 3 de Agosto de 1892, 
María Cristina. —El Ministro de Hacienda, Juan 
de la Concha Castañeda. 


REGLAMENTO 


PARA LA FIJACIÓN DE CUPOS Y CELEBRACIÓN DE CON- 
CIERTOS Y ARRIENDOS DE LOS IMPUESTOS DE 2 POR 100 
SOBRE EL PRODUCTO BRUTO DE LA RIQUEZA MINERA Y 
DEL CANON DE SUPERFICIE. 


Artículo 1.2 Con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 7. de la ley de 80 de Junio último, la rique- 
za minera tributará desde 1.” de Julio de 1892 
con el 2 por 100 de su producto bruto, regulado 
en la forma que determina el art. 21 de la ins- 
trucción de 9 de Abril de 1889 (1). 

Art.2. Elcanon por superficie de las minas 
fijado á las concesiones de todas clases por el 
art. 1. de la ley de 25 de Junio de 1883, se recar- 
ga, en un 80 por 100, con arreglo al referido ar- 
tículo 7. de la misma ley de 30 de Junio último, 

Art. 3. En uso de las facultades concedidas 
al Gobierno por el último párrafo del repetido 
art. 7., la recaudación de los impuestos de que 
tratan los anteriores artículos se realizará: 

1.2 Por concierto con Jos contribuyentes. 

2. Por arriendo. 

Y 3. Por recaudación directa del Estado. 

Art. 4.2 Para fijar el cupo que ha de servir de 
base para los conciertos % arriendos de los im- 
puestos referidos, los jefes de Hacienda, en las 
provincias, observarán las siguientes reglas: | 

1. En la primera quincena del mes de Julio 
convocarán á los propietarios y explotadores de 
minas enclavadas en la provincia, por medio del 
Boletín oficial, á una reunión que deberá cele- 
brarse en su despacho el día 20 del mismo mes, á 
las doce de su mañana, con objeto de fijar los 
cupos que han de servir de base para la celebra- 
ción del concierto con los contribuyentes por 
los dos impuestos de que se trata. 

2.* La Junta se compondrá del jefe de Ha- 
cienda en la provincia, que la presidirá, del in- 
terventor de Hacienda, del administrador de 
Contribuciones, donde lo haya, y del ingeniero 
jefe del distrito minero ó un ingeniero designa- 
do por el mismo, en representación del Estado. 
Formarán también parte de esta Junta los pro- 
pietarios ó explotadores de minas de la provin- 
cia que tengan personalidad ante la Hacienda, 
por haberles dado á conocer el gobernador ci- 
vil. Tanto unos como otros podrán delegar su 
representación en el apoderado que tengan en la 


(1) Véase en MINAS, del Diccionario. 
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aer con arreglo al art. 92 de la ley de 6 de 
Julio de 1859, ó en otra persona á quien para este 
objeto confieran poder. Actuará como secretario 
de esta Junta el jefe ú oficial que tenga á su 
cargo en las oficinás de Hacienda el Negociado 
de las minas. 

8. Esta Junta, teniendo á la vista los datos 
necesarios para conocer las cantidades liquida- 
das en la provincia por el impuesto de 1 por 100 
duranto el ejercicio de 1891-92. los que demues- 
tren el importe de lo que en 2) de Junio último 
correspondía pagar por canon de superficie á 
todas las minas en ellas existentes, procederá 4 
duplicar el primero de dichos datos y á recargar 
en un 30 por 100 el segundo. 

4.” La suma de ambas partidas determinará 
el cupo que corresponde á la provincia por los 
eL gti de 2 por 100 sobre el producto bruto 
de las minas y, por el canon de superficie. 

5." Si la Junta no estuviese unánimemente 
conforme con el cupo resultante, el jefe de Ha- 
cienda lo pondrá en conocimiento de la Direc- 
ción general de Contribuciones en el mismo día 
con remisión de antecedentes y copia del acta en 
la que se consignarán las razones que se expon- 
gan para sostener los distintos puntos de vista 
que impidieron el acuerdo, y muy especialmente 
los fundamentos que exponga el ingeniero de 
minas. La Dirección de Contribuciones, previo 
dictamen de la Comisión ejecutiva para la esta- 
diística minera en los casos en que lo crea nece- 
sario, resolverá la divergencia, fijando definiti- 
vemente el cupo para la provincia, sin que de su 
fallo pueda entablarse apelación. 

6. Cuando la Junta acepte desde luego el 
cupo que resulte, el jefe de Hacienda invitará á 
los mineros ó explotadores de minas presentes ó 
legalmente representados á que admitan el con- 
cierto por la cantidad fijada, comprendiendo 
siempre necesariamente los dos impuestos, y en- 
tendiéndose que la duración del convenio no 
podrá exceder de tres años, y que siendo por 
más de uno para el segundo y el tercero se au- 
mentará el cupo fijado en un 5 por 100, con rela- 
ción al inmediato anterior. 

7.* Ouando hubiere divergencia para la fija- 
ción del cupo y lo señalase la Dirección general, 
el jefe de Hacienda de la provincia convocará 
. nuevamente á la Junta, y hará la invitación á 
que se refiere la regla anterior. 

8.* Silos mineros ó sus representantes lega- 
les aceptasen el cupo por uno, dos ó tres años, el 
jefe de Hacienda aceptará provisionalmente el 
concierto, dando cuenta á la Dirección general 
de Contribuciones en el mismo día con copia 
certificada del acta de la sesión y con el resumen 
de los datos que se hubieren tenido presentes, 
para su aprobación, si procediese. 

9. Sino bastase una sesión e la fijación 
de los cupos y la aceptación del concierto, los 
jefes de Hacienda dispondrán que se celebren 
sesiones por la Junta en los días sucesivos. 

10. Para que dicha Junta pueda tomar acuer- 
dos será precisa la asistencia personal ó repre- 
sentada de la mitad más uno de los dueños ó ex- 
plotadores de minas de la provincia. Si no se re- 
uniese este número, se hará constar así en el 
acta, y se entenderá que renuncian al concierto. 

Art.5.? Aceptado el concierto por los mine- 
ros, designarán á uno de ellos ó elegirán un sin- 
dicato que pueda entenderse con la Hacienda y 
asuma la responsabilidad del pago de la cantidad 
concertada. 

Art. 6. El minero ó sindicato elegido queda 
subrogado en los derechos de la Hacienda, y es 
el encargado de fijar la cuota que debe pagar 
cada mina en explotación para cubrir la canti- 
dad concertada, y el que debe facilitar las guías 


que han de acompañar á los minerales en caso 
e embarque, ó cuando para su beneficio hayan 
de pasar á otra provincia, de dispone el ar- 
tículo 7.” de la Real orden de 9 de Junio de 1880. 

El minero ó sindicato de que se trata percibi- 
rá un 2 por 100 en concepto de premio de co- 
branza. 

Art. 7. Dentro de la primera quincena del 
mes de Agosto, el minero ó sindicato elegido in- 
gresará en las arcas del Tesoro la mitad del im- 
ports de un trimestre, la cual quedará como 

anza del cumplimiento del concierto. 

Art. 8.2 El ingreso en las arcas del Tesoro 
de la cantidad correspondiente á cada trimes- 
tre, se hará en la primera eS de los me- 
ses de Agosto, Noviembre, Febrero y Mayo de 
cada año. 

El retraso en el pago motivará la imposición 
de intereses de demora á razón del 6 por 100 
anual. 

Art.9. Serán motivos de rescisión del con- 


1.2 Que la fianza no sea constituida dentro 
del plazo fijado. 

2. Que el importe del trimestre no quede in- 

resado, con los intereses de demora correspon- 

ientes, durante la primera quincena del mes 
siguiente al señalado para la cobranza del mis- 
mo. En este caso la fianza se aplicará á cubrir 
el descubierto en cuanto sea posible, sin per- 
juicio de hacer efectivo el de cada contribuyente 
por los medios ordinarios. 

Art. 10. Si el concierto no fuere aceptado por 
los mineros ó se produjese algún motivo de res- 
cisión, los jefes de Hacienda lo pondrán inme- 
diatamente en conocimiento de la Dirección ge- 
neral, la cual dispondrá el arriendo de la admi- 
nistración y cobranza de estos impuestos. 

Art. 11. El arriendo se verificará bajo las 
condiciones siguientes: 

1. Seanunciarán subastas públicas por tér- 
mino de quince días en la Gaceta de Madrid y 
Boletin oficial de la respectiva provincia, sir- 
viendo de tipo el cupo señalado por la Junta de 
mineros ó por la Dirección general del ramo. 

2." Las subastas se verificarán simultánea- 
mente en la capita] de la provincia respectiva y 
en Madrid. En la provincia ante una Junta com 

uesta de los jefes de Hacienda respectivos, que 

a presidirán, del administrador de Contribucio- 
nes, donde lo haya, del interventor de Hacienda 
y de un abogado del Estado, con asistencia de 
notario público. 

En Madrid, ante una Junta compuesta del di- 
rector general de Contribuciones, presidente, 
del interventor general, de un jefe de adminis- 
tración del Cuerpo de abogados del Estado y de 
un notario público. 

4.* Para tomar parte en la subasta se consig- 
nará en la Caja general de Depósitos ó en sus 
sucursales de las provincias, la cantidad equiva- 
lente al 1 por 100 del cupo señalado. 

5.* La subasta se verificará por medio de 
pliegos cerrados, que se presentarán ante la 

unta en el término de media hora después de la 
fijada para verificarse el acto. Abiertos los plie- 
gos transcurrido dicho tiempo, se adjudicará 
provisionalmente el servicio al autor de la pro- 
posición más ventajosa. En el caso de haberse 
presentado dos ó más proposiciones iguales, se 
abrirá por quince minutos licitación verbal 
entre los autores de las mismas, y se adjudicará 
la subasta al que ofrezca mayor suma. En caso 
de negarse los licitadores á tomar parte en esta 
puja verbal, será preferido el que aya presen 
tado el pliego con anterioridad. 

Cuando la igualdad de proposiciones resulte 
de la simultaneidad de subastas, se adjudicará 
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el servicio por sorteo, que tendrá lugar ante la 
Junta de subastas de la Dirección general. 

6.* La Dirección general de Contribuciones, 
en vista del resultado de las subastas, adjudi- 
cará definitivamente el arriendo, dentro del tér- 
mino de diez días, al que haya hecho la proposi- 
ción más ventajosa ó al que haya obtenido pre- 
ferencia en el sorteo. 

7.* El contrato se elevará á escritura pública 
dentro del término de diez días desde aquel en 

ue se notifique al rematante la adjudicación 
definitiva del servicio. Los gastos de escritura, 
honorarios del notario público, anuncios y de- 
más, serán de cuenta del rematante. 

8.* El arrendatario queda subrogado en los 
derechos y obligaciones de la Hacienda, hacien- 
do suyos los recargos que en la recaudación de 
los impuestos hubiese necesidad de imponer, á 
cuyo efecto él y sus agentes tendrán para estos 
casos el carácter de empleados públicos. 

9. El arrendatario afianzará el cumplimien- 
to del servicio imponiendo en la Caja general de 
Depósitos ó sus sucursales en provincias una 
cantidad equivalente al 5 por 100 del importe 
del contrato. 

10. Si el arrendatario no tomase posesión del 


servicio, prestando la fianza en el plazo fijado 
ó no elevase el contrato á escritura pública, 
perderá la cantidad consignada como depósito 


provisionnal para tomar parte en la licitación y 
se considerará abandonado el contrato. 

11. El arrendatario ingresará por trimestres 
y en los primeros cinco días de los meses de 
Agosto, Noviembre, Febrero y Mayo, ol impor- 
te del arriendo. Si en algún trimestre no cum- 

liera con tal condición, transcurrida que sea 
a primera quincena, se dará ingreso de la fian- 
za en las arcas del Tesoro, declarándose rescin- 
dido el contrato á su perjuicio. 

12. Las cuestiones entre el arriendo y los 
contribuyentes se dirimirán por las oficinas de 
Hacienda, con arreglo á las disposiciones vigen- 
E y á las reglas del procedimiento administra- 

vo 


13. En los pliegos para las subastas de estos 
arriendos se expresará que forman parte inte- 

rante de las condiciones de los mismos el Real 

ecreto de 27 de Febrero y la instrucción de 15 
de Septiembre de 1852. 

14. El arrendatario queda obligado á satis- 
facer la contribución que las disposiciones vi- 
gentes señalan á los contratistas de servicios 
públicos. 

15. Los arriendos se anunciarán por tres años 
económicos, á contar desde principios del tri- 
mestre en que se verifique. 

Art. 12. Si intentados el concierto con los 
mineros y el arriendo en pública subasta en dos 
veces consecutivas y bajo el mismo tipo y con- 
diciones no se hubiere obtenido resultado algu- 
no, se verificará la cobranza de los impuestos 
de que se trata por recaudación directa del Es- 
tado, con arreglo á las disposiciones vigentes. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


1.* En atención al tiempo transcurrido del 
presente año económico las fechas señaladas 
para la fijación de los cupos y celebración de 
os conciertos, y para el ingreso de la cantidad 
qe debe servir de fianza para los mismos, que- 

n prorrogados por dos meses. 

2.* La Administración recaudará ambos im- 
uestos con los aumentos establecidos por la 
ey, interin no haya conciertos ó arriendos. En 
los conciertos se abonarán en cuenta á los re- 
presentantes de los mineros las cantidades que 
se hubiesen recaudado. 

Madrid 3 de Agosto de 1892.—Aprobada por 


S. M.—El Ministro de Hacienda, Juan de la 
Concha Castañeda.» (Gac. 10 Agosto.) 


IMPUESTOS DE MINAS EN ULTRAMAR. 
(Diccionario, tomo Y, p. 1.218.) 


Ley de presup. de Cuba 80 Junio 1892. 


Art. 7.2 Autorizó «para modificar el impues- 
to de canon de minas y el del producto bruto de 
las mismas, gravando el primero y rebajado el se- 
gundo al 2 por 100, sin perjuicio de las franqui- 
cias concedidas por la legislación anterior á los 
dueños de minerales de hierro, manganeso, zinc 
y plomo, cuyas minas hayan sido denunciadas ó 
en explotación antes de 1.? de Junio 

e ». 


E. D. 7 Julio 1892. 

Aprobando la instrucción para la administración y co- 
branza en Cuba del impuesto sobre canon de superficie 
de minas y de 2 por 100 sobre el producto bruto de la 
explotación de las mismas. 

(ULrT.) (El decreto se reduce á lo que expresa 
el epigrafe, y á continuación se inserta el regla- 
mento que contiene cuatro capitulos. 1. Base del 
impuesto de canon de superficie. II. Del impues- 
to de 2 por 100 sobre el producto de las minas. ITI. 
Del concierto del impuesto de 2 por 100. IV. Re- 
glas comunes á los dos impuestos y administra- 
ción y modelos.) (Gac. 15 Julio.) 


IMPUESTO SOBRE LOS PAGOS. Se esta- 
bleció por la siguiente: 
Ley de presupuestos 30 Junio 1892 (1). 


«Art.8.” Se establece un impuesto de 1 por 100 
sobre todos los pagos que se realicen con cargo 
á los créditos consignados en los presupuestos 
del Estado, de las Diputaciones provinciales y 
de los Ayuntamientos. Quedan exceptuados de 
este impuesto los pagos que deban verificarse 
en el extranjero no sean de personal, las 
amortizaciones de la Deuda pública, los referen- 
tes 4contratos celebrados conanterioridad á esta 
ley, los haberes de los individuos de tropa del 
ejército y Armada, y los jornales de los obreros 
que utilice la Administración.» 


E. D. 30 Junio 1892, 

Instrucción para la administración y cobranza del 
impuesto sobre los pagos que verifiquen las Cajas del 
Estado, de las Diputaciones provinciales y de los Ayun- 
tamientos. 

(Hac.) «A propuesta del Ministro de Hacien- 
da; de acuerdo con el Consejo de Ministros; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y, como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: j 

Se aprueba con carácter provisional la adjun- 
ta instrucción para la administración y cobran 
za del impuesto autorizado por ley de esta fe- 
cha de 1 por 100 sobre los pagos que verifiquen 
las Cajas del Estado, de las Diputaciones provin- 
ciales y de los Ayuntamientos, que regirá hasta 
que, oído el Consejo de Estado, se dicte la defi- 
nitiva. 

Dado en Aranjuez á 30 de Junio de 1892.—Ma.- 
ría Cristina.—El Ministro de Hacienda, Juan de 
la Concha Castañeda.» (Gac. 4 Julio.) 


ublica la Gaceta la Instruc- 
ción á que el Real decreto se refiere; pero modi- 
ficado el impuesto por la ley de presupuestos 
de 1893, refundiéndole en el de sueldos y asigna- 
ciones en cuanto afecta á funcionarios del Es- 
tado, provincia ó municipio, y creando un im- 
puesto especial sobre las amortizaciones por sor- 


A continuación 


(1) Véase el art. 89 de la de presup. de 1893 (AP., pd- 
gina 108) y el 2." del Reg. de 10 Agosto 18983 (íd., p. 481). 


IMPUESTO SOBRE LOS PAGOS. 





teo de la Deuda pública, se hizo necesario refor- 
mar la Instrucción, y fué aprobada una nueva 
por R. D. de 10 de Agosto de 1893. (Ar., p. 476.) 


ER. O. ¿ Agosto 1892. 
Reglas para facilitar en las dependencias de Fomento el 
cumplimiento de la ley de presupuestos en lo relativo al 
nuevo impuesto de 1 por 100 sobre pagos del Estado (1). 


(Fom.) <Con el fin de facilitar el cumplimien- 
to de lo dispuesto en el art. 8.” de la vigente ley 
de presupuestos, creando un nuevo impuesto de 
1 por 100 sobre pagos del Estado, de las Diputa- 
ciones y de los Ayuntamientos; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien dis- 
poner se comuniquen las siguientes reglas: 

1.* Las indemnizaciones, dietas, gratificacio- 
nes y toda asignación personal, están sujetas al 
impuest. del 1 por 100, así como también todos 
los gastos de material de las obras, exceptuando 
los jornales. . 

2." De las consignaciones para gastos de ofi- 
cina y escritorio y todos los demás créditos fijos 
de material ordinario y extraordinario que se 
libran por la Ordenación, trimestral ó mensual- 
mente, debe hacerse la liquidación del 1 por 100 
por esta oficina al expedir los libramientos. 

8. Están exceptuados los contratos anterio- 
res á 1. de Julio de 1892; entendiéndose que es- 
tos pagos comprenden todos los servicios cuya 
jecución se lleve á cabo por aquel sistema, los 
e arriendo ó alquiler de casa, los gastos de 


transporte de personal 6 material por ferroca- 
rril, las subvenciones MN eualquiera otro servicio 
en que se haya pactado por escrito el precio de 
coste con anterioridad á dicha fecha. 

4.* En la carpeta de cada cuenta se hará por 
la oficina respectiva la liquidación corraspon- 
diente para la deducción del impuesto en la mis- 
ma forma indicada por la Ordenación en su cir- 
cular de 8 de Julio último. 

5.* En las cuentas de obras ó servicios donde 
haya jornales, se hará la demostración del im- 
porte de éstos que no está sujeto al impuesto 
para deducir el que corresponda á los demás gas- 
tos, en la forma siguiente: i 








Integro. 1por100 Liquido. 
— depagosal — 
Pesetas. Estado. Pesetas. 
Jornales...... 4.000 » 4.000 
Materiales y 
demás gastos 1.000 10 990 
5.000 10 4. 880 
6.* En las cuentas de conservación de carre- 


teras y en todas las que contengan asignaciones 
ó6 haberes personales, se hará la siguiente de- 
mostración: 





DESCUENTOS 
—————"BU A => a a 
INTEGRO Impuesto a 1 por cn : TOTAL LIQUIDO 
e pagos de 
a del 10 por 100. Pertado. 7 8 

Pesetas. Pesetas. Pesetas. Pesetas Pesetas. 
Haberes do camineros..... 8.000 800 80 880 7.190 
Jornales de auxiliares..... 5.000 » » » 5.000 
Material y demás gastos.. 1.000 » 10 10 990 

14.000 800 90 890 18.110 





7. A todas las cuentas de libramientos expe- 
didos á justificar, se acompañará copia de las 
cartas de pago que acrediten haber satisfecho el 
impuesto. 

Y 8.* Las certificaciones de obras por contra- 
ta contendrán en su encabezamiento la fecha de 
la adjudicación. 

De Real orden, etc. Madrid 4 de A gosto de 1892. 
Linares Rivas.—Sres. Directores generales de 
Instrucción pública, de Agricultura, Industria 
y Comercio, de Obras públicas y del Instituto 
Geográfico.» (Qac. 6 Agosto.) 


R. 0.18 Julio 1892. 

Aprobando tres artículos adicionales dá la instrucción 

relativamente d mandamientos de pagos. 

(Hac.) Vistas las consultas dirigidas á ese 
Centro por la Ordenación de pagos del Ministe- 
rio de la Guerra A por la Intendencia general 
del Ministerio de Marina acerca del cumplimien- 
to de la instrucción, se dictaron por esta Boal 
orden (publicada en la Gac. 20 Julio 1892), algu- 
nas reglas complementarias de la referida ins- 
trucción, contenidas en tres artículos, que han 





(1) Téngase en cuenta que hoy los sueldos personales 
no están sujetos al pago del impuesto. 


pasado integramente á ser los 8.”, 9, y 10 del re- 
glamento de 10 de Agosto de 18983, 


R. O. 9 Agosto 1892. 
Haberes de las nodrizas de niños expósitos. 


(Hac.) «Visto el expediente instruido en esa 
Dirección general acerca de si las nodrizas de 
las Inclusas y Casas de expósitos están sujetas 
al pago de 1 por 100 sobre sus haberes, del cual 
resulta que las Diputaciones de Oviedo y Soria 

la Junta de Damas de Honor q Mérito han so- 
icitado se las declare exentas de dicho tributo, 
habiendo V. S. dictado ya resolución en alguna, 
de las expresadas reclamaciones: 

Considerando que las remuneraciones que per- 
ciben las nodrizas de que se trata pueden esti- 
marse como pensiones alimenticias y que el ser- 
vicio que prestan es de gran importancia bajo 
el punto de vista de la caridad: 

considerando que dichos haberes deben asi- 
mismo reputarse como jornales ó salarios, y que 
bajo este concepto están exceptuados del 1m- 
puesto, con arreglo al art. 8.” de la ley 7 el pá- 
rrafo quinto del 2.? de la instrucción de 80 de 
Junio último; 

El Rey ( . D. G.), y en su nombre la Reina, 
Regente del Reino; 


— A 
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Visto lo informado por esa Dirección general, 
y de acuerdo con lo propuesto por la de lo Con- 
tencioso del Estado. se ha servido declarar ex- 
ceptuados del impuesto de 1 por 100 los pagos 
qe se hacen á las nodrizas de niños expósitos; 

isponiendo á la vez que esta resolución se pu- 
bligue como de carácter general.»(R. O. 9 Agos- 
to 1892.—Gac. 27 1d.) 


R. O. 2-19 Septiembre 1892: 
Agentes delos Cuerpos de Seguridad y Vigilancia. 


(Hac. Y Gon.) «Por el Ministerio de Hacienda 
se comunica á este de la Gobernación, con fe- 
cha 2 del actual, la Real orden siguiente: 

«Vista la Real orden expedida por ese Ministe- 
rio con fecha 14 de Julio último, trasladando la 
consulta del Gobierno civil de esta provincia, en 
la que propone se declare que están exceptua- 
dos del impuesto de 1 por 100 los pagos que se 
verifiquen por haberes de los agentes delos Cuer- 
pos de Seguridad y Vigilancia: 

Vista la de 1.” de Septiembre de 1889, que dis- 
puño que para los efectos legales sean considera- 

os como fuerza armada los agentes del Cuerpo 
de Vigilancia en las provincias y los jefes y ofi- 
ciales é individuos del de Seguridad en Madrid: 

Vista la de 15 de Noviembre del mismo año, 
qe declaró exceptuados del impuesto sobre suel- 

os y asignaciones á los agentes del Cuerpo de 
Vigilancia de Madrid, por considerarles asimi- 
lados á las clases de tropa del ejército... S. M. el 
Bey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Regen- 
te del Reino..., se ha servido declarar que los 
agentes del Cuerpo de Vigilancia de todas las 
rovincias, con inclusión de Madrid, así como 
os de Seguridad de esta corte, se hallan exentos 
del impuesto del 1 por 100 con arreglo al art. 8.* 
de la ley y al párrafo cuarto, art. 2. de la ins- 
trucción de 80 de Junio último, por estar asimi- 
lados á las clases de tropa del ejército y la Ar- 
mada. Madrid 19 de Septiembre de 1892.» Gac. 22 
Septiembre y rectificación de la del 24.) 


IMPUESTOS SOBRE SUELDOS, RENTAS 
Y ASIGNACIONES Y SOBRE HONORA- 
RIOS DE LOS REGISTRADORES: DONA.- 
TIVO DEL CLERO. Quedan expuestas en las 
ps. 617 y sigs. del t. VI del Dicc. las disposiciones 
fundamentales dictadas sobre este impuesto des- 
de 1867. La legislación vigente se contiene prin- 
cipalmente en los arts. 38, 39 y, 47 de la ley de 
presupuestos de 1893 y en el Regl. de 10 Agosto 
de 1893, inserto en el Ar. de 1893, p. 481, con la 
modificación introducida qn él por la R. O. do 26 
de Noviembre de 1893, referente á honorarios 
de los registradores inserta en el Ar. de 1894, pá- 
gina 181. V. además otras disposiciones impor- 
tantes indicadas bajo este epígrafe en los ArÉN- 
bicBs de 1893 á 1896 y las siguientes: 


E. O. 28 Febrero 1893. 

Empleados de las Comisiones permanentes de Pósitos: 
Corresponde exigir á tales empleados, cuando 8u haber 
exceda de 1.000 pesetas, el del 10 por 100 establecido 
en la ley é instrucción de 81 Diciembre 1881. 

(Hac.) «Visto el expediente instruido acerca 
del descuento que por el impuesto sobre los suel- 
dos y asignaciones deben satisfacer los emplea- 
dos de las Comisiones permanentes de Pósitos 
en las provincias y 

Resultando que elevada consulta respecto del 
perticalar por la Delegación de Hacienda de 

'alladolid 4 ese Centro directivo, fué contesta- 
da con fecha 17 de Octubre de 1890, en el sentido 
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de que corresponde exigir á dichos empleados el 
impuesto del 10 por 100 establecido en la ley é 
instrucción de 81 de Diciembre de 18831: 

Resultando que, en su vista, el Ministerio de 
la Gobernación en R. O. de 28 de Febrero del 
año último, y á virtud de consulta del goberna- 
dor civil de la misma provincia de Valladolid, 
interesa la reforma de dicho acuerdo, declarán- 
dose que los referidos empleados no deben sufrir 
otro descuento que el de 5 por 100 prevenido por 
las Rs. Os. del mismo Ministerio de 19 de Marzo 
y 25 de Octubre de 1879: 

Vistas las disposiciones citadas; y 

Considerando que con arreglo á la ley de 81 
de Diciembre de 1881, relativa al impuesto sobre 
los sueldos y asignaciones, y conforme á los ar- 
tículos 20 y 21 de su respectiva instrucción, no 
sólo se hallan sujetos al impuesto del 10 por 100 
los empleados que cobran del presupuesto gene- 
ral del Estado, sino los que perciban sueldos ó 
remuneraciones de las Cajas provinciales ó mu- 
nicipales, siempre que tales sueldos excedan de 
1.000 pesetas: 

Considerando que los Pósitos son estableci- 
mientos benéficos, confiados á la gestión de los 
Ayuntamientos, por lo que no pueden menos de 
merecer el concepto de municipales como los de- 
más establecimientos de beneficencia, depen- 
dientes de dichas Corporaciones: 

Considerando que los empleados de las Comi- 
siones permanentes de Pósitos son nombrados 

or los gobernadores de las provincias, lo cual 
es confiere necesariamente el carácter de fun- 
cionarios públicos, que tienen todos los nombra- 
dos por las autoridades ó Corporaciones admi- 
nistrativas dentro del circulo de sus respectivas 
atribuciones: 

Considerando, por tanto, que ya se les concep- 
túe como empleados municipales, en atención á 
la procedencia de los fondos con que se satisfa- 
cen sus sueldos, ya como provinciales, en cuanto 
los nombra el gobernador y prestan un servicio 
de interés general de la provincia, no pueden 
menos de estimarse sujetos a] enunciado im- 
puesto del 10 por 100 sobre los sueldos y asigna- 
ciones, cuando los que perciban excedan de 1.000 
pesetas anuales; 

Y considerando que las Rs. Os. de 19 de Marzo 
y 25 de Octubre de 1879, que declaran á dichos 
empleados sujetos sólo al descuento del 5 por 100, 
á más de estar dictadas por el Ministerio de la 
Gobernación, que carece de competencia para 
hacer declaraciones en materia de impuestos, 
implican una infracción constitucional, en cuan- 
to admiten la exacción de un tributo no autori- 
zado por las Cortes, debiendo en todo caso esti- 
marse derogadas por la ley é instrucción de 31 
de Diciembre de 1881, que unificaron los distin- 
tos tipos con que el art. 9.” de la ley de presu- 
puestos de 1876 gravaba los sueldos y asignacio» 
nes, fijándolos en el 10 por 100; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, de conformidad con lo 
da po por esa Dirección general y lo infor- 
mado por la de lo Contencioso y la Intervención 
general de la Administración del Estado, se ha 
servido confirmar lo resuelto por ese Centro di.- 
rectivo en la comunicación dirigida con fecha 
17 de Octubre de 1890 á la Dolegación de Ha.- 
cienda de Valladolid; declarando, en su vista, 
sujetos al impuesto del 10 por 100 sobre los suel- 
dos y asignaciones á los empleados de las Comi- 
siones permanontes de Pósitos de las provincias, 
en concepto de funcionarios públicos, cuando 
su respectivo haber anual exceda de 1.000 pese- 
tas, dándose traslado de la presente Real orden 
al Ministerio de la Gobernación como contesta- 
ción á su citada de 28 de Febrero de 1891; y sien- 
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do además la voluntad de S. M. que se publique 
en la Gaceta de Madrid para que tenga el debido 
cumplimiento en todas las provincias.—De Real 
orden, etc.—Madrid 28 de Febrero de 1892.» (Ga- 
celta 24 Marzo.) 


E. O. 1.0 Marzo 1892. 
Denegando la exención del impuesto d los secretarios per- 
manentes de causas en los distritos militares, y man- 


dando que se reclame por la vía contenciosa contra la 
exención acordada á los fiscales. 


(Hac.) «Vista la Real orden expedida por el 
Ministerio de la Guerra con fecha 29 de Julio 
último interesando que se declaren exentos del 
impuesto de 10 por 100 sobre sueldos y asigna- 
ciones á los secretarios permanentes do causas 
en los distritos militares: 

Resultando que, al efecto, se funda dicho Mi- 
nisterio en la economía que se obtiene eligiendo 
tales secretarios entre los capitanes y primeros 
tenientes de los cuadros de reserva, y asignán- 
doles sólo el completo del sueldo de sus empleos, 
como asimismo en que el personal de fiscales á 
cuyas órdenes sirven disfruta de la misma exen- 
ción, á virtud de R. O, de 27 de Julio de 1888; y 

Considerando que conforme al art. 3.” de la 
ley de presupuestos de 24 de Junio de 1885, sólo 
pueden estimarse exentos del impuesto sobre los 
sueldos y asignaciones, aparte de las clases com- 

rendidas en los art. 2. y 8. de la respectiva 
instrucción de 31 de Diciembre de 1881, la de los 
jefes y oficiales del ejército y Armada, desde 
coronel á alférez inclusive, que sirvan en Cuer- 
po activo, con las armas en la mano: 

Considerando que, en el mero hecho de no 

ertenecer los secretarios de referencia á un 

uer po que se halle en esas condiciones, no cabe 
hacerles extensiva la exención consignada en 
dicha ley de 24 de Junio de 1885: 

Considerando que la R. O. de 27 de Junio de 
1888, por la que se declaró exentos del impuesto 
á los fiscales militares, á cuyas órdenes sirven 
los enunciados secretarios, no ha sido dictada 
por el Ministerió de Hacienda, único competen- 
te para el caso, por ser de su exclusiva incum:- 
bencia cuanto se relaciona con las rentas y con- 
tribuciones del Estado: 

Considerando, por tanto, que no sólo no pro- 
cede hacer extensiva dicha Real orden á los res- 
pectivos secretarios, sino que además corres- 
ponde estimurla y declararla lesiva á los intere- 
ses del Tesoro, aun respecto de los mismos fisca- 
les militares á que se contrae, tanto por ser 
opuesta á la vigente legislación del impuesto 
sobre los sueldos y asignaciones, como por haber 
sido dictada por el Ministerio de la Guerra, en 
asunto extraño á su competencia: 

Considerando que así lo reconoce el mismo 
Ministerio, en forma bien explícita, al someter 
al de Hacienda el presente caso, siendo entera- 
mente análogo al anterior; y 

Considerando que, así para el Ministerio de 
Hacienda como para todas las dependencias de 
su cargo, no sólo constituye un derecho, sino 
más bien un deber ineludible la defensa de los 
intereses del Tesoro, los cuales no pueden menos 
de hallarse expuestos á graves perjuicios y que- 
brantos consintiendo la ingerencia de otros Cen- 
tros en su administración; 

S. M, el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de conformidad con 
lo Preto or esa Dirección general y lo in- 
formado por la Intervención general de la Ad- 
ministración del Estado, se ha servido denegar 
la exención del impuesto sobre los sueldos y 
asignaciones que por el Ministerio de la Guerra 
se interesa á favor de los secretarios permanen- 
tes de causas en los distritos militares, decla- 


rando además lesiva á los intereses del Estado 
la R. O. de 27 de Junio de 1888, por la quese 
otorgó dicha exención á los fiscales de los mis- 
mos distritos, á fin de que se gestione su revo- 
cación en la vía contenciosa. 

De Real orden, etc.—Madrid 1.” de Marzo 1892.» 


Ley de presupuestos 380 Junio 1892. 
Descuento de clases pasivas. 


«Art. 12, El descuento de las clases pasivas 
que perciban haber ó pensión superior á 1.500 
esetas, se elevará desde 1. de Julio de 1892 al 
4 por 100 de sus asignaciones integras (1).» 


IMPUESTO SOBRE SUELDOS Y ASIGNA- 
CIONES EN ULTRAMARB. Diccionario, t. Y, 
págs. 1.217, 1.221 y 1.222, 


Ley de presupuestos de Puerto Rico 30 Junio 1992. 


«Art. 7.2 El descuento del 10 poz 100 estable- 
cido sobre sueldos y asignaciones satisfechos 
por el Estado, alcanzará, no sólo á los funcio- 
narios civiles y militares y de Marina de todas 
clases, sino á todos los que perciban sueldo, 
asignación ó gratificación, cualesquiera que 
éstos sean, incluso los que pesan sobre fondos 
especiales, sin excepción alguna (2).» 


Ley de presupuestos de Cuba 30 Junio 1892. 


«Art. 17. El descuento establecido en la isla 
de Cuba sobre los sueldos que satisface el Estado 
á los funcionarios civiles, militares y de mari- 
na, así como todos los que perciban sueldo ó 
asignación, incluso los que pesan sobre fondos 
especiales, sin excepción alguna, se fija en el 10 

or 100 del total importe de sus haberes para 
as clases activas y pasivas. 

Igual descuento sufrirán en beneficio de aque- 
llas Cajas los funcionarios del Ministerio de Ul- 
tramar y sus dependencias en la Península. 

El donativo del clero, excepción hecha del es- 
pecial de un tercio verificado por el Muy Reve- 
rendo Arzobispo de Santiago de Cuba y Reve- 
rendo Obispo de la Habana, será del 10 por 10 
en todas clases y dotaciones» (3). 

—Respecto de Filipinas, véanse el art. 6.” de la 
ley de presupuestos de 1896, Ar. 1896, pág. 414. 


INCIDENCIAS DE CAUSAS. Competencia 
para conocer de la cuestión de responsabilidad 
civil de terceras personas.—V. ExJUICIAMIENTO 
CRIMINAL. 


INDEMNIZACION DE'*“PERJUICIOS. 
V. Daños Y PERJUICIOS: INCIDENCIAS DE CAUSAS. 


INDUCCION. V. Autos DE DELITO: DESÓRDE: 
NES PÚBLICOS. 


INDULTO. (Diccionario, tomo VI, p. 631.) 


R. D.8 Agosto 1892. 


Concediendo indulto d dos reos de asesinato, por la con- 
ducta heroica de sus hijas durante las últimas inunda- 
ciones de Almería, 


(Grac. Y Jusr.) «Visto el expediente instral: 
do con motivo de la instancia elevada por el 
Ayuntamiento de Almería pidiendo indulto de 


(1) Con arreglo al art. 89 de la ley de presupuestos de 
1898, las clases pasivas continuaron tributando con arrt- 
glo d este articulo y al 8. de la ley arriba inserto. El 
art. 8. está inserto en IMPUESTO SOBRE LO3 PAG08..» 

(2) Véase el art. 14 de la ley de presupuestos de Puer- 
to Rico de 1893 (AP. 1898, p. 442), 8.0 de la de 1894 (APÉN: 
DICE 1894, p. 420) y 6.2 de la de 1896 (AP. 1896, p. 416). 

(8) Véase el art. 99 de la ley de presupuestos de 
de 1893 (AP. 1893, p. 438) y en el Ar. de 1895, p. 835, la 
R. O. 18 Noviembre 1895 sobre descuento d que están tu 
jetos los registradores. 
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la ¡ena de quince año de cadena que la Audien- 
cia de dicha ciudad impuso á Diego y Juan 
Diego López Rubio en causa por complicidad en 
el delito de asesinato: 

Teniendo en cuenta el heroico comportamien- 
to de las hijas de los penados, las cuales durante 
las últimas inundaciones ocurridas en aquella 
población salvaron con peligro de su vida á 
varias personas: | 

Vista la ley provisional de 18 de Junio de 1870, 
que reguló el ejercicio de la gracia de indulto... 

Vengo en indultar á Diego y Juan Diego Ló- 
pez Rubio de la mitad de la pena de quince años 

cadena á que fueron condenados en la causa 
de que va hecho mérito. 

Dado en San Sebastián á 8 de Agosto de 1892, 
María Cristina.— El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Fernando Cos-Gayón.» (Gac. 11 Agosto.) 


R. D. 31 Julio 1893. 
Concesión de indulto d un reo que dió muerte al seductor 
de su hija. 

(Trreamar.) «Vista la exposición elevada por 
la Sala segunda del Tribunal Supremo, propo- 
niendo, con sujeción á lo prevenido en el art. 2. 
del Código penal, que la pena de seis años y un 
día de prisión mayor impuesta á José Carbella 
por el delito de homicidio se conmute por la de 
seis meses de destierro de la villa de Colón: 

Considerando que el reo de que se trata, al dar 
muerte al seductor de su hija, sorprendido casi 
infraganti y después de haberse negado á casar- 
se con ella (1), obró impulsado por estímulos tan 
poderosos que le produjeron arrebato y obceca- 
ción, resultando de la rigurosa aplicación de las 
disposiciones del Código en el presente caso la 
pena excesiva, dadas las circunstancias que con» 
currieron en la comisión del delito: 

Visto lo prevenido en la ley provisional de 18 
de Junio de 1870, que Rato el ejercicio de la 
a de indulto, aplicada á las provincias de 

tramar por el Real decreto de 12 de Agosto 
de 1887; 

Y de acuerdo con lo propuesto por la Sala sen- 
tenciadora; lo consultado por la Sección de Ha- 
cienda y Ultramar del Consejo de Estado y con 
el parecer de mi Consejo de Ministros; 

n nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en conmutar la pena de seis años y un 
dia de prisión mayor impuesta á José Corbella 

r la de seis meses de destierro á la distancia 
me kilómetros del punto donde cometió el de- 


Dado en San Sebastián á 81 de Julio de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Bobledo.» (Gac. 9 Agosto.) 


ER. D. 12 Octubre 1882. 

Indulto parcial ó total, según los casos, 4 los sentencia: 
dos por los Tribunales de la Peninsula y Ultramar que 
están sufriendo condena ó 4 disposición de los mismos, 
conforme á las reglas que se dictan. 


(Presi. DEL Cons. pe Mix.) «Deseando so- 

mnizar con un acto de clemencia el cuarto 
Centenario del descubrimiento de América, en 
uso de la prerrogativa consignada en el art. 54 
de la Constitución de la Monarquíá española, 

En nombre de S. M. el Rey (Q. D. G.), y como 





(1) Véase en el Diccionario, t. T1, p. 511, y en el APÉN- 
DICE de 1890, p. 57, la Sent. de 8 Julio 1889, establecien. 
do que el matador, en casos como el del indulto arriba 

, ho puede ampararse en la circunstancia exi- 
mente de haber obrado por fuerza irresistible. La senten- 
cia d que se refiere el caso de este indulto, es la de 28 Fe- 

O 1891, inserta en CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES, 
P. 53 de este APÉNDICE. 


Reina Regente del Reino, de acuerdo con el pa- 
recer de mi Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1. Concedo indulto de la cuarta 
parte de la condena á los sentenciados á las pe- 
nas de presidio y prisión mayores; de una terce- 
ra parte á los sentenciados á confinamiento, in- 
habilitación absoluta é inhabilitación especial 
temporal, y de una mitad á los sentenciados á 
Do y prisión correccionales, suspensión y 

estierro, excepto cuando esta última pena haya 
sido impuesta por falta de la caución precep- 
tuada por el art. 44 del Código penal. 

Art. 2.2 Concedo asimismo indulto total de 
la pena de arresto mayor y menor y multa, así 
como de la responsabilidad personal subsidiaria, 
por insolvencia, según lo prevenido en el ar- 
tículo 50 del Código penal, excluyendo la que se 
sufra por la falta de indemnización pecuniaria 
á favor de los ofendidos. 

Art. 3.2 Concedo también indulto total de las 
penas impuestas en sentencia firme por los deli- 
tos cometidos por medio de la imprenta, y por 
los políticos comprendidos en el cap. 1 y en las 
secciones 1.* y 8.* del cap. II, ambos del tit. II, 
salvo los arts. 198 al 202 inclusive, así como en 
los caps. 1, II y II del tit. TIT, y en el art. 278 
del libro 11 del Código penal. Se exceptúa de lo 
dispuesto en este artículo los delitos de injuria 
y calumnia contra particulares, y los comet1dos 
contra soberanos, príncipes y agentes diplomá.- 
ticos de naciones amigas, ó extranjeros con ca- 
rácter público, que disfruten de análoga consi- 
deración. 

Art. 4. Para obtener los beneficios concedi- 
dos por este decreto, son circunstancias indis- 
pensables: | 

Primera. Que se haya dictado sentencia fir- 
me ó que la pronunciada sea de las que pueden 
tener este carácter, mediante la no interposi- 
ción de los recursos que proceden contra ella. 

Segunda. Que los reos estén sufriendo con- 
dena ó por lo menos á disposición del Tribunal 
sentenciador. 

Tercera. Que no sean reincidentes. 

Cuarta. Que no hayan sido condenados en la 
última sentencia por más de un delito. 

uinta. Que no hayan disfrutado de los be- 
neficios de otro indulto, sea general ó parcial. 

Y sexta. Que hayan observado buena con- 
ducta en las cárceles ó establecimientos penales 
durante el tiempo que lleven en éstos. 

Art. 5. Quedar n sin efecto las gracias con- 
cedidas por este decreto si reincidieren los in- 
dultados. En ese caso, y aparte de la pena á que 
la reincidencia diere lugar, se hará cumplir al 
reo, siendo posible, la remitida por el presente 
decreto. 

Art. 6.2 Se declara comprendidos en las dis- 
posiciones de este decreto á los reos de delitos 
electorales, siempre que hayan cumplido la mi- 
tad del tiempo de su condena de las penas perso- 
nales y satisfecho la totalidad de las pecuniarias 
y las costas. 

Art. 7.2 Se exceptúa de los beneficios del ar- 
tículo 1.? de este Real decreto á los reos de los 
delitos de falsedades, prevaricación, cohecho, 
malversación de caudales públicos, fraudes y 
exacciones ilegales, robo é incendio y todos los 
delitos que sólo á instancia de parte se persi- 
ca y cuya pena se remite por perdón del ofen- 

ido 


Art. 8. El indulto concedido por este decre- 
to se aplicará, cualquiera que haya sido el Tri- 
bunal sentenciador, así en la Península como 
en las provincias de Ultramar, pero no alcanza- 
rá en caso alguno á las penas de degradación, 
pérdida de empleo, separación del servicio y de- 
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posición de empleo, impuestas como ld, jog 
Óó accesorias á individuos del ejército ó de la 
Armada. 

Para los sentenciados por los Tribunales de 
Ultramar, los artículos del Código penal de la 
Península, citados en los anteriores de este de- 
creto, se entenderán sustituidos por los corres- 
pondientes de los de las provincias de América, 
y de las islas Filipinas, en le forma siguiente: 

El art. 44 del Código pe de la Península, 
por el 43 del de las Antillas y 44 del de Filipinas. 

El art. 50 del de la Península, por los arts. 49 
y 50, respectivamente, del de las Antillas y Fili- 


inas. 
d Los arts. 198 al 202 inclusive, del de la Penín- 
sula, por los arts. 186 al 190 del de las Antillas, 
y 188 al 192 del de Filipinas. 

El art. 273 del de la Península, por el 269 del 
de las Antillas y 260 del de Filipinas; todos del 
lib. II de los citados Códigos. 

Art. 9% Los Tribunales y jueces encargados 
de la ejecución de las sentencias respectivas 
aplicarán inmediatamente el presente indulto, 
remitiendo al Ministerio de Gracia y Justicia, 
al de la Guerra, al de Marina ó al de Ultramar, 
en sus respectivos casos, con la brevedad posi- 
ble, relación nominal de los reos á quienes se 
haya aplicado, con expresión del tiempo de la 
condena que se hubiese cumplido, y del que, he- 
cha la rebaja, restare al penado. 

Art. 10. Las autoridades administrativas y 
los jefes de establecimientos penales y cárceles 
facilitarán cuantos datos les pidan los Tribuna- 
les y jueces DS la ejecución de este decreto. 

Art. 11. Porlos Ministerios de Gracia y Jus- 
ticia, Guerra, Marina y Ultramar se dictarán 
las disposiciones oportunas para el cumplimien- 
to de este decreto, y se resolverán sin ulterior 
recurso las dudas y reclamaciones que ofrezcan 
en su ejecución. 

Dado en Santa María de la Rábida 4 12 de Oc- 
tubre de 1892.—María Cristina.—El Presidente 
del Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del 
Castillo.» (Gac. 16 Octubre.) 


INFIDELIDAD EN LA CUSTODIA DE DO- 
CUMENTOS. (Dicc., t. VI, p. 640.) 


Sent. 20 Octubre 1994. Delito del art. 371 del C6- 
digo penal de Cuba (875 de la Península), cometido por 
un notario desatendiendo la custodia de un protocolo é 
ínutilizando un pliego de un testamento. 


Otorgado un testamento ante el notario D. Maria- 
no Espino, éste arrancó ó permitió que se arranca- 
ra del protocolo uno de los pliegos que integraban 
la disposición y lo sustituyó por otro que venía á 
decir lo mismo que el suplantado. Instruída causa 

dictada sentencia absolutoría por la Audiencia de 
Puerto Principe, interpuso el acusador privado re- 
curso de casación fundado en el núm, 2. regla 56 de 
la ley provisional para la aplicación del Código po 
nal de las Antillas, por infracción, entre otros, del 
art. 371 del Código. El T.S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que es un hecho indudable el de 
haber quebrantado el notario Espino la fidelidad 
debida á las funciones de su cargo y á la fe de que 
se halla investido, al desatender la custodia de su 
protocolo é innutilizar el pliego 3.” del testamento 
mencionado con daño poa la causa doler que 
este hecho se halla definido y penado como delito 
en el art. 871 del os (Sent. 20 Octubre 1891.— Ga- 
ceta 26 Diciembre, p. 283.) 


INFORMACIONES POSESORIAS, V. Hz- 


POTECAS. 


INGENIEROS. Como aplicables á todos los 
ingenieros civiles, vamos ácomprender aquí, an- 
tos de registrar las disposiciones dictadas para 
cada una de las carreras, las siguientes: 


R. D. 81 Diciembre 1891. 


Hace extensivas al personal de Minas y Mon- 
tes las disposiciones del de 10 de Abril del mis- 
mo año para el de Caminos, Canales y Puer- 
tos (Ar. 1891, p. 419), sobre forma de proveer va- 
cantes en el personal de Ultramar, categorías, as- 
censos, etc. Se inserta en OsrAs PÚBLICAS (1). 


R. O. 1.? Febrero 1892. 

Disfrute de las consecuencias legales de los ascensos en 
los Cuerpos de Montes, Minas, Agrónomos y de Cu- 
minos. 

_Esta Real a pd de las de 22 de Di- 
ciembre de 1884, de Febrero de 1885 y 6 de 
Junio y 6 Diciembre de 1888, véase en ExMPLEA- 
DOS; pero téngase en cuenta que se ha dejado 
sin efecto por otra de 28 de Octubre de 18% 
(Ar. de 1895, p. 710), la cual ha declarado subsis- 
tente la de 22 de Diciembre de 1884. 


E. D. 12 Julio 1892. + 


Supresión de la Escuela general preparatoria de 
ingenieros y arquitectos. 


Véase este Real decreto en Instrucción PÚ- 
BLICA. pl 


R. D. 2 Julio 1893. 
Haciendo reformas en las plantillas de ingenieros de mon- 
tes, minas y agrónomos y sobre catedráticos del Insti 
tuto, ayudantes é ingenieros aspirantes... 


(Fow.) «Artículo 1.2 (Este artículo y los si- 
guientes hasta el 4.”, hacen rebajas en las consig- 
haciones para personal de estaciones etnotécni- 
cas, auxiliares facultativos de minas, guardería 
de montes y visitas de inspección, ia 

Art. 5. Con arreglo al art. 84 de la vigente 
ley de presupuestos, ningún individuo de los 
Cuerpos de ingenieros de minas, montes y aer 
nomos y sus auxiliares, cobrará cantidad algu- 
na en concepto de indemnización fija. Las dietas 
que dicho personal devengue por trabajos ordi- 
narlos ó extraordinarios de campo y viaje, se re- 
bajarán en cuanto á su importe y duración en 
la proporción que exija la economía que se in- 
troduce en el referido concepto, en armonía con 
las necesidades del servicio. Los gastos de viaje 
sólo serán abonables en el caso de salida fuera 
de la provincia á que estuvieren destinados. 

Una instrucción especial determinará la índo- 
le del servicio en cada Cuerpo, la cuantía de las 
dietas y el máximum de días que se podrá inver- 
tir en él. 

_Art. 6.2 Los catedráticos numerarios del Ins- 
tituto agrícola de Alfonso XII, se considerarán 
como ingenieros agrónomos en servicio activo 
del Cuerpo, y ocuparán en éste la categorías y 
puesto que les corresponda por su respectiva 
antigúedad, considerándose sus servicios en la 
enseñanza como prestados en activo en el servi- 
cio general agronómico. , 

No podrán formar parte de la Junta consult 
va agronómica, más que mediante renuncia de 
sus cátedras y en las vacantes que ocurrieren, 
y conservarán, mientras sean catedráticos, los 
derechos adquiridos hasta hoy con arreglo ú las 
disposiciones generales de instrucción pública. 

Las vacantes que de ellas ocurran se provee- 
rán con arreglo al art. 24 del reglamento del 
Instituto agrícola de Alfonso XII. 

Art. 7.2 Las plantillas del personal facultati: 
vo de los Cuerpos de ingenieros y ayudantes de 
minas, montes y agrónomos, serán para el actual 
año económico las siguientes: | 


(1) Téngansepresente también sobre este punto las dis- 
posiciones de la R. O. de 98 de Diciembre de 1594-39 Ent 
TO 1895 (AP. 1895, p. 29). 
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CUERPO DE INGENIEROS DE MIMAS 


1 Presidente de la Junta facultativa, 
jefe superior de Administración. 

2 Inspectores generales de primera 
clase, jefes de Administración de 
rimera clase...... a sa 

10 Idem id. de segunda, 1d. 1d. de se- 
gunda clase........ RAS no 

15 Ingenieros jefes de primera clase, 
jefes de Administración de terce- 

ra clase............. da 

20 Idem id. de segunda íd., 1d. de cuar- 
AA 

26 Idem primeros, jefes de Negociado 
de primera clase................. 

20 Idem 1d., 1d. de segunda íd........ 
20 Idem id., 1d. de tercera Íd......... 
15 Idem segundos, oficiales primeros 
de Administración....... 

38 Idem íd., segundos de íd.. ........ 


PERSONAL AUXILIAR. — Ayudantes. 


1 Ayudante mayor, oficial primero de 
Administración civil........... ; 

10 Idem primeros, id. segundos íd.... 
20 Idem segundos, id. terceros id..... 
20 Idem terceros, 1d. cuartos íd...... 
10 Idem cuartos, íd. quintos íd....... 


CUERPO DE INGENIEROS DE MONTES 


1 Presidente de la Junta facultativa, 
jefe superior de Administración. 

2 Inspectores generales de primera 
clase, jefes de Administración de 
primera clase..... O 

12 Idem íd. de segunda íd., id. id. de 
segunda id ....... A ES 

15 ReoICEOS jefes de primera clase, 
id. id. de tercera id......... Lat 

25 Idem íd. de segunda id., id. id. de 
cuarta íd................ o 

10 Idem primeros, jefes de Negociado 
de primera clasO.....oooo.oooo..o. 

30 Idem id., y fos de Negociado de se- 
gunda íd............ E 

45 Idem id., id. 1d. de tercera íd...... 
10 Idem segundos, oficiales primeros 
de Administración 


PERSONAL AUXILIAR. — Ayudantes. 


4 Ayudantes primeros, oficiales se- 
gundos de Administración...... 

10 Idem segundos, 1d. terceros de 1d... 
20 Idem terceros, id. cuartos de íd.., 
45 Idem cuartos, id. quintos de 1d..., 


SERVICIO ESPECIAL DE GUARDERÍA 
FORESTAL 


240 Copataces de cultivo.............. 
2 Sobreguardas para Canarias....... 
ardas para íd............. 


1 Ingeniero Je de segunda clase, 
ministración de cuarta 


Sueldos. 


Pesetas, 


12.500 


24 Idem segundos, oficiales primeros 
de Administración........... des : 
81 Idem íd., id. segundos de 1d....... 8.000 


PERSONAL AUXILIAR. — Ayudantes. 


10 Ayudantes terceros, oficiales cuar- 
tos de Administración...... .... 2,000 
52 Idem cuartos, 1d. quintos de id.... 1.500 


Art. 8. Se declaran á extinguir las plezas de 
ayudantes primeros del servicio facultativo de 
montes, y las de ayudantes mayores y primeros 
del de minas, y se crean en su lugar las de inge- 
nieros aspirantes en prácticas con 2.000 pesetas 
de sueldo, que las irán ocupando á medida que 
vaquen. 

Los ingenieros aspirantes en prácticas des- 
empeñarán los servicios de ayudantes, mientras 
se hallen en tal situación, con el carácter que 
tenían los antiguos aspirantes primeros de di.- 
chos Cuerpos, y optarán, por consiguiente, á cu- 
brir las plazas deingenieros que vayan ocurrien- 
do ó las de ayudantes ó auxiliares, por orden ri- 
guroso de antigúedad de salida de las escuelas 
respectivas. 

Los ingenieros agrónomos aspirantes que ocu» 
pen plazas de temporeros con cargo á cualquiera 

e los créditos disponibles por la Dirección ge- 
neral de Agricultura, Industria y Comercio, se 
atendrán también á lo dispuesto en el párrafo 
anterior para los de: pas de montes y minas. 

Art. 9. La baja de 200.000 pesetas que figura 
al final del capítulo 28, por menor desarrollo de 
loa servicios, se dividirá entre este capítulo y el 
22, quedando redactado del modo que expresa el 
pormenor adjunto de los citados capítulos. 

Dado en San Sebastián á 26 de Julio de 1892.— 
María Oristina.—El Ministro de Fomento, Au- 
reliano Linares Rivas.» (Gac. 30 Julio.) 


—Véanse además en los AréxDicxS de 1898 á 
1896 otras disposiciones dictadas en dichos años 
y aplicables á costas carreras facultativas de Fo- 
mento, y singularmente las disposiciones sobre 
titulos académicos y profesionales á los ingenie- 
ros; el R. D. de 5 Abril 18% (Ar., p. 129) quitando 
las limitaciones puestas al personal para pasar 
al servicio de organismos administrativos, em- 
presas ó particulares y la R. O. 23 Diciembre 
1894-29 Enero 1895 sobre ascensos y servicios en 
Ultramar (Ar. 1895, p. 29). 


INGENIEROS AGRONOMOS. (Dicciona- 
rio, tomo VI, pág. 614.) Véanse además de las dis- 
posiciones que insertamos á continuación, las 
contenidas en el artículo AGrRIOULTURBA de este 
APÉNDICE. 


R. D. 29 Julio 1882, 

Aprodando las adjuntas Instricciones para el servicio 
del Cuerpo de ingenieros agrónomos: Distritos agromó- 
micos: becciones: Mapa agronómico: Plagas del campo: 
Establecimientos agrícolas de enseñanza: Granjas: Es- 
taciones enológicas, pecuarias, etc.: Junta consultiva. 
(Fom.) «Exposición. —Señora: Los importan- 

tes servicios encomendados al Cuerpo nacional 

agronómico son de indole tan diversa, que más 
que otro alguno exigen una organización ade- 
cuada para que los elementos y datos recogi- 
dos en los diferentes Centros de enseñanza, en 
los campos de experimentación y demostración, 
unidos á los meteorológicos y estadísticos, for- 
men un arsenal valioso que sirva para averi- 
uar exactamente las causas que influyen en 
as variaciones que tan importante ramo de la 
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riqueza pública experimenta, y proponer los re- 
medios que las hagan desaparecer. 

Dificil será obtener tan poa resultado 
con la actual organización del servicio enco- 
mendado al Cuerpo de ingenieros agrónomos, 
cuyas obligaciones, impuestas más bien por las 
especiales circunstancias en que éste se ha en- 
contrado que por las que el conocimiento de la 
agricultura exige, no ha respondido por com- 
pleto á lo que el país esperaba de su ilustración 
y buen deseo. El carácter burocrático de los 
puestos que se les confían no es el más á propó- 
sito para el desempeño de su verdadera misión, 
El ingeniero agrónomo debe dedicarse á estu- 
dios de investigación de las causas que influyen 
sobre la riqueza agrícola, enseñando y demos- 
trando al agricultor los procedimientos que la 
ciencia, hermanada con la práctica, aconseja 
para la explotación racional y lucrativa de los 
productos del suelo. j 

Y nada hay más fácil de conseguir que la 
realización de este ideal. Los establecimientos 
agrícolas, investigando cada uno con idénticos 
procedimientos lo que á su especialidad corres- 

onde; los ingenieros de las provincias, acumu- 
ando datos de la misma índole, que unidos á los 
anteriores, sean utilizados por la Junta consul- 
tiva, que los reunirá deduciendo de ellos las con» 
secuencias que han de servir de fundamento 
pare la reconstitución de nuestra principal ri- 

ueza, constituirán un sencillo mecanismo de 
facil manejo y pronta inspección. Falta solamen- 
te determinar en qué forma y dónde han de ins- 
talarse los centros que deben recoger dichos da- 
tos, transmitir las órdenes de la Superioridad, 
y velar constantemente para su más exacto cum- 

limiento; y no siendo posible que uno solo pue- 

a desempeñar con regularidad tan complicada 
misión, conviene distribuir el trabajo de mane- 
ra que pueda efectuarse sin entorpecimientos, 
á cuyo fin y para que no resulte caprichosa su 
designación, es preciso adoptar una base que 
sirva de punto de partida para determinar las 
condiciones que aquéllos deben reunir, y ningu- 
na puede contribuir de un modo más equitativo 
al pensamiento que informa este proyecto de de- 
creto, como la división de España en distritos 
agicolas, formados con determinado número de 

rovincias limítrofes, en las que los productos 
51 suelo sean similares, pues de este modo los 
datos recogidos en cada uno tendrán la mayor 
analogía posible y su estudio en el centro ó ca- 
pitel que para cada uno se designe se hará con 
rapidez y gran facilidad. * 

i las regiones agrícolas, propiamente dichas, 
estuvieran determinadas, el problema estaría 
resuelto, y cada una de ellas formaría un dis- 
trito agronómico; pero como, bien por falta de 
datos, bien por las especiales condiciones de 
nuestro suelo y clima, no ha sido posible dar 
cima á tan interesante trabajo, mientras estu- 
dios más detenidos no faciliten el conocimiento 
de los principales elementos que influyen en 
nuestra producción agrícola, hay que adoptar 
la división convencional que se propone. 

Al frente de cada una de estas agrupaciones, 
que se denominarán distritos agronómicos, ha- 
brá un ingeniero agrónomo, que tendrá á sus 
órdenes todo el personal encargado de los dife- 
rentes trabajos que han de efectuarse en el 
mismo. 

Dividida la Península en diez distritos y esta- 
bleciendo otros dos para las provincias insula- 
res, cuyas diferencias de clima y producción, así 
como la dificultad de comunicaciones, así lo exi- 
gen, los servicios agrícolas podrán tener en bre- 
ve la tan deseada unidad, con evidente benefi- 
cio para los intereses de la ciencia. 


V 


Los derechos y obligaciones del personal en- 
cargado de los diferentes trabajos que deben 
realizarse en los distritos y las relaciones entre 
los jefes y sus subalternos, serán los que se de- 
tallan en las instrucciones que se acompañan. 

Fundado en las anteriores consideraciones, el 
Ministro que suscribe tiene el honor de someter 
á la aprobación de V. M. el adjunto proyecto de 
rudria 97 a Jalio d 

adri e io de 1892.—Señora: A los 
R. P. de V. M., Aureliano Linares Rivas. 


REAL DECRETO 


En atención á las razones expuestas por el Mi- 
nistro de Fomento; 

En nombre de mi augusto hizo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente de Reino, 

Vengo en aprobar las adjuntas instrucciones 
de servicio para el Cuerpo de ingenieros agró- 
nomos y sus dependencias. 

Dado en San Sebastián 4 29 de Julio de 1892.— 
María Oristina.—El Ministro de Fomento, Au- 
reliano Linares Rivas. 


INSTRUCCIONES DE SERVICIO 


PARA EL CUERPO DE INGENIEROS AGRÓNOMOS Y 
SUS DEPENDENCIAS (1) 





CAP. 1.—Del Ouerpo de ingenieros agrónomos. 
Artículo 1.2 El servicio del Cuerpo de inge- 


nieros agrónomos se dividirá en las dependen- 
cias siguientes: 

1.2 Distritos agronómicos formados por sec- 
ciones provinciales y establecimientos agrícolas 
de enseñanza y experimentación. 

2. Junta consultiva agronómica. 


CAP. 11.—De los distritos agronómicos. 


Art. 2.? Para los efectos de estas instruccio- 
nes se divide el territorio de la Peninsula é islas 
adyacentes en doce distritos agronómicos en la, 
forma siguiente: 

1.2 Comprenderá las provincias de Madrid, 
Toledo, Cuenca, Avila, Segovia y Guadalajara. 

e Cáceres, Badajoz, iudad Real y Alba- 
cete. 

8. Burgos, Santander, Vizcaya, Guipúzcos, 
Soria y Alava. 

4, Zaregoza, Teruel, Huesca, Logroño y 
Navarra. 

5. Barcelona, Gerona, Tarragona y Lérida. 

6. Murcia, Alicante, Valencia y Castellón. 

7. Sevilla, Córdoba, Jaén, Huelva y Cádiz. 

8. León, Oviedo, Lugo, Orense, Pontevedra 
y Coruña. 

9. Palencia, Valladolid, Zamora y Sala- 
manca. 

10. Málaga, Granada y Almería. 

11. Islas Baleares. 

12. Islas Canarias. 

Art. 3. Al frente de cada distrito habrá un 
jefe que será el ingeniero del servicio agronómi- 
co más antiguo, de los que tengan cargo oficial 
en el mismo. 

Art. 4.2 La cano de los distritos agro- 
nómicos se fijará oportunamente por la Direc- 
ción general de Agricultura, Industria y Co- 
mercio. 

Art. 5.? La Dirección general del ramo asig- 
nará á cada distrito el número de ingenieros 


(1) Véase en el Ap. de Ad 579, el R. D, de 33 Sep- 
tiembre de dicho año dictando isposiciones sobre el ser- 
vicio agronómico del Estado, funciones de los ingenie”os, 
reducción de A del Cuerpo, establecimientos de ense- 
Ranza agrícola, etc. 
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agrónomos que considere preciso, debiendo ha.- 
ber cuando menos uno por cada provincia de las 
que aquél comprenda, y uno por cada estableci- 
miento docente en él enclavado, además de los 
que para el servicio de extinción de plagas y 
otros especiales nombre el Ministerio de Fomen- 
to, y de los auxiliares y subalternos que sean 
indispensables. 

Art. 6.2 Dependerá directamente del jefe del 
distrito todo el personal facultativo, auxiliar y 
subalterno que dentro de la demarcación de 
aquél se halle afecto al servicio agronómico 
pro mincian al de los establecimientos de ense- 

anza experimentación agrícolas, defensa 
contra las plagas, y demás encomendados al 
Cuer po de ingenieros agrónomos. 

Art. 7.2 Los jefes de distrito se comunicarán 
directamente con la Dirección general del ra- 
mo, Junta consultiva agronómica, gobernado- 
res civiles de las provincias comprendidas en el 
mismo, y demás autoridades provinciales y loca- 
les, así como también con todo el personal á sus 
órdenes. 

Art. 3. Son obligaciones del jefe de distrito: 

1.2? Formar anualmente una Memoria que 
comprenda el resumen de los trabajos efectua- 
dos en el distrito, situación del personal, inven- 
tario del material y estado en que éste se en- 
cuentre, observaciones de los ingenieros á sus 
órdenes respecto á los servicios que les estén 
encomendados, resumen de éstos é informe sobre 
los mismos, y plan de trabajos para el siguien- 
te año, acompañando un presupuesto aproxi- 
mado de personal subalterno y del material que 
se necesite para completar el existente en su 
demarcación, y proponiendo además el número 
de días de salida que á su juicio conceptúe in- 
dispensables, para que tanto él como el perso- 
nal afecto al distrito pueda cumplimentar debi.- 
damente todos los servicios que les estén enco- 
mendados. 

Con objeto de reunir los elementos necesarios 
para la formación de la A LEodS pl exigirán 
quincenalmente de sus subordinados una rela- 
ción de los servicios ejecutados, acompañada de 
las observaciones y prevenciones que crean per- 
tinentes. 

Esta Memoria deberá hallarse en poder de la 
J cosa consultiva antes de 1. de Junio de cada 
año. 

2.” Verificar, previa autorización de la Supe- 
rioridad, las visitas que crean necesarias para 
la mejor inspección del servicio; practicar por sí 
mismo las operaciones de campo que considere 
convenientes y rectificar ó comprobar las de los 
demás ingenieros y ayudantes, cuando lo juzgue 
oportuno. 

8. Dar cuenta á la Dirección general y á la 
Junta consultiva de las faltas y abusos que co- 
metan sus subordinados. 

4. Informar sobre los asuntos del servicio, 
cuando la Dirección general ó la Junta consul- 
tiva lo reclamen. 

5. Transmitir todas las órdenes al personal 
dependiente del distrito y cursar con su informe 
las solicitudes y reclamaciones del mismo á la 
Superioridad. 

.- Llevar un libro registro de entrada y sa- 
lida de documentos oficiales, otro de inventarios 
donde figure todo el material existente en el dis- 
trito, sitio en que se encuentra y objeto á que 
está destinado. 

7.2 Proponer ála Superioridad la distribución 
del personal, teniendo en cuenta sus aptitudes y 
las necesidades del servicio. » 

Concentrar, previo el competente permi- 
so de la Dirección general de Agricultura, In- 
dustria y Comercio, en los puntos donde sea ne- 
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cesario, el personal de una ó varias provincias 
para combatir en época oportuna las plagas 


que pudieran presentarse, encargando á uno de 
los ingenieros se ponga de acuerdo con la Comi- 
sión provincial respectiva para la ejecución de 
los trabajos. , 

El servicio de estudio y extinción de plagas se 
considerará preferente á todos los demás. 

9.2 Ordenar cuando se halle autorizado por 
la Dirección general las salidas que deba efec- 
tuar el personal á sus órdenes é informar las 
cuentas y todos los documentos y trabajos refe- 
rentes al servicio, que los ingenieros tendrán 
obligación de remitirle para que los envíe á la 
Superioridad ó á la Junta consultiva, según que 
se refieran al servicio general ó á datos y esta.- 
dísticas que ésta hubiera pedido. , 

10. Hacerse cargo de todo el material del dis- 
trito, distribuyéndolo según las necesidades, 
haciendo responsable de él al ingeniero á quien 
lo'entregue. . ON Ñ 

11. Conservar en la oficina del distrito, siem- 

re que no haya necesidad de emplearlos, los 
instrumentos topográficos y de experimenta- 
ción y demostración que la Dirección general le 
envíe. 

12. Inspeccionar todos los servicios, así como 
log$ establecimientos agrícolas situados dentro 
del distrito, cuando la Dirección general lo or- 
dene, velando por que se cumplan los reglamen- 
tos y órdenes de la Superioridad; examinar y 
tomar nota de las cuentas é informar los planes 
de enseñanza y cultivos, así como los presupues- 
tos de los citados centros. 

18. En los ocho primeros días de cada mes re- 
mitirá á la Dirección general el parte de los tra- 
bajos ejecutados en el anterior. 

Art. 9. La inobservancia de lo preceptuado 
en el artículo precedente, salvo causa justifi- 
cada, dará lugar á la formación de expediente, 
que, previo informe de la Junta consultiva agro- 
nómica, resolverá la Dirección general de Agri- 
cultura, Industria y Comercio, imponiendo, 
según los casos, el correctivo á que haya lugar 
con arreglo á lo que establece el tit. 111 del re- 

lamento orgánico del Cuerpo de 9 de Diciem- 

re de 1887. 

Si la falta se cometiera por un subalterno, el 
jefe del distrito lo comunicará á la Dirección 
general, para que siguiendo el procedimiento 
establecido en el párrafo anterior, imponga la 
pena reglamentaria que crea justa. 


CAP. 111.—De las Secciones agronómicas. 


Art. 10. Cada uno de los distritos agronómi- 
cos de la Península se dividirá en Secciones, 
cuyo número será igual al de las provincias que 
aquél comprenda. —. ' 

Art. 11. "Los ingenieros de Sección depende- 
rán del jefe del distrito, de quien recibirán to- 
das las órdenes referentes al servicio, siendo 
ellos á su vez jefes inmediatos de los ayudantes, 
capataces y demás personal destinado á su pro- 

ncia. 
ra 12. En el desempeño de su cargo se co- 
municarán los ingenieros de Sección con el in- 

eniero jefe del distrito, con el gobernador de 
fa provincia respectiva, con la Junta consultiva 
agronómica cuando proceda, con las autorida- 
des provinciales y locales y con el personal su- 
balterno puesto á sus Órdenes. En casos urgen- 
tes y extraordinarios, podrán hacerlo directa- 
mente con la Dirección general ó el Ministerio, 

oniéndolo en el acto en conocimiento del jefe 

el distrito. Ñ 

Art. 18. Elingeniero más antiguo en el esca- 
lafón del servicio activo dentro del distrito sus- 
tituirá al jofo en ausencias y pntpcadós, pu- 
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diendo ejercer este cargo desde el punto de su 
residencia oficial, salvo que la Dirección general 
determine otra cosa. 

Art. 14. Los ayudantes del servicio agronó- 
mico podrán sustituir en casos especiales á los 
ingenieros de Sección, pero en ningún caso des- 
empeñarán las funciones de jefe. 

Art. 15. Son obligaciones de los ingenieros 
de Sección: 

1.2 Emitir los informes que la Superioridad, 
la Junta Consultiva ó el jefe del distrito les re- 
clamen. 

2. Oumplir lasórdenes quese les comuniquen 
por sus superiores jerárquicos. 

3. Inspeccionar y dirigir los trabajos que se 
verifiquen en su Sección y vigilar al personal 
auxiliar y subalterno en el cumplimiento de sus 
deberes. 

4, Dar un parte desta al jefe del distrito 
de los trabajos verificados y novedades ocurri- 
das en su Sección. 

5.2 Dirigir personalmente las operaciones que 
hayan de verificarse en los campos de demos- 
tración. 

Art. 16. Son atribuciones de los ingenieros 
de Sección: 

1.2 Exigir del personal que esté á sus órdenes 
el más estricto cumplimiento do sus deberes. 

2.2 Proponer al jefe del distrito la distribu- 
ción que debe tener aquél dentro de la Sección 
y comunicarle las faltas ó abusos cometidos por 

os individuos que lo forman, en el ejercicio de 
sus funciones. 

3.2 Proponer al jefe del distrito cuanto crean 
útil á la mayor perfección del servicio. 

4. Las que determina el art, 2. del regla- 
mento orgánico del Cuerpo de ingenieros agró- 
nomos de 9 de Diciembre de 1887, que no estén 
modificadas por estas instrucciones. 

Art. 17. Los campos de demostración esta- 
rán á cargo de los ingenieros de la Sección en 
que se hallen instalados, los cuales recibirán de 
los directores de las Granjas, por conducto del 
ingeniero jefe del distrito, las indicaciones ne- 
cesarias para su planteamiento y cuidado, de- 
biendo aquéllos á su vez comunicar á los de las 
Granjas las observaciones locales que crean per- 
tinentes para el mejor logro de los fines que se 
persiguen. 

Art. 18. Para que los estudios ó investigacio- 
nes que se hagan tengan por base el conocimien- 
to del clima de localidad, todos los ingenieros 
de Sección recogerán observaciones meteoroló- 
gicas, que semanalmente remitirán á la Esta- 
ción agronómica del distrito donde haya esta- 
blecimientos de esta clase, y si no á la Central, 
para que ésta reuna todos los datos y los publi- 
que oportunamente. 

Art. 19. El servicio estadístico de precios me- 
dios de productos agrícolas será desempeñado 
por los ingenieros de Sección con arreglo á las 
prevenciones siguientes: 

1.2 Los precios se referirán al mercado de la 
capital y al de los pueblos donde lo haya espe- 
cial para determinado producto. 

2. Los productos se clasificarán en «cereales 
y leguminosas», «productos transformados», 
«productos animales» y «productos diversos». 

3. Los precios que se remitan serán única- 
mente los de producción, sin tener en cuenta 
para nada los derechos de consumos ó cualquier 
otro con due resulten gravados los productos á 
su entrada en el mercado, consignándose el 
máximum aus hubiesen obtenido en la semana 
á que se refiera el estado que formen. 

«- En una casilla de observaciones se expli- 
carán sucintamente las causas del alza ó baja, 
si la hubiere, de los precios con relación á lo 


de la semana anterior, las existencias de cada 
producto, á ser posible, el aspecto de las cose- 
chas y la firmeza del mercado. 

5.2 Los estados que se formen se depositarán 
en el correo el sábado de cada semana. Si en 
este día no se hubieran recibido los datos co- 
rrespondientes á los mercados de fuera de la ca- 
pital, se limitará á consignar los de éste en la 
semana corriente, y respecto á aquéllos los de 
la anterior, hacióndolo así constar por medio 
de nota. 

Art. 20. En las épocas que más adelante se 
fijan, procederán dichos ingenieros á la re- 
unión de datos y á la práctica de las investiga: 
ciones oportunas, á fin de conocer el resultado y 
rendimiento de las cosechas en sus respectivas 
provincias, remitiendo á la Junta consultiva 
agronómica, por conducto del jefe del distrito, 
los antecedentes necesarios para la formación 
de la estadística agrícola á que se refiere el pá- 
rrafo décimo, art. 50 del reglamento orgánico 
del Cuerpo. 

Art. 21. La estadistica anual de cosechas 
comprenderá la relativa á la producción de 
aceite, vino, cereales, leguminosas y demás pro- 
ductos agricolas que se cultivan en todas las 
provincias de España, cualquiera que sea la im- 
Dona ncia que su cultivo tenga en cada una de 
ellas. 

Art. 22. La formación de esta estadística se 
basará en el conocimiento exacto de la produc: 
ción por hectárea que cada uno de los cultivos 
alcance en el año, y para obtener la mayor exac- 
titud en este dato, los ingenierós del servicio 
agronómico estudiarán el resultado de las diver- 
sas cosechas, visitando al efecto durante las 
épocas que en el siguiente artículo se determi: 
nan varios de los pueblos enclavados en las zo: 
nas más importantes y productivas en cada cul- 
tivo, tomando sobre el terreno cuantos datos y 
noticias juzguen convenientes al objeto de que 
se trata, MN haciendo de ellas aplicación oportuna 
al resto de la provincia. 


Art. 23. Las visitas á que se refiere el ar- 
tículo anterior se verificarán en las fechas si: 
guientes: 

Para la cosecha de aceite, del 15 de Enero al 15 
de Febrero. . 

Para la de cereales, del 15 de Junio al 15 de 
Agosto. 


Para la de vino, del 15 de Septiembre al 15 de 
Octubre. 

Los datos referentes á la cosecha del maiz y 
á la de leguminosas que se recolecten más tar- 
de de la fecha indicada para la de cereales se 
adquirirán en la forma que hoy se viene verif- 
cando. 

Art. 24. De cada pueblo que los ingenieros 
visiten con arreglo al art. 22, informarán á la 
Dirección general, por conducto del jefe del dis: 
trito, acerca de la producción por hectárea del 
cultivo cuyo rendimiento se trate de apreciar, 
exponiendo á la vez una idea general acerca d 
estado de los campos en la comarca visitada y 
de las vicisitudes que haya sufrido la cosecha 
que se está recolectando por consecuencia de los 
accidentes meteorológicos, plagas, eto. 

Art. 2. Una vez conocida con arreglo á4 los 
artículos precedentes la producción por hectá: 
rea de los cultivos en las principales zonas de 
la provincia, y teniendo en cuenta la superficio 
total de los plantios Y siembras en los diferentes 
partidos iudicielós o la misma, procederán los 
ingenieros á calcular con la mayor aproxime: 
ción posible el rendimiento de las cosechas, re- 
mitiendo á la Junta Consultiva, por conducto 
del jefe del distrito, el resultado de estos cálcu- 
los, en las fechas siguientes: 
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Cosecha de aceite, en 1.? de Marzo. 

Cosecha de cereales y leguminosas, en 1.* de 
Septiembre. 

osecha de vino, en 1.? de Noviembre, - 

Los datos relativos á la cosecha del maiz y de- 
más Sa pd leguminosas que se recolecten 
con posterioridad al 1. de Agosto, deberán re- 
mitirse en 1. de Noviembre. 

Art. 26. Los estados que consignen el resul- 
tado de las cosechas se ajustarán á modelos es- 
peciales para cada una, que la Junta Consultiva 
Agronómica formulará, según lo dispuesto en 
el art. 50 del reglamento del Cuerpo, y que dicha 
Corporación cuidará de circular con la oportu- 
nidad y anticipación debidas. 

Art. 27. A la estadistica de cada cosecha se 
acompañará una hoja de observaciones con 
cuantas consideren los ingenieros necesarias 
para formar juicio exacto de la cosecha obte- 
mida en cantidad y calidad, indicando, en el 
caso de que aquélla desmerezca de la de los años 
anteriores ó de la producción normal en la pro- 
vincia, teniendo en cuenta las condiciones de 
rta suelo y cultivo, las causas á que obe- 


CA. 

En dicha hoja se consignarán datos y noticias 
de los precios de los jornales y destajos en la re- 
colección de la aceituna y de la vid; de la siega 
en los cereales y leguminosas; de las existencias 
de productos agrícolas; de las exportaciones ó 
importaciones y de todo cuanto contribuya á 
dar idea general del estado agrícola de la pro- 
vincia al recolectarse cada cosecha. 

Art. 28. Además de las estadísticas de pro- 
ducción á que se refieren los artículos anterio- 
res, los ingenieros de Sección remitirán por con- 
ducto del jefe del distrito una Memoria anual 
sobre determinado ramo de la agricultura ga- 
naderia é industrias derivadas, con arreglo al 
formulario é instrucciones que la Junta Con- 
sultiva les circule. 

Art. 29. Respecto á los demás datos estadís- 
ticos que sobre distribución de la propiedad y 
otros no menos importantes deben tomar los in- 
genieros del servicio agronómico, se dictarán 
oportunamente por la Dirección general de A gri- 
cultura, Industria y Comercio las instrucciones 
necesarias. 


CAP. 1V.—Del mapa agronómico. 


Art. 30. Para que los datos estadísticos re" 
cogidos por los ingenieros agrónomos puedan 
ser de utilidad al país, se crea en Madrid una 
Comisión especial formada con arreglo á lo que 
ispone el art. 81, que será la encargada de re- 
unirlos, y en su vista proceder á la formación 
del mapa agronómico de España, que constará: 

1. Del trazado de la carta agronómica ge- 
neral en una escala de 1 á 400.000, en la que se 
harán constar la naturaleza y composición de 
las tierras labrantías que constituyen la, capa 
arable. 

2.7 De las cartas agrológicas provinciales tra- 
zadas en la misma escala. 

3. De las cartas culturales en las que se re- 
presente la intensidad de cada uno de los culti- 
vos de la provincia. 

4. De los mapas ó cartas de conjunto en la 
escala de 1 á 1.500.000 en que se represente la 
intensidad de las superficies cultivadas y de sus 
producciones en cada una de las provincias. 

5.” De las Memorias que expliquen y deta: 
len la composición de las tierras iS 
cuantos datos de clima y de flora agrícola cul- 
tivada puedan ser una perfecta idea de las con- 

¡ciones agricolas de la provincia. 

Art. 31. La Comisión del mapa agronómico 
se compondrá por ahora de tres vocales de la 
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Junta Consultiva Agronómica, designados por 
la Dirección general del ramo, dos ingenieros 
del servicio agronómico, tres peritos agrícolas 
y el personal auxiliar y subalterno que sea es- 
trictamente preciso. La presidencia de la Co- 
misión será desempeñada por el vocal de la Jun- 
ta Consultiva, que formando parte de aquélla 
designe la Dirección general. De la Secretaría, 
se hará cargo el ingeniero más moderno de la, 
misma. 

Art. 32, Tanto los ingenieros de la Comisión 
como los auxiliares harán todos los años una 
campaña ó excursión de noventa días á las pro- 
vincias en busca de datos para los trabajos de 
la Comisión, entendiéndose que el cargo de pre- 
sidente no exime de llenar este servicio. 

En estas excursiones los ingenieros y peritos 
disfrutarán las indemnizaciones que en los pre- 
supuestos se consignen. ! 

rt. 83. El presidente y los ingenieros de la 
Comisión, en sus trabajos de fuera de la capi- 
tal, previamente autorizados por la Dirección 
general, reclamarán el auxilio de las autorida- 
des, funcionarios y Corporaciones del Estado, 
provinciales y municipales, siempre que crean 
pueden facilitarles algún dato ó noticia útil al 
objeto de la Comisión. 

Art. 31. Todos los ingenieros del Cuerpo 
contribuirán á la formación del mapa agronó:- : 
mico, facilitando noticias, planos, apuntes, bos- 
quejos y cuantos datos estuvieran á su alcance 
y tengan relación con el objeto que se persigue, 
si bien los más directamente obligados á ellos 
son los de Sección. Estos funcionarios, al verifi- 
car los trabajos de campo que por razón del car- 
go que desempeñan tienen obligación de llevar 
á cabo, cuidarán de tomar datos acerca del sue- 
lo y flora de los pueblos ó zonas que visiten, re- 
mitiéndolos por conducto del jefe del distrito á 
la Comisión con las explicaciones y observacio- 
nes que crean pertinentes. a 

Art.385. Al presidente de la Comisión eorres- 
ponde disponer cuanto se refiera á la ejecución 
de los trabajos y acordar la salida del personal 
puesto á sus órdenes, fijando los itinerarios y 
provincias que han de ser visitadas por aquél y 
cuidando siempre, bajo su responsabilidad, de 
que el éxito de las operaciones responda en todo 
caso al mejor resultado de la obra encomendada, 
á su dirección. 

Al fijar la fecha en que deban verificarse las 
excursiones, se tendrá presente la necesidad de 
que éstas sean simultáneas, con el objeto de que 
no queden abandonados los trabajos de gabinete 
y oÉcina de la Comisión. 

Art. 86. El presidente estará obligado á oir 
en junta á los ingenieros que componen la Co- 
misión en los casos que determinará el regla- 
mento ó una instrucción especial, y asimismo 
tendrá el deber de pedir dictamen á la Junta 
Consultiva Agronómica, siempre que lo juzgue 
conveniente para la mejor y más acertada mar- 
cha de los trabajos, pero entendiéndose que será 
de imprescindible necesidad el dictamen de la 
Junta Consultiva Agronómica antes de acome- 
ter el trazado definitivo de cualquiera de los pla- 
bos agrológicos culturales de las provincias y 
aun la rectificación general de los bosquejos y 
de la publicación de las Memorias que á estos 
planos han de acompañar. e 

Art. 37. El presidente de la Comisión del 
Mapa agronómico presentará á fin del año eco- 
nómico al Ministerio de Fomento por conducto 
do la Junta Consultiva Agronómica, que la exa- 
minará antes, una Memoria circunstanciada 
que exprese claramente los progresos del Mapa. 

Esta Memoria contendrá: 

1. Relación detallada de cómo se ha empleas 
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do el personal de la Comisión, excursiones veri- 
ficadas por el mismo y resultados obtenidos. 

2. Cooperación y auxilio de los ingenieros 
del servicio. 

8. La inversión de las cantidades gastadas 
en este servicio. 

4. Adquisición de trabajos, planos, notas y 
libros referentes al mapa que se hayan hecho 
durante el año y su procedencia. 

5.2 Aumento de la Biblioteca y colecciones. 

6. Una ligera idea del estado en que se halla 
el mapa agrológico y los culturales de cada pro- 
vincia para formar juicio aunque sea aproxi- 
mado del estado general de los trabajos. 

Cada uno de estos capitulos se redactará con 
la debida separación para que la Junta Consul- 
tiva Agronómica proponga, y la Dirección ge- 
neral acuerde la pan que deba publicarse. 

Art. 88. El Instituto Agrícola de Alfon- 
so XII, las Granjas experimentales ya estableci- 
das, las que en lo sucesivo se establezcan y los 
demás establecimientos de enseñanza y experi- 
mentación agrícolas, prestarán al mapa agro- 
nómico el auxilio M cooperación que hubiere 
menester, bien sea facilitando los estudios agro- 
lógicos que hayan hecho de las provincias á que 

ertenecen ó bien analizando en sus respectivos 

aboratorios las rocas y tierras que la Comisión 
ejecutiva les designe. 

Art. 89. El mapa agronómico no se publicará 
hasta que esté completamente comprobado y 
rectificado; pero para facilitar las comproba- 
ciones que sobre el terreno han de hacer los in- 
genieros de la Comisión y de las provincias, se 

ublicarán con el carácter de avances, bosque- 
Jos de distritos, provincias, zonas y comarcas 
con las indicaciones necesarias, tanto agrológi- 
cas como de la flora cultivada que dichos bos- 
quejos comprenden. 

Las cartas culturales, con todas las indicacio- 
nes que las deben acompañar, se publicarán Á 
medida que se vayan terminando. 

Asimismo se publicarán con el carácter de 
avance, con la brevedad posible, los mapas de 
conjunto, relativos á la intensidad de superíi- 
cies cultivadas y sus producciones. 

Art. 40. Una instrucción especial definirá 
clara y detalladamente los deberes y obligacio- 
nes de la Comisión ejecutiva, de los ingenieros 
que la constituyan y del porsonal auxiliar y su- 
balterno, así como también las relaciones de di- 
cha Comisión con la Dirección general de Agri- 
cultura, con la Junta Consultiva Agronómica y 
con los ingenieros de las provincias. 


OAP. V.—Del servicio de extinción de plagas del campo. 


Art. 41. En todas las provincias donde ofi- 
cialmente se haya reconocido la invasión de la 
filoxera, de la langosta ó de otra plaga con ca- 
rácter de tal, se agregará al servicio agronómi- 
co el personal facultativo auxiliar subalterno 
que se considere necesario, y cuya misión será 
la de ayudar al de la respectiva Sección en todos 
los servicios que se le encomienden, y con espe- 
cialidad en el estudio de la plaga y medios que 
la ciencia aconseje para su extinción, con arre- 
glo á lo que determinan las disposiciones vigen- 
tes y demás que se dicten. 

_ Art. 42. Las plazas de ingenieros agregados 
á que se refiere el artículo anterior se provee- 
rán por riguroso turno de antigúedad, según el 
escalafón general del Cuerpo, en supernumera- 
rios que lo soliciten ó en aspirantes; se regirán 
por las disposiciones del servicio agronómico, 
excepto la que establece el art. 28 del reglamen- 
to y las que se refieren al percibo de haberes, 
que les serán abonables, con cargo á los fondos 
e que el Ministerio disponga para el estudio, 





vigilancia y extinción de plagas, mientras no se 
aumente el número necesario al que figura en la 
pena general del Cuerpo, en cuyo caso co- 

rarán con cargo á la partida consignada para 
el servicio agronómico en los presupuestos ge- 
nerales del Estado. 

Art. 43. Losingenieros jefes de distrito de- 
signarán el personal facultativo que ha de ins- 

ecciunar y dirigir los trabajos de extinción de 

as plagas del campo, con arreglo á los proyec- 

tos aprobados por la Superioridad y del estable- 
cimiento y dirección de los viveros de vides re- 
sistentes que se establezcan para facilitar la 
repoblación de los viñedos destruidos por la 
filoxera. 

Art. 44. La Dirección general de Agricultu- 
ra, Industria y Comercio podrá destinar los in- 
genieros agregados á cualquiera de los servicios 
agrícolas que tiene á su cargo. 


CAP. VI.—Establecimientos agrícolas de enseñanza 
y experimentación (1). 


Art. 45. Se comprenden bajo el nombre de es- 
tablecimientos agrícolas de enseñanza y expe- 
rimentación las Granjas de distrito, Estaciones 
etnológicas, pecuarias, agronómicas, sericicolas 
y demás Centros análogos que tengan por obje- 
to la enseñanza, experimentación y demostra- 
ción agrícolas. 

Art. 46. Los directores de estos estableci- 
mientos serán los jefes de los mismos y del per- 
sonal á ellos destinado; pero tanto ellos como 
los auxiliares y subalternos, estarán subordina- 
dos al ingeniero jefe del distrito en la forma que 
determinan estas instrucciones, debiendo ate- 
nerse á ellas en cuanto sea compatible con la 
índole del establecimiento que dirijan y lo que 
pnoLS el art. 66 del reglamento orgánico del 

uerpo. 

Art. 47. Mensualmente darán cuenta á la Di- 
rección general, por conducto del jefe del dis- 
trito, de la marcha del establecimiento y traba- 
jos ejecutados en el mismo, y por igual conduc- 
to remitirán todos los años antes de 1.” de Junio 
una Memoria resumen de los resultados obteni- 
dos en el anterior, mejoras que deban introdu- 
cirse y presupuesto de ingresos y gastos para el 
siguiente ejercicio económico. 

Art. 48. No obstante lo dispuesto en estas 
instrucciones, la Escuela general de Agricultu- 
ra y la Estación central de patología vegetal 
continuarán rigiéndose por sus reglamentos es- 

eciales, no obligados sus directores á 

acilitar al ingeniero jefe del distrito los datos 
gue óste considere necesarios para la redacción 

e la Memoria anual que se determina en el ar- 
tículo 47 de estas instrucciones. 

Art. 49. La Granja central del Instituto agrí- 
cola de Alfonso XII se regirá por las mismas 
disposiciones que las demás de la Penínsnla, pa- 
sando á constituir en unión de la Estación agro- 
nómica, hoy dependiente de la Escuela general 
de Agricultura y de las demás que se creen en 
su demarcación, la Granja del distrito central. 


CAP. VIL.—De la Junta consultiva agronómica, 


Art. 50. Son funciones de la Junta, además 
de las que se determinan en el reglamento orgá- 
nico del Cuerpo, las siguientes: 

1.2 Formar una estadística anual de la pro- 
ducción en lo que se refiere á los principales cul- 
tivos, ganadería é industrias derivadas estable- 
cidas en España que para su censura dr 
ción, si es aprobada, remitirá á la Dirección 


(1) Véase en AGRICULTURA el reglamento de 30 Agos- 
te para el régimen de las Granjas de distrito, 
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eneral de Agricultura, Industria y Comercio, 
dentro de los cuatro meses siguientes al ejerci- 
cio á que haga referencia. 

2.2 Presentar al Ministerio de Fomento los 
lanes de reformas que crea convenientes para 
a reorganización y mejor servicio del Cuerpo 

agronómico. ] 

3.2 Resumir las Memorias anuales que sobre 
un determinado ramo de la agricultura, gana- 
dería é industrias derivadas deben redactar los 
ingenieros de Sección, según determina el art. 28 
de estas instrucciones. 

4.2 Proponer con la anticipación debida las 
visitas ordinarias y extraordinarias que anual- 
mente deban girarse á los distritos agronómicos 
y establecimientos de enseñanza y experimenta- 
ción, de conformidad con lo que dispone el ar- 
tículo 43 del reglamento del Cuerpo. 

5. Dirigirse de oficio á todos los ingenieros 
agrónomos y dependientes del ramo pidiéndoles 
noticias y datos referentes al servicio. 

6. Además de los servicios encomendados á 
su cargo y que el R. D. de 9 de Diciembre de 1887 
determina, inspeccionará los trabajos que ejecu- 
te la Comisión del mapa agronómico de España. 


DISPOSICIONES GENERALES 


Art. 51. Los vocales de la Junta Consultiva 
Agronómica girarán, cuando menos, una visita 
anual ordinaria á los distritos, y cuando salgan 
á inspeccionar losservicios, devengarán, además 
de los gastos de movimiento, 25 pesetas por cada 
día que inviertan en el desempeño de su comi- 
sión fuera de Madrid. 

Los ingenieros jefes de distrito devengarán la 
indemnización de 20 pesetas diarias, gastos de 
locomoción, y los demás ingenieros la de 15 pe- 
setas y los mismos gastos, cuando salgan á ofoo. 
s par trabajos fuera de la provincia donde re- 
sidan. 

Los ayudantes percibirán 7 pesetas 50 cénti- 
mos por cada día de salida en las mismas condi- 


ciones. 

Art. 52. El número de días de salida no podrá 
exceder de 30 para los vocales de la Junta Con- 
sultiva; de 50 para los jefes de los distritos, y de 
100 para los subalternos, salvo casos excepcio- 
nales que, previa formación de expediente, re- 
solverá la Dirección general de Agricultura, In- 
dustria y Comercio. 

Art. Las indemnizaciones por salidas efec- 
tuadas por los individuos del servicio agronó- 
mico, sólo serán abonables durante el tiempo 
que permanezcan fuera de su residencia ordina- 
ria, incluyendo en los de abono los días de sali- 
da y al: á aquélla. 

Art. 54. Ningún ingeniero podrá ausentarse 
de su residencia oficial para asuntos ajenos al 
servicio sin orden por escrito de la Dirección 
> Pepin del ramo, previo consentimiento del jefe 

el distrito, el que estará en el deber de dar un 

arte mensual á la Superioridad de la situación 
del personal que tiene á sus órdenes y de las sa- 
lidas que éste ha verificado. 

Las infracciones á lo que dispone este artícu- 
lo se castigarán en la forma que previene el ar- 
tículo 68 del reglamento del Cuerpo. 

Art. 55. Para el percibo de haberes formará 
el ingeniero una cuenta mensual arreglada al 
modelo adjunto núm. 1, la que, acompañada de 
dos copias, remitirá á la Dirección general de 
Agricultura, Industria y Comercio, firmado el 
recibt, y con el V.” B.” y conformidad del gober- 
nador do la provincia donde resida. 

Art. 56. A la cuenta deberá acompañar un 
itinerario y dos copias del mismo, con arreglo 
al modelo núm. 2, donde consten los nombres de 


los pueblos ó términos municipales visitados, y 
los trabajos hechos durante cada ur o de los días 
que el ingeniero ha permanecido ausente de su 
residencia oficial. 

Art. 57. Recibidas las cuentas en la Dirección 
general de Agricultura, Industria y Comercio 
dentro de los seis días primeros del mes siguien- 
te al en que se ejecuten los trabajos, se exami- 
narán por el Negociado respectivo, y con la con- 
formidad de la Dirección, si así procede, se re- 
mitirán por conducto del de Contabilidad á la 
Ordenación de pagos para la expedición de los 
correspondientes libramientos. En el caso de 
que las cuentas merezcan ser reparadas, se de- 
volverán al ingeniero para que subsane los re- 

aros antes de pasar al Negociado de Contabili- 

ad á los efectos dichos. 

Art. 58. Las cuentas de las indemnizaciones 
que devenguen los ingenieros de Sección y el 
personal auxiliar deberán remitirse á la Supe- 
rioridad por conducto del jefe del distrito agro- 
nómico respectivo, quien las examinará y toma.- 
rá nota de ellas, así como de los itinerarios, de- 
volviéndolos á los interesados á quienes corres- 
ponda en caso de faltar algún requisito para su 
aprobación. ? 

Art. 59. Los ingenieros del servicio agronó- 
mico cesarán desde la fecha de estas instruccio- 
nes en el cargo de secretarios de los Consejos 
provinciales de Agricultura, Industria y Comer- 
cio, de los que formarán parte con el carácter de 
vocales natos con la obligación de informar to- 
dos los expedientes que con la agricultura é in- 
dustrias derivadas se relacionen. 

Art. 60. Los ingenieros agrónomos que han 
sido secretarios de las Juntas provinciales de 
Agricultura, Industria y Comercio organizadas 
por R. D. de 26 de Junio de 1874 y los que sin 
ormar parte de otro Cuerpo presten ó hayan 
prestado sus servicios al Estado en cargos para 
cuyo desempeño sea requisito indispensable la 
posesión del título que ostentan, se les recono- 
cerá como servicio activo en el agronómico el 
tiempo que los hayan desempeñado. 


DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Art. 61. Mientras no haya consignación sufi- 
ciente en los presupuestos para completar el 
número de do necesarios para cumpli- 
mentar todos los servicios que tiene á su cargo 
el Cuerpo agronómico, desempeñará el ingenie- 
ro que le corresponda, además de la jefatura, 
uno de los cargos confiados á los del servicio 
agronómico dentro del distrito, fijando por aho- 
ra su residencia oficial en el punto donde ejer- 
zan su empleo. 

Madrid 29 de Julio de 1892.—A probado por Su 
Majestad.—Aureliano Linares Rivas.» (Qac. 1.* 
Agosto.) 


(La misma CVaceta del 1. de Agosto publica 
también los extensos modelos que se citan en el 
precedente documento.) 


R. D. 1.0 Octubre 1882, 
Estudios de los ingenieros agrónomos. 


Este Real decreto determinó los estudios ne- 
cesarios para ingresar como alumno oficial en el 
curso preparatorio de la Sección de ingenieros 
agrónomos de la Escuela general de Agricultu- 
ra y el contenido de la enseñanza en la Sección 


- de ingenieros agrónomos de la misma, etc., etc. 


Hoy hay que estar á los preceptos que á este 
unto dedica el reglamento vigente de la Escue- 
a general de Agricultura de 19 de Enero de 1894 

(Ar. de 1894, p. 11). 
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Jurisprudencia. 


Sent. del T. de lo €. A. de 16 Mayo 1892. El 
cargo de vocal de la Junta superior inspectora creada 
por R. D, de 14 Febrero 1879, no concede aptitud para el 
ascenso en el Cuerpo. 


Denegada en vía gubernativa una instancia de 
D. Febriciano López, ingeniero agrónomo de prime- 
ra clase, pretendiendo se le ascendiese á ingeniero 
jefe con motivo desu vuelta al servicio, fundándose 
para ello, entre otras razones, en haber prestado 
servicio activo por más de un año en la Junta supe- 
rior inspectora, creada por R. PD. de 14 de Febrero 
de 1879, acudió el interesado al T. C. A. gos igual- 
mente desestima su solicitud, con vista del art. 7. 
del reglamento orgánico del Cuerpo de ingenieros 
agrónomos de 9 de Diciembre de 1879, base 4.* del 
Real decreto citado, y arts. 9. y 33 del reglamento 
de 14 de Agosto de 1882: 

Considerando: que el reglamento de 9 de Diciem- 
bre de 1887, que creó la clase de ingenieros jefes del 
Cuerpo de agrónomos, prescribe en su art. 7. que 
ningún ingeniero podrá obtener ascenso sin haber 
cumplido un año por lo menos en la clase á que co- 
rresponda: 

Considerando: que D. Fabriciano López Rodri- 

uez, ingeniero agrónomo de primera clase desde 5 
de Noviembre de 1850, fué declarado á4 su instaocia 
excedente en 8 de Diciembre siguiente y continuó 
en esta situación hasta el 12 de Febrero de 1888: 

Considerando: que el tiempo servido en la Junta 
superior ere qee creada por R. D. de ld de Fe- 
brero de 1879, no puede otorgarle, como pretende, 
aptitud para el ascenso; por cuanto laexcedencia se 
le concedió precisamente para ser vocal de dicha 
Junta, cargo gratuito y honorífico, según la base 4.* 
del citado Rea) decreto, siendo de notar que dejó de 
ejercerlo al publicarse el reglamento orgánico de 14 
de Agosto de 1882, que exige en su art. 33, para for- 
mar parte de la Junta consultiva, el desempeño del 
cargo oficial con residencia en Madrid: 

Considerando: que si bien el mencionado regla- 
mento declara en servicio activo por su art.9.? á los 
ingenieros que desempeñen el servicio agronómico 
en la Junta consultiva, esta disposición, dictada 
con conocimiento de los requisitos que prescribe el 
art. 33, no puede aplicarse á hechos anteriores, en 
virtud del principio general de la no retroactividad 
de las leyes y sí con mayor motivo cuando las con- 
diciones eran distintas por noir anejo á cargo ofi: 
cial el de individuo de la Junta superior.» (Sent. 18 
Mayo 1892.—Qac. 15 Noviembre, p. 255.) 


INGENIEROS DE CAMINOS, CANALES Y 
PUERTOS (1). (Dicc., t. VI, p. 658.) 


R. O. 8 Julio 1892, 
Convocatoria para el ingreso en el Cuerpo de 
sobrestantes. 

(Fom.) Extracto.—Se abre concurso para la 
provisión de vacantes en el Cuerpo de sobrestan- 
tes de Obras públicas, debiendo comenzar los 
exámenes en Madrid el día 1.” de Octubra con 


sujeción al programa que se acompaña. (Gac. 23 
Julio.) 


R. D. 19 Julio 1893. 


Reorganizando servicios del Ministerio de Fomento, con 
disposiciones para el pago de dietas y abono de indem. 
nizaciones, y nueva plantilla del personal del Cuerpo 
de ingenie: os de Caminos, Canales y Puertos: Creación 
de la clase de aspirantes á ingenieros: Ayudantes, etc. 


(Fom.) «A propuesta del Ministro de Fomen- 
to; de acuerdo con el Consejo de Ministros; 
En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1. Enel cap. 30 del vigente presu- 
puesto del Ministerio de Fomento se hará una 
rebaja de 19.000 pesetas, distribuida en la forma 


(1) Por R. D. de 15 de Septiembre de 1895 (AP. 1895, 
pdg. 594) se han aprobado los reglamentos para el régi- 
men interior de la enseñanza y para la enseñanza de las 
materias que son peculiares de esta profesión. 


siguiente: 8.000 pesetas en la cantidad señalada 
ara las obras del depósito mayor del Canal de 
sabel IT en Madrid; 5.000 en la destinada á re- 
paraciones del mismo canal, y 6.000 en la asig- 
nada para material de las divisiones hidroló- 
gicas. 

Art. 2.? Se modifican los arts. 4.? y 5.” del ca- 
pítulo 24, introduciendo en su importe total una 
economía de 224.750 pesetas, y quedan redacta- 
dos en la siguiente forma: 

-(Expresa el cap. 4. el personal del depósito de 
planos, y el 5.” el del servicio general.) 

Art. 3.2 Se modifica también el capitulo 27, 
introduciendo una baja de 12.000 pesetas en su 
mo o y queda redactado como sigue: 

(Determina el cap. 27 el personal de ingenieros 
mecánicos primeros y segundos, escribientes y 
ordenanzas.) 

Art. 4. Se modifica asimismo el cap. 29, in- 
troduciendo en su importe total una reducción 
de 14.500 pesetas, y queda redactado como á con- 
tinuación se expresa: 

(El cap. 29 determina el personal de escribien- 
tes, porteros, ordenanzas, guarda almacén, cela- 
dores, arbolistas, Aeon etc., de la Sección ad- 
ministrativa del Canal de Isabel II, de la Ace- 
quia del Jarama, del Canal del Gran Prior y Di- 
visiones hidrológicas.) 

Art. 5. Se anulan los créditos consignados 
en los caps. 25, 26, 28, 30 y 82 del presupuesto 
para indemnizaciones por inspección y vigilan 
cia de las obras, traslaciones, estudios, comi- 
ga gratificaciones, que en junto suman 
1.180.000 pesetas... 

Art. 6.7 Se consignará en un nuevo artículo 
del cap. 24 Personal, un crédito de 1.020.000 pe- 
setas que se aplicará al pago de dietas por visi- 
tas de inspección á las obras y estudios, comi- 
siones y gratificaciones por servicios especia: 
les. Una nueva instrucción detallará el sistema : 
que en lo sucesivo ha dt regir para el abono de 
indemnizaciones y gratificaciones al personal 
facultativo de Obras públicas, que tendrá por 
base, respecto á las primeras, la supresión de 
las fijas, que serán sustituidas por dietas dis- 
rias meramente remuneratorias de gastos de 
viaje. - 

Art. 71. Las plantillas del personal facul: 
tativo de Obras públicas serán en adelante las 
siguientes: 


Cuerpo de Ingenieros de Caminos, Canales 
y Pucrtos, 


1 presidente de la Junta consultiva, 12.500 pe- 
setas. 


Pe inspectores generales de primera clase, $ 


19 ídem td. de segunda íd., á 8.750, 
35 ingenieros jefes de primera clase, á 7.50). 
45 ídem id. de segunda id., á 6.500. 


20 ingenieros primeros jefes de Negociado de 
primera clase, á 6.000 


20 idem id. id. de segunda id., á 5.000. 
30 idem id. íd. de tercera íd., á 4.000. 
40 ingenieros segundos oficiales primeros, á 


900. 
50 idem id. segundos, á 3.000. 


PERSONAL AUXILIAR.—Ayudantes. 


10 jefes de Negociado de segunda clase, ayu: 
dantes primeros, á 5.000 pesetas. 
30 idem íd. de tercera id., 1d. íd., 4 4.000. 
E o oficiales primeros, ayudantes segundos, á 
90 idem segundos, 1d. 1d., á 3.000. 
120 idem terceros, 1d. íd., á 2.500. 
170 ídem cuartos, id. id., á 2,000. 
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Sobrestantes. 


50 primeros, á 2.500 pesetas. 

200 segundos, á 2.000. 

530 terceros, á 1.500. 

Art. 8,2 Se crea una clase denominada de as- 
pirantes á ingenieros, que constará por ahora 
de diez plazas dotadas con el sueldo de 2.000 pe- 
setas, cuyas funciones serán las mismas que las 
de los actuales ayudantes de Obras públicas. 
Ingresarán en ellas por orden de rigurosa anti- 
gúedad los alumnos internos de la Escuela de 
ingenieros que hayan terminado su carrera. 

Art. 9.2 Para ingresar en el Cuerpo de inge- 
nieros será condición indispensable haber ser- 
vido dos años en la clase de aspirantes. En el 
caso de que al ocurrir las vacantes de ingenie- 
ros no haya aspirantes con esta condición, as- 
cenderán los más antiguos. Los aspirantes que 
hayan cumplido los dos años de servicio podrán 
obtener la declaración de supernumerarios, % 
petición suya, conservando el número corres- 
pondiente en el escalafón de su clase en la mis- 
ma forma y con iguales derechos á los estable- 
cidos en análogos casos para los ingenieros de 
caminos (1). 

Art. 10. Las vacantes que ocurran en el per- 
sonal de ayudantes de Obras públicas se cubri- 
rán como hasta aqui corriendo las escalas de las 
distintas clases y proveyendo las resultas al 
final del escalafón en los opositores que hayan 
sido aprobados en las últimas convocatorias. 
Extinguida que sea esta clase, se amortizarán 
las vacantes, creándose igual número de plazas 
en la de aspirantes á ingenieros. 

Art. 11. Los ayudantes de Obras públicas que 
terminen la carrera de ingenieros como alumnos 
externos, tendrán para el ingreso en la clase de 
aspirantes á ingenieros, los mismos derechos que 
los internos de la promoción á que pertenezcan, 
y ocuparán los últimos puestos de ésta. 

Art. 12. Las jefaturas de los Negociados téc- 
nicos de la Dirección de Obras públicas serán 
desempeñadas precisamente por ingenieros de 
caminos, con una gratificación. Uno de éstos, de 
la clase de jefes, á elección del Ministro, tendrá 
la consideración del subdirector del ramo. 


ARTÍCULO ADICIONAL 


_ El sueldo de 8.750 pesetas que se asigna á los 
inspectores de segunda clase en la plantilla del 
Cuerpo de ingenieros detallada en el art. 5.” de 
este decreto, sólo tendrá aplicación para los fun- 
cionarios que asciendan á la categoría expresa- 
da desde la fecha de este decreto. 

Dado en San Sebastián á 19 de Julio de 1892. — 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. 22 Julio.) 


R. O. 26 Julio 1892. 
Categoría de los sobrestantes. 


(Fom.) «S. M... teniendo en cuenta el texto de 
la parte expositiva del R. D. de 19 del actual, al 
asignar al personal facultativo de Obras públi- 
cas las categorías administrativas correspon- 
dientes á los sueldos señalados á sus diferentes 
clases, ha tenido á bien declarar que á los so- 
brestantes primeros se les considere desde luego 
comprendidos en la categoría de oficiales terce- 
zos de Administración, á los segundos en la de 
cuartos, y á los terceros en la de quintos.—De 


(D Derogado este artículo por el 2. del R, D. de 5 de 
Abril de 1895. (V. en el AP. de dicho año, p. 192.) Véase, 
sín embargo, respecto de él, la R. O. de 23 de Diciembre 
de 1894-29 Enero 1896, inserta en el AP. de 1895, p. 29. 

— Véanse además las importantes disposiciones del ar 
ticulo 87 de la ley! de presupuestos de 1895. (AP., p. 427.) 


- clases de dicha plantilla 


Real orden, etc. Madrid 26 de Julio de 1892.» 
(Gac. 6 Noviembre.) 


R. O. 7 Diciembre 1892, 
Confirmando d un ingeniero los derechos adquiridos en 
el servicio de Ultramar... (1). 

(Fom.) «Vista la instancia promovida con fe- 
cha 31 de Octubre último por el ingeniero pri- 
mero del Cuerpo de Caminos, Canales y Puer- 
tos, jefe de segunda clase, por haber servido el 
tiempo reglamentario en Ultramar, D. Manuel 
López Bayo, solicitando se le confirmen los de- 
rechos adquiridos en el servicio de Ultramar, 
expidiéndosele título de ingeniero jefe de se- 
gunda clase con el sueldo anual de 6.500 pese- 
tas, asignado á los ingenieros de esta categoría 
en las plantillas aprobadas por Real decreto de 
19 de Julio del año actual, en vez del de ingenie- 
ro primero que le ha sido expedido, con arreglo 
á lo preceptuado en la orden de 20 Mayo de 1873 
que regula el reingreso en el escalafón general 
del Cuerpo y en el servicio de las obras públicas 
de la Península de los ingenieros que sirven en 
aquellas regiones, en el reglamento orgánico 
del Cuerpo de 28 de Octubre de 1863, y en las 
demás disposiciones administrativas relaciona- 
das con la petición de que se trata: 

Considerando que no cabe duda sobre la apli- 
cación legal de-las disposiciones que se citan 
declarando los derechos que el ingeniero de 
Cuerpo de Caminos adquiere á conservar en la 
Peninsula el ascenso recibido á su pase á Ultra- 
mar, si para ello se han cumplido las condicio- 
nes que señalan los reglamentos: 

Considerando que dicho ascenso no consiste 
solamente en el derecho á percibir una determi- 
nada cantidad como sueldo, sino á disfrutar, en 
cada caso, el gus las leyes del país asignan á la 
categoría Ó clase, á la cual pasó el ingeniero 
ascendido, durante esta situación hasta que, 
po movimiento natural y reglamentario en la 

enínsula, venga á pertenecer á la clase supe: 
rior en que anteriormente, y como ascenso per- 
sonal, se había colocado: 

Considerando que al decirse para los ingenie- 
ros que regresan á la Península habiendo ser- 
vido en Ultramar conservarán la categoría y el 
sueldo del ascenso adquirido, determina que no 
se trata de una categoría honorífica sino efec- 
tiva en lo referente á percibir el sueldo, y por 
lo tanto, debiendo seguir percibiéndole en la 


forma que á la propia categoría en la Peninsula 


corresponda; pero de ningún modo que fije taxa- 
tivamente una cifra y un derecho concreto y 
limitado á conservarla, á travós de los cambios 
legales que se introduzcan en los sueldos de 
cada plantilla: 

Considerando que no es más ni menos perfec- 
to, bajo el punto de vista que se examina, el 
derecho del ingeniero que ha ascendido regla- 
mentariamente, sin que haya podido pensarse 
que éste deje de percibir los aumentos que á las 
uedan asignarse, ni 
tenga derecho á protestar de las rebajas que le- 
galmente pasen ser establecidas; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, conformándose con lo 
propuesto por esa Dirección eneral, ha tenido 
á bien acceder á lo solicitado por D. Manuel 
López Bayo, reconociéndole en su consecuencia 
la categoría de ingeniero jefe de segunda clase 
del Cuerpo de Caminos, Canales y Puertos y el 
sueldo que en la actualidad á dicha clase co- 


(1) Véase en el AP. de 1895, p. 29, la importante Real 
orden 23 Diciembre 1894-29 Enero 1895 sobre servicios en 
Ultramar y provisión de vacantes en el personal de Obras 
públicas. 
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rresponda.—De Real orden, etc.—Madrid 7 de 
Diciembre de 1892.—Linares Rivas.—Sr. Direc- 
dd de Obras públicas.» (Gac. 15 de Di- 
ciembre.) 


Por R. D. de 16 de Diciembre, á consecuen- 
cia de lo es en la Real orden anterior, se 
confirma á D. Manuel López Bayo en la catego- 
ría de ingeniero jefe de segunda clase del Cuer- 
po de Caminos, Canales y Puertos por haber 
servido el tiempo reglamentario en Ultramar 
con la antigúedad de 1. de Agosto último y el 
sueldo que en la actualidad á dicha clase co- 
rresponde. (Gac. 17 Diciembre.) 


INGENIEROS DE MINAS. (Dicc., t. VI, 
pág. 706.) 
R. D. 2 Noviembre 1892, 
Nueva plantilla del Cuerpo auziliar facultativo de Minas. 


(Fom.) «Artículo 1.2? El Cuerpo auxiliar fa- 
cultativo de Minas constará en adelante de 52 
plazas, con las categorias y sueldos que se expre- 
san á continuación: 

4 auxiliares mayores, jefes de Negociado de 
tercera clase, á 4.000 pesetas, 16.000. 

14 idem primeros, oficiales de Administración 
de segunda clase, á 8.000, 42.000. 

25 idem segundos, oficiales de Administración 
de tercera clase, á 2.500, 62.500. 

9 idem terceros, oficiales de Administración 
de cuarta clase, á 2.000, 18.000. 

Total pesetas, 188.500. 

Art. 2.2 Los funcionarios que actualmente 
pertenecen al expresado Cuerpo, entrarán, pre- 
vio el oportuno nombramiento, á ocupar las pla- 
zas consignadas en la anterior plantilla, por or- 
den de rigurosa antigúedad; y siempre que ocu- 
rra vacante en cualquiera de las tres clases su- 
periores de la misma, se seguirá el propio orden 

ara su provisión. Las que resulten en la clase 

e auxiliares terceros se debe, mediante 
oposición, en la época que el Ministro de Fomen- 
to determine. 

Art. 8. Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan á lo establecido en este 
decreto. 

Dado en Sevilla á 2 de Noviembre de 1892.— 
María Cristina. —El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. del 6 de Noviembre, 
en que se reprodujo rectsficado.) 


—Véase en Obras PÚBLICAS el R. D. de 31 de Di" 
ciembre de 1891. 


INHUMACIONES ILEGALES. Véase la 
Sección de jurisprudencia penal del artículo Cr- 
MENTERIOS, Dicc., t. 11, p. 451. 


13 Marzo 1894. El hecho de 
maciones, faltando dá las formalidades para ello estable- 
cidas en la ley del Registro civil, no es sólo la falta del 
art. 75 de esta disposición, sino también el delito del ar- 
tículo 849 del Código p . 


Antonio María Gonzáles enterró en Mayo y Agos- 
to á dos hijos suyos que fallecieron en dichos meses, 
habiendo hecho aquello sin dar conocimiento al en- 
cargado del cementerio, sin previo reconocimiento 
por el médico y sin haber dado parte al Juzgado 
municipal para la inscripción en el Registro y la 
licencia correspondiente 

Condenado González como autor de dos delitos 
previstos en el art. 849 del Código penal, interpuso 
recurso de casación, estimando que no habia come- 
tido delito alguno, sino la falta ú omisión del ar- 
tículo 75 de la ley del Registro civil. El T. S., declara 
no haber lugar al recurso: 

«Considerando que el art. 819 del Código penal 
castiga al «que practicara ó hubiere hecho practi- 
car una inbumación, contraviniendo á lo dispuesto 
por las e Ar ó reglamentos respecto al tiempo, sitio 
, demás formalidades prescritas para las inbuma- 

Ones»: 


racticar unas inhu- 
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Considerando que el art. 75 de la ley sobre Regis- 
tro civil prohibe el enterramiento de cadáveres sin 
que antes se haya hecho el asiento de defunción en 
el Registro correspondiente, sin que el jues munici- 
pal expida la licencia de sepultura, y sin que hayan 
transcurrido veinticuatro horas desde la consigna- 
da á la certificación facultativa, y corrige con mul- 
ta que hará efectiva el jues municipal, al encarga- 
do del cementerio en que se hubiere dado sepultura 
á un cadáver sin la licencía y 4 los que la hubiesen 
dispuesto ó autorizado: 

Considerando que dicho art. 75 se limita á corre- 
gir disciplinariamente á quienes, atribuyéndose au- 
toridad para ordenar, ó excediendo la propia, dis- 
ponen un enterramiento sin prevía licencia del juez 
municipal, así como al encargado del cementerio 
que consintiere la inbumación sin tal requisito, lo 
cual no excluye la responsabilidad del orden crimi- 
nal en que también puedan incurrir: 

Considerando que el recurrente practicó por sí 
mismo las inhumaciones de los cadáveres de sus dos 
hijos, sin pedir ni obtener licencia judicial, y sin 
cumplir el deber que el art. 76 de la ley del Registro 
civil impone á los parientes del difunto de dar no- 
ticia del fallecimiento para su asiento oficial en el 
libro correspondiente, con cuyas omisiones y actos 
arbitrarios contravienen á lo dispuesto en dicha 
ley respecto á las formalidades indispensables para 
los enterramientos, que es caso expresamente pre- 
visto en el art. U49 del Código penal, aplicado acer- 
tadamente por el Tribunal sentenciador.» (Sent. 17 
Marso 1881.—Gac. 16 Agosto, p. 97.) 


—V. CEMENTERIOS. 


INJURIAS. (Diccionario, tomo VI, p. 770.) 


10 Febrero 18901. Para apreciar la existencia de 
este delito hay que atender, no solamente d la materiali- 
dad de las palabras d frases injuriosas, sino á los elemen- 
tos que determinan la intención del que las prefiere. 


Al regresar ú4..... la procesada le arrojó polvos de 
harina á la cara y lo acometió con una navaja, $ in- 
terponiéndose..... dijo aquélla á..... «dójeme V, que 
quiero matar á este ladrón y cobarde»; le tiró des- 
pRós excremento de una cuadra, le lanzó luego pie- 

ras á la cara, llamándole «ladrón, pillo y sinver- 
gúenza», cuyas expresiones las dirigió ul pedir pan 
para sus bijos, que decía eran de ambos y para los 
cuales D..... había contribuido anteriormente. Ab- 
suelta libremente la procesada, interpuso D..... re- 
curso de casación citando como infringidos los ar- 
tículos 471 y 472 (núms. 2.9, 3.2 y 4.0 del Código pe- 
nal. El T.S. desestima el recurso: 

«Considerando que es injuria toda expresión pro- 
ferida ó «ción ejecutada en deshonra, descrédito ó 
Siro He de otra persona: 

Considerando que para graduar su mayor ó menor 
- ed hay, no solamente que atender á la signi- 

cación material y alcance de las palabras pronun- 
ciadasó hechos realizados, sino á las cirounstancias 
de lugar, tiempo y motivo con que son proferidas, 
elementos que revelan la intención del agente, se- 

ún tiene repetidamente declarado este Tribunal 
apremo: 
onsiderando que en el presente caso las expre: 
siones dirigidas por... al recurrente, y actos ejeou- 
tados contra ól, no fueron con intención, según 
afirma el Tribunal sentenciador, de perjudicar de 
una manera considerable la fama y crédito del 
agraviado, y sí con el único propósiso de que el re- 
currente contribuyera como lo había hecho ante- 
riormente, con los recursos necesarios para alimen- 
tar los hijos que la procesada decía haber tenido 
con él, en cuyo concepto el hecho no constituye de- 
no y LA falta » (Sent. 10 Febrero 1891.—Gac. Y Agos- 
O, p» 75.) 


33 Febrero 1894. Casación de un auto por haber 
sobreseído libremente, denegando la apertura del juicio 
oral, en causa por injuria ocasionada por una bofetada; 
y por haber declarado dicho rd sín juicio previo, que 


aquel hecho era solamente una falta. 


Con motivo de una cuestión que se promovió en- 
tre don... dueño del carbón que se estaba descar- 
ando en el muelle de..., y el administrador de la 
mpresa de consumos, sobre si se podía ó no hacer 
la descarga ó efectuarse el comiso, mediaron entre 
ambos palabras insultantes, y el administrador de 
consumos dió una bofetada en público á don... 
Querellóse éste por la injuria que con tal hecho 


— rn > 
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entendió recibida; y sustanciada la querella y pro- 
cesado don..., se llegó hasta el acto de apertura de 
juicio oral, que solicitó la representación del que- 
rellante. 

La Audiencia entendió que el hecho imputado al 
cando no constituía el delito del art. 472 del 

digo penal, ni otro alguno, «quedando reducida 
la cuestión á un simpje maltrato de obra, constitu- 
tivo de una fulta», y denegó la citada apertura so- 
breseyendo libremente. l 

La acusación privada interpuso recurso de casa- 
ción, citando como qeda doi los arts 471 y 472 (nú- 
mero 3.) del Código penal. 

El T.S. casa y anula el auto: 

«Considerando que el acto de dar una bofetada 
una persona á otra puede constituir delito en cir- 
cunstancias como las en que tuvo lugar el procesal, 
por ofrecer caracteres de injuria de obra y tenden- 
cia al deshonor y menosprecio afrentoso del ofen- 
dido, mejor que los de mero hecho de fuerza dirigi- 
do exclusivamente á causar mal físico: 

Considerando que la Sala de lo criminal de la Au- 
diencia de... al estimarle en este último sentido, 
antes de que el juicio determine con fijeza y exac:- 
titud las bases de la calificación jurídica proceden- 
te, ha cometido el error de derecho que se le atxi- 
buye; y para los fines actuales del recurso las in- 
fracciones legales que en él se invocan.» (Sentencia 
YM Febrero 1891.—Gac. 24 Agosto, p. 81.) 


239 Febrero 198941. Las frases «es Vd. un sinver- 
gienza y un ganso no de los mudos», estampadas en un co- 
municado de un periódico, son injurias graves del núme- 
ro B.%, art. 472 del Código penal.—No es posible estimar 
la cireunstancia 4.* del art. 9.2, sin conocer los términos 
de la previa provocación. 


Estas dos declaraciones ha hecho el T. S. en cau- 
sa pos injurias graves, derivadas de un comunicado 
publicado en un periódico y firmado por D...,inspec- 
tor de carnes, dirigiéndose á dos veterinarios y con- 
testando á un remitido de los mismos, en el que al 
parecer debieron ocuparse de asuntos de la profe- 
sión. Condenado el inspector como reo de injuria 
grave, por escrito y con publicidad (núma. 2.9, 8, 
y 19 del art. 472 del Código penal), en méritos de las 
injurias allí proferidas, y las cuales se consignan 
concretamente en los considerandos, interpuso re- 
curso de casación, citando como infringidos los ar- 
tiícalos 472, 473, 474 y 9. (núm. 4.) del Código penal. 
Fué desestimado por el Tribunal Sapremo: 

«Considerando que si bien en el comunicado mate- 
ria del recurso predomina un sentido general de crí- 
tica expuesta con acritud y frases mortificantes é 
intención de menospreciar y desacreditar al quere- 
llante, que no se eleva á la esfera de la injuria gra- 
ve. no puede desconocerse que el último párrafo del 
remitido en que se afirma que aquél es un sinvergilen- 
3a y un ganso no de los mudos, contiene imputaciones 
concretas que por su naturuleza están tenidas en el 
concepto público por afrentosas, especialmente la 
primera, portas ésta supone la ausencia del pundo- 
nor y de la estimación de la propia honra, y el con- 
cepto de bribón y pillo, cuyas jojurias declara gra - 
ves el núm. 3.? del art. 472 del Código penal: 

Considerando que para poder apreciar con perfec- 
to conocimiento de causa si el recurrente ha remiti- 
do al periódico el comunicado transcrito por haber 

recedido inmediatamente provocación adecuada 

elquerellante, hechos que constituirían la circuns- 
tancia 4.* del art. 9.2 del Código pena! que se invoca 
en el recurso, era menester que constase en la sen- 
tencia reclamada el contenido de los escritos ante- 
riores que se dicen publicados por el ofendido don 
Joaquín Trull, porque, sin conocer los términos de 
éstos no es posible juzgar de su alcance ni sentido 
para estimar que hubo provocación, y que ésta, caso 
de existir, fuese adecuada á las injurias publicadas 
por D. Francisco Coris y Carbó.» (Sent. 27 Febrero 
1891.—Gac, 28 Julio, p. 80.) 


31 Marzo 18091. La condena por desacato no de- 
termina reincidencia en el delito de injuria. 


Véase este fallo en CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES,. 


108 Mayo 18901. La intención de deshonrar, des- 
acreditar y menospreciar, indispensuble para la existen- 
cia del delito, no puede ampararse en el derecho de críti- 
Ca propio del periodista. 

«...Según el recto sentido del art. 471..., es preciso 
Li que la acción ó expresión tengan el carácter 

einjuriosas, que manifiesten por sí mismas que 
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han sido ejecutadas ó proferidas con el conocido 
intento de deshonrar, desacreditar ó menospreciar 
á aquel contra quien se dirigen, ó que cuando esto 
no resulte ostensiblemente, pueda al menos inferir- 
se de los precedentes ó actos externos anteriores ó 
simultáneos, que fué éste el fin y objeto que se pro- 
pone el agente.» Y sise reconoce sin error que las 
frases y conceptos tienden directamente á producir 
deshonra, descrédito y menosprecio, y son tenidas 
en el concepto público por afrentosas, no pueden 
disculparse con la excepción de responsabilidad es- 
tablecida en el núm. 11 del art. 8.2 bajo el concepto 
de que el reo ejecutó acto de defensa al ejercitar su 
derecho de censura como periodista, que no alcanza 
á legitimar actos que la ley reprueba con expresa 
sanción penal. (Sent. 18 Mayo 1891.—Gac. 4 Septiem- 
bre, p. 145.) 


28 Mayo 1891. La repetición de conceptos injurio- 
808 atribuidos d la maledicencia con propósito de deshon- 
rar y menospreciar, constituye injuria. 


La manifestación en un escrito al que se da la 
mayor publicidad, de que el sujeto en él aludido, 
Aparte de ser un ignorante y un traidor como hom- 
bre político, «es como particular tan aprovechado 
que con perjuicio del Estado y de los pueblos ha co- 
brado primas y varias sumas en los negocios que 
indica, determina una imputación de falta de mo- 
ralidad altamente ofensiva y grandemente deshon- 
rosa para la reputación y buen nombre del mismo, 
sin que se desvirtúen en nada la importancia jurí- 
dica de tales manifestaciones porque se atribuyan 
á la maledicencia; porque, aunque esto fuera cier- 
to, el repetirlas como lo hace el recurrente con in- 
tención de herir y menospreciar..., le haría siempre 
responsable del delitu que define el art. 471 del Códi- 
e dio (Sent. 28 Mayo 1891.—Gac. 6 Septiembre, 
p. 106.) 


4 Junio 18941. Discusión, crítica y censura de la 
Administración pública en cualquiera de sus esferas, y 
de los actos públicos de los particulares que con aquélla 
tengan relación, ajustándose d la verdad de los hechos, y 
sín traspasar los límites del Código. No es punible aunque 
mortifique d los aludidos. 


En causa por injuria y calumnia, se acreditó que 
el acusado expuso en un periódico que el jefe del 
Negociado de alumbrado en el Ayuntamiento y un 
teniente alcalde, estaban asociados para hacer ins- 
talaciones eléctricas; que el teniente autorizó al 
empleado para salir de la capital con objeto de ve- 
rificar algunas; que la gente sospecharía acaso, vis- 
ta tal relación, en la posibilidad de que se utiliza - 
ran materiales del Munuicipio, cuya administración 
no bastaba que fuese honrada, sino que debía pare- 
cerlo. Acreditada la sociedad entre el teniente al- 
calde y el empleado y que éste salió tres veces de 
la localidad, autorizado por aquél, para hacer ins- 
talaciones de luz eléctrica, fué condenado el autor 
del suelto como reo de injuria y calumnia. Interpu- 
so recurso de casación por infracción de los artícu - 
los 474 y 475 del Código penal, y el T.S. casa y anula 
el fallo: 

«Considerando que es perfectamente lícita la dis- 
cusión, crítica y censura de la Administración pú- 
blica, en cualquiera de sus esferas, así como la de 
los actos públicos de los particulares que con aqué- 
lla tengan relación, siempre que la crítica se ajuste 
estrictamente á la verdad de los hechos sobre que 
recuiga, y que en la forma empleada al efecto no se 
traspasen los limites del Código penal, que garan- 
Ea el crédito, la honra y la dignidad de los ciuda- 

ANOS: 

Considerando, por consiguiente, que no toda frase 
proferida en son de censura, aunque produzca mor- 
tificación en el ánimo de alguna persona, constitu- 
ye injuria punible, porque para que se integre el 
concepto y definición que á este delito da el Código 
en su art, 471, es condición indispensable que las 
expresiones proferidas, ó acciones ejecutadas, lo 
sean con evidente y determinada intención de des- 
acreditar, menospreciar ó deshonrar áÁ la persona 
contra quien van dirigidas: E 

Considerando que las frases estimadas como inju- 
riosas en la sentencia, referentes á que, para haser 
instalaciones particulares de luz eléctrica fuera 
de... en sociedad con el teniente alcalde D..., que 
autorizaba las salidas, abandonaba D... las obliga- 
ciones del cargo que desempeñaba, no constituyen 
el delito de injurias, porque no es exacto que tales 
afirmaciones produzcan descrédito, deshonra ni 
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menosprecio para el querellante, pues los hechos 
que le atribuyen no causan ese efecto moral, ele- 
mento necesario del concepto injurioso que pena la 
ley, aun cuarflo por su mayor ó menor exactitud y 
apasionamiento al juzgarlos pudieran ser dignas de 
censura, en otro orden de consideraciones, las fra- 
ses publicadas; ni en ella se atribuye al querellante 
habitualidad en las ausencias, como equivosada- 
mente se dice en el considerando segundo de la sen- 
tencia: 

Considerando que aun bajo el criterio contrario 
que la informa, y prescindiendo de si el querellante 
tiene el carácter de funcionario público para los 
efectos del Código, punto no controvertido, la irres- 
ponsabilidad penal del recurrente aparece justifi- 
cada desde luego, RoraNS resulta probado que éste 
tenía sociedad industrial con su jefe el precitado 
teniente alcalde para hacer las indicadas instala.- 
ciones, y que salió tres veces de la capital con di. 
cho objeto, dos de cuyas salidas fueron autorizadas 

Ur su s0c10, cOmO teniente alcalde, siéndole, por 

anto, perfectamente aplicable el art. 475 de dicho 
Código, según el cual, el acusado de injuria debe ser 
absuelto si probase la verdad de las imputaciones.» 
(Sent. 4 Junio 1891.— Gac. 9 Septiembre, p. 188 


145 y 1IJunio 1891. Noobesta á que la injuria sea ma- 
miflesta la circunstancia de no nomorarse al injuriado, 
si ae le da d conocer sin duda alguna.—Ezplicaciones 
depara para impedir el castigo de la injuria encu- 

ierta. 


En un periódico calificaba el articulista de inde- 
cente y grosero el proceder del secretario del Ayun- 
tamiento...; quien se querelló, logrando que el au: 
tor fuose condenado como reo de injurias leves. El 
procesado interpuso recurso de casación alegando 
que no citándose al querellante por su nombre la 
injuria era encubierta, y señalando como infringido 
en tal concepto el art. 478 del Código penal. 

El Tribunal Supremo declara no haber lugar al 
recurso, considerando lo dispuesto en el artícu 
lo 471 y «que tales injurias fueron dirigidas al se- 
cretario del Ayuntamiento de..., á quién el remi.- 
tido menciona, y cuya conducta y proceder cen- 
sura, cargo que á la sazón ejercía el querellante, á 
quien por tal motivo y atendiendo al sentido gene- 
ral del escrito, se refieren clara y distintamente las 
frases y conceptos injuriosos; siendo, por tanto, 
manifiestas las injurias y no encubiertas ó equívo- 
cas como el recurrente pretende.» (Sent. 15 Junio 
18991.—Gac. 11 Septiembre, p. 179.) 


—En sentencia de 17 Junio 1891 viene á confirmar 
y aun á aclarar el T.S. la doctrina de Ja anterior, 
al consignar q apareciendo formulados en tér- 
minos directos los conceptos ofensivos con perfecta 
claridad, sin ambigtiedades, alusiones ni frases de 
doble sentido, no pueden ser calificadas de injurias 
encubiertas, porque la nota característica de esta 
figura de delito no nace exclusivamente de la inde- 
terminación de la persona á quien van dirigidas, 
sino de la forma indirecta empleada para consu- 
marlo, la cual exige un razonamiento deductivo ne- 
oesario para reconstruir el concepto injurioso que 
por este medio se ha propuesto su autor lanzar á la 
publicidad, y que aun cuando fuera procedente la 
calificación de encubiertas para las injurias, la sen- 
tencia no infringiría el art. 478 del Código penal, 
que impone la misma penalidad señalada para la 
injuria manifiesta al que injuria en aquella forma 
y rehusa dar en juicio explicaciones satisfactorias 
acerca del hecho; porque si bien no consta que haya 
rehusado el darlas el recurrente, tampovo resulta 
de la sentencia, en realidad, que las haya dado, pues 
no puede merecer el concepto de explicación, y me- 
nos de explicación satisfactoria para los efectos le- 
gales, la protesta posterior al Ñólito que hace el 
culpable de no haber tenido intención de ofender al 
O como ya tiene declarado esta Sala.» 
(Sent. 17 Junio 1891.— Gac. 18 Septiembre, p. 185.) 


9 


33 Junio 19941. Conceptos ofensivos estampados en 
una Memoría reglamentaria y no imputables al secreta- 
rio que da lectura de ella, por no demostrarse que los 
conociera y aparecer probado que él no la redactó. 


En Junta general de la Asociación de empleados 
de ferrocarriles de España, el presidente ordenó al 
secretario D. Rogelio Osorio que diese lectura do la 
Memoria que debía publicarse con arreglo á los es- 
tatutos, y el secretario la leyó, apareciendo que en 
el documento se decía de un expresidente que había 


cometido felonías con el mayor cinismo y apropiá- 
dose fondos de la Sociedad. Instruída causa á que. 
rella del aludido, se comprobó que el secretario 
Osorio no había podido escribir la Memoria por 
hallarse enfermo; que no constaba que conociera su 
contenido, y que la había escrito uno de los socios, 
muerto poco tiempo dospués. La Audiencia de Ma- 
drid, aunque estimó que los conceptos perseguidos 
eran injuriosos, absolvió al procesado D. Rogelio 
Osorio. El acusador recurrió en casación por con- 
ceptuar infringido el art. 13 del Código penal, y el 
Tribunal Supremo declara no haber lugar: Ñ 

«Considerando que no existe delito ni hecho pani- 
ble que pueda constituirle donde no hay intención 
de delinquir (1), y que no ha procedido con ella don 
Rogelio Osorio Fernández, que sinotra intervención 
que la de dar lectura, en cumplimiento de su deber 
reglamentario, como secretario de la Sociedad, y 
por orden del presidente, de la Memoria escrita por 
otra pereoas que ha fallecido, sin constar tuviera 
conocimiento de su contenido, es visto no tuvo vo- 
luntad de delinquir: 

Considerando que no habiendo tomado el proce- 
sado parte en la redacción de la Memoria, ni inda- 
cido á su autor sobre su contenido, no puede ser ca- 
lificado de autor de las injurias en ella inferidas: 

Considerando que aun conceptuado el acto de su 
publicación como un hecho sin el que el delito no se 
hubiera efectuado, no puede imputarse al procesa- 
do por haberse hecho de orden y por acuerdo de la 
junta general.» (Sent. 27 de Junio de 1891.—Gac. 1% 
Septiembre, p. 201.) 


23 Junto 1891. Frases y conceptos al parecer tn 
juriosos, opuestos á agravios anteriores y no encamina- 
dos expresamente d desacreditar, menospreciar d deshon- 
rar á la persona que se cree ofendida por ellos. Insultos 
dirigidos d uno para estimular sus sentimientos Altales, 
no punibles á instancia de la madre del interpelado, alu- 
dida en ellos. 


Para vengarse Manuel Velasco de algunas pala- 
bras duras que le había dirigido Julián Bustillo, 
dijo 4 éste que se «c... en él y en la p... de su ma- 
dre». Doña Dolores Oña, madre de Bustillo, se que- 
relló contra Velasco, y absuelto éste por la Audien: 
cia de Santander, interpuso doña Dolores recurso 
de casación por conceptuar infringidos los articu- 
los 471, 472 y 1. del Código penal. El T. S. declara 
no haber lugar al recurso: a 

«Considerando que el elemento esencial del delito 
de injurias consiste en que la acción ejecutada Ú 
aci proferida revele en el agente el propósito 

e desacreditar ó de alguna manera ofender con 
ella la fama y honra de las personas á que van di: 
rigidas, y por esta condición pueden no constituir 
delito en determinadas circunstancias frases y a0- 
tos al parecer injuriosos que por movimiento irre- 
flexivo se profieren ó ejecutan sin otra tendencia 
que la repulsión ó censura de agravio anterior re- 
ocibido: 

Considerando que, en este supuesto y según los 
hechos consignados en la sentencia reclamada, las 
frases objeto de la querella, atendidas las circuns: 
tancias y causas por que se profirieron, no revelan 
en el procesado la precisa intención de atribuir á 
la querellante un vicio ó falta de moralidad, y sl 
sólo la de censurar y en cierto modo rechazar con 
ellas, estimulando los sentimientos filiales, las ofen- 
sas recibidas poco antes; y al no estimarse por la 
Audiencia sentenciadora constitutivas de delito, 
se ha atemperado á la ley, no incurriendo por tan- 
to en el error de derecho que se le supone.» (Senten- 
cía 27 Junio 1891.—Gaec. 18 Septiembre, p. 202.) 


Dec. de comp. de 20 Noviembro 189?. Quert- 
lla deducida por el secretario de un Ayuntamiento contrá 
el alcalde y concejales que acordarun su separación em: 
pleando conceptos que aquél consideró injuriosos. 


Al destituir al querellante del cargo de secrota- 
riv, se consignó que no merecía la confianza de la 
mayoría de los concejales. Instruído y terminado el 
sumario y elevado á la Audiencia, el gobernador 
requirió de inbibición á la Sala respectiva, fundán: 
dose en los arts. 124 y 128 de la ley provincial, en una 


(1) Esta afirmación rotunda entendemos que ha quert- 
do hacerse con relación al hecho de autos ó d otros an$- 
logos; pues hay algunos que son punibles sin intención de 
delinguir por parte del agente: los constitutivos de is: 
prudencia simple ó temeraria. 
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sentencia del T. S. de 18 de Febrero de 1881, y en un 
R. D. de 10 de Septiembre de 190 decidiendo una 
competencia, en el que se establecía que el asanto 
sobre que versaba la querella era de indole admi- 
nistrativa y atribución exclusiva del Ayuntamien- 
to. Formalizado el conflicto, se declara por el Go- 
bierno que no debió suscitarse, visto el art. 8.%, nú- 
mero 1.0 del R. D. do 8 de Septiembre de 1887: 

«Considerando:... 2 Que la persecución y castigo 
de tales delitus, sólo está encomendado por la ley 4 
los Tribunales del fuero común, á instancia de la 
parte ofendida, y sin que la Administración tenga 
que resolver cuestión alguna previa en tales casos, 
toda vez que no le es lícito decidir cosa alguna que 
se relacione con la honra de los ciudadanos, y que 
puEco influir en el fallo que sobre tales asuntos pue- 

an en su día dictar los Tribunales de justicia.» 
(R. D. 20 Noviembre 1892.—Gac. 28 id.) , 

—Véase además en ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 
las Sents. de 18 de Febrero 1891 (p. 172), casando 
otra por haber penado un delito de injuria á 
instancia del padre de la ofendida, habiendo 
cesado la representación del mismo por casa- 
miento de su hija durante la sustanciación del 
juicio, y 8 de Mayo de 1891 (p. 173) declarando 
improcedente el auto que deniega la admisión de 
una querella interpuesta por el que se reputa in- 
juriado con la publicación de un documento diri- 
gido á la autoridad, que contieneconceptos inju- 
riosos para el querellante. 


—Véase además PrescriPcIióN. 


INSCRIPCIONES EN EL REGISTRO DE 
LA PROPIEDAD. V. HirorEcas. 


INSINUACIÓN. Y. Donaciones. 


INSPECCIÓN GENERAL DE HACIENDA 
EN CUBA: SUPRESION. V. GoBIERNO... DE 
LAS PROVINCIAS DE ULTRAMAR. 


INSTITUCIÓN DE HEREDERO. Y. Sucr- 
SIONRS: TESTAMENTOS. 


INSTITUTO AGRICOLA DE ALFON- 
SO XIT. Véaso AarICULTURA: INGENIEROS AGRBÓ- 
SOMOS. 


INSTITUTO CENTRAL METEOROLÓGI- 
CO. (Dic., tomo VI, p. 789.) 


BR. D. 15 de Julio 1892. 


Derogando el de 3 de Abril de 1891 y poniendo en vigor 
el de 11 de Agosto de 1887. 


(Fom.) «Dispuesto por las Cortes que en el 
presupuesto de gastos de 1892-93 se mantenga el 
crédito necesario para el sostenimiento del Ins- 
tituto Central meteorológico; á propuesta del 
Ministro de Fomento; 

En nombre, etc. 

«Artículo 1.2 Queda derogado el R. D. de 3 de 
Abril de 1891, y puesto en vigor el de 11 de 
Agosto de 1887, por el cual se creó en Madrid un 
Instituto Central meteorológico dependiente de 
la Dirección general de Instrucción pública. 

Art. 2.2 En virtud de la disposición anterior 
se restablece la plantilla del personal del refe- 
rido establecimiento que figuraba en el presu- 
puesto último y el director del mismo vuelto al 
servicio activo con percibo de todo el sueldo, á 
contar del día 1. del mes corriente. El actual 
esupuesto designará Ja cantidad de que pueda 

e oficina 


al. 
Art.3.2 El director del Observatorio de esta 
corte hará entrega al del Instituto meteoroló- 
gico de las llaves de la Torre óptica del Parque 


de Madrid y de cuantos efectos expresa el in- 
ventario extendido en 23 de Julio de 1891, dando 
cuenta al Ministerio de Fomento tan luego como 
lo verifique. 

Art. 4. Los Ministerios de la Gobernación y 
de Fomento dictarán las órdenos conducentes á 
lograr que cuanto antes dicho Instituto preste 
el servicio á que se halla destinado. 

Dado en Palacio á 15 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Fac. 16 Julio.) 


INSTITUTO GEOGRÁFICO Y ESTADÍS- 
TICO. Las plantillas de este establecimiento 
fueron reformadas por R. D. 15 Julio 1892, inser- 
to en MinisTERIO DE FomMENTO. 


INSTRUCCION PÚBLICA. (Dicc., t. VI, pá- 
gina 791.) 


KR. 0.81 Diciembre 1891. 

Facultades de Ciencias y Medicina: Catedra de Antropo- 
logía: Creando dicha cátedra en la Facultad de Cien- 
cias de la Universidad Central, como parte de los estu- 
dios del Doctorado de la Facultad citada y de la de 
Medicina... 

(Fom.) «S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nom- 
bre la Reina Regente del Reino, ha tenido á 
bien disponer (1): 

1. Se crea en la Facultad de Ciencias, Sec- 
ción de las naturales, de la Universidad Central, 
una cátedra de Antropología ó Historia natu- 
ral del Hombre, que desde el curso próximo for- 
mará parte de los estudios del Doctorado de di- 
cha Facultad y Sección de la de Medicina. 

Para los alumnos de esta última sólo serán 
obligatorias la Historia crítica de la Medicina, 
la Ampliación de la Higiene pública y el Aná- 
lisis químico y otra más á elección entre la Quí- 
mica biológica y la Antropología. 

2.2 Dicha cátedra se anunciará desde luego á 
oposición, conforme al reglamento de 2 de A bril 
de 1875, ley de 1.? de Mayo de 1878 y demás dis- 
posiciones vigentes. 

De Real orden, etc.—Madrid 31 de Diciembre 
de 1891.—Linares Rivas.—Sr. Presidente del 
Consejo de Instrucción pública.» (Gac. 10 Enero 
de 1892.) 


RE, D. 22 Enero 1899. 


Determinando la forma de provisión en lo sucesivo de las 
cátedras de número de ciertas enseñanzas de la Es- 


(Fox.) «...Vengo on decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2? La provisión de las cátedras de 
número de las enseñanzas de Organo, Canto, 
Formación é instrumentación de las masas co- 
rales, Conjunto de las masas corales é instruc- 
mentales, Declamacion lírica y canto y Decla- 
mación, vacantes hoy Óó que vaquen en lo su- 
cesivo en la Escuela Nacional de Música y Docla- 
mación (2), se hará elevando al Gobierno una 


(1) En las consideraciones que preceden dá la Real or- 
den, dice el Sr. Ministro que la Junta de profesores de la 
Facultad y Museo de Ciencias naturales ha acudido con 
reiteradas instancias desde el año 1873 pidiendo d este 
Ministerio la creación de una cátedra de Antropología, 
provista por oposición; y que fundada la primera cd- 
tedra de esta enseñanza en el año 1832 en el Museo de His- 
toria natural de París con el nombre de Historia natural 
del Hombre, después en 1950 cambió oficialmente por el de 
Antropología, para a red d la nomenclatura acepta- 
da y corriente entre los naturalistas; y que no queda ya 
ningún centro donde se cultiven las Ciencias naturales, 
con amplitud suficiente, desde la Facultad de Ciencias 
de Coimbra hasta la del Japón, que no cuente entre sus 
enseñanzas una cátedra de Antropologia, 

(2) Se rige hoy la Escuela Nacional de Música y De- 
clamación por el reglamento de 3 de Julio de 1871. Real 
decreto de 28 de Agosto de 1874 (insertos en INSTRUCCIÓN 
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propuesta unipersonal el Consejo de Instruc- 
ción pública, y otra la Real Academia, á cuyo 
Instituto corresponda la cátedra que haya de 
proveerse. El Gobierno nombrará uno de los 
profesores propuestos por las expresadas Cor- 
poraciones. 

Art. 2.2 La provisión de una de las cátedras 
de Canto y Declamación habrá de recaer siem- 
pre en una artists ó actriz eminente que haya 
merecido el aplauso público en la escena. 

Dado en Palacio á 22 de Enero de 189.» (Ga- 
ceta 23 td.) 


Rs. Os. 12 Febrero-22 Marzo 1892. 


Débitos de las Diputaciones por atenciones de segunda 
enseñanza, inspección de la primera y Escuelas Norma- 
les: Disponiendo que no se consideren como débitos de 
las Diputaciones por dichos conceptos, sino las sumas 
á que se contraen las certificaciones ó estados formados 
por las mismas en cumplimiento del parrafo 2.* del 
art. 8. de la ley de 29 de Junio de 1887, con lo demás 
que expresa. 


(Go.) «Excmo. Sr.: Recibida en este Minis- 
terio la Real orden del Ministerio de Hacienda 
de 12 de Febrero del corriente año, en la que se 

ice: 

«Excmo. Sr.: Con esta fecha digo al director 

eneral de Propiedades y Derechos del Estado 

O que sigue: 

«Ilmo. Sr.: Visto el expediente elevado por 
V. 1. á este Ministerio con fecha 17 de Agosto 
del año próximo pasado promoviendo consulta 
pee el más exacto cumplimiento de la R. O. de 

de Abril del citado año, relativa á las canti- 
dades que deben exigirse de las Diputaciones 
provinciales en pago de las atenciones de se- 
EOS enseñanza, inspección de la primera y 

scuelas Normales de maestros y maestras: 

Resultando que el art. 8.9de la ley de 29 de 
Junio de 1887 prescribió textualmente que el 
Estado cobraría directamente de los Municipios 
una cantidad igual á la que en aquella fecha 
les correspondía paRar or 1.s mencionados ser- 
vicios, y que el 27 de la ley de igual fecha de 1890 
dispone que esta misma suma se cobrará de las 
Diputaciones, ingresando en el Tesoro como re- 
cursos del presupuesto; prescribiendo además 
la primera de las citadas leyes que las Corpora- 
ciones interesadas remitieran á las dependen- 
cias de Hacienda un estado ó certificación en 
que constasen las cuotas correspondientes á sus 
respectivos Municipios para que sirviera de base 
á la exacción ó cobro de la cifra que la misma 
arrojara: 

Considerando que estas certificaciones ó es- 
tados, al ser remitidos por las Diputaciones pro- 
vinciales han venido á ser el cumplimiento del 
mismo precepto legal, sin que su resultado pue- 
da alterarse: 

Considerando que dicha disposición legal no 
consideró como provisionales los mencionados 
certificados, ni dispuso que se formasen anual 
ni periódicamente relaciones de adeudos para 
que por ellas este Ministerio procediera á su 
exacción en la forma establecida; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, conformándose con 
lo informado por la Intervención general de la 
Administración del Estado, se ha servido dis- 
poner: 

1. Que no pueden considerarse como débitos 
de las Diputaciones provinciales por atenciones 
de se unda enseñanza, inspección de la primera 
y Escuelas Normales de maestros y maestras co- 


PÚBLICA, del Diccionario) y R. D.de 11 Diciembre 1896 
reorganizando el profesorado de la Escuela. (AP. 1896, 
página 789.) 
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rrespondientes á los ejercicios anteriores al de 

890-91, las sumas mandadas contraer por esa 
Dirección general, y si sólo lo por ellas certi- 
ficado. 

2. Que, en su consecuencia, se practique una 
liquidación definitiva de lo que con sujeción á 
las certificaciones expresadas han debido abo- 
nar las provincias y lo que han satisfecho, para 
que en presupuestos extraordinarios se incluyan 
las sumas que se adeudan. 

8. Que tomando por base las certificaciones 
respectivas, debe liquidarse también el presu- 
puesto corriente y verificarse la contracción 
para los sucesivos, mientras otra cosa no se de- 
termine. 

Y 4. Que como la suma de 2.000 pesetas á 
eE se refiere la R. O. de 18 de Noviembre de 

890, dictada por el Ministerio de Fomento, no 
fué comprendida en su certificación por la Dipu- 
tación provincial de Madrid, y sí sólo incluída 
en las relaciones de aquel departamento minis- 
terial, la baja mandada hacer sólo puede afectar 
á las mismas relaciones. 

De Real orden, etc.—Madrid 22 de Marzo de 
1892.» (Gac. 1.2 Abril.) 


R. O. 14 Mayo 1982. 


Arquitectura: Que 4 las asignaturas tanto de ingreso como 
de preparación, aprobadas en la Escuela preparatoris 
de ingenieros se las reconozca validez académica y 
sean incorporables (1). 


(Fom.) «En vista de la instancia que con fe- 
cha 4 del actual han dirigido á este Ministerio 
varios aspirantes á ingreso en la Escuela de Ar- 
quitectura establecida en Barcelona, solicitando 
que sin examen les sean válidas para la misma 
las asignaturas probadas en la Escuela general 
preparatoria de ingenieros Y arquitectos, y te- 
niendo en cuenta que ni en la parte expositiva 
ni dispositiva del R. D. de 23 de Agosto de 18% 
por el cual se restablecieron en Barcelona el 
conjunto de los estudios para las carreras de in- 
genieros industriales y de arquitectos, aparece 

rohibida la incorporación ó validez en ellas de 

as enseñanzas probadas en la Escuela general, 
que se conceptuaba como modelo en su cíase; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 

ue no obstante que el reconocimiento de estu- 
dios que se solicita se halla establecido por el 
R. D. de 29 de Enero de 1886, que creó la referida 
Escuela general, y el de 28 de Agosto de 189), 
anteriormente citado, 8e declare que las asigna- 
turas, tanto de ingreso como de preparación, 
probadas en la mencionada Escuela general, 
tienen y deben reconocérseles validez académi: 
ca oficial, y son incorporables sin necesidad de 
nuevo examen en las de ingenieros industriales 
y de arquitectura de Barcelona, y en todas las 
demás de ingenieros civiles y superior de Arqui: 
tectura. 

De Real orden, etc. Madrid 14 de Mayo de 1892. 
Linares Rivas.—Sr. Director general de Instruc- 
ción pública.» (Fac. 22 Mayo.) 


R. 0. 22 Mayo 1892. 


COoncediendo al Instituto local de Jovellanos el carácter 
y prerrogativas de los provinciales. 


(Fom.) «Artículo único. El Instituto local de 
Jovellanos tendrá en lo sucosivo, para todos los 
efectos académicos, el carácter, consideraciones 
y prerrogativas que tienen los Institutos pro: 
vinciales, conservando su organización actual y 


(1) El reglamento vigente de la Escuela superior de Ar 
quitectura estd inserto en las ps. 636 y sigts. del APEX- 
DICE de 1896, 
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corriendo como hasta ahora su sostenimiento á 
cargo del Municipio de Gijón. 

Dado en Aranjuez á 22 de Mayo de 1892. —Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Fomento, Aurelia- 
no Linares Rivas.» (Gac. 24 Mayo.) 


R. D. 29 Mayo 1892. 

Dendo el carácter de excedentes d los catedráticos nom- 
brados de Real orden en virtud del art. 21 del Real 
decreto de 232 Enero de 1867 (1). 

(Fox.) «Artículo único. Los catedráticos 
nombrados por Real orden, en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 21 del decreto ley de 22 de Ene- 
ro de 1867, que hubieren quedado sin cátedra por 
cualquier reforma, y que hayan continuado en 
la enseñanza oficial bajo cualquier carácter, se- 
rán considerados como excedentes, disfrutando 
los beneficios que concede la ley vigente á los 
que se hallan en tal situación, y tendrán dere- 

oá obtener por concurso cátedra de igual ó 
0 6s asignatura á las que hayan desempe- 
ñado, 

Dado en Aranjuez á 29 de Mayo de 1892.—Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Fomento, Aurelia- 
no Linares Rivas.» (Gac. 1.” Junio.) 


E. D. 12 Julio 1882. 
Supresión dela Escuela general preparatoria de inge- 
níeros y arquitectos. 

(Fox.) «En virtud de la autorización concedi- 
da por la nueva ley de presupuestos para la reor- 
ganización de todos los servicios públicos con el 
objeto de realizar economías en el presente año 
económico de 1892 4 98, 

A propuesta del Ministro de Fomento; en nom- 
bre de mi augusto hijo el Rey D. Alfonso XITI, 
y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Se suprime la Escuela general 
preparatoria de Ingenieros y Arquitectos, esta- 

lecida en esta corte por Real decreto de 29 de 
Enero de 1886... 

Art. 2.2 Los profesores de la misma que por 
su calidad de ingenieros de los Cuerpos de Cami- 
nos, Minas, Montes y Agrónomos tenían el ca- 
rácter de interinos, cesarán desde luego en dicho 
servicio. Los profesores propietarios que fueron 
númerarios en otros Centros de enseñanza serán 
destinados á la de su respectiva procedencia con 
la categoría y antigúedad que les corresponda 
y á su misma plaza si estuviera vacante. En e 
caso de hallarse provista, quedarán en la situa- 
ción de excedentes por supresión con las dos ter- 
ceras partes de Sueldo correspondientes á la Uni. 
versidad 6 Escuela de que procedan. Los que no 
aceptasen dicha colocación continuarán exce- 
dentes, pero sin derecho á percibir sueldo algu- 
no mientras permanezcan en tal situación. 

Art.3, El Gobierno atenderá á la colocación 
én otros establecimientos de enseñanza de los 
profesores interinos y ayudantes que resulten 
cesantes por consecuencia de la supresión, te- 
niendo en cuenta los derechos que puedan asis- 
tirles, los títulos académicos que posean y los 
merecimientos que tengan contraídos. 

Art. 4. Se declara cesante el personal admi- 
histrativo y el de dependientes de la Escuela su- 





(1) FH Real decreto de 92 de Enero de 1867, que refor- 
mó el ejercicio del profesorado en todas las carreras, 
quedó derogado por el art. 8.2 del de 21 Octubre de 1868. 
Él art. 23 del de 1867, decia así: «Cuando el Gobierno 
lo crea conveniente podrá nombrar sin oposición 
hi concurso, para las cátedras de tica y Funda- 
mentos de Religión de los Institutos, á personas 
adornadas con el título de doctor en Teología ó en 
Filosofía y Letras, y de notoria aptitud para la en- 
señanza á juicio del Real Consejo de Instrucción 
Pública. Estos catedráticos gozarán el máximun do 
sueldo y no figurarán en cl escalafón.» 
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ems cuyos servicios procurará utilizar el 
obierno en el tiempo y forma que juzgue opor- 
tuno. 

Art. 5. El rector de la Universidad Central, 
Ó la persona en quien el mismo delegue, se hará 
cargo del edificio que ocupa la Escuela, y previo 
inventario extendido por triplicado se incautará 
de todos los documentos, libros, efectos y mate- 
rial científico y ordinario perteneciente á la mis- 
ma, y que sólo por acuerdo de la Dirección ge- 
neral de Instrucción pública podrá destinarse en 
todo ó en parte á otros establecimientos de en- 
señanza. 

Art. 6.2 El Ministro de Fomento queda encar- 
gado de la ejecución del presente decreto y de 
resolver las consultas y dudas que puedan origi- 
narse con motivo de su aplicación é interpreta- 
ción. 

DisPosICIONES TRANSITORIAS. 1.* Los alumnos 
de la referida Escuela, sin necesidad de nuevo 
examen, incorporarán en la especial que desde 
luego habrán de elegir para continuar sus estu- 
dios todos los que tengan probados en la pri- 
mera. 

2. Para los que no hayan probado ninguna 
de las asignaturas de ingreso, las cinco Escuelas 
de Ingenieros y las dos de Arquitectura abrirán 
en el presente mes y en el de Septiembre próxi- 
mo, una convocatoria de exámenes de dicho po 
ríodo de enseñanza con estricta sujeción al plan 
y programas que tenía establecido la Escuela 
general. Una vez terminados estos exámenes 
reconocida á las asignaturas aprobadas la vali- 
dez óá incorporación que anteriormente se deter- 
mina, se entenderá comenzado el curso académi- 
co de 1892-98, y cada Escuela especial quedará 
desde luego autorizada para restablecer los es- 
tudios de la carrera en la forma y condiciones 
que los tuviere al crearse la mencionada Escue- 
la general. 

ado en Palacio á 12 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Gac. 13 Julio.) 


R. D. 28 Julio 1892. 

Aprobando las plantillas del perennal de los estableci- 
mientos dependientes de la Dirección de Instrucción 
pública: Institutos: Facultad de Derecho, de Filosofía 
y Letras, de Ciencias: Asignaturas y Cátedras: Deca- 
nos (1). 

(Fom.) «Artículo 1. Haciendo uso de los 
receptos y autorizaciones concedidas por la 
ey de presupuestos vigente, y con ESA o á lo 
preceptuado en el Real decreto de 15 del co- 
rriente mes, las plantillas del personal de los 
establecimientos dependientes de la Dirección 
general de Instrucción pública serán en lo su- 
cesivo las que á continuación se expresa en el 
adjunto estado de este decreto, quedando redu- 
cidos también Jos créditos de material en los 
conceptos y cantidades que se determinan, pro- 
duciéndose, por tanto, una baja en total de pe- 
sotas 790'250. 

Art. 2.? (2). Se suprimen en los Institutos de 
segunda enseñanza á cargo del Estado un cate- 
drático de Latín y otro de Matemáticas, que- 
dando éstos en la situación de excedentes, hasta 
tanto que obtengan colocación, con arreglo á las 
disposiciones vigentes, en cátedras vacantes de 
igual ó análoga asignatura. 

Los catedráticos de dichas asignaturas darán 
clase diaria de cada curso. 


(1) V.las Rs. Os. de 81 de Agosto y 21 de Noviembre 
de 1893.(AP., ps. 587, 595 y 770 ) 

(9) Sobre reorganización de los estudios de segunda 
enseñanza véanse los Re. Ds. de 16 Septiembre y 80 Noviem- 
bre 1894 (AP., ps. 511 y 754), y las disposiciones comple- 
mentarias contenidas en los APs. de 1995 y 1896. 
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Art. 3.2 Se suprimen las cátedras de Francés 
de los Institutos establecidos en capitales donde 
haya Escuela elemental de Comercio. 

Los profesores de dicha asignatura pasarán 
con el carácter de numerarios y con el sueldo 
que actualmente disfruten á las referidas Escue- 
las, en las cuales deberán matricularse y cursa- 
rán dichos estudios los alumnos de los Institutos 
objeto de la supresión. 

Art. 4.2 Se crean 10 clases de Gimnástica que 
se establecerán en los Institutos donde haya 
Universidad. 

En Madrid se instalará en el Instituto de San 
Isidro (1). 

Art. 5.2 Quedan anuladas todas las convoca- 
torias para proveer por oposición ó concurso las 
cátedras de Latín y Castellano y de Matemáti- 
cas, excepto aquéllas para las que se estén verifi- 
cando ejercicios de oposición ó haya formulado 
propuesta el Consejo de Instrucción pública. 

Igualmente y con las excepciones contenidas 
en el párrafo anterior, el Ministro de Fomento 
podrá anular ó modificar cualquiera otra convo- 
catoria anunciada hasta la fecha, siempre que la 
cátedra vacante á que aquélla se refiera haya de 
ser ocupada por un profesor excedente. 

Art. 6.? En las Facultades de Derecho, las cá.- 
tedras de Economía política y Hacienda pública 
serán desempeñadas por un solo catedrático, así 
como las de Derecho procesal que á este objeto 
se unen Ó SE en las alternas de Procedi- 
mientos judiciales y Práctica forense y redac- 
ción de instrumentos públicos. 

Art. 7. El período del Doctorado en dicha 
Facultad queda reducido á las cuatro cátedras 
obligatorias de Literatura y Bibliografía jurl- 
dicas, Historia de la Iglesia y Colecciones canó - 
nicas, Legislación comparada é Historia de los 
tratados. 

Art. 8. En las Facultades de Filosofía y Le- 
tras de la Universidad Central, los dos cursos 
de lección alterna de Metafísica quedarán á car- 
go de un solo profesor, como en las demás Uni- 
versidades. 

Art. 9.2 Se suprimen los Decanatos y Secre- 
tarías, así como las cátedras de Análisis mate- 
mático y Geometría de la Sección de Ciencias 
de las Universidades de Granada, Sevilla, Va- 
lencia y Zaragoza, quedando únicamente en las 
mismas las tres asignaturas del preparatorio de 
Medicina y Farmacia; el profesorado de dicha 
asignatura dependerá en lo sucesivo del Deca- 
nato de Medicina. 

Art. 10. Las plantillas y reducciones consig- 
nadas empezarán á regir desde el día 1.” de Agos- 
to próximo. 

Dado en San Sebastián á 26 de Julio de 1892, — 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Fac. 30 Julio.) 

(La Gaceta publica á continuación todas las 

lantillas reformadas, que ocupan quince planas 
de la misma, de letra muy compacta. Estas plan- 
tillas son las siguientes: 

Consejo de Instrucción pública. 

Inspección general de Enseñanza. 

Junta central de derechos pasivos del Magis- 
terio de primera enseñnza. 

Patronato general de las Escuelas de pár- 
vulos. 

Escuela Normal Central de maestros. 

Escuela modelo de párvulos, agregada á la 
Normal de maestros. 

Escuelas Normales de maestros en provincias. 

Escuela Normal Central de maestras. 


(1) V. enel Ap. de 1898, p. 581, la R. O. 1.2 Septiem- 
bre 1893; en el de 1894 la circular de 18 Marzo íd., p. 181, 
y en el de 1896 el R. D, 14 Octubre íd., p. 709, 
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Escuela práctica, agregada á la Normal de 
maestras. 

Escuelas Normales de maestras en provincias. 

Museo de instrucción primaria. 

Colegio nacional de Sordomudos y Ciegos. 

Institutos de segunda enseñanza. 

Escuelas de Comercio. 

Escuela Central de Artes y Oficios. 

Universidades. 

Enseñanza profesional y Escuelas especiales. 

Bellas Artes. 

Bibliotecas y Museos. 

Establecimientos científicos, artísticos y lite- 
rarios, Academia Española, de la Historia, de 
Ciencias, etc.) 


E. D. 13 Agosto 1692, 
Instítuto de Mahón. 


(Fom.) «Artículo único. Se concede al Insti- 
tuto local de Mahón, para todos los efectos aca- 
démicos, el carácter, prerrogativas y considera- 
ciones que tienen los Institutos provinciales, de- 
biendo conservar su organización actual y con- 
tinuando, como hasta ahora, su sostenimiento á 
cargo del Municipio de la referida población. 

Dado en San Sebastián á 18 de Agosto de 1892. 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. 7 Septiembre.) 


R. O. 8 Octubre 1892. 
Timbre en los certificados de estudios académicos (1). 


(Fom.) «En consideración á las razones ex- 
puestas por el rector de la Universidad Central 
y de epu9rdo con el parecer de esa Dirección ge: 
neral, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 
que quedando subsistentes los derechos estable- 
cidos para la expedición de certificados de estu- 
dios académicos por la instrucción 24 de las apro- 
badas en 15 de Agosto de 1877 para la ejecución 
de los Rs. Ds. de 6 de Julio y 10 de Agosto del 
mismo año, el timbre ó timbres del Estado que 
dichos documentos deban llevar sean de cuenta 
de los interesados que los soliciten. 

De Real orden, etc. Madrid 8 de Octubre de 
1892.—Linares Rivas.—Sr. Director general de 
Instrucción pública.» (Gac. 12 Octubre.) 


R. O. 28 Octubre 1892. 
Provisión de cátedras de Medicina en asignaturas que 
tengan clinicas. 

(Fom.) «Exposición.—Señora: El reglamento 
vigente de oposiciones á cátedras establece los 
ejercicios á que deben someterse los que aspi- 
ran á ingresar en el Profesorado público, con 
el fin de demostrar sus conocimientos y su apti: 
tud para la enseñanza; pero aunque sus precep: 
tos, susceptibles hoy de reformas reconocidas 
por la experiencia, pueden servir de garantía 
para el más acertado nombramiento, en la ge- 
neralidad de los casos, y tratándose de materias 
puramente especulativas, resultan deficientes 
cuando se aplican á enseñanzas de carácter emi: 
nentemente práctico. 

La enseñanza clínica es una de las que se 
encuentran en este caso: á más de la doctrina 
científica, por extensa que sea, adquirida en las 
aulas y en la soledad del estudio, requiere una 
preparación especial, una práctica constante, 
una observación de todos los días, que sólo pue- 
de hacerse con fruto en los hospitales clínieos, 
fuente de los verdaderos conocimientos, y en la 


(1) Laley del timbre vigente es de 81 de Agosto de 1996. 
Consúltense nuestros sumarios alfabéticos de la ley y del 
reglamento, epigrafes Instrucción pública de los mis- 
mos, tomo de 1896, psa. 606 y 6328. 


*—— 
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pericia que deben tener los que se consagran á 
su ejercicio, no bastando para la demostración 
de esta aptitud y de esta especial idoneidad los 
casos prácticos que puedan señalarse en el curso 
de las oposiciones. 

(Continúa la Exposición indicando el sensible 
vaclo que sobre el particular se observa an el 
actual sistema de ejercicios de oposición, que 
muchas veces convierte en simple campo de di- 
sertaciones retóricas lo que debe ser riguroso 
palenque científico, y entre tanto que se refor- 
ma el reglamento, se cree conveniente buscar 
por medio de concursos especiales el personal 
experimentado que reclaman las cátedras de 
clínica en las Facultades de Medicina.) 

RraL DECRETO. «Artículo1. A los profeso- 
rea clínicos que cuenten más de cinco años de 
buenos servicios y hayan obtenido sus plazas 
mediante oposición, se les declara con aptitud 
legal para poder ser nombrados catedráticos de 
número de las Facultades de Medicina en asig- 
tatuoras que tengan clínicas ó en vacantes que 
pertenezcan á la enseñanza clínica, 

Art.2.? De cada tres vacantes, una se pro- 
veerá por turno de oposición, otra por concurso 
entre catedráticos numerarios, y otra, también 
por concurso, entre profesores clbicos de la Fa- 
cultad á que corresponda la vacante, siempre 
que se hallen en las condiciones determinadas 
en el artículo anterior. 

3. En el caso de que aún existan, sin 
haber ascendido, sustitutos permanentes en las 
condiciones que marcaban las leyes y decretos 
anteriores al 21 de Octubre de 1868, y que cuen- 
ten entre sus servicios haber desempeñado tres 
eursos de clínicas, por lo menos, tendrán dere- 
cho á ocupar las primeras vacantes que existan 
del grupo á que pertenezca la asignatura que 
hubieren tenido á su cargo. 

Dado en Sevilla á 28 de Octubre de 1892. —Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. 1. Noviembre.) 


ER. D. 294 Noviembre 1892. 

Designando los titulos académicos de que han de estar 
revestidos los profesores y directores de segunla ense- 
fanza incorporados para formar parte de los tribuna- 
les de erámenes. —Requisitos para ser director: ídem de 
los de Corporaciones religiosas. 

(Fox.) «A propuesta del Ministro de Fomen- 
to y de conformidad con el dictamen del Conse- 
jo de Instrucción pública; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Desde el curso próximo de 1893- 
184 sólo tendrán derecho á formar parte de los 
tribunales de exámenes de asignaturas que ha- 
yan de juzgar á sus alumnos, los profesores de 
los colegios de segunda enseñanza, incorpora- 
dos, que sean licenciados en las Facultades de 
Filosofía y Letras, ó de Ciencias, ó tengan los 
titulos de preceptores de latinidad ó de regentes 
en asignaturas. 

Art. 2, Los preceptores de latinidad y los re- 
gantes sólo estarán habilitados para ser profeso- 
ros de las asignaturas á que se contraigan sus 
respectivos títulos, aparte de aquellas para cuya 
enseñanza no se exige título profesional. 

Art. 3.2 Para ser director de colegio de se- 
gunda enseñanza, incorporado, se necesita po- 
seer el titulo de licenciado ó doctor en una de 

citadas Facultades (1). 

Art. 4.2 Los individuos de las Corporaciones 

religiosas, habilitados para la enseñanza, conti- 





id) Modificado este artículo por R. D. 1. Septiembre 
1693 (AP. ¿d., p. 587). 


vuarán dispensados del título para dirigir y en- 
señar en los colegios fundados por las Corpora- 
ciones á que pertenezcan, conforme á lo estable- 
cido en el art. 153 de la ley vigente de instruc- 
ción pública (1). 

Dado en Palacio á 21 de Noviembre de 1892.— 
María Cristina. —El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. 25 Noviembre.) 


Jurisprudencia contencioso-administrativa. 


Sent. 30 Septiembre 1.2 Octubre 18D40. Revo- 
cación de Reales órdenes que acordaron el pago de diver- 
stas cantidades como premios abonables d tres profesores, 
conforme al D, de 5 Mayo 1871, desconociendo que date 
carece de fuerza ió do add iia de la juris- 
dicción contenciosa para deshacer el agravio, aun cuan- 
do a sumas en que consistiera se incluyesen en presu- 
puesto. 


A instancia del Ministerio fiscal, que cumpliendo 
acuerdo del Gobierno impugnó en vía contenciosa 
tres Reales órdenés disponiendo que se abonaran á 
otros tantos catedráticos de escuelas especiales de- 
terminadas cantidades, como atrasos delos premios 
de 500 pesetas, establecidos en el Real decreto de 5 
de Mayo de 1871, declara el T. C. A. la competencia 
de la Administración para dictar la Real orden que 
declaró lesivas las otras tres é improcedente la ex- 
cepción de incompetencia opuesta como perentoria 
por los interesados; y declara también que éstos ca- 
recen de derecho á tales premios, revocando las de- 
cisiones que se los concedieron: 

«Considerando: que por ser un principio cardinal 
de derecho administrativo constantemente recono- 
cido y sancionado por la jurisprudencia el de que 
la Administración activa no puede volver guberna- 
tivamente sobre sus propios actos, es indudable la 
facultad que á la misma asiste de poder impugnar 
en vía contenciosa las resoluciones que estime con- 
trarias Ó perjudiciales 4 los intereses públicos, y 
que por Neda: E pai es notoria la competencia con 
que ha procedido en uso de aquella facultad, que 
expresamente le reconoce el art. 7. de la ley de 13 
de Septiembre de 1883, dictando las Reales órdenes 
de 15 de Mayo de 1589, origen de estas demandas: 

Considerando: que dictadas dichas Reales órde- 
nes ó interpuestas las demandas dentro de los res- 
pectivos plazos legales que señala el referido ar- 
tículo 7. de la ley, y reuniendo además las Reales 
órdenes impugaadas de 30 de Junio y 12 de Julio de 
1897 los requisitos exigidos por el art. 1. para que 
una resolución pueda ser reclamada en vía conten- 
ciosa, extremos no discutidos ni puestos en duda 
por la parte demandada, es evidente asimismo la 
competencia de la jurisdicción contenciosa para 
conocer de dichas demandas... 

Considerando: que en nada afecta á la competen- 
cia de la Administración activa ni de la contencio- 
sa la circunstancia de que los créditos reconocidos 
á favor de los demandados, so consignaran en pre- 
supuestos, primero, porque la única cuestión plan- 
teada por la Administración y que se ha de resolver 
en este pleito, es la de si dichas Renles órdenes son 
Óó no perjudiciales á losintereses públicos; segundo, 
porque tales consignaciones son absolutamente 
necesarias como exigencia de la contabilidad del 
Estado cuando para lus pagos acordados no existe 
crédito legislativo ó se halla agotado, pero sin que 
por ello pierda la resolución administrativa su 0an- 
rácter de tal; y tercero, porque utilizado contra las 
Reales órdenes en que las consignaciones se fundan 
un recurso legal como lo es el contencioso adminis- 
trativo, revocadas aquéllas, óstas quedan también 
sin efecto por ministerio mismo de la ley:... 

Considerando: que el derecho concedido 4 los pro- 
fesores de escuelas especiales por el art. 1.? del Real 
decreto de 5 de Mayo de 1971, de ascender 500 pesetas 
por razón de antigiedad, cada cinco años, lo fué, 
según en esa misma disposición se previene, de un 
modo terminante, á contar desde la publicación del 
mencionado Real decreto. que por consiguiente 

uelaba privado de todo efecto retroactivo éimpe- 
dí que para la concesión de tales premios se com- 
putasen á los interesados los servicios prestados 
con anterioridad á la fecha de aquella disposición: 

Considerando: que no obstante lo claro y termi- 


(1) Véase la R. O. 21 Mayo 1891. (AP. íd., p. 280.) 
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nante de las palabras del art. 1. del R. D.de5 de 
Mayo de 1871, las Reales órdenes impugnadas al 
conceder las cantidades por atrasos Paid 
tes á premios de antigiledad, han infringido abier- 
tamente la mencionada disposición, aplicándola 
con efecto retroactivo respecto de estos interesa- 
dos, y computándoles al hacer tales concesiones los 
servicios prestados con anterioridad á su publica- 
ción.» (Sent. 30 Septiembre 1. Octubre 1891.—Gac. 6 
Agosto 1892, p. 302.) 


Sent. 13 Novilembro 1991. Derecho preferente de 
ser nombrudo profesor auxiliar en concurso, d favor del 
aspirante que reuniendo los requisitos exigidos ee el 
R. D. de 25 de Junio de 1875, cuente mayor antigúe en 
la fecha de otro nombramiento anterior. 


Contra Real orden que nombró en concurso cate- 
drático auxiliar de la Universidad Central á don 
Francisco Javier Jiménes y Pérez de Vargas, dedu- 
jo demanda contenciosa D. Juan Antonio García 

abiano, que había en fecha aaterior desempeñado 
el cargo, suplicando que se dejara sin efecto tal 
nombramiento y se declarase su derecho preferente 
á sernombrado para servir dicha plaza. El Tribunal 
estima tal pretensión, y con vista de Jos arts. 8.? y 
5. del R. D. de 25 de Junio de 1875, deja sin efecto la 
Real orden recurrida: 

«Considerando: que el Ministerio de Fomento, al 
efectuar los nombramientos para las plazas de ca- 
tedráticos auxiliares, tanto de las Universidades 
como de los Institutos de segunda enseñanza, tiene 
que ajustarse álos preceptos claros y categóricos del 

« D. de 25 de Junio de 1875, y que en su consecuen- 
cia no es discrecional enel Gobierno el nombramien- 
to de dichos furcionarios:... 

Considerando: que designadas en el art. 3.2 de este 
Real decreto las condiciones que deben reunir para 
ser nombrados los que aspiren al desempeño del 
cargo de catedrático muxiliar y determinado tanto 
en este artículo como en el 5.0que en igualdad de 
circunstancias debe ser preferido el aspirante que 
cuente mayor antigitedad en la fecha de su anterior 
nombramiento y que el Ministerio de Fomento nom- 
bre al en que más merecimientos concurran, debió 
atenerse dicho Centro al efectuar el nombramiento 
á los preceptos claros y terminantes de los artículos 
citados: 

Considerando: que según consta del expediente, 
tanto Jiménez Pérez de Vargas como Labiano lle- 
nan con exceso las dos tai circunstancias que 
el repetido art. 3.? del R. D. de 25 de Junio de 1875 
exige para ser nombrado profesor auxiliar, sobresa- 
liendo el demandante en la segunda y Jiménez en 
la primera, manifestándose por el Rectorado que 
ateniéndose á los términos textuales del citado de- 
creto y á los méritos que el mismo establece, la pre- 
ferencia se hacía á favor de Labiano: 

Considerando: que aun en el supuesto de que en 
los dos aspirantes concurran las mismas circunstan- 
cias, teniendo presente lo dispuesto en el referido 
art. 8.%, siempre tendría preferente derecho para ser 
nombrado profesor auxiliar D. Antonio Labiano, 
toda vez que según resulta de la comunicación re- 
mitida por el rector de la Universidad Central á la 
Dirección general de Instrucción pública, este aspi- 
rante contaba con mayor antigiedad que Jiménez 
en la fecha de su anterior nombramiento...» (Sen- 
tencia 17 Noviembre 1891.— Gac. 2 Septiembre 1893, pá- 
gina 880.) 


Sent. 6 Fchrero 1899. Provisión de cdtedras por 
traslación: Derecho de los profesores de la Universidad 
de la Habana: Se deja sin efecto una Real orden que de- 
claró desierto el turno de traslación anunciado para pro- 
veer una cátedra del Doctorado de Medicina de la Uni- 
versidad Central, no obstante haberse presentado al con- 
curso un profesor de la Habana, que por explicar igual 
asignatura y haber obtenido su plaza conforme al plan 
de estudios de 15 de Julio de 1863 y reglamento de 7 de 
Julio de 1867, tenia derecho de ser nombrado. 


Anunciada á concurso por traslación la cátedra 
de Historia crítica de la Medicina, vacante en la 
Universidad Central, la solicitó D. Ildefonso Rodrí- 
Ads que venía explicando en la Universidad de la 

abana la asignatura de Historia de las ciencias 
médicas. En definitiva, y contra el dictamen de la 
Sección de Gobernación y Fomento del Consejo de 





Estado, se dictó Ja R. O. de 15 de Abril de 1891 (APÉN- ' 


DICE, p. 376:, declarando que Rodríguez carecía de 
derecho á optar á la vacante; que el concurso por 
traslación quedaba desierto y que se convocara el 
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concurso por ascenso. Rodrigues impugnó esta re- 
solución en vía contenciosa, y el Tribunal la deja 
sin efecto declarando al actor con derecho áÁ ser 
nombrado catedrático de Historia crítica de la Me- 
dicina, vacante en la Universidad Central. He aquí 
los fundamentos de esta importante sentencia: 
«Considerando: que al publicarse en la Gaceta de 
25 de Marzo de 1888 el anuncio de la vacante de la 
cátedra de Historia crítica de Medicina, se biso 
constar que sólo podían aspirar á ella por trasla- 
ción y con arreglo á lus disposiciones vigentes los 
profesores que desempeñasen ó hubiesen desempe- 
ñado en propiedad otra de igual asignatura y sueldo 
y tuviesen el título científico exigido por la vacante 
y el profesional que les correspondiera: 
Considerando: «que D. Ildefonso Rodríguez, que 
solicitó en tiempo la referida cátedro, tenía las cun- 
diciones exigidas por dicho anuncio, puesto que co- 
mo catedrático de Historia de las Ciencias médicas 
en el Doctorado de la Facultad de la Medicina de la 
Vniversidad dela Habana, disfrutaba del sueldo de 
900 pesos, igual al de la vacante, y ambas asignata- 
ras del Doctorado eran esencialmente idénticas, di- 
ferenciándose tan sólo en la mayor extensión é im- 
portancia de la explicada por Rodríguez: 
Considerando: que el hecho de ser el demandante 
catedrático de la Universidad de la Habana no le 
privaba de su derecho á optar por traslación á la 
vacante de autos, puesto que según el R. D. de 9 de 
Abril de 1871, los profesores de la isla de Cuba que 
hayan obtenido sus cátedras con sujeción á lo dis- 
pS para el caso por el plan de estudios de 15 de 
ulio de 1863 y Reg. de 7 de Julio de 1867, tienen de- 
recho á optar por concurso á las vacantes que se 
provean por este medio en la Península: 
Y considerando: que, por lo expuesto, y siendo don 
Ildefonso Rodríguez el único aspirante que solicitó 
or traslación la cátedra de Historia crítica de la 
edicina, la Real orden impugnada, al no otorgarle 
dicha cátedra y declarar desierto el concurso, agra- 
via sus legítimos derechos.» (Sent. 6 Febrero 1882 dic- 
tada con vista del art. 236 de la ley de Instrucción 
pública de 9 de Septiembre de 1867; 284, párrafo pri: 
mero, del R. D. de 15 de Julio de 1883; 44 del Reg. de 7 
de Julio de 1887; 2.0 del D. de 15 de Enero de 1570; 1.* 
y 2.2 del de 9 de Abril de 1871; y 1.9 y 5.9 del de 20 de 
eptiembre de 1878; 11 4 13 del de 18 de Junio de 1%0, 
y 1.0 del de 4 de Octubre de 1884.—Gac. 2 Septiem- 
re 1892, p. 55.) 


Sent. 20 Febrero 1899. Cuestión sobre compati- 
bilidad del cargo de catedrático sustituto personal de 
otro, con destino público retribuido. 


D. Gregorio Bernabé Pedrazuela, archivero de la 
Delegación de Hacienda de Segovia, era catedráti- 
co de Psicología, Lógica y Etica en el Instituto, 
sustituyendo al propietario, que se hallaba imposi- 
bilitado para la enseñanza, y cuyo haber se distri- 
buía en dos mitades que percibían respectivamente 
uno y otro profesor. Suscitada la duda 1e si los dos 
cargos que desempeñaba Pedrazuela, dotado el de 
archivero con 2.000 pesetas, y el de profesor con 
1.500, eran 6 no compatibles, se declaró la incompa- 
tibilidad de R. O, que además mandó al interesado 
restituir los haberes de catedrático que había per- 
cibido. Pedrazuela acudió contra la anterior reso: 
lución en vía contenciosa, y el Tribunal, vistos los 
artículos 1.2 de la ley de 9 de Julio 1855, 54 del ro- 
glamento de 15 de Enero 1870 y 2.” del R. D. de 23 de 
Agosto 1888, falla en los siguientes términos: 

«Considerando: que para que la compatibilidad 
exista se hace necesario que el caso no se halle 
comprendido en el art. 1.? de la ley de 9 Julio 186, 
que de una manera general y «absoluta prohibe la 
simultaneidad de dos ó más destinos, sueldos, comi- 
siones y cualesquiera otros emolumentos, sean cus- 
les fueren, en todas las dependencias del Estado, y 
que se paguen con fondos generales, provinciales 0 
municipales: 

Considerando: que es un derecho concedido á los 
catedráticos, con arreglo al art 5í del reglamento 
de 15 de Eaero de 1870, el de que cuando por impedi: 
mento físico ó intelectual que lesinhabilite para la 
enseñanza, pidan su jubilación y no tengan dere: 
cho á haber pasivo, hayan sido nombrados legal: 
mente y lleven quince años de servicio en el profe: 
soradu, se ley nombre un sustituto que, caso de sel 
designado por ellos, habrá de ser nombrado desde 
luego sin otro requisito que la aprobación del Claus: 
tro correspondiente y del rector del distrito y cay0 
sustituto ha de ser retribuído con la mitad del sucl- 
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do asignado á la cátedra, conservando el sustituido 
el resto del que disfrute: 

Considerando: que de los términos de esta disposi- 
ción se deduce que en los nombramientos hechos en 
esa forma, no tiene el Estado otra intervención 
que la indispensable, al efecto de que recaigan en 
personas que tengan las condiciones necesarias 
para la enseñanza, pero sin que los nombrados ad- 
quieran verdadero carácter de funcionarios públicos 
en el sentido legal de la palabra, puesto que ni figa- 
ran en presupuestos, ni para su pago se consigna en 
éstos crédito alguno, ni el tiempo que desempeñan 
el cargo se les cuenta como de servicios, ni adquie- 
ren otro derecho que el de percibir la mitad del 
sueldo del catedrático propietario, sin que por ello 
se considere legalmente vacante la cátedra. 

Considerando: que en tal sentido los sustitutos 
personales de los catedráticos no perciben en reali- 
dad sueldo, gratificación ni emolumento alguno del 
Estado, sino del catedrático sustituido, cuya con- 
signación sigue figurando en presupuestos, y á 
quien impone esta obligación el art. 64 del regla- 
mento de 15 de Enero de 1870, como compensación al 
derecho de no desempeñar personalmente su cáte- 
dra, de percibir el resto del sueldo y de nombrar 
sustituto, y que por consiguiente dicho cargo no 
puede estimarse comprendido en la letra ni en el es- 
piritu del art. 1. de la ley de 9 de Julio de 1885, al 
efecto de ser su desempeño incompatible con el de 
otro destino público: 

Considerando: por otra parte, que en el sistema 
de nuestra legislación se ha sonsiderado siempre 
compatible el cargo de catedrático sustituto auxi- 
liar y supernumerario, con todo otro destino del 
Estado, y que al establecerse la incompatibilidad 
por el Real decreto de 28 de Agosto de 1888, se ha li- 
mitado en el art. 2? de esta disposición á los profe- 
sores auxiliares de número, en cuyo concepto no 
poseen estar comprendidos ios sustitutos personDa- 
es nombrados con arreglo al reglamento de 1870... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
Real orden de 7 de Diciembre de 1890, y en su lugar 
declaramos que es ed bes con el sueldo que 

D. Gregorio Bernabé Pedrazuela percibe como ar- 
chivero de la Delegación de Hacienda de Segovia 
la retribución que disfruta como sustituto personal 
del catedrático de Psicologia, Lógica y Etica de 
aquel Instituto, y que en su consecuencia le debe 
ser devuelta la cantidad de 562 pesetas 50 céntimos, 
importe de la carta de pago que acompañó al es- 
crito de interposición de recurso, abonándole las 
mensualidades que o ado de percibir.» (Sen- 
tencia 20 Febrero 1892.—(fac. 29 Septiembre, p. 83.) 


OS Marzo 1899. Cátedras vacantes de la Universi. 
dad Central: En los concursos por traslación son admisi- 
bles los catedráticos de provincias de la misma categoría 
á la que corresponda la vacante y que desempeñen d 
hayan desempeñado e asignatura; pues el aumento 
de haber que perciben los de Madrid, no es mayor sueldo, 
tino gratificación de residencia, 


Anunciada al turno de traslación la cátedra de 
Patología médica de la Universidad Central, la so- 
licitaron D. Arturo de Redondo, que había explica.- 
do en propiedad la misma asignatura en Zaragoza, 
Ade la sazón profesor de otra distinta en Valla- 

olid, y D. Amalio Jimeno, catedrático de Higiene 
pública en la Central. El nombramiento recayó en 
el áltimo, por lo que su contrincante interpuso re- 
curso contencioso administrativo, que el Tribunal 
falla, revocando la Real orden por la demanda im- 
pon: y declarando que Redondo tiene derecho 

ser trasladado á la expresada cátedra de Patolo- 

2. Díctase el fallo con vista de los arts. 227 de la 

ey de instrucción pública, 1.%, 2.2, 47 y 49 del regla- 
mento de 15 de Enero de 1870, 2. del R. D. de 80 de 
Noviembre de 1883, 1.9? del decreto de 24 de Octubre 
de 1874 y 6. del de 14 de Enero de 1887: 

«Considerando: que en el anuncio publicado en la 
Gaeta de Madrid de 9 de Enero de 1889 para proveer 

or traslación la cátedra de Patología médica de 

a Facultad de Medicina de la Universidad Central, 
con arreglo á lo e depp en el reglamento de 15 de 
Enero de 1870 y R. D. de 80 de Noviembre de 1883, 
fueron llamados los catedráticos que desearan ser 
trasladados á ella y estuviesen comprendidos en el 
art. 177 de la ley de instrucción pública ó se halla- 
zan excedentes, consignando á la vezque sólo po- 
drían aspirar á dicha cátedra los profesores que 
desempeñasen ó hubiesen desempeñado en propie- 
BoLsrTíÍs: An. 1892, 


dad otra de igual asignatura y saeldo con los titu- 
los profesional y científico correspondientes: 

Considerando: que de los dos aspirantes que la soli- 
citaron en tiempo hábil, si bienambos reunían los tí- 
tulos necesarios científicos y profesionales al efecto 
requeridos, sólo D. Arturo de Redondo tenía además 
el requisito exigido como esencial de haber desem- 
peñado cátedra de igual asignatura á fin de poder 
optar á. la traslación de que se trata: 

Considerando: que la circunstancia de ser DJ) Ar- 
turo de Redondo catedrático de la Universidad de 
Valladolid, no le privaba de aptitud para poder ser 
trasladado á la Central por razón de la diferencia 
de sueldos que se supone existe entre las cátedras 
de esta Universidad y las de distrito, puesto que las 
1.000 pesetas que disfrutan los catedráticos de Facul- 
tad en Madrid, según el art. 2388 de la ley de instruc- 
ción pública, constituyen un'aumento s0bre el sueldo 
por razón de los mayores gastos de residencia, y no 
una variación de haber, que es el mismo para todas 
las cátedras de Universidades, sin más distinción 

ue las que corresponden á las categorías de entra- 

a, ascenso y término que la repetida ley establece: 

Considerando: que de aceptar otro criterio ven- 
dría ásancionarse injustamente y contra el espíritu 
y letra de las disposiciones vigentes en la materia, 
que en ningún caso fuese posible la traslación á la 
Universidad Central de los catedráticos de Univer- 
sidades de distrito, puesto que ninguna de las de 
esta clase disfrutan del aumento de sueldo men- 
cionado: 

Y considerando: que por carecer D. Amalio Jimeno 
de la circunstancia de haber desempeñado cátedra 
de asignatura igual á la anunciada á traslación y 
reunir el actor esta condición y las domás exigidas 
por la ley y disposiciones reglamentarias, es proce- 

ente la pretensión deducida en la demanda.» (Sen- 
tencia 8 Marzo 1892.—Gac. 9 Octubre, p. 105.) 


— V. AGRICULTURA: BENEFICENCIA: ESCUELAS 
PROVINCIALES DE BELLAS ARTES: INGENIEROS AGRÓ- 
NOMOS: MINISTERIO DE FOMENTO. 


INSTRUCCIÓN PÚBLICA.-— 2.* PARTE.— 
Primera enseñanza: Maestros: Atenciones de 
la 1.* enseñanza. Remitiéndonos al artículo 
concordante del Dicc. (inserto en las págs. 1.012 
á 1.134 del tomo VI) y á las copiosas disposicio- 
nes contenidas en los ArénpiceS de 1893 á 1896 
registradas bajo este epígrafe Instrucción prima- 
ría de los repertorios alfabéticos, sólo citaremos 
aqui, por sor fundamentales, el reglamento de 
provisión de escuelas públicas de 11 Diciembre 
1896 (Ar., pág. 750), que sustituye al de 27 de 
Agosto 1894 (Ar. 1894, pág. 491). 


28 Diciembre 1891. 
Expedientes sobre abono de haberes que los maestros dejan 
devengados d su fallecimiento. Acuerdo de la Junta 
central de Clases pasivas del Magisterio, determinando 
los documentos que deben contener dichos expedientes 
y los que por lo menos deben exigir las Juntas provin- 
ciales de Instrucción pública para acreditar la cuali- 
dad de herederos y hacer los abonos correspondientes. 
(J. C. DE CLASES PASIVAS DEL Mac.) Extracto.— 
Dicha Junta en sesión de 21 de Diciembre de 
1891 acordó comunicar á los presidentes de las 
Juntas provinciales de Instrucción pública lo 
que sigue: : 
«1.2 Que los expedientes que se las remitan 
solicitando el abono de haberes que dejen deven- 
gados á su fallecimiento los individuos de clases 
pasivas del Magisterio, deben constar de los do- 
cumentos siguientes: ! 

Y, Instancia suscrita por los interesados que 
se crean con derecho á percibir haberes. 

II. Copia compulsada de la Junta provincial 
respectiva de la certificación de clasificación del 

causante. . O 
III. Certificación del acta de inscripción en 

el Registro civil de la defunción del mismo cau- 


sante. PA 
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2.2 Que los documentos que deben exigir por 
lo menos las Juntas provinciales de Instrucción 
pública, para acreditar la cualidad de herede- 
ros, y hacer los pagos de las cantidades que para 
entregar á los mismos las remita esta central, 
son los que se pasan á expresar: 

I. Sila cantidad que han de percibir los he- 
rederos no excede de 125 pesetas, información 
administrativa ante el presidente de la misma 
Junta provincial. 

II. Silos haberes devengados exceden de di- 
cha suma y el causante dejó disposición testa- 
mentaria, testimonio de su cabeza, pie y cláusu: 
la de institución de heredero, y certificación del 
Registro de últimas voluntades para acreditar 
que el causahabiente no otorgó ningún otro tes- 
tamento posterior. En caso de no existir dispo- 
sición testamentaria, testimonio del auto de de- 
claración de herederos en virtud de expediente 
instruído ante el Juzgado de primera instancia 
competente, con las formalidades legales vi- 
gentes. 

III. Losdemás documentos legales que pudie- 
ran hacer necesarios las circunstancias especia- 
les de cada caso, ó que las mismas Juntas consi- 
deren pertinentes. 

Cumpliendo con el citado acuerdo lo digo á 
V. S. para su conocimiento y demás efectos. 

Dios, etc. Madrid 28 de Diciembre de 1891.» 


R. O. 24 Enero 1892, 
Disposiciones sobre sueldos reglamentarios y obligato- 
rios de las escuelas públicas elementales y de párvulos, 
de las de adultos y de las auxiliares, y sobre aumentos 


de carácter voluntario por lag Corporaciones popu: 
TO8E ... 


(Fom.) «Vista una instancia de varios maes- 
tros de esta corte, solicitando la declaración de 
que el sueldo legal y reglamentario de las es- 
cuelas de Madrid, es el de 3.000 pesetas en las su- 
periores y 2.750 en las elementales; 

S.M.eo sel (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, oído el Consejo de Ins- 
trucción pública, y de conformidad con su dic- 
temen, ha tenido á bien resolver lo siguiente: 

1.2 Los sueldos reglamentarios y obligato- 
rios de las escuelas públicas elementales y de 
párvulos, tanto en Madrid como de las demás 
poblaciones, son los que determina la escala del 
art. 191 de la ley de instrucción pública. 

Los de las superiores son los de la escala que 
resulta, aumentando 250 pesetas más en cada 
categoría, con arreglo á lo preceptuado en el ar- 
tículo 195. 

Los de las incompletas son los señalados con 
las formalidades establecidas en el art. 193. 

2. Las Corporaciones populares podrán con- 
ceder aumentos de carácter voluntario, que afec- 
tarán, según los casos que á continuación se de- 
terminan, á la categoría de las escuelas ó al de- 
recho personal de los maestros: 

Los aumentos voluntarios acordados cuando 
la escuela se halle vacante que, sumados con el 
sueldo obligatorio, produzcan uno de los tipos 
de la escala, aumentan la categoría de la escue- 
la á dicho De y dan esta misma categoría al 
maestro que la obtenga en tales condiciones. 

Cuando los aumentos acordados en la vacan- 
te creen un tipo intermedio entre dos de las es- 
calas de la ley, la categoría de la escuela se en- 
tenderá del tipo inmediato inferior, y lo mismo 
la del maestro que la obtenga en tales condi- 
ciones. 

En los dos casos anteriores será necesario, 
para la supresión del aumento, que vuelva á 
quedar vacante el cargo, ó que se instruya el ex- 

ediente prevenido en la Real orden de 4 de Fe- 

rero de 1880. 
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Los aumentos voluntarios concedidos después 
de provista la plaza no alteran en ningún caso 
la categoría de ésta ni la del titular y pueden 
ser suprimidos por las mismas Corporaciones 
que los otorgaron, sin más limitación qe la que 
establece la orden de esa Dirección de 13 de Abril 
de 1889. 

3.2 En las escuelas de adultos, interin se or- 
ganiza este servicio, se entenderán como regla- 
mentarios los sueldos con que legalmente se hu- 
bieran obtenido las plazas en oposición ó con- 
curso, aunque no se ajusten á ningún tipo de las 
escalas. 

4.2 En las auxiliares, hasta que otra cosa se 
determine, y con arreglo á la legislación vigen- 
te. se considerará como sueldo reglamentario la 
mitad del que, reglamentariamente también, co- 
rresponde á la escuela. 

5.2 Del mismo modo serán considerados re- 
glamentarios los sueldos de los maestros de pár- 
vulos con las 275 pesetas de aumento que les 
concedió la Real orden de 16 de Febrero de 18i3, 
si hubieren obtenido sus plazas ó la concesión 
del aumento mientras estuvo vigente aquella 
disposición. 

eo Real orden, etc.—Madrid 24 de Enero de 
1892.» (Gac. 25 Febrero.) 


R. 0.7 Marzo 1892. 
Ayuntamientos: Atenciones de primera enseñanza. 


Mandó exigir el exacto y puntual cumplimien- 
to del R. D. de 16 de Julio de 1889 (1) y que los 
gobernadores de las provincias en que dichas 
atenciones están más desatendidas hagan apli 
cación desde luego de la disposición 5.* del mis- 
mo. (R. O. 7 Marzo 1892.—Gac. 101d.) 


FR. O. 21 Abril 1892, 
Aprobando el reglamento para la organización y régimen 
de las Auxiliarías en las escuelas de primera enseñan 
za. Provisión, sueldos, categorias, etc. 


(Fom.) «Ilmo. Sr.: Ni la ley de Instrucción pú: 
blica de 9 de Septiembre de 1857, ni el reglamen- 
to general de 20 de Julio de 1859 contienen pre: 
ceptos claros y terminantes sobre las Auxiliarias 
de las escuelas públicas, rigiéndose hoy esta par- 
te de la primera enseñanza por multitud de diz- 
posiciones dictadas con posterioridad, en las 
que, si desde luego hay que reconocer los lauda- 
bles propósitos que las inspiraron, no existe la 
unidad de criterio indispensable 4 toda buena 
organización. 

Uno de los más graves inconvenientes de seme: 
jante estado de cosas se ha puesto de relieve 
aplicar el R. D. de 2 de Noviembre de 1883 y el 
reglamento de 7 de Diciembre siguiente. 

raduados los sueldos de los auxiliares en la 
mitad del de los maestros respectivos, estas Ca- 
tegorías intermedias, no sujetas á la escala del 
art. 191 de la ley, dan origen á verdaderas ano- 
malías en los concursos, donde se establece como 
primer motivo de preferencia la cuantía del suel- 
do, y donde, por consecuencia, es preciso adju: 
dicar las plazas en muchas ocasiones á los aspl- 
rantes más modernos, con injusta preterición de 
profesores encanecidos en la enseñanza. 

Por otra parte, es incuestionable que, priva- 
dos los auxiliares del derecho á casa habitación 
y á las retribuciones escolares, ya se consideren 
tales sueldos en absoluto, ya en relación con el 


(1) EUR. D. de 16 de Julio de 1889 véase en el Diccio- 
nario, t. VI, p. 1117. Se dictó después sobre este punto 
R. D, le 24 de Octubre de 1893 (AP., p. 648), pero hoy 80 
bre este punto rigen los Rs. Ds. de 19 de Abril y 1.* de 
Mayo de 1896 y la R. O. de 21 de Mayo de igual año 
(AP. 1896, ps. 861 y 363.) 

— Véase más nte la R. O. de 19 de Octubre. 
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de los maestros, aun sin desconocer la diferencia 
en las funciones de unos y de otros, ni recompen- 
san en la debida proporción sus penosas tareas, 
ni les consienten la existencia con el decoro que 
á la clase corresponde. 

Está indicada, pues, la necesidad de un pru- 
dente aumento, que á la vez haga coincidir estas 
dotaciones con la escala de la ley, sin que sea 
obstáculo para realizarlela consideración de que 
pueda imponerse un gravamen más ó menos jus- 
tificado á los Ayuntamientos, porque las Auxi- 
liarías no son hoy obligatorias, sino cuando sus- 
tituyen, por conveniencia del servicio ó por 
otras causas atendibles, ¿escuelas que tienen ese 
carácter, y siempre, por lo tanto, representan un 
gasto inferior al que la ley determina y al que 
pudiera exigirse á aquellas Corporaciones. 

no menos evidente que las lecciones de la 
práctica y la fuerza de los hechos, traducidas en 
preceptos cada día más acentuados en este sen- 
tido, entre los cuales puede señalarse la ley de 
derechos pasivos y el citado R. D. de 2 de No- 
viembre de 1888, han ido dando al cargo de auxi- 
liar el verdadero carácter de un grado ó catego- 
ría, en la carrera general del Magisterio de pri- 
mera enseñanza, y al establecer la asimilación 
completa y definitiva no se hace más que san- 
cionar y organizar lo que ya se encontraba esta- 
blecido. 

Conviene, por último, y de ello han de resultar 
indudables beneficios para la enseñanza, facili- 
tar á las Corporaciones populares, sin trabas ni 
formalidades innecesarias, la creación y supre- 
sión de Auxiliarias en las escuelas, proporcio- 
nándoles así un medio de fomentar y mejorar la 
enseñanza dentro de las disposiciones de la ley, 
y ála vez conforme á lo que en cada caso les 
aconsejen su propio criterio y las exigencias de 
la localidad, que ellas están llamadas á apreciar 
en primer término. 

Por virtud de cuanto queda expuesto, S. M. el 
rs | 0 D. G.), y en su nombre la Reina Regen- 
te del Reino, conformándose con las bases pro- 
puestas por el Consejo de Instrucción pública y 
por esa Dirección, ha tenido á bien aprobar el 
adjunto reglamento para la organización y régi- 
men de las Auxiliarías en las escuelas de prime- 
ra enseñanza. Dios guarde á V. I. muchos años. 
Madrid 21 de Abril de 1892.—Linares Rivas.— 
Sr. Director general de Instrucción pública. 


REGLAMENTO 


para la organización y régimen de las Auxi- 

Marías, en las escuelas de primera ense- 

nanza. 

CAPITULO PRIMERO.—División de las plazas 

de auxiliares. 

Artículo 1.2 Las plazas de auxiliares de las 
escuelas de primera enseñanza pueden ser obli- 
gatorias ó voluntarias. Son obligatorias las 
creadas y sostenidas en cumplimiento de un 
precepto legal. Son voluntarias las creadas y 
sostenidas por la sola iniciativa de la Corpora- 
ción á cuyo cargo se halle la escuela. 


CAP. 1I1.—Sueldos y demds emolumentos 
de los auxiliares. 

Art. 2. Las plazas, tanto voluntarias como 
obligatorias de las escuelas públicas obligato- 
rias, disfrutarán los siguientes sueldos: 

En las escuelas superiores cuyo sueldo sea de 
2.500 pesetas ó más, 2.000 pesetas. 

1dem 1d 2.250 fd., 1.650 1d. 

1dem id. 1.900 íd., 1.875 id. 

Idem id. 1.625 1d., 1.100 1d. 

Idem íd. 1.350 1d., 825 1d. 

Idem íd. 1.075 id., 625 td. 

Idem id. 875 íd., 500 id. 





En las escuelas elementales de adultos y de 
párvulos, desde el máximum hasta 1.100 pesetas 
inclusive, el inferior en dos grados al de la es- 
cuela, entendiéndose que si éste no se ajustase 
á la escala del art. 191 de la ley, se tomará el in- 
mediato inferior de dicha escala para determi- 
nar ol de la Auxiliaría. 

En las escuelas elementales, de adultos y de 
párvulos de 825 pesetas....... . 500. 

En las mismas de 625 pesetas, 490, ) 

En las escuelas incompletas, 200 pesetas me- 
nos del sueldo que con las formalidades del ar- 
tículo 193 de la ley se haya asignado al maestro 
al proveer la plaza. 

Las escuelas de 750 pesetas serán considera- 
das como de 825 pesetas para determinar el ha- 
ber de las Auxiliarías. 

Art. 8. Sobre los sueldos reglamentarios se- 
ñalados en el artículo anterior, podrán las Cor- 
poraciones á cuyo c.rgo se hallen las escuelas 
conceder gratificaciones de carácter voluntario, 
siempre que entre el sueldo y la gratificación no 
supere el haber del auxiliar al que disfrute el 
maestro. 

Si estas gratificaciones se concedieren hallán- 
dose vacante la plaza y se anunciasen en la con- 
vocatoria para la provisión, serán obligatorias 
hasta que vaque nuevamente. 

Si se concediesen después de provista la plaza, 
pueden ser suprimidas en cualquier tiempo, sin 
más limitación que la que establece la orden de 
la Dirección general de Instrucción pública de 
13 de Abril de 1889. 

En ningún caso las gratificaciones de carácter 
voluntario crearán derechos ni alterarán la cate- 
goría de los que las disfruten. 

Art. 4, Los auxiliares tendrán opción á la 
tercera parte del importe de las retribuciones, 
cuando no existan convenios entre los maestros 
y los Ayuntamientos. : 

En otro caso no tendrán derecho á participar 
de este emolumento (1). 

Art. 5.? Los auxiliares no tendrán derecho á 
casa habitación. Podrán, no obstante, conce- 
dérsela las Corporaciones á cuyo cargo se hallen 
las escuelas. 

Si la concesión se hiciese estando vacante la 
Auxiliaría y se consignase en la convocatoria 
para la provisión, no será revocable mientras no 
vuelva á vacar. 

Si se hiciese después de provista la plaza, será 
revocable en cualquier tiempo, sin más trámite 
previo que notificarlo al interesado en la época 
establecida por la costumbre de la localidad para 
renovar los contratos de inquilinato. 

Art. 6.2 Las plazas de auxiliares de creación 
voluntaria no se hallan comprendidas en los 
casos 8. y 4. del art. 3. de la ley de derechos 

e 


pasivos del Magisterio. 
CAP. 111.—COategorías, deberes y derechos 
de los auxiliares. 


Art. 7.2 Para la determinación de la aptitud 
legal necesaria en cada caso, para los ascensos 
y traslados en concurso y fuera de él, así como 
para las permutas, inclusión en los escalafones, 

en general, para todos los derechos reconoci- 

os y condiciones exigidas en la carrera del 
Magisterio serán considerados: 
os auxiliares de escuelas superiores, cuyos 
maestros disfruten desde el máximum hasta 1.850 
pesetas inclusive, como maestros de escuelas ele- 
mentales completas de oposición, de la categoría 
que determine el sueldo. 
Los auxiliares de escuelas elementales, de 





(1) Véase la R. O. 17 Junio 1894 (AP., de íd., p. 296), 
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adultos y de párvulos, cuyos maestros disfruten 
desde el máximum hasta 1.375 pesetas inclusive, 
como maestros de escuelas completas de oposi- 
ción de la clase respectiva y de la categoría que 
determine el sueldo. 

Los auxiliares de escuelas superiores, cuyos 
maestros disfruten 1.075 pesetas, como maestros 
de escuelas elementales completas de 625 pesetas. 

Los auxiliares de escuelas elementales, de adul. 
tos y de párvulos cuyos maestros disfruten 1.100 
rar como maestros de escuelas completas 

e 625 pesetas de la clase respectiva. 

Los auxiliares de escuelas superiores, elemen- 
tales, de adultos y de párvulos de grado inferior, 
como maestros de escuelas incompletas de la ca- 
tegoría que determine el sueldo. 

as diferencias de clase se tomarán en cuenta 
únicamente para el pase de las Auxiliarías á las 
escuelas. 

Para el pase de las escuelas á las Auxiliarías 
y de una Auxiliaría á otra, serán consideradas 
todas como de una misma clase, cualquiera que 
sea la de la escuela á que pertenezcan. 

Art.8.? A los que obtengan Auxiliarías de 
escuelas con carácter de públicas, pero no su- 
jetas en su provisión y sueldos á la legislación 
general, como actualmente acontece con los es- 
tablecimicntos penales y con las de párvulos de 
nombramiento del Patronato, se les abonará el 
tiempo de servicio en tales cargos, y cualquiera 
que sea el sueldo que en ellos disfruten, única- 
mente se Jes reconocerá la categoría que tuvie- 
ren cuando pasaron á desempeñarlos, para poder 
solicitar en concurso, ó como excedentes por su- 
presión ó reforma, la vuelta á los destinos some- 
tidos 4 la organización general. No les serán 
aplicables los beneficios de las Rs. Os. de 4 de 
Febrero de 1880 y 14 de Julio de 1883 si no lleva- 
sen cinco años en el cargo al verificarse la refor- 
ma ó supresión. 

Art. 9.2 La inamovilidad de los auxiliares, 
tratándose de escuelas municipales, se enten- 
derá dentro del término municipal, compren- 
diendo todas las escuelas de la categoría corres- 

ondiente, á las cuales podrán ser trasladados 
indistintamente por la Junta municipal de pri- 
mera enseñanza en Madrid y por las Juntas lo- 
cales en las demás poblaciones. Se exceptúan 
las Auxiliarías de las escuelas prácticas agrega- 
das á las Normales, cuyos titulares no podrán 
ser trasladados en esta forma á ningún otro es- 
tablecimiento de enseñanza (1). 

Art. 10. Los auxiliares cuyas plazas cambien 
de categoría ó sean eS disfrutarán, con 
la excepción consignada para los comprendidos 
en el art. 8.”, los derechos reconocidos para estos 
casos á los maestros en las Rs. Os. de 4 de Febre- 
ro de 1880 y 14 de Junio de 1883, 

Art. 11. Cuando vacase una escuela que ten- 
ga auxiliar especial y exclusivamente asignado 
á ella, quedará éste encargado de regentarla 
hasta que se provea nuevamente, 

No disfrutará por ella aumento de sueldo, per- 
cibiendo tan sólo la totalidad de las retribucio- 
nes. 

El descuento para el fondo de derechos pasi- 
vos será en estos casos del E ¡as integro del 
sueldo de la escuela, en vez del 50 por 100 que se 
destina en las interinidades (2). 

Art. 12. Los auxiliares se ajustarán en el des- 
empeño del cargo á las órdenes é instrucciones 
que el maestro, como superior jerárquico, les 
comunique en lo relativo al régimen y disciplina 
de la escuela, elección de libros de texto y orga- 
nización de la enseñanza. 


(1D Véase la Circular 17 Octubre 1894 (AP., pdg. 649), 
(2) Véase la R. O. 17 Junio 1894 (AP., pdg. 296). 


Art. 13. Los auxiliares estarán facultados 
para regentar clases nocturnas y dominicales de 
adultos mediante autorización ó convenio con 
las Corporaciones á cuyo cargo se hallen las es. 
cuelas. No les dará ningún derecho la gratifica- 
ción que estipulen por estas enseñanzas, consi. 
derándoseles únicamente como mérito especial 
en la carrera. 

Art. 14. Queda terminantemente prohibido 
destinar auxiliares de escuelas á los trabajos de 
las Juntas é inspecciones ó á cualquier otro ser- 
vicio que no sea el especial de su cargo, bajo la 
responsabilidad de los maestros, cuando no die- 
ren cuenta del abuso al rector del distrito. 

Art. 15. En las Auxiliarías de las escuelas de 
fundación particular se observará lo que dispo- 
ne la primera parte del art. 8., si no hubiesen 
sido provistas en oposición ó concurso con todas 
las formalidades reglamentarias. 

Art. 16. Las plazas de auxiliares serán siem- 
pre desempeñadas por persona del mismo sexo 
que la que regente la escuela. Cuando, como 

uede acontecer en las de párvulos, vacasen y 

uesen provistas en titular de distinto sexo, se- 
rán trasladados los auxiliares, según los casos, 
á otra plaza del mismo Municipio, conforme álo 
prevenido en el art. 9., 6 4 la vacante que soli- 
citen, con arreglo á lo dispuesto en el art. 10. 


OAP. IV.—Creación, provisión, cambios de categoria y 
supresión de las Auxiliarias obligatorias. 


Art. 17. La creación de toda Auxiliaría obli- 
gatoria se hará por la autoridad ó Corporación 
á quien corresponda el cumplimiento del pre- 
cepto legal que le hubiere dado ese carácter. 

os inspectores provinciales en primer-térmi- 
no, las Juntas y los rectores velarán por la ob- 
servancia de esta disposición. 

Art. 18. La provisión se hará considerando 
las Auxiliarías, conforme al art, 7.%, como escue- 
las, y en su consecuencia, sometiéndolas á los 
mismos turnos y reglas establecidas para éstas. 
En ningún caso se anunciarán las vacantes, con 
sueldos que no sean de la escala del art 2.*, sin 
expresar que la diferencia sobre el tipo inferior 
es aumento voluntario que no crea derechos. 
Los títulos administrativos serán siempre del 
sueldo de escala. 

Art. 19. El cambio de categoría de una es: 
cuela llevará consigo el cambio proporcional en 
la Auxiliaría obligatoria, que estuviese especial 
y exclusivamente afecta á ella. 

Art. 20. Para la supresión de una Auxiliaria 
obligatoria serán necesarias las mismas formali- 
dades que para la de una escuela obligatoria. 


CAP. V.—Creación, 
supresión de las 
obligatorias. 


Art. 21. Para la creación de toda Auxiliaria 
de sostenimiento voluntario en escuela obligato- 
ria, bastará el acuerdo de la Corporación á cuyo 
cargo se halla la escuela, dando cuenta á la Jun- 
ta provincial de Instrucción pública. 

Art. 22. La provisión de las Auxiliarías vo- 
luntarias en escuelas obligatorias se hará en la 
forma establecida para las obligatorias on el ar- 
tículo 18. 

Art.23. Las Auxiliarías voluntarias de escue- 
las obligatorias han de ser de la categoría que 
corresponda á la de la escuela. El cambio de ca: 
tegoría de la escuela llevará consigo el de la Au- 
Xiliaría voluntaria que estuviese especial y ex- 
clusivamente afecta á ella. 

Art. 24. Para la supresión de una Auxiliaría 
voluntaria de escuela obligatoria, bastará el 
acuerdo de la Corporación que la creó, cuando 
la plaza se hallase vacante, ó cuando estando 


rovisión, cambios de categoría y 
uxiliarias voluntarias en escuelas 
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ponia hubiesen transcurrido cinco años des- 
e la creación. 

No mediando alguna de estas dos circunstan- 
cias, serán necesarias las mismas formalidades 
que para la supresión de una Auxiliaría obliga- 
toria. 


CAP. VI.—Creación, provisión y supresión de las Auzxi- 
liarías en escuelas voluntarias. 


Art. 25. Las Auxiliarías que las Corporacio- 
des populares creen en las escuelas de sosteni- 
mieuto voluntario, serán consideradas como pla- 
zas en comisión, y quedarán sujetas á lo que 

reviene el art. 8. para las que no están someti.- 

as á la legislación general. 

. En el sueldo y demás derechos anejos al ejer- 
cicio del cargo, así como el nombramiento y se- 
paración, que corresponderán. libremente á di- 
chas Corporaciones, se estará á las cláusulas del 
contrato que hayan celebrado con el pretendien- 
te, 6 á las condiciones con que se habiere anun- 
eiado y provisto la vacante. 


DISPOSICIONES GENERALES 


1.* El turno de provisión de las Auxiliarias 
será independiente del de las escuelas y se esta- 
blecerá en cada Municipalidad entre todas las 
voluntarias y obligatorias de igual sueldo,.de 
escuelas obligatorias que se hayan de proveer 
A aspirante del mismo sexo y sin distinción de 

4868. 

2. Los auxiliares interinos serán nombrados 
con las mismas formalidades que los maestros 
interinos, y disfrutarán la mitad del haber seña- 
lado á la plaza por la escala del art. 2.2 

3.* Derogados por el art. 1.” del R. D. de 2 de 
Noviembre de-1888, el 4.” del de 4 de Julio de 1884 
y la regla 11.* dela R. O. de 18 de Agosto del 
mismo año, son obligatorias para los efectos de 
este reglamento, las Auxiliarías de las escuelas 
de párvulos que, contando más de 60 alumnos, 
tengan á su vez el carácter de obligatorias por 
hallarse establecidas en poblaciones de más de 
10.000 almas ó por sustituir á elementales. 

Se respetará, no obstante, en sus cargos, á los 
auxiliares que actualmente existan con nombra.- 
miento de los primeros maestros y maestras, de 
fecha anterior al 2 de Noviembre de 1888, consi- 
derándoles en comisión y comprendidos en el ar- 
tículo 8., de conformidad con lo que dispuso 
la R. O. de 24 de Febrero de 1890, 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


1. Los auxiliares de escuelas municipales de 
Madrid nombrados antes del 12 de Marzo de 1885, 
á quienes la R. O. de 12 de Mayo de 1890 tiene re- 
conocida la propiedad de sus plazas, podrán ad- 
quirir además la asimilación á maestros propie- 
tarios de la categoría que en este reglamento se 
les asigna con todas sus consecuencias, el dis- 
frute del nuevo sueldo desde el ejercicio de 1893. 
9 y las demás ventajas concedidas en los artícu- 
los precedentes practicando ejercicios de oposi- 
ción á mejora de sueldo. 

Si no lo practicasen ó si practicándolo no fue- 
ran aprobados en ellos, conservarán sus destinos 
con el haber señalado por este reglamento, á 
partir del ejercicio de 1893-94, mientras el Ayun- 
tamiento no acordase la supresión de sus plazas. 

legado este caso, podrán optar fuera de con» 
curso, en los términos establecidos por las Rea.- 
les órdenes de 4 de Febrero de 1880 y 14 de Julio 
de 1883, 4 escuelas ó Auxiliarías de la categoria 
de 625 ptas., ó de la que les corresponda, si ante- 
riormente hubieran servido en propiedad plazas 
de mayor sueldo. 

2.* Las plazas de auxiliares de las escuelas 
municipales de Madrid, provistas con posterio- 


ridad al 12 de Marzo de 1885, serán anunciadas á 
oposición en la próxima convocatoria de No- 
viembre, entrando luego en los turnos corres- 
pondientes. 

Los titulares que las De pi fi podrán, du- 
rante un año, á contar desde la publicación de 
este reglamento, solicitar y obtener fuera de 
concurso escuelas ó Auxiliarías de la categoría 
de 625 ptas. entre las que vacasen durante dicho 
plazo, ó de la que les corresponda, si anterior- 
mente hubieran servido en propiedad plazas de 
mayor sueldo, conservando, mientras sirvan sus 
actuales cargos, el mismo haber que hoy dis- 
frutan. 

8.* Los derechos reconocidos en las dos dis- 
pco anteriores se entienden sin ponia 

el que concede el art. 19 del R. D. de 12 de Mar- 
zo de 1885 á Jos auxiliares que contasen seis Ó 
más años en su cargo el 2 de Noviembre de 1888, 
en que fué derogado por Real decreto de esta úl- 
tima fecha. 

4.* La Dirección general de Instrucción pú- 
blica comunicará inmediatamente al Ayunta- 
miento de Madrid las modificaciones que este 
reglamento introduce en las Auxiliarías de sus 
escuelas para que determine respecto á la con- 
servación ó supresión de plazas cuyo sosteni- 
miento sea potestativo en la Corporación muni.- 


cipal. 
Bi llegado el Do de las oposiciones ordena- 
das en la segunda disposición transitoria, no hu- 
biere tomado acuerdo sobre el particular, se pro- 
veerán todas los Auxiliarías, sin perjuicio de las 
supresiones á que después hubiere lugar, con 
arreglo á e OS generales de los ar- 
ticulos 20 y 24. 

5.* Los auxiliares de las escuelas de Benefi- 
cencia de Madrid que no hubieren obtenido sus 
plazas con las formalidades de oposición ó con- 
curso, serán considerados en comisión, y por 
tanto, en las condiciones que establece el ar- 
tículo 8." 

6.* Para determinar la situación, categoría 
derechos de los actuales auxiliares de fuera de 
Madrid que hayan obtenido sus plazas po oposi- 
ción ó concurso, se procederá en esta forma: 

Primer caso. Siel sueldo con que las obtu- 
vieron es alguno de los comprendidos en la es- 
cala del art. 2.”, y les fué concedido: 

Por oposición sin haberse expresado en el anun- 
cio de convocatoria distinción alguna entre 
sueldo legal y aumento de carácter voluntario: 

Por concurso de traslado hallándose disfrutan- 
do en propiedad otra plaza de igual ó mayor 
sueldo; ó 

Por concurso de ascenso hallándose disfrutando 
en propiedad otra plaza de sueldo menor, les 
será reconocido como legal. 

Segundo caso. Si el sueldo con que las obtu- 
vieron se hallase comprendido entre dos tipos de 
la escala del art. 2.”, se tomará el inmediato in- 
ferior, y con relación á él se hará el mismo cóm- 
puto del caso precedente. 

Tercer caso. Si en la oposición ó concurso no 
hubieren concurrido las circunstancias expresa- 
das en los dos casos anteriores, el sueldo legal y 
categoría se graduará por las condiciones del 
anuncio de la vacante; y de no ser esto posible, 
se considerará la mitad del asignado á la escue- 
la, teniendo siempre en cuenta para los que hu- 
bieren desempeñado os de mayor categoría 
la orden de la Dirección de 25 de Octubre de 1879. 

Una vez determinado el sueldo legal de cada 
auxiliar: , 

Si por este reglamentoles correspondiese igual, 
continuará en su destino. 

Si le correspondiese mayor, continuará tam- 
bión en su destino, adquiriendo desde luego los 
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derechos anejos al nuevo haber, pero sin entrar 
SS Y dad del mismo hasta el ejercicio de 


Y si le correspondiese menor, se le considera- 
rá comprendido en las Rs. Os. de 4 de Febrero de 
1880 y 14 de Julio de 1883, en la parte que se re- 
fiere á los maestros cuyas escuelas son reducidas 
de categoría. 

7. Los auxiliares de las escuelas municipales 

de Beneficencia de fuera de Madrid que no 

ubiesen obtenido sus plazas con las formalida- 
des de oposición ó concurso, serán considerados 
en comisión, y por tanto, en las condiciones que 
establece el art. 8." 

8.* Todo nombramiento de auxiliar que se hi- 
ciese desde esta fecha sin sujetarse á las pres- 
cripciones del presente reglamento, se conside- 
rará nulo y sin valor, y el maestro que aceptase 
el cargo, se entenderá que se separa de la carre- 
ra, ne sometido á lo que dispone el ar- 
tículo 177 de la ley de instrucción pública. 

Madrid 21 de Abril de 1892.—A probado por Su 
Majestad.—Aureliano Linares Rivas.» (Fac. 24 
Abril.) 


RE. O. 19 Octubre 18892 (1). 


Adoptando medidas extraordinarias para regularizar 
el pago de las obligaciones de yrimera enseñanza. 

da «Por virtud de las disposiciones gene- 
rales y de las órdenes particulares que este Mi- 
nisterio ha dictado con el fin de procurar la de- 
bida regularidad en el pago de las obligaciones 
corrientes de la primera enseñanza, se ha obte- 
nido que varias provincias lo verifiquen pun- 
tualmente Y que más de 30 no aparezcan con 
otros descubiertos que los que proceden de Ayun- 
teamientos cuya situación económica tropieza 
con grandes dificultades. Pero hay, sin embar- 
go, algunas otras provincias en que este servi- 
cio sufre notorio retraso, llegando á sumas con- 
siderables los descubiertos. 

Para remediar este mal, la R. O. de 7 de Mar- 
zo mandó á los gobernadores de las aludidas 

rovincias que hicieran uso de cuantos medios 
acilita la legislación vigente á su autoridad; 
mas no habiendo obtenido todas las ventajas 
que este Ministerio se propuso al adoptar la in- 
icada determinación, y resultando, por el con- 
trario, que los débitos han tenido aumento, se- 
gún los datos de los trimestres, es llegado el 
caso de adoptar las medidas extraordinarias que 
ara situación como la presente ha previsto la 
ey de Instrucción pública. 

Con arreglo, pues, á lo que se determina en el 
art. 198 de la misma, por el cual no sólo se im- 
pone al Gobierno el deber de adoptar cuantos 
medios estén á su alcance para asegurar á los maes- 
tros el puntual pago de sus dotationes, sino que ex- 
presamente se le autoriza para establecer cuando 
fuere necesario en las capitales de provincias la re- 
caudación y distribución de los fondos consignados 

ara el mencionado objeto y para el material de 

as escuelas á fin de que los pagos se hagan con la 
debida regularidad, se procederá á la centraliza- 
ción que la ley encomendó al Gobierno en las 
rovincias cuyos débitos ascienden en cada una 

más de 250,000 ptas., sin que hace tiempo se 
haya disminuido, sino más bien aumentado úl- 
timamente. Estas provincias, son Málaga, Gra- 
nada, Lérida, Cuenca, Zaragoza, Valencia, Al- 
mería, Badajoz, Alicante y Tarragona; y en su 
consecuencia, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, conformándose con lo 
propuesto por la Inspección general de primera 


(D Véase la Real orden de 7 de Marzo anteriormente 
inserta. 
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A 
enseñanza, se ha servido disponer lo siguiente: 

Primero. Con arreglo á lo dispuesto en el ex- 
presado art. 198 de la ley de Instrucción pública, 
se procederá á centralizar en las capitales de 
rovincia antes mencionadas la recaudación y 

istribución de los fondos destinados por las le- 
yes vigentes para el pago de las obligaciones de 
personal y material de la primera enseñanza. 

Segundo. A fin de que tenga el debido cum- 
plimiento lo dispuesto en el artículo anterior, 
quedan obligados los recaudadores de los recar- 
gos sobre las contribuciones directas á entregar 
en las expresadas Cajas las sumas que hagan 
efectivas; en la inteligencia de que si dejasen de 
realizar dicha entrega en todo ó en parte de lo 
que recauden, incurrirán en la responsabilidad 
á que haya lugar, considerando la falta como 
distracción de fondos de su legítima aplicación. 

Tercero. Respecto de los pueblos en que los 
recargos no alcancen á cubrir las mencionadas 
obligaciones, quedan afectos á su pago los inte- 
reses de las inscripciones que paseno los Ayun: 
tamientos, para lo cual los gobernadores de las 
provincias darán las órdenes oportunas á fin de 
que los cajeros de primera enseñanza se encar- 

uen de cobrar el importe de dichos intereses y 

e ingresarlos en las Cajas respectivas. 

Cuarto. Cuando no alcance á cubrir el pago 
de las obligaciones de primera enseñanza el im- 
porte de los recargos ni el de los intereses de las 
inscripciones, el gobernador de la provincia, 
haciendo uso de las facultades que le conceden 
las disposiciones vigentes, adoptará cuantas 
medidas crea necesarias para asegurar la recau: 
dación 6 ingreso de los fondos que se destinen á 
cubrir el déficit, haciendo extensiva á los al- 
caldes y á los depositarios de las Cajas municl- 
pales la responsabilidad consiguiente si no cun: 
plieran las órdenes que al efecto se les comu- 
niquen. 

uinto. Si la recaudación de los recargos 
sobre las contribuciones y su ingreso no se 
hiciera con la debida regularidad por los re- 
caudadores que hayan nombrado los Ayunta: 
mientos, los gobernadores encargarán este ser- 
vicio á personas que ofrezcan garantías suf: 
cientes, prefiriendo, si fuese posible, á los encar- 
gados de la recaudación de las cuotas del Tesoro 
público. 

Sexto. Las Juntas provinciales de Instruc: 
ción pública adoptarán las determinaciones que 
fuesen necesarias para secundar y auxiliar la 
acción de los gobernadores, á cuyo efecto éstos 
convocarán y harán que se celebren las sesiones 
extraordinarias que fuere necesario. 

Séptimo. Los secretarios de las Juntas pro 
vinciales de primera enseñanza darán cuenta ú 
los gobernadores de las provincias de las dif: 
cultades que pueda ofrecer la centralización de 
los fondos que ahora se previene, á fin de queen 
el acto se resuelva y acuerde por aquellas anto- 
ridades las órdenes oportunas para regularizar 
este servicio. : 

Octavo. De la misma manera los secretarios 
de las Juntas enterarán á los inspectores de pri: 
mera enseñanza de todo cuanto dificulte el in- 
no de los recursos centralizados, debiendo 

ichos inspectores proponer á los gobernadores 
lo que crean conducente á que desaparezcan los 
obstáculos que hubiere. an 

Noveno. Los gobernadores de las provinci83 
á que se refiere esta orden, darán cuenta €n 
breve término del cumplimiento de la misme, y 
además remitirán en adelante á la Dirección 
general del ramo parte mensual de la situación 
que ofrezca el pago de las obligaciones de pri- 
mera enseñanza. 

Décimo. Los inspectores provinciales pon 
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drán en conocimiento de la Inspección general 
todo cuanto ocurra en la ejecución de lo que 
ahora se ordena. . 

Undécimo. La Inspección general despacha- 
rá con el director de Instrucción pública estos 
expedientes y sus incidencias, dictándose por la 
Dirección las órdenes necesarias, que serán co- 
municadas á los gobernadores é Inspecciones 
provinciales para su exacto cumplimiento. 

De Real orden, etc.—Madrid 19 de Octubre 
de 1892.—Linares Rivas.—Sr. Director general 
de Instrucción pública.» (Fec. 27 Octubre.) 


Jurisprudencia. 


30 Noviembre 1691. Los maestros de instrucción 
primaria de Madrid, por el cardcter de funcionarios 
municipales de que están revestidos, tienen derecho d ju- 
blación en la forma y condiciones que para los demás 
empleados de dicho Ayuntamiento determina el reglamen- 
to especial, sin perjuicio de la que pueda corresponder- 
les conforme d la ley de 16 de Julio de 1887. 


Así se establece por el Tribunal de lo contencioso, 
con vista de los arts. 73 de la ley municipal, 2. de la 
de 16 de Julio de 1887 y 48 del Reg. de 25 de Noviem- 
bre del mismo año, en virtud del pleito promovido 
nOs el Ayuntamiento de Madrid, contra R. O. de 30 

e Octubre de 1890, revocando un acuerdo de aquél 
q negó á los maestros de primera enseñanza el 

erecho Á jubilación por no considerarlos emplea- 
dos municipales: 

«Considerando: que si bien los maestros de ins- 
trucción primaria son nombrados por autoridades 
dependientes del Ministerio de Fomento, es lo cier- 
to que desempeñan una función declarada muni- 
cipal, así en la ley de 9 de Septiembre de 1857 como 
en la de 2 de Octnbre de 1877, en su art. 73, y además 
perciben sus haberes del fondo del Municipio, y por 
tanto no pueden menos de ser considerados como 
empleados municipales: 

Considerando: que el Ayuntamiento de Madrid ha 
reconodido constantemente en los maestros de las 
escuelas públicas de esta corte el carácter de fun- 
cionarios municipales, supuesto que les impone el 
descuento con que los empleados del Ayuntamiento 
contribuyen al tren de municipal y les obliga 4 
usar en concepto de tales en sus títulos y nóminas 
el timbre municipal: 

Considerando: que dichos maestros de Madrid, 
en el concepto de funcionarios municipales, tienen 
derecho 4 jubilación en la forma y condiciones que 
pS todos los empleados del Ayuntamiento de Ma- 

id determina el reglamento aprobado por Real 
orden de 22 de Julio de 1845: 

Considerando: que esta jubilación es sin duda al- 
guna compatible con la que pueda corresponderles 
conforme á la ley de 168 de Julio de 1887, por decla- 
ración expresa de su art.2.*, base 4.* y del art. 43 del 
reglamento dictado para su ocacion. en razón á 
que procede de un verdadero Montepío.» (Sent. 80 
Noviembre 1891.—Gac. 4 Septiembre, p. 405.) 


28 Enero 1892, Maestros sustituidos que no solici. 
laron oportunamente su vuelta al servicio. 

Los maestros sustituídos que no solicitaron su 
vuelta al servicio antes del día 1.? de Enero de 1888, 

ueden ser jubilados desde esta fecha conforme á 
a disposión 3.* de la R. O. de 22 de Septiembre de 1857 
y no procede reservarles derecho alguno al desem- 
peño de escuelas. (Así se establece en esta senten- 
cia absolviendo á la Administración de una deman- 
da.—Gac. 18 Septiembre, p. 33.) 


INSTRUCCION PUBLICA EN ULTRA- 
MAR. Véase el Dicc., tomo VI, ps. 1184 4 1137 y 
el epigrafe Instrucción pública en Ultramar de los 
Repertorios alfabéticos de los APénbIcEs de 1898 
á 1806, 


R. D. 19 Enero 1893. 

Suprimiendo el Doctorado en todas las Facultades de la 
Universidad de la Habana y determinando sobre la si- 
tuación de los profesores del mismo. . 
(UnTRAMAR.) «Art. 1.2 Queda suprimido el 

Doctorado en todas las Facultades de la Univer- 

sidad de la Habana. Esto no obstante, continua- 


- obtener el cargo de 


rán las cátedras que tengan alumnos hasta la 
terminación del actual curso académico. 

Art.2. Los profesores del Doctorado pasa- 
rán á desempeñar las cátedras del período de la 
Licenciatura en los términos que se disponga. 

Art. 3.2 Quedan sin efecto los concursos 
anunciados para la provisión de las cátedras 
vacantes. 

Dado en Palacio á 19 de Enero de 1892, —María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. 20 Enero.) 


E. D. 11 Marzo 1892. 

Escuela Normal Central de maestras en Manila. Creando 
dicho Establecimiento de enseñanza y dictando disposi- 
ciones sobre dirección y personal facultativo de dicho 
Centro, composición del mismo, nombramientos, ense- 
fanzas, etc., etc, 


(ULrT.) «...Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2? Para atender á las necesidades 
de la enseñanza primaria en el Archipiélago fili- 
pino; y con el objeto de formar maestras idóneas 

quienes encomendar el desarrollo, progreso y 
acertada dirección de la misma, se crea una £s- 
cuela Normal superior de maestras, que se esta- 
blecerá en Manila. 

Art. 2. La dirección y personal facultativo 
de dicho Centro de enseñanza estará á cargo de 
la Congregación de las Religiosas Agustinas de 
la Asunción, establecida en el Real Colegio de 
Santa Isabel de esta corte. 

Art. 3.2 Las cantidades para personal y ma- 
terial de la citada Escuela se consignarán en el 

resupuesto general de gastos 6 ingresos de Fi- 
ipinas del presente año, y se distribuirán en la 
forma siguiente: 7.900 pesos para personal facul- 
tativo y administrativo, y 4.500 para material. 

Art. 4. Para el régimen de la enseñanza de 
esta Escuela habrá cinco profesoras numerarias, 
dos auxiliares, una de la Sección de Letras y 
otra de la de Ciencias, una profesora de Música 
y Canto y otra de Gimnasia de sala, un profesor 
de Religión y Moral, que á la vez será capellán 
del Establecimiento. 

Art. 5,2 Será condición indispensable para 
rofesora numeraria en la 
Escuela que por este decreto se crea, la posesión 
del título de maestra de primera enseñanza su- 
perior,cuyosestudiosacadémicos sehayan hecho 
en Escuelas Normales de la nación. 

Art.6. La directora y profesoras numerarias 
serán nombradas de Real orden por el Ministro 
de Ultramar entre las aspirantes que soliciten 
dichas plazas de la mencionada Congregación 
de las Religiosas Agustinas de la Asunción. 

Art. 7.2 El título de maestra que se conferirá 
en esta Escuela comprenderá dos grados: el de 
elemental y el de superior. 

Las enseñanzas correspondientes al primero 
se distribuirán en tres cursos, constituyendo uno 
más la que comprende el segundo. 

Art.8.? Se cursarán en los tres años que com=- 

rende el grado elemental las asignaturas de 
Rosana castellana; Lectura expresiva y Caligra- 
fia, Religión y Moral, Aritmética y Geometría, 
Historia y Geografía en general y en especial de 
España y de Filipinas, Nociones de Fisica, Quí- 
mica, Fisiología 6 Historia natural, Nociones de 
Derecho en su aplicación á los usos comunos de la 
vida, Pedagogía, Organización y Legislación es- 
colares, Pedagogía especial aplicada á los sor- 
domudos y ciegos, Nociones de Literatura y Be- 
llas Artes, Higiene general y Economía domés- 
tica, Francés, Inglés, Dibujo, Música y Canto, 
Gimnasia de sala, Labores y Práctica de la en- - 
señanza. Para el grado superior se estudiarán 
las mismas asignaturas convenientemente an- 
pliadas. 
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Art. 9. La distribución y extensión con que 
han de estudiarse las anteriores asignaturas, así 
como el número de lecciones de cada una, se de- 
terminarán en el reglamento. 

Art. 10. Las condiciones que se exijan á las 
alumnas para el ingreso en esta Escuela se seña.- 
larán también en el citado reglamento. 

Art. 11. Los cursos darán comienzo en el día 
1.2 de Julio de cada año y terminarán el 31 de 
Marzo siguiente. 

Art. 12. A la Escuela Normal se agregará la 
correspondiente de niñas, sostenida por el Mu- 
nicipio, donde las aspirantes al título de maes- 
tra, puedan adquirir los conocimientos prácticos 
indispensablesá las queá esta carrera se dedican. 

Art. 13. Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan al o E de las 
contenidas en este decreto, y el Ministro de Ul- 
tramar, autorizado para resolver las dudas que 
pudieran surgir á la aplicación de las mismas, 
así como para dictar las medidas que exija su 
observancia. 

Dado en Palacio 4 11 de Marzo de 1892.—Ma.- 
ría Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francis- 
co Romero y Robledo.» (Qac. 15 Marzo.) 


—Por R, O. de 81 del mismo mes (Gac. 15 Abril) 
se aprueba el reglamento, que se inserta, por 
que ha de regirse dicho Centro docente. 


R. 0. 31 Marzo 192. 
Aprobando el reglamento de Escuela Normal 'de Manila. 


(ULnrTraMaAr.) Extracto.— En armonía con lo 
dispuesto por el art. 13 del R. D. de 11 del actual, 
en cuya virtud se crea una Escuela Normal Su- 
perior de Maestras en Manila, y con el fin de fa- 
cilitar el planteamiento y de regular el ejercicio 
de sus funciones, se aprueba el reglamento por 

ue ha de regirse el referido Centro docente. 
(Gac. 14 Abril.) 


Ley de presupuestos de Cuba de 80 Junio 1899, 


Reorganización de la enseñanza: Sostenimiento y pago de 
los Institutos de segunda enseñanza: Importe de matrí- 
culas y grados: Jubilaciones de maestros, etc. 


«Art. 22. Se autoriza al Gobierno para intro- 
ducir en los créditos consignados en los capítu- 
los 1 y II de la secc. 7.* del presupuesto de gas- 
tos ordinarios, y en los caps. 1 y II de la secc. 4.* 
del presupuesto de gastos adicional, las refor- 
mas conducentes á la reorganización de la ense- 
fñanza sin aumentar los referidos créditos, de tal 
suerte, que pueda utilizarse el profesorado de la 
Habana para las asignaturas ó ejercicios que 
requiera el Doctorado, así como para crear con 
el remanente que pueda resultar de aquellos cré- 
ditos, una ó más escuelas industriales ó de apli- 
cación. 

Art. 23. Las Diputaciones provinciales que- 
darán encargadas, desde 1.” de Julio de 1892, del 
sostenimiento y pago de los Institutos de segunda 
enseñanza de sus respectivas provincias, tanto 
en personal como en material, sujetándose en 
su régimen á las disposiciones que regulan esa 
enseñanza, bajo la inspección que al Gobierno 
corresponde. 

Art. 24. Las mismas Diputaciones podrán es- 
tablecer un recargo de 50 por 100 sobre el impues- 
to de cédulas personales, y lescorresponderá igual- 
mente el importe de las matrículas y grados de 
los Institutos de segunda enseñanza y las escue- 
las que tengan á su cargo, así como las demás 
rentas é ingresos que les pertenezcan conforme 
_á la ley provincial, y el contingente que la mis- 
ma autoriza, para cubrir sus atenciones después 
A invertir los recursos anteriormente enume- 
rados. 


ARTÍCULOS ADICIONALES 


1.2 Se autoriza al Gobierno para aplicar, se- 
gún estime más conveniente á la organización 

e la enseñanza y situación del magisterio en la 
isla de Cuba, las leyes de 16'de Julio de 1887, re- 
ferente á las jubilaciones de los maestros, maes- 
tras y auxiliares en propiedad de las escuelas 
Ds de primera enseñanza, y de 6 de Julio 

e 1888, relativa á la dotación de las maestras, 
así como para que el R. D. de 20 de Septiembre 
de 1878, que estableció la unificación del profe- 
sorado, tenga oportuna aplicación...» 


E. D.8 Septiembre 1882. 


Suprimiendo las cátedras del Doctorado en la Universi - 
dad de la Habana. 


(ULTRAMAR.) <«..... Vengo en decretar lo si: 
guiente (1): 

Artículo 1. Quedan suprimidas para los efec- 
tos de su especial retribución, las cátedras co- 
rrespondientes al grado de Doctorado en la Uni- 
versidad de la Habana. 

Art. 2. Los profesores que venfan da DA 
ñando aquellas cátedras, paro á ocupar 
vacantes que existan en el período de la Licen- 
ciatura. Si algún profesor tuvieso hoy á su car- 
go más de una cátedra para el Doctorado, esco- 
gerá la que quisiera conservar, así como á todos 
corresponde el derecho de indicar la cátedra del 
poda de la Licenciatura que, estando vacante, 

eseen pasar á ocupar, teniendo en cuenta la 
analogía de la materia con la que vienen desem- 
peñando. En concurrencia de diversas aspiracio- 
nes para una misma cátedra, tocará al rector de 
la Universidad, oyendo al Claustro universita- 
rio, resolver á quién deba adjudicarse. 

Art. 3. Los catedráticos á que se refieren los 
artículos anteriores, lo serán en propiedad de las 
cátedras vacantes que pasen á ocupar si obtuvie- 
ron la que desempeñan por oposición, y tendrán 
la obligación de desempeñar como agregada á la 
asignatura del período de Licenciatura la cáte- 
dra del Doctorado suprimido en la forma y con- 
diciones que determinen los reglamentos y exi- 
jan las necesidades de la enseñanza. 

Art. 4.2 A los profesores que se encarguen de 
la enseñanza de las asignaturas del Doctorado, 
en la forma que el artículo anterior expresa y de 
conformidad con lo establecido por el art. 1 
del plan de estudios vigente en la isla de Cuba, 
les será reconocido este servicio como un mérito 
especial para los ascensos en su carrera. Tam- 
bién tendrán derecho á una gratificación de 2 
pesos mensuales, ó sean 300 anuales, que será 8a- 
tisfecha de los ingresos por matrículas y titulos 
del Doctorado si alcanzaren á satisfacer aquella 
gratificación, la que será rebajada proporcional- 
mente si el ingreso por aquellos conceptos no al- 
canzare para el pago en su integridad de aque- 
llas gratificaciones. 

Art. 5. El Ministro de Ultramar queda en- 
cargado del cumplimiento de lo mandado en el 
presente decreto. 

Dado en San Sebastián á 3 de Septiembre de 
1892.—María Cristina.—El Ministro de UÚltra- 
mar, Francisco Romero y Robledo.» (Gac. 7 Sep- 
tiembre.) 


a) Dos razones aduce el Sr. Ministro como fundamen - 
to del decreto: la una es la conveniencia de iguslar la 
Universidad de la Habana con las demás provinciales 
que no están autorizadas para conferir el grado de doc- 
tor. Y la otra es la consideración de costar al Estado 
380.000 pesos anuales, estudios que solumente presentan 15 
ó 20 alumnos cada año, y que por matriculas y derechos 
de examen producen menos de 10.000 pesos. 


INSULTO...—INTRUSOS... 





E. D. 3 Septiembre 1892, 
Dejando 4 cargo de las Diputaciones provinciales los 
Institutos de segunda enseñanza de Cuba. 

(UrTRAMAR.) «...Artículo 1.” (1). Desde 1.* de 
Jnlio del presente año quedan á cargo de las Di- 

utaciones provinciales de la isla de Cuba los 

rstitutos de segunda enseñanza existentes en 
aquellas prcvincias. 

Art. 2.2 Las Diputaciones provinciales, te- 
niendo en cuenta lo apuesto en la legislación 

ue organiza la segunda enseñanza, formarán 
el cuadro de los catedráticos, los sueldos de los 
mismos y las condiciones que hayan de reunir 

ara el desempeño de las cátedras. Asimismo 

ormarán el cuadro de las asignaturas, cuáles 
hayan de ser alternas y cuáles diarias, y las ho- 
ras de clase en cada una de las mismas. 

Art.3. Los catedráticos tendrán derecho al 
percibo del sueldo que estuviere asignado á cada 
cátedra, cuando no desempeñen más que una, y 
al sueldo y á la gratificación que les correspon- 
diese, si enseñan más de una asignatura y así lo 
acordase la Diputación. 

Art. 4.2 Las Diputaciones percibirán los de- 
rechos de matrícula, de examen y de grados, 
como recursos que les da la- ley, además de los 
determinados en el art. 24 de la misma. 

Art. 5.2 La inspección que se reserva el Go- 
bierno en el art. 23, es absoluta para examinar 
el régimen de los Institutos, aunque limitada á 


comprobar la observancia de las leyes vigentes. 


Esta inspección en los exámenes de fin de curso 
será ejercida por el Claustro de la Universida 
de la Habana, cuyo rector deberá determinar 
el catedrático ó catedráticos que deben pasar á 
las respectivas provincias para presidir los exá- 
menes. 

Art.6. Los catedráticos de Instituto que ha- 
yan adquirido sus cátedras por oposición, serán 
imamovibles y conservarán todos los derechos 
adquiridos hasta la publicación del presente de- 
creto, bajo la condición del desempeño personal 
de la obligación de dar la enseñanza. Si se ausen- 
tan sin autorización, ó dejan de cumplir sus de- 
beres, serán sometidos á expediente para resol- 
ver lo que lo que proceda con arreglo á la ley. 

Art. Yo Las Diputaciones provinciales de la 
isla de Cuba darán cuenta razonada al rector de 
la Universidad de la Habana, del uso que hagan 
de sus facultades, el cual lo pondrá en conoci- 
miento del gobernador general de la isla, que á 
su vez lo comunicará al Ministro de Ultramar. 
encargado del cumpimiento de este decreto.» 
(KR. D. 3 Septiembre 1892.—Gac. 7 1d.) 


INSULTO A GUARDIAS CIVILES Y CA- 
BABINEROS. V. ComPETENCIAS EN LO PRNAL. 


INTERDICTO. 
na 1.139.) 


R.D.3Agento 1893. Está en su lugar el interdicto 

un particular contra una Empresa ferro- 

viaria, que sín los trámites de la expropiación forzosa 

invadió un terreno del actor y le privó ademds del apro- 
vechamiento de aguas que le estaba concedido. 


Dueña doña Josefa Blasco de una huerta que dis- 
frataba desde inmemorial para su riego las aguas 
del río Golmayo, que iban hasta dicha tierra por 
determinada acequia, la Empresa del ferrocarril de 
Torralba 4 Soria destruyó la presa impulsora y el 
cauce de la avequia sustituyéóndolo por otro. Con 
tales motivos doña Josefa acudió contra la Compa- 
fila por la vía de interdicto; y el gobernador de 
Soria suscitó al Juzgado de la capital competencia 
que es decidida Á favor de la autoridad judicial, 


(Diccionario, tomo VI, pági- 


— e, 
(1) Enel preámbulo del decreto invoca el Mintatro los 
arts. 33 y 24 de la ley de presupuestos de Cuba, cuyo cum- 
O PTOPORE. 
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vistos los arts. 255 de la ley de aguas y 4.? de la de 
expropiación forzosa: 

«Considerando...: Que... la referida Empresa, de 
una parte ha invadido la propiedad particular del 
actor, sin que conste que se hayan llenado antes 
los requisitos exigidos por la ley de expropiación 
forzosa vigente; y de otra, ha interrumpido á aquél 
en el disfrute de un aproveckamiento de aguas, con 
el desvio de la acequia que las conducía á la huerta 
titulada La Lazarilla, hecho llevado á cabo por la 
Compañía ferroviaria, sin conocimiento ni eonsen- 
timiento de aquél: 

Que bajo cualquiera de los dos indicados aspectos 
que la cuestión se examine, es evidente que su co- 
nocimiento compete á la jurisdicción ordinaria...» 
(R. D.2 Agosto 1892.— Gac, 10 1d.) 


—Véase además Aauas: CARRETERAS: PoL1icía 
URBANA. 


INTERESES DEL CAPITAL. (Dicc, t. VI, 
pág. 1142.) 


10 Marzo 189939. Intereses del capital: Cuándo los 
debe la Administración. 


«Según la jurisprudencia constante del Consejo de 
Estado y del Tribunal Supremo, la Administración 
no viene obligada al abono de intereses de capita- 
les que deba entregar, sino cuando disposiciones le- 
gales terminantemente se lo ordenen, Ó se hayan 
A tos en algún contrato celebrado con oO 
á ellas.» (Sent. del T. de lo C. A.10 Marzo 1892,— 
ceta 10 Octubre. p. 117.) 


—La misma doctrina en sentencia de 15-18 de Ene- 
ro de 1892, en la que se añade que conforme á la Real 
orden de 380 de Septiembre de 1885, «el abono de inte- 
reses (á contratistas de obras públicas) sólo procede 
desde el mes siguiente á la aprobación final de las 
liquidaciones de las obras, antes de lo cual, confor- 
me ha decidido la juriprudencia, no ha y más que si- 
taaciones provisionales y no saldos definitivos que 
devenguen intereses porla demora en el pago.» (Sen- 
tencia 15-18 Enero 1882.—Gac. 16 Septiembre, p. 10. 


Sent. del T. 8. de 11 Octubre 18993, Calificación 
de la acción en virtud de la que se reclaman réditos ven- 
cidos de un censo é intereses de demora. 


Tal acción es personal «con arreglo á la buena 
doctrina y á lo que este Supremo Tribunal tiene ya 
declarado», teniendo por tanto perfecta aplicación 
al caso la regla 1.*, art. 62 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil, correspondiendo en suconsecuencia conocer 
de la demanda, no habiéndose fijado el punto en que 
debía cumplirse la obligación, al juez de la elección 
del demandante. (Sent. 11 Octubre 1892.—Gac. 3 Di- 
ciembre, p. 80.) 


INTRUSOS EN LAS PROFESIONES ME- 
DICAS. (Diccionario, t. VI, p. 1150.) 


Jurisprudencia. 


Sent. $1 Marzo 1891. La expresión comadre es 
nombre vulgar con 00 se designa á las matronas ó par- 
teras y, por tanto, el hecho de ejercer actos de esta profe- 
sión, d título de comadre, sin ser matrona, es el delito 
del art. 848 y no la falta del 591 del Código penal.—Cir- 
cunstancias atenuantes (8.* del art. 9.9). 


Doña Concepción Alba venía asistiendo á los par- 
tos en Castalla, y establecida después en este pun- 
to una matrona con título, formuló ésta ante el 
Juzgado municipal dos denuncias contra aquélla, 
la cual fué absuelta por una sentencia y condenada 
á multa enotra. Posteriormente á esto, reclamaron 
algunas sus servicios ante la manifestación de la 
Alba «de que era comadre y podía prestarlos», como 
efectivamente los prestó. . 

Seguida causa, fué condenada la misma en defl- 
nitiva como autora del delito del art. 843 del Códi- 
go penal, con la circunstancia atenuante 8.* del ar- 
tículo 7. 

Interpnesto recurso de casación, citando como 
infringidos los arts. 343 y 591 del Código penal, por 
haberse aplicado el primero en vez del segundo, el 
T, S. declara no haber lugar al recurso, por los si- 
guientes faundamentos: . 

«Considerando que el elemento esencial que de- 
termina la diferencia del hecho justiciable casti- 
gado como delito en el art. 813 del Código, y del que 
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oóno la cualidad de profesor el que públicamen- 
te ofrece actos propios de una facultad que no pue- 
de ejercerse sin título oficial: 

Considerando que, al manifestar doña Concep- 
ción Alba á las personas que demandaban sus au- 
xilios, que eos prestarlos porque era comadre, se- 
gún los hechos probados de la sentencia, es visto 

_que se atribuyó la oualidad de profesora sin título 
ara ello; porque con este nombre se conoce en el 
enguage común á las profesoras matronas ó parte- 

ras, como las denomina el reglamento de 21 de No- 
viembre de 1861, y el de 16 del mismo mes de 1888, sin 
que sea necesario pa incurrir en la sanción del 
citado art. 343, atribuirse la cualidad de profesor, 
usando el misme nombre que les da la ley, cuando 
se emplea otro que tiene el mismo significado y 
transcendencia, y al estimarlo así la Audiencia de 
Alicante no ha incurrido en error de derecho, niin- 
fringido disposición legal alguna.» (Sent. 21 Marzo 
de 1891.—Gac. 26 Agosto, p. 100.) 


INVASION DE PROPIEDADES. V.Dasos 
DE GANADOS. 


INVIOLABILIDAD DE DOMICILIO. Véa- 


se DomiciL10. 


J 


JORNALEROS. Los que trabajan en obras 
y servicios municipales, ¿deben ser nombrados 
por los alcaldes ó por los Ayuntamientos?— 
Véase en AYUNTAMIENTOS la R, O. de 6 de Marzo 
de 1892. 


JUBILACIONES, CESANTIAS, ORFAN- 
DADES, CLASES PASIVAS, MONTEPIOS 
CIVILES Y MILITARES. La complicada y 
oscura legislación sobre derechos pasivos de los 
funcionarios públicos, queda compilada en el 
Diccionario, tomo VII, páginas 4 y siguientes. 
Nuestro juicio sobre ella, escrito está en dicha 
obra (p. 141), y no tenemos motivo alguno para 
modificarle, como no sea en el sentido de agravar 
la censura que entonces formulamos; pues con 
posterioridad se han dictado importantes dispo- 
siciones, que aumentan la confusión, porque sin 
derogar ninguna de las que venian rigiendo, es- 
tablecen novedades que han de tenerse muy pre- 
sentes para fijar los derechos pasivos de los ser- 
vidores del Estado y de sus viudas y huérfanos, 
á sabor: las dictadas en 1892 y que á continuación 
compilamos, y además las leyes de presup. de 5 
Agosto 1893, art. 66, y 30 Junio 1895, art.6.*, sobre 
regulación del haber pasivo de los funcionarios 
del Estado; el art. 12de la citada ley de presup. del 
propio año de 1895, asignando á los servicios 
prestados en el ramo de penales el carácter de 
servicios al Estado, para los fines de la jubila- 
ción; el 23, concediendo el abono de ocho años de 
carrera á los individuos de los Cuerpos de Sani- 
dad y Jurídico militar y de la Armada, el 28, 
incorporando al Montepío de Correos á las viu- 
das y huérfanos del Cuerpo de Telégrafos; las 
leyes de 17 y 23 Julio concediendo derechos pa- 
sivos á las familias de militares que se casaron 
con empleo de oficiales subalternos, y á los se- 
cretarios de las Juntas de Instrucción pública; 
el R. D. de 16 de Julio, cuyo art. 10, y cuadro 
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letra H, determinan las funciones de la Junta de 
Clases pasivas, que las ejerce con sujeción al re- 
glamento de 19 de Diciembre siguiente; y otras 
prescripciones de menor interés que están cita- 
das bajo el epigrafe JUBILACIONES... On los AÁNUA- 
r10s de 1893, 1894, 1895 y 1896. 


R. O. 4 Febrero 1892. 

Resolviendo que son abonables para jubilación los ocho 
años por razón de carrera d los funcionarios judicia- 
les y del Ministerio Ascal. 

(Hac.) «Ilmo. Sr.: Remitido 4 informe del 
Consejo de Estado en pleno el expediente peo 
movido por D. Francisco Orellana y Fernández, 
magistrado jubilado de Audiencia territorial, en 
solicitud de que se le abonen en clasificación 
ocho años por razón de carrera, dicho alto Cuer- 
po lo emite en los términos siguientes...: 

La cuestión que se trata en este expediente, se 
reduce á determinar si el recurrente que ingresó 
en la carrera judiccial en 1869, tiene ó no dere- 
cho á que se le computen en su clasificación pa: 
siva los ocho años de carrera é tenor de lo esta 
blecido en la regla 6.*, art. 26 de la ley de presu: 
puestos de 26 de Mayo de 1835... 

En efecto, aunque inspirado el decreto ley de 
22 de Ottubre de 1863 en un espíritu restrictivo, 
es lo cierto que por la regla 9.” de su art. 6.”, se 
manda hacer el abono de los ocho años de carre- 
ra que concedieron las leyes de presupuestos 
de 1885 y 1862 á los funcionarios de la carrera 
judicial y fiscal que hubieren desempeñado en 
propiedad sus empleos con los requisitos preve: 
nidos en la regla ja del propio artículo; esto es, 
en destinos de planta reglamentaria con sueldo 
detallado en los presupuestos generales del Es: 
tado con nombramiento Real, de las Cortes ó del 
Gobierno provisional y obtenido después de 
cumplida la edad de dieciseis años. De onde se 
desprende que aun en el supuesto de que los ar- 
tículos 11 y 19 de las leyes de presupuestos de 1865 
y 1867 respectivamente contuviesen la deroga- 
ción de las leyes anteriores, citadas en el panto 
concreto que nos ocupa, siempre resultaría que 
el estado de derecho estaba constituido al pro- 
mulgarse la ley orgánica del Poder judicial de 
15 de Septiembre de 1870, por la mencionada re- 
gla 9.* del decreto-ley de 1868; y por tanto, qué 
á ella tenía necesariamente que referirse la pres- 
cripción contenida en el art. 241 de la ley expre: 
sada, al establecer que á los jueces y magistra- 
dos se les compute en sus clasificaciones el a0- 
mento de tiempo que por razón de carrera les 
corresponda. 

Está, pues, en todo su vigor y eficacia la dis- 

osición citada del decreto-ley de 22 de Octubre 
de 1868 y de las leyes de 1835 y 1862 á que a uélla 
se refiere, y recientemente lo ha reconocido así 
el legislador al conceder por el art. 14 de la ley 

de jurisdicción contencioso-administrativa de 13 

de Septiembre de 1888 el abono de los años de 

carrera á los ministros, fiscales y secretarios d 

Tribunal de lo Contencioso, cuyo precepto, po! 

la forma en que está redactado, no seria com: 

prensible si no hubiera entendido que estaban 
eeniOS las disposiciones á que indudablemente 
alude. 

Sólo en la R. O. de 22 de Marzo de 1889 se con: 
tiene un criterio distinto al expresado, pero co: 
mo aquélla no puede tener otro alcance que el de 
una mera instrucción reglamentaria en que $0 
aclaraba el R. D. de 29 de Enero anterior, qU9 
ningún precepto contiene acerca de la materls, 
como no sea el de no comprender en el abono do 
los ocho años de servicios á los catedráticos de 
Institutos, claro está que como disposición 10: 
terprotativa, no puede prevalecer ni menos Col: 
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trariar la letra y espíritu de los preceptos lega- 
les antes dichos... 

Así, pues, por todo lo expuesto, el Consejo en- 
tiende que debe reformarse el acuerdo apelade 
de la Junta de Clases pasivas y abonar á don 
Francisco de Orellana y Fernández, en su clasi- 
ficación como servicios, los mencionados ocho 
años por razón de carrera, señalándole en su 
virtud el haber pasivo que en tal concepto le 
corresponda. Y conformándose S. M. la Reina 
Regente, en nombre de su augusto hijo el Rey 
D. Alfonso XIII (Q. D. G.), con el preinserto 
dictamen, se ha servido resolver como en el mis- 
mo se propone (1). De Real orden, etc.—Madrid 
4de Febrero de 1892.—Concha.—Al Presidente 
de la Junta de Clases pasivas.» 


Ley 21 Abril 1892. 

Declarando sujetos ú revisión los expedientes de todos los 
que disfrutan cesantía, pensión, retiro ó jubilación por 
cualquiera de los Tesoros de Uliramar en la forma que 
te expresa; y excepciones (2). 

(ULTRAMAR.) ¿LEY.—D. Alfonso XIII... sabed: 
que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Artículo 1.2 Quedan sujetos á revisión los ex- 
pedientes de todos los que disfrutan cesantía, 

ensión, retiro 6 jubilación por cualquiera de 
os Tesoros de Ultramar. 

Se exceptúan de esta revisión las viudedades 

orfandades, que continuarán pagándose, como 
iO el día, á las familias que vienen en su dis- 

te. 

Art. 2.2? La revisión mandada hacer en el ar- 
ticulo anterior tendrá por objeto único compro- 
bar si los que gozan derechos pasivos por Ultra- 
mar han estado personalmente en la isla cuyo 
presupuesto gravan, aunque no hayan permane- 
cido todo el tiempo marcado por las leyes ó re: 

lamentos en la época en que adquirieron los 

erechos que disfrutan.. 

Serán declaradas nulas todas las clasificacio- 
nes hechas por cualquier causa que no sea la de 
haber servido personalmente en el pais por cuyo 
presupuesto vienen abonándose los mismos de- 
rechos, salvo el caso de que los interesados, en 
el término de tres meses, á contar desde la pu- 
blicación de esta ley, trasladen su domicilio y 
residencia á la isla por cuyo presupuesto hayan 
venido percibiendo sus haberes. 

Art. 3. Desde la publicación de esta ley no 
podrá hacerse declaración de derechos pasivos 
con cargo á Tesoros de Ultramar sino á favor 
de los que así lo soliciten y hayan servido perso- 
pate en aquellos países por lo menos seis 
años. 

Las cesantías, jubilaciones, retiros ó pensio- 
nes de cualquier clase que en adelante se decla- 
ren, no serán satisfechos á razón de peso por es- 
cudo, sino á los que tengan domicilio y residen- 
cia en el país nos cuyas Cajas se abonen aque- 
llos derechos: los que residan en la Península, 
aunque cobren por los Tesoros de Ultramar 
sean civiles ó militares, percibirán su haber al 


(1) La doctrina de esta Real orden fué reiterada en la 
de 18 de Agosto de 1892, mandada observar como regla 
general. El criterio 4 que ambas obedecen es el que ing- 
ptra también las sentencias del T. C. A. de que ofrecen 
ejemplo algunas que incluimos en este mismo APÉNDICE 
y otras que pueden verse en los de 1893, p. 291, y 1894, pd- 
gina 855; pero el abono de los ocho años de carrera solo 
es aplicable al empleado, y no favorece d las viudas y 
huérfanos para la regulación de sus respectivas pensio- 
nes. (Sent. 15 Febrero 1895, AP. de id., p. 649.) 

(2) A partir de la promulgación de esta ley, debe enten- 
derse que son lesivas para los intereses del Estado las cla- 
sificaciones de derechos pasivos concediendo 4 militares 
retirados con residencia en la Península el peso fuerte 
Por escudo. (BR. O. t.* Mayo 1898, AP. 1d., pag. 377.) 


315 





ES asignado en la Península para los de su 
clase. 

El quebranto de giro será satisfecho por el 
Tesoro de Ultramar que deba abonar los corres- 
pondiente haberes pasivos. 

Lo anteriormente dispuesto no anula el dere- 
cho adquirido por los empleados civiles ó mili- 
tares que hubieran cumplido seis años de servi- 
cios en Ultramar antes de la publicación do la 
ae de 29 de Junio de 1888. 

os que se hallasen en estas circunstancias 
conservarán el derecho á la bonificación dol ter- 
cio, si residiesen en la Península, y á la de peso 
por escudo si residiesen en Ultramar. 

Art. 4.2 En lo sucesivo, y para los empleados 
civiles 6 militares que sean nombrados para Ul- 
tramar, no servirá de sueldo regulador para la 
declaración de derechos pasivos sino el mayor 
que se hubiera obtenido por el tiempo y con las 
condiciones que determinan las leyes y regla- 
mentos dentro de la carrera profesional ó admi- 
nistrativa en que se haya prestado mayor nú- 
mero de años de servicios computables para la, 
clasificación, que son la suma de todos los que 
se hayan servido en los diversos empleos, 

Art. 5. El que pasare á segundas nupcias no 
podrá alegar derechos á mejora de clasificación 
por la condición ó servicios prestados por el 
cónyuge muerto, entendiéndose que el matrimo- 
nio posterior anula los derechos adquiridos por 
el anterior, y supone en el superviviente la re- 
nuncia de aquéllos. 

No tendrán derecho á pensión de orfandad, 
por ningún concepto, las hijas de funcionarios 
civiles, militares ó de la Armada, que entrasen 
en religión ó contrajesen matrimonio después de 
la publicación de esta ley. 

rt.6.2 Para la debida ejecución de lo pres- 
crito en la ley de 13 de Julio de 1885, se conti- 
nuará la revisión de los expedientes mandada 


hacer por aquélla en su art. 25, ampliándola á 


todos los posteriores, á fin de rectificar confor- 
me á dicha ley y á la de 29 de Junio de 1888 las 
clasificaciones otorgadas. 

Art. 7.2 Las declaraciones de derechos pasi- 
vos que se hagan por el Consejo Supremo de 
Guerra y Marina, respecto á las clases milita- 
res, or la Junta de clases pasivas, respecto á 
las civiles, során definitivas (1). 

Art. 8.2 Quedan derogadas todas las leyes, 
decretos y reglamentos que se opongan al cum- 
plimiento de lo dispuesto en la presento ley. 

Artículo adicional. Los jefes y oficiales reti- 
rados del ejército y la Armada comprendidos en 
el párrafo segundo del art. 2. de esta ley, dis- 
frutarán por equidad y como compensación des- 
de la publicación de la misma, sus haberes, boni- 
ficados en un tercio, por el Tesoro de la Penín- 
sula si residen en ella. 

Por tanto: mandamos, etc. 

Dado en Palacio á 21 de Abril de 1892,—Yo la 
Reina Regente.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Gac. 25 Abril.) 


Ley de presupuestos de 30 Junio 1892, 


Jubilación forzosa y voluntaria por causa de edad: 
Haberes de cesantía y jubilación. 


«Art. 36. Hasta que se publique una ley gene- 
ral de clases pasivas no podrá jubilarse emplea- 
do alguno civil que no tenga sesenta y cinco 
años cumplidos, salvo el caso de imposibilidad 
física plenamente acreditada. 

Se exceptúan de lo dispuesto anteriormente 
los empleados que cuenten más do cuarenta años 


(1) Este artículo se halla expresamente derogado por 
el 15 de la ley de 24 Agosto 1896 (AP., pdg. 416). 
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de servicios efectivos, en destinos abonables para 
clasificación y día por día. 

Los empleados en quienes concurra dicha cir- 
cunstancia podrán optar á la jubilación sin otros 
requisitos y en todo tiempo. 

as jubilaciones por imposibilidad física serán 

revisables en todo tiempo en cuanto á la subsis- 
tencia de la causa que las motive. Tampoco se 
declarará derecho á haber alguno por cesantía 
ó jubilación, ínterin dicha ley no se publique, 
sino con estricta sujeción á lo A ae or en las 
leyes de presupuestos de 28 de Mayo de 1845 y 25 
de Julio de 1853 y disposiciones posteriores, las 
cuales se aplicarán ú toda clase de funcionarios 
del Estado, con la sola excepción señalada por 
EN L97ós de 22 de Abril de 1856 y 30 de igual mes 

e 1853.» 


E. O. 7 Julio 1892. 
Inteligencia del art. 21 dela Inst. de 26 Diciembre de 1831 
sobre viudas que contraigan segundas nupcias. 

(ULTRAMAR.) «Ilmo. Sr.: Con el fin de evitar 
en lo sucesivo la duda á que ha venido dando 
lugar la interpretación del art. 21 de la Real ins- 
trucción de 26 de Diciembre de 1831, referente á 
los haberes pasivos que deben percibir las viudas 
sin hijos que rr segundas nupcias; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien re- 
solver que para los casos de este género que en 
lo sucesivo puedan presentarse incoados con 
fecha anterior á la ley de clases pasivas de 21 de 
Abril último, publicada en la Gaceta de 23 del 
mismo mes, se interprete el citado art. 21 en el 
sentido de que no podrán volver al disfrute de 
la primitiva pensión las viudas de segundas 
nupcias que hayan tenido hijos en su primer 
matrimonio, 

De Real orden, etc. Madrid 7 de Julio de 1892. 
Romero.—Sr. Presidente de la Junta de Clases 
pasivas.» (Fac. 13 Julio.) 


Ley 29 Julio 1892. 
Reformando el art. 297 de la ley hipotecaria en cuanto d 
la jubilarión de registradores. 


Véase en HIPOTECAS. 


R, O. 18 Agosto 1892, 
Disponiendo, con el carácter de regla de jurisprudencia 
para los casos iguales que ocurran, que son abonables 
los ocho años de carrera ó de estudios d los funciona- 
rios judiciales Y Áecales que ingresaron en la judica- 

tura después de la ley de presupuestos de 1865. 

(Hac.) Extracto.—Jubilado D. José Bigné 4 
los trece años, cuatro meses y seis días de servi- 
cios en las carreras judicial y fiscal, la Junta de 
Clases pasivas declaró que no tenía derecho á 
jubilación, porque siendo su base de carrera pos- 
terior á la ley de presupuestos de 1865, no podían 
ser de abono los ocho años por razón de carrera. 
Adoptó la Junta este acuerdo por mayoría, con- 
sultó su criterio con la Superioridad, y el Minis- 
terio dicta la siguiente resolución: 

«Vista la ley de presupuestos de 1835, la Real 
orden de 23 de Julio de 1852, el art. 11 de la ley 
de presupuestos de 1865, la regla 9.* del art. 6.” 
del decreto ley de 22 de Octubre de 1868, el ar- 
tículo 241 de la ley provisional de 15 de Septiem- 
bre de 1870 y las demás disposiciones vigentes 
acerca de derechos pasivos: 

Considerando que el decreto ley de 22 de Oc- 
tubre de 1868, aun dentro de su espíritu restric- 
tivo, manda hacer el abono de los ocho años de 
carrera que concedieron las leyes de presupues- 
tos de 1835 y 18624 los funcionarios de las carre- 
ras judicial y fiscal que reunieran los demás re- 
tos y aun en el o de que los artícu- 

os 11 y 19 de las leyes de presupuestos de 1865 y 
1867 contuviesen la derogación de aquellos pre-- 


ceptos, siempre resultaría un estado de derecho 
constituido al promulgarse la ley de organiza- 
ción del Poder judicial de 15 de Septiembre de 
1870, en la cual, por su art. 241, se dispone el ci- 
tado abono para las clasificaciones de haber pa- 
sivo á dichos funcionarios: 

Considerando que el criterio contrario senta- 
do por la Real orden de 22 de Marzo de 1889, in- 
formado en sentido restrictivo, no puede preva- 
lecer contra las leyes citadas, por ser meramen- 
te una instrucción reglamentaria, y así lo ha 
entendido el Tribunal de lo Contencioso en sus 
sentencias de 13 de Diciembre de 1890 y 9 de Ju- 
lio de 1891, doctrina seguida por diversas Reales 
órdenes, bastando citar la de 4 de Febrero del 
corriente año, de conformidad con el dictamen 
del Consejo de Estado en pleno; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei.- 
na Regente del Reino, conformándose con lo 
propuesto por la Subsecretaría de este Ministe- 
rio y lo informado por la Dirección general de 
lo Contencioso, se ha servido revocar el fallo de 
la mayoría de esa Junta y declarar de abono en 
la clasificación de D. José Bigné y Simón los 
ocho años Do razón de carrera; siendo asimismo 
la voluntad de S. M. que esta resolución forme 
jurisprudencia para todos los casos de igual na- 
turaleza que puedan ocurrir en lo sucesivo (1). 

De Real orden, etc.—Madrid 18 de Agosto de 
1892.—Concha.—Sr. Presidente de la Junta de 
Clases pasivas.» ((Hac. 24 Septiembre.) 


R. 0. 10 Octubre 1892, 

Declarando que está en su fuerza y vigor el art. 21 de la 
instrucción de 26 de Diciembre de 1881, s80bre pensiones 
de viudas y huérfanas, que solamente las han disfruta- 
do en coparticipación. 

(Hac.) Extracto.—Por Real orden de 20 de Ju- 
lio de 1846 se concedió á doña Francisca Rovira, 
viuda de D. Juan Martín , guardaalmacén de 
efectos estancados en Granada, la pensión de 
Montepío de oficinas de 625 pesetas anuales. Fa- 
lleció la viuda en Mayo de 1860 y se declaró con 
derecho á suceder en dicha pensión á su hija 
doña Dolores, en coparticipación con su herma- 
na consanguínea doña Concepción. 

Casó doña Dolores, recayó la pensión en doña 
Concepción, quien la disfrutó integramente has- 
ta el 12 de Abril de 1877, en que falleció, y va- 
cante por esta circunstancia, y viuda la doña 
Dolores desde 1891 sin derecho á haber pasivo 
ninguno por su marido, acudió á la Junta de 
Clases pasivas en solicitud de que se la rehabili- 
tara en el que disfrutó en coparticipación. 

Desestimada esta pretensión por dicho Cen- 
tro, recurrió la interesada al Ministerio, que pasó 
el asunto á consulta del Consejo de Estado en 
prono: He aquí los términos en que éste la for- 
mula: 

«La cuestión objeto del presente expediente 
está terminantemente resuelta por el art. 21 de 
la Real orden de 26 de Diciembre de 1881, que 
establece de un modo concreto que «así como 
caduca el derecho á pensión de las viudas si se 
casan habiendo hijos que las sucedan, caducará 
también en adelante el de aquellas huérfanas 
que sólo fueren coparticipes de la pensión con 
la viuda ó hermanas al tiempo de tomar estado 
de matrimonio». La expresada disposición le- 

al, por la época en que está dictada, tiene la 

uerza y autoridad de ley, de manera que aun- 
que en la Real orden de 29 de Mayo de 1855 y en 
las demás á que se refiere prevalece la doctrina 


(1) Esta Real orden adopta y manda observar como 
regla general la doctrina del Consejo de Estado en pleno, 
aceptada por la de 4 Febrero de 18932 que dejamos inser- 
ta, Véase su nota. 


he 


—n 
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contraria, esto es, que las viudas huérfanas pue- 
den volver al goce de la pensión del Montepío 
ne disfrutaron en unión de otros hermanos, 
dicha resolución, así como sus precedentes y las 
ue en ellas indebidamente se han fundado, no 
Ñan podido derogar el precepto.de 1881, 

Aunque de otro modo se entendiera, el art. 5.” 
del Real decreto de 21 de Diciembre de 1857, al 

escribir que en las declaraciones de haber de 

ontepío se observará especialmente el art. 21 
de lainstrucción de 26 de Diciembre de que que- 
da hecho mérito, no deja lugar á duda alguna; 
si todavía esto no fuera bastante, el art. 12 del 
decreto ley de 22 de Octubre de 1868, que manda 
aplicar con estricto rigor y á su letra los regla- 
mentos de Montepío é instrucción de 26 de Di- 
ciembre de 1831, las disiparía por completo. 

Si no ha dominado siempre en la jurispruden- 
cia este criterio, hay que tener en cuenta que la 
torcida aplicación de un precepto legal no signi- 
fica la derogación del mismo: y no es posible 
considerar que una resolución particular, aun- 
que inspire otras en igual sentido, pueda tener 
tal alcance, máxime cuando, como sucede en el 

resente, el criterio que ha prevalecido es por 

emás contradictorio. No tiene, por lo expuesto 
la recurrente doña Dolores Martín derecho a 
goce de la pensión de Montepío, que sólo disfru- 
tó en coparticipación con su hermana, como 
no la tiene tampoco á que se le señale de las del 
Tesoro, por cuanto el causante su difunto padre 
murió en 1845, y estas pensiones no se crearon 
hasia 1864, siendo por demás evidente que no 
puede darse á los preceptos que las establecie- 
ron efecto retroactivo. 

Así, pues, el Consejo entiende que procede 
confirmar en todas sus partes el acuerdo apela- 
do de la Junta de Clases pasivas que ha dado 
ed al presente recurso, y declarar como re- 
solución de carácter pe que la Real orden 
de 29 de Mayo de 1855 no derogó el art. 21 de la 
instrucción de 26 de Diciembre de 1881, que está, 
en toda su fuerza y vigor, tanto por ser una 
disposición que tiene el carácter de ley, cuanto 

rque el Real decreto de 21 de Diciembre de 

97 y el decreto ley de 22 de Octubre de 1868 vi- 
nieron á confirmarla.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver como 
en el mismo se propone, debiendo formar ju- 
risprudencia esta resolución para todos los ca- 
sos de igual naturaleza que ocurran en lo suce- 
sivo (1). 

De Real orden, etc. Madrid 10 de Octubre de 
1892.—Concha.—Señor Presidente de la Junta 
de Clases pasivas.» (Gaceta 9 Noviembre.) 


R. O. 15 Octubre 1€92. 


Resolviendo con vista delos arts. 14 de la ley de 25 de Ju- 
mío de 1855, 11 de la de 15 Junio 1865 y 6." de la de 92 
Octubre 1868, qué no tienen derecho d haber pasivo los 
relatores y secretarios de Audiencia, ni d pensión sus 
viudas; resolución que formara jurisprudencia. 


(Hac.) Extracto. —Doña Robustiana de Cos 
acudió á la Junta de Clases pasivas solicitando 
la pensión de Montepío que la correspondiera 
como viuda de D. Casto Toraya, relator secreta- 
rio que fué de la Audiencia de Valladolid, cuya 


(1) La doctrina de la antigua Sala de lo Contencioso 
del Consejo de Estado era contraría d la de esta Real 
orden, según puede verse en el Dico., tomo VIT, p. 127, 
núm. 85; pero el T. de lo C. A. inició la que la resolución 
arríba inserta manda observar como regla general, es- 
tableciéndola en la Sent. de 16-19 de Noviembre de 1891, 
qe incluimos en la parte de jurisprudencia de este mismo 

PÉNDICE, y con la cual han venido d concordar otras, 
como la de 15 de Octubre de 1895. (AP. 1896, p. 233.) 
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pro renmón desestimó la Junta, declarándola sin 
erecho á pensión, por estimar que los destinos 
de relator y secretario de Sala desempeñados por 
su causante no tienen incorporación á ninguno 
de los reglamentos del Montepío. 

La interesada recurrió en alzada contra el ci- 
tado acuerdo, y remitido el asunto al Consejo de 
Estado, he aquí el dictamen de su Sección de 
Hacienda y Ultramar: 

«No desconoce la Sección que la jurispruden- 
cia establecida en casos análogos no es muy uni- 
forme (1); pero, atemperándose al texto de las 
disposiciones legales vigentes... y prescindiendo 
como es forzoso de las resoluciones recaídas en 
casos análogos, porque al paso que unas recono- 
cen derechos pasivos á las viudas y huérfanos de 
relatores, otras se los niegan, opina que procede 
confirmar el acuerdo apelado, y publicar con ca- 
rácter general la disposición que se dicte. 

El art. 14 de la ley de 25 de Julio de 1855, el 11 
dela de 15 de Julio de 1865 y el 6. del decreto ley 
de 22 de Octubre de 1868, requieren para el dis- 
frute de haber pasivo, tanto de Montepio como 
del Tesoro, que el causante haya prestado servi- 
cio en destino de planta con sueldo señalado en 
presupuestos generales del Estado, y los relato- 
res y secretarios de Audieneia no perciben suel- 
do alguno del presupuesto, sino que están retri- 
buídos con derechos de Arancel que satisfacen 
los litigantes. 

Por otra parte, lo mismo el R. D. de 13 de Di- 
ciembre de 1867, que asimiló á los relatores á jue- 
ces de primera instancia de término, que el de 7 
de Enero de 1884, que los declaró asimilados á 
magistrados de Audiencia de lo criminal, fueron 
dictados por el Ministerio de Gracia y Justicia, 
y no pueden producir efecto para el reconoci- 
miento de haber pasivo, porque las disposiciones 
de este ramo de la Administración corren á car- 
go del Ministerio de Hacienda, con la sola excep- 
ción de los militares y marinos, y porque dichas 
asimilaciones sólo dan capacidad á los asimila- 
dos para obtener los cargos á que se les asimila; 
pero sin haber sido nombrados magistrados los 
relatores no tienen los derechos, ni las obliga- 
ciones, ni las responsabilidades de éstos; y por 
último, no existe ley alguna que declare á los re- 
latores incorporados á Montepío. 

Por estas razones, la Sección opina que proce- 
de resolver este expediente como propone el Ne- 
gociado de Secretaría en su nota de 23 de Junio 
último, confirmando el acuerdo apelado por doña, 
Robustiana de Cos, dando á la disposición ca- 
a y publicándola en la GQaceta de 

adrid. 

Y conformándose $. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver como 
en el mismo se propone, disponiendo asimismo 

ue esta resolución forme jurisprudencia en to- 
dos los casos que ocurran de idéntica naturaleza. 

De Real orden, etc.—Madrid 15 de Octubre de 
1892.—Concha.—Sr. Presidente de la Junta de 
Clases pasivas.» (Gac. 17 Noviembre.) 


R. O. 21 Noviembre 1892. 


Denegando el derecho á una pensión, porque según la le- 
islación general aplicable d los derechos pasivos de 
os empleados de la Real Casa, las viudas hueérfanas, 

hijas de aquéllos, que no han disfrutado pensión de sol- 
tera, no gozan de ella cuando enviudan; y dando d esta 
resolución cardcter general... 


(Hao.) «Ilmo. Sr.: Remitido á informe del 
Consejo de Estado en pleno el expediente de pen- 





(1) La del Tribunal Oontencioso administrativo ha 
sido también contradictoria, pero en definitiva ha preva- 
lecido la doctrina de que los relatores carecen de derechos 
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A A A A 
sión de doña Fernanda Flórez Ibáñez, dicho alto 


Cuerpo le emite en los términos siguientes: 

«Exemo. Sr.: Cumpliendo el Consejo lo dis- 
puesto en Real orden... ha examinado el adjun- 
to expediente de pensión de doña Fernanda Fló- 
rez Ibáñez, y de su contenido resulta: 

Que el causante D. José Flórez y Gutiérrez de 
Terán, mayordomo de semana que fué de doña 
Isabel II, falleció el 18 de ps de 1857 y por 
orden de 21 de Diciembre del siguiente se con- 
cedió á su viuda doña María Josefa Ibáñez la 

ensión por el Montepio de la Real Casa, de 

.500 pesetas anuales; mas suspendido el pago 
de esta pensión, como el de todas las de igu 
clase, en Octubre de 1868, á virtud de reclama- 
ción de la interesada, la Junta de pensiones cl- 
viles la declaró, por acuerdo de 18 de Marzo de 
1871, con derecho á la de 1.500 pesetas por el 
Montepío de ofitinas, que la misma vino disfru- 
tando hasta su fallecimiento, ocurrido el 13 de 
Mayo de 1882: E 

Que con este motivo, en concepto de única hija 
sobreviviente del D. José Flórez, la actual re- 
clamante doña Fernanda, casada en 10 de Agos- 
to de 1861 con D. Carlos Segovia, y viuda de 
éste desde el 8 de Marzo de 18%1, acudió á la Jun- 
ta de Clases pasivas solicitando la pensión que 
había disfrutado su madre ó la que le correspon- 
diere por el Tesoro: 

Que desestimada esta pretensión por acuerdo 
de 20 de Junio del presente año, recurrió la in- 
teresada en tiempo hábil á V. E., insistiendo en 
su solicitud, y aunque los distintos Centros de 
ese Ministerio que han informado opinan que 
procede confirmar el acuerdo apelado, con el 
fin de que se dicte una resolución de carácter 
general aplicable en lo sucesivo, consulta V. E. 
á este Consejo en pleno. 

Suprimido el Montepío de la Real Casa, y á 
virtud del dictamen de las Cortes Constituyen- 
tes de 14 de Junio de 1870, y ordenado por el 
mismo y por la Real orden de Enero de 1871 que 
los derechos pasivos causados por los emplea- 
dos de esta alan se regulan por la legislación 
general, como si los causantes hubieran servido 
al Estado, la presente reclamación está previs- 
ta v terminantemente resuelta por el art. 21 de 
- la instrucción de 26 de Diciembre de 1831, que 

está en toda la fuerza y vigor, tanto peraoS el 
Real decreto de 21 de Diciembre de 1857 prescri- 
bió su observancia, cuanto porque el decreto 
loy de 22 de Octubre de 1868, en su art. 22, la 
mandó aplicar con estricto rigor y á su letra, y 
dicho art. 21 de la instrucción citada no deja 
lugar á duda ninguna de que son requisitos in- 
dispensables para que las viudas huérfanas ten- 
gan derecho á reclamar la pensión vacante, en 
razón á los servicios prestados por su padre, que 
las mismas la hayan disfrutado de solteras ín- 
tegramente y sin cd E presa y como la re- 
currente doña Fernanda Flórez no gozó la pen- 
sión que hoy reclama en tales condiciones, es el 
caso que no tiene derecho alguno á la que soli- 
cita, como tampoco lo tiene á que se le señale 
por el Tesoro, porque el causante murió en 1857, 
y estas pensiones no se crearon hasta 1864, y no 
puede darse efecto retroactivo á los preceptos 
y disposiciones que las establecieron y regu- 
laron. 

La doctrina expuesta es la misma que preva- 
lece en la consulta evacuada por este Consejo 
con fecha 28 de Septiembre en el expediente de 


pasivos. Véase la Sent. de 7 de Junio de 1890 (AP. 1891, 
pág.285 y JUBILACIONES, del Dicc.) 4 la que son contra- 
rías las de 8 Abril 1892, inserta en este mismo APÉNDICE 
de 1893, Sección de jurisprudencia, y 31 Octubre de 1898 
(AP. 1894, pág. 856). 





JUBILACIONES... 





doña Dolores Martín, de modo que en el presen- 
te no hace otra cosa que ratificar su opinión 
con respecto á la cuestión que tanto en aquél 
como en este expediente se discute; así es que, 
de conformidad con la referida consulta, el Con- 
sejo entiende que, desestimando la alzada de 
que queda hecho mérito, procede confirmar en 
todas sus partes el acuerdo apelado de la Junta 
de Clases pasivas, dando á Ja resolución que en 
este sentido se dicte el carácter de general.» 

Y conformándose el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, con el pre- 
inserto dictamen, se ha servido resolver como 
en el nismo se propone. 

De Real orden, etc.—Madrid 21 de Noviembre 
de 1892.—Concha.—Sr. Presidente de la Junta 
de Clases pasivas.» (Gac. 4 Diciembre.) 


RE. O. 24 de Noviembre 1892. 

Disponiendo una revista extraordinaria personal de to- 
dos los que cobran haberes pasivos por Ultramar, me- 
dida adoptada en razón de graves y fundadas so8pe- 
chas de fraude (1). 

(ULTRAMAR.) «El descubrimiento y la persecu- 
ción de abusos, que cuando se: realizan en daño 
del Tesoro público y dan ocasión á pagos ilegí- 
timos constituyen verdaderos delitos, es el más 
OS deber de las autoridades; hallándose 
el Gobierno de S. M. dispuesto á corregir seve: 
ramente hasta la negligencia en el cumplimien- 
to de aquellas obligaciones, si los encargados de 
velar por la pureza y la moralidad en todos los 
ramos de la Administración pública no desplie- 
gen el celo que la Nación tiene derecho á exi- 

1r 88, 

i El conocimiento de algunos hechos ocurridos 
en la provincia de Santiago de Cuba, y comuni- 
cados á este Ministerio en Junio del presente 
año por la digna autoridad que se halla al fren- 
te de la Región Oriental, hace recelar fundada- 
mente que en el capítulo de «Clases pasivas», y 
por el concepto de pensiones de cruces militares 
concedidas á los valientes soldados de nuestro 
ejército que pelearon por la integridad de la pa- 
tria, se viene cometiendo una gran defrauda- 
ción, la más audaz que cabe concebir. 

Y es la voluntad de S. M. el Rey D. Alfon- 
so XIII, y de su augusta madre S. M. la Reina 
Regente, que dedique V. $. 1. su preferente aten- 
ción á esclarecer los hechos para disipar dudas, 
y en el caso sensible de confirmarse, para entroe- 
gar á los Tribunales á los autores de la defrau- 
dación que se sospecha. 

Es digno de llamar la atención: 1. Que á los 
doce años de terminada la guerra que afligió á 
ese pais, se presenten en gran número las peti: 
ciones de pensión á nombre de los soldados que 
sirvieron en aquellas tristes circunstancias, y 
que aparecían abandonando sus derechos por el 
silencio que guardaron en los años que siguie- 
ron inmediatamente á la celebración de la paz. 
2,2 Que á medida que se aleja la fecha de la con- 
clusión de la guerra, se aumenta el número de 
reclamaciones solicitando el derecho á la pen- 
sión y la liquidación del mismo durante los cin- 
co últimos años, únicos que la ley admite á los 
que por mayor tiempo abandonaron la reclama- 
ción de su derecho. Así, en la provincia de San- 
tiago de Cuba, donde los pensionados eran 54 
en 1837, ascienden á 959 en 1891, y hay en trami- 
tación próximamente un centenar de reclama- 
ciones. 5. Contra los cálculos de la probabilidad 
de la vida que sirven de fundamento á la rebaja 
anual del capítulo de «Clases pasivas», y á pesar 
de tratarse de un número considerable de pen- 


(1) Esta R. O. ha sido comunicada al gobernador ge- 
neral de la isla de Cuba y 4 los gobernadores regionales 
de la misma. 
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sionados, sólo se ha producido una baja por fa- 
lMecimiento en el año de 1889-90; dos por la mis- 
ma causa en el de 90 91, y ninguna en el de 91 92; 
es decir, que los pensionados adquieren al pare- 
cer la inmortalidad con el derecho al disfrute de 
su pensión. 

ontrasta con los hechos enumerados, acre- 
centando la sospecha del fraude, el muy signi- 
ficativo de que, apenas el gobernador de la Re- 
gión Oriental sospechó el fraude y dispuso que 
se le presentasen los pensionados que fuesen á 
Santiago á cobrar su pensión, dejaron de pre- 
sentarse 366 de los 959 que hasta entonces venían 
cobrando mensualmente sus haberes, sin que 
desde el mes de Abril, en que esto ocurría, hasta 
el de Junio, en que el gobernador comunica lo 
sucedido á este Ministerio, se haya presentado 
ninguno de los 866 á reclamar la rehabilitación 
de su derecho. 

Los hechos enunciados revisten tal gravedad, 
que obligan á esclarecer la verdad y á inquirir 
si el fraude presunto en la provincia de Santia- 

o de Cuba, viene también cometiéndose en las 

emás de la isla (1), por lo que es la voluntad 
de S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre de Su 
Majestad la Reina Regente, proceda V. 8. 1. con 
toda diligencia al cumplimiento de las siguien- 
tes instrucciones: 

1.* Tan pronto como reciba la presente Real 
orden, decretará V. 8. 1. una revista extraordi- 
naria de todos los que perciban haberes pasivos 
de cualquier clase por la Caja de esa provincia. 
Esta revista ha de ser personal ante V. $. 1., y 
ha de quedar terminada en el plazo de tres meses. 

Si alguno ó algunos no pudieran trasladarse 
á la capital de esa provincia se trasladará V. $S. 1. 
personalmente al pueblo de su residencia, exi- 

iendo la documentación y adoptando en todos 

os casos la medidas que estime necesarias para 
adquirir el convencimiento de la existencia é 
identidad de las personas. 

2.” Mandará V. $. I. suspender todos los ex- 
pedientes incoados en demanda de reconoci- 
miento de pensión y liquidación de la misma en 
los últimos cinco años, dando cuenta á este Mi.- 
nisterio del número de expedientes en curso, las 
fechas de las solicitudes, los nombres de los re- 
clamantes, el del Cuerpo á que pertenecieron y 
el concepto de su reclamación. 

8." Sicomo consecuencia de lo dispuesto en 


esta Real orden resultase que han venido pa-' 


gándose pensiones á personas que no existen, se 
apresurará V.S. 1.á ponerlo en conocimiento 
de los Tribunales, para que puedan proceder 


contra los autores de la defraudación compro- * 


bada. 

4. V.S8, I. procurará dar frecuente noticia á 
este Ministerio del resultado de sus investiga- 
ciones en este importante asunto. De Real or- 
den, etc. Madrid 24 de Noviembre de 1892.—Ko- 
mero.» (Qac. 26 Noviembre.) 


Jurisprudencia, 


La copiosa jurisprudencia relativa á clases y de- 
rechos pasivos la hemos distribuido en el Dicciona- 
río en dlex y nueve números ó grupos, cuyos epí- 
grafes vamos á reproducir y ampliar, incluyendo 
bajo cada uno de ellos las resoluciones formuladas 


(1) Conveniente sería también acordar otra revista ex- 
traordinaria de clases pasivas en la Peninsula, porque 
aqui ha de suceder probablemente lo mismo que en la isla 
de Cuba, y no es justo que por abandono, descuido, tole- 
rancia mal entendida ó por complicidad, los perceptores 
de pensiones óú derechos pasivos encuentren después de su 
muerte quien, con daño de la Hacienda pública, les haga 
representar el papel de vivos. 


ó publicadas durante el periodo de tiempo que 
abarca este APÉNDICE de 1893. 


A 


COMPETENCIA DE LA JUNTA DE CLASES PASIVAS, DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA Y DE OTROS CENTROS, EM 
PUNTO Á DECLARACIONES DE HABER PASIVO: TÉRMI: 
NO8 PARA RECLAMAR, 


(Ninguna decisión podemos agregar en este APÉN- 
DICE á las comprendidas bajo el primer grupo de la 
jurisprudencia del Diccionario, t. VII, p. 126.) 


11 


HUÉRFANAS Y VIUDAS Á QUIENES FAVORECEN LAS PEN- 
SIONES DE MONTEPÍO: EMPLEADOS DEL BANCO DE 
SAN CABLOS Y DEL BANCO DR ESPAÑA, 


16-149 Neviembre 1891 yotras. Las huérfanas 
que al contraer matrimonio estuviesen disfrutando pen- 
sión en participación con sus hermanos ó con la viuda, 
no tienen el derecho de recuperarla; y tampoco pueden 
adquirirla de viudas las que no la disfrutaron cuando 
solteras (1). 

Solicitada por doña Clotilde Sanz, después de 
viuda, la rehabilitación en el goce de cierta pen- 
sión, que mientras estuvo soltera disfrutó en unión 
de su hermana doña Elvira, la Junta de Clases pa- 
sivas declaró á la reclamante sin derecho á la pen- 
sión solicitada; declaración que fué confirmada por 
Real orden de 20 de Noviembre de 1882. Contra esta 
Real orden acudió la interesada en vía contencio- 
sa con la súplica de que se dejara sin efecto tal re- 
NA la cual se declara firme y subsistente por 
el T. C. A.: 

«Considerando que la cuestión objeto de este plei- 
to está terminantemente resuelta por el art. 21 de 
la Inst. de 26 de Diciembre de 1831, que declara ca- 
ducado el derecho de aquellas huéfanas que sólo 
fueran coparticipes de la pensión con la viuda ó 
hermanos al tiempo de tomar estado de matrimo- 
nio, y das lo único que en realidad viene A disoutir- 
se es si se halla ó no vigente hoy dicha disposición: 

Considerando: que cualesquiera otras disposicio- 
nes posteriores que en contrario puedan ale ar80, 
deben estimarse desvirtuadas por el decreto ley de 
22 de Octubre de 1888, por el art. 10 de la ley de pre: 
supuestos de 28 de Febrero de 1873, y últimamente 
por la regla 1.* del art. 1.2 del E. D. de 29 de Enero 

e 1888.» (Sent. 16-19 Noviembre 1891.—Gac. 2 Sep- 
tiembre 1892, p. 876.) 


—La misma doctrina en sentencia de 22 Enero de 
1892. (Gac. 18 Septiembre.) 


—En sentencia de 1. de Febrero de 1892 se repro- 
duce la doctrina anterior, y se añade que menos 
puede invocar derecho á pensión de orfandad la 
viuda que nisiquiera en participación la disfrutó 
cuando soltera, «sin que pueda prevalecer la espe- 
ciosa doctrina de que las Reales órdenes de 14 de 
Mayo de 1850 y 29 del mismo mes de 1655, dictadas 
en resolución de casos particulares, forman parte 
integrante de la Keal instrucción citada como 
aclaración de la misma, y por consecuencia no se 
refiere áÁ ella el precepto del decreto ley de 22 Octu- 
bre de 18968 para que no se aplique á los casos que 
comprende ninguna disposición de aquella clase, 
porque no es racional semejante interpretación por 
ser contraria á su letra y á su espíritu.» (Sentencia 
1. Febrero 1892.—Qac. 22 Septiembre, p. 51.) 


—La misma doctrina en sentencia de 23 Abril 1893. 
(Gac.5 Noviembre, p. 204.) 


49 Diciembre 18991. Para que las viudas que con- 
trajeron segundo matrímonio puedan , al enviudar de 
nuevo, ser rehabilitadas en el goce de la pensión de Monte- 
pío, es necesario que ésta se encuentre vacante, lo cual no 
puede ocurrir cuando quien tendría derecho a ella viene 
percibiendo otra del Tesoro. 


Concedida pensión de Montepío militar á doña 
Isabel Soriano, viuda del capitán de carabineros 
D. Vicente Benito Aguirre, cesó en el goce de la 
misma por haber contraído muevo matrimonio con 
D. Isidro Zapata, trausfiriéndose su disfrute á una 
hija del difunto, llamada Vicenta, habida on su pri- 





(1) Véase en la parte legislativa la Real orden de 10 
de Octubre de 1893 y la nota 4 la misma. 





mer matrimonio, y que optó por pensión del Tesoro, de varios testigos que no atestiguaron sobre el fa- 
que la fué asignada. Pero habiendo enviudado de llecimiento de su marido D. Antonio Bianchi, sino 
nuevo doña Jsabel, acudió al Ministerio de la Gue- sobre su ausencia éjignorado paradero: 

tra con la solicitud de que se la rehabilitase en el Considerando: por lo que se refiere á la devolución 
goce de la que ella disfrutó, á lo cual no se accedió | de las cantidades percibidas por la interesada como 
en vía gubernativa. Reclamado el pretendido dere- | consecuencia del abono de la pensión, que debiendo 
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cho en la contenciosa, se deniega igualmente la de- ser considerada la demandada según ha declarado 
manda por los fundamentos siguientes: et dr ip del Tribunal como poseedora de 
«Considerando: que los servicios de un funcionario vena fe y teniendo además la pensión el carácter 


público no pueden producir derecho á percibir si- dealimenticia, la devolución esimprocedente, mien- 

multáneamente dos pensiones: tras que el acuerdo de la Junta de pensiones civiles 
Considerando: que el derecho de las viudas que que se impugna haya estado en vigor.» (Sent. 11 

contrajeron ulterior matrimonio, á ser rebabilita- nero 1892.— Gac. 15 Septiembre, p. 6.) 

das en la antigua pensión, si después enviudasen, ñ 


exige, para que exista, la condición de que esté va- 30 Abril 4893. Los empleados del antíguo Banco 
cante dicha pensión: Ñ pad de San Carlos que luego pasaron d servir en el de Espa- 

Considerando: que es indiscutible la legitimidad | Aza no conservan derechos de Montepto sí no continuaron 
de la pensión del Tesoro que en la actualidad per- ingresando en las Cajas de la Hacienda los descuentos 


cibe doña Vicenta Benito, toda vez que su derecho E 
emana de la loy de 16 de Abril de 18%8, siendo ado: | ho Banco. eto oo a ao v0s entregaran al mis 


más tan respetable como el que pudiera ostentar 
doña Isabel Soriano, y de cuya pensión no sería le- Don Tomás Varela, empleado del antiguo Banco 
gal despojar á la huérfana del causante: de San Carlos desde 1615, pasó á servir en el de San 
Considerando: que al suprimir los ad Jer el | Fernando y luego en el de España, donde ejercía un 
art. 70 del proyecto de ley de 20 de Mayo de 1862, cargo dotado con 7.500 pesetas al morir en 1876. Su 
puesto en vigor por la ley de 25 de Junio de 1864, in- | hija soltura, doña María, acreditando que hasta 1847 
corporó las pensiones de los Montepios que debie- | sufrió el causante en su haber los descuentos nece- 
ran declararse en lo sucesivo á las de viudas y huér- sarios para adquirir y conservar derecho al Monte- 
fanos que debían satisfacerse con arreglo á dicho pio de oficinas, y que desde 1818 hasta 18768 entregó 
royecto de ley, de donde resulta que la intención puntualmente en las Cajas del Banco sumas que re- 
legislador fué que la pensión del Tesoro sustitu- | presentaban renálogos descuentos «con ánimo de 
yese á la del Montepío, y por consiguiente, la pen- | aplicarlos al Montepío de oficinas, luego que por la 
sión que disfruta doña Vicenta Benito reemplazó Áá | ley se declarase el derecho de los huérfanos á per- 
la que disfrutó doña Isabel Soriano: cibir pensión vitalia», pidió se le asignase la de or- 
Considerando: que estando doña Vicenta Benito fandad, regulándola por el sueldo de 7.500 pesetas. 
Infante en el disfrute legítimo de la pensión del Consta que las sumas entregadas con el indicado 
Tesoro que le corresponde, no puede concederse la | fin en el Banco, fueron devueltas por éste á los al- 
del Montepío á doña Isabel Soriano mientras no baceas de Varela. Denegada la solicitud de doña 


cese doña Vicenta en el disfrute de la del Tesoro: María en vía gubernativa y reproducida en la con- 
Visto el art. 2.9 de la ley de 16 de Abril de 1883: tenciosa, el Tribunal absuelve ¿la Administración: 
Visto el art. 16 de la ley de presupuestos de 25 de «Considerando: en cuanto á la pensión de Monte: 
Junio de 1884... io que la interesada reclama, que para que doña 
Visto el art. 70 del proyecto de ley de 2 de Mayo aría Varela hubiera podido adquirir ese derecho 
de 1862... con relación al sueldo de 7.500 pesetas, último que 
Vista la R. O. de 13 de Septiembre de 1853... por espacio de más de dos años disfrutó el causante, 
Fallamos, etc.» (Sent. 19 Diciembre 1891.—(GHac. 10 | sería menester que éste hubiera sufrido los descuen- 
Septiembre 1892, p. 446.) tos correspondientes en la forma prescrita por el 


art.5. de la Inst. de 28 de Diciembre de 1$581, que 
11 Enero 1893. El concepto de vluda no es aplica- | ¡mpone 4 los funcionarios que no sirven en cñbinas 
ble d las mujeres de ausentes en paradero ignorado; pero | dependientes del Estado la obligación, para conser- 
si se las asignó pensión y la cobraron, no están obligadas | var on las familias el derecho á pensión que pudie- 
4 devolverla, , ] ; , ran tener adquirido, de continuar entregando en las 
Por defunción de D. Vicente Siles, subinspector | Tesorerías de provincia cada seis meses el importe 
que fué de vigilancia en esta corte, se declaró á de los desouentos que se les hiciesen: 
oña Alejandra González con derecho á pensión vi- Considerando: que esta obligación no puede esti- 
talicia del Tesoro de 500 pesetas anuales, como vin- marse cumplida por D. Juan Varela, que desde 1.” 
da de aquél; pero fallecida también doña Alejandra, de Enero de 1848 dejó de ingresar en las oficinas de 
solicitó su hija doña Francisca Siles se la transmi- | Hacienda los descuentos proporcionales á los dife- 
tiera la pensión que disfrutó su madre. No estando | rentes sueldos que percibió hasta su fallecimiento, 
definido el estado civil de la doña Francisca, toda | sin que en este sentido puedan tener alcanoe alguno 
vez que á los seis meses de haber contraído matri- | legal los descuentos que volnntariamente se impt- 
monio con D. Antonio Bianchi en 2 de Marzo de 1866 | so, puesto que con ello no cumplía los preceptos le: 
se ausentó éste de Madrid, ignorándose desde aque- gales, ni su propósito fué otro, según resulta del ex- 
lla fecha cuál fuera su paradero, acompañó, para ediente, que el ponerse en condiciones si poracaso 
que se la conceptuase como viuda, un testimonio legaba á dictarse una nueva ley que de un modo | 
el auto dictado por el juez de pnSis instancia | definitivo regulase las pensiones vitalicias: 
del distrito de la Inclasa en 14 de Agosto de 184 Considerando: que el art. 3.* del cap. 2. del regla- 
aprobando una información ad perpetuam, y por el | mento del Montepío de oficinas que dice: que Jas 
cualseadmitía la presunción de muerte del Bianchi. | viudas y huérfanos de los que al tiempo de su muer- | 
La Junta de pensiones civiles concedió 4 la doña | te quedasen á deber alguna cantidad de Monte no 
Francisca Siles, considerándola como viuda, la pen- | percibirán sino la mitad hasta que queden reinte- 
sión que solicitaba. Declarado lesivo á4 los intereses Eados sus fondos por este medio ó por otro, y que 
del Estado, por R. O. de 22 de Enero de 1889, el acuer- a demandante invoca en su favor, quedó derogado 
do de la suprimida Junta, y mandada pedir su nuli- por el expresado art. 5. de la instrucción de 1831, | 
dad en vía contenciosa, se interpuso demanda por esde cuya fecha la única manera de conservar el 
el fiscal en dicho sentido, declarándose procedente derecho era satisfaciendo puntualmente los des- 
por el Tribunal de lo contencioso, que en conformi- cuentos en las Tesorerías de provincias: 
ad á lo solicitado, revoca el referido acuerdo de la Considerando: por lo que se refiere á la pensión | 
Junta de pensiones civiles:... : del Tesoro, que al bien el art. 75 del proyecto de ley 
«Considerando: que los reglamentos y demás dis- de 20 de Mayo de 1882 concedió derecho á dicha clase 
Pi rd que regulan las pensiones conceden este de pensión á las viudas y huérfanos de los antiguos 
erecho 4 las viudas; que, en la acepción legal lo empleados del Banco español de San Carlos, esta 
mismo que en la común), sólo se entiende por viuda concesión debe entenderse subordinada á Jas con- | 
la mujer cuyo marido ha muerto naturalmente, y diciones que respecto de los empleados del Estado 
ue por lo tanto no pudo estimarse tal para el dis- Áá quienes comprende exige el mencionado proyecto 
rute de la pensión del Tesoro sin violentar el texto | de ley, y quo, por consiguiente, habiendo contraído 
de las disposiciones legales á doña Francisca Siles, matrimonio D. Tomás Varela antes de haber dis 
por el solo fundamento que acogió la Junta de pen- frutado durante dos años sueldo de 8.000 pesetas, no | 
siones civiles del auto del Juzgado de primera ins- ha podido legar á sus huérfanos derecho á pensión 
tancia de la Inclusa de esta corte, que reconoció su | con arreglo al art. 50 del.mismo proyecto de ley.» 
estado de viudez sin otra justificación que el dicho | (Sent. 30 Abril 1893, —Gac, 11 Noviembre, p. 223, 
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SUELDO REGULADOR DE LAS PENSIONES DE MONTEPÍO Y 
DE LAS JUBILACIONES: EFECTOS DE ÉSTAS: SERVICIOS 
ABONABLES: CONDICIONES Y REQUISITOS QUE HAN DE 
TENER LOS NOMBRAMIENTOS Y LOS EMPLEOS, 


6 Jullo 1898941. Adono de los servicios prestados como 
oficial de la contaduria de una Junta diocesana. 


Revocando una Real orden en cuanto declaró que 
no era abonable á un empleado el tiempo que des- 
empeñó el cargo de oficial de la contaduría de la 
Junta diocesana de Sigúenza, establece el T. C. A.: 

«Que el destino de oficial de contaduría de la Jun- 
ta diocesana de Sigitensa, dotado con 540 pesetas 
anuales, está comprendido en las de subalternos de 
la Real Hacienda, conforme al art. 9.? del Real de- 
croto de 8 de Febrero de 1827, procediendo su abono, 
según el art. 12 del de 3 de Abril de 1828, en razón á 
tratarse de plaza de reglamento, supuesto que el de 
$ de Julio de 1840 autoriza á las Juntas diocesanas 
en su art.8.? para nombrar los empleados necesa- 
rios para el despacho de los asuntos de secretaría y 
contaduría; y que la facultad que el citedo art. 8.2 
concede á las Juntas diocesanas, es, sin duda algu- 
na, una verdadera delegación para nombrar sus em- 

leados, y, si bien la regla 2.*, art. 6.2 del decreto 
ey de 22 de Octubre de 1888 previene que se elimine 
de las clasificaciones el abono de todo servicio con 
nombramiento de autoridad delegada, es lo cierto 
que á tal disposición no puede darse efecto retroac- 
tivo, según lo prevenido en el art. 10 de la ley de 
presupuestos de 28 de Febrero de 1873.» (Sent. 68 Julio 
de 1891.—Gac. 14 Noviembre, p. 261.) 


28-30 Octubro 1894. Celadores y comisarios de 
ferrocarriles. Los destinos de esta clase dotados con 6.000 
reales de sueldo, deben estimarse como de Real orden, 
aunque los nombramientos se expidiesen por la Dirección 

al de Obras públicas, y por tanto, deben abonarse 

3 servicios prestados en ellos para los efectos de la ju- 
dilación. 


Confirmado por R. O. de 17 de Noviembre de 1890 
un acuerdo de la Junta de Clases pasivas, que no 
reconoció como abonable á D. Federico Gómez Mem- 
brillera, para los efectos de su jubilación, los servi- 
elos que había prestado como celador de primera 
clase y comisario de tercera de ferrocarriles, 6 in- 
terpuesta demanda ante el Tribunal de lo Conten- 
cioso, se revoca la expresada Real orden y se decla- 
ran abonables al demandante para su clasificación 
y haber pasivo, los expresados servicios: 

«Considerando que atendidos los términos de la 
demanda, la cuestión se reduce á determinar si son 
abonables 4 D. Federico Gómez Membrillera, para 
los efectos de su clasificación y haber pasivo, los 
servicios que prestó desde 24 de Septiembre de 1870 
hasta 6 de igual mes de 1878, como celador de prime- 
eS y comisario de tercera clase de ferroca- 
rriles: 

Considerando: que el R. D. de 18 de Junio de 18532, 
que tuvo por objeto fijar las bases para el ingreso y 
ascenso de los empleados en todos los ramos de la 
Administración pública, así como los derechos y 
categorias de los mismos funcionarios, previene ex- 
deneiónte que los nombramientos de empleados 

e la cuarta categoría, entre los que se compren- 
den los que disfrutan sueldo de 6.000 rs., se harán 
por Real orden, y quo los empleados de sueldo infe- 
rior serán nombrados por sus respectivos jefes: 

Considerando: que Áá tenor de este precepto, los 
destinos de la clase indicada que con sueldo de 6.000 
reales desempeñó Gómez Membrillera, deben esti- 
marsa como de Real orden, porque de otro modo 
ss infringiría el artículo 11 del citado Real decreto, 
sn ans á esto se oponga que los nombramientos se 
expidieren, conforme al art. 22 del reglamento de 
ferrocarriles de 9 de Enero de 1881, por la Dirección 
general de Obras públicas, toda vez que esto sólo 
significa que el Ministerio delegaba en la misma 
Dirección la facultad que tenía para expedirlos: 

Considerando: además, que la R. 0.de 24 de Febre- 
to de 1820, unida á los autos, ha declarado que pro- 
cedía estimar como de Real orden los nombramien- 
tos de celador de primera clase y comisario de ter- 
cera expedidos en favor de Gómez Membrillera, de- 
elaración que está conforme con los principios con- 
signados en el R. D. de 18 Junio de 1853 y en el art. 23 
del mencionado reglamento, según el cual, los auxi- 
liares de las Inspecciones de ferrocarriles, entre los 
que se comprenden los comisarios y celadores, tie- 
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nen los mismos derechos que corresponden á los 
empleados de la Administración pública: 

Considerando: por lo expuesto, que los nombra- 
mientos de Gómez Membrillera para los referidos 
cargos reunen los E de pei exigidos por la regla 
primera del art. 6. del decreto ley de 5 de Octubre 
de 1868, y procede se declaren abonables los servi- 
cios prestados en ellos para la clasificación que el 
interesado solicitó...» (Sent. 9-89 Octubre 1891, dia- 
tada oon vista de los arts. 11 del R. D. de 12 de Ju- 
nio de 1852, 22, párrafo 1. del reglamento para la 
inspección y vigilancia de ferrocarriles de Enero 
de 1861, 23 del mismo reglamento y 6. del decreto 
ley de Y2 de Octubre de 1868, etc...—Gac. 28 Agosto de 
de 1892, p. 340.) 


30 Octubre y 34 Diciembre 1891. Noson abona- 
bles los servicios prestados d la antigua Empresa arren- 
dataria de la sal: Cantidades percibidas indebidamente, 


Los servicios prestados á la Empresa arrendata- 
ria de la sal, sirven de abono para los efectos de la 
jubilación, cuando hay otros anteriores prestados 
á la Hacienda, puesto que tales servicios se compu- 
tan como continuación y no como base ó arranque 
de carrera; pero las cantidades percibidas como 
consecuencia de haberse estimado abona bles dichos 
servicios, no deben ser devueltas por los interesa- 
dos, por tener el caráter de pensiones alimenticias 
y haberse recibido de buena fe. Esta doctrina es la 
que establece el T. de lo C. A. en dos sentencias, 
una de 30 de Octubre y otra de 24 de Diciembre de 
1591. (Gacs. de 28 Agosto y 11 Septiembre 1892, pági- 
nas 344 y 453.) 


34 Marzo 1893. Noson abonables los servicios de 
empleado de Diputación provincial, ni los interinos, ni 
los prestados en el campo carlista, cuando no se acogió 
el interesado al convenio de Vergara en el plazo que el 
mismo Ajó. 


Absolviendo á la Administración de una demanda 
contra Real orden que denegó el abono de ciertos 
servicios en la clasificación de D. Florencio Sanz, 

ara el efecto de señalar haber de orfandad á sus 

ijas, establece el T. C. A. la siguiente doctrina 
con vista del art. 2.2 del convenio de Vergara, de 
E. D. de 19 de Abril de 1848, del art. 6.*, regla 8,4 del 
decreto-ley de 22 de Octubre de 1888, del 15 de la ley 
de 25 de Junio de 1864, del 48 del proyecto que puso 
en vigor, y del 10 de la ley de 28 de Febrero de 1873: 

«Considerando: que no pueden apreciarse como 
de abono los dos años, ocho meses y cuatro días 
que sirvió el cargo de oficial segundo de la Secreta- 
ría de la Diputación provincial de Navarra, porque 
este destino pertenece á la Administración provin- 
cial y no á la general del Estado... 

Considerando: que siendo condición indispensable 
para que los servicios sean de abono que se desem- 

eñen en propiedad y cun Real nombramiento, no 
e es de abono el tiempo de un año, cinco meses 
ocho días que sirvió como interino el cargo de oe 
cial de la Secretaría del Ministerio en la Capitanía 
general de Navarra, son de abono los ocho años, 
cinco meses y ocho días que sirvió en propiedad di- 
cho destino, y el año, tres meses y veintiocho días 
como vocal de la Comisión de estadística de Nava- 
rra, tampoco es de abono, porque ni el cargo está 
retribuido con fondos generales del Estado, ni fué 
desempeñado por Real nombramiento y debe, pues, 
eliminarse: 

Oonsiderando: que D. Florencio Sanz y Baeza no 
se acogió al convenio de Vergara, y aunque lo veri- 
ficó á consecuencia del Real decreto de amnistía 
de 19 de Abril de 1818, los cuatro años, veinte meses 
y veintinueve días de servicios que prestó en el 
campo carlista como secretario de la Junta guber- 
nativa y oficial del Ministerio de la Guerra en pro- 
piedad no pueden reconocerse como base de pen- 
sión, porque así lo dispone terminantemente la re- 

la 8.* del art. 6.2 del decreto-ley de 22 de Octubre 

e 1563: 

Considerando: que siendo los únicos servicios abo- 
nables á D. Florencio Sanz y Baeza los prestados 
en la Secretaría del Virreinato de Navarra, no dan 
derecho á sus hijas á pensión del Montepío militar, 
por no tratarse de empleos militares, según se re- 
solvió, de acuerdo con el T. S. de Guerra y Marina, 
por Real orden del Ministerio de la Guerra de 25 de 
Abril de 1888...» (Sent. 24 Marzo 1892.—Gac. 23 Octu- 
bre, p. 152.) : 
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9 Mayo 1898. La jubilación erea una situación de- 
finitiva que impide la vuelta al servicio, aunque se funda- 
ra en motivos de salud y el interesado alegue que la ha 
recobrado. 


Concedida al catedrático de Instituto D. Víctor 
Oscaris su jubilación á petición propia, por pade- 
cer enfermedad incurable, solicitó la vuelta al ser- 
vicio alegando haber recuperado la salud y acom- 
pañando á su aserto Certificados facultativos que 
así lo aseguraban. Denegada su instancia en vía 
gubernativa, la reprodujo en la contenciosa, donde 
es absuelta la Administración dela demanda, vistos 
los arts. 51, 53 J 54 del reglamento de 15 de Enero 
de 1870 y 11 del decreto ley de 22 de Octubre de 1888: 

«Considerando: que siendo la jubilación, según 
el art. 11 del decreto-ley de 22 de Octubre de 1888, la 
separación definitiva del servicio activo, una vez 
obtenida no es posible dejarla sin efecto como se 
e por el interesado en sn instancia de 24 de 
Septiembre de 1883, y es por lo mismo acertada y 
justa la resolución de la R. O. de 9 de Noviembre 
siguiente...» (Sent. 9 de Mayo 1892.—Gac. 132 Noviem- 
bre, p. 296.) 


AV 
PENSIONES DEL TESORO 


24 Marzo 1891. La pensión que corresponde d la 
viuda y huérfanos de un oficial de Milicias disciplinadas 
de Puerto Rico, muerto en servicio activo y habiéndole 
prestado más de quince aAos, consiste en los 25 céntimos 
de las dos terceras partes del sueldo correspondiente al 
empleo superior inmediato al que disfrutó el causante. 


Fallecido en Puerto Rico el capitán D. Luis Mn- 
ñoz Iglesias, el 5 de Diciembre de 1852, hallándose 
destinado á las Milicias disciplinadas de aquella isla 
y reuniendo más de veinticinco años de servicios 
efectivos, sus hijas doña Josefa y doña Juana soli- 
citaron en 30 de Septiembre de 1888 la pensión del 
Tesoro con cargo á las cajas de la expresada isla. 

Se dictó Real orden por el Ministerio de la Guerra 
concediendo á las solicitantes la pensión anual de 
500 pesetas, con deducción de las pagas de tocas per- 
cibidas por la madre de aquéllas, desde el 30 de Sep- 
tiembre de 1881, que son los cinco años que la ley 
iD á partir de igual fecha de 1886; percibién- 

ola sólo duña Josefa hasta el 24 de Agosto de 1883, 
en que quedó viuda doña Juana, la cual entrará 
á compartirla pensión con aquella desde esa fecha. 
Contra esta Real orden acudieron las interesadas 
al Tribunol de lo contencioso administrativo en sú- 
pos de que se declarase su derecho á la pensión 

e 1.000 pesetas anuales, y se confirmara Jo demás 
que aquella resolución contenía, en cuantu no se 
opusiera á lo solicitado. El Tribunal accede á ello 
Elda bra paro Regencia del Reino de 24 

e Febrero de , y de los arts. 51 y 52d O 
de ley de 20 de Mayo de 1882: gd idad 

«Considerando: que la cuestión que hay que deci- 
dir en este pleito está limitada á la pensión que co- 
rresponde á las recurrentes como hijas del difunto 
D. Luis Muñoz Iglesias, capitán que fué de las Mili- 
cias disciplinadas de Puerto Rico: 

Considerando: que los servicios de Muñoz Iglesias 
exceden de quince años, debe regularse la pensión 
que corresponde á las demandantes por los 25 cón- 
timos de los dos tercios del sueldo superior inme- 
diato que aquél disfrutó, con arreglo á los artículos 
51 y 52 del proyecto de ley de 20 do Mayo de 1882 

os en vigor pore e la de pr 
55 de Junio de 1961: OS 

Y considerando que dicho sueldo es el correspon- 
diente á los comandantes de aquellas Milicias, que 
según la escala Cp establecida por la orden de 
la Regencia de 24 de Febrero de 1812, era el de 6.000 
ed al año, corresponde á doña Josefa y doña 

uana Muñoz Barrios la pensión anual del Tesoro 


de 1.000 pesetas.» (Sent. 24 M 1891.— a : 
israbrS po100) arzo Gac. 17 Sep 


19 Junio 1891. ¿Es abonable el tiempo de ocho 
años de carrera para las pensiones del Tesoro? 


Véase esta sentencia en el grupo XVII. 


20 Jun!lo 1894. Derecho d pensión del Tesoro con8- 
tituido d favor delas familias de los funcionarios que 
fallecieron antes de que se crearan dichas pensiones. 


Por virtud del art. 69, párrafo segundo del proyec- 
to de ley de 1882, la cirounstancia de que el fonclo: 
nario haya fallecido antes de la de presupuestos de 
1864 que cruó las pensiones del Tesoro, no obsta á la 


concesión de las mismas á la familia del emplea: 
do (1). (Sent. 20 Junio 1891.—Gac. 10 Nov., p. 233.) 


35 Junlo dal otras. La pensión del Tesoro 
debe regularse por el mayor sueldo Jisfrutado por el 
causante durante dos años aunque sea en destino obteni- 
do con posterioridad al decreto ley de 22 Octubre de 1868, 


Así se establece en Sents. 25 Junio 1891, Gacs. 10 y 
11 Noviembre, p. 210; 25 Junio 1891, Gac. 11 Noviem- 
bre, p. 241; 10 Julio 1591, Gac. 17 Noviembre, p. 271;30 
Octubre 31 Diciembre 1891, Gac. 12 Septiembre 1882, 
pág. 471, y 18 Marzo 1692, Gac. 21 Octubre, p. 142, que 
reproducen la doctrina de otras muchas anteriores, 
insertas bajo el epígrafe JUBILACIONES en el Diccio- 
nario y en el AP. de 1891. 


pe Julto 1891. Pensión del Tesoro ád las clases mili- 
Te. 


Véase esta sentencia bajo el núm. XVIII. 


3 Octubre 18991. La pensión ha de regularse por el 
sueldo personal del causante, sin computar en él para au- 
mentarlo gratificaciones ó emolumentos inherentes al em- 
pleo; pero aunque s6 hayan computado, no por ello está 
obligado el pensionista dá reintegrar lo indebidamente 
percibido (2). 


La suprimida Junta de pensiones civiles, adoptó 
dos acuerdos reconociendu á doña Ana Moreno el 
derecho á pensión del Tesoro de 3.125 pesetas, cuar- 
ta parte del haber de 12,500 que disfrutó el causante 
durante más de dos años, 11.250 por su sueldo de ma. 
riscal de campo y el resto hasta completar aquella 
asignación, como recompensa aneja á su cargo de 
ministro suplente del Consejo Supremo de Guerra y 
Marina. Revisados tales acuerdos, fueron declarados 
lesivos á la Hacienda por Real orden de 1$88 que 
promovió su revocación en vía contenciosa, á la que 
acudió el fiscal con la súplica de que se redujese la 
pensión de doña Ana á 2.812 pesetas 50 céntimos, 
cuarta parte del sueldo de 11.250, y se condenase Á 
la interesada á devolver el exceso que había perci- 
bido indebidamente por virtud de las resoluciones 
impugnadas. El T. C.A. accede á la primera solici: 
tud y declara no haber lugar á la segunda: 

«. Considerando: que la Junta de Clases pasivas, 
al aceptar como regulador de la pensión so icitada 
por doña Ana Moreno el sueldo de 12.500 pesetas, y 
al señalar en su consecuencia á la interesada la pen- 
sión de 8.125 pesetas, ó sean los 25 céntimos que con 
arreglo á los años de servicio del causante le corres 

ondían, computó en aquella suma no sólo el suel- 
do de 11.250 pesetas que fué el mayor disfrutado du: 
rante dos años Dor D: Antonio Moreno, sino tam: 
bién la gratificación de 1.500 pesetas que percibió 
como ministro suplente del Conseju Supremo de 
Guerra y Marina: 

Considerando: que la mencionada pensión ha de- 
bido regularse exclusivamente por el sueldo de 11.2% 

esetas, no sólo con arreglo al art. 7.2 del proyecto 
do ley de 20 de Mayo de 1802, puesto en vigor por la 
ley de presupuestos de 3 de Agosto de 1866, según el 
cual, la importancia de todas las pensiones será la 
que corresponda al número de años de servicios del 
empleado, que se regulará por el mayor sueldo de 

lanta que en uno ó más destinos de nombramiento 

eal ó de las Cortes, servido en propiedad, hubiese 
disfrutado por lo menos dos años, sino también con 
sujeción á lo dispuesto en el art. 9. del mismo pro- 
yecto de ley, con arreglo al cual, no deben compr: 
tarse como sueldo los sobresueldos, gratificaciones 
y emolumentos inherentes á un empleo: , 

Considerando: por lo expuesto, que la pensión que 
á doña Ana Moreno corresponde, no es la de 3. 
pesetas que la Junta de pensiones civiles le señaló, 
sino la de 2.812 pesetas 50 céntimos, que son los : 
céntimos del sueldo que debe adoptarse como regU- 


(1) Este criterio, por extraño que parezca y 888, tiene 
á su favor, no solamente las sanciones de la jurispruden 
cía, sino la autoridad de la ley que expresamente le im- 
pone. La reg!:a 2.* de la R. O. de 7 de Agosto de 1875 de 
clara que el derecho á pensión del Tesoro «no está subor- 
dinado á condición alguna relativa á si el fallecimien: 
to de los respectivos causantes ocurrió ú ocurre AD: 
tes ó después de la publicación de la propia loy> (la 
de presupuestos de 1864), regla elevada á la categoria de 
precepto legislativo por el art. 1.? de la ley de 15 A 
de 1883. 

(2) Véanse en el grupo anterior las sente. de 30 Octu- 
Lre y 34 Diciembre 1891. 
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lador, atendidos el número de años de servicio del 
causante y la escala del art. 49 del proyecto de ley 
antes citado...: 

. Considerando: que en nada se opone á las razones 
expuestas las circunstancias de que por Real orden 
de 16 de Septiembre de 1853, se concediera á los huér- 
fanos de D. Antonio Moreno el derecho de que la 
pensión que en sn caso se les concediera, fuera la 
correspondiente á las familias de los mifiistros efec- 
tivos del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, no 
sólo porque Gicha Real orden, dada la época en que 
foé dictada, se refería concreta y exclusivamente á 
las pensiones de Montepío, sino también porque 
nuuca podría concederse validez y eficacia á una 
Real orden contra'los preceptos claros y terminan- 
tes de una ley: 

Considerando: por último, y en lo que se refiere al 
reintegro ó devolución de cantidades percibidas de 
más por la interesada con relación á la pensión á 
que tiene derecho, que dicha devolución es impro- 
cedente, así por la indole de alimenticias que tienen 
las pensiones según ha declarado repetidamente la 
urisprudencia, y ser en tal concepto irreintegra- 

les, como por no poderse negar á doña Ana More- 
no su carácter de poseedora de buena fe y tener por 
consiguiente aplicación al caso el principio de dere- 
cho de que el poseedor de buena fe hace suyos los 
Leal os 7 Octubre 1891.—Gac. 6 Agosto 1892, pá- 
gina 906. 


19 Diciembre 1991. El goce de pensión del Tesoro 
impide la concesión de la de Montepío por servicios del 
mismo causante. 


Véase esta sentencia bajo el grupo II, p. 819. 


11 Enero 1893. Concepto legal de la palabra viuda. 


Sobre si comprende á las mujeres de ausentes en 
paradero ignorado: véase esta sentencia bajo el nú- 
mero II, p. 3820. 


v 


ÁBONO DE TIEMPO DE CESANTÍA Á LOS QUE LA HAYAN 
SUFRIDO POR REFORMA Ó BUPRESIÓN DE PLAZA Ó POR 
MOTIVOS POLÍTICOS. 


No se han aumentado durante el año 1892 las reso- 
lnciones que bajo este mismo grupo comprendimos 
en el Diccionario, tomo VII, p. 183. 


vi 


SERVICIOS PRESTADOS COMO MILICIANO NACIONAL MOvTI- 
LIZADO: SERVICIOS MILITARES: MILITARES QUE DES- 
EMPEÑAN DESTINOS CIVILES. 


10 Febrero 18939. Cuándo son abonables los servi- 
cios prestados como miliciano nacional movilizado. No 
tor de abono los prestados en comisión, d los que equí- 
valen los de juez interino. 


«La jurisprudencia tiene repetidamente declarado 

ne el abono de movilización, acordado por la ley 

e30 de Mayo de 1856 exige base de carrera, ó sea el 
desempeño con anterioridad de un cargo al que vaya 
anejo el goce Ó percepción de haberes pasivos. 

También tiene establecido con repetición la juris- 
pradencia administrativa que con arreglo á la re 

le 5.* de la disposición 26 de la ley de 26 de Mayo 

e 1835, sólo son abonables los servicios que reunan 
la condición precisa 6 ineludible de haberse presta- 
do en destino en propiedad, lo cual excluye el aho- 
no de los en comisión, carácter que tienen los des- 
empeñados como juez interino.» (Sent. 18 Febrero 
1892 —Gaceta 27 Septiembre, p. 71.) 


Vil 


SERVICIOS PRESTADOS EN DESTINOS SUBALTERNOS 
Y MECÁNICOS 


13 Julio 14891. No son abonables los servicios pres- 
s como subalterno conforme al reglamento de 18 de 
Junio de 1853, pero sí los de aspirantes d oficial en desti- 
ro para el que se obtuvo nombramiento del Tribunal de 
Cuentas antes del decreto ley de 22 de Octubre de 1868. 


Denegados 4 D. Francisco Trigo en su clasifica- 
ción pasiva como jubilado los servicios que prestó 
como dependiente de consumos con la dutación de 
517 pesetas 50 céntimos, El 821 pesetas 25 céntimos 
y los de aspirante á oficial del Tribunal de Cuentas 
por nombramiento del mismo, el de lo Contencioso 
tdministrativo, ante el cual reclamó el interesado 
en vía contenciosa, declara que sólo debe rebajár- 
sele de sn clasificación el tiempo que el actor sirvió 
la plaza de dependiente de consumos: 


«Considerando: en cuanto al tiempo servido por 
D. Francisco Trigo y Samper en su destino de depen- 
diente de consumos con nombramiento de la Direa- 
ción general del ramo, en Almería, Valencia, Sevi- 
lla y Barcelona, que al tenor de las prescripciones 
del R. D. de 18de Junio de 1852, vigente cuando el in- 
teresado entró á desempeñarlo, este destino no se 
hallaba comprendido en pe de las categoríaa 
en que se dividen los So sS os de la Administra- 
ción activa del Estado, y la misma denominación de 
dependiente de consumos con que se distingue, in- 
dica con toda claridad que es empleo subalterno: 

Considerando: que aunque en el art. 6. del preci- 
tado Real decreto están equiparados los empleadoa 
de la quinta categoría, ó sean los aspirantes á ofl- 
cial con los subalternos ó dependientes para decla- 
rar que ni unos ni otros tienen opción á sueldo de 
cesantía Ú% jubilación, esta aparente asimilación 
cesa en cuanto el referido Artículo trata del abono 
de servicios para jubilación ó cesantía, porque tex- 
tualmente previene que para estos efectos se abona- 
rán los años servidos á los de la categoría quinta, ó 
sea á los aspirantes, y se hace caso omiso de los de- 
pendientes ó subalternos, por lo cual es evidente 
que no le son de abono alinteresado para su jubila- 
ción los servicios prestados como dependiente de 
consumos: 

Considerando: respecto de los servicios que prestó 
desde 9 de Diciembre de 1863 basta 28 de Abril de 1874 
como aspirante á oficial de plaza son nombramien- 
tos acordados por el Tribunal de Cuentas del Reino, 
que según la doctrina de la R. O. de 7 de Octubre de 
1890, dictada á consulta del Consejo de Estado, como 
decisión que ha de servir de regla general, los servi- 
cios prestados antes de 19863 son abonables siempre 
que emanen de nombramientos hechos en virtud de 
atribuciones reglamentarias por Cuerpos ó autori- 
dades á quienes no pueden negarse las considera- 
ciones concedidas á los directores generales de los 
Centros administrativos, en cuyo caso se encuentra 
el Tribunal de Cuentas del Reino: 

Considerando: que tales nombramientos, hechoa 
por delegación para destinos que gozan de catego- 
ría de empleo público, producen servicios abona bles 
en las clasificaciones para jubilación ó cesantía, á 

esar de la regla general establecida en el decreto 

ey de 22 de Octubre de 1968, eta da según el art. 10 

de la ley de presupuestos de 18783, que lo aclara y 
explica su alcance, no debe entenderse en ningún 
caso que el referido decreto ley pueda tener en su 
aplicación efecto retroactivo con respecto á dere- 
chos fundados en leyes anteriores, y á los abonos de 
servicios prestados por nombramiento de autoridad 
competentemente delegada: y 

Y considerando: que, en tal concepto. los servicios 
prestados por D. Francisco Trigo y Samper en la 
referida ópoca de 9 de Diciembre de 1863 á 28 de 
Abril de 1561 son de legítimo abono, á pesar de lo es- 
tablocido como precepto de carácter A pos 

or el R. D. de 29 de Enero de 1889 y por la R. O. de 22 

e Marzo del mismo año, porque la R. 0. de 7 de Oc- 
tubre de 1590, dictada como regla general aplicable 
á todos los casos de la índole del presente, respeta 
y corrobora la declaración del art.10 de la ley de 
presupuestos de 28 de Febrero de 1873 arriba citado.» 
(Sent. 13 Julio 1891.—Gac. 18 Noviembre, p. 275.) 


30 Septiembre 1891. Servicios abonables: No lo 
son los prestados como dependiente ó cabo en el suprimido 
Resguardo de sales; pero sí los de aspirante d oficial ob- 
tenidos después del decreto de 1868 como continuación de 
otros anteriores... 


Accediendo en parte á una demanda de D. José 
Antonio González, con vista de los arts. 9.” y 12 del 
R. D. de 7 de Febrero de 1827, 1.? y 6.2 del de 18 Junio 
de 1852, 6.2 del de 22 de Octubre de 1683 y 10 de la ley 
E Perenpuestos de 48 Febrero de 1873, establece el 


«Que los servicios prestados por dicho interesado 
en el Resguardo terrestre ó marítimo de sales con 
la categoría de dependiente ó de cabo, por el caráo- 
ter de mecánicas que tenían las obligaciones que á 
dichos cargos van anejas, no pueden considerarse 
más que como de subalterno, y por consiguiente, no 

aeden serle de abono en suclasificación, todo según 

o dispuesto en los articulos que después se citarán 
de los Reales decretos de 7 de Febrero de 1827 y 18 de 
Junio de 1852: ds 

Considerando: por lo que se refiere á los servicios 
prestados por el interesado en el cargo de aspirante 
á oficial, que la cirounstancia de haber sido nom- 
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brado por el interventor general no puede perjudi- 
carle aun después de promulgado el decreto ley de 
22 de Octubre de 1888, por tratarse de un nombra- 
miento hecho por autoridad competente, delegada 
para ello, y porque el respeto á los derechos adqui- 
ridos que prescribe el art. 10 de la ley de presupues- 
tos de 28 de Febrero de 1873 obliga á estimar como 
vigentes esos derechos mientras que se ejerza el 
cargo ó empleo cuyo nombramiento, fundado en 
disposiciones legales, haya dado origen al derecho 
que la referida ley de presupuestos ordena respetar: 

Considerando: que por esta razón los servicios 
os por el recurrente como aspirante á oficial 

e primera clase de la Intervención de la Adminis- 
tración económica de Sevilla desde 4 de Agosto 1873 
á 4 de Febrero do 1878 son de legítimo abono, no sólo 
porañe deben considerarse como continuación ó 

esenvolvimiento de los que como aspirante á ofi- 
cial de segunda y tercera clase prestó antes de 1888, 
sino porque no sería justo que por la circunstancia 
de haber obtenido un ascenso viniera á resultar de 
peor condición que si hubiera conservado la catego- 
ria que tenía adquirida antes de la indicada fecha.» 
(Sent. 80 Septiembre 1891.—Gac. 8 Agosto de 1892, pá- 
gina 300.) : 


93 Abril 189899. Tiene concepto de subalterno el des- 
tino de mozo de la Subsecretaría de Gobernación. 


Absolviendo á la Administración de una demanda, 
se establece la doctrina del epígrafe con vista de 
los arts. 1. y 6. del R. D. de 18 de Junio de 1852. (Ga- 
ceta E Noviembre.) 


vna 
CONVENIDOS DE VERGARA 


24 Marzo 18932. Los que habiendo servido la causa 
carlista no se acogieron oportunamente al convenio de 
Vergara, carecen de derecho d pensión. 


Véase esta sentencia en su lugar cronológico del 
grupo 1TI, p. 821. 


AX 
REGULARES EXCLAUSTRADOS 


No se ha pronunciado, en el período de tiempo 
que comprende este APÉNDICE, declaración alguna 
respecto á esos derechos pasivos. 


Xx 
CONSEJEROS DE ESTADO 


: : 14-19 Mayo 1892, Se declara competente el Tribu- 
nal Coetencioso-administrativo para conocer de demanda 
interpuesta contra Real orden que denegó d un exconseje- 
ro el derecho de cesantia, y declara que la regla 22 de la 
ley de presupuestos de 1835, se halla derogada por otras 
disposiciones posteriores que someten las clasificaciones 
pon de esos funcionar:03 d las reglas d que se ajustan 

de los demás empleados.—V oto particular en el 
sentido de acceder d la solicitud del demandante. 


Don Miguel Martínez de Campos desempeñó más 
de tres años el curgo de consejero de Estado y pres- 
tó otros serviciosen la Administración pública, que 
acumulados á los de dicho destino, sumaban a go 
más de veintinueve años; por todos los cuales pidió 
ante la Junta de Clases pasivas haber de cesantía 
invocando la regla 22 de la ley de 1835, no derogada 
por ninguna otra; pues la R. O. de 38 de Enero de 1883 
que la contraría, carece de la eficacia y autoridad 
necesarias para desvirtuarla. Denegada su instan- 
cia por la Junta y en alzada por R.O. de 4 de Di- 
ciembre de 1590, fundada en no tener el interesado 
base de carrera anterior al año 1815, formuló Martí- 
nez de Campos demanda ante el Tribunal Conten- 
cioso-administrativo. El fiscal la contestó, y por 
otrosí advirtió que en todos sus ministros, excepto 
en el presidente, concurría causa legal de recusa- 
ción por interés indirecto en el pleito; y les invitó á 
que se abstuvieran de conocer de él. Cuatro de ellos 
se abstuvieron en efecto, y continuada la sustancia- 
ción ante los siete restantes, recayó sentencia por 
mayoría declarando la competencia del Tribunal 
Dan conocer del recurso y absolviendo de la deman- 

a á la Administración. He aquí los fundamentos 
del fallo, pronunciado con vista de los arts, 1.0 y 20 
del R. D. de 24 de Marzo de 1834, regla 22 de la ley de 
26 de Mnyo de 1835 y arts. 3.2 de la de 23 de Mayo de 
1645, 14 de la de 25 de Julio de 1855, 8.2 del decreto lo y 
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de 2 de Octubre de 1888, 1. y 2. de la ley de 3 de 
Abril de 1856, 1. de la de 17 de Agosto de 1800 y 1.* y 
103 de la de 18 de Septiembre de 1888: 

«Considerando: que la resolución contra la que se 
ha interpuesto el recurso y se ha formalizado la de- 
manda reune todos los requisitos exigidos en el ar- 
tículo 1. de la ley de 13 de Septiembre de 1888 para 
que pueda ser reclamada en vía contenciosa, y no 
se halla comprendida en ninguna de las excepciones 
que el art. 4.2 de la misma ley establece, por lo cual 
este Tribunal tiene manifiesta competencia para 
entender del asunto, así por la naturaleza como por 
razón de la competencia del mismo: 

Considerando: que el requerimiento de inbibición 
sólo procede, conforme al art. 103 de dicha ley, en 
el caso de que el Tribunal carezca de competencia 
ó incurra en abuso de poder, y demostrado que la 
Real orden impugnada es susceptible de revisión en 
vía contenciosa, es evidente que el Tribunal tiena 
jurisdicción y competencia para resolver sobre las 
pretensiones de la demanda: 

Considerando: que la cuestión planteada en la de- 
manda y que debe resolverse en esta sentencia se 
reduce á determinar si el demandante D. Miguel 
Martínez de Campos y Antón, como consejero de Es- 
tado en situación de cesante, tiene derecho al haber 

ue para los secretarios del Despacho y consejeros 
de Estado que hayan desempeñado estos destinos 
en propiedad señala la regla 25 de la ley de presn- 
puestos de 28 de Mayo de 1835: 

Considerando: que en la citada regla se dice: «Los 
secretarios del Despacho y consejeros de Estado 
que hayan desempeñado estos destinos en propie- 

ad, se les abonará el sueldo de 30.000 reales sin 
sujeción á años de servicio», cuyas palabras ni gra- 
matical, ni lógica, ni legalmente pueden aplic: rse 
á otros consejeros que á los que habian pertenecido 
al Consejo de Estado que so declaró en suspenso 
por el art. 1. del R. D. de 24 de Marzo de 1834: 

Considerando: que la palabra sueldo y no cesantía, 
consignada en la ley, corresponde á la situación 
especial de aquellos consejeros, partes componen- 
tes de un Consejo en suspenso, en Cuyo caso no se 
halla el demandante que ha cesado en su cargo, 
no por suspensión del Consejo donde prestara sus 
servicios, que queda vivo y subsistente, sino por un 
Real decreto de cesantía que no se expidió á nin- 

uno de aquellos consejeros á quienes pretenda 
igualarse: 

Considerando: que según lo dispuesto en la ley 
13, titulo 1. Partida 1.*, «entender se deben las 
leyes bien e derechamente, parando siempre mien- 
tes á la más sana parte e más provechosa»; y en 
verdad que no se entendería la citada ley de 28 de 
Mayo de 1836 bien e derechamente suponiendo que ha- 
bía sido hecha para un Consejo de Estado que se 
creara veinticinco años después, ni se pa»aria 
mientes en el verdadero entendimiento á la parte mds 
provechosa si se accediera á la demanda; pues en 
provecho de la sociedad se hacen las leyes, y no en 
exclasivo beneficio de los intereses particulares: 

Considerando: que de lo expuesto se deduce que 
no hay tales pretensos derechos de cesantía crea- 
dos para los consejeros de Estado en la mencionada 
ley de 28 de Mayo de 1835; pero aunque los hubiera 
no serían valederos hoy, porque el art. 3.9 de la ley 
de presupuestos de 22 de Mayo de 1845 acabó con las 
cesantías para los empleados que ingresaran en el 
servicio después de aquella fecha, toda vez que en 
dicho art, 3.2 dispuso que, á partir de su publica- 
ción, ningún empleado de nueva entrada tendría 
derecho al goce de sueldo por cesantía, y que bin: 
gún ascenso de los actunles empleados ó de los ce- 
santes daría derecho al aumento del haber de ce- 
re si el nuevo empleo se servís menos de dos 
años: 

Considerando: que no puede aceptarse la afirma- 
ción de que los consejeros de Estado no son emplea- 
dos públicos, y que por ello no están comprendidos 
en elart 3. de la citada ley de 22 de Mayo de 151, 

orque en la misma ley que sirve de fundamento Á 
a demanda, se dice: «A los consejeros de Estado 
que hayan desempeñado estos destinos en propiedad»; 
y 4 los que desempeñan destinos, empleados y no 
otra cosa se les llama en el lenguaje corriente en 
que se escriben y deben escribirse las leyes para que 
todos las entiendan: 

Considerando: además, que sobre no haber razón 
alguna para dejar de considerar empleado á todo 
funcionario público dependiente del Poder ejecutl- 
yo, la ley de 35 de Abril de 1856, al declarar que el 
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cargo de Ministro de la Corona es el empleo público 
de más importancia en el Gobierno de la Nación, 
da 4 entender de manera clara, que no hay funcio- 
nario alguno del Estado, por elevada que sea su 
categoría y el ramo de la Administración pública 
en que preste sus servicios, que pueda considerarse 
exceptuado de aquella denominación: 

Considerando: que una ley de presupuestos, cua- 
lesquiera que sean los preceptos en ella contenidos, 

uede derogarse por otra de igual indole y natura- 
esa, sin que en la de 28 de Mayo de 1835 haya nada 
especial ni de privilegio que necesite derogación 
petalos $ axpresa, y que deba quedar subsistente 
después de publicada la de 22d6 Mayo de 1845: 

Coasiderando: que aun prescindiendo de la doc- 
trina antes expuesta, se demuestra plenamente 
que la ley de presupuestos de 1815 derogó la regla 
2 de la de 1835, por el hecho de e ay para convalidar 
la cesantía de los Ministros de la Corona fué preci- 
so dictar la ley de 80 de Abril ds 1858, en cuyo ar- 
tículo 2.0 se establece que las condiciones exigidas 
en el párrafo primero para el derecho á cesantía, 
comprendían, no sólo á los que en lo sucesivo fue- 
ren consejeros de la Corona, sino también á los que 
habían sido desde que se declararon extingnuidas 
las cesantías de todos los empleados públicos, con 
lo cual claramente se expresa que desde la publica- 
ción de la ley de 1845 no estaba en vigor la djisposi- 
ción de la de 1835, que concedía en absoluto sueldos 
á los secretarios del Despacho y á los consejeros 
de Estado que hayan desempeñado estos destinos 
en propiedad: 

Considerando: que las leyes de 25 de Julio de 1855 
y de 22 de Octubre de 1868 ampliaron á las jubila- 
ciones y pensiones de Montepío el precepto estable- 
cido ya para las cesantías en el párrafo segundo 
del art. 3. de la ley de 1845, de que ningún sueldo 
sirviese de regulador si no se había disfrutado dos 
añcs, de donde se infiere que si este párrafo ha po- 
dido derogar ó modificar la regla 22 de la ley de 
1835, que no exigia semejante requisito para el dis- 
frute del haber que señalaba, del propio modo debe 
entenderse que el párrafo primero de dicho ar- 
tículo pudo también derogar la mencionada regla 
2, extinguiendo para lo sucesivo los derechos pasi- 
vos de cesantía que la misma señalaba en favor 
ra secretarios del Despacho y consejeros de Es- 

ado: 

Considerando: que la sentencia de este Tribunal 
de 21 de Febrero de 1890, que declaró á D. José Luis 
Retortillo sin derecho á haber pasivo de cesantía 
como consejero de Estado, por no haber servido el 
cargo durante dos años, confirma la doctrina ante- 
riormente expuesta, porque si la jurisprudencia de 
este Tribunal tiene ya reconocido que la ley de 1835 
está modificada por las leyes de 1855 y 1978, que re- 
producen lo consignado en la ley de 1845, la cual 
pos túa que se ha de disfrutar un sueldo durante 

os años para que sirva de regulador del haber de 
cesantía, es lógico establecer que la misma ley de 
1815 ha tenido eficacia y virtualidad para derogar 
la regla 22 de la ley de 1835, extinguiendo el haber 

ue ósta señalaba en favor de los secretarios del 
espacho y consejeros de Estado, por la disposi- 
ción contenida en aquélla, según la cual desde la 
publicación de la misma ningún empleado de nue- 
va entrada tendrá derecho al goce de sueldo por 
cesantía: 

Y considerardo: por las razones dera que la 
Real orden impugnada se ajusta á los preceptos 
legales de que queda hecho mérito, y procede por 
tanto su confirmarión... 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos la 
competencia de este Tribunal para conocer del re- 
curso que ha dado origen á este pleito; y que debe- 
mos absolver y absolvemos á la Administración ge- 
ueral del Estado de la demanda interpuesta por el 
licenciado D. Miguel Martínez de Campos y Antón 
contra la R. O. de 4 de Diciembre de 1890, que queda 
firme y subsistente (1).» (Sent. 14-19 Mayo 1892.— Gace- 
ta 13 Noviembre, p. 149.) 





(1) Tres consejeros ministros formularon voto parti- 
cular en el sentido de reconocer al demandante derecho 
al haber de 10.000 ptas. como consejero de Estado cesan- 
te, reproduciendo sustancialmente los fundamentos del 
voto, que emitieron enel pleito promovido por el marqués 
de Betortillo y fallado por las sent. de 21-22 de Febrero 
de 1890, y además que la Real orden de 8 de Enero de 
18883, no debe prevalecer como dictada «con infracción 
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x1 


FUNCIONARIOS DE LOS.ÓRDENES JUDICIAL Y FISCAL: 
ÁBONO DE OCHO AÑOS DE CARRERA. 


13-18 Juulo 1891 y otra. Auxiliares del Minis- 
terio de Gracia y Justicia y vicesecretarios de Sala: Unos 
y otros funcionarios muertos desde 1.” de Enero de 1856, 
dejan d sus familias pensión de Montepío, por hallarse 
asimilados sus cargos d los de la carrera judicial en vir- 
tud del R. D. de 13 Diciembre de 1867. 


Es fundamento de la doctrina del AS que 
«la declaración del derecho á pensión de Montepío 
en los jueces de primera instancia procede de ley 
expresa terminante, cual es la de 16 Abril de 1858, y 
por tanto, no son aplicables al caso las restriccio- 
nes establecidas por el art. 15 de la ley de presu- 
puestos de 1864, y por el 14 del decreto ley de 22 de 
Octubre de 1865; que la asimilación del empleo de 
auxiliar de la clase de primeros del Ministerio de 
cla y Justicia con el de juez de primera instan- 
cia de término tiene su origen en un Real decreto 
orgánico de la carrera judicial, sin qne aquélla 
pueda considerarse como una mera aptitud ó sim- 
ple categoría, pues lejos de eso, significa la identifi- 
cación completa de derechos en el funcionario asi- 
milado, cuyo criterio tiene su confirmación en va- 
rias decisiones contencioso administrativas, y en- 
tre otras en la sentencia del Tribunal Supremo de 
Justicia de 19 de Noviembre de 1874, los Reales de- 
cretos sentencias de 18 de Agosto de 1853 y 80 de Ju- 
bio de 1885, y en la sentencia de este Tribunal de 7 
de Junio de 1890 (1); y que no son de aplicar las dis- 
posiciones contenidas en la regla décima del Real 
decreto de 29 de Enero de 1889, y en la Real orden de 
31 de los mismos mes y año, porque cualquiera que 
sea la eficacia de estos preceptos, no puede resol- 
verse con arreglo á ellos la cuestión del presente 
litigio, pues de otro modo se les daría efecto retro- 
activo, infringióndose los más elementales princi- 
pios de Derecho.» (Sent. 17-18 Junio 1891.—Gac. 9 No- 
viembre, p. 226.) 


(19 Junio 1891.) Por los mismos fandamentos que 
el Tribunal de lo Contencioso mdministrativo re- 
produce cuasi á la letra, revoca otra Real orden 
denegatoria de pensión de Montepío á la viuda de 
un vicesecretario de la suprimida Sala 4.* de la An- 
diencia de Madrid, destino asimilado por el Real 
decreto de 13 de Diciembre de 1897, al de juez de pri- 
mera instancia de ascenso. (Gac. 9 Noviembre, pági- 
na 231.) 


8 Abril 1893 y otra. Las familias de los relatores 
de Audiencia no tienen derecho d pensión de Montepío 
pues aunque el R. D. de 13 de Diciembre de 1867 asimiló 
aquellos funcionarios d los jueces y promotores fiscales, 
fué con el objeto de fijar reglas para proveer las plazas 
de la judicatura, magistratura y Ministerio ¡iscal..., sin 
que obate la jurisprudencia hasta ahora establecida, y 
favorable d la concesión de viudedades y orfandades. 


Fallecido en 1870 D. Pedro Mirasol y Contreras, 
relator de la Audiencia territorial de Granada des- 
de el año de 1831, solicitaron en 1885 sus hijas doña 
Francisca, doña Antonia y doña Carmen, la pensión 
de Montepío de 1.250 ptas. y atrasos de cinco años. 
La Junta de Clases pasivas declaró á las interesa- 
das sin derecho á la pensión solicitada, porque el 
destino desempeñado por su causante carecía de 
incorporación 4 Montepío, y sin derecho también á 
la pensión del Tesoro por carecer de sueldo regula» 
dor. De este acuerdo se alzaron las interesadas para 
ante el Ministerio de Hacienda; que por R. O. de 29 
de Octubre de 1890 desestimó el recurso. Formaliza- 
da demanda en vía contenciosa, se confirma la re- 
solución ministerial porlos siguientesfundamentos: 

«Considerando: que la cuestión que en este pleito 
se discute, se reduce á determinar si las demandan- 
tes tienen ó no derecho á pensión de Montepío en 
concepto de huérfanos del relator que fué de la Au- 
diencia de Granada D. Pedro Mirasol: 


de la ley orgánica de 17 de Agosto de 1860, que en 8u 
art. 45 previene las condiciones que han de cumplirse en 
las instrucciones gen-rales para la aplicación de la ley, y 
no puede ser aplicada, por haberse dictado sin audien- 
cia previa del Consejo de Estado». : 

(1) Estas decisiones son referentes d los derechos pasi- 
vos delos relatores.( Véanse en el artículo JUBILACIONES, 
del Diccionario, y bajo el mismo epígrafe en los APÉN- 
DICES de 1888 y 1891, ps. 656 y 285.) Ñ 


ñ 
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Considerando: que aun ouando éste obtuvo por 
FR. O. de 30 de Abril de 1851 la consideracion y cate- 
goría de juez de primera instancia de término, di- 
cha Real orden y el título que en su consecuencia se 
expidió al otorgarle tal honor, preeminencia y con- 
sideración, es indudable que no le concedieron al 
mismo tiempo y por modo indirecto derechos pasi- 
vos, los cuales no se conceden implícitamente con 
los honores: 

Considerando: que el fundamento esencial que 
sirve de base á la demanda consiste en afirmar que 
asimilados los relatores á los jueces por el R D. de 
18 de Diciembre 1867, 6 incorporados éstos al Monte- 
pío en virtud de la ley de 18 de Abril de 1856, la in- 
corporación alcanza á dichos relatores; y por tanto 
sus familias tienen derecho á la pensión de Monte- 
pío que los demandantes pretenden: 

Considerando: que el referido R. D. de 13 de Di- 
ciembre de 1867 tuvo por objeto, como se expresa en 
su preámbulo, fijar reglas para proveer las plazas 
de la Judicatura, de la Magistratura y del Ministe- 
río fiscal, y determinar los distintos grados que for- 
man la jerarquía de estas carreras; y que sólo á este 
propósito, después de enumerar en el art. 1. los 
grados de la jerarquía judicial, determina en el 2% 
quiénes Dor asimilación habían de considerarse 
comprendidos en ellos, figurando en el séptimo gra- 
do los relntores del Tribunal Supremo y de las An- 
diencias, y añade en su párrafo final que los funcio- 
narios comprendidos en dicho art. 2.2 tendrán todos 
los derechos declarados d sus respectivos grados: 

Considerando: que estas últimas palabras mues- 
tran claramente qES el objeto del Real decreto era 
conceder á los individuos que por asimilación com- 
prendia, no todos los derechos de los funcionarios, 
sino los inherentes á su respectivo grado en orden 
al ascenso dentro de la carrera, siendo de ello bue- 
na prueba queen los restantes artículos, y al tratar 
de la provisión de las diferentes plazas de la carre- 
ra judicial, pone que para las vacantes que ocu- 
rran en todos los grados, excepción hecha del Tri- 
bunal Supremo, se propongan personas que hubie- 
sen desempeñado por dos años plazas del grado in- 
ferior, por cuatro ó seis, de los siguientes á éste: 

Considerando: que aun cuando el referido Real 
decreto hubiese tenido el propósito de incorporar 
los relatores al Montepío, concediéndo!es así dere- 
chos pasivos, hubiera sido en este punto completa- 
mente ineficaz, porque desde la publicación del ar- 
tículo 15 de la ley de presupuestos de 25 de Junio de 
1861, toda declaración de derechos pasivos á cual- 
quiera clase de funcionarios del Estado, y toda al- 
teración en los que cada clase disfrute por la legis- 
lación vigente, deberán ser objeto de ley: 

Considerando: además, que con arreglo á lo dis- 

nuesto en el art. 12 del decreto ley de 22 de Octubre 

e 1868, que en esta parte ro hace otra cosa que re- 
producir el precepto que acaba de citarse, si la in- 
corporación á Montepío se hubiera verificado como 
se nens por el Real decreto de 1887, habria que- 
dado sin efecto, en razón á no haber sido objeto de 
ley, supuesto que la de 16 de Abril de 1856 que las 
demandantes invocan, incorporó á los jueces de 
primera instancia y á los promotores fiscales, pero 
no á los relatores: 

Cousiderando: que de lo expuesto se deduce con 
toda evidencia, qn por no hallarse el cargo de re- 
lator incorporado á Montepío, ni menos por dispo- 
sición alguna que tenga carácter de ley, catecenlos 
ro de derecho 4 la pensión de que se 

rata: 

Considerando: que si bien la jurisprudencia en 
diferentes resoluciones ha concedido pensiones de 
Montepío á vindas ó huérfanos de relafores, tal ju- 
risprudencia no puede fundarse, como queda de- 
mostrado, en el estricto derecho, sino en conside- 
raciones de equidad, como lo demuestra el Real de- 
creto sentencia de 20 de Julio de 1881, al otorgaruna 
pensión, no por hallarse el caso taxativamente 
comprendido en el reglamento de Montepío, sino 
porque «la jurisprudencia viene mitigando el rigor 

e una legislación que se considera incompleta 
hasta que se apruebe una ley general de las clases 
pasivas», 

Vista la ley de 16 de Abril de 1858, art. 83..; el 20 
del R. D. de 13 de Diciembre de 1867...; la loy de pre- 
supuestos de 25 de Junio de 1884, en su art. 15..., y el 
12 del decreto ley de 22 de Octubre de 1568... 

Fallamos: que debemos absolver y absolvemos á 
la Administración general del Estado de la deman: 
da deducida por el procurador D. Fidel Serrano, á 


nombre de doña Antonia, doña Francisca y doña 
Carmen Mirasol de la Cámara, contra la Real orden 
expedida por el Ministerio de Hacienda en 22 de 0o- 
tubre de 1890, la cual queda firme y subsistente.» 
(Sent. 8 Abril 1692.—Gac. 1. Noviembre, p. 180.) 


—Otro caso exactamente igual al anterior en sen- 
tencia de 19 Mayo de 1892, denegando á doña Tere: 
sa Maspons la pensión que solicitó como viuda de 
un relator. (Fac. 16 Noviembre, p. 259.) 


9 Jullo 1891 y otras. El abono de ocho años de 
carrera es aplicable á los funcionarios judiciales y fisca- 
les que ingresaron en ella después de la ley de presupuestos 
de 18665, no obstante la R. O. de 23 de Marzo de 1589. que 
carece de autoridad contra el decreto-ley de 22 de Octw- 
bre de 1868 y la Org. del Poder judicial de 1870.—Costas: 
No son de imponer á la Administración por haber impug- 


nado en via contenciosa la Real orden que concedió el 
abono de los ocho años. 


Absuelve el Tribunal 4 D. Manuel Alted de una 
demanda entablada por el Ministerio fiscal á nom- 
bre de la Administración contra cierta Real orden 
que declaró de abono á aquel interesado, para los 
efectos de su jubilación, el tiempo de ocho años por 
razón de carrera, El interesado pidió que se impu- 
sieran las costas á la parte demandante, y el Tribu: 
nal, que no accede Á esta pretensión, reproduce 
literalmente, como fundamentos de la sentencia, 
todos los que adujo en la de 13 de Diciembre de 15% 
(AP. de 1891, p. 287, y JUBILACIONES, del Dicc.), y dice 
además respecto de las costas: 

«Que no es procedente la imposición de costasá 
la Administración, como pretende el demandado, 
supuesto que si bien la doctrina que queda estable- 
cida lo fué ya en fallo de este Tribunal de 13 de Di- 
ciembre último, por ser única hasta el presente 
aquella resolución, y anteriores á la misma el 
acuerdo de la Junta de Olases pasivas..., que nee 
á D. Manuel Alted el derecho de que se trata, y la 
Real orden que declaró lesivo el primitivo acuerdo 
(que concedía dicho derecho), es evidente que las 
Administración no ha procedido con temeridad al 
interponer la vía contenciosa contra el mismo.» 
(Sent. 9 Julio 1891.—Gac. 17 Noviembre, p. 267.) 


—En otra sent. de la misma fecha revoca el T.C.A. 
una Real orden que negó al actor el abono de ocho 
años de la carrera de abogado, y reproduce la doc- 
trina establecida en sus ente. de 13 de Diciembre 
de 1890 y en la arriba inserta. 


—Otros casos iguales en Sents. de 30 de Marzo y 14 
de Mayo de 1892. (Gacs. 30 Octubre, p. 160 y 13 Xo- 
viembre, p. 247.) 


xmM 
CATEDRÁTICOS DE LAS UNIVERSIDADES É INSTITUTOS 
Véase bajo el grapo XVII la Sent. de 29 de Enero 
de 189% 


XMI á xVIA 


Ninguna declaración se ha pronunciado en el año 
1892 sobre los puntos que son objeto de estos núme- 
ros en el Dicc. 


XVI 
DERECHOS PASIVOS DE LOS EMPLEADOS DE ULTRAMAR 


19 Junlo 1891. El abono de ocho años no puede ha- 
cerse para el computo de pensiones del Tesoro, cuyo regw 


lador debe ser el mayor sueldo disfrutado por el causan- 
te durante dos años. 


«La jurisprudencia ha declarado ya que el abono 
de años de carrera sólo puede tener lugar con arre- 
glo á la ley de 1835 paa os efectos de la jubilación, 
pero en manera alguna para la ión de las 
pensiones del Tesoro»; y debe servir de regulador el 
mayor sueldo disfrutado por el causante durante 
más de dos años, pues así terminantemente se dis- 
pone en el art.6.% de la ley de 23 de Mayo de 1870. 
(Sent. 18 Junio 1891.—Gac. 9 Noviembre, p. 27.) 


9 Octubre 1891. Consignación de haberes por las 
Cajas delas Antillas: Debe hacerse sobre la de la isla 
donde el causante sirvió más tiempo. 


Asi se establece absolviendo á la Administración 
de una demanda en que doña Concepción Loredo 
impugnó Real orden consignando sobre las Cajas 
del Tesoro de Cuba la pensión de viudedad que la 
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demandante venía percibiendo por la de Puerto 
Bico. Dictase el fallo con vista de la R. O. de 14 de 
Agosto de 1877 y de las leyes de presupuestos de la 
equeña Antilla de 1882-83 y 1883-84, y se aduce como 
undamento: 

«Que con arreglo 4 los preceptos terminantes es- 
tablecidos en la R,. O. de 14 de Agosto de 1877, la con- 
signación de las pensiones á las clases pasivas de 
Ultramar debe hacerse sobre las Cajas de la isla en 
gue por más tiempo hubiese prestado sus servicios 
el causante... y que si bien en esta disposición se re- 
servaba al Ministro de Ultramar la facultad de or- 
denar las consignaciones de los pagos según juzgare 
conveniente, esta fucultad discrecional de que hizo 
uso al fijar las Cajas de Puerto Rico quedó anulada 
y sin efecto aun en los casos en que se hubiese ejer- 
citado por virtud de los codo do de las leyes de 

resupuestos de esta isla para los años económicos 
$01 á 83 y 1883 A 84, en que se ordena la revisión 
de todos los expedientes de consignación de haberes 
pasivos, así civiles como militares, y su traslación 
á las Cajas que corresponda, teniendo para ello en 
cuenta lo prevenido en la HB. O. de 14 de Agosto 1877.» 
(Sent. 9 Octubre 1891.—Gac. 12 Agosto 1892, p. 314.) 


—Otro enso exactamente igual en sentencia de 8 
de Octubre de 1891 fallando en los propios términos 
pleito promovido por doña Pilar de Lanz. (Gac. 6 de 
Agosto, p. 311.) 


29 Enero 1899. Derecho de viudedad regulado por 
el sueldo perscnal del causante, catedrático que fué de la 
Cniversdad de la Habana, y no por el resultado de la 
suma de esa asignación con el sobresueldo concedido á 
tales funcionarios el año 1880. 


Regulada la viudedad de doña María Sirven en la 
esfera gubernativa, por el sneldo de 1.500 pesos que 
disfrutó sua marido D. J. M.S. Bustamante, catedrá- 
tico que fué de la Universidad de la Habana, acudió 
dicha interesada á la vía contenciosa en súplica de 
quesetomara como base el haber de 2.500 pesos asig- 
nados á los protesores en el plan de estudios de Cuba 
de 7 de Diciembre de 1880. El T. C. A. absuelve á la 
Aáministración: 

«Considerando que D. Juan Manuel Sánchez Bus- 
tamante, causante de doña Dolores Sirven, fué em- 
pleado anterior al reglamento orgánico de 3 Junio 
de 1986, y que con sujeción al párrafo 2.2 del art. 113 
de este reglamento, deben respetarse sus derechos 
adquiridos, aun cuando se trate de ascensos poste- 
riores al mismo, atendiéndose á la categoría y clase 
y ateniéndose á los sueldos señalados en el presu- 
puesto de 1865 A 68 y en el decreto de 15 de Julio 1863: 

Considerando: que este decreto no es aplicable al 
caso de autos porque terminantemente excluye de 
sus prescripciones al profesorado, que se rige por 

isposiciones especiales, y por consiguiente que el 
tipo regulador, á tenor del art.113 citado, para fijar 
la pensión de Montepío correspondiente á doña Do- 
lores Sirven, es el sueldo que disfrutaba su marido 
y tenía e Ire la plaza que desempeñaba en el 
presupuesto de 165 á 68, que era el de 3.000 escudos, 
a pesos, adoptado por la Real orden im- 
pugnada: 

onsiderando: que si bien posteriormente se asig- 
nó á Jos catedráticos de término de la Universidad 
de la Habana, por el plan de estudios de 7 Diciem- 
bre de 1880, el sueldo de 2.500 pesos, debe tenerse en 
enenta que este sueldo no es personal, y que ln cona- 
tituyen el sueldo y sobresueldo englobados, y que 
el sueldo no debe computarse para la regulación de 
derechos pasivos, según está terminantemente pre- 
A (Sent. 29 Enero 1892.—Gac, 21 Septiembre, 
pág. 41.) 


X VIT 
CLASES PASIVAS MILITARES 


19 Junto 1891. Concesión de los beneficios del de- 
creto de 28 Octubre 1811 d los padres de un soldado que 
pereció en la catástrofe del Puente de Alcudia, cuando 
tha al punto de su destino en uso de licencia ilimitada, 


Adrián Serrano, soldado del regimiento de Infan- 
tería de Castilla, en uso de licencia ilimitada, pere- 
ció el 27 de Abril de 1884 en el puente de Alcudia, por 
descarrilamiento del tren que lo conducía al punto 
de sa destino. Sus pudres solicitaron, con la oportu- 
na justificación de pobreza, que se les concediera la 
pensión que pudiera corresponderles en consonan- 
cia con lo preceptuado en la ley de contabilidad, y 





or considerar aplicable al caso lo dispuesto en el 

eal decreto de 28 Octubre 111. Fueles denegada 
esta pretensión por el Ministerio de la Guerra, cuyo 
acuerdo impugnaron los interesados en vía conten- 
ciosa. El Tribunal de este orden revoca la resolu- 
ción combatida y declara que los demandantes tie- 
nen derecho á la pensión Á que se refiere el artíco- 
lo 5. del citado Real decreto: 

«Considerando: que conforme á lo dispuesto en el 
decreto de las Cortes de 23 de Octubre de 1811, tie- 
nen derecho á la pensión de real y medio diario las 
familias de los soldados que pereciesen de alguna 
desgracia imprevista en función del servicio, pu- 
diendo optar á su disfrute las madres viudas ó pa- 
de de los causantes, á falta de sus viudas 

ijos: 

Considerando: que por haber emprendido su viaje 
Adrián Serrano en cumplimiento de órdenes de sus 
superiores y no por su propia voluntad, según com- 
prueba el resultado de las diligencias practicadas 
en virtud del auto para mejor proveer, debe esti- 
marse el fallecimiento de dicho soldado comprendi- 
do en la disposición legal antes citada, como ocu. 
rrido en función del servicio, calificación que por 
Real orden de 23 de Marzo de 1888 se aplicó igual- 
mente á la muerte de otro soldado acaecida en la 
misma catástrofe del puente de Alcudia, para los 
efectos del art. 92 de la ley de reemplazos.» (Senten- 
cia 17 Junio 1891.—Gac. Y9 Noviembre, p. 225.) 


3 Jullo 1894. Pensiones del Tesoro d las clases mili- 
tares: No pueden otorgarse si el causante no adquirió el 
PAS de capitán antes del decreto ley de 22 Octubre 

868. 


«La ley de 16 de Abril de 1883, que hizo extensivas 
á las viudas y huérfanos de los oficiales del ejército 
y Armada las prescripciones del art. 50 del proyecto 
de ley de 20 de Mayo de 1882, exige como condición 
indispensable para que puedan aquéllas obtener de- 
recho á penaiós del Tesoro, que sus causantes tu- 
viesen el empleo de capitán con anterioridad áÁ la 
publicación del decreto ley de 22 de Octubre de 1868; 
y ocurrido el fallecimiento del causante cuando 
sólo tenía el empleo de teniente de infantería, es 
indudable que su viuda carece de derecho á la pen» 
sión del Tesoro, por cuanto no se ha cumplido la 
condición que como necesaria para optar á ella exi- 

e el art. 2.9 de la precitada ley.» (Sent. 3 Julio 1891. 

ac. 13 Noviembre, p. 255.) 


31 Diciembre 1894. No pueden solicitarse pensio- 
nes amparándose en la Real orden de 10 de Octubre de 
1856, á causa de haber sido anulada ésta por el decreto 
ley de 22 de Octubre de 1858, que declaró subsistentes 
sólo las incorporaciones hechas d los reglamentos de 
Montepío, en virtud de ley expresa, 


Solicitado por doña Ruperta Olañeta, huérfana 
del maestro de taller de Artillería D. Domingo, que 
se la declarase con derecho á pensión de OO 
militar, se desestimó su pretensión por Real orden 
expedida por el Ministerio de la Guerra en 23 de 
Marzo de 1887. Deducida demanda contenciosa por 
la interesada, se desestima igualmente con vista de 
la E O. de 10 de Octubre de 1856 y art. 12 del decreto 
ley de 22 Octubre de 1883: 

«Considerando: que el empleo de maestro de taller 
de Artillería no está comprendido en ninguno de 
los artículos del cap. 7.? del reglamento de Monte- 
pío militar de 1.2? de Enero de 1796, que es el que 
trata de las incorporaciones al mismo, y que la de 
dicha clase se hizo por R. O. de 10 de Octubre de 1856: 

Considerando: das por virtud de los preceptos 
consignados en el decreto ley de 22 de Octubre de 
1888 quedaron nulas y sin ningún valor ni efecto to- 
das las incorporaciones que se hubieran hecho á los 
reglamentos de Montepíos después de la promulga- 
ción de éstos y no hubiesen sido objeto de ley expre- 
sa, y por lo tanto quedó denegada la R O. de 10 de 
OanES de 1858 en que la interesada funda su de- 
recho: 

Considerando: que aun en el supuesto de que di- 
cha Real orden estuviese vigente, tampoco tendría 
derecho doña Ruperta Olañeta á la pensión que so- 
licita, porque tanto en la ópoca en que contrajo ma- 
trimonio el causante como en la del nacimiento de 
la interesada, no disfrutaba D. Domingo Olañeta 
empleo nlguno que diera derecho á pensión.» (Sen- 
tencia 31 Diciembre 1891.—Gac. 18 Septiembre 1892, 
página 471.) 
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8 Abril 1893. Viudas de oficiales subalternos gra- 
duados de capitdn. No tienen derecho d pensión, puesto 
que si bien la palabra grado ts usa como sinónima de 
empleo en el reglamento de Montepio militar, lo que éste 
exige Poo los efectos de conceder pensión d las viudas é 
hijos duos: es el empleo de capitán al contraer ma- 
trimonúto. 


Denegada en vía gubernativa á doña Emilia He- 
rrero la pensión de Montepío militar que pudiera 
corresponderla, y la cual solicitó en concepto de 
viuda del capitán de infantería D. Adolfo Martinez, 
por haber contraído matrimonio cuando el finado 
era sólo teniente con grado de capitán, acudió la 
interesada á la contenciosa con igual súplica, la 
cual se desetima igualmente por el T.C. A. en vir- 
tud de los siguientes fundamentos: 

«Considerando: que para resolver la cuestión del 
resente litigio que está reducida á determinar si 
a demandante tiene derecho á la pensión de Mon- 

tepio militar que solicita por haber contraído ma- 
trimonio cuando su causante se hallaba en posesión 
del grado de capitán, se hace necesario aplicar con 
estricto rigor las disposiciones del Montepío militar 
aprobado por Real cédula de 1.2? de Enero de 1896 
como de una manera terminante dispone el art. 13 
del decreto ley de 22 Octubre de 1868: 

Considerando: que si bien aisladamente examina- 
do el art. 2. del cap. VIII del referido reglamento, 
que la parte demandante invoca en su favor, pu- 

iera entenderse por sus palabras que la sola pose- 
sión del grado de capitán al contraer matrimonio 

or parte de los oficiales es bastante para que éstos 
eguen á sus familias derecho á pensión, un estudio 
atento y detenido de las demás disposiciones de di- 
cho reglamento, con las cuales la que se deja citada 
no puede hallarse en contradicción, porque necesa- 
riamente, y tratándose de un mismo cuerpo legal 
ha de haber presidido en todas el mismo espírita, 
persuade de un modo evidente de que la palabra 
rado se usa en equivalencia y como sinónima de la 

e empleo, y que, por consiguiente, lo que el citado 
artículo exige es la posesión del empleo de capitán 
al contraer matrimonio y no la del grado. 

Considerando: que esta apreciación se halla co- 
rroborada por las disposiciones contenidas en los 
arts. 3.2 y 4.” del mismo reglamento, que al tratar de 
las retenciones y descuento á favor del Monte, ex- 
presan que sólo se descontará ó retendrá á los inte- 
resados en sus ascensos a mayor grado la diferencia 
que corresponde del sueldo del uno al otro, puesto 
que si en estos preceptos se tomara la palabra gra- 

o en su significación literal y no como sinónima de 
empleo, resultarían sin alcance ni sentido. y com- 
pletamente impracticables, toda vez que la conce- 
sión de un grado no implica aumento de sueldo con 
relación al empleo que disfruta el agraciado, ni 
constituye en tal concepto un ascenso: 

Considerando: que la frase grado de capitán ó suel- 
do correspondiente, que asimismo se usa en el art. 12 
del capítulo VITI, es también una demostración de 
que la palabra grado se usa como equivalente de 
la de empleo, porque sólo con relación á éste que es 
el que lo lleva anexo, cabe hablar de sueldo corres- 
pondiente, y no con referencia al grado que según 
el art. 1., tratado 29, tit. XXVI de las Reales Orde- 
DANZAS, no produce más efecto que el de que el ofi- 
cial adquiera la antiguedad del empleo snperior 
desde la concesión del grado, pero no el sueldo co- 
rrespondiente, que sólo se consigue mediante la po- 
sesión real y efectiva del empleo: 

Considerando: que esta misma conformidad entre 
ambas palabras, demostrativa de su equivalencia, 
según el lenguaje usado en el reglamento, se ad- 
vierte de igual modo en las tarifas que á aquél van 
unidas, no sólo porque al especifirarse en ellas las 
pensiones, y no obstante no haber existido nunca 
el grado en las distintas jerarquías del generalato, 
al tratar de las pensiones correspondientes á los in- 
dividuos de las compañías de Guardias de Corps, 
Alabarderos, regimientos de Reales Guardías de 
infantería y brigada de Carabineros Reales, habla 
respectivamente de capitanes que fallezcan sin más 
graduación que la de teniente general y de tenien- 
tes sin más grado que el de brigadier; de capitán, 
primero y segundo teniente, sin grado de general; 
de coroneles, tenientes coroneles y sargento mayor, 
sin grado de general; de comandante en jefe, segun- 
do comandante y sargento mayor, sin graduación 
de general, sino también, porque á pesar de que, 
como queda dicho, el sueldo va anexo al empleo, y 
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no al grado, al señalar las pensiones que correspon: 
den al Real Cuerpo de Artillería y al de Ingenieros, 
y tratandou de la del comandante general de ambos 
Cuerpos, se refiere al grado de ejército que disfrute, 
y no alempleo: . 
Consideranao: por otra parte, que si el hecho de 
haber contraido matrimonio teniendo los causantes 
tan sólo el grado de capitán fuera suficiente para 
que sus indab y huérfanas tuvieran derecho á la 
pensión de Montepío militar, no se comprendiera 
con relación á ellos la disposición del art 6. del 
cap. VIII, dada la generalidad con que está redac- 
tada, que por excepción concede derecho á pensión 
á las viudas, huérfanos y madres viudas de los of- 
ciales que fallezcan en función de guerra, aungue 
se hayan casado de subalternos, pues en la denonmi- 
nación genérica de subalternos, van comprendidos lo 
mismo los alféreces y tenientes sencillos que los 
graduados de capitán, y no se explicaría ni sería 
necesario que la excepción alcanzase á éstos como 
visiblemente les alcanza, si en todo caso legasen á 
sus familias derecho á pensión por el art. 2.? del mis- 
mo capítulo, como la parte demandante pretende: 
Considerando: por lo expuesto, que deduciéndose 
con toda evidencia del conjunto de las disposiciones 
del reglamento de Montepío militar que la palabra 
grado está siempre usada en el sentido de la de em- 
leo, es asimismo indudable que el R. D. de 30 de 
Dotubre de 1855, aun cuando exprese que es deroga: 
torio del art. 2. del cap. VIII de aquél, no es en 
realidad nien su esencia sino aclaratorio, puesto 
ue al disponer que no tienen opción á los beneficios 
el Montepío los graduados de capitán, no hace 
sino acomodarse estrictamente á lo preceptuado 
en el reglamento, por lo cual es de todo punto oc:0- 
so el resolver si dicho Real decreto ha sido ó no 
derogado por el decrete ley de 1868: , 
Vistas las Ordenanzas de S. M. para el régimen, 
disciplina, subordinación y servicios de sus ejér- 
citos... 
Vistos los caps. VI y VIII del reglamento de Mon- 
tepio militar... 
isto el art. 2.9 del R. D. de 30 de Octubre de 1855... 
Visto el decreto ley de 22 de Octubre de 1863... 
Fallamos: que debemos absolver y absolvemos á 
la Administración general del Estado de la deman: 
da interpuesta á nombre de doña Emilia Herrero y 
Gutiérrez contra la R. O. de 4 de Julio de 1891, la 
cual queda firme y subsistente (1).» (Sent. 8 Abril 
1892.—Gac. 1. Noviembre, p. 181.) 


XIX 
REVISIÓN GENERAL DE EXPEDIENTES 


25 Encro 1899 y otra. No cabe revisar las decla- 
raciones de derechos pasivos posteriores al 22 de Octubre 
de 1868; sin perjuicio de las facultades de la Adminis 
tración para declarar lesivos los acuerdos que la perjudi- 
quenalefecto de intentar su revocación en vía contencioga. 


La Junta de Clases pasivas revisó un acuerdo que 
había adoptado en 1888 y por virtud del cual asignó 
á D. José María Alonso la jubilación de 4.400 pesetas, 
y redujo el haber del mismo á 8.300. Confirmada la 
revisión y su resultado de Real orden, el Tribunal 
Contencioso administrativo, ante el oual propuso 
Alonso la correspondiente demanda, falla en los si- 
guientes términos: 

«Considerando: que el art. 3.2 del R D. de 29 de 
Enero de 1889 dispone que la Junta de Clases pasl- 
vas continuará con toda activided la revisión gene- 
ral de expedientes decretada en 22 de Octubre de 
1868, de donde lógicamente se sigue que la Junta no 


(1) Un consejero ministro, apartándose del dictamen 
de la mayoria, formuló voto particular en el sentido de 
que debia concederse la pensión solicituda, puesto que la 
palabra grado, no puede menos de emplearse en el regla- 
mento de Hontepic citado en su acepción literal y no como 
sinónim1 de empleo, toda vez que al publicarse aquél 38 
hallaban vigentes las Reales Ordenanzas aprobadas por 
Carlos II!, y en ellas se hace una perfecta distinción en- 
tre ambos significados. Con el criterio expuesto en este 
voto se dictó por el T. C. A. su Sent. de 9 de Junio de 1890, 
contraria á la arriba inserta, Véase en el Ab. de 1831, 
p.285 y en JUBILACIONES del Dicc. La doctrina de la 
sentencia arriba inserta y de otras muchas que la repro 
ducen, no tienen aplicación después de la ley de 17 de Ju- 
lio de 1895, AP.. p. 476. 
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debía comensar una nueva revisión, sino que habia 
de continuar la decretada en la citada fecha: 

Considerando: que el art. 1. del decreto ley de 22 
de Octubre de 1868 ordenó la revisión general de los 
expedientes de losindividuos que en aquella fecha 
p-rténecian á Clases pasivas, no de los que en lo su- 
cesivo pertenecigran, y por tanto, es claro que la 
zevisión no alcaoza al expediente del demandante, 
el cual no se incoó hasta 28 de Noviembre de 1887: 

Considerando: que esta misma doctrina se halla 
establecida en la Real orden que, de conformidad 
con el dictamen del Consejo de Estado en pleno, ex- 

idió el Ministerio de Hacienda en 7 de Octubre de 

890, declarando que en la esfera gubernativa no 
cabe revocar ni modificar á título de revisión gene- 
ral las clasificaciones y declaraciones de derechos 
pasivos posteriores al 22 de Octubre de 1888... 

Vistos el art. 1.2 del decreto ley de 22 de Ootubre 
de 1888; el 2.? del R. D. de 29 de Enero de 1889, y la 
FR. O. de 7 de Octubre de 1890... 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos que 
es firme y ejecutorio el acuerdo que la Junta de Cla- 
ses pasivas dictó en el expediente origen del presen- 
te pleito en 15 de Septiembre de 1888, y nulos, como 
dictados con incompetencia, el acuerdo de la pro- 
pia Junta de 16 de Marzo de 1889, y la Real orden re- 
clamada de 21 de Marzo de 1890, debiéndose en su 
consecuencia devolver al demandante las cantida- 
des que por virtud de dicha Real orden se le hayan 
descontado (1).» (Sent. 25 Enero 1892.—Gac. 18 Sep- 
tiembre, p. 31.) 


JUEGOS PROHIBIDOS. Hemos £xpuesto 
la historia y estado actual de la legislación sobre 
juegos prohibidos en el Dicc.,tomo VII, pág. 155 
y siguientes, insertando las disposiciones y las 
declaraciones de jurisprudencia sobre la, mate- 
ria y exponiendo el sentido de los artículos del 
Código civil relativos al asunto. He aquí otras 
disposiciones: 


F. O. Circular 25 Marso 1892, 

Ezcitando el celo de las autoridades para la represión 
enérgica de los juegos reputados ilicitos, y conminando 
con severo rigor d los que demuestren negligencia 6 
complicidades con los jugadores (2). 

(Gos.) «La necesidad de un gran rigor en la 
persecución del juego prohibido que en algunas 
poblaciones, y bajo diversas formas, se practica 
con cierto espíritu de tolerancia punible por 
contraria á las leyes, viene manifestándose de 
tal modo en la opinión pública, que el Gobierno 
atento siempre ásus indicaciones, se ve ene 
caso de excitar el celo de las autoridades, para 
que la represión de los juegos reputados ilícitos 
sea tan perseverante, eficaz y enérgica, que sa- 
tisfaga y tranquilice la justa alarma de las fami- 
lias, ante el desarrollo lamentable de este vicio 
social. 

Encaminadas á este fin se han dictado por el 
Ministerio fiscal y por este Centro repetidas dis- 
Ea que en su mayor parte determinan 

e una manera precisa y clara el criterio y el 


(1) Ya había establecido el Tribunal Contencioso-ad- 
mistrativo esta misma doctrina en otra Sent. de 80 de Ju- 
rio-2 Julio de 1891. Está impuesta como regla general 
por la R. O. de 7 de Octubre de 1890, que puede versa en 
el APÉNDICE de 1891, p. 287, y en JUBILACIONES, del Dio- 
cionario. 

(2) Son muchos ya los recordatorios hechos d las auto- 
ridades en este punto, pero nunca se logra nada en mate- 
ría quedebiera ser de preferente vigilancia y cuidado. Ass 
es que la circular actual presumimos correrá la mis- 
ma suerte que las anteriores y que la legislación represi- 
va del juego continuará, d despecho de ella, tan incum- 
plida como hasta aquí, lo cual determinara el venidero 
año la publicación de otra circular sobre el juego, cuyo 
vicio, como las atenciones de la primera enseñanza, están 
por lo visto condenados áú una disposición anual recor- 
dando á las autoridades que hay leyes represivas de los 
juegos ilícitos y obligación de atender al pago de los 
uvaestros. 


329 





procedimiento á que han de ajustarse las auto- 
ridades y sus delegados y agentes, para la per- 
secución del delito de referencia. 

Una disposición más en el mismo sentido y con 
igual propósito, no haria sino complicar la ma- 
teria tratada ya anteriormente bajo todos sus 
aspectos. 

o que se necesita es que las dictadas ante 
riormente se cumplan por todos con escrupulo- 
sa exactitud, penetrándose las autoridades de 
que no son letra muerta y que sagrados intere- 
ses sociales reclaman su rigurosa aplicación, 
para poner término á un mal de tan funestas 
consecuencias. 

La circular de 14 de Septiembre de 1888 (1), 
aclara todas las dudas que puedan surgir en la 
práctica de este importante servicio, con rela- 
ción á la ley de asociaciones; marca el procedi- 
miento que corresponde á la autoridad guberna- 
tiva; señala la jurisprudencia establecida, y re- 
copila, en fin, cuanto se ha legislado sobre la 
materia, en armonía con las leyes generales. 

Esta disposición, con las que le son anejas, 
como también la circular de la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo de 11 de Octubre de 18% (2), y 
las sentencias dictadas posteriormente por el 
mismo Tribunal, han de servir de norma á las 
autoridades para la represión del juego ilícito, 
á fin de que no quede impune en ningún caso. 

En su virtud, recomiendo á V. S. con todo en- 
carecimiento que, penetrado de la misión que 
en este punto le encomiendan las leyes, y de 
acuerdo siempre con las autoridades judiciales, 
preste atención preferente al servicio de que se 
trata, y sin vacilación ni consideraciones de 
ningún gónero proceda con toda energía á la 
persecución de los juegos ilícitos, para que la 
acción de los Tribunales resulte eficaz y sea fir- 
me garantía, mediante la aplicación de las leyes, 
del castigo del delito en cuestión. 

Todo esfuerzo que en este sentido hagan las 
autoridades y sas agentes será motivo de espe- 
cial consideración por parte del Gobierno, que, 
á la vez, empleará severo rigor con los delega- 
dos de la autoridad que en el ejercicio de sus 
funciones demuestren negligencia ú observen 
una conducta dudosa que dé motivo ó pretexto 
á que la opinión pública señale inteligencias 

unibles con los que incurren en la responsabi- 

idad que las leyes penales determinan. 

De Real orden, etc. Madrid 25 de Marzo de 
1892.—Elduayen.—Sr. Gobernador de la provin- 
cia de...» (Fac. 25 Marzo.) 


ñ R, O. 4 Diciembre 1892. 
Encargando 4 los gobernadores que ayuden la acción ju. 
dicial para perseguir el juego. 

(Gos.) «El estricto cumplimiento de la ley 
penal, que considera y define como delito los 
juegos de azar, y la necesidad de dictar medidas 
encaminadas á la extirpación de este cáncer so- 
cial, determinan por sí las causas justificativas 
de la presente circular, encaminada, no sólo é 
recordar á V. S. las distintas Reales órdenes 
dictadas por este Ministerio en los últimos años, 
sino también á fijar de modo concreto la obliga- 
ción en que se encuentra de tomar parte directa 
en la persecución del delito de juego, por más 
que su sanción y castigo constituyan atribucio- 
nes privadas del orden judicial. E 

Considerados los gobernadores de provincia 
como altos funcionarios de la policía judicial, á 
ellos toca preparar y reunir convenientemente 
todos los datos y noticias relacionados con la 


(1) Diuc., tono VIT., pdg. 160. 
(2) uiere aludirse sin duda á la circular de 14 de Oc- 


tubre de 1889 (Dio., tomo VII, pdg. 161). 
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investigación y descabrimiento de este delito, 

ara entregarlos, después de ordenados y reuni- 

os, al conocimiento y fallo de la autoridad ju- 
dicial. Así terminantemente lo disponen los ar- 
tículos 282, 283 y 281 de la ley de Enj. crim. y-las 
circulares de 14 de Diciembre de 1817, 7 de Agos- 
to de 1973 y 3 de Diciembre de 1880, que fijan las 
atribuciones y deberes de la policía judicial y 
el procedimiento que estos funcionarios deben 
seguir para cumplir los fines que en tal concep- 
to les están especialmente encomendados. 

Constituyendo, pues, los qe os de azar un de- 
lito definido en el art. 358 del Cód. penal vigen- 
te, y siendo V. S. por su posición de delegado 
del Gobierno en esa provincia el primer funcio- 
nario de la policía judicial, espero de su celo y 
notoria rectitud que procurará por cuantos me- 
dios estén á su alcance facilitar y ayudar la ac- 
ción judicial, proporcionando así la debida y 
justa satisfacción al orden moral hondamente 
perturbado con la punible tolerancia que una 

ran parte de la opinión dispensa á esta clase 
de delitos. 

Los textos legales arriba citados, serán segu- 
ramente medios eficacísimos para conseguir la 
realización del fin que esta circular persigue, 
sin perjuicio de ampliarlos y completarlos en la 
práctica con otras disposiciones y órdenes que 
en breve llegarán á su conocimiento. 

Las saludables medidas que V. S. tome en el 
sentido indicado,. merecerán la aprobación y 
consideración por parte del Gobierno, que se en- 
cuentra dispuesto á emplear el más severo rigor 
con todos aquellos funcionarios de la policía ju- 
dicial que, por negligencia ó punible tolerancia 
en el cumplimiento del deber, no dediquen á la 
extirpación de los juegos prohibidos una prefe- 
rente y especial atención. 

De Real orden, etc.—Madrid 4 de Diciembre 
de 1892.—Danvila.» (Gac. 5 Diciembre.) 


Jurisprudencia. 


14 Marzo 1891. Declaración de que el Bacarrat es 
de los juegos de suerte, envite 6 azar d que se refiere el ar- 
tículo 358 del Código penal.— Acertada calificación de 
considerar como consumado y no frustrado el delito, 
habiéndose empezado 4 jugar.—Lugares que deben repu- 
tarse como casas de juego.— Hechos delerminantes del ca- 
rácter de dueño de éstas.—Complicidad y no encubrimien- 
to por parte del endiente que intenta tocar el timbre de 
alarma al entrar la autoridad en una casa de juego.— 
Irresponsabilidad penal de los que estando en una sala 
de juego, no son jugadores, y casación de la sentencia en 
este punto por no haberlo estimado así (1). 


El proceso que dió lugar á este fallo se instruyó 
con motivo de haber sido sorprendida en Zaragoza 
la Sociedad «Sport Club», instituida para fines lí- 
citos y que resultó ser casa de juego. Seguida la 
causa por todos sus trámites, se dictó sentencia, en 
la cual, después de una larga y prolija enumeración 
de hechos. se condena en definitiva como autores 
del delito del art. 8594 los banqgueros, á otros indi- 
viduos que se consideraron jugadores y al dueño de 
la casa de juego, y como cómplice á un portero de 
la misma. Interpusieron los condenados recursos de 
casación, citando como infringidas las siguientes 
disposiciones: los arts. 1.9, 3.2, 16, 69, 358 y 591 del Có- 
c1e0 penal, y el 16, tít. I de la Constitución del Es- 
tado; y el T.S. declaró no haber lugar á los recur- 
sos, excepción hecha del en que se alegó la infrac- 
ción del art. 348, aplicado áÁ los que, estando en la 
sala de juego y no jugando, se les consideró como 
jugadores por el Tribunal sentenciador, por cayo 
os en esta parte se casó y anuló la sentencia recu- 
rrida. 


(1) Este importante fallo puede decirse que es casi una 
recapitulación de muchas de las dudosas y frecuentes 
Cuestiones que se han venido suscitando y s8e suscitan en 
la aplicación del art. 858 del Código penal, y una expre- 
diva y clara interpretación de los preceptos de este ar- 
tículo, que desgraciadamente y con tanta repetición 
tienen que estimar los Tribunales de justicia, 


He aquí los fundamentos del repetido fallo: 

«Considerando que la primera y fundamental 
cuestión planteada ante esta Sala por los recurren- 
tes consiste en decidir si el juego del bacarral esó 
no de la suerte, envite ¿ azar, á que se refiere gl ar- 
tículo 358 del Código penal, y esta cuestión, cual- 
atar que sean las opiniones y aun las dudas más 

menos fundadas que la naturaleza y calificación 
de dicho juego haya podido originar, debe resolver- 
se en sentido afirmativo, porque es indudable que 
en el expresado juego predominan como causas de- 
terminantes del éxito favorable ó adverso para los 
jugadores la suerte y el azar, como lo declara termi- 
nantemente la senteucia reclamada en el primer 
considerando, al afirmar, como resultado del juxcio 
oral, que el bacarrat consiste en la suerte de ganar 
Ó perder, sin ninguna especie de combinación en 
que entre el cálculo y destreza del jugador: 

Considerando que la segunda cuestión que esta 
Sala debe resolver es la de calificación de los hechos 
probados, por sostener alguno de los recurrentes 
que no constituyen delito consumado y sí solamen- 
te frustrado; cuestión que no puede menos de resol. 
verse en el primer sentido, porque, dada la actitod 
de los jugadores y personas que alrededor de la 
mesa estaban, la naturaleza de los valores y efec- 
tos que sobre aquélla se ocuparan, y estando ya 
echando cartas el banquero cuando fueron sorpren- 
didos, según se afirma en el segundo y tercero re- 
sultandos, es de toda evidencia que el juego habia 
comenzado, y no consta además que aquella fuese 
la primera jugada, todo lo cual demuestra el acier- 
to en la calificación de delito consumado que hace 
la Sala sentenciadora: 

Considerando, en cuanto á la calificación de easa 
de juego, cuyo carácter niega elrecurrente Tomas 
Marqueta al local en que el delito se consumó, que 
dicha calificación está ajustada al precepto legal y 
doctrina establecida por esta Sala, porque debe re- 
putarse casa de juego, para los efectos del citado 
art. 858, el local destinado con los útiles necesarios 
al efecto especial y habitualmente á jugar los pro: 
hibidos por la ley; y resultando probado que el en 
que se efectuó por el Juzgado la sorpresa estaba se: 

arsdo de las demás habitaciones, y en él se jugaba 

abitualmente al bacarrat, no cabe dudar de la 
procedencia de la calificación impugnada: 

Considerando que tampoco es illegal el concepto 
de dueño de la expresada casa de Juego que la sen. 
tencia atribuye al recurrente D. José Joayuin Oña, 
porque él fué quien arrendó por convenio verbal á 

a Junta directiva de la Sociedad Sport Club el refe- 
rido local destinado al bacarrat, bajo las condicio- 
nes lucrativas que se refleren en el primer resultan: 
do, entre las cuales figura la de recibir el 50 por 10 
de los ingresos que por todos conceptos tuviese la 
Sociedad, y uno de los cuales era, según declara el 
Tribunal sentenciador en el considerando segundo, 
el procedente de dicho Juego, por manera que con 

erfecto conocimiento del destino punible á que se 

estinaba, y pudiendo concurrir á él como uno de 
los socios fundadores de tal Sociedad, facilitaba, 
en concepto de dueño del mismo, el local reputado 
por la ley como caza de juegos prohibidus: 

Considerando que el acto ejecutado por el recn- 
rrente Tomás Marqueta de intentar tocar el timbre 
de alarma, es indudablemente acto de cooperación 
simultánea al delito calificado, porque con dicho 
acto, y teniendo conocimiento como dependiente 
de la casa de aquél, suxiliaba su tranquila ejeca: 
cución, garantizando, á la par, su impunidad, he- 
cho des no cahe dentro del concepto jurídico del 
encubrimiento como con manifiesto error Se el 
citado recurrente, por ser de notoria complicidad 
cuando menos: 

Considerando por lo que al recurso de D. Policar: 
po Miravete afecta en particular, que si bien se de 
clara probado, resultando quinto, que era uno delo? 
que estaban en la sala del juego, y que casi todos 
los sorprendidos contestaron al Juzgado instructo! 
que jugaban al bacarrat, no consta que entre los 
que hicieron esta confesión figurase Miravete, nl 
que, como sería preciso para ello, la Sala declarast 
que él jugaba, y como el hecho material de encon: 
trarse una persona.en el local en que se juega. 1? 
implica natural y forzosamente el concepto de j0* 
gador, porque sólo merece este dictado el que real- 
mente toma parte de alguna manera en el juego, la 
calificación expresada hecha por la Sala sentencis* 
dora respecto Á este recurrente, es contraria al te“ 
to y espíritu del art. 358 del Código tantas veoes Cl 
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tado, por lo cual resulta infringido y no aplicable 
tampoco á los demás procesados, y á quienes se 
condena por el mismo concepto y fundamento: 
Considerando, finalmente. que, según queda de- 
mostrado, no se han infringido en la sentencia re - 
clamada las disposiciones legales que se citan en 
los tres recursos admitidos, exceptuando el art. 358 
ensusegundo párrafo, en relación con los procesa- 
dos castigados como jugadores, porque los hechos 
referidos constituyen, como el Tribunal sentencia- 
dor ha estimado, no la falta del art. 594 del Código 
pena), sino el delito consumado previsto con ante- 
rioridad á sa Comisión por el art. 358 del mismo Có- 
digo, pos estar comprendido el juego del bacarrat 
entre los que determina, y aplicado por el Tribunal 
competente en la forma prescrita por la ley, de 
cuyo delito son responsables José Joaquín Oña, en 
concepto de dueño de la casa de juego en que dicho 
juego sejugaba, Francisco Ramírez y Enrique Rey, 
que como banqueros lo dirigían, y Tomás Marqueta 
AO Ud aaS (Sent, 14 Marzo 1891.—Gac. 26 Agos- 
, p. %. 


5 Mayo 1891. Los locales destinados al manteni- 
miento del vicio son casas de juego, aunque estén enclava- 
dos en establecimientos ó Sociedades fundadas con distin- 
to objeto, á cuyos directores es exigible la responsabili- 
peleo Ri para los dueños. El bacarrat es juego 

ohibido. 


Sorprendido por la policía un lugar donde se ju- 
gaba al bacarrat en el domicilio de la Sociedad ti- 
tulada Casino escolar, se instruyó causa contra don 
Casto Gómez, D. Arturo Xatar y D. Federico Jimé- 
nez, individuos de la Junta directiva, los cuales 
fueron condenados como autores del delito del ar- 
tículo 358 del Código penal. Los reos interpusieron 
recurso de casación a egando que solamente les era 
aplicable el 549; y el T.S. declara no haber lugar: 

«Considerando que, según ya tiene declarado esta 
Sala en sentencias anteriores, se entiende por casa 
de juego de suerte, envite ó azar, todo local desti- 
nado al mantenimiento del expresado vicio, aun 
cuando el local se halle enclavado en cualquier es- 
tablecimiento ó Sociedad fundados con distintos 
a pd y que supuesta la estimación que el Tribu- 
na! sentenciador hace de los hechos probados por 
virtud de la competencia que le es propia, es indis- 
eutible que el Salón del Casino escolar donde fue- 
ron sorprendidos los jugadores'del bacarrat, tenía 
el expresado destino, con cuyos productos se ayu- 
daba al sostenimiento de la Sociedad; como es tam- 
bién evidente que el bacarrat reune todas las cir- 
eunstancias de los demás juegos de suerte, envite y 
azar.según asimismo ha declarado anteriormente 
esta Sala: 

Considerando que el art. 591 sólo es aplicable cuan- 
do se establece el juego de azar accidentalmente en 
los sitios ó establecimientos Á que el mismo se re- 
fiere, pero no cuando en ellos se destina un local 
para el juego habitual y permanentemente, que- 
dando así convertido en verdadera casa de juego, 
de conformidad con lo expuesto en el antecedente 
considerando: 

Considerando que en las Sociedades regidas por 
Juntas directivas son los individuos que las compo- 
nen qu:enes, por su misión y facultades, sustituyen 
á los particulares que en concepto de dueños esta- 
blecen casas para el juego prohibido, cuando por su 
anuencia y consentimiento se juega en dichas So- 
ciedades con las circunstancias antes expuestas.» 
(Sent. 56 Mayo 1891.—Gac. 1.2 Septiembre, p. 129.) 


JUEZ COMPETENTE, V. ComPeTENCIAS EN 
LO CIVIL: COMPETENCIAS EN LO PENAL. 


JUICIO EJECUTIVO. ¿Puede proponerse 
en juicio ordinario la cuestión de nulidad del 
ejecutivo por causas que no se adujeron en éste y 
que pudo alegar el demandado en el trámite de 
oposición? Esta cuestión importantísima ha sido 
resuelta contradictoriamente por el T. S., en 
sentido negativo por la Sent. de 14 de Diciembre 
de 1891, que insertamos á continuación, y en sen- 
tido afirmativo, por la de 5 de Diciembre de 1895 
(Ar, 1896, p. 114). 
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. 14 Diciembre 1891. Contenido del juicio ordina.- 
rio que la ley autoriza después del ejecutivo.— No pude 
promoverse la cuestión de nulidad de éste, fundada en 
vicios y motitos que pudieron alegarse en él y contra 
los cuales nada opuso el ejecutado, quien ast limitó su 
derecho mediante la acción ordinaria, 4 discutir la cer- 
teza de la deuda. 


Despachada ejecución, dictada sentencia de re- : 
mate y practicado embargo en los bienes de don 
José Gálvez Arias, á instancia de D. Manuel Utre- 
ra, el ejecutado promovió juicio ordinario, Solicie 
tando que se dejara sin efecto la sentencia de rema- 
te, así como la adjudicación de los bienes embar- 
> Pa los cuales correspondían al propto ejecuta- 

o. Opuesto el demandado y seguido el pleito por 
sus trámites, no se estimó la demanda, interponien- 
do el demandante contra el fallo que así lo acordó, 
recurso de casación por distintas infracciones.. 

El T. $. declara no haber lugar al mismo: 

«Considerando: que si bien, según el art.1.479 de 
la ley de Enjuiciamiento civil las sentencias dicta- 
das en los juicios ejecutivos no producirán la excep- 
ción de cosa juzgada, quedando á salvo su derecho 
á las partes para promover el ordinario sobre la 
misma cuestión, no por ello puede prosperar la de- 
manda interpuesta por D. José Gálvez Arias, puesto 
que solicitándose que quede sin efecto la sentencia 

e remate dictada en el juicio ejecutivo seguido 
contra D. José Arias, abuelo de Gálvez, la nulidad 
de la adjudicación en a de la finca subastada, y 
de la anotación en el Registro de la propiedad, 
como también la declaración de dominio en la 
cosa, con sus consecuencias, la Sala declara que no 
contiene vicio alguno de nulidad el juicio ejecutivo, 
y así lo demuestra el asentimiento que á todo pres- 
tó el ejecutado, pues no alegó excepción, consintió 
la sentencia de remate que personalmente le fué 
notificada y no pidió la nulidad del título, medios 
todos establecidos por la ley para invalidar la 
acción ejercitada, y con tal proceder, el deudor 
mismo concretó su derecho á discutir en el juicio 
ordinario la cuestión de fondo, Ú sea si era cierto 
el crédito que sirvió de base á la ejecución, y de 
ningún modo á ventilar los efectos que pudiera te- 
ner el título ni las faltas del primer procedimiento, 
todo lo cual pudo alegarse en su caso en el corres- 
pondiente recurso en la forma, y así lo tiene decla- 
rado este Tribunal Supremo en las sentencias de 
28 de Abril de 1878 y 6 de Mayo de 1891 (1), y la Sala, 
ajustando su fallo á las mismás, no infringe las 
leyes que se citan en el motivo 4.%...» (Sala 1.*, 
Sent. 14 Diciembre 1891.—Gacs, 9 y 14 Enero 1892, pá- 
gina 16.) 


Resol. 20 Enero 19903. 
anotaciones de embargo. 


En esta resolución, que pases verse en HIPOTECAS, 
se establece que el juez al cual se han sometido las 
nc tiene competencia para ordenar la anotación 

e embargo solicitado en juicio ejecutivo, aunque 
las fincas radiquen en distinto partido judicial. 


—V. ENJUICIAMIENTO CIVIL. 


JUICIOS. De desahucio y testamentaria: Véa- 
se COMPETENCIAS EN LO CIV1L.—Fenecidos: V. En- 
JUICIAMIENTO CIVIL, decisión 3 Diciembre 1891. 


JURADO, V. ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. RE- 
CURSOS DE CASACIÓN EN LO CRIMINAL. 


JURAMENTO DE TESTIGOS. V. Desome- 
DIENCIA. 


JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMI- 
NISTRATIVA. Nuestro juicio acerca de ella 
está en el artículo concordante del Dicc. La ley 
de 13 de Septiempre de 1888 no ha conjurado sino 
aumentado los peligros de esta jurisdicción pri- 
vilegiada, que tal como quedó organizada por 
esa ley, subsiste en virtud de la reforma de 22 


Competencia para ordenar 


(1) Se quiere aludir, sin duda, á la sent. de 6 Marzo 
1831, inserta en el AP. del mismo año, p. 746, y en EN- 
JUICIAMIENTO CIVIL del Diccionario. 


332 


A A 
JURISDICCIÓN CONT.-ADMIN. (Jurisprudencia.) 





de Junio do 1894, debida á la autorización de la 
ley de presupuestos de 80 Junio 1892. 


B. D.8 Enero 1892, 
Composición del O o de lo O. A. en la isla de 
a. 
Véase en GOoBIBRNO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS 
PROVINCIAS DE ULTRAMAR, 


E. O. 19 Mayo 1892. 


Sobre informes delos Consejos de Administración de Ul- 
tramar en las contiendas de competencia, 


(ULTRAMAR.) Extracto.—Con motivo de com- 
petencia de jurisdicción entablada por la Admi- 
nistración al Juzgado de primera instancia del 
Este de la Habana, en pleito de mayor cuantía 
de que conocía, el gobernador general pasó el 
expediente de competencia á informe del Conse- 
JO, y como éste se declarase sin facultades fun- 
dándose en que las concedidas por el art. 25 del 
R. D. de 4 de Julio de 1861, orgánico de los Con- 
sejos de Administración, para informar sobre 
las competencias, pasaron al Pleno por conse- 
cuoncia del de 21 de Septiembre de 1888, el go- 
bernador general elevó el asunto al Ministerio 
para la resolución, y en su vista se aprueba por 
esta Real orden la resolución de dicha superior 
autoridad, «disponiendo al propio tiempo, que 
mientras haya, como en la actualidad hay más 
de cuatro consejeros con el carácter de letrados, 
deberán éstos alternar en las ponencias de los 
asuntos en que á tenor de las prescripciones del 
art. 25 del referido decreto de 4 de Julio de 1861 
informaba la Sección de lo Contencioso.» (Real 
orden 19 Mayo 1892.—Gac. 1.” Junio.) 


Ley de presupuestos 80 Junio 1892. 


Reforma de la organización y procedimientos de los Tri- 
bunales contencioso administrativos: Modificación de 
servicios: Economias. 


«Art. 30. Se procederá desde luego á la reor- 
ganización de tados los servicios públicos y $ 
simplificar los procedimientos administrativos, 
aunque estén organizados por leyes especiales, 
reformando la organización y procedimientos 
de los Tribunales de lo Contencioso administra- 
tivo en los términos que mejor conduzcan á la 
más rápida y acertada resolución de los asun- 
tos de aquel orden y á fijar las plantillas de 
todas las dependencias civiles, incluso las de los 
Cuerpos de escala cerrada, introduciendo una 
economía que no baje del 10 por 100 de la totali- 
dad de los créditos concedizios en el presupuesto 
de 1890 á 91, último discutido por los Cuerpos 
Colegisladores y sancionado por S, M. De las re- 
feridas plantillas se dará cuenta á las Cortes. 

En los Cuerpos de escala cerrada, hasta que 


quede reducido el personal al que en las nuevas ' 


plantillas se les asigne, se amortizarán dos de 
cada tres vacantes. 

Para llevar á efecto las reducciones del per- 
sonal consignadas en el presupuesto, podrá el 
Gobierno aumentar ó disminuir la parte pro- 
porcional de la reforma que corresponde á cada 
uno de los servicios por efecto de dichas reduc- 
ciones en todo lo que sea necesario para su me- 
jor organización, aunque se rijan por leyes es- 

eciales; y se le concede el plazo de un mes para 
os servicios que se presten en la Península é 
islas adyacentes, y de tres para los del extran- 
jero, quedando ampliados los créditos corres- 
pondientes en las sumas que se reconozcan y li- 
quiden. 

La autorización para reorganizar los servicios 
caducará en el expresado plazo de un mes, en 
O dicha autorización tiene carácter legis- 

ativo. 


R. D. 28 de Julio 1893, 


Véase en CousgJo DE EstaDno. Modificó la orga- 
nización del C. de E. y del Tribunal Contencio- 
so-administrativo y dictó algunas disposiciones 
sobra procedimientos y costas, que han sido in- 
corporadas al reglamento de 22 Junio 1894, según 
hemos dicho por notas al mismo al insertarlo 
en el Ar. de 1894, p. 342 y siguientes. 


E. D. 13 Agosto 1892. 


Recurso contencioso administrativo contra las 
resoluciones del Ministerio de Fomento, refe- 
rentes al deslinde de vías pecuarias. Reglamento 
de 18 Agosto 1892, art. 96. Véase en GANADERÍA. 


Jurisprudencia. 


A 


RESOLUCIONES DE CARÁCTER GENERAL Ó EMANADAS DE 
LA POTESTAD REGLAMENTARIA. 


21 Abril 1993, Estas resoluciones no son impugua- 
bles directamente, y menos si el actor no invoca derecho 
alguno lesionado por ellas. 


Contra R. O. de 18 de Septiembre de 1890 que de- 
terminó la manera de proveer las vacantes de mé- 
dicos directores de baños para establecimientos de 
Tltramar, interpuso demanda D. Anastasio Garcia, 
que el Tribunal sustanció, y que decide declarando 
la incompetencia de la jurisdicción contenciosa 
para conocer de ella, «considerando que la Real or- 

en reclamada... constituye una disposición de ca- 
rácter general; que las disposiciones de esta índole 
sólo son reclamables en vía contenciosa, conforme 
á lo prevenido en el art. 3.9 de la ley de 13 de Sep- 
tiembre de 1883, cuando aplicadas á casos partica- 
lares lesionen derechos establecidos ó reconocidos 
por una ley, y que en el caso presente, ni los deman- 

antes impugnan resolución alguna particular dio- 
tada como aplicación de la expresada de carácter 
general, ni invocan tampoco como lesionado dere- 
cho establecido ó reconocido por ley.» (Sent. 21 de 
Abril 1892.— Gac. 5 Noviembre, p. 202.) 


11 


POTESTAD DISCRECIÓNAL DE LA ADMINISTRACIÓN: RE- 
SOLUCIONES DICTADAS EN USO DE LA MISMA Y RESOLU- 
CIONES NO COMPRENDIDAS EN ELLA. 


4 Noviembre 1891, Correspondiendo d la potestad 
discrecional las concesiones administrativas que pueden 
afectar á un servicio público, no pueden someterse al co 
nocimiento de la jurisdicción contenciosa las cuestiones 
que por su naturaleza ó por la materia sobre que versan 
se refieran á dicha potestad. porque en ellas no pueden 
alegarse como infringidos derechos preexistentes de ca- 
rácter administrativo. 


Concedida patente de invención á D. Ramón Que- 
raltó por nuevo procedimiento para suministrar 
agua potable á los buques en los puertos españoles, 

or medio de mangueras, tubos y llaves, sin necesil- 
dad de bombas ni depósitos flotantes y cedidos en 
parte sus derechos á la Sociedad La Proveedora Ma- 
rítima, solicitó ósta permiso para establecer cañe- 
rías en los muelles de Barcelona. Desestimada tal 
pretensión por Real orden expedida por el Ministe- 
rio de Fomento en 5 de Marzo de 1890, dedujo deman- 
da contra ella en vía contenciosa la Sociedad men- 
cionada, con la súplica de que se dejara sin efecto 
tal resolución y se declarase procedente la autorl- 
zación solicitada para construir en los puertos es- 
pañoles las obras necesarias para el suministro de 
agua potable á los buques. Emplazado el fiscal, con- 
testó la demanda alegando como perentoria la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdisción y supli- 
cando que la Sala se declarara incompetente para 
conacer del asunto, y si á ello no hubiere lugar, que 
se absolviera de la demanda á la Administración y 
se confirmara la Realorden reclamada. El Tribunal, 
con vista de los arts. 1.9, 4.2 y 46 de la ley de 13 Sep- 
tiembre de 1888, resuelve lo siguiente: 

«Considerando: que la patente otorgada á la So- 
ciedad La Proveedora Maritima por su procedimiento 

ara suministrar agua potable 4 los buques, es in: 
Audable que no le concede derecho alguno á que e 
Gobierno le entregue los puertos para aplicar $ 
invento, pues según la jurisprudencia constante, las 
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concesiones que, como la solicitada por la Sociedad 
demandante, pueden afectar al servicio público, co- 
rresponden á la potestad discrecional: 

Considerando: que en este concepto es indudable 
qu la Real orden reclamada no ha podido vulnerar 

erecho alguno preexistente de carácter adminis- 
trativo, y que por tanto falta en este caso el tercero 
de los requisitos que el art. 1.9 de la ley de 18 de Sep- 
tiembre de 1888 exige para que sea procedente el re- 
curso contencioso administrativo, antes bien, la ma- 
teria del pleito se halla comprendida en las pres: 
cripciones del art. 4.0, que excluyen de la vía con- 
tenciosa las materias que corresponden á la potes- 
tad discrecional: E 

Considerando: que.en virtud de lo expuesto y de lo 

revenido en el art. 48 de la misma ley, es proceden- 

een este caso la excepción de incompetencia de 
e que como perentoria ha alegado el 
cal: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos pro- 
cedente la excepción de incompetencia propuesta 
como perentoria por el fiscal, y que, en su conse- 
cuencia, esta jurisdicción es incompetente para co- 
nocer de la demanda deducida á nombre de La Pro: 
veedora Marítima contra la Real orden expedida por 
el Ministerio de Fomento en 186 de Marzo de 1890.» 
(Sent. dé Noviembre 1891.—Gac. 80 Agosto 1893, p. 853.) 


926 Noviembre-1.? Dicloembre 19992. Medidas 30- 
dre higiene pública: Emanan de facultades discrecionales 
de la Administración, y no pueden impugnrarse en vía 
contenciosa, aun cuando el Tribunal se haya declarado 
competente para conocer de ellas al denegar excepción dí- 
latoria propuesta por el fiscal; y sin perjuicio de pedir 
la a óS daño que se haya inferido al adop- 
tarlas. 


Contra Real orden dictada por el Ministerio de la 
Gobernación en 91 de Enero de 1889, que de conformi- 
dad con el dictamen emitido por el Real Consejo de 
Sanidad, ordenó á D. Manuel Frisón el derribo de 
un edificio que tenía construído sobre el cauce del 
desagúo del lago de Ibars y de la represa en el mis- 
mo establecida, por ser perjudiciales á la salud pú- 
blica, acudió Frisón en vía contenciosa al Tribunal 
de este orden con la súplica de que aquélla fuese re- 
vocada. Opuestas por el fiscal las excepciones de 
incompetencia de jurisdicción y falta de persona- 
lidad, que fueron desestimadas por auto de 4 de 
Octubre de 1888, y seguido el pleito por todos sus trá- 
mites, se dicta sentencia declarando sin compe- 
tencia á la jurisdicción contencioso-administrativa 
para conocer dela demanda, vistos los nrts. 4. de 

a ley de 13 de Septiembre de 1888 y del reglamento 
para su ejecución. 

«Considerando: que la Real orden que motivó el 
pleito fué expedida por el Ministerio de la Goberna- 
ción de acuerdo con lo propuesto por el Consejo de 
Sanidad del Reino, por razones de salubridad públi- 
ca, y que bajo este concepto, y conforme á lo pre- 
ceptuando en el núm. 1.% art 4 de la ley de 13 de 
Septiembre de 18%8 y del reglamento dictado para 
su ejecución, la cnestión promovida en la demanda 
se halla excluida del conocimiento de este Tribunal 
por referirse 4 matería propia de las facultades dis- 
crecionales del Gobierno: 

Considerando: que asi procede declararlo, no obg- 
tante haber sido desestimada con anterioridad la 
excepción dilatoria que al mismo fin propuso el fis- 
cal, porque aparte de que las cuestiones de compe- 
tencia por razón de la materia, como de orden pú- 
blico, puede decidirse en todo caso y en cualquier 
estado de Jo la excepción referida no fué esti- 
mada desde luego con objeto de discutir con más 
amplitud la cuestión sobre que versa el litigio, y de- 
purar con mayor examen en el verdadero carácter y 
alcance de la resolución impugnada (1): j , 

Y considerando: que si por virtud de la ejecución 





(1) Vuelve á proclamar el T. O. A. la doctrina que es- 
tableció en su sent. de 6 de Diciembre de 1890, contraria d 
la de 19 de Mayo del mismo año. En ésta declaró, en armo- 
nía con los buenos principios, que es imposible estimar 
la excepción de incompetencia como perentoria, después 
de haber sido rechazada como dilatoría; pero en la de 
8 de Diciembre, dijo que la denegación de la excepción 
dilatoría es provisional y no obsta d más detenido exa- 
men que produzca opuesta decisión.— Véanse las senten- 
clas ndicadas en el APÉNDICE de 1891, p3. 294 y 800, y 
en JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA y PRO- 
PIEDAD INTELECTUAL, del Diceionario. 


de lo por la misma prevenido, se originan á la parte 
demandante menoscabos ó perjuicios en susintere- 
ses, puede solicitar y obtener, sl así procediere, pre- 
via la justificación oportuna ante la Administra- 
ción activa, las indemnisaciones que procedan, se- 
gún lo establecido en la última parte del nám. 1., 
art. 4. del reglamento antes citado.» (Sent. 26 No- 
viembre-1.? Diciembre 1891.—Gac. 3 Septiembre 1893, 
pág. 396.) 

—Véanse tambión las sents. de 8 de Febrero y 8 de 
Abril de 1892, insertas bajo el núm. V. 


¡¿.u.(.1 


RESOLUCIONES DEFINITIVAS Y MO DEFINITIVAS Ó QUB 
CAUSAN Ó NO ESTADO (1). 


14 Diciembre 1891. Recurso gubernativo y con- 
tencioso en materia de contratos municipales. Se declara 
nulo lo actuado después de la providencia del goberna- 
dor que puso término d la vía gubernativa y solamente 
era susceptible de reforma en la contenciosa. 


Celebrado en 1874 un contrato entre el Ayunta- 
miento del Ferrol y D.José6 J. Otero para elarrenda- 
miento de los consumos, recargos y arbitrios, sar- 
gieron, sobre el aforo de ciertas especies, dudas, 
que resolvió el Ayuntamiento, en alzada el gober- 
nador de la Coruña y después el Ministro de la Go- 
bernación, quien expidió al efecto Real orden, des- 
pués de haber modificado en parte la citada anto- 
ridad provincial su propia decisión. El Tribunal 
contencioso admin., al que se llevó la dificultad, 
declara la nulidad de la É. O. y la de la providencia 
del gobernador adoptada con posterioridad 4 la 
decisión del recurso de alzada, vistos la ley muni- 
cipal y el art. 143 de la provincial, y considerando 
sustancialmente que tratándose de un contrato ce- 
lebrado con el pueblo, la providencia del goberna- 
dor resolviendo la alzada puso término á la vía gu- 
bernativa, y ni dicha autoridad pudo volver de 
el asunto ni el Ministerio tenía fÍcultades para re- 
fe (Sent. 14 Diciembre 1881.—Gac.8 Septiembre 

e ) 


31 Diciembre 18991 y otras. Questiones sobre ali. 
neaciones de calles y reparación de edificios: Sobre serví- 
dumbres y vías pecuarias: Las providencias de los gober- 
nadores sobre estas cuestiones ponen término d la vía gu- 
dbernativa, y sí de ellas se apela para ante el Gobierno, y 
éste resuelve, la Real orden que se expide es nula, como 
dictada con incompetencia; porque el único recurso pro- 
cedente es el contencioso.administrativo ante el Tribunal 
provincial conforme á lo declarado en la R. O. de 26 de 
Mayo de 1880, 


Se reitera la doctrina establecida en otras sen- 
tencias por el Tribunal de lo contencioso, que pue- 
den verse en el artículo JURISDICCIÓN CONTENCIOSO+ 
ADMINISTRATIVA, del Diccionario. (Sent. 81 Diciembre 
de 1891.—Gac. 13 Septiembre 1892, p. 476.) 


—La misma doctrina en sents. de 8 Marzo de 1892 
(Gacs. 10 Octubre, p. 115), y 19 Abril 1892 (Gacs. 4 y 5 
Noviembre, p. 198). 


4 Febrero 1999 y otras. Demandas contra acuerdos 
municipales: Son nulas las actuaciones promovidas y con- 
tinuadas contra acuerdos municipales que no causaron 
estado en la vía gubernativa por ser reclamables ante el 
gobernador, y que se impugnaron directamente en la con- 
tenciosa y d mayor abundamiento fuera de plazo... 


El arrendatario de los consumos de Laujar solicitó 
del Ayuntamiento indemnización de los perjuicios 
que le causó el establecimiento de un cordón saní- 
tario para evitar la invasión del cólera. La Munici- 
palidad se declaró incompetente para resolver tal 
solicitud, por acuerdo de 27 de Septiembre de 1885, 
contra el cual apeló el arrendatario al administra- 
dor de Hacienda, y después al Ministro del ramo, 
que dictó orden declarando contencioso adminis- 
trativa la materia y de la competencia de la Comi- 
sión provincial en primera instancia. El interesado 
dedujo su demanda ante dicha Comisión, que la 
sustanció y decidió por Sent. de 29 de Octubre de 
1896, reconociendo el derecho del demandante. Inter- 
puestos contra el fallo los recursos de apelación y 
nulidad, el T. C, A, declara nulo todo lo actuado en 
el pleito: 

«Considerando: que á tenor de lo prescrito en las 


(1) Véase GOBIERNO .. DE LAS PROVINCIAS: PoLICÍA 
MUNICIPAL. 
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leyes que rigen el ejercicio de la jurisdicción conten- 
cioso-administrativa, es indispensable que la reso- 
lución contra la cual se dirija el recurso haya cau- 
sado estado, y que pueda suponerse que lastima los 
derechos que el recurrente invoca, y el acuerdo del 
Ayuntamiento de Laujar, de 27 de Septiembre de 
1885, que motiva el presente pleito, no-:se halla en 
ninguno de los expresados casos, porque ni causa 
estado, siendo, como lo era, rezlamable ante la an: 
toridad del gobernador de la provincia, ni agravio 
en los derechos de que el autor se creyera asistido, 
puesto que en el referido acuerdo se limitó la Cor- 
poración municipal á declarar que carecía de com- 
petencia para resolver: 

Considerando: por otra parte, que la demanda 
presentada en 2 de Junio de 1886 no podía prevale- 
cer contra el acuerdo del Ayuntamiento de Y% de 
Septiembre de 18£5, por resultar notoriamente de- 
ducida fuera del plazo legal, ya que la alzada de 
D. Ignacio Martinez al delegado de Hacienda no 

udo interrumpir el lapso del término por haberse 
Neducido ante autoridad incompetente, según de- 
claró la R. O. de 7 de Marzo de 1856.» (Sent. 4 Febre- 
ro 1892.—GQac. £2 Septiembre, p. 52.) 


—Otro caso en Sent. de 19 de Abril de 1892. (Gac. 4 
Noviembre, p. 197.) 


—En Sent. de 28 de Febrero de 1892 reproduce el 
T.C. A. la declaración de que no procede la deman- 
da entablada directamente contra acuerdo munici- 
pal, porque debió reclamarse en alzada gubernativa 
ante el gobernador de la provincia, conforme á la 
R. O. de 26 de Mayo de 1 que se halla en vigor y 
con fuerza de obligar. (Sent. 26 Febrero 1892 revo- 
cando la dictada por el Tribunal provincial de Ma- 
drid y declarando la incompetencia de la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa para conocer de la 
demanda interpuesta por la Compañía madrileña 
de alumbrado y calefacción por gas, contra acuerdo 
del Ayuntamiento que autorizó á D. Amalio Jimeno 
para tender cables en la capital á fin de establecer 
el alumbrado eléctrico.—(Gac. 8 Octubre 1892, p. 91.) 


9 Abril 1892. Minas: Se reitera la doctrina estable- 
cida por el Tribunal de lo Contencioso, de que las resolu- 
ciones ministeriales declarando fenecido y sin curso le- 
gal un expediente minero, no resuelven ni deciden sobre 
la concesión de propiedad, por lo cual Y conforme d lo 
dispuesto en el núm. 2.2 del art. 89 de la ley de minas, no 
causan estado y carecen de uno de los requisitos exigi- 
dos por el art. 1.2 de la ley de 18 de Septiembre de 1888 
para que pueda interponerse contra las mismas recurso 
contencioso administrativo. 


La doctrina del epígrafe se consigna con vista de 
los arts. 1.9, 48 y 48 de la expresada ley de 13 de Sep- 
tiembre de 1868, y 89, núm. 2.0 de la de minas, á con- 
secuencia de cierta demanda interpuesta ante el 
T. C. A. contra una Real orden expedida por el Mi- 
nisterio de Fomento en 27 de Noviembre de 1889, de- 
clarando fenecidos y sin curso varios expedientes 
mineros. (Sent. 9 Abril 18928.—Gac. 2 Noviembre, pá- 
gina 183.) 

AV 
RESOLUCIONES CONSENTIDAS 


20 Octubre 1891. No escompetente el T.delo C. A. 
para conocer de aquellas resoluciones que habiendo cau- 
sado ejecutoria por no haber sido reclamadas, te impug- 
nan ante él en vía contenciosa, 


Por R. O. de 1.? de Marzo de 1885, se mandó llevar 
á efecto otras dos de 27 Marzo 1883 y 22 Noviembre 
de 1584, por las que se desestimaron solicitudes de 
D. Francisco Carreras deducidas para conseguir que 
se le admitiera tabaco de Vuelta Arriba y no tabaco 
Boliche en el cumplimiento del contrato que tenía 
celebrado con la Administración para el suministro 
de esa mercadería. El interesado dedujo contra di- 
cha R. O. de 1885, demanda contencioso administra- 
tiva, para conocer de la que se declara incompeten- 
te el Pribunal con vista del art. 4.%, párrafo 3. de la 
ley de 18 de Septiembre de 188: 

«Considerando: que con arreglo al párr. 8. del ar- 
tículo 4. de la ley de 13 de Septiembre de 1883, están 
exciuídas de la jurisdicción contencioso-adminis- 
trativa las resoluciones que son reproducción de 
otras anteriores que hayan causado estado y no ha- 
yan sido reclamadas, y las confirmatorias de acuer- 
dos consentidos por no haber sido apelados en tiem- 
po y forma: 

Considerando: que la R. O. de 1.7 de Marzo de 1885 
se limita á poner en ejecución la de 22 de Noviembre 


anterior al ordenar á la Intendencia de Hacienda 
de Puerto Rico que comprase el tabaco necesario 
ara saldar el descubierto de Carreras y al dictar 
as disposiciones Pera dede efectuar el pago 
de la compra, y no contiene declaración alguna que 
vulnere los derechos del contratista demandante, 
por lo que debe reputarse como una disposición de 
mero trámite que afecta exclusivamente al régimen 
interno de la Administración: 

Considerando: por lo expuesto, que este Tribunal 
es incompetente para conocer del fondo del litigio, 
porque no habiéndose utilizado en tiempo y forma 
recurso alguno contra la Real orden de 27 de Marzo 
de 1883 y más especialmente contra la de 2 de No- 
viembre, antes citadas, deben ambas reputarse como 
firmes y consentidas.» (Sent. 20 Octubre 1891.-—Gace- 
ta 22 Agosto 1892, p. 831.) 


2 Marzo 1899 y otras. Resoluciones que reprodw- 
cen otras consentidas: No procede contra ellas el recurso 
contencioso administrativo. 


Así se establece en esta sentencia en que el T.C.A. 
se declara incompetente para conocer de una de- 
manda. (Gac. 9 Octubre, p. 1041.) 


—Otros casos en sentencias de 7 de Noviembre, 3, 
10 y 15 de Diciembre de 1891 (Gacs. 1.9, 5, 6 y 9 Septiem- 
bre 1892; 21 de Marzo de 1892 (Gac. 23 Octubre); y Y 
de Abril de 1892 (Gac. 8 Noviembre, p. 215), 


3 Marzo 1899. Más sobre resoluciones confirmato- 
rías de acuerdos consentidos por no haber apelado de 
ellos en tiempo: No procede la vía contenciosa contra tales 
resoluciones. 


Así se establece en esta sentencia, por la cual el 
T. O. A. se declara incompetente para conocer de 
una demanda. (Gac. 9 Octubre, p. 1041.) 


vV 


CUESTIONES PERTENECIENTES AL ORDEN POLÍTICO 
Ó DE GOBIERNO 


8 Febrero 1892. Incompetencia del T. C. A. paro 
conocer de una demanda por referirse al relevo de los 
destacamentos de las plazas de Africa, asunto de la po- 
testad discrecional, y porque la indemnisación reclama- 
da en vía contenciosa, no fué objeto de solicitud en la gu 
bernativa. 


Declara el T. C. A. suincompetencia para conocer 
de una demanda, por los fundamentos siguientes: 

«Considerando: que la disposiciones dictadas por 
el Ministerio de la Guerra para el relevo de los des- 
tacamentos de las plazas de Africa, y contenidas en 
las Reales órdenes impugnadas, son propiamente 
de régimen y gobierno, y corresponden por su natu: 
raleza á la potestad discrecional: 

Considerando: que cuando tales disposiciones 004: 
sionan daños ó perjuicios á alguna persona, la in- 
demnización que ésta crea procedente debe pedirla 
en tiempo oportuno y en la vía gubernativa: 

Considerando: que en el caso presente, ni en la 
instancia de 31 de Abril de 1887 ni en otra alguna se 
solicitó ante la Administración activa por D. Joa: 
quín Acuña y Gómez la indemnización de daños y 
perjuicios que reclama en su demanda: 

Considerando: que en razón de lo expuesto, este 
Tribunal carece de competencia para entender y 
conocer del asunto de autos, ya por versar las Res: 
les órdenes citadas sobre materia de la facultsd 
discrecional, ya por no haberse pedido la indemni- 
zación que se pretende en la vía gubernativa, y n0 
haber, por consiguiente, respecto al particular, re: 
solución administrativa que cause estado: 

Considerando: que las cuestiones de competencia 
de jurisdicción, por ser de orden público, pueden 
plantearse de oficio 6 4 instancia de parte, y deben 
decidirse en cualquier estado del pleito, según la 
jurisprudencia constante.» (Sent. 8 Febrero 18%, 
dictada con vista de los arts, 1,9, 29,9 y 4.* de la les 
de br Septiembre de 1888.—Gac. 23 Septiembre, 
pag. Dl. 


8 Abril 1892, Las medidas que en interés publico 
adopta el Ministerio de Fomento en uso ds las facultades 
que le concede el art. 20 del reglamento de policta de f*- 
rrocarriles de 8 de Julio de 18569, con objeto de conseguir 
á la vez la seguridad de la explotación, como actos ema 
nados de la potestad discrecional, no son susceptibles de 
revisión en vía contenciosa. 


Así se establece por el Tribunal de lo Contencioso 


en virtud al pleito ¡li por la Compañía de 
los ferrocarriles del Norte, contra una Real orden 
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expedida por el Ministerio de Fomento en 24de No- 
viembre de 1890, autorizando á aquélla para ejecu- 
tar an proyecto de enclavamiento de señales para 

roteger el cruce á nivel de la línea de Zaragoza 4 

arcelona en la carretera de Ribas, por la que c0- 
rren dos vías del tranvia á vapor de San Andrés de 
Palomar, sin imponer nuevos gastos de instalación 
á la Compañia del referido tranvía, ni otros de con- 
servación Ó por maniobrus de los modernos apara- 
tos, que los que ésta viniera satisfaciendo con arre- 
glo 4 las bases de concesión. (Sent. 8 Abril 1892.— 
gae. 1.2? Noviembre, p. 178.) 


vi 


DECLARACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN SOBRE 8U COM- 
PETENCIA Ó INCOMPETENCIA: CUESTIONES EXCLUÍDAS 
DE LA CONTENCIÓN ADMINISTRATIVA POR RAZÓN DE LA 
MATERIA: CUESTIONES QUE LA ESTÁN SOMETIDAS. 


31 Octabre - 3 Noviembre 18941. Estando atri- 
buido por la ley d la jurisdicción contenciosa el conoci- 
miento de las cuestiones que se suscitan acerca del cum- 
plimiento é inteligencia de los contratos celebrados por 
los particulares con la Administración, es nulo el pacto 
estipulado por las partes de someter á juicio arbitral las 
cuestiones de aquella índole que puedan ocurrir. 


Celebrado un contrato entre la Diputación pro- 
vincial de la Coruña y D. Francisco Martínez Eche- 
varría, relativo al arreglo de las carreteras de 
aquella provincia, en cuya clásula 17 se estipuló 
someter á juicio arbitral las dudas que acerca de su 
cumplimiento pudieran ocurrir, y suscitada la de 
si procedía el abono al contratista del 16 por 100 
sobre el importe de las expropiaciones, fué resuelta 
gubernativamente por la Diputación en acuerdo de 
10 de Noviembre de 1880. Contra este acuerdo acudió 
Martinez á la Comisión provincial como Tribunal 
contencioso-administrativo, en súplica de que se 
revocara el mencionado acuerdo y se declarase que 
la Diputación venía obligada á abonarle el expre- 
sado 15 por 100. Opuesta aquella Corporación y sus- 
tanciado el juicio, se dictó sentencia por la Comi.- 
sión provincial, declarando no haber lugar á la de- 
manda, y reservando al actor su derecho para ejer: 
citarlo donde viere convenirle. Al discutirse la sen- 
tencia se emitió un voto particular accediendo á 
las pretensiones del demandante, el cual se apoyaba 
en lossiguientes considerandos: 

«1,2 Que atribuyéndose por el art. 81 de la ley de 
25 de Septiembre de 1863 4 Nos extinguidos Consejos 
provinciales el conocimienta y fallo de las cuestio- 
nes relativas al cumnlimiento, inteligencia, resci- 
sión y efecto de los contratos y remates celebrados 
conla Administración provincial paran toda especie 
de servicios y obras públicas del Estado, provincia- 
es y municipales, y á las Comisiones por la ley 
provincial vigente, competencia como Tribunal 
contencioso - administrativo para actuar en los 
asuntos que determinan los arts. 83 y 81 de la expre- 
sada ley de 25 de Septiembre de 1863, no cabe some- 
ter los asuntos de esta indole á juicio arbitral, toda 
gus los representantes de la Administración no 
pueden en ningún caso sustraer los intereses de 
ésta, puestos en tela de juicio, 4 la competencia de 
los Tribunales establecidos por las leyes: 

2. Que esta doctrina se halla expresamente san- 
cionada por el art. 12 del Real decreto de 21 de 
Febrero de 1852, en el cual se establece que ningún 
contrato celebrado con la Administración podrá 
someterse á juicio arbitral, de donde se infiere que 
el pacto contrario establecido por ambas partes 
enntrayentes en la condición 17 de la escritura de 
23 de Mayo de 1873, insusceptible por su propia índo- 
le.de alterar en cosa alguna la esencia del contra- 
tr, no ha menester, para ser ineficaz, ipso jure, de 
ningona declaración especial, toda vez que aun 
enasndo la Comisión quisiera inhibirse del conoci- 
triento de este asunto no podría hacerlo, porque 
toda cuestión decompetencia entraña una cuestión 
de orden público, y no hay forma de renunciará 
las leyes qne tienen un carácter manifiestamente 
prohibitivo.» 


.*.0 060540 00. 0. . 4. e 9000. 0000000080 


Notificada la sentencia á los causahabientes del 
demandante, interpusieron recurso de apelación 
ante el de E., que fué admitido en 10 de Noviem- 
bre de 1887, dictándose porel Tribunal de lo C. A. el 
siguiente fallo: , 

«Aceptando los resultandos de la sentencia ape- 


celebrado entre ambas 


lada y los considerandos primero y segundo del 
voto reservado: 

Considerando, que la Comisión provincial de la 
Coruña al declarar sin lugar la demanda, reservan» 
do á la parteactora su derecho paru que lo ejercite 
si viere convenirle en forma lega!, infringió lo ter- 
minantemente dispuesto en el art. 12 del Real de- 
creto de 27 de Febrero de 1852, y como resuelve sobre 
la competencia del Tribunal inhibiéndose de cono- 
ceren materia propia de su especial jurisdicción 
adolece la referida sentencia de un vicio sustancial 
que la anula y la hace insostenible: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos 
nula la sentencia dictada por la Comisión provin- 
cial de la Coruña el 31 de Octubre de 1887, y repo- 
niendo el pleito al estado de vista, remítanse las 
actuaciones al Tribunal de lo contencioso-adminis- 
trativo de dicha provincia, para que falle sobre la 
cuestión propuesta en la demanda.» (Sent. 31 Octu- 
bre 3 Noviembre 1891.—Gac. 28 Agosto 1892, p. 845,) 


273 Noviembre 18991. Cuestiones de competencia: 
Término para recurrir contra los acuerdos de los Ayun- 
tamientos: Nulidad de actuaciones en primera instancia: 
Se reitera la doctrina establecida por el Tribunal, de que 
las resoluciones de las autoridades administrativas inhi- 
biéndose de conocer, por lo mismo que no lesionan los de- 
rechos de los reclamantes, no son revisables en vía conten- 
ciosa. Igualmente se establece que el plazo para recurrir 
contra acuerdos municipales, es el de treinta días conta- 
dos desde su notificación. Por último, se declara que los 
incidentes de nulidad deben resolverse por el Tribunal, 
ante el cual se cometiera la falta. 


El Ayuntamiento de Pamplona manifestó en 17 de 
Diciembre de 1887 al director de la Compañía del 
gas de aquella población, contestando una comuni- 
cación dirigida por éste, que por no haber cumplido 
aquélla las condiciones estipuladas en el contrato 
arte», quedaba éste nulo y 
sin valor alguno, acordando en 21 del propio mes, 
que áÁ contar desde el 15 de Enero siguiente no abo- 
naría más que 25 céntimos por cada metro cúbico 
de gas consumido, con las rebajas consiguientes á 
las faltas que notase y por el tiempo que á dicha 
Corporación pudiera convenir. De estos acuerdos se 
a1zó para ante el gobernador el representante de la 
Compañía del gas, inhibióéndose dicho funcionario 
en 20 de Mayo de 1888 del conocimiento de la alzada, 
por estimar que los expresados acuerdos eran firmes 

definitivos, y sólo podían reclamarse ante los Tri- 
banales: En 18 de Abril del propio año había presen- 
tado demanda la mencionada Compañía ante la 
Comisión provincial, declarándose improcedente su 
admisión, porque los referidos acuerdos resultaban 
reclamados fuera del plazo de treinta días que al 
efecto se conceden. 

Contra la anterior resolución se presentó, á nom- 
bre de la Compañía, recurso para ante el Ministerio 
de la Gobernación, con arreglo A lo dispuesto en el 
art. 91 de la ley de 25 de Septiembre de 1883, y publi. 
cada la ley de 13 de Septiembre 1888, sin que hubiera 
sido resuelto dicho recurso, el Ministerio de la Go- 
bernación devolvió el expediente al gobernador de 
la provincia de Navarra, el que lo pasó al Tribunal 

rovincial de lo Contencioso administrativo. Este 
 ribunal dictó providencia en 18 de Febrero de 1889 
dando por interpuesto el recurso en vía contencio- 
sa, y acordando entregar los autos al actor para que 
formalizara la demanda en el plazo de veinte días, 


*lo cual tuvo lugar. 


El Ayuntamiento de Pamplona alegó en tiempo la 
excepción dilatoria de falta de competencia en el 
Tribunal, que fué desestimada por auto de 23 Ep dd 
de 1889. Apelado éste por la parte demandada y ele: 
vados los antecedentes al T. O. A., manifestó aqué- 
lla en escrito de 2 Agosto que, según certificado que 
acompañaba, la composición del Tribunal provin- 
cial de Pamplona que dictó el auto apelado, no re- 
sultaba contoemo á los preceptos de la ley, por lo 
que suplicaba que, sin perjuicio de resolver la apela- 
ción, se declarara en cuanto fuere compatiblo la in- 
competencia del Tribunal de Pamplona comoestaba 
constituído, y por tanto la nulidad de las resolucio- 
nes dictadas per el mismo, que el Tribunal de Pam- 
plona no había resuelto por hallarse pendiente la 
apelación. El C. A. resuelve lo siguiente: 

«Considerando: que en el presente litigio se hace 
necesario resolver acerca de la apelación interpues- 
ta contra el auto de 23 de Mayo 1889, que desestimó 
la excepción dilatoria de incompetencia aducida 
ante el Tribunal de Navarra, así como sobre el in- 
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cidente de nulidad suscitado por el representante 
del Ayuntamiento de Pamplona, en segunda instan- 
cia, por hallarse admitida la apelación por el Tribu- 
nal inferior y haber éste ya dejado de conocer en el 
asunto: 

Considerando: en cuanto á la apelación que, según 
se ha declarado con repetición en casos análogos, 
las resoluciones de las autoridades administrativas 
inhibiéndose de conocer en las reclamaciones pre- 
sentadas ante las mismas, no pueden causar lesión 
en los derechos de que los reclamantes se crean asis- 
tidos, y en su virtud la resolución del gobernador 
de Navarra de 20 de Mayo de 1s88, por la cual se de- 
claró incompetente cis resolver acerca de la soli- 
citud de la Compañia Madrileña de Alumbrado y 
Calefacción por gas, no era susceptible de revisión 
en vía contenciosa, puesto que ni resolvió acerca de 
los derechos aducidos por la Compañía, ni puso tér- 
mino á la vía gubernativa, hallándose sujeto como 
estaba dicho acuerdo á la alzada al Ministerio de la 
Gobernación, que pudo utilizarla misma Compañía: 

Considerando: que de igual manera no era de ad- 
mitir la demanda contra los acuerdos del Ayunta- 
miento de Pamplona de 17 y 24 de Diciembre de 1887, 
porque comparada la fecha del 18 de Abril de 1883, 
en que se presentó el recurso, con las de las notifica- 
ciones de dichos acuerdos, se comprueba que babía 
transcurrido con exceso el plazo de treinta días 
concedido para presentar la demanda, sin que sirva 
de excusa el que se dedujera en tiempo la instancia 
al gobernador, puesto que ósta no pudo interrumpir 
el lapso de un término señalado por la ley, sefún 
jurisprudencia constante de este Tribunal: 

Considerando: en cuanto al incidente de nulidad 
propuesto por la parte del Ayuntamiento de Pam- 
plona, que no es de admitir porque se' refiere á las 
acciones en primera instancia, y no ha recaído la 
resolución que sobre la supuesta falta adoptara el 
Tribunal provincial, la cual, según el art. 68 de la 
ley de 13 de Septiembre de 1888, es indispensable, 
porque á dicho Tribunal incumbe en primer lugar 
conocer de las reclamaciones de la expresada índole 
en los pleitos que ante el mismo se sustancien: 

Visto el párrafo 8.* del art. 1.0 y arts. 2.2, 56 y 68 de 
la ley de 13 de Septiembre de 1688: 

A ES: el art. 460 del reglamento de 29 de Diciembre 

6 ; 

Fallamos que debemos revocar y revocamos el 
auto dictado por el Tribunal prod! de Navarra 
en 23 de Mayo de 1889, y en su lugar declaramos que 
es de admitir la excepción dilatoria propuesta por 
la parte del Ayuntamiento de Pamplona al contes- 
tar la demanda, y que no ha lugar á resolver en esta 
segunda instancia acerca de la nulidad.» (Sent. 27 
Noviembre 1891.—(Gac. 8 Septiembre 1692, p. 399.) 


19 Dicicmbro 1891. Ejército y Marina: Poster- 
Pedó de jefes: y oficiales: Las resoluciones dictadas por 
os Ministerios de la Guerra y Marina referentes á pos- 
tergaciones impuestas reglamentariamente d jefes y of- 
ciales del ejército y Armada, no son revisables en vía 
contenciosa. 


Acusado D. Manuel Gómez Cuevas, contador de 
navio de 2.* clase, con el núm. 1 de su escalafón, co- 
mo responsable de un alcance de importancia, se 
formó in durante el cual dictó el Ministe- 
rio tres Reales órdenes ascendiendo á contadores 
de 1.*clase á otros tantosindividuos. Cuevas entabló 
demanda en vía contenciosa y alegada por el fiscal en 
el acto de la vista, como perentoria, la excepción 
de incompetencia de jurisdicción, se estima por el 
Tribunal, que con vista do los arts. 1? y 4.2 de la ley 
de 13 de panes de 1883, 1.0 del R. D. de 21 de 
Mayo de 15653 y 44 del de 20 de Junio de 1858, se decla.- 
ra incompetente para conocer de la demanda inter- 
puesta: 

«Considerando: que con arreglo al núm. 6. del ar- 
tículo 4.2 de su ley orgánica, este Tribunal no tiene 
competencia por razón de la materia para resolver 
el presente litigio, porque el precepto referido ex- 
cluye de la jurisdicción contencioso administrati- 
va la revisión de las Reales órdenes que se refieran 
á postergaciones impuestas reglamentariamente á 
jefes y oficiales del ejército y de la Armada... 

Considerando: por otra parte, que las Reales órde- 
nes reclamadas por el actor no tienen el carácter de 
definitivas, en cuanto á la postergación que de ellas 
resulta para D. Manuel Gómez Cuevas, pues esta 
De ión quedó subordinada al resultado final 

el expediente, y nofué obstáculo para que por Real 


orden de 2 de Junio de 1888, se concediese á aquél el 
ascenso que pretende con la antigtedad de la pri. 
mera de las resoluciones impugnadas.» (Sent. 19 Di- 
ciembre 1891.—Gac. 10 Septiembre 1892, p. 447.) 


25 Febrero 18999. Emolumentos de funcionarios 
públicos por servicios especiales: Subdelegados de Sani. 
dad: La cuestión sobre remuneración de los servicios, no 
estásometida a la competencia de los Tribunales conten- 
cioso-administrativos. 


D. Manuel Ausó, subdelegado de Medicina de Ali- 
cante, fué encargado de examinar la enfermedad 
que según rumor público, se padecía en Santa Pola. 

or el cumplimiento de su misión reclamó 5.000 pe- 
setas y el Ministerio de la Gobernación dictó Real 
orden tasando sus derechos en 24 escudos, conforme 
á la R. O. de 18 de Junio de 1887. Ausó recurrió en vía 
contenciosa y el Tribunal se declara incompetente 
para conocer de la demanda: 

«Considerando: que según está declarado en repe- 
tidas decisiones, la regulación de emolumentos ó 
gratificaciones á funcionarios públicos que presten 
servicios especiales pertenuce É la potestad discre- 
cional de la Administración cuando no hay ley ni 
reglamento que fije la recompensa que deba otor- 
garse, doctrina que ha sido confirmada por el artl- 
culo 4.%, núm. 3. del reglamento publicado en 29 de 
Diciembre de 1890 para la sustanciación de los asun- 
tos contencioso administrativos y sus incidentes: 

Considerando:queelactorfundasudemanda en la 
afirmación de no serle aplicable la R. O. de 19de Tn: 
nio de 1867, por tratarse de un servicio especial dis- 
tinto de los que como subdelegado de Medicina, es- 
taba obligado á practicar, con lo cual es notorio 
que él mismo coloca la cuestión en terreno que no 
es el de la jurisdicción de este Tribunal.» (Sent. Y 
Febrero 192.—GQac. 3 Octubre, p. 89.) 


10 Marzo 19893. Correcciones disciplinarias d fun- 
cionarios públicos. No son discutibles en vía contenciosa 
como no entrañen la separación en el ejercicio de cargos 
inamovibles. 


Así se establece en esta sent. de 10 de Marzo 189%, 
con vista de los arts. 4.9 de la ley de 13 de Septiem- 
bre de 1588 y 5. del Reg. de 29 de Diciembre de 1:90. 
(Gac. 10 Octubre 1892, p. 118.) 


R.D.23 Marzo 1892. ¿Pueden los gobernadores tus: 
citar competencias d los Tribunales provinciales de lo 
contencioso-administrativo? 


Véase esta importante decisión en COMPETENCIA 
ADMINISTRATIVA, p. 303. 


9 Mayo 1892. Incompetencia del Tribunal Cont-=- 
cioso-administrativo para conocer de demanda en la que 
se impugna Real orden contraria d etra de distinto de- 
partamento ministerial, por entrañar la cuestión una 
contienda entre dos Ministerios, que debe ser decidida por 
la Presidencia. 


Muerto D. Antonio Marcilla, duque de Mocteza: 
ma, su hijo D. Lnis solicitó y obtuvo del Ministerio 
de Gracia y Justicia carta de sucesión en aquel 
título y en otro «libre del pago del impuesto espe: 
cial para las sucesiones directas»; pero el de Ha- 
cienda declaró obligado á D. Luis al pago del im- 
puesto sobre grandezas y títulos. Contra la Real 
orden que tal resolvió, interpuso recurso contencio- 
so-administrativo el D. Luis Marcilla. El Tribunal 
declara su incompetencia para conocer de la de- 
manda y que el conocimiento y resolución del con- 
flicto corresponde á la Presidencia del Consejo de 
Ministros: . q 

«Considerando que la Real orden impugnada dio: 
tada por el Ministerio de Hacienda contradice lo 
resuelto en la de Gracia y Justicia, toda vez que 
declara sujeta la sucesión al pago del impuesto, 
dando distinto alcance á la R. O. de 1. de Dicien- 
bro de 18681 y á la legislación aplicatle al caso: 

Considerando: que, porlo expuesto, ha surgido un 
conflicto de jurisdicción y atribuciones entre dos 
Ministerios, das debe ser resuelto en la forma pre- 
venida por el R. D. de 8 de Septiembre de 1388, care- 
ciendo por tanto la jurisdicción contencioso-admi:- 
nistrativa de competencia para entender en el 
asunto, puesto que la resolución corresponde 4 la 
Presidencia del Consejo de Ministros, previo dicta: 
men del Consejo de Estado en pleno.» (Sent. 9 de 
Mayo 1892.—Gac. 12 Noviembre, p. 287.) 
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CUESTIONES SOMETIDAS Á JURISDICCIÓN CIVIL Y Á LA 
ADMINISTRATIVA 


8-10 Octubre 1991 y 8 Noviembre 1891. /n- 
competencia de la jurisdicción contencioso-administrati- 
va para conocer de las cuestiones que originen los con- 
tratos de arrendamiento de edificios para oficinas públicas. 


Véanse estas sentencias en ARRENDAMIENTO. 


14 Junlo 1891. Enajenación de bienes de un patro- 
salo familsar, 


Véanse esta sentencia en MAYORAZGOS. 


95 Febrero 1893. Declaración de ser el asunto de 
la competencia de los Tribunales ordinmarios:]Esta'decla- 
ración no vulnera ningún derecho de índole administrati- 
vs y por lo tanto no es impugnable en vía contenciosa. 


Declara el Tribunal que la jurisdicción contencio- 
so-administrativa es incompetente para resolver 
wademanda. y establece la doctrina del epigrafe 
enlos siguientes términos: «La Real orden impug- 
tada al declarar nulo todo lo actuado en el expe- 
diente que motiva el pleito, por reputar el asunto 
propio del conocimiento de los Tribunales del orden 
civil, con arreglo al Código de Comercio, á la vez 
que pone término á la vía gubernativa, si en este 
caso pudiera estimarse como necesariamente pre- 
via á la judicial, no vulnera ningún derecho del de- 
mandante preestablecido en disposiciones de carác- 
ter administrativo á su favor; y por ello carece de 
una de las condiciones exigidas en el tit. 1 de la ley 
de 13de Septiembre de 1868 para poder ser impugna- 
da ante este Tribunal.» (Sent. 25 Febrero 1892,— Ga- 
ceta 7 Septiembre, p. 72.) 


VII 


DOCTRINA SOBRE DERECHO PREEXISTENTB Á FAVOR 
DEL DEMANDANTE 


Véase on el grupo l la Sent. de 21 de Abril y en el 
Vil la de 25 de Febrero, ambas de 1892, 


Además debe consultarse en DESAMORTIZACIÓN la 
delide Abril de 1892, sobre falta de derecho preexis- 
tente á favor de los denunciadores de bienes nacio- 
nales para reclamar en vía contenciosa contra las 
resoluciones que desestiman sus denuncias. 


AX 


CONSIGNACIÓN DE CANTIDAD, NECESARIA PARA ENTA- 
BLAR DEMANDA EN LA VÍA CONTENCIOSA, CONTRA RE- 
SOLUCIONES QUE IMPONEN MULTAS, EXACCIONES Y DES- 
EMBOLSOS, 


19 Marzo 189% y otras. Responsabilidades pecu- 
muarias d favor de la Hacienda: Consignación necesaría 
para recurrir en vía contenciosa: No verificándose la 
consignación, el Tribunal, es incompetente para conocer 
del fondo del asunto.—Otro tanto acontece tratándose de 
responsabilidades exigibles d favor de los Ayuntamientos. 


Hácese la declaración del to considerando 

que la disposición del art. 6.0 de la ley de 18 de Sep- 

tiembre de 1838 es terminante, «habiendo sido dero- 

dor por el mismo cuantas disposiciones especia- 

es rigiesen con anterioridad para eximir de ese re- 

úisito determinados débitos». (Sent. 18 Marzo”1892. 
. 11 y 23 Octubre, p. 142.) 


—Otro caso: Sent, 22 Marzo 1892. (Gac. 23 Octubre, 
pág. 144.) 

—El requisito de la consignación es aplicable á los 
créditos á favor de los Ayuntamientos, según lo es- 
tablecido en el art. 182 de la ley municipal en rela- 
gión con el 9.” de la de Contabilidad. (Sent. 1.0 Abril 
1899.— Gac. 80 Octubre, p. 168.) 


XxX 
DOCTRINA SOBRE PERSONALIDAD DEL DEMANDANTE 


$ Diciembre 1891. Impersonalidad del recurrente 

ra reclamar derechos de una colectividad cuando no 
ustifica autorización de ésta ó que le hayan sido trans- 
mitidos, y se limita d acreditar que es hijo de uno delos 
tocios, etc. 

Adjudicada la mina Leona á una Sociedad com- 
pa de varias personas, entre las cuales figuraba 
D. Ramón de Perea, un hijo de éste llamado D. Ale- 
jandro, expuso que sobre la anterior concesión se 

BoLsTí5: An, 1892, 


habís demarcado otra y pidió que se reconociese á 
su favor la propiedad de la parte correspondiente á 
su padre en la Leona; presentando el auto de abin- 
testato del que resultaba que había sido declarado 
heredero de D. Ramón, en compañía de otros tres 
hermanos. Denegada tal solicitud en vía gubernati- 
va, la reprodujo el reclamante en la contenciosa, 
donde se propuso contra él como perentoria la ex- 
cepción dilatoria de falta de personalidad, á que el 
T. C A. declara haber lugar: 

«Considerando: que para reclamar una persona 
los derechos de otra, necesita acreditar cumplida- 
mente, ó bien que ha recibido la oportuna autoriza- 
ción ó bien que le han sido transmitidos aquéllos en 
la forma y por los medios que las leyes establocen: 

Considerando: que el expediente ae concesión de 
la mina Leona se instruyó á instancia de D. José de 
Chavarri, D. Martin de Arteta, D. Ramón de Perea 

D. Juan de Arteaga, los cuales formaban una co. 
lectividad, que no consta haya procedido á practi- 
car ninguna división entre sus individuos, siendo 
por lo tanto la única que puede ostentar los dere- 
chos adquiridos por resultado de dicho expediente: 

Considerando: que ni los expresados registradores 
de la mina, nisus herederos, caso de haber fallecido 
aquéllos, han conferido ninguna clase de represen- 
tación á D. Alejandro Perea, constando por lo con- 
trario en el expediente administrativo la significa- 
tiva cirounstancia de que, apenas presentó Perea su 
solicitud, dedujeron otra análoga los hijos de don 
José de Chavarri, titulándose dueños de toda la 
mina, y pidiendo se les expidiera el título de propie- 
dad de la misma: 

Considerando: que ni siquiera puede hacer valer el 
actor los derechos de su padre D. Ramón Perea, 

nuesto que para justificar su propiedad tan sólo ex- 
hivió un testimonio del auto judicial que le declara 
heredero abintestato de su citado padre, en unión 
con sus tres hermanos, pero no ha demostrado que 
se le adjudicase la parte que á sa causante pudo co- 
rresponder en la mina Leona, ni tampoco que haya 
recibido de los coparticipes de la herencia la facnl- 
tad de ejercitar los derechos de ésta: 

Considerando: que por no tener el demandante el 
carácter con que comparece, carece de acción para 
formular pretensiones en cuanto al fondo del asun- 
to, y este Tribunal debe abstenerse de resolver so- 
bre él, una vez excepocionada y reconocida dioha 
falta de personalidad.» (Sent. 5 Diciembre 1591.—Ga- 
ceta 5 Septiembre 1882, p. 413.) 


27 Enero 1893. Agentes de Aduanas: No tiene per- 
sonalidad el agente del consignatario para combatir por 
su propio derecho la multa impuesta á éste, cuando no ha 
Uegado el caso de hacerla efectiva del apoderado. 


Impuesta una multa á las casas L. Gruyer y Ja- 
ques Gourdon, consignatarios de una partida de vi- 
nos, cuya importación se hizo sin cumplir las for- 
malidades de las Ordenanzas de Aduanas, D. Pablo 
Ferrer, agente apoderado de dichas razones socia- 
les, acudió en vía contenciosa, impugnando el acuer- 
do que declaró la responsabilidad. El T. C. A. de- 
clara qne Ferrer carece de personalidad para com- 
batirle, con vista de los arts. 64 de las Ordenanzas 
de 19 Noviembre de 1884 y 93 de la ley de 18 Septiem- 
bre de 1888: 

«Considerando: que D. Pablo Ferrer y Mary, de- 
mandante, que en este pleito defiende sus derechos 
propios, y en tal concepto ha otorgado poder á fa- 
vor del licenciado D. Cipriano Garijo, es un apode- 
rado de los Sres. L. Gruyer y Compañía y Jaques 
Gourdón, en cuyo nombre bizo las declaraciones 
que dieron origen á las multas de que se trata: 

Considerando: que según el art.61 de las Ordenan- 
zas de Aduanas de 19 de Noviembre de 18841... las 
multas impuestas en los expedientes atectan á Ja- 
ques Gourdon y á L. Gruyer y Compañía, consigna- 
tarios del vino importado, y no pueden alcanzar al 
agente Ferrer por no haber llegado el caso de ha- 
cer efectiva su responsabilidad subsidiaria: 

Considerando: que los referidos interesados no 
han conferido poder ni autorización de ningún gé- 
nero á Ferrer para reclamar en vía contenciosa, y 
por lo tanto, aun cuando éste haya podido repre- 
sentarles por su carácter de Lo en la vía guber- 
nativa, carece de personalidad en el presente plei- 
to, toda vez que el indicado carácter en ninguna 
manera autoriza para entablar litigio de este or- 
den...» (Sent. 27 Enero 1992.—Gac. 18 Septiembre, pá- 
gina 86.) 29 
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5 Feh. 1993 y otras. Impersonalidad por deficiencias 


del : Si del poder no aparece el carácter con que el 

oderdante le otorga no admitirse la personalidad 
el apoderado aun tal carácter venga reconocido 
en vía gubernativa. 


Vistos los arts. 48 y 48 de la ley de 13 np 
de 1888 y 98 del Regl. de 29 Diciembre de 1890, se de- 
clara la impersonalidad de D. Pablo Róspide, en la 
demanda que interpuso á nombre de la Compañia 
del ferrocarril de Madrid á Cáceres y Portugal, se- 
gún oder que le fué otorgado por D. Juan Róspide. 
Andaba la sentencia en que «si bien en el poder 
resentado por D. Pablo Kóspide se acreditan las 
acultades que al director de la Sociedad de los fe- 
rrocarriles de Madrid 4 Cáceres y Portugal compe- 
ten para representarla en juicio, no se consigna 
que corresponda á D. Juan Róspide y Beris el ca- 
rácter de director que se atribuye, y que la justifi- 
cación de este particular es requisito imprescindi- 
ble para que pueda estimarse justificada la perso- 
nalídad del demandante; y el hecho de haber sido 
admitida por la Administración en la vía guberna- 
tiva la personalidad del poderdante, no es motivo 
suficiente para que se admita en la via contencio- 
sa, después de publicada la vigente ley de 18 Sep- 
tiembre de 1888, que modificó esencialmente en este 
unto la legislación anterior y la jurisprudencia de 
a Sala de lo Contencioso del Consejo de Estado.» 
(Sent. 5 Febrero 1892.— Gac. 23 Septiembre, p. 53.) 


—LAa misma doctrina en un caso exactamente 
igual al anterior: Sent. 1.2 Abril 1892, (Gac. 80 Ootu- 
bre, p. 165.) 


.—Otros casos análogos en sentencias de 4 y 15 
Marzo 1892. (Gacs. 9, 10 y 19 Octubre, ps. 108 y 1929.) 


11 Marzo 1892. Poder para recurrir ante los Trí- 
dunales contenciosos: No es necesario que sea especial, 
pd el poder general para litigar ante todos los de 

paña, 


El art. 82 de la ley de 13 Septiembre de 1888 «al au- 
torizar á las partes DRzS conferir su representación 
á lotrado ó% procurador con poder al efecto, ha signi- 
ficado con esta frase que el poder sea bastante; 
pero en manera alguna ha o Ja que el poder sea 
especial rara el pleito, de donde se sigue que es bas- 
tante el poder general para litigar ante todos los 
Tribunales de España.» (Sent. 11 Marzo 1892 —Gace 
ta 17 Octubre, p. 120.) 


21 Abril 1998. Impersonalidad por defecto en la 
demanda: No puede fundarse la excepción de falta de 
personalidad como perentoria en razones ya alegadas al 
proponer la de defecto legal, desesti a como dila- 


Parece deducirse esta doctrina de la sent. de 21 
de Abril de 1892, que desestima la excepción dilato- 
ría de fuita de personalidad, propuesta como pe- 
rentoría, «considerando: que el fiscal funda esta ex- 
cepción perentoria en razones que ya invocó al ale- 
ger como dilatoria la de defecto legal en el modo 

e proponer la demanda, qe fué desestimada por 
A + (Sent. 21 Abril 1892.— Gac. 5 Noviembre, 
pag. «Ue. 


XI 


DEFECTO LEGAL EN EL MODO DE PROPONER 
LA DEMANDA. 


33-24 Noviembre 1899. Existe tal defecto cuando 
se formula la demanda sin los os establecidos por 
La ley, entre los cuales se halla el de alegar acerca de la 
competencia del Tribunal, condiciones la resolución 
reclamada, personalidad del demandante y término en 
que se interpuso el recurso. 


Asi se establece por el Tribunal de lo contencioso 
con vista de los arts. 42, 48 y 48 de la ley de 18 de 
Septiembre de 1888, y 812 y 818 del Regl. de 29 de Di- 
ciembre de 1890, estimando la excepción dilatoria 
de defecto legal en el modu de proponer la deman.» 
da, alegada como perentoria por el fiscal. (Sen- 
cn y Noviembre 1891.—Gac. 3 Septiombre 1892, 
pag. . 


22 Abril 18992. ¿Puede fundarse la excepción de 
impers3onalidad en motivos, ya rechazados como causa de 
defecto legal en el modo de proponer la demanda? 


Véase esta sentencia en el grupo X. 


xMN 
0084 JUZGADA: NULIDAD DE ACTUACIONES. 


43 Noviembre 1991. Recurso de nulidad contra 
sentencias dictadas por los Consejos de Ultramar.-— El 
art. 68, caso 3.2 del reglamento de 4 de Julio de 1861 
para el procedimiento contencioso administrativo de los 
Consejos de Ultramar, aplicable á este pleito, sólo conce- 
de el recurso de nulidad contra las sentencias de dichos 
Tribunales cuando fuesen contrarias al tenor expreso de 
las leyes, decretos y órdenes vigentes; pero no permite 
una nueva discusión del fondo del pleito. 


Interpuesto recurso de nulidad ante la suprimida 
Sala de lo contencioso del O. de E. por la Sociedad 
anónima <Cródito Mercantil» de San Juan de Puer- 
to Rico, contra sentencia dictada por el Consejo 
contencioso-administrativo de aquella isla, se de- 
clara no haber lugar á 6l, vistos los arts. 61 y 63, pá- 
rrafo 2. del reglamento mencionado en el epígrafe: 

«Considerando: en cuanto al recurso de nulidad 
propuesto, que el actor no ha demostrado ni inten- 
tado comprobar que exista contradicción entre el 
fallo dictado por el Tribunal de Puerto Rico y el 
texto expreso de leyes, decretos y órdenes vigen- 
tes, sino que ha limitado sus alegaciones en esta 
segunda instancia á la procedencia de la sentencia 
recurrida, y como el ved dl que subordina dichos 
recursos á los trámites de las apelaciones, en cuan- 
to á su sustanciación, no autoriza el que se abra 
nueva discusión sobre lo que constituye el fondo 
dela sentencia, resulta que el recurso no puede pre- 
valecer.» (Sent. 18 Noviembre 1891.—Gac. 3 Septiem- 


.bre 1892, p. 870.) 


—Se reitera igual doctrina en sent. de 18-14 No- 
viembre 1891. (Gac. 2 Septiembre 1892, p. 871.) 


289 Diciembre 1891. Recurso de nulidad: Es inad- 
misible este recurso, cuando se presenta fuera del plaso 
señalado al efecto, 


Contra sentencia dictada en apelación por el 
T. C. A. en 11 de Diciembre de 1880, confirmando la 

ronunciada por la Sección de lo Contencioso del 

onsejo de Administración de la isla de Cuba, que 
revocó una resolución del gobernador general cali- 
ficando de improcedente cierta indemnización soli. 
citada por el dol dci en unos terrenos sobre los 
cuales se había constituido una servidumbre, y de- 
claró que la Administración del cementerio de Co- 
lón venía obligada á abonar á aquél los perjuicios 
ocasionados, interpuso recurso de nulidad el obispo 
de la Habana, el cual recurso se desestima con vis - 
ta de los arts. 68, 67 y 94 de la ley de 13 de Septiem- 
bre de 1888, 6 iguales del Real decreto de 3 de No- 
viembre del mismo año: 

«Considerando: que, según añrma el reverendo 
obispo de la Habana, la sentencia contra la cual se 
dirige le fué notificada el día 27 de Mayo de 1891, y 

or lo tanto, el recurso de nulidad, PES el 10 

e Julio de igual año, resulta fuera del plazo legal, 
pues aunque se aplique al cómputo del término lo 

ispuesto en el art.71 del R. D. de 2 de Noviembre 
de 1888 respecto al recurrente para la comparecen- 
cia en las apelaciones, aparece que el primer correo 
desaués de la fecha de la notificación salió de la 
isla de Cuba el día 30 del antedicho mes de Mayo y 
llegó á la Peninsula el 11 de Junio siguiente, por lo 
que el plazo de dies dias concedido por el art. 67 de 
la ley para reciamar la nulidad de las actuaciones 
empezó á correr el día 13 del expresado mes de Ju- 
nio y espiró el 28 del mismo: 

Considerando: que Áá tenor de lo prescrito en el 
art. 9t de la ley de 18 de Septiembre de 1883, y el de 
igual número del Real decreto de 23 de Noviembre 
de dicho año, los tórminos fijados en ambos no pue- 
den reducirse ni ampliarse por los Tribunales más 

ue endos casos en que expresamente seles conceda 
acultades para al del contexto de los demás 
artículos de la 1937 eal decreto no aparece otor- 
gada dicha facultad para esta clase de recursos.» 
A Diciembre 18991.—Gac. 12 Septiembre 18892, 
pág. 404.) 
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XHM1 


PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CONTERCIOSO -ADMINISTRA- 
TIVA: ALLANAMIENTO Á LA DEMANDA: CADUCIDADES 
Y DESISTIMIENTOS, 


30 Octubre 1991 y otras. Alegada erróneamente 
por los demandados la excepción dilatoria de defecto le 
gal en el modo de proponer la demanda por haberse pre- 
Sentado ésta fuera plaso marcado en el art. 7.2 de la 
ley de 13 Septiembre 1888, y habiéndose deducido aquélla 
antes de regir dicha ley, es evidente que el plazo para 
contar el término de presentación de la misma, debe com- 
Pares con arreglo d la legislación anterior, entonces 


Declarados lesivos por Real orden de 8 de Sep- 
tiembre de 1888 para los intereses del Estado varios 
acuerdos de la antigua Junta de pensiones civiles 
que abonaron á los interesados en ellos para los 
efectos pasivos, los servicios prestados como pri- 
meros destinos á la Empresa arrendataria de sal, 
en cuyo caso se encontraban D. Mauricio López 
Roberts y D. Ramón rra la ó6 interpuesta deman - 
da por el fiscal, solicitando la revocación de los ex- 
rei acuerdos tomados por aquella Junta en 

de Diciembre de 1879 y 13 de Enero de 1831, el Tri- 
bunal accede á ella dictando la siguiente sentencia. 
Los interesados alegaron la excepción de defecto 
legal en el modo de proponer la demanda, por he- 
berse ésta deducido fuera de plazo; pero,el Tribunal 
la declara entablada dentro de él y disestima la 
excepción: 

«Considerando que alegada como perentoria por 
la representación de la parte demandada en este 
pleito, la excepción de defecto legal en el modo de 

roponer la demanda, fundada en haberse deducido 

sta por el fiscal fuera del plazo marcado en el 
art. 7. de la ley de 13 de Septiembre de 1688, se hace 
ante todo necesario resolver acerca de este extre- 
mo, porque si bien dicho motive no puede servir de 
base á la mencionada excepción que resulta por 
consiguiente erróneamente slegada, siendo cons- 
titutivo de incompetencia de jurisdicción con arre- 
plo al art. 46 de la Ley sólo en el caso de aparecer 

a demanda presentada dentro del plazo legal, tie- 
ne el Tribunal competencia para conocer de ella y 
para resolver la cuestión que en el fondo del pleito 
se ventila: 

Considerando: que por tener que contarse el plazo 
de que la Administración dispone para impuguar 
en via contenciosa sus propiws resoluciones, desde 
que por quien proceda se declare gue sen perjudi- 
ciales ó lesivas á los intereses del Estado, y hecha 
esta declaración respecto de los acuerdos impugna- 
dos por la R. O. de 6 de Septiembre de 1858, es indu- 
dable que el plazo legal para la presentación de 
esta demanda era el que señalaban las disposicio- 
nes, entonces vigentes, y no el que determina la ley 
de 13 de dicho mes y año, promulgada con posterio- 
dad á aquella fecha: 

Considerando: que así el párrafo segundo de la 
base décima tercera de la ley de 81 de Diciembre de 
1:81 como el art. 87 del reglamento de 294 de Junio de 
188% disponen que el término para acudir á la vía 
contenciosa será para la Administración el de seis 
meses, á contar, como queda dicho, desde el día en 
que se declare por providencia ministerial que la 
providencia apelable es lesiva de los intereses y de- 
rechos del Estado, y por consiguiente los seis meses 
en el o caso, contados desde el 6 de Septiem- 
bre 1888, no vencieron hasta igual día del mes de 
Marzo 1839, y deducida la demanda el 22 de Febrero 
de este último-año, lo está manifiestamente dentro 
del plazo legal: p 

Considerando: que si bien la jurisprudencia ha 
declarado en algunos casos deducidas dentro del 
término demandas interpuestas por las particula- 
res cuando ya se hallaba en vigor la ley de 13 de 
Septiembre de 1888 contra Reales órdenes expedidas 

or el Ministerio de Hacienda ones los in- 

resados antes de la publicación de dicha ley, por 
resultar presentadas dentro de los tres meses que 
ésta señala, pero fuera de los dos que la legislación 
antigua determinaba, este criterio no ha podido 
obedecer Á otra razón que á la de ser más largo el 
plazo señalado en la nueva legislación que el de la 
antigua, y haciendo aplicación del mismo al caso 
presente, y siendo respecto de la Administración 
más largo el plazo de los meses que las disposicio- 
res antes citadas señalaban, que el de los tres que 
la ley de 13 de Septiembre establece, aquél debe ser 


el aplicable y no éste.» (Sent. 30 Octubre 1891 dicta- 
da con vista de la base 13 de la ley de 8! Diciembre 
de 1881 y del art. 87 del reglamento de M de Junio 
de 1885.— Gac. 28 Agosto 1882, p. 84.) 


17-19 Nov. 1991 y otras. Cómputo del término soña- 
lado para acudir ála via contenciosa: En el plazo de tres 
meses, fijado por la ley de 1888, los meses son de treinta 
feriados; y presentada la 
demanda después de ese término, es incompetente el Tyi- 
bunal de lo contencioso para conocer de ella (1). 


Deducida demanda por el Ayuntamiento de To- 
rrellas de Fox en 20 de Octubre de 1859 contra una 
Real orden que le fué notificada el YO de Julio del 
ropio año, el Tribunal de lo Contencioso se declara 
incompetente para conocer de ella, vistos los ar- 
ticulos 7,?, 46 y 91 de la ley de 138 de Septiembre 1888: 

«Considerando: que con arreglo al art. 7.2 de la 

de 13 de Septiembre de 1898 el plazo para acudir 
á la vía contenciosa es el de tres meses á contar 


días y en los días entran los 


le 


desde la fecha de la notificación de la resolución 
reclamada yaus ese plazo debe computarse en la 
forma establecida en el art. 94 dela misma ley, ó sea 
por meses enteros, sin tomar en cuenta el número 
e días de que se compongan, ni los feriados, y en- 
tendiéndose los meses de treinta dias: 
Considerardo: que computado en esa forma el 
plazo en el presente caso, y habiéndose notificado 
al Ayuntamiento demandante la Real orden impug- 
nada, según se reconoce y declara en el escrito de 
interposición del recarso, el día 20 de Julio de 1889, 
es indudable que el plazo de tres meses de treinta 
dias venció el día 18 de Octubre siguiente, y no ha- 
biéndose presentado el recurso hasta el 20 de este 
po mes se halla manifiestamente fuera del pla- 
zo legal: 
Considerando: que san cuando esta cuestión no 
haya sido promovida por las partes por afectar á la 
competencia del Tribunal, con arreglo á lo dispues- 
to en el art. 48 de la ley, puede promoverse y debe 
decidirse aun de oficio y en oualquier estado del 
de siempre que no se haya dictado sentencia 
rme, según tiene reconocido y declarado la qe 
prudencia.» (Sent. 17-19 Noviembre 1891.—Gac. Y Sep- 
tiembre 1892, p. 877.) 


—Otros casos iguales en Sents. de 28 y 80 de Enero 
(Gacs. 18 y 21 Septiembre, ps. 38 y 43) y 11 Mayo 18893 
(Gac. 12 Nuviembre, p. 239). 


273 Neviembre 1991. Término para recurrir con- 
tra acuerdos municipales. 


Véase esta sentencia en el grupo V. 


418 Diciembre 18991. Para impugnar en vía conten- 

ciosa una resolución gubernativa imponiendo multa, es 

requisito previo é indispensable la consignación de ella 

por el recurrente, en las arcas del Tesoro. El allanamien- 

to del representante de la Administración d la demanda, 

> estar a ronicodo para ello, produce la nulidad de todo 
o actuado. 


Dictada providencia en 291 de Mayo de 1883 por el 
obernador de Cuenca imponiendo multas á D.Juan 
rancisco Herráiz, Saturio Herráiz y Fidel Chava- 
rría, por pastoreo abusivo de ganados en los montes 
comunales del término de Reillo, y reclamada dicha 
providencia en vía contenciosa ante la Comisión 
rovincial, sin consignar previamente el importe 
Lo la responsabilidad, se dictó sentencia revocando 
la decisión del gobernador de conformidad con lo 
solicitado por los recurrentes, y lo manifestado por 
el representante de la Administración, que en el 
acto de la vista modificó las pretensiones deducidas 
en sus escritos de contestación y dúplica. Notificada 
la anterior sentencia á las partes, interpuso recurs») 
de apolación el fiscal, que mejoró después con la sú- 
lica de que se declarase nula la sentencia recurri- 
a. El Tribunal de lo Contencioso accede áÁ tal pre- 
tensión, declarando nula la sentencia con todo lo 
actuado ante la Comisión provincial, y firmes y sub- 
sistentes las resoluciones del gobernador: 
«Considerando: que de las actuaciones seguidas en 
pea instancia no aparece que los demandantes, 
oy apelados, consignaran en las arcas del Tesoro 
las cantidades á que respectivamente fueron con- 


(1) Esta doctrina se funda en el art. 94 ds la ley de 18 
Septiembre 1888, que ha sido sustancialmente reformada 
por la de 22 Junio 1894, en la cual so omite la expresión 
de quelos meses se entienden de 30 días. 


y 
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denados por el acuerdo del gobernador de la pro- 
vincia de CuUéncA. contra el cual reclamaban, y como, 
según lo dispuesto en el art. 9.0 de la ley de 25 de 
Junio de 1870, dicho requisito es indispensable y ha 
de preceder siempre al recurso en vía contencioso 
administrativa, cuando se trate de créditos liquida- 
dos á favor de la Hacienda. su falta de cumplimien- 
to en el caso del presente litigio no puede menos de 
producir la nulidad de todo lo actuado: ] 

Considerando: además, que en el acto de la vista 
de este pleito, celebrado el día 9 de Febrero de 1885, 
el fiscal, en nombre de la Administración, se allanó 
á la demanda, y como no dedujera autorización es- 
pecial al efecto de la autoridad administrativa, tal 
allanamiento es nulo y debe igualmente anular el 
fallo en su virtud os puesto que produjo que 
una de las partes del litigio resultara indefensa: 

Visto el art. 9.2 de la ley de 235 de Junio de 1870: 

Visto el art. 6. del R. D. de 15 de Mayo de 1850, vi- 
gente á la sazón, que expresa los casos y la forma 
en que han de obtener los fiscales la autorización 
especial para allanarse á las demandas presentadas 
en la vía contencioso-administrativa; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos nula 
la sentencia dictada por la Comisión provincial de 
Cuenca en 16 de Febrero de 1886, con todo lo actuado 
ante la misma en vía contenciosa, y firmes y subsis- 
tentes las resoluciones del gobernador de la provin- 
cia de 21 de Mayo de 1883.» (Sent. 18 Diciembre 1891. 
Gac. 10 Septiembre 1892, p. 449.) 


289 Diciembre 1891. Recurso de nulidad propuesto 
fuera de plazo. 
Véase esta sentencia en el grupo XAI. 


4 Febrero 1899. Más sobre inadmisión de las de- 
mandas interpuestas fuera de plazo. 


Véase esta sentencia en el grupo JAR. 


xIv 
BECURS08 ORDINARIO DE REVISIÓN Y DE APELACIÓN 


5 Diciombro 1899. Recurso de revisión: Audiencia 
del Ministerio fiscal: Cuando el Tribunal no 8e considera 
competente para decidir la cuestión planteada, es impro- 
cedente el recurso fundado en que sentencia deja de 
resolver sobre el fondo del pleito. La falta de audiencia 
del Ministerio fiscal al hacer la declaración de incompe- 
fencía tampoco motiva dicho recurso. 


Reclamada en vía contenciosa cierta Real orden 
que declaró válida una venta de bienes nacionales 
verificada con arreglo al anuncio de subasta, por 
un interesado que se decia dueño de aquéllos, y de- 
clarado incompetente para conocer del asunto el 
Tribunal de lo Contencioso, se interpuso por el fis- 
cal recurso de revisión ordinario, fundado en el nú- 
mero 1.”,art.79 de la ley de 18 de Septiembre de 1888, 
El Tribunal, vistos el expresado articulo y el 84 de 
dicha ley y los 74 y 1.809 de la de Enj. civil, declara 
improcedente el expresado recurso con imposición 
de costas á la parte recarrente: 

«Considerando: que el presente recurso de revisión 
lo funda el fiscal en ol núm. 1.” del art. 79 de la ley 
de 13 de Septiembre de 1888, en el supuesto de que 
al declararse el Tribunal de oficio, en la sentencia 
recurrida, incompetente para conocer de la deman- 
da interpuesta por D. Antonio Gómez Egea contra 
la R. O. de 23 de Enero de 1886, se resuelven las cues- 
tiones planteadas en la demanda y contestación, y 
en que en todo caso, el Tribunal antes de hacer 
aquella declaración, debió oir al Ministerio fiscal 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 74 de la ley de 
Enj. civil que rige como supletoria en el procedi- 
miento contencioso-udministrativo, según lo pre- 
ceptuado en el art. 105 de la ley que regula esta ju- 
risdicción: 

Considerando: que si bien es un principio de dere- 
cho procesal el de que las sentencias deben ser con- 
gruentes cun las pretensiones deducidas por las par- 
tes en los escritos de demanda y contestación, tanto 
este pun ripio como el precepto antes citado del 
art. 19 dela ley, no pueden referirse al caso, según 
ha declarado la jurisprudencia, entre otros, en el 
R. D.-S. de 8 de Junio de 1862, en que, absteniéndose 
el Tribunal del examen de las cuestiones promovi- 
das en el pleito, declaran incompetente la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa para conocer del 
asunto, porque esta cuestión no puede quedar su- 
jeta á la voluntad de las partes, como lo quedaría 
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si sólo pudiera hacerse declaración sobre ella cuan- 
do lo hubieran pedido: 

Considerando: que conforme con esta doctrina ha 
venido declarando invariablemente la jurispruden- 
cia, asi del Consejo de Estado como de este Tribu- 
nal, y sin protesta alguna por parte del Ministerio 
fiscal, que las cuestiones de competencia como de 
orden público y constitucional, pueden promoverse 
y deben decidirse de oficio, sin necesidad de excita- 
ción de parte en cualquier estado del asunto, sieme 
pre que no se haya dictado sentencia firme: 

Considerando: por lo que se refiere á la falta de 
audiencia del Ministerio fiscal para hacer la decla- 
ración de incompetencia contenida en la sentencia 
redlamada, que aun cuando dicha audiencia fuera 
necesaria, el haberse omitido no podría nunca ser 
causa de revisión, puesto que este recurso única- 
mente procede en los casos taxativamente marca- 
dos en la ley: 

Considerando: por otra parte, que si bien la ley de 
Enj. civil rige como supletoria en el procedimiento 
contencioso-administrativo, según lo determinado 
en el art. 105 de la ley de 13 de Septiembre de 1858, 
sólo es aplicable, según este mismo artículo expre: 
sa, en todo lo que fuere compatible con la índole de 
dicho procedimiento, y por consiguiente el precepto 
del art. 74, que el fiscal invoca, no puede tener apli: 
cación, puesto que contradice el principio antes re- 
cordado de que en la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa las cuestiones de competencia pueden 
promoverse de oficio: 

Considerando: que siendo por lo expuesto impro- 
cedente el recurso de revisión interpuesto por el 
fiscal contra la sentencia de 1.2? de Diciembre de 
1883, es ineludible la condena en costas á la Admi- 
nistración, con arreglo á lo prevenido en el art. Y 
de la ley, en relación con el 1. de la de En). civil.» 
(Sent. 5 Diciembre 1891.— Gac. 5 Septiembre 1892, pá- 
gina 411.) 


93 Abril 1893, Declaraciones de no admisión de 
demandas: Las providencias de los gobernadores dicta- 
das conforme al antiguo procedimiento y declaratorias 
de no haber lugar d admitir demanda contenciosa, no son 
apelables para ante el Tribunal de lo Contencioso-admi- 
nistrativo. 


«A tenor de las disposiciones vigentes con anterio- 
ridad á la ley de 13 de Septiembre de 1888, el trámito 
previo de admisión de las demandas tenía el con- 
cepto de expediente gubernativo, y en su virtud la 
resolución del gobernador, declarando improce- 
dente la vía contenciosa para una demanda, n0 
puede estimarse como auto, y mucho menos cuando 
contra la misma resolución se había presentado el 
recurso que autorizaba el art. 9í de la ley de Y de 
Septiembre de 1863, que hacía no fuera su resolución 
final en el orden gubernativo, por lo que, al conce- 
derle el Tribunal provincial un carácter que no te- 
nía y sujetarla al recurso de apelación, desconoció 
por completo el alcance y eficacia de la ya repeti- 

a resolución, 6 infringió los preceptos de la ley de 
18 de Septiembre de 1858, que fijan los casos en que 

ES el recurso de a jolnción para ante el Tri- 

unal. 

Según la disposición primera transitoria de la ley 
de 1838, la demanda pendiente de admisiun, no pue- 
de menos de estimarse como recurso iniciando el 
procecimica to contencioso-administrativo, y el Tri: 

unal, reclamado el expediente y formalizada Ja 
demanda por el actor, debió emplazar para que la 
contestara al abogado del Estado que designara 
gobernador, colocando de este modo el procedi- 
miento al trámite dentro del cual el demandado 
pudiera presentar, silo estimaba debido, como ex- 
pención dilatoria, los fundamentos alegados por el 
gobernador en 1887, 6 los que creyera procedentes, 
fallando luego el Tribunal sobre los mismos, y nor- 
malizando de este manera el procedimiento á lo 
que la ley prescribe.» (Sent. 23 Abril 1892, — Gec. 6 

oviembre, p. 209.) 


xv 
COSTAS EN LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 


24 Noviembre 1891. Apreciación de la temeridad 
para la imposición de multas por infracción de las Orde- 
nanzas de montes. 

Impuesta una multa á D. Francisco Berzosa, due: 


ño de una fábrica de aserrar maderas en un monte 
público, por haberse encontrado en ella varios ma- 
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ehones sin la marca correspondiente, confirmada 
esta providencia del gobernador de Soria por el Tri- 


bunal provincial, y apelado el fallo del mismo, el 


de lo contencioso administrativo confirma á su vez 
la sentencia recurrida, óimpone al apelante las cos- 
tas de la segunda instancia: 

«Considerando: que enclavado el pueblo de Nava- 
leno dentro de los límites de un monte público, la 
sierra establecida por D. Francisco Berzosa en dicho 

ueblo se bnllaba sujeta álo prescrito en los artícu- 
os 181 y 182 de las Ordenanzas de monte3, según 
reconocía el mismo interesado en su instancia al go- 
bernador de la provincia en Agosto de 1833, y por 
taato, no puede menos de estimarse como temera- 
riasu reclamación en vía contenciosa y más en esta 
segunda instancia, dado que el hecho de la falta de 
la marca en las maderas en cuestión no ha sido 
puesto en duda ni contradicho por nadie: 

Considerando: queen su virtud esaplicable al caso 
de esta apelación lo prescrito en el art. 93 de la ley 
de 13 de Septiembre de 1888; 

Fallamos que debemos confirmar y confirmamos 
la sentencia dictada por el Tribunal rovincial de 
Soria en 22 de Mayo de 1889, DJatS del presente re- 
eurso, imponiendo al apelante las costas de esta se- 
pda instancia » Sent. 2 Noviembre 1891.—Gac. 3 

eptiem bre 1892, p. 388.) 


JURISDICCION Y JUSTICIA MILITAR. 
Para cumplir el art. 728 del Código de Justicia 
militar, sobre notas de filiación se ha dictado la 
siguiente 

E. 0. 9 Julio 1892. 

Fijando qué notas deben estamparse en las hojas de cas- 
tigo de los individuos de tropa y cudles en las Aliacio- 
nes, y sus efectos, conforme al art. 728 del Código de 
Justicia militar. 
(Guerra.) «Preceptuado taxativamente en el 

art. 728 del Código de Justicia militar las notas 

que deben ser estampadas en las filiaciones de 
los individuos de tropa, y las que han de figurar 
en las hojas de castigos de los mismos, se hace 
necesario fijar de una manera clara y precisa el 
modo y lugar donde deben estamparse estas no- 
tas, á fin de que no tengan más alcance que el 
que corresponda, evitando que por su:equivoca- 

interpretación vengan á causar grandes per- 
juicios á las clases de tropa. 

Con tal objeto, el Rey (Q. D. G.), y en su nom- 
bre la Reina Regente del Reino, ha tenido 4 bien 
disponer: 

1.2 Las notas estampadas en las hojas de cas- 
tigos de los individuos de tropa, con arreglo al 
párrafo segundo del expresado art. 728 del Códi- 
go de Justicia militar, exceptuando las que se- 
gún la última parte del mismo párrafo deben 
pasar á figurar en las filiaciones, no inhabilita- 
rán para obtener destinos civiles, ni tampoco 
para ingresar en los institutos de la Guardia ci- 
vil y carabineros. 

2.2 Se considerarán como faltas leves, cuya 
repetición, por cuarta vez, da lugar á falta gra- 
Pe ee aquéllas que hubiesen sido corre- 
gidas con un mes de arresto, según lo prevenido 
en la Real orden circular de 29 de Febrero del 
corriente año. 

8.2 No surtirán efecto alguno en las filiacio- 
nes las notas o e las hojas de casti- 
gos, consignadas antes de la publicación del re- 
petido Código, volviendo é éstas cuantas figuren 
en aquéllas, y no provengan de procedimiento 
escrito, judicial ó gubernativo. 

4.2 Los jefes de los Cuerpos dispondrán se 
haga una escrupulosa revisión delas filiaciones y 
hojas de castigos de los icdividuos de tropa á sus 
Órdenes, para asegurarse de que las notas estam- 
penes en uno y otro documento son las que deben 

gurar en cada uno de ellos, con arreglo á lo 
que se preceptúa en esta disposición, cuidando 
también de que las que se estampen en lo sucesi- 
vo lo sean en el documento correspondiente, 


todo con el objeto de que al obtener las licencias 
absolutas los interesados, no aparezcan en ellas 
otras notas quelas que consten en sus filiaciones. 

De Real orden, etc. Madrid 9 de Julio de 1892. 
Azcárraga.» (Qac. 20 Julio.) 


R. D. 28 Julio 1892. 


Puede verse en ConskJo DE EstaDo. Su art, 7, 
asigna nuevas atribuciones al Consejo Supremo 
de Guerra y Marina, con motivo de haberse su- 
paco la Sección de este nombre del Consejo 

e Estado. 


Jurisprudencia. 


15-13 Diciembre 1891. Consejeros togados del Su- 
premo de Guerra y Marína: Edad en que pasan d situa- 
ción. de retiro: Se establece, de conformidad con lo dis- 
puesto en la ley constitutiva del ejército de 29 de Noviem- 
bre de 1878, que los individuos del Cuerpo jurídico mili- 
tar, asimilados d la clase de oficiales generales, 
pasar d situación de retirados á los sesenta y seis años 
de edad, porque esa disposición no está derogada para 
tales funcionarios, ni por la ley de 14 de Mayo de 1888, 
ni por el Código de Justicia militar. 


Contra Real decreto del Ministerio de la Guerra 
ordenaudo el pase á situación de retirado del con- 
sejero togado del Supremo de Guerra y Marina don 
Pedro Pablo Blanco, por haber cumplido los sesen- 
ta y seis años de edad que fija el art. 36 de la ley 
constitutiva del ejórcito de 29 de Noviembre de 1878, 
acudió el interesado en vía contenciosa suplicando 
su revocación. El Tribunal absuelve á la Adminis- 
tración de la demanda, declarando firme y subsis- 
tente el Real decreto recurrido: 

«Considerando que según el texto claro y termi- 
nante del art. 36 de la ley constitutiva del ejército 
de 29 Noviembre de 1878, los asimilados á oficiales 

enerales, y entre ellos los procedentes del Cuerpo 
juridico militar, deben pasar á la situación de reti- 
ro á los sesenta y seis años de edad: 

Considerando que este precepto no ha sido modi- 
ficado por la ley de Estado Mayor general de 14 de 
Mayo de 1883, que fijó las edades de 66 y 68 años res- 
pectivamente para el pase á la situación de reserva 
á los brigadieres y mariscales de campo, porque sus 
disposiciones tan sólo se refieren á las armas é ins- 
titutos del ejército, pero en modo alguno á los cuer- 
pos auxiliares del mismo: 

Considerando: que tampoco puede estimarse de- 
rogado el artículo de que se trata por el 107 del 0ó- 
digo de Justicia militar de 27 de Septiembre de 1890, 
al determinar que todos los consejeros del Supromo 
de Guerra y Marina tendrán las mismas atribucio- 
nes y representación é idénticos derechos, conside- 
raciones y honores, porque estas declaraciones, he- 
chas entre las disposiciones orgánicas de un Código 
penal y de procedimientos, como lo son las conte- 
nidas en el tit. V del de Justicia militar, no tienen 
otro objeto que tijar el concepto de identidad de 
funciones y jerarquía de los vocales del Consejo, 
pero no el definir de un modo indirecto derechos de 
carácter pasivo, que hallarían más natural asiento 
en preceptos expresos, especiales ó de indole eco- 
nómica: 

Considerando: que si bien son notorios los perjui.- 
cios que á los consejeros, asimilados á mariscal de 
campo ó general de división, del Ouerpo jurídico 
militar irroga el ostar señalada la misma edad de 
retiro en las categorías asimiladas de brigadier y 
mariscal de campo y su desigualdad en este punto 
con los consejeros generales del ejército y los del 
Cuerpo jurídico de la Armada, los cuales, en virtud 
de disposiciones especiales, no son declarados en 
situación pasiva hasta los sesenta y ocho años, 
mientras el art. 88 de la ley de 29 de Noviembre de 
1878 no sea derogado no procede más que acatarlo y 
cumplirlo; ] 

Y considerando: que la consecuencia y el pro ósi- 
to de modificar dicho artículo, sobre cuya aplica- 
ción versa el litigio, lo demuestra el proyecto de 
ley que al efecto aprobó el Senado y está pendiente 
de resolución en el Cungreso de los Diputados des- 
de 9 de Mayo del corriente año, proyecto que á la 
vez constituye una prueba más de que el repetido 
art. 88 de la ley constitutiva del ejército se halla en 
la actualidad en toda su fuerza y vigor: 

Visto el decreto de 7 de Abril de 1874, que en la 
disposición 9.* de su art. 6. asimila los ministros y 
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fiscal togados del Consejo Supremo de la Guerra á 
mariscales de campo: 

Vista la ley constitutiva del er de 29 de No- 
viembre de 1878, que en su art. 38 determina... 

Vista la ley de 14 de Mayo de 18838 fijando las cla- 
ses del Estado Mayor del ejército, cuyo art. 4. es- 
tablece... Ñ 

Visto el art. 107 del Código de Justicia militar de 
27 de Septiembre de 1890... 

Visto el proyecto de ley aprobado por el Senado, 

remitido al Congreso de los Diputados con fecha 
dde Mayo del corriente año, en el cual se consigna 
el siguiente artículo único: «A las mismas edades 
en que los oficiales generales del ejército ingresen 
forzosamente en la sección de reserva, pasan nála 
situación de retiro sus asimilados de los Cuerpos 
jurídico militar, Administración y Sanidad; que- 
dando reformado en este sentido el art. 36 de la ley 
constitutiva de 29 de Noviembre de 1878 .. »; 

Fallamos, eto.» (Sent. 15-17 Diciembre 1891.—(ac. 9 
Septiembre 1892, p. 439.) 


45 Enero 168932. Real orden disponiendo el regreso 
4 la Península de un auditor de Filipinas: Se declara 
que para ordenar el regreso á España de un jefe ú oficial 

teneciente á Cuerpo de escala cerrada en el ejército 

Ultramar, es necesario que se instruya expediente jus- 
tíficativo de tal medida, conforme se dispone en el artícu- 
lo 98 de las instrucciones aprobadas en 12 de Enero de 
1884: Competencia del Tribunal contencioso administra- 
tivo para conocer de la cuestión por depender del uso de 
facultades regladas. 


Remitida á informe del Consejo Supremo de Gue- 
rra y Marina una comunicación del capitán gene- 
ral de Filipinas, indicando la conveniencia de rele- 
var al auditor de aquel distrito D. Enrique Enciso 
de la Joya, á causa de ciertas divergencias habidas 
entre amoos, se emitió dictamen por dicho alto 
Cuerpo en conformidad con el fiscal togado, opi- 
nando que procedía el inmediato relevo del expre- 
sado auditor. Dictada Real orden en 297 de Mayo de 
1887 disponiendo el regreso de Enciso á la Peníinsu- 
la, en cuyo ejército debía ser alta, y baja en el de 
Filipinas, dedujo demanda en vía contenciosa el 
interesado, con la súplica de que fuera revocada 
tal resolución y que se le abonasen las diferencias 
de sueldos y gratificaciones que había dejado de 
percibir desde que cesó en el desempeño de aquel 
cargo. El T. C. A. resuelve así: 

«Considerando: que la primera cuestión que ha de 
resolver es si la Real orden que se impugna ha sido 
dictada en el ejercicio de las facultades regladas del 
Poder Ejecutivo ó en el uso de la potestad discre- 
cional: 

«Considerando: que aun cuando una ley confiera 
al Poder Ejecutivo facultades libérrimas en los 
asuntos á que se contrae, si para su ejercicio ha es- 
tablecido el mismo Poder ciertas y determinadas 
reglas, es preciso que las observe sin que pueda 

rescindir de las limitaciones que en ellas se haya 
impuesto, cuando llegue el caso de aplicarlas, á 
menos que prefiera derogarlas antes de dictar la 
resolución que proceda: 

Considerando: que desde el momento que haya 
una ley, un reglamento ú otra disposición ó precep- 
to á los que haya de acomodar sus actos la Admi- 
nistración general, se entiende que ésta obra en el 
ejercicio de sus facultades regladas, y por consi- 
guiente si con aquéllos infringe cualquiera de di- 
chas reglas vulnerando un derecho reconocido por 
las mismas en favor de quien recurre al Tribunal, 
éste tiene perfecta competencia para entender so- 
bre las reclamaciones interpuestas para que 80 res- 
tablezca el estado jurídico alterado: 

po consiguiente, que á pesar de es- 
tablecer el art. 80 de la ley constitutiva del ejército 
que del destino, comisión ó cargo de los militares 
puede libremente disponer el Gobierno, esto no obs- 
ta para que haya podido observar lo establecido 
en las instrucciones aprobudas en 12 de Enero 1884, 
que reglamentaron el pase, permanencia y regreso 

e los jefes y oficiales de los Cuerpos de escala ce- 
rrada á los ejércitos de Ultramar: 

Considerando: que según el último párrafo del ar- 
tículo 28 de dichas instrucciones, para ordenar el 
regreso á la Península del auditor de guerra de Fi- 
lipinas D. Enrique Enciso de la Joya, debió instruir 
previamente el expediente justificativo, lo cual no 
se ha verificado, puesto que en la Real orden impug- 
nada se mandó formar dicho expediente para venir 
en conocimiento de siel interesado se había hecho 





realmente acreedor á la medida con él tomada de 
su regreso á la Península ó á otra determinación: 

Considerando: que no es aplicable al caso de au- 
tos el art. 39 de las referidas instrucciones, porque 
no se ha demostrado lo excepcional del mismo para 
tomar la medida por conveniencia del servicio, 
siendo uns prueba de que así no se ha estimado por 
al Ministerio de la Guerra, que no se han otorgado 
al demandante las ventajas á que tendría derecho 
en tal supuesto: 

Visto el último párrafo del art. 8 de las instruc- 
ciones aprobadas en 12 de Enero de 1881... 

Visto el art. 39 de ídem... 

Visto el art. 80 de la ley constitutiva del ejército... 

Fallamos que debemos declarar y declaramos que 
el Tribunal de lo Contencioso administrativo es 
dal Tale Ad para conocer de la demanda interpues- 
por D, ro da Enciso de la Joya contra la Real 
orden de 27 de Mayo de 1887 y debemos revocar y re- 
vocamos la precitada Real orden, declarando no 
haber lugar á hacer pronunciamiento alguno res- 
pecto de diferencia de sueldos, gratificaciones 6 in- 
demnizaciones reclamadas por el demandante, por 
no haber sido objeto de discusión ni de petición en 
la vía gubernativa.» (Sent. 16 Enero 1892.—Gac. 16 
Septiembre, pág. 12.) 


—V. ComMPETENCIAS EN LO PENAL: EJsÉrciTO: Ix- 
PUESTO SOBRE SUELDOS: ORDEN PÚBLICO: RETIROS. 


JUSTICIA: JUZGADOS Y TRIBUNALES* 
MAGISTRATURA Y JUDICATURA: MI- 
NISTERIO FISCAL, La organización judicial 
y fiscal de España, regida por las disposiciones 
que hemos compilado en el Diccionario, t. VII, 
páginas 500 á 763, subsiste y se conserva funda- 
mentalmente y en toda la integridad de su es- 
píritu. Pero razones de indole económica, ajenas 
ála perfectibilidad de aquellas instituciones yá 
las enseñanzas que la práctica de las mismas pu- 
diera haber ofrecido, ocasionaron por los años 
de 1892 y 1898 reducciones de personal y supre- 
siones de organismos enteros, con el designio 
único de disminuir los gastos del Estado. La ra- 
pidez con que tan graves acuerdos se adoptaron 
y cumplieron, y la extensión de sus consecuen: 
cias, produjeron la numerosísima clase de exce- 
dentes de los órdenes judicial y fiscal, 6 interrum- 
pieron temporalmente la observancia de los tur- 
nos legales establecidos, pueslas vacantes de ma- 
gistrados, jueces y fiscales solo podían proveer30 
en excedentes, á los que también se reservaron 
otras plazas por determinaciones cuya pureza 
constitucional no nos proponemos contrastar, pe" 
ro que introdujeron novedad, y acaso perturbw 
ción en las disposiciones que venían rigiendo s0o- 
bre nombramientos de secretarios y relatores del 
Tribunal Supremo y Audiencias, escribanos, re- 
gistradores de la propiedad y notarios. También 
trató de hallarse ocupación útil para los aspi: 
rantes y excedentes, condenados á forzada insc- 
ción, creándose las plazas de funcionarios super- 
numerarios, objeto del R. D. de 26 y de la Beal 
orden de 30 Septiembre 1895. 

El tiempo realizó su obra; la clase de exceden- 
tes se fué extinguiendo, y la normalidad parala 
provisión de cargos judiciales volvió á restable- 
cerse, merced á los arts. 10 de la ley de presu- 
puestos de 30 Junio, y 1.* y 2.” del R. D. de 16 de 
Julio de 1895, y á la R. O. de 13 Octubre de 18%, 
confirmada en 9 de Noviembre del mismo añ0 
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(Ar, 1897, p. 17), casi á la vez que se volvía tam- 
bién á la normalidad en lo que se refiere á la pro- 
visión de Relatorías, Secretarías y Escribanias 
judiciales, Notarías y Registros, por el KR. D. de 
7 Mayo 1896. 

La supresión de las Audiencias enclavadas en 
las poblaciones no capitales de provincia, parece 
definitivamente consolidada. No nos atrevere- 
mos á decir lo mismo de la supresión de la Sala 
tercera del Tribunal Supremo, cuyo restableci- 
miento intentaba sin duda el Ministro que sus- 
cribió la R. O. de 30 Octubre de 1895 (Ar., p. 709); 
pero en cuanto á los Juzgados, recordaremos 
que casi todos los suprimidos en 1892 y 1893 han 
sido restaurados en 1896, al amparo de la ley de 
20 de Agosto del propio año. 


Ley de presupuestos de 80 Junio 1892. 


Reorganización de Tribunales: Supresión de las Audien- 
cias de las poblaciones que no 3on capitales de provin- 
cia: Excedentes de las carreras judicial y fiscal: Exse- 
cretarios de los Juzgados de lo criminal de Madrid y 
Barcelona. 


«Art, 35. El Ministro de Gracia y Justicia re- 
formará la organización de los Tribunales y Juz- 
gados, de manera que el PA de las planti- 

as del personal no exceda de los 8.790.866 pese- 
tas y 45 céntimos á que asciende el crédito con- 
cedido por el cap. 8.” de la sección 8.* de las 
«Obligaciones de los Departamentos ministe- 
riales». 

Por consecuencia de esta reforma, quedarán 
suprimidas todas las Audiencias de lo criminal 
que no están situadas en capitales de provincia. 

Los magistrados, jueces, funcionarios del Mi- 
nisterio fiscal y secretarios de Audiencias de lo 
criminal que queden excedentes al hacerse la 
reorganización, disfrutarán la mitad del sueldo 
correspondiente á su clase, que se satisfará con 
cargo al art. 10 del capítulo único de la sección 
5.* de las «Obligaciones generales del Estado». 

Ese haber de excedencia es incompatible con 
todo sueldo satisfecho por los fondos generales 
del Estado, provinciales y municipales, y con el 
desempeño de los cargos de jueces municipales, 
notarios y registradores de la propiedad, y su 
disfrute no podrá exceder de tres años, conta- 
dos desde la promulgación de esta ley, mientras 
pcr otra no se decretare su prórroga (1). 

Si el número de excedentes en cualquiera cla- 
se fuera mayor de la quinta parte del total de 
plazas existentes en la plantilla de la misma, les 
serán concedidas todas las vacantes. 

Mientras su número exceda de la décima parte 
sin llegar á la quinta, serán provistas en ellos 
todas las vacantes correspondientes á los turnos 
segundo y tercero, sin perjuicio de las aplica- 
ciones que en su favor se hagan del cuarto, y 
considerándolos como activos para los efectos 
del primero, 

Cuando su número no llegue á la décima parte, 
se les aplicarán las mismas ventajas prescritas 
en el párrafo anterior respecto de los turnos 
primero, segundo y cuarto. 

De las vacantes de jueces de entrada, mientras 
haya excedentes, se proveerán en éstos las que 
correspondan á los turnos segundo y tercero. 

En todo caso, los excedentes podrán ser colo- 
cados, en comisión, á su instancia, en cargos de 





(1) Sobre haber de excedencia de los funcionarios judi- 
ciales y fiscales, véase el art. 7.2 de la ley de presupuestos 
de 5 Agosto 1893 (AP., p. 105). 
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la clase inmediata inferior á la que tengan ad- 
quirida. 

Arv. 38. Los beneficios concedidos á los se- 
cretarios y vicesecretarios interinos de las Au- 
diencias de lo criminal por el art. 26 de la ley de 
po vigente para el año 1890 á 1891, se 

acen extensivos á los secretarios de los Juzga- 
dos de instrucción de Madrid y Barcelona crea- 
dos por Real decreto de 11 de Julio de 1887 (1).» 


R. D. 18 Julio 1892. 


Reformando la organización de los Tribunales, reducien- 
do á 34 lag Audiencias de lo criminal, que se denomina- 
rán Audiencias provinciales, suprimiendo algunos Juz- 
gados y la separación que había en Madrid y Barcelona 
de la jurisdicción civil y criminal, con disposiciones 
respecto d sobresueldos, ascensos, traslaciones € incom- 
patibilidades, etc. Planta del personal: Tribunal Supre- 
mo: Audiencias territoriales: Audiencias provinciales: 
EY rdoR Médicos forenses: Laboratorio de medicina 

egal. 


(Grac. Y Just.) «Exposición.—Señora: El artí- 
culo 35 de la ley de 30 de Junio último ha resuel- 
to que sea reformada la organización de los Tri- 
bunales y Juzgados, de manera quelas plantas 
del personal sufraún una disminución de 1.500.000 


| Paria y queden suprimidas las 46 Audiencias 


e lo criminal que no están situadas en capita- 
les de provincia. 

No podría hacerse esa supresión sin graves in- 
convenientes para el servicio de la Administra- 
ción de justicia, si al mismo tiempo no se aumen- 
taran las plantas del personal de las Audiencias 
subsistentes, que han de encargarse del trabajo 
hasta ahora encomendado á las que tienen que 
desaparecer, y no basta siquiera para satisfacer 
esa necesidad la diferencia entre los 2.218.500 pe- 
setas dos cuestan los 46 Tribunales suprimidos, 
y el 1.500.000 á que ha de quedar reducida la eco- 
nomía. 

Al buscar otras nuevas y al formular el plan 
de la nueva organización, en uso de la amplia 
autorización que le está concedida, el Ministro 
que suscribe se ha creído en el deber de introdu- 
cir las reformas dentro del círculo de las ideas 
que están ya indicadas por la misma ley ó que 
han sido sometidas á públicos debates, abstenién- 
dose de novedades que le parecen útiles, pero 

ue no han pasado todavía por la prueba de la 
iscusión, 

Es preciso aumentar el personal de las Au- 
diencias, aun en las que no hayan de constar de 
dos ó más Secciones, para que cese la anomalía 
de que los magistrados propietarios, removidos 
de sus puestos por algún motivo de incompati- 
bilidad de los establecidos por la ley, sean susti- 
tuídos en más de la tercera parte de los casos 
por suplentes en quienes concurren siempre va- 
o esos mismos motivos de incompatibi- 

ad. 

El nombre más adecuado para las Audiencias 
de lo criminal que subsisten, es, sin duda, el de 

rovinciales, con arreglo al actual sistema, que 

esigna con las denominaciones de municipa es, 
de distrito ó partido y territoriales, á los demás 
organismos de la Administración de justicia. 

En Madrid y en Barcelona fué separada la ju- 
risdicción civil de la criminal en los Juzgados 
de primera instancia y de instrucción por Real 
decreto de 11 de Julio de 1887 como ensayo 3, 
como principio de una reforma que había de 
irse extendiendo á otras capitales á medida que 


(1) La aplicación de este artículo eomo la de las demdg 
disposiciones legislativas, referentes d la provisión de va- 
cantes de cargos judiciales y fiscales, dejó de cumplirse, 
conforme al art. 70 de la ley de presupuestos de 6 Agosto 
1893, hasta que ha quedado extinguida la clase de exce- 
dentes. 
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los recursos del presupuesto lo consintieran. La 
dotación del servicio de las Secretarías de los 
Juzgados de instrucción ha resultado tan insu- 
ficiente, que la Audiencia territorial de Barce- 
lona ha acudido á este Ministerio manifestando 
que las cosas no pueden continuar así. Baste de- 
cir que los escribanos de actuaciones de los Juz- 
gados de lo civil de aquella capital socorren ofi- 
ciosamente y por un acto de generosidad, que 
podría á cualquier momento cesar, á las Secre- 
tarías de los Juzgados de lo criminal, con canti- 
dades superiores á las que da el Estado para el 
mismo servicio; los escribanos del distrito de la 
Universidad con 810 pesetas mensuales; los del 
Parque con 780; los del Hospital con 780. En Ma- 
drid no tienen siquiera las Secretarías ese recur- 
so extraño é inseguro. La Audiencia de Barce- 
lona propone que, conservándose la división de 
las jurisdicciones y suprimiéndoso las Secreta- 
rías, las Escribanías de actuaciones presten sus 
servicios indistintamente á los jueces de prime- 
ra instancia y á los de instrucción; pero este sis- 
tema privaria á los jueces de la necesaria liber- 
tad para disponer á cada momento el orden de 
los trabajos de sus inmediatos auxiliares. Loa 
Juzgados de lo civil se verían privados á menu- 
do de la asistencia de sus escribanos, ocupados 
en las urgencias de los sumarios; y los de lo cri- 
minal no Ac menos de resentirse de la na 
tural preferencia que sobre sus tareas, sin retri- 
bución las más veces, obtendrían las de los asun- 
tos de primera instancia. Por estas razones no 
es posible, por ahora, otra cosa que cesar en el 
ensayo decretado en 1887. 

En los demás Juzgados es opinión general que 
podrían suprimirse muchos más de veinte; pero 
conviene no proceder con ligereza en esta refor- 
ma, limitándola, por el pronto, á los casos en 
que está más justificada por la escasez de los 
asuntos, no tomada tampoco como regla abso- 
luta, porque la facilidad de las comunicaciones 
debe ser tenida también en cuenta. 

A la suerte de los magistrados y jueces que 
han de quedar fuera del servicio activo ha pro 
curado el Gobierno atender en lo posible. Ha 
conseguido de las Cortes la concesión de un ha- 
ber de excedencia, cuando tan vivo y poderoso 
era el afán de rebajar los gastos públicos; ha te- 
nido suspendida por espacio de muchos meses la 
concesión de todo ascenso y de todo nombra- 
miento nuevo, conservando sin proveer las va- 
cantes, á fin de que las cesantías sean en el día 
de hoy en menornúmero, y ha id a pi y logra- 
do que la ley modifique en favor de los exceden- 
tes los turnos de los ascensos. 

Con todo eso, y con la colocación del mayor 
número posible en los Tribunales que subsisten, 
quedan considerablemente reducidas las pro- 
ries de los inevitables perjuicios que la re- 

ucción de Audiencias y Juzgados causa á cla- 
ses beneméritas. 

Por las consideraciones y motivos qne antece- 
den, tengo la honra de someter á la aprobación 
de V. M. el adjunto proyecto de Real decreto. 
Madrid 16 Julio 1892. Señora: A L. R. P. de 
V. M., Fernando Cos Gayón. 


REAL DECRETO 


En O de lo prescrito en los artícu- 
los 30 y 85 de la ley de 80 de Junio último (1); 
En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.2 El Tribunal Supremo se compon- 





(1) El art. 30 de la ley de 30 de Junio de 1892, véase en 
JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA; el 85 que- 
da inserto en JUSTICIA, página anterior; 


drá de un presidente, de tres presidentes de 
Sala y de veintidós magistrados (1). 

Art. 2.2 Queda reducido á 10.000 pesetas el 
sueldo de secretario de gobierno del mismo Tri. 
bunal, y á 7.500 el de vicesecretario. 

Art. 3, Quedan suprimidos desde 1.* de Julio 
los sobresueldos de 5.000 pesetas asignados al 
onto y fiscal del Tribunal Supremo, y los 

e 2.500 que disfrutan los presidentes de las Au- 
diencias territoriales. 

Art. 4.2 Quedan suprimidas las 46 Audiencias 
de lo criminal que no se hallan establecidas en 
las capitales de provincia. 

Art.5.2 Las demás se denominarán Audien- 
cias provinciales, pasando á ser de su competen- 
cia el conocimiento de las causas que correspon» 
dían á las soprimidas en la misma provincia (2). 

Art. 6.2 En la planta del personal de las 4u- 
diencias territoriales y de las provinciales se ha- 
cen los aumentos determinados en el art. 9.” 

Art. 7. Queda derogado el Real decreto de 11 
de Julio de 1887, que separó en los Juzgados de 
psa instancia y de instrucción de Madrid 

e Barcelona el conocimiento de los asuntos cl- 
viles y criminales, volviendo á estar dichos Juz- 
cos en la misma situación que los demás de la 

eninsula, y quedando suprimidas las plazas de 
secretarios judiciales para lo criminal. 

Art.8.? Quedan suprimidos los Juzgados de 
entrada situados én Marquina, Ribadeo, Ayora, 
Villadiego, Azpeitia, Alberique, Sedano, Monó- 
var, Rute, Solsona, Castro Urdiales, Castro del 
Río, Viana del Bollo, Luarca, Tamarite, AÁmu- 
rrio, San Vicente de la Barquera, Piedrabuena, 
Medinaceli y Valderrobres (3). 

Art. 9.2 Por consecuencia de lo dispuesto en 
los artículos anteriores, la planta del personal 
de los Tribunales y Juzgados queda constituida 
en los siguientes términos: 

(No los reproducimos, porque á consecuencia 
do las nuevas economías que impuso y autorizó 
la ley de presupuestos de 5de Agosto de 18% 
en sus art. 4. 47." y 10, fué aprobada por el ar- 
tículo 1. del R. D. de 29 de los propios mes y 
año, una nueva planta del personal de Tribu- 
nales y Juzgados, que pueden ver nuestros lec- 
tores en el Ar. de 1893, pág. 537, á la que sirve 
de complemento otro R. D. de la misma fecha so- 
bre composición y competencia del Tribunal 
Supremo.) : 

Art. 10. Para los ascensos, traslaciones, in- 
compatibilidades (4) y para todas las resolucio- 
nes relativas al personal de magistrados, jue- 
ces, funcionarios del Ministerio fiscal y auxilis- 
res de la Administración de justicia, se aplica- 


(1) La Sala 3.2? del T. S. fué suprimida por el art. 4., 
modificación 1.* de la ley de presupuestos de 5 de Agosto 
de 1893, y la composición y competencia de dicho Tribunal 
se determinaron en el R. D. de 29 Agosto del mismo año 
(AP.,p. 5143). 

(2) Las antiguas Salas de lo criminal de las Audien- 
cias territoriales también se denominan Audiencias pro 
vinciales, por virtud de la modificación 2.*%, art. 4.9 de lo 
citada ley de presupuestos de 1593, y por el art. 2.* del 
Real decreto de 29 Agosto 1393 (AP., p. 510). 

(3) Lamodificación 3.*, art.4.2 dela ley de presupuesr 
tos de 1893 declaró suprimidos ademde 87 Juzgados de 
primera instancia é instrucción, que fueron los que espt: 
cificó el art. 8.9 del R. D. de 29 de Agosto (AP., p. 536), 
rectificado en 8 de Septiembre del mismo año (p. 580); pero 
la ley de 20 Agostu 1896 autorizó al Gobierno para resta- 
dlecerlos (AP., »» 391) y con sujeción á esa ley yá las 
Reales órdenes de 21 y 31 Agosto (ps. 391 y 631) y 37 No- 
viembre del mismo año (p. 789), se han restablecido cash 
todos los que se guprimieron en 18932 y 1898, como puede 
verse en la pág. 866 del Ap. de 1896. 

(4) El cargo de magistrado suplente es incompatible 
con el de registrador de la propiedad, según ha declarado 
la R. O, de 3 Octubre 1893 (AP., p. 618). 
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rán estrictamente los preceptos de la ley orgá- 
nica de 15 de Septiembre de 1870, de la adicional 
de 14 de Octubre de 1882, de la de 19 de Agosto 
de 1885 y de la de 80 de Junio del pa año, 
uedando derogados todos los Reales decretos y 
ales órdenes que los hayan ampliado, restrin- 
gido ó modificado de cualquier manera (1). 

Art. 11. No se reconocerán desde esta fecha 
por medidas de carácter general ni por las de- 
claraciones en casos particulares, asimilaciones 
á las categorías y clases de la Magistratura, de 
la Judicatura y del Ministerio fiscal que no se 
hallen taxativamente concedidas por una ley 
expresa. 

as concedidas ton anterioridad subsistirán 
en cuanto sean compatibles con lo prescrito en 
las loyes. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Primera. Las Audiencias de lo criminal no 
establecidas en capitales de provincias cesarán 
definitivamente en sus funciones el día 26 de 
este mes. Constituídas en Juntas de gobierno, 
entregarán al juez de instrucción de la. misma 
localidad las causas pendientes y las archivadas 

todos los demás papeles, libros y efectos que 

ubiere en el Tribunal, y pondrán á las órdenes 
del mismo juez los prsros M detenidos por las 
causas pendientes. El juez de instrucción remi- 
tirá sin alq de tiempo á las Salas de lo cri- 
minal de las Audiencias territoriales, 6 á las Au- 
diencias provinciales, eta las casos, los causas 
pendientes, y pondrá á las órdenes de las mis- 
mas los presos y detenidos. 

Para la remisión de las causas terminadas y 
de los demás papeles y documentos, les comuni- 
carán las instrucciones oportunas las Salas ó 
las Juntas de gobierno de las Audiencias de la 
capital de la provincia. Estas consultarán al Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia cualquiera caso 
dudoso, debiendo hacerlo siempre que se trate 
de dar á los locales ó al mobiliario de las Audien- 


trina 

elara: n; porque las leyes no pueden ser ni ampliadas, 
mi restringidas, ni modificadas, sino por otras ye Y 
claro es que, sin necesidad de derogación expresa, debían 


por 

(AP., ps. 404 y 586), el art. 58. de ¿ste autorizó, hasta el 15 
de Septiembre de aquel año, la libre traslación de los fun- 
cionarios judiciales y fiscales, y el art. 7.9 del mismo de- 
Creto con el que vino 4 coincidir el art. 10 de la de 80 
Junto 1898 y el 3.2 del decreto de 7 Mayo 1896, 
ge todas las vacantes hubieran de proveerse en exceden- 

, y suspendió por lo tanto la aplicación de las leyes de 
214 de Octubre de 1882 y 19 Agosto 18885, y de los arts. 26 
de la ley de presupuestos de 1890-91 y 88 de la de 1893-98, 
hasta que la clase de excedentes quedara extinguida. En- 
tre tanto sedeclaró que eran admisibles las solicitudes de 
excedencia voluntaria (R, O. 8 Octubre 1898, AP., p. 613) 

fueron preferidos para obtener las vacantes los exce- 
entes que contasen mayor tiempo de servicio en la carre- 
ra, como se deduce de la Real orden de 26 Julio 1894 
(AP., p. 447); pero sin duda la libertad otorgada al per- 
sonal para obtener d su propia instancia la excedencia 
ocasionó abusos; pues la R. O. de 26 Noviembre 1894 pro- 
hibtó pretenderla para lo sucesivo (AP., p. 753), anulando 
así la ya citada de 5 Octubre 1898, más solemnemente 
abrogada por el art. 4.9 del R. D. de 16 Julio 1998. 
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cias suprimidas otro destino que el de servir 
para los Juzgados de instrucción. 

Segunda. Se considerarán suspendidos todos 
los términos pS desde que cese el proce- 
dimiento en las Audiencias suprimidas hasta 
que se reanude en Ja de la capital. 

Ambas fechas se harán constar en cada pro- 
ceso. 

Tercera. Las Salas de gobierno de las Au- 
diencias territoriales de Madrid y de Barcelona 
adoptarán las medidas oportunas para que el día 
30 de este mes vuelvan á funcionar los Juzgados 
de primera instancia y de instrucción de ambas 
3 Pr en los mismos términos en que se 
hallaban constituidos antes del Real decreto 
de 1887, 

Cuarta. Los Juzgados de primera instancia 
y de instrucción suprimidos por el art. 8.” cesa- 
rán en sus funciones el día 30 de este mes. 

Las Salas de gobierno de las Audiencias te- 
rritoriales respectivas adoptarán las disposi- 
ciones oportunas para la entrega de los presos 

detenidos y de los procesos y demás papeles y 

ocumentos, haciendo una división territorial 
provisional entre los Juzgados que subsisten, 
que someterán al Ministerio de Gracia y Justi- 
cía para la resolución definitiva. 

Dado en Palacio á 16 de Julio de 1892.—María 
Cristina. —El Ministro de Gracia y Justicia, 
Fernando Cos-Gayón.» (Gac. 20 Julio y rectifica- 
ción de la del 24.) 


B. O. 80 Julio 1882, 


Pidiendo informe para la mejor distribución de los Jus- 
gados suprimidos (1). 


(Grao. Y J el «Para el debido cumplimien- 
to de la última disposición transitoria del Real 
decreto de 16 de este mes, que ha encomendado 
á las Salas de gobierno de las audiencias la di- 
visión provisional del territorio correspondien- 
te á los Juzgados de primera instancia y de ins- 
trucción suprimidos entre los que subsisten, re- 
servando á este Ministerio la aprobación de la 
división definitiva; 

S. M. la Reina Regente del Reino, en nombre de 
su augusto hijo el Rey D. Alfonso XIII (Q.D.G), 
se ha dignado resolver que se observen las s1- 
guientes reglas: 

1. Las Salas de gobierno de las Audiencias 
territoriales reunirán todos los datos estadísti- 
cos sobre el número de asuntos civiles y crimi.- 
nales despachados en los Juzgados suprimidos 
durante cada uno de los cinco años últimos, 
sobre la población, la extensión territorial y la 
facilidad de las comunicaciones y demás que 
crean conveniente para la mejor resolución de- 
finitiva. 

2. Recibirán y examinarán todas las exposi- 
ciones y Memorias que les sean dirigidas con el 
mismo objeto, así por los Ayuntamientos inte- 
resados, como por cualquiera otra Corporación 
Óó por particulares hasta el 15 de Septiembre 
próximo. 

8.” Para el 1.? de Octubre de este mismo año 
remitirán al Ministerio de Gracia y Justicia su 
informe razonado sobre la mejor distribución 
del territorio á cada provincia entre el número 
de J DOS que han quedado en ella por virtud 
del R. D. de 17 de este mes y sobre la capitali- 
dad más conveniente para los mismos. 

De Real orden, etc.—Madrid 380 de Julio de 
a e Presidente de la Audien- 
cia territorial de.....» (Gac. 31 Julio.) 


(1) Véase la nota al art. 8.2 del R. D, de 16 Julto que 
dejamos inserto. 
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Circ. 14 Diciembre 1882. 
A los Tribunales y jueces y al Ministerio fiscal sobre la 
importancia de las funciones judiciales... 

Nic Y JusT.) «Al dirigir mi primer saludo 
á'los Tribunales y Ministerio fiscal, sería ofi- 
cioso recordar á sus dignos funcionarios los de- 
beres primordiales de administrar, promover 
recta, imparcial é inflexible justicia. El com- 
promiso de honor y los juramentos prestados 
por todos los que profesan tal sacerdocio civil, 
son prendas seguras de que la tradición vene- 
rable de la Magistratura española será conser- 
vada, de que los ejemplos de inflexibilidad que 
dió cuando era el ambiente de la arbitrariedad 
el que se respiraba en las esferas del Poder pú- 
blico, 7 de que sus abundantes pruebas de inte- 
gridad ante las pasiones de nuestros días, á 
pesar de la instabilidad orgánica de que adole- 
clan las instituciones judiciales, perdurarán en 
los estrados. Por ello el país los mirará cada 
vez más como la primera fortaleza que ampara 
la honra, la libertad, la vida y los bienes legíti- 
mamente adquiridos. 

El Ministerio actual tiene de ello complota 
certidumbre, y los individuos que lo forman, 
consecuentes con los principios que en larga 
vida pública han ostentado, se complacen en 
considerar que en tales condiciones, el Poder 
judicial debe ser, y por lo tanto, llegará 4 ser, 
el más sólido fundamento de la paz pública, 
firme sólo cuando los poderosos y los humildes, 
los vencedores y los vencidos, tienen concien- 
cia por igual de que sus derechos están seguros 
y de que toda ofensa que reciban en ellos y en 
sus personas y bienes, lo mismo en el orden pú- 
blico que en el privado, ha de ser prontamente 
reprimida. 

oseído de esta convicción, y animado de tal 
sentimiento, será especialmente grato al Minis- 
tro que suscribe cumplir, por la confianza de 
S. M., el deber constitucional de procurar que 
la justicia se administre pronta y recta. Dará 
á este fin á los fiscales las instrucciones conve- 
nientes para que en los asuntos de orden pú- 
blico hagan por su propia y rápida iniciativa 
valer su acción, empleando todos los medios de 
policía de que pueden disponer, y utilizando 
cuantos recursos haya en el procedimiento, 
ara que el Tribunal mantenga a recto sentido 

o las leyes; y en la esfera administrativa, acu- 
dirá solícito á facilitar á los Tribunales para el 
ejercicio de su jurisdicción en la práctica de las 

ruebas, y para la constitución del Jurado todo 
os elementos que estas funciones requieren. 
No pondrá el Gobierno límites á su acción en 
estas direcciones, no sólo porque la justicia es 
el primer fin social, y, por consiguiente, como 
ya queda indicado, la primera base de la segu- 
ridad interior, sino porque sería además injus- 
tificable pesimismo en los que han consagrado 
sus mayores esfuerzos á fundar sobre la efica- 
cia del Derecho la vida del Estado, no desarro- 
llar este principio cual corresponde, dando á 
los Tribunales todo prestigio á cambio del más 
escrupuloso cumplimiento dec sus deberes, atri- 
buyéndoles los medios más eficaces de investi- 
gación, y robusteciendo el enlace de su elemen- 
to profesional con el popular , traído por las 
leyes para informar la aplicación del derecho 
escrito en la conciencia publica, para extender 
á la sociedad la influencia educadora de la acción 
de la justicia. 

Es menester cer en este sentido, así los Tri- 
bunales como el Ministerio fiscal y la Adminis- 
tración pública, cada una de estas instituciones 
en su esfera respectiva, contribuyan con celo y 
con fe en la preparación de los Juicios y en la 
coordinación de los medios que la justicia re- 


uiere á la eficacia de las transcendentales re- 
ormas que se han hecho en todos los ramos de 
la legislación. 

Sólo en los que no creen en su virtualidad tie- 
ne explicación el sarcasmo de tachar de defi- 
ciente y de inadécuado á la gobernación del 
país un sistema legal cuyos recursos no están 
suficientemente estudiados, ó no se han oportu- 
namente utilizado. 

En lo que se refiere á la consideración que ne- 
cesitan gozar los funcionarios de la Administra- 
ción de justicia, de sus actos oficiales y de su 
conducta personal depende todo aquel prestigio 
que a y rodea siempre al nombre del 
magistrado integro y recto. 

Sobreponiéndose á toda humana considera- 
ción; subordinando siempre las solicitaciones 
del poderoso al respeto sagrado á la ley, á que 
debe rendir constantemente fervoroso culto; ins- 
cribiendo en el fondo de su conciencia el nombre 
santo de la justicia con caracteres indelebles, 
a que todos sus actos sean purísimo reflejo 

e lema tan sublime; a siempre aquella 
severidad de costumbres que demanda su laico 
sacerdocio, y, en fin, no buscando la ESC Ponón 
en la flexibilidad de sus funciones, sino en la in- 
tegridad de su deber, es como los magistrados, 
jueces y miembros del Cuerpo fiscal so harán 
acreedores al respeto de todos y á la protección 
decidida y resuelta del Gobierno de S. M., no ol- 
vidando nunca que la recomendación de a o 
ciable en términos de exigencia es para el juez 
digno un insulto, y en las formas corteses en 
que suele encerrarse, una falta de respeto. Com- 
placerse en recibirla, sería una bajeza incomps- 
tible con la estimación que de sí mismo ha de 
tener quien se consagra á juzgar á sus conciu- 
dadanos. Para evitar todo desfallecimiento de 
esta clase en la institución judicial, tienen los 
respectivos superiores jerárquicos determinadas 
en la ley rios facultades de inspección y de 
disciplina eficaces para mantenerla en la mayor 
pureza, y que han de servir al mismo tiempo 
para proporcionar á este Ministerio los datos 
necesarios del mérito de cada funcionario. El 
Gobierno está resuelto á que estas facultades se 
ejerzan con la a que corresponde á la ne- 
cesidad expuesta de Ane la autoridad judicial 
sea la base primera del orden público. 

Severos los Tribunales consigo mismos, some- 
tidos á la inspección constante de sus superio- 
res, deben aplicarignal rigor á sus auxiliares. 

Los estrados deben ser como templos de la jus: 
ticia, cuyas puertas están cerradas para todo lo 
que no sea digno de esta virtud. 

En la preparación de los juicios criminales y 
en su ordenación, tienen los Tribunales, y espe: 
cialmente sus presidentes y fiscales respecto de 
la designación de los jurados, señalamiento de 
días y horas de juicio, forma de las citaciones, 
discernimiento de la pertinencia de las pruebas, 
discursos de resumen y determinación de las 
preguntas del veredicto, atribuciones y deberes 
cuyo cumplimiento excluye la mayor parte de 
las censuras, que la crítica, más atenta á los de- 
fectos de lo actual que á los males de lo pasado, 
imputa al juicio oral y al Jurado tal como se ha- 
llan establecidos. Para acallar las quejas que ha 
habido, en cuanto al pago de las indemnizacio- 
nes debidas á jurados, peritos y testigos, ypara 
excluir por igual el peligro de que el caso de te- 
ner que asistir al juicio público en una ú otra 
forma, se convierta en remuneración codiciads, 
y la sospecha de que por la mezquindad ó noto- 
ria insuficiencia de la indemnización se despre- 
cie la nobleza del servicio prestado, bastará que 
los Tribunales presten á esta materia cuidadosa 
atención, y que este Ministerio les facilite, como 
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lo hará puntualmente, los medios correspondien- 
tes, á la par que les comunique las instrucciones 
para su administración clara y expedita. 

No concluyen los deberes del Gobierno en 
cuanto á la justicia con procurar que sea cum- 
plidamente aplicada en los juicios civiles y cri- 
minales. Es de no menor importancia el de estar 
atento para los fines legislativos á los resulta.- 
dos de tal aplicación, é las resistencias que en- 
cuentre, á las deficiencias que en ella se noten, 
á los efectos morales que produzca. Porque si la 
ley no es más que la determinación de las rela- 
ciones jurídicas que el estado social exige que 
sean reguladas, ningún metro puede haber para 
ella, ni en la especulación ni en la estadística, 

ue equivalga al estudio vivo de su aplicación á 

os conflictos que se presentan á la resolución de 
los Tribunales. Los principios de doctrina abs- 
tracta, la experiencia deleyes extranjeras, las 
mismas estadisticas con sus resúmenes cifrados, 
son lenguas muertas en comparación de los da- 
tos palpitantes que una información continua 
abierta en todos los Tribunales ha de proporcio- 
nar para la reforma de las leyes, en lo que ten- 
gan de divergente con las condiciones de la so- 
ciedad, y para su complemento, en lo que se de- 
muestre que no ha sido da ellas previsto, ya sea 
en lo sustantivo, ya en lo procesal. 

Para esto requiere también el Gobierno el celo 
de los Tribunales, sin apartarlos de sus primor- 
diales funciones. Huyendo cuidadosamente de 
espíritu estrecho de escuela y de inclinar á la di- 
sertación retórica lo que se les recomienda como 
esencia de su diaria práctica, pueden y deben 
sus individuos comunicar á este Ministerio las 
observaciomes que estimen oportunas sobre los 
defectos, resistencias y consecuencias notables 
de la aplicación estricta de las leyes en los casos 
en que hayan intervenido. Las obligaciones es- 
peciales de sus cargos exigen que no hagan tales 
exposiciones mientras los asuntos á que se refie- 
ran no estén definitivamente terminados, y que, 
si la resolución ha sido en Tribunal colegiado, 
no revelen el voto individual mientras deba per- 
manecer secreto. 

El cumplimiento de esta recomendación pro- 
ducirá en los funcionarios de la Administración 
de justicia un estudio más atento, si cabe, de las 
cuestiones sometidas á su examen, y además del 
fin legislativo que se propone, proporcionará un 
medio más de aquilatar la inteligencia y la la- 
boriosidad de los encargados de la administra- 
ción de justicia. 

Fuertes por la conciencia del cumplimiento de 
su deber en funciones tan altas; intachables en 
su conducta; satisfechos por estar bajo la inspec- 
ción constante de sus superiores, magistrados, 
quee y fiscales pueden abandonarse al juicio de 

opinión pública, oir serenos, por apasionados 
que sean, con tal que no alcancen á su honor, 

as censuras que de palabra ó por escrito se emi- 
tan sobre sus actos, y esperar tranquilos á que 
por los mismos medios ó por la reacción del con- 
cepto público se les haga justicia. La controver- 
sia y el examen de todo lo que se refiere al poder 
público en la esfera de lo responsable, es carác- 
ter de nuestro tiempo y condición indispensable 
del régimen actual. Nada nado antes al con- 
trario, ganan, los actos de los Tribunales en ser 
libremente discutidos y referidos en las Acade- 
mias y en la prensa dentro de los límites que el 
Código penal y la ley de propiedad literaria es- 
tablecen. Lo que la opinión pública persigue con 
su atención, lo que examina con mayor afán, es 
lo que más entraña en la sociedad, lo que hay 
principal interés en conservar incólume ó en cu- 
rar de sus enfermedades. En ello se revela su 
vida y el anhelo por su progreso, 


Sírvase V... transmitir los propósitos y senti- 
mientos que quedan expresados, á los magistra- 
dos, jueces y fiscales de su presidencia ó direc- 
ción. Madrid 14 de Diciembre de 1892.—Montero 
Ríos.—Sr. Presidente ó fiscal de...» (Fac. 15 Di- 
ciembre.) 


Jurisprudencia. 


411 Marzo 189899. Aptitud del magistrado mds anti- 

uo de la Audiencia de Madrid para ser promovido al 

. 8.: La antigdedad ha de computarse, no desde la obten- 
ción de cargos de categoría i al de magistrado de 
Madrid, sino desde el desempeño efectivo de éste; pues tal 
es el sentido de la ley adicional de 1883, la cual ha de 
aplicarse si resulta cuando se publicó, los que 808- 
t el criterío de la antigiedad en destinos andlogos, 
carecían de condiciones para ser elevados al T. 8. (1). 


Promovido al T. 8. D. Victoriano Hernández, como 
magistrado más antiguo de la Audiencia de Madrid, 
cargo que venía desempeñando desde 1881, sus com- 
pañeros D. Segismundo Carrasco y D Tomás Gúdal, 
magistrados de la misma Audiencia desde 1885 y 
1885, impugnaron el nombramiento de Hernández en 
vía contenciosa, alegando y probando que eran más 
antiguos que el preferido en el ejercicio de cargos 
de categoría igual al del magistrado de Madrid. El 
Tribunal Contencioso administrativo absuelve á la 
Administración de la demanda: 

«Considerando: que la cuestión fundamental que 
en el presente pleito se discute se reduce á determi- 
nar sí D. Victoriano Hernández y García de Quesa- 
da era ó no en 20 de Octubre de 1890 el magistrado 
más antiguo de la Audiencia de Madrid al efecto de 
poseer la aptitud que para ser as al Tribu- 
nal Supremo concede el art. 144 de la ley provisio- 
nal sobre IÓN del Poder judicial de 16 de 
Septiembre de 1870: Ñ 

onsiderando: que or no haber precisado el ar- 
tículo que se acaba de citar cómo había de compu- 
tare esa mayor antigiedad, la jurisprudencia, te- 
niendo en cuenta las disposiciones del Real decreto 
de 18 de Diciembre de 1867, y el art. 198 de la misma 
ley orgánica, declaró en repetidos casos que debía 
contarse, no desde que los magistrados comensaron 
á administrar justicia en la Audiencia de Madrid, 
sino desde que tomaron posesión de empleos de la 
misma clase ó categoría, siempre bajo el supuesto 
de que eran magistrados de Madrid al ocurrir las 
vacantes; pero publicada la ley adicional de 14 de 
Octubre de 1882, no puede caber duda alguna en pre- 
sencia del párrafo segundo de su art. 50, en cuanto 
á que la antigúedad de que se trata corresponde ú 
quién or mayor número de años haya ejercido el 
cargo de magistrado de dicha Audiencia, y no al 
ue por haber servido cargos de la misma categoría 
aya adquirido ésta con anterioridad, pecopte que 
corrobora el art. 2. del R. D. de 26 de Diciembre de 
pisa al expresar que el derecho del magistrado más 
antiguo de la Audiencia de Madrid p. ascender 
al Tribunal Supremo, corresponde únicamente al 
que ejerza por mayor número de años plaza efectiva 
en dicha Audiencia: 

Considerando: que modificada en la forma que 
queda expuesta por el art. 50 de la ley adicional, la 
manera de computar la antigúedad al propósito de 

ue en este pleito se trata, la jurisprudencia tiene 
declarado que dicho artículo no puede tener efecto 
retroactivo con agravio de los derechos adquiridos 
al amparo de leyes anteriores: 

Considerando: que en el presente caso, los deman- 
dantes D. Segismundo Oarrasco y D. Tomás Gúdal, 
si bien fueron nombrados magistrados de la Audien- 
cia de Madrid en 1885 z 1886 ed Td A esto 
es, después de publicada la ley adicional de Octubre 
de 1882, alegan que su art.50 no les es aplicable, en 
razón á que por hallarse en posesión de la categoría 
con mucha anterioridad, tienen derechos adquiri- 
dos al amparo del art. 144 de la ley de 1870, los cua- 
los es preciso respetar: , 

Considerando: que para resolver esta cuestión se 
hace necesario tener en cuenta que la aptitud con- 
cedida por dicho art. 144 exige dos condiciones, k 


(1) Otra bien distinta fué la doctrina de la go Ao 
Sala de lo C. del O. de E. en los Rs. Ds. de 20 de Mayo 
de 1878, 18 Agosto de 1888 y 20 Septiembre 1881. Véase 
por nota al art. 144 de la ley orgánica del P. J. en el Dio- 
cionario, tomo V1l, p. 617. 
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saber: mora, ser magistrado de la Audiencia de 
Madrid; segunda, ser el más antiguo, de tal suerte, 
que el funcionario que contara en la categoría an- 
tigúedad mayor que cuantos desempeñaran las pla- 
zas de magistrados de Madrid, evidentemente no 
E ser promovido al Tribunal Supremo, á virtud 

e la aptitud de que se trata, sino llegaba á ocupar 
real y efectivamente el cargo de magistrado de di- 
cha Audiencia, de donde se sigue que sólo cuando se 
reunían ambas condiciones resultaba adquirido el 
derecho á la aptitud en cuestión, conforme al cita- 
do precepto legal: 

Considerando: que si bien Carrasco y Gúdal se 
hallaban en ponen de la categoría de magistra- 
dos de Madrid cuando se publicó la ley de 1 es lo 
cierto que en aquella fecha no habían desempeñado 
en esta Audiencia tal cargo de magistrados, y por 
tanto, es evidente que no tenían adquirido derecho 
á la aptitud de que se trata, en razón á que sólo 
habian cumplido la segunda de las condiciones que 
exige, sino tan sólo la esperanza de adquirirle cuan- 
do reunieran la primera viniendo efectivamente á 
ocupar plaza de magistrado en esta Audiencia, ha- 
llándose, de consiguiente, en caso distinto que los 
funcionarios en favor de los cuales declaró la juris- 
prudencia del Consejo de Estado que el art. 50 no 
dos tener efecto retrosctivo, porque éstos antes 

e des rd la ley adicional eran magistrados de 
Madrid y tenían mayor antigiiedad en la categoría 
al ocurrir Jas vacantes: 

Considerando: que en virtud de lo eapDento y de- 
mostrado que los demandantes antes de la ley de 
1882 no tenian adquirida la aptitud para ser promo- 
vidos al Tribunal Supremo, es indudable que cuan- 
do en 1890 iba á proveerse una plaza de magistrado 
en ese Tribunal, debian ineludiblemente aplicarse 
los arts. 50 de la ley adicional y 2.” del R. D. de 1886, 
computando la antigiledad en la forma que dichos 
propios establecen; y como D. Victoriano Hernán- 

ez era magistrado de Madrid desde 11 de Febrero 
de 1881, mientras que Carrasco y Gúdal, cualquiera 
que fuera su antigiedad en la categoría, sólo des- 
empeñaban efectivamente el cargo en esta Audien- 
cia desde 11 de Febrero de 1885 y 7 de Enero de 1888, 
resulta evidente la mayor antigúedad del primero 
al efecto de que en el pleito se trata.» (Sent. 11 de 
Marzo de 1892.— Gac. 17 Octubre, p. 119.) 


—V. ComPETENCIAS EM LO CIVIL: En LO PENAL: 
ENJUICIAMIENTO CIVIL: ENJUICIAMIENTO CRIMINAL: 
JUBILACIONES: MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA: 
PREVARICACIÓN: TÉRMINOS MUNICIPALES. 


JUSTICIA EN ULTRAMAR. Alas disposi- 
ciones que bajo este mismo epígrafe dejamos 
compiladas en el Dicc., tomo VII, págs. 768 á 
793, hemos de añadir aquí las siguientes: 


R. D. 13 Enero 1892, 
Juzgados correspondientes á las Audiencias suprimidas 
por el Real decreto de 81 de Diciembre último (1). 

(ULTRAMAR.) «Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2? Los Juzgados de primera instan- 
cia é instrucción residentes en Pinar del Río, 
Guanajay, Guane y San Cristóbal, comprendi- 
dos actualmente en la Audiencia de lo criminal 
de Pinar del Río, quedan agregados para todos 
los efectos á la Audiencia de la Habana. 

Art. 2. Los Juzgados de las propias clases 
del Norte y Sur de Matanzas, Cárdenas, Alfon- 
so XII y Colón, afectos hoy á la Audiencia de 
Matanzas, formarán parte de la de lo criminal 
de Santa Clara. 

Art.8. Las Audiencias respectivas dictarán 
las órdenes conducentes para que de la manera 
más rápida y ordenada se hagan cargo la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de la Habana y 
la Audiencia de Santa Clara de las causas é in- 
cidentes de que vienen conociendo los Tribuna- 
les suprimidos. 


(1) El art. 11 del R, D. de 81 de Diciembre de 1891 su- 
primió las Audiencias de Pinar del Rio y Matanzas. Véa- 
seenla p. 311. 


Art.4. Se dictarán las órdenes oportunas 
para que los presidentes, magistrados, fiscales 
y demás personal de los citados Tribunales cesen 
el día 81 del corriente mes.» (R. D. 13 Enero 1892 
Gac. 20 1d.) 


R. D. 15 Enero 1892. 

Funcionarios cesantes d consecuencia de la supresión de 
las Audiencias de Matanzas y Pinar del Rio: Modo en 
que han de volver al servicio activo, y suspensión mien- 
tras tanto de lo dispuesto en el art. 43 de la Compila- 
ción de 5 Enero 1891. 
read «Vengo en decretar lo siguien- 

te (1): 

Artículo 1.? Los funcionarios de la carrera 
judicial y fiscal que resulten cesantes á conse- 
cuencia de la supresión de las Audiencias de lo 
criminal de Matanzas y Pinar del Río, en la 
isla de Cuba, tendrán derecho á ocupar las 
vacantes que de su categoría ocurran en cual: 
quiera de las provincias de Ultramar, excep- 
tuándose sólo aquellas plazas cuya provisión co- 
rresponda al turno 3.* en la categoría de juez de 

rimera instancia de entrada, y al turno 4.” en 

as demás. 

Art. 2.2 Los oficiales de Sala tendrán dere- 
cho á ocupar las primeras vacantes que de su 
clase ocurran. 

Art. 3.2 El ingreso cn el servicio activo se 
verificará por orden riguroso de antigúedad en 
la categoría que el funcionario tuviere en 31 de 
Diciembre último. 

Art.4.2 A los efectos prevenidos en el artícn- 
lo anterior, se formará por la Dirección general 
de Gracia y Justicia del Ministerio de Ultramar, 
y se publicará en la Gaceta de Madrid, el opor- 
tuno escalafón, del cual se remitirá copia auto- 
rizada á los gobernadores generales de Cubs, 
Puerto Rico y Filipinas, para su publicación en 
el periódico oficial respectivo. 

Art. 5.2 Hasta tanto ingresen en el servicio 
activo los funcionarios á quienes este decreto se 
refiere, quedará en suspenso, en la forma esta- 
blecida en su art. 1.”, lo e or el 43 dela 
Compilación aprobada por R. D. de 5 de Enero 
del año último.» (R. D. 15 Enero 1892.—Gac. 19 
Enero.) 


E. O. 28 Marzo 1892, 
Sobre preferencia de opositores en la provisión 
de vacantes. 


(ULTRAMARB.) «Vista la instancia elevada ú 
este Ministerio por varios opositores á ingreso 
en la carrera judicial y fiscal de Ultramar, 
aprobados y recomendados por el Tribunal de 
la Península, en solicitud de que se aclare ó re 
forme la R. O. de 23 de Diciembre próximo ps8- 
sado, en el sentido de darles preferencia en 
turno tercero para su ingreso como promotores 
fiscales de entrada: 

Considerando que de accederse á la proten: 
sión solicitada resultaría en perjuicio evidente 
de los aspirantes que figuran en las propuestas 
de los Tribunales respectivos, dándose el caso 


(1) Fúndanse las disposiciones del decreto en que «las 
reglas establecidas con carácter general por el de 
81 de Diciembre último, para determinar el modo 
en que han de volver al servicio activo los fancio- 
narios que sean declarados cesantes en virtud de 
las reformas á que el mismo decreto se refiere, nO 
pueden ser integramente aplicadas á los de la ca- 
rrera judicial y fiscal, que se rigen poe legislación 
especial; por lo cual, aunque tomando como baso el 

rincipio de proporcionalidad que informa aqué- 

las reglas, es preciso dictar otras que deben ser 181: 
torizadas por Su Majestad, en atención á que sur 
penden, en lo relativo al ingreso y ascenso en la ca- 
rrera, lo prevenido en la Compilación aprobada po! 
Real decreto de 5bde Enero del año último». 


BR 


JUZGADOS... —LANGOSTA... 





de que algunos de esos opositores obtendrían 


plaza con antelación, excluyendo al mismo 
tiempo á abogados con buena nota que por sus 
méritos y servicios especiales se estime oportu- 
no nombrarles para desempeñar cargos de la 
estegoría mencionada; 

Y considerando que los solicitantes pueden 
ingresar en ese mismo turno tercero, y aun en 
en el segundo, en concurrencia con los abogados 
de buena nota, pues además de reunir esa cua- 
lidad tienen la de ser aprobados y recomenda- 
dos por el Tribunal de oposiciones; el Rey (que 


Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, se ha servido desestimar dicha pre: 
tensión. 


De Real orden, etc.—Madrid 26 de Marzo de 
1892, — Romero.» 


E. D. y R. O. 81 Julio 1892, 

Reorganizando las Audiencias territoriales y de lo cri- 
minal y los Juzgados de primera instancia de la isla de 
Cuba y autorizando al Ministro para fijar el personal 
subalterno A para resolver las dudas que suscite la 
aplicación de estas nuevas disposiciones. 


(UirRAMAR.) «A propuesta del Ministro de Ul- 
tramar; de acuerdo con el parecer de mi Consejo 
de Ministros, usando de la autorización concedi.- 
da al Gobierno por los arts. 33 y 84 de la ley de 30 
de Junio último; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 La administración de justicia en 
las provincias en que está dividida la isla de Cuba 
queda organizada en la forma siguiente: 

Habrá tres Audiencias territoriales, corres- 
pendientes á las tres regiones, Occidental, Cen- 
tral y Oriental, establecidas respectivamente 
en la Habana, Matanzas y Santiago de Cuba; y 
tres Audiencias para lo criminal establecidas en 
Pinar del Río, Santa Clara y Puerto Príncipe; 
seis Juzgados de primera instancia en la Haba- 
na, que se denominarán de Belén, Cerro, Cate- 
dral, Guadalupe, Jesús y María y Pilar, y cono- 
cerán indistin-amente en los asuntos civiles y 
criminales, volviendo á la misma situación de 
los demás de la isla; otros tres Juzgados de tér- 
mino en Puerto Principe y Norte y Sur de San- 
tiago de Cuba; ocho de ascenso en Matanzas, 
Norte y Sur, Pinar del Río, Santa Clara, Cien- 
fuegos, Sagua la Grande, Cárdenas y Guanajay; 
y 19 de entrada establecidos en Alfonso XII, Be- 
Júcal, Guanabacoa, Manzanillo, Baracoa, Hol- 
guín, Bayamo, Gúines, San Cristóbal, San An- 
tonio de los Baños, Colón, Trinidad, Sancti Spí- 
ritus, Remedios, Jaruco, Morón, Guantánamo, 

arianao y Guanes. 

Art. 2.2 La Audiencia de la Habana conser- 
vará su actual categoría y se compondrá de un 

«presidente, dos presidentes de Sala, nueve ma- 
gistrados, un fiscal, un teniente fiscal , cinco 
abogados fiscales y cuatro secretarios, uno de 
gobierno y tres de Sala. 

Art. 8. Las Audiencias de Matanzas y San- 
tiago de Cuba se compondrá cada una de ellas 
de un presidente, un presidente de Sala, cuatro 
magistrados, un fiscal, un teniente fiscal, un 
abogado fiscal y dos secretarios, uno de gobier- 
no y otro de Sala. 

Art. 4. Las Audiencias de lo criminal de Pi- 
nar del Río, Santa Clara y Puerto Príncipe, se 
compondrá cada una de ellas de un presidente, 

os magistrados, un fiscal, un teniente fiscal y 
Un secretario. 

_Art.5.2 El Ministro de Ultramar queda auto- 
rizado para fijar de Real orden la plantilla del 

sonal subalterno de las Audiencias y Juzga- 
os, así como para resolver sobre todas las cues- 
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tienes que suscite la ejecución del presente de- 
creto, sin otra limitación que la de no exceder 
el crédito legislativo para este servicio. 

Art. 6.2 La provisión de las plazas nueva- 
mente creadas, así como las resultas á que aqué- 
lla diere lugar, se verificará fuera de turno, pero 
con sujeción á lo prevenido en el art. 43 del Real 
decreto ley de 5 de Enero de 1891. 

Art. 7.2 Los nuevos Tribunales comenzarán á 
funcionar el 1.? de Octubre próximo. 

Dado en San Sebastián á 31 de Julio de 1892. — 
María Cristina.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Fac. 4 Agosto y recti- 
ficación de la del 5.) 


—Por Real orden de la misma fecha que el de- 
creto y publicada también en la Caceta de 4 de 
Agosto, se suprimen los secretarios de los Juz- 
gados de instrucción de la Habana, los vicese- 
cretarios de las Audiencias de lo criminal, y al- 
gunos alguaciles, y se publican las plantillas 
del personal subalterno. 


JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 
É INSTRUCCION. V. Justicia, ley de 30 do 
Junio y R. D. de 16 de Julio de 1892 y sus notas. 


L 


LABORATORIOS AGRICOLAS Y MICRO- 
GRAFICOS. V.en AcrIcuLTURA las disposicio- 
nes del Regl. de 30 Agosto y singularmente los 
artículos 26 y 176 á 180. 


LANGOSTA Y OTAS PLAGAS DEL CAM- 
PO. (Dicc., tomo VII, p. 797.) 


R. D. 381 Diciembre 1891. 


Aprueba los vigentes Aranceles de Aduanas y 
se insertan en ReNTa DE ADUANAS. La disposi- 
ción 14, letra 'A de los mismos, contiene preven- 
ciones para el cumplimiento de la ley de defensa 
contra la filoxera. Estas prevenciones están mo- 
dificadas por R. O. 17 Julio 1893 (Ar. 1898, pági- 
na 578), y deben tenerse también presentes los 
artículos 383 á 390 de las Ordenanzas de Adua- 
nas insertas en el Ar. de 1894, p. 728. 


R. D. 29 Junio 1892. 

Suprimiendo las Comisiones ambulantes de defensa y vi- 
gilancia contra la filoxera, y la central y ambulantes 
contra la langosta: Servicio agronómico nacional. 
(Fom.) Artículo 1.2? Quedan suprimidas des- 

de 30 del corriente mes las Comisiones ambulan- 

tes de defensa y de vigilancia contra la filoxera, 

y la central y ambulantes de defensa contra la 

angosta, la Sección especial de estadistica de la 
filoxera y el personal afecto á las estaciones am- 
pelográficas. 

Los trabajos encomendados actualmente á las 
citadas Comisiones y dependencias, correrán en 
lo sucesivo á cargo del servicio agronómico na- 
cional. 

Art. 2.2 La Comisión central de defensa con- 
tra la filoxera constituirá, con la denominación 
de «Plagas del Campo», una Sección especial del 
Oonsejo superior de Agricultura, Industria y 
Comercio, con las mismas atribuciones que para 
aquélla fija la ley de 18 de Junio de 183, y la cual 
entenderá al propio tiempo en todos los asuntos 

ue se refieran á la extinción de las demás en- 

ermedades y plagas que ataquen á las plantas 
cultivadas. 

En su organización y funciones se regirá por 
el Real decreto de 16 de Noviembre de 1883 y re- 
glamento de 15 de Marzo de 1887. j 

Art. 8.2 Formarán parte de dicha Sección, 
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además de los vocales del Consejo que la cons- 
tituyan, un senador ó diputado por cada una de 
las provincias invadidas por la filoxera que el 
Ministro de Fomento designe. 

Art. 4.2 Se amplía á 48 el número de vocales 
numerarios del Consejo superior de Agricultu- 
ra, Industria y Comercio para atender á la 
constitución de la Sección especial creada por 
este Real decreto. Serán además vocales natos 
del Consejo el director y el catedrático de Pa- 
tología vegetal de la Escuela general de Agri- 
cultura. 

Art. 5.2? Las Comisiones provinciales de de- 
fensa contra la filoxera, serán constituidas por 
una Sección de los Consejos de Agricultura, In- 
dustria y Comercio, conservando las facultades 
que la ley de 1885 establece. Formarán parte de 

icha Sección el profesor de Historia Natural 
del Instituto de segunda enseñanza y seis viti- 
cultores elegidos oe el Gobierno por igualos 
partes entre los primeros y los 50 menores 
contribuyentes de la provincia. 

Art. 6.2 Quedan derogados los Reales decre 
tos de 21 de Agosto y 1.* de Septiembre dy 1888 
y demás disposiciones dictadas sobre el” parti- 
cular, en cuanto se opongan á lo que se estable- 
ce en el presente. 

Dado en Aranjuez á 29 de Junio de 1892. —Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Gac. 1. Julio.) 


—V. además en INGENIEROS AGRÓNOMOS los ar- 
ticulos 41 á 44 de las Instrucciones de 29 Julio 
de 1892 reglamentando el servicio de extinción 
de plagas del campo, yen AarICULTURA la dispo- 
sición del Regl. de 30 Julio del mismo año (1) so- 
bre estaciones de ampelografía americana, res- 
pecto de las cuales ténganse presentes las de la 
Real orden 21 Enero 1898 (Ar. 1893, p. 27). 


LEGADOS. (Dicc., tomo VII, p. 818.) 


Jurisprudencia. 


10 Noviembre 1891. Acciones dimanadas de tes- 
tamento en que el poseedor de un vínculo ordena una 
manda que ha de realizarse sobre la mitad de libre dis- 
posición: Los causahabientes del legatarío carecen de 
acción contra los compradores de los bienes objeto de la 
manda, enajenados por el propio testador, porque sólo 
podrían ejercitarla, en su caso, contra el heredero; y 
tampoco pueden fundar derecho alguno en la nulidad de 
las ventas, no teniendo dicho demandante el concepto le- 
gal de sucesores inmediatos de la mitad reservable del 
mayorazgo. 


Don Casimiro Porras, poseedor de un vínculo 
vendió á terceras personas el dominio de la mitad 
libre de los bienes del mismo que le pertenecían, y 
el usufructo de la otra mitad reservable al inme- 
diato sucesor, á cuyo fin otorgaron escritura pú- 
blica en 14 de Noviembre de 1881. Por otra de 28 de 
Agosto de 1896, se verificó entre losindicados com- 
pradores y elinmediato sucesor de la mitad reser- 
vable, el inventario, tasación y sorteo en dos lotes, 
uno para cada Escto delos bienes constitutivos del 
vínculo. Doña Petra y doña Angela Porras, deman- 
daron í los compradores de la mitad libre, solici- 
tando la nulidad de las escrituras de venta referida 
y de la posterior de partición, fundando su derecho 
en diferentes vicios de nulidad que alegaron con- 
currían en las mismas, y en ser hijas de D. Lorenzo 
Porras, primo de D. Casimiro, á quién por testamen- 
to de éste de 11 de Enero de 1$87, le había dejado 
en parte heredero de la mitad libre del vínculo que 
poseía. Oponióndose los compradores de estos bie 
nes á la demanda, se siguió el juicio por todos sus 
trámites hasta ser absueltos los demandados por 
la Audiencia de Burgos. Contra este fallo interpu- 





(1) Por error aparece en AGRICULTURA con fecha 80 
Agosto. 


sieron las demandantes recurso de casación, alegan- 
do distintas infracciones. 

El T. 8. desestima el recurso. He aquí los princi- 
pales fundamentos: 

«Considerando que aun en el supuesto de que los 
demandantes, hoy recurrentes, hubiesen ejercitado 
en este pleito la acción ex testamento para recla- 
mar concretamente el legado de la mitad libre del 
vinculo titulado Casa Torre Fuerte de Virtus, que 
en concepto de hijos de D. Lorenzo Porras les eoje 
D. Casimiro Porras, dueño z poseedor del referido 
vínculo, en su testamento de 16 de Agosto de 1883, 
debieron dirigir aquella acción contra el heredero, 
que es el que en virtud del cuasi contrato de la 
aceptación de la herencia viene obligado á satisfa- 
cer los legados, y en modo alguno contra D. Grego- 
rio Peña y D. Francisco Ruiz, que por título sE 
timo, cual es el de compra, adquirieron del propio 
D- Casimiro Porras, por escritura pública de l4 de 
Noviembre de 1881, debidamente inscrita en el Re- 
gistro de la Dropiecno, y por precio de 45.000 pess- 
tas, entregado en el acto, las fincas que constita- 
yen aquella mitad libre, por lo que es evidente que 
no son aplicables al presente caso, y por lo tanto, 
no han podido infringirse las leyes 34, tít. IX de la 
Partida 6.2 y 29, tit. 11 de la 8.*, que se citan en el 
primer motivo de este recurso: , 

Considerando que no siendo los recurrentes ni 
representando el inmediato sucesor del último po- 
seedor del referido vínculo, ni habiendo promovido 
estos autos y propuesto su demanda, en tal conce 
to, carecen de acción para pedir la nulidad, asi de 
la escritura de 14 de Noviembre de 1881, por la que 
el posvedor del vínculo vendió á los demandados la 
mitad libre de las fincas que lo constituyen, como 
la de WM de Agosto de 1888, por la que, en unión de 
la madre del menor, Matías Porras Fernández, pre- 
sunto sucesor inmediato de la otra mitad reservada 
del vínculo, se procedió á la tasación y división de 
éste, y que al declararlo así la Sala sentenciadora 
no ha infringido las leyes ni la doctrina establecida 
en las sentencias de este Supremo Tribunal.» (Sala 
1.2, sent. 10 Noviembre 1891.—Gacs. 9 y 10 Diciembre, 
pág. 190) 


25 Noviembre 1891. Calificación de un legado 
como de cantidad y determinación de sus intereses con 
arreglo al art. 884 del Código civil. 


D. Juan Irigoyen y de los Tueros falleció en esta 
corte bajo testamento, en cuya cláusula 6.* legó y 
mandó por una sola vez y en metálico á la niña Ma- 
ría Lorente Casado, la cantidad de 75.000 pesetas, 
con la condición de que dicha suma había de impo- 
nerse porsus testamentarios á nombre de la legata- 
ria en el Banco de España ú otro establecimiento 
de crédito, disfrutando tan solo de los intereses que 
la citada suma produjera, sin que pudiera disponer 
de ella hasta que contrajera matrimonio y siempre 
que en él tuviese sucesión, pues sino la tuviese tam: 
poco podría disponer de aquel capital, que pasaria 
por fallecimiento de la legataria á los hermanos y 

erederos del testador; y legó además á la misma 
niña un aderezo de oro con brillantes y perlas de los 
que el testador tenía, entendiéndose tal legado sin 
restricción alguna. Doña Silvestra Lorente, en re- 
PE n e su citada hija menor de edad, de- 

ujo demanda civil ordinaria con la solicitud de que 
se deoclarase en definitiva que los albaceas testa: 
mentarios estaban en mora culpable respecto de los 
legados puros é intereses de un capital de 25.006 pe- 
setas, y aderezo de oro con brillantes y perlas, que 
en cumplimiento de la ley y de la voluntad del tes 
tador debieron entregar en cuanto murió éste á l» 
legataria María Lorente, y en su representación á 
su madre la demandante, y en su consecuencia » 
condenase á dichos albaceas á pagar de su bolsillo, 
ó en último caso del cuerpo de la herencia, una in: 
demnización del 6 por 100 anual do la suma legada 
de 75.000 pesetas durante el tiempo transcurrido des- 
de la defunción del testador y el que transcurriera 
hasta que entregasen á dicha legataria lo que le co- 
rrespondía por los intereses que la suma expresada 
debía producir, e además á los mismos al: 
baceas á entregar el aderezo é imponer el capital 
delas 75 000 pesetas de la manera más fructuosa po- 
sible en beneficio de la menorlegutaria, cumpliendo 
así la voluntad del testador, y en apoyo de estas 
Pons alegó: que el testador Irigoyen hiso 

avor de la menor María Lorente tres legados dis- 
tintos, uno condicional, consistente en el capital 
de 75.000 pesetas, otro puro que consistía en la renta 
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ó interés que dicha suma produjese y que la legata- 
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cónyuge viudo, legítima de hijos, etc., etc., 


ria debía disfrutar vitaliciamente, y el tercero el 
del aderezo de oro con perlas y brillantes, sin que el 
testador hubiese hecho indicación alguna de apla- 
samiento de pago de los legados puros, de donde se 
desprendía que su voluntad había sido que con arre- 
glo á la ley y á la práctica usual y constante se pa- 
garan inmediatamente después de su muerte. Los 
albaceas demandados se allanaron á la demanda en 
elextremo relativo á la reciamación del aderezo, 6 
impugnaron los demás extremos, respecto de los 
cuales continuó el pleito hasta ser absueltos los de- 
mandados por la Audiencia de Madrid. Contra esta 
sentencia interpusieron recurso de casación los de- 
mandantes, citando como infringidos el art. 88l del 
Código civil la doctrina legal contenida en senten- 
cia de 8 de Mayo de 1865, el segundo párrafo del ar- 
tículo 882 y el art. 884 del mismo Código civil. El Tri- 
bunal Supremo declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que el legado que D. Juan Irigoyen 
estableció en la cláusula quinta del testamento 
bajo que falleció, á favor de la niña María Juana 
Emeteria, hija do doña Silvestra Lorente, consiste 
en lasuma de 75.000 pesetas y loque produzca la 
misma impuesta en uno de los establecimientos que 
el testador designa: 

Considerando que á tenor de lo expresamente con- 
signado en la cláusula referida, el legado es uno de 
cantidad, cuyos intereses han de regularse según lo 
que determina ol art. 884 del Oódigo civil, siendo in- 
aplicable el art. 881 del mismo Código, que por esta 
razón no ha podido infringirse, así como tampoco 
el párrafo segundo del 882 y la doctrina legal igual- 
mente citada en el motivo primero del recurso de 
casación: 

Considerando que por las mismas razones que se 
dejan expuestas no es posible estimar como proce- 
dente el segundo motivo de casación después de ha- 
ber establecido que el legado es uno, y de cantidad, 
y aplicable por lo tanto al art. 881 del citado Código 
civil, que la parte recurrente con error cree infrin- 
Ona 1.*, sent. 25 Noviembre 1891.-—(Qaca. 23 y 

Diciembre, p. 225.) 


4Biciembre 1891. Ouestión sobre validez de un le- 
gado á hijo de hombre casado y mujer soltera: Es válido 
el legado hecho d hijo habido de hombre casado y mujer 
soltera, porque la ley 10, tit. XI EI, bart. 6.%, que prohibe 
heredar álos adulterinos, se reflere sólo al engendrado 
en mujer casada por hombre que no sea su marido (1). 


Asilo establece la sentencia de esta fecha del Tri- 

unal Supremo, en la cual declaró no haber lugar 
al recurso interpuesto por los herederos de un tes- 
tador que dejó un legado á ciertos hijos ilegítimos, 
cuyos herederos fueron condenados por la Audien- 
cia al pago del legado que les reclamaron los lega- 
tarios. He aquí los fundamentos del fallo: 

«Considerando que según tiene declarado este Tri- 
bunal, el hijo de hombre casado y mujer soltera, 
ánungae se repute nacido de adulterio en el sentido 
lato del derecho canónico, que es el usado en la 
ley 2.*, tit. XV, Part. 4.*, no es el hijo adulterino de 
que habla la ley 10, tit. XIII, Part. 6 *, y que ésta se 
teñere sólo al llamado noto, engendrado en mujer 
casada por hombre que no sea su marido; y en su 
consecuencia, que al reconocer la sentencia la vali- 
dez de los legados hechos por S ..á4 F... y M... C..., 
hijas de C... G..., mujer soltera, y hacer la condena- 
ción consiguiente, no infringe las leyer citadas invo- 
cadas en los motivos 1.? y 2.2 del recurso de los her- 
manos S.. » (Sala 1.2, sent. 4 Diciembre 1891.—Gacs. 25 
y 26 Enero 1892, p. 89.) 


LEGALIZACIÓN DE FIRMAS. Véase la 
doctrina sobre concepto y fines de la legaliza- 
ción y sobre legalización de documentos otorga- 
dos en el extranjero, contenida en la resolución 
de la Dirección general de los Registros de 1.* 
de Abril de 1892, inserta en la Sección de juris- 
prudencia del artículo HirortEcas (p. 242). 


LEGITIMAS. Sobre cuota usufructuaria del 





(1) Es doctrina establecida ya por el T. S. en su sen- 
tencia de 9 de Abril de 1886, inserta en HIJOS ILEGÍTI- 
MOS, del Diccionario, y en el APÉNDICE del citado año, 
P49, 743 de la 1.* edición y 821 de la 3.* 


véanse los artículos SucEsIioNEs: TE8STAMENTOS: 
USUFRUCTO VIDUAL. 


LESIONES. (Dicc., tomo VII, pág. 850.) 


Jurisprudencia. 


14 Mayo 1891. Lesiones comprendidas en el artícu- 
lo 431, núm. 3. del Cód. penal, causadas d una mujer 
quedó impedida del uso del ¿razo ¿izquierdo y, por lo tan- 
to, de dedicarse d sus habituales faenas. 


Pedro Apeztegui descargó una bofetada á Juana 
Iriarte, anciana de 60 años, la que cayó al suelo cau- 
sándose en el brazo izquierdo una contusión que 
dejó limitadísimos los movimientos de dicho miem- 
bro, impidiendo á la ofendida dedicarse á sus fae- 
nas habituales. Seguida causa y condenado el cul- 
pable como autor de lesiones graves comprendidas 
en el núm. 2.*, art. 431 del Código penal, el Ministe- 
rio fiscal recurrió en casación alegando que era 
aplicable el núm. 3. del propio artículo. Así lo es- 
tima el T. S., que casa y anula la sentencia: 

«Considerando que determinado el delito definido 
en el caso 2.? del art. 43l del Código penal el hecho 
de que de resultas de las lesiones el ofendido quede 
impedido ó inutilizsado para el trabajo á que hasta 
entonces se hubiere habitualmente dedicado, es 
evidente que concurren estas circunstancias cons- 
titutivas de delito en las causadas á Juana Iriarte 
al afirmarse que de resultas de la bofetada y caída 
se causó la contusión en el brazo del que quedó im- 
pedida, siendo la inmovilidad del mismo permanen- 
te, y esto supuesto, el Tribunal a quo, cometió el 
error de derecho y consiguiente infracción atribuí- 
da en la calificación y aplicación de la pena: 

Considerando que en nada afecta á la calificación 
del delito el que la ofendida fuera anciana y de dé- 
bil constitución, por cuanto respondiendo en todo 
caso el autor voluntario del delito es responsable 
en toda la extensión de las consecuencias naturales 
del hecho que ejecuta.» (Sent. 14 Mayo 1891.—ZFac. 4 
Septiembre, pág. 137.) 


6 Jullo 1891. Pérdida de la visión de un ojo: Las 
lesiones que la producen están comprendidas en el artí- 
culo 431, núm. 2. del Cód. penal. 


Ramón Badenas infirió 4 Gabino Cobos lesiones 
que produjeron al ofendido la pérdida total de la 
vista del ojo izquierdo, si bien «con el tiempo y su- 
jetándose á una operación arriesgada, difícil y pro- 

lemática, no era imposible que adquiriese una pe- 
queña parte de la visión...» El reo interpuso reocur- 
so de casación bajo el concepto de que el hecho 88 
hallaba comprendido en el núm. 4. del citado ar- 
tículo 431, y el T.S. declara no haber lugar al re- 
ourso, considerando lo dispuesto en el núm. 2. del 
repetido artículo, y «Que no obsta para esta apre- 
ciación jurídica que se consigna en el segundo resul- 
tando dedicha sentencia la posibilidad de que con 
el tiempoy sajetándose á una operación arriesgada, 
dificil y problemática, pudiera adquirir ellesionado 
una pequeña parte dela visión perdida, porque al no 
afirmarse de un modo seguro y terminante que la 
recobrará, y admitirse de un modo remoto y dudo- 
so que pudiera suceder que adquiriese una pequeña 

arte de ella, tal aseveración noes suficiente para 
hacer desaparecer su inutilidad para el trabajo.» 
(Sent 6 Jalio 1891.—Gac. 20 Septiembre, pág. 219.) 


—Véase COMPETENCIAS EN LO PENAL: DisPARO: 
Hoxternio: IMPRUDENCIA: PARRICIDIO: RECURSOS 
DE CASACIÓN EN LO CRIMINAL. 

LETRAS DE CAMBIO. Véase EsTArFa. 

LIBERTAD DE IMPRENTA. Sobre com- 
petencia para conocer de delitos de imprenta 
cometidos por paisanos contra militares, véase 
CoMPETENCIAS EN L)9 PENAL.—Véaso además INJU- 
RIAS. 

LICENCIA JUDICIAL. Véase BIENES DE 
MENORE5: DONACIÓN. 

LICENCIA MARITAL. V. BIENES DE LA 80» 
CIEDAD CINYUGAL: CONTBATOS CON MUJER CASADA. 
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LOTERIA Y RIFAS. (Dicc., tomo VII, pá- 
gina 892.) (1). 
Ley de presupuestos 80 Junio 1892. 
Cantidad que debe distribuirse en premios. 


«Art. 17. Se fija en 70 por 100 la parte que co- 
rresponda á los jugadores de loterías, quedando 
autorizado el Gobierno para determinar la fe- 
cha en que deba comenzar á regir esta disposi- 
ción (2).» 

B, O. 1.* Julio 1892. 

Declarando que el alcance de la de 91 Agosto de 1891, es 
conceder sólo la participación á los aprehensores con 
relación al valor de los billetes en el día en que se rea- 
lizó el comiso. 

(Hac.) «Remitido á informe de la Sección de 
Hacienda y Ultramar del Consejo del Estado el 
expediente instruído acerca del alcance de la 
R. O. de 21 de Agosto de 1891, que concedio dé 
participación á los aprehensores de varios déci- 
mos de la Lotería Nacional, decomisados á Ma- 
nuel Aumente Ordura, en el importe de los pre- 
mios que los mismos obtuvieron, dicha Sección 
ha emitido su dictamen en los términos si- 
guientes: 

(Se exponen extensamente en el dictamen las 
razones en que éste se funda, y concluye en los 
términos siguientes:) 

Resumiendo cuanto se deja manifestado, la 
oO Gs qe parecer: ' 

; ue la participación concedida por la 

R, O. de 21 de Agosto del año último 4 los apre: 

hensores de los 22 décimos de lotería á que se 

contrae el expediente, se ha de entender con re- 
lación al valor que de eri el día en que 
se realizó el comiso, y de ningún modo el premio 
que han obtenido 10 de dichos décimos después 

e verificado el sorteo. 

2.2 Que la indicada participación correspon- 
de integra á los aprehensores si en el descubri- 
miento del fraude no hubiese intervenido ningu- 
2. otra persona ó funcionario de la Administra- 
ción. 

Y 3. Que si para lo sucesivo se estimase con- 
veniente establecer reglas que marquen y de- 
terminen el procedimiento que se ha de seguir 
respecto á los delitos de defraudación en el ramo 
de Loterías, se instruya el oportuno expediente 
en los términos que se indican en el fondo de 
esta consulta.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
precedente dictamen, se ha servido resolver de 
O de el mismo. 

e Real orden, etc.—Madrid 1.? de Juli 

1892.—Concha.» (Gac. 21 Julio.) y e 


Jurisprudencia. 


25 Junio 1891 y otra. Expendición de billetes de 
las extranjeras: Puede constituir delito comprendido en 
el art. 855 del Código penal de Cuba (359 de la Península) 
si la rifa ó loteria no se halla autorizada ó está prohibi- 
da en España, y aunque sea legítima en el país respectivo: 
Casación de auto de sobreseimiento libre fundada en el 
supuesto de que el hecho no constituye delito. 


Pablo González sl Apr en la Habana un billete 
de la lotería de la Luisiana, y formada causa, la 
Andiencia sobreseyó libremente en ella por creer 
que no podía calificarse de no autorizada una rifa 

ue tenia la arantía de su Gobierno, siquiera las 

PR scales prohibieran en España la ven- 
ta de billetes de loterías extranjeras. A instancia 





(1) La instrucción vigente de Loterías es de fecha de 
95 de Febrero de 1898 (AY. de td., p. 850). Véass ademds 
el epígrafe Lotería y rifas de los Repertorios alfabéti- 
cos de los APÉNDICES de 1898 d 1896. 

(2) V. el art. 6.0 de la instrucción vigente de 25 de Fe- 
brero de 1898. 
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del Ministerio fiscal casa y anula el T. 8. la senten- 


cia recurrida: 
«Considerando que el respecto debido á la sobera- 


nía ¿independencia nacional no permite hacer ex- 
tensivas al territorio patrio las autorizaciones que 
naciones extranjeras puedan haber concedido para 
la celebración de rifas y loterías mientras el Go- 
bierno no las autorice á 8ú vez, por 0cUya razón pu- 
dieran racionalmente estimarse comprendidas en 
la prohibición y sanción penal del art. 855 las rifas 
y loterias que no reunan dicha condición, y con 
mucha mayor razón si se encuentran terminante 
mente prohibidas: 

Considerando que el hecho á que se refiere el auto 
recurrido presenta, según lo expuesto, caracteres 
de delito, puesto que se trata de expendición de bi- 
lletes de una lotería no autorizada en España, si- 
qe lo estuviera en el extranjero, y que la An- 

iencia de la Habana ha incurrido consiguiente- 
mente en error de derecho al sobreseer libremente 
en la causa, fundándose en que el hecho no era cons: 
titutivo de delito.» (Sent. 25 Junio 1891.—Gac. 18 Sep- 


tiembre, p. 195.) 

—Otro caso exactamente igual al anterior en sen» 
pa de 3 de Octubre de 181. (Gac. 23 Diciembre, 
p. 267.) 

-—Véase además en Riras la decisión de com- 
potencia de 22 de Mayo declarando reservada á 


la Administración la supresión de las rifas no 
autorizadas. 

LOTERIAS EN ULTRAMAR. PorR. D. de 
8 Abril 1892 (Gac. Y id.) se determinó el plan y 
distribución de premios á que habian de ajustar- 
se los sorteos en la isla de Cuba, prohibiéndose 
la venta, anuncio y publicación de otra clase de 
loterías extranjeras y rifas no autorizadas, y 
por R. O. de 29 Junio (Gac. 7 Julio), se aprobó la 
instrucción general para el servicio de la renta 
de Loterías de la isla.—Rige hoy el R. D. de 9 
de Septiembre 1895 é instrucción adjunta al mis- 
mo, que hemos comparado con la de la Penínsu- 
la en el Ap. de 1895, págs. 614 á 617. 


LOTERIAS EN FILIPINAS. Por R D. do 
15 Julio 1892, precedido de una larga exposición, 
se dispuso que se redacte una nueva Instrucción 
organizando el servicio de loterías en Filipinas, 
procurando que se establezcan expendedurías 
en todos los pueblos. (Gac. 16 Julio.) 

Véase en el Ar. de 1895 la R. O. 31 Octubre (pá- 


gina 728.) 
LUGAR HABITADO. V.Rono. 


MAESTROS. Véase InsTRUCCIÓN PÚBLICA: 
JUBILACIONES. 

MAGISTRADOS. Véase JUBILACIONES: Jus 
TICIA. 


MALVERSACIÓN DE CAUDALES PÚBLI- 
COS. (Dicc., tomo VII, pág. 909.) 


Jurisprudencia. 


29 Abril 1891. El simple alcance contra el funcio: 
nario responsable, no basta d determinar la comisión do 
los delitos de los arts. 405 á 407 del C. P. 

Girada una visita á la Administración subalterna 
de Alhama, «por sospechas que tuvo la Delegación 
de que se encontraba alcanzada, y que en los estan: 
cos de su partido se vendían tabacos de contraban- 
do», dió por resultado la existencia de un alcance de 
más de 31.000 ptas. contra el administrador D.A. Ba: 
mos, quien dijo que no se la explicaba «por no haber 
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sustraido la cantidad ni hecho aplicación alguna 
ilegítima de los fondos del Estado». Formada causa, 
la Audiencia de Granada condenó á Ramos como 
autor del delito del art. 405, caso 8. del O. P. El reo 
interpuso recurso de casación citando como infrin- 
gido dicho precepto y fundando su alegación en el 
art. 819, púm. 1. de la ley de Enj. crim. El T. 8. casa 
y anula el fallo: 

«Considerando que ninguno de los delitos defini- 
dos en los artículos desde el 405 al 407 del Código pe- 
nal, queda integrado siempre que resulta contra el 
funcionario un mero alcance de los caudales ó efec- 
tos puestos á su cargo, sino que es menester que tal 
alcance se haya roducido, Ó por haber sustraido 
los fondos el fancionario ó consentido que otro los 
sustraiga, ó dado lugar con su negligencia y aban- 
dono Áá que este hecho se verifique, ó aplicado á 
asos propios ó ajenos dichos candales y efectos: 

Considerando que sin que el Tribunal del juicio 
estime y declare probados estos diversos elementos 
esenciales del delito, no es posible legalmente añr- 
mar la existencia de hecho punible alguno con arre- 
glo al Código, en el caso de resultar alcanzado en 
sus cuentas un funcionario público por rasón de los 
caudales ó efectos puentes Áá su cargo, habiendo 
como hay posibilidad de que el alcance haya sobre- 
venido por causa no imputable á malicia, negligen- 
pe E omisión alguna del agente responsable de los 

ondos: 

Considerando que en la sentencia recurrida, ni 
en los resultandos ni en los considerandos se hace 
afirmación alguna referente á la causa productora 
del alcance que resultó contra D. Antonio Ramos 
García, administrador que fué de la subalterna de 
Rentas Estancadas de la ciudad de Alhama; y que, 
esto supuesto, la Audiencia de Granada ha inourri- 
do en error de derecho al calificar y penar como de- 
lito un hecho respecto del cual no se declaran pro- 
bados los elementos esenciales que en su caso pudie- 
ran constituir tal delito (1).» (Sent. 29 Abril 1801.— 
Gac. 81 Agosto, pág. 126.) 


30 Mayo 1891. Res abilidad del delito del ar- 
ticulo 407 del C. P. exigible al apoderado de un pueblo 
que cobró sumas pertenecientes al mismo y las dejó en po. 

del tesorero de la Administración económica que las 
distrajo y consumió. 


D. Enrique Pinto, apoderado en Huelva del Ayun- 
tamiento de Calañas, cobró en la Administración 
económica de la provincia más de 59.000 pesetas 
a al pueblo y las dejó en poder de don 

urelio Monis, tesorero de dicha Adminisiración, 
el cual expidió á favor del mandatario un quedan ó 
resguardo para acreditar el hecho. Monís no entre- 

Ó la cantidad ni á Pinto ni al Ayuntamiento de 

alañas; á denuncia del cual se siguió causa en la 

ue Pinto y Monís fueron condenados como autores 

el delito del art. 407, párrafo último del Código pe- 
nal. Pinto interpuso recurso de casación alegando 
que no habia cometido delito alguno; y aunque el 

soal sostuvo este mismo criterio, el T. 8. declara 
no haber lugar al recurso: 

«Considerando que al entregar D. Enrique Pinto 
Póres, como apoderado del Ayuntamiento de Cala - 
ñas, las 59.180 pesetas 58 cóntimos procedentes de 11 
facturas de cupones correspondientes á intereses 
devengados por una inscripción del 80 por 100 de 
Propios de dicho pueblo al tesorero de la Corpora- 


(1) Es doctrina yo establecida por el T. S. en senten- 
cla de 25 de Abril de 1890, inserta en el Ap, de 1891, pe 
gina 604, y en el Dicc , tomo VIT, pág. 910. Acaso los tér- 
minos literales de los arts. 406 á4 407 del Código penal no 
permitan castigar con arreglo 4 ellos hechos como el de 
autos; pero creemos que de todas suertes no deben r 
tmipunes y que caerán cuando menos bajo la san del 
art. 543, núm. 5.9, por aparecer indudable la distracción 
de efectos, valores ó dinero que el funcionario recibió en 
depósito ó comisión, con encargo de entregarlos al Esta- 
do. 8i continúan las aplicaciones del criterio de la Sala 
segunda del T. S., podemos perder la esperanza de que se 
castigue ningún desfalco de fondos del Estado, Mientras 
tanto seguirá penándose como ladrón al mísero bracero 
que sustras leñas en montes públicos de común aprove- 
chamiento, aun cuando ne exceda el valor de aquéllas 
del limite que marca el art. 617, porque están resueltas 
contra el reo las dudas que pudiera ofrecer la reforma 
hecha en el Código penal por la ley de 80 de Julio de 1876, 
—V. HURTO DE LEÑAS, en el Diccionario yen este APÉN- 
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ción municipal D. Aureliano Monís (1), recogiendo 
un quedan ó resguardo, y sabiendo, según se afirma 
en la sentencia recurrida, que éste las necesitaba 
para asuntos propios (2), el que dispuso de ella cons- 
tándole su procedencia, sin que se haya verificado 
el reintegro ni sufrido el pueblo otros perjuicios 
qn los inherentes al delito, hiso la aplicación in- 

ebida de fondos á que se refiere el expresado ar- 
tículo 407 del Código penal, incurriendo en el ex- 
presado delito: 

Considerando que las disposiciones de dichos ar- 
ticulos son extensivas, según el 410, á los que se ha- 
llasen encargados por cnalquier concepto de fondos, 
rentas ó efectos provinciales 6 municipales: 

Considerando que conatituyendo delito los hechos 
declarados probados y los consignados en los consi- 
derandos de la sentencia recurrida, fundándose el 
presente recurso en”que no le constituyen, no pro- 
cede su casación.» (Sent. 20 Mayo 1891.—Gac. 4 Sep- 
tiembre, p. 147.) 


93 Octubre 18991. Ezxacción de cantidades por em- 
pleados de consumos, bajo pretexto de que responden al 
cobro de estos derechos, no constitutiva de malversación 
comprendida en el art. 405, sino de estafa castigada en 
el 548, núm. 1. del Código penal. Error consistente en 
haber apreciado la clrcunstancia agravante de 
mocturnidad, cuando la noche no fué buscada de pro- 
pósito por el culpable: Cuestión sobre si el reo que acom- 
pañó á otro d exigir y cobrar la cantidad defraudada y 
participó de ella es autor 6 encubridor. 


Vicente García, fiel encargado por el Ayunta- 
miento de Piélagos del fielato titulado La Pájara, 
exigió y cobró una noche á Francisco Herrera, co- 
mo derechos de consumo, 100 pesetas en ocasión que 
Herrera se dirigía á su casa con un carro condu- 
ciendo vino; é Ignacio Cabarga, vigilante de los 
consumos nombrado por el Ayuntamiento, acom- 
pañó á García á exigir y cobrar dicha cantidad, que 
uno y otro se repartieron y apropíiaron. La Audien- 
cía de Santander entendió que estos hechos consti:- 
tuyen estafa castigada en los arts. 547, núm. 1.9, y 
548, número también 1.? del Código penal, y que en 
su comisión había concurrido la agravante 15 del 
artioulo 10, y condenó como autores á dichos dos 
sujetos, imponiéndoles la pena de arresto. El fiscal 
impugnó la sentencia en casación alegando que el 
delito cometido era el de malversación, castigado 
en el art. 405, que se había infringido también el 
artículo 414 y que no era apreciable la circunstan- 
cia agravante. Los procesados se adhirieron al re- 
curso, reproduciendo este último motivo y alegan- 
do además el Cabarga que no era autor sino enou- 
bríidor del delito. El T. S. casa y anula el fallo so- 
lamente por la infracción de la circunstancia 15, ar- 
tículo 10, y del 414 del Código penal: 

«Considerando: que ni por razón de la hora, ni por 
razón del lugar en que tuvo efecto la entrega de la 
cantidad exigida por los procesados García y Ca- 
barga á Francisco Herrera, ni por razón de las mis- 
mas funciones de aquéllos, de mera vigilancia, po- 
dían realizar tal exacción en los términos y condi- 
ciones en que lo han hecho; por lo cual es evidente 

ue la cantidad exigida no tenía el carácter de fon- 
des públicos, circunstancia indispensable para que 
pudiera cometerse el delito de malversación que 
entiende el Ministerio fiscal que se consumó por los 
referidos procesados: 

Considerando que esto sentado, la sentencia re- 
clamada no ha infringido el núm. 2.? del art. 405 del 
Código penal, que castiga al funcionario público 
que sustrajese $ consintiese que otro sustraiga los 
caudales ó efectos públicos que tuviese á su cargo 
porrasón desus funciones, cuyo precepto prevé ade- 
más en caso distinto del que se declara probado en 
la sentencia, puesto que no consta que los procesa- 
dos tuviesen 14 su cargo las cantidades procedentes 
de la recaudación de consumos, ni ellos los sustra- 
jeron ni consintieron que otro los sustrajese, situa- 





(1) En los resultandos de la sentencia recurrida que 
transcribe la del T. 8., se dice repetidamente que D. Aure- 
lio Monís era tesorero de la Administración económica de 
Huelva. Así debia ser; pues si hubiera desempeñado tal 
cargo en el Municipio de Calañas ninguna responsabils- 

podría atributrse d D. Enr Pinto haber deja- 
do una cantidad propia del pueblo en po de Monís. 

(2) La sentencia recurrida hará esta afirmación en los 
considerandos ó en algún resultando no reproducido en 
la del T. 8. 98 





ciones legales que presuponen la existencia de los 
fondos de indiscutible carácter público en poder de 
los encargados de su custodia, si Jos tuvieren los 
exigidos á Herrera, más bien pudiera considerarse 
A cope el hecho en el art. 407, que pena el uso 


indebido de dichos fondos, con ó sin daño del ser 
vicio público: 

Considerando que calificado por dicha sentencia, 
con acierto, de delito de estafa, y no castigado con 
la pena de inhabilitación, que como pena conjunta 
con la que señala el Código á las estafas y otros en- 
gaños establece por modo terminante el art. 414 del 
mismo, cuando, como en el caso de autos acontece, 
cometen los funcionarios públicos aquel delito abu- 
sando de su cargo, la infracción de dicho art. 414 
resulta notoria y el recurso del Ministerio fiscal 
procedente en extremo: 

Considerando que lo es también en el relativo 4 
la circunstancia 15 del art. 10 del referido Código, 
quo á su ves cita como infringido bajo el núm. 2,2 

e su recurso la representación de los procesados, 
porque dada la naturaleza del hecho punible y las 
condiciones en que se efectuó ninguna infiuencia 
ha ejercido en su consumación la circunstancia de 
ser de noche, ni de ella se han pravalido ni aprove- 
chado los onipables, debiendo estimarse como pura- 
mente uccidental en este caso, infringiendo por 
ello la Audiencia sentenciadera el citado núm. 15, 
al apreciar aquella cirounstancia como agravante 
de la estafa: 

Considerando, en onanto al recurso interpuesto 
por adhesión por la defensa de los procesados, de 
uno de cuyos motivos se ocupa el considerando an- 
terior, que la sentencia no infringe los arts. 18 y 16 
del referido Código penal, al calificar y penar como 
autor del expresado delito á Ignacio Cabarga, pues 
declarado en el veredicto que éste es cupable de 
haber acompañado á su co reo á exigir y cobrar al 
Francisco Herrera la cantidad recibida: que ambos 
se repartieron, no se limitó aquél á ejecutar actos 
de aprovechamiento de los efectos del delíto, pos- 
teriores á él, sino que intervino por modo directo 
en tales hechos RA EADdO al García á exigir 
cobrar la suma indicada, tomando parte, por consi- 
guiente, en su o como autor responsable, 
según el núm. 1. del expresado art. 13 que la sen- 
tencia aplica justamente.» (Sent. 23 Octubre 1891.— 
Gac. 27 Diciembre, p. 289.) 


MANDAMIENTOS DE EMBARGO. Y. en 
Hirorecas las siguientes resoluciones de la Di.- 
rección de los Registros: 


20 Enero 1892. El juez al cual se han some- 
tido las partes tiene competencia para ordenar 
la anotación de embargo solicitado en juicio 
ejecutivo por el acreedor en la finca del deudor, 
Aunaro ésta radique en distinto partido ju- 

icial. 


81 Mayo 1892. Establece doctrina sobre la 
manera de proceder cuando un mandamiento de 
embargo no exprese el origen de la adquisición 
del inmueble objeto de la traba y sobre concep- 
to de los honorarios devengados por los regis- 
tradores en causa cminal en que las costas 
sean de oficio y el procesado no disfrute el bene- 
ficio de pobreza. 


10 Junio 1892. Competencia para expedir 
mandamientos de embargo contra los deudores 
á los municipios. 


MANDATO. (Dice., t. VII, p. 915.) 


6 Octubre 1891. Responsabilidad por la cesión ó 
sustitución de las facultades otorgadas al mandatario: 
Cuando éste traspasa en confianza la cosa y el encargo 
recibido del mandante, es bajo su responsabilidad pin de 
siva y no bajo la del principal. 


Otorgado en 1888 por la duquesa de Pomar un po- 
der á favor de D. Enrique Heidegger, en la Habana, 
poa vender acciones del ferrocarril de Cuba y c0- 

rar sus dividendos, dando los necesarios resguar- 
dos, revocó en 1888 aque poder la otorgante, y de- 
mandó en 189 á Heidegger prin que le devolviera 
los valores, abonara los divídendes ercibidos, rin- 
diera cuentas ó indemnizara los daños y perjuicios 


MANDAMIENTOS... —MARINA DE GUERRA... 






sufridos por la retención de los primeros. El deman- 
dado contestó que como apoderado que era, al dejar 
la Habana, traspasó en confianza dichos valores á 
D. Enrique Cunill, sin que á su regreso á la ciudad 
<a hs se los hubiera devuelto, por lo que había enta- 
blado litigio contra él, para que se los entregara ú 
la duquesa de Pomar con sus dividendos y la indem- 
nización que correspondiera, por entender que esta 
responsabilidad procedía en contra de Cunill; é ín- 
sistiendo la duquesa en que tal traspaso, que no 
conocía, no estaba dentro de los términos del men- 
dato que le confirió y en que se extralimitó aquél 
en sus facultades, según las leyes 19, tit. V, Part. 3.*; 
7.2, tit. XIV, y 29 y 21, tit. XII, Part. 5.*, y varias 
sentencias del Supremo, duplicó el demandado; y 
seguido el pleito en todos sus trámites, se falló por 
sentencia de la Audiencia de la Habana, declarando 
haber lugar á la demanda. Contra esta sentencia 
interpuso Heidegger recurso de casación, citando 
como infringidos la ley del contrato, ó sea la escri- 
tura de poder; la regla de derecho de «quien quiere 
lo más quiere lo menos», y la ley 19, tít. V, Part.S8*, 
que faculta al mandatario para nombrar sustituto 

or lo cual no hubo extralimitación al realizar el 

raspaso en confianza que hizo Cunill, así como 
tambión se infringieron en su concepto las leyes Y 
y 21, tit. XII, Part.5.*, porindebida aplicación, pues 
se partió del error de haber faltado Heidegger á las 
obligaciones de la escritura de mandato, lo cnal no 
sucedió. El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la carta de mandato otorgada 
por la duquesa de Pomar no contiene la facultad de 
traspasar en confianza los valores de que encargó 
al recurrente; que esta especialidad, que sería la de 
sustituir el mandato, tampoco está comprendida 
como término menor dentro de las atribuciones de 
enajenar y demás referentes á la administración 
que dicha escritura concede, y por consiguiente, que 
la sentencia condena al recurrente con acertada 
aplicación delas Jeyes del tit. XII de la Part. 5.*, 4 
que satisfaga á la demandante las cosas de que por 
gu culpa está privada, y los daños y perjuicios: 

Considerando que si Lien el mandatario común 
puede sustituir su poder cuando no lo ha probibido 
el mandante, es bajo su propia responsabilidad á te 
nor de la misma ley 19, tít. V, Part. 3.”*, que se ínvo- 
ca como infringida.» (Sent. 8 Octubre 1891.—Gac. % 
Noviembre id., p. 155.) 

—Véanse además en HirPorEcAsS las resoluciones 
de 15 de Diciembre de 1891 sobre límites de las 
facultades del mandatario y necesidad de ate- 
nerse á la intención del mandante cuando re- 
sulte contradictoria con los términos librados 
del mandato (arts. 1.281 y 1.714 del Código civil), 

15 de Junio de 1892 reconociendo la eficacia 
do una cancelación otorgada por el mandatario 
y ratificada por su mandante. ! 

—En Estara la sent, de 30 de Junio de 1891 re- 
solviendo la cuestión de si es constitutiva deella 
la revocación del poder conferido á un acreedor 

ara ld totalmente el haber del deudor 

asta hacerse cobro del crédito, habiéndose com- 
prometido el procesado á no retirar el mandato 
y á responder criminalmente, caso contrario. 

—En AYUNTAMIENTOS la decisión de competen» 
cia de 17 de Enero de 1892 estableciendo la de la 
Administración para conocer de la reclamación 
intentada por un Ayuntamiento contra un apo- 
derado para que rinda cuentas; y 

—En ComPAÑÍAs MERCANTILES la sent. de 2 de 
Diciembre de 1891 sobre alcance de la responsa- 
bilidad ú obligaciones de un mandatario. 


MAPA AGRONÓMICO DE ESPAÑA. 
Véanse los arts. 80 4 40 de las instrucciones ad: 
juntas al R. D. de 29 de Julio, inserto en Ixor- 
NIEROS AGRÓNOMOS. 

MARCAS DE FÁBRICA. V. PropI8DAD !1- 
DUSTRIAL. : 
MARINA DE GUERRA: MINISTERIO DE 
MARINA. (Diccionario, tomo VIII, páginasS : 

y siguientes.) 








MARINA DE GUERRA: MINISTERIO DE MARINA. 





Dos Rs. Ds. 18 Mayo 1892, 
Oontrato Rivas-Palmers. 

(Marixa.) Extracto.—Se declara rescindido el 
contrato celebrado entre la Administración de 
Marina y los Sres. D. José Martínez de las Ri- 
vas y sir Charles B. Palmers el 1. de Junio de 
1889 para la construcción, que éstos cedieron 
después á la Sociedad anónima Astilleros del 
Nervión, y que se proceda á la incautación de 
los dichos Astilleros hipotecados. (Gaceta 14 
Mayo.) 

—Por otro decreto de la misma fecha se dic- 
ten las bases para proceder á la formación de 
los inventarios de cuanto dentro y fuera de los 
Astilleros del Nervión pertenezca á la Sociedad 
anónima concesionaria de tres cruceros, y otros 
extremos. (Qac. 14 Mayo.) 


Ley 16 Mayo 1802. 
Modificando la de dino eS Armada de 380 de Julio 
1 ) 

(Marima.) «LEY. Artículo único. La ley de 
ascensos de la Armada de 80 de Junio de 1878 se 
modificará con el siguiente 

Articulo adicional. Primero. El tiempo de 
embarco necesario para el ascenso en la escala 
activa de los tenientes de navío de primera clase 
á capitanes de fragata será de dos años. 

Segundo. El Ministro, de acuerdo con el pa- 
recer del Consejo superior de la Marina, rá 
dispensar el tiempo de embarco exigido Siola ley 
queda el ascenso de los jefes y oficiales, abonan- 

o como tal la parte que sea necesaria del tiem- 
po que hayan sido profesores de la escuela de 
ampliación ó alumnos de la misma, si resultan 
aprobados en los estudios de dicha ampliación, 
y por sus circunstancias fueren acreedores á 

uella gracia. Por tanto: Mandamos, etc. 
ado en Aranjuez á 15 de Mayo de 1892.—Yo 
la Roina Regente.—El Ministro de Marina, José 
María de Beránger.» (Gac. 17 Mayo.) 


R. 0. 80 Junio 1882, 

Reorganisando los servicios en los artamentos y Ar- 
senales: Dotaciones eventuales de depósitos fotantes: 
Artilleros de mar. 

(Marrxa.) «Impuesto el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, de la ne- 
cesidad de reorganizar los servicios que depen- 
dan de este Ministerio, efectuando las mayores 
economías posibles y armonizándolas de suerte 
que no sufran quebranto las múltiples atencio- 
nes que pesan sobre la Marina de guerra, 8. M. 
so ha servido disponer que por lo que respecta al 
personal de marinería en sus diferentes clases, 
se observen las entes reglas: 

1. Que todos los servicios de los Departa- 
mentos y Arsenales de la Península, sin excep- 
ción de ningún género, en que figuran marine- 
ros ordinarios de primera clase, sean desde luego 
sustituídos por marineros ordinarios de segun- 
da, quedando los de primera, única y exclusiva- 
mente para el servicio de los bu ues, con lo cual, 
sin desorganizar ninguno de dichos servicios, se 
consigue una importante economía. ' 

2." Queno se prOpOn a modificación ni nuevo 
servicio que produzca directa ni indirectamente 
el menor aumento de gastos, toda vez que el pre- 
supuesto votado por las Cortes obliga á introdu- 
cir mayores economías. 

8.” Las dotaciones eventuales de los depósi- 
tos flotantes, reducidas á 50 inscritos destinados 
á cubrir bajas del servicio y atenciones no espe- 
cificadas con anterioridad, no deberá constar de 
mayor número, y los que figuren por otros con- 
pe da ó vicisitudes por que pasa la marinería, 
habrán de ser en número que en ningún caso ex- 
ceda de las bajas que existan en los demás servi- 
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cios que afecten á cada Departamento y buques 
de su comprensión. 

4.* Los artilleros de mar figuran en todas las 
nuevas plantillas con el haber correspondiente 
de primera clase, á efecto de que, ocurridos sus 
ascensos reglamentarios, no falten créditos para 
el abono de sus sueldos, ni precise efectuar trans- 
bordos ó cambios de destinos, que siempre pro- 
ducen gastos y trastornan los servicios. 

Y 5.* Que se considere derogada toda dispo- 
sición que no se encuentre dentro de la ley de 
presupuestos lg el año económico de 1892.93. 

En su virtud, y como primera consecuencia de 
lo que queda expuesto, es la voluntad de S. M. 

ue se remitan á V. E. las plantillas económicas 
de que queda hecha mención, que empezarán á 
regir desde 1.” de Julio entrante para los buques, 
servicios del Arsenal y demás atenciones de ese 
Departameñto (6 Escuadra) de su mando, espe- 
rando del reconocido celo demostrado por V. E. 
que secundará estos prono económicos, ci- 
ñéndose rigurosamente á las plantillas adjuntas 

á las prevenciones ne quedan consignadas.» 
E. O. 80 Junio 1892.—GQac. 6 Julio.) 


Ley 6 Julio 1892, 


Fuerzas navales para las atenciones del servicio durante 
el año económico de 1893-98. 


(Marima.) «Artículo 1. Las fuerzas navales 
que para las atenciones generales del servicio, 

olicia y vigilancia de las aguas jurisdicciona- 
es de la Península 6 islas adyacentes, estaciones 
navales de la América del Sur y provincias de 
Ultramar deben figurar durante el año económi- 
co de 1892 á 1898, serán las siguientes:» 

(A continuación se fijan las fuerzas para la 
Escuadra de instrucción, Buques para las Comi.- 
siones de la Península, Canarias y Río de Oro, 
para relevo de Fernando Poo, Comisión hidro- 
gráfica y Escuelas, Depósitos flotantes de mari- 
nería, Torpederos, Situaciones especiales, res- 
guardo marítimo en los Departamentos, etcéóte- 
ra) (Gac. 8 Julio.) 


RE. D. 29 Diciembre 1892, 

Disponiendo que reorganizados que sean los servicios de 
la Avaaio le fijen las plantillas de los Ouerpos, y die- 
tando reglas para amortizar las excedencias que re- 
sulten. 





(Manrina.) «Artículo 1.7 Reorganizados que 
sean todos los servicios de la Armada que lo re- 
quieran, se fijarán las plantillas de los Cuerpos, 
tomando como base la ley vigente de escuadra 
que se halla en vía de ejecución y la nueva orga- 
nización de los servicios. 

Art. 2.2 El personal que resulte excedente, 
podrá optar por una de estas situaciones: 

a) En disponibilidad en las capitales de los 
Departamentos con el sueldo entero de su clase. 

b, Con residencia en el punto que elijan con 
medio sueldo, exceptuados de todo servicio y 
obligados á presentarse en el término de un mes 
en el pasrio á que se le destine cuando no ha ya 
personal de su clase en disponibilidad. 

ce) Supernumerarios sin sueldo por un número 
de años que no exceda de tres consecutivos du- 
rante los cuales no podrán ser llamados al ser- 
vicio sino en caso de guerra. 

Art. 8. El Gobierno facilitará, en cuanto sea 
posible, el pase á otras carreras del Estado á 
todo el personal de la Armada que lo solicite, 
siempre que haya excedente en su categoría ó en 
las inferiores y renuncien al reingreso en la 
marina. , 

Art, 4.2 Aprobadas las nuevas plantillas, se 
procederá á la amortización del excedente, apli- 
cando á ellas la totalidad de las bajas que se pro- 
duzcan por cualquiera de las causas siguientes: 
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a) Por pase forzoso á la situación de reserva 
de los oficiales Enano es y sus asimilados. 

b) Por pase á la situación de supernumerario 
sin sueldo. 

c) Por pase á desempeñar destinos retribuí- 
dos dependientes de otro Ministerio. 

Art.5.? Simultáneamente con esta amortiza- 
ción, se verificará otra gradual, empezando por 

clases inferiores, bajo las siguientes bases: 

a) El número de individuos de nuevo ingreso 
en cada Cuerpo y convocatoria, no podrá exce- 
der de la mitad del de bajas ocurridas en ellas 
desde la anterior mientras haya excedentes en 
la última de las categorías respectivas. 

b) Cuando se hallen normalizadas una ó más 
categorías correlativas, á partir de la última, se 
calculará el número de individuos de nuevo in- 
greso para las sucesivas convocatorias, sumando 
el de bajas ocurridas desdo la anterior convoca- 
toria en las categorías reguladas con la mitad de 
las ocurridas en las no reguladas. 

c) Normalizada la última categoría, se apli- 
carán á la amortización de la pen 
es las vazantes que ocurran en las superiores á 
ellas. 

d) Normalizada la penúltima, se aplicará la 
regla anterior á la antepenúltima y asi sucesiva- 
mente hasta que estén todas. 

Art.6.2 El Gobierno presentará á las Cortes 
un proyecto de ley para la capitalización de los 
neon á fin de contribuir también por este 
medio á la reducción del personal. 

Dado en Palacio á 29 de Diciembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Marina, Pascual 
Cervera.» (Gac. 31 Diciembre.) 


E. D. 29 Diciembre 1892. 
Reorganizando los servicios de la Adminteliración cen- 
tral: Gobierno, mando y administración de los Cuer- 
pos, buques y establecimientos: Dependencias del Minis 
terio: Subsecretaría: Direcciones: Intendencia: Aseso- 
ría: Sus respectivas funciones: Jurisdicción de Marina: 

Almirante: Junta de la Marina mercante, etc. 

(Marixa.) «Ezxposición.—Señora: La imperio- 
sa necesidad de atender con mayor eficacia al 
mantenimiento de la fuerza naval sin rebasar 
los créditos con que se halla dotado el presu- 
puesto del ramo, reclama una detenida investi- 
gación acerca de los recursos que podrán obte- 
nerse mediante la reorganización de aquellos 
servicios que puedan simplificarse sin daño de 
gu marcha ordenada. 

(Sigue el Sr. Ministro exponiendo que tiene 
en estudio diversas medidas, y que entre tanto 
se completan, ha creído deber empezar por la 
administración central, que, como punto de par- 
tida en el camino de las reformas y lazo de unión 
de todos los servicios de la Armado ha de servir 
de pauta á que se ajusten las sucesivas innova- 
ciones. Cree conveniente dejar más expedita la 
autoridad superior del almirante y la amortiza- 
ción del personal excedente.) 


REAL DECRETO 


«Artículo 1.2 El gobierno, mando y adminis- 
tración de todos los Cuerpos, buques, estableci- 
mientos y ramos de la Armada, corresponde al 
Ministro de Marina. 

Para los servicios que tenga á bien encomen- 
darles, tendrá á sus inmediatas órdenes los ayu- 
dantes y secretarios que juzgue conveniente, 
o en el personal de los distintos Cuerpos 
y clases de la Ármada. 

Art. 2. Para el despacho de los asuntos co- 
ri o ed al Ministerio de Marina, existi- 
rán las dependencias siguientes: Subsecretaría. 
Dirección del Material.—Dirección del personal. 
A CoolA general. — Asesoría y Centro con- 
sultivo. 
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Art. 3. La Subsecretaría tendrá á su cargo 
la organización y movimiento de las fuerzas ar- 
madas; el servicio peculiar de los establecimien- 
tos y comisiones científicas no docentes; el de 
los puertos; los incidentes relacionados con la 
Marina mercante é industrias marítimas; la Le- 
gislación; la apertura, registro y cierre de la 
correspondencia y el gobierno interior del edifi. 
cio y fuerzas que en él se alojan. 

La Dirección del Material, todo lo concernien- 
te al material flotante submarino, firme ó movi- 
ble que dependa de la Armada y la Maestranza 
eventual de los Arsenales. 

La Dirección del Personal, todas las inciden- 
cias del de todos los Cuerpos y clases de la Ar 
mada de carácter permanente ó eventual excep- 
to los operarios de los Arsenales. 

La Intendencia general, todo lo concerniente 
á la Ordenación de pagos, intervención y rendi- 
ción de cuentas, haberes activos y pasivos y for- 
mulación de contratos. 

La Asesoría, la evacuación de las consultas 
que el Ministro ó subsecretario le encomienden. 

El Centro consultivo, la evacuación de las 
consultas ó confección de los proyectos que el 
Ministro ó subsecretario le encomienden y la 
clasificación del personal. 

Art. 4.2? La Subsecretaría y Direcciones se- 
rán desempeñadas por oficiales generales; la In- 
tendencia general y Asesoría por asimilados á 
dicha clase en los Cuerpos auxiliares correspon- 
dientes. 

El Centro consultivo estará constituido por 
un vicealmirante, presidente; dos oficiales ge- 
nerales de la escala activa del Cuerpo general, 
vocales de continua asistencia, y un capitán de 
navío, secretario, á los cuales se asociarán en 
concepto de vocales especiales con voz y voto, 
mediante citación del presidente, cada uno en 
los casos que á su juicio se requieran. El direc- 
tor del Material. El director del Personal. El in- 
tendente general. El asesor. Un oficial general 
de cada uno de los Cuerpos de ingenieros, arti- 
Mería, infantería y sanidad de la Ármada. 

También podrán asistir á las sesiones, solici- 
tándolo el presidente del Ministro de Marina, 
los ingenieros civiles navieros, naturalistas, je- 
fes ú oficiales de los distintos Cuerpos de la Ar- 
mada en quienes se reconozca especial compe- 
tencia en el asunto que haya de tratarse; pero 
sólo tendrán voto en las resoluciones cuando 
así se determine al convocarlos. 

Art.5.? La jurisdicción de Marina en la cor- 
te y su radio de 125 kilómetros será ejercida por 
el presidente del Centro consultivo, desempe- 
ñando las funciones de auditor el asesor del Mi- 
nisterio; las de fiscal el funcionario del Cuerpo 
jurídico que le siga en categoría entre los que 
tuviese á sus órdenes y las de jefe de estado 
mayor el secretario del Centro. 

Art. 6.2 El almirante de la Armada podrá 
inspeccionar las escuadras, buques, Cuerpos, 
Arsenales y demás establecimientos y servicios 
de la Armada cuando lo tenga por conveniente, 
de acuerdo con el Ministr., y previo aviso á la 
autoridad superior de quien dependa el servl- 
cio. Podrá asimismo asistir á las sesiones del 
Centro consultivo siempre que lo tenga por con- 
veniente, y en tal caso tendrá voz y voto, Ocu- 
pará la presidencia y dirigirá las deliberaciones 
si no asistiese á la vez el Ministro. Al efecto, 
secretario del Centro le pasará diariamente una 
nota de los asuntos que hayan de tratarse en la 
sesión inmediata. 

También podrá informarse por el subsecreta- 
rio y directores del estado en que se halle cual: 
qpier expediente que no sea de indole reserva- 

a, y exponer al Ministro las observaciones que 
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tenga po conveniente de palabra ó por escrito. 

Art. 7. Para el servicio de los Negociados 
de la Subsecretaria, Direcciones, Intendencia 

eneral y Centro consultivo, habrá el número 
de oficiales puros: segundos y auxiliares que 
determine el reglamento órganico. 

Los oficiales primeros serán de las clases de 
capitán de navío ó der ó asimilados, los se- 

undos de las de capitán de fragata ó tenientes 

e navío de primera clase ó asimilados, los au- 
xiliares de las de tenientes de navío de primera 
ó tenientes de navío y asimilados. 

Art.8.2 Los servicios de Archivo y Bibliote- 
ca estarán á cargo del Cuerpo de archiveros del 
Ministerio, en el número y clase que determine 
el reglamento orgánico. 

El de delineadores, escribientes, porteros y 
mozos será desempeñado por el personal de estas 
clases que hoy existe, en el número que deter- 
mine el reglamento orgánico ó fije el presupues- 
to de cada año. 

Art. 9. El subsecretario y directores disfru- 
terán el mismo sueldo que los funcionarios de 
análoga categoría en los demás Ministerios, si 
no les corresponde más por sus empleos mili- 


es. 

Los demás oficiales generales y asimilados, el 
que le corresponda por sus empleos. 

Los oficiales primeros, 8.000 pesetas anuales; 
los segundos, 6.500 pesetas; los auxiliares y ar- 
chiveros, el de sus empleos; los delineadores, 
escribientes, porteros y mozos, el que se consig- 
ne en presupuesto. 

Art. 10. El personal que resulte excedente en 
la Administración central cesará desde luego en 
sus cargos y será utilizado en los demás servi- 
cios de la Armada. 

bajas que ocurran después de reducido el 
número al que determine el reglamento orgánico 
de cada clase, se proveerán: 

Las de oficiales generales ó asimilados, oficia- 
les y auxiliares, en personal de las clases corres- 
pondientes. 

Las de archiveros, en personal del Cuerpo de 
Secciones de Archivo. 

Las de delineadores, en personal subalterno 
dela Armada que tenga las aptitudes necesarias. 

Pp de escribientes, en escribientes de la Ar- 
mada. 

Las de porteros y mozos, en personal subal- 
terno de la Armada ó clases de marinería ó tro- 
pa que por su edad ó achaques no tengan apti- 
tud para el servicio activo, pero sí para el seden- 
tario del establecimiento. 

Art. 11. Subsistirá la Junta de la Marina 
mercante, constituida por tres navieros, libre- 
mente os por.los Centros más importan- 
tes de la Península y Ultramar, y dos capita- 
e igualmente elegidos por los capitanes y pi- 
otos. 


Cuando se reuna esta Junta, será presidida 
por el presidente del Centro consultivo, y actua- 
rá como secretario el del mismo Centro. 

Art. 12. El Ministro de Marina queda auto- 
rizado para dictar un to orgánico para 
el régimen interior del Ministerio y resolver 
cuantas dudas puedan surgir en la ejecución del 
presente decreto. 

Art. 18, Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan al cumplimiento de este 
decreto y suprimidas todas las dependencias, 
Cargos ó funciones no mencionadas en el mismo. 

Dado en Palacio á 29 de Diciembre de 1892.— 

a Cristina.—El Ministro de Marina, Pas- 
cual Cervera.» (Gac. 31 Diciembre.) 


R. D. 29 Diciembre 1882. 
RBeformando la denominación de la Dirección de 
Hidrografía. 

(Marixa.) «Artículo único. La Dirección de 
Hidrografía se denominará en lo sucesivo Depó- 
sito Hidrográfico, siendo desempeñado el cargo 
de jefe del mismo por capitán de navío de la es- 
cala activa del Cuerpo general de la Armada 
dus haya cursado estudios de ampliación (1).» 
(R. D. 29 Diciembre 1892.—Gac. 81 1d.) 


E. D. 29 Diciembre 1892. 

Refundición en una dependencia, que se denominard de 
Estado Mayor, dsatodos los servicios que hasta ahora han 
estado d cargo de las Mayorias generales y Secretarías 
de los capitanes y comandantes, Archivos, etc. (3). 


(Marina.) «De conformidad con lo propuesto 
pas el Ministro de Marina, de acuerdo con el 

onsejo de Ministros; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Kegente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.? Todos los servicios que hasta 
ahora han estado á cargo de las Mayorías gone- 
rales, Secretarías de los capitanes y comandan- 
tes generales y sus correspondientes Archivos, 
se refundirán dentro de cada Departamento, 
Apostadero ó Escuadra, en una sola dependen- 
cia, que se denominará Estado Mayor. 

Art. 2.2 El Estado Mayor de cada Departa- 
mento constará de un capitán de navío de pri- 
mera clase ó capitán de navío, jefe; un capitán 
de fragata, segundo jefe; tres tenientes de navío 
de primera clase, tres tenientes de navío y el 

ersonal de clases subalternas que se considere 
indispensable para el desempeño del servicio. 

El Estado Mayor de cada Apostadero consta- 
rá de un capitán de navío, jefe; un capitán de 
fragata, segundo jefe; un teniente de navío de 
primera clase; dos tenientes de navío y el perso- 
nal de clases subalternas que se considere indis- 
pensable para el desempeño del servicio. 

El Estado Mayor de cada Escuadra constará 
de un capitán de navío, jefe; un teniente de na- 
vío de primera clase, y des tenientes de navío y 
el personal de clases subalternas que se conside- 
ren indispensables para el desempeño del ser- 
vicio. 

Art. 3. Eljefe de Estado A y el segun- 
do jefe serán nombrados por S. M., á propuesta, 


- el primero, del capitán ó comandante general, 


y el segundo á la del jefe de Estado Mayor en- 
tre el personal de la clase correspondiente que 
se halle sin destino. 
Los demás jefes y oficiales serán nombrados 
por el capitán ó comandante general, entre los 
ue se hallen sin destino en el Departamento, 
postadero ó Escuadra respectiva. 
Art. 4.2 Los capitanes y comandantes gene- 
rales, conservando en toda su plenitud la auto- 


(1) Sobre dotación del jefe de esta dependencia, véase 
la Sent. de 12 de Abril de 1894. (AP. id., p. 864.) 

(2) En la Ezposición dice el Sr. Ministro que «las Ma- 
yorías generales de los Departamentos, Apostade- 
ros y Escuadras, cuyas DCine y deberes de- 
tallan las Ordenanzas de la Armada de 1783, llena- 
ban por completo la misión de transmitir, vigilar y 
asegarar el cumplimiento de las providencias dic- 
tadas por los capitanes y comandantes generales y 
atender á las vastísimas funciones que les estaban 
encomendadas en una ópoca en que nuestras escua- 
dras eran bastante numerosas para surcar todos los 
mares y custodiar todos los extensos y remotos do- 
minios de la Monarquía española, y que, por un con- 
traste singular, á medida que ha ido disminuyendo 
nuestro poder naval ha crecido la multiplicidad de 
los servicios burocráticos, haciendo necesario un 
aumento de personal». Y para poner remedio d esto se 
dicta este decreto. 
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ridad y responsabilidad que les corresponde, 
con arreglo al tratado 2., tit. 8. de las Orde- 
nanzas de 1:93, podrán delegar en su jefe de Es- 
tado Mayor, mediante instrucciones generales 6 

articulares para cada caso, el despacho y la 
Érma de todas las resoluciones que no causen 
estado. 

Las órdenes escritas ó verbales del jefe de Es- 
tado Mayor, serán acatadas y cumplidas por 
todo el personal del Departamento, Apostadero 
ó Escuadra respectiva, sin distinción de jerar- 
quías, como emanadas de la autoridad superior 
correspondiente. 

Art. 5.? El segundo jefe del Estado Mayor 
será el encargado de la distribución del trabajo 
de oficina entre el personal patentado y subal- 
terno de su dependencia, conforme á las instruc- 
on generales ó particulares que recibiese del 

efe. 
Ñ Art. 6.7 Los capitanes generales de Departa- 
mento podrán tener hasta tres ayudantes perso- 
nales, v hasta dos los de Apostadero ó Escuadra, 
y de ellos uno de la clase de tenientes de navío 
de primera clase ó asimilado de otros Cuerpos 
militares para utilizarlo como secretario en los 
asuntos particulares ó ajenos á las funciones del 
Estado Mayor. 

Art. 7. Se procurará simplificar cuanto sea 
posible la tramitación de todos los asuntos, ex- 
cusando consultas cuando baste la propia auto- 
ridad, y sustituyendo con órdenes verbales, vo- 
lantes sellados ó simples avisos, todo trámite 
cuya constancia no sea de utilidad en el por- 
venir. 

Art.8.? Los capitanes y comandantes gene- 
rales señalarán en sus Departamentos, Aposta- 
deros y Escuadras respectivas la fecha, no pos 
terior al 1.? de Marzo próximo en la Península, 
1. de Abril en la Habana y 1.? de Mayo en Fili- 
pinas, en que haya de empezar á regir el nuevo 
sistema, resolverán por sí todos los incidentes 
que puedan surgir respecto á designación de lo- 
cal, material de oficinas y otros de cualquier na- 
turaleza, sin necesidad de previa consulta, sal- 
vo el caso de gastos á que no alcancen sus facul 
tades, y darán cuenta á este Ministerio de que- 
dar planteado este servicio, del personal que le 
hayan asignado y del que resulte excedente. 

Art. 9. Transcurridos seis meses de práctica, 
los capitanes y comandantes generales, oyendo 
á sus respectivos jefes de Estado Mayor, harán 
las observaciones que estimen convenientes so- 
bre la continuación del sistema bajo estas bases 
6 modificaciones que á su juicio deban introdu- 
cirse en ellas. 

Dado en Palacio á 29 de Diciembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Marina, Pas- 
cual Cervera.» (Gac. 31 Diciembre.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 29 Marzo 1892. Los beneficios de la ley de 
9 de Enero de 1887, mo son aplicables á los jefes y oficia- 
les de la Armada que sirven en la escala de reserva. 


Un teniente de navío y dos capitanes de fragata 
(comandante y coroneles de ejército respectivamen- 
te), pertenecientes á la escala de reserva, solicita- 
ron el retiro, con las ventajas de la ley de 9 de Ene- 
ro de 1887, y denegada que les fué su solicitud en vía 
> Paleta la reprodujeron en la contenciosa, 

onde se absuelve á la Administración de la de- 
manda: 

«Considerando: que... las ventajas ó beneficios en 
el retiro establecidos por la ley transitoria de 9 de 
Enero de 1887, y negados á los demandantes en las 
Reales órdenes que reclaman, están concedidos en 
aquella ley por regla general á las clases activas 
del ejército, sin más excepción que la que expresa 
su artículo adicional, en cuyo texto no figuran ni 
expresa ni implícitamente las clases de la Armada, 
y con independencia de que el espíritu de aquella 





disposición, favorable al propósito de riel la 
escala activa del ejórcito, tenga ó no lA ón en 
la Marina, es lo cierto que el contenido literal y sus- 
tancial del art. 5. no permite dudar que los expre- 
sados beneficios son extensivos á los jefes y oficiales 
asimilados de las clases de la Armada análogas 4 
as activas del ejército, analogía que sólo existe 
con las clases activas de aquélla, pero no con la es- 
cala de reserva, á la cual pertenecen los interesa: 
dos, porque además de la correspondencia de deno- 
minación que se refiere al concepto común del acti. 
vo servicio en la mencionada escala de reserva de 
la Armada, se prestan servicios que no tienen el ca- 
racter e del servicio activo propio de la Ma- 


rína.» (Sent. 29 Marso 1892.—(Qacs. 23 y 30 Octubre, 
página 158.) 

MARINA MERCANTE. (Diccionario, t. VII, 
págs. 934 y siguientes.) 


BE. O. 16 Marzo 1892. 
Material de respeto que deben llevar sus bugues de vapor. 


(Marina.) «La Junta de Marina mercante en 
las sesiones que tuvo en el pasado año propuso 
la formación de un proyecto de reglamento del 
material de respeto que deben llevar los buques 
de vapor de la marina mercante; para formarlo 
se nombró una Junta que presidió el comandan- 
te de Marina de Cádiz. Examinado el proyecto 
en las sesiones que acaba de verificar la expre- 
sada Junta, 


S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de acuerdo con lo in- 
formado por aquélla, se ha servido disponer 
hacer reglamentario el referido proyecto y dis- 
pones empiece á regir á los seis meses de la fecha 

e esta su soberana resolución. 

Y con inclusión del reglamento, de Real orden 
lo manifiesto 4 V. E. a su conocimiento y 
efectos. Dios guarde á V. E. muchos años. Ma- 
drid 16 de Marzo de 189.» (Gac. 19 id.) 

(A continuación publica la Qaceta el regla 
mento aprobado por Real orden.) 


MATRIMONIO CANÓNICO. 
tomo VIT, págs. 956 4 974.) 


Jurisprudencia. 


Reso!. 93 Marzo 1998. Efectos civiles del matri- 
momonio celebrado con posterioridad al decreto de 1818, 
y no inscrito en el Registro civil. 


Vóase esta resolución en HIPOTECAS, 


Dec. de comp. de 93 Marzo 1999. No debe sus- 
citarse competencia en el juicio de faltas por la no asis- 
tencia al matrimonto del funcionario del Estado, pues ni 
el hecho está reservado á la Administracion, mé existe 
cuestión previa. 


Celebrado un juicio de faltas contra el alcalde de 
barrio de Pueblo Nuevo, delegado para asistir á la 
celebración de un matrimonio canónico; cuando 
conocía de ól en apelación el jues de instrucción de 
Fuente Ovejuna, el gobernador de Córdoba le reqnl- 
rió de inhibición alegando que en la delegación no 
se había observado el orden que fija el art. 7.* dela 
instrucción de 1.? de Abril de 1889, y que era legiti 
mamente excusable la no asistencia de dicho alcal: 
de de barrio, puesto que obró en virtud de órdenes 
del alcalde de Bélmez. Defendida su jurisdicción por 
el juez, y remitidos los autos al Gobierno, se declara 
que no ha debido suscitarse esta competencia, vistos los 
arts. 3.2 del R. D. de 8 Septiembre de 1887, 77 del 0ó- 
digo civil, 7. de la instrucción de 28 de Abril de 1889, 
y 8. del O. P.: 

«Considerando: 1. Que el castigo del hecho de que 
se trata no está reservado por la ley á los fanciona- 
rios de la Administración: 

2,2 Que en el desempeño de las funciones á que se 
refiere el art. 7.2 de la instrucción citada, con refe- 
rencia al art. 77 del Código civil, el alcalde de barrio 
no obró como autoridad administrativa, sino como 
una de las personas en quienes puede delegar sus 
funciones el juez municipal, y, por tanto, á éste co- 
rresponde apreciar la conducta de sus delegados, no 
incumbiendo á la Administración determinar si se 
ha seguido ó no, y en virtud de qué motivos, el or. 


( Diccionario, 
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den determinado en el Código civil para hacer las 
delegaciones de que se trata: q 

8.2 Queno existe pd A ouestión alguna previa 
administrativa, porque la que se indica por el gober- 
dor constituiría, en todo caso, una circunstancia 
eximente con arreglo al Código penal, apreciable 
únicamente por el Tribunal que conociera del asun- 
to, ante el cual puede D. Rafael Aranda demostrar 
su exención de responsabilidad por haber obrado en 
virtud de obediencia debida: 

Y 4. Que no se está en ninguno de los dos casos 
en que, porexcepción, pueden los gobernadores pro- 
mover contiendas de competenoia en los juicios cori- 
minales.» (R. D. 23 Marzo 1893.—Gac. 30 id.) 


—V. BIENES DE LA SOCIEDAD CONYUGAL: PATBIA 
POTESTAD: REGISTRO CIVIL, 


MATRONAS Ó PARTERAS. V. Ixrrusos 
EN LAS PROPESIONES... 


MAYORAZGOS. (Diccionario, t. VII, pági- 
na 1000.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 14 Jallo 18941. Enajernada cierta lámina de 
la Deuda por una Junta de Beneficencia y pedido el abo- 
no de la misma por haberse declarado la fundación pa- 
trorato familiar sujeto 4 las leyes desvinculadoras, la 
cuestión de pago opuesta por la representación de la 
Junta y otras cuestiones que de la anterior dependen d 
con ella se relacionan, son de Derecho civil y de la com- 
petencia de los Tribunales ordinarios. 


En 1852 parece que la Junta provincial de Benefl- 
cencia de Sevilla vendió una lámina emitida á fa- 
vor del patronato familiar fundado en la villa de 
Utrera por D. Juan Bautista de la Barrera... Adju- 
dicados los bienes del vinculo por sentencias de los 
Tribunales á doña Manuela Castaño, doña Rosario 
Valcárcel, en el concepto de causababiente de don 
Juan Adolfo, del mismo apellido, cesionario de la 
doña Manuela según escritura de 80 de Septiembre 
de 1872, solicitó en 1887 que se la pusiera en posesión 
del valor de la lámina por la Junta de Beneficencia 
ó por la Diputación provincial, como sustituida en 
los derechos de aquélla. La Diputación alegó que 
en equivalencia de la lámina enajenada se hablan 
E bl otras dos áÁá favor del patronato; que á 
doña Manuela sólo fué adjudicada la sexta parte de 
los bienes del mismo, y que D. Juan Adolfo tenía el 
carácter de mero apoderado de la a ted yb y 
no habia podido transmitir derecho alguno á la re- 
clamante. En definitiva recayeron dos Reales órde- 
nes: una de 81 de Marzo de 1888 declarando: 1.%, que 
la lámina estuvo mal enajenada, que la Junta se 
hallaba en la obligación de reintegrar suimporte 4 
doña Manuela Castaño, respetando los derechos de 
doña Rosario Valcároel; y 2.%, que se instruya expe- 
diente para depurar el proceder de las Juntas y Ád- 
ministraciones de Beneficencia de Sevilla; y otra 
de 12de Febrero de 1889, resolviendo: 1.*, que no ha- 
bla Ingar á suspender el cumplimiento de la Real 
orden de 31 de Marzo anterior, y que debía así pre- 
venirse á la Junta provincial de Beneficencia de Se- 
villa; 2.9, que por tanto se estaba en la obligación 
de reintegrar elimporte de la lámina mal enajena- 
da á doña Manuela Castaño, declarada por los Tri- 
banales propietaria de los bienes que constituian 
el patronato á que dicha lámina pertenecía, respe- 
tando los derechos que puedan nacer á favor de 
doña María del Rosario Valcárcel, por virtud de la 
escritura de $0 de Septiembre de 1872 y como here- 
dera de su padre, D. Juan Adolfo; y que dicho rein- 
tegro deberá hacerse por la Diputación provincial 

e les sumas que la Junta de Beneficencia debe en- 
e por cuenta de las us abona mensualmen- 
te; 3.9, que se remita á la Diputación copia de la li- 

vidación que acompañó á su primera instancia 

ánchez Plazuelos; y 4.%, que se remitiera asimismo 
al gobernador el escrito deducido para que surtiera 
sus efectos en el expediente que la misma Real or- 
den mandó instruir. 

Contra la anterior Real orden, la Diputación pro- 

ncial dedujo en tiempo recurso contencioso ad- 
Mministrativo, formalizando la demanda con la sú- 
puse de que fuera revocada en todos sus extremos 
a citada resolución y la de 81 de Marzo del año an- 
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terior confirmada por aquélla, así como el expe- 
diente gubernativo ds la motivó, declarando que 
el asunto objeto del litigio es de la competencia de 
los Tribunales de justicia, adonde deben acudir los 
interesados si quieren hacer valer sus derechos, 
acompañando á su escrito los documentos que esti- 
mó necesarios para justificar los hechos alegados. 
El Tribunal resuelve así: 

«Considerando: que asi la Real orden de 81 Marzo 
de 1888 como la de 12 de Febrero de 1889, al declarar 
respectivamente la responsabilidad de la Junta 
provincial de Beneficencia y de la Diputación pro- 
vincial de Sevilla, parten única y exclusivamente 
del hecho de que la lámina número 21.748 de 528.680 
reales y 20 céntimos de capital, fué indebidamonte 
enajenada, por cuanto perteneciendo á un patro- 
nato familiar, que después se declaró desvinculado, 
no estaba comprendida en la autorización concedi- 
da por la R. O. de 22 de Junio de 1852 respecto de 
créditos pertenecientes á patronatos agregados al 
Real Hospicio de Sevilla por la Real cédula de 93 de 
Septiembre de 1830: 

onsiderando: que aun aceptado tal supuesto, es 
lo cierto que habiéndose alegado, tanto por la Jun- 
ta provincial de Beneficencia en la vía gubernativa 
como por la Diputación en la contenciosa, la ex- 
cepción de pago, ya por suponer que las láminas: 
números 5.420 y 5 421, de 10.100 rs y de 94150 respec- 
tivamente, fueron pda, púgil y aceptadas en equi- 
valencia de la enajenada, ya por estimar que las 
cuentas rendidas por la Administración de patro- 
natos de Sevilla al representante de la fundación 
fueron aprobadas por éste, el examen y decisión de 
tales cuestiones, as comolel derecho de doña Manue- 
la Castaño, á quien no consta que se adjudicara la 
lámina en cuestión, sino simplemente una sexta 
parte de los bienes desvinonla os, el determinar si 
en todo caso la responsabilidad es de la Junta de 
Patronatos de Sevilla, como Corporación, ó perso- 
nal de los individuos que la componían, si el crédi- 
to de que se trata ha prescrito ó cad dat tratán- 
dose de una lámina enajenada en 1852 no se ha he- 
cho reclamación alguna hasta 1887; y por último, la 
eficacia yacanes de la escritura otorgada en 30 de 
Septiembre de 1872 entre doña Manuela Castaño y 
D. Juan Adolfo Valcárcel, ó sen la decisión de si se 
trata de un simple apoderamiento que terminó por 
la muerte del apoderado, ó de una verdadera ce- 
sión de acciones, son cuestiones de un orden pu- 
ramente civil y de la exolusiva competencia de los 
Tribunales ordinarios. 

Considerando: que sin la resolución previa de to- 
das estas cuestiones y de otras de naturaleza aná- 
loga promovidas por la parte demandante, no ha 

odido llegarse á la conclusión de que la Junta de 

eneficencia ó la Diputación de Sevilla estén obli- 
gadas al reintegro de la lámina que se supone mal 
vendida, y por consiguiente, la Administración ao- 
tiva no ha debido dictar resolución respecto del 
fondo del asunto. y mucho menos la de obligar al 
pago á alguna de las Corporaciones indicadas, 
como no fuera en ejecución de sentencia dictada 
por los Tribunales de Justicia: 

Considerando que al no haberlo hecho así las Rea- 
les órdenes impugnadas de 81 de Marzo de 1888 y 12 

e Febrero de 1889, adolecen, como dictadas con in- 
Competencia, de un vicio originario de nulidad que 
las invalida, y deben quedar sin efecto, sin perjui- 
cio de que los interesados puedan haccr valer su 
derecho donde y como corresponda: 

Considerando: que las anteriores declaraciones 
no pueden alcanzar á los extremos 2.* de la R. O.de 
81 de Marzo de 1888 y 4. de la de 12 de Febrero 1889, 
pues cualquiera que fuera la resolución en definiti- 
va dictada, el Ministerio de la Gobernación obraría 
dentro del círculo de sus atribuciones al disponer 
la instrucción de un expediente para la averigua- 
ción y esclarecimiento de hechos ante él mismo de- 
nunciados: 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos 
nulas, como dictadas con incompetencia, las Reales 
órdenes de 81 de Marzo de 1888 y 12 de Febrero de 
1889, sin perjuicio de que los interesados puedan 
hacer valer los derechos de que se crean asistidos 
ante los Tribunales ordinarios, y de que se instruya 
y tramite el expediente á que dichas resoluciones 
se refieren.» (Sent. del T. de le C.A. de 14 de Julio 
1891.—Gac. 20 Noviembre, p. 284.) 
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Sent. 9 Noviembre 1994, Cuestión sobre pertenen- 
cia y distribución de los bienes amayorazgados, cuando 
consistiendo éstos en acciones del suprimido Ban<o de San 
Carlos, fueron sustituidas por otras del de San Fernando 
y luego por acciones del Banco de España, que han obte- 
nído mayor precio en el mercado. La prescripción de la 
acción para reclamarlas no empieza d correr hasta la 
tt los bienes entre el poseedor actual y el sucesor 

nmediato. 


A últimos del siglo pasado se fundó un vínculo re- 
po asignándosele como capital 1.274 acciones del 

anco Nacional de San Carlos, al precio de 2.000 rea- 
les cada una. Fué poseedora del mayorazgo doña 
María Amalia Acosta, marquesa de Salas, hasta 80 
de Diciembre de 1888, en que murió; siendo de adver 
tir que, por consecuencia de la supresión de dicho 
Banco y su sustitución porel de San Fernando, se 
asignaron á la dotación del vinculo en 1830, 254 ac- 
ciones de este último, ósea la quinta parte de las 
primitivas 1.2714; que luego j á causa de la crea- 
ción del Banco de 1sabel I y espués del de España, 
se aumentó el capital social y se distribuyeron nue- 
vas acciones entre los antiguos participes, obtenien- 
do la Marquesa las que por tales motivos le corres- 
pondieron; que dicha señora falleció sin hijos y bajo 
testamento, en el que nombró heredero á su marido, 
D. Luis González Sierra; que el sucesor inmediato 
de la mitad reservable del vinculo era D. Saivador 
Tavira, sobrino de la poseedora y marqués de dicho 
título; y que el Marqués y Sierra otorgaron en 29 de 
Agosto de 1881 escritura haciendo la distribución por 
mitad de 255 acciones del Banco de España Á que 
habían quedado reducidas, por los sucesos del tiem- 
po, las 1.274 del Banco de San Carlos. 

Muerto también D. Luis González Sierra y decla- 
rados herederos del mismo sus parientes más inme- 
diatos, propuso demanda contra ellos el rd ea en 
súplica de que se declarase que, además de las ac- 
ciones objeto de la división de 1881, correspondían 
al vínculo las entregadas á doña María Amalia en 
Y 1847 sin desembolso alguno y por consecuen- 
cia de los acuerdos adoptados por la Junta direoti- 
va del Banco de San Fernando respecto de los ac- 
cionistas antiguos; y que también pertenecía al 
mayorazgo el sobreprecio prima ó aumento de valor 
alcanzado por las nuevas respecto de las antiguas 
acciones y retenido exclusivamente por aquella po- 
seedora; y pidió que se le reconociese su derecho á 
la mitad de las acciones obtenidas por la finada en 
1845 y 1847, y 4 la mitad del sobreprecio ó aumento 
de valor detodaslas del mayorazgo. Opusiéronse los 
demandados, continuó la sustanciación del pleito y 
en definitiva recayó sentencia, que dictó la Audien 
cia de Madrid, declarando que al demandante «per- 
tenecen como inmediato sucesor del vínculo de 
Acosta, además de la mitad de las acciones que fue- 
ron objeto de la escritura de división de 29de Agosto 
de 1881, la mitad también de la parte alicuota que le 
correspondería de 12 970 989 rs. y de la estimación que 
tenía en 1816 la casa propia del Banoo, si se hubiese 
repartido como capital del de San Carlos entre sus 
antiguos accionistas, cuya mitad estaría represen- 
tada por acciones de las emitidas en dicho año, de- 
biéndose hacer la liquidación correspondicnte en 
ejecución de aquella sentencia, sirviendo para ella 

e base aquel pronunciamiento; absolviendo á los 
demandados de los demás extremos de la demanda. 

El marqués de Salas ha interpuesto recurso de ca- 
sación, fundado en tres conceptos ó motivos, siendo 
el primero el de que no siendo los actuales poseedo- 
res de bienes amayorazgados spa do de la mitad 
reservable más que usufructuarios, les incumben 
análogas obligaciones que á éstos; y por tanto, la 
marquesa de Salas, si bien hizo suyos los dividendos 
de las ucciones de 1880, 1848 y 1847, debió, con las 
recibidas gratis en estos dos últimos años, recons- 
tituir hasta donde fuese posible la integridad de 
la cosa vinculada, Ósea el capital representado por 
las 1.274 acciones del Banco de San Carlos, y que 
pde tanto, al absolver la sentencia á los deman- 

ados librándoles de la obligación en que se halla- 
ban de dividir por mitad con el actor las accio- 
nes entregadas en 1846 y 1817 4 la marquesa de Salas 
sin desembolso alguno por su parte y en considera- 
ción á ser tenedora desde 1830, infringe: 1.” La doo- 
trina, con arreglo á la cual, los poseedores de vínca- 
los no ban tenido ni tienen sobre los bienes que de- 
ben pasar al inmediato sucesor, otro derecho que el 
de usufructo, 2. Las leyes 9 y 22, tit. XXI de la 
Part. 3.?, y 21, tit. XI, Part. 4.*, 8. Las leyes 45 y 46 
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Epa > Y 4. El art. 2. de la ley de 11 de Octubre 
e ; 

El segundo concepto ó motivo del recurso era el 
de que no tenían la consideración legal de frutos 
los sobreprecios ó primas de las acciones emitidas 
en 1861, pues eran un incremento ó un accesorio de 
la cosa principal; es decir,delas acciones preexisten- 
tes en cuya virtud se adquiría el derecho á las pri- 
mas, y que por ello, al absolver la sentencia á los 
demandados de la reclamación referente al parti- 
cular, infringe: 1.? Las leyes y doctrinas citadas en 
el motivo anterior. 8.? La doctrina legal contenida 
en las Y y 81, t1t. XX VITI de la Part. 8.*, y Y7, titu- 
lo XI, Part. 4.* Y 8.? El axioma jurídico de que lo 
accesorio sigue á lo prncipa- 

que el asunto del tercero y último motivo era el 
relativo á los dividendos de las nociones pertene- 
cientes á la mitad reservable del vínculo, cobrados 
después de la interposición de la demanda, lo mis- 
mo que el interés legal de la mitad del importe de 
las primas, y en todo caso los dividendos percibidos 
desde la fecha expresada en razón de las acciones 
que la sentencia declaraba pertenecer al Conde co- 
rrespondían al mismo; y que al absolver la senten- 
cia de esta reclamación formulada por el deman- 
dante, infringe: 

8.0 Las leyes 89, tít. XX VIII de la Part. 3.*. Y 9. 
La doctrina legal autorizada por las decisiones de 
5de Marzo de 1870, 18 de Diciembre de 1877, 8 de Abril 
y 28 de Mayo de 1881, con arreglo á la que no pagan: 
do el deudor al primer requerimiento judicial lo que 
justamente sele pedía, se constituiría en mora, y 
debía desde entonces abonar el interés legal. 

Los herederos de D. Luis Gonzáles Sierra, han in- 
terpuesto también recurso de casación, alegando... 
5. Que la sentencia incurre en otra infracción no- 
toria al desconocer que los bienes reclamados ha- 
bían sido evidentemente prescritos por D. Luis Gon- 
záloz Sierra, puesto que restituídos á la condición 
de absolutamente libres los que constituitan la do- 
tación de los mayorazgos por el R. D. de 30 de Agos 
to de 1838, aunque con la obligasión en el poseedor 
de reservar para el sucesor la mitad de los que en 
aquella fecha existían, el cual pudo solicitar desde 
luego la división para fijar la cuantía, entidad y 
clases de bienes reservables, era notorio que desde 
aquel momento desaparecieron las acciones vinen- 
lares, y sólo podían ejercitarse las que las habían 
sustituido con arreglo á los principios del derecho 
común, lo cual era tanto más natural, como que de 
no ser así habría que considerar subsistentes los 
mayorazgos, no obstante haberse suprimido... Ho 
aquí el fallo del T. S.: 

«Considerando, respecto del recurso interpuesto 
por el marqués de Salas, que no son de estimar los 
cuatro motivos del primer grupo porane la senten- 
cia recurrida,sin desconocer las obligaciones de todo 
usufructuario ni las especiales que pesaban sobre 
los poseedores de mayorazgos, ni el carácter que los 
mismos tenían, ni el deber que les impone la ley de 
11 de Octubre de 1820 de entregar al inmediato suce- 
sor la mitad integra de los bienes vinculados, decla- 
ra que las nuevas acciones y los beneficios obteni- 
dos, de cualquiera clase que fuesen, son frutos, uti- 
lidades ó rentas que hizo suyos la última poseedora 
del vínculo de Acosta, y establece, de acuerdo en 
este punto con lo sostenido por el marqués de Salas, 
que además de los 40 millones de reales que fueron 
objeto de transacción con el Gobierno, ingresaron 
en el Banco de San Fernando diversos valores proce- 
dentes de la liguidación del extinguido de San Car- 
los, en concepto de capital de éste, y con los cuales, 
así como con porción de las utilidades, se realiza- 
ron el aumento de oa pital y emisión gratuíta de no- 
ciones en 1848; resolviendo en su virtud, que sin con» 
tar las acciones distribuidas en la escritura de 29 de 
Agosto de 1881, pertenece á dicho Marqués como ae- 
cionista del Banco de San Carlos la mitad de la 
parte alícuota de aquellos valores, cuya mitad es- 
tará representada por acciones de las emitidas en 
el expresado año. 

Considerando que la sentencia, al desestimar la 
reclamación relativa á los sobreprecios ó primas de 
las nuevas acciones emitidas, no infringe las leyes 
y doctrinas citadas en los tres motivos del segundo 
grupo, porque tales primas son productos ó beneí- 
cios correspondientes al poseedor del vinculo, en 
atención á que no pueden considerarse como ver- 
dadero incremento ó accesión el aumento ó dismi- 
nución del precio, que es puramente eventual y de- 
pende de las oscilaciones del mercado, en las cualos 











a la mayor ó menor demanda de los valores, 

el crédito del establecimiento de que proceden, la 
cuantía de los dividendos repartidos y otras cir- 
cunstancias accidentales y hasta fortuitas: 

Considerando que declarado por Ja sentencia que 
al marqués de Salas pertenece la mitad represen- 
tada por acciones de las emitidas en 1946, de la parte 
alícuota de lo que como capital del Banco de San 
Carlos se reconoce que ingresó en el de San Fernan- 
do previa la correspondiente liquidación, es indu- 
dablo que dicho marqués tiene derecho á los divi. 
dendos que desde la contestación á la demanda se 
hayan percibido por razón de las acciones que por 
la liquidación se lo adjudiquen, aunque los deman- 
dados y su causante sean poseedores de buena fe, y 
en tal concepto el fallo recurrido, al dejar de con- 
denarles al abono de aquellos dividendos, infringe 
la ley y doctrina que se invocan en el motivo 1.* del 
grupo tercero: 

Considerando que á la prescripción aleguda se 
opone, tanto el hecho de que desde el día en que 
nació el derecho del sucesor inmediato para recla- 
mar la mitad reservada hasta aq en que presentó 
la demanda, no transcurrieron los treinta años que 
se requieren para la estimación de la acción real y 
ejercitada, como la circunstancia de que por estar 
indivisos los bienes eran condueños de los mismos 
el indicado sucesor y el último poseedor ó su herede- 
Fo, por lo cua] ni éste ni sus causahabientes los de- 
mandados han podido hacerlos suyos en virtud de 
la prescripción: 

onsiderando que no existe error de hecho... pues 
las palabras de la escritura de 29 de Agosto de 1881 
demueatran claramente que de la división en ella 
realizada sólo fueron objeto 265 acciones del Banco 
de España; que á la repartición de estas acciones se 
refiere exclusivamente la renuncia de toda ulterior 
reclamación, y que se deja á salvo el derecho de los 
interesados para dividir y adjudicar los demás bie- 
nes del vinculo; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no 
haber lugar al recurso de casación interpuesto por 
los herederos de D. Luis Gonzáles Sierra, á quienes 
condenamos en las costas ocasionadas con motivo 
del mismo; que ha lugar al interpuesto por D.Sal- 
vador Ricardo de Tavira y Acosta, marqués de Sa. 
las, en cuanto al motivo 1 % del grupo tercero, y en 

-su consecuencia casamos y anulamos la sentencia 
ue en 9 de Diciembre de 1890 dictó la Sala segunda 

e lo civil de la Audiencia de esta corte, únicamen- 
te en cuanto absuelve á los demandados del extre- 
mo de la demanda relativa al abono de los dividen- 
-dos percibidos con posterioridad á la misma de las 
acciones que se le adjudiquen en virtud de lo man- 
dado; y que no ha lugar al expresado recurso en 
cuanto á los demás extremos y motivos que contie- 
ne.» (Sent. 9 Noviembre 1891.—Gac. Y Diciembre, pá- 
gina 184.) 


Sent. 95 Noviembre 18941. Los dienes pertens- 
cientes á vinculos son materia licita de todo contrato des- 
pués de la ley desvinculadora, pudiendo el poseedor ac- 
tual y el inmediato sucesor, disponer libremente de aqué- 
llos, sin más limitación que el derecho del segundo... 


Tal doctrina establece la sentencia de esta fecha, 
recaída en un pleito sobre entrega de la mitad re- 
-servable de un vínculo que demandó D. Adolfo Val- 
carce, de doña Regina Fernández. 

He aquí los fundamentos del fallo que dictó el 
*T. 8., declarando no haber lugar al recurso: 

«Considerando qee en virtud de los arts. 1.2? y 9,9 
de la ley de 11 de Octubre de 1820, restablecida en 80 
de Agosto de 1886, todos los bienes de las vincula- 
ciones familiares quedaron absolutamente libres, 
pudiendo disponer desde aquel momento, como pro- 

ios, los actuales poseedores de la mitad de los que 

as constituyeron, y los inmediatos sucesores cuan- 

do llegaron á serlo de la mitad restante, que dicha 

ley les reserva; y en su consecuencia, que tales bie- 

nes y derechos son materia lícita de toda clase de 

contratos, sin otra limitación que la del derecho 

sel inmediato sucesor que no los hubiese autori- 
o: 

Considerando que si bien la voluntad del funda- 
dor es la ley espécial para determinar la sucesión 
en el mayorazgo, y por consiguiente en la de la mi- 
tad reservable, dicha voluntad en ningún caso pue 
de impedir la libre disposición de sus respectivas 
mitades y del derecho á las mismas en el poseedor 
actual y en el inmediato, que lo sea efectivamente, 
porque esta libre disposición en uno y otro grado 


MÉDICOS.—MINAS. 
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e esencia de la soberana disposición desvincn- 
adora: 

Considerando, por lo tanto, que al absolver de la 
demanda, por estimar válido el convenio hecho por 
D. Ramón Valcarce y todos sus hijos, entre ellos 
D. Gerardo, padre del actor, y que óste carece de la 
acción que funda en no haber podido renunciar los 
hijos de D. Ramón en favor de la eficacia de dicho 
convenio sus derechos eventuales de sucesión inme- 
diata, ó en haber pasado la inmediación á él por 
virtud de tal renuncia y de la prohibición contenida 
en la fundación, aplica la sentencia rectamente el 
art. 2. de la ley de 11 de Octubre de 1890 y la juris- 
prudencia de su tenor, invocados en los motivos 1,2 
y 2.”, y no infringe tampoco los principios en que se 
apoyan los 8.* y 4.2, de que nadie puede disponer de 
lo que no le pertenece, y de que para resolver las 
cuestiones de sucesión en un mayorazgo hay que 
atenerse á la voluntad del fundador.» (Sala 1.*, sen- 
a 25 Noviembre 1891.—(Qacs. 19 y 28 Diciembre, 
p. 222.) 

—V. CAPELLANÍAS: LEGADOS. 


MÉDICOS. Sobre servicio de médicos milita- 
res y civiles á las fuerzas d21 ejército, retribucio- 
nes, etc., véase el art. 126 del reg. de 7 Diciembre 
de 1892, inserto en Revistas. Sobre médicos di- 
rectores de baños, véase Baños. Sobre médicos 
titulares, véase PARTIDOS MÉDICOS, 

—Véase además SaNIDAD. 


MINAS. (Dicc., tomo VII, pág. 1059.) 


Ley de presap. 380 Junio 18092. 
Modificación del arrendamiento de la mina Arrayanes: 
Impuestos mineros. 

Art. 22. Su número 8.” autorizó para «que te- 
niendo en cuenta el producto de la mina de plo- 
mo perteneciente al Estado, de Arrayanes, por 
sus rentas fijas y eventuales en los años 1890 y 
1891, así como también lo presupuesto por esos 
conceptos para 1893, pueda modificar el contrato 
de arrendamiento á los efectos únicamente de 
unificar en una sola fija las referidas dos rentas, 
cuyo importe deberá satisfacer el arrendatario 
pos trimestres anticipados, y de refundir en una 

anza fija las dos existentes para garantir el 
cumplimiento del contrato.» 


_ (Además dictó disposiciones recargando los 
pos mineros, el art. 7.”, que puede verse 
en IMPUESTOS MINEROS.) 


E. D.8 Agosto 180%. 


A prueba el reglamento para la exacción de los 
impuestos sobre la riqueza minera y canon de super- 
ficse, y se inserta en IMPUESTOS MINEROS. 


E. D. 18 Noviembre 1892. 
Escuelas de capataces en Linares. 


(Fom.) «Artículo 1.2 Se crea en la ciudad de 
Linares una Escuela de capataces de minas. 

Art. 2. La mencionada Escuela, que depen- 
derá de la especial de ingenieros de minas, será 
servida por dos profesores ingenieros del Cuer- 
po, los cuales no disfrutarán otra retribución 
que el sueldo currespondiente según la catego- 
ría de cada uno. 

Art. 3. Serán de cuenta dol Ayuntamiento 
de Linares el local y menaje de la citada Escue- 
la, así como el personal subalterno encargado 
de su custodia. 

Art. 4.2 La Escuela se regirá por el regla- 
mento vigente para la que existe en la actuali- 
dad en la provincia de Almería, establecida en 
la ciudad de Vera por Real orden de 1.” de Ene- 
ro de 1890, modificado tan sólo dicho reglamento 
en aquello que se opone al presente decreto. 

Dado en Palacio á 18 de Noviembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Cac. 19 Noviembre.) 
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RE. O. 27 Diciembre 1892. 

Que en las concesiones mineras que otorguen los goberna- 
dores se determinen las clases de minerales d que se re- 
fiere la solicitud del registro, para fijar el canon, y que 
se revisen las fijaciones de la cuantia del canon, Lo que 
corresponde d los gobernadores y d los funcionarios de 
Bacienda. 


(Hac.) «Ilmo. Sr.: La tributación de la rique- 
za minera en lo que se relaciona con el impues- 
to de «Canon por superficie» ha venido á des- 
naturalizarse, efecto de cierta confusión esta- 
blecida en algunas disposiciones de las autori- 
dades provinciales al tratar de ejercer las atri- 
buciones que respectivamente creen correspon- 
derles en la determinación de las reglas á que 
han de sujetarse las concesiones de aquella pro- 
piedad, siendo necesario deslindar de una mane- 
ra clara los límites de las que les competen res- 
pectivamente, de modo que cada cual ejerza las 
que por la ley y la indole del servicio ó de la 
concesión les son propias. Esindudable que, con 
arreglo á las diversas leyes dictadas para el re- 
conocimiento de la po minera, la facul- 
tad de otorgar el derecho de concesión, determi- 
nando á la vez sus condiciones, es atribución de 
los gobernadores civiles de las provincias; pero 
de la misma manera, según las aludidas leyes, y 
en particular la de 25 de Julio de 1883, compete 
á los funcionarios de Hacienda cuanto atañe á 
los tributos que gravan aquélla bajo los nom- 
bres de «Canon de superficie» é «Impuesto sobre 
la producción». Y es tanto más de lamentar esta 
confusión, cuanto que viene produciendo per- 
juicios al Tesoro, que se agravarían más de no 
poner término al equivocado concepto que los 

roduce, y que á la vez establece un criterio que 

astima asimismo el interés de los registradores 
de pertenencias mineras. 

Partiendo de esta confusión, háse declarado 
por R. O. de 18 de Abril de 1891, comunicada al 
reeecarai de la provincia de Vizcaya por la 

irección general de Agricultura, Industria y 
Comercio, resolviendo una petición de D. Fidel 
Oleaga, que algunas pertenencias mineras de 
su propiedad, concedidas como productoras de 
minerales de hierro y otros metales, se entien- 
dan limitadas á la sola explotación del hierro; 
y esto ha dado lugar á que el gobernador de la 
provincia expresada ordenase al administrador 
especial de Hacienda que sólo exigiese á dicho 
minero el canon de superficie que corresponda 
á las concesiones de mineral de hierro, hacien. 
do variar la cuantía del canon á 4 pesetas por 
hectárea, en lugar de 10 pesetas que correspon- 
de satisfacer por serlo de hierro y otros meta- 
les, disposición á que ha dado carácter general 
otra orden de la Dirección general de Agricul- 
tura, Industria y Comercio de 13 de Mayo 1891. 

A. partir de la ley de bases de 29 de Diciembre 
de 1868, que hizo desaparecer la obligación del 
pueblo y constante laboreo, [no es posible obli- 
gar al propietario de una pertenencia minera á 
que explote todos y cada uno de los minerales 
que puedan obtenerse de la mina que le ha sido 
concedida: la explotación, sujeta á otra clase 
de tributo por la misma ley de 25 de Julio de 
1883, paga el impuesto de 1 por 100 sobre el pro- 
ducto bruto, hoy el 2 por 100, según la ley de 
presupuestos de 80 de Junio próximo pasado, 
sobre los productos de una ó de las diversas cla- 
ses de minerales que pueda rendir la mina. 

Mas el pago del canon por superficie no puede 
graduarse por la explotación que el minero ten- 
pa or conveniente hacer de la mina, sino por 
a clase de minerales que ésta sea susceptible 
de producir, pues de lo contrario no sólo se le- 
siona el interés del Estado, que otorga una pro- 
piedad capaz de producción más amplia que la 
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que el adquirente le dé, sino que se perjudica 
asimismo el interés de los particulares que con 
igual derecho que aquél podrian querer poseer 
la propiedad ó explotar los demás elementos mi- 
nerales de aquella mina. 

El derecho á ésta, á cambio del cual se paga 
el canon de superficie, se obtiene en las condi- 
ciones que por las clases E sus minerales se 
otorga, pues de lo contrario habría que recono- 
cer el de cualquier otro registrador para adqui- 
rir la propiedad de la riqueza mineral que el 

rimero no estima, y esto implicaría una con- 
usión de derechos que desapare:e desde el mo- 
mento en que, adquirida por los elementos de 
que es susceptible de producir, y pagando el 
canon por este total concepto se deja al minero 
la libertad de explotarla en todo ó en parte. 
Este criterio, que responde al sentido y letra 
de las leyes de minas, da como resultado que á 
los gobernadores civiles compete otorgar la con- 
cesión de las pertenencias mineras por la clase 
de minerales que éstas coco y puedan produ- 
cir y que á los delegados de Hacienda correspon- 
de Biar, en su consecuencia, con arreglo á la ley 
de 25 de Julio de 1883, la cuantía del canon por 
superficie que deba satisfacer el propietario, 
bien explote todos los ramos de producción que 
contenga la mina, bien se limite por su conve: 
niencia á uno de ellos. 

Por tales consideraciones, el Rey (Q. D. G.), 
y en su nombre la Reina Regente del Reino, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, se ha ser- 
vido resolver: 

Primero. Que en las concesiones mineras que 
se otorguen por los gobernadores civiles con 
arreglo á las leyes de minas vigentes, se deter- 
mine claramente las clases de minerales á que 
se refiere la solicitud de registro sobre que re: 
caiga la concesión. ! 

Segundo. Que con vista de estas concesiones 
hechas en la forma expresada en la regla ante 
rior, los delegados de Hacienda fijen, con arre- 
glo al art. 1.9 de la ley de 25 de Julio de 188), el 
canon por superficie que deba satisfacerse, el 
cual no podrá alterarse mientras subsista la 
concesión. 

Y tercero. Que por consecuencia de esto, se 
revisen las fijaciones de la cuantía del canon 
por superficie hechas á las pertenencias mine- 
ras y las rectificaciones que se produjesen por 
virtud de la R. O. de 18 de Abril de 1891 Para 
dió carácter de generalidad una orden de la D1- 
rección general de Agricultura, Industria y Co- 
mercio de 18 de Mayo siguiente, y que por tanto, 
á partir del trimestre próximo venidero conti: 
núen tributando á tenor de las primitivas conce- 
siones y del criterio que informa la regla ante 
rior. 

De Real orden, etc.—Madrid 27 de Diciembre 
de 1892.—Gamazo.—Sr. Director general de Con- 
tribuciones.» (Gac. 6 Enero 1893.) + 


Jurisprudencia del T. O. A. 


Sent. 13 Octubre 1991. Carece de competencia la 
jurisdicción contencioso administrativa para revisar le 
Real orden que fija la indemnización abonable por una 
empresa minera d otra, como consecuencia de la acumu- 
lación de aguas en terreno de ésta, etc. 


La declaración de incompetencia acordada po! 
este fallo se funda: en «que la competencia de este 
Tribunal para entender en las demandas contra 
Reales órdenes dictadas en materia de minería, * 
halla taxativamente limitada por los artículos de 
la ley y reglamento que definen cuáles son reclams- 
bles en vía contenciosa, y entre ellas no se clasifca 
la que es objeto de este pleito... y en que dirigida la 
demanda á que se declare la nulidad de la Real or- 
den impugnada en algunos de sos pronunciamien: 
tos, y careciendo este Tribunal de jurisdicción pare 
entender en esas reclamaciones, 4 la ordinaris, 
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ante ella se deducen, competerá en su día el apre- 
ciar el valor y eficacia de dichos pronunciamientos, 
así como su fuerza obligatoria para las partes.» 
(Sent. 13 de Octubre de 1891, dictada con vista del ar- 
tículo 4. de la ley de 13 de Septiembre de 1888, del 89 
de la ley de 4 de Marzo de 1863, y del 88 de su regla- 
mento.—(CFac. 19 Agosto, p. 820.) 


Sent. 19 Noviembre 1991. ¿Pueden ser objeto de 
concesión los manantiales de agua salada? 


Véase esta sentencia, resolviendo negativamente 
la cuestión, en SALINAS. 


Sent. 9 Abril 1893. Resoluciones declarando fene- 
cidos y sin curso legal expedientes mineros. 


Esta sentencia declarando que tales resoluciones 
po son susceptibles de cesión en vía contenciosa, 
véase en JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. 


Sent. 16 Wayo 1999. Se establece en conformidad 
álo dispuesto en el art. 20 del decreto bases de 29 Diciem- 
bre de 1868, que cuando existen en un terreno sustancias 
dela segunda y tercera sección, y sólo se explotan las 
dela segunda por no ser posible extraer ambas d la vez, 
necesita el interesado nueva concesión para poder explo- 
tar las de la tercera, 


En 2 de Julio de 1953 se expidió á la Sociedad mi.- 
nera Doce Apóstoles el título de concesión de un te- 
rreno de cuatro pertenencias en la provincia de Mur- 
cia, término municipal de la Unión... y en 18 de Fe- 
brero de 1878 se otorgaron á la concesión los benefi- 
cios del decreto bases de 29 de Diciembre de 1883. En 
16 de Abril de 1883, agotadas las sustancias de la se- 
gunda sección, la misma Sociedad solicitó la adqui- 
sición de cuatro pertenencias de mineral de hierro 
en el terreno indicado; y publicada esta petición pre- 
vios los trámites oportunos, formuló oposición don 
Pablo Nogués en nombre de los dueños de las minas 
Quien Pensara, Ramses Segundo é Increible, que ocupa: 
ban también aquel terreno y cuyas concesiones se 
habían obtenido respectivamente en 17 de Febrero 
de 1877, 28 de Agosto de 1880 y 5 de Octubre de 1882. 

El gobernador de Murcia, después de oir al inge- 
vierojete y A la Comisión provincial, resolvió, sepa- 
rándose del dictamen de esta Sl eco en 10 de 
Octubre de 1884, no haber lugar á la oposición de 
D.Pablo Nogués, y dispuso que se demarcase el re- 
gistro Doce Apóstoles con preferencia á los represen- 
tados por aquél y á cualquier otro que aspirase al 
mismo terreno, los cuales serían declarados feneci- 
dos y sin curso si demarcado el primero no quedase 
terreno franco para adjudicar á los otros cuando 
menos el número de pertenencias que la ley señala. 

D. Pablo Nogués interpuso apelación ante el Mi- 
nisterio de Fomento, el cual, por R. O. de 2 de Sep- 
tiembre de 1885, conformándose con lo propuesto por 
la Junta superior facultativa de minería, revocó el 
decreto del gobernador de Murcia por el que se or- 
denaba la continuación del expediente de la mina 
Doce Apóstoles y declaró este expediente fenecido y 
sin curso. Contra esta Real orden interpuso deman- 
da contenciosa ante el C. de E. el presidente de la 
Sociedad Doce Apóstoles, la cual demanda se deses- 
tima por el T. C. A., visto el art. 20 del decreto bases 
de 29 de Diciembre de 1888: 

«Considerando: que acogida la concesión minera 
Doce Apóstoles á la egislación establecida por el de- 
creto bases de 29 Diciembre de 1868 en 18 de Febrero 
de 1878, desde esta fecha quedó necesariamente su- 
jeta á las prescripciones de aquel decreto: 

Considerando: que con arreglo al art. 2 del mismo, 
euando en un terreno existen sustancias de la se- 

da y de la tercera sección y se explotan sólo las 

e segunda por ser imposible extraer á la vez las de 
ambas, necesita el interesado una concesión nueva 
Para explotar cualquiera de las de la tercera: 

Considerando: que la Sociedad Doce Apóstoles vino 
extrayendo desde su fundación minerales de la se- 
funde sección ] cuando pidió en 18 de Abril de 1883 
a48dquisición de cuatro pertenencias de mineral de 
hierro que corresponde á la tercera sección habían 
obteni O ya el mismo terreno con arreglo á la le- 
gislación vigente las minas Ramses Segundo, Increible 
y Quien ro POE lo cual es notoria la improce- 
dencia y caducidad de la solicitud conforme la de- 
clara la Real orden queimpugna la demanda.» (Sen- 
tencia 18 de Mayo 1809.—Gac. 16 Noviembre, p. 256. 


—Véase además en HIPOTECAS la Resol. de 20 de 
Octubre de 1891, resolviendo la cuestión sobre proce- 
dencia de la cancelación de inscripción de propie- 
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dad de una mina en la parte correspondiente al 
primitivo concesionario, cuando se ha declarado la 
nulidad de concesión. 


MINISTERIOS. Presidencia del Consejo 
de Ministros.—He aquí algunas disposiciones 
que sirven de complemento á las compiladas en 
las páginas 5 á 7, tomo VITI del Diccionario: 


E. D. 29 Julio 1892, 
Supresión de la Sección de política de la Presidencia. 


(PresiD.) «Artículo 1.2 Queda suprimida la 
Sección de política de la Presidencia del Conse- 
jo de Ministros, pasando á depender exclusiva- 
mente de la Subsecretaría de la misma los asun- 
tos que á aquélla estaban encomendados (1).» 
(Gac. 31 Julio.) 


E. D. 11 de Agosto 1892, 

Aprobando, con carácter provisional, el reglamento de 
to administrativo que ha de observarse en 
a Presidencia del Consejo de Ministros. 
(PresiDENCIA.) «Exposición.—Señora: Ocioso 

es enaltecer la importancia de las disposiciones 

encaminadas á fijar en todos los órdenes del de- 
recho la manera de realizarlvu por medio del pro- 
cedimiento, savia de las leyes sustantivas y 6s- 
cudo firmísimo á que toda legislación se ampara. 

Por esta razón, y preceptuada en la vigente 
ley de presupuestos generales del Estado, la 
reorganización de todos los servicios públicos 
y la simplificación de los procedimientos admi- 
nistrativos, y cumplido por lo que á la Presi- 
dencia del Consejo de Ministros toca el primero 
de tales preceptos por el R. D. de 29 de Julio úl- 
timo, que al tiempo mismo que reformó la Asi 
ta del personal, suprimió la Sección de política 
de este departamento, encomendando exclusiva- 
mente al subsecretario las funciones que aqué- 
lla desempeñaba, se está en el caso de acudir 
con atención diligente á realizar en la medida 
de lo posible, el segundo de aquellos postulados 
por una nueva reglamentación de los procedi- 
mientos. 

No ha de olvidarse, en orden á la simplifica- 
ción de estos mismos procedimientos adminis- 
trativos, que continuando vigente la ley de ba- 
ses de 19 de Octubre de 1889, á la que deben ajus- 
tarse, ni es dable apartarse un ápice de su cum- 
plimiento, ni posible otra cosa que conciliar en 
el desarrollo de aquéllas la brevedad en la eje- 
cución con el respeto á los derechos de todos, la 
defensa de los particulares con la integridad de 
los atributos de la Administración, y lo pa 
en fin, con lo útil, encaminándolo todo al bien 
común. | 

Minuciosamente estudiadas las líneas pue | 
rales del reglamento de procedimientos hasta 
ahora vigente, en lo que toca á los asuntos ad- 
ministrativos encomendados á la Presidencia 
del Consejo de Ministros, han parecido todas 
inspiradas en el espíritu de la mencionada ley 
de bases de 19 de Octubre de 1889, y á ellas se 
ha ajustado la labor que al elevado criterio de 
v. M” tiene hoy la honra de someter el Ministro 
que suscribe. 

Objeto de primordial cuidado ha sido deter- 
minar de un modo claro y concluyente cómo 
quedan excluidos de las disposiciones del regla- 
mento los asuntos políticos, incompatibles por 
su naturaleza y variedad con toda reglamenta- 
ción, y fijar conforme al Real decreto de 29 de 


(1) Los articulos siguientes aprobaron la planta del 
personal de la Presidencia que fué objeto de nueva reorga- 
nización por el R. D. 1. Enero 1898 (A?. íd., p.8). Véanse 
las obligaciones de los departamentos ministeriales, ané- 
jas d la ley de presupuestos vigente de 80 Agosto 1836. 
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Julio último la manera con que estos asuntos 
han de depender exclusivamente de la Subse- 
cretaría. 

De igual modo se ha determinado que la jefa- 
tura de la Sección administrativa estó á cargo 
de un jefe de Administración de primera clase, 
oficial mayor de la Subsecretaría de la Presi- 
dencia, no ya sólo porque así lo exige la catego- 
ría de éste, sino porque el mero hecho de des- 
empeñar tan elevado puesto es garantía suficien- 
te de celo en el exacto cumplimiento de todos los 
servicios y de especiales conocimientos en mate- 
rias de Administración. 

Por lo que toca al resto de la organización de 
la Sección administrativa, han sido reunidas en 
el capítulo que á este particular se dedica todas 
las disposiciones á ella referentes esparcidas en 
otros lugares del anterior reglamento, ordenán- 
dolas y modificándolas con sujeción al criterio 
más lógico. 

No se ha dejado de tener presente que muchos 
de los asuntos que en la Sección administrativa 
so tramitan están sujetos á leyes, reglamentos 
y disposiciones especiales, y en atención á ello 
se preceptúa que las disposiciones del reglamen- 
to de procedimientos de la Presidencia tengan 
para aquéllos el carácter de supletorias. 

En lo que al procedimiento en general se re- 
fiere, se han conservado estrictamente los pre- 
ceptos de la mencionada ley de bases, dedicando 
cuidado especialísimo al orden y manera de lle- 
var los registros de entrada y salida, fundamen- 
to indudable del buen régimen interior de toda 
dependencia administrativa. 

Por último, en la parte relativa á las respon- 
sabilidades en que pueden incurrir los funciona- 
rios y recursos que entablen los particulares 
para du se hagan efectivas, se han puntualiza- 

o todos los particulares con la claridad escru- 
pulosa, que en cualquier materia penal es garan- 
tía de justicia. 

Fundado en tales consideraciones, etc. 


REAL DECRETO 


De conformidad con lo propuesto por el presi- 
dente de mi Consejo de Ministros y de acuerdo 
con el mismo Consejo; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en aprobar el adjunto reglamento de 
procedimiento administrativo formado en cum- 
plimiento de la ley de 19 de Octubre de 1889 y, 
en virtud de la nueva organización introducida 
en la Presidencia del Consejo de Ministros por 
el R. D. de 29 de Julio último, dictado en cum- 
Dato del art. 30 de la ley de presupuestos 

e 80 de Junio anterior, cuyo reglamento habrá 
de regir en el Departamento expresado, con el 
carácter de provisional, hasta tanto se dicte el 
definitivo, previo informe del Consejo de Estado 
en pleno, quedando por lo tanto derogado el que 
con fecha de 23 de Abril de 1890 ha venido rigien- 
do hasta el presente. 

Dado en San Sebastián á 11 de Agosto de 1892. 
María Cristina.—El Presidente del Consejo de 
Ministros, Antonio Cánovas del Castillo. 


REGLAMENTO PROVISIONAL 

DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PRESIDEN- 
CIA DEL CONSEJO DE MINISTROS, DICTADO CON SUJE- 
CIÓN Á LA LEY DE BASE8 DE 19 DE OCTUBRE DE 1889 Y 
EN VIRTUD DE LA REORGANIZACIÓN DE LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS, PRECKPTUADA POR EL ART. 80 DE LA LEY 
DE PRESUPUESTOS DE 80 DR JUNIO ÚLTIMO, REALIZADA 
POR REAL DECRRTO DE 29 DB JULIO SIGUIENTE. 


CAPITULO PRIMERO.—Organización. 


Artículo 1. La Subsecretaría de la Presiden- 
cia del Consejo de Ministros conocerá de los 
asuntos siguientes: 


1. Políticos. 

2. Administrativos. 

Art. 2.? El conocimiento de los asuntos poll- 
ticos, apartados de este reglamento por su ca- 
rácter especial, corresponde exclusivamente al 
subsecretario. 

Art.3.” El oficial mayor, jefe de la Sección 
administrativa, tendrá á su cargo los asuntos de 
esta índole y sustituirá al subsecretario en au- 
sencias y enfermedades autorizando el despacho 
oficial con la antefirma de El subsecretario acci- 
dental. 

Art. 4. En las ausencias y enfermedades del 
oficial mayor será éste sustituido por el oficial 
más carecterizado en el orden jerárquico, ante- 
poniendo á su firma las causas de Por ausencia, 

or enfermedad ó Por orden, si así se determina- 
se en algún caso. 

Art. 6. Los asuntos administrativos serán 
distribuidos para su tramitación por Negocis- 
dos en la forma siguiente: 

Negocsado 1."—De lo Contencioso. Recursos ex- 
traordinarios de revisión interpuestos contra las 
sentencias del Tribunal de lo Contencioso. 

Recursos de queja que los Tribunales provin- 
ciales de lo Contencioso promovieren ó que con- 
tra ellos se suscitaren. 

Competencias que estos mismos Tribunales in- 
terpongan. 

Organización y constitución de los Tribunales 
provinciales de lo Contencioso y aclaración 6 in- 
terpretación de la ley por que se rigen. A 

Asuntos jurídicos; competencias de jurisdic- 
ción entre las autoridades administrativas y Ju- 
diciales, ó entre las de aquel orden, y recursos 
de queja. 

Reclamaciones por incumplimiento de la ley 
de 10 de Julio de 1885, que reservó determinados 
destinos civiles á los sargentos y licenciados del 
ejército, y 

Todos aquellos asuntos, de cualquier clase que 
sean, en los que se produzca una cuestión de de- 
recho cuya resolución se halle sometida á la Pre- 
sidencia del Consejo de Ministros. 

Negociado 2."—Personal y deal apre 
bramientos y cesaciones de los Mi 
Corona. 

Idem de presidente y vicepresidentes del Sena- 
do y senadores vitalicios. 

1dem de presidente del Consejo de Estado, de 
consejeros, de presidente y consejeros ministros 
del Tribunal de lo Contencioso y de los demás 
funcionarios dependientes del Tribunal y del 
Consejo. ; 

Idem de presidente, ministros y fiscal del Tri- 
bunal de Cuentas del Reino. 

Idem de gobernadores generales de Ultramar 
y gobernadores civiles de provincia en la Pe- 
nínsula. 

Idem de todo el personal de la Subsecretarís 
de la Presidencia del Consejo de Ministros. 

Idem de comisarios regios y Comisiones espe: 
ciales que se designen y dependan de la Presai- 
dencia del Consejo de Ministros. 

Idem de jefes de Administración y superiores 
honorarios. 

Presupuestos. 

Negocsado 3."—Relaciones generales, Relacio- 
nes con la Real Casa. 

Idem con los Cuerpos Colegisladores. 

Idem con las Comisiones ó Juntas nombradas 
por la Presidencia del Consejo de Ministros para 
conmemorar acontecimientos célebres, honrar la 
memoria de personajes egregios, promover Ex- 
posiciones, informar acerca de problemas ec0- 
nómicos ú otros de distinta indole. 

Honores ó condecoraciones que se otorguen 
por la Presidencia del Consejo de Ministros, y 
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Todos los asuntos varios anejos á la misma. 

Negociado 4. Material de la Presidencia, con- 
servación del Palacio que ocupa este Centro, 
mobiliario, recepciones, etc. 

Negociado 5.2 Archivos y Biblioteca. 

APO niOnO 6.” Registro general de entrada y 


ida. 

Art. 6. Los funcionarios encargados de los 
Negociados despacharán los asuntos que les es- 
tán encomendados con iniciativa y responsabi- 
lidad propias bajo la inspección del jefe de la 
Sección administrativa, á quien darán cuenta 
en el mismo día de todo documento de esta ín- 
dole que entre en Subsecretaría y de los trámi- 
tes ó informes que procedan respecto de dichos 
asuntos. 

Art. 7. Al dar cuenta el jefe del Negociado 
al de la Sección, de los expedientes en que hu- 
biese emitido su dictamen, acompañará un ín- 
dice en que conste el extracto del asunto y la re- 
solución propuesta. 

Art. 8. l jefe de la Sección, después de con- 
signar su dictamen conforme ó contrario á lo 
O por el Negociado, someterá el expe- 

iente al acuerdo del presidente del Consejo de 
Ministros por conducto del subsecretario, quien 
informará después del jefe de Sección lo que es- 
time procedente. 

Art. 9. Los asuntos contencioso-administra- 
tivos, los jurídicos y todos aquellos que se rigen 
por leyes y reglamentos especiales serán trami- 
tados con sujeción á los mismos. 

Los demás, para los cuales no haya señalado 
procedimiento especial, se regirán para su tra- 
mitación por las disposiciones de este reglamen- 
to, las que serán también aplicables á Jos com- 
pco en el párrafo anterior, en el concepto 

e supletorias. 

Art. 10. Enel despacho de toda clase de asun- 
tos se seguirá el orden riguroso de antigúedad, 
á menos que los jefes de la dependencia dispon- 
gan en algún caso que se altere el turno y lo co- 
muniquen al jefe del Negociado. 


CAP. II.— De los Registros. 


Art.1L Se llevará un Registro general de en- 
trada y salida, foliadas sus hojas con notas ex- 
presivas de las fechas de su apertura y cierre, 
autorizadas por el jefe de la Sección y con enca- 
sillado comprensivo de los siguientes particula- 
res respectivos á cada documento: 

1.7 Número de orden. 

2. Fecha de la entrada. 

3. Fecha del documento. 

4, Autoridad ó persona de quien proceda. 

5. Breve extracto del asunto. 

Negociado á que se entrega. 

7.2 Dependencia adonde se remite. 

8. Fecha de salida. 

Art. 12. De todo documento ó instancia que 
sean presentados en la Sección administrativa 
ó remitidos á ella se hará en el Registro, dentro 
del término improrrogable de veinticuatro ho- 
ras, el correspondiente asiento. 

stos serán correlativos por orden de presen- 
tación, comprensivos del domicilio del recla- 
mante y sin raspaduras, enmiendas, entrerren- 
glonados, ni dejar renglones en claro, salvándo- 
se en su caso las equivocaciones por nota, á la 
que se hará referencia en el asiento equivocado. 

Art. 13. Son además deberes del oficial encar- 
gado del Registro general: 

1.2 Cuidar de que por los interesados se cum- 
pla lo prevenido en el art. 18 de este reglamento 
suspendiendo, en caso contrario, la anotación en 
el Registro de los documentos presentados hasta 
que se llenen los requisitos que en aquél se pre- 
ceptúan. 


2.2 Anotar al margen de las instancias el nú- 
mero, fecha y clase de la cédula personal del que 
las suscriba, devolverla y rubricar dicha nota. 

8. Informarse del que presente las instan- 
cias, del domicilio de los interesados, si no cons- 
tase en ellas, consignándolo con su rúbrica al 
ha de las mismas, y cumpliendo en su caso lo 

ispuesto en el dicho art. 18 de este reglamento. 

.” Expedir y autorizar con su firma y el sello 
de la dependencia los recibos á que se refiere el 
art. 15 de este reglamento. 

5.2 Consignar sin raspaduras ni enmiendas en 
todas las instancias y comunicaciones el folio 
del libro registro en que haga los asientos co- 
rrespondientes y el número de orden de éstos, 
autorizando tales notas con su rúbrica y el sello 
respectivo, en el que con toda claridad aparezca 
la fecha de entrada ó salida. 

Idóntico procedimiento empleará con las mi- 
nutas de las comunicaciones que se expidan, de- 
o OOO después al Negociado de que pro- 
cedan. 

6. Pasar al Negociado correspondiente con 
índice duplicado, el mismo día que de ellos se 
haga la anotación, los expedientes ó documen- 
tos. Uno de estos indices quedará en el Negocia- 
do, y el otro será devuelto con la firma del jefe 
6 de quien le sustituya al Registro general. 

7.2 Devolver al Negociado respectivo, para 
que sean subsanados tales defectos, los documen- 
tos ó comunicaciones que por olvido no llevaren 
fecha ó notoriamente carecieren de algún requi- 
sito externo, y los expedientes que, compuestos 
de varios documentos, no fueren acompañados 
del índice. 

8.2 Entregar al ordenanza encargado de que 
las comunicaciones lleguen á su destino, las que 
sean pasadas al Registro general para salida y 
cierre el mismo día y con facturas duplicadas. 
Una de éstas será devuelta por el ordenanza fir- 
mado el recibo de los pliegos que se le entreguen. 

9.2 Dar cuenta á los interesados de los trá- 
mites por que según el Registro hubiere pasa- 
do el asunto; pero no de lo propuesto en ellos. 

Art. 14. cada Negociado se llevará un re- 
gistro especial, que se ajuste en cuanto sea po- 
sible á la estructura del Registro general, con- 
signándose en ellos de una manera sucinta to- 
dos los trámites de que sea objeto el expediente, 
con expresión de su fecha. 

Art. 15. Los oficiales encargados de los Ne- 
gociados cuidarán de que en todos los documen- 
tos, expedientes, comunicaciunes y minutas se 
consigne el folio y número en que estuvieren ano- 
tados en su registro especial. 

Art. 16. Se llevarán asimismo libros especia- 
les de personal, en los que se anoten los nom- 
bramientos, dimisiones, cesantías, licencias y 
las excedencias en su caso, de los funcionarios 
á quienes se refieran. Estos libros tendrán índi- 
ces alfabéticos y serán tantos cuantos son los 
distintos conceptos por que la Presidencia, se- 
gún las leyes respectivas, debe refrendar ó ha- 
cer nombramientos de funcionarios públicos 6 
Une en lo que á tales nombramientos se 
refiere. 


CAP. I11.—.De la instrucción de expedientes y del 
curso de los documentos que no dieren lugar dá la 
formación de aquéllos. 


Art. 17. Pueden promover reclamaciones los 
interesados que estén en el ejercicio de sus de- 
rechos civiles, los que acrediten ser represen- 
tantes legítimos de los que no se hallaren en 
este caso y las personas que legalmente repre- 
senten á Corporaciones, Sociedades y demás en- 
tidades jurídicas. 

Dichos interesados y representantes harán las 
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reclamaciones por sí ó por medio de mandatario 
con poder en forma del que producirán copis. 

Unicamente se aceptará la representación que 
no conste de documento, cuando se limite el re- 
presentante á enterarse del curso de las solici- 
tudes ó expedientes. 

Art. 18. Las instancias y documentos esta- 
rán extendidos en el papel del timbre correspon- 
diente. 

Si así no fuere ó dejara de consignarse en la 

rimera solicitud el domicilio del interesado ó 

e su mandatario, quedará aquélla sin curso 
bajo la responsabilidad del empleado que la tra- 
mite, como asimismo si dejase de exhibirse la 
cédula personal del reclamante. 

Art. 19. Los particulares y Corporaciones 
podrán exigir recibo de las solicitudes ó docu- 
mentos que presenten, en el que se exprese el 
asunto, número de entrada y fecha de la presen- 
tación. 

Art. 20. En toda reclamación serán expues- 
tos con claridad los hechos, las disposiciones le- 
gales que se invoquen y la petición que se pro- 
mueva , acompañando la parte interesada los 
documentos en que funde su derecho, manifes- 
tando el archivo ó dependencia en que radiquen 
si no estuviesen en su poder, y si lo creyese 
conveniente á su defensa, designando las auto- 
ridades, corporaciones ú oficinas del Estado á 
quienes puede pedirse informe del particular 
que determine. 

Art. 21. Recibidos que sean en los Negocia- 
dos documentos de los que dan lugar á inmedia.- 
ta formación de expediente, después de anota- 
dos en el Registro especial, se les pondrá una 
cubierta en la que conste el Negociado, el nom- 
bro del reclamante, una breve indicación del 
asunto, la fecha en que el expediente comienza 
y 104 HUIBnOs de los Registros general y es- 
pecial. 

Art. 22. El jefe del Negociado dispondrá que 
por uno de sus auxiliares se proceda á hacer el 
extracto en un plazo que no podrá exceder de 
cuatro días. Si es un expediente el que ha de ex- 
tractarse, el plazo dicho se ampliará por el jefe 
de la Sección. Formado el expediente, se foliarán 
con letras y guarismos todas sus hojas. 

Art. 23. continuación del extracto, y den- 
tro de términos iguales á los señalados en el ar- 
tículo anterior, el jefe del Negociado informará 
lo que estime procedente, proponiendo el acuer- 
do de considere justo. | 

El término para proponer los acuerdos de 
mera tramitación no podrá exceder de cinco 


AS. 

Art. 24. Concluido el período de instrucción 
de los expedientes, se dará vista de ellos á los 
interesados, para nus puecen hacer las alega- 
ciones ó presentar los documentos que estimen 
convenientes á su derecho. 

Art. 25. Si se acuerda que informe el Conse- 
jo de Estado en pleno ó alguna de sus Secciones 
ó cualquier otro Cuerpo consultivo, serán remi- 
tidos al que se designe los documentos necesa- 
rios con el extracto y nota del Negociado, y el 
correspondiente índice. 

Transcurrido el plazo señalado en el segundo 

árrafo de la base 5.*, art. 2.” de la ley de 19 de 

ctubre de 1889, sin que los Cuerpos consultivos 
hayan evacuado él informe, el jefe del Negocia- 
do propondrá que se ponga en conocimiento del 
presidente del Consejo de Ministros, para que 
adopte la resolución que estime. 

Evacuado el informe propondrá por nota lo 
que á su juicio corresponda. 

Art. 2 A las propuestas que se hagan al 
presidente del Consejo de Ministros, de resolu- 
ciones que no sean de mera tramitación, se 


acompañará, si la índole ó importancia del 
asunto lo requiere, una minuta de la Real dis- 
posición que deba dictarse. 

Art. 27. En los casos en que haya de some- 
terse al acuerdo del Consejo de Ministros la re- 
solución del asunto, se extenderá un extracto 
claro y conciso del mismo, y se acompañará un 
proyecto de Real decreto ó de Real orden, se- 
gún que proceda dictar la resolución en una ú 
otra forma. 

Art. 28. Los documentos que hayan de ser 
objeto de un solo trámite taxativo serán acor- 
dados, después de su anotación en el Registro 
del Negociado, por decreto marginal extendido 
en los mismos, sin proceder á la formación de 
expediente. 

i el referido trámite consiste en remitir el 
documento original á otro Ministerio ó depen- 
dencia se procederá conforme á lo preceptuado 
en los arts. 22 y 23 de este reglamento. 

Art. 29. Se comunicará á las dependencias 
de donde procedan los documentos, si el carác- 
ter de éstos lo exige, y á los interesados en su 
caso, el curso que se les diere. Si se ha determi.- 
nado por acuerdo ó por resolución, éstos se ha- 
rán saber por medio de notificaciones. 


CAP. IV.—De los acuerdos y resoluciones y su 
notificación. 


Art. 30. Los acuerdos administrativos que 
no pongan término á los expedientes serán dic- 
tados en el plazo de cuatro días. 

Art. 31. Las resoluciones definitivas de los 
expedientes que causen estado serán dictadas 
en el término de diez días. 

Art. 82. Las resoluciones que dicte y Li 
ponga á S. M. el Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, acordadas que sean se redactarán en 
forma de Reales decretos ó de Reales órdenes, 
según proceda. E 

Serán firmados por el presidente del Consejo 
de Ministros los traslados de Reales decretos 
que se dirijan á los Ministros de la Corona, pre- 
sidentes del Consejo de Estado, Tribunal de lo 
Contencioso, Tribunal Supremo de Justicia y 
Tribunal de Cuentas del Reino, y á los presiden- 
tes ó secretarios de los Cuerpos Colegisladores, 
Ó á otros que tengan análoga categoría. 

Las Reales órdenes originarias serán firmadas 
por el expresado presidente, así como las dirigi- 
das á los funcionarios taxativamente expresados 
en el párrafo anterior. ] h 

Art. 33. El subsecretario de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, por delegación del 
presidente, firmará, con arreglo á lo dispuesto 
en la R. O. de 22 de Mayo de 1868, todos los de 
más traslados, aun cuando sean dirigidos á fun- 
cionarios superiores al mismo, así como todos 
los que se refieran á peticiones de informe, re: 
clamación de datos ó antecedentes, y, en fgene: 
ral, todas las de trámite, haciéndolo con la fór- 
mula de Real orden comunicada. 

Art. 34. Nose podrán insertar, sin acuerdo 
expreso del presidente del Consejo de Ministros, 
los informes del Consejo de Estado en pleno y 
del Tribunal de lo Contencioso. , 

Se exceptúan los casos en que la ley lo autor1- 
ce expresamente. Ae 

Para transcribir informes ó comunicaciones 
de otras dependencias, será preciso el mismo , 
acuerdo, ó el del subsecretario. ve 

Art. 85. Los acuerdos de sustanciación ó 
trámite se harán saber á los interesados sola- 
mente cuando se les exija presentación de do- 
cumentos ó la práctica de cualquiera otra dili- 
gencia. 

Art. 36. La notificación de todas las resolu- 
ciones y acuerdos que pongan término al expe- 
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diente, se practicarán en el plazo máximo de 
ocho días con sujeción estricta á lo dispuesto 
en los númas. 11, 12 y 13, art. 2.” de la citada ley 
de bases para el procedimiento administrativo 
de 19 de Octubre de 1889. . 

Art. 37. Las notificaciones que hayan de ha- 
cerse á un Centro ó dependencia del Estado, de 
la provincia ó del Municipio, se practicarán di- 
rigiendo Real orden comunicada en el término 
expresado de ocho días, exigiéndose que en el 
de tres se acuse el recibo, que será unido al ex- 
pediente. 

Art. 38. Todos los plazos fijados en este re- 
glamento son improrrogables. 

Se exceptúan los casos de ampliación ó sus- 
pensión determinados en la citada ley de 19 de 

ctubre de 1889, á la que debe ajustarse el pro- 
cedimiento en esta materia, y particularmente 
á los núms. 5, 6, 7 y 8 del art. 2.? de la misma. 

Los plazos señalados por días se entenderán 
de días hábiles; pero en los señalados por meses, 
conforme á lo establecido en el párrafo anterior 
se contarán todos sin interrupción excepto el 
último, en caso de que fuera festivo. 

Son días hábiles todos los del año, menos los 
domingos y fiestas enteras, religiosas y civiles, 
y los en que esté mandado ó se mandare que va- 
quen las oficinas del Estado. 

Art Si algún interesado á quien no haya 
sido hecha la notificación en forma practicase 
actos de los que se deduzca que tiene conoci- 
miento del acuerdo ó resolución recaídos en el 
expediente, se tendrá por hecha la notificación. 

rt. 40. Ultimado el expediente por resolu- 
ción firme, el interesado podrá pedir la devolu- 
ción de los documentos que haya aducido, la 
cual se acordará si de ella no resultase perjuicio 
á la Administración ni á tercero, quedando em- 
pero copia literal en el actuado, que deberá cer- 
tificar el jefe de la Sección. 

En este caso, el interesado firmará recibo de 
los documentos que se le entreguen al pie de las 
copias respectivas. 

rt. 41. Los expedientes terminados serán 
remitidos al Archivo con índice duplicado, en 
el que se consignará el asunto á que se refieren 
los documentos y folios de que constan, y las 
indicaciones necesarias de los Registros gene- 
ral y del Negociado, haciéndose constar en los 
asientos respectivos que el expediente á que se 
refieren «Se archiva». 

El archivero firmará recibo en uno de los indi- 
ces y lo devolverá al Negociado. 

Ar La remesa al Archivo de los expe- 
dientes terminados será hecha por trimestres. 

_Art. 43. No podrá sacarse del Archivo expe- 
diente ni documento alguno sin mandato escri- 
to del jefe de la Sección administrativa si aqué- 
e hubiesen de ser tenidos temporalmente á la 
vista. 

En este caso firmará recibo de los mismos 
el jefe del Negociado en que hayan de surtir 
efectos. 

Si el expediente ó documento ha de correr 
unido á otro expediente en tramitación, será ne- 
cesario para que pueda sacarse del Archivo el 
acuerdo del subsecretario. 


CAP. V.—Del recurso de queja y la responsabili- 
dad en que pueden incurrir los funcionarios. 


Art. 44. Los interesados podrán utilizar el 
recurso de queja en cualquier estado del expe- 
diente si no se diera curso á sus reclamaciones 
Ó se tramitasen con infracción de este regla- 
mento. 

Art. 45. Dicho recurso será formulado en 
instancia dirigida al presidente del Consejo de 
Ministros, en la que se expresarán los funda- 


367 


mentos de la queja, citándose las disposiciones 

infringidas y se acompañarán á la misma los 

documentos que el recurrente pueda considerar 

necesarios con protesta si existiera y no se acom- 

 imprchata de hacerlo en un plazo que no exceda 
e ocho días. 

Si la queja se formula por medio de mandata- 
rio, no se le dará curso si no se acompaña á la 
instancia la copia del poder. 

Art. 46. La tramitación de este recurso se 
ajustará á las disposiciones del núm. 15, art. 2." 
de la repetida ley de 19 de Octubre de 1889. 

Art. En estos expedientes se dará siem- 
pre audiencia al funcionario contra quien se di- 
rija la queja. 

Art. 48. También será exigida de oficio á 
los funcionarios la responsabilidad en que ha- 
yan podido incurrir por falta de observancia es- 
tricta de las leyes ó reglamentos si ésta apare- 
ciese del examen y estudio que de los expedien- 
tes hagan los superiores. 

Art. 49. Las correcciones á que se refieren 
los núms. 16 y 17, art. 2.” de la citada ley de pro- 
cedimiento administrativo, serán: a 

1.2 Suspensión de sueldo de uno á diez días. 

2.2 Suspensión de empleo y sueldo de diez 
días á un mes. 

Art. 50. La privación de haber de uno á diez 
días se impondrá previa audiencia verbal del 


interesado, admitiéndole justificación en los ca- 


sos de faltas leves consistentes en demora en el 
servicio ú omisiones en el procedimiento que no 
infieran perjuicio á la Administración niá los 
interesados, ni produzcan la nulidad de las ac- 
tuaciones. 

Art. 51. La primera reincidencia en faltas 
leves será castigada del mismo modo z con re- 
prensión ante todo el personal de la dependen- 
cia. Dicha reprensión será anotada asimismo en 
el expediente personal del funcionario. 

Art. 52. Los nuevos casos de reincidencia en 
estas faltas constituyen faltas menos graves y 
serán penadas como tales. , 

Art. 563. Contra las correcciones impuestas 
por faltas leves solo se concede el recurso de 
súplica para condonación de la multa y anula- 
ción de la nota mandada consignar en el expe- 
diente. 

Art.54. Son faltas menos graves todas aque- 
llas que sin llegar á ser graves tengan mayor 
importancia que las señaladas en el art. 50. 

rt. 55. Las faltas menos graves serán casti- 
gadas con la corrección que determina el núme- 
ro 2, art. 49 de este reglamento. 

Art. 56. Estas faltas darán lugar á la forma- 
ción de expediente gubernativo en el que se con- 
cederá audiencia por escrito al interesado y le 
serán admitidos documentos y pruebas de des- 
cargo en un término que no exceda de ocho días. 

Transcurridos éstos, el jefe de la dependencia, 
previos los informes y diligencias que estime 
necesarias para lo cual se fija el término de 
quince días, dictará su resolución. 

Art. 57. Contra ella no se da otro recurso 
que el de súplica. . 

Art. 58. Son faltas graves todas las que sin 
llegar á constituir delito acusen tendencia ó 
falta de moralidad ó constituyan infracciones 
importantes que produzcan la nulidad de lo ac- 
tuado y causen perjuicio á la Administración 6 
á los reclamantes, ó consistan por último en el 
extravío de expedientes ó documentos de impor- 
tancia que pueda ser imputable á los funciona- 
rios, en poder de los cuales debieren legalmente 
de encontrarse. , 

Art. 59. La pena que se impondrá por estas 


- faltas consistirá en la separación del servicio. 


Art. 60. En los expedientes que se formen 





ara el castigo de estas faltas se concederá al 
interesado un término de prueba que no podrá 
exceder de treinta días, y quince días para ha- 
cer su defensa por escrito, pasados los cuales y 
después también de un término máximo de trein- 
ta días para informes y diligencias que puedan 
considerarse necesarias, dictará fallo el presi- 
dente del Consejo de Ministros. 

Art. 61. Contra este fallo no se darán otros 
recursos que los establecidos en las leyes que 
regulan eliereso y separación de los emplea- 
dos públicos. 

Art. 62. Con la misma pena gubernativa y 
con idénticas formalidades, serán corregidos los 
funcionarios que hubiesen cometido dos veces 
en un mismo año faltas menos graves. 

Art. 63. 8i de los expedientes á que este ca- 
pítulo se refiere resulta que los funcionarios 
contra quienes se dirijan se hallan en el caso 
núm. 18, art. 2.” de la citada ley de procedi- 
miento administrativo de 19 de Octubre de 1889, 
ó en algún otro del libro 11 del Código penal, 
se les suspenderá de empleo y sueldo, pasando 
inmediatamente el tanto de culpa á los Tribu- 
nales ordinarios. 


CAP. VI.— Estadística, 


Art. 64. La Subsecretaría de la Presidencia 
del Consejo de Ministros formará los estados 
revenidos en el art. 4. de la mencionada ley 

e procedimiento administrativo. 

Art. 65. Recibidos en la Presidencia los es- 
tados que deben formarse en los demás Ministe- 
rios, será formulado con toda claridad y exacti.- 
tud y la debida separación por departamentos 
y e el resumen prevenido en dicho ar- 
tículo. 


DISPOSICIONES FINALES 


Primera. Cualquier disposición que se haga 
necesaria del momento, tanto en el orden de los 
servicios que presta el personal subalterno, 
como en lo que al régimen interior y económico 
se refiera, se dictará por el subsecretario, y en 
su defecto por el oficial mayor, segundo jefe de 
la Subsecretaría, quien cuidará escrupulosa- 
mente de dar inmediata cuenta al primero de 
cualquier determinación que hubiese considera- 
do preciso adoptar. 

Segunda. Las dudas que ocurran acerca de 
la inteligencia de las disposiciones de este re- 
E amento serán resueltas por el presidente del 

onsejo de Ministros. 

Tercera. Quedan derogadas las disposiciones 
generales de procedimiento administrativo vi- 
gentes en la actualidad, que se opongan á las 
establecidas en este reglamento. 

Madrid 10 de Agosto de 1892.—A probado por 
S. M.—Antonio Cánovas del Castillo.» (Qac. 16 
Agosto.) 


R. O. Y Diciembre 1892. 
Manera de comunicarse entre sí los Centros direotivos 
de distintos Ministerios. 

(PresiD. DEL Cons. DE Miss.) «La costumbre 
que lentamente se ha ido introduciendo de co- 
municarse entre sí las dependencias de los dife- 
rentes Ministerios, sin conocimiento, por tanto, 
de los jefes superiores, produce, no sólo confu- 
sión en el despacho de los asuntos, sino pertur- 
bación en el orden de los servicios. 

Para evitar en lo sucesivo este inconveniente, 
y previo acuerdo del Consejo de Ministros, 

3 M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido disponer, 
como regla que no ha de tener excepción de nin- 
guna clase, que todo Centro directivo, cuando 

aya de comunicar con otro perteneciente á dis- 


MINISTERIO DE FOMENTO, 














tinto Ministerio, lo haga siempre por conducto 
del respectivo jefe del departamento ministerial 
y en virtud de Real orden. 

De la propia lo digo á V. E., etc. Madrid 28 de 
Diciembre de 189%2.—Sagasta.—Excmo. Sr. Mi- 
nistro de...» (Fac. 24 Diciembre.) 


MINISTERIO DE FOMENTO. Renmitién- 
donos al mismo artículo del Dicc. (t. VIII, pá- 
gina 12) y al epígrafe Ministerio de Fomento de 
los Repertorios alfabéticos de los ArÉxbicCss de 
1898 á 1896, hé aquí las disposiciones dictadas 
en 1892: 


R. D.1.* Febrero 1882. 


Empleados facultativos de Fomento: Disfrute de las 
consecuencias legales de sus ascensos. 


Véase en EMPLEADOS, siendo de advertir que 
está derogada por la de 28 de Octubre de 1 
(Ar. 1895, p. 710). 


E. D. 15 Julio 1892. 


Reformando la plantilla de la Dirección general del 
Instituto Geográfico y Estadístico. 


(Fom.) «Artículo 1. Por virtud de los pre- 
ceptos y autorizaciones contenidas en la ley de 
presupuestos, y con arreglo á lo dispuesto en 
el R, D. del 15 del mes corriente, las plantillas 
del personal de la Dirección general del Insti- 
tuto Geográfico y Estadístico serán en lo suce- 
sivo las qa á continuación se expresan, y los 
créditos de material se reducirán en los concep- 
tos y cantidades que también se especifican. 

Art. 2.2 La redacción de los caps. 33, 84 y 3% 
de la sección 7.* del presupuesto general de gas- 
tos queda modificada en sus conceptos y cifras 
en los siguientes términos: 

(El cap. 838 comprendo la plantilla del perso- 
nal para trabajos geodésicos, compuesta de 13 
geodestas y varios auxiliares; la del personal 
para trabajos topográficos, compuesta de jefes, 
oficiales y topógrafos con el personal subalter- 
no de portamiras; la del personal para trabajos 
estadísticos, compuesta del Cuerpo de Estadisti- 
ca, de un grabador y dos litógrafos, de la Comi- 
sión permanente de pesas y medidas, compuesta 
de un presidente y 16 vocales, del personal de 
Secretaría, del personal de comprobación, y de 
la Junta consultiva del Instituto Geográfico y 
Estadístico. El cap. 34 comprende el material 
para todos los trabajos geodésicos, topográf- 
cos, mapa, los trabajos geodésicos, topográf- 
cO08, metrológicos, estadísticos, mapa de sega 
y pesas y medidas. Y el cap. 85 comprende los 
gastos generales de escritorio, mueblaje y al- 
quileres del edificio que ocupa la Dirección. 
total de los gastos se eleva 4 1.875.506 tas.) 

Art. 8.2 La nueva plantilla de geodestas se 
cubrirá con los das actualmente ocupan estos 
puestos, ordenándolos por sus categorías y an: 
tigúedad. 

En lo sucesivo, las vacantes se proveerán en 
los geodestas á quienes corresponda el ascenso 
según la escala que se haya formado. La entra- 
da tendrá efecto por la clase inferior, mediante 
llamamiento á concurso de los oficiales faculta- 
tivos del ejército, ó ae Po de los Cuerpos 
civiles designados por las disposiciones vigen- 
tes, en la proporción establecida entre ellos, 
de la categoría de capitanes ó ingenieros subal- 
ternos. 

Art. 4.2 Se modificará la instrucción que de- 
termina el importe de las indemnizaciones en 
trabajos geodésicos, para ponerla en consonan- 
cia con la rebaja introducida en tal concepto. 

Art.5. Las nuevas plantillas y reducciones 


MINISTERIO DE FOMENTO. 


de crédito regirán desde 1.” de Agosto próximo. 

Dado en San Sebastián á 21 de Julio de 1892. — 
Maria Cristina.—El Ministro de Fomento, Au- 
reliano Linares Rivas.» (Gac. 23 Julio.) 


R. D. 15 Julio 1892. 
Haciendo reducciones en las dependencias del Ministerio. 


(Fom.) «Artículo 1. Por virtud de la autori- 
zación concedida en el art. 80 de la ley de presu- 
puestos, se procederá inmediatamente á la reor- 
ganización de los servicios del Ministerio de Fo- 
mento, distribuyendo, en la forma siguiente, 
entre sus diversas Secciones, sobre las reduccio- 
nes ya planteadas, la rebaja de 1.921.475'19 pese- 
tas, acordada por las Cortes. 


BAJAS 


Personal|Material| TOTAL 


En SecretaríÍa........... 4.750 > 4.750 
Secciones de Fomento. 49.000 > 49.000 
Dirección general de 
Instrucción pública..| 708.250 82.000| 790.250 
Direc. general de Agri 
cultura, Industria y 
Comercio.... ........ 180.000 57.0001 237.000 
Direc. general de Obras 
úblicas........... dede 435 000 44.000| 479.000 
Direc. general del Ins- 
tituto Geográfico y 
Estadístico. .. dE 45.000 25.000 70.000 
Construcciones civiles. 17.000| 276.000| 292.000 
1.489.000| 483,000| 1.922.000 


A 

Art. 2. Las reducciones enumeradas en el ar- 
ticulo anterior en los créditos del personal se 
considerarán como mínimas, y como máximas 
las señaladas en los créditos del material. 

Dado en Palacio á 15 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Gac. 16 Julio.) 


R. D, 19 Julio 18983. 

Reduciendo la plantilla de la Administración central y 
de las Secciones de Fomento: Obras en construcción: 
Idem reedificación, ampliación y restauración, 

(Fom.) «En virtud de la reducción ato 
da por el nuevo presupuesto de gastos del Esta- 
do en el crédito para personal y material de la 
Administración central, provincial y de cons- 
trucciones civiles del Ministerio de Fomento y 
con arreglo álo que determina el párr. 8.* del 
art. 30 de la ley de 80 de Junio próximo pasado 
y el R. D. de 15 del actual; de acuerdo con el Con- 
sejo de Ministros.—En nombre, etc. 

engo en disponer que la, plantilla del referido 

Ministerio que se detalla en los caps. 1.”, 8. y 21, 

y el material en el 2.”, 4, y 21 de la Sección 7.* 

del vigente presupuesto de gastos, quede redac- 

tado en los términos siguientes: 


ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
Plantilla de Secretaria 
Sueldo del Ministro, 80.000 pesetas. 
SECRETARÍA Y DIRECCIONES GENERALES 


4 directores generales, jefes superiores de Ad- 
ministración, á 12.500 pesetas, 50.000. 

4 oficiales primeros, idem de segunda ídem, á 
8.750, 35.000. 

4 ídem segundos, 1d. de tercera 1d., á 7.500, 
30.000 


41d. terceros, id. de cuarta íd., á 6.500, 26.000. 


5 auxiliares mayores, jefes de Negociado de 
primera clase, á 6.000 000 
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9 ídem primeros, 1d. de segunda, á 5.000, 45.000. 
11 ídem segundos, íd. de tercera, á 4.000, 44.000. 
14 idem terceros, oficiales primeros de Admi- 
nistración, á 3.500, 49.000. 
e cuartos, id. segundos de id., á 8.000, 
20 idem quintos, id. terceros de id., 4 2.500, 
50.000 


89 aspirantes primeros, id. cuartos de íd., 4 
2.000, 78.000. 
a segundos, 1d. quintos de id., 4 1.500, 


1 portero mayor, 8.500. 

2 ídem primeros, á 3.000, 6.000. 

2 idem segundos, á 2.500, 5.000. 

3 idem terceros, á 2.000, 6.000. 

20 idem cuartos, á 1.500, 30.000. 

18 ordenanzas, á 1.250, 22.500.—Total, 651.000 
pesetas. 

Material, 100.000 pesetas. 


ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL 
Secciones de Fomento 


(Todas las plantillas provinciales de Secciones 
de Fomento, constan necesariamente de un jefe, 
de uno ó más oficiales hasta tres, de escribientes 
y un ordenanza.) 


CONSTRUCCIONES CIVILES 
Indemnizaciones personales. 


Honorarios de arquitectos para la formación 
de proyectos y dirección de obras, dietas al per- 
sonal facultativo, gastos de viaje y haberes del 
personal subalterno, 153.000. 


OBRAS 


Para las obras nuevas y en curso de ejecución, 
entre las cuales están el edificio para el Ministe- 
rio de Fomento, para la Facultad de Medicina y 
Hospital clínico de Barcelona, la Real Academia 
Española, Escuela de Artes y Oficios, la de Mi- 
nas, Facultades de Medicina y Ciencias de Ma- 
drid, Zaragoza, Valladolid, Casón del Retiro y 
otras de no menor importancia, 800.000. 

Biblioteca y Museos nacionales, anualidad 
correspondiente según escritura de contrata, 
966.080 


Para pago de certificaciones de obras termina» 
das, en cuyas contratas se estipuló el abono en 
doble número de años que el fijado para su cons- 
trucción, 350.000. . 

Auxilio pa la construcción de la Catedral de 

adonga, 50.000, 
ES tender á las obras de reedificación de la 
Catedral de Sevilla, 250.000, E 

Reparación y ampliación de edificios y restau- 
ración de monumentos artísticos é históricos, 
entre los cuales están las Catedrales de Salaman- 
ca, Burgos y otras de no menor importancia, 
225.000 


Restauración de la Catedral de León, 90.000. 

Idem de la de Córdoba, 100.000. Ñ 

Material de escritorio para las Direcciones fa- 
cultativas encargadas de la formación de pro- 
yectos, Juntas de obras o Junta especial de cons- 
trucciones civiles, 17.100, 

Dado en San Sebastián á 19 de Julio de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Au- 
reliano Linares Rivas.» (Hac. 22 Julio.) 

RE. D. 3 Agosto 1892, 
Construcción de nuevo edificio para Ministerio, 

(Fom.) «...Artículo 1.” Se procederá inmedia- 
tamente á la construcción de un edificio en esta 
corte, con destino á Ministerio de Fomento, uti- 
lizándose las obras ya ejecutadas pa la Escuela 


de Artes y Oficios, cuyo proyecto se reformará 
debidamente. 

Art. 2.2 Las obras se ejecutarán por contra- 
ta, terminándose dentro del piezo de diez y ocho 
meses, á contar desde la fecha en que se aprue- 
be el proyecto reformado, y su importe se abo- 
nará con cargo al crédito de construcciones ci- 
viles. 

Art. 3.2 Queda derogado el R. D. de 17 de Di- 
ciembre de 1885. 

Dado en San Sebastián á 8 de Agosto de 1892.» 
(Gac. 5 td.) 


—V. AGRICULTURA: AGUAS: ARCHIVOS: ÍNGENIE- 
Ro8: INSTITUTO CENTRAL METEOROLÓGICO: Minmis8- 
TERIOS. 


MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA. 
(Diccionario, t. VIII, p. 46 y siguientes.) 


R. D. 29 Julio 1892. 
Aprobando las plantas del Ministerio y Direcciones de 


Establecimientos penales y de los Registros: Supresión 
de la imprenta de la Colección legislativa. 


(Grac. Y Just.) «Señora: La necesaria reorga- 
nización de las reo del personal de las ofici- 
nas centrales del Ministerio de Gracia y Justicia 

ara el debido cumplimiento de los preceptos de 

a ley de presupuestos de 80 de Junio último, es 

ocasión oportuna de procurar su regularidad y 
de poner término á algunas anomalías que la 
sucesión de reformas de diversa índole habían 
introducido. 

Mientras en algunas Secciones de la Subsecre- 
taría se ES para todos los funcionarios la 
cualidad de letrados, no se ha establecido este 
requisito para los de la Dirección de Estableci- 
mientos penales, en cuyos Negociados debería, 
por regla general, considerarse como más nece- 
saria. En asimilaciones entre los cargos del Mi- 
nisterio y los de algunas carreras del Estado, 
hay injustificables diferencias. Los empleados 
en la Dirección general citada no disfrutan de 
ninguna asimilación. Los que sirven en la Sub- 
secretaría la tienen con las diferentes catego- 
rías y clases de la magistratura, de la judicatu- 
ra y del Ministerio fiscal, desde las cuales se 
puede también pasar ó volver á dicha Subsecre- 
taría. Los que ocupan puestos en la Dirección 
general de los Registros, además de figurar en 
el escalafón de la carrera judicial, tienen la con- 
sideración de de pis de la propiedad; pero 
sin reciprocidad, pues mo pueden venir á ese 
Centro los magistrados, fiscales ó jueces ni los 
registradores. 

indudable, además, que Negociados tales 
como el de indultos, ó el Registro central de pe- 
nados, corresponden á la Dirección general de 
Establecimientos penales. Y no es menos cierto 
des la publicación periódica de los tomos de la 

'olección legislativa no basta para-justificar la 
existencia de una imprenta especial... 

REAL DECRETO. «Artículo1.” Las plantas del 

ersonal de la Subsecretaría del Ministerio de 

racia y Justicia, de la Dirección general de los 
Registros civil y de la propiedad y del Notaria- 
do, comprendidas en los arts. 2.*, 8. y 4.* del ca- 

itulo 1 de la Sección tercera de las obligaciones 

e los departamentos ministeriales, quedan re- 
formadas en los siguientes términos: 

Subsecretaria. l1subsecretario, jefe superior 
de Administración civil, con 12.500 pesetas. 

2 jefes de Administración de primera clase, á 
10.000 pesetas. 

a pen íd. de segunda id., oficiales primeros, á 


2 ídem 1d. de tercera 1d., id. segundos, á 7.500, 
8 idem id. de cuarta id., íd. terceros, á 6.500. 


MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA. 






4 jefes de Negociado de primera clase, auxilia- 
res primeros, á 6.000. 

5 Ídem 1d. de segunda íd., id. segundos, á 3.000, 

6 ¿idem id. de tercera Íd., íd. terceros, á 4.000, 

8 oficiales de Administración de primera clase, 
idem cuartos, á 3.500. 

8 idem 1d. de segunda íd., id. quintos, á 3.000. 

10 idem id. de tercera íd., íd. sextos, á 2.500. 

1 escribiente primero, oficial de Administra- 
ción de segunda clase, con 3.000. 

1 idem segundo, íd. id. de tercera íd., con 2.500. 

6 idem terceros, id. id. de cuarta íd., á 2.000. 

14 idem cuartos, id. 1d. de quinta íd., á 1.500. 

Ñ a quintos, aspirantes de primera clase, 


1 portero primero, con 3.000.—1 id. segundo, 
con 2.500.—8 idem terceros, á 2.000.—9 ídem cuar- 
tos, á 1.500.—12 ordenanzas, á 1.250. 

Dirección general de Establecimientos pe- 
nales. 1jefe superior de Administración civil, 
director general, con 12.500 pesetas. 

1 subdirector, jefe de Administración de pri- 
mera clase, con 10.000. 

d a qero de Administración de segunda, ídem, 


1 ídem 1d. de cuarta íd., con 6.500, 
1 jefe de Negociado de primera clase, con 6.000. 
2 ídem id. de segunda íd., á 5.000. 
1 idem 1d. de tercera íd., con 4.000. 

ñ d OIR de Administración de primera clase, 
4 idem id. de segunda íd., á 3.000. 
6 idem id. de tercera id., á 2.500. 

A S nos id. de cuarta íd., escribientes primeros, 
8 idem id. de quinta íd., 1d. segundos, 4 1.500. 
o A DIEn Os de primera clase, id. terceros, 


1 guarda almacén, con 1.900.—1 portero prime: 
ro, con 2.000.—2 ídem segundos, á 1.500.—5 orde- 
nanzas, á 1.250. 

Dirección general de los e is civil y 
de la propiedad y del Notariado. 1jefe supe- 
rior de Administración civil, director general, 
con 12.500. 

1 subdirector, jefe de Administración de pri- 
mera clase, con 10.000. 

. aia primero, id. id. de segunda íd., con 


1 id. segundo, id. íd. de tercera íd., con 7.50. 

l auxiliar primero, jefe de Negociado de pri- 
mera clase, con 6.000. 

2 idem segundos, íd. id. de segunda íd., 4 5.000. 

1 idem tercero, id. id. de tercera íd., con 4.000. 

1 idem cuarto, oficial de Administración de 
segunda id., con 3.000 

3 escribientes primeros, oficiales de íd. de cuar- 
ta 1d., á 2.000. 

7 ídem segundos, id. id. de quinta íd., á 1.500. 
: ld terceros, aspirantes de primera clase, á 

4 idem cuartos, 1d. íd. de segunda íd., á 1.000, 

1 portero mayor, con 2.000.—1 ídem primero, 
con 1.750.—1 ídem segundo, con 1.500.—8 mozos 
de oficios, á 1.250. 

Art.2.? Cuando quede vacante una de las dos 
plazas dejefes de Administración de segunda 
clase asignadas á la Dirección general de Esta- - 
blecimientos penales, será suprimida, creándose 
en su lugar otra de jefe de Administración de 
tercera clase. 
- Art.8. Pasarán de la Subsecretaría ála Di- 
rección general de Establecimientos penales, el 
Negociado de indultos, el Registro central de 
penados y los demás asuntos que el Ministro 
acuerde. 

Art. 4.2 Queda suprimida la imprenta de la 
Colección legislativa, 
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Art. 5.2? Todos los destinos de la Subsecreta- 
ría y de las Direcciones generales de Estableci- 
mientos penales y de los Registros, desde la de 
oficial de Administración de segunda clase in- 
clusive, serán provistos precisamente en licen- 
ciados en Derecho. 

Art. 6.2 Con la excepción de lo dispuesto en 
el artículo anterior, regirán únicamente para 
los nombramientos, cesantías y demás resolu- 
ciones relativas al personal de la Subsecretaría 
y de la Dirección general de Establecimientos 
penales, las mismas disposiciones establecidas 
por regla general para todos los funcionarios de 

a Administración civil. 

Art. 7.2 Quedan derogados los Reales decre- 
tos y las Reales órdenes que han establecido 
asimilaciones entre los cargos de la Subsecreta- 
ria y de la Dirección general de los Registros, 
con los de la Administración de justicia, Regis- 
tros de la propiedad y cualesquiera otros. 

Disposiciones transitorias. Primera. Los 
funcionarios de la Subsecretaría y de las Direc - 
ciones generales que, antes de esta fecha han 
obtenido sus nombramientos sin ser licenciados 
en Derecho, conservarán su aptitud para conti- 
nuar desempeñándolos y para ascender. 

Segunda. Asimismo los que hayan obtenido 
hasta nor derechos de asimilación entre sus 
cargos y los de la carrera judicial ó los Regis- 
tros, seguirán disfrutándolos, con arreglo á las 
disposiciones legales vigentes antes de la publi- 
cación de este decreto. 

Dado en San Sebastián á 29 de Julio de 1892.— 
María Cristina. —El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Fernando Cos Gayón.» (Gac. 31 Julio.) 


MINISTERIO DE HACIENDA. (Diccionario, 
tomo VIII, pág. 82.) 


E. D. 29 Diciembre 18932, 

Suprimiendo la Dirección general de Propiedades y De- 
rechos del Estado y reorganizando la Subsecretaría 
con nuevas atribuciones (1). 

(Hac.) «Exposición. — Señora: La simplifica- 
ción de los servicios y la rapidez en los procedi- 
mientos, suprimiendo ruedas que dificultan la 
marcha de nuestra complicada máquina admi- 
nistrativa, es el medio más adecuado para redu- 
cir, sin menoscabo de los recursos del Tesoro, 
el presupuesto general de gastos del Estado; 

ero será difícil llegar á la realización de esos 

nes sin el concurso de una inspección activa é 
inteligente, bajo las inmediatas órdenes del Mi- 
nistro, que ponga de manifiesto los vicios y de- 
ficiencias de las oficinas provinciales, y á la que 
se encomiende la investigación de todas las con- 
tribuciones, rentas y propiedades del Estado. 
No sería temeridad prometerse de esta inspec- 
ción cuotidiana, vigilante y enérgica, la eleva- 
ción de los ingresos del Erario, sin aumento de 
los actuales tributos, la desaparición del fraude, 
que por tantos caminos elude la obligación cons- 
titucional de contribuir al sostenimiento de las 
cargas públicas y la mayor equidad en la distri- 
bución del impuesto; pero es igualmente justo 
declarar que tan halagiteñas esperanzas no pue- 
den realizarse en un día ni por obra de una sola 
voluntad. 

La necesidad de una autorización legal para 
la reorganización de nuestros servicios es el 
mayor obstáculo que encuentra el Gobierno en 
el camino de la reforma; pero hácenla lenta y 
difícil, de otro lado, la solicitud y el cuidado 
con que es preciso atender á que, por rápidas 
transformaciones, no sufran el menor entorpe- 
cimiento la recaudación de los ingresos y el pa- 


(1) V. HACIENDA PÚBLICA, p. $15. 


go de las obligaciones que el Estado ha contraído 

con sus varios acreedores. Será, por tanto, for- 

zoso al Ministro que suscribe, un aplazamiento 

en la obra de transformación y simplificación 

que piden con igual necesidad el desnivel del 

plo de y la pronta y fácil administración 
e los recursos de la Hacienda pública. 

La dificultad, sin embargo, de acometer la 
solución definitiva, no debe entorpecer el mejo- 
ramiento posible de los actuales servicios. 

Por ello, el Ministro que suscribe no ha vaci- 
lado en proponer á la aprobación de V. M. la 
presente reforuia, la cual consiste en colocar las 
propiedades y derechos del Estado bajo la Ins- 
pección general, que se encomienda á la Subse- 
cretaría, descargando á ésta de la tarea, más 
formal que útil; de pasar lista á los expedientes 
de las Direcciones, cuyas facultades jurisdio- 
cionales quedarán desde hoy en otra forma or- 
ganizadas. Las incidencias de la desamortiza- 
ción y de las propiedades que aún quedan por 
enajenar, necesitan más que ningún otro servi- 
cio del concurso de la Inspección; pudiendo pa- 
sar á la Dirección general de la Deuda los res- 
tos de la desamortización antigua, de que ya en 
buena parte se Ocupa. . 

Descargando á la actual Dirección de Propie- 
dades de los servicios de investigación de los 
bienes llamados nacionales, mostrencos y de- 
más, cuya administración y propiedad corres- 

onde a Estado, de lo cual puede y debe enten- 
der la Inspección; separados á su vez cuantos se 
relacionan con la contabilidad de gastos é in- 
gresos, desde el momento en que de los primeros 
conoce la Ordenación de pagos por obligaciones 
de este Ministerio, y nada se Opone á que la In- 
tervención general resuma los datos estadísti- 
cos necesarios para dar á conocer la gestión de 
las oficinas provinciales sobre los segundos, que- 
darían limitadoslos deberes del Centro á dirigir 
la incautación y administración de los mismos 
bienes; á su enajenación por medio de subasta 
pública ó por la redención del dominio directo 
en su caso; á informar sobre las reclamaciones 

ue con motivo de las declaraciones de venta ó 
de las enajenaciones promuevan las personas ó 
Corporaciones interesadas, y sobre las solicitu- 
des de declaración de exenciones de ventas en 
los casos determinados por las leyes de 1.” de 
Mayo de 1855, 11 de Julio de 1856 y demás vigen- 
tes sobre el particular, así como también acerca 
de las peticiones de cesión de edificios y terre- 
nos de que trata la ley de 1.? de Junio de 1869, 
El conocimiento de todos estos asuntos y la re- 
solución de los expedientes relativos á la devo- 
lución de plazos y gastos de ventas y redencio- 
nes Anuladás, ó6 indemnización de mejoras, des- 
pués de reconocido el derecho á tales devolucio- 
nes, podrán justificar la existencia de una Seo- 
ción 6 Negociado; pero nunca la de un Centro 
directivo, cuyas atenciones de personal y mate- 
rial ascienden á 212.750 pesetas. 

Y si alguna duda pudiera caber respecto á la 
conveniencia de mantener ó pra la repeti- 
da Dirección general de Propiedades y Derechos 
del Estado, la desvanecería el estudio de los ren- 
dimientos de la desamortización, que importan- 
do 36 millones de pesetas anuales en el primer 
decenio de 1855 á 1865-66, se elevaron en el segun- 
do á 63, descendieron en el tercero á 22, y han 
quedado reducidos en la actualidad, tomando 
como base el último quinquenio, á cinco millo- 
nes de pesetas. j 

Con las reformas propuestas, se obtiene una 
disminución en los gastos públicos de 183.750 pa- 
setas, diferencia entre el coste anual de los ser- 
vicios después de la reforma y el que alcanzan 
en la actualidad... 
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REAL DECRETO (1). 


Artículo 1.2 Se suprime la Dirección general 
que con el nombre de Propiedades y Derechos del 

tado, sustituyó á la de Ventas de Bienes Na- 
cionales, creada por R. D. de 15 de Mayo de 1855. 

Art. 2.2? Se reorganiza la Subsecretaría del 
Ministerio de Hacienda, la cual tendrá á su 
CArgo: 

Primero. Un Negociado central con los ser- 
vicios siguientes: el personal, el gabinete admi- 
nistrativo y particular del Ministro; la Super- 
intendencia del edificio y los expedientes sobre 
adquisición y renovación del mobiliario de todas 
las oficinas del ramo; la Biblioteca y Archivo; el 
servicio de impresión y administración del Bo- 
detin oficial; el Registro y cuantos asuntos de 
carácter indeterminado se le encomienden por 
el Ministro. 

Segundo. La inspección de la Administración 
económica provincial y la investigación de to- 
das las contribuciones y rentas, cuyo servicio 
se ejecutará con sujeción al R. D. de 28 de Enero 
de 1886, que se restablece en cuanto no se opon- 
ga al cumplimiento del presente. 

Tercero. La Sección de propiedades que se 
crea para que entienda de los asuntos concer 
nientes á la Dirección general de Propiedades y 
derechos del Estado, con excepción de los deta- 
llados en el art. 8. de este decreto. 

Art.3. Las incidencias de las ventas de bie- 
nes nacionales anteriores á 1. de Mayo de 1855, 
las consignaciones de valores presumibles de 
partícipes legos en diezmos, la extinción de cré- 
aitos, compensaciones y demás asuntos relacio- 
nados con la desamortización antigua, depen- 
a de la Dirección general de la Deuda pú- 

ica. 

Art. 4.2 Se aprueban las adjuntas plantas del 
personal de la Subsecretaría y Dirección gene- 
ral de la Deuda pública, que empezarán á regir 
en 1.” de Enero próximo. 

Art.5.? El Ministro de Hacienda dictará las 
instrucciones necesarias y convenientes para la 
ejecución del presente decreto. 

Dado en Palacio á 29 de Diciembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Hacienda, Ger- 
mán Gamazo.» (Gac. 1.” Enero 1893.) 


(A continuación publica la Gaceta la Planta de 
personal de la Subsecretaría del Mintsterio de Ha- 
cienda, que se aprueba por el art. 4. del Real de- 
creto de esta fecha, y que ha de regir en 1.” de Ene- 
ro próximo, y la Planta de personal de la Direc- 
ción general de la Deuda pública, que se aprueba 

or el art. 4.* del Real decreto de esta fecha, y que 

a de regir en 1.” de Enero próximo.) 


MINISTERIO DE MARINA. V. Marisa 


DE GUERRA. 


MINISTERIO DE ULTRAMAR. 
narso, t. VII, p. 182.) 


R. D.8 Enero 1892. 


Reducciones en los gastos de personal y material: Su- 
presión del Negociado de lo Contencioso. 


(ULTRAMAR.) «Artículo 1. Los créditos con- 
signados en la primera Sección de cada uno de 
los presupuestos de las islas de Cuba, de Puerto 
Rico y de Filipinas para atenciones de personal 

de material del Ministerio de Ultramar, se re- 

ajan en la cantidad total de 40.450 pesos. 
rt. 2.2 El Ministro de Ultramar distribuirá 


(Diccio- 


(1) La organización acordada por este R, D.ha s8ufri- 
do esencial variación en los años sucesivos. V. HACIEN- 
DA PÚRLICA, en cuyo íinoreso dejamos expuesta la orga- 
nizuciun y yente de la Admuntstracion económica. 


MINISTERIOS... —MONEDA EN ULTRAMAR, 


Ñ ——D 


los créditos que resulten disponibles para di- 
chas atenciones, determinando y publicando la 
lantilla del Ministerio en la forma que para la 
uena realización de los servicios estime más 
adecuada. 

Art. 8, Se suprime el Negociado de lo Con- 
tencioso establecido en el Ministerio de Ultra- 
mar. 

Art. 4.2 Queda derogada toda disposición 
que se ononEa al cumplimiento del presente de- 
creto.» (R. D. 8 Enero 1892.— Gac. 9 Enero.) 


Ley de presup. de Puerto Rico 30 Junio 1892. 
Reformas en las dependencias del Ministerio. 


«Art. 15. Se suprime la Contaduría central 
de Hacienda, encargándose de este servicio la 
Intervención general. 

Art. 16. Se establece en este Ministerio un 
Negociado especial de estadistica y fiscaliza- 
ción, que reuna y clasifique cuantos datos se re- 
fieran á la renta de Aduanas, procurando su pu: 
blicación inmediata. Dicho Negociado vigilará 
igualmente todas las operaciones del ramo y ex- 
tenderá su acción á las demás contribuciones y 
rentas, si las necesidades del servicio así lo 
aconsejaran. 

En armonía con las atribuciones de dicho Ne- 
gociado se encomendarán análogos cometidos á 
a ISA rioN de la Administración de Puerto 

ico.» 


—V. HACIENDA PÚBLICA EN ULTRAMAR. 
MIÑONES (Cuerpo de). V. EÉxzcrro. 


MONASTERIOS Y CONVENTOS. (Diccio- 
nario, t. VIIT, p. 142.) 


RE. D. 12 Octubre 1892, 

Mandando fundar en el convento de la Rábida un Cole- 
gio para misiones fuera de España, que conmemore el 
descubrimiento de América. 

(PreEsID. DEL CONS. DE O «Artículo único. 
Para conmemorar el cuarto Centenario del des- 
cubrimiento de América, de acuerdo con el co- 
misario general de la Orden de San Francisco 
en España, y oídos los Ministerios de Estado y 
Ultramar y la Diputación pora de Huelva, 
se fundará con la brevedad posible un Colegio 
para misiones fuera de España en el convento 
de Santa María de la Rábida, que perteneció á 
dicha Orden por muchos siglos. 

Dado en Santa María de la Rábida á4 12 de Oc- 
tubre de 1892.—María Cristina.—El Presidente 
del Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del 
Castillo.» (Fac. 16 Octubre.) 


MONEDA EN ULTRAMAR, 
tomo VIII, p. 163.) 
Ley de presup. de Puerto Rico 30 Junio 1892, 


Surtido de moneda en Ultramar. 


Art. 24. Declaró subsistente el art. 16 de la 
de 18 de Junio de 1890 (1). 


(Diccionario, 


(1) Es la de presupuestos de dicho año. E art, 16 que 
se cita dispuso lo siguiente: «El Gobierno procederá 6 
surtir de moneda de todas clases de ley y cuño 69- 
pañol los mercados de las provincias y posesiones 
españolas de Ultramar con la cantidad que estime 
necesaria para las transacciones, aplicando á los 
gastos que este servicio exija las utilidades ed 
puedan resultar de la acuñación (en la Casa de Mo: 
neda de Madrid) de las pastas que se adquieran ó 
de la reacuñación de la moneda que hoy existe en 
aquellos países, si, previa determinación de su vs: 
lor, se acordase la a pa y canje. 

Se hace oxtensivo á la provincia de Puerto Rico 
el beneficio de 6 por 100 que disfrutan en la isla de 
Cuba las monedas de oro, cuño español, de todas 
clases en las transacciones que se verifiquen con sus 
Tesoros.» 


MONOPOLIOS...—MONTES PÚBLICOS. 
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Ley de presupuestos de Caba 80 Junio 1892. 
Admisión de moneda en los pagos y cobros. 


«Art. 31. Sólo será obligatorio en los pagos y 
cobros la admisión de la moneda de plata como 
fraccionaria hasta el 10 por 100 de la cantidad 
en que consistan aquéllos, sin que en ningún 
caso dicha obligación exceda el límite de 50 pe- 
sos de aquella moneda; y en la de bronce será 
obligatoria únicamente la admisión hasta el 5 
por 100, no excediendo tampoco de 2 pesos 50 
centavos.» 


—YV. Banco EsPAÑOL DE LA IBLA DE CUBA. 
MONOPOLIOS Y SERVICIOS EXPLOTA- 
DOS POR LA ADMINISTRACION. V. Fós- 
FOROS: MINAS: SALINAS: TABACOS. 
MONTEPIOS. V. JuBlLAcióNEs: 
Reriros. j 
- MONTE DE PIEDAD Y CAJA DE AHO- 
RROS. (Dicc., tomo VIII, p. 182.) 


R. D. 29 Junio 1892, 


NOoTARIADO: 


Nueva redacción al art. 6.9 de los Estatutos: Consejo de 


Administración. 


El art. 6.” de los estatutos del Monte de Piedad y 
Caja de Ahorros de Madrid quedará redactado en 
la forma siguiente: 

«Art. 6. El Consejo de Administración se 
compondrá de 30 vocales nombrados por Real 
decreto, dos terceras partes á propuesta en ter- 
na del Consejo, y la tercera parte restante por 
designación del Ministro de la Gobernación. 

Podrá ampliarse ó disminuirse el número de 
vocales, cuando en opinión del Consejo lo re- 
auccan las necesidades del servicio, observán- 

ose para estos nombramientos la misma pro- 
porción.—Dado en Aranjuez á 29 de Junio de 
1892.—María Cristina.—El Ministro de la Gober- 
nación, Raimundo Fernández Villaverde.» (Ga- 
teta de 1.” Julio.) 


MONTES PUBLICOS. Son complemento de 
la abundante materia legal y doctrina de juris- 
prudencia comprendida en el mismo artículo del 
Diccionario (t. VIII, p. 191), las siguientes dis- 
posiciones y resoluciones: 


R. 0. 11 Mayo 1892. 

Confirmando providencia del gobernador, que ratificó la 
del alcalde de Soria suspendiendo el acuerdo del Ayun- 
tamiento, relativo 4 suprimir la consignación para ins- 
pección y guardería de los mantes Ciudad y Tierra, 
(GoB.) Extracto.—El Ayuntamiento de Soria, 

en atención al mal estado de los montes y defi- 

ciencias que se observaban en su guarda y con- 
servación, acordó la suspensión de los haberes 
del personal de inspección y guardería en los 
montes Ciudad y Tierra. Comunicado el acuer- 
do al gobernador, dispuso éste que por la Guar- 
dia civil se efectuase el servicio, y la Comandan- 
cia contestó que, no obstante lo reducido de la 
fuerza, se llevaría á cabo. Después de varias di- 
ligencias, el Ayuntamiento acordó se ejecutara 
ese acuerdo, y el alcalde, fundándose en la obli- 
gación que le impone el art. 169 de la ley muni- 
cipal, suspendió el referido acuerdo por enten- 
der que no era de la competencia del Ayunta- 
miento, poniéndolo en conocimiento del gober- 
nador de la provincia, que ratificó la suspensión. 

He aquí, después de estos antecedentes, cómo 

concluye la Sección de Gobernación y Fomento 

del Consejo de Estado su dictamen desaprobando 
el acuerdo del Ayuntamiento: 

«Contra esta providencia recurren en alzada 
ante ese Ministerio los concejales del Ayunta- 


miento de Soria alegando que la supresión del 

servicio producía economías de importancia en 

el presupuesto municipal y se justificaba por el 

abandono en que estaban los montes, debido 

pino mente á las cortas fraudulentas y á no 
acerse efectivas las denuncias. 

La Dirección general de Administración local 
de ese Ministerio opina que procede confirmar 
la providencia recurrida, fundándose en que la, 
R. O. de 18 de Marzo de 1846 dispone que los 
guardas de montes deben ser nombrados por los 
gobernadores civiles á propuesta de los respec- 
tivos alcaldes; que la R. O. de 7 de Julio de 1876 
encomienda la custodia de los montes á la Guar- 
dia civil 6 interinamente este servicio seguirá 
prestándose como hasta ahora, y, por último, en 
haber incurrido el Ayuntamiento en extralimi- 
tación de facultades. 

Con tales precedentes, la Sección ha examina.- 
do este asunto y deduce que ha sido acertada la 
resolución del alcalde de Soria y la providencia 
del gobernador confirmando la misma , como 
consecuencia de lo infundado del acuerdo del 
Ayuntamiento de dicha capital. 

n efecto, si el servicio de guardería de los 
montes es asunto de su exclusiva competencia, 
resulta absurdo que por razones de economía en 
sus presupuestos, lo desatienda en absoluto, y 
si la razón de haber tomado dicho acuerdo ha 
sido el mal estado de los montes por falta de 
vigilancia y no hacerse efectivas las denuncias, 
tales defectos se corrigen organizando en bue- 
nas condiciones el referido servicio, en modo 
alguno abandonando su custodia y suprimiendo 
la guarda é inspección. 

esprovista, pues, de fundamento la resolu- 
ción del Ayuntamiento de Soria y siendo exac- 
tes las citas legales aducidas por el alcalde y 
gobernador, de las que resulta que el Ayunta- 
miento ha incurrido en la extralimitación de 
facultades señalada en el caso 1.”, art. 169 de la 
ley municipal; 

a Sección consultada tiene el honor de pro- 
poner á V. E. que se confirme la providencia del 
gobernador de la provincia de Soria de 24 de Di- 
ciembre de 1891.» Y así se resuelve. (R. O. 11 
Mayo 1892.—Gac. 20 1d.) 


Ley 30 Junio 1892. 


Segregaciones del Catálogo: Venta de los montes segrega- 
dos: Guardia rural y forestal. 


Art. 22. Se autorizó... «4. Para segregar des- 
de luego del Catálogo de los montes públicos los 
que ni por su importancia ni su influencia en el 
régimen de las aguas deban estar exceptuados 
de la desamortización, poniéndose á disposición 
del Ministerio de Hacienda, nera proceder á su 
venta con arreglo á lo establecido en las leyes 
desamortizadoras. La segregación se hará úni- 
camente de los montes que no sean de utilidad 
pública, y las dudas que ocurran se resolverán 

or el Consejo de Ministros, previo informe del 

e Estado, sobre la propuesta de los Ministerios 
de Hacienda y Fomento». 

Art. 23. (Es sobre pago de los gastos que 
ocasione el aumento de policía rural y forestal, y 
se inserta en GUARDIA CIVIL.) 


R. D. y Regl. 13 Agosto 1892. 


(Se insertan en GanaDería. El art. 16 del de- 
creto pone á cargo de los ingenieros de montes 
la conservación y noes del arbolado de las 
vías pecuarias, y los 105 y siguientes del regla- 
mento, determinan la aplicación de la legisla- 
ción penal de montes á las faltas contra la exis- 
tencia é integridad de las vías pecuarias.) 
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Jurisprudencia. 
DECISIONES DE COMPETENCIA 


BA. D. Y Enero 189?. Declarando que la extracción 
de leñas de un monte puede constituir un delito definido 
en el C. P. y no existe cuestión previa, 


Denunciada por la Guardia civil la extracción de 
ramos verdes de pino y tomillo de un monte de man- 
comunidad de varios pueblos, que fué valuada en 95 
céntimos de peseta, terminado el sumario y elevada 
la causa á la Audiencia de Lerma, fué requerida de 
inhibición por el gobernador de Burgos, alegando 

ue no debía comprenderse el caso en la regla 4.2 

el art. 40 del R. D. de 8 de Mayo de 1831, sino en la 
regla 2.* La Audiencia se declaró competente, fun- 
dándose en el art. 10 de la ley de Enj. crim., y en el 
número 3.%, art. 14 de la misma, por tratarse de un 
hecho calificado de hurto por el Ministerio fiscal. E 
insistiendo el gobernador en la competencia, y vista 
la regla 4.* del art. 40 citado, y el núm. 1.%, art. 3.2 
del R. D. de 8 de Septiembre de 1887, se declara que 
no ha debido suscitarse: 

«Considerando: 1. Que según aparece de las dili- 
gencias criminales que se instruyen, éstas se incoa- 
ron á consecuencia de la denuncia hecha por la 
Guardia civil, de haber extraído varios vecinos de 
Gumiel de Izán, del monte titulado Regalada, leñas 
consistentes en tomillos y ramos verdes de pino: 

2.2 Que tal hecho pudiera constituir un delito 
definido en el Código penal, y por tanto, el conoci 
miento del mismo está reservado á los Tribunales 
de justicia: 

8.2 Queno existe OS cuestión alguna previa 
que deba resolver la Administración, y de la cual 

ueda depender el fallo que en su día dicten los Tri- 

unales de justicia, por lo que no concurriendo nin- 

uno de los dos casos en que, por excepción, pueden 

os gobernadores promover competencia en los jui- 
cios criminales, es indudable que no ha podido sus- 
citarse el presente conflicto.» (R. D. 8 Enero 1892.— 
Gac. 21 1d.) 


BR. D. 8 Encro 1893. Decidiendo competencia d 
favor de la Administración, porque perteneciendo un 
monte al uso gratuito de los vecinos, el aprovechamiento 
verificado por uno de ellos extrayendo leñas sin licencia 
especial, no puede calificarse de delito si previamente no 
declara la Administración la falta de derecho del autor. 


Formada causa contra D. Lisardo de Castro Aguiar 
por haber sido sorprendidos dos criados suyos en el 
momento de extraer dos cargas de leña en el monte 
Pajariel, sito en el término de Ponferrada, el go- 
bernador requirió de inhibición á la Audiencia, 
slegando que los vecinos de dicha población tenian 
desde tiempo inmemorial el uso del monte; y que 
siendo Castro vecino de Ponferrada, sin la previa 
licencia prevenida por reglamento, sólo era falta 
admivistrativa, y citaba el art. 32 del decreto de 
189. La Audiencia sostuvo su jurisdicción, por en- 
tender que se trataba de un delito de hurto com» 
prendido en el art. 530 del C. P. Formalizada com- 
petencia, se decide á favor de la Administración, 
con vista de los arts. 40 del R. D. de 8 Mayo de 1881 
y 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 1887: 

«Considerando: ...2. Que en tanto no se determine 
de una manera concreta y evidente si dicho apro- 
vechamiento de leñas se hizo con sujeción á los 
requisitos exigidos por las disposiciones vigentes 
en materia de montes, ó se verificó por el D. Lisar- 
do de Castro sin tener derecho alguno para ello, 
esindudable que, atendido el texto del art. 40 cita- 
do del R. D. de 8de Mayo de 1884, existe por resol- 
ver una cuestión previa, de la exclusiva competen- 
cia de las autoridades administrativas: 

8.2 Que se está, por tanto, en uno de los casos en 
que, por excepción, pueden los gobernadores susci- 
tar contiendas de competencia en los juicios crimi- 
nales, con arreglo á lo prescrito en el art. 3.2 del 
R. D. de 8 de Septiembre de 1587.» (R. D.8 Enero de 
1892.—Gac. 16 1d.) 


BR. D. S Enero 1893, Decidiendo competencia 4 
favor de la autoridad judicial en causa sobre hurto de 
maderas verificado en un monte; y á favor de la Admi- 
nistración, en lo relativo al exceso de atribuciones co- 
metido por un alcalde al incoar un expediente gubernati- 
YO, por ser necesario resolver previamente este asunto, 

Varios vecinos de AÁrauzo de Miel denunciaron al 
Juzgado de instrucción de Salas de los Infantes al 
alcalde de aquel pueblo como autor del delito de 


—, 


sastracción de maderas, verificado en un monte pi- 
nar. Admitida la denuncia y unido al sumario el 
expediente gubernativo instruído sobre los mismos 
hechos por el alcalde denunciado, el juez dictó 
auto acordando se persiguiera, por considerar co- 
nexo con el de hurto de leñas, el delito de usurpa- 
ción de atribuciones judiciales por parte del referi- 
do alcalde, al instruir sin competencia el expedien- 
te mencionado. Elevada la causa á la Audiencia de 
Lerma y decretado el procesamiento, y suspensión 
de aquella autoridad, se declaró concluso el suma- 
rio decretándose la apertura del juicio oral respec- 
to al alcalde de Arauzo y otros. a 

En este estado, el gobernador de Burgos requirió 
de inhibición á la Audiencia, fundándose en que 
con arreglo al art. 283 de la ley de Enj. criminal, el 
alcalde obró en cumplimiento de su deber al ins- 
truir el expediente para averiguar la procedencia 
de las maderas sustraidas; también alegó en su apo- 
yo el art. 20 do la ley provincial, el 179 de la mnni- 
cipal y los 2.? y 3.9 del R. D. de 8 Septiembre de 1887; 
y por último, que conforme al art. 40 del Real de- 
creto de 8 de Mayo de 1884, incumbe al gobernador 
resolver si la extracción de las referidas maderas 
constituye una extralimitación cometida en un 
aprovechamiento forestal, y los Tribunales no pue- 
den entender en ese hecho, mientras no se termine 
el expediente gubernativo, y en él se depure si hay 
motivos ó no para someter aquél al conocimiento 
de la autoridad judicial. Sustanciado el incidente, 
la Audiencia sostuvo su jurisdicción apoyándose en 
los arts. 13 y 14 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, en los 4.? y 40 del BR. D. de 8 de Mayo de 1881, el 
2. del de 8 Septiembre de 1887 y los 531 y 589 del Có- 
digo penal. Elevados los antecedentes del conflicto 
al Gobierno, se resuelve éste en el sentido del epí- 

rafe, con vista de los arts. 4.0 del BR. D., de 8 Mayo 
de 1884 y 3.0 del de 8 Septiembre de 1887: 

«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la can- 
sa ida Al alcalde de Arauzo de Miel por hurto 
de leñas y usurpación de atribuciones: 

2.0 Que por lo que al primero de dichos delitos se 
refiere, tratándose, como aqui se trata, de unas le- 
ñas extraídas del monte, esindudable que con arre: 

lo al art. 4.¿citado del R. D. de 8 de Mayo de 188i1, 

e él deben conocer los Tribunales ordinarios, sin 
que exista ouestión alguna previa que deban resol- 
ver las autoridades administrativas y de la cual 
pueda depender el fallo que aquéllos hayan de pro- 
nunciar: 

8.2 Que por lo que hace al delito de usurpación 
de atribuciones, es, por el contrario, innegable que 
existe por resolver la cuestión adas de si el alcal- 
de de Arauzo de Miel se excedió ó no en sus atribu: 
ciones al incoar el expediente gubernativo objeto 
del delito que se supone, y compitiendo esto decl: 
dirlo 4 la Administración, se está, en cuanto á este 
solo extremo, en uno de los casos en que por excep- 
ción pueden los gobernadores provocar contiendas 
de competencia en los juicios criminales, con arre: 
glo á lo dispuesto en el art. 8.” del R. D. de 8 de Sep- 
tiembre de 1887.» (R. D. 8 Enero 1892.—Gac. 18 id.) 

s 


R.D.16 Febrero 1893. Sustracciones cuya calif- 
cación depende de deslinde no practicado. 


La Guardia civil denunció ánte el Juzgado de 
León á Lorenzo Martinez, por haber arrancado y 
sustraído un carro de cepas del monte común de 
Villamayor. Incoada causa y abierto juicio oral, el 

obernador de la provincia requirió de inhibición á 

a Audiencia, alegando que el monte lindaba con 
una finca del procesado y hasta que la diligencia de 
deslinde que era de practicar, no diese por resultado 
que Lorenzo extrajo los productos de su propiedad 
o de la del pueblo, no podían continuar los procedi- 
mientos criminales. Formalizada competencia con 
tal motivo, se decide á favor de la la Administra- 
O visto el art. 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 

y 

«Considerando... Que según se afirma por la auto: 
ridad administrativa, es preciso verificar el corres" 
pondiente deslinde para determinar de una maners 
evidente si el punto de donde se extrajeron las ce- 

as litigiosas corresponde al monte llamado Valde- 

errero, 6 á la finca que el procesado tiene lindante 
con el mismo: 

Que en tal caso existe una cuestión 
Administración debe resolver...» (R. 
de 1892.— Gac. 25 íd.) 


revia que la 
. 18 Febrero 
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R.D. 29 Febrero 189938. Roturaciones arbitrarias: 
Cuestión previa en causa por detención ilegal. 


El Ayuntamiento de Villalta acordó confiar al 
teniente alcalde y al síndico la mayor vigilancia 
para impedir que se roturaran los sotos del Guadia- 
na, y el encargo de pones los infractores á la dispo- 
sición del alcalde. Sorprendido Pedro Chico rotu- 
rendo un monte público, al decir de las autoridades 
administrativas, fué detenido por el teniente y el 
síndico y puesto á disposición del alcalde. Chico de- 
nunció el hecho de su detención como constitutivo 
de delito, y formada causa criminal, el gobernador 
de Badajoz requirió de inhibición al Juzgado de 
Herrera del Duque, que conocía de ella y sostuvo su 
jurisdicción. El conflicto es decidido 4 favor de la 
Administración, visto el núm. 1.?, art. 8.2 del Real 
decreto de 8 de Septiembre de 1887, y 

«Considerando: 1.2 Que el hecho por que se proce- 
de contra el teniente alcalde y regidor síndico del 
Ayunta miento de Villalta de los Montes lo ejecuta- 
ron éstos en virtud de acuerdo de la Corporación 
municipal, que delegó en los mismos la vigilancia 
de los sotos del rio Guadiana en aquel término, or- 
denándoles que pusieran á disposición del alcalde á 
los que hicieran roturaciones sin la correspondien- 
te licencia: 

2,2 Queá la Administración compete determinar 
si tal acuerdo del Ayuntamiento estuvo ó no toma- 
do dentro del circulo de las atribuciones, que las 
leyes confieren á4á dichas Corporaciones, lo cual 
constituye una cuestión previa que corresponde de- 
cidir al superior jerárquico, y cuya resolución puede 
influir en el fallo que en su día dicten los Tribuna- 
les comunes: 

8,2 Que á mayor abundamiento, tratándose de 
montes Pr hay también que determinar el 
valor del daño causado, y si éste no excediese de 
2.500 pesetas correspondería también el castigo del 
hecho por que se procede á la Administración.....» 
(B. D. Y7 Febrero 1592.— Gac. 29 1d.) 


RM. D. 39 Febrero 1893. Corresponde d la Adminis- 
tración examinar el modo de efectuar los aprovechamien- 
tos, sin que los Tribunales puedan proceder criminalmen- 
te mientras aquélla no les remita el tanto de culpa. 


Concedido al Ayuntamiento de Pinilla el aprove- 
chamiento de varios montes, y sorprendidos alga- 
nos vecinos con maderas que no tenlan la marca co- 
rrespondiente á los productos de tales fincas, se in- 
coó causa criminal, en la que el gobernador de Bur- 
gos suscitó al Juzgado de Salas de los Infantes 
competencia, que es decidida á favor de la Admi- 
nistración, con vista de los arts.3.%del R. D. de 8 de 
Septiembre de 1887, y 40 de las Ordenanzas de 8 de 
Mayo de 1834: 

«Considerando: 1.2? Que el origen de la cansa cri.- 
minal de que se trata es el hecho de haber sido 
aprebendidos varios vecinos de Pinilla de los Ba- 
rruecos, Ontoria y Rabanera del Pinar, transportan- 
do maderas que, aunque algunas de ellas estaban 
desprovistas del marco del distrito, procedían, se- 
gún afirma el gobernador en su requerimiento E 
consta en el expediente administrativo, por certifl- 
cación del Ayuntamiento de Pinilla, de un aprove- 
chamiento forestal concedido en legal forma á di- 
cha Corporación municipal. 

2.2 Queen tal supuesto, á la Administración co- 
rresponde examinar el modo cómo se ha efectuado 
elaprovechamiento, y corregir, en su caso, los abu- 
sos que con ocasión del mismo hayan podido come- 
terse 6 remitir el tanto de culpa á los Tribunales, si 
entendiese que los hechos ejecutados constituyen 
delito...» (R. D. 27 Febrero 1882.—Gac. 2 Marzo.) 


MR. D. 22 Mayo 189?, Roturaciones: Alteración de 
hitos: Sustracción de leñas. 


Por denuncia del ingeniero jefe del distrito fo- 
restal de León, con referencia á parte recibido del 
capataz de cultivos de la primera comarca, se ins- 
truyó causa criminal por el juez de instrucción 
de la misma ciudad. Tratábase de que aos ve- 
cinos habían roturado terrenos, arrancado leñas y 
alterado hitos. El alcalde había remitido las dil1- 

encias al gobernador civil, y éste, de acuerdo con 

o informado por el ingeniero, las remitió al Juz- 
ado: Después el mismo gobernador, á instancia de 
os aludidos vecinos, requirió de inhibición al Juz- 
quo fundándose en el art. 32 del R.D.de8de Mayo 

e 1884, y declarándose competente, en cuanto á la 

alteración de hitos y sustracción de leñas, se pro- 


movió esta competencia, que se declara no ha debido 
guscitarse, vistos los arts. 3.2 y 40, reglas 1.2 y 4.% del 
R. D. de 8de Mayo de 1881 y el núm. 1.2 del R. D, de 
8 de Septiembre de 1887: 

«Considerando: 1. Que el presente conflicto se ha 
suscitado con motivo de la causa criminal seguida 
4 consecuencia de una denuncia hecha por el inge- 
niero jefe de montes y capataz de cultivos de la pri- 
mera comarca de la provincia de León: 

2.2 Que tal denuncia comprende tres extremos, 
relativos el primero ála roturación arbitraria de 
terrenos, el segundo á la alteración de hitos, y el 
último á la sustracción de leñas, raices y brozas en 
un monte público: 

3. Que respecto de la roturación arbitraria, ha- 
biéndose declarado incompetente el juez para co- 
nocer de ella y reconocido Jas facultades y atribu- 
ciones que á la Administración confieren las dispo- 
siciones vigentes, quedó por tal razón resuelta la 
competencia suscitada, sin que sea dable hacer de- 
claración alguna sobre ella: 

4 Que limitada y circunscrita la presente con- 
tienda á solo los extremos que en la denuncia ha- 
cen relación á la alteración de hitos en an monte 
público y á la sustracción del mismo de leñas, raí- 
ces y brozas, á esto debe también limitarse la reso- 
Inción que se dicte. 

5. Que tales hechos pruosóa ser constitutivos de 
un delito con arreglo al Código penal, cuyo conoci.- 
miento está reservado á los Tribunales de justicia, 
y no teniendo la Administración que resolver tam- 

oco cuestión alguna previa que pueda influir en el 

allo que en su día dicten dichos Tribunales, es in- 
dudable que no encontrándose el presente caso 
comprendido en ninguno de los dos en que, por ex- 
cepción, pueden los gobernadores suscitar contien- 
das de competencia en los juicios criminales, no ha 
o suscitarse este conflicto.» (R. D. 22 Mayo 1893, 
aceta 27 id.) 


BR. D.5 Junio 1893. Declarando que no ha debido 
suscitarse una competencia porque estaba resuelta nega- 
tivamente la cuestión previa sobre estado posesorio de los 
montes en concepto públicos, al tolerarse su cerra- 
miento como particulares, 


Es otra competencia suscitada por el gobernador 
de Lugo al juez de instrucción de dicha ciudad que 
conocía de una denuncia hecha por particulares, de 
que siendo dueños de unos trozos de monte que te- 
nian cercados y de que venían aprovechándose quie- 
ta y pacíficamente más de diez años hacía, otros 
re ed convecinos suyos,se habían propasado 

derribar las cercas. Como los denunciados sostu- 
vieron ante la autoridad administrativa que aque- 
llos terrenos correspondían al monte comunal, el 
gobernador requirió de inhibición al Juzgado, que 
sostuvo su competencia. Con vista del núm. 1.*, ar- 
tículo 8. del R D. de 8 de Septiembre de 1887, y el 
núm. 5.%, art. 73 de la ley municipal, se declara que 
no ha debido suscitarse: 

«... Considerando: que si bien á la Administración 
corresponde sostener el estado posesorio de los 
montes comunales y reivindicar aquellas usurpa- 
ciones en las cuales concurra alguna de las dos cir- 
cunstancias de ser reciente ó de fácil comproba- 
ción, es lo cierto que en el presente caso, deducida 
ante el Ayuntamiento de Lugo la oportuna denun- 
cia de tales cerramientos en los montes de que se 
trata, fué desestimada la pretensión que se hizo 
por la Comisión provincial en alzada, sin que apa- 
rezca que contra tal resolución se dedujera recurso 
alguno, quedando, por tanto, y en tal forma, re- 
suelta la cuestión previa de que á la Administra- 
ción corresponde conocer...» (R. D. 5 Junio 1892.— 
Gac. 11 1d.) 


"R. D. 30 Noviembre 1893. Abusos en los apro- 
vechamientos: Daños. 


Decidiendo competencia á favor de la Administra- 
ción, se declara que corresponde á ésta determinar 
si hubo abuso en el modo de efectuar el aprovecha- 
miento forestal y castigar los daños que no excedan 
de 2.500 pesetas.—Los fundamentos de la decisión, 


recaída en Ja competencia suscitada por el go- 


bernador de Huelva al Juzgado instructor de Mo- 
ner, son los arts. 40 del reglamento de 8 de Mayo 
e 1884 y 8. del R. D. de 8 de ae de 1887, y 
que los abusos origen del conflicto y cometidos en 
el monte de los propios de Moguer, se practicaron 
con ocasión de un aprovechamiento forestal, y no 
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resulta que los daños ocasionados excedieran de 
rea A ass (1). (R. D. 20 Noviembre 1892.—Gace- 
a ; 


MONUMENTOS EN ULTRAMAR, 
Ley de presup. de Onba 80 Junio 1893, 
Sepulcro para conservar los restos de Critóbal Colón, 


«Art. 30. Se amplía á 150.000 pesos el crédito 
ermanente de 100.000 concedido en el art. 20 de 
a ley de 18 de Junio de 1890, con destino á auxi- 

liar los gastos que origine la construcción de un 
sepulcro en la catedral de la Habana, donde se 
conserven los restos de Cristóbal Colón, y erigir 
un monumento conmemorativo del descubri- 
miento de América, 


MORADA. V. ALLANAMIENTO DE...: DOMICILIO, 


MORATORIAS. Véase en GoBIERNO... DE LAS 
PROVINCIAS €l art. 16 del R. D. de 18 de Mayo. 


MOSTRENCOS Ó VACANTES. V. BrENES 
MOSTRENCOS. 


MUJER CASADA. V. BiENES DE LA SOCIE- 
DAD CONYUGAL: CONTRATOS: RETIROS y On ENJUI- 
CIAMIENTO CRIMINAL la sent. 18 Febrero 1891 ca- 
sando la recurrida por el error de penar un de- 
lito de injurias á instancia del padre de la ofen- 
dida, casada durante la sustanciación del juicio. 


MULTAS. Por intrusiones, usurpaciones ó da- 
ños en vías pecuarias y á los ganaderos por la in- 
vasión de ganados en propiedad privada. —Véase 
en SeRVvIDUMBRES DE PASTOS la sent. del T. C. A. de 
4 de Noviembre 1891, estableciendo que los alcal- 
des tienen facultades para imponer multa é los 
dueños de ganados por la invasión de viñas ar- 
boladas de propiedad privada, y en GANADERÍA 
los arts. 105 y sigtes. del reglamento de 18 de 
Agosto. 

—Véase ade más FerrocARRILES (multas por re- 
traso de trenes, etc., etc.) RENTA DE ADUANAS (S0- 
bre multa por aprehensiones de tabaco) y Jur1sDIC- 
CIÓN CONTENCIO80 ADMINISTRATIVA sobre requisi- 
tos para recurrir contenciosamente contra la 
imposición de multas. 


MUSEOS AGRICOLAS. Véanse las disposi- 
ciones del reglamento sobre granjas regionales 
inserto en AGRICULTURA. 


NACIONALIDAD ESPAÑOLA. Naturali- 
zación de extranjeros. (V. el artículo ExTrAN- 
JERÍA del Dicc.) 


R. D. 12 Junio 1892. 
Concediendo nacionalidad d un extranjero. 


Gon.) «Conformándome con lo propuesto por 
el Ministro de la Gobernación, y de acuerdo con 
el dictamen de la Sección de Gobernación y Fo- 
mento del Consejo de Estado; 

En nombre, etc. 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Se concede á D. Edmundo Kurz 
Thomann la nacionalidad española que tiene 
solicitada. 


(1) Véanse otros casos análogos en las decisiones de 27 
de Febrero y 8 de Enero de 1893. 
— Y. HURTO DE LEÑAS. 


Art. 2, La expresada concesión no produci- 
rá efecto alguno hasta tanto que el interesado 
presto juramento de fidelidad á la Constitución 

el Estado y obediencia á las leyes con renuncia 
de todo pabellón extranjero y sea inscrito en el 

egistro civil.—Dado en Aranjuez á 12 de Junio 
de 1892.—Maria Cristina.—El Ministro de la Go- 
bernación, José Elduayen.» (Gac. 21 Junio.) 


Rs. Ds. 15 Julio 1882. 

(ULTRAMAR.) «Artículo 1.2 Se concede al súb- 
dito chino cristiano Joaquin Martinez Si Tiong- 
tay, residente en Filipinas, la naturalización 
española que tiene solicitada; entendiéndose 
que ésta ha de ser de cuarta clase con arreglo 
él las leyes de la Monarquía. 

Art. go La expresada concesión no produci- 
rá efecto hasta que el interesado haya prestado 
el juramento prescrito para estos casos, con re» 
nuncia de todo pabellón extranjero. 

Dado en Palacio á 15 de Julio de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro dé Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» (Gac. 19 Julio.) 

—Otro Real decreto de la misma fecha conce- 
de la naturalización á un súbdito alemán, resi- 
dente en Filipinas, en los mismos términos que 
la anterior. 


NAVARRA. V. Fueros DE LAS PROVINCIAS VAS" 
CONGADAS y en HiPoTECAS la resolución de la Di: 
rección de los Registros de 3 Enero 1892, sobre 
facultades del cónyuge supérstite relativamente 
á las ganancias ó conquistas pertenecientes al 
premuerto. 


NAVEGACION DIRECTA. Sobre el con- 
cepto de la misma para los efectos arancelarios. 
V.en RENTA DE ADUANAS la disposición undéci- 
ma del arancel de 31 Diciembre 1891. 


NOCHE. V. CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES: 
MALVERSACIÓN DE CAUDALES. 


NOMBRE AJENO (Usurpación de). Véase 
UsurPaAcióN. 


NOTARIADO. La legislación y jurispruden- 
cia relativa á este punto, queda inserta, anota- 
da y concordada en el tomo VIII, págs. 375 y si- 
guientes, de la quinta edición del Diccionario. 
He aqui lo publicado sobre la materia en 1892: 


Ley de presupuestos 80 Junio 18983. 

Su artículo 6.*, inserto en CONTRIBUCIÓN INDUS- 
TRIAL, mandó al Gobierno revisar el reglamento 
y tarifas de la contribución industrial, señalan- 
do el criterio á que debía ajustarse. Uno de los 
conceptos de la reforma se refería al recargo á 
los notarios en un 50 por 100 de las cuotas que 
hoy satisfacen (1). 


Ley 80 Junio 1893. 


Es la de bases para la reforma de la legislación 
del impuesto de derechos reales. La letra L dela 
base 1.* dispuso que contribuyeran al impuesto 
las pensiones de los Montepios de Notarios.— 
Véase IMPUESTOS DE DERECHOS REALES. 


R. 0. 23 Septiembre 1899. 

Modificación de la división de ciertos distritos notariales 
como consecuencia de la supresión de varios partidos 
judiciales: Criterio con arreglo al cual se ha de llevar 
á cabo dicha modificación (2). 


(Grac. Y Just.) «Ilmo. Sr.: Suprimidos varios 
(1) Rigen hoy el reglamento y tarifas de 28 Mayo 1896. 


(AP. de 1896, p8. 267 y siguientes.) 
(2) La mayor parte de los Juzgados suprimidos por el 


NOTARIADO. (Jurisprudencia. 





partidos judiciales por el R. D. de 16 de Julio úl- 
timo, no puede hacerse la distribución territo- 
rial definitiva entre los J uzgados que han que- 
dado subsistentes hasta que se cumpla lo dis- 
puesto en la KR. O. de 80 del expresado mes; y 
como los distritos notariales han de adaptarse á 
los respectivos partidos judiciales en su número 
y demarcación, 

S. M. la Reina, etc., ha tenido á bien disponer: 

Primero. Que continúe por ahora sin altera- 
ción alguna la división de distritos notariales 
establecida por la vigente demarcación de 2 de 
Junio de 1889. 

Segundo. Que cuando se haga la división te- 
rritorial definitiva entre los Juzgados, se entien- 
da modificada en igual forma la de los distritos 
notariales, á tenor de lo dispuesto en el art. 8. 
de la ley de 28 de Mayo de 1862; suprimiéndose, 
por tanto, los correspondientes á los suprimidos 
partidos judiciales, y distribuyéndose las Nota- 
rias entre los demás distritos del mismo modo 
que los pueblos donde aquéllas radiquen entre 
los partidos judiciales subsistentes. 

Tercero. Que en consonancia con las altera- 
ciones de los distritos, que hayan de hacerse por 
virtud de la disposición anterior, se rectifiquen 
á su tiempo los cuadros do sustituciones notaria- 
les, de igual manera que se formaron, Ó sea por 
las Juntas directivas de los Colegios y con la 
aprobación de los presidentes de las Audiencias 
á tenor de lo establecido en el art. 5.2 del Real 
decreto de 2 de Junio de 1889. 

De Real orden, etc. Madrid 23 de Septiembre 
de 1892.—Cos Gayón.» (Gac. 24 td.) 


E. 0. 2 Septiembre 1892. 

Abono de gastos y derechos de los motarios de Ha- 
clenda que actúen en las subastas para contratas de 
servicios del Estado. 

(Hac.) «Vista la consulta hecha á esa Direc- 
ción general por el director de las minas de azo- 
gue de Almadén, referente al abono de los gas- 
tos y derechos á los notarios de Hacienda que 
actúen en las subastas para contratar los servi- 
cios y surtidos necesarios en aquel estableci- 
miento minero: 

Resultando que la práctica generalmente se- 
guida en la duplicidad ó simultaneidad de di- 
chas subastas, análogas á las de bienes naciona- 
les, según las instrucciones dictadas para el 
cumplimiento de las leyes desamortizadoras, es 
que sólo se abonen á los funcionarios que en 


ellas intervinieren los gastos y derechos corres-. 


pondientes á las subastas en que tenga efecto 
el remate y no en las otras que simultáneamen- 
te se celebren: 

Considerando que los servicios notariales no 
son en estos casos prestados por cualquiera de 
loz que se dedican al ejercicio de su profesión, 
sino por los designados como notarios de Ha.- 
cienda, quienes, al aceptar el nombramiento, lo 

acen implícitamente con todas sus consecuen- 
cias, siendo lógico que compitiendo únicamente 
á ellos por razón de su cargo extender los docu- 
mentos públicos que á la Hacienda interesan, en 
Justa reciprocidad de las ventajas que esto les 
Proporciona, llenen de oficio las funciones de 
cuyo abono se trata en los casos en que las su- 

astas no surtan efecto por cualquier causa en 
los puntos en que se verifiquen; 

S. M. el Re (q: D.G.), y en su nombre la Rei- 
ha Regente del Reino, de conformidad con lo 
Propuesto por ese Centro directivo y lo infor- 
wedo por la Intervención general de la Admi- 





RE. D. de 16 de Julio de 1892 han sido restablecidos, como 
daa dicho por nota al art. 8.2 de ese Decreto en la 
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nistración del Estado, se ha servido resolver 
que, como compensación á los beneficios que el 
cargo les reporta, los notarios de Hacienda, en 
el hecho de aceptar el nombramiento de tales, 
se entiende que renuncian al abono de los gas- 
tos que hagan y derechos que les puedan corres- 
ponder por su asistencia á las referidas subas- 
tas que tengan por objeto contratar los servi- 
cios que le Hacienda necesite, cuyas actas auto- 
ricen, aunque su resultado sea positivo en cual- 
quiera de los puntos en que simulténeamente se 
celebren; debiendo hacerse el referido abono de 
gastos y derechos únicamente al notario que 
e de actuado en la localidad en que resulte 
haber mejor postor al servicio subastado, siem- 
pre que éste le sea adjudicado definitiva men! .. 

De Real orden, etc. Madrid 23 de Septiembre 
de 1892.—Concha.—Sr. Director general de pro- 
piedades y derechos del Estado.» (Fac. 20 No- 
viembre.) 


R. O. 24 Diciembre 1892. 
Haciendo extensivo á Filipinas lo dispuesto en R. O. de 
17 de Julio 1885 sobre oposición á Notarías por los que 
han ejercido fe pública extrajudicial. 


(ULTRAMARB.) «Ilmo. Sr.: Vista la instancia 
presentada por D. Vicente Franco y González, 
vecino de Bacolod, en la isla de Negros, solici- 
tando se haga extensiva á las islas Filipinas la 
jurisprudencia sentada por Real orden de 17 de 
Julio de 1885, mandando sean admitidos á las 
pe para Notarías vacantes en dichas 
islas á los que hayan ejercido la fe pública 
extrajudicial, ó la ejerzan en la actualidad, 
como dueños ó administradores de oficios ena- 
ptes con tal que hayan sufrido examen ante 
as Audiencias antes de regir en aquellas islas 
la ley A reglamento del Notariado... 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, se ha servido acceder 
á lo solicitado, haciendo extensiva á las islas 
Filipinas la Real orden de 17 de Julio de 1885 
que rige en Cuba y Puerto Rico, y disponiendo 
en su consecuencia que todos los que á la publi- 
cación de la ley del Notariado de 15 de Febrero 
de 1889 desempeñaban ó habían desempeñado 
oficio de la fe pública extrajudicial en virtud 
de examen ante las Audiencias y con el corres- 
pondiente titulo, ya como propietarios, ya como 
administradores de los mismos oficios, han esta- 
do y están en aptitud de volver á ejercer las fun- 
ciones notariales, mediante oposición conforme 
á PE (R. O. 24 Diciembre 1892.—(ac. 6 
Enero 1893.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 29 Octubre 1891. .Los notarios de Indias, 
como los demás, están obligados 4 prestar la fianza exi- 
gida porel R. D. de 7de Mayo de 1885 d todos los que 
ejercen la fe pública extrajudicial en Ouba y Puerto Rico. 


Así se establece por el Tribunal de lo contencioso 
administrativo en el pleito promovido en nombre 
de varios notarios de la Habana, contra Real orden 
del Ministerio de Ultramar, que de acuerdo con el 
dictamen del Consejo de Estado en PS resolvió, 
en conformidad á lo dispuesto en el R. D. de 7 de 
Mayo de 1885, que todos los que en Cuba y Puerto 
Rico ejercieranla fe pública extrajudicial, inclnyen- 
do entre éstos á los notarios de Indias, estaban obli- 
gados á prestar la fianza exigida por la ley en el tér- 
mino de tres meses. He aquí los fundamentos del 
fallo, qua se dicta con vista del art. 4.0 del Real de- 
creto mencionado: 

«.. Considerando: que según este artículo, todos 
los que á la publicación del Real decreto de que for- 
ma parte ejercían la fe pública extrajudicial en las 
islas de Cuba y Puerto Rico debían tener constituí- 
das ó constituir en el término de tres meses las fian- 
zas señaladas en el art. 4.9%; pero se admitiría á los 
que fueron propietarios ó administradores de anti.- 
guos oficios enajenados, en concepto de fianza, el 
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valor de éstos, y cuando no alcanzase á cubrir el 
tipo correspondiente, la completarían en la forma y 
valores expresados en los arts, 1.2 y 2,0 de este de- 
creto: 

Considerando: que la forma general y absoluta de 
esta disposición excluye la posibilidad de que en las 
referidas islas subsista clase alguna denotarios re- 
levados de la obligación de prestar fianza: 

Considerando: que no sólo se deduce así del arti- 
culado del Real decreto, sino que además demues- 
tran con entera claridad que fué éste el pensamien- 
to del legislador, el preámbulo que precede á la Real 
disposición y el expediente origen de la misma, don- 
de constan losfinformes de las Juntas directivas de 
los Colegios notariales y Salas de gobierno de las 
Audiencias de los respectivos territorios, de los Cen- 
tros del Ministerio y de la Sección de Hacienda del 
Consejo de Estado, emitidos todos en el sentido de 
que los notarios de Indias estaban, como todos los 

emás, obligados á prestar fianza, y convenía decla- 
rarlo así para evitarlas dificultades y dudas que con 
frecuencia se suscitaban; y 

Considerando: que en virtud de los anteriores fun- 
damentos es evidente el acierto ccn que la Real or- 
den impugnada interpretó el art. 4. del R. D. de 7 
de Mayo de 1885 y debe ser por consiguiente desesti- 
mada la demanda.» (Sent. 29 Octubre 1891.—Gac. 28 
Agosto 1882, p. 341.) 


Resol. 939 Octubre 1893. Constitución de fianza 
para el cargo de notario. 


Está inserta, como todas las emanadas de la Di- 
rección de los Registros, en HIPOTECAS (1). Reitera 
la doctrina de que para la constitución de fianza 
hipotecaria basta la voluntad del dueño de los bie- 
nes, sobre los cuales se impone la garantía y decla- 
ra la inteligencia del art. 15 del reglamento del No- 
tariado sobre requisitos á que debe sujetarse el 
tercero que afianzó por el notario cuando trata de 
retirar la garantía. 


—Véase además FALSIFICACIÓN: INFIDELIDAD 
EN LA CUSTODIA DE DOCUMENTOS. 


O 


OBEDIENCIA DEBIDA. V. Daños DER GaA- 
NADOS: PROLONGACIÓN DE FUNCIONES. 


OBISPOS. Cuestiones sobre dotación.—Véa- 
se CONCORDATOS. 


OBLIGACIONES. V. ContraTOS y sus refe- 
rencias: CuaAsI CONTRATOS, 


OBRA PIA DE LOS SANTOS LUGARES. 
Véanse en RENTA DE ADUANAS las disposiciones 
2.*, núm. 5.”, y 14, núm. 9. de los Aranceles de 
81 de Diciembre de 1891, relativas á los objetos 
procedentes de Jerusalén. 


OBRAS PUBLICAS DE GENERAL USO Y 
APROVECHAMIENTO Ú OBRAS PUBLI- 
CAS DE FOMENTO. (Dicc., tomo VIII, pági- 
nas 462 y sigtes.) 


Loy de presap. de 30 Junio 1892. 
Contratación de la conservación de carreteras. 


«Art. 41. El Ministro de Fomento podrá con- 
tratar á título de ensayo la conservación de las 
carreteras de tres provincias, que puedan consi- 
derarse como tipos ó modelos entre todo el te- 
rritorio de la Península. 

El contrato se hará con sujeción á las reglas 


(1) En dicho artículo (Sección de jurisprudencia) pué- 
de consul'arse la importante doctrina de la Dirección ge- 
neral de los Registros sobre defectos en la redacción de es- 
crituras que obstan d la inscripción del acto ó contrato 
á que afectan.—Sobre este punto consúltese en CONTRA- 
TOS (p. 90) la Sent. del T. S. de 18 de Noviembre de 1891 
denegando pretendidas nulidades de escrituras públicas 
bajo el supuesto de contener defectos de forma, etc. 


establecidas para las construcciones de carre- 
teras. 

El Ministerio de Fomento cuidará hasta don- 
de sea posible de que no queden sin ocupación 
los peones camineros encargados hoy del servi- 
cio de conservación de carreteras.» 


-——V. CARRETERAS: CONTRATOS ADMINISTRATIVOS: 
FERROCARRILES: INGENIEROS: POLICÍA URBANA. 


OBRAS PÚBLICAS EN ULTRAMAR. 
(Diccionario, 5.* edición, tomo VIII, p. 530.) 


R. D. 31 Diciembre 1891. 

Personal de los Cuerpos de Minas y Montes: Vacantes: Cu- 
tegoría y haberes: Haciendo extensivas d dicho personal 
las disposiciones del de 10 de Abril, relativo al. de inge 
nísros de Caminos, Canales y Puertos. 

(ULTRAMAR.) «Artículo único. Los preceptos 
contenidos en el R. D. de 10 de Abril de 184l, re- 
lativos al personal de ingenieros de Caminos, 
Canales y Puertos, que presta sus servicios en 
las provincias de Ultramar, por el que se deter- 
mina la forma de proveer las vacantes, y se fijan 
la categoría y haberes que debe disfrutar, cual: 

uiera que sea la provincia en que sirva y las 

unciones que desempeñe, se hacen extensivas al 
personal de igual clase de los Cuerpos de Minas 

y Montes de las expresadas provincias, enten- 

diéndose que las categorías, sueldos y sobresuel- 

dos que en virtud del mismo habrán de disfrutar 
los ingenieros de Minas y Montes, que sirven 
actualmente en Ultramar, serán las que según 
este decreto correspondan á las plazas de plan: 
tilla que cada cual desempeña, y que figuran en 
los actuales pp ion no las que se les 
hayan asignado al pasar á las respectivas pro- 
vincias de Ultramar, si fueren superiores á las 

que según plantilla debe corresponderles (1). 

Dado en Palacio á 31 de Diciembre de 1891.— 
Maria Cristina.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Gac. 3 Enero 1892.) 


R. D. 81 Julio 1882. 

Acueducto de Santiago de Cuba: Abastecimiento de la 

ciudad. 

(ULTRAMAR.) Extracto.—En cumplimiento del 
art. 32 de la ley de presupuestos de Cuba, se fijan 
por este decreto los conceptos en que ha de con- 
sistir la subvención para reconstruir su histó- 
rico acueducto PA para abastecer de aguas pota- 
bles á la referida capital. (Gac. 4 Agosto.) 


OBREROS. V. ImPursto SOBRE LOS PAGOS: 
AsocIACIÓN Y REUNIÓN: JoRNALES: ORDES PÚ: 
BLICO. 


OFENSAS á la moral. V. FaLTAas. 


OFICINAS PUBLICAS. — Arrendamiento 
de edificios para oficinas públicas. (Diecio- 
nario, t. VIII, p. 546.) 


Rs. Ds. 9 Febrero 1892. 

Autorizando al Ministro dela Gobernación, y en su nom: 
bre á la Dirección general de Comunicaciones, pero 
arrendar un local donde instalar los servicios de esto 
última dependencia. 

(Gon.) «Visto el resultado de la segunda con: 
vocatoria de propietarios para el arrendamiento 
de un local donde instalar servicios de la Direc: 
ción general de Comunicaciones, en Madrid: 
Visto lo que dispone el art. 4. del R. D. de 2 de 
Mayo de 1876 referente á las formalidades de 
errendamiento de locales: A propuesta del Mi: 
nistro de la Gobernación y de acuerdo con el 
Consejo de Ministros; 

En nombre, etc., 


(1) Véase INGENIEROS. 





OFICIOS ENAJENADOS. 





Vengo en decretar lo siguiente: 

Se autoriza al Ministro de la Gobernación, y 
en su nombre y representación á la Dirección 
E de de Comunicaciones, para arrendar á 

. Juan Antonio Nueda el local de su propiedad 
ofrecido por éste, sito en la calle de Galileo, nú- 
meros 6 y 8, más el solar contiguo, cerrado y 
con dos cobertizos, con arreglo á las condicio- 
nes reglamentarias, en precio de 6.000 pesetas 
anuales, durante el plazo de cinco años; pu- 
diendo continuar por la tácita durante el que 
deseen ambas partes contratantes, sin otra li- 
mitación que el aviso mutuo de desahucio con 
seis meses de anticipación á la fecha en que se 
desee terminar el contrato, prorrogable, con las 
mismas condiciones, por otros tres meses si la 
Administración los necesitase para abandonar 
el local. 

Dado en Palacio á 9 de Febrero de 1892.—Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de la Gobernación, 
José Elduayen.» (Gac. 24 Febrero.) 


—Otra autorización en igual forma para el 
arrendamiento de local donde instalar los dos 
servicios de Correos y Telégrafos en Valencia, 
en Real decreto de igual fecha, inserto en la 
misma Gaceta, p. 586. 


Jurisprudencia. 


Sent. OC Noviembre 1894. Incompetencia de la ju- 
risdicción contencioso.administrativa para conocer de 
las cuestiones acerca de la interpretación y rescisión de 
los contratos otorgados por la Administración con los 
particulares sobre arrendamientos de casas para oficinas 

et por no ter estos arriendos contratos adminte- 

vOS. 


Arrendada una casa de doña Clotilde Romrée 4 la 
Intendencia de Hacienda de Filipinas, para que en 
el edificio funcionara la Audiencia, este Tribunal 
se alejó de él porque la casa amenazaba ruina; es- 
timando de hecho rescindido el contrato. La dueña 
pidió que éste se cumpliera, y denegada su preten- 
sión en vía gubernativa, la reprodujo en la conten- 
ciosa ante el Consejo de Administración del Arohi- 
piólago; que dictó sentencia reconociendo á lá pro- 
pensas con derecho al percibo de los alquileres, 

asta la extinción del compromiso ó rescisión for- 
mad de lo convenido, y á los intereses legales, eto. 
Apelado este fallo para ante el Consejo de Estado, 
el Tribunal de lo C. A. lo declara nulo, y nulas igual- 
mente las actuaciones que le precedieron: 

«Considerando: que según se ha declarado con re- 
petición en casos análogos al que motiva el presen- 
te litigio, los contratos de arrendamiento de ediíi- 
cios para establecer en ellos alguna oficina ó de- 
pendencia del Estado, no tienen el concepto de 
contratos administrativos sobre servicios públicos, 
pues en ellos la Administración interviene como 
persona jurídica, y no puede confundirse el finá 
que se destine la cosa arrendada con lo que verda- 

eramente constituye un servicio ú obra pública, 
por lo que no concurre con respecto á las cuestio- 
nes que se susciten sobre la interpretación y resci- 
sión de los enumerados contratos, la causa de la 
excepción que las má Pag del conocimiento y fallo 
de los Tribunales de la jurisdicción ordinaria: 

Oonsiderando: que según igualmente tiene decla- 
rado la jurisprudencia, las cuestiones de compe- 
tencia son de orden rs y pueden suscitarse en 
cualquier estado del pleito, sin que empexca para 
ello en el caso presente el que resulte autorizada 
la vía contencioso-administrativa para la deman- 
da, pues el dar tal aloance á dioha autorización, 
implicaría una prórroga de jurisdicción contraria 
á las loyes y á la esencia de la cosa litigiosa...» 
le 6 Noviembre 1891.—Gacs. 90 Agosto y 1. Sep- 
iembre 18982, p. 859.) 


9-10 Octubre 1891. Las cuestiones sobre inteligen- 
cia, cumplimiento y efectos de los contratos en que la Ad- 
ministración interviene como persona jurídica, deben 
les aba ante la jurisdicción ordinaria, y no ante el 
Tri pr de lo Contencioso, por carecer de competencia 
para ello. 


Elevada instancia al Ministerio de la Goberna- 
ción por D. Mateo Enrique Lladó para que se le pa- 
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pao los alquileres del edificio que ocupaba el Go- 
ierno civil y Estación telegráfica principal de las 
islas Baleares, que habínn dejado de abonarse des- 
de 1.? de Octubre de 1879 hasta fin de Junio de 1891, 
se dictó R. O. en 29 Marzo de 1859 desestimando su 
pretensión, por no haberse solicitado el reconoci- 
miento y liquidación del crédito dentro de los cinco 
años siguientes á la conclusión del ejercicio de que 
pa conforme á lo dispuesto en el art. 19 de 
a ley de % de Junio de 1870. Contra dicha Real or- 
den interpuso Lladó recurso contencioso adminis- 
trativo, emplazándose al fiscal para contestar á la 
demanda, como lo hizo, pidiendo que se absolviera 
de ella á la Administración. El letrado defensor del 
demandante solicitó en el acto de la vista se decla- 
rase incompetente el Tribunal para conocer del 
asunto, por tratarse de un contrato de carácter ci- 
vil; á lo cual accede aquél con vista de los artículos 
a 5.2 de la ley de 18 Septiembre 1888: 

«Considerando: que la competencia atribuida así 
por la legislación anterior como por la de 13 de Sep- 
tiembre de 1888 á la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa para entender de las cuestiones relativas 
al cumplimiento, eatironciA: rescisión y efectos 
de los contratos celebrados por la Administración, 
se limita á los que tienen por objeto un servicio pú- 
blico ó una obra de esta clase: 

Considerando: por tanto, que los contratos en que 
la Administración intervenga y que no versen de 
una manera directa ó inmediata sobre la ejecución 
de una obra ó servicio público no tienen carácter 
administrativo, y en sa consecuencia, obrando en 
ellos la Administración como persona jurídica, el 
conocimiento de las cuestiones Á que den lugar co- 
rresponde á la jurisdicción ordinaria, según tiene 
declarado con repetición la jurisprudencia: 

Considerando: además, que el contratn de arren- 
damiento de una casa para establecer en ella algu- 
na dependencia del Estado, no puede estimarse 
como un contrato administrativo sobre servicios 
públicos, porque en él obra la Administración como 

ersona jurídica, y no puede confundirse el objeto 
ki que se destine la casa arrendada con lo que ver- 
daderamente constituyen los servicios públicos: 

Considerando: que aunque alguna Sección de este 
Tribunal haya adoptado diferente criterio al resol- 
ver semejante cuestión en trámite de excepción di- 
latoria, esto no puede ser obstáculo para que la 
Sala, al sentar la doctrina que antecede, siga las 
declaraciones de la jurisprudencia del celo de 
Estado, consignadas, entre otras, en el R. D. 5. de 
91 de Diciembre de 1880, y la establecida por este 
mismo Tribunal en otros fallos, señaladamente en 
el de 12 de Diciembre de 1890, recaído en un caso 
análogo al presente: 

Y considurando que por las razones expuestas 
procede declarar la incompetencia de esta jurisdio- 
ción para conocer del asunto, cuestión sobre la 
cual puede decidir el Tribunal al dictar sentencia 
sobre el fondo.» (Sent.8-10 Octubre 1891.—Gac.6 Agos- 
to 1692, pág. 809 


—Véase tambien en el AP. de 1893, p. 274, la senten- 
cia de 8 Junio 1893, y en el de 1891, p. 815, la de 123 
Junio 1891. Además sobre arrendamiento de fincas 
para Aduanas, depósitos, almacenes, véase el Apón- 
dice núm. 28 de las Ordenanzas de Aduanas (APÉN- 
DICE de 1894, p. 909). 


OFICIOS ENAJENADOS. (Dice., 5.* edición, 
págs. 547 4 556.) 


R. O. 2 Diciembre 1892, 

Medidores de granos: reconociendo d la condesa viu la 
del Asalto derecho d ser indemnizada por la supresión 
de 15 oficios... 

(Hac). «Visto el expediente instruido sobre 
abono de la indemnización correspondiente por 
15 oficios suprimidos de medidores de granos y 
peso de harinas de la ciudad de Barcelona: 

Resultando que suprimidos los expresados 
oficios por la ley de extinción del Real Patri- 
monio de 18 de Diciembre de 1869, la condosa 

viuda del Asalto y sus hijas doña Fernanda y 

doña a po García Alesón y Pardo recla- 

maron la indemnización correspondiente en ins- 
tancias de 20 de Junio de 1870 y 15 de Mayo do 
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1882, acompañando varios documentos, y entre 
ellos, una certificación expedida en 17 de Febre- 
ro de 1818 por el archivero del Real Patrimonio 
en Cataluña, y en la que se hace constar que los 
dichos oficios los enajenó la Corona á D. Félix 
Davalillo por precio de 350.000 reales, el que 
debidamente autorizado, los comprendió des- 
pués en el mayorazgo que fundó en 1755, disfru- 
tándolos los sucesores en el vínculo expresado, 
incluso el último poseedor D. Carlos García 
Alesón, de quien son herederas las reclamantes, 
hasta que decretó su abolición la ley citada de 
18 de Diciembre de 1869: 

Resultando que desestimadas aquellas instan- 
cias por R. O. de 27 de Agosto de 1883, y recurri.- 
da en la vía contenciosa, dictóse el Real decreto 
sentencia de 29 de Agosto de 1887 dejándola sin 
efecto, y declarando en su lugar que procedía 
examinar si el título invocado reunía los requi- 
sitos que determina el art. 6.? de la ley citada y 
acordar en su vista: 

Resultando que tramitado de nuevo el expe- 
diente en la via gubernativa, fueron desestima- 
das también las pretensiones de que queda he- 
cho mérito por R. O. de 19 de Noviembre de 
1889, en razón á haberse interpuesto la reclama- 
ción fuera del plazo señalado por la ley de ca- 
ducidad de créditos de 19 de Julio de 1869, y re- 
vocóse igualmente esta Real orden por senten- 
cia del Tribunal de lo Contencioso administra- 
tivo de 13 de Julio del año último, que declara 
que la instancia de los herederos del conde del 

salto fué deducida en tiempo hábil, y que la 
Administración activa debe examinar si concu- 
rren los demás requisitos exigidos para la pro- 
cedencia de la indemnización de que so trata: 

Resultando que reanudada nuevamente la 
tramitación del expediente, esa Dirección ge- 
neral propuso se reconociera que los referidos 
títulos reunian todos los requisitos exigidos 
para la indemnización reclamada, en lo que se 
mostraron conformes la Dirección de lo Con- 
tencioso y la Intervención general; y de acuer- 
do con lo informado por la Sección de Hacien- 
da y Ultramar del Consejo de Estado, se dictó 
la R. O. de 16 de Junio último, disponiendo que 
antes de resolver sobre la ejecución de las sen- 
tencias indicadas, se procediese al cotejo con su 
original de la certificación expedida por el ar- 
chivero del Real Patrimonio en Cataluña en 
1818 y que las reclamantes habían presentado; 
y encumplimiento de dicha Real orden, fué prac- 
ticada la expresada diligencia en debida forma 
y ante legítimos representantes de la Hacienda: 

Considerando que declarado por Real decreto 
sentencia de 29 de Agosto de 1887 que la ley 
aplicable al caso presente es la de 18 de Diciem- 
bre de 1869, y por la sentencia del Tribunal de 
lo Contencioso administrativo de 13 de Julio de 
1891 que la reclamación de los herederos del con- 
de del Asalto fué interpuesta en tiempo hábil, 
reconociendo implícitamente ambos fallos la 
legítima personalidad de los reclamantes, y sub 
sanado el defecto de que adolecía el título que 
las mismas presentaron, puesto que éste ha sido 
cotejado en forma con su original, es evidente 
que están resueltas todas las cuestiones y dudas 
que pudieron suscitarse con motivo de este ex- 
pediente, y que es preo reconocer, por tanto, 
que concurren en el caso actual todos los requi- 
sitos exigidos por el art. 6.” de la ley de 18 de 
Diciembre de 1869 para que la indemnización so- 
licitada proceda: l 

Y considerando que aunque en la tantas ve- 
ces citada ley no se determina la forma en que 
ha de practicarse esta clase de indemnizacio- 
nes, procede que se practique en metálico por 
el precio que la Corona percibió á la egresión 


de los oficios, como se ha efectuado con otros de 
análoga índole, y como se practica con los of.- 
cios de la fe pública nados de la Corona, 
según lo dispuesto en la R. O. de 1.” de Diciem- 
bre de 1883, 

S. M. el Rey (Q. D. G.) y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, de conformidad á lo in- 
formado por la Sección de Hacienda y Ultra- 
mar del Consejo de Estado, se ha servido reco- 
nocer á favor de la condesa viuda del Asalto y 
sus hijas doña Fernanda y doña Concepción 
García Alesón y Pardo la cantidad de 87.500 pe- 
setas, como indemnización de 15 oficios supri- 
midos de medidores de granos y peso de harinas 
de la ciudad de Barcelona, y que deberá abonar- 
se á las interesadas, previa consignación en el 
prep ueSto de Obligaciones generales de: Es- 
tado. 

De Real orden, etc.—Madrid 2 de Diciembre 
de 1892.—Concha.—Sr. Director general de la 
Deuda pública.» (Fac. 22 Diciembre.) 


Jurisprudencia. 


Sent.19 Diciembre 1691, Administradores de Es- 
cribanías y Notarias: Los administradores de dichos of- 
cios en el Archipiélago filipino, debieron cesar en su des: 
empeño desde el momento en que los notarios nombradot 
con arreglo al R. D. de 7 de Diciembre de 1888, tomaros 
posesión de sus cargos. 


Desestimada por R. O. de 19 Julio 1890 una solici- 
tud de D. Tiburcio Sáenz, pidiendo que se le decla- 
rase con aptitud legal para desempeñar el cargo de 
escribano público con ambas fes en 1lo Tio, que con 
el carácter de administrador venía desempeñando 
desde el año 18853, en que lo adquirió por renuncis 
en su favor de las propietarias del mismo doña Ao- 
gela y doña Rosa Araullo, el interesado acudió á la 
vía contenciosa con la súplica de que tal resolución 
fuera revocada. El T. O. A. deniega la anterior pre- 
tensión por el siguiente: 

«Considerando: que D. Tiburcio Sáenz Román ad: 
quirió la Escribanía de que eran dueñas doña An- 
golo y doña Rosa Araullo en virtud de la escritura 

e renuncia á su favor, otorgada por éstas en3 de 
Enero de 1889, Escribanía que con ambas fes, judi: 
cial y extrajudicial, desempeñaba como administre: 
dor, en virtud de Real título de confirmación de 9 de 
Junio de 1888; y que si bien, previo el pago de los de- 
rechos oportunos, le fué expedido el título provisio- 
nal de propietario del mencionado oficio, en 9 de 
Octubre de 1889, es lo cierto que por no haberlo obte 
nido con anterioridad á 7 de Abril del citado año 
1889, fecha de la promulgación en las islas Filipinas 
de la ley del Notariado, no debió ni puede serle apli- 
cada la disposición 1.* transitoria de la misma, q18 
otorgó á los propietarios de oficios enajenados el 
derecho de conservarlos, pues el expresado precepto 
se refirió tan sólo al caso de que lo fueran mediante 
el título correspondiente, y sí la 2.*, ae se relacio- 
na con los meros administradores de dichos oficios, 
único carácter que entonces tenía el demandante: 

Vista la ley del Notariado para las islas Filipinas 
comunicada en R. O. de 15 de Febrero de 1898 al go- 
bernador general, quien en 30 de Marzo del mismo 
año autorizó el «Cúmplase y expidanse al efecto las 
órdenes oportunas» publicada en la Gaceta de M 
de 7 de Abril siguiente, que previno en su disposl: 
ción primera transitoria: «Los escribanos y notarios 
que actualmente desempeñan la fe extrajudicial d 
ambas fes en concepto de propietarios de oficios 
enajenados, mediante el correspondiente titulo, 
continuarán ejerciendo sus cargos en los puntos 
asignados á sus oficios por sus respectivos títulos 
mientras no vacaren natural ó legalmente, y serán 
considerados como notarios para todos los efectos 
de esta ley...»; y en la 2*%: «Todos los que al tiempo 
de la publicación de estas disposiciones desempeúr 
ren, mediante el correspondiente título, lus dos fes, 
judicial y extrajudicial, como administradores de 
oficios enajenados ó notarios sustitutos interinos, 
continuarán ejerciendo las mismas funciones hasts 
tanto que tomen posesión los notarios nombrados 
con arreglo á esta ley y á sus disposiciones trans: 
torias, á los cuales habrán de entregar sus protocd- 
los, papeles y documentos en dicho día.» Fallamos, 
etcétera.» (Sent. 19 Diciembre 1891.—QGac. 10 Septien: 
bre 1392.) 





ORDEN PÚBLICO. 





Sent. 28 Diclembro 1891, Renuncia de los pro- 
pietarios de oficios en Ultramar: La falta de presentación 
en el expediente de renuncia del título de confirmación 
del renunciante, así como el no haberse acreditado si 
aquélla es primera d segunda, ni que se hayan satisfecho 
los derechos correspondientes, son causas bastantes para 
gor la Real confirmación solicitada por el adquiren- 
te del oficio. 

Denegada por Real orden de 15 de Febrero de 1889 
á D. Vicente Franco y González, la Real confima- 
ción solicitada á consecuencia de haber adquirido 
una Escribanía pública en Cebú por haberla renun- 
ciado á su favor el propietario, acudió el interesado 
á la vía contenciosa con la súplica de que la expre- 
sada resolución se dejara sin efecto y se le expidie- 
ra la Real códula de confirmación pretendida. El 
T.C. A. desestima igualmente dicha solicitud, de- 
DoS firme y subsistente la Real orden recu- 
rrida: 

«Considerando: que no se ha presentado en el ex- 
pediente el título de confirmación del renunciante 

ue exige la Real cédula de 21 de Mayo de 1831, que 

ispone que los expedientes instruidos en solicitud 
de Real confirmación abracen á lo menos la última 
eonfirmación y títulos interinos con que hayan ser- 
vido los renunciantes: 

Considerando: que tampoco se ha acreditado si 
se trata de una primera ó segunda renuncia, como 
para mayor claridad y mejor despacho de las con- 

rmaciones requiere la ley 28, tit. XXI, lib. 8.2 de la 
Recopilación de Indias, ni resulta que se hayan sa- 
tisfecho los derechos correspondientes á la Hacien- 
ds, sin que pueda sostenerse, como en la demarda 
se afirma, gos sen éste un defecto subsanable, toda 
vez que la ley 1.* del expresado título y libro exige 
de una manera terminante que el pago se haga al 
tiempo de verificar la renunciación, y que por consi: 
guiente, sólo hecho en este momento puede resultar 
eficaz y surtir todos los efectos legales: 

Considerando: que la falta de cumplimiento de 
los anteriores requisitos es causa bastante con arre- 
glo á las disposiciones citadas para que se deniegue 

Real confirmación, y que la Real orden que así 
lo declara resulta en consecuencia ajustada á de- 
recho.» (Sent. 28 Diciembre de 1891.—Gac. 12 Septiem- 
bre 1892, p. 465.) 


ORDEN PUBLICO. (Dicc., tomo VIII, pági- 
nas 551 á 571.) 


R. O. 16 Abril 1892. 


Dictando disposiciones, 4 las que han de atenerse las au- 
toridades civiles y militares en los casos de alteración 
del orden público. 


(GuErra.) «Excmo. Sr.: Las atribuciones de 
las autoridades civiles y militares, los medios 
das han de emplear para defender los derechos 

e la sociedad y del Estado cuando éstos se ven 
amenazados por alteraciones del orden público, 
y la forma armónica en que deben desarrollar- 
se y enlazarse las facultades de unas y otras, 
según el curso de los acontecimientos, están de 
antiguo determinados en las leyes de 17 de Abril 
de 1821 y de 23 del mismo mes de 1870 é instruc- 
ciones para cumplimiento de ésta de 19 de Julio 
siguiente, en los arts. 21 de la ley provincial 
de 29 de Agosto de 1882, 257 del Código penal 
común y 237 del de justicia militar y en diver- 
sas Reales órdenes relativas á tan importante 
materia, entre otras, la de 17 de Enero de 1878 y 
la de 10 de Agosto de 1885. 

Suscitadas, no obstante, algunas dudas en 
cuanto á la interpretación de los mencionados 
textos y quebrantada sensiblemente la unidad 
de criterio con que deben aplicarse por todos 
Jos llamados á intervenir en tales conflictos, ya 
para coujurarlos, ya para reprimirlos, conviene 
precisar en conceptos claros y categóricos la 
respectiva misión que á dichas autoridades in- 
cumbe como representantes del Poder supremo. 

A este fin basta recordar someramente los 
propósitos del legislador en relación con el su- 
cesivo desenvolvimiento de los delitos de que se 
trata, propósitos que, inspirándose en la necesi- 
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dad de garantizar eficazmente la seguridad de 
las instituciones, así como la de cosas y perso- 
nas, no excluye, antes demanda, el mutuo y 
continuo acuerdo desde los primeros instantes 
entre la autoridad civil y la militar, que pueden 
complementarse fácil y ventajosamente sin me- 
noscabo de la independencia de funciones que á 
cada cual corresponde. 

Hay sobre todo un periodo, el que llama la le 
de prevención y alarma, en el cual son de exi- 
gir, más quizá que en otro alguno, extremado 
espíritu de concordia y exquisito tacto de parte 
de ambas autoridades, para evitar á tiempo con 
sus combinados esfuerzos las malas consecuen- 
cias que pueda originar la preparada hostilidad 
de los rebeldes ó sediciosos. 

Ya en este sentido dijo una de las disposicio- 
nes antes citadas, la de Agosto de 1885, que si 
bien toca en primer término á los gobernadores 
civiles disolver toda manifestación contraria al 
orden público, dominar por sí la agitación y 
restablecer la tranquilidad, sirviéndose para 

rocurarlo del Cuerpo armado de Seguridad y 
do la Guardia civil, y requiriendo el auxilio y 
apoyo de las autoridades militar y judicial, no 
depende, sin embargo, exclusivamente y en to- 
dos los casos del gobernador la declaración de 
la insuficiencia de sus medios y la consiguiente 
entrega del mando. Esta puede surgir de las ne- 
cesidades impuestas por los hechos mismos, ora 
cuando la rebelión ó sedición se manifiesten des- 
de los primeros instantes, ora cuando los amo- 
tinados rompan el fuego. 

No es posible, por tanto, que la autoridad mi- 
litar permanezca pasiva, ni aun en los comien- 
zos del acto subversivo, siendo por el contrario 
indispensable que adopte por propia iniciativa 
medidas y precauciones encaminadas á favore- 
cer desde luego el buen éxito de una represión 
enérgica é inmediata, si fuese necesario. 

Con este objeto habrá de ocupar de antemano 
la autoridad militar aquellos puntos que consi- 
dere más útiles paca dominar en su caso el tu- 
multo, la sedición ó la rebelión, destinando pa- 
trullas á recorrer el recinto ó las inmediaciones 
de la población y distribuyendo la tropa de que 
disponga en los puestos ó destacamentos que 
estime preferentes, atendidas todas las circuns- 
tancias. , 

Cuando los revoltosos no están organizados 
todavía, ni han ocupado posiciones, conviene 
principalmente, siempre que fuere preciso, em- 

lear la caballería aun dentro de las calles, por 
a mayor rapidez de sus movimientos y para 1m- 
pedir que se formen grandes grupos, aprove- 
chando la impresión que produce el ataque y 
persecución de los jinetes. 

Las personas detenidas serán, no obstante, en- 
tregadas á la autoridad civil, ínterin no asuma 
el mando la militar. 2 

Cuando sea aquélla quien reclame el auxilio 
de ésta, con arreglo á la ley provincial, deberá 
ante todo enterarla del objeto y sitio á donde 
hay, en su concepto, que acudir, y la autoridad 
militar determinará entonces la fuerza que ha 
de prestarle; comunicando al que la mande las 
instrucciones que juzgue procedentes, y encar- 
gándole que dé cuantas novedades ocurran, al 
propio tiempo que le dé parte, transmita direc- 
tamente también á la autoridad civil el oportu- 
no conocimiento en obsequio de la brevedad. | 

Además, y por punto general, los puestos mi- 
litares, patrullas fuerzas destacadas, aun 
cuando no esté declarado el estado de guerra, 
ni hayan recibido orden especial, acudirán, 
como les permita su particular cometido, allí 
donde se hubiese roto el fuego, en auxilio de las 
fuerzas que sostengan el orden legal, ya sean 
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de ejército, Guardia civil ó de la policia, dando 
asimismo inmediato aviso á sus superiores. 

Llegado cualquiera de los casos previstos en 
el art. 13 de la ley de orden público, la autori- 
dad militar declarará el catado de guerra con 
las formalidades prevenidas, y adoptará enér- 
gicamente las disposiciones necesarias para nor- 
malizar la situación en el plazo más corto po- 
sible, 

Tan pronto como se inicie un alzamiento que 
tan importante medida reclame, los gobernado- 
res y comandantes militares, comandantes de 
destacamento y de puesto de la Guardia civil y 
carabineros, darán cuenta directamente á este 
Ministerio, por telégrafo, á la vez que lo hagan 
á la autoridad superior del distrito, de todas las 
novedades que ocurran. 

Penetrado V. E. del espíritu de las preceden- 
tes indicaciones, el Gobierno, que tiene plena 
confianza en su pericia y celo, y en la lealtad y 
valor de las tropas á sus órdenes, abriga la con- 
vicción de que si llegara á turbarse el orden en 
el territorio de su mando, será rápida y severa- 
mente restablecido, haciendo recaer sobre los 
culpables todo el peso de las leyes. 

Lo que de Real orden, etc. — Madrid 16 de 
Abril de 1892.—Azcárraga.—Sr. Capitán general 
de...» (Gac. 26 Abrs!l.) 


—V. CóDIGO PENAL: DESÓRDENES PÚBLICOS. 


ORDENANZAS MUNICIPALES (1). No 
son unas Ordenanzas municipales conjunto de 
preceptos determinados según principios de es- 
cuela, sino mandamientos de policía, ordenacio- 
nes enderezadas á hacer cómoda la vida, á regu- 
lar el movimiento y la actividad de los ciudada- 
nos en los límites de la ciudad. Para cumplir su 
objeto tienen que descender á los detalles más 
realistas de la policía urbana y sanitaria, regla- 
mentando, dentro de cierta medida, todo lo que 
pueda ejercer influencia en la armonía de los 
ciudadanos, en la salud pública ó en la conser- 
vación del orden local. 

Código tan casuístico, por necesidad ha de ser 
de formación muy difícil. No es, pues, extraño 
que el Ayuntamiento de Madrid haya retardado 
la publicación de las nuevas Ordenanzas, man- 
teniendo hasta hoy el imperio de las que formó 
en el año 1847 el ilustre Mesonero Romanos. Es- 
tas, como escritas con pluma de oro, fueron no- 
tabilísimas para la época en que se promulga- 
ron, pero el progreso rápido de la sociedad en 
la segunda mitad de nuestro siglo y el cambio 
radical de costumbres que en su consecuencia 
so ha operado, las había hecho anacrónicas, de 
suerte que más que para regular las relaciones 
de la vida moderna, podían servir, como docu- 
mento histórico, para estudio de aquella que des- 
cribieron en sus artículos Fígaro y El Curioso 
Parlante. Precisamente por eso han venido ri- 
giendo, más que ellas, multitud de disposiciones 
adicionales, de acuerdos posteriores del Munici- 
pio, contradictorios muchos, desconocidos todos 
para los obligados á cumplirlos. 


(1) Transcribimos fntegramente el juicio crítico de las 
Ordenanzas municipales de Madrid que insertamos en la 
primera edición de este AP. de 1898. 
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Tal situación se hacía insostenible, y querien- 
do salir de ella, pensó el Ayuntamiento, hace 
ya algunos años, en la formación de unas nuevas 
Ordenanzas. Retrasaron la empresa la dificultad 
de su ejecución, las vicisitudes de la vida conce- 
jil, la prudencia, aconsejando sin duda á los edi- 
les que no procedieran con ligereza en asunto de 
tan vital interés para el pueblo, y de seguro tam- 
bién el reverencial temor que el Ayuntamiento 
hubo de sentir al emprender la difícil labor de 
legislar. Formadas al fin, han vivido durante 
largo tiempo la vida azarosa y oscura del expe- 
dienteo; han seguido todos los trámites precep- 
tuados por el art. 76 de la ley municipal vigente, 
y publicadas en la Gaceta oficial, empezarán á ro- 
gir el 15 de Agosto por prescripción de la Alcal- 
día en bando de 12 de Mayo. 

Las mismas razones con que hemos procurado 
disculpar la tardanza de la publicación, justif- 
can suficientemente el poco acierto con que ha 
sido desempeñada la empresa. El nuevo Código 
local ha venido á llenar un vacío, y prestará un 
gran servicio al pueblo de Madrid, ya que des- 
truye antiguas incertidumbres dictando reglas 
precisas; pero es necesario convenir en que no 
responde á la expectación que había producido, 
y en que no está á la altura de la capital para la 
cual se ha dictado. Carece del principal mérito 
que deben tener las Ordenanzas municipales, 
cual es el de acomodarse á su época, el de reflejar 
exactamente la vida, las costumbres, el grado de 
cultura, la situación característica del pueblo. 

Método.—Por su falta de sistema parecen las 
nuevas Ordenanzas retrato fiel de nuestra Ad- 
ministración pública. Son un hermoso modelo 
de anárquica confusión. 

Las leyes ó reglamentos deben ajustarse á un 
plan determinado por las funciones mismas que 
han de regular. Unas buenas Ordenanzas han de 
tratar separadamente y con orden de los deberes 
y derechos generales de loshabitantes de la villa, 
del gobierno y administración del municipio, de 
la policía urbana, de la policía rural, de la poli: 
cía sanitaria, de la beneficencia, de la instruc- 
ción, de los espectáculos, etc., etc. Cada.una de 
estas partes se ha de subdividir, también con 
arreglo á sistema, de modo que no deje de tra- 
tarse en ellas ninguna de las materias que pue- 
den ser objeto de reglamentación por parte d 
Ayuntamiento, y que cada materia se halle en 54 
lugar respectivo para no dar lugar á confasio- 
nes. Sabemos que es dificil la clasificación que 
proponemos, toda vez que hay mucha compljei* 
dad en cada uno de los hechos 6 de los servicios 
en que las Ordenanzas se han de ocupar; pero si 
difícil, no es imposible, porque los asuntos todos 
presentarán un carácter dominante que señalará 
la categoría Óó grupo en que deben ser clasi6- 
cados. 

Basta pasar la vista por las nuevas Ordenan: 
zas para comprender que en ellas no se ha se 
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guido método alguno. Están divididas en títulos 
y éstos en capítulos, pero sin sujeción á sistema, 
sin que ni unos ni otros respondan á una clasifi- 
cación racional de materias. El título II, que 
tiene por epigrafe Cuidado de la vía pública en 
general, cuenta entre sus 19 capítulos, dos que 
debieran estar en Beneficencia: el de Protección á 
los niños y el de Mendigos; y hay otros capítulos 
que con algunas disposiciones diseminadas por 
la compilación ó que faltan en ella, estarían bien 
en Higiene unos, y formando los demás un título 
especial con el epigrafe de Policía de seguridad: 
En el mismo tit. TI, al hablar en el cap. XI de los 
serenos, dice que para el servicio del alumbrado 
público por petróleo habrá los que se consideren 
necesarios, y advertimos que en el tít. 111, que 
trata del Alumbrado, no habla más que del de 
gas. En el tít. V, Salubridad, comodidad é higie- 
ne, están las disposiciones para cortar incendios, 
mezcladas con medidas de seguridad relativas á 
la instalación de calderas fijas en las fábricas, 
con disposiciones sobre materias explosivas, 
puestos de pájaros, focos de infección, merca- 
dos, despachos de carne, tiendas de comestibles 
y establecimientos peligrosos. Alineaciones y ra- 
santes y Clasificación de calles, están comprendi- 
das en el título de construcciones, por no haber 
uno general para policía urbana, en el cual, de 
haber existido, se hubiera podido dedicar un ca- 
pítulo á seguridad de los transeuntes, y se hubie- 
ra evitado el contrasentido de prohibir en el ti.- 
tulo de construcciones la colocación en las facha- 
das, de jaulas, liestos, buzones y cepillos. 

Omisiones.—Estos breves ejemplos, que no que- 
remos multiplicar porque seriíainnecesario, prue- 
ban la falta de sistema en las nuevas Ordenan- 
zas, vicio de más capital importancia de lo que 
á primera viste parece, pues á la ausencia de 
método atribuimos las deficiencias inconcebibles 
que hemos observado en el recién nacido Código 
local. Siempre ha sido imposible que resulten 
completos los trabajos desordenados. Por vía de 
ejemplo vamos á reseñar ligeramente algunas de 
las principales omisiones que hemos notado. 

El título 1 se ocupa en la división del término 
municipal, y contentándose con la división en 
distritos y barrios, olvida que hay una división 
eclesiástica, y Otra judicial, y otra hipotecaria 
para los efectos del registro de la propiedad. En 
todas ellas han debido ocuparse las Ordenanzas, 
no para prescribirlas ni para determinar sobre 
ellas, sino para reflejar por entero la división del 
término municipal. El tit. II trata del Cuidado 
de la vía pública en general, es decir, debía tratar, 
porque asi parece indicarlo el epigrafe; pero en 
todo se ocupa menos en el cuidado y arreglo de 
las calles. No hay en él un solo capítulo, ni la 
más breve disposición referente á Aceras y empe- 
drados, asunto de policía urbana, que merece 
que sobre él se fije preferentemente la atención. 
Nada hemos encontrado tampoco que se refiera 


á rotulación de calles y numeración de casas, 
ni á kioscos de periódicos y flores, ni á urina- 
rios y retretes en la vía pública. Callan las Or- 
denanzas acerca de los riegos. Nada dicen de la 
conducción de aguas, y el Canal de Lozoya sólo 
le hemos “visto mencionado por incidencia en 
el artículo 161, puesto en el capitulo II del tí- 
tulo 111, Alumbrado por gas. Como hemos ad- 
vertido ya, únicamente del gas se acuerdan 
las Ordenanzas al tratar del alumbrado, olvi- 
dando que también hay calles alumbradas por 
petróleo, y que ahora se conoce además la luz 
eléctrica. Por desgracia, no es sólo de esta apli- 
cación de la electricidad, de la que guardan 
silencio las Ordenanzas, sino de la electricidad 
en general, y así no hay ninguna disposición 
acerca del tendido de hilos telegráficos, ni tele- 
fónicos, de los cuales sólo hablan incidental- 
mente los arts. 712 y 718. Nada hemos encontra- 
do tampoco de pararrayos; y en el tránsito pú- 
blico no se ha dictado medida alguna respecto 
de los velocípedos. 

No hay disposiciones respecto á la organiza- 
ción y servicios de la guardia municipal. No las 
hay respecto á la construcción de cementerios y 
adquisición de sepulturas. Tampoco respecto al 
material de incendios, y las señales de fuego 
quedarán encomendadas, según el art. 617, á las 
iglesias parroquiales, que avisarán por el siste- 
ma primitivo da tocar las campanas. Ya nos pa- 
rece que es hora de que el Ayuntamiento de la 
capital de la Monarquía se preocupe en la ad- 
quisición de máquinas buenas de vapor y de apa- 
ratos de salvación para los casos de incendio, y 
de adoptar resoluciones para propagar telefóni- 
camente las noticias. De pesas y medidas sólo 
tratan los arts. 223 y 258 de los capítulos Elabo- 
ración y venta de pan y Tiendas de comestibles. En 
Espectáculos públicos (arts. 842 á 887) se hace caso 
omiso de la obligación que existe por preceptos 
del Reg. especial de 30 de Marzo de 1888 de alum- 
brar los teatros con luz eléctrica, y no es eso lo 
peor del caso, sino que en el art. 158 se da por 
supuesto que han de estar las salas de espec- 
táculos iluminadas por gas, toda vez que se exi- 
ge á los empresarios que pongan en carga la 
canalización interior del servicio antes de empe- 
zar á encender para asegurarse de que no se pro- 
ducen fugas. No hay nada de fondas ni de casas 
de huéspedes. Tampoco se habla de los servicios 
que origina el impuesto de consumos, ni, en ge- 
neral, de ninguna clase de servicios, tanto que 
no hay en todas las Ordenanzas nada acerca de 
las oficinas municipales. 

Como si no corriera á cargo del Ayuntamiento, 
desde la publicación de la R. O. de 4 Enero 1889, 
el servicio de inspección sobre las casas de man- 
cebía (1), y el deregistro y expedición de cartillas 


(1) El Ayuntamiento tomó d su cargo este servicio, 
pero le tuvo en tal abandono que ni siquiera llegó á orga- 
nizarle por disposición alguna; de modo que la disposí- 


para criados domésticos, nada dicen tampoco 
las Ordenanzas acerca de estos dos puntos, im- 
portantísimos el primero para la policía sanita- 
ria y el segundo para la de seguridad. 

Quisiéramos engañarnos, y que no fueran tan- 
tas y tan graves las omisiones. Con ser muchas 
las que hemos señalado, aún señalaríamos más, 
si no fuera, además de innecesario, molesto. Si 
hubiéramos advertido algunas indebidamente, 
atribúyase no á falta de celo en nosotros, pues 
tenemos la seguridad de haber examinado las 
Ordenanzas de manera concienzuda, sino á que 
la falta de sistema y método nos habrá impedido 
encontrar los preceptos á que esas omisiones 86 
refieren. 

Su contenido.—De propósito dejamos de exa- 
minar las Ordenanzas en su doctrina. Por ex- 
cepción y atendida su gravedad, vamos á decir 
algunas palabras de la contenida en el título de 
Beneficencia, de la relativa á solares yermos, y 
de la que informa las medidas sobre construc- 
ciones. 

El título de Beneficencia tiene no más que 
tres artículos, uno»de ellos para decir que la Be- 
neficencia municipal se regirá por las leyes que 
se hallen en vigor sobre la materia, advertencia 
absolutamente innecesaria. Lo que debían decir 
las Ordenanzas era los medios que el Ayunta- 
miento ofrece para el cumplimiento de las leyes, 
pero aquí las Ordenanzas se limitan á consignar 
que le compete el gobierno y administración de 
los asilos de San Bernardino, y de los estableci- 
mientos que necesite la hospitalidad domiciliaria. 
¿Cuáles son estos establecimientos? A continua- 
ción no hablan las Ordenanzas sino de las Casas 
de socorro, precribiendo que la visita de sus mé- 
dicos al domicilio de los particulares será gra- 
tuíta por una sola vez. Esta es toda la hospitali- 
dad domiciliaria de que, á juzgar por las Orde- 
nanzas, disfruta el vecindario de Madrid. Pare- 
ce, pues, que han de quedar en lo sucesivo in- 
cumplidos los arts. 64 y 65 de la ley de Sanidad, 
y el Reg. de 14 de Junio de 1891, dictado para el 
servicio benéfico sanitario de los pueblos. ¿Será 
posible que de tal manera se olviden los deberes 
de beneficencia que tiene la Administración mu- 
nicipal? No faltará quien diga que para suplir 
la falta de asistencia domiciliaria están los hos- 
pitales; pero, ¿qué tienen que ver los hospitales 
con las visitas domiciliarias? Además de injusto 
será inconveniente llevar todos los pobres al 
hospital, porque los que pueden disponer de casa 
y lecho, aunque no cuenten con medios para 
proporcionarse asistencia médica, quizás priven 
así de plaza á los más infelices que no tengan 


ción adoptada para cumplir el art. 72 de la ley munici. 
pal, debió producir funestas consecuencias bajo el punto 
de vísta sanitario, que obligaron d devolver el servicio de 
higiene sobre las casas de lenocinio á los Gobiernos civi- 
les por R. O. de 6 de Diciembre de 1892, inserta en la pd- 
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tales recursos, ó que los tengan en malas condi- 
ciones de higiene y salubridad. Pero, ¿por ven- 
tura se habla en las Ordenanzas de algún hospi: 
tal municipal? Pues, aunque existan otros hos- 
pitales, ¿cómo han de cohonestar el incumpli- 
miento de los deberes de beneficencia por parte 
del Municipio? Acaso el Ayuntamiento dispon- 
ga de otros médicos que los de Casas de socorro, 
para las visitas domiciliarias, pero las Ordenan- 
zas no hablan de ellos. Mucho nos alegraríamos 
que no pasara esto de ser omisión de las Orde- 
nanzas y que en la realidad estuvieran cumpli- 
dos los deberes de beneficencia por el Ayunta- 
miento. 

Solares yermos.—Los arts. 828 4 885 los definen 
y reglamentan. Están obligados los propietarios 
á edificar sobre ellos en el plazo de un año, y si 
no lo hicieren se incautará de los solares el 
Ayuntamiento, hará la correspondiente inscrip- 
ción en el Registro para convertirse en acreedor 
refaccionario y poder resarcirse de los gastos 
que le ocasionen, y los sacará á pública subasta. 
Todo esto, aunque los solares yermos, ó abando- 
nados, estén en litigio. 

Pues tal doctrina es contraria á lo dispuesto 
en el art. 10 de la Constitución y en el 76 de la 
ley municipal que claramente ordena que las Or- 
denanzas municipales no puedan contravenir á 
las leyes generales del país. Lo más que puede 
hacer el Ayuntamiento es ejecutar y cumplir las 
dictadas relativamente á la expropiación, pero 
de ninguna manera legislar sobre derecho tan 
sagrado como el de propiedad. Para comprender 
toda la gravedad que encierran estas dis posicio- 
nes, baste saber que no sólo no hablan de indem- 
nización, sino que en ellas el Ayuntamiento se 
reserva el derecho de quedarse con todo el pro- 
ducto de la venta de los solares. 

Construcciones. —El espíritu que informa el tí- 
tulo que se refiere á ellas, nos parece que está 
claro en el art. 797 en relación con los 717, 801, 
810 y 814. El hecho de exigir licencia del alcalde 
aun para el revoco de los edificios y para las 
obras que se ejecuten en el interior de las casas, 
no puede responder sino á un pensamiento eco- 
nómico. Echamos de menos un artículo como el 
227 de las Ordenanzas de Barcelona, que precep- 
túa que «no necesitarán licencia la mera limpias, 
pintura ó revoque de las fachadas, ni devenga- 
rán derecho alguno, bastando que el interesado 
ponga por escrito su propósito en conocimiento 
de la autoridad municipal», Es peligroso para 
la higiene que se exija licencia para un recorri- 
do de tabiques internos ó para el sencillo blan- 
queo de una habitación. En nuestro sentir, sólo 
debiera ser indispensable el permiso municipal 
para las construcciones de nueva planta, paras 
las obras de reforma que afecten al subsuelo y 
para cierta clase de obras exteriores; las que se 
refieren á seguridad y consistencia del edificio, 
sobre todo en los que están fuera de alineación. 
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Son, pues, un obstáculo las nuevas Ordenan- 
ras para la limpieza interior de las casas viejas 
y para el hermoseamiento de las fachadas. La 
estética exige que se dé toda clase de facilidades 
para el revoco; y la prosperidad de la población 
que se pongan muy pocos obstáculos á las cons- 
tracciones. Por eso deben ser muy módicas las 
tarifas de edificación, porque al proteger ésta 
queda favorecida también la clase obrera y por 
ende el engrandecimiento de la población. Que 
no es con medidas arbitrarias contra los propie- 
tarios como se hacen grandes y poderosas las 
ciudades, sino protegiendo la propiedad y qui- 
tando los obstáculos que se opongan al engran- 
decimiento de sus elementos de riqueza. 

En resumen: las nuevas Ordenanzas están juz: 
gadas con solo decir que al leerlas parece que 
son, no para la capital do España, sino para un 
pueblo sin aceras, sin empedrado, sin luz eléc- 
trica, sin telógrafos y sin teléfonos. Y el Ayun- 
tamiento de Madrid, pensando que si no nacen 
muertas nacen al menos con poca vida, debe ya 
prepararse á sustituirlas por otras que, aunque 
no sean perfectas, sean por lo menos algo mejo- 
res, y respondan no sólo á las necesidades de la 
ciudad, corte de la monarquía, sino á lo que de- 
ben ser unas Ordenanzas municipales que, como 
dico Vivien, afectan á los ciudadanos en intere- 
ses numerosos, inmediatos, intimamente ligados 
á sus diarias necesidades y á todos los acciden- 
tes de su vida común. 


ORDENANZAS MUNICIPALES 
de la villa de Madrid, de 12 de Mayo de 1892 (1). 


TITULO PRIMERO 
TÉRMINO MUNICIPAL DE MADRID Y 8U DIVISIÓN 
CAPITULO ÚNICO 


Artículo 1.2 El término jurisdiccional de Ma- 
drid está definido por los límites que se desig- 
nan en el plano oficial de la población, que cons- 
tan en el índice estadistico que se ublica sepa- 
radamente y constituye un apéndice de estas 
Ordenanzas. 

Art. 2.2 La villa de Madrid se halla dividida 
para su organización en distritos, cuyo número 
se determina por la ley municipal. 

Cada distrito se halla distribuido en diez ba- 
rrios, cuya demarcación se establece por el eje 
de las calles y se compone de manzanas enteras, 
igualando lo posible el número de habitantes, y 
teniendo en cuenta la extensión. 


TITULO II 
CUIDADO DE LA VÍA PÚBLICA EN GENERAL 
CAPITULO PRIMERO.—Festividades religiosas. 


Art. 3. Son objeto de este capítulo todas las 
manifestaciones del culto en la vía pública. 

Art. 4, Estas manifestaciones se deberán po- 
ner en conocimiento del alcalde ó del teniente 


(1) Cumplimos lo ofrecido en la pdyg. 988, t. VII de la 
1.* edición del Diccionario, dando integras las Ordenan- 
za3 municipales que han de regir en Madrid desde el 15 de 
Agosto próximo. 

BoLnTÍN: AN. 1892. 


de alcalde del distrito, en cuya demarcación se 
verifiquen, sin que puedan hacerse en otro punto 
que aquel que se designe ni recorrer otro trayec- 
to que el acordado por las autoridades. 

Art. 5.” Se prohibe disparar armas de fuego, 
cohetes ó petardos. 

Art. 6. Se prohibe la aglomeración de perso- 
nas y formación de corrillos delante de las puer- 
tas de los templos en que se celebren funciones 
religiosas, aunque tengan carácter privado. 

El alcalde impedirá el tránsito de toda clase de 
vehículos por las calles que haya de recorrer una 
Ra religiosa, dictando al efecto, por me- 

io de bandos, las reglas conducentes á este fin. 


CAP. 11.— Festividades populares. 


Art. 7. Quedan incluídas en este epígrafe la 
fiesta cívica del Dos de Mayo, las romerías, ver- 
benas, Carnaval, ferias, fiestas de Navidad y 
además cuantas diversiones ó espectáculos se 
permitan en la vía pública, 

Art. 8.2 La celebración de dichos actos no 

odrá tener efecto sin previa licencia del alcal- 

e, de acuerdo con el Ayuntamiento, y en el si- 
tio que se designe. | 

Art.9. La concesión y señalamiento de pues- 
tos se hará por el alcalde, quien deberá expedir 
las licencias al efecto, dentro del límite que se 
determine. 

Art. 10. En los días de Carnaval se permitirá 
circular por la vía pública con disfraz y careta 
hasta el anochecer, prohibiéndose el uso de ves- 
tiduras que simbolicen toda clase de institucio- 
nes y el de disfraces que ofendan á la moral. La 
autoridad podrá exigir se quite la máscara la 
persona que no guarde el decoro debido, cometa 
alguna falta ó cause perturbaciones ó molestias 
al Deia ó á los particulares. 

rt. 11. El alcalde completará por medio de 
paaOS estas medidas, cuando lo estime opor- 
uno. 


CAP. 111.— Transito público. 


Art. 12. El tránsito de gentes por las vías 
públicas se sujetará á las siguientes prescrip- 
ciones: 

1,” Tendrá preferencia á pasar por las aceras 
aquel á cuya derecha, en el sentido de su mar- 
cha, estén colocados los edificios. 

2. Las personas que conduzcan bultos de 
carga ú otros objetos que puedan incomodar á 
los transeuntes, marcharán por fuera de las 
ACeras. 

3.* La fuerza armada, en actos del servicio, 
circulará por en medio de la calle sin tocar á 
las aceras. En las revistas ó paradas que se ve- 
rifiquen en el interior de la población se deja- 
rán libres las aceras y las desembocaduras de 
las calles. 

Art. 13. Se prohibe colocar puestos en las 
aceras de las vías públicas. 

Los que se instalen en las puertas de las tien- 
das y en los portales de las casas ó solares, no 
sobresaldrán de la línea de fachada. El despacho 
se hará en el interior. 

Art. 14. Se prohibe colocar en la vía pública 
cualquier objeto que pueda entorpecer ó moles- 
tar el tránsito. 

Art. 15. Se prohibe secar ropas en los balco- 
nes y sacudir desde ellos objeto alguno, después 
de las diez de la mañana en verano y de las once 
en invierno. Queda igualmente prohibido col- 
gar prendas que sobresalgan de las fachadas de 
las casas, como de las puertas de las tiendas, 
rejas de los pisos bajos ó portales. 

Las cortinas ó toldos de toda clase de estable- 
cimientos, ó de los portales, deberán colocarse 
de modo que su punto más bajo E pcr lo me- 
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nos á una altura de 2'25 metros sobre la rasante 
de la acera. 

Se prohibe que las cortinas ó toldos tengan 
mayor salida que la anchura de las aceras sobre 
las cuales estén colocados. 

Art. 16. Se prohibe circular por las aceras 
con cualquier clase de vehiculos, excepto los 
destinados á personas impedidas ó los que con- 
duzcan niños. 

Art. 17. No se permitirá, después de las nue- 
ve de la mañana en verano y de las diez en in- 
vierno, la descarga de carbones vegetal y mine- 
ral, leña y paja, ni tampoco la permanencia en 
las calles de los carros y carretas que los conduz- 
can, debiendo dejar los vendedores ó comprado- 
res de dichos artículos barrido y limpio el sitio 
en que se descarguen. 

Art. 18. Queda prohibido partir leña en la 
vía pública. 

Art. 19. Se prohibe hacer colchones en las 
calles y secar en ellas las pieles, paños ú otros 
objetos que puedan causar molestias ó ensuciar 
á los transeuntes. 

Art. 20. Tampoco se aiplbp do en las calles y 
plazas lavar ropas ó cualquier otro objeto, arro- 

ar aguas, sacudir y limpiar alfombras ni encen- 
er lumbre. 

Art. 21. No se consentirá en las calles y pla- 
zas gallinas, pavos y demás animales de corral. 

Art. 22. Se prohibe ejecutar en la vía pública 
cualquier acto que pueda molestar á los tran- 
seuntes ó que sea por su naturaleza indecoroso. 


CAP. IV.—Ventas en la vía pública. 


Art. 283. No podrá efectuarse venta alguna 
en la vía pública sin el oportuno po y sin 
sujetarse á las reglas que dicte la autoridad 
competente. 

Art. 24, Se prohibe vender impresos sin el 
oportuno permiso; la publicación se hará por 
medio de los títulos exclusivamente y sin indi- 
car ni comentar su contenido. 

Queda prohibido ela eriódicos en la 
vía pública después de la una de la madrugada, 
exceptuando los extraordinarios á la Gaceta. Los 
vendedores no producirán molestias al vecinda- 
rio con gritos descompasados. 

Art. Se prohibe estacionarse en las aceras 
con pretexto de vender periódicos y otros obje- 
tos de cualquiera clase. 

Las exposiciones de estampas, periódicos ilus- 
trados y caricaturas sólo se consentirán dentro 
de los escaparates de las tiendas. 


CAP. V.—Carteles. 


Art. 26. No se permite colocar ningún cartel 
ó anuncio, de cualquier clase que sea, sino en 
los sitios destinados á este objeto, ateniéndose 
á las reglas y condiciones que la autoridad de- 
termine. 

Queda prohibido rasgar, ensuciar ó arrancar 
los carteles. 

Jamás se consentirá que los carteles se colo- 
quí sobre los bandos ó avisos. de las autori- 

08. 


CAP. V1I.—Molestias al vecindario. 


Art. 27. Después de las doce de la noche que- 
da prohibido ocasionar en las calles ruido algu- 
no que pueda molestar al vecindario, reunirse 
en pandillas y dar música ó serenata sin permi- 
so de la autoridad competente. 

Tampoco se consentirá celebrar bailes en la 
Vía pública. 

Asimismo se prohibe dar grandes voces á nin- 
guna hora del día ni de la noche. 

Art. 28. Queda prohibido quemar en la vía 
pública cualquier objeto que produzca moles- 


tias al vecindario. Se exceptúan de la prohibi- 
ción las fumigaciones que disponga la autoridad 
por causa de salubridad pública. 

Art. 29. No se permite emplear como medio 
de anuncio ó aviso ninguna clase de bocinas, ni 
otros instrumentos, cuyo sonido sea molesto, 


CAP. VIL—Riñas y juegos. 


Art. 80. Queda prohibido en el interior de la 
población y su zona de ensanche todo juego que 
moleste, ofenda ó perjudique é los transeuntes; 
incendiar petardos y mixtos, tirar cohetes 6 li- 
quidos corrosivos, jugar con animales muertos 
y promover riñas de perros. 

Art. 31. Quedan prohibidas las riñas y pe- 
dreas, poner piedras ú otros objetos en los ca- 
rriles de los tranvías, usar cerbatanas y tirado- 
res de goma, y los juegos que puedan perjudicar 
á los vecinos. 


Art. 82. Queda terminantemente prohibido 
maltratar á los niños y dedicarlos á trabajos 
superiores á sus fuerzas, estando autorizados 
todos los vecinos y transeuntes para denunciar 
á los contraventores de esta disposición. 

Art. 88. El que encuentre algún niño perdido 
lo entregará á los agentes de la autoridad ó 
lo conducirá á la Casa de Socorro respectiva. 
Allí permanecerá el niño veinticuatro horas; y 
si no acudiesen á reclamarle sus padres ó tuto- 
res, será trasladado á un establecimiento de 
Beneficencia, donde permanecerá hasta que sus 
encargados pasen á recogerle, sepuréndose de 
su identidad y abonándose el gasto que hubiese 
causado durante su estancia. Si el niño pudiera 
indicar su domicilio, será inmediatamente con- 
ducido por los agentes de la autoridad, quie- 
nes lo entregarán, previa la oportuna identif- 
cación. 

Se exceptúa del pago de los gastos que causen 
los niños, cuando su familia sea indigente. Se 
prenios que los niños pasen las noches en los 

uecos de las puertas. 


CAP. IX.—Mendigos. 


Art. 34. Se prohibe Ser ul por las vías pú: 
blicas y casas de esta capital. a 

Art. 85. Los dependientes de la Municipali: 
dad quedan obligados á detener y poner á dis: 
posición de la autoridad á cualquier persona 
que se encuentre mendigando. La autoridad dis 
pondrá su ingreso en el establecimiento de Be- 
neficencia que corresponda. 


CAP. X.—Mozos de cuerda. 


Art. 836. No podrán dedicarse á este servicio, 
sino los que se hallen matriculados en el Ayun- 
tamiento, previo pago de los derechos que pro: 
cedan por la correspondiente licencia. 

Art. 387. Deberán llevar ostensiblemente en 
el brazo izquierdo una chapa de metal con el nú: 
mero de le licencia. 


CAP. XI.—Serenos. 


Art. 38. Para el servicio de vigilancia noc: 
turna y del alumbrado público por petróleo, 
habrá los serenos que se consideren necesarios. 

Art. 39. El Cuerpo de serenos se regirá por 
un reglamento especial formado por el Ayunta: 
miento. ' 

Art. 40. Los serenos de particulares tienen 
además las obligaciones siguientes: 

1.2 Abrir las puertas de las casas, cuyas lla- 
ves se les hayan confiado por los propietarios Y 
vecinos. , 

2.2 Cuidar de la puntual observancia de las 









Ordenanzas y bandos de policía urbana y demás 
órdenes que se les comuniquen. 


CAP. X11.—Fuentes públicas y aguadores. 


Art. 41. Las fuentes públicas de la villa de 
Madrid se dividen en: 

1.2 Fuentes vecinales. 

2. Fuentes de vecindad y aguadores, 

3. Fuentes de aguadores. 

4.2 Fuentes volantes. 

Y 5. Fuentes monumentales y de adorno. 

Art. 42. Las del primer grupo están destina- 
das al servicio preferente de los vecinos. En las 
del segundo grupo existirá por lo menos un 
caño destinado al servicio de la vecindad, y los 
demás al de los aguadores, pudiendo éstos ha- 
cer uso del caño ó caños destinados al vecinda- 
rio tan sólo en el caso de que no los utilizare 
vecino e Funo: Las del tercer grupo están dos- 
tinadas servicio de los aguadores. Las del 
cuarto, que sólo paran colocarse en caso ex- 
tremo y oyendo el parecer del jefe facultativo 
de Fontanería, se utilizarán bien por los agua- 
dores, bien porlos vecinos, según el servicio á 
que provisionalmente estén llamadas. 

Art. 43. El número de aguadores que se des- 
tinen á las fuentes públicas será el que corres- 
ponda á la dotación de los caños que se les asig- 
ne en la misma, en la proporción de que cada 
uno pueda surtirse, durante Jas veinticuatro 
horas, de 30 cubas, de capacidad cada una.de 83 
litros, si lo permitiera el estado del viaje que 
surte las fuentes, y á cuyo efecto el jefe facul- 
tativo de Fontanería, auxiliado de los visitado- 
res de viajes, arcas y fuentes, practicará los 
aforos necesarios á fin de que no se expidan li- 
cencias en mayor número que las correspon- 
dientes á la dotación de cada fuente, dando co- 
nocimiento de dicho trabajo al alcalde en los 
primeros días del mes de Junio de cada año, 
para que en su vista pueda fijar el número de 
plazas por cada fuente, y los aguadores desig- 
nados en: de la oportuna licencia, que 
será valedera tan sólo por un año. 

Art. 44. Los aguadores obtendrán para ejer- 
cer su oficio la competente licencia del álcaldo, 
y llevarán constantemente en el brazo una cha. 

a de latón con el número de aquélla y el nom- 

re de la fuente á que pertenezcan. 

Art. 45. Para cada una de las fuentes públi- 
cas de aguadores, ó de edo y vecindad, 
se nombrarán por el alcalde, y á propuesta de 
los respectivos aguadores, dos capataces Ó ca- 
bezaleros que sepan leer y escribir, quienes 
tendrán la responsabilidad inmediata de las fal- 
tas que aquéllos cometieren, si no las hubieran 
prevenido ó denunciado. 

Art. 46. Los aguadores llenarán sus cubas 
cuando les corresponda por turno, sin promover 
escándalo, entendiéndose que cada turno equi- 
vale á un viaje, ya sea el tamaño de las cubas 
de las llamadas de carga ó de carga y media. 

Art. 47. En las fuentes en que existan pilo- 
nes, los cabezaleros, ó en su defecto cualquiera 
de los aguadores, cuidarán de que en ellos no se 
laven ropas, verduras, cacharros, ollas ó marmi- 
tas de rancho, ni se bañen perros ú otros anima- 
les, ni abreven caballerías, ni se arrojen inmun- 
dicias dentro de los mismos, procurando tam- 
bién que nadie se siente en las cubas ni en los 
antepechos; que el contrapilón esté perfecta- 
mente limpio y que las aguas no se salgan por 
los desaguaderos de los pilones. 

Mensualmente, or lo menos, se dará á cono- 
cer al público el estado higiénico de las aguas 
de las fuentes, publicándolo en el periódico ofi- 
cial y en los diarios de más circulación que á 
ello se presten, como resultado del examen co- 
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rrespondiente practicado por el Laboratorio 
químico. 

Art. 48. En las fuentes vecinales, ó en los ca- 
ños destinados á los vecinos en las del segundo 
grupo, no se permitirá á cada persona llenar 
más que un cántaro ó vasija cuya capacidad no 
exceda de 20 litros, ó dos vasijas ó cántaros que 
entre los dos no excedan de dicha cantidad, 
para lo cual guardará el turno ó vez que recibi- 
rá del último que esté para llenar, y únicamen- 
te podrá ideas tomar agua por una sola 
vez y en el intermedio de dicho turno á la per- 
sona que lleve cualquier clase de vasija que no 
exceda de dos litros ó á la que se presente á be- 
ber del caño de la fuente, siempre que ésta úl. 
tima aguarde á que se llene y retire la vasija 
que se halle colocada en el caño.. 

Art. 49. Los vecinos tendrán derecho prefe- 
rente al de los aguadores para llenar sus vasijas 
en las fuentes vecinales. 

Los soldados podrán acudir á ellas tan solo en 
el caso'de hallarse empleados en clase de asis- 
tentes óirá tomar el agua para el servicio de 
amos; pero quedan sujetos á las reglas estable- 
cidas para los demás vecinos. No se permitirá 
en las inmediaciones de dichas fuentes recoger 
agua en artesones, cubas ú otros artefactos, 
para lavar ropas ó para otros usos. 

Art. 50. Queda prohibido, para surtirse de 
aguas en las fuentes vecinales, hacer uso de 
cubas y cántaros de mayor capacidad que las 
marcadas en el art. 48, ó de cubos, artesas, etc., 
que por su magnitud necesiten mucho tiempo 
para llenarse, no permitiéndose tampoco lavar 
en ellas objeto alguno. 

Art. 51. Los sobrantes de las fuentes que no 
tengan acometida á la alcantarilla, por no exis- 
tir ésta en el sitio en que se hallen establecidas, 
no podrán ser detenidos. e 

Art. 52. Los visitadores de viajes, arcas y 
fuentes serán auxiliados siloreclamasen, por los 
celadores guardas, peones camineros y demás 
dependientes de la autoridad, para lo cual lle- 
varán constantemente el distintivo que el Ayun- 
tamiento tiene aprobado. 


CAP. X1I11.— 4Abrevaderos. 


Art. 58. Los abrevaderos se establecerán pre- 
cisamente en las carreteras y glorietas de los 
caminos, á la mayor distancia posible del anti- 

uo recinto de la población, con objeto de faci- 

itar el uso de aquéllos, sin que produzcan mo- 
lestias al vecindario, debiendo estar dispuestos 
de manera que puedan abrevar toda clase de ga- 
nados. No se permitirá abrevar á los que se ha- 
llen atacados de enfermedad contag1osa. 

Art. 54. El ganado que abreve lo hará suelto 
ó sujeto por medio de ronzales, y de ningún 
modo uncido ó enganchado en cualquier clase 
de vehículos, debiendo colocarse éstos de modo 

ue no intercepten el tránsito eS y fuera 
del terreno en que se halle emplazado el abre- 
vadero. , 

Art. 55. Nose permitirá lavar ropas ni otros 
objetos que ensucien las aguas de los abrevade- 
ros, ni introducir en ellos vasijas sucias, ni ver- 
ter las aguas fuera de los artesones ó pilas. 

Art. 56. El ganado perteneciente á los regl- 
mientos de la guarnición podrá abrevar tan sólo 
en el caso de que se hallen desocupados los abre- 
vaderos, siempre que se sujete á las reglas esta- 
blecidas para los demás ganados é ingrese en 
aquéllos por secciones de á 20, guardando cada 
sección el turno con el ganado de los particula- 
res, á fin de que el de estos últimos no se deten- 
ga más tiempo que el necesario para que con- 
cluya de abrevar el correspondiente á la sección 
que á su llegada lo estuviese verificando. 


388 


ORDENANZAS MUNICIPALES, 








Art. 57. Los guardas de abrevaderos y demás 
dependientes del ramo de fontanería á cuyo car- 
go estén aquéllos, cuidarán del exacto cumpli- 
miento de las anteriores disposiciones, asi como 
del orden con que los ganados por su turno de- 
ban abrevar, denunciando á la autoridad com- 
petente las faltas que cometieren los contraven- 
tores para que se les imponga el correspondien- 
te correctivo. 


Art. 58. Los dueños de caballerías tienen 
obligación po de declarar las que posean, 
mediante relación jurada que se les facilitará 
en la sección correspondiente del Ayuntamien- 
to, á fin de que sean matriculadas. 

Art. 59. Se prohibe terminantemente que co- 
rran las caballerías por las vías públicas, permi- 
tiéndose solamente que sean conducidas ó guia- 
das al paso ó trote corto. 

Art. 60. No se permitirá estacionar en las 
vías públicas, ni atar en las fachadas de las ca- 
Sas, ninguna clasede caballerías, nitampoco he- 
rrarlas, curarlas ó darles pienso en otro artefac- 
to que no sea el saco. 

Art. 61. Los arrieros, conductores do recuas 
Ó de caballerías con cargas voluminosas, no po- 
drán guiar cada uno de ellos más que dos en 
reata, debiendo transitar por calles cuyo ancho 
permita, á la vez que el de Jas caballerías, el 
paso de cualquier vehículo, abteniéndose de tocar 
en las aceras. 

Art. 62. Se prohibe que las caballerías car- 
gadas marchen por los paseos, debiendo hacerlo 
por las calles laterales destinadas á aquel ser- 
vicio. 

Art. 63. Las caballerías y demás animales 
útiles que se extravien en las vías públicas se- 
rán conducidos á disposición del teniente de al- 
calde del distrito, cuya autoridad dispondrá se 
depositen en el punto destinado al efecto, anun- 
ciándose en los diarios oficiales el extravío de 
los mismos en un plazo de tres días. Al termi- 
nar el tercero, si no se ha presentado el dueño, 
se publicará en dichos diarios el anuncio de su- 
basta para su venta, la que habrá de verificarse 
precisamente á los tres días siguientes al en que 
so inserten los mencionados anuncios, reserván- 
dose á la Asociación de ganaderos el importe ó 
beneficio que se obtenga, deducidos los gastos 
de manutención y demás que se ocasionen, que 
ingresarán en la Tesorería municipal. El pro- 
ducto líquido de la venta no se entregará á di- 
cha Asociación hasta que hayan transcurrido 
dos años, durante los cuales, estará á disposición 
del dueño. (Art. 615 del Código civil.) 

Lo mismo se practicará con cualquiera clase 
de carruaje que se pierda, si bien ampliando el 
plazo del anuncio de dicha pérdida á quince días, 
señalando después otros quince para verificar la 
subasta para la venta. 

Art. 64. Se prohibe terminantemente entrar 
á caballo en la población con armas de fuego 
cargadas. 


CAP. XV.-— Perros, 


Art. 65. Los dueños de perros tienen la obli- 
gación precisa de declarar los que posean, me- 
diante relación jurada que seles facilitará en la 
sección correspondiente del Ayuntamiento, á fin 
de que sean matriculados. 

Art. 66. Para los efectos de esta matrícula se 
clasifican los perros en tres clases: á la primera 
corresponden los llamados falderos, de lanas, 

algos ingleses y los de presa, ratoneros, bull- 
988» Terranova y todos los de caza; á la segun- 
da los destinados á la guarda de propiedades y 


anados, y á la tercera los que sirven de guía á 
OS ciegos. 

Art. 67. Los que poseyendo uno ó más perros 
hicieran cesión de ellos á tercera persona, debe- 
rán ponerlo en conocimiento del alcalde por me- 
dio de oficio, en el que expresarán el nombre del 
nuevo poseedor y su domicilio. 

Art. 68. El alcalde queda facultado para com- 
peler á los que tengan dos ó más perros á des- 
prenderse de ellos, en caso de justificarse por los 
reclamantes, ó por la información que al efecto 
se practique, que causan molestiasal vecindario, 
ó que los perros habitan en locales que carecen 
de las debidas condiciones de higiene y salu: 
bridad. 

Art. 69. La Secretaría inscribirá las denun- 
cias que se le presenten por los dependientes del 
Ayuntamiento ó por cualquier particular. 

Art. 70. Las bajas en la matrícula se harán 
por muerte, venta ó cesión, bastando para ello el 
aviso del dueño, no obstante la responsabilidad 
á que haya lugar, caso de que no sea cierto el 
hecho en que se funde la baja solicitada. 

Art. 71. Porcada uno de los perros matricu-: 
lados se entregará á sus dueños una Sa con 
el número de la inscripción, la que será colocada 
en el collar del perro. Esta chapa habrá de devol- 
verse á la Secretaria cuando el interesado dé 
parte de la baja. 

Art. 72. Los perros deberán llevar bozal ó ser 
conducidos por sus dueños con cadena ó cordón. 
Los que se encuentren en la vía pública sin al- 

uno de estos requisitos ó carezcan de la meda- 

a, serán recogidos por los dependientes de la 
autoridad, quienes los conducirán al depósito 
destinado al efecto, en cuyo sitio permanecerán 
tres días, durante los cuales podrán ser reclama- 
dos por sus dueños, previa la presentación de la 
cédula personal de la matrícula, abonando la 
multa correspondiente, si la detención se hubie- 
se verificado por no llevar el perro bozal ó cade- 
na. Pasados estos tres días, los dueños no ten- 
drán derecho alguno á reclamar. 

Los perros de presa y los mastines llevarán 
siempre bozal y cadena. 

Art. 73. Transcurridos los tres días, se pro- 
cederá á la enajenación de los perros que tuvie- 
sen comprador, á presencia del encargado del 
depósito. 

rt. 74. En el día destinado á la vonta no po: 
drán entablar reclamación alguna los dueños de 
los perros depositados, ni alcanzarán preferen- 
cia sobre los demás compradores, teniendo, sin 
embargo, el derecho de tanteo. 

Art. 75. Los perros destinados á la custodia 
de las posesiones rurales, así como á la guarda 
de huertas, jardines y ganados, estarán durante 
el día con basal los que, careciendo de él, aco- 
metiesen á las personas, podrán ser heridos 6 
muertos por éstas, si no tuvieran otro medio de 
contenerlos ú defenderse de sus ataques. 

Art. 76. Los perros correspondientes úá la ter- 
cera clase, ó sean los que sirven de lazarillo á 
los ciegos, estarán exentos del pago de cualquier 
arbitrio que pueda establecerse, debiendo ha: 
llarse matriculados y llevar siempre bozal. No 
se permitirán los de presa ni bull dogs para este 
objeto. 


CAP. XVI.—Protección dá los animales útiles. 


Art. 77. Se prohibe hostigar y castigar con 
crueldad los animales, así como todos los actos 
violentos que den por resultado ocasionar sufri: 
mientos crueles ó innecesarios á los mismos. 

Todas las personas están autorizadas para de 
nunciar ante la autoridad á los infractores de 
esta disposición, á quienes seimpondrá el corres: 
pondiente correctivo. 
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Art. 78. Los conductores de cualquier carrua- 
je, sea de carga ó de lujo, cuidarán de no entor- 

ecer en su marcha el libre paso y circulación 

e los demás, procurando ir siempre por la iz- 
quierda de la línea que sigan, la que tomarán for- 
zosamente cuando encuentren otro que vaya en 
dirección opuesta. 

Los carruajes deberán ir siempre al paso por 
las calles de pequeña anchura y por las en que 
la circulación y aglomeración de personas fuese 
numerosa. 

Art. 79. Cuando un vehiculo de transporte 
hubiere de detenerse para cargar 6 descargar, 
cuidará de hacerlo en más breve plazo posible. 

Art. 80. Si la carga ó descarga hubiere de ye- 
rificarse en caJle estrecha, se cuidará de que la 
ejecute sólo un vehículo, esperando los demás á 
que éste termine dicha operación; en cuanto la 
termine, saldrá aquél y entrará otro, y así suce- 
E OOnES, dejando expedito el paso para el pú- 

ico. 

Art. 81. Los vehículos destinados á transpor- 
tes, vayan ó no cargados, marcharán siempre al 

aso y serán guiados por un conductor, quien 
evará cogida la caballería de varas, marchando 
á su lado y sujetándola de la cabezada. 

Cuando el tiro del carro se componga de dos 
caballerías en reata, se dispondrá de manera que 
la de delante vaya provista de un ramal sujeto 
á la cabezada, de modo que, yendo á parar á ma- 
nos del conductor, permita á éste dirigirlas en la 
ruta que siga. 

No se permitirá reata alguna que excede de 
cuatro caballerías, pudiendo aumentar el tiro 
pareando. 

Art. 82. Las carretas de bueyes irán asimis- 
mo guardadas por un conductor; y cuando aqué- 
llas sean más de dos, irá delante de la primera 
uno de ellos, repartiéndose los restantes á tre- 
chos de la carretería para que los bueyes no sal- 
gan de la línea que lleven. 

No se consentirá que estón las carretas para- 
das en la vía pública más que el tiempo preciso 
para la carga y descarga, ni que vayan juntas 
cuando sean más de dos, debiendo dejar entre 
ellas lo menos el largo de una de las mismas. 

Art. 83. El ancho del carril en los vehículos 
de transporte no excederá de 1'80 metros, ni de 
0'20 el vuelo de la carga de los mismos. 

Art. 84. Los carros que conduzcan cal ó yeso 
irán perfectamente cubiertos con toldos y corti- 
nas de cuero, de tal manera que resulten com- 
pletamente cerrados, ó bien con una lona grue- 
sa que abrace por completo el cargamento, su- 

eta con cuerdas en toda su extensión, con ob- 
jeto de im pene que traspase el polvo y se caiga 
el material en las calles. 

Los carros destinados al transporte de caba- 
llerías muertas y los que se empleen en el repar- 
to de las carnes del Matadero se sujetarán al 
modelo que apruebe el Ayuntamiento. Los que 
conduzcan huesos, sebo y otros despojos serán 
precisamente cerrados en forma de caja con su 
tapa correspondiente. 

t.85. Los vehículos destinados al trans- 
porte, así como las diligencias, coches y demás 
carruajes de camino, deberán ir provistos del 
correspondiente freno. , 

Las galgas que lleven los carros estarán dis- 
puestas de modo que no sobresalgan de la longi- 
tud de la caja más de 0,40 de metro. 

Art. 86. En instrucción especial se fijarán las 
calles y carrera que hayan de llevar los carros 
de transporte, el peso que han de poder cargar, 
la forma y diámetro de las llantas de las ruedas 
y la cuota que han de pagar por el deterioro 


que causen en el pe viento de la vía pública, 

Art. 87. Las diligencias, coches y demás ca- 
rruajes de camino que transiten por la vía pú- 
blica llevarán siempre un zagal á pie conducien- 
do las caballerías. Las diligencias llevarán ade- 
pe un delantero montado en la primera caba- 

ería. 

Art. 88. Se prohibe á todo carruaje correr 
por las calles y paseos. 

t. 89. Los conductores de los carruajes de- 
jarán á su paso libres las aceras. 

Art. 90. En toda calle cuya anchura, fuera de 
las aceras, no permita pasen á un tiempo con 
cierta holgura dos carruajes, sólo se consentirá 
la marcha en un determinado sentido, á fin de 
que no puedan encontrarse dontro de la misma, 

os ó más carruajes que lleven dirección con= 
traria. 

Art. 91. Todos los carruajes, incluso los de 
transporte y camino, así como los destinados 
al acarreo de escombros y los que distribuyan 
las carnes procedentes de los mataderos, lleva- 
rán faroles colocados en la delantera á la altura 
conveniente, con foco de luz bastante para que 
se distingan á distancia. Estos faroíes se encen- 
derán al anochecer, tan luego como empiece á 
lucir el alumbrado público, permaneciendo en- 
cendidos mientras éste no se apague. 

Los carruajes para la conducción de personas 
deberán llevar precisamente dos faroles, uno á 
cada lado del conductor, exceptuándose los ca- 
rros, diligencias y ómnibus, E podrán levar 
uno solo en la parte superior de la delantera. 

Art. 92. Ningún cochero podrá separarse del 
carruaje que conduzca. 

Art. 93. Nose permitirá que los carruajes de 
camino, diligencias, coches correos, ómnibus y 
carros de carga, marchen por¿los paseos de ca- 
rruajes, tales como el Prado, la Castellana, etc., 
pudiendo únicamente verificarlo por las calles 

aterales destinadas á transportes. 

Art.94. Los carruajes de alquiler, de cual- 
quier clase que sean, no podrán situarse más 

ue en los an cos designados por la autoridad. 
ueda prohibido conducir en ellos á los que pa- 
dezcan enfermedades contagiosas ó infecciosas, 

Esta clase de vehículos se colocarán en los 
puntos de parada ó estación qne se señalo, de- 
jando un espacio, por lo menos de un metro, de 
uno á otro, para la circulación de las personas, 

Se sujetarán también á las prescripciones que 
se establezcan en los respectivos reglamentos, 
además de las generales que se mencionan en 
esta Ordenanza. , 

Art. 95. Los coches de los cortejos fúnebres 
ó de algún espectáculo en la vía pública, esta- 
rán cbligados á franquear el paso en los cruces 
de las calles; y en caso de espera, no formarán 
más que una sola fila en cada calle. 

Art. 96. Los coches y carruajes de paseo que 
concurran á los del Prado, Castellana y Parque 
de Madrid, guardarán rigurosamente el orden 
de fila; entrando y saliendo de ellos por los si- 
tios destinadós al efecto, dejando al el 
centro del camino. Cuando estén parados se si- 
tuarán en filas á los extremos del paseo. 

E o de marcha será el que fije la auto- 
ridad. 

Art. 97. Cuando la concurrencia á los paseos 
sea extraordinaria, deberán hacer paradas en 
los cruces de las calles para dar tiempo á que 

or grupos pasen las poo y se atendrán 4 
as instrucciones que den los tenientes de alcal- 
de ó sus delegados para el buen gobierno. 

Art. 98. No se permitirá que los carruajes pa- 
sen por las calles donde hubiera marmolillos ó 
existan colocadas vallas, palenques ó faroles 
que indiquen la prohibición de su tránsito. 
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También deberán sujetarse, en las calles en 
donde haya colocados indicadores en la direc- 
ción que han de tomar los vehículos, á seguir la 
que en ellos se ordena. 

Art. 99. No se consentirá que los carruajes 
se enganchen ó desenganchen en la vía pública, 
cualquiera que sea su clase. 

Art. 100. Tampoco se detendrán aquéllos en 
la vía pública sino formando hilera de uno solo 
de frente y nunca pareados. 

Art. 101. La doma y prueba de caballos sólo 
se permitirá en los paseos de carruajes y hasta 
las doce de la mañana en todo tiempo. 

Art. 102. Los carros de transporte se estable: 
cerán en los puntos que designe la autoridad, 
observando en éstos y en su tránsito por las 
vías públicas, donde únicamente puedan circu- 
lar, las disposiciones dictadas para los carruajes 
en general. 


CAP. XVIII.—Tranvías. 


Art. 108. La inspección y vigilancia de los 
tranvías de esta capital corresponde al Ayunta- 
miento. 

Art. 104. No se permitirá la instalación de 
ningún tranvía en calles cuyo ancho sea menor 
de nueve metros como amplitud media de la ca.- 
Me, medida de 10 en 10 metros en su total lon- 
gitud. 

Tampoco se consentirá la colocación de tran- 
vías con doble vía en calles cuyo ancho sea me- 
nor de 14 metros, medidos de igual manera. 

Art.105. Los tranvías de una sola vía podrán 
para el cruce de sus carruajes establecer apar- 
taderos de 25 metros de longitud como máxi- 
mum y cada 200 metros como mínimum, conta- 
das ambas longitudes entre agujas. 

En uno de los lados de los apartaderos del 
tranvía quedará siempre hueco suficiente para 
un coche. 

Art. 106. Las Empresas de tranvías estarán 
obligadas á conservar en buenas condiciones, á 
juicio del Ayuntamiento, la zona que compren- 
da la vía y las entrevias, y además una faja de 
0'50 metros á un lado y á otro de los carriles ex- 
teriores. 

Art. 107. No se podrá introducir modificación 
alguna en un tranvía ya construído, sin la com- 
petente autorización. 

Las que se ejecuten serán objeto de un dete- 
nido reconocimiento por los funcionarios facul- 
tativos encargados de la inspección, antes de 
ser entregadas al servicio público. 

Art. 1083. El funcionario municipal encarga- 
do de la vía pública reconocerá con la frecuen- 
cia necesaria toda la línea; si en ella notase al- 
gún defecto ó deterioro que afectara á la segu- 
ridad de la circulación pública, lo pondrá in- 
mediatamente en conocimiento del alcalde, para 
que éste pueda adoptar las disposiciones opor- 
tunas, incluso la de suspender la circulación del 
tranvía. 

Art.109. Ningún carruaje podrá ser puesto 
en servicio sin la aprobación del modelo dado 
por la autoridad competente. 

Art. 110. Los coches serán reconocidos por 
los inspectores de carruajes, cuando lo crean 
oportuno; y si no reuniesen las condiciones su- 
ficientes de solidez y capacidad, lo pondrán en 
conocimiento de la Alcaldía para la adopción 
de las disposiciones reas determinando 
si el carruaje reconocido debe ser retirado del 
servicio. 

Art. 111. Las empresas de tranvías propon- 
drán al alcalde las horas de salida de cada ca- 
rruaje, el tiempo que ha de transcurrir de la de 
un carruaje á otro, las detenciones ó paradas 
en los puntos de estación y el número de caba- 


llerías que deban emplearse en el servicio de 
cada carruaje, según sus dimensiones ó cons: 
trucción. El alcalde podrá prestar la aprobación 
á lo propuesto ó variarlo en todo ó en parte, 
quedando obligadas las Empresas á verificar el 
referido servicio en la forma que por dicha auto- 
ridad se les prevenga. 

Art. 112. Una vez aprobado por la autoridad 
el cuadro de las horas de salida, parada y mar- 
cha de los carruajes, á propuesta de las Empre- 
sas de los tranvías, y anunciado que sea al pú- 
blico, no se podrá introducir variación alguna 
por las mismas Empresas sin la autorización co- 
rrespondiente y previo anuncio en los periódi- 
cos de más circulación. 

Igualmente se anunciará siempre al público 
la ejecución de cualquiera obra en las vías pú- 
blicas que limite ó interrumpa el servicio, de- 
biendo dar conocimiento en este último caso al 
a21ca1de. 

Art. 113. La autoridad y sus delegados, en 
caso de reconocida urgencia, podrán suspender 
la circulación de los tranvías cuando la aglo- 
meración de gentes, con motivo de revistas mi- 
litares, procesiones, incendios, Obras de la vía 
pública ú otras varias en las calles que reco- 
rran, puedan ocasionar atropellos ó producir 
graves inconvenientes. 

Art. 114. En los carruajes de tranvías podrá 
circular como máximun el número de personas 
correspondiente al de asientos que aquéllos con- 
tengan, con las dimensiones señaladas en el re- 
glamento para el servicio de carruajes públicos. 
Además se podrán conducir en las plataformas 
los viajeros que permita la capacidad de las 
mismas. El número de viajeros se determinará 
al aprobarse el modelo del carruaje. 

Las personas que primero suban al coche ten- 
drán derecho á ocupar los asientos; el cobra- 
dor designará á los restantes el lugar que les 
corresponda, teniendo que ir posesionándose de 
aquéllos por su orden, á medida que fuesen va- 
cando. 

Art. 115, Tanto en el interior de los coches 
como en sus plataformas, estará marcado con 
caracteres bien legibles el número máximo de 

ersonas que respectivamente han de ser con- 

ucidas. 

En el interior de los coches habrá también 
un cuadro con la tarifa de precios, horas de 
servicio y puntos de salida, así-como un extrac- 
to de estas disposiciones para conocimiento de 
los pasajeros. 

Art. 116. Cada coche llevará en la parte ex- 
terior de la trasera el número del carruaje, que 
tendrá cuando menos 0,15 metros de alto, pints- 
do de distinto color del de la caja ó fondo. 

Art. 117. En ambos costados de los carruajes 
se expresará el punto de salida y el de llega 

El interior de los coches estará durante la 
noche debidamente alumbrado. 

También llevarán faroles exteriores en la tra: 
sera y delantera con cristales de color. 

En la parte exterior y alta de los carruajes 
se colocarán unas tablillas ó cuadros, en los que 
pueda leerse á buena distancia la palabra Com- 
pleto, que indicará al público la imposibilidad 
de subir á ellos por estar ocupadas todas sus 
plazas. 

Art. 118. El ganado que se emplee para la 
tracción reunirá las condiciones necesarias 
objeto á que se destina, y los atalajes ofrecerán 
la mayor seguridad, puenóo ser reconocidos 
por los inspectores del ramo, quienes harán 82- 

er el resultado de su reconocimiento á la Al 
caldía para la resolución que corresponda. 

Art. 119. Los conductores y recaudadores de- 
berán ir uniformados con arreglo al modelo que 
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propon(:an las Empresas y haya aprobado la 
autoridad. 

En la gorra llevarán el número que les corres- 

nda, 

Art. 120. La subida de los pasajeros á los ca- 
rruajes se verificará siempre por la parte pos- 
terior de éstos; la bajada tendrá efecto por la an- 
terior del coche en los puntos de estación, y por 
la posterior en cualquier otro del tránsito. 

n todo caso el carruaje estará completamen- 
te parado, á cuyo efecto los dependientes de la 
Empresa darán las señales, tanto de detención 
como de marcha, por medio del timbre fijo, siem- 
pro que los pasajeros lo reclamen y cuando se 

En á los puntos de estación. 

parte delantera de los carruajes, cuando 
estén en marcha, irá cerrada por medio de una 
barandilla, la que se abrirá únicamente al lle- 
gar á las estaciones. 

Art. 121. No se permitirá subir á los coches 
á persona alguna en estado de embriaguez, ni á 
los que lleven bultos, objetos ó animales que 
ofrezcan peligro ó puedan manchar ó molestar 
á los pasajeros. 

Art. 122. En ningún caso marchará el gana- 
do al galope; lo verificará al trote en los trozos 
rectos de la vía, al paso en los cruceros de todas 
las calles, y también al paso y con freno en las 
curvas, en las que no se detendrá, aunque algún 
pasajero lo pida. 

Al bajar las pendientes se marchará con la 
debida precaución. 

Art. 123. Las Empresas serán responsables 
de que los condutores, cobradores y demás de- 
ponentes guarden en sus relaciones con el pú- 

lico la cortesía y los modales propios de un 
pueblo culto. E 

Art. 124. Todos los conductores y cobrado- 
res llevarán un ejemplar de estas disposiciones, 
con obligación de presentarlo á las autoridades 
y ásus agentes cuando lo exijan, y á cualquier 
pasajero siempre que le ocurra alguna duda. 

Art. 125. Todos los cobradoresirán provistos 
de unas tarjetas en que conste el número que 
lleven en la gorra y el del carruaje en que sir- 
ven, que facilitarán á los pasajeros cuando és- 
tos lo reclamen por cualquier circunstancia. 

Art. 126. Los inspectores y vigilantes que 
las Empresas tengan en los puntos de estación 
ú otros de las líneas, llevarán un cuaderno ta- 
lonario y foliado en el que los pasajeros puedan 
consignar cualquier reclamación que tengan 

ue hacer á las Empresas por faltas del servicio 

otras razones. Cada hoja estará dividida en 
dos partes, escribiéndose en la matriz las que- 
jas que el pasajero tenga que exponer, con la 
fecha de la ocurrencia, firma y domicilio del 
reclamante, y la otra parte será entregada al 
interesado con la firma del inspector ó vigilan- 
te que acredite haber quedado hecha la recla- 
mación. 

Art. 127. Quedan obligadas las Empresas á 
cumplimentar todas las reglas de policía ur- 
bana consignadas en esta Ordenanza y las de- 
más de buen gobierno que en lo sucesivo se 
acuerden. 

Art. 128. Las Empresas no están obligadas á 
UNE gratuitamente á los agentes de la au- 

ridad. | 


CAP. XIX.—Limpiezas. 


Art. 129, El barrido y limpieza de las plazas 
y calles y el recogido de las basuras, se efectua- 
rá diariamente por los dependientes de la villa 
en el término de cuatro horas, que se determi- 
narán por el alcalde, según las estaciones y ne- 
cesidades del servicio. 

Art, 180. Las basuras de las cuadras y corra- 


les se extraerán diariamente por cuenta de sus 
dueños á las horas que se determinen. 

Art. 131. Los vecinos bajarán á la puerta de 
la calle las basuras ó las dejarán en espuertas en 
los portales de sus mismas casas, con el objeto 
de que al paso de los carros de la villa puedan 
recogerlas los dependientes encargados de la 
limpieza; paro deningún modose depositarán en 
plazas, callos ó paseos. El tránsito de los carros 
se anunciará por medio de campanillas para 
qee los vecinos bajen las basuras y sean verti- 

as en el acto. 

Art. 132. En los cuarteles habitados por las 
tropas de la guarnición, cuidarán éstas de ex- 
traer las basuras al tiempo de pasar los carros. 

Art. 1338. Los dueños de las tiendas ó puestos 
de comestibles, carbonerías, flores y otros artí- 
culos, que con permiso se coloquen en las calles 
y plazas, así como los encargados del barrido, 

uedan obligados á quitar las basuras que pro- 
uzcan, á tiempo que puedan ser recogidas al 
paso de los carros. 

Art. 134, En caso de sobrevenir una nevada, 
los vecinos de las tiendas y cuartos bajos y los 
porteros de las casas procederán á limpiar las 
aceras delanteras de las mismas, echando la 
nieve ó hielo sobre la parte empedrada de la 
calle, sin dar lugar á que aquélla se aglomere. 
Si se congelase la lluvia ó la nieve, quedan obli- 
gados á picar el hielo, cubriendo la acera con 
arena, serrín ó paja. 

Art. 135, Cualquier operación de limpieza 
deberá ejecutarse antes del paso de los carros y 
barrenderos de la villa, con objeto de que éstos, 
al mismo tiempo que barran, puedan recoger la 
basura. 

Art. 136. Las cuadrillas del recorrido reco- 
forán las basuras que se formen después de la 

impieza general de las calles. | 

Art. 137. Se prohibe el transporte de basuras 
en los carros que no reunan las condiciones 
marcadas por el reglamento. 


TITULO III 
ALUMBRADO 
CAPITULO 1.—Alumbrado público. 


Art. 138. Se comprende como alumbrado pú- 
lico el de todas las vías, calles, plazas y paseos 
existentes y que puedan crearse, y el de todas 
las calles de servicio particular. Los portales de 
las casas particulares y edificios públicos estarán 
alumbrados durante las horas de la noche en 
que estén abiertas las puertas que den á la callo, 
igualmente que las edificaciones y obras que se 
ejecuten en la vía pública. 

Art. 139. Todas las calles, plazas y paseos es- 
tarán alumbrados en las horas que se fijan en las 
tablas aprobadas por el Ayuntamiento. 

Art. 140. Los faroles de los portales y los fa- 
rolillos correspondientes á toda obra que afecte 
á la vía pública, lucirán el mismo tiempo que el 
alumbrado de la población. 

Art. 141. Los farolillos correspondientes á 
las obras particulares y municipales indicarán 
el lado del peligro por medio de cristales rojos. 


CAP. 11.— Alumbrado por gas. 


Art. 142. Las canalizaciones para gas, y en 
general cuantas obras sean necesario ejecutar 
para el alambrado público, se ajustarán en un 
todo á lo estipulado en las condiciones para el 
servicio público y particular de este ramo, con- 
tenidas en el contrato celebrado con la Com- 
pañía Madrileña de alumbrado y calefacción 
por gas. 

Art. 143. Se procurará además que dichas ca- 
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ñerías vayan por el lado contrario al en que se 
encuentren los registros y galerías del ramo de 
Fontanería y del Canal, igualmente que de los 
árboles y plantaciones. 

Art. 144. Tanto las tomas del gas para el 
servicio del alumbrado público como para el 
particular, seo harán sobre la cañería general, 
y de ningún modo las de un servicio sobre las 
de otro. 

Art. 145. Los conductores de derivación serán 
de plomo, fuera de los casos en que el gran con- 
sumo de la localidad exigiese una cañería de 
diámetro superior á 0'04 metros, en cuyo caso 
deberá establecerse de hierro. 

Art. 146. Toda canalización diferente á la 
del gas deberá sujetarse en sus trabajos á la 
colocación preexistente de dichos conductos de 
Kfas; y en caso de necesitarse alguna variación 
en éstos, se avisará á la Empresa del gas para 

ue ésta la ejecute, siendo los gastos de cuenta 

e quien motive la obra. 

De la misma manera procederá la Compañía 
del gas respecto de las demás canalizaciones 
preexistentes. 

Los trabajos de canalización se efectuarán sin 
interrupción y con la mayor actividad, á fin de 
que la circulación en la vía pública sólo se inte- 
rrumpa el menor tiempo posible. 

Art. 147. Las Empresas de gas establecerán 
sifones ó depósitos en los puntos convenientes 
para el desagie de las cañerías, estableciendo 
para este medio el conveniente drenaje. 

Art. 148. Cada toma de gas para el consumo 
particular tendrá su correspondiente llave de 
paso á de suministro, colocada dentro de un re- 
gistro cerrado y practicado en la fachada del 
edificio ó en los gruesos que presenten los mu- 
ros, en las puertas de entrada ó en la acera. 

Art. 149. Este registro ó el aparato en con- 
junto, estarán dispuestos de modo que si se pro- 
duce algún escape ó fuga de gas, tenga salida 
directa á la atmósfera y no pueda esparcirse en 
el interior de la finca ó en las que estén en co- 
municación con ella. 

La puerta será de hierro, cobre ó latón. La 
Compañía encargada de suministrar el gas á la 
localidad conservará en su poder la llave de la 
puerta del registro. 

Art. 150. En caso de suspenderse en cual- 
quier localidad el uso del gas canalizado se ce- 
rrará la llave interior de suministro; pero si se 
suprimiese de hecho, se condenará el tubo de 
acometida por la cañería general. Los gastos 
que se originen por estos conceptos serán de 
cuenta de la Empresa que hubiese estado prove- 
yendo de gas á la localidad. 

Si la llave de paso estuviese situada en la 
acera, la tapa de cerramiento se fijará invaria- 
blemente á la losa. 

_Art. 151. Los contadores se colocarán en si- 
tio de fácil acceso y perfectamente ventilado, 
fijándolos por medio de tornillos sobro platafor- 
mas horizontales, y se procurará, en cuanto sea 
posible, que estén inmediatos al muro de la calle 
y próximos al arranque de la cañería de sumi- 
nistro, así como también que no tengan que su- 
frir un gran aumento de temperatura en el ve- 
rano, ni el riguroso descenso en el invierno, 

Art. 152, Todos los contadores deberán tener 
sellos oficiales que acrediten haber sido compro- 
bados por un ingeniero. 

Art. 158, Los tubos de distribución serán de 
las materias convenientes á su uso, y siempre de 
primera calidad. Deberán estar perfectamente 
ajustados, con un diámetro proporcionado al nú- 
mero y tipo de las luces que han de alimentar, 
para lo cual se deberá tener presente al fijarles, 
que la pérdida de presión entre la salida inme- 


diata al contador y cualquiera de las luces ins- 
taladas, no excederá de cinco milímetros, estan- 
do todas encendidas y luciendo en buenas condi- 
ciones. 

Art. 154. Las llaves deberán estar dispuestas 
de manera que no pueda sacarse el macho de su 
respectiva caja, ni aun por un esfuerzo violento. 

Art. 155. de canalización recién instalada 6 
renovada será reconocida, estando de manifiesto 
ó sin cubrir, desde la llave de distribución hasta 
el último mechero, prescindiendo del contador, 
sometiéndola á una prueba de 20 milímetros de 
presión, medida con el manómetro de agua. Es- 
tas pruebas se harán por los operarios 0 apare- 
jadores que hubiesen ejecutado los trabajos en 


- presencia de un agente de la Empresa proveedo- 


ra, y en caso de desavenencia, del ingeniero mu- 
nicipal ó de uno de sus delegados. 5 

Art. 156. Queda absolutamente prohibido en 
todos los casos comprobar por medio de la llama 
la existencia de fugas de gas. 

Art. 157. Los escaparates, aparadores y de- 
más espacios cerrados, y todo sitio en que se hs- 
len establecidos ó seestablecieren aparatos para 
el consumo de gas, ó por los que pasen tubos 
para su conducción ó distribución, deberán es: 
tar siempre perfectamente ventilados y dota- 
dos de un tubo de protección en los vacios inac- 
cesibles. , ! 

Art. 158. Los dueños, jefes, empresarios 6 di- 
rectores de talleres, oficinas, teatros y coria 
pondrán en carga la canalización interior d 
servicio media hora por lo menos antes de empe- 
zar á encender, asegurándose de que no 86 pro- 
ducen fugas. , 

Art.159. Las Empresas tendrán guardias per- 
manentes de empleados en locales situados con- 
venientemente en las diversas zonas de la po 
blación, con objeto de poder prestar todos los 
servicios que se les reclame correspondientes al 
ramo. ea 

Los avisos se anotarán en el ato de recibir- 
los, correlativamente, en un libro talonario, fo- 
liado y rubricado por la autoridad municipal, 
entregando el correspondiente resguardo á las 

ersonas que dieren el aviso; y tanto en este ta- 

ón como en el libro se expresará el número de 
orden, la hora, con indicación de minutos, en 
ue se reciba el parte, la localidad á que se re- 
dare y la persona que lo da, ó en nombre de quién 
y por qué concepto. 
oda equivocación se salvará por nota y de 
modo que el asiento y el resguardo estén confor- 
mes, sin raspaduras ni enmiendas. 

Art. 160. Las citadas Empresas quedan obli: 
gadas á tener en los locales á que se refiere el 
artículo anterior los aparatos, útiles y efectos 
necesarios para el reconocimiento de cualquier 
sitio inficionado de gas, así como para cortar 
curso de este fluido en el punto que fuese nece- 
sario aislar. . 

Siempre que ocurriese algún incendio en pun- 
tos de la población donde se haga uso de gas, las 
Empresas mandarán, en el acto de la señal de 
incendio, al sitio del siniestro, dependientes ap- 
tos provistos de los medios necesarios para pres" 
tar los servicios especiales del ramo. 

Art. 161. La Dirección del canal del Lozoya y 
las Empresas que tengan en la vía pública ar: 
quetas, registros ó huecos, los revisarán con fre- 
cuencia para asegurarse que no contienen ke 
procedentes de letrinas de aguas sucias, alcan- 
tarillas ó roturas de cañerías de gas. 

Estas cañerías serán dobles cuando crucen nor- 
malmente el eje de las alcantarillas Ó estén en 
la proximidad de los registros de agua ó pozos 
negros. 

t. 162. La Dirección ó Empresas á que se 
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refiere el artículo anterior, están obligadas á 

adoptar por sí ó por.mandato de la autoridad, y 

siempre á sus expensas, los sistemas 6 medios 

empleados ya, de reconocido buen éxito, para 
reservar el arbolado y plantaciones de los ma- 
os efectos del gas. 

No podrán oponerse á que se practiquen, sir- 
viéndose de sus cañerías y fluidos, ensayos ó 
pruebas de todos los sistemas y medios que se 
crean convenientes al expresado objeto; pero en 
este caso el coste de tales estudios no será de 
cuenta de las citadas Empresas. 

Art. 163. Quedan sujetos á lo que previene la 
presente Ordenanza, respecto á la instalación y 
uso del alumbrado, todos los establecimientos 
de la Administración general del Estado, así 
como los de la provincia y la Municipalidad, los 
de enseñanza y Beneficencia, los establecimien- 
tos militares y, sin excepción alguna, todo local 
en que se haga uso del gas para el alumbrado. 

Art. 164. Los recipientes para el transporte 
á domicilio de gas comprimido serán de palastro 
ó de otro material de análogas condiciones. 

La presión máxima á que podrá ser conducido 
el gas será la de once atmósferas, ó sea diez so- 
bre su presión. 

Son aplicables al consumo interior del gas 
po las disposiciones contenidas en esta Or- 

enanza relativas al uso del gas canalizado. 

Art. 165. En los locales en que, por hacerse 
uso del gas portátil ó por otra causa cualquiera, 
hubiere necesidad absoluta de tener depósitos de 
gas, se establecerán éstos en corredores ó en 
piezas no habitadas y perfectamente ventiladas, 
rodeándolos además en todos los casos de una 
barrera de tablas que impida el acceso á toda 
persona que no sea el encargado de la Empresa 

roveedora del gas, quien conservará la llave de 

a puerta de la expresada barrera. Estas habita- 
ciones tendrán un tubo ó chimenea que las ponga 
en comunicación con el aire exterior. 

Art. 166. La Empresa del gas será responsa- 
ble de todos los daños y perjuicios que ocasio- 
nen las fugas que se produzcan por la mala ins- 
talación ó descuido en la conservación de las tu- 
berías del servicio que les esté encomendado. 


TITULO IV 
ALCANTARILLAS 


CAPITULO UNICO 


Art. 167. js persona podrá transitar 
por las alcantarillas públicas ni ejecutar obras 
que afecten á su seguridad y limpieza sin la 
oportuna licencia del alcalde, expedida por la 
oficina de fontaneria y alcantarillas. 

Art. 168. Se considera á los vigilantes de4l- 
cantarillas y á los encargados del recorrido y 
limpieza de las mismas como fuerza armada; 
en tal concepto detendrán y pondrán á disposi- 
ción de la autoridad correspondiente á toda per- 
sona que se encuentre en la vía subterránea, ya 
sea en la alcantarilla general, ó ya en las acome- 
tidas ó atarjeas particulares, á no ser que se 
halle provista de la oportuna licencia. Igual- 
mente denunciarán á dicha autoridad la falta de 
cumplimiento de cualquiera de las disposiciones 
de esta Ordenanza. 

Art. 169. En las calles donde no exista alcan- 
tarilla, 6 interin ésta se construye, deberá te- 
ner cada edificación un pozo negro para reco- 
ger únicamente las materias fecales; pero una 
vez construida la alcantarilla general de la 
calle, los propietarios quedarán obligados á ha- 
cer las acometidas á la misma y á cegar el pozo 
negro. 

os pozos serán impermeables, debiendo corre- 


girse en el acto las filtraciones que en los mismos 
se observen, previa la oportuna licencia. 

Art.170. Las alcantarillas y pozos se abrirán 
siempre 1'50 metros, por lo menos, distante de 
todo depósito, cañería ó conducto de aguas cla- 
ras, observando la misma distancia de las me- 
dianerías y propiedades vecinas. 

Art. 171. Cuando se ciegue un pozo de aguas 
sucias, deberá limpiarse primero perfectamente, 
desinfectándolo después y terraplenándolo con- 
venientemente. 

Art. 172. Al efectuar la limpieza de los pozos 
de aguas inmundas, deberán lO ptaren todas las 
DoS convenientes para evitar los casos 

e asfixia; á este fin estarán en la boca del pozo 
igual número de operarios que los que se hallen 
trabajando abajo, atados estos últimos por la, 
cintura y provistos de un peas cualquiera con 
el que pidan auxilio en el momento en que se 
vean en peligro. Antes de entrar en los pozos se 
reconocerán éstos para cerciorarse de que no 
existen Estes que impidan la combustión. 

Art. 173. En toda construcción nueva en calle 
donde exista alcantarilla deberá hacerse acome- 
tida para las aguas sucias y pluviales, sin cuyo 
peaRucItO no se concederá licencia para alqui- 

arla. 


Art. 174. La instalación de acometidas que 
conducen directamente á la alcantarilla las 
aguas pluviales y sucias, no autoriza á verter 
sustancias que deterioren su fábrica ó produzcan 
miasmas perjudiciales. 

Art. 175. No podrán arrojarse á las alcanta- 
rillas basuras ó excrementos procedentes de las 
casas de vacas y cabrerías, ni ningún otro objeto 
que detenga las materias fecales. Queda prohibi- 

o también verter en los absorbederos despojos 
de pescados y carnes, animales muertos y basu- 
ras procedentes de la limpieza. 

Art. 176. En las calles donde existan alcanta- 
rillas nueva y vieja, se procederá por los respec- 
tivos propietarios á verificar la acometida á la 
nueva, macizando las antiguas acometidas, á fin 
de que, según vayan quedando sin servicio, pue- 
da el Ayuntamiento inutilizar las alcantarillas 
viejas, facilitándose así la limpieza y vigilancia 
subterráneas. 

Art. 177. Los gastos de construcción, conser- 
vación y limpieza de las acometidas son de cuen- 
ta de los propietarios, debiendo ejecutar las 
obras en el plazo que se les fije en las respectivas 
licencias, á fin de facilitar la vigilancia y no en- 
torpecer la vía pública, sino el menor tiempo 
posible. En las obras de nueva planta, donde no 
es necesario licencia especial para verificar la 
acometida, se dará parte por escrito al arquitec- 
to municipal de alcantarillas, expresando el día 
en que se van á empezar estos trabajos, los que 
una vez comenzados no podrán suspenderse 
hasta su completa terminación. a 

Art. 178. Al darse el parte por escrito á que 
so refiere el artículo anterior, se facilitará por 
el arquitecto municipal de alcantarillas, en un 

lazo que no excederá de ocho días, la profundi- 

ad y distancia á que se halla la alcantarilla con 
cación á la construcción que se trate de llevar 
á cabo. 

Art. 179. Para la construcción de las acome- 
tidas seobservarán las prescripciones siguientes: 

La solera del acometimiento tendrá como pun- 
to de partida la cara superior del adoquín de la 
alcantarilla; y si ésta fuese antigua, sin ado- 

uín, á 0'14 metros de la solera de la alcantari- 
lla, siguiendo al interior de la finca con la mayor 
pendiente posible. 

Las dimensiones de las acometidas habrán de 
ser cuando menos de 1'12 por 0'56 metros de luz. 

La solera tendrá su badén al centro, que para 
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el ancho fijado como minimum habrá de ser de 
0'08 metros. Tanto la solera como las cítaras, de 
0'80 metros de altura á partir de aquélla, estarán 
tendidas de cemento Portland y sus ángulos 
rodeados por medio de una curva de 0'25 de 
radio. 

Art. 180. Los espesores de la acometida en la 
parte situada bajo la vía pública habrán de ser, 
como minimum, de 0'28 metros para las citaras 
A metros para el volteado, acompañándole 

a fábrica hasta los riñones de la bóveda; en el 
interior de la finca se harán bajo la responsabi- 
lidad del director de la obra, pero sin que nunca 
pueda ser mayor su sección que la de desembo- 
cadura en la alcantarilla general. 

Art. 181. Los pozos de registro que existan en 
el interior de las fincas habrán de estar situados 
precisamente en patios. 

Tanto los sumideros de los patios, como todos 
los excusados de las fincas, estarán provistos 
de un aparato inodoro que evite la salida de 
gases. 

Art. 182. Bajo ningún pretexto se consentirá 
que dos ó más casas tengan uua acometida co- 
mún á la alcantarilla, sino que cada casa habrá 
de tener su acometida especial. 

Art. 183. Para la acometida á la alcantarilla 
de las fábricas ya establecidas en el casco de la 
población y en su zona de ensanche, ó la de las 
que en lo sucesivo autorice el Ayuntamiento, y 
cuyos residuos puedan perjudicar tanto á los 
materiales con que se haya construídp la alcan- 
tarilla como á las personas que permanezcan en 
ellas, ya por la calidad de estos residuos, ya por 
su temperatura, deberán adoptarse las precau- 
ciones siguientes: 

1.* Se construirán cuando menos dos pozos 
colectores á la distancia minima de cinco me- 
tros, perfectamente revestidos, con los espesores 
convenientes y de materiales impermeables, 

2.* Si los residuos no pudieran perjudicar 
más que por su elevada temperatura, se deposi- 
tarán en estos colectores hasta que se hayan 
enfriado, en cuyo caso podrá dárseles salida á 
la alcantarilla, alternando los colectores en esta 
operación. 

3.” Si los residuos, por las sustancias en ellos 
contenidas, pudieran perjudicar á la salud pú- 
blica y á la de los encargados de vigilancia sub- 
terránea, ó atacar los materiales de la alcanta- 
rilla, se recogerán en estos pozos, en los que se 
inutilizará su acción por medio de los desinfec- 
tantes ó reactivos que en cada caso se indicarán 
en vista de la naturaleza de dichos residuos, los 
que no podrán ser arrojados á la alcantarilla 
sin esta previa operación, respondiendo el due- 
ño de la fábrica de los perjuicios que pudieran 
ocasionar. 

4.* Los registros que tengan estos pozos para 
verificar las limpiezas y reparaciones interio- 
res, tendrán dispuesta la tapa de manera que 
cierre herméticamente cuando el pozo esté en 
servicio, 

5.* Si los residuos desarrollasen gases, y és- 
tos fuesen susceptibles de qusmares se dispon- 
drá en la parte superior de los pozos un con- 
ducto que los dirija á los hornos de la fábrica 
para que se quemen allí con las debidas precau- 
ciones. 

Art. 181, Estas precauciones generales son 
de ineludible ejecución, sin perjuicio de las es- 
peciales que pudieran adoptarse para determi- 
nadas industrias. á cuyo fin, al solicitar la eje- 
cución de las obras, se acompañará una sucinta 
Memoria en la que se exprese las clases de resi- 
duos y cantidadas aproximadas de éstos por día 
y un plano indicando la distancia y relación de 
profundidad de los pozos colectores con la al- 


cantarilla general, representando con tintas de 
distintos colores los materiales que hayan de 
entrar en su construcción y cuantos datos sean 
necesarios para formar cabal idea del conjunto. 
Las fábricas hoy existentes se colocarán en es- 
tas condiciones en el improrrogable término de 
seis meses. 

Art. 185. Los vigilantes de aleantarillas é 
individuos del recorrido recogerán cuanto3 ob- 
jetos útiles encuentren á su paso por las alcan- 
tarillas y los que sean reclamados por parti: 
culares. 

Art. 186. El arquitecto de alcantarillas de- 
nunciará ante los tenientes de alcalde á todo 
individuo que haya ejecutado alguna de las ope- 
raciones de que se trata en las alcantarillas y 
atarjeas ad ies: sin previa licencia. 

Art. 187. No se permitirá, bajo ningún con- 
cepto, practicar reconocimientos, de cualquier 
clase que sean, en las atarjeas particulares, si 
éstos han de hacerse por la alcantarilla general 
sin haber satisfecho el interesado el importe de 
aquél, según tarifa, en la oficina correspondien- 
te, aunque se demande dicho servicio por medio 
cualquier autoridad. 

Art. 188. Siendo del dominio del común el te- 
rreno de la vía pública, no se consienten fueras 
de la línea de fachada los sótanos, cuevas ó ex- 
cavaciones de ninguna especie, aunque hayan 
resultado en esta disposición por efecto de nue- 
vas alineaciones. 


TITULO Y 


SALUBRIDAD, COMODIDAD É HIGIENE 


CAPITULO PRIMERO.—Higiene y sanidad. 


Art. 189, El régimen de la nigiens y sanidad, 
así como la inspección general de cuanto atañe 
á las mismas, compete al alcalde y á sus delega- 
dos, asesorados de la Comisión de higiene y sa- 
lubridad, jefe del Laboratorio químico munici: 
pal, arquitectos municipales, médicos titulares 
y revisores veterinarios. Un reglamento espe- 
cial determinará las atribuciones respectivas 
de estos funcionarios. 

Art. 190. Serán objeto de esta inspección los 
asuntos generales de higiene, y especialmente 
los reconocimientos en los mercados, puestos y 
tiendas de comestibles, talleres, fábricas, depó- 
sitos, vaquerías, cuadras, cuartos de mozos de 
cuerda y de aguadores, casas de huéspedes y de 
dormir, mesones, colegios, escuelas y en general 
todo local que pueda considerarse como foco de 
infección; á fin de garantir la salubridad del ve 
cindario. 

Art. 191. Los directores de colegios ó escuelas 
no.admitirán en sus clases á los alumnos que 
no estén vacunados, ni á los que se hallen enfer 
mos ó convalecientes de enfermedades infec- 
ciosas. 

Tampoco admitirán mayor número de los que 
quepan en el local en condiciones higiénicas. 

Art. 192. Los cuartos % habitaciones que se 
den en e Pp á los aguadores, mozos de cuer- 
da y familias pobres, deberán tener por lo me- 
nos cuatro metros superficiales por persona, de 
manera que en los que midan metros, sólo 
podrán dormir cinco individuos, y así sucesiva 
mente, siempre que exista ventilación directa 
por medio de ventana ó balcón á la calle ó patio. 

Art. 193. La alcoba donde muera un enfermo 
de mal reputado contagioso se picará, blanques- 
rá y desinfectará por cuenta del propietario, 
salvo el derecho que proceda para exigir del in: 
quilino el importe del gasto causado. 

Art. 194, Se ordena á los propietarios de cs 
sas y á los inquilinos, en beneficio de la higiene, 
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el aseo y limpieza de las habitaciones, así como 
que procuren evitar en ellas los olores pernicio- 
sos é insalubres. 

Art. 19. La capacidad de las habitaciones 
será relativa á su uso y al número de personas 
quo; han de contener, asegurando á cada indivi- 

uo la cantidad de aire respirable que reclama 
la higiene. 

Art. 196. Los locales que no recibiesen direc- 
tamente el aire de la calle ó de un patio sufi- 
cientemente ancho, y los que tuviesen tanta 
humedad que no pudiera hacerse una oreación 
conveniente, no podrán ser habitados. 

Art. 197. Las casas habitadas deberán con- 
servarse interior y exteriormente en un per- 
fecto estado de limpieza, sin el cual la salubri- 
dad estará amenazada. 

Art. 198. Las aguas sucias deben tener una 
salida constante á sus depósitos, alcantarillas 
ó sumideros, para cuya construcción se obser- 
vará lo ao disponen los arts. 179, 180 y 181. 

Art. 199. Se prohibe arrojar y depositar en 
los patios, corredores y pasillos toda materia 
que pueda producir humedad ó mal olor ó que 
sea perniciosa para la higiene y salubridad. 

Art. 200. En los Colegios de Medicina se pro- 
curará por los jefes respectivos que el estudio 
anatómico sobre los cadáveres se verifique con 
la debida desinfección y en las condiciones que 
exige la ciencia. 


CAP. 11.— Inspección de sustancias alimenticias. 


Art. 201. La inspección y vigilancia de las 
sustancias alimenticias compete al alcalde y á 
sus delegados, jefe del Laboratorio químico 
municipal, Comisión de higiene y salubridad y 
peritos encargados, en su esfera y funciones res- 
pectivas, del reconocimiento y análisis. 

Art. 202. El Laboratario químico municipal 
es la oficina de comprobación que debe deter- 
minar el estado y condiciones de los alimentos 
y bebidas. El jefe del Laboratorio certificará 
clara y concretamente acerca de la bondad, 
adulteración ó alteración de los mismos. 

Art. 203. Los tenientes de alcalde, así como 
las Comisiones de higiene y de salubridad, gi- 
rarán las visitas que consideren oportunas á 
los establecimientos públicos, fondas, cafés, ta- 
bernas, casas de comer, tiendas de comestibles, 
almacenes, panaderías, pescaderías, carnicerías, 
mercados, vaquerías, cabrerías, etc., para que 
en todo tiempo se observen las prescripciones de 
esta Ordenanza. 

. 204. Los funcionarios del Laboratorio y 
los revisores veterinarios en su esfera, girarán 
asimismo las visitas que señalan los reglamen- 
tos respectivos, atendiendo constantemente y 
con regularidad á este servicio, denunciando á 
la autoridad municipal las faltas que observen, 
y consignando en los libros respectivos los re- 
sultados de sus observaciones. 

Art. 205. Los dueños ó representantes de 
tiendas ó almacenes dedicados al comercio de 
sustancias alimenticias no podrán oponerse á 
que los delegados de la autoridad giren visitas 

e inspección á sus establecimientos, incurrien- 
do en el caso contrario en la pena correspon- 
diente. 

Art. 206. Los encargados de esta inspección 
y vigilancia podrán tomar, previo abono de su 
valor, las muestras de toda clase de géneros ali- 
menticios que consideren convenientes para el 
análisis que se efectuará en el Laboratorio mu- 
nicipal. 

Art. 207. El acto de la toma de muestras ten- 
drá efecto ante cel dueño ó un dependiente del 
establecimiento. La cantidad de muestras que 
se tome se dividirá en dos partes; ambas serán 


lacradas, selladas y rubricadas nor el dueño 6 
representante del género y selladas con el de la 
autoridad. Una de estas partes quedará en po- 
der del dueño del establecimiento para su ga- 
rantía on en caso necesario. 

Art. 208. Cualquier particular podrá exigir 
del expendedor, bajo la pena impuesta por esta 
Ordenanza, que.se divida una muestra de la 
mercancía en tres partes, que serán lacradas y 
rubricadas, y una factura en que conste la na- 
turaleza y precio de la misma, manifestando 

recisamente NE su objeto es pedir el análisis 

el género en el Laboratorio municipal. De las 
tres muestras quedará una en poder del dueño, 
otra se reservará el comprador y la tercera será 
remitida al Laboratorio. 

Art. 209. Para efectuarse el análisis deberá 
el interesado consignar su nombre, profesión y 
domicilio, así como las señas del establecimien- 
to de donde proceda la muestra, y manifestará 
á la vez si el análisis que solicita es cualitativo 
ó cuantitativo. Hecho el análisis se expedirá al 
interesado una certificación, en la cual se ex- 
pos si la sustancia es buena ó mala, y en este 

timo caso, alterada ó adulterada, nociva 6 no á, 
la salud. 

Art. 210. Enel caso de que resultase de ma- 
las condiciones la sustancia alimenticia, se dará 
aviso por el Laboratorio al teniente de alcalde 
del distrito correspondiente antes de expedirse 
la certificación al interesado, á fin de que se 
tome oficialmente una muestra igual en el esta- 
blecimiento de su procedencia para comprobar 
el hecho. 

Art. 211. Si de esta comprobación resultase 
que la sustancia es mala (alterada ó adulterada), 
impondrá la autoridad al dueño del estableci- 
miento la pena que corresponda, exigiéndosele 
además el pago de los derechos del análisis, se- 
gún tarifa municipal, y devolviéndose al com- 
prador la cantidad que hubiere satisfecho en 
este concepto. 

Art. 212. Las certificaciones expedidas por el 
Laboratorio municipal á los particulares lleva- 
rán la numeración correlativa, pero no se con- 
signarán en ellas las señas ni el nombre del 
dueño del establocimiento. Las certificaciones 
particulares no o en ningún caso utilizar- 
se más que para la reclamación administrativa. 

Art. 218. No se podrá exigir el análisis de 
sustancias alimenticias que, después de adqui- 
ridas en establecimientos públicos, hayan su- 
frido cualquier preparación de parte del com- 
prador, en su domicilio ó fuera del estableci- 
miento. 

Art. 214. El reconocimiento cualitativo del 
pe carne, pescado, leche, aceite, vino y aguar- 

lente se hará gratis en el Laboratorio munici- 
pal á todo particular que presente la muestra 
en la oficina, debiendo, sin embargo, entenderse 
que, en caso de que se solicite certificación, de- 
berá ajustarse á las condiciones y pago de los 
derechos prescritos anteriormente. 

Art. 215. El Laboratorio municipal ejecutará 
además, por iniciativa propia y en cuanto lo 
permita su presupuesto, los reconocimientos que 
considere oportunos para vigilar las condicio- 
nes higiénicas de los alimentos, condimentos, 
bebidas y cuanto pueda afectar á la salubridad, 

articipando al alcalde el resultado de todas sus 
investigaciones, á fin de que adopte las medidas 
que considere del caso. 

Art. 216. Se prohibe la adulteración de las 
sustancias alimenticias, así como la exposición 

venta de las adulteradas, alteradas, corrompi- 

as, y en general de toda sustancia que ofrezca 
malas condiciones higiénicas. 

Art. 217. No podrá emplearse en las pastas, 
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confituras, conservas qoteos alimentos, así como 
en los condimentos y bebidas, materias coloran- 
tes ó no colorantes, conservativas ó de otra ín- 
dole que sean nocivas á la salud. 

Art. 218. Asimismo se prohibe la mezcla de 
sustancias inertes que alteren la calidad ó natu- 
raleza del alimento ó bebida, aun cuando no 
sean nocivas á la salud. En el caso de que en 
una pasta, masa ó bebida se introduzcan algu- 
nas sustancias no nocivas, pero que, por la se- 
mejanza de su naturaleza con alguna de las 
componentes, rebaje ó altere la cualidad del 
alimento en su composición, deberá consignarse 
esta circunstancia, cualquiera que sea el motivo 
que haya inducido á la introducción de aquellas 
sustancias no comprendidas en el nombre gené- 
rico de la pasta ó de la bebida. 

Art. 219. No podrá venderse ninguna sustan- 
cia alimenticia con nombre que indique origen, 
naturaleza ó calidad diferente á la en que en 
realidad tenga, cuyo nombre pueda inducir á 
engaño ó preparar y realizar un fraude, aun 
cuando en la mezcla existan algunos principios 
ó productos del origen y naturaleza indicados 
en la muestra ó rótulo de la mercancía. 

Art. 220. Ningún expendedor podrá alegar 
ignorancia acerca de la calidad de sus géneros, 
toda vez que puede comprobarla, como todos 
los habitantes de la villa, en el Laboratorio quí- 
mico-micrográfico de análisis y comprobación 
que tiene establecido el Ayuntamiento. 

Art. 221. Las certificaciones expedidas por el 
Laboratorio químico municipal no garantizan 
la bondad y calidad real de la mercancía ex- 
puesta al pco por cuanto dichos documen- 
tos se refieren única y exclusivamente á las 
muestras presentadas en el Laboratorio, las que 
quedarán numeradas, lacradas y selladas en de- 
pósito como garantía para su comprobación en 
caso necesario. 

Art. 222. Toda sustancia que haya sido cali- 
ficada de adulterada, alterada 6 mala en general, 
sea ó no directa ó inmediatamente nociva, y 
la que haya resultado falta del peso correspon- 
diente, será decomisada y retirada de la venta 

ública por la autoridad respectiva, destinán- 

ola á establecimientos de Beneficencia si, pre- 
vio dictamen, pudiera utilizarse, y en otro caso 
será inutilizada, después de haber oído en am- 
bos casos los descargos ó reclamaciones del in- 
teresado. 

Art. 223. En todo establecimiento público 
habrá medidas, básculas y pesos contrastados 
para la venta y para la comprobación que exija 
cualquier interesado. 


CAP. I11.—Elaboración y venta de pan. 


_Art. 224, La fabricación y venta del pan es 
libre, sin tasa ni postura, pero su instalación 
pr la licencia previa de la autoridad local. 

rt. El pan destinado á la venta pública 
ha de ser elaborado con harina de trigo de bue- 
na calidad, con exclusión de toda mezcla extra- 
ña, bien amasado y bien cocido. En la mezcla de 
la masa no intervendrán otras sustancias que 
la harina de trigo, levadura, sal común y agua. 

Art. 226. Se prohibe para la calefacción de 
los hornos de pan y de toda otra sustancia ali- 
menticia el uso de maderas ó combustibles que 
hayan sido pintados ó sufrido cualquier prepa- 
Yación química. 

Art. 227. Todo pan que no llene los requisi- 
tos mencionados ó se halle falto de peso será 
decomisado y entregado á los establecimientos 
de Beneficencia, si se hallase en condiciones 
útiles. 

Art. 228. El peso del pan de cualquier clase 
será el usual: pan de un kilogramo, de 500 y de 


250 gramos. En todo despacho de pan habrá 
báscula fija encima del mostrador y pesas con- 
trastadas para la comprobación del peso á peti- 
ción del interesado, cuya reclamación deberá 
ser atendida en el acto por el vendedor, excep- 
tuándose de esta comprobación el pan llamado 
de Viena por ser el único que puede considerar- 
se de o 

Art. 229. Siempre que una hornada de pan 
resultare con falta de peso se anunciará al pú- 
blico por el fabricante y vendedor esta circuns- 
tancia, así como la rebaja del precio proporcio- 
nal á dicha falta. En el caso de que no cumpla 
este precepto en todas sus partes incurrirá el 
infractor en las penas correspondientes. 

Art. 230.. Toda falta de peso ó de calidad, será 
denunciada á los delegados de la autoridad, 
para que haciéndose cargo del hecho se ponga 
inmediatamente en conocimiento del alcalde, 
quien impondrá á la vez al infractor la pena 
que corresponda, dando aviso al interesado de 
la resolución dictada en el asunto. 

Art. 281. Todo pan que se venda en Madrid 
llevará la marca, nombre y número de la fábri- 
ca en que se haya elaborado y el precio á que 
se expenda, debiendo decomisar las autoridades 
todo el que no llene estas condiciones y aplicar 
las penas correspondientes al expendedor y al 
fabricante. 

Art. 232. El alcalde, sus delegados y las co- 
misiones respectivas, girarán con frecuencia 
las visitas oportunas, para examinar las condi- 
ciones de las primeras materias, el aseo de los 
trabajos, la limpieza en los talleres, útiles y 
hornos, y la calidad y peso de las masas y del 
pan, á fin de dictar las medidas que estimen con- 
venientes en armonía con la salud, interés del 
LEA ed Eo del vecindario. 

Art. 233. El transporte del pan se efectuará 
con las precauciones y limpieza necesarias, de 
manera que reuna el aseo y aspecto agradable 

¡ustándose en todo á las prescripciones que 
dicte la autoridad local. 

Art. 234. En las expendedurías se cuidará de 
ue esté colocado el pan con aseo y con indepen- 
encia de otros objetos. 

Art. 285. La elaboración del pan será diaria, 
y cada fabricante deberá tener un repuesto de 

arinas suficiente para seis días con el fin de 
salvar cualquier conflicto que pudiera ocurrir. 

Art. 236. Los fabricantes de pan están obli- 
gados á aumentar su elaboración proporcional- 
mente en las circunstanciias extraordinarias, 
según reclame y ordene el alcalde, para atender 
á las necesidades del público. 

Art. 287. Toda fábrica que incurra en cual- 
quiera de las faltas previstas será cerrada á la 
tercera vez que reincidiese, y entregado á los 
Tribunales el fabricante, sobre todo cuando las 
infracciones recaigan en las faltas de peso no 
anunciadas debidamente al público y á las auto- 
ridades. | 

Art. 238. Todo funcionario del Ayuntamien- 
to que, sabiendo el día en que ha de ser inspec- 
cionado un establecimiento ó expendeduría de 

an diese conocimiento de ello al dueño, reve- 
ando el secreto oficial, será separado de su des- 

tino y entregado á los Tribunales. 


CAP. IV,—Despacho de carnes, embutidos, manteca 
y pescados. 


Art. 239. La venta de toda clase de carnes 
se efectuará en las tiendas respectivas, con aseo 
y limpieza; habrá para ello la dotación de agua 
necesaria. Las paredes de los establecimientos 
estarán vestidas de azulejos ó mármol blanco 
hasta la altura de los colgaderos. Estos estable- 
cimientos mantendrán una ventilación conti- 
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nua y regular y no podrán hallarse en comuni- 
cación directa con cuartos habitables ni con 
portales. 

Art. 240. Los mostradores tendrán 75 centi- 
metros de ancho próximamente, estarán coloca- 
dos con vertientes hacia afuera, se hallarán sus 
muestras vestidas de mármol, y la madera no 
llevará barniz ni pintura de ninguna clase. 


Art. 241. Las carnes estarán colgadas en la 


arte interior de la tienda, y en Spa Po caso por 

era del mostrador. Los expendedores cuida. 

rán, bajo su responsabilidad, de que ningún 
comprador llegue á tocarlas. 

Art. 242. Las carnes estarán cubiertas, y muy 
especialmente en verano, con paños blancos bien 
limpios. Los expendedores á su vez mantendrán 
sus manos y ropas con toda la limpieza que per- 
mita el servicio durante el despacho. 

Art. 248. Las balanzas y pesas estarán bien 
limpias y contrastadas. El vendedor está obliga.- 
do á comprobar el peso siempre que lo exija el 
comprador, observándose y aplicándose en este 
caso las prescripciones impuestas en el título XT 
de estas Ordenanzas. 

Art. 244. La venta de la carne de vaca, terne- 
ra, carnero, cordero, cerdo, embutidos y mante- 
ca podrá efectuarse en la misma tienda y con la 
separación conveniente de cada especie, indi.- 
cándose por escrito en cada sección el precio de 
venta, y ajustándose en su instalación á las con- 
diciones generales indicadas en los arts. 239 al 
241 inclusive. 

asaduras estarán separadas y colocadas 
con aseo y limpieza. 

Art. 245. Las reses mayores de caza se dispon- 
drán en condiciones adecuadas y podrán despa- 
charse en las tiendas de carne en general. 

Art. 248. Los puestos de casqueros, y en ge- 
neral los de despojos de vaca y carnero, se ins- 
talarán, previa licencia, conforme á las prescrip- 
eiones impuestas á los establecimientos peligro- 
sos, insalubres é incómodos, con independencia 
de toda tienda de carne y otros comestibles. 

Art. 247. Los embutidos destinados á la ven- 
ta pública estarán elaborados con carne de cer- 
do ó de ternera y designados con su nombre pro- 
pio. La introducción ó mezcla de carnes de otras 
especies de animales será castigada con todo ri- 
gor. Se prohibe la elaboración y venta de embu- 
tidos frescos, de cualquier clase que sean, desde 
que termine la matanza de cerdos hasta que 
principie nuevamente en el matadero de Madrid. 

. Los embutidos que procedan de fue- 
ra deberán traer una certificación facultativa 
de origen, visada Dos el alcalde del pueblo res- 
pectivo, en la cual deberá consignarse de una 
manera clara y precisa la procedencia y peso de 
los embutidos y la calidad y salubridad de las 
carnes con que se han elaborado. Las cajas en 
que vengan estarán precintadas y pasarán para 
su reconocimiento pericial á la oficina corres- 
pondiente. A 

Si del examen resultara identificada la partida 
con la certificación en peso, número y calidad, 
podrá expenderse al público; en el caso contra- 
rio, después de oir al interesado, será decomisa- 
da, inutilizándola si se hallare en malas condi- 
ciones higiénicas. 

Art. 249. La grasa ó manteca de cerdo que se 
expenda al público será pura y sin alteración 
alguna, desechándose de la venta general como 
alimento Ja que se halle rancia; la que por su sa- 
bor, olor ú otro carácter indique la procedencia 
de la fusión de restos de jamones, de animal en- 
fermo ó alimentado en malas condiciones para 
la salubridad ó para el gusto; y toda la que con- 
tenga otra materia grasa distinta en mezcla. 

Art. 250. La carne fresca de cerdo y los em- 





butidos en fresco, sólo podrán expenderse y ela- 
borarse en la época reglamentaria de la matan- 
za de reses de cerda. : 
_Art. 251. El despacho de pescados se hará en 
tiendas aisladas de toda otra clase de carne y 
sustancia alimenticia. En su instalación se ob- 
servarán las reglas prescritas para la venta de 
las carnes, debiendo además hallarse depositado 
el pescado en cestas con el hielo necesario para 
mantenerlo en buen estado de conservación, 

Art. 252. Nose permitirá colocar el pescado 
fuera del filo de la fachada, ni de manera que 
moleste al público. 

Art. 253. El bacalao remojado sólo podrá ven- 
derse en puntos aislados y determinados por el 
alcalde, previo dictamen de la Comisión de hi. 

iene y salubridad, bajo las condiciones que se 
impongan. 

rt. 254. Los peritos revisores encargados de 
inspeccionar el estado de las carnes y pescados 
cuidarán de ejercer una exquisita e ancia res- 
pecto á sus condiciones de salubridad, y dispo- 
ner que se separe inmediatamente de la venta 
todo género que se halle alterado ó en corrup- 
ción, denunciando á la vez y en el acto á la au- 
toridad respectiva los hechos de contravención 
á las disposiciones de la Ordenanza, para apli- 
car con rapidez las penas en que incurran los 
vendedores. 

Art. 255. Además cuidarán de qee los sóta- 
nos Y depósitos de las tiendas se hallen limpios, 
sin despojos y con la ventilación necesaria, y de 
que no se viertan restos en la vía pública ni en 
sumideros, dando el aviso oportuno á la autori- 
dad en todo caso, especialmente cuando hubie- 
re algún foco de infección ó se percibiesen ma- 
los olores en los establecimientos y en los sumi- 
deros próximos. 


OAP. V.—Tiendas de comestibles. 


Art. 256. Las tiendas de comestibles, conser- 
vas, pastas, confituras y de toda sustancia ali- 
menticia, así como de bebidas en general, están 
sometidas á la inspección y vigilancia de la au- 
toridad y sus delegados, según se expresa en el 
artículo 201. 

Art. 257. En las tiendas de comestibles ha- 
brá perfecto aseo, y estarán separadas conve- 
nientemente las especies. No se permitirá que 
en la parte exterior ni en las entradas del esta- 
blecimiento se coloquen embutidos ú otros gé- 
neros que molesten al público. Los mostradores 
serán de mármol ó de madera sin barniz ni pin- 
tura alguna. 

Art. 258. En estos establecimientos se halla- 
rán las básculas y medidas dispuestas de mane- 
ra que el público pueda comprobar el peso, siem- 

re que lo crea conveniente, siguiendo acerca 
do este particular lo prevenido en el título XI 
de estas Ordenanzas. 

Art. 259. Se observarán además, especialmen- 
te en estas tiendas, las prescripciones generales, 
relativas á la adulteración y alteración de las 
sustancias alimenticias. 

Art. 260. Se prohibe la venta de verduras, 
frutas y pescados frescos ó remojados en las tien- 
das de comestibles, en sus entradas y en los por- 
tales. Sólo se expenderán en tinglados y cajones 
especiales, prohibiéndose tener cubas ó cubetas 
con agua para lavar y aderezar las verduras. 

Art. 261. Se prohibe asimismo la venta de co- 
mestibles en la vía pública sin previa licencia 
del alcalde; y en ningún caso se tolerará la ven- 
ta ambulante do carnes, embutidos y pescados. 

Art. 262. Queda prohibido el uso de garabi- - 
tos en la vía pública y en los mercados, debien- 
do hacerse uso de tejadillos en caso necesario. 

Art. 263. La manteca de vaca será pura, sin 
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mezcla de la llamada artificial ó de otra grasa 
que la adultere ó la baga insalubre. 

Art. 264. El queso, cualquiera que sea su cla- 
se, deberá corresponder por su origen, fabrica- 
ción y calidad al nombre con que se exponga á 
la venta, en buen estado y sin mezcla alguna 
que lo adultere. 


CAP. VI.—Despacho de casa menor, aves de todas clases 
y huevos. 


Art. 265. La caza menor y las aves de todas 
clases se venderán, previa licencia, en estable- 
cimientos especiales, instalados en condiciones 
de ventilación y aislamiento análogos á las car- 
Ped y en los puntos designados por el al- 
calde. 

Los mostradores serán de piedra y las paredes 
estarán vestidas de azulejos. 

Art. 266. Se prohibe desollar la caza menor y 
desplumar las aves en las aceras, debiendo efec- 
tuarse estas operaciones de preparación en un 
departamento especial, fuera de la vista del pú- 
blico, y de manera que se mantenga siempre con 
limpieza y aseo el establecimiento y cuanto se 
hallase dispuesto para la venta. 

Art. 267. Estos establecimientos estarán so- 
metidos á todas las o de inspección y vigi- 
lancia que rigen para las carnes en general, y á 
las que se dictaren para mantener en buen esta- 
do la caza y las aves. 

Art. 268. Los huevos se hallarán dispuestos 
para la venta en banastas ó cajas con paja lim- 
pia, indicándose por escrito en cada una el pre- 
cio y calidad de los mismos, prohibiéndose la 
venta de los alterados. No podrán colocarse las 
banastas ni las cajas de manera que molesten el 
tránsito público ni impidan la entrada á los es- 
tablecimientos. 


OAP. VI11.—Líquidos. 


Art.269. El aceite dé oliva será puro, sin mez- 
cla de otro aceite ó presa aun cuando sea in- 
ofonsivo para la salud. 

Cada especie de aceité se venderá con su nom- 
bre propio, sin que se permita la mezcla en los 
despachos para bajar el precio. 

Art. 270. 
quiera otra clase, será puro, sin mezcla alguna, 
bien elaborado y sin que intervengan materias 
colorantes extrañas, destinadas á su conserva- 
ción Óó al aumento de fuerza alcohólica ó para 
dar brillo ó limpieza á su color natural. 

Art. 211. El vino corresponderá, por su esti.- 
lo, aroma y gusto, á la clase y calidad de su pro- 
cedencia. No se tolerará la adición de materias 
extrañas, como el yeso, alumbre, piedras alumi- 
nosas ú otras mezclas que son de frecuente uso 
en la fabricación. 

Si el vino acusase más de dos gramos de sul fa- 
to potásico ó 50 centigramos de alúmina por li- 
tro, se considerará insalubre, mientras otra cosa 
no se disponga en lá forma competente, por con- 
signarlo asi la marcha progresiva de la ciencia. 

Art. 272, Deigual modo se prohibe el enca. 
bezado de los vinos con alcohol que indique la 
presencia del amílico ó de patata, ó con el al 
cohol puro en cantidad que exceda en 2 por 100 
del que ordinariamente marcan los de su origen. 

Art. 273. El vino artificial, el aguado y des- 
pués encabezado y el adulterado, se decomisa- 
rá, imponiéndose á los contraventores el máxi.- 
mum de la multa que determina la ley. 

Los tenientes de alcalde entregarán á los Tri- 
bunales, cuando á su juicio entiendan que se ha 
pS un verdadero delito, á los culpables 

e la adulteración. 

Art. 274. El vinagre destinado á la venta será 
de vino y sin mezcla alguna. El vinagre artifi- 


El vino, tanto común como de cual- 


cial se venderá con su nombre propio, indicán- 
dose además su composición y origen. En nin- 
gún caso se permitirá la venta de vinagre refor- 
zado con ácidos extraños, como el sulfúrico 
clorhídrico ó nítrico, ni con otra sustancia. 
Art. 275. Se perseguirá la adulteración, cual- 
quiera que sea la forma que revista: y se apli- 
cará severamente la penalidad que corresponda 
al que introduzca sustancias nocivas á la salud, 
cualquiera que sea el uso á que se destine el vi: 


nagre. 

Art. 276. El aguardiente y los licores estarán 
fabricados con alcohol puro de vino, y no con- 
tendrán sustancia alguna que altere su calidad 
ó sus condiciones de salubridad. 

Art. 277. Será perseguida la adición de sus: 
tancias extrañas, así como las indicaciones en 
los rótulos, qne tiendan bajo cualquier concep» 
to á cometer un fraude por engaño. Las imita- 
ciones deberán, por consiguiente, expenderse 
como tales, expresándolo claramente en los ró- 
tulos ó prospectos. 

Art. 278. El aceite, el vino y el vinagre se 
conservarán en vasos adecuados, que de ningún 
modo serán de cobre, plomo, aleación ó material 
que pueda suministrar al líquido un compuesto 
nocivo ó que le comunique mal olor. 

Art. 279. Las leches serán puras, proceden: 
tes de reses sanas, sin adición de agua ni otra 
sustancia extraña que las adultere, aun cuando 
sea inofensiva por sí misma. Se prohibe ex 
nerlas á la venta pública desnatadas, hervi 
ó alteradas, siendo aplicables á este líquido ali- 
menticio las prescripciones del art. 217 de esta 
Ordenanza. 

_Art. 2580. Podrá venderse leche concentrada 
sin mezcla de agua, de buenas condiciones hi- 
giónicas, expresándose en este caso su origen y 
naturaleza. 

Art. 281. Sin embargo de lo prescrito en el 
art. 279, se establece la tolerancia máxima de 
una décima de baja en la constitución media y 
total de los principios fijos contenidos en las le- 
ches tipos de Madrid, como compensación de las 
variaciones que suelen ocurrir naturalmente. 

Art. 282. Los mostradores y mesas de las ts- 
bernas y despachos de vinos, aguardientes y li 
cores serán de madera blanca ó revestida de pie 
dra, estaño ú hoja de lata, y de ningún modo de 
plomo ó cobre, aun cuando contenga estaño, ú 
otra aleación oxidable que comunique malas 
condiciones á los líquidos, 


CAP. VIIUI. — Establecimientos insalubres, incómodos 
y peligrosos. 


Art. 283. Se comprenden en este capítulo los 
establecimientos fabriles, talleres y manufac: 
turas que, por la índole de sus operaciones ó por 
la naturaleza de los materiales, productos, apa: 
ratos ó útiles empleados en ellos, puédan pro: 
ducir enanaciones insalubres ó incómodas, afec- 
tar á la salud, seguridad y comodidad de los ha- 
bitantes de la población ó de los obreros de los 
mismos talleres ó causar daños en la propiedad. 

Art. 284. Estos establecimientos se clasifican 
en tres grupos ó categorías para el fin que se 
propone esta Ordenanza, atendiendo á la im- 
portancia, calidad y extensión de los perjuicios 
mencionados. 

Art. 285. El primer grupo comprende los es- 
tablecimientos que, siendo muy insalubres, muy 
incómodos por las operaciones que en ellos se 
practiquen ó muy peligrosos por riesgo de ex- 
plosiones ó incendio, deben fundarse á la distan: 
cia mínima de 500 metros detodo lugar habitado. 

Art. 286. El segundo grupo comprende los 
establecimientos que, siendo insalubres, incó: 
modos ó peligrosos por riesgo de incendio ó ex- 
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plosión, ó perjudiciales por las fuertes vibra- 
ciones que producen, lo son en menor escala que 
los anteriores. Su alejamiento de las viviendas 
no es de absoluta necesidad, y pueden fundarse 
dentro de la población en las condiciones de ais- 
lamiento que la autoridad local determine, des- 
pués de haber adquirido la certeza de que las 
operaciones se han de efectuar en ellos sin mo- 
lestar ni perjudicar á los habitantes y propie- 
tarios de la vecindad. 

Art. 287. El tercer grupo ó categoria com- 

rende los establecimientos que, no siendo or- 

inariamente insalubres, incómodos, peligro- 
sos, ni perjudiciales para la vecindad, pueden 
fundarse, previa autorización, en poblado, pero 
quedando sometidos, como los grupos anterio- 
res, á la vigilancia de la autoridad local, para 
tener la certeza de que en ellos ye efectúan 
en todo caso las renos de manera que no 
molesten ni *porjudiquen al vecindario ni á los 
obreros de los mismos talleres. 

Los establecimientos comprendidos en el se- 
gundo grupo que seinstalen ocupantlo toda una 
manzana circundada por completo por calles de 
diez metros de ancho por lo menos, podrán ser 
comprendidos en el tercer grupo ó categoría 
paa los efectos de esta Ordenanza, siá juicio 

e los facultativos que hayan de informar en 
el expediente que se instruya, y Aota lo que del 
examen de éste resulte, opinen no haber incon- 
veniente en el cambio de clase ó categoría de la 
industria que se desea establecer. 

. 288. El cuadro, que se hallará como apén- 
dice al final de estas Ordenanzas, abraza los 
establecimientos distribuídos y clasificados con 
arreglo á las cendiciones citadas en los artícu- 
los precedentes. Este cuadro podrá ser adiciona: 
do ó modificado por acuerdo del Ayuntamiento 
y aprobación superior, conforme lo exijan en lo 
sucesivo los progresos de la industria. 

Art. 289. Se exceptúan de este cuadro las 
calderas y máquinas de vapor, cuya instalación 
y régimen están sometidos á disposiciones espe: 
ciales (1). 

Art. 290. Ningún establecimiento compren- 
dido en una de estas tres categorías podrá fun- 
darse sin previa licencia, concedida en la forma 
Ue se expresa en los artículos siguientes, y to- 
os estarán sometidos á la vigilancia de la auto- 
ridad, la cual tendrá libre acceso á los mismos, 
á fin de inspeccionar sus dependencias, en cuan- 
to se refiere á su régimen, en consonancia con 

disposiciones de esta Ordenanza. 

Art. 291. Para solicitar del Ayuntamiento la 
licencia necesaria que ha de autorizar la insta- 
lación de los establecimientos comprendidos en 
este capítulo, se observarán las reglas que á con- 
tinuación se expresan: 

interesado solicitará licencia del alcalde, 
antes de empezar las obras, para la instalación 
del establecimiento, taller ó manufactura, acom- 
pañando á la solicitud, por duplicado, los docu- 
mentos siguientes: 

1. Una Memoria en que se explique y deta- 
lle la industria que intenta establecer, el proce- 

miento que se adoptará, los medios que em- 
penré para corregir ó modificar las acciones de 
0s materiales, de los productos y de los moto- 
res, y el tiempo prudencial que conceptúe ne- 
Cesario para construir y poner en marcha su es- 
tablecimiento. 

2. Plano para la primera categoría, en es- 
cala de 1/1000, de la zona en que ha do instalarse 

industria, comprendiendo la extensión con- 
veniente, según la naturaleza de aquélla; pero 


o 


(1) Véanse los arts. 309 d 845. 


expresando siempre los puntos habitados más 
próximos, las corrientes de agua y clases de 
cultivo existentes dentro de la zona que abrace 
el plano. 

3. Plano del local y sus dependencias en es- 
cala de 1/1000, en que se exprese la disposición 
y distribución interior y la colocación y dimen- 
siones principales de los aparatos, señalando, 
con escala de 1/25 por lo menos, los detalles que 
por su importancia lo requieran, 

Para los de segunda categoría acompañará á 
la solicitud por duplicado: 

.- La Memoria consignada anteriormente. 

2. Plano en escala de 1/500 en que se com- 

renda el solar ó planta del edificio en que se ha 

e instalar la fábrica y una zona exterior al 
mismo de 50 metros cuando menos, á juicio del 
Ayuntamiento. 

Y 3. Plano del local en escala de 1/1000, ex- 
presando las mismas circunstancias indicadas 
para los de primera categoria. 

Para los de tercera categoría acompañará á 
la solicitud por duplicado, planos y Memoria 
correspondientes, en los que se detallen con cla - 
ridad y precisión los procedimientos y aparatos 
que han de establecerse, así como las medidas 
que se adopten para que en ningún caso pueda 
molestarse al vecindario y se corrijan en lo po- 
sible las causas que puedan afectar á los obreros 
que en los mismos trabajen. 

Art. 292. El alcalde pasará en el término de 
tercero día la solicitu documentos que se 
mencionan al teniente alcalde del distrito co- 
rrespondiente, á fin de que, previo el informe 
del arquitecto, del jefe del Laboratorio munici- 

al, del ingeniero industrial encargado de la 
inspección de establecimientos de este orden y 
de los subdelegados del distrito, manifieste si 
los documentos presentados reunen las circuns- 
tancias y requisitos mencion ados, y si la clasifi- 
cación en la categoría es la que corresponde, de- 
terminando con precisión y claridad cuanto 
pueda interesar á los fines que se propone la 
Ordenanza. Después de haber llenado los requi.-. 
sitos mencionados, en el término de veinte días 
se devolverá el expediente al alcaldo. 

Art. 293, Side la información resultase que 
los documentos presentados no reunen los requi- 
sitos y circunstancias necesarios ó que la peti- 
ción no se halla conforme con la clasificación 
del grupo á que corresponde, serán devueltos á 
los peticionarios, transmitiéndoles el informe 
que motive la resolución. 

Art. 294. Si dela información resulta que se 
han llenado por el solicitante los requisitos dis- 
puestos anteriormente, ordenará el alcalde que 
se anuncie al público el proyecto inmediatamen 
te, por medio de extracto del mismo on el Boletín 
oficial y en la Tenencia de Alcaldía del distrito 
y al mismo tiempo que se notifique á los colin- 
dantes la solicitud de los interesados, disponien- 
do que los que se consideren perjudicados por 
la apertura de la fábrica ó taller, expongan 
por escrito ante su autoridad en el término de 
quince días lo que estimen conveniente. Duran- 
te este plazo estará de manifiesto un ena 
completo del proyecto en las oficinas del Ayun- 
tamiento. , 

Art. 295. Si terminado el plazo no hubiera 
reclamación de ninguna especie, el Ayuntamien- 
to concederá ó denegará la autorización solici- 
tada, y se publicará en el Boletín oficial el acuer- 
do, expresando los extremos que se detallan en 
el art. 291 si hubiese lugar á la autorización, y 
dando cuenta de ello al Gobierno de la pro- 
vincia. 

Art. 206. En el caso de no ser favorable el 
informe del Ayuntamiento ó de que se hubie- 
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ran presentado reclamaciones, el alcalde dará 
conocimiento de ello al peticionario para que 
en el plazo de veinte días conteste lo que estime 
oportuno. 

Art. 297. Cumplidas las prescripciones con- 
signfidas en el artículo anterior, el alcalde pa- 
sará el expediente á la Junta consultiva y á la 
local de Sanidad para que emitan dictamen en 
el plazo de treinta días. Todo dictamen expresa- 
rá con precisión J claridad: 

1.2 Si el sitio destinado reune las condiciones 
convenientes con relación al vecindario, culti.- 
vos inmediatos y corrientes de aguas, así como 
la exactitud de los datos consignados en los 
documentos en vista de su comprobación sobre 
el terreno. : 

2.2? Si los procedimientos de fabricación pro- 
puestos por el peticionario son admisibles bajo 
el punto de vista de la higiene y seguridad, y 
las reformas que en caso contrario deben intro- 
ducirse. 

8.2 Fundamentos de las reclamaciones pre- 
sentadas. Ñ 

4, Sí debe ó no concederse la autorización 
pedida, expresando en caso afirmativo ó nega- 
tivo las razones en que se funda la resolución. 

Art. 298. El alcalde, de conformidad con el 
acuerdo del Ayuntamiento, concederá ó negará 
la autorización en vista de los informes y docu- 
mentos, cuya resolución será siempre fundada. 

Art. 299. Enelcaso de concederse la autori- 
zación, se expresará en ella: 

1.2 Elsitio en que se ha de instalar el esta- 
blecimiento, fijando la distancia que ha de se- 
pararle de las casas y habitaciones más próxi- 
mas existentes á la fecha en que se presente la 
petición. , | 

2.2 Objeto que se propone la industria y pro- 
cedimiento de fabricación. 

3. Máquinas ó aparatos que ha de contener. 

4.2 Condiciones, precauciones, modificaciones 
y limitaciones á que se ha de sujetar. | 

5.2 Plazo dentro del cual se ha de verificar la 
instalación. 

Art. 300. La resolución del Ayuntamiento se 
publicará integra en el Boletín oficial y se comu- 
nicará al interesado, devolviéndole uno de los 
ejemplares debidamente autorizado. 

Art. 801. Dela resolución que recaiga podrá 
interponerse recurso de alzada con arreglo á las 
leyes. 

Art. 3802. Para la instalación de las indus- 
trias no clasificadas en esta Ordenanza no se ne- 
cesita autorización especial, sino la exigida á 
toda construcción, á no ser que se trate de in- 
dustrias que por primera vez se establezcan en 
España, las cuales serán previamente clasifica- 
das en la forma que fijen las disposiciones que 
al efecto se dictaren. 

Art. 303. Los establecimientos existeútes al 
publicarse esta Ordenanza y que se hallen pro- 
vistos de su correspondiento licencia, seguirán 
explotándose libremente aunque varíen de due- 
ño; pero no podrán interrumpir sus trabajos 


durante dos nas ni cambiar de emplazamiento - 


sin cumplir lo dispuesto en esta Ordenanza, 
como si se tratara de un establecimiento de 
nueva instalación. 

Art. 304. Terminada la instalación de cual- 
quier establecimiento comprendido en las cate- 
gorías mencionadas, se solicitará por el intere- 
sado la apertura del mismo, acompañando á la 
solicitud la certificación del director facultativo 
de la obra, y se practicará el debido reconoci- 
miento, levantándose acta por duplicado. 

Art. 305. Practicado el reconocimiento, se 
remitirán al alcalde las actas, expresando en 
las mismas el cumplimiento de las condiciones 


- table 


de la concesión, en virtud de lo cual se conce: 
derá en el término de quince días la licencia 
DO la apertura del establecimiento, remitien- 

o al interesado una de las actas firmadas por 
el alcalde. 

Art. 306. En el caso de que no se hubieran 
cumplido las condiciones de la concesión, se de- 
a la apertura solicitada hasta tanto que 
se lleven á debido efecto en el plazo improrro- 
gable que se imponga. : 

Art. 307. La autorización concedida para ins- 
talar un establecimiento comprendido en cual- 
quiera de las tres categorías caducará en el tér- 
mino de un año, si en este plazo no se hubiera 
dado principio á las obras, cuya vigilancia, para 
el exacto cumplimiento de las prescripciones 
anteriores, ejercerá la autoridad local por si ó 
por medio de sus delegados. 

Igualmente caducará si, una vez solicitada la 
apertura, no se hubieran llenado las condicio- 
nes en el plazo prescrito, según el artículo an- 
terior. 

Art. 308. Las traslaciones de estos estableci- 
mientos estarán sujetas á las mismas reglas fija- 
das para los de nueva instalación. 

La inspección de establecimientos insalubres, 
incómodos y peligrosos estará á cargo de un in- 
geniero industrial. 


OAP. 1X.— Clasificación y emplazamiento de las calderas 
fijas de vapor. : 

Art. 309. Las calderas fijas de vapor se clasi. 
fican en tros clases ó categorías para las condi- 
ciones de su emplazamiento. Esta clasificación 
se funda en el producto que resulta de multipli- 
car el número que expresa, en metros cúbicos, 
la capacidad total de la caldera (con sus hervi: 
dores y calentadores de alimentación, pero sin 
comprender los recalentadores de vapor), por el 
número que designa, en grados centigrados, el 
exceso de la temperatura del agua correspon: 
diente á la presión indicada por el timbre regla- 
mentario sobre la temperatura de 100 grados. 

Si varias calderas han de funcionar juntas en 
el mismo local y tienen entre sí una comunica: 
ción cualquiera directa ó indirecta, se tomarán 
las sumas de las capacidades de todas estas cal: 
deras para formar el producto. 

Las calderas son de primera categoría cuando 
el producto es mayor que 200; de segunda cate- 
goría cuando el producto no llega á 200, pero 
pasa de 50, y de tercera categoría si el producto 
no excede de 50. 

Art. 310. Las calderas de la primera catego- 
ría deben establecerse fuera de toda casa habi: 
de todo taller que tenga encima otros 
pisos. No se considera como un piso encima del 
emplazamiento de la caldera la construcción en 
la que no se haya de hacer ningún trabajo de 
03 que exigen la presencia de personal en pues- 

o fijo. 
Se prohibe colocar las calderas de 
primera categoría á menos de tres metros de 
toda casa habitable. 

Cuando una caldera de primera categoría se 
halle colocada á menos de diez metros de una 
casa habitable, habrá de separarse por un maro 
de defensa. Este muro, de buena y sólida cons: 
trucción de fábrica, se construirá de modo que 
desfile la casa con relación á todos los puntos 
de la caldera que disten de ella menos de diez 
metros y sin que la altura del muro exceda más 
de un metro sobre la parté más elevada de ls 
caldera. 

El espesor del muro será por lo menos el ter- 
cio de su altura, aunque dicho espesor no ha de 
bajar de un metro en su coronamiento. Dicho 
muro ha de quedar separado de la casa inmedia- 
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ta por un intervalo libre de 30 centimetros de 
ancho por lo menos. 

El establecimiento de una caldera de primera 
categoría á la distancia de diez metros ó mas de 
una casa habitable no está sujeto á ninguna 
condición particular. 

Las distancias de tres y de diez metros fijadas 
anteriormente se reducirán á un metro 50 centí- 
metros y á cinco metros respectivamente, cuan- 
do la oñldeca haya de quedar enterrada, de modo 
que en su parte superior esté un metro más baja 
que el suelo de la casa más próxima. 

Art. 812. Las calderas de segunda categoria 
pueden colocarse dentro de cualquier taller, 
siempre que éste no forme parte de una casa ha- 
bitable. 

Los hogares han de quedar separados de los 
muros de las casas inmediatas por un intervalo 
libre de un metro por lo menos. 

Art. 313. Las calderas de tercera categoría 
pueden establecerse en un taller cualquiera, 
aunque formen parte de una casa habitable. 

Los hogares han de separarse de los muros de 
las casas inmediatas por un intervalo libre de 50 
centímetros por lo menos. 

Art. 814. Si después de establecida una calde- 
ra se construye una casa habitable en el terreno 
contiguo, el que haga uso de la caldera deberá 
sujetarse á las medidas prescritas en los artícu- 
los anteriores, como si la casa hubiera estado 
construída antes de instalar la caldera. 

Art. 815. Ninguna caldera de vapor podrá 
instalarse ni ponerse en servicio sin previa li- 
cencia, que se concederá en la forma que se pres- 
cribe en el artículo correspondiente, y sín la 
instancia previa, dirigida 8l alcalde, por el que 
haya de hacer uso de dicha caldera. 

sta instancia será registrada el día de su fe- 
cha, y se dará cuenta del registro al teniente de 
alcalde del distrito correspondiente. 

Art. 816. La solicitud dará á conocer con 
exactitud: 

1.2 El nombre y domicilio del vendedor de la 
caldera, ó el origen de ésta. 

2. El local donde se va á establecer ó se haya 
establecido. 

8. La forma, la capacidad y la superficie de 
caldea miento. 

4. El número de timbre reglamentario. 

5. Un número distintivo de la caldera, si hu- 
biese varias en el establecimiento. 

.> El género de industria y el uso al cual se 
va á destinar ó se halla destinada. 


MEDIDAS DE SEGURIDAD RELATIVAS A LAS 
CALDERAS FIJAS 


Art. 817. Ninguna caldera nueva podrá insta.- 
. larse ni ponerse en servicio hasta después de ha- 
Y ber sufrido la prueba reglamentaria que se in- 
dica en su lugar. 

Art. 318. Se exceptúan de esta obligación 
aquellas calderas fabricadas en España ó en el 
extranjero que vayan acompañadas de un docu- 
_mento facultativo en que se certifique haberse 
verificado esta prueba y se estimesuficiente para 
la seguridad. En el caso contrario deberá proce- 
derse á nueva prueba, según se previene ante- 
riormente. 

Art. 819. Se someterán á una nueva prueba 
todas las calderas de vapor que habiendo servido 
ya, sean objeto de nueva instalación; todas las 


que hayan de ponerse en servicio después de ha- 


ber sufrido una reparación que pueda afectar á 
la seguridad de sus elementos, y todas las que 
hayan de ponerse en servicio después de haber 
estado dos años ó más sin funcionar. 
En estos casos tendrá efecto la prueba en los 
puntos que indiquen losinteresados, previa ins- 
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tancia en que harán constar estas diversas cir- 
cunstancias. 

Art. 320. Si la prueba exige la demolición del 
macizo del horno, quitar el forro de la caldera 6 
interrumpir el servicio mucho tiempo, podrá 
prescindirse de la prueba cuando las noticias an - 
ténticas sobre la época y los resultados del últi- 
mo reconocimiento interior ó exterior constitu- 
yan una presunción suficiente en favor del buen 
estado de la caldera. 

Art. 321. La repetición de la prueba podrá 
exigirse siempre que las condiciones en que fun- 
cione una caldera hagan dudar de su solidez. 

Art, 322. En todo caso, cuando el que use una 
caldera niegue la necesidad de hacer nueva prue- 
ba, decidirá el alcalde, después de un expedien- 
te en que se oirá al interesado. 

Art. 8283. Nunca podrá exceder de diez años 
el intervalo de una prueba á otra. Antes de que 
espire ese plazo, el que tenga una caldera de va.- 
por debe pedir se repita la prueba. 

Art. 324. La prueba consistirá en someter la 
caldera á una presión hidráulica superior á la 
mayor presión de prueba, y se sostendrá todo el 
tiempo que sea necesario para examinar una por 
una las diversas artes de la caldera. 

La sobrecarga do prueba, por centímetros cua- 
drados, será igual á la presión efectiva, y no ha 
de bajar nunca de medio kilogramo, sin exceder 
de seis kilogramos. 

La prueba debe hacerse en presencia de un 
jefe facultativo municipal y bajo su dirección. 

Art. 825. No se exigirá la prueba para el con- 
junto de una caldera cuyas diversas partes, pro- 

adas separadamente, hayan de quedar unidas 

or tubos colocados á lo largo fuera del hogar y 
los conductos de humo y cuyas juntas puedan 
ser fácilmente desmontadas. 

El jefe del establecimiento donde se haga la 
prueba facilitará los obreros y los aparatos ne- 
cesarios para la operación. 

Art. 828, Después que una caldera óalguna de 
sus partes haya sido probada con buen resulta- 
do, se le pondrá una marca ó timbre que indique 
en kilogramos por centímetro cuadrado la pre- 
sión efectiva á que el vapor ha de llegar. 

Las marcas llevarán tres números para indicar 
el día, mes y año de la prueba. eb 

Una de las marcas ha de colocarse en sitio que 
quede á la vista después de instalada la caldera. 

Art. 827. Cada caldera ha de estar provista de 
válvulas de seguridad, cargadas de manera que 
dejen escapar el vapor en cuanto su presión efec- 
tiva llegue al límite máximo indicado por la 
marca reglamentaria. 

EVorificio de cada una de las válvulas debe ser 
suficientemente grande paya que, cualquiera que 
sea la actividad del fuego y si la válvula se le- 
venta, permita escapar parte del vapor. y man- 
tenga fdo la effldera á un grado de presión que 
nunca exceda del límite prefijado. | : 

El constructor puede repartir, si le conviene, 
la sección total de los orificios de las dos válvu- 
las más pequeñas. 

Art. 328.. Toda caldera debe tener un manó- 
metro en buen estado á la vista del fogonero, y 
graduado de tal modo que indique en kilogra- 
mos la presión efectiva del vapor dentro de la 
caldera. y o 

Una señal muy perceptible indicará sobre la 
escala del manómetro el límite de que no debe 
nunca exceder la presión efectiva. 

La caldera estará provista de una llave termi.- 
nada en una brida de 0:01 metros de diámetro 
y 0'005 metros de espesor, dispuesta de modo que 
se pueda colocar allí el manómetro compro- 


bador. , 
Art. 329. Cada caldora estará Pan de una 


válvula de retención que funcione automática- 
mente, colocada en la intersección del tubo ali- 
mentador con la caldera. 

Art. 380. Toda pared ó chapa que tenga una 
de sus caras en contacto con la llama debe tener 
su cara opuesta bañada mos el agua. 


El nivel del agua ha de mantenerse en cada 
caldera á una altura de 0'06, por lo menos, sobre 
el plano más elevado del caldeamiento. La posi- 
ción límite se indicará de un modo muy percep- 
tible cerca del tubo del nivel mencionado en los 
artículos siguientes. 

Art. 331. Las prescripciones anteriores no se 
aplicarán: 1.”, álos recalentadores de vapor dis- 
tintos de las calderas, y 2.”, ásuperficies de poca 
extensión y colocadas de modo que no puedan 
llegar á enrojecerse nunca, aunque el fuego ten- 
ga el máximum de actividad; tales son los tubos 
que atraviesan cl depósito de vapor para condu- 
cir directamente á la chimenea principal los pro- 
ductos de la combustión. 

Art. 332. Cada caldera ha de estar provista de 
dos aparatos indicadores del nivel del agua, in- 
dependientes el uno del otro y colocados á la 
vista del operario. 

Uno de estos dos indicadores ha de ser un tubo 
de cristal dispuesto de tal modo que se pueda 
limpiar fácilmente y reemplazar en caso nece- 
sario. ] 

En las calderas verticales de mucha altura se 
reemplazará el tubo de cristal por otro aparato 
dispuesto de modo que ofreza á la vista del ope- 
rario encargado de la alimentación una señal 
exacta del nivel del agua en la caldera. 

Art. 383. Las calderas de vapor locomóviles 
están sujetas á las medidas de seguridad deter- 
minadas en los arts. 318 al 330. El operario en- 
cargado de cuidar una caldera de esta clase que- 
da obligado á presentar el resguardo de la decla- 
ración y licencia siempre que se le exija. 

Art. 334. Cada cal Sra llevará una placa so- 
bre la cual han de estar grabados en letras bien 
legibles el nombre y domicilio del propietario y 
el número de orden, si el mismo poseyere más de 
una caldera locomóvil. 

Art. 885. Son igualmente aplicables las me- 
didas de seguridad, las licencias y la declara- 
ción prescritas anteriormente, á las calderas de 
toda máquina locomotora que se emplee en los 
tranvías, carreteras ordinarias, rodillos compre- 
sores y faenas industriales ó agrícolas. 

Art. 836. La circulación de locomotoras en 
el radio y en las afueras de la población se suje- 
tará á las condiciones que determinen en cada 
caso los reglamentos correspondientes. 

Art. 837. Los recipientes de diversas formas 
y de una capacidad mayor de 100 litros, que sir- 
van para calentar cualquier materia por medio 
del vapor formado en un generador distinto, 
cuando la comunicación con la atmósfera no se 
halle establecida de un modo capaz de evitar 
una presión efectiva perfectamente aprecia- 
ble, quedan sometidos á las prescripciones si- 
guientes: 

1.* Se hallan sujetos á la declaración de los 
arts. 315 y 816 y á las pruebas prevenidas en los 
817 y 319 al 326. 

2." La sobrecarga de prueba será siempre y 
en todos los casos igual á la mitad de la presión 
máxima á que debe funcionar el aparato, pero 
sin que exceda de cuatro kilogramos por centí- 
metro cuadrado. 

3.” Estos recipientes tendrán una válvula de 
seguridad arreglada á la presión indicada en el 
timbre, á menos que dicha presión no sea igual 
Ó superior á la fijada para la caldera alimenta- 
dora. El orificio de esta válvula, conveniente- 
mente descargada ó levantada, en caso necesa- 


ORDENANZAS MUNICIPALES. 






rio, debe bastar para mantener el vapor del re- 
cipiente, siempre y en todos los casos, en un 
grado de presión que no exceda del límite del 
timbre. 

Art. 838. Las disposiciones del artículo ante- 
rior se aplicarán del mismo modo á los reci- 
pientes que encierren agua á una alta tempera- 
tura que pueda producir desprendimiento de va- 
por ó de calor, con cualquier objeto que sea. 

Art. 889. Para instalar ó poner en servicio 
una caldera de vapor se solicitará por el inte- 
resado licencia del alcalde, acompañando á la 
OS los datos prescritos en los arts. 315 
y . 

Art. 340. Esta solicitud pasará al teniente al- 
calde del distrito para que, previos los informes 
correspondientes y su clasificación respectiva en 
conformidad con los mismos, se devuelva para 
gu resolución definitiva. 

Art. 341. Concedida la autorización para ins- 
talar ó poner en servicio una caldera, qued: 
obligado el dueño de la misma al exacto cum- 
plimiento de las condiciones que se impongan 
en armonía con la Ordenanza. 

Art. 342. Queda también obligado á conser- 
var la caldera en buenas condiciones de servi- 
cio, y á que sea regida en su uso por operarios 
inteligentes, siendo responsable ante los Tribu: 
nales de los daños y perjuicios que ocasione. 

Art. 33. La autoridad local cuidará por su 
parte de que se cumplan las condiciones im pues- 
tas al conceder la licencia y vigilará por si ó 
por medio de sus delegados el buen régimen y 
conservación de las calderas girándose las visi: 
tas de inspección que considere necesarias, sin 
que pueda oponerse ningún obstáculo para el li- 
bre paso al sitio en que se hallen instaladas. 

Art. 344, El alcalde, previo informe faculta- 
tivo y después de haber oído al interesado, po- 
drá disponer que cese de funcionar una caldera 
cuando se falte á las prescripciones reglamenta: 
rias, pudiendo el interesado en todo caso ejercer 
el derecho de alzada. ) 

Art. 845. Los casos no previstos en estas dis- 
po oñOS se resolverán con arreglo al espíritu 

e las mismas. 


CAP. X.—Háquinas de vapor y de presión en general 


Art. 346. Toda instalación de máquina que 
funcione á una presión efectiva perfectamente 
apreciable como máquina de vapor, de aire cs- 
liente, de gas ú otro agente, exige para su 1os 
talación y régimen la licencia prescrita para los 
establecimientos insalubres, incómodos y peli: 
grosos. 

Art. 347. Todos los aparatos y órganos pars 
la función de estas máquinas y la transmisión 
de fuerza, no deben adolecer de los siguien.es) 
defectos: . 

1.2 Falta de seguridad para los operarios del 
taller y para los habitantes. Im 

2.2 Trepidación que pueda ocasionar peru" 
cios á tercero. 

8. Ruidos que molesten al vecindario. 


CAP. XI.—Medid..s de seguridad é higiene de talleres, 


Art. 348. Del establecimiento de toda cli 
de taller dedicado á industria, no comprendid 
en la clasificación de insalubre, incómoda ó | 
ligrosa, en que hayan de ocuparse más de di 
operarios, se dará cuenta al alcalde, remitiendo 
una sucinta Memoria, en que se exprese la in 
dustria de que se trate, el número de operari0 
que haya de ocuparse de ordinario y como má 
ximum, la clase y número de máquinas q 
hayan de funcionar y el espacio de que se 
pone. 
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Art. 349, En vista de este documento el al- 
calde dispondrá la comprobación de los detalles 
do la Memoria por los arquitectos municipales 
ó6 ingeniero industrial, quienes se informarán 
personalmente de si están cumplidas las exigen- 
cias de higiene pública y seguridad de los ope- 
rarios. 

Art. 350. Queda prohibido el establecimiento 
de talleres en sótanos, sitios húmedos, edificios 
lindantes con otros en que se ejerzan industrias 
calificadas de insalubres para los efectos de es 
tas Ordenanzas ó que carezcan de patios 6 espa- 
cios descubiertos que les proporcionen luz ó 
ventilación. 

Art. 351. Se considerará que no reune condi- 
ciones higiénicas todo local cuya cubicación at- 
mosférica no alcance un volumen de 20 metros 
por operario óÓ aprendiz. 

Art. 352. Será condición indispensable en 
todo taller que los e pedes exteriores y los 
volantes y volantines de impulsión de las má.- 
quinas estén dotados de defensas, así como las 
correas de transmisión, palancas, juegos salien- 
tes y cuantos movimientos ofrezcan peligro 
para el operario. 


CAP. XIT.— Almacenes de materias inflamables, 
explosivas é incómodas. 


árt. 393. Quedan sujetos á las prescripciones 
consignadas para los establecimientos insalu- 
bres, incómodos ó peligrosos, y no podrán em- 
poems sin llenar los requisitos exigidos para 

08 mismos, los depósitos y almacenes al por ma.» 
yor de materias inflamables, combustibles ó ex- 
posivas, en general, como el petróleo, la gaso- 

a y demás líquidos llamados aceites minera- 
les y sus Productos; las breas, betunes, alcohol 
y sus derivados, como éteres, aguardientes y li- 
cores: las resinas, caouchout, aguarrás y otras 
esencias, barnices, sebos, mantecas, aceites, ce- 
ras, fósforo en bruto y los productos con el mis- 
mo elaborados, como cerillas fosfóricas y simi.- 
lares; las mechas, las maderas, la leña, paja y 
azufre; las de fácil combustión, en general, pól- 
vora, dinamita y Otras explosivas. 

Art. 354. Estos depósitos se hallarán siempre 
en edificios ó locales aislados, y no se permitirá 

construcción de habitaciones ó viviendas so- 
bre los mismos, bajo ningún pretexto ó forma, 
debiendo cerrarse, sin que puedan continuar 

asta tanto que se pongan en las condiciones 
prescritas. 

árt. 855. En las tiendas ó almacenes al por 
menor de las materias inflamables mencionadas 
y de ácidos, se instalarán dichas materias en só- 
tanos de fábrica abovedados, según prescriben 
los reglamentos especiales; y en ellos sólo podrá 
tenerse la cantidad fijada para cada caso. Se 
prohibe la venta de estos artículos en estableci- 
tnientos en que á la vez se expendan algunos de 
comer ó beber. 

Art. 356. Se prohibe fumar, encender cerillas 
y Usar otra luz que faroles 6 linternas cerradas 
con cristales, en todo almacén grande ó pequeño 

e materias inflamables, y en las cordelerías, es- 
parterias, lanerías y otros establecimientos de 
géneros análogos. 

Art. 397. No podrán almacenarse más de 2.000 
cajillas de fósforos, de las cuales se conservará 
el 75 por 100, por lo menos, en tinajas ó en cajas 
metálicas con tapaderas incombustibles perfec- 
tamente cerradas y recubiertas con barro de ar- 
cilla y con cerradura hidráulica para qne no 
pueda penetrar el aire. 

Art. 358, El petróleo y sus derivados, los acei- 
tes de esquisto y brea, las esencias y otros hidro- 
carburos líquidos para el alumbrado y calefac- 
ción, para la fabricación de colores y barnices 


para el desengrasado ó cualquiera otro uso, se 
clasificarán en dos categorías, según su grado 
de inflamabilidad. 

Art. 859. La primera categoría comprende 
las sustancias muy inflamables, es decir, las que 
emiten, á una temperatura inferior á 35 grados 
del termómetro centígrado, vapores susceptibles 
de rod fuego al contacto de una cerilla en- 
cendida. 

Art. 360. La segunda comprende las sustan- 
cias menos inflamables, es decir, los que no emi- 
ten vapores susceptibles de prender al contacto 
de una cerilla, sino á una temperatura igual 6 
superior á 35 grados del termómetro centígrado. 

rt. 361. El grado de inflamabilidad para la 
clasificación de estos líquidos se determinará 
por medio del aparato de Mr. Emilio Granier, 
concediéndose en la determinación una toleran- 
cia de dos grados en 35, de manera que todos los 
liquidos que apaguen la llama de la lámpara 
tipo á una temperatura igual ó inferior á 83 gra- 
dos serán considerados pertenecientes á la pri- 
mera categoría, y á la segunda los que la extin- 
gan á la indicada de 33 grados ú otro superior. 

Art. 362. Los depósitos de las sustancias de- 
signadas, aun cuando no deban sufrir otra ma- 
nifestación que el simple lavado por el agua fría 
y trasvase, serán colocados en el primero, se- 
gundo ó tercer grupo ó categoría de estableci- 
mientos peligrosos, según la cantidad de líquido 
que contengan. . 

En el primero, si miden más de 8.000 litros de 
líquidos de la primera categoría; en el segundo, 
si contienen 1.500 á 3.000 litros, y en el tercero, 
más de 800 y menos de 1.500. 

Art. 363. Cuando los depósitos se destinen “ú 
sustancias de segunda categoría de las inflama- 
bles, cinco litros de éstas equivaldrán á un litro 
de la primera. 

Art. 364. Cuando los depósitos contengan 
otras materias combustibles, y especialmente 
líquidos inflamables, tales como el alcohol, el 
éter, el sulfuro de carbono y similares, se toma- 
rán en cuenta éstas en la misma forma respecto 
al almacenado total de sustancias peligrosas, y 
serán asimiladas á las de primera Y segunda ca- 
tegoría, según que emitan ó no, á la temperatu- 
ra de 85” del centígrado, vapores susceptibles 
de prenderse al contacto de una cerilla encen- 
did 


A. 
Art. 365. Los depósitos de la primera y de la 
segunda clase que contengan sustancias infla- 
mables de la primera categoría, solas ó con otra 
de la segunda, se someterán á las reglas si- 
guientes: Ñ Ñ 

1.” Se establecerá el depósito en recinto ce- 
rrado por muro de fábrica de dos metros y 80 
centímetros de altura por lo menos, teniendo 
una sola entrada por la vía pública con puerta 
de hierro que cierre con llave. 

Esta puerta de entrada permanecerá cerrada 
desde la postura del sol hasta la mañana. Du- 
rante este intervalo se hallará la llave en poder 
del dueño del depósito. Un portero vigilará de 
día la entrada y salida de los obreros y de los 
CATros. 

2.* No habrá otra dependencia habitada du- 
rante la noche más que la establecida para un 
guarda ó portero y su familia. Esta habitación 
tendrá su entrada especial ó particular, que se 
incomunicará del resto del recinto por un muro 
de altura conveniente. 

8.* La menor distancia del recinto á las casas 
habitables 6 edificios pertenecientes á tercera 

crsona, será por lo menos de 50 metros para los 

epósitos de la clase primera, y de cuatro me- 
tros para los de la segunda. 

4.” Los aparatos fijos ó recipientes que con- 
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tengan los líquidos mantendrán sus paredes á 
una distancia de 50 centímetros por lo menos del 
aramento interior del recinto, y se hallarán 
igpuestos de manera que puedan inspeccionar- 
se con toda facilidad. 

5.* El pavimento del depósito será de losa, 
baldosa 6 cemento, con pendientes y regueras 
dispuestas de manera que puedan conducirse los 
líquidos que se derramen á cisternas ó depósitos 
bien conservados, que tengan en conjunto una 
capacidad suficiente para contener la totalidad 
de los líquidos almacenados. 

6.* Si se hallan encerrados en un edificio ó 
cobertizo, serán construidos éstos con materia- 
les incombustibles, sin ningún piso encima, con 
luz buena y directa, gran ventilación y con lum- 
breras en la cubierta. 

7.* Los líquidos almacenados se mantendrán 
en recipientes de metal provistos de tapaderas 
móviles ó en barriles cinchados con hierro. 

El trasvase de los líquidos de la primera ca- 
tegoría de un recipiente á otro situado en nivel 
superior, se hará siempre por medio de una 
bomba fija. 

Los barriles vacios, así como los restos de los 
embalajes, se sacarán fuera del almacén. 

8.* La recepción y movimiento de los líqui- 
dos se hará siempre á la luz del día en los alma- 
cenes. Se prohibe en absoluto la entrada en ellos 
de noche. 


Se prohibe igualmente alumbrar, introducir 
fuego, luces ó cerillas, así como fumar en los al- 
macenes durante el día. Esta prohibición se ins- 
cribirá con letras grandes y claras en el para- 
o exterior del muro cerca de la puerta de 
entrada. 

9.* Se tendrá en la proximidad del depósito 
una cantidad de arena proporcionada á la del 
líquido contenido en el mismo para atacar en sus 
principios un incendio, si tuviere lugar. 

Si en algún caso especial hubiere necesidad de 
imponer otras condiciones á fin de garantir la 
seguridad del público, podrán disponerse, previo 
informe de la Junta consultiva, por acuerdo del 
Ayuntamiento. 

Art. 866. Los depósitos ó almacenes estable- 
cidos con anterioridad á la publicación de esta 
Ordenanza y explotados en condiciones diferen- 
tes de las determinadas en el artículo anterior 
podrán autorizarse siempre que reunan garan- 
tías por lo menos equivalentes para la seguri- 
dad pública, previo informe de la Junta y acuer- 
do del Ayuntamiento. 


Art. 367. La instalación de los almacenes de 
tercera clase se sujetará á las prescripciones 
impuestas en la autorización del Ayuntamiento 
después de oir á la Junta consultiva. De la mis- 
ma manera se registrarán los depósitos ó alma- 
cenes en los cuales los líquidos inflamables no 
experimenten trasvases ni manipulación de otra 
especie, ó que sólo contengan sustancias de la 
segunda categoría. Los que exploten estos al- 
macenes deberán, sin embargo, acomodarse á 
las prescripciones indicadas en las reglas 7."*, 
8.” y 9.* del art. 365. 


Art. 368. Los almacenes cuyo depósito total 
no exceda de 300 litros de líquidos de la primera 
categoría ó una cantidad equivalente de varias, 
pueden instalarse, previa autorización. En este 
caso queda obligado el propietario á dirigir al 
alcalde una declaración que contenga la indi- 
cación precisa del local afecto al almacén. 

Este almacén estará aislado de toda vivienda 
ó de todo edificio que contenga materias com- 
bustiblex, jertectamento ventilado y cerrado 
constantemente con llave. 

El piso estará vaciado cn forma de cubeta ó 
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vaso, con reborde de tierra ó fábrica que pueda 
contener los líquidos en caso de salida. 

Hecha la declaración y autorizado con el com: 
petente permiso puede el almacenista explotar 
su O observando siempre las reglas 7.*, 


8.* y 9.* del art. 365. 


Materias explosivas. 


Art.3869. Los depósitos de toda materia de- 
tonante ó fulminante, de cualquier naturaleza 
que sea, y especialmente los depósitos de fulmi- 
nato de mercurio, de picrato de potasa, de ni- 
trato de metilo, de nitro, bencina. minio, nitro- 
glicerina y derivados, dinamita, pólvora ordi- 
naria y de algodón pólvora, quedan incluídos 
en el primer grupo de establecimientos peligro- 
sos, y están además sometidos en su instalación 
y régimen al reglamento especial de materias 
explosivas. 

Art. 370. Las fábricas de cal, yeso, teja y la- 
drillos se establecerán precisamente en el extra- 
rradio á 150 metros de toda casa habitable. 

Los almacenes de los expresados artículos se 
establecerán fuera del radio de la capital y sólo 
se permitirán despachos al por menor dentro 
E adrid en las calles de segundo y tercer 
orden. 


Vertederos. 


Art.871. No pueden establecerse vertederos 
sin licencia previa del alcalde, en la cual se pres- 
cribirán las reglas á que deban someterse. 


Focos de infección. 


Art. 272. Los corrales para cebar ganados y 
los depósitos de basuras y de materias inmun- 
das quedan sometidos, como establecimientos 
insalubres, á las reglas prescritas para la ¿ns- 
talación y reglamento de los mismos, y sólo po- 
drán situarse en el extrarradio. 

Art. 3873. Se prohibe criar cerdos, «le ot 
gallinas, pavos, palomas y otros animales den- 
tro del radio de la población, en las tahonas, 
pos buhardillas y desvanes. La instalación 

e los criaderos en general queda sometida ¿ 
las prescripciones dictadas para los estableci- 
mientos insalubres. 

Art. 374. Los particulares que tengan caba: 
llerías Ó ganado, dispondrán que se extraigan 
por su cuenta y diariamente las basuras de las 
cuadras, conduciéndolas en carros con red ó de 
manera que no se viertan en su tránsito por la 
vía pública. Las horas de extracción serán has: 
ta las nueve de la mañana desde Mayo á Octa: 
bre, ambos inclusive, y hasta las diez de la mis- 
ma en los meses restantes del año. 

Art. 375. La limpieza al aire libre de los ta- 
pices y de todo tegido en general, se efectuará 
en establecimientos situados en el extrarradio, 
en parajes que se hallen á la mayor distancia 
posible de las edificaciones, paseos y caminos. 

Art. 376. Se prohibe la circulación al aire 
libre y por la vía pública de las aguas, espe 
cialmente las sucias ó impregnadas de materias 
orgánicas ó insalubres que procedan de los esta 
blecimientos fabriles, de los públicos y de las 
casas particulares. 

Art. 377. Todo establecimiento ó lugar don- 
de exista un foco declarado infeccioso por ls 
Junta municipal de Sanidad se someterá en el 
acto á las disposiciones que se dicten por el 
alcalde, de acuerdo con el dictamen de la men- 
cionada Junta. 


Depósitos de trapos. 


Art. 378. No se podrán establecer depósitos 
de trapos y otras materias que puedan retener 
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gérmenes infecciosos sin licencia previa, de 
acuerdo con las condiciones exigidas para los 
establecimientos insalubres, incómodos y peli- 
grosos. 

Art. 879. Estos establecimientos estarán ais- 
lados y tendrán un muro de cerramiento: la 
construcción constará de planta baja sin habi- 
taciones que comuniquen directamente con el 
almacén. 

Art. 880. Los depósitos tendrán una altura 
máxima de cinco metros y buena ventilación. 

Los suelos de los patios y almacenes, las ma- 
deras al descubierto y los pavimentos interiores 
serán impermeables, á fin de que puedan sér la- 
vados y desinfectados fácilmente. 

Art. 881. Las pilas de trapos estarán separa- 
das 50 centímetros por lo menos de las paredes 
del almacén y de los pies derechos ó columnas. 

Toda materia depositada estará seca. 

Si se recibieren en estos almacenes pieles y 
huesos, se observará, además de la prescripción 
anteriormente indicada, la separación conve- 
niente de unas y otras materias, manteniendo 
los huesos en sac.s gruesos ó en toneles cerra- 
dos, ventilándolos con frecuencia. ; 

Art. 3882. Los almacenes, tinas y patios se la- 
varán convenientemente con agua clorurada, 
particularmente en verano. 

Art. 883. Los pequeños almacenes donde se 
depositen trapos, huesos, pieles y materias con- 
tumaces en general, en cantidad que no exceda 
de 100 kilogramos, obedecerán á las mismas 
prescripciones. 

Puede autorizarse su instalación en departa- 
mentos aislados y no habitados dentro de la 
población, previa la licencia obtenida, confor- 
me las disposiciones anteriores, limitándose, 
sin embargo, en todo lo posible, semejantes con- 
cesiones, y quedando anuladas en el hecho de 
mantenerse en ellos más de veinticuatro horas 
las materias recogidas. 


Puestos de pájaros. 


Art. 884. No podrán instalarse puestos fijos 
para la venta de pájaros y otros animales den- 
tro.de la población, sino en locales aisjados y 
fuera de la vía pública. 

Art. 885. Estarán sujetos estos estableci- 
mientos á la vigilancia de la autoridad como 
insalubres é incómodos, y se mantendrá en ellos 
la mayor limpieza, extrayendo las basuras dia- 
riamente y regando los suelos, que serán imper- 
meables, con líquidos desinfectantes. 


Enfermerías y depósitos de perros. 


Art. 886. Las enfermerías y depósitos de pe- 
rros se establecerán en el extrarradio, después 
de llenar los requisitos que se exigen para los 
establecimientos insalubres, incómodos y peli- 
gTO808. 

Art. 387. Las perreras y los patios tendrán 
buena ventilación, estarán empedrados y serán 
impermeables, con vertiente y reguera para con- 
ducir las aguas á depósitos especiales ó á las al- 
cantarillas que para su servicio se construyan. 

t. 888. Los "perros se mantendrán en las 
perreras, asegurados con cadena en caso nece- 
sario, y cerrados con verja los sospechosos de 
hidrofobia. 

Art. 889. Todos los locales de estos estable- 
cimientos se mantendrán con perfecta limpieza, 
o aries en caso necesario con líquidos des- 
infectantes adecuados, y renovando con la fre- 
cuencia necesaria las camas de los animales. 

Art. 390. Las basuras se extraerán todas las 
mañanas á la madrugada, colocándolas entre- 
tanto en fosas bien cerradas. 
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Art. 891. Se tomarán todas las precauciones 
necesarias para que no haya olores durante la 
preparación de los alimentos, los cuales nunca 
estarán alterados ó corrompidos; igualmente se 
adoptarán las disposiciones convenientes para 
que los perros no molesten con sus aullidos al 
vecindario. 


Establecimientos al por menor de líquidos infla- 
mables. 


Art. 892. Todo comerciante 6 vendedor de 
los líquidos inflamables mencionados en el ar- 
tículo 358, está obligado á dirigir al alcalde una 
declaración que contenga la designación preci- 
se del local, cantidad de líquidos inflamables 
das desea mantener en acopio ó reserva, y la 

el emplazamiento destinado en su tienda úni- 
camente á recipiente de los líquidos. 

Hecha esta declaración, puede el expendedor 
explotar su comercio á condición de sujetarse 
á las prescripciones contenidas en los artículos 
siguientes. 

Art. 393. Los líquidos de la primera catego- 
ría serán transportados y conservados en los 
despachos, sin trasvasar al recibirlos en el al- 
macén, en recipientes metálicos fuertes, solda- 
dos y Pollas de dos orificios, por lo menos, 
cerrados con llave ó herméticamento tapados. 

Estos recipientes tendrán 60 litros de capaci- 
dad máxima, y llevarán sólidamente fijada en 
caracteres bien legibles una inscripción sobre 
fondo rojo que dirá: Esencia mfamab!e. 

No podrán en aio An caso depositarse en cue- 
va, estarán colocados solidamente y ocuparán 
un lugar especial, con separación de los demás 

éneros ó sustancias de la tienda. Debajo de la 
llave se colocará una vasija con cuello en for- 
ma de embudo para recoger el líquido que se 
escape. ! 

Se conservará además en el local una canti- 
dad de arena ó tierra proporcional á la impor- 
tancia del depósito de extinguir en su princi- 
pio cualquier incendio que se produjere. 

Los líquidos de primera categoría no pueden 
expenderse al consumidor, sino en vasijas metá- 
licas, bien cerradas y provistas de uno ó dos 
orificios con llaves ó tapones herméticos, cuyas 
vasijas llevarán esta inscripción claramente le- 

ible: Esencia ode Las vasijas se llenarán 

irectamente del recipiente sin interposición de 
embudo, de modo que no se derrame por fuera 
ninguna gota de líquido. 

Los líquidos de la primera categoría no pue- 
den trasvasarse para el despacho, sino á la luz 
del día. La venta al consumidor no podrá hacer- 
se á la luz artificial, á menos que el expendedor 
no tenga dispuesto el líquido en vasijas metáli- 
cas para la entrega, de manera que se evite el 
trasvase en el momento de la venta. Estas vasi- 
jas, de capacidad de cinco litros á lo más, esta- 
rán colocadas en cajas vestidas interiormente 
con lámina metálica que sirva á la vez de cubeta. 

Art. 894. Los líquidos de segunda categoría 
se conservarán en las tiendas en recipientes me- 
tálicos cuidadosamente cerrados y debidamente 
establecidos. 

Estos recipientes tendrán 850 litros de capaci- 
dad máxima, llevando esta inscripción sobre fon- 
do blanco: Aceite mineral. 

Art. 895. La provisión del despacho no debe- 
rá exceder de un hectolitro de líquido de la pri- 
mera categoría, ó de una cantidad equivalente 
de líquidos de una y otra categoría. Cinco litros 
de líquido de la segunda categoría se consideran 

uivalentes á un litro de los de la primera. 

os líquidos inflamables no comprendidos en 
este artículo y que se encuentren en el local del 
despacho, se tomarán en cuenta en la provisión 


e 
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total de sustancias peligrosas, asimilándolos á 
la primera categoría, si emiten, á la temperatu- 
ra de 35 grados del centígrado, vapores suscop- 
tibles de prenderse al contacto de una cerilla en- 
cendida. 

Art. 896. En caso de que el comerciante ó ven- 
dedor dispusiese de patio ó de otro emp!azamien- 
to al descubierto, podrá conservar los líquidos 
en los recipientes, barriles ú otros envases que 
hayan servido para el transporte. 

stos recipientes se colocarán en almacén 
aislado, á la distancia mínima de 10 metros de 
toda casa habitable ó6 de toda construcción que 
contenga materias combustibles, perfectamen- 
te ventilado y cuya entrada se cierre con llave. 
El suelo formará cubeta con reborde de fábrica 
que pueda mantener los líquidos en caso de es- 


cape. 

E vendedor se someterá además-:á las pres- 
cripciones indicadas en los tres últimos párra- 
fos del art. 398, en el último párrafo del art. 394 
y en el art. 895 de esta Ordenanza. 

Art. 397. Las disposiciones precedentes, rela- 
tivas á los depósitos para la venta al por menor, 
no podrán suplirse sino por otras equivalentes 
dictadas por el alcalde, de conformidad con el 
acuerdo del Ayuntamiento, después de oir á la 
Junta consultiva, fijando en todo caso las eon- 
diciones impuestas al vendedor en interés de la 
seguridad pública. 

Art. 898. Los depósitos para venta al por 
menor que estéx autorizados anteriormente á 
la promulgación de esta Ordenanza, pueden 
permanecer en las condiciones que se les impu- 
sieron. El industrial no hará modificación al- 
guna que no se acomode á las prescripciones 
presentes, debiendo obtener nueva licencia con 
arreglo á las disposiciones de esta Ordenanza. 

Art. 899. El transporte de los líquidos com- 

rendidos en la primera y segunda categoría 

ebe hacerse únicamente en vasijas de metal 
soldadas ó herméticamente cerradas, ó en barri- 
les de madera cinchados de hierro. 

Art. 400. En las tiendas en que se venda pe- 
tróleo y gasolina se observarán las prescripcio- 
nes reglamentarias relativas á estos artículos; 
habrá además un platillo de loza dispuesto en 
el mostrador para probar la calidad del petróleo 
con una cerilla encendida. 


OAP. XIII.—Mercados. 


Mercados de las plazas de la Cebada y de los 
Mostenses. 


Art. 401. No podrán establecerse mercados, 
de cualquier clase que sean, sin previa concesión 
del Ayuntamiento. 

Art. 402. Tampoco podrán establecerse mer- 
cados al por mayor en un radio de 400 metros de 
uno á otro, ni se permitirá la circulación de ven- 
dedores ambulantes á menos distancia de 200, 

Art. 408. Las condiciones de arriendo de los 
puestos, introducción de víveres, almacenajes, 
etcétera, son objeto de un reglamento especial, 
que estará de manifiesto en la oficina de inter- 
vención establecida en cada mercado, como asi- 
mismo las tarifas de precios de toda clase de ser- 
vicios. 

Art. 404. La venta al por mayor se entiende 
por bultos enteros ó tercios de 50 á 60 kilogra- 
mos, ó por las medidas que correspondan á las 
mercancías que no se vendan al peso. 

Art. 405. Los carros entrarán en los merca- 
dos, siguiendo la dirección que se les trace, tan- 
ta para la llegada como para la circulación in- 
terior y la salida del local, descargarán las mer- 
cancías respectivas en el punto que les corres- 
ponda por orden de llegada, y saldrán inmedia- 





tamente del mercado para ir á estacionarse di 
rectamente en los sitios designados al efecto por 
la autoridad municipal. 

Art. 406. No se permite descargar los carros 
de productos destinados á la venta al por mayor, 
sino en los puntos que se señalen al efecto. 

Art. 407. Los productos descargados se exten- 
derán sobre el piso con el mayor orden y aseo, 
no pudiendo jel vendedor amontonar más que 
hasta cierta altura, la cual variará, según la na- 
turaleza de los mismos, de 50 centimetros á un 
metro sobre el nivel del piso. 

Art. 408. Los productos que se presenten en 
un mercado al por mayor, sólo podrán quedar 
expuestos al público durante las horas de con- 
tratación, debiendo después su dueño dejar ex- 
pedito el sitio. 

Art. 409. Todo producto vendido deberá ser 
retirado inmediatamente del sitio que ocupar 
quedando éste libre, y en el caso de solicitar e 
vendedor ocuparlo otra vez, deberá satisfacer 
nuevos derechos. 

Art. 410. Una parte de las plantas bajas se 
destinará para apartados, que podrán alquilar- 
se á los inquilinos de los puestos con objeto de 
encerrar en ellos las mercancías no vendidas en 
el mismo día ó las dispuestas para la venta del si- 
guiente, pero no podrán considerarse nunca co- 
mo almacenes. 

Art. 411. No podrá utilizarse un apartado 
más que para los artículos del comercio que el 
inquilino esté ejerciendo en su correspondiente 
puesto, ni deberá encerrar en 6l mercancías que 
no sean suyas, sin previa autorización. 

Art. 412. La Administración de los mercados 
reservará una parte de los puestos para la venta 
al por menor, con objeto de poderlos alquilar 
por días á los introductores que deseen ex pender 
por si sus géneros. 

Art. 413. Las horas de abrir y cerrar los mer- 
cados en las distintas épocas del año se acorda- 
rán por la autoridad municipal y serán anun- 
ciadas al público y á los vendedores por toques 
de campana. 

Art. 414. Durante las horas de clausura no se 
permitirá á los expendedores ni al público,en- 
trar en los mercados ni introducir ó extraer 
efectos de ninguna clase. j 

Art, 415. Para la venta al por menor se desti- 
nan los puestos establecidos en las plantas supo- 
riores de ambos mercados. 

Art. 416. La industria que se ejerza ó los ar- 
tículos que se vendan en cada puesto serán pre: 
cisamente los declarados al solicitar el arriendo 
del mismo. 

Art. 417, El inquilino de un puesto no podrá 
variar nada de la disposición del mismo, ni co- 
locar clavos, ni corchetes, ni tablas, sin el per- 
miso de la autoridad. 

Art. 418. Tampoco podrá colocar mercancias, 
envases ni otra clase de bultos encima de la cu- 
bierta de los puestos. 

Art. 419. Nose permite extender las mercan- 
cias fuera del perímetro ó demarcación de cada 
puesto, ni interceptar con ellas el paso de las 
calles, debiendo éstas hallarse siempre expeditas 
entre los frentes de los mostradores. 

Art. 420. Asimismo cuidarán los inquilinos 
de mantener sus puestos en el mayor estado de 
limpieza y en buenas condiciones higiénicas. 

Art. 421. Se prohibe echar paja, papeles, plu- 
mas ó desperdicios de cualquier género en las 
calles interiores de los mercados. 

Cada vendedor recogerá los que le correspon- 
dan en cubos metálicos, que se entregarán para 
su vaciado á los encargados de la limpieza. 

Art. 422. Los utensilios de los vendedores de 
carne, embutidos, aves, pescados, etc., se lim- 
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piarán diariamente y se lavarán una vez a] me- 
nos cada semana con una disolución de hipoclo- 
rito de cal ó de susa. 

Art. 423. Para la venta de animales vivos se 
adoptará el medio de cajas ó jaulas. 

Art. 424. No se dejará en los puestos sustan- 
cia alguna que produzca mal olor ó que pueda 
perjudicar las condiciones higiénicas del local. 

Art. 425. Antes de cerrar los puestos, exami- 
narán diariamente sus inquilinos si se han qui- 
tado todas las causas posibles de incendio. 

á so 426. No se permitirá más luz que la del 
arol. 

Art. 427. Se prohibe encender fuego dentro 
de los puestos, bajo ningún pretexto, permitién- 
dose solamente en invierno un calentador para 
los pies. 

Art. 428. Los huesos deberán partirse con se- 
rrucho Y no á golpe de cuchillo, sentándose los 
tajos sobre durmientes á propósito. 

Art. 429. Los demandaderos no podrán esta- 
cionarse en las calles interiores de los merca- 
dos, y sólo acudirán cuando se les llame á pres- 
tar sus servicios. 

Art. 430. Tampoco podrán estacionarse de 
ple ó sentados en dichas calles los vendedores 
ni 'sus dependientes, obstruyendo en tránsito 
público. 

Art. 431. Se prohibe anunciar á gritos la na- 
turaleza ó precios de las mercancías, ni llamar 
á los compradores que se hallen parados delante 
de otros puestos. 

Art. 432. Se prohibe igualmente la venta 6 
depósito de materias inflamables, como la pól- 
vora, objetos fabricados con ella, aceites mine- 


rales y toda clase de sustancias que puedan oca-' 


sionar explosión ó incendio. 

No se permitirá la entrada en los 
mercados á los mendigos, ni á los músicos, gim- 
nmastas y demás individuos que ejerzan esa in- 
dustria en la vía pública. 

Art. 434. Se prohibe fijar carteles ó letreros 
en los muros interiores y exteriores, y todo 
aquello que tienda á hacer desaparecer la lim- 
pieza de las diferentes partes del local. 

Art. 435. Las fuentes establecidas en el inte- 
rior de ambos mercados están exclusivamente 
destinadas para uso de los inquilinos de los 
puestos y dependientes, permitióndose solamen- 
te al público beber al pie de la misma fuente. 

Art. 436. Los compradores manifestarán en 
las oficinas de la Intervención establecidas en 
los mercados las quejas á que den lugar dichos 
vendedores, y podrán también presentar los gé- 
neros que han adquirido para que se examine si 
reunen las debidas condiciones de buena calidad 
y peso; y en caso de resultar justificadas, se im- 
pondrá por la autoridad al causante el correc- 
tivo que proceda. 

Art. 437. Sin perjuicio de esto, la autoridad 
municipal podrá tomar la iniciativa cuando lo 
juzgue oportuno para examinar las mercancías 
adquiridas, interrogando á los compradores y 
comprobando si la calidad y peso de los géneros 
se hallan conformes con los que han pedido. 

Art. 438. Las disposiciones antes dictadas 
desde el art. 416 al 433 son igualmente aplicables 
á los demás mercados situados en las plazas pú- 
blicas donde también hay establecidos puestos 
para la venta al pormenor, exceptuándose úni- 
camente el art. 435, que sólo es aplicable á los 
primeros. ] 


Mercado público de ganados. 


Art. 4399 Habrá por lo menos un mercado 
donde tendrán efecto toda clase de operaciones 
mercantiles sobre animales vivos. 


- 


Art. 440, Este establecimiento comprende dos 
secciones: 

Primera sección.—DE ABASTO. —EsPECIES: 
Vacuno, lanar, cabrio y de cerda. 

Segunda sección. —DE TRABAJO.-— Espr- 
cies: Caballar, asnal, mular y boyal. 

Art. 441. Serán admitidos en este mercado los 
pros pertenecientes á la primera sección to- 

os los días desde el amanecer hasta las diez de 
la mañana. 

Art. 442. Los animales comprendidos en la se- 
unda sección tendrán entrada todos los jueves 
el año, desde las diez de la mañana hasta las 

cuatro de la tardo. 

Si el jueves fuera fiesta religiosa ó nacional, 
se verificará el mercado en el inmediato día la- 
borable. 

Las horas de mercado desde 1.” de Junio á 81 
de Agosto serán desde las ocho de la mañana á 
las dos de la tarde, y desde 1.? de Septiembre á 
a e Mayo, de diez de la mañana á cuatro de la 

arde. 

Art. 443. Los dueños, encargados ó represen- 
tantes de los ganados serán responsables de los 
daños que éstos ocasionen. 

Art. 444. Los animales que padezcan alguna 
enfermedad de las reputadas como contagiosas, 
y los que vengan de punto donde exista alguna 
epizootia contagiosa, no serán admitidos á con- 
tratación en este sitio; y todo animal que se ha- 
lle en este caso, inspeccionado que sea por el ve- 
terinario revisor del mercado, quedará, previo 
parte por escrito, é disposición del alcalde, sin 
perjuicio de exigir el tanto de culpa por la con- 
travención y el inmenso daño que pueda ocasio- 
nar á la riqueza pecuaria de la nación. 

Art. 445. Todo dueño de algún animal resa- 
biado que concurra al mercado deberá poner 
esta circunstancia en conocimiento del jefe del 
local, quien destinará un sitio público para los 
que se hallen en este caso, á fin de evitar los da- 
ños que pudieran ocasionar. 

Art. 446. Tienen libre entrada en el local las 
personas que se ocupen en las transaccio..es de 
animales. Podrá ser expulsado del local todo el 
que altere el orden y tranquilidad necesarios 
para las óÓperaciones comerciales, 


CAP. XIV.—Matadero de ganado vacuno, lanar, cabrio 
y de cerda, 


Art. 447. Los mataderos públicos de la villa 
serán por ahora, y mientras el Ayuntamiento o 
dé una organización definitiva á este servicio, 
los únicos establecimientos donde se verific. rá 
la matanza de reses, tanto mayores como meno- 
res, destinadas al consumo de Madrid. 

Art. 448, Estos establecimientos estarán ais- 
lados de manera que queden separados de los edi.- 
ficios contiguos, y con la proximida.. posible á 
las carreteras y mercados de ganados. 

Art. 449, Elemplazamiento se hará en puntos 
bien ventilados, sobre suelo impermeable y don- 
de las alcantarillas puedan establecer rápida 
evacuación de las materias inútiles. 

Art. 450. Tendrán la dotación de agua con la 
presión y distribución convenientes para aten- 
der á su esmerada limpieza, al servicio de incen- 
dios y átodas las operaciones que han de efec- 
tuarse en esta clase de establecimientos. 

Art. 451. Además de las reglas generales y las 
especiales á que debe ajustarse este orden de 
edificios, se observarán particularmente las si- 
guientes: 

1.* Los corrales y patios tendrán los burlade- 
ros necesarios y estarán empedrados convenien- 
temente; habrá un abrevadero en cada uno de 
ellos, y se comunicarán directamente con las cua- 
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dras y establos para encerrar el ganado hasta la 
matanza del dia siguiente. 
2." Las cuadras y establos tendrán la imper- 


meabilidad y las condiciones necesarias para el - 


abrigo del ganado y la limpieza rápida de los 
mismos, debiendo estar los muros revestidos in- 
teriormente de losa hasta la altura de dos metros. 

3.* Los corrales destinados al examen de las 
reses en vivo se hallarán en comunicación direc- 
ta con las naves de degúello, y en ellos se situa.- 
rá convenientemente la galería destinada á los 
facultativos que han de practicar los reconoci- 
mientos necesarios. 


4.” Las naves estarán bien ventiladas, los pi- 
sos enlosados y con el declive necesario á las bo- 
cas de las alcantarillas que las recorran, y las 
paredes revestidas también de losa hasta la al- 
tura de dos metros. 

5.” Comunicarán por medio de galerías cerra- 
das con los departamentos de romaneo y los de- 
pósitos de carne, así como con los talleres desti- 
nados al lavado y aprovechamiento de los despo- 
jos. Los depósitos desangre serán impermeables. 

6.* Dichos talleres estarán «aisla los del resto 
de las dependencias del establecimiento, y en 
ellos se dispondrán todos los aparatos necesarios 
para hacer la limpieza de los intestinos y el 
aprovechamiento diario de los despojos. Las re- 
ses desechadas después de muertas, pasarán á un 
departamento para suexamen y aprovechamien- 
to, si hubiese lugar á ello. Este reunirá las con- 
dicionesrigurosas de salubridad y seguridad que 
reclama esta industria. 

7.* Todas las dependencias deben hallarse dis- 
puestas de modo que las operaciones efectuadas 
estén al abrigo y fuera del alcance de la vista 
de la población. 


Art. 452. Los mataderos públicos serán explo- 
tados y dirigidos por el Ayuntamiento, mientras 
éste lo juzgue conveniente, y en ellos estará re- 
presentada la Corporación por el administrador 
principal, que será responsable de todos los ac- 
tos en los mismos efectuados y que taxativamen- 
te se determinan en su reglamento, en el que se 
establecen las relaciones de los ganaderos, y en 
general de todos los que presenten reses para la 
matanza, con la Administración municipal, y las 
reglas que deben regir en todas las operaciones 
de tan importante establecimiento. 

Art. 453, La contratación es libre, no pudien- 
do intervenir la Administración ni sus funcio- 
narios ó dependientes en las relaciones entre el 
vendedor y el comprador de las carnes. 

Art. 451, Todo el público, ganaderos, abas- 
tecedores, tratantes y particulares, sin distin- 
ción ni preferencias, tienen derecho á que se 
mate el ganado por orden de prioridad en su 
presentación. 


Art. 455. Las reses serán conducidas por los 
ganaderos ó particulares. La Administración 
tomará razón de ellas y de su hierro y señales, 
del nombre del dueño del ganado y de las per- 
sonas que lo conduzcan. 

Art. 456. La entrada y encierro de las reses 
en el establecimiento se llevará á cabo desde 
dos horas después de anochecido hasta las ocho 
de la mañana en verano y hasta las nueve en 
invierno. La entrada del ganado bravo tendrá 
efecto desde las doce de la noche hasta el ama- 
necer, acompañado del personal necesario y con 
las precauciones convenientes. 

Art. 457. Ninguna res destinada á la matan- 
za será corrida, lidiada ni maltratada. Sorá 
muerta en los locales correspondientes, en com- 
pleto reposo y con los instrumentos propios del 
oficio, consignados en el reglamento. 

t. 438. No se permitirá la entrada en el 


matadero de ninguna res enferma de padeci- 
miento contagioso. 

Art. 459. as horas de matanza serán las 
consignadas en el reglamento, sin que nadie 

ueda exigir su variación. El cambio de horas 
de matanza sólo podrá tener efecto por acuerdo 
del Ayuntamiento. 

Art. 460. La matanza, degúello y demás ope- 
raciones propias se efectuarán como lo dispon- 
ga el reglamento. 

Art. 461. El ganadero á quien no conviniese 
matar el ganado en el día de la presentación en 
el matadero, tendrá derecho á llevarle á la 
dehesa destinada al efecto, pagando los dere- 
chos que estipule el Ayuntamiento. 

Art. 462. El Ayuntamiento podrá autorizar 
el sacrificio de las reses conforme á los ritos de 
las diversas religiones, á petición de las pd 
raciones respectivas, previo el pago de los de- 
rechos correspondientes. 


CAP. XV.—Mataderos, desolladeros y aprovechamiento 
de despojos de animales. 


Art. 463. Todo matadero ó desolladero de ca- 
ballos, mulas, perros y otros animales no com- 
pros en el objeto de los mataderos públicos 

e Madrid, se instalará en el extrarradio á la 
distancia mínima de 200 metros de todo grupo 
de construcción ó barriada, previos los requi- 
sitos exigidos para los establecimientos insa- 
lubres. 

Art. 464. Estos establecimientos tendrán un 
muro de cerramiento de 2 metros y 80 centíme- 
tros de altura por lo menos, cuyo muro debe 
mantenerse siempre en buen estado de conser- 
vación. 

Art. 465. El edificio constará por lo menos de 
un cobertizo, bien ventilado, para recibir los 
animales vivos, con un departamento aislado y 
dispuesto para depositar los animales muertos 
recogidos en la vía pública, una nave para dar 
muerte y desollar á todos los animales, y un ts- 
ller para obtener las grasas y utilizar las demás 
partes. 

Art. 466. Las naves estarán cubiertas y 88 
dispondrán de manera que tengan ventilación 
constante; én ellas se dará muerte á los anima» 
les con arreglo al arte, y contendrán los apara- 
tos propios para suspender los animales muaer- 
tos, de manera que se efectúe el desollado y de- 
más operaciones sin peligro y con la comodidad 
conveniente para los operarios. 

Art. 467, El piso y las paredes del matadero, 
así como los de todos los talleres de elaboración 
ys de las cuadras, tendrán respectivamente 

a impermeabilidad necesaria y el espesor y la 
altura adecuados, á fin de que se mantengan 
limpios los departamentos. 

Art. 468. Los pisos tendrán además regueras 
con vertiente y comunicación subterránes di: 
recta á un depósito impermeable, donde se des- 
infectarán los líquidos. Los patios destinados 
al servicio de los talleres estarán empedrados 
con el declive conveniente hacia un sumidero, 
que comunicará asimismo con un depósito im- 
permeable. 

Art. 469. Tendrán la dotación de agua nece- 
saria para todas las operaciones de limpieza y 
para atacar en el acto cualquier accidente que 
pudiera dar ocasión á un incendio. 

Asimismo habrá, si fuere necesario, una bom- 
ba y mangas dispuestas para las atenciones del 
servicio interior y seguridad de los operarios. 

Art. 470. Los talleres estarán bien ventilados 
y se hallarán en comunicación directa con el 
matadero. Todas las construcciones y aparatos 
se dispondrán de manera que no salgan emana: 
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ciones insalubres al exterior, dando para ello á 
las chimeneas la altura conveniente. 

Si circunstancias especiales lo exigiesen, pa- 
sarán las emanaciones á un hogar construido 
para quemarlas antes de que lleguen á la chi- 
menea. 

Art. 471. Las calderas de fusión al vapor se- 
rán cubiertas, y las emanaciones de las mismas 
e por conducto cerrado á la chimenea. 

conducto deberá hallarse dispuesto en for- 
ma conveniente para efectuar la combustión in- 
dicada en el artículo anterior. 

Art. 472. No se permitirá la matanza de más 
animales que los que puedan desollarse en el día. 

Art. 473. Las pieles y todos los restos de ani- 
males del matadero y de los talléres se recoge- 
rán antes de las veinticuatro horas de la entra- 
da en cada departamento. 

Todas estas materias, y especialmente los es- 
tiércoles, deberán levantarse en carros bien ce- 
rrados. 

Art. 474. Nose permitirá que corra la grasa 
po el piso de los talleres, sino por conductos 
ien establecidos y en comunicación con depó- 
sitos impermeables. 

Art. 415. Los animales muertos de enferme- 
dades infecciosas serán quemados, tomando las 
precauciones necesarias para evitar todo peli- 
gro á los operarios. 

Art. 476. Ninguno de éstos podrá dormir en 
las dependencias del establecimiento ni en ha- 
bitaciones que se hallen en comunicación direc - 
ta con las mismas. 

Art. 477. Los talleres ó establecimientos don- 
de se utilicen bajo cualquier forma los restos 
animales en fresco, clasificados como estableci- 
mientos insalubres del primer grupo, se sujeta- 
rán en su instalación á las prescripciones con- 
signadas para los mismos. 

Art. 478. Estos establecimientos tendrán to- 
dos los suelos de los departamentos impermea- 
bles y con el declive necesario para que las 
aguas corran á un sumidero en comunicación 
directa con alcantarillas, ó con un depósito im- 
permeable, si no las hubiere. Los talleres esta- 
rán siempre bien ventilados, y se mantendrán 
constantemente en perfecte limpieza, teniendo 
para ello la dotación de agua necesaria. 

Art. 479, En,estos establecimientos sólo se 
recibirán los despojos procedentes de los mata.- 
deros perfectamente limpios, y se mantendrán 
03 residuos en toneles ó en depósitos impermea.- 
bles y bien cerrados con adición de desinfec- 
tantes, para variarlos diariamente en verano y 
cada dos días en invierno. 

Art. 480. Los azufradores, así como también 
los domás talleres, tendrán tubos de ventilación 
qe se eleven sobre la altura de los tejados para 

eater los gases y ventilar aquéllos antes 
de la entrada de los operarios. 

Art. 481. Los establocinientos que compren- 
de este capitulo serán especialmente vigilados 
é inspeccionados diariamente, atendida la per- 
Diciosa influencia que la inobservancia de sus 
o Pciones puede ejercer en la pública salu- 

ridad. 


CAP. XVI.—Establos de vacas y cabras. 


Art. 482, Para abrir un establecimiento de 
esta clase es necesaria la licencia del alcalde, á 
quien deberá dirigirse la solicitud. 

Art. 483, A dicha solicitud deberá acompañar: 

1. Un doble plano del establecimiento en 
Proyecto Ó construído, en el cual se designen 
sus dependencias con la capacidad y demás con- 
diciones de cada una. ] 

2.” Una Memoria descriptiva, también dupli- 
cada, en que se acredite que el establecimiento 
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o octaco obedece á las disposiciones de esta 
rdenanza, y al número de reses que han de en- 
cerrarse. 

Art. 484. Para que el alcalde resuelva con el 
debido conocimiento, remitirá primero el expe- 
diente á informe del arquitecto municipal y de 
la Junta de Sanidad, á fin de que manifiesten lo 
que se les ofrezca y parezca. 

Art. 485. Si faltase alguna de las condicio- 
nes exigidas en esta Ordenanza ó hubiese nece- 
sidad de modificar el proyecto presentado, la 
autoridad municipal no expedirá la licencia has- 
ta después de haberse hecho las modificaciones 
convenientes. 

Art. 486. Al expedir la licencia se devolverán 
sellados al interesado uno de los dos ejemplares 
del plano y de la Memoria que presentó, para 
que se sujete y atenga á ellos exactamente. Si 
alguna vez creyera oportuno variarlos, estando 
las obras comenzadas, deberá obtener autoriza- 
ción, siguiendo, cuando la variación sea de al- 
guna importancia, los propios trámites que para 
conceder la licencia. 

Art. 487. Noseconcederán estas licencias por 
más tiempo que el de diez años. 

Art. 488. La falta de cumplimiento de lo pre- 
ceptuado en esta Ordenanza producirá la anula- 
ción de la licencia y la clausura del estableci.- 
miento. 

Art. 489. Queda prohibida la apertura de es- 
tos establecimientos en el interior de la pobla- 
ción. 

Art. 490. No se establecerán en sótanos, en 
sitios húmedos ni en edificios lindantes con es- 
tablecimientos insalubres ó que carezcan de pa- 
tios ó espacios descubiertos que les suministren 
luz y ventilación. Las dimensiones de estos pa- 
tios no podrán ser menos de “0 metros superfi- 
ciales en las casas que tengan piso tercero, 50 
si sólo tienen piso segundo, y 30 en las de planta 


baja. 

Arb. 491. Elancho mínimo de los establos será 
de 4 metros, y su elevación no será menor de 3'50 
metros. 

Art. 492, El espacio ó volumen de aire que ha 
de destinarse á cada vaca será de 28 metros cú- 
bicos y 8 para cada cabra; y con arreglo á estos 
tipos se calcularán los que ha de contener el es- 
tableciónente para la concesión de la licencia. 

El número máximo que se concederá será de 
20 vacas y 50 cabras. 

Art. 493. El pavimento estará cubierto de 
losa ó empedrado, pero en todo caso la reguera 
ó canal habrá de ser precisamente de piedra 
con un ancho de 30 centímetros, colocado con e 
declive necesario á los sumideros que conduzcan 
los líquidos á la alcantarilla. 

Art. 494. El techo será á cielo raso y las pa- 
redes cubiertas hasta la altura mínima de dos 
metros, con azulejos, cemento ó cal hidráulica. 

Art. 495. Habrá ventanas en número propor- 
cionado á la extensión de los establos con sufi- 
ciente hueco y luz, dispuestas de manera que 
puedan abrirse y cerrarse, según exijan las cir- 
cunstancias. 

Art. 496. Cuando sea posible, por no haber 
encima piso habitado, se abrirán postigos en las 
techumbres y se establecerán chimeneas de ven- 
tilación para obtener la renovación constante 
del aire. 

En las casas que se construyan de nueva plan- 
ta con este objeto será obligatorio el estableci- 
miento de dichas cañerías de ventilación. 

Art. 497. Estarán dotadas de abundantes 
aguas para la limpieza, y á ser posible, con gri- 
fos dentro del mismo establo. 

Art. 498. Tanto las casas de vacas, como las 
cabrerías, tendrán un establo reservado para 
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las reses enfermas, con todas las condiciones de 
salubridad. 

Art. 499, Para el depósito provisional del es- 
tiércol y demás basuras que resulten, se cons- 
truirán fosas de dimensiones proporcionadas al 
número de reses eucerradas. 

Estas fosas estarán revestidas de fábrica de 
ladrillo y guarnecidas con cemento y cal hidráu- 
lica, cubriéndolas al nivel del solado con tapa 
de madera forrada de chapa de hierro y plancha 
de este material. 

Art. 500. Las basuras depositadas en dicho 
sitio se extraerán diariamente en tiempo de ve- 
rano y cada dos días en invierno. 


CAP. XVI1.—Ríiberas del río. 


Art. 501. Todas las operaciones relativas al 
buen orden y gobierno para el aprovechamiento 
y distribución de las aguas del río Manzanares 
en lo relativo á baños y lavaderos de sus dos ri- 
beras, estarán á cargo de Jos tenientes de alcal- 
de en sus respectivos distritos, bajo la inspec- 
ción y vigilancia de la Junta práctica y depen- 
dientes de policía urbana del mismo río. 

Art. 502. Los propietarios, colonos y arren- 
datarios de los lavaderos están obligados ú asis- 
tir, sin excusa alguna, á los trabajos que dis- 
ponga el alcalde, oída la Junta práctica del río. 

Art. 508. Toda cuestión en la que figure al- 
guno de los individuos de la expresada Junta 
será resuelta por los representantes de la ribera 
opuesta, como más imparciales en el asunto, no 
pudiendo formar parte de la misma las mujeres, 
aunque sean propietarias, colonas ó arrendata- 
rias de lavaderos, pero podrán hacerse represen- 
tar por OS autorizada. 

Art. 504. La Junta práctica cuidará de llevar 
un turno riguroso á fin de que cada una de las 
riberas tituladas de la Florida y Pradera del Co- 
rregidor estén representadas pcr dos interesa- 
dos en las mismas para que semanalmente des- 
empeñen el servicio de veedores, durando este 
cargo igual número de semanas que el de los la- 
vaderos que existan en cada ribera. 

Art. 505. Cuando por enfermedad ú otra cau- 
sa cualquiera no pueda concurrir el veedor en 
el día ó semana que le corresponda, está obliga- 
do á nombrar otro dueño, colono ó arrendatario 
pera que le represente en dicho servicio. 

Art. 506. El alcalde, de acuerdo con la Junta 

ráctica del río, designará en los primeros días 
el mes de Junio, el en que ha de colocarse el 
partidor de las aguas para el servicio de las dos 
riberas durante los meses de verano, debiendo 
asistir á esta operación los colonos, dueños ó 
arrendatarios de los lavaderos que existan más 
abajo de dicho partidor, ó en su defecto, perso- 
na que los represente en dicho acto. Practicada 
aquella operación, no podrá alterarse por nin- 
ún concepto el perfil colocado para el nivel de 
a8 aguas. 

Art. 507. El recogido de éstas y el barrido 
general de las aceras se hará en la época necesa- 
ria y en el día previamente señalado, para cuya 
operación se ayudarán mutuamente todos los 
vecinos de cada ribera, á fin de continuarla has- 
ta el último lavadero. Si fuese necesario emplear 
algún día más en dicha operación, en virtud de 
orden del alcalde y Junta práctica, se prestará 
dicho servicio sin excusa alguna. 

Art.508. El barrido de las riberas principiará 
por los primeros lavaderos de la parte alta del 


e] continuará sin interrupción hasta termi- 
O 


narlo en lo más bajo, haciendo desaparecer las 
Abad todo obstáculo que impida el libre 
curso de las aguas. Terminada esta operación, 
se colocarán de nuevo las represas, empezando 


de abajo hacia arriba, prohibiéndose alterar en 
manera alguna los perfiles colocados para di- 
chas represas. 

Art. 509. No puede colocarse represa alguna 
en las riberas sin previo consentimiento del te- 
niente de alcalde del distrito y en presencia de 
la Junta práctica, empleándose, para la cons- 
trucción de aquéllas, tablas de 2'50 metros de 
longitud, las que deben colocarse con alguna in- 
clinación y precisamente normales á los últimos 
horcones próximos á la medianería de cada la- 
vadero. 

Art. 510. Se prohibe clavar estacas y esta- 

villas en medio del caz de las riberas con el fin 

e recoger trapo y otros efectos. 

Igualmente se prohibe lavar en las riberas las 
lanas, ropas inmundas y de color, pudiendo ha- 
cerlo únicamente en e 
puente llamado de Santa Isabel. 

Art. 511. Los daños causados en las caceras 
de las dos riberas, después de las crecidas del 
río, serán reparados en término de tres días por 
cuenta del dueño ó colono del lavadero donde 
aquéllos so hayan producido. Si el daño fuera 
de tal consideración que no pudiera repararse 
en aquel tiempo, la Junta práctica fijará el ne- 
cesario para hacerlo; y de no verificarlo dentro 
del mismo, está aquélla facultada para llevarla 
á efecto á costa del dueño ó colono del mismo 
lavadero. 

Art. 512. Se prohibe atravesar de una á otra 
orilla del río, tomar agua de una en beneficio de 
la otra, tanto de las canales de las riberas como 
de los baños, hacer chupones en su lecho y 

oner represas á la salida de las aguas de los 


años. 

Art. 518. La Junta práctica vigilará y cuida- 
rá de que al establecerse las caceras por donde 
discurren las aguas destinadas á los baños, no 
se cause perjuicio alguno á las obras públicas 
del río: y de producirse alguno, será reparado 
en término de tercero día por el dueño ó colono 
que lo haya causado ó por la misma Junta, por 
cenas de aquél, si no lo verificase en el plazo 

ado. 

“Art. 514. Los dueños ó arrendatarios de los 
lavaderos existentes y que se establezcan en lo 
sucesivo más arriba del partidor de las aguas no 

odrán hacer limpieza alguna er? los mismos en 
distinto día del en que se ejecute la general de 
los lavaderos. Están igualmente obligados al 
exacto cumplimiento de las anteriores condicio- 
nes y á destinar un mozo con herramienta para 
trabajar en dicha limpieza en los dias designa- 
dos por los veedores. 

Art. 515. Si durante los meses de verano fue- 
se preciso hacer ol 2 para aumentar el cau- 
dal de aguas, están obligados los dueños, colo- 
nos ó arrendatarios de los lavaderos colocados 
en la parte superior é inferior de dicho partidor, 
á prestar servicios con uno ó dos mozos para la 
ejecución de aquellos trabajos, sin pretexto ni 
excusa alguna. 

Art. 516. Las demás disposiciones relativas 
al buen servicio de las riberas se hallan consig- 
nadas en los capítulos correspondientes é baños 
y lavaderos del río, las que se cumplirán como 

as anteriores condiciones y las que además 
puedan ser dictadas y aconseje la experiencia 
para el mejor y más útil aprovechamiento de las 
aguas del río Manzanares. 

Art. 517. La Junta práctica de las riberas se 
regirá para el desempeño de sus funciones por 
el reglamento que tenga aprobado ó apruebe en 
lo sucesivo el Ayuntamiento, quedando obliga- 
dos todos los propietarios, colonos y arrendata- 
rios de lavaderos establecidos en el mismo á su 
exacto cumplimiento. 


sitio donde estuvo el 











o a 0 to 
¡ 


| 


ORDENANZAS MUNICIPALES. 





411 





CAP. XVI1I11.—Lavaderos. 


Art. 518, Los lavaderos cubiertos ó al aire li- 
bre se pueden establecer en la población y en 
las riberas del río Manzanares. 


1.—Lavaderos en la población. 


Art. 519. No puede establecerse lavadero al- 
guno en la población sin haber obtenido para 
ello la correspondiente licencia del Ayunta- 
miento, estando al cuidado de lis tenientes de 
alcalde en sus respectivos distritos la vigilan- 
cia, inspección y buen gobierno de los mismos. 

Art. 520. A la solicitud de licencia para cons- 
truir un lavadero debe acompañarse por dupli- 
cado el plano del proyecto en la escala de 1 por 
100, con la Memoria descriptiva del mismo, sus- 
critos estos documentos por facultativo legal- 
mente autorizado, pasando después el expedien- 
to á informe del arquitecto municipal y del te- 
niente de alcalde del distrito. 

Deberá acompañar también el industrial el re- 
glamento para el buen gobierno interior del la- 
vadero, ú fin de someterlo todo á la aprobación 
del Ayuntamiento. 

Art. 521. Todo lavadero estará cubierto y 
construído bajo la dirección de facultativo le- 
galmente autorizado, quien certificará á la ter- 
minación de las obras de reunir aquél la debida 
solidez y salubridad para el objeto á que se des- 
tina, el número de lavanderas que su cavidad 
permita y la dotación diaria de agua con que 
cuente. 

Art. 522. El lavado de la ropa se hará en pi- 
las parciales para una ó dos plazas, debiendo 
disponer cada una del espacio de un metro de 
lado por lo menos. Quedan prohibidas las pilas 
generales. 

Art. 523. El industrial podrá emplear el sis- 
tema de construcción y los materiales que esti- 
me convenientes en las pilas, si bien éstos debe- 
rán ser impermeables, procurando además la 
mayor comodidad, ventilación y salubridad en 
el interior del establecimiento. 

-Art. 521. Todo lavadero tendrá la dotación 
necesaria de agua en proporción al número de 
plazas que correspondan á las pilas y á la cons- 
tante renovación en las mismas para el perfecto 
lavado de las ropas, cuyas circunstancias se de- 
terminarán en la licencia. ; 

Art. 525. Los desagúes y limpia de las pilas 
so harán todas las noches por medio de tuberías 
ó atarjeas que acometan á las alcantarillas ge- 
nerales; y en donde éstas no existan, se conduci- 
rán del mismo modo hasta acometer en las co- 
rrientes naturales de la localidad. 

Art. 526. Las ropas que se hayan usado por 
los pacientes de enfermedades contagiosas se la- 
varán precisamente en las pilas destinadas á 
este objeto, las cuales deberán estar señaladas 
con una inscripción que así lo exprese. 

Art. 527. Siendo la colada uno de los medios 
recomendables para la desinfección de las ro- 
pas, es obligatorio su empleo en estos estableci- 
mientos. El departamento y útiles destinados 
para el servicio de la colada de las ropas se cons- 
truirán con la debida solidez y aislamiento, de- 
biendo observar cuanto prescribe contra incen- 
dios el capítulo correspondiente de estas Orde- 
nAanzas. 

Art. 528. Todo lavadero se sujetará para su 
> Plica interior á las disposiciones vigentes 

e su reglamento, sin perjuicio de quedar obli- 
gado el industrial á cumplir las anteriores dis- 
posiciones y las que en lo sucesivo tenga por 
conveniente acordar el Ayuntamiento. 

Art. 529. Los dueños de lavaderos están obli.- 
gados á conservar constantemente sus depen- 


dencias, pilas, cañerias y atarjeas en el mejor 
estado de servicio. 

Art. 580. Se prohibe lavar ropas en los char- 
cos y en los arroyos de las afueras de la pobla- 
ción, así como en los sobrantes de las aguas pro- 
cedentes de los depósitos particulares y cacera 
de riego del canal de Lozoya, debiendo hacerlo 
precisamente en los lavaderos autorizados. 

Art. 531. Los tenientes de alcalde, arquitec- 
tos municipales 6 inspectores de policía urbana 
de los respectivos distritos están autorizados 
para visitar cuando lo tengan por conveniente 
estos establecimientos, denunciando á la auto- 
ridad local cualquier falta que observen en los 
mismos. 


2."—Lavaderos en el río Manzanares. 


Art. 582. Los lavaderos de colonia ó de pro- 
piscso particular, establecidos Ó que se esta- 

lezcan en el río Manzanares, pueden utilizar 
gus aguas para el lavado de ropas sin causar 
perjuicio á las posesiones contiguas ni á la ribe- 
ra opuesta. 

Art. 538. Para 7 al la industria del lavado 
de ropas al aire libre en todo lavadero de pro- 

iedad particular ó de colonia, debe obtenerse 
a debida autorización del Ayuntamiento, con- 
signándose en la licencia el número de bancas 
que pertenezcan á la lengua de agua de la ribe- 
ra y el pago del impuesto de cada una, cuyas 
bancas tendrán por lo menos el ancho de 84 cen- 
tímetros. 

Art. 584. Es obligación del propietario ó co- 
lono de todo lavadero la construcción de la casa 
con las oficinas precisas para ejercer dicha in- 
dustria, la de los pontones para el paso á los 
tendederos é islas y la colocación de horcones, 


cuerdas y todo lo necesario para el colgado de E 


las ropas, así como la conservación y reparación 
de todas aquellas construcciones. 

Art. 585. Es igualmente de cuenta de los mis- 
mos la conservación del malecón de la Pradera 
del Corregidor y la reparación de los daños 
causados en las riberas por crecidas del río, si 
bien estas reparaciones serán inspeccionadas 
“por la Junta práctica de la ribera. 

Art. 586. El lavado de las ropas se hará ex- 
clusivamente en las caceras establecidas en cada 
ribera, y en manera alguna en las márgenes del 
río. Donde las condiciones del terreno y la co- 
rriente de las aguas lo permitan, podrá estable- 
cerse doble cacera para dicho lavado (conocida 
en el río con el nombre de toldillo), si bien no 
podrá colocarse en la lengua de agua de su ca- 
cera un número mayor de bancas que las conce- 
didas en la licencia. 

Art. 587. Se prohibe toda clase de plantacio- 
nes y construcciones en las riberas y márgenes 
del río, así como terraplenarlas con tierras y 
residuos de las coladas. : 

Art. 588. Cuando sea ll pere ejecutar 
alguna obra de reparación ó de defensa en las 
márgenes del río, debe el interesado obtener 


_para ello la debida autorización del Ayunta- 


miento, previo informe del e a pd municipal. 

Art. 589 Los terrenos de los lavaderos esta- 
rán cercados con verja de madera por su frente 

medianería, con sujeción á sus dimensiones y 
lindórós naturales, no pudiendo utilizar los la- 
vaderos contiguos á las obras públicas las zo- 
nas destinadas para el servicio y reparación de 
las mismas. 

Art. 540. El local destinado para la colada 
de las ropas, así como las máquinas que puedan 
emplearse con el mismo objeto, reunirán las de- 
bidas condiciones de solidez y seguridad, sin 
causar perjuicio alguno á los lavaderos conti- 
guos y sin riesgo de incendios. 
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Art. 541. Las ropas procedentes de los hospi- 
tales y establecimientos de Beneficencia se lava- 
rán más abajo de los últimos lavaderos estable- 
cidos en el río Manzanares ó en otros destinados 
al efecto, y la de la tropa de la guarnición de- 
lante de estos lavaderos y detrás del último des- 
tinado al vecindario en general. 

Art. 542. Dentro del terreno de cada lavade- 
ro podrá construirse una ó más pilas cubiertas 
para el lavado de ropas en tiempo de lluvia ó 
cuando se hallen sucias las aguas del río, si bien 
para ello debe obtenerse la debida licencia, pre- 
via la presentación del plano y Memoria, con- 
forme dispone el art. 520 para los lavaderos cu- 
biertos dentro de la población. 

Art. 548. Dichas pilas estarán alimentadas 
con agua del canal de Lozoya á caño libre y de 
corriente constante, haciéndose su desagúe y 
limpieza todas las noches en las caceras de las 
riberas sin causar perjuicio á los lavaderos infe- 
riores, para lo cual se construirán dichas pilas 
contiguas á la medianería del lavadero inmedia- 
to superior ó por lo menos en su tercio superior. 

Art. 544. Para que la corriente constante de 
las aguas no perjudique ni ensucie las de la ri- 
bera, se construirá en punto conveniente una 
arqueta de limpia, poniendo tela metálica en la 
boquilla de salida del agua. 

Art. 545. Para la dirección de esta clase de 
obras y para la elección de los materiales de que 
habrán de componerse las pilas, se observará lo 
dispuesto en los arts. 522 Y 523 relativo á los la- 
vaderos cubiertos en la población, así como para 
cuanto se refiera á las dependencias de la colada. 

Art. 546. Todo colono de lavadero cuyo sue- 
lo sea propiedad de la Villa, está obligado á re- 
novar todos los años la licencia del alcalde para 
poder ejercer la industria del lavaco de ropas 
cuya licencia será registrada en la Tenencia Al- 
caldía del distrito, 

Art. 547. Las personas que pretendan dedi- 
carse á lavar ropas en el río, como lavanderas; 
ayudantes, mozos, talegueros y demás, deben 
obtener para ello la licencia del alcalde, la que 
será también registrada en la Tenencia de Al- 
caldía del distrito, 6 irá acompañada de una 
cartilla en que constará el número de matrícula 
y el lavadero donde ejerza su industria. 

Art. 548. Los mozos y talegueros llevarán 
constantemente en el brazo izquierdo una placa 
de metal con el número de su matrícula, y una 
más pequeña para entregarla cuando se les 
reclame por las personas que utilicen sus ser- 
vicios. 

Art. 549. Los dueños, colonos ó arrendatarios 
de lavaderos tendrán especial cuidado de que 
dentro de los mismos se conserve el mayor orden 
y no se cometan abusos por los dependientes 
é industriales que sirvan en los mismos, denun- 
ciando al teniente de alcalde del distrito ó al ins- 
pector de la ribera cualquiera falta ó delito que 
se cometa. 

Art. 550. Para la debida vigilancia y buen 
Eo piero de los lavaderos de las dos riberas ha- 

rá un inspector de policía urbana con el núme- 
ro de guardias que reclame el servicio de los 
mismos. 

Art. 551. Con el mismo objeto existirá una 
Junta práctica de las riberas para la vigilancia, 
servicio 7 buen gobierno de las operaciones de 
los lavaderos, la que en todos sus actos y fun- 
ciones dependerá de los tenientes de alcalde en 
sus respectivos distritos, y se sujetará en todos 
sus actos al reglamento especial aprobado por el 
Ayuntamiento. 


CAP. XIX.—Baños. 
Art. 552. Los establecimientos de baños se 
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dividirán en dos clases: uno con la denominación 
de casas de baños en el interior, ensanche ó ex- 
trarradio de la población, y otros en las riberas 
del río Manzanares. 


1."—Casas de baños en el interior, ensanche ó 
exctrarradio. 


Art. 553. Para abrir un establecimiento de 
baños al servicio público es precisa la autoriza- 
ción del Ayuntamiento previos los informes de 
los respectivos tenientes de alcalde de los distri. 
tos y de los arquitectos municipales y dictamen 
de la Junta municipal de Sanidad. 

Art. 554. A la solicitud pidiendo licencia para 
establecer una casa de baños, se acompañará 
por duplicado la planta del proyecto en escala 

e 1 por 100, el alzado de la fachada, una ó más 
secciones y la Memoria descriptiva del proyecto 
detallando la aplicación que ha de darse al esta- 
blecimiento, duración de la temporada y proce- 
dencia del agua que se utilice, acompañando 
certificación de sus análisis cuando ésta no sea 
del Lozoya, y señalando los desagúes y cuanto 
además conduzca á dar idea del pensamiento que 
se pretenda realizar. 

Art. 555. Dichos establecimientos se situarán 
en puntos que reunan la mayor capacidad, 848» 
nidad y ventilación posibles, que estén alimen- 
tados con agua del canal del Lozoya ó de cual- 
qeS otra procedencia, previamente analizada, 

ebiendo tener sus desagúes directos, por medio 
de tuberías cerradas, á las alcantarillas de ser- 
vicio público ó desagúes naturales, no pudiendo 
ser empleadas en el interior ni en el ensanche 
las aguas sobrantes de riegos ó de cualquier 
otro objeto. 

Art. 556. Se prohibe introducir modificación 
ni reforma alguna en el establecimiento después 
de abierto al público, sin haber obtenido para 
ello la debida autorización. 

Art. 557. En estos locales se observará el or- 
den establecido por un reglamento interior, pre- 
viamente aprobado por el Ayuntamiento. 

Art. 558. La autoridad local girará, cuando 
lo estime conveniente, visitas de inspección á 
estos establecimientos, y adoptará las medidas 
que juzgue necesarias para su aseo y condicio- 
nes higiénicas. 

Art. 559. Las pilas de los baños serán del ma.- 
terial que estime conveniente emplear el dueño 
del establecimiento, siempre que su superficie 
interior esté perfectamente bruñida y cada pila 
acometa directamente á la tubería ó atarjea de 
desagúe. 

Art. 560. Cada cuarto de baño tendrá una 
ventana alta para facilitar directamente la luz 
y la ventilación necesarias, debiendo tener su 
correspondiente bastidor con cristales natura- 
les ó raspados, alambrera y cortina ó transpa- 
rente. 

Las puertas de los baños tendrán también 
llavín de cuadradillo para que los dependientes 
del establecimiento entren en ellos cuando sea 
necesario. 

Art. 561. Enel departamento donde se halle 
la caldera del agua caliente, reunirá el hornillo 
de aquélla las debidas condiciones de seguridad, 
aislamiento y capacidad, conforme á las dispo- 
siciones generales prescritas para los estableci- 
rada a 

Art. . En las casas de baños que tengan 
gabinetes de aplicaciones hidroterápicas, medi- 
cinales, etc., reunirán sus dependencias y todos 
los aparatos las mejores condiciones que la cien- 


* cia aconseja, conforme á las disposiciones gene- 


rales que rijan sobre la materia. Ñ 
Art. 568. Las piscinas ó baños de natación 
podrán ser de diferentes dimensiones en su lon- 
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itud, latitud y profundidad, pudiendo cons- 
irse con cualquier material, siempre que el 
suelo, como sus paramentos interiores, estén re- 
vestidos de manera que no molesten al público; 
esta clase de baños reunirán siempre las debidas 
condiciones de seguridad, por medio de cuerdas, 
cables, cadenas, etc. 

Art. 564. Estos baños estarán cubiertos total 
Óó parcialmente por medio de cristales, persianas, 
cortinas ó transparentes, según las condiciones 
y situación de las pilas. 

Art. 565. Estarán dotados del agua necesaria, 
la cual se renpvará constantemente, teniendo su 
desagúe directo por medio de tubería cerrada á 
la alcantarilla de servicio público 6 particular, 
sin que puedan ser utilizadas las aguas sobran- 
tes, según previene el art. 555. 

Art. 566. En los establecimientos de baños 
abiertos por tiempo limitado, quedarán com- 
PS desocupados de agua sus depósitos 

la terminación de la temporada. Las Jeñeras 
reunirán las condiciones que para esta clase de 
depósitos se consignan en las presentes Orde- 
NnAanzas. 


2.—Baños en el río Manzanares. 


Art. 567, Corresponde al Ayuntamiento la 
concesión de las licencias para el establecimien- 
to de baños en la ribera del río Manzanares. 

Art. 568. El alcalde ó los tenientes de alcalde 
en sus respectivos distritos, son los encargados 
de vigilar y hacer cumplir todos los servicios 
que se refieran al aprovechamiento de las aguas 
que discurran por el río Manzanares, dentro 

el término municipal de Madrid, en lo relativo 
á baños y lavaderos, rectificación, defensa y 
limpieza de su cauce, así como de las obras 
úblicas que se ejecuten en el mismo con fondos 
e Madrid. 

Art. 569. Los dueños, colonos ó arrendatarios 
de los lavaderos de las dos riberas pueden cons- 
truir baños en el lecho del río, previa la opor- 
tuna autorización del Ayuntamiento, después 
de oir al arquitecto municipal, y con sujeción 
á ep rescripciones contenidas en el presente 
capítulo. 

rt. 570. En cada lavadero ó posesión de do- 
minio particular contiguos al lecho del río, po- 
drá construirse, con la oportuna licencia, el 
número de baños que su dueño, colono ó arren- 
datario tenga por conveniente y permita la lon- 
gitud de la lengua de agua del río y ribera de 
que disponga la posesión, procurando que el 
suelo de todo baño esté en plano inclinado desde 
el pie á la cabeza por donde entre el agua. 

t. 5711. Todo baño, sea cual fuere su exten- 
sión, distará tres metros de las medianerías de 
las fincas contiguas y otros tres de cualquiera 
de las dos riberas, de modo des no impida el li- 
bre curso de las aguas por el lecho del río. 

Art. 572. Todo baño grande tendrá cuando 
menos cuatro metros de abertura en su parte 
baja é inferior, y estará construido en plano in- 
clinado para la fácil corriente de las aguas y 
para el barrido y limpieza de su suelo. 

Art. 573. Sobre el caz de la ribera, toldillos, 
chorreras ó canal de desagúe de los baños y de- 
más paseos del lecho del río, se colocarán pon- 
tones portátiles con dobles tablones de 20 centí- 
metros de ancho y cinco de grueso, debidamente 
apoyados y enlazados entre sí. 

Art. 574. La construcción de todo baño será 
precisamente de la denominada de caja y no de 
cama, empleando en aquélla buenos tablones y 
estacas debidamente introducidas en el terreno, 
de suerte que unas y otras no sobresalgan del 
lecho natural del río. 

Art. 5715. Obtenida que sea la licencia para la 
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construcción de un baño, lo pondrá el interesa- 
do en conocimiento del presidente de la Junta 
práctica y de los dueños ó colonos de las fincas 
contiguas, peoR que inspeccionen la colocación 
de los perfiles Ó carreras que den paso á las 
aguas y corresponda á la clase y número de ba- 
ños que se construya en su posesión. 

Art. 576. Las arenas y tierras procedentes 
del vaciado de los baños, se colocarán formando 

ez, en la dirección de la corriente y dentro de 

a zona del rio que corresponda á cada posesión 
ó lavadero, las que se utilizarán después de la 
temporada de baños y al tercer día de desmon- 
tados éstos para macizar sus vaciados, sin dejar 
sobre el lecho del río montones y obstáculos al 
libre curso de las aguas. 

Art. 577. La canal ó chorrera que desde el 
partidor de las aguas se establezca los veranos 
para dotar de agua á los baños de la huerta de 
los Cipreses y demás lavaderos inferiores de las 
márgenes del río, se situará á la distancia de 10 
metros por lo menos del caz de la ribera, de- 
biendo tener 2'50 á 9 metros de ancho medio. 
Los dueños de las posesiones están obligados á, 
conservar limpia y en el mejor estado de servi- 
cio dicha canal, principiando la operación de la 
limpieza á las diez de la mañana por el primer 
lavadero superior y terminándola en el último 
ó inferior. No se permite amontonar sus produc- 
tos ó arenas en sitio contiguo al canal. 

Art. 578. Se prohibe hacer pozos en las dos 
riberas para extraer aguas á menor distancia 
de 30 metros de las márgenes del río, formar 
chuponves y represas en los toldillos ó ejecutar 
otras operaciones que distraigan las agnas del 


lecho del río durante la temporada de baños, 
Art. 519. El barrido y limpieza de óstos se 
ejecutará en las primeras horas de la mañana, 
ó al mediodía si fuere necesario, cuidando de no 
molestar ni perjudicar á los baños contiguos 
con las aguas procedentes de esta operación, á 
las que en caso preciso se dará fácil salida por 
alguno de los costados de los baños, observán- 


dose las reglas anteriores, 

Art. 580. Los baños q se construyan en la 
Pe del río, comprendida entre los puentes 

el Rey y de Toledo, se situarán á 20 metros 
por lo menos de distancia de la alcantarilla de 
aguas fecales que pasa por la ribera izquierda 
del río. 

Art. 581. Todo baño estará cerrado con pies 
derechos, carreras de madera y bastidores de 
tela pintada, siendo su cubierta de lona ó ma- 
dera pintada que impida la corriente y circula- 
ción del aire, con entera sujeción al plano mo- 
delo formado y aprobado por el Ayuntamiento. 
Del techo ó cubierta de cada baño penderán 
cuerdas de cáñamo y cadenas á conveniente al- 
tura para seguridad de los bañistas. 

Art. 582. La parte destinada en los baños 
para vestirse el bañista será horizontal y estará 
cubierto su piso con esteras. 

Art. 583. Todo baño tendrá asientos corri- 
dos de madera, debidamente asegurados sobre 
el terreno, y desde el ancchecer, el número de 
ra que sean necesarias, mientras haya pú- 

ico. 

Art. 5841. Dentro de cada baño vigilarán cons- 
tantemente uno ó dos bañeros que sepan nadar, 
con el fin de proteger á los bañistas en caso ne- 
cesario, conservar el buen orden y prestar cual- 
quier auxilio. 

En los baños de señora habrá mujeres desti- 
nadas á este servicio. 

Art. 585. Los niños menores de diez años no 
podrán bañarso solos, pudiendo hacerlo cuando 
estón acompañados de persona interesada que 
cuide de ellos. 
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Se prohibe igualmente entrar en los baños á 
toda persona ebria ó privada de razón. 

Art. 586. Las ropas que se empleen para el 
servicio de los bañistas estarán bien limpias y 
secas, no siendo obligatorio el uso de las mismas. 

Art. 587. Durante la temporada de baños se 
prohibe que los carruajes y caballerías atravie- 
sen por el vado que está más arriba del partidor 
de las aguas, así como bañar y pasear caballe- 
rías por el lecho del río. 

Art. 588. Se prohibe á los tintoreros, latone- 
ros, pellejeros, etc., lavar los objetos y útiles 
de sus oficios 6 industrias en la parte superior 
del río donde existan baños, debiendo hacerlo 

recisamente en el vado donde estuvo el puente 
lamado de Santa Isabel. 

Art. 589. La Junta práctica y el inspector 
especial de la ribera vigilarán constantemente 
el exacto cumplimiento de las anteriores condi- 
ciones, á fin de que no se alteren las dimensio- 
nes fijadas en las Jicencias para los baños, sien- 
do obligación de aquél poner en conocimiento 
del teniente de alcalde del distrito respectivo 
cualquiera falta ó abuso cometido, suspendien- 
do todo trabajo que no se ejecute conforme á 
dicha licencia, á menos que el causante no lo co- 
rrija ó repare en el plazo de veinticuatro horas. 

rt. 50. Todos los años en la primera quin- 
cena de Junio se publicará por el alcalde el ban- 
do que conbigno las principales disposiciones de 
esta Ordenanza, relativas al buen orden y go- 
bierno que deben observarse en los estableci- 
mientos de baños, tanto en la población como 
en las riberas del Manzanares, debiendo fijarse 
o bando en las salas de descanso de los 

años. i 


CAP. XX.—Tiro de pistola y de carabina, 


Tiro de gallos, palomas y conejos. 


Art. 591. A la apertura de los establecimien- 

tos de esta clase deberá preceder la concesión 
or el Ayuntamiento de la licencia correspon- 
iente. 

Art. 592. A la solicitud de licencia deberá 
acompañarse, por duplicado, el plano y Memo- 
ria descriptiva del local y sus dependencias. 

Art.593. Los traveses ó costados y el espal- 
dón donde se coloque el blanco, que será de pla- 
ca de hierro, se construirán de tierra de cuatro 
ó cinco metros de altura por 15 centimetros de 
espesor para evitar el rechazo de los proyectiles. 

Art. 504. En el sitio destinado á los tiradores 
no se hallará más que eS la persona encarga- 
da de la carga y entrega del arma: este sitio 6 
palenque, cuyo ancho mínimo será de 1'40 me- 
tros, estará limitado por dos barandillas, una 
anterior desde donde se haga la puntería, y otra 
posterior para impedir la entrada del Público. 

Las tribunas se situarán á la altura mínima 
de un metro. 

Art. 595. Para conseguir la desenfilada ver- 
tical en toda la longitud de la cornisa del palen- 
que destinado á los tiradores, se construirá una 
pantalla moviblo, rellena de pelote ú otra mate- 
ria que embote las balas, debiendo ser su vuelo 
de 1'380 metros por lo menos. 

Art. 596. La cantidad de municiones deposi- 
tada no podrá exceder de la necesaria para el 
consumo de dos dias. 

Art. 597. El sitio destinado á almacenar las 
municiones se hallará aislado, prohibiéndose 
terminantemente entrar en él con luz artificial. 
Próximo á esta dependencia se construirá un 
depósito de agua con el mangaje necesario para 
el caso de un incendio. 

Art. 508, No se expedirá ninguna licencia 
para apertura de estos establecimientos hasta 


ORDENANZAS MUNICIPALES. 





que el interesado presente certificación de fa- 
cultativo legalmente autorizado, en que bajo 
su responsabilidad manifieste haberse cumplido 
Ó reunir el local todas las condiciones antes 
prescritas. 


CAP. XXI.— Cadáveres, enterramientos y exhumaciones. 


Art. 599. Ningún cadáver, aun cuando sea de 
po podrá exponerse ó colocarse á la vista 

el público en los cuartos bajos, tiendas ó por- 
tales de las casas. 

Art. 600. Los cadáveres serán conducidos á 
los cementerios 6 depósitos en carros fúnebres 
y se llevarán cubiertos, lo mismo los de adultos 
quo los de párvulos. Queda prohibida la conduc- 
ción á mano y en hombros. 

Art. 601. Con arreglo á las órdenes vigentes 
en materia de enterramientos, ningún cadáver 
será sepultado en las parroquias, iglesias y ca: 
pillas, sino única y exclusivamente en los ce- 
menterios ó depósitos que se hayan construido 
con la debida autorización, salvas las excepcio- 
nes que las mismas leyes establecen. 

Art. 602. Los cadáveres se cubrirán antes de 
su sepelio con una capa de cal viva de dos á tres 
centímetros, salvo los casos de embalsamamien- 
to ó cuando el cadáver esté en caja metálica her- 
méticamente cerrada y soldada. Las sepulturas 
tendrán la profundidad z separación que los re- 
glamentos determinen. El prisma de tierra que 
cubra el cadáver más próximo á la superficie 
del terreno no medirá nunca menor altura de un 
metro y cincuenta centímetros. 

Art. 603. Se prohiben los depósitos de cadá- 
veres en las parroquias, templos y capillas. 

Art, 604. Ningún cadáver podrá ser enterra- 
do hasta transcurridas las veinticuatro horas 
después del fallecimiento. Cuando hubiese ne- 
cesidad de sacar de la casa mortuoria el cadá- 
ver antes de las veinticuatro horas siguientes 
al óbito, será conducido aquél 4 los depósitos 
establecidos en los cementerios autorizados ó 
de propiedad del Ayuntamiento. 

Art. 605. Los cadáveres en que se manifieste 
una rápida descomposición, se trasladarán in- 
mediatamente á los depósitos que marca el ar- 
ticulo anterior. También serán conducidos in- 
mediatamente los cadáveres á los citados depó- 
sitos, cuando la muerte haya sido producida por 
enfermedad contagiosa. 

Art. 606. Si ocurriese la defunción en una 
casa reducida ó poco ventilada donde viviesen 
muchas personas, ólo avanzado de la estación 
de los calores así lo exigiese, se trasladará el ca- 
dáver al depósito, antes de que transcurran seis 
horas desde el fallecimiento. 

Art. 607. En los casos á que se contraen los 
tres artículos anteriores, el médico que expida 
el certificado de defunción deberá manifestar al 
inquilino, jefe de la familia ó persona que le re- 
pronto la necesidad de conducir el cadáver al 

epósito, dando parte con la debida anticipación 
al Juzgado municipal del distrito para poner á 
salvo en todo caso su responsabilidad. 

Art. 608. Los médicos forenses cuidarán de 
que tenga exacto cumplimiento cuanto se dis- 
pone en esta Ordenanza, referente á inhuma- 
ciones y sanidad, dando parte al Juzgado res- 
pectivo de las infracciones que no'aren. 

Art. 609. Eu lo sucesivo no se construirán 
nichos del sistema actual, ni se hara mayor nú- 
mero de enterramientos en un cementerio que 
el que permita su capacidad, ni se extenderá su 
perímetro sin la oportuna licencia del Ayunta: 
miento, previa presentación de las Memorias y 
planos que se juzgaren necesarios. , 

Art. 610. Las sepulturas So rd un espacio 
de dos metros de largo por 81 centimetros de 


y  ————"—_—_—_r + —.—.—.—....—.—>b 


ORDENANZAS MUNICIPALES. 


415 





ancho y 2'40 metros de profundidad las de un 
solo cuerpo, aumentándose ésta 80 centímetros 
más en el caso de sepultarse dos cadáveres en 
una misma fosa. 

Art. 611. La separación de sepultura á sepul- 
tura será la de 60 centimetros por todos sus la- 
dos para que no haya necesidad de pasar por 
encima de ellas, consintiéndose poner lápidas 
con inscripciones, así como también cruces, 
mármoles, verjas, flores y atributos; pero en to- 
dos los casos sin que entorpezca la circulación 
interior y con el decoro que corresponde á la 
santidad del lugar, á cuyo efecto obtendrán 

recisamente la aprobación del Ayuntamiento. 

s cementerios permanecerán abiertos de sol 
á sol, con el fin de que las familias de los fina- 
dos puedan concurrir á ellos cuando lo crean 
oportuno. 

Art. 612. Nose permitirán los enterramientos 
en zanjas. 

Art. 613. Antes de verificar las traslaciones 
y exhumaciones de cadáveres que permitan las 
autoridades civiles y eclesiásticas, se dará co- 
nocimiento al alcalde, para que por sí ó por sus 
delegados se ejerza la debida vigilancia en cum- 
plimiento de las reglas establecidas, á fin de evi- 
tar los perjuicios que por falta de precaución ó 
de higiene pudieran originarse. 

Art. 614. Los profesores de la Facultad de Me- 
dicina que hubieren de practicar algún reco- 
nocimiento, se pondrán previamente de acuerdo 
con la autoridad municipal sobre la forma en 
que haya de efectuarse, puesto que á ésta corres- 
ponde la inspección del servicio sanitario de ce- 
menterios. 


CAP. XXII.—Disposiciones para cortar los incendios. 


Art. 615. El alcalde ó en su ausencia el te: 
niente de alcalde del distrito, es la autoridad á 
quien compete cuidar de que sean cortados y 
apagados los incendios, disponiendo al efecto la 
ejecución de las órdenes que dicte el arquitecto 
municipal. 

En. todo lo referente al orden 7 seguridad de 
las propiedades, el alcalde acordará por sí, con 
entera independencia, salvo el caso de que con- 
curriese al siniestro el gobernador de la pro- 
vincia. 

En el caso de que el siniestro tenga lugar en 
edificios militares, se limitará el alcalde á faci- 
litar los auxilios necesarios en tales casos, po- 
niendo á disposición de la autoridad militar el 
personal que para este objeto disponga el A yun- 
tamiento. 

Art. 616. La persona que advierta indicios de 
incendio sea ó no vecino de la casa en que ocu- 
rra dará aviso á cualquiera autoridad munici- 
pal ó del gobierno de la provincia para que bajo 
su más estrecha responsabilidad disponga que 
se hagan las señales oportunas en la forma que 
esté prevenido. 

Hasta que la autoridad municipal disponga 
lo conveniente para la extinción del incendio, 
se permitirá el uso de las mangas particulares ó 
de vecindad. 

Art. 617. Las iglesias parroquiales comuni- 
carán el aviso, tocando á fuego conforme se de- 
termine en los reglamentos, á fin de que «:l ve- 
cindario pueda conocer el sitio del siniestro. 

Art. 618. Dadas las oportunas señales ó avi- 
sos de la existencia de un incendio, acudirán al 
lugar del mismo con todo el material disponible 
cuantos se hallen obligados á coadyuvar á su 
extinción. 

Art. 619. La autoridad municipal dispondrá 
en todo lo referente á la custodia de efectos y 
al acordonamiento del sitio, no permitiendo la 


entrada mas que á las personas necesarias, y 
dispondrá la devolución de los objetos á sus due- 
ños luego que sea concluido el fuego, no reti.- 
rándose ni permitiendo retirarse á los obreros 
y tropa hasta que esté del todo extinguido. 

El A pasa municipal, por delegación, diri- 

irá todo lo que sea conveniente á la seguridad 

e las personas y propiedades. 

Art. 620. Corresponde á dicha autoridad di- 
rigir las operaciones, mantener el orden, y cui- 
dar sobre todo de la salvación de las personas 
que habiten en las casas ó edificios incendiados. 

Art. 621. Se prohibe á los dependientes de la 
autoridad obligar á los vecinos ó particulares 
transeuntes á tomar parte en las operaciones 
de apagar los incendios cuando no se presten 
voluntariamente; pero los que tomen parte en 
su extinción deberán cumplir las órdenes de las 
autoridades y empleados febultativos que diri- 
jan las operaciones, sin que nadie fuera de és- 
tos tenga derecho para mandar ninguna ope- 
ración. 

Art. 622. Desde el momento en que quede ex- 
tinguido el incendio, todas las consecuencias 
que de él resulten, como el escombrado, derri- 
bo de los tabiques y techos que hayan quedado 
ruinosos, y las demás obras que sea necesario 
ejecutar serán de cuenta del propietario, quien 
deberá llevar en el más breve plazo posible, 
bajo su responsabilidad, los obreros que estime 
necesarios para ejecutar estos trabajos, acredi- 
tando al mismo tiempo la persona facultativa 
que los dirija, salva la debida intervención de 
las Sociedades de seguros. 

Art. 623. Se prohibe terminantemente arro- 
jar por los huecos de fachadas y patios colcho- 
nes ni efecto alguno con el pretexto de salvar- 
los. Los contraventores serán entregados inme- 
diatamente á la autoridad, quien les impondrá 
la multa que estime conveniente, según los ca- 
sos, sin perjuicio del tanto de culpa que resulta.- 
re por los daños que hubieren causado con este 
mutivo. 

Art. 624, En los casos de siniestro, los guar- 
dias de orden público y los municipales, con 
arreglo á las instrucciones que reciban, forma- 
rán el primer cordón, ó sea el de emplazamien- 
to dol servicio, con la amplitud conveniente 

ara la instalación de los aparatos de ataque y 
de salvación; después se formará otro segundo 
cordón, en el que podrán hallarse las autorida- 
des y las tropas que concurran á los incendios, 
pero nunca deberán penetrar éstas en el primer 
cordón, sino que, por el contrario, dejarán cam- 
po libre á las operaciones. 

Art. 625. En el caso de que ocurra cualquier 
otro siniestro en una finca, como hundimiento, 
inundación, explosión, etc., se harán las mismas 
señales que en los casos de incendio. 

La autoridad municipal concurrirá con sus 
facultativos y operarios á prestar auxilios, to- 
mando las medidas que juzguen oportunas y 
del momento los indicados facultativos, dando 
aviso inmediatamente al dueño de la fincaóá 
quien le represente, ó á persona allegada, si 68- 
tos no fueren habidos, para que nombre un pe- 
rito que se haga cargo del local del accidente y 
continúe los trabajos necesarios para atajar 
el mal. 

En el caso de no comparecer el dueño ó perso- 
na de que queda hecho mérito, la autoridad 

odrá continuar las medidas de precaución y 
démás necesarias, entendiéndose que serán de 
cuenta del dueño de la finca el importe de los 
materiales que se empleen, los jornales de los 
operarios y los honorarios del arquitecto que 
dirija dichas operaciones. 
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TITULO VI 
CONSTRUCCIONES 


CAPITULO PRIMERO. — Alineaciones y rasantes. 


Art. 626. Corresponde al Ayuntamiento, de 
conformidad con la autorización que le concede 
la ley municipal, el estudio y reforma de las 
alineaciones y rasantes de todas las calles del 
interior de Madrid y su ensanche. Continuarán 
en vigor las líneas aprobadas por leyes, Reales 
decretos, Reales órdenes y acuerdos del Ayun- 
tamiento, unos acuerdos regirán ínterin no 
sean modificados por otros posteriores para los 
que se hayan cumplido los requisitos que marca 
el artículo siguiente. 

Art. 627. El Municipio podrá cambiar ó intro- 
ducir alteraciones en líneas ó rasantes aproba- 
das, siempre que cqn ello se amplíe el ancho de 
las calles ó se suavicen sus pendientes; pero 
oyendo con anterioridad el dictamen del arqui- 
tecto municipal ó del director facultativo de la 
vía pública según los casos, y en todos el de la 
Junta consultiva municipal. 

Elevada la propuesta á acuerdo, se anunciará 
la variante en los periódicos oficiales para co- 
nocimiento de los interesados á quienes pueda 
afectar la reforma, hotificándose no obstante 
administrativamente Áá los propietarios de las 
fincas colindantes, para que en el término de 
treinta días puedan presentar por escrito en la 
Secretaría, en la que estará de manifiesto el 
plano, las reclamaciones que estimen oportunas. 

Si ningún dueño de finca reclamase acerca de 
la modificación, quedará de hecho aprobado el 
acuerdo; pero si alguno ó algunos reclamaran, 
el Ayuntamiento, pidiendo nuevos informes fa.- 
cultativos, si lo creyere oportuno, aceptará 6 
negará la demanda. 

Art. 628. Los planos le alineaciones y rasan- 
tes aprobados estarán de manifiesto en la Secre- 
taria de la Junta consultiva municipal, que será 
á la vez depósito de planos, con objeto de que 


puedan verlos y examinarlos los dueños de ca- 


gas y directores facultativos de las construccio- 
nes. A estos últimos se les permitirá tomar to- 
dos los datos que estimen convenientes sobre la 
magnitud y dirección de las líneas de fachada y 
extensión de terreno que la finca gane ó pierda 
como asimismo calcar la parte que les convenga, 
pero sin deteriorar los originales. 

Art. 629. A los propietarios ó á cualesquiera 
otras personas que desearen tener un calco de la 
alineación correspondiente á una finca con el 
error á que la escala del plano pueda dar lugar, 
les será facilitado en el término de tercero día 
por el secretario de la Junta consultiva munici- 
pal previa entrega del volante que acredite ha- 

er ingresado en la Tesorería del Ayuntamiento 
los derechos que se establezcan como arbitrio. 
Dicho secretario autorizará el plano con su fir- 
ma, después de comprobado con el original á 
que se refiera. 

Art. 630. En la Secretaria de la Junta consul- 
tiva municipal deberán hallarse siempre todos 
los planes de alineaciones y rasantes últimamen- 
te aprobados, retirando aquéllos cuyas lineas 
hubieran sido modificadas. Dichos planos esta- 
rán confrontados con los originales qu obran 
en el Archivo ó con los expedientes de su refe- 
rencia. 

Art. 631. Por la Secretaría del Ayuntamien- 
to se comunicarán de oficio al secretario de la 
Junta consultiva las variantes que se introduz- 
can en los planos aprobados, y los arquitectos 
municipales y el director facultativo de las vías 
públicas tendrán la obligación de dar también 
oficialmente noticia á dicho Secretario de aque- 
llas modificaciones, acompañándolo el nuevo pla- 


no aprobado para que en el plazo de ocho días 
saque el calco que ha de quedar en el depósito 
a su custodia; esta diligencia será cumplida 

ajo la más estrecha responsabilidad de los fun- 
cionarios á quienes corresponda. 

Art. 632. Los propietarios que soliciten del 
Ayuntamiento que se Jes demarque sobre el te- 
rreno la alineación de sus fincas, deberán elevar 
una instancia al alcalde, acompañando un plano 
suscrito por facultativo legalmente autorizado, 
donde se indique el deslinde de la finca, bajo la 
responsabilidad legal de un facultativo que le 
autorice. Esta instancia deberá pasar al tenien- 
te de alcalde del distrito respectivo, el cual, de 
acuerdo con el arquitecto municipal, fijará el día 
y hora en que haya de tener efecto el replanteo 

elaslíneas, notificándoselo administrativamen- 
te y con veinticuatro horas de anticipación al 
dueño de la finca 6 á su representante legalmen- 
te autorizado, para que éste á su vez lo haga á su 
facultativo. 

Art. 633. El replanteo de la alineación sobre 
el terreno y el informe del arquitecto municipal 
describiendo dicho trazado, tendrán que despa- 
charse forzosamente dentro del plazo de quince 
días, á contar desde la fecha de la instancia. 

Art. 631. Para verificar cualquiera alinea- 
ción deberá estar el terreno libre de todo obstá- 
culo que impida ó estorbe su replanteo, y el fa- 
cultativo del propietario tendrá perfectamente 
deslindada la finca, con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 632, debiendo marcarse en el terreno 
por el arquitecto El aya: con puntos ó refe- 
rencias precisas é invariables, la situación de las 
nuevas lineas, haciéndose de la misma manera 
por el director de las vías públicas en lo relativo 
á las rasantes, siempre que las condiciones del 
sitio lo permitan. Los facultativos que represen- 
ten á los propietarios cuidarán de que se conser- 
ven hasta el replanteo de las lineas aprobadas, 
los puntos de las antiguas contrucciones que sir- 
van á determinar con exactitud las superficies 
que por el Ayuntamiento hayan de apropiarse ó 
Sa 

rt. 635. Asistirán al acto del replanteo de 
alineación comorepresentantes del Ayuntamien- 
to, el teniente de alcalde del distrito ó persona 
en quien delegue, el e Peto municipal y el 
director facultativo de las vías públicas; y por 
parte del solicitante, el dueño ó su apoderado y 
su facultativo, debiendo declararse desierto el 
acto y pagar nuevos derechos en el caso de que 
faltare cualquiera de estos dos últimos ó no es- 
tuviera el solar en las condiciones indicadas en 
el artículo anterior. 

Art. 636. La medición y tasación del terreno 
que apropie ó expropie el Ayuntamiento á los 
propietarios se hará por el arquitecto municipal 
y por el de éstos, el cual, de estar conforme, lo 

ará así constar por escrito al pie del dictamen 
del arquitecto municipal, describiendo la ali- 
neación; y autorizará el plano que acompañe de 
escala de 1 por 100 ó 1 por 50, donde se marca- 
rán con tinta negra las líneas existentes, con 
azul las nuevas aprobadas, con aguada de car- 
mín la superficie que el Ayuntamiento se apro- 
pia, y con amarilla la que sea expropiada al due- 
ño de la finca. En el caso de desavenencia se se- 
guirán los trámites que marca la ley de expro- 
piación por causa de utilidad pública. 

Art. 637. En virtud de lo que marca el artícu- 
lo anterior, todas las apropiaciones ó expropia- 
ciones que se verifiquen con motivo del replan- 
teo de líneas aprobadas se considerarán una vez 
que hayan obtenido la sanción legal del Ayun- 
tamiento, como de utilidad pública, y por tanto 
incluidas en la ley de expropiación forzosa vi- 
gente. 
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Art. 688. Los terrenos ocupados por los ca- 
minos de labores, veredas ó senderos que sean 
lindantes Ó atraviesen por propiedad particu- 
lar ó consten en las escrituras como servidum- 
bres públicas, no se incluirán en las indemniza- 
ciones. 

Art. 639. En el caso de que no conste en el 
Archivo del Ayuntamiento ni en las escrituras 
de los propietarios la parte de terreno que á 
aquél ó á éstos pertenece en las carreteras, ron- 
das ó paseos, los arquitectos municipales, si- 
guiendo la costumbre establecida, deberán con- 
tar para las expropiaciones como de pertenencia 
de la villa de Madrid una faja de un metro y 
doce centímetros de ancho, á contar de la línea 
más exterior de los árboles, ó sea de la más dis- 
tante del eje de la carretera, ronda ó paseo por 
uno y otro costado. 

Art. 610. Cuando se trate de carreteras, ron- 
das ó paseos construídos con taludes laterales 
que los eleven sobre los terrenos colindantes, 
se considerará como propiedad del Municipio 
toda la base de dichos taludes, más una berma 
inferior de 56 centímetros. Si la ronda, carrete- 
ra ó paseo estuvieran abiertos en trinchera, se 
considerará del mismo modo como propiedad 
dela villa la cuneta, talud y andén superior de 
56 centímetros, siempre que en uno y otro caso 
no seacredite con los títulos de propiedad otra 
cosa en contrario por los dueños de terrenos á 
quienes la expropiación afecte. 


CAP, 11.—Clasificación de las calles, altura de los edifl- 
cios y distribución de pisos. 


1.-—Clasificación de las calles, 


Art. 641. Las calles se clasificarán en órde- 
nes, atendiendo á su mayor ó menor ancho, del 
modo siguiente: : 

Serán calles de primer orden todas las que ten- 
gan por lo menos 20 metros de latitud total. 

De segundo orden las que midan por lo menos 
15 y no lleguen 4 20. * 

e tercer orden las que midan por lo menos 10 
y no lleguen á 15. 

De cuarto orden las que midan por lo menos 
seis y no lleguen á 10. 

En lo sucesivo no se proyectará ni autorizará 
ninguna calle nueva cuyo ancho sea menor de 
10 metros. 

Art. 612. Sólo en las calles que tengan los 
anchos citados se permitirá el tránsito de ca- 
rruajes. Toda calle que mida menos de seis me- 
tros ae latitud será cerrada con marmolillos y 
8 08. 





. 613. En las calles de cuarto orden el an- 
cho libre entre las dos aceras no será nunca me- 
nor de 4'40 metros, repartióndose el resto entre 
dos aceras iguales, cuya anchura, así como la 
del empedrado, deberá ir creciendo gradual- 
mente á medida que vaya aumentando el ancho 
total de la calle. 


2."—Altura de los edificios y distribución de pisos. 


Art: 644. En las calles de primer orden la al- 
tura máxima será de 20 metros, en las do segun- 
do de 19, en las de tercero de 15 y en las de cuar- 
to de 14. 

Dentro de las alturas expresadas podrán cons: 
truirse los pisos que al propietario convengan, 
siempre que el piso bajo no tenga menos de 8'60 
metros de altura y 2'80 los demás. 

Los órdenes de calles, según esta clasificación, 
serán acordados por el Ayuntamiento, previo 
expediente, con audiencia de los interesados, á 
quienes se concederá recurso de alzada, en la 

orma establecida por la vigente ley municipal, 
por los perjuicios que pudieran irrogárseles. 
OLETÍN: AN. 1892. 
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Art. 615. Se permitirá elevar sobre las altu- 
ras totales de fachada, pabellones, miradores, 
torrecillas ó cúpulas en los edificios que, tenien- 
do sus fachadas un carácter monumental, no 
sean construídos por sus propietarios con el 
tel fa de los pisos consentidos en la altura 
total, sino con uno menos, dando, por consi- 
guiente, más desahogo en luces á los restantes, 
y siempre que dichos cuerpos elevados no se de- 

igquen á viviendas. 

_ Art. 616. Los propietarios podrán terminar 
las fachadas de sus casas, bien en una línea ho- 
rizontal á la altura correspondiente al orden de 
la calle, bien colocando sobre la fachada fron- 
tones rectos ó curvos, escudos de armas, atribu- 
tos, balaustradas y estatuas, á condición de que 
sean sólo elementos decorativos del conjunto de 
las fachadas y no sirvan de pretexto para come- 
ter abusos que estuvieran en discordancia con 
las reglas precedentes. 

Art. 647. Se prohiben en absoluto los estu- 
dios de pintor y fotografías sobre las alturas 
marcadas. Los propietarios podrán construirlos 
haciendo uso únicamente de las combinaciones 
á que se prestan las reglas anteriores. 

Art, 6é8, Sobre las alturas que quedan seña- 
ladas no se consentirá, ni exterior ni interior- 
mente, ningún género de construcciones más 
gus las precisas para cubrir los edificios, enten- 

iéndose que la máxima elevación que puede 
darse á las armaduras, cuando no se construyan 
sotabancos, será la línea que resulta de unir el 
filo del vuelo de la cornisa á la altura reglamen- 
taria con el tercio del tramo comprendido entre 
tres crujías, y que no se consentirá ninguna 
construcción Juora de la línea descrita. Los es- 

acios que resulten libres entre cubiertas no se 
destinarán, bajo ningún pretexto, á viviendas, 
sino sólo á guardillas trasteras. 

Art. 649. En las casas cuyos pisos bajos ten- 
gan viviendas, el suelo de éstas se instalará ú 
0'80 centímetros por lo menos sobre el nivel de 
la calle. 

Art. 650. Las casas que hagan esquina á dos 
calles de órdenes diferentes, pero inmediatas, 
tomarán la altura que corresponda á la catego- 
ría de la calle por donde presten mayor línea de 
fachada, corriendo de nivel la cornisa por toda 
la superficie de la finca sin banqueo de ninguna 


ase. 

Art. 651. Enel caso de que mediase un orden 
entre el ancho de las dos calles y la linea de la 
fachada tuviera más longitud por la de ancho 
inferior, se adoptará una altura general para 
toda la suporficie de la finca correspondiente á 
la categoría inmediata. Si la linea mayor de la 
fachada fuese más larga por la calle de orden 
superior, á ósta se sujetará la altura total del 
edificio. 

Art. 652. Cuando mediasen dos órdenes entre 
el ancho de las dos calles, ó sea cuando se pase 
de la primera á la cuarta categoría, siem pre que 
la fachada de mayor línea esté en la calle de an- 
cho superior, con arreglo á esta latitud podrá 
levantar los pisos que le correspondan, y en caso 
contrario, se adoptará en toda la superficie de 
la finca la altura autorizada para las calles de 
tercer orden. 

Art. 658. Cuando una casa revuelva con es- 
quina á tres calles de orden distinto, si éstos son 
correlativos, se adoptará como tipo regulador 
el intermedio. Si no fuesen correlativos, ó lo que 
es lo mismo, en revueltas de primero, segundo y 
cuarto orden, ó de primero, tercero y cuarto, se 
coronará con la altura permitida para el se: 
gundo. 

Art. 654, Si una casa tiene fachada por su 
frente y testero á dos calles de ds órde- 
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nes, pero inmediatas, tomará la altura que co- 
rresponda á la más ancha, retranqueándose á la 
segunda crujfa por la más estrecha, para que la 
altura de fachada por ésta sea la que pertenezca 
á su orden. 

Art. 655. Si mediasen uno ó dos órdenes en- 
tre el ancho de las dos calles donde la finca tie- 
ne sus fachadas, se hará el banqueo de fondo á 
los 15 metros de distancia de los haces exterio- 
res de fachada de la de orden superior, pudiéndo- 
se correr sólo uno de los pisos hasta la segunda 
crujía de la de orden inferior, por donde resul- 
tará dicho piso como sotabanco. En ningún 
caso sé permitirá dar mayor extensión á los ban- 
queos que la marcada en las anteriores disposi- 
ciones. 

Art. 656. Cuando el trozo de calle en que 
esté situada una casa sea más estrecho por un 
lado que por otro, la altura que deberá darse á 
la misma será la que corresponda al ancho de la 
calle, medido por la oc tirada á su 
eje desde el punto medio de fachada. 

Art. 657. En las calles en declive la altura de 
las casas se medirá desde el punto medio de su 
fachada, si ósta no excede de 20 metros; si pasa 
de esta longitud, la altura se medirá desde los 
e metros, contados á partir del punto más 

ajo. 

Art. 658. Si una casa tuviese dos ó más fa- 
chadas con esquinas ó sin ellas que diesen á ca- 
lles en declive, su altura y el modo de medirla 
se deducirá á juicio del arquitecto, oyendo pre- 
viamente al municipal, el que combinará las re- 
glas anteriores, según los casos. 

Art. 659. Todas estas reglas se aplicarán á 
las casas que se edifiquen de nueva planta y á 
las antiguas que se reformen y se coloquen ó 
estén ya en línea, atendiendo siempre al estado 
futuro de la calle por consecuencia de las ali- 
neaciones acordadas. Se entenderá, sin embar- 
go, que en las casas antiguas fuera de línea no 
podrán levantarse pisos, sino con arreglo al an- 
cho efectivo que tengan las calles, no al próyec- 
tado, porque su realización pudiera dilatarse 
cierto número de años. 

Art. 660. Los propietarios no podrán nunca 
excederse de las aturas señaladas á las casas, 
según el ancho y categoría de las calles; pero 
dichas alturas no serán obligatorias, pudiendo 
hacer el número de pisos que les convenga, has- 
ta uno solo, siempre que en este caso su luz no 
baje de seis metros. 

t. 661. Todo propietario puede cerrar su 
a con verjas ó tapias convenientemente 
ecoradas que se sitúen en la alineación oficial 
con las calles, pero siempre deberá levantar sus 
paredes medianeras con las casas contiguas has- 
ta la altura de éstas y decorarlas. En todos los 
casos, aun cuando el propietario construya su 
finca de este modo y se retranquee de la alinea- 
ción de la calle, no podrá dará su casa mayor 
altura que la correspondiente al orden aprobado 
para la misma calle. 

Art. 662. Los edificios públicos ó de utilidad 
general no estarán sujetos á las reglas y condi.- 
ciones que se establecen para los demás; se 
deberán , sin embargo, llenar los requisitos de 
alineación, colocando en ésta los cuerpos más 
avanzados de la construcción, entregar al Ayun- 
tamiento un ejemplar de los planos del pro- 
br , y acreditar en forma la dirección facul- 

iva. 


CAP. 111.—Salientes y vuelos en las construcciones. 


Art. 663. No se consiente salirse de las líneas 
oficiales aprobadas para las calles, con ningún 
cuerpo avanzado que forme parte integrante de 


la construcción, asi como tampoco con retallos 
ni molduras. 

Art. 664. Nose permite retirarse de las líneas 
citadas dejando rincones ó retallos, sino después 
de haber salvado con zócalos la altura de dos 
metros por el punto que menos. 

Art. 665. Se prohiben, como contrarias á la 
seguridad del tránsito, las rejas salientes de los 
cuartos en las calles de tercero y cuarto orden; 
estas rejas so colocarán precisamente al filo de 
las fachadas, sin sobresalir de él, pero podrán 
abrirse ó cerrarse con tal de que guarden la al- 
tura de 2'40 metros por el punto más alto de la 
rasante. 

En las plantas bajas de los edificios de las ca- 
lMes de primero y segundo orden se permitirán 
rejas salientes y de abrir Ao siempre que 
su vuelo no exceda de 0'30 metros y con él sal- 
ven la altura de 2'40 metros desde la rasante de 
la acera; á partir de dichas alturas hacia abajo 
guardarán las mismas haces con las referidas 
fachadas, sin salir en ningún punto del plano de 
éstas. 

Art. 666. El vuelo máximo de los balcones, 
á contar del paramento de fachada, que en to: 
dos casos se considerará que es el del zócalo, 
será en calles de primer orden de 0'90 metros 
en el piso principal, 0'75 en el segundo;, 0'5 
metros en el tercero, y 0'385 metros en el cuarto y 
entresuelo. 

En las calles de segundo orden, 0'75 metros en 
planta principal, 0'60 metros en la segunda, 0'4 
metros en la tercera y 0'80 metros en la cuarta ú 
entresuelo. 

En las calles de tercer orden, 0'60 metros en el 
piso principal, 0'50 metros en el segundo y 0'£0 
metros en el tercero. 

En las calles de cuarto orden, 0'45 metros en 
el principal, 0'85 metros en el segundo y 0'2 me- 
tros en el tercero. 

Siempre se entenderá que estos vuelos serán 
los mayores de las repisas 6 impostas corridas. 

Art. 667. La salida máxima de los aleros, á 
contar de los haces de fachada, podrá ser de 1'40 
metros en las calles de primer orden, de 1 en las 
de segundo, de 0'80 metros en las de tercero y de 
0'60 metros en las de cuarto. 

Art. 668, Se permite colocar miradores en los 
huecos de las fincas, siempre que su vuelo no ex- 
ceda de 0'80 metros sobre el señalado en el arti- 
culo 666 para los balcones de los diversos pisos, 
con relación al orden de la calle. 

Art. 669. Los vuelos descritos por esta Orde- 
denanza, son los límites superiores autorizados 
para cada casa; sin embargo, los propietarios 
estarán en su derecho al disminuirlos á vo- 
luntad. 

Art. 670. Las bajadas de eee pluviales se 
colocarán en la forma que se dispone en la pre- 
sente Ordenanza, probibiéndose los canalones, 
cualquiera que sea su destino. 

Art. 671. Se prohiben en absoluto las per- 
sianas llamadas de dos opos que doblan so: 
bre los haces exteriores de fachada; las que se 

rmiten han de doblar en todo el ancho de la 

oja, óen su mayor parte, dentro del espacio 
que queda entre los haces exteriores del cerco 
Ao de la fachada, ó sea en el grueso de mo- 
cheta. 

Art. 672. Queda también prohibido el que las 
puertas de las tiendas, ventanas, cuartos bajos 
y cocheras, abran hacia las calles, exceptuándo- 
se las primeras cuando se coloquen fijas enla 
pared, formando portada, en cuyo caso deberán 
pintarse al óleo y decorarse convenientemente. 

Art. 678. Las portadas y los escaparates, que 
en todos los casos irán embebidos en su grueso 
y nunca superpuestos ó colgados, no podrán 80- 
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bresalir de los haces de los muros de fachada 
más que 0'07 metros en las calles de cuarto or- 
den, 0'14 en las de tercero, 0'21 metros en las de 
segundo, ] 0'28 en las de primero. 

Art. 674. Se prohiben los tinglados ó tejadi- 
llos de madera encima de las puertas de las tien- 
das, puestos con el objeto de recoger para afuera 
las aguas de lluvias, ó procurar sombra. 

Art. 675. Las muestras ó enseñas se coloca- 
rán adosadas á la pared, sin que su resalto pase 
de 0'20 metros en las calles de cuarto orden, de 
0'30 en las de segundo y de 0'50 en las de prime- 
ro. Cuando en vez de portadas comunes fueren 
cierres metálicos y por la poca altura de los 
huecos de ponte baja no hubiere medio de de- 
jar embebido el cilindro á los haces del muro, 
se permitirá que dicho cilindro quede dentro de 
la muestra, en cuyo caso, ésta no tendrá más sa- 
lida que el diámetro de aquél, más 0'10 metros 
por grueso de tabla ó corona, Las muestras no 
podrán colocarse á una altura menor de 2'80 
metros. 

Art. 676. Se permite en las plantas bajas des- 
tinadas á comercio colocar farolas delante de 
las puertas Ó escaparates, siempre que resulten 
áuna altura de la rasante de la acera de 2'S0 
metros por lo menos, y sin que su salida exceda 
do 0'60 metros en las calles de cuarto orden, 0'80 
en las de tercero, 1'00 metro en las de segundo 
y 1'2 en Jas de primero. 

Art. 677. También se permite colocar farolas 
con palomillas de hierro sujetas á los balcones, 
con ta] que su salida no exceda de 0'60 metros á 
partir del plano de los balaustres de los mismos. 

Art. 678. Las cortinas de las tiendas que sal- 
gan de la línea de fachada, serán de las llamadas 
de máquina, cogiendo el ancho de las aceras 
siempre que éste no sea mayor de tres metros; 
los tornos se dispondrán embebidos en el grueso 
dela portada sin tener ningún saliente sobre 
ella, y las varillas no bajarán á menor altura de 
2'40 metros de la rasante de la acera. 

Art. 679. Queda terminantemente prohibido 
el colocar en los balcones cortinas sujetas con 
varillas 6 escarpias, á menos que no se hagan 
armaduras á propósito, dispuestas con la debi- 
da seguridad á juicio de los facultativos muni- 
cipales; colocar en la parte exterior de la facha- 
da jaulas de pájaros, tiestos, buzones, cepillos y 
en general, cuantos objetos puedan adosarse á 
las mismas y que causen molestia ó sean un pe- 
ligro para el tránsito público. 

Art. 680. Las marquesinas sólo podrán cons- 
truirse en las calles cuya anchura sea de 20 me- 
tros en adelante, colocándose sólo en los porta- 
les de las casas á la altura de tres metros, cuan- 
do menos, y sin que el saliente de la acera exce- 
de de diez. 


CAP. IV.-—Andamítos. 


Art. 681. Es indispensable la dirección facul- 
tativa de persona legalmente autorizada para 
la ejecución de toda obra, tanto de nueva plan- 
ta como de reforma exterior, interior ó de re- 
voco. 

Art. 682. La construcción de los andamios de 
toda especie que se empleen en cualquier obra 
correrá á cargo y bajo la responsabilidad del 
director de la misma, el cual adoptará libre- 
mente los medios que su práctica y sus conoci- 
mientos le aconsejen. 

Art. 683. En toda obra de nueva planta ó de 
reforma de fachada ó de medianería contigua á 
solares descubiertos, se colocará una valla de 
tablas unidas, de dos metros de altura por lo 
menos, y á la distancia de dos metros de los pa.- 
ramentos exteriores de los muros. 

Art. 684. En los casos de construcción de nue- 


va planta ó de reforma de fachada, todos los an- 
damios llevarán un antepecho cuajado de tablas 
por el frente exterior y los costados hasta la al- 
tura de un metro, que impida los efectos de la 
caida de los materiales. 

Art. 685. En los casos de revoco podrá susti. 
tuírse la valla por una cuerda situada á dos me- 
tros de la fachada, sujeta con agujas de hierro 
de un metro de altura sobre las rasantes y colo- 
cadas unas de otras á la distancia máxima de 
tres metros. 


CAP, V.—Obras. 


1."—Conservación de edificios, apeos y demoliciones, 


Art. 636. Las fachadas de los edificios públi- 
cos y particulares, asi como las medianerías al 
descubierto, próximas á las vía pública, se con- 
servarán en buen estado de limpieza, revocándo- 
lus, pintándolas y pd e let siempre que 
por su mal aspecto así lo dispusiere el alcalde, 
á propuesta del teniente de alcalde respectivo, 
previo informe del arquitecto municipal del dis- 
trito. 

Art. 637. Se obligará á los propietarios de 
cualquier clase de edificios á conservar todas 
las partes de la construcción de los mismos en 

erfecto estado de solidez, á fin de que no pue- 

an comprometer la seguridad pública. 

Art. 688. Todos los vecinos tienen el dere- 
cho de denunciar á la autoridad los edificios 
que amenacen ruina, ó que no amenazándola, 

udieran ocasionar por el mal estado de sus sue- 
los fijos ó movibles, remates de chimeneas, etc., 
algún desprendimiento sobre la vía pública con 
daño de los transeuntes. 

Art. 639. Los agentes municipales denuncia» 
rán al alcalde los edificios que á su juicio se ha- 
llen en mal estado de conservación, para que, 
previos los informes facultativos necesarios, 8e 
proceda por sus dueños, después de oídos, á de- 
En AEtOS ó repararlos en el plazo que fije el al- 
calde. 

Art. 690. Cuando el dueño ó dueños de un edi.- 
ficio denunciado como ruinoso, con escritura 
inscrita en el Registro de la propiedad, no estén 
conformes con el dictamen pericial que justifi- 
que la denuncia, tendrán derecho á nombrar por 
su parte y dentro del plazo de veinticuatro 'ho- 
ras un arquitecto que reconozca el edificio y dé 
su dictamen por escrito, que si fuere conforme 
con el del arquitecto municipal, obligará al pro- 

ietario á dar exacto cumplimiento á lo manda- 
So por la autoridad local; si no fuese acorde, se 
nombrará por las partes, en el plazo de otras 
veinticuatro horas, un tercero en discordia, y 
caso de que éstos no se pongan de acuerdo, el 
alcalde, en término de los tres días siguientes, 
hará el nombramiento de tercero y de un suplen- 
te entre los veinte primeros contribuyentes 
cuyo nombramiento tendrá el carácter de obli- 
gatorio. 

Art. 691. Siel propietario ó propietarios re- 
husan el nombramiento de perito de que se hace 
mérito en el artículo anterior, se procederá con- 
forme al dictamen del arquitecto nombrado por 
el alcalde. 

Art. 692. Si el propietario ó propietarios no 
se atemperasen á lo decretado por el alcalde, se 

rocederá por el Ayuntamiento á la demolición 
del edificio, 6 de la parte ruinosa del mismo en 
término de tercero día, reintegrándose de los 
gastos que se le originen con el valor de los ma- 
teriales ó del solar en venta. 

Art. 693. El alcalde, con arreglo á lo que de- 
termina esta Ordenanza, dispondrá: 

1.2 Si el edificio pertenece al Estado, que se 
oficie, después de justificada la denuncia por los 
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medios ordinarios, á la autoridad competente, 
á fin de que ésta haga observar la tramitación 
fijada por la ley en este caso. Lo mismo se efec- 
tuará si el edificio denunciado perteneciese á 
bienes del clero, conventos, hermandades, etc. 

2. Si la ruina de un edificio, tanto particu- 
lar como del Estado, fuere inmediata y no diese 
tiempo á que se cumpliesen los trámites que re- 
quiere la demolición, el alcalde mandará des- 
alojarlo inmediatamente y cercarle con tablas, 
haciéndose los apuntalamientos que crea nece 
sarios, ó proceder á la reparación ó demolición 
por cuenta de los fondos municipales, debiendo 
reintegrarse en la forma ya expresada para el 
primer caso y en la que disponga el Gobierno 
para el segundo, notificándolo al público y to- 
mando las precauciones convenientes para la 
seguridad del tránsito. 

* Si la propiedad del edificio se hallase en 
litigio, el alcalde, poniéndolo previamente en 
conocimiento del Juzgado, acordará se ejecute 
su demolición ó reparación por cuenta de los 
fondos A quedando los materiales 

rocedentes del derribo y el solar afectos al 
yuntamiento para reintegrarse éste de los gas- 
tos ocurridos en el derribo. 

Art, 69. Si el edificio tuviere dos ó más due- 
ños, se observará la misma tramitación que si 
tuviera uno, con la diferencia de oficiar á cada 
uno de ellos, fijándoles un plazo de cuarenta y 
ocho horas para ponerse de acuerdo sobre el 
asupto, si es que la ruina no es inminente; pa- 
sado este plazo, el alcalde obrará de oficio, pro- 
cediendo á la reparación ó demolición, según el 
caso exija. Si la ruina fuese inminente, obrará 
según disponen los artículos anteriores. 

Art. 65. Mientras se verifica la tramitación 
anterior y se dispone reparar ó demoler el edi- 
ficio denunciado, podrá apuntalarse ó apearse 
sólo el tiempo necesario para una y otra obra, 

Art. 69%. Elalcalde cuidará de que se reali- 
cen las obras pedidas para las casas denuncia- 
das por ruinosas, en los términos y plazos que 
se fije en la licencia. 

Art. 697. Los derribos se verificarán precisa- 
mente en las primeras horas de la mañana, has- 
ta las nueve en verano y las diez en invierno, 
E OS arrojar los escombros á la calle 

esde lo alto, y debiéndose hacer uso de maro- 
ma ó espuerta. Los directores facultativos, apa- 
rejadores y sobrestantes, según el caso, serán 
responsables de los daños que se originen por 
su falta de precaución. 

Art. 698. Cuando la ruina sea inminente, $e 
procederá conforme la necesidad del caso exija, 
pero siempre con las debidas precauciones para 
evitar desgracias. 

Art. 699. Cuando por derribo ú obras en una 
casa sea necesario apear las contiguas, habrá 
de solicitarse licencia por los propietarios, ex- 
presando en una Memoria firmada por faculta- 
tivo legalmente autorizado, la clase de apeo que 
va á establecerse, con los planos que fuesen ne- 
cesarios. 

Art. 700. Cuando 'en el caso de hundimiento 
de una casa se produzcan resentimientos en las 
inmediatas, podrán disponerse en el acto por los 
directores facultativos los apeos convenientes, 
aungue consistan en tornapuntas exteriores, 
dando cuenta á la Tenencia de Alcaldía de las 
medidas adoptadas para la seguridad pública, 
sin perjuicio de solicitar y abonar los derechos 
de licencia para la reconstrucción de los machos 

e medianería si hubiere necesidad de ello. 

Art. 701. Todo frente de casa donde haya 
Obras de derribo ó reparación se cerrará con 
una valla de tablas, colocada á dos metros de 
distancia de la fachada, y teniendo otros dos 


or lo menos de altura, procurando que estorbe 
o menos posible, y que ponga á cubierto la se- 
guridad de los transeuntes, á juicio del alcalde. 

Art. 702. En las calles estrechas que no per- 
mitan disponer estas vallas á la distancia de dos 
metros de la fachada, la autoridad, oyendo al 
arquitecto municipal, fijará dicha distancia, 
impidiendo también el tránsito de carruajes, si 
fuera preciso, en una sola ó en las dos direc- 
ciones. 

Art. 703. En todas las obras de derribo cui- 
darán los dueños de que haya desde el anoche- 
cer hasta la mañana un guarda vigilante, y ade- 
más un farol de buena loz en cada extremo y 
ángulo de la valla. 

Art. 704. Nose permitirá arrimar los escom- 
bros interiormente contra la valla, ni amonto- 
narlos en la víe pública. 

Art. 705. Los escombros procedentes de de- 
rribos de cualquier clase de obra se transpor: 
tarén á los vertederos designados por el Ayun- 
tamiento en carros cerrados con su tapa corres- 
pondiente. 


2."—Construcciones de nueva planta. 
LICENCIAS PARA CONSTRUCCIONES DE MUEVA PLANTA. 


Art. 706. Toda construcción de nueva planta 
necesita para ejecutarse licencia expedida por 
el alcalde, en la que se fijarán las condiciones á 
que taxativamente se ha de sujetar, siempre pre- 
via la alineación y rasante de que se hace mérito 
en esta Ordenanza. 

Art. 707. Las licencias de obras de nueva 
planta llevan consigo el pago de un derecho con- 
signado en las tarifas correspondientes, vota- 
das de antemano por el Ayuntamiento y apro- 
badas por la Superioridad. El propietario ó con- 
cesionario adquiere y acepta el compromiso de 
este pago desde el momento en que presenta al 
alcalde la solicitud para obtener la licencia. 

Art. 708. Las solicitudes de licencia para 
obras de nueva planta deberán dirigirse al al- 
calde en el papel sellado correspondiente. Es 
requisito indispensable que sea firmada por el 
propietario ó persona que legalmente le repre- 
sente, indicando su domicilio, y además por el 
perito autorizado por la ley que ha de dirigir la 
obra (Real orden de 10 de Junio de 1854), expre- 
sando el domicilio de éste, así como el del apa- 
rejador ó sobrestante encargado de ella, 

Art. 709. En la misma solicitud se fijará de 
una manera clara y terminante el número de la 
finca, calle, plaza, paseo, etc., donde esté situa- 
da; la altura y longitud de la fachada que se 
haya de construir, y el número de pisos y demás 
condiciones que se relacionen con el proyecto. 

Art. 710. Al solicitar la licencia para obras 
de nueva planta, han de acompañarse á la soli- 
citud los planos por duplicado de plantas, fa- 
chadas, secciones y Memorias, justificando de- 
talladamente la solidez y seguridad de la cons: 
trucción que se e A Dichos planos estarán 
acotados 6 irán firmados por peritos legal mente 
autorizados y por el propietario ó representante 
legal del mismo. , , 

Art. 711. Concedida que sea la licencia, se 
entregará al propietario uno de los planos du- 

licados 6 Memoria, con la firma del alcalde, 
el arquitecto municipal y sello del Ayunta: 
miento. ] 

Art. 712. Cuando próximos á la finca que se 
trate de edificar se hallen instalados hilos tele: 
gráficos, telefónicos, cañerías de agua, gas ú 
otros servicios generales, estorbando la coloca- 
ción de andamios, se hará mención de estas cir: 
cunstancias en la solicitud de licencia para pre- 
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venir convenientemente los perjuicios que pu- 
dieran irrogarse al servicio público. 

Art. 713. Toda licencia de obra de nueva 
planta llevará consigo el compromiso de abo- 
nar cuantos gastos se ocasionen como conse- 
cuencia de la obra en la vía pública, en sus ace- 
ras, empedrados, paseos, cañerías de gas y de 
agua, faroles, hilos telegráficos y telefónicos, 
Pp antaciones y todos los objetos de servicio pú- 

lico qun fueran deteriorados. 

Art. 7114. Veinte días después de entregada 
la solícitud y los documentos que se exigen para 
su presentación, el propietario podrá comenzar 
la obra conforme á dichos documentos, á no ser 

ue se le hubiere notificado alguna disposición 
ú orden del alealde. 

Art. 715. El propietario se sujetará en un todo 
á las condiciones marcadas en la licencia, así 
como á las que se le comuniquen por el alcalde 
durante el curso de la obra, por si en este tiempo 
ocurrieren cirounstancias no previstas que per- 
quna0ea á la seguridad 6á la salubridad pú 

ica. 

Art.716. Toda licencia de obra de nueva plan- 
ta queda sujeta á una comprobación final por el 
arquitecto municipal; si las condiciones en aqué- 
la fijadas se han cumplido, se hará constar así 
en dicha licencia con nota marginal, expidién- 
dose después al propietario de la finca la opor- 
tuna certificación de aquel acto. 

Art. 717. Las obras de nueva planta que se 
ejecuten sin la competente licencia, dando lugar 
á ser penado por la ley el contraventor, serán 
suspendidas en el momento en que por el alcalde 
Ó sus delegados se dé la orden oportuna, fir- 
mando el enterado el dueño, constructor ó en- 
cargado de las obras. Pedida después por el pro- 
pietario la licencia y concedida por el alcalde, 
aquél abonará todos los gastos y perjuicios que 
hubiere causado en la vía pública, con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 713, y los derechos de 
licencia, que serán en este caso del doble al cuá- 
druplo de los marcados en las tarifas. 

Art. 718. Si un propietario, al haber construl- 
do sin licencia, lo hubiera verificado fuera de 
alineación y de lo preceptuado en esta Ordenan- 
za, se dispondrá desde luego la total suspensión 
de la obra ejecutada y su demolición, que á.cos- 
ta del propietario dará principio dentro del pla- 
zo de cuarenta y ocho horas, no teniendo aquél 
derecho á reclamación de ningún género por los 
perjuicios que se le hayan irrogado. 

Art. 719. Las licencias de obras de nueva plan- 
ta deberán ser precisamente registradas y ano- 
tadas en la Tenencia de Alcaldía del distrito. 
Cumplida aquella formalidad, la licencia estará 
siempre en el sitio donde los trabajos se ejecu- 
ten, para ser presentada cuando se pida por el 
alcalde ó sus delegados. 

Art. 720. Concedida á un propietario la licen- 
cia para construir en un solar de su propiedad, 
no necesita ninguna otra especial pa cualquier 
trabajo que tenga por objeto realizar el pensa- 
miento, bajo el cual se han ejecutado los planos 
y Memorias acompañados al solicitar del Ayun- 
tamiento la licencia de construcción. 

Art. 721. Las licencias de que no se haga uso 
en el término de seis meses de la fecha de expe- 
dición quedan nulas y sin efecto. 


8."—Condiciones generales de la construcción en 
obras de nueva planta. 


Art. 722. Todo muro de cimentación se fun- 
dará sobre terreno firme natural ó artificial. 

Art. 728. Cuando el terreno firme se encuen- 
tre próximo á la rasante de la calle, la funda- 
ción del cimiento de los muros que linden con la 
vía pública no podrán tener menos de un metro 


de profundidad. Si la rasante de la calle tuviera 
mucho desnivel, podrá banquearse dicho cimien- 
to, pero en ningún punto tendrá menos del metro 
acordado. 

Art. 724. En los muros ó tapias que linden 
con la vía pública, sirviendo sólo de cerramien- 
to y no excediendo su altura de cuatro metros, 
no podrá cimentarse á una profundidad menor 
de cincuenta centimetros por bajo de la rasante 
oficial. 

Art. 725. Cuando sea preciso rellenar ó terra- 

lenar algún terrenoadosado á una constracción 

indando con la vía pública, se verificará con 
tierras, escombros ó materiales de suficiente con. 
sistencia y convenientemente dispuestos. 

Art. 726. Si después de acabada la obra se 
produce por causa de la mala ejecución del te- 
rraplén algún hundimiento en los empedrados, 
2C0ras y paseos, ó algún desperfecto en las ca- 
ñerias de agua ó de gas, ó en cualquier objeto 
del servicio público, el propietario queda obli- 
gado á hacer la reparación á su costa. 

Art. 727. Las fachadas, traviesas, pisos y ar- 
maduras de los edificios se construirán con ma- 
teriales de buena calidad y serán ejecutados con 
todas las reglas del arte. Sus dimensiones serán 
las bastantes para la solidez y salubridad de di- 
chos edificios, según el objeto á que se destinen, 

Art. 728, Las fachadas de las casas, tapias Ó 
verjas de cerramiento que linden con la vía pú- 
blica tendrán un zócalo de cantería por lo me- 
nos de 50 centimetros sobre la rasante y 20 pz 
bajo de ésta. Cuando la calle tenga un gran des- 
nivel, podrá banquearse el zócalo de cantería; 
peEo en nigún punto dicho zócalo tendrá menos 
de la sobre la rasante y 20 por bajo 

e ella. 

Art. 729. Las tapias de cerramiento de solares 
lindantes con la vía pública, además de ir asen- 
tadas sobre el zócalo de piedra de que se ha he- 
cho mérito en el artículo anterior, se decorarán 
convenientemente, á fin de que no presenten mal 
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rt. 730. Los muros de las fachadas de las ca- 
sas que linden con la vía pública serán de pie- 
dra, fábrica de ladrillo ó entramados de hierro 
ó madera; pero si se construyen de esta última 
clase se refrentarán con fábrica de ladrillo de 14 
centímetros porlo menos de espesor exteriormen- 
te y un chapado de ladrillo á panderete por el 
trasdós. 

Art. 781. Se prohiben los entramados al des- 
cubierto; pero en construcciones ligeras, pabe- 
llones, kioscos, estufas de plantas, dependen- 
cias, etc., podrán tolerarse, si se hallan aislados 
de las propiedades contiguas. El alcalde en cada 
caso, previo el informe del arquitecto munici- 
pal, autorizará las construcciones de este género 
que estime convenientes. 

Art. 732. También podrá el alcalde, previos 
los informes necesarios, autorizar la construc- 
ción de cobertizos de madera para talleres en el 
interior de los solares, debiendo situarse estas 
construcciones á cuatro metros de la línea de fa- 
chada, separados un metro por lo menos de las 
propiedades contiguas, y prohibiéndose en ab- 
soluto que puedan destinarse en ningún caso á 
viviendas. 

Art. 783. Tanto en los espesores, clase de ma- 
teriales que han de emplearse en las construc- 
ciones, como en los detalles de las mismas, los 
propietarios y constructores se ajustarán en un 
todo á los planos por ellos presentados y apro- 
bados por el Ayuntamiento. Si durante el curso 
de la obra se quisiera hacer alguna reforma 
útil, el propietario expondrá los motivos y se 8u- 
jetará á una nueva aprobación, que seguirá los 
mismos trámites que la licencia anterior. 
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Art. 734, Los muros contiguos á otras pro- 
iedades serán de fábrica de ladrillo ó entrama- 
os con hierro, excluyéndose en absoluto el em- 

pleo de la madera. 

Art. 785.. Estos muros de contigúidad se ele- 
varán por lo menos 40 centímetros por encima 
de la superficie de la cubierta con fábrica de la- 
drillo. En el caso de que la casa de que so trata 
esté un metro á lo menos más alta que la media- 
nería, podrá dispensarse esta obligación. 

Art. ES. Queda absolutamente prohibido des- 
tinar á viviendas las buhardillas, no debiendo 
colocarse en el peralte de las armaduras más que 
buhardillas trasteras, á cuyo fin no se permitirá 
la construcción de cocinas ni excusados. 

Art. 737. Para el exacto cumplimiento del ar- 
tículo anterior, el alcalde deberá una vez al año, 

or lo menos, girar visitas por medio de sus de- 
lo ados á las armaduras de las casas. 

rt. 738, Alextremo de las vertientes de las 
cubiertas se colocará una línea ó canalón de 
hierro, plomo ó cinc, suficiente en su forma y 
dimensiones para recibir y conducir á las baja- 
das, que serán también de cualquiera de los ma- 
teriales indicados, las aguas que se recojan en 
la cubierta. Las bajadas correspondientes á los 
faldones de las primeras crujías de la fachada se 
adosarán á ésta interior ó exteriormente; y en 


este último caso, en la altura de la planta baja 
no sobresaldrán de la línea de fachada. 
Art. 789, Estas bajadas acometerán por me- 


dio de atarjeas á la alcantarilla general; en los 
sitios donde todavía no se halle construida di- 
cha alcantarilla, verterán por debajo de la ace- 
ra, la que para estos casos se construirá con 
sujeción al modelo aprobado por el Ayunta- 
miento. 

Art. 740. Las bajadas de aguas pluviales de 
los patios verterán igualmente en las atarjeas 
que desagúen en la general; y donde no se halle 
construida ésta, serán conducidas en la forma 
que en cada caso sea más conveniente á verter 
pur debajo de la acera del modo que se expresa 
en el artículo anterior, prohibiéndose termi- 
nantemente lo hagan por medio de los pozos 
absorbederos en los pozos negros ó colectores 
DO UnecOS exclusivamente á las materias fe- 
cales. 

Art. 741. Asimismo se prohiben en las corni- 
sas los canalones salientes que viertan las aguas 
de las cubiertas directamente á la calle. 

Art. 742. Las escaleras se dispondrán, á po- 
der ser, de tiros rectos, espaciosas, suaves y 80- 
bre todo bien iluminadas; en las llamadas de ojo, 
cuando la superficie de éste no llegue al octavo 
de la planta de la caja de escalera, deberá ilumi- 
narse directamente, es decir, tomar luces de pa- 
tio ó calle, pero nunca cenitales. El ancho míni- 
mo de los tramos, contando desde el pasamanos 
hasta el muro de la escalera paralelo á éste, será 
el necesario para que puedan pasar cómodamen- 
te dos personas á la vez. 

En cuanto á los materiales empleados para la 
construcción de las escaleras, habrán de ser pre- 
cisamente de la clase que se fija en esta Orde- 
nanza. 

Art. 748. Los antepechos de balcones, gale- 
rías, rejas y barandillas de escalera podrán ser 
balaustres ó de dibujo á voluntad del propieta- 
rio, pero en todos los casos no se permitirá que 
los vanos excedan de 12 centimetros. 


4.— Ascensores. 


Art. 744. Toda nueva instalación será dirigi- 
da por facultativos legalmente autorizados, ar- 


quiécto é ingeniero industrial, que respondan 
e la seguridad de su sistema. 


Art. 745, Se proscribirán por completo los as- 
censores de equilibrio + api mecánico, es de- 
cir, aquellos en que toda la carga descansa enci- 
ma del edificio, y en que sometidas todas sus 
partes á la tracción constante de los contrape- 
sos, la rotura del vástago produciría un desequi- 
librio, y el aparato se estrellaría en el techo de 
la escalera. 

Se emplearán únicamente los de equilibrio in- 
ferior mecánico, hidrodinámico, hidrostático 6 
de compensador hidráulico, provistos siempre 
los pistones de un alma en el interior para pre- 
caver el caso de su rotura. 

Art. 746. A ser posible, se colocarán los as- 
censores, no en las cajas de las escaleras, sino en 
espacios convenientemente preparados para ellos 
al hacer la distribución de las casas, ó al exte- 
rior de los patios donde la amplitud de éstos lo 
permita: En uno y otro caso los desembarques 

e las mesillas llevarán vidrieras de abre y cie- 
rre automático, das cuajen todo el hueco, con 
resbalones que sólo los abra el ascensor al llegar 
á cada piso. 

Art. 47. Cuando los ascensores se coloquen 
en los ojos de la escaleras, mediará entre los ha- 
ces exteriores de los pasamanos de éstas y los 
PPC también exteriores del camarín, una 

istancia de 40 centimetros, incluso en los puen- 
tecillos de desembarque. 

Art. 748. En caso de no permitir el ojo de la 
escalera dejar el espacio marcado en la cláusula 
anterior, se colocarán barandillas suplementa- 
rias, de protección, lo bastante elevadas para 
impedir el que cualquier persona saque el cuer- 
po fuera, cuidando para ello de colocar tela me- 
tálica, ó de que sea la barandilla de adorno ó 
malla e espesa. 

Art. 749. La cañería de entrada del agua des- 
de la general, estará provista do una ventosa au- 
tomática para dejar salir el aire, y además de 
un grifo ventosa á mano. 

Art. 750. El tubo de alimentación que va del 
distribuidor al receptor, será de cobre y no de 
pomo, para evitar con la rotura de éste el rápi- 

o descenso del camarín. 

Art. 751. Se dispondrá condena en la mani- 
obra de los ascensores, en términos que funcio- 
ne con las puertas de embarque y desembarque 
de la escalera para que cuando estén abiertas no 
pueda funcionar el aparato. 

Art. 752. Dichas portezuelas llevarán resba.: 
lones automáticos que sólo se abran á la parada 
y cope del ascensor en las mesillas. Irán además 

ichas portezuelas provistas de timbres eléctri- 
cos que avisen cuando estén abiertas, y que de- 
jen de sonar cuando se cierren. 

Art. 758. Se construirán los puentecillos vo- 
lados de acceso al ascensor, giratorios hacia 
arriba para que cedan al subir el camarín, si por 
descuido se asomase una persona. 

Art. 754. Se proveerá el camarín de un tim- 
bre eléctrico que suene siempre que baje el as- 
censor. 

Art. 755. Se dispondrán todos los camarines 
con techo, y en los que no lo tuvieren se desvia- 
rán los travesaños superiores para que resulten 
á la distancia del pasamanos que indica el ar- 
tículo 747. 

Art. 756. Del cumplimiento de todas estas dis- 
posiciones y de la buena conservación de los 
aparatos, se hará responsables á los propietarios 
de las fincas donde se establezcan ascensores, y 
á los porteros nombrados por los mismos, de- 
biendo preceptuarse que en los edificios de algu- 
na importancia, como hoteles, oficinas, circu- 
los, etc., haya un conductor que suba con el 
aparato. 
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5. "—Precauciones contra ¿ncendios en casas de 
nueva planta. 


Art. 757. Los hogares, campanas, hornos de 
cocina, chimeneas francesas, etc., estarán perfec- 
tamente aislados de todo material combustible, 
tanto en los suelos como en los respaldos, no pu- 
diendo entrar en su construcción ningún mate 
rial leñoso. — , 

Art. 758. Las chimeneas y hogares de cocina 
deberán adosarse á muros de piedra ó fábrica de 
ladrillo, y en el caso de no ser posible esto y de 
que haya precisión de arrimarlos á paredes en- 
tramadas con maderas, se dispondrán los hoga- 
res y subidas de hamos de modo que sobre el 
grueso de dicho entramado se construya un nue- 
vo tabique de ladrillo hueco del ancho del hogar, 
hasta el asiento de los pedestales para los rema.- 
tes ó caperuzas sobre la cubierta. 

rt. 759. Los hogares de cocina deberán si- 
tuarse sobre una bóveda de ladrillo apoyada en 
dos muretes de fábrica, con cadenas de hierro 6 
sobre un macizo de fábrica cualquiera, con tal 
que en su composición no entre la madera, cuyo 
empleo sólo podrá permitirse en los llamados 
pilarotes de fogón; en las chimeneas francesas 
es preciso dejar un espacio por lo menos de 14 
centímetros entre la planta del hogar y el suelo, 
rellenándolo con ladrillo hueco ó tubos de barro, 
para evitar se comunique el calor á los pisos; se 
embrochalarán además los maderos de suelos en 
una extensión que mida 14 centimetros más por 
cada lado que el ancho y largo del hogar y con 
hierros de T ó escuadra se construirá un asiento 
especial para dicho hogar. 

rt. 7 Cada chimenea tendrá una subida 
de humos independiente. 

Art. 761. Los tubos para subidas de humos se- 
rán de fábrica ó de barro cocido, perfectamente 
enchufados y cogidas las puntas, debiendo ade- 
más defenderse estos tubos con un tabique sen- 
cillo en toda su altura. Si los mencionados tubos 
fueran de palastro, se dispondrán dentro de 
otros de barro, M si de fundición de hierro, de- 
fendidos también con el tabique sencillo ante- 
riormente citado. k 

Art. 762. Al atravesar estas subidas de humo 
los entramados horizontales ó inclinados, se 
construirán brochalados de modo que quede un 
espacio por lo menos de 10 centímetros entre la 
superficie del tabicado antes dicho que ha de re- 
vestir las subidas y toda madera; Poio que se 
rellenará con fábrica sostenida con hierro en la 
forma que en cada caso estime conveniente el 
director de la obra. 

Art. 763. Las subidas de humos, que se pro- 
curará sean verticales, se elevarán por lo menos 
un metro sobre la vertiente del tejado. Cuando 
salgan arrimadas á muros de contigúidad, do- 
minará su altura la casa inmediata, no siendo 
OS dar salida 4 los humos por fuera de 

ichos muros contiguos, á calles ni aun á patios, 
cuando causen incomodidad al vecino. 

Art. 764. Los tubos de subida de humos esta- 
rán siempre colocados por el interior de los edi 
ficios, y saldrán al exterior precisamente por las 
cubiertas y nunca por las fachadas. 

Art. 765. Los remates de las chimeneas sobre 
las cubiertas se retirarán lo menos 1'50 metros 
del filo interior de las fachadas que linden con 
la vía pública. 

Art. 766. Cuando se construyan hogares 6 
chimeneas adosados á un muro de contigúidad, 
aun cuando sean incombustibles, no se ei 
rá hacer en éste roza alguna, siendo obligación 
del dueño la demolición á su costa de las cons- 
truídas contraviniendo á esta regla. 

Art. 767. Si á pesar de haberse observado lo 
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ne queda dispuesto sobreviniese siniestro por 
escuido en la limpieza de las chimeneas ó dis- 
posición de las mismas, los dueños de las fincas 
serán responsables del daño causado. 

Art. 768. Las subidas de humos de los hoga- 
res de las cocinas y de toda clase de chimeneas, 
deberán limpiarse por cuenta de los propieta- 
rios dos veces al año. 

Art. 769. Será obligación precisa que en los 
extremos de las vertientes de las cubiertas de la 

rimera crujía de la fachada, alrededor de todos 

os vanos que los patios determinen en las cu- 
biertas y en los muros de contigiidad que peral- 
ten más que las casas inmediatas, se dispongan 
barandillas de hierro galvanizado en perfecto 
estado, á fin de que sirvan de quitamiedos y 
paracaídas á los obreros, tanto para la repara- 
ción de las cubiertas, como para los casos de si- 
niestro ó incendio. 
Art. 770. En las cubiertas cuya pendiente sea 
re E de 30 grados, se pondrán además ganchos 
de hierro galvanizado, perfectamente sujetos á 
las armaduras para seguridad de los obreros. 
Art. 771. Serán responsables los propietarios 
de fincas de los accidentes que pudieran ocurrir 
y que tengan por causa el mal estado de conser- 
vación de dichos paracaídas y ganchos. 
Art. 772. En todas, las construcciones se de- 
jará una salida á las cubiertas independiente de 
toda vivienda 6 habitación cerrada, de fácil ac- 
ceso y próxima á la escalera. 
Art. 173. Las caras interiores de los pares de 
las armaduras, entablados y en general todas 
las maderas y sus apoyos, estarán cubiertos con 
una capa de yeso de buen espesor. 
Art. 774. En la construcción de las escaleras 
no se consentirá que sean entramados de made- 
ra los muros que determinan su caja, debiendo 
ser precisamente de piedra, fábrica de ladrillo 
ó entramados con hierro; tampoco el armado de 
dichas escaleras será de madera, sino igualmen- 
te de piedra, fábrica de ladrillo ó hierro, permi- 
tiéndose el empleo de aquel material para las 
la ó huellas de los peldaños y para sus ta- 
iques. 
rt. 775. En toda casa de dos ó más pisos 
cuya superficie exceda de 600 metros, será obli- 
ación precisa disponer por lo menos dos esca- 


eras, 
Art. 776. Queda terminantemente prohibido 
colocar las porterías debajo de los tiros de las 
escaleras, así como disponer hogares, encender 
braseros y tener lumbre en dichos sitios. 
Art. 777. Asimismo se prohibe que las tien- 
das tengan comunicación con los pasos interio- 
res y caja de escaleras. 


6."—Reglas de higiene á que han de sujetarse las 
construcciones de nueva planta. 


Art. 778. La edificación de casas que sólo ten- 
gan una fachada á la vía pública deberá dispo- 
nerse de modo que un 15 por 100 cuando menos 
de la superficie del solar quede al descubierto 
en forma de patios. 

Art. 779. Si la casa tuviere dos 6 más facha- 
das exteriores, la condición anterior podrá con- 
vertirse en la de relación del número de metros 
lineales de todos los muros exteriores con el de 
metros superficiales que mida el solar, cuya re- 
lación no podrá ser menor de un metro lineal 
por cada 10 metros superficiales. j 
Art. 780. Todo patio del que tomen luz y aire 
las piezas destinadas á dormitorios, deberá te- 
ner, cuando menos, 20 metros superficiales en 
las casas que consten en su altura de tres ó cua- 
tro pisos sobre el bajo, y 30 en las que tengan 
cinco pisos, también contados sobre la planta 
baja; la menor dimensión de dichos patios será 
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de dos metros y medio para los primeros y Cua- 
, tro para los segundos. 

Art. 781. Todo Pato que sirva para ilumi- 
nar cocinas deberá comprender como mínimum 
ocho metros de superficie, no midiendo menos 
de dos metros el menor de sus lados. 

Art. 782. Los patinillos por los que exclusi- 
vamente se hallen iluminados y ventilados los 
retretes, vestíbulos y corredores, tendrán á lo 
menos cuatro metros superficiales, 

. 783. En el último piso del cuerpo del 
edificio podrá tolerarse que las piezas que sir- 
van de habitación reciban luz y aire de los pati- 
nillos de que se habla en el artículo anterior. 

Art. 784, Queda prohibido establecer arma- 
duras para cubiertas de cristales en los patios y 

atinillos por cima de la altura de la planta baja, 

no ser que se hallen provistas de bastidores 
ventiladores de caras verticales, cuyo vano no 
sea inferior al tercio de la superficie del patio ó 
patinillo y de 40 centímetros de altura. 

Todos los patios y patinillos podrán cubrirse 
á la altura de la planta baja, pero también se 
hallarán provistos de ventiladores dispuestos 
del modo que el constructor crea más conve- 
niente. 

Art. 785. En las construcciones destinadas á 
habitación, los cimientos y los muros hasta un 
metro del suelo deberán ejecutarse con materia.- 
les duros trabados con mortero hidráulico. 

Art. 786. Los sótanos de las casas estarán 
ventilados por lumbreras verticales dispuestas 
en los filos de las fachadas, de las dimensiones 
necesarias en cada caso para que haya luz y 
ventilación suficientes, no pudiendo bajo nin- 
gún concepto destinarse para viviendas, siem- 
pre que lo que se halle enterrado por bajo de la 
rasante no sea inferior á la mitad de su altura, 
la que en ningún caso podrá medir menos de 
tres metros 50 centimetros. 

Art. 787. En las habitaciones semisubterrá- 
neoas, el pavimento se formará con una capa de 
cemento sentada sobre escombros ó carbonilla; 
encima de ésta se fijarán restrelos de madera, á 
los que se clavará un entarimado; las paredes 
de estas habitaciones, hasta la altura de un me- 
tro y 12 centímetros por cima de la rasante de 
la calle, se tenderán también con cemento. 

rt. 788, Las piezas destinadas á dormito- 
rios en los pisos semisubterráneos se hallarán 
rovistas de lumbreras verticales, recibiendo 
uz y ventilación directas de la calle ó patios que 
no se hallen cubiertos. 

No se consentirá que las habitaciones semi- 
subterráneas, de que se habla en los artículos 
anteriores, tengan entrada directa por la vía 
pública. Los huecos y lumbreras de estas habi- 
taciones y de los sótanos, tanto interiores como 
exteriores, tendrán rejas de hierro y bastidores 
con tela metálica. 

Art. 789. Cuando el suelo de la pana baja se 
disponga sobre el terreno natural ó terraplén, 
el Emento se formará según se indica en esta 
Ordenanza. 

Art. 790. Las piezas destinadas á dormito- 
rios en las plantas bajas se iluminarán y venti- 
larán directamente, y su buque no será menor 
de 20 metros. 

Art. 791. Las demás piezas de los diferentes 
pisos de una casa destinadas á dormitorios, no 
pocrda tener menos de 18 metros cúbicos de ám- 

1to por cada cama que en ellas se coloque. Es- 
tas piezas tendrán luz y ventilación directas, y 
cuando esto no sea posible, sus puertas deberán 
construirse con montantes. 

Art. 792. Las paredes y techos de las piezas 
destinadas á dormir, precisamente se estucarán 
Ó pintarán al óleo; y si por circunstancias espe- 
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ciales de la construcción no fuera esto posible 
en su totalidad, se hará por lo menos en un zó- 
calo de 1'20 metros, 4 contar desde el piso. Los 
ángulos entrantes de estas piezas estarán re- 
dondeados. 

Art. 798. Los ventanillos de medianería nun- 
ca podrán considerarse como medios de venti- 
lación. 

Art. 794. Las cuadras, establos ó cocinas si- 
tuadas en las plantas bajas tendrán un cañón 
de chimenea ó tubería de ventilación que rema- 
te por lo menos un metro sobre la cubierta del 
edificio. 

Art. 795. Cualquiera que ses la importancia 
de la casa que se construya, serán condiciones 
precisas é indispensables: 

1.* Que todas las habitaciones tengan sus re- 
trotes en una pieza destinada á este objeto con 
luz y ventilación de los patios ó patinillos. 

2. Po estos retretes sean inodoros. 

8." Que las tuberías de bajada sean de plomo 
ó hierro, solladas ó enchufadas perfectamente, 
prohibiéndose en absoluto las tuberías de barro. 

4.* Que estas tuberías de bajada se prolon- 
fuen un metro á lo menos por cima de las cu- 

iertas, y que antes de acometer á los pozos de 
registro se disponga en ellas un sifón. 

5.* Queen los sitios donde se halle construí- 
da la alcantarilla general y sea posible su dispo- 
sición, las bajadas de aguas acometan á la de di- 
chos retretes; y 

6.* Que el piso y un zócalo de un metro 12 cen- 
timetros de altura, á contar desde el pavimento 
en las piezas destinadas á retretes, estén revesti- 
dos con cemento. 

Art. 796. Quedan prohibidos terminantemen- 
te los retretes llamados de vecindad, así como 
los do construcción á la italiana. 


1.—Obras de reforma. 


Art. 797. Las obras de reforma necesitan para 
su ejecución licencia expedida por el alcalde. 
Esta licencia seguirá los mismos trámites esta- 
blecidos para las obras de nueva planta, siendo 
por tauto aplicables á éstas los artículos 715 al 

1 de la presente Ordenanza. 

Art. 7 Con la solicitud de licencia para 
las obras de reforma se acompañarán por dupli- 
cado los planos de pei fachada y secciones 
á escala de 1/100, y los detalles que sean preci- 
sos para la más clara inteligencia de la obra 

ue 8e pretenda llevar á cabo, á la mínima de 
1/50. En estos planos se marcarán con tinta ne- 
gra las construcciones existentes, y con roja, 
amarilla y azul las proyectadas de nuevo, se- 
gún sean respectivamente de fábrica, de madera 

ierro. 
di Art. 799. Concedida por el alcalde la licencia 
que se solicite para obras de reforma, se devol- 
verá al interesado uno de los ejemplares de los 
planos firmado por el alcalde, por el arquitecto 
municipal y sellado con el del Ayuntamiento. 

Art. 800. En las obras de reforma se distin- 

uirán tres casas: 1.”, en casas que se hallen en 

a alineación oficial; 2.?, en casas que hayan de 
avanzar; y 3.”, en casas que se retiren de dicha 
alineación. 

Art. 81. En las casas que se encuentren en 
la alineación oficial, log propietarios pueden re- 
formar el todo ó parte de la construcción, tanto 
interior como exteriormente, previa la solicitud 
acompañada de los medios necesarios de que se 
hace mérito en los arts. 797 al 799, siempre que 
no se opongan á las reglas gonerales de 20n8- 
trucción y ornato. , 

Art. 802, También podrán los propietarios de 
casas que se hallen en la alineación oficial, au- 
mentar el número de pisos de sus fincas, cuando 
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lo permita el ancho de la alineación oficial de 
la calle y con sujeción á lo preceptuado en esta 
Ordenanza respecto á las construcciones de nue- 
va planta. 

Art. 803. En las casas que deban avanzar po- 
drán permitirse toda clase de obras interiores y 
exteriores de reforma y consolidación cuando se 
eumplan las condiciones siguientes: 

1.* Que en ningún punto sea menor de un 
metro 5U centímetros la distancia entre la facha- 
da y la alineación oficial medida sobre la normal 
á esta última. 

2,* Que el propietario adquiera del Ayunta; 
miento la zona de terreno hasta la alineación 
oficial. 

3. Que el propietario establezca una verja 
de hierro sentada sobre un zócalo de piedra, si- 
tuado en la alineación oficial, levantando por 
su cuenta los trozos de las medianerías que que- 
den en descubierto y decorándolos conveniente- 
mente. 

Art. 804. Si lo que la casa debe avanzar no 
excede de 10 á 14 centímetros, impidiendo el es- 
tablecimiento de una verja, podrá reengruesar 
la fachada en planta baja 6 adelantarla con las 
portadas de las tiendas. 

Art. 805. Fuera de estos casos, las fincas que 
hayan de avanzar para colocarse en la nueva 
alineación, estarán sujetas á las mismas condi- 
ciones que las que se fijan en los siguientes ar- 
tículos para las que se retiran. 

Art. 806. Nose podrá efectuar ninguna clase 
de obras que tiendan á consolidar ó reforzar la 
construcción en la fachada, partes de las me- 
dianerías y crujías de las casas que afecte la 
alineación oficial, que tengan que remeterse 
para situarse en dicha alineación. 

Art. 807. Se comprenden en las obras que no 
deben ejecutarse por consolidar ó reforzar la 
construcción indicada en el artículo anterior: 

1. La construcción de muros ó contrafuertes 
que refuercen ó amparen los cimientos ó la for- 
mación de sótanos abovedados. 

2. La construcción de pilares de ladrillo 6 
piedra, la introducción de sillares, pies dere- 
chos, umbrales de madera ú otros análogos en 
las plantas de sótano y baja, comprendiendo las 
fachadas, primera crujía y muros que la deter- 
minan. 

3. Las obras de desmontes de los pisos altos 
y remetidos de voladizo, etc. Estas, sin embar- 
g0, podrán autorizarse si la parte que se inten- 
ta desmontar amenaza la seguridad de los tran- 
Seuntes. 

4. La colocación de tirantes, gatillos, escua- 
dras y toda clase de obras destinadas á unir 6 
atirantar la fachada y primera traviesa con el 
interior de la construcción. 

Art. 808. Sien lugar de fachada de casa es 
ún muro de cerramiento, queda también prohi- 
bido hacer en el interior de la finca ninguna 
obra que pueda afectar á la nueva alineación, 
D1 convertir dicho muro en fachada bajo ningún 
pretexto. 

Art. 809. En las casas cuya alineación deba 
remeterse se podrá autorizar la elevación de 
Uno Óó más pisos cuando lo permita el ancho ac- 
tual de la calle en la parte correspondiente al 
frente de-la casa y las condiciones de estabilidad 
de los muros; pero sin que esto sirva de pretexto 
para reforzar las fachadas viejas ni hacer en 
ellas variación de huecos. 

Art, 810. Sólo podrán autorizarse en las fa- 
chadas de casa salientes de alineación oficial las 
obras de revoco, recomposición de aleros, cana- 
lones, bajada de aguas pluviales, portadas y 
muestras de tiendas, cuando detrás de ellos no 
se oculten tirantes, grapas y cualquier otro re- 


fuerzo atirantado de la fachada con el interior 
de la construcción, y como se ha dicho, la re- 
construcción de los machos de medianería cuan- 
do por causa de derribo de las casas inmediatas 
amenazasen ruina. 

Art. 811. A excepción de la fachada, partes 
de las medianerías y traviesas á quienes afecte 
la alineación oficial, podrán ejecutarse en las 
casas que se hallen fuera de la alineación oficial 
todas las obras de reforma ó refuerzo que sus 
dueños deseen. 

Art. 812, Todo propietario autorizado para 
hacer obras de reforma exteriores en casa fuera 
de alineación, avisará al alcalde el día en que 
las obras han de comenzarse, aviso que suscri-- 
birá el director facultativo que ha de encargar- 
se de la obra. 

Art. 813. No podrá llevarse á cabo obra al- 
guna en casa fuera de alineación durante la 
noche sin una licencia especial del alcalde. 

Art. 814. Las obras que se ejecuten en el in- 
terior de las casas sin la correspondiente licen- 
cia serán suspendidas, siendo responsable el due- 
ño, según haya lugar, si estos trabajos tendie- 
En á variar ó reformar el sistema de construc- 
ción. 


OAP. VI.—Calles particulares. 


Art. 815. Son calles particulares las que uno 
Óó varios propietarios de terrenos más ó menos 
extensos abran á través de los mismos para bo- 
nificar los solares, ya estén aquéllos situados 
en Madrid y en su zona de ensanche, ó en el ex- 
trarradio y su término. 

Art. 816. Se dividen dichas calles en dos cla- 
ses: á la primera pertenecen aquéllas que ten- 
gan entrada por sus dos extremos, dando á vías 
redee ya establecidas; y á la segunda aqué- 

las que solamente tengan entrada por un solo 
extremo, quedando cerrada su salida á otra vía 
pública. 

Art. 817. Unas y otras podrán trazarse en la 
dirección que los interesados tengan por conve- 
niente. Su ancho no podrá ser menor de 10 me- 
OS guardando paralelismo las líneas de fa- 
chada. 

Art. 818. Dichas calles podrán ser designa- 
das por los propietarios con sus propios nom- 
bres ú otros que les convengan, siempre que no 
ses igual á ninguno de los que distinguen las 
vías públicas ya establecidas. 

Art. 819. Para la apertura de las calles par- 
ticulares es preciso obtener licencia del Ayun- 
tamiento; ósta se solicitará acompañando por 
duplicado el plano de las mismas en que se de- 
signen además los solares de ambos Jados, todo 
en escala de 11200, y una Memoria descriptiva. 

En los ángulos de las entradas que no lleguen 
á 90%, se establecerán chaflanes de cinco metros 
por lo menos. 

Art. 820, Los propietarios de estas calles que- 
dan obligados á establecer y conservar los ser- 
vicios de aceras, empedrados, alcantarillas, bo- 
cas de riego y sus cañerías, alumbrado público, 
etcétera, adoptando como tipos los de la vía 
pública por donde LanEa la principal entrada. 

Las rasantes de las calles, las dimensiones de 
las alcantarillas y su construcción y la disposi- 
ción del alumbrado, serán prescritas por el 
Ayuntamiento, previo dictamen de sus faculta- 
tivos en los respectivos ramos. El Ayuntamien- 
to prestará únicamente los servicios de limpie- 
za, riego diario y vigilancia de seguridad de los 
vecinos, así como el de encender y apagar el 
alumbrado. . 

Art. 821. Las casas y edificios de cualquier 
clase que se construyan en las precitadas calles 
estarán sujetos á obtener la correspondiente li- 
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cencia y cumplir las reglas generales sobre cons- 
trucción, seguridad, salubridad y policía urba- 
na que establece esta Ordenanza para las demás 
vias públicas. 

_Art.822. Si el propietario ó propietarios ce- 
diesen estas calles al Ayuntamiento con las for- 
malidades de escritura pública, cuyos gastos 
deben abonarse por mitad, entonces se encarga- 
rá el Ayuntamiento de la conservación y entre- 
tenimiento de todos los servicios públicos men- 
cionados, pero siempre establecidos á costa del 
propietario por primera vez. 

Art. 823. No podrán abrirse al tránsito pú- 
blico las callos, sin que previamente hayan sido 
reconocidas por los facultativos respectivos del 

ntamiento las obras ejecutadas referentes 
6 los servicios generales de alcantarillas, cana- 
lización de aguas, pavimento y alumbrado. 

Art. 824. Para la construcción de casas ú otros 
edificios han de cumplirse las mismas reglas ge- 
nerales que prescribe esta Ordenanza, solicitan- 
do las licencias para demoliciones, vallas, ali- 
neación, industrias, etc. 

Art. 825. Bajo ningún concepto ni á título de 
propiedad podrán interceptarse las embocadu- 
ras de las calles particulares con marmolillos, 
verjas ni otras construcciones que impidan la 
libre circulación de carruajes y estarán siempre 
sujetas á las mismas disposiciones de policía ur- 
bana AUS rijan para las demás vías públicas en 


Madri 

Art. 826. Tan pronto como en una de estas 
calles ya autorizadas se edifique una sola casa, 
el propietario de la calle queda obligado á esta- 
blecer en toda ella los servicios públicos antes 
expresados, sin cuya circunstancia no se conce- 
derá la correspondiente licencia para poder al- 
quilar ni habitar la casa construída. 

Art. 827. En el caso de que á los propietarios 
les conviniese construir en el interior de una 
manzana ó en plazas interiores, las edificacio- 
nes se sujetarán en sus alturas y número de pi- 
sos al ancho que tengan dichas plazas, enten- 
diéndose que éste y la entrada ó entradas por 
una de las vías públicas no podrán tener menos 
de 10 metros. 


CAP. VII.—Solares yermos. 


Art. 828. Son solares yermos los terrenos que 
en una población se hallen desiertos ó abando- 
nados, sin aplicación ni disposición para dar 
rentas ni fruto. 

Art. 829. Los solares dentro del antiguo Ma.- 
drid que se hallen comprendidos bajo el epígra- 
fe de este capítulo, quedan sujetos á las disposi- 
ciones do la ley 7.*, tit. XIX lib. TII de la Noví- 
sima Recopilación; Real cédula de 15 de Mayo 
de 1778; Ordenanza á los intendentes corregido- 
res de 13 de Octubre de 1749, y á la orden del Re- 
gente del Reino de 80 de Septiembre de 1842. 

_Art. 830. En consecuencia de las anteriores 
disposiciones, los agentes municipales ó cual- 
quier vecino denunciarán ante el alcalde los so- 
lares que se hallen en el caso del art. 829, para 
gus dicha autoridad obligue á los propietarios 

e los solares á que inmediatamente los cerquen 
y á edificar sobre ellos en el plazo de un año, á 
contar desde la fecha de la notificación. 

Art. 881. Si pasado este plazo los propieta- 
rios no hubiesen cumplido con la orden del al- 
calde, se procederá po el Ayuntamiento á la 
venta del solar en pública subasta, con la obli- 
gación de edificar sobre él en el término de tres 
meses desde el otorgamiento de la escritura, 
reintegrándose de los gastos que se hubiesen 
originado de colocación de valla, luces, guarde- 
ría, costas de la subasta y demás, con parte ó el 


todo, según los casos, del producto de la venta 
del citado solar. 

Art. 882. Igual procedimiento se seguirá con 
los solares abandonados y con aquellos que se 
encontrasen en litigio, pues no procede atempe- 
rancia alguna ante las dieporicionós citadas en 
el art. 829, toda vez que la Ordenanza municipal 
no permite consideración de fuero ni privilegio 
alguno. | 

rt. 883. En todos los casos antes expresa- 
dos, al incautarse el Ayuntamiento de los sola- 
res yermos, deberá hacer la inscripción corres- 
pondiente en el Registro de la propiedad para 
convertirse en acreedor refaccionario, á fin de 
resarcirse de los gastos de que se hace mérito en 
el art. 831. 

Art. 834. Los solares situados dentro de la 
zona del ensanche de Madrid no podrán clasifi 
carse como yermos hasta pasados doce años de 
la promulgación de esta Ordenanza. 

ranscurrido este plazo, serán aplicables los 
arts. 829 al 832 de esta Ordenanza á todos los so- 
lares del ensanche. 

Art. 885. Tan pronto como el Ayuntamiento 
haga la explanación de una calle del ensanche, 
los propietarios de los solares situados en ella 
los cerrarán con vallas de madera pintada al 
óleo, colocadas en la alineación oficial, acompa: 
ñando el desmonte ó terraplén, según los casos, 
en que la calle se haya abierto en el interior de 
un solar hasta una línea situada á dos metros 
por lo menos de la de dicha valla. 


CAP. VIIIL.—Construcciones en el extrarradio. 


Art. 836. Para toda edificación que se preten- 
da realizar en el extrarradio es necesaria la au: 
torización del Ayuntamiento. 

Art. 887. La petición se dirigirá por el pro- 
pietario al Alcalde, manifestando el sitio, objeto 
y condiciones de la edificación que se pretenda 
construir. 

Art. 838. Las obras se ejecutarán bajo la di- 
rección de facultativo legalmente autorizado 
quien suscribirá la instancia á que se refiere 
artículo anterior, en unión del propietario, que: 
dando por este hecho con la responsabilidad in- 
pd al cargo de director facultativo de la 
obra. 

Art. 889. Nose autorizará ninguna constru-- 
ción cuyo piso bajo no tenga 3'60 metros de al. 
tura por lo menos, no debiendo ser la de cual: 
quiera de los demás usos de que pueda constar 
aquélla inferior á 2'80 métros. , 

Art. 810. Terminada quesea la construcción, 
el propietario lo pondrá en conocimiento del al- 
calde, para que osta autoridad, provios lo3 in: 
formes que considore necesarios, conceda ó nie: 
gue la autorización para habitarla. 

Art. 841. Las disposiciones contenidas en el 
artículo correspondiente al presente capítulo 
son exclusivamente aplicables á las construc: 
ciones destinadas á viviendas; las que tengan 
por objeto el establecimiento de industrias, al- 
macenes, depósito de materias inflamables, et: 
cétera, so sujetarán á las especiales que pará 
cada caso se consignan en las presentes Orde- 
nanzas, 


TITULO VII 
ESPECTÁCULOS PÚBLICOS 
CAPITULO PRIMERO.—Espectáculos »n general. 


Art. 842. Para la celebración de toda class 
de espectáculos es indispensable el permiso de la 
autoridad competente. 


CAP. I1.—Funciones de toros. 
Art.'843. La dirección de la plaza correspon: 
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de á la autoridad que presida el espectáculo, 
siendo de su competencia proceder contra los 
infractores de lo prevenido en esta Ordenanza. 

Art. 814. La fuerza armada y los agentes de 
la autoridad que concurran á la plaza para el 
servicio y mantenimiento del orden público, es- 
tarán á las órdenes de la autoridad dns presida, 

resentándose á ella los jefes á su llegada, que 
deberá ser una hora antes, por lo menos, que la 
prefijada pera dar principio á la función. 

Art. 815. Para la debida seguridad y orden 
no se permitirán más personas en las localida- 
des que las que correspondan á cada una. La 
autoridad obligará á salir á las que excedan de 
este número. 

Art. 846. Todos los espectadores permanece- 
rán sentados durante la lidia. 

Art. 847. Se permite el tránsito por los pasi- 
llos, gradas y tendidos á los vendedores de 
agúa, naranjas, bollos y otros comestibles, pero 
no arrojar éstos de uno á otros puntos de la 
plaza. 

Art. 848. Se prohibe tener paraguas y som- 
brillas abiertos, arrojar fósforos, quemar abani- 
cos y cometer actos que puedan producir daño. 

Art. 849. En las funciones de toros, novillos, 
etcétera, se permitirán los brindis que los dies- 
tros dirijan á cualquier persona ó dorporación, 
siempre que primeramente hayan brindado á la 
autoridad que presida. 

Art. 850. Son aplicables á las funciones de la 
Aye las disposiciones relativas á la venta de 

illetes para los teatros. Además del despacho 
de la plaza, habrá por lo menos otro en el centro 

Madrid. 

Art. 851. Se prohibe que durante las funcio- 
nes de toros haya en las barreras de la plaza 
otras personas que los Os operarios y de- 
pendientes de la autoridad y los diestros de re- 
serva, aunque aquéllas supongan tener ó tengan 
permiso del empresario. 

Art. 852. Igualmente se prohibe arrojar á la 
pesa ningún objeto que pueda perjudicar á los 

diadores. 

Art.858. En las funciones de toros y novillos, 
ninguno de los espectadores podrá bajar á la 
a hasta que haya sido arrastrado el último 

o. 


Art. 854. No podrán tomar parte en las co- 
rridas de novillos los anciamos ni los niños me- 
nores de dieciséis años, prohibiéndose además en 
el redondel el uso de palos ú otros objetos con 
que se pues perjudicar á las reses. 

Art. 855. Si Eon algún incidente, la autoridad 
se viera obligada á suspender en todo ó en parte 
as funciones de toros ó novillos anunciadas, los 
espectadores serán indemnizados debidamente, 
si el motivo de la suspensión procediera de fal- 

cometidas por la empresa; mas si fuera de los 
llamados fortuítos, no tendrán derecho á la in- 
emnización referida. 

Art. 856. No podrá exigirse que se lidien más 
toros que los anunciados en programas y carte- 
les, ni el reemplazo de ningún lidiador que su- 
friera en la plaza alguna desgracia. 

Art. 857. Queda prohibido al público maltra- 
tar al ganado ¿cuando salte la valla. 

Art. Si las funciones se prolongasen has- 
ta el anochecer, la empresa dispondrá lo conve- 
Miente para que á dicha hora se hallen perfec- 
anta iluminados todos los pasillos y ga- 

As. 


Art. 859. Tanto la puerta principal, como la 
de caballos y sus contrapuertas, permanecerán 
completamente cerradas y con los vigilantes 
necesarios durante la lidia; la puerta llamada de 
arrastradero permanecerá también cerrada, ex- 
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cepto los momentos en que se utilice para el uso 
á que se destina. 

rt. 860, El encierro del ganado se verificará 
durante la época de las novilladas, ó sea desde 
el 1.? de Noviembre hasta Semana Santa, desde 
las diez á las doce de la noche; y desde esta hora 
á las tros de la madrugada durante la temporada 
de toros, ó sea desde el domingo de Pascua de 
Resurrección al 31 de Octubre. 

Art. 861. El ganado bravo vendrá acompaña- 
do del suficiente número de mansos y conducido 
por los vaqueros y peones necesarios. 

Art. 862, La conducción se hará por el arro- 
yo Abroñigal hasta entrar por el camino de la 
fuente del Berro en la zona de ensanche; en esta 

arte se cerrará el camino hasta la entrada á 
os corrales de la plaza de toros con valla de 
madera de 1'60 metros de altura, sujeta con pi- 
larotes, la que se quitará tan pronto como se 
haya dado suelta al ganado sobrante de las co- 
rridas. 

Art. 863. Queda terminantemente prohibido 
hostigar ó molestar las reses con gritos, palos ó 
pales así como dar golpes á la valla al paso 

el ganado, para evitar que se avispe y se salga 
de la dirección conveniente. 

Art. 861. El encierro se hará al paso hasta 
llegar al límite del ensanche, y desde este pun- 
to á los corrales de la plaza al trote, cuidando, 
sobre todo en este trayecto, de que las reses 
bravas vayan bien recogidas entre los mansos y 
los caballos. 

Art. 865. El mayoral encargado de la conduc- 
ción y el conserje de la plaza de toros serán res- 
ponsables personal y respectivamente de lo que 
ocurra por las malas disposiciones en la guía del 
ganado, ó por no tener las vallas en las condicio- 
nes de seguridad y solidez debidas. 


CAP. 111.— Teatros y salas de reunión. 


Art. 866. Bajo la denominación de salas de 
reunión y de espectáculos públicos se compren- 
den los teatros, circos, plazas de toros, salones 
de conciertos y de baile, y en general todo edi- 
ficio ó local donde se den dichos espectáculos, 
diaria ó periódicamente, previo pago de billete 
ó entrada, y los que con igual ó parecido objeto 
se formen por Sociedades para instrucción, en- 
tretenimiento, solaz y:recreo de un número de 
do mayor que el que las costumbres socia- 
es de la vida privada puedan exigir. 

Art. 867. Todos losestablecimientoscompren- 
didos en el artículo anterior quedan sometidos é 
las prescripciones urbanas de la presente Orde- 
nanza, sin perjuicio de la intervención que la 
autoridad gubernativa debe ejercer en cuanto se 
refiere á la reunión de personas y su objeto. 

Art. 868. Las reuniones que accidentalmente 
se dieran por lean en sus casas Ú habi- 
taciones, quedan exceptuadas de las prescrip- 
ciones establecidas por esta Ordenanza; pero 
los interesados ó causantes incurrirán en la res- 
ponsabilidad consiguiente si loa edificios ó ca- 
sas en que tuvieran efecto no ofreciesen las de- 
bidas condiciones de solidez ó si se ocasionasen 
desgracias. 

Art. 869. Todo edificio que se intente cons- 
truir de nueva planta con aplicación á alguno de 
los usos que comprende este capítulo, habrá de 
sujetarse á las condiciones estáblecidas en el 
mismo, 6 igualmente aquéllos ya construídos y 
que se proyecte dedicar á uno de dichos objetos. 

Art. 870. La petición de licencia al Ayunta- 
miento para construir un edificio de dicha espe- 
cie se hará acompañando los planos duplicados 
de planta, alzado y sección en escala de 1/500, ex- 
presando en los mismos con toda claridad los de- 
talles más indispensables, con índices explicati- 
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vos de los mismos planos, y acompañados de una 
Memoria descriptiva, también duplicada, de la 
distribución, construcción y medio de ventila- 
ción, de calefacción en su caso y de seguridad 
contra el peligro de incendio. 

Dichos documentos deberán ser suscritos por 
arquitecto legalmente autorizado, sin cuyo re- 
quisito no se tramitará el expediente. 

El Ayuntamiento pedirá informe al arquitecto 
municipal correspondiente y después á la Junta 
consultiva municipal, con cuyos antecedentes 
resolverá lo que proceda. 

Art. 871. Respecto de los edificios ya cons- 
truídos en que se pretenda instalar ó disponer 
algún local destinado al uso de los á que se re- 
fiere esta Ordenanza, se observarán las mismas 
prescripciones del artículo anterior, acompa- 
ñando además los planos del estado actual del 
edificio y en la misma escala para su comproba- 
ción con los de la reforma. 

Art. 872. Para que pueda concederse la licen- 
cia de construcción habrán de cumplirse las re- 
glas siguientes: 

1. Aislamiento completo entre el edificio y 
las construcciones colindantes, bien porque el 
solar sobre que exista aquél forme por sí solo 
una manzana, ó bien porque se halle rodeado de 
otros edificios. 

En el primer caso, sólo deben cumplirse las 
condiciones que se enumeran más adelante; en 
el segundo, además de las dichas y para conse- 
guir el completo aislamiento, se segregará del 
solar una superficie destinada á calles que le 
rodeen, cuya latitud no podrá ser menor de 10 
metros, conservando su propiedad el dueño del 
teatro. 

Estas calles deberán estar practicables y alum- 
bradas convenientemente mientras dure el es- 
pectáculo, y tendrán libres sus desembocaduras 
á las vías oficiales á que tenga fachada el edifi- 
cio; terminada que sea la función, se cerrarán 
dichas calles privadas, con verja colocada en la 
alineación de la oficial ó pública. 

2.* En todas las fachadas de la planta baja 
sobre vía oficial ó particular, se practicará el 
mayor número posible de huecos, que deberán 
ser precisamente puertas, á fin de que en un mo- 
mento dado peo el público salir en el menor 
tiempo posible. Dichas puertas abrirán hacia 
fuera, doblando sobre los muros de fachada, y 
en ia caso al interior. Las cancelas para 
cortar los aires serán suficientemente ligeras 
para caer al menor esfuerzo, á fin de que no sir- 
van de obstáculo á la salida rápida de que se 
habla. 

3. Las armaduras que cubran tanto la sala 
como el palco escénico, serán de hierro; la supe- 
rior con claraboyas de cristal, dispuestas una 
en el centro de la armadura de dicho palco es- 
cénico y otra en el extremo próximo á la facha- 
da ó á espaldas del espectador; estas claraboyas 
tienen por objeto establecer el tiro á las corrien- 
tes del aire, para que en el caso de un incendio 
se origine dicho tiro enérgicamente de bajo en 
alto, circunscribiendo y evitando la conflagra- 
ción en sentidos diversos. 

4." Ambas armaduras y los locales quedarán 
separados unos de otros por medio del muro de 
embocadura del palco escénico, que será de fá- 
brica de ladrillo ó piedra y de buen espesor, 
elevándose dos metros más alto que la mayor 
elevación de dichas armaduras. 

5." En la embocadura del palco escénico se 
dispondrá una cortina de tela metálica de hilo 
de hierro, sujeta con cuerdas y poleas, para que 
en el momento de un incendio descienda súbita- 
mente, interceptando ambos locales y aislando 
el fuego en el solo sitio en que se origine. 


6.* El muro que cierre ó circunde la sala de 
los espectadores será de fábrica de ladrillo ó 
piedra en toda su altura; también lo será el otro 
muro que con el anterior forme la galeria ó pa- 
seo de entrada general á las localidades, y á ser 
posible, dicha galería tendrá sus pisos de bóye- 
da de fábrica ó de hierro. 


7.* Elancho de los pasillos que circunden la 
sala no podrá ser menor de 2'20 metros para que 
haya en ellos el conveniente desahogo. 

8.* Las escaleras serán de hierro forradas de 
madera, las huellas de sus peldaños desahoga- 
das y en número suficiente á la comodidad del 
público y fácil evacuación ó salida, debiendo 
además tener las localidades el mayor número 
posible de entradas y salidas. 

9.2 Todas las escaleras y puertas interiores 
se hallarán practicables mientras el público 
permanezca en el local, siendo condición indis- 
pensable que éstas abran hacia fuera. 

Para sofocar en su origen cualquier in- 
cendio que pudiera ocurrir, evitando sus conse: 
cuencias, se establecerá uno ó varios depósitos 
de agua en el edificio, según su extensión y con- 
diciones, en los sitios más elevados y conve: 
nientes; se abrirán varias bocas de riego, se ten: 
drán dispuestas algunas mangas con sus boqui: 
llas, se instalarán cañerías de lluvia en el esce- 
nario y prestarán servicio los operarios del 
Ayuntamiento, que se considere necesarios, h 
cuenta de las empresas de los teatros. El mate- 
rial estará perfectamente dispuesto para que los 
operarios puedan obrar con prontitud en los 
primeros instantes del siniestro. 

11. En todas las galerías y dependencias se 
escribirá la palabra salida, indicando con flechas 
la dirección que deba tomarse; la misma indica- 
ción se hará sobre todas las puertas que comu- 
niquen con el exterior. 

12. El sistema de ventilación podrá ser el que 
se crea más conveniente, pero nunca se introdu-: 
cirá menos de 20 metros cúbicos por hora y pot 
espectador de los que quepan en el local. 

Art. 873. A las mismas condiciones exigidas 
en el art. 872 habrán de sujetarse cuantos loca: 
les se intente destinar ó acomodar á espectáco: 
los públicos. 


En los edificios de este género ya construidos 
que contengan un número de asientos próximo 
ó mayor que el necesario para 2.000 personas, 
se cumplirán dichas condiciones en cuanto lo 
permitan las circunstancias de la edificación 
existente, pero bajo ningún pretexto ni po 
motivo alguno podrán dejar de cumplirse la 
citadas condiciones del art. 872 en aquellos edi- 
ficios que se construyan de nueva planta. 

Art. 874. Terminada la construcción de un 
edificio, bajo la licencia concedida con sujeción 
á las reglas del artículo anterior, no podrá 
abrirse al público sin obtener nueva licencia al 
efecto, con cuya petición debe presentarse cer: 
tificación del arquitecto director de las obras, 
en que acredite haberse llenado cumplidamen- 
te dichas prescripciones, respondiendo además 
de la solidoz y seguridad de todas las partes del 
edificio, y oído el dictamen del arquitecto mu: 
nicipal en lo relativo á haberse cumplido los 
requisitos estipulados en la licencia de ; 
cación. 


Art. 875. Los circos, plazas de toros, y demás 
locales análogos se sujetarán á las prescripcio 
nes de esta Ordenanza en cuanto se refiere á ls 
petición de la licencia, condiciones de construc: 
ción, solidez, seguridad y comodidad pública. . 

Art. 876. Los locales existentes, comprendi 
dos en la presente Ordenanza, si se dejasen de 
destinar á su objeto, no podrán ser abiertos de 
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nuevo sin someterse á las prescripciones de la 
misma. 

Tampoco podrán abrirse nuevamente, sin pre- 
via licencia, aquellos locales que, aun habién- 
dola obtenido, se cerrasen temporalmente por 
más de dos años, ó se ejecutasen en ellos obras 
que afecten á su seguridad y alteren sus condi- 
ciones en términos que estén en oposición con 
las prescripciones establecidas en esta Orde- 


DANZA. 
Art.877. El espectáculo empezará á la hora 

anunciada en los carteles y se ejecutará preci- 

samente en los términos ofrecidos, pudiéndose 

variar únicamente cuando lo exija la necesidad 

peo permiso de la autoridad y anuncio al pú- 
co. 


Art. 878. Los concurrentes se abstendrán de 
fumar dentro de la sala y de todas las localida- 
des, corredores y escaleras, pudiendo hacerlo 
solamente en las piezas destinadas al efecto. 

Art. 879. También se prohibe dar golpes en 
el suelo con los bastones y paraguas, asi como 
proferir expresiones que puedan ofender la de- 
cencia Ó alterar el buen orden, sosiego y diver- 
sión del público. 

Art. 880. Desde el momento en que se levan- 
te el telón, permanecerán los concurrentes des- 
enbiertos, sentados y en silencio. 

Art. 881. A la conclusión del espectáculo no 
se formarán grupos de personas en los corredo- 
res ni escaleras, á fin de que sea fácil la salida. 

Art. 882. La Empresa tendrá obligación de 
mandar abrir todas las puertas de salida un 
cuarto de hora antes de terminar el espectáculo. 
_ Art.883. El alumbrado no deberá cesar en el 
interior del local hasta que se halle completa- 
mente desocupado. 

Art. 881. No podrán colocarse capas, abrigos 
úotro objeto cualquiera en las barandillas de 
las gradas, palcos y demás localidades. 

Art. 885. Los actores no deberán manifestar- 
se ócomportarse de un modo opuesto á la dig- 
nidad y decoro de los espectadores, ni añadir 
máximas ni versos, especialmente si ofenden á 
la moral, á la decencia ó á la urbanidad, evitan- 
do también ejecutar acciones indecorosas en los 


08, 

Art. 886, El arrendatario del café tendrá 
siempre en los sitios visibles del establecimien- 
to tarifas, sin enmiendas, donde se lean con 
claridad los precios señalados á cada artículo 
de los que en el mismo se expendan. 

Art. 887. O á los puntos de entrada, 
salida y espera de los carruajes, se observarán 
las disposiciones que la, autoridad competente 
adopte en cada caso particular, y por las cuales 
se procurará conciliar la comodidad de los inte- 
resados y la fácil circulación por las vías desti- 
nadas al tránsito público. 


TITULO VIII 
INSTRUCCIÓN PÚBLICA 


CAPITULO ÚNICO 


Art. 888. Reglamentos especiales establece- 

rán cuanto al gobierno de las Escuelas munici- 

se refiere y deba observarse por los encar- 
gados de su ejecución. 

Art. No se concederán destinos munici- 
pales de ninguna clase á los padres, tutores ó 
encargados que no acrediten que sus hijos ó pu- 
pilos reciben la primera enseñanza. Asimismo se 
suspenderá de empleo y sueldo á los padres, tu- 
tores y encargados que no presenten, cuando se 
les pida, certificación de que sus hijos ó pupilos 
reciben la primera enseñanza, cuidando el Ayun- 
tamiento, por los medios que estime más efica- 


ces, de la observancia estricta de la sanción pe- 
nal que marca la ley vigente respecto de los pa- 
dres que descuidan la educación de sus hijos. 


TITULO IX 
BENEFICENCIA 


CAPITULO UNICO 


Art, 890. La Beneficencia municipal se regirá 
por las leyes que se hallen en vigor sobre la ma- 
teria y por los reglamentos especiales que se for- 
mulen para su ejecución. 

Art. 891. Compete al Ayuntamiento el go- 
bierno J administración de los Asilos de San 
Bernardino y establecimientos que necesite la 
hospitalidad domiciliaria. 

Art. 892. Las Casas de Socorro prestarán al 
vecindario, sin distinción de clases, todos los 
auxilios facultativos que de primera intención 
se les reclamen y necesiten los individuos que 
sufriesen accidentes de cualquier género en la 
vía pública y en el domicilio de los particu- 
lares, donde la visita gratuíta será por una 
sola vez. 


TITULO X 
POLICÍA RURAL 


CAPITULO PRIMERO.-—Tierras y sembrados. 


Art. 893. Se prohibe mudar y destruir los co- 
tos ó señales con que se deslinden las DEOpIe0s: 
des particulares y el término municipal. 

Art. 894. No se permite atravesar por los sem- 
brados á pie Ó á caballo, ni hacer senderos ó ca- 
minos, ni sentarse á pretexto de recreo, ni in- 
troducir á pastar clase alguna de ganados, á no 
ser en cumplimiento de servicios municipales ó 
en uso de derechos adquiridos, abonando los 
daños causados. 

Art. 895, Se prohibe el rebusco y la introduc- 
ción del ganado en las tierras y sembrados hasta 
después de levantada la cosecha. 

Art. 896. Las reses vacunas llevarán cencerro 
y las caballerías bozal cuando no formen recua 
ó rebaño, siendo responsables sus dueños de la 
falta de cumplimiento de esta disposición. 

Art. 897. Se prohibe terminantemente que 
paste el ganado cabrío en las viñas y olivares. 

Art. 898. No se permite entrar á sacar hier- 
bas de los sembrados, cortar y arrancar mano- 
jos de espigas, extraer mugrones y plantas ó 
aprovechar la pámpana de los viñedos, sin per- 
miso escrito de los propietarios. 

Art. 899. Se Prohihe entrar en las alamedas 
sin permiso escrito del dueño, así como aprove- 
charse de la caza, pastos y leña de las mismas. 

Art. 900. Se prohibe fumar y encender yesca, 
fósforos ó cualquier otra sustancia en las eras 
ó hacinamiento de mieses, así como usar luz ar- 
tificial, sino en casos muy precisos y solamente 
con farol. . , 

Art. 901. Los labradores á quienes convinie- 
ra la quema de rastrojos en sus propiedades, lo 
pondrán en conocimiento do la autoridad con 
cuarenta y ocho horas de anticipación, y verifi- 
carán esta operación siempre de día, cuando no 
haga viento y con las precauciones debidas. 

Art. 902. Los rastrojos y hierbas secas en te- 
rrenos de la propiedad de las Empresas inmedia- 
tas de las vías férreas dentro del término muni- 
cipal, deberán ser quemados por cuenta de las 

Empresas. 


CAP. 11.—Paseos, arbolado, jardines, parques y viveros. 


Art. 908. Se prohibe hacer daño al arbolado. 
Art. 901. Asimismo se prohibe ocasionar de- 
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terioro alguno en los objetos de utilidad y del 
servicio y adorno que existan en los paseos, 
parques E pet 

Art. 905. También se prohibe cazar, coger 
nidos, pescar en los estanques y bañar perros 
fuera de Jos sitios destinados é ello. 

Art. 906. Nose permite lavar objeto alguno 
en las fuentes ni que los ganados abreven en las 
mismas. 

Art. 907. Queda prohibido poner objetos de 
cualquier clase y verter aguas ó basuras en los 
paseos O . 

Art. . Se prohibe dirigir á las regueras y 
alcorques las aguas sucias de las casas y los re- 
siduos de las fábricas, talleres y huertas, así 
como toda otra sustancia que pueda causar da- 
ños en el arbolado. 

Art. 909. No se permite saltar por encima de 
las tapias, enverjados y vallas de tablas, de 
alambres ó de cuerda, instalados en los po 
jardines, con carácter definitivo ó provisional, 
debiéndose entender siempre que su existencia, 
aunque no sea más que una sencilla cuerda 
puesta sobre dos estacas en la vía. pública, indi.- 
ca la prohibición del paso. 

Art. 910. Los que penetren con perros en los 
jardines donde haya praderas y espesillos de flo- 
res, cuidarán de conducirlos sujetos con un cor- 
dón ó cadena. 

Art. 911. So prohibe merendar en el Parque 
de Madrid. Tampoco se permitirá, tanto allí co 
mo en los demás jardines y paseos, echarse Ó 
sentarse en las praderas, alcorques, pitones de 
las fuentes y en el interior de los cuadros de 
plantaciones, estén ó no cercados; lavar ó ba- 
ñarse en los pilones de las fuentes o ues, 
apoyarse sobre las verjas ú cefcados de alam.- 
bre, y tenderse en los bancos destinados única- 
mente á servir de asiento. 

Art. 912. Queda prohibido igualmente inco- 
modar, hostigar ó maltratar las aves, fieras y 
demás animales que existan y se custodien en el 
indicado Parque. 

Art. 918. Los coches no podrán separarse, en 
los parques, de las vías destinadas á paseos de 
carruajes; éstos serán conducidos á ellas por los 
gnardas tan pronto como se advierta cualquier 
contravención, sin perjuicio del correctivo que 
imponga la autoridad. 

La misma prohibición se hace extensiva á los 
jinetes que se separen de la vía señalada para 
paseos á caballo. 

Se prohibe que los animales vayan escapados 
Ó á la carrera. 

Art. 914. Los guardas de las Puertas del Par- 
que impedirán, bajo su responsabilidad, la en- 
trada en él, aunque sea por la vía de carruajes, 
á todo vehículo de transporte, ómnibus ó cual- 
quier otro que no sea coche de paseo ó del servi- 
cio de la posesión. 

Art. 916. Igual impedimento pondrán á todo 
el que pretenda atravesar por el Parque con bul- 
tos, petates, muebles ó cualquiera otra carga, 
ya sea conducida en carros de mano, ya por mo- 
zos de cuerda ó particulares ó por caballerías. 

Art. 916. Las conducciones de agua ó gas y 
las acometidas para la extracción de aguas su- 
cias y residuos de fabricaciones, que hayan de 
hacerse atravesando paseos ó jardines, se ejecu- 
tarán en virtud de licencia especial para el caso 
concedida, o informe del director faculta- 
tivo dejardines y plantios, con las condiciones 
que en la misma se señalen. 

Art. 917. Las entradas de carruajes para los 
edificios se concederán por medio de licencias, 
en las que se indicarán las reglas á que debe su- 
jetarse el propietario en la construcción, sin per- 
Juicio de que se establezca, como regla general, 


que el piso habrá de quedar empedrado en toda 
su extensión, conservando la misma rasante del 
paseo y dejando expedito, por medio de badenes 
suaves, el libre curso de las aguas de lluvia y 
riego, y rodeados los árboles con protectores, 
según se prevenga. La ejecución del empedrado 
y gu constante conservación en buen estado co- 
rrerán á cargo del propictario, satisfaciendo el 
mismo los gastos que ocasione el movimiento de 
plantas, levantamiento de alcorques y regueras, 
su nueva construcción y demás obras que exija 
el servicio concedido para su exclusivo uso. 

Cuando dichas entradas de carruajes dejen de 
ser utilizadas bajo tal concepto, se restablece- 
rán los paseos en la forma que tenían, por cuen- 
ta de los interesados. 

Art. 918. La extracción de tierras y conduc- 
ción de materiales para las edificaciones que 
hayan de hacerse atravesando los paseos, se eje- 
cutarán, previa licencia en que quedarán indi- 
cadas las obligaciones exigidas para cada caso. 


CAP. 111.— Del tránsito por carreteras. 


Art. 919. Elalcalde cuidará, por medio de sus 
delegados, de que los caminos y sus márgenes 
estén desembarazados de todo objeto que pueda 
obstruir el tránsito público. 

Art. 920. Las plantas y setos de cualquier gé- 
nero con que estén cercados los campos y here- 
dades lindantes con el camino, deberán estar 
cortadas de manera que no lleguen hasta dl. 

Art. 921. No podrán los arrieros y conducto- 
res de carruajes dar suelta á sus ganados para 
que coman en el camino ó en nat á él colin- 

antes. Queda prohibido igualmente que paste 
cualquier ganado, aunque sea mesteño, en las 
alamedas, paseos, cunetas y escarpes de los ca- 
minos. 

Art. 922. En ningún punto del camino se po- 
drán dejar sueltos los ganados, ni ninguna clase 
de carruajes. : 

Art. 923. Las caballorías, recuas, ganados y 
carruajes de todas clases deberán dejar libre la 
mitad del ancho del camino para no embarazar 
el tránsito; y al encontrarse los que caminen en 
direcciones opuestas marcharán cada uno por su 
respectivo lado derecho, | 

Art. 924. Un carruaje ni caballería po- 
drá marchar por los paseos fuera del firme ó cal- 
zada del camino. Los carruajes deberán marchar 
al paso de las caballerias en todos los puentes, 
sean de la clase que fuere, y no se les permitirá 
tampoco dar vuelta entre las dos barandillas 6 
antepechos. Si se establecieren puentes colgados 
en el término de Madrid, no se permitirá que por 
ellos corran en tropel personas ó caballerías, 
que se transite con hachas encendidas ú otros 
objetos, que se detengan los pasajeros apoyán- 
dose en los antepechos, ni que las tropas pasen, 
no siendo en filas abiertas, con sólo dos hombres 
de frente y sin llevar el paso. 

Art. 925. Cuando en los caminos se estén efec- 
tuando obras de reparación, los carruajes y ca- 
ballorías marcharán por el paraje señalado al 
efecto. 

Art. 926. Queda prohibido á los conductores 
de carruajes, caballerías ó ganados cruzar el ca- 
mino por distintos parajes de los destinados á 
este fin, ó de aquellos que han servido siempre 
para ir de unos pueblos á otros ó para entrar y 
salir de las heredades limitrofes. 

Art. 927. Cuando en cualquier paraje del ca- 
mino se encuentren las recuas y carruajes con 
los que conduzcan el correo, deberán dejar á éste 
el paso expedito. 

Are 928. Se prohibe que las caballerías, ga- 
nados ó carruajes se lleven corriendo á escape 
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por los caminos, á las inmediaciones de otros de 
su clase ó de las personas que van á pie. 

Art. 929. Los conductores de carruajes que 
lleven planchas de hierro para disminuir la velo- 
cidad de las ruedas, observarán en su aplicación 
las reglas siguientes: 

1. La plancha deberá ser igual al modelo 
ApeQuAdO por la Dirección general de Obras pú- 

1icCas. 

2." No podrá hacerse uso de la plancha, sino 
en las cuestas y distancias marcadas al efecto 
por los ingenieros encargados de las carreteras, 
al principio Y al fin de cada una de las cuales se 
leerá la palabra Plancha, escrita con gruesos ca- 
racteres en un poste ó pilar establecido en uno 
de los lados del camino. 

3." La plancha deberá aplicarge á la rueda de 
manera quesu parte central quede sentada de 
plano sobre la carretera. 

4.* Cuando los carruajes lleven puesta la 
plancha marcharán al paso las caballerías. 

Art. 930. Queda prohibido romper ó causar 
daño en los guardarruedas, antepechos y cuales- 
quiera otras obras ó en los postes kilométricos, 
así como borrar las inscripciones, estropear las 
fuentes y abrevaderos construídos en la vía pú- 
blica, Ó maltratar los árboles plantados en las 
márgenes del camino. 

Art. 931. Nose consentirá, sin la debida au- 
torización, barrer, recoger basura, rascar tierra 
ó tomarla en el camino, sus paseos, cunetas ó es- 
carpes. 

Art. 932. Se prohibe todo arrastre directo de 
maderas, ramajes PA arados sobre el camino, así 
como atar las ruedas de los carruajes. 

Art. 933. Los dueños de heredades lindantes 
con el camino no podrán impedir el libre curso 
de las aguas que provengan de él, haciendo zan- 
jas ES eo ó elevando el terreno de su pro- 
piedad. 

Art. 934. Sin licencia de la autoridad, y pre- 
vio reconocimiento del ingeniero encargado de 
la carretera, no se podrán cortar los árboles si- 
tuados á menos de 25 metros de ella, y en mane- 
ra alguna será permitido arrancar las raíces que 
impidan la caída de tierra. Se prohibe á los pro- 

ietarios de fincas colindantes con los caminos, 

acer regueras que conduzcan las aguas pluvia- 
les á sus propiedades. 


CAP. IV.—De las obras contiguas 4 las carreteras, 


Art. 935. En las fachadas de las casas conti- 
guas al camino no se colocará objeto alguno 
colgante ó saliente que pueda causar incomodi- 
dad ó peligro á los pasajeros, caballerías ó ca- 
rruajes. 

Arr. 936. Cuando los edificios contiguos al- 
camino, y en particular las fachadas que le den 
frente, amenacen ruina, el alcalde dará aviso 
inmediatamente al arquitecto municipal y al 
ingeniero encargado de la carretera. 

Art. 937. Dichos facultativos deberán reco- 
nocer el edificio, ya sea público ó particular; y 
si en efecto lo hallasen en mal estado, darán co- 
nocimiento de ello al alcalde, expresando si la 
ruina parece ó no po y advirtiéndole al 
mismo tiempo si el edificio es de los que se ha- 
llan sujetos á retirar su línea de fachada para 
dar mayor ensanche á la vía pública. 

Antes de proceder al derribo se oirá al propie- 
tario y se le permitirá la reparación de la casa, 
si no ofreciese total ó inminente ruina. 

Art. 938. A menos de 25 metros de distancia 
de la carretera no se podrá construir edificio 
alguno, corral para ganado, alcantarilla, ni obra 
que salga del camino á las posesiones contiguas, 
establecer presas, artefactos Óó cauces para la 


toma y conducción de aguas, sin la correspon- 
diente licencia. 

Tampoco será lícito hacer represas, pozos y 
abrevaderos á distancia menor de 25 metros de 
la parte exterior de los puentes y alcantarillas 

e las márgenes de los caminos, ni practicar 
calicatas ó cualquier otra operación minera á 
menos de 40 metros de la carretera. 

Art. 939. Las peticiones de licencia para cons- 
truir ó reedificar en las expresadas fajas de te- 
rreno á ambos lados del camino, se dirigirán al 
alcalde acompañadas del plano de la obra pro- 
yectada, y de una Memoria explicativa expre- 
sando el paraje, calidad y destino del edificio ú 
obra que se trate de ejecutar. 

Art, 940. El alcalde remitirá dichas instan- 
cias, con las observaciones que estime oportu- 
nas, al arquitecto municipal é ingeniero encar- 
gado de la carretera, para que, poniéndose de 
acuerdo, previo reconocimiento, señalen las dis- 
tancias y alineaciones á que la obra proyectada 
haya de sujetarse frente al camino, con las de- 
más condiciones facultativas que deban obser- 
varse en su ejecución 

Art. 941. El alcalde, previo el citado informe 
del arquitecto é ingeniero, concederá licencia 
para construir ó reedificar con sujeción á la ali- 
neación y condiciones que éste hubiera marcado, 
cuidando de que sean observadas puntualmente 
por los dueños de la obra. 

Art. 912. A los que sin la licencia expresada 
en el artículo anterior ejecuten cualquiera cons- 
trucción dentro de la distancia de 25 metros á 
uno y otro lado del camino, se aparten de la ali- 
neación marcada ó no observen las condiciones 
con que se les haya concedido la licencia, les 
obligará el alcalde á demoler la obra, caso de 
que e aDS á la carretera, sus paseos, cune- 
tas ó arbolado. 

Art. 943. Cuando se suscite alguna reclama- 
ción por parte de los interesados con motivo de 
la alineación y condiciones facultativas señala- 
das para cualquier edificación, el alcalde sus- 
penderá todo procedimiento ulterior, debiendo 
seguir el expediente la tramitación que corres- 
ponda con arreglo á la ley. 


Art. 944. En este punto las Ordenanzas mu- 
nicipales no hacen más que referirse al tiempo 
y é la forma que prescriban las leyes. 


TITULO XI 
PENALIDAD 


CAPITULO UNICO 


Art. 915. Toda persona, sin distinción desexo, 
clase, fuero ni condición, residente en esta villa, 
está obligada á la puntual observancia de estas 
Ordenanzas municipales. 

ATt. 946. Las denuncias de las contravencio- 
nes á todo lo preceptuado en estas Ordenanzas 
se harán ante el alcalde por cualquiera persona, 
ó de oficio por los individuos del Cuerpo de po- 
licía urbana, guardas de campo y demás depen- 
dientes municipales, 

Art. 917. El alcalde castigará las contraven- 
ciones á las presentes Ordenanzas con las mul- 
tas á que se hayan hecho acreedores los que fal- 
taren, en uso de las atribuciones que le concede 
la ley municipal. 

Si el hecho cometido fuese de los comprendi.- 
dos en el Código penal, en concepto de falta ó 
de delito, se abstendrá de todo conocimiento so- 
bre el mismo y pasará el tanto de culpa al juez 
que corresponda. 


432 


=P 


ORDENANZAS MUNICIPALES. 


A 5  —————— — === <=], -—áÁá<É.-.l.Ó € CI o HH AA 


TITULO XII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


CAPITULO UNICO 


Art. 918. 
tes en calles alcantarilladas procederán á hacer 
las acometidas á las mismas dentro del año si- 
guiente á la publicación de estas Ordenanzas. 

Art. 949. Asimismo los propietarios de las 
fincas que no tengan acometida directa á la al- 
cantarilla, procederán á hacerla en el improrro- 

able término de tres meses. Serán respetados 
únicamente los derechos adquiridos por justo 
título. 

Art. 950. Las cuevas de das habla el art. 188 
y que existan en la actualidad debajo de la vía 
ablica, serán perfectamente macizadas en tér- 
mino de tres meses, bajo la responsabilidad del 
dueño de la finca. 

Art. 951. Los establecimientos á que se refie- 
re el art. 283 que al publicarse estas Ordenanzas 
existan provistos de su correspondiente licen- 
cia, seguirán explotándose -libremente, aunque 
varíen de dueño; pero no podrán interrumpir 
sus trabajos durante dos años ni cambiar de 
emplazamiento, sin cumplir lo dispuesto, cmo 
si se tratara de una nueva instalación. 

Art. 952. Como consecuencia de lo dispuesto 
en el artículo anterior y á fin de que en todo 
tiempo pueda hacerse constar el estado de los 
establecimientos existentes, presentarán sus 
dueños al Ayuntamiento, dentro del plazo de 
un año, los mismos documentos que se exijan á 
los de nueva creación, cuyos documentos debe- 
rán confrontarse en el terreno. 

Art. 958. Se concede el plazo de un año para 
que se ajusten á lo prescrito en estas Ordenan- 
zas todas las calderas de vapor y recipientes es- 
tablecidos antes de su promulgación. 

Art. 954. Los almacenes de materias inflama- 
bles, explosivas é incómodas de que trata el 
capítulo XII del tít. V que existan dentro de 
Madrid y su zona de ensanche y que no reunan 
las condiciones reglamentarias, se trasladarán 
en el tiempo prudencial que se designe, si se de- 


Los dueños de los edificios existen- 


mostrase que ofrecen algún peligro. En el caso 
contrario podrán continuar; pero una vez ce- 
rrados por sus dueños, no podrán abrirse de 
nuevo. - 

Art. 955. A los almacenes de cal y yeso que 
existan dentro del radio en la actualidad, se les 
fijará un plazo prudencial para su traslación al 
extrarradio. 

Art. 956. Los establos de vacas y cabras que 
existan en la actualidad, no podrán pasar á otro 
dueño durante el tiempo de la concesión, á no 
ser por herencia directa, que deberá justificarse. 


ARTÍCULO ADICIONAL 
Para la reforma de alguno ó de varios artícu- 
los de estas Ordenanzas, el Ayuntamiento se 
atendrá en un tedo á los procedimientos esta- 
blecidos en el art. 76 de la ley municipal vigente. 


Apéndices. 


Dos Apéndices contienen las Ordenanzas. 

El Apéndice 1.” fija el término municipal de 
Madrid á que se refiere e; art. 1.”; determinado, 
dice, por 36 hitos de da que tienen la marca 
«Término municipal de Madrid», en abreviatura. 

El Apéndice 2. determina la clasificación de 
los establecimientos industriales á que se refe- 
re el art. 288. 


Ayuntamiento Constitucional de Madrid. 


D. Alberto Bosch y Fustegueras, alcalde presiden 
te del Excmo. Ayuntamiento Constitucional de esta 
muy heroica villa. 

Hago saber: que publicadas las Ordenanzas muni: 
cipales de la villa de Madrid en los números de la 
Gacetu oficial, correspondientes á los días 29 y 30 de 
Abril y 1.9, 2,8, 4, 5, 6,7,8 y 9 de Mayo, quedan cum- 
plidas las disposiciones vigentes en la materia. En 
su virtud, esas Ordenanzas municipales serán obli- 
gatorias para los habitantes de esta villa y su tér 
mino municipal desde el día 15de Agosto de 189%, 

Madrid 192 de Mayo de 1892.—Alberto Bosch y Fus- 
tegueras. 
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Breve indice alfabético 
de las Ordenanzas de Madrid (1). 


eE rea Mercado de gana- 

08, 

Abrevaderos; arts. 53 á4 57. 

Aceite de oliva; 269 y 218. 

Aceras: Preferencias, etc.; 12 y 
siguientes. 

Aguadores de fuentes públicas; 
41 4 52.—V. Fuentes. 

Aguardiente y licores; 276 y 282. 

Alcantarillas; tit. IV, arts. 167 
á 188, 918 y 949. 

Aleros; 667. 

Alineaciones y rasantes; 626 ú 


Almacenes de cal y yeso; 84 


9505. 

Alacid de materias inflama- 
bles, explosivas é incómodas; 
853 á 400, 432 y 954. * 

Alumbrado; tit. TIT, arts. 188 á 
166 y 33. —Por gas; 142 á 166. 

Andamios; 681 á 6385. 

Animales útiles (protección á); 71 


(1) Los guarismos indican los ar- 
tículos de las Ordenanzas. 


Animales vivos (mercado de); 489 
á 446 y 423.—V. Mercado. 

Arbolado (daños); 903. 

Armas de fuego; 64, 5 y 80. 

Ascensores, requisitos y condi- 
ciones; 744 4 756. 

Asilo de San Bernardino; 891. 

Bailes en la vía pública; 27 

Bajadas de agua en las casas; 

38 á 740 


Balcones: vuelo, etc.; 15 y 663 á 
680 y 745. 

Baños (cases ó establecimien- 
tos de); 552 4 566.—En el río 
, Manzanares; 567 á 590. 

ea y lavaderos; 501, 567 á 


Básculas y medidas; 258. 

Basuras y limpiezas; 129 4 187. 

Beneficencia; á 892. | 

Bocinas para anunciar; 29. 

Buhardillas: No se dediquen á 
habitación; 736. 

Caballerías: Prohibiciones; 58 
á A 


64. , 
Cabrertas.—V. Establos. 
Cadáveres: Enterramientos y 

exhuma jones; 509 a 614, 
Calderas de vapor (clasificación 


Y, emplazamiento); 289, 309 á 

5 y 9%58.—V. Máquinas de 
vapor. 

Cal ó yeso; 84 y 955. 

Calles: Clasificación; 641 á 68. 
Altura de edificios y distri- 
bución de pisos; 644 á 662.— 
Salientes y vuelos en las cons- 
trucciones; 663 á 680.—Trán- 
sito y prohibiciones; 12 á 2. 

Calles particulares; 815 4 827. 

Canal de Lozoya; 161. 

Canalización en las calles; 146 y 
siguientes. 

Carbones, descargas, etc.; 1í. 

Carnaval.—V. Festividades po- 
pulares; 7 411. 

Carnes, embutidos, manteca y 

escados; 239 4 255. —Frescas 
e cerdo; 250. 

Carteles: Prohibiciones; 26. 

Carreteras, rondas, paseos (pro- 
piedad de la cuneta, talu. y 
andén); 640. 

Carruajes, coches, carros y 0% 
rretas; 78 4 102. 

Casas de baños; 553 á 566. 

pa de vacas y cabras; 12 
á 500. 
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Casas de socorro; 892. 

Casqueros (puestos de); 246, 

Caza y pesca; 905 y 914. 

Cimientos y muros; 785.—Véase 
Construcciones. 

Cerbatanas y tiradores de go- 
ma; 31. 

Cimentación de casas; 792, 

Circos; 842, 866 á 887 

Cohetes; 5 y 30. 

Colchones: prohibición; 19. 

Colegios 6 escuelas; 191.—Véase 
Instrucción. 

Construcciones; tit. VI, arts. 626 
á4 81.—En el extrarradio; 836 
á 1. 

Contadores de gas.—V. Alum- 
brado. 

Corrales para cebar Ennaton 372 

Cortinas ó toldos; 15. 

Crianza de cerdos, conejos, ga- 
llinas, palomas, etc.; 3724 877. 

Cuadras: Requisitos; 794. 

Cuevas; 188 y 950. 

Chimeneas y hogares; 157 4 769. 

Daños en tierras y sembrados; 
893 á 902. 

Denuncias y contravenciones; 
945 á 947, 

Depósitos de trapos; 3878 4 388. — 

e perros; 386 á 391. 

Desinfección de habitaciones, et- 
cétera; 193 y 200. 

Despacho de caza menor, aves 
ES as clases, y huevos; 265 


Despacho.—V. Carnes. 

Dilsgencias; 87 y siguientes. — 
V. Carruajes. 

Disparo de arma de fuego, co- 
hetes, etc.; 5.” y 30. 

Distritos de Madrid; 1. y 2.” 

Dos de Mayo.—V. Festividades 


Eo ulares. 

ificios (altura: distribución 
de pisos, etc.); 641 4 662. 

Pod ruinosos; 688 á 701. 

Embutidos; 247 ] 248. 

Enfermertas epósitos de pe- 
rros; 386 á 391. 

Entramados: Prohibición; 781. 

Escaleras: Requisitos; 742 y 774. 

Espectáculos públicos: Funciones 
de toros: Teatros y salas de 
reunión; 842 4 887. 

Establecimientos insalubres, in- 
cómodos y peligrosos; 283 á 
908, 951 4 054. Almacenes de 
materias inflamables, A 
sivas é incómodas; 353, 392 4 


Establos de vacas y cabras; 482 


á 500, 7 ; 
Fachadas de casas; 686 á 705, 
727, 728, 730, 807 á 811. 
Festividades populares; 7.” á 11. 
Idemreligiosas;3."46.—Véa- 
se Funciones. 
Focos de infección; 872 á 877. 
Frutas.—V. Verduras. 
Fuentes públicas y aguadores; 
41 4 32. 
Funciones de toros; 842, 843 4 865. 
Ganado caballar, asnal, mular 
y boyal (de trabajo); 489 á 446. 
Ganado vacuno, lanar, cabrio 
de cerda (de abasto); 439 4 462, 
V. Abrevadero. 
BOLETIN: ÁN. 1892. 


Ganados extraviados; €3. 

GCas.—V. Alumbrado. 

Higiene y Sanidad; 189 4 200.— 
Idem en las nuevas construc- 
ciones; 718 á 796.—1Id. en los 
talleres; 348 4 352. —Id. de las 
aguas de las fuentes; 47. 

Hospitalidad domiciliaria; 891. 

Huevos: sobre su venta; 268. 

Imitaciones de licores; 977. 

Impresos (Venta de); 24 y 25. 

Incendios: Disposiciones para 
cortarlos; 615 4 625.—1Id., 160 
y 872, núm. 10. 

Incendios: Precauciones en las 
nuevasedificaciones; 7574777. 

Inspección de sustancias ali- 
menticias; 201 4 o 267. 

Instrucción pública; y 889, 

Juegos; 30 y 31. 

Laboratorio químico municipal; 
189, 202 y siguientes al 222. 
Lavaderos; 518 á 531.—En el río; 

501 y siguientes, 518, 532 4 551. 

Leches: sus condiciones; 2794 281 

Licencias para construcciones; 
706 4 721.—Id. para estableci- 
mientos peligrosos, etc.; 290, 

1 á 308 


Limpiezas (Barrido y); 129 á 137. 

Líquidos; 269 á 282. 

Líquidos inflamables (estableci- 
Rios al por menor); 392 á 


Mantecas de cerdo; 249.—1Id. de 
vacas; 268. 

Máquinas de vapor y de presión 
en general; 289, 346 y 347. 

Matadero de ganado vacuno, la- 
nar, cabrío y decerda; 447 4462 

Mataderos: Desolladeros y apro- 
vechamiento de despojos de 
animales (caballos, mulas, pe- 
rros, etc.); 463 á 481. 

Materias explosivas; 358 á 870. 

Mendigos; 34, 85 y 433, 

Mercados de la plaza de la Ce- 
bada y Mostenses; 401 á 438, 

Mercado de ganados; 439 y 440. 

Miradores: dimensiones; 668. 

Molestias al vecindario, 27 á 29, 

Mozos de cuerda, 386 y 87. 

Muros de las fachadas; 730. 

Nevadas: Precauciones; 134, 

Niños (Protección á); 82 y 38. 

Obras: Conservación de edifi- 
cios, apeos y demoliciones; 
686 é 706. Oo nbtrueciones de 
nueva planta; 706 y sigs.— 
Licencias; 706 á 721.—Condi- 
ciones generales de la cons- 
trucción; 722 4 748.—Ascen- 
sores; 744 4 756.—Precaucio- 
nes contra incendios en casas 
de nueva planta; 757 á 717.— 
Reglas de higiene; 778 4 796. 
Obras de reforma; 797 á 814. 

Obras contiguas á las carrete- 
ras; 935 á E 

Pan: Elaboración y venta; 224 
á 288. 

Paseos, arbolados, jardines 
parques y viveros; 903 á 918 
y 924. —1d.; 62. 

Pedreas y riñas; 30 y 81. 

Penalidad: Denuncias y contra- 
venciones; 945 á 947. 

Peritos revisores; 189, 204 y 254. 


Perros; 30, 65 á 76, 886 á 891 y 
905 á 910. 

Pescados pea pectio de); 251 4 
255 y 259, 


Petardos ó mixtos; 80. 

Petróleo, gasolina y demás lí- 
quidos inflamables; 853 y si- 
guientes y 392 á 400.—V. Es- 
tablecimientos. 

Policta rural; tit. X, art. 8984 944 

Portadas y escaparates; 673. 

Pozos negros; 169. 

Protección 4 los niños; 82 y 88. 

Puestos de pájaros; 8894 y 885. 

Queso: Fraudes, etc.; 264. 

Rasantes.—V. Alineaciones. 

Reformas en construcciones; 
797 4 814. 

Rejas salientes; 665, 

Retretes; 7195 y 796. 

Revisores veterinarios; 189 y 204. 

Riberas del río; 501 á 517. 

Riñas, pedreas y juegos; 30 y 81. 

Romerías. —V, Festividades po- 
pulares. 

Rondas.—V. Carreteras. 

Salones de baile; 842 y 866 á 887. 
pesa de concierto; 842 y 866 


á : 
Salubridad, comodidad é higie- 
ne; tít. V, arts. 189 á 200 y 848 
S . 0d déh 
eguridad é higiene de talleres: 
318 4 852. — 


Sepulturas.—V. Cadáveres. 
Serenatas: Prohibición; 27. 
Serenos; 38 á 40. 

Servidumbres de los predios con- 
tiguos á carreteras; 934 y 988, 

Sótanos; 786 á 788. 

Solares yermos: Cuáles son, y 
disposiciones sobre su venta, 
etcétera; 828 á 835, 

Sustancias alimenticias; 205, — 
V. Inspección: Salubridad : 
Pan, etc. E 

Tabernas (Moatradores y me- 


8a3), . 
Talleres (Seguridad 6 higiene); 
848 á 852, eS: 


Teatros y salas de reunión; 866 
á 887 

Término municipal; 1.* y 2. 

Tiendas de comestibles; 256 4 
261.—V. Inspección de sustan- 
cias alimenticias. 

Tierras y sembrados; 898 4 902, 

Tiro de pistola y de carabina 
( E ecimientos de); 591 


Toldos 6 cortinas; 15. 

Toros.—V. Espectáculos. 

Tranvias; 103 4 128. 

Tránsito público; 12 4 22.—Véa- 
se Calles, 

Vehículos. —V. Carruajes. 

Ventas en la vía pública; 23 4 25. 

Verbenas.—V. Festividades po- 
pulares. ; 

Verduras, frutas, etc.; 259, 

Vertederos; 871.—V. Focos de in- 
fección. 

Vía pública; tit. IT, arts. 8. 4 
137.—V. Calles. 

Vinagres; 274, 275, 278 y 282. 

Vinos; 270, 271, 272, 278 y 282.— 
Vino artificial; 273, 

Yeso 6 cal; 84. 


434 


ORDENES DEL REINO: ORDENES REA- 
LES DE ESPAÑA. (Dicc., t. VIII, ps.5744 591.) 


Ley de presupuestos 30 Junio 1892. 
Recargo de los derechos de concesión de títulos. 


Su art. 13, párrafo último, dispuso lo siguien- 
te: «Se recargan asimismo hasta 50 por 100 los 
derechos de concesión de honores y expedición 
de títulos de condecoraciones de todas las Orde- 


nes po Reino.»—V. IMPUESTO SOBRE GRANDEZAS..., 
p. 219. 


BR. D. 7 Noviembre 1892. 
Concesiones de cruces de Tsabel la Católica. 


(Esrapo.) «..Vengo en declarar en suspenso 
las disposiciones vigentes para la concesión de 
cruces en los diversos grados de la Real Orden 
de Isabel la Católica, que se otorguen en recom- 
ponsa de servicios extraordinarios prestados con 
motivo de la celebración del cuarto centenario 
del descubrimiento de América (1). —Dado en Pa- 
lacio á 7 de Noviembre de 1892,» (Gac. 27 id.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 4 Marzo 1893. Ordenes Reales de España 
paro militares. — Pensión deuna cruz de San Fernando.— 

o es posible consignar el pago de estas cruces con el 
aumento de peso fuerte por escudo, cuando el que la po- 
ses ha de residir en la Península. 


El coronel de infantería D. Eugenio Aguilar 
obtuvo su retiro con los 9 céntimos de sueldo y el 
pago con cargo á las Cajas de Ultramar, para el 
consiguiente aumento de moneda; pertenecióndole 
la pensión de 2.500 pesetas, propia de una crus de 
San Fernando de 2.* clase que poseía, sin aumento 
alguno. En solicitud de que se le reconociese el 
mismo aumento para esta pensión, ó sea el cómpu- 
to de peso fuerte por escudo, acudió el interesado á 
la jurisdicción contenciosa, que declara no haber 
lugar á su demanda: 

«Considerando: que el retiro y la pensión remune- 
ratoria de la cruz de San Fernando de segunda 
clase le fueron reconocidos á D. Eugenio Aguilar 
Galindo en la misma forma que se concedió al co- 
ronel D. Manuel Sánchez Lamela, por la orden del 
Gobierno, de 19 de Agosto de 1874, que se cita en la 
Real orden impugnada en este pleito, de 81 de 
Agosto de 1888: 

onsiderando: que la Real orden de 5 de Enero 
de 1875, que alega el actor, recaída en el expediente 
del mencionado Sánchez Lamela, otorgó á éste el 
cobro por las Cajas de Puerto Rico de la pensión 
correspondiente á la cruz de San Fernando, sin 
perjuicio de que el interesado residiera en la Penín- 
sula, por ser una resolución de carácter particular, 
y po consiguiente, concreta sólo al caso á que se 
rofería, fué dejada sin efecto 1d la Administración 
activa, en virtud de R. O. de 16 de Diciembre de 1885; 
y si es cierto que se revocó en vía contenciosa por 
Real decreto sentencia de 11 de Julio de 1887, los 
fundamentos de esta última resolución fueron, no 
la cuestión de fondo, sino las consideraciones lega- 
les que se deducen del hecho de que, otorgado por 
Real orden que causó estado, de 18 de Diciembre de 
18s5, un beneficio á Sánchez Lamela, sólo podía ser 
revocada esta disposición dando instrucciones al 
fiscal para que la impugnase en vía contenciosa: 

Considerando: que no hay disposición alguna le- 

al, y por lo mismo no se cita por la representación 

el demandante, que conceda la pensión remunera : 
toria de la cruz de San Fernando con el aumento de 
moneda, como se pretende, residiendo enla Penín- 
sula, que es la única cuestión que ha promovido el 
demgndante, y que debe resolverse en este pleito.» 
(Senf. 4 Marzo 1892.—Gac. 10 Octubre p. 112.) 


OBRFANDADES. V. JuBILACIONES. 


(1) Los fundamentos del decreto, según la exposición 
que le precede, son que el R. D. de 16 de Abril de 1889, 
modificado en parte en 8 de Noviembre siguiente, es de- 
masiado restrictivo, y que es excepcional el hecho de la 
celebración solemne del cuarto centenario del descubri- 
miento de América. 





ORDENES DEL REINO...—PANTANOS. 


P 


PACTOS. Véase CoxtrBaTOS, y señaladamen- 
te la sentencia de 19 de Noviembre de 1891 (pá- 
gina 91), sobre pactos accesorios y subalternos, 
que no pueden quebrantar el vínculo de derecho 
creado por el contrato. Los pactos consignados 
en los contratos administrativos para sustraer 
al conocimiento de los Tribunales de este orden 
las cuestiones sobre inteligencia, aplicación y 
cumplimiento de lo convenido, adolecen de vicio 
insubsanable de nulidad. (Sent. 81 de Octubre-3 
Noviembre 1891, inserta en J URISDICCIÓN CONTEN- 
CIOSO ADMINISTRATIVA.) 


PAGARÉS. Juez competente para conocer 
de demandas en que se reclama su pago. (Sen- 
tencias 6 Julio 1891 y 18 Agosto 1892, p. 66, nú- 
meros VIII y XI.) 


PAGO DE LO INDEBIDO. Devolución á 
la Hacienda de pagos hechos por la misma inde- 
bidamente.—Véase la sentencia de 31 Marzo 1892, 
pág. 127. 


PAGOS. V. IMPUESTO SOBRE LOS PAGOS. 


PANTANOS. Hemos dado idea de los pan: 
tanos en el Diccionario, tomo VIII, p. 600, 6in- 
dicado y recogido la legislación que les es apli- 
cable, en el tomo II, ps. 200 y siguientes. He aquí 
otra disposición declarando uno de utilidad pú- 
blica. 


Ley 15 Mayo 1892. 
Declarando de utilidad pública el proyecto de pantanol 
del arroyo Escurisa. 

(Fom.) «LEY.—Don Alfonso XIO, eto. 

Artículo 1.2 Se declara de utilidad pública el 
proyecto de los pantanos del arroyo Escurisa, 
presentado por el Sindicato de pantanos de Hijar, 
constituido por Real orden de 17 de e (1, 

cuyo proyecto fué aprobado por R orden de 
3 de ebrero de 1879; conforme al presupuesto, 
importe del pantano inferior se fija en 437.621 pe- 
seras 82 céntimos, y el de la mitad de las obras 
comunes con el superior en 54.661 pesetas 21 cén- 
timos, que producen un total de 491.283 pesetas 
38 cóntimos. 

Art. 2.2 A los efectos de la presente ley s 
consideran del dominio público las aguas el 
arroyo Escurisa que, conforme al proyecto, han 
de contenerse en los pantanos, sin perjuicio de 
los usos, aprovechamientos y demás derechos es" 
tablecidos ó adquiridos por las comunidades 10: 
dustriales ó regantes. Las aguas á que este pro: 
yecto se refiere se destinarán, en primer término, 
á mejorar y asegurar los riegos existentes, y las 
sobrantes serán para el establecimiento de nue: 
vos riegos. h 4 

Art. 8.2 A virtud de lo dispuesto en el art. 1: 
de la ley de 27 de Julio de 1888, y de conformida 
con el expediente, del cual resulta que la como 
nidad del Sindicato de los pantanos de Híjar ha 
ejecutado obras en el inferir por cantidad de 

7.892 pesetas, que excede á la mitad del preso: 

uesto aprobado, se otorga al referido Sindicato 
de los pantanos de Híjar la concesión á perpt 
tuidad del pantano inferior del arroyo Escuris3. 
con la subvención de 243.642 pesetas, que se des: 
tinarán á la'terminación de las obras el mismo. 

Art. 4.2 Luego que el Sindicato de pantanc* 
de Híjar se obligue en debida forma, segúl lo 
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dispuesto en el art. 12 de la ley de 27 de Julio 
de 1888, á sufragar el importe de la mitad del 
pantano superior, comprendida la de sus obras 
comunes, podrá ser objeto de concesión median- 
te una ley especial. 

Art. 5.” La continuación de las obras del pan- 
tano inferior deberá realizarse por el concesio 
nario en el plazo de cuatro meses, á contar desde 
la promulgación de esta ley, y terminarse en 
el de tres años, contados desde que fueren con- 
tinuadas. 

Se harán bajo la inspección del ingeniero jefe 
de la Aly y con arreglo al proyecto, que 
no podrá modificarse sin aprobación del Minis- 
tro de Fomento. 

El pago de la subvención se hará por mensua- 
lidades, según las certificaciones que deberá ex- 
pedir el ingeniero inspector de las obras. 

Este proyecto disfrutará de los beneficios y 
exenciones concedidas ó que se concedan á los 
de su clase. 

Art. 6. El Ministro de Fomento dictará las 
órdenes oportunas para el exacto cumplimientd 
de esta ley en todas sus partes, siendo aplicable, 
en lo que á ella no se oponga, lo dispuesto en la 
legislación general de Obras públicas y en la es- 
pecial de pantanos y canales de riego. 

Por tanto: Mandamos, etc. 

Dado en Aranjuez á 15 de Mayo de 1892.—Yo 
la Reina Regente.—El Ministro de Fomento, 
Aureliano Linares Rivas.» (Gac. 17 Mayo.) 


PARADAS. La legislación sobre ería caba- 
llar, mular, etc., la hemos expuesto 6 incluído 
en el artículo Parapas, del Diccionario, t. VIII, 
pág. 602. En el año 1892 y por R. O. de 12 de Fe- 
brero (Gac. del 16), se aprobó el Cuadro de dis- 
tribución de caballos sementales del Estado para 
cubrición de yeguas en aquella primavera. 


PARENTESCO. Véase en ParriciprO la sen- 
tencia de 12 de Marzo 1891 sobre calificación de 
ciertas lesiones, inferidas por una mujer á su 
marido; y en TesTaMENTOS, la de 20 de Noviembre 
de 1891, sobre ineficacia de la renuncia de los de- 
rechos legitimarios por parte de los herederos 
forzosos, antes de fallecer el pariente á quien 
habrian de referirlos. 


PARRICIDIO. La doctrina legal aplicable á 
este delito, castigado en el art. 417 del Código 
penal, la hemos comprendido, convenientemente 
clasificada, en el Dicc., t, VIII, p. 610. El grupo I 
contiene varias resoluciones sobre calificación 
del delito como parricidio ó como lesiones, y á 
ellas debemos añadir aquí la siguiente: 


129 Marzo 1891. Casación de sentencia por haber 
considerado como parrícidio frustrado el hecho de arro- 
jar una mujer d su marido, estando éste durmiendo, 
una sartén de pringue ardiendo. 


Francisca Rebollo, aprovechando que su marido 
estaba en la cama durmiendo, calentó mucho una 
sartón de pringue y le echó ésta sobre la cabeza, 
cara, cuello, pecho y manos, causándole una pro- 
funda quemadura, de que tardó en curarse más de 
noventa días. 

Condenada la mujer como autora de parricidio 
frustrado, con las agravantes de alevosía y preme- 
ditación, interpuso recurso de casación fundándole 
en que los hechos no constituían el parricidio 
frustrado del art. 417 en relación con el 1. y 3. del 
Oódigo penal. sino el delito de lesiones graves del 
art. 431, núm. 8, 


Así lo entiende el T. S., declarando haber lugar 
al recurso: 


0 


«Considerando: que siendo la intención del culpa- 
ble elemento esencial, base y fundamento de todo 
delito, y no consignándose en el veredicto de los 
jurados que al ejecutar Francisca Rebollo el acto 
punible que en él se expresa, fuese su voluntad 
privar de la vida á sa marido, no es procedente la, 
calificación que le ha dado la Sala sentenciadora 
de delito frustrado de parricidio, debiendo limitar- 
se ésta en el presente caso, al que surge natural y 
legalmente del efecto producido: 

Considerando: que, según el número 3.” del ar- 
tículo 431 del Código penal, es reo de lesiones graves 
el que biriere, golpeare ó maltratare á otro, si de 
resultas de las lesiones elofendido hubiese estado 


incapacitado para su trabajo habitual 4 enfermo 
por más de noventa días; y que al causar la proce- 
sada 4 Juan Gil una profunda quemadura que nece- 
sitó de asistencia facultativa por este tiempo, incu- 


rrió en el expresado delito: | 
Considerando: que en la ejecución del delito han 
concurrido y son de apreciar las circunstancias 


agravantes de alevosía, por haber empleado la re- 
currenve en la ejecución del delito medios, modos á 
formas que tendían directa y especialmente á ase- 
gus sin riesgo para su persona que procediera 

e la defensa que pudiera hacer el ofendido, como 
lo demuestra el haber aprovechado la ocasión en 
que éste se hallaba durmiendo en su cama completa 
y absolutamente desprevenido, y la cualificativa 
de ser su cónyuge el agraviado, pbr cuya razón debe 
ser aplicada la pena señalada al delito en su grado 
máximo, de conformidad con el último apartado 
del art, 431, en relación con el núm.3.? del mismo 


y regla 3.2 del 82.» (Sent, 12 Marzo 1891.—Gac. 25 Agos- 
to, p. 93.) 


PARROQUIAS. El art. 24 del Concordato 
de 1851 dispuso que los prelados procedieran 
desde luego á formar nuevo arreglo y demarca- 
ción parroquial; pero en la mayor parte de las 
diócesis la disposición quedó por entonces in- 
cumplida, pues hasta estos últimos años no ha 
comenzado á ejecutarse, mediante acuerdos y 
disposiciones como las que demuestra el si- 
guiente 

R. D. 26 Junio 1892. 

Prestando el Real asenso para poner en ejecución el nue. 
vo arreglo y demarcación parroquial de la diócesis de 
Lérida. 

(Grac. y JusT.) «Tomando en consideración... 
Vengo en decretar: 

Artículo 1.2 Con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 24 del Concordato de 16 de Marzo de 1851, 
vengo en prestar mi Real asenso para que se 
ponga en ejecución el nuevo arreglo y demarca- 
ción parroquial formado para la diócesis de Lé- 
rida por auto definitivo del reverendo obispo de 
la diócesis de 25 de Abril último. 

Art. 2.2 En su consecuencia, se expedirá la 
correspondiente Real cédula auxiliatoria, con 
arreglo al modelo que á propuesta del Ministro 
de Gracia y Justicia tengo aprobado y las de- 
más cláusulas procedentes. 

Art. 3.” %El presente decreto y la parte nece- 
saria, á juicio del reverendo obispo, de la Real 
cédula auxiliatoria de que trata el artículo an- 
terior, se publicarán en el Boletín oficial de la 
provincia en que estén situadas las respectivas 
parroquias y en el Eclesidstico de aquella dió- 
cesis. 

Art. 4. Enadelante y hasta tanto que ten ga 
efecto la dotación definitiva, con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 36 del Concordato, se forma- 
rá el presupuesto de dicha diócesis, según las 
reglas transitorias EA en el art. 28 y 
demás disposiciones del K. D. de 15 de Febrero 
de 1867, dado con intervención del muy reveren- 
do nuncio apostólico. RR 

Art. 5, El Ministro de Gracia y Justicia dis- 
pondrá lo conveniente para la ejecución del 
presente decreto. 
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Dado en Aranjuez á 26 de Junio de 1892.— 
Maria Cristina.—El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Fernando Cos-Gayón.» (Gac. 28 Junio.) 


PARTERAS. V. Isrruso8. 


PARTICIONES DE HERENCIA. El artícu- 
lo 1049 de la ley de Enjuiciamiento civil exige 
que las operaciones divisorias del caudal heredi- 
tario se sometan á la aprobación judicial, siem- 
pre que en ellas haya interesados menores ó in- 
capacitados; pero el Código civil ha transmitido 
al Consejo:de familia muchas de las facultades 
que los jueces venian ejerciendo por la citada 
ley, y además ha autorizado al testador para en- 
comendar la práctica de la partición á determi- 
nada persona, y ha declarado expresamente que 
cuando los menores estén sometidos á la patria 
potestad y representados en la partición por el 
padre ó, en su caso, por la, madre, no será nece- 
saria la intervención ni la aprobación judicial. 
El art. 1049 de la ley de enjuiciar, que no distin- 
gue de casos ni situaciones, ha quedado, pues, 
modificado por el Código civil, con arreglo al 
que la circunstancia de haber interesados mb- 
nores, no produce forzosamente la necesidad de 
la aprobación judicial. ¿Cuáles son, pues, los 
casos de excepción á la regla general? O en otros 
términos, ¿cuándo no es necesaria la aprobación 
judicial de las particiones, sin embargo de ha- 
ber en ellas interesados menores? El T.$S. no 
ha pronunciado todavía declaración alguna so- 
bre el particular; pero la Dirección de los Regis- 
tros civil y de la propiedad y del Notariado, 
en sus resoluciones de 5 Octubre, 25 Noviembre 
y 18 Diciembre 1893 (AréuD1cES de 1896, p. 406; 
1898, p. 885; y 1894, p. 297) 9 Septiembre y 12 No- 
viembre 1895 (Ar. de 1896, p. 228 y de 1895, p. 794) 
y 12 Octubre 1896 (Ar. de 1896, p. 783), ha esta- 
blecido que no es necesaria la aprobación judi- 
cial para las particiones en que hay menores 
cuando éstos estén representados por el padre ó 
por la madre, y aun en el supuesto de que la mis- 
ma no tenga interés incompatible por haber re- 
nunciado su derecho sucesorio; cuando están re- 
presentados por su tutor, y cuando, aun repre: 
sentados por defensor, practica las particiones 
el comisario que nombró el testador. Si los me- 
nores están representados por el deféhsor á que 
se refiere el art. 165 del Código civil por tener 
en la herencia intereses incompatibles con los 
del padre, la aprobación judicial es de todo 
punto necesaria. 


Jurisprudencia. 


29 Diclembre 1891. Es válida la inscripción po 
sesoría, hecha por un heredero, de los bienes que recibió 
de una partición no aprobada judicialmente, si el menor 
interesado en que lo fuera se conformó con ella después 
de la mayor edad: Derecho de tandeo en la distribución 
y disfrute de aguas comunes á fincas diferentes. 


Los hermanos D. Juan Paulino y D. Cristóbal 
García Már yuez, entablaron obdos litigios contra 
la viuda 7, herederos de D. Juan García Espinosa, 
solicitando el primero en su demanda qpe se can- 
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celase la inscripción posesoria que de los bienes re- 
lictos éstos habían hecho en el Registro de la pro- 
piedad, alegando, entre otros fundamentos, que la 
partición de aquellos bienes se practicó sin la ne- 
cesaria iria judicial, que era precisa, por 
estar en ella interesados menores; y que no elec: 
tuada, como no lo estaba, por tanto, la indicada 
partición, existía la comunidad de bienes de la he- 
rencia, no siendo lícito á ningún heredero realizar 
la repetida inscripción, puesto que la ocupación in- 
terina y precaria del todo ó parte de la herencia no 
constituía dominio, siendo una mera posesión á 
nombre de todos los herederos. La demanda de don 
Cristóbal García Márquez se refería á un aprove- 
chamiento de aguas, solicitando el demandante 
ue se condenara á los propios viuda y herederos 
de García Espinosa á que observaran en los riegos 
de ciertas huertas que poseían en Vega Redonda, 
la costumbre establecida de antemano, en vida de 
la causante de éstos, relativa á la distribución de 
aguas entre las citadas huertas y un molino que el 
demandante adquirió como inmediato sucesor de 
una institución de que fué dueña doña Antonia 
María Espinosa. Seguidos los pleitos, los demanda- 
dos pidieron y lograron la acumulación de ambos. 
obteniendo por sentencia de la Audiencia la abso- 
lución de las dos demandas deducidas por los her- 
manos García Márquez, los cuales interpusieron 
contra esta fallo recurso de casación, alegando, se- 
paradamente cada uno, distintas infracciones le- 
gales. El T. S. declaró no haber lugar al recurso: 
«Considerando, en cuanto el recurso 56 refiere 4 
la demanda formulada por D. Juan Paulino Garcia 
Márquez, que los bienes raíces relictos por muerte 
de doña Antonia Espinosa, se dividieron en 1861 ex- 
trajudicial y privadamente, desde cuya época ha 
venido cada partícipe poseyendo, disfrutando y 
disponiendo como propios de los que en esa parti: 
ción le tocaron, por lo cual es evidente que cesó de 
este modo la proindivisión de la herencia respecto 
de tales bienes, y que pudo en su virtud D. Juan 
García Espinosa, á falta de titulo escrito, inscribir, 
como inscribió, en el Registro de la propiedad, la 
mera posesión de los que le adjudicaron y entrega- 
ron; ue habiéndose conformado el demandante 
con dio “4 partición, por pactos re etidos después 
de su menor edad, quedó subsanada, en cuanto al 
mismo pudiera afectar, la falta de aprobación judi- 
cial en que se incuzrió al practicarse, siguiéndose 
de todo ello que, sin violar ninguna de las leyes y 
doctrinas invocadas en el recurso, ha podido y de- 
bido desestimarse su demanda y dejarse subsisten- 
tes las inscripciones posesorias mencionadas: 
Considerando respecto á la segunda parte del re- 
curso, ó sea en cuanto 80 contrae á la demanda de- 
ducida por D. Cristóbal García Márques, que para 
reputarse infringida la doctrina invucada bajo el 
nám. 1.9, sería preciso que el tandeo en dicha de- 
manda pretendido, como régimen regulador de los 
respectivos derechos de las huertas y del molino al 
disfrute de las aguas comunes á ésta y á aquellas 
fincas, constituyera el estado posesorio de disfrute 
al tigsmpo en que por muerte de doña Antonia se di- 
vidieron esos bienes entre las dos partes litigantes; 
y como la sentencia recurrida, lejos de estimarlo 
así, aprecia que ni al construir el molino la misma 
doña Antonia le dotó con aguas propias, por más 
ue aumentó el caudal que ella disfrutaba en sus 
dicas: ni tampoco estableció ni siquiera observó 
dicho régimen, apreciación que no ha sido impug- 
nada en debida forma, es evidente que al desesti- 
marse la demanda no se cometió la infracción ale: 
gada en dicho núm. 1.2, ni tampoco la que se alega 
en el 8.9; porque para reputarse infringidos los pre- 
ceptos de la ley de aguas que en el mismo se citan, 
sería preciso suponer, entre otras cosas, que el mo- 
lino hubiera disfrutado del tandeo por espacio de 
veinte años. .» (Sala 1.*, sent. 22 Diciembre 1891.— 
Gac. 28 Enero 1892, p. 4) 


—Véónase además en HIPOTECAS la resolución de 13 
de Abril de 1892sobre si es ó no preciso hacer cons: 
tar en elinventario que se formara éste con citación 
de los coherederos; y en SUCESIONES la sentencia de 
8 de Febrero del mismo año, estableciendo que el 
cónyuge viudo no puede distribuir el caudal relic- 
to del premuerto, aun cuando éste lo haya orde- 
nado. 





PARTIDOS MÉDICOS. (Jurisprudencia.) 
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PARTIDOS MÉDICOS. El servicio benéfico 
sanitario de los pueblos á que se refieren los ar- 
ticulos 64 á 80 de la ley de 28 de Noviembre de 
1855, se rige hoy por el Reg. de 14 de Junio de 
1891, pero sobre otras disposiciones que ante- 
riormente le ordenaban , se publicaron en el 
año 1892 las siguientes decisiones de jurispru- 
dencia: 


Sent. 16 Noviembre 1891. Para que los Ayunta- 
mientos puedan destituir á sus facultativos, es necesario 
que preceda expediente en el cual, después de oir á los in- 
teresados, se justifique la causa de la separación, 6 bien 
que se anule el contrato por mutuo acuerdo. 


Contra acuerdo del Ayuntamiento de Grado decla- 
rando vacante la plaza de médico titular de Valde- 
pramaso, que venía desempeñando D. Alfonso Gon- 
sález, acudió éste al gobernador de Oviedo en sú- 

lica de que fuera revocado el expresado acuerdo. 

ictada providencia en tal sentido por aquella an- 
toridad, el Ayuntamiento de Grado acudió á la vía 
contenciosa, pronunciándose por el Tribunal pro- 
vincial la siguiente sentencia, que en apelación es 
confirmada por el T.C. A.: 

«Considerando: das según lo dispuesto en el art. 70 
de la ley de sanidad vigente en relación con el 83 
del reglamento de partidos médicos de 11 de Marzo 
de 1888, no pueden ser anuladas las escrituras de 
los médicos titulares sino por mutuo convenio de 
éstos y las Municipalidades, Óó por causa legítima 
probada por medio del oportuno expediente en que 
se les dé audiencia Á los interesados (1): 

Considerando: que pugna con el texto explicito y 
terminante de dichas disposiciones la pretensión 
deducida por el Ayuntamiento de Grado para que 
se reconozca la validez de su acuerdo... 

Considerando: que no aparece acreditado el aban- 
dono atribuido á D. Alfonso González de su plaza 
de médico titular, ni fundada la presunción dedu- 
cida por el Ayuntamiento de que aquél dió por res- 
cindido el contrato en el hecho de aceptar el cargo 
de médico director del balneario de Borines, puesto 
que pidió y obtuvo licencia del alcalde por los días 
que estuvo rusente, designando el sustituto; que 
tampoco puede cunsiderarse que entró á desempe. 
ñar la plaza interinamente, puesto que lo hizo en 
virtud de un contrato por seis años, que sólo podía 
ser anulado y destruído en un solo caso, cual era el 
de la resolución favorable en el pleito promovido 
por su antecesor contra los efectos de una Real or- 

en que fué confirmada; que no existe la incompa- 
tibilidad alegada del cargo de director del balnea- 
rio con otro público remunerado por el Estado, Pro- 
vincia ó Municipio, pues según Rs. Os. de 14 de Mar- 
so de 1881 y 4 de Junio de 1872 y otras murbhas, los 
facultativos titulares no son empleados ni depen- 
dientes asalariados del Ayuntamiento, por lo cual 
no es aplicable en este caso el art. 78 de la ley mu- 
nicipal ni los demás invocados en la demanda: 

Considerando: po último, que aun en el supuesto 
más favorable las pretensiones del demandan- 
te....., no por esto po ría haberse considerado el 
Ayuntamiento con facultades y atribuciones para 
separarlo y dar po: rescindido el contrato por vir- 
tud de un simple acuerdo, sino que siempre ten- 
se gas hacerlo con arreglo á las prescripciones 

egales: 
istas las Rs. Os. de 14 de Octubre de 1871, 12 de 
Julio de 1873, Real decreto sentencia de 20 de Marzo 
de 1881, Rs. Os. de 4 de Junio de 1872, 14 de Marzo 
de 1881, 11 de Octubre de 1871 y 14 de Octubre de 1873; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no 
haber lugar 4 dejar sin efecto la providencia del 

obernador civil de la provincia de 17 de Noviembre 

e 1885, etc.» (Sent. 28 Noviembre 1891.—Gac. 3 Sep- 
tiembre 1892, p. 897.) 


KK. O. 95 Enero 18938. Los gobernadores, y no las 
Comisiones provinciales, son los competentes para revisar 
en alzada los acuerdos de los Ayuntamientos con sus fa- 
cultativos titulares: Cuestión surgida después del regla- 
mento de 14 Junio 1891 sobre rescisión de un contrato ce- 
lebrado con anterioridad. 


El Ayuntamiento de Peraleda de la Mata celebró 


(1) Y lo miamo establece el art. 26 del Reg. vigente de 
44 de Junio de 1891. 


un contrato el día 9 de Junio de 1885 con el farma - 
cóntico titular, D. Manuel García Marcos, en cuya 
cláusula 9.* se decía: «El presente contrato se hace 
por el tiempo de cuatro años, pero se entenderá re- 
novado por otros cuatro, sin necesidad de nuevo 
convenio, si antes de finalizar los dos primeros no 
comunica una de las partes contratantes Á la otra 
su voluntad de que termine ó se modifique en cual- 

vier sentido al terminar los cuatro años.» En 28 de 
Jánio de 1891, el Ayuntamiento, apoyándose en el 
art. 92 del reglamento para el servicio benéfico sa- 
nitario de los pueblos de 14 del mismo mes, acordó 
rescindir el mencionado contrato, de cuyo acuerdo 
recurrió García Marcos ante la Comisión provin- 
cial, fundándose en que transcurridos los dos pri- 
meros años sin que ninguna de las partes hiciera 
uso del derecho mencionado, y terminado el primer 
período, empezaba á regir el nuevo de otros cuatro 
años, según el texto de la cláusula referida. La Co- 
misión, con vista del art. 70 de la ley de Sanidad, 
declaró nulo el acuerdo recurrido, por carecer de 
competencia para dictarló la Corporación munici- 
pal. Esta acudió al gobernador de Cáceres cn sú- 
plica de que suspendiera la providencia de la Comi- 
sión provincial, 4 lo cual accedió aquella autori- 
dad, amparándose en el art. 79 de la ley provincial, 
y alegando que si bien el acuerdo revocado se dictó 
por el Ayuntamiento en uso de sus atribuciones, 
caso de no estimarse así, debió acudirse al goberna- 
dor como única autoridad competente, y no á la 
Comisión provincial, por carecer ésta de facultades 

ara ello, y que el caso presente no está comprendi- 

o en el art. 70 de la ley de Sanidad. La Diputación 
provincial, de conformidad con la expresada Comi- 
sión, se alzó ante el Ministerio de la resolución del 
gobernador, informando la Dirección general de 
Administración local que procedía confirmar la sus- 
pensión decretada por aquél. Remitido el «expedien- 
te al O. de E., se conformó en parte el Gobierno con 
el dictamen de la Sección de Gobernación y Fomen- 
to, que es el siguiente: 

«Ahora bien: el contrato celebrado entre el Ayun- 
tamiento y el farmacéutico D. Manuel García Mar- 
cos era por cuatro años, prorrogable 4 otros cuatro, 
siempre que, como ocurrió, ninguna de las partes 
comunicase á la otra antes de finalizar los dos pri- 
meros el propósito de qne terminase. 


Esta y no otra es la interpretación que puede 
darse á la cláusula ó condición 9.* del mismo. 

Dice el artículo 82 del reglamento para el servicio 
benéfico sanitario de los pueblos de 14 de Junio úl- 
timo, «los contratos celebrados en conformidad al 


reglamento de 24 de Octubre de 1573 podrán respe- 
tarse sí mediara mutuo acuerdo entre los Ayunta- 
mientos y los facultativos, pero no podrán revocar- 
se sin sujeción á las prescripciones de este regla- 
mento. 

Si no existiese el mutuo acuerdo á que se refiere 
el párrafo anterior, se declarará vacante la plaza, 
cubricadose de nuevo conforme á lo establecido en 
este decreto.» se 

Según el art. 171 de la ley municipal, contra los 
acuerdos de los Ayuntamientos en asuntos de su 
competencia se concede recurso de alzada ante el 

obernador dentro del plazo de treinta días, conta- 

os desde la notificación administrativa, Ó en su 
defecto, desde la publicación del acuerdo. 

De lo anteriormente expuesto se deduce que don 
Manuel García Marcos debió haber interpuesto el 
recurso contxa el acuerdo del Ayuntamiento ante 
el gobernador de la provincia, y no ante la Co- 
misivn provincial, y que ésta, al resolverlo, se ex- 
tralimitó de sus funciones, razón por la que el go- 
bernador cumplió con la ley al suspenderlo. Pero 
sien la fecha en que el Ayuntamiento tomó el acuer- 
do pudo interpretar el artículo 82 del reglamen- 
to mencionado de 14 de Junio último en la forma en 

ue lo hiso, en 15 de Julio siguiente se ublicó una 
Reni orden aclaratoria del mismo, por el que se pre- 
ceptúa que las disposiciones del citado reglamento 
en general, y especialmente las de los arts. 1.* y 32, 
se entenderán sin perjuicio de que se respeten los 
convenios escriturados vigentes entre los Ayunta- 
mientos y facultativos, siempre que una ú otra de 
las partes desee mantener los derechos que de ellos 
se desprendan, y que sólo se aplicarán los preceptos 
y prohibiciones ahora establecidos á los contratos 
que se hayan otorgado ú otorguen para el servicio 
médico desde la fecha de la publicación del regla- 
mento en la Gaceta. S 

Según la anterior Real orden, es evidente que el 
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Ayuntamiento de Peraleda de la Mata no puede 
rescindir el contrato de que se trata desde el mo- 
mento en que una de las partes, el farmacéutico titu- 
lar García Marcos, se opone á ello. Como quiera que 
al resolverse por V. E el presente recurso está acla- 
rado el reglamento en la forma expuesta; 

La Sección opina: 

1.2 Que procede confirmar la suspensión decreta- 
da por el gobernador, toda vez que el recurso contra 
el acuerdo del Ayuntamiento debió el Sr. García 
Marcos haberlo interpuesto ante el gobernador de 
la provincia, y alno hacerlo asi y fallar la Comisión 


A a claro es que se extralimitó en sus atri- 
uciones. 


Y 2,2 Que procede declarar que el Ayuntamiento 
no puede rescindir el contrato de que se trata, ín- 
terin el farmacéntico titular no acceda á ello. 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Keino, con el primer 
extremo del informe, objeto del recurso, se ha ser- 
vido resolver que se confirme la providencia apela- 
da que suspendió el acuerdo dela Diputación.» (Real 
orden 25 Enero 1892.—Gac. 22 Febrero.) 


—Véase en SANIDAD la R. O. de 29 Julio de 1892 
sobre datos estadístico sanitarios, á cargo de los 
médicos y facultativos titulares. 


PASAJES PARA ULTRAMAR. Véase en 
RevisTas el reglamento de 7 Diciembre de 1892, 
cuyos arts. 154 y siguientes son relativos al pa- 
saje de generales, jefes, oficiales y tropa y sus 
familias; y en EMPLEADOS DE ULTRAMAR, p. 167, 
la E. O. de 8 de Agosto de 1892, reconociendo de- 
recho al abono de pasaje á los oficiales quintos 
de Administración. 

PASOS. Servidumbres pecuarias definidas 
en el art. 12 del R. D. de 13 Agosto 1892, inserto 
en GANADERÍA, 

PASTOS. La conservación, en beneficio de 
la Cañada española, de los de aprovechamiento 
común y de las rastrojeras, se halla impuesta por 
los arts. 52, núm. 1, y 67, núm. 111 del reglamen- 
to de 13 de Acosto 1892, inserto en GANADERÍA. 

PATENTES DE INVENCION. ¿Cuándo 
puede reclamarse indemnización á los usurpado- 
res?—Véase en Daños Y PErJuICIOS la sentencia 
do 25 Enero de 1892, p. 119.—Sobre total inefica- 
cia de las patentes nulas, véase en PROPIEDAD IN- 
DUSTRIAL la sentencia de 28 Abril de 1891. 

PATENTES DE SANIDAD. Véanse las 
Reales órdenes de 26 de Enero y 10 de Febrero 
de 1892, insertas en SANIDAD. 

PATRIA POTESTAD. ¿Es renunciable la 
patria potestad? El T. S. declaró en su sentencia 
de 11 de Julio de 1882, que la renuncia por la ma- 
dre viuda, de los derechos inherentes á la patria 
potestad, ha de mantenerse mientras no se de- 
clare su nulidad (Dicc., t. VITI; p. 649). No resol- 
vió, pues, el Tribunal por aquel entonces, si la 
potestad sobre los hijos, confiada por la ley á la 
mujer en defecto del marido, es ó no renuncia- 
ble; pero con posterioridad ha resuelto este pun- 


to en sentido negativo por la siguiente sen- 
tencia: 


932 Octubro 16941. Estd bien denegado el discerni- 
miento del cargo de curador al nombrado por el padre en 
el testamento, por oponerse la designación al ejercicio de 
la patría potestad que la ley concede á la viuda, y que 
ésta no puede renunciar en tólo ni en parte.— Aplicación 
del art. 1.818 de la ley de Enjuiciamiento civil. 


Don Manuel Jovó y Montané otorgó testamento 
cerrado en la ciudad de Barcelona 4 18 de Noviem- 


bre de 1883, nombrando albaceas generales ejecuto- 
res de su testamento, con las tacultades de que hizo 
mérito, á D. Pablo Garrigá y Grau, D. José Mumbrú 
y Tusell y D. Evaristo Molina y Guasch, y herederos 
universales á sus hijos Manuel y Emilio y á su espo- 
sa Isabel Vázquez; y en atención á ser menor de 
edad Emilio, nombró curadores suyos durante su 
menor edad á sus tres citados albaceas generales 
ejecutores, quienes ejercerían á la vez los dos expre- 
sados cargos. El juez los tuvo por nombrados, res- 
petando la voluntad del testador; y en 14 de Enero 
de 1883 presentó doña Isabel Vázquez el inventario 
solicitando que se discerniese el cargo á los curado- 
res nombrados con relevación de fianza, señalán- 
doles el tanto por ciento que habían de percibir, con 
lo cual estuvo conforme el Ministerio fiscal. El juez, 
en auto de 24 de Mayo qa naa declaró no haber 
lugar á lo quese solicitaba, y por consiguiente, al 
discernimiento del cargo de curadores soli 

este expediente. / 

Doña Isabel Vázquez pidió reposición de este 
auto, y que se proveyera en conformidad á lo que 
tenía pedido, para lo cualalegó: que la facaltad con- 
cedida por el art. 1.818 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, estaba limitada al caso en que los interesados 
en el expediente pedían que se variasen ó modifica- 
sen las providencias dictadas, sin que pudiera el 
juez hacerlo de oficio, y que por ello, no habiendo la 
alegante solicitado tal variación, quedaban firmes 
las providencias consentidas; que por regla general 
eran renunciables todos los derechos, ya fueran ad- 
quiridos en virtud de actos ejecutados por los ciu: 

adanos, ya lo fueran por ministerio de la ley, como 
la patria potestad y sus consecuencias de adminis- 
tración y usufractu del alegante sobre su hijo Emi- 
lio, exceptuándose únicamente los casos taxativa- 
mente fijados por la ley, en ninguna de cuyas ex- 
cepciones lo estaba en el presente; que el auto 
recurrido causaba al menor el grave perjuicio pecu- 
niario de privarle en favor de su madre de los so- 
brantes del producto de sus bienes, perjuicio que no 
tenía razón de ser desde el momento en que la ma- 
dre renunciaba legalmente en favor de su hijo los 
derechos de administración y usufructo, cumplien- 
do además la voluntad de su esposo. Oido el Minis- 
terio fiscal, impugnó la reposición porque la tutela 
y curatela no entraban sino en defecto de la patria 
potestad, la cual no era renunciable bajo ningún 
concepto; y el juez en auto de 29 de Noviembre de- 
claró no haber lugar á la reforma pretendida. Re- 
mitidas las actuaciones á la Audiencia de Barcelo- 
lona por virtud de la apelación que doña Isabel 
Vázquez interpuso, el defensor de ésta solicitó en el 
acto de la vista que se consignara que modificaba 
la solicitud deducida en la primera instancia en el 
sentido de que la renuncia de aquélla se limitaba 
Aá lu administración y usufructo de los bienes del 
hijo, quedando incólame la patria potestad sobre 
la persona del mismo; y la Audiencia de Barcelona 
dictó sentencia, confirmando el auto apelado. In- 
terpuso doña Isabel contra esta sentencia recurso 
de casación, por haberse infringido á su juicio: 

«1.2 El art. 4. del Código civil, que rige también 
en Cataluña, en el que se dice que los derechos 
concedidos por las leyes son renunciables, á no ser 
esta renuncia contra el interés y el orden público 6 
en perjuicio de tercero: 

2.2 La doctrina legal consignada en varias sen- 
tencias de este Supremo Tribunal, y entre ellas las 
de 11 de Marzo de 1664 y 6 de Junio de 1865, que esta- 
blecen la misma doctrina: 

8.2 La doctrina legal de que quien puede lo más 
puede lo menos, que está comprendido en lo más, 
en el concepto de que si la recurrente, como reco- 
nocía la sentencia, podía renunciar por medio de la 
emancipación toda la potestad, ari sobre la perso- 
na como sobre los bienes de su hijo, á mayor abun- 
damiento podía renunciar una parte de esa potes- 
tad, ósea la relativa á la administración y el usu- 
fructo de los bienes, conservando integra la parte 
mayor, ó sea de la persona de su hijo: 

4.2 Los arts. 64 y 65 de la ley provisional de ma- 
trimonio civil, por su indebida aplicación á la cues- 
tión del pleito, toda vez que por nadie se había 

uesto en duda la potestad de la madre sobre su 

do, y como consecuencia de ella sus derechos de 
administrar y usufructar los bienes del mismo, 
consistiendo la cuestión en si eran ó no renuncia- 
bles estos derechos, relativos á los bienes: ] 

5. El art. 68 de la ley provisional de matrimonio 
civil, en el concepto de que el testador D. Manuel 


citado en 


de 
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Jové pudo, según él, privar á la madre recurrente 
dela administración y del usufructo de los bienes 
dejados al hijo en todo lo que no consatituia la leglÍ- 
tima de éste, y disponer, como lo hize, que admi- 
a los bienes los curadores por él nom- 
rados: 

6. Y por últi:no, el art. 1.818 de la ley de Enjui- 
ciamiento civil, por su indebida aplicación á este 
asunto, porque dicho articulo no concedía al juez 
la facultad de obrar de oficio, sino que las varia- 
ciones y las modificaciones habían de ser dictadas 
áinstancia de parte, habiéndose infringido también 
con dicho artículo el 310, caso 3., el 812 y el 408 de la 
misma ley de Enjuiciamiento civil.» 

Declara el T. S. no haber lugar al recurso: 

«Considerando: que limitado el auto recurrido á4 
confirmar el que denegó el discernimiento del cargo 
á los curadores nombrados en su testamento por 
D. Manuel Jové para su hijo Emilio, en razón á vi- 
vir la madre de éste, llamada por la ley 4 ejercer 
como tal madre la patria potestad, es indudable 

ne no infringe el art. 4. del Código civil, ni la 

octrina con él concordante, ni los arts. 64 y 65 de 
la ley de matrimonio, invocados en los motivos 1.*, 
2. y 4,2, porque en todos ellos se hace supuesto de 
la cuestión, olvidando que dicha potestad entraña 
también una suma de deberes, entre los cuales no 
puedo menos de figurar la administración de los 

tenes de los hijos, que por lo mismo no puede re- 
nunciarse como establecida principalmente en ven- 
taja de los menores y para mantener el mejor orden 
de la familia: 

Considerando: que esto mismo sucede con la doo- 
trina señalada en el motivo 8.%, en el concepto de 
que, pudiendo los padres emancipar á sus hijos, 
pueden con mayor razón renunciar á la sola adml- 
nistración de sus bienes, porque sobre ser c0sa8 
distintas, es notorio que la ley que faculta á aquéllos 
para emancipar á éstos cuando llegan á determina 
da edad y circunstancias, no ha consignado precep- 
to alguno que les autorice á renunciar la adminis- 
tración de los bienes, de los que están en potestad 
mientras subsiste ésta: 

Considerando: que es inaplicable y por tanto no 
ha podido infringir el art. 63 de la mencionada ley 
de matrimonio invocada en el motivo 5.%, puesto 
que aqui se trata de la administración de unos 
bienes heredados de su mismo padre por un hijo que 
tiene madre, llamada como tal á ejercer la patria 

otestad, y á quien el testamento de su marido no 
a impuesto reserva ni condición que pueda limitar 
legítimamente el ejercicio de las facultades y debe- 
res peculiares al caso (4 dicha potestad): 

Y considerando: que tampoco infringe el art. 1.818 
y concordantes que se citan en el motivo último, 
porque aquél establece una excepción en materia 

e jurisdicción voluntaria que hace ina plicables las 
reglas contenidas en los otros, autorizando á los 
jueces para variar ó modificar las providencias 
que diotaren sin sujeción á los términos y formas 
establecidas para los de la jurisdicción contenciosa, 
siempre que no tengan fuerza de definitivas y no se 
haya interpuesto contra ellas recurso alguno, lo 
cual no sucede en el caso del recurso, toda vez que 
el auto modificado ó variado fué aquel en que se 
tuvo pornombrados á los curadores testamentarios 
y se les mandó presentar inventario simple del cau- 
dal del menor (1).» (Sala 1.*, sent. 22 Octubre 1891.— 
Gac. 8 Diciembre, p. 183.) 





(1) «Tanto el recurrente como el T. 8. dan por su- 
puesto, y con razón, que los arts. f4 y 65 de la ley de 
matrimonio cívil, que declararon la patria potestad de 
la madre sin defecto del padre, rigen en Cataluña; de 
modo que habiéndose promulgado dicha ley como gene- 
ral del Reino, regird hoy, en su cap. V, como especial 
de Cataluña, por virtud del art. 13 del Código civil. 
Las disposiciones de éste, aunque sean reproducción de 
aquélla, no podrán, sín embargo, invocarse respecto de 
los territorios sometidos al derecho foral, si no forman 
parte de los títulos preliminar y 1V, lib, I, por la ex- 
presa disposición del parrafo segundo del citado ar- 
tículo 192; y toda ves que no se refleren d materias regí- 
das por leyes especiales d las cuales afectan en todo el 
territorio los preceptos del Código, por virtud de su ar- 
tículo 16 y de la base 10 de la ley de 11 de Mayo de 1888, 
tegún dejamos expuesto en el Diccionario, 5.* edición, 
tomo I, pdg. 100.» 

Asi comentábamos en la 1.* edición de este Av. de 1893 
la sentencia arriba inserta, y así pareció que el T. 8. 
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—Vénse además, sobre responsabilidad del padre 
que mata al seductor de su hija, la sent. de 28 Fe- 
brero 1891, en la p. 53, y el R. D. de 81 Julio 1892, en 
INDULTO; en HIPOTECAS las resols. de 5 y 13 Abril 
sobre requisitos para extinguir derechos reales 
constituidos á favor de menores sujetos á la patria 
potestad y representación de éstos por sus padres; 
en TUTELA, la sent. 28 Diciembre 1891, sobre testa- 
mento que dotó de curador ad litem á menores suje- 
tosá la patria potestad. 


PATRIMONIO DE LA CORONA. Ala doc- 
trina que hemos recogido en el Dicc., t. VITI, pá- 
gina 658, hemos de adicionar aquí las siguientes 
sentencias: 


23 Octubre 16941. Por la incautación de los bienes 
del Real Patrimonio, quedó la Nación obligada d abonar 
los créditos á cargo de aquél, que prescribieron cuando 
no se reclamó su pago dentro de los cinco años concedidos 
por la ley de contabilidad. 


En 1885 pidió D. José Parera que se le pagara por 
el Estado una colección de caricaturas que había 
prutass por los años Pd 1868, con destino al Pa.- 

acio Real or encargu de doña Isabel 11. Dene- 
gada su solicitud en vía gubernativa, la reprodojo 
en la contenciosa, donde se absuelve á la Adminis- 
tración de la demanda: 

«Considerando: que extinguido el antiguo Patri- 
monio de la Corona pos virtud de la ley de 18 de Di- 
ciembre de 1889, y habiendo revertido al Estado los 
bienes y derechos comprendidos bajo aquella deno- 
minación, pasó á éste también la obligación de sa- 
tisfacer las cargas y deudas que pesaban sobre la 
Casa Real al ocurrir los sucesos de 1868, y desde 
aquel momento quedó convertido el derecho que 
pudiera tener D. José Parera en un crédito contra 
el Estado das habia de regirse por la legislación 
de pls del mismo: 

onsiderando: qua con arreglo al art. 19 de la ley 
de contabilidad de %M de Junio de 1870, quedan pres- 
oritos todos los créditos contra el Estado cuyo re- 
conocimiento y liquidación no se solicite con la 
presentación de sus documentos justificativos den- 
tro de los cinco años siguientes á la conclusión del 
servicio de que procedan: 

Considerando: que en virtud del anterior funda- 
mento, es notoria la falta de derecho con que recla- 
ma el actor, pues habiendo concluído su trabajo 
antes de los sucesos políticos de 1883, no pidió el im- 
porte hasta el 4 de Marzo de 1885, sin que pueda ad- 
mitirse el argamento que alega de que se trata de 
un servicio no concluído sino interrumpido, porque 
en el mero hecho de presentar la minuta de sus ho- 
norarios indicó el mismo que se refería á un traba- 
jo ultimado para el efecto de hacer efectivo su va- 

or, y toda la cuestión ventilada en el expediente 
gubernativo y en el pleito, estriba en si tiene dere- 
o 0 cobrar el precio de los diversos cuadros que 
ntó: 

E Considerando: que aunque el decreto de 14 de Ene- 
ro de 1875, y la ley de 286 de Junio de 1876. devolvie- 
ron á la Casa Real todos los bienes de su Patrimo- 
nio, cuando esto ocurrió ya habían transcurrido los 
cinco años señalados en la ley de contabilidad, y 
por consiguiente, había prescrito el crédito de Pa- 
rera.» (Sent. 17 Octubre 1891.—(Gac. 19 Agosto 1892, 


p. 328.) 


entendia el texto legal en la de 381 de Marzo del mismo 
año (AP. de 1896, p. 1465); pero con loable acuerdo ha es- 
tablecido después otra, que generalizada conduce d la sí- 
guiente afirmación: todas aquellas instituciones regidas 
por leyes que, como la de arrendamientos, la hipotecaria, 
la de Enjuiciamiento, la de matrimonio civil, la de aguas, 
y las demás promulgadas como de cardcter general para 
toda la Penínsuld, han de aplicarse en las provincias 
aforadas con las modificaciones, limitaciones, adício- 
nes y derogaciones de que hayan sido objeto ó que en ellas 
resulten por consecuencia del Código civil, que en los pun- 
tos referentes d la materia de tales leyes es también de 
general aplicación para toda España. 

Véanse las sente. de 12 Junio 1894, 8 Diciembre 1895 y 
8 Febrero y 18 Junio 1896, en los AP8. de 1895, págs. 89 y 
879, y 1896, pdgs8. 109 y 795. 
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31 Abril 1893. Los bienes pertenecientes al excon- 
vento de la bastlica de Atocha corresponden al Patrimo- 
nio de la Corona como patrono del Monasterio, y no han 
podido enajenarse válidamente por el Estado, por no ser 
desamortizables; por lo cual la Hacienda debs indemni- 
zar al Real Patrimonio el valor de las ventas y los inte- 
reses correspondientes desde que éstas se verificaron. 


El Estado vendió diversos bienes como pertene- 
necientes al convento de Dominicos de Atocha; y el 
Real Patronato pidió que se le indemnizase el va- 
lor de las enajenaciones y se le abonaran los into- 
reses correspondientes. Denegada tal pretensión en 
vía gubernativa, la reprodujo en la contenciosa. El 
Tribunal falla ast: 

«Considerando: que la cuestión que hay que resol- 
ver en este pleito es si procede indemnizar á la Real 
Casa y Patrimonio, como Patrono del extinguido 
convento de Dominicos de Atocha, por las fincas y 
censos pertenecientes á aquella comunidad, que 
fueron enajenados por el Estado como bienes de 
regulares en el año 1886 y siguientes: 

onsiderando: que á la fecha en que se incautó 
el Estado de los referidos bienes y los enajenó, no 
eran ya éstos de la comunidad suprimida, sino del 
atronato particular que venían ejerciendo sobre 
a basílica y convento de Atocha y sus bienes los Re- 
yes de España, por haberse cumplido la condición 
expresamente consignada en la solemne declara- 
ción que en el año 1648 hizo la expresada comuni- 
dad al Rey D. Felipe IV, según la cual: «si en algún 
tiempo por falta de frailes se cerrase el convento 6 
por otra razón, retuviera éste sus rontas, bienes y 
exenciones para que se cumpliesen sus cargas por 
la Corona Real»: 

Considerando: que aun cuando no hubiera hecho 
la Comunidad de Dominicos de Atocha semejante 
declaración, una vez reconocida la existencia del 
Patronato de la Corona sobre la iglesia de Atocha, 

or haberlo O el Rey D. Felipe III en la 

eal cédula de 1602, hecho que jamás se ha puesto 
en duda por la Administración, y que ha sido de: 
clarado expresamente en numerosas resoluciones, 
entre ellas el decreto de 5 de Agosto de 1874 y la 
Reul orden de 10 de Junio du 1875, es forzoso recono- 
cer también, como lógica consecuencia, que á ese 
Patronato pertenecen todos los bienes destinados á 
levantar las cargas anejas al mismo, porque de no 
ser Así, el patronato se convertiría en un injusto 
gravamen: 

Considerando: que si la Hacienda no pudo vender 
como de regulares en los años 1836 y siguientes los 
bienes del suprimido convento de Atocha, porque 
ya noeran bienes desamortizables como de comu- 
nidad religiosa, tampoco pudo venderlos como del 
Patrimonio Real, porquelas leyes desamortizadoras 
del período comprendido entre el año 1823, en que 
se restableció el antiguo Patrimonio de la Corona, 
e de 1865, en que se hizo nuevo deslinde de los 

lenes que le constituían, no autorizaban á enaje- 
narlos, ni tampoco lo autorizaba la ley de 13 de Ma- 
yo del referido año 65, que los exceptuó de un modo 
genérico en el núm. 10 de su art. 1.” yla de 28 de Ju- 
nio del 76, que también los exceptuó en el apartado 
5. del art. 2.9, bajo la expresión sintótica de «Real 
Basílica de Atocha: 

Considerando: que en corroboración de este con- 
cepto de inalienabilidad favorable á los bienes de 
que se trata, existe el precepto del art. 4.? de la mis- 
ma ley de Junio del 76, en que se declara que para 
los patronatos de la Corona, enumerados en el ar- 
tículo 2.%, regirán las mismas disposiciones legales 
y administrativas adoptadas porregla general para 

os patronatos particulares, radicando el protecto- 
rado en la Real Casa: 

Considerando: que en confirmación de que la ley 
desamortizadora de 29 de Jalio de 1837 no se aplicó 
á los bienes del convento de Atocha, como con evi- 
dente inexactitud se afirma en la Real orden recla- 
mada, existe el hecho elocuente de que las prescrip- 
ciones más esenciales de esta ley, como son la 17, la 
20 y la 25, no se cumplieron ni consta que se tratara 
de cumplirlas respecto de esta comunidad, pues ni 
la iglesia de Atocha fué erigida en parroquia, ni 
fueron vendidos el templo y el convento, ni su ex- 
tensa buerta y olivar, ni los objeto del culto, ni sus 
valiosas alhajas, ni sus títulos de Sisas, ni el de la 
pensión de 15.000 pesetas de que se hace mérito en el 
Er publi ni sus cuadros, archivos y libros se 
aplicaron á Bibliotecas y Museos provinciales, sino 
que fueron respetados, y los documentos de que en 
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un principio se incautó la Hacienda pública fueron 
devueltos al Real Patrimonio por el Ministerio del 
ramo, como le ha devuelto el Ministerio de la Go- 
bernación los expedientes instruidos en el mismo, 
referentes al patronato: 

Y considerando: por último, que si por todo lo di- 
cho las fincas y censos que fueron del convento de 
Atocha, y que la Hacienda pública vendió y redi- 
mió, pertenecían al Real Patrimonio como de su 


patronato particular, desde el momento en que se 
extinguió aquella comunidad y no pudieron legal- 
mente ser enajenadas en los años 1 y Biguientes, 


ni como bienes de regulares, ni como bienes de la 
Corona, procede que la Hacienda indemnice al Real 
Patrimonio del capital que representan dichas ena- 
jenaciones, así como de los intereses correspondien- 
tes desde el día en que éstas se verificaron hasta 
el e. qee se haga completo pago del mencionado 
capital: 

Vista la Real cédula de 10 de Noviembre de 1602 y 
el acta de 20 de Noviembre de 1648... la ley de 29 de 
Julio de 1897, arts. 17, Y0 y 25... la de 13 de Mayo de 
1835, art. 1.9, núm. 10... el decreto de 5 de Agosto de 
1874... la Real orden de 10 de Julio de 1875... y la ley 
de 28 de Junio de 1878, 

Fallamos que debemos revocar y revocamos la 
Real orden de 156 de Noviembre de 1832, declarando 
que el Estado debe abonar al Real Patrimonio, 
como patroño del exconvento da Atocha, previa la 
correspondiente liquidación de capital ó intereses, 
las sumas que haya percibido por las enajenaciones 
de fincas y censos del expresado convento, verifica- 
das en los años 1838 y siguientes.» (Sent. 21 Abril 
1892.— Gac. 5 Noviembre, p. 200.) 


PATRONATOS. V. CareLLanias: Parnimo: 
NIO DE LA COBONA. 


PENAS. En Cópico PENAL hemos reproduci- 
do la tabla sinóptica general de la duración de 
las penas en todas las formas y combinaciones 
en que las señala el Código penal, y de su diyi- 
sión en grados, formada por el autor del Diccio- 
nario de la Administración Española, para el de 
Jurisprudencia penal, que publicó en 1874. Bajo 
el núm. 31 de esa tabla (t. 11, p. 992), y de acuer- 
do con la del art. 97 del texto legal, hemos con- 
signado que el grado máximo de la inhabilita- 
ción temporal dura de diez años y un día á doce 
años. Alguna vez los Tribunales le han asig- 
nado mewor duración y el Supremo ha tenido 
que enmendar el error, como lo demuestra la si- 
guiente sentencia: ¿ 


23 Junio 1891. La inhabilitación temporal en su 

prado máximo empieza en diez años y un día, y es ilegal 

a inhabilitación de ocho años y un día impuesta al reo de 
desobediencia, comprendida en el art. 380 del Código. 


Condenado Ignacio Vegas como autor de delito 
comprendido en el art. 850 del Código penal, por 
haber desobedecido reiteradamente órdenes del go- 
bernador de la prono á la pena de ocho años y 
un día de inhabilitación especial temporal, recu: 
rrió en casación al Ministerio AS por infrac- 
ción de los arts. 97, Pel 83. El T.8S.casa y anula el 
fallo, considerando lo dispuesto en dicho art. 5, y 

«Que el grado máximo de la pena de inhabilita- 
ción especial temporal, empiesa, según la tabla de- 
mostrativa del art. 97 del Código, en diez años y un 
día, y por consiguiente, al imponer la Audiencia 
ocho y un día, no sólo comete error en el grado de 
la pena, sino que aplica una que está fuera de los 
límites que comprende la señalada por la ley al 
delito, incurriendo por ello en las infracciones de 
ley que invoca el Ministerio en apoyo de su recar- 
s0.» (Sent. 27 Junio 1891.—Gac. 28 Diciembre, p. 2 ) 


—Véase en la p. 183 la Sent. de WM de Febrero de 
1891, estableciendo que las reglas del art. 82 del Có- 
digo penal no tienen aplicación á las faltas. 


PENSIONES DE VIUDEDAD Y ORFAN- 
DAD. V. JUBILACIONES. 
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PERITOS. Agrícolas: véase en AGRICULTURA 
el Reg. de 30 Julio de 1892, arts. 2.” y 43 4 %8.— 
Judiciales: V. PrescriPcIiÓN DE ACCIONES. —Mer- 
cantiles: Véase en la p. 98 nuestra indicación 80- 
bre la R. O. de 3 de Agosto de 1892. 


PERJUICIOS. V. Daños. 


PESAS Y MEDIDAS. El sistema métrico 
decimal fué adoptado é impuesto como obliga.- 
torio por la ley de 19 de Julio de 1849. Los prin- 
cipios á que la misma obedece y que fueron des- 
arrollados en el Reg. de 27 de Mayo de 1868, sub- 
sisten incólumes en la ley de 8 de Julio de 1892, 
para cuya ejecución se ha promulgado el regla.- 
mento de 5 de Septiembre de 1895 (Ar., p. 578), 
cuya reforma ha sido denegada por la R. O. de 
26 de Septiembre de 1896 (Ar., p. 711). 


R. O. 19 Octubre 1891. 

Disponiendo que el 10 por 100 reservado al Estado de 
los productos liquidos del arbitrio por arrendamiento 
ó alquiler de pesas y medidas, figure en las cuentas de 
Rentas públicas bajo el concepto de Diferentes dere- 
chos del Estado, y atribuyendo su cobranza é inciden- 
e á las Administraciones de propiedades en las pro- 

acias. 


(Hac.) «Vista la consulta que, con fecha 8 de 
Julio último y en atención á lo preceptuado en 
el art. 40 de la actual ley de presupuestos y á lo 
o en el art. 4. del K. D. de 7 de Junio 

e 1890 (1), hace el delegado de Hacienda en esta 
corte, referente á si los ingresos que ha de pro- 
ducir al Tesoro el 10 por 100 sobre el arbitrio 
del alquiler de pesas y medidas reservado á los 
Ayuntamientos han de tener lugar en concepta 
de contribución directa ó en el de indirecta: 

Considerando que toda contribución directa, 
como su mismo nombre lo indica, ha de cobrar- 
se de una mamera inmediata del contribuyente, 
cosa que no ha de suceder para la Hacienda con 
el recurso de que se trata, puesto que siendo el 
arrendamiento ó alquiler de pesas y medidas un 
arbitrio reservado á los Ayuntamientos, sobre 
ese arbitrio ha de gravar el pago del 10 por 100 
á que el Estado tiene derecho, según lo deter- 
mina el párrafo último del art. 40 de la ley de 
presupuestos citada: 

Considerando que tampoco puede estimarse 
elindicado recurso como una contribución in- 
directa, y que, deda la aualogía qee el mismo 
tiene con otros derechos que el Estado cobra, 
tales como el 20 por 100 sobre el papel de multas 
electorales, el 10 por 100 sobre el producto de los 
aprovechamientos forestales, las cantidades que 
laz Diputaciones provinciales y Ayuntamientos 
deben abonar al Tesoro público para el sosteni.- 
miento de los Archivos, Bibliotecas y otros, 
aquél puede y debe considerarse como de la mis- 
ma clase, y en tal sentido ingresar en las arcas 
generales con imputación al capítulo y artículo 
correspondiente del presupuesto de ingresos, 
concepto de Diferentes derechos del Estado, cuya 
administración corresponde á la Dirección ge- 
neral de Propiedades: 

Considerando que en nada se opone á esto el 
R. D. de 7 de Junio pasado, pues si bien éste, en 
el último párrafo de su art. 4.”, preceptúa que 
del acta de subasta del alquiler de las pesas y 
medidas se remita por el Ayuntamiento, dentro 
de los diez días, copia certificada á la Adminis- 
tración de Contribuciones de la provincia para 
que pueda tener lugar la exacción del 10 por 100 





(1) Quiere aludir sin duda al R. D. de 7 Junio 1891. 


correspondiente al Estado, esta denominación 
dada al Centro encargado do la cobranza del re- 
curso puede entenderse en el sentido de Admi- 
nistración de Hacienda, dentro de la cual exis- 
ten las distintas oficinas á quienes incumbe el 
conocimiento de los diversos asuntos que for- 
man su ramo, bajo la inspección de un jefe 
único: 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de conformidad con 
lo pepa por esa Intervención general y lo 
informado por la Dirección general de propie- 
dades y derechos del Estado, se ha servido re- 
solver que el 10 por 100 reservado al Estado de 
los productos liquidos del arbitrio por arrenda- 
miento ó alquiler de pesas y medidas debe figu- 
rar con el mismo epígrafe en las e rrespondien- 
tes cuentas de Rentas públicas, como uno de los 
diferentes derechos del Estado que figuran en 
el art. 6.?, cap. 4.” de los presupuestos de ingre- 
803, y que su cobranza, así como el conocimien- 
to de las incidencias á das la misma dé lugar, 
quede atribuída á las Administraciones de pro- 
TS de las provincias.» (R. O. 19 Ortubre 

e 1891.—Bol. of. de Hac., publicado en 1892.) 


KR. D. 10 Mayo 1892. 

Mandando que en las transacciones de cereales, legumbres 
leña y demás combustibles, se sustituya d la medida el 
peso apreciado en unidades del sistema métrico decimal. 
Modificación del art. 8.9 del reglamento de 27 de Mayo 
de 1868 (1). 

(Fom.) «Exposición. —Señora: Atento siempre 
el Gobierno á cuanto importa al bienestar ma- 
terial del país, y particularmente al de la clase 
agrícola, primer elemento de vida de muchas de 
nuestras comarcas y firme sostén y apoyo de las 
demás en que dominan la industria y el comer- 
cio, viene dictando disposiciones encaminadas 
á mejorar en lo posible la triste condición de 
nuestros labradores que, no pudiendo luchar con 
la competencia extranjera ni con la dureza y 
excesivo rigor de nuestro clima, arrastran una 
vida de penuria y estrechez, bien en discordan- 
cia por cierto con su laboriosidad y honradisi- 
mos esfuerzos. 

Con las reformas ya planteadas en el orden 
económico pueden concurrir al mismo fin otras 
de carácter meramente técnico en la manera de 
verificarse las transacciones comerciales de cier- 
tos productos. 

Tal es entre ellas la de sustituir la medida por 
el peso en la venta de cereales 7 legumbres. 

Ñi en la ley de pesas y medidas, ni en el regla- 
mento para su ejecución, hoy vigentes, se pres- 
cribe que los áridos se vendan al peso ó á la me- 
dida, dejando en libertad á productores y trafi- 
cantes de elegir el medio que mejor les parezca; 
pues si bien es cierto que en el cuadro que for- 
ma parte integrante de aquélla se expresa cuá- 
les son las medidas adecuadas para los áridos, 
dicho cuadro no tiene de preceptivo sino por lo 

ue hace á la nomenclatura del sistema métrico 
decimal, según claramente se deja entender del 
contexto del art. 6.” de la ley. 

Esta libertad no es, sin embargo, tan absoluta 
que no pueda ser restringida en modo alguno, 
sino que se puede y se debe limitar en ciertos 
casos por virtud de principios superiores á los 
que informan los preceptos de la ley, como son, 
entre otros, los que exigen al Estado un guarda 
dor de la buena fe en los contratos y los que le 
imponen el deber de evitar los fraudes. De este 
Ano de limitaciones es buena prueba la pro- 

ibición que el art. 8. del reglamento vigente 


(1) Véase el art. 25 del reglamento vigente de 5 Sep» 
tiembre 1895, 
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estableció de venderse la leña y los combustibles 
de otra manera que al peso. 

Y si acertadas fueron las consideraciones y 
fundados los motivos que determinaron aquella 
prohibición, de mayor estima y de transcenden- 
cia incomparable mayor son los que aconsejan 
análoga prescripción para los cereales. 

La costumbre hace que muchos de los granos, 
Y especialmente los más importantes en la pro- 

ucción y en el consumo, se compren y se ven- 
dan á la medida, y que ésta se practique en la 
mayor parte de los casos, á pesar de todos los 
precepto reglamentarios, sin servirse del hecto- 

itro y sin auxiliarse de la tolva. La media fane- 
ga continúa sirviendo en las transacciones de 
cereales con grave detrimento de la ley y con 
perjuicio notorio para los productores, pues, á 
más de no poder ser contrastada por ilegal, aca- 
rrea en su uso inconvenientes de todo punto in- 
corregibles, que siempre redundan en perjuicio 
del labrador. 

Para nadie que tenga alguna práctica y haya 
intervenido frecuentemente en el comercio de 
cereales, es desconocido el influjo del medidor 
en el resultado de la operación, voluntaria ó in- 
voluntariamente ejercido por el modo de mane- 
jar la medida, por la altura del grano apilado y 
por el buen ó mal uso que con habilidad imper- 
ceptible puede hacer del rasero, influjo que es 
capaz de producir un error hasta de un 3 por 100. 

ñádanse á estas causas de error ó de fraude 
en la medida otras desventajas que dependen de 
la menor vulgarización lograda en el conoci- 
miento de las unidades de capacidad del sistema 
métrico, comparada con la que se ha consegui- 
do de las unidades de peso y de longitud. 

Todos estos inconvenientes desaparecen con 
el poso, el cual lleva en sí la inapreciable venta- 
ja de diferenciar en los cereales calidades óigual- 
dad de volúmenes. 

El Ministro que suscribe propondría por tales 
razones á V. M. que se ordenase que los cereales 
y las vi Dag se vendiesen al peso, con exclu- 
sión de la medida en toda clase de transacciones, 
lo mismo entre particulares que en las que rea- 
liza la Administración ó en las que intervienen 
medidores designados por las corporaciones mu- 
nicipales ó gremiales, según queda dicho que se 
halla mandado para la leña y los combustibles, 
y según opina el Consejo de Estado. 

Pero en justo respeto á la libertad individual 
y al silencio que la ley guarda en este punto, y 
pl de que, adoptada esta resolución para 
todas aquellas compraventas que realice la Ad- 
ministración en todos sus órdenes ó en que in- 
tervenga un fiel medidor, pronto advertirán los 
productos las ventajas del peso sobre la medida 
y seguirán el ejemplo de las transacciones de 
carácter público; á óstas se contrae por ahora el 
Ministro de Fomento. 

Y creyendo también que sin la debida prepa- 
ración estas reformas pueden fracasar aun 
traer perjuicios á los que primero las adoptan 
por llevar los más rezagados las ventajas de la 
costumbre rutinaria, juzga necesario fijar un 
plazo, dentro del cual se prevengan los Centros 
administrativos y las Corporaciones municipa- 
les y gremiales á implantar en un día dado y en 
todas partes la sustitución de la medida por el 
peso. 

Para garantir, pues, más sólidamente la bue- 
na fe en el tráfico de cereales y legumbres, y 
evitar los perjuicios que hoy se causan á los 
agricultores, el Ministro que suscribe tiene la 
honra de someter á la aprobación de V. M. el 
adjunto den ecto de decreto. 

adrid 10 de Mayo de 1892.—Señora: A los 
ER. P. de V. M., Aureliano Linares Rivas. 


REAL DECRETO (1). 


Conformándome con lo propuesto por el Mi. 
nistro de Fomento; de acuerdo en lo sustancial 
con el Consejo de Estado; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XITI, y como Reina Regente del Reino; 

Vengo en a ocrotar lo siguiente: 

Artículo 1.? Desde 1.” de Julio de 1893 será 
obligatorio en la Península é islas adyacentes, 
en las dependencias del Estado, en todog los ra- 
mos de la Administración provincial y munici- 

al, y en cuantos contratos se realicen con el 
intermedio de un fiel medidor, ya sea óste de- 
signado ó admitido por las Corporaciones mu- 
nicipales, por los gremios de productores y tra- 
ficantes ó por las Cámaras Agrícolas y de Co- 
mercio, verificar las transacciones de los cerea- 
les y legumbres por medio del peso, apreciado 
en unidades del sistema métrico decima a 

Art. 2.2 El art. 8.” del reglamento de 27 de 
Mayo de 1868 quedará modificado desde dicha 
fecha del modo siguiente: «Los cereales ó legum- 
bres, la leña y los demás combustibles, excepto 
el cok y el carbón vegetal, no podrán venderse 
por medida, sino sólo al peso ó por cantidades ú 
cuerpos ciertos sin referencia á unidades de peso 
ó medida determinadas. Las operaciones de com- 
praventa de condición esencialmente privada y 
sin que en ellas actúe un fiel medidor, podrán 
realizarse al peso ó á la medida; en la inteligen- 
cia de que en uno y otro caso habrán de emplear- 
se las unidades y medidas del sistema métrico 
decimal (3). 

Art. 8, Las infracciones de los preceptos 
anteriores serán castigadas con las penas que 
señala el art. 80 del citado reglamento, á cuyo 
efecto su párrafo 8.” se entenderá redactado en 
esta forma: «Los que vendan los efectos especi- 
ficados en el art. 8. faltando á lo en él pre- 
venido» (4). 

Art. 4.2 Los gobernadores civiles de las pro- 
vincias y los alcaldes de los pueblos cuidarán de 
que tres meses antes de la fecha fijada en el ar- 
tículo 1. se encuentren provistos los Munici- 
pios de romanas y básculas contrastadas, en nú- 
mero bastante 7 de suficiente alcance para res- 
lizar con ellas debidamente los servicios de con- 
sumos y de almotacenía y repeso, ya se ejecuten 
éstos por administración, por arriendo, ó por los 

remios, y dispondrán sean retiradas del uso en 
os diez primeros días de Julio de 1893 las medi- 
das de capacidad usadas anteriormente en las 
transacciones públicas de cereales. 

Dado en Palacio á 10 de Mayo de 1892. —Maria 
Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Qac. 14 Mayo.) 


E. O. 18 Junio 1893. 


Declarando cómo debe entenderse la disposición 7.2 de la 
R. O, de 11 Abril 1871 sobre fleles contrastes interinos. 


(Fom.) «Habiéndose observado que el servi- 
eio de pesas y medidas se halla más desatendido 
en las provincias al frente de las cuales hay 
un fiel contraste interino que en aquéllas donde 
dicho cargo está desempeñado en propiedad; y 
siendo probable que semejante descuido del ser- 
vicio dependa de la no exacta y fiel interpreta - 


(1) Para el cumplimiento de este decreto se dictó la 
Real orden de 7 Marzo 1898 (AP., p. 336). 

(2) El uso del peso para las transacciones sobre cerea- 
les y legumbres, subsiste como obligatorio por el art. 25 
del reglamento vigente de 5 de Septiembre de 1895. 

(8) Concuerda con esta disposición la del art. 25 del 
citado reglamento de 18985, que adiciona un nuevo inciso 
al texto reformado de 189%. 

(4) La penalidad del hecho d que se rejiere esta dispo- 
sición es hoy la establecida en el art. 100, núm. 8. del re- 
glamento de 1895. 
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ción de la disposición 7.* de la Real orden de 
11 Abril de 1871, por la cual se autoriza á los go- 
bernadores civiles para nombrar dichos funcio- 
parios interinos; 

S. M. el Rey (Q. D. G.) 7 en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de conformidad con 
lo O POr esa Dirección general, ha te- 
nido á bien disponer que mientras se toman dis- 
osiciones definitivas acerca de esta clase de 
uncionarios interinos, se les recuerde á los go- 
bernadores civiles el exacto cumplimiento de 
la disposición 7.* citada, la cual debe entender- 
se en sentido de que no se puede pasar en estos 
nombramientos de una á otra clase de personas 
de las comprendidas en aquélla sin demostra- 
ción de que no existía quien aceptase el cargo 
estando en posesión de los títulos indicados, á 
coyo efecto, cuando una plaza de fiel contraste 
quede vacante, deberá anunciarse, por lo menos 
quince días antes de proveerla, en el Boletín ofi- 
cial de la provincia; y que en el caso de recaer 
el nombramiento en persona de las no expresa- 
mente comprendidas en la mencionada disposi- 
ción, por no haberlas de tales conocimientos en 
la localidad, Ó porque habiéndolas no aceptasen 
el cargo, los gobernadores civiles exijan á la 
persona nombrada un título ó garantía de que 
posee la suficiente aptitud para desempeñar 
aquél, sin menoscabo del servicio que se le en- 
comienda (1). 

De Real orden, etc. —Madrid 18 Junio 1892.— 
Linares Rivas.—Sr. Director general del Insti- 
tato Geográfico y Estadístico.» (Gac. 8 Julio.) 


Ley 8 Julio 1892, 


Disponiendo que en todos los dominios españoles rija un 
solo sistema de pesas ymedidas, el métrico decimal: Uni- 
dad prototipo: Otras disposiciones. 


(Fow.) «LEY.—Artículo 1.2 En todos los do- 
minios españoles regirá un solo sistema de pe- 
sas y medidas: el métrico decimal. 

Art, 2.2 La unidad fundamental del sistema 
será la longitud del metro prototipo construído 
y conservado conforme á las estipulaciones del 
Convenio, también internacional, firmado en 
París en 20 de Mayo. de 1875 (2). 

Art. 8.2 El prototipo nacional del metro 
formado de platino puro aleado con 10 por 100 
en peso de iridio puro, será el deducido del pro- 
totipo internacional, con la ecuación ó correc- 
ción que le corresponda, determinada por com- 
paración directa en la oficina internacional 
constituida según las disposiciones del citado 

nvenio. 

Art. 4. La unidad de peso y el prototipo na- 
cional del kilogramo serán asimismo, respecti- 
vamente, la determinada con el concurso de las 
naciones convenidas, y el derivado directamente 
del prototipo internacional. 

Art. 5.2 Los múltiplos y submúltiplos de am- 
bas unidades fundamentales, así como los de las 

erivadas, serán decimales, con la nomenclatura 
propia del sistema. 

Art. 6. La custodia y conservación de los 
prototipos nacionales del metro y del kilogra- 
mo, con el esmero y precauciones y por los me- 

08 que la ciencia aconseja y exige, así como 
las peacic directas que con ellos se juz- 

le Indispensable practicar, estarán á cargo del 
linisterio de Fomento, el cual guardará tam- 
lén, con análogas precauciones y para utilizar- 
os en las comparaciones usuales, los patrones 





(1) El nombramiento de fleles contrastes interinos es 
doy atribución de la Dirección general del Instituto Geo- 
gráfico y Estadístico.— V, el art. 50 dél Heg. de 1898. 

(2) Véase en TRATADOS, del Dico., t. 1X, p. 783. 
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que hoy posee, comparados con los prototipos 
internacionales. 

Art.7.? El Ministerio de Fomento mantendrá 
con carácter oficial las equivalencias de las an- 
tiguas pesas y medidas de las provincias de Es- 
paña cun las del sistema métrico decimal, sin 
perjuicio de modificarlas cuando fuere necesario 
con la garantía científica oportuna. 

Art. 8,7 Todos los Ayuntamientos estarán 
provistos de una colección de tipos de pesas y 
medidas métrico decimales, contrastados por la 
Comisión permanente de pesas y medidas, y la 
conservarán cuidadosamente. 

Art. 9.2 El uso del sistema métrico decimal y 
de su nomenclatura es obligatorio en los actos y 
documentos de todas las dependencias del Esta- 
do, de la provincia y del Municipio, lo mismo de 
la Península que de Ultramar, en el orden civil, 
militar, y judicial eclesiástico, así como en los 
contratos públicos y privados; es igualmente 
obligatoria la enseñanza del sistema en todas 
las escuelas de instrucción primaria. 

Art. 10. Las pesas y edidía métricas lleva- 
rán grabado su nombre ó la abreviatura corres- 
pondiente, y la marca del Contraste del Estado. 

Art. 11. Un reglamento especial, que el Mi- 
nisterio de Fomento publicará, contendrá todas 
las disposiciones concernientes á la ejecución 
de esta ley y al servicio de Contraste de pesas y 
medidas (1). 

Art. 12. Los contraventores de los preceptos 
de esta ley Ana sujetos á las penas que el 
Código penal señala, ó señalare en lo sucesivo, 
á los que usen pesas y medidas ilegales ó no con- 
trastadas, sin pS de las correcciones admi.- 
trativas que el reglamento imponga. 

Por tanto, etc.—Dado en Palacio á 8 de Julio 
de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro de 
Fomento, Aureliano Linares Rivas.» (Gaceta 9 
Julio.) 


E. O. 12 Septiembre 1892. 

Declarando de uso legal las nuevas romanas Malabon: 
che, quedando para ellas en suspenso la disposición del 
reglamento que se cita. 

(Fox.) «Con motivo de una instaucia de don 
Fernando Malabouche, fabricaute en Valencia 
de instrumentos de pesar y medir, solicitando 

ue se legalice por el contraste el uso público 

e dos romanas de su invención, y que se dero- 
gue la prescripción del reglamento vigente que 
prohibe el empleo de aquellos aparatos .para 
pesadas inferiores á un ora no: la Comisión 

ermanente de pesas y medidas informa con 
fecha 19 de Agosto próximo pasado que las dos 
romanas presentadas por el Sr. Malabouche, se- 
ñaladas con los números 10.395 y 10.396, están 
construídas con arreglo ásólidos principios cien- 
tíficos, análogos á los que presiden la construc- 
ción de las romanas ordinarias, sobre las que 
tienen... ventajas... 

En su vista, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha dispuesto, de con- 
formidad con el dictamen de dicha Comisión y 
lo propuesto por esa Dirección general, que sean 
declaradas de uso legal en las transacciones de 
todo género, las nueyas romanas de la invención 
del Sr. Malabouche, y que para ellas quede en 
suspenso la prescripción consignada al final del 
anejo núm. 1 al reglamento de 27 de Mayo do 
1868, que prohibe el uso de las romanas para 
pesos inferiores á un kilogramo (2). 


(1) El reglamento se ha dictado y lleva la fecha de 5 
de Septiembre de 1895.— Véase en el Ap. del mismo año, 


. 578. 
(9) Esta prohibición no ss halla reproducida en el re- 
glamento vigen!s de 5 Septiembre 1898. Véase su art. 12. 





444 


PESAS Y MEDIDAS. 





De Real orden, etc.—Madrid 12 de Septiembre 
de 1892.—Linares Rivas.—Sr. Director general 
del Instituto (teográfico y Estadistico.» (Qaceta 
de 8 Octubre.) 


E. O. M Septiembre 1882. 
Facultades de los Ayuntamientos en la exacción del arbi- 


trio de peras y medidas, conforme al sentido y recta 
interpretación del R. D. de 7 de Junio de 1891. 


(Gop.) «La solicitud que varios vecinos y co- 
merciantes de Garrucha elevan á este departa- 
mento ministerial pidiendo que en definitiva se 
determinen y concreten las facultades que tienen 
los Ayuntamientos en la exacción del arbitrio 
de pesas y medidas, y las dudas que en la prác- 
tica ha ofrecido su recaudación, son las causas 
justificativas de la presente Real orden, encami- 
nada á fijar el verdadero sentido y recta inter- 

retación del R. D. de 7 de Junio de 1891, regu- 
ador del arbitrio. 

A este fin conviene que por los encargados de 
su aplicación se tengan en cuenta las siguientes 
observaciones: 

Todos los frutos, artículos y efectos pueden 
ser objeto del arbitrio de pesas y medidas siem- 
pre que su venta se efectúe dentro del término 
municipal, exceptuándose, únicamente, aque- 
llos artículos cuya enajenación se verifique por 
metros. 

Para que el arbitrio pueda ser exigido, es pre- 
«ciso que la venta se halle perfeccionada. Siendo 
la genuina é inequívoca interpretación del ar- 
tículo 2.” del mencionado Real decreto la conte- 
nida en los dos párrafos anteriores, es evidente 
que deben ser exceptuados del pago del arbitrio, 
así los artículos ds se vendan para la exporta- 
ción, como aquellos otros que, permaneciendo 
dentro del término munici pal, sean constituídos 
en depósito, con arreglo á lo que dispone la ins- 
trucción vigente de consumos. 

Distintas y contradiciorias interpretaciones 
ha recibido en la práctica la letra del art. 8.? del 
referido Real decreto, siendo por ello necesario 
declarar: que la exención que en ese texto se es- 
tablece á favor de los comerciantes ó industria- 
les que tengan establecimientos públicos, sólo 
debe comprender y amparar á los que figuren 
matriculados para ejercer la industria ó el co- 
mercio de los artículos que pretendan eximir del 
pago. Debiendo advertir que si estos artículos 

e comercio ó industria fuesen varios, los comer- 
ciantes ó industriales necesitarán, para gozar 
de la exención, acreditar el pago de una matríÍ- 
cula por cada concepto. 

La exención tampoco comprende á los comer- 
ciantes al por mayor que no tengan útiles de pe- 
sar ó medir, fielmente contrastados. 

Siendo la venta ó transferencia base esencial 

ara la exacción del arbitrio de pesas y medi- 
das, no puede considerarse, de ningún modo, su- 
jeta al pago del mismo la renta ó merced que 
en especie satisfacen los arrendatarios ó apar- 
ceros, porque la naturaleza de estos contratos 
excluye toda transmisión de propiedad que, 8e- 
gún queda dicho, es requisito indispensable para 
que el arbitrio pueda exigirse. 

Como regla general determina el art. 8.” del 
R. D. de 7 de Junio de 1891 qe el pago del arbi- 
trio corresponde al comprador. Pero si éste hu- 
biese celebrado pecto en contrario, deberá res- 
petarse, siempre que sea posible, al Ayunta- 
miento ó al arrendatario cobrar del vendedor el 
pago del arbitrio. 

onviene determinar también que el punto de 
ona de las mercancias sujetas al arbitrio, 
será siempre y en todo caso, aquél donde éstas 
radiquen al tiempo de efectuarse su enajena- 
ción; declarando, además, que el pago deberá 


hacerse en el referido punto de origen de los ar- 
tículos ó especies vendidas. 

Es de toda evidencia que teniendo los Ayun- 
tamientos facultades para exigir como obliga- 
torio este arbitrio, pueden desprenderse de ellas, 
en beneficio de sus administrados, establecién- 
dolo en forma menos exclusiva, pero con la pre- 
cisa condición de que los vendedores % compra- 
dores se valgan de pesas ó medidas propias para 
llevar á cabo la enajenación ó venta, 

Dentro del 1 por 100 á que sobre el importe de 
la unidad pesada ó vendida en las enajenaciones 
al por mayor puede ascender el arbitrio, se com. 
prenderá el alquiler de los instrumentos de pe- 
sar y medir. Este alquiler, en las transacciones 
al por menor, se pagará con el 2 por 100 de que 
habla el art. 7.? del citado Real decreto. 

Los servicios de agencia, envase, carga, des- 
carga y otros semejantes, no se comprenderán 
dentro de esos tipos de adeudo, pudiendo exi- 
girse por separado y conforme á los convenios 

articulares que se celebren entre los recauda- 
d0L68 del arbitrio y los individuos encargados 
de llenar estos servicios, que tendrán siempre el 
carácter de voluntarios. 

Ha sido también objeto de duda el determinar 
si las reclamaciones deducidas contra los fallos 
de los Ayuntamientos terminan ó no en la pro- 
videncia del gobernador de la provincia. Duda 

ue'decididamente debe resolverse en el segun- 
do sentido, toda vez que las providencias que se 
dictan por la autoridad gubernativa, en esta 
materia de arbitrios, son iguales á las demás 
comprendidas en el art. 143 de la ley provincial, 
y, por tanto, sujetas á apelación ante este Mi- 
nisterio. 

En atención á las precedentes consideraciones, 
S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, ha tenido á bien disponer lo 
siguiente: 

«> Se exceptúan del pago del arbitrio de pe- 
sas y medidas las especies ó artículos destinados 
á la exportación ó á constituir depósitos en la 
forma determinada por la vigente instrucción 
del impuesto de consumos. 

2.2 Las especies ó artículos que procedan del 
extranjero pagarán el arbitrio cuando sean ven- 
didos para el consumo en la localidad, pero no 
en otro caso. 

8.2 Unicamente estarán comprendidos en la 
exención de ne habla el art. 8.? del R. D. de 7 
de Junio de 1891, aquellos industriales 6 comer- 
ciantes matriculados en los registros de la con- 
tribución para ejercer la industria ó comercio á 
que se dediquen, siempre que figuren 'en dicha 
matrícula por todos los conceptos que abarque 
gu industria ó comercio. 

4,2 La renta ó merced que en especie paguen 
los aparceros ó arrendatarios estará siempre ex- 
peon del pago del arbitrio. , , 

.> El pago del arbitrio recaerá siempre 80- 
bre el vendedor cuando el arrendatario ó el 
Ayuntamiento no tuvieran medios legales de 
hacerlo efectivo del comprador: que es el que en 
primer término y directamente está obligado al 
pago del mismo. 

6. Los Ayuntamientos, en uso de sus facul- 
tades, podrán hacer voluntario este arbitrio, 
dejando en libertad á compradores y vendedo- 
res para utilizar las pesas y medidas de su pro- 
piedad, con prohibición de servirse de las ex- 
trañas 

7.2 El1 6 el 2 por 100 en las ventas al por ma- 
yor y al por menor, respectivamente, que como 
adeudo total debe satisfacer cada unidad pessa- 
da ó medida por alquiler de los instrumentos de 
pesar ó medir, habrán de abonarlo necesaria- 
mente los interesados, aun cuando las ventas s0 
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efectúen por medio de agentes ó terceras per- 


SONAS. 

8. y último. De las providencias de los go- 
bernadores en los recursos de alzada de que ha- 
bla el art. 10 del R. D. de 7 de Junio de 1831, 
puede apelarse al Ministerio de la Gobernación 
en los casos que comprende el párrafo segundo 
del art. 143 de la ley provincial. , 

De Real orden, etc. Madrid 21 de Septiembre 
de 1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador civil de la 
provincia de Almería.» (Gac. 26 Septiembre.) 


PETARDOS. Véase en Cópiao PENAL la cir- 
cular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 81 
de Marzo de 1892, 


PETRÓLEOS. Consúltese esta misma pala- 
bra en el Sumario alfabético de los aranceles de 
Aduanas de 31 de Diciembre de 1891, insertos en 
ResTA DE ADUANAS. 


PLAGAS DEL CAMPO. V. LanaosTa... 


PLUSES DE CAMPAÑA. Véase en Raxvis- 
ras los arts. 147 y sigs. del Regl. de 7 Diciembre 
de 1892, 


POBREZA PARA LITIGARB. He aquí al- 
gunas sentencias que aumentan la doctrina ex- 
puesta en el Diccionario por nota á los arts. 13 
y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, 
inserta en el t. IV, p. 929 y sucesivas: 


10 Octubre 1891. Concesión de beneficio 4 una ca- 
pens de Sevilla para litigar réditos de propiedad de 

misma, solicitado por el administrador general de las 
capellanias vacantes en aquella ciudad. 


Para reclamar los réditos de un censo sobre una 
easa en Sevilla á favor de la capellania fundada 
en la iglesia del Salvador de la misma ciudad, el 
administrador general de capellanías vacantes en 
ella, formuló demanda solicitando el beneficio de 
pobreza. A ella se opuso el abogado del Estado, y 
sustanciado el incidente, se dictó sentencia, favo- 
table al demandante. El abogado del Estado inter- 
puso contra la misma recurso de casación, citando 
tomo infringidos el art. 13 de la ley de Enjuicia- 
miento civil y la doctrina del T. S. de 14 Julio 1881, 
de que la pobreza sólo puede otorgarse á personas 
en condiciones legales, y la citada capellanía no es 
una persona jurídica (1), y los 15 y 20 de la misma 
ley y sentencia de 29 Diciembre 1888, porque no liti.- 
aba el administrador derechos propios y porque 

bió justificar, no la pobreza de la capellanía, sino 
re oOp+or ó poseedor de sus bienes. 

El T.S. declaró no haber lugar al recurso: 

«Considerando: que no infringe la sentencia recn- 
rrida los arts. 13, 15 y 20 de la ley de Enjuiciamiento 
civil citados en los tres motivos, porque la conce- 
siónbecha á favor de D. Servando Arbolí no es para 
lefender, en concepto de pobre, derechos propios, 
sino los que correspondan á la capellanía fundada 
por D. Pedro Ramírez Pagé, cuya renta es de 37 pe- 
setas 50 cóntimos. encontrándose por ello compren- 
dido en el art. 15 de la de siendo en este concepto 
inoportuna la petición del recurrente; esto es, la 
de exigir 4 Arbolí la justificación de la renta de las 
tapellanias, cuya administración ejerce, porque 
esto es hacer supuesto de la cuestión, toda vez que 
la colectividad no Huge y la concesión acordada 
ts limitada como queda ya expresado.» (Sala 1.*, 
sent. 10 Octubre 1991.—Gac. 8 Diciembre, p. 168.) 


15 Octubre 1891. Quien por endoso adquiere un 
Pagaré y para hacerle efectivo pretende la declaración 
de pobreza, no puede gozar tal beneficio, si éste no corres- 
e á la persona de quien obtuvo el pagaré, pos 

iga derechos adquiridos de un tercero (art. 20 de la ley 
de Enj. civil). 


Asi lo ha declarado el Tribunal Supremo en esta 





() Las fundaciones son personas jurídicas. Véanse 
los arts. 35, n.2 1.2, y 87 del Código civil. 
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sentencia dictada en autos promovidos por D. Feli. 
pe Cebrián, que adquirió de Goya hermanos, dos 
créditos procedentes de la quiebra Gabriel Aranaz . 
(demandado), que no los había satisfecho á su ven 
cimiento, y que para hacerlos efectivos de la misma, 
el demandante Cebrián quiso ampararse en el be. 
neficio de pobreza, Denegado el mismo por la Au- 
diencia de Valencia, interpuso recurso de casación 
por mala aplicación del art. 20 de la ley de Enjui- 
ciamiento civil y otros del Código de Comercio, 
pues adquirida por endoso la propiedad de un pa- 
garó, litigaba derechos propios. 
El T. S. declara no haber lugar al recurso: 
«Considerando: que la sentencia no infringe, y 
antes bien aplica acertadamente el art. 20 de la ley 
de Enjuiciamiento civil que se cita en el primer 
motivo, porque el documento de deber de que deri. 
va el recurrente D. Felipe Cebrián y Bardón la 
acción que pretende ejercitar en el juicio de quie- 
bra de la Sociedad Gabriel Aranaz, lo adquirió por 
endoso de Goya hermanos, y aun en la hipótesis de 
que el recurrente estuviera comprendido en cual- 
uiera de los casos que para ser declarado pobre 
etermina el art 15 de la citada ley de Enjuicia- 
miento civil, no podría gozar de este beneficio, por- 
que trata de litigar derechos adquiridos de un ter 
cero 4 quien no corresponde dicho beneficio: 
Considerando: que tampoco infringe la sentencia 
los arts. 466 y 558 del Código de Comercio de 1829, 
ni la doctrina que en congruencia con éstos se cita 
en los motivos 1., 2. y 3,, porque estos artículos y 
doctrina tratan de endoso de las letras de cambio, 
y de las obligaciones y efectos legales que prodn- 
cen las libranzas, vales y des fria la orden y entre 
comerciantes, y aquí no se discute directa ni indi. 
rectamente el valor y eficacia del documento, que 
como endorado po la casa Goya hermanos, preten- 
de hacer valer e ri Al en el juicio de quiebra 
de la Sociedad Gabriel Aranaz, y sí solo, si dadas 
las condiciones personales del recurrente Cebrián 
Bardón y el origen de su crédito, debe Ó no gozar 
del beneficio de pobreza para hacer efectivo el de- 
recho de que se cree asistido...» (Sent. 15 Octubre 
1891.—Gac. 286 Noviembre, p. 158.) 


16 Octubre 1891. Denegación del beneficio en se- 
gunda instancia, al que no le gozó en la primera, por no 
demostrar cumplidamente haber llegado con posteriori- 
dad al estado de pobreza. 


Declara el T. S. no haber lugar á un recurso de 
casación: 

«Considerando: que para ser defendido como po- 
bre en la segunda instancia el que no haya figurado 
como tal en la primera, debe justificar cumplida- 
mente que con posterioridad á ésta ha venido al es- 
tado de pobreza: 

Considerando: que la Sala sentenciadora estima 
que no se ha hecho cumplidamente esta justifica- 
ción, y el recurrente no prueba que al apreciarlo 
asíse haya cometido error de hecho ó de derecho, 

uesto que aunque acredita que en Junio de 1899 se 
Ñi6 de baja en el cargo de procurador renunciando 
á su ejercicio, como quiera que con postorioridad 
á esa fecha figuraba inscrito como tal procurador, 
sin baber retirado la fianza, cabe que baya vuelto á 
desempeñarlo, y por tanto, falta la demostración 
de que no haya vuelto á ejercer, que es lo que evi- 
denciaría el supuesto error de la sentencia: 

Considerando: que en este supuesto la sentencia 
recurrida no desconoce la fuerza de los documentos 
públicos aducidos, pues que los discute y aprecia, ni 
el reglamento de la contribución industrial en su 
art.79, nilos artículos de la ley orgánica y de En- 
juiciamiento civil que se citan en los cuatro mati- 
vos del recurso.» (Sala 1.*, sent. 16 Octubre 1891.— 
Gac. 3 Diciembre, p. 161.) 


34 Octubre 1891. Casación de auto que declaró 
desierta una apelación por no haber comparecido con 
poder el apelante de la sentencia que le denegó el beneft- 
cio, existiendo en los autos principales el poder y ha- 
biéndose solicitado que se certificase de aquéllos en los 
incidentales. 


En unos autos sobre reivindicación de terrenos, 
doña Regla Sardiñá, como representante de su hijo 
D. Juan Fuentes, promovió incidente de pobreza 
para litigar, la que le fué denegada en sentencia de 
primera iostancia. En la apelación de esta senten- 
cia manifestó la demandante que para tenerla en 
la misma por parte, se hiciera constar en autos el 
poder otorgado á su favor que obraba en los prin. 
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cipales; y como certificara el escribano que en las 
actuaciones remitidas é la Sala no constaba dicho 

oder, transcurrido el término de la apelación, los 
demandados acusaron de rebeldía á la demandan- 
te, por no haber comparecido ésta dentro de aquel 

lazo en forma legal, y así se acordó por la Sala. 
Formoló recurso de súplica doña Regla Sardiñá, 
manifestando que el poder noconstaba en las actua- 
ciones de primera instancia del incidente, que era 
las que conocía la Sala, sino en los autos pocos 
les, sobre reivindicación, de cuyos autos había de 
certificarse el poder, y denegada la súplica, inter- 
puso la apelante contra el auto que así lo acordó 
recurso de casación. 

El T.S casa y anula el auto: 

«Considerando: que el auto recurrido infringe el 
art. 18 de la ley de o civil de 1855, in- 
vocado en el motivo único al declarar desierta la 
apelación interpuesta po doña Regla Sardiñá, 
como madre del menor D. Juan Fuentes, contra el 
auto en que se le denegó el derecho de litigar como 

obre con doña Concepción Linch, á título de no 
haber acompañado el procurador Barrio el poder 
que acreditase su representación al presentarse á 
mejorar dicho recurso, ni haber justificado después 
tenerlo, porque no tratándose de novedad alguna 
en la citada representación, ni de demanda ó con- 
testación, sino de continuar en la segunda instan- 
cia el recurso entablado en la primera, cumplió di.- 
cho procurador con pedir, como literalmente pidió 
al comparecer en la Audiencia con dicho objeto, 
que para que se le tuviera por parte á nombre de la 
apelante, se dispusiese $e hiciera constar en el rollo 
el poder que obraba en los autos principales; petición 
que no permitía la declaración recurrida sin hacer 

reviamente constar con referencia, no á los autos 
Rel mismo incidente, sino á los que, por servirles de 
origen, pueden sólo entenderse principales la exis- 
tencia ó inexistencia del referido poder.» (Sala 1.*, 
sent. 2 Octubre 1891.— Gac. 8 Diciembre, p. 165.) 


14 Enero 1893. ¿Procede el recurso de casación, 
contra la sentencia que otorga el beneficio de pobreza dá 
un litigante? (1). 


Contra sentencia que concedió á doña Francisca 
Aizpuru el beneficio de pobreza para litigar con do- 
ña Dolores Moreno, interpuso ésta recurso de casa- 
ción por conceptuar infringido el art. 15, núm. 1. de 
la ley de Enjuiciamiento civil. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando: que la sentencia recurrida no in- 
fringe el art. 15 de la ley de Enjuiciamiento civil 
invocado en el único motivo que contra ella se ale- 
ga, puesto que para declarar á la recurrida pobre 
en sentido legal, no se funda, como en él se supone, 
en la sola circunstancia de tener embargados la ma- 
yoría de sus bienes, sino también en que los restan- 
tes no le producen al año más que fanega y media 
de grano, cayo importe, unido á las 180 pesetas de 
salario que gana como sirviente, no excede de los 
tipos señalados en el mencionado artículo para po- 
der optar al beneficio de que se trata.» (Sent. 14 Ene- 
ro 1692.—Gac. 3 Marzo, p. 96.) 


POLICÍA MUNICIPAL: POLICÍA URBA- 
NA: POLICÍA RURAL. Los múltiples concep- 
tos comprendidos en el general de policía de los 
pueblos, han sido objeto por nosotros de un vasto 
artículo, en el Dicc., t. VITI, p. 719 y sucesivas. 
Sirveule de complemento las siguientes disposi- 
ciones y doctrina de jurisprudencia: 


(1) En esta sentencia no se establece doctrina alguna 
de importancia; pero la circunstancia de pronunciarse 
sobre el fondo del litigio, revela que la Sala 8.2 del Tri. 
bunal Supremo en el previo trámite de admisión, reputó 
definitivo el fallo apelado contrariando la copiosa juris- 

dencia, según la cual, los que conceden la asistencia 
udicial gratuita no tienen aquel concepto para los fines 
de la casación, porque ni ponen término al pleito ni im- 
piden continuarlo. Esta doctrina ha sido la mas general- 
mente seguida; pero acerca de su aplicación y de si podrá 
considerarse en su caso que la sentencia otorgando el 
beneficio de pobreza sólo serd definitiva para Estado, 
interesado en que no se acuerde tal concesión, véanse las 
notas de los APS. de 1893, p. 123, y 18395, p. 82, La 
Sala 3.* del T. S. ha sido suprimida.— V. JUSTICIA. 


Ley 28 Jalio 18982. 

Derogando para los ensanches de Madrid y Barcelona 
la ley de 22 de Diciembre de 1876 y dictando nuevas 
disposiciones: Expropiación forzosa: Utilidad pública: 
In izaciones: Fondos, ete. (1). 

(Go.) «LEY.—D. Alfonso XIIT... Sabed que 
las Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente: 

Artículo 1.2 Los ensanches de población de 
Madrid y Barcelona se regirán en lo sucesivo 

or. la presente ley. Quedará derogada para am- 

bos ensanches la ley de 22 de Diciembre de 18%. 
Las disposiciones de la ley común sobre expro- 

piación forzosa sólo podrán ser aplicadas en el 

ensanche:en los casos no previstos por la pre 
sente ley y con el carácter de supletoria. 

Art. 2.2 Se declaran obras de utilidad públ:- 
ca, sin necesidad de los requisitos que para ello 
previene la ley de 10 de Enero de 1879, las que se 
refieren á apertura de calles, plazas, mercados, 
paseos, desvío de cauces y todas las demás 
obras que tengan por objeto el desarrollo del en- 
sanche de Madrid y Barcelona. 

Art. 3. Se mantiene la división en zonas del 
ensanche de Madrid, en la forma actua'mente 
establecida; se llevará cuenta separada de losir- 
gresos y gastos correspondientes á cada una. 

Art. 4.2 Se consideran legalmente abiertas, 
como si para ello hubiese concurrido expreso 
acuerdo del Ayuntamiento sobre apertura é ¡n- 
sistencia. todas las calles, plazas Ó trayectos par: 
ciales en cuya explanación ó urbanización se 
hayan invertido, hasta la fecha de la presente 
ley, fondos del presupuesto especial del ensan- 
che. En las mismas condiciones se considerará 
el llamado foso ó paseo de ronda del ensanche le 
Madrid, aun cuando en él no se hubiere hecko 
obra alguna de urbanización. 

Para resolver las cuestiones sobre indemnizs- 
ciones de inmuebles que antes de ahora hubie- 
ren sido ocupados sin los requisitos legales para 
dichas calles, plazas ó trayectos, se intentará 
la avenencia con los propietarios. A los que ce 
dan gratuitamente la mitad del terreno que el 
Ayuntamiento haya ocupado para dichas vias 
se les reconocerá, además de otras compensacio- 
nes por esta ley otorgadas, el derecho al inter+ 
de un 4 por 100 anual de la cantidad en que ré- 
sulte valorada la otra mitad desde la fecha de 
la ocupación hasta el pago. En defecto de are: 
nencia, se procederá con arreglo á lo que dispo: 
ne el art. 22; pero incluyendo y compnutando en 
la indemnización el mismo 4 por 100 anual por el 
tiempo en que hubiere estado desposeido el pro 
pietario. Si dentro de los seis meses subsigulen- 
tes á la promulgación de esta ley no se hubiere 
iniciado el expediente para legitimar las ocupt- 
ciones efectuadas antes de ahora sin los requ- 
sitos legales, ó si el expediente se paralizase po! 
igual espacio de tiempo, cualquiera que ses € 
motivo, se podrán exigir todas las responsabi!:- 
dades contraídas por el Ayuntamiento ó po" 
sus individuos, y el propietario perderá todo el 
derecho al expresado interés del 4 por 100 anal. 

Art.5. Para ejecutar obra de nueva expls* 
nación ó urbanización de calle, plaza ó trayeco 
parcial de dichas vias, será necesario que, cun: 
pliendo los arts. 19 y 20, y con arreglo á las dis 
posiciones de esta ley, quede expedita la ocups- 
ción de los terrenos necesarios. 

El Ayuntamiento tendrá el derecho de expr0: 
piar la totalidad de la finca ó fincas que ocupen 








(1) Esta ley ha sido declarada aplicable 4 Cartoger 
or la de 21 Marzo 1895 (AP., p. 168) y su imperio me la 
respetado por la de 18 Marso de 1895, en cuanto ms 
oponga á ella (AP., p. 160) y con sujeción al art. 5.* ¿ 
Regl. de 15 de Dictembre de 1896 (AP., p. 806). 
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parcialmente la calle, plaza ó trayecto cuya 

apertura hubiese acordado, si los dueños se nie- 
an á ceder gratuítamente la mitad del terreno 
estinado á estas vías. 

También tendrá el Ayuntamiento derecho é 
E id ere respecto de la parcela edificable 
del propietario ó los propietarios que se nieguen 
á hacer, en interés público ó común, las mismas 
concesiones que otorguen otros terratenientes 
interesados en la vía que se intente abrir ó en la 
manzana cuyos solares se intente regularizar, 
siemprequeestos terratenientes representen más 
de la mitad del área que haya de ocuparse para 
la obra. N 

Art. 6. Serán de cargo de los fondos del en- 
sanche, y se considerarán de interés preferente, 
el importe de las obras de su urbanización, las 
cuales comprenderán la apertura de calles, pla- 
zas Ó trayectos que comuniquen y unan la po- 
blación antigua con la moderna de aquél, la red 
de alcantarillado, la de instalación de agua, el 
afirmado y empedrado, las aceras, el alumbrado 
en las calles y plazas de las manzanas de casas 
contiguas á la población del interior y á la par- 
te del ensanche en que se hayan cetablecido e8- 
tos servicios ó en cuyas calles ó trozos existan 
edificaciones que comprendan cuando menos una 
longitud de 200 metros en cada una de las aceras. 

También se satisfarán de los mencionados fon- 
dos las obras que tengan por objeto oponer de- 
fensas al mar y robarle terreno; las que sirvan 
para impedir las avenidas de los ríos, rieras y 
torrentes, proporcionando seguridad al mayor 
número de interesados, y todas las demás obras 
que tengan por objeto restablecer algún otro ser- 
vicio de interés general. 

Se podrá conceder igual preferencia á la a«per- 
tura y urbanización de las vías públicas que pro- 
pusieran los particulares, si de esta propuesta 
resultaran beneficiados los fondos especiales del 
ensanche. 

Art. 7.? El Ayuntamiento elegirá cinco con- 
cejales que, bajo la presidencia del alcalde, cons- 
tituirán una Comisión especial encargada de 
entender en todos los asuntos propios del ensan- 
che. Formarán igualmente parte de esta Comi- 
sión dos propietarios nombrados por la Asocia- 
ción ó Asociaciones de los mismos que, legal- 
mente constituidas, existan en Madrid y Barce- 
lona, y tres propietarios del ensanche, que en 
Madrid será uno por cada zona, elegidos por sor- 
teo entre los 100 mayores contribuyentes por 
territorial en el mismo ensanche. 

El sorteo se verificará en sesión pública muni- 
cipal, y no será válida la designación que recai- 

a en quien durante los seis años anteriores 

aya desempeñado el cargo de concejal. 

a aceptación del cargo de vocal de la clase de 
propietarios en la Comisión de ensanche, inca- 
pacita para ser elegido concejal durante los cua- 
tro años siguientes á su desempeño. 

Estos vocales no tomarán parte en las delibe- 
raciones referentes á sus propios asuntos, y su 
cargo será incompatible con cualquier otro que 
disfrute sueldo de la provincia ó del Municipio. 

La Comisión de ensanche se renovará al pro- 
pio tiempo que las demás permanentes del Ayun- 
tamiento, Y Jos concejales que formen parte de 

ella no podrán ser reelegidos para dicha Comi- 
sión, sino cuatro años después de haber desem- 
peñado el mismo cargo. 

Art. 8. Compete á la Comisión entender y 
proponer al Ayuntamiento en cuantas reclama- 
ciones se produzcan relativas al ensanche y en 
todo lo que al mismo se refiera, siendo apela- 
bles las resoluciones de la Corporación munici- 
pal, por el conducto ordinario, ante el Sr. Minis- 
tro de la Gobernación, el cual resolverá después 


de haber oído á la Sección de Arquitectura de la 
Real Academia de San Fernando. 

Art. 9.2 La Comisión propondrá, asimismo, 
con la debida anticipación los presupuestos or- 
diffário, adicional y extraordinario del ensan- 
che, informará sobre la cuenta anual, inspeccio- 
pará la inversión de fondos y entenderá en todos 
los asuntos de personal, alineaciones, obras, 
construcciones y los demás que son peculiares á 
su constitución, dando cuenta al Ayuntamiento. 

Art. 10. Propondrá, en término de tres me- 
ses, desde la promulgación de esta ley, pudiendo 
el Gobierno prorrogarle por otros tres, si existe 
justa causa, la solución que estime procedente, 
y el Ayuntamiento acordará, dentro de otro pla- 
zo igual y de la misma manera prorrogable, s0- 
bre todas las cuestiones pendientes acerca de 
ocupaciones ya efectuadas de inmuebles ó acer- 
ca de expropiaciones iniciadas antes de ahora, 
ateniéndose rigurosamente la Comisión para sus 
propuestas y el Ayuntamiento para sus resolu- 
ciones á la prioridad en la ocupación ó en la in- 
coación de los expedientes. Respecto de los que 
se entablen en lo sucesivo, deberá guardarse el 
mismo turno riguroso de prioridad. 

En iguales plazos se propondrá y resolverá lo 
necesario para el desarrollo de las obras de al- 
cantarillado, alumbrado, afirmado, conducción 
de aguas potables y demás de urbanización. 

Art. 11. Para el cumplimiento de las obliga- 
ciones á que se refiere el artículo anterior, po- 
drán los respectivos Ayuntamientos contratar 
empréstitos, cuyos intereses y amortización no 
podrán exceder del 70 pe 100 del promedio de 
ingresos realizados en el quinquenio precedente. 
En las poblaciones que no hayan tenido duran- 
te cinco años presupuesto especial del ensanche, 
el 70 por 100 so regulará por los ingresos efecti- 
vos del año ó los años transcurridos. Estos em- 

réstitos: no podrán ser gravados con ningún 
impuesto extraordinario. 

rt.12. También compete á la Comisión, á 
efectos de lo dispuesto en el art. 5., proponer al 
Ayuntamiento la apertura de calles y la insisten- : 
cia en su apertura, debiendo la Corporación re- 
solver en al término de veinte días desde que se 
le interese. : 

La negligencia en el cumplimiento de lo pre- 
ceptuado anteriormente será causa para impo- 
ner, en cada caso, con arreglo á lo dispuesto en 
el art. 193 de la ley municipal, una multa de 125 
pesetas á cada uno de los concejales que no es- 
tuvieren en uso de licencia ó dispensados del 
ejercicio de su cargo por motivo justificado, 

Art. 19. Para atender á las obligaciones del 
ensanche, se concede á los respectivos presupues- 
tos especiales de Madrid y Barcelona: | 

Primero. El importe de la contribución terri- 
torial que durante treinta años deba satisfacer 
cada una de las fincas comprendidas en la zona 
general del mismo, deduciendo en cada año para 
el Estado una suma igual á la que percibía por 
aquel concepto en el año económico anterior al 
en que ambos ensanches comenzaron á disfrutar 
del expresado recurso. O a 

Segundo. Losrecargos ordinarios municipa- 
les durante igual periodo de treinta años. 

Tercero. Un recargo extraordinario de 4 por 
100 de la riqueza imponible sobre el cupo de la 
contribución territorial que satisfagan los edifi- 
cios comprendidos en el ensanche. 

Cuarto. El importe de las parcelas ó terrenos 
de procedencia municipal que por virtud del pla- 
no del ensanche, y con arreglo á las leyes, se han 
de agregar á solares edificables. 

Quinto. La cantidad anual que de fondos ge- 
nerales del Municipio fije el Ayuntamiento en 
sus presupuestos para subvenir á las necesida- 
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des del ensanche; debiendo tener en cuenta para 
gu cuantía la importancia de éstas y la situación 
del Tesoro municipal, armonizando entre sí las 
dos cosas. A 

Art. 14. Elrecargo extraordinario será exigi- 
bleá cada finca durante veinticinco años des- 
de la fecha en que cada una haya comenzado ó 
deba comenzar á contribuir por territorial. 

El período de treinta años de aplicación del 
cupo de la territorial á los presupuestos de en- 
sanche de Madrid y Barcelona se contará: para 
las fincas existentes, desde el día mismo en que 
termine el periodo de veinticinco años señala- 
dos por los artículos 8.” y 19 de la ley de 22 de 
Diciembre de 1876; y para las que después de la 
expresada fecha hayan quedado ó queden com- 
prendidas en la legislación especial del ensan- 
che, desde que cada una deba tributar por aquel 
concepto. 

Se satisfarán con el presupuesto del ensanche 
las cantidades necesarias para el personal técni- 
co y administrativo que preste sus servicios en 
el mismo. 

Art. 15. Los Ayuntamientos, bajo su respon- 
sabilidad, cuidarán de que los recursos que se 
conceden para dotar e! presupuesto especial de 
ensanche no queden afectos como garantía de 
obligación alguna que no tenga por objeto el in- 
mediato, directo y exclusivo beneficio de la zona 
respectiva. 

Art. 16. El presupuesto y la cuenta anual del 
ensanche se formarán y aprobarán con sujeción 
á las mismas reglas quo el presupuesto y cuen- 
tas municipales generales. 

Art. 17. Será de cuenta del presupuesto gene- 
ral municipal el entretenimiénto y conserva- 
ción de los servicios y obras de cada calle, plaza 
Óó paseo del ensanche, desde que con los fondos 
especiales de éste se haya hecho la instalación 
de los servicios ú obras. 

Son siempre cargo de dicho presupuesto gene- 
ral los gastos del derribo de Jas murallas ó ta pias 
que circundaren la población antigua, los de 
nuevas murallas ó fosos de circunvalación del 
ensanche, los de paseos públicos y de ronda ú 
otras vias generales existentes con anterioridad 
á la publicación en la Gaceta del decreto autori- 
zando el ensanche y todos los demás que por su 
naturaleza deban reputarse hechos especialmen- 
te en beneficio de la población del interior. 

Si la obra fuese de las que redundan tanto en 
beneficio de la población del interior como del 
ensanche fijará el Ayuntamiento la propor- 
ción en que debe afectar á los respectivos presu- 
puestos. 

Art.18. Al contratar los empréstitos se po- 
drán emitir tantas series de obligaciones cuan- 
tas sean las zonas en que esté dividida la gene- 
ral del ensanche, debiendo invertirse indefecti- 
blemente el producto de cada serie en los gastos 
de la zona respectiva. 

Los ingresos de cada una de éstas responde- 
rán especial y exclusivamente al pago de inte- 
reses y amortización de las obligaciones de su 
serie. 

Art. 19. A los efectos del art. 5.*, y para tra- 
tar sobre cesión de la mitad de los terrenos para 
vía pública y sobre la valuación de la otra mi- 
tad, se convocará á todos los propietarios de te- 
rrenos necesarios para la obra, que tengan ami- 
llaradas sus fincas y cuyo domicilio fuese cono- 
cido, á una reunión que será presidida por el 
alcalde ó el concejal en quien delegue, y á la 
cual será citada la Comisión de ensauche. Para 
que sea válida la reunión, la citación á dichos 
propietarios se hará de modo que conste que 
éstos Ó sus representantes autorizados la han 
recibido; y además, la convocatoria se publicará 


con quince días de antelación eu los periódicos 
oficiales de la provincia. Los acuerdos de la 
reunión solamente serán obligatorios para los 
que con su voto contribuyan á adoptarlos, se- 
gún el acta firmada por los asistentes, á quienes, 
si la pidieran, se entregará copia antes de reco- 
ger su firma. 

Si alguno de los propietarios que en el acta, 
formal aparezcan como votantes de un acuerdo 
tuviera reclamación que hacer por vicios de la 
resolución ó de la Junta, habrá de entablarla 
dentro de los ocho días siguientes, pasados los 
cuales quedará ejecutoriado dicho acuerdo. 

Art. 20. En el caso de no concurrir á la re- 
unión des ó representantes de la mitad 
ó más del terreno necesario para la obra, se ci- 
tará para una segunda en el plazo de treinta 
días, observando las mismas formalidades que 
para la primera, y los que asistan deliberarán 
y acordarán. 

En las reuniones á que se refieren este artículo 
y el anterior, se podrá también deliberar y acor- 

ar sobre renuncia do los propietarios á su dere- 
cho de percibir la indemnización antes de ser 
ocupadas sus fincas. 

Art. 21. Al aprobar el Ayuntamiento los 
acuerdos de la Junta de propietarios sobre los 
dos puntos expuestos, la Corporación munici- 

al acordará en el mismo acto la insistencia en 

a apertura de la calle, plaza, paseo ó trayecto 
parcial de que se trate. 

Art. 22. Cuando por cualquier motivo se hu- 
biera de proceder á la expropiación para la aper- 
tura de una calle, dicha expropiación se trami- 
tará y consumará con arreglo á la ley de expro- 
piación forzosa, si así lo pidiere el interesado, 
con las modificaciones que contienen los dos ar- 
tículos siguientes. 

En los demás casos se incoará por el Ayunta- 
miento el oportuno expediente, constituyéndolo 
con el documento que acredite la disconformi- 
dad, las certificaciones del Registro de la pro- 
piedad y demás documentos que ambas partes 
estimen convenientes, todo lo cual se remitirá 
al gobernador de la provincia, que lo comple- 
mentará con los justificantes del importe de la 
contribución territorial cuando la indemniza.- 
ción verse sobre edificios, la última escritura 
del solar ó de la finca que el propietario deberá 
pane y los demás datos que dicha autori- 

ad estime oportuno reunir. 

Así ultimado el expediente, se dará vista á 
los peritos del Ayuntamiento y del propietario 

ara que formulen sus respectivos dictámenes, 
decidiendo sobre ellos el gobernador. 

Para la valuación gubernativa se tendrá en 
cuenta, si el propietario se hubiere negado á la 
cesión gratuíta de la mitad del terreno utiliza- 
ble para vía pública, el valor que la propiedad 
tuviera antes de realizarse la apertura de la 
calle, plaza ó trayecto. 

Art. 28. Cuando la Administración usara la 
facultad de ocupar el inmueble mediante depó- 
sito del importe de la indemnización, según el 
dictamen del perito del propietario, ol rédito 
abonable á éste será tan sólo el 4 por 100 anual 
de la cantidad en que definitivamente se regule 
la indemnización por el tiempo que transcurra 
hasta el pago desde la ocupación de la finca. 

Art. 24. Serán computadas y satisfechas al 
expropiado Jas construcciones, plantaciones, 
mejoras y labores realizadas hasta la aproba- 
ción definitiva del proyecto, para cuya realiza- 
ción sea necesario, en todo ó en parte, el in- 
mueble. 

También se computarán y abonarán aunque 
se realicen después si fueran de reconocida nece- 
sidad para conservar el inmueble ó para conti- 
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bey la aplicación y el uso á que estaba desti- 
nado. 

Aprobado el proyecto, si el propietario desea 
hacer en su finca construcciones, lo pondrá en 
conocimiento de la Comisión de ensanche, á fin 
de que ésta, dentro del plazo improrrogable de 
un mes, pueda iniciar la expropiación de la par- 
te comprendida en el nosectO ó la total en su 
caso, con arreglo al último párrafo del art. 5." 
de la presente ley. Transcurrido otro mes sin 
haber acordado el Ayuntamiento que se proce- 
da á la expropiación parcial ó total, el propie- 
tario podrá construir en la parte edificable de 
su finca, sin que el Ayuntamiento le suscite di- 
ficultad alguna. Terminadas las construcciones, 
si el valor de las mismas excede del duplo de la 
indemnización que corresponda por la parte del 
inmueble destinada á vía pública, el propieta- 
rio tendrá derecho á que la expropiación se for- 
malice y consume sin demora y á un 4 por 100 
anual de la cantidad que la indemnización im- 
porto desde la fecha en que se hubiere dado fin 

las construcciones, hasta que se verifique el 
Pp 


ago. 

Art. 28. Se declara que los que aparezcan en 
el Registro de la propiedad como dueños 6 ten- 
gan inscrita la posesión, así como también el 

tado, los tutores y protutores y las Corpora- 
ciones Ó personas que tienen imppdimento legal 
para vender los bienes que usufructúan ó admi- 
nistran, quedan autorizados para ceder la por- 
ción de terreno destinada á vía pública en el en- 
sanche, en cambio dé la condonación de que se 
hace mérito en esta ley, para convenir en su 
caso el precio de cualquiera expropiación, y para 
nombrar peritos y practicar las demás diligen- 
cias que fueren necesarias. 

Podrán, en su consecuencia, celebrar con los 
Ayuntamientos y con los demás propietarios 
interesados en el establecimiento de las nuevas 
vías todos los contratos que estimen convenien- 
tes sobre los particulares relacionados con esta 


ley. 

3 por su edad ó por otra circunstancia estu- 
viese incapacitado para contratar el propieta- 
rio de un terreno, se entenderá el Ayuntamien- 
e son la persona que tenga su representación 

al. 

i la propiedad estuviese en litigio y hubiese 
el demandante obtenido anotación preventiva 
en el Registro de la propiedad, el alcalde pasa- 
rá comunicación al Juzgado ó Tribunal que co- 
nozca del asunto, para que se haga saber á las 
partes la obligación en que están de manifestar 
ante dichc Juzgado ó Tribunal, y en el término 
del tercer día, su conformidad con que se pro- 
ceda á la avenencia con el Ayuntamiento, según 
lo preceptuado en la presente ley, ó de someter- 
se á la expropiación forzosa. 

Para uno ú otro caso se nombrará por el Juz- 
ando ó Tribunal correspondiente un procura- 

or distinto de los del peto que, representando 
los derechos reconocidos y presuntos sobre la 
cosa litigiosa, actuará bajo las instrucciones ju- 
diciales en el expediente administrativo y en 
todas sus incidencias. 

Si los litigantes se negasen á verificar la ex- 
presada manifestación ó no estuvieran confor- 
mes, so optará necesariamente por la expropia- 
ción forzosa con arreglo á los trámites de esta 
ley, y tanto en este caso como en el de avenen- 
cia no se procederá por el Ayuntamiento á ocu- 
par la finca sin que el resultado de las diligen- 
cias administrativas, previo examen del expe- 
diente, haya sido aprobado judicialmente, oyen- 
do á las partes y al Ministerio fiscal. 

Si el pleito terminase por sentencia firme 6 
por convenio definitivo antes que el expediente 
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de expropiación furzosa 6 voluntaria, cesará el 
procurador judicial en sus funciones, y el Ayun- 
tamiento se entenderá para lorestante con quien 
resulte dueño de la cosa que fué objeto del liti- 

lo, siempre que haya entrado en posesión de 
a misma. 

Cuando no sea conocido el propietario de un 
terreno ó se ignore su paradero, le hará saber 
el Ayuntamiento el acuerdo que haya tomado 
paño formar la plaza ó abrir la calle que haya 

e ocupar parte de él, por medio del Boletín ofi- 
cial de la provincia y de la Caceta de Madrid, 
donde se publicarán dos edictos con treinta días 
de intervalo. 

Si dentro del término de treinta días, á con- 
tar desde la publicación del último de estos edic- 
tos, nada expusiere ante el Ayuntamiento por 
si Ó por persona debidamente autorizada, se 
procederá á la ron reprpsentando por 
todos los trámites de la misma”el Ministerio 
fiscal al propietario desconocido ó ausente. De- 

ositada á disposición del Juzgado de primera 
instancia para el derechohabiente la cantidad 
en que se hubiese estimado en definitiva la in- 
demnización, quedará expedita la ocupación del 
inmueble. 

No teniendo el interesado inscrita su finca 
en el Registro de la propiedad en condiciones 
tales que la inscripción sea de dominio y eficaz 
contra tercero, ó siendo de las personas que no 
tienen libre facultad para vender los terrenos 
de cuya expropiación se trate, se depositará en 
la Caja general de Depósitos cualquiera canti.- 
dad que deba recibir, y no podrá disponer de 
ella sino con mandato judicial, previa la e Ha 
dad que deba dar con arreglo á las leyes á favor 
de sus menores ó representantes ó de los terceros 
que puedan presentarse ejercitando cualquier 

erecho, á pesar de la inscripción del Registro 
de la propiedad. 

Art. 28. Las transmisiones de la propiedad 
de los edificios que se construyan en la zona de 
ensanche sólo devenfarán en favor de la Ha- 
cienda durante los seis primeros años la mitad 
de los derechos que correspondan por disposi- 
ción general, á contar para cada inmueble des- 
de la fecha en que comience á tributar por te: 
rritorial. 

Art. 27. Los expedientes comenzados antes 
de 1.” de Junio de este año para ocupar ó expro- 

iar inmuebles, se regirán por la ley de ensanche 

e 1876, si los interesados optasen por ella, 

Los expedientes de la misma índole que se in- 
coen en adelante se ajustarán á la presente ley, 
aunque la obra esté proyectada, aprobada ó ini- 
ciada con antorioridad. 

Los demás expedientes que estén en tramita- 
ción serán ultimados, adaptándolos, en cuanto 
fuese posible, á las reglas marcadas en esta ley. 

Art. 28. A las empresas y particulares que 
cedan gratuitamente la totalidad de los terrenos 
necesarios para una calle, plaza, paseo ó trayec- 
to parcial, costeando además los desmontes, 
construyendo las alcantarillas y estableciendo 
los servicios de aceras, pavimento y alumbrado, 
se les condonará el importe de la contribución 
territorial y recargos municipales; ordinario y 
extraordinario que hubieran de satisfacer sus 
fincas en la vía de que se trate, por el tiempo y 
en la forma que el Ayuntamiento determine, 
con aprobación del Gobierno en Consejo de Mi- 
nistros. . 

A los propietarios ó Empresas que, cediendo 
gratuitamente la totalidad del terreno de su 
pertenencia destinado á vía pública costearan 
algunos de aquellos servicios, se les condonarán 
los recargos ordinario y extraordinario corres- 
pondientos á sus respectivas fincas, ¿nor el núme- 
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ro de años que el Ayuntamiento acuerde, con 
aprobación del Ministro de la Gobernación. 

Al propietario que sólo ceda gratultamente el 
terreno para vía pública, se le condonará en la 
propia forma prescrita para el caso anterior el 
a yy extraordinario, por el número de años 
que el Ayuntamiento determine, siempre que la 
cesión llegue á la mitad de lo que le pertenezca 
en la vía de que se trate. 

Art. 29. El Ayuntamiento de Madrid presen- 
tará por duplicado al Ministro de la Goberna- 
ción, dentro del plazo de seis meses desde la pu- 
blicación de esta ley, los estudios de alineacio- 
nes y rasantes para el plano definitivo del en- 
sanche, tomando por base el anteproyecto apro- 
bado en 1860 y las modificaciones propuestas 
en 1884. 

En igual plazo se presentarán á dicho Ministe- 
rio para su aprobación las reformas parciales y 
ampliaciones que en el plano general de ensan 
che de Barcelona, aprobado en 1857, se hayan 
introducido y carezcan de aquel requisito. 

Aprobados que sean dichos estudios y refor- 
mas, oido el parecer de la Sección de Arquitec- 
tura de la Real Academia de San Fernando, no 
podrán variarse los respectivos planos generales 
sin oir antes á la mencionada Sección de Arqui- 
tectura, al Ayuntamiento y á los propietarios á 
quienes interese. 

El Gobierno publicará su resolución en la Ga- 
ceta de Madrid. 

Art. 30. El Gobierno de 8. M., oído el Conse- 
jo de Estado en pleno, podrá aplicar las disposi- 
ciones de la presente loy á las poblaciones oda 
se encuentren en circunstancias análogas 4 Ma- 
drid y Barcelona (1). 

Art. 81. El Ministro de la Gobernación, den- 
tro del término de tres meses, contados desde la 
publicación de esta ley, dictará un reglamento 
en armonía con las disposiciones que en ella se 
consignan (2). 

Por tanto: Mandamos, etc.—Dado en San Se- 
bastián á 26 de Julio de 1892.—Yo la Reina Re- 
E Ministro de la Gobernación, Raimun- 

o Fernández Villaverde.» (Gac. 28 Julio.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 34 Junio 19899, ete. La providencia del go- 
dernador pone término 4 la vía gubernativa, y contra e 
procede la reclamación contenciosa ante el Tribunal pro- 
vincial y no la alcada para ante el Gobierno, conforme d 
la R. O. de 26 de Mayo de 1880 (8). 


Así se establece reiterando la doctrina de otras 
muchas sentencias que pueden verse en JURISDIC- 
CIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA del Dicc., y en los 
APS. de 1887, 1890 y 1881, bajo el epígrafe PoLicta 
MUNICIPAL O URBANA, : 


—Otro caso análogo en sent. de 14 de Julio de 1881. 
(Gac. 20 Noviembre, p. 257.) 


R. BD. $19 Enero 18909. Interdictos contrarios d 
acuerdos municipales: Competencia suscitada en un in- 
terdicto entablado para recobrar la posesión de un 


callizo que un Ayuntamiento mandó cerrar como medida 
sanitaria, 


Don Antonio Cerqués Y, Viceto promovió interdio- 
to de recobrar la posesión de un terreno ó corral 
contiguo con una de las paredes de su casa, en el 
ueblo de Agost, de la cual había sido privado por 
uan Chust Martinez, alegando que dicho terreno 
era un asagadero ó paso de ganados denominado 
Callejón del Porchet, el cual fué cerrado el año 1854 
or medio de una pared mandada construir por el 
yuntamiento, con motivo de la epidemia colérica; 


(1) Véase la nota al epígrafe de la ley, p. 446. 

(3) El reglamento se ha dictado y lleva la fecha de 81 
de Mayo 1898 (AP., p. 807). Su art. 8. ha sido modifica- 
do por R, O. de 6 de Mayo de 1894 (AP., p. 274). 

) La doctrina de la R. O. de 26 Mayo 1880 ha sido 
reiterada en la de 4 Marzo 1898. (AP., p. 189.) 


pared que había sido destruida por Chust y reedifi- 
cada por éste, y en la cual puso una puerta cuya lla- 
ve guardó. El gobernador de Alicante requirió de 
inbibición al Juzgado á instancia del alcalde de 
Agost, fundándose en que el callizo del Porchet 
estaba destinado desde tiempo inmemorial al paso 
de ganados, y que al acordar el Ayuntamiento como 
medida sanitaria condenar dicho callizo, obró den- 
tro del círculo de sus atribuciones. Formalizada 
competencia y remitidos los antecedentes al Go- 
bierno, es resuelta á favor de la Administración con 
vista de los arts. 72, 89 y 114 de la ley municipal: 

«Considerando: 1.2? Que al acordar el alcalde de 
Agost que se dejase el callizso del Porchet en el es- 
tado que tenia desde que en 1854 había dispuesto el 
Ayuntamiento cerrarlo como medida desalubridad, 
obró dentro del círculo de las atribuciones que la 
ley le confiere: 

Y. Que el interdicto propuesto por D. Antonio 
Oerqués Viceto viene á contrariar los acuerdos que 
tanto el alcalde como el Ayuntamiento de Agost 
hayan tomado respecto al referido callizo del Por- 
chet, en cuya posesión, según se deduce del expe- 
diente gubernativo, y según las munifestaciones 
hechas por las dos partes interesadas en el inter- 
dicto, se encuentra la Corporación municipal, á la 
que de esa suerte vendría rivarse de un derecho 
dus la (Real decreto 29 Enero 1892.—GQac. 8 Fe- 

rero. 


Sent. € Febrero 18938. Acuerdos municipales no 
apelados: Enajenación de terrenos sobrantes de la vía 
pública. Los gobernadores carecen de facultades para 
anular la ena, n de los terrenos cuando se ha cons- 
tituído un es posesorio por el transcurso de año y 
dia, y no se ha apelado contra la cestón, cualesquiera 

ue sean los vicios de que ésta adolezca, y sin perjuicio 

e a acción reivindicatoria ante los Tribunales ordi- 
narios. 


En 1881 el Ayuntamiento de Salvatierra cedió á 
D. Manuel Alvarez un terreno como sobrante de la 
vía pública y por el precio de tasación; y en 1889 va- 
rios vecinos solicitaron del gobernador de Ponteve- 
dra que declarase nula la enajenación, á lo que 
accedió esa autoridad. Confirmada en apelación su 
providencia por Real orden de Gobernación, acudió 
Alvarez á la vía contenciosa, donde con vista de los 
arts. 85 de la ley ra aos y de la de 13 de Septiem- 
bre de 1888 y 14 del reglamento de 29 de Diciembre 
de 1890, se declara la nulidad de todo lo actuado 
desde que el gobernador dictó su resolución, sin per- 
juicio de los derechos que el Ayuntamiento pueda 
utilizar contra este acuerdo en la vía y forma que 
proceda: 

«Considerando: que con arreglo al párrafo prime- 
ro del art. 85 de la ley municipal, los Ayuntamien- 
tos tienen facultad para enajenar y permutar los 
terrenos sobrantes de la vía pública, carácter que 
únicamente puede atribuirse á las parcelas que no 
constituyen solar edificable, según tiene declarado 
la jurisprudencia udministrativa, entre otras reso- 
luciones, en la de 13 de Septiembre de 1878 y 9 de Ma- 
yo de 1881: p , 

«Considerando: además, que para la enajenación 
de dichos terrenos los Ayuntamientos deben obser- 
var las formalidades prevenidas en el R. D. de 28 de 
Septiembre de 1849 y en la R. O. de 2 de Agosto de 
1881, de modo que la enajenación verificada asin es- 
tos requisitos debe reputarse viciosa ¿ ilegal: 

Considerando: que, esto no obstante, la Real or- 
den de 0 de Abril de 1875 tiene establecido que aun- 

ue las ventas realizadas sin somejantes formalida- 

es sean nulas, esta nulidad no puede decretarse 
administrativamente cuando, como en el caso ac- 
tual ocurre, el compradcr se halla en posesión du- 
rante año y día, debiendo ejercitarse ante los Tri- 
bunales la acción reivindicatoria si así lo estima 
el Ayuntamiento y sin perjuicio de la responsabili- 
dad á que haya lugar: 

Considerando: por lo expuesto, que el gobernador 
de la provincia de Pontevedra carecía de faoculta- 
des para anular la enujenación hecha en favor de 
Alvarez porel Ayuntamiento de Salvatierra, cuales- 
quiera que sean los vicios que puedan existir en di.- 
cha enajenación: 

Considerando: además, que el art. 7.2? de la ley de 
13 de Septiembre de 1888 establece el plazo dentro 
del cual la Administración, en cualquiera de sus 
patos puede utilizar el recurso contencioso contra 

as providencias declaradas lesivas de sus intereses, 
y que el art. 14 del reglamento de 29 de Diciembre 
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de 1980 previene que las Diputaciones provinciales 
y los Ayuntamientos están comprendidos en los 
grados de la Administración á que dicho artículo se 
refiere, de donde se inflere que el Ayuntamiento de 
Salvatierra puede entablar en tiempo y forma la 
oportuna demanda contenciosa contra el acuerdo 
de 11 de Septiembre de 1881 si lo considera lesivo de 
sus intereses >» (Sent. 6 Febrero 1892.—Gac. 23 Sep- 
tiembre, p. 56.) 


BR. D.19 Abril 1993. Mientras por la Administra- 
ción no se decida si un Ayuntamiento se excedió ó no en 
sus atribuciones al acordar el cierre de un postigo abier- 
to sin su licencia por el proptorto de una casa, el cual 
denunció á los Tribunales el acuerdo como atentatorio d 
sus derechos, existe una cuestión previa que impide d 
aquéllos seguir conociendo de la denuncia. 


Francisco Arellano Vicente formuló denuncia 
contra el alcalde de Caudete, manifestando que se 
babiían presentado en la puerta del postigo que te- 
nían en su casa, y que daba Áá una carretera, el 
guarda mayor de aquella villa, acompañado de al- 
gunos albañiles, los cuales procedieron á tapiar el 
postigo; que el denunciante trató de impedirlo, por 
lo cual, y previo aviso, se presentó el alcalde, quien 
á pesar de sus protestas ordenó la continuación de 
la obra y le mandó detener por creerse ofendido, 
así como á su esposa, respecto á la cual no se verifi- 
có la detención por hallarse enferma; y que esti- 
mando estos hechos como un atropello contra su 
propiedad y persona, los denunciaba á los efectos 
oportunos. 

Admitida la denuncia 6 incoado el sumario por el 
Juzgado de Almansa, se mandó unir á él testimonio 
de determinadas diligencias obrantes en la causa, 
por desobediencia, seguida al Arellano y su mujer 
á instancia del alcalde de Caudete, entre las cuales 
de ri una certificación del acuerdo tomado por 
el Ayuntamiento de dicho pueblo mandando tapiar 
la puerta del postigo de la casa del denunciante, el 
cual se había abierto hacia poco tiempo sin la debi- 
da autorización. Procesados el alcalde y concejales 
que tomaron el referido acuerdo, requirió de inhi- 
bición al Juzgado el gobernador de Albacete, ale- 
gando: que al acordar el Ayuntamiento el cierre 
del postigo que Arellano abrió sin la oportuna li- 
cencia, faltando á los preceptos de la ley orgánica 
y á las Rs. Os. de 20 de Abril de 1867 y 12 de Marzo 
de 1878, obró dentro del círculo de sus atribuciones; 
que contra los acuerdos municipales en materia de 
competencia sólo cabe el recurso gubernativo que 
prescribe el art 171 de la ley municipal; y que no 
habiéndose decidido ai el Ayuntamiento se excedió 
ó no en sus atribuciones, toda vez que no se había 
recurrido de su acuerdo, se estaba en el caso de 
suscitar la competencia, citándose por último los 
artículos 72 y 73 de la ley municipal, y el 8.2 del 
Real decreto de 8 de Septiembre de 1897. El Juzga- 
do insistió en su prenicción y formalizado el con- 
flicto, se decide á favor de la Administración, con 
vista del art. 3. del expresado R. D. de 6 de Sep- 
tiembre de 1887: 

«Considerando: 1.2 Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la de- 
nuncia formulada por Francisco Arellano Vicente 


contra el alcalde y concejales del Ayuntamiento de 
Caudete: 


2.2 Queen tanto no se decida por la Administra- 


ción, si el Ayuntamiento de Caudete se excedió 6 
no en sus atribuciones al adoptar el acuerdo que 
motivó la denuncia, es indudable que existe una 
cuestión previa de la cual puede depender el fallo 

ue en su día hayan de dictar los Tribunales del 

vero común: 

3, Que se está, por tanto, en un uno de los casos 
en que, por excepción, pueden los gobernadores sus- 
citar contiendas de competencia en los juicios cri.- 
minales.» (R. D. 18 Abril 1822.—Gac. 20 id.) 


R. D, 939 Jualo 18993. Decidiendo d favor de la Ad- 
ministración, otra competencia suscitada con motivo de 
un interdicto entablado contra acuerdo municipal, que 
autorizó d un particular para construir una atarjea que 


condujese las aguas de un edificio suyo dá la alcantarilla 
general. 


D. Domingo Antonio Dominguez promovió inter- 
dicto de obra nueva ante el Juzgado de Betanzos, 
contra D. Constantino Arés y doña Dolores Follá, 
por haberse introducido éstos en un terreno de su 
DrOpien ac) en el que abrieron una atarjea que con- 

ujera las aguas inmundas de un edificio contiguo, 


propiedad del marqués de Figueroa, á la alcantari- 
lla ee Los demandados presentaron al Juzga- 
do dos certryficaciones del secretario del Ayunta- 
miento de Betanzos, de las cuales aparecía en una 
que el Ayuntamiento, accediendo á lo solicitado por 
1). Constantino Arés, representante del marqués de 
Figueroa, acordó, previo dictamen de la Comisión 
de obras, autorizar al peticionario para la construc- 
ción de la referida atarjena; y de la otra, acuerdo de 
la Corporación, desestimando una solicitud de don 
Domingo Antonio Domínguez, en la cual se oponía 
á la construcción del referido caño, porque el terre- 
no que el recurrente decía ser suyo, había sido con- 
siderado siempre como parte de la vía pública. Es- 
tando en tramitación los autos, el gobernador de 
la Goruña, á instancia de Arés, requirió de inhibi- 
ción alJuzgado, fundándose en los arts. 72 y 89 de la 
ley municipal. El Juzgado sostuvo su jurisdicción, 
y el Gobierno decide la competencia á favor de la 
Administración, vistos los artículos citados de la 
ley municipal: 

«Considerando...: Que dicho interdicto tiende áÁ 
contrariar el acuerdo adoptado por el Ayuntamien- 
to de Betanzos, por virtud del cual se autorizó á los 
demandados para construir la atarjea que ha sido 
objeto de discusión en el juicio entablado: 

Que tomado por el Municipio el acuerdo de que se 
ha hecho mención dentro del círculo de rus atribu- 
ciones, conforme á lo estallecido en el art. 72 de la 
ley municipal, no es la vía de interdicto la que ha 
debido interponerse por el actor, toda vez que ter- 
minantemente lo probibe el art. 89 de la ley cita- 
da...» (R. D. 28 Junio 1892.— Gac. 3 Julio.) 


R.D.31 Octubre 18993. Estableciendo que los acuer- 
dos sobre construcción de alcantarillas, no pueden ser con- 
trariados por la via de interdicto, si resulta que los te- 
rrenos d que afectan se hallan urbanizados y formando 
parte, en tal concepto, de la vía pública. 


Autorizados D. Jaime Fino y otros por el Ayunta- 
miento de Gracia para construir un albañal con 
desagúe á la alcantarilla de la calle de Provenza, 
comenzaron la obra, por lo que D. Emilio Morros, 
que se titulaba dueño del terreno sobre que aquélla 
se ejecutaba, entabló contra Fino y consortes in- 
terdicto de recobrar ante el Juzgado del Hospital, 
de Barcelona. Fué éste requerido de inhibición por 
el gobernador de la provincia, quien alegaba cons- 
tar acreditado «que dicho terreno forma parte de 
una vía pública urbanizada y como tal venía pose- 
yéndola el Municipio». El Juzgado sostuvo su juris- 
dicción, y el Gobierno decide la contienda á favor 
de la Administración, vistos los arts. 73 y 89 de la 
ley municipal: , 

«Considerando...: Que urbanizados dichos terre- 
nos por el Ayuntamiento de Gracia y el de Barcelo- 
na, en la parte que á cada término municipal co- 
rresponde, formando parte de la vía pública, la po- 
sesión de los mismos terrenos es indudable que co- 
rresponde á los referidos Municipios, y á cada uno, 
en lo que á su respectivo término municipal se re- 
fiere, corresponde también el cuidado y conserva- 
ción de tal vía pública. 

Que encomendado á su ves por la ley á los Ayun- 
tamientos todo lo que se refiere al alcantarillado, al 
tomar el de Gracia el acuerdo... autorizando á les 
demandados para que pudieran construir un alba- 
ñal con desagíie á la alcantarilla existente en la 
calle de Provenza, la citada Corporación tomó dicho 
acuerdo dentro del círculo de sus atribuciones y so- 
bre terrenos también cuyo cuidado y conservación 
le encomienda igualmente la ley. , 

Que el interdicto promovido por Morros tiende á 
contrariar los acuerdos del Ayuntamiento de Gra- 
cia, tomados dentro de sus atribuciones...» (R. D. 81 
Octubre 1892.— Gac. 5 Noviembre.) 


—V. AGUAS: GOBIERNO... DE LAS PROVINCIAS: 
GUARDIA RURAL: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 


POLICIA DE SEGURIDAD. V. VicILANCIa. 


POSESION. Hemos procurado exponer la 
compleja y difícil doctrina referente á esta ins- 
titución, en el Diccionario, t. VITI, p. 778, donde 
ya indicamos que la Administración debe respe- 
tar el estado posesorio, sin poder contrariarle, 
porque es frecuentemente el resultado y expre- 
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sión directa del dominio. En estos principios se 
inspiran las siguientes sentencias del T. C. A. 


o Jullo 1891. Las cuestiones de propiedad no pue- 
den ser resueltas por la Administración en ninguna de 
gus esferas, pues debe limitarse d mantener y respetar el 
estado pososorio, sin perjuicio de los derechos dominica- 
les, sujetos 4 la jurisdicción de los Tribunales ordinarios. 
Cuestión sobre si en las ldminas emitidas d favor de un 
pueblo en equivalencia de caudal de propios, tiene otro 
participación. y 

Vendida la finca El Caballo como de los propios 
de Baraona y Marazovel, y emitidas á favor del pri- 
mero de estos dos pueblos las láminas correspon- 
dientes del 80 por 100, pidió y obtuvo el segundo por 
B. 0.de8 de Julio de 1884, que se declarasen de su 

ropiedad parte ES los valores en equivalencia de 

a que le correspóndia sobre el caudal que repre- 

sentaban. Impugnada esta resolución en vía con- 
tencioso administrativa por Baraona, el Tribunal 
falla así: 

«Considerando: que las cuestiones relativas á la 
propiedad y demás derechos reales son de la com- 

etencia exclusiva de los Tribunales ordinarios, y 

a Administración, según está declarado repetida- 
mente, no puede conocer de ellas, debiendo limitar 
su acción cuando en el ejercicio de las funciones 
que roaliza para cumplir sus fines ha de dictar 
acuerdos que con aquellos derechos se relacionen, á 
respetar y mantener el estado posesorio de los par- 
ticulares ó Corporaciones que los disfruten: 

Considerando: que la material tenencia por el 
Ayuntamiento de Baraona de las láminas intrans- 
feribles de la Deuda, equivalentes al 80 por 100 del 
valor que produjo en venta la finca denominada £l 
Caballo y la percepción de los intereses que repre- 
sentan hoy los frutos y rentas que dicho inmueble 
producía, constituyen un verdadero estado poseso- 
rio mantenido sin interrupción ni protesta desde 
que se emitieron las láminas Á consecuencia de la 
enajenación verificada en el año 1866, hasta que en 
1888 reclamó ei Ayuntamiento de Marazovel la par- 
te proporcional que cree le corresponde, y por con- 
secuencia la Administración no ha podido alterar 
ese estado sin salir de la órbita de sus legales atri- 
buciones: 

Considerando: que aunque se prescindiera de este 
aspecto fundamental de la cuestión, y se atendiera 
sólo, como la Real orden impugnada lo hace, para 
determinar la entidad que debe disfrutar las lámi- 
nas, al estado posesorio de la finca al tiempo de ha- 
oorse la subasta, todavía resultaria la Real orden 
insostenible, porque si bien es cierto que en los 
anuncios presedentes de aquélla se expresó que el 
terreno El Caballo pertenecía á los propios de Ba 
raona y Marazovel, este indicio no puede admitirse 
en absoluto, por cuanto no 80 ha acreditado qué in- 
formación y datos se tuvieron presentes para re- 
ádsctar los anuncios, y además el pueblo de Baraona 
ha demostrado que en los años anteriores al del re- 
mate pagó por entero la contribución y el sosteni- 
miento de los guardas: 

Y considerando: que, como ya se deduce de los 
anteriores fundamentos, la resolución recaída en 
este litigio no afecta ni puede afectar á los dere- 
chos de carácter civil que el Ayuntamiento de Ma- 
razovel entienda pueden asistirle, ni le priva de su 
acción para ejercitarlos en la forma y modo que 
proceda con arreglo á derecho: 

Visto el art. 16 de la ley de 1 ? de Mayo de 1865... 

Fallamos: e debemos revocar y revocamos la 
B. 0. de 8 de Julio de 1884, declarando en su lugar 
que el Ayuntamiento de Baraona tiene derecho á 
continuar poseyendo en su totalidad las láminas 
intransferibles de la Deuda yública emitidas por 
el por 100 del valor de la finca El Caballo que el 
Estado enajenó, como procedente de propios. en 
1886, interin el pueblo de Marazovel no obtenga de 
los Tribunales del fuero común sentencia que de- 
clare el derecho que alega á la participación en la 
propiedad ó disfrute de los bienes, en virtud de los 
cuales recibió el de Baraona las láminas de que 
Si becha referencia.» (Sent. 9 Julio 1891.— Gac. 17 

oviembre, y. 265.) 


6 Febrero 189?. Consecuencias del estado posesorio 
constituido sobre terrenos enajenados como sobrantes de 


la vía pública, y que viene ocupando el cesionario de los 
mismos por más de año y día. 


Véanse esta sentencia en POLICÍA MUNICIPAL, donde 
la hemos insertado. 


PÓSITOS.—PRECEDENCIAS... 


—Sobre improcedencia del interdicto contra 
resoluciones administrativas, V. Acuas, y sobre 
consecuencias de la posesión administrativa, véa- 
se DESAMORTIZACIÓN. 


—Véase además Hirorecas: Mejoras: ParrtiI- 
CIONES. 


PÓSITOS. Las Rs. Os. de 19 de Marzo y 25 de 
Octubre de 1879, insertas en Pósitos, del Diccto- 
nario, declaran, entre otras cosas, que los em- 
pleados del ramo deben pagar el 5 por 100 sobre 
sus sueldos; pero otra R. O. de 23 de Febrero de 
1892, que puede verse en ÍmPUESsTO SOBRE SUELDOS, 
de este mismo APÉNDICE, p. 283, establece que en 
ese particular las citadas Rs. Os. se hallan dero- 
gadas y dichos empleados sujetos al impuesto de 
10 por 100. 


PRECEDENCIAS EN FUNCIONES Ó AC- 
TOS PÚBLICOS. Las cuestiones de ctiqueta 
son eternas, ya se inspiren en el loable deseo de 
imponer respeto para el cargo que se desem- 
peña, ofreciéndole rodeado de prestigio ante la 
pública contemplación, ya se funden en las va- 
nidosas concepciones del orgullo humano, que 
revela su pequeñez buscando en todo ocasión de 
demostrar grandeza. A las muchas controver- 
sias que hemos compilado en el Dicc., tomo vol, 
págs. 822 á 881, hay que añadir las siguientes: 


R. O. 80 Julio 1892. 


Declarando que las Comisiones provinciales tienen pre- 
cedencia en les actos públicos respecto á los Ayunta- 
mientos. 


(Gon.) «Pasado á informo de la Sección de 
Gobernación y Fomento del Consejo de Estado 
el expediente instruído en este Ministerio con 
motivo del recurso de alzada ETE qc por la 
Comisión provincial de Valladolid contra una 
providencia de V. S., en la cuestión de etiqueta 
surgida con el Ayuntamiento de la capital en 
las honras fúnebres del reverendo arzobispo 
D. Mariano Miguel Gómez, dicho alto Cuerpo lo 
emite en los términos siguientes: 

«Excmo. Sr.: La Sección ha examinado el ex- 
pediente relativo á la cuestión de precedencia 
entre la Comisión provincial y el Ayuntamien- 
to de Vallado!id, resuelta á favor del último por 
el gobernador de la provincia, resultando de los 
antecedentes: 

Que invitada en 15 de Septiembre último la 
Diputación provincial por el Cabildo del Arzo- 
bispado á asistir al funeral y sepelio del cadá- 
ver del Excmo. é Ilmo. arzobispo D. Mariano 
Miguel Gómez, el presidente de aquélla pasó el 
oficio de invitación á la Comisión provincial, la 

ue inmediatamente acordó, dada la urgencia 
del asunto, que una Comisión de su seno asis- 
tiera á dichos actos representando á la Corpora- 
ción: 

Constituida aquélla en el palacio arzobispal, 
ocupó la derecha del presidente del Cabildo en 
la conducción del cadáver al E como tam- 
bién en éste, hasta que llegado e Ayuntamien- 
to, presidido por el alcalde, resolvió el gober- 
nador que el Ayuntamiento tenia derecho á la 
precedencia respecto de los diputados provin- 
ciales presentes, los cuales se retiraron inme- 
diatamente del templo. _ 

En virtud de este hecho acordó la Comisión 
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en 23 de Octubre, y lo ratificó la Diputación en 
7 de Noviembre, dirigirse al gobernador á fin de 
que declarara que siempre que la Diputación 
asistiera invitada á algún acto público, en 
Cuerpo ó mediante representación autorizada, 
como en el reseñado caso, precederia á todos los 
Ayuntamientos de la pro mncia: 

l gobernador resolvió en 6 de Febero sen- 
tando la doctrina de que la Diputación precede 
á los Ayuntamientos, cuando asiste en Cuerpo ó 
representada por Comisión que para cada caso 
especial autorice aquélla en sus reuniones, cir- 
cunstancias que no concurrían en los diputados 
provinciales delegados por la Comisión provin- 
cial para asistir al funeral del prelado, porque 
dichos individuos ostentaban solamente una re- 
riot personah pues la Diputación no 
es había conferido sus poderes, motivo por el 
cual debian sentarse los diputados provinciales 
después del alcalde, siempre que asistan indivi- 
dualmente á algún acto público, y en razón á 
que aquél ejerce por separado del Ayuntamien- 
to una autoridad de que éstos carecen. 

Contra esta resolución recurre en alzada ante 
V. E. la Comisión provincial de Valladolid. 

Entiende la Sección que el asunto sobre que 
versa la consulta se refiere más que al incontes- 
table derecho de precedencia de la Diputación 
paa y de las Comisiones autorizadas por 

a misma respecto del Ayuntamiento de la capi- 
tal y demás de la provincia, derecho explícita- 
mente reconocido en la resolución recurrida, á 
si los individuos que ostenten representación 
conferida por la Comisión provincial tienen pre- 
cedencia de índole y extensión análogas á la de 
la Diputación. 

El art. 5. de la ley provincial preceptúa que 
el régimen y administración de las provincias 
corresponde: 1.”, al gobernador; 2.9, á la Dipu- 
tación provincial, y 3., 4 la Comisión provin- 
cial. La lectura de este artículo basta para afir- 
mar que la Comisión provincial, por sí misma é 
independientemente de la Diputación, es supe- 
rior jerárquico de los Ayuntamientos todos de 
la provincia, cualesquiera que sean las preemi- 
nencias de éstos, y que, como tal superior jerár- 
quico, ella ó las Comisiones de su seno que la re- 
prsentea en cuanto Comisión provincial, de- 

en tener precedencia respecto de todos los di- 
chos Ayuntamientos. 

Más terminantes los arts. 99 y 101, determinan 
las atribuciones que competen á la Comisión 
provincial como superior jerárquico de los Ayun- 
tamientos, entre las que se encuentran las de re- 
visar los acuerdos de los mismos y encargar á 
cualquiera de sus vocales que gire visitas do ins- 
pocción á los Ayuntamientos (ext 70). 

No parece lógico, por tanto, que entidad ad- 
ministrativa que ejerce tales funciones, ocupe 
puesto menos preeminente que el de los alcaldes 
y Ayuntamientos de la provincia. 

Cree, pues, la Sección haber demostrado el de- 
recho de la precedencia de la Comisión provin- 
cial, ó de las Comisiones que la representen, 
respecto de los Ayuntamientos, y que habida 
consideración de ésto, los vocales que la Comi- 
sión provincial designó para que asistieran al 
funeral del muy reverendo prelado, debieron 

eo al alcalde y Ayuntamiento de Valla- 

olid. 

Discútese también en el expediente si los vo- 
cales designados por la Comisión para que re- 
presentaran á la Corporación, esto es, á la Di- 
putación provincial, tenían y tienen derecho de 
preferencia, no ya como representantes de la 
Comisión provincial, sino de la Diputación, 
planteándose esta duda sobre el supuesto de la 
resolución apelada, de que la Comisión provin- 
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cial carece de atribuciones para nombrar repre- 
sentantes de la Diputación provincial. 

Tampoco cabe duda de que la Comisión pro: 
vincial tiene sobradas facultades para conferir 
la antedifha representación, porque si con arre- 
glo al núm. 3.* del art. 98 Puedo resolver interi- 
namente los asuntos encomendados á la Diputa- 
ción cuando su urgencia no consintiera dila- 
ción y su importancia no justificase'la reunión 
extraordinaria de ésta, es obvio que estando in- 
vitada la Diputación por el Cabildo de la Archi- 
diócesis para asistir á la conducción y sepelio 
del cadáver del que faé muy reverendo arzobis- 
po, y siendo éste un asunto urgente, la Comi- 
sión podía y puede en casos análogos, siempre 
que no esté reunida la Diputación, determinar 
qué personas han de representar á la misma. 

Por todo lo expuesto, y visto el R. D. de 17 de 
Mayo de 1856, la Sección opina: 

Que la Comisión provincial por sí, como supe- 
rior jerárquico de los Ayuntamientos, y los vo- 
cales que la representen, en cuanto Comisión 

rovincial, tienen precedencia respecto de todos 

os Ayuntamientos de la provincia, y que esta, 
misma i¡recedencia compete á los delegados 
nombrados por la Comisión para representar á 
la Diputación, cuando el nombramiento es legí- 
timo por no estar reunida esta última.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, ha tenido á bien resolver 
como en el mismo se propone. De Real orden lo 
digo á V. S., con devolución del expediente, 
para su conocimiento, el de la Diputación pro- 
vincial, Cabildo eclesiástico Ayuntamiento 
de esa capital. Dios guarde á Ys. muchos años. 
Madrid 30 de Julio de 1892.—Villaverde. —Señor 
Gobernador de la provincia de Valladolid.» 
(Gac. 2 Agosto.) 


R. O. 6 Diciembre 1892. 


Resolviendo d quién corresponde el puesto de prefe- 
o en los actos públicos, si al gobernador civil 4 al 
militar. 


(Presi. DEL Cons, DE Mins.) «Excmos. Sres.: 
Vista la Real orden del Ministerio de la Guerra, 
fecha 14 de Julio del presente año, relativa á la 
cuestión de etiqueta surgida entre los goberna- 
dores civil y militar de Oviedo, con motivo de 
la apertura de aquella Universidad: 

Resultando que al tiempo de verificarse la ci- 
tada solemnidad concurrieron á la misma, pre- 
via invitación del rector, los gobernadores civil 
y militar de la provincia, que habiendo ocupado 
el primero la derecha de la presidencia, que era 
la del vicerrector, entendió el gobernador mili- 
tar que tal lugar de la derecha correspondía á 
su autoridad, lo cual hizo presente, retirándose 
del local, en vista de no ser atendida su recla- 
mación: 

Considerando que es aplicable al caso presen- 
te la Real orden de 16 de Julio de 1889, que dis- 
pone: «que en los actos públicos, funciones 
»procesiones donde prosida el gobernador civil 
sde la provincia, corresponde el lugar de prefe- 
»rencia, después de la presidencia, á la autoridad 
»militar superior de aquélla», cuya disposición 
alegaba en su apoyo la autoridad militar, pues- 
to que aquélla refiérese únicamente á los actos 
donde preside el gobernador civil, y en el pre- 
sente se hallaba ocupada la presidencia por la 
representación de la autoridad suprema de la 
Corporación que invitaba al acto: 

Considerando que respecto al sitio que debie- 
ron ocupar los citados gobernadores civil y mi- 
litar, bien pudo surgir la cuestión de preferen- 
cia por no hallarse la misma taxativamente de- 
terminada en disposición alguna: 
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Considerando aplicable el caso por analogía 
al art. 4.” del Real decreto de 17 de Mayo de 1856, 
que prescribe que: «en las capitales de provin- 
»cia, que no lo sean á la vez del distrito militar, 
»recibirá la Corte la autoridad civil 6 militar 
»cuya jurisdicción abrace más territorio, y en 
»igualdad de extensión de territorio, la más an- 
»tigua de la provincia». 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, de conformidad con lo 
informado por las Secciones correspondientes 
del Consejo de Estado, se ha dignado resolver: 

Primero. Que en la apertura del curso acadó- 
mico de 1891-92 de la Universidad de Oviedo, co- 
rrespondió el sitio de preferencia, después de la 
presidencia, ocupada por el vicerrector, al go- 
bernador más antiguo de la provincia, toda vez 
que ambos, el civil y el militar, tienen la misma 
extensión jurisdiccional; 

Y segundo. Queen los actos públicos de una 
capital de provincia que no lo sea á la vez del 
distrito militar, en los cuales no corresponda 
taxativamente la presidencia á la autoridad ci.- 
vil ni á la e | concurran ambas, tome el 
puesto preferente, después de la presidencia, la 
autoridad que ejerza mayor jurisdicción, y sien- 
do ésta la misma, la más antigua en la provin- 
cia.—De Real orden, etc.—Madrid 6 de Diciem- 
bre de 1892.— Antonio Cánovas.—Sres. Ministros 
de la Guerra y Gobernación.» (Gac. 10 Dic.) 


—V. además GOBIERNO... DE LAS PROVINCIAS. 


PREMEDITACIÓN. V. Autor DE DELITO: 
CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES. 


PRESCRIPCIÓN DEL DELITO Ó DE LA 
ACCION PENAL, La cuestión de si ha trans- 
currido el tiempo necesario para producir esta 
prescripción, es de puro hecho, y sujeta por lo 
tanto al resultado de las afirmaciones que sobre 
ella formule el Tribunal competente, como lo 
revela la siguiente sentencia: 


31 Marzo 1891. Imposibilidad de estimar la pres- 
cripción del delito cuando el Tribunal 4 quo afirma que 
no ha transcurrido el lapso de tiempo necesario para 
producirla, 


En causa por injurias contra....., estableció el 
mismo como una de sus conclusiones, que la quere- 
lla deducida, debía ser ineficaz en méritos de la 
prescripción existente por el lapso de tiempo, desde 
que se suponían inferidas las injurias, hasta que se 

reparó y dedajo la E do declarando probado 

a sentencia, que condenó Á....., como autor de inju- 
rias, que no había prescrito el derecho á perse- 
guirlas. 

Interpuesto recurso de casación, fundándole, en- 
tre otros motivos, en el art. 133 del Código penal que 
determina la prescripción, el T.S. desestima el re- 
Curso: 

«Considerando que la prescripción de los delitos 
no es presumible en razón de su carácter excepcio- 
nal, y sólo debe declararse cuando consta de modo 
positivo que desde su comisión ó% descubrimiento 
transcurrieron los plazos respectivamente señala- 
dos en la ley sin procederse á su averigunción y cas- 
tigo, ó por término ó paralización del procedimien- 
to incoado independientes de la rebeldía del cul- 
pablo: 

Considerando que lejos de contener la sentencia 
reclamada, afirmación de hecho que acredite demo- 
ra ó detención, las excluye su resultando tercero al 
consignar que, «desde entonces, —desde que..... fué 
condenado al pago,—ha venido diciendo á varias 
personas que D..... era un ladrón», modo de expre- 
sión que en su sentido léxico y natural entraña una 
idea de actualidad contraria á las alegaciones sobre 
este extremo del recurrente, que reproduce en ca- 
sación las que en el juicio desestimó el Tribunal a 
quo por no haberse probado por el querellado, á 

uien entendió que incumbía,; lo cual además signi- 

ca que dicho Tribunal no consideró ciertos los 


hechos en que se fundaban.» (Sent 21 Marzo 1891.-— 
Gac. 2 Agosto, p. 54.) : 


PRESCRIPCION DE ACCIONES. Sobre 
prescripción de censos á que se refiere la doctri- 
na del Dicc., tomo VIII, p. 840, núm. 21, y sobre 
prescripción trienal (íd., núm.17), ha establecido 
también el T. S. lo siguiente: 


18% Octubre 1891. La regla general de que la pres- 
cripción no se interrumpe por actos de un tercero, si 
perstste por el tiempo necesario la pasividad del interesa- 
do, está subordinada al reconocimiento de la deuda 6 

avamen censal, hecho por aquel dá quien afecta, según 

a ley 99, tit. XXIX, Part. 8.* 


En escritura de 31 de Mayo de 1847, D. Juan Fran- 
cisco Portocarrero reconoció á favor de los Propios 
de la villa de Guanabacoa un capital de censo de 
3.550 pesos sobre el ingenio Mercedes, alias Mana- 
guaquito, confesándose deudor de sus réditos ven- 
cidos. En 31 de Marzo de 1874, D. Indalecio Fresneda 
otorgó á doña Josefa Fernández de Velasco y don 
Antonio Pla y Flaquer, también por medio de es- 
critura, venta real del potrero Managuaco, al cual 
gravaban varios censos, entre ellos uno de 3.350 pesos 
de capital á favor de los Propios de Guanabacoa, 
reconociendo los compradores como parte del pre- 
cio de dichos censos, y obligándose á pagar sus ró- 
ditos desde aquella fecha, por asegurar el vendedor 
que hasta entonces se hallaban satisfechos. 

D. Antonio Pla y Flaquer dedujo el 10 de Octubre 
de 1888, ante el Juzgado de primera instancia de Ja- 
ruco, demanda manifestando: primero, haber pres- 
crito el capital censual que reconocía el potrero 
Managuaco á favor de los Propios de Guanabacoa, 
y los réditos vencidos y no pagados del mismo; se- 
gundo, que por la razón expresada se había extin- 
quito el derecho inscrito á favor del Ayuntamiento 

e dicha villa; y tercero, que debía cancelarse aque- 
lla inscripción, para lo cual alegó sustancialmente 
pode el precitado potrero por compra que 

el mismo hizo á D. Indalecio Fresneda y doña Jo- 
sefa Fernández de Velasco, reconociendo aquella 
finca un censo á favor de los Propios de la villa de 
Guanabacoa de 3.350 pesos; cuyos réditos no cobra- 
ba el Ayuntamiento de la misma villa hacía más 
de treinta PEA por sólo este lapso 
de tiempo los réditos y capitales de censos, según 
lo había declarado este T.S. repetidas veces, bas- 
tando citar las sentencias de 91 Enero y 9 de Marzo 
de 1983, 4 de Julio de 1870, 27 de Febrero de 1875 y 6 
de Junio de 1882. 

El Ayuntamicnto de Guanabacoa impugnó la re- 
ferida demanda, y corrido el trámite de prueba, en 
el que cada una de las partes practicó varias, se 
siguió la sustanciación del pleito en dos instancias, 
dictando la Sala de lo civil de la Audiencia de la 
Habana sentencia revocatoria de 5 de Noviembre 
de 1890, por la cual se absolvió al Ayuntamiento de 
Guanabacoa de la demanda de D. Antonio Pla y 
Flaquer. 

Contra esta sentencia interpuso el demandante 
recurso de casación, citando como infringidos: 

1.2 La ley 63 de Toro, ó sea la 5.*, tit. VITT, lib. XI 
de la Novisima Recopilación, en cuanto declara que 
¡A por treinta años la obligación en que hay 

e ó es mixta de pacos y real: 

.2 La doctrina legal repetida por este Tribunal 
Supremo, entre otras sentencias, en las de 24 Enero 
y 9 Marzo 1963, 4 Julio 1870, 30 Abril 1883 y 23 Junio 
1888, en que se declara aplicable la citada ley de 
Toro á los réditos y capitales de censos, y press3rip- 
tibles por consiguiente unos y otros transcurridos 
treinta años sin que los censualistas hayan deduci: 
do reclamación alguna. 

3.2 La consignada en sentencia de 19 de Febrero 
de 19869, según la cual cuando pasa el tiempo para 
ejercitar una acción sin hacerlo, prescribe dicha 
acnión, á no ser que se pruebe que ba habido un mo- 
tivo señalado y ostensible que impidiera el comen: 
sar ó continuar las diligencias judiriales. 

Y 4.2 La doctrina consignada en la citada sen: 
tencia de 23 de Junio de 1886 sobre interrupción del 
tórmino para la prescripción que exija un hecho 
obstativo de parte del que ejercita la acción, que 
impida que se complete el término necesario pars 
presoribir. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: y 

«Considerando que la sentencia recurrida no 1n- 
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fringe la ley ni la doctrina que se invocan en los 
dos primeros motivos, puesto que no funda la abso- 
lución en ser imprescriptible el censo origen del 
pleito, ni en que para prescribirlo se necesite más 
de treinta años de no ejercitarse la acción corres- 
pondiente, sino en haberse interrumpido la pres- 
cripción: 

Y considerando que al estimarlo asi tampoco in- 
fringe las que se citan en los dos motivos últimos, 

orque si bien es cierto que por punto general no se 
interrampe la prescripción por actos de un tercero, 
si persiste por el tiempo necesario la pasividad del 
interesado, no lo es menos que esta regla está su- 
bordinada, según la ley 29, tít. XXIX, Part. 3.*, á el 
reconocimiento de la denda ó gravamen hecho por 
aquel á quien afecta, precepto á que se ajusta dicha 
sentencia al apreciar que reconocido expresamente 
el censo de que se trata en la escritura de 1871, ast 
por el vendedor dueño de la finca gravada como por 
el comprador recurrente, que se obligó voluntaria- 
mente á pagar las pensiones sucesivas y dedujo del 
precio el capital censal, reteniéndolo en su poder, 
quedó interrumpida Doa cripción: cuyo plazo tam- 
poco ha transcurrido desde que se otorgó aquella 
escritura hasta que se interpuso la demanda.» (Sala 
1.*, sent. 12 Octubre 1891.—Gac. 8 Diciembre, p. 159.) 


30 Octubre 1891. El lapso de tres años señalado 
ra prescribir la acción de reclamar los honorarios de 


8 ogados es aplicable í mente d los de 
por los peritos judiciales. ques vengados 


Don José Díaz Martínez practicó en el año 1876 y 
en unos autos ejecutivos, á instancia de la ejecutan- 
te, la valoración de varias fincas. Fallecido el perito 
en 1881, dejó éste la herencia á dos hijos, y riuerto 
ano, fué declarado heredero en 1888 el otro, llamado 
D. Francisco, el cual, en 1889, dedujo demanda con- 
tra la ejecutante, reclamándola el importe de los 
honorarios devengados por su padre al practicar la 
referida valoración. Sustanciado el juicio, fué con- 
denada la e ecutante al pago, con los intereses, del 
importe de los citados honorarios; pero la demanda- 
da interpuso recurso de casación contra el fallo 
que así lo acordó, citando como infringidos: 

1.2 Las leyes 9.* y 10, tit. XIl, libro X de la Novi- 
aaa as de Sn la cual deben entenderse 

omprendidos los peritos con arreglo á la sentencia 
de 19 de Abril de 18392 y 4 los principios de la inter- 
pretación ubi est eadem ratio ibi debet esse sadem juris 
dispositio y voluntatem potius quam verba spectari opor- 
tet, también infringidos, así como las leyes 18, tít. I, 
Part. 1. ¿7 36, tit. XXXIV, Part. 7.*, y la jurispru- 
dencia de este Supremo Tribunal consignada en 
sentencias, entre otras, de 23 de Septiembre de 1862 
y 27 Noviembre de 1884, que proclamaban y consa- 
graban tales principios. | 

Y 2. Laloy 5.*, tit. VITI, lib. XII de la Novísima 
Recopilación, por aplicación indebida. El T. S. de- 
clara haber lugar al recurso: 

«Considerando que siendo análogo el servicio que 
desempeñan el abogado y el perito judicial, es ló- 
gico que por identidad de razón se les considere 
comprendidos en las leyes 9 y 10, tít. X1, lib. X de la 
Novisima Recopilación, tanto más, cuanto que toda 
otra interpretación veudría á mantener una distin- 
ción inmotivada y á resolver la duda en contra de 
los obligados.» (Sala 1.*, Sent. 30 Octubre 1891.—Ga- 
cefa 8 Diciembre, p. 175.) 


—V. SUucESIONES. 


PRESCRIPCION DE DOMINIO Y DERE- 
CHOS REALES. Imprescriptibilidad de las 
servidumbres pecuarias.—Véase on GANADERÍA 
el art. 13 del R. D. de 13 Agosto 1892, 


PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINIS- 
TROS. V. MinisTERIOS. 


PRESIDIOS: PRISIONES: CÁRCELES: PE- 
NITENCIARIAS:ESTABLECIMIENTOSPE.- 
NALES. Ho aquí algunas disposiciones com- 
plementarias de las que hemos compilado bajo 
este mismo epígrafe en el Dicc., t. VIII, ps, 844 
á 990: 


aaa 


R. O. 5-21 Marzo 1892, 


Gastos que originen los presos pobres puestos d disposi- 
ción de las Audiencias respectivas, después de la termi- 
nación del sumario. 


(Grac. y Just. y Gon.) «El Excmo. Sr. Minis- 
tro de Gracia y Justicia dice á este Ministerio 
en Real orden de 5 del corriente lo que sigue: 

«Excmo. Sr.: Remitido á informe de las Seccio- 
nes de Estado y Gracia y Justicia y Goberna- 
ción y Fomento del Consejo de Estado el expe- 
diente promovido en este Ministerio porel Ayun- 
tamiento de Badajoz, solicitando una declara- 
ción del Gobierno que resuelva de una manera 
explícita y terminante las dudas que hoy existen 
sobre si ha de hacerse con cargo al presupuesto 
provincial ó al de cárcel de partido que corres- 

onda el gasto que originen la manutención de 

os presos pobres pendientes de causa, mientras 
se encuentren después de la terminación del su- 
mario á disposición de la respectiva Audiencia 
de lo criminal, las expresadas Secciones de aquel 
alto Cuerpo administrativo han emitido el infor- 
me siguiente: 

«Excmo. Sr.: Resulta: Que con fecha 17 de Di- 
ciembre de 1890, D. Cayetano Rodríguez y Me- 
dina, alcalde presidente del Ayuntamiento de 
Badajoz, en nombre y por acuerdo del mismo, 
elevó instancia á ese Ministerio, manifestando 
que creada y establecida la Audiencia de lo cri- 
minal de aquella ciudad, se acudió por dicha Al- 
caldía al gobernador civil de la provincia, con- 
sultándole por quién debían ser abonados los 
gastos de socorros y demás que produjesen los 
procesados puestos á disposición de aquélla, toda 
vez que desde luego ingresaban en la cárcel del 
DS y al Ayuntamiento exponente se le or- 

enaba su sostenimiento, causándose con ello 
los perjuicios consiguientes á los pueblos del 
mismo, que por sí solos tenían que atender á las 
obligaciones de los cuatro partidos judicialos 
comprendidos en el territorio de la Audiencia, 
que el gobernador civil dispuso, de acuerdo con 
la Comisión provincial, no se exigiese á los pue- 
blos del territorio dela Audiencia y extraños al 
ea judicial, más cantidades que las que pro- 

ujeran los gastos de sostenimiento de sus res- 
pectivos presos y cualesquiera otros que exclusi- 
vamente les correspondiesen; que así se había 
venido cumpliendo por el Ayuntamiento de Ba- 
dajoz, pero que algunos pueblos habían hecho 
caso omiso de las reclamaciones, fundados en lo 
que preceptúa el Real decreto de 11 de Marzo de 
1886, pues entendían que esta obligación corres- 
pondía al presupuesto provincial: 

Que en tal estado la cuestión, elevada consul- 
ta al presidente de la Audiencia, el fiscal de la 
misma informó en el sentido de que los gastos 
que originan los procesados sujetos ás aquel Tri- 
bunal procedentes de otros partidos judiciales 
distintos del de la capital son de cuenta del 

regu puesto provincial, conforme á los artícu- 

os 1. y 8. del Real decreto de 11 de Marzo de 
1886; poro que tratándose del alimento de los 
presos creía necesario no introducir variación 
sobre lo que venía practicándose, sin O 
de que el Ayuntamiento acudiera en emanda 
de su derecho á la autoridad correspondiente; 
que elevada nueva súplica al gobernador para 
que tomase el oportuno acuerdo que pusiera 
término á las cuestiones suscitadas, dicha auto- 
ridad pidió informe á la Comisión provincial, 
la cual lo emitió consultando : primero, desesti- 
mar la reclamación del Ayuntamiento; y segun-: 
do, que la Diputación no tenia autorizado en 
su presupuesto del actual ejercicio ningún cré- 
dito para los fines que se reclamaban, ni lo con- 
signaría en lo sucesivo, sin que para ello se re- 
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cibiera el mandato del Centro superior corres- 
pondiente. 

El Ayuntamiento, en vista de los extractados 
antecedentes, y después de aducir varias razo- 
nes en apoyo de su opinión y de citar las dis- 
posiciones legales ie creyó pertinentes, termi- 
naba su escrito suplicando se dictara una nueva 
disposición que pusiera fin á las dudas suscita: 
das por las hoy vigentes en la materia, acla- 
rando hasta dónde llegan las obligaciones de 
las cárceles de partido y dónde empiezan las 
de las Audiencias, evitándose así tantas recla- 
maciones y los perjuicios é inconvenientes que 
éstas llevan consigo: 

Que cursada la anterior instancia, se pasó á 
informe de la Junta local de Prisiones de Ba- 
dajoz, la cual lo evacuó, manifestando, después 
de extenderse en varias consideraciones, que 
parecía fuera de toda duda que la Diputación 
provincial era la obligada á satisfacer los gas- 
tos de ans se trataba, después de la publicación 
del R. D. de 11 de Marzo de 1886, y en su conse- 
cuencia, creía que los adelantos que el Ayunta- 
miento de Badajoz había venido haciendo y los 
demás que hiciese en lo sucesivo, por razón de 
los gastos originados por los presos no penados 
qu se hallan á disposición de la Audiencia, 

ebían serle reintegrados, ya por la Diputación 
proviucial, si como parece era la obligada á ello 
en virtud del decreto mencionado, ya por los 
pueblos de los partidos de donde los presos pro- 
cedan, estimando conveniente que una resolu- 
ción superior fijara y determinase con toda pre- 
cisión el particular que comprendía la consulta, 
ya dando mayor claridad á las disposiciones vi- 
oa ya estableciendo otras nuevas á que po- 

er atenerse: 

Que acordado por la Dirección se pasase el ex- 
pediente á la Sección administrativa, ésta eva: 
cuó su informe, en el cual, después de plantear 
los términos de la cuestión debatida y hacer 
para mayor ilustración del asunto un conciso 
examen de las disposiciones legales que rigieran 
sobre la materia antes de publicarse el Real de- 
creto vigente de 11 de Marzo de 1886, manifiesta: 

Que del texto de los arts. 8.? y 11 del expresa- 
do Real decreto se desprendía, sin género al- 
guno de duda, que la Diputación provincial se 
encontraba obligada á la manutención de los 
presos desde el momento mismo en que termi- 
nado el sumario y abierto el período del juicio 
oral quedaban aquéllos á disposición de la Au- 
diencia, sin que contra este principio cupiere 
alegar, como erróneamente lo hacía la Diputa- 
ción de Badajoz, que en el art. 10 del mismo 
Real decreto se habla solamente de penados, 
porque además de no ser concebible que exis- 
tiera flegrante contradicción entre dos precep- 
tos de un decreto que llevan numeración corre- 
lativa, el referido art. 10, á continuación de la 
palabra penados, explica satisfactoriamente su 
sentido, armonizándolo é identificándolo con el 
texto y el espirito del 11, que por su claridad y 
sencillez no puede dejar en el ánimo de quien lo 
examina reflexivamente dudas de ningún linaje: 

Que esta doctrina la corroboraba también la 
misma Exposición de motivos que precedía al 
Real decreto mencionado: 

Que el publicado posteriormente en 15 Abril 
de 1886 sólo vino á determinar especial y señala- 
damente 01 deber que contraían las Diputaciones 
de subvenir á la manutención de los que fueren 
condenados á prisión correccional, sin que á 
esto quedaren limitadas sus obligaciones, como 
la de a pretende, pues deslindadas que- 
daron aquéllas en el de 11 de Marzo en todo lo 
que hiciere relación á los gastos generales que 
originasen las cárceles de Audiencia; en virtud 


de ello, la Sección resumía sus conclusiones en 
el sentido de que las Diputaciones provinciales 
estaban obligadas á satisfacer con fondos de su 
presupuesto: 

1.2 Los gastos generales de las cárceles de las 
Audiencias de lo criminal, y entre ellos el de la 
manutención de los presos pobres durante el 
tiempo que se encuentran á disposición de dichos 
Tribunales: 

2. Los gastos que originen los penados que 
sufran condena de prisión correccional; pero 
que dada la verdadera importancia que la cues- 
tión entrañaba, convendría oir, antes de dictar- 
se resolución, el parecer de las Secciones reuni- 
das de Estado y Gracia y Justicia, Gobernación 
y Fomento de este Consejo, con cuyo parecer se 
conformó la Dirección y también V. E., dictando 
la ee orden de remisión que motiva esta con- 
sulta: 

Las Secciones, con vista de los antecedentes 
extractados, de acuerdo con el parecer sustenta- 
do, así por la Junta local de prisiones de Badajoz 
como por la Sección administrativa de la Direc- 
ción correspondiente de este Ministerio; 

Visto el art. 11 del Real decreto de 11 de Mar- 
zo de 1836: (V. en PresiDI0O8 Y PRISIONES del Dic- 
cionarto.) 

Considerando que del examen detenido de di- 
cha disposición legal, clara y terminantemente 
se deduce la obligación en que se hallan las Di- 
putaciones provinciales de subvenir á los gastos 
que originen los presos que se encuentren á dis- 
pa de las Audiencias respectivas; y que 

icha interpretación, sobre estar conforme con 
el expediente general que informa el susodicho 
Real decreto, es la más natural y lógica, atendi- 
da la naturaleza misma del servicio que motiva 
la obligación, y la de la entidad administrativa 
que ha de cumplirla; 

Las Secciones son de dictamen que, con arre: 
glo al Real decreto de 11 de Marzo de 1885, á las 
Diputaciones provinciales corresponde subve 
nir á los gastos que originen los presos pobres 
puestos á disposición de las Audiencias respec- 
tivas, una vez terminados los correspondientes 
sumarios, » 

Y habiéndose conformado S. M. el Rey (que 
Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente, 
con el preinserto dictamen, se ha servido resol- 
ver como en el mismo se propone; mandando que 
esta disposición sea comunicada al Ministerio 
del digno cargo de Y. E., invitándole á publicar- 
la con el carácter de medida general y á trans: 
cribirla al gobernador civil de Badajoz para su 


“cumplimiento por parte de la Diputación de la 


provincia 7 del Ayuntamiento de la capital, sin 
perjuicio de los demás acuerdos que Y. E., en 
uso de sus atribuciones administrativas, y como 
cumplimiento de esta resolución, crea conve- 
niente adoptar.» 

Y en cumplimiento de lo dispuesto por S. M., 
lo traslado á V. S. de Real orden para su conocl- 
miento y efectos. Dios guarde á V. S. muchos 
años. Madrid 21 Marzo 1592.» (Gac. 31 id.) 


RE. O. 22 Abril 1892, 

Resolviendo un recurso de alzada del Ayuntamiento de 
Arévalo contra providencia del gobernador de Avila, en 
el sentido de que los gastos ocasionados por los presot 
desde que estan 4 disposición de las Audiencias son de 
cuenta de las Diputaciones provinciales. 


(Gob.) Extracto.—Remitido á informe de la 
Sección de Gobernación y Fomento del rio 
de Estado el expediente de alzada del alcalde de 
Arévalo contra providencia del gobernador que 
ordenó al mismo el pago de cantidad á los fon- 
dos carcelarios de Avila para socorro de presos, 
dicha Sección informa, de acuerdo en lo princi: 
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pal con la nota ministerial, «que la cuestión 
suscitada en el presente expediente consiste en 
determinar á quién corresponde pagar las es- 
tancias de los presos pobres desde que están á 
disposición de la Audiencia de lo criminal al 
elevarse á ésta el sumario, hasta que celebrado 
el juicio oral y ejecutada la sentencia que re: 
caiga comiencen á cumplir la pena», y que á jui- 
cio de la Sección, está terminantemente resuel- 


ta por el R. D. de 11 de Marzo de 1886; que, se-. 


gún su art. 8.”, las Diputaciones están a fal 
as á subvenir á los gastos de todas las cárceles 
que estén enclavadas dentro del territorio de la 
provincia, en cuya cárcel deben ingresar los 
presos procedentes de las de partido desde que 
Sal disposición de la Audiencia. Y conclu- 
ye así: 

«El caso del actual expediente, ó sea el ser la 
cárcel de Avila á la vez cárcel de partido y cár- 
cel de Audiencia, también está resuelto por el 
Real decreto citado, en su art. 11, que preceptúa 

ue en este caso los gastos de la cárcel se distri- 

uirán entre los presupuestos provincial y mu- 
nicipal, según el tiempo que los presos se hallen 
á disposición del Juzgado de instrucción ó de 
las Audiencias respectivas. 

»Expuesta esta consideración, no cabe duda 
de que los presos pobres del partido de Arévalo, 
una vez que ingresan en la cárcel do Avila á 
disposición de la Audiencia, deben ser sosteni- 


dos por la Diputación provincial, y que el Ayun- 


tamiento de Arévalo tiene derecho á reinte- 
grarse de las cantidades satisfechas por aquel 
concepto, á partir de la promulgación del Real 
decroto de 11 de Marzo de 1886, para cuyo rein- 
tegro halla muy aceptable la Sección la medida 
ponen en la nota ministerial.» Y sq resuelve 

e conformidad. (R. O. 22 Abril 1892.—Gac. 20 
Mayo.) 


E. O. 80 Abril 1893. 

Disponiendo que las certificaciones facultativas para 
traslaciones de penados se extiendan gratis y en papel 
del sello de oficio. 

(Go.) «El R. D. de 24 de Noviembre de 1890 
establece los requisitos y formalidades para lle- 
var á cabo el destino á las Penitenciarias co- 
rrespondientes de las reos sentenciados á penas 
de privación de libertad, así como las medidas 
encaminadas á la eficaz conducción de toda cla- 
se de presos y penados, cuyos particulares en- 
cierran considerable interés por referirse á la 
ejecución fiel é inmediata de los fallos de los 

ribunales de justicia en materia criminal. 

El art. 13 de dicho Real decreto dispone que 
en ningún caso dejará de cumplirse la orden de 
conducción de un preso ó penado alegando cau- 
Sa de enfermedad, si ésta no apareciese previa- 
mente justificada por medio de cortificacionea 
facultativas expedidas separadamente por el 
O de la prisión y el forense de la loca- 
idad. 

Tratándose de un servicio público que tiende á 
corregir los abusos que anteriormente se come- 
tían, reteniendo indebidamente á los reclusos 
en establecimientos que no eran los adecuados, 
no es lícito exigir por los médicos de los presi- 
dios y cárceles, ni por los forenses respectivos, 
exacción alguna de derechos en la expedición 
de dichas certificaciones, las cuales, atendida la 
indole especial de este servicio, que no debe en 
modo ninguno dificultarse por los funcionarios 
encargados de su ejecución, y atendida, además, 
la condición de las personas á quienes se refie- 
ren, deberán extenderse en papel del sello de 


oficio. 
Por tanto, S. M. el Re ' 
bre la Reina Regente de 


. D. G.), y en su nom- 
eino, se ha servido 
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disponer que las certificaciones facultativas de 
que trata el art. 13 del R. D. de 24 de Noviembre 

e 1890, se expidan por los médicos de los presi.- 
dios y cárceles y por los forenses de la locali- 
dad, sin exacción alguna de derechos, y que se 
extiondan en el papel del sello de oficio (1). De 
Real orden, etc. —Madrid 30 de Abril de 1892.— 
Cos Gayón.—Sr. Director gencral de Estableci- 
mientos penales.» (Gac. 5 Mayo.) 


Ley 29 Julio 1892. 


Cediendo el Estado el edificio y terrenos de la cárcel de 
Alicante para la construcción de otra nueva, 


(Grac. Y Jusr.) «LEY.—Don Alfonso XIII, 
etcétera. 

Artículo 1.? El Estado cede el edificio y te- 
rrenos de la cárcel actual de Alicante á la Jun- 
ta creada por virtud del R. D. de 22 de Octubre 
de 1891, á fin de que, procediendo en su día á 
la enajenación en pública subasta de dicha fin- 
ca, destine su producto á la construcción de una 
nueva cárcel y prisión correccional. 

Art. 2.2 Las obras de edificación comenza- 
rán durante los seis meses siguientes á la pro- 
mulgación de esta ley y terminarán en Plipo: 
ríodo de cuatro años, á cuyo efecto la expresa- 
da Junta deberá remitir á la Dirección general 
de Establecimientos penales el correspondiente 
proaciO y presupuesto de la obra para su apro- 

ación. 

Art. 3. El Ayuntamiento y la Diputación 
as de Alicante contribuirán al pago de 
as obras de la nueva cárcel y prisión, por 1gua- 
les partes, hasta completar el total importe de 
su coste, deducida la cantidad que se calcule á 
que podía ascender en su día la venta y terre- 
nos de la cárcel actual. Al efecto deberán con- 
signar en sus respectivos presupuestos durante 
cuatro años consecutivos las cantidades que, 
después de aprobado el proyecto de la obra, se 
les Ajo por el Ministerio de la Gobernación, cu- 
yas sumas se entregarán á la Junta de cong- 
trucción de la cárcel y prisión. 

Art. 4. No obstante lo dispuesto en el ar- 
tículo 1,%, el edificio que hoy ocupa la cárcel 
continuará destinado á este uso hasta que se 
halle terminada, recibida é6 inaugurada la nue- 
va cárcel y prisión. 

Por tanto, etc.—Dado en San Sebastián á 29 
de Julio de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, Fernando Cos-Ga- 
yón.» (Fac. 2 Agosto.) 


Jurisprudencia. 


R. D. 31 Octubre 189%. Decidiendo competencia 
d favor de la Administración, porque la causa seguida 
contra un alcalde y sus agentes por haber ordenado y 
po al aseo y limpieza de ciertos vecinos al Uevar- 

es al Depósito municipal, pende de cuestión previa admi- 
nistrativa sobre silos enjuiciados se extralimitaron. 


La Audiencia de Cartagena conocía de causa se- 
guida al alcalde y agentes municipales de La Unión 
or haber detenido á algunos vecinos y haber man- 
ado qn se les cortara el pelo para conducirlos 
después al Depósito municipal, todo lo que se efeo- 
tuó. El gobernador de Murcia suscitó competencia 
al Tribunal, alegando que el alcalde había obrado 
dentro del círculo de sus atribuciones «dadas las 
circunstancias de los detenidos», los cuales fueron 
invitados á dejarse asear y cortar el pelo, y no opu- 
sieron resistencia alguna, invocando las leyes de 
risiones de 11 y 21 de Octubre de 1869, por las cua- 
es están sometidos á las condiciones higiénicas y 
de saJuoridad los Depósitos municipales, y asegu- 





(1 No se mencionan estas certificaciones en la ley del 
timbre, pero creemos que se hallan comprendidas en las 
son objeto del núm. 3.* del art. 29 de la vigente de 25 
Septiembre de 1896 y que deben expedirse en papel de 
oficio. 
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rando que el estado en que se presentaron los dete- 
nidos en La Unión «era verdaderamente peligroso 
pode los demás presos». Sustanciado el conflicto, se 

ecide á favor de la Administración, vistas las ba- 
ses 1.* y 2.8 de la ley de 21 de Octubre de 1869 y el 
art. 72, núm. 2. de la municipal: 

«Considerando... Que á la Administración corres- 
ponds declarar si al ejecutar los hechos denuncia- 

os hubo ó no extralimitación de lar facultades 
que los procesados tenían, en virtud de las disposi- 
ciones administrativas, ya respecto de los Depósitos 
municipales, ya de lo referente á la salubridad é 


higiene del pueblo y establecimientos que de él de- 
penden: 


Que existe, por lo tanto, una cuestión previa ad- 
ministrativa que resolver...» (R.D.31 Octubre 1892. — 
Gac. 12 Noviembre.) 

—Véase ATENTADO: REGISTRO DE PENADOS Y PRO- 
CESADOS. 


PRESUPUESTOS DEL ESTADO. Las le- 
yes de presupuestos para la Peninsula, Cuba y 
Puerto Rico de 30 de Junio de 1892, contienen 
preceptos diversos que hemos insertado en los 
varios artículos de este AréxD1CkE á que por sus 
materias respectivas corresponden. En Filipinas 
continuaronrigiendo en el año 1892 los presu pues- 
tos de 1891, conforme al R. D. de 1.? Enero 1892. 


PRESUPUESTOS, ARBITRIOS Y CUEN- 
TAS MUNICIPALES. La hacienda municipal 
se regula fundamentalmente por las leyes muni- 
cipales de la Península y de Ultramar, que re- 
sultan modificadas y adicionadas por otros pre- 
ceptos relativos á recargos y á arbitrios extra- 


ordinarios, contenidos en las leyes que ordenan 
los tributos del Estado. 


R. 0.22 Febrero 1892. 
Disposiciones para lograr el cumplimiento del art. 150 
de la ley orgánica municipal. —Presupuestos municipa- 

les del ejercicio anterior cuando no se presenten los 
nuevos d la autorización en época oportuna.— Recursos 
contra los acuerdos de los gobernadores en la materia. 
Expedientes de arbitrios extraordinarios.— Los gober- 
nadores en lo relativo al examen de presupuestos.—In- 
compatibilidad de los arbitrios extraordinarios sobre 
especies de consumos con el de pesas y medidas.— Pobla- 
ciones exceptuadas.—Justificación de los ingresos, etc., 
etcétera. 

(GoB.) «En repetidas disposiciones de este 
Ministerio se ha encomendado á los Ayunta- 
mientos que cumpliesen exactamente con los 
preceptos del art. 150 de la ley municipal, y en 
particular por lo que hace relación á los plazos 
en quese tramitan y autorizan log presupues- 
tos, sin que se haya logrado evitar, en la medida 
que reclama una regular administración, el la- 
mentable retraso con que se presentan aquéllos 
á la sanción de los gobernadores, dejando trans- 
currir largos periodos del ajercicio sin tener 
una pauta para realizar los cobros y pagos; anó- 
mala situación económica que en bien de los pue- 
blos, de los contribuyentes y de las propias Cor- 
poraciones precisa termine, dando fin á estas 
corruptelas introducidas en la práctica por ne- 
ARBSnCiS de los encargados de la gestión muni- 

al. 

_Tiene íntima relación con lo anterior las defi- 
ciencias que en la tramitación de expedientes 
de arbitrios extraordarios se observan, y que 
para buen gobierno de la Administración debe 
tener lugar en plazos fijos, impidiendo que la 
cobranza de los LOS Acordados para dos 
ejercicios se acumule durante el período que co- 
rresponde á uno de ellos, como ahora sucede en 

rjuicio... de los contribuyentes y del Erario de 

os Ayuntamientos por la morosidad que indu- 
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dablemente ha de resultar de satisfacer los ve- 
cinos sumas crecidas y superiores á su fuerza en 
corto tiempo. 

Las atenciones de primera enseñanza y carce- 
larias son las más sagradas que están á cargo 
de los Municipios, y por su objeto han de pres- 
tarle especial cuidado, para que sean cubiertas 
con la regularidad mayor posible, aplicándoso 
los preceptos de las leyes por los gobernadores, 
á fin de conducirlas dentro de las provincias de 
su mando á la normalidad y orden que fuera de 
desear, desplegando para ello la energia y celo 
qe tan preferentes atenciones merecen, siguien - 

o en esto la conducta del gobernador de Bar- 
gos que en breve plazo ha conseguido que los 

12 Avuntamientos de su provincia se pongan 
al corriente en los atrasos pos obligaciones de 
o enseñanza. En iguales condiciones han 

e ser atendidos los gastos de manutención, cus- 
todia y traslado de presos. 

Es indispensable también que otros servicios 
que abarcan los presupuestos se circunscriban 
á los límites de riqueza contributiva de cada 
pueblo, para lo cual los gobernadores, al revi- 
sar los presupuestos, deben cuidar que sean un 
fiel reflejo de la realidad y no una serie de cifras 
ficticias por ingresos y gastos, calculados sin 
bases positivas al objeto de presentar bien un 
estado próspero de la Hacienda municipal, ó 
bien con el de aparentar mayores medios de vi- 
da que los que poseen, conservando de esta ma- 
nera el término municipal su personalidad ad- 
ministrativa por medio del falseamiento de los 
preceptos de las leyes. 

Asimismo conviene declarar la incom ppatibili- 
dad que existe entre el gravamen de las especies 
con arbitrio extraordinario y el recargo que ne: 
cesariamente habían de sufrir al cobrarse el ar- 
bitrio de pesas y medidas, por lo que los A yun- 
tamientos deberán optar por uno de ellos para 
saldar el déficit de sus presupuestos. 

Estudiados, pues, los medios conducentes á co- 
rregir dichas deficiencias; 

S. M. el Rey (Q. D. G.) y en sa nombre la Rei: 
na Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 
se dicten las siguientes reglas: 

1.* Que los gobernadores obliguen á los A yun- 
tamientos á que presenten los presu puestos apro: 
bados por sus Juntas municipales el dia 15 de 
Marzo, como previene el art. 150 de la ley sde 
nica, empleando para ello los medios de apercib:- 
miento y mplta que en la misma se determinan. 

2, Que transcurrido el 1. de Julio sin que 
dichos presupuestos se hubieren presentado á la 
autorización de los gobernadores, se entenderá 
que rige el del ejercicio anterior, conforme á lo 
dispuesto por el art. 85 de la Constitución y ley 
de Contabilidad del Estado, aplicable á la Ha- 
cienda municipal por el 132 de su citada ley or- 
gánica. 

3.* Los recursos de alzada que detalla el ar- 
ticulo 150 sólo podrán entablarse si el presa: 

uesto hubiere sido presentado antes del 16 de 
Marzo: pasada esta fecha, únicamente podrán 
recurrir á este Ministerio en forma de recurso 
de queja, sin que por ningún otro concepto sea 
en otro caso apelable la providencia del gober- 
nador, puesto que, por negligencia, resultarán 
sin aplicación los términos de dicho artículo. 

4.” En la tramitación de los ns de 
arbitrios extraordinarios ha de cuidarse que se 
cumplan las Reales órdenes de 27 de Mayo de 
1887 y 18 de Marzo de 1890, remitiéndolos á la su- 
torización de este Ministerio durante el primer 
trimestre del ejercicio; y transcurrido dicho 
plazo, y no habiendo sido tampoco entregado en 
el Gobierno civil antes de comenzar el año eco- 
nómico, se abstendrán los gobernadores de tra- 
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mitarlos á este Centro, quedando de hecho de- 
négada la autorización para su cobro. 

5.* Para el examen de los presupuestos ten- 
drán en cuenta los gobernadores lo preceptua- 
do en las. reglas 2.*, 3.* y 4.* de la Real orden 
circular de 16 de Marzo de 1890, castigando todo 
gasto voluntario cuando los Ayuntamientos no 
se encuentren desahogados en el pago y recan- 
dación de sus atrasos. 

6." Tampoco permitirán que se consigmen 
gastos voluntarios si no tuvieren satisfechas 

r completo las atenciones de primera ense- 

anza y carcelarias, á no ser que se comprome- 
tan á pagarlas con el carácter de preferentes 
dentro del primer trimostre del ejercicio. 

7.* Asimismo será requisito preciso para la 
autorización de los presupuestos que incluyan 
en ellos cantidad suficiente para la recomposi- 
ción y conservación de caminos vecinales. 

8. Los pos que utilicen el arbitrio de 
pesas y medidas para cubrir el déficit de su pre- 
supuesto no podrán solicitar autorización para 
cobrar arbitrios extraordinarios sobre especies 
de consumos, á cuyo fin los Ayuntamientos en 
los expedientes de esta naturaleza acompañarán 
una certificación en que acrediten no haber he- 
cho uso dol referido arbitrio de pesas y medidas. 

Se exceptúan de los preceptos de esta regla las 
capitales de provincia y poblaciones mayores 
de 12.000 almas. 

9.* Los ingresos los justificarán los Ayunta- 
mientos en el presupuesto por medio de certifi- 
caciones que expresen su rendimiento en el an- 
terior ejercicio, así como harán constar las lá- 
minas que posean procedentes de Propios y los 
intereses anuales que perciban. 

En los próximos presupuestos acompañarán 
los Municipios una relación de los créditos pen- 
dientes de cobro y pago detallada por conceptos. 

10. Los gobernadores remitirán á este Minis- 
terio un resumen por capítulos del presupuesto 
de cada Ayuntamiento en la forma que se hu» 
biere autorizado con relación de las modifica- 
ex0ones hechas por ellos. 

11. Los Ayuntamientos que hayan acordado 
gu presupuosto antes de la publicación de esta 
Real orden, procederán á su inmediata revisión, 
ajustándose á los preceptos de ella. 

De Real orden, etc.—Madrid 22 de Febrero de 
1892.» (Fac. 24 Febrero y rectificación de la del 25.) 


Ley de presup. de Cuba de 80 Junio 1898. 
Recargos municipales, derechos de consumos y reparti- 
mientos vecinales. 

«Art. 29. Se autoriza á los Ayuntamientos 
para establecer un recargo municipal sobre las 
cuotas para el Tesoro en las contribuciones, que 
podrá ascender hasta el 100 por 100 en la de fin- 
cas rústicas sin distinción de cultivo, y hasta el 
18 y 25 por 100 respectivamente sobre la de fin- 
cas urbanas y subsidio industrial, y además se 
les conceden los rendimientos de esta contribu- 
ción E Pai á los núme. 26, 29 al 42, 83, 
87 al 100 de la tarifa 2.” del reglamento y tarifas 
de 15 de A bril de 1883, con las reformas verifica- 
das en 31 de Mayo de 1886. 

Queda subsistente lo dispuesto en el art. 7.” 
del R. D. de 7 de Agosto de 1891, encomendando 
á dichas Corporaciones la recaudación directa 
de los expresados recargos, sin perjuicio de lo 
establecido en el articulo 19 para los casos en 
que esté contratada ó arrendada la cobranza de 
las contribuciones sobre que recaigan estos re- 
Cargos. l 

Se autoriza igualmente á los Ayuntamientos 

ara establecer un arbitrio sobre pesas y medi.- 
as, con la aprobación del gobernador de la pro- 
vincia. 


459 


Podrán imponer como máximo de recargo mu- 


oa el 50 por 100 sobre el impuesto de cé- 
as. 


Los Ayuntamientos podrán asimismo estable- 
cer derechos de consumos y repartimientos vecina- 
les, sin dns excedan estos repartimientos, en su 
caso, del 10 por 100 del presupuesto total de gas- 
tos, habiendo de obtener para la exacción de uno 
A otro impuesto la aprobación del Ministerio de 

ltramar, previo informe del Gobierno general 
de la isla. Los impuestos comprendidos en este 
párrafo sólo podrán ser utilizados por los Ayun- 
tamientos cuando sus demás recursos é ingresos 
ordinarios no basten á cubrir los servicios y 
atenciones municipales.» 


Ley de presap. de Puerto Rico de 30 Junio 1892. 
Retribución de los alcaldes. 


Art. 34. Quedan subsistentes los arts. 15 y 16 
de la ley de 18 de Junio de 1890. 

Art. 28. Se declara subsistente lo dispuesto 
en el último párrafo del art. 49 de la ley de 1.” 
de Mayo de 1853, que concede á los alcaldes mu- 
nicipales de Puerto Rico el disfrute del haber 
que se señale en los respectivos presupuestos, 
quedando derogado el art. 17 de la ley citgda en 
el precepto anterior (1). 


Jurisprudencia. 


Sent. 923 Noviembre 1891. Los enterramientos 
que se verifiquen en cementerios de propiedad particular, 
están exentos del pago de toda clase de impuestos, y por 
consiguiente del arbitrio municipal establecido sobre los 
que se efectúen en los cementerios costeados por los 
Ayuntamientos. 


Contra Real orden expedida por el Ministerio de 
la Gobernación en 17 de Septiembre de 1839, que au- 
torizó al Ayuntamiento de Madrid para la imposi: 
ción y cobranza de cierto arbitrio sobre enterra- 
mientos en cementerios particulares y traslados de 
sepulturas (2), dedujeron demanda en vía conten- 
ciosa, la Liga de Contribuyentes y la Asociación de pro- 
pietarios de fincas urbanas de esta corte, con la súpli- 
ca de que la expresada resolución ministerial fue- 
ra revocada. El Tribunal de lo Contencioso accede 
á ello, vistos los arts. 8. del Real decreto de 23 de 
Mayo de 1845, 187 de la ley municipal vigente y 5.” 
del reglamento aprobado por Real decreto de 80 de 
Septiembre de 1885: 

«Considerando: que con arreglo á lo prevenido en 
el art. 5. del reglamento de 3 Septiembre de 188€, 
que aplica la base 2.* de la ley de 28 Mayo de 1845, 
los cementerios en general se hallan exentos ex- 
presamente de todo gravamen por el concepto de 
contribución territorial, y que si bien el art. 197 de 
la ley de 2 de Octubre de 1877 autoriza la imposición 
de arbitrios sobre enterramientos, tal autorización 
sólo se refiere á los cementerios municipales: 

Considerando: que este último precepto tiene su 
explicación en la regla 1.* del mismo art. 137, rela- 
tiva á servicios ú obras costeadas con fondos del 
Municipio y en terrenos y propiedades del pueblo; 
pero ni su texto ni su espíritu otorgan á los Ayun»- 
tamientos facultades para someter al pago de con- 
tribución ó arbitrios los cementerios de propiedad 
particular, ni los enterramientos que en ellos se ve- 
rifiquen, criterio que pugnaría con la exención ab- 
soluta y permanente concedida en las disposiciones 
al principio mencionadas: 

allamos: que debemos revocar y revocamos la 
Rea! orden expedida por el Ministerio de la Gober- 
nación en 17 de Septiembre de 1889 en cuanto por 
ella se concedió autorización al Ayuntamiento de 
Madrid para la imposición y cobranza del arbitrio 
de 80 por 100 sobre los enterramientos en cemente- 
rios de propiedad particular, declarando en su ln- 
gar subsistente la exención otorgada por la base 2 * 
de la ley de 22 de Mayo de 18465 y art.5.” del regla- 


(1) El art. 17 de la ley de 18 Junio 1890 decía «sl 
desempeño del cargo de alcalde municipal no da derecho 
á retribución alguna.» Los 15 y 18 son referentes á la re- 
forma y supresión de servicios y d la acuñación de mons- 
da.—V. MONEDA. 

(9) APÉNDICE 1889, p. 781, y PRESUPUESTOS MUNICI- 
PALES8, del Diccionario. 
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mento de 30 de Septiembre de 1885.» (Sent. 23 No- 
viembre 1891.—Gac. 8 Septiembre 1892, p. 892.) 


Sent. 26 Noviembre 1991. De conformidad con 
el art. 187, regla 8.* de la ley municipal vigente en Cuba, 
las cuotas que por razón de arbitrio municipal impon- 
gan los Ayuntamientos sobre puestos públicos incluídos 
en las tarifas de la contribución industrial, no pueden 
exceder del 25 por 100 de la cantidad que con arreglo d 
aquellas tarifas satisfagan los dueños de dichos puestos. 


Así se declara por el Tribunal de lo Contencioso 
administrativo, confirmando una sentencia dicta- 
da por la Sección de lo Contencioso del Consejo de 
Administración de la isla de Cuba, con motivo del 
pando promovido pour los síndicos de los gremios de 

aratillos, de tabacos y quinculla en portales de la 
vía pública de la Habana, contra cierta resolución 
del gobernador general, que confirmó un acuerdo 
del Ayuntamiento de aquella capital, deularando 
sujetos al pago de un arbitrio llamado de «Puestos 
públicos» á los dueños de los mismos, sin sujetarse 
para la exacción á lo dispuesto en la regla 8.* del 
art. 187 de la vigente ley municipal en aquella isla. 
O a 1891.—QGac. 3 Septiembre 1892, 
pag. 900, 


Sent. 30 Enero 1899. Navarra: La legislación 
especial, mantenida por la ley de 16 de Agosto de 1841, 
consiente la exacción de los arbitrios que la Diputación 
foral apruebe, y permite por tanto, en un pueblo de la pro- 
vincia, el de una peseta por cada carga de uva que ts in- 
troduzca en el término. 


El Tribunal provincial de Navarra absolvió al 
Ayuntamiento de Corella do demanda en que se 
combatía la imposición de una peseta sobre cada 
carga de uva que se introdujera en el término mu- 
nicipal. La parte demandante apeló de la senten- 
cia, y el Tribunal contencioso administrativo la 
confirma, con vista de los arts. 6.2 y 10 de la ley de 
16 de Agosto de 1841: 

«Considerando: que en asuntos administrativos 
esta provincia de Navarra se rige por su legislación 
sd o con arreglo á la ley de 16 Agosto de 1841, 
sobre modificación de fueros: 

Considerando: que las leyes privativas de Nava- 
rra autorizan desde tiempo inmemorial á los Ayun- 
tamientos de la misma provincia para establecer 
expedientes ó arbitrios y atender con sus productos 
á cubrir las necesidades de los pueblos, pero some- 
tiendo su aprobación á la autoridad superior admi- 
nistrativa de esta provincia: 

Considerando: que habiendo sustituido la Dipu- 
tación prono al Consejo Real de Navarra en 
las atribuciones administrativas que ey Pla 
según se dispone en la citada ley de modificación 
de fueros, á la misma comprende la facultad de au- 
torizar á los pueblos para establecer arbitrios: 

Considerando: que habiendo obtenido el Ayunta- 
miento de Corella autorización de la Diputación 
provincial de Navarra para establecer el arbitrio 
de una peseta en cada carga de uva que se intro- 
duzca en dicha ciudad procedente de otros térmi.- 
nos jurisdiccionales, es indudable que dicho arbi- 
trio es legal y puede y debe cobrarlo el Ayunta- 
miento de Corella.» (Sent. 80 Enero 1892.—(GQac. 21 
Septiembre, p. 44.) 


BR. O. 8 Febrero 18939. Los Ayuntamientos para 
cubrir sus atenciones pueden imponer como maximum de 
recargo por consumos d las especies tarifadas, hasta el 
100 por 100 sobre la cuota para el Tesoro: y en confor- 
midad 4 la regla 5.* del art. 187 de la ley municipal 
deben acumularse 4 dicho recargo los derechos para el 
Tesoro y los de matadero, que reunidos no podrán exce- 
4 E de por 100 del precio medio de las especies en la 

ocalidad. 


(GoB.) La Junta municipal de Gracia desestimó 
una reclamación de D. José Noy que pretendía se 
rebajase del presupuesto cierta cantidad que en 
concepto de recaudación de consumos aparecía por 
exceder del 100 por 100 del recargo sobre la cuota 
para el Tesoro, y que la suma consignada como in- 
gresos por derechos de matadero, se redujese á la 
consignada en gastos para sostenimiento de aquél. 
Aprobado el presupuesto por el gobernador de Bar- 
celona, que desestimó el recurso interpuesto por 
Noy, acudió éste en alzada al Ministro de la Gober- 
nación, quien después de oir á la Sección de Gober- 
nación y Fomento del Consejo de Estado, resuelve 
lo siguiente: Considerando: 

«1.* Que por el art. 117 del reglamento vigente de 
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consumos, fecha 21 de Junio de 1889, se e pone que 
podrán imponerse recargos á las especies de las ta- 
rifas hasta el 100 por 100 de los derechos señalados 
para el Tesoro con destino á cubrir atenciones mn- 
nicipales, pero en ningún caso podrá imponerse 
otro, ni por el Tesoro ni por los Ayuntamientos, 
aunque sea en concepto de extraordinario, ni de 
transitorio, sino po una ley: 

2.2 Que la regla 5.* del art. 137 de la ley munici- 
pal. dice: que los derechos de matadero se acumu- 
arán á los de consumos, y no podrán en junto exce- 
der del 25 por 100 del precio medio de las especies 
en la localidad: Ñ 

Que la regla 1.* del art. 139 de la citada ley 
expresa que las tarifas de especies no excederán en 
ningún caso del referido % por 100: ¡ 

4.9 Que los derechos que bajo el nombre de arbi- 
trios cobran los Ayuntamientos por el degúello de 
reses ó por un concepto distinto del impuesto de 
consumos ó de los recargos y arbitrios con que se 
gravan las especies; pues los derechos de matadero 
se exigen por el servicio municipal que se efectua 
por los Ayuntamientos en un local de su propie- 
dad, y por el uso de artefactos necesarios para el 
degúello y despojo de reses, teniendo el carácter 
de pago de derechos á cambio de un servicio que 
se presta y no de un recargo que pesa sobre un im- 
puesto: 

5.2 Que sobre las especies de consumos tarifadas, 
tales como las carnes, el máximum que por recar- 
gos municipales puede imponérseles es el de 100 por 
100, sin que esto seas obstáculo para que el Ayunta- 
miento cobre sus derechos por servicios, tales como 
la conducción de reses, guarda de las mismas, depó- 
sito en cercados ó locales á propósito y degñello en 
los mataderos de propiedad del Municipio: 

6.” Queen nada se opone la limitación que esta 
blece la ley y reglamento de consumos áÁ que se 
cobre hasta el 25 por 100 que señala el art. 137 de la 
ley municipal, una vez que acumulados los dere 
chos para el Tesoro, recargo municipal y derechos 
de matadero en junto, no excedan del referido 
tipo del 25 por 100 del precio de los artículos en la 
localidad: 

7,2 Que no existiendo contradicción entre lo dis- 
puesto por la ley y reglamento de consumos con lo 
preceptuado en la regla 5.* del art. 137 de la ley mu: 
nicipal, y teniendo perfecta cabida en los preceptos 
de dichas leyes, ambos están subsistentes y no pue- 
den declararse reformados por el posterior: 

8 Que la doctrina expuesta está sancionads 
por el R. D. de 10de Mayo de 1879, R. O. de % de Ju: 
nio de 1880 y R. D. S. de 4 de Diciembre de 1882, esto 
último posterior á la ley deconsumos de 1881, en que 
por su art. 21 se establecía un limite para los recas 

os de esta contribución y que podrían utilizar los 
á untamientos: 

or lo tanto, S. M. el Rey (Q D. G.), y en su non: 
bre la Reina Regente, ha tenido á bien declarar: 

1.2 Que el Ayuntamiento de Gracia no puede hs: 


cer figurar en su presupuesto para cupo del Tesoro 


or impuesto de consumos y recargo municipal de 
100 por-100 más que la cantidad de 827.065 pesetas Y 
céntimos. 

2.2 Que á tenor de lo dispoesto en la regla 5.* del 
art. 187 de la ley municipal, el Ayuntamiento debs 
acumular los productos del recargo de consumos á 
los derechos de matadero y derechos del Tesoro, sin 
que los ingresos por dichos cenceptos puedan exce: 


er del 25 por 100 del precio medio que establecen 
los arts. 137 y 189 de la ley municipal. , 
38. Que las partidas de 10.000 pesetas impuestas 


or derechos de consumos sobre despojo de reses 

eben englobarse con el cupo del Tesoro, recarg? 
municipal y derechos de matadero, sin que pue 
exceder del limite legal indicado anteriormente. 

De Real orden, eto. — Madrid 8 de Febrero de 
1892.—Elduayen.» (Gac. 14 Febrero y rectificación de 
la del 16 id.) 


R.O0.5 Marzo 1899. Desestimando recuroo de alsa: 
da interpuesto contra providencia de un gobernador gi! 
declaró al reclamante responsable de cierta suma paré 
con el pueblo de que fué alcalde; sin perjuicio del 
que asiste d dicho interesado para acudir contra tal rt: 
solución al Tribunal de Cuentas del Reíno, conforme 616 
ley orgánica del mismo. 


(GoB.) La Junta municipal de Quintanar del Bey 
al examinar las cuentas del ejercicio de 187990, (oz 
muló algunos reparos, que motivaron, al pasaria 
al gobernador de Cuenca para su aprobación, t 
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que esta autoridad declarase responsable de ciertas 
er cuya inversión no se justificó, al exalcalde 

e dicho dal Don José Muñoz. Contra la provi- 
dencia del gobernador recurrió aquél en alzada al 
Gobierno, fandándose en que el verdadera respon- 
sable era el depositario por no haber acompañado 
los debidos documentos, y manifestando que acep- 
taba la responsabilidad en que hubiera podido in- 
currir, por cierto oficio que dirigió al referido depo- 
sitario ordenándole la formalización de libramien- 
tos y cargaremes, por haber sido ya pagados. Infor- 
mado por la Dirección general de Administración 
local que procedía desestimar el recurso. y pasado 
el expediente al peda be de Estado, su Sección de 
Gobernación y Fomento evacuó el dictamen, que 
acepta el Gobierno, exponiendo en él las siguientes 
consideraciones: 

«La cuestión sometida á informe de esta Sección 
se refiere á si es legal y procedente la providencia 
dictada por el gobernador de Cuenca, declarando 
responsable al fallar las cuentas municipales co- 
rrespondientes á los ejercicios de 1879-80 4 D. Josó 
Muñoz, ex alcalde de Quintanar del Rey, de la can- 
tidad de 470 ptas. 75 cóntimos. 

Del expediente en su actual estado y sin que se 
prejuzgue la resolución que en definitiva se adopte, 
parece que el ex-alcalde D. Josó Muños es el único 
responsable de las cantidades reparadas y no el ex- 
depositario, que salvó su responsabilidad, no sola- 
mente por haberse negado á hacer ciertos pagos 
sino también por la presentación de una copia de 
oficio de que 6 se deja hecha mención, por el qa 
le ordenaba el alcalde qne bajo su responsabilidad 
formalizase libramientos y cargaremes de cantida- 
des ya pagadas; y en tal concepto debe confirmarse 
la providencia del gobernador. 

Ahora bien: considerando que esta Sección en su 
informe de 13 de Octubre del 91 invocó el derecho 
que sanciona la ley orgánica del Tribunal de Cuen- 
tas á que los depositarios que resulten alcanzados 
recurran á aquel Tribunal por las mayores garan- 
tías y solemnidades que E ppt presta: 

Considerando que el alcalde, cuando resulte, como 
en el caso presente, aloanzado, debe tener la misma 
consideración legal que el depositario, toda vez que 
á ello no se opone la ley, y además está en su espíri- 
ta, puesto que dada la actual organización admi: 
nistrativa, solamente por excepción, los gobernado- 
res de provincia fallan en los expedientes de cuen- 
tas municipales, porque el Gobierno no debe ejecu- 
toriar los fallos dictados en El Aer de esta Íín- 

ole; pues esto, más que de la facultad de la Admi- 

tración activa, es de la competencia del Tribunal 
de Cuentas, por resultar perjudicada en sus intere- 
$09 una entidad administrativa, puesta al amparo 
elos organismos públicos; La Sección, en vista de 
todo lo expuesto, es de parecer que debe desestimar- 
se el recurso de alzada interpuesto por D. José Mn- 
ñoz, sin perjuicio de que ejercite su derecho en la 
orma y vía correspondientes.» 

Y habiéndose conformado 3. M. el Rey (Q. D. G.), y 
en su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, ha tenido á bien resolver como 
81 0 mismo se propone-» (R. O. 5 Marzo 1892.—GFaceta 

em.) 


R. 0. 19 Abril 19899. No pueden incluirse en el pre- 
tupuesto adicional gastos no comprendidos en el ordina- 
río, respecto á los cuales debe formarse un presupuesto 
extraordinario. 


(Gob.) El Ayuntamiento y Janta municipal de 
Aranda de Duero acudieron en alzada al Ministro 
de la Gobernación contra la providencia del gober- 
nador de Burgos, que aprobó el presupuesto adício- 
nal remitido á ese efecto por aquella Corporación, 
sólo en la parte referente á ingresos y dos partidas 
de la de gastos, desaprobando las restantes; fundán- 
dose para ello, en que habiéndose recibido en el Go- 
bierno el referido presupuesto el día 7 de Julio, 
habían quedado anulados los cróditos no invertidos 
durante el año económico anterior; y que siendo el 
objeto del presupuesto adicional el enlace de las re- 
saltas que quedaran después del períndo de amplia- 
ción, sólo pacien comprenderse en él las partidas 
referentes Á servicios realizados. Remitido el expe- 
diente á informe del C. de E., la Sección de Gober- 
nación y Fomento emitió el siguiente dictamen: 

«Con estos precedentes, la Sección expondrá á la 
consideración de V. E., que según resulta de los an- 
tecedentes extractados, el Ayuntamiento de Aranda 


de Duero acordó durante el ejercicio económico de 
1889-90 gastos que no estaban comprendidos en el 
presupuesto ordinario. 

Estos aos fueron incluidos en el presupuesto 
adicional al ejercicio de 1889-89 ue se formó una ves 
terminado definitivamente en Diciembre de 1469, y 
unos parece se verificaron antes de la formación de 
este presupuesto y otros después de ya formado, 
pero antes de su aprobación definitiva por la Junta 
municipal que lleva fecha de 30 de Junio de 1890, y 
de ser remitido al gobernador de la provincia, que 
lo recibió en 7 de Julio del mismo año. 

Esto supuesto, es de advertir en primer término 
que el procedimiento de incluir nuevos gastos en 
los presupuestos adicionales no es conforme á la vi- 
gente ley municipal. 

El art. 141 de esta ley establece que después de 
finalizado el año económico, quedan anulados los 
créditos abiertos y no invertidos durante su ejerci- 
cio, que durante el periodo de ampliación se termi- 
narán las operaciones de cobranza de los arbitrios 
presupuestos y las de liquidación y pago de los ser- 
vicios realizados durante el año; y que las resultas 
que quedaren después de este período serán objeto 

e un presupuesto adicional, previas las consiguien- 
tes liquidaciones que se terminarán dentro del mes 
siguiente. 

l art. 142 dispone que cuando para cubrir aten- 
ciones imprevistas, satisfacer alguna deuda ó para 
cualquier otro objeto de importancia no determina- 
do en el presupuesto ordinario sean insuficientes los 
recursos consignados en éste, los Ayuntamientos 
formarán un presupuesto extraordinario en la mis- 
ma forma y por el mismo procedimiento determina- 
do para los ordinarios. 

ay, pues, perfecta distinción en la ley entre los 
aio o adicionales, cuya misión es compren- 

er las resultas de un ejercicio anterior. y los extra- 
ordinarios, que tienen Dor objeto la consignación 
de gastos no comprendidos en el presupuesto de un 
epoesiclo corriente, y á un presupuesto de esta última 
olase y no al adiciona! debió acudir el Ayuntamien- 
to de Aranda para incluir sus nuevos gastos, siquie- 
ra pueda servir de justificación á un error el texto 
de las circulares de 90 de Junio de 1859, 13 de Marzo 
de 1860 y 29 de Diciembre de 1886, de las cuales las 
dos primeras corresponden á una época en que la 
ley manto pa. era diferente de la que rige hoy, y la 
última se funda en una ley de 20 de Septiembre 1885 
que se refiere á presupuestos provinciales y no de 
los Municipios. . 

Podría, sin embargo, prescindirse de la irregula- 
ridad que envuelve el hecho de haberse llevado los 
nuevos gastos al presupuesto adicional, en ves de 
incluirlos en uno extraordinario, ya que en defini- 
tiva todo se reducía al defecto de forma de haber 
hecho un solo presupuesto de lo que debió consti- 
tuir dos, si no resultase que la aprobación de ese 
presupuesto en la parte referente á los nuevos gas- 
tos sería, una vez terminado el año económico de 
18989 90 en que se debian verificar, completamente 
inútil. 

Dispone, en efecto, como queda dicho, el art. 141 
de la ley municipal, que una ves terminado el año 
económico quedan anulados los créditos abiertos y 
no invertidos durante su ejercicio; y con arreglo á 
esta disposición, desde el momento en que terminó 
e1 30 de Junio de 1890 los gastos correspondientes á 
aquel ejercicio y no verificados, ya quedaron sin 
crédito alguno. lo mismo que éste se hallase incluí- 
do en el presupuesto ordinario, que en el extraordi- 
nario, que en un adiciona.... 

La misma razón que militó para la eliminación... 
es aplicable á las dos que aceptó (el gobernador), 6 
sean á las 5.000 pesetas de anticipo al hospital de los 
Reyes y 500 de entretenimiento de caminos vecina- 
les y puentes, que aprobó... ] 

Opina, por consiguiente, que procede desestimar 
el recurso del Ayuntamiento de Aranda, confirmar 
la providencia del gobernador de Burgos en cuanto 
negó su aprobación á determinadas partidas de 
gastos del presupuesto adicional á que se refiere 
este expediente y revocarla en cuanto dejó subsis - 
tentes las de 5.000 pesetas en los Ala y las de 1.000 
y de 500 pesetas en los gastos, que deben ser también 
eliminadas.» Así se resuelve. (R. O. 12 Abril 1892, — 


Gac. 97 1d.) 
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KR. 0. 13 Abril 1898. Suspensión de un acuerdo 
municipal que dispuso que las distribuciones mensuales 
de fondos se verificasen por el Ayuntamiento, determi.- 
nando al detalle ó por artículos la aplicación de las par- 
tidas periódicas, ó lo que es igual, ordenando los pagos 
gue hubieran de hacerse, atribución propia exclusiva- 
mente del alcalde. 


(GobB.) El alcalde de Palma de Mallorca decretó 
la suspensión de doa acuerdos del Ayuntamiento de 
dicha ciudad, referentes á la distribución mensual 
de sus fondos en la forma y manera expuestas en 
el epigrafe, por entender que aquéllos mermaban 
su autoridad é impedían el ejercicio de sus fancio- 
nes; apoyánduse en los arts. 114 y 116 de la ley mu- 
nicipal y en la R. O. de 31 de Mayo de 1886, que, de 
acuerdo con la de 20 de Febrero de 1850, mandó á 
los Ayuntamientos formar la distribución de sus 
fondos por capítulos. El gobernador confirmó la 
providencia del alcalde, por lo cual, varios conce- 
jales se alzaron para ante el Ministerio de la Go- 
bernación donde la Dirección de Administración 
local calificó de improcedente el recurso. Pasado 
á informe del C. E., su Sección de Gobernación y 
Fomento emitió dictamen, exponiendo en él los si- 
guientes fundamentos, con vista de los arts. 71, 72, 
114, 164, 156 y 156 de la ley municipal; y de las preci- 
tadas Reales órdenes publicadas en las Gacetas de 
22 de Marzo de 1880 y de $ de Junio de 1886: 

«Considerando que, en efecto, esjusta la providen- 
cia apelada, porque aunque á los Ayuntamientos 
compete el gobierno y la dirección de los intereses 
de los pueblos, y por consiguiente estó á su cargo 
la recaudación y administración de los fondos mu- 
nicipales y la distribución 6 inversión mensual de 
los mismos, con sujeción á los presupuestos, corres- 
ponden también al alcalde único,.ó primero en su 
caso, como jefe de la Administración municipal, 
todas las funciones propias de ordenador de los pa- 
gos y de la contabilidad: 

Considerando que las Rs. Os. de 20 de Febrero de 
1880 y circular de 31 de Mayo de 1888 no favorecen la 
pretensión de los concejales recurrentes, puesto 

ue al establecer varias reglas para la unificación 
del sistema de contabilidad no redujo las funciones 
de los alcaldes á la operación meramente mecánica 
á que sometió al alcalde de Palma de Mallorca la 
mayoría de los vocales que tomaron los ncouerdos 
de 6 y 20 de Noviembre, sino que dispusieron que las 
Corporaciones provinciales y municipa:es aproba- 
rán cada mes la distribución de fondos por capitulos 
de los presupuestos, con sujeción á la cual los orde- 
nedores de pagos han de decretar el abono de las 
obligaciones, y sólo al tratar de la rendición y jus- 
tificación de las cuentas anuales es cuando prescri- 
ben que dichas cuentas se formen por capítulos y ar- 
tículos, de modo que comprendan todo el detalle en 
igual forma que los presupuestos á que se refieren; 

La Sección opina que procede desestimar el re- 
curso de alzada.» Así se resuelve.—Madrid 18 Abril 
de 1892. (Gac. 27 Abril.) 


R. D. 18 Abril 189938. El hecho de maltratar de 
palabra y de obra al exigir el pago de un arbitrio, es ma- 
teria de la competencia de la autoridad, judicial puesto 
que nada tiene que ver esto con el arriendo del arbitrio. 


Suscitada competencia por el gobernador de Pon- 
tevedra al juez de Cambados que instruyó causa 
sobre malos tratamientos de obra y de palabra á 
Joaquina Alvarez por el arrendatario del arbitrio 
municipal al exigir el pago del mismo, se declara, 
con vista del art. 3." del R. D. de 8 de Septiembre de 
1887, que no ha debido suscitarse: 

«Considerando:... 3. Que la Administración no tie- 
ne que resolver cuestión alguna previa, puesto que 
cualesquiera que sean las condiciones del arbitrio, 
son independientes de los delitos comunes que en su 
exacción puedan cometerse: 

4. Quenose trata para nada en el presente caso 
de interpretar el contrato celebrado por D. Ramón 
Padín con el Ayuntamiento de Villagarcía, ni se 
pone en duda el derecho que el arrendatario tenga 
para recaudar el arbitrio, sino de averiguar si los 
actos realizados por el arrendatario constituyen ó 
no hechos comprendidos en el Código penal: 

Y 5. Que no se está, por tanto, en ninguno de 
los dos casos en que, por excepción, pueden los go- 
bernadores promover contiendas de competencia 


en los juicios criminales.» (R. D, 18 Abril 1892,—Ga- 
ceta 24 íd.) 


R. D. 16 Abril 18938. Competencia á favor de la Ad- 
ministración, d la que corresponde determinar sial co 
brarse un arbitrio por el arrendatario de puestos públi. 
cos para la venta, se ajustó ó no éste al contrato ph ri 
do con el Ayuntamiento. 


Arrendado por D. Ramón Padín el impuesto sobre 
puestos vúblicos establecido por el Ayuntamiento 
de Villagarcia, dos de sus dependientes parece que 
exigieron los derechos correspondientes por la in- 
troducción de especies no destinadas á la venta pú- 
O apoderándose de las vasijas que las conte- 
nían. Considerado el hecho como delito, el gobern» 
dor de Pontevedra suscitó al Juzgado competencia, 
que es decidida 4 favor de la Administración, visto 
el art. 3. del R. D. de 8 de Septiembre de 1837: 

«Considerando: 1.2 Que la cuestión que ha dado 
lugar á la prosente contienda jurisdiccional consis- 
te en haberse cobrado en el caso de que se trata por 
los dependientes de D. Ramón Padín el arbitrio de 
que aquél es arrendatario: 

20 Que á la Administración corresponde inter- 
pretar el contrato celebrado por el arrendatario 
y el Ayuntamiento de Villagarcia para la exacción 
del arbitrio que ba motivado la denuncia: ) 

3. Que la decisión administrativa acerca de si 
el arrendatario tiene ó no derecho para cobrar el 
arbitrio en el caso de que se trata, no puede menos 
de influir en el fallo que en su día hubiesen de dic- 
tar los Tribunales...» (R. D. 18 Abril 1892. —Gac. 5 1d. 


R. D. 28 Junio 1898. Causa criminal sobre exac- 
ción indebida de arbitrio municipal, pendiente de cuas- 
tión previa administrativa acerca de sí había derecho al 
cobro, y forma en 8u caso de realizarlo. 


Establecido en Villagarcía un arbitrio municipal 
sobre puestos públicos al que estaban sometidas las 
piñas que se introdujeran en el término con desti- 
no á la venta, importó D. Daniel Poyán dos satos 
de ellas que estimó no sujetos al gravamen; noobs. 
tante lo cual, el fiel José Benito, dependiente del 
arrendatario de los derechos, le exigió el pago de 
ellos y se negó á facilitarle recibo formal, conter: 
tándose con ofrecerle como resguardo un papel que 
carecía de toda solemnidad y hasta de la necesaria 
expresión, al decir del interesado. El Juzgado co: 
menzó causa contra Benito, peroel gobernador de 
Pontevedra le suscitó comvetencia, que es decidida 
á favor de la Administración, visto el art. 3.” del Rea! 
decreto de 8 de Septiembre de 1887: 

«Considerando... Que á la Administración corres: 

onde interpretar elcontrato celebrado por el arren: 
datario y el Ayuntamiento de Villagarcía para le 
exacción del arbitrio que ha motivado la denuneis: 

Que la decisión administrativa acerca de si el 
arrendatario tiene ó no derecho para cobrar el a 
bitrio, en el caso de que se trata, y hacerlo en la for- 
ma que lo bizo, no puede menos de infiuir en el fallo 
que en su día hubieran de dictar los Tribunales... 
(R. D. 28 Junio 18982.—Gac. 6 Julio.) 


PREVARICACION. Este delito, previsto y 
castigado en los arts. 861 y siguientes del C. P.. 
adquiere su más grave expresión cuando se co 
mete dictando sentencia injusta en asunto civil 
ó criminal sometido á la autoridad judicial que 
haya de fallarlo. Pero la injusticia de la resolo: 
ción puede haberse cometido á sabiendas, ó po! 
ignorancia ó negligencia inexcusable, caso este 
último al cual se refiere la siguiente 


_ Sent. 19 Febrero 1899. Error legal consistente et 
haber calificado como prevaridores d dos jueces al dictor 
sentencias, sin que las mismas resulten manifiestament 
injustas por le ignorancia inexcusable que extgs el ar- 
tículo 366 del Código penal. 


En un juicio verbal sobre tercería de dominio, el 
demandado alegó como excepciones dilatorias li 
incompetencia de jurisdicción, en razón á que lo: 
frutos embargados, objeto de la tercería, valist 
cerca de 250 pesetas, sin perjuicio de la tasación per: 
cial que había de hacerse para fijar la verdadera comp! 
tencia; y la falta de personalidad, pues el propio de 
mandado manifestó que no la tenía porque la 
presentación que del ejecutante ostentó estaba A 
mitada al juicio prino ba ya ventilado, pero !* 
faltaba con relación al de tercería de que se trats: 
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ba, compareciendo al acto puramente por obedien- 
cia á la citación que recibió, por todo lo cual sin 
entrar á contestar la demanda, pidió tasación de 
los bienes y yue se condenase al demandante al pago 
de costas, perjuicios, etc.—Después de replicar y du- 

licar y practicarse la prueba del demandante, el 
juez dictó sentencia subre el fondo de la tercería, 
razonando acerca de las excepciones dilatorias ale- 

adas. Habiendo apelado el demandado ante el 
juez de primera instancia, éste confirmó la senten- 
cia del inferior. 

Los condenados en este juicio dedujeron querella 
contra las jueces municipal y de primera instancia, 
que conocieron del mismo, por entender que hablan 

ronunciado sentencia manifiestamente injasta. 

ramitado el antejuicio, se procedió á la instrucción 
del sumario, siendo en definitiva condenados los 
citados jueces como prevaricadores, conforme al 
articulo 888 del Código penal. 

Interpuesto recurso de casación yor el de primera 
instancia, citando como infringido dicho art. 

or no constituir los hechos penados el delito que 

ste definía, el T. S.casa y anula la sentencia re- 
clamada: 

Considerando que, aparte de la injusticia come- 
tida 4 sabiendas, el mero error en la aplicación de 
las leyos no constituye base de responsabilidad para 
quien le comete, si no se incurre en él por negligen- 
cia 6ignorancia inexcusable, habiéndolo determi: 
nado así el legislador, teniendo, sin duda, en cuen: 
ta, la condición falible por naturaleza de la inteli- 
e del hombre y la diversidad de criterio que 

e esta condición puede originarse cuando se estu- 
dia y juzga un asunto dsterminado, cualquiera que 
sea la esfera de conocimiento Áá que corresponda: 

Considerando que el error inexcusable sólo existe 
en concepto de la ley cuando implica una injusticia 
manifiesta, es decir, una injusticia de aquellas que 
no pueden explicarse por una interpretación razo- 
nable, users sea equivocado el juicio de la ley 
que se aplica, sino que, por el contrario, resalta por 
modo claro é indisoutible, lógica y racionalmente 
la notoria violación del precepto legal: 

Considerando que los supuestos errores 6 equivo- 
caciones que haya podido cometer D Julián Moli- 
nero y Riaño, ya al resolver en segunda instancia la 
demanda de tercería sin depurar la cuantía de lo 
litigado, ya al tener como buena y legítima la re- 
presentación del procurador D. Félix Alonso, en 
nombre de D. Fornando Redondo, ouya citación per- 
sonal se omitió en la demanda de tercería de domi- 
nio presentada por Victor Arrangs, no son errores ú 
equivocaciones que tengan el carácter de inexcusa- 
bles en el sentido expresado en el anterior conside- 
rando, porque la circunstancia de tener D. Félix 
Alonso poder general de Redondo para representar 
á óste como le representó en el juicio verbal y em- 
bargo de bienes que dió lugar á la tercería, explica 
racionalmente el fundamento de la opinión del juez 
acusado, robustecida por la actitud del mismo pro- 
curador en el acto del juicio, que no se limitó á de- 
clinar su intervención en él, sino que alegó excep- 
ciones, y porque habiendo versado el juicio princi.- 
palsobre pago de 250 pesetas, para cuyo reintegro 
se realizó el embargo, supuesto el carácter realmen- 
te incidental de la demanda de tercerís, puesto que 
provino de la demanda principal, aljuez municipal 
es á quien competía resolver sin apelación las du- 

das suscitadas sobre la cuantía de la cosa á que di- 
cha demanda se refería, según lo dispuesto en el ar- 
tículo 498 de la ley de Enjuiciamiento civil, sin per- 
o de que al conocer el de primera instancia de 
a apelación de la sentencia definitiva sobre lo prin- 
cipal, hubiera podido anular el juicio si resultase lo 
que no resultaba, ni se declara probado, según reco- 
noce el mismo Tribuual 4 quo, ó sea que el interés li- 
“RADO fuese mayor de 250 pesetas: 
onsiderando que al resolver D, Julián Molinero 
la apelación interpuesta por el procurador Alonso 
de la sentencia dictada por el juez municipal, rela- 
tiva 4 la demanda de tercería, confirmándola reso!- 
vió implícitamente las excepciones propuestas por 
el expresado procurador, puesto que dicha contfir- 
mación implica la desestimación de aquéllas por las 
razones más ó menos acertadas que consigna en su 
misma sentencia, por todo lo que la Audiencia de 
Segovia ha incurrido en error de derecho al califi- 
car la referida sentencia de manifiestamente injus- 
ta por ignorancia inexcusable, sín que, aparte los 
motivos ó aspectos en que funda la Audiencia su ca- 
lificación, exista ningún otro que obligue á mante- 


nerla.» (Sent. 19 Febrero 1891.—Gacs. 20 y 22 Julio, pá- 
ginas 16 y 17.) 


PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
El reglamento que le regula en vía gubernativa 
en lo referente á los asuntos de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, es el de 11 de Agos- 
to de 1892, inserto en MiwistERIOS.—Véase ade- 
más JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA y 
AYUNTAMIENTOS: DESAMORTIZACIÓN: GOBIERNO..... 
DE LAS PROVINCIAS: HACIENDA PÚBLICA, 


Jurisprudencia. 


Sent. 912 Encro 1899. No es lscito d la Admintg- 
tración activa revocar ó modificar sus acuerdos que han 
causado estado y son declaratorios de derechos. 


Autorizado D. Pedro Casciaro por R. O. de9de Ju- 
lio de 1850, para ejecutar las obras necesarias á fin 
de ganar al mar ciertos terrenos, y declarada firme 
ó irrevocable en vía gubernativa la anterior reso- 
lución por otra de 14 de Noviembre de 1882, recayó 
una tercera en 13 de Septiembre de 1884, limitando 
la zona de los terrenos ganados al mar por Cascia- 
ro, á fin de favorecer de esta suerte las obras del 
puerto de Cartagena. Casciaro impuguó esta de- 
terminación en vía contenciosa y el Tribunal la 
deja sin efecto: 

«Considerando: gus no puede modificarse por otra 
posterior una Real orden que causa estado recono: 
ciendo derechos en favor de particulares: 

Considerando: que por esta razón es insostenible 
la Real orden impugnada, en cuanto viene á me- 
noscabar y desconocer los derechos concedidos á 
D. Pedro Casciaro por la R. O. de 9 de Julio de 1890, 
que además de causar estado fué firme en vía ga 
bernativa y mandada cumplir por la de 14 de No- 
viembre de 18%2, dictada de conformidad con el dic- 
tamen del Consejo de Estado en pleno: 

Considerando: que lo se. ab no se opone á las 
facultades que corresponden á la Administración 
activa para proceder en los casos de expropiación 
forzosa por causa justificada de utilidad pública, 
en el tiempo y en la forma que las leyes previenen.» 
(Sent. 2 Enero 1892.—Gac. 18 Septiembre, p. 29.) 


—Otro caso en que se reitera igual doctrina al de- 
clarar nula una Real orden como revocatoria del 
derecho reconocido al demandante por otra ante- 
rior que causó estado. (Sent, 80 Enero 1892.—Gacs. 31 
y 2 Septiembre, p. 469 


—Otro en Sent. de 80 de Abril de 1892.—Gac. 6 No- 
viembre, p. 210. 


—Viene á reproducirse la anterior doctrina en 
otra Sent. de 9 de Febrero de 1892, consignando que 
no es susceptible de discusión en vía contenciosa la 
Real orden confirmatoria de acuerdo municipal, 
que quedó firme y censentido, porque contra él no 
se interpuso recurso de alzada en vía gubernativa. 
(Sent. 9 Febrero 1894.—Gac. 23 Septiembre, p. 59.) 


R.O. 6 Febrero 18998. La misma doctrina: Legi- 
timación de las construcciones de sotabancos levantados 
en Madrid con sujeción d acuerdos del Ayuntamiento 
contrarios á la Real orden de 10 de Junio de 1854. 


(GoB.) El marqués de Retortillo y otros acadio- 
ron al Ministerio de la Gobernación en súplica de 
que se aclaraseo ó reformase la R. O. de 25 de Febre- 
ro de 1882, que declaró válidas las construcciones . 
de sotabancos verificadas en esta corte con autori- 
zación del Ayuntamiento, por entender que aquélla 

erjudicaba los derechos de los propietarios de las 
finoss colindantes. Fundaban su solicitud en que 
habiéndose dictado en 10 de Junio de 1854 una Real 
orden que fué recordada por otra de 29 del mismo 
mes de 1859, prohibiendo las construcciones sobre 
las casas cuando aquéllas exsediesen de la altura 
que las referidas casas habían de tener, según se 
señalaba en dicha Real orden, por considerarlas 
perjudiciales á la salubridad, higiene y ornato de 
la capital, se había reproducido la prohibición por 
otra Real orden de 21 de Febrero de 1881, la cual, 
como declaratoria de derechos, sólo pudo ser revoca- 
da por la vía contenciosa y no por la gubernativa. 
La birección de Administración local informó en el 
sentido de que subsistiendo las razones de equidad 
que motivaron la mencionada Real orden de 1892, 
procedía se confirmase ésta; pero que atendiendo 
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al respeto que merecía el derecho de todos, debian 
adicionarse á aquélla las frases sin perjuicio del de- 
recho de tercero, que hará valer el que crea lesionados 
sus intereses ante el Tribunal que viese convenirle. Pasa- 
do el expediente al Consejo de Estado, la Sección 
de Gobernación y Fomento, después de estudiar el 
asunto, fué de parecer «...que si bien la .R. O. de 1882 
consolidó y legitimó las infracciones de las Orde- 
nanzas municipales cometidr.s por gran número de 
propietarios, con evidente perjuicio de la higiene y 
salubridad pública, si bien se halla en abierta opo- 
sición con la del 81, sin embargo no puede ya ser de- 
rogada, modificada ni aclarada por la Administra- 
ción en la vía gubernativa, toda ves que habiendo 
causado estado es ya firme y ejecutoria. 

Por las consideraciones expuestas, 

La Sección opina que deben desestimarse las pre- 
tensiones de los señores marqués de Retortillo y 
R. González y otros, toda vez que contra la Real 
orden reclamada no cabe ya dentro de la vía gu- 
bernativa recurso alguno (1).» Y así se resuelve. 
(R. O. 6 Febrero 1692.—Gac. 23 1d.) 


Sent. 11 Marzo 1898. Revocación de Real orden 
que declaró improcedente el recurso por no haber consig- 
nado el apelante la responsabilidad pecuniaria sobre 

versaba, cuando aparece que antes de espirar el plazo 
la alzada, solicitó que se le relevara de esa formalidad 
y luego hizo la consignación. 


El Ayuntamiento de Covarrubins declaró respon- 
sable al exconcejal D. Santos García Ortigñela, de 
5.000 y pico pesetas para con el pueblo, por acuer- 
do que el gobernador de Burgos confirmó en alzada. 
Notificada esta providencia al interesado en 13 de 
Junio de 1889, Ortigiela apeló el día 19; pero el go- 
bernador en 5 de Julio declaró no haber lugar á dar 
curso á la alzada porque el recurrente no consignó 
la citada cantidad. Por su parte, elinteresado había 
acudido el día 4 directamente al Ministerio de la 
Gobernación en súplica de que se le dispensase de 
ese requisito, y recayó R. O. denegando el recurso 
por no haber efectuado la consignación. Contra tal 
resolución acudió Ortigúela al T.C. A., que falla el 
pleito en los siguientes términos: 

«Considerando: que si bien D. Santos García Orti- 
gúela, al interponer en 19 de Junio de 1889 el recurso 

e alzada, no consignó ni depositó en las arcas mu- 
nicipales la cantidad que se le reclamaba, es lo cier- 
to qee en 4d de Julio siguiente, Ó sea antes de vencer 
el plazo legal de la apelación, y sin que la providen- 
cia del gobernador se hubiera hecho firme, acudió 
a1 Ministerio de la Gobernación solicitando la rele- 
vación del previo pago y utilézando el derecho que 
le concedía el art. 39 del reglamento antes citado, 
por tratarse de una responsabilidad que le había 
sido impuesta como concejal del Ayuntamiento de 
Covarrubias, y por tanto como funcionario público: 

Considerando: que en este estado debió quedarse 
suspenso el recurso de alzada hasta que recayera y 
se comunicara el acuerdo concediendo ó denegando 
la relevación del pago previo, según el mismo ar- 
tículo 39 dispone, y que por consiguiente el gober- 
nador de Burgos carecía de facultades para dictar 
resolución alguna en el asunto, como lo hizo en su 
segundo acuerdo debde Julio de 1589, declarando 
improcedente la alzada por haberse deducido sin 
las condiciones legales: 

Considerando: que la referida resolución del go- 
bernador de la provincia no puede justificarla la 
circunstancia de gue no se presentara ante el mismo 
por el interesado la solicitud de relevación de pago, 
puesto que este defecto quedó subsanado en el he 
cho de habor remitido al Ministerio dicha instancia 
á informe de aquella autoridad, cumpliéndose de 
este modo los trámites que el reglamento exige para 
la sustanciación de esta clase de reclamaciones: 

Considerando: que por la misma razón, y una vez 
emitido el informe por el gobernador, el Ministro 
debió limitarse, en uso de las facultades discrecio- 
nales que el art. 388 del reglamento le confiere, á con- 
ceder ó denegar la relevación de pago solicitada, 


(D) Un consejero de Estado formuló voto particular 
Opinando que se dejara sin efecto la R. O. de 25 de Fe- 
brero de 18832, porque éste había sido ya el parecer del 
alto Cuerpo en otro expediente pea, há porque los acuer- 
dos municipales contrarios á la Real orden de 1854 son 
nulos en su origen y no han podido producir consecuen- 
cías válidas, y porque la Real orden de 1883 no se ha pu- 
blicado oficialmente, por lo cual no es obligatoria. 


sin perjuicio de lo que en definitiva hubiera de re- 
solverse sobre el fondo de la cuestión, y no á decla- 
rar improcedente una alzada deducida dentro+kdel 
plazo legal, y mucho más cuando de la certificación 
traida á la vía contenciosa resulta que el interesa- 
da había consignado la cantidad reclamada antes 
de dictarse la R. O que se impugna... 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la 
E. O. de 1.9 de Octubre de 1889. y en su lugar decla- 
ramos procedente el recurso de alzada interpuesto 
por D. Santos García Ortigúela contra el acuerdo 
del gobernador civil de la provincia de Burgos de 5 
de Junio de aquel año, y que en su cons+«cuencia 
debe ser tramitado y resueltn dicho recurso, con 
arreglo á derecho.» (Sent. 24 Marzo 1992.—Gac. 8 de 
Octubre, p. 151.) 


PROCURADORES. He aquí algunas dispo- 
sicfones que sirven de complemento á las que 
hemos compilado en el tomo IX, págs. 8 y si- 
guientes: 


E. 0.1.? Febrero 1892, 

Propietarios y administradores de oficios de procurador 
en Ultramar: Exámenes. No les son aplicables las die 
posiciones del reglamento de ezdmenes de 8 Agosto 1831, 
sino las disposiciones anteriores al mismo. 
(ULTrRAMAR.) «Vista la instancia de D. Fran- 

cisco Valdés Hurtado, administrador del ofeio 

de procurador de la Audiencia de la Habana de 

D. Herminio del Barrio, elevada por el gober- 

nador general de la isla de Cuba en queja del 

acuerdo de la Sala de gobierno de dicha Au- 
diencia, negándose á examinarle hasta que se 
publicasen los reglamentos á que se refiere el 
art. 487 de la Compilación de las disposiciones 
orgánicas de la Administración de justicia de 5 
de Enero de 1891, y solicitando se declare que 
no es necesario esperar á que se publicase el re- 
glamento de exámenes, para que con arreglo al 
mismo lo sufra el interesado y los demás pro- 
pietarios y administradores de oficios de procu- 
rador, según debe interpretarse la Real orden 
de 15 de Abril de dicho año, que dispuso se res- 
petasen los derechos adquiridos, entre los que 
está el de presentar administradores para ser- 
vir los oficios que doberán ser examinados por 
la Audiencia, para que ejerzan el cargo según 

y de la manera que lo hacen los demás de su cla- 

se, puesto que no hay disposición alguna en 

contrario; vista la consulta elevada por dicha 

Audiencia sobre el asunto; 
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S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, se ha servido acceder 
á lo solicitado por D. Francisco Valdés Hurts: 
do y declarar que las disposiciones del regla 
mento de exámenes para los aspirantes á pro- 
curadores de 8 de Agosto de 1891 no son aplica: 
bles á los propietarios de oficios a de 
dicha clase que se hallen ejerciéndolos ni á los 
que por llegar á la mayor edad entren á desem- 
hn pel ni á los administradores que aquéllos 

esignen para servirlos en uso de su derecho, 
los cuales habrán de ser examinados por lss 
respectivas Audiencias, con arreglo á la legis 
lación anterior, tan pronto como obtengan y 
prosenten sus titulos provisionales expedidos 
ee los gobernrdores o y sin perjuicio 
o solicitar y obtener la Real confirmación de 
dichos títulos en los plazos señalados por la 
ley.» (R. O. 1.” Febrero 1892,—(Gac. 18 Marzo.) 


R. O. 20 Junio 1892. 

Concesión de licencias á los procuradores de los Tribuna: 
les de Ultramar, según que ejerzan ó no oficios exajt 
nados. 

(ULTRAMAR.) «Ilmo. Sr.: Vista la consulta ele- 
vada á este Ministerio por la Sala de gobierno 
de la Audiencia de Puerto Principe, con motivo 
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de la licencia que solicitó por enfermo el procu- 
rador de Santiago de Cuba D. Rafael Odio, pro- 
pietario de un oficio enajenado de dicha clase, 
sobre si dichos propietarios conservan ó no la 
facultad de nombrar sustitutos en casos de au- 
sencia, enfermedad ó incapacidad, y proponien- 
do á la voz respetuosamente se hagan extensi- 
vos á las Antillas los preceptos contenidos en la 
ley orgánica del Poder judicial de 15 de Sep- 
tiembre de 1870, sobre licencias á los procurado- 
res con las modificaciones necesarias: 

Considerando que por Reales órdenes de 15 de 
Abril y 18 de Julio de 1891 se declaró que las dis- 
eS relativas á la organización y régimen 

e los procuradores consignadas en la Compila- 
ción de 5 de Enero de dicho año, no tienen efecto 
retroactivo, ni pueden perjudicar, por tanto, de- 
rechos adquiridos: 

Considerando que bajo este supuesto, en cuan- 
to se refiere á los propietarios de oficios enaje- 
nados, debe eonsiderarse vigente la Real crden 
de 27 de Septiembre de 1870 que hizo extensiva á 
Tltramar la de 28 de Octubre de 1867, en cuya 
regla 4.* se dispone que en los casos de ausencia 
legitimamente autorizada, enfermedad ó inca- 
pacidad del que esté ejerciendo un oficio de pro- 
curador de los enajenados de la Corona, podrá 
aquél nombrar sustituto, cuya aptitud y las cau- 
sas que motive la sustitución examinará la Sala 
de gobierno de la Audiencia, concediendo ó ne- 
gando, en su vista, la aprobación, y determi- 
nando, en caso afirmativo, el tiempo que ha de 
durar aquélla: 

Considerando que en cuanto á los demás pro- 
curadores que no ejercen oficios enajenados rige 
el art. 491 de la Compilación de 5 de Enero de 
1891, que dispone se sustituyan mutuamente los 
de una misma población en los expresados casos, 
faltando sólo dictar las reglas convenientes res- 
pecto á las licencias que se concedan á los mis- 
mos; de acuerdo con lo propuesto por la Sala de 
gobierno de la Audiencia de Puerto Príncipe, y 
por esa Dirección general, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en sa nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido resolver la 
expresada consulta en el indicado sentido, y dis- 
poner se apliquen á Ultramar los articulos de la 
e, orgánica del Poder judicial, que se refieren 
á licencias de procuradores, con las alteraciones 
acordadas en las a ondós reglas: 

1.* Los procuradores de las islas de Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas que no se hallen ejer- 
ciendo oficios enajenados no podrán ausentarse 
por más de quince días del pueblo en que ejerzan 
su cargo sin estar autorizados. 

En las poblaciones en que haya Audiencia, 
por el presidente de ésta. 

En las cabezas de partido judicial donde no 
hubiese Audiencia, por el juez de primera ins- 
tancia; y si hubiese más de uno, por el juez de- 
cano. 

En las demás poblaciones por el juez munici- 
pal ó el de paz. 

2.* En las poblaciones en que haya Colegio 
de Procuradores, la solicitud se dirigirá por con- 
ducto del que le presida. Este la acompañará 
con su informe á la autoridad judicial que, con 
sujeción á lo establecido en la regla anterior, 
deba dar la licencia. 

3. La licencia no podrá concederse más que 
por seis meses para dentro de la respectiva isla 
Y por un año para fuera, cuando el servicio pú- 

lico lo permita, y sólo podrá prorrogarse por 
mayor tiempo mediando justa causa probada 
debidamente. 

4,* El procurador gus usare de la licencia que 
se le hubiese concedido sin designar á otro pro- 
curador que legalmente le sustituya, será res- 
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ponsable civil, y en su caso criminalmente, con 
arreglo á las leyes. 

5.* Cuando un procurador, concluída la licen- 
cia, no se hubiese presentado al que presidiese 
el Colegio, donde ln hubiere, ó en otro caso á la 
autoridad judicial que se la hubiere concedido, 
se entendorá que renuncia el cargo, á no justifi- 
car haber estado impedido para presentarse á 
pedir la prórroga. y 

6.* Declarará haber renunciado el cargo la 
Junta del Colegio de Procuradores, donde lo hu- 
biere, y donde no, la autoridad que hubiese con- 
cedido la licencia; la declaración se hará en la 
forma gubernativa y se comunicará al presiden- 
te de la respectiva Audiencia territorial, el que 
dará cuenta á la Dirección general de Gracia y 
Justicia del Ministerio de Ultramar. 

El procurador podrá oponerse á esta declara- 
ción, resolviendo gubernativamente la Sala de 
gobierno do la Audiencia territorial respectiva, 
después de oir al interesado y al Ministerio 
fiscal. 

Contra esta resolución no habrá ulterior re- 
Curso. 

7.* El que hubiese dejado de ser procurador 
por consecuencia de la regla que antecede, no 
podrá volver á serlo hasta después de tres años, 
contados desde el día en que hubiese cesado en 
Su Cargo. 

De Real orden, etc.—Madrid 20 de Junio de 
1892.—Romero.—Sr. Director general de Gracia 
y Justicia de este Ministerio.» (Gac. 23 Junio.) 


FR. O. 14 Diciembre 1892. 
Declarando que son incompatibles los cargos de procu- 
rador y secretario de Juzgado municipal. 

(Grac. y JusT.) «El Sr. Ministro de Gracia y 
Justicia dice con esta fecha al presidente de la 
Audiencia de Albacete lo que sigue: 

«Ilmo. Sr.: Dada cuenta del expedienteinstrul- 
do en este Ministerio con motivo de la reclama- 
ción formulada en el OS de primera instan- 
cia de Chinchilla por D. Aniceto Hortelano, 
acerca do la incompatibilidad entre los cargos 
de procurador y secretario del Juzgado munici- 

al de dicha ciudad, desempeñados ambos por 
h. Pascual García López: ed: 

Considerando que aunque la ley provisional 
sobre organización del Poder judicial no esta- 
bleco de una manera expresa la incompatibili- 
dad entre los dos cargos, se encuentra virtual- 
mente reconocida en su art. 497, porque la natu- 
raleza y funciones del de procurador determi- 
nan y acen necesaria la incompatibilidad con 
todo otro auxiliar de los Tribunales de Justicia, 
precepto establecido después de un modo termi- 
nante y prohibitivo por la R. O. de 25 de Julio 
de 1878, dictada previo informe de la Sala de Go- 
bierno del T. S., de acuerdo con lo consultado 

or la Sección de Estado y Gracia y Justicia del 
onsejo de Estado: 

Considerando, aparte del precepto legal, que 
es siempre de indudable conveniencia para el 
mejor servicio de la Administración de Justicia 
el alejar todo motivo que pueda inducir á sospe- 
cha de que la simultaneidad de ambos cargos en 
un mismo Juzgado puede redundar en perjuicio 
del derech» que todos los litigantes tienen á 
comparecer en condiciones de igualdad ante los 
llamados por la ley á juzgar sus actos ó á diri- 
mir sus interesadas controversias, , 

S. M. la Reina (Q. D. G.), Regente del Reino, 
en nombre de su augusto hijo, se ha servido re- 
solver que siendo incompatibles los cargos de 

rocurador y secretario del Juzgado municipal, 

a Sala de gobierno de esa Audiencia señale á 
D. Pascual López García un término prudencial 
para que opte por uno de los dos 0 EOS que ac- 
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tualmente desempeña, y disponer al propio tiem- 
o que esta resolución se aplique con carácter 
e general en todos los casos que ocurran de 
igual naturaleza. 

De Real orden, comunicada por el expresado 
Sr. Ministro, lo traslado á V. 1., etc.—Madrid 14 
de Diciembre de 1892.—El subsecretario, José de 
Garnica.—Sr. Presidente de la Audiencia terr1- 
toria de...» (Gac. 24 Diciembre.) 


PROLONGACIÓN DE FUNCIONES PÚ- 
BLICAS. Hemos hablado de este delito en el 
Dicc., t. IX, p. 18, 6 insertado por nota la juris- 
prudencia que le es aplicable y á la cual sirve 
de complemento la siguiente: 


4 Abril 1891. Los autos de sobreseimiento provisio- 
nal tienen el propio valor legal de sentencias absoluto- 
rias á los efectos de reintegrar en sus derechos á los 
concejales procesados. El cumplimiento de la orden de 
un gobernador, infringiendo una ley, no puede invocarse 
como la obediencia debida del art. 8.2, núm. 12 del Códi- 
go penal. 

Decretada la suspensión del alcalde y concejales 
de Freginels, nombrándose otros interinos en su 
lugar, y pasado á los Tribunales el tanto de culpa 
de los primeros, se instruyó sumario hasta dictarse 
auto de sobreseimiento provisional á favor de los 
mismos; y éstos, fundándose en tal resolución judi- 
cial, requirieron á los interinos para que cesasen en 
sus cargos, reintegrando en ellos á los propieta- 
rios, á tenor de lo dispuesto en la ley municipal. 
Los interinos, lejos de ello, continuaron en sus fon: 
ciones algunos meses, apoyándose en que de pala- 
bra el gobernador les había mandado continuar, 
pidiendo la reapertura de la cansa anterior, como 
así sé verificó nuevamente, decretándose el proce- 
samiento delalcalde y concejales propietarios, pero 
no su suspensión. 

Condenados los interinos por el delito de prolon- 
gación de funciones, interpusieron recurso de casa- 
ción citando como infringidos los arts. 1.%, 8. (nú- 
mero 12) y 885 del Cóigo penal; y el T. S, desestima 
el recurso por los siguientes fundamentos: 

«Considerando: que es precepto terminante del 
art. 190 de la ley municipal citada, que la suspensión 
gubernativa de los concejales no exceda de cincuen- 
ta días, y que pasando este plazo sin que se hubiese 
mandado proceder á la formación de causa, vuel- 
van los suspensos de hecho y de derecho al ejercicio 
de sus funciones, ordenando con igual terminancia 
el 194 que, si los procesados fuesen absueltos por 
sentencia firme, volverán del mismo modo á ocupar 
sas CArgos aquellos á quienes no hubiese correspon- 
dido cesar por renovación ordinaria ó extraordi- 
naria: 

Considerando: que, como sanción penal de lo pre- 
ceptuado en dichos articulos, se consigna al final 
de los mismos que los concejales interinos nombra- 
dos en reemplazo de los suspensos, serán condena- 
dos como culpables de usurpación de atribuciones, 
ó sea del deliso de prolongación de funciones, según 
doctrina reiterada de esta Sala, si ocho dias des- 
pués de espirado aquel plazo, y de requeridos para 
cesar por los concejales propietarios, continuaran 
desempeñando funciones municipales: 

Considerando: que, si bien los autos de sobresei- 
miento son resoluciones judiciales distintas de las 
sentencias, reintegran á los procesados en la más 
absoluta capacidad legal para el ejercicio de todos 
sus derechos, y deben equipararse á las absolutorias 
pera los efectos del citado art. 194, porque no dán- 

oles este alcance jurídico, resultariían ser los so- 
breseimientos medios legales para prolongar inde- 
finidamente la suspensión gubernativa de los con- 
cojales. contrariando pormodo evidente el genuino 

ropósito de la ley, inspirada en el justo respeto y 

ebido acatamiento al sufragio electoral, la cual 
sólo consiente que aquella suspensión continúe 
cuando se decreta por el juez competente en los 
casos y circunstancias previstas en el art. 192; pro- 
videncia queno se dictó en el hecho de autos, ni an- 
tes ni después del sobreseimiento provisional: 

A O según la sentencia reclamada, 
el recurrente D. Francisco Miralles Mariné en unión 
de sus coprocesados, después de haber sido reque- 
zridos legalmente al efecto por los concejales proce- 
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sados en cuya causa se habia dictado dicho sobre- 
seimiento, ha continuado durante varios meses 
ejerciendo funciones municipales, incurriendo. por 
tanto, notoriamente en la sanción penal antes in 
dicada, sin que haya fundamento legal para admi- 
tir que obró sin voluntariedad al ejercerlas, porque 
no consta la existencia de ese elemento sustancial 
del delito, puesto que no se ha declarado probado 
en la sentencia en tórminos que no admite duda la 
declaración de ese hecho, que el gobernador de la 
provincia ordenase á los concejales interinos que 
continuasen en sus cargos después del requerimien- 
to, y puesto que, aun cuando esa orden hubiese 
existido, no implicaría falta de voluntad é inten- 
ción en los actos ejecutados por el recurrente y sus 
compañeros: 

Considerando: que para que la obediencia exima 
de responsabilidad penal, es menester que sea debi- 
da, á tenor del núm. 12 del art. 8.* del Código, y no 
puede calificarse de debida obediencia la que se prer 
ta al cumplimiento de un mandato administrativo 
que infringe clara, manifiesta y terminantemente 
una ley, como infringiría los citados artículos de la 
monielpal la orden del gobernador, invocada por el 
recurrente, como motivo de justificación, caso de 
haber tenido lugar.» (Sent. 4 Abril 1891.—Gac. M 
Agosto, p. 132.) 


R.D. *8 Febrero 1899. El hecho de negarse los 
concejales interinos a dar posesión á los suspensos, des- 
pués de requeridos al efecto, ya en el caso de que la sus- 
pct haya excedido de 50 días sin mandar proceder d 

formación de causa, ó ya en el caso de que los procesa- 
dos hayan sido absueltos, constituye el delito de usurpa- 
ción de atribuciones y no puede suscitarse competencia d 
la autoridad judicial. 

Estando conociendo la Audiencia de Lerma en 
causa contra el Ayuntamiento interino de Cobarru- 
bias por haberse negado á dar posesión á D. Domin- 
go Araus y otros concejales dp parc: á pesar de 

aber sido requerido al efecto, el goberaador la re- 

uirió de inhibición, citando los arts. 3. del Real 

ecreto de 8 de Septiembre de 1887 y los 179, 181 y 183 
de la ley municipal y 22 de la ley provincial. La Au- 
diencia dictó auto defendiendo su competencia, 
fandándste en los arts. 10 de la ley de Enjuiciamien- 
to, 191 de la municipal, 385 del eS penal, y en los 
o 8.9, 11 y 16 del R.D. de8 de Septiembre 

e 1887, | 

Y vistos el art.3.0 de dicho Real decreto, el capi- 
tulo VI, t1t. VIT, lib. 11 del Código penal, y los ar- 
tículos 190 y 194 de la ley municipal, se declara gue 
no ha debido suscitarse esta competencia: 

«Considerando: 1.? Que el hecho que ha dado lugar 
á la presente contienda jurisdiccional consiste en 
haberse negado los concejales interinos de Cobarra- 
bias á dar posesión á los suspensos, después de ser 
requeridos al efecto, en vista de la orden del gober- 
nador de la provincia, dictada á consecuencia d 
sobreseimiento recnido en la causa instruida contra 
los referidos concejales suspensos, lo cual puede 
constituir un delito definido en el Código penal, 
cuya aplicación corresponde á los Tribunales ordi- 
narios: 

2,9 Que no existe cuestión alguna previa que 
deba ser resuelta por la Administración, no siendo 
éste uno de los casos en que por excepción pueden 
los gobernadores promover contiendas de compe- 
tencia en los juicios criminales.» (R. D. 28 Febrero 
de 1892.—Gac. 5 Marzo.) 


—R. D. de 15 Marzo 1892.—Es otra resolución idón- 
tica á la anterior, en otro caso análogo de compe- 
tencia promovida por el gobernador de Cuenca al 
juez de instrucción de dicha ciudad, y se dicta con 
vista también del art. 190 de la ley municipal y del 
2.2 de la ley orgánica del Poder judicial. (R. D. 15 de 
Marzo de 1893.— Gac. 19 1d.) 

—Véase en ELECCIONES el R. D. de 20 Noviembre 
de 1892 (p. 159), y en USURPACIÓN DE FUNCIONES, los de 
22 de Mayo y 81 Octubre del mismo año, resolviendo 
cuestiones de competencia en causas por usarpa- 
ción 6 prolongación de atribuciones. 


PROMOTORES FISCALES. Véase en Jus: 
Ticra EN UnTraMaRr la R. O. de 26 Marzo de 1896 
sobre preferencia de opositores á la Judicatura 
en la provisión de las Promotorías. 


PROPIEDAD INDUSTRIAL. (Jurisprudencia.) 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. Hemos com- 
pilado la legislación y jurisprudencia sobre pa- 
tentes de invención y sobre marcas industriales 
y mercantiles en el Dicc., tomo IX, págs. 20 
á 26. He aquí otras declaraciones: 


R. O. 7 Abril 1892. 


Disponiendo que no se dé curso d solicitudes de marca de 
fábrica 6 de comercio si no están convenientemente do- 
cumentadas. 

(Fox.) «La R. O. de 30 de Noviembre de 1865 (1) 
dispuso que los gobernadores de provincia no 
admitieran ni dieran curso á Dinguna solicitud 
de certificados de marca de fábrica si no se pre- 
sentaba acompañada de los documentos prescri- 
to3 en la eE econ del ramo. No todas las au- 
toridades obligadas al cumplimiento de dicha 
Raal disposición la observaron con toda exacti- 
tud; y para evitar en lo sucesivo que esta omi- 
sión sea obstáculo á la ordenada y rápida trami- 
tación de los expedientes de esta indole: 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Engente del Reino, ha tenido á bien disponer: 

1.2 Que se recuerde á los gobernadores civi- 
les de provincia el exacto cumplimiento de lo 
esspruado en la R. O. de 30 de Noviembre de 

885; y en su consecuencia, que estas autorida- 
des no admitan ni den curso á ninguna solicitud 
de marca de fábrica ó de comercio si no va acom» 

añada de los documentos prevenidos en los 

s. Ds. de 20 de Noviembre de 1850, 1.* de Sep- 
tiembre de 1888, en la misma Real orden recor- 
dada y en la demás legislación vigente, cuidan- 
do que las dimensiones de los clichés ó grabados 
no excedan en ningún caso de los límites fijados 
en el R. D. de 1.” de Septiembre de 1888, ó sea seis 
centímetros de ancho por 10 de altura. 

2. La Dirección general de Agricultura, In- 
dustria y Comercio devolverá á los gobiernos de 
provincia respectivos las solicitudes que remi- 
tan si no se hallan debidamente documentadas. 

3. Las solicitudes presentadas que carezcan 
de alguno de los documentos que deben acompa- 
ñarlas se considerarán como no hechas; y por 
consiguiente, no darán á los solicitantes dere- 
cho de prioridad de las marcas á que se refieran. 

De Real orden, etc.— Madrid 7 Abril de 1892. — 
Linares Rivas.—Sr. Gobernador de la provincia 
de...» (Gac. 24 Abril.) 


Jurisprudencia (2). 


29 Abril 1891. Casación de sentencia que castigó 
como usurpadores de la Propiedad industrial á los recu- 
rrentes, conforme al art. 49 de la ley de 1878, d pesar de 
ser nula la patente de invención, según el art. 43, caso 1.*, 
por no haberse probado la novedad del invento. 


Doña Ana Aloe obtuvo del Ministerio de Fomento 
patente de invención por un corsé higiénico cuya 
especialidad consistía en tener elásticos en las ca- 
deras, en la parte alta del seno y en la correspon- 
diente al vientre. D. Gerardo González y D. Julián 
del Val, en su tienda de la Habana llamada La Mar- 
questta expendieron corsés que aunque confecciona- 
dos con tela y ballenas de inferior calidad que los 
llamados Aloe, tenian, como éstos, elásticos en el 
seno y caderas, aunque no en el vientre. Comproba- 
do quo los corsés de La Marquesita eran de importa- 
ción extranjera, querellóse doña Ana contra Gutié- 
rrez y Val, los cuales en definitiva fueron condena- 
dos por la Audiencia de dicha ciudad como cómpli- 
ces de usurpación de la patente. Los procesados 
interpusieron recurso de casación fun ado en la 
regla 1.2, art. 58 de la ley provisional para la apli- 
cación del Código penal de Cuba y Puerto Rico, por 
conceptuar infringidos los 1.9 del Código penal y 49 
de la ley de 80 de Junio de 1878. El T.S. casa y anula 





(1) Nola publicó la Gaceta ni la C. L. 


éase además en CONTRATOS la import 
Cía de 4 Noviembre 1891. is 


la sentencia, considerando lo dispuesto en los ur- 
tículos 49, 3.*, párrafo segundo, 5.” y 43, caso 1.0 de la 
lby citada, y 

«Que es una verdad indiscutible que á doña Ana 
Aloe y Ballosa se la concedió con todas las forma- 
lidades legales el privilegio de invención de un cor- 
só llamado higiénico, cuya especialidad consistía 
en haber empleado en él ciertos elásticos ó gomas, 
completándole con una faja que atravesaba éstas; 
y lo es también, que de importación extranjera se 
encontraron para su venta en la tienda de La Mar- 
quesita, á cargo ó bajo la gerencia de los recurren» 
tes D. Gerardo Gutiérrez y D. Julián del Val, los 
corsós objeto de la denuncia, que si son también 
higiénicos por tener gomas ó elásticos, ni están és- 
tos colocados en los mismos puntos, ni son iguales 
en número, ni les resguarda la faja que ciñe el vien- 
tre, resultando, según los peritos, mejorada la obra 
ó artefacto de la Aloe, quien pudo muy bien imitar 
con ventaja la confección de aquéllos, ya que no 
consta ni se justifica en todo caso, como debiera, la 
época en que unos y otros se hicieron y comensaron 
á expenderse: 

Que en la duda que ello ofrece, debe legalmente 
conceptuarse nulo, por no haberse probado que en 
nuevo, el privilegio de invención que ha intentado 
hacer valer la querellante Aloe, y en ese sentido, la 
Audiencia de la Habana, en la sentencia de cuya 
casación se trata, ba infringido por su mala aplica- 
ción el art. 49 de la ley antes citada, incurriendo en 
el error de derecho que se invoca en el recurso.» 
(Sent. 28 Abril 1891.—Gac. 31 Agosto, p. 124.) 


30 Septiembre 1899. Imitación por un fabrican - 
te de sellos y etiquetas ajenos simulando la autenticidad 
de un producto industrial. Aun cuando el hecho no sea 
punible como delito, por falta de intención, lo es como 
constitutivo de imprudencia. 


Algunos industriales de la Habana hacian vino 
artificial que embotellaban y vendían con la eti- 
queta «Vermouth superienr de L'Etoile Marseille 
Bordeaux», y la contraseña «Unión des fabricants 
pour la repressión de la contrefacon, decret 28 Mayo 
1871», docamentos ambos de que era autor el litó- 
grafo D. Silverio Cuesta. Formada causa á excita- 

ión de la Sociedad Unión de Fabricantes de París, 
y absueltos en definitiva los procesados, interpuso 
la parte acusadora recurso de casación por infrac- 
ción de varios artículos del Código penal de Cuba, 

entre otros, de los 1.%, 12, 287 y 563. El T. S. declara 
habe lugar al recurso: 

«Considerando que apreciado por la Sala senten- 
ciadora en el caso presente, dadas las razones que 
la misma expresa, el hecho moral de la falta de 
malicia con que obró el procesado D. Silverio Cues- 
ta en la confección y venta de las ma sello 
que conflesa haber ejecutado á instancia de una 
tercera persona, no cabe calificar como constituti- 
vos de delito de falsificación de marcas ó contrase- 
ñas, castigado en el art. 287 del Código penal de 
Cuba, los hechos imputados al mismo, por no con- 
currir el elemento sustancial de la intención para 
que el hecho sea punible en dicho concepto juridi.- 
co; por lo cual no resulta infringido el mencionado 
artículo, ni por igual motivo el 563 que castiga la 
defraudación de la propiedad literaria, ó indus- 
trial: 

Considerando que, esto no obstante, los referidos 
hechos, por las circunstancias especiales que en 
ellos han concurrido, como son las de referirse las 
etiquetas y sellos á un producto industrial extran- 
jero con marca de casa mercantil domiciliada en 
ciudades francesas, sia ninguna indicación de te- 
ner sucursal en España; la de haber sido encarga- 
das por un fabricante español conocido del recu- 
rrido, vecino de la Habana; y la no menos excep- 
cional de exigirse dichas etiquetas extendidas en 
cuatro idiomas, demuestran la imprudencia con 
que ha procedido el proecesado Cuesta al hacer, imi- 
tando á las legítimas, y expender después á perso- 
na distinta, sin precauciones ni diligencias de nin- 
gún género, aquellos sellos y etiquetas cuyos útiles 
servían evidentemente y han servido para simular 
la autentidad del vino industrial de cuyo producto 
era propietaria la casn, y sin los cuales el engaño y 
perjuicio consiguiente no se hubieran podido con- 
gumar: 

Considerando que los hechos ejecutados en la ex- 

resada forma por Cuesta, si hubiese mediado ma- 
ficia por parte de éste en su ejecución constituirinn 
un delito menos grave según el art. 6.* del Código 
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aplicado, porque reviste todos los caracteres exter- 
nos de la falsificación de sellos y marcas ó contra- 
señas que usan las empresas industriales ó de co- 
mercio, castigado en el art. 257 del mismo Código 
con pena correccional, siendo aplicable al caso el 
art. b92, que prevé la imprudencia generadora de la 
infracción legal punible: 

Considerando que al absolver la Sala sentencia- 
dora al procesado Cuesta no ha tenido en cuenta 
doctrina y ha infringido el citado art. 592 que la 
sanciona.» (Sent. 30 Septiembre 1891..—Gacs. 21 y 28 
Diciembre, p. 258.) 


18 Diciembre 1891. Ultramar: Facultades de la 
Administración en las concesiones de patentes de inven- 
Ción. 


Don José Martínez Sánches solicitó del goberra- 
dor general de la isla de Cuba, en 15 de Enero de 
1884, que se le expidiera patente de invención con 
privilegio por diez años, para la fabricación exclu- 
siva de cordelería de todos géneros con la fibra textil 
Uamada Henequen. Publicado el anuncio en la Gaceta, 
se expidió cédula de privilegio concediendo al soli- 
citante «la propiedad exclusiva para que pueda 
usar, fabricar ó vender el mencionado invento, 
contanilo desde esta techa hasta el día 23 de Febre- 
ro de 1891 en que concluirá». En 3 de Diciembre de 
1585 acudieron el juez de primera instancia de Gua- 
nabacoa y D. Miguel Llavier al gobernador gene- 
ral, solicitando se aclarase el privilegio concedido 
á Martínez, y transmitido por éste á D. Félix Ur- 
sueguía y á D. Sebastián García, á lo cual se acce- 
dió, publicándose un anuncio en el que se expresa- 
ba, que con el fin de aclarar dudas acerca de la ma- 
nera de entenderse el privilegio concedido á don 
José Martínez, se hacía saber, con fecha 19 de Di- 
ciembre de 1865, «que dicho privilegio fué conce- 
dido para un procedimiento ó aparato de fabrica- 
ción de cordelería de todos gruesos con la fibra 
textil llamada Henequen, y no para la fabricación 
de cordelería de todos gruesos con la fibra textil 
llamada Henequen, como equivocadamente se pu- 
blicó en 3 de Marzo del año próximo pasado, puesto 
que conforme á lo establecido en el art. 9. de la 
ley de 80 de Julio de 1878, el uso de los productos 
naturales que se empleen como materia prima no 
puede ser objeto de privilegio». Contra esta uúlti- 
ma resolución interpusieron demanda ante la Sec- 
ción de lo Contencioso del Consejo de Administra- 
ción de la isla de Cuba solicitando se revocara, don 
Félix Ursueguía y D. Sebastián García; la cual se 
estimó por dicha Sección, que en su sentencia de 8 
de Marzo de 1887 revocó la resolución recurrida. In- 
terpuesto recurso de poo por el fiscal, se dic- 
ta sentencia por el T.C. A, revocando la inferior y 
declarando firme el acuerdo del gobernador gene- 
xal de 15 de Diciembre de 1885: 

«Considerando: que tanto los términos de la ins- 
tancia de D. José Martinez Sánchez como el con- 
texto de la cédula de privilegio mandada expedir 
en favor del mismo demuestran que el fin de la so- 
licitud de aquel interesado fué asegurar la propie- 
dad de su procedimiento de fabricación de cordele- 
ría con la fibra textil qne expresaba, lo cual difiere 
esencialmente del privilegio para la fabricación de 
cordeles con la dicha fibra que denotaba el anuncio 
publicado con fecha 8 de Marzo de 184, por lo que 
el acuerdo del gobernador general de 19 de Diciem- 
bre de 1685, objeto de la demanda, no hizo más que 
restablecer la verdad de los hechos, y no fué otra 
cosa que la corrección de un error material come- 
tido al publicar el anuncio de 1884: 

Considerando: además, que consignado de modo 
expreso en la ya dicha cédula el concepto del pri- 
vilegio obtenido por Martinez Sánchez, la resolu- 
ción de 19 de Diciembre de 1585 reclamada, no pudo 
causar íS á derecho alguno legítimamente 
constituido en favor del concesionario ó de sus cau- 
sa habientes, y por ello no % Aedo obligada la Admi- 
nistración á deducir recursó en vía contencioso ad- 
ministrativa para corregir aquel error, pues lo 
comprobaba la simple confrontación de los docu- 
mentos unidos al expediente: 

Considerando: por último, que, según ha estable- 
cido la jurisprudencia del Consejo de Estado, á las 
autoridades de la Administración es lícito aclarar 

or si los términos de sus resoluciones, y más cuan- 

o, como en el caso del presente litigio, procedan 
de faltas en la redacción de sus acuerdos, que con- 
tradigan ó violenten el espíritu de la resolución 
misma y el alcance que le quisiera conceder la an- 


toridad que la adoptó.» (Sent. 18 Diciembre 1891.— 
Guc. 10 Sep +iembre 1892, p. 443) 


25 Enero 18939. Indemnización de perjuicios, con- 
Secuencias de usurpación de patente. 


Véuse esta sentencia en Dafos..., p. 119. 


13 Marzo 1899 y otra. Estd bien denegada la mar- 
ca que pretende un fabricante con nombre y rasgos and- 
logos á los de otra anter:or y aplicable dá objetos de la mis- 
ma clase; para evitar que el público sea inducido á error. 


Denegada la inscripción de una marca que presen- 
tó D. Francisco Sánchez con el título de La Nusva 
Viña, por haberse concedido anteriormente otra lla- 
mada La Viña con rasgos parecidos á los que desig- 
naban aquélla, acudió Sánchez al T. C. A., que con- 
firma la denegación, visto el B. D. de 21 de Agosto 
de 1884, sobre propiedad industrial en Ultramar: 

«Considerando: que las marcas de fábrica son sig- 
nos que los comerciantes de buena fe emplean para 
distinguir en el mercado lns productos de sus esta- 
blecimientos y evitar que se confundan con los de 
otros comerciantes ó industriales, y que con arreglo 
á este principio se establece en el párrafo sexto del 
art. 5.0 del R. D. de 21 de Agosto de 1881 que se nega- 
rá la inscripción de una marca de fábrica cuando 
ya exista registrada otra con la cual pueda confun- 
dirse la que se pretende registrar, induciendo á 
error á los consumidores: 

Considerando: que la confusión á que se refiere el 
anterior precepto se encuentra en la marca deno- 
minada La Nueva Viña, cuyo registro Ó inscripción 
solicitó el demandante, puesto que comparado el 
diseño de ésta con el de la anteriormente registrada 
con el nombre de La Viña que obran en el expedien- 
te gubernativo, sin entrar en los detalles que contie- 
nen, vienen á confundirse por la particularidad de 
que en ambas se expresa el domicilio del estableci- 
miento, que la primera es Reina, 31; y en la segunda 
Reina, 21; confusión que el demandante ha podido 
evitar eligiendo otro título diferente para su mar- 
ca, si su propósito al solicitarla era. como debe su- 
poneree el darla cródito con la bondad de los pro- 

uctos de su establecimiento.» (Sent. 17 Marzo 1802. 
Gac. 19 Octubre, p. 132.) 


—Por el contrario, cuando las diferencias entre 
una marca y otra anterior son tales que el público 
no puede confundirlas fácilmente, procede mante- 
ner la resolución que autorizó la inscripción de la 
segunda. (Sent. 29 Marzo 1892.—Gac. 23 Octubre, pá- 
gina 157.) 


PROPIEDADES Y DERECHOS DEL ES- 
TADO. (Dicc., t. 1X, p. 59.) 


R. D. 30 Julio 18892. 


Creando en la isla de Cuba una Inspección general de im 
vestigación, administración y venta de bienes y derechos 
del Estado (1). 


(ULTRAMAR.) «Artículo 1. Se crea en la isla 
de Cuba una Inspección general de investiga- 
ción, administración y venta de bienes y dere- 
chos del Estado. 

Art. 2. (Este artículo y los siguientes tratan 
de la organización de la Inspección, pago de 


(1) «Los datos que la Admintstración ha podido adqui- 
rir respecto al estado actual de las propiedades y dert- 
chos del Estado en la isla de Cuba, acusan deficiencias 
tan lamentables, que hacen precisas la adopción de medi- 
das para remediarlas en el porvenir. Extravios de anti- 
guos inventarios, abandono en la recaudación de plazos 
pendientes, desconocimiento de las cargas reales y uns 
confusión inexplicable de cuanto se refiere á las leyes des- 
vinculadoras y de desamortización, son causas más que 
suficientes para que ese medio de ingresos resulte insigni: 
ficante ó casi nulo al liquidar los presupuestós. 

Numerosos expedientes de denuncia demuestran la exis 
tencia de cuantiosas ocultaciones. Los arqueos practica 
dos recientemente en las Cajas de la isla acusan la exis 
tencia de pagarés vencidos, y las frecuentes consultas que 
se someten d la resolución ministerial, revelan la folta de 
claridad en la legislación del ramo y de unidad de crite- 
rio en su aplicación. 

Tal confusión impone necesariamente una reforma... 
(Sigue la exposición justificando la creación de un orga- 
nismo propio para cumplir «este servicio tan descuidado 
al presente».) 


PROPIOS Y COMUNES...—PUERTOS DE MAR. 
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sueldos, del balance que deberá hacerse del valor 
de las investigaciones y ventas, ee 

Art.18. La venta de los bienes y derechos que 
se hallan declarados propiedad del Estado se 
realizará en la forma y modo establecidos. 

Art. 19, Encaso de oscuridad ó deficiencia de 
la legislación de la isla de Cuba para la enajena- 
ción de bienes ó derechos del Estado, se estará á 
de dispuesto para la de los mismos en la Penin- 
sula. 

” Dado en San Sebastián á 80 de Julio de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Ultramar, Fran- 
cisco Romero y Robledo.» (Gac. 1.? Agosto.) 


—V. DesamortTizZAacióÓN: HACIENDA PÚBLICA: Pa- 
TRIMONIO DE LA CORONA. 


PROPIOS Y COMUN ES DE LOS PUEBLOS, 
V. DESAMORTIZACIÓN. 


PROSTITUCIÓN. El servicio de higiene de 
las casas de lenocinio entregado á los Ayunta- 
mientos por R. O. de 4 de Enero de 1889, corre 
otra vez á cargo de los Gobiernos civiles por la 
de 6 de Diciembre de 1892, que puede verse en la 
pág. 226. 

PROTOCOLOS NOTARIALES. Responsa- 
bilidad de un notario pur haber sido infiel á la 
custodia de su protocolo.—V. en INFIDELIDAD EN 
LA CUSTODIA DE DOCUMENTOS, la sentencia de 20 de 
Octubre de 1891. + 


PROVINCIAS VASCONGADAS. 
FUEROS... 


PRUEBAS EN LOS JUICIOS CIVILES Y 
CRIMINALES. Véase en Cóbico DE ComMERCIO 
la sentencia de 4 Febrero de 1892 sobre eficacia 
probatoria de los libros de los comerciantes; en 
ExSJUICIAMIENTO C1VIL, la de 30 de Noviembre de 
1891 sobre pruebas de los documentos públicos; 
y en TercErías la de 13 de Octubre del propio 
año, sobre si hay prueba tasada para justificar 
el título en que el tercero funde su derecho. 

Véase también Recursos DE CASACIÓN EN LO CI- 
VIL Y EN LO CRIMINAL, 


e 
PUERTOS DE MAR. (Dicc., tomo IX, pá- 
gina 97.) ; 


E. D. 5 Febrero 1892. 

Disponiendo la realización por cuenta directa del Estado 
de las obras del dique Norte del puerto de Musel (Ovie- 
do), con lo demds que expresa. 

(Fom.) «...Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo primero. Se autoriza al Ministro de 
Fomento para subastar desde luego, con cargo. 
directo al een del Estado, las obras del 
dique- Norte del puerto de Musel, provincia de 
Oviedo, cuyo presupuesto de contrata asciende 
á 10.961.361 pesetas 28 céntimos, señalando un 
plazo de doce años para la ejecución de dichas 
obras. 

Art. 2.2 Se anula la subvención otorgada por 
R. D. de 16 de Septiembre de 1889, con destino á 
la construción del mencionado puerto del Musel. 

Dado en Palacio á 5 de Febrero de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de Fomento, Aure- 
liano Linares Rivas.» (Fac. 6 de Febrero.) 


Ley 15 Mayo 1892. 


_ (Fom.) «Articulo único. Se declara puerto de 
interés general de segundo orden, para todos 
los efectos del párrafo segundo, art. 16 de la ley 


Véase 


- de 7 de Mayo de 1880, el de la Puebla del Cara- 


miñal, en la provincia de la Coruña.» (Ley 15 de 
Mayo de 1892.—GQac. 17 td.) 


Ley 15 Julio 1892, 

Autorizando la construcción y explotación de un puerto, 
sin subvención del Estado, en la Concha de Luanco. 
(Fox.) «LEY.—Artículo 1.? Se autoriza al 

Gobierno de S. M. para otorgar á D. Guillermo 
de Sierra y Posse, vecino de Oviedo, la conce- 
sión, sin perjuicio de tercero, para la construc- 
ción y explotación, sin subvención del Estado, 
de un puerto en la Concha de Luanco, provincia 
de Oviedo. ; 

La concesión se hará por noventa y nueve 
años. 

Art. 2. Este puerto, como de utilidad públi- 
ca, disfrutará de las exenciones y privilegios 
que las leyes conceden ó puedan conceder á esta 
clase de obras. 

Art. 38. Se sujeta la concesión al proyecto 
facultativo que D. Guillermo de Sierra y Posse 
tiene presentado en el Ministerio de Fomento, 
con las modificaciones que en el plan general de 
las obras y tarifas de explotación se acuerde 
introducir por el Gobierno. Precederá necesa- 
riamente á dicha concesión la constitución de 
la fianza que debe prostar el concesionario en 
garantía del cumplimiento de sus obligaciones, 
con arreglo al art. 28 de la ley general de puer- 
tos y al propio artículo del reglamento para la 
ejecución de la ley general de Obras públicas. 

Si al año de aprobado el proyecto facultativo 
de las obras no pidiera D. Guillermo de Sierra 
y Posse que se le otorgue la concesión, se enten- 
derá que renuncia á ella y caducarán los efectos 


- de esta ley. 


Art, 4.2 Los terrenos ganados al mar por las 
obras que se éjecuten serán de propiedad del 
concesionario. 

Art. 5. La concesión caducará si no empeza- 
ran las obras dentro del término de un año, áé 
contar desde la fecha de la concesión, igualmen- 
te que si no estuvieran completamente termina- 
das dentro del período de seis años, á partir 
desde la fecha de aquélla. 

La caducidad surtirá todos sus efectos legales 
desde el transcurso de uno de los términos seña- 
lados, sin necesidad de declaración administra- 
tiva ni de otra índole, quedando á beneficio del 
Estado, sin indemnización de ninguna clase, las 
obras que se hubiesen ejecutado. 

Art. 6. El concesionario cumplirá en la cons- 
trucción y explotación las prescripciones de la 
ley vigente de Obras públicas en todo cuanto 
no esté modificado por ésta, 

Por tanto, etc.—Dado en Palacio á 15 de Julio 
dn 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro de 
Fomento, Aureliano Linares Rivas.» (Fac. 17 
Julio.) 


Ley 15 Julio 1892. 
Declarando á Tarifa puerto de segundo orden. 

(Fox.) «LEY.—Artículo único. Se declara 
puerto de interés general de segundo orden el 
de Tarifa, provincia de Cádiz. 

Para la ejecución de esta ley se tendrá en 
cuenta lo establecido en el Real decreto de 8 de 
Diciembre de 1886, dictando reglas para la cons- 
trucción de obras públicas.—Por tanto, etc.— 
Dado en Palacio á 15 de Julio de 1892.—Yo la 
Reina Regente.—El Ministro de Fomento, Au- 
reliano Linares Rivas.» (Bac. 17 Julio.) 


Ley 4 Septiembre 1892. 
Declarando de interés local el puerto de Denia, 
(Fom.) «Artículo 1.? Se declara de interés lo- 
cal el puerto de Denia, derogando, en cuanto 
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á éste se refiere, la ley de 6 de Julio de 1882, que 
le declaró de interés general.» (Gac. 7 de Sep- 
tiembre.) 


Ley de presupuestos de Cuba de 30 Junio 1802. 
Derechos de practicaje de puerto. 


«Art. 9.2 Ingresarán en el Tesoro público los 
derechos de practicaje de puerto, en armonía con 
lo dispuesto en el art. 5.* de la ley de 29 de Ju- 
nio de 1888, cubriéndose por el Estado los gastos 
que este servicio origine, á cuyo efecto se dicta- 
rán por el Gobierno las disposiciones conducen» 
tes para su reglamentación y la fijación de las 
tarifas de cada puerto, en atención á sus condi- 
ciones é q ue así como las retribuciones 
ó la parte de derechos que hayan de aplicarse 
á los prácticos encargados de prestar dicho ser- 
vic10.» 


PUERTOS FRANCOS. Esreferente á los de 
Canarias y Ceuta, Melilla, Alhucemas, Peñón de 
la Gomera y Chafarinas, la disposición 9.* del 
Arancel de 831 de Diciembre de 1891, inserto en 
RENTA DE ADUANAS. 


QUIEBRA Y SUSPENSION DE PAGOS. 
V. Cóbico De Comercio del Dicc, 


5 Diciembre 190901. Casación de sentencia que negó 
dá un acreedor los derechos derivados de un convenio en 
una suspensión de pagos, por no haber figurado el mismo 
en el balance, aunque estaba comprendido en los articu- 
los 904 y 872 del Código de Comercio. 


La rasón social J. M. Artola, en liquidación, se 
constituyó en suspensión de pagos, y al tiempo de 
celebrarse la oportuna junta de acreedores se pre- 
sentó en la misma D. Eduardo Dato, representante 
de la casa Artola hermanos, de Londres, manifes- 
taudo que aunque ésta no aparecía en la lista de 
acreedores de aquéllos, lo era en 20000 libras ester- 
linas, retirándose el Sr. Dato por no dejarle inter- 
venir en la junta. La Sociedad J. M. Artola, recono- 
ció el carácter de acreedora á la de Londres; decla- 
rando no tenerinconveniente en que su cródito figu- 
rara en el balance y convenio anteriormente for- 
mado en la junta de acreedores; adhiriéndose en eu 
virtud al mismo la casa de Londres, pero sabiendo 
la propia después que para llevar á efecto dicho 
convenio se había otorgado escritura y en ella no 
está comprendida la repetida Sociedad londonense, 
pidió, en complimiento del convenio mencionado, 
constitución de hipoteca, etc., en defensa de sus de- 
rechos y modificación de conalquier otro contrato 
que á ello se opusiere. La comisión de acreedores se 
opuso á la pretensión, por entender carecía de fa- 
oultades para otorgar la escritura de oa y 
que no habiendo ella desconocido el carácter de 
acreedor de la Sociedad de Londres, la acción no 
procedía (anun siendo el crédito de ésta legítimo), 
contra la de Artola en liquidación. Requerida la co- 
misión por auto del Juzgado para el cumplimiento 
de lo que la Sociedad acreedora solicitó, la Audien- 
cia, revocando este auto, declaró no haber lugará 
las pretensiones de la misma, é interponiendo la 
propia recurso de casación, alegando distintas in- 

racciones, el T. S. casa y anula la referida sen- 
tencia: 

«Considerando que aprobado el convenio entre el 
comerciante constituido en suspensión de pagos 
sus acreedores, es aquél obligatorio tanto pera 6 
po como para los segundos cuyos créditos da- 

en de época anterior á dicha declaración, aun 
cuando no estén comprendidos en el balance ni ha- 
yan sido parte en el procedimiento, si habiéndose- 

es notificado la aprobación del convenio no hubíie- 
ren reclamado contra ¿ste en loa términos preveni- 
dos en la ley, según así expresanente se erp 
en el art. 904 en relación con el 873 del Código de 
Comercio. 

Considerando que no puede menos de reconocerse 
4 la Sociedad The Union Disconst Companny ad Lon- 
don Limited, el carácter de acreedor de la razón so- 





cial J. M. Artola y Compañía, en liquidación, por 
vírtud de la misma manifestación escrita de la casa 
SUSPensa... 

«<Vonsiderando que D. Eduardo Dato, en nombre 
y legítima representación de la Sociedad londo- 
nense, después de habérsele notificado el auto de 
aprobación del convenio celebrado entre la casa 
Artola y sus acreedores, se adhirió á este último, ha- 
biendo la Comisión de acreedores consentido cesta 
adhesión asi como la notificación previa sin protes- 
ta ni reclamación alguna, cun lo que vino á mayor 
abundamiento Áá reconocer de un modo implícito. 
el carácter de acreedora de la razón social Artola 
que ostentaba la Sociedad poderdante: 

Considerando que siendo el convenio desde luego 
obligatorio para ésta en virtud de la referida adhe- 
sión, con arreglo al art. 904 del- Código de Comer- 
es consiguiente y justo que sean á la misma exten- 
sivos los derechos que en aquél se otorgaron á los 
demás acreedores, po no cabe suponer que el le- 
ada haya querido privar á los que en el caso de 

a Sociedad recurrente se hallan, de los derechos 
que del convenio se deriven, hacióndolos tan sólo 
partícipes en las obligaciones en 6l estipuladas: 

Considerando, por lo tanto, que la Sala de justicia 
de la Audiencia de Pamplona, al denegar la preten- 
sión formulada por la Sociedad de descuentos lon- 
donense, de que con vista de sus títulos de crédito 
y con arreglo al convenio á que se adbirió se le re- 
conozcan en igual proporción los mismos derechos 
que á los demás acreedores de la razón social Ar- 
tola y Compañia, ha cometido la infracción del ar- 
tículo 804, en relación con el 870 y 872 del Código de 
Comercio, que se citan en los motivos 1.? y 2. del 
recurso.» (Sala 1.*, sent. 6 Diciembre 1801.—Gacs. Y 
y 9 Enero 16893, p. 11.) 


—V. FERROCARRILES. 


QUERELLA. Sobre si son apelables los au- 
tos de inadmisión, V. ENJUICIAMIENTO CRIMINAL, 
en cuyo artículo puede verse también la sen- 
tencia de 18 de Febrero 1891, casando y anulan- 
do la recurrida por haber penado un delito de 
injuria á instancia del padre de la ofendida, ha- 
biendo cesado en la representación de su hija 
por casamiento de ésta durante la sustanciación 
del juicio.—V. además Rarro. 


RAPTO. (Diccionario, tomo IX, p. 129.) 


Jurisprudencia. 


30 Marzo 1891. Inteligencia del art. 468 del C6- 
digo penal de Cuba (460 del de la Peninsula): Dóte 4 la 
ofendida: Para la comisión del delito prevista en dicho 
articulo no es precisa la condición de doncella en la rap- 
tada: La obligación de dotar 4 la ofendida existe aun 
cuando no se haya verificado el abwso carnal. 


De los resultandos y considerandos de esta sen- 
tencia se deduce en esencia que... fué robada violen- 
tamente de casa de sus padres por... y entregada 
por éste á..., el cual con amenazas y malos trata- 
mientos la sedujo repetidamente, logrando la ofen- 
dida escapar de su lado y volver á su hogar. Que... 
y... fieron condenados, entre otros delitos, por el de 
rapto del art. 488 del Código penal de Cuba (460 del 
de la Península), con la obligación de dotar 4 la 
ofendida, eto. Interpuesto recurso de casación por 
los reos, citando como infringidos los arts. 468, 465, 
488 y otros del Código penal de Cuba, el T. 9. decla- 
ra no haber lugar al recurso: : 

«Considerando que el art. 468 del Código penal de 
Cuba y Puerto Rico, que aplica la sentencia recla- 
mada, igual en su contexto al 480 del de la Penín- 
sula, castiga con la pena de reclusión temporal el 
rapto de una mujer, sin exigir como condición pre- 
cisa que sea doncella siempre que se ejecute contra 
su voluntad y con miras deshonestas, cuyos elemen- 
tos de hecho han concurrido en elrapto dela joven... 
según las declaraciones contenidas en los conside— 
randos primero y tercero, hechas por el Tribunal 
sentenciador en uso de su soberana competenci 
las cuales no es lícito contradecir, tergiversar, 
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poner en duda su eficacia, por más que debieran 
estar consagradas, como lugar más pertinente, en 
los resultandos de dicha sentencia: 

Considerando que, dadas las referidas afirmacio- 
nes de hecho, resulta acertadamente calificado el 
delito y aplicado el citado art. 463 al caso de autos, 
por lo cual aquél no se ha infringido, ni consiguien- 
temente el que se supone equivocadamente a pli- 
cable, ll el 1.2 del mismo Código, que invoca la re- 
presentación de...: 

Considerando que tampoco ha infringido la sen- 
tencia el art. 468 al condenar á... á dotar á la joven..., 
porque prescindiendo de que el delito de rapto que 
el Código penal castiga no exige como elemento in- 
tegrante del mismo la efectividad de los abusos des- 
honestos, bastando para considerarle consumado 
que se ejecute con tales miras propias Ó para coope- 
rar á las de un tercero, el citado articulo ordena, 
en términos generales, sin distinción alguna, que 
sean castigados también á dotar á la ofendida, si 
fuera soltera 6 viuda, los reos de rapto, y bajo tal 
concepto están comprendidos todos los que, según 
el art. 12, se consideran autores responsables de los 
delitos.» (Sent. 90 Marzo 1891.—Gac. 2 Agosto, p. 50.) 


19 Junio 1991. Miras deshonestas: Están subordi- 
nadas al propósito del culpable y no 4 que se establezca 
material intimidad entre ofensor y ofendida, circunstan- 
cia accidental que no influye en la represión del delito.— 
Batta para que se proceda la denuncia de la madre na- 
tural de la mujer, ó de la abuela con quien ésta vive. 


Doña Isolina Procura, menor de 23 años, abandonó 
la casa de su madre natural y fué 4 la de sa aman- 
te, D. Mateo González, con quien yació, según ella 
dijo, negándolo el aludido. A denuncia de la madre 
se procedió contra D. Mateo, que fué condenado 
como autor del delito del art. del Código penal 
de Cuba (461 de la Península), ó interpuso recurso de 
casación citando como infringido icho precepto, 
puesto due no se habían probado las miras deshones: 
tas, y el del 467 (463 de la Peninsula) ya que no co- 
menzó la causa á querella de la madre de doña 1so- 
lína, Kl T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que... los hechos declarados proba- 
dos constituyen el delito de rapto, previsto y pena- 
do en el art. 465 del Código penal de Cuba y Puerto 
Rico, sin que obste para ello la manifestación del 
procesado de que no tuvo lugar el acceso carnal que 
le atribuyó la perjudicada, toda vez que lo que di- 
cho artículo castiga no es esto, sino el móvil que im- 
pulsara á la perpetración de este delito, no dudoso 
en el presente caso, mediante las relaciones amoro- 
sas del procesado con la doña Isolina, y la correc- 
ción de la ofensa inferida á la moral pública y la 
familia al sastraer de la dirección y vigilancia de 
ésta una doncella menor de edad, según tiene decla- 
rado este Tribunal Supremo: 

Considerando que según aparece de la certifica- 
ción expedida Á consecuencia de la carta orden li- 
brada por esta Sala á la Audiencia de Puerto Prin- 
cipe, esta causa comenzó por denuncia escrita de 
doña Salustiana Procura, madre natural de la rap- 
tada, "que, por lo tanto, se ha cumplido en este 
procedimiento de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 467 del O Código » (Sent. 19 de Junio 
de 1891.—Gac. 16 Septismbre, p. 188.) 


—30 Septiembre 18991. En causa por Bapto 

instruída á denuncia de la abuela de la ofendida, 
con quien ésta vivía, recayó sentencia condenando 
al culpable, el cual interpuso recurso de casación 
alegando que no había podido condenársele por no 
haber sido denunciado por persona autorizada. El 
T.8S. declara no haber lugar al recurso: 
, «Considerando que acreditado que el proceso se 
inició con denuncia de la abuela de la raptada, lo 
está por esto su curso legal, por constar que úósta 
vivía en compañía de aqueñla y no hacerse indica- 
ción de la existencia de los padres de la menor: 

Y considerando, por tanto, que la sentencia no 
sontiene el error de derecho ni la infracción que se 
le atribuye.» (Sent. 30 Septiembre 1891.—Gac. %1 Di- 
ciembre, p. 268.) 


380 Junio 1899. Virgínidad de la ofendida: No es 
recesaría prueba que la acredite, porque la ley la supone 
mientras no se demuestra su pérdida. 


Condenado Juan Fernándex como autor de rapto 
de una doncella menor de veintitrés años, interpu- 
s0 recurso de casación citando como infringido el 
art. 461 del Código penal, por no estar justificada la 
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circanstancia de ser doncella la ofendida. El Tribu- 
nal Supremo declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que las cualidades que afectaron á 
la moral referentes á la persona ofendida, tal como 
la de que se trata, y que constituye la regla general, 
deben presumirse siempre que no se pruebe lo con- 
trario, y que no se ha negado ni puesto en duda por 
el procesado durante el juicio la circunstancia de 
no ser doncella Ana, cuando el delito de rapto fuó 
perpetrado, ní mucho menos probado que no lo fue- 
ra...» (Sent. 80 de Junio de 1891.— Gac. 18 Septiembre, 
pág. 208.) 


RECURSOS DE CASACIÓN. Sobre los pun- 
tos que son objeto de la doctrina que á conti- 
nuación publicamos, véase el Di<c., 5.* edición, 
tomo IV, pág. 1131 y siguientes (artículo ExJur- 
CIAMIENTO CIVIL), á cuyo final queda clasificada 
y metodizada la jurisprudencia del T. S. sobre 
la importante materia á que se refieren las si- 


guientes declaraciones: 


Recursos de casación por infracción de ley en lo civil. 
Casos negativos de admisión. 


I.—Inadmisión de los mo- 
tivos no fundados en la 
infracción de ley ó doc- 
trina legal. 

11.—Inadmisión del re- 
curso contra elauto que 
declara desierta la ape- 
lación por no haberse 
poroto el apelante 

entro del término del 
emplazamiento (ley de 
En). civil, art. 840). 
111.—Inadmisión de re- 
cursos por haberse in- 
terpuesto fuera de tér- 
mino (art. 1.729, núme- 


ro 1.2?) 
1V.—Inadmisión de re- 
cursos por no haber 
constituido el depósito 
correspondiente el liti 
nee no declarado po- 
ro (art. 1.729, núm. 2.9). 

V.—Inadmisión de recur- 
80 por no ser suficiente 
el poder presentado pa- 
ra interponerlo (artícu- 
lo 1.729, núm. 2.9). 

VI. —Inadmisión de re- 
cursos por no ser defini- 
tiva la resolución recna- 
rrida (art. 1.729, núme- 
ro 3.0). 

VII.—Inadmisión de re- 


cursos por no ser la sen- 
tencia susceptible de 
casación atendida la 
naturaleza ó cuantía 
del juicio en que reca- 
yó (art. 1.729, núm. 8.9). 
VIII.—Insadmisión de re- 
curso porno citarse con 
recisión y claridad la 
ey Ó doctrina infringi- 
da ó el concepto en que 
lo ha sido (art. 1.729, nú- 
mero 4.9). 
1X.—Inadmisión de re- 
cursos por referirse las 
leyesinfringidas á cues- 
tiones no debatidas en 
el pleito (art. 1.729, nú- 
mero 5.0), 

X.—Inadmisión porno re- 
sultar que existe la in- 
congruencia del fallo 
con la demanda y las 
excepciones, en cuyo 
supuesto se funda el re- 
curso (art. 1.729, núme- 
re 8.*) 

XI.—Inadmisión por re- 
ferirse el recurso á la 
apreciación de la prue- 
ba, sin aducir error de 
hecho ni de derecho (ar- 
tículos 1.8692, núm, 7.*, y 
1.729, núm. 9.0%). 


X 


INADMISIÓN DE LOS MOTIVOS NO FUNDADOS EN LA 
INFRACCIÓN DE LEY Ó DOCTRINA LEGAL. 


Resoluciones de la Dirección general de los Registros 
civil y de la propiedad y del Notariado. 


(28 Diciembre 1891.) Declara el T.S. no haber lu- 
gar á admitir un motivo de casación, porque «se 
refiere á la infracción de las resoluciones de la Di- 
rección de los Registros, y como estas resoluciones 
de carácter gubernativo no constituyen ley ni doc- 
trina legal, cuya infracción es la que puede ser 
causa del recurso de casación, de conformidad con 
lo dispuesto en el núm. 1.” del art. 1.691 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, es inadmisible estainfracción 
O (Auto 28 Diciembre 1891.—Qac. 14 Enero 

0 .) 


22 


IMADMISIÓN DEL RECURSO CONTRA EL AUTO QUE DE- 
CLARA DESIERTA LA APELACIÓN POR NO HABERSE 
PERSONADO EL APRLANTE DENTRO DEL TÉRMINO DEL 
EMPLAZAMIENTO (ley de Enj. civil, art. 840). 


Es inadmisible el recurso por infracción de ley 6 
por quebrantamiento de forma contra el auto á 
que se refiere el epígrafe, por no autorizarlo el cita- 
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do artículo. (Autos 3 Junio 1890, Gacts. 25 Julio y 5 
Septiembre, p. 16; 20 Enero 1882, Gac. 16 Febrero, pá- 
gina 52, y 12 bril 1882, Gac. 17 Ágosto, p. 17.) 


111 


INADMISIÓN DE RECURSO POR HABERSE INTERPUESTO 
FUEBA DE TERMINO (art. 1.729, núm. 1.9). 


—a— Término para interponer el recurso cuando se 
designan al recurrente abogado y procurador de aficio. 


(1.2 Junio 1891.) Esinadmisible el recurso deduci- 
do fuera del término de veinte días señalado en 
los arts. 1.711, pár. RE 1.719 de la ley de Enjuicia- 
o S (Auto 1. Junio 1891.—Gac. 25 Julio, pá- 
gina 16. 


—OÓtros casos: Autos 97 Junio 1891, Gac. 7 Septiem- 
bre, p. 28; 18 Septiembre 1891, Gac. 11 Octubre, p. 58; 
16 Diciembre 1891, Gac. 13 Enero 1882, p. 5; 11 Febrero 
1892, Gac. 18 Marzo, p. 90; 14 Mayo 1592, Gac. 17 Agos- 
to, p. 22, 20 Mayo 1€93, Gac. 17 Agosto, p. A, y 5 Octu- 
bre 1892, Gac. 3 Diciembre, p. 78. 


— hb -— Término de cuarenta días. 


(17 Junio 1892.) Cuando la parte ha obtenido cer- 
tificación de la sentencia para interponer el recur- 
so, debe formalizarlo en el término improrrogable 
de cuarenta días, en el caso del art. 1.716 de la ley 
a 0 civil. (Auto 17 Junio 1692,—Gac. 5 Octubre, 
pag. 


Av 


INADMISIÓN DE RECURSOS POR NO HABER CONSTITUÍDO 
BL DEPÓSITO CORRESPONDIENTE EL LITIGANTÉE NO DE- 
CLARADO POBRE (art. 1.729, núm. 2.9). 


—a— No basta que esté pendiente de resolución inci- 
dente de pobreza para eximirse de la constitución del de- 
pósito. 


(19 Julio 1891.) Declara el T.S. no haber lugar á 
admitir un recurso de casación: 

«Considerando que mediante la conformidad de 
las sentencias de primera y segunda instancia, y 
no haber obtenido el recurrente en sentencia firme 
la declaración de pobreza para litigar en los autos 
de su referencia, hallándose pendiente el incidente 
incoado al efecto, según aparece dela certificación 
con que interpone el recurso, ha debido constituir 
el oportuno depósito con arreglo á lo dispuesto en 
el art. 1.698 de la ley de En). civil, y no habiéndolo 
verificado, es inadmisible dicho recurso, conforme 
á lo prevenido en el núm. 2.* del art. 1.79 de la mis: 
ma ley, y reiteradamente declarado por este Tribu- 
nal Supremo.» (Auto 19 Julio 1991.—Gac. 56 Septiem- 
bre, p. 9.) 


—«Esta Sala tiene declarado en repetidos casos, 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 1.698 de 
la ley de Enj. civil, que para eximirse de la consti- 
tución del depósito establecido en dicho articulo, 
es preciso haber obtenido por sentencia firme la de- 
claración de pobreza para litigar, y que esta situa- 
ción excepcional interesa á la misma parte recu- 
rrente que resulte acreditada al formular el recur- 
so, siendo á ella sólo imputable la falta de tal justi- 
ficación.» (Auto 20 Junio 1891.— Gac. 7 Septiembre, 
pág. 27.) 

—La misma doctrina: Autos 11 Julio 1891, Gac. 11 
Octubre, p. 58; 2 Octubre 1891, Gac. 8 Noviembre, pá- 
gina 96; 4 Noviembre 1891, Gac. 12 Diciembre. p. 118; 
12 Diciembre 1681, Gac. 7 Enero 1892, A 4; 18 Diciem- 
bre 1891, Gac. 13 Enero 1692, p* 5; 28 Diciembre 1891, 
Gac. 4 Febrero 1692, p. 18; 18 Febrero 18992, Gac. 21 
Marto, p.82; 3 Marzo 1892, Gac. 14 Abril, p. 94; 14 Mar- 
zo 1882, Gac. 14 Abril, p. 94,5 Abril 1892, Gac. 28 1d., 
pá . 100; 16 Abril 1892, Gac. 17 Agosto, p. 17;8 Junio 

Gac. 5 Octubre, p. t83; 9 Junio 1882, Gac. 5 Octua- 
hre, p. 44; 14 Junio 1892, Gac. 5 Octubre, p. 45, y 18 
Junio 1882, Gac. 5 Octubre, p. 45. 
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INADMISIÓN DE RECURSO POR NO SER SUFICIENTE EL PO- 
DER PRESENTADO PARA INTERPONERLO (art. 1.7%, 
núm. 8.9). 


Poder declarado bastante respecto de uno de los que lo 
otorgaron, pero no respecto de otro, en cuyo nombre 
comparece el procurador, ete. 

(16 Diciembre 1891.) En pleito sobre mejor dere- 
cho al ducado de Sotomayor, seguido entre el mar- 


qués de Casa Irajo y el duque de la Roca, intervino 
el procurador D. Luis Lumbreras á nombre del úl- 
timo, ostentando poder para pleitos que le tenían 
otorgado el duque y sus hermanos, y que su letrado 
habia declarado bastante para el litigio de referen- 
cía. Contra la sentencia de segunda instancia re- 
caída en dicho pleito, interpuso recurso de casa- 
ción el citado procurador á nombre del magguós de 
Villaviciosa, hermano del duque, que según certifi- 
cado que acompañó, había muerto en París, nom- 
brando heredero al marqués, y se remitió, en cuan- 
to al poder, al ya presentado en autos. El T. S. no 
admite el recurso: 

«Considerando que según lo dispuesto en el ar- 
tículo 3. de la ley de Enj. civil, es requisito indis- 
pensable para comparecer en juicio el hacerlo por 
medio de procurador con poder declarado bastante 
por un letrado, y al presentarse por primera ves el 
marqués de Villaviciosa, después de la muerte de 
su hermano, con cuyo fallecimiento terminó la re- 
presentación del procurador, lo hace éste con el 
mismo poder que ntilizó aquél, y en el cual consta 
el bastante sólo á favor de D. Santiago del Alcásar 
y Nero; pero nada se ha dicho á favor del nuevo li- 
tigante, cuya omisión le imposibilita para presen- 
tarse en juicio: 

Considerando que tampoco se ha justificado el fa- 
llecimiento del D. Santiago, ocurrido en París, por 
medio de certificación expedida por el Consulado 
español y legalizada en forma, según se previene 
en la ley del Registro civil, por cuyas razones este 
recurso es inadmisible, con arreglo á lo prevenido 
en el caso 2.” del art. 1729 de la citada ley.» (Auto 
16 Diciembre 1891.—Gaca. 7 y 13 Enero 1893, p. 4.) 


vi 


INADMISIÓN DE RECURSOS POR NO SER DRFINITIVA LA 
RESOLUCIÓN RECURRIDA (art. 1.729, núm. 3.9). 


—Aa— Auto que alza la suspensión del término de 
prueba, 


(97 Abril 1891.) No tiene tal auto el concepto de 
sentencia definitiva á los fines de la casación. (Ga- 
cetas 18 y 29 Junio 1881, p. 60.) 


—hb-— Auto que suspende la expedición de un exhor- 
to mientras se halla también en suspenso la tramitación 
de los autos principales, 


Este auto no hace declaración de derecho, ni im- 
pide el curso de! pleito, ni es, por lo tanto, suscep- 
tible de casación. (Auto 15 Junio 1891.—Gac. 5 Sep- 
tiembre, p. U4. 


5 e — Auto que deja sin efecto un embargo preven- 
vo, 


No es susceptible de casación, por no tener el 
concepto de sentencia definitiva el auto que deja 
sin efecto un embargo preventivo, mandando alzar 
la traba practicada y cancelar las anotaciones que 

O 25 Septiembre 1891.— Gac. 11 Octu- 

re, p. o 


—OÓtros casos análogos: Autos 15 Marso 1892, Gace- 
ta 14 Abril, p. 96; 4 Junio 1892, Gac. 5 Octubre, p. 43. 


—d — Auto que accede al embargo de bienes del 


(4 Grtabre 1892.) Tampoco este auto tiene el con- 
cepto de sentencia definitiva para los fines de la 
casación. (Gac. 3 Diciembre, p. 77.) 


—€ — Auto que deniega la excepción dilatoria de im- 
competencia de jurisdicción. 


(1.0 Octubre 1891.) Entablada demanda por don 
Pedro Alcántara Muñoz sobre nulidad de operacio- 
nes testamentarias, opusieron los demandados la 
excepción de incompetencia de todo Tribunal para 
conocer del asunto, por haber prohibido el testa- 
dor la intervención judicial. Denegada la excep- 
ción en dos instancias, interpuso la Pet deman- 
dada recurso de casación, cuya admisión juzgó 
procedente el fiscal; pero el T.S. no admite dicho 
FOCUrSO: 

«Considerando que el auto recurrido por el cual 
se desestima la excepción dilatoria de incompeten- 
cia de jurisdicción peopnesta por los testamenta- 
rios de D. Juan de Mata Muños no tiene el carácter 
de definitivo para los efectos de la casación, pues 
no pone término al pleito ni hace imposible su con- 
tinuación, antes bien, la facilita, no procediendo 
por tanto la admisión del recurso de que ahora se 
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trata (1).» (Auto 1.? Octubre 1891.—Gac. 8 Noviembre, 
pág. 85.) 


—f-— Autos dictados en materia de competencia de 
jurisdicción, 


(12 Febrero 1892.) Entablada demanda ante un 
Juagado de Madrid, el demandado propuso la inhi- 
bitoria en la Habana, que no la admitió. Contra este 
auto, que dictó un Juzgado de aquella ciudad y con- 
firmó la Audiencia, interpuso el demandado recurso 
de casación, que el T. S. no admite tampoco, por no 
tener la resolución recurrida concepto de sentencia 
definitiva, y porque «no habiéndose suscitado la 
competencia por razón de li materia, nunca sería 
procedente un recurso por infracción de ley si no es 
por quebrantamiento de forma después de fallado 
el pleito en definitiva, según prescribe el art. 106 de 
la dicha ley» (la de En). civil de Cuba y Puerto 
Rico). (Auto 12 Febrero 1592.—GCac. 21 Marzo, p. 81.) 


Sentencias dictadas en actos ds jurisdicción 
voluntaria que permiten otro juicio sobre el mismo objeto. 


6 Octubre 1891.) Declarada incapacitada en acto 
dejurisdicción voluntaria Doña Catalina Zagonera, 
para administrar sus bienes, interpuso recurso de 
casación, á cuya admisión declura el T. S. no haber 
lagar, visto el núm. 4.%, art. 1.690 de la ley de Enjui- 
ciamiento civil; y 

«Considerando que el caso de que hoy se trata no 
es ninguno de los en que la ley da lugar al recurso 
de casación, porque la resolución contra la que se 
interpone el recurso carece del carácter de definiti- 
va, puesto qus cabe otro juicio sobre el mismo obje- 
to, que puede ser reclamado entablándose la deman- 
da ordinaria.» (Auto 6 Octubre 1891.—Gac. 8 Nov1em- 
bre, p. 98.) 


—h-— Auto que no da lugar d la pretensión de que se 
trabe embargo sobre los bienes de una Compañia de ferro- 
carriles para asegurar cierto crédito. 


(30 Octubre 1891.) D. José Errasti solicitó que se 
decretase embargo sobre los bienes de la Compañía 
del ferrocarril de Madrid á Zaragoza y Alicante, en 
la forma prevenida por el art. 1.148 de la ley de En- 
juiciamiento civil, hasta cubrir la cantidad de 
138,387 pesetas 82 cénts., y denegada tal solicitud en 
dos instancias, interpuso Errasti recurso de casa- 
ción que el T.S. no admite: 

«Considerando que al resolverse en el auto recu- 
rrido no haber lugar á proceder contra la Compañia 
de los ferrocarriles de Madrid á Zaragoza y Alican- 
te en la forma en que se solicitaba, desde luego re- 
salta que dicho auto no tiene el carácter de senten- 
cia definitiva, con arreglo á lo dispuesto en el nú- 
mero 1. del art. 1.890 do la ley de Enjuiciamiento 
elvil, y puesto que puede pedir lo mismo en la for- 
ma procedente.» (Auto 380 Octubre 1891.— Gac. 11 Di- 
ciembre, p. 116) 


Resolución que deniega la acumulación de 


== 
autos. 


(6 Diciembre 1891.) La sentencia que deniega la 
acumulación de autos no pone término á los juicios 
respecto de los cuales se pretende ni hace imposible 
su continuación, antes bien facilita la sustancia- 
ción E dat de los mismos. (Auto 5 Diciembre 1891. 
Gac. 7 Enero 1892, p. 1.*) A 


. (9 Abril 1892.) No cape el recurso de casación por 
infracción de ley en los incidentes sobre acumula- 
ción e autos. (Auto 9 Abril 1892.—Gac. 17 Agosto, pá- 
gina 17.) 


—)j-— Sentencia que no accede 4 la nulidad de actua- 
ciones, referentes dá otra que es firme y ejecutoria, 


(14 Diciembre 1891.) Declarado pródigo, y por lo 


(1) Cuando la excepción de incompetencia se funda en 
que la cuestión no puede someterse á los Tribunales, pa- 
rece que la resolución que recaiga sobre este punto tiene 
el concepto de definitiva, en armonía con el núm. 6.%, ar- 
tículo 1.699 de la ley de Enj. civil. Así lo entendió, sin 
duda, el fiscal del T. S. en el caso de autos, al proponer 
que el recurso fuera admitido, y así lo ha estimado en 
otros casos análogos la misma Sala 3.*, permitiendo que 
vayan d la 1.* recursos contra autos resolviendo cuestio- 
neo de incompetencia análogas d la actual.— Véase la 
sentencia de 8 de Octubre 1888 en el APÉNDICE de 
1989, p. 135, y en DERECHO INTERNACIONAL, del Dio - 
cionario, 


oa 
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tanto, incapaz para administrar sus fincas, el mar- 
qués de Bárboles, por sentencia que fué firme, pro- 
movió demanda incidental sobre nulidad de varias 
actuaciones y providencias. Denegada la admisión 
de este pedimento, interpuso el marqués recurso de 
casación, que el T.S. tampoco admite: 
«Considerado que consentida por el recurrente la 
sentencia recaída en el referido pleito sobre prodi- 
alidad, que quedó firme, y deducida contra la vali- 
ez de actuaciones en dicho pleito la presente de- 
manda incidental de nulidad, desestimada por la 
Sala en el auto recurrido, no puede dar lugar este 
fallo al recurso de casación por infracción de ley, 
porque no poniendo término al repetido pleito aca- 
ado ya por ejecutoria, ni por tanto haciendo im- 
posible la continuación del mismo, no es de aplica- 
ción para la procedencia de la casación el núme- 
ro 1. del art. 1.690 de la ley de Enj. civil contra las 
sermtencias pronunciadas por las Audiencias en un 
incidente Ú artículo.» (Auto 14 Diciembre 1591.—Qa- 
ceta 7 Enero 1882, p. 4.) 


—1i— Auto que deniega la tramitación de un inciden- 
te de nulidad. 

(28 Enero 1892.) Tampoco tiene el concepto de 
sentencia definitiva, porque lejos de poner término 
al pleito á que la nulidad se refiero, facilita su con- 
tinuación. (Auto 28 Enero 1892.—Gac. 3 Marzo, p. 07.) 


— m — Auto que declara contencioso un expediente de 


jurisdicción voluntaria por la oposición de uno de los in- 


teresados. 


(18 Diciembre 1891.) Conferida posesión judicial de 
unos terrenos á D. Antonio Grases por auto dicta- 
do en expediente de jurisdicción voluntaria, y del 
que palo D. Antonio Serra, la Audiencia de Barce- 
lona declaró contencioso el expediente. Contra esta 
decisión interpuso Grases recurso de casación, que 
el T. S. no admite, porque el auto recurrido no tiene 
el concepto de sentencia definitiva. (Auto 18 Diciem- 
bre 1891.—«¿ac. 13 Enero 1892, p. 7.) 


—n-— Resoluciones dictadas en la oposición d un con- 
venio adoptado en junta de acreedores. 


(4 Enero 1892.) D. Mariano Solá suspendió sus pa- 
gos y formuló un proyecto de convenio á sus acree- 

ores, que 17 de éstos aceptaron y al cual cuatro se 
opusieron, declarándose en definitiva procedente la 
oposición y no haber lugar á aprobar el convenio. 
Solá interpuso recurso de casación, que el T.S. no 
admite: 

«Considerando que tratándose de un recurso con- 
tra resolución dictada en la oposición formulada al 
convenio recaído en la junta de acreedores, habida 
con motivo de la suspensión de pagos promovida 
por D. Mariano Solá Sagalés, no tiene aquélla el 
concepto de sentencia definitiva para los efectos de 
la casación, á tenor de lo prescrito en el art. 1,690 
de la ley de Enjuiciamiento civil.» (Auto 4 Enero 
1892.—Gac, 4 Febrero, p. 19.) 


—— Auto que acuerda la suspensión de un juicio de 
testamentaria mientras se sustancia otro distinto. 

(17 Febrero 1892.) Este auto tampoco tiene el con- 
cepto de sentencia definitiva porque ni pone térmi- 
no al juicio universal ni impide su continuación. 
(Auto 17 Febrero 1892.—Gac. 21 Marzo, p. 82.) 


—Otro caso análogo. (Auto 14 Mayo 1892.— Gac. 17 
Agosto, p. 23.) 


--0— Auto que declara que los efectos de un convenio 
de quita y espera no alcanzaron d determinado deudor. 


(22 Septiembre 1892.) Ese auto tampoco tiene el 
concepto de sentencia definitiva POIS los fines de 
la casación. (Gac. 3 Diciembre, p. 74.) 


vil 


INADMISIÓN DE RECURSOS POR NO SER LA SENTENCIA 
SUSCEPTIBLE DE CASACIÓN ATENDIDA LA NATURALE- 
ZA Ó CUANTÍA DEL JUICIO EN QUE RECAYÓ (art. 1.729, 
núm. 8.9) 


—a-— Ejecución de sentencia: la que fija los perjui- 
cios d cuyo pago fué condenada una de las partes, no es 
susceptible de casación. 

(12 Junio 1891.) Condenados D. Francisco de Asís 
Fábregas y otros á pagar daños y perjuicios al mar- 
qués de Villamediana... se siguió en dos instancias 
el expediente de ejecución de la sentencia, fijándo- 
se la indemnización en 73.039 pesetas. Fábregas y 
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consortes interpusieron recurso de casación, que 
el T. 8. no admite: 

«Considerando que el auto contra el que se ha in- 
terpuesto el actual recurso se limita á la liquida- 
ción y fijación de los perjuicios á que fueron conde- 
nados los recurrentes por una sentencia firme, para 
B9 a se ha seguido el procedimiento prevenido por 

ey: 

Y considerando que contra el fallo de la Audien- 
cía en esta clase de juicios no se da recurso alguno, 
según dispone el párrafo segundo del art. 94 de la 
de Enj. civil.» (Auto 13 Junio 1891.—Gac. 5 Septiem- 
bre, p. 28.) 


—Otros casos: Autos 2 Septiembre 1891, Fac. 11 Oo- 
tubre, p. 58; 22 Octubre 1881, Gac. 11 Diciembre, pági- 
na AD y 17 Noviembre 1891, Gac, 16 Diciembre, pági- 
na 


— hb — Más sobre ejecución de sentencias: ejecutoria 
sobre rendición de cuentas. 


(9 Diciembre 1891.) Condenado D. Jusn Alsina, 
por sentencia firme, 4 devolver á doña Agustina Pa- 
rós cierta cantidad y á rendir cuentas de la admi- 
nistración que habia desempeñado... presentó un 
balance que doña Agustina impugnó, y con el cual 
declaró la Audiencia que no quedaba cumplida la 
obligación de rendir cuentas. Alsina interpuso re- 
curso de casación y el Tribunal Supremo no le ad- 
mite considerando lo dispuesto en el art 1.685 de la 
ley de Enj. civil. y «que el auto contra el cual recua- 
rre D. Juan Alsina y Sensat, al declarar que óste no 
cumplió con la presentación del balance el deber 

ue le impuso la sentencia ejecutoria, y que le con- 

enó á rendir cuenta detallada y justificada de las 
operaciones, no ha hecho otra cosa que cumplir lo 

spuesto en la ejecutoria, sin que haya resuelto 
ningún punto sustancial no controvertido en el plei- 
to ni decidido en aquélla, ni acordado nada en con- 
tradioción con lo ejecutoriado, por cuya razón es 
improcedente el recurso.» (Auto Y Diciembre 1891.— 
Gac. 7 Enero 1892, p. 3.) 


—Otros casos: Autos 11 Mayo 1892, Gac. 17 Agosto, 
pág. 21; y 5 Junio 1682, Gac. 7 Octubre, p. 54. 


—€ — Aprobación de cuentas de la administración 
judicial de bienes embaryados... 


. (19 Enero 1892.) «Según el art. 1.450 de la loy de En- 
uiciamiento civil, nose da recurso alguno contra 
sentencia de segunda instancia sobre aprobación 
de cuentas de la administración judicial de bienes 
embargados en los juicios COR (Auto 12 Ene- 
ro 1892.—(Gac. 16 Febrero, p. 53.) 


—Otro caso muy análogo: Auto 25 Junio 1692.—Qa- 
celta 7 Octubre, p. 49.) 


—d — Decisiones pronunciadas en actos de jurisdic- 
ción voluntaria. 


(8 Julio 1891.) Conferida á D. Cayetano 'Barra- 
ner porslión judicial de una finca en acto de juris- 
cción voluntaria, no obstante la oposición de los 
colonos que la llevaban, interpusieron óstos recurso 
de casación que el T. 8. no admite, «considerando 
que dictado el auto recurrido en expediente trami- 
tado como acto de jurisdicción voluntaria, sólo se 
da el recurso de casación contra él en los casos es 
tablecidos por la ley, dispuesto así en su art. 1.690, 
núm. 4.,no estando en ellos comprendido el actual, 
por no tener el carácter de sentencia definitiva y 
poderse dilucidar en otro juicio los derechos de las 
penas sobre los bienes de que se trata.» (Auto 8 Ju- 
o 1891.—Gac. 7 Septiembre, p. 90.) 


—6-— Recurso de casación entablado para combatir 
un extremo de la sentencia de primera instancia que no 
fue objeto de apelación, y por lo tanto quedó consentido. 


(86 Mayo 1892.) D.José Romani entabló demanda 
contra D. Salvador Lagallarda, que propuso recon- 
vención contra su adversario. El juezabsolvió de la 
demanda al demandado y de la reconvención al ac- 
tor. Romaní apeló de la sentencia, no adhirióéndose 
á la alzada Lagallarda; y la Audiencia de Barcelo- 
na estimó la demanda. Lagallarda interpuso recur- 
so de casación dirigido á demostrar la procedencia 
de la reconvención, y el T. S no admite el recurso: 

«Considerando que no habiéndose adherido don 
Salvador Lagallarda 4 la apelación en el punto re- 
lativo á la reconvención, de la que el jues absolvió 
al demandante D. José Romaní, quedó firme la 
sentencia del inferior en ese extremo por haberla 
consentido sin hacer uso del derecho que le conce- 


día el art. 858 de la ley de Enjuiciamiento civil, y 
al haber abandonado el recurso ordinario de apela- 
ción no procede el extraordinario de casación que 
hoy se pretender (Auto 6 Mayo 1902.—Gac. 17 Agos- 
to, p. 20.) 


VILA 


IMADMISIÓN DE RECURSO POR MO CITARSE CON PRECISIÓN 
y CLARIDAD LA LEY Ú DUCTRINA INFBINGIDA Ó EL 
CONCEPTO EN QUE LO HA SIDO (art. 1.729, núm. 4.9) 


—Qa— Expresión insuficiente en la cita de las leyes 
infringidas. 

(9 Mayo 1801.) Declara el T. S. no haber lugar á 
admitir un recurso, en que se citaban como infrin- 
las sin expresar el concepto en que lo habían 
sido: 

«1.0 Las leyes 1.?*, 2.*, 8,9 y 10 (no dice título) de la 
Part. 6.*, referentes á las atribuciones de los al- 
baceas: 

22 El art.1.? de la ley de expropiación forsosa de 
17 de Julio de 1836: 

Y 83. La ley 8.*, t(t. XXIX, Part.8.*, y 9.*, titu- 
lo XIX, Part. 6.*, en la cual se trata de la prescrip- 
ción en relación con los menores.» (Auto 9 Mayo 1801. 
Gac. 19 Julio, p. 3.) 


—(8 Julio 1892.) En pleito sobre alimentos provi- 
sionales, interpuso D. Basilio Lucío recurso de en- 
sación alegando en el motivo 1.” la infracción, por 
aplicación indebida, del art. 146 del Código civil, que 
dispone que la cuantía de los alimentos será pro- 

orcionada al caudal ó medios de quien los da y á 

as necesidades de quien los recibe. El T. 8. no ad- 
mite el recurso: 

«Considerando: que si bien en el x 
se nlega la infracción del art. 146 del Código civil, 
como no se determina el concepto en que lo haya 
sido para poder apreciar el error del Tribunal en 
la cantidad señalada por alimentos, es inadmisible, 
conforme al núm. 4.2 del art. 1.729 de la ley de En- 
juiciamiento civil...» (Auto 6 Julio 1893.— 7100- 
tubre, p. 65.) 


—b-— Leyes rituarias 6 puramente procesales: no 
pueden citarse como infringidas en recursos de casación 
en el fondo. 


(11 Julio 1892.) En recurso de casación interpues- 
to por doña Antonia Coca, citaba la recurrente 
como infringidos los arts. 1.081, 1. 1. 1.086 y 
591 de la ley de Enjuiciamiento civil. El T.8S. decla- 
ra no haber lugar á la admisión: 

«Cousiderando: que las disposiciones de la ley de 
Enjuiciamiento civil que tienen carácter de ritual 
Ó se refieren á trámites ó formalidades de los jui- 
cios, no pueden servir de fundamento para el recur- 
so de casación en el fondo, y que en este caso se ha- 
llan los artículos de dicha ley que se citan...» (Auto 
11 Jalio 1893.—Qac. 20 Octubre, p. 61.) 


1x 


IMADMISIÓN DE RECURSO8 POR REFERIRSE LAS LEYES 
INFRINGIDAS Á CUESTIONES NO DEBATIDAS EN EL 
PLEITO (art. 1.729, núm. 5.9). 


—a— Disposiciones referentes al procedimiento se- 
guido para la tramitación del incidente de cosa jusgada, 
y no d esta excepción en el fondo. 


(17 Diciembre 1891.) En pleito promovido por don 
Bartolomé Antero sobre nulidad de un juicio ejecu - 
tivo, opuso el demandado la excepción de cosa jus- 
gada, que fué estimada en dos instancias. El actor 
interpuso recurso de casación por infracción del ar- 
tículo 544 de la ley de Enjuiciamienso civil (moti- 
vo 3.) que ia sentencia creía aplicar; y el T. 3. no 
admite este motivo: 

«Considerando: que el segundo motivo del re- 
curso interpuesto se refiere á la ritualidad y proce- 
dimiento seguido en la sustanciación del incidente 
promovido por el demandado, y no á la excepción 
en él discutida, Ó que ha sido caso y materia del 
mismo, teniendo por lo tanto un carácter meramen- 
te precesal: , 

onsiderando: que el recurso de casación por 
infracción de ley ó doctrina a Pa con arreglo al 
número 1.0 art. 1002 de la ley de Enjuiciamienio 
oivil, sólo se da cuando el fallo contenga viola- 
ción, interpretación errónea ó aplicación indebida 
de las leyes ó doctrinas legales aplicables al caso 
de pleitos, y es improcedente cuando, como en el 


rimer motivo 
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caso presente, ellas se refieran á cuestiones no 

debatidas en el mismo, según lo dispone el núme- 

ro 5.", art. 1.729, en relación con el 1.728 de la expre- 

rr ecáN (Auto 17 Diciembre 1891.—Gac. 18 Enero 
p.?. 


— Y — Motivos referentes d la incompetencia de ju- 
risdicción, no debatida en el pleito. 


(5 Julio 1892.) Declara el T. 8. no haber lugar á la 
admisión de un recarso: 

«Considerando: que el quinto motivo de este re- 
ourso se fanda en la incompetencia de jurisdicción, 
cuya cuestión no ha sido debatida en el pleito, ni 
el recurrente dd pa en ól reclamación de ninguna 
clase en este sentido, por cuya razón, y con jo da 
á lo dispuesto en el núm. 5.” del art. 1.729 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, dicho motivo es inadmi- 
sible.» (Auto 5 Julio 18983,—Gac. 7 Octubre, p. 54.) 


xXx 


INADMISIÓN POR NO RESULTAR QUE EXISTE LA INCON- 
GRUENCIA DEL FaLLO CON LA DEMANDA (1) Y LAS 
EXCEPCIONES, EN CUYO SUPUR3TO SE FUNDA BL RE- 
CURSO (art. 1.729, núm. 8.9). 


Sentencia que absuelve de la demanda. 


(19 Noviembre 1801.) Siendo absolutorio el fallo 
recurrido, es notorio lo infundado de la alegación 
de on ra sncla puesto que al absolver de la de- 
manda el Tribunal ha declarado no ser procedentes 
las pretensiones del demandante. (Sent. 19 Noviem- 


—OÓtro caso: Auto 28 Diciembre 1891.—Gacts. 18 y 14 
Enero 1882, p. 8. 


x1 


INADMISIÓN POR REFERIRSE RL RECURSO Á LA APRECIA- 
CIÓX DE LA PRUEBA, BIN ADUCIR KRROR DK HECHO 
NI a (arts. 1.882, núm. 7.9, y 1,729, núme- 
ro 9.9). 


—A-— Documentos 6 actos auténticos: no lo son las 
manifestaciones del mismo recurrente. 


(6 Mayo 1801.) No tienen el carácter de documen- 
tos ó actos antónticos comprendidos en el núm. 7., 
art. 1.698 de la ley, las manifestaciones hechas por 
la misma parte recurrente. (Anto 8 Mayo 1891.— Qa- 
esta 19 Julio, p. 8.) 


—Qtros casos en autos de 27 Junio 1891, Gac. 7 Sep- 
tiembre, p. 27, y 18 Abril 1892, Gac. 17 Agosto, p. 18, 


—Bb -— Tampoco el apuntamiento del pleito ni los 
autos originales. 


(35 Mayo 1881.) El apuntamiento del pleito y los 
sutos originales no son los documentos Áá que se 
refiere para el caso el art. 1.699 de la 197 de Enjui- 
ciamiento civil en su núm. 7. (Auto 25 Mayo 1881.— 
Gac. 2 Julio, p. 15.) 


€ — Apreciación de la prueba testifical conforme 
á la ley de Enjuiciamiento y al Código civil. 

El T. S. no admite un recurso de casación en que 
se citaba como infringido el art. 659 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, al apreciar la sentencia la 
prueba testifical: 

«Considerando: que... no se cita precepto alguno 
sp pa concreto y determinado que pudiera haber 
sido infringido, por lo que no cabe admitir en esa 
parte el recurso con arreglo á Jo prescrito en el nú- 
mero 9.? del art. 1.729 de la ley antes citada.» (Auto 
5 Junio 1891.—Gac. 5 Septiembre, p. 28.) 


—Siendo la prueba testifical del criterio del jues 
Ó Tribunal «por la facultad que les concede el ar- 
tículo 659 de la ley procesal, no demostrándose que 
en el caso presente se haya faltado á regla alguna 
de crítica racional reconocida como tal ley ó juris- 
prudencia, ni cometido por tanto error de derecho 
mi de hecho, resultando este último de documentos 
Ó actos auténticos, por no serlo las declaraciones 
testificales, es evidente que el recurso... se halla 
comprendido en el núm. 9.* del art. 1.729 de la mis- 
as eN (Auto 19 Junio 18991.—Gac. Y Septiembae, 
pag. Y. 


(1) Véaseen el Dico., 5.* edición, la importante doctri- 
sa Pd y tistematizada en la p. 1.129 d 1.183 del 


a 


—Declara el T. S. no haber lugar á admitir un 
recurso de casación: 

«Considerando: que... se combate la apreciación 
que sobre la prueba testifical hace la Sala senten- 
ciadora en uso de las facultades que la confiere el 
art. 659 de la ley procesal, y en armonía con éste el 
1.248 del Código civil, no pudiendo invocarse útil- 
mente dioho precepto ni el del 660 de aquélla para 
demostrar que cometió error de derecho, y menos 
de hecho, ya que no se cita documento ni acto au- 
tóéntico que lo compruebe, cual en análogos casos 
tiene declarado este Tribunal; 

No ha lugar á admitir el recurso...» (Auto 9 Julio 


—Deulara el T.S.no haber lugar á admitir ciertos 
motivos de casación pórque se refieren á la apre- 
ciación de las pruebas é invocan la ley 82, tit. XVI, 
Part. 3.*, qne está derogada por el art. 659 de la de 
Enjuiciamiento civil. (Auto 5 Diciembre 1891.—Gace- 
ta 18 Enero 1893, p. 5.) 


—d — Las reglas de sana crítica no están en ley al- 
guna. 

(25 Enero 1892.) «El art. 659 de la ley de Enjuicía- 
miento civil no contiene precepto alguno conoreto 
y determinado que pueda ser violado, sino que, por 
el contrario, autoriza a los jueces ] Tribunales á 
que aprecien la fuerza probatoria de las declara- 
ciones de los testigos conforme á las reglas de la 
sana orítica, reglas que no se hallan especificadas 
en Fo alguna.» (Auto 25 Enero 1893.—(Gac. 8 Marso, 
p. 50.) 

—La misma doctrina: Auto 21 Marso 1892.-—Qace- 
tas 14 y 9 Abril, p. 96. 


—0O— Ineficacia de como reglas de sana crí- 
tica principios que oa da al en la jurtepru- 


(90 Noviembre 1891.) En recurso de casación in- 
terpuesto por D. Mateo Páramos, citaba éste como 
infringida la regla de sana orítica de que «estando 
acordes en un pleito las declaraciones de la casi to- 
talidad de los testigos, las posiciones absueltas por 
el demandante y el resultado de las certificaciones 
unidas á los autos, únicas pruebas en el asunto pre- 
sentadas, debe estarse al resultado de ellas y/no á lo 
contrario, no afirmado por ningún testigo, ni acre: 
ditado con ningún documento». 

El T. S. no admite este motivo: 

«Considerando que en el primer motivo se comba- 
te la apreciación de las pruebas hechas por la Sala 
sentenciadora, suponiendo que se ha infringido 
una regla de sana crítica, que no consta en ley ni 
jurisprudencia alguna, y que por tanto no existe 
error de derecho que nazca de indebida aplicación 
de una ni de otra, que es lo que podía legitimar por 
tal motivo la admisión del recurso.» (Auto 20 No- 
viembre 1881.—Gac. 15 Diciembre, p.188., 


— f — Más sobre reglas de sana critica. Prueba de pe- 


(18 Diciembre 1891.) No pueden citarse para fun- 
dar el recurso disposiciones legales taxativas de la 
rueba testifical, que están derogadas por el artíca- 
o 659 de la ley de Enjuiciamiento civil. La prueba 
ericial está reservada al criterio discrecional del 
ribunal sentenciador, puesto que el art. 832 deter- 
mina que los Tribunales no están obligados á suje- 
tarse al dictamen de los peritos. (Auto 18 Diciembre 
1891.—0ac. 13 Enero 1802, p. 6.) 


ss — Libertad en la apreciación de la prueba testi- 
(21 Junio 1891.) Por este auto declara el Tribunal 
Supremo nv haber lugar á admitir un recurso de 
casación, fundado en el art. 1.8%, núm. 7.*, de la le y 
de Enjuiciamiento civil, y en apoyo del cual se 1n- 
vocaban «la contradicción de los hechos ultimados 
en los considerandos de la sentencia recurrida y de 
la prueba testifical» que «la ley deja al criterio dis- 
crecional de los jueces y Tribunales, sin que quspa 
contra ella recurso de casación». (Auto 21 Junio 1893. — 
Gac. 5 Octubre, p. 46.) 


—h-— Apreciación del estado de fortuna de un litigan- 
te para la concesión del beneficio le pobreza. 

(11 Diciembre 1891.) Contra la apreciación discre- 
cional que haga un Tribunal de los signos exterio- 
res del estado de fortuna de un litigante en uso de 
la facultad que le concede el art. 17 de la ley, no 
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cabe reclamar en casación. (Auto 11 Diciembre 1981. 
Gac. 7 Enero 1892, p. 3.) 


—Otros casos iguales: Autos 13 Enero 1892, Gac. 16 
Febrero, p. 52; 27 Enero 1892, Gac. 3 Margo, p. 56, 18 
Mayo 1892, Gac. 17 OA O, p. 24, y 30 Septiembre 1892, 
Gac. 3 Diciembre, p. 75. 


Cartas no reconocidas. 


(17 Mayo 1892.) Las qartas no reconocidas no son 
documentos auténticos que demuestren la equivo- 
cación evidente del juzgador, sino medios de prue- 
ba no aceptados de contrario. (Auto 17 Mayo 1892.— 
Gac. 17 Agosto, p. 23.) 


Requisitos necesarios para que a sustan- 
cíarse el recurso fundado en egror cometido al apreciar 
la prueba. 


(25 Septiembre 1691.) No es admisible el recurso 
fundado en el art. 1.892, núm.7.%, cuando no se cita 
como infringida ley alguna relativa al valor de las 
pruebas, nise intenta demostrar con documentos ó 
actos auténticos la equivocación evidente del juz- 
o (Auto 25 Septiembre 1891.— Gac. 11 Octubre, 
p. 60. 

—Otros casos: Autos 30 Septiembre 1891, Gac. 3 No- 
viembre, p. 95; 2 Octubre 1891, Gac. 3 Noviembre, pá- 
g.na 96; 25 Septiembre 18891, Gac. 10 Diciembre, pági. 
na 107; 19 Octubre 1891, Gac. 11 Diciembre, p. 110; 28 
Noviembre 1891, Gac. 3 Enero 1892, p. 129; 25 Noviem- 
bre 1891, Gac. 3 Enero 1882, p. 129; 6 Diciembre 1891, 
Gac. 7 Enero 188, p. 1.*; 186 Diciembre 1891, Gac. 13 
Enero 1592, p. 6; 28 Diciembre 1891, Gac. 14 Enero 1892, 
p. 9,2 Enero 1592, Gac. 4 Febrero, p. 18; 9 Febrero 1892, 
Gac.3 Marzo, p. 57; 11 Febrero 1803, Gac. 91 Marzo, pá- 

ina 81; 17 Febrero 1892, Gac. 21 Marzo, p. 82; 22 Fe- 

rero 1692, Gac. 8 Abril, p. 88; 18 Marzo 1592, Gac. 14 
A bril, p. 96; 25 Mayo 1892, Gac. 28 Septiembre, p. 39; 8 
Junio 1892, Gac. 5 Octubre, p. 43; 30 Junio 1692, Gac. 7 
Octubre, p. 53; 6 Julio 1892, Gac. 7 Octubre, p. 55; 29 
das re 1692, Gac. 3 Diciembre, p. 75; 3 Octubre 
1892, Gac. 3 Diciembre, p. 77; y 56 Octubre 1892, Gac. 8 
Diciembre, p. 77. 
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Recursos de casación por quebrantamiento de forma 
en lo civil. 


ro 8.2, y 1.691 de la ley 
de Cuba y Puerto Rico). 

111.—Recursofundado en 
la denegación de dili.- 
gencias probatorias 
(art. 1.693, núm. 5.9). 

1V.—Recurso fundado en 
la incompetencia de 
jurisdicción del Tribu- 
nal (artículo 1.693, nú- 
mero 6.0), 


Y.— Recurso fundado en 
la falta de personali- 
dad de las partes ó de 
los procuradores que 
las representan (artícu- 
lo 1693, caso 2.9). 

11.—Recurso fundado en 
la denegación del reci- 
bimiento á prueba en 
alguna de las instan- 
cias (arts. 1.8%, núme- 
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RECURSO FUNDADO EN LA FALTA DE PERSONALIDAD DE 
LAS PARTES Ó DE LOS PROCURADORES QUE LAS REPRE- 
SENTAN (art. 1.693, caso 2.0). 


—0— Diferencia entre la falta de acción y la de per- 
sonalidad. 


(5 Mayo 1891.) D. José Gálvez, como heredero de 
D. José Arias, entabló demanda ordinaría en súpli- 
ca de que se declarase nala una sentencia de rema- 
te dictada contra su causante. Opuso el demanda- 
do la encon ión de falta de personalidad por no 
justificar el actor el carácter que se atribuía; y 
en definitiva recayó sentencia declarando que la 
ejecución no adolecía de vicio alguno y que Gálvez 
no tenía personalidad para reclamar contra ella. 
El demandante interpuso recurso de casación por 
el quebrantamiento de forma del art. 1.6%, núm. 2.9, 
de la ley de Enjuiciamiento civil, y el T. S. declara 
no hxber lugar: 

«Considerando que la falta de personalidad que 
como base de casación por quebrantamiento de for- 
ma se establece en el núm. 2.* del art. 1.693 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, se refiere 4 la falta de las 
condiciones y requisitos que para comparecer en 
juicio se expresan y prescriben en la sección prime- 
ra de dicha ley, arts. 2.2 y sigts.; pero no á la falta 
de acción ó derecho para pedir que entraña una 
cuestión de fondo como sucede en el presente caso, 
en que se exige al recurrente que justifique su cali- 
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dad de heredero, que en atención á lo expuesto solo 
puede dar lugar á nn recurso por infracción de ley 
y nunca al de quebrantamiento de forma que es la 
a ES (Sent. 5 Mayo 1891.—Gac. 25 Julio, pk 
gina 18. 


—Otros casos en sents. de 26 Mayo 1891, Gac. % de 
Julio, p. 15;80 Octubre 1891, Gac. 11 Diciembre, pági- 
na 115; 14 Noviembre 1891, Gac. 12 Diciembre, pági- 
na 123; 26 Enero 1892, Gac. 3 Marzo, p. 55. 


—b-— Personalidad de los curadores nombrados asn- 
ve es Código civil para representar d los menores de 
edad. 


(27 Junio 1891.) Seguidos autos ejecutivos contra 
el menor Ricardo Merladet, representado por sa cu- 
rador ad litem D. Vicente Masso, recayó sentencia 
de remate en dos instancias Contra la dictada en 
la segunda interpuso el curador recurso de casación 
fandado en el núm. 2.? del art. 1.693 de la ley de En- 
juiciamiento civil, toda vez que D. Vicente Masso no 

abía tenido personalidad desde la publicación del 
Código civil, para representar al menor D. Ricardo 
Morladet, según se prevenía en las disposiciones 
transitorias del referido Código, puesto que 4 todo 
el mundo constaba la desaparición de las instita- 
ciones de la curatela y susustitución por otras más 
en armonía con las necesidades de la vida moder- 
na, y que por tanto, la persona que como curador 
había representado á D. Ricardo Merladet habis 
carecido de perscnalidad para ostentar tal repre 
sentación desde el momento en que fué ley el Códi- 
go civil... El T. S. declara no haber lugar: 

«Considerando que no existe la falta de persons: 
lidad alegada por D. Vicente Masso, curador ul 
litem del menor D. Ricardo Merladet, pues si bien 
fanda en ella la nulidad del juicio, sin embargo él 
ha sostenido en el mismo los derechos del ejevnata- 
do, con arreglo á las disposicioces entonces vigen- 
tes, sin pretender justificar que haya existido cura: 
dor ad bona, que implicaria la cesación del curador 
para pleitos: , 

Considerando que la 8.* disposición transitoria del 
paro civil dispone que los tutores y curadores 
nombrados bajo el régimen de la legislación ante 
rior J con sujeción Á ella, en cuyo caso se encuen: 
tra el recurrente, conservarán su cargo, sometión: 
dose en cuanto á su ejercicio á las disposiciones 
del Código, sin que el recurrente practicase ninga 
na gestión de aquellas á que daba lugar dicho Có- 
digo.» (Sent. % Junio 1891.—Gac. 7 Septiembre, p4+ 
gina 28.) 


—e— Cuestión sobre si es deficiente un poder por m0 
rad la presentación de la cédula personal otor- 
gante. 


(22 Abril 1893.) «La falta de presentación de la cé- 
dula personal del otorgante de una esoritura pi: 
blica no entraña su nulidad, porque además de no 
existir ley alguna que así lo declare, no supone ls 
falta de identificación de la persona del otorgante. 
habiéndose limitado las disposiciones por que * 
rige el impuesto de cédulas personales de carácte: 
puramente fiscal á conminar al otorgante y al no: 
tario que prescinden de su exhibición con determi 
nadas multas al fin único de asegurar la cobranss 
E SO (Sent. 224 Abril 18982. — Gac. 17 Agor 

o, p. 18.) 4 


— d — Falta de personalidad que fué objeto de ezcep 
ción en la contestación d la demanda, pero no de alegs- 
ción en la segunda instancia, donde debió reproducirt 
por cualquier medio. h 


(25 Junio 1892) Entablada demanda por los hers 
deros del marqués de la Real Proclamación contra 
los de D. José María Villarnobo, sobre pago de ps 
sos, los demandados opusieron en la contestación 
las excepciones dilatorias de falta de personalidsi 
en el actor y litis pendencia. El Juzgado denegó 15 
EP y estimó la segunda; y habiendo apelado 

el fallo la parte actora, la Audiencia de la Habs 
na revocó la sentencia, declaró no haber lugar Í 
ninguna de las dos excepciones y estimó las pretet 
siones del demandante. Los demandados interpr 
sieron recurso de casación fundado en el núm. 2. 
artículo 1.691 de la ley de Enj. civil de Cuba y Pues 
to Rico, por carecer de personalidad sus adverst- 
rios, como los recurrentes habían alegado en la co8: 
testación á la demanda «reproduciendo tal excepción 
en el acto de la vista en la segunda instancia». El Tr: 
bunal Supremo declara no haber lugar al recors: 
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«Considerando que según lo dispuesto en el artícun- 
lo 1.694 de la ley de Enjuiciamiento civil, modificada 
para Cuba, para que puedan seradmitidos los recur- 
sos de casación fundados en quebrantamiento de 
torma, será indispensable que se haya pedido la sub- 
sanación de la falta en la instancia en que se come- 
tió, y si hubiere ocurrido en la primera que se haya 
reproducido la petición en la segunda, conforme á 
lo prevenido en el art. 853: 

onsiderando que si bien el demandado, hoy re- 
currente, en el escrito de contestación á la deman: 
da, propuso la excepción dilatoria de falta de per- 
sonalidad en el actor, no reprodujo esa petición en 
la segunda instancia, como debió hacerlo por cual- 
quiera medio (1), de modo que la Sala sentenciado- 
ra no pudo apreciar la excepción ni resolver acerca 
dela falta que pudiera haberse cometido en la pri.- 
mera instancia, no habiendo incurrido, por tanto, 
la sentencia en el quebrantamiento de forma que 
sirve de fundamento al recurso interpuesto.» (Sen- 
tencia 25 Junio 19892.—Gacs. 5 y 7 Octubre, p. 48.) 


— € — La excepción de falta de personalidad es pro- 
cedente en el juicio ejecutivo suscitado sobre abono de pa- 
garés no mercantiles, y sino se utilizó el recurso funda- 
do en ella, no puede interponerse tampoco en el juicio or- 
dinarío promovido después. 


(9 Julio 1892.) Seguido juicio ejecutivo contra don 
Narciso Teixidor á instancia de la razón social To- 
rra y San, sobre cobro de un pagaré, el demandado 
pro uso á su vez demanda ordinaria para que se 

eclarase nulo el procedimiento por no haber teni.- 
do la Compañía personalidad para interponerlo. 
D. Nicolás Tous, endosatario del pagaré, contra 
quien se dirigió la demanda, pidió que se le absol- 
viera de ella, á lo que accedió la Audiencia de Bar- 
celona, contra cuyo fallo interpuso Teixidor recur- 
so de casación al cual declara el Tribunal Supremo 
no haber lugar: 

«Considerando que la falta de personalidad en que 
se funda el recurso se refiere á la Sociedad Torra y 
San, que no.es parte en este pleito, pero lo fué en el 
ejecutivo instado por la misma contra D. Narciso 
Teixidor Á virtud del pagaré expedido por el mismo 
á la orden de D. Magiín Alegre: 

Considerando gus si bien en dicho ejecutivo se 
alegó la expresada excepción de falta de personali.- 
dad de la Sociedad actora y fué desestimada, no se 
utilizó por la representación del deudor ó librador 
el correspondiente recurso de casación porquebran- 
tamiento de forma; y no procede ahora, por tanto, 
dicho recurso, con mayoría de rasón cuando se tra - 
ta de distinto pleito dirigido á que se revoque ó deje 
sin efecto la sentencia de remate dictada en el an- 
terior, sin haber sido demandada la dicha Socie- 
dad, aunque lo sea su cesionario D. Nicolás 'Foux: 

Considerando que es evidente que Teixidor pudo 
utilizar dicho recurso de casación en el juicio ejeca- 
tivo, puesla disposición del art. 1.465 de la ley de 
Enjuiciamiento civil no comprende los pagarés á la 
orden anteriores al nuevo Código de Comercio, á 
menos que procedan de operaciones mercantiles, lo 
cual no consta respecto 
lo mismo pertenecen áÁ la clase de simples % comu- 
nes.» (Sent. 9 Julio 1892.-—Qac. 20 Octubre, p. 60.) 
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XMECURSO FUNDADO EN LA DENEGACIÓN DEL RECIBIMIEN- 
TO ÁPRUEBA EN ALGUNA DE LAS INSTANCIAS (artícu- 
A núm. 3.%, 1.691 de la ley de Cuba y Puerto 

co). 


Prueba de tachas de testigos artículada dentro del tér- 
mino probatorio y denegada indebidamente porque el 
paro debió prorrogarse para el solo efecto de practi- 
earla. 


(8 Octubre 1892.) Contra sentencia de remate dio- 
tada cuntra D. Manuel Trueba en un juicio ejecuti.- 
vo seguido en rebeldía del demandado á instancia 


(1) Porcualquiera medio, dice el considerando: locu- 
ción Cuando menos impropia, porque no hay otro medio 
de deducir solicitudes en los juicios que el Ajado por las 
leyes de Enj. cívil. En el caso de autos debió reproducir- 
se la excepción de impersonalidad por medio de otrosí 
en el escrito de instrucción, de acuerdo con lo que previene 
el art. 859 de la ley de la Península (858 de la de Cuba y 
Puerto Rico); no bastando la alegación en el acto de la 
vísta y que el recurrente asegura haber formulado. 


el de Teixidor, y que por 
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de la Real Casa de San Juan de Recogíidas, propuso 
Trueba el recnrso de rescisión 6 audiencia contra el 
fallo y presentó testigos para acreditar que cuando 
se promovió el procedimiento en la Habana él esta.- 
ba en Europa. El último día del término de prueba, 
la casa de Recogidas manifestó que «ejercitando el 
derecho que le concedía el art. 650 de la ley de En- 
juiciamiento civil, tachaba en tiempo y furma á los 
testigos presentados de contrario, por hallarse cum - 
prendidos en los incisos 3. y 5.% del art. 659 de la re: 
ferida ley, pidiendo que se diera traslado á la ropre- 
sentación de Trueba, y por un otrosí que se abriera 
el juicio á prueba por el término que la Sala oreye- 
ra procedente. 

Desestimada esta pretensión, suplicado sin éxito 
el auto denegatorio de ella y declarado en definiti- 
va haber lugar al recurso de audiencia contra la 
sentencia de remate, interpuso la Casa de Recogi- 
das recurso de casación, al cual declara el T.S. ha- 
ber lugar: 

«Considerando que al denegar la Sala sentencia- 
dora la prueba de tachas presentadas por una de 
las partes, fundándose en el art. 752 de la ley de En- 
juiciamiento civil para las islas de Cuba y Puerto 
Rico. no obstante haberse solicitado dentro del tér- 
mino probatorio por no haber tiempo para recibir- 
lo dentro de él, infringió las disposiciones del ar- 
tícalo 699 de la roferida ley, en armonía con el 681, 
que declara prorrogable el expresado término para 
el solo efecto de la prueba de tachas, incurriendo 
en su virtud en el quebrantamiento de forma á que 
se refiere el núm 3.* del art. 1.691.» (Sent. 8 Octubre 
1892. —Gac. 8 Diciembre, p. 79.) 
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RECURSO FUNDADO EN LA DENEGACIÓN DE DILIGENCIAS 
PROBATORIAS (art. 1.893, núm. 5.0). 


Prueba importante denegada en la primera instancia y 
para cuya prácisca debió abrirse el juicio d ese trámite 
en la segunda, 


(28 Octubre 1891.) Prevenido el juicio voluntario 
de testamentaría de D. Manuel Boán á instancia de 
su hijo D. Antonio, el hermano de éste D. Jesús, de- 
dujo demanda incidental pidiendo la suspensión de 
todo procedimiento, por haberse ya practicado la 
división de la herencia y hallarse cuda participe 
posesionado de su porción. Don Antonio negó toda 
eficacia al reparto, y en el trámite de prueba solisi- 
tó que se dea Hd suplicatorio á la Audiencia de lo 
criminal de Lugo, para que testimoniara lo que 
habían declarado en cierta causa D. Jesús y los de- 
más herederos acerca de si la herencia se hallaba ó 
no indivisa. Denegada esta prueba, dictada senten- 
cia y apelada para ante la Audiencia de la Coruña, 
compareció en este Tribunal D. Antonio pidiendo 
que se recibieran los autos á prueba para practicar 
la que eljues desestimó. Negó la Superioridad el 
trámite y dictó sentencia cunfirmando la apelada; 

or lo que D. Antonio interpuso recurso de casación 

undado en el art. 1.693, núm. 5. de la ley de Enjui.- 
ciamiento civil. El T.S. casa y anula el fallo recu- 
rrido, visto el citado precepto, el del núm. 1.”, ar- 
tículo 862 de la propia ley, y 

«Considerando que la diligencia de prueba pro- 
puesta por el recurrente era e por referir- 
se á hechos propios y ciertos de los litigantes, rela- 
cionada con el estado de los bienes que se litigan, 
esto es, si están divididos y adjudicados ó si conti- 
núan proindiviso: 

Considerando que atendidas las circunstancias ex- 
puestas, la falta de la diligencia de prueba propues- 
ta por el recurrente ha podido producir su indefen- 
sión, habiendo incurrido la Sala en el quebranta- 
miento de forma previsto en el citado núm. 5.” del 
art. 1.693 por haber denegado una diligencia de prue- 
ba admisible según las leyes.» (Sent, 28 Octubre 1891. 
Gac. 11 Diciembre, p. 115.) 


AV 


RECURS0 FUNDADO EN LA INCOMPETENCIA DE JURISDIC- 
CIÓN DEL TRIBUNAL (art. 1.693, núm. 6.9). 


—a — Competencia del juez del domicilio del marido 
para conocer del depósito y alimentos provisionales pe- 
didos por la mujer no separada legalmente de su esposo, 
aunque residente en lugar distinto. 


(16 Abril 1891.) Doña Dolores Llanes nació y vivió 
en su casa, calle de las Coles, núm. 3, Tarragona. 


. licitando s 
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Allí continuó morando después de casada, junta- 
mente con su marido D. Francisco Torréns, y allí 
nacieron los cuatro hijos que tenía. En 1889 acudió 
al Juzgado de la ciudad alegando que su marido la 
había abapdonado hacía más de cuatro años, y 5B0- 
depósito para entablar el divorcio, y la 
asignación de alimentos provisionales. Constituida 
en depósito provisional, ratificado éste y señalada 
á la interesada la pensión alimenticia de 750 pese- 
tas mensuales. se notificaron á Torréns estos pro- 
veidos por medio de exhorto dirigido 4 Manresa, 
donde dicho señor residía y se hallaba inscrito como 
vecino. Propuso el mismo la inbibitoria ante el Juz- 
gado de la propia ciudad, el de Tarragona confirió 
traslado á doña Dolores, que lo evacuó sosteniendo 
que su marido no podía EOOrES al domicilio que 
había constituido, sobre la base de las relaciones 
ilícitas que venía sosteniendo á más de abandonar 
á su mujer; y después dictó auto declarándose com- 
petente. Elovadas las respectivas actuaciones á la 
Audiencia de Barcelona, una Sala de lo civil deci- 
dió el conflicto á favor del Juzgado de Tarragona 
por sent. de 6 de Junio de 1890, contra la cual inter- 
puso Torréns recurso de casación, manifestando 
que hacía uso al interponerlo del derecho que con- 
cede el art. 106 de la ley de Enj. civil, según el cual, 
contra las sentencias de las Audiencias en que se 
deciden cuestiones de competencia, se da recurso de 
casación ee quebrantamiento de forma después de 
fallado el pleito en definitiva, siendo el pleito ya 
fallado en definitiva en el presente caso, el expe- 
diente de jurisdicción voluntaria sobre depósito de 
doña Dolores Llanes, definitivamente terminado 
con el auto y diligencia de ratificación de depósito 
de 31 de Enero último, y fundado en el caso $, del 
art. 1.693 de la ley de Enjuiciamiento civil, por razón 
de la incompetencia de jurisdicción declarada en la 
sentencia recurrida. El T. S. declara haber lugar al 
recurso: 

«Considerando que, según el art.106 de la ley de 
Enj. civil, contra las sentencias de las Audiencias 
en aos se deciden cuestiones de competencia, sólo 
se da el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma después de fallado el pleito en definitiva, 
y que, en el caso presente, no sólo estaba fallada, 
sino ejecutada la resolución referente al depósito, 
o ejecución la relativa á alimentos provisiona- 

es acordados en el mismo expediente, las cuales 
motivaron la cuestión de competencia que resuelve 
la sentencia recurrida: 

Considerando que, conforme al núm. 20 del ar- 
tículo 63 de dicha ley, en los depósitos de personas 
es juez competente el que conozca del pleito ó cau- 
sa que los ON cuando no hubiese autos ante- 
riores, lo será el del domicilio de la persona que 
deba ser depositada; añadiendo el art. 64 que el do- 
micilio de las mujeres casadas que no estén separa- 
das legalmente de sus maridos es el que éstos 
tengan: 

Considerando que en elcaso de que se trata no 
existían autos anteriores, siendo el domicilio del 
marido la ciudad de Manresa, y que no estando se- 
parada legalmente la esposa de aquél, no debe in- 
terpretarse ni extenderse el precepto de la ley, cual 
se hace en la sentencia, para sentar que el domicí- 
lio de la esposa sea distinto del de su marido, pues- 
to que la separación no legal de los cónyuges no 
debe ser tenida en cuenta para los efectos legales 
que ne retenden.» (Sent. 15 Abril 1891.—Gac. 26 Jn- 
10, p. 12.) 


—bh— Incompetencia por razón de la materia. 


(8 Julio 1892.) A Ia 4 D. Antonio Alcalá 
una casa de doña Irene Carmona, en expediente 
administrativo de apremio, propuso demanda de 
desahucio contra dicha señora; y convocadas las 
partes á juicio verbal, alegó la demandada que te- 
nía pedida ante la Administración la nulidad del 

rocedimiento ejecutivo y que el desahucio que de 

l era consecuencia, se hallaba subordinado al ex- 
pediente que había incoado, por lo cual los Tribu- 
nales carecían de competencia para decretarlo. Es- 
timada en definitiva la demanda de desahucio, in- 
terpuso doña Carmen recurso de casación, fundado 
en el núm. 6.%, art. 1.693 de la ley de Enj. civil. El 
Tribunal Supremo declara no haber lugar al re- 
CUFrSBO: 

«Considerando que no es de aplicación al caso el 
núm. 6. del art. 1.698 de la ley de Enj. civil, único 
que se invoca en apoyo de este recurso por que- 


brantamiento de forma, en atención á que la in- 
competencia alegada se halla comprendida en el 
núm. 8. del art. 1.691, pues según el mismo recu. 
rrente, lo es por razón de la materia, en cuyo con- 
cepto reclamó el conocimiento de las autoridades 
administrativas en el presente pleito.» (Sent. 8 Ju- 
lio 1892.—(Hac. Y Octubre, p. 55.) 


—€e — Incompetencia de los jueces municipales para 
conocer del desahucio cuando no invoca el demandante 
un contrato de arrendamiento y el demandado venia po- 
seyendo la finca en precario (1). 


(28 Septiembre 1892.) Don José y D. Adriano Fer- 
nández se reconocieron deudores de D. Fermin GQar- 
cía de las Cuevas, y para pago del débito le ad- 
judicaron una casa en Sahagún. Cuevas entabló 
demanda de desahucio contra D. Adriano, que ocu- 
paba la finca, el cual opuso sin resultado, la excap- 
ción de incompetencia por parte del juez munici- 
el ente quien su adversario había deducido su so: 

iciítud. Desestimada en definiva la excepción y 
dictada sentencia por dicho juez y en alzada por el 
de 1.* instancia, declarando haber lugar al desabu- 
cio, interpuso D. Adriano recurso de casación por el 
rd de forma del núm, 6., art. 1.698 

e la ley de En). civil. El T. S. casa y anula el fallo, 
dejando siz efecto todo lo actuado: 

«Considerando que, según el art. 1.562 de la ley de 
Enj. civil, los jueces municipales conocen en pri - 
mera instancia de los desahucios cuando las de- 
mandas se fundan en causas referentes al contrato 
de arrendamiento, que en el presente caso no ha 
existido, ni pertenece la finca á la clase de las ex- 
ceptuadas, poseyendo el demandado en precario la 
de que se trata, sin pagar renta algana, y que por 
ello compete el conocimiento del asunto al juez de 
primera instancia de Sahagún, siendo indudable el 
quebrantamiento de forma que se alega en el re- 
o le 286 Septiembre 1892.—Gac. 8 Diciem- 

re, p- 


—d — La acción reclamando réditos vencidos de un 
censo 6 intereses de demora, es personal, aun cuando el 
demandante la califique de otra suerte, y se halla someti- 
da, para los efectos de la competencia, á la regla 1.*, ar- 
tículo 62 de la ley de Enjuiciamiento (2). 


(11 Octubre 1892.) La casa de San Juan de las Re- 
cogidas de la Habana entabló demanda ejecutiva 
contra doña Luisa Mesa, reclamando el pago de 
pensiones vencidas de un censo impuesto sobre un 
cafetal sito en el partido de Banta, y nlegando ejer- 
citar la acción real correspondiente. Doña Luisa 
opuso la excepción de incompetencia de los Jusga- 
dos de la Habana, porque correspondía conocer de 
la demanda al de Bejucal, cuyo término pertene- 
cía Banta. Dictada sentencia de remate, interpuso 


: doña Luisa recurso de casación, al cual declara el 


T. S. no haber lugar: 

«Considerando que fuera cual fuese el nombre 
que en la demanda se diera á la acción ejercitada 
en la misma, es lo cierto que merece la calificación 
de personal, puesto que dirigida contra doña Luisa 
Mesa. poseedora de la finca afecta 4 un censo cons 
tituído en escritura otorgada en la Habana, tenis 
por objeto reclamar réditos vencidos ó intereses de 

emora, y en tal concepto no es posible desconocer 
el repetido carácter con arreglo 4 la buena dootri- 
na y á lo que este Supremo Tribunal tiene ya de: 
clarado: 

Considerando, por tanto, que tiene perfecta na 
cación al caso la que se ha hecho de la regla 1.* del 
art. 62 de la ley de En). civil, porque no habiéndose 
fijado precisamente el punto en que debía cumplir- 
se la obligación, quedo al arbitrio del demandante 
elegir el juez del lugar del contrato ó el del domiei- 
Jio de la demandada, que ha sido el elegido, sin que 
se haya quebrantado la forma del procedimiento Á 

ue se refiere el recurso.» (Sent. 11 Octubre 188%.— 
ac. 3 Diciembre, p. 80.) 


(1) Véase el epígrafe JUICIO DE DESAHUCIO en los Re- 
pertorios alfabéticos le los Apa. de 1893 d 1896. 

(2) Véase en el Ap. de 1896, p. 569, la sentencia tm- 
portante de 17 Noviembre 1896, confirmatoria de la doc- 
trina arriba declarada. 
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Recurso de casación contra las sentencias de amigables 
componedores. 


RECURSO FUNDADO EN QUE LOS AMIGABLES COMPONR- 
DORB8 RESOLVIERON PUNTOS NO SOMETIDOS Á 8U DE- 
CISIÓN (art. 1.691, núm. 8.9). 


Cuestión relativa d sí el laudo había de aceptar necesa- 
riamente el resultado de un aprecio pericial, ó podía 
prescindir de el. 


(6 Julio 1891.) Muerto D Salvador Olivella y Gui.- 
lamany, surgieron entre sus descendientes ciertas 
diferencias sobre la distribución del caudal relic- 
to..., y para resolverlas otorgaron escritura de con1- 
promiso, sometióndolas á tres abogados que desig- 
naron como amigables componedores, los cuales, á 
virtud del pacto 8”, decidirían todas las cuestio- 
nes, así capitales como incidentales de ellas, sobre 
el lr ardor hereditario; para fijar el qué se pro- 
cederia á justiprecio, que practicarían los tres pe- 
ritos que en la misma escritura se expresaron, fa- 
cultándose á los cada delle cormponedores para or- 
denar todas las pruebas condurentes Áá los efectos 
del compromiso, en el modo y forma que para los 
juicios admite la ley de Enjuiciamiento civil. Los 
peritos no estuvieron conformes en la determina- 
ción del valor de la herencia, que dos de ellos apre- 
ciaron en menos que el otro; por lo cual los arbi- 
tradores, sin sujetarse á ninguno de ambos cál- 
culos y estableciendo el promedio de la diferencia 
que entre ellos mediaba, asignaron al caudal el im- 
porte de 362.198 ptas. 18 cénts., y pronunciaron su 
sentencia haciendo las correspondientes adjudica- 
ciones, etc. Uno de los interesados, D. Salvador Oli- 
vella y Casanovas, interpuso recurso de casación, 
fundado en el motivo 8.*, art. 1.691 de la ley de En- 
juiciamiento civil, por haber resuelto el laudo un 

unto no sometido á los jueces, cual era el valor de 

a herencia, que se habia confiado á los peritos que 
designó, la escritura de compromiso. El T.S. declara 
no haber lugar: 

«Considerando que fundado el presente recurso 
en haber resuelto los amigables componedores puan- 
tos no sometidos á su decisión, por cuanto se han 
O del dictamen de los peritos respecto al 
valor de la herencia, restricción 6 limitación no 
sólo no consignada por pacto expreso en la escritu- 
ra de compromiso y nombramiento de aquéllos, 
sino que por el contrario, en la misma se dice ter- 
minantemente que los amigables componedores 
quen facultados para ordenar la práctica de to- 

as las prnebas que interesen á los efectos del com- 
promiso en la forma y modo que para los juicios 
admite la ley de Enjuiciamiento civil; demostran- 
do, porlo tanto, que con arreglo al compromiso el 
dictamen de peritos no tiene otro alcance que el 
medio de prueba que la dicha ley establece, defini- 
do en su art. 632, disposición que no obliga á los 
jueces y Tribunales á sujetarse al dictamen de pe- 
ritos: 


Considerando en el expresado concepto, que sien» * 


do tan generales y amplias las facultades otorga- 
das á los amigables componedores, no puede apre- 
ciarse fandadamente limitación alguna que no 8648 
expresa y terminante, y mucho menos una tan esen- 
cial como la alegada; pues enla dicha escritura de 
compromiso y su apartado sexto, los amigables 
componedores quedan facultados para resolver to- 
das las cuestiones, así capitales como incidentales 
y emergentes de ellas, que refiriéndose á cualquiera 
otro derecho de las partes sobre el patrimnnio de 
D. Salvador Olivella y Guilamany les formulen las 
mismas por escrito: 

Considerando que en el laudo recurrido, apare- 
cen resueltas con precisión y claridad las cuestio- 
nes todas sometidas á la decisión y fallo de estos 
jueces amigables componedores, y que es en aten- 
ción A lo expuesto improcedente el recurso por no 
ser aplicable al mismo la causa 3.* del art. 1.691 de 
la ley ya citada, invocada en su apoyo.» (Sent. 6 
Julio 1891.—Gacs. 7 y 18 Septiembre, p. 80.) 


Recurs»s de casación por quebrantamiento de forma 
en lo criminal. 


1.—Doctrina sobre dene- 


gación dediligencias de 
prueba pertinentes pro- 
uestas en tiempo y 
orma, y en la negativa 
del presidente á que los 
testigos contestaran 
preguntas pertinentes 
y de manifiesta infiuen- 
cia en la causa (art. 911, 
núme. 1.? y 3. de lasle- 
yes de la Peninsula y 
Cuba, y Puerto Rico). 


se rechazó, no obstan- 
te haberse intentado 
en tiempo, y fundádo- 
se en causa legal (ar- 
tículo 912, núm. 5. ). 


VII. — Recurso fundado 


en que el presidente 
formuló preguntas in- 
debidas para que las 
absolvieran los jura- 
dos, ó no admitió otras 
ertinentes, ó en que 
as redactadas son de- 


11.—Faltadecitación del 
procesado (art. 911, nú- 
mero 2,”, y regla 61, cn- 
80 3.0, de la ley provisio- 
nal para la aplicación 
del vód. penal de Cuba 
y Puerto Rico). 

111.—Recursos fundados 
en que la sentencia no 
expresa clara y termi- 
nantemente los hechos 
probados, ó en que exis- 
te contradicción entre 
ellos (art. 912, núm, 1.9). 

1V.—Recurso fundado en 
que la sentencia no re- 
suelve sobre todos los 
puntos objeto de la acu- 
sación y de la defensa 
(art. 912, núm. 2.9). 

V.—Recurso fundado en 
que la sentencia pena 
un delito más grave que 
el que fué objeto de la 
acusación (art. 912, nú- 
mero 3.9). 

VI.—Recurso fundado en 
que concurrió á dictar 
sentencia algún magis- 
trado cuya recusación 


1 


DOCTRINA SOBRE DENEGACIÓN DE DILIGENCIAS DE 
PRUEBA PERTINENTES PROPUESTAS EN TIEMPO Y FOR- 
MA, Y EN LA NEGATIVA DEL PRESIDENTE Á QUE LOS 
TESTIGOS CONTESTARAN PREGUNTAS PERTINENTES Y 
DE MANIFIESTA INFLUENCIA EN LA CAUSA (art. 911, 
núme. 1.? y 3.? de las leyes de la Península y Cuba 
y Puerto Rico). 


—aAa — Prueba consistente en preguntar la defensa d 
los testigos presentados por la acusación. 


(17 Enero 1890.) En causa seguida contra Basilio 
Montes de Oca, por robo, la defensa de este procesa- 
do manifestó en su escrito de conclusiones que como 
medio de prueba se proponía aprovecharse de los 
mismos testigos presentados por el Ministerio fiscal, 
á los que se reservaba preguntar y repreguntar. La 
Audiencia de la Habana no admitió este medio de 
prueba por no haberse formulado con arreglo al ar- 
tículo 658 de la ley, y en su día dictó sentencia con- 
denatoria, que impugnó Montes de Oca por el que- 
brantamiento de forma, previsto en el art. 911, nú- 
mero 1. El T. S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que la prueba propuesta á nombre 
del procesado Montes de Oca de preguntar á los tes- 
tigos que presentara el Ministerio fiscal era perti- 
nente, y sancionado además ese derecho en el ar- 
tículo 703de dicha ley; y por tanto, al rechazar la 
Sala sentenciadora aquel medio de prueba, incurrió 
en el quebrantamiento de forma previsto en el caso 
antes menciunado...» (Sent. de 17 Enero 1890.— Gac. 4 
Octubre 1891, p. 45.) 


ficientes % defectuosas 
(arts. 77 y 119, núm. 9,, 
de la ley del Jurado). 

VIII.—Recursos inter- 
puestos sobre devolnu- 
ción del veredicto de- 
fectuoso al Jurado (ar- 
ticulos 111 y 119, núme- 
ro 2.0), 

IX.—Filipinas: Autos de 
sobreseimiento provi- 
sional: Condena en cos- 
tas á persona que no 
fué parte en la causa. 

X.—Cita del caso del ar- 
tículo 849 de la ley.—El 
error en la alegación 
obsta á la admisión del 
recurso, lo mismo que 
la incongruencia entre 
la cita y las infraccio- 
nes alegadas á la omi- 
sión de la cita. 

X1I.—Motivos: No pueden 
fundarse en la infrac- 
ción de leyes procesales 
ni de la jurisprudencia, 
y han de citarse explí- 
citamente las leyes pe- 
nales infringidas. 


—bye-— No es quebrantamiento de forma la neg a- 
tiva d suspender el juicio por no estimar necesaria la 
declaración de un perito ó testigo que no comparece. 


(20 Enero 1890.) Declara el T.S, no haber lugar á 
uN recurso: 

«Considerando que no es aplicable al caso presen- 
te la disposición del art. 911... porque el Tribunal 
sentenciador admitió sin restricción de ningún gé- 
nero la (prueba) ofrecida por el recurrente: 

Considerando que el particular sobre que versa la 
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reclamación objeto del recurso de que se trata, 08 
de muy distinta indole, puesto que se refiere Áá no 
haberse accedido á la suspensión del juicio oral que 
se estaba celebrando, por no haberse estimado ne- 
cesaria la declaración del perito que no había com- 
parecido, en vista del resultado que ofrecían las 
ruebas que ya se hablan practicado, obrando asi 
a Audiencia en uso de la facultad discrecional otor- 
ada en el núm. 32 del art. 748 de la ley ya citada; 
de lo que se desprende que no quebrantó forma al- 
una esencial del procedimiento.» (Sent. 20 Enero 
de 1890.— Gac. 2 Octubre 1891, p. 46.) 


—Otro caso en sentencia de 28 Febrero 1890, con 
solo la diferencia de que el motivo del recurso fué 
la negativa á suspender el eo por no haber sido 
posible encontrar á uno de los testigos. (Guc. 11 Oo- 
tubre 1891, p. 56.) 


—La misma doctrina: Sents. de 3 Enero 1891, Gac. 8 


Marzo 1892, p. 60; 7 Enero 1891, Gac, 6 Marzo 1892, pá- 
gina 62; 9 Enero 1891, Gac. 8 Marzo 1592, p. 63; 5 Febre- 
ro 1891, G:c. 8 Marzo 1892, p. 71, y 3 Abril 1891, Gac. 29 
Julio 1893, p. 11. 


—d— Prueba de testigos: La ezpresión del pueblo 
donde éstos residen y están avecindados basta para dar 
por cumplido el art. 656 de la ley. 


(25 Enero 1890.) En causa sobre expendición de 
billetes falsos, el Ministerio fiscal, en su escrito de 
conclusiones, propuso prueba de testigos, acompa- 
ñando lista de cuatro, respecto de los cuales expre- 
só «que eran vecinos y residentes en el Surgidero». 
La Audiencia de la Habana no admitió esta prueba 
y dictó sentencia absolutoríia, contra la cual inter- 
puso recurso de casación el fiscal por quebranta- 
miento de forma del art. 911, núm. 1.9 de la ley. El 
T. 8. casa y anula el fallo: 

«Considerando que el art.65 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal ordena que en las listas de peritos 
y testigos que presenten las partes se exprese su do- 
micilio ó residencia; y habiendo el fiscal en el pre- 
sente caso manifestado que los cuatro testigos de 
que intentaba valerse eran vecinos y residentes en 
el Surgidero de Batabanó, dicho funcionario cum- 
plió con el precepto referido, y por ello la Audien- 
cia, que ha estimado lo contrario denegando, en su 
virtud, una prueba pertinente, ha incurrido en el 
quebrantamiento de forma alegado en este recur- 
80.» (Sent. 25 Enero 1890.—Gac. 2 Octubre 1891, p. 48.) 


—e-— Cuando no s8e abre el juicio oral no puede ale 
garse fundadamente la denegación de prueba como moti- 
vo de casación. 


(29 Enero 1890.) Contra cierto auto de sobresei- 
miento libre, dictado por la Audiencia de San Se- 
bastián, interpuso recurso de casación el acusador 

rivado, invocando el art. 911, núm. 1.* de la ley de 
Enj. criminal. El T. S. declara no haber lugar: 

«Considerando que... no ha llegado el caso de 
abrirse el juicio oral, ni, por tanto, ha podido dene- 
garse ninguna diligencia de prueba, propuesta en 
tiempo y forma, ni, por Pr da se ha cometi- 
do porla Audiencia de San Sebastián el quebranta- 
miento de forma á que se refiere el vaso 1.” del ar- 
ticulo 911 de la ley de Enj. criminal.» (Sent. 29 Enero 
18980.—Gacs. 2 y 3 Octubre 1881, p. 48.) 


—Otros ca808 ad Sents. 27 Mayo 1890, Nac. 8 
Octubre 1891, p. 87, y 8 Diciembre 1890, Gac. 16 Febre- 
zo 18892, p. 48.) 


—f— Omisión de un dictamen de peritos en el acta 
del juscio oral. 


(5 Febrero 1690.) El no haberse consignado en el 
acta de un juicio por lesiones «el dictamen pericial 
sobre la naturaleza de la lesión y causa de su dura- 
ción, no significa denegación de prueba, y menos 
cuando tampoco se reclamó por las partes que fir- 
man dicha acta, ni protesta alguna se hizo referen- 
te á la misma, faltando, por tanto, la infracción de 
forma que motivar pueda la casación por el núm. 1.0 
del art. 911 de la ley procesal.» (Sent. b Febrero 1890, 
considerando primero.—Gac. 3 Octubre 1891, p. 50.) 


Denegación de una diligencia de careo en el 
acto del juicio, no obstante ser contradictorias dos decla- 
raciones testificales, referentes á4 la existencia del delito. 


(2 Julio 1890.) Esta sentencia no expresa la con- 
tradicción de declaraciones, motivo Lol recurso; y 
de ello sólo resulta, que abierto el juicio oral en la 
causa incoada contra Juan Cambrerol, por amena- 
zas, la defensa del procesado solicitó la práctica de 


careos entre los testigos José Modí, Juan Sureda y 
Juan Torrent, Sd poda por la misma, y el de car- 

o Juan Vila, de doce años, los que denegó la Sala, 

undada en que este testigo, por su corta edad, no 
hubía prestado verdadera declaración, siendo tan 
sólo objeto de una simple exploración; que los ca- 
reos anun entre verdaderos testigos eran diligencias 
á las que sólo debía recurrirse cuando no hubiera 
otros medios de comprobar los hechos; y que en el 
caso de que se trataba carecían de objeto, puesto 
que por otras pruebas había los elementos necesa - 
rios para formar juicio de la comisión ó no del he- 
cho perseguido, de cuyas resoluciones protestó la 
mencionada defensa. Dictada sentencia condenato- 
ria, interpuso el procesado recurso de casación por 
quebrantamiento de forma y anunció el de infrac- 
ción de ley, fundando aquél en el núm. 1.* del ar- 
tículo 911 de la de Enj. criminal, por habérsele de- 
Ao los careos de que se bizo mérito. El Triba- 
nal Supremo casa y anula el fallo: 

«Considerando que la denegación de los careos 
solicitados por la defensa del procesado en el acto 
del juicio, entre testigos cuya contradicción afesta 
de una manera directa á lo más esencial de la prue- 
ba, referente á la existencia del delito, constituye 
denegación de prueba pertinente propuesta en 
tiempo y forma, según lo prescripto en el núm 1. 
del art. 729 de la ley de En). criminal, y existe por 
tanto el motivo de casación alegado por el recu: 
rrente.» (Sent. 2 Julio 1890.—Gac. 14 Febrero 1892, pá- 
gina 23.) 


— h-— No admisión de la declaración de un testigo 
que se niega d prestar juramento en forma debida. 


(17 Marzo 1890) En causa seguida á Miguel Albert 
ofreció éste prueba de testigos, que le fué admitida; 
peo en el acto de ir á declarar uno de ellos, se negó 

jurar en nombre de Dios, por lo cual el presiden- 
te no admitió su declaración. Dictada en definitiva 
sentencia condenatoria, interpuso el reo recursu de 
casación fundado en el motivo 1.” del art. 911; y el 
T.S. declara no haber lugar al recurso: : 

«Considerando que el motivo... no se halla com: 
prendito entre los que taxativamente consigna el 
art. 911 de la ley de Enj. criminal, toda vezque la 
no admisión de un testigo á declarar, por estimar 
la Sala que no prestó juramento en la forma debida, 
no constituye la denegación de prueba Á que se re: 
fiere el núm. 1.2 de dicho artículo, ni la de que el 
testigo conteste á preguntas pertinentes que expre: 
sa el núm. 1.2? del mismo.» (Sent. 17 Marzo 1890.-—Ga- 
ceta 16 Octubre 1891, p. 67.) 


—1i— Impertinencia de la prueba solicitada para 
acreditar antecedentes penales del querellante. 


(14 Octubre 1593.) Declara el T.S. no haber lazar 
á recurso de casación interpuesto por el procesado 
en causa sobre injurias, y fandado en el art. 911, ni- 
mero 1.? do la ley de Enj. criminal: 

Considerando que la prueba «relativa á la justil- 
cación de antecedentes penales de la parte quere 
llante, en manera alguna podía conducir á la de- 
fensa del procesado acusado por el delito de inju 
rias por medio de la imprenta, ni nor lo tanto ejet- 
cerinfluencia pura el resultado deljuicio, que en su 
consecuencia no adolece del defecto en que se pre: 
tende fundar la nulidad del fallo recaído.» (Sent, 1l 
Octubre 1890.—Guc. 14 Febrero 1893, p. 29.) 


7d — Confesión del procesado en el acto del juicio 
oral, 


(21 Noviembre 189.) En causa por injuria y Ca: 
lumnia, el acusador privado, en el esorito de con- 
clnsiones, solicitó como prueba que se leyeran va: 
rias declaraciones sumariales del reo, Á lo que no 
accedió la Sala, porque éste debía ser interrogado 
en el juicio oral. Abiertos los debates, el presidente 
preguntó al procesado si se confesaba reo de los 
delitos que se le imputaban en el escrito de la par- 
te actora, á lo que contestó negativamente. Dada 
cuenta de las pruebas propuestas por la misma par- 
te, el defensor de ella solicitó el examen ó confe- 
sión del procesado; y la Sala, previa deliberación, 
acordó no haber lugar á lo pretendido por la aca: 
sación privada, toda vez que dicho extremo de prase: 
ba no fué propuesto en tiempo por ella. Dictada 
sentencia absolutoris, interpuso el querellante... 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
fundado en el núm. 1? del art. 911, alegando como 
faltas: Que en el acto del juicio oral, al dirigir el 
presidente al procesado la pregunta si se confesaba 
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reo de los delitos que se le imputaban en el escrito 
de conclusiones de la acusación, infringió el artí- 
culo 688, en relación con los 692 y 695 de la citada 
ley, por haber omitido el extremo de si se reconocía 
responsable civilmente al pago de la cantidad fija- 
da en el mismo escrito por daños y perjuicios; que 
también se infringió el art. 693, en cuanto la in- 
dicada pregunte no se hizo con toda la claridad 
precisión que dicho precepto dispone. y no se exil- 
gió al procesado una contestación categórica; que 
una cosa era el hecho y otra la calificación que del 
mismo hacía la parte acusadora, y esta explicación 
era forzosa ó ineludible, correspondiendo á la Sala 
hacerla, puesto que al contestar negativamente...la 
pregunta formulada, sin duda entendió que no por 
ello negaba su condición de autor de los escritos que 
tenía reconocidos como suyos en el samario; que al 
negarse el examen del mismo procesado cuando la 
acusación lo solicitó en uso de su derecho, se infrin- 
gieron los arts. 38585 y 405 de dicha ley procesal; que 
según repetidas declaraciones de este Tribunal Su- 
premo, son de aplicación 4 todo el procedimiento 
criminal, mientras no termine por sentencia defini- 
tiva; y además, los arts. 821 y 729, en sus núms. 2. y 
3,2, por no ser potestativo, sino preceptivo para los 
Tribunalos disponer la eii de diligencias de 
prueba necesarias para la comprobación de cual- 
quiera de los hechos objeto de los escritos de califi 
cación, y seguramente nada es tan necesario como 
determinar la culpabilidad de un procesado, el cual, 

or otra parte, no es más que un testigo de las prue- 
Exa cuya responsabilidad se le imputa; y que, por 
tanto, siendo la confesión del mismo una diligencia 
que puede pedirse en todo estado del procedimien- 
to, porque la ley no lo prohibe, antes al contrario, 
lo autoriza repetidamente, según lo declarado por 
este Tribunal Supremo, resultaba autorizado el re- 
curso en este punto por el citado núm.1.* del artícu- 
lo 911 por la denegación de una diligencia de patata 

ropuesta en tiempo y forma, y de indiscutible per- 
tinencia dada su relación con ia causa y su objeto. 
El T. 8. casa y anula el fallo: 

«Considerando... que al denegar la Sala sentencia- 
dora el examen ó confesión del procesado solicitado 
en el acto del juicio oral incurrió en el quebranta- 
miento de forma, previsto en el núm. 1.? del art. 911 
de la ley de Enj. oriminal, de denegación de una di- 
ligencia de prueba, y más siendo ésta especial, como 
la de que se trata, que se propuso á consecuencia 
de lo acordado por dicha Sala en el acto de..., en el 
cual desestimó la lectura pretendida en el escrito 
de conclusiones de la acusación de las ampliaciones 
de la indagatoria del acusado, fundándose en que 
debiendo ser interrogado éste en el referido acto 
del juicio, sólo era procedente la lectura en caso de 
contradicción.» (Sent. 31 Noviembre 1890.—Gaec. 16 
Febrero 1892, p. t4.) 


—hk — Negativa d librar exhorto para que declare un 
testigo ausente cuya deposición as importante.— Diligen- 
cias de prueba cuya oportunidad está sometida d las fa- 
cultades discrecionales del Tribunal sentenciador. 


(5 Marzo 1891.) En causa por robo, seguida contra 
Félix Collado, el Ministerio fiscal propuso prueba 
ue se le admitió, presentando coma testigo á Jos 
Velasco. La defensa se reservó el derecho de repre- 
guntarle, y como no compareciera en el acto de la 
vista ante la Audiencia de la Habana, por estar anu- 
sente de la isla, pidió la misma defensa que se libra- 
se exhorto para recibirle la declaración; y que se le- 
ese el testimonio de Pablo Congo, que había muer- 
o antes de abrirse los debates. El Tribunal denegó 
una y otra dro y diotó sentencia condenato- 
ria, contra la oual interpuso el reo recurso de casa- 
ción, fundado en los núms. 1. y 8.9, art. 911 de la ley 
de Enj. crim. El T.3. casa y anula el fallo recarrido: 
«Considerando que admitida la prueba de testigos 
ofrecida por el Ministerio público, con la reserva 
or parte de la defensa de ds tos y acor- 
da igualmente por el Tribunal la lectura en el 
acto del juicio oral de la declaración prestada en el 
sumario por D. José Velasco, que no había compa: 
recido por hallarse ausente, según pidió el Ministe- 
rio fiscal al no acceder al mismo tiempo á lo solici- 
tado por la defensa del procesado para que se reci- 
biera por exhorto esta declaración, con arreglo al 
art. 715 de la ley de Enj. criminal, se denegó al recn- 
rrente la práctica de una diligencia de prueba per- 
tinente, supuesto que había sido considerada de 
importancia la repetida declaración del dicho testi.- 
go de die 9 siendo, en su consecuencia, procedente 
OLBTÍS: ÁM, 1892, 


el presente recurso, fundado en el núm. 1. del artí.- 
culo 911 de la misma ley: 

Considerando en cuanto al segundo motivo de ca. 
sación alegado, ó sea la negativa del Tribunal 4 que 
se practicara la diligencia de prueba de inspección 
ocular propuesta por la defensa del procesado en el 
acto del juicio, con objeto de destruir la eficacia de 
la declaración del testigo que había fallecido, Pablo 
Congo, que atendidos los términos en que éste de- 
claró en el sumario y lo dispuesto en el núm. 3.? del 
art. 972 de la ley de Enj. criminal para las islas de 
Cuba y Puerto Rico, está en las facultades del Tri- 
bunal del juicio considerar ó no admisible dicha di- 
li O (Sent. 5 Marzo 1891.—Gac. 18 Junio 1892, pá- 
gina 110. 


—1-— Denegación indebida de prueba encaminada d 
Pri la exención de responsabilidad alegada por la 
ensa, 


(17 Marzo 1891.) En causa contra D. Francisco Ri- 
vero por muerte violenta de su suegro D. Manuel 
Salgado, la defensa del procesado, en sus conclusio- 
nes o expuso que si bien éste fué autor 
del hecho referido, lo ejecutó sin conciencia ni vo- 
luntad, en un rapto de locura, de cuya enfermedad 
oa según la declaración de su esposa doña 

arlota Salgado, ó bien que la lesión se la 1nfirió el 
mismo interfecto casualmente; en vista de lo que 
procedía declararle exento de responsabilidad cri- 
mival, por concurrir en su favor la circunstancia 
eximente primera del art. 8.9 del C. P., ó absolverle 
por falta de prueba, y no estar acreditada su parti- 
cipación en el hecho;articulando por medio de otro- 
síes, como prueba pericial, que se ampliasen las de- 
claraciones de los facultativos, para que dijesen si 
la lesión que recibió Salgado debió causarse estan- 
do el procesado caído en el suelo, y encima aquél; y 
sobre si dada la situación deda herida y la posición 
de dichos sujetos, pudo suceder que al sacar Rivero 
el cuchillo de la cintura y tenerlo en la mano, se hi- 
riese casualmente elinterfecto, y además, si supues- 
to el antecedente de que Rivero, antes del hecho, 
venía De ado trastornos de enajenación men- 
tal, pudo sobrevenir uno de éstos, al verse abofetea- 
do y maltratado; y como testifical, que para escla- 
recer el particular de la locura, se recibiera decla- 
ración á varios testigos citados por su esposa, sin 
que se mandaran evacuar sus citas, solicitando que 
con arreglo al párrafo último del art. 657 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, se practicaran desde 
luego las expresadas diligencias, por la dificultad de 
hacerse en el acto del juicio oral, librándose carta 
orden al Juzgado de instrucción. 

La Audiencia de la Habana no dió lugar á los re- 
feridos extremos de prueba, por referirse á diligen- 
cias que debieron promoverse durante el sumario, 
y no en el acto del juicio, y dictó sentencia conde- 
natoria, contra la cual interpuso el reo recurso de 
casación fundado en el art. 911, núm. 1.? de la ley de 
ciento criminal de Cuba y Puerto Rico. El 
T. 8. casa y anula el fallo: 

«Considerando: que la prueba propuesta por el 
recurrente, en los otrosíes de su escrito de conclu- 
siones, lo fué por lo tanto en tiempo y forma, y es 
además pertinente, por cuanto tiende á justificar 
los hechos constitutivos del delito objeto de la pre- 
sente causa, y la capacidad del tratado reo; y al 
ml su admisión en las circunstancias expresa- 
das, la Sala sentenciadora ha incurrido en el defec- 
to que como causa de casación establece el núme- 
ro 1.” del art. 911 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal vigente en las islas de Cuba y Puerto Rico; sien- 
do en su consecuencia procedente el recurso que se 
apoya en la citada disposición legal.» (Sent. 17 Mar- 
so 1891.—Gac. 29 Julio 1892, p. 8.) 


—1l — Protesta necesaria para preparar con fruto 
el recurso de casación, 


(9 Marzo 1891.) Por virtud de lo prevenido en el 
art. 914 de la ley de Enjuiciamiento criminal, es 
ineficaz y no puede surtir efectos la protesta for- 
mulada al día siguiente de haberse notificado la de- 
negación de prueba que motiva el recurso, pes 
debió hacerse en el acto de tener noticia de tal de- 
negación. (Sent. Y Marzo 1891.—Gac. 29 Julio 1892, 


pág. 5.) 

—Otros casos: Sents. 30 Abril 1891, Gacs. 29 Julio y 
17 Agosto 1892, p. 16; 25 Junio 1891, Facs. 29 Noviem- 
bre y 3 Diciembre 1892, p. 72.) Ai 
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FALTA DE CITACIÓN DEL PROCESADO (art. 911, nú- 

mero 2.?, y regla 6l, caso 3.” de la ley provisional 

ara la aplicación del C. P. de Cuba y Puerto 
100). 


Nombramiento de letrado y procurador de oficio, pres- 
cindiendo de la designación hecha por el recurrente. 


(15 Noviembre 1890.) Fallada en rimera instan- 
cia la causa seguida Á D. Bernardo del Busto por 
estafa, y apelada para ante la Audiencia, el proce- 
sado designó para representarle al letrado y procu- 
rador que le venian defendiendo; no obstante lo 
cual la Audiencia de la Habana designó abogado y 
procurador de oficio, y después de evacuar éstos el 


* traslado de defensa, pronunció sentencia conde- 


nando al procesado. Este interpuso recurso de ca- 
sación fundado en el párr. 3.%, regla 61 de la ley 
rovisional para la aplicación del C. P. de Cuba y 
nerto Rico; y el T.S. casa y anula el fallo: 
«Considerando : que dictada sentencia en esta 
caus” en el Juzgado de Alfonso XII, y emplazado 
ara ante la Audiencia el procesado D. Bernardo 
Le Busto y Menéndez, éste nombró para su defen- 
sa al abogado D. Ramón Martí Boada, que le había 
defendido también ante el Juzgado, por nombra: 
miento suyo, y al mismo procurador, y á pesar de 
esto, hecha la acusación por el Ministerio fiscal, se 
siguió la tramitación, sin conocimiento del proce- 
sado ni de su defensor, puesto que se encomendó la 
defensa á un letrado nombrado de oficio: 
Considerando, por tanto, que 580 ha omitido por 
la Audiencia la citación del procesado, cometiendo 
el quebrantamiento de forma á que se refiere el 
caso 8.0 de la regla 61 de la ley provisional de En- 
juiciamiento criminal, quese alega como motivo de 
este recursu.» (Sent. 16 Noviembre 1890.—Gac. 18 Fe- 
brero 1892, p. 41.) 
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RECURSOS FUNDADOS EN QUE LA SENTENCIA NO EXPRE- 
8A CLARA Y TERMINANTEMENTE LOS HECHOS PROBA- 
DOS, Ó EN QUE EXISTE CONTRADICCIÓN ENTRE ELLOS 
(art. 912, núm, 1.9). 


—u-— Noezxpresión en la sentencia condenatoria de 
hechos y antecedentes favorables d la exculpación. 


(22 Enero 1890.) Cuando se condena al reo, la no 
expresión en la sentencia de hechos y antecedentes 
que aquél estima favorables á su exculpación, y 
que juzga debió el Tribunal consignar en el fallo, 
no da lugar á la casación; porque la condena supo- 
ne en sí misma la desestimación de las alegaciones 

ue en los hechos y pruebas que se dicen silencia- 

os se fundaron por la defensa. (Sent. 22 Enero 
1890.—Gac. 2 Octubre 1891, p. 47.) 


—hb-— La expresión de hechos probados no es necesa- 
ria en los autos de sobreseimiento. 


(29 Enero 1890.) Ajustándose el auto de sobresei- 
miento á las prescripciones del art. 141 de la ley, uo 
debe contener declaración de hechos probados; y 
por lo tanto, la falta de la misma no puede motivar 
el recurso de casación. (Sent. 29 Enero 1890.—Gace- 
tas 2 y 3 Octubre 1891, p. 48.) i 


—Otro caso: Sent. 2 Diciembre 1890.—Gac. 16 Fe- 
brero 1892, p. 48 


—La misma doctrina en sent. de 27 Mayo 1890, se- 
gún la cual los núms. 1.2 y 2.2 del art. 914 «se refie- 
ren á las sentencias que las Audiencias dicten y no 
á los autos de la índole del que se trata» (sobresei- 
miento libre). (Sent. 27 Mayo 1890.—Gac. 28 Octubre 
1891, p. 87.) 


—e— Sentencia que absuelve por no estimar proba- 
dos los hechos objeto del procedimiento. 


(8 Marzo 1890.) «No es necesaria la declaración 
expresa y terminante de hechos probados en una 
sentencia... que estima en sus considerandos no 
estar comprobado el hecho ó hechos que fueron 
objeto del procedimiento y que habían de ser base 
de la penalidad: y en su virtud... absuelve al proce- 
sado del delito imputado.» (Sent. 8 Marzo 1890.—Ga- 
ceta 16 Octubre 1891, p. 63.) 


— ed — Omisión de declarar probados hechos que la 
sentencia aprecia como existentes. 


(238 Octubre 1890.) En causa seguida á D. Manuel 


Martínez por daños causados derribando una casa. 
la Audiencia de la Habana dictó sentencia refirien- 
do los hechos en siete resultandos que no contie- 
nen declaración de probados; y consignando en el 
tercer considerando, que los hechos probados en la 
causa no revelaban que el procesado al derribar la 
casa tuviera idea de perjudicar á los querellantes, 
sino de llevar á cabo su plan de reedificación, para 
lo que creía estar autorizado como dueño, absolvió 
libremente á D. Manuel Martínez y Martínez, por 
no constituir delito los hechos perseguidos, con 
declaración de las costas de oficio. Los querellan- 
tes interpusieron recurso de casación por quebran- 
de de forma, á que el T. S. declara haber 
Ugar: » 

«Considerando: que el núm. 1.” de la regla 61 de la 
ley provisional para la aplicación del Código penal 
en Cuba y Puerto Rico, autoriza la casación de la 
sentencia por quebrantamiento de forma, cuando 
no se expresa clara y terminantemente cuáles son 
los hechos qoe se consideran probados: 

Considerando: que en la sentencia recurrida no 
se hace declaración de hechos probados, según pre- 
viene la regla 51 de la citada ley, estimándolos no 
obstante como tales, en los fundamentos jurídicos 
del fallo al apreciar que el procesado, en la ejecu: 
ción de aquéllos no tuvo intención de perjudicar á 


- los querellantes, lo cual, unido á las omisiones im- 


portantes que en la redacción de la sentencia se 
notan, y á no expresarse en ella concreta y termi- 
nantemente dichos hechos, determina snuficiente- 
mente la falta de claridad que constituye el moti- 
vo de casación sentado en el anterior consideran- 
e ee 23 Octubre 1890.—Gac. 15 Febrero 1892, 
pág. 4. 


—e-— Sentencia dictada en causa sobre injuria y Ca- 
lumnia que no reproduce integramente los escritos donde 
ada delitos ae suponen cometidos, y condena por uno de 
ellos. 


(22 Enero 1891.) En causa sobre injuria y calum- 
nia cometidas en dos comunicados que publicó un 
poriódico , recayó sentencia en la que no fueron 
transcritos literalmente los comunicados, pero si 
los párrafos de ellos que se expresaron por el que- 
rellante en sus escritos de querella y de conclusio- 
nes, como constitutivos de los de.itos por que a0u- 
saba; y estimando la sentencia que en el segundo 
se hacian apreciaciones que redundaban en des 
honra y descrédito de la persona á quien se refe- 
rían, condenó como reo de injurias al procesado, el 
cual interpnso recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, fundado en el caso 1.? del art. 912 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, por existir 
falta de claridad en la relación de los hechos, toda 
vez que no se insertaban integros los dos comuni- 
cados objeto de la querella, y se daban por sapues- 
tos ó probados alganos de aquéllos, sin expresarse 
ni referirse en dicha sentencia á pesar de que fue- 
ron objeto de la querella, y servian de fundamento 
al fallo pronunciado. El T. S. casa y anula la sen- 
tencia: 

«Considerando: que declarándose en el primer re- 
sultando de la sentencia recurrida como hechos 

robados la presentación de la citada querella por 

os delitos de injurias y calumnia, inferidas por el 
recurrente en el conjunto y determinadas frases de 
dos comunicados publicados en el periódico..., y ha- 
cióndose sólo mención en los resultandos posterio- 
res de la dicha sentencia condenatoria de párrafos 
sueltos de los mismos comunicados sin insertarlos 
integros, se ha incurrido en la redacción de la sen- 
tencia en el defecto de no expresar clara y termi- 
nantemente el eonjunto enunciado del que, y de 
frases contenidas en el mismo, el querellante dedn- 
cía los referidos delitos; siendo en su consecuencia 
procedente el presente recurso, con arreglo al nú- 
mero 1.2 del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, en que el mismo se anda.» (Sent. 2 Eno: 
ro 1891.— Gac. 8 Marzo 1892, p. 66.) 


— f — Omisión sobre un hecho que no signifAca falta 
de expresión de los declarados pro ados, sino falta de 
prueba de él. 

(18 Abril 1891.) En causa por lesiones recayó sen- 
tencia condenatoria, contra la cual interpuso Pas- 
cual Adriano Gómez recurso de casación porque 20 
se expresaba en los resultandos del fallo quién pro- 
movió el altercado que dió origen al delito. El T. $. 
declara no haber lugar al recurso, porque la or1- 
sión de que habla el recurrente, y que consiste en 
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no haber expresado si fué el procesado Ó su adver- 
sario el promovedor del altercado ocurrido entre 
ambos, significa que el Tríbunal no estimó bastan: 
te esclarecido ese particular de hecho, por lo que 
nada podía consignar como cierto respecto del mis- 
mo. (Sent. 18 Abril 1891.—Gac. 29 Julio 1892, p. 14.) 


— 65 — La contradicción ha de estar en los hechos que 
declaran probados los resultandos de la sentencia, 


(4 Marzo 1890.) La contradicción que establece 
en su última parte el núm. 1.” del art. 912 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, como fundamento del 
recurso de casación por quebrantamiento de forma- 
comprende sólo la que aparezca entre los hechos 
que se declaran probados en los resultandos de la 
sentencia, y no entre éstos y la apreciación que de 
ellos se haga en los considerandos. (Sent. 4 Marzo 
1890.—Gac. 18 Octubre 1891, p, 61.) 


—La misma doctrina en Sent 6 Marzo 1891, (Gace- 
ta 1.2 Jalio 1892, p. 111.) 


—'9 Octubre 1890.) Tampoco da motivo al recurso 
la contradicción entre hechos declarados probados 
en un resultando y otros objeto de referencia en 
otro resultando distinto que no contiene tal decla- 


ración. (Sent. 9 Octubre 1890.—Gac. 14 Febrero 1882, 
pág. 28) 


— h — Contradicción entre hechos declarados proba- 
dos y otros que no constan en la sentencia. 


(26 Mayo 1890.) No es de estimar la contradicción 
que pueda existir entre hechos que no constan en 
la sentencia y los que en ella se declaren probados. 
(Sent. 26 Mayo 189.—Gac. 28 Octubre 1891, p. 86.) 


—1i-— Necesidad de partir de ellos para fundar al 
recurso y de respetar la apreciación que de la prueba 
haya formado ln Sala sentenciadora, ó en su caso, las 
declaraciones del veredicto. 


Las conocidísimas y uniformes reglas de juris- 
prudencia que furmulamos en el epígrafe, hanse 
reiterado por el T.S.en las siguientes sentencias, 
que derlaran no baber lugar á la admisión de los 
respectivos recursos: 


(24 Abril 1891) «Las infracciones de ley que se alo- 
guen en casación contra las sentencias, han de fun- 

arse en hechos declarados probados en éstas, y no 
habiendo alegado ninguno do aquéllos el recurren- 
te para demostrar que en la ejecución del delito no 
ha tenido intención de causar un mal de tanta gra- 
vedad como el producido, fundándose tan sólo en 
una mera presunción racional, es evidente que el 
recurso es inadmisible por la infracción de la cir- 
canstancia 3.? del art. 9.0 del Código penal.» (Sent. Y 
Abril 1891.—Gac. 29 Agosto, p. 115) 


—La misma doctrina en Sent. de 3de Septiembre 
de 1891.—Gac 21 Diciembre, p. 254. 


(24 Abril 1891.) No es admisible el recurso si para 
demostrar y determinar las infracciones de ley in- 
vocadas se presuponen como ciertos hechos contra.- 
rios á los que el Tribunal sentenciador ha decla- 
alone o (Sent. 21 Abril 1891.—Gac. 29 Ágos- 

o, p- 115. 


—La misma doctrina en Sents. de 25 Abril 1891, 
Gac. 29 Agosto, p. 119; 12 Mayo 1891, Gae. 1.0 Septiem- 
bre, ps. 135 y 136; 14 Mayo 1891, Gae. 2 Septiembre, 
p. 139; 13 Junio 1891, G:c. 10 Septiembre, p. 175; 15 Ju- 
nio 1891, Gacs. 10 y 11 Septiembre, p. 176; 80 Junio 
1891, Gac. 19 Septiembre, p. 205; 10 Julio 1891, Gac. 26 
Septiembre, p. 230; 3 Septiembre 1891, Gac. 21 Diciem- 
bre, p. 254, y 17 Octubre 1891, Gac. 25 Diciembre, pá- 
gina 276 

— Tampoco es admisible el recurso cuando se fun- 
da en hechos no probados d se establece bajo con- 
ceptos no planteados, discutidos ni resueltos en el 
juicio. (Sent. 12 Mayo 1891.—Gac. 1.2 Septiembre, pá- 
gina 135.) 


—La misma doctrina sobre necesidad de partir en 
el recurso de los hechos declarados probados en el 
fallo: Sents. 14 Mayo 1891, Gac. 2 Septiembre, p. 188; 
2 Junio 1891, Gacs. 6 y 9 Septiembre, p. 180; 8 Junio 
1891, Gac. 9 Septiembre, p. 161; 13 Junio 1891, Gac. 10 
e p. 174; 30 Sunio 1891, Gac. 19 Septiembre, 

-. 207; 8 Julio 1891, G.uc. 28 Septiembre, p. 205; 9 Jalio 
101, Gac. 26 Septiembre, p. 223; 17 Octubre 1891, Ga- 
cela 25 Diciembre, p. 275 y 16 Octubre 1891, Gac. 27 Di- 
ciembre, p. 285. 


(18 Octubre 1891.) . Los recursos de casación tienen 
que fundarse estrictamente en los hechos que el 
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Tribunal sentenciador haya aceptado como proba- 
dos, ya se consignen en los resultandos, ya en los 
considerandos, siquiera sean aquéllos el lugar pro- 
pio de los mismos, sin que sea lícito desfigurarlos 
nimenos alegar otros distintos. (Sent. 18 Octubre 
15891.—Gac. 36 Diciembre, p. 274.) 


—La misma doctrina en Sent. de 17 Octubre 1891, 
(Gac. 26 Diciembre, p. 273.) 


(13 Mayo 1891.) «Para ser admisible el recurso de 
casación contra las sentencias del Tribunal del Ju 
rado, deben aceptarse por el recurrente los hechos 
declarados probados en la sentencia contra la cual 
se recurre en los mismos términos y circunstancias 
en que se consignan, sin que sea lícito alterarlos, 
modificarlos ni contradecirlos en lo más mínimo 

or ser materia de la exclusiva competencia del 

ribunal sentenciador la soberana apreciación de 
las pruebas del juicio, relativas á los hechos sobre 
O (Sent. 13 Ma yo 1891.—Gac. 2 Septiembre, 
p. 187.) 


(3 Julio 1891.) No es lícito combatir la aprecia- 
ción de la prueba que en uso de su exclusiva pe 
tencia hizo el juez ó Tribunal sentenciador, dedu- 
ciendo arbitrariamente: quo no hay elementos bas. 
tantes para reputar al reo autor de la falta objeto 
del juicio. (Sent. 8 Junio 1891.—Gxc. 9 Septiembre, 
p. 162.) 

—La misma doctrina en Sent. de 10 Julio 1891. (Ga- 
cetas 26 Septiembre y 4 Octnbre, p. 231.) 


19 Junio 1891. Casación de sentencia dic'ada en 
causa de muerte por no expresar clara y terminante- 
mente los hechos probados sino solamente los indicios 6 
pruebas de culpabilidad del reo. 


Vista ante la Audiencia de Zamora la causa se- 
guida por robo y homicidio del portugués José Ca- 

ella, recayó sentencia declarando probado el ha- 
hazgo del cadáver; las heridas en él ebservadas; 
que una testigo vió á Pedro Manzano descargar un 
palo en la cabeza á Capella; que Manzano el día del 
suceso salió de su casa provisto de machado; que la 
guardia civil ocupó la ropa en la cual se vieron 
manchas de sangre; que con posterioridad al hecho 
de autos, pagó varias cantidades que a] que 
se encontró en poler de Manzano el talego donde 
Capella llevaba el dinero que le fué sustraído. La 
misma sentencia condenó 4 Manzano, como autor 
de robo con homicidio y circunstancias agravantes, 
á la pena de muerte. Admitido de derecho recurso 
de casación en beneficio del procesado, le interpuso 
su defensa por quebrantamiento de forma, fundado 
en el art. 912, núm. 1.2? de la ley de Enjuiciamiento 
criminal. El T.S. casa y anula el fallo: Ñ 

«<Considerundo: que es motivo de casación por 

uebrantamiento de forma, conforme al núm. 1.2 

el art. 912 de dicha ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, el no expresarse en una sentencia clara y ter- 
minantemente cuáles son los hechos que se concep- 
túan probados, en cuyo defecto se incurre en el 
fallo dictado en este proceso, porque limitado á re- 
latar en sus rosúltandor los indicios Óó pruebas que 
ofrecen en contra del acusado Pedro Manzano Mar- 
tín, no se consigna igualmentd, como consecuencia 
de esas pruebas, en un resultando y como hecho 
probado, que él cometiera ó tomara parte de un 
modo ó¿ de otro en el robo y homicidio origen del 
mismo proceso; razón por la que es de casarse por 
quebrantamiento de forma dicho fallo, según así se 
pretende acertadamente en el recurso interpuesto 
por la representación legal del citado Manzano al 
reproducir los mismos motivos qne se alegaron an- 
te el Tribunal del juicio.» (Sent. 19 Junio 1891.—Ga- 
ceta 16 Septiembre, p. 189.) 


AV 


RECURSO FUNDADO EN QUE LA SENTENCIA NO RESUELVE 
SOBRE TODOS LOS PUNTOS OBJETO DE LA ACUSACIÓN 
Y DE LA DEFENSA (art. 912, núm. 2.9). 


—Aa-— Sentencia que condena al procesado: Doctrina 
gensral sobre sentencia que absuelve ó condena, 


(17 Enero 1890.) No adolece del defecto del núme- 
ro 2.”, art. 912, la sentencia que condena al procesa- 
do por el delito de robo, único que fué objeto de la 
acusación y de la defensa, «siendo, además, juris- 
prudencia de este T. S. que la sentencia que absuel- 
ve Ó condena resuelve todos los puntos del debate, 
faltando, por consecuencia, fundamento legal al 
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presente recurso.» (Sent. 17 Enero 189.—Gac. 2 Oc- 
tubre 1891, p 45.) 


(5 Febrero 1890.) «La sentencia que absuelve 6 
condena, resuelve todos los puntos que han sido ob- 
jeto de la acusación y la defensa.» (Sent. 5 Febrero 

e 1890, considerando último.—Gac. 8 Octubre 1691, 
pág. 50.) 

—La misma doctrina: Sents. 14 Febrero 1890, Ga- 
ceta 38 Octubre 18891, p. 53; 4 Marzo 1890, Gac. 18 Ooctu- 
bre 1891, p. 61; 9 Abril 1890, Gac. 17 Octubre 1881, pá- 

ina 70; 12 Abril 1890, Gac. 17 Octubre 1891, p. 71, 19 de 

ayo 1890, Gac. 28 Octubre 1891, p. 82; 26 Mayo 1890, 
Gac. 28 Octubre 1891. p. 86; 1.2 Julio 1890, Gar. 14 Fe- 
brero 1892, p. 22; 11 Noviembre 1890, Gac. 15 Febrero 
1892, p. 89; 26 Diciembre 1890, Gac. 16 Febrero 1982, pá- 

ina 50; 29 Diciembre 1890, Gac. 16 Febrero 1892, p. 51; 

Marzo 1891, Gac. 29 Julio 1892, p. 9.) 


(18 Enero 1891.) «La sentencia que absuelve ó con- 
dena á los procesados, corf relación al delito que se 
persigue, sin ampliar sus declaraciones á extremos 
y personas que no han sido objeto del juicio, resuel- 
ve todos los puntos esenciales y atinentes de la acu- 
sación y de la defensa, según repetidamente tiene 
declarado este Tribunal...» (Sent. 18 Enero 1891, con- 
siderando 1.2—Gac. 8 Marzo 1892, p. 64.) 


—hb-— Sentencia que acepta los términos de la acusa- 
ción y falla de acuerdo con ellos. 


(11 Abril 1890.) «Formuladas las conclusiones de 
las partes en opuesto sentido, al optar la Audiencia 

or las mantenidas por el Ministerio fiscal y acomo- 

ar á ellas su fallo, es indudable qu implicitamen- 
te rechazó y desestimó las de la defensa, resolvien- 
do acerca de ellas al dictar fallo condenatorio, se: 
gún una repetida jurisprudencia tiene establecido.» 
(Sent. 11 Abril 1890.—Gac. 17 Octubre 1891, p. 70.) 


—€— La sentencia que condena resuelve implícita- 
mente la solicitud de nulidad del procedimiento. 


(8 Mayo 1890.) Declara el T. S. no haber lugar á 
un recurso de casación fundado en el núm. 2.*, ar- 
tículo 912 de la ley, por no haber resuelto el Tribu- 
nal que condenó á la recurrente, sobre la nulidad 
del procedimiento pretendida porla misma. He aquí 
el fundamento del fallo del Supremo: 

«Considerando que... expuestos en el primer consil- 
derandolos motivos por los cuales debía desestimar- 
se esa pretensión, el fallo que puso término al jui- 
cio, condenando á la procesada, dejó resuelto de un 
modo implícito el extremo alegado como motivo de 
casación en la forma, sin dar lugar á la nulidad y 
consiguiente reposición, pretendidas, según tiene 
declarado este Supremo Tribunal.» (Sent. 8de Mayo 
de 1890.—Gacs. 27 y 28 Octubre 1891, p. 80.) 


—d — El núm, 2. del art. 913 de la ley no es aplica- 
dle á los autos de sobreseimiento. 


(27 Mayo 1890.) Así se establece declarando no 
haber lugar á recurso de casación interpnesto con- 
tra un auto de sobreseimiento y fundado, entre 
otros motivos, en el art. 912, núm. 2. de la ley de 
Enjuiciamiento criminal. (Sent. 27 Mayo 1890.—Ga- 
ceta 28 Octubre 1891, p. 87.) 


—e— Sentencia reserva la acción de estupro d la 
erjudicada, al absolver al procesado de la causa segui- 
a por violación ó abusos deshonestos. 


(9 Junio 1880.) Denunciado el atropello de una 
niña de trece años y formada causa, la acusación 
privada en sus conclusiones calificó los hechos como 
constitutivos de violación 6 de abusos deshonestos 
y en las definitivas como estupro. La Audiencia 
afirmó que no se había cometido el primero ni el 
segundo delito y que no podía apreciarse el tercero; 
por lo que absolvió al procesado reservando á la 
ofendida el ejercicio de la acción que pudiera asis- 
tirla. La parte acusadora interpuso recurso de ca- 
sación fundado en el núm. 2., art. 912 de la ley de 
nica iento criminal; y el T. S. declara no haber 

ugar: 

«Considerando que en la sentencia recurrida, al 
reservarse á la ofendida... la acción que pudiera co- 
rresponderle, se resuelve el punto colativo al delito 
calificado de estupro en las conclusiones definitivas 
de la parte acusadora, en la única forma en que po- 
día resolverse, atendidos el estado del procedimien- 
to y el precepto del art. 278 de la ley.» (Sent, 9 Junio 
1890.—Gac. 3 Noviembre 1891, p. 91.) 


—f — Sentencia que condena por el delito de injuria 
guarda silencio respecto del de calumnia, objeto tam- 
én de acusación. 


(28 Octubre 1890.) En causa por injuria y calum- 
nia, el A Pp al calificar, dijo que los hechos 
objeto del proceso constitulan uno y otro delito, y 
la sentencia condenó al procesado por el de injurias 
graves. El reo interpuso recurso de casación porque 
no sele había absuelto del de calumnia, invocando 
el art. 912, núm. 2.? de la ley de Enjuiciamiento cri: 
minal; y el T.S.casa y anula el fallo: 

«Considerando das comprendidos en las califica- 
ciones provisional y definitiva, y sido, por tanto, ob- 
jeto de discusión en el juicio, los delitos de injuria 
y calumnia, al penar en el fallo sólo el de injuria, 
prcando silencio sobre el de calumnia se ba deja- 

o de resolver un punto tan esencial y se ba inourri- 
do en el quebrantamiento de forma indicado ante- 
riormente...» (Sent. 23 Octubre 1890.—Gacs. 14 y 15 de 
Febrero 1892, p. 32.) 


—E — Sentencia que condena por el delilo de lesiones, 
reservando d nuevo Jurado el conocimiento del de homici- 
dio, también perseguido. 


(25 Noviembre 1890.) Agustín Castarnado infirió 
una herida en la cara 4 Aquilino Ramos, el cual per- 
siguió á su agresor y disparó un tiro que hirió mor- 
talmente 4 Francisco Castarnado. Formada causa 
y vists ante el Tribunal del Jurado, re consignó en 
el veredicto la siguiente pregunta: «Séptima. En el 
caso de no estar loco Aquilino Ramos al herir á 
Francisco Castarnado, ¿obró en defeusa de su per- 
sona, acometido ilegitimamente por éste, teniendo 
precisión de herirle para repeler esa agresión, y sin 
que el expresado Aquilino Ramos provocase el suce- 
s0?», que fué contestada afirmativamente. Pidió el 
Ministerio fiscal que pasara la causa á nuevo Jura- 
do, por haber sido contestada la referida pregunta 
con manifiesto error, acordando la Sección de dere- 
cho que se hiciera constar esta manifestación en el 
acta, y que siendo dicho veredicto de inculpabilidad 
respecto á Aquilino Ramos, acusase aquel Ministe- 
rio, concretándose al delito de lesiones imputado 4 
Agustín Castarnado, como así lo verificó. En su dia 
la Audiencia de Granada dictó sentencia, por la que 
calificó el hecho como constitutivo de un delito de 
lesión grave, comprendido en el núm. 8.? del art. 431 
del Código penal, del que fué autor Agustín Castar- 
nado, y mandó que en cuanto al de homicidio de 
Francisco Castarnado, se sometiera la causa á cono- 
cimiento de nuevo Jurado. Contra la anterior sen- 
tencia interpuso el Ministerio fiscal recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma, fundado en el 
art. 119 de la ley del Jurado, en relación con el nú- 
mero 2 del 912 de la de Enjuiciamiento criminal, 
por no resolverse en dicha sentencia condenando 6 
absolviendo sobre todos los delitos que fueron obje- 
to de acusación; que, según el art. 98 de la primera 
ley citada, la Sección de derecho pronunciará la 
sentencia que corresponda en vista de las declara- 
ciones del veredicto, el cual es la calificación y de- 
claración de hechos probados, según se preceptúa 
en el 97; que cumpliendo el Tribunal las prescripcio- 
nes del caso 1.0 del art. 119, había transcrito líteral- 
mente en la sentencia el veredicto dictado; y dispo- 
niendo el caso 5.? del art. 142 que en el fallo se con- 
denará ó absolverá por el delito principal y sus 00- 
nexos, era evidente que en la sentencia habia de 
resolverse sobre todos los puntos objeto de la acu: 
sación y de la defensa... El T.S.casa y anula el fallo 
recurrido: 

«Considerando 
en esta causa los 


ue han sido objeto de acusación 
elitos de homicidio y lesiones y 
que la sentencia sólo resuelve respecto del segundo, 
reservando á nuevo Jurado el conocimiento del de- 
lito de homicidio, dividiendo, por tanto, la conti- 
nencia de la causa, y dejando sin resolver un punto 
importante que fué objeto de la acusación y de la 
dolce (Sent. 25 Noviembre 1890.— Gac. 18 Febrero 
de 1892, p. 47.) 


—h-— Sentencia que condena por un delito de estafa 
y no resuelve sobre otros dos, también imputados al pro- 
cesado. 


(31 Enero 1891.) Habiéndose procedido contra el 
reo por tres delitos de estafa y no habiéndosele pe- 
nado más que por uno, sin recaer resolución respec- 
to de los restantes, la sentencia incurre en el defeo- 
to del núm. 2.%, art. 912 do la ley.(Sent. 31 Enero 1%!. 
Gac. 8 Margo 1892, p. 69.) 
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RECURSO FUNDADO EN QUE LA SENTENCIA PENA UN DE- 
LITO MÁS GRAVE QUE EL QUE FUÉ OBJETO DE LA ACU- 
SACIÓN (art. 9123, núm. 8.9). 


—a-— Sentencia que condena, habiendo pedido el fls- 
cal la absolución; pero habiendo sostenido el querellante 
particular la acusación. 


(16 Abril 1891.) En causa contra D. Manuel Larios, 
el fiscal sostuvo en las conclusiones provisionales y 
en las definitivas, que el hecho no constituía delito; 
pero el querellante particular, en unas y otras, dijo 
que formaban tales hechos el delito de estafa, por 
el cual la Audiencia de la Habana condenó al pro- 
cesado. Este interpuso recurso de casación fundado 
en el art. 912, núm. 8, de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y el Tribunal Supremo declara no haber 
logar al recurso: 

«Considerando que no ha incurrido la Audiencia 
de la Habana en el quebrantamiento de forma, ale- 
gado en el presente recurso, y que es el previsto en 
el núm, 3. del art. 912 de la les de Enjuiciamiento 
eriminal, porque si bien es cierto que el Ministerio 
fiscal pidió la absolución del procesado D. Manuel 
Larios, no lo es menos que el querellante particular 
mantuvo la acusación, con lo que hizo posible que 
aquel Tribunal, sin faltar á las prescripciones lega- 
los, basadas en el principio acusatorio, impusiera al 
que juzgó culpable la pena que consideró proceden- 
te pordelito no más grave que el que había sido ob- 
jeto de la acusación antes indicada.» (Sent. 18 Abril 
1591.—Gac. 29 Julio 1892, p. 14.) 


—adup.— Sentencia que condena d uno de los reos 
cuya absolución pidió el fiscal en sus conclusiones defini- 
tivas, por no estimar que tuvo participación alguna en el 
delito; caso al que no es aplicable la facultad otorgada al 
Tribunal en el art. 733 de la ley. 


(13 Enero 1890.) En causa por lesiones, el fiscal en 
el acto del juicio modificó sus conclusiones, solici 
tando la pena que estimó procedente para dos de los 
roer dos y la absolución de Roque Martín. La An- 

lencia de Avila condenó á éste como autor y con 
circunstancias agravantes; fallo que impugnó en 
casación el Ministerio fiscal por el quebrantamien- 
to de forma del art. 912, núm. 3. de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. El T. S. casa y anula la sen- 
tencia: 

«Considerando que en el caso presente, modifica- 
das por el Ministerio fiscal sus conclusiono.., en sen- 
tido de la absulución del o hoy recurren- 
te, no era legalmente posible que éste fuera conde- 
nado por delito de que no había sido acusado, ni 
aun haciendo uso de la facultad expresada en el ar- 
tículo 733, puesto que su texto no consiente su apli- 
cación tratándose de la participación que cada uno 
de los procesados baya podido tener en la ejecución 
del delito puaco que sea materia del juicio, razón 
por la cual procede el recurso en beneficio del recu- 
rrente, sostenido por el Ministerio fiscal, conforme 
al núm. 3. del art. 912 de la ley.» (Sent. 13 Enero 
1890.—Gac. 2 Octubre 1891, p. 43.) 


_—En sent. de 15 de Febrero de 1380, vuelve á con- 
signar el T.S. que no es posible condenar al reo 
cuya absolución pidió el fiscal en sus conclusiones 
definitivas. En este caso parece que dicho Tribunal 
contradice la doctrina que estableció en el ante- 
rior, pues dice que pedida la absolución de uno de 
los reos en dichas conclusiones definitivas, la Au- 
diencia no pudo condenarle «sin hacer uso de la fa- 
cultad que concede el art. 733». (Sent. 156 Febrero 
1890,.—Gac. 3 Octubre 1891, p. 53.) 


—Otros casos en que el T. S.casa la sentencia con- 
denatoria, dictada después de pedir el fiscal la'ab- 
solución en sus conclusiones definitivas y sin hacer 
uso la Audiencia del art. 733: Sents. de 138 Marzo 1890, 
Gac. 18 Octubre aaa 65; 7 Abril 1890, Gac. 17 Octu- 
bre, 198 ; 20 Mayo 1880, Gac. 28 Octubre, p. 84; 20 Ju- 
nio 1890, Gac. 3 Noviembre, p. 93; 14 Noviembre 1890, 
Gac. 15 Febrero 1892, p. 40; 14 Noviembre 1890, Gacs. 15 

16 Febrero 1892, p. 40; 18 Noviembre 1890, Gac. 16 Fe- 

rero 1592, p. 43. 


— 6 trip. — Noes aplicable la facultad del art. 733 al 
caso de que el fiscal pida la absolución por no existir de- 
lito 6 por no haber tenido los reos participación en él. 


(13 Enero 1891.) En causa seguida á Juan Sánchez 
y Manuel Santana, el Ministerio fiscal, que había 
calificado á dichos procesados como autores de dis- 
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paro de arma de fuego en sus conclusiones provisio- 
nales, modificó éstas en el acto del juicio y pidió la 
absolución de los reos por no existir el referido de- 
lito de disparo, y que se dedujera el oportuno testi.- 
monio contra José Romero, en vista de lo que, el 

residente del Tribunal invitó á las partes para que 

e ilustrasen acerca de si el hecho de autos podía 
constituir el mencionado delito de disparo de arma 
de fuego contra persona determinada, contestando 
aquéllas negativamente, al menos por parte de los 
procesados. 

La Audiencia de Llerena condenó á éstos como 
autores de dicho delito. El fiscal interpuso recurso 
de casación fundado ea el núm. 3. art. 912 de la ley; 
y el T.S. casa y anula el fallo: 

«..Considerando que habiéndose pedido por el Mi- 
nisterio fiscal en sus conclusiones definitivas la ab- 
solución de los procesados, por no existir delito ni 
ser autores del mismo, no pudo la Sala dictar sen- 
tencia condenatoria, porque ba faltado la ucusa- 
ción, y ésta es un término indispensable del juicio 
y base fundamental del mismo, dado el sistema 
acusatorio en que la ley de Enjuiciamiento criminal 
se informa: 

CoBsiderando que no obsta á lo expuesto la facul- 
tad que se concede y qe la Sala ha usado del ar- 
tículo 733; porque esa limitación impuesta por la ley 
á dicho sistema, alcanza solamente al caso de orror 
manifiesto en la liquidación (1) del hecho justiciable, 
y no al de negación del mismo hecho, y menos pue- 
de extenderse á la participación de los procesados 
en la ejecución del delito, según el mencionado ar- 
tículo en su último párrafo previene.» (Sent. 13 Ene- 
zo 1891.—Gac. 8 Margo 1892, p. 64) 


—£a misma doctrina sobre imposibilidad legal de 
condenar cuando la acusación modifica sus cunclu- 
siones en el sentido de que no existe delito: Senten- 
cias 7 Enero 1891, Gac. 8 Marzo 1892, p. 62; 31 Enero 
1891, considerando 8.%, Gac. 8 Marso 1892, p. 69; 17 Fe- 
brero 1891, Gac. 11 Marzo 18982, p. 74; 3 Marzo 1891, Qa- 
ceta 28 Mayo 1892, p. 108; 6 Abril 1891, Gac. 29 Julio 
1892, página 12. 


—h -— Sentencia que condena al procesado no obstan- 
te haber pedido el Ascal su absolución por concurrir una 
circunstancia eximente. 


(14 Enero 1890.) Abierto el juicio oral en causa por 
lesiones, el fiscal, único acusador, modificó sus con- 
clusiones y pidió la absolución de la reo Carmen 
Vega, por concurrir á su favor la circunstancia 
eximente 4.* del art. 8.? del Código penal. La Au- 
diencia de Madrid condenó á la procesada, la cual 
interpuso recurso de casación, que el T. 8. estima: 

«Considerando que habiendo sostenido el Ministe- 
rio público en sus conclusiones definitivas la exen- 
ción de responsabilidad criminal de la procesada, y 
pedido, por tanto, sa absolución, no ha podido ser 
condenada aquélla conforme al sistema acusatorio 
vigente, incurrióndose al haberlo verificado en el 
quebrantamiento de forma en que se funda el recur- 
s0.» (Sent. de 14 Enero 1880.—Gac. 2 Octubre 1891, pá- 
gina 44.) 

—Otro caso igual: Sent. 28 Junio 1890.—(Fac. 8 No- 
viembre 1891, p. 94. 


—e-— Sentencia que condena d pena distinta de la pe- 
dida por el fiscal, después de aceptar en sustancia la ca- 
lificación del delito hecha por éste. 


(1.2 Febrero 1890.) En causa por imprudencia, el 
Ministerio fiscal estimó el hecho comprendido en el 
artículo 581, párrafo último del Código penal, y 
pidió qhe se impusiera al reo la multa de 150 pese- 
tas. La Audiencia de Barcelona declaró que el he- 
cho caía bajo la sanción del párrafo primero del ci- 
tado artículo y condenó al procesado á dos meses 
de arresto aos Interpuesto recurso de casación 
por el motivo 3, art. 914 de la ley de Enjuiciamien- 
to, el T.S. declara no haber lugar: / 

«Considerando que en el presente caso existe con- 
formidad en la calificación del delito por impra- 
dencia temeraria, cometido de parte del Ministerio 
fiscal en sus conclusiones definitivas y del Tribunal 
sentenciador en la sentencia, toda vez que uno y 
otro lo consideraron comprendido en la parte últi- 
ma del párrafo primero del art. 581 del Código pe- 
nal, difiriendo sólo en la penalidad E que 
el fiscal estimó ser la de multa, y el Tribunal la de 


(1) Querrá decir calificación. 
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arresto, diferencia que si en general puede dar lu- 
gar á la casación por infracción de ley, no es en 
modo alguno susceptible del de quebrantamiento 
de forma, por el motivo que se alega.» (Sent. 1. Fe- 
brero 1890.—Gac. 3 Octubre 1891, p. 49.) 


—La misma doctrina en sentencia de 8 de Mayo 
de 1€91, en que el T. S. desestima otro recurso fun- 
dado en que la sentencia impuso á la recurrente 
más pena que la pedida por el fiscal: , 

«Considerando que en la sentencia recurrida no 
se pena delito más grave que el acusado y califica- 
do por el Ministerio fiscal, aun cuando se impone á 
la procesada y recurrente pena mayor que la pedi- 
da por aquél, porque esta divergencia no altera la 
naturaleza y calificación del delito, niaumenta su 
gravedad, siendo, por tanto, improcedente el re- 
curso interpuesto.» (Sent. 8 Mayo 16891.—Gac. 29 No- 
viembre 1892, p. 67.) 


—d — Acusación por el delíto de lesiones graves in- 
feridas en riña confusa y tumultuaria, y sentencia que 
condena al reo como autor de ellas rechazando el concep- 
to referente d la riña. 


(86 Febrero 1890.) En causa seguida contra Vicen- 
te Eugenio Gómez y otros, el Ministerio fiscal cali- 
ficó el delito como constitutivo de lesiones graves, 
con impedimento de miembro principal y para el 
trabajo, causadas en riña tumultuaria, previsto y 

enado en el art. 435 en relación con el caso 2. del 
151 del Código penal, del que fueron autores en la 
significada forma los tres procesados, y la Andien- 
cia de Avila condenó á éstos como autores de lesio- 
nes graves previsto y penado en el número 2.” del 
art. 431 del Código penal, sin que pudiera entender- 
se que se realizaran aquéllas en riña tumultuaria. 
Gómez interpuso recurso de casación fundado en el 
número 8.*, art. 912 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal.El T.S. casa y anula: . 

«Considerando que el delito de que acusó el Minis- 
terio fiscal, en las conclusiones definitivas que en el 

resente caso estableció á los procesados Vicente 
Rugenio Gómez y Gómez, Prudencio Cipriano Her- 
nández y Hernández y Vicente Pérez Hernández, 
fué el dé lesiones graves, con impedimento de 
miembro principal, causadas en riña tumultuaria, 
no encierra la misma gravedad que el que estimó y 
ha castigado la Sala sentenciadora, de lesiones 
graves con igual impedimento, pero no inferidas en 
riña tumultuaria, prado óste tiene asignada ma- 
yor penalidad en el núm. 2.? del art. 481 del Código 

enal vigente, que el que fué objeto de la acusación 

son], previsto en el art. 435.» (Sent. 6 Febrero 1890.— 
Gac. 3 Octubre 1891, p. 51.) 


—€— Sentencia que condena por el delito de lesiones 
graves cuando la acusación afirmó que la inferida al 

erjudicado tardó en curar treinta y siete días, y luego 
la calificó de menos graves por error material que no 
puede prevalecer. 


(18 Febrero 189.) En causa seguida á Carmen 
Vallecruzs, el Ministerio fiscal, en el escrito de cali- 
ficación, consignó que la procesada había causado 
á Dorotea Martín una herida que exigió treinta y 
siete dias de asistencia facultativa; no obstante lo 
onal calificó el hecho como lesiones menos graves, 
pidiendo tres meses de arresto para la Carmen. Esta 
se conformó con tales conclusiones; pero la Audien- 
cía ordenó la continuación del peo por no ser 
procedente la pena solicitada. Dictada sentencia 
en detinitiva condenando á la reo á cuatro meses y 
un día de arresto, como autora de lesiones graves, 
interpuso recurso de casación fundado en el artícn- 
lo 912, núm. 8. de la ley de Ea): crim., por infrac- 
Sn de los arts. 655 y 694. El T. S. declara no haber 

ugar: 

«Considerando que los preceptos de los arts. 655 y 
604 de la ley de Enj. crim., según los cuales, en los 
o0ssos que expresan no puede el Tribunal mandar 
que continúe el juicio niimponer pena mayor que 
la pedida, conforme á la calificación provisional 
aceptada mutuamente por las partes, siempre que 
fuese la procedente con arreglo á dicha califica- 
ción, no pueden ser literalmente entendidos y apli- 
cados, cuando por un error material, resultante de 
las conclusiones mismas, y no por equivocado con- 
cepto, viniese á ser modificada y por lo tanto in- 
fringida la ley penal: 

Considerando que determinándose en la primera 
de las conclusiones del escrito de calificación pro- 
visional del Ministerio público, en la causa de que 


se trata, que el hecho punible consistía en una he- 
rida, cuya curación duró treinta y siete días, y ca- 
lificando de grave esta lesión el Código penal en el 
núm. 4.? del art. 431, al estimarla como menos gra- 
ve dicho Ministerio, incurrió en un error material, 
que no podía ser aceptado por la Sala sentenciado- 
ra sin manifiesta injusticia.» (Sent. 13 Febrero de 
16890.—(Gac. 8 Octubre 1891, p. 62.) 


—Otro caso análogo en sent. de 8 Octubre 1890. 
(Gac. 14 Febrero 1882, p. 27.) 


— f— Sentencia que condena al procesado como au- 
tor del delito de lesiones que el fiscal calificó de falta, ha- 
biendo usado el Tribunal de la facultad que le concede el 
art. 783, 


(11 Marzo 1890.) Declara el T.S. no haber lugar 4 
recurso de casación interpuesto contra sentencia 
de la Audiencia de Cádiz, que condenó á Vicente 
Moreno como autor del delito de lesiones menos 
graves: 

«Considerando que la Audiencia de Cádiz, aten- 
diendo al resultado de las pruebas practicadas en 
el juicio oral de esta causa, juzgó que el Ministerio 
fiscal había calificado con manifiesto error el hecho 
justiciable de la misma, al consignar en sus concla- 
siones definitivas que las lesiones causadas á Anto- 
nio Jiménez constitulan una falta, y haciendo pre- 
viamente uso de la facultad qe para este caso 
concede el art. 733 de la ley de Enj., condenó al pro- 
cesado como autor del delito de lesiones menos gra- 
ves 4 dos meses y un día de arresto mayor y acce- 
sorias, siendo pa tanto indudable que no se inca- 
rrió en el quebrantamiento de forma en que han 
fundado el presente recurso el Ministerio fiscal y el 
procesado Vicente Moreno Gómez.» (Sent. 11 Margo 
1890.— Gac. 16 Octubre 1891, p. 65.) 


— E — Sentencia que condena al reo como autor de 
un delito de falsedad, que la acusación estimó constituti- 
va de imprudencia temeraria.—No es impu 
quebrantamiento de furma la resolución de que se 
nuevo proceso por hechos ya perseguidos, y bajo el com- 
cepto de que puedan constituir delito distinto del que fué 
objeto de calificación. 


(17 Diciembre 1890.) En una diligencia de embar- 
go preventivo que autorizó el juez municipal D. Ce- 
sáreo Sanz. el secretario Roque Corchón hizo cons- 
tar la presencia de dos testigos que no concurrie- 
ron... porlo que se abrió causa, en la que el fiscal, 
después de acusar á Corchón en sus conclusiones 

rovisionales de un delito de falsedad cometido por 
imprudencia temeraria y á Sans de otro de preva- 
ricación, modificó su acuerdo respecto de éste, cuya 
absolución pidió, La Audiencia de Soria condenó á 
Corchón como autor de falsedad, comprendida en 
el art. 314 del Código penal, y dispuso que se abriera 
nuevo proceso en cuanto á Sanz, que si no era an- 
tor de prevaricación podía serlo también de false- 
dad... Kl fiscal interpuso recurso de casación furda- 
do en los arts. 912, núm. 3. y 666 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. El T. S. declara haber lugar al 
recurso en cuanto á Corchón: 

«Considerandoquela Audiencia de Soria quebran- 
tó la forma del procedimiento á que se refiere el nú- 
mero 8. del art. 912 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, al condenar al reo Koque Corchón sin ajus- 
tarse álo prescrito en el otro art. 733, 4 la pena de 
catorce años, ocho meses y un día de cadena, como 
autor del delito de falsedad, siendo así que el Minis- 
terio fiscal sólo le juzgó responsable de imprudencia 
temeraria, pidiendo se le impusiera la de un año y 
un día de prisión correccional: 

Considerando, en cuanto al otro recurso,que tam- 
bién por quebrantamiento de forma ha interpuesto 
el Ministerio fiscal, en lo que concierne al procesa- 
do Cesáreo Sanz, porque á pesar de haber sido éste 
absuelto del delito de prevaricación de que fué acu- 
sado, se acordó en la sentencia iniciar un nuevo sa- 
mario por el mismo hecho, entendiendo la Sala que 

odia merecer otra calificación; que no constituye 

a falta reclamada ninguno de los motivos de casa- 
ción taxativamente marcados en los arts. 911 y 912 
de la ley antes citada, y respecto de la que en su 
día pueden utilizarse medios perfectamente legales, 
á fin de queen nada se menoscabe el respeto á la 
cosa juzgada.» (Sent. 17 Diciembre 1590.—Gac. 18 Fe- 
brero 1 p. 49.) 
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— h-— Cuando 8on varios los procesados yu alguno de 
ellos mo acepta la pena correccional pedida por la acusa- 
ción, es lícito continuar el juicio respecto de todos é im- 
poner en definitiva otra pena mayor. 


(8 Marzo 1891.) En causa contra Ramón Fernán- 
dez y Rosa Marentes, el Ministerio fiscal, en sus 
conclusiones provisionales, calificó los hechos de de- 
lito de hurto, previsto en el caso 5.0 del art. 531 del 
Código penal, del que eran autores ambos procesa- 
dos, sin cireunstancias modificativas pidiendo qua 
se les impusieran dos meses y un día de arresto ma4- 
yor, accesorias y costas. ! 

La defensa de los procesados, en su escrito de con- 
testación, expresó hallarse conforme con las con- 
clusiones fiscales en cuanto á la calificación del de- 
lito y pena pedida respecto á Ramón Fernández, 
más no en cuanto á Rosa Marentes, cuya absolución 
libre pretendió. Continuado el juicio, el Ministerio 
fiscal modificó sus anteriores conclusiones en cuan- 
to 4 Fernández, por entender que los hechos que 
picada constitulan delito de hurto cualificados por 
el abuso grave de confianza, y que procedía impo- 
nerle un año y cuatro meses de presidio correccio- 
nal, accesorias y mitad de costas. Impuesta Á éste 
la pena de un año y un día de presidio correccional, 
y PRosa Marentes la de dos meses y un día de arres- 
to mayor, interpusieron los procesados recurso de 
casación, fundado en el art. 912, núm. 8.? de la ley 
de Enjp). criminal por infracción del 655. El T.S. de- 
clara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que no ha incurrido la Sala senten- 
tenciadora en el quebrantamiento de fo1ma previs- 
to en el núm. 3. del art. 912 de la ley de Enj. crimi- 
nal, puesto que ha condenado al recurrente Ramón 
Fernández Arcas á sufrir la pena de un año y un 
día de presidio correccional, juzgándole autor de 
un delito de hurto con la circunstancia calificativa 
de grave abuso de confianza, delito por el que tam- 
bién le acusó el Ministerio fiscal en sus conclusiones 
definitivas, pidiendo le fuoseimpuesta la de un año 
y cuatro meses de igual presidio: 

Considerando que para llegar á ese resultado se 
ajustó en un todo la Audiencia á los preceptos de la 
ley procesal, sin violar bajo ningún concepto el del 
art. 655, citado en el recurso, porque si bien dispone 
éste que se dicte sentencia sin más trámites cuando 
la pena pedida en la acusación fuese de carácter co- 
rreccional y el procesado se conformase con ella, 
expresando además el letrado defensor no estimar 
necesaria la continuación del juicio, exceptúa en el 
párrafo cuarto el caso en que fuesen varios los pro- 
cesados, y no todos manifestaren igual conformi- 
dad, cosa que ocurrió en el caso de que se trata con 
la procesada Rosa Marentes.» (Sent. 86 Marzo 1891.— 
Gac. 1.2 Julio 1892, p. 111.) 


—i— Sentencia que condena por un delito más grave 
el que fué objeto de la acusación provisional, acepta- 
de por el procesado y de la cual se derivaba pena correc- 
cional. Improcedencia de la continuación del juicio y del 
castigo por otro delito más grave, de acuerdo con lag con- 
clusiones definitivas. 


(29 Abril 1891.) En causa contra Antonio Balbon- 
tín, el Ministerio fiscal, en sus conclusiones provi.- 
sionales, calificó los hechos como constitutivos del 
delito definido y penado en el art. 297 del Cód. pe- 
nal, del que era autor el procesado, sin circunstan- 
cias modificativas, solicitando que se leo impusiera 
la multa de 325 pesetas y costas. 

La defensa se mustró conforme con dicha califi- 
cación y con la pena solicitada, estimando innece- 
saria la continuación del juicio; pero la Audiencia 


de la Habana, fundada en que la pena pedida por . 


dicho Ministerio fiscal no era la procedente, según 
su calificación, aceptada por el en y visto 
el párrafo tercero del art. 655 y el 658 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, mandó continuar el Jui- 
cio, después de lo que modificó el mencionado Mi- 
nisterio sus anteriores conclusiones en el sentido 
de que el hecho constituía el delito definido en el 
art. 302 del Código penal, y que procedía imponer 
al procesado tres años, seis meses y veintiún días 
de presidio correccional, multa de 6825 pesetas, ac- 
cesorias y costas; á las cuales penas le condenó la 
Audiencia. El procesado interpuso recurso de CA- 
sación, y el T. S. casa y anula el fallo recurrido, 
visto el art. 655 de la ley de Enj. criminal de Cuba y 
Puerto Rico, y 

«Considerando que consistiendo en el caso pre: 
sente el error, no sólo en la pena, sino en la calif- 


cación del delito formulada por el fiscal, al acor- 
dar el Tribunal la continuación del juicio y penar 
por otro delito más grave, aunque conforme con la 
calificación modificada y definitiva del mismo, ha 
qdo la ley procesal en el artículo citado y 

ado Ingar al motivo de casación comprendido en 
el núm. 3. del art. 912, puesto que se ha penado de- 
lito más grave que el comprendido en la califica- 
ción provisional, válida y eficaz de acuerdo con la 
ley y el espíritu que informa nuestro sistema pro- 
cesal.» (Sent. 29 A bril 1891.—Gac. 29 Julio 1882, p. 18.) 


—$-— El Tribunal puede aceptar la acusación pública 
ó la privada y fallar de acuerdo con una ó con otra, 


(4 Mayo 1891.) «Si en un mismo juicio las acusacio- 
nes del Ministerio fiscal y del acusador privado di- 
fieren en sus calificaciones, la Sala sentenciadora 
puede, en uso de sus facultades no coartadas por 
ningún dd Ga, aceptar la que estime más arre- 

lata á derecho, y penando en consonancia con el 

elito que de la misma fué objeto, no excede los 
límites impuestos por la ley, de penar uno más gra- 
ve, pues se ajusta á la acusación que por ella fué 
aceptada; sin que tampoco en estos casos deba ha- 
cerse uso de la facultad excepcional que concede el 
artículc 733 de la ley citada, que se refiere solamen- 
te al de manifiesto error en la calificación del hecho 
justiciable.» (Sent. 4 Mayo 1891.—Gac. 29 Noviembre 
de 1892, p. 688.) 


v1 


RECURSO FUNDADO EN QUE CONCURRIÓ Á DICTAR SEN- 
TENCIA ALGÚN MAGISTRADO CUYA RECUSACIÓN SE RE- 
CHAZÓ, NO OBSTANTE HABERSE INTENTADO EN TIEMPO 
Y FUNDADOSE EN CAUSA LEGAL (art. 912, núm. 5.9), 


Recusación intentada después de comenzado el juicio 
oral y que no se dice hallarse fundada en causa que con 
anterioridad no existiera, 


(25 Junio 1891.) En causa por injuria y calumnia, 
la defensa del procesado manifestó en la primera 
sesión del juicio oral, que recusaba á un magistra-. 
do, que como suplente formaba parte del Tribunal, 
por enemistad manifiesta con el reo, situación que 

asta el dia anterior no había llegado á noticia del 
letrado; y al siguiente formuló por escrito la recu- 
sación, jurando que no conoció la enemistad hasta 
que la adujo. La Sala ronda la recusación, trami- 
tó el juicio y dictó sentencia condenatoria, contra 
la cual interpuso el enjuiciado recurso de casación, 
fundado en el núm 5.*, art. 912 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. El Y, S, declara no haber lugar 
al recurso: 

«Considerando que la recusación del magistrado 
suplente D..., no fué propuesta en tiempo y forma, 
pues se intentó después de comenzado el juicio oral, 
y por tanto fuera ya de la oportunidad legal que 
marca el art. 58 de la ley de procedimientos, y sin 
expresar que los motivos en que se fundaba hubie- 
ran sobrevenido con posterioridad á aquel estado 
del juicio...» (Sent. 25 Junio 1891.—Gacs. 29 Noviem- 
bre y 3 Diciembre 1892, p. 72.) 


vil 


RECURSO FUNDADO EN QUE EL PRESIDENTE FORMULÓ 
PREGUNTAS INDEBIDAS PARA QUB LAS ABSOLVIERAN 
LO8 JURADOS, Ó NO ADMITIÓ OTRAS PERTINENTES, Ó 
EN QUE LAS REDACTADAS SON DEFICIENES Ó DEFEO- 
TUOSAS (arts. 77 y 119, núm. 2.? de la ley del Jurado). 


—«a-— Pregunta que ha de dar igual resultado con la 
fórmula del presidente que con la propuesta por la de- 
fensa. 


(10 Enero 1890.) Isidro Fernández, dueño de un 
perro que reñía con otro de Vicente Esteban Sán- 
chez, trató de castigar al de éste, lo que originó en- 
tre los dueños disputa, en la que Fernández dió una 
pedrada Á Sánchez y éste mató á su adversario de 
una puñalada. Formada causa y remitida al Jura- 
do, el presidente del Tribunal formuló la siguiente 
pregunta para que fuese objeto de veredicto: «En la 
ejecución del hecho, ¿concurrió la circunstancia de 
que antes de tirar la piedra Isidro Fernández al pro- 
cesado Vicente Esteban, éste le reconviniera por» 
que iba á pegar á un perro de su propiedad?»; cuya 
pregunta calificó de insuficiente la defensa del 
procesado, y solicitó que se reformase en esta for- 
ma: «Los actos que verificó Vicente Esteban Sán- 
chez, ¿fueren bastantes para mover á Isidro Fer- 
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nández á que se revolviera contra él y lo apedrea- 
ra, hiriéndole?»; pero la Sala, oído el Ministerio fis- 
cal, desestimó la adición propuesta, formulando 
protesta dicha defensa. Dictada sentencia, en la 

ue se calificó el hecho como constitutivo de homioi- 

io, del que fué autor Vicente Esteban Sánchez, 
con la circunstancia atenuante de agresión ilegíti- 
ma, interpuso recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, fundado en el núm. 2* del artí- 
culo 912 de la de Enj. criminal y 2. del 119 de la del 
Jurado. El T.S. declata no haber lugar: 

«Considerando: que la reclamación hecha por la 
defensa del procesado Vicente Esteban Sánchez 
fué infundada, pues la cuarta pregunta que redactó 
el presa y que contestaron los jurados, no es 
deficiente, sino po el contrario, la que procedía, y 
tanto, que dió el mismo resultado que hubiera sin 
duda dado la que en su lugar se propuso por dicha 
a TES (Sent. 10 Enero 1$90.— Gac. 2 Octubre 1891, 
rág. 42.) 


—b-— Pregunta interesante como determinativa de la 
calificación del delito, conforme á las conclusiones de la 
pls é indebidamente eliminada por el Tribunal de 

erecho. 


(6 Marzo 1890.) Encausa seguida á Miguel Martí- 
Dez por muerte violenta de Joaquín Díaz, el presi- 
dente del Tribunal formuló una pregunta, la terce- 
ra, para que la contestasen los jurados, en los sí- 
guientes términos: «Las heridas mencionadas, sin 
complicaciones extrañas á las mismas, que produ- 
jeran la muerte, ¿hubieran curado dentro de los 
treinta días, sin dejar al lesionado impedimento 
ana su trabajo habitual, ni deforme?» La defensa 

el procesado pidió que se adicionase otra, en el 
sentido de que: «en el caso de que las lesiones no le 
produjeran la muerte pudieron curar dentro de los 
noventa días, y después de los treinta», á cuya pre- 
tensión se opuso el Ministerio fiscal, quien sostuvo 
además que sesuprimiera la tercera pregunta refe- 
rida, lo gue estimó así el Tribunal, protestando la 
defensa. Diotada sentencia condenando al procesa- 
do como autor de homicidio, interpuso recurso de 
casación, al cual declara el T. S. haber lugar: 

«Considerando: que, según el art. 70 de la ley del 
Jurado, el presidente del Tribunal formulará las 
preguntas que el Jurado haya de contestar, con 
arreglo á las conclusiones definitivas de la acusa- 
ción y de la defensa, y suprimida en el acto del 
juicio la que se hizo con arreglo á las conclusiones 
dela defensa, quedó sólo vigente y sometida 4 la 
deliberación de aquél la relativa á las conclusiones 
de la acusación, faltándose abiertamente al precep- 
to del citado art. 70: 

Considerando: que la pregunta comprensiva de 
las conclusiones de la defensa era legal y obligato- 
ria, y al suprimirla la Sala sentenciadora dejó de 
formular una pregunta que procedía, con cuyo 
acuerdo infringió el art.77 de la ley citada, estando 
por consiguiente este recurso autorizado por el 
caso 2. del art 119 de la misma ley.» (Sent. 6 Marzo 
1890.—Gac. 18 Octubre 1891, p. 62.) 


—Bbdup.— Pregunta sobre pertenencia de la cantidad 
objeto de un robo, innecesaria para la determinación de 
la culpabilidad. 


(10 Enero 1890.) Contra sentencia que condenó á 
doña Maria Luque, como autora de rubo, interpuso 
la procesada recurso de casación, fundado en el nú- 
mero 2.* del art. 119, en relación con el apartado 3.9 
del 77 de la ley del Jurado, por haberse infringido 
los apartados primeros de los arts. 7% y 75 de la mis- 
ma ley, toda vez que una de las cuestiones debati.- 
das en el proceso, que fué objeto de su escrito de 
conclusiones y de prueba en el juicio, fué la referen- 
te á si la cantidad encontrada á María Luque en la 
mañana del 27 de Enero era parte de la que se supo- 
nía sustraíida, ó si era de la propiedad de aquélla, 
como producto de sus ahorros, por lo cual era ógico 

ue,independientemente delas preguntas relativas 

la culpabilidad ó inculpabilidad de la recurrente 
se hubiera formulado otra para que el Tribunal del 
Jurado, único juez para hacer declaraciones sobre 
los hechos que se discutían, pudiera decidir dicha 
cuestión. El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la adición que solicitó la pro- 
cesada y recurrente se hiciera, en su caso, á la pri- 
mera pregunta del interrogatorio, nu era necesaria 
pes que el Jurado pudiera resulver sobre la culpa- 

ilidad ó inculpabilidad de la misma en todo con- 
cepto respecto al delito de robo imputado, no exis- 
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tiendo, en sua consecuencia, en el interrogatorio for- 
mulado las faltas alegadas en el presente recurso, 
que se fundan en los apartados primeros de los ar- 
ticulos 72 y 76 de la ley, pues se ban observado en 
aquél las prescripciones que éstos comprenden.» 
(Sent. 10 Enero 1890.— Gac. 2 Octubre 1881, p. 42.) 


Pregunta no admisible por entrañar conceptos 
sobre sucesos futuros y contingentes. 


(18 Octubre 1690.) Como consecuencia de la ante- 
rior sentencia de casación de 6 de Marso de 1890 (le- 
tra h), se constituyó de nuevo el Jurado para cono- 
cer de la causa seguida á Miguel Martínez, y se in- 
clnyó entre las preguntas la tercera indebidamente 
suprimida. La defensa del reo pidió que se adicio- 
DAraáa para que el veredicto dijera si las heridas de 
Díaz, caso de no haberle producido la muerte, pu- 
dierun curar antes de los noventa y después de los 
80 días. La Sección de derecho no admitió esta adi- 
ción, y dictada sentencia condenatoria, interpuso el 
reo recurso de casación por haberse denegado tal 
pregunta. El T.S. declara no haber lugar, conside- 
rando que no es pertinente porque entraña «concep- 
to ú opinión sobre sucesos futuros y contingentes, 
superiores á los cálculos racionales de la probabili- 
dad, por cuya razón no es procedente ni tiene ver- 
dadera importancia para el resultado del juicio». 
(Sent. 18 Octubre 1590.—Gac. 14 Febrero 1882, p. 30.) 


—d — Posibilidad legal de adicionar y modificar las 
preguntas que se dirigieron d un primer Jurado, cuando 
haya de pronunciar veredicto otro nuevo. 


(14 Marzo 1890.) En causa seguida á D. Alberto Ol- 
mos con motivo de la publicación de un suelto en 
La Correspondencia Militar, se formularon á los Jura- 
dos cuatro preguntas, dos de las cuales contestó el 
veredicto demativa las otras dos negativamente, 
por lo que el fiscal pidió y el Tribunal de derecho 
acordó que se viera la causa ante nuevo Jurado. 
Constituido éste, se le formularon otras cuatro pre- 
guntas, modificando la redacción de las anteriores 
ó insertando en ellas el escrito, origen del procedi.- 
miento que antes se omitió. Dictado veredicto de 
culpabilidad y sentencia concordante, interpuso Ol- 
mos recurso de casación, fundado en el núm. 2.? del 
art. 119 de la ley del Jurado, y por el motivo expre- 
sado en el 77, en atención á que el recurrente no se 
conformó con las preguntas formuladas al nuevo 
Jurado, proponiendo que en su lugar se le dirigie- 
ran las mismas que al primero. El T. S. declara no 
haber lugar al recurso: 

«Considerando que en el caso de que se trata no 
fueron indebidas, como sostiene el recurrente, las 
preguntas hechas al nuevo Jurado sólo por diferen- 
ciarse de las que sirvieron para el anterior, porque 
habiendo de reproducirse el juicio conforme al ar- 
tículo 115, con los mismos trámites y solemnidades 
que establece la citada ley, y debiendo arreglarse 
según el art. 70 4 las conclusiones definitivas de la 
acusación y de la defensa las preguntas que se for- 
mulen por el presidente de derecho, es incuestiona- 
ble la pertinencia bajo este aspecto de las nuevas 
preguntas, que en vista de las conclusiones definiti.- 
vas, también nuevas ó ampliadas en parte, ae hicie- 
ron en el segundo juicio, y que ha dado ocasión al 
presente recurso, el cual, por lo tanto no proceds.» 
(Sent. 14 Marzo 1890.—Gac. 18 Octubre 1891, p. 68.) 


—e-— Pregunta irregular por contener términos de 
los cuales unos pueden ser contestados afrmativa y otros 
negativamente. : 

(23 Abril 1880.) En causa por robo se formuló al 
Jurado la siguiente pregunta: «Primera: María Ex- 

ósita, conocida por Ramíres Sánchez, ¿es culpable 
do haber penetrado en casa de D. Antonio Carrillo 
Salar, vecino do Arriate, el día 31 de Marzo del año 
último, sustrayendo de una Donsas de la expresada 
casa un jamón y como tres libras de salchichón, pro- 
piedad del Carrillo, apreciado todo en 22 pesetas 50 
céntimos?» Dictada sentencia condenatoria, inter- 
puso la defensa recurso de casación, al cual decla- 
ra el T.S. haber lugar: 

«Considerando... que exigiendo el art. 72 de la ley 
del Jurado que no se acumulen en una misma pre- 
gunta tórminos que puedan ser contestados afirma- 
tivamente unos, y negativamente otros, y pudiendo 
de ese modo serlo el particular sobre la entrada de 
la procesada en la casa de Carrillo, y el relativo á 
la sustracción de efectos de la misma, contenidos en 
una sola pregunta, procede el recurso por este mo- 
tivo, mediante haberse hecho oportunamente la re- 
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clamación y protesta contra la pregunta indebida, 
conforme al art. 77, en relación al 119 de dicha ley, 
y ser caso de quebrantamiento de forma, previsto 
en el núm. 2.2 de dicho último artículo.» (Sent. 28 de 
Abril 1990.— Gac. 27 Octubre 1891, p. 77.) 


—f— Omisión de toda pregunta relativa á si el hecho 
se cometió por imprudencia, no obstante haber sido este 
extremo objeto de calificación por la defensa.— Veredicto 
que ha de insertarse en la sentencia cuando se pronuncia 
más de uno.—Recurso directo de devolver el veredicto al 
Jurado cuando se advierte contradicción en sus determi- 
nAACIones. 


(1. Julio 1890.) En cansa seguida contra Monse- 
rrate Marco por homicidio de Pablo Esquiva, la de- 
fensa del procesado, en sus conclusiones provisio- 
nales, alegó que el hecho perseguido no era punible, 
ó quecuando más constituiría imprudencia temera- 
ria. En sazón oportuna el Jurado contestó afirmati- 
vamente la pregunta que se le formuló relativa á si 
Monserrate era culpable de haber dado un golpe 
con un terrón ó piedra sobre la nariz de Esquiva, 
ocasionándole la muerte; pero advertida contradic- 
ción entre algunas de las otras respuestas, fué de- 
vuelto el veredicto al Jurado por dos veces segui- 
das, recayendo sentencia en la que se insertó el que 

ronunciaron los jueces de hecho la última vez que 

ueron prota os. Dictada sentencia en que se 
condenó á Monserrate como autor de un delito de 
homicidio, interpuso recurso de casación, fundado 
en los núms. 1.0 y 2.9, art. 119 de la ley del Jurado, 
or «haberse negado el Tribunal á que se formulara 

a pregunta encaminada á saber si el recurrente co- 
metió el delito por imprudencia temeraria, á pesar 
de haberlo consignado así en su escrito de califica- 
ción y disponerlo el último párrafo del art. 72 de la 
primera ley citada, por no haberse transcrito los 
tros veredictos pronunciados por el Jurado, exis- 
tiendo además contradicción entre las preguntas 
primera y tercera, contestadas afirmativamente en 
el último de aquéllos». El T. S. falla así: 

«Considerando que en el escrito de concltisiones 
provisionales de la defensa del procesado, se con- 
signó de mudo expreso y terminante que el hecho 
et dea se realizó en caso extremo por impru- 

encia temeraria, y procedía por tanto que el Ju- 

rado fuese sobre 0lo preguntado, como solicitó di- 
cha defensa, y al no acceder á ello la Sección de 
derecho, incurrió en el quebrantamiento de forma 
de que trata el art. 77, en relación con el 119 de la 
expresada ley, y debe porlo mismo prosperar el re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, 
utilizado por tal motivo, que fué á su tiempo pre- 
parado con la correspondiente protesta: 

Considerando que no procede dicho recurso por 
la no inserción en la sentencia recurrida de todos 
los veredictos contestados, pues los dos primeros 
quedaron sin efecto por la evolución que de los 
mismos se hiso 4 dicho Jurado á petición del Mi- 
nisterio fiscal, y sin reclamación ni protesta de la 
defensa del procesado: 

Considerando que tampoco puede prosperar el 
recurso por la contradicción alegada entre las con- 
testaciones á la segunda y tercera preguntas, pues 
la ley, en sus arts. 107 y 108 establece sobre este par- 
ticular el de devolución del veredicto para su re- 

orma ó confirmación; y no habiéndolo utilizado á 

Bn tiempo la representación del acusado, no cabe 
después el de casación por quebrantamiento de for- 
la en tal motivo fundado... 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos ha- 
ber lugar en el primer motivo alegado, y no haber 

ugar por los demás, al recurso de casación por que: 

brantamiento de forma...» (Sent. 1.2 Julio 1890.— 

Gac. 14 Febrero 1892, p. 12.) 


—8£— Otro caso: Procedencia de formular preguntas 
distintas acerca de si el hecho fut intencional ó debido 4 
negligencia ó imprudencia, pues estos términos incompa- 
tibles, no son contradictorios, puesto que pueden resol- 
verse en sentido opuesto. 


(28 Octubre 16890.) En causa seguida á Leodegario 
Mallofré por homicidio de Jaime Marti, el presi- 
dente del Tribunal redactó las preguntas que había 
de absolver el Jurado, una de las cuales decía: «El 
Mallofré, ¿tuvo intención de causar con dicha cu- 
chilla algún daño á Jaime Martí?» La defensa pidió 
que esa pregunta se hiciera extensiva á si los he- 
chos se ejecutaron con simple negligencia ó des- 
cuido; pero estimada por la Sala innecesaria dicha 
adición, protestó aquella defensa, y después de dio- 
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tada sentencia condenatoria, interpuso recurso de 
casación, al cual declara el Tribunal Supremo ha- 
ber lugar: 

«Considerando: que los términos de la segunda 
pregunta sometida á la decisión de los jurados, de 
si el procesado tuvo intención de causar con la cu- 
chilla algún daño á Jaime Martí, no contradice en 
modo alguno la que la defensa propuso, relativa- 
mente á silos hechos se ejecutaron con simple ne- 
pesada ó descuido, antes bien, producto ambas 

e las conclusiones definitivas de donde han de de- 
ducirse las preguntas, permitían que los jurados, 
ante el resultado de las pruebas, acomodasen á él 
su juicio, bajo el doble aspecto de la intención ó de 
la simple negligencia, con la afirmación y negación 
que dieren respectivamente al contestarlas, puesto 
que, aunque inconciliables, no son en realidad con- 
tradictorias: 

Considerando que al no tener esto presente la Sec- 
ción de derecho de dado lugar al recurso de que se 
trata, conforme al núm. 2. del art. 119, en relación 
con el 77 de la mencionada ley del Jurado.» (Senten- 
cia 23 Octubre 1890.— Gac. 14 Febrero 1892, p. 32.) 


— h-— Improcedencia de las preguntas relativas d la 
calificación jurídica de las circunstancias atenuantes, y 
no á la declaración de los hechos que en su caso podrian 
servirles de fundamento. 


(1.2 Octubre 1890.) En causa seguida á Rafael Ra- 
ma por homicidio de Urbano Algora, se preguntó al 
Jurado: «Cuarto. ¿Fué el Rafael acometido y lesio- 
nado en el cuello por Teodora Enguita, mujer de 
Urbano, antes de haber aquél herido 4 éstr?» La de- 
fensa del reo creyó que la pregunta err. deficiente 
por deberse interrogar á los jurados sobre si el reo 
obró por estímulos poderosos que naturalmente le 
platon arrebato y obcecación; y luego de dicta- 

a sentencia insistió en el mismo criterio, óinterpa- 
so recurso de casación acogiéndose al art. 119, púme- 
E 2. de la ley del Jurado. El T. S. declara no haber 
ugar: 

«Considerando que la pregunta hecha al Jurado, 
pena ampliación solicitó la defensa del procesado 

afael Rama Benito, estaba perfectamente formu- 
lada, puesto que comprendía todos los particulares 
del hecho que pudieran contribuir, sirviéndole de 
base la apreciación de la circunstancia atenuante 
sóptima del art. 9% del Código penal, que se preten- 
dia haber concurrido en el hecho sobre que versaba 
el procedimiento: p 

onsiderando que los términos en quese pretendia 
fuera amplinda la expresada pregunta envolvían 
conceptos y apreciaciones, no ya de hecho, que co- 
rrespondiera decidir á los jurados, sino cuestiones 
esencialmente de derecho, cuales eran las de estimar 
si los hechos mencionados reunían las condiciones 
requeridas en el artículo del Código antes citado, 
para ser apreciados como constitutivos de la cir- 
cunstancia atenuante de arrebato y obcecación; 
puntos sobre los que sólo 4 los jueces de derecho 
compete resolver.» (Sent. 1.2 Octubre 1890.—Gac. 14 
Febrero 1892, p. 26.) 


—1-— Contenido delas preguntas resultantes de la de- 
enga: no es necesario que se formulen con las mismas pa- 
ras propuestas por el defensor. 


(5 Enero 1891.) No es precepto de ley que al for- 
mular el presidente ee untas que ban de ser ob- 
jeto de la deliberación del Jurado, se hayan de con- 
signar en ellas las frases empleadas por la defensa, 
sino que basta expresar el sentido y significación de 
las mismas, ó los hochos que sirven de fundamento 
á las conclusiones definitivas. (Sent. 5 Enero 1891.— 
Gac. 8 Marzo 1892, p. 61.) 


—j-— Necesidad de formular tres preguntas distin- 
tas sobre cada uno de los tres hechos que pueden deter- 
minar la exención de responsabilidad, conforme al nú- 
mero 4.%, art. 8.2 del Código penal aducido por la de: 
fensa. 

(9 Febrero 1891.) En causa contra Pedro Galar- 
dón y Simón Lafuente, por homicidio, la defensa 
de los procesados alegó que éstos habían obrado 
en defensa de su persona y les comprendia la exen- 
ción del caso 4.*, art. 8.0 del Código penal. Visto el 

roceso ante el Jurado, el presidente del Tribunal 

ormuló la tercera pregunta en estos términos: «¿ha 
concarrido la circunstancia de que Pedro Galardón 
hirió con un cuchillo 4 Bernardo Victoriano, defen- 
diéndose de las agresiones de éste, y con el solo 
propósito de parar ó repeler los golpes que Bernar- 
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do le dirigía con su arma?» El Ministerio fiscal im- 
pugnó la copiada, porque constituyendo la cir- 
cunstancia de exención invocada por las defensas 
tres requisitos, debían ser objeto de preguntas dis- 
tintas los hechos determinantes de cada uno de 
ellos, para que el Jurado pudiera declarar respecto 
de cada uno lo que su conciencia le dictare, ya que 
podía apreciar la concarrencia de unos y no la de 
otros; á cuyas manifestaciones se adhirieron los de- 
fensores de ambos procesados; pero lu Sala, funda- 
da en que no habiendose invocado por dichos de- 
fensores la circunstancia del mayor número de re- 
quisitos de la defensa, ni siquiern la primera de las 
atenuantes, sino únicamente la exención completa 
del núm. 4. del art. 8. del Código penal, cuyos 
hechos constitutivos aparecian expresados en las 

reguntas reclamadas, toda vez que, respecto de la 

alta de provocación, que era una negativa, no ca- 
bía consignar hecho alguno, declaró no haber lugar 
á lo solicitado, protestando dicho Ministerio y las 
defensas de esta resolución. 

Dictada sentencia condenatoria en cuanto á Ga- 
lardón y absolutoria respecto de Lafuente, interpu- 
so el primero recurso de casación que fundó en los 
arts. 77 y núm. 2. del 119 de la ley del Jurado, porque 
no obstante haberalegado la circunstancia eximen- 
te de defensa propia, no se hizo más que una sola 
pregunta sobre ella, cuando debieron ser tres, com- 
prensivas separadamente de cada uno de los requi- 
sitos de dicha exención, por si el Jurado entendía 

ue con- currieron en el hecho, si no todos, uno ó dos 

eellos. El T, S, casa y anula el fallo: 

«Considerando que habiéndose alegado por la de- 
fensa del recurreute en el escrito de conclusiones 
provisionales, que después elevó á definitivas, la 
exención de responsabilidad criminal, comprendida 
en el núm. 4.* del art. 8.2 del Código penal, debió 

reguntarse al Jurado, con separación, acerca de 

os tres requisitos que enumera dicho núm. 4.9, pues 
siendo diversos y pudiendo producir efectos legales 
distintos, según los que se aprecien, al englobar en 
una sola pregunta dos de el Y omitir el otro, se 
faltó á lo dispuesto en el art. 72 de la ley del Jurado, 
dando lugar al recurso en la forma alegada por la 
defensa del procesado.» (Sent. 9 Febrero 1891.—(Qace- 
fas 8 y 11 Marzo 1892, p. 72.) 


— k — Elementos material y moral del delito de in- 
jurias, bien englobados en una sola expresión. 


(26 Febrero 1891.) En causa por injurias conteni- 
das en unimpreso periodístico, el presidente del Tri- 
bunal formuló la siguiente pregunta para que los 
jurados la contestaran: <D. Jacinto Monfort Pitar- 
que, ¿es culpable de haber publicado en el núme- 
ro 2.561 del periódico La Alianza Aragonesa del día 11 
de Abril último, an suelto expresando que en un jui- 
cio de jurados, celebrado el día anterior, un señor 
fiscal había dirigido algunas palabras fuertes á un 
joven abogado defensor, llamando el autor del suel- 
to la atención de la autoridad correspondiente 

ara que co.rigiese semejantes desmanes en el Pa- 

acio de Justicia; cuyas frases, al calificar de desma- 
nes actos oficiales del funcionario aludido, envuel- 
ven el onto de éste, eSTón en su descródi- 
to ante la opinión pública?» El fiscal protestó de la 
pregnnta sin resultado, los jurados la contestaron 
negativamente y el Tribunal de derecho pronunció 
sentencia absolutoria, contra la que dicho Ministe- 
rio interpuso recurso de casación fundado en el 
núm. 2.? del art. 119 de la ley del di de haber- 
se dirigido una pregunta que no procedía, la que 
era además defectuosa por compleja y abrazar un 
extremo que implicaba un concepto jurídico, toda 
vez que tratándose de un delito de injurias á la an- 
toridad, por medie de la imprenta, debió el vere- 
dícto limitarse Á declarar sí el acusado era ó no cul- 
pable de haber escrito y publicado el suelto denun- 
ciado, ya que la publicación era el elemento esen- 
cial de hecho, respecto del cual incumbia oir al 
Jurado, mas no en cuanto al otro extremo de la pri.- 
mera pregunta, por ser cuestión duramente de de- 
recho el apreciar si el suelto contenía ó no concep- 
tos determinantes de injurias... El T. 8. declara no 
haber logar al recurso: 

«Considerando: que la pregunta reclamada con- 
tiene en su primera po el elemento material del 
delito, y enla segunda el moral, que también es de 
apreciación del Jurado, sin que en el caso presente 
se confunda éste con el concepto exclusivamente 
Jurídico, que se reflere á la calificación legal del 


delito que se comete cuando concurren ambos ele- 
mentos: 

Considerando: que al ser éstos englobados en una 
pregunta no se ha faltado á la unidad de concepto,' 
constitutiva del hecho punible, siendo no tanto, 
congruente la contestación aplicable á dichos dos 
términos, y conforme aquélla en su contenido con 
lo al lle el art. 72 de la ley del Jurado.» 
o Febrero 1891.—Qacs. 17 y 18 Marzo 1892, pá.- 
gina 78. 


—1-— Preguntas deficientes por omitir los fundamen- 
tos de hecho de circunstancias eximentes y atenuantes 
aducidas por la defensa. 


(27 Febrero 1891.) En causa seguida á Simón Me- 
dina por homicidio de Román Sotoca, la defensa 
del procesado alegó la circunstancia eximente 4.” 
del art. 8.2, y subsidiariamente las atenuantes 1.*, 
8.2, 5.*, 7, y 8.* del 9.0 En su oportunidad el presi- 
dente del Tribunal formuló las preguntas que debía 
contestar el veredicto, en las cuales se proponía la 
cuestión de si el reo era ó no culpable de haber 
causado al interfecto las heridas que le ocasiona- 
ron la muerte, y la de si el ofendido se había nega- 
do á entregar á Simón un hacha que el último le 
pedía, y con la cual había sido amerazado por So- 
toca. Pronunciado veredicto de culpabilidad y sen- 
tencia condenatoría, interpuso el procesado recur- 
so de casación por deficiencia del veredicto, y el 
T. S.'casa y anula el fallo recurrido, considerando 
lo dispuesto en el art. 77 de la ley del J urado, y 

«Considerando: que las preguntas dirigidas á los 
jurados eran deficientes y nose formularon algunas 
que procedían, puesto que, según lo prevenido en 
el art. 70 de la citada ley, debían haberlo sido con 
arreglo á las conclusiones definitivas de la acusa- 
ción y de la defensa; y alegándose en ellas circuns- 
tancias eximentes y atenuantes debieron ser éstas 
objeto de preguntas conoretas á fin de que el Jura- 
do resolvivra si debían ser estimadas.» (Sent. N Foe- 
brero 1891.—Gac. 18 Marzo 1893, p. 79.) 


— il — Pregunta que, además del delito objeto de la 
acusación, entraña otro distinto. 

(10 Abril 1891.) Abierto el juicio oral en causa se- 
guida contra José Garcia Montoro, Bonifacio Mar- 
tines, Eusebio García y Manuel Suárez, el Ministe- 
rio fiscal calificó los hechos como constitutivos de 
aun delito de homicidio, otro complejo de disparo 
de arma de fuego con lesiones menos graves, dos de 
disparo y otro de lesiones menos graves; siendo 
responsables, en concepto de autores, de los dos 
qa García Montoro y Bonifacio Martínez; 

e uno de disparo y del de lesiones menos graves 

roducidas al primero, Eusebio García; y del otro 

isparo, Manuel Suárez. 

ista la causa ante el Tribuna! del Jurado, el pre- 
sidente formuló las preguntas del veredicto, redac- 
tando la segunda ea los términos siguientes: José 
Garcia, qe culpable igualmente de haber causado 
al referido Juan García Gázquez otras dos heridas 
leves, situadas una de ellas en el borde externo del 
antebrazo izquierdo y la otra en el pómulo derecho? 
La defensa de García Montoro protestó por no 
haber sido objeto de acusación la materia de la pre- 
gunta, y dictada sentencia condenatoria, interpuso 
recurso de casación, fundado en el núm. 2. del ar- 
tícalo 119 de la ley del Jurado, por haberse incluido 
indebidamente la seganda pregunta relativa á la 
culpabilidad de las lesiones leves que sufrió el inter- 
fecto, contra la que reclamó y protestó, alegando 
que la acusación dirigida contra el recurrente y Bo- 
nifacio Martínez, no comprendía conclusión refe- 
rente á dichas lesiones, por lo que no debió incluir- 
se aquella pregunta, tanto más cuanto la declara- 
ción de cu pabilidad del homicidio se sometía al 
Jurado bajo la fórmula precisa de la ejecución ma- 
aa de la única lesión mortal inferida al inter- 
ecto. 

Visto el art. 77 de la ley del Jurado, casa y anula 
el T.8. el fallo recurrido: 

«Considerando que, según el art. 70 de la misma, 
las preguntas deben ser formuladas con arreglo 4 
las conclusiones definitivas de la acusación y de la 
defensa, y que si bien por el 75 tiene atribuciones el 
presidente para formular además otras, no com- 
prendidas en las conclusiones, siempre es con la li- 
mitación de que no tiendan á declarar la oulpabili- 
dad del acusado por un delito más grave que el que 
ha sido objeto de la acusación: 

Considerando que la segunda pregunta de las con- 
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signadas en el veredicto del Jurado, de quese trata, 
po fué comprendida en las conolusiones del fiscal, 
ni de las defensas de los procesados, ne envuelve 
la existencia de otro delito, además de acusado, lo 
cual equivale Á aumentar la gravedad de la acusa- 
ción, no permitido por la ley, informada en princi- 
ios que rechazan tal extensión de atribuciones en 
os Tribunales.» (Sent. 10 Abril 1891.—Gac. 29 Julio 
1892, página 13.) 


—m-— Ofro caso igual: condena por los delitos de 
violación y corrupción de menores, cuando el juicio so- 
lamente se celebró por violación. 


(23 Mayo 1891 6 1892.) En causa por violación de 
una joven, Á quien se embriagó con vino hasta ha 
cerla perder la razón para poder yacer con ella, 
seindicó 6 acreditó que la mujer que proporcionó 
al violador los medios de consumar su deseo se de- 
dicaba habitualmente á prostituir menores..., por 
lo oual el fiscal, en sus conclusiones definitivas, la 
acusó también por el delito del art. 459 del Código 

enal, y el presidente formuló la siguiente pregun- 

s, que contestó afirmativamente el Jurado: «La..., 
jes culpable de ocuparse habitualmente en facilitar 
Jóvenes menores de edad para satisfacer los deseos 
carnales de otros?»; y leída pidió la defensa que se 
excluyera la última pregunta, á cuya pretensión no 
accedió la Sala, de lo cual protestó dicha defensa. 
La procesada, una vez dictada sentencia condena- 
toria por el delito de violación y por el de corrup- 
ción de menores, interpuso recurso de casación, al 
cual declara el T. 8. haber lugar: 

«Considerando que dicha pregunta debe estimar- 
se como indebida, pues si bien es cierto que, según 
el art. T5de la expresada ley, puede el presidente 
formular las que resulten de las pruebas, aunque no 
hubieran sido comprendidas en las conclusiones de 
la acusación y de la defensa, tiene dicha facultad 
la limitación de que no tiendan á declarar la culpa- 
bilidad del acusado ó acusados por delito más grave 
que el que hubiere sido objeto de la acusación, y 50 
entiende esto además, respecto de las alteraciones 
6 modificaciones que las pruebas ó el debate presen- 
ten en el acto os precisamente sobre el he- 
cho ó hechos que dieron motivo al mismo, pero no 
en cuanto á hechos diferentes y nuevos que conduz- 
oso á declarar la culpabilidad del acusado por otros 
delitos, como ha verificado en este caso; y respecto 
de la recurrente que ha sido condenada por dos de- 
litos, cuando el juicio sólo tuvo por objeto el de vio- 
lación de la menor...» (Sent. 25H Mayo 1891 ó 1893 (1).— 

29 Noviembre 1892, p. 67.) 


vi11L1 


RECURSOS INTERPUESTOS SOBRE DEVOLUCIÓN DEL VE- 
REDICTO DEFECTUOSO AL JURADO (arts. 111 y 119, nú- 
mero 2,9), 


—a — No procede el recurso contra el auto que ord:- 
ra la devolución del veredicto al Jurado. 


(19 Mayo 1890.) «Contra el auto ó resolución en 
ese manda devolver el veredicto para su reforma 

confirmación, no se da recurso de casación por 
quebrantamiento de forma como se otorga en el 
núm. 2.2 del art. 119, con relación al 111 de la ley del 
Jurado para el caso contrario de no acordarse en 
sq caso y tiempo la devolución correspondiente.» 
(Sent. 19 Mayo 1890.—Gac. 28 Octubre 1891, p. 82.) 


—b-— Devolución procedente por contener el veredic- 
to términos contradictorios, afirmando que el reo es cul- 
pable de homicidio y que obrd sin intención, descuido ni 
negligencia. 


(6 Junio 1890.) Vista ante el Tribunal del Jurado 
A csusa seguida á Miguel Luján, dióse veredicto 
contestando afirmativamente la el pde pregun- 
ta, relativa Á ser el procesado culpable de haber 
descargado un golpe en la cabeza á Fulgencio Mora, 
infiriéndole una herida que le produjo la muerte; y 
negativamente las tercera y cuarta, en que se ín- 
terrogaba á los jurados acerca do si el reo obró con 
intención ó con descuido ó negligencia grave. E) 
fiscal pidió que se devolviera el veredicto al Jura- 
do; pero la Sección de derecho denegó tal solicitud 
y pronunció sentencia absolutoria, contra la que 
interpuso dicho Ministerio recurso de casación fun- 





(1) La fecha de esta sentencia al principio, en la Ga- 
ceba, es 25 Mayo 1891, y al fin 25 Mayo 1892. 


dado en el art. 119 de la ley del Jurado. El T.S, de- 
clara haber lugar al recurso: 

«Considerando que, cualquiera que sea el acierto 
con que el presidente del Tribunal formuló las pre- 
guntas que habían de contestarse, dados los térmi- 
nos en que fijó sus conclusiones la defensa del pro- 
cesado, es lo cierto, que las formuladas imponían á 
los jurados el deber de centestarlas en términos 
que no se contradigan y excluyan, y en tal concep» 
to se hace evidente que, contestada afirmativa- 
mente la primera pregunta, en que se refiere la par- 
ticipación directa del Do en el hecho que se 
persigue, no era posible contestar negativamente 
en el sentido de haber obrado sin intención, y nun 
sin descuido ni negligencia, ni los jueces de dere- 
cho, dando valor á las contestaciones tercera y 
cuarta, y negándolo á la primera, fundar un fallo 
en uno de los términos de la contradicción para ab- 
solver al procesado, á quien los jurados designaron 
como culpable del homicidio, sin hacer desaparecer 
dicha contradicción, con arreglo á la segunda fór- 
mula consignada en el art. 76 de la ley, de que se ha 
prescindido, no obstante el sentido de las tres pri- 
meras conclusiones de la defensa: 

Considerando que de no hacerlo así resultaría la 
inconcebible anomalía de que, reconociendo los 
jueces de derecho por una parte que el procesado era 
culpable del heono productor de la muerte, ten- 
drían que reconocer por otra, que obró en condicio- 
nes tales, que impiden su misma existencia, pues si 
se ejecutó sin mediar intención, y aun sin descuido 
ni negligencia, no se concibe en qué forma pudo 
realizarse el hecho DRA que no resulte el absurdo 
en el orden lógico y la injusticia en el orden legal: 

Considerando, en su virtud, que existe el motivo 
de casación que menciona el núm. 2.* del art. 119, 
en relación con el 111 de la ley del Jurado.» (Sent. 6 
ESOO 1890.—Gacs. 28 Octubre, pág. 88, y 8 Noviem- 

re . 


—e€— Otro caso: contradicción entre dos afirmacio- 
nes por resultar de una que el hecho se ejecutó por impru- 
dencia temeraria, y de otra por imprudencia simple. 


(8 Noviembre de 1890.) En causa seguida á Josó 
Martí por haber atropellado y muerto á una mujer 
una caballería que conducía el procesado, contes: 
taron los jurados afirmativamente las siguientes 
da dr «Tercera. Los hechos que se imputan á 

osó Martí, ¿se llevaron á cabo por éste con la falta 
de cuidado y previsión que epale la más vulgar 
prudencia? Cuarta. El dicho José Martí, al realizar 
estos hechos, ¿obró con simple negligencia Ú% des- 
cuido, con infracción de los reglamentos que regu- 
lan el paso de vehículos y caballerías por el inte- 
rior de las poblaciones?» La defensa del procesado 
solicitó que se devolviera al Jurado el veredicto, 
toda vez que había contradicción entre las contes- 
taciones á las referidas preguntas; pero el Tribunal 
de derecho desestimó dicha pretensión y condenó 
al reo como autor de imprudencia temeraria. Inter- 
puso Marti recurso de casación, fundado en el ar- 
tículo 119, núm. 2.%, en relación con el 111 de la ley 
del Jurado; y el T.S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que, según el núm 2.” del art. 107, 
el veredicto podrá ser devuelto al Jurado para que 
lo reforme ó confirme cuando haya contra licción 
en las contestaciones ó no exista entre ellas la ne- 
cesaria congruencia: 

Considerando que, contestadas afirmativamente 
por el Jurado en la presente causa las preguntas 
tercera y cuarta del veredicto, que envuelven con- 
opos distintos y dan lugar á apreciaciones y re- 
sultados jurídicos diferentes, existe entre ambas 
contestaciones marcada y evidente contradicción, 
y al desestimar la Sala sentenciadora la potición 
de la defensa del procesado, de que volviese el vere- 
dicto al Jurado para los fines legales, incurrió en el 
q nta miento de forma antes expuesto, y que- 

6 debidamente preparado el recurso con la protes- 
ta que en el acto hizo la misma defensa.» (Sent. 8 
Noviembre 1890.—Gac. 15 Febrero 1993, p. 35.) 


1x 


FILIPINAS: AUTOS DE SOBRESEIMIENTO l'ROVISIONAL: 
CONDENA EN COSTAS Á PERSONA QUE NO FUÉ PARTE EN 
LA CAUSA. 


(39 Mayo 1890.) Doña Juana Goco propuso q 
lla contra un juez de primera instancia por falseda- 
des, abusos y prevaricaciones, afirmando inciden- 
talmente en ella que Dimas Naval la hubía hurta- 
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do 1.000 pesos. Con este motivo se comenzó causa 
contra Naval, en la que dictó auto de sobreseimien- 
to provisional la Audiencia de Manila, imponiendo 
las costas 4 doña Juana; la cual interpuso recurso 
de casación fundado en el párrafo 3.0, regla 61 de la 
ley para la aplicación del Código penal de Filipi- 
nas. El T. S, declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que no procede el presente recurso 

interpuesto á nombre de doña Esperanza Goco con- 
tra un auto de sobreseimiento, que por su carácter 
de provisional nada resuelve de modo definitivo 
acerca de la cuestión sobre que versa la causa en 
que ha sido dictado: 
: Considerando que aun en el caso de que fuese sus- 
ceptible de casación dicho auto, tampoco procedae- 
ría la misma, puesto que al pretenderla la recu- 
rrente alega una falta de citación en que no se ha 
incurrido, porque no habiendo sido parte la referi- 
da Goco en el proceso á que se refiere, no había es- 
tado en su lugar el citarla: 

Considerando que la condena de costas que le fué 
impuesta, á pesar de no haber sido parte en la cua- 
sa, es un punto distinto de los enumerados en la ley 
provisional que rige en las islas Filipinas para la 
aplicación del Código penal, como productores de la 
casación, y que no se halla, por tanto, sometido 
hoy á la decisión de este Tribunal Supremo.» (Sen- 
tencia 28 Mayo 1890.—Gac. 28 Octubre 1891, p. 85.) 





Xx 
CITA DEL CASO DEL ART. 849 DE LA LEY. 


El error en la alegación obsta á la admisión del recurso, 
lo mismo que la incongruencia entre la cita y las in- 
fracciones alegadas ó la omisión de la cita, 


(4 Abril 1891.) «La discusión jurídica se plantea 
inalterablemente con la cita del número del ar- 
tículo de la ley de Enjuiciamiento criminal que 
autoriza el recurso de interposición en el fondo, y 
esto supuesto, refiriéndose el aducido al núm. 1. 
del 849 de dicha ley, sólo sería pertinente discutir y 
resolver si el Tribunal a quo cometió error de dere- 
cho en calificar y penar hechos que no constituyen 
delito, ó que se Peñon á pesar de existir circunstan- 
cias eximentes ó posteriores á la comisión que im- 
pidan penarlos, y dirigido este recurso á demostrar 
due el delito no merece otra calificación que el de 

entativa y no de consumado, es evidente que no 
es susceptible de discusión la calificación, porque 
sólo autorizaría ésta el núm. 3. y no el 1.” del 849.» 
(Sent. 24 Abril 1891.—Qac. 29 Agosto, p. 116.) 


(25 Abril 1891.) Es inadmisible el recurso Y adbhe- 
sión dirigidos á que se aprecien ciertos hechos como 
circunstancias agravantes ó á que dejen de apre- 
ciarse otros como atenuantes, cuando el recurso se 
funda en los números 1. y 6%, art. 849, y no en el 5..*, 
único que podría antorizarlo. (Sent. 25 Abril 1891, — 
Gac. 31 Agosto, p. 120.) 


(25 Abril 1891.) Las citas de las infracciones lega- 
les del recurso de casación han de guardar perfecta 
congruencia con los motivos que autorizan el re- 
curso para que éste sea admisible. (Sent. 25 Abril 
1891.—Gac. Y Agosto, p. 119.) 


(3 Junio 1891.) Es requisito indispensable para la 
admisión de recursos la cita de la ley que lo autori- 
ce, y de no hacerse, el recurso es inadmisible, (Sen- 
tencia 3 Junio 1891.—Qac. 9 Septiembre, p. 161.) 


—Otro caso en sentencia de 1. de Octubre de 1891. 
(Gac. 23 Diciembre, p. 265.) 


(1. Octubre 1891.) Declara el T. S. no haber lugar 
á la admisión de un recurso que sedecía autorizado 
por los arts. 847 y siguientes de la ley de Enjuicia- 
miento criminal: 

«Considerando: que la forma vaga y genórica em- 
pleada por la representación de la recurrente al 
citar los artículos de la ley de Enjuiciamiento ori- 
minal, que en su opinión autorizan el recurso in- 
terpuesto, no basta para justificar su admisión, 
porque era preciso que determinase expresamente 
€l número del art. 819, en cuyo contexto estuviese 
comprendido el error que sesupone cometido en la 
sentencia reclamada, por lo cual el recurso cs noto- 
riamente inadmisible. (Sent. 1.2 Octubre 1891.—Ga- 
ceta 23 Diciembre, p. 266.) 

(8 Junio 1691.) Cuando se combate la calificación 
del delito es inadmisible el recurso si se cita en su 
apoyo el núm. 6.* y no el 3.2 del art. 849 de la ley de 
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Enjuiciamiento criminal. (Sent. 3 Junio 1991.— Gace- 
ta Y Septiembre, p. 163.) 


—HMis sobre error en la cita: Cuestión sobre sí la in 
fracción que se atribuye al fallo de estimar la doble 
reincidencia como circunstancia especifica del hurto,, de 
a comprendida en el núm. 3. ó en el 5.% del ar- 
tículo 849. 


(10 Juliq 1891.) En causa contra Juana Lorenzo y 
Josefa Sánchez, por hurto, la Audiencia de Madrid 
estimó la circunstancia específica de doble reinci- 
dencia, 3 * del art. 5633 del Código penal. Las proce- 
sadas la combatieron en recurso de casación que 
fundaron en el art. 849, núm. 5.9? de la ley de Enjai- 
ciamiento criminal. El T. S. declara no haber lugar 
á la admisión por contrariar el recurso los hechos 
declarados probados, y además porque «debiéndose 
citar con congruencia el artículo y número de la 
ley de Enjuiciamiento criminal que autorice el re- 
curso para plantear inalteradamente el debate y 
determinar el concepto jurídico, los fundamentos, 
legales y el efecío procesal de la infracción alegada 
es evidente que el interpuesto por las rezurrentes 
Juana Antonia Lorenso y Josefa Sánchez, adolece 
de defecto que le hace inadmisible, consistiendo en 
invocar el núm. 5. en lugar del 8.? del art. 8149 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal como base de la 
discusión, pues al no fundamentar el recurso sino 
exclusivamente en que no existe la circunstancia 
cualificativa 3.* del art. 533 del Código penal, sólo 
se ataca á la calificación juridica de dicha circuns- 
tancia, y, por consiguiente, no es el pertinente el 
núm. 6. y sí el 3.2 del citado artículo.» (Sent. 10 Ju- 
lio 1891.—(Gac. 26 Septiembre, p. 230.) 


Mi 
MOTIVOS. 


—No pueden fundarse en la infracción de leyes proce 
sales ni de la jurisprudencia, y han de citarse explicita- 
mente las leyes penales infringidas. 

(25 Abril 1891, eto.) Es constante doctrina de esta 
Sala, fundada en los textos legales que regulan la 
materia de casación, que este recurso extraordina-: 
rio no se da contra las infracciones de leyes de pro- 
cedimientos, ni contra las sentencias dictadas por 
el T. S, (Sents. 25 Abril 1891 Gac. 29 Agosto, p. 119, y 
8 Junio 1891, Gac. 9 Septiembre, p. 182.) 

—En Sent. de 9 de Mayo de 1891, vuelve á consig- 
narse que no son admisibles los motivos fundados 
en la infracción de sentencias del T. S. (Gac. 1.* Sep- 
tiembre 1891, p. 183.) 


(14 Mayo 1891.) No puede entenderse cumplido el 
precepto de citar, como la ley requiere, la disposi: 
ción legal que se supone infringida, con la simple 
referencia en el ingreso del escrito de manifestar 
que los hechos procesales, están UR en 
el núm. 5., art. 548, Código penal. (Sent. 14 Mayo 
1891.—Gac. 2 Septiembre, p. 188.) 


REOURSOS GUBERNATIVOS CONTRA 
CALIFICACIONES DE LOS REGISTR.ADO- 
RES. Véase la jurisprudencia inserta en Hiro- 
TECAS, 


RECURSO DE RESPONSABILIDAD. Véa- 
se ENJUICIAMIENTO CIVIL. 


REDENCIONES DE CENSOS. Véase Dss 
AMORTIZACIÓN, 


REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD. 
Véase HIPOTECAS. 


REGISTRO CIVIL. (Dicc., tomo IX, pági: 
nas 135 á 188.) 


R. O. 16 Febrero 1892. 

Inscripción de defunciones 4 consecuencia de calamida 
des.—Reglas para hacer constar en el Registro civil de 
Consuegra las defunciones que en su término municipal 
ocasionó la inundación. 

(Grac. Y J ea . “Habiéndose reunido en el ex- 
pediente general instruido en el Juzgado muni- 
cipal de Consuegra, á tenor de lo preceptuado 
en las Reales órdenes de 12 de Enero de 1855 y 
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14 de Septiembre último, los datos suficientes 
ara hacer constar en el Registro civil las de- 
unciones de la casi totalidad de las personas 

inhumadas en dicha villa, que fallecieron á con- 
secuencia de la inundación ocurrida en la noche 
del 11 del expresado mes de Septiembre; y con 
el fin de que las inscripciones se verifiquen á la 
mayor brevedad, sin que sufran entorpecimien- 
to los demás servicios encomendados alJ uzgado 
municipal; 

8. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 
que se observen las reglas siguientes: 

1. La inscripción de las defunciones ocurri- 
das en el término municipal de Consuegra á con- 
secuencia de la inundación que tuvo lugar en la 
noche del 11 de Septiembre último y que no cons- 
ten en el Registro civil, se verificará por la Sec- 
ción extraordinaria creada en la Dirección ge- 
neral de los Registros civil y de la propiedad y 
del Notariado por Real orden de 1.* de Abril del 
propio año para la reconstitución de los Regis- 
tros destruidos. 


2.” Para practicar estas inscripciones se ten- 
drá á la vista el expediente general instruido 
en el Juzgado municipal de dicha villa, confor- 
me á la regla 2.* de la Real orden de 12 Enero 
de 1885, y cualesquiera otros datos que facilite 
la autoridad local ó constasen en los Registros 
parroquiales y de los cementerios en que se ha- 
yan verificado las inhumaciones. , 

38.* Podrán utilizarse además con igual obje- 
to las manifestaciones ó noticias que suminis- 
tren las personas de la familia de los fallecidos, 
siempre que se acreditaren por información de 
testigos ante el Juzgado municipal de Consue- 
gra dentro del plazo de treinta días, que empe- 
zará á contarse desde la publicación de esta 
an en el Boletín oficsal de la provincia de 

oledo, 


4.” Se publicará también en dicho periódico 
oficial una relación expresiva de las personas 
que hasta el presente se presumen fallecidas en 
la inundación y cuyos cadáveres fueron halla- 
dos en el término de Consuegra, determinando 
su estado, edad y demás datos que consten en 
dicho expediente, para que puedan hacerse las 
oportunas rectificaciones dentro de igual plazo, 
á instancia de parte interesada. 

5.” Estas rectificaciones podrán solicitarse 
en el Juzgado municipal de dicha villa, en el de 
primera instancia de Madridejos ó en la Direc- 
ción general de los Registros civil y de la pro- 
piedad y del Notariado. 

6.* Transcurrido el referido plazo y unidos 
al expediente general los datos y reclamaciones 
que se hayan presentado, se resolverá sobre 
ellas, acordando la inscripción, si fuese proce- 
dente 6 denegáudola en resolución motivada, 
de la que se dará copia sise pidiere, quedando 
siempre á salvo el derecho de los interesados 
ara recurrir á los Tribunales, conforme á lo 
dispuesto en el art. 85 del reglamento y sin per- 
quedo de lo establecido en el art. 86 de la ley del 

gistro civil. 

7.2 Las inscripciones se verificarán en un li- 
bro impreso, en la forma y con las condiciones 
que determina la Dirección del ramo, y serán 
autorizadas por uno de los auxiliares de la men- 
cionada Sección extraordinaria, encargada de 
la reconstitución de los Registros civiles des- 
truíidos, y el escribiente que se designe en con- 
cepto de secretario. 

as diligencias de apertura y clausura serán 

autorizadas por el oficial encargado del Nego- 

od del Registro civil de dicho Centro direc- 
ivo. 


8.* El libro á que se refiere la disposición an- 
terior se llevará por duplicado. 

Una vez formalizadas las inscripciones y ex- 
tendida la correspondiente diligencia de cierre, 
se remitirá uno de los ejemplares con el expe- 
diente general al Juzgado municipal de Con- 
suegra y se custodiará el otro ejemplar, . por 
ahora, en la Dirección general de los Registros 


civil y de la e del Notariado. 
De Real orden, etc.—Madrid 16 Febrero 1892. 
Cos-Gayón.» (Gac. 26 Febrero.) 


Jurisprudencia. 


Resol. 10 Junio 1898. Matrimonios: Resolviendo 
consulta del juez de primera instancia de León determi- 
nando lo que debe hacerse por haber sufrido extravío el 
acta de celebración del matrimonio. 

(DIR. GEN. DE LOS REGISTROS.) «En vista de la con- 
sulta de V.S., fecha 2 de Abríl último, sobre la ma- 
nera de inscribir en el Registro civil un matrimonio 
canónico celebrado con asistencia del juez munici- 
pal de esa ciudad, entre vecinos de otro distrito, al 
que fué remitida el acta, 4 tenor de la regla 2.* de 
la orden de 8 de Mayo de 1889, sin que llegara á ye- 
rificarse la inscripción por haber sufrido extravío 
dicho documento; esta Dirección general ha resuel- 
to que, acreditado este extremo en la forma que 
proceda, se transcriba la partida eclesiástica co- 
rrespondiente en el Registro civil del punto en que 
se celebró el matrimonio ó en el domicilio de los 
contrayentes si lo solicitasen; consignándose para 
este fin al pie de la partida, en nota autorizada por 
Pd municipal del distrito en cuya circunscrip- 
ción haya tenido lugar el matrimonio, la circuns- 
tancia de haber asistido al acto aquel funcionario 
Óó su delegado, conforme al art. 77 del Código civil, y 
á lo prevenido en la instrucción de 28 de Abril de 
1889, y de haberse remitido al Registro del domicilio 
de los interesados el acta que sufrió extravío, la 
cual nota se transcribirá también literalmente. 

Lo digo á V. 8., eto.—Madrid 10 de Junio de 1892, — 
El Director general, Antonio Molleda.—Sr. Juez de 
primera instancia de León.» (Gac. 12 Junio.) 


—V. INHUMACIONES ILEGALES. 


REGISTRO DE ACTOS DE ÚLTIMA VO- 
LUNTAD. La legislación dictada sobre el asun - 
to véase en el artículo TesramenTOS, del Dic- 
cionarso. Sobre requisitos de las solicitudes de 
certificados, se dictó por la Dirección de los Re- 
gistros, en 1892, la siguiente: 


Oircular 11 Octubre 1882. 


«Con el fin de da tt Y perfeccionar en 

cuanto sea posible el servicio del Registro gene- 

ral de actos de última voluntad, en cuanto se 

relaciona con la expedición de certificados, refe- 

A al mismo, esta Dirección general ha acor- 
ado: 

1.2 Que á las solicitudes extendidas en el tim- 
bre de una peseta (clase 11.*), se acompañe ade- 
más del papel de pagos al Estado, por valor de 
una peseta, aunque sea en pliegos de diferentes 
clases, una póliza de 2 ptas. (clase 10.*), sin que 
se admitan en sustitución de ésta, ni dos pólizas 
de una peseta (clase 11.*), ni papel del timbre co- 
rrespondiente. 

2.2 Que la indicada póliza pueda inutilizarse 
escribiendo sobre la misma la fecha en que se 
remite, y firmando el notario ó la persona que 
la envía. a 

8. Que asimismo puede inutilizarse por el 
notario ó la persona que pida el certificado el 

apel de pagos al Estado, expresando, tanto en 

a parte superior como en la inferior del mismo, 
el nombre y apellido de la persona á quien dicho 
certificado ha de referirse. 

Lo comunico á Y. $. para su conocimiento, el 
de los notarios de ese Colegio y efectos oportu- 
nos. Madrid 11 de Octubre de 1892. —El director 
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general, P. A.—El subdirector, Bienvenido Oli- 
ver.—Sr. Decano del Colegio notarial de...» (EFa- 
ceta 13 Octubre.) 


REGISTRO CENTRAL DE PENADOS Y 
PROCESADOS. Hemos expuesto los antece- 
dentes legales del Registro en el Dicc., artículo 
REGISTRO DE PENADOS. En 1892 se dictó la impor- 
tante disposición siguiente, reorganizando esta 
dependencia: 


R. O. 5 Diciembre 1892. 

Reorganizando el Registro central de penados y de pro- 
cesados en rebeldía, sin renunciar d establecer otro Re- 
gistro por señalamientos antropométricos. 

(Grac. y JusT.) «Al pasar á la Dirección ge- 
neral de Establecimientos penales, en virtud 
del art. 2. del R. D. de 29 de Julio último, el 
Registro central de penados, dependencia que 
por su carácter y sus relaciones estaba fuera de 
su sitio, no desde su creación, sino desde que la 
Administración penitenciaria se incorporó al 
Ministerio de Gracia y Justicia, se hizo necesa- 
rio un detenido examen de las disposiciones or- 
gánicas vigentes á fin de comprobar si este im- 
portante servicio, A rte con arreglo á lo 
que disponen el R. D. de 2 de Octubre de 1878 y 
Real orden circular de 24 de Junio de 1890, res- 
e á las exigencias procesales de la ley de 

njuiciamiento criminal y al moderno sistema 
de identificación de los delincuentes. 

Tal vez á ese segundo extremo obedecieran 
las innovaciones introducidas por la mencio- 
nada Real orden que, en la imposibilidad de re- 
currir al procedimiento de señalamientos an- 
tropométricos de M. Bertillón, según se dice en 
su parte expositiva, amplió los datos de las ho- 
jas de registro, hasta entonces usadas, con al- 
gunas señas particulares, que si pueden propor- 
cionar en alguna ocasión indicaciones útiles, 
confunden frecuentemente aquello mismo que 
se trata de poner en claro. 

Y es natural que así saceda, desde el momen- 
to en que se admite como indicador constante 
el peso de un individuo que puede aumentar ó 
disminuir en un mismo día; desde que se seña- 
lan las dimensiones de las manos y de los pies, 
sin fijar previamente la regla técnica para prac- 
ticar la medición; desde que se anota el color de 
los ojos sin adoptar antes una escala cromática 

ue unifique las observaciones, y desde que, en 

n, se practican los señalamientos sin orden 
convenido, sin instrumentos apropiados y sin 
todo aquello que constituye la instrucción inhe- 
rente á la práctica. 

Fuerza es reconocer que no se han obtenido 
los apetecibles resultados de la reforma que, 
a ser tal como lo requiere el moderno sistema 

e señalamientos antropométricos, exige una 
investigación larga y minuciosa, tanto para 
fijar con exactitud los límites máximo, medio 
mínimo de cada medida, dadas nuestras condi- 
ciones de desarrollo corporal, como para defi- 
nir los tipos de coloración del iris en que se 
agrupen las diferentes variedades de ojos, como 
para especificar las reglas técnicas y para ase- 
gurar la inteligencia y formalidad en la aplica- 
ción del procedimiento. 

De igual modo resulta insostenible la unifor- 
midad y refundición de los dos Registros, por- 
que el general de penados responde á las garan- 
tías procesales generales requeridas á todo el 
mundo, y el especial de señalamientos antropo- 
métricos obedece nada más que á una posible 
contingencia, y no se aplica á las mujeres, tan- 
to por condiciones inherentes á su sexo, como 
por su escasa significación en la delincuencia 


genérica y en la habitual ó profesional; y no se 
uede aplicar á los jóvenes, porque en ellos no 

a determinado aún el desarrollo óseo, y porque 
el sistema de identificación se funda en que los 
señalamientos sean fijos y relativamente inva- 
riables. 

Trátase, pues, de dos Registros diferentes: 
uno, el Registro general de penados, que fan- 
ciona con algunas deficiencias y reclama un com» 
plemento indispensable; otro, el de señalamien- 
tos antropométricos, que se debe organizar in- 
dependientemente, practicando con la debida 
anticipación las investigaciones comprobatorias 
á que anteriormente se alude, tarea bastante 
minuciosa y larga. 

Por de pronto, lo que urge es la reorganiza- 
ción del primer Registro para que responda á 
su objeto; y es de notar que las innovaciones in- 
troducidas recientemente, lejos de contribuir á 
la sencillez de las clasificaciones y de los trá- 
mites, han engendrado, sobre todo al establecer 
libros de compulsa donde inevitablemente se 
amontonan y confunden los nombres, alguna 
confusión, que si no afecta al orden fundamen- 
tal de este organismo, tampoco satisface al or- 
den de garantías en que parece inspirada la re- 
forma. 

Para este fin hay otro método, si no perfecto, 
q eso no es posible en materia tan exigente 

e detalles, de mayor sencillez y principalmen- 
te más complementario. 

Consiste en admitir que un Registro general 
supone la existencia de Registros parciales. Si 
en cada Audiencia existiese un Registro parcial 
comprensivo du los penados y procesados en re- 
beldía correspondientes á su jurisdicción, dis- 
pondríase de dos centros de referencia para ocu: 
rrir á todo género de comprobaciones y rectif- 
caciones; y como en la ley de Enjuiciamiento 
criminal está previsto el caso, no hay inconve- 
niente alguno en que la reforma se dirija á irra- 
diar la organización, no sólo á las Audiencias, 
sino también á las cárceles correccionales y Es- 
tablecimientos penales, lo que no implica otra 
alteración que la de convertir los libros regis- 
tros en índices por cédulas, como existen en las 
Bibliotecas bien organizadas, utilizables, ade- 
más, como indicadores de los correspondientes 
Archivos. 

No por eso se desdeña, ni en poco ni en mucho, 
la idea conducente á establecer el Registro por 
señalamientos antropométricos, á cuyo fin se 
plantean las bases para establecerlo paulatina 
y concienzudamente, evitando que se exijan se- 
ñalamientos sin valor comprobatorio, como hoy 
ocurre, Ó ds se tomen muchas medidas inútiles 
y de dificil precisión, como en la hoja del Gabi: 
nete antropométrico de la Prisión celular de ests 
corte, Ó que se dé lugar á que en cada dependen: 
cia se improvise un sistema distinto. 

En virtud de lo expuesto, S. M. el Rey (que 
Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, ha tenido á bien disponer: 

Artículo 1.2 El Registro central de penados 
y de procesados en rebeldía, continuará const)- 
tuído con las notas autorizadas que menciona 
el art. 252 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
ordenadas alfabéticamente con sujeción al sis 
tema que en los arts. 13 al 24 se detalla. 

Art. 2.2 Los jueces de instrucción, de cual: 
quier clase que sean, al recibir la indagatoria 
á un procesado, conforme á lo prescrito en el 
art. 374 de la mencionada ley, consignarán á los 
efectos de redacción de las notas autorizadas 
los datos que consten en el modelo que se les 
facilite. 

Si el procesado se constituyere on rebeldia 
antes de prestar declaración de inquirir, se hs- 
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rán constar los datos posibles por informes de 
las autoridades locales y por cuantos medios se 
crean conducentes á este fin. 

Art. 3.? Las Audiencias ó Juzgados ratifica- 
rán ó rectificarán los datos que consten en la 
indagatoria, cuando el procesado comparezca 
ante ellos por cualquier motivo; y al suscribir 
los autos declarando firmes las sentencias con- 
denatorias que dicten, ó aquéllos en que se man- 
de archivar el proceso por rebeldía de uno ó más 
procesados, los presidentes, ó el juez en su caso, 
cuidarán de que el secretario presente extendida 
la nota autorizada de antecedentes de cada in- 
dividuo para remitirla al Registro central. 

De esta nota se sacarán dos copias enteramen- 
te iguales: una que quedará en la Audiencia ó 
Juzgado para unirla á su Registro, y otra que 
se remitirá á la Dirección general de Estableci- 
mientos penales para que la envíe al esta bleci- 
ERAS donde el penado deba cumplir su con- 

ena. 

Art. 4. A cada nota acompañará un recibo 
talonario con el recibí ya extendido por la Se- 
cretaría del Tribunal correspondiente, de ma- 
nera que en el Registro central ó en los parcia- 
les no se tenga que practicar otra operación que 
la de cortar el recibo, estampar el sello de la de- 
pendencia y devolverlo al Tribunal. 

Dichos recibos se unirán á las actuaciones de 
ejecución de la sentencia. 

El Ministerio fiscal examinará las ejecuto- 
rias, y si no constasen unidos á ellas los recibos 
talonarios, rr que se reproduzcan la nota ó 
notas que falten y que se le entreguen para re- 
mitirlas por su conducto al correspondiente Re- 
gistro. 

Art. 5. La remisión de las notas se hará 
dentro del término de segundo día, á contar 
desde la fecha del proveído en el correspondien- 
te proceso. 

rt.6. Por el mismo sistema de organiza- 
ción que el Registro central de penados y de 
procesados en rebeldía, habrá un Registro en 
cada Audiencia territorial 6 de lo criminal, y 
en cada cárcel correccional ó establecimiento 
penal. 

El Registro de la Audiencia comprenderá las 
notas correspondientes á las sentencias conde- 
natorias que se hayan dictado por la misma a 
los procesos que mande archivar por rebeldía 
de uno ó más procesados. 

El Registro de la cárcel correccional ó esta- 
blecimiento penal comprenderá únicamente las 
notas de los penados que cumplan condena en 
cada establecimiento. 

Art. 7. Las operaciones que se deben prac- 
ticar en el Registro central son las siguientes: 

1. Facilitar á las Audiencias y Tribunales 
los impresos Da extender las notas y pedir 
antecedentes al Registro. 

2." Recibir las notas, clasificarlas y encasi- 
Marlas; cortar el recibo talonario, sellarlo y de- 
volverlo. 

8." Recibir las peticiones de antecedentes, 
buscarlos en el Registro y contestar con los da- 
tos afirmativos ó negativos. 

4. Recibir las solicitudes particulares en de- 
manda de certificación de antecedentes afirma- 
tivos ó negativos y extender las certificaciones. 

5." Dirigirse telegráficamente ó de oficio en 
los casos en que no sea posible ó no sea indis- 
pensable aquel procedimiento, á los Registros 
parciales, siempre que se considere justificada 
cualquier rectificación ó ratificación. 

_ 6. Hacer las eliminaciones de notas, con 8u- 
qoción á lo dispuesto en el art. 10 de esta Real 
orden. 


7. Practicar las revisiones, modificaciones 


é innovaciones dee se acuerden por el Ministe- 
rio de Gracia y Justicia para la mejor organi- 
zación. 

Art.8.? Los Registros parciales practicarán 
además de las que exija el servicio del Tribunal 
ó del respectivo establecimiento, las operacio- 
nes 2.*, 6.* y 7.* del artículo anterior, y facilita- 
rán los datos que el Registro central les pida. 

Las notas de estos Registros podrán ser res- 
paldadas de manera que sirvan de índice rela- 
cionado con el Archivo de la Audiencia, de la 
cárcel correccional ó establecimiento penal. 

Art.9.” La petición de antecedentes al Re- 

istro central de penados y procesados en re- 

ldía, se formulará por los jueces instructo- 
res, dentro de los días siguientes á aquél en que 
se una á los autos la certificación de nacimiento 
ó los medios de identificación que en su defecto 
le sustituyan. 

El Registro contestará afirmativa ó negati- 
vamente en el PE OREORO e término de tres 
días, á contar desde aquel en que se reciba la 
petición; debiéndose, si así no se hiciere, justifi- 
car la causa legítima que lo hubiere impedido. 

Art. 10. Serán oliminadas del Registro cen- 
tral y de los parciales: 

1. Las notas autorizadas de los penados que 
fallezcan. 

2.7 Las de los individuos cuya edad sume 
setenta años, contando sobre la que conste en 
la nota el tiempo transcurrido. 

No se eliminarán las hojas de estos individuos 
cuando conste que se hallan cumpliendo conde- 
na ó en cualquier trámite procesal. 

Las que se refieran á hechos que, por efec- 
to de una revisión del Código penal ó leyes es- 
peciales, dejaren de constituir delito. 

4.2 Las de los que obtuvieren sentencia abso- 
lutoria en recurso de revisión. 

5. La de los comprendidos en las amnistías. 

Art.11. La eliminación de hojas se hará como 
trámite de rúbrica ó á instancia de parte. 

Para el primer caso, será necesaria la certi- 
ficación de defunción librada por el director de 
la cárcel 6 establecimiento penal en que el pe- 
nado fallezca; la del juez municipal que inscri- 
ba la defunción de un individuo que haya sido 
penado ó procesado en rebeldía, ó cualquier otro 

ocumento justificativo, librado por autoridad 
competente. 

Para el segundo caso, será indispensable la 
solicitud firmada por el pariente más inmediato 
del difunto y la partida de defunción en forma. 

La eliminación, en cualquiera de los dos ca- 
sos, se legalizará por decreto marginal en los 
respectivos documentos que quedarán archi- 
vados. 

Art. 12. Lo jueces municipales y directores 
de establecimientos penales y cárceles, remiti- 
rán al Registro central las certificaciones á que 
se hace referencia en el artículo anterior, en 
cuanto ocurra la defunción ó se verifique la ins- 
cripción. 

El Registro central pasará nota á los corres- 
pondientes Registros parciales. 

Art.13. El Registro central de penados se 
subdividirá en tres Registros: A 

1.2 Registro de varones que hayan cumplido 
sus condenas ó sean procesados en rebeldía. 

2.2 Registro de mujeres que hayan cumplido 
sus condenas ó sean procesadas en rebeldía. 

3. Registro de penados y penadas que se ha- 
llen cumpliendo condena. 

Art. 14. Para no confundir los tres regis- 
tros, las notas autorizadas referentes á los hom- 
bres se extenderán en papel blanco, y las de las 
mujeres en papel rosa. 

Art. 16. Las Audiencias remitirán al Regis- 
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" tro central las notas autorizadas á que hace re- 


ferencia el art. 3.* 


El Negociado de destino de penados de la Di- 
rección general de Establecimientos penales 
remitirá diariamente al Registro central rela- 
ción nominal de los destinos acordados, expre- 
sando el nombre del penado, el Tribunal sen- 
tenciador y la cárcel establecimiento penal 4 
donde se le destina á cumplir condena. 

El Registro central llenará en la nota autori- 
zada el concepto de establecimiento penal, y la 
incorporará al casillero correspondiente del 
Registro de penados y penadas que se hallen cum- 
plsendo condena. a Ñ 

Art. 16. Las Audiencias remitirán al Regjs- 
tro central parte de licenciamiento del penado 
ó penada en el momento que se acuerde su liber 
tad. Se especificará en este parte el concepto 
por el que sean licenciados. 

Los establecimientos penales y cárceles co- 
rreccionales remitirán al Registro central en 
el momento que se verifique un licenciamiento, 
un parte igualmente expresivo que el anterior. 

Art. 17. El Registro central, con el testimo- 
nio de los partes que anteriormente se mencio- 
nan, sacará de los casilleros del Registro de pe- 
nados y penadas que se hallen cumpliendo condena 
la nota do referencia; se inscribirá en el lugar 
correspondiente de esa nota la fecha y el moti.- 
vo del licenciamiento, y se encasillará en el 
Registro á que corresponda de penados ó pena- 
das que hayan cumplido sus condenas. 

Art. 18. Las operaciones que se deban prac- 
ticar en el Registro se clasificarán para el me- 
jor orden en las siguientes: 

1.* Entrada de documentos. 

2.* Manipulación. 

8.” Salida de documentos. 

El personal se dividirá en estos tres grupos. 

Cada grupo tendrá independientemente su lo- 
cal, mesas y taquillas. 

Art.19. La entrada de documentos comprende 
el ingreso de toda la documentación que corres- 
ponda al Registro. 

El empleado ó empleados afectos á este grupo 
practicarán las siguientes Operaciones: 

1.2 Recibir la documentación que remita el 
Registro general de la Dirección general de Es- 
tablecimientos pones 

2.* Clasificarla en los siguientes apartados: 
a) Notas autorizadas. 

5 Peticiones de antecedentes. 

c) Solicitudes de antecedentes. 

) Partes diversos. 

e) Reclamaciones y varios. 

8.* Subdividir cada apartado en los grupos 
de letras titulares en que á los efectos de la fá- 
cil manipulación se distribuye el Registro. 

Estos grupos son: 

1.2 A,B,C,D. 


4.* Colocar cada apartado, subdividido en el 
lugar correspondiente de cada taquilla, para 
que el manipulador encuentre distribuida la do- 
cumentación que dd á su grupo. 

A este efecto, la taquilla de cada grupo ten- 
drá las divisiones a), b), c), d), e), tituladas en la 
operación 2.* 

5.* Cortar los recibos talonarios y llevarlos á 
la mesa de Salida de documentos. 

Art. 20. La Manipulación exige las operacio- 
nes siguientes: 

1.* Recoger cada manipulador en la taquilla 
correspondiente los documentos de entrada, á 
pa se atendrá en lo posible al siguiente 
orden: 





a) Peticiones de antecedentes. 
o) Solicitudes de antecedentes. 
c) Partes diversos. 

d) Notas autorizadas. 

e) Reclamaciones y varios. 

O qe significa: 

e) espacho de las peticiones de los Tribu- 
nales. : 
b) Despacho de las instancias del público. 

c) Pase de notas autorizadas de uno á otro 
Registro. 

Colocación de notas de nuevo ingreso en 
los casilleros. 

e) Incidencias. 

Se guardará este orden de manera que no se 
recoja un grupo de documentos de la taquilla 
hasta haber despachado el anterior. 

2." Practicar las operaciones de manipula- 
ción á que obligue cada documento. 

3.* Anotar con un signo, valiéndose de lá pis 
rojo 6 encarnado, cada documento que haya do 
pasar á la taquilla de Salida de documentos. 

Estos signos serán: 

a) Para las peticiones y solicitudes de ante- 
cedentes que resulten negativas, una N. 

b) Para los partes y cortificaciones que den 
lugar á eliminación de una nota autorizada, 
una E. 

c) Para los partes que den lugar á nueva ano- 
tación 7 cambio de registro de una nota, una A 
y una €. 


Para los casos no previstos los empleados ma- 
nipuladores y los de Salida de documentos adop- 
tarán para su inteligencia y fácil despacho sig- 
nos convencionales. 

4,* Unir á cada documento los antecedentes 
que se deban acompañar. 

Asi, por ejemplo, á las peticiones y solicitu- 
des de antecedentes que resulten con contesta» 
ción afirmativa, se unirán la nota ó notas auto- 
rizadas que aparezcan en el Registro. 

A los partes que motiven eliminación de notas 
se unirán las que hayan de ser eliminadas. 

5. Inscribir en el lugar correspondiente de 
cada nota que lo motive, el establecimiento en 
que el penado cumple condena y el motivo de 
su licenciamiento. 

6.* Colocar en el lugar correspondiente de la 
Taquilla de salida, exactamente igual á la de en- 
a los documentos registrados para su des- 
pacho. 


7. Recoger de esa taquilla las notas despa- 
chadas para incorporarlas á los correspondien- 
tes casilleros. 

Art. 21. Compete á la Salida de documentos: 

1.2 Despachar los documentos de la taquilla 
en el orden siguiente: 

a) Certificaciones de antecedentes pedidos 
por los Tribunales. 

b) Certificaciones de antecedentes pedidos 
por el público. 

c) Decretos marginales de tramitación en los 
partes. 

d) Reclamaciones y varios. 

2. Poner á la firma el despacho correspon- 
diente á cada día. 

8. Dar salida al despacho. 

4. Sellar, encarpetar y dar salida á los reci- 
bos de las notas autorizadas. 

5. Inutilizar las notas cuya eliminación se 
haya decretado. 

.> Colocar en los lugares correspondientes 
de la taquilla las notas autorizadas que hayan 
de volver á los casilleros del Registro. 

7. Despachar la restante documentación de 
trámite. 

Art. 22. El Registro general de penados y 
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procesados en rebeldía, se dividirá alfabética- 
mente por letras titulares en 16 secciones. 

e ly a 

con la V y la W>); O (con la Q y la K), D 

; F, G (con la J); I (con le Y), L, u, N (con 
la Ñ); O, P, R, S (con la Zy con la X), T. 

La letra titular corresponde á la clasificación 
por el primer apellido. 

Cada sección se subdivide en 16 compartimien- 
tos por el enlace de la letra titular correspon- 
diente á la inicial del primer apellido con la 
inicial del nombre. 

El enlace se verificará en la siguiente forma: 


LETRA TITULAR Á 


A—A A—E A-—L A—P 
A—B A—F A—M A—R 
A—C A-G A—N A—8 
A—D A-—I A-—0O0 A—T 
LETRA TITULAR B 
B—A 
B-—B 
B-—-C 


Es decir, que la letra titular sirve de expo- 
nente á la letra correlativa del alfabeto con que 
se enlaza. 

Cada compartimiento se divide en 16 casilleros 
correspondientes á las 16 letras iniciales del se- 
gundo apellido. 

Este sistema reduce la manipulación al trá- 
mite sencillisimo de buscar por la inicial del 
primer apellido la letra titular de la Sección; 

or la inicial del nombre, la letra enlazada del 

ompartimiento; y por la inicial del segundo 
apellido, la letra correspondiente del Casillero, 
donde con facilidad se encontrará la nota que 
se busque. 

En los casilleros se seguirá el orden alfabéti- 
co silabario para ordenar por las letras del se- 
gundo apellido. 

De igual manera ri por el inconveniente de 
la desigual ortografía con que se escriben cier- 
tos nombres, y por otra clase de conveniencias 

ertinentes á la más ordenada clasificación de 
as notas, se han eliminado ciertas letras en las 
titulares del Registro, incorporándolas á las 
más afines ó á las más próximas; la experiencia 
aconseja también ciertas prácticas que se apar- 
tan en algún modo de la clasificación rigurosa- 
mente léxica. 

Asi, por ejemplo, los funcionarios del Regis- 
tro acostumbran á prescindir en absoluto de 
las consonantes g, e, d, f,j, p,t,b, cuando no son 
iniciales silábicas; consideran siem pre ccmoila- 
tina la y griega, cuando no es inicial; computan 
la x como s en el mismo caso, y siguen prácticas 
semejantes, inspiradas en la mayor facilidad de 
procedimiento. 

En la imposibilidad de reducir las prácticas á 
reglas, hay, sin embargo, una regla indispensa.- 
ble: que cualquier variación de la clasificación 
léxica que se adopte se haga constar visible- 
mente en un anotador que con tal objeto se lle- 
ve, para que en todo tiempo pueda saberse la 
norma establecida. 

Art. 23. Con arreglo á la anterior clasifica- 
ción, sereorganizará el Registro paulatinamen- 
te letra por letra, trasladando las notas existen- 
tes á los nuevos casilleros. 

A la vez se separarán las notas que correspon- 
den á los registros de los que han cumplido ó 
estén cumpliendo condena, poniendo aparte las 
de los hombres y las de las mujeres en el primer 
registro. 
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Para hacer la separación de los que cumplen 
condena, el Negociado de destino de penados de 
la Dirección general de Establecimientos pena- 
les facilitará las correspondientes relaciones. 

De igual manera se pedirá á las cárceles y es- 
tablecimientos penales una relación de fañeci- 
dos en cada establecimiento desde la época en 
que se organizó el Registro central para proce- 

er á la eliminación de las respectivas notas 
autorizadas. 

También al reorganizar el Registro se proce- 
derá á comprobar qué individuos de los que no 
cumplen condena suman setenta años con la 
edad que consta en su nota y el tiempo transcu- 
rrido desde enconces, para proceder de igual 
modo á la eliminación de esas notas. 

Art. 24. Los Registros parciales se monta- 
rán con sujeción á las bases del general, sirvién- 
dose únicamente de la combinación de las ini- 
ciales de los dos apellidos, por tener que mane- 
jar un número relativamente pequeño de notas. 

Los Registros parciales no podrán eliminar 
ningana nota mientras el general no le comuni- 
que él acuerdo. 

Art. 25. Desde la publicación de esta Real 
orden dejarán de practicarse los señalamientos 
de identificación que con el título de señas par- 
ticulares se indican en las notas actuales. 

Art. 26. Seirán progresivamente organizan- 
do en las cárceles y establecimientos penales 
gabinetes de identificación por señalamientos 
antroprométicos, y cuando funcionen conve- 
nientemente en algunos establecimientos y que- 
den fijados los límites esenciales para la cla- 
sificación de las cédulas, se montará un Regis- 
tro central que las reuna. 

Art. 27. Serán bases esenciales para organi- 
zar esos gabinetes: 

1.2 Que se justifique la instalación del maste- 
rial adecuado, que reunirá las necesarias con- 
diciones de exactitud. , 

2.7 Que se justifique de igual modo la pericia 
del personal encargado de su manejo. R 

Ar En los gabinetes antropométricos 
actualmente establecidos ó que posteriormen- 
te se establezcan, las cédulas de identificación 
no contendrán otros señalamientos que los si- 
guientes: 

. Talla. 

2. Brazada. 

3. Altura del busto. 

4.2 Longitud de la cabeza. 

5.2 Anchura de la cabeza. 

6.2 Longitud de la oreja derecha. 

7.2 Longitud del pie izquierdo. . 

8.2 Longitud del dedo medio de la mano iz- 
quierda. Ñ 

9.2 Longitud del antebrazo izquierdo. 

10. Color de los ojos: , 

La brazada y la altura del busto se considera- 
rán como señalamientos accesorios; los demás 
son esenciales á la clasificación. , 

Entre los señalamientos accesorios podrán in- 
cluirse las particularidades muy marcadas que 
ofrezca el individuo en su cuerpo (cicatrices, 
naevus, deformidades, etc.) ' 

Art. 29. El sistema de identificaciones por 
señalamientos antropométricos no se aplicará 
á las mujeres ni á los varones menores de veln- 
ticinco años. . 

Art. 30. La Dirección general de Estableci- 
mientos penales dispondrá que se tomen los se- 
ñalamientos antropométricos en suficiente nú- 
mero de individuos, para fijar con esos datos 
los límites máximo, medio y mínimo de cada 
medida. 

De igual manera, y practicando la comproba- 
ción conveniente en esos mismos ECIvICnOs, 
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fijará la escala cromática para clasificar el color 
de los ojos. A 

Fijados esos puntos indispensables, redactará 
las instrucciones técnicas y generales para la 
organización y funcionamiento de los pe inetes 
y registros de identificación por señalamientos 
antropométricos. 

Se dará cumplimiento á las dos primeras par- 
tes de este artículo en un plazo máximo de seis 
meses. j 

Ars. 31. Quedan sin efecto las disposiciones 
de la Real orden circular de 24 de Junio de 1890 

ue no se hallen incluidas en los artículos de 

sta. 

Lo que comunico á V. 1. para su conocimiento 
y efectos consiguientes al desarrollo de la re- 
forma que queda articulada. Dios guarde á V. 1. 
muchos años.—Madrid 5 de Diciembre de 1892.— 
Cos-Gayón.—Sr. Director general de Estableci- 
mientos penales.» (Gac. 6 Diciembre.) 


—Véase en los ÁPENDICES sucesivos el epígrafe 
Presidios y Prisiones de los Repertorios alfabé- 
ticos. 


REGLAS DE DEREOHO, (Dicc., tomo 1X, 
página 191.) 


Sient. 289 Enero 1898. Apreciación de la que pro- 
híbe enriquecerse torticeramente con daño de otro: Nece- 
sidad de combinar este axioma legal y moral, con el de 
que «quien usa de su derecho, no daña ni perjudica d otro » 


«Si bien entre las diversas reglas generales de de- 
recho que contiene el título 34 de la Partida 7.2, se 
establece la de que «ninguno debe enriquecerse con 
daño de otro torticeramente», semejante axioma le- 
gal y moral por la generalidad de su precepto no 
puede servir de motivo de casación á casos concre- 
tos, sino combinándolo con el otro axioma jurídico, 
que enseña que «quien usa de su derecho no daña ni 
perjudica á otro»; y por tanto, para que pudiera te- 
nerse en ouenta, además de justificar los recurren- 
tes, lo que no han hecho, que el perjuicio que á sus 
intereses puede causar la resolución reclamada se 
agrega enriquecimiento para los recurridos, obte- 
nido por reprobados medios, que es lo que significa 
la palabra tortireramente, fuera preciso que no hu- 
biesen usado los demandantes de un perfecto dere- 
cho reclamando, como herederos de su difunto pa- 
dre, la casa que fué propiedad de éste y que por 
medio de una enajenación nula ab origine, como se 
ha visto, pasó indebidamente á poder de terceras 
personas.» (Sent. 28 Enero 1892.—Gac. 132 Marzo, pá- 
gina 118.) 


REIVINDICACIÓN. (Dicc., t. IX, págs. 192 
4 194) (1). 


R. D. y Regl. 13 Agosto 1892. 
Reivindicación de servidumbres pecuarias. 


Se insertan este Real decreto y reglamento 
en GANADERÍA. Véanse los arts. 15, del primero, 
y 70, 72 y sus concordantes, del segundo. 


Jurisprudencia. 


Sent. 189 Diciembre 1891. Nulidad del título del 
poseedor: Sentencia de segunda instancia con aditamento 
á la de primera: Derivándose los derechos de ambas par- 
tes sobre unos terrenos, de documentos y hechos sin de- 
pendencia entre sí, no es preciso al que intenta reívindi- 
carlos del poseedor que tiene algún titulo. la anulación 
previa de éste: Casación de sentencia que impuso al ape- 
lante las costas de segunda instancia, dictándose aquélla 
con moderación ó aditamento de la del Juzgado. 


En pleito sobre reivindicación de unos terrenos, 
que promovió D. José Fernández Blanco contra 
. Hipólito Rodriguez Villamil, poseedor de los 
mismos, dictó el Juzgado sentencía declarando ha- 
ber lugar á la demanda de reivindicación y á la de- 
volución de los frutos percibidos y podidos percibir, 


(1) Véase ademds en el Diccionario y APÉNDICE los 
artículos PROPIEDAD: POSESIÓN: EFECTOS PÚBLICOS. 
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que fué confirmada por la Sala de la Audiencia, 
con la diferencia de condenar á los demandados 
solamente á la devolución de frutos percibidos é im- 
poniendo además las costas de la segunda ins- 
tancia. 

Interpuso esta parte recurso de casación alegan- 
do, entre otras infracciones, la doctrina sobre rei- 
vindicación contenida en las sentencias de 9 de Di- 
ciembre de 1884 y 22 Junio de 188, y por lo que hace 
á las costas, citó en el motivo 7.2 como infringidas 
las leyes 2.* y 8.%, tít. XIX, libro XI de la Novísima 
Recopilación y la constante jurispradencia de que 
no debe condenarse en costas al apelante cuando 
la sentencia de segunda instancia se da con adita- 
mento ó moderación. 

El T.S. desestima el recurso, excepción de dicho 
motivo 7.%, por el cual casa y anula la sentencia: 

«Considerando que la sentencia no infringe la 
doctrina que invoca el recurso en el primer motivo, 
parao si bien es cierto que este Tribunal Supremo 

a declarado en más de una sentencia que no pue: 
de entablarse con éxito la acción reivindicatoria 
contra el poseedor de una cosa que la tiene con al- 
gún título sin que preceda el ejercicio de otra ade- 
cuada para destruirlo, esto es, para el caso en que 
de la nulidad del título del demandado surja el de- 
recho que ejercita el actor, pero no cuando, como 
en este pleito ocurre, ambas partes derivan sus res: 
pectivos derechos de documentos y hechos distin- 
tos sin relación ni dependencia entre los traídos 

or el actor y los aducidos por la parte demanda- 

a, y queda en este concepto reducido el litigio á 
la discusión sobre el valor, eficacia y preferencia 
de los documentos ó datos que respectivamente sir- 
vieron de fundamento á las partes... 

Considerando que no pueden imponerse las 00%: 
tas de la segunda instancia al apelante, cuando la 
sentencia se da con algún aditamento Ó modera- 
ción favorable al mismo, y moderación provechoss 
obtuvieron los apelantes... al borrar la Sala senten- 
ciadora la condenación de los frutos podidos perci- 
bir que les impuso el juez de primera instancia, 
sin que pueda sostenerse en este caso que tales fru: 
tos están comprendidos en la indemnización de 
daños y perjuicios; porque conteniendo la senten-: 
cia del Juzgado la condenación á lona frutos percl: 
bidos y debidos perríbir, y el abono de daños y per: 
juicios, al suprimir la Sala sentenciadora en ls 
arte dispositiva del fallo recurrido los frutos de- 
idos percibir, sin expresar que éstos podrian en 
todo caso comprenderse en Ll liquidación de da- 
ños y perjuicios, es evidente que hizo una mode- 
ración favorable 4 los apelantes que debía librar 
las del pago de todas las costas de la segunda ins 
tancia, y al imponérselas la sentencia reclamada 
infringe las leyes 2* y 8.*, tit. XIX, lib. XI de ls 
Novisima Recopilación, que se invocan en el moti- 


yo 7.2» (Sala 1.%, sent. 18 Diciembre 1891. — Gac. 19 
Enero 1892, p. 29.) 


84 Diciembre 1891, Acción para pedir la remix 
dicación. 


Al ejercitar el actor la acción reivindicatoria, 
A rre el dominio sobre las costas objeto 
del pleito; y declarando probado la sentencia que 
no se hizo en autos tal justificación, no puede pros: 


perar aquélla. (Sent. 24 Diciembre 1891.—Gac. 3 Mar- 
zo 1892, p. 79.) 


84 Diciembre 1891. Aguas: Necesidad de la prue 
da del dominio para que prospere la acción reivindicato- 
ria, é imposibilidad, si no se acredita, de aplicar la pro 
hibición del art. 414 del Código civil y sus concordantes 
dela ley de aguas. 


En demanda entablada por la Sociedad de riego 
del valle de Guadiana, expuso ésta ejercitar la ac: 
ción reivindicatoria sobre el canal del Gran Prior 
de la Orden de San Juan, vendido por la Hacienda... 
En definitiva recayó sentencia aboolviendo al Es 
tado y á los compradores por no haber acreditado 
la Compañía el dominio que ostentaba, aunque sí 
la concesión administrativa de las aguas. La parte 
demandante interpuso recurso de casación, citas: 
do como infringido en el motivo 6. el art. 414 del 
Código civil, y los 1297 y 99 de la ley de aguas, po! 
haber penetrado los demandados en las márgenes 
del canal para romperlas y deducir aguas. E 
bunal Supremo declara no haber lugar al recurso: 

«...Considerando: que tampoco infringe la senten: 
cia el art. 127 de la ley de aguas, ni el 414 del Codi: 
go civil, citados en el motivo 6,?, por ser igualmes: 





RENTA DE ADUANAS. 


499 





te inaplicables, en razón á que la parte recurrente 
no ha acreditado ser dueña del canal, como ya se 
ha demostrado, reconociéndola, sin embargo, el 
disfrute del mismo y del agua para mover los moli- 
nos comprados...» (Sent. Diciembre 1891-—Qac. 2 
Marzo 1 p. 79.) 


O Febrero 18938. Requisito para que sean irreivin- 
dicables los efectos al portador (1). 


Véanse este fallo en CÓDIGO DE COMERCIO. 


Sent. 13 Febrero 1898. Actos nulos: Edda 
ción: Es funda la acción reívindicatoria en un título 
independiente del de los poseedores no está obligado 4 pe- 
dir y obtener la nulidad de ¿ste para que prevalezca su 
acción: ero no puede prosperar la demanda si los de- 
manda han ganado por prescripción la cosa objeto de 
Por escritura de 1. de Junio de 1882, D. Pedro An- 
tonio Benet compró á sa madre unos terrenos y en- 
tabló demanda contra la sucesión de D. José Sán- 
ches, como poseedora de ellos, para que sela conde- 
nase á devolverlos mediante el ejercicio dela acción 
reivindicatoria. Opusieron los demandados otra 
escritura de 9 de Junio de 1847, otorgada por el cau- 
sahabiente de la madre del demandante, y la excep- 
ción de prescrivción. En definitiva recayó senten- 
cia desestimando la demanda. El actor recurrió en 
casación alegando como A a varias leyes 
además «la doctrina legal proclamada con Fped. 
ción por este T. S.. sobre todu en sents. de 28 Febre- 
ro de 1887, 17 de Enern, 6 de Abril y 22de Mayo de 
1889 y en otras muchas, de que no es necesario pedir 
previa y separadamente la nulidad de un título ó 
acto alegado por el demandado, coutestando á la 
demanda para desvirtuarla, cuando el actor no 
hace depender su derecho de esta nulidad, sino que 
lo funda eu título distinto y causa id e toda 
vez que la Sala sentenciadora ha rechazado la de- 
manda del recurrente, que arranca, no ya sólo de 
la escritura de 1882, sino del derecho por todos 
reconocido de doña Ana Texier antes de 1447, por 
rasón de la necesidad que atribuye al recurrente 
de invalidar previamente y en juicio separado la 
escritura de 1817, opuesta por la sucesión de Sán- 
chez...» El T. 8. declara no haber lugar al recurso: 
«Considerando que la demanda reivindicatoria 
interpuesta por D. Pedro Antonio Benet pudo tra- 
mitarse y motivar sentencia absolutoría sin necesi- 
dad de obtenerse por el actor la nulidad del título 
presentado por los demandados, toda vez que Be- 
net funda ru derecho en la escritura de venta que 
doña Ana Texier, su madre, le otorgó en 1 de Ene- 
ro de 1682, y no en la de 9 de Junio de 1847, que uti- 
lizaron los rerurridos, mayormente cuando no le 
era conocida, qos vez que fué unida á los autos 
la impugnó y discutió su valor legal, todo lo cual 
demuestra que siendo distintas las causas origen 
del derecho e cada uno, no es aplicable la doctrina 
consignada por la Sala en apoyo de su fallo: 
Considerando que, no obstante lo expuesto y de 
que no procede el recurso contra los fundamentos 
el fallo, el absolutorio dictado por la Sala no in- 
fringe las leyes que se citan por D. Pedro Antonio 
Benet, puesto que D. Félix y D. Carlos Texier y 
D. Pedro Benet, esposo de doña Ana Texier, madre 
de D. Pedro Antonio, previa autorización judicial, 
vendieron en 1817 el terreno en cuestión á D. Mar- 
celino Sánchez y á D.Francisco Rodriguez Morejón, 
siendo poseído sin oposición; y cualesquiera que 
sean los vicios alegados por el recurrente, son he- 
chos indudables la enajenación y la posesión con- 
tinuada, los cuales, unidos á la buena fe no negada, 
producen la prescripción alegada en el escrito de 
dúplica, formando un título legal de adquirir que 
e E sea atendido el de 1882, único fundamento 
e 


acción reivindicatoria.» (Sent. 18 Febrero 1892. 
Gac.18 Marzo, p. 140.) 


Dec. de comp. 10 Marzo 1898. Competencia de 
la autoridad judicial para conocer de la acción real rei- 
vindicatoría de propiedad. 


Vistos los arts 243, núm. 4.9, y 254, núm. 2.9, de la 
ley de aguas, se decide á favor de la autoridad ju- 
dicial la competencia suscitada en la apelación de 
una demanda sobre pleno dominio de parte de una 
dehesa. Considerando que la demanda tiene por ob- 


(1) Véase sobre este punto en el Ap. de 1896, p. 768, la 
émportante sentencia del T. 8. de 7 Julio 1896. 


jeto una acción real reivindicatoria del dominio 

e una parte de cierta dehesa que una sociedad ha 
ocupado para la construcción de una presa de embal- 
se, y que ya se trate de la propiedad y dominio de la 
referida dehesa, ó ya de la propiedad del álveo ó 
cauce del río, tales cuestiones son de indole pura- 
mente civil, encomendadas por la ley á los Tribu- 
e REN fuero común. (R. D. 10 Marzo 1892.— Gaca- 
ta 14 id.) 


RENTA DE ADUANAS. Ocupa este ar- 
tículo en el Dicc., las págs. 986 á 1.013, y en el 
ingreso del mismo dejamos dicho que la legisla. 
ción vigente en este ramo de la Administración 
se contiene principalmente 1.*: en los Aranceles 
de 31 Diciembre de 1891, que insertamos á conti. 
nuación, anotados, seguidos de un indice alfa. 
bético de sus disposiciones y de otro cronológico, 
de las que se citan en los mismos, con indicación 
de los lugares de esta obra en que pueden con- 
sultarse, y 2.”, en las Ordenanzas de 15 Octubre 
de 1894 (1), y en los 29 Apéndices á ellas unidos, 
documentos que ocupan las págs 657 y siguien- 


tes, y 88 y siguientes del Anuario correspon- 
diente á 1894. 


R. O. 10 Noviembre 1887, 
Reconocimiento de los alcoholes de industria extranjeros: 
Desnaturalización de los impuros. 

(Hac.) «Excmo. Sr.: Evacugdo ya por la Co- 
misión de profesores químicOs, creada por el 
artículo 2.” del R. D. de 27 de Octubre último, el 
informe que el art. 3. dispone, de conformidad 
con el dictamen emitido, y con el fin de que se 

onga en vigor cuanto la expresada soberana 

isposición ordena, el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, se ha ser- 
vido disponer: 

1. Que el reconocimiento y desnaturaliza- 
ción de los alcoholes de industria extranjeros 
que se presenten en las Aduanas, se practiquen 
por los medios siguientes (2): , 

Reconocimiento. Primera operación.—En un 
tubo de ensayo bien limpio se colocarán dos 
centímetros cúbicos próximam:nte del aleohol 
que se ha de reconocer, y sobre él se verterá 
con precaución y resbalando por las paredes 
del tubo, un volumen igual de ácido sulfúrico 
puro de 66” é incoloro. Se observará primero, 
sin agitar, si se forma una zona coloreada en- 
tre las dos capas de ácido y alcohol, y después 
se agitará el tubo para mezclar los dos líquidos, 
observando si toma color la mezcla al cabo de 
un cuarto de hora. Si al hacer esta operación se 
observa primero la zona coloreada intermedia, 

después coloración La Rep el alcohol es 
impuro, y por lo tanto rec azable para su uso 
en bebida, 

Segunda operación. —En un tubo de ensayo 
bien limpio se colocarán unos cuatro centíme- 
tros cúbicos del alcohol, y sobre él se verterá 
un volumen igual de una solución de potasa 
cáustica por el alcohol, preparada con una par- 
te de potasa y tres de agua destilada. Se agita- 
rá en seguida el tubo para que se mezclen loa 
líquidos, y se observará si toma color amarillo 
la mezcla, mirando el tubo por refracción ó al 
trasluz. Si el liquido adquiere colocación amari- 
lla perceptible por refacción, se considerará el 


ién hemos formado para ellas un índice cromo- 
lógico o disposiciones que en el articulado de las mis- 
mas se citan, con indicación de las páginas del Dicciona- 
rio y APÉNDICES en que pueden consultarse. 
(2) Véase en el APÉNDICE de 1888, pág. 188 yen VINOS, 
del Dico., la R. O. de 10 de Marso de dicho año. 
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alcohol como impuro, y por lo tanto impropio 
para bebida; sin que sea obstáculo para su acep- 
tación el viso amarillento que puede aparecer 
en el menisco del líquido mirado por reflexión. 

Para ambas operaciones bastará la observa- 
ción durante un cuarto de hora en cada una. 

Desnaturalización de los alcoholes impu- 
ros. Eneltoneló envase donde se halle conteni- 
do el alcohol se agregará una parte de aceite de 
petróleo por cien de alcohol, ó sea un litro en 
cada hectolitro, agitando bien para que se mez- 
clen ambos líquidos. 

2. Los ensayos de reconocimiento y las ope- 
raciones de inutilización ó desnaturalización de 
los alcoholes de industria extranjeros se practi- 
carán por los inspectores farmacéuticos de las 
Aduanas, con intervención de los funcionarios 
periciales del ramo encargados del despacho, 
que firmarán con aquéllos las diligencias de en- 
sayo y desnaturalización. 

Bo Los importadores de alcoholes extranje- 
ros satisfarán á los inspectores farmacéuticos 
una peseta 50 céntimos por cada ensayo que 
éstos practiquen. 

4. Será obligación de los mismos importa- 
dores el facilitar en cada caso el aceite de pe- 
tróleo se sea necesario para la desnaturaliza- 
ción del alcohol de industria que introduzcan 
en el Reino. 

5. Las Aduanas clasificarán los alcoholes 
industriales extranjeros por las marcas que 
usen las fábricas, y el ensayo se hará por una 
pipa por cada 10€ue la misma marca. 

De eal orden lo comunico á V. E. para que 
las reglas establecidas tengan fiel cumplimiento 
en cada una de las Aduanas que han quedado 
habilitadas para la admisión de alcoholes ex- 
tranjeros. Dios guarde á V. E. muchos años, 
Madrid 10 de Noviembre de 1887.» (C. L., t. 139, 
pagina 477.) 


E. D. 81 Diciembre 1891. 

Mandando que rija desde 1." de Febrero de 1892 el adjun- 
to Arancel de Aduanas para la Peninsula é 
islas Baleares, comprensivo de dos tarifas cuya 
aplicación se determina.—Productos no europeos im- 
Pi de un país de Europa.— Adeudo del material 

ferrocarriles.—Oriterio en la aplicación de recargos 

ó del régimen prohibitivo.—Derogación de disposicio- 

nes.— Aranceles. —Tarifas especiales y medidas para 

su aplicación. 

(Hac.) «Exposición. —Señora: Para redactar 
el Arancel general de Aduanas que ha de regir 
desde 1.” de Febrero próximo, en uso de la au- 
torización concedida por el art. 88 de la ley de 
29 de Junio de 1890, y en cumplimiento de lo pre- 
sl por el Real decreto de 24 de Diciembre 
del mismo año, el Gobierno de V, M. debe aten- 
der, por una parte, á las necesidades de la agri- 
cultura y de la industria, manifestadas princi- 
pa en la amplia información que en vista 

e lo prescrito en las leyes de 6 de Julio de 1882, 
5 de o de 1886 y de Junio de 1889 ordenó 
el Real decreto de 10 de Octubre de este último 
año, y estudiadas en datos y reclamaciones pos- 
teriores, Y por Otra parte, á las cuestiones de 
varia índole procedentes de las resoluciones 
adoptadas respecto del comercio exterior por los 
Gobiernos de otras naciones. La nueva reforma 
arancelaria ha de contener á un mismo tiempo 
los elementos de la protección que el desarrollo 
de la riqueza agrícola y de la industrial de nues- 
tro país necesita, y las bases de las negociacio- 
nes qu son indispensables para futuros trata- 
dos de comercio. 

_Sino hubieran de hacerse éstos, una sola ta- 
rifa general pare todos los productos extran- 
jeros, sin distinción de procedencias, podría y 
delería fijar desde luego las cuotas de adeudo 
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correspondientes á cada clase de mercaderías, 
sin otra regla de criterio que la determinación 
del justo amparo necesario para la vida del tra- 
bajo nacional en sus varias manifestaciones. 
Pero habiendo de constituir además el Arancel, 
por lo menog en la mayoría de los casos, un sis- 
tema concertado con las otras naciones para 
defensa y seguridad del comercio de exporta- 
ción, está aconsejada la adopción de dos tarifas 
por la experiencia propia, así como por los ejem- 
plos ajenos. El recuerdo de las ventajas anterior- 
mente alcanzadas por este método estimula para 
restablecerlo, no menos que la conveniencia de 
corresponder con nuestra actitud á la tomada 
ya por otros. ] 

Aunque deba entenderse que la más baja de las 
dos tarifas servirá, por e general, para las 
relaciones mercantiles de España con aquellos 
países, que, en cambio, le concedan las condi- 
ciones más favorables de sus respectivos Aran- 
celes, no cree conveniente el Gobierno declarar 
inalterables las cuotas, pardas podrá ser útil 
en algunas ocasiones modificarlas, á fin de obte- 
per, en cambio de concesiones bien meditadas, 
ventajas de mayor importancia. 

No alcanzarán, sin embargo, en ningún caso 
las rebajas que se estipulen en la tarifa 2.* 4 
los aguardientes y licores, porque la permanen- 
cia de una protección eficaz en favor de los al- 
coholes nacionales para compensar en gran parte 
los peligros de baja de la exportación de vinos, 
debe constituir un principio fundamental de 
nuestra política económica. 

Para apartar del régimen arancelario incon- 
venientes que resultan de la excesiva unifor- 
midad, se propone el Gobierno de V. M. no acep- 
tar en los tratados de comercio que hayan de sus- 
tituir á los actuales, lecláusula de la nación más 
favorecida. La sencillez que con ella se obtiene, 

eneraliza demasiado los compromisos, y con 

recuencia los contraídos en donde ningún inte- 
rós lo había reclamado ni los necesitaba, resal- 
tan molestos y dificiles en otras partes. 

Los aumentos de protección arancelaria bus- 
cados en el Arancel que tengo la honra de pro- 

oner á V. M., en beneficio de la Agricultura y 

ela Industria, son en su mayoría los que es- 
taban indicados por anteriores determinaciones 
del Gobierno y por las propuestas de la Comi- 
sión que dirigió y resumió la información ci: 
tada, con cuyo espíritu y tendencias el Gobier- 
no, por punto general, se encuentra conforme. 

Había propuesto la misma Comisión que en el 
Arancel de exportación se establecieran cuotas 
de adeudo sobre los minerales de hierro y cobre, 
principalmente por el interés fiscal. Bien exami-: 
nado el asunto, ha parecido preferible buscar 
el aumento de ingresos para el Tesoro en medi- 
das que hagan más eficaces y productivos los 
dos impuestos establecidos sobre las minas. 

Los representantes de la industria siderúr- 
gica han solicitado la supresión de las tarifas 
especiales que eximen de derechos arancelarios, 
en todo ó en parte, el material manufracturado 
de hierro que se importa para los ferrocarriles, 
los servicios del Estado y las colonias agrícolas. 
Es indudable la razón que les asiste, sobre todo 

or lo relativo á las Compañías de caminos de 

ierro, contra cuyas franquicias especialmente 
dirigen sus reclamaciones. La subvención in- 
directa, concedida en la forma de exención 6 
devolución de los derechos arancelarios corres- 
pondientes al material de hierro, hace recaer 
sobre una sola 6 importantísima industria 0s- 
pañola el sacrificio que toda la nación en gene- 
ral debe hacer para facilitar la construcción de 
sus obras públicas. Sin perjuicio de que sean 
respetados Nos compromisos contraídos en cum- 
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plimiento de leyes vigentes, es justo limitar su 
extensión á lo estrictamente debido, y preparar 
para lo venidero otros sistemas ca ivelonter de 
protección á los ferrocarriles, si todavía fuesen 
necesarios. 

Las reformas arancelarias que hoy se propo- 
nen á V. M., no alcanzan á las relaciones mer- 
cantiles entre la Península y las Antillas espa- 
ñolas, ra las cuestiones que á ellas se refie- 
ren, no sólo interesan á las Aduanas de aquí, 
sino también á las de Ultramar... 


REAL DECRETO 

Artículo 1.? Desde el 1. de Febrero de 1892 
regirá el adjunto Arancel general de Aduanas, 
para la Península é islas Baleares. 

Art. 2.2 La primera tarifa de este Arancel 
constituye el régimen aplicable mientras no se 
hagan convenios especiales. Se aplicará la se- 
gunda á los países que concedan á España la 
suya mínima, si el Gobierno juzga que contiene 
reciprocidad bastante para esta concesión. 

Art. 3.2? Los productos no europeos impor- 
tados de un país de Europa, sufrirán los recar- 
gos determinados en la tarifa especial número 4. 

Art. 4. Continuarán rigiendo las adjuntas 
tarifas especiales números 1.” y 2. para el 
adeudo en metálico de los derechos correspon- 
dientes al material introducido por las Empre- 
sas de ferrocarriles, acogidas respectivamente 
al art. 19 de la ley de presupuestos de 1876 4 77, 
y al 31 de la de 1877-78. 

El Gobierno adoptará las disposiciones opor- 
tunas para que la liquidación de los derechos 
adquiridos por dichas Compañías se complete y 
termine á la mayor brevedad posible, á fin de 
que las franquicias y ventajas de estas tarifas 
especiales en ningún caso duren más tiempo ni 
se extiendan á mayor cantidad de material que 
los que las leyes han señalado. 

Art. 5. El Gobierno queda autorizado para 
aplicar recargos ó el régimen de la prohibición 
á la totalidad ó á parte de las mercancias pro- 
cedentes de países que apliquen recargos, ó el 
ECCIOn de la prohibición 4 mercancias espa- 

olas. 

Art. 6. A los países cuyos tratados de co- 
mercio con España terminan en 30 de Junio pró- 
ximo, se les reservan hasta ese día los derechos 
que por ellos tienen. 

Art. 7. Quedan derogadas todas las leyes, 
decretos, y demás disposiciones de cualquier 
clase quemo estén conformes con lo dispuesto en 
este decreto, de que el Gobierno dará cuenta á 
las Cortes. 

| Art. 8. El Ministro de Hacienda queda en- 
cargado de adoptar todas las medidas conve- 
nientes para la ejecución de lo prescrito en los 
artículos que preceden, en el Arancel general 
adjunto, en las tarifas especiales y en las dispo- 
siciones que van á continuación de él. 

Dado en Palacio á 81 de Diciembre de 1891.— 
María Cristina. —El Ministro de Hacienda, Juan 
de la Concha Castañeda. 


ARANCELES DE ADUANAS 
PARA LA PENINSULA E ISLAS BALEARES 





FRANQUICIAS DE DERECHOS 
“Y DISPOSICIONES RELATIVAS AL ABANCEL 
Disposición primera. 
ARTÍCULOS LIBRES DE DERECHOS (1). 
1.2 Arboles, sarmientos y plantas y el musgo 


(1) Véase la R. O. de 20 Noviembre 1893 (AP. 1894, pd- 
gira 175). (Nota de la Redacción.) 
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natural ó fresco. (Véase la nota de la disposi- 
ción 14.*) 

2. Minerales de oro y de plata. 

3. Muestras de fieltros, papel pintado y te- 
jidos, cuando reunan las siguientes condiciones: 

1.* Que midan hasta 40 centímetros de largo, 
contado sobre la urdimbre de los tejidos, aun- 
des tengan todo el ancho de las piezas, que se 

eterminará en los tejidos por los orillos y en 
los fieltros y papel pintado por una franja es- 
trecha que queda sin estampar. 

Y 2.” Las muestras que no conserven estas 
señales sólo deberán admitirse con libertad de 
derechos, cuando no excedan de 40 centímetros 
en cuajquiera de sus dimensiones. 

Para evitar abusos sólo se despacharán con 
franquicia de derechos las muestras que los in- 
teresados presenten al despacho inutilizadas por 
medio de cortes dados de 20 en 20 centímetros en 
el sentido de su amplitud. 

4.” Muestras de pasamanería en trozos pe- 
queños, sin valor comercial y de ninguna apli- 
cación. 

5. Oro, plata y platino en alhajas y vajilla 
inutilizadas, barras, planchas, monedas, peda- 
ZOS, des y tejos. 

Y 6.” Oro, plata y platino en objetos elabo- 
rados y contrastados en España. 


Disposición segunda. 


ARTÍCULOS LIBRES DE DERECHOS, CON LAS CONDICIONES 
QUE BE INDICAN 


1. Prendas de vestir, objetos de aseo y co- 
modidad, ropa de cama y mesa; libros, herra- 
mientas é instrumentos portátiles, vestidos de 
teatro, alhajas y vajilla, que, con señales mar- 
cadas de haberse usado, conduzcan los viajeros 
en sus equipajes en cantidad proporcionada á su 
clase, profesión y circunstancias. 

Cuando los viajeros no traigan consigo sus 
equipajes, podrá verificarse el despacho por los 
conductores ó personas autorizadas al efecto, 
siempre que se justifique, á juicio de la Admi- 
nistración, que los objetos se destinan al uso 
particular. 

2. Coral cogido por españoles y conducido 
directamente en buque nacional, previa la jus- 
tificación de estos hechos (1). 

3. Obras de Bellas Artes ejecutadas por es- 

añoles en el extranjero, y las que adquiera el 

obierno, Academias ú otras Corporaciones ofi- 
ciales con destino á Museos, galerías ó salas de 
estudio, en los casos en que se acrediten estas 
circunstancias. 

4.” Objetos arqueológicos y numismáticos 
destinados á Museos públicos, Academias y Cor- 
poraciones cientificas y artísticas, justificándose 
este destino (2). 

5. Rosarios, santuarios y demás objetos aná- 
logos de los Santos e ue se introduzcan 

or la Administración de la Obra Pía de Jerusa- 
ón, debiendo comunicar la Dirección general de 
Contribuciones indirectas la orden para la libre 
introducción. 

68.” Objetos y colecciones de minerales de bo- 
tánica y zoología, y los modelos en piezas pe- 
queñas para Museos públicos, establecimrentos 


(1) Véase la BR. O. de 7 Septiembre 1893 (AP. 1894, pd- 
gina 168).(Nota de la Redacción.) 

(2) Se considerarán como obras de arte las repro- 
ducciones cuando se introduzca un solo ejemplar de 
cada original con destino á las indicadas Corpora- 
ciones y esté vaciado en yeso ó bronce; pero no las 
que importenlos particulares ó comerciantes, ya sea 
uno ó varios ejemplares, debiendo atenerse para la 
aplicación de la franquicia á la justificación de des- 
tino á los establecimientos públicos. 


Ea cn á 
e md a 


38 
Ú 


502 RENTA DE ADUANAS. 





de enseñanza, Academias y Corporaciones cien- 
tíificas y artísticas, previa justificación del des- 
tino. 

7. Palomas mensajeras y los cestos en que 
vengan encerradas, con destino á los concursos 
que se cejebren en la Península é islas Baleares. 

Las Aduanas por donde se hagan las introduc- 
ciones tomarán nota de las señales de los cestos 
y del número de palomas importadas. 

La franquicia definitiva se aplicará á los ces- 
tos tan pronto como se acredite su reexportación 
y á las palomas así que se presente el certifica: 
do del alcalde respectivo, justificando que ha te- 
nido lugar el concurso y que se han puesto en 
libertad las palomas introducidas, indicando su 
número. 

El plazo para la reexportación será de tres 
meses, pasado el cual queda anulada la fran- 
quicia. 

8.” Material de salvamento de náufragos que 
adquiera é importe del extranjero la Asocia- 
ción benéfica y de utilidad pública para dicho 
salvamento. 

Constituye dicho material: 

1. Los botes salvavidas con los adherentes 
que les son propios y los carros para su trans- 
porto, ya vengan terminados y en disposición 

e usarse desde luego, ya se reciban en piezas 
para armarse en España. 

2. Los aparatos lanza cabos y los carros de 
construcción especial para su transporte, con 
todos sus accesorios. 

8. Las boyas de salvamento, chalecos ó cin- 
turones salvavidas, canastas salvavidas, anda- 
riveles, espoletas fulminantes, cohetes de salva- 
mento con sus señales y varillas, bastones he- 
rrados, aparatos ds ú otros, y cañoncitos, 
fusiles y mosquetones de dicho sistema, con sus 
flechas y aparejos. 

Para aplicar esta franquicia, la indicada Aso- 
ciación deberá remitir al Ministerio de Marina, 
en cada caso, una relación detallada del mate- 
rial que se OP a BAD introducir, indicando el 

uerto 6 Aduana por donde se hayan de hacer 

as introducciones. 

Dicho Ministerio remitirá la relación aT de 
Hacienda para su aprobación, y una vez obteni- 
da podrán realizarse las importaciones con li- 
bertad de derechos. 

Nora. Si no se cumplieren los requisitos ex- 
presados para cada caso, ó de los reconocimien- 
tos no resultase completa conformidad, se en- 
tenderá anulada la franquicia, exigiéndose los 
correspondientes derechos de Arancel. 


Disposición tercera. 


ARTÍCULOS LIBRES DE DERECHOS, PREVIO EL CUMPLI- 
MIENTO DE LAS FORMALIDADES QUE PARA CADA 
CASO DETERMINAN LAS ORDENANZAS 
DE ADUANAS (1). 


1. Pipería armada y demás envases para ex- 
lee mercancías nacionales inclusas las cajas 

e hoja de lata, para la salida de escabeches y 
CONServas. 

2. Carruajes, animales adiestrados, teatros 
portátiles, panoramas, figuras de cera y otros 
objetos análogos para espectáculos públicos, que 
se importen temporalmente para volver á salir 
del Reino. 

3.7 Muebles usados de las personas residentes 
en las provincias de Ultramar, en las islas Cana- 
rias y en las posesiones de Africa; de españoles 





(1) Los beneficios de las disposiciones 3.* y 7.2 se han 
ai pad ciertos envases de Canarias por la R. O. de 


.- de Diciembre de 1896 (AP., p. 868). (Nota de la Re- 
dacción.) 


residentes en el extranjero y de extranjeros que 
vengan á establecerse en España. 

4. Muebles, equipajes, carruajes y efectos 
del Cuerpo diplomático (1). 

5. Artículos extranjeros que vengan á las 
Exposiciones españolas. 

.2 Cables telegráficos submarinos. 

7.2 Vagones depósitos con sus ejes comple- 
mentarios para exportar vinos nacionales. 

8. Bombas destinadas al salvamento de bu- 
ques. 

9. Piezas de maquinaria; las de metal y las 
de maderas navales introducidas para la repara- 
ción de embarcaciones extranjeras que entren 
en Aptos españoles por arribada forzosa. 

10. Buques de vapor que las Compañias 
concesionarias adquieran en el extranjero con 
destino al servicio de Correos entre la Península 
y las provincias de Ultramar, cuando en el plie- 
go de condiciones se haya estipulado la franqui- 
cia de derechos de introducción y abanderamíen- 
to, y cda po las reglas dictadas para esta franqui- 
cia condicional (2). 


Disposición cuarta. 
ADEUDO DE MERCANCÍAS NO TARIPADAS EXPRESAMENTE 


1. Los hilados que estén compuestos de dos 6 
más materias textiles, se aforarán por la partida 
correspondiente á la materia que devengue ma- 
yores derechos. 

2. Se considerará como urdimbre de un teji- 
do el conjunto de hilos que estén en el sentido 
de la longitud del mismo, ya formen el fondo, 
se hayan adicionado con el fin de formar dibujos 
en la cara ó de darle más grueso, aunque estos hi- 
los estén cortados ó presenten soluciones de con- 
tinuidad. 

Se entenderá por trama el conjunto de hilos 
que estén en el sentido del ancho de la tela y re- 
unan las mismas condiciones de contribuir á for- 
mar dibujos ó aumentar el grueso. 

3. Los tejidos compuestos de urdimbre de 
algodón y trama de otra materia vegetal ó vioce- 
versa, adeudarán por las partidas del grupo 8.” 
de la clase 5.* á que correspondan, según sus 
clases. 

4. Se considerarán como tejidos de lana econ 
mezcla de algodón los que tengan la urdimbre 
enteramente compuesta de hilos de algodón, y la 
trama tambión enteramente compuesta de hilos 
de lana ó de hilos de lana mezclad. s con hilos de 
algodón, cualquiera que sea la proporeión de la 
mezcla en la trama (3). 

5. Los tejidos compuestos de dos materias 
adeudarán como sigue 6): 

a Los tejidos formados de fibras vegotales, y 
los de lana ó pta que tengan en la urdimbre 6 
en la trama algunos hilos de seda ó de borra de 
seda, no se considerarán como con mezcla de 
seda cuando el peso de dichos hilos de seda ó 
pa no exceda del 5 por 100 del peso total del 
tejido. 

Los tejidos cuya trama y cuya urdimbre 
estén compuestas de fibras vegetales y seda, ó de 
hilos de lana ó pelos y seda, se aforarán como 
tejidos de fibras vegetalesó de lana ó pelos, cuan: 
do el peso de la seda no exceda del 5 por 100, en 
ambos lados de la tela, del peso total del tejido. 
Si la mezcla de seda pasa del 5 por 100 sin exce- 


(1) Sobre efectos de cardcter oficial que se importes 
para los consulados extranjeros, véase la E. O. de 37 Ene- 
TO 1896 (AP., p. 877). (Nota de la Redacción.) 

(2) Véase la R, O. de 28 de Febrero de 1392. (Nota de 
la Redacción). 

(3) El núm. 4. de esta disposición se ha anulado y 
el 5.2 adicionado con la letra D, por R. O. de 23 Mayo de 
1894 (A?P., p. 291). (Nota de la Redacción.) 
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der del 10 por 100, se aforarán como tejidos de 
seda con mezcla, por las partidas 193 á 195 del 
Arancel; y si excede.del 10 por 100, se aforarán 
por las partidas 188 á 192, según la clase de la 
tela o naturaleza del tejido. 

c Los tejidos compuestos de urdimbre de seda 
y trama de algodón ú otras fibras vegetales con 
mezcla de seda, Y los de urdimbre de seda y tra- 
ma de lana ó pelos con mezcla de seda, adeuda- 


rán siempre por la partida de tejidos de seda 
pura á que correspondan, según su clase y natu- 
raleza, cualquiera que sea la proporción de la 
seda en la trama. El mismo procedimiento se ob- 
servará cuando la trama sea toda de seda y la 
urdimbre sea la parte mezclada. 

6.” Los tejidos compuestos de bilos de tres 
materias diferentes, adeudarán del modo si- 
guiente: 





URDIMBRE Ó TRAMA 


TRAMA Ó URDIMBRE 


SE CONSIDERARÁN COMO 





Hilos de algodón...... o Hilos de lino ó cáñamo y otras 
fibras vegetales................ Tejidos de lino ó cáñamo. 
Hilos de fibras vegetales.........|Hilos de fibras vegetales y lana ó 
pelos....... a bae ...»......| Tejidos de fibras vegetales con 
mezcla de lana. 
Id ara soossorcrsos..... [Hilos de fibras vegetales y seda..|Tejidos de fibras vegetales con 


Idem........ AR 


mezcla de seda. 


..».|Hilos de lana y seda.............|Idem íd. 


Hilos de lana ó pelos............ Hilos de dos ó más fibras vege- 


tales ......... 


A A 


elosS......... 


LE A E 
Hilos de seda .......... 


..«|Tejidos de fibras vegetales con 
mezcla de lana. 


.........|Hilos de fibras vegetales y lana ó 
Pelos. ..ovococmoccocorconconosn¡.o Tejidos de lana. 
«+... +[Hilos de fibras vegetales y seda..|Tejidos de lana con mezcla de 


seda. 
..........|Hilos de varias fibras vegetales..|Tejidos de fibras vegetales con 


mezcla de seda. 


O a Hilos de fibras vegetales y lana ó 


pelos .... 
Hilos de algodón y lino ó cá- 


.|Tejidos de seda con mezcla de 
lana. 


DAM done ....-|Hilos de lino ó cáñamo y otras 


materias vegetales.... 


Hilos de fibras vegetales y lana 


........»|Tejidos de lino ó cáñamo. 


ó pelos...... paseis s.......... [Hilos de fibras vegetales y seda.. A de lana con mezcla de 
seda. 
Idem....... Eds AAA , [Hilos de fibras vegetales, lana y 
le BOO ri sooroooosos.. [Idem 1d. 


Oda VA Hilos 1d. 1d..........oooo..........| Tejidos de seda. 
Hilos de algodón y borra de 
SOdA....o...... paa a Hilos de lana y borra de seda....|Tejidos de borra de seda. 
Hilos de lana ........ ............|Hilos de lana, algodón y seda....|Tejidos de seda con mezcla de 


lana. 





Cuando en la parte de la mezcla (urdimbre ó 
trama) de los tejidos compuestos de tres ó más 
materias diferentes, los hilos de la que deven- 
gue mayores derechos no excedan del 10 por 100 

el peso total del tejido, dichos hilos no se to- 
marán en cuenta para el pago de los derechos, 
Arda como si fuese tejido con mezcla de 

otras materias. 

7. Los tules adeudarán por la materia de 
que se componga el fondo, y cuando éste se ha- 

e mezclado, se hará el adeudo por la materia 
que domine en la totalidad. 

8. Los pañuelos con flecos adeudarán con 
Inclusión del peso de éstos por la partida á que 
el tejido corresponda, 

9. Las telas bordadas á mano ó á máquina 
fuera del telar, y las con mezclas de metales 
finos 6 imitados, estén ó no bordadas, adeuda- 
rán el derecho correspondiente á su clase y ade- 
más un derecho igual de la tarifa 1.* del Aran- 
cel, y cuando se aplique la 2.* un 50 por 100 del 
derecho de la misma. 

10. Las ropas hechas, incluso las prendas de 
lencería, ya estén unas y otras completamente 
concluídas ó simplemente hilvanadas ó dobla- 
dilladas, y los tejidos de crochet festoneados, 
adeudarán por su total peso el derecho señala- 
doála tela de que se compongan en su parte 


exterior y además dos derechos iguales de la 
tarifa 1.* del Arancel, y cuando se aplique la 
2.* un 75 por 100 del derecho de la misma. Si las 
ropas son de tela bordada, dichos recargos se 
computarán sobre el derecho del tejido bordado. 

Se exceptúan de los anteriores recargos las 
prendas de tejidos de punto, que se aforarán 
por sus partidas respectivas sin aumento algu- 
no, siempre que no sean cortadas de piezas y 
tengan obra de sastres ó modistas, las cuales 
adeudarán con iguales aumentos por confec- 
ción que las demás prendas y ropas. 

11. El adeudo de los artículos compuestos de 
dos ó más materias se subordinará á las si- 
guientes reglas: 

(a) En los casos no previstos en el Arancel y 
cuando el valor del objeto esté determinado por 
la materia exterior, se verificará el aforo por 
la a correspondiente á dicha materia. 

(6) Los objetos que por sus condiciones y 
aplicación se compongan de dos materias dife- 
rentes, como, por ejemplo, una herramienta, 
adeudarán por la materia que domine en el peso. 

(c) Si la mezcla de diferentes materias se ha 
hecho con el fin de eludir los derechos de una 
partida cualquiera, como, por ejemplo, la mez- 
cla de harina y salvado, de tierras y un produc- 
to químico soluble, se exigirán los derechos co- 
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rrespondientes al articulo que los tenga más 
elevados. 


Disposición quinta, 
ENVASES Y EMPAQUES 


1. Se entenderá por envase exterior el que 
está á la vista cerrado el bulto; todos los demás 
contenidos en éste son envases interiores. 

2.” Pagarán por peso bruto, cuando vengan 
contenidos en un solo envase, los artículos si- 
guientes: 

1.2 Cal, yeso y tierras empleadas en la cons- 
trucción, las artes y la industria. 

2. Alquitranes, breas, asfaltos, betunes, es- 
quistos y la creosota impura. 

3. Aceites y grasas. 

4. Drogas simples. ; 

5.2 Colores, tintes y barnices. 

6.2 Productos químicos. 

7.2 Féculas. 

8.2 Parafina, estearina, cera y esperma de 
ballena, en masas. 

9.2 Algodón en rama. 

10. Cáñamo y lino en rama y los rastrillados, 
yute, abacá, pita y demás fibras vegotales. 

11. Cerdas, crines y pelos. 

12. Lanas sucias y lavadas. 

13. Estambre hilado y torcido, en bruto ó con 
aceite. 

14. Seda en capullo, desperdicios de los capu- 
llos y simiente de seda. 

15. Seda cruda é hilada sin torcer. 

16. Borra de seda peinada ó cardada y la hi- 
lada sin torcer. 

17. Pieles de abrigo ó de adorno en estado na- 
tural % beneficiadas. 

18. Guano y demás abonos. 

19. Despojos de animales, sin manufacturar. 

20. Básculas y maquinaria. 

21. Carnes, pescados y tripas en salmuera. 

Y 22. Goma elástica y gutapercha sin labrar. 

3. Sialguno de los artículos á que se refiere 
el anterior número 2 se importase en dos ó más 
envases, ó en paquetes contenidos en el envase 
exterior, se incluirá únicamente en el peso de 
la mercancía el de los envases interiores ó pa- 
quetes. 

4.” Todas las demás mercancías, incluso los 
botones y la pasamanería colocada en cartones, 
adeudarán con inclusión de los papeles, cintas, 
empaques ó envases interiores, siempre que no 
sean cajas ó estuches, que se aforarán por se- 
parado. 

Las cajas y estuches en general, las envueltas 
de papel ó cartulina de las pecheras de camisa, 
yo papeles en que vienen colocados los pañue- 

os de espumilla de seda de la China, tanto en 
las envueltas como en los dobleces, y los panes 
de oro fino, se aforarán separadamente por su 
partida respectiva (1). 
5. Los cebos ó cápsulas para armas de fue- 
O, los corchetes, alfileres, ojeteros de metal, 
os botones sueltos, plumas metálicas, juegos y 
juguetes, instrumentos de ciencias y artes, y 
otros objetos análogos, adeudarán con inclusión 
de las cajas ó estuches interiores que los contie- 
nen y con las que generalmente se venden al por 
menor. 

6. Los envases de los alcaloides y sus sales, 
los del aguardiente, licores, cerveza, sidra, vinos 
y aguas minerales naturales, se aforarán sepa- 
radamente por sus materias respectivas. 

7.2 Los rodillos, tablas y cartones sobre que 





(1) Véase la R. O. de 28 de Septiembre de 1896 (APÉN- 
DICE, Pp. 868), (Nota de la Redacción.) 


vienen envueltas las telas, incluso las metálicas, 
los hules y la pasamanería, y las canillas de car- 
tón en que se presenta arrollado el estambre hi- 
lado limpio, se deducirán del peso adeudable de 
estos artículos. 

8.” Los artículos contenidos en dobles sacos, 
ó en un saco y en otro envase de distinta clase, 
adeudarán con inclusión del envase inmediato á 
la mercancía. El té se aforará con inclusión de 
todos sus envases interiores. 

9. Las pipas, barriles y cascos grandes de 
metal adeudarán los derechos correspondientes 
á su clase, excepto cuando contengan mercan- 
cias que paguen por peso bruto. 

O. Los sacos y las arpilleras cosidas en for- 
ma de sacos, que se introduzcan sirviendo de 
envase, pagará, cada saco ó arpillera, 10 cénti- 
mos de peseta, excepto en los casos en que las 
mercancías en ellos contenidas adeuden por peso 
bruto d) 

11. El guano adeudará por peso bruto, aun 
cuando venga en dobles envases. 

Cuando en unos mismos envases exterio- 
res se comprendan mercancías que adeuden por 
peso bruto y artículos que paguen por peso neto, 
se acumulará la parte de peso bruto que propor- 
cionalmente corresponda. 

Y 13. Cuando los envases de una mercancía 
devenguen mayores derechos que la mercancía 
misma, no sean su envase acostumbrado y pue- 
dan utilizarse en otras aplicaciones, se les exigi- 
rá los derechos de Arancel correspondientes ó. 


Disposición sexta (3). 
TARAS 


Del peso bruto de las mercancías que á conti- 
nuación se expresan se descontará por tara el 
siguiente tanto por 100: 


Acero en cajas........ 
Azúcar y glucosa: 
Doe las provincias españolas de Ultra- 
mar, en cajas, barriles y barricas.. 14  » 
Del extranjero, de pilón, en cajas, ba- 
rricas ó barriles..... dra ME 
Del extranjero, en cualquier otra for- 


s.«.. 10 por 100 


ma, en cajas, barriles ó barricas... 6  » 

De todas procedencias, en sacos..... A 

Caramelo líquido, en barriles....... 10  » 

Canela en cajas..... Ca A CE 

== OC LU lA rien od A > 

Fósforo en cajas de hoja de lata..... 30  » 
—  e€encajas de hoja de lata, con- 
tenidas en otras de ma- 

AM ar » 
Grancina en barricas.......oo.o...... 2D  » ? 
Hilaza en fardos......... rn 0 al 
Hoja de lata en cajas...... dano aa JO. A 


Loza, porcelana y barro finoen cajas 6 
barricas 30  » 
en canas- 
tas (4).. 16 » 
Pipas de yeso para fumar, en ba- 
ELLORS da as » 
Vidrio y cristal hueco ó plano, esté 6 





(1) Véase la R. O, de 6 de Julio de 1895 (AP., p. 716). 
(Nota de la Redacción.) 

(2) Véase la R. O. de 18 de Julio de 1892 sobre envases 
de hierro que tengan ácido sulfúrico, y la de 12 de Abril 
de 1895 sobre envases de los oleonaftas (AP., p. 269). 
(Nota de la Redacción.) 

(3) Esta disposición está modificada por R. D. de 30 
de Julio de 1894 (AP., p. 452). (Nota de la Redacción.) 

(4) Esta tara se ha modificado por el núm. 8. de la 
R. O, de 15 de Abril de 1895 (AP., p. 123). (Nota de la 
Redacción.) 
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no azogado, en cajas y ba- 

rricas (1)............ ...... 40 por 100 
Vidrio en canastas, y los vidrios pla- 

nos, comunes y delgados, 

para vidrieras, en una sola 


4606000004. 606.00. 0. . . 1... 
e 


caja 
— enbotellascomunes, enjaulas. 20 — » 


NOTAS 


1.* El vidrio y cristal contenido en jaulas de 
madera, excepto las botellas comunes, no está 
sujeto á la tara anterior; entendiéndose por jau- 
la la que se halla formada por tablas espaciadas 
entre sí de manera que la superficie descubierta 
sea igual ó mayor que la cerrada. 

2.* Se deducirán las taras anteriormente se- 
ñaladas, aunque los bultos contengan otras mer- 
cancías no sujetas á tara legal, siempre que és- 
tas no pasen del 10 por 100 del peso bruto. Cuan- 
do pasen de este límite, todas las mercancias 
contenidas en los bultos se aforarán por el re- 
sultado de los pesos correspondientes. 

3.* No se aplicarán las taras establecidas, 
cuando en un mismo bulto se comprendan dos 
ó más mercancías sujetas á distinta tara y con 
diferentes derechos. Los despachos se verifica- 
e el resultado de los pesos netos ó adeu- 

ables, 


TARAS ESPECIALES 


Azúcar en bayones, por cada bayón. 750 gramos. 
Hilados de algodón y lino en carre- 

tes de madera, por sólo los ca- 

TIOÍOB o. .oooooooomoomooocssmosaros 
Hilados de seda y de borra, de seda 

en carretes de madera, por sólo los 

CAFTOLOS . vasos dro ... D  » 
Pasamanería, por los armazones in- 

teriores de madera, pasta ú otra 

materia análoga, excepto los tex- 

tiles, del peso exclusivo y neto de 

la pasamanería........... 
Perfomería en frascos, tarros y Ca- 

Jitas para la venta, por todos los 

envases y empaques interiores... 2  » 


30 por 100 


10 » 


NOTA 


Los jubones, las esencias para licores y la per- 
fomería, cuando no venga en la forma expresa- 
da anteriormente, pagarán con sus envases y 
empaques interiores. 


Disposición séptima. 
REIMPORTACIÓN DE ARTÍCULOS NACIONALES (Y), 


Los géneros, frutos y efectos nacionales que se 
exporten al extranjero y vuelvan á la Península 
6 islas Baleares, se considerarán desnacionaliza- 
dos 7 sujetos al pago de los derechos señalados 
en el Arancel. Se exceptúan los artículos siguien- 
tes que se admitirán con franquicia: 

1. Pinturas que sean obras de bellas artes, 
cuando se hayan exportado con factura de la 
Aduana y á la devolución se cite el número de 





(1) Las taras aplicables al vidrio y cristal son hoy las 
determinadas en el núm. 1.2 de la R. O. de 15 de Abril de 
1895 (Ap., p. 428). (Nota de la Redacción.) 

(Dd Véase la R. O. de 11 Enero 1895 (AP., p. 254), (No- 
ta de la Redacción.) 
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este documento ó se presente su duplicado para 
hacer las debidas comprobaciones. 

2. Libros, siempre que en la factura de ex- 
portación se haya consignado el número de ejem- 
plares, título de las obras y nombre del im- 


presor. 

8.2 Calderilla devuelta del extranjero ó de 
las provincias de Ultramar, si del examen facul- 
tativo hecho en la Casa de Moneda de Madrid re- 
sulta de cuño español, legítima y corriente. Las 
Aduanas remitirán muestras de la calderilla á 
la Dirección general para dicho examen, sus- 

endiendo el despacho hasta la oportuna reso- 
ución. 

Se admitirán también con franquicia de dere- 
chos, previo el cumplimiento de las reglas esta- 
blecidas en las Ordenanzas de Aduanas, los si- 
guientes articulos nacionales: 

1. Vinos y envases. 

2.2 Carruajes, caballerías y ganados que sal- 
gan por tierra y se reimporten también por 
tierra. 

3, Artículos devueltos de las Exposiciones 
extranjeras. 

4.2 Despojos y restos de buques que hayan 
naufragado en el extranjero. 

5.2 Duelas y remos de los montes de Irati y 
valle del Roncal, en la provincia de Navarra, 
que pasen de tránsito por Francia. 

6. Minerales de hierro conducidos por el 
río Bidasoa para reimportarse de tránsito por 
Francia. ! 

7.2 Las mercancías que pasen de tránsito por 
Portugal, con arreglo al reglamento de tránsito 
y comunicaciones. 

8.2 Los artículos españoles devueltos del ex- 
tranjero por estar prohibida su entrada en los 
paises adonde fueron destinados. 

9. Vinos, aceites, trigo, centeno, patatas y 
demás frutos y productos agrícolas que proce- 
dentes de las comarcas de la Cerdaña española, 
se conduzcan con destino al Ampurdán y vice- 
versa, de tránsito por la carretera francesa de 
Mont Louis. . 

Y 10. Los productos nacionales y extranjeros 
nacionalizados, conducidos de tránsito por terrl- 
torio francés entre las Aduanas de Port-Bou y 
Lés, á excepción del bacalao, petróleos, tejidos 
y artículos coloniales (1). 


Disposición octava. 
COMERCIO CON CUBA, PUERTO RICO Y FILIPINAS 


Los productos de Cuba, Puerto Rico y Filipi- 
nas y demás de la Oceanía dependientes de Fili- 
pinas, se admitirán con libertad de derechos de 
Aduanas en la Península é islas Baleares, cuan- 
do sean conducidos directamente en banlera na- 
cional, á excepción del tabaco, que quedará su- 
jeto á la legislación especial vigente. 

Cuando dichos productos sean de Cuba y Puer- 
to Rico y se conduzcan en bandera extranjera, 
serán asimismo libres de derechos de Aduanas, 
con las excepciones siguientes: 

1. El tabaco. 

2.* Los aguardientes, azúcares, cacao y cho- 
colate y el café, que satisfarán los derechos si- 
guientes: 


(1) Sobre reimportación de esquifes para regatas, véa- 
se la R.O. de 23 Mayo 1894 (AP., p. 291). Véase también 
la nota al epigrafe dela disposición tercera, (Nota de la 
Redacción.) 


e 
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Azúcar. Azúcar. , 
Aguardiente hasta elnúme-|soperioralnú: ia Café. 
O ro lá dela | mero lt de la | y chocolate. e 
clasificación | clasificación e: 
Hectolitro, holandesa. holandesa. A 100 kilogramos. 

— 100 kilogramos.|100 kilogramos. pe ¡ — 

Pesetas Pesetas. Pesetas Pesetas Pesetas. 
Desde 1.” de Julio de 1891 á 1.? 

de Julio de 189............ 1 875 17'50 2:50 2 

Desde 1.” de Julio de 1892..... Libre. Libre. Libre. Libre. Libre. 





Cuando los anteriores artículos sean producto 
3 procedan de las islas Filipinas y demás de la 

ceanía dependientes de ellas y vengan en ban- 
dera extranjera, sólo satisfarán la quinta parte 
de los derechos que se fijan para los de Cuba y 
Puerto Rico. 

Con arreglo al art. 18 de la ley de presupues- 
tos de 1876-77; el 24 de la ley de presupuestos de 
1878-79, y el 25 de la ley de presupuestos de 
1878-19, que se refiere al 48 de la de 11 de Julio de 
1877, los siguientes productos de Cuba, Puerto 
Rico y Filipinas, pagarán los impuestos transi- 
torio y municipal que se indican á continuación: 


Impuesto | Impuesto 





transi- | munici- 
torio. pal. 
ARTICULOS Unidad. == — 
Pesetas. | Pesetas. 
Azúcar de todas 
clases. ..........|100 kilogs. 8'80 8'80 
Cacao ............ 1100  » 16 16 
Cafó......ooo..o.. 1100  » 27 27 
Aguardiente .....| Hectolitro.| 8'75 | Nada. 


A 


Para que en las Aduanas de la Península é is- 
las Baleares se pueda aplicar la franquicia de 
derechos de Aduanas á los cacaos producto de 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas, será indispensa- 
ble que las expediciones vengan acompañadas 
de un certificado expedido por el mismo hacen- 
dado ó cultivador, ó persona que debidamente 
le represente, haciendo constar que el indicado 
fruto se ha cosechado en tierras de su pertenen- 
cia, y el número, marcas y peso bruto de los en- 
vases en que se haya colocado. 

El mismo hacendado ó cultivador entregará 
con el certificado muestras duplicadas de la cla- 
se ó clases del cacao á que se refiere dicho docu- 
mento, firmando las muestras en que se soloquen. 

El certificado y las muestras se presentarán 
á la autoridad local correspondiente, que hará 
constar en el mismo documento el hecho de co- 
secharse por el interesado el indicado fruto en 
la misma demarcación administrativa ó térmi- 
no municipal. Dicha autoridad pondrá además 
su sello en las muestras, cubriendo todos sus 
cierres. | 

Las Aduanas de Ultramar no despacharán de 
salida ninguna expedición de cacao ultramari- 
no, ni expedirán las facturas ó pólizas sin que 
proa mente se presenten dichos certificados, 

arán las oportunas comprobaciones, pondrán 
el V.” B.” en los mismos y el sello en las mues- 
tras presentadas. 

Las Aduanas de la Península comprobarán 
entre sí las pólizas y certificados y el cacao con- 
tenido en los envases con el de una de las mues- 
tras, remitiendo la otra con las indicaciones co- 
rrespondientes á la Dirección general de Con- 
tribuciones indirectas. 


Las mieles de caña de las provincias de Ul- 
tramar son libres de derechos. Para la aplica- 
ción de los impuestos transitorio y munici 

or el azúcar que de dichas mieles obtengan los 
abricantes peninsulares, las Aduanas remitl- 
rán á las respectivas Administraciones de Ha- 
cienda una nota de las importaciones de mieles 
que se verifiquen, indicando las personas que 
hagan los despachos, cantidades introducidas 
y una muestra sellada y lacrada de cada partida 
que se despache. Ñ 

Los trapos viejos procedentes de las provin- 
cias y posesiones de Ultramar se admitirán con 
libertad de derechos. ; . 

Los objetos de metal inutilizados, de igual 
procedencia, se considerarán como extranjeros, 
y adeudarán los derechos del Arancel en su se- 
gunda tarifa. 

Los mobiliarios usados procedentes de las pro- 
vincias y posesiones de Ultramar se despachr 
rán con franquicia de derechos, sin restricción 
respecto al número de los efectos de que se com- 
pongan, y comprendiéndose en la franquicia los 
pianos, loza, cristal, porcelana y demás excep- 
tuados en las procedencias extranjeras. 


Disposición novena. 


PUERTOS PRANCOS (1) 
Xslas Canarias. 


Los únicos puertos de estas islas que pueden 
hacer el comercio con los de la Península é islas 
Baleares son los de Santa Cruz de Tenerife, 
Orotava, Ciudad del Real de las Palmas, Santa 
Cruz de la Palma, Arrecife de Lanzarote, puer- 
to de Cabras, San Sebastián y Valverde. | 

Se admitirán libres de derechos los siguientes 
productos de dichas islas: 

Aceite de tártago, almendras, altramuces, 
alubias, barrillas, castañas, cebada, cebollas, 
centeno, cochinilla, dulces, esterillas para som- 
breros y sus compuestos, frutas, garbanzos, se 
millas, maíz, orchilla, patatas, piedras de filtro, 

escado, losetas, seda en capullo, en rama y els- 
borada: trigo y vino (2). . 

Los géneros, frutos y efectos que se introduz- 
can en las islas Canarias, procedentes de la Pe: 
niínsula é islas Baleares, perderán su nacionall: 
dad y serán considerados como extranjeros sl 
fuesen devueltos á la misma por invendibles ú 
otras causas. 

Las mercancias producto M procedentes de las 
provincias españolas de Ultramar que toquen 


1) V. sobre puertos francos la ley de 14 de Julio 1594 
AR, p. 434) que no ha derogado esta disposición 9.* (Real 
orden 24 Octubre 1894, AP., p. 751.) (Nota de la Be 
dacción.) 

(2) También las heces de vino de Canarias se entiendes 
en ciertos casos comprendidas en esta disposición (Res! 
orden 28 Mayo 1894, AP., p. 991) y azúcares (Véast 
más adelante la R. O. de 18 Mayo de 1893). (Nota de la 
Redacción.) 
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en Canarias, conservarán su nacionalidad á la 
introducción en la Península é islas Baleares, 
considerándose los referidos puertos como de- 
- pósitos, pero debiendo venir incluídas en la do- 
cumentación que determinan las Ordenanzas de 
Aduanas. 


Ceuta, Melilla, Alhucemas, Peñón de la Gomera 
$ islas OChafarinas. 


Los géneros, frutos y efectos, cualquiera que 
sea su origen, procedentes de los expresados 
puertos, que se introduzcan en la Península é 
islas Baleares, se considerarán como extranje- 
ros, y pagarán los derechos de este Arancel. / 

Se admitirán con franquicia el pescado pro- 
ducto y procetents de las almadrabas de Ceuta, 
Melilla é islas Chafarinas y los productos agrí- 
colas de los terrenos que España posee en el 
campo de Melilla, previo el cumplimiento de las 
formalidades establecidas en las Ordenanzas de 
Aduanas. 

Se admitirán también con franquicia los per- 
trechos de guerra y efectos militares proceden- 
tes de todos los do francos, cuando vengan 
acompañados del pase ó guía del correspondien- 
te comisario de guerra ó jefe del Cuerpo militar 
á que aquéllos pertenezcan. 


Disposición décima (1). 
COMERCIO CON FERNANDO POO Y SUS DRPENDENCIAS. 


Las mercancías que sean producto y procedan 
directamente de las islas españolas de Fernan- 
do Poo y sus dependencias, Annobón, Corisco, 
Elobey ó Cabo de San Juan, no adeudarán nin- 
gún erecho de Arancel á su introducción en la 

eninsula 6 islas Baleares, considerándose como 
de cabotaje el comercio que se haga entre estos 
y aquellos puertos. — 

Todos los productos de la costa occidental de 
Africa que hayan sido llevados 4 Fernando Poo 
y sus dependencias y conducidos luego directa- 
mente á la Península é islas Baleares, adeuda- 
rán tres quintas partes de los derechos señala- 
dos en el Arancel, siempre que vengan incluí- 
dos en la documentación que establecen las Or- 
denanzas de'Aduanas. 

Los productos á que esta disposición se refie- 
re que hayan sido descargados y enmbarcados 
de nuevo en las islas Canarias, pagarán los dere- 
chos que el Arancel establece para sus similares 
de producción extranjera. 

Se exceptúan de la anterior franquicia ó re- 
ducciones de derechos, el cacao, que aunque sea 
producto ó proceda de Fernando Poo y sus de- 

endencias, adeudará en la Península é islas 
aleares los derechos é impuestos establecidos 
para los cacaos extranjeros. 


Disposición undócima. 
PROCEDENCIAS DIRECTAS 


Se entenderá por navegación directa, para los 
efectos arancelarios, la de los ia que hayan 
cargado mercancias en puertos de fuera de Eu- 
ropa y las conduzcan á los de su destino en la 
Península 6 islas Baleares sin tocar en ningún 
puerto extranjero durante la travesía. 

Conservarán las mercancías los beneficios de 
las procedencias directas en los casos siguien- 
tes: 

1.? Cuando los buques conductores, por arri- 
bada forzosa ó para recibir órdenes en busca de 
mercado y sin hacer operaciones de carga ó des- 
carga, entren en puertos extranjeros. 


(1) Véase la R. O, de 20 Marzo 1892. (Nota de la Re- 
dacción.) 


2.2 Siempre que el buque conductor, por 
avería Ó accidente de mar inevitable, se vea 
obligado á transbordar las mercancías á otras 
A PSCACIOneS para que las conduzcan á su des- 

ino. 

8. Los productos de las islas Filipinas y de- 
más de la Oceania dependientes de ellas y los 
de Cuba y Puerto Rico que, acompañados de la 
justificación de origen y de embarque para la 

enínsula, hayan sufrido transbordo durante el 
viaje, pero sin descargar en ningún puerto ex- 
tranjero, excepto el azúcar filipino conducido en 
bandera nacional, que necesita venir directa- 
mente y sin quese transborde, para disfrutar de 
los beneficios de la legislación vigente. 

4. Los mismos productos filipinos con igua- 
les justificaciones, aunque los buques conducto- 
res toquen en otros puertos de la India y de la 
China para completar su cargamento. 

Y 5. Los buques que, conduciendo productos 
de las provincias de Ultramar, entren en puer- 
tos extranjeros de América para completar la 
Carga. 


NOTAS 


Los justificantes de nacionalidad de las mer- 
cancías y de su embarque, se harán con la pre- 
sentación de las facturas certificadas de las 
Aduanas de Ultramar. 

Las averías, arribadas forzosas, transbordos y 
entradas de los buques en los puertos extranje- 
ros, se justificarán con certificaciones de los res- 
pectivos cónsules españoles. 

Las Aduanas comprobarán el hecho de la pro- 
cedencia directa por el examen de los documen- 
tos de navegación. 


Disposición duodécima. 
RÉGIMEN DE LOS TRATADOS DE COMERCIO 


Las naciones que con posterioridad al 1.” de 
Febrero de 1892 tienen tratados en vigor con Es- 

aña, en los que directa ó indirectamente se 
ayan comprendido derechos especiales para de- 
terminadas mercancías, son las siguientes: 

Gran Bretaña é Irlanda, por el convenio co- 
mercial de 26 de Abril de 1886, que termina en 80 
de Junio de 1892 (indirectamente). 

Rusia, en la parte relativa á Finlandia, por el 
tratado de comercio y navegación de 2 de Julio 
de 1887, que termina el 30 de Junio de 1892 (di- 
rectamente). 

Y Países Bajos, por el convenio de 8 de Junio 
de 1887, que termina en 30 de Junio de 1892 (indi- 
rectamente). 

Queda reservada al Ministro de Hacienda la 
facultad de exigir la presentación de un certifi- 
cado de origen para que puedan aplicarse los de- 
rechos de la segunda tarifa del Arancel, ó los que 
en lo sucesivo se convengan con las naciones 
extranjeras para las mercancías de las mismas. 

Los certificados de origen se extenderán con 
sujeción á las reglas siguientes (1): 

j. El certificado consistirá precisamente en 
una declaración oficial del productor ó el fabri- 
cante, ó persona autorizada por él, ante la au- 


(1) Los cónsules españoles están autorizados para ex- 
pedir estos documentos (R. O. 13 Julio 1893, AP., p. 447): 
sobre importación de mercancias extranjeras, proceden- 
tes de Filipinas, véase la R. O. 1.9 Agosto 1893 (AP., pd- 
gina 579).— Y téngase en cuenta que estos preceptos de la 
disposición 42 del Arancel están modificados por B. O. 6 
Julio 1895 (AP., p. 504), sobre lo cual hay que tener pre- 
sente ademds la de 18 Octubre íd. (AP. 1895, p. 699).— 
Véase además en su lugar cronológico de este artículo la 
R. 0. 238 Marzo 1893, qas contiene la relación de las par- 
tidos del Arancel, cuyas materias requieren certificados 
de origen. (Nota de la Redacción.) 
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toridad local del punto de producción ó depósi.- 
to en la nación productora, de que las mercan- 
clas á que se refiera el certificado son de su fá.- 
brica 6 producto de su industria. Los cónsules 
españoles respectivos legalizarán las firmas de 
dichas autoridades. Estas podrán ser, según las 
disposiciones de cada país, el alcalde, la Cámara 
de Comercio y Navegación, las autoridades de 
policía, los notarios públicos y también los ad- 
ministradores de las Aduanas. 

2. El certificado expresará el número, mar- 
cas, numeracion y peso bruto de los bultos y la 
materia y clase de las mercancias, consignando 
terminantemente, en cuanto á los hilados y te- 
Jidos, si son de algodón, cáñamo ó lino, lana ó 
seda, ó mezcla de estas materias. 

8.” Los certificados pueden venir redactados 
en español ó en francés. Cuando se presenten re- 
dactados en otros idiomas, se traducirán al es- 
pañol, á elección del comercio, por los intérpre- 
tes jurados, por los corredores intérpretes de bu- 
ques por los corredores de comercio, por las 

untas de Agricultura, Industria y Comercio de 
la localidad ó por los cónsules de las naciones á 
que pertenezcan las mercancías. 

La facultad de hacer las traducciones es potes- 
tativa para las Juntas de Agricultura, Industria 
y Comercio, que tienen el derecho, pero no la 
obligación de hacer las traducciones (1). 

4.* Cuando se presenten los certificados re- 
dactados en el idioma del país de origen y ade- 
más en español, se considerará nula la versión 
española y se procederá á la traducción en la 
forma indicada. 

Y 5.” Los certificados de origen de los pro- 
ductos de la China o Japón, que especialmen- 
te se destinaren á España, se redactarán en es- 
pañol en los Consulados españoles de aquellos 
países, con el V.” B.” del cónsul; y los buques 
conductores podrán transbordar aquellos pro- 
ductos á otras embarcaciones sin perder los be- 
neficios correspondientes, siempre que se justi- 
fique el transbordo. 

Cuando el comercio reciba los certificados sin 
los requisitos anteriormente expresados, podrá 
devolverlos antes del despacho para que se sub- 
sanen las formalidades omitidas, haciendo uso 
entretanto de los plazos de almacenaje que con» 
ceden las Ordenanzas de Aduanas; en la inteli- 
gencia de que al pedir el despacho de las mercan- 
cias presentadas con certificado, se considerará 
éste definitivamente presentado. 

Las Aduanas admitirán los certificados que 
reunan las condiciones expresadas, prescindien- 
do de cualquier defecto accidental en la forma de 
su redacción. 

Si en cualquier tiempo resultase que el certifi- 
cado contiene caracteres de falsedad, se entrega- 
rá á los Tribunales para que procedan á lo que 
hubiere lugar. 

Si al tiempo del reconocimiento no se presen- 
tasen los certificados; si presentados no tuvie- 
sen todos los requisitos ó no convinieren con las 
mercancias á que se rofieran, se considerarán 
nulos y sin ningún valor, aplicándose á las mer- 
cancias los derechos de la primera tarifa del 
Arancel. 

Cuando aparezcan diferencias entre el peso 
bruto de los bultos expresados en los certificados 
y el resultado del despacho, si estas diferencias 
no exceden en más ó en menos del 20 por 100 de 
lo expresado en el certificado, se admitirán y 
surtirán sus efectos dichos documentos; pero se 
considerarán nulos cuando las difereicias exce- 


(1) Sobre traducción de certificados de orígen, véanse 
las Rs. Os. de 12 Abril 1895 (AP., p. 259) y 19 Mayo 1896 
(AP., p. 875). (Nota de la Redacción.) 


dan de aquel tipo, aplicándose en este caso á 
las mercancias los derechos de la primera tarifa 
del Arancel. 

También se tonsiderarán nulos los certifica- 
dos expedidos en una nación para los productos 
de otra distinta. 

Las mercancias de un país convenido, desti- 
nadas á España, con el correspondiente certifi- 
cado de origen, que pasen de tránsito por otro 
país convenido, no necesitan justificar este 
tránsito; pero deberá acreditarse con certifica- 
ción especial, dada por el cónsul de España ó la 
Aduana extranjera respectiva, cuando el tránsi- 
to se verifique por nación no convenida. 

Las mercancias de países convenidos, proce- 
dentes de los mismos, disfrutarán de los benefi- 
cios de los tratados, aun cuando los buques con- 
ductores toquen durante su viaje en puertos de 
naciones no convenidas, hagan en ellos opera- 
ciones de comercio ó transborden á otros buques 
la carga destinada á España. 

Al efecto, las mercancias deberán venir con- 
signadas á España en el manifiesto formado en 
el puerto de carga del correspondiente país con- 
venido. Si después se transbordan á otro buque, 
en el manifiesto que se forme deberá consignar 
el cónsul de España respectivo, en vista de los 
oportunos documentos, que las mercancías se 
cargaron en una nación convenida y se desti- 
nan á España. 

Si los artículos necesitan certificado de ori- 
en, además de estas formalidades se presentará 
icho certificado. 

Todos los articulos, aunque sean originarios 
de país no convenido, que por la industria de un 
pes que lo sea hayan sufrido transformaciones 

manipulaciones tales que experimenten au- 
mento en su valor, disfrutarán de los beneficios 
otorgados á las naciones convenidas. 

Para que las mercancias sujetas á certificado 
y destinadas á depósito puedan adeudar por la 
segunda tarifa, deberá presentarse dicho docu- 
mento en el acto del despacho para consumo. 


Disposición déócimatercera, 


1.? (1) Los exportadores para el extranjero de 
azúcares refinados en la Península Yislas Balea- 
res, podrán optar entre que se les abone la pri.- 
ma de 17 pesetas 89 céntimos por cada 100 kilo- 

ramos de azúcar que se exporte, señalada por 
a ley de 17 de Julio de 1849 7, decreto de 12 de 
Julio de 1869, ó que se les devuelvan los dere- 
chos de Aduana y los de consumo percibidos 
con los nombres de impuesto transitorio y re- 
cargo municipal, siempre que se cumplan las re- 
glas dictadas al efecto, como consecuencia de la 
e de 22 de Junio de 1880. 
ara que esta devolución, en el caso de optar 
por ella, pueda autorizarse mientras su canti- 
ad supere á la prima de 17 pesetas 89 céntimos 
expresada, los exportadores tendrán que acredi- 
tar, previamente, por los medios establecidos 6 
que establezca la Administración, que el azúcar 
refinado que se exporta proviene de azúcares del 
núm. 14 inclusive ó sus inferiores, ó de las mie- 
les, producto y procedencia, unos y otras, de las 
provincias españolas de Ultramar. 

En ningún caso y por ningún concepto se hará 
á la vez el abono de la prima y la devolución de 
los derechos. 

2.7 Se abonará á los constructores de buques 
nacionales las siguientes primas por las embar- 
caciones que construyan: 


(1) Este caso 1.2 de la poneis 13 quedó reformado 

R. O. de 36 Julio 1893 inserta en la p. 278 (artículo 

MPUESTO TRANSITORIO SOBRE ARTICULOS COLONIALES...) 
(Nota de la Redacción.) 
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Cuarenta pesetas por cada tonelada de arqueo 
2:88 metres cúbicos), de las que en totalidad mi- 
San las embarcaciones de madera. 

Setenta y cinco pesetas, Dz igual tonelada de 
las que en totalidad midan las embarcaciones de 
casco de hierro ó de acero y las de construcción 
mixta. 

Y cincuenta y cinco pesetas por la misma to- 
nelada de las que en totalidad midan las embar- 
caciones de casco de hierro ó de acero ó las de 
construcción mixta para navegar á la vela. 

El abono se verificará previo el cumplimiento 
de las formalidades establecidas ó que en lo su- 
cesivo se establecieren. 

3. Se devolverán á los constructores ó repa- 
radores de buques y máquinas marinas los dere- 
chos de Arancel que hayan satisfecho por los 
materiales de todas clases importados del ex- 
tranjero para la construcción, carena y repara- 


ción de buques de hierro ó madera de cualquier. 


cabida, por los efectos elaborados necesarios 
para su armamento y por los materiales para la 
construcción Ó reparación de las máquinas y 
calderas de vapor marinas, cualquiera que sea 
el sistema y fuerza de estos aparatos. , 

Para la devolución de los derechos se aprecia- 
rá el peso ó volumen de los materiales ó efectos 
según estén expresados en el Arancel, por el 
peso ó volumen que arroje la obra hecha ó re- 
matada, de modo que la parte de derechos co- 
rrespondientes á las mermas y desechos que re- 
sulten de la construcción ó de la transforma- 
ción de aquéllos al aplicarse á las obras indica- 
das, quede á beneficio de la Hacienda. 

Para la devolución se cumplirán las reglas es- 
tablecidas en las Ordenanzas de Aduanas. 


Disposición décimacuarta. 
ARTÍCULOS PROHIBIDOS Á LA IMPORTACIÓN 


1 Armas de guerra, proyectiles y sus muni- 
ciones, ó sean las pistolas, revólvers, fusiles y 
carabinas que pasen del calibre de 7 milímetros, 
así como sus municiones, á no ser que preceda á 
la introducción el correspondiente permiso del 
Gobierno. | 

2. Reproducciones de las cartas hidrográfi- 
cas publicadas por el Depósito de Marina. 

3.? Cerbatanas y bastones escopetas de 
viento. 

4.” Libros é impresiones en castellano y los 
mapas y planos de autores españoles, en los ca- 
ds prescribe la ley de propiedad intelec- 
ual. 

5. Misales, breviarios, diurnos y demás li. 
bros litúrgicos de la Iglesia católica. , 

Tienen autorización del Ministerio de Gracia 
y Justicia para importar dichos libros litúrgi- 
cos, las casas siguientes: 

Desebey Lefevre E acc de Tournay, se: 
gún Real orden de 23 de Noviembre de 1886. 

F, Fastel, de Ratisbona, según Real orden de 
1. de Junio de 1887. 

H. Dessaín, de Malinas, según Real orden de 
1. de Junio de 1887. 

A. Mame 6 Hijos, de Tours, según Real orden 
de 27 de Junio de 1887. 

Pietro Mariete, de Turín, según Real orden 
de 24 de Noviembre de 1888. 

Y el P. Benóit Araquita, de Pes Balle, según 
Real orden de 25 de Noviembre de 1888 (1). 

8. Ochavos morunos. 

7.2 Pinturas, figuras y cualesquiera otros ob- 
jetos que ofendan á la moral. ] 

8. Preparaciones farmacéuticas ó remedios 


(1) Véase la R. O. de 5 de Agosto de 1895 (AP., p. 717). 
(Nota de la Redacción.) 
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secretos, de composición desconocida, ó cuya 
fórmula no hubiese sido publicada. 

9.” Rosarios, santuarios y demás objetos pia- 
dosos de los Santos Lugares, que seintroduzcan 
por el comercio ó por los particulares. 

10. Tabaco, en la forma y casos prescritos 

or los reglamentos de su estanco, y la semilla 
e tabaco. 

11. Los artículos y objetos cuya entrada se 
prohiba por otros Ministerios para evitar daños 
á la salu di ó perjuicios á la agricultura. 
(A, B, C, D.) 


A 


Prevenciones para el cumplimiento de la ley de defensa 
contra la filozera, de 18 de Junio de 1885 (1). 


_ 1.* Queda en todo su vor la prohibición de 
importar sarmientos, barbados, púas y demás 
residuos de la vid, como troncos, raíces, hojas 
y cuanto haya servido para el cultivo de este 
arbusto, aun cuando se introduzca como leña 6 
combustible. 

Se permite, sin embargo, la introducción de 
vides americanas por las Aduanas de las pro- 
vincias de Málaga y Gerona, siempre que se 
importen directamente y no atraviesen otras 
provincias de España que estén libres del con- 
tagio de la filoxera. 

2. Queda también mente la prohibición de 
introducir todo género de árboles, arbustos y 
cualesquiera otras plantas vivas procedentes de 
región infestada por la filoxera. 

3. Las plantas, árboles ó arbustos que no 

rocedan de región infestada, se admitirán en 
as Aduanas, previas las justificaciones siguien- 
tes: La justificación de origen se hará por me- 
dio de un certificado del cónsul de España en el 
país respectivo, haciendo constar que en el 
mismo no existe la filoxera. Y .la de proceden- 
cia consistirá en los documentos oportunos, 
acreditando que las plantas, árboles ó arbustos 
han pasado de tránsito por el país en que se ve- 
rifique, aun cuando sea por regiones invadidas 
por la filoxera, directamente, sin detención, y 
sin que se hayan deshecho los bultos y enva- 
ses con que se recibieron del país originario. 

Y 4.* Las semillas y las plantas desecadas y 
convenientemente preparadas para los herba- 
rios estarán en todo caso exentas de la prohibi.- 
ción, la que tampoco alcanzará á las flores cor- 
tadas, frutas, bulbos, cebollas y tubérculos con 
envases reglamentarios (1). 


B 


Queda también prohibida la importación de 
patatas, sus hojas, tallos, mondaduras y corte- 
zas, y.los envases en que pudieran conducirse 
de origen y procedencia de toda América. La 
importación de patatas procedentes de puntos 
no prohibidos se hará por las Aduanas especial- 
mente habilitadas al efecto, y los reconocimien- 
tos se verificarán de oficio por los individuos de 
la Junta de Agricultura, Industria y Comercio 
ó subdelegados que designe el gobernador civi 
de la provincia correspondiente. 


Cc 


Está asimismo prohibida la importación de 
las grasas de cerdo que no se hayan obtenido 
or fusión, procedentes de los Estados Unidos 
e América, y el ganado de cerda y los embuti- 


(1) Este apartado letra A, ha recibido nueva redacción 
por consecuencia de la convención antifiloxérica. La re- 
forma se dispuso por R. O. de 17 Julio 1893 (APÉNDICE, 
pdg. 578). (Nota de la Redacción.) 
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no se acredita por medio de certificado consu- 
lar que no proceden del departamento de las 
Bocas del Ródano. 

Las carnes de cerdo procedentes de los Esta- 
dos Unidos de América y de Alemania serán so- 
metidas á un riguroso y microscópico reconoci- 
miento, que se practicará por los directores de 
Sanidad marítima en la forma prescrita en la 
Real orden de 9 de Noviembre de 1887. Las car- 
nes que resulten con triquina serán arrojadas 
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dos procedentes de Sei y los de Francia, si ¡ al mar á conveniente distancia del puerto y con 


las debidas precauciones. El mismo destino se 
dará á las grasas no obtenidas por fusión, cuan- 
do los interesados no prefieran reexportarlas. 

Las grasas obtenidas por fusión J el tocino 
sin parte muscular están exentos del reconoci- 
miento microscópico. 


Sustancias destinadas á la alimentación que 
contenga sacarina en cualquier proporción. 


ARANCEL 
para la exacción de derechos de entrada en la Península é islas Baleares á las mercancias extranjeras (1). 


ADVERTENCIA. (Este Arancel tiene muchas notas oficiales que son todas las que reproduci- 
mos en letra redonda. Las de cursiva son nuestras y las hemos puesto para indicar las modi- 
ficaciones, adiciones ó ratificaciones hechas en el Arancel por preceptos posteriores. Para que 
nuestros lectores no puedan nunca incurrir en el error de confundirlas con las otras, indica- 
mos en cada una de ellas que son de la Redacción del BOLETÍN.) 








DERECHOS 
Número Tarifa Tarifa 
de primera. segunda. 
la partida ARTICULOS UNIDAD e == 
o O 
CLASE PRIMERA 
Piedras, tierras, minerales, cristalería y pro- 
ductos eccrámicos. 
PriMmER GRUPO.—Piedras y tierras empleadas en 
la construcción, las artes y la industria. 
1 Mármoles, jaspes y alabastros en tosco ó en tro- 
zos desbastados, escuadrados y preparados as 
para darles forMa........o.o..oooooo.o.o...... 100 kilgs... 2 115 
2  — dichos de todas clases, cortados en losas, ta- 
blas ó escalones de cualquier tamaño, sean ó 
no pulimentados..... o A Idem....... 14'40 12 
3  — dichos en escultura, relieves, floreros, jarro- 
nes y objetos análogos para adorno de habi- 
A A A 40 90 
4  — dichos, labrados ó cincelados en todas las de- 
más clases de objetos, estén ó no pulimentados. Idem....... 20 15 
5 Las demás piedras y tierras empleadas en la in- 
dustria, en las artes y en la construcción; ce- / 
mento, cal y yeso (2)...... A O A 0'40 02% 
SEGUNDO GRUPO.—Carbdn (83). 
6  GCarbones minerales y el cok (4).................. T.*1.000ks. 8 2:50 
TERCER GRUPO.- Esquistos, betunes y sus derivados(5). 
7  Alquitranes, breas Y creosota impura, minera- 
les y los asfaltos, betunes y esquistos (6)...... 100 kilgs... 0'60 0'40 


(1) Por R. O. de28 Marzo 1892, inserta en su lugar cronológico, seha publicado la relación de las partidas de esta 
Arancel, cuyas materias necesitan certificado de origen. (Nota de la Redacción.) , 

(2) Véase la R. O. de 11 Septiembre 1896 (AP., p. 868) y la de 1. Agosto 1892. (Nota de la Redacción.) 

(8) Sobre adeudo de carbones minerales y cok téngase presenta el art. 49 de la ley de presupuestos de 189 
(AP., p. 128), y la R. O. de 80 Junio del mismo año (p. 455). (Nota de la Redacción.) 

(4) El carbón rela á el cok se despacharán con sujeción al pero expresado en una certificación que 
el sonsul de España en el punto de embarque dará al capitán del buque conductor de las cantidades que 
reciba A bordo, según las pólizas de fletamento y los conocimientos de embarque, cuya presentación exigl: 
rá al efecto. Las Aduanas podrán en caso de duda hacer las comprobaciones necesarias. 

(5) Las partidas 8.* y 9.". se han modificado por el art. 48 de la ley de presupuestos de 1855. (AP., p. 498.) Véand 
también las Re. Os. 30 Junio 1895 (AP., p. 456) y 10 Diciembre íd. (AP., p. 869). (Nota de la Redacción.) 

(6) Se entenderá por aceites brutos, derivados de los esquistos, los que procedan de la primera desti- 
lación de los mismos, distinguióndose por su color amarillento y densidad de 900 4 920 milésimas de grado, 
ó sean de 66 á 57 112 del areómetro centesimal, equivalentes de 4 grados 69 centésimas á 21 grados 43 centé- 
simas del de Cartier. 

Se considerarán petróleos brutos naturales los que reunan las propiedades siguientes: 

1.* Que destilados gradual y continuamente en un aparato de vidrio hasta la temperatura de 300 grados 
centigrados, dejen un residuo que exceda del 20 por 100 de su peso primitivo. 

2.* Que este residuo deje á su ves 1 por 100, como minimum, de cok, en relación del peso total del po- 
tróleo ensayado. 


Y 8.* Que ensayados en el aparato E. Granier, sean inflamables á menos de 18 grados centígrados. 
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DERECHOS 
O Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD aia Beg unda. 
Pesetas. Pesetas. 


8  Oleonaftas, vaselinas, petróleos brutos natu- 
rales y aceites brutos derivados de los esquis- 


108 (0). (Moscas iia a ars? MODA EI: 25 25 
9 Bencina, gasolina y petróleos y demás aceites 
minerales rectificados (6) (7).. ........oo...... Idem....... 40 40 


CuArTO GRUPO, —Minerales. 


10 Minerales ...........ooooooooopororoorrrrooormm.. T.* 1.000 ks. 0'80 0'25 
Quixrto GrUPO.—Cristal y vidrio. 

11 Vidrio hueco, común ú ordinario (8)............ 100 kilgs... 13 10 

12 Cristal y el vidrio que le imita (9)........... .... Idem....... 65 50 

13 Vidrio y cristal plano......... .....0.o.o....... Idem....... 24 20 

14 Vidrios y cristales azogados........... ia O as 104 80 


15 Vidrio y cristal en figuras, jarrones, floreros y 
adornos análogos para tocador, y habitacio- 
nes; licoreras, platos para dulces y los crista- 
les para anteojos y relojes................. ... Kilogramo. 1'45 110 


Sexro aruPo.—Barro obrado, loza y porcelana, 
16 Barro en baldosas, ladrillos y tejas para la cons- 


trucción de edificios, hornos, etc. (10)......... 100 kilgs... 4'55 8'50 
17  —en baldosas, baldosines para pavimentos, los 

azulejos, las tejas barnizadas y los tubos (11). Idem. ..... 6'50 5 
18 Loza de pedernal, barro fino y las figuras de 

TEO llos AO 48'75 87:50 
19 Porco cis] IA tas 6325 52:50 


20 Barro, loza y porcelana en figuras, jarrones, re- 
lieves, floreros y adornos para tocador, habita- 
ciones y usos análogos; las licoreras y platos 
para colocar dulces. ..... ed son........ Kilogramo. 1:55 1'20 


Se considerarán rectificados los petróleos y demás aceites minerales que no reunan todas las propieda- 
des expresadas anteriormente. 
7, Los derechos establecidos para los petróleos brutos y rectificados son por el peso del líquido ó neto. 

Los envases en que se conduzran dichos petróleos adeudarán separadamente: los barriles como piperla; 
las cajas de hoja de lata como boja de lata labrada, y las cajas de madera en que vengan contenidas las 
de hoja de lata como madera ordinaria labrada. 

Siempre que ofrezca dudas la aplicación de las partidas 7.*,8.2 y 9.*, deberán consultar las Aduanas á la 
Dirección general de Contribuciones indirectas. 

] Respecto de los petrólvos bratos, será indispensable en todos los casos recoger muestras, en la siguiente 
orma: 

De todo despacho de petróleo bruto se sacará una muestra de 200 centimetros cúbicos de cada 50 cajas, 
y otro tanto de cada 10 barriles de la partida que constituya el contenido de la declaración y resulte ser 
de la misma clase. 

Estas muestras se mezclarán en un frasco grande, y á la conclusión del despacho del cargamento se 
sacarán de ellas dos litros, con los que se llenarán dos botellas que, lacradas y selladas, firmando las eti.- 
quetas los empleados y el interesado, se remitirán á la Dirección general de Contribucionesindirectas para 
su ensayo. 

La declaración se aforará inmediatamente, aplicando la partida 8.*, quedando obligado el interesado 
q resultas de lo que arroje el análisis, no considerándose ultimado el depacho hasta que aquel resulta- 

088 CONOECA. 

Las muestras se analizarán en el plazo improrrogable de un mes, y los interesados tendrán derecho á 
presenciar la apertura de las muestras y el análisis y á alzarse al Ministerio de Hacienda de la resolución 
que dicte la Dirección. 

Cuando en las alzadas de los interesados se soliciten nuevos análisis, los gastos que éstos originen co- 
rrerán de su cuenta, siempre que no resulte que deba rectificarse el aforo dispuesto por la Dirección. En 
el caso contrario, los gastos serán de cuenta de la Administración. 


Para que los interesados puedan presenciar los despachos será necesario que lo soliciten por escrito al ' 
anrtorizar las muestras con su firma. 


(7) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. Ñ 

(9 Se consideran comprendidos en esta partida las botellas, damajuanas y frascos para envasar acel- 
tes, vinos, drogas, perfumería y productos químicos, con tal que no tengan talla alguna, y los vidrios 
gruesos sín pulimentar de más de 12 milímetros para claraboyas y pavimentos. 

(9% Se comprenderán en esta partida las botellas, vasos, copas y demás objetos para servicio de mesa 
y alumbrado, ya sean de cristal ó vidrio blanco ó teñido. (Véase la K. 0. 22 Diciembre 1895, AP. de 1896, p. 877.) 
Las lámparas eléctricas no adeudan por la partida 12. (R. O. 5 Agosto 1895, AP., p. 716.) | 

(10) Para la aplicación de esta partida debe tenerse presente que sólo comprende los ladrillos, baldosas 
q oejas de ci Óó barro cocido, toscos, y que son los que se emplean en la construcción de tapias, pare- 

es, hornos, eto. 

(11) La partida 17 comprende los baldosines pazo pavimentos, los mismos, pequeños, para formar mosai- 
co, así como los objetos de la partida 16, que sirven para las construcciones, barniszados, pintados, esmal- 
tados, hechos con tierras lavadas ó cernidas. 


(19) Los objetos de barro fino á que se refiere esta partida son los que forman la vajilla de cocina y mesa. 
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DERECHOS 
rd Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD Primera: See nnÓr 

Pesetas. Pesetas. 
CLASE SEGUNDA 


Metales y todas las manufacturas en que entre 
un metal como primer elemento. 


PRrIMER GRUPO.—Oro, plata y platino. 


21 Oro en alhajas ó joyería, aunque tengan perlas ó 
piedras; y las mismas piedras preciosas, perlas 


y aljófar, sueltas ó sin montar (18) (14)........ HectoK..... 30 25 
22 Plata en alhajas 6 joyería, aunque tengan perlas ; 

ó piedras (13) (14). ......oooooooomooommooo ».... Idem....... 4'20 3'50 
28 Oro, plata y platino labrados en otros obje- 

tos (14) (15) ....o.o.oomooomoo.-.... dia Ad 3:20 2'60 

SEGUNDO GRUPO.—Fundición de hierro (16). 

24 Hierro fundido en lingotes y /en piezas inutili- 

A ....... 100 kilgs... 2'40 2 
25  — dicho, en columnas sin Pag de ajuste ni pu- 

limento, y en tubos de 10 milímetros ó más de 

espesor (17)......oooococoorcorcorcccccacorcoroo. 1d8M....... 6 5 
28  — dicho, en tubos de menos de 10 milímetros de 

e8SPOSor.......-. A a: AM 9'60 
27  — cajas de engrase para vagones y carruajes... Idem....... 9:90 8' 
28  — fundido en manufacturas ordinarias. ........ Idem....... 10'20 8'50 
29  — idem en manufacturas finas, ó sean las piezas 

pulimentadas, con baño de porcelana ó con 

adornos de otros metales..... A O o 21 17'50 

TeErcER GRUPO.— Hierro dulce forjado 6 laminado 
y aceros. 

80  Retal de hierro dulce y de acero................ 100 kilgs... 1'65 15 
381 Acero en lingotes y el hierro basto (tochos) (18). Idem....... 6 5 
82 Aceros finos al crisol en barras, flejes y cha- 

pas (19).......ooooonooororcorcorccconoocacoroso Idem....... 30 25 
88 Hierro forjado y acero en barras carriles. ...... 100 kilgs... 7:20 6 
84  — idem y acero común en barras de todas cla- 

Di as TAM a 11'40 9'50 
85  — ídem en aros y ruedas de más de 100 kilogra.- 

mos para locomotoras J carruajes de ferroca- 

rriles, eclises, placas de asiento y traviesas, 

ejes rectos y muelles (20)...................... Idem...... ; 12 10 
86  — idem en ruedas de 100 kilogramos ó menos 

para coches ó vagones (20)........... - A ls 1 AE 22'20 18'50 
87 Hierro forjado en ejes acodados y cigúeñales... Idem...... ; 19'20 16 
88  — dichos en chapas de tres ó más milímetros de 

O Idem....... 1285 100 
89  — ídem en chapas de menos de tres milímetros 

de grueso y los flejes (21)...... Ton O Lo 1 A 1560 19 
40  — idem en planchas pulimentadas en frío y las 





(18) La calificación de joyería ó alhajas comprende todos los objetos de lujo pequeños, preciosos por su 

trabajo, cualquiera que sea su ley, destinados generalmente al adorno de las personas de ambos sexos. 
Bobre aplicación de las partidas 91 y 22 4 los broches de oro y plata, véase la R. O. de 12 Abril 1895 (AP., p. 269). 

(14) En el despacho de los objetos concluidos, incluso los de joyería de oro, plata ó platino, rellenos de 
mástico, se descontará del peso, por razón de aquél, la cantidad que se considere prudente. 

(15) La onlificación de vajilla comprende los utensilios de uso doméstico, los objetos para el servicio de 
las iglesias, y, en general, todas las piezas grandes que sirven de adorno en las habitaciones. 

(16) Los objetos de hierro fundido maleable adeudarán los derechos señalados á las manufacturas y ar 
tículos de hierro forjado. 

(17) Véase la R. O. de 12 Marzo 1896 (AP., p. 878). (Nota de la Redacción.) ] 

(18) Se entenderán por tochos los hierros forjados brutos, en masas ó prismas, los cilindrados ó de eval- 
quiera otra forma que contengan escorias. Los hierros forjados que contienen escorias suelen presentar 
un aspecto desigual y rugoso. Los hierros forjados en masas ó prismas que no contengan escorias se afo- 
rarán como barras de hierro En los casos dudosos se ensayará esta clase de hierros por la Escuela de mi- 
nas para determinar su clase. ) 

(19) Los aceros fundidos en crisol se distinguen de las barras y demás piezas de hierro ó acero común 
en que tienen las aristas vivas 6 limpias, la superficie de las caras es muy lisa, el color asulado y más 03- 
curo que el del hierro, siendo su fractura de grano muy fino y apretado. En la mayoría de los casos, dichos 
aceros vienen en forma de barras redondas, cuadradas. ochavadas, ray doibes ó planas. 

Sobre adeudo de los aceros por las partidas 82 y 34 del Arancel, véase la R. O. de 4 Marzo 1896 (AP., p. 378), y 
sobre distinción entre las planchas y barras de hierro, la de 5 Agosto 1895 (AP. de 1898, p. 717). 
(2) Véase la R. O. de 5 Agosto 1895 (AP., p. 717). (Nota de la Redacción.) 
(21) Se considerarán como flejes las bandas ó cintas planas de menos de tres milímetros de grueso y*de 


160 milímetros ó menos de ancho. 
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brrE0HOS 
Aumero Tarifa Tarifa 
Ja partida ARTICULOS UNIDAD pre: gunda 
Pesetas. Pesetas. 
onduladas ó perforadas, estén ó no galvani.- 
sadas (1D)... cominainsiiner os cercos M0 KR 1920 16 
41 Hierro forjado y aceroen piezas en bruto sin trg- 
payo alguno de torno, ajuste ni pulimento, de 25 
¡logramos ó más de peso cada una........... Idem...... á 15 1250 
42  — los mismos en piezas de menos de 25 kilogra- 
mos una y las herraduras. ........ooooo....... Idem....... 22'80 19 
48  — en tubos soldados y cerrados y los galvanisa- 
98 dos de todas clases........ a iO Idem....... 21'60 18 
(28) 144  — en tubos cubiertos de So E de latón......... Idem....... 24 20 
45 —entubos volteados sin soldadura y los de las 
demás clases no expresado8.........oooo.oo.o».. . Idem....... 17'70 1475 
48  —en cañones sin desbastar para armas de fue- 
go portátiles...t......... a A Kilogramo. 1'20 1 
47  —entornillos, tuercas, arandelas y remaches.. 100 kilgs... 2520 21 
48  — en clavos, tirafondos con cabeza de ranura y 
escarpias y tachuelas...... A . Idem...... : 80 25 
49  —enlimas y demás herramientas finas para ar- 
tes, oficios y profesiones.............o.....o is IdOM. 0 66 55 
50  — idem y acero en alambre de un diámetro de 
48 centésimas de milimetro hasta un centíme- 
tro, ó sea del número 30 al P. P. del calibrador 
de París (24)........... cdas .. Idem....... 14:40 12 
51 — en alambre de 42 centésimas de milímetro á 
centésimas de diámetro, ó sea del número 8 al 
50 del calibrador francés llamado Carcasse.... Idem....... 19:20 16 
52  —en tela metálica sin obrar hasta 20 hilos e , 
pulgada (25) 0006 0.50.0000. 0 0600 .090090000000.000 os Idem....... 30 25 
58  —en tela metálica sin obrar de más de 20 hilos 
en pulgada (25)......... O ...... Kilogramo. 120 1 
54  —enalambre obrado en cables, cercas (espinos 
artificiales), muelles para muebles, puntas de ' 
Paris y manufacturas análogas.......... ..... 100 kilgs... 22'50 1815 
55  —enanclas, cadenas para buques, maquinaria 


jes qe no sean de ferrocarriles ó tranvías, 
cambios de vía, amarras y discos deseñales (26). Idem....... 15'60 18 


ÓN e Idem....... 20'40 17 


es 
57  —enlos demás objetos de manufactura ordina- 
ria en los que domine la chapa, aunque ten- 
gan baño de plomo, estaño ó cinc ó estén pin- ; 
tados ó barnizados (27)..........oo.ooooooono..o.. Idem....... 88'40 82 
58  —en los anteriores objetos de manufactura 
fina, ó sean pulimentados con baño de porce- 
lana ó con adornos de otros metales 4 as Ca- 
mas formadas de tubos cubiertos de chapa de ; 
latón (27) c....... .1.. 60.0... 4.1.9. 0600000 095: 04... .. 0... 0. 60... Idem....... 48'20 86 
59  —enlos demás objetos de manufactura ordina- 
ria, en los que no entre ó no domine la chapa, 
aunque tengan baño de plomo, estaño ó cinc 
ó estén pintados ó barnizados. ......- PA Idem....... 
60 —en los anteriores objetos de manufactura 


30 2 





(229) Para pulimentar las planchas se las somete al lavado de una disolución de ácido sulfárico, 4 fin de 
que desaparezca el óxido de hierro, y luego á la presión de cilindros brillantes y duros. Se distingue, por 
tanto, la plancha pulimentada de la común, en que doblando una esquina de esta última y plegando el 
doblez, se desprende una cáscara delgada de óxido de hierro, que no tiene la que ha recibido pulimento. 

De estas partidas 48, 44 y 45 ha formado una sola con distintos derechos de los arriba expresados, la ley de 29 
E de pi A de la ción (Nota de la Redacción) 
8 . O, Febrero 1896 (AP., p. 378). (Nota de la acción. 
(26) Para la aplicación de los derechos - estas partidas, se contarán sólo los hilos de la urdimbxre que 
a cada pulgada. 
Véase la R. O, de 5 Agosto 1895 (AP., p. 717). (Nota de la Redacción.) 
Véase la R. O. de 5 Agosto 1895 (AP., p. 716). (Nota de la Redacción.) 
BoLBrTDS: Az, 1902, 88 
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RENTA DE ADUANAS. 


ARTICULOS 





fina, Ó sean los pulimentados con baño de por- 
celana ó adornos de otros metales...... deca 
Hoja de lata sin manufacturar.................. 
— dicha manufacturada..............oooo......- 
Aguias, alfileres, plumas, piezas para relojes 
e bolsillo, corchetes y otros objetos análo- 


w.es.u...... 06... 0050. 00600000000 .0%.%..xu LO 


gos. 

Cuchillos, trinchantes, navajas y cortaplumas.. 

Tijeras para Costara.....oomoo.oc...... 

Armas blancas y las piezas para las mismas.... 

Armas de fuego cortas, ó sean pistolas y revól- 
vers y los cañones y demás piezas para las 
mismas (28).........ooooo.oo.o.-. as 

Armas de fuego portátiles de pistón que se car- 
guen por la boca y las piezas sueltas para las 
mismas (28)............... Os paa 


CUARTO GRUPO.—Cobre y sus aleaciones. 


Cáscara ó cemento de cobre..........o....ooo.o.»o 
Cobre de primera fundición y el viejo.......... 
— y latón en barras y lingotes y el latón viejo. 
Bronce sin labrar............oooocorooormmosm..»o 
Cobre y latón en planchas y clavos............- 
— y latón en tubos y piezas grandes á medio 
labrar, como cascos de brasero, fondos de 
calderas, 8tC............ .-. SS 
Alambre de cobre, latón 6 bronce 1, o 
Tela metálica sin obrar de cobre, latón ó bron- 
ce hasta 100 hilos ed pulgada (30) (81)......... 
Dicha de más 100 hilos en pulgada (30)..... gasa 
Cobre, bronce y latón labrados, y todas las 
aleaciones de metales comunes en que entre el 
cobre en piezas de quincalla, aunque estén 


QuixTo GRUPO.—Los demás metales, 
Estaño en lingoteS..............o.o...... a 
Cinc en barras, pasta Ó tortA....oooomooooom.o... 
— en planchas, clavos y alambre............-... 
— en objetos manufacturados, aunque estén 

barnizados (88)..........ooooocmomooooorocno.ooso 
Todos los demás motales y aleaciones no ex- 
presados en planchas, pasta, clavos, tubos, 
ObCÓtOT A. ..ooooocoonoooccoconcnarccorccona ra oo 
Dichos obrados, estén ó no barnizados (838)..... 
Los mismos metales y el cinc en objetos dora- 
dos, plateados ó niquelados (33)............... 








100 kilgs... 
Idem....... 
Idem....... 


Kilogramo. 
Idem..... - 
Idem....... 
Idem....... 


Idem....... 


Idem....... 
Idem.. ..0.0/x 
100 kilgs.... 
Idem. 


Idem....... 
Idem....... 
Idem....... 


Idem....... 
Idem....... 


Idem....... 
Kilogramo. 


Idem....... 


Idem....... 


100 kilgs... 
Idem....... 
Idem....... 
Idem......-. 
Idem....... 
Idem....... 


Idem....... 


DERECHOS 
Tarifa Tarifa 
primera. segunda, 
_ Pesetas. Pesetas. 
86 30 
24 20 
60 50 
8'90 3 
1'95 150 
8 2% 
2:60 2 
6'50 5 
890 8 
26 20 
0'60 0'50 
15 12:50 
27 22:50 
12 10 
42 85 
6970 58 
40 
75 
2'40 2 
1'65 125 
875 2:50 
15 1250 
6 5 
18 15 
8380 26 
2 160 
4875 87:50 
58'50 45 


(28) Para que las piezas de armas de fuego adeuden por estas partidas, es preciso que estón desbastadas 
y tengan obra de lima exteriormente. 
éase la R. O. de 5 de Marzo de 1893 y la de 5 de Agosto de 1898 (AP., p. 717). 

El nero de hilos comprendidos en la pulgada, para la aplicación de 
dimbre de la tela. 
(81) Sobre las partidas 77 y 79 véanse las Rs. Os. de 11 de Julio de 1894 (AP., p. 453) y 5 de Agosto de 1895 (ArÉR: 
DIOR, p. 716). (Nota de la Redacoión.) 
) Para distinguir los objetos dorados, se frotarán con alcohol caliente, 


gota de ácido nítrico. Si están barnisados, el barniz desaparece con el alcohol 
acción, y si son dorados, el alcohol no los altera ni el ácido nítrico los ataca. 
marán hasta descubrir debajo de la cupa superficial de plata el 00 

además, sise disuelve una parte del metal plateado en ácido 
lata soluble en amoniaco, y 


constituye; 
clorhídrico la plata, si existe, formando cloruro de 


lor del me 


(Nota de la Redacción.) 
l derecho, son sólo los del ur- 


tocándolos después con una 

el ácido nitrico ejerce su 
os objetos plateados se li- 
tal que principalmente los 
cido nítrico, precipitarán con ácido 
con los demás caracteres 


“de este cuerpo. En los objetos niquelados se limará la parte superficial del níquel que los cubre, dejendo 
al descubierto el latón ó metal de que principalmente se compongan. 


Para distinguir los objetos 
gota de ácido nítrico, Si están barnizados, el barnis desaparece con el alo 
acción, y sison dorados, el alcohol no los altera ni el ácido nítrico los a 
limarán hasta descubrir debajo de la capa superficial de plata el color del metal q 
e si se disuelve una parte del metal plateado en ácido nítrico, 
ácido clorhídrico la plata, si existe, formando cloruro de plata soluble en amoniaco, 

jetos niquelados se limará la parte superficial de n 


constituye; y además 


racteres de este cuerpo, En los obje 


orados se frotarán con alcohol onliente 


dejando al descubierto el metal de que principalmente se componen. 


tocándolos después con una 
ohol y el ácido nítrico ejeros su 
tacos. Los objetos plateados 10 
ue principalmente 
precipitarán con el 
y con los demás 08» 
íquel que los cubre, 
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DERECHOS 
rr Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD primera. segunda. 
Pesetas. Pesetas. 





CLASE TERCERA 


Sustancias empleadas en la farmacia, la per- 
fumería y las lodustrias quimicas. 


PrIMER GRUPO.—Drogas simples, 


88 Aceite de coco y de palma y los demás aceites " 
solidos (Milans anos sor..... 100 kilgs... 9'60 8 
89 Los demás aceites vegetales (excepto el de 
O A A rancia Adiós 27'60 
9 Palos tintóreos y cortezas curtientes............ Idem....... 0:30 0'25 
9 (35) Simiente de sésamo, lino y demás semillas 
oleaginosas, incluso la copra ó nuez de coco... Idem....... 1'20 1 
9  Colofonías, breas y demás productos resinosos 
semejantes.............. AS aa . Idem....... 540 4'50 
983 Granza ó rubia y los demás productos del reino 
vegetal no expresados en otras partidas (36)... Idem....... 12 10 
9 Productos del reino animal empleados en la me- 
o A idad .« Idem....... 8'60 8 
SEGUNDO GRUPO.—Colores, tintas y barnices. 
%  Ocres y tierras naturales para pintar, incluso 
la alúmina........ooo.oo....». ada 100 kilogs 012 010 
9%  Añil y cochinilla (87). ........ooooo.ooo.... va. AA e 54 
9% Extractos tintóreo8.............. arras IO a 9'40 7'80 
Y Barnices +essciocconicrsives Se O lA 28'80 21 
9 Colores en polvo ó terrón (83)................... Idem....... 9 7'50 
100 — preparados 7 las Tintabo..ocoosian tesis os Idem....... 30'70 25'60 
101  — derivados de la hulla, los demás artificiales 
y la granza y su mezcla con la rubia (39)...... Kilogramo. g. 2:50 
TERCER GruPOo.— Productos químicos 
y farmacéuticos (40). 
102 Acidos muriático ó clorhidrico, nítrico y sulfú- 
A ET a .. 100 kilgs... 2'60 2:20 
108 Aguas minerales naturales................. ...». Hectolitro. 6 5 
104 — Alcaloides y sus sales.................... eo... Kilogramo. 86 
105  Alumbre..... dame dd ren: 100 kilogs.. 1'80 1'50 
106  — Azufre........... E A Idem....... 1'50 125 
107 Carbonatos alcalinos, barrillas, álcalis cáusti- 
cos y sales amoniacales, excepto el sulfato..,. Idem....... 4'55 3'80 
108 Cloruro de ca l.o..cio esos ra Idem....... 3'10 2'60 
109  — de potasio, sulfato de sosa, cloruro, carbona- 
to y sulfato de magnesi8......ooooooooooooo.. . Idem....... 0'60 0'50 
110  — desodio (sal común)................ add A Le o CA 3'90 8:25 
111 Colas y albúmina............ daa eta .. Idem....... 14'40 2 
112  —Fóaforo......... an ES soooroso-...n.oo. Kilogramo. 0'85 070 
113  — Nitrato de potasa (salitre)................ ...... 100 kilogs.. 4'50 875 
114  — desosa y sulfato de amoniaco...... pcaoa O E CA 1'20 1 
115  — Oxidos de plom0......oo.oooooooooooo.o e? .«. Idem..... se 6 5 
116 Sulfato de cobre........... A Idem....... 1'20 1 
u  — y pirolignito de hierro............ rd .«. Idem....... 1'80 1'50 
118 —Pildoras, cápsulas, grajeas medicinales y sus 
análogos (41).............. A aaa ea .«. Kilogramo. 2'40 2 
119 Productos farmacéuticos no expresados (41).... Idem....... 1'20 1 





(34) Véanse la tarifa 4.2 sobre procedencias de fuera de Europa. 

a partida es aplicable al orujo en su caso. B. O. de 11 de Julio de 1894. (AP., pdg. £58.) (Nota de la Re- 
acción. 

(36) Véase sobre esta partida la ley de 11 de Julio de 1895. (AP. 1895, pdg. 468.) (Nota de la Redacción.) 

Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 

(88) Los colores comprendidos en esta partida son los compusstos de base metálica que se usan mescla- 
dos con aceite ó aguarrás, los cuales son generalmente insolubles en el agua, alcohol y éter, raras veces 
cristelizados y casi siempre en polvo ó terrón, tales como el albayalde, el amarillo de cromo, de bermellón, 
el azul de Prusia y Thenardt, y el verde inglós y papagayo. . 

(38) Los colores comprendidos en esta partida son los amádón artificiales, 6 sean productos orgánicos, 
en los que rara vez entran sustancias metálicas; cuerpos generalmente cristalizados, solubres en el agua, 
alcohol ó éter, y empleados, más bien que en la pintura, en la tintorería y estampación, con ó sin molien- 
te, tales como el ácido picrico, el verde de aldehbida, el violeta de Inglaterra, la rosanilina y sus sales, los 
colores de naftalina, la alizarina artificial, etc. 

(40) Sobre silicatos de sosa y potasa, véase la R. O. de 6 de Julio de 1895 (A?., p. 715). Y sobre sulfato de quinina 
la de 58 de Agosto del propio año (A?., p. 717). (Nota de la Reducción.) 

(41) Los productos ó sustancias comprendidos en las partidas 118 y 119 se reconocerán por los inspecto- 
res pe di quienes firmarán las declaraciones, en unión de los empleados de la Aduana, en la for- 
ma siguiente: A 

«Los productos resultados del despacho son los que expresa la declaración y están... ó no... admitidos 
la importación por haberse publicado su fórmula (se expresará dónde) ó haberse averiguado su composi- 
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516 RENTA DE ADUANAS. 
DERECHOS 
Sed Tarifa Tarifa 
la partida . ARTICULOS UNIDAD pronta: dei 
Pesetas. Pesetas. 
129) Productos químicos no expresados.............. Kilogramo. 012 010 
Cuarto GrUPO.— Varios. 
121  — AlmidóD.........ooooooorooroccccooos .soommo.... 100 kilgs... 18 15 
122 Féculas de uso industrial y dextrina............ Idem....... 2'40 2 
128 Jabón comúnN..,......... A A 1 22'50 1875 
1294 Cera mineral y vegetal en masas........... suso 1d Miss. 80 2 
125 Parafina, estearina, cera animal y esperma de 
ballena en MasaS......ooooomoooomososommor.... IdeM....... 24 20 
126 — dichas y todas las ceras labradas..... o IA a 60 50 
127 Perfumería y esencias..... ononsarocnons ..o..... Kilogramo. 2'60 2 
128  Pólvoras, mezclas explosivas y mechas para 
DDIDAS ss ossocicn ccoo ..%1.. LeO0Or500. . 0060000009000 Idem....... 0'60 050 
CLASE CUARTA 
Algodón y sus manufacturas. 
PrimeER GRUPO.— Algodón en rama. 
1299 Algodón en rama, con ó sin pepita (42).......... 100 kilgs... 1:50 1'50 
Szauxbo aruro.—Hilados, a 
180 Algodón hilado y el torcido á uno ó dos cabos, 
crudo, blanco ó teñido, hasta el número 85 in- 
clusive (48)...... oras  ICMOBEAMO: 1'50 15 
181 — dicho 1d. desde el número 86 en adelante (48). Idsm....... 210 175 
182  — — Torcido á tres 6 más cabos, crudo, blanco 6 | 
toñido......oooooommoosomo.»<c.. see svarasasoas 1d0M.. «e 8 2550 
TERCER GRUPO.—Tejidor., 
188 Tejidos tupidos, llanos, crudos, blancos ó te- 
ñidos, en piezas ó pañuelos, hasta 25 hilos in- 
ClUSIVO (A ro ds id . Kilogramo. 4'60 8'85 
194  — dichos íd. desde 26 hilos en adelante (44)..... 1Idem..... . 520 435 
185  — estampados, y los cruzados y labrados al te- 
lar, hasta 25 hilos inclusive (44)..... A le (0: PEA 720 6 
186  — — dichos íd. desde 26 hilos en adelante (44)..... Idem....... 4'80 310 
187  — — diáfanos, como muselinas, batistas, linones, 
organdíes y gasas de cualquiera clase......... Idem....... 6'70 5'60 
188  — Acolchados y piquéB.......ooo ooonooccroroomomm. Idem....... 6'80 5:25 
189 Panas, veludillos y demás tejidos dobles para 
prendas de vestiT....oooomoco.m.... O 1) 7'40 62 
140; Tulsa. olaa soso dd A ». Idem....... 12:50 10'45 
141 — Puntillas, excepto las de crochet (45)............ Idem..... 16'20 1350 
142 Tejidos de punto de crochet hecho á mano ó al 
telar ... 0.0... 000.0. 00:00. 0. 0.000900009.<00005000009000 ldem....... 8'90 8 
148  — dichos de media en pieza, camisetas y panta- 
E A Pa e . Idem....... 5'90 4'9 
144  —— dichos id. en medias, calcetines, guantes y 
demás objeto8.........oo..oo...o.oooooomoosom».o 1deM....... 7'60 63% 
CLASE QUINTA 
Cáñamo, lino, pita, yute y demás fibras 
vegetales y sus manufacturas, 
PRIMER GRUPO.—LEn rama. 
145 Cáñamo en rama, y el rastrillado,............... 100 kilgs... 12 10 
146 — Lino en rama, y el rastrillado............ do . Idem....... 8'25 270 
147 — Yuteen rama, abacá, pita, ramio y demás fibras 
vegetales (¿ivoceocircrosinorars oro ciccooos Idem...:.... 1'920 1 


ción por medio del análisis practicado por...» — Véase la R. O. de 23 de Abril de 1896, sobre adeudo de algodón fo 
micado. (AP., pag. 878). (Nota de la Reducción.) 


(42) Véase la tarifa 4.*, sobre procedencias de fuera de Europa. 

(48) Para averiguar el número del sistema inglés, que es el establecido en este Arancel, á que correspon: 
de un algodón hilado, se toma una cantidad cualquiera de metros de algodón y se ED pi por el fao- 
tor invariable 59 (número de centígramos que pesa un metro de algodón de un qabo del número 1), el pro- 
duoto se divide por los Dia: llamad que hayan pesado los metros de algodón que se ensaye; el cociente, 
multiplicado por el número de cabos que contenga, indicará el número inglés á que corresponde; debien- 
do añadirse un 7ó un 10 por 100, según que el algodón de más de un cabo sea sólo torcido, ó torcido y teñido. 

(44) El número de hilos se determinará por la semisuma de los que entren en el cuadrado de seis mili- 
prnl sn la trama y en la urdimbre de la tela, hacióndose uso para contarlos del instrumento llamado 
cuenta hilos. 

(45) Las puntillas cuyo ancho máximo sea el de dies centímetros, adeudarán por esta partida; las de 
mayor ancho se aforarán, como tules, por la partida 140. 

(46) Véase la tarifa 4." sobre procedencias de fuera de Europa. 











RENTA DE ADUANAS. *H17 
DERECHOS 
rra Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD dial pega 
Pesetas. Pesetas. 
SEGUNDO GRUPO.—Hilados (47). 
148  — Hilaza de abacá, pita, yute y demás no tarifa- 
das, hasta el número 12 inclusive.......... ...«. 100 kilgs... 12'60 10'50 
1499  — dicha, de cáñamo, lino ó ramio, hasta el nú- 
mero 20 inclusive, y la hilaza de yute del nú- 
mero 13 en adelante........... . narra AM 5850 45 
150  — dicha, de cáñamo, lino ó ramio del número 21 
en adelante............... A A 87'75 27'50 
151 Hilo torcido á dosó más caboS..........o..... .«.. Kilogramo. 155 1'20 
152  Jarcia y cordelería (4B)............. e.nmor....... 100 kilgs... 24'95 20'80 
TERCER arurPo.— Tejidos (49). 
158 Tejidos llanos de cáñamo ó lino, con ó sin mez- 
cla de alg dón, hasta 10 hilos inclusive....... Kilogramo. 2:55 215 
154  — — dichos íd. id. íd., de 11 á 24 inclusive........ . Idem.,..... 6'40 535 
155  — dichos id. id. íd., de 25 en adelante......... .. Idem...... ; 11'50 9'60 
156  — cruzados ó labrados.................. A Idem....... 545 4'55 
157 — Encajes......... e rs. AA a 8750 81:25 
158 Tejidos de punto...........oocoooooooooommooso ... Idem....... 875 11'45 
«159  — llanos de yute, abacá, pita ú otras materias 
vegetales, tengan ó no mezcla de algodón.... Idem....... 070 0'60 
160 — cruzados ó labrados de las mismas anterio- 
res materias, tengan ó no mezcla de algodón.. Idem....... 2'70 2:25 
161 Alfombras de las expresadas materias anterio- 
res, tengan ó no mezcla de algodón........... Idem....... 2:20 2 
CLASE SEXTA 
Lanas, cerdas, pelos, crines y sus ma- 
nufacturas. ; 
PRIMER GRUPO.—.En rama (50). 
162 Cerdas, crines y pelos, incluso los de camello, 
de vicuña, de las cabras de Angora y de ca- 
CHOMITA irnos s.o..n..... 100 kilgs... 2'40 2 
163 Lana sucia (Dll.cioniocin ira A ls Ls PP 17 
164 E e... .090 9.10. roce. a. os Idem....... 45 
165  — peinada y preparada para estambres, la car- 
dada en crudo y los desperdicios de lana car- 
dados, procedentes del destrape, en crudo ó 
teñidos (Dl)...oooooomoocoomco..» de . Idem....... 57'60 48 
166  — peinada ó cardada, teñida............. ...... Idem....... 55 
SEGUNDO GRUPO.—Bilados (53). 
167 — Estambre hilado y torcido, en bruto ó con acei- 
A A A Kilogramo. 8 2'50 
168  — dicho limpio ó blanqueado.......oo........- . Idem....... 8'10 2'60 
169 — teñido... ro... 600000020600... ..... c..06:. (10900690000 Idem....... 5'85 4'85 
: Tercer GrRUPOo.— Tejidos. 
170 Alfombras de lana pura ó con mezcla de otras 
materia9............. a ds «ICMORTAMO: 2:10 175 
171 — Fieltros 1d. id........oo...oooooomomommoronororo.os [deM....... 1:80 1'50 
172 Mantas 1d. id. (55)......... O lo 1-1 PO 5:85 4'45 
173 Paños y demás tejidos del ramo de pañería, de 
lana pura, pelo Ó borra............ooooo.o. .... Idem....... 12'90 1075 





pda pos a para averiguar el número de hilazas, véase la B. O. de 16 de Junio de 1899. (Nota de 
acción. 
49) Se considerará como hilo bramante ó acarreto, que adeuda por esta partida, el hilo de cáñamo, lino 


ó6 yute torcido á dos ó más cabos, cuyos 10 metros pesen más de cinco gramos. 


(49) En los tejidos que deben adeudar según el número de hilos, sólo se contarán los de la urdímbre en 


el espacio de seis milimetros. 
(50) Sobre las partidas 165 


166 véase la ley de 7 de Mayo de 1895 (AP., p. 264). (Nota de la Redacción). 


(51) Se considerará como lana sucia aquella que, después de lavada con sulfaro de carbono, haya perdi- 
do más de 10 por 100 de su peso. (Esta nota ha recibido nueva redacción por la ley de 14 de Julio de 1894 (AP., pá- 


gina 4934). 


(62) Los desperdicios cardados á que se refiere esta partida son los que proceden del destrape ó deshila- 


chado de los trapos viejos que, como regla casi general, son teñidos y ordinarios. 


(58) Véase la R. O. de 20 de Mayo de 1895 (AP., p. 428).(Nota de la Redacción.) 
(54) Se considera estambre en bruto ó con aceite aquel que después de lavado con sulfaro de carbono 
haya perdido más del 10 por 100 de su peso. , y 
(55) “No están comprendidas en esta partida las mantas llamadas plaids 6.semejantes, que adeudarán 
según la clase del tejido de que se compongan. 








518 RENTA DE ADUANAS. 
DERECHOS 
Número Tarifa Tarifa 
de primera segunda 
la partida ARTICULOS UNIDAD O SA 
Pesetas. Pesetas 
174 Los mismos cuando tengan toda la urdimbre ó 
la trama de algodón ú otras fibras vegetales... Kilogramo. 7'80 650 
175 Tejidos de punto, con ó sin mezcla de algodón ú 
otras fibras vegetaleS........oooooomoooo..o.o.o Idem....... 10'40 865 
176 Los demás tejidos de lana pura, pelo ó borra.... Idem...... ; 10'50 875 
177 Los mismos cuando tengan toda la urdimbre ó 
la trama de algodón ú otras fibras vegetales.. Idem....... 6'45 540 
178  — Astracanes, felpas y terciopelos de lana ó pelo, 
aunque tengan mezcla de algodón ú otras 
fibras vegetales (56).......oooooooo. o. ooooo..o Idem....... 520 4 
179 Tejidos de cerda ó de crin, tengan ó no mezcla 
e algodón ú otras fibras vegetales............ Idem..... 6 5 
CLASE SEPTIMA 
Seda y sus manufacturas (57). 
PRIMER GRUPO. 
18 Seda en capullos, desperdicios de los capullos 
y simiente de seda......... SR AT Kilogramo. 010 0'10 
| SEGUNDO GrUPO.—Hilados. 
181 — Seda cruda é hilada sin torcer...... ERES . Idem.... 0'30 025 
182  — torcida en 0rudo.............o «o» e.o:..omooosos IdoM..... ¿> 5:20 4 
188 — torcida y tenida........oocosomscoancrnssss 2. IdoM.. 52 6'50 5 
198 Borra de seda peinada ó cardada................ Idem....... 020 0'15 
185  — ídem id. hilada sin torcer........... O E PA 0'30 0:25 
186  — idem id. torcida á dosó más cabos........... Idem..... ; 2'60 2 
187  — — idem íd. id. teñida................. ATI Idem....... 3'90 3 
TErcER GrRUPO.— Tejidos. 
188 Tejidos llanos ó cruzadoS............«ooooo..... Kilogramo. 30 25 
189  — Terciopelos y felpas........o.ooco...oooo......o.. *  Idem....... 36 30 
19 Tejidos de filoseda, borra ó escarzo de seda, 
los de seda cruda y los de borra con mezcla de 
7 AA A RN sa! AA e 15 12'50 
19 — Tules, encajes y puntillas de seda 6 de borra de 
AA AE A LADA y IAE e 2925 22:50 
192 Tejidos de punto id. id............ E Idem....... 30 25 
193 Terciopelos y felpas de seda ó de borra de seda 
con toda la trama ó urdimbre de algodón ú 
otras fibras vegetales............. iia Idem....... 24 20 
19 nos de seda ó borra de seda con toda la ur- 
imbre ó la trama de lana ó pelo...... IR Idem.... 15 1250 
195 Tejidos de seda ó borra de seda con toda la tra- 
ma ó la urdimbre de algodón ú otras fibras 
vegetales............. ais ias) AMO 12 10 
CLASE OCTAVA 
Papel y sus aplicaciones, 
PRIMER GRUPO. 
19% Pasta para fabricar papel (58) .......... Meis 100 kilgs... 1'50 | 
SEGUNDO GRUPO.—Papel para imprimir y escribir, 
197 Papel continuo, blanco ó de color, sin recortar, 
cuyo peso no exceda de 35 gramos por metro 
CUATRO sim ao nat Le ES 100 kilgs... 45'50 35 
198 — dicho id. íd., cuyo peso esté comprendido en- 
tre 36 y 50 gramos por metro cuadrado........ Id: 0... 15 12:50 
19  — dicho id. íd., cuyo peso por metro cuadrado 
sea de 51 gramos en adelante..... CNA see AA dee 3575 27'50 
200 — dicho íd., blanco ó de color, de cualquier 
peso, recortado, el hecho á mano, el rayado E E 
con lápiz ó tinta, y los sobres.........oooo.... Id... 63'85 4873 


(56) Sobre interpretación de esta partida, véase la R. O. 23 Marzo 1892. (Nota de la Redacción.) 

(57) Se considerará como borra de seda aquella cuyos filamentos no lleguen á la longitud de 20 centims. 

(58) Sólo se aplicará esta partida á la pasta que venga taladrada, de modo que no pueda tener otro 0s0 
que el de la fabricación de papeles y cartones. Cuando la pasta se presente al despacho sin taladrar, las Adua- 
nas, por cuenta de los interesados, fraccionarán convenientemente las hojas en términos de que no pue- 
dan utilizarse más que en dicha fabricación. Las pastas no taladradás adeudarán como cartón ordinario. 
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RENTA DE ADUANAS. 519 
A A AS III EAT RAR A A A RA AS 
DERECHOS 
a Tarifa Tarlfa 
la partida ARTICULOS UNIDAD primera: Peg no 
Pesetas. Pesetas. 
TERCER GrRUPO.—Papel impreso, grabado S 


ó fotografiado. 


201 Libros, estén ó no encuadernados, y otros im- 

presos en castellano (59) (60)................... 100 kilgs... 79'80 61'40 
202  — dichos, estén ó no encuadernados, y otros im- 

presos en idioma extranjero (59). .............. Idem....... 13 10 
208 Estampas, mapas z A Kilogramo. 1'60 12 
204 Papel timbrado, facturas en blanco, etiquetas, 

tarjetas y objetos análogos.........ooooo...... 100 kilgs. .. 78 60 

Cuarto GRUPO.— Papel para decorar habitaciones. 
205 Papel estampado sobre fondo natural........... Idem....... 85'75 27'50 
206  — ídem sobre fondo mate ó lustroso............. Idem...... : 65 50 
207  — idem con oro, plata, lana ó cristal............ Kilogramo. 2'60 2 
QuixTo GRUPO.—Cartones y papeles varios, 

208 Papel de estraza, el ordinario para empaquetar 

y ol de a. ccinsonere coro da 100 kilgs. .. 14'10 10'85 
209  — delgado de pasta sucia, para envolver frutas. Idem....... 86 20 
210 Los demás papeles no tarifados expresamente... Idem....... 52 40 
211  Cartulina y el cartón fino, lustroso y prensado j 

0 A Idem....... 86'40 28 
212 Los demás cartones en hojas, las cajas de cartón 

forradas de papel común, y los objetos de pas- 

ta y cartón piedra no concluidos (61).......... Idem....... 10'40 8 
218 Dichos objetos concluidos, y las cajas de cartón 


con adornos ó forradas de papel fino ú otras 
IMAteriAS. .ooomommocommmomor o croossoso.m.9+....... Kilogramo. 1:95 1'50 
CLASE NOVENA 


Maderas y otras materias vegetales empleadas 
en la industria y sas manufacturas, 


PrimMeBR GRUPO. —Maderas, 


214 Duelas.............oooo. 0. 040980560. 00000 6000000000000 Millar. 0... 15 10 
215 Madera ordinaria en tablas, gen vigas, vi- 


construcción naval............oo.ooooooo.o.... . Metro cúb.. 6 5 
216 Madera ordinaria, cepillada ó machiembrada 

para cajas ó pavimentos...... aa .. Idem....... 10'80 9 
217 Maderas finas para ebanistería en tablas, tablo- 

nes, troncos ó pedazos............ AS ..... 100 kilgs. .. 0'70 0'60 
218  — dichas, aserradas en hoja8.........oooooo..... Idem....... 5:85 4'50 
219  Pipería armada ó sin armar....... a vaso IdOM. 00 06.. 13 10 


SEGUNDO GRUPO.—Muebles y artefactos (62). 


220 Madera ordinaria, labrada en obras de carpin- 

tería y en toda clase de objetos, estén ó no tor- 

neados, pintados ó barnizados, pero sin talla, 

embutidos ni esculturas; y los listones mol- 

durados y barnizados ó preparados para do- 

TA (OO iaa rata rss 100 18 es 81'20 24 
221 — fina labrada, en muebles ú otros objetos tor- 

neados, pulimentados y barnizados Y los de 

madera ordinaria chapeados de otras finas; los 





(58) Las encuadernaciones de los libros se aforarán por las partidas correspondientes á sus materias. 
Cuendo los cocida estén encuadernados en rústica ó con cartones de resguardo, adeudarán como impresio- 
nes su peso total. 

(60) Los autores ó editores de obras impresas en el extranjero en idioma español, son los únicos que me- 
diante el pago de derechos, pueden importarlas en el Reino quince días después de haberse publicado en 
la Gaceta por el Ministerio de Fomento una nota bibliográfica de las mismas. Esta publicación, hecha una 
sola vez, autoriza todas las importaciones posteriores, salvo si se tratase de una edición distinta ó de ejem- 
plares que no se ajustasen en algún detalle á la nota bibliográfica publicada, en cuyo caso habrá que pedir 


nuevo permiso para la introducción. . : 
Los periódicos impresos en idioma español en el extranjero, no necesitan autorización previa para intro- 


dncirse en España. e l 
(81) Las cajas de cartón forradas de papel más ó menos ordinario, que venga sirviendo de empaque de 
añnuelos, pecheras, botones, piezas de tejidos y otros artículos análogos, adendarán por esta partida.— 
tanse las Reales órdenes de 5 Julio 1898 (AP., p. 715) y 10 Marzo 1896 (AP., p. 378). 

(09) Las tablas de mármol! de los muebles se aforarán por la partida 2.* de este Arancel, siempre que se 
presenten separadas de los objetos á que pertenecen. 
(08) Véase la R. O. de 21 Mayo 1896 (AP., p. 878). (Nota de la Redacción.) 
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520 RENTA DE ADUANAS. 
DERECHOS 
OO Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD mega eii 
Pesetas Pesetas. 
muebles de madera encorvada y los tapizados 
excepto con tejidos de seda y sus mezclas ó 
piel, siempre que no estén tallados ni escul- 
pidos....... O CA eoconorsocrocororoso 100 kilgs... 65 50 
222 Madera de todas clases en muebles ú otros objetos 
dorados, incluso los listones tallados, esculpi.- 
dos, embutidos 6 chapeados de nácar ú otras 
materias finas y adornos de metal, y los tapi- 
zados con tejidos de seda y sus mezclas 6 
piel (64). -618000000000000 TENA EAN Kilogramo. - 1:95 150 
TERCER GRUPO.— Varios. 
228  Carbón,leña y demás combustibles vegetales (65) T.” 1.000 ks. 1'20 1 
224. COFCHO (O). ca a . 100 kilgs... 115 . 090 
225 Aros, flejes y enrejados óÓ cercas........... ¿TOM 1'60 125 
226  Esparto sin labrar...... a OS Idem....... 1'80 1 
27 Enea, crín vegetal, junco, mimbres, paja fina, 
palma y otras materias análogas sin labrar.. Idem....... 0:80 03 
228 Las mismas materias y el esparto labrados (67). Idem....... 3930 30'2 
CLASE DÉCIMA 
Animales y sus despojos empleados 
en la industria. 
PrimeR GRUPO.—Ánimales. 
229 Caballos castrados que pasen de la marca (68).. Uno........ 180 180 
280 Los demás caballos y las yeguas................ Idem....... 185 185 
281 Ganado mular.........oo.o........ O Idem.. .... 80 80 
282  —asnal............. aa e ca Idem....... 12 12 
233 Bueyes........... uta ó .. Idem....... 40 40 
2 a «. Idem....... 85 35 
235  Becerros y becerras, terneros y terneras....... Idem..... ES 25 2 
236 Ganado de cerda......oooooooooorooooconorcroo.. Idem....... 20 20 
- 287 — lanar y cabrío y los animales no expresados. Idem....... 240 2:40 
SEGUNDO GrRUPO.—Peletería y curtidos. 
288 Cueros y pieles sin curtir (89). iaa aos 100 kilgs... 720 6 
229 Pieles charoladas y las de becerro curtidas ó 
adobadas (70)........... cacao Kilogramo. 8:25 250 
2400 Las demás pieles curtidas ó adobadas incluso la 
suela (70)..... sde ai ia cs IA 1'60 125 
241 Correas de cuero para maquinaria.............. Idem....... 8 250 
242 Pieles de abrigo ó adorno en estado natural ó 
beneficiadas... ....ooo.o...... O ls 1-10 PA 0'85 0'65 
248  — dichas en objetos confeccionados......... ss, IdOM: sec. 1170 9 
244 — Guantes de piel......:....... a AO : 4160 ' 32 
245 Calzado........ a dad pd Idem...... : 11'85 875 
246 Artículos del arte del guarnicionero ó talabar- 
LLO (Miss canada a se Ds Ci: AAA 4'85 375 
247 Los demás objetos de piel ó forrados de la misma 
materia.......... a na A o in Ene 6'50 5 
_ TERCER GRUPO.—Plumas. 
248 Plumas de adorno en su estado natural ó manu- 
facturadasS......oo.....oooooo. oa ..... Kilogramo. 18 10 
249 — Las demás plumas y los plumeros para limpiar. Idem....... 2'60 2 





(64) Véase la R. O. de 12 de Abril de 1895 (Ar., p. 269). (Nota de la Redacción.) 

(65) Esta partida es aplicable en su caso al orujo (R. O. 11 Julio 1894, AP., p. 158). (Nota de la Redacción.) 

(96) Véase la R. O. de 1.* de Agosto de 1892. (Nota de la Redacción.) 

(67) Sobre adeudo de estas materias, véase la R. O. de 11 Julio 1894 (AP., p. 459). Hay que advertir que esta parti- 
E io SS redacción y fué adicionada con las 228 a y 228 b por R. O. de 4 Agosto 1892. Véase. (Nota de la 

acción. 

(868) La marca consiste en un metro y 47 centímetros, debiendo hacerse la medición con cinta, desde la 
parte posterior del talón en el rodete de la mano izquierda, ascendiendo perpendicularmente hasta tocar 
el punto más alto de la crus. 

(69) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 

(70) Véase la R. O. de 7 Noviembre 1894 (AP., p. 752). (Nota de la Redacción.) 

(11) Se entenderá por artículos del arte de guarnicionero ó talabartero las monturas y arneses de caba- 
Merías y carruajes, los atalajes de todas clases, los objetos de viaje, como sacos de noche, maletas, baules, 
sombrereras y otros, compuestos de cuero ó forrados de piel. 


a 
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| DERECHOS 
era Tarifa Tarifa 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD primera, segunda, 
Pesetas. Pesetas. 


A o E O O O DO a OO o o O a ÓN 


CuarTO GRUPO.—Los demás despojos. 


Grasas animales (72).........ooooooooom......... 100 kilgs... 1'80 1 
251 Guano y los demás abonos naturales............ Idem....... 0'05 0'05 
252 Los demás abonos artificiales (78)............... Idem....... 0:80 0'25 
20 AED aa ra 1d Mica 2585 19'50 
234  Despojos no comprendidos sin manufacturar... JIdem....... 0'65 0'50 
CLASE UNDÉCIMA 
Anstrumentos, máquinas y aparatos 
empleados en la agricultara, la industria 
y los transportes (74). 
PrIMER GRUPO.—Instrumentos. 
255 Pianos de cola (75). ....ooooooommomomomosmoms.*2.<... UNDO........ 122 825 
256 Los demás pianos (75)............o..o.ooooooo.... Idem...... ; 825 250 
257  HArmonios y órganos expresiv08................. 100 kilgs... 104 80 
258 Relojes de oro para bolsillo..................... UlO....o.... 975 7'50 
259  — de plata y demás metales para idem......... Idem....... 2'60 2 
260 — ordinarios de pesas y los despertadores (76).. Idem....... 155 1'20 
261 Máquinas de reloj de pared ó mesa, concluidas, 
tengan ó no caja, y los cronómetros (77)...... Una........ 725 5'60 
SEGUNDO GRUPO.— Aparatos y máquinas, 
262. ¡BASCUlAS our ri trials. 100 gb: 3575 27'50 
263 A Idem....... 18'20 14 
284  — motores de todas clases, con ó sin caldera, y 
las calderas sueltas.......oooo..oooooooomom..... Idem....... 21'60 18 
265 Locomotoras, locomóviles y máquinas para 1 
Marina, con sus calderas ó las calderas suel- 
ee e AO tias 83'60 28 
266 Máquinas de cobre y sus aleaciones, y las piezas 
sueltas de los mismos metales (79)............. Idem....... 51:20 44 
267  — de coser y hacer calceta, los velocípedos y las 
piezas sueltas de unas y otros....... as Idem....... S4 70 
28  — y piezas sueltas de las demás clases ó mate- 
rias no expresadas (80)......ooooooooooomomoo.. Idem....... 2 20 





(12) Sobre adeudo del sebo, véase la R. O. de 13 Diciembre 1895 (AP. 1896, p. 877). Sobre grasas en general, véase 
la R. O. de 27 Febrero 1896 (AP., p. 878). (Nota de la Redacción.) 

(13) Sobre adeudo del superfosfato de cal por la partida 352, véase la R. O. de 3 Septiembre 1896 (AP., p. 699). 
(Nota de la Redacción.) 

(14) Véase la BR. O. 12 Abril 1895 (AP. 1898, p. 265). (Nota de la Redacción.) 

(16) Las oajas con sus encordaduras para piano adeudarán los derechos de la partida á que éstos corres- 
pondan, aun cuandono vengan en unión de las demás piezas que en junto constituyen el instrumento máú- 
sico propiamente dicho.— Véase la R. O. 11 Julio 1894 (AP., p. 490). A 

(18) Se entenderá por despertadores los relojes que, estando provistos de campanilla de alarma, no 
tengan cuerda para más de cuarenta y ocho horas, ya consten de un solo mecanismo para las horas, y agl- 
tar la campanilla, ya tengan dos mecanismos diferentes para realizar ambas funciones. ] 

(17) Las cajas, peanas, fanales y demás accesorios, pagarán como objetos labrados, por la partida de la 
materia correspondiente. 

e STD de reloj de pared ó mesa en desbaste y piezas de latón para las mismas, pagarán por la 
partida 79, 

Se distinguirán las piezas en desbaste en que sólo están trabajadas toscamente y con la lima, faltando 
los escapes, la minutería no está ajustada y la última rueda se halla sin dentar. 

En el caso de que vengan las máquinas de reloj dentro de las cajas, peanas, etc., y el introductor no 
quiera separarlas para el reconocimiento, se tomará un kilogramo como peso de la máquina con la esfera, 
y el resto adeudará de la manera que se indica en el párrafo anterior. 

Las máquinas expresadas en esta partida son las que emplea el labrador ó agricultor para preparar 
las tierras y recoger los frutos, y también las que usa para limpiarlos ó beneficiarlos, sin variar esencial- 
mente su forma natural. Los propietarios y arrendatarios que se hallen disfrutando de los beneficios de la 
ley de 8de Junio de 1883, cuando introduzcan aperos, instrumentos ó máquinas exclusivamentg para la 
agricultura, pagarán el derecho de una peseta por 100 kilogramos. : 

Al efecto, el importador se comprometerá á satisfacer los mayores derechos del Arancel, si en un plazo 
prudencial, que fijará la Aduana, no presenta una certificación del alcalde de la localidad justificando, 
con indicación del nombre, clase y peso de los aperos, instrumentos y máquinas, que se hallan colocados 
en las respectivas colonias agrícolas, y otra certificación de la autoridad competente acreditando que la 
colonia de que se trate se halla en el disfrute de los beneficios de dicha ley. Si no se presentan ambos do- 
cumentos se cobrarán los derechos de las partidas respectivas de este Arancel. Ñ 

(79) Adeudarán también por esta partida Jas máquinas y piezas sueltas de cobre y sus aleaciones, con 
parte de otras materias, siempre que dominen en el peso dichos metales. ] 

(80) Para que las mangas y filtros de lana empleados en la fabricación, adeuden por esta partida, será 
hecesario que se acredite la industria ó fábrica á que se destinen. 

Para la calificación de las piezas de maquinaria se tendrán presentes las siguientes reglas: 

1.* Por pieza suelta de maquinaria se entiende todo objeto no comprendido expresamente con su nom- 
bre en partida alguna del Arancel que por su forma y por las condiciones con que se presenta al despacho 
en las Aduanas, aunque no esté completamente concluido, sea solo destinado y no pueda tener más apli- 
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DERECHOS 
numero Tarifa Tarifa RETA 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD O, segunda. 
a _Pesetas. Pesetas. 
269 Cintas para cardas.......... sis IMLOBramo: 1'20 1 


270 Placas giratorias para locomotoras, vagones y 

carruajes, carros transbordadores, grúas y co- 

lumnas hidráulicas....... casa da .. 100 kilgs... 18 15 
271 Cables para la conducción de la electricidad po 

la vía pública, compuestos de alambre de co- 

bre con envolturas de diferentes materias..... Idem....... 2 20 


TERCER GRUPO.—Carruajes. 


272 Coches y berlinas de cuatro asientos, y las ca- 

rretelas de dos tableros con avances, capotas 

ó sin ellas, nuevos, usados ó compuestos...... Un0........ 1.800 1.000 
278 Berlinas de dos asientos, tengan ó no bigotera; 

los ómnibus de más de 15 asientos y las dili- 

gencias, nuevos, usados 6 compuestos......... Idem....... 975 750 
da Carruajes de dos ó cuatro ruedas, sin tableros 

tengan ó no capotas, cualquiera que sea e 

número de asientos; los ómnibus hasta 15 

asientos y los carruajes no expresados en las 

clases anteriores, nuevos, usados Ó compues- | 

A A Idem....... 406'25 812:50 
275 Carruajes de todas clases para viajeros en fe- 

rrocarriles y las piezas de madera concluídas 


para los misMO8S.........ooooooomomoomoo»...... 100 kilg8... 47 86 
276 Vagones, furgones y vagonetas de todas clases 

para ferrocarriles, las vagonetas para minas 

y las piezas de madera concluidas para los 

MÍSMOS.........o..... A 1 30 23 
277  COarruajes de todas clases para tranvías, y las 

piezas de madera concluidas para los mismos. Idem....... 75'40 58 
278 Carros de trasporte y carretillas................ JIdem....... 12 10 

CuArTO GRUPO.— Embarcaciones (81) (82). 

2719 Embarcaciones de madera hasta la cabida de 50 

toneladas de arque0......oomocommomomom...o..... T.* de arq.” 48 40 
280  — de madera desde 51 á 300 toneladas de arqueo. 1Idem....... 62'40 52 





cación que la de formar parte de una =P OE que, en caso de venir concluída, debería aforarse por una 
de las partidas de maquinaria del Arancel. 

2.2 Los tubos, barras, ejes, tornillos, chapas, planchas, fondos de caldera, alambre y otros articulos ta- 
rifados expresamente en el Arancel, deben aforarse siempre por las partidas del mismo en que se hallan 
comprendidos, sunque vengan destinados para maquinaria. . 

8. Los útiles, herramientas y utensilios que se emplean en las artes y en la industria, no deben consi- 
derarse como piezas sueltas de máquinas, y deben adeudar los derechos de las partidas correspondientes 
á las materias de que estén formados. 

Las piezas apropósito para construir una mdquina, no adeudan como piezas sueltas.— Véase la sentencia del Tri 
bunal Contencioso-administrativo de 1.2 Octubre 1898 (AP. 1896, p. 286).— Véase también la R. O. de 12 Abril 1895 
(AP. 1895, p, 265) y la de 2 Septiembre 1896 (AP. 1896, p. 868). (Nota de la Redacción.) 

(81) Están comprendidos en los derechos de las embarcaciones los correspondientes á las anclas, anolo- 
tes, cables y cadenas, barómetro, cronómetro, bitácora, compases al aire ó fijos, bocinas, anteojos de larga 
vista, pipería, jarcia, velamen y arboladura necesarios para las maniobras y seguridad de los buques, aten- 

da su clase; admitiéndose también, con exención de cualquiera otro derecho, las cantidades de repuesto 
en cuanto á los tres últimos arviculos que estón en proporción con las circunstancias de las embarcaciones. 
Se considerarán, igualmente, comprendidos en los derechos de dichas embarcaciones los correspondientes 
á las alfombras, cristalería, loza, lámparas y toda clase de enseres, muebles y demás artículos de comodi- 
dad ó de as destinados exclusivamente al servicio de la cámara, uso particular y defensa de los buques, 
y en canti ados proporcionadas á la clase y destino de los mismos. 

Cuando todos los objetos de que se ha hecho mención en esta nota no reunan las circunstancias indica 
das, adeudarán los derechos asignados en las respectivas partidas del Arancel. 

(8%) Los derechos de las embarcaciones de vapor se exigirán sobre el total número de toneladas de ar 
ques que resulten de la medición, sin cobrarse por separado los derechos de la maquinaria, que se consi: 

erará párte integrante del buque. : 

Servirá provisionalmente de base para el aforo de los buques que se introduzcan del a el EE 

lar del certificado de arqueo que, con arreglo al art. 28 del Reg. de 3 de Diciembre de 1874 y KR. O. de 13 de 
pd a 1876, ha de entregarse al administrador de la Aduana, con el V.* B.” del respectivo comandante 

e Marina. 

Los interesados presentarán enla Aduana una certificación del comandante de Marina que acredite hs 
ber sido aprobado por el inspector el certificado de arqueo, á los efectos prevenidos en los arts. 29 y 32 de 
dicho reglamento; en la inteligencia de que las Aduanas no considerarán definitivo el despacho y prgode 
los correspondientes derechos, mientras no se justifique este extremo, que se hará constar en la declars- 
ción 6 documento respectivo. 

Las embarcaciones nacionales que se alarguen en varadero extranjero satisfarán á su vuelta los dere- 
chos correspondientes á las toneladas de cabida que se hubieren aumentado. 

En las embarcaciones nacionales que cambien sus máquinas en el extranjero y ouyo peso no sea suscep" 
tible de comprobar, por cada caballo indicado de vapor se exigirá 28 pesetas. 

Por los generadores de vapor que asimismo cambien en el extranjero dichas embarcaciones, incluso sus 
accesorios, chimeneas, tuberias, eto., se cobrará, por cada metro superficial de calefacción, 14 pesetas. 
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como DERECHOS 
o rad Tarifa beds 
8 . UNda. 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD oe ai ip 
. Pesetas. __ Pesetas. _ 
281  — dichas desde 801 toneladas de arqueo en ade- ; 
Otis cra acatar ASA 83'60 28 
282  —decasco de hierro ó de acero, y las de cons- 
trucción mixta, de cualquier cabida.......... Idem....... 80 25 
283 Las mismas anteriores embarcaciones para na- 
vegar á vela.......... da isa a Idem....... 24 20 
224  Despojos de buques extranjeros que hayan nau- 
fragado en las costas españolas...... so ...... Avalúo.... 8 por 100 8 por 100 
CLASE DUODECIMA. 
Sustancias alimenticias. 
PhrimeER GRUPO.—Carnes y pescados. 
285 Aves vivas ó muertas y la caza menor.......... Kilogramo. 1 0'80 
286 Carne en salmuera y el tasajo...... dada .... 100 kilgs... 11'60 11'60 
287  — y manteca de cerdo, incluso el tocino........ Idem....... 50 50 
228  — de las demás clases........... arc AA as 1 18 18 
289 Manteca de vacas........ tito. AO o 72 60 
Bacalao y pez palo (88) ......o.oooooooo....... ... Idem....... 80 80 
290 | Ley de 21 de Julio de 1876.—Derecho transitorio. Idem....... 8 8 
Ley de 11 de Julio de 1877.—Recargo municipal. Idem....... 8 8 
21 Pescados frescos ó con la sal indispensable para : 
Su Conservación........ooomoooooo.. ada AO as 1'80 1'50 
292 — salpresados, ahumados ó escabechados...... . Idem....... 1560 12 
223 Ostras de cría para parques y los mariscos (84). Idem....... 8 8 
224  — Las demás Ostras.......o.oooooooo<oooommoconoom.. Id8M....... 10'40 8 
SEGUNDO GRUPO.—Qranos y legumbres. 
205 Arroz con cáscara......... ra: A00 KB 5'80 5'80 
296 " — sin CASCADA RO Idem..+..... 10'60 10'60 
297 Tri ET .eo. e... 6006060... 060. 000. 0.0009000000.0 Idem....... 8 8 
298 pulida Not dl A Idem....... 18'20 1820 
299 Los demás cereales (excepto el mijo)............ Idem....... 4'40 4'40 
800 Sus ¡ES A A 0... . De Idem....... 715 715 
801  Mijo.............. OS seas: LOBO: sanos 8'20 8:20 
902  —Su harina.........o..o....... iras id ss 1d 4'80 4'80 
808 Legumbres secaS......oo.o.onoooooo.on0oonororsoss Idem....... 520 4'40 
TercEB GrRUPO.— Hortalizas y frutas. 
804 Hortalizas ....ooooomoooomoooooo. e. ....o. 60+0000:.000000 100 kilgs... 3'90 8 
A A 1 520 4 
CuaArTo GRUPO.—Coloniales. 
Azúcar y glucosa......o.........««o.ooommo.m... 100 kilgs... 32:25 32:25 
806 Ley de presupuestos de 1878 4 79.—Derecho tran- 
o A aa DA 18'50 19'50 
Ley de presupuestos de 1877 4 1878.—Recargo 
Municipal. cosas cnica osa pascal AO sd 1350 1350 
| Cacao de todas clases en grano (87)...........».. Idem...... 60 60 
807 | Ley de presupuestos de 1876 á 1877.—Derecho 
transitori0............ A A LL 16 16 
Ley de presupuestos de 1877 á 1878.—Recargo 
MUnICIPAL iras or a . Idem...... ; 16 16 
808 Cacao molido, el en pasta y la manteca de ca- 
CO cardo mentada escoroooo..... Kilogramo. 1 1 
O 100 kilgs... 50 50 
y de presupuestos de .—Derecho 
809 enaltorio ll aca abra . Idem ...... 27 27 
Ley de presupuestos de 1876 á 1877.—Recargo 
o O Lo 1 E 27 21 





Por las demás obras de reparación que las precitadas embarcaciones hagan en el extranjero, se percibi- 
rán los derechos correspondientes á los materiales empleados. . 

(88) Los derechos del bacalao y pez palo se han reducido por la ley de 16 Julio 1892. Véase. (Nota de la Redacción.) 

(84) Para que las ostras de cría adeuden el derecho establecido, es preciso que cada mil tengan el peso 
máximo de 22 kilogramos.—(Véase la R. O. de 7 Agosto 1893, AP., p. 579.) . 

A 1 So eo nOR para los trigos y sus harinas están comprendidos los transitorios de la ley de presn- 
puestos de TT. 

(86) Para determinar si los productos que se presenten al adeudo son harinas ú sémolas, se someterá una 
muestra á la prueba del tamiz núm. 80, 6 sea el que tenga en la tela de seda de que se forme 80 claros en 
pulgada cuadrada francesa. Si el producto pasa pos el tamiz, se calificará como harina, y en caso contra- 
rio como sómola.— Véase además sobre esta nota la R. O. de 16 Diciembre 1895 (AP. de td., p. 869). 

(87) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 

(88) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 
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A NU AA 
rra l Tarifa Tarifa 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD ejes di 
Pesotas. _ _ Pesetas 
810 Café molido, la raíz de achicoria y la achicoria 
tostada y sin tostar............... e.........s Kilogramo. 110 1'10 
| Canela de Ceilán y sus semejantes (89).......... Idem ...... 1:25 15 
811 Ley de presupuestos de 1876 á 1871.—Derecho 
transitori0.........ooooo..o ada E ass IdOM 56... 0'80 0'80 
Ley de presupuestos de 1877 á 1878.—Recarg 
A O E o 0'80 0'80 
Canela de las demás clases (90)........ .s........ 100 kilgs... 60 
812 Ley de presupuestos de 1876 á 1877.—Derecho 
¿ transitori0.....oooom.o.oooo... Ein Idem....... 22'40 2'40 
Ley de presupuestos de 1877 4 18718.—Recargo 
MUDICIDA cana Idem....... 22:40 22:40 
818 Clavo de especia (91). ......oooooooooooromoo..... Idem....... 70 20 
Ley de presupuestos de 1876 á4 1877.—Derecho 
transitori0......... lanas ar AA a 22'40 22:40 
814 Nuez moscada, con cáscara...... a io Idem... ... 50 50 
815  — sin CÁSCATA........coooomomosos.... O . Kilogramo. 1 1 
Pimienta (92)........ ES aos Sn R . 100 kilgs... 81 81 
816 / Ley de presupuestos de 1876 á 1877.—Derecho 
transitori0........o.oooo.o... as AO ar 22'40 22:40 
Ley de presupuestos de 1877 á 1878.—Recargo 
MUnICIDAL ia AO 22'40 22'40 
Té A E Kilogramo. 1'50 1:50 
817 Ley de presupuestos de 1876 á 1877. — Derecho 
A A ouerasós Ide 080 0'90 
Ley de presupuestos de 1877 á 1878. — Recargo : 
MUNICIPAL. imac . Idem....... 0'80 0'890 
818 — Vainilla............... a a. OO és 38 3 
QuixTO GRUPO.—AÁceites y bebidas. 
819  Aceite-deolivas.............. e ..... 100 kilgs... 89 30 
82) Alcoholes y aguardienteS.........ooooooo.o...o... Hectolitro. 160 160 
821 Licores, cognac y demás aguardientes compues- 
to8..... CQL6.e.000.8. 000000 969OOAAAsAaAasaasaaoaso0o0a0ao0osasS a 0. .00 560000000 Idem....... 260 260 
822 Cerveza y sidra..........oo...... A en Idem....... 19'50 15 
828 Vinos espumosos..... O Pa A 1'95 150 
824 Vinos generosos ó de licor en pipas ó envases se- 
A A ... Idem....... 1'80 1 
825 Los anteriores en botellas...................... Idem....... 1'60 16 
826 Los demás vinos en pipas ú otros envases seme- no as 
jantes (MW).............. to .. Hectolitro. 65 50 
827 Los anteriores en botellas (94)............. O Es E +1 ARA 80'60 62 
SExTO GRUPO.—Forrajes y semillas. 
828 Semillas no expresadas y algarrobas............ 100 kilgs... 2'10 100 
829 Forrajes y salvados....... das ds pa IA o 1'80 1 
SÉPTIMO GRUPO.— Varios. 
830 Conservas alimenticias, embutidos, mostaza y , 
SlSAS (WO) ivoricconinsiciccran rr rs rra ICILORTAMO. 1195 150 
881 Chocolate....... a es o O AA 1'60 1% 
882 Dulces.... 690.000. 06001:10..%4M0.010080060008.0./1.0. 60 .». e. e. 9060000 .00 Idem cso..o. .. 2:60 2 
8398 Huevos......... A case 100-1128: 15 1250 
884 — Pasta para sopa, féculas alimenticias, pan y ga- 
lleta............. A A Idem....... 34 28 
885  Queso........ a A a .«.. Kilogramo. 0'80 06 
886  Mieles y melazas (96).......... A s...... 100 kilg3... 80 2 
CLASE DECIMATERCERA 
Varios, 
837 Abanicos con varillaje de bambú, caña ú otra 
clase de maderas.....oooomoomoomoocmoommomo. .«. Kilogramo. 12 10 


Vóase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 
(90) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 
(91) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 
) Véase la tarifa 4.* sobre procedencias de fuera de Europa. 
(93) Véanse la tarifa 4* sobre procedencias de fuera de Kuropa. 
(94) Sobre aforo de las levaduras de vino por las partidas 336 y 827, véase la Resol. de 12 de Diciembre de 1893 
(AP. 1894, pág. 177). (Nota de la Redacción.) E 
(95) Sobre conservas alimenticias, véase la R. O. de 19 de Octubre de 1895 (AP, p. 717). (Nota de la Redacción.) 
(96) Por esta partida deberán aforarse la miel de abejas y la miel de caña, que es el residuo viscoso, de 
un rojo moreno más ó menos oscuro, de sabor dulce, pero un tanto amargo, residno de la cristalización de 
los azúcares. Pesa de 1.874 4 1.427 gramos el litro y marca de 10 4 44? Beaumé á 15 centigrados. 
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Pesetas. Pesetas. 
888 Abanicos con varillaje de asta, hueso ó pasta... 100 kilgs... 14 12 
889  — con Maio de carey, marfil ó nácar....... . Idem....... 18 16 
840 Aderezos y adornos de todas clases, excepto los 
de oro ó plata (97).......... ada rss TAM ne 18 15 
841 Ambar, asta, azabache, ballena, hueso, carey, 
coral, espuma de mar, marfil, nácar y pasta 
en bruto ó cortados, aunque sean en tiras á 
láminas (97) 60... . Bar .a£.£e£e.8180:. .n_e. O .ID,.D(...:6.—...%.. 000beEECOT.ETOS Idem. 060.:0 ) 015 010 
842 Ambar, azabache, carey, coral, marfil y nácar 
labrados (9B)......ooooooomoomomorso is .. Idem....... 20'50 17'10 
848 — Asta, ballena, espuma de mar, hueso y pasta, 
imitación de las materias expresadas en la 
partida anterior labrados (97)............. .... Idem....... 8'25 2:50 
344 Bastones y los palos para paraguas y sombri- 
A A ... Ciento..... 82:'50 25 
845 Botones de todas clases excepto los de oro 
A as 9: Kilogramo. 2'60 2 
846 Cartuchos sin proyectil ó bala para armas 'de 
fuego permitidas............... ads .. 100 kilgs... 90 75 
847 —con proyectil ó bala para armas de fuego 
a A dir . Idem...... , 72 60 
848  Cebos ó cápsulas para 1d. 1d..............o...... Kilogramo. 2'10 175 
849 — Estuches de maderas finas, piel, los forrados de 
seda y los demás de clases análogas, con pie- 
zas Ó sin ellas, para escritorio, costura, aseo 
y para contener perfumería, líquidos ó viandas. Idem ...... 7'80 6 
850  — de madera común, cartón, mimbres y demás 
clases análogas, con piezas ó sin ellas, para 
08 MISMOS USOS................ rro AM 8'90 5 
851 Flores artificiales de tela y las calabacitas, bo- 
tones, hojas y semillas de cualquiera materia 
para hacer dichas flores (100)............. so... Idem....... 1560 
852 Goma elástica y papa sin labrar......... 100 kilgs... 6 5'10 
858  — en planchas, hilos y tubos............. ...... Kilogramo. 0'90 075 
854  — labrada en cualquier forma y objetos (101)... Idem....... 2'60 
855  Hules y encerados para suelos y para enfardar. 100 kilgs... 89 82:50 
858  — dichos de las demás clases........ de . Kilogramo. 1'80 1 
857 Juegos y juguetes, excepto los de carey, maríil, 
nácar, Oro Ó plata..........ooooooooooooo»..... Idem....... 8:90 8 
858 Mechas para lámparas y bujíaS............. .... Idem....... 8'90 8 
859 Paraguas y sombrillas, cubiertos de tejidos de : 
duras 6800. . €. 4.0 32.006. . .£.90. 0000 Uno 69... ae 8'90 8 
860  — dichos forrados de las demás telas........... Idem...... ; 1:95 1'50 
861  Pasamanería de seda (102).... ....o....o.o..o. Kilogramo. 16'25 12'50 
982  — delana (108)..............- cl as ... IdoM....... 7:80 8 
963  — de todas las demás clases ......omoooo.o.ooo..o. Idem....... 5185 450 
964 Pinturas alóleo... ...ooooomoroocorsosorsrcoos e: Uldd....o... 1'B0 1 
865 Sombreros y gorras de paja...... a ...... Kilogramo. 19'90 15 
866  — de las demás materias, armados y concluí- : 
867 a (104) .0.0000...009: 8 60000909 .900000000 dornoa. y Uno dorso. ..o e 8 25 2:50 
ascos para sombreros, sin forma ni adornos 
las HorraS cor... nece. A e. ..... A Idem ...... 1'60 1'25 
868 Sombreros y gorras de todas clases y materias j 
con obra de modista ..... A A .. Idem....... 10'40 8 
869  — Tajidos de goma elástica con mezcla de otras ] ; 
materias (105) (108)..... rise AUOBrAmO. 8'60 





(97) Sobre adeudo de varios objetos de asta, véase la R. O. de 6 de Julio de 1895 (AP., pdg. 716). La partida 842 ha 
sido modificada por R. O. de 4 de Agosto de 1893. (Nota de la Redacción). 

(98) Esta partida ha sido modificada por R. O. de 4 de Agosto de 1893. (Nota de la Redacción.) 

(909) nes Son eones adeudarán los derechos señalados á las hojas para floretes y además los 
correspondientes como bastones. . 
4 el od edsudo de los cartones d que están adheridas las flores, véase la R. O. de 28 de Febrero de 1896. (Nota 

e la acción. 

(101) Esta anida ha sido modificada por E. O. de 4 Agosto de 1892. (Nota de la Redacción.) 100 d 
om so aforará como pasamaneria de seda la que en la totalidad del peso contenga más de 40 por 100 de 

cha materia. 

(108) Se aforará como pasamanería de lana la que en la totalidad del peso contenga más de 40 por 100 de 
lana 6 de lana y seda. la indi 

(104) Se considerarán como sombreros de fieltro armados los que tengan más obra de mano que la D- 
pensable para darle la forma al casco. d 

(106) En esta partida se hallan comprendidos todos los tejidos que estén cubiertos por una ó por las dos 
Caras de una cepa de goma, ¿igualmente los que tuvieren baño de goma en el interior. 

(106) Véase la R. O. de 5 de Septiembre de 1894 (AP. de 1d, p. 641) 
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526 RENTA DE ADUANAS. 
DERECHOS 
nero Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD PEImerA: segunda. 
Pesetas Pesetas 
870 
871 (Estas partidas han sido adicionadas por la Real 
AS orden de 4 Agosto 1892 inserta más adelante.) 
A A A A A A A A A A A 
ARANCEL DE EXPORTACION 
Número Derechos. 
la partida ARTICULOS UNIDAD Pesetas, 
1 Corcho en panes ó tablas............... as ..... 100 kilgs... 5 
2 Trapos viejos de lino, algodón ó cáñamo, y los efectos usados 
de las mismas materia8......oooo...ooooooooo.r.mom.oo a 1d OA es da 4 
8 Galenas (1.%).............ooooc.o.o.. A alas . Idem....... 1% 
4 Plomos argentíiferos (1.*) (2.*)..... ER oda A 1 1. AA 1 
5 Litargios argentiferos (110 A A O (APA 150 
Todos los demás artículos.........ooooooooooooooonsossorror.. » Libres. 





(1.*) Para el despacho de salida de estos minerales y metales, y para justifichr su importación 
ds las naciones extranjeras, se observarán las reglas establecidas ó las que en lo sucesivo se esta- 
blecieren. 

(2.*) Se entenderán por plomos ó litargirios argentíiferos aquellos que contengan más de 30 
mos de plata por cada 100 kilogramos de plomo.— Véase sobre esta nota la Real orden de 15 de Marzo 
de 1895 (Ar. de 1895, p. 185). Los derechos sobre exportación de galenas, plomos y litargirios argentíferos 
se hallan suspendidos por los arts. 1." del R. D. de 12 de Marzo de 1895 (Ar. de Íd., p. 159), 47 de la ley 
de presupuestos de 30 de Junio del mismo año (p. 428), ley de 30 de Junio de 1896 (Ar. de id , p. 873) y 
R. O. de 9 Enero 1897 (Ar. de 1d., p. 8). La definición de plomos y galenas argentiferos, se encuentra en la 
R.O. de 15 de Marzo de 1895 (Ar. de id., p. 185). 


TARIFA ESPECIAL NUM. 1 (a) 


Para el adeudo en metálico de los derechos correspondientes al material que despachan las Empresas 
de ferrocarriles, comprendidas en el art. 34 de la ley de presupuestos para 1877-78. 











DERECHOS 

e Tarifa Tarifa 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD as a 
y Pesetas. __ Pegetas. 
1  Barras-carriles de hierro y acer0................ 100 kilgs... 2:80 1'80 
2. Places do UNIÓN: cio rcontis sessions covers: TAO ne 2:20 1'80 
8 Tornillos, escarpias y tirafondos para la vía.... Idem....... 8:08 2:75 

4 Traviesas de hierro, tirantes para la vía, y los 

platos, roldanas y tornillos de ojo propios 
para su asiento..... ci lla, TAM 2 175 

5 Cambios de vía completos de hierro y acero, y 
las piezas sueltas para los mismos. ........... Idem....... 4:50 3% 

6 Llantas de hierro y acero para locomotoras y 
tónder8.............. bn e ps OM aio 8'16 2'85 

7 Ruedas de hierro Acero para ídem idem, con 
excepción de las llantas y de los ejes ....... .. Idem....... 215 2:15 

8 Llantas de hierro y acero para coches y va- 
ROMO iaa ar DUO cs 2:55 2:55 

Y9 Ruedas de hierro y acero para ídem idem, con 
excepción de las llantas y de los ejes......... . Idem....... 1'50 1'50 

10 Ejes de hierro y acero para locomotoras y tén- 
A A dar .. Idem....... 4'75 475 
11 Dichos ídem íd. para coches y vagones........ . Idem....... 2:95 2% 
12  Coginetes de hierro fundido. ...........oooo.o... . Idem....... 1'60 1:60 

139 Muelles de acero para locomotoras, ténders, co- 
ches y VAYZODO3. ...ooo.omoocomooo.o ia na AA 450 450 
14 Bastidores de hierro para vagones.............. Idem....... 5:50 5'45 
15 Topes de hierro para coches y vagones. ........ Idem....... 5 4165 
16  Amarras de hierro para los mismoS............. Idem....... 8:80 8'75 





(a) Para la aplicación de esta Tarifa, véase la ley de 6 de Julio de 1888, 
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DERECHOS 
rra | Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD Pee PRESTA: 
_ Pesetas. Pesetas. 
17 — Piezas de hierro para puentes. ................. 100 kilgs... 8 8 
18 Plataformas de hierro giratorias........... du Ade os 3'80 3:80 
19 Coches de primera clase para viajeros (b)...... «. Idem....... 13 13 
20 —desegunda clase para ídem (b). .............. Idem....... 10 10 
21  — de tercera clase para idem (b)................. Idem....... 8 8 
22 Vagones de todas clases...........o.oooooooo..... Idem....... 5 5 
23 Cobre entubos.......o..oooomooomoococmomomom..... Idem....... 27'50 27'25 
24 Muelles espirales de acero........ooooooommmo.... Idem...... ; 9'60 575 


(d) Los coches mixtos adeudarán por la partida correspondiente á la clase superior. 


TARIFA ESPECIAL NUM. 2 (a) 


Para el adeudo en metálico de los derechos correspondientes al material que despachen las Empresas 
de ferrocarriles acogidas al art. 19 de la ley de presupuestos para 1876-77. 








DERECHOS 
N enero Tarifa Tarifa 
la partida ARTÍCULOS UNIDAD erat ds 
ESBOrABAS =. a SOOUAdO 
1 Barras carriles de hierro y acero....... ......... 100 kilgs... 115 0'90 
2 Placas de Uunión................ o uiceual . Idem....... 1'10 090 
3 Tornillos, escarpias y tirafondos para la vía.... Idem....... 154 1'285 
4 Traviesas de hierro, tirantes para la vía, y los 
platos, roldanas y tornillos de ojo, propios 
E Pote dl parta Qe Sis da O Idem....... 1 0'85 
ambios de vía completos, de hierro y acero, 
A e pl eine hdro los mismos.. z a :d Idem....... 2:2 195 
eantas de hierro y acero para locomotoras 
ténders. ......... ¿ e dela ..vsss q d0M....... 1'60 145 
7 Ruedas de hierro y acero para ídem íd., con ex- Ñ , 
6 pon de las llantas y los ejes. ... O Idem....... 1'10 1'10 
antas de hierro y acero para coches y va- 
ó OD68. ..... a oo a Idem....... 1'80 1'30 
Ruedas de hierro y acero para idem id., con ex- 
cepción de las Mantas Y 108 0JO3. ciacióncnons . Idem..... .. 075 0:75 
10 jes de hierro y acero para locomotoras y tén- : A 
ña pers peana ÓN pes E Idem. sd ho Se 
ichos id. 1d. para coches y vagoneS........... ; em.. . 
12 Coginetes de Hidro fundido. ; a AE o Idem....... 0'80 080 
18 — Muelles de acero para locomotoras, ténders, co- ; ¿ 
ches y vagones... ...... o Dios . Idem....... 2:25 22 
14 Bastidores de hierro para vagones.............. IdeM....... 2:15 2:70 
15 Topes de hierro para coches y vagones.......... Idem....... 2:50 2:35 
18  Amarras de hierro para los mismos............. Idem....... 1:90 1185 
17 — Piezas de hierro para puentesS.........o.....o Idem.... 1'50 1'50 
18 Plataformas de hierro giratoria8................ Idem....... 1 (65 1 ¿09 
19 Coches de primera clase para viajeros (b)....... Idem....... 650 6:50 
20 — desegunda clase para 1d. (b).......ooo ...... IdeM....... 5 5 
21  — detercera clase para 1d. (b)..........oo...... Idem....... 4 4 
22 Vagones de todas clases.............o.oooooooro. 1dem...... ¿ 250. 2:50 
23  Cobreen tuboB......ooomoomomomo...o aa sena: AO dá 13:75 18:60 
24 Muelles espirales de acero..........oo.ooooomoo. Idem....... 4:80 2:85 
25 Latón en tubos para locomotoras............... Idem....... 10, eo 
26 Cobre en ia para máquinas................. Idem....... 12'50 12'50 
27 Piezas de hierro labradas, de inmediata aplica- A g 
ción á máquinas, coches y edificios.......... . Idem.,..... 890 20 
28 Hierro dulce en tubos para calderas de máquina. Idem....... 1'60 160 
29 — BásculaS....oomooo..moo...... ae O CL 5 5 
80 Alambre para telégrafos........ AR s... Idem....... 2:10 2 10 
8l Postes telegráficoS........oooommomoo»..... 0...» Metro cúb. 2:50 2:50 
82  Suspensores para id.......oooomommmomomor........ 100 kilgs... 5 5 
88 Aparatos de transmisión y recepción para id... Idem....... 1 1 





a, Esta Tarifa es solamente aplicable á las líneas de Malpartida de Plasencia á Cáceres, y de Sevilla á 
uelva. 
de aa 1 y 2 no son ya aplicables d ninguna línea, por hallarse anuladas en virtud de la ley de 24 Septiembre 
4 P.,p. 644). 
(b) Los coches mixtos adeudarán por la partida correspondiente á la clase superior. 
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DERECHOS 
leal Tarifa Tarifa 
la partida ARTICULOS UNIDAD par ven unda. 
e ) Pesetas. __ Pesetas. 

84 Traviesas de madera.........ooo.oooooooomo..... Metro cúb, 2:50 2:50 

85  Faroles para máquinas y coches de mano....... 100 kilgs... 4 4 
86 Depósitos para agUa.......ooooococoommoss»m».».»... Idem....... 170 170 
87 Discos de señales...................... ca Idem....... 8 3 
88 Tubos de fundición para conducir el agua á los 

depósitos y para desagúe........... a TOM a 0'80 0'80 
39 Herramientas ordinarias para la vía...... e idaNe Idem....... 3:25 925 
40 Relojes para colocar en las fachadas exteriores 

de las estaciones.........oooooo...... iaa suo O cis 6'25 6:25 





TARIFA ESPECIAL NÚM. 8. 


Derechos de regalía que deben exigirse á los tabacos elaborados, á su introducción en el Reino, aprobada 
por orden de la Regencia del Reino de 18 de Octubre de 1870. 





- Número Derechos. 
de ARTÍCULOS UNIDAD — 
la partida. ; Pesetas. 
1 Bapé, producto y Procenet de Cuba y Puerto Rico....... Kilogramo. 8'50 
2 Polvo, 10,10. do 1d. dino drid Idem....... 18% 
8 Cigarros puros envasados, producto y procedentes de Cuba 
y Puerto Rico........ a a oa ts Ad id 975 
4 Cigarros puros á granel, producto y procedentes de Cuba y . 
E o E nerto 50: ao a o e: a Idem....... 13 
igarrillos de pape picadura, producto y procedentes 
do Caba y Puerto Rico. a al ias. AM 8'50 
6 Cigarros puros envasados, producto de Cuba y Puerto Rico, | 
procediendo de puertos extranjeros........ ra. AO 
7 — puros á granel procediendo Md extranjero.............. E q A 18% 
8 Cigarrillos de papel y picadura, producto de Cuba y Puerto 
ico, procediendo de puertos extranjeros................. Idem.... .. 14 
9 Rapé de producción extranjera.........o..oooooooooomoso..o Idem....... 10%5 
10 Tabaco extranjero, elaborado en cigarros puros, cigarrillos 
de papel, picadura ó breva, cualquiera que sea su proce- 
dencia....... taa O O ias A 1 AA 1625 
11 Tusas........ A aia a E rd Idem....... 2150 
12 Cigarros puros, producto y procedentes de Filipinas........ Idem....... 975 
18 Cigarrillos de papel y picadura, producto y procedentes de 
FI PIDAS nica cesos ocn AA 6'50 
Exceso de registrO.....ooooooooo.oooompoocsoncros. a ... Idem....... 2:50 





ADVERTENCIAS. 1.* El país productor de los tabacos y su procedencia directa, se acreditará en 
la forma establecida en el Arancel y Ordenanzas de Aduanas. 

2.* El despacho, adeudo y las incidencias que puedan ocurrir á la introducción de los tabacos, 
se sujetarán á lo que sobre al particular determinan las mismas Ordenanzas. 

8.* El tabaco elaborado, ya sea en cigarros puros, cigarrillos de papel, picadura, rapó ó polvo, 
adeudará con inclusión del peso de todos los empaques y envases interiores con que se presente al 
despacho, cualquiera que 3ea su número, clase ó materia, exceptuándose tan sólo el peso de la caja 
común ó envase exterior que contengan los interiores. 

4.* El aforo de los cigarrillos y de la picadura que ds po á granel dentro de envases toscos 
re hará con exclusión del peso de estos envases toscos que los contengan y hayan servido para el 

ransporte. 

5.* Se consideran como cigarros puros los cigarrillos de picadura cubiertos solamente con una 
hoja de tabaco, y como cigarrillos aquéllos que la picadura esté sujeta con una hoja de papel, 
aunque exteriormente tengan otra de tabaco. 


TARIFA ESPECIAL NUM. 4. 


Las mercancias que se expresan dá continuación, que se importen en la Peninsula é tslas Baleares, proce- 
dentes de Europa, ó que se hubieren cargado en puertos europeos, además de los correspondientes de- 
rechos de este Arancel, adeudarán los siguientes recargos: 








Derechos. 
Partida, ARTICULOS UNIDAD Ss 
Pesetas. 
Petróleos brutos ó rectificados................ NÓ .... 100kilgs.... 0'50 
Aceites de coco y de palma.............. ios O lo (1 A 1'50 


Añil. ono... .A.RIO.£.0-0.00000000060000 0. eco... . ooo nc ..o -+05000>- 00080060 e Idem 066. ..... = 
Algodón en TaMB............oooo.. tias ao ados . Idem....... 250 


> 09 DO pd 
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Derechos. 
Partida ARTICULOS UNIDAD — 
Pesetas. 
5  Abacá, pita y yute eN TAMA......o.oooooooo-o.o.o oo . 100 kilgs... 1 
6 Pieles y cueros sin curtir............... an ds 1 8 
dl ¡CRC N da A O Idem....... 4 
8 Cato. airis is AER Td Ae Idem....... 4'50 
9 Canela de CeiláD............. A A O Idem....... 8 
10 Canela de China.............. rats A Idem....... 2 
11 Clavo de especia........ ass A a Idem.. 3'50 
12 SN A dd a dba Idem...... R 8'50 
13 Désiasda A A pasas O Es 1-1: 4 


Madrid 31 de Diciembre de 1891. 
8. M. el Re 


y en su nombre la Reina Regente del Reino, se ha servido aprobrar los anteriores 


y 
Aranceles y Tarifas.—El Ministro de Hacienda, Juan de la Concha Castañeda.» (Caceta de 1. de 


Enero de 1892.) 


SUMARIO ALFABÉTICO DEL REAL DECRETO, 
DISPOSICIONES, ARANCELES Y TARIFAS ESPECIALES 
PARA LA EXACCIÓN DE DERECHOS DE ADUANAS (1). 


> 


Abacá: partida 147, y tarifa especial núm. 4, par- 
tida 5.*—V. Fibras. B 

Abanicos: partidas 387 á 839, ' 

Ea disposición 5.*, núm. 2.” partidas 251 
y 252. 

Aceites y grasas: disposición 5.*, núm. 2.”; dispo- 
sición 9.*; partidas 8, 9, 88, 89 y 819, y tarifa es- 
pecial núm. 4, partida 2.—V. Frutos. 

Aceros: disposición 6.*, y partidas 30 y sigs. 

Acidos: partida 102. 

Acolchados: partida 138... 

Achicoria: partida 810. 

Aderezos: partida 340, 

Ádeudo de mercancías no tarifadas expresamen- 
te; disposición 4.* 

Adornos en mármoles, cristal, hierro, etc.; par- 
tidas 3, 15, 20, 29 y 340. 

Agricultura: protección: disposición 14, núm. 11. 
—V. Filoxera. 

Aguardiente: disposiciones 5.*, núm. 6.*, y 8.*, y 
partidas 320 y 821. j 

Aguas minerales: disposición 5.*, núm. 6.%, y par 
tida 103. y 

7 la partida 63. 

Alabastros.—V. Mármoles. 

Alambres: partidas 50, 51, 54,76 y 83, y tarifa espe- 
cial núm. 2, partida 30, 

Albúminas: partida 111. 

Alcalis: partida 107. 

Alcaloides y sus sales: disposición 5.”, núm. 6.*; 
y artida 104. 

Alcoholes; partida 820. 

Aleaciones. —V. Cobre. 

Alfileres: disposición 5.*, núm, 5.”, y partida 63. 

Alfombras: partidas 161 y 170. 

Algarrobas: partida 328. 

Algodón en rama: disposición 5.*, núm, 2. 

Algodón y sus manufacturas; partidas 129 4 144; 
tarifa especial núm. 4; partida 4.*—VY. Hila- 
dos: de an Trapos. 

Alhajas: disposición 2.*, núm. 1.—V, Oro. 





(1) Las notas del Arancel las citamos en este Sumario 
por la partida d que respectivamente corresponden, y no 
por el nimero con que la Gaceta las publicó y que es dis- 
tinto del que tienen en nuestro BOLETÍN, lo cual adverti- 
mot para no hacer incurrir en error. Las demás citas 
del propio Sumario van precedidas de la del decreto, 
disposición, arancel de exportación ó tarifa especial d 
qu corresponden. Solamente omitimos tal expresión en 

referencias á las partidas del Arancel de importa- 

ción, que son todas las que indicamos bajo la palabra 

partida ó partidas, sín otra determinación más concreta. 
OLETÍN: ÁN. 


Alhucemas.—V. Ceuta. 

Almendras: disposición 9.* 

Almidón; partida 121. 

Alquitranes, breas, asfaltos, betunes y creosota: 

isposición 5.*, núm. 2.?, y partida 7. 

Altramuces: disposición 9.* 

Alubias: disposición 9.* 

Alumbre: partida 105, 

Alúmina: partida 95. 

Amarras: partida 55, tarifa especial núm. 1, par- 
tida 16; ídem núm. 2, partida 16, 

Ambar: partidas 341 y 342. 

Amontaco: partidas 107 y 114. 

Ampurdán.—V. Frutos. 

Anclas: partida 55. 

Animales adiestrados: disposición 3.*, número 2.” 

—Productos zoológicos que se emplean en la 
medicina: partida 94. 
—Animales y sus despojos: partidas 229 á 254.— 

Y. Despojos. 

Anteojos y relojes (Cristales de): partida 15. 

OA 96; y tarifa especial núm. 4, parti- 


a 8. 

Aparatos y máquinas: partidas 262 4 271.—Apa- 
ratos de transmisión: tarifa especial núm. 2, 
partida 38.—V. Máquinas. 

e de importación; p. 510.—De exportación; 
pág. 526. 

Arandelas: partida 47. 

Arboles, arbustos, sarmientos, plantas y musgo: 
disposiciones 1.*, núm. 1., y 14, núm. 11, A, 
prevenciones 2.*, 3.* y 4.” 

Arbustos.—V. Arboles. 

Armaduras: partida 56. 

Armas: disposición 5.*, núm. 5.”; disposición 14, 
núm. 1.%; partidas 66 á 69.—V. Cañones: Car- 
tuchos: Cerbatanas. 

Armonios: partida 257. 

Áros y ruedas: pos 85, 86 y 225. 

Arpilleras.— V. Sacos. 

Arribada forzosa: disposición 11, núm. 1.” 

Arroz: partidas 295 y 296. 

Artefactos. —V. Muebles. 

Artículos coloniales: disposición 7.*, núm, 10, y 
partidas 806 á 318. 

—Artículos de importación prohibida: disposi- 
ción 14. 

—Artículos libres de derechos.—V. Franqui- 
cias. 

Asfaltos: partida 7.—V. Alquitranes. 

Asnos: partida 232. 

Asociación de salvamento de náufragos: franqui- 
cia: disposición 2.*, núm. 8.” 

Asta: partidas 341 y 343, 

Astracanes: partida 178. 

Averías.—V. Transbordos. 

Aves: partida 285. 
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Azabache: partidas 841 y 342. 

Azúcar: disposiciones 6.*, 8.* y 11, núm. 8.%; y 
partida 806. —V. Exportadores. 

A:ufre: partida 106. 

Azulejos: partida 17. 


3 


Bacalao: disposición 7.*, núm. 10; partida 290. 

Baldosas, ladrillos y tejas; partida 16. 

Ballena: partidas 841 y 848. 

Bandera nacional: productos coloniales: dispo- 
sición 8.* 

Barnices: partida 98.—V. Colores. 

Barras, flejes y chapas: partidas 32 y siguientes, 


88 y 39.—V. Cinc: Cobre. 


Barras carriles: partidas 8.* y 83; tarifa especial : 


artida 1. 


núm. 1, partida 1; ídem núm. 2, 
107.— Véase 


Barrillas: disposición 9.*; y parti 
Pipas. 

Barro.—V. Loza. 

Básculas: disposición 5.*, núm. 2.%, partida 262; 
y tarifa especial núm. 2.”, partida 29. 

Bastidores para carruajes: partida 56; tarifa es- 
pecial núm. 1.”, partida 14; ídem núm. 2.”, par- 
tida 14. 

Bastones: partida 344.—V. Cerbatanas. 

Batistas: partida 137. 

Bebidas: partidas 320 y siguientes.—V. Vinos. 

Becerros: partida 233. 

Bencina: partida 9. 

e a di 272 y 273. 

Betunes: V. Alquitranes: Esquistos. 

Bombas de salvamento; disposición 8.*, núm. 8.* 

Bordados.—V. Telas. 

Borra: disposición 5.*, núm. 2.%; y partidas 184 4 
187.—De seda; nota á la partida 298. 

Botones: disposición 5.*, núms. 4.” y 5.”; y parti- 
da 315. 

Bramante: nota á la partida 152. 

Braseros: partida 75. 

Breas: partidas 7 y 92.—V. Alquitranes. 

Bronce: partida 78. 

Bueyes: partida 233, 

Buques extranjeros; Piezas para su reparación: 
disposición 3.*, núm. 9. 

—De vapor para el servicio de correos: dispo- 

sición 8.*, núm. 10.—Importación; partidas 279 
á 284.—Despojos: disposición 7.*, núm. 8.— 
Maderas para la construcción naval; parti- 
da 215.—V. Primas: Constructores. 


a 


Caballerías: disposición 7.*, núm. 3." 
Caballos y yeguas: partidas 229 y 280. 
Cables telegráficos submarinos: disposición 8.*, 


núm. 6.?—Eléctricos: partida 271. 
Cabotaje: disposición 10.* 
Cabras: partida 237. 


Cacaos: disposición 6."—Taras especiales: dispo- 
siciones 8.* y 10.*%; partidas 3807 y 808; y tarifa 
especial núm. 4, partida 7, 

Cadenas: partida DO. 

Café: disposición 8.*; partidas 309 y 810; y tarifa 
especial núm. 4, partida 5, 

Cajas y estuches: disposición 5.*, números 4." 

5.—De engrase: partida 27.—De cartón: 
partidas 212 y 213.—De madera: partida 216. 

Cal, yeso y tierra: disposición 5.”, número 2.”— 
Véase Cemento. 

Calcetines; partida 144. 

Calderas: partidas 75, 264 y 265. 

Calderilla: disposición 7.*, núm. 8, 

Calzado: partida 245. 

Camas: partida 58, 

Cambios de vía: tarifa especial núm. 1, parti- 
da 5.—Idem núm. 2; partida 5. 

Camisetas: partida 143, 

Canarias.—V. Islas. 
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Canelas: disposición 6.*; partidas 811 y 312: tari- 
fa especial núm. 4, partidas 9 y 10. 

Canillas: disposición 5.*, núm. 7.% 

Cáñamo y lino: disposición 5.*, núm. 10; y parti- 
da 145.—V. Trapos. 

Cañones de armas; partida 46. 

Cápsulas: disposición 5.*, núm. 5.”; y partida 848. 

—Medicinales: partida 118. 

Capullos de seda: partida 180. 

Caramelo: disposición 6.* 

Carbón: partidas 6 y 223. 

Carbonatos: partida 107. 

Carey: partidas 341 y 342. 

Carnes, pescados y dc disposición 5.*, núme- 
ro 2.%; y partidas á 289.—V. Ganado de 
cerda. 

Carros y carretillas: partida 278. 

Carruajes: disposición 8.*, núm. 1.0; disposición 
7.*, núm. 3.% y partidas 272 4 278.—V. Aros: 
Bastidores. 

Cartas hidrográficas: disposición 14, núm. 2.* 

Cartones: partidas 208 y siguientes.—V. Rodillos. 

Cartuchos: partidas 346 y 347. 

Cartulinas: partida 211. 

Cáscara 6 cemento de cobre: partida 70, 

Cascos. —V. Pipas. 

Castañas: disposición 9.* 

Caza menor: partida 285. 

Cebada: disposición 9.* 

Cebollas: disposición 9.* 

Cebos.—V. Cápsulas. 

Cemento, cal y yeso: partida 5.—V. Cáscara. 

Centeno: disposición 9.*—V. Frutos. 

Cera: partidas 124, 125 y 126.—V. Parafina. 

Cerbatanas y bastones-escopotas: disposición 14, 
núm. 3." 

Cercas: partida 225. 

Cerdaña.—V. Frutos. ; 

Cerdas, crines y pelos: disposición 5.”, núm. 2* 
—V. Lanas. 

Cereales: partidas 297 y 299. 

Certificados de origen: disposición 12. 

Cerveza: disposición 5.*, núm. 6.%; y partida 32. 

Ceuta, Melilla, Alhucemas, Peñón de la Gomers 
y Chafarinas: procedencias de estos puertos: 
disposición 9.* 

Cigarros. —V. Tabaco. 

Cinc: partidas 82 á 84. 

Cintas para cardas: partida 269. 

Clavos: partidas 48, 74, 88 y 85. , j 

Clavo de especia: partida 318; y tarifa especial, 
núm. 4, partida 11. 

Cloruros: partidas 108 á 110. ! 

Cobre: tarifa especial número 1.*; partida 8.— 
Id. núm. 2.?, partidas 28 y 20. 

—Cobre y sus aleaciones: partidas 70487. | 

Coches: partidas 272 y siguientes.— V. Carruajes: 
Vagones. ] 

Cochinilla: disposición 9.* y partida 96. . 

Coginetes: tarifa especial, núm. 1.*, partida 12. 
Ídem núm. 2.*, partida 12. 

Cognac: partida 321. 

Colas: partida 111. 

Colecciones. —V. Historia natural. 

Colofontas: partida 92. 

Coloniales: partidas 306 4818. 

Colores, tintes y barnices: disposición 5.*, núme- 

partidas 95 á 101. 

hidráulicas: partida 270. 

Combustibles: partida 223. 

ita alimenticias: partida 330.—V. Escabe- 
ches. 

Construcciones: partida 56. j 

Constructores de buques: devolución de derechos; 
disposición 18, núm. 3. Ñ 

Convenios especiales: régimen mientras no 80 09* 
lebren: decreto, art. 2,.—Tratados subsisten- 
tes: decreto, art. 6." 
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Copra ó nuez de coco: partida 91. 
Era Un pomición 2.*, núm. 2.% y partidas 841 


y 312. 
Corchetes: disposición 5.*, núm. 5.%; y partida 63. 
Corcho.—Partida 224, y Arancel de exportación; 
partida 1. 
Cordeleria: partida 152. 
Correas: partida 241. 
Correos: V. Buques. 
Cortaplumas: partida 64. 
Cortezas curtientes: partida 90. 
Creosota: partida 7.—V. Alquitranes. 
Crin vegetal; partidas 227 y 228. 
Crines. —V. Lanas: Cerdas. 
Cristal: disposición 8.* 
—Cristal y vidrio: partidas 11 á 15. 
Crochet: disposición 4.*, núm. 10; y partidas 141, 
142 y siguientes. 
a4.—V. Ultramar. 
Cuchillos: partida 61. 
ra partida 238; y tarifa especial núm. 4, par- 
ida 6. 
Cuerpo diplomático: objetos del mismo: disposi- 


ción 3.*, núm, 4, 


CEI 


Chafarinas.—V. Ceuta. 
pas.—V. Barras. 
Chocolate: disposición 8.*; partida 831. 


Dm E 
Depósitos de agua: partida 46; y tarifa especial 


núm. 2; partida 36. 
Derogación de disposiciones; decreto, art. 7.2 
Despojos de animales; disposición 5.*, núm. 2. 
partidas 238 4 254, 
Despojos de buques: partida 284,—V, Buques. 
Dextrina: partida 122, 
Discos. partida 55; tarifa especial núm. 2.*; par- 
tida 37. 
eat DETRIGA 208. E 
ogas: disposición 5.*, número 2.": arti 
88 4 101. e 
pdas artida 214. a 
—Duelas y remos: disposición 7.*, núm, 5, 
Dulces:: disposición 9.*; partida 882. 


ES 

Eclises: partida 85. 

Ejes: partidas 85, 87 y 55; tarifa especial núme- 
ro 1, partidas 10 y 11.—Id. núm. 2, las mismas 
partidas. 

barcaciones.—V. Buques. 

Embutidos: disposición 14, número 11, C; y par- 
tida 830. 

Empaques: disposición 5,* 

Encajes: partida 157. 

Xnea: partidas 227 y 228, 

Enrejados: partida 225. 

ea E disposición 3.*, núm. 1.%; disposición 5.* 
—Y. Vinos. 

Envueltas: disposición 5.*, núm. 4." 

doll dd de viajeros: disposición 2.*, núm. 1." 

Escabeches y conservas: disposición 8.*,fnúm. 1., 
y partida 292 

Escarpias: partida 48; tarifa especial núm, 1 
partida 3.—1Id. núm. 2, partida 8. 

Esculturas: parida 3. d 
encias para licores: disposición 6.*, nota; par- 
tida 127. d S : 

Esparto: partida 226 y 228. 

Especias: partidas 818 á 816.—V. Clavo: Nuez 
moscada: Pimienta. 

Espectáculos: objetos á ellos destinados; disposi- 
ciones 2.*, núm. 1.%, y 8.*, núm. 2, 

Esperma: partidas 125 y 126.—Véase Parafina. 

puma de mar: partidas 841 y 848. 
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qien betunes y sus derivados; partidas 7 

Estambres: disposición 5.*, núm. 2.% y partidas 
7 4 169, 


Estampas: partida 208. 

Estaño: partida 81. 

Estearina: partidas 125 y 126.—V. Parafina. 
Esterillas: disposición 9.* 

Estoques: nota á la partida 344. 

Estuches de todas clases; partida 849 y 850,— 


Y. Cajas. 
Etiquetas: partida 204. 

Exposiciones: objetos destinados á ellas; disposi. 
ción 3.*, núm. 5.; y disposición 7.*, núm. 8, 
Exportadores de azúcares refinados: disposición 

13, núm. 1.* 
Extractos tintóreos: partida 97. 


E” 


Facturas: partida 204. 
Farmacia, perfumería é industrias químicas: 
O para estas aplicaciones; partidas 88 


Faroles; tarifa especial núm. 2; partida 35. 
peri disposición 5.*, núm. 2; y partidas 122 
otras rtidas 178 y 193. 

Fernando Poo y sus dependencias: comercio con 
estas islas: disposición 10.* 

Ferrocarriles; derechos correspondientes al ma- 
terial que despachan las empresas; decreto 
artículo 4.”, y tarifas especiales núms. 1 y 2 
V. Aros. 

Fibras vegetales: disposición 5.*, núm. 2.”—Im- 
portaciones de cáñamo, lino, pita, yute, etcé- 
tera; partidas 145 á 161. 

Fieltros: partida 171.—V. Muestras. 

Figuras.—V. Mármoles: Cristal: Loza. 

Figuras de cera: disposición 3.*, núm. 2, 

Filipinas.—V. Ultramar. 

Filoxera: prevenciones para el cumplimiento de 
la ley; disposición 14, núm. 11, A. 

Flejes: partida 225.—V. Barras. 

Floreros.—V. Cristal: Mármoles: Loza. 

Flores: disposición 14, núm. 11; A, prevención 4,* 

Flores artificiales; partida 351. 

Forrajes: partida 828. 

Fósforo: disposición 6.*; y partida 112, 

Francia: reimportación de minerales; disposi- 
cion 7.*, núm. 6.—Véase Tránsito. . 

Franquicias: artículos libres de derechos, dispo- 
siciones 1.*, 2.* y 3.*—V. Cacaos: Mieles: Puer- 
tos francos: Reimportación. 

—A las procedencias de Fernando Poo.—V. Fer- 
nando Poo. A 
—Franquicia de productos coloniales; disposi- 
ción 8.* 
Frutas: disposición 9.*; partida 305. 
Frutos y productos conducidos de la Cerdaña al 
"Ampurdán; disposición 7.*, núm, 9. 


, Furgones: partida 276. 


G 


Galenas: Arancel de exportación, partida 8.* 

Galleta: partida 334. 

Ganado de cerda: disposición 14, núm. 11, C; y 
partida 236.—Lanar y cabrio: partida 237. 

Ganados: disposición 7.*, núm. 8. —V. Caballos: 
Asnos: Mulos. 

Garbanzos: disposición 9.* 

Casas: partida 187. 

Gasolina: partida 9, ] 

Glucosa: disposición 6.*; partida 806. 

Gobierno: autorización que se le confiere: Decre 
to, art. 5.—Idem al Ministro, 8. y dispos1- 
ción 12, , 0 

Goma y o, disposición 5.*, núm. 2., 
y partidas 852 4 354 y 369, 
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Gorras: partidas 365 á 868, 

Grajeas medicinales; partida 118, 

Gran Bretaña.—V. Naciones. 

Grancina: disposición 6,* 

Granos y legumbres; partidas 295 á 308. 

(Granza ó rubia; pera 98. 

Grasa de cerdo: disposición 14, núm. 11, B y C; 
y partida 250.—V. Aceites. 

Grúas: partida 270. 

A On 5.*, núms. 2. y 11; y parti- 

a 


Guantes: partidas 144 7 244, 

Guarnicionero 6 talabartero (objetos del arte 
del); partida 246. 

Gutapercha: partidas 352 á 354.—V. Goma. 


EX 


Harinas: partidas 297, 300 y 801. 
Herbarios: disposición 14, núm. 11, A, preven- 
ción 4.* 
Herraduras: partida 42. 
Herramientas: partida 49; tarifa especial núm. 2; 
artida 39.—V. Libros. 
Hierro: fundición: partidas 24 á 29, 

—Hierro dulce forjado ó laminado: partidas 90 á 
69, y tarifa especial núm. 2, partida 28.—Véase 
Minerales. 

Hilados: disposición 4.*, núm. 1.”; y disposición 
6.*, taras especiales. 

—De algodón: partidas 180 4 182. 

—De fibras vegetales: partidas 148 á 152. 

—De seda: partidas 181 á 187. 

—De cerda, pelos y crines: partidas 167 á 169: 

Hilaza: disposición 6.* 
Hilazas: partidas 148 á 150. 
Hilo: partida 151. 
Historia natural: colecciones de minerales, bo- 
tánica y zoología; disposición 2.*, núm. 6." 
Hoja de lata; disposición 6.*, partidas 61 y 62, 
Holanda.—V. Naciones. 
Hortalizas: partida 804. 
Hueso: partidas 3411 y 343. 
Huevos: partida 383. 
Hules: disposición 5.*, núm. 7.% partidas 855 
y 856. 
X 


Importación prohibida.—V. Artículos. 

Impuestos transitorio y municipal: disposición 
6.*, taras especiales; y disposición 18, 

Industrias quimicas.—V. Farmacia. 

Inglaterra.—V. Naciones. 

Instrumentos: partidas 255 á 261. 

Telas Cavarias: puertos francos; disposición 9.* 

Tslas Chafarinas.—V. Ceuta. 

Telas Filipinas, Cuba y Puerto Rico.—V. Ultra- 
mar. 


J 


Jabones: disposición 6.*, nota; y partida 128, 

Jarcia: partida 152. 

Jarrones.—V. Cristal: Mármoles: Loza. 

Jaspes.—Y. Mármoles. 

Jaulas: disposición 6.*, nota 1.* 

Joyas.—V. Oro. 

Juegos y juguetes: disposición 5.*, núm. 5.%; y 
partida 857. 

Junco: partidas 227 y 228, 


L, 


Ladrillos.—V. Baldosas. 

Lanas: disposición 5.*, núm. 2." 

Lanas, cerdas, pelos, crines y susmanufacturas: 
disposición 5.*, núm. 2.”, y partidas 162 4 179. 

Latón: partida 74 y tarifa especial núm. 2, par- 
tida 25. 

Th egumbres.—V. Granos. 

Leña: partida 223. 





Libros y herramientas: disposición 2.*, núm. 1.” 
ti disposición 7.*, núm. 2.% y partidas 201 


y 202. 
—Libros litúrgicos: disposición 14, núm. 5,9— 
V. Propiedad intelectual. 
Lácoreras.—V. Cristal: Mármoles: Loza. 
Licores: disposición 5.*, núm. 6. y partida 321. 
—V. Esencias. 
Limas: partida 49. 
Lingotes.—V. Cobre: Hierro. 
Lino: partida 146.—V. Cáñamo: Hilados: Trapos. 
Linones: pnos 187. , 
Listones de madera: partida 220. 
Litargirios: arancel de exportación, partida 5. 
Locomotoras: partida 263, 
Losetas: disposición 9.* 
Loza, porcelana y barro: disposiciones 6.* y 8.*, 
y partidas 16 á 20, 
Luces. —V. Mechas. 


1,1 


Llantas, partida 55; tarifa especial núm. 1, par- 
O y 8.—Idem núm. 2, las mismas parti- 
28. 


mM 


Maderas: partidas 214 4 222, 

Magnesia: partida 109. , 

Masz: disposición 9.* 

Manifiestos: disposición 12. 

Mantas: partida 172. 

Mantecas: partidas 237 á 289 y 808. 

Mapas: partida 208. 

Máquinas: disposición 5.*, núm. 2.*; partida 55. 

—Máquinas de coser; partida 267. 
—Máquinas de reloj: panda 261.—V. Aparatos. 

Marfil: partidas e / 

Mariscos: partida 294. 

Mármoles, jaspes y alabastros: partidas 1 á 4, 

Mechas para minas: partida 128, 

Mechas para luces: partida 358. 

Medias: partidas 143 y 144. 

Melaza: partida 836, 

Melilla.—V. Ceuta. 

Mercancias no tarifadas expresamente: disposi- 
ción 4.*—V, Franquicias. 

Metales: partidas 21 á 23.—Importaciones de co- 
bre; partidas 70 á 80.—De otros metales; parti- 
ar 1 á 87.—Inutilizados; disposición 8.*— 


. Oro. 

Mezclas: disposición 4.*, núm. 11. 

—Mezclas explosivas: partida 128, 
Mieles: partida 836. 
Mieles de caña: libres de derechos; disposición 8.* 
Mijo: partida 801. 
Mimbres: partidas 227 y 228, 
al disposición 1.*, núm. 2.”; y partidas 7 


y 10. 
—Minerales de hierro: disposición 7.*, núm, 6.2 
Mintstro de Hacienda: decreto, art. 8.”, y dispo- 


ción 12. e. 
Misales, breviarios y diurnos.—V. Libros litúr- 
1008. 


odistas.—V. Sastres. 

Moneda.—V. Calderilla. 

Moralidad.—V. Pinturas. 

Mostaza: partida 830. 

Muebles y artefactos: partidas 220 á 222. 

Muebles usados: disposiciones 8.*, núm. 8.”, y 8,” 
V. Cuerpo diplomático. 

Muelles: partidas 85 y 55. 

—Mueolles de acero: tarifa especial núm. 1; par- 

tidas 13 y 24.—1d. núm. 2; partidas 13 y 2. 

Muestras de fieltros, papel, tejidos y pasamane- 
ría: disposición 1.*, núms. 8." y 4. 

Mulos: partida 231. 

Muselinas: partida 187. 

Musgo.—V. Arboles. 
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Nácar: partidas 341 y 842. 

Naciones que tienen tratados en vigor: disposi- 
ción 12. 

Navajas: partida 64. 

Navarra: duelas y remos; disposición 7.” 

Navegación directa: disposición 11. 

Nitratos: partidas 113 y 114. 

Nuez de coco: partida 91. 

Nuez moscada: partidas 314 y 815. 


O 


Obra pía de los Santos Lugares: objetos proce- 
dentes de Jerusalén: disposiciones 2.”, núme- 
ro 5.”, y 14, núm. 9." 

Obras de arte y estudio: disposición 2.”, núme- 
ros 3. y 4.—V. Pintura: Esculturas. 

Ocres: partida 95. 

Ochavos morunos: disposición 14, núm. 6.* 

Y des disposición 5.*, núm. 5. 

Oleonaftas: partida 8. 

Omnibus: partidas 273 y 274. 

Orchilla: disposición:9.* 

Organdies: partida 187, 

Orgaños expresivos: partida 257. 

Oro, plata y platino: disposiciones 1.*, núms. 2.” 
y 6.”, y 4.*, núm. 9. 

—En joyas ó labrados: partida 28.-V. Panes de... 

Ostras: partidas 293 y 294. 

Ovejas: partida 237. 

Oxido de plomo: partida 115. 


a e 


Países Bajos. —V. Naciones. 
Paja: partidas 227 y 228. 
Palma: partidas y 228, 
Palomas mensajeras: disposición 2.*, núm. 7.* 
Palos tintóreos: partida 90. 
Palos redondos; partida 215. 
Palos de paraguas y sombrillas: partida 344, 
Pan: partida 334. 
Panas: partida 139, 
Panes de oro: disposición 5.”, núm. 4.” 
Panoramas: disposición 8.”, núm. 2. 
Pantalones: partida 148. 
Paños: partidas 173 y 174. 
Pañuelos: disposición 4.*, núm. 8. 
Pa 7d sus aplicaciones: partidas 196 á 213.— 
Y. vuestras. 
Parafina, estearina, cera e ple disposi- 
ción 5.*, núm. 2.*; aa as 125 y 126. 
Paraguas: partidas 344, 359 y 360. 
Pasamanería: disposición 5.”, núms. 4.* y 7.*; dis- 
osición 6.*; taras especiales, y partidas 861 4 
.—V. Muestras. 
Pasta: partidas 841 y 843. 
Pasta para hacer papel: partida 196. 
Pasta para sopa: partida 334, 
Pastas de cinc: partida 85. 
—De oro, plata y platino.—V. Oro. 
Patatas: disposiciones 9.* y 14, núm. 11, B.—Véa- 
se Frutos. 
Pavimentos de madera: partida 216. 
Peletería y curtidos: partidas 238 á 247. 
Pelos. —V. Cerdas: Lanas. 
Peñón.—V. Ceuta. 
Perfumería: disposición 6.*, taras especiales y 
nota; y partida 127.—V. Farmacia. 
Periódicos: nota á la paEuon 811. 
Perlas: partidas 21 y 22. 
O de guerra y efectos militares: disposi- 
ción 9.* 
Pescados: disposición 9.*; partidas 290 á 294.— 
V. Carnes. 
Peso bruto: articulos que pagan por él; disposi- 
ción 5.*, núms. 2.?, 9.*, 10, 11 y 12, 
Peso neto: disposición 6.*, nota 3.” 
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Petróleos: disposición 7.*, núm. 10; partidas 8 y 
9; y tarifa especial núm. 4, partida 1. 

Pez palo: partida 290. , ) 

Pianos: disposición 8.”, artidas 255 y 256. 

Piedras y tierras: dd as lá. 

Piedras de filtro: disposición 9.* 

Piedras preciosas: rca 21 y 22. 

Pieles: disposición 5.*, núm. 2 % partidas 288, 289, 
e 242, 248 y 247; y tarifa especial núm. 4, par- 
tida 6. 

Píldoras: partida 118. , | 

Pimienta: partida 316, y tarifa especial núm. 4, 

artida 12. . 

Pinturas: disposición 7.*, núm 1.? y partidas % 

864. 

Pinturas y figuras inmorales: disposición 14, nú- 
mero 7.” 

Pipas, barriles y cascos: disposición 5.”, núm. 9.? 

Pipas de fumar: disposición 6.2 

Pipería armada y sin armar: partida 219.—Véase 
Envases. 

Psqués: partida 138. 

Pirolignito: partida 117, 

Pistolas. —V. Armas. ! 

pr partida 147; y tarifa especial núm. 4, par- 
tida 5. 

Placas de asiento: partida 35. . 

Placas de unión: tarifa especial núm. 1, parti- 
da 2.—Idem núm. 2, partida 2. 

Placas giratorias: partida 270. 

Planchas: partidas 40 y 74. 

Planchas de cinc: partidas 83 y 85. 

Plantas.—V. Arboles. 

Plata y platino.—V. Oro. , 

Plataformas: tarifa especial núm. 1, partida 18. 
—Idem núm. 2, OR 18. 

Platos: partidas 15 y 20. Ñ , 

Plomos: Arancel de exportación, partida 4. 

Plumas: disposición 5.*, núm. 5.”, y partidas 63, 
248 y 249. 

Plumeros: partida 249. 

Pólvora: partida 128. 

Porcelana: disposición 8.*—V. Loza. 

Portugal.—V. Tránsito. , 

Postes telegráficos: tarifa especial núm. 2, par- 
tida 81. 

Potasio: partida 108. j ne 
Preparaciones farmacéuticas: disposición 14, nú- 
mero 8." A ) e 
Primas: á expendedores de azúcares; disposición 
13, núm. 1.—A constructores de buques: dis- 

posición 18, núm. 2.” ; 

Procedencias directas: disposición 11. 

Productos no europeos: decreto, art. 8.? 

Productos químicos: disposición 5.*, núm. 2.? 
—Y farmacéuticos: partidas 102 á 120. 

Prohibición: sistema prohibitivo; decreto, ar- 
tículo 5.” e 

Propiedad intelectual: disposición 14, núm. 4. 

Proyectiles. —V. Cartuchos. l 

Puentes: partida 56; tarifa especial número 1, 
partida 17; id. núm. 2, partida 17. 

Puerto Rico.—V. Ultramar. 

Puertos francos: disposición 9.* 

Puntillas: partida 141. 


Q KR 
Queso: partida 885. 
Química.—V. Farmacia. 
Quincalla: partida 79. 
Ramio: partida 147. 
Rapé.—V. Tabaco. Pe 
Recargo municipal.—V. Impuesto transitorio. 
Recargos: decreto, arts. 8. y 5.”—Mercaderías 
gravadas con recargos: tarifa especial núme- 
ro 4. Ñ 
Reimportación de artículos nacionales: disposi- 
ción-7.* 


AAA 
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Relojes: partidas 63 y 258 á 261; y tarifa espevial 
núm. 2, partida 40.—V. Anteojos. 

Remaches: partida 47. 

Remedios secretos: disposición 14, núm. 8.* 

Remos.—V. Duelas. 

Resinas: partida 92. 

Revólvers.—V. Armas. 

Rodillos, tablas y cartones: disposición 5.*, nú- 
mero q. 

Roldanas: tarifa especial de ferrocarriles núme- 
ro 4; id. número 2, partida 4. 

Ronzales: partida 55. 

Ropa y objetos de uso personal: disposición 2.*”, 
núm.1." Ñ 

Ropas hechas: disposición 4.*, núm. 10. 

Rosarios.—V. Obra pla. 

Rubia.—V. Granza. 

Ruedas: tarifa especial núm. 1, partidas 7 y 9; 
idem núm. 2, las mismas partidas.—V. Aros. 

Rusia.—V. Naciones. 


» 


Ss 


Sacarina: disposición 14, núm. 11, D. 
Sacos y arpilleras: eepocición 5.*, núms.$8.* y 10, 
Sal común: partida 110. 
Sales amoniacales: partida 107.—V. Alcaloides. 
Salitre: partida 113. 
Salmuera: disposición 5.*, núm. 2.%; partida 286. 
Salsas: partida 830. 
Barua publies protección: disposición 14, núme- 
ro 11. 
Salvados: partida 829. 
Sanidad.—V. Salud. 
Santuarios. —V. Obra pía. 
Sarmientos.—V. Arboles. 
Sastres y modistas: disposición 4.*, núm. 10. 
Sebo.—V. Grasas. 
Seda: disposicionez 5.*, núm, 2.*, y 9.* 
—Y sus manufacturas: partidas 180 á 195.—Véa- 
se Hilados: Tejidos. 
Semillas: disposición 9.*, partida 828,—Semillas 
oleoginosas: partida gl. 
Sémolas: nota á la partida 298. 
Sidra: disposición 5.*, núm. 6.*, y partida 822, 
Simiente de seda: partida 180. 
Simientes: partida 191. 
Sociedades. —V. Asociación. 
Sombreros: partidas 865 á 368. 
Sombrillas: partfdas 844, 859 y 860. 
Sopa: partida 334. 
my ato de cobre: partida 116. 
—De hierro: partida 117. 
—De sosa: partida 109, 
uspensores: tarifa especial núm. 2, partida 32. 


“A 


Tabaco: disposiciones 8.* y 14, núm. 10.—Dere- 
chos de regalía: tarifa especial núm. 8. 

Tablas, tablones, vigas y viguetas: partidas 215 
y 217.—V. Rodillos. 

Tachuelas: partida 48. 

Taras: disposición 6.* 

Tarifas 1.* y 2.*: aplicación: decreto, art. 2.”, y 
disposición 12.—Idem especiales; decreto, ar- 
tículo 4." 

Tarjetas: partida 204. 

Tasajo: partida 286, 

Te: disposición 5.*, núm. 8.% partida 817; tarifa 
especial núm. 4, partida 18, 

Teatros. —V. Espectáculos. 

Tejas.—V. Baldosas. 

Tejidos: disposición 4.*, núm. 8.2 —De lana con 
mezcla de algodón, de dos y de tres materias: 
Idem núms. 4. á4 6.—De punto: Idem núm. 10; 
disposición 7.*, núm. 10.—De algodón: parti- 
das 183 4 144.—De fibras vegetales: partidas 
153 á 161.—De lana, cerdas y pelos: partidas 


170 á 179.—De seda: partidas 188 á 195.—De 
oma: partida 369.—V. Muestras. 
Telas bordadas y esmaltadas: disposición 4.*, 
números 9.” y 10. 
Telas metálicas: partidas 52, 53, 17 y 78. 
alos tarifa especial número 2, partidas 
Terciopelos: partidas 178 y 198. 
Terneros: partida 283, 
Tierras: partida 95.—V. Cal: Piedras. 


Tijeras: partida 65. 
Timbres (papel timbrado): partida 204. 
Tintes. — Y. Colores. 


Tirafondog: partida 48; tarifa especial número 1, 
partida 3: Idem núm. 2, partida 8. 

Tirantes de ferrocarriles: tarifa especial núme- 
ro 1, partida 4: Idem núm, 2, partida 4. 

Tocino: disposición 14, núm. 11, C, y partida 287. 

Tochos: partida 31. 

Topes: tarifa especial núm. 1, partida 15: Idem 
número 2, partida 15. 

Tornillos: partida 47; tarifa especial número 1, 
partidas 3 y 4: Idem núm. 2, partida 3. 

Traducciones de certificados.—V. Certificados de 
origen. 

Trama.—V. Urdimbre. 

Transbordos: disposiciones 11.*, número 2, y 12.* 

Tránsito por Portugal: disposición 7.”*, núm. 7.? 

—Por Francia: disposición 7.*, núm. 10.—Por 
paises convenidos: disposición 12.* 

Tranvías: partida 217. 

Trapos: arancel de exportación, partida 2.—Vie- 
jos: disposición 8.* 

Tratados internacionales. Régimen de los con- 
venios no caducados en 1.? de Febrero de 189; 
disposición 12.” 

Travsesas: partida 35; tarifa especial núm. 1, par- 
tida 4: Idem núm. 2, partidas 4 y 84. 

Trigo: disposición 9.*, partida 297.—V. Frutos. 

Trinchantes: partida 64. 

Tripas: partida 253.—V. Carnes. 

Triquina.—V. Ganado de cerda, 

Tubos: partida 17; tarifa especial núm. 2, parti- 
da $8.—Tubos de metal; partida 85.—Tubos de 
hierro.—V. Hierro. 

Tuercas: partida 47. 

Tules: ón 4.*, núm. 7, partida 140. 

Tusas.—V. Tabaco. 


UU Y 


Ultramar: procedencias de las colonias: LS 
ción 6.*, taras A O de Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas: disposición 8.* y 11.*, 
núms. 8. y 4.?—V, Tabaco. 

Urdimbre y trama: disposición 4.*, núm. 2.” 

Vacas: partida 233. 

Vagones y vagonetas: partida 276, tarifa espe- 
cial núm. 1, partidas 19 4 22: Idem núm. 2, 
partidas 19 4 22.—Depósito : disposición 3.*, 


núm. 7,* 

Vainilla: partida 818. 

Vajilla: disposición 2.*, núm. 1.%, y nota de la 
partida 23. 

Vapores.—V. Buques. 

Vaselinas: partida 8. 

Vegetales.—V. Arboles: Fibras. 

Veloctuedor: partida 267. 

Veludillos: partida 139. , 

Viajeros: franquicia: disposición 2.”, núm. 1. 

Vid. residuos; disposición 14, núm. 11, A, pre- 
vención 1.* a 

Vidrio y cristal: disposición 6.*: Idem nota 1."— 


V. Cristal. 
Vigas y viguetas: partida 215. a 
Vinos y envases: disposiciones 5.*, núm. 6.”; 1.,, 
.—V, Frutos. 


núm. 3., y 9.”, y partidas 324 á 
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Yeguas.—V. Caballos. 

Yeso (figuras): partida 18.—V. Cal: Cemento. 

Yute: partida 147, y tarifa especial núm. 4, par- 
tida 5.—V. Fibras vegetales. 

Zinc.—V. Cinc. 





ÍNDICE CRONOLÓGICO DE LAS DISPOSICIONES CITADAS 
EN LO8 ARANCELBS DE ADUANAS (1). 


Ley 13 Jallo 1849. Sobre abono de primas á 
los exportadores de azúcarés de refino. Se cita en la 
disposición 18, núm. 1.2? de los Aranceles. —Véase en 
RENTA DE ADUANAS, del Diccionario. 


Ley 3 Junio 1868. Sotre fomento de la agri- 

cultura y Población rural. Se cita en la nota á la 
artida del Arancel de importación.— Véase en 
ALDÍOS, del Diccionario. 


Decreto 13 Julio 18969. Es el que aprobó los 
Aranceles de Aduanas que rigieron hasta los de 17 
de Julio de 1877. Se cita en la disposición 13, núm. 1. 
de los vigentes. 


Orden 189 Octubre 1970. Aprobó la tarifa de 
derechos de regalía del tabaco, inserta y citada en 
la especial núm. 8 de los nuevos Aranceles. 


Regl. 2? Diciembre 1874. Es el que rige para 
el arqueo de las embarcaciones mercantes. Se cita 
en nota al epigrafeo Embarcuciones, partidas 279 4 281 
del Arancel de importación y puede verse en TONE- 
LADA, del Diccionario. 


KR. O. 12 Enero 18768. Sobre arqueo de buques 
por los ingenieros de la Armada donde no haya pe- 
ritos arqueadores. Se cita, como el reglamento an- 
terior, en la nota á que acabamos de referirnos, y 86 
inserta también en ToNELADA, del Dicc. 


Ley %1 Julio 1836. Es la de presupuestos. Su 
art. 18 ordenó que continuase cobrándose el dere- 
cho transitorio establecido por la de 1872.—El 19 es 
referente á la franquicia de los materiales de em- 

resas de ferrocarriles. Se cita en el art. 4.” del 

al decreto de aprobación de los Aranceles, en las 
partidas 29, 306, 307, 809, 311 4 318, 816 y 317 del de im- 
Po acien y en las tarifas especiales núms. 1 y 2.— 
óase IMPUESTO TRANSITORIO y RENTA DE ADUANAS, 
en el Diccionario. 


Ley 11 Julio 18933. Es la de presupuestos, cu- 
yos arts. 28 4 34 y 36 regularizaron y establecieron 
derechos extraordinarios y determinaron los co- 
rrespondientes á las empresas de ferrocarriles. Se 
cita, como la anterior, en el art. é.2 del Real decre- 
to de aprobación de los Aranceles, en las mismas 
partidas que la ley de 21 de Julio de 1878 y además 
en la disposición 68.*, nota 8.* 


Ley 21 Jullo 1878. Se cita en la disposición 8.2, 
nota 8.* y en la daa 8068 del Arancel de importa- 
ción. Sus arts. y 25 son referentes al impuesto 
transitorio y recargo municipal.—Véanse en 
DE ADUARMAS, del Diccionario. 


Ley 33 Junio 1880. Sobre derechos exigibles 
á los azúcares y mieles ra de las colonias 
de América y Oceanía. Se cita en la disposición 13, 
a 1.2—Véase en RENTA DE ADUANAS, del Díiccio- 
nario. 


Ley 6 Julio 18982. Levantó la suspensión de la 
base 5.* de la de Aranceles. Se cita en la exposición 
del Real decreto aprobatorio de los nuevos; y pue- 
de verse en RENTA DE ADUANAS, del Dicc. 


Ordenanzas de Aduanas. Se refiere á ellas la 
advertencia 1.* de la tarifa especial núm. 3. Rigen 
hoy las de 15 Octubre 1894 (AP., p. 657). Forman 
parte de ellas 29 apéndices (ídem, ps. 884 á 911). 


Tratado de comercio mavegación con la 
Gran Bretaña de *68 Abríl 1886. Se cita en la 


disposición 12.— Véase TRATADOS INTERNACIONALES, 
del Dicc. 


Ley 3 Agosto 18896. Antorizó la suspensión del 


ENTA 


(y. Hemos creído conveniente formar este índice para 
facilitar el estudio de los Aranceles. 
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nombramiento de la Comisión que había de infor- 
mar sobre la conveniencia de hacer la segunda re- 
baja en los derechos extraordinarios. Se cita en la 
exposición del R. D. que aprueba los nuevos Aran- 
celes.—Véase RENTA DE ADUANAS, del Dicc. 


Tratados 9 Junio = Jullo 18873. Son conve- 
nios de comercio con los Países Bajos y con Rusia 
citados en la disposición 12.* para la aplicación de 
Arance!l.—Véase TRATADOS, del Dicc. 


Ley 6 Julio 1888. Sobre adeudo de la glucosa á 
su introducción en España. Se cita en la nota de la 
tarifa especial núm. 1.— Vénse RENTA DE ADUANAS, 
Diccionario. 


31 ó 29 Junio 1889. El preámbulo del Real 
decreto que aprueba los Aranceles, cita la ley de 29 
de Junio de 1889.—No conocemos ley alguna de esta 
fecha y suponemos que el Ministro hu querido alu- 
dir á la de 241 Junio 1869 sobre impuesto especial 
á los alcoholes nacionales y extranjeros. La fecha 
29 de Junio de 1889 corresponde al Real decreto de 
presupuestos del Estado y á una circular de la Di- 
rección de Aduanas, referente al citado impuesto. 


R. D. 10 Octubre 18899. Ordenó el nombra- 
miento de una Comisión para informar acerca de la, 
segunda rebaja de los derechos extraordinarios. Se 
cita en la exposición del R. D. aprobatorio de los 
Aranceles.—Véase RENTA DE ADUANAS, del Dicc. 


Ley 29 Junio 1890. Su art. 88 autorizó la re- 
visión de los Aranceles. Se cita en el preAmbualo del 
Real decreto que PS los vigentes.—Véase REN- 
Dicc. 


BR. D. 24 Diciembre 1890. Derogó definitiva- 
mente la base 5.* de la ley de Aranceles. Se cita en 
el preámbulo del Real decreto que aprueba los vi- 
gentes.—Véase RENTA DE ADUANAS, del Dicc. 


R. 0.13 Enero 1892. 


Sobre aplicación de los arts. 1.0 y 6.0 del R. D. de 81 de 
Diciembre, relativos á la fecha en que ha de empezar d 
regir el nuevo Arancel, y á los derechos que deben ezxi- 
gíree á las mercancias de las naciones cuyos tratados 
de comercio con España terminen en 30 de Junio del co- 
rriente año. 


(Hac.) «Ilmo. Sr.. En vista de las consultas 
elevadas á este Ministerio... 

Y considerando que Inglaterra y los Países 
Bajos disfrutan hasta dicho día 30 de Junio de 
los beneficios generales que les aseguran sus 
respectivos tratados, y además los que se con- 
signan en los celebrados por España con Ale- 
mania en 12 de Julio de 1883 y con Francia en 
6 de Febrero de 1882; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la . 
Reina Regente del Reino, se ha servido dis- 
poner: 

1.2 Que las mercancías que lleguen al recinto 
de las Aduanas de España, tanto por mar como 
por tierra, hasta las doce de la noche del'31 del 
corriente mes de Enero, disfrutarán de los dere- 
chos establecidos en el Arancel hoy eentS, 
toda vez que el nuevo no empieza á regir hasta 
1. de Febrero próximo. 

2. Que para los efectos de la anterior dispo- 
sición estarán abiertas las Aduanas hasta la in- 
dicada hora de la noche, con el fin de recibir los 
manifiestos y hojas de ruta, en cuyos documen- 
tos se anotará con toda precisión la hora de en- 
trada, justificada siempre por las dependencias 
de Marina y Sanidad del puerto en las importa- 
ciones por mar. 

3, Quelas mercancias producto de Inglate- 
rra ó delos Países Bajos, se continuarán apli- 
cando hasta la indicada fecha de 80 de Junio del 
presente año los derechos expresados en las ta- 
rifas letra B, anejas á los tratados de comercio 
y A entre España y Alemania de 12 de 

ulio de 1853, y de Francia de 6 de Febrero 
de 1882. 

4,2 Que para que puedan aplicarse los dere- 
chos de dichas tarifas, anejas á los tratados 
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para las mercancias á que las mismas tarifas se 
refieren, es preciso que se presente en las Adua- 
nas un certificado de origen extendido en la 


forma que establece la disposición 12 del nuevo 
Ate aprobado por R. D. de 31 de Diciembre 
e : 


5.2 Que á las mercancías de Inglaterra y de 
los Países Bajos, no expresadas en dichas tari- 
fas letra B, anejas á los respectivos tratados 
con Alemania y Francia, se aplicará hasta 30 de 
Junio de 1892 la segunda tarifa del nuevo Aran- 
cel aprobado por Real decreto de 31 de Diciem- 
bre de 1891. 

6. Que á los productos de Finlandia, com- 
recen en la tarifa letra B, aneja al tratado 

e comercio y navegación entre España y Rusia 
de 2 de Julio de 1887, se aplicarán hasta 30 de 
Junio del corriente año los derechos expresados 
en dicha tarifa letra B, entendióndose que para 
disfrutar de este beneficio los productos finlan- 
deses, deben importarse directamente de Fin- 
landia, sin que se transborden durante el viaje, 
no teniendo necesidad de justificar su origen 
por medio de certificado. 

7.2 Que las prescripciones á que se refiere la 
disposición 8.*, tanto del Arancel de 31 de Di.- 
ciembre último como del que todavía rige, son 
las consignadas en la ley de relaciones comer- 
ciales con las provincias de Ultramar de 30 de 
Junio de 1882 y, en el art. 13 de la ley de presu- 
puestos de 29 de Junio de 1887, y no tienen más 
carácter que el de interinidad hasta que se re: 
suelva definitivamente el trato que ha de tener 
la bandera extranjera en el tráfico y navega- 
ción entre la Península y las provincias ultra- 
marinas. 

Y 8. Que para el cumplimiento de las ante- 
riores disposiciones relativas á las mercancías 
de Inglaterra, Países Bajos y Finlandia, las 
Aduanas se atendrán á la edición oficial del 
Arancel de 31 de Diciembre de 1889, aún hoy vi- 
gente, que contiene los respectivos tratados de 
comercio. 

De Real orden, etc.—Madrid 18 de Enero de 
1892.» (Gac. 15 td.) 


E. D. 2 Febrero 1892. 


Introducción en la Peninsula de los azúcares de produc- 
ción y procedencia de Canarias. 


(Hac.) «Artículo 1.2 Continúan en vigor las 
disposiciones de las Reales órdenes de 20 de Fe- 
brero y 31 de Julio de 1886, en virtud de las cua- 
les se introducen en la Península los azúcares 
de producción y procedencia do las islas Cana- 
rias, previo el pago de los impuestos transitorio 
y municipal...» (Bol. ofic. de Hacienda.) 


E. O. 20 Febrero 1892, 

Arancel aplicable al cacao delas Antillas y Filipinas: 
Disponiendo que hasta 1.” de Abril rija, respecto de 
dicha mercancía, la legislación anterior al nuevo 
Arancel. 

(Hac.) «Ilmo. Sr.: Vista la instancia presenta- 
da por D. Francisco G. Aparicio, del comercio 
de Santander... 

Resultando que se trata del cumplimiento de 
las reglas con que el cacao de Cuba puede intro- 
ducirse en la Peninsula con franquicia de de- 
rechos: 

Y considerando que las prescripciones de la 
citada disp. 8.* (la del Arancel vigente) no se 
han comunicado especialmente á las Aduanas de 
Ultramar... 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conforme con lo propuesto 
por esa Dirección general, se ha servido dis- 
poner: 

1. Que hasta 1. de Abril próximo se prorro- 


gue el cumplimiento de los preceptos de la refe- 
rida dis,osición, encargando á las Aduanas de 
la Península é islas Baleares que se atengan para 
los despachos de cacao de las Antillas y Filipinas 
á la legislación vigente, antes de publicarse el 
nuevo Arancel. . 

2.2 Que en este sentido se considere resuelta 
la instancia de referencia. Ñ 

Y 8, Que se llame la atención del Ministerio 
de Ultramar acerca de los preceptos de la men- 
cionada disposición 8.*, para que se recomiende 
á las Aduanas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas 
su más exacto cumplimiento en la parte que les 
atañe.» (R. O. 20 Febrero 1892.—(Gac. 8 Marzo id.) 


E. D. 23 Febrero 1892 (1). 

Circulación de géneros coloniales, cacao, café, canela, 
clavo de especia, pimienta y Ar Rh 4 
tejidos, petróleos, melazas, etc. Nueva sona fiscal y guia 
de circulación (2). 


(Hac.) «Exposición. —Señora: El R. D. de 10 de 
Noviembre último, que estableció en las provin- 
cias fronterizas una zona especial de 10 kilóme- 
tros de anchura para fiscalizar la circulación 
de las mercancías extranjeras que más señalada- 
mente estimulan y alimentan el fraude, intentó 
conciliar el ejercicio del incuestionable derecho 
de la Hacienda pública para defender sus inte- 
reses, queson á la vez los del comercio de buena 
fe, con las menores molestias posibles para el 
tráfico. Al establecer tan reducida zona, ya pre- 
veía el Gobierno que acaso no bastara para ob- 
tener el resultado apetecido, y que sería preciso, 
no sólo darle mayor ensanche, sino restablecer 
además las guías de circulación. 

(Sigue exponiendo el Ministro que las previ- 
siones de la Administración se han realizado, y 
que es necesario desenvolver los medios de re- 

rimir el fraude. Y al efecto, se dispone por el 

eal decreto lo siguiente:) 

... Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Los géneros llamados coloniales 
(azúcar, cacao, café, canela, clavo de especias, 

imiente y te), la pasamanería ó hilados de to- 
das materias, los tejidos de todas clases no suje- 
tos al sello de marchamo, los petróleos, las me- 
lazas, los dulces y chocolate, las conservas ali- 
menticias, los ganados de todas clases, el jabón 
común, la perfumería y el bacalao de producción 
extranjera ó colonial, necesitarán ir acompaña- 
dos de guía expedida por una Administración 
autorizada al efecto, para poder circular dentro 
de la zona fiscal que forman los términos muni- 
cipales de los pueblos comprendidos en la rela- 
ción adjunta. 

Art. 2.2 Las mercancias de fabricación ó de 
producción nacional, similares á las enunciadas 
en el precedente artículo, circularán en la mis 
ma zona acompañadas de un vendí del fabrican- 
te, productor ó dueño, cuya calidad de tal se 
halle debidamente probada. Los vendís serán vi- 
sados por las mismas Administraciones autor!- 


zadas para peo guías, ó por el alcalde del 
punto de cs ición á falta de aquéllas. 
Art. 3. La circulación sin guía de las mer- 


cancías de origen extranjero ó colonial sujetas 
á dicho requisito, en virtud de lo dispuesto por 
el art. 1.%, constituirá delito de defraudación, 
cualquiera que sea el punto donde el hecho se 
descubra; y se castigará con la penalidad seña- 
lada para estos delitos en la legislación general 
Art. 4.2 La circulación sin vendí de las mer- 
cancias de fabricación ó de producción nacio 


(1) Véase la R. O. de 98 de Febrero. 

(2) Verel R. D. de 28 de Marzo de 1893 (AP., p. 115), 
y las Rs. Os. de 29 Marzo y 10 Abril del mismo año. (Idem 
páginas 157 y 399). 
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sujetas á dicho requisito, en virtud de lo dispues- 


to por el art. 2.”, constituirá falta, que se casti- 
gará con la pena señalada en las Ordenanzas de 
Aduanas. 

Art.5.2 A lo largo de las fronteras y dentro 
de la distancia de 10 kilómetros, no se permitirá 
la existencia de depósitos de géneros extranjeros 
ó coloniales, más que en las poblaciones que ten- 
gan Administración de Aduanas, y de otro cual- 
quier ramo de la Hacienda pública. 

Art. 6.2 Las anteriores disposiciones eMpeza- 
rán á regir el día 15 de Marzo próximo. 

Art.7.2 El Ministro de Hacienda dictará las 
instrucciones necesarias para el cumplimiento 
de este decreto. 

Dado en Palacio á 23 de Febrero de 1892.—Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Hacienda, Juan de 
la Concha Castañeda.» (Bol. de Hac. y Gac. 24 
Febrero.) 


(Sigue la extensa relación de los términos mu- 
nicipales que forman la zona fiscal establecida 
por el decreto anterior.) 


FR. O. 23 Febrero 1892. 
Construcción de casetas de carabineros. 
Véase esta Real orden en ResGUARDOS. 


R. O. 25 Febrero 1892. 
Tarifas á consecuencia de las prórrogas y tratados de 
comercio recientes: Países que han de disfrutarlas. 

(Hac.) «Ilmo. Sr.: En vista de las razones 
alegadas por V. I. acerca de la conveniencia de 
publicar las tarifas que por efecto de las pró- 
rrogas y tratados entre España y diferentes paí - 
ses han de regir hasta 80 de Junio próximo; _. 

8. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei.- 
na Regente del Reino, se ha servido resolver 
qu las naciones, cuyos productos disfrutarán 

e los derechos de la siguiente tarifa convencio- 
nal hasta dicha fecha de 30 de Junio de este año, 
son las que á continuación 8e expresan: 

Alemania: por la prórroga del tratado de co- 
mercio y navegación con España de 12 de Julio 
de 1883, modificado por el convenio de 10 de 
Mayo de 1885. 

Austria Hungría: por la prórroga del tratado 
de pra navegación con España de 8 de 
Junio de 1880. 

Bélgica: por la prorroBA del tratado de co- 
mercio y navegación con España de 4 de Mayo 
de 1878. 

Colombia: por la continuación del tratado de 
pa y amistad con España de 30 de Enero de 

881, que contiene el trato recíproco de la na- 
ción más favorecida. 

Gran Bretaña € Irlanda: por el convenio co- 
mercial con España de 26 de Abril de 1886, que 
contiene el trato recíproco de la nación más fa- 
vorecida, en los mismos términos y con iguales 
beneficios por parte de España que los concedi- 
dos por sus respectivos tratados á Francia y á 
Alemania. 

Islas Hawaisanas: por la continuación del tra- 
tado, amistad, comercio y navegación con Es- 
paña de 29 de Octubre de 1863, que contiene el 
trato recíproco de la nación más favorecida. 

_THtalia: por la prórroga del tratado de comer- 
O OA VEGADIón con España de 26 de Febrero 

e e 


Marruecos: por la continuación del tratado de 
comercio con España de 20 Noviembre de 1861, 
ue contiene el trato recíproco de la nación más 
avorecida. 

Patses Bajos: por la continuación del convenio 
de comercio y navegación con España de 8 de 
Junio de 1887, que contiene el trato recíproco de 
la nación más favorecida. 

Paraguay: por la continuación del tratado de 
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A a 
pes y amistad con España de 10 de Septiembre 


e 1880, que contiene el trato recíproco de la 
nación más favorecida. 

Suecia y Noruega: por la prórroga del tratado 
de comercio con España de 15 de Marzo de 1883, 

Suiza: por la prórroga del tratado de comer- 
cio con España de 14 de Marzo de 1883. 

Y Venezuela: por la continuación del tratado 
de comercio y navegación con España de 20 de 
Mayo de 1882, que contiene el recíproco trato de 
la nación más favorecida. 

De Real orden, etc. Madrid 25 de Febrero 
de 1892.» (Gac. 1.” Marzo.) 

(A continuación inserta la Gaceta la tarifa 
convencional para las naciones convenidas, que 
ha de regir hasta 30 de Junio próximo. Varios 
errores que contenía han sido rectificados en la 
Gaceta de 9 de Marzo, p. 738.) 


B. O. 28 Febrero 1892. 


Arríbada forsosa: Adición de la regla 12 de la disposi- 
ción 8.* del Arancel. 

(Hac.) «...S. M. el Rey... se ha dignado acor- 
dar... que se adicione la regla 12 de la disposi- 
ción tercera (1) del Arancel, incluyendo el vela- 
men para los buques extranjeros que entren de 
arribada forzosa entre los artículos menciona- 
dos en dicha regla.» (R. O. 28 Febrero 1892.— 
Gac. 4 Mayo.) 

R. O. 5 Marzo 1892, 
Alambre de cobre silicioso é hilo bimetálico para conduc- 
ción eléctrica. 

(Hac.) Extracto.— Instancia presentada por 
D. Federico Vedder, importador de alambre de 
cobre silicioso para conducción eléctrica, en so- 
licitud de que adeuden por una misma artida 
el referido alambre y el llamado «hilo bimetá- 
lico». Se dispone «que tanto el alambre de cobre 
silicioso como el llamado hilo bimetálico deben 
adeudar por la partida 76 del Arancel vigente». 
(R. O. 5 Marzo 1892.—Gac. 27.) 


BR. 0. 20 Marzo 1892, 

Cacaos producto y procedentes de Fernando Poo: Que se 
consideren nacionales y sean libres de derechos d su en- 
trada en la Península é islas Baleares, cuando llenen 
los requisitos que 88 expresan. 

(Hac.) «Vistas las instancias elevadas ante 
este Ministerio por las Cámaras de Comercio de 
Madrid y Beroslona solicitando que los cacaos 
de Fernando Poo sean considerados á su entrada 
en la Península 6 islas Baleares como producto 
español, modificándose en este sentido la dispo- 
sición 10 del Arancel: 

Resultando del expediente instruido al efecto 
por esa Dirección general, que no cabe poner en 

uda la realidad de una producción de cacao en 
la referida isla, puesto que sobre afirmarlo y re- 
conocerlo así la misma disposición 10 del Aran- 
cel, se ha demostrado completamente por varios 
expedientes tramitados en ese Centro directivo 

á consecuencia de importaciones de dicho cacao, 

y lo corroboran la Compañía Transatlántica, los 

comerciantes de dicho artículo y los funciona- 

rios y particulares que han visitado la referida 
isla, que afirman que este cultivo puede ser la 
base de una importante riqueza: 

Considerando que, sentado este hecho, no sería 
justo exceptuar á un producto obtenido en una 
posesión española de los beneficios de que gozan 
en absoluto todos los de las demás provincias y 
posesiones ultramarinas, para los cuales se han 
mantenido sin alteración alguna en los Arance- 
les vigentes las leyes de relaciones comerciales 





(1) La disposición 3.* no tiene regla 13. Quiere alw- 
dirse sin duda dla 9.* 6 á la 10. 
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dictadas en 1882 y las que con posterioridad las 
han extendido y E ed 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, conformándose con lo 

ropuesto por esa Dirección general y lo acor- 
Nado en Consejo de Ministros, se ha dignado or- 
denar que se consideren nacionales y sean libres 
de derechos de Arancel á su entrada en la Penín- 
sula 6 islas Baleares los cacaos producto y pro- 
cedentes de Fernando Poo, siempre que se justi- 
fique su origen en la forma prescrita para los de 
las demás provincias españolas de Ultramar, ó 
por los demás medios que la Administración 
creyere conveniente adoptar en lo sucesivo.» 
(R. O. 20 de Marzo 1892.—Gac. 2 Abril.) 


E. O. 28 Marzo 1892. 


Fiscalización y vigilancia aduanera: Guias de circu- 
lación. 





(Hac.) «La circunstancia de hallarse en esta 
corte en los presentes momentos varias Comi- 
siones de importantes centros comerciales que, 
en unión de la Cámara de Comercio y Círculo 
de la Unión Mercantil de Madrid, gestionan 
aclaraciones relacionadas con la ejecución del 
Real decreto de 23 de Febrero último sobre cir- 
culación de determinadas mercancías, satisface 
una aspiración del Gobierno, que en esta impor- 
. tante materia, como en todas, desea atender 
con la deferencia debida cuantas observaciones 
de detalle se Dr enen por los interesados y no 
se opongan al fin esencial de la medida de que 
se trata, cuya ejecución y cumplimiento acon- 
sejan altas consideraciones enlazadas con la de- 
fensa de la Orión nacional y de los mutuos 
intereses del Tesoro y del comercio legal. 

El retraso con que relativamente á la fecha 
de 25 del actual, señalada para el planteamiento 
del citado Real decreto, vienen ofrecióndose 
dichas observaciones, no ciertamente por negli- 
gencia de los que las formulan, sino por irreme- 

iable efecto y natural consecuencia de la índo- 
le del asunto, no debe, sin embargo, ser obs- 
táculo para que sean tenidas en cuenta en la 
parte procedente; pero surge para ello la difi- 
cultad de la falta material de tiempo, tanto para 
resolver acerca de las propuestas, como para 
comunicar las resoluciones á la Administración 
provincial, con todo el detalle y precisión que 
su buen cumplimiento demande. 

Por estas consideraciones y con el deseo de 
dar una señalada prueba de las que merecen las 
citadas rapresentaciones comerciales; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, se ha servido disponer: 

1. Que se recomiende al celo de las Comisio- 
nes reclamantes la presentación para antes del 
día 10 de Abril próximo de las conclusiones en 

ue condensen sus respectivas observaciones, á 

n de tenerlas en debida cuenta en todo lo que 
sea compatible y no altere el fin esencial de la 
disposición de que se trata. 

2. Queinmediatamente después, y como caso 
de extraordinaria urgencia, pasen dichas con- 
clusiones á la Comisión para la reforma de las 
Ordenanzas de Aduanas, á fin de que emita in- 
forme sobre aquéllas y pueda dictarse la resolu- 
ción firme y definitiva que, en consecuencia, se 
estime conveniente adoptar. 

Y 8.2 Que esa Dirección general prevenga 
por telégrafo á las Administraciones corres- 
pondientes que entretanto se comunican las re- 
soluciones que procedan sobre estos extremos, 
dispongan se ejerza la mayor vigilancia en las 
líneas de represión, así de costa como de fron- 
tera, para impedir la realización de fraudes, y 
tengan preparados todos los elementos necesa- 
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rios para el planteamiento de lo dispuesto en 
cuanto reciban definitivo aviso, 

De Real orden, etc.—Madrid 23 de Marzo de 
1892.» (Fac. 24 1d.) 


E. 0. WY Marzo 1892 (1). 

Mercancias que necesitan certificados de origen.— Forma- 
lidades de estos documentos —Forma de justificar el 
tránsito de mercancias de un pais convenido por otro 
que también lo sea y el de productos de naciones conve 
nidus por otras no convenidas.— Derechos aplicables é 
los paquetes postales.— Exacción de los derechos corres- 
pondientes á los artículos que se trasportan en los equí- 
pajes.—Lista de las partidas del Arancel de 1892, cuyas 
mercancias necesitan certificado de origen. 


(Hac.) «Visto el expediente incoado en esa 
Dirección general con motivo de las quejas ex- 
puestas por el Sindicato de agentes comisionis- 
tas de Irún por no facilitarles la Aduana fran- 
cesa de Hondaya el correspondiente certificado 
de tránsito que previene la disposición 12 del 
Arancel, ni juzgarse autorizado el vicecónsul 
español en dicho punto para expedir tales docu- 
mentos, á fin de justificarse el tránsito por 
Francia de las mercancías que son de origen ó 
proceden de países convenidos: 

Resultando que tal estado de cosas ocasiona 
perjuicios de consideración al comercio, que 
conviene evitar; por lo que precisa la adopción 
de reglas que tiendan á normalizar las opera- 
ciones del comercio, garantizando los intereses 
del Tesoro: 

Considerando que las reglas que se dicten de- 
ben ajustarse á las formas principales que re- 
visten las importaciones, que son: 1.* pedi- 
ciones verdaderamente comerciales, 2.* Peque- 
ñas cantidades de mercaderías ó encargos p0ne 
vienen por mensajerías. 3.* Paquetes postales 
Y 4.* Artículos que traen los viajeros en sus 
quo ; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, conforme con lo propues- 
to por esa Dirección general, se ha servido dis- 
poner: 

1.2 Se exigirá certificado de origen para to- 
das aquellas mercancias importadas di . 
mente de naciones convenidas que están com- 
prendidas en las partidas incluídas en la adjun- 
ta lista oficial; en dichos certificados deberá 
constar el nombre y domicilio del fabricante de 
los géneros cuando la declaración de origen de 
éstos se haga por personas debidamente autor: 
zadas por aquél. 

2.7 Cuando una mercancía producto de un 
país convenido pase de tránsito por otro que 
también lo sea, deberá justificarse dicho trán- 
sito, para lo cual bastará que en el mismo cer- 
tificado de origen ó en un documento separado 
expedido por la Aduana del puerto en que el 
tránsito se haya realizado con el V.* B ? del cón- 
sul español, legalizando la firma, se haga cons: 
tar cuál ha sido el buque conductor de la mer- 
cancía, el punto de donde aquél procedía y cuál 
fué el odas que cargó aquélla, expresándose 
también el puerto español á que se destine. 

3.2 Para justificar el tránsito de productos de 
naciones convenidas por otras no convenidas, 
deberá exigirse certificado de la Aduana de sali- 
da de la nación convenida ó de las autoridades 
de la población donde se facturen las mercancias 
para España, en el que se expresen las clases, 
marcas, números, peso bruto y contenido gené- 
rico de los bultos; y nombre de las estaciones de 
salida y de destino en España. 

4,2 El certificado á que se refiere el punto an- 
terior podrá darse por separado, Ó estamparse 


(1) Véase más adelante la de 8 de Mayo. 


RENTA DE ADUANAS. 





en el mismo de origen, según sea más fácil para 
los remitentes. 

5. Las pequeñas cantidades de mercaderías 
ó encargos que vienen por mensajerías, queda- 
rán sujetas en un todo al régimen de la importa- 
ción general. 

6.2 A los paquetes postales se les aplicará los 
derechos de la segunda tarifa del Arancel ó los 
de la tarifa especial aprobada por Real orden 
de 25 de Febrero último, siempre que se hayan 
facturado en un palo convenido, y del rocono- 
cimiento que de ellos se haga en las Aduanas no 
resulte nada en contrario. Si la facturación se 
ha verificado en un país no convenido, deberá 
aplicárseles la tarifa primera sin excepción al- 
gUDA. 

7.2 Para la exacción de los derechos corres- 
pondientes á los artículos que traigan los viaje- 
ros consigo, se dividirán aquéllos en dos clases: 
artículos de uso personal en cantidades propor- 
cionadas á las condiciones de los vigjeros; y ar- 
tículos que por su naturaleza y cantidad revis- 
tan el carácter de una expedición de comercio ó 
de un encargo. 

Estos últimos deberán sujetarse al régimen ge- 
neral de las importaciones de mercaderías, y en 
cuanto á los primeros, si el viajero procede di- 
rectamente por mar de un país convenido, se 
aplicarán los derechos de la segunda tarifa del 
Arancel ó de la convenida; pero si por mar ó por 
tierra viene de un país no convenido, el viajero 
deberá acreditar con su billete ó con las etique- 
tas colocadas en los equipajes si procede de un 
pois convenido, en cuyo caso sólo se exigirán los 

erechos de la tarifa segunda, ó de la especial; y 
si no existieran estas comprobaciones, los de la 
tarifa primera del Arancel. 

: E Real orden, etc.—Madrid 23 de Marzo de 


Lista de las partidas del Arancel de 1892, cuyas 
mercancías necesitan certificado de origen. 


Partidas 1.*, 2.*, 8,2, 4.2, 11, 12, 18, 14, 15, 16,17 
18, 19, 20, 26, 27, 28, 29, 31, 82, 83, 34, 35, 88, 89, 40, 
44, 45, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 58, 56, 57, 58, 59, 60, 64, 
65, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 84, 86, 87, 92, 
97, 98, 99, 100, 101, 103, 104, 122, 124, 126, 127, 180, 
131, 132, 183, 134, 135, 186, 187, 188,189, 140, 141, 142, 


158, 161, 163, 164, 165, 166, 169, 170,171, 172, 118,174, 
175, 176, 177, 178, 182, 183, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 


204, 205, 206, 207, 209, 
210, 211, 212, 214, 215, 216, 
) , ), 
256, 257, 262, 263, 
274, 275, 276, 277, 285, 289, 
322, 323, 824, 825, 326, 327, 
, 343, 345, 


363, 365, 866, 867 y 368. 
Madrid 28 Marzo 1892.» (Fac. 3 Abril.) 
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R. 0. 232 Marzo 1892. 


Géneros mixtos de fabricación inglesa conocidos con los 
res de astracanes y peluches (felpas).—Interpreta- 
ción de la partida 178 del Arancel vigente. 


(Hac.) «Vista la Real orden expedida por ese 
Ministerio con fecha 17 de Febrero último, en la 
Ue e transcribe una nota del embajador de 
nglaterra, interesando se le manifieste á qué 
derechos están sujetos en España los géneros 
mixtos de fabricación inglesa, conocidos en e- 
comercio con los nombres de astracanes y pelul 
ches (felpas), que venían pagando por la parti- 
da 187 de la tarifa B, aneja al tratado celebrado 
entre España y Francia en el año de 1882: 
Considerando que dichos astracanes y felpas 
de lana con mezcla de algodón se han aforado 
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desde la conclusión del tratado con Fraucia 
como pañería de lana con mezcla de algodón: 

Considerando que los astracanes, felpas y ter- 
ciopelos de lana ó pelo, aunque tengan mezcla 
de algodón ú otras fibras vegetales, figuran en 
el Arancel vigente en una partida especial, que 
es la 178; 

El Rey (Q. D. G.), y en sa nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
puesto por la Dirección general de Contribu- 
ciones indirectas, se ha servido disponer que la 
citada partida debe interpretarse en el sentido 
de que, cuando los astracanes, felpas y tercio- 
pelos sean de lana ó pelo sin mezcla de algodón 
Ó fibras vegetales, deben satisfacer el derecho 
de 4 pesetas por kilogramo que el Arancel vi- 
gente señala en su segunda tarifa, y cuando ten- 
gan mezcla de dichas fibras, el de 2 pesetas 
60 céntimos Dej kilogramo, según la partida 131 
de la tarifa B del tratado con Francia. 

De Real orden, etc. Madrid 23de Marzo de 1892.» 
(Gac. 1.” Abril.) 


: R. O. 24 Marzo 1892. 

Plazo para exigir certificados de origen á las mercancias 
de naciones convenidas, para gozar de los beneficios 
concedidos por la tarifa especial, últimamente publica- 
da, ó los de la tarífa 2.* del nuevo Arancel. 


(Hac.) «Visto el recurso de alzada interpues- 
to ante este Ministerio por el interventor de la 
Aduana de Vigo contra el fallo que dictó la Jun- 
ta arbitral en el expediente núm. 4/92 de aque- 
lla Aduana, por el que se pro que se afora- 
sen por la segunda tarifa del Arancel vigente 
100 barriles conteniendo tiza, y uno de ácido 
cítrico, procedentes de Inglaterra, cuyos bultos 
so presentaron al despacho con declaración nú- 
mero 232/92 sin certificado de origen: 

Resultando que el referido recurso se funda- 
menta en que debe justificarse cuál es el país 

roductor de las citadas mercancias; y que la 

alta de presentación de certificado podría dar 
lugar á que se importaran en España, como de 
países convenidos, productos análogos de otras 
naciones que no gozan del beneficio del tratado: 

Resultando que por R. O. de 13 de Enero últi- 
mo se dispuso que para poder aplicar á las mer- 
cancíias, productos y procedentes de la Gran 
Bretaña y Países Bajos los derechos comprome- 
tidos en las tarifas letra B de los antiguos tra- 
tados celebrados con Francia y Alemania, era 
necesaria la presentación de un certificado de 
origen; y que á los géneros de dichos paises no 
comprometidos en los referidos tratados, se les 
aplique la segunda tarifa del nuevo Arancel: 

Resultando que en 1.? del corriente mes se ha, 
publicado en la Gaceta la R. O. de 25 de Febrero 
último, en la que se marca cuáles son las mer- 
cancías cuyos derechos están convenidos con 
otras naciones, y que á su importación en Espa- 
ña necesitan certificado:..... k 

El Rey 40: D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 

uesto por esa Dirección general, se ha servido 
 eponer lo siguiente: , 

.> Sólo se exigirán los certificados de origen 
ara las mercancías que hayan salido ó saliesen 
hasta el día 30 de Abril próximo de las naciones 
convenidas, siendo producto de ellas, y que, con 
arreglo al Árancol vigente, hasta 381 de Enero 
necesitaban venir acompañadas del expresado 
documento. : 

2.2 A todas las demás mercancías de dichas 
naciones convenidas se les aplicarán los dere- 
chos reducidos de la tarifa especial publicada 
en 1. del corriente ó los de la tarifa segunda 
del Arancel en vigor, según proceda, sin nece- 
sidad de presentar el certificado. 
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3. Las mercancías de las naciones conveni- 
das que salgan de ellas desde el día 30 de A bril 
con destino á España, deberán venir acompa- 
ñadas de certificado de origen, para gozar de 
la aplicación de los derechos reducidos de que 
se ha hecho mención, siempre que no estén ex- 
ceptuadas de dicho requisito por no tener la le- 
tra Clas partidas que á ellas se refieran en la 
tarifa especial publicada en 1.” del actual, ó no 
se exceptúen en lo sucesivo, 

Y 4. Que en este sentido se dé por resuelto 
el expediente de la Aduana de Vigo núm. 4/92, 
y todos los que se hayan instruido en las Adua.- 
nas por falta de certificados de origen para aque- 
llas mercancías de las naciones convenidas que 
no necesitaban venir acompañadas de dicho do- 
cumento para gozar del trato de la nación más 
favorecida hasta el 31 de Enero próximo pasado, 
según la legislación hasta entonces vigente. 

De Real orden, etc. Madrid 24 de Marzo de 
1892.» (Gac. 9 Abril.) 


E. O. 28 Marzo 1892. 

Resolviendo una instancia del Círculo de la Unión Mer- 
cantil de Barcelona, sobre certificados de origen y sobre 
certificación en los manifiestos de trasbordos. 

(Hac.) «...Vista la instancia elevada á este 
Ministerio por el Círculo de la Unión Mercantil 
de Barcelona... S. M. el Rey (Q. D. G.), confor- 
mándose con lo propuesto por esa Dirección ge- 
neral, se ha servido disponer lo siguiente: 

1.” (Es sobre el Repertorio del nuevo Arancel.) 

2. Que se desestime la pretensión de eximir 
á los adeudantes de responsabilidad por la admi.- 
sión de certificados de origen; recomendando á 
esa Dirección la mayor benevolencia en el exa- 
men de esta clase de documentos. 

38.” Que se signifique al Ministerio de Estado 
la conveniencia de recordar á los cónsules espa- 
ñoles la obligación en que se encuentran de cer- 
tificar en los manifiestos de trasbordos que se 
efectúen en puertos de países no convenidos, si 
las mercancias de naciones convenidas que se 
trasborden con destino á España venían ya con- 
signadas en el manifiesto formado en el puerto 
de carga de la nación convenida con destino á 
España, según previene el último párrafo de la 
regla 5.* de la disposición 12 del Arancel vigente. 

_Y 4. Que se desestime la última preten- 
sión (1), debiendo atenerse el comercio á lo pre- 
ceptuado en el art. 100 de las Ordenanzas de 


Aduanas. 
De Real orden, etc.—Madrid 28 de Marzo de 


1892.—Concha.—Sr. Director general de Contri- . 


buciones indirectas.» (Qac. 20 Abril.) 


R. O. 25 Abril 1892. 
Aprobando el Repertorio para la aplicación de los 
Aranceles de Aduanas. 

(Hac.) «...S. M... se ha servido aprobar dicho 
Repertorio, y disponer que se publique para co- 
nocimiento del comercio y la debida aplicación 
por parte de las Aduanas.» (R. O. 25 Abril 1892. 

ac. 8 Mayo.) (En la Gaceta de 29 de Mayo se pu- 
blica la rectificación de un artículo.) 


R. 0. 8 Mayo 1892. 
Disposiciones aclaratorias 4 la de 338 de Marzo sobre 
certificados de tránsito y modelos de éstos, 
(Hac.) «Vista la instancia elevada á este Mi- 
nisterio por Ja Junta directiva de la Asociación 
e comerciantes consignatarios de Irún... 
El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 





(1) _La pretensión era que, una vez satisfechos los dere- 
chos de Aduanas, queden los adeudantes libres de toda 
e eponeabdidaa, excepto para las equivocaciones de cuen- 

pago. 


uesto por esa Dirección general, se ha servido 

isponer: 

1. Que no-procede modificar los apartados 
8. y 4. de la R. O. de 23 de Marzo último. 2.” 
Que además de las autoridades locales, se facul- 
te para expedir certificados de tránsito á los 

ue, PO gun la regla 1.* de la disposición 12 del 

rancel, corresponde expedir los de origen. 3.* 
Que á las mercancías llegadas á España hasta el 
día 7 del actual se les exija el certificado de 
tránsito en las mismas condiciones que regían 
hasta el día 3 del mes de Abril. 4. Que de esta 
resolución se dé conocimiento al Ministerio de 
Estado para que la haga conocer á los cónsules 
españoles y á los Gobiernos de las naciones con- 
venidas, suplicándoles se encarezca á las auto- 
ridades la mayor severidad en la expedición de 
los certificados, tanto de origen como de tránsi- 
to. 5.” Que se adopten los dos modelos ef 
para los certificados de tránsito. Y 6. Que se 
publique esta resolución para conocimiento del 
comercio. De Real orden, etc.— Madrid 3 de 
Mayo de 1892.—Concha.-—5Sr. Director general 
de Contribuciones indirectas.» (Gac. 9 Mayo.) 


Modelo 1. Don..... (autoridad que expide el 
documento.) 


Certifico: que según consta de documentos 
que se me han presentado, los Sres..... factura- 
ron el día..... de..... de 189..... en esta estación 
del ferrocarril de..... (nombre)..... bultos..... (nú- 
mero y clase) marcas..... numeración... con 
bruto de..... kilogramos conteniendo..... (clase 
genérica de la mercancia), cuyos góneros son de 
producción de este país y se destinan para se- 
guir de tránsito por Francia hasta la Aduana 
española de..... (nombre de la Aduana) consig- 
nadas á..... (nombre del consignatario) para ser 
reexpedidas á los Sres..... (nombre del receptor) 
de..... (punto de destino). 


(Fecha, firma y sello.) 


Modelo 2.2 Para AÑADIR Á LOS CERTIFICADOS 
DE ORIGEN. Asimismo certifico que los géneros 
arriba expresados, según consta de documentos 
que se me han presentado, los Sres..... los factu- 
raron el día..... de..... de 189..... en esta estación 
del ferrocaril de..... (nombre), cuyos géneros son 
de producción de este país y se destinan para 
seguir de tránsito por Francia hasta la Aduana 
española de..... (nombre de la Aduana) y van 
consignados á..... (nombre del consignatario) 
para ser reexpedidas á los Sres..... (nombre del 
receptor) de..... (punto de destino). 


(Fecha, firma y sello.) 


R. 0. 8 Mayo 1892. 
Certijicados de origen: Sobre el artículo 100 de las 
Ordenanzas de 1884. 

(Hac.) Extracto.—Se desestima una instan- 
cia de la Asociación de comerciantes de Irún re 
lativa á dy Act ple de los adeudantes Le 
errores en los certificados de origen y se dis- 

one: 

E «Que se haga saber que los preceptos del ar- 
tículo 100 de las Ordenanzas son perfectamente 
aplicables, y deben extenderse á los certificados 
de origen, puesto que dichos documentos sirven 
de base para la exacción de los derechos de 
Arancel, y los errores que puedan contener son 
comprobables en el mismo documento.» (BR. O. 3 
Mayo 1892.—Gac. 9 1d.) 


E. D. 15 Mayo 18932. 

Derechos arancelarios para azúcares de producción y 
fabricación de Canarias, y los extranjeros y de Ul 
tramar. 

dl «Artículo 1. Los azúcares de produc- 
ción y fabricación de las islas Canarias quedan 
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incluídos entre los articulos que, según la dis- 
posición 9.* de los vigentes Aranceles de Adua- 
nas, se admiten libres de derechos en la Penin- 
sula é islas Baleares. 

Art. 2.2 Los azúcares de producción y fabri- 
cación extranjera Ó de las provincias y posesio- 
nes españolas de Ultramar, adeudarán á su in- 
troducción en las islas Canarias los derechos de 
Arancel y los impuestos transitorios y munfci- 
pe que se exijan en la Península, en la misma 

orma establecida para los cereales, según el 
R. D. de 11 de Julio de 1832 y art. 5.” de la ley de 
22 de Junio de 1870. Los citados derechos 
rán de exigirse en las islas Canarias, si llegara 
el caso de que desapareciera de ellas el cultivo 
de la caña y la fabricación del azúcar. 

Art. 3.2 Las precedentes disposiciones empe- 
zarán á regir á los dos meses de su publicación 
en la Gaceta de Madrid. : 

Art. 4.2 El Ministro de Hacienda dictará las 
medidas necesarias para el cumplimento de este 
decreto.» (R. D. 15 Mayo 1892. —Gac. 19 1d.) 


E. O. 25 Mayo 1802. 
Depósitos de petróleo. 


(Hac.) «Visto el expediente instruido en vir- 
tud de instancia de los Sres. Fourcada y Gurtu- 
bay, de Bilbao, solicitando el almacenaje en de- 
patas de hierro construídos al efecto del petró- 

eo bruto importado en buques cisternas para 
ser refinado en su fábrica; . 

El Rey (Q. D. G.), y ensu nombre la Reina 
Regente del Reino, contormándose con lo pro- 
po por esa Dirección general, ha tenido á 

ien acceder á la pretensión de los recurrentes, 
siempre que se cumplan las siguientes prescrip- 
ciones: 

.* Que la Administración, antes de proce- 
derse al almacenaje del petróleo, reconozca los 
aljibes ó depósitos, los cuales no deberán tener 
más que un tubo de entrada y otro de salida, 
debiendo además estar cerrados con tapa suje- 
ta por dos llaves, una de las cuales conservará la 
Aduana. 

2.* Que los referidos aljibes deberán estar 
completamente vacios para poder recibir el pe- 
tróleo que haya de depositarse en ellos, cada vez 
que se solicite el almacenaje. 

8,* Que la Administración adopte todas las 
medidas de seguridad necesarias para queno pue- 
da extraerse de los aljibes cantidad alguna de 
pia sin su conocimiento y sin que se haya 

echo el pago de los derechos, á cuyo efecto de- 
berán desenchufarse los tubos de entrada y de 
salida, ó si esto no fuera posible, quedar cerra- 
dos de tal modo, que no pueda salir el liquido 
sin el permiso de la Aduana. 

4.* Que los depósitos estén provistos de un 
indicador que determine la cantidad de liquido 
que contengan, debiendo consignarse este dato 
en cada una de las hojas de adeudo con que se 
formalícen las salidas parciales, de manera que 
aldo, en ellas la existencia que reste en el 

i 


e. 

5.* Que la Administración se reserve el de- 
recho de retirar estas concesiones si la práctica 
lo aconsejare como conveniente. De Real or- 
den etc.—Madrid 25 de Mayo de 1892, —Concha. 
Sr. Director general de Contribuciones indirec- 
tas.» (Gac. 5 Junio.) 


R. D. 28 Mayo 1893, 

Derechos arancelarios de productos de Francia: Otor- 
gando d la nación francesa nuevas tarifas para sus pro- 
ductos: Aplicación de la segunda tarifa. 

(Estano.) «Exposición.—Señora: Las negocia- 
ciones de un definitivo arreglo comercial con la 
nación francesa exigen detenido estudio de los 


eja-. 


intereses respectivos y la aprobación de las Cor- 
tes, en una ú otra forma otorgada. 

or Otra parte, es evidente que el tiempo ma- 
terial falta para que tales requisitos puedan lle- 
narse en los pocos días que nos separan del 1.* de 
Julio, y en el interin cada día se patentiza más 
la conveniencia de que, por lo menos, cesen lo 
antes posible de estar sometidos los productos 
franceses en España y las mercancías españolas 
en Francia á un tratamiento diferencial, con 
singular y recíproco perjuicio de ambos países, 
llamados por su vecindad y por sus intereses 
creados á sostener constantes y fructuosas tran- 
sacciones mercantiles. 

Persuadidos, á la par, de esto los dos Gobier- 
nos han convenido en poner un término inme- 
diato á la actual situación, dejando de aplicarse 
sus respectivas tarifas máximas y otorgándose 
desde 1.* de Junio las. mayores ventajas posibles 
mientras se llevan á término las negociaciones 
que, desde ahora, deben abrirse para llegar á un 
convenio duradero, que por de contado, dismi- 
nuya los perjuicios graves que á la agricultura 
española origina, aun en su más favorable con- 
cepto, el régimen aduanero francés. 

l desaparecer el tratamiento diferencial entre 

los dos países, quedará equiparada durante el 
róximo mes la nación vecina con las demás de 
uropa cuyos tratados terminan en 1.” de Julio; 
pero esta ventaja, que el Gobierno español había 
ya ofrecido á Francia anteriormente, no puede 
causar perjuicio alguno á la producción nacio- 
nal, que de todas las maneras viene arrostrando 
la competencia de los artículos extranjeros de 
de otras procedencias, con arreglo á las tarifas 


Ñ de los tratados todavía vigentes. 


De este modus vivendi se pEoBOnS el Gobierne 
dar inmediata cuenta á las Cortes, según previe- 
ne la ley de 19 de Enero último. No aceptada to- 
davía por el Poder legislativo la resignación de 
las facultades que aquella ley otorgó al Gobier- 
no, nada impide, á juicio de éste, el hacer uso de 
ellas una vez más con tan notoria ventaja para 
las dos naciones. 

Fundado en las precedentes consideraciones, 
el Ministro que suscribe, de acuerdo con el Con- 
sejo de Ministros, tiene el honor de someter á 
la soberana aprobación de V. M. el siguiente 
proyecto de decreto. 

Aranjuez 28 de Mayo de 1892. —Señora: A los 
Reales pies de V. M., El Duque de Tetuán. 

REAL DECRETO. Artículo1l.” Desde el día 1. 
del próximo mes de Julio cesará todo derecho 
diferencial en las relaciones comerciales de Es- 

aña con Francia, aplicándose á los productos 

e esta naeión la propia tarifa que para los de 
naciones convenidas ha de regir hasta 1.” de Ju- 
lio, asi en la Península é islas adyacentes, como 
en Cuba y Puerto Rico. 

A partir del día 1. de Julio, y en virtud del 
art. 2. del R. D. de 81 de Diciembre último apro- 
bando los Aranceles de la Península, se aplicará 
en ella y sus islas adyacentes á los productos de 
Francia la segunda tarifa, ó sea la mínima de 
dichos Aranceles. En cuanto á las islas de Cuba 
y Puerto Rico, disfrutarán los productos fran- 
ceses de los beneficios concedidos en la tarifa 
segunda del nuevo Arancel especial aprobado 
por R. D. de 29 de Abril último (D. 

Art.2.2 El Gobierno dará cuenta inmediata- 
mente á las Cortes de las disposiciones conteni- 
das en el presente decreto. 

Dado en el Palacio de Aranjuez ú 28 de Maya 
de 1892.—María Cristina.—El Ministro de Esta- 
do, Carlos O'Donell.» (Fac. 29 Mayo.) 
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R. 0.30 Mayo 1892. 
Mercancias francesas: Tarifa aplicable. 


(Hac.) «Para el mejor cumplimiento del ar- 
tículo 1.” del Real decreto, fecha 28 del actual, 
disponiendo que cese todo derecho diferencial 
en las relaciones comerciales de España con 
Francia; S. M... se ha servido disponer: 

1.2 Que se apliquen á todas las mercancias 
francesas que estón pendientes de despacho en 
las Aduanas el día 1.? de Junio próximo, y á las 
que lleguen hasta el dia 30 de dicho mes, los de- 
rechos de la tarifa especial convenida, ó los de 
la tarifa segunda del Arancel vigente, según 
proceda, en los mismos términos en que se hace 
con las demás naciones convenidas. 

2.2 Que no alcanzan dichos beneficios á los 
aguardientes y alcoholes de producción france- 
sa, que adeudarán iguales derechos que los pro- 
cedentes de Alemania y demás naciones que han 
prorrogado sus tratados de comercio. . 

8. Que para la aplicación de las ventajas ex- 
presadas se requiere la presentación de certifi- 
cado de origen para todas las mercancías que 
necesitan dicho requisito, según las disposicio- 
nes vigentes en la materia. 

Y 4. Que deje de exigirse la presentación de 
certificado de tránsito en la importación que se 
haga por tierra á través del territorio francés, 
quedando subsistente dicha exacción para la 

ue se verifique por Portugal. De Real or- 
don, etc. —Madrid 30 de Mayo de 1892.—Concha. 
—Sr. Director general de Contribuciones indi- 
rectas.» (Qac. 1.” Junio.) 

R. O. 16 Junio 1892, 
Partida del Arancel aplicable 4 una hilaza de cáñamo. 


(Hac.) «...S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, confor- 
mándose con lo propuesto por V, I., se ha sery-- 
do disponer: 

1. Que la numeración de las hilazas com- 
prendidas en las partidas 148, 149 y 150 del Aran- 
cel vigente es la inglesa. 

2.2 Que para averiguar dicha numeración 
debe seguirse el procedimiento indicado en el 
párrafo segundo de la nota 24 del Arancel ante- 
rior, que á la letra dice: «Para averiguar el nú- 
mero se tomará una cantidad cualquiera de me- 
tros de hilaza, que se multiplicará por el factor 
165 (número de centígramos que pesa un metro 
de hilaza del núm. 1), y el producto se dividirá 

or el número de centigramos que hayan pesa- 
do los metros de hilaza que se hubieren tomado, 
siendo el cociente el número de dicha hilaza.» 

Y 8. Que la muestra de hilaza de cáñamo re- 
mitida en consulta es del núm. 14, por cuyo mo- 
tivo está comprendida en la partida 149 del 
Arancel vigente. 

De Real orden, etc.—Madrid 16 de Junio de 
1892,—Concha.» (Gac. 16 Julio.) 

E. 0.17 Junio 1892. 
Productos de Canarias. 


(Hac.) «...El Rey (Q. D. G.), y en su nombre 
la Reina Regente del Reino, conformándose con 
lo propuesto por esa Dirección general, se ha 
servido disponer que la tarifa aplicable á los 
productos de Canarias, siempre que se justifique 
que lo son, y cuando no gocen franquicia, es la 
segunda del Arancel vigente; y en tal sentido 
que se confirme el fallo apelado de la Junta ar- 
bitral de que se hace mención.» (Gac. 17 Sept.) 


E. 0. 27 Junio 1892. 


Que ss faciliten falúas por los administradores de Adua- 
nas dá autoridades de cualquier orden cuando las 
soliciten para actos oficiales. 

(Hac.) «Visto el expediente núm. 1.585/91 de 
ese Centro directivo: 


. R. O. de 27 de Enero de 1 


e 
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Resultando que el gobernador militar del Fe- 
rrol pidió al capitán de carabineros la falúa de 
veteranos para hacer una visita de cortesía al 
barco de guerra portugués Bartolomé Díaz, y so- 
licitado por dicho capitán el permiso del admi- 
nistrador de la Aduana, éste contestó negativa» 
mente, por entender que la referida autoridad 
debía pedir la falúa directamente: 

Resultando que el gobernador militar puso el 
hecho en conocimiento del capitán general del * 
distrito, que impuso un castigo al capitán de ca- 
rabineros, cuya conducta consideró incorrecta, 
calificando la del administrador de la Aduana 
de poco ajustada á la legislación vigente, por 
creer que no tiene atribuciones para conceder ó 
negar lo que no es gracia, sino derecho que la 

853, expedida por el Mi- 
nisterio de la Guerra, concede á las autoridades 
militares de las plazas marítimas, y encarecien- 
do á la vez al delegado de Hacienda de la pro- 
vincia que dejase expedita la libertad de acción 
del jefe de carabineros del Ferrol para facilitar 
la falúa cuando con tal objeto le fuera reclama- 
da, bien en el momento si estuviese libre, ó bien 
antes del plazo de devolueión de la visita, caso 
de estar ocupada, sin necesidad de acudirá pe: 
tición de permisos que considera improcedentes: 

Resultando que el delegado de Hacienda, des- 

ués de pedir antecedentes al administrador de 

a Aduana de la Coruña y comandante de cara- 
bineros, dispuso que ínterin la Superioridad re- 
solvía si ha de continuar subsistente la Real or- 
den en que funda su derecho la autoridad cita- 
da, facilitara la Aduana del Ferrol al goberns- 
dor militar de dicha plaza la falúa de veteranos 
para las visitas de cortesía á los buques extran- 
Jeros, siempre que no estuviera prestando servi: 
cio urgente de Hacienda: 

Considerando que la R. O. de 27 de Enero de 
1853, dictada por el Ministerio de la Guerra, 
debe estimarse como derogada desde el momen- 
to en que no se halla incluída en las vigentes 
Ordenanzas de Aduanas, ni en ninguno de los 
reglamentos de carabineros posteriores á aque- 
lla fecha: 

Considerando que es indiscutible el derecho 
de este Ministerio á disponer el servicio que de- 
ben practicar las falúas de veteranos afectas á 
las Aduanas: 

Considerando que es ineludible el deber que 
tienen todos los organismos oficiales de prestar 
con el mayor celo é interés su cooperación en 
bien del servicio general del Estado; 

Y considerando que es conveniente dictar una 
disposición que evite incidentes tan desagrada- 
bles como el preronta, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reins 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
puesto por V. I.,se ha servido ordenar que se 
prevenga á todos los administradores de Adua- 
nas marítimas la conveniencia de que faciliten 
las falúas para actos exclusivamente oficiales, 
tales como visitas á buques de guerra ú otros 

emejantes, á las autoridades superiores , Je 
cualquier orden que sean, que tengan necesidad 
de usarlas al efecto, siempre que muy graves y 
muy calificadas exigencias del servicio adminis- 
trativo no se opusiesen á ello; y aun así procu- 
rarán dichos administradores, de acuerdo con el 
jefe de Sección de Carabineros, conciliar por to- 
dos los medios posibles la satisfacción de ambos 
servicios, como lo exige el general del Estado y 
la deferencia y respeto debido á las mismas 5u- 
periores autoridades, á las que á la vez se adver- 
tirá dirijan la indicación referente al uso de las 
falúas á los respectivos administradores de 
Aduanas, por ser estos funcionarios los que or- 
denan el servicio de ellas, á tenor de las diaposi- 
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ciones y reglamentos vigentes en la materia, y 
en las cuales no se hacen excepciones de ningu- 
na clase que se opongan á este principio gene- 
ral, de donde se deduce la derogación de las que 
en contrario hubieran podido existir. 

De Real orden, etc.—Madrid 27 de Junio de 
1892.—Concha.—Sr. Director general de Contri- 
buciones indirectas.» (Qac. 14 Septiembre.) 


E. O. 29 Junio 1892. 

Desde 1." de Julio se exijan los derechos de la 2.* tarifa 
del Arancel vigente á las mercancias de los Estados que 
se expresan (1). 

(Hac.) «...El Rey (Q. D. G.), y en su nombre 
la Reina Regente del Reino, conforme con el 
mencionado dictamen y lo propuesto por esa Di- 
rección general, se ha servido disponer que, á 
contar desde 1.” de Julio próximo se- exijan los 
derechos de la tarifa 2.* del Arancel vigente á 
las mercancías que sean producto de Annam, 
Alemania, República Argentina, Austria Hun- 
gría, Bélgica, Bolivia, Chile, China, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, Francia, Gran Bretaña 6 
Irlanda, Guatemala, Italia, islas Hawaianas, Ja- 
pón, Marruecos, Méjico, Nicaragua, Países Ba- 
jos, Paraguay, Persia, Perú, Portugal, Salva- 
dor, Siam, Suecia y Noruega, Suiza, Uruguay 
Venezuela, siempre que se cumplan las formali- 
dades prescritas en la dispósición 12 del Aran- 
cel ó las que en lo sucesivo puedan establecerse 
para justificar el origen de las mercancias que 
tienen derecho á la aplicación de dicha tari- 
fa 2.*, por ser de naciones convenidas, exigiendo 
el certificado de origen para las mercancías ex- 

resadas en la lista unida á la R. O. de 23 de 

arzo último; y certificado de tránsito sólo 
cuando aquéllas pasen por países sujetos al tra- 
to de la primera tarifa. 

De Real orden, etc.—Madrid 29 de Junio de 
1892, —Concha.—Sr. Director general de Contri- 
buciones indirectas.» (Gac. 1.” Julio.) 


Ley de presup. 30 Junio 1892. 

Derechos 4 mercancías que reciban prima de producción 
ó exportación: Sustancias con destino á fabricación de 
alcoholes de industria: Arbitrios por bulto de mercan- 
cía ó de unidad con destino á la construcción de Adua- 
nas: Comercio de cabotaje: Impuestos de Aduanas. 
Art. 22. Se autorizó al Gobierno de S. M...... 

«).” Para imponer un derecho especial á cual- 

quier mercancía que reciba prima de produc- 

ción ó de exportación, considerándose también 
como tal las devoluciones de derechos en donde 
exista el régimen de admisiones temporales, en 
una cuota igual á dicha prima, así como tam- 
bién para elevar los de aquellas sustancias que 
seimporten exclusiva ó principalmente con des- 
tino á la fabricación de alcoholes industriales. 

6.2 Para que, de acuerdo con las Cámaras de 

Comercio, ó en su defecto con las agremiaciones 

de comerciantes ú otras representaciones auto- 

rizadas del mismo comercio, pueda imponer en 
los puntos en que así se convenga, un arbitrio 
de 10 céntimcs por bulto de mercancía ó de uni.- 
dad en las de volumen ó á granel, con exclusivo 
destino á la construcción delos edificios de Adua- 
nas y sus dependencias, pudiendo sobre esta base 
del rendimiento del arbitrio en cada localidad 
contratar la construcción inmediata de los edifñ- 
cios, previo informe de la Dirección de Aduanas 

en la parte técnica de su competencia, y del Mi- 

nisterio de Fomento para lo relativo á los planos 

y proyectos de su construcción. 

No podrá darse á los rendimientos de este ar- 
bitrio, en cada localidad, otro destino que el de 
la construcción de los edificios que á la misma 
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convenga, y será administrado por representa- 
ciones autorizadas del mismo comercio local. 

Art. 37. El comercio de cabotaje entre las 
provincias y posesiones de Ultramar y los puer- 
tos de la Península sólo podrá hacerse en lo su- 
cesivo por buques con bandera española, atenión- 
dose á lo prescrito en las vigentes Ordenanzas de 
Aduanas de la Península.» 

(Los arts. 9. y 11 son relativos á impuestos so- 
bre azúcares y glucosa y transitorio y munici- 
pal. Ver las págs. 277 y 278.—V. ImPUuEsTOS.) 


R. O. 13 Julio 1892. 
Envases de hierro que tengan dcido sulfúrico. 


(Hac.) «Visto el recurso de alzada interpues- 
to ante este Ministerio por el interventor de la 
Aduana de Bilbao contra el fallo que dictó la 
Junta arbitral de dicho punto en el expediente 
249/91 de la citada Aduana, en el que se acordó 
confirmar el aforo por peso bruto de una parti- 
da de ácido sulfúrico envasado en bidones de 
hierro que se nrÓ al despacho con declara- 
ción número 10.217191: 

Resultando que el primitivo aforo se efectuó 
aplicando á los bidones y al ácido sulfúrico los 
derechos correspondientes á sus partidas res- 
pectivas: 

Considerando que los referidos bidones de hie- 
rro no son el envase usual de la mercancía que 
en este caso contenían, y que asimismo adeudan 
pda derechos que aquélla; 

Y considerando gue siendo fácil por la solubi- 
lidad del ácido sulfúrico en el agua el conseguir 
que los bidones mencionados sean utilizables 
para otros usos, se hallan, por lo tanto, com- 
prendidos para el adeudo en la nota 15 de la dis- 
posición 5.* del Arancel, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
nión por la suprimida Dirección general de 

ontribuciones indirectas, se ha servido dispo- 
ner la revocación del fallo apelado y que se rec- 
tifique el aforo de que se trata, adeudando los 
envases de hierro en que venga el ácido sulfú- 
rico por su partida respectiva, así como que se 
pdas la presente resolución para que sirva 

e norma á las Aduanas en los despachos de esta 
índole. 

De Real orden, etc. Madrid 13 de Julio de 1892,» 
(Gac. 17 Septiembre.) 


E. O. 23 Julio 1892. 

Franquicias álas Compañías de ferrocarriles: Revocan- 
do el núm. 4.9 de la de 10 de Marzo de 1875, que auto- 
rizó á las Empresas para importar con franquicia el 
material de explotación, aun cuando no hubieran con- 
cluido definitivamente las obras, etc., y disponiendo 
que se intente en vía contenciosa la revocación de las 
resoluciones particulares dictadas de conformidad con 
tal criterio. 

(Hac.) «Ilmo. Sr.: Remitido á informe del 
Consejo de Estado en pleno el expediente ins- 
truído en la suprimida Dirección general de 
Contribuciones indirectas, sobre si procedía 6 
no la revocación del párrafo 4.” de la Real or- 
den de 10 de Marzo de 1875 y otras Reales ór- 
denes fundadas en ésta, por las que se concedió 
á las Compañías de ferrocarriles franquicia 
para importar materiales fuera de los plazos 
autorizados por la ley general de 3 de Junio del 
año de 1855, lo ha emitido en los siguientes tér- 
minos: ... 

Habiéndose determinado por acuerdo de la 
Dirección general de Aduanas de 30 de Julio de 
1874, que sólo los artículos enumerados en el 
apéndice letra C de la ley de 26 de Diciembre de 
1872 eran los que podían disfrutar de la expre- 
sada franquicia, el Ministerio de Fomento, no 
hallándose conforme con dicho acuerdo, pidió 
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su derogación; en su consecuencia se expidió la 
Real orden citada de 10 de Marzo de 1875, en 
cuya regla cuarta se estableció «que cuando al- 
guna Empresa haya sido autorizada para poner 
en explotación sus líneas sin haber concluído 
definitivamente algunas obras comprendidas en 
los pliegos de condiciones para la concesión y 

uiera ejecutar aquellas obras, tendrá derecho 
é importar con franquicia el material corres- 
pondiente». 

En vista de esta disposición, fueron varias 
las Empresas que solicitaron dicho beneficio, y 
aunque dd ee de algunas reclamaciones no 
recayó resolución definitiva, en otras tuvo esto 
lugar, originándose de aquí el expediente obje- 

to de la presente consulta. 

- Entre los que á este efecto se instruyeron, 
figura en primer término el de la línea de Ciu- 
dad Real á Badajoz, en que se pretendió impor- 
tar con franquicia y con cargo á la relación 
general de construcciones, cierto material des- 
pués de concluído el período de ésta; y no obs- 
tante el informe desfavorable de la Sección de 
Hacienda y Ultramar de este Consejo, se otorgó 
dicha franquicia por Real orden de 81 de Junio 
de 1875. 

Otro de dichos expedientes es el relativo á 21 
vagones para la línea de Córdoba á Sevilla 
hallándose en iguales condiciones, se conced 
la franquicia por Real orden de 18 de Mayo de 
1876, dándose además carácter general á esta 
resolución para que pudiera aplicarse á todas 
las demás de la misma especie; y el tercero, que 
se refería á conmutación de franquicia, respec: 
to al material de la línea de Santiago á Carril, 

ue la quedaba por importar, se declaró este 
derecho por Real orden de 14 de Mayo de 1876; 
y por último, unido á estos expedientes el for- 
mado por la Compañía del ferrocarril del Nor- 
te, para que se la permita la introducción, libre 
de derechos, del material para la construcción 
de Madrid y Santander, informó primero la Di- 
rección general de Aduanas en 20 de Mayo de 
1880, proponiendo la derogación de las Reales 
órdenes de 10 de Marzo de 1875 y 18 de Febrero 
de 1876 anteriormente citadas; luego la Direc- 
ción general de lo Contencioso, en el mismo 
sentido, expresando, además que no existían 
causas de fuerza mayor que eximieran á la Em- 
presa del Norte de responsabilidad, y finalmen- 
te, el Consejo de Estado en pleno, en cuya con- 
sulta de 3 de Mayo de 1882 propuso la revoca- 
ción en la vía gubernativa de la regla 4.* de la 
R. O. de 10 de Marzo de 1875; que se intente 
igualmente en la contenciosa la derogación de 
las repetidas Rs. Os. de 18 de Febrero y 14 de 
Marzo de 1876, y que el punto relativo á la fuer- 
za mayor que haya podido existir para la cons- 
trucción de las estaciones definitivas de Madrid 
y Santander, se resuelva de acuerdo con el Mi- 
nisterio de Fomento.... 

Las cuestiones suscitadas en este expediente 
y sometidas hoy á la deliberación del pea ll 
son exactamente las mismas, por lo que resulta 
de los antecedentes anteriormente relaciona.- 
dos, que las que han dado origen á la consulta 
emitida por este mismo alto Cuerpo en 3 de 
Mayo de 1882; y aunque hasta el presente no re- 
cayó una resolución definitiva acerca de los 
puntos que dicha consulta abraza, por las cau- 
sas que se deja indicado, no habiendo sufrido 
alteración alguna los hechos que sirvieron de 
base á aquel dictamen, ni modificado las dispo- 
siciones legales en que se funda, es consiguien- 
te que tampoco han de existir nuevas razones 
que hagan variar la esencia de lo que entonces 
868 propuso. 

tre las diferentes resoluciones que moti- 


Y 
10 


van la instrucción de este expediente, las hay 
de carácter general, como lo es la R. O. de 10 de 
Marzo de 1875, tantas veces citada; mas no ha- 
biéndose resuelto por ella ningún asunto con- 
creto por el que pudieran considerarse lesiona- 
dos derechos preexistentes de ninguna Empresa 
Óó Sociedad en particular, es indudable que su 
revocación se puede hacer gubernativamente 
en la forma que la Administración tiene esta- 
blecida para estos casos. 

A esta clase pertenece el privilegio que la re- 

la 4.* de la Real orden mencionada otorgó á 

as Empresas de ferrocarriles para que pudieran 
introducir materiales con franquicia, cuando 
quedase alguna obra sin terminar, aunque ho- 
biese concluído el període legal; pero como se- 
mejante privilegio vinoá hacer ineficar el pre- 
cepto claro y terminante de la ley de 3 de Junio 
de 1855, que limitó la referida franquicia al pe- 
ríodo de construcción y á los diez años subsi- 
guientes de explotación, el Consejo entiende que 
bajo ningún concepto se puede dejar subsistente 
dicha disposición. E 

Las otras Reales órdenes de 30 de Junio de 
1975 y de 18 de Febrero y 14 de Mayo de 1816, 
relativa la primera á la concesión de franqui- 
cia, en semejantes condiciones, para la línea de 
Ciudad Real á Badajoz, y las segundas para las 
de Jerez á Córdoba y de Santiago 4 Carril, aun- 
que fundadas en lo que la anterior establecía, se 
encuentran seguramente en muy distinto caso, 
puesto que ni la circunstancia de que las expre- 
sadas resoluciones hayan dejado de ejecutarse, 
ni la de que á las Empresas respectivas se les 
haya dejado ó no de exigir el importe de los de- 
rechos devsusados por el material introducido 
con aquel carácter, puede constituir fundamen- 
to legal alguno para invalidar gubernativa- 
mente los efectos de un derecho expresamente 
declarado á favor de las mismas por el texto de 
las mencionadas disposiciones; así, pues, una 
vez reconocido el perjuicio que por ellas se ha 
inferido á los intereses del Estado, es impres- 
cindible, á juicio del Consejo, el que se intente 
desde luego su revocación por la vía contencio- 
sa, en los términos que propuso este Consejo en 
sua consulta de 3 de Mayo de 1882, y conforme, 
asimismo, con lo que informó últimamente la 
Dirección general del ramo, en vista de la revi- 
sión mandada practicar por la R. O. de 1.” de 
Mayo de 1889, 

Por último, en cuanto á la pretensión deduci- 
da por la Compañía del ferrocarril del Norte re- 
ferente á la introducción libre de derechos de 
los materiales para la construcción de las esta- 
ciones de Madrid y Santander, no hallándose 
resuelto aún dicho expediente, cabe aplicar el 
mismo criterio sostenido respecto de los ante- 
riores; y aunque en la repetida consulta emitida 
por este Consejo en 1882 se dejaba á la aprecia: 
ción de ese Ministerio, de acuerdo con el de Fo- 
mento, las causas de fuerza mayor que la citada 
Compañía exponía, las cuales se reducían á la 
imposibilidad en que se halló de hacer uso opor- 
tunamente del indicado beneficio, cualquiera 
qus sea la manera de apreciarse ó de estimarse 

icha alegación, no estando prescrito ni deter- 
minado el caso por la ley, no cree el Consejo 
que existan motivos hábiles de acceder á tal so- 
licitud. 

El Consejo, en vista de todas estas considera- 
ciones, es de parecer: 

1.2 Que se debe revocar gubernativamente el 
td cuarto de la Real orden de 10 de Marzo 

e 1875, en los tórminos propuestos por este Con- 
sejo de Estado en pleno, en consulta de 3 de 
Mayo de 1882, 

2.2 Que procede intentar la revocación en la 
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vía contenciosa de las Rs. Os. de 80 de Junio de 
1875 y de 18 de Febrero y 14 de Mayo de 1876, en 
cuanto por ellas se otorgó á las Compañías de 
ferrocarriles de Ciudad Real á Badajoz, de Cór- 
doba á Jerez y de Santiago á Carril, la franqui- 
cia 4 que se contrae el citado párrafo cuarto de 
la antedicha Real orden de 1875, revocando an- 
tes gubernativamente el carácter de generali- 
dad que se dió á la segunda de las expresadas 
disposiciones. 

3; Que para llevar á efecto la revocación en 
vía contenciosa, se proceda en la forma que pro- 
pone la Dirección general del ramo en su infor- 
me de 21 de Febrero último. 

Y 4, Que en cuanto á la pretensión deducida 

or la Compañía del ferrocarril del Norte, para 
introducir libre de derechos el materia] destina- 
do á las estaciones de Madrid y Santander, pro- 
cede que se desestime como contraria al precep- 
to general establecido en el caso 5.*, art. 20 de 
la ley de ferrocarriles de 3 de Junio de 1855. 

V. E., no obstante, con S. M., acordará lo que 
crea más acertado. » 

Y habiéndose conformado S. M. el Rey (que 
Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, con el preinserto dictamen, se ha ser- 
vido resolver como en el mismo se propone. 

De Real orden, etc.—Madrid 23 de Julio de 
1892.—Concha.—Sr. Director general de Adua- 
nas.» (Gac. 31 Agosto.) 


Ley 5 Julio 1893. 
Autorizando al Gobierno para adicionar partidas al 
Arancel, 

(Hac.) «LEY.—...Art. 1. Se autoriza al Go- 
bierno de S. M. para incluir en el Arancel de 81 
de Diciembre de 1891 las partidas siguientes: 

(4) Peines de carey y marfil, kilogramo, na- 
ciones no convenidas, 90 ptas.; naciones conve- 
nidas, 75 ptas. 

(B) Goma labrada en peines, kilogramo, na- 
ciones no convenidas, 5 ptas. 50 cónts.; conveni- 
das, 4 ptas. 50 cénts. 

(C) Asta labrada en peines, kilogramo, na- 
ciones no convenidas, 4 ptas. 50 cénts.; conveni- 
das, 4 ptas. 

(D) Madera labrada en peines, kilogramo, 
naciones no convenidas, 2 ptas. 75 cónts.; conve- 
nidas, 2 ptas. 25 cónts. 

Art. 2. Queda igualmente autorizado el Go- 
bierno para insertar en el referido Arancel es- 
tas otras partidas: 

(E) Cestos, canastos, cochecitos para niños 
y otros objetos análogos de mimbre, paja y jun- 
co, kilogramo, naciones no convenidas, una pe- 
seta; convenidas, 75 cénts. 

(F') Costureros y objetos de las mismas ma- 
terias, con adornos de seda ú otros, cualquiera 
que sea su peso, naciones no convenidas, 5 pese- 
tas 50 cénts.; convenidas, 4 ptas. 50 céónts. 

Por tanto, etc.—Dado en Palacio á 5 de Julio 
de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro de 
Hacienda, Juan de la Concha Castañeda.» (Qa- 
ceta 7 Julio.) 


Ley 5 Jalio 1892, 
Capullo de seda: Derecho transitorio de exportación. 


(Hac.) «LEY.—...Artículo 1.2 Se establece 
un derecho transitorio de exportación de 75 cón- 
timos de peseta por kilogramo de capullo de seda, 
que cesará en 31 de Diciembre de 1897. 

Art. 2. El Gobierno destinará exclusiva- 
mente las cantidades que por este concepto se 
recauden al fomento de la cría del gusano de se- 
da, por medio de premios y primas á los cosache- 
ros de capullo y á los plantadores de moreras (1). 


(1) Véase en el APÉNDICE de 1896, p. 376, el Real de- 
BoLETÍM: AN. 1892. 


Por tanto, etc.—Dado en Palacio á 5 de Julio 
de 1892.—Yo la Reina Regente.—El Ministro de 
Hacienda, Juan de la Concha Castañeda.» (Ga- 
ceta 7 Julio.) 


E. O. 7 Julio 1892. 
Exposición Histórico Americana: Admisión y envío de 
los bultos que se importen con destino á la misma. 

(Hac.) Ezrtracto.—Se dictan las prevenciones 
á que deben atenerse las Aduanas para que la 
admisión y envío de los bultos que con el indi- 
cado objeto lleguen del extranjero, se facilite y 
asegure todo lo posible, en armonía con el prin- 
cipio consignado en el art. 124 de las Ordenan- 
zas del ramo y bajo la forma que aparece en 
el capitulo VIT del reglamento conerel: de la ci- 
tada Exposición de fecha 24 Enero de 1891. (Za- 
ceta 7 Agosto.) 


Ley 16 Jalio 1892. 
Derechos de la 3.* tarifa para el bacalao y pes palo. 


(Hac.) «Ley.—Artículo único. Los derechos 
que la segunda tarifa del Arancel de Aduanas 

e 31 de Diciembre de 1891 señala al bacalao y 
pez palo quedan reducidos á 18 pesetas por uni- 
dad de 100 kilogramos.—Por tanto, etc.—Dado 
en Palacio á 16 de Julio de 1892.— Yo la Reina 
Regente.—El Ministro de Hacienda, Juan de la 
Concha Castañeda.» (Gac. 17 Julio.) 


KE. 0.1.? Agosto 1892. 
Corcho labrado. 


(Hac.) «El E se ha servido disponer: que 
se rectifique la llamada del Repertorio para el 
corcho labrado, señalándole la partida 224, en 
vez de la 228, por ser aquélla la que le corres- 

onde, según el texto del Arancel...» (Gac. 21 de 
Septiembre.) 


B. 0.1. Agosto 1892. 
Arancel: Piedras de molino. 


(Hac.) «..S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, cenformán- 
dose con lo propuesto por esa Dirección general, 
se ha servido disponer que se adicione el Reper- 
torio del Arancel con una llamada que diga: 
«Piedras de molino, partida 5.*» (Qac. 14 Sep- 
tiembre.) 


ER. O. 4 Agosto 1892. 

Dando otra redacción á las partidas 228, 342, 848, 354 
y creando las 370, 371, 372 y 378, en uso de la autori- 
zación otorgada al Gobierno por la ley de 5 de Julio. 
(Hac.) «Vista la ley de 5 de Julio último, pu- 

blicada en la Gaceta de Madrid de 7 de dicho 

mes, autorizando al Gobierno de S. M. para in- 

cluir en el Arancel de 81 de Diciembre de 1891 

algunas partidas; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 

Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
uesto por esa Dirección general, se ha servido 
isponer: , 
1.2 Quese haga uso inmediato de la autori- 

zación concedida, á cuyo efecto las partidas á 

que dicha ley afecta quedarán redactadas en los 

términos siguientes: ] 
Partida 228. — Cestos, canastos, cochecitos 
para niños y otros objetos análogos de mimbre, 
aja y junco. Tarifa 1.”, kilogramo una peseta, 
arifa 2.*, kilogramo 75 céntimos. Ñ 
Partida 228 (a). —Costureros y objetos de las 
materias anteriormente expresadas, con ador- 
nos de seda ú otras, cualquiera que sea su peso. 

Tarifa 1.*, uno 5'50. Tarifa 2.”, uno 4'50. 

Partida 228 (b).-—Mimbre, paja y junco labra- 


creto de 12 de Junio idem, aprobando el reglamento para 
la ejecución de esta ley. 8 
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dos en otros objetos, y la enea, crin vegetal, 
alma, esparto y otras materias análogas la- 
bradas. Tarifa 1.*, 100 kilogramos 39'30. Tarifa 

a 

Á la partida 342 se añadirá: «excepto los 
peines de carey y marfil.» A la partida 364 «ex- 
cepto los peines», y á la 343 «excepto los peines 
de asta». 

Se crean las cuatro siguientes partidas nue- 
vas al final del Arancel: 

Partida 370.—Peines de asta, kilogramo. Ta- 
rifa 1.*, 4'50; tarifa 2.*, 4, 

Partida 371.—Peines de carey y marfil, kilo- 
gramo. Tarifa 1.*, 90 pesetas; tarifa 2.*, 75, 

Partida 872.—Peines de goma, kilogramo. Ta- 
rifa 1.*, 5'50; tarifa 2.*, 4:50. 

Partida 373.—Peines de madera, kilogramo. 
Tarifa 1.*, 2:75; tarifa 2.*, 225, 

Y 2. Que se Abre estas modificaciones 
en la edición oficial del Arancel que se está pre- 
prcanoss y se hagan en el Repertorio del mismo 

as necesarias alteraciones. 

De Real orden, etc.—Madrid 4 de Agosto de 
1892. —Concha.—Sr. Director general de Adua- 
nas.» (Qac. 14 Agosto.) 


B. 0.5 Agosto 1892. 


Pintura empleada en el extranjero para la limpieza 
de fondos de los buques. 


(Hac.) «Vista la instancia elevada á este Mi- 
nisterio por D. José Serra y Font, director de la 
línea de vapores Serra y de la Compañía de na- 
vegación La Flecha, solicitando que se exima del 
pago de los correspondientes derechos del Aran- 
cel á la pintura empleada en el recorrido de los 
buques en el extranjero, y que se devuelvan las 
cantidades adeudadas por tal concepto: 

Resultando que el pintado de los buques se 
efectúa unas veces en los diques y otras en los 
puntos de fondeo por los mismos tripulantes, lo 
que origina que esta operación se considere en 
uno casos como una reparación del barco y en 
Otros DO: 

Rosultando que en el primer caso los cónsules 
dan conocimiento de la operación, y á la llega- 
da del buque á España se exigen los derechos 
por la pintura invertida en el recorrido, cuyo 
pago no se reclama en el segundo caso: 

Y considerando que la equidad aconseja que 
todos los buques españoles disfruten de las mis- 
mas franquicias, y que estimándose ya la pintu- 
ra como un pertrecho de las naves, puede em- 
plearse en ellas libremente la que se considere 
necesaria para las operaciones de limpieza y re- 
corrido; 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, conformándose con lo pro- 
po por esa Dirección general, se ha servido 

18poner que en lo sucesivo se exima del pago de 
los correspondientes derechos de Arancel á la 
patara que se emplee en el extranjeru para la 

impieza de fondos de los buques. 

De Real orden, etc. —Madrid 5 de Agosto de 
1892. —Concha.—Sr. Director general de Adua- 
nas.» (Qac. 2 Septiembre.) 


E. O. 13 Agosto 1892. 

Para el mejor cumplimiento en la Península de la de 28 
Febrero, 4 fin de evitar fraudes en el comercio de cabo- 
taje con Ultramar. 

(ULTRAMAR.) «Recibida en este Ministerio la 
Real orden dictada por el del digno cargo de 
V.E., fecha 8 de Junio último, haciendo obser- 
vaciones acerca de varios puntos que convenía 
depurar para el mejor cumplimiento por las 
Aduanas de la Península de la Real orden de 28 
de Febrero próximo pasado, circulada por este 
Departamento á los gobernadores generales de 


Cuba y Puerto Rico, con el fin de evitar el frau- 
de que pudiera cometerse en el comercio de cabo- 
taje con Ultramar; 

Examinadas detenidamente las referidas ob- 
servaciones, el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien dis- 
poner se conteste á V. E.: 

1.2? Que no hay inconveniente en que el pre- 
cinto de los bultos de mercancías con destino á 
las islas de Cuba y Puerto Rico, continúe reali- 
zándose por los funcionarios especiales que cen 
responsabilidad propia están encargados de esta 
operación, siempre que el vista haga constar en 
las pólizas haberla presenciado. 

2. Que el haber sustituido el Reconocimiento 
por el Precintese, tuvo por objeto el evitar ma- 
yores molestias á los exportadores, ya que á 
éstos se les obliga por la Real orden de 28 de 
Febrero último á declarar en las Guías, bajo su 
responsabilidad, que los géneros presentados á 
embarque son de producción nacional, y en caso 
de fraude quedan sujetos á responder ante los 
Tribunales de Cuba y Puerto Rico, no habiendo 
tampoco inconveniente en que los vistas conti- 
núen practicando el reconocimiento. 

3. Que al publicarse el modelo de facturas, 
no se creyó necesario advertir que en las Adua- 
nas en que no hay inspectores se sobreentienda 
que el reconocimiento lo hará el vista á quien 
corresponda el despacho. 

4, Que no puede presoindirse de que los Vis- 
tas certifiquen que el exportador es comerciante 6 
aduitrial matriculado; pues si bien es cierto que 
á estos funcionarios no les es posible tener en el 
muelle los registros, listas ó- antecedentes en 
que conste aquella circunstancia, basta con exi- 
gir al exportador la presentación de la matrí- 
cula ó recibo de la contribución que le acredi- 
te como tal, y de no hacerlo así dejar sin efecto 
la póliza presentada para embarque, por carecer 
el exportador de personalidad legal para ello. 

5. Que se prohiba, tanto á los administrado- 
res como á los vistas, el certificar que los géneros 
embarcados son de producción nacional, por no 
estar autorizados para ello por este Ministerio 
en uno ni en otro sentido. 

6. Que las diligencias de embarque y cum- 
009 sean autorizadas por el jefe del resguardo 

el muelle, ya que es un oficial el que existe or- 
dinariamente en todos los puertos, y que los de- 
cretos de embarque que sirvan de guía sean fir- 
mados con arreglo á lo dispuesto en las Orde- 
nanzas de Aduanas de la Península, para evitar 
que el sargento de Carabineros, y por delegación 
un oficial de la Aduana, firmen los decretos de 
referencia. | 

7, Que por las Aduanas de la Península se 
expida la certificación á que se refiere la re- 
gla 7.* de la Real orden de 28 de Febrero último, 
con presencia de los Aranceles de Cuba y Puerto 
Rico, y cuando los interesados se presenten á re- 
clamarla con datos y antecedentes para ello. 

Y 8. Que se le recomiende la pronta ejecu- 
ción de lo dispuesto enla citada Real orden, toda 
vez que por la de 13 de Mayo último está dis- 

uesto que cuando los vistas no certifiquen en 

as pólizas que el exportador es comerciante ms 
triculado, se aforen las mercancías por la segun- 
da columna del Arancel vigente. 

De Real orden, etc.—San Sebastián 13 de Agos: 
to de 1892.—Francisco Romero y Robledo.—Se- 
ñor Ministro de Hacienda.» (Gac. 10 Noviembre.) 


R. D. 13 Agosto 1892 


Clasificación y adeudo de ganados. 


Véanse los arts. 189 y 19 de este Real decreto, 
insertos en GANADERÍA. 


- a 
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DELITOS Y FALTAS DE DEFRAUDACIÓN: RESPONSABILI- 
DADES EXIGIBLES POR UNOS Y OTROS: DISTRIBUCIÓN 


DE LAS MULTAS CON QUE DEBEN BER CASTIGADOS LOS 
HECHOS PUNIBLES, 


31 Encro 18941. Falta cometida en el manifiesto de 
un buque declarando las mercancías en calidad y canti. 
dad distintas 6 inferiores á las que conducía el barco. 


El consignatario, autor de este hecho, incurre 
«evidentemente en la falta que castiga el párr. 5.2 
del art. 249 de las Ordenanzas, puesto que en el ma- 
nifiesto se declaró que los bultos 6 cargamentos con- 
tenian una mercancía que ha resultado después ser 
distinta de la expresada en dicho manifiesto»; y si 
en éste se cometió error, pudieron los interesados 
pedir su rectificación obaervando las formalidades 
prevenidas en el art. 45 de las Ordenanzas... (Sen- 
tencia 21 Enero 1891.—GFac. 18 Septiembre 1592, p. 24.) 


8-10 Octubre 1891. Importación de envases extran- 


jeros, asignándoles condición de nacionales para obtener 
franquicia. 

La presentación de pipas extranjeras en concepto 
de envases nacionales devueltos, cnya introducción 
gora de franquicia conforme á la disposición 7.* del 

rancel de 1852, «constituye induda lemente, con- 
forme al núm. 3. del art. 219 de las Ordenanzas, un 
caso de importación de efectos en que, sin oculta- 
ción dolosa, se incurre en la falta de declarar géne- 
ros distintos de los que resultan en el reconocimien- 


to.» (Sent. 810 Octubre 1891.—Gac. 12 Agosto 1892, pá- 
gina 313.) 


16-17 Noviembre 18941. Elderecho d participar de 
las multas impuestas, corresponde á todos los funciona- 
rios que directa y oficial mente contribuyeran al descubri- 
miento del hecho que las motivó. 


La fragata Covadonga arribó á la Península y el 
capitán no presentó manifiesto ni conocimientos, ni 
sobordo de carga, por lo que se impuso considerable 
multa que se hizo efectiva en la cantidad de 35 000 
pesetas y pico, correspondiente á los artícipes Sur- 
gidas dificultades acerca de cómo debia distribuirse 
entre éstos, se dictó Real orden acordando que tu- 
viera lugar la percepción en la roporción de dos 
partes al que actuó como jefe en A expediente y una 
al funcionario de Aduanas á sus órdenes y á la tri- 
pulación del barco Jacoba, que prestó el servicio de 
custodia del Covadonga y las visitas de fondeo. Los 
funcionarios de Aduanas interesados en el asunto, 
impugnaron la distribución ante el Tribunal de lo 
Contencioso administrativo, que con vista del Apón- 
dice núm. 9 de las Ordenanzas de 1870, absuelve á la 
Administración: 

«Considerando: que las multas de cuya distribu- 
ción se trata en el presente pleito fueron interpues- 
tas en vista de actuaciones de carácter puramente 
gubernativo por actos que merecieron la califica- 
ción de faltas puvibles, y que por tanto son de apli- 
cación al caso los preceptos que contiene la parte 

rimera, Apéndice 9. de las Ordenanzas generales 

e Aduanas de 15 de Julio de 1870, vigentes en la 
época en que se incoó el expediente: 

Considerando que, con arreglo á dichos preceptos, 
es evidente el derecho 4 participar de las multas 
impuestas, de todos los funcionarios que directa y 
oficialmente contribuyeron al descubrimiento del 
hecho que dió Ingar á la imposición de aquéllas ..» 
a Noviembre 1891.—Gac. 2 Septiembre 1932, 
paz. 314. 


19 Noviembre 1891. Castigo de las defraudacio- 
nes por las Juntas administrativas, aunque los Tribuna- 
les hayan de conocer de los delitos conexos yaunquela Ad. 
ministración no haya verificado la apreh+nsión material 
de las mercancías, objeto del hecho.—Derogación del ar. 
tículo 19, núm. 2.9 del decrato de 1859, por las Ordenanzas 
: de ÁAduanas.- Responsabilidad de la Empresa de ferro. 

carriles cuyas dependencias han venido preparando, eje- 
cutando y consumando los fraudes. 


Denunciados varios fraudes cometidos por la 
Aduana de Trún, al despachar la Agencia interna- 
cional de la Compañía de los Caminos de hierro del 
Norte de España diferentes declaraciones COrres- 
pondientes á los años 1879 y siguientes, ó instruidos 
varios expedientes por el inspector especial nom- 
brado al efecto, se acordó por la Junta administra- 
tiva imponer á la Compañía del Norte una multa 
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igual al valor oficial y derechos de Arancel de los 
géneros que habían sido objeto de las defrauda- 
ciones, declarando que los casos estaban compren- 
didos en la disposición 6.* del art. 17 del R. D. de %0 
de Junio de 1852, ordenando á la vez remitir copia 
de los expedientes al Juzgado para los efectos opor- 
tunos. Contra estos fallos apeló la Compañía al Mi- 
nisterio de Hacienda, qus después de oir al Consejo 
de Estado en uno de los expedientes, resolvió por 
57 Reales órdenes, expedidas tres en 15, 24 y 28 de 
Enero respectivamente de 1834, E las restantes en 15 
de Abril del mismo año, de conformidad con lo pro- 
puesto por las Direcciones de Aduanas y de lo Con- 
tencioso del Estado, confirmar los acuerdos recla- 
mados y ordenar se instruyeran expedientes guber- 
nativos para depurar las responsabilidades en que 
pudieran haber incurrido los funcionarios de la 
Aduana. 

De la visita de la inspección girada apareció tam- 
bién haberse practicado dos aforos poruna partida 
diferente á la solicitada por la agencia en las de- 
claraciones respectivas, y uno adeudando como de 
nación convenida géneros que no merecían legal- 
mente este beneficio; y hahiendo dictado la Junta 
administrativa la misma resolución que en los ex- 

edientes hasta ahora mencionados, el Ministro de 

acienda, por Rs. Os. de 15 y 29 de Enero y 15 de 
Abril del expresado año 184, dejó sin efecto aquélla 

or haber cometido la falta únicamente los emplea- 
os de la Aduana; y dispuso que se reclame de la 
Compañía el ingreso de la cantidad que pur error 
de liquidación dejó de satisfacer el agente. 

La Compañía de los caminos de hierro del Norte 
de España dedujo recurso contencioso contra las 
60 Rs. Os. indicadas, con lu pretensión de que se de- 
clarasen nulas ó dejaran sin efecto las resoluciones 
ministeriales impugnadas en cuanto afectaban á la 
Compañía demandante, y en su lugar se declarase 
que la Administración activa no tenía competen- 
cia para conocer, como lo había hecho, de estos 
asuntos, y en todo caso que no era exigible á la 
Compañía ninguna responsabilidad por los hechos 
de que se trataba y que debían serle devueltas las 
cantidades que había tenido que ingresar en la 
Hucienda, por consecuencia de las Reales órdenes 
reclamadas. 

El Tribunal de lo Contencioso abauclve á la Ad- 
ministracion de la demanda, declarando fir- 
mes y subsistentes las Reales érdenes recu- 
rridas: ] : 

«Considerando: que la circunstancia de hallarse 
los hechos origen de este pleito sometidos al fallo 
de los Tribunales ordinarios, no es obstáculo, como 
el actor supone, para que de ellos conosca la Admi- 
nistración, por cuanto, con arreglo á los arts. 58 y 
61 del R. D. de 2 de Junio de 1853, y al 252 de las Or- 
denanzas de Aduanas de 23 de Julio de 1878, que eran 
las vigentes al ocurrir aquellos hechos, los procedi. 
mientos para perseguir los delitos de contrabando 
y defraudación, tienen el doble carácter de admi- 
nistrativos y judiciales, pudiendo seguirse simultá.- 
nea mente, y debiendo en este caso tramitarse y de 
cidirse con absoluta independencia uno de otro: | 

Considerando: que tampoco puede estimarse in- 
competente á la Administración, por no huberse 
verificado la aprehensión material de las mercan- 
clas, en cuya introducción se cometió el fraude, 
porque si bien el art. 54 del Real decreto citado de- 
clara que el procedimiento administrativo «tendrá 
lugar sólo en el caso de aprehensión de géneros de 
contrabando ó defraudación», este artícn!o ha sido 
manifiestamente derogado por el 263 de las Orde- 
nanzas también citadas, el cual dispone que cuan- 
do en los casos de contrabando ó defraudación no 
se verifique la aprehensión material de los géneros 
pero tenga medios la Administración de probar e 
fraude, se procederá en la forma que en el ospítu- 
lo IV del tit. IV se expresa (esto es, para imponer 
penas por procedimiento administrativo judicial 
en caso de Selito), salvas las diferencias naturales 
que produce la falta material del cuerpo del delito: 
. Considerando: que este precepto no exige que la 
Administración tenga en sus manos ó sea en sus 
mismas oficinas ó dependencias los medivs de pro- 
bar el fraude, sino que basta la reunión de datos y 
elementos suficientes para ed dentro de las 
reglas de la crítica racional, el convencimiento de 
la existencia de un hecho que revista los caracteres 
de delito ó falta, por lo cual es procedente, admiti.- 
da la competencia de aquélla, examir ar si en el 
presente caso se produce ese convencimiento: 
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Considerando: respecto á... las declaraciones de 
aforo presentadas en la Aduana... que la Agencia 
exigía de los consignatarios las cantidades que la 
Hacienda hubiera debido percibir en virtud de un 
aforo exacto y concienzudo, sin que quepa suponer 
que aquélla pagaba lo que realmente se debía por 
Arancel y luego estafaba Á los consignatarios, por- 
que éstos habían de ver naturalmente si los góne- 
zos que la Agencia internacional les remitía, eran 
los mismos que figuraban en las cuentas y facturas 
de los fabricantes y almacenistas: 


Considerando: en cuanto á la tercera de las cues- 
tiones propuestas.., que consiste en determinar si 
tales hechos deben ser reputados delitos, según ha 
declarado la Junta administrativa y las Reales ór- 
denes respectivas, ó si por el contrario han de esti- 
marse, como pretende la Compañía, simples faltas 
castigadas con el pago de dobles derechos: 

Considerando: que el núm. 2.* del art. 19 del Real 
decreto de 20 de Junio de 1854... y el núm. 2. del ar- 
ticulo 215 de las Ordenanzas de 1878 .. definen osten- 
siblemente unos mismos hechos; y para resolver la 
duda que estas contradictorias di j igi 





isposiciones origi- 
nan, se dictó la R. O. de 11 de Septiembre de 1888, 
por la cual, teniendo en cuenta que las Ordenanzas 
son de fecha posterior, y contienen un artículo que 
declara revocada toda prescripción anterior que se 
oponga á lo dispuesto en las mismas, vino á deci- 

rse que el art. 215 de las Ordenanzas de 1378, en su 
caso 2.”, derogó el núm. 2. del art. 19 del Real de- 
creto de 1852: 


Considerando: que esta derogación no es causa 
bastante para alterar en el presente caso la califi- 
cación de los hechos, por cuanto la misma Real or- 
den citada añade en su parte dispositiva que si el 
acto punible descubierto, no está solamente com- 
prendido en dichos números segundos, sino que 
además, por existir reducción y connivencia ca yese 
también bajo las prescripciones de los artículos 
que de estos casos tratan, se tengan por inaplica- 
bles aquellos números segundos de los arts. 19 y 216, 
que sólo deben invocarse cuando se haya cometido 
la falta de exactitud en las declaraciones, sin ir 
acompañada de otras cirounstancias á que no hace 
relación ninguna de las disposiciones citadas: 

Considerando: que la multitud de fraudes consu- 
mados en la Aduana de Irún, por la Agencia Inter- 
nacional de la Compañía del Norte, y la índole de 
los mismos que consistió. como queda dicho, en pre- 
sentar y aforar mercancías declarándoles y reco- 
nociéóndoles calidad ó cantidad diferente de la ver- 
dadera, excluyen la posibilidid de que esta serie 
de hechos ocurrieran sin relación y connivencia de 
los funcionarios de aquella oficina; y de consiguien- 
te, la Junta administrativa obró en justicia esti- 
mando comprendidos los hechos en el núm. 6.% del 
art. 17 del R. D. de 1852, que declara delitos conexos 
las omisiones y abusos de los empleados públicos y 
personas de cualquiera condición en el cumpli- 
miento de las obligaciones que para perseguir ó im- 

edir los delitos de contrabando ó defraudación les 

mpongan los reglamentos ó instrucciones, y resol- 
viendo que, con arreglo al art. 208 de las Ordenan- 
sas, procedía imponer á la Compañía la pena que 
óste marca, remitiendo copia de los expedientes al 
Jusgado para los fines oportunos...: 

Considerando: que esta doctrina no implica la 
consecuencia de que los hechos estén solamente 
comprendidos en el mencionado número del art. 17 
del Real decreto y dejen de tener el carácter de de- 
lito principal de defraudación, porque considera- 
dos inaplicables los números segundos de los ar- 
ticulos 19 y 2165, caen aquéllos bajo la prescripción 
del núm. 11 del mismo art. 19 del Real decreto, que 
catiga toda otra especie de defraudación de las re- 
glas administrativas, que tengan tendencia mani- 
fiesta y directa á eludir ó disminuir el pago de lo 
que legítimamente debe satirfacer porrazón de una 
contribución directa ó indirecta: 


Considerando: respecto á la responsabilidad de la 
Compañía, cuarta y última de las cuestiones pro- 
puestas, que la Agencia Internacional es una ofici.- 
na ó dependencia de aquélla, como lo prueba el he- 
cho de que, al descubrirse Jos fraudes, se notifica- 
ron al director de la misma las actas "de denuncia 
para que defendiese á su agente, y dicho funciona» 
rio nombró un comerciante y procurador, los cua- 
les concurrieron á la Junta administrativa, sin ne- 
gar las relaciones de dependencia que unen á la 
Agencia con la Compañía, relaciones que tampoco 
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reia negadas en el resto del expediente guber- 
nativo: 

Considerando: que admitido este víncule de de- 

endencia, resulta manifiesto que la Compañía es 

egalmente responsable de los delitos cometidos por 

su Agencia, con arreglo á los principios reconoci- 
dos y jurisprudencia establecida en esta materia, 
en cuya virtud las Empresas sufren las consecuen- 
cias de los actos punibles realizados por sus depen- 
dientes, habiendo llegado en este punto á decla- 
rarse por Rs. Os. de 6 de Marzo de 1871, 14 de Mayo y 
17 de Junio de 1873 y 16 de Noviembre de 1876; que 
las Empresas de ferrocarriles son responsables de 
las multas por delitos y faltas de contrabando y de- 
fraudación cuando no aparezcan facturados ó lo 
estón por persona desconocida ó supuesta, los géne- 
ros que han dado margen á dichos delitos ó faltas, 
de donde se deduce claramente que con mayor ra» 
són debe hacerse efectiva la responsabilidad cuan: 
do media malicia de parte de la Sociedad ó de sus 
empleados .. (1): 

««Considerando: finalmente, en cuanto á los tres 
expedientes resueltos por Rs. Os. de 15 y 29 de Ene- 
ro y 15 de Abril de 1881, que mandan reclamar de la 
Compañía las cantidades que por error de liquida- 
ción dejó de satisfacer el «gente, que este fallo no 
pS menos de estimarse acertado, sin que sea da- 

le sostener con el actor que una reclamación de 
este género no puede hacerse con arreglo al art. 99 
do las Ordenanzas de 187N, desde el momento en que 
las mercancias bayan salido de la Aduana, porque 
dicho artículo sólo se refiere á reclamaciones de los 
consignatarios, no de la Administración, sobre ca- 
lidad, cantidad y valor de los génerosintrodaucidos.» 
(Sent. 19 Noviembre 1891 dictada con vista de los 
arts. 17, 19, 53 y 61 del R. D. de 20 Junio de 1852; 208, 
215, 252 y 253, de las Ordenanzas de Aduanas apro- 
badas por R. 0.23 Junio 1878, y de las Rs. Os. de 11 
Septiembre 1888, 6 Margo 1871, 14 Mayo y 17 Jnnio 
1878 e AS 1876.— Gac. 2 Septiembre 1992, pá- 
gina 381. 


18 Diciembre 1891. Multas por infracciones en el 
servicio de tránsito de mercancías y equipajes: Falta de 
bultos que se note al descargar los comprendidos en la 
guía de tránsito, punible con una multa, aun cuando no 
haya defraudación para la Hacienda. 


La Compañía internacional de vagones camas 
recibió en Valencia de Alcántara 14 bultos proce- 
dentes de.Portugal y destinados á Francia; 10 de los 
cuales depositó en un vagón, que precintó. Obser- 
vada la falta de los cuatro restantes en Irún, se 
impuso Á la Compañía la multa de 2.000 pesetas por 
cada uno de ellos, sin admitir la excusa que propu- 
so, de que dichos cuatro fardos iban en otro vagón 
distinto. Impugnada la imposición de la multa en 
vía contenciosa, el Tribunal de este orden absuel- 
ve de la demanda á la Administración, consignan- 
do la doctrina del epígrafe. (Sent. 16 Diciembre 1891. 
—Qac. 10 Septiembre 1892.) 


18 Febrero 1893 y otra. El hecho de introducir 
en territorio español géneros extranjeros sin pagar los 
derechos correspondientes, constituye el delito de dofrón> 
dación, aunque no resulte probado que el introductor 
hiciese las alteraciones de la declaración presentada con 
los géneros, si aparece que se aprovechó de ellas, y no ee 
creible que procediera por error 6 ignorancia. Conniven- 
cia con los empleados de la renta, 


La doctrina contenida en el primer punto de los 
dos que comprende el epígrafe, es la que se estable- 
ce sustancialmente enesta sentencia, absolviendo 
á la Administración de una demanda. (Gac. 27 Sep- 
tiembre p. 76.) 


—Otro caso de defraudación en sent. de 17 Marzo 
1892, en la que además se consigna: «que si bien 
el núm. 2.? del art. 28 de las Ordenanzas de 1878 vino 
á derogar el núm. 2.? del art. 19 del R. D. de 20 de 
Junio de 1852, uno y otro precepto son inaplicables, 
según se declaró por R. O. de 11 do Septiembre de 
188, cuando por existir defraudación ó connivencia 
con funcionarios públicos, se halle el acto com- 
prendido también en los artículos que de estos casos 
tratan.» Y que «en el presente caso es indudable 
que hubo connivencia con los empleados de la 

duana, puesto que dentro de ella se verificó la en- 
mienda de la declaración, y por tanto debe esti- 
marse aplicable el núm. 11 del citado art. 19 del Real 


(1) Dénss más adelante la Sent. de 19 Febrero 1892. 
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decreto de 1852, el cual castiga como delito de de- 
fraudación toda violación de las reglas administra» 
tivas que tenga tendencia manifiesta y directa á 
eludir ó disminuir el pago de lo que legítimamente 
debe satisfacer por razón de una contribución di- 
recta ó indirecta.» (Sent. 17 Marzo 1892.—Gac. 19 Oc- 
tubre, p. 132.) 


19 Febrero 199%. Delito de defraudación, cuyas 
responsabilidades pecuniarias son dy Apuros á una 
Compañia de ferrocarriles, conforme á las Reales órde- 
nes de 6 Marzo 1871 y 15 Noviembre 1876, sin que obste 
el avandono de los géneros aprehendidos, que no excluye 
la responsabilidad (1). 


Reconocidas en la Aduana de Irún unas cajas fac- 
turadas para Madrid con declaración de que conte- 
nían quincalla, resultó que envolvían tejidos ex- 
tranjeros sin marchamo, y no pudo averiguarse áÁ 
quién pertenecían, por lo que la Junta administra: 
tiva que se constituyó, después de citar sin resulta- 
do á la Compañía del ferrocarril del Norte, acordó 
imponer á la misma, en cuyas dependencias se des- 
cubrió la infracción, una multa equivalente al va- 
lor oficial del género más los derechos de Arancel, 
de conformidad con lo prevenido en el art. 240 de 
las Ordenanzas. La Compañía apeló de este fallo, 
sin resultado, en vía o y después acudió 
á la contenciosa. El Tribunal absuelve á la Admi.- 
nistración de la demanda... 

«Considerando: que dada Ja forma en que el hecho 
se cometió, declarando los tejidos como quincalla, 
y facturándolos á nombre de un remitente supues- 
to, es evidente el propósito que hubo de eludir el 
pago de los derechos correspondientes, y por lo 
tanto, que se cometió, no una falta, sino un delito 
de defraudación comprendido en el caso 3. del ar- 
tículo 19 del B. D. de 2 de Junio de 1852, penado en 
el art. 210 de las Ordenanzas, y á cuyas disposicio- 
nes se ajustó el fallo dictado por la Junta adminis- 
trativa de San Sebastián: 

Considerando: que citada como fué la expresada 
Compañía, y no habiendo ósta comparecido, como 
se expresa en el acta del fallo de la expresada Jun- 
ta, falta el motivo en que funda la nulidad su le- 
trado, porque á esta Junta concurrió el comercian- 
te nombrado al efecto en cumplimiento de lo que 
previene el núm. 5.* del art. 280 de las Ordenanzas: 

Considerando: que en cuanto á la responsabilidad 
de la Compañía, es ineludible, con arreglo á lo es- 
tablecido en las Rs. Os. de 6 de Marzo de 1871 y 15 de 
Noviembre de 1876, en las que terminantemente se 
previene que las Empresas de ferrocarriles son res- 

onsables de las multas impuestas por delitos y 
altas de contrabando y defraudación, cuando no 
aparezcan facturados ó lo estén por una persona 
desconocida ó supuesta, los géneros que han dado 
margen á dichos delitos ó faltas: 

Considerando: que el abonando de los géneros 
aprehendidos no excluye la responsabilidad, toda 
vez que no puede tener más alcance, con arreglo al 
art. 222, párrafo segundo de las Ordenanzas, que el 
de eximir del pago de los derechos, pero no de las 
multas y recargos en que los interesados hayan in- 
currido, si deducidos los derechos y gastos, el rema- 
nente del producto en venta de la mercancia no al- 
canzase á cubrir aquellas penas.» (Sent. 19 Febrero 
1892.—Gac. 29 Septiembre, p. 81.) 


15 Marzo 1899. No puede imputarse 4 una Em- 
presa de ferrocarriles la responsabilidad principal ni 
subsidiaria correspondiente á4 defraudación cometida 
por tercera persona sobre materiales de la Compañía 
que fueron sustraídos á la misma, según sentencia firme. 


Don Antonio Carratalá y D. Remigio Gamarra, 
este último encargado de guardar en Alicante el 
material inútil de la Compañía de ferrocarriles de 
Madrid á Zaragoza y á aquella ciudad, sustrajeron 
importantisimas porciones de él y las expurtaron 
pros el extranjero, utilizando la vía y coches de la 

mpresa y embarcándolas después en diferentes 
goletas; por lo cual, y mientras se seguía cuntra 
aquellos culpables y otros causa criminal que ter- 
minó por sentencia condenatoria, se instruyó ex- 
poniente para castigar con pena administrativa la 

efraudación, consistente en haber exportado sin 
DSBEnIGO material importado con franquicia; hecho 
el cual fué declarada la Compañia responsable 





(1) Véasela sentencia de 19 Noviembre 1891, que deja- 
mos inserta en la p. 547. 
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subsidiariamente, imponiéndola las multas y recar- 
gos del caso. En solicitud de que se le levantasen 
estas responsabilidades, acudió la Empresa prime- 
ro en vía gubernativa y después en la contenciosa. 
El Tribunal declara que no ha debido exigírsela 
responsabilidad alguna, y que deben serla devuel- 
tas las cantidades que abonó en concepto de multa, 
vistos los arts. 240 y 21, Apéndice 14 de las Ordenan- 
zas de Aduanas: 

«.. Considerando: que para que la Compañía de- 
mandantefuera directamente responsable de aquel 
delito sería menester que apareciera completa men- 
te comprobado que el embarque de los carriles en 
las mencionadas goletas se hiciera por su orden y 
cuenta, y lejos de esto, lo que resulta de la senten- 
cia que se ha unido á los autos en el periodo de 

rueba, es que dichos carriles fueron sustraídos de 
os almacenes de la Compañía... 

Considerando: qu del hecho de ser la Empresa 
demandante dueña de los rails embarcados en las 
ls á que se refieren los expedientes, no puede 

erivarse responsabilidad alguna directa para la 
misma desde el momento en que resulta plenamen- 
te acreditado y pasado en autoridad de cosa juzga- 
de que le fueron sustraidos, así como tampoco de 

ue, como en la Real orden impugnada se consigna, 
ueron conducidos los referidos rails al puerto por 
empleados de la Compañía, en material y por la 
vía ordinaria de la misma, puesto que la conduc- 
ción se hacía para los vapores que aquélla fletaba 

or su cuenta, y por hallarse al mismo tiempo que 
stos en el puerto las goletas que Carratalá carga- 
ba, podía cometerse por éste la defraudación: 

Considerando: que tampoco puede reputarse á la 
Compañía subsidiariamente responsable é impo- 
nerle en este concepto la penalidad correspondien- 
te, pues es lo cierto que en el delito de defrauda- 
ción, único á que los expedientes se refieren, no in- 
tervino empleado alguno de la Compañía, y que 
D. Remigio Gamarra, si bien participó de los efec- 
tos de éste compartiendo con Carratalá la ganan- 
cia obtenida, su intervención directa aparece limi- 
tada al delitode hurto, de que faé víctima la mis- 
ma Compañía, 4 más de que no puede en manera 
alguna sostenerse que aquél obrara en el desempe- 
ño de sus obligaciones ó servicio, como en todo caso 
sería necesario para que la responsabilidad subsi- 
diaria existiera, con arreglo á lo establecido en el 
art. 21 del Código penal: 

Considerando: qn la R. O. de 15 de Noviembre de 
1876, citada por el fiscal, no puede tener aplicación 
al presente caso... : 

Considerando: que por no ser la Compañía de- 
mandante responsable directa ni subsidiariamente 
de los hechos realizados, sino los que resultan ple- 
namente probados que fueron sus autores, aun 
cuando aquéllos sean verdaderamente constituti- 
vos del delito de defraudación y deban ser castiga - 
dos en la forma que dispone el párrafo último del 
art. 210 de las Ordenanzas, no ha podido imponerse 
á la Empresa penalidad al da debe por consi - 
guiente devolvérsele el importe de las multas im- 
puestas y que satisfizo para acudir á la vía conten- 
ciosa » (Sent, 15 Marzo 1892.—Gacs. 17 y 19 Octubre, 
pág. 128.) 

42 Abril 1899. Los aprehensores de tabaco, cual- 
quiera que sea la clase d que pertenezcan, tienen derecho 
á participación en el importe de las multas, bien sean im- 
puestas administrativamente, ó bien por los Tribunales 
ordinarios, puesto que en la palabra genérica multas, 
van comprendidas lo mismo unas que otras (1). 


Declaz1ada lesiva para los intereses del Estado, 
una Real orden reconociendo el derecho de los apre- 
hensores de varias clases de tabaco encontrado en 
el domicilio de D. Dámaso Palomeque, al percibo de 
la multa impuesta por el Juzgado del Congreso, de- 
dujo demanda ante el Tribunal de lo Contencioso el 
fiscal del mismo Cuerpo, con la súplica de que se re- 
vocara dicha resolución, y se declarase que los apre- 
hensores no tenían derecho á percibir las multas 
impuestas por los Tribunales, condenando en su vir- 
tud á los interesados á que la Real orden recurrida 
se refiere, á devolver el importe de la parte que por 


(1) La doctrina de esta sentencia es contraria d la muy 
razonada contenida en la Real orden de carácter general 
de 2 de Diciembre de 1890, inserta en el Diccionario, 
tomo 111, p. 399, y dictada de acuerdo con el Consejo de 
Estado en pleno. 


— 
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aquel concepto hubieran percibido. El Tribunal, 
vistos los arts. 5.9, apéndice 6.%, y 13, apéndice 9.” de 
las Ordenanzas de Aduanas, absuelve á dichos inte- 
resados de la demanda interpuesta á nombre de la 
Administración, y declara firme y subsistente la 
Real orden impugnada: 

«Considerando: que con arreglo al art. 13 de las 
Ordenanzas de Aduanas, ea un derecho de todos los 
aprehensores de tabacos, cualquiera que sea la cla- 
se á que pertenezcan, el que se les señale participa- 
ción en el importe de las multas en la proporción 
que respectivamente les corresponda, con arreglo á 
lo dispuesto en el apéndice 6.%, que á su vez en el ar- 
tículo 5.2? determina quae cuando la aprehensión se 
haya hecho con reo ó reos, las multas que se impon- 
gan corresponden integramente á los aprehensores, 
sin más deducción que los gastos de que tratan los 
artículos 7.” y 8. de este apéndice: 

Considerando: que del texto de estas disposiciones 
no se desprende en modo alguno que las multas á 
que las mismas se refieren sean las impuestas en el 
eds toadministrativo ynolasqueimpongan 

los reos los Tribunales ordinarios en el procedimien- 
to seguido con arreglo al R. D. de 20de Junio de 1852, 
puesto que en la palabra genérica multas, van com- 
prendidas lo mismo las unas que las otras...» (Sen- 
tencia 12 Abril 1892.—Gac. 29 Noviembre, p. 190.) 


11 
ADEUDO DE MERCANCÍAS 


3-9 Octubre 1891. Los hierros labrados, d diferencia 
de los que se presentan en simples barras, adeudan por la 
partida 88 del Arancel de 28 de Julio de 1882. 


Reservada la partida 97 del Arancel para los hie- 
rros en barras, y establecida la 33 para los hierros 
manufacturados de todas clases, no pueden incluir- 
se en la primera los hierros de que se trata, ya por- 
que los adornos con que se presentan labrados les 
hacen diferir de las simples barras de formas geo- 
mótricas elementales y destinadas á usos varios me- 
diante elaboraciones posteriores, á que aquella par- 
tida se refiere en sus términos, ya purque las mis- 
mas figuras que afectan dichos hierros les dan el 
csrácter de productos definitivamente preparados 
para aplicacionesindustriales inmediatas, y en este 
concepto son mercancías más propiamente com- 
E py en la segunda de las mencionadas parti- 

as del Arancel, la cual recae por oposición á las 
pas materias sobre las manufacturas ó pro- 

uctos totalmente trabajados y dispuestos para su 
empleo (1). (Sent. 7-9 Octubre 1891. — Gac. 6 Agosto 
1692, pág. 807.) 


Y Marzo 1998. El Arancel para naciones convent- 
das no puede aplicarse 4 las procedencias extranjeras, 
silos certificados de origen no reunen las reguísitos exi- 


. 


gidos. 


Presentada en la Aduana de Bilbao, bajo decla- 
ración suscrita por la rasón social A. Conrad y Com- 
añía, una partida de cacao en parte procedente de 
otterdam, se practicó el aforo por la primera co- 
lumna del Arancel, no obstante haberse acompaña- 
do un certificado de origen, en el cual el burgomaes- 
tre de Amsterdam declaraba, bajo el testimonio de 
Bensdorp y Compañía, remitentes del género, que éste 
era de origen holandés. A. Conrard acudió en vía 
contenciosa con la súplica de que se aplicase á la 
exacción la segunda columns; y el Tribunal absuel- 
ve á la Administración de esta demanda, con vista 
de las reglas 1.* y 7.*, disposición 12 del Arancel (2): 
«Considerando: quela regla citada (la 1 2) exige que 
el certificado sea expedi a por el rocactor ó fa- 
bricante ó persona autorizada por él, ante la auto- 
ridad local del pes de producción ó de depósito 
ue las mercancias á que se refiera el certificado son 
e su fábrica ó producto de su industria: 
Considerando: que en el presente caso, si bien el 
certificado resulta expedido por el burgomaestre de 
Amsterdam, no se expresa en él que Bensdorp y 
Compañía, bajo cuyo testimonio se libra, sean los 
fabricantes, sino simplemente los remitentes, no 
acreditándose por consiguiente que la pasta de ca- 
cñáo sea producto de su fábrica ó industria: 





(1) Ver las partidas 24 y siguientes del Arancel vigen- 
te de 381 Diciembre 1891. 


(3) Coincide con la misma disposición del Arancel vi- 
gento de 81 de Diciembre de 1891 (AP. 1893, p. 5). 


Considerando: que por lo expuesto, dicho certif- 
do no reune todos los requisitos que exige la citada 
regla 1.*, y por tanto conforme á la regla 7.* de di- 
cha disposición 12, es nulo, y procede exigir los de- 
rechos de las naciones no convenidas...» (Sent. 8 
Marzo 1892.-— Gac. 10 Octubre, p. 116.) 


8 Abril 1893. Para aplicar 4 los acúcares filipinos 
que se introduzcan en España los beneficios de la ley de 7 
de Julio de 1885, es necesario que sean conducidos direc- 
tamente á la Peninsula en bandera nacional. 


La Sociedad Calandre y Lizana, del comercio de 
Cartagena, presentó para sudespacho en la Aduana 
de aquella ciudad 1.095 db ps de azúcar, que ha- 
bian sido conducidos por el laud español Diosa Ce- 
res, procedente de Gibraltar, trasbordo de Manila. 
Reconocidos dichos bocoyes, que contenían 81.353 
kilogramos peso neto de azúcar superior al núm. 14 
de la clasificación holandesa, se aforarun con el de- 
recho de 3 ptas. 50 cénte. 100 kilogramos, con cuyo 
aforo no se conformaron los interesados, pero fué 
aprobado por la Junta arbitral. Elevado el expe- 
diente á la Dirección á instancia de aquéllos, se dic- 
tó R. O.en 7de Junio de 1888 revocando el fallo de la 
Junta arbitral y disponiendo que el azúcar en cues- 
tión se aforase con los derechos de 17 ptas. 50 cónti- 
mos 100 kilogramos, todo en conformidad á lo pro- 
tap por aquel Centro. Contra dicha resolución 

edujeron demanda contenciosa los interesados, la 
cual se desestima por el Tribunal: 

«Considerando: que por R D.de5 de Octubre de 
1884 se dispuso en su art. 2. que los azúcares de 
Cuba y Puerto Rico conducidos directamente á la 
Península é islas Baleares en bandera nacional, 
quedasen exentos del derecho arancelario que con 
arreglo á la ley de 30 de Junio de 1883 debían satis- 
facer hasta 1. de Julio de 18892: 

Considerando: que según el art. 3.? de dicho Real 
decreto, los azúcares de Cuba y Puerto Rico impor- 
tados en la Península ó islas Baleares en bandera 
extranjera, habían de pagar desde la misma fecha 
por cada 100 kilogramos el derecho de 8 ptas. 75 cén- 
timos cuando no excediesen del núm. 14 de la clasi- 
ficación holandesa, y 17 ptas. 50 rcénts. cuando fue- 
ran superiores al expresado número: 

Considerando: que por el artículo único de la ley 
de 7 de Julio de 1855 se hicieron extensivas á los asú- 
cares que fueran producto y procediesen de Filipi- 
nas, las disposiciones que para los de Cuba y Puerto 
Rico estableció el R. D. de 5 de Octubre de 19544: 

Considerando: que los azúcares de que se trata no 
fueron conducidos directamente desde Manila úá 
Cartagena en bandera nacional, puesto que habian 
sido trasbordados y conducidos en bandera extran- 
jera desde Singapoore á Gibraltar, por más que de 
Manila áSingapoore y de Gibraltar á Cartagena fue- 
sen conducidos en bandera nacional: 

Considerando: que, aun cuando los productos de 
Filipinas, según la disposición undécima del Aran- 
cel de 1882, conservaban los beneficios de proceden- 
cias directas, no obstante que hubieran sufrido 
trasbordo en el viaje, en el caso de autos sería pre- 
ciso que el buque receptor hubiese sido también es- 
pañol, según dispone el art.164 de las Ordenanzas 
de Aduanas de 1881, para que los azúcares en cues- 
tión obtuviesen aquellos beneficios.» (Sent. 8 Abril 
1-93 dictada con vista de los arts. 2.” y 3.0 del Real 
decreto de 5 de Octubre de 1884; ley de 9 de Julio de 
1585...; disposición 11 del Arancel de 1882...; y art. 164 
de las Ordenanzas de Aduanas de 1881,—Gac. 1. No- 


viembre, p. 178,) 3 
211 
FRANQUICIAS ARANCELARIAS DE LAS COMPAÑÍAS DE 
FERROCARRILES. 


26 Octubre 19941. Para determinar si la franqui- 
cia de los derechos de Aduana concedida 4 una Compañia 
ferroviaria para la introducción del material Ajo y movil 
por virtud d la ley de 3 de Junio de 1855, excede los límí- 
tes de la concesión, hay que atender al peso y no al núme- 
ro de los materiales presentados. 


La Compañía delos ferrocarriles de Lérida á Reus 
y Tarragona, presentó en la Aduana de Irún, para 
su aforo, dos cajas de coches de primera clase, dos 
de segunda y dos de tercera, que pesaban 12.300, 
12.000 y 15.900 kilogramos respectivamente, manifes- 
tando que dicho material tenía cabimiento para 
pagar en pagarés renovables, según transferencia 

o la Aduana de Tarragona. Aforadas dichas cajas 
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por la partida 221 del Arancel, apareció en la trans- 
erencia citada que sólo tenía cabimiento para 10.000 
kilogramos, coches de primera, 8.110 de segunda, y 
650 de tercera, en vista de lo cual el administrador 
de la Aduana acordó que se hiciera el pago de los 
derechos correspondientes al exceso, que importa- 
ban la suma de pesetas 10.035'92 céntimos. Confirma- 
do este acuerdo porla Dirección de Aduanas y por 
el Ministerio, interpuso la Compañía demanda con 
la pretensión de que se dejara sin efecto, revocándo. 
la ó6 anulándola, la Real orden, y se declarase que la 
Aduana de Irún debió atenerse en el despacho de los 
coches de que se trata al número y no al peso de esos 
coches, anulándose la liquidación que practicó y de- 
volviéndose en consecuencia las cantidades qye in- 
debidamente se le exigieron por aquel concePto y 
sus intereses legales. El T. de lo C. A., con vista del 
art 20 de la ley de ferrocarriles de 3 de Junio de 1855, 
y del 18 de la Inst. de 15 de Febrero de 1856, absuelve 
á la Administración de la demanda por los siguien- 
tes fundamentos: 

«Considerando: que para obtener elabono del equi- 
valente de los derechos de Aduanas correspondien- 
tes al material fijo y móvil aplicado Á la construco- 
ción y explotación, otorgado pur el núm. 5. del ar- 
tículo 20 de la ley de ferrocarriles de 3 de Junio 1855, 
ley que constituye el fundamento y origen del bene- 
ficio que disfrutó la Compañía, cuyos intereses re- 
penes hoy la Comisión liquidadora demandante, 

ebían presentar las Empresas, según el art. 18 de 
la instrucción de 15 de Febrero de 1858, con los docu- 
mentos del prorecto, una relución clasificada y de- 
tallada del material que necesitasen importar, ex- 
presando entre otros datos el peso y el valor de los 
objetos, lo cual demuestra que hay que atender al 
peso y no al número para determinar silos géneros 

ue se presentan en la Aduana se hallan ó no dentro 

e los limites marcados en la concesión: 

Considerando: que el beneficio otorgado á la Com- 
pañía de los ferrocarriles de Lérida á Reus y Tarra- 

ona, lo fué en los términos fijados por los preceptos 

egales á gue se ha hecho referencia, como lo prueba 
el hecho de que la transferencia de la Aduana de 
Tarragona, en virtud de la cual se aforaron en la de 
Irún los coches de que se trata, concedía autoriza- 
ción para introducir satisfaciendo los derechos en 
pagarés renovables, 10,000 kilogramos coches de pri- 
mera, 3.110 de segunda y 650 de tercera: 

Considerando: que el peso de los coches aforados 
en la Aduana de Irún superaba al señalado en la 
transferencia de das se ha hecho mérito, y por con- 
secuencia esindudable que el exceso debía pagar los 
derechos en metálico, como se dispone por la Real 
orden reclamada.» (Sent. 28 Octubre 1891.—Gaecs. 22-28 
Agosto 1892, ps. 236 y 237.) 


48 Diciembre 1891. Requisitos para que la íntro- 
ducción en el reino de material de ferrocarriles con la 
franquicia establecida por la ley, pueda hacerse por otra 
Aduana que no sea la matriz, 


La Compañía del ferrocarril de Salamanca á la 
frontera portuguesa, presentó en la Aduana de Irún 
una declaración para el despacho de importación 
de varios coches y vagones; cuyo cargamento 88e com- 

onía de cinco partidas, de las cuales se pedia el 

no de tres por transferencia de la Aduana 
de Fuentes de Oñoro, que era la matriz, pagando los 
derechos en pagarés renovables, y delas otras dos 
en el mismo concepto; pero pretendiendo que se ad- 
mitiera el depósito de los derechos hasta que reca- 
yera la aprobación en la relación de ampliación de 
material que la Empresa tenía presentada en el Mi- 
nisterio de Fomento. Practicado el reconocimiento, 
se fijaron los derechos que arrojaban el aforo y li- 
quidación, acordando que procedía la admisión del 
pago de las tres primeras partidas en pagarés reno- 
vables, conforme á lo dispuesto en los arts. 2.%, 6. y 
13 del apéndice núm. 14 de las Ordenanzas de Adua- 
nas; pero que respecto á las otras dos partidas de- 
bían satistacerse á metálico los derechos, que as- 
cendian á 7.461 pesetas con 9 céntimos, por no estar 
comprendidas en las relaciones aprobadas y ser 
inadmisible el despacho provisional, contorme al 
art. 10 del apéndice citado. Confirmada de R. O. esta 
resolución la Compañía interpuso de demanda con- 
tenciosa, y el Tribunal la desestima con vista del 
apéndice 14 de las Ordenanzas de Aduanas, y decla- 
ra firme y subsistente la R. O. recurrida: 

«Considerando: que por el art. 2.2, apéndice 14 de 
las Ordenanzas se dispone que las importaciones de 
material para forrocarriles con la franquicia esta- 
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blecida por la ley se hagan por la Aduana matriz, 

ue en el caso de que se trata era la de Fuentes de 

ñoro, no siendo permitida la introducción por 
otra distinta sino mediante la transferencia de cré- 
dito, que no lo había en el despacho verificado por 
Irún, quedando por consiguiente sujeto al pago de 
los derechos: j 

Considerando: que cuando se hizo la introducción 
del material por a Aduana de Irún, sobre no estar 
ésta habilitada para su despacho, tampoco estaba 
resuelto el expediente de franquicia de donde había 
de nacer el derecho para la exención de pago.» 
(Sent. 18 Diciembre 1891.—Gac. 10 Septiembre 1892, 
pág. 414.) 


23 Marzo 1898. Requisitos necesarios para que 
puedan aplicarse los beneficios otorgados d las Empresas 
or la importación de materiales que destinan dá sus 
íneas. 


Denegados los beneficios de tarifa especial preten- 
didos por la Compañía del ferrocarril del Norte para 
unos materiales que decía destinados á la línea de 
Villalba á Berrocal, de que era concesionaria, acu- 
dió la Empresa al T.C. A.,, que absuelve ú la Admi- 
nistración de la demanda: 

«Considerando que el art. 15 del Apóndice 13 de las 
Ordenanzas de Aduanas de 23 de Julio de 1878, des- 
pués de determinar la forma en que debe solicitarse 
el beneficio concedido por las leyes de 21 de Julio de 
1876 y 11 de Julio de 1877, prescribe que la talta de 
observancia de las formalidades establecidas para 
el despacho de material de ferrocarriles implica la 
pérdida de los beneficios otorgados y deja sujeto el 
caso á las prescripciones de la legislación común: 

Considerando: que puesto en armonía dicho artícu- 
lo con el 17 del mismo apéndice, que prohibe el des- 

acho con franquicia si no se tiene á la vista la re- 

ación aprobada ó la autorización provisional de 
gue trata el art. 10, se demuestra la improcedencia 

e la demanda, toda vez que ni uno ni otro de aque- 
llos requisitos existía á la fecha de la introducción 
del material de que se trata.» (Sent. 23 Marzo 1892.— 
Gac. 23 Octubre, p. 147.) 


—Otro caso igual en sentencia de 23 de Abril de 
1892.—(Gac. 6 Noviembre, p. 208, 


28 Abril 1893. El beneficio concedido por el ar- 
tículo 84 de la ley de presupuestos de 11 de Julio de 1877, 
no es aplicable a las Empresas que tuvieron franquicia 
durante la construcción solamente. 


Revoca el T. C. A. varias Reales órdenes, que 
después de finado el plazo para construir la linea 
minexa de Orconera á Luchana, permitieron la im- 
in de materiales con los beneficios concedi- 

os por la ley de 11 de Julio de 1877, porque esos be- 
neficios «se referían á las Empresas que hubiesen 
disfrutado franquicia durante la construcción y 
diez primeros años de explotación, y á las que no 
gozaron de ella ni de anticipo ó subvención; pero 
no á las que, como la de que se trata, tuvieron fran- 
quicin durante la construcción solamente , inter- 

retación confirmada por la R. O. de 1. de Abril 
de 1878, dictada de acuerdo con el parecer del 
C. de E. en pleno. (Sent. 23 Abril 1892.—Gacs. 5 y 8 
Noviembre, p. 206.) 


1V 
EMPLEADOS PERICIALES DE ADUANAS 


43-122 Febrero 18938 y otra. Ascenso de emplea- 
dos por la posesión de idiomas: No surte efecto para el 
ascenso la aprobación de éstos ante los establecimientos 
de enseñanza, conforme d la R, O. de 5 Marzo 1887. 


Contra Heal orden que denegó á D. José Marín 
Lleó una solicitud de que se reconociese la validez 
de la aprobación del idioma de inglés en el Institu- 
to del Cardenal Cisneros, á los efectos del ascenso 
en el Cuerpo de Aduanas, á que el reclamante per- 
tenecía, acudió éste al Tribunal de lo Ovntencioso 
administrativo, que absuelve de la demanda á la 
Administración: 

«Considerando que á la publicación de la Real 
orden de 5 de Marzo de 1887, D. Josó Maria Lleó 
no tenía aprobado másque el primer año de di- 
cho idioma, y la citada disposición dispuso que 
en adelante sólo pudiera acreditarse la posesión 
de idiomas, para los efectos de ascenso por Ccuncur- 
so. en el Cuerpo de Aduanas, mediante examen su- 
frido ante la Dirección general del ramo, y por con- 
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siguiente, únicamente utilizado este medio, podía 
adquirirse semejante derecho:..... 

Considerando: que el examen del segundo año de 
inglés, sufrido en dicho Instituto, no podía surtir el 
efecto legal que pretende el actor. (Sent. 13-23 Fe. 
brero 1892.—Gac, 25 Septiembre, p. 68.) 


—Otro caso análogo en sent. 20 Enero 1892.— 
Gac. 17 Septiembre, p. 19. 


28 Febrero 1899. Separado provisionalmente del 
Cuerpo un empleado, por consecuencia de lu causa crimi- 
nal d que se le sometió, tiene derecho, una vez dictada sen- 
tencia absolutoria, d volver al Cuerpo, á que se le reconoz- 
can los ascensos que le habrían correspondido sí hubiera 
permanecido en él y al abono del tiempo de cesantía, pero 
no dá sueldo alguno. 


Los fundamentos de esta doctrina, establecida por 
el T. delo C. A., son los siguientes: 

«Que aunque se estimen aplicables al Cuerpo peri: 
cial de Aduanas, que se rige por un reglamento or- 
gánico de fecha posterior, en el cual se establece la 

arantía de la inamovailidad, las prescripciones del 

ecreto de 4 de Enero de 1875, esindudable que la se- 
dad delos funcionarios á que el art. 1.? de este 

ecreto se refiere debe entenderse subordinada á lo 
que preceptúa el art 42 de dicho reglamento, y por 
lo tanto, la cesación en el destino no debe implicar 
la separación del Cuerpo sino cuando ésta resulte 
justificada en virtud de expediente formado con su- 
jeción á lo prevenido en el art. 44, lo cual no ha 
acontecido en el presente caso: 

Que en su virtud, y porno haber dejado (el emplea- 
do procesado) de pertenecer al Cuerpo pericial de 
Aduanas ni hallarse taxativamente comprendido 
en Jos casos de excedencia marcados en el regla- 
mento, su situación después de absuelto por los Tri- 
bunales, y aunque haya incurrido en una falta gra- 
ve, que podrá en su caso surtir los efectos que co- 
rrespondan con arreglo al citado art. 44, no puede 
ser otra legalmente que la de reingreso en el servi- 
cio activo retrotráyendo las cosas al ser y estado 
que tenían cuando fué declarado cesante, toda vez 
que los motivos de aquella declaración no han resul- 
tado justificados con posterioridad: 

Que es consecuencia de la anulación de los efectos 
de la cesantía no sólo la reposición solicitada por 
el interesado, sino asimismo el abono del tiempo 
que ha permanecido sin causa fundada en dicha si- 
tuación, y el reconocimiento de todos los ascensos 
que hayan podido corresponderle durante su cesan- 
tía, incluso los de clase á clase, porque es derivación 
natural de la invalidación de que queda hecho mé- 
rito el subsanar los perjuicios que el interesado 
haya sufrido en su carrera: Ñ 

que no milita la misma razón en favor de su re- 
clamación del abono de los sueldos que hubiera de- 
vengado, porque éstos son recompensa del servicio, 
y no existe derecho á percibirle cuando no se pres- 
ta.» (Sent. 26 Febrero 1892.—Qac. 9 Octubre, p. 95.) 


RENTA DE ADUANAS EN ULTRAMAR 
(Cuba, Puerto Rico y Filipinas). Diccionario, 
tomo V, ps. 1.219, 1.221 y 1.222 del artículo Ha- 
CIENDA EN ULTRAMAR, 


E. D. 29 Abril 1892. 
Aprobando los Aranceles de Aduanas de las islas de 
Cuba y Puerto Rico. 

(ULTRAMAR.) «Artículo 1.2 Desde el día 1. de 
Julio de 1892 regirán los adjuntos Aranceles ge- 
nerales de Aduanas para las islas de Cuba y 
Puerto Rico. 

Art.2.” La tarifa primera de estos Aranceles 
constituye el régimen aplicable á los productos 
de todas las naciones que no tengan celebrados 
convenios con España. La segunda tarifa se 
aplicará, por concesión expresa, á los países que, 
por tad de convenios ó arreglos comerciales, 
concedan ventajas equivalentes á las proceden- 
cias españolas. | 

Art. 3. Quedan admitidas, como de libre co- 
mercio, á la importación ó exportación, todas 
las mercaderías que no se hallen expresamente 
exceptuadas por les disposiciones arancelarias. 

Art. 4.7 Las mercancías de procedencia direc- 
ta peninsular entrarán en Cuba con libertad de 


derechos fiscales, salvo los derechos especiales ú 
transitorios que señalen las leyes. 

Art.5.? Nose concederá excepción de libera- 
ción ó rebaja de derechos en favor de industrias, 
establecimiento A Sociedad ó persona, 
sino á virtud de disposición legislativa. 

Art. 6. Estando en vigor el arreglo comer- 
cial colebrado con los Estados Unidos, y apro- 
bado por R. D. de 28 de Julio de 1891, quedan 
subsistentes por todo el tiempo de su duración 
las franquicias y ventajas á dicha nación con- 
cedidas. 

a 7. Las mercancias expedidas en el pun- 
to de origen treinta días antes de la publicación 
de este decreto en la Gaceta de la Habana, serán 
aforadas por las partidas del antiguo ó nuevo 
Arancel, á la elección de sus consignatarios. 

Art.8.? Las mercaderías de procedencia ex- 
tranjera que, importadas en la Península ó is- 
la de Puerto Rico, se reexporten para Cuba y 
hayan satisfecho les derechos de Arancel en 
aquellas Aduanas, tendrán, no obstante, que 
abonar la diferencia entre las respectivas tari- 
fas para que puedan ser admitidas en Cuba. 

Art.9.? Las nuevas tarifas arancelarias y el 
repertorio adjunto, serán inalterables durante 
un período de seis meses. Este plazo queda con- 
cedido al efecto de que durante él puedan las 
autoridades, particulares, Sociedades ó Corpo- 
raciones hacer las reclamaciones que consideren 
convenientes á los intereses públicos y del Es- 
tado. El Ministro de Ultramar, teniendo en 
cuenta esas reclamaciones, y previo informe 
del Consejo de Estado, propondrá las reformas 
necesarias, que tendrán el carácter de defini- 
tivas (1). 

Art.10. Queda facultado el Ministro de Ultra- 
mar para dictar las disposiciones que sean pre 
cisas al desarrollo y aplicación de los anteriores 
preceptos. 

Dado en Palacio á 29 de Abril de 1892. —María 
Cristina.—El Ministro de Ultramar, Francisco 
Romero y Robledo.» 


(A continuación publica la Gaceta los Arance- 
les á que se refiere el Real decreto.—(Gaceta 5 
Mayo.) 


Es. Ds. 7 y 4 Junio 1892. 
Ordenanzas de Aduanas para Cuba y Puerto Rico. 


El decreto de 7 aprobó las «Ordenanzas de 
Aduanas para las provincias de la isla de Cuba», 
y el de 21 las «Ordenanzas de Aduanas para la 
provincia de Puerto Rico»; disponiendo uno y 
otro que rigieran ambos documentos desde 1.” 
de J alio del mismo año. (Gacs. 9 y 26 Junio.) 


Ley de presup. de Cuba 80 Junio 1892. 
Franquicias á favor de las industrias minera y metalur- 
gica.— Derecho transitorio.—Hecargos arancelarios.— 

Carga y descarga.—Libertad de derechos para las pri- 

meras materias. 

«Art. 7. dao eción 2.*) La franquicia 
concedida á la importación de material y ma- 
quinaria pS las industrias minera y metalúr- 
gica por el art. 2. de la ley de 17 de Abril de 
1883 y el inciso de la de 21 de Julio de 1887, que- 
dará sin efecto desdo 24 de Mayo de 1893, en que 
termina la prórroga de cinco años concedida 
por la segunda disposición citada. Queda igual- 
mente derogado el art. 3.” de la ley de 1í de 
Abril de 1883 y 6.” de la de presupuestos de 18 de 
Junio de 1890 en la parte que ratifica las fran- 
quicias otorgadas á la industria minera por con- 
cesiones anteriores. 

Art. 8. Se establece un dere:ho transitorio de 


——_— 


(1) Eate plazo quedó ampliado hasta 1.2 Marzo 1895 
por el R. D. de 10 Enero del mismo año (AP., pdgina 15). 


RENTA DE ADUANAS EN ULTRAMAR. 


de 1901, para la de todas las procedencias de te- 





10 por 100, á su entrada en la isla, sobre los ar- 
tículos de toda procedencia, incluso la nacional, 
que no sean de comer, beber ó arder, exigible 
en las Aduanas sobre las cuotas señaladas á la 
importación en la segunda columna arancelaria 
y recargos que ge impongan. 

Se hace extensivo dicho impuesto transitorio 
al petróleo, que tributará según su graduación; 
satisfaciendo en tal concepto, además del dere- 
cho de Aduanas que le corresponda, el citado 
impuesto transitorio, siempre que sin tener en 
cuenta rectificación alguna por razón de tem- 
cairo no llegue á la graduación de 46 grados 

aumé, y aumentándose el referido impuesto 
transitorio con un recargo de 30 centavos de 
pao por grado que exceda de los 46 menciona- 

os y por unidad de 100 kilogramos. 

Para la exacción de estos impuestos se sujeta- 
rán las mercancías á,las formalidades de aforo 
y penalidades prevenidas en las Ordenanzas del 
ramo (1). 

Art. 10. Quedan suprimidos todos los recar- 
gos arancelarios establecidos por la legislación 
anterior, rigiendo sólo los derechos que se fijan 
en el nuevo Arancel de Aduanas. 

Quedan asimismo sin efecto los beneficios con- 
cedidos en los derechos sobre artículos aplica- 
bles á la explotación industrial de los ingenios, 
á que se refiere el art. 4.” de la ley de presupues- 
tos de 29 de Junio de 1883, subsistentes por la de 
18 de Junio de 1890. 

Quedan igualmente derogadas todas la fran- 
quicias concedidas á los ferrocarriles por dispo- 
Siciones anteriores, así como las otorgadas á los 
aparatos y máquinas para la agricultura y ser- 
vicio de las mismas, 

A la importación de unos y otros artículos 
se les aplicarán los correspondientes derechos 
arancelarios. Los de exportación del tabaco se- 
rán los vigentes por efecto de las bonificaciones 
anteriormente establecidas, quedando su tarifa 
modificada en la siguiente forma, que compren - 
de dichas bonificaciones: 


Pesos. 

Cajetilla de cigarros....... Millar ....  0'900 

ICAdura ....o.o.o.o.o. ..... 100 kiloggs. 3750 

e AAA ... Millar.... 1'350 

AMB...coooocoommoom»»..... 100 kilogs.  6'300 
Idem de la provincia deSan- 
tiago de Cuba, cuando se 
exporte por las Aduanas 
de la Pr a , Gibara y 
Manzanillo , previa la 

Oportuna certificación... Idem...... 2205 


Interin no sean iguales las cuotas arancela- 
rias de Puerto Rico y Filipinas á las de Cuba, 
todas las mercancías extranjeras que hayan sa» 
tisfecho sus derechos en las Áduanas de aquellas 
islas pagarán á su entrada en la de Cuba la di- 

erencia que exista entre las tarifas de los Aran- 
celes respectivos. 

8 productos de Puerto Rico y Filipinas es- 
tarán sujetos, á su entrada en Cuba, al pago de 
08 mismos impuestos y derechos que los de la 
Península. 

Art. 11. Se suprimen los derechos de carga y 
descarga sobre carbones minerales y los de car- 
ga sobre mercancías que se destinen á la Penín- 
sula é islas adyacentes, Puerto Rico y Filipi- 
Nas, y gocen de esta exención respecto de cual- 
quer otro país, continuando la de los derechos 

edescarga acordada en el R, D. de 7 de Agosto 





(1) La reforma de este artículo fué autorizada por la 
ley de 28 de Junio de 1895, AP., p. 458. 
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rritorio nacional, en las mercancías que tengan 
esta exención respecto de otra cualquiera pro- 
cedencia. 

Art. 12. Se autoriza al Ministro de Ultramar 
para imponer un derecho de exportación equi- 
valente al 5 por 100 de su valor sobre los produc- 
tos minerales brutos... 

Art. 4."adicional. Las primeras materias que, 
procedentes del extranjero, sean libres de dere- 
chos de importanción en la isla de Cuba, goza- 
rán de la misma franquicia cuando, importadas 
en el extranjero, sean transformada ó manufac- 
turadas en la Península, islas Baleares, Puerto 
Rico y Filipinas, bajo el régimen de la ley de 
admisiones temporales, y se admitirán en la isla 
de Cuba tales mercancias transformadass Ó ma- 
nufacturadas con aquellas primeras materias, 
considerándose para todos los efectos como pro- 
ducto nacional.» 


Ley de presup. de Puerto Kico de 30 Junio 1892, 
Recargos arancelarios: Derecho transitorio: Adeudo de 
los petróleos y demda aceites minerales y del café: Im- 
puesto de embarque y desembarque de viajeros: De mue- 
lle y descarga: Artículos de importación prohibida: Fi- 
bras textiles. 


«Art. 8.2 Quedan suprimidos todos los recar- 
gos arancelarios establecidos por la legislación 
anterior, rigiendo sólo los derechos que se fijan 
en el nuevo Arancel. 

Se establece un derecho transitorio de 10..... 
(En lo que sigue, el artículo es igual al 8.” de la 
ley para la isla de Cuba.) . 

Art. 9. Los derechos que el Arancel de im- 
portación que debe regir en Puerto Rico desde 
1. de Julio de 1892 impone en la partida 9.*, 
tercer grupo, clase 1.*, á los petróleos rectifica- 
dos y demás aceites minerales comprendidos en 
dicha partida, serán, por cada 100 kilogramos, 
de 5 pesos 30 centavos por la primera tarifa y 5 
pesos 20 centavos por la segunda del referido 
Arancel. 

Art. 10. El derecho de exportación por cada 
100 kilogramos de café será de 50 centavos de 


eso. 
d Art. 11. El impuesto de embarque y desem- 
barque de viajeros será de un peso por cada pa- 
sajero que sa lGa de la isla de Puerto Rico en 
buque de cualquier clase y bandera con destino 
á los puertos del extranjero, y el de 25 centavos 
de peso cuando aquéllos se dirijan á los de la 
Península ó provincias de Ultramar. Igual im- 

uesto proporcional pagarán los que entren en 

a isla, según procedan del extranjero ó de la 
Peninsula ó provincias españolas de Ultramar. 

Art 12. Seestablece un impuesto de muelle y 
descarga de 25 centavos de peso por kilogramo 
de fósforos. ll 

Art. 13. Queda prohibida la importación de 
los efectos siguientes: ñ 

1.2 Armas, proyectiles, sus municiones y di- 
namita, á no ser con permiso de la autoridad 
superior de la isla. 

.2 Azúcar de todas clases. 

3.2 Destrina. 

4. Féculas de uso industrial. 

5.2 Manteca y grasas animales destinadas ú 
la alimentación, compuestas ó adulteradas con 
margarina y oleomargarina. 

6.2 Mieles y melazas de todas clases. 

7.2 La del tabaco en rama y elaborado de 
todas las procedencias, excepto las de Cuba y 
Filipinas. a | 

8.2 La introducción, venta y circulación de 
vinos artificiales y adulterados. Serán aplica- 
bles á los mismos las disposiciones legales esta- 
blecidas ó que se establezcan sobre la materia en 
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la Peninsula, con las modificaciones que se con- 
sideren necesarias. 

Art. 14. Queda derogado el art. 10 de la ley 
de presupuestos de 13 de Junio de 1890, que con- 
cede la libre importación de máquinas destina- 
das á extraer las fibras de las plantas textiles.» 


ER. O. 20 Junio 1892, 
Aplicación de la 2.* columna del Arancel d los países 
que se expresan (1). 

ULTRAMAR.) «En vista de los antecedentes fa- 
cilitados á este Ministerio por el de Estado acer- 
ca del régimen á que serán sometidos los prodac- 
tos españoles desde 1.” de Julio próximo por 
aquellas naciones cuyos convenios comerciales 
han terminado en 80 de Junio, y habiendo de- 
clarado Alemania, Austria, Bélgica, Inglaterra, 
Italia, Países Bajos, Suecia y Noruega, Suiza y 
Portugal, el hallarse dispuestas á seguir otor- 
gando á España el régimen más favorable de sus 
sistemas arancelarios; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien dis- 
poner que se aplique á los productos de dichos 
o con arreglo al art. 2.2 del Real decreto 

e 29 de Abril próximo Do la segunda co- 
lumna de los Aranceles de Aduanas de Cuba y 
Puerto Rico, Y que se les manten ga el trato que 
actualmente disfrutan en las islas Filipinas des- 
de la indicada fecha de 1.” de Julio, y en tanto 
nos conservan el régimen que nos ofrecen, ó no 
se concierten con ellas convenios especiales de 
comercio; debiendo aplicarse también la segun- 
da columna de los mencionados Aranceles, en 
Justa reciprocidad al trato que en los convenios 
vigentes nos conceden de la nación más favore- 
cida, á los Estados Unidos de Colombia, Para- 

uay, Perú, Venezuela, República Argentina, 

olivia, Costa Rica, Chile, Ecuador, Guatemala, 
Méjico, Nicaragua, San Salvador y el Uruguay, 
en América, y á los paises de Annam, islas Ha- 
wainas, Persia, Siam, China y Japón, en Asia. 

Lo que de Real orden, etc.—Madrid 380 de Ju- 
nio de 1892.—Romero.—Sres. Gobernadores ge- 
nerales de Cuba, Puerto Rico y Filipinas.» (Qa- 


celta 1.” Julio.) 
RE. D. 30 Julio 1892. 


Abriendo concurso para el arriendo de las Aduanas 
de la isla de Cuba. 


(ULTrRAMAR.) Extracto. — Autorizado el Go- 
bierno por el art. 19 de la ley de presupuestos de 
Cuba para el arriendo de las Aduanas de la Isla, 
se abre concurso público bajo las condiciones 

ue se expresan, admitiéndose hasta el 31 de 


ctubre las proposiciones que se presenten. (Ga- 
cela 1.” Agosto.) 


RENTA DE LOTERIAS. V. Lorezías. 


RENTA VITALICIA. Vóase la resolución 
de 31 Mayo 1892, inserta en HirPotkEcAsS. Declara, 
aplicando el art. 1.805 del Cód. civil, que la sub- 
rogación de la hipoteca que asegura la renta en 
otra finca distinta de la primitivamente grava" 
da, no exige para su validez que se capitalice la 
pensión. 


RENUNCIA. De la responsabilidad civil 
emanada de delito.—V. en ReEsPoONSABILIDAD,.... 
la Sent. de 27 Junio 1891. 

—De la administración de los bienes de los 
hijos, concedida por la ley á los padres.—Véase 


(1) Véanse las disposiciones insertas bajo el epígrafe 
TRATADOS INTERNACIONALES. 


> 
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la sentencia de 22 Octubre 1891, singularmente 
su considerando segundo. Está inserta en Parria 
POTESTAD, Pp. 438. 

—Renuncias traslativa y extintiva de dere- 
chos: Diferencia entre una y otra. Sent. 1.” Oc- 
tubre de 1891, considerando último.—Véase en 
SUCESIONES. 

—Sobre renuncia de derechos hereditarios y 
legitimarios, véanse otras sentencias insertas 
también en SucEs1OoNE8. 


REPARTIMIENTO VECINAL. Véase Paz- 
SUPUE3TOS MUNICIPALES, y 6n CONTRIBUCIÓN DE 
CONSUMOS la R. O. de 13 Enero de 1892. 


RESCISION DE CONTRATOS. Véase Con- 
TRATOS, , 


RESERVAS. Véase en la p. 249 la resolución 
de la Dirección de los Registros, de 25 de Junio 
de 1892, sobre manera de inscribir los bienes sa- 
jetos á la reserva troncal del art. 811 del Código 
civil, 

RESES MOSTRENCAS. Véanse en GaÑaDr- 
RÍA los arts. 6. y 7. del R. D. de 13 de Agosto 
de 1892, y el número 4.* del art. 55 de su regla- 
mento. 


RESGUARDOS MARITIMO Y TERRES- 
TRE. (Dicc., tomo IX, ps. 196 4 205.) 


R. O. 23 Febrero 1892. : 

Aprobando la instrucción «para determinar las formali- 
dades que han de revestir los expedientes de construc- 
ción y reparación de casetas del Cuerpo de carabi- 
neros.» 

(Hac.) «Artículo 1.? El servicio relativo á la 
construcción y reparación de casetas que han de 
servir de albergue al Cuerpo de carabineros se 
efectuará por los Ministerios de Hacienda y Fo- 
mento, con arreglo á las disposiciones de la pre- 
sente instrucción. 

Art. 2.2 Los primeros jefes de las Comandan- 
cias propondrán á los delegados de Hacienda de 
las provincias respectivas las obras de nueva 

lanta y las de reparación de casetas, expresan- 
do detalladamente las razones en que funden sa 
pretensión. 

Art.3. Los delegados reunirán la Junta de 
jefes de Hacienda, con asistencia de loa ingenie- 
ros jefes de Obras públicas de las provincias, y 
someterán á su deliberación la necesidad de la 
obra para que en vista de lo que haya manifes- 
tado el jefe de la Comandancia y de lo que pue- 
da manifestar en el acto de la reunión, acuerden 
lo procedente respecto á su ejecución y encar- 
guen al ingeniero de la redacción del proyecto, 
si el acuerdo fuese afirmativo. 

Art. 4.2 El acta de la sesión será remitida con 
el proyecto á la Inspección general de Carabine- 
ros por conducto del jefe de la Comandancis, y 
si la Inspección gederal estuviera conforme, dis- 
pondrá que se lleve á cabo la construcción ó re- 

aración de la caseta, remitiendo el proyecto al 

inisterio de Fomento, para que por la Direc- 
ción de Obras públicas se instruya el oportuno 
expediente anunciando la subasta y dictando 
cuantas disposiciones procedan durante el curso 
de la obra, hasta que terminada y hecha la re- 
cepción definitiva por el ingeniero jefe de la pro- 

vincia y jefe de la Comandancia respectiva *e 

entregue al Ministerio de Hacienda. 

Art. 5.? El pago de las obras se dispondrá por 
la Dirección general del Tesoro, en vista 
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acuerdo recaído en los expedientes de subasta y 
de las certificaciones valoradas de obra ejecuta- 
da que la Dirección general de Obras públicas 
remita á dicho efecto, una vez cumplidas las for- 
malidades que las leyes de obras públicas y de 
contabilidad determinan. 

Art. 6, El crédito para atender á estas obras 
se consignará en la sección 9.* de los presupues- 
tos sucesivos, á partir del de 1892 á 93. 

Art. 7.2 Bien algún caso hubiere necesidad de 
expropiar el terreno que haya de ocupar la case- 
ta, se llevará á efecto previamente la adquisición 
con las formalidades prescritas por las leyes de 
obras públicas, abonándose su importe por el Mi- 
nisterio de Hacienda con vista de la orden de la 
Inspección general de Carabineros, trasladando 
el acuerdo recaído en el expediente de expro- 
plación. 

Art.8. Los honorarios que por sus trabajos 
facultativos deban percibir los ingenieros se 
acomodarán á lo dispuesto en la instrucción para 
el abono de indemnizaciones al personal facul- 
tativo de Obras públicas, probado por R. O. de 
24 de Octubre de 1889, asimilando en cada caso 
la obra á las de nueva construcción ó reparación 
de las demás que dicha instrucción comprende, 
y abonándose su importe con cargo al crédito 
concedido para este servicio en el presupuesto 
correspondiente. 

Art, 9.2 Quedan derogadas cuantas disposi- 
ciones se opongan al cumplimiento de esta ins- 
trucción, 

DisPosicióN TRANSITORIA.—Durante el ejercicio 
del presupuesto vigente, los pagos de las obras 
que se verifiquen se dispondrán por la Ordena- 
ción de pagos por obligaciones del Ministerio de 
Fomento, en cuyo presupuesto se consigna el 
crédito para esta clase de atenciones. 

Madrid 23 de Febrero de 1892.—Aprobado por 
Su Majestad.—Juan de la Concha Castañeda.» 
(Gac. 24 idem.) 


—Véase CARABINEROS: RENTA DE ADUANAS. 


RESISTENCIA Á LA AUTORIDAD O AÁ 
SUS AGENTES. Dicc., tomo 1, págs. 787 y si- 
guientes, doctrina del grupo IX, letras h 6i, 
(pág. 745); y del grupo XVIII, letras h, i, 1 y m, 
págs. 154 y 755, 


Jurisprudencia. 


Br Febrero 1891. El hecho de encerrar en una bo- 
bre al comisionado de apremio y al alguacil que acu- 
practicar un embargo, constituye, cuando menos 


el delito del art. 26 E 
589, núm. 5.2 5 del código penal y no la falta del 


Al presentarse el comisionado de apremio y un al- 
guacil en el manso Surcone para proceder pe la e 
de apremio á la exacción de unas cantidades entra- 
ron en la bodega, y cerrándoles Jaime Beltrán la 
puerta de la misma, se marchó, volviendo momen- 
oa con el juez municipal y abriendo la 

Condenado Beltrán como reo de resistencia á 1 
Agentes de la autoridad, del art. 265 del Código de: 
nal, interpuso recurso de casación, fundado en que 
ho cometió este delito, sino á lo sumo la falta del 
e 5.2, art. 559, El T. S. desestima el recurso: 

; A onsiderando que los actos ejecutados por Bel- 
rel n, que bajo ciertos aspuctos pudieran ser induo:- 
anos e responsabilidad más grave que la declara- 
Se se hallan comprendidos en la disposición del 
e » 265 del Código penal, que castiga Á los que re- 
A ten á la autoridad ó á sus agentes; porque acto 

e resistencia fué, después de oponerse á que el co- 
ni nonado de apremio y el alguacil que le acompa- 
E a desempeñaran su cometido, el de dejarles en- 
Pdo po en la bodega de la casa, en la cual para 
> 6 in penetraron, privándoles de su libertad per- 
pelar para lo que no tenia derecho alguno.» (Sen- 

éncia 16 Febrero 1891,—Gac. 20 Julio, pág. 12.) 


RESOLUCIONES. Consentidas, lesivas á la Ad- 
mintstración, discrecionales, etc. V. CAPELLANÍAS: 
IxsTRUCCIÓN PÚBLICA: JURISDICCIÓN CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 


RESPONSABILIDAD CIVIL POR RAZÓN 
DE DELITO. (Dicc., t. IX, p. 206 y 207.) 


33 Junio 1991. No se entiende renunciada la in- 
demnización porque el perjudicado manifieste meramente 
que «no la pide». 


En un choque ocurrido entre dos trenes sufrió 
lesiones D. Antonio Roque de Escobar, que le deja- 
ron imposibilitado para el trabajo físico é intelec- 
tual. Formada causa, manifestó que no se mostra- 
ba parte en ella ni «pedía indemnización de nin- 
guna clase á la Empresa»; pero luego ejercitó su 
derecho como actor civil y declaró su propósito de 
obtener los resarcimientos que le correspondieran y 
y que la Audiencia de la Habana fijó en la cantidad 
de 40.000 pesetas por vía de indemnización; impo- 
niendo la obligación de abonarla ul reo D. Antonio 
Pequeño y por insolvencia del mismo á la Compa- 
ñía de ferrocarriles de la Habana y Regla. Esta So- 
ciedad interpuso recurso de casación alegando que 
no podía haberse declarado á favor de Escobar un 
derecho renunciado por el mismo. El T. S. declara 
no haber lugar al recurso: 

«Considerando: que si bien la responsabilidad ci- 
vil que emana de un delito se extingue en cuanto al 
interésdelcondonante porsurenuncia...es menester, 
conforme á lo dispuesto en el 110 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal vigente en las Antillas, que la 
renuncia de este derecho se haga de una manera ex- 
presa y terminante: 

Considerando: que la manifestación hecha por el 
perjudicado D. Antonio Roque ante el juez de ins- 
trucción en el acto de ser requerido, según se con- 
signa en la sentencia, de no mostrarse parte en la 
causa, y que no pedía indemnización de ninguna 
clase, por las diversas interpretaciones á que este 
manifestación se presta, así como porque el no pe- 
dir una cosa á que se tiene derecho no expresa el 
concepto de su renuncia de una manera tan terml- 
nante, explícita y clara. (Sent. 27 Junio 1891.—Qace- 
ta 18 Septiembre, p. 200.) l 


2 Jallo 1891. Son responsables civil y subsidiaria- 
mente los arrendatarios de consumos por los delitos que 
cometen los agentes del impuesto con ocasión del ejercicio 
de sus funciones. 

En causa contra el dependiente de consumos José 
Suárez por haber muerto de un tiro á D. Adolfo 
Sáncheg, por resistirse óste á que registraran los del 
resguardo un carro que los mismos suponían Ccarga- 
do de especies sujetas al impuesto, recayó sentencia 
en la que se condenó al reo á reclusión, indemniza- 
ción, etc., y se declaró no haber lugar á exigir res- 
rra alguna subsidiaria al arrendatario 

e los consumos. El padre del interfecto, como aocu- 
sador privado y actor civil, interpuso recurso de 
casación por conceptuar infringidos los arts. 2 y 21 
del Código penal, y 41 y 42 del reglamento del res- 
guardo. El T.S. casa y anula la sentencia: ] 

«Considerando: que... según el art. 21 del Código 
penas son responsables civilmente, en defecto de 

os que lo sean criminalmente, entre otros, las Em- 
presas dedicadas á cualquiera clase de industria 
por los delitos y faltas en que hubiesen incurrido 
sus dependientes en el desempeño de sus obliga cio- 
nes ó servicio, y que, por lo tanto, la Audiencia sen- 
tenciadora ha incurrido en error de derecho é in- 
fringido dicho articulo al no imponer en la senten- 
cia recurrida la responsabilidad civil subsidiaria al 
arrendatario de consumos D. José Suárez Asenjo, 
toda vez que el procesado, al perpretar el delito, lo 
hizo, como su dependiente, en el desempeño de sus 
obligaciones y no por un acto ajeno á éstas.» (Son- 
tencia 3 Julio 1891.—Gac. 20 Septiembre, p. 213.) 


—Véase DAÑOS Y PERJUICIOS: ENJUICIAMIENTO CI- 
viL: ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. (Sent. 20 Febrero 
1891, sobre responsabilidad civil de terceras personas, 
p. 172.) 


RESTITUCIÓN «IN INTEGRUM». Ya he- 
mos indicado en el Dicc., tomo IX, p. 208, que 
no se concede por regla general este recurso 
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extraordinario en el Código civil, y sólo hay al- 
guna disposición que le recuerda en el art. 1-292, 
núme. 1. y 2.” 


98 Diciembre 1891. La prueba del perjuicio es in- 
dispensable para que pueda prevalecer el beneficio de la 
restitución. 


«Para que proceda la restitución in inltegrum con- 
cedida á los menores, es necesario, entre otros re- 
quisitos, que se pruebe que han sufrido perjuicios, 
punto de hecho sometido á la decisión de la Sala 
sentenciadora.» Si ésta, apreciando la prueba sin 
error de hecho ni de derecho, declara que no se ha 

roducido al menor perjuicio aJguno, el beneficio de 
a restitución no puede prevalecer. (Sent.28 Diciem- 
bre 1691.—Gac. ¿ Marzo 1592, p. 87.) 


RETENCIÓN DE SUELDOS. Véanse los 
arts. 135 y siguientes del reglamento de 7 Di- 
-_ciembre 1892, inserto en ReEvisTAs...; y en DEUDAS 
DE MILITARES la decisión de 22 Mayo del mismo 
año sobre retención de haberes á las clases de 
tropa. 


RETIROS, RECOMPENSAS Y REMUNE- 
RACIONES ESPECIALES Á MILITARES. 
(Dicc., t. IX, ps. 217 á 258.) 


28 Marzo 18901. No procede el pago de atrasos por 
pensiones a las familias de los soldados ó clases de tropa 
muertos en Ultramar, cuando no se ha solicitado su re- 
cowocimiento y liquidación dentro de los cinco años 8i- 
guientes á la conclusión del servicio de que ei por 
ser aplicable el art. 19 de la ley de contabilidad. 


Solicitada pensión por doña Encarnación Orme- 
ño el 2 de Febrero de 1885, á causa de haber falleci- 
do del cólera en la Habana el 20 de Diciembre de 
1871 su hijo el sargento Eduardo Gómez Ormeño, y 
concedida por el Ministerio de la Guerra 4 contar 
desde el 30 de Septiembre de 1881, ó sean cinco años 
de atrasos, interpuso aquélla demanda contenciosa, 
reducida á que el abono de atrasos se extendiera á 
la fecha del fallecimiento de su hijo Y cuando me- 
nos á los cinco años anteriores á la fecha de su pri- 
mera instancia. El Tribunal absuelve á la Adminis- 
tración de la demanda con vista de los arts. 5.” de 
la ley de 8de Julio de 1860 y 19 de la de 25 de Junio 
de 1570: «Considerando que la súplica de la demanda 
no sólo no se halla en modo alguno autorizada por 
las leyes de 8 de Julio de 1860 y 25 de Junio de 1870, 
invocadas en la mencionada Real orden y en el es- 
crito de la parte actora, sino que es contraria á la 
jurisprudencia reiteradamente aplicada en pleitos 
análogos.» (Sent. 29 Marzo 1891.—Gac. 17 Septiembre, 
pág. 104.) 


"8 Octubre 1891. Las viudas de maestros de taller 
no tienen derecho d la pensión de Montepío militar, cuan- 
do al contraer matrimonio su causante disfrutaba sueldo 
inferior al de 125 pesetas mensuales. 


Fallecido D. Manuel Ferradán, maestro de taller 
de segunda clase del parque de artillería de Santa 
Cruz de Tenerife, su viuda doña Adela Mora, á quien 
se concedieron dos pagas de toca, solicitó pensión 
del Montepío militar, que le fué denegada por Real 
orden. Contra ella dedujo demanda la interesada 
ante el Tribunal de lo Contencioso-administrativo, 
que con vista del art. 49 del reglamento para el per- 
sonal del material de artillería de 24 de Marzo de 
1873, declara firme y subsistonte la Real orden re- 
currida: 

«Considerando: que al fijar el reglamento de Mon- 
tepio militar el sueldo mensual de 40 escudos de ve- 
llón para obtener derecho á pensión, debe regular- 
se el escudo á razón de 5 pesetas, que es el valor 
que teníar en aquellaépoca, necesitándose, portan- 
to, disfrutar 200 pesetas mensuales de sueldo para 
obtener el derecho, y es visto que aquulla santidad 
no llegó Áá percibirla el esposo de la demandante: 

Considerando: que el reglamento de personal dal 
material de artillería de 239 de Marzo de 1878 es apli- 
cable, con exclusión de cualquier otro precepto, á 
la resolución de este litigio, porque Ferradán lo 
aceptó expresamente en todas sus partes al posesio- 
narse del cargo de maestro de taller, para el que 


cambiado por el director general de Artillería 
en : 

Considerando: que Ferradán contrajo matrimo- 
nio con la demandante sin que disfrutase sueldo de 
125 pesetas mensuezles, obtenido por Real nombra- 
miento, y no reuniendo, por tanto, los requisitos 
exigidos por el reglamento, no pudo transmitir á su 
viuda el derecho á de te que solicita » (Senten- 
cia 8 Octubre 1891. -Gac. 6 Agosto 1892, p. 308.) 


4 Noviembre 18901. Concedida genéricamente, tin 
restricción alguna y por ley especial, cierta pensión 4 la 
huérfana de un militar, en premio d los servicios presta- 
dos por éste, no pierde aquélla su derecho d continuar 
percibiéndola aunque después haya contraído matri- 
monio: Atrasos de cinco años. 


; Por ley de 15 de Julio de 1855 se concedió, sin per- 
pe de sus respectivas viudedades, á doña Leonor 

artínez Elhoyar, viuda del brigadier D. Juan de 
Hore, á su hija doña Luisa, y á su madre doña Se- 
rafina Euderiz, una pensión de 4.000 reales á cada 
una, con derecho á suceder en el goce de estas pen- 
siones la doña Luisa de Hore al fallecimiento de sa 
madre y abuela. Fallecidas ambas y casadr. doña 
Luisa con D. Josó Moreno Benito, dirigió aquélla en 
21 Enero de 1890 una instancia al presidente de la 
Junta de Clases pasivas, alegando que percibió la 
pensión de 3.000 ptas. hasta el mes de Octubre de 1973, 
que contrajo matrimonio, sin gestionar sa cobro por 
creer que había caducado; pero sabiendo que otras 
personas, en sua mismo caso, disfrutaban pensiones 
análogas, suplicaba que se restableciera en su fuer- 
za y vigor la ley de 1855, reintegrando á la interesa- 
da en el goce de la pensión de 3.000 pesetas anuales. 
Denegada su solicitud en vía gubernativa, la repro- 
dujo en la contenciosa, donde es estimada... 

«Considerando: que si bien el art. 2. del decreto 
de las Cortes, de 11 de Mayo de 1837, dispone que toda 
pensión concedida pr servicios de los padres, hijos 
Óó hermanos del agraciado, se entenderá gratuita, 
pero de ningún valor y efecto cuando la pensionista 

ubiese pasado áÁ estado de matrimonio, tal dispo- 
sición no es de aplicar al caso presente, en razón 1 
ue únicamente se refiere á las pensiones ya conce: 

idas á la fecha en que se dictó; pues que según se 
expresa en el art. 1.%, sólo tuvo por objeto el reco- 
nocimiento y clasificación de las pensiones á la sa- 
zón existentes: 

Considerando: que el decreto ley de 22 de Octubre 
de 1868, al prescribir en su art. 3. que se apliquen 
con toda escrupulosidad á las pensiones remuners- 
torias las disposiciqpes contenidas en el citado de: 
creto de las Cortes“de 1837 excluye expresamente 
las concedidas con posterioridad al mismo por le- 
yes especiales; en cuyo caso se encuentra la deman- 
dante, 4 quien fué concedida la pensión en virtud 
de la ley especial de 1855: 

Considerando: que ésta deta, $ pensiones de 4.00 
reales á la viuda, la madre y la hija del brigadier 
D. Juan de Hore, disponiendo, de un modo genérico 
y sin restricción alguna, que la última sucedería en 
sus pensiones á su madre y abuela: de donde se si- 
gue lógicamente su derecho á disfrutar aquéllas, 
cualquiera que seas su estado, pues que de no ser 
éste el propósito del legislador, claramente hubiera 
o como lo hizo en otras leyes especiales 
publicadas en la misma fecha, que cesaría en el 
percibo al contraer matrimonio: 

Considerando: que si bien la demandante, al con: 
traer matrimonio en 1573, cesó de hecho en el perci: 
bo de la pensión, no puede seguirse perjuicio alga: 
no de esa equivocada interpretación de la ley al 
reconocimiento del derecho que la misma le otorgó: 
y sólo debe producir como consecuencia que, en 
virtud de lo prevenido en la Real orden de 16 de Oc- 
tubre de 1860, que interpretó el art. 18 de la ley de 
contabilidad de 16850, idéntico al 19 de la vigente, 
no pueda la interesada percibir los atrasos correr 
pundientes desde el citado año 1873, y sí sólo los 
cinco años anteriores á su instancia de 21 de Enero 
de 1890: 

Visto el decreto de las Cortes, de 12 de Mayo de 
1887... el art 3. del decreto ley de 22 Octubre 156... 
la ley de 15 de Julio de 1853, y la Real orden de 16 de 
Octubre de 1860... 

Fallamos que debemos revocar y revocamos la 
Real orden reclamada y declaramos que doña Lur 
sa Hore tiene derecho á percibir la pensión de 
pesetas que le fué concedida por la ley especial de 
15 de Julio de 1855; debiéndosele abonar los atrasos 
correspondientes á los cinco años anteriores á su 











instancia de 21 Enero de 1890.» (Sent. 4 Noviembre 
de 18$81.—Gac. 80 de Agosto 1€92, p. 354.) 


20 Noviembre 1891. Pensiones d padres pobres de 
soldados muertos en funciones de guerra: Los interesados 
en el percibo de tales pensiones, sólo empezarán d disfru- 
tarlas desde el momento en que las soliciten, cuando jua- 
tifiquen su pobreza, careciendo de derecho, en su virtud, 
para reclamar el pago de los atrasos correspondientes al 
tiempo transcurrido sín solicitarlas, ni d los cinco años 
anteriores á la instancia. 


Solicitada por Blas Fernández y su esposa la pen- 
sión correspondiente como padres del cabo Antonio 
Fernández, que falleció en el naufragio del vapor 
Tomás Broocha, y concedida aquélla por R. O. de 6 de 
Mayo de 1857 desde la fecha en que los interesados 
habían justificado su pobreza, acudió Blas Fernán- 
dez á la vía contenciosa con la súplica de que se 
abonaran Jos atrasos correspondientes á los cinco 
años anteriores, según prevenía la ley de contabili- 
dad. El T. de lo C., con vista del decreto de las Cor- 
tes de 28 de Octubre de 1811 y arts. 1.? y 2.2 del Real 
decreto de 5 de Mayo de 1867, desestima la preten- 
sión del recurrento y declara que debe serle abona- 
da la pensión desde la fecha de su primera solicitud: 

«Considerando: que según el R. D. de 5bde Mayo de 
1887, los padres y madres viudas de los individuos 
del ejército, sólo pueden obtener las pensiones con- 
cedidas por las disposiciones legales en virtud de 
las que se les otorgue en el caso de que justifiquen 
su cualidad de pobreza: 

Considerando: que la pobreza es una circunstan- 
cia accidental de la vida, que cambia con frecuen- 
cia, por lo que puede sostenerse racionalmente que 
el interesado que tiene derecho á una pensión, me- 
diante la ión de su pobreza, y deja trans- 
currir el tiempo sin practicar la prueba indispensa- 
ble, da á entender que su carencia de recursos ha 
comenzado en la época en que solicita justificarla, 
y no antes: 

Considerando: que en el caso de este pleito, el re- 
currente alegó su pobreza y pidió se le admitiera la 
justificación en instancia presentada en 28 de Di- 
ciembre de 1882, y no habiendo terminado la infor- 
mación hasta 13 de Mayo de 1886, no sería justo que 
se le privase del importe de la pensión en ese perío- 
do, estando justificado que era pobre en la época en 

ue pretendió hacer valer este requisito.» (Sent, 80 
Noviembre 1891 —QGac. 4 Septiembre 1892, p. 406.) 


1258-13 Diciembre 1891. Edad d que deben pasar d 
situación de retirados los individuos del Cuerpo jurídico 
militar asimilados d oficiales generales. 


Véase esta sentencia en la pág. 341. 


29 Diciembre 1891. Pago de haberes por las Cajas 
de Ultramar d los jefes y oficiales que hayan contraído 
matrimonio con mujer natural de las islas por donde soli- 
citen el vetiro: No es aplicable d los que lo hubieren cele- 
brado cuando ya no pertenecían al ejército, aunque des- 
pués volviesen al servicio. 


Don Juan Benavente pasó á la isla de Santo Do- 
mingo el año 1861, en cuyo ejército sirvió con el em- 

leo de teniente, hasta 1.2? de Mayo de 1863, en que 
solicitó y obtuvo la licencia absoluta. En 3 de Mayo 
del mismo año contrajo matrimonio con doña Fer- 
nanda Domínguez, natural de aquella isla, y en 
Agosto del citado año solicitó la vuelta al servicio, 
que le fué concedida por KE. O. de 23 de Diciembre 
inmediato, permaneciendo en Ultramar hasta el 
año 1888, que volvió á España. En Marzo de 1887 pi- 
dió Benavente su retiro para Madrid con los 90 cón- 
timos de su sueldo de coronel y el aumento de un 
peso fuerte por escudo, fundándose en que contaba 
cuarenta años de servicio y estaba casado con una 
señora natural de la isla de Santo Domingo. Otor- 
zado el retiro definitivo con el haber mensual de 
517 pesetas 50 céntimos, dedujo recurso contencioso 
el interesado, suplicando se revocase y en su lugar 
se le reconociera su derecho al haber mensual de 
833 pesetas 33 céntimos, con cargo á las Cajas de la 
isla de Cuba. El T. C. A. desestima tal presentación 
por las siguientes rasones...: ' 

«Considerando: que el precepto consignado en el 
caso 3.? del art. 1.9 de la BR. O. de 23 de Septiembre 
de 1858, según el cual tienen derecho á la ventaja 
que solicita el actor D. Juan Benavente, los jefes y 
oficiales que justifiquen haber contraído matrimo- 
nio con mujer natural de las islas para donde piden 
el retiro, no le es aplicable, porque si bien consta 
que contrajo matrimonio con mujer dominicana, es 
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lo cierto y resulta probado que lo contrajo cuando 
y2 no era militar, ni pertenecía al ejército por ha- 
bórsele expedido á sn instancia la licencia absoluta: 

Y considerando: que como el beneficio citado sólo 
se concede á los jefes y oficiales, es evidente que el 
actor no sé halla comprendido en la disposición ci- 
tada de la Real orden de 1858, porque al contraer el 
suyo no tenía carácter ni categoría de jefe ni de 
oficial del ejército...» Sent. 29 Diciembre 1891.—Ga- 
ceta 12 Septiembre 1692, p. 4688.) 


29 Diciembre 18941. Revisión de expedientes orde- 
nada por el art. 25 de la ley de presupuestos de Cuba de 
13 de Julio de 1885: No es aplicable á las clasificaciones 
hechas con anterioridad 4 la publicación de dicha ley. 


Concedido el retiro á D. Simón Sedano por Real 
orden de 7 Julio 1882, acudió con instancia en 18 de 
Mayo de 1888 solicitando la mejora del tercio del 
haber que disfrutaba previa la revisión de su expe- 
a creerse comprendido en lo dispuesto en 
el art. 25 de la ley de e e de Cuba de 18 Ju- 
lio 1885, toda vez que había servido en Filipinas más 
de seis años con posterioridad al decreto orgánico 
de 3 de Junio de 1866. Desestimada su pretensión en 
vía bernativa, la reprodujo en la contenciosa 
donde también se declara improcedente: 

«Considerando: gus la Real orden de 5 de Septiem- 
bre de 1868 que declaró aplicables á las clases depen- 
dientes de los Ministerios de Guerra y Marina que 
sirvieran en Ultramar, el art. 106 del reglamento de 
empleados civiles q. aquellos dominios, quedó 
derogada por la orden de la Regencia de 3 de Junio 
de 1870, supuesto que aquélla no tiene el carácter de 
aclaratoria de la ley de retiros ni del reglamento de 
Montepío de Ultramar: 

Considerando: que el art.2Mde la ley de presupues- 
tos de Cuba de 3de Julio de 1883 manda aplicar á las 
clases pasivas militares las ra que res- 

esto de las civiles establece el R. D. de 3 de Junio 

e 18£6 en lo sucesivo, es decir, que aquel precepto 
legal, lejos de tener efecto retroactivo, previene que 
sólo debe regir para las clasificaciones que se hagan 
después de su publicación, y no para las hechas con 
anterioridad á la fecha de la ley: 

Considerando: que si bien en el último párrafo de 
dicho artículo se ordena proceder á una revisión de 
expedientes, tal precepto no puede tener el alcance 
de conceder á los ya clasificados los beneficios del 
citado Real decreto, pues en este caso habría que 
suponer contradicción entre las disposiciones de un 
mismo artículo de la ley, sino que debe entenderse 
limitado 4 ear que la consignación de haberes 
se haga en las Cajas del punto donde por más tiem- 
po hayan servido losinteresados, que es el precepto 
que inmediatamente precede al en que se ordena la 
revisión: 

Considerando: que la R. O. de 28 de Marzo de 1887, 
gus cita el actor en apoyo de su pretensión, no pue- 

e aplicarse al caso presente, puesto que en ella se 
dispone que el abono del tercio de retiro se haga á 
los militares que lo soliciten al ser retirados, pero 
en modo alguno á los que ya lo estuvieren.» (Sen- 
tencia 29 Diciembre 1881 dictada con vista de los ar- 
tículos 108 del Reg. de 38 Junio 1886, R. O. de 5 Sep- 
tiembre 1888, orden de la Regencia de 3 de Junio de 
1870, art. 25 de la ley de presupuestos de 13 Julio de 
1885 y la R. O, de 26 Marzo 1887.— Gac. 19 Septiembre 
1892, p. 466.) 


21 Enero 1898. No son aplicables las pensiones 
creadas por la ley de 8 Julio 1860 á las viudas de los ofi- 
ciales que, aunque muertos d mano atrada, no lo fueron 
en acto de guerra, ni siquiera del servicio... 


Así se establece en esta sentencia, con vista del 
artículo 5.2? de la ley de 8 de Julio de 1560 y de la 
R. O. de 2 de Julio de 1831, absolviendo á la Admi- 
nistración de demanda interpuesta por doña Con- 
cepción Arana, contra Real orden que la denegó 
pensión de viudedad en consideración á su esposo 

. Emilio Blanich, teniente del batallón de cazado- 
res de Matanzas que se ausentó un día de poblado 
por su sola voluntad y no volvió á parecer, encon- 
trándose después el cadáver de un hombre, que mu- 
rió sin duda á mano airada y que se creía ser el del 
teniente. He aquí los fundamentos de la resolución: 

«Considerando: que por constar en el expediente 
que la muerte de D. Emilio Blanich, si bien ocurrió, 
según fundadamente se supone, á mano airada y en 
época en que se encontraba durante la guerra de 
Cuba de servicio de campaña con su batallón en el 
poblado de Maniabán, n>7 sucedió ni siquiera en ac- 
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tos dol servicio, sino en ocasión dé ausentarse del 
poblado sin orden ni autorización competente, no 
es posible estimar que dicha muerte, aun cuusada 
por los enemigos, ocurriera en función de guerra, 
como taxativamente exige la mencionada ley para 
que se originen los derechos á pensión que por la 
misma se establecen: ñ 

Considerando: que la R. O. de 26 de Julio de 1834, 
invocada por la recurrente, se dirige á consignar en 
favor delas viudas y huérfanos de los militares des- 
aparecidos en función de guerra el beneficio de su- 
ponerles fallecidos para el efecto del goce de la pen- 
sion correspondiente, la cual no es ohjeto de duda 
en este caso, toda vez que se halla justificada Ja 
muerte del teniente Blanich, y dicha Real orden, de 
conformidad con aquella ley, asimismo determina 
como requisito para los derechos que concede que 
la desaparición ocurra, no simplemente en tiempo 
de campaña, sino en función de guerra.» (Sent. 21 de 
Enero 1892.—Gac. 18 Septiembre, p. 23.) 


4% Febrero 189%. Eficacia de la concesión del re- 
tiro á instancia del interesado, aun cuando haya éste 80- 
licitado con postarioridad permanecer en activo. 


D. Francisco Tirado, teniente curonel de la Guar- 
dia civil, solicitó su retiro en 3de Agosto de 1870; en 
el mismo mes presentó nueva instancia contrarian- 
do la anterior, y en 18 de Diciembre recayó Real or- 
den otorgándole la situación de retirado. Impugna- 
da esta resolución en via contenciosa, el Tribunal 
la confirma con vista de los arts. 1.9, 3*, 31 y 32 dela 
ley de 2% de Noviembre 1878, y 4. del R. D. de 3 de 
Enero de 1867: . S A 

«Considerando: que la de retiro es una situación 
legal para l3s jefes y oficiales en los casos que se es- 
tablecen por el art. 32 de la ley constitutiva del 
ejército, y que determinado como se halla en este 
artículo entre los casos indicados, aquel en que los 
interesados piden por voluntad propia su retiro, no 

uede negarse que una vez expresada, como don 

rancisco Tirado Pérez expresó, de un modo explí- 
cito su voluntad de retirarse en la instancia de 2de 
Agosto de 189u, escrita y firmada por el mismo, cuya 
autenticidad no se ha puesto en duíúa, el resultado 
legal de aquel acto no debió ser otro que el de acce- 
der, como se hizo, á su solicitud y concedérsele el 
retiro, como se efectuó en la Real orden reclamada: 

Considerando: que no se opone á la eficacia de la 
primera petición de D. Francisco Tirado niá la con- 
secuencia lógica y legal que ha producido y que en 
la actualidad impugna, obrando al hacerlo contra 
sus propios actos, la circunstancia de haber dedu- 
cido con posterioridad las demás instancias que 
figuran en el expediente...» (Sent. 12 Febrero 1892.— 
Gac. :5 Septiembre, p. 65.) 


29 Warzo 1892. ¿Son aplicables los heneficios de la 
ley de 9 de Enero de 1887 á los jefes y cficiales de la re 
servo? 

Véase esta sentencia en la pág. 358. 


16 Abril 1899. Abono de años de carrera d los in- 
dividuos de Sanidad de la Armada: solo tenían derecho d 
este benefirio los que ya formaban parte del Cuerpo al pu- 
blicarse la ley de 2 Julio 1865, pero no los que ingrezaron 
en lo sucesivo; sin que pueda conferirlo el desempeño de 
una plaza de alumno pensionado del Ministerio de Marina, 


Concedido el retiro á D. Alfredo Pérez Barnecha, 
individuo del Cuerpo de Sanidad de la Armada, sin 
abonarle tiempo alguno por razón de años de estu- 
dios, pidió que se le reconocieran y abonaran, ante 
el T.0. A. que ahsuelve á la Administración: 

«Considerando: que con arreglo á los preceptos de 
la ley de 2 de Julio de 1865, sólo tienen derecho al 
abono de años por razón de estudios los individuos 
que á la publicación de dicha ley formaban parte de 
Jas Cuerpos jurídico, de Sanidad y de capellanes del 
ejército y Armada, pero no los que ingresaren en lo 
sucesivo: : 

Considerando: que Pérez Barnecha no tuvo in- 
graso en el Cuerpo de Sanidad de la Armada hasta 
el día 28 de Junio de 1886... 

Considerando: que el demandante no formaba 
parte antes del año de 1865 del Cuerpo de Sanidad 
de la Armada, pues el hecho de que en el año 1563 
obtuviera una plaza de alumno pensionado por el 
Ministerio de Marina, no implica ni lleva consigo el 
que desde aquel momento formase parte de un Cuer- 

o para ingresar en el que era prec'so tener un títu- 
o que en dicha fecha no tenía aún Pérez Barnecha: 

Considerando: que el derecho al abono de los años 
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de estudios sólo lo han tenido los individuos que 
antes del 2 de Julio de 1885 formaban parte del Cner- 
po de Sanidad de la Armada, y que los alumnos pen- 
sionados ni pertenecían á dicho Cuerpo ni siquiera 
tenían la consideración de militares al servicio de 
SA UN (Sent. 16 Abril 1892.—Gac. 4 Noviembre, 
paz. 10l. 


1686 Abril 1898. No sor abonables años de estudio 
4 los capellanes sino justifican que aprobaron los corre» 
pondientes cursos en Universidad, Seminario concilier u 
otro establecimiento público aprobado por el Gobierno (1). 


Al solicitar su retiro D. Pío Prieto, capellán css: 
trense, presentó certificado de haber seguido en el 
Instituto de Valladolid los estudios de la segunda 
enseñanza; y no habiendo obtenido el abono de los 
cinco años, que concede el art. 42 del Reg. de 12 de 
Octubre de 1853, acudió elinteresado al T. C. A., que 
absuelve de la demanda á la Administración: 

«Considerando: que los estudios que el demandan- 
te ha acreditado tener hechos en el Instituto adjun- 
to á la Universidad de Valladolid son los de segunda 
enseñanza, necesarios para emprender cualquier 
carrera profesional, pero que no constituyen los de 
la eclesiástica, que son los que exige el mencionado 
artículo 42: 

Considerando: que por no haber justificado el ac- 
torque tiene hechos en la forma prevenida en el 
precitado artículo los estudios especiales de la ca 
rrera ec'esiástica, carece de derecho al abono de los 
cinco años que pretende, y la Real orden impngns- 
da, al Pa Da este derecho, se ha atenido estric- 
tamente al espíritu y letra del reglamento que ro- 
gula esta materia.» (Sent. 16 Abril 1892.—Gac. 4 No- 
viembre, pág. 191.) 


28 Abril 1802. Retiros por inutilidad para el ser- 
vicio.— El derecho no nace hasta el reconocimiento facul- 
A que sirve de base para la declaración de imuti- 

idad. 


D. Tomás Castro, soldado del batallón cazadores 
de Puerto Rico, recibió una herida de bala en la ac- 
ción de San Pedro Abanto, año 1871; y en 1879 soli- 
citó sin resultado su retiro conforme á la ley de8 
de Julio de 1980 por hallarse inútil para el servicio. 
Reprodujo la misma pretensión en 22 de Mayo de 
1888 y reconocido de nuevo en 7 de Agosto siguiente, 
se le otorgó el retiro Á partir de esta fecha. Con la 
súplica de que se le abonasen lus cinco años de atra- 
sos que permite la ley de contabilidad, acudió el in- 
teresado al T.C. A., que absuelve á la Administra- 
ción d+ la demanda: . 

Considerando: quedenegada en un principio la pen- 
sión de retiro solicitada por el demandante..., dicha 
soberana disposición no puede menos de producir 
sus naturales efectos, y mucho más habiendo sido 
consentida por el interesado, que no dedujo contra 
ella el recurso procedente: 

«Considerando: que los efectos de Ja mencionada 
disposición no han podido ser otros que los de que 
el interesado no disfrute pensión en todo el tiempo 
de vigor de las mismas, y que, por tanto, reconocido 
su derecho por virtud de nuevo expediente por ls 
Real orden impugnada, el alcance de ésta puede re- 
trotraerse á óp»ca anterior á la en que semejante 
derecho quedó justificado, ósea al7 de Agosto de 
1888.» (Sent. 23 Abril 1892, dictada con vista del ar- 
tículo 1.2 de la ley de 8 de Julio de 1:80, de la R O. de 
9 de Agosto de 1878, y de la de 28 de Febrero de 1978. 
Gac. 8 Noviembre, pág. 217.) 


RETRACTO ADMINISTRATIVO. Véanse 
las disposiciones citadas bajo la palabra Retrac 
to en APrEMIOS... del Dicc., t. 1, p. 545. 


Ley de presupuestos 80 Junio 1892. 
Retracto á favor de deudores cuyas fincas hayan sido ad 
judicadas á la Hacienda: Subaanación de faltas comeb- 
das en los expedientes de apremio: Condonación de con- 
tribuciones. 

«Art. 28. Se concede un plazo extraordinario 
de un año, que comenzará á regir en 1.” de Julio 
de 1892, para que los contribuyentes, cuyos dé- 
bitos se hayan hecho efectivos con anterioridad 


(1) V. la ley de 21 de Agosto de 1896; concede el abess 
de años de carrera d los capellanes castrenses. (Ar. ds 
1896, pdg. 898.) 
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á dicha fecha por medio de la adjudicación de 
fincas al Estado, puedan retraerlas, con la obli- 
gación de pagar el principal y los derechos del 
agente ejecutivo, quedando dispensados de sa.- 
tisfacer el papel sellado invertido en el expe- 
diente y los intereses de demora. 

Los contribuyentes, cuyos débitos se hagan 
efectivos desde 1.” del citado Julio en adelante 
por medio de la adjudicación de fincas, podrán 
retraerlas dentro del término de un año, conta- 
do desde el día siguiente al de la adjudicación, 
pero quedan obligados á pagar, además del prin- 
cipal y derechos del agente, el papel sellado que 
so invierta en el expediente y el interés de de- 
mora á razón del 6 por 100 anual. 

En ningún caso podrán hacer valer estos de- 
rechos contra terceros compradores que hayan 
adquirido las referidas fincas en subasta públi- 
ca con las formalidades prescritas en las dispo- 
siciones viyentes (1). 

Se concede asimismo otro plazo extraordina- 
rio hasta 31 de Diciembre del año actual, para 
que los Ayuntamientos y Juntas periciales de los 
mismos, incursos en responsabilidad por faltas 
cometidas en la instrucción de los expedientes 
de apremio en tercer grado contra contribuyen- 
tea morosos, puedan subsanarlas, remitiendo á 
las Delegaciones de Hacienda de las provincias 
cuantos adtecedentes se les reclame por dichas 
oficinas. 

Quedan, por tanto, en suspenso los expedien- 
tes y apremios seguidos por este motivo contra 
los individuos de los citados Ayuntamientos y 
Juntas periciales. 

Se concede condonación del pago de la contri- 
bución en calidad de plantaciones de árboles á 
los que en los cincos años últimos hubieran su- 
frido los efectos de una calamidad, como hela- 
das, inundaciones, pedriscos, etc., hasta el punto 
de haber hecho necesario su arrancamiento ó la 
corta de sus troncos ó su desmoche. 

En el primero, las tierras tributarán desde la 
fecha de la calamidad, con arreglo al cultivo á 
que hubieren sido dedi-adas. 

En los casos segundo y tercero la condonación 
durará cin-o años, si se trata de árboles fruta- 
les, y diez si de olivos ó arbolado que produzca 
maderas de construcción ó de taller, tributándo 
las tierras durante estos períodos, según su cla- 
sificación. 

El importe de las condonaciones que resulta- 
ren, será á más repartir con arreglo al tercer 
caso del art. 9.” de la ley de 18 de Junio de 1885,» 


RETRACTO DE COMUNEROS. Remitién- 
donos al artículo ReTrAcrTo, del Dice., tomo IX, 
pág. 256, he aquí una importante sentencia s80- 
bre aplicación del art. 1.521 del Código civil: 


26 Octubre 1891. Nosiendo posible la subrogación 

comprador de una cosa en el retrayente á la misma, 

con las condiciones estipuladas en el contrato, no cabe 

el retracto solicitado por el segundo, según se preceptúa 
en el art. 1.531 del Código civil. 


D. Rafael Sánchez poseía entra sus bienes una 
hacienda denominada Vistahermosa ó Laita, cons- 
tando la misma de tierras, olivares y caseríos; y nl 
fallecimiento de aquél, esta hacienda se dividió 
materialmente, quedando los casertos de por mitad 
en común y proindiviso, adjudicándose cada mitad 
á las dos hijas del dueño, doña Luisa y doña Dolo- 
res, ó inscribiéndose en el Registro á su favor cada 





(1) El art. 89 de la ley de presupuestos de 30 de Junio 
de 1895 contiene nuevas disposiciones á favor de deudo- 
res d la Hacienda, aplicables d los expedientes de retrac. 
loinroados con arreglo al art. 28 arriba inserto; pero 
luego se dictaron las del art. 10 de la ley de reforma de 
impuestos de 30 de Agosto de 1896, 


mitad como una finca. Por muerte de doña Dolores- 
sa Darro pasó como legado á D. Antonio Romero, y 
la de doña Luisa á D. Pedro Rivas, que la adquirió 
por compra en pública subasta, como mejor postor, 
en unos autos ejecutivos contra aquélla, consignan- 
do la escritura de venta que á tal fin se otorgó, que 
se vendía al Rivas la mitad de la hacienda Vista» 
hermosa, que constituía una finca entera y la mi- 
tad proindivisa de los caseríos y molinos en ella 
contenidos. 

D. Antonio Romero demandó á Rivas con la soli- 
citud de que se declarara á favor del primero el re- 
tracto, á que se creía con derecho, de la mitad pro- 
indivisa de los indicados caseríos, oponiéndose á la 
pretensión Rivas, por entender que Romero no era 
copropietario de la cosa por él comprada, ó sea de 
finca, mitad de la Vistahermosa, sino dueño y po- 
seedor de una parte de aquélla, á la cual limita- 
ba el retracto parcial que no estaba autorizado 
por la ley, no pudiendo verificarse la subrogación 

e los derechos de Romero á los de Rivas, por no 
ser posible la sustitución de todos los emanados del 
contrato de venta hecho al segundo. Seguido el 
pleito en todos sus trámites, la Audiencia, en sen- 
tencia revocatoria, absolvió á Rivas de la deman- 
da, contra la cual interpuso Romero recurso de ca- 
sación citando como infringidos los arts. 1.521 y 1.529 
del Código civil y la doctrina de la Sent. de 2 de Ju- 
lio de 1873. 

El T. S. desestima el recurso: 

«Considerando que para que pueda usar del re- 
tracto de una cosa común el copropietario de la 
misma es condición precisa ó6 indispensable, aparte 
de que se enajene á un extraño la porción perte- 
neciente á uno de los condueños y se utilice aquel 
derecho dentro del término legal, que el retrayente 
se subrogue en lugar del que adquiere la cosa por 
compra ó dación en pago, con laa mismas condiciones 
estipuladas en el contrato, según así se preceptúa ter- 
minantemente en el art 1.521 del Código civil: 

Considerando que habiendo D. Pedro de Rivas 
Rivas adquirido en pública judicial subasta la al. 
tad de la hacienda Vistahermosa, conocida por 
Laita, perteneciente exclusivamente á doña Luisa 
Sánchez, y la mitad de los caseríos situados en ella, 
chos poselanencomún dicha doña Luisa y D. Antonio 

omero Sánchez, por el único y total precio de 85 101 
pesetas consignado en la escritura de venta judi- 
cial, en contemplación indudablemente al conjunto 
de dichos bienes y en antención á las ventajas que 
para el cultivo de la hacienda plantada de olivar 
pudiera reportarle á su juicio la simultánea adqui- 
sición y disfrute de la mitad delos caseríos con su 
molino para moler la aceituna y su albergue para 
aperadores y cogedoras, es evidente que en el pre- 
sente caso no cabe mantener en su necesaria inte- 
pl cual requiere la ley, las condiciones esencia- 

es del contrato, ó sea la cosa vendida, el precio da- 
do por ella y hasta el mismo consrntimiento, que, 
como se ha dicho, recayó sobre aquellas fincas como 
formando para su comprador un solo é indivisible 
todo; por lo que siendo imposible en el raso de au- 
tos la subrogación de persunas en el modo y forma 

ue la ley prescribe, en visto que la Sala sentencia- 

ora, al declarar no haber lugar á la demanda de 
retracto interpuesta por D. Antonio Romero Sán- 
chez, respecto de la mitad proindiviso de los case- 
ríos de que se ha hecho mérito. lejos de infringir los 
arts. 15¿l y 1522 del Cód. civil que se citan en el 
único motivo del recurso, ha hechn de ellos una jus- 
tn y sana aplicación.» (Sala 1.*, Sent. 28 Octubre 
1891.—Gac. 5 Diciembre, p. 187.) 


REVENTA DE TABACOS. Véase ConTRA- 


BANDO... 


REVISTAS ADMINISTRATIVAS Ó DE 
COMISARIO. He aquí el reglamento vigente 
sobre ellas, á que hemos aludido en el Dicciona- 
rio, tomo 1X, páginas 264 y 265. 


E. D. 7 Diciembre 1892. 
Aprobando el reglamento para las revistas de comisario 
los cuerpos y clases del ejército. 
(Guerra.) «Exposición. —Señora: La revista 
administrativa ó de comisario, nombre con que 
desde principios del pasado siglo se viene desig- 
nando el acto conocido en nuestras históricas 
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instituciones militares con el de muestra ó alar- 
de, tiene una importancia tan grande y una sig- 
nificación tan reconocida, como que es la base 

ara la acreditación de los haberes personales 
del ejército y la condición indispensable para su 
abono por las Cajas del Tesoro. 

En el reglamento de revistas, cuyo OS 
somete á la consideración de V. M. el Ministro 
que suscribe, se ha recopilado la varia, inconexa 
y múltiple legislación que desde 1748 para acá 
viene rigiendo sobre la materia, haciendo difícil 
la pronta acreditación y reconocimiento de los 
haberes militares, y conservando vivas en el 
terreno legal fórmulas y procedimientos algo 
amortiguados en el de las costumbres. 

Al efectuarse esta tarea de recopilación, se ha 
procurado introducir algunas reformas clara- 
mente señaladas por la opinión desde hace bas- 
tante tiempo. . 

Una de ellas ha sido la simplificación del ex- 
tracto ó documento que justifica los derechos de 
los Cuerpos. Formado hasta aquí por numerosas 
y largas relaciones mensuales y nominales en 
que aparecian los individuos todos que forma- 
ban la unidad administrativa, exigía para su re- 
dacción y examen un tiempo no siempre dispo- 
nible por las urgencias de la vida militar, más 
escaso aún por las premuras de los plazos de ren- 
dición y el número de copias que de él se exigían; 
sin que después de todo, estas relaciones inter- 
minables fuesen absolutamente indispensables, 

orque debiendo llevar el comisario el alta y 
ej diarias del personal del Cuerpo que revista, 
no necesita que cada mes se le relacione de nue- 
vo, sino que basta, á modo de comprobación, que 
al principio de cada año económico, se haga, por 
una sola vez, el cotejo general, limitándose los 
meses sucesivos á la consignación nominal de los 
jofes y oficiales, y á un resumen numérico del 
personal más numeroso, que es el de tropa. 

En cambio, ha sido necesario vigorizar y re- 
cordar las muchas disposiciones que ordenan la 
presentación al comisario de los individuos que 
por cualquier concepto (destinos, destacamen- 
tos, licencias, enfermedades, etc.) se separen 
temporal ó definitivamente del Cuerpo ó ingre- 
sen y vuelvan á él. Esta presentación es la que 
verdaderamente da caracteros de seriedad y per- 
manencia al principio interventor, y si ella no 
existiese, el acto de revista sería insuficiente á 
demostrar la legitimidad de ciertos devengos, 
tales como los que se acreditan por días. 

Otra de las novedades introducidas es la de la 
asistencia sin cargo, en los hospitales, á los in- 
válidos enfermos y á los jefes y oficiales super- 
numerarios sin sueldo. Era procedimiento segui- 
do para estos últimos, cuando ingresaban en un 
hospital, darles de alta en la nómina de reem- 
plazo, á fin de que con el medio sueldo que de 
este modo se les abonaba, pudiesen satisfacer el 
importe de las estancias; venía, pues, á estable- 
cerse una compensación entre abonos y cargos 
con poca diferencia, pero con el inconveniente 
notorio de duplicar las operaciones y cambiar la 
situación del oficial; asistiéndole sin cargo, to- 
davía hay una pequeña economía para el Teso- 
ro, y, lo que es más importante, se evitan tales 
inconvenientes. 

Igualmente se han simplificado las operacio- 
nes de reclamación y contabilidad en los casos 
en que tropas embarcadas tengan derecho á gra- 
tificación de mesa y ración de armada, haciendo 
desaparecer el complicado mecanismo actual, 

ue obliga por una parte á hacer reclamación 

e dichos derechos, y por otra á practicar des- 
cuentos en extractos de revista y nóminas. 

Y por razones de equidad y justicia se prevé 
también el caso del fallecimiento de un jefe ú 





REVISTAS ADMINISTRATIVAS... (Regl. 7 Dic. 1 






oficial que haya vivido el día primero de un mes, 
y su fallecimiento ocurra antes del día señalado, 
para la revista del mismo mes, á fin de evitar 
graves y lamentables perjuicios á las familias. 

Entre las principales reformas introducidas, 
figura la referente á la presidencia y celebración 
del acto de revista. 

Que la revista es un acto puramente fiscal, y 
como tal se instituyó, lo prueban cumplidamen- 
te la clase de ministros ó funcionarios á quie- 
nes fué encomendada y la suma de atribuciones 
que les fueron concedidas. 

En las Ordenanzas de comisarios de 1743 se 
disponía que al acto de revista concurriera el 
gobernador militar de la plaza, ó en su delega- 
ción el teniente de Rey. Y aunque la autoridad 
militar aparecía subordinada á la fiscal, por 
consentirlo así la naturaleza de ésta, es indu- 
dable que tenía funciones propias y en extremo 
convenientes, pues podía, durante la ejecución 
del acto, apreciar la situación, estado efectivo 
y policía de las tropas, familiarizarse con los 
nombres y circunstancias de la oficialidad á sus 
órdenes, y dar con su sola presencia á la revista 
el realce y la importancia que verdaderamente 
tiene. 

Ventajas tales, aconsejaban el resta blecimien- 
to de tan sabios preceptos, aunque asignando 
al jefe militar el puesto que por su categoría le 
corresponda; pero como la organización ac- 
tual del ejército no es por grandes guarniciones, 
cual en el pasado siglo ocurría, sino por divisio- 
nes y brigadas, cuyos respectivos comandantes 
generales tienen el efectivo mando de las tropas, 
ha parecido preferible, y así se propone, enco- 
mendar á dichas autoridades, mejor que á la de 
las plazas, la presidencia de la revista, dejando, 
cuando esto no fuese posible, al criterio de la 
jerarquía y de la antigúedad la colocación de los 
distintos funcionarios militares, entre ellos el 
administrativo. 

Orilladas de este modo las dificultades con que 
hasta aquí se venía tropezando; resueltas cues- 
tiones de detalle que simplifican la contabilidad 
y el pronto percibo de los haberes; compilada y 
refrescada la legislación y asientos sobre revis- 
tas, cree el Ministro que suscribe que se mejora 
notablemente este servicio con ventaja al pro- 

io tiempo de las clases militares; y para lograr- 
o, tiene el honor de someter á la aprobación 
de V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 7 de Diciembre de 1892.—Señora: A 
los R. P. de V. M., Marcelo de Azcárraga. 


REAL DECRETO 


A propuesta del Ministro de la Guerra, en 
nombre de mi augusto hijo el Rey D. Alfon- 
so XIIT, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en aprobar el 2 unto reglamento para 
la revista de comisario de los Cuerpos y clases 
del ejército, que deberá regir desde 1.” de Ene- 
ro de 1898. 

Dado en Palacio á 7 de Diciembre de 1892. — 
María Cristina. —El Ministro de la Guerra, Mar- 
celo de Azcárraga. 


REGLAMENTO 


para las revistas de comisario de los Cnerpos y 
clases del ejército, comprensiva también de 
los derechos que de ella se derivan y de la 
forma de hacer la reclamación de éstos. 


CAPITULO PRIMERO.—OBJETO DE LA REVISTA 


Artículo 1. (Definición de la revista.) La re- 
vista de comisario tiene por objeto acreditar 
ante dicho funcionario, que es el representante 
del Estado en el ramo de Guerra, la existencia 
y residencia legal de los individuos militares 
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que tienen derecho á percibir haberes ó cual- 
quiera otra clase de devengos por cuenta del 
resupuesto del pro ramo, sirviendo como 
de justificación del derecho y punto de partida 
para que sean reclamados y satisfechos. 

La revista de comisario comprende también 
á los individuos que, no formando parte del ejér- 
cito, tienen derecho á determinadas pensiones y 
auxilios por cuenta de dicho presupuesto. 

Art. 2. (Situación en que puede hallarse el per- 
sonal del ejército.) Los generales, jefes y oficia- 
les de las diferentes armas, cuerpos é institntos 
del ejército, pueden hallarse por sus destinos y 
vicisitudes en las siguientes situaciones, con 
goce de haber: 


POR 8U8S DESTINOS 


En servicio activo. 

En situación de reserva. 

De cuartel. . 

De reemplazo. 

En expectación de embarco por destino á Ul- 
tramar. 

Pendiente de destino. 


POR 8U9 V1CISITUDES PERSONALES 


En comisión extraordinaria. 

En marcha para su destino. 

Pendiente de incorporación por hallarse en- 
fermo. 

Con licencia por enfermo ó por asuntos pro- 
pios, y prórroga de la misma. 

Sumariados. 

Encausados. 

Extinguiendo condena. 

Pendientes de relief. 

Embarcados. 

Enfermos en hospitales. 

En observación de demencia. 

Las clases é individuos de tropa y sus asimi- 
lados, podrán hallarse en las mismas situacio- 
nes que se dejan detalladas, y además en las si- 
guientes: 

En baños. 

Desertores aprehendidos ó presentados. 

Art. 3.” (Capitanes generales de ejército.) A los 
capitanes generales de ejército, por su elevada 
categoría, se les considerará siempre empleados, 
y disfrutan sueldo entero. 

Art. 4.2 (Situación en revista.) Las situacio- 
nes en revista son tres: 

1.* Presente, para los que tienen su residencia 
en la localidad en que radique la Plana mayor 
del Cuerpo, dependencia, establecimiento ó ser- 
vicio á que estén afectos, con excepción de los 
que se encuentren en hospital ó prisión. 

2." Como presente, para los que por destino 
accidental ó permanente, ó por sus vicisitudes 
personales se encuentren en otra localidad dis- 
tinta de la en que estó la Plana mayor, ó en la 
misma si están en hospital ó prisión y justifica- 
ren oportunamente Ena fueron Fovieiidos. 

3.* Ausente, para los que no se presentaren ó 
no justificaren oportunamente haberse presen- 
tado en acto de revista. 

Art.5. (Necesidad de pasar la revista y conse- 
cuencias de su omisión.) Los jefes, oficiales y tro- 
pa de todas las armas, cuerpos é institutos del 
ejército, exceptuando los de Carabineros, tienen 
absoluta precisión de pasar la revista de comi- 
sario, en épocas normales, en Jos plazos que 
para ello marca este reglamento, á fin de que les 
puedan ser abonados los haberes y demás goces 
á que la misma les dé derecho por los destinos 
que ejerzan. 

A los que por cualquier causa omitan su pre- 
sentación en revista, se les suspenderá el abono 
de los citados devengos, hasta que obtengan re- 
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lief, el cual podrá concederse con derecho á per- 
cibir los sueldos correspondientes al tiempo á, 
que se refiera la suspensión, ó tan sólo desde el 
1. del mes siguiente al en que se hubiera obte- 
nido, según las circunstancias de cada caso. 


CAP. Il.—Forma EN QUE HA DE PASARSE 
LA REVISTA DE COMISARIO 


Art. 6. (Cuándo y dónde se ha de pasar la re- 
vista, y autoridad que lo ordena.) La revista de 
comisario se pasará de presente el día 1. de cada 
mes en el sitio y hora que designe la autoridad 
militar de la plaza, á no ser que circunstancias 
extraordinarias lo impidan, en cuyo caso aque- 
lla autoridad dispondrá que dicho acto tenga 
lugar en uno de los cuatro días siguientes. 

ólo en casos extraordinarios como consecuen- 
cia de reorganizaciones ú otras causas, podrá 
disponerse por el Ministerio de la Guerra que se 
verifique la revista después del día 5 del mes. 

En campaña se efectuará cuando las operacio- 
nes de guerra lo permitan, pero siempre dentro 
del mes. 

Art. 7.2 (Quién pasa la revista.) La revista 
se pasará por un comisario de guerra, pudiendo 
sustituirle un oficial de Administración militar 

ue habilitará al efecto el intendente militar del 

istrito. 

En todos los puntos y casos en que no haya 
comisario de guerra ni oficial de Administra- 
ción militar habilitado, la pasará el alcalde de 
la localidad ó quien haga sus veces. 

Art.8. (Capitanes generales de ejército.) Los 
capitanes generales de ejército, por su alta je- 
rarquía militar, están exentos de justificar su 
existencia. Para la acredit:.ción del sueldo y de- 
más derechos de cada uno, expedirá certificado 
el intendente del ejército que mandare ó el del 
distrito en que residiere. ] 

Art. 9.” (Generales.) Los generales y sus asi- 
milados que por razón de su destino ó situación 
no residan en la capital del distrito militar, los 
que por razón de la segunda residan en ella, los 
que se hallen accidentalmente fuera de éste, y 
los que el día 1.” del mes no hubieran podido in- 
corporarse á su destino, justificarán su existen- 
cia por medio de oficio que dirigirán mensual- 
mente al capitán general del distrito en que ha 
de hacerse la reclamación de sus sueldos, de- 
biendo llenar igual formalidad con sus jefes su- 
periores los que pertenezcan á las dependencias 
centrales y se hallen accidentalmente separa- 
dos de sus puestos. 

(Senadores y diputados.) En igual forma lo 
verificarán los militares, hasta la clase de coro- 
nel inclusive, que sean senadores ó diputados, 
mientras ejerzan el cerGO: a 

A estos oficios se les dará igual destino que á 
los justificantes de revista. 

Art. 10. (Estado Mayor del ejército y ayudan- 
tes de campo.) Los jefes y oficiales del Cuerpo 
de Estado Mayor del ejército que sirvan en los 
distritos, los ayudantes de campo y los oficiales 
á las órdenes de los generales, no están obliga- 
dos á la presentación personal para el acto de 
revista ante el comisario de guerra, si se hallan 
presentes en sus destinos; pero justificarán su 
existencia por medio de listas nominales, firma- 
das las de los primeros por el jefe de Estado Ma- 
yor de la Capitanía general en que presten sus 
servicios, con el V.” B.* del capitán general res- 
pectivo, y las de los segundos por los mismos 
interesados con el V.” B.* de los generales á cu- 
yas Órdenes se hallen. ! 

Cuando un general tenga designado más de 
un ayudante, firmará la lista el de mayor gra- 
duación. , . 

Art. 11. (Jefes y oficiales que dir en oficinas 
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de distrito d establecimientos de la capital.) Los 
jefes y oficiales, así como el personal subalter- 
no de los Cuerpos de Artillería, Ingenieros, Ad- 
ministración, Sanidad, Jurídico militar, Clero 
castrense y los demás Cuerpos auxiliares e o- 
lítico militares que sirvan en las oficinas de los 
distritos ó en establecimientos que se hallen en 
la capital de los mismos, tampoco están obliga- 
dos á la presentación personal ante comisario 
de guerra en acto de revista, bastando para jus- 
tificar su existencia y situación legal en sus 
destinos, la nómina de la clase á que pertenez- 
can en que figurarán presentes, 

Los que no tengan su destino en la capital del 
distrito, justificarán su existencia en el punto 
en que se encuentren, y se les comprenderá en 
dicha nómina en la situación de como presentes. 

Art.12. (Personal dela Administración central.) 
En igual caso que los comprendidos en el artícu- 
lo anterior se considerará á los jefes, oficiales y 
personal auxiliar y subalterno de todas las ar- 
mas, Cuerpos é institutos del ejército que pres- 
ten servicio en la Administración central de 
Guerra. 

Art. 18. (Personal en el extranjero.) Los agre- 
qero militares y los jefes, oficiales y tropa que 

esempeñen Comisiones en el extranjero, pasa-* 
rán la revista mensual ante el agente consular 
respectivo, remitiendo los justificantes á los je- 
fes de los Cuerpos ó habilitados de las clases á 
que pertenezcan. 

Art. 14. (Pensionistas de la cruz y placa de San 
Hermenegildo.) Los Caballeros de la cruz de 
San Hermenegildo, que teniendo el grado ó em- 
pleo de coronel, y no cobrando sus haberes por 
el OS de Guerra, se hallen en posesión 
de la placa ó cruz sencilla, y gocen de pensión, 
justificarán su existencig por medio de oficio 
que dirigirán al intendente militar del distrito 
en que tengan su residencia habitual. 

Art. 15.' (Individuos de tropa con licencia en 
el extranjero.) Los individuos de tropa con li- 
cencia en el extranjero, pasarán revista men- 
sual ante el cónsul español ó el que ejerza sus 
funciones en el punto en que se hallen, el cual 
expedirá certificado de su existencia, y en el 
caso de no llenar este deber dog meses consecu-; 
tivos, se les declarará desertores. 

Art. 18. (Destacamentos de la Guardia civil 
donde no hay comisario ni alcalde.) Los destaca- 
mentos ó puestos de la Guardia civil, en donde 
no existiese jefe ú oficial de Administración mi- 
litar ni alcalde, justíficarán su existencia por 
medio de certificado expedido por el capitán de 
la compañía á que pertenezcan, quedando á la 
Administración militar la facultad de ccmpro- 
bar su exactitud. 

Art. 17. (Individuos de tropa presos en las cár- 
celes públicas.) Los individuos y clases de tropa 
que se hallen presos en las cárceles públicas ó 
que en el mismo concepto sean conducidos pcr 
la Guardia civil, serán revistados el día primero 
de cada mes, mediante certificado expedido por 
el alcaide de la cárcel en que pernocten, con 
el V.” B.” del gobernador ó comandante militar, 
si lo hubiese en aquel punto, y en su defecto del 
alcalde. 

Art.18. (Cómo han de concurrir las tropas al 
acto de la revista.) Siempre que la revista haya 
de pasarse á cuerpos armados, con su Plana ma. 
yor, formarán las tropas con banderas ó estan- 
dartes dentro de los cuarteles, si hubiese espa- 
cio para ello, ó en su defecto en los puntos cer- 
canos á los mismos, que designe la autoridad 
militar de la plaza. 

Art. 19. (Presidencia del acto de revista.) El 
general de la división ó el de la brigada presidi- 
rán el acto de la revista, previa designación que 
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hará el capitán general del distrito; y caso de 
no residir ninguno de aquéllos en la localidad, 
corresponderá la presidencia al gobernador ó 
comandante militar de la plaza, á no ser que 
tenga categoría inferior á la del jefe del Cuerpo 
que haya de asistir á la revista, ó á la del comi- 
sario de guerra, en cuyo caso presidirá, de estos 
últimos, el de mayor categoría y antigúedad. 

Respecto de las fuerzas que no estén afectas 
á divisiones ó brigadas, se observará lo preve- 
nido en la última parte del párrafo anterior. 

Art. 20. (Acto de la revista de comisario.) Para 
el acto de la revista estará formada la fuerza 
con arreglo á lo que el presidente disponga, 

ero cuidando que sus individuos se hallen co- 

ocados por clases en el orden que conste en las 
relaciones nominales que por compañías, escua- 
drones ó baterías han de servir para que sean 
nombrados los individuos de ellas. El personal 
de los Cuerpos montados y los jefes de infante- 
ría estarán eN á tierra. 

El general ó jefe presidente y el comisario de 
guerra con los demás jefes del Cuerpo, tomarán 
asiento delante de una mesa en la que habrá re- 
cado de escribir. El jefe del Cuerpo y el comisa- 
rio de guerra se sentarán respectivamente á la 
derecha é izquierda del presidente, según su ca- 
tegoría y antigúedad, y en el caso de que haya 
de presidir el comisario, por ser el de superior 
empleo ó antigúedad, se sentará á su derecha el 
jefe del Cuerpo. 

En esta disposición, dará principio el acto co- 
rrelativamente por las compañías, escuadrones 
ó baterías, aombrando el comisario por sus em- 
pleos, nombres y apellidos al capitán y á los 
oficiales, para lo cual se le entregará por el co- 
mandante de cada una de dichas unidades una 
relación en que constarán nominalmente, en el 
comienzo de la misma, los jefes y oficiales que 
tuviesen en ella su destino y se hallasen presen- 
tes, y seguidamente, por clases y orden alfabé- 
tico de nombres, todos los individuos de tro 
que se encuentren en el mismo caso; dicha rela- 
ción tendrá una casilla de observaciones, donde 
se consignará el servicio que presten aquel día 
los que por esta causa no puedan concurrir al 
acto de la revista, Ó la circunstancia de encon- 
trarse enfermos. 

Al tiempo de nombrar el comisario de guerra 
cada uno de los oficiales, hará el saludo de or- 
denanza, al que éstos contestarán en la forma 

ue la misma previene. Revistados los oficiales, 
el capitán pasará á colocarse á la derecha de la 
mesa para responder á las preguntas que se 
ofrezcan, y ol sargento más antiguo de la com- 
pañía, escuadrón ó batería, por medio de otro 
ejemplar de la relación anteriormente citada, 
llamará á cada uno por su nombre y primer ape- 
Mido. Los nombrados que estén presentes desí- 
larán por delante de la mesa, y dando frente á 
la Presidencia, saludarán y contestarán al lla- 
mamiento dando su sogundo apellido en voz alta. 

Los individuos que tengan ganado á su cargo 
lo llevarán del diestro al desfilar, y no darán 
frente á la presidencia ni saludarán. 

A continuación se verificará la revista de la 
Plana mayor, nombrando el comisario á los jefes 
y oficiales que la compongan, en la misma forma 

ue se indica para los oficiales de las compañías. 
Las clases 6 individuos de tropa, que serán nom- 
bradas por un sargento designado al efecto, sa- 
ludarán y contestarán como los de las compa- 
hías. 

El comandante mayor facilitará al comisario 
de guerra en el acto de la revista todas las noti- 
cias y comprobaciones que este funcionario le 
pidiero para llenar cumplidamente sus deberes. 

Dospués de rovistada la Plana mayor, y obte- 
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nidas por el comisario de guerra las explicacio- 
nes necesarias, participará el resultado al pre- 
sidente para que éste pueda declarar terminado 
el acto. 

Art. 21. (Comprobaciones por el comisario de 
guerra.) Siel comisario de guerra creyere con- 
veniente comprobar la existencia de los que, por 
hallarse de servicio, enfermos en el cuartel ú 
otro motivo, no puedan concurrir al acto de la 
revista, podrá verificarlo después de terminada 
la del Cuerpo á que aquéllos pertenezcan. 

Art. 22. (Jefes y oficiales con licencia, de reem- 
plazo y en comisión.) A los jefes y oficiales que 
disfruten de licencia por enfermos, ó para asun- 
tos propios, á los que se encuentren de reempla.- 
zo y á los empleados en cualquiera comisión ac- 
tiva ó especial del servicio, les pasará la revista 
el comisario de guerra, previa la orden del go- 
bernador ó comandante militar, la cual autori- 
dad señalará la hora y el local donde deba tener 
lugar el acto. Cuando la revista se pase á jefes, 
oficiales é individuos de tropa que no se hallen 
acuartelados, tendrá lugar en la Secretaría del 
Gobierno militar, á ser posible. 

(Fuerzas separadas de la Plana mayor.) La 
fuerza que se halle destacada del punto donde 
resida la Plana mayor de su Cuerpo, por cual- 
quier causa, deberá pasar también la revista 
ante el comisario de guerra, procurándose siem- 
pre, cuando aquélla se halle por lo menos al 
mando de un oficial, que dicho acto se lleve á 
cabo, en lo que sea aplicable, con iguales forma- 
lidades que las determinadas en el art. 20. 

El documento que acredite la presentación en 
acto de revista en los casus previstos en este ar- 
tículo y la de los E en el párrafo 
final del art. 11, será el justificante de revista 
(modelo núm. 1). 

(Transeuntes.) Las clases 6 individuos suel- 
tos, de tropa que el día 1.? de cada mes no se en- 
cuentren en el punto en donde, con arreglo á 
plantilla orgánica, deban tener su residencia, y 
que, por lo tanto, se consideran como transeun- 
tes, deberán pasar también revista ante comisa- 
rios de guerra, por medio de justificantes que, 
con la debida separación por Cuerpos, formará 
el oficial encargado de transeuntes nombrado 
por la plaza, el cual cuidará de remitirlos á los 
Cuerpos á que los interesados pertenezcan. En 
los puntos en que no existiese dicho oficial, se 
procurará, por la autoridad correspondiente, 
que el individuo ó individuos que se encuentren 
en aquel caso pasen también la revista en el 
plazo prevenido. 

_ Art. 23, (Forma en que se han de redactar los 
Justificantes.) Estos documentos justificativos 
de la existencia y situación de los jefes, oficia- 
les, personal auxiliar y subalterno, y tropa ao 
se hallen separados por circunstancias eventua- 
les de los Cuerpos, establecimientos ó dependen- 
cias militares en que sirvan, ó por razón de su 
destino no residan en el punto donde se redacte 
el extracto de revista ó nómina, se formarán 
por unidades administrativas en los Cuerpos ar- 
mados, por distritos en las clases militares y 
por dependencias cuando sg trate de empleados 
en la Administración central, con designación 
de las compañías, escuadrones, baterías, esta- 
blecimientos ó dependencias á que pertenezcan 
los individuos á que se refieran, expresándose en 
dichos documentos las clases, nombres y desti- 
nos ó situación especial de éstos. Los justifican- 
tes de revista los redactará y firmará, en núme- 
ro de dos ejemplares, el interesado ó el que 
mande la fuerza que en ellos se comprenda, 
cuando se trate de dos ó más individuos. Des- 
pués de estampado en uno de los dos ejempla- 
res el Revistese por el gobernador ó comandante 


563 


militar de la plaza, y de consignar en ambos el 
comisario de guerra, 0 el que ejerza sus funcio- 
nes, el Revistado de su puño y letra, con expre- 
sión del número y clase de los individuos que 
comprenda, devolverá este ejemplar dicho fun- 
cionario, á los efectos que procedan, y el que 
contenga el Revístese dela autoridad militar, se 
conservará archivado en la Comisaría de guerra, 
respectiva, relacionándolos, numerados por or- 
den de fechas y formando índice de ellos al fina- 
lizar el mes. En los puntos donde no exista go- 
bernador Ó6 comandante militar se omitirá el 
Revístese de éste, y el comisario ú oficial de Ad- 
ministración militar, habilitado para este fin, y 
en su defecto, el alcalde de la localidad ó quien 
haga sus veces, estamparán el Revistado en la 
forma indicada, previa la presentación por el in- 
teresado del correspondiente pasaporte. 

Art. 24. (Enfermos que no pueden presentarse 
en su destino.) En caso de enfermedad que impo- 
sibilite la incorporación de algún jefe ú oficial 
á su destino en los plazos marcados, deberá jus- 
tificarse por medio de certificado facultativo, en 
que terminantemente se acredite dicho extremo 
por consecuencia de reconocimiento practicado 
en virtud de orden de la autoridad militar com- 
petente, previa petición al efecto, con la antela- 
ción necesaria para que la revista pueda tener 
lugar después del reconocimiento facultativo 
dentro del plazo que marca el art. 6.%, con cuyo 
documento y el oportuno justificante de revista, 
se hará la reclamación y acreditación de haberes 
que corresponda, según la legislación que rija 
sobre el particular. 

Art. 258. (Enfermos en los hospitales militares,) 
Los jefes, oficiales, personal auxiliar y subal- 
terno, clases é individuos de tropa que se en- 
cuentren enfermos en los hospitales militares, 
justificarán su existencia por la revista que pa- 
sará el comisario de guerra interventor del es. 
tablecimiento, mediante relaciones suscritas por 
el director del mismo. Estos justificantes se 
redactarán en la forma y con la misma separa- 
ción que previene el art. 23, y los comisarios de 
los hospitales los cursarán el día siguiente al de 
la revista, al gobernador ó comandante militar 
para su remisión á los jefes de los respectivos 
Cuerpos ó clases. 

Art. 28. (Enfermos en los hospitales civiles.) — 
En los hospitales civiles los justificantes de re- 
vista del personal del ejército que se encuentre 
enfermo en ellos, serán firmados por los admi- 
nistradores ó personas que se hallen al frente de 
dichos establecimientos, redactándolos en la for- 
ma anteriormente prescrita, y á falta de comisa- 
rio de guerra que los autorice, lo verificarán los 
alcaldes de los pueblos en que aquéllos se hallén 
enclavados, Sellanddlos con el de la Alcaldía, y 
pasándolos sin la menor dilación al comandante 
militar del punto, si lo hubiere, ó en su defecto 
al gobernador militar de la provincia. 

rt. 27. (Individuos de nueva entrada en el ser- 
vicio que no tengan carácter de oficial.) Los reclu- 
tas, los que sentaron plaza, los enganchados y 
reenganchados y demás individuos de nueva en- 
trada en el servicio que no tengan carácter de 
oficial y sean plazas filiadas con derecho á haber 
ó pensión, pasarán la revista ante el comisario 
el día de su alta, á cuyo fin se entregarán dos 
ejemplares de su filiación á dicho jefe adminis- 
trativo, quien devolverá uno al Cuerpo con la 
anotación correspondiente. Asimismo se forma» 
rá duplicado ejemplar del justificante de revista, 
uno para los efectos de reclamación y justifica- 
ción de derechos, quedando el otro juntamente 
con la filiación en el archivo de la Comisaría. 

Art. 28. (Individuos con licencia ilimitada lla- 
mados á banderas.) Los individuos que estando 
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con licencia ilimitada por exceso de fuerza en 
los Cuerpos en que sirvieran, fuesen llamados á 
banderas para cubrir bajas, pasarán revista por 
medio de justificante en el punto en que residie- 
sen el día de su salida de dl para incorporarse á 
su Cuerpo, con objeto de que pueda serles recla- 
mado el socorro que les corresponde desde aquel 
día hasta el de su presentación en las filas, y me- 
diante igual documento justificativo, desde el 
día de su incorporación en el Cuerpo hasta fin 
de mes, se les reclamará el haber á que tengan 
derecho, según el Cuerpo y Arma á que perte- 
nezcan. 


Art. 29. (Desertores que se presenten ó sean 
aprehendidos.) Los desertores pasarán la revis- 
ta el día que se presentaren ó fueren aprehendi- 
dos, formando los justificantes las ¡erson>8 en- 
cargadas de su custodia ó suministro, después de 
inquirir los Cuerpos á que pertenezcan, á los 
cuales remitirán dichos documentos para que 
pueda dárseles de alta en el extracto de revista 
próximo. También se les anotarán en el pasapor- 
te que se les expida para su incorporación al 
Cuerpo, por el comisario de guerra ó alcalde, el 
día en que se verificó su presentación ó apre- 
hensión. 

Art. 30. (Individuos de tropa recluidos en prí- 
siones militares.) Las clases ó individuos de tro- 
pa separadas de sus Cuerpos que se hallen re- 
cluídos en prisiones militares, pasarán la revista 
por medio de justificante que cuidarán de for- 
mar los jefes de dichas prisiones. 

Art. 31. /I/ndividuos con licencia ilimitada con 
derecho á haber.) Los que hallándose con licen- 
cia ilimitada fuesen llamados para responder á 
cargos que les resulter, ó empiecen á disfrutar 
cualquier haber ó pensión de cruz, justificarán 
3u existencia el día en que deban ser alta, con 
objeto de legitimar los goces á que por tal con- 
cepto tienen derecho. 


Art. 32. (Paisanos sujetos á la jurisdicción de 
Guerra.) Los paisanos que por alteración de 
orden público ó por otras causas quedasen suje- 
tos á la jurisdicción Guerra y deban ser socorri- 
dos por el presupuesto de este ramo, pasarán la 
revista el día en que fueren detenidos por medio 
de justificante que formará el jefe ú oficial á 
cuya custodia quedasen, y que autorizará el co- 
misario de guerra del punto en que estuviesen 
presos, ó en su defecto el alcalde. 

Al fin indicado, las autoridades militares da.- 
rán noticia á los comisarios de Guerra oportu- 
namente de los paisanos que hayan de encontrar- 
se en este caso. 


Art. 33.. (Paisanos que por prestar servicios en 
el ejército tienen derecho dá haber.) También pa- 
sarán revista de comisario todos los individuos 
que, no perteneciendo al ejército, tuvigsen dere- 
cho á haberes por cuenta del presupuesto de 
Guerra, como son: los paisanos que sirvan en 
brigadas contratadas de carros y acémilas para 
el servicio del ejército, guías, peatones, etc., en 
campaña, debiendo formarse, por la persona que 
se designe, extractos ó nóminas y justificantes 
de revista, que autorizarán los comisarios de 
guerra que fueren nombrados para ello. 

Art. 34. (Ganado del Estado.) Los Cuerpos 
deberán presentar en acto de revista todo el ga- 
nado que tengan asignado, ya sea propiedad del 
Estado ó de algún jefe ú oficial, para que pueda 
reconocérsele el derecho á las gratificaciones y 
raciones de pienso que procedan; facilitándose 
E los comandantes mayores á los comisarios 

e guerra cuantas noticias y comprobaciones 
reclamen éstos sobre el particular. Del mismo 
modo y con igual objeto los demás jefes y oficia- 
les qnereglamentariamenteestén declarados pla- 


REVISTAS ADMINISTRATIVAS... (Regl. 7 Dic. 1892.) 





zas montadas, presentarán en acto de revista los 
caballos que les correspondan. 

Art. 35. (Ganado en los establecimientos de re- 
monta y cría caballar.) El ganado que sea alta 
por compra será revistado en los establecimien- 
tos de remonta y cría caballar por los interven- 
tores de los mismos, y en los Cuerpos por los res- 
DOS comisarios. Cuando la compra de gana- 

o se verifique en punto donde no pudiera con- 
currir representante de la Administración mili- 
tar, designado especialmente para ello, ejercerá 
las funciones de los jefes administrativos que 
anteriormonte se expresan el comisario de gue- 
rra ú oficial del propio instituto que existiese 
en la localidad, y, en su defecto, el alcalde de la 
misma. 

Art. 368. (Ganado de las brigadas de carros y 
acémtlas.) El ganado de las brigadas de carros 
y de acémilas contratadas para el servicio del 
ejército será revistado en los plazos marcados 
por el comisario de guerra encargado de este ser- 
vicio en el ejército, división ó brigada. 

Art. 37. (Ganado apresado al enemigo.) Asi- 
mismo deberá revistar el comisario de guerra el 
ganado que se tome al enemigo el mismo dia en 
que esto tenga lugar, formándose el justificante 

e revista por el Cuerpo ú oficial á cuyo cargo 
quede, en virtud de lo que disponga el jefe de 
Estado Mayor del ejército, división ó brigada. 

Art. 88. (Exhibición de las reseñas de los caba- 
llos al comisario de guerra.) Siempre que el co- 
misario de guerra lo reclame por creerlo conve- 
niente al mejor desempeño de su cometido, le 
serán exhibidas por los NOS Cuerpos las 
reseñas originales de los caballos que de su pro- 
piedad tengan los jefes y oficiales, en el concep- 
to de que, de no hallarlas formalizadas como co- 
rresponde ó no estar conformes con el ganado 
á que se refieren, no se reconocerá derecho al- 
guno. 

Art. 39. (Tropas € individuos del ejército que 
sean conducidos en buque de guerra d mercante.) 
Los Cuerpos, partidas é individuos separados de 
aquellos en que sirvan, que tengan que ser 
transportados por cuenta del Estado de un puer- 
to 4 otro en buque de guerra ó mercante, pasa- 
rán una revista de embarco y otra de desembar- 
co ante los comisarios de guerra de los puertos 
en que lo verifiquen. 

Art. 40. (Pasaje por vías férreas.) Asimismo 
pasarán revista ante comisario de guerra en el 
momento de embarco en los trenes, los Cuerpos, 
destacamentos é individuos del ejército que, por 
disposición de las autoridades militares, deban 
ser transportados por las vías férreas y cuentas 
del Estado. 

Al efecto, se facilitará por el cuerpo ó indivi- 
duo al comisario de guerra una lista numérica 
desembarco por cada uno de los trayectos que, 
correspondientes á distinta empresa, tengan que 
recorrer, las cuales autorizará aquol jefe admi- 
nistrativo, y servirán á la empresa ferroviaria 
para que le sea abonado el importe del pasaje; 
y Otra lista que comprenda el trayecto total 
que ha de recorrerse desde el punto de partida 
al de llegada, que quedará archivada en la Co- 
misaría de Guerra. 

Art. 41. (Embarcados.) Los que se hallen em- 
barcados el día 1. del mes, justificarán su exis- 
tencia por medio de certificado expedido por el 
capitán del buque á bordo del cual se encuen- 
tren, y en el caso que éste sea de guerra, por 
justificante de revista que autorizará el conta: 
dor ú oficial del Cuerpo administrativo de la Ar- 
mada, si lo hubiere, y en su defecto el coman- 
dante del buque en que naveguen. 
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CAP. I1I.—Forma EN QUE SE HAN DE VERIFICAR 
LAS RECLAMACIONES DE LO8 DERECHOS Á QUE DA 
ORIGEN LA REVISTA DE COMIBABIO, 


Art. 43. (Condición para reclamar haberes dó 
derechos.) Es condición indispensable para que 
pueda fundarse la reclamación de haberes y de- 
más derechos, justificar que ha sido revistado 
€l personal ó ganado á que correspondan. 

Art. 43. (Fallecidos antes de la revista.) Sin 
embargo, si ocurriese fallecimiento de algún 
individuo del ejército el 1. del mes ó antes del 
dia señalado para la revista se le considerará 
para la reclamación de sus haberes en aquel 
mes, como revistado. 

Art. 44. (Efectos de la revista.) Los efectos 
de la revista para el devengo de haberes, y por 
consiguiente, para su reclamación, se referirán 
siempre á la situación legal del interesado el 
día 1.? del mes de referencia, salvo casos extra- 
ordinarios en que, por circunstancias especia- 
les, se disponga otra cosa en la Real orden de 
cambio de destino ó situación. 

Art. 45. (Reclamación de haberes en Cuerpos 
armados.) La reclamación de haberes en los 
Cuerpos armados, se practicará por medio de 
extractos de revista. 

Art. 46. (Definición del extracto de revista.) 
El extracto de revista será el resumen numéri- 
co, por clases, de los jefes, oficiales y tropa que 
comprenda el pie de lista de la unidad adminis- 
trativa, y contendrá además la reclamación de 
devengos especiales que les correspondan (Mo- 
delo núm. 2). E 

(Partes en que se El Constará de las cua- 
tro partes siguientes: el balance de fuerza; el de 
las cruces y premios de que se hallen en pose- 
sión los jefes, oficiales y clases de tropa; la liqui.- 
dación de estos goces; y por último, las reclama- 
ciones que, por separado, de los haberes y de 
más derechos á que da lugar la revista de comi- 
sario del mes á que corresponde, ha de verificar 
el cuerpo mediante notas, según determina el 
mismo formulario por los devengos de meses an- 
teriores. 

Art. 47. (Quién autoriza el extracto de O 
El extracto de revista será autorizado por e 
comandante mayor del Cuerpo á que correspon- 
da, y el comisario de guerra que hubiese pasa- 
do la revista hará constar al pie de dicho docu- 
mento su conformidad ó las observaciones qua 
se le ofrezcan. 

Art. 48. (Lista de revista.) Se formará una 
sola lista de revista (Mod. núm. 8), por cada 
unidad administrativa para acompañar y justi- 
ficar el extracto. 

En ella se detallarán nominalmente todas las 
clases, desde coronel á soldado de segunda , el 
primer mes del año ecenómico, y en los siguien- 
tes se consignarán los jefes y oficiales con sus 
nombres y apellidos y numéricamente la tropa. 

Será firmada por el comandante mayor del 
Cuerpo. 

Art. 49. (Reclamación en extracto de las pri- 
meras puestas, socorros y haber de los individuos 
de nueva entrada en el Cuerpo.) La reclamación 
de las primeras puestas de los individuos de 
tropa que sean alta en los Cuerpos armados y 
hayan pasado presentes la revista de comisa- 
rio, se practicará por medio de la relación (Mo- 
delo núm. 4) que ha de unirse al extracto para 
que justifique la Nota 2.*, en la cual constarán 
también los socorros que hayan devengado des- 
de su destino al Cuerpo hasta su incorporación 
Í el haber que según el arma á que pertenezan 

es corresponda por los días que medien desde 
el en que se incorporaron hasta el 1.” del mes 
siguiente. 


Art.50. (Los extractos de revista se formarán 
por unidades a dea Los extractos de 
revista se formarán por unidades administrati- 
vas en número de cuatro ejemplares, de los cua- 
les se destinará uno al Tribunal de Cuentas del 
Reino, acompañado de los justificantes origina- 
les de todas las reclamaciones. 

Art. 51. (Plazo para la formación del extrac- 
to.) El comandante mayor reunirá los justifi- 
cantes de revista de.la fuerza é€ individuos que 
se hallan separados del punto en que resida el 
Cuerpo, y todos los demás documentos que sean 
necesarios para la formación del extracto, el 
cual deberá remitir al comisario de guerra el 
día 10 de cada mes, en el número de cuatro ejem- 
plares ya indicado; y este jefe administrativo, 
una vez que haya hecho el examen y comproba.- 
ción con los documentos á él unidos, subsanan- 
do las faltas ó errores que notare, redactará y 
firmará el ajuste de haberes y demás goces, en 
el que hará constar el comandante mueyor su 


conformidad ó las razones que tenga para no 


prestarla. 

Art.52. (Certificados de los «presentes» y «como 
presentes» en la lista de revista.) Al pie de la lista 
de revista, el comisario de guerra encargado de 
formalizar el extracto del Cuerpo hará constar 
por certificado y en vista de las relaciones no- 
minales que hayan servido para aquel acto, los 
individuos presentes y clases á que pertenecen, 
y en igual forma, á continuación, los individuos 
como presentes, también por clases, según los jus- 
tificantes que por el comandante mayor le ha- 
brán sido remitidos, los cuales justificantes que- 


darán en Comisaría para su archivo. 


Art. 53. (Inclusión en los certificados de P. y 
C. P. de los premios y cruces pensionadas.) En los 
certificados de que háco mención el artículo an- 
terior, estampará también el comisario de gue- 
rra el número de los premios y cruces pensiona- 
das de cada clase á que tenga derecho la tropa 
revistada. 

Art. 54. (Comprobantes de las reclamaciones de 
las extractos de revista.) El comisario de guerra 
incluirá en los extractos de revista que remita 
á las oficinas de Administración militar para 
su examen y liquidación los comprobantes de 
las reclamaciones de haberes de días del mes 
anterior correspondientes á individuos que sean 
altas, y además los de pluses y primeras pues- 
tas, así como la relación nominal, por clases, 
de los ausentes. 

De las órdenes de alta y baja as se hayan 
publicado en el Diario oficial del Ministerio de la 
Guerra sólo se acompañará una copia, extendi- 
da en papel de sello de oficio, para el ejemplar 
destinado al Tribunal de Cuentas del Reino, 
siendo suficiente en los demás consignar al lado 
del nombre del que sea alta ó baja, la fecha de 
la Real orden y número del Diario oficial de 
Ministerio de la Cuerra en que se encuentren, 

Dichas copias serán autorizadas precisamente 
por el comisario de guerra. ' 

Art. 55. (Reclamación de haberes por medio de 
nóminas.) La reclamación de haberes, gratifi- 
caciones, cruces y demás goces que correspon- 
dan á las clases del ejército se practicará por 
medio de nóminas. 

Art.56. (Qué se entiende por clase.) Se entien- 
de por clase la agrupación de generales, jefes, 
oficiales, personal subalterno y de tropa que no 
constituyendo cuerpo armado, preste servicio 
en la Administración central de Guerra ó el pe- 


culiar de su arma ó instituto en dependencias, 


establecimientos y plazas, se halle desempe- 
ñando comisiones activas ó extraordinarias del 
servicio, ó se encuentre en situación de cuartel, 
reserva, reemplazo ó expectante á embarco para 
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Ultramar, así como el personal que sin percibir 
sus haberes por el presupuesto de la Guerra ten- 
ga derecho é que se le abone alguna pensión de 
cruz con cargo á éste. 

Art. 57. (Nóminas dela Administración central 
de Querra.) Para la reclamación de haberes y 
demás goces que corr ecncan á los generales, 
jefes, oficiales y personal subalterno de la Ad- 
ministración central de Guerra, se formará una 
nómina en que 8e comprenda solamente el suel- 
do del Ministro, y otra por cada una de las de- 
pendencias que la constituyan. 

Art. 88. (Nóminas de capitanes generales de 
ejército.) Las nóminas de los capitanes genera- 
les de ejército que no desempeñen destino serán 
firmadas por el interventor militar del distrito 
en que residan, y visadas por el intendente del 
mismo. 

Art.59. (Quiénes formanlasnóminas.) La for- 
mación de las nóminas se verificará por los ha- 
bilitados que nombren las clases en cada depen- 
dencia dentral ó distrito militar, y se ajustarán 
al Mod. núm. 5. 

Art. 860. (Nóminas de reemplazo.) En las nó- 
minas correspondientes á la clase de reemplazo, 
la casilla de destinos se sustituirá por la de resi- 
dencia, y los jefes y oficiales de cada arma é ins- 
tituto del ejército figurarán en agrupaciones con 
distinción de categorías. 

Art. 61. (Firma del habilitado y auloridades 

e visan las nóminas.) Además de la firma del 

abilitado que represente á la clase, llevarán las 
nóminas: 


La del sueldo del ala 
tro y la de la Secreta-(El V.” B.* del subsecre- 
ría del Ministerio de¡ tario, 
la al 
Las de las demás depen- | ; 
: ja de sus respectivos 


dencias de la Admi- z 
secretarios. 


nistración Central.... 


Las de cada una de Sl de los generales ó je- 


Ad fes superiores de las 
clases de los distritos pra 
DO armas é institutos 4 


que correspondan. 


El del gobernador mili- 

Las de la clase de del ta ] 
r de la capital del 

plazo. 1.000.000 000.0. .. distrito. Pp 


Art. 683. (Nóminas de las clases en los distri- 
tos.) En cada distrito militar se formará asi- 
mismo una nómina para la reclamación de los 
haberes y demás goces de todos los generales, 
jefes, oficiales, personal subalterno y tropa de 
un solo Cuerpo ó instituto del ejército que ten- 
gan consignados sus haberes en un mismo capl- 
tulo y artículo del presupuesto de la Guerra y 
sirvan en las dependencias, establecimientos 
CAES que comprenda aquella demarcación mi- 

itar. En nóminas especiales se comprenderá la 
clase de reemplazo y los jefes y oficiales de to- 
dos los Cuerpos é institutos que se hallen desem- 
AS comisiones activas y extraordinarias 

el servicio, y los pensionistas de las cruces de 
San Hermenegildo Y de San Fernando que no 
tengan derecho á haber por el presupuesto de la 
Guerra. 

Los sueldos y demás goces del porsonal del 
Cuerpo de Estado Mayor del ejército que sirva 
en todos los distritos, se reclamarán por nómi- 
na que será formada en el de Castilla la Nueva, 
por el habilitado que elija dicho personal. 

Art. 68. (Quiénes deben figurar en las nómi- 
nas.) En las nóminas figurarán los generales, 
pales oficiales, personal subalterno y tropa, si 
a hubiere, por su orden jerárquico y antigúe- 
dad, y no por los destinos que desempeñen ni 
puntos donde sirvan. 


Art. 64. (Cómo ha de demostrarse el alta y beja 
en las nóminas.) En todas las nóminas de cla- 
ses se demostrará el alta y baja que en el personal 
que en ellas se comprenda haya ocurrido duran- 
te el mes anterior, expresando con claridad la 
fecha, orden, motivo y procedencia ó destino del 
jefe ú oficial á que se refiera, sin omitir el núme- 
ro, fecha y página del Diario oficial 6 Colección 
Legislativa, del Ministerio de la Guerra, en que 
se hayan publicado las órdenes que causen el 
alta ó baja ó la fecha de éstas en caso de que no 
lo hubieren sido. . 

Art. 65. (Copias de las órdenes de alta y baja 
del personal subalterno.) Se e pa A las 
nóminas copia de las órdenes de alta y baja del 
personal que figure en ellas en estos conceptos 
y que no se hayan publicado en el Diario of 
Sial ó Colección Legislativa del Ministerio de la. 
Guerra. 

Estas copias serán autorizadas, precisamente. 
por el comisario de guerra, encargado de la re- 
vista de la clase á que pertenezcan los indivi- 
duos á quienes se refieran. . 

Art. 68. (Alta y baja referente á las penstones 
dela cruz de San Hermenegildo.) Como el abono 
de pensiones de la cruz de San Hermenegildo se 
efectúa por días, en las altas y bajas de los pen- 
sionistas se cuidará de expresar el día en que en- 
tren y en el que cesen, respectivamente, en el 
goce de aquéllas. 

Art. 67. (Co tas de las disposiciones que no se 
inserten en el «Diario Sficial» d «Colección Legisla- 
tiva» del Ministerio de la Guerra.) Las copias de 
todas las disposiciones de carácter particular 

ue deban acompañarse á los documentos en re- 
clamación de haberes por no haber sido publi- 
cadas en el Diario oficial 6 en la Colección Legis- 
lativa del Ministerio de la Guerra, serán exten- 
didas en papel del sello de oficio, según previene 
la ley del timbre. 

Art.68. (Notas de reclamación en las nóminas.) 
Las notas de reclamación figurarán en las nó- 
minas por el orden que se detalla en el formula- 
rio núm. 5. 

Art. 69. (Plazo de remisión de las nóminas al 
comisario de guerra.) Una vez recibidos por el 
habilitado de la clase los justificantes de revista 
de los jefes, oficiales, personal subalterno y de 
tropa que deban figurar como presentes en la nó- 
mina, así como todos los demás comprobantes 
que le sean necesarios, procederá á la formación 

e este documento de manera que para el día 10 
pueda entregarlo, en número de cuatro ejem pla.- 
res, al comisario de guerra encargado de la re- 
vista de la clase. Este jefe administrativo veri- 
ficará el examen de la nómina, y si la halla con- 
forme hará constar á su pie esta circunstancia 
ó las observaciones que se le ofrezcan caso con- 
trario. Seguidamente estampará la certificación 
de los que justifiquen su existencia y figuran 
como presentes, expresando en letra el número de 
los de cada empleo efectivo que se hallen en 
aquella situación y las diferencias de sueldo y 
gratificaciones á que puedan tener derecho, así 
como también las cruces pensionadas de que 
estén en posesión, tanto los jefes y oficiales 
como el personal subalterno y los individuos de 
tropa. 

Art.70. (Remisión por los comisarios de guerra 
á las oficinas de Administración militar de dos 
ejemplares de los extractos y nóminas.) Los comi- 
sarios de guerra remitirán, precisamente el día 
15 de cada mes, á las oficinas de Administración 
militar que deban liquidarlos, dos ejemplares 
de los extractos de revista de Cuerpos con su 
ajuste de haberes y de las nóminas de clases, 
uno de los cuales será el que se dirija al Tribu- 
nal de Cuentas del Reino, é irá acompañado de 
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todos los documentos justificativos originales 
de las reclamaciones, á excepción en los extrac- 
tos de los de la Nota 1.*, y además de las copias 
de las órdenes de alta y baja. 

Art. 71. (Liquidación de los extractos y nóms- 
nas por las oficinas de Administración epic 
Debiendo empezar á recibirse próximamente e 
día 18, en las oficinas encargadas del ajuste y 
liquidación de los documentos de haber, los ex- 
tractos de revista de Cuerpos y nóminas de cla- 
ses que remitan los comisarios de guerra, se 
procederá desde luego á su examen, á fin de ds 
para el 12 del mes inmediato queden aquellas 
operaciones terminadas, remitiéndose seguida- 
mente las liquidaciones á las Intervenciones 
militares de los distritos para que, después de 
anotadas en las libretas de los habilitados, las 
remitan á los comisarios de guerra respectivos, 
los cuales las harán llegar á los Cuerpos y clases 

ara que causen efectos en la Administración 
interior de éstos y puedan, en su caso, motivar 
en los extractos ó nóminas siguientes las alte- 
raciones necesarias. 

Cuando los habilitados residan fuera de la ca- 
pital del distrito militar, el asiento en las libre- 
tas se verificará por los comisarios de guerra 
respectivos. 

Art.72. (Justificantes de revista de jefes y oficia- 
les correspondientes á meses anteriores.) Siempre 
que un jefe ú oficial haya pasado revista de co- 
misario, y por cualquier motivo no llegue el 
justificante de existencia á peas del comandan- 
te mayor del Cuerpo ó habilitado de la clase en 
el plazo marcado para la reclamación de su ha- 
ber enextracto ó nómina, podrá comprenderse 
aquél ó la certificación que le sea expedida, asi 
en caso de extravío, como en el de desglose, si 
la revista la pasó en unión de otros individuos; 
en cualquiera de los extractos de revista ó nó- 
minas que por el Cuerpo ó clase se formen du- 
rante el ejercicio, siempre que el jefe ú oficial 4 
que se refiera haya pasado presente la revista del 
mes siguiente al en que estaba en descubierto, 
que hubiera verificado su presentación al Ps 

el Cuerpo ó clase dentro del plazo señalado y 
que no esté sujeto á relief. 

Art. 73. (Justificantes de revista de las clases 
de tropa correspondientes á meses anteriores.) Los 
justificantes de revista de los individuos de tro- 


pa que se hallen separados de banderas, y no. 


ubieran podido incluirse oportunamente en 
extracto Óó nómina, serán admitidos en cual- 
quier mes del ejercicio del presupuesto á que 
correspondan. : 

Art. 74. (Devolución de un ejemplar del extrac- 
to 4 nómina al comandante mayor del Cuerpo d ha- 
bilitado de la clase.) Los comisarios de guerra 
devolverán á los comandantes mayores de los 
Cuerpos ó habilitados de las clases un ejemplar 
del extracto de revista ó nómina después de for- 
malizados, quedando otro ejemplar archivado 
en la Comisaría. 

Art.75. (Extractos y nóminas adicionales al se- 
mestre de ampliación de los presupuestos.) De to- 
das las reclamaciones de haberes, cruces, pre- 
mios y demás goces que no se hubieren verifica- 
do por los Cuerpos y clases al finalizar el año 
económico, formarán los comandantes mayores 
y los habilitados, 4 los veinte días de conocer el 
resultado de la liquidación del extracto ó nómi- 
na del mes de Junio, un documento de la misma 
clase adicional, en número de cuatro ejempla- 
res, que se considerará como continuación del 
de dicho mes, y sorá acreditado y librado su im- 
pe en el semestre de ampliación del ejercicio 

el presupuesto, en la inteligencia de que por 
los Cuerpos y clases no podrá redactarse más 
que un solo extracto 6 nómina adicional, que 





será examinado seguidamente por las oficinas 
de liquidación, á fin de que en el caso de ofre- 
cer algunos reparos puedan ser inmediatamente 
contestados, para que dicho documento adicio- 
nal quede liquidado antes de terminar el mes de 
Noviembre. 

Art. 76. (Extractos y nóminas adicionales dá 
«ejercicios cerrados».) Las reclamaciones que 
por no haber recibido los comandantes mayores 
ó habilitados los justificantes, ó por otras cau- 
sas, no hayan podido ser incluídas en los extrac- 
tos 6 nóminas adicionales al semestre de am- 
Don del presupuesto á que correspondían, 

arán lugar á la formación de extractos ó nó- 
minas adicionales al ejercicio cerrado á que afec- 
ten los devengos, en el mismo número de ejem- 
plares prevenido para las reclamaciones men- 
suales; en la inteligencia de que estas reclama- 
ciones se verificarán una sola vez en el año, en 
extractos ó nóminas separados por cada presu- 


peento á que aquéllos se di debiendo ha- 


arse estos documentos para el día 10 de Octu- 
bre en las oficinas encargadas de su liquidación, 
á fin de que sus importes puedan sea incluídos 
A ds primer proyecto de presupuesto que se re- 

acte. 

Art. 77. (Justificación de las reclamaciones que 
se practiquen en los extractos y nóminas adicionales 
á «ejercicios cerrados».) La justificación de es- 
tos documentos adicionales la constituirá, en 
primer término, la disposición superior que 
para cada caso se dicte, sia cuyo requisito no 
podrá reclamarse cantidad alguna, y los justifi- 
cantes de revista y demás comprobantes de los 
devengos serán el complemento de aquélla. 

Cuando á los documentos adicionales á ejerci- 
cios cerrados hayan de acompañarse justifican- 
tes de una reclamación que abrace varios ejer- 
cicios, bastará unirlos á uno de ellos y hacer la 
oportuna referencia en los ejemplares de los 
demás. 

Art. 78. (Reclamaciones de carácter preferente.) 
Se considerará siempre tiempo hábil para ha- 
cer las reclamaciones relativas á obligaciones 
por diferencias de cargos de raciones de alto pre- 
cio á precio ordinario, premios de constancia, 
cruces pensionadas, relief, sueldos por resultas 
de sentencias absolutorias y primeras puestas de 
vestuario que correspondan á presupuestos ante- 
riores y las que procedan de errores en las ope- 
raciones de contabilidad, que serán subsanadas 
cuando se adviertan. 

Art. 79. (Prescripción del derecho d hacer recla- 
maciones atrasadas.) En los extractos ó nómi- 
nas adicionales no podrán comprenderse otras 
reclamaciones que las que correspondan al pe- 
ríodo de cinco años, posteriores á la fecha del 
devengo, pues las que excediesen de este plazo 
quedarán prescriptas. Si su reconocimiento y li- 

uidación ha dejado de verificarse por causas in- 

ependientes de la voluntad de los interesados, 
éstos no sufrirán perjuicio, siempre que justifi- 
quen hab:r presentado en tiempo oportuno sus 
reclamaciones y los documentos en que las fun- 
daron. A este fin podrán exigir de la oficina en 
que los entregasen un recibo expresivo de la re- 
clamación y documentos presentados, en el que 
se consigne la fecha y número de la inscripción 
ó registro en la dependencia. 

Art. 80. (Abono de sueldos, haberes, cruces pen- 
siíonadas, etcétera, por meses completos.) Por re- 
gla general, los abonos de sueldos, haberes, pre- 
mios, cruces peusionadas y demás goces, se ha- 
rán desdo general hasta soldado, por meses com- 
polos con sujeción al empleo ó clase en que hu- 

iesen pasado la revista; pero si un general, jefe 
ú oficial figurase algún mes en dicho acto con 
empleo, destino ó situación distintos de los que 
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tuvieran declarados antes del día 1.? por no ha- 
berse recibido con oportunidad las órdenes, ó 

or otros motivos, tendrá derecho á percibir la 
diferencia de sueldo que pudiera corresponderle 
en su nuevo destino ó empleo, así como quedará 
sujeto á las deducciones que procedan en caso 
contrario. 

(Excepción de esta regla.) No obstante lo dis- 
puesto en el párrafo anterior, á los que desempe- 
ñen el cargo de Ministro de la Guerra se les abo- 
narán sus sueldos por días, en razón á la espe- 
cialidad del destino. 

Art. 81. (Abonos a los de nueva entrada en el 
servicio después del día 1.” de cada mes.) A los re- 
clutas, desertores, presentados ó aprehendidos 
después del 1.? de cada mes, y demás clases de 
tropa de nueva entrada en el servicio, se les ha- 
rán los abonos correspondientes desde el día en 
que pasen la revista. 

Art.82. (Abono a las clases de tropa que regresen 
de Ultramar á continuar sus serviciosen la Penínsu- 
la.) El abono de haberes con-cargo al presupues- 
to de la Península á las clases é individuos de 
tropa del ejército que regresen á la misma á con- 
tinuar sus servicios sin haber recibido cantidad 
alguna como auxilio de marcha, se practicará 
desde el mes siguiente á su baja en el distrito de 
Ultramar de que procedan, debiendo hacer la re- 
clamación el Cuerpo á que hubiesen sido destina- 
dos á su llegada. 

En el caso en que regresen socorridos, no se 
les reclamará haber hasta tanto que termine el 

jeríodo de tiempo á que correspondan los auxi- 


ios. 

Art. 83. (Pan, pienso y utensilio.) Los deven- 
gos de pan, pienso y utensilio serán locales y 

iarios. 

La base para la formación de los ajustes res- 
pectivos será la fuerza que resulte de los extrac- 
tos de revista ó nóminas, y las alteraciones ano- 
tadas en el libro de alta y baja de los comisarios 
de guerra, 

Art. 84. (Abono de nuevo sueldo d los que as- 
ciendan, desde el mes siguiente al de su ascenso.) Los 
que asciendan al empleo superior inmediato en 
todas las clases, tendrán derecho al abono de los 
nuevos sueldos ó haberes desde el día 1.? del mes 
siguiente al en que hubieran obtenido el ascen- 
so, sin que sea necesario para verificarlo, en lo 
referente á generales, jefes y oficiales, que se les 
haya expedido el Real despacho, bastando al 
efecto el conocimiento de la Real disposición. 

Art. 85 (Abono de sueldo á los que varien de 
destino.) Los generales, jefes J oficiales que va- 
ríen de situación ó destino, disfrutarán de los 
sueldos y demás goces á que les dé derecho su 
nueva situación desde el día 1.” del mes siguien- 
te al de la fecha de la Real orden; pero si no 
efectuaran su presentación personal en las pla- 
zas, Cuerpos, establecimientos ó dependencias 
militares en la segunda revista, á contar desde 
la del mes siguiente al de la orden de su destino, 
cuando justifiquen la existencia, hasta que re- 
caiga soberana disposición que lo autorice. 

Art. 86. (Quién verifica la reclamación de suel- 
dos de los que varían de destino durante el plazo de 
presentación.) Si durante el tiempo marcado 
[quad la presentación personal fuese variado el 

estino de algún general, jefe ú oficial, el Cuer- 
po ó clase á que primeramente fué destinado ve- 
rificará la reclamación de sus devengos, bastan- 
do para ello el justificante de revista y que sea 
conocida la Real orden de su nuevo destino, sin 
perjuicio de que para la reclamación de haberes 
en el Cuerpo ó clase á que últimamente fuere 
destinado verifique su presentación personal en 
el plazo prevenido. 

t. 87. (Presos yd sumartados que varien de 


Cuerpo 5 destino.) Al que estuviere preso ó suma- 
riado y se le variase de Cuerpo ó destino, se le 
acreditará el sueldo que corresponda, sin es- 

erar la presentación personal, siempre que el 
justificante de revista exprese aquellas circuns- 
tancias. | , 

Art. 88. (Gratificaciones.) Las gratificacio- 
nes pueden ser de dos clases, personales y para 
material. 

Art. 89. (Forma de reclamación de las gralsf- 
caciones.) Las gratificaciones personales se re- 
clamarán en los extractos ó nóminas en que figa- 
ren los que á ellas tengan derecho, según perte- 
nezcan á Cuerpos ó clases. 

Las de material por relaciones especiales para 
cada una de ellas, acreditándose en cada mes la 
dozava parte de la cantidad que para dichas gra- 
tificaciones se consigne en presupuesto. (Modelo 
número 6.) 

Art. 90. (Gratificación de mando.) La gratifi- 
cación de mando en los regimientos, batallones, 
escuadrones y compañías sueltos y demás Cuer- 
pos é institutos que la tengan señalada en pre- 
supuesto, se abonará siempre por completo, te- 
niendo derecho á percibirla los jefes propieta- 
rios mientras ejerzan el mando, y en vacantes, 
ausencias y enfermedades los que le sucedan en 
aquél, sin que para esto rija la unidad mensual 
establecida para los sueldos. En los Cuerpos de 
Estado Mayor, Artillería, Ingenieros, Adminis- 
tración y Sanidad militar, los coroneles segun- 
dos jefes y asimilados continuarán disfrutando 
la gratificación de mando cuando sustituyan á 
los primeros jefes, no percibiendo ninguna los 
que reemplacen á aquéllos. 

Art. 91. (Gratificación de capitanes en Cuerpos 
armados.) La gratificación de los capitanes de 
Cuerpos armados no es transmisible á los prime- 
ros y segundos tenientes que les sucedan en el 
mando. 

Art. 92. (Gratificación de montura y atalajes.) 
Las gratificaciones de montura y atalajes se 
acreditarán por meses completos, con arreglo 
al ganado que figura presente y comn presente en 
revista, sin que hava lugar á reclamaciones ni 
deducciones por las altas y bajas que ocurran 
de una revista á otra, y cualquiera que fuera so 


número. 

Art. 93. (Gralificación de agua.) La gratif- 
cación de agua á los que se hallen de guarni- 
ción en los puntos en que esté declarado dere- 
cho á ella, se reclamará en extracto de revista 

or meses vencidos, para que pueda conocerse 
os días que á cada plaza hayan correspondido, 
ps que no deben percibirla los individuos 

e la clase de tropa que se encuentren en el hos- 
pital, ni tampoco los que no residan en aquellos 
puntos. 

La reclamación se justificará con relaciones 
nominales que expresen los días que cada indi- 
viduo haya devengado, consignando al pie un 
resumen numérico que demuestre el importe to- 
tal de lo que al Cuerpo corresponda por este con- 
cepto, que será el que se figure en la respectiva 
nota del extracto de revista. 

Art. 94. in de primera puesta de 
vestuario.) La gratificación de primera puesta 
de vestuario se acreditará por una sola vez á su 
entrada en el servicio, según las cantidades que 
para cada arma é instituto se hallen señaladas, 
á los reclutas y voluntarios de la clase de pai- 
sano, á los reenganchados y á los que, hallán- 
dose sirviendo al tiempo de cumplir su empeño, 
ó seis meses antes, lo renovasen por cuatro ó 
más años, unos y otros sin premio; debiendo to- 
dos los que tienen derecho á esta gratificación 
figurar como altas en el extracto de revista. 

Art. 95. (Gratificación de primera puesta de ves- 
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tuario á los que sienten plaza de cornetas, trompe: 
tas ó educandos de música.) Dicha gratificación 
de primera puesta se abonará por completo á 
los individuos que en las diferentes armas é ins- 
titutos del ejército sentaren plaza con las for- 
malidades establecidas para servir en las clases 
de cornetas, trompetas ó educandos de música, 
desde la edad de dieciséis años cumplidos, y á 
log que sean menores de ella se les abonará la 
mitad de su entrada en el servicio, y la otra mi- 
tad cuando la cumplan. 

Art. 968. (Quiénes carecen de derecho á gratifi- 
cación de primera puesta.) Carecen de derecho á 
gratificación de primera puesta de vestuario: 
1. Los enganchados y reenganchados que con- 
traigan su compromiso con opción á premio pe- 
cuniario, los cuales deberán costeársela de su 
propio peculio. 2.“ Los que sustituyan á otros 
que se hallen sirviendo, y á quienes se hubiere 
ya hecho aquel abono. 3.” Los maestros armeros, 
silleros y guarnicioneros. Y 4. Los reclutas úti.- 
les condicionales, hasta que se les declare su de- 
finitiva situación. 

A los procedentes de Ultramar que deban con- 
tinuar sirviendo en la Península, sa les abonará 
por el concepto de primera puesta solamente la 
cantidad que esté fijada fede la adquisición de 
guerrera, polainas, pantalón y gorra. 

Art. 97 (Reservistas llamados al servicio acti- 
vo.) Los reservistas que sean llamados al servi- 
cio activo, cuando por cualquier causa haya de 
aumentarse transitoriamente la fuerza de los 
Cuerpos, ó elevarla al pie de guerra, se presen-, 
tarán á la autoridad militar del pueblo donde 
residan, si la hubiere, la cual refrendará sus 
licencias y dispondrá lo conveniente á fin de que 
se les pase la revista, reciban el socorro que les 
corresponda, y emprendan la marcha para el 
punto de concentración. Si en el pueblo de ve- 
cindad de los reservistas no hubiese autoridad 
militar, se presentarán al alcalde, quien cuida- 
rá de pasarlos la revista, refrendarles las licen- 
cias para que emprendan la marcha hacia el 
unto de concentración, proveyéndoles de las 
stas de embarque si tuvieran que hacer uso de 
la vía férrea ó maritima por cuenta del Estado- 
y socorriéndoles á razón de 50 céntimos de pese, 
ta por tantos días como hayan de tardar en lle. 

ar á sus Cuerpos. Este socorro se reclamará en 
os extractos de revista del mes inmediato. 

Al restituirse estos individuos á sus casas, se 
les facilitará igual socorro por cada uno de los 

as que hayan de invertir en el viaje. 

Art. 98. (Organización de Cuerpos de reserva.) 
Llegado el caso de organizar Cuerpos de reser- 
va, se acreditarán á los jefes, uficiales y tropa 
que los formen, los sueldos, haberes y gratifi- 
caciones de todas clases, incluso las de primera 
puesta á los que tengan derecho á ellas, racio- 
nes de todas especies y demás goces que se ha- 
llon señalados á los de sus respectivas clases 
del ejército permanente, desde el día que pasen 
la revista de organización; y las de mando, agen- 
cias y música, en caso de tenerla, al respecto de 
de las que se hallen señaladas á los batallones 
de cazadores. Además á todos aquellos indivi- 

uos de tropa que en situación de reserva no dis- 
frutaban haber alguno, se les acreditarán en el 
extracto de la expresada revista los socorros que 
expresa el articulo anterior, según los días que 
deban invertir para trasladarse del punto de su 
su residencia al de concentración. 

Art. 99. (Disolución de Cuerpos de reserva.) 
Cuando deban disolverse los Cuerpos de reser 
va, continuará reclamándose para el personal 
que los constituya, los goces expresados hasta 
el día, inclusive, en que pasen la revista de diso- 
lución, entrando desde el siguiente á disfrutar 
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los que tengan señalados todas las clases en la 
situación á que pasen por sus nuevos destinos, 
acreditándose además á aquellos individuos de 
tropa que no queden formando parte del cuadro 
permanente, los socorros necesarios al respecto 
indicado, para que desde la capital puedan re- 
£resar á sus hogares. 

Art. 100. (Enganches y reenganches.) La re- 
clamación y abono de los premios y pluses que 
correspondan á los enganchados y reengancha- 
dos delcjórcito, se ajustará á lo prevenido en el 
reglamento especial que rija para este servicio. 


CAPITULO IV.—DerechHos INAERENTES A LAS 
VICISITUDES PERSONALES. 


Art. 101. (Estancias en los hospitales militares 
y civiles.) Las estancias que se causen por los 

enerales, jefes, oficiales é individuos de tropa 

e todas las armas, Cuerpos é institutos, así en 
los hospitales militares como en los civiles, se- 
rán de dos clases: sin cargo al causante ó con car- 
go al mismo, y en este caso se habrá de reinte- 
grar su valor con aplicación al capítulo y artí- 
culo del presupuesto de la Guerra denominado 
«Material de hospitales». 

Art. 102. (Estancias sin cargo.) Tienen dere- 
cho á hospitalidad sin cargo los individuos de 
todas las clases de tropa del ejército activo, á 
excepción de los que se designan en el art. 108; . 
los que se hallen con licencia temporal, los re- 
clutas disponibles, los cumplidos que estén su- 
mariados, Jos prófugos rocedentes de los depó- 
sitos de embarque para Ultramar que deban in- 
pscoao en hospital para ser reconocidos y sean 

eclarados útiles para el servicio, los licencia- 
dos procedentes de Ultramar que llegaren en- 
fermos á la Península ó enfermasen al desem- 
barcar, los licenciados por cumplidos ó inútiles, 
si al regresar á sus hogares enfermasen dentro 
del período de tiempo por el que conste que fue- 
ron socorridos, los declarados inútiles por de- 
mencia ú otra enfermedad que impida su salida 
del hospital, pero sólo por el plazo de seis me- 
ses, si antes no se hiciesen cargo de ellos sus fa- 
milias ó las autoridades civiles, los sirvientes de 
plana menor de los hospitales militares única- 
mente por un plazo máximo de tres meses, las 
clases desvalidas y pobres de solemnidad de Ceu- 
ta y demás plazas de Africa, y los paisanos que 
se hallen presos y sujetos á la jurisdicción mili- 
tar, siempre que por la entidad del hecho ó cali.- 
dad del procesado lo consideren conveniente las 
autoridades militares de los distritos. 

Art.108. (Tropa del Cuerpo de invdlidos.) Co- 
mo justa compensación al sufrimiento que el 
honor militar y el cumplimiento del deber impu- 
so á los beneméritos individuos de la clase de 
tropa que pertenecen al Cuerpo de inválidos, 
las estancias que causen en los hospitales mili.- 
tares y civiles serán sin cargo. 

Art. 104. (Jefes y oficiales excedentes y supernu- 
merarios ú otra clase en que no se disfrute sueldo.) 
También serán sin cargo las estancias que cau: 
sen en los hospitales los jefes y oficiales del ejér- 
cito que se encuentren en situación de supernu- 
merario ú otra en que no disfruten sueldo, y 
deseen ingresar en aquéllos, sin que tengan de. 
recho á abono alguno durante el período de tiem- 
po que se hallen en dichos establecimientos. 

Las bajas para que estos jefes ú oficiales pue- 
dan ingresar en los hospitales militares, serán 
firmadas por los jefes de Estado Mayor de las 
Capitanias generales, si residieren en la capital 
del distrito, ó por el secretario del Gobierno mi- 
litar, si su residencia fuese en otro punto. 

Art. 105. (Estancias con cargo.) Tienen dere- 
cho á hospitalidad, con obligación de satisfacer 
el importe de las estancias que causen, los gene- 
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rales, jefes y oficiales, los cuales sufrirán por 
este concepto el descuento de la parte de su 
sueldo que esté prevenido; debiendo considerar- 
se para este efecto como sueldo regulador el lí- 
quido mensual que disfruten según su situación, 
sin que en él se comprendan las gratificaciones, 
pensiones de cruces y demás goces que puedan 
corresponderles por otros conceptos. 

Art. 106. Tienen también derecho á hospita- 
lidad, con cargo, los individuos de tropa del 
Real Cuerpo de Guardias alabarderos, los del 
Escuadrón de Escolta Real, los de Guardia civil, 
carabineros, miñones de Vizcaya, mozos de es- 
cuadra de la provincia de Barcelona, los escri- 
bientes del Cuerpo auxiliar de oficinas milita- 
res, los auxiliares de tercera y cuarta clase del 
do Administración militar, los empleados de 
planta fija de los establecimientos de artillería 
y el personal subalterno de ingenieros sin real 
nombramiento, los útiles condicionales, los re- 
clutas para Ultramar, los prófugos procedentes 
de depósitos de embarque para Ultramar que 
deban ingresar en hospital para ser reconocidos 
y ue sean declarados inútiles para el servicio, 

a fuerza de estos mismos depósitos, los conser- 

jes y ordenanzas de oficinas militares, los arme- 
ros, silleros y basteros de los Cuerpos, los em- 
pleados de penitenciarias militares y los paisa- 
nos empleados en obras de fortificación. Estas 
clases reintegrarán el importe de las estancias 
que causen al precio que fije el presupuesto de 
cada año, excepto las de los idividaca de la 
guardia civil y carabineros, y las de los que per- 
tenezcan á Cuerpos político militares, cuyo ha- 
ber no alcance á 3 pesetas diarias, que satisfa- 
rán las cantidades que por este concepto se ha- 
lMen determinadas. 

Art. 107. Asimismo tienen derecho á hospi- 
talidad con cargo los jefes y oficiales de los mi- 
ñones de Vizcaya y mozos de escuadra de la 
provincia de Barcelona, los auxiliares de pri- 
mera 7 segunda clase del de Administración mi- 
litar, los empleados de planta fija de los estable- 
cimientos de artillería y el personal subalterno 
de ingenieros con real nombramiento y los reti.- 
rados de Guerra, cuyo haber diario no sea infe- 
rior á 2'50 pesetas. 

Todas estas clases reintegrarán las estancias 
que causen, deduciéndoles de los sueldos lo que 
corresponda, conforme é lo determinado para 
los generales, jefes y oficiales. 

Art. 108. (Reclutas, prófugos y fuerzas ajenas 
al ramo de Guerra.) Las estancias causadas por 
los útiles condicionales se reintegrarán por las 
Cajas de recluta, las cuales se reembolsarán de 
su importe, reclamando, con aplicación al capí- 
tulo de reclutamiento, las de los individuos que 
con posterioridad sean declarados definitiva- 
mente útiles, y pasando cargos á las Diputacio- 
nes provinciales ó Ayuntamientos de las causa- 
das por los que resulten definitivamente inúti- 
les. Estas Corporaciones reintegrarán al presu- 
puesto de la Guerra las estancias de los prófu- 
gos procedentes de los depósitos de embarque 
que ingresen en hospital para ser reconocidos y 
no resulten útiles para el servicio, y las Diputa- 
ciones de Vizcaya y Barcelona las de los miño- 
nes y mozos de escuadra respectivamente. 

Art.109. (Cuerpos de la Armada.) Las estan- 
cias que causen en los hospitales militares los 
jefes, oficiales 6 individuos de tropa de los dis- 
tintos Cuerpos de la Armada y de las tripula- 
ciones de los buques serán también con cargo, 
verificándose el reintegro de su importe al pre- 
supuesto de la Guerra á los precios que se hallen 
determinados, 

Art. 110. 


(Estancias de baños minerales y de 
mar.) 


Los individuos de tropa que por pres- 


cripción facultativa deban hacer uso de baños 
minerales ó de mar, tendrán derecho á este be- 
neficio por cuenta del Estado, y en este caso se 
les acreditarán todos los haberes y demás go- 
ces én que se hallen en posesión, mediante el 
oportuno justificante de revista, y en la forma 
que previene el reglamento especial de este ser- 
vicio. 

Los reservistas afectos á las zonas militares 
gus se encuentren en sus hogares, carecen de 

erecho á dicho beneficio; pero si le tendrán los 
que hallándose presos ó procesados militarmen- 
te, enfermaren y necesitasen del mencionado 
auxilio por prescripción médica. 

Los individuos de tropa que hallándose con 
licencia ilimitada ingresen en los hospitales y 
necesiten del uso de baños, tjenen también de- 
recho á este beneficio; del cual, asimismo, dis- 
frutarán los individuos de tropa del Cuerpo de 
inválidos y los escribientes del Cuerpo auxiliar 
de oficinas militares. ' 

Art. 111. (Jefes y oficiales en activo, atacados de 
demencia.) Al jefe ú oficial que por haber sido 
acometido de enajenación mental ingresare por 
el tiempo marcado para su observación en el 
hospital 6 establecimiento que se disponga, se 
le continuará reclamando con presencia del jus- 
tificante de revista, el sueldo entero de su em- 
pleo en el extracto ó nómina del Cuerpo ó clase 
á que pertenezca, haciéndose constar si tiene ú 
no esposa é hijos, y en su defecto, padres ó her- 
manas solteras á quienes sostenga. En caso 
afirmativo, se entregará á su familia, por la 
Caja del Cuerpo ó habilitado de la clase, el res- 
to que resulte después de deducir del sueldo en- 
tero el importe de las estancias que haya can- 
sado. Si no tuviére ninguno de los expresados 
individuos de familia, el Cwerpo 6 el habilitado 
de la clase retendrá en Caja dicho resto para 
entregarlo al interesado si recobrase la salud, 
pero en el caso contrario, deberá devolverse 
al Tesoro la expresada cantidad, practicando 
deducción de ella en el extracto de revista 6 nó- 
mina del mes en que sea baja el interesado 5d 
demencia, aunque los abonos se hubieran he- 
cho en meses correspondientes á otro año eco- 
nómico. 

Las oficinas de Administración militar ten- 
drán especial cuidado de conocer el destino que 
se dé al citado resto, para gestionar el reembolso 
al Tesoro cuando así proceda. 

Si fuese menor la cantidad que por las estan- 
cias se deduzca de los haberes del interesado 
que el coste que para el Estado tuviese la asis- 
tencia del demente en el manicomio ú hospital 
en que se hallase en observación, se satisfará 
la diferencia con cargo al capítulo y artículo 
del «Material de hospitales» del presupuesto de 
Guerra. 

Art. 112. (Jefes y oficiales de reemplazo ataca- 
dos de demencia.) Si eljefe ú oficial atacado de 
demencia se hallase en situación de reemplazo, 
se le acreditará también en la nómina de esta 
clase el sueldo por completo -durante el periodo 
de observación, con la aplicación y objeto expre: 
sados en el artículo anterior. 

Art. 113. (Jefes y oficiales que encontrándose 
encausados ¿ suspensos de sueldo sean atacados de 
enajenación mental.) Los jefes y oficiales que 
por hallarse encausados ó suspensos de empleo 
sólo perciban un tercio ó la mitad del sueldo, sl 
fuesen acometidos de enajenación mental, con- 
tinuarán cobrando la misma parte de haber, aun 
cuando ingresen para observación en un hospl- 
tal ó manicomio, la cual será satisfecha á las 
esposas é hijos, padres ó hermanas solteras 6 
quienes mantenga, si los tuviera, y en el caso de 
obtener sentencia absolutoria, se lez abonará lo 
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que corresponda, conforme se indica para los 
emás jefes y oficiales, entregándose esta canti- 
dad á las familias si continuase enfermo el inte- 
resado, ó á este mismo si hubiera obtenido su 
curación. 


Cuando los jefes y oficiales referidos no tengan 
alguno de los parientes de que se deja hecha 
mención, quedarán á beneficio del Tesoro los de- 
vengos que pudieran corresponderles, como com- 
pensación de los gastos que ocasione su asisten- 
cia en el hospital ó manicomio. 

Art. 114. (os de tropa atacados de de- 
mencta.) A los individuos de tropa que sean 
atacados de demencia se les someterá á observa- 
ción durante seis meses en un hospital, y si 
transcurrido este plazo se diera el caso de no 
estar terminado el expediente judicial que debe 
instruirse para su admisión definitiva como de- 
mentes en un manicomio, ingresarán en un hos- 
pital civil. 

Art. 115. (Clases de tropa del Cuerpo de invdli- 
dos que ingresen como incurables en los manicomios.) 
A las clases de tropa del Cuerpo de inválidos que 
ingresen como incurables en los manicomios, se 
les continuará reclamando su haber, satisfacien- 
do con su importe el de las estancias que causen 
y quedando la diferencia á beneficio de las fami- 

ias del interesado, si las tuvieren, en analogía 
con lo determinado para los jefes y oficiales. Los 
gastos que por derecho de entrada se satisfagan 
en aquellos establecimientos los sufragará el ca- 
pítulo del «Material de hospitales» del presu- 
puesto de la Guerra. 

Si no tuvieren familia, se practicará respecto 
de la diferencia que había de entregarse á ésta 
lo dispuesto para los jefes y oficiales en igual 
caso. 


Art. 116. (Licencias de generales empleados.) 
Los generales que se encuentren empleados dis- 
frutarán el sueldo entero que tengan señalado 
por el cargo que ejerzan durante las licencias 
que se les concedan por causa de enfermedad, y 
la mitad en las que obtengan por asuntos pro- 
pios y en la primera prórroga de aquéllas. 

Las primeras prórrogas en las licencias para 
asuntos propios y las segundas por enfermedad, 
serán siempre sin sueldo. 

Art. 117. (Licencias á los generales de cuartel 6 
en reserva y personal de las escalas de reserva.) 
Los generales que se hallen en situación de 
cuartel ó en la sección de reserva, y los jefes y 
oficiales de las escalas de reserva tendrán, mien- 
tras se hallen disfrutando licencia, el mismo 
sueldo que les esté señalado en sus respectivas 
situaciones. 


Art. 118. (Licencias á jefes y oficiales.) A los 
jefes y oficiales en activo que disfruten de li- 
cencia para el restablecimiento de su salud, se 
les acreditará el sueldo entero de su empleo, y 
la mitad durante la prórroga que se les conceda; 
pero si obtuvieran segunda prórroga, será sin 
sueldo. 

Los que obtengan licencia para asuntos pro- 

los percibirán la mitad del sueldo, y no ten- 

án derecho á sueldo alguno durante la pró- 
rroga que se les conceda. 

Art. 119. (Licencia por enfermo y para asuntos 
propios á los capellanes castrenses.) Cuando los 
capellanes del Cuerpo eclesiástico del ejército 
obtuvieran licencia por causa de enfermedad, 
gozarán de todo el sueldo durante la misma, y 
sólo de la mitad en Jas prórrogas. Mientras dis- 
fruten de la licencia desempeñará su ministerio 
sin derecho á retribución alguna especial, otro 
de los capellanes de aquel Cuerpo residentes en 
la localidad, y si no lo hubiere, será nombrado 
uno interino, el cual percibirá durante el tiem- 


po que desempeñe el destino una cantidad igual 
á la mitad del sueldo del propietario. 

Cuando dichos capellanes disfruten de licen- 
cia para asuntos propios, tendrán derecho á to- 
do el sueldo, una vez que están obligados á de- 
MiEnar un sacerdote que por su cuenta los sus- 

1tuya. 

Art. 130. (Capellanes interinos.) Los capella- 
nes interinos cuando hubiesen de salir del pun- 
to de su habitual residencia para acompañar á 
las tropas ó desempeñar asuntos de su ministe- 
rio y cargo provisional, disfrutarán el sueldo 
de segundos en lugar de las remuneraciones que 
expresa el artículo anterior. 

Art. 121. (Licencias de las clases de tropa.) 
A las clases de tropa que disfruten de licencia 
temporal por enfermos ó por asuntos propios, 
se los acreditará por meses completos sus habe- 
res y demás goces en los extractos, previa jus- 
tificación de haber pasado revista, y si se exce- 
diesen en el uso de la licencia, sólo tendrán de- 
recho á los haberes, utensilio y raciones de pan 
desde el día en que verifiquen su presentación 
en el Cuerpo. 

Art. 122. (Incorporación á sus destinos después 
de las licencias de los que residan fuera de la Pe- 
nínsula.) Los generales, jefes, oficiales y tro- 
pa, que sirvan en las islas adyacentes y Cana- 
rias y plazas de Africa, y hubiesen disfrutado 
de licencia, se considerarán incorporados á sus 
destinos al presentarse en los puertos habilita- 
dos para el embarco, con la anticipación nece- 
saria al efecto, cuya circunstancia harán cons- 
tar por certificado del comisario de guerra del 
mismo punto, y este documento deberá acompa- 
ñarse á los extractos ó nóminas. 

Art. 123. (Licencias al personal del Cuerpo de 
inválidos.) Los jefes, oficiales y tropa del Cuer- 
po de inválidos, durante sus licencias, disfruta- 
rán el sueldo ó% haber reglamentarios como los 
demás de su clase en activo. 

Art. 124. (Sueldo de médicos interinos.)— 
Cuando sea necesario, por cualquier causa, el 
nombramiento de médico interino para la asis- 
tencia á algún Cuerpo, lo designará el jefe de 
Sanidad militar del distrito, que deberá poner- 
lo en conocimiento del capitán general é inten- 
dente militar del mismo, expresando la causa 
que lo motive; y el así nombrado disfrutará la 
gratificación de 75 pesetas mensuales, que se re- 
clamará en extracto de revista del Cuerpo á cu- 
ya fuerza asistiere. 

Art. 125. Cuando el oficial de Sanidad militar 
nombrado para un Cuerpo no se hubiese pre- 
sentado en él por causas del servicio ú otras aje- 
nas á su voluntad, será de abono el sueldo del 
interino hasta la aa del propietario. 

Art.128. (Vombramientos de médicos para las 
fuerzas destacadas.) Las fuerzas de todas las 
armas é institutos del ejército que se hall-n 
destacadas y separadas de la Plana mayor de 
sus regimientos ó batallones, serán asistidas 
por los oficiales de Sanidad militar que se en- 
cuentren en la misma guarnición ó que sirvan 
en los hospitales, ó se hallen desempeñando 
otras comisiones en el mismo punto, los cuales 
prestarán este servicio por turno y sin más re- 
tribución que el sueldo que les corresponda por 
el destino que desempeñen. 

Donde no hubiere oficiales de Sanidad militar 
podes encomendarse el servicio médico de aque- 

las fuerzas á un facultativo civil, elegido por 
los jefes de las mismas. 

Los médicos civiles serán retribuídos con 75 
pesetas mensuales, siempre que exceda el desta- 
camento de 300 hombres, y si no llega á este nú- 
mero y pasa de 100, la retribución será de 45 pe- 
setas. La asistencia de toda fuerza inferior en 
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número á 100 hombres, la de los individuos suel- 
tos y partidas de tropa, se remunerará á razón 
de 1'25 pesetas por visita. Para el abono de esta 
cuota se considerará como visita la diaria que 
se haga á toda fuerza existente en una misma 
localidad, de manera que el total importe men- 
sual de este gasto no exceda en ningún caso de 
88'75 pesetas. 


Las gratificaciones expresadas serán reclama.- 
das por los Cuerpos en los extractos de rovista, 
y acreditadas previa certificación del jefe de la 

uerza que fuese asistida. 

Art. 127. (Sueldos d los que se imponga arres- 
to por vía gubernativa.) Los generales, jefes y 
oficiales á quienes sin estar sujetos á procedi- 


mientos judiciales se les imponga por providen- 


cia, meramente gubernativa, la corrección de 
arresto, tendrán derecho á que se les abone 
mientras lo cumplan, el sueldo que disfrutaban 
al dictarse la disposición. 

Art. 128. (Sueldo de los procesados.) A los ge- 
nerales, jefes y oficiales que fuesen rocesados, 
se les abonará el sueldo de cuartel ó de reempla- 
zo desde el mismo día en que sus causas se ele- 
ven á plenario, si por su destino ó situación lo 
percibían mayor. 


Art. 129. (Abono de sueldos no percibidos á los 
que hayan estado sumariados.) Elabono del suel- 
do de cuartel ó reemplazo de que trata el articu- 
lo anterior, se entenderá sin perjuicio del dere- 
cho que los interesados puedan luego tener á la 
parte qa hayan dejado de percibir durante el 
curso de las actuaciones, en caso de recaer sen- 
tencia firme absolutoria; sirviendo de base para 
ordenar estas devoluciones la situación en que 
estuviesen al ser sometidos á la acción judicial 
ó la qus con posterioridad se les hubiese po- 
dido declarar por el Gobierno en uso de sus fa- 
cultades; pero no será obstáculo para que opten 
al beneficio de la devolución todos aquellos 
que obtengan sentencia por la cual resulten li- 
bremente absueltos del delito ó delitos que se 
les hubiese imputado y que ocasionaron la for- 
mación del procedimiento, la circunstancia de 
que el Consejo Supremo de Guerra y Marina, 
aplicando las atribuciones disciplinarias que le 
competen, estime oportuno imponerles ó confir- 
mar cualquier correctivo en vía gubernativa. 

_Art.180. (Suspensos de empleo sufriendo pri- 
sión correccional.) Todos cuantos sean senten- 
ciados á la pena de suspensión de empleo y ten- 
gan que extinguir algún tiempo de prisión co- 
rreccional, si ésta se verifica en fortaleza ó cas- 
tillo militar, tendrán derecho durante dicho tiem- 
po al abono de la tercera parte del haber de su 
empleo en activo. 


Art. 131. (Privados de empleo y sentenciados d 
sufrir condena.) A los que fueren privados de 
empleo y sentenciados á sufrir condena en algún 
establecimiento penal, se les socorrerá con una 
peseta diaria desde el día de la sentencia hasta 
el de la entrega á la autoridad civil, haciéndose 
la reclamación en nómina justificada con certi- 
ficación del fiscal, en que se exprese los días que 
correspondan abonarse, y con cargo al capítulo 
de «Gastos diversos». 

Art. 182. (Jefes y oficiales sin sueldo d quienes 
se encause.) Igual abonose practicarácuando los 
Jefes y oficiales que no teniendo sueldo alguno, 
ni medio para atender á su subsistencia, sean 
encausados y sometidos á prisión por la juris- 
dicción militar. 

Art. 133. (Dados de baja en el ejército por fal- 
ta de presentación.) A los que sean dados de baja 
en el ejército por falta de presentación, y estén 
sujetos á procedimiento, se les abonará el tercio 
de sueldo de su empleo en activo desde la fecha 


de su aprehensión ó presentación hasta la en que 
termine el proceso por sentencia firme. 

Art. 184. (Encausados por desfalco ó malversa- 
ción de caudales.) A los que sean encausados y 
condenados por desfalco ó malversación de fon- 
dos, se les acreditará el sueldo entero de su em- 
pleo en activo, del cual se retendrán los dos ter- 
cios para el reintegro correspondiente, entre- 
gando el tercio restante al interesado. 

Art. 135. (Retenciones judiciales á los dis- 
fruten como procesados tercio de sueldo.) Duran- 
te el curso de una causa no podrán los Juzgados 
en general dictar providencia pora que se re- 
tenga á su disposición parte alguna del sueldo 
del encausado, así como quedarán en suspenso 
los descuentos judiciales que se hallen sufrien- 
do desde el momento en que la causa se eleve á 
plenario, ó en cualquier situación de ella si in- 
gresara en algún hospital, por cuanto el tercio 
de sueldo que ha de disfrutar tiene el carácter 
de asignación para alimentos, y por lo tanto no 
puede Ed con descuento alguno. 

Art. 136. (Procesados por la Jurisdicción mili- 
tar que pasen á serlo por la ordinaria.) Cuando 
el que se hallase procesado por la jurisdicción 
militar esté sujeto á descuento de los 2/3 de suel- 
do, y en este estado pase la causa á la jurisdic- 
ción ordinaria para su continuación, cesará des- 
de aquel día el citado descuento, reclamándose- 
le el sueldo por entero y reteniéndole la parte 
que determine el juez, sin perjuicio del derecho 
á la devolución de los dos tercios que se le hu- 
biesen descontado durante el tiempo que se ha- 
lló sujeto á la jurisdicción militar, tan luego se 
justifique haber sido absuelto libremente, aun 
cuando la devolución la dicte por ejecutoria la 
jurisdicción ordinaria. 

En las causas que no sean motivadas por des- 
falco ó malversación de fondos y pasen ú la ju- 
risdicción ordinaria, se practicará lo anterior- 
mente expresado respecto de la parte de sueldo 
que se descuente. 

Art. 157. (Procesados por desfalco que reinte- 
gran durante el proceso la cantidad desfalcada.) 
Al pre do por desfalco que reintegre duran- 
te el proce3o la cantidad desfalcada, se le acre- 
ditará, desde que esto se verifique, el sueldo de 
reemplazo, que le será abonado á reserva de los 
derechos que puedan asistirle á la terminación 

el proceso. 

Art. 138. (Jefes y oficiales supernumerarios 
sean prendo Al jefe ú oficial que hallándo- 
se en situación de supernumerario sin sueldo sea 
encausado, se le dará de alta en la clase de reem- 
plazo, abonándosele la mitad del sueldo de su 
empleo en la Península, aunque se hallase en 
Ultramar. 

Art. 139. (Capellanes encausados.) A los cs- 
pellanes del Cuerpo eclesiástico del ejército que 
estón encausados, se les abonará el sueldo de 
reemplazo. Los sacerdotes que les sustituyan, 
disfrutarán mientras sirvan el destino de aqué- 
llos, el sueldo de capellán de entrada, y éstos se- 
rán nombrados por Real orden. 

Art.140. (Sargentos y cabos encausados.) Los 
sargentos, y cabos encausados por delitos que no 
se refieran á desfalco ó malversación de cauda- 
les, continuarán disfrutando el haber de su cla- 
se durante el sumario y desde el día en que la 
causa se eleve á plenario se les considerará como 
suspensos de sus empleos, acreditándoles única- 
mente el haber de soldado de segunda, 

Cuando la causa sea por desfalco ó malversa: 
ción de fondos, se seguirá reclamándoles en el 
extracto de revista ó nómina el haber correspon- 
diente á.su clase; pero desde el día en que se dó 
principio á la instrucción del sumario, solamen- 
te percibirán el haber de soldado de segunda, re- 
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cabo; y al elevarse la causa á plenario se reduci- 
rá la cantidad que perciben á 0'50 pesetas dia- 
rias y ración de pan como socorro. 

Art. 141. (Individuos detropa sujetos á causa 
criminal.) Los individuos de tropa sujetos á 
causa criminal que permanezcan en libertad pro- 
visional prestando el servicio de su clase, dis- 
frutarán por completo el haber que les corres- 
ponda mientras se hallen en tal situación, pero 
sólo tendrán derecho al socorro de 0'50 pesetas 
Mi ración de pan diarias en el caso de que se ha- 
len sufriendo prisión. 

Art. 142. (Individuos de tropa que deban que- 
dar d disposición de la jurisdicción ordinarta.) 
Los individuos de tropa que deban quedar á dis- 
posición de la jurisdicción ordinaria, como acu- 
sados, no serán dados de baja provisionalmente 
en sus Cuerpos, sino en el caso de ser condena- 
dos en virtud de sentencia, siendo socorridos 
durante aquel tiempo por dichos Cuerpos, ó con 
cargo á ellos. 

Dichos individuos sufrirán la prisión preven- 
tiva en prisiones militares, siempre que sea po- 
sible, y cuando no lo fuese, independientemente 
de los demás penados. 

Art. 143. (Individuos de tropa reclamados por 
los Tribunales ordinarios.) A los individuos que 
habiéndoles cabido la suerte de soldados y ha.- 
llándose en caja ó destinados á Cuerpo, fuesen 
reclamados por los Tribunales civiles, por deli- 
tos cometidos antes de pertenecer á las filas del 
ejército, no se les re diterá haber, siendo de 
cuenta de las autoridades civiles atender á su 
manutención. 

Art. 144. (Procesados paisanos pobres, sean ó 
no aforados de Cuerra.) los paisanos que ca- 
rezcan de recursos, sean ó no aforados de Gue- 
rra y estén procesados por la jurisdicción mili- 
tar, se les socorrerá con 0'75 pesetas diarias, en 
las cuales está comprendida la ración de pan; 
debiendo reintegrar el presupuesto del Ministe- 
rio de la Gobernación al de la Guerra el importe 
de los socorros que se hayan facilitado. 

Art. 145. (Reservistas presos por autoridades 
civiles.) A los individuos de tropa que se hallen 
en sus casas perteneciendo á la reserva, no se les 
hará abono alguno por el presupuesto de la Gue- 
rra, cuando sean presos por las autoridades ci- 
viles, y éstas atenderán á su manutención si los 
interesados carecen de medios para ello. 

Art. 146. (Individuos en la penitenciaria mils- 
tar.) Respecto de las clases 6 individuos de tro- 
pa de todas las armas é institutos del ejército 

ue pasen á extinguir suscondenas en la peniten- 
ciaría militar, la administración de la misma se 
ajustará á lo prevenido para la de una compa- 
ñía, reclamando á los penados en extracto de re- 
vista los haberes y demás devengos asignados á 
los soldados desegunda clase de infantería, cual- 
quiera que sea el arma ó instituto á que aquéllos 
pertenezcan. 

Los individuos procedentes de los Cuerpos de 
Alabarderos, Escolta Real, Guardia civil y Ca- 
rabineros, que siendo sentenciados á prisión co- 
rreccional hayan de sufrirla por menos de seis 
meses, y que en virtud de lo prevenido no deban 
pasar á cumplirla á la penitenciaria militar, se- 
rán desde luego dados de baja en sus Cuerpos y 
de alta en dicho establecimiento, con cargo al 
cual se les socorrerá diariamente por sus Cuer- 
pos respectivos con 0'50 pesetas y ración de pan, 
ad sufrirán dicha pena en las prisiones ó cala- 

ozos de los cuarteles que designe la autoridad 
militar. 

Las demás clases 6 individuos de tropa de otras 
procedencias que, siendo sentenciados á prisión 
correccional, hayan de sufrirla en definitiva por 
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un plazo menor de seis meses, y no deban tam- 


“poco ingresar en la expresada penitenciaría, no 


causarán baja en sus Cuerpos, y por ellos se les 
socorrerá durante el tiempo dé su condena con 
0'50 pesetas diarias y ración de pan, ingresando 
el resto del haber en el fondo del material de los 
mismos. 

Art. 147. (Pluses de campaña.) La reclama- 
ción de pluses de campaña se justificará por me- 
dio de relaciones numéricas, en las que se expre- 
sará por categorías los días devengados por cada, 
clase, unidad ó agrupación de fuerza. Irán fir- 
madas por el más caracterizado de los que figu- 
ren en ellas, y llevarán el V.” B.” del jefe de Es- 
tado Mayor del ejército, división ó brigada, 6 
del comandante de la columna, y la conformidad 
del comisario de guerra respectivo. 

Estas relaciones se comprenderán en un resu- 
men demostrativo del total importe de lo deven- 
Ecos firmándolo el comandante mayor ó el ha- 

ilitado y expresando su conformidad el comi- 
sario de guerra, á quien se entregará en número 
de tres ejemplares, de los cuales remitirá dos é. 
las oficinas de Administración militar, siendo 
uno de ellos original para el Tribunal de Cuen- 
tas del Reino, y el tercer ejemplar quedará ar- 
chivado en la Comisaría de Guerra. 

Lo anteriormente expuesto acerca de la remi- 
sión de los resúmenes al comisario, se entiende 
ha de ser en el caso de que no proceda hacer la 
reclamación del importe de los pluses en nota 
del extracto de revista ó nómina de la clase, en 
cuyo caso los resúmenes y relaciones han de ser- 
vir de justificantes, y por tanto, deben unirse á 
dichos documentos de reclamación en el número 
necesario. 

Art. 148. (Pluses á escoltas en conducción de 
ed. material y caudales del ramo de Guerra.) 

ara la reclamación de los pluses que correspon- 
dan á las fuerzas que presten servicio de es- 
colta de conducciones de pólvora, material y 
caudales del ramo de Guerra, se formarán rela.- 
ciones nominales justificadas con el pasaporte 
que exprese el número de hombres que consti- 
tuyan cada escolta, el objeto y día de la salida y 
llegada de la comisión. El número de ejemplares 
de estas relaciones será el mismo que se marca. 
anteriormente para las reclamaciones de pluses 
de campaña y con igual destino. 

Cuando el gasto afecte á conducciones de pdl- 
vora, se cargará al capítulo de transportes del 
presupuesto, y cuando sea por otros conceptos, 
al capítulo á que se aplique el coste de la con- 
ducción. 

Art. 149. (Pluses por servicios que correspon- 
dan á otros Ministerios.) El pago de los pluses y 
gratificaciones 4 las escoltas de presidiarios, 
caudales, apremios, cobranza de contribuciones 
ú otros servicios pertenecientes á Ministerios 
que no sean el de la Guerra, se verificará, previa 
la oportuna justificación, por la Administración 
militar, que formalizará el cargo de su importe, 
para reclamar al departamento ministerial á que 
corresponda, el reintegro al presupuesto de la 
Guerra de la suma anticipada por dicho motivo. 

Art. 150. (Pluses á fuerzas empleadas en la per- 
secución del contrabando.) La reclamación de los 

luses que devenguen las fuerzas empleadas en 

a persecución del contrabando, se verificará por 
medio de relaciones nominales á las que deberá 
acompañar un certificado expedido por el jefe 
más caracterizado del Cuerpo de Carabineros é, 
cuyo cargo haya estado la ejecución del servicio 
realizado, en el cual documento se ha de consig- 
nar las fuerzas que le han auxiliado, con expre- 
sión de los Cuerpos á que pertenecen y el núwme- 
ro de días que haya tenido de duración dicho 
servicio; llevando además el Visto Bueno de la. 
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autoridad militar de la provincia ó del jefe mili- 


tar que hubiese dispuesto la salida de las expre- - 


sadas fuerzas. 

El pago del importe de dichos pluses se efec- 
tuará por la Administración militar, con cargo 
al capítulo de Gastos diversos ¿ imprevistos del 
presupuesto de Guerra, por cuenta del Ministe- 
rio de Hacienda, que deberá reintegrar á aquél 
la cantidad satisfecha, j ! 

Art. 151. (Pluses de reconcentración 4 Guardia 
civil.) La reclamación de pluses á la Guardia 
civil en las concentraciones ordenadas por auto- 
ridades extrañas al ramo de Guerra, se verifica - 
rá en los extractos de revista de las Comandan- 
cias respectivas, mediante relaciones nominales 
de los individuos que los hayan devengado, en 
las que se consignará además el plus señalado y 
el número de días que cada individuo haya per- 
manecido concentrado, y se justificará con copia 
de la Real orden expedida por el Ministerio de 
la Guerra disponiendo el abono de los pluses. 

Art. 162. (Indemntzaciones.) Los generales, 
jefes y oficiales del ejército, cuando el desempe- 
ño de cualquier comisión ó servicio especial les 
obligue á separarse de su habitual residencia, 
tienen derecho á las indemnizaciones que se ha- 
llon señaladas. e 

La reclamación de dichas indemnizaciones se 
verificará en nómina ajustada al adjunto formu- 
lario núm. 7. 

Art.153. (Transportes por vías férreas.) Los 
transportes de personal, ganado: y material por 
vías férreas, sean ó no de cuenta del Estado, se 
sujetarán á lo prevenido en el reglamento espe- 
cial para este servicio. 

Art. 154. (Pasajes marítimos.) Los genera- 
Jes, jefes, oficiales y tropa que por disposición 
del Gobierno tengan que viajar por vías marít1- 
mas, ya sea aisladamente ó formando Cuerpo, 
así como sus familias cuando les acompañen, 
tienen derecho á ser transportados por cuenta 
del Estado, bien en los buques del mismo ó en 
los mercantes que á dicho efecto se contraten. 

Para la opción á estos beneficios se entenderá 
que las familias las componen, exclusivamente, 
las esposas, hijos legítimos ó adoptivos, madres 
viudas y hermanos huérfanos menores de edad. 

Art. 155. Cuando lo efectúen formando Cuer- 

o, ya viajen en buque del Estado ó mercante, 

a manutención de los embarcados podrá ser, 
según se acuerde, de su cuenta ó de la del Esta- 
do. En el primer caso, y como gratificación es- 
pecial, se hasta los abonos de las cantidades que 
se- determinen á los capitanes, primeros J segun- 
dos tenientes y tropa, y á las familias de los je- 
fes, oficiales y clases de tropa; entendiéndose res- 
pecto de los hijos ó hermanos huérfanos, que 

ara tener derecho al abono han de ser mayores 
do tres años de edad. En el segundo caso no se 
efectuará abono alguno por tal concepto. 

Art. 1568. Si los generales, jefes, oficiales y 
tropa, asi como sus familias, viajan aisladamen- 
te, la manutención será de cuenta del Estado y 
facilitada por el buque que los conduzca. 

Art. 157. Los Cuerpos, partidas ó individuos 
formando Cuerpo, que hayan de ser conducidas 
á bordo de buques, justificarán haber pasado la 
rovista á que se refiere el art. 39, por medio de 
relaciones mDuméricas que formarán en número 
de cuatro ejemplares con separación de clases 
por regimientos, batallones, compañías, escua- 
drones, baterías ó demás unidades que corres- 
pondan, expresando además el ganado y peso 
del material que haya de transportarse. Al pie 
de estas relaciones el comisario de Guerra ex pe- 
dirá el certificado de la revista. 

Si les acompañan sus familias, se formarán, 
además rolaciones nominales comprensivas de 


los individuos á quienes haya de facilitarso pa- 
saje por este concepto, consignando el parentes- 
co que tengan con el causante del derecho; tanto 
en unas como en otras de dichas relaciones, se 
consignará siempresi la manutención es de cuen- 
ta del Estado ó de los embarcados. 

Art.158. Siel viaje se efectuase en buque del 
Estado, y la manutención fuese de cuenta de los 
embarcados, las relaciones á que se refiere el ar- 
tículo anterior servirán para acreditar el abono 
de las cantidades diarias á que tengan derecho 
como gratificación especial, según se preceptúa 
en el art. 155, y á este efecto el comisario de gue- 
rra del puerto de desembarco, después de certifi- 
car al pie de dichos documentos el resultado de 
la revista y día en que ésta se verifica, entregará 
cuatro ejemplares de ellos al jefe de la fuerza 
para que pueda hacerse la reclamación que co- 
rresponda, la cual debe ser independiente del 
extracto de revista ó nómina. 

Pero si la manutención en buque del Estado 
fuese de cuenta de éste, el comisario de guerra 
del puerto de desembarco, después de certificar 
la revista, se reservará los expresados documen- 
tos para cursarlos á las oficinas de Administra- 
ción militar. 

Art. 159. Cuando el viaje de los generales, 
jefes, oficiales, tropa formando Cuerpo, y de sus 
familias, se efectúe en buque mercante y la ma- 
nutención sea facilitada por éste de cuenta del 
Estado, las relaciones antes referidas con los 
certificados de revista de embarco y desembarco 
se entregarán al capitán del buque, y servirán 
peta que el armador ó contratista pueda hacer 

a reclamación consiguiente para el pago de ps- 
saje y manutención con arreglo al contrato que 
ae haya celebrado. 

En el caso de que la manutención fuese por 
cuenta de los embarcados, las mencionadas re- 
laciones se entregarán al jefe de la fuerza para 
los efectos de reclamación y abono que se expre- 
sa en el art. 153; y al capitán del buque le facili- 
tará el comisario del puerto de desembarco un 
certificado expresivo de haber efectuado el ser- 
vicio, consignando, además, el resultado de la 
revista Do los efectos de abono de pasaje. 

Art. 160. Respecto de los pasajes de genera- 
les, jefes, oficiales, tropa y sus familias que lo 
verifiquen aisladamente en buques mercantes, 
como en el contrato ó convenio debe ir siempre 
comprendida la manutención, las listas de em- 
barco con el certificado de revista, se entregarán 
al capitán del buque, debiendo ser nominales y 
comprenderse en ellas todos los individuos de 
las familias, á continuación del cabeza de ellas, 
para que con dichas listas, unidas al contrato ó 
convenio, pueda reclamar el armador el importe 
del pasaje. 


CAP. V.—PErsoNAL DESTINADO A ULTRAMAR Ó QUE 
REGRESA DE AQUELLOS DISTRITOS 


Art. 1681. (Generales destinados dá Ultramar.) 
Los generales que sean destinados á servir en 
Ultramar, no podrán pera ECO: en expectación 
de embarco más que dos meses, contados desde 
fin del en que causen baja en la Península, abo- 
nándoseles en dicho tiempo, con cargo al presu- 

uesto de la misma, por la Administración mi- 
hitar, el sueldo correspondiente á sus respecti- 
vos empleos en actividad. Desde el día en que 
verifiquen el embarco, disfrutarán con aplica- 
ción al presupuesto del distrito de Ultramar á 
que vayan destinados el mismo sueldo, con el 
aumento de real fuerte por real de vellón, hasta 
que tomen posesión del cargo que se les hubiese 
conferido. 

Si algún general de los destinados 4 Ultramar 
se detuviese en la Península, con Real autori- 
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zación, más de los dos meses referidos, seguirá 
figurando en la nómina de expectantes á em- 
barco, pero sin otro goce de sueldo que el co- 
rrespondiente á dicha situación, si la perma- 
nencia fuese por eomisión del servicio; la mitad 
de aque! sueldo si la prórroga fuese por enfer- 
mo, y sin sueldo alguno si fuese para asuntos 
propios. 

Art. 162. (Generales procedentes de Ultramar.) 
Los generales procedentos de Ultramar no em- 
pezarán á devengar los sueldos que en la Penín- 
gula lus correspondan, según la situación en que 
queden á su llegada, hasta el día siguiente al en 
que termine el abono de las pagas de navegación 
que hubiesen percibido en el distrito de que pro- 


cedan. 

Art. 163. (Jefes y oficiales en expectación de em- 
barco para Ultramar y época de suspensión de éste.) 
Los jefes y oficiales del ejército destinados á 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas, podrán perma- 
necer en la situación de expectantes á embarco 
por espacio de dos meses, debiendo presentarse 
con la anticipación conveniente en el puerto en 
que hayan de embarcar. Dichos dos meses prin- 
cipiarán á contarse desde fin del en que sean 
baja en los Cuerpos, clases dependencias en 
que servian en la Peninsula, Si la orden de des- 
tino á Ultramar recayese durante la época de 
suspensión de embarco, que comprende los me- 
ses de Mayo, Janio, Julio, y Agosto, ó en época 

róxima á ella, los nombrados continuarán en 

a situación en que se encontraban, hasta dos 
meses antes de terminar dicha suspensión, á no 
ser que expresamente se dispusiera algo en con- 
trario, al ser destinados. 

Art. 164. (Expectantes d embarco que no pue: 
den incorporarse d sus destinos.) A los jefes y ofi- 
ciales destinados á Ultramar, que después de 
haber permanecido en expectación de embarco 
y obtenido licencia por enfermo no puedan in- 
corporarse á sus destinos, se les dará de baja en 
el distrito á gs hubieren sido destinados, y vol- 
verán á ser alta en la Península en situación de 
reemplazo, por término de uu año, que se conta- 
rá desde el primer mes de licencia que disfruta.- 
ron después de los dos meses de expectación á 
embarco. 

Art. 165. (Pasajes á los que vayan á Ultramar 
con licencia por asuntos propios y carezcan de re- 
cursos para regresar á la Peninsula.) A los jefes 
era que, perteneciendo al ejército de la 

enínsula, vayan á los distritos de Ultramar en 
uso de licencia para asuntos propios, y carezcan 
de recursos para regresar á sus destinos, se les 
concederá pasaje, que reintegrarán los interesa- 
dos de los primeros devengos que perciban. 

Art. 168. (Personal con licencia en la Peninsula 
que obtenga destino definitivo en ella.) Los jefes y 
oficiales de Ultramar que se encuentren con 1li- 
cencia en la Península y obtengan destino defi- 
nitivo en ella, causarán alta en primero del mes 
siguiente al en que termine la licencia, quedan- 
do en la situación que se les señale. 

Art. 167. (Jefes y oficiales destinalos en comi- 
sión á los distritos de Ultramar.) Los jefes y ofi- 
ciales de la Península que pasen destinados, en 
comisión, á los distritos de Ultramar, serán da.- 
dos do baja en los Cuerpos á que en aquélla per- 
tenecieran, percibiendo sus haberes, con cargo 
al presupuesto del distrito en que desempeñen 
su comisión, al respecto de real fuerte por real 
de vellón. 

(Jefes y oficiales destinados al distrito 
de Filipinas.) Respecto de los jefes y oficiales 
destinados al distrito de Filipinas, que por las 
fechas del destino y salida de buques no pudie- 
sen disfrutar de los dos meses de expectante á 
embarco á que tienen derecho, se considerará 


pEorroRnES esta situación, para el percibo de 
aberes, hasta el mes siguiente, con goce de me- 
dio sueldo. 

Art.169. (Demora de embarco por falta de bu- 

ue 6 localidad en el que zarpare.) Si por falta 

e buque ó de pasaje de la clase á que tengan 
derecho en el que saliere, el embarco de los ge- 
nerales, jefes y oficiales destinados á los distri- 
tos de Ultramar no pudiera realizarse dentro de 
los dos meses de la situación de expectante á 
embarco, se considerará prorrogada dicha situa- 
ción con el abono del sueldo de cuartel ó reem- 
plazo respectivamente. 

Art. 170. (Destinados á Ultramar que no veri- 
fican el embarco., Cuando se deje sin efecto la 
orden de destino á Ultramar de algún general, 
jefe ú oficial, sólo tendrá derecho al sueldo de 
cuartel % reemplazo durante el tiempo que hu- 
biese permanecido como expectante á embarco, 
reintegrando, desde luego, el exceso que hubiere 

ercibido, y además las pagas de marcha que se 
e hubiesen entregado. 

Art. 171. (Jefes y oficiales que no puedan regre- 
sar de Ultramar por tener que responder a cargos.) 
Los jefes y oficiales que después de destinados á 
Cuerpos de la Península se hallen obligados á 
permanecer en Ultramar para responder á car- 
gos que les resulten como consecuencia de su- 
marias que allí se instruyan, serán baja en los 
Cuerpos á que pertenezcan, causando alta provi.- 
sional en la situación de reemplazo en aquellos 
distritos, interin sea necesaria su permanencia 
en los mismos. 

Art. 172. (Pagas de navegación que han de abo- 
narse d los jefes y oficiales que regresen de Ultra- 
mar.) A los jefes oficiales que hallándose 
prestando sus servicios en los distritos de Cuba 
y Puerto Rico regresen á la Peninsula sin hacer 
uso del mes de expectación de embarco, y em 
prendan la marcha dentro del en que hayan pa- 
sado la revista en su Cuerpo ó destino, se les 
abonarán dos pagas de navegación á razón de 
los cuatro quintos del sueldo de sus empleos en 
Ultramar, causando alta a el percibo de sus 
haberes en la Península el día primero del sub- 
siguiente á los dos referidos. 

os que deseen hacer uso del mes de expecta- 
ción de embarco percibirán durante él los cuatro 
quintos de sus respectivos sueldos y dos pagas 
al embarcarse por igual concepto que á los ex- 
resados en el párrafo anterior, correspondien- 
d6 el devengo de éstas á los dos meses siguientes 
al de aquella situación. 

Para los jefes y oficiales qe por el mism 
concepto deban regresar de Filipinas, se seguir 
análogo procedimiento, con la única diferencia 
de que serán tres las pagas que han de abonár- 
seles, en concepto de navegación, siendo altas 
en la Península en las mismas condiciones que 
los procedentes de los distritos de Cuba y Puer- 
to Rico. 

'Art. 173. (Individuos de tropa que habiendo 
ingresado en los depósitos de embarque para Ultra- 
mar sean dados de baja en ellos por resultar inúti- 
les.) Los individuos de tropa que habiendo te- 
nido ingreso en los depósitos de embarque para 
Ultramar fuesen baja en ellos por resultar in- 
útiles para “pasar á aquellos dominios, serán da- 
dos nuevamente de alta en los Cuerpos de que 
procedían; y para que por éstos pueda reinte- 

rarse á los depósitos de todo cuanto se les hu- 
Bieso suministrado por haberes, raciones de pan, 
utensilio y hospitalidades, remitirán los jefes 
de dichos depósitos á los de los Cuerpos cuenta 
detallada, autorizada por el respectivo comisa- 
rio de guerra, la cual se acompañará al extracto 
de revista en quese haga la reclamación de su 
importe. 
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Art. 174. (Individuos de tropa que deban de 
servir en Ultramar.) Los individuos que ingre- 
sen en las Cajas de recluta por suerte ó por alis- 
tamiento voluntario para servir en Ultramar, 
marcharán á sus casas en el mismo día del sorteo 
é ingreso en aquéllas ó al día siguiente, con li- 
cencia ilimitada y sin goce de haber ni de pan; 

ero se les socorrerá con 0'50 pesetas por cada 

a de los que deban emplear en su traslación, 
con cargo á la Caja general de Ultramar. 

Art. 175. (Utiles para servir en Ultramar.) 
Se exceptúan de lo prevenido en el artículo an- 
terior los individuos que ingresen como útiles 
condicionales, quienes en vez de marchar á sus 
casas con licencia ilimitada serán destinados á 
los Cuerpos de guarnición en el distrito respec 
tivo, á esperar en ellos la definitiva declaración 
de utilidad ó inutilidad, siendo considerados 
como excedentes de la fuerza reglamentaria, 

ero asistidos y socorridos por dichos Cuerpos 
hasta la resolución definitiva de sus expedientes. 

Si por consecuencia de ella resultasen útiles, 
el importe de lo que se les hubiera suministrado 
será cargo á la Caja general de Ultramar; pero 
si la declaración de utilidad tuviera lugar antes 
de la fecha que disponga la concentración para 
el embarco, marcharán con licencia ilimitada á 
sus casas, sin poco de haber ni de pan. 

Art.178. (Individuos de la Guardia civil re- 
gresados de Ultramar.) A los individuos de tro- 

a de la Guardia civil que regresen de Ultramar 
¿ continuar sus servicios en la Península, se les 
abonarán sus haberes con cargo al presupuesto 
de la misma desde el mes siguiente al de su baja 
en aquellos distritos, 4 menos que en los presu- 
puestos de Ultramar se consignen los créditos 
necesarios para que á aquellos individuos les 
sean facilitados dos meses de haber en concepto 


de auxilics de marcha; en cuyo caso el de la Pe-. 


nínsula no empezará á abonárselos hasta que 
hayan devengado aquéllos. 


CAP. VI.—DisPosicIONE8 DE CARACTER GENERAL. 


Art. 177. (Residencia de los habilitados de los 
erpos y clases.) Los habilitados de los Cuer- 

pos, clases y establecimientos militares, pueden 
residir en la capital del distrito, en la de la pro- 
vincia respectiva, en la localidad en donde se 
hallen de guarnición los referidos Cuerpos ó 
estón instalados los establecimientos de referen- 
cia, según lo aconsejen las conveniencias del ser- 
vicio en cada caso; quedando á juicio de los ca- 
pitanes generales de los distritos señalar el pun- 
to de residencia, del cual darán conocimiento al 
intendente militar. 

Art. 178. (Plazos de incorporación.) Los pla- 
zos para la incorporación á sus destinos de gene- 
rales, jefes y oficiales á que se refieren las dis- 
posiciones de este reglamento, serán los si- 
guientes: 

Para los generales, el de veinte días, contados 
desde la fecha del nombramiento, cuando se en- 
contrasen en situación de cuartel ú otra análo- 

a, Ó desde la entrega del mando que ejerciesen 
os que estuvieren colocados, entendiéndose ese 
mismo plazo para presentarse en el puerto de 
embarco si el destino fuese á las islas Baleares 6 
Canarias, y viceversa. 

Para los jefes y oficiales, los de quince ú ocho 
días, según REN ó no que salir fuera del dis- 
trito en que se hallaban; entendiéndose, asimis- 
mo, que estos plazos se consideran hasta el puer- 
to de embarco en el caso previsto anteriormente. 
Si los referidos jefes y oficiales se encontrasen 
en situación de reemplazo al ser colocados, la 
presentación en sus destinos la realizarán en el 
plazo que se les marque en los pasaportes, el 
cual no deberá exceder de quince días. 


Art. 179. (Libro de alta y baja.) Los comisa- 
rios de guerra encargados de las revistas lleva- 
rán un libro de alta y baja de personal y ganado 
con arreglo al formulario núm. 8, debiendo re- 
sultar conforme la existencia que dicho libro 
presente por fin de cada mes, con la fuerza que 
se reviste en el siguiente; y súspendiendo todo 
abono en caso de diferencia hasta que se justi.- 
fique el origen de la misma. 

l expresado libro servirá también de base 
para la redacción de los ajustes de raciones y 
utensilios; J á fin de conseguir la mayor com- 
probación de los asientos hechos en él, los comi.- 
sarios de guerra interventores de hospitales 
darán conocimiento á los de revista de la loca- 
lidad de la entrada ¿ salida de los individuos 
pertenecientes á los Cuerpos y fuerzas que éstos 
revisten. 

Art. 180. (Presentación de pasaportes al comi- 
sario de guerra.) Los jefes, oficiales y tropa que 
para desempeñar comisiones del servicio, dis- 
frutar licencias, ó por cualquier otra causa se 
separen del destino en que legítimamente se 
hallen, presentarán el pasaporte al comisaria de 
guerra encargado de pasar la revista al Cuerpo 
Ó clase á que pertenezcan; y dicho funcionario, 
además de hacer las anotaciones correspondien- 
tes en el libro de alta y baja, consignará en el 

asaporte los auxilios que puedan facilitarse á 
os interesados durante el tiempo que estén ale- 
jados de su destino. 

Al regresar los jefes, oficiales y tropa al punto 
de su residencia, presentarán también el pasa- 
porte al comisario de guerra.* 

Iguales presentaciones se verificarán siempre 
que los jefes, oficiales y tropa sean alta ó baja 
en sus destinos. 

Art. 181. (Ceses.) Cuando algún general, jefe 
ú oficial deba ser baja en extracto de revista ó 
nómina por pase á distrito de Ultramar ó situa- 
ción de retirado, ó por defunción y demás casos 
de bajas definitivas, el comisario de guerra ex- 
pa un certificado, modelo núm. 9, en el que 

ará constar esta circunstancia, siendo respon- 
sable de cualquier duplicidad de abono de habe- 
res que resulte, si en los extractos ó nóminas no 
se realizaso la indicada baja. 

Al citado documento se dará el nombre de Cese 
y podrá expedirse dentro del mes en que se die- 
te la Real orden de cambio de destino ó situa- 
ción, ó al formalizarse en el mes siguiente los 
extractos de revista ó nómina, debiendo entre- 
garse al interesado ó á su familia. 

Caso de extravío del cese original, la expedi- 
ción de duplicado de éste no podrá hacerse sino 
en virtud de petición escrita, dirigida por perso- 
na interesada á la autoridad militar de la plaza. 

Art. 182. (Instrucciones para la aplicación del 
reglamento.) Disposiciones especiales determi- 
narán la cuantía de las gratificaciones y dere- 
chos que no aparecen detallados en este regla- 
mento, y los tipos á que hayan de ser satisfe- 
chas las estancias causadas en los hospitales 
militares por el personal dependiente del presu- 
puesto de la Guerra y extraño al mismo, así 
como los reintegros que ha de efectuar este úl- 
timo por suministros que les hayan hecho los 
establecimientos militares. Entretanto, regirán 
las respectivas tarifas hoy vigentes. 

Art. 183. (Derogación de lo legislado antersor- 
mente.) Quedan derogadas todas las disposicio- 
nes que se opongan á lo preceptuado en el pre- 
sente reglamento. 

Madrid 7 de Diciembre de 1892.—A probado por 
S. M.—Azcárraga.» (Gacs. 11 á 16 de Diciembre.) 


RIFAS. Al final de Loterias Y RIFAS, p. 352, 
hemos hecho referencia á la siguiente decisión: 


RIÑA.—ROBO. 
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R. D, 38 Mayo 18593. Declarando que el castigo de 
las rifas no autorizadas estad exclusivamente reservado 
dla Administración por el art. 9,9 del R, D. de 20 Abril 
de 1878. 

Con motivo de la rifa de un cerdo que la Diputa- 
ción provincial de Zaragoza celebra anualmente 
para allegár recursos á los asilos de la Beneficencia 

rovincial, el Juzgado de San Pabio de dicha ciu- 

adinstruyó la correspondiente causa, y hallándose 
en sumario, el gobernador le requirió de inhibición. 
El e dictó auto declarándose incompetente. y 
apelado por el abogado del Estado, la Audiencia le 
revocó fundándose en que únicamente se trataba 
de depurar la existencia de un delito de rifa no au- 
torizada y en que conforme al R D. de 20 de Abril 
de 1875, Rs. Os. de 81 de Mayo y 9 de Junio de 1851 y 
Real decreto de 20 de Junio de 1852, los delitos de 
detraudación á la Hacienda pública deben ser per- 
seguidos por los Tribunales, precediendo el expe- 
diente administrativo. Como al gobernador insistió 
en su requerimiento, resultó este conflicto que se 
decide á favor de la Administración, con vista de 
los art. 9.? del R. D. de 20 de Abril de 1875 y 8. del de 
88eptiembre 1887: 

«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo del proce- 
so que tenía por objeto averiguar si constitula de- 
lito de defraudación el hecho de haber sido rifado 
un cerdo por acuerdo de la Diputación provincial 
de Zaragoza para allegar recursos á los asilos de 
Beneficencia de la provincia, y por suponerse que 
la mencionada rifa se había llevado á cabo sin cum- 
plirse los requisitos exigidos por la ley: 

2. Que el conocimiento y castigo del hecho por 
que se procede está reservado expresamente por 
la disposición legal anteriormente citada á los fun- 
cionarios de la Administración: 

Que se halla, por tanto, el presente conflicto 
comprendido en uno de los dos casos en que por ex- 
cepción, pueden los gobernadores suscitar contien- 
das de competencia en los juicios criminales, á te- 
nor de lo dispuesto en el número 1.* del art.3,? del 
Real decreto de 8 Septiembre 1857 (1).» (R. D. 22 de 
Mayo 1892.— Gac. 28 1d.) 


RIÑA. Véase en CIRCUNSTANCIAS EXIMENTES 
el grupo V de la jurisprudencia, p. 52. 


RIÑA CONFUSA Y TUMULTUARIA. Sir- 
ve de complemento á la doctrina que por nota á 
este mismo artículo del Dicc., hemos recogido en 
el t, IX, p. 266, la siguiente: 


Sent. 30 Janio 18991. Concierto expreso ó tácito 
entre los culpables que hace imposible la aplicación del 
art. 431 del Código. 


«La disposición del art. 420 del Código penal, apli- 
cable al caso de ocasionarse muerte en riña confu- 
$2 y tumultunria cuando no se determina la parti- 
cipación individual en tal resultado, no lo es cuan- 
do por concierto expreso d távito y anterior ó de 
momento se juntau los actos singulares para cau- 
sar daño corporal á una persona. porque en este 
supuesto, se reputa autores del delito realizado, 
conforme al art. 13 del mismo Código, á cuantos to- 
man parte directa en su ejecución ó cooperan á él 
por actos necesarios Ó6 por inducción derivada de 
EN (Sent. 20 Junio 1891.—Zac. 16 Septiembre, 
p. 191.) 


ROBO. La copiosa jurisprudencia relativa á 
este delito la hemos compilado en el Dicc., pre- 
sentándola clasificada en siete grupos, cuyos 





(1) La doctrina de esta importante decisión está 
en desacuerdo con la establecida por el T. S. en recursos 
de casación. Tiene declarado este alto Tribunal que el 
artículo 9.” del R. D. de 20 de Abril 1878, según el cual 
de castigan administrativamente las rifas no autorizadas, 
debe entenderse sin perjuicio de la pena que se imponga 
en juicio criminal, aplicando no el art 359 del C. P. que 
ha desaparecido, sino el núm. 11 del art. 19 y el art. 27 
del R. D. de 20 de Junio de 1853, sobre contrabando y de- 
fraudaciun. Véanse la sentencia de casación de 8 de Ene- 
ro de 1884, en el artículo LOTERÍA Y RIFAS, de la 5.* edi- 
ción del Diccionario, y la de 23 de Diciembre de 1889, 
inserta en el APÉNDICE de 1890, pág. 858. 

BOLETÍN: An. 1802, 


epígrafes damos aquí por reproducidos, limi- 
tándonos á incluir las sentencias que correspon- 
den á este Ar. de 1892 en el grupo á que respec- 
tivamente pertenecen por las cuestiones que re- 
suelven, 


AN.—RoñBO CON FUERZA EN LAS COSAS: EN CASA HABI- 
TADA Ó EN EDIFICIO PÚBLICO Ó DESTINADO AL CULTO 
RELIGIOSO, Ó DE SEMILLAS ALIMENTICIAS, FRUTOS Ó 
LEÑAS. (Arts. 521 á 524.) 


3 Abril 18099, ote. Pena que corresponde al delito 
de robo que no excede de 500 pesetas, no llevando armas 
log malhechores, y concurriendo dos circunstancias 
agravantes. 


En causa por robo fué condenado Lorenzo Reste- 
gui, como autor del mismo, menor de 50J pesetas, 
ejecutado sin armas y en lugar habitado, con la 
concurrencia de dos circunstancias agravantes y 
ninguna atenuante, á la pena de dos años y tres 
meses de presidio correccional. 

Interpuesto recurso de casación por el Ministerio 
fiscal, citando como infringido el último párrafo 
del art. 521 del Código penal, por estar la pena im- 
puesta fuera de los límites marcados en esta dispo- 
sición, el T.S. casa y anula la sentencia cuerda: 

«Considerando que, conforme á lo dispuesto en el 
art. 521 del Código penal, incurren en la pena de 
presidio mayor en su grado medio á cadena tempo- 
ral en el mínimo, los que con armas roban en casa 
habitada si el valor de lo robado excede de 500 pe 
setas; en la inmediatamente inferior, ósea en la de 
presidio correccional en su grado medio á presidio 
mayor en el mínimo, cuando el robo no exceda de 
esa cuantía, y los malhechores no llevan armas, ó 
cuando las llevan y no exceda; cuya pena, por ex- 
presa determinación del último párrafo del mismo 
artículo, tal como quedó redactado por virtud del 
decreto de 1.? de Enero de 1871, debe imponerse en 
su grado mínimo, cuando los culpables no llevan 
armas y no pasa de 500 pesetas el valor del robo: 

Considerando que hallándose en este último caso 
el procesado, la pena correspondiente al delito de 
robo que cometió es el grado mínimo de la que 
constituyen el medio y máximo del presidio co- 
rreccional y el mínimo del presidio mayor, ó sen, 
como con repetición ha declarado esta Sula, el gra- 
do medio del presidio correccional, dentro de cuya 
extensión ba de determinarse el efecto de las oir- 
cunstancias atenuantes y agravantes genéricas: 

Considerando que compremdiendo dicho grado 
medio del presidio correccional, según la tabla de- 
mostrativa del art. 97 del Código, una extensión 
que comienza en dos años, cuatro meses y un día y 
termina en cuatro años y dos meses, la Audiencia 
sentenciadora, al condenar á Restegui á dos años y 
tres meses de presidio, ha cometido error de dere: 
cho en la determinación de la pena con infracción 
del párrafo último del art. 521 de dicho Código.» 
(Sent. 2 Abril 1891.—w4ac. 3 Agosto, p. 61.) 


—Señalada en dicho art. 508 (1) la pena de presi- 
dio mayor en su grado medio á cadena temporal 
en el mínimo á los que con armas roban cantidad 
superiór á 1.250 pesetas (2); la inmediatamente infe- 
rior, que es de presidio correccional en su grado 
medio á presidio mayor en el mínimo á los que co- 
meten tal delito sin armas ó con ellas, en menor 
cantidad; y por último, el grado minimo de esta 
pena, Ó sea el medio del presidio correccionnl, que 
comprende desde dos años, cuatro meses y un día 
á cuatro años y dos meses, según se preceptúa en 
el art. 96 y su tabla demogtrativa, á los culpables 
de robo que no exceda de 1.250 pesetas, si no llevya- 
sen armas, es evidente que la pena de tres años, 
seis meses y veintiún días de presidio correccional 
impuesta al autor del delito de robo con fractura 
de un armario, sin armas, y en cantidad menor de 
1.250 pesetas, con la circunstancia agravante de 
nocturnidad, se halla precisamente en el límite in- 
ferior del grado máximo de los tres en que es nece- 
sario dividir la correspondiente al delito á que ha 
de aplicarse, que es en este caso el grado medio del 


(1) Del Código penal de Filipinas, que concuerda con 
el 521 del que rige en la Península. 
(2 4500 pesetas en la Península. 


678 


presidio correccional (1). (Sent. 18 Mayo 1891.—Ga- 
ceta 4 Septiembre, p. 146.) 


8 Abril 18941. Eslugar habítado la buhardilla des- 
tinada al servicio de la casa d que corresponde, y el he- 
cho de entrar en ella, con llave que no era la del propie- 
tario, constituve el delito de robo del art. 591 y no el de 
hurto del 880 del Código penal. 


Así lo ha declarado el T. S. en este fullo, desesti- 
mando el recurso que interpuso la reo por entender 

ue era hurto y ro robo el hecho de haber sustraido 

e una buhardilla, correspondiente al piso 2. de 
una casa que habitaba la familia, ropas por valor 
de 750 pesetas, abriendo la puerta con una llave que 
no era la propia de la buhardilla: 

«Considerando: que la buhardilla de una casa 
destinada á las necesidades y servicios de los mora- 
dores actuales de ósta, no puede menos de estimar- 
se para los efectos del art. 521 del Código penal 
como lugar habitado, como no puede menos de decir 
el que hizo uso de una llave falsa, según lo define 
el núm. 3. del art. 529 del mencionado Código, en 

ue para entrar en el lugar del robo se vale de una 
llave que no sea la que el propietario emplea en la 
cerradura abierta: 

Considerando: que en razón á lo expuesto, es un 
hecho indiscutible que la recurrente Ana Teresa 
Prieto se hizo responsable como autora del delito 
de robo que se le imputa, ponqde para apoderarse 
de varias prendas de ropa, justipreciadas en 750 pe- 
setas, entró en lugar habitado, como legalmente lo 
esuna buhardilla de casa habitada, donde esas pren- 
das se hallaban, y porque para abrir la puerta de la 
mencionada buhardilla se valió de una llave que 
no era la que usaban los perjudicados.» (Sent. 8 Abril 
1891.—Gacs. 3 y 4 Agosto, p. 64.) 


29 Abril 1891. La circunstancia de que el delito se 
repute óno cometido con armas, depende de un hecho que 
ha de declarar el veredicto. 


Véase esta importante sentencia en la pág. 172, 





AV .—CUEF8STIONES SOBRE CALIFICACIÓN DEL DELITO DE 
ROBO. DIFERENCIA ENTRE EL ROBO, EL HURTO, LA E3- 
TAFA Y LA COACCIÓN. 


14 Marzo 1891. En el hecho de coger dos caballos 
de la cuadra de una posada, saltando las tapias de un 
corral y abriendo las puertas interiores, existe escala- 
miento, y por tanto, se ha cometido el delito de robo del 
art. 521 (circunstancia 1.*) del Código penal, y no el de 
hurto del 580 (núm. 2.9). 


Así lo ha declarado el T.S. desestimando el re- 
ourso de casación que los reos interpusieron al ser 
condenados por el delito de robo, citando como in- 
fringidos los arts. 515 y 530 (núm. 2.) del Código 
penal: 

«Considerando: que hay escalamiento, conforme 
al peli segundo, circunstancia 21 del art. 10 del 
Código penal, cuando se entra por una vía que no 
es la designada al efecto, y al apoderarse Manuel 
Díaz Curquejo, Luis Fernández Vicente y Andrés 
Garzón Salcedo de los dos caballos, tasados en 
1.125 pesetas, pertenecientes á D. Mariano Arcos, y 
cogerlos de una cuadra de la posada de éste, adon- 
de entraron saltando las tapias del corral y abrien- 
do las puertas interiores, no puede dudarse que co- 
metieron un robo con fuerza en las cosas, porque 
esa forma de penetrar los malhechores en el lugar 
legalmente habitado en que se ejecútó, determina 
la fuerza y constituye el escalamiento; como 
aquéllos no llevaban armas y el valor robado exce- 
día de 500 pesetas, ha estado acertada la Audiencia 
de Lorca al aplicar el párrafo segundo del art. 521 
del mencionado Código penal, sin infringirle ni in- 
fringir tampoco el 515 y demás que se citan, como 
sin fundamento alguno se sostiene en el recurso.» 
(Sent. 14 Marzo 1891.—Gac. 30 Junio, p. 45.) 


8 Mayo 1891. La entrada en la casa robada por la 

ventana es escalamiento que obsta d que el delito se calif- 
edehurto. Pena cuando excede de 500 pesetas y el mal- 
chor no lleva armas. 


«El delito de robo comprendido en el art. 621 del 
Código penal se caracteriza, entre otros casos,cuan- 





(1) Coincide la declaración de estas sentencias con el 
resultado de nuestras investigaciones y calculos. (Véase 
en CÓDIGO PENAL, del Dicc.. la escala núm. 21 y el 89 
de la tubla sinóptica gereral de la duración de las penas.) 


ROBO. (Jurisprudencia.) 
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do el culpable utiliza el escalamiento como medio 
de introducirse en lugar habitado para apoderarse 
con ánimo de lucero de cosa mueble ajena, y siendo 
indiscutible que el recurrente, buscando de propó- 
sito la noche, escaló por la ventana la casa mora- 
da, 6 introduciéndose en ella sustrajo y se apoderó 
con otros de cantidades y efectos, es evidente que 
estos hechos implican fuerza en las cosas y consti: 
tuyen el delito de robo y no de hurto, porque el me- 
dio empleado en este caso del escalamiento excluye 
por sí la calificación de hurto. | . 
Calificado y penado por el Tribunal como delito 
de robo, previsto y peo en el artículo reforma- 
do y vigente 521, párrafo segundo, según el oval, 
cuando los malhechores no llevasen armas y el va- 
lor de lo robado excediese de 500 ptas., se impondrá 
la pena inmediatamente inferior á la de presidio 
mayor en su grado medio á cadena temporal en su 
grado mínimo, al imponer al recurrente seis años y 
un día de presidio mayor, es evidente que no come 
tió error alguno de derecho en la aplicación, según 
la calificación de hechos aceptada y circunstancias 
concurrentes» (la agravante de nocturnidad). ¡Sen- 
tencia 8 Mayo 1891.—Gac. 1. Septiembre, p. 131.) 


4 Julio 18941. La violenta ocupación d sustracción 
de cosas muebles de ajena pertenencia, es punible como 
constitutiva de robo, aunque no conste d quién pertenecer 
aquéllas, aunque la violencia no se emplee contra el due- 
ño y aunque sean de ilícito comercio. 


Cediendo á amenazas de muerte, Juan Asnar per- 
mitió que quedasen depositados en su casa máqui- 
nas, troqueles, láminas y otros efectos dispues: 
tos para fabricar moneda falsa; de todos los ouales 
se apoderó una noche José Martínez Quevedo, con: 
tra la voluntad de Aznar, quien cedió al verse gol: 
peado y maltratado para que permitiese la sustrac- 
ción, eto. La Audiencia de Alicante declaró que el 
apoderamiento constituía delito de robo can vio- 
lencia 6 intimidación en las personas, comprendido 
en el art. 516, núm. 5. del Código penal; fallo que 
impugnó en casación José Martinez, condenado co- 
mo autor del hecho, citando como infringidos: 1.2 
El art. 516. núm. 5., en su relación con el 515 del 
Cód. penal, que la Sala sentenciadora aplica inde: 
bidamente, sin consignar ni el valor de los efectos 
sustraidos, ni la persona de cuya propiedad fuesen, 
y reconociendo que las violencias fueron ejercidas 
en persona que no era dueño de áquéllos, sino que, 

or el contrario, los tenía en su casa contra 80 vo- 

untad, y para que sea aplicable dicho articulo ba 
de ser precisamente la persona violentada 6 int: 
midada dueña, depositaria, ó encargada por algún 
concepto de los bienes sustraidos. 8.* El art. 52, nu: 
mero 1.0 en relación con el 531, núm. 2.9 del propio 
Código, porque no habiéndose empleado fuerza en 
las cosas ni ejercido violencia en la persona del 
dueño de ellas, el hecho merece calificarse de hur- 
to: 3. El art. 1.9, en relación con los 530 y 531, 6 en 
su caso el 515 y 516 del mismo Código, porque 20 
puedo calificarse de delito la sustracción de efectos 
de ilícito comercio, tanto más si con arreglo á ls 
ley han de ser inutilizados: y 4. El art. 554 del re- 
E Código, que sería el aplicable. Declara el 

.8. no haber lugar: 

«Considerando que en los hecho3 ejecutados por 
el recurrente concurren aquellos elementos const! 
tutivos del expresado delito, porque los efectos de 
que se apoderó con ánimo de lucro, son muebles y 

e ajena pertenencia, no siendo necesario para que 
el delito exista, que corste la persona áÁ quien per: 
tenezca su propiedad, ni el valor de aquéllos, por: 
que el apoderamiento se efectuó empleando la vio: 
lencia y la intimidación en la persona de Jusn As: 
nar, en cuya casa estaban, y tampoco exigen los 
citados artículor que tales medios hayan de ejer- 
cerse precisamente en la persona del dueño ni en 
otra determinada, bastando que tengan por fin dí 
recto el apoderamiento de la cosa ajena, cualquiera 
que sea la persona en quien recaigan: , 

Considerando que al determinar el Código la Ds: 
turaleza jurídica de las cosas en que el robo puede 
consumarse, se ha limitado á designar los muebles 
en su concepto jurídico, sin excepción algans, sit2 
do, por tanto, arbitrario el suponer exceptosdas 
las de ilicito comercio, y porque ann cuando ésta? 
por su naturaleza propia, ó como instrumentos de 
delito, deban en su caso ser inutilizadas, no ple” 
den por ello su valor ni su utilidad susceptibles de 
lucro y aprovechamiento, condiciones sufoientes 








ROTURAOCIONES ARBITRARIAS.—SAL. 
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para hacerlas en materia legal del delito de robo.» 
(Sent. é Julio 1891.—Gac. 20 Septiembre, p. 215.) 


Y .—CUESTIONES SOBRE CALIFICACIÓN DEL ROBO COMO 
CONSUMADO Ó FRUSTRADO, Y DE LA PARTICIPACIÓN DE 
LOS CULPABLES EN EL DBLITO. 


31 Abril 1991. El simple apoderamiento de la cosa 
siueble ajena no determina la consumación del delito si 
no concede al culpable la posibilidad de disponer de ella 
fuera del lugar del suceso. 


Victoria Santana se ApocerO de tres tostones y 5 
pesetas en una habitación de Dolores Santana, en 
cuya casa penetró por la azotea; y al dirigirse á la 
escalera para salir, fué sor rendida. La Audiencia 
de Las Palmas condenó á Victoria como autora de 
un robo consumado; pero el T.S., á instancia de la 
procesada, casa y anula el fallo por error de dere- 
cho comprendido en el art. 849, núm. 8.9 de la ley de 
Enj. crim., con infracción de los arts. 7.2 y 66 del 
Cód. penal: 

«Considerando que si bien la consumación del de- 
lito de robo en lugar habitado se determina por el 
apoderamiento de la cosa robada en alguna de las 
formas que señala el art. 521 del Cód. penal, no pue- 
de decirse que existe apoderamiento completamen- 
te realizado, cuando en el acto, ó poco tiempo des- 
pués pero antes de separarse el delincuente del lu- 
gar del delito, es sorprendido con la cosa robada, 
ria el apoderamiento supone cierta facultad de 

ibre disposición, más ó menos duradera, que no 
tiene en este caso el criminal: á 

Considerando que declarado por el Jurado en el 
veredicto que la recurrente fué sorvrendida con los 
objetos robados al salir de la habitación donde se 
hallaban y dentro aún de la casa donde había pene- 
trado para cometer el delito, es visto, según la doc- 
trina sentada en el considerando anterior, que sólo 
le alcanza la responsabilidad en la esfera del delito 
ero (1).» (Sent. 21 Abril 1891.—Gac. 29 Agosto, 
pág. 114.) 


—La misma doctrina se establece en sent. de 18 de 
Junio de 189 casando y anulando la recurrida por 
el Ministerio fiscal; en cuanto condenó al reo como 
autor de hurto consumado, siéndolo solamente de 
hurto frustrado, por no haber tenido posibilidad de 
disponer, siquiera momentáneamente, de la cosa 
objeto del delito, con la cual faé sorprendido den- 
tro de la casa donde lo ejecutó. (Gac. 10 Septiembre, 
pág. 174) 


45 Junio 1891. Alcanza el concepto de autor del 
delito al que de acuerdo con otro criminal detiene el ca- 
rro que conduce d la víctima y proporciona asi 4 su com- 


id el medio de subir al vehículo para que mate y 
robde. 


En causa contra Calixto Romero y Ernesto An- 
drade,recayósentencia condenándoles á la pena de 
muerte, como autores del delito complejo de robo 
con homicidio, por aparecer probado que Calixto 
detuvo un carro donde iba Servando Perera, y que 
subiendo al vehículo Ernesto degolló á Perera y se 
apoderó del dinero que llevaba. Admitido recurso 
de casación en beneficio de los reos, le interpusie- 
run ambos, fundando el suyo Calixto en que no ora 
autor sino cómplice, pues el homicidio y robo los 
ejecutó Ernesto, y citaba como infringidos los ar- 
tículos 13 y 15 del Código penal. El T. S. declara no 
haber lugar al recurso: 

«Considerando: que aun cuando Calixto no ejecu- 
tara materialmento la muerte de Perera «tomó 
parte directa en el robo, con detener el carro á vir- 
tad de un concierto con su co-reo que los hechos 
revelan, y hacer posible la sustracción violenta en 
que consistió, lo cual es suficiente para que la res- 
ponsabilidad de autor de este delito, que adquirió, 
se determine con relación á las consecuencias pro- 
ducidas, eu razón á ser lo esencial el robo mismo 
cuando resulta homicidio que le califica...» (Sent. 16 
Junio 1891.—Gac. 11 Septiembre, p. 180.) 


(1) Esta sentencia establece doctrina contraria d la pro- 
clamada por el T. S. en otras muchas, y singularmente 
en la de 18 de Junio de 1882, inserta en el articulo RoBO, 
del Diccionario, según la cual el apoderamiento supone 
la consumación del robo y se realiza con la ocupación 
material de la cosa sustraida, por cuya medio el agente 
la pone+ bajo su poder en 3ituarión de disponer de ella en 
el acto, sin que constituya elemento esencial el aprovecha- 
miento ul'erior ni su tenencia por espacio determinado. 


ROTURACIONES ARBITRARIAS. Véase 
MONTES... 

—De vías pecuarias, véase el reglamento de 18 
de Agosto de 1892, inserto en GANADERÍA, que 
contiene disposiciones sobre penalidad de esta 
roturación. : 


SAL. Dicc., tomo IX, p. 282, 


Ley de presupuestos de 80 Junio 1892, 
Salinas de Torrevieja. 


«Art. 22. Se autoriza al Gobierno de S. M... 

3. Para arrendar las salinas de Torrevieja y 
de la Mata, previo reconocimiento pericial para 
deslindarlas y fijar las condiciones del contrato. 
Estas se determinarán oyendo á la Junta con- 
sultiva de Minas, y se expresarán en ellas las 
mejoras que deban hacerse por el arrendatario, 
el precio mínimo del arriendo y su duración, que 
será por lo menos de veinticinco años. El arren- 
damiento se realizará por concurso, que se 
anunciará con tres meses de antelación (1).» 


Jurisprudencia. 


13 Noviembre 1891. Criaderos del Estado: Im- 
procedencia de su concesión como pertenencia minera: 
Declaradas en venta las salinas del Estado por virtud a 
la ley de 16 de Junio de 1869, la enajenación en pública 
subasta es el único medio de transmitir la propiedad de 
aquéllas. Los manantiales de agua saluda que nacen en 
terrenos de propiedad privada, son de los dueños de és- 
tos, y, por tanto, no pueden ser objeto de concesión mí- 
nera. 


Adjudicadas á D. Jaime Juste por Real orden de 
13 Marzo 1872 expedida por el Ministerio de Fomen- 
to, ciertas pertenencias de una mina titulada Ven- 
tura, que ocupaba el terreno de la laguna Pétrola, 
criadero de sal perteneciente al Estado, y opuesto 
el Ministerio de Hacienda á tal concesión por esti- 
marla perjudicial á los intereses de la nación, se 
consultó al C. de E. para resolver el conflicto, el 
cual opinó que procedía revocar la Real orden de 
concesión Ordenado al fiscal del Consejo por el Mi- 
nisterio de Fomento que entablase la oportuna 
demanda, y deducida ésta, se revoca la Real orden 
de concesión de 13de Marzo de 1872, con vista del 
art. 75 de la ley de minas de 6 de Julio de 1850, re- 
formada por la do 4 de Marzo de 1563, y de los 1.* y 
8. de la de 18 Junio de 1869: 

«Considerando: que con arreglo al art. 75 de la ley 
de 6 de Julio de 1859, reformada por la de 4 de Mar- 
zo de 1868, la laguna de Pétrola era como criadero 
de sal una de las minas reservadas al Estado, y 


éste, en tal concepto, la incluyó en el catálogo de 


las salinas de la nación, y la vino custodiando por 
la fuerza pública hasta que se decretó el desestan - 
co de dicho articulo: . 

Considerando: que. aparte de esto, la referida la - 
guna fué siercpre del dominio público, como lo de- 
muestra la relación de antecedentes que al prinoi.- 
pio queda hecha, y se confirma teniendo en cuenta 
que, prescrito por la ley de 16 de Junio de 1869 en su 
art. 1.%, el pinzo durante el cual los propietarios de 
salinas beneficiadas 4 inutilizadas por el Estado, 
volverían á posesionarse de ellas, no se presentó 
dentro ni después de dicho término reclamación 
alguna de propiedad particular sobre la de Pétro- 
la. dando con ello lugar á que el alcalde de esta 
villa se incautase de la laguna á nombre de la Ha- 
cienda en 22 de Abril de 1871: 

Considerando: que declaradas en estado de venta 
las salinas de la Hacienda y las demás fincas y efeo- 
tos pertenecientes á las mismas por la citada ley 
de 16 Junio de 1869, es notorio que la ena enación 
en pública subasta constituye la única forma de 
transmitirse los referidos bienes al dominio priva- 





En uso de esta autorización, el Gobierno subastó 
el  etaNdO las salinas. Véase el R. 'D. de 9 Febrero 1893. 
(AP. ídem, p. 34.) 
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do, y que esta transmisión no puede hacerse por 
los trámites de una simple concesión minera: 

Considerando: que aunque se prescindiera de los 
anteriores fundamentos, todavía resultaría impro- 
cedente en la parte relativa á la laguna de Pétrola 
la Real orden de 13 de Marzo de 1872, porque según 
doctrina que consignan las de 25 de Junio y %6 de 
Octubre de 1571, los manantiales de agua salada no 
pueden ser objeto de concesión minera, y deben re- 
putarse como propiedad exclusiva de los dueños de 
los terrenos en que nacen: 

Considerando: que de todo lo expuesto se deduce 
con entera claridad que la Real orden impugnada, 
al otorgar á D. Jaime Juste las pertenencias mine- 
ras que ocupan el terreno de la repetida laguna, 
más las 3 y 4, que según dictamen pericial no pue- 
den subsistir aisladas, infringió las prescripciones 
legales que rigen esta materia, perjudicando gra- 
vemente los derechos é intereses de la Hacienda 
pública, y por lo tanto debe ser revocada en los tér- 
minos que la demanda solicita.» (Sent. 19 Noviem- 
bre 1691.—Gac. 1.? Septiembre 1882, p. 3685.) 


SANIDAD. (Dicc., t. IX, ps. 288 á 408.) 


R. D.31 Diciembre 1891. 


Reorganizó la Junta de saneamiento de Car- 
tagena creada por el de 1.” Noviembre de 1887. 
Ha sido disuelta por el art. 8.” de la ley de 21 
Marzo de 1895 (Ar. de 1d., p. 168). 


R. O. 26 Enero 1892 (1). 

Modificando la redacción de las reglas 13 de la Real or- 
den de 81 de Marzo de 1888 y 3.* de la de 6 del propio 
mes de 1889, sobre patentes sucias y cuarentenas de ob- 
servación. 

(Gon.) «Remitido á informe del Real Consejo 
de Sanidad el expediente instruido por la Direc- 
ción general de Beneficencia y Sanidad con mo- 
tivo de las respectivas consultas hechas por al- 
pu casas consignatarias, respecto á la falta 

e armonía que existe entre la regla 13 de la 
Real orden de 31 de Marzo de 1888 y la 3.* de la 
de 6 de igual mes de 1889; dicho Cuerpo consul- 
tivo ha emitido el siguiente dictamen: 

«Excmo. Sr.: En sesión celebrada el día de ayer 
ha aprobado este Real Consejo por mayoría el 
dictamen de su segunda Sección que á continua- 
ción se inserta. 


ao ...0e.0.0100 . . 0006010000000 000060400... 0 06... . 5600000000000. 


Para emitir el informe interesado con el mejor 
acierto, la Sección se hará cargo de las dos dis- 
posiciones citadas, y propondrá la reforma que 


- Considere más conducente á establecer entre 


ellas la debida armonía, y á garantizar del 
nado más cumplido los intereses de la salud pú- 
ica. 
La regla 18 de la Real orden de 31 de Marzo de 
pie que se dictó sin oir á este Consejo, á la letra 
ce así: 


La práctica de lo prevenido en esta regla pone 
en po igro, á juicio de la Sección, la salud públi- 
ca de la Península é islas adyacentes. 

Ciertas enfermedades comunes se asomejan á 
las pestilenciales señaladas en la vigente ley de 
Sanidad, lo que da lugar á que esando se presen- 
tan los primeros casos de algunas de éstas en 
una localidad donde no es endémica, los médicos 
duden de su verdadero carácter, y nose decidan 
á fijar el diagnóstico, sino después de haber 
observado á muchos invadidos de la misma do- 
lencia. 

Esto, unido á la impopularidad que dichos pro- 
fosores arrostran al publicar la existencia de 
tales padecimientos, es motivo para que se abs- 
tengan de hacer manifestaciones en el indicado 


_ (1) No queremos omitir esta Real orden, aunque se 
ha!la expresamente revocada por la de 10 Febrero 1893. 
ve sedcont.nuación Veuse también la de x3 Sep!. 1892. 
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sentido, hasta que el incremento de la epidemia 
les obliga á ello. 

Por otra parte, las autoridades retardan cuan- 
to les es posible la declaración oficial Ccorrespon- 
diente, á causa de los muchos perjuicios que con 
esto se originan, tanto por el pánico que se apo- 
dera de los habitantes del pueblo epidemiados, 
como por las grandes pérdidas que se ocasionan 
á todos los ramos de la riqueza pública, debién- 
dose sin duda á lo expuesto el que nuestros cón- 
sules muchas veces sólo tengan noticia do la pre- 
sentación de algunos casos de una enfermedad 

e peenEial cuando la epidemia ya está desarro- 
ada. 

Las precedentes consideraciones son bastan- 
tes, en concepto de la Sección, para hacer sos- 

echar con sobrado fundamento de la existencia 

el cólera, fiebre amarilla ó peste de Levante en 
un punto, cuando los buques procedentes del mis- 
mo traen patente con nota de casos aislados de 
alguna de las enfermedades mencionadas, por lo 
cual dicho documento debe considerarse como 
sucio á los efectos de lo preceptuado en la vi. 
gente ley de Sanidad, y en este sentido, entiende 
la Sección que debe modificarse la regla de que 
se trata. 

La regla 3.* de la Real orden de 6 de Marzo de 
1889, dice textualmente: 


al director de Sanidad del puerto de Santander, 
y fué objoto de una reclamación del representan- 
te en esta corte de la Compañía Transatlántica, 
y tanto la consulta del primero como la instan- 
cia del segundo pasaron á informe de este Con- 
sejo, que lo evacuó el 16 de Julio de 1889, dictán- 
dose de conformidad con él, la Real orden de5 
de Agosto del mismo año. 

La Sección reproduce cuantos argumentos se 
exponen en el referido dictamen para demostrar 
la conveniencia de que se mantenga en todo su 
vigor lo prevenido. en esta Real orden, debiéndo- 
se suprimir la cita que se hace en su regla 3.* de 
la 13 de la Real orden de 31 de Marzo de 1883, 
porque, como ya se ha dicho, procede que ésta 


-se modifique. 


Así, pues, atendiendo á lo expuesto, la Sec- 
ción estima oportuno que se redacten las expre- 
sadas reglas del modo siguiente: 

Regla 13 de la Real orden de 31 de Marzo 
de 1888: «Las patentes con nota de ca:os aisla- 
dos de cólera morbo asiático, fiebre amarilla d 
peste de Levante en el puerto de salida ó en 
cualquiera del tránsito se considerarán como 
sucias, á los efectos de lo preceptuado en la vi- 
gente ley de Sanidad.» 

Regla 3.* de la Real orden de 6 de Marzo 
de 1889: «Las procedencias de los misinos paí- 
ses con nota de casos aislados de fiebre amarilla 
sufrirán en los puertos del Mediterráneo y en 
los de las provincias de Sevilla, Cádiz, Huelva 
y Canarias desde 1. de Octubre á 30 de Abril, 
tres días de cuarentena de observación para las 
personas y buque con todo su cargamento. 

En los puertos del Norte se someterán al mis- 
mo trato sanitario, pero cuando se empleen 
diez 6 más días en la travesía sin accidente é 
bordo, se admitirá libremente en los expresa 
dos puertos del Norte el pasaje, y se fumigará 
y ventilará durante cuatro ó seis horas al equi- 
paje.» 

Concebidas en estos términos ambas disposi- 
ciones, desaparece la falta de armonía que entre 
ellas existe, constituyendo la segunda una excep- 
ción de la primera. q , 

El art. 32 de la vigente ley de Sanidad previe- 
ne que se sometan á siete días de cuarentena los 
buques con patente limpia que salgan de las 
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Antillas y Seno Mejicano, de La Guaira y Costa 
Firme desde 1.” de Mayo hasta 30 de Septiembre 
y cuantas disposiciones se han dictado sobre e 
particular, se han ajustado á este precepto le- 
gal, y el Consejo en sus informes ha procedido 
del mismo modo por considerar que las modifi- 
caciones en asunto de tanta transcendencia 
para que sean aceptadas deben obedecer á un 
plan general bien meditado, oyendo antes á las 
Corporaciones competentes en la materia, por lo 
cual la Sección entiende que no procede hacer 
variaciones parciales en la ley de Sanidad duS 
pudieran perjudicar á los intereses de la salud 
pública ó á los del comercio y navegación sin 
provecho para los primeros.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen , se ha servido resolver 
como en el mismo se propone; y disponer que 
las mencionadas reglas 13 y 3.* de las Reales 
órdenes de 31 de Marzo de 1888 y 6 del propio 
mes de 1839, se entiendan redactadas en la for- 
ma propuesta á fin de que en lo sucesivo se ajus- 
ten las Direcciones de Sanidad de los puertos 
en el régimen sanitario que deba imponerse á 
los buques que se encuentren comprendidos en 
las expresadas reglas. 

De Real orden, etc.—Madrid 26 de Enero de 
1892.» (Gac. 27 id.) 


BE. O. 10 Febrero 1892, 
Dejando sín efecto la Real orden anteriormente inserta. 


(Go.) «Habiéndose elevado á este Ministerio 
varias consultas sobre el modo de aplicar á los 
buques procedentes del Brasil y otras regiones 
limítrofes al Seno Mejicano y La Guaira la Real 
orden de 26 de Enero del corriente año, y tenien- 
do en cuenta la necesidad de que para evitar di- 
ferencias en su interpretación se aclare, hacien- 
do extensiva la reforma á otros extremos de la 
legislación sanitaria vigente; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha servido disponer 
ques sin efecto la expresada Real orden de 26 

e Enero último, continuando en vigor las Rea- 
les órdenes de 31 de Marzo de 1883 y 6 de Marzo 
de 1889. 

De Real orden, etc.—Madrid 10 de Febrero de 
1892. — Elduayen. — Sres. Gobernadores de las 

rovincias marítimas y Comandante general de 

uta.» (Gac. 11 Febrero.) 


Rs. Os, 4 Julio 1892, 

Encargando el cumplimiento de las disposiciones conteni- 
das en las Reales órdenes de 20 de Abril de 1886 y 12 de 
Agosto de 1890 sobre reglas que deben practicarse para 
evitar la invasión del cólera. 

Gon.) «Las medidas de higiene pública, acon- 
sejadas constantemente por la ciencia, se hacen 
inexcusables cuando puede temerse la invasión 
de alguna epidemia que, como el cólera morbo 
asiático, encuentra las mayores facilidades de 
dida en el olvido ó abandono de aque- 

las reglas, rre en cuanto se refiere 
al régimen de las aguas, limpieza y saneamiento 

de las poblaciones, desinfección ordenada y 

eficaz extirpación de los gérmenes ó focos infec- 

ciosos desde el primer momento en que aparezca. 

Ante el peligro, aunque sea lejano, que en- 
vuelve la existencia del cólera morbo en algu- 
nas regiones de Rusia, y la aparición de casos 
coleriformes en algunos puntos de Francia, se 
impone el más exacto y rápido cumplimiento de 
las disposiciones dictadas á este propósito, prin- 
cipalmente en las Reales órdenes de 20 de Abril 
de 1886 y 12 de Agosto de 1890. En ambas se re- 
sume el Código sanitario á que todos los pue: 
_blos de esa provincia deben hallarse sometidos, 


aplicando unos ú otros sus prescripciones, se- 
gún se trato, del período actual de precaución, 
Ó se o desgraciadamente al de invasión y 
desarrollo de la temida enfermedad. 

He de encarecer igualmente á V.S. la mayor 
cia para poner en conocimiento de este 

epartamento cualquier alteración sufrida en 
la salud pública y las medidas adoptadas para 
combatirla, 

De Real orden, etc.—Madrid 4 de Julio de 
1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador civil de la 
provincia de...» (ac. 9 Julio.) 


—Otra R. O. de 4 Julio: 

(Gob.) LExtracto.—Se excita el celo de las Di- 
recciones de sanidad maritima en cuanto se re- 
fiera á la visita de aspecto, tacto y estancia en 
bahía, ajustando su conducta á nuestra legisla- 
ción sanitaria, especialmente á la R. O. de 31 de 
lidS de 1888 y 4 de Octubre de 1872. (Gaceta Y 

ulio. 


BR. O. 11 Julio 1893. 


Declaró sucias las procedencias de los puertos 
rusos del mar Negro y del litoral asiático del 
Im,erio turco; y de observación el resto del li- 
toral de dicho mar, quedando sin efecto para es- 
tas procedencias la regla 2.*, caso 2.” de la Real 
orden de 17 de Mayo de 1880. (R. O. 11 de Julio 
de 1892. —(Gac. 12 td.) 


E. D. 26 Julio 1882. 


Redujo las plantillas del personal provincial 
de Sanidad detalladas en el cap. XII, sec. 6.* del 
presupuesto de gastos de los departamentos mi- 
nisteriales. (Fac. 28 Julio.) 


E. 0.2 Julio 1892. 
Estados de contratos con médicos titulares. 


Por consecuencia del estado sanitario de al- 
gunas regiones de Europa y ante el temor de 
que pudiera ser invadida nuestra nación por la 
epidemia colérica, se reclamó de los gobernado- 
res de las provincias marítimas «un estado... en 
el cual se haga constar el nombre de los médicos 
y farmacéuticos titulares de cada pueblo, fecha 
en que hicieron sus contratos, duración de éstos 
y dotación que tienen asignada». (Gac. 31 Julio.) 


Ciro. 12 Agosto 1898. 
Prevenciones 4 los gobernadores para evitar la invasión 
del cólera que aftige al imperio ruso. 

(Go.) Exztracto.—En esta circular, convenci- 
do el Gobierno de que el cólera morbo asiático 
que producía algunas víctimas en determinados 
puntos de Francia carecía de fuerza difusiva, y 
creyendo en cambio que la misma enfermedad, 
que castigaba á populosas ciudades del imperio 
moscovita, representaba un peligro serio y posi- 
tivo, contra el cual España poas prepararse 
con tiempo, encargó á los gobernadores «muy 
especialmente, que recordando los deberes y las 
atribuciones que les señalan la ley de Sanidad 
el art. 23 de la ley provincial no perdonen sacrifi- 
cio ni omitan esfuerzo para velar por el cumpli- 
miento de las prescripciones relativas á la higie- 
ne y policía sanitaria de todas las poblaciones 
de esa provincia, asesorándose de las Cor poracio- 
nes consultivas y allegando los medios y recur- 
sos posibles con la perseverancia y prontitud ne- 
cesarias, ya que la Providencia ha querido que 
nuestro país pueda en esta ocasión contar con - 
tiempo para apercibirse á la defensa y velar por 
la conservación del excelente estado sanitario 
en que felizmente se hallan todas las provincias 
de la Monarquía. 

Urge, como en anteriores comunicaciones se 
ha recomendado á Y. S., destruir, empleando tn- 
dos los medios que on la higiene De 
blica y la policía urbana, la atmósfera favorable 
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ue encuentra el mal en la miseria y en el aban- 
deno de los pueblos y de algunos barrios de las 
ciudades y combatir incesantemente el peligro 
inmenso que representan las ropas sucias, los 
enseres infestados, las viviendas mal desinfecta- 
das y las aguas que por cualquier medio se pu- 
dieran contaminar. 

Este sencillo recuerdo, unido á la inteligencia 
y al celo de que V. S. ha dado repetidas mues- 
tras, bastará á inducirlé á disponer que por los 
Municipios y los parcnlares se atienda á la 
limpieza y policía de las poblaciones y de las vi- 
viendas, al amparo de las clases menesterosas, á 
la conservación de los depósitos y conductos de 
aguas potables, al escrupuloso cumplimiento de 
lo dispuesto en Ja R. O. de 23 de Noviembre de 
1885 respecto á trapos y telas usadas, y on las 
circunstancias hoy remotas de la invasión y aun 
de su mera sospecha, al aislamiento de los primo- 
ros casos para facilitar la destrucción de lo in- 
festado y el saneamiento de lo contumaz., 

Con la mesura y tino e el tiempo permite y 
ne son de esperar en V. S., conviene se ocupe 

e la Pre aAión de locales, adquisición de es- 
tufas de desinfección y recopilación de datos re- 
lativos á las deficiencias y necesidades actuales 
ó futuras, que hará V. 8. conocer á este Ministe- 
rio para proveer como sea posible á suplirlas y 
satisfacerlas. 

De Real orden, etc. Madrid 12de Agosto de 
1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador de...» 


(A continuación reprodujo la Gaceta de 14 de 
Agosto, la R. O. de 23 de Noviembre de 1885, ci- 
tada en la circular precedente, y de que hacemos 
mérito en SanibabD, del Diccionario; y luego otra 
R. O. de 13 de Agosto de 1892 mandando aplicar 
á las mercancías procedentes de cualquiera de 
los Estados bañados por el mar Negro el mismo 
régimen sanitario, é igual prohibición de entra- 
da por la frontera terrestre, que se estableció 
eS las procedencias del imperio ruso en la 

. O. de 4 del actual.) 


Es. Os. 25, 26, 27 y 80 Agosto 1892. 


Las del día 25 son dos, expresamente deroga: 
das por la de 11 de Enero de 1891 (Ar. de íd., pá- 
gina 8). Prohibieron la entrada en España por la 
frontera francesa y por los puertos, do trapos y 
otros géneros contumaces (Gac. 26 Agosto); y las 
de 26, 27 y 80 de Agosto, mandaron despedir 
determinadas procedencias para lazareto sucio. 
(Gacs. 27, 28 y 29 Agosto.) 


R. 0.27 Agosto 1892, 
Inspección facultativa de viajeros. 


(Goñ.) La existencia de una epidemia coleri- 
forme en diversos puntos de Francia, Alemania 
y Bélgica con manifestaciones ya desgraciada- 
mente comprobadas de propagación, obliga al 
Ministro que suscribe á completar las precaucio- 
nes adoptadas en nuestra frontera septentrional 
con la inspección facultativa de los viajeros de 
acuerdo con los consejos de la ciencia, y siguien- 
do la línea de conducta administrativa practi- 
cada en casos análogos por otras naciones. Con 
ese fin, y armonizando el primordial amparo de 
la salubridad pública con el respeto debido á 
todos los derechos y también á los intereses le- 
gitimos; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Regente del Reino, se ha dignado resolver lo 
siguiente: 

1. Se establece en la frontera de España con 
Francia un servicio de inspección médica de las 
personas y de desinfección de los ef>ctos contu- 
maces, que se prestará en las dos estaciones sa- 
nitarias principales de Irún y Port Bou, y en las 
que en toda la extensión de la frontera sean ne- 


cesarias para la más completa ejecución dal ci- 
tado servicio. 

2.” La inspección médica consistirá en el exa- 
men facultativo de los viajeros, dejándose libre 
entrada á los que no resulten con síntomas s08- 

echosos de enfermedad colérica é invitándose á 

os que la padezcan Ó presenten tales síntomas 
á retroceder en su viaje. Los que no lo hagan 
serán conducidos á los departamentos de obser- 
vación y curación establecidos al efecto. 

8. cada uno de los pasajeros calificados 
de sanos en el momento de la inspección, se le 
lr de uma patente, en la cual, por mani- 

estación del propio interesado, se hará constar 
el punto de su procedencia y el de su destino. 
Esta patente deberá ser presentada por el viaje- 
ro portador, antes de transcurrir veinticuatro 
horas desde su llegada, al alcalde respectivo, 
quien dispondrá sea visitado por un facultativo 
que designará al efecto, de acuerdo con el sub- 

elegado de Medicina ó con el médico titular, 
os el viajero en observación por término 

e siete días, si durante ellos no presenta sínto- 
ma alguno de enfermedad sospechosa. 

Si, por el contrario, presentare estos síntomas, 
se procederá á su aislamiento y á la desinfección 
de ropas y efectos con todas las demás precau- 
ciones establecidas para tales casos por la Real 
orden de 12 de Agosto de 1890, publicada en Ga- 
ceta del día siguiente. 

4. Cuando algún viajero, en vez de llegar al 
punto declarado ante la inspección médica, se 
dirigiese á otro distinto, deberá hacer en ella la 
presentación á que se refiere la regla anterior, 
acompañando la patente de Sanidad. 

5. La desinfección de mercancias contuma- 
ces, cuya importación no se halle prohibida por 
la Real orden de 25 del actual publicada en la 
Gaceta del mismo día, se verificará con toda es- 
crupulosidad, teniendo presente la circunstan- 
cia de origen y usando de mayor rigor en su es- 

urgo, desinfección y ventileo, segun procedan 

e lugar infestado ó do población indemne. 

Con las mercancías en general se observarán, 
para las prácticas de saneamiento, las prescrip- 
ciones contenidas en el cap. 9.” de la ley de Sa- 
nidad. 

6. Tanto la inspección médica y la desinfec- 
ción de equipajes en la frontera como la expedi- 
ción de las patentes de Sanidad y visita en el 
punto de llegada, serán enteramente gratuitos 
para el viajero, sin que por ninguno de estos 
conceptos pueda exigirse emolumento alguno. 

7. La contravención á cualquiera de las dis- 
posiciones contenidas en los artículos anteriores 
será castigada con multa de 15 á 500 pesetas por 
la autoridad competente como infracción de las 
disposiciones sanitarias en vigor (1). 

De Real orden, etc. Madrid 27 de Agosto de 
1892.—Villaverde.—A los Gobernadores civiles, 
Comandante general de Ceuta, Inspector gene: 
ral de Sanidad é Inspectores Jefes del servicio 
sanitario en Port-Bou, Irún y la Línea.» (Gaceta 
28 Agosto.) 

R. O. 28 Agosto 1893. 
Inspecciones de Sanidad. 


(Gon.) «El peligro hoy remoto con que ame- 
naza alterar nuestro excelente estado sanitario 
la existencia del cólera morbo asiático en alga- 
nas naciones y la de epidemias coleriformes en 
otras, exige que el Gobierno no desdeñe ni olvi- 
de ninguno de los medios que la ciencia enseña 
y la experiencia acredita como eficaces para 
evitar el contagio ó para neutralizar y extinguir 


(1) Para el cumplimiento de esta Real orden, se dictó 
la de 30 Agosto 1893, que insertamos mds adelante. 
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el mal si por desgracia llegare á penetrar en 
nuestro suelo. 

La condición primordial de todo recurso que 
haya de aplicarse en esa adversa contingencia, 
es el conocimiento rápido y seguro de la presen- 
tación del caso epidémico ó meramente sospe- 
choso, y del lugar, energía, origen y demás cir- 
cunstancias con que apareciere. La práctica de 
anteriores epidemias ha convencido, á costa de 
dolorosas enseñanzas, á cuantos las recuerdan, 
de la aventurada inutilidad con que se confía 
para la adquisición de esos primeros y á las ve- 
ces salvadores datos, en la espontánea iniciati- 
va, ni aun en el temor mismo de las localidades 
infestadas. Antes bien, la vulgar confianza en 
la lenidad del mal, cuando apenas empieza á ma- 
nifestarse; la vacilación acerca de su realidad, 
sugerida por un pS egoista; el recelo 
contra los rigores del aislamiento y contra los 
perjuicios que otras prácticas sanitarias ocasio- 
naban á los pueblos, pueden más de ordinario 
y hablan más alto que la esperanza de ahogar 
el contagio en su cuna con ol auxilio de la Ad- 
ministración y de la ciencia, 6 que el humanita- 
rio propósito de evitar su propagación á otras 
comarcas. 

Importa, ante todo, para asegurar en lo posi- 
ble la salubridad pública y para dirigir con efi- 
cacia y acierto la defensa sanitaria, que la Ad- 
ministración conozca, con cuanta rapidez y 
exactitud quepan en el esfuerzo humano y en 
los medios actuales de comunicación, el momen- 
to, el lugar y las circunstancias del primer caso 
de importación de la epidemia, valiendo más 
arrostrar la alarma injustificada y pronto des- 
vanecida del remedio excesivo, que lamentar su 
aplicación tardía y el torpe abandono ó el cri- 
minal descuido que, encubriendo el peligro, le 
permiten crecer y sobreponerse á las precaucio- 
nes mejor dispuestas, que resultan estériles si 
no se practican á tiempo. 

En esas verdades universalmente reconocidas 
se inspiró, sin duda, la R. O. de 8 de Febrero de 
1891 al crear y organizar convenientemente 
Ar Pi médicas temporales con. el espe- 
cial encargo de vigilar las regiones invadidas 
por el cólera durante el año anterior, y en las 
cuales era á la sazón de temer que reapareciese, 
bien que pasada la época en que la prudencia 
justificaba su mantenimiento, cesaron aquellas 
nspecciones por virtud de Real orden dictada 
en 16 de Octubre del mismo año. 

La presente situación sanitaria de Europa; el 
avance de la epidemia que aflige al imperio 
ruso; los indicios de propagación de la hasta 
ahora limitada y contenida que aparetió va á 
hacer cinco meses en Francia; el desarrollo de 
la que con tan alarmantes caracteres se ha pre- 
sentado en Hamburgo y Altona, y la invasión 
por una epidemia, aunque menos grave, tam- 

ién coleriforme, de algunas poblaciones de 
Bélgica, hacen necesario el restablecimiento de 
aquél ó de otro sistema análogo de vigilancia é 
inspección llamado á completar las enérgicas 
precauciones ya adoptadas, y que en esta oca- 
sión, siendo igualmente satisfactorio el estado 
de la salubridad pública en todas las provin- 
cias, debe también por igual, y como régimen 
ó procedimiento preventivo, extenderse á todo 
nuestro territorio de España. 

Por las razones expuestas, S. M. el Rey 
(Q. D. G.), y en su nombre la Reina Regente del 
Reino, se ha dignado disponer lo siguiente: 

1.2 Los subdelegados de Medicina constituí- 
dos desde la publicación de esta Real orden en 
inspectores de Sanidad, dirigirán una circular 
4 los módicos titulares de sus respectivos distri- 
tos, en la que, recordándoles las obligaciones 


que su delicada misión les impone y las pres- 
cripciones legales vigentes, les inviten á dar 
cuenta, en el mismo día, sin dilación y por el 
medio de comunicación más rápido, de todo 
caso de enfermedad con caracteres sospechosos 
de cólera morbo que ocurra en el pueblo ó tér- 
mino municipal de su cargo en el día mismo en 
que se presente y sin dilación ninguna, á cuyo 
efecto comunicará: directamente cada médico 
con el subdelegado de su distrito, sin perjuicio 
as uás igual comunicación á la autoridad 
ocal.. 

Aunque no ocurra caso alguno sospechoso, 
cada médico municipal remitirá semanalmente 
al subdelegado de Medicina de su distrito un 
estado do los enfermos que tenga en tratamien- 
to, y de las defunciones ocurridas en la semana, 
con expresión de la enfermedad que las haya 
causado, valiéndose al efecto del impreso que se 
les remite. 

2.2 Se crean inspectores provinciales de Sa- 
nidad, uno para cada provincia de España, cuya 
designación se hará inmediatamente por los 
gobernadores, prefiriendo á los subdelegados 
médicos residentes en la capital, dando cuenta 
del nombramiento á la Dirección general de 
Beneficencia y Sanidad. En las poblaciones ma- 
yores de 100.000 habitantes podrán nombrarse 
varios inspectores provinciales. 

3. Los inspectores provinciales se comuni- 
carán con los subdelegados de su provincia en 
la mismá forma que éstos con los médicos titu- 
lares y recibirán los estados resúmenes semana- 
les de los distritos, elevándolos á la Dirección 
general. 

4. Al primer aviso de un caso sospechoso 
acudirá el subdelegado del distrito á la locali- 
dad en que se presente tan pronto como reciba 
el parte y lo comunique al inspector provincial. 
Este acudirá también así que el caso sospechoso 
llegue á su conocimiento. 

5. Los inspectores provinciales dirigirán 
una circular á los médicos con ejercicio en la 
provincia, encareciéndoles la necesidad de que 
auxilien los esfuerzos de la Administración para 
evitar ó combatir la invasión epidémica, y re- 
cordándoles la estrecha obligación que tienen 
de dar cuenta de los casos sospechosos para 
cuya asistencia fueren llamados. , 

6.2 Los inspectores provinciales, mientras no 
se les avise ó denuncien casos sospechosos, resi- 
dirán en la capital de la provincia, sin perjuicio 
de las visitas de inspección que estimen necesa- 
rias girar á los pueblos. En el momento mismo 
en que adquieran noticias de la presentación 
de un caso sospechoso en alguno de los pueblos 
de su distrito, se trasladarán á él, y si fueren 
varios los pueblos epidemiados, residirán en el 
que con mayor motivo exija su presencia. 

7.2 Al recibir el parte del subdelegado res- 

ectivo lo comunicarán á la Dirección general 
do Sanidad y al gobernador de la provincia, y 
bajo ningún pretexto demorarán su salida ó la 
de otro facultativo que les represente al punto 
objeto de la duda más de veinticuatro horas. 

8.2 En las comunicaciones de los médicos á 
los subdelegados, de éstos á los a peca pro- 
vinciales y de los inspectores á la Dirección ge- 
neral, se dará cuenta de si se tienen disponibles 
medios suficientes para el tratamiento de los en- 
fermos y para el aislamiento y extinción de los 
focos, Ó se mencionarán los que falten, para 
acudir á suplirlos y completarlos en lo posible. 

9. Las ocultaciones descubiertas por los 
inspectores subdelegados y por los provinciales, 
serán directamente comunicadas á la Dirección 
con la debida reserva, para que previa informa- 
ción, se proceda al castigo gubernativo de los 
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delincuentes y se pase el tanto de culpa á los 
Tribunales. 

10. Corresponderá además á los inspectores 
provinciales y bajo su dirección á los de distrito 

á los municipales, proponer á las autoridades 

as medidas que estimen oportunas sobre el ré- 

gimen higiénico y sanitario, hacer pedidos de 
materias desinfectantes, y cuidar de que sean 
útilmente aprovechadas. 

11. Los gastos de telégrafo y correo y las in- 
demnizaciones ó dietas que á propuesta de los 

obernadores acuerde conceder el Ministerio de 

a Gobernación, se aplicarán, previa Real orden 
que los autorice, al crédito extraordinario para 
la defensa de la epidemia colérica. 

12. También propondrán los gobernadores 
al Ministerio de la .Gobernación las recompen- 
sas que deban otorgarse á los inspectores pro- 
vinciales y á los de distrito y término municipal 
por los servicios que presten y los merecimien- 
tos que contraigan en el desempeño de las im- 
portantes funciones que se les confían. 

De Real orden, etc. Madrid 29 de Agosto de 
1892.—Villaverde.—Sr. Gobernador de la pro- 
vincia de...» (Gac. 30 Agosto.) 


E. O. 29 Agosto 1892, 
Viajeros procedentes de puntos epidemindos. 


(Goñ.) Dispuso quese les expidieran paten- 
tes especiales. Ha sido derogada por la de 11 de 
Enero de 189 (Ar. de id., p. 8). 


R. 0.80 Agosto 1892, 
Reglas á que debe acomodarse la inspección médica para 
los viajeros que atraviesan la frontera, 

(Go.) «Establecida por R. O. de 27 del actual 
la inspección médica para los viajeros que atra- 
viesen la frontera, con el objeto de dictar las 
ade á que esta medida sanitaria debe acomo- 

arse, 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, se ha servido dis- 
poner: 

Primero. Los facultativos de la estación sani- 
taria por donde haya penetrado el viajero, remi- 
tirán en comunicación oficial un aviso al alcalde 
del punto á donde aquél se dirija, informándole 
de su nombre y domicilio, con arreglo á las in- 
dicaciones de la patente que al interesado se 
haya expedido para el cumplimiento de la obser- 
vación prevenida en la coria 3.* de la menciona- 
da R. O. de 27 del actual... 

Segundo. Sin perjuicio del deber impuesto al 
viajero de presentar la patente de que es porta- 
dor á la autoridad local del punto en que se de- 
tenga, ya para su examen y refrendo, ya para 
continuar la observación, quedan del mismo 
modo obligados á dar cuenta do la presencia de 
aquél los dueños de fondas ó casas de hospedaje, 
y en general, todos los particulares jefes de do- 
micilio que en cualquier concepto le reciban, si 
por su parte el viajero no hubiese justificado 

entro del término de veinticuatro horas, que 
ha cumplido la obligación de presentar la paten- 
te de que es portador á la autoridad correspon- 
diente. 

Tercero. Los vecinos, cabezas de familia, due- 
ños de hoteles, fondas y casas de hospedaje, de- 
berán igualmente poner en conocimiento del al- 
calde todo caso de enfermedad sospechosa que 
ocurra entre los individuos albergados en su 
casa, efectuándolo apenas presentados los prime- 
ros sintomas de la enfermedad. 

Cuarto. La contravención á las anteriores dis- 
posiciones será castigada con multa de 15 á 500 
pesetas, según establece la regla 7.* de la Real 
orden de 27 del actual. 

Quinto. Los gobernadores en sus respectivas 





provincias y los alcaldes en los pueblos de su ju- 
risdicción, quedan encargados de hacer cumplir 
las anteriores prescripciones, á cuyo efecto, y 
para que nadie pueda alegar ignorancia de las 
mismas, se darán á conocer por medio de la pu- 
blicación de esta Real orden en el Boletín oficial 
y pon edicto puesto al público en todas las Al- 
caldías. 

De Real orden, etc.—Madrid 30 de Agosto de 
1892.—Villaverde.— Sres. Gobernadores civiles, 
Inspector general de Sanidad é Inspectores jefes 
de estaciones sanitarias.» (Fac. de 4 Septiembre.) 


E. 0. 10 Septiembre 1892, 
Práctica de las cuarentenas de observación (1). 


(Gob.) «Para la más acertada aplicación de 
los artículos 18, 30 y 36 de la ley de Sanidad, y 
con el fin de que las cuarentenas de observación 
sean verdadera garantía de la salud pública, 
apreciándose debidamente el periodo de incuba- 
ción del cólera, según las modernas conclusiones 
cientificas, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, ha resuelto que la observación 
de tres días señalada en el art. 36 de la ley de 
Sanidad y regla 12 de la Real orden de 6 de Junio 
de 1860, como igualmente la que se prescribe en 
las declaraciones de puertos sospechosos,-sé en- 
tienda para los Ep bs que hayan empleado cua- 
tro ó más días en el viaje desde el punto que se 
considere objeto de sospecha. Cuando el tiempo 
invertido en el viaje sea menor del que se deja 
consignado, la cuarentena de observación se am- 
pliará hasta completar siete días desde la salida 
del barco del indicado punto. 

En estas cuarentenas de observación deberán 
practicarse con el mayor detenimiento las medi- 
das de desinfección y ventileo prescritas en la 
regla 3.* de la Real orden de 5 de Junio de 1872, 
sometiéndose á la aplicación directa de chorros 
de vapor de la misma máquina del buque, la ropa 
blanca sucia, y en general, la de todo uso del 
barco, tripulación z pos que no pueda su: 
frir deterioro por dicho establecimiento. 

En los barcos de vela se sustituirá esta medida 
or la colada y lavado general en la forma que 
ispongan los directores de los puertos. 

De Real orden, etc.—Madrid 10 de Septiembre 
de 1892. —Villaverde.—Sres. Gobernadores de las 
pra marítimas y comandante general de 

euta.» (Gac. 11 Septiembre.) 


E. 0. 23 Septiembre 1892, 


Dictando disposiciones sobre declaración de puertos tu- 
cios, sospechosos ó limpios, á los efectos de la ultima 
parte del art. 80 de la ley y de sus complementarios el 
18, párr! 1.*, y el 386; fijando los deberes de los directo- 
res de Sunidad respecto d determinados puntos de su 
gestión; recordando las prevenciones acordadas sobre 
inspección médica de los viajeros procedentes de pun- 
tos epidemiados y desinfección delas mercancias de igual 
origen; determinando sobre expurgos de mercancias; 
encareciendo la observancia de algunos artículos del 
reglamento de sanidad marítima y derogando la regla 
13 de la R 0. de 6 de Junio de 1860, la 2.*, caso 3.* de 
la ley de 17 de Mayo de 1880 y cuantas otras se opon- 
gan d la presente (2). 


(Goñ.) «La inteligencia y aplicación de algu- 
nos de los más importantes artículos de la ley 
de Sanidad y de varias de las disposiciones dic- 
tadas por la Administración para interpretar su 
sentido en el ejercicio de la potestad reglamen- 


(1) El imperio de esta Real orden hállase confirmado 
por la regla 28 de la de 28 del propio mes de Septiembre 
de 1892, que insertamos 4 continuación, 

(2) Téngase presente, sobre el interesante contenido de 
esta Real orden, la muy importante de 31 de Marzo de 
1888, en la cual, y d consecuencia de sus disposiciontt, 
se derogaron expresamente muchas Reales órdenes sobre 
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taria, dan lugar á frecuentes consultas que se 
han multiplicado considerablemente en el mes 
anterior y en el actual, produciendo las decisio- 
nes adoptadas para cada caso con la urgencia 
propia de tan delicada materia un caudal de 
doctrina que es de interés resumir y publicar 
como de general observancia. De esta suerte po- 
drán evitarse nuevas dudas y vacilaciones en la 
conducta de las autoridades y funcionarios pú- 
blicos, al menos sobre los puntos ya resueltos, 
contribuyendo á fijar el sentido y á suplir el 
silencio de nuestra legislación sanitaria maríl- 
tima en forma suficientemente clara y precisa 
para ofrecer á los directores de los puertos un 
criterio seguro por el que se subordinen sus 
acuerdos á la ley, y conciliando bajo sus sabios 
y previsores preceptos el interés supremo de la 
defensa sanitaria, con la mayor libertad posible 
en las relaciones mercantiles y sociales. 

Brevempnte pueden recordarse los textos que 
han sido origen de mayores dudas y exponerse 
el sentido en que han quedado y deben conside- 
rarse resueltas, así las consultadas hasta ahora 
como otras sugeridas por el examen de aquéllas. 

(Transcríbense,á continuación los arts. 30, 36 
y 88 de la ley, y luego continúa:) 

Al propio tiempo, la orden de 10 de Diciembre 
de 1874, el art. 2.”, apartado 6.”, del reglamento 
orgánico de Sanidad marítima, y la regla 66 de 
la KR. O. de 31 de Marzo de 1883, facultan á esa 
Dirección general para hacer las declaraciones 
de puertos limpios, sucios Óó sospechosos, con 
arreglo á las'noticias que se reciban de nuestros re 
presentantes en el extranjero, á los efectos de lo pre- 
venido en la legislación sanitaria. 

Y, por último, la regla 12 de la R. O. de 6 de 
Junio de 1860, previene que se considere como 

uertos comprometidos y sus procedencias su- 
jetas á la observación de tres días que señala el 
art. 36 de la ley, á aquellos cuyo mal estado de 
salud sea notorio, aunque oficialmente no hayan 
sido declarados sucios. 

Para la mejor inteligencia de tales y tan im- 
portantes textos, importa consignar que la ex- 
presada regla 12 llenó un vacío de la ley, pues 
no se fija en ella la cuarentena propia de la pa- 
tente, que, según el art. 18, ha de considerarse 
sucia, por reinar en el puerto de partida alguna 
enfermedad importable ó sospechosa; y además, ni 
las enfermedades importables 6 sospechosas á que 
se refiere el art. 18, ni las contagiosas que cita ol 
30, y las importables á que alude el 38, están de- 
terminadas en la ley ni en parte alguna. 

Han de entenderse, por tanto, los arts. 18 y 30 
con aplicación á enfermedades sospechosas ó 
confirmadas de cólera epidémico, fiebre amarilla 
ó peste de Levante, por tener estas enfermeda- 
des especial mención en los arts. 33, 31 y 85 de 
la ley misma para el señalamiento de cuarente- 
nas, y porque todas las demás dolencias que no 
tienen señalada en ella cuarentena especial, que- 
dan comprendidas en su art. 38. 

Los citados arts. 18, 80 y 36, que tanto entre 
si se relacionan y mutuamente se completan, 
ordenan con claridad que todo buque que llegue 
á nuestros puertos con pa limpia, visada 
por cónsul español, con buenas condiciones hi- 
giénicas y sin accidente sospechoso en el viaje, 
sea admitido á libre plática, exceptuándose los 
siguientes casos: primero, que conste oficial. 
mente haberse presentado en el punto ó puerto 


régimen sanitario de entrada, estancia y salida de bu- 
ques en nuestros puertos y se puntualizaron aquellas 
otras que por virtud de ellas se mantenian vigentes. Di- 
cha R. O, de 81 de Marzo de 1888, está aclarada 4 su 
vez por otras posteriores, que pueden consultarse en los 
APÉNDICES y €n el artículo SANIDAD, del Diccionario, 


de procedencia ó de escala alguna enfermedad 
contagiosa; segundo, que exista tal enfermedad 
en cualquiera de ellos con carácter sospechoso é 
importable; tercero, que los buques procedan del 
países inmediatos ó intermedio not>riamente 
comprometidos, así por causa de la fiebre ama- 
rilla como del cólera morbo asiático. Es decir, 
que en tales casos exceptuados, el buque puede 
sufrir cuarentena de rigor ó de observación, 
aunque traiga patente limpia con visado consu- 
lar satisfactorio, circunstancia que puede darse 
por negligencia ó error, ó bien por la ocultación 

e la enfermedad en sus primeros casos y du- 
rante algunos días. 

Las dos primeras excepciones tienen lugar y 
aplicación cuando el director de un puerto, des- 

ués de la salida del buque para el mismo, reci- 

e del cónsul de procedencia ó del de otro puer- 
to, si allí no le hubiese, noticias directas de que 
se ha presentado alguna enfermedad confirma- 
da ó sospechosa de cólera, fiebre amarilla 6 

este de Levante, ó más frecuentemente cuando 
os cónsules ó los directores de Sanidad comu- 
nican tales noticias á este Ministerio, y aun en . 
circunstancias en que no sea posible adquirirlas 
de nuestros cónsules con la necesaria urgencia, 
cabe y puede ser necesario hacer la declaración 
de puertos sospechosos, valiéndose de noticias 
fidedignas y autorizadas, por más que no tengan 
carácter oficial. 

El otro caso exceptuado se funda en el soña- 
lamiento de puertos inmediatos ó intermedios 
notoriamente comprometidos á causa de la fie- 
bre amarilla, del cólera ó de la peste de Levan- 
to, que debe acompañar á toda declaración de 
puerto sucio, en observancia del art. 36 de la ley. 

La determinación de puertos inmediatos ó in- 
termedios notoriamente comprometidos, no pue- . 


de hoy limitarse á la reducida distancia que fijó 


la regla 12 de la R. O. de 6 de Junio de 1860, por- 
que la facilidad y rapidez de los viajes por tierra 
y por mar hace ineficaz aquella precaución. Con- 
vendrá, por tanto, fijar siempre los puertos no- 
toriamente comprometidos, en las declaraciones 
oficiales, teniendo presentes la relación comer- 
cial entre el lugar invadido por la enfermedad y 
los puntos que se comprendan en la declara.- 
ción, así como la rapidez de sus comunicaciones 
ó la proximidad á nuestros puertos. 

En la autorización concedida por las disposi- 
ciones citadas á esa Dirección general para ha- 
cer las declaraciones de puertos sucios, sospe- 
chosos ó limpios, se determinó que éstas habían 
de fundarse en las noticias de nuestros represen- 
tantes en el extranjero, á los efectos de lo prevenido 
en nuestra legislación, de manera que cuando por 
falta de conocimiento exacto de los puntos inva- 
didos se comprenden alguna vez en las declara- 
ciones de puertos sucios extensos territorios, no 

uede entenderse que han de ser despedidos á 

azareto sucio los buques de toda la parte incluí- 
da en la declaración, sino que los que se presen- 
ten con patente limpia visada por cónsul espa- 
ñol, y si no le hubiese, por el de nación amiga, 
han de ser admitidos, á menos que haya noticias 
oficiales de que en el puerto de procedencia exis- 
te el cólera, la fiebre amarilla ó la peste de Le- 
vante. 

Es también necesario precisar siempre en toda 
declaración de puertos sucios ó sospechosos la 
fecha desde la cual deban imponerse las cuaren- 
tenas, fecha que ha de ser respecto de las proce- ' 


. dencias sucias anterior en quince días para la 


peste levantina, y en diez na el cólera y fiebre 
amarilla, al conocimiento de los primeros casos, 
tomándose como fundamento el período de incu- 
bación que se estimó así al señalarse la duración 
de las cuarentenas en los arts. 33, 34 y 85 de la 
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ley, y respecto de las procedencias sospechosas, 
de tres días como minimum, en razón á que los 
primeros casos sospechosos de la enfermedad pa- 
san á las veces inadvertidos. 

En las declaraciones de puertos limpios debe 
igualmente determinarse la fecha desde la cual 
hayan de ser admitidos los buques á libre pláti- 
ca, según disponen el art. 40 de la ley y el artí- 
culo 67 de la Real orden de 31 de Marzo de 1888. 

Las notas que nuestros cónsules consignan en 
las patentes, ofrecen con frecuencia dificultades 
para la acertada aplicación de las disposiciones 
sanitarias, y el origen de información acerca de 
la salud del extranjero por conducto tan apro- 
piado y cierto como el de las Direcciones de Sa- 
nidad marítima, es en la actualidad muy defi- 
ciente. Sobre ambos puntos conviene dictar al- 
gunas reglas. 

La facilidad y rapidez, cada día mayores, de 
las comunicaciones, hacen en muchos casos in- 
eficaces las patentes de sanidad. Viajeros y mer- 
cancías de puntos infestados del interior, á mu- 
chas leguas de distancia de los puertos, son en 
pos horas transportados á ellos por las vías 

érreas, y el puerto limpio de procedencia puede 

ser tan peligroso como si en él existiera la epi- 
demia. prevenir este riesgo debe acudir el 
Gobierno cuando las epidemias revistan excep- 
cionales condiciones de intensidad y difusión, 
adoptando prudentes precauciones con determi.- 
nadas mercancias y con los viajeros durante el 
período de incubación de la enfermedad. 

Por lo que respecta á espurgos de mercancías, 
el capítulo 9.” de la ley de Sanidad dispone, con 
precisión, para Jos buques que vayan á lazareto 
sucio, cuáles artículos contumaces deben des- 
embarcarse para su desinfección y saneamiento, 
y cuáles otros han de quedar á bordo, por juz- 
garse suficiente precaución el ventileo, abrien- 
do las escotillas y colocando en ellas las man- 
gueras necesarias. Debe al efecto recordarse que, 
según la R. O. de 5 de Marzo de 1883 y dictáme- 
nes del Real Consejo de Sanidad de 1.? de Febre- 
ro del mismo año y de 17 de Agosto último, el 
yute y otras materias textiles análogas, asi como 
el trigo y demás cereales por su incontumacia, 
han de ser comprendidos en los arts. 43 y 44 de 
la ley, solamente cuando el buque deba sufrir 
cuarentena de rigor; ventilándose á bordo en la 
forma aa en los citados artículos si du- 
rante el viaje no hubiese ocurrido accidente al- 

Uno, y en caso contrario, descargándose'en el 

azareto y espurgándose convenientemente di- 
chas materias textiles y los envases de este gé- 
nero ó de otro contumaz en que vayan conteni- 
dos los cereales. 

. Los antecedentes y circunstancias de los via- 
Jes de los buques y sus condiciones á la llegada 
á nuestros puertos, como también las noticias y 
funcicnes de los cónsules en este ramo, son otros 
puntos de nuestra legislación de sanidad maríti- 
ma, sobre los cuales es conveniente hacer acla- 
raciones y dictar algunas medidas. 

Por todo lo expuesto, el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, de acuer- 
do con lo informado por el Real Consejo de Sa- 
nidad acerca de la interpretación de los arts. £0 
y 86, y respecto de la incontumacia de los cerea- 
es, ha dispuesto se publiquen y observen con 
toda exactitud, las siguientes reglas: 
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1.* Alos efectos de la última parte del artí- 
culo 80 de la ley de Sanidad y de sus complemen- 
tarios el 18, párrafo primero y el 86, se autoriza 
á la Dirección general del ramo para hacer de- 


claraciones de puertos sucios, sospechosos 6 
limpios. 


En casos especiales, ó cuando se considere 
oportuno, se harán dichas declaraciones por este 
inisterio. 


11 


2.* Las declaraciones de puertos sucios se 
fundarán en las noticias de nuestros agentes di- 

lomáticos ó consulares ó en las que adquieran 
os directores de Sanidad marítima por medio de 
las patentes ó por los'informes que puedan reci- 
bir de los citados representantes, haciéndoles 
saber que en el punto de procedencia ha ocurri- 
do algún caso de cólera morbo asiático, fiebre 
amarilla ó peste levantina. 

3.” Las declaraciones de puertos sospechosos, 
á los fines del párrafo primero, art. 18 de la ley, 
se apoyarán en noticias del US LA oficial que 
expresa la regla anterior, 6 á falta de ellas, en 
otras fidedignas y autorizadas, siempre que con- 
signen y demuestren la existencia de enferme- 
dad sospechosa de cólera epidémico, fiebre ama- 
rilla, ó peste de Levante. La determinación de 
los países inmediatos, ó intermedios notoria- 
mente comprometidos á que se refiere el art. 36, 
se fundará en la misma declaráción de puerto 
sucio. 

4.* Las declaraciones de puertos sospechosos 
ó sucios comprenderán tan sólo el punto ó puer- 
to del que haya noticia oficial de haberse pre- 
sentado algún caso sospechoso ó confirmado de 
las mencionadas enfermedades, conforme á los 
arts. 18 y 80 de la ley, y los puertos notoriemen- 
te comprometidos que libremente se determinen 
como dispone la regla 6 * | 

5.* Cuando las noticias no expresen clara- 
mente el punto donde se haya presentado la en- 
fermedad, podrá excepcionalmente hacerse la 
declaración con referencia á una determinada 
extensión de territorio, y en este caso se obser- 
vará con las procedencias del mismo lo dispues- 
to en la regla 15. 

La determinación de los puertos inmedia 
tos 6 intermedios notoriamente comprometidos 
á que se refiero la regla 4.*, se acordará, tenien- 
do presente la clase, medios 6 importancia del 
cumercio entre el puerto infestado y los de rela- 
ción, y atendiendo al carácter, intensidad 
grado de difusión de la epidemia, como igual- 
mente á la proximidad de nuestras costas al lu- 
gar invadido, extendiéndose la declaración á 
una línea prudencial de costa y hasta á una na- 
ción, 6 á un litoral, en circunstancias especiales 


- de inminente peligro. En este último caso la de- 


claración se hará por medio de Real orden. 

7." En todas las expresadas declaraciones se 
fijará la fecha desde la cual deben empezar á 
aplicarse las cuarentenas, y esa fecha será para 
las procedencias sucias anterior en quince días 
respecto de la peste levantina y en diez del có- 
lera y fiebre amarilla al conocimiento de los pri- 
meros casos, y de tres días para las proceden- 
mes sospechosas á que se refiere el art. 18 de 
a ley. 

Sino fuere conocida la fecha del primero ó 
primeros casos, se designará prudencialmente 
el principio de las respectivas cuarentenas. 

8.” A las procedencias de puertos notoria- 
mente comprometidos de que trata el art. 36 de 
la ley, no se les fijará tiempo alguno anterior al 
conocimiento de los primeros casos en el lugar 
invadido. 

9. Las declaraciones de puertos limpios se 
fundarán en las noticias directas de nuestros 
cónsules, y en las notas de las nos á que se 
refieren los apartados segundo y tercero, ar- 
tículo 159 del reglamento de Sanidad maritima. 

10. En las declaraciones de Poda limpios 
se fijará la fecha desde la cual deban ser admi- 
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tidos los buques á libre plática, después de trans- 
curridos sin novedad veinte días, si se trata de 
cólera ó de fiebre amarilla, ó treinta si de peste 
levantina, desde el último caso de que se tenga 
conocimiento, según previene el art. 40 de la ley. 

Cuando no conste este dato, se fijará el plazo 
que se estime suficiente. 

11. Las procedencias de puertos declarados 
sospechosos, 8e considerarán limpias desde lue- 
go sin plazo de precaución. | 


11I 


12. Enlos casos á que se refiere la regla 4.*, 
los directores de Sanidad de nuestros puertos 
destinarán á lazareto de observación ó despedi- 
rán á lazareto sucio los buques que vengan de 
puertos declarados sospechosos ó sucios, aunque 
traigan patente limpia con visado consular, 
siempre que la salida del buque del lugar de la 
enfermeda1, sea posterior á la fecha señalada 
para el comienzo de las cuarentenas, y no co- 
rresponda la aplicación de las reglas 13 y 14. 

18. No obstante lo prevenido en la regla que 
precede, si de los datos que los cónsules han de 
consignar en las patentes, según lo dispuesto en 
los apartados segundo y tercero del art. 159 del 
OO orgánico de Sanidad marítima, re- 
sultase que el es ha salido del puerto decla- 
rado sucio después de transcurrir los términos 
que señala el art. 40, se le admitirá desde luego 

libre plática, teniendo presente lo que dispo- 
ne la Real orden de 29 de Octubre de 1886, acer- 
ca de la desinfección á que por espacio de veinte 
días sobre los plazos citados, deben continuar 
sometidos algunos efectos y mercancias contu- 
maces. 

14. Siá pesar de lo establecido en la regla 12 
se presentare algún buque procedente de punto 
declarado sucio Ó sospechoso, después de trans- 
currir un mes desde la declaración oficial, con 
patente limpia visada por cónsul español, y si 
no le hubiese por el de otra nación, sin consig- 
nar los datos que expresa la regla 13, será inco- 
municado y se dará cuenta por telégrafo á la 
Dirección general, para que en vista de las no- 
ticias oficiales, disponga si ha de ser admitido, ó 
sometido á cuarentena y para que haga si proce- 
de la oportuna declaración de puerto limpio. 

15. En la aplicación de la regla 5.* si los bu- 
ques se presentan sin novedad en la salud du- 
rante todo el viaje, con buenas condiciones hí- 
giénicas y con patente limpia, visada por. el 
cónsul sin nota alguna de caso sospechoso ó con- 
firmado de cólera, fiebre amarilla ó peste levan- 
tina, serán admitidos á libre plática con arreglo 
á lo dispuesto por el art. 80 de la ley. 

16. Cuando se hagan declaraciones en la for- 
ma que expresa la regla 5.*, quedará en suspenso 
la regla 3.* do la Real orden de 17 de Mayo de 
1880, relativa á la falta de patente ó de visado 
consular. 

En estos casos será despedido á lazareto sucio 
todo buque que llegue sin dicho documento ni 
certificado del cónsul, haciendo constar que no 
es costumbre darla en el punto de procedencia, 

que en el mismo no existe enfermedad alguna 
importable ó sospechosa; ó con patente, pero sin 
visado consular del indicado punto, y si no hu- 
biese cónsul, del de otro puerto inmediato, según 
el art. 18 de la ley, en cuyo visado se asegure 
con vista de datos oficiales que la salud del pun- 
to en cuestión es satisfactoria sin sospecha de 
ninguna clase. 


IV 
17. Las patentes con nota de uno ó más ca- 
sos de enfermedad sospechosa de cólera, fiebre 
amarilla ó peste de Levante en la población ó 


en bahía, obligarán á cuarentena de observa- 
ción en el puerto de llegada en los términos y 
forma prevenidos en la Real orden de 10 del mes 
actual. 

18. Las notas de cólera morbo asiático ó con 
la mera expresión de cólera, fiebre amarilla ó 
peste de Levante, aunque sólo consignen un 
caso en bahía ó en la población, darán lugar á 
cuarentena en lazareto sucio. | 

19. A las patentes que consignen enferme- 
dades de otra clase se les aplicará el art. 38 de 
la ley, adoptando los directores, de acuerdo con 
las Juntas de Sanidad, las medidas cuarentena- 
rias convenientes, tan solo con los buques in- 
festados. Los que lleguen con buenas condicio- 
nes higiénicas y sin accidente sospechoso en la 
salud de á bordo, serán admitidos á libre plá- 
tica. 

-V 

20. Los directores de Sanidad procurarán 
mantener continua relación entre sí para la 
adquisición de noticias sanitarias del extran- 
jero, y se informarán al mismo fin de los 
cónsules de los demás países acreditados en las 
respectivas poblaciones de nuestro territorio, 
de los capitanes ó patronos de los buques y de 
los cónsules españoles en el extranjero, utili- 
so el telégrafo en casos urgentes ó excepcio- 
nales. 

Los gastos de los telegramas que transmitan 

los directores de Sanidad en este último caso, 
les serán abonados mediante orden de esa Di- 
EeoiÓn general, previa la oportuna justifica- 
ción. 
. 21. Las noticias que adquieran los expresados 
directores las comunicarán inmediatamente por 
telégrafo á ese Centro directivo, como igualmen- 
te los casos á que se refieren las reglas 13 y 22, 
mientras la Dirección general publica la decla- 
ración oportuna. 

22, Cuando por la patente ó por noticias di- 
rectas de nuestros cónsules ó de los de otra na- 
ción conozcan los directores de Sanidad maríti- 
ma la existencia de enfermedad confirmada 6 
sospechosa de cólera, fiebre amarilla ó peste de 
Levante en algún puerto, impondrán á sus pro- 
cedencias la cuarentena que corresponda y con- 
siderarán notoriamente comprometidas y suje- 
tas á la observación que señala el art. 36 de la 
ley, las de puertos que se hallen en un espacio 
de 165 kilómetros desde el lugar de la enferme- 
dad confirmada, hasta que por la Superioridad 
se reauelva sobre el caso. : 
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23. Los viajeros procedentes de países donde 
reine epidémica mente el cólera, la fiebre amari.- 
lla ó la peste de Levante serán sometidos á su lle- 
gada á nuestros eps á la inspección médica 
que previene la Real orden de 29 de Agosto úl- 
timo, publicada en la Gaceta del 80. 


VII 


24. Las mercancias procedentes de países in- 
festados, según expresa la regla anterior, se su- 
jetarán á lo dispuesto en R. O. de 25 de Agosto 
próximo pasado, publicada en la Gaceta del 26. 


VIT 


25. Cuando los buques sean destinados á laza - 
reto sucio, se practicarán los espurgos de mer- 
cancías en la forma que previene el capitulo 9. 
de la ley. : 

El yute y las materias textiles análogas, el 
trigo y los demás cereales se considerarán com- 
prendidos en los arts. 43 y 44 de la ley, y se ven- 
tilarán abriendo las escotillas y colocando en 
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ellas las mangueras da ventilación necesarias, 
cuando durante el viaje no hubiese ocurrido ac- 
cidente alguno; sólo en el caso contrario se des- 
cargarán en el lazareto y espurgarán convenien- 
temente dichas materias textiles y los envases 
de ep género en que vayan contenidos los ce- 
reales. 


TX 


26. Para la debida interpretación de la regla 
8.* de la R. O. de 31 de Marzo de 18883, se enten- 
derá por viaje rendido el que haga un buque en 
lastre de puerto sucio á puerto limpio del extran- 
jero para tomar carga con destino á nuestros 
puertos. 

27. La cuarentena de observación de tres días 
señalada en la regla 10 de la Real orden de 31 de 
Marzo de 1888, tendrá lugar cuando el buque 
haya empleado cuatro ó más desde la proceden- 
cia de punto sucio. En otro caso la cuarentena 
de observación se ampliará hasta completar sie- 
te días, á fin de que transcurra el tiempo duran- 
te el cual puede mantenerse en incubación la en- 
fermedad. 

28. Para la aplicación de la regla 11 de la ci- 
tada Real orden, será preciso que en el viaje 
desde el sitio opidomiado se hayan invertido sie- 
te ó más días. Si no resultare así, se impondrá al 
buque la observación necesaria hasta completar 
el expresado tiempo. El señalado en dicha regla 
para la fumigación y ventilación del barco, efec- 
tos contumaces del mismo y ropas de uso, se am- 
pliará á veinticuatro horas. 

En los efectos contumaces del buque y ropas 


de uso á que se refiere la mencionada regla, se. 


comprenderán los de la tripulación como parte 
integrante del mismo y se desinfectarán como 
previene la Real orden de 10 del mes corriente. 

29. En la aplicación de las reglas 9, 10 y 11 de 
la Real orden de 31 de Marzo de 1888, si resulta- 
re que el buque ha tenido accidente á bordo de 
cólera, fiebre amarilla ó peste de Levante en via- 
jes anteriores al de primitiva procedencia, du- 
rante el transcurso de cuatro meses, y no hubie- 
ra cumplido en el extranjero la cuarentena de ri- 
gor establecida en nuestras leyes, deberá ser des- 
pad á lazareto sucio para cumplir cuarentena 

e quince días á plan barrido. 

30. La regla 13 de la Real orden de 31 de Mar- 
zo de 1888 se entenderá tan sólo con relación á 
los países donde reine endémicamente cualquie- 
ra de las enfermedades expresadas en el mismo. 
En los demás, la existencia de un solo caso, con- 
firmado ó sospechoso, dará lugar á la cuarente- 
na correspondiente. 

Para que pueda imponerse la cuarentena de 
tres días que señala dicha regla 13, será en lo 
sucesivo requisito necesario que los cónsules 
consignen con toda claridad que los casos ais- 
lados que se observen, á los que se refiere la re- 
gla citada, son endémicos, ó sean de los que or- 
dinariamente se conocen todo el año. Si no se 
expresa la nota del cónsul con esta claridad, su- 
frirá el buque cuarentena de rigor por patente 
sucia. 

31. Como adición á las reglas 21 á 81 de la 
Real orden de 31 de Marzo de 1888, se previene 
que cuando se transborden equipajes de pasaje- 
ros, mercancías ó efectos contumaces de los de- 
terminados en el art. 41 de la ley de Sanidad, 
originarios de puerto declarado sucio, sin que 
hayan sufrido la cuarentena establecida por 
nuestras leyes, se despida á lazareto el buque 
que los conduzca para cumplir cuarentena de 
rigor. 

Si dichas mercancias ó efectos hubiesen per- 
manecido durante algún tiempo sobre muelles ó 
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en almacenes de depósito, se aplicará lo dispues- 
to en la regla 29 de la expresada Real orden. 

32. Cuando en cualquiera de las travesías la 
embarcación haya tomado algún e proce- 
dente de punto sucio, si desde su salida del mis- 
mo hasta la llegada á nuestros puertos no hn- 
biesen transcurrido siete días, será el buque re- 
tenido en observación hasta completar este tiem- 

o, admitiéndose luego á libre plática en el caso 

e que la salud á bordo sea satisfactoria. 

: 83. La regla 51 de la R. O. de 31 de Marzo de 
1888, se entenderá con referencia á la cuarente- 
na de rigor, y los buques deberán permanecer, 
cuando menos, tres días en lazareto sucio, para 
que con las instrucciones del director del lazare- 
to y bajo su ión puedan practicarse las 
necesarias medidas de saneamiento dispuestas 
en los arts. 43, 44 y 45 de la ley. 
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34. Para la debida aplicación de los arts. 18 y 
30 de la ley, los cónsules investigarán constante- 
mente el estado sanitario de su distrito, comuni- 
cando á este Ministerio directamente, como está 
prevenido, y por telégrafo, si fuese posible, toda 
alteración de la salud y el más leve indicio de 
enfermedad sospechosa de cólera, fiebre amarilla 
ó peste de Levante. 

n estas noticias se consignará siempre si el 
lugar de la enfermedad es punto del interior ó 
puerto marítimo ó fluvial y suimportancia mer- 
cantil, determinando claramente su situación 
geográfica, á fin de evitar todo error ó perjuicio 
por mala interpretación. 

85. Cuando después de la salida de un buque 
y antes de su llegada á puerto español tuvieran 
conocimiento nuestros cónsules de cualquiera 
enfermedad confirmada ó sospechosa de cólera, 
fiebre amarilla 6 peste de Levante, lo comunica- 
rán por telégrafo á este Ministerio y al director 
ES Sanidad del puerto donde vaya destinado el 

arco. | 

386. En los visados de las patentes deberán 
consignar los cónsules, no sólo el estado de sa- 
lud de la población del puerto de salida, sino 
también, cuando les conste, si en la travesía 6 
en los viajes anteriores durante el transcurso de 
cuatro meses, ha ocurrido á bordo algún caso de 
enfermedad sospechosa ó confirmada de cólera, 
fiebre amarilla ó peste levantina, expresándolo 
circunstanciadamente en caso afirmativo. 

87. Seencarece á nuestros cónsules la puntual 
y exacta observancia de los arts. 159 al 166 del re- 
glamento de Sanidad marítima de 12 de Junio de 
1887, y de la regla 68 de la R. O. de 81 de Marzo 
de 1888, comprensiva de sus funciones y deberes 
en el servicio de Sanidad marítima. 

388. Quedan derogadas la regla 12 de la Real 
orden de 6 de Junio de 1860, la regla 2.* en el caso 
2.”, de la R. O. de 17 de Mayo de 1880 y cuantas 
disposiciones administrativas se opongan á la 
presente. 

De Real orden, etc. Madrid 23 de Septiembre 
de 1892.—Villaverde.—Sr. Director general de 
Beneficencia y Sanidad.» (Qac. 24 Septiembre.) 


Jurisprudencia 


14 Mayo 1891. Inteligencia del art. 3852 del Código 
penal de vuba (356 de la Peninsula), y cuestión relativa 
d sila existencia de sustancias venenosas ó nocivas en una 
fábrica de vinos y licores, es ó no constitutiva del delito 
previsto y penado en dicho artículo.—Casación de senten- 
cía que asi lo entendió. 


Sorprendida en la ciudad de la Habana una cas» 
de fabricación de vinos y licores de D. Francisco 
Miró, se encontraron aparatos y sustancias varias, 
algunos de los primeros con visibles señales de estar en 
uso, y entre las segundas, vinos, licores, almibares, 
una disolución alcohólica de alquitrán, ácido sulfú- 
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rico y otras preparaciones, algunas de las cuales han 
declarado venenosas los peritos; agregando que no 
son nocivas en las poancnas dosis en que suelen ser 
empleadas para la fabricación de licores; afirmando 
en el juicio oral «que si bien en todos los vinos hay 
sulfato, cuyo ácido es el sulfúrico, y en esa forma 
no dañan á la salud, suele emplearse el ácido para 
adulterar vinos, reputándolo nocivo en este caso». 
También se encontraron en dicha casa etiquetas de 
«Ginebra Superior» y la firma de F. Miró, acerca de 
las cuales declaró éste, las destinaba á una ginebra 
que pensaba vender como producto del pais y no como 
extranjera. 

Condenado Miró por el delito de alteración, con 
mezcla nociva á la salud, de bebidas destinadas al 
consumo público, previsto y penado en el art. 852 
del Código penal de Cuba (358 del de la Península), 
interpuso recurso de casación, citando como infrin- 
gidos el art. 1.0 en relación con el 352, porque en las 

ebidas fabricadas no se halló sustancia alguna no- 
civa para la salud, y el 7."del mismo Código, pues 
el hecho de fabricación sin licencia está sujeto á 
leyes especiales. El T. S. declara haber lugar al re- 
curso por los siguientes fundamentos: 

«Considerando que la alteración de bebidas ó co- 
mestibles destinados al consumo público sólo es pu- 
nible como delito. conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 353 del Código de Cuba y Puerto Rico, cuando 
la Alteración se bace por medio de sustancias noci- 
vas á la salud, siendo, por lo tanto, indispensable 
que se ballen por este medio adulterados los comes- 
o óÓ bebidas que se vendan para el consumo pú- 

ico: 

Considerando que si bien de los hechos probados 
de la sentencia aparece que en el almacén ó fábrica 
de bebidas del recurrente se encentraron sustancias 
venenosas de las que se acostumbraba emplear para 
adulterar los vinos, no resulta afirmación ningu- 
na por la que se pneda aseverar que las bebidas que 
el recurrente tenía en su almacén y destinaba al 
consumo público se hallaban alteradas con aque- 
llas sustancias ni con ninguna otra, faltando, por 
consiguiente. los elementos integrantes de la ori- 
minalidad del hecho, y al calificarlo y penarlo como 
delito, la Sala sentenciadora ha incurrido en error 
de derecho é infringido el art. 352 del referido Códi- 
g0.» (Sent. 14 Mayo 1891.— Gac. 80 Julio, p. 48.) 


—V. EMBALSAMAMIENTOS: VINOS. 


SANIDAD MILITAR. Véanse los arts. 124 
á 126 del reglamento de 7 Diciembre 1892, inserto 
en REvIsTas... 


SARGENTOS. V. EmPLEADOS PÚBLICOS. 


SECCIONES DE FOMENTO. La plantilla 
de las mismas se redujo por el R, D. de 19 Julio 
de 1892 (p. 369); pero estas oficinas han sido su- 
primidas por el R. D. de 14 Agosto 1893 (Ar., pá- 
gina 489).—Véase además la B. O. de 25 Septiem- 
bre, también de 1893, en el Ar. de 1891, p. 286.) 


SECRETARIOS DE AYUNTAMIENTO. 
Véase este mismo artículo en el Diccionarto, 
tomo 1X, pág. 409 y los referidos en él. 


£8 Enero 18939. Cuestión sobre si procede ó no abo- 
nar d dichos funcionarios los sueldos correspondientes al 
tiempo en que estuvieron suspensos y perjuicios irroga- 
dos: Se declara imorocedente dicho abono, por ser aneja 
a la suspensión del cargo, la del sueldo correspondiente 
al tiempo en que subsistió aquélla (1). 


Separado del cargo de secretario del Ayunta- 
miento de Almendralejo D. Carlos Flores, por 
acuerdo del Municipio, interpuso recurso de alzada 
ante el gobernador, pidiedo sn reposición y elabono 
de daños y perjuicios. Desestimado el recurso por la 
autoridad superior de la provincia, acudió Flores 
en alzada al Ministro de la Gobernación, dictándo- 
se R. 0.en 21de Abril 1889 revocando la providen- 
cia apelada, declarando nula la destitución del re- 





(1) Los lectores pueden ver nuestro dictamen sobre un 
caso andlogo en el Suplemento al Boletín de 1€96, pd- 
gina CI]. 


currente, no haber lugar á la indemnización de 
perjuicios por haber consentido aquéi la suspen:- 
sión, y encargando al gobernador ordenara al alcal- 
de de Almendralejo limitar la suspensión decretada, 
Ó que el Ayuntamiento hiciera uso de su derecho á 
tenor de lo establecido en el art, 121 de la ley muni- 
cipal. Limitada la suspensión á treinta días y re- 
puesto Flores en su cargo, interpuso recurso con- 
tencioso contra la expresada R. O. en cuanto se 
oponía á la indemnización y abono de sueldos que 
había solicitado. El Tribunal absuelve á la Admi- 
nistración de la demanda visto el art. 121 de la ley 
municipal: 

«Considerando: que la reclamación de D. Carlos 
Flores Rollán del abono de sueldos durante el tiem- 
po en que se halló en supenso del cargo de secreta - 
rio del Ayuntamiento de Almendralejo, y de abono 
de perjuicios del mismo concepto es improcedente, 

orque la suspensión de su cargo, situación en que 

egalmente se ha encontrado, llevaba aneja la del 
sueldo mientras estuviese suspenso en sus fun- 
ciones: 

Y considerando: que las reclamaciones del deman- 
dante, en cuanto se refiere a] abono de sueldos du- 
ranto el tiempo en que se halló destituido ilegal- 
mente, y al de perjuicios en el mismo concepto, no 
es de estimar tampoco, supuesto que el no haber 
O el cargo de secretario y el no haber perci- 
bido su sueldo en consecuencia en todo el tiempo 
indicado no dependió propiamente de la destitu- 
ción que se ha declarado ilegal, sino de la prolonga- 
ción de la suspensión en el cargo que, aunque fuera 
indebida, faé consentida por el interesado, toda vez 
que éste no la reclamó en término hábil y por me: 

io de los recursos legales.» (Sent. 18 Enero 1892. — 
Gac. 16 Septiembre, p.13.) 


—V. AYUNTAMIENTOS: INJURIAS. 
SEGURIDAD PUBLICA. V. VrarLancia. 
SEGUROS. V. ComPETENCIAS EN LO CIVIL. 


SELLO Y TIMBRE DEL ESTADO. Las 
bases de 30 de Junio de 1892 á que nos hemos re- 
ferido en el Diccionario, tomo IX, pág. 416, que 
insertamos á continuación, produjeron la ley de 
15 de Septiembre del propio año, que ha conti- 
nuado en vigor, aunque con las modificaciones 
en ella introducidas por los arts. 51 de la ley de 
presupuestos de 5 de Agosto de 1893 (Ar., p. 410), 
57 y 59 de la ley de presupuestos de 30 de Junio 
de 1895 (Ar., p. 429), único de la de 21 y 7.” de la 
de 30 Agosto 1896 (Ar., ps. 393 y 430). 

Estas reformas aconsejaban la publicación de 
una nueva edición que las contuviera, y que fué 
autorizada por el R. D. de 25 de Septiembre del 
mismo año 1896, en cumplimiento del cual se pro- 
mulgó la que hoy rige. Véase anotada y seguida 
de un minucioso sumario alfabético en el APÉN- 
DICE de 1896, págs. 585 á 615. El reglamento para 
su ejecución se publicó por R. D. de 30 de Sep- 
tiembre, y está inserto en las págs. 615 á 623 del 
mismo APÉNDICE de 1896. El Sumario alfabético 
del mismo ocupa las págs. 623 á 626. 

R. O. 30 Abril 1892. 
Certificaciones para la traslación de penados. 
Véase en PRES1DIOS... 


Ley 30 Junio 1893. . 
Bases para la reforma de la ley definitiva del timbre. 


(Hac.) «LEY.—D. Alfonso XTIT, etc. Artícn- 
lo 1.2 El GoBierno redactará y publicará la ley 
definitiva del timbre del Estado dentro del térmi- 
no de tres meses, á contar de la fecha de la pro- 
mulgación de la presente, y sujetándose para 
ello á las bases que á continuación se expresan, 
así como á cuantas disposiciones se han dictado 
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con posterioridad á la ley provisional de 81 de 
Diciembre de 1881, como aclaratorias de la mis- 
ma en la parte que no resulte derogada por la 


presente ley. 

BASE 1.* El timbre del Estado, en su doble 
aspecto de impuesto y de renta, se empleará: 

A. Para gravar los documentos públicos y 
pacos por virtud de los cuales se transmitan 

ienes de cualquiera clase ó se constituyan, re- 
conozcan, modifiquen ó extingan derechos reales 
sobre bienes inmuebles, ó que se contraigan 
obligaciones, siquiera no impliquen transmisión 
de bienes. 

B. Igualmente, para que tributen los docu- 
mentos que, sin representar obligación ni trans- 
misión, se refieran á los demás actos que estón 
taxativamente enumerados por la ley. 

Para realizar el precio de los servicios pú- 
blicos que, monopolizados por el Estado, tengan 
determinado por sus leyes especiales ó por la del 
timbre este medio de hacerse efectivo. 

D. Para el percibo de determinados impues- 
tos que tengan prescrita esta forma de pago, y 
para realizar toda clase de responsabilidades pe- 
cuniarias por cualquiera jurisdicción y motivo 
impuestas.. 

uedarán exceptuados del pago del impuesto 

de timbre los diplomas de las tres categorías de 

las condecoraciones de la Orden de Beneficen- 

cia en los casos en que, á juicio del Consejo de 

Estado, se haya acreditado en el expediente de 

justificación de los hechos la condición de po- 
reza. 

BASE 2.* Para el cumplimiento de la base 
anterior, existirán las especies de efectos tim- 
brados siguientes: papel común timbrado, pa- 
pel judicial (empleándose para éste el que se se- 
ñale ó fije del timbrado común con el sello en 
seco que diga «Administración de justicia»); pa- 
garés de comercio; pagarés de bienes naciona- 
les; letras de cambio; pólizas de Bolsa para ope: 
raciones al contado y para operaciones á plazo; 
vendís no intervenidos por agente ó corredor 
colegiado; pólizas para préstamos sobre efectos 
públicos; licencias de caza, de pesca y de uso de 
armas; contratos de inquilinato; timbres móvi- 
les y de comunicaciones; tarjetas postales; papel 
de multas por infracciones de las Ordenanzas 
municipales; papel de multas por infracciones 
de la loy electoral y papel de pagos al Estado. 

Las clases y precios de cada una de dichas es- 
pecies de efectos timbrados se determinarán y 
fijarán en la ley, ateniéndose principalmente 
para ello á las reglas siguientes: 

Primera. En el papel común y judicial, á la 
necesidad y conveniencia de que se suavice la 
tributación, especialmente en los contratos y 
litigio de poca cuantía, á cuyo efecto las clases 
del papel común continuarán las mismas que 
hoy rigen, adicionándose tan sólo una nueva de 
7 pesetas. 

Segunda. En los documentos de giro se dis- 
pondrá la existencia del número de clases pre- 
cisas, á fin de que el impuesto represente por 
término máximo 10 céntimos por 100. 

_Tercera. En las pólizas de Bolsa para opera- 
ciones al contado y para préstamos sobre efec- 
tos públicos, habrá las clases necesarias para 
que el tipo medio exigible sea el de 2 céntimos 
por cada 1.000 pesetas. 

Cuarta. En los contratos de inquilinato, ha- 
brá los precisos para que la exacción no exceda 
del 1/2 por 100 como tipo máximo del importe 
del alquiler anual de los arriendos y sub- 
arriendos. 

En dichosa contratos no se exigirá el timbre 
correspondiente más que en un solo ejemplar, 
que cunservará el inquilino. 


Quinta. Las demás especies de efectos tim- 
brados y timbres sueltos que se dejan enumera- 
dos serán: los pagarés de compradores de bie- 
nes nacionales, de 2 pesetas; las pólizas de Bol- 
sa para operaciones á plazo, de 5 pesetas; los 
vendís no intervenidos por agente ó corredor 
colegiado, de 20 pesetas; las licencias de caza, 
de uso de armas, y de pesca, de 80, 15 y 10 e- 
tas respectivamente, y, por último, habrá las 
clases de timbres móviles que se consideren pre- 
cisas, sin que experimenten modificación algu- 
na los timbres de comunicaciones, las tarjetas 
Doo: el papel de multas y el de pagos al Es- 
tado 


En los telegramas, además del precio estable- 
cido por tarifa, se cxigirán 5 céntimos por su 
conducción á domicilio. 

Sexta. La devolución de armas recogidas por 
falta de licencia no podrá hacerse sin el pago de 
un timbre de 5 pesetas, que se fijará en la orden 
de devolución. 

Séptima. Todos los específicos y aguas mine- 
rales de cualquier clase deberán llevar, cuando 
sean puestos á la venta, un sello de 0'10 pesetas 
por frasco, caja ó botella. 

Octava. Se extenderán en papel de peseta, ó 
llevarán un sello de este valor: 

Las certificaciones de nacimiento y defanción 
y la de vacunación, exceptuando á los pobres de 
solemnidad. 

Así como las que autorizan el uso de los ba- 
ños ó aguas minerales en los balnearios pú- 
blicos. 

Novena. Los libros, tanto de las Empresas 
como de los intermediarios que se llevan para 
las apuestas en espectáculos públicos, serán 
e con un sello de 0'25 pesetas por cada 

oja. 

Y décima. Los jueces y fiscales municipales 
no podrán ejercer su cargo sin que sus títulos 
respectivos sean refrendados por los jueces de 
primera instancia. 

Estos títulos se extenderán en papel sellado 
con arreglo á la importancia de la localidad don- 
de hayan de ejercer su cargo y por una escala de 
5 á 100 para los jueces y de 2'50 á 25 pesetas para 
los fiscales. Los suplentes pagarán respectiva- 
mente la mitad de estas cuotas. . 

Tanto los particulares como las Corporaciones 
podrán usar indistintamente, en los casos no ex- 
ceptuados, papel timbrado ó papel común, ma- 
nuscrito ó impreso, siempre que á los documen- 
tos redactados en papel común le agreguen 
timbre móvil de la clase que corresponda. 

BASE 2.* El timbre que, con arreglo á la ley 
vigente, se exige á metálico á las escrituras Ó 
documentos cuya cuantía sea superior á 50.000 
pesetas, continuará liquidándose y exigiéndose 
en la misma forma y por el mismo procedimien- 
to que hoy se verifica, pero sólo cuando ex :eda 
la cuantía de 60.000 pesetas, siendo el tipo oxigt- 
ble 10 céntimos por cada 100 pesetas ó fracción. 

El timbre exigible en los títulos, diplomas y 
demás documentos de esta naturaleza compren- 
didos en el cap. 6.” de la vigente ley provisional 
de 81 de Diciembre de 1881, podrá recargarse 
hasta un 100 por 100. 

Las informaciones posesorias que se practi- 
quen con arreglo á la ley hipotecaria, deberán 
extenderse en papel de 73 céntimos cada pliego, 
á no ser que el valor total de las fincas d que se re- 
fieran exceda de 1.000 pesetas, en cuyo raso el pri- 
mer pliego será 7 pesetas, conservándose el tipo 
expresado para los restantes. Las certificaciones 
que libren los registradores de la propiedad, se 
extenderán en papel de 2 pesetas. Ñ 

El libro diario de los comerciantes se reinte- 
grará á razón de 5 pesetas el primer folio y 15 
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cóntimos los demás, haciéndose extensivo dicho 

avamen á los libros mayor, de inventarios y 

alances, así como á cualquier otro que tuvieran 
que llevar, á tenor de lo preceptuado en el nú- 
mero 5 del art. 88 del Có igo de Comercio. El 
copiador de cartas y telegramas sólo pagará á 
razón de 2 112 céntimos por folio, sin cuyo rein- 
tegro previo, que se efectuará en papel de pagos 
al Estado, se abstendrán de autorizar y rubricar 
dichos libros los jueces municipales á quienes 
competa, respondiendo, en caso contrario, de la 
multa que, con independencia de la en que incu- 
rran los interesados, á ellos se imponga. 

Los mandatos de transferencias expedidos por 
Bancos y Sociedades contra sus sucursales y vi- 
ceversa, contribuirán como los documentos de 
giro y con arreglo á la escala que para éstos se 
establezca. 

Los documentos mercantiles en que deban in- 
tervenir las Aduanas, bien porque éstas los ex- 
pidan, bien porque deban sutorizarlos, y que es- 
tén sujetos al timbre con arreglo á la legislación 
vigente, continuarán tributando en igual for- 
ma, teniendo en cuenta que el precio máximum 
de cada uno de ellos no podrá exceder de 2. pe- 
setas. 

Las matrículas de los alumnos de segunda en- 
señanza que cursen en Colegios incorporados á 
Institutos oficiales, se gravarán con 20 pesetas, 
además de los derechos que hoy satisfacen, y se 
harán efectivas con timbres sueltos, sea el que 

uiera el número de asignaturas que compren- 

an, y los traslados de' matrícula, ora sean de 
Facultad, ora lo sean de segunda enseñanza, 
tributarán con 5 pesetas cada uno, que se harán 
efectivas igualmente con timbres sueltos. 

BASE 4.* Regularizará asimismo el Gobier- 
no la aplicación del timbre móvil de 10 céntimos 
de peseta, teniendo presente para ello las modifi- 
caciones que estas bases introducen en la legis- 
lación vigente, á fin de evitar que un mismo do- 
cumento esté obligado al uso ó empleo simultá- 
neo de dos clases de timbre distintas. 

BASE 5.* La investigación del timbre del 
Estado estará privativamente á cargo de fun- 
cionarios dependientes del Ministerio de Ha- 
cienda. 

La facultad de corregir administrativamente 
las infracciones será también privativa de las 
autoridades económicas, Y al ófecto, las autori- 
dades ó funcionarios públicos que las notaren 
deberán ponerlas en conocimiento de los dele- 
gados de Hacienda en las provincias á que co- 
rrespondan: no se dará curso á las reclamaciones 
que se formulen sin que previamente garanticen 
el reintegro PA la multa ó responsabilidad que la 
ley tuviere fijadas. 

La Administración tendrá la facultad de ha- 
cer encabezamientos con los pueblos, cuya po- 
blación no exceda de 5.000 habitantes. respecto 
al timbre que deban usar los Municipios en sus 
libros. 

Las penalidades vigentes se reformarán en 
sentido favorable á los responsables, rebaján- 
dolas todas en principio y procurando en lo po- 
sible sustitur la corrección fija por la propor- 
cional. 

Esta reforma se aplicará también á las pena- 
lidades, impuestas, no satisfechas, y á los expe 
dientes en curso por faltas cometidas durante la 
anterior legislación. 

La investigación del timbre del Estado estará 
á cargo de funcionarios dependientes del Minis- 
terio de Hacienda, ó á los de la Compañía arren- 
dataria de tabacos en el caso de que se realice el 
concierto mencionedo en el art. 16 del proyecto 
de ley para los presupuestos de ingresos, 

Art. 2.2 El Ministro de Hacienda queda en- 


cargado de la ejecución de la presente ley, y dará 
cuenta oportunamente á las Cortes de la que 
haya. redactado con arreglo á estas bases. 

Dis osición transitoria.—Las personas, So- 
ciedades y Corporaciones que en el plazo de seis 
meses, á contar desde la fecha de la ley definiti- 
va, se presenten á satisfacer los derechos de tim- 
bre debidos con anterioridad, disfrutarán del 
beneficio de liquidar, con arreglo álas tarifas 
vigentes en la época en que hubiere tenido lugar 
el acto sujeto al impuesto, sin devengar multas 
ni intereses de demora, aunque en ellos estu- 
vieren incursos. 

Por tanto: Mandamos, etc. 

Dado en Aranjuez á 30 de Junio de 1892.—Yo 
la Reina Regente.—El Ministro de Hacienda, 
Juan de la Concha Castañeda.» (Gac. 1.” Julio.) 


E. D. 15 Septiembre 1892. 
Aprobdó el proyecto de ley definitiva del timbre del Estado, 
que empezó d regir en 1.* de Octubre. 

(Hac.) «Exposición.—Señora: La ley de 80 de 
Junio último ha impuesto al Gobierno el deber 
de redactar y publicar la definitiva del timbre 
del Estado, dentro del plazo de tres meses. 

Era, en efecto, urgente esta disposición, toda 
vez que la ley de 31 de Diciembre de 1881, que 
venía rigiendo como provisional, ordenó se pro- 

usieran á las Cortes, en un período determina- 

o, las reformas aconsejadas por la experiencia 
á fin de que la nueva legislación tuviera carác- 
ter permanente. 

Para satisfacer la indicada necesidad y cum- 
plir los preceptos de la ley de 1831, Gobiernos 
anteriores prosentaron á las Cortes dos proyec- 
tos de ley sobre el timbre del Estado; pero como 
no llegaron á ser discutidos, el Ministro que 
suscribe sometió á su deliberación el proyecto 
de bases que, con las enmiendas y adiciones que 
tuvieron por conveniente introducir, ha venido 
á promulgarse como ley en 30 de Junio último. 

Cumpliendo sus preceptos, se han desarrolla- 
do las citadas bases en e FONO cio que se some- 
teá la aprobación de V. M. 

Los fines que se propone la nueva ley son na- 
turalmente los mismos que los de las bases en 
que se informa; es decir, que tiene por principal 
objeto sujetar al impuesto del timbre ciertos ac- 
tos que sin motivo razonable aparecían excluí- 
dos y facilitar los servicios, procurando que el 
impuesto pese con tal proporcionalidad que no 
haga imposible el movimiento de contratación 
en pequeña escala ni la realización de todos los 
derechos sin sacrificios crecidos. 

Es, pues, el pensamiento de la ley fortalecer 
el impuesto, generalizándolo y poniéndolo en 
armonía con la importancia de los actos, con- 
tratos ó servicios á que en cada caso se aplica. 

En el desarrollo de las bases, el Ministro que 
suscribe ha procurado proceder con la mayor 
prudencia: donde se establece un tipo fijo é in- 
variable, su deber era respetarlo, puesto que ya 
el legislador, con meditación y con detenido es- 
tudio, consignó la cantidad que tuvo por equita- 
tiva y arreglada; cuando se ha fijado un tipo 
como máximo dejando cierta libertad al Gobier- 
no, se ha tratado de no llegar al límite del dere- 
cho, pudiendo atender de esta manera las refle- 
xiones y observaciones de todos. 

En cuanto al papel timbrado que se destina á 
usos judiciales, se han introducido reformas que 
tienden al conocimiento de la cantidad que se 
invierte en servicio tan importante como el de 
la Administración de Justicia. De esta manera 
podra no sólo verse en el presupuesto lo que el 
Estado paga, sino también lo que cobra por mo- 
dio del timbre que se emplea por los que acuden 
á los Tribunales en demanda de justicia. Claro 
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es quo aspiración no se realizará hasta que 

se haga el estampado y remesa de los efectos 

timbrados para el año inmediato; pero generali- 

zado en lo posible en adelante este procedimien- 

to, se tendrá idea exacta de lo que este impuesto 

en cada uno de sus conceptos produce y de lo 
ue se recauda por ciertos servicios que el Esta- 
o atiende. 

En la penalidad se han hecho reformas de ver- 
dadera importancia. La que hoy rige está reco- 
nocido por la experiencia que es excesivamente 
dura, y quizás esa misma dureza fuera causa de 
que pocas veces llegara á tener realización cum- 
plida. Para evitarlo se ha moderado lo bastante, 
á fin de que, sin dejar de ser eficaz, no pueda ta- 
charse de exagerada... 


BEAL DECRETO 


Teniendo presente lo dispuesto en la ley de 380 
de Junio último, que ordenó á mi Gobierno re- 
dactar y publicar en el término de tres meses, y 
con arreglo á las bases en ella establecidas, la 
IIA del timbre del Estado..... 

engo en aprobar el adjunto proyecto de ley 
definitiva del timbre del Estado, que principiará 
á regir en 1.? de Octubre próximo. 

Dado en San Sebastián á 15 de Septiembre de 
1892.—María Cristina.—El Ministro de Hacien- 
da, Juan de la Concha Castañeda. 


LEY DEL TIMBRE DEL ESTADO 


(Esta ley, en su plan y estructura, era mucho 
mejor que la de 81 de Diciembre de 1881, que 
como provisional había venido rigiendo, y que 
con sus múltiples y extrañas divisiones para re- 
ferir á distintos funcionarios y personas, con- 
ceptos y responsabilidades idénticos, se hacía 
confusa, de difícil estudio y hasta ininteligible á 
veces. Pero si este elogio merecía la obra, y nos- 
otros sinceramente se lo rendimos, hubimos de 
advertir también, á fuer de imparciales, que el 
designio de hacer proporcional el impuesto, in- 
vocado en el preámbulo, quedó oscurecido por 
el de sujetar al timbre ciertos actos que antes no 
tributaban. La ley se dictó ante todo y sobre 
todo, con el propósito de aumentar los ingresos 
del Tesoro, y por eso se sujetaron á ella actos 
que antes no caían bajo las prescripciones de la 
antigua y se mantuvo, acentuó y extendió el cri- 
terio, poco equitativo, de imponer el timbre á 
otros ya gravados, quizá con exceso, por tribu- 
taciones distintas; pues además de significar el 
concepto, único contributivo de determinados 
contratos, obligaciones, documentos, concesio- 
nes, manifestaciones y servicios, vino á signifi- 
car también un aumento sobre el impuesto de 
derechos reales (arts. 1., núm. 1.%;, 15, 16 419 y 
80, núms. 5.” á 7.”); sobre la contribución indus- 
trial (arts. 30, núms. 2. y 16; 47; 48; 171, núme- 
ro 2.”; 179, núm. 9.”); sobre la de consumos (30, 
números 3.” y 4.*); sobre la renta de Aduanas (30, 
número 10, y 31 á 35); sobre el impuesto de suel- 
dos y asignaciones (30, núms. 11 á 14; 55, núme- 
ro 7.9; 56, núm. 6.”; 60 y 67), sobre el novísimo de 

agos al Estado (30, núm. 15); sobre los de gran- 

ezas, titulos y honores (72, 73 4 80); sobre el de 
cédulas personales, cuando éstas se regulan por 
el precio de arrendamiento de la finca ó habita- 
ción que se ocupa, ó sobre la contribución terri- 
torial, según que abone el timbre el inquilino ó 
el propietario (181 y 152). Los principios funda- 
mentales en que esta l. y descansaba, fueron res- 
petados por las de presupuestos de 5 Agosto 1893, 
art. 51;380 Junio 1895, art. 57; y 21 Agosto 1896, 
artículo único, que la reformaron; y mantenidos 

or las bases contenidas en el art. 7.” de la de mo- 

¡ficación de impuestos de 30 Agosto 1806 (APÉN- 


J 


SELLO Y TIMBRE DEL ESTADO. 


PP ¿1 ¿5 5 55 5 PP 5 5 5 A A. AAA 


pick, p. 420). Befundida con todas estas disposi- 
ciones ha vuelto á promulgarse la ley de 15 de 
Septiembre de 1892 por R. D. de 25 de Septiem- 
bre de 1896 y puede verse en el ArÉNDICE de 
1896, páginas 585 á 615, con un minucioso indi- 
ce alfabético de sus disposiciones y anotada para 
su más fácil consulta.) 


Otro R. D. 15 Septiembre 1892. 
Reglamento del timbre. 


Este R. D. aprobó el «Reglamento para llevar 
á efecto la ley del impuesto del timbre del Esta- 
do». El Reglamento fué modificado por conse- 
cuencia de la reforma hecha en la ley; y la edi- 
ción que de él rige puede verse en las págs. 615 4 
623. Las 623 á 628 contienen un esmerado índice 
alfabético de sus disposicionesz. 


R. O. 8 Octubre 1692, 


Acordó que se tectificaran varios errores pade- 
cidos «al publicarse la ley del timbre del Estado 
y el Reglamento para su ejecución en la Qaceta 
de Madrid correspondiente á los días 23 de Sep- 
tiembre último y 1. del mes que rigo». (Gaceta 
9 Octubre.) 


R. 0.8 Octubre 1892. 


Timbre en los certificados académicos. — Quién debe 
pagarle. e 


Véase en INSTRUCCIÓN PÚBLICA. 


R. 0. 31 Diciembre 1892. 

Resolviendo diversas consultas elevadas al Ministerio 
con motivo de la interpretación de la nueva ley del 
timbre, sobre reintegro de los certificados de origen que 
se presenten en las Aduanas (núm. 1.”), documentos de 
giro y recibos de cantidad (2. 4 4.9); tibros de inventa- 
rios y balances, diario, mayor y copiador (5.* 4 8.*) 
y libros de actas de las Cámaras de Comercio y Agri- 
colas (9 0)— Derecho dá practicar la investigación ofcial 
desde 1% de Octubre último contra las sociedades, 
prestamistas, agentes y corredores de Bolsa, y pena de 
su resistencia d exhibir los libros.—Rect:ficación impor- 
tante del art. 182 de la ley. 


(Hac.) «En vista de las consultas formuladas 
por las Cámaras oficiales de Comercio de esta 
corte, Barcelona, Badajoz, Córdoba y Sevilla, 
acerca de la verdadera inteligencia de los ar- 
tículos de la vigente ley del timbre que se rela- 
cionan con los certificados de origen que se pre- 
sentan en las Aduanas, con los documentos de 


- giro procedentes de nuestras provincias de Ul- 


tramar, con los libros de actas de las Cámaras 
de Comercio, y, por último, con la manera 
forma de reintegrar los libros de la contabili- 
dad mercantil, así como con la determinación 
de las personas y entidades obligadas á verif- 
carlo: 

Vistos los arts. 26, 131, caso 6.”, 132, caso 2.*, 
136, 140, 144, 145, 172, 175, caso 2.”, y 192 de la 
mencionada ley de 15 de Septiembre último, y 
los arts. 86 y 87 del reglamento para su eje- 
cución: . 

Vistos los arts. 1.”, 83, 48, 869 del Código de 
Comercio y sus concordantes: 

Considerando que estando dispuesto por el ar- 
tículo 26 de la ley del timbre, con carácter gene- 
ral, que toda certificación que no tenga un tim- 
bre especial marcado, cual acontece con las de 
que se ocupan los arts. 25, 27 y 29, entre los cua- 
les tampoco figuran las de que se trata, y no 
hallándose además comprendido taxativamente 
dicho concepto en ninguno de los artículos que 
abarca el párrafo segundo, sección 1.*, cap. III 
del tít. II do la ley, cuyo ep¿grafe es «Aduanas», 
débese entender que á dichos certificados les es 
aplicable el referido art. 26: 

Considerando que la contradicción ó desigual- 
dad que so supone existe entre los arts. 131, pá- 
rrafo sexto, y el 175, excepción segunda, no es 
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realmente cierta, ni la consideraron tal los ar- 
tículos 106, párrafo cuarto, y 29 de la ley de 31 de 
Diciembre de 1881, que idénticos preceptos con- 
tenían, ni tampoco el Real decreto de 12 de Sep- 
tiembre de 1861, que estableció igual diferencia 
en sus arts. 43, párrafo aeandos y 18, párrafos 
primero al séptimo, debido todo á que los ar- 
tículos citados en segundo lugar se han referido 
siempre á recibos de cantidad en general, mientras 
que los citados en ad han sido calificados 
constantemente por la ley fiscal como documen- 
tos de giro: 

Considerando que si bien es cierto que, según 
la bd publicada en la Gaceta, resulta, por lo 
que el art. 132, párrafo segundo dispone, que se 

uebranta el tipo progresivo de la escala de los 
documentos de giro al prevenir que para los efec- 
tos de superior cantidad á 100. pesetas se 
exija el timbre móvil de 100 pesetas, y además 
los necesarios á razón de 75 céntimos por 1.000, 
esto ha sido debido á un error puramente ma- 
terial, puesto que la edición oficial, publicada 
con todas las correcciones, dice que se exigirá 
el timbre móvil de 75 pesetas, en vez de 100: 

Considerando que, según el art. 136 de la ley, 
los documentos de giro librados en el extranjero ó 
en territorio donde no es exigible el impuesto, debe- 
rán O RrRTES en la forma ordenada por el 
art. 131 de la misma antes de pagarse ó de nego- 
ciarse, y que siendo, como es, exigible en nues- 
tras provincias y posesiones de Ultramar, no 
parece justo gravar dos veces los mismos docu- 
mentos; por lo cual, conciliando el interés del 
Erario peninsular con el de los habitantes de 
aquellas provincias y posesiones, no debe exi- 
girse sino el reintegro de las diferencias de me- 
nos que resulten entre las disposiciones vigen- 
tes en los os territorios y los tipos que 
establece la ley de la provincia: 

Considerando que si bien es cierto que la vi- 
Paria ez del timbre, diferenciándose en esto 

e la de 31 de Diciembre de 1881, no concreta ni 
especifica quiénes son los comerciantes obligados 
á reintegrar la contabilidad mercantil, lo es 
también que sobre el sentido de la palabra co- 
merciantes no pues suscitarse duda racional 
en presencia del art. 1. del Código de Comer- 
cio, y que el art. 144 de la ley vigente no ha te- 
nido otro objeto que el do evitar que reciban la 
garantia judicial los libros comerciales sin que 
contribuyan al Erario con el impuesto de tim- 
bre; lo cual se comprueba con el texto del ar- 
tículo 192 de la propia ley: 

Considerando que aun cuando el art. 144 de 
la loy, gramaticalmente examinado, distingue 
perfectamente entre el libro Copiador y los de- 
más libros mercantiles, por lo que al reintegro 
exigible se refiere, deja fuera de toda duda cuál 
es el verdadero timbre reintegrable en el citado 
libro Copiador, la simple Jectura de la base 8.*, 
párrafo cuarto de la ley de 30 de Junio de este 
año, que después de determinar el que deben 
Mevar el Mayor, el Diario y el de Inventarios, 
empezando nueva oración, dice que «ol Copiador 
de cartas y telegramas sólo pagará á razón de 
dos y medio céntimos por folio»: 

Considerando que habiendo empezado á regir 
la ley del timbre en 1. de Octubre último, y no 

udiendo esta ley modificar en lo más mínimo 
os preceptos del Código de Comercio, claro es 
que los libros que requisitados en forma lleva- 
ran los comerciantes han podido y deben conti- 
nuar en uso con sólo reintegrar por la diferen- 
cia los folios que en dicho día se hallaren sin 
utilizar, cuyo reintegro, tratándose de una mera 
formalidad administrativa que sólo al interés 
fiscal «afecta, á la Administración exclusiva- 
mente incumbe fijarla procurando armonizar 

BOLB8TÍN: AN. 1892. 
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los'derechos de los comerciantes con los del Te- 
Soro: 

Considerando que si bien por no llenarse por 
igual ni consecutivamente las hojas todas del 
Lbro Mayor, no es posible en absoluto subordi- 
nar su reintegro, tratándose de libros que estu- 
viesen abiertos en 1. de Octubre, á la regla an- 
terior, puede, sin embargo, efectuarse fácil- 
mente con sólo reintegrar todos los folios que 
el día 1.? de Octubre último se hallasen utiliza- 
dos, efectuándolo á razón de 5 pesetas uno y 
de 15 céntimos de peseta los demás: 

Considerando que prescribiendo la ley de un 
modo explícito que el reintegro sea por folios y 
no por páginas, toda exacción en esta última 
forma es ilegal: e 

Considerando que no prohibiendo el Código 
de Comercio ni tampoco la ley fiscal que se co- 
pien una ó más cartas ó telegramas en una mis- 
ma hoja del libro Copiador, sin duda alguna di- 
cho procedimiento puede y debe ser admitido: 

Considerando que previniendo el art. 144 de 
la ley que todos los reintegros que corresponda 
efectuar en los libros de comercio se verifiquen 
en papel de pagos al Estado, no hay razón que 
aconseje variar el procedimiento tratándose de 
los reintegros correspondientes á los libros que 
el día 1. de Octubre se hallaban requisitados 
con arreglo á la legislación anterior, máxime 
cuando además es el único medio de hacer com- 
patible la investigación con la prohibición le- 
gal de examinar el contenido de los libros: 

Considerando que si bien es cierto que el ar- 
tículo 172 dispone que en los libros de actas de 
las Cámaras de Comercio se pordrá timbre de 
una peseta, dicha deficiencia, si de tal pudiera 
ser calificada, se padeció también por la ley de 
31 de Diciembre de 1881, cuando dijo en su ar- 
tículo 83: «Timbre de 2 pesetas. Los libros de 
actas de dichas Corporaciones», aludiendo á los 
Ayuntamiento; y sin embargo, se entendió que 
debiendo extenderse las actas en papel de pese- 
ta, el libro en cuestión deberá ser reintegrado 
en papel de pagos al Estado á razón de 50 cénti.- 
mos folio, caso de no encuadernarse en papel 
timbrado común de la clase 12.*: 

Y considerando, por último, que no siendo po- 
sible entrar á examinar y discutir acerca de la 

rocedencia del reintegro de todos los libros de 
a contabilidad mercantil, niaun de serlo po- 
dría accederse á lo que se pide, porque tratán- 
dose de un precepto de ley, al Gobierno sólo in- 
cumbe respetarlo y hacerlo cumplir, y porque 
de todas suertes, con arreglo á los principios 

ue informan la legislación del timbre, no pue- 
de decirse en modo alguno que es cuadruplicar 
el tributo al gravar los cuatro libros de la con- 
tabilidad mercantil, porque tal afirmación im- 

licaría desconocer la verdadera razón íntima 
de log mismos, que es la de gravar los documen- 
tos y no.los actos ni los contratos, siquiera és- 
tos puedan servirle para su regulación, por todo 
lo cual nada procede resolver respecto del par- 
ticular; , 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, se ha dignado resolver con 
carácter general y como aclaración á los precep- 
tos consultados de la vigente ley del timbre; 

Primero. Que los certificados de origen que se 

resenten en las Aduanas de la Peninsula é is- 
as Baleares, sean reintegrados en el acto de su 
presentación con timbre de dos pesetas, con 
arreglo al art. 26 de la loy donde se declaran 
comprendidos. Ñ 

Segundo. Que no debiendo confundirse los do- 
cumentos que la ley considera como de giro con 
los simples recibos de cantidad, á tenor de lo 
dispuesto en los arts. 131, caso 6.”, e excep- 
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ción 2.*, los documentos todas que la ley enume- 
ra en el primer precepto deberán ser reintegra- 
dos en la proporción que determina el art. 132 
ento y los recibos de cantidad, que sepa- 
radamente se expidan lo mismo por particula- 
res que por comerciantes, deberán reintegrarse 
con un timbre móvil de 10 céntimos de peseta, 
siempre que la cantidad exceda de 25 pesetas. 

Tercero. Que con arreglo á lo prevenido en el 
párrafo segundo del art. 132 de la ley, según 
consta en la edición oficial publicada por la Di- 
rección general de Impuestos, con todas las rec- 
tificaciones que exigian los errores materiales 
padecidos al publicarse en la Gaceta de Madrid, 
el reintegro correspondiente en los documentos 
de giro superiores á 100.000 pesetas debe ser un 
timbre móvil de 75 pesetas, en vez de 100, con 
más todos los timbres móviles precisos para 
reintegrar el total, á razón de 75 cóntimos de pe- 
seta por cada 1.000 pesetas (1). 

Cuarto. Que Jos documentos de giro que se 
libren en nuestras provincias de Ultramar, de- 
berán reintegrarse con timbres móviles al ser 
presentados á la aceptación ó pago ó al ser ne- 
gociados por la diferencia de menos que exista 
entre el importe del timbre satisfecho al expe- 
dirse y el que les corresponda, según la ley vi- 
gente en la Península. 

Quinto. Que únicamente están obligados é 
llevar los libros de Inventarios y Balances, Dia- 
rio, Mayor y Copiador de cartas y telegramas, 
reintegrados en la cuantía y forma que el ar- 
tículo 144 de la ley previene, as Sociedades mer- 
cantiles 6 industriales, Compañías de seguros 
marítimos, terrestres y sobre la vida, los pres- 
tamistas y los agentes y corredores de Bolsa, y 
también aquellos comerciantes nacionales ó ex- 
tranjeros que acomoden su contabilidad á las 
o del Código de Comercio para uti- 
izar los beneficios y prerrogativas que otorgan 
á los que la llevan los arts. 48 y 889 del mismo. 

Serto. Que el libro copiador de cartas y tele- 
¿plis debe de ser reintegrado tan sólo á razón 

e 2 y 1/2 céntimos de peseta DOS folio; debiendo 
tenerse presente, tanto por lo que respecta á 
este libro como también por lo que á los demás 
se refiere, que el reintegro se exigirá por foltos 
y no por páginas, como erróneamente en algu- 
nos puntos ha acontecido. 

Septimo. Que los folios utilizables de los li- 
bros de comercio que, requisitados á tenor de la 
anterior ley, estuviesen en uso el día que empe- 
zÓ á regir la vigente, ó sea el 1.? de Octubre úl- 
timo, deberán ser reintegrados por la diferen- 
cia entre el timbre satisfecho, si se trata del 
Diario, y el correspondiente, según los nuevos 

receptos, ó por toda su cuantía si se tratase de 
os demás, debiendo hacer dicho reintegro los 
mismos interesados, sin intervención oficial 
ninguna, en papel de pagos al Estado, inutili- 
zando éste en la forma que dispone el art, 12 de 
la ley, remitiendo á la Administración de Im- 
puestos y Propiedades de la provincia ó al li- 
quidador del impuesto de derechos reales del 
artido, si no residiese en capital de provincia, 
as mitades inferiores del papel acompañadas de 
una instancia en que se exprese la numeración 
del pliego. 6 pliegos del reintegro, y reserván- 
dose en el libro las mitades superiores y el recibo 
que deberán exigir de la instancia y pliegos 


(1) Esta era otra nueva rectificación, que no estaba 
contenida en.la R, O. de 8 Octubre; pues donde el penúlti- 
mo párrafo del art. 182 de la ley decia timbre móvil de 
100 pesetas, debía leerse de 75 pesetas, como s8e lee ya en 
la edición de 25 de Septiembre de 1896. Nosotros hemos 
tenido siempre como la verdadera edición oficial de una 
ley, la publicada en la Gaceta, y el Cód. civil así lo dice, 


mencionados, como justificantes del pago ó rein- 
tegro. 

Octavo. Que pueden copiarse en un mismo fo- 
lio cuantas cartas y telegramas se quiera por los 
interesados. 

Noveno. Que los libros de actas de las Cáma. 
ras oficiales de Comercio y los de las Agrícolas 
deberán reintegrarse á razón de 50 céntimos de 
peseta por folio, debiendo ser éstos en número 
par, al menos que estuviesen formados con plie- 
gos de papel timbrado común de la clase 12.*, 
considerándose ampliado en tal sentido el artí- 
culo 170 de la ley. 

Y décimo. Que habiendo empezado á regir la 
ley el día 1. de Octubre de este año, desde di- 
cho día nace el derecho de la Administración y 
sus agentes ó subrogados, pa ejercer la inves- 
tigación, respecto de las Sociedades que el ar- 
tículo 144 de la ley enumera taxativamente y 
de los prestamistas y agentes y corredores de 
Bolsa, cuya resistencia á exhibir los libros será 

enada con la multa que establece el art. 192 de 
la ley, sin perjuicio de las responsabilidades en 
ue puedan incurrir cualesquiera otros que de- 
rauden á la Hacienda en el pago de este im- 
puesto. . 

De Real orden lo digo á Y. 1. para su conoci- 
miento y el de las Cámaras consultantes; de- 
biendo insertarse además en la Gaceta de Ma- 
drid esta disposición, por ser así la voluntad de 
S. M., para conocimiento general del púbico. 
Dios, etc. Madrid 31 de Diciembre de 1892.—Ga- 
mazo.—Sr. Director general de Impuestos y de- 
legado del Gobierno en el arrendamiento de ta- 
bacos.» (Gac. 1. Enero 1893.) 


Jurisprudencia. 


45 Octubre 1891. Arrendamientos de contumos l 
arbitrios municipales: las obligaciones otorgadas apu 
acta por los contratistas y sus fñadores están sujetas al 
uso del timbre proporcional. 


«Las obligaciones otorgadas apud acta por los con- 
tratistas 6 arrendatarios del impuesto de consumos 
y otros arbitrios, así como la de sus fiadores, son 
verdaderos contratos consignados en documento 
público, y como tales sujetos al uso del timbre pro- 

orcional, como así se declaró en la R. O. de 17 de 

ayo de cada | sin que exista la menor analogías 
entre los expedientes administrativos donde aqué- 
llos constan y las matrices ó protocolos de las es 
crituras públicas.» (Sent. 15 Octubre 1991.—QGac. 19 
Agosto 1892, p. 325.) 


13 Noviembre 1891. Los delegados de Hacienda 
carecen de facultades para condonar las multas que im- 
pongan por faltas en el uso del papel sellado; y contra 
las providencias que dicten acordando la condonación, 
procede la vía contenciosa. 


En esta sentencia, inserta en la Gaceta de 2 Sop- 
tiembre 1892, p. 379. reproduce el Tribunal delo Con- 
tencioso administrativo la doctrina que estableció 
en las de 138 Febrero 1889 (AP. de 1890, p. 253), y 2 
Marzo 1890 (AP. de 1891, p. 305). Pueden verse también 
en SELLO Y TIMBRE del Diccionario. 


29 Diciembre 1894. No procede exigir á una Di- 
putación provincial el reintegro del papel de oficio em- 
pleado en la instrucción de expedientes de quintas, porque 
al utilizar dicha clase de papel, no hizo más ajustar- 
se d lo dispuesto en el art. 138 de la ley de 50 de Enero de 
1856, aplicable al caso y que autorizaba d dichas corpo- 
raciones para estimar la pobreza de los reclamantes, 
dada la urgencia de las operaciones de aquella indole; 
debiendo en cambio reintegrarse el papel blanco invertido 
en los referidos expedientes por conatituir su 1490 una t1- 
fracción del expresado artículo —Reconocimiento de la 
personalidad del actor en vía gubernativa y contenciosa 
que impide desconocerla luego. 


Girada una visita al Archivo y Secretaria de la 
Diputación provincial de Bargos en 1575, y examina: 
dos los expedientes de quintas de 1871 2% resulta- 
ron 1.588 cargos por haberse empleado papel simplo 
ó de oficio, y faltar además el sello de guerra sin 
haberse hecho el opurtuno reintegro. Instruido ex- 
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e con tal motivo, la Dirección general de 
entas Estancadas teniendo en cuenta cuantos car- 
gos se hallaban comprobados y reconocidos por la 

iputación provincial, acordó condenar á la Dipu- 
tación á pagar el de de 8.878 pesetas 45 cónti- 
mos y la multa de 58. pesetas con arreglo á los 
arts. 79 y 88 del decreto de 12 de Septiembre de 1681, 
y 5.0 del de 9 de Octubre de 1873, de cuyas sumas co- 
rrespondía satisfacer; por 


Pesetas. 

Los interesadoS......o.o.ooo oo... s.orssor.n.  17.823'Y0 

Ayuntamientos........co.ooomo.o»... %6000.. 17.823'90 
Párrocos y sindicos y demás funcíiona- 

narios.......... o da 850'40 
«Comisiones de la Diputación que actua- 

ron en las quintas.......... eonosarsorsrs.  17.829'20 

TOTAL 53.820'00 





Las cuales 17.828 ptas. y 20 cónts. y reintegro de 
8.378 ptas. y 48 cónts., debía satisfacer la Diputa- 
ción; y á los primeros, arí como á la igual suma por 
que resultasen incursos los Ayuntamientos, habían 

e aplicarse los beneficios de la ley de 9 de Enero de 
1817, toda vez que la Corporación provincial resu- 
miendo la responsabilidad de aquéllos, solicitó opor- 
tunamente acogerse á los citados beneficios. 

Elevado el asunto en alzada ante el Ministerio de 
Hacienda, resolvió este Centro, de conformidad con 
los pareceres de las Direcciones de Rentas y de lo 
Contencioso del Estado, desestimar el recurso inter- 
puesto y confirmar el fallo apelado, por R. O. de 19 
de Marzo de 1883. 

Contra la anterior resolución dedujo demanda 
ante el 0. de E la Diputación provincial de Burgos, 
con la súplica de que se revocase la citada Real or- 
den, absolviendo á la Diputación sus Comisiones 
permanentes y demás Corporaciones y particulares 
de las supuestas faltas cometidas en los expedientes 
de quintas que fueron objeto de denuncia, declaran- 
do que la Corporación demandante no venía obli- 
gada al reintegro y multa impuestas. El T. C.A.ac- 
cede en parte á lo pretendido, por los fundamentos 
siguientes: 

«Considerando: que la personalidad de la Diputa- 
ción provincial de Burgos ha sido reconocida en la 
vía gubernativa, por cuanto accediendo á las pre 
tensiones deducidas po ésta. le concedió los henefi 
cios determinados en el art.3.” de la ley de 9 de Ene- 
ro de 1871, teniendo en cuenta que, asumiendo las 
responeabilidades de los Ayantamientos interesa- 
dos y demás funcionarios, lo solicitó oportunamen- 
te y cursó posteriormente el recurso de alzada in- 
terpuesto contra el fallo de la Dirección general de 
Rentas: 

Considerando: que esta personalidad ha sido re- 
conocida asimismo en la vía contencioso adminis: 
trativa:.. y que, según la jurisprudencia, reconocida 
constantemente por la Administración activa la 
personalidad de un demandante y personandose 
éste enjuicio contencinso administrativo con el mis- 
mo carácter con que ha actuado en la vía guberna- 
tiva, no es dahle dudar de su personalidad ni de su 
legítima representación en los autos: 

Considerando..... que no existe diversidad de pre- 
ceptos entre las disposiciones contenidas en los ar 
tículos 139 de la ley de 30 de Enero de 1956, y 44, caso 
30 dei R. D de 12 de Septiembre de ¿$Bl, porque aquél 
es aplicable á los casos en que las Diputaciones ro - 
conczcan ó estimen que son pobres los que reclamen 
en materia de quintas; y éste 4 los en que dichas 
a no le reconozcan esa cualidad de po- 

reza.. 

Considerando: por lo tanto, que la Diputación de- 
mandante, al admitir y tramitar en el papel de po- 
bres los expedientes de que se trata, lejos de infrin- 
gir precepto legal alguno, se ha ajustado á la dispo- 
sición precitada del art. 138... 

Considerando: de por el contrario procede el re- 
integro del parel simple que haya empleado en los 
expedientes, objeto de la denuncia hecha por el vi- 
sitador, porque tal acto es una infracción manifies- 
ta del precepto contenido en el art. 133 de la ley de 
30 de Enero de 1%56, que fija y determina que es el 
papel del sello de pobres el que debe usarse en esta 
clase de expedientes: 

Considerando: que la prescripción del art.8.?. caso 
7. del D. de 2 de Octubre de 1573. no es aplicable al 
caso de autos, puesto que en él sólo se dispone que 


el sello de guerra de 10 cóntas. se fijará en los paga- 
rós de bienes nacionales que hayan de extenderse 
en papel sellado... 
isto el art. 139 de la ley de 80 Enero de 1858... 

Visto el art. 44, caso 10 del R. D. de 12 de Septiem- 
bre de 1861... 

Visto el art. 8.*? del D. de 2 Octubre de 1878... 

Fallamos que debemos declarar y declaramos que 
la Diputación provincial de Burgos no está obliga- 
da al reintegro del papel de oficio empleado en los 
expedientes de quintas objeto de la denuncia hecha 
por el visitador y correspondiente á los años de 1871 
á 1875; quetampoco lo. está al delos sellos del impues- 
to de guerra, y que debe reintegrar tan sólo el papel 
blanco que bubiese usado en los mencionados expe- 
dientes.» (Sent. 29 Liciembre 1891.-——Gac. 12 Septieme- 
bre 1893, p. 468.) 


23 Marzo 1898. Timbre abonable por el otorga. 
miento del contrato de cesión de un ferrocarril, cuando 
el + Abe se ha obligado d satisfacer ciertas respon 
sabilidades contraídas por el vendedor. 


Por convenio de 10 Marzo 1885, la Compañía de los 
ferrocarriles de Asturias, Galicia y León enajenó y 
traspasó á la A de los caminos de hierro 
del Norte de España las concesinnes y usufructos 
de las líneas de Palencia á Ponferrada, Ponferrada 
á la Coruña, León á Gijón y Oviedo á Trabia, así 
como la de Toral de los Vados á Villafranca, obli- 
gándose la del Norte á pagar el importe de los in- 
| amortización tanto de las 349.548 obliga- 
ciones de primera y segunda hipoteca, con valor 
nominal de 475 pesetas qe la Compañla de Astu- 
rias. Galicia y León tenia en circulación, como de 
las 60.000 obligaciones de tercera hipoteca que en 
virtud de este convenio había de crear, y una vez 
satisfechas todas las cargas, á entregar al Gobier- 
no el 30 por 100 de los productos líquidos hasta la 
suma de 40 millones de pesetas. Elevado el contra- 
to á escritura pública, girada una liquidación para 
fijar los derechos de timbre, y declarado de E. O. 

ue óstos importaban 117.949 pesetas 50 cénts., la 
dompañía del Norte impugnó tal resolución en vía 
contenciosa. El Tribunal resuelve así: 

«Considerando que el convenio de que se trata y 

or el cual la Compañia del Norte adquirió todas 

as concesiones y usufructos que pertenecían á la 

de Asturias, Galicia y León, obligándose en cambio 
á satisfacer en metálico ciertas cargas que pesaban 
sobre ésta, constituye un verdadero contrato de 
compraventa, y asi se expresó efectivamente en el 
art. 1.2 de la escritura otorgada en 18 de Mayo 
de 1885: 

Considerando: en cuanto á las cargas cuyo jm- 
porte constituye el precio de la compra, que los 
intereses y amortización de las obligaciones de pri- 
mera, segunda y tercera hipoteca son cantidades 
fijas exigibles en día cierto y determinado, por lo 
cual la R. O.impugnada les ha O con acierto 
el núm. 1., art. 13 de la ley del timbre: 

Considerando: respecto á la obligación de entre: 
gar el 80 por 100 de los productos líquidos hasta la 
suma de 40 millones de pesetas, que sobre ser in- 
cierto el tiempo en que dicha entrega ba de comen- 
zar, puesto que antes deben quedar satisfechas to- 
das las cargas, no se trata de cantidad ciorta y exi- 
gible, porque si no hubiera productos líquidos es 
claro que la Compañía del Norte quedaría exenta 
de llenar dicha obligación, y por consecuencia no 
puede ser ósta tomada en cuenta para determinar 
el precio del contrato, al menos mientras no llegue 
A hacerse efectiva; ; 

Visto el pár. 1.9, art. 12 de la ley del timbre de 81 
de Diciembre de 1881, y el 13 de la misma ley; 

Fallamos: que debe excluirse de la liquidación de 
que se trata la cantidad de 40 millones de pesetas 

ne la Compañía del Norte se obligó á pagar al 
dobierno en el contrato á que aquélla se refiere 
mientras no conste que se haya pagado dicha can- 
tidad, revocamos la R. O. de 14 de Julio de 1883 en 
lo que no se halle conforme con esta declaración, 
y la confirmamos en todo lo demás.» (Sent. 23 Mar- 
zo 1892.—Gac. 23 Octubre, p. 147.) 


SELLO Y TIMBRE EN ULTRAMAR. (Dic- 
cionario, t. V, ps. 1218, 1219 y 1221.) 
Ley de presups. de Cuba £0 Junio 1892. 
Reforma del timbre del Estado. 
«Art. 16. So autoriza al Gobierno para sim: 
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plificar en lo que sea posible el timbre del Esta- 
do, haciendo las alteraciones que la equidad 
aconseje, sin gravar sus precios, debiendo com- 
prenderse en la clase: de efectos timbrados es- 
peciales los documentos de Aduanas que sean 
comunes á todos los adeudos, y los recibos, fac- 
turas ó documentos que sirvan para la cobran- 
za de intereses ó réditos de préstamos de todas 
clases, que no excederá de un 2 por 100 del im- 
EE de cada cobro en los préstamos simples y 
el 1 por 100 en los hipotecarios.» 


“Ley de presup. de Puerto Rico YO Junio 1892. 
Documentos de Aduanas. 


Art. 4. El Gobierno queda facultado, sién- 
dole obligatorio el ejercicio y cumplimiento de 
esta autorización... 

«4.2 Para comprender en la renta del timbre 
del Estado los documentos de Aduanas que sean 
comunes á todos los adeudos.» 


R. D. 30 Julio 1892. 
Reformas en la legislación de la renta, 


(ULTRAMAR.) Extracto.—Interin se llevaba á 
cabo la reforma de la legislación de la renta del 
sello y timbre en Cuba, se modificaron varios 
artículos de la Inst. de 5 de Febrero de 1886, con- 
Íorme al art. 16 de la ley de aa su: 
primiendo el artículo adicional en la parte rela- 
tiva á cédulas personales y haciendo extensivo 
el timbre móvil á las cajas de cerillas fosfóricas. 
(Gac. 4 Agosto.) 


SEMINARIOS CONCILIARES. 
rto, t. IX, ps. 420 4 421.) 


Ley de presup. de Puerto Rico 30 Junio 1892. 
Dotación del Seminario de la tela. 


«Art. 18. El Ministro de Ultramar, previa la 
instrucción del oportuno expediente, y con in- 
forme del ajo de Estado, queda autorizado 
para conceder al Seminario conciliar de la dió- 
cesis de Puerto Rico, la dotación que crea nece- 
saria en armonía con las que disfruten los de- 
más Seminarios de la provincia eclesiástica de 
Santiago de Cuba. 


SENTENCIA CONGRUENTE. Véase la ju- 
risprudencia que incluimos bajo el grupo II en 
el tomo 1V del Dicc, ps. 1129 á 1132, á la cual 
sirve de complemento la siguiente: 


Sent. 10 Nov. 1891 y otra. Cuestiones que puede 
y debe resolver la sentencia: Pretensiones que no han sido 
objeto de discusión en el período correspondiente. 


«...Los Tribunales deben limitarse en sus fallos 4 
resolver sobre las pretensiones deducidas formal- 
mente en la demanda y debidamente controverti- 
das en el pleito, sin decidir nada sobre cuestiones 
que no han hecho más que indicarse en el mismo...» 
(Sent. 10 Noviembre de 18921.—Gacs. 9 y 10 Diciembre, 
pág. 190.) 

—Pedido por el demandante el reconocimiento de 
su derecho exclusivo á los bienes hereditarios y so- 
licitada por el heredero la libre absolución de la de- 
manda, no cabe limitar el derecho de aquél á la mi.- 
tad de ellos, pretendido por el demandado en casa- 
ción introduciendo una pretensión nueva y extem- 
poránea, como no contenida en los escritos de de- 
manda, contestación, réplica y dúplica. (Sent. 21 de 
Octubre de 1891.—Gacs. 16 y 16 Diciembre, p. 197.) 


289 Enero 1898. Acciones de nulidad: Actos conse- 
cuencia de aquél cuya validez se impugna. Es congruente 
la sentencia que los declara nulos. 


Habiendo solicitado la parte actora en la súplica 
d+ su demanda que se declarase nulo cierto contra. 
tu de venta y todos los que le precedieron y subsi- 
guieron para darle estabilidad, puede el fallo, sin 
30. urrir en incongruencia, declarar la nulidad de la 
1. stamentaría incoada para garantir y legitimar, á 
+: « posible, la enajenación, y cuyas particiones vie- 


(Dicciona- 


nen á constituir en definitiva un verdadero contra- 
to Ó convenio entre las personas que intervinieron 
en ella. (Sent. 28 Enero 1892, considerando 1.?—Gace- 
tas 6 y 12 Margo, p. 118.) 


SEPARACION DE EMPLEADOS. Y. Go- 
BIERNO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVINCIAS. 


SERENOS. V. ComPETENCIAS EN LO CRIMINAL. 


SERVICIO MILITAR, La ley de recluta. 
miento y reemplazo del ejército de 11 Julio 1885, 
que hemos insertado en el Dicc., tomo 1X, pági- 
na 479 y siguientes, ha sido objeto de graves y 
aun transcendentales reformas por la de 21 da 
Agosto 1896 (Ar., p. 393). Por consecuencia do 
ellas y en cumplimiento de lo prevenido en el 
Real decreto de 21 de Octubre del propio año 
(pág. 651), se ha publicado una nueva edición de 
la ley de 1885, modificada por la de 1896, que 
nosotros hemos anotado para concordarla con 
otras disposiciones (págs. 652 4 677), formando 
además una tabla de correspondencia entre los 
artículos del primitivo texto y del reformado 
(pág. 678), y un esmerado índice alfabético de los 
preceptos que este último contiene (págs. 678 
á 688). 

Por R. D. de 23 de Diciembre del propio año 
1896 ha sido aprobado el reglamento para la eje- 
cución de la ley; reglamento que, con otro mi- 
nucioso índice alfabético, puede verse en las pá- 
ginas 838 á 863 del mismo Aréxbice. Esto no 
obtante, no queremos omitir aquí los siguientes 
documentos: 


R. 0. 1.? Febrero 1892, 

Declarando que carecen de vigor las de 13 de Junio de 
1879, 18 de Febrero de 1881 y 2 de Septiembre de 1985, 
desde la publicación del Código civil, y determinando, 
en armonía con este Cuerpo legal, las formalidades 
para el otorgamiento de la excepción concedida en el 
caso 6.%, art. 69 de la ley de reemplazos, d los hijos no- 
turales reconocidos. 

(Gon.) Real orden circular. —«Consultado á 
las Secciones de Gobernación y Fomento, y de 
Estado y Gracia y Justicia del Consejo de Esta- 
do, acerca de la divergencia que se observa entre 
lo dispuesto en las Rs. Os. de 13 de Junio de 1879, 
18 de Febrero de 1881 y 2 de Septiembre de 1886, 
y lo que sobre el particular prescribe el Código 
civil á los efectos del caso 6.”, art. 69 de la ley 
de reemplazos de 1885, dichas Secciones han emi- 
tido el siguiente dictamen: 

«Excmo. Sr.: Estas Secciones han examinado 
la consulta que hace el Ministerio de la Gober- 
nación, acerca de si para los efectos de la ley de 
reemplazos ha de considerarse vigente lo dis- 

uesto en las Rs. Os. de 13 de Junio de 1874, 15 
de Febrero de 1881 y 2 de Septiembre de 18865, so- 
gún las cuales, para los efectos del caso 6.” del 
art. 69 de la ley de reemplazos de 11 de Julio de 
1885, era indispensable que el reconocimiento de 
los hijos naturales se hiciera por ambos padres 
y no por uno de ellos solamente, ó lo que pres- 
cribe el Código civil. 

Ahora bien: las referidas Reales órdenes, fun- 
dándose en principios de moralidad en la definni- 
ción y requisitos que acerca de la calidad de los 
hijos naturales establocía la ley 1.*, tit. VIII del 
lib. X de la Novísima Recopilación, y de con: 
formidad con la interpretación restrictiva que 
la vigente ley de reemplazos ofrece en cuanto á 
la clase de excepción de que se trata, negaron el 
derecho que invocaron varios mozos para 6eXl- 
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mirse del servicio militar activo en concepto de 
hijos naturales, siendo sus padres desconocidos. 

as el Código civil, en su art. 119, define que 
son «hijos naturales los nacidos fuera de matri- 
monio, de padres que al tiempo de la concepción 
de aquéllos pudieran casarse con dispensa ó sin 
ella», y los arts. 129 al 182, declaran que «el hijo 
natural puede ser reconocido por el padre la 
madre conjuntamente, ó por uno solo de ellos, 
que en el caso de hacerse el reconocimiento por 
uno solo de los padres, se presumirá que el hijo 
es natural si el que lo reconozca tenía capacidad 
legal para contraer matrimonio al tiempo de la 
concepción; que el reconocimiento deberá hacer- 
se en el acta de nacimiento, en testamento ó en 
otro documento público, y que cuando el padre 
6 la madre reconocieran separadamente al hijo, 
el q lo reconozca no podrá revelar el nombre 
de la persona con quien lo hubiera tenido ni ex- 
presar circunstancia alguna por donde pueda ser 
reconocido, incurriendo en una multa de 12 á 
500 pesetas los funcionarios públicos que falta- 
sen á tal precepto.» 

Teniendo, pues, en cuenta que las menciona- 
das Reales órdenes son anteriores á la publica- 
ción del Código civil, habrá de entenderse que 
es hijo natural aquél cuyos padres al tiempo de 
la concepción pudieran contraer matrimonio, 
bien sea reconocido por ambos, bien por uno solo 
de los dos, con tal que el reconocimiento conste 
en la forma que dicho Código previene. 

Por tanto, en consideración á lo expuesto y á 
Jo prescrito en el núm. 6.”, art. 69 de la vigente 
ley de reclutamiento y reemplazo del ejército y 
el art. 131 del referido Código, opinan Jas Sec- 
ciones que las precitadas Reales órdenes ya no 
pueden estar en vigor, y que para el otorgamien- 
to de la mencionada excepción es preciso que al 
expediente acompañe el reconocimiento del pa- 
dre y de la madre, ó de uno de ellos, hecho en el 
acta de nacimiento ó en el testamento ó en otro 
documento público, ya notarial, ya judicial, 
puesto que éstos son los únicos instrumentos efi- 
caces para acreditar el estado civil de las perso- 
nas de que nacen diversidad de derechos, y entre 
ellos el de que se deja hecho mérito.» 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver como 
en el mismo se propone. 

De Real orden lo digo á V. 8. para su conoci- 
miento, el de esa Comisión provincial y demás 
efectos. Dios, etc.—Madrid 1.” de Febrero de 1892. 
Elduayen.» (Gac. 5 td.) 


RE. O. Ciro. de 3 Febrero 1892. 


Amplió los plazos para que los mozos del reem- 
plazo de aquel año pudieran redimirse y susti- 
tuirse. (Bac. 4 Febrero.) 


R. O. Circ. 18 Febrero 1884. 


Llamó al servicio activo 45.000 hombres de los 
sorteados aquel año, determinó el cupo con que 
cada zona había de contribuir á completar ese 
contingente, y dictó disposiciones para la distri.- 
bución del mismo entre las unidades orgánicas. 
(Fac. 19 Febrero.) 


R. O. 23 Febrero 1892. 
Moz08 que cubren plaza, 


Aclaró el art. 2.? de la Real orden anterior, «en 
el sentido de que los redimidos cubren plaza sin 
alterar el cupo señalado á cada zona, y que tam- 
bién han de tenerse en cuenta para completarlo 
las bajas de mozos sorteados que ocurran con 
posterioridad á la remisión del estado núm. 2, á 
qu se refiere el art. 6.” de la Real orden circular 

e 18 de Noviembre del año próximo pasado. 


De Real orden, etc.—Madrid 23 de Febrero de 
1892.» (Qac. 24 id.) 

R. O. 30 Mayo 1892. 

Aclarando las dudas que ocurren al hacer aplicación del 
art. 68, caso 7.? de la ley de reclutamiento, sobre exclu- 
sion de los alumnos militares. 

(Gos.) «Con esta fecha se dirige al Sr. Minis- 
tro de la Guerra la Real orden siguiente: «Exce- 
lentísimo Sr.: Vista la Real orden expeuida por 
ese Ministerio haciendo presente la conveniencia 
de que por este departamento se dicte otra de 
carácter general con el fin de aclarar las dudas 
que puedan surgir á las Comisiones provinciales 
al hacer aplicación del art. 63, caso 1.” de la ley 
de reclutamiento vigente, toda vez que los alunm- 
nos de los Colegios preparatorios militares sa 
dividen en tres grupos: primero, individuos de 
tropa con dos años de servicio, los cuales son 
admitidos en concurso para recibir en dichos ('o- 
legios la preparación necesaria para ingresar en 
la Academia general militar; segundo, alumnos 
paisanos hijos de militares; y tercero, alumos 
paisanos hijos de paisanos; y que los del segundo 
y tercer grupo no tienen carácter alguno militar 
oran no son filiados como tales y pueden aban- 

onar el Colegio cuando lo tengan por conve- 
niente y que reciben allí la preparación para in- 
gresar en la Academia militar, del mismo modo 
que podrían adquirirla en un establecimiento de 

enseñanza particular, por lo cual no pueden di- 

chosalumnos hallarse com prendidos en el caso 7.* 

del art. 63 de la expresada ley, y que la exclusión 

del servicio sólo es aplicable á los alumnos de 
los Colegios, Escuelas y Academias militares, 
que no son otros que los de la repetida Academia 
general y las de aplicación de Caballería, Arti- 
lMleria, Ingenieros y Administración militar, en 
las cuales sus alumnos tienen carácter militar, 

pora son filiados como tales y están sujetos á 

ag prescripciones del Código de justicia militar; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la, 
Reina Regente del Reino, se ha servido disponer, 
de conformidad con lo propuesto por V. E., que 
la exclusión del servicio militar á que se refiera 
el caso 7.” del art. 63 de la vigente ley de reem- 

lazos se entienda por las Comisiones provincia- 

es al hacer aplicación del mismo, en la forma, 
pro uesta por ese Ministerio y de que queda, 
echa mención. 

De Real orden lo participo á V. E. para su co- 
nocimiento y demás efectos.» De la propia Real 
orden, etc. —Madrid 30 de Mayo de 1892.—Eldua.- 
yen.—Sr. Gobernador civil de...» (Gac. 2 Junio.) 


E. O. 11 Junio 18932. 

Iámite y alcance de la mala nota para la admisión de sus- 
titutos d que se contraen los arts. 161 y 162 de la ley. 
(Guerra.) «En vista de una consulta que diri- 

gió á este Ministerio el capitán general de Casti- 

la la Nueva acerca del límite y alcance que deba 
tener la restricción de mala nota, para la admi- 

sión de sustitutos procedentes de la clase de li- 

cenciados del ejército, á que hacen referencia los 

arts. 161 y 162 de la ley de reclutamiento y reem- 
plazo vigente; 

El Rey (Q. b. G.), y en su nombre la Reina Re- 
pS del Reino, de conformidad con el dictamen 

e las Secciones de Guerra y Marina y de Gober- 
nación y Fomento del Consejo de Estado, emiti- 
do sobre el particular, ha tenido á bien resolver 
que se consideren malas notas, para los efectos 

á que se contraen los expresados articulos 161 y 

162 de la ley de reclutamiento, las estampadas en 

las filiaciones de los interosados, con arreglo á 

lo prevenido en el párrafo primero del art. 728 

del Código de Justicia militar. De Real orden, 

etcétera.—Madrid 11 de Junio de 1892.—Azcá- 
rraga.» (Gac. 19 Junio.) 
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R. 0.18 Junio 1892, 


Amplió el plazo señalado en la de 3 Febrero, 
ara RE del servicio en Ultramar. (Gac. 14 
un1o0. 


R. O. 9-16 Septiembre 1892. 

Reglas para la revista de los individuos de las reservas, 
reclutas en depósito, individuos con licencia, etc., etcé: 
tera, en el presente año. 

(Guerra y GoB) «Por el Ministerio de la 
Guerra se traslada con fecha 9 de Septiembre á 
este de la Gobernación la Real orden circular si- 
guiente: 

«Próxima la época en que deben pasar la re- 
vista anual los individuos á quienes se refieren 
¿os arts. 41 y 46 del Pa aonto orgánico de las 
zonas militares, aprobado por R. O. de 24 de 
Agosto último, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, se ha servido disponer que 
en el presente año tenga lugar la revista con 
sujeción á Jas reglas siguientes: 

" Primera. Todos los individuos que se hallen 
con licencia ilimitada por exceso de fuerza, los 
pertenecientes á la reserva activa y segunda re- 
serva y los reclutas en depósito que residan en 
la capitalidad de las zonas militares, se presen- 
tarán para pasar la revista al coronel jefe de su 
zona, verificándolo en otro caso ante el coronel 
jefe de la zona que haya establecida en el punto 
de la residencia del interesado. 

Segunda. Los que no residan en las capitali- 
dades de las zonas mencionadas en la regla ante- 
rior, podrán pasar la revista presentándose al 
alcalde, 6 á falta de éste, al comandante del 
os de la Guardia civil del punto donde resi- 

an, quienes formarán relaciones, clasificadas 
por armas y cuerpos, de los individuos que re- 
vistan, según su situación, que conocerán por 
los pases que obren en poder de los interesados, 

OE nAndO en dichos pases la nota de Revis- 

tado. | : 

Tercera. En los puntos en que no residan las 
planas mayores de las zonas y haya comandante 
militar ó destacamento mandado por oficial, pa- 
sarán ante él la revista en la forma prevenida 
en la regla anterior. 

Cuarta. Los que con la debida autorización 
se hallen viajando ó hayan trasladado su resi- 
dencia, pasarán la revista ante cualquiera de los 
jefes mencionados, alcaldes ó comandantes de 
puesto de la Guardia civil del punto en que se 
encuentren. 

Quinta. La revista se pasará durante los me- 
ses de Octubre y Noviembre próximos, y los al- 
caldes, comandantes militares de destacamen- 
to y de puestos de la Guardia civil, remitirán 
en la primera quincena de Diciembre á los jefes 
de las zonas á que pertenezcan los individuos 
revistados, las relaciones de los que se hayan 
presentado al acto de la revista, en la forma si- 
guiente: | 

A. Una en que figuren comprendidos los re- 
clutas con licencia ilimitada, con expresión del 
Cuerpo á que fueron destinados desde la Caja. 

B. Otra de los sargentos, cabos y soldados 
con licencia ilimitada, con expresión del Cuerpo 
á que fueron destinados desde la Caja. 

. Otra de los individuós en reserva activa. 

D. Otra de los ídem en segunda reserva con 
instrucción militar. 

E. Otra de ídem en íd. sin 1d. Íd. 

F. Otra de los reclutas en depósito. 

Sexta. Terminada la revista, los jefes de las 
zonas procuraráp averiguar el paradero de los 
que hayan faltado, dirigiéndose de oficio á los 
alcaldes y por cuantos medios les sugiera su celo 
é interés por el servicio. 


SERVICIO MILITAR. 


Séptima. Los jefes de las zonas remitirán en 
la. segunda quincena de Diciembre los estados 
á que se refiere el art. 42 del reglamento orgáni- 
co ya mencionado, á las autoridades que en el 
mismo se expresan, con la clasificación que se 
detalla en el art. 46 de dicho reglamento. 

Octava. Los gobernadores militares remiti- 
rán dichos estados á los capitanes generales de 
los distritos, á fin de que estas autoridades lo 
verifiquen en resumen á este Ministerio. 

Novena. Los jefes de las zonas militares soli- 
citarán de los gobernadores militares de las pro- 
vincias respectivas la inserción en el Boletín of- 
cial de la presente convocatoria, en la forma pre- 
venida en el art. 41 del reglamento orgánico. | 

De Keal orden lo digo á V. E. para su conoci- 
miento y efectos A en la inteligen- 
cia de que con esta fecha se da conocimiento de 
esta circular al Ministerio de la Gobernación, 
pe que se recomiende á las autoridades depen- 

ientes del mismo que contribuyan por su parte 
al mejor resultado de la revista que ha de veri- 
ficarse.» 

Lo que de Real orden, etc. Madrid 16 de Sep- 
tiembre de 1892.— El Subsecretario, E. Dato.— 
Sr. Gobernador de la provincia de...» (Gac. 18 
Septiembre.) 


R. O. 5 Noviembre 1892. 
Dictando disposiciones para las operaciones de entrega 
en Caja de los mozos alístados para el reemplazo. 

(te «Debiendo verificarse el segundo 
sábado del próximo mes de Diciembre, ó sea el 
día 10, la entrega en Caja de los mozos alistados 
para el reemplazo del año actual, según lo pre- 
venido en el art. 126 de la ley de 11 de Julio de 
1885, reformado por el Real decreto de Gober- 
nación de 18 de Noviembre de 1888 (1), el Rey (que 
Dios guarde), y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, ha tenido á bien disponer: 

1. Las operaciones de entrega en Caja y sor- 
teo general para la Den qneción de los mozos que 
hayan de servir en los Cuerpos activos, se veri: 
ficarán con sujeción á lo preceptuado en los ca- 
pitulos XIV y XV de la citada ley roformada, 
teniendo do para los actos preliminares 
del sorteo lo dispuesto en Real orden circular de 
7 de Diciembre de 1889. 

2.2 Para evitar confusiones, al tratarse de 
reclutas del mismo nombre y apellido, se adic:o: 
narán las papeletas á que.se refiere el art. 13; 
con el pueblo en que hayan sido alistados, y £l 

rocedieran de la misma localidad, con los nom: 

res de los padres, haciéndose también estas 10: 
dicaciones en el acta y en la lista mencionada en 
el art. 139. 

3. Las filiaciones de los reclutas serán entre- 

adas á los funcionarios que determina el artícu: 

o 78 del reglamento aprobado por Real orden 
circular de 24 de Agosto último. 

4.2 Los jefes de las zonas tendrán presentes 
las prescripciones establecidas en el cap. II del 
mencionado reglamento, en cuanto se refiere á 
las operaciones de entrega y sorteo general. 

5.2 Los expresados jefes remitirán directa: 
mente por telégrafo á este Ministerio en el dia 
mencionado en el art. 85, el estado á que el mis- 
mo se refiere, enviando otro igual, por correo, 
en la misma fecha. 

6.2 Los capitanes generales dispondrán lo 
conveniente para dar publicidad á esta Real 
orden, á fin de que no pueda alegarse ignoran: 
cia por los Ayuntamientos, ni por los interess- 
dos de lo que respecta á redenciones del servicio 
en la Península, en inteligencia de que han de 


(1) El Real decreto dá que sin duda quiere aludira, 
de fecha de 20 de Noviembre. 
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verificarse en los dos meses, contados desde el 
día del sorteo. 

De Real orden, etc.—Madrid 5 Noviembre de 
1892.—Azcárraga.—Señor...» (Qac. 7 Noviembre.) 


E. O. 4 Diciembre 1893, 
Sobre justificación de servicios de los voluntarios vascon- 
poros para que sus hijos gocen la exención que otorga 
ley de 31 de Julio de 1876. 

(GoB.) «Visto el expediente relativo á las lis- 
tas de voluntarios de las Provincias Vasconga- 
das, remitidas por los gobernadores de Alava, 
Guipúzcoa y Vizcaya, á fin de que se determine 
la fuerza probatoria de las mismas en los po 
dientes de exención del servicio militar de los 
hijos de dichos voluntarios: 

ista la ley de 21 de Julio de 1876 sobre refor- 
ma del régimen foral de las expresadas provin- 
cias y demás disposiciones complementarias de 
la misma; 

Oida la Sección de Gobernación y Fomento 
del Consejo de Estado; y 

Considerando que para conceder la exenvión 
del servicio militar á los hijos de los volunta- 
rios vascongados, se dispuso, por Real orden de 
este Ministerio de fecha 28 de Febrero de 1891, 
que justificasen ellos ó sus padres los servicios 
prestados en la última guerra civil, valiéndose 
al efecto de las listas de revistas que debieran 
existir de todas las fuerzas que se movilizaron ó 
prestaron sus servicios contra los carlistas: 

Considerando: que las inexactitudes que se 
observan con las referidas listas, tales como el 
hallarse duplicadas las relaciones de los pue- 
blos de Labastida, Oyón y Samaniego, expedi- 
das unas por la Comisión provincial, y otras 
por los jefes de voluntarios, entre las cuales 
existen diferencias numéricas y de nombres, así 
como también la circunstancia de hallarse entre 
las primeras las del ferrocarril de Tudela á Bil- 
bao, cuya fuerza probatoria fué denegada por 
las Secciones de Gobernación y Fomento del 
Consejo de Estado en un a y las 
de Irún, en las que figuran voluntarios, á 
quienes la Foferida Sección propuso se negasen 
los beneficios de la ley, fundándose en que el al- 
calde manifestó que se hicieron después de ter- 
minada la guerra, si bien en las actuales se dice 
que son copias de las existentes en el Ayunta- 
miento, son bastantes para no dar á las mismas 
la fuerza probatoria que en derecho se requiere, 
por cuyo motivo no deben tener otro valor que 
el de presunción favorable en aquellos casos en 

ue resulten confirmadas por otras pruebas más 
ehacientes, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 
que las listas de revista expresadas son insufi- 
cientes para justificar los servicios de los vo- 
luntarios vascongados en la últime guerra ci- 
vil, y como consecuencia, que no puede conce- 
derse con dichos solos documentos de prueba 
la exención que otorga la ley de 21 de Julio de 
1876; debiendo insertarse esta disposición en la 
Gaceta de Madrid para que sirva de regla gene- 
ral en los casos que en lo sucesivo ocurran.—De 
Real orden, etc.— Madrid 4 de Diciembre de 
1892.—Danvila.—A los gobernadores de Alava, 
Guipúzcoa y Vizcaya.» (Gac. 5 Diciembre.) 


R. O. C. 29 Diciembre 1802. 

Identificación y reconocimientos de los sustitutos y com- 
probación de los documentos justificativos de su liber- 
tad y compromiso, 4 fin de evitar las frecuentes decla- 
raciones de inutilidad y fraude en el acto del embarco 

y después del desembarco. ó 
(Guerza.) «En vista del excesivo número de 
sustitutos que antes de verificar su embarco con 
destino á los distritos de Ultramar resultan in- 


599 


útiles en los reconocimientos que sufren en los 
depósitos de bandera y embarque respectivos, 
con grave perjuicio, en primer lugar, para el 
Estado, que se ve privado de sus servicios en la 
época precisa en que han de reemplazarse las 
bajas naturales ocurridas en aquellos distritos, 
y en segundo término, de los intereses de los 
sustituidos, que, habiendo agotado los recursos 
con que contaban para librarse del servicio mi- 
litar activo, tienen necesidad de venir á pres- 
tarlo, después de haberse considerado exentos 
de esa obligación, á menos que con elementos 
suficientes repongan nuevamente su plaza, con 
arrreglo á las prescripciones del art. 166 de la 
ley de reclutamiento vigente; originándose, en 
ambos casos, detrimentos de consideración á los 
sustituidos y causándose el mismo daño á los 
particulares y al Estado, cuando la inutilidad 
se manifiesta en el acto del desembarco, ó se 
cria Arcila el ingreso en el ejército de sustitui- 
dos filiados con documentos falsos ó con nombre 
de ] 

ara conseguir que desaparezca rápidamente 
este ma], que sólo beneficia á especuladores que 
procuran obtener grandes utilidades, sin repa- 
rar en los medios que emplean, 


La Reina Regente del Reino, en nombre de su 
augusto hijo el Rey (Q. D. G.), se ha servido dis- 
poner: 


1.2 La identidad de la persona del sustituto á 
que se refiere el caso 2.” del art. 161 de la ley de 
reemplazos, se verificará ante el Ayuntamiento, 
en donde hubiesen sido alistados, comprobada 
por dos vecinos de responsabilidad del punto en 
que se efectúe la sustitución, sin perjuicio de 
que pueda ampliarse la info-mación cuando la 
autoridad militar lo juzgue necesario. 

2.2 Para acreditar que el que pretende ser 
sustituto, es soltero ó viudo sin hijos, se presen- 
tará la certificación expedida por el Juzgado 
municipal del pueblo de su naturaleza, unién- 
dose además las de los pueblos en que habitual- 
mente haya residido el interesado, desde que 
contó la edad legal para poder efectuar su ma- 


"trimonio. 


8. También se unirá al expediente certifica- 
ción expedida por la Dirección correspondiente 
del Ministerio de Gracia y Justicia en que se 
haga constar que el interesado no ha sido pro- 
cesado criminalmente. 

4. La talla y reconocimiento de todo susti- 
tuto se verificará por los funcionarios que de- 
signe la autoridad militar respectiva, á presen - 
cia de los jefes de zona que determina el artícu- 
lo 163 de la ley, sin que en caso alguno pueda 
omitirse esta formulidad, ni autorizarse delega- 
ciones en personal subalterno, puesto que es de 
interés sumo comprobar en esos actos que los 
individuos sometidos á la talla y reconocimien- 
to son los mismos á quienes se refieren los do- 
cumentos presentados en la zona. 

5.2 Además de los requisitos que han de lle- 
narse en los documentos referidos, las autorida- 
des mencionadas en el art. 163 de la ley conti- 
núan autorizadas para comprobar la identidad 
del sustituto y la autenticidad de los documen- 
tos presentados hasta asegurarse plenamente de 
su absoluta legalidad, empleando á este fin 
cuantos medios les sugiera su celo para conse- 
guir el fin propuesto. 

6.2 Las prescripciones de la presente disposi- 
ción se aplicarán á todos los expedientes de sus- 
tituciones de reclutas del reemplazo del año ac- 
tual, y á las de los procedentes de años anterio- 
res que hayan de reponer su plaza por este 
medio. 

7.2 En los casos de baja de los sustitutos por 
deserción, inutilidad ó falsedad de documentos, 
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los capitanes generales de los distritos darán 
cuenta á este Ministerio de la fecha en que han 
efectuado su embarco los sustituidos, los nue- 
vos sustitutos presentados por aquéllos, ó si ve- 
rificaron la redención á metálico que autoriza el 
art. 166. 

8. Con objeto de que en este Ministerio haya 
conocimiento exacto del número de individuos 
sustituidos en cada provincia y de los sustitu- 
tos embarcados, los referidos capitanes genera- 
les remitirán dicha noticia dentro del mes si- 
guiente al en queterminan los embarcos anuales. 

De Real orden, etc.— Madrid 29 de Diciembre 
de 1892.—Ló pez Domingnuez.—Señor...» (Gac. 1.” 
Enero 1893.) 


Jurisprudencia. 


Sent. 20 Enero 18938 y otras. Verificada lu re- 
dención y apareciendo que el mozo d quien se refiere que- 
dó excedente de cupo y con derecho dá la devolución de las 
2.000 ptas. que entregó, este derecho constituye un crédi- 
to contra la Racienda sujeto 4 prescripción por el trans- 
curso de cinco años, conforme al art. 19 de la ley de con- 
tabilidad de 1870. 


En esta sentencia, publicada en la Gaceta de 21 
Septiembre, p. 41, se reproduce á la letra la doctri- 
na consignada en la de 12 Junio 1891 (AP., p. 776), 
mandada publicar especialmente por KE. O. de 5 
Noviembre del propio año, inserta en SERVICIO MI- 
LITAR, del Diccionario, y en el citado AP., p. 793. 


—Otros dos casos exactamente iguales en senten- 
cias de la misma fecha 30 Enero 1892 (Gac. 21 Sep- 
tiembre, ps. 42 y 483), y en dos sentencias de 29 Febre- 
ro-3 Marzo 1892 (Gac. 9 Octubre, ps. 100 y 101). 


KB. D. 29 Febrero 189%. Con arreglo al art 167 de 
la ley de reclutamiento, está exclusicamente reservado d 
los Tribunales el castigo de todo delito cometido con oca- 
sión de dicha ley, ó para eludir su cumplimiento, sin que 
la Administración deba suscitar competencia en las cau- 
sas por falsedad y cohecho cometidos en los expedientes 
de quintas. 


Formulada por un vecino de Mezquita querella 
criminal en el Juzgado de instrucción de Viana 
contra el alcalde, el secretario del Ayuntamiento y 
algunos regidores, PorquS en las operaciones para 
el reemplazo de 1891 habían cometido falsedad al- 
terando la medición de dos mozos, y siendo además 
rumor muy extendido que el secretario y el alcalde 
habían percibido por tal acto cantidades en metá- 
lico, eto., se instruyó el sumario, y antes de que se 
declarase procesados á los querellados, el goberna- 
dor, á instancia del alcalde, requirió de inhibición 
al Juzgado invocando el art. 82 de dicha ley, y de- 
fendida por éste su jurisdicción en virtud de la ter- 
minante prescripción del 167, se decide la compe- 
tencia á favor de la autoridad judicial con vista de 
los citados arts. 82 y 187: : 

«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la que- 
rella criminal incoada por Federico Rodríguez Ce- 
breira, para perseguir y castigar los delitos de fal- 
sedad y cohecho que supone cometidos por el alcal- 
de, secretario, concejales y varios vecinos del pue- 
blo de Mesquita: 

2.2 Que el castigo de los delitos no se encuentra 
reservado por ley alguna á los funciongrios de la 
Administración, sino que, antes al contrario, asl la 
ley de reemplazos vigente como el Código penal, 
encomiendan la persecución y castigo de los mis- 
mos á los Tribunales del fuero comun: 

8.2 Que no existe tampoco en el presente caso 
cuestión alguna prevía que resolver por parte de la 
Administración, y que pueda influir en el fallo que 
en su día dicten los Tribunales de justicia; por lo 
cual, no encontrándose este conflicto comprendido 
en ninguno de los dos casos en que por excepción 
pueden los gobernadores suscitar contienda de com- 
petencia en los juicios criminales, es indudable que 
no ha podido promoverla el gobernador.» (R. D. 27 
Febrero 16892.— Gac. 4 Marzo.) 


-—V. COMPETENCIAS EN LO PENAL: DEUDAS DE M]I- 
LITARES: EJÉRCITO: FUEROS EN LAS PROVINCIAS 
VASCONGADAS: JURISDICCIÓN... MILITAR: RETIROS. 


SERVIDUMBRES: SERVIDUMBRES DE 
PASTOS. La competencia de los Tribunales 
para conocer de las cuestiones sobre existencia 
y prestación de las servidumbres en general, se 
halla reconocida por las decisiones que hemos 
compilado en el tomo IX del Diccionario, pá- 
gina 549, bajo los números 1, 2, 4 y 5 del grupol. 
En cuanto á la de pastos, véase la doctrina que 
dejamos expuesta en la nota de la pág. 612 del 
tomo VIII y en la 617 del citado tomo IX. He 
aquí otras resoluciones: A 


Sent. 4 Noviembre 1891. Los alcaldes tienen fa- 
cultades para imponer multas d los dueños de ganados 
por la invasión viñas arboladas de propiedad priva- 
da, y las cuestiones que se susciten acerca de sí d tales 
fincas ss extiende ó no la servidumbre de pastos, corres- 
ponden al conocimiento de la jurisdicción ordinaria. 


Denunciados al alcalde de Agón, por haber intro- 
ducido garados en viñas arboladas de la propiedad 
de D. Robustiano Bea, los vecinos de Magallón don 
Esteban Liszsó y D. Clemente Urbán, aquella anutori- 
dad impuso á éstos la multa de 10 pesetas 6 indem- 
nización de los daños causados, á pesar de haber 
manifestado los denunciudos que hablan hecho uso 
del derecho que tenían los vecinos de Magallón para 
que sas ganados pastasen en la partida de la Nava 

e Agón desde que se levantan las cosechas hasta 

ue dan principio las labores, según escritura de 

joncordía otorgada en 12483, Lisó y Urbán apelaron 
ante el gobernador de Zaragoza con la súplica de 
que se revocara la providencia del alcalde que or- 

enó la multa; óá informó éste en vista de tal ine- 
tancia en el sentido de que debía confirmarse su re- 
solución, acompañando varios documentos y ale- 
gando en apoyo de aquélla el art. 382 de las Orde- 
nanzas municipales de la villa de Agón, que dice: 
«Asimismo queda prohibido introducir en heredad 
ajena sin permiso del dueño ganado de ninguna es- 
pecie, bajo ta multa de 2 á 15 pesetas, sea cual fuere 
el número de ganado; y por el solo hecho ds entrar 
en heredad ajensa sin causar daño, de 5 pesetas.» 

Desestimado el recurso pda el gobernador y en 
alzada por el Ministerio de la Gobernación en Real 
orden de 3 de Julio de 1890, acudieron los reclaman- 
tes al T. C.A., que la declara firme y subsistente: 

«Considerando que la cuestión que en este pleito 
corresponde resolver se reduce á determinar si el 
alcalde de Agón obró ó no dentro del círculo de sus 
atribuciones al imponer á los demandantes multa 
de 10 pesetas por cada una de las denuncias relati- 
vas á haber entrado sus ganados en viñas arboladas 
pertenecientes á diferentes propietarios de aquel 
término municipal: 

Considerando que penado este hecho por el art. 3% 
delas Ordenanzas municipales de aquella localidad, 
es indudable la competencia del alcalde para im- 
poner las multas de que se trata, pues á ello le 
autorizan, no sólo las referidas Ordenanzas, sino el 
art.77 de la ley municipal vigente: 

Considerando que las cuestiones relativas á la 
mayor ó menor extensión de la servidumbre de par 
tos que los demandantes, como vecinos de Magallón, 
alegan tener en el término de Agón, por virtud de 
la Concordia de 1243, asi como también la de deter- 
minar si tal servidumbre alcanza óno á las viñas 
arboladas y á los baldíos que ban sido reducidos á 
cultivo, corresponden por su naturaleza á los Tr»- 
bunales de la jurisdicción ordinaria, á cuyo conoci- 
miento los reserva la Real orden impugnada: 

Considerando que el actor no ha demostrado que 
bubiese hecho uso legítimo de la servidumbre de 
que se trata en los términos en que afirmó consistla 
con relación á los actos civiles que adujo en el plei- 
to.» (Sent. 4 Noviembre 1891.—Gac.30 Agosto 188% pá- 
gina 356.) 


HB. D. 31 Enecro 1893. En las cuestiones de existen 
cia de servidumbres basadas en titulos de carácter cicil, 
deben entender los Tribunales del fuero común. 


D. Sebastián Burbano formuló demanda en juicio 
ordinario ante el Juzgado del Parque de Barcelona, 
contra la Sociedad general de Aguas de aquella ca- 
pital, en la que ejercitando la acción negatoria de 
servidumbre, solicitó se declarase libre 4 lafi nca de 
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su propiedad denominada Torre Véles, de una ser- 
vidumbre de acueducto construído en ella por la 
Sociedad demandada, fundándose en que al com- 
prar la referida finca no aparevta ni en los títulos 
ni en el Registro la existencia de tal acueducto, el 
cual, por ser cubierto, no permitió al actor conocer 
su existencia. Personada en autos la Sociedad de- 
mandada, contestó pidiendo se le absolviera, ale- 
gando, entre otros fundamentos, haber sido decla- 
radas de utilidad pública las obras ajecnadas y 
haberse practicado las verificadas en la finca con 
intervención del entonces dueño de aquélla, Don 
Francisco Vila, que cobró el importe de la expropia- 
ción de la parte de terreno ocupada. Evacuado el 
trámite de dúplica, suscitó el gobernador de Barce- 
lona competencia al Jugado que conocía de los 
autos á instancia de la Sociedad demandada , el 
cual sostuvo su jurisdicción, y formalizada aquélla 
se resuelve en favor de la autoridad judicial, visto el 
art. 2.2 de la ley orgánica del Poder judicial: 

«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ba suscitado con motivo de la de- 
manda interpuesta pour D. Sebastián Burbano y So- 
cf contra la Sociedad general de Aguas de Barce- 
ona: 

2,2 Que dicha demanda tiene nor objeto recabar 
la declaración, en el juicio civil ordinario corres- 

ondiente, de que la finca de Torre Véles se halla 

ibre de una servidumbre de acueducto establecida 
en la misma por la referida Sociedad demandada: 

8,2 Que la existencia Óó inexistencia de servi- 
dumbres, como basadas que están en títulos de na- 
turaleza esencialmente civil, sólo compete decla- 
rarla á los Tribunales de fuero común, con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 2.0 citado de la ley orgá- 
nica del Poder judicial.» (BR. D. 21 Enero 1692.—Gace- 
ta 26 1d.) 

Sobre clasificación, carácter, deslinde y amo- 
jonamiento de servidumbres pecuarias, penali- 
dad de los intrusos en ellas y de los que las usur- 
pen, etc., véanse el R. D. y reglamento de 13 de 


Agosto de 1892, insertos en GANADERÍA. 
SINDICATOS DE AGUAS. V. Acuas. 
SISTEMA MÉTRICO. V. Pzsas Y MEDIDAS. 


SOBRESEIMIENTO. V. ENJUICIAMIENTO CRI- 
MIMAL. 

SOCIEDAD CIVIL. Véanse en Hiroracas las 
siguientes resoluciones de la Dirección de los 


Registros: 

1. Abril 1892. Declarando que es legal la 
escritura otorgada á nombre de una sociedad di.- 
suelta, por el liquidador de la misma y mediante 
acuerdo de todos los interesados; pero que si in- 
tervienen mandatarios de personas residentes en 
el extranjero, es necesaria la legalización de 
firmas de los funcionarios consulares. 


30 Agosto 1892. Efectos de la disolución de 
Una sociedad por la muerte de uno de los socios, 
en cuanto á la capacidad de los demás para con- 
tratar á nombre de la Compañia. 

SOCIEDAD CONYUGAL. V. Brexes DE LA 
SOCIEDAD CONYUGAL: CONTRATOS MATRIMONIALES. 

SOCIEDADES MERCANTILES. Carácter 
de la sucesión en comandita á favor del socio que 
figura en la razón social de una Compañía.— 
Véase en Tercarías la sent. del T. S. de 18 Octu- 
bre 1891. 

SOCIEDADES DE RECREO. V. Juzaos pPro- 
HIBIDOS., 

SUBASTAS. V. CoxTRATOS ADMINISTRATIVOS: 
Derósiros: DESAMORTIZACIÓN. 

SUBDELEGADOS DE MEDICINA. V. Ex- 
BALSAMAMIENTOS. 





SUBROGACIÓN DE HIPOTECAS. Véase 
en HirorEcAS la Resol. de 31 de Mayo de 1892. 


SUCESIONES: SUCESIÓN TESTADA: SU- 
CESIÓN INTESTADA. Como complemento 
de la copiosa doctrina compilada en el Dicciona- 
rio, t. IX, ps. 603 á 619, he aquí algunas otras 
declaraciones de jurisprudencia: 


Sucesiones por derecho común. 


38 Diciembre 1891. Casación de sentencia que de- 
claró nula la institución hereditaria hecha en favor de 
una hija adulterina, á pesar de ex:stir la prescripción de 
la acción para solicitarla por el transcurso del plazo de 
dos meses, que señala la ley 10, tít. X1 II, Part. 6.2— Error 
consistente en abrir un abintestato, fundado en la fllia- 
ción de la heredera, violando la voluntad del tes ry 
las leyes de sucesión. 

D. A. F. H., contrajo matrimonio con doña M. O. 
R. T., y doña C. R. entabló contra sa marido de- 
manda de divorcio, la cual fué admitida. En la igle- 
sia parroqual de... de la ciudad de..., fué bautizada 
una niña, á quien se puso por nombre M. O., o 
natural de D. J. J. B. y doña M. O. R.—D.J. J. B. L. 
otorgó testamento en la ciudad de..., á 26 de Sep- 
tiembre de 1854, en el que declaró que era soltero, 
pero que no obstante tenía una hija natural lla- 
mada doña M. O. B. y R., bautizada con dichos ape- 
llidos en la iglesia parroquial de..., y de edad en 
aquél de veintidós años, la cual hacia seis que ví- 
vía en su compañía, y á su virtud la reconocía so0- 
lemnemente como hija suya para todos los efectos 
e y en el remanente de todos sus bienes ha- 
bidous y por haber instituyó por'su única y univer- 
sal heredera á su citada hija doña C. B. R., para 
que los recibiera y disfrutara en usufructo durante 
su vida, y terminada ésta recaería dicho remanen- 
te en los hijos 6 nietos de la misma, por iguales 
partes los primeros, y si hubiese de los últimos, con 
arreglo á su respectiva representación. D. J. 3 .B. 
falleció bajo este testamento en 2 de Junio de 1837; 
en 14 de Diciembre de 1887, D. A. B. L., hermano y 
albacea del testador, dedujo centra doña M. C. B. R. 
la demanda objeto de estos autos, sobre nulidad 
de la institución hereditaria hecha en el testa - 
mento mencionado, y después de hacer mérito del 
mismo, expuso que doña C,. B. nació de las relacio- 
nes ilícitas que D. J. J. B. sostuvo con doña C. H. T. 
desde el año 1859 ó 60 hasta su muerte, las cuales 
fueron tan públicas desde su origen, como que B. 
atendia á todas las necesidades de aquélla, abona- 
ba los alquileres de la casa en que habitó con pos- 
terioridad á dichos años, donde la visitaba de con- 
tinuo, pasando en su compañia la mayor parte de 
las noches, habiendo en ella nucido de la expresada 
señora la niña M. C.; que doña C. R. T. era casada 
cuando entró en relaciones amorosas con D. J. J. B. 
y cuando dió á lus la niña M. C., que era hija adal- 
terina de D.J.J. y doña C. R,, porane fué habida 
de ellos, hallándose casada la última, y que afes- 
tando tal clase de ilegitimidad A doña C., su padre 
no habia podido válidamente instituirla heredera, 
ed A. B., hermano de aquél, podía revocarle la 

erencia, así como doña C. B. y R. que negó todos 
los hechos de la misma relativos á la maternidad 
de aquélla, y dijo que prescindiendo de todo, la mis- 
ma ley en que se apoyaba la demanda mataría 
la acción deducida en ella, puesto que habla sido 
deducida después de trenscurrido con mucho exce- 
so el plaso de dos meses que concedía para utilizar 
la pretensión de revocación de la manda ó dona- 
ción. Suministradas por una y otra parte extensas 
pruebas de testigos, dictó sentencia el juez de pri- 
mera instancia declarando haber lugar á la deman- 
da deducida por D. A.B. y L. y de ningún valor ni 
efecto la institución hereditaria hecha por D. J. J. 
By L.ensu testamento á fayor de doña M.C. B. 
y R., considerándola como hija natural del mismo, 
y condenando á la referida demandada á devolver 
todos los bienes de la herencia á los herederos legíti- 
mos del precitado testudor D. J. J. B. y L., sin hacer 
Edd he condenación de costas. 

emitidos los autos á la Audiencia de... por vir- 
tud de la apelación de doña C.B., presentó ésta 
una certificación de los profesores de Medicina y 
Cirugia, que manifestaron que por los signos exte- 
riores y síntomas de que hicieron méritos, existían 
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fundamentos racionales para admitir que doña C. 
se hallaba embarazada de siete meses; y que con 
poción? presentó dos actas notariales libra- 

as á requerimiento de D. V, A. R., como marido de 
doña M. C. R., dirigidas á acreditar que ¿ésta babía 
dado á lus una niña perfectamente desarrollada y 
viable, y compareció en los autos á nombre de su 
marido D. V.A. R. como pudre y representante le- 
gal do V. A. B., acompañando certificación del acta 
civil del nacimiento de ésta, inscrita como hija le- 

ítima de D. V. A. y doña M. C. B. en 18 de Febrero 

e 1890; y habido por parte, á pesar de la oposición 
que á ello hizo D. A. B., se recibió el juicio Á prueba 
como aquél había solicitado al objeto de justificar 
los hechos consignados en las actas notariales, 80- 
bre los cuales fueron examinados tres testigos. 

Sustanciada la instancia, la Sala de lo civil de la 
Audiencia de... dictó sentencia confirmando la del 
juez de primera instancia. 

D. V. A. R., como marido de doña M.C.B. y R. y 
como padre de la menor V, A. B., interpuso recurso 
de casación, alegando: 

Que el fallo infringía la ley 10, tít. 18 de la Parti- 
da 6.*, que establece el plazo de dos meses para que 
los hijos legítimos, abuelos y hermanos del padre 
que dejaba á un hijo de fornicación ó de incesto, ó 

e adulterio, algún legado, donación ó herencia, 
erre ÓN la revocación de ella; v otras varias 
que citó: 

El T. S. declara haber lugar al recurso, y casa y 
anula la sentencia: 

«Considerando que al mismo tiempo que la inca- 
pacidad de los hijos incestuosos y adulterinos para 
recibir cosa alguna de la herencia de su padre, es- 
tablece, en correlación con ella, la ley 10, tít. 18, 
Part. 6.*, la acción adecuada para hacerla efectiva, 
siendo, por tanto, la única utilizable para impug- 
nar la disposición testamentaria del padre, Bica 
ses hecha por título singular ó universal; y como, 
ce dicha ley, ha de ejercitarse la acción dentro 
del plazo de dos meses por los parientes á quienes 
concretamente se otorga, pasados Jos cuales perte- 
clan al Rey los bienes dejados al hijo, resulta in- 
fringido este precepto que se invoca en apoyo del 

rimer motivo del recurso, por haberse dado lugar 

la demanda origen de este pleito, á pesar de que 
se dedujo fuera de dicho plazo, y no obstante que 
oportunamente se alegó contra ella la prosoripolón 
de la acción ejercitada: 

Considerando que no cabe la sucesión legítima 
sino á falta do testamento en que válidamente se 
disponga de los bienes hereditarios, por ser la vo- 
luntad del testador ley preferente en materia de 
sucesiones, según tiene declarado este T. S., entre 
otras, en las sentencias invocadas como funda- 
mento del cuarto motivo del recurso, y esta doo- 
trina resulta O en el caso presente, porque 
habiendo nombrado tel testador por heredera usu- 
fruotuaria á su hija y para después de los días de 
de ésta á los bijos legítimos que la misma tuviera, 
es indudable que, aun revocada la institución pri- 
mera, debió deferirse la herencia á los nietos del 
testador, toda vez que extinguido el usufructo se 
consolidaría en ellos con la plena propiedad que 
les dejó su abuelo, sin que á la validez de esta se- 
anar institución pueda obstar la calidad de la 

liación atribuida á la madre por ser inconcusa la 
capacidad de los instituídos para suceder extesta- 
mento á su ascendiente, ni tampoco la circunstan- 
cia de que por efecto de los cambios o erados en 
nuestra legislación pueda resultar la hija del tex- 
tador favorecida á título de madre con el usufructo 
de que por la calidad de su filiación estaba priva- 
da.» (Sala 1*, sentencia 23 Diciembre 1891.—Gacs. 80 
Enero y 2 Febrero 1692, p. 59.) 


8 Febrero 189?. Subristencia de las disposiciones 
de la ley de Enj. referentes al juicio de testamentaría y 
derecho de los herederos testamentarios y forzosos para 
promoverlo, á lo cual no obsta la regla 12 de las disposi- 
ciones transitorias del Cód. civil. No puede ser partidor 
de la herencia el cónyuge viudo aunque el finado hubiera 
dispuesto que la distribuya, por impedirlo el art. 1.057, 
toda vez que el sobreviviente es coheredero de los demás 
que concurran d la sucesión, incluso de los descendientes 
del premuerto, pues la cuota usufructuarta de aquél debe 
reputarse legitima y así la llama el legislador. 


Doña Modesta Goicouria, casada en segundas 
nupcias con D. Eusebio da Guarda, tenía varios 
hijos de su primer matrimonio, á los que designó 
por herederos de sus bienes en el testamento que 


otorgó el año 1872, dejando á da Guarda, de quien 
no tenía sucesión, el quinto de sus bienes y nom- 
brándole único albacea encargado de practicar to- 
das las operaciones de testamentaría sin conoci- 
miento ni intervención de ninguna autoridad. Mu- 
rió la testadora el día 15 de Mayo de 1889, y en 13 de 
Septiembre de 169 sus hijos y nietos promovieron 
el juicio voluntario de testamentaríia, invocando el 
número 1.*, art. 1.038 de la ley de Enjuiciamiento 
civil. Opúsose da Guarda acogiéndose á los arts. 901 
del Có igo civil, 1.045 y 1.018 de la ley citada; pero 
aunque el jues de la Coruña declaró no haber lugar 
á ii eljuicio de testamentaría, la Audiencia 
del territorio revocó el auto y declaró haber lugar 4 
la promoción, previa la ratificación que dispone el 
artículo 1.055 de la ley de Enjuiciamiento. D. Emilio 
Guarda interpuso recurso decasación, citando como 
infringidos: 1. Como indebidamente aplicados, los 
arts. 1.038, 1.045 y 1.046 de la ley de Enjuiciamiento 
civil; las sentencias de este T. S. de 5de Julio de 1887 
y 29 de Noviembre de 1889, y la regla 12 de las dispo- 
siciones transitorias para la aplicación del Código 
civil, según la que, la herencia de los fallecidos des- 
pués de hallarse en vigor el Código, se adjudicará y 
repartirá con arreglo al mismo; pues sin embargo 
de ser esta disposición tan clara y de haber falleci- 
do la testadora doña Modesta Goicouria después de 
ponerse en aplicación el Código civil, ordena el auto 
recurrido que se reparta la herencia de aquélla con- 
forme á lo prevenido en la ley de Enjuiciamiento cíi- 
vil en los artículos expresados, que son todos de ca- 
rácter sustantivo, y sólo de una manera irregular é 
impropia están consignados en la ley de procedi- 
miento. $.” Los arts. 1.058 y 1.057 en sus párrafos pri- 
meros, y el 1.058 del Código civil, según los cuales el 
testador es eee tia der verificar por sí mismo la 
partición extrajudicial, ó para encomendarla á un 
tercero; y todos, así los herederos forzosos como lcs 
voluntarios, los mayores como los menores de edad, 
tienen que someterse, sin otro límite que el de qué 
no se les perjudique en su legítima; siendo, por tan 
to, evidente, que para saber si hay ó no perjuicio en 
Jas legítimas, es menester que la partición se hagas, 


y no que se la suponga ó se imaginen los pretendi- 
dos agravios, porque el Código da el derecho de re- 
clamar contra una operación conocida cierta, y 


no el de anticiparse ni mucho menos el de cambiar 
la forma y manera establecidas libremente por el 
testador. 38. Al entender la Sala sentenciadora que 

or virtud de lo dispuesto en los arts. 807 y 8341 del 
Bódigo civil, el recurrente es coberedero de los hijos 
habidos por su difunta esposa en su primer matri- 
monio con D. Juan Menéndez, Edd lo tanto se halla 
incluso en la prohibición establócida en el art. 1.057 
del mismo Código para ser partidor de la herencia, 
infringe aquellos dos primeros articulos por la ma- 
nera impropia 6 inadecuada que tiene de entender- 
los y aplicarlos; pues declarando el art. 807 que son 
herederos forzosos en primer término los hijos y 
descendientes legítimos, es evidente que el viudo no 
puede ser considerado como coheredero de éstos, ni 
aun siquiera con la mayor impropiedad es lícito 
darle semejante nombre, porque al fin y al cabo, es 
tando excluido de ese carácter porquien tiene mejor 
derecha, no le corresponde otra cosa que la que 36 
le designa en el artículo 831, incluido en sección dis- 
tinta de la dedicada A tratar de las legítimas, bajo 
el epigrafe «Derechos del cónyuge viudo»; en cuyo 
artículo se dispone que el viudo ó viuda que al mo- 
rir su consorte no se hallase divorciado ó lo esta- 
viere por culpa del cónyuge difunto, tendrá derecho 
á una cuota en usufructo igual á la que por legítima 
corresponda á cada uno de sus hijos ó dessendientes 
legítimos no mejorados; viéndose, por tanto, en este 
artículo colocada la cuota enfrente de la legítima, 
como cosa diversa, ya que no contraria, pues la uns 
implica el carácter de heredero en quien la recibe, 
y la otra sólo corresponde á un derecho singular y 

ersonalísimo, que dista infinito de la sucesión. 4. 
La segunda de las disposiciones transitorias paras la 
aplicación del Código civil, en la que se da fuerza y 
validez á los actos y contratos celebrados bajo el 
régimen de la legislación anterior, por cuanto el 
testamento bajo que falleció doña Mudesta de Goi- 
couria y Cabrera es de 30 de Marzo de 1872, y cae, por 
consiguiente, bajo la denominación de uno de los 
actos otorgados conforme á la legislación anterior, 
á que se concede fuerza y es preciso respetar... B.* 
La regla 1.* de las mismas disposiciones transito- 
rias, en cuanto el auto recurrido considera como 
derecho creado por la legislación anterior al Códi- 
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Eo el que se deriva del hecho de existir entonces los 
ijos de la finada y tener tpso facto la condición de 
herederos forzosos, por cuanto es uno de los princi- 
pios más ulementales en derecho, y no cabe ni aun 
pretexto para sustentar cosa en contrario, que la 
sucesión no se abre hasta el instante mismo en que 
muere el testador, y basta entonces no sesabe tam- 
poco quiénes son ó dejan de ser sus herederos forzo- 
sos; por lo cual, nada importa que los hijos de la 
testadora vivieran ya al hacerse el testamento ó 
nacieran después y antes de la publicación del Có- 
digo, porque de cualquiera suerte, ningún derecho 
tenian entonces á la sucésión, por el sencillo é irre- 
batible argumento de que no se abrió hasta la muer- 
te de su madre, ocurrida á los pocos días de estar 
vigente el Código, en cuyo momento crítico es cuan- 
do surgió su derecho, que antes sólo podía ser una 
esperanza. Y 6. Los arts. 901 y 902 del Código civil, 
en que se estampan los derechos y las atribuciones 
del albacea, bien diferentes de los del contador 
Pra en cuanto la Sala sentenciadora, confun- 

iendo lastimosamente los conceptos, supone que el 
recurrente, no solamente está incapacitado para ser 
partidor de la herencia, sino para ser albacea. 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que el auto recurrido no infringe 
por aplicación indebida, como se sostiene en el y rí- 
mer motivo, los arts. 1.088, 1.045 y 1.046 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, ni las sentencias de este Tri- 
bunal Supremo que se citan en relación con éstos, 
porque el primero determina que es parte legítima 
para promovereljuicio voluntario de testamentaría 
cualquiera de los herederos testamentarios, y este 
carácter tienen los que promovieron el de doña Mo- 
desta Goicouria; el segundo, ó sea el 1.045, salva el 
derecho de los herederos legítimos, y el 1.048 hace 
relación nl caso de haber establecido el testador re- 
glas distintas 4 las preceptuadas por la misma ley 
para la práctica del inventario, avalúo, liquidación 
y división de sus bienes, lo cual en ningún modo 
afectaría, aun prescindiendo de que sobre este par- 
ticular nada dispuso la testadora, al derecho que 
tiene el heredero forzoso de promover el juicio de 
testamentaría: 


Considerando que la regla 13 de las disposiciones 
transitorias para la aplicación del nuevo Código ci- 
vil, invocada también en el primer motivo, en nada 
ha cambiado ni modificado las citadas disposiciones 
dto y doctrina de este T. S., que fija su recta 

nteligencia; porque éstas se refieren al modo y for- 
ma de practicar las operaciones particionales, y 
aquélla al derecho que en la partición de la heren- 
cia testame.taria Ó abintestato de los fallecidos 
después de hallarse en vigor el nuevo Código, ten- 
gan, con arreglo á éste, los interesados en la misma: 

Considerando que el anto recurrido no da de 
el art. 1.057 del Código civil, citado en el segundo 
motivo, porque el derecho que otorga en general á 
los testadores para encomendar por acto intervivos 
Ó mortis causu á cualquiera persona que no sea uno 
de los coherederos, la simple facultad de hacer la 
partición en nada ha alterado ni modificado el de- 
recho que tienen los herederos legítimos á promo- 
ver el juicio voluntario de testamentaría en la for- 
ma que expresan los artículos de la ley procesal, de 
que se deja hecho mérito; sin que pueda sostenerse 
que el citado art: 1.007 haya venido en mengua de 
los derechos legitimarios á derogar el precepto de 
nuestro antiguo derecho, que ha servido de funda.- 
mento á la constante porno ocia de este Tribu- 
nual Supremo, de que los herederos forzosos deben 
recibir su porción legítima libremente y sin ningún 
agravamiento y sin ninguna condición: 


Considerando que tampoco infringe el auto recla- 
mado los arts. 1.056 y 1.058 del Código civil, que asi- 
mismo se citan en el segundo motivo; pergne ni 
ago se trata de la partición hecha por el padre, ni 
del caso en que el testador nada hubiese dispuesto 
y los herederos sean mayores de edad: 


Considerando que tampoco es de estimar el moti.- 
vo 8.9, porque el viudo es coheredero con los demás 
que con este carácter concurran á la herencia, des- 

e el momento en que la ley le señala una parte 
alícuota en los bienes del cónyuge premuerto, y 
viene á suceder á éste con ó sin su voluntad, aparte 
de que el art. 807 del mismo Código, clara y expre- 
samente llama al viudo ó viuda herederos forzosos; 
y teniendo, como tiene, el recurrente D. Eusebio da 
Guarda, la condición de coheredero, es evidente que 
se halla incluso en la probibición establecida en el 
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art. 1.057 del mismo Código para ser partidor de la. 
herencia de su difunta esposa: 

Considerando que tampoco son de estimar los mo- 
tivos 4.” y 5., porque el derecho del heredero legl- 
timo para promover el juicio voluntario de testa - 
mentaría no ha sido alterado ni modificado por el 
nuevo Código civil, y por tanto, ni se trata de un 
derecho regulado ó no reconocido por el expresado 
Código, ni la cláusula 14 del testamento de doña 
Modesta de Goicouria y Cabrera tiene eficacia por 
la legislación antigua ni por la vigente, en cuanto 
condiciona los derechos legitimarios de los herede- 
ros necesarios de la testadora: 

Considerando que es asimismo improcedente el 
sexto y último motivo, porque lo disoutido y resuel- 
to en el incidente que es materia de este recurso, 
está reducido única y exclusivamente á sí las facul- 
tades que la testadora dió á su esposo da Guarda 
para liquidar y dividir el caudal yacente, sin dar 
conocimiento ni intervención á ninguna autoridad 
civil, militar ni eclesiástica, y prorrogándole inde- 
finidamente el término del albaceazgo por todo el 

ue necesitase hasta ultimar su cometido, impedía 

no á los herederos legítimos el ejercicio del dere- 
cho que les da el art. 1088 de la ley de Enjuicia- 
miento, de promover el juicio voluntario de testa - 
mentaría; sin que se bayan discutido ni negado las 
demás atribuciones y cabida 2 da le da el cargo 
Er ÓN (Sent. 8 Febrero 1892.— Gac. 15 Marzo, 
p. 127. 





Sucesiones en Cataluña. 


1. Octubre 18941. Pendiendo el derecho hereditario 
de una condición, al no cumplirse ésta, no puede exigirse 
aquél: Aceptada la herencia con la condición de entregar- 
la d personas designadas por el testador, la sustitución 
de éstas es fideicomisaria: Es válida la renuncia de los 
derechos eventuales d la herencia por parte de los sust:- 
tuídos en favor del instituido heredero universal y de los 
herederos del mismo. 


D. Víctor Faura y Canals, en testamento bajo el 
que falleció, instituyó heredero de sus bienes á su 
hijo José para el caso de no querer la herencia, y 


. para el otro de morir sin hijos ó bijas legítimos y 


naturales, uno ó más que llegasen á la edad de tes- 
tar, le sustituyó á Federico, Valentín, Ramón, Do- 
minga, Rosa y Dolores, hijos 6 hijas del propio tes- 
tador y á los demás hijos é hijas que en el día de su 
muerte, nacidos ó póstumous e pr no á todos jun- 
tos, sino uno después de otro, del mayor al menor, 
con preferencia los varones á las hembras, y guar- 
dando entre ellos el orden de primogenitura, con 
las mismas condiciones Ao nias al instituido, y 
muriendo todos los hijos 6 hijas en el modo sobre- 
dicho, dispuso de sus bienes á favor del heredero 
universal del doctor José, su hermano; queriendo 
que en lugar de los premuertos de dichos hijos del 
testador sucedieran los hijos é hijas y descendien- 
tes de los mismos; y dicho doctor D. José Faura y 
Canals, hermano del mencionado D. Víctor, otorgó 
á su vez testamento, disponiendo de todos sus bie- 
nes sin limitación alguna áÁ favor de sus bijos José, 


.Antonio, Víctor, Valentín, Juan, María de los An- 


geles y Rosa Faura y Llucía por partes iguales. 

Al primero de dichos testadores, D. Víctor Faura 
Canals, le heredó el instituido su hijo D. José, que 
falleció sin tenerlos, y fallecidos también igual- 
mente sin descendencia los asimismo hijos del dou 
Víctor, Dolores y Valentín, doña Rosa, religiosa 
profesa, y D. Ramón, presbítero, cedieron sus dero- 
chos á los bienes en favor de su hermano D. José, 
como asimismo D. Federico, presbítero. 

El 24 de Mayo del mismo año 1888 murió D. José 
Faura y Prat bajo testamento en que instituyó he- 
redera universal á doña María de los Angeles Faura 
Erie á favor de la cual la otra hija del don 

ictor Faura y Canals, hermana de aquél, doña 
Dominga Faura y Prat, hermana Carmelita, renun- 
ció todos los derechos y acciones que la competían 
y competirla IST sobre los bienes relictos por 
su difunto padre. Hallándose, en su consecuencia, 
doña María de los Angeles Faura y Llucía en pose- 
sión de los bienes constitutivos de la herencia da- 
jada por éste, entablaron contra aquélla D. Anto- 
nio Faura y Llucía y D. Víctor Faura y Lladó de- 
manda de fecha 24 de Enero de 1889, pidiendo se la 
condenara á la dimisión y entrega á favor de los 
actores de una séptima parte á cada uno de los bie- 
nes que constituyen aquella herencia, con los fru- 
tos producidos y podidos producir. 





60t SUCESIONES... (Jurisprudencia.) 





Seguido el pleito en todos sus trámites, la Sala 
primera de lo civil de la Audiencia de Barcelona 
absolvió de la demanda á doña María de los Ange- 
les Faura, por no haberse cumplido la condición 
resolutoria impuesta por el testador D. Víctor 
Faura Canals en su testamento. 

D. Antonio Faura y Llucía y D. Víctor Faura y 
Lladó interpusieron recurso de casación invocan- 
do el núm. 1. del art. 1.602 de la ley de Enjnicia- 
miento civil, y exponiendo haberse infringido: 
1.” La ley 69, tit 1, lib. XXXII, Digesto De legatís 
festio, confirmada por la sentencia de 9 de Marzo 
de 1686, reiterando la doctrina establecida en la ley 
5,*, t1t. XXXIlI de la Part. 7.*, también confirma- 
da en 14 de Mayo de 1884, 21 de Marzo de 1884 y 19 de 
Junio de 18868, según las cuales las palabras del tes- 
tador deben entenderse llanamente y como sue- 
nan... 8. La doctrina establecida por este Tribunal 
Supremo en M de Marzo de 1863, 3 de igual mes 
de 1868, 26 de Octubre de 1867, 8 asimismo de Octubre 
de 1869, 29 de Abril de 1881 y 12 de Octubre de 1885, de 
que la voluntad del testador clara y explicitamen- 
te manifestada debe respetarse y cumplirse como 
ley inviolable entre los interesados... 

El T.S deolaró no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la sentencia no infringe las le- 
yes y doctrina que se citan en los dos primeros mo- 
tivos del recurso, porque dependiendo el derecho 
hereditario de los fecurrentes del hecho de morir 
todos los hijos é hijas del testador D. Victor Faura 
sin sucesión, 6 teniéndola, de que no llegasen á la 
edad de testar, y viviendo aún cuatro hijos de éste, 
es visto que el hecho condiciona! no se ha realizado, 
y no ha nacido, ni menos es exigible el derecho que 
el testamento de D. Victor Faura da á los herederos 
de su hermano D. José, y al estimarlo así el fallo re- 
clamado no infringe, y antes bien aplica rectamen- 
te, la ley 69, t1t. T, libro XXXII, del Digesto, que dice 
que no Conviene separarnos de la signijicación de las pa- 
ltabras, sino cuando es maniflesto que el testador guiso 
otra cosa de lo significan: 

Considerando que aceptada la herencia por el 
primer instituido, bajo las cundiciones impuestas 

or el testador de entregarlas á las personas y en 

os casos y tiempo determiuados en el testamento, 
la sustitución de los herederos llamados sucesiva- 
mente Dor el testador es fideicomisaría, porque se 
deriva de la voluntad de éste, y de la aceptación por 
parte del primer instituido delenoargo de confianza 
de conservar y transmitir la herencia en la forma y 
en el caso prevenidos: 

Considerando qu es perfectamentelegalla renun- 
cía y cesión que los hermanos D. Ramón, D. Federi- 
co, doña Rosa y doña nas Faura y Prat bicie- 
ron, los tres primeros á favor de su hermano D. José, 
y la última á favor de la recurrida doña María de 
los Angeles Faura y Llucía de los derechos heredi- 
tarios eventuales que pudieran tener por virtud de 
testamento del padre común de los mismos D. Vic- 
tor Faura y Canals, y no puede confundirse la re- 
nuncia traslativa, completamente análuga á la ce- 
sión: y en este sentido se emplean en las escrituras 
citadas ambas palabras indistintamente, con la re- 
nuncia estintiva que consiste en el desprendimien- 
to voluntario de un derecho sin transmitirlo á na- 
ies ens 1.*, sent.1.? Octubre 1891.—QGac. 28 Noviem- 

re, p. .) 


$5 Noviembro 1991. Donación y heredamiento en 
contemplación de matrimonio: Cuestión relativa d la va- 
lidez de un testamento otorgado por la donante, en mérito 
de la reserva que la misma hizo al celebrarse anterior 
contrato de donación y heredamiento hecho á4 un hijo suyo. 


Con motivo del matrimonio entre Francisco Roig 

y Francisca Robusté, se otorgó en 1828 escritura de 
capitulaciones en la que la madre del primero, doña 
Lucía Boré, hizo donación y heredamiento univer- 
sal de sus bienes para aquél, sus hijos y los que el 
mismo quisiera; mas con la condición de que muer- 
to sin hijos, ó con ellos no lleganda á la edad de tes- 
tar, tan sólo podría Francisco disponer de 100 li- 
bras, y los demás bienes volverían á la donadora, si 
viviese,Ó4 quien ella hubiera dispuesto de palabra, 
or escrito ó en cualquiera forma. Falleció la dona- 
ora, dejando cuatro hijos, bajo testamento del 
año 1865, instituyendo heredero universal á sus li- 
bres voluntades, á su citado hijo Francisco y lega- 
dos á los tres restantes. En 1884 murió el Francisco 
rain descendencia, con testamento otorgado á favor 
de su esposa, la cual falleció, nombrando heredero 





eo plón en testamento á su sobrino D. Francisco 
mat. 

emandado éste por los hermanons de D. Francis- 
co, pidiendo que la herencia de doña Lucía, su ma- 
dre, revirtiera en eJlos, en méritos del pacto y con- 
dición de las capitulaciones matrimoniales del 
Francisco, pacto que entendieron contrariado al 
llegar la berencia al Aymat, según sucedió, éste se 
opuso á la demanda, excepcionando que en virtud 
de las facultades que la donante se reservó en aquél, 
pudo, conforme lo hizo por su posterior testamento, 
nombrar heredero universal á libres voluntades 4 
Franoisco, sin que esto significara revocación ni al- 
teración del anterior heredamiento donación. 

Sustanciado el pleito y condenados los deman- 
dantes, interpusieron recurso de casación, citando 
como infringidos la Constitución 1.*, título 1X, li- 
bro VIII de las de Cataluña; varias sentencias del 
T. 8. que dicen que los heredamientos hechos en las 
capitulaciones matrimoniales son irrevocables, y es 
nulo lo que á ello se oponga; el principio de que lo 
estipulado inter vivos no puede ser destruido por 
actos de última voluntad; y la Constitución única 
del tít. 11, libro T11, volumen 1,* Kl T. 8, declara no 
haber lugar al recurso: 

«Considerando que ní la Constitución 1.*, tit. IX, 
libro VIII, de las de Cataluña, invocada en el pri- 
mer motivo de este recurso, en la que se establece 
la irrevocabilidad de lo pactado en las capitulacio- 
nes matrimoniales, ní las sentencias de este Supre- 
mo Tribunal, citadas en el e a motivo, coníir- 
man aquel precepto legal, ni el principio jurídico de 
que lo estipulado en un contrato inter vivos no pue- 

e destruirse ni modificarse por un acto de última 
voluntad, que se menciona en el tercer resultando 
por modo alguno infringidos en la sentencia objeto 

e este recurso, porque habiendo doña Lucía Bové 
y Ríns, en la escritura de capitulaciones matrimo- 
niales de 17 de Mayo de 1823, nombrado heredero 
suyo universal de todos sus bienes habidos A por 
baber á su hijo primogénito Francisco Roig y Bové, 
en contemplación de cuyo enlace matrimonial con 
Francisca Robusté Rodón se celebró aquel contra- 
to, á los suyos y á quien él quisiera perpetuamen 
con el pacto expreso, vinculo y condición de que 
dicho su hijo moría sin ellos ó con tales que no lle- 

asen á la edad de testar, tan sólo pucieno disponer 

ibremente de la cantidad de 100 libras, y que los 
demás bienes, en fuersa del vínculo volvieran d la do- 
nadora si viviese, y si no viviere, d quien ella hubiese dis- 
puesto de palabra, por escrito ó de cualquier otra pida 
es indudable que al instituir dicha doña Lucía Bov 
en su testamento de 9 de Agosto de 1858 heredero 
suyo universal á sus libros voluntades á su repetido 
bijo Francisco, no revocó, alteró ni modificó en 
modo alguno lo estipulado en el transcrito pacto 
nupcial, puesto que no hiso más que utilizar el de- 
recho que en sel mismo se reservara de disponer de 
aquellos bienes para el caso realizado de que el do- 
natario no tuviera sucesión: 

Considerando que no es aplicable al presente caso, 
y por consiguiente no ha podido infringirse la Cons- 
titución única del tit. II, libro V, volumen 1. de las 
de Cataluña, que se cita en el cuarto y último moti- 
vo, porque, como se ha dicho antes, el testamento 
de doña Lucía Bové, lejos de disminuir, derogar ó 
perjudicar en lo más mínimo el heredamiento ó do- 
nación hecha en las referidas capitulaciones matríi- 
moniales, viene á ser precisamente su más comple- 
ta ratificación, ampliándose en él, para ey de 
la muerte de la testadora, la preferencia absolata 
que sobre sus demás hijos, á quienes sólo dejó su 
porción legítima, mostrara ya á favor del primogé- 
nito en aquel acto inter vivos: 

Considerando, porlotanto, que habiendo Francis- 
co Roig heredado sin traba ni limitación alguna 
los bienes que en su testamento le dejó su madre, 
pudo transmitirlos libremente en igual forma á su 
esposa Francisca Robusté, y ósta á su ves á su so- 
brino Francisco Aymat; y que al declararlo así la 
Sala sentenciadora, absolviendo al último de la de- 
manda contra él interpuesta por los recurrentes, no 
ha incurrido en ninguno de los errores de derecho 
que la representación de aquéllos le atribuye.» (Sa- 
pa cl 5 Noviembre 1891.—Gacs. 8 y 9 Diciembre, 
pag. 194. 


SUCESIONES... (Jurisprudencia.) 





3 Diciembre 1891. Sustitución: Verificada la sus- 
titución de uno de los hijos por muerte de los otros dos, 
en méritos del testamento del padre, no cabe á los herede- 
ros de los premuertos invocar derechos que no pudieron 
serles transmitidos. La voluntad del testador es ley en la 


En testamento cerrado de 28 de Agosto de 1857, 
D. Bartolomé Juliá y Roselló, entre diferentes dis- 
posiciones, hiso los legados ó institución de herede- 
ros á que se refieren las siguientes cláusulas: «Lego 
á mi hija Teresa Juliá y Torrents toda aquella casa 
que poseo en la calle de Jaume Giralt de Barcelona, 
Gun todos los derechos y servidumbres de ella, con 
la condición de que si tiene hijos que lleguen á la 
edad de testar, pueda disponer libremente de esta 
manda y en el caso de no tenerlos ó de morir en es- 
tado honesto, solamente podrá disponer de 500 li- 
bras á sus voluntades, y lo demás volverá al cuerpo 
hereditario; legando á sus otros dos hijos Bartolomé 
y Magín otra casa en la calle Mayor con iguales 
condiciones » «En los restantes derechos J ienes 
míos, créditos y acciones que me correspondan, ins- 
tituyo y Aá mis herederosnombro, por iguales partes, 
á dichos mis hijos é hija Bartolomé, Magín y Teresa 
Juliá y Torrents, con la condición que si mueren 
teniendo hijos que lleguen á la edad de poder hacer 
testamento, puedan disponer de la parte de bienes 
que les habrá tocado á sus voluntades, pero en el 
caso de nou tenerlos, la parte del premuerto venga á 
los sobrevivientes de los tres herederos, quedando 
libres para disponer el último de ellos que subre- 
viva.» 

D. Bartolomé Juliá y Roselló, falleció en 29 de Ju- 
lio de 1858, dejando los tres mencionados hijos Bar- 
tolomé, Magín y Teresa Juliá y Torrents, quienes 
entraron en la posesión de los bienes respectivamen- 
te legados á los mismos, y se distribuyeron los de- 
más en que habían sido instituídos herederos. De los 
tres citados hijos de D. Bartolomé, murió primero 
el del mismo nombre, bajo disposición testamenta- 
ria, en que instituyó heredera Á su esposa doña Vi- 
centa Lapbla por durante su vida, y la doña Vicen- 
ta Lapbla otorgó usimismo testamento disponien- 
do se hicieran de sus bienes tres partes iguales, sien- 
do á virtud de todo ello inscrita la casa de la calle 
Mayor de Gracia, legada, como queda dicho, por 
D. Bartolomé Juliá y Roselló á sus bijos D. Bartolo- 
mó y D. Magín Juliá y Torrents, en el Registro de 
la propiedad, como correspondiente al D. Magín en 
la mitad proindiviso, ó sea 4148 avas partes por ra- 
zón de dicho legado, y la restante mitad Á D. Vicen- 
te Juliá y Lapbla y D. Bartolomé y doña María del 
Rosario Juliá y Paxá, en diversas porciones; y con 
motivo de haber muerto la última en 12 de Abril de 
1897, á la edad de diecisiete años, sin otorgur dispo- 
sición testamentaria, fueron declarados en auto de 
29 de Octubre del mismo año herederos abintestato 
de ella, en iguales partes, su madre doña Carmen 
Paxá y su hermano D. Bartolomé Juliá y Paxá. 

Fallecida en estado de soltera la doña Teresa, en- 
tró el D. Magín en posesión de la precitada casa, 
sita en Barcelona, la cua! fué inscrita á sua nombre 
en el Registro de la propiedad; eonsignándose por 
nota que se había hecho constar por fallecimiento 
de la doña Teresa, á favor de dicho D. Mr gín, único 
heredero sobreviviente, el cumplimiento de la ins 
titución ordenada en el testamento de D. Bartolo- 
mé Juliá y Roselló. 

Con motivo de la expresada proindivisión de la 
casa calle Mayor de la villa de Gracia, dicho don 
Magín formuló demanda, en la cual, con relación 
de los antecedentes mencionados de aquella finca, 
expresando su participución en la misma, y ejer- 
citando la acción communi dividundo, pidió se ci- 
tase y emplazase á D. Vicente Juliá y 4 doña Car- 
men Paxá, se condenase Áá los demandados Á dividir 
la enunciada casa, y por la imposibilidad de la divi. 
sión material se mandase proceder á la venta de la 

ropia casa y entrega del precio líquido á cada uno 
pa los condueños en la proporción debida. D. Vicen- 
te Juliá y doña Carmen Paxá, ésta por sí y como 
madre del menor D. Bartolomé Juliá y Paxá, con- 
testaron la demanda y formularon reconvención 
con las solicitudes de que se les absolviera de aqué- 
la, y en su defecto, dada la conformidad de las par- 
tes, se ordenase proceder á la división, y caso nece- 
sario, á Ja venta de la casa de la calle Mayor de la 
villa de Gracia, poseída en común, adjudicándose á 
cada uno de los interesados ó6 condueños la parte 
de la propiedad ó precio de la venta que le corres- 
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pr acordando, especialmente con respecto 4 
. Magín, que óste no pudiese disponer libremente 
dela participación de la mitad qu le corresponde 
mientras no ofreciera garantía ó fianza suficiente 
Hed responder de la misma, en el caso de que por 
allecer sin hijos que lleguen á la edad de testar, fal- 
te ó deje de cumplirse la condición resolutoria im- 
oy en el testamento de D. Bartolomé Juliá y 
oselló, al ordenar el legado de aquella finca á fa- 
vor de sus hijos Magín y Bartolomé, causante éste 
de los derechos de los demandados, que se condena- 
ge al propio actor á restituir y pd Ls á los deman- 
dados, en sus respectivas calidades, la mitad que les 
pes en la propiedad de la casa de la calle de 
aume Qiralt de aquella ciudad de Barcelona. 

Dada á los autos la tramitación del juicio ordina- 
rio, la Sala segunda de lo civil de la Audiencia de 
Barcelona, en sentencia revocatoria, condenó á los 
demandados D. Vicente Juliá y doña Carmen Paxá. 

Interpuesto recurso de casación, alegaron distin- 
tas infracciones, y el T.S. declara no haber lugar 
al recurso: 

«Considerando que tanto el legado do la casa de la 
calle Jaume Giralt, que el testador D Bartolomé 
Juliá y Roselló hizo á su hija doña Teresa Juliá y 
Torrents, como la herencia que le correspondió de 
su difunto padre, debió pasar To al único here- 
dero sobreviviente su hermano D. Magín, por haber 
muerto la doña Teresa soltera, y haberse verificado 
en este concepto la sustitución ordenada por el tes- 
tador y padre común D. Bartolomé, que quiso que 
tanto en los legados como en la parte hereditaria, 
si sus Ajos morian sín sucesión, ó teniéndola, no 
habían llegado á la edad de testar, volvieran los bie- 
nes á la herencia y se dividieran entre los sobrevi- 
vientes de los tres herederos, quedando libre para 
disponer el último de ellos que sobreviviera: 

Considerando que limitada por el testador Don 
Bartolome Juliá y Roselló la sustitución condicio- 
nal en los legados y herencia á sus tres hijos Don 
Magín, Doña Teresa y D. Bartolomé, y habiendo 
muerto este último, de quien traen causa los recu- 
rrentes antes qu sus hermanoé, ningún derecho á 
los bienes de óstos adquirió, ni pudo, por tanto, 
transmitir á sos herederos: 

Considerando que al establecer el testador entre 
sus tres hijos recíproca sustitución condicional, 
tanto en los legados como en la herencia, y dispo- 
ner que el último de ellos que sobreviviera á sus 
hermanos tuviera la libre disposición de los bienes 
legados y heredados, expresó su voluntad de una 
manera clara, explícita y terminante que dobe res. 

etarse y cumplirse, como precepto legal entre los 
interesados; y ajustándose la sentencia reclamada 
é lo dispuesto por el testador, no infringe, y antes 
bien aplica acertadamente, las leyes y doctrina 
alegadas en apoyo del recurso, referentes á la ob- 
servancia de las últimas voluntades, y por conso- 
cuencia, son de desestimar los motivos 1.%, 3.9, 3.2 y 
4.2 de dicho recurso.» (Sala 1.*, sent. 8 Diciembre 
1891.—Qacs. 17 y 19 Enero 1892, p. 28.) 


31 Diciembre 1891. Todo heredero, voluntario ó 
forzo80, que acepta pura y simplemente la herencia, que- 
da obligado d cumplir hasta con sus propios bienes las 
responsabilidades del difunto. 


La doctrina del epígrafe se halla consignada en 
en la sentencia de esta fecha del T.S., pronunciada 
en un pleito seguido en la Audiencia de Barcelona, 
sobre nulidad de un legado, declarando no haber 
lugar al recurso: 

«Considerando que el fundamento más importan- 
te de lo resuelto por la sentencia es que, según dis- 
ponen la Auténtica, ley 7.*, lib. VI, tít. L, Código, 
y la Novela 1*, tit. 1, cap. II, así como la ley 10, 
tit. VI, Part. 6.*, el heredero que acepta la heren- 
cia sin formalizar en el tiempo y modo prevenidos 
el inventario de los bienes, no puede detraer la 
cuarta falcidia, y queda obligado á pagar íntegra- 
mente, no sólo con los bienes hereditarios, sino con 
los propios, todos los legados, deudas y responsabi- 
lidades del difanto; precepto lega! que es aplicable 
á los hreederos de cualquiera clase que sean, vo- 
luntarios ó forzosos"...» (Sala 1.*, Sent 81 Diciembre 
1891.—(Gac. 9 Marzo 1892, p. 93.) 
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SUELDOS.—TELÉGRAFOS... 





3 Febrero 1898. Usufructo de la viuda: Enajena- 
<ión de bienes: Facultada la riuda para enajenar los 
bienes hereditarios, caso de necesidad, y establecida la 
intervención de los tutores de los nudos propietarios para 
que. no abuse de la autorización, cuando dichos intere: 
3ados llegan d la mayor edad, deben intervenir por sí 
mismos y es nula la venta de los bienes hecha por la viu- 
da sin el concurso y anuencia de aquéllos. 


Dictada sentencia por la Audiencia de Barcelona, 
declarando nulo el contrato de compraventa de 
bienes procedentes de la herencia de D. Francisco 
de Asís Torelló y celebrado entre la heredera usu- 
iructuaria doña Teresa Campmany y D. Agustín 
Durán, por nn haber concurrido á su otorgamiento 
los hijos del finado, interpuso el comprador recurso 
de casación, al cual declara el T. S. no haber lugar: 

«Considerando que la autorización que el testa- 
dor D. Francisco de Asís Torelló y Cortés otorgó á 
un cónyuge y heredera usufructuaria doña Teresa 
Campmany para que en caso de necesidad pudiera 
vender ó gravar los bienes hereditarios, estaba limi- 
tada por la necesaria intervención, que en tales 
actos habrían de tener los curadores de sus menores 
hijos, siendo esta intervención garantía eficaz de 
que la heredera no haría mal uso en perjuicio de sus 
hijos de aquella facultad: 

onsiderando que por haber llegado los hijos de 
Torelló y Cortés á mayor edad, terminó para éstos 
la curatela y no necesitaron que su personalidad 
se cumpletara con la de sus curadores; y aquella in- 
tervención que en provecho de ellos estableció su 
difunto padre para el caso en que su madre, here- 
dera usufructuaria. tuviera necesidad de disponer 
de los bienes hereditarios, á ellos tocaba ejercerla 
directamente; y habiendo prescindido doña Teresa 
Campmany al disponer en venta, á favor de su hijo 
político, de la mayor parte de los bienes que el tes- 
tador le dejó en usufructo, de la esencial condición 
de dar intervención á sus hijos, especialmente al 
heredero del dominio directo, dicha enajenación 
es nula, porque la vendedora se extralimitó de las 
facultades que le concedía el testamento.» (Sent. 3 
Febrero 1892.—Gacs. 12 y 16 Marzo, p. 123.) 


—Véase ALIMENTOS: COMPETENCIAS EN LO CIVIL: 
COMPRAVENTA: FIDBICOMI80S: LEGADOS: PARTICIONES: 
TERCERÍAS: TESTAMENTOS y además en HIPOTECAS las 
siguientes resoluciones; 

3 Enero 1892. Establece que la falta de pacto 
en las capitulaciones matrimoniales de Navarra 
sobre aplicación de ganancias Ó conquistas, priva 


al supórstite de capacidad para designar el sucesor 
de las correspondientes al premuerto (p. 235). 


82 Warzo 1898. Carácter de la donación de la 


nuda propiedad otorgada á favor de los hijos del 
donante (p. 237). 


2) Marzo 189?. Cuestión sobre inscripción de 
head heredados sujetos á condición resolutoria 
(p. 240). 


Dos resoluciones 13 Abril 1898. Inscripción 


de escrituras particionales en que hay interesados 
menores (p. 244). 


15 Junio 18828. Validez de enajenaciones he- 
chas por una viuda de bienes dotales inestimados, 
antes de liguidarse la sociedad conyugal (p. 249). 


25 Junio 189?. Forma de inscribir bienes suje- 
tos á la reserva troncal del art. 811 (p. 249 . 


30 Junio 189?. Aplicación del Código civil á la 
sociedad de gananciales en el Campo de Tarrago- 
na: Derechos del cónyuge supérstite (p. 261). 


31 Octubre 189?. Cancelación de hipotecas por 
herederos de bienes indivisos: Representación de 
los menores interesados. ¿Es necesario el discerni- 
miento del juez? (p. 256, 


SUELDOS. V. ImruesTos SOBRE... 
SUICIDIO DE SOLDADOS. V,. ComerETEN- 
C1IAS EN LO PENAL. 


SUSPENSIÓN DE CONCEJALES Y DE 
DIPUTADOS PROVINCIALES. V. AvYuntTa- 
MIENTOS: ELECCIONES: GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN 
DE LAS PROVINCIAS: PROLONGACIÓN DE FUNCIONES. 






SUSPENSIÓN DE EMPLEO Ó CARGO. 


Sobre sus efectos, véase SECRETARIOS DE AYUNTA- 
MIENTO. 


SUSTITUCIÓN TESTAMENTARIA. Vós- 
se SUCESIONES. 


TABACO.—Compañia arrendataria. (Die- 
cionario, t. IX, ps. 634 á 655.) 


Ley de presap. de 80 Junio 1892, 
Modificación del canon que la Compañía paga al Estado. 


«Art. 16. Elcanon que paga al Estado la Com- 
pañía Arrendataria de Tabacos se mc dificará, á 
partir de 1.” de Julio del presente año, en la for- 
ma siguiente: 

Canon fijo anual, 90 millones de pesetas. 

Participación del Estado en los aumentos de 
beneficios sobre los 90 millones de pesetas del 
canon fijo. 

Hasta 96 millones el 50 por 100 del aumento. 

A partir de esta cifra do 96 millones al de 100, 
el 60 por 100 de los aumentos. 

Desde 100 millones en adelante, el 65 por 100. 

Queda modificada en este sentido la ley de 2 
de Abril de 1887. 

Se autoriza al Gobierno para concertar cun la 
Compañía Arrendataria de Tabacos la venta, 
transporte Y, custodia de los efectos timbrados y 
el servicio del Giro Mutuo del Tesoro, abonando 
por este servicio las comisiones siguientes: 

Por el de Timbre: 

Hasta 50 millones de recaudación, el 8 por 100. 

Desde 50 á 56 millones, el 8 por 100 sobre el au- 
mento de 6 millones. 

Y desde 56 millones en adelante, el 10 por 100 
sobre el aumento.  * 

Por el del Giro Mutuo del Tesoro se le abona 
la mitad del premio que se cobra por este servi- 
cio, ó sea el 1 por 100. 

Se autoriza al Gobierno para confiar á la Com- 


añía el servicio de investigación de la renta 
el Timbre.» 


—Véase además CoumrAaÑÍa ARRENDATARIA: CoR- 
TRABANDO Y DEFRAUDACIÓN: ÍMPUESTO SOBRE EL TA- 
BACO: RENTA DE ADUANAS (singularmente el índi- 
ce de los Aranceles de 31 Diciembre 1891). 


TANTEO. V. DesamorTIZACIÓN. 


TELÉGRAFOS: TELÉFONOS: CORRES- 
PONDENCIA TELEGRAFICA: CUERPO DE 
TELÉGRAFOS. (Dicc., tomo IX, ps. 670 á 712.) 


R. O. 2 Junio 1892. 


Declarando caducadas lus licencias y disponiendo 
sean entregados d los Tribunales los que sin motivo jut- 
tificado no concurran d sus pu-atos. 

(Goñ.) «En consideración á que las atencio- 
nes del servicio de comunicaciones telegráficas 
hacen indispensable el concurso inmediato de 
todo el personal del Cuerpo para evitar los gra- 
ves perjuicios que pudieran irrogarse á los inte- 
reses públicos; ; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- 
na Reyente del Reino, ha tenido á bien declarar 
caducadas las licencias, términos leales 
sus prórrogas, concedidas á los individuos d 
expresado Cuerpo, disponiendo que todos ellos 
se encuentren en sus respectivos puestos para 
el día 28 del corriente, entendiéndose que se 
procederá á la separación definitiva de los em- 
pleados que no lo verifiquen dentro del plazo 
que se señala. 
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Al propio tiempo se ha servido disponer Su 
Majestad que los empleados del ramo de Telé- 
grafos, cualquiera que sea su categoría, que no 
concurran á sus puestos sin motivo justificado 
de enfermedad ó licencia, ó que en el ejercicio de 
su cometido muestren negligencia óentorpezcan 
el servicio, sean entregados á los Tribunales or- 
dinarios, para los efectos del C. P. 

De Real orden, etc. Madrid 20 Junio de 1892. 
Elduayen.—Sr. Director general de Comunica- 
ciones.» (Qac. 21 Junio.) 


E. D. 7 Octubre 1898. 
Separación de los servicios de Correos y Telégrafos. 


Véase este R. D. en Corrzos. Separó del ramo 
de Telégrafos el de Correos en ciertas capitales 
y en algunas Administraciones; pero este crite- 
rio se ha acentuado más por R. D. 81 de Diciem- 
bre de 1895. (Ar. 1896, pág. 5.) 


Jurisprudencia contencioso administrativa. 


Sent. 30 Octubre 1891. ¿Los materiales que se 
introducen en Ultramar por el concesionario de una red 
telefónica, para su consirucción y exvlotación, vienen 
Sujetos al pago de derechds de Aduanas? 


Se establece que la exención de impuestos otorga- 
da por la base 17 del art. 1. del R. D. de 12 de Mayo 
de 1888 4 los onncesionariovs de redes telefónicas en 
las provincias ultramarinas, no se extiende á las 
contribuciones indirectas, entre las cuales se halla 
comprendida la renta de Aduanas, no pudiendo ac- 
cederse, por tanto, á la libre introducción de los 
materiales destinados á la construcción Y explota- 
ción de aquéllas; y que aun prescindiendo de ésto, 
el Ministerio de Ultramar tiene facultades para 
conceder Ó negar la libre introducción de dichos 
materiales, toda vez que á él corresponde apreciar 
si el servicio concedido debe considerarse como de 
utilidad pública para los efectos del art. 1.? del de- 
creto de 28 de Octubre de 186%. (Sent. 80 Octubre de 
1891, pronunciada en el pleito promovido por don 
Joaquín Batllé contra R. O. de 18 de Marzo de 1890, 
que acordó no haber lugar á la libre introducción 

e materiales en Manila solicitada por el recurren- 
te, para la construcción y explotación del servicio 
lelefónico de aquella capital, del que era concesio- 
nario.—Gac. 28 Agosto 1892, p. 3143.) 


Sent. 11 Enero 1993. Se declara que las estacio- 
nes telefónicas establecidas en el Senado, Congreso de los 
Diputados, Palacio de la Exposición de Bellas Artes y 
Quarto de banderas del regimiento de Húsares de la 
Princesa, deben incluirse en la tercera categoría de las 
establecidas en la base 9.* del art. 1.2 del R. D, de 18 de 
Junio de Ada Arona que las referidas estaciones ofre- 
Cen entera a gía con aquellas cuyo uso pertenece al 
público d á una colectividad numerosa. 


Contra dos Reales órdenes expedidas por el Mi- 
nisterio de la Gobernación, disponiendo que las es- 
taciones telefónicas enumeradas en el epígrafe, se 
insluyeran en la primera categoría de las estable- 
cidas en la base 9.* del art. 1.? del BR. D. de 13 de Ju- 
mio de 1858, dedujo demanda contenciosa la Socie- 
dad de teléfonos de Madrid, con la súplica de que 
se revocasen aquellos acuerdos ministeriales, y se 
declarase en su lugar que las estaciones en cues- 
tión debian comprenderse en la tercera categoría 
de las establecidas en la base 9.* del art. 1. del Real 
decreto mencionado. El T, C.A.,, con vista del ex- 

resado art. 1.%, falla el asunto en los términos so- 

citados por la Sociedad demandante: 

«Considerando: que, con arreglo á la base 9.*, ar- 
tículo 1.2 del R D. de 13 de Junio de 1866, las esta- 
ciones telefónicas se clasifican, para los efectos de 
la cuota de abono, en tres categorías, á saber: 
primera, estaciones particulares dentro del térmi- 
mo municipal en que se halle establecida la Central 
de la red; segunda, estaciones para fircas urbanas 
ocupadas por varios inquilinos, pudiendo hacer to- 
dos ellos uso del teléfono, y tercera, estaciones 
para casinos, círculos, Sociedades de recreo, ton- 
das, cafés, teatros, estaciones de ferrocarriles, et- 
cótera, etc, en que pueden hacer uso del teléfono 
los socios ó el público: 

Considerando: que la cuestión que ha de resolver- 
se por esta sentencia consiste en determinar si las 
estaciones telefónicas que al tiempo de iniciarse 
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los expedientes os estaban designadas 
con los núms. 91, 51, 1.008 y 428, correspondiendo res- 
pectivamente al Senado, al Congreso de los Dipu- 
tados, al Palacio de la Exposición de Bellas Artes y 
al Cuarto de banderas del regimiento de Húsares 
de la Princesa, deben estimarse comprendidas «n 
la primera ó en la tercera de las categorías expre: 
sadas: 

Considerando: que la clasificación referida tiene 
por base el uso más ó menos frecuente que de la red 
telefónica puede hacerse, y atendiendo á esta cir- 
cunstancia es manifiesto que las estaciones de que 
se trata no pueden equipararse á las de que se sir- 
ve un solo particular, y por el contrario, ofrecen en- 
tera analogía con aquellas cuyo uso pertenece al 
público ó á una colectividad numerosa: 

Considerando: además, que al admitirse el orite- 
rio de las Reales órdenes impugnadas vendría á re- 
sultar que estaciones puestas al servicio de consí- 
derable número de personas satisfarían una cuota 
muy inferior á la que pagan otras que sólo pueden 
utilizar los inquilinos de una misma casa.» (Senten- 
cia 11 Enero 1892.—Gac. 15 Septiembre, p. 6.) 


Sent. 30 Enero 1893. Contrato sobre el estableci- 
miento de redes telefónicas. Derecho del Gobierno para 

ar las condiciones que la Empresa constructora y ex- 
plotadora puede :mponer d los abonados, conforme d las 
cláusulas de lo estipulado. 


Noticioso el Gobierno de que la Sociedad de Te- 
léfonos imponía á sus abonados la obligación de 





aceptar el compromiso por un año, etc, dictó Real 
orden resolviendo: 1., que dentro de lo prevenido 
en la base 18 del R. D. de 13 de Junio de 1 aede 


atútorizarse á la Sociedad de Teléfonos de Madrid 
para exigir á los nuevos abonados un tiempo de du- 
ración del abono de dos trimestres para las estacio- 
nes de la zona urbana y de cuatro para las del ex- 
trarradio; 2.2, que no se debe autorizar á la referi- 
da Sociedad para cobrar á los abonados por ade- 
oy en concepto de abono, más cantidad que 
da que señala la condición 13 de las generales de su- 
asta... 

Contra esta Beal orden dedujo recurso conten- 
cioso administrativo la Sociedad de Teléfonos de 
rea y el Tribunal absuelve á la Administra- 
ción: 

«Considerando: que la cuestión del presente liti- 

io se xeduce á determinar si la Sociedad deman- 

ante puede concertar libremente las condiciones 
y el plazo del abono, ó si debe sujetarse á la pres- 
cripción establecida en la Real orden que se im- 
pugna, en la cual se determina que sólo tiene dere- 
cho á exigir de los nuevos abonados que celebren 
el contrato por dos trimestres para las estaciones 
de la zona urbana y por cuatro para las del extra- 
rradio: 

Considerando: que si bien la condición 18 del plie- 
go aprobado por E. O. de 13 de Junio de 1888 nutoriza 
al concesionario para establecer con los particula- 
res las condiciones que crea convenientes, erta fa- 
cultad se halla limitada, según la misma condición, 

or las prescripciones del Real decreto de la misma 
echa y por las bases de la concesión: 

Considerando: que Á tenor de lo dispuesto en el 
art. 2.2 del mismo decreto, quedan en vigor, en 
cuanto no se hallen por él modificados, los precep- 
tos del R. D. de 11 de Agosto de 1881 y del reglamen- 
to de 13 de los mismos mes y año, en cuyo art. ló se 
establece para la duración del abono que éste se 
hará por semestres naturales, pagándose por ade- 
lantado: 

Considerando: que el precepto de este artículo es 
de evidente aplicación, en cuanto á la duración del 
abono, al caso actual, toda vez que ni en el Real 
decreto de 13 de Junio de 1896, ní en las condiciones 
aprobadas por la Real orden de la misma fecha, 
existe ninguna disposición que concreta y especial- 
mente lo modifique; porque la base 9.* del art. 1. 
de dicho decreto sólo determina la cuantía máxima 
del abono calculada por años, pero nada establece 
respecto al tiempo del mismo abono, y la condición 
13únicamenteotorga derecho al concesionario para 
exigir el pago de las cuotas por trimestres antici- 

ados: 

E Considerando: que extendida la limitación conte- 
nida en el art. 15 del R. D. de 12 de Agosto de 18%, se 
halla ajustada á derecho la primera parte de la 
Real orden reclamada que sólo autoriza Á la Com- 
pañía demandante para exigir abonos semesttales 
en la zona urbana de Madrid, y debe, por tanto, 





LA 
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desestimarse la pretensión contenida en la deman- 
da, en que implicitamente se solicita la declaración 
de que la Sociedad puede exigir que la duración del 
abono sea deun año.» (Sent. 80 Enero 1892 —Gac. 22 
Septiembre, p. 50.) 


—Otro caso sobre interpretación del contrato re- 
lativo al establecimiento de la red telefónica de 
Barcelona. (Sent. 80 Enero 1892.—Gac. 22 Septiem- 
bre, p. 49.) 


TERCERIAS DE DOMINIO Y MEJOR DE- 
RECHO. (Dicc., tomo IX, págs. 713 á 717.) 


Sent. 12 Septiembre 1891. Administración ju: 
dicial de bienes embargados. Los gastos y derechos de la 
administración de bienes inmuebles embargados en unos 


- autos ejecutivos, no corresponde abonarlos al tercerista 


en los mismos, que venció en la tercería, con derecho d 
cobrar íntegras las rentas de dichos bienes, percibidas 
por el administrador judicial. 


Nombrado D. Miguel Andrade administrador ju- 
dicial de ciertos bienes inmuebles embargados en 
unos autos ejecutivos, y siendo precisas determina- 
das obras en los mismos, se dió traslado de esto 4 
D. Fólix García Lizarza, que tenía deducida terce- 
ría de dominio sobre aquéllos, el cual no se opuso á 
la realización de las obras. Al rendir Andrade en 


varias ocasiones cuentas de su administración ju- 


dicial, que fueron aprobadas, incluyó en ellas no 
sólo el gasto de las obras, sino también sus dere- 
chos y gastos de administración y el 10 por 100 de lo 
cobrado que le correspondía, manifestando el ter- 
cerista que aceptaba lo de las obras, pero que nada 
decía de las demás partidas, por no tener relación 
con ellas. Dictada sentencia en la tercería, decla- 
rando el dominio de los bienes á favor de Lizarsa, 
así como de su pertenencia las rentas integras de 
los bienes, percibidas por el administrador judicial, 
al rendir éste, en cumplimiento de dicha sentencia, 
su cuenta final, incluyó en la misma, además de los 
gastos de las obras, sus derechos y gastos como ad- 
ministrador judicial de los expresados bienes. No se 
conformó con ello Lizarsa, y en demanda inciden- 
tal impugnó tal cuenta, porque siendo á su favor 
las rentas integras percibidas por Andrade, los 

astos y derechos de éste como administrador ju- 

jcial, aparte los de las obras, no dorrospondía 
abonarlos al tercerista, sino en todo caso al ejecu- 
tante ó ejecutado; re á ello Andrade, y sus- 
citado el incidente, el Tribunal sentenciador decla- 
ró ser imputables á Lizarza solamente los gastos 
de las obras, pero no los de las demás partidas, sin 
perjuicio del derecho de Andrade para reclamar de 
quien correspondiera su importe. 

Interpuso Andrade recurso de casación citando 
como infringidos: 1.” La ley 10, tit. 111, Partida 5.* 
2.2 Los arts. 1.016, 1.017, 1.033 y 1.450 de la ley de En- 
juiciamiento civil. Y 3.0 Las sents. del T.S., fechas 
1. de Octubre de 1872 y 12 Febrero de 1878. 

El T.S. declaró no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la sentencia recurrida no ha 
podido infringir la ley 10, tit. 111, Partida 5.*, invo- 
cada en el motivo 1.?, porque así ésta, como las de 
más del mismo título, se refieren al depósito volun- 
tario, y en el caso que resuelve dicha sentencia 
so trata de una administración judicial de un in- 
mueble, constituida en unos autos á que era extra- 
ño su verdadero propietario Áá quien se obligó á 
pt Ag y seguir una tercería para hacer valer su 

erecho, y porque aun así concede al administra- 
dor recurrente el de abonarse en la cuenta presen- 
tada, no sólo lo satisfecho por contribuciones, si 

ue también lo que la Sala, en uso de sus faculta- 
es, estima probado haber invertido en las obras 
realizadas en la finca: 

Considerando que tampoco infringe los artículos 
de la ley de En). civil y doctrina que se invocan en 
los motivos 2.” y 8.*, porque si bien releva al propie- 
tario tercerista de la obligación de aceptar las par- 
tidas de la cuenta relativas á emolumentos y 4 
otra clase de gastos, en razón á no haberlos moti- 
vado, deja á salvo los derechos que por los citados 
artículos haya adquirido el recurrente en el desem.- 
peño de la administración para que pueda recla- 
marlos de quien proceda.» (Sala 1.*, sent. 23 Sep- 
tiembre 1891.— Gac, 298 Noviembre, p. 152.) 





13 Octubre 1891. Pruebas en las tercertas: Acepcio- 
nes de las palabras hipoteca y prenda: Jucesión en co- 
mandila d favor del socio que figura en su razón social.— 
Para justificar el mejor derecho en una tercería no es 
preciso prueba tasada, bastando d ello cualquiera de los 
medios probatorios de la ley.—La palabra hipoteca, in- 
terpetándola extensivamente, igual puede referirse á hipo- 
teca que á prenda.—El acto de sucesión de un socío en una 
comandita, cuyo nombre figura ya en la razón social de la 
mismo, no constituye enajenación, sino una simple adju- 
dicación de aquélla, que no está sujeta á la formalidad 
de escritura pública. 


En 80 de Diciembre de 1867 otorgaron escritura en 
la ciudad de Barcelona D. Francisco Vilumara y 
Sans, D. Cristóbal Taltabull, D. Pablo Sadó y otros, 
en la que dijeron que por escritura de 21 de Junio de 
1881, debidamente registrada, se había formado una 
Sociedad comanditaria bajo la razón de Vilumara, 
Biandú y Compañía, y con el título de Crédito mu- 
tuo fabril y mercantil, para verificar préstamos y 
descuentos, admitir depósitos y verificar otras va- 
rias operaciones, lo cual verificaban con los pactos 
y condiciones, entre otras, siguientes...: 80. El capi- 
tal que cada socio represente en la copas que: 
dará hipotecado especialmente á las obligaciones 
que el mismo contraiga con el establecimiento, salva 
siempre la responsabilidad me con respecto á ter- 
ceras personas pesase sobre dicho capital, como 
parte integrante del de la Sociedad. 89. Todo socio 
podrá traspasar el todo ó parte de su capital, siem- 
pre que al verificarlo deje oubiertos sus compromi- 
sos pendientes con la Sociedad y que el nnevo adqui- 
sidor merezca la aprobación de la a Junta 
consultiva, como representante que es ésta de todos 
los socios comanditarios, entendiéndose dicha facul- 
tad sin pejaiclo de os lo prevenido en el ar- 
tículo 19 Los traspasos deberán efectuarse por me- 
dio de escritura pública anotada en el Registro de 
Comercio, y los gastos de ella deberán ser satisfo- 
chos por los interesados. 

En 14 de Septiembre de 1886, la razón social Viuda 
é hijos de C. Taltabul!l dirigió una carta á los seño- 
res Sadó, Borrás, Nolla y Compañía, que era enton- 
ces la razón social de ta primitiva Compañía, cam- 
biándose al principio del presente pleito por Sadó, 
Nolla y Tintoré, manifestándoles que tenia el gusto 
de comunicarles que la comandita en cantidad de 
25.000 pesetas, que bajo la razón social de Viuda 6 
hijos de C. Taltabull tenía en aquella Sociedad de 
Sadó Borrás Nolla y Compañía, en cuanto á su in- 
torós, había pasado á ser pertenencia de su hijo Ra- 
fael Taltaball. A instancia de D. Pablo Sadó y Pérez, 
se requirió por medio de notario en 8 de Marso 1858 
á doña Magdalena Borrás, viuda de Cristóbal Tal- 
taball, para que mediante saber que en 14 de Sep- 
tiembre de 18986 había dirigido á la Sociedad requi- 
rente la carta mencionada, y que por más que 
desde aquella fecha habia quedado trasladada la 
indicada comandita á D. Rafael Taltabull, no se 
había formalizado hasta el pones la oportuna es- 
oritura, haciendo constar el antedicho traspaso, re- 
conociera la legitimidad de lau firma que contenía 
dicha carta, á lo que contestó que efectivamente 
suscribió y dirigió á la Sociedad Sadó Borrás Nolla 
y Compañia la carta mencionala, declarando que 
por consecuencia de ello quedó desde la citada fo- 
cha de 14 de Septiembre de 1896 traspasada y de ex- 
clusiva propiedad de su hijo D. Rafael Taltabull y 
Borrás el indicado capital comanditario de 25.000 
pesotas. 

Con fecha 4 de Mayo de 1887 firmó D. Rafael Tal- 
tabull á favor de la Sociedad Sadó Borrás y Nolla y 
Compañía un pagaré de 25.000 pesetas, que fué suce- 
sivamente prorrogado, y últimamente en 23 Enero 
de 188, figurando ya enesta última renovación dicho 
pagaró a la orden de Sadó Nolla y Tintoré, habien- 

o sido protestado por no haber sido satisfecho á sa 
vencimiento en 28 de Abril de 1888. 

Por auto de 10 de Marzo de dicho año 1888, fué de- 
clarado D. Rafael Taltabull en estado de suspensión 
de pagos. Promovido juicio ejecutivo por D. José 
Durall, continuado por su viuda doña Cristina Do- 
menech y Parés, contra D. Rafael Taltabull y Bo- 
rrás, se acordó en 5 de Abril de 1888 proceder al em- 
bargo de bienes del deudor, entre ellos, de la canti- 
dad que encomandita tenía en la casa de Sadó Nol!a 
Tintoró y Compañía en cantidad de 25.000 pesetas. 
ó en la que resultare; y requerido al efecto uno de 
los gerentes de dicha Compañia, contestó que don 
Rafael Taltabull no era socio de la misma, según la 
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contrata social, refiriendo lo ocurrido y las obliga- 
ciones de éste para con la Compañía, á cuyo pago 
estaba hipotecada su comandita. 

La Compañía Sadó Nolla y Tintoré dedujo en el 
citado juicio ejecutivo demanda de tercería de me- 
jor derecho, suplicando que se declarase que la So- 
ciedad en comandita Sadó Nolla y Tintoré, como 
sucesora y continuadora de la Sociedad Borrás Nolla 
y Compañía, tenía derecho á ser reintegrada del im- 
porte del citado pagaré de 25.000 pesetas, intereses 
y gastos, con DESIOASOCAN á la ejecutante doña Cris- 
tina Domenes 

Oponiendo la referida doña Cristina á la demanda 
las excepciones de falta de acción y de derecho, y la 
de falta de personalidad en la parte actora, pidió se 
le absolviera de ella. Sustanciado el juicio en dos 
instancias, y personada durante la segunda la razón 
social Sadó Tintoré y Escubós, Sociedad en coman- 
dita, como sucesora de Sadó Nolla y Tintoró, la Sala 
de la Audiencia de Barcelona dictó sentencia revo- 
catoria, declarando que la razón social Sadó Nolla 
y Tintoré, Sociedad en comandita, y hoy como suce- 
sora de la misma Sociedad, también en comandita, 
Sadó Tintoré y Escubós, tiene derecho á ser reinte- 
php de las 25.000 pesetas del pagaré de 28 de Enero 

e 1888 y de los intereses y gastos del mismo, con 
dp or á doña Oristina Domenech, de la coman- 

ita y demás derechos ó cantidades que en la refori- 
da Sociedad tenía como comanditario D. Rafael 
Taltabull y Borrás. 

Doña Cristina Domenech interpuso recurso de ca- 
sación por haberse infringido su juicio, entre 
otros: El art. 174 del Código de Comercio citado en 
la ip que indebidamente se aplicaba al caso 
de autos; la doctrina legal consignada en las senten- 
cias de 8 de Septiembre de 1871 y 8de Julio de 1876, 
de que es de todo punto necesario para que pueda 
ser estimada en juicio una tercería de mejor derecho 
que el que la deduce presente un título legítimo y 
reconocido que justifique su derecho; la doctrina 
conforme á la cual son ineficaces las condiciones de 
los contratos cuando sean de imposible cumpli- 
miento ó contrarias al derecho, y la de que los con- 
tratos son ley para los contratantes, pero no para 
el que no intervino en una escritura social, por 
cuanto la sentencia daba á la palabra bipoteca de 
la cláusula 30, la extensión de prenda, y como sobre 
bienes muebles no cabe hipoteca, aquella cláusula 
era ineficaz; los arts. 17 y 91, número 5.*; el 4 y el 26; 
todos del Código de Comercio. 

El T. $S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que ni se ha cometido ni podido 
cometerse la infracción alegada en el segundo mo- 
tivo del recurso, porque lejos de requerirse por la 
jurisprudencia de este Supremo Tribunal, cual 
erróneamente se ha supuesto al formularlo, una 
prueba tasada como lo es la presentación de un tí. 
tulo reconocido por el deudor, para el éxito de las 
demandas de tercería de mejor derecho, exígese tan 
sólo, conforme á las reglas generales de derecho, la 
justificación de la demanda por los medios estable- 
cidos en la ley, que es lo que ha hecho la Sala sen- 
tenciadora al dar valor legal, apreciando las prue- 
bas practicadas en el pleito, al pagaró en que la So- 
ciedad demandante fundó su demanda: 

Considerando que la palabra hipoteca, atendida 
su etimología y también su acepción vulgar, lo 
mismo puede referirse á la prenda que á la hipote- 
ca propiamente dicha, por lo cual, y por ser una 
regla inconcusa de interpretación que las palabras 
que tengan diversas acepciones han de entenderse 
en el sentido más conforme á la naturaleza y objeto 
del acto ó contrato en que se emplean, ha podido y 
debido estimarse, sin violar la otra regla de inter- 
pretación invocada en el tercer motivo del recurso; 
que por la cláusula 30 de la escritura de constitu- 
ción de la Sociedad demandante, se estableció en 
su favor el derecho de prenda sobre el capital apor- 
tado por los socios para responder á las obligacio- 
nes que con ella contrajeran al hacer uso del crédi- 
to que por otras cláusulas da la misma escritura se 
les otorga; y siendo esto así, tampoco se han come- 
tido las demás infracciones alegndas en el propio 
motivo del recurso, puesto que lo pactado entre los 
socios no es de imposible cumplimiento, y porque 
lMegudo el caso de aplicarse el pacto, resulta en fa- 
vor de la Compañía un derecho real que por ser de 
este carácter y no por la indebida extensión del 
pacto á quien no intervino en su celebración, tiene 
preferencia sobre el ostentado por el recurrente: 

Considerando que la sucesión de D. Rafael Talta- 
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bull en la comandita que la razón social Viuda é 
Hijos de C. Taitabull, tenía en la Sociedad deman- 
dante, no puede reputarse como enajenación para 
los efectos de la cláusula 29 del pacto social, porque 
en éste se preve el caso de traspasarse la comandi- 
ta por un socio en favor de un tercer adquirente 
ajeno, por completo, á la Sociedad misma, la cual 
por ello se reservó la facultad de admitir ó recha- 
zar al nuevo socio, según mereciera ó no su con- 
fianza, y el D. Rafael, como uno de los miembros de 
aquella razón social, tenia ya en la Compañía un 
interés personal proporcionado áÑsu participación 
en la comandita, cuyo importe, por otra parte, no 
había ni por un momento dejado de pertenecer al 
capital social; de suerte que no habiendo tenido 
lugar onajenación alguna sino tan sólo una simple 
adjudicación de la comandita á persona que en olla 
tenía derecho, el acto no estaba sujeto á la forma- 
lidad de la escritura pública, y no estáandolo no se 
han infringido, ni dicha cláusula 29 ni los arts. 17, 
21 y 26 del Código de Comercio, que se invocan en el 
cuarto motivo del recurso.» (Sala 1.*, sentencia 18 
Octubre 1891.—(Gacs. 29 Octubre y 26 Diciembre, pá- 
gina 149.) 


12 Febrero 18928. Objeto práctico y legal de las 
terceriías de mejor derecho: Casación de sentencia que de- 
claró el carárter de preferente al crédito del tercerista y 
denegó, sin embargo, el derecho del mismo para hacerse 
cobro con el valor de los bienes embargados, desconocien- 
do que el verdadero objeto de la tercería es que se realice 
el crédito del tercerísta antes que el del ejecutante. 


En autos ejecutivos seguidos por D. Juan Labour- 
dette contra D. Francisco de la Cruz y fundados en 
escrituras públicas, D. Juan Alonso, acreedor tam- 
bién del ejecutado por documentos de la misma 
clase, pero de fecha anterior, entabló terceria de 
mejor derecha, que falló en definitiva la Sala 2.* de 
lo civil de la Audiencia de Madrid, declarando que 
el crédito del tercerista era preferente en abstracto 
al que resulta á favor de D. Juan Labourdette y 
absolviendo, sin embargo, á los herederos de dicho 
D. Juan Labourdette y á D. Francisco de la Crus de 
la demanda interpuesta, en cuanto por ella se soli.- 
cita que con el valor de los bienes embargados á 
Cruz, se pague en primer término á D. Juan Alonso 
los dos créditos á que se refieren las escrituras de 
éste. Alonso died recurso de casación, presen- 
tándolo comprendido en los párrafos primero y 
cuarto del art. 1.692 de la ley de Enj. civil, y alegan- 
do en su apoyo como infringidos: 

1.2 El principio general de derecho sancionado 
por la e ye del T.S.enlasentencia, entre 
Otras, de 12 de Abril de 1881, de qe entre acreedores 
personales de igual clase, debe preferirse al que es 
primero en tiempo: 

3.2 Laley5.*, tit. XXIV, lib, X de la Novísima 
Rec., y en concordancia con ella el art. 1.268 de la 
ley de Enj. civil, que establecen la preferencia de 
los créditos esoriturarios por las fechas de las escri- 
turas; pues aunque en los considerandos de la sen- 
tencia recurrida se aprecian á favor del recurrente 
las razones de preferencia fundadas en dichas leyes, 
al absolver, sín embargo, á los demandados de la 
demanda de tercería se desconoce el derecho del 
recurrente y se deja sin cumplimiento ou se viola lo 
que las mismas disposiciones citadas establecen en 
materia de gradación de créditos; habiendo decla- 
rado este T. S en sentencias de 27 de Enero de 1877 
y 8 de Octubre de 1886, que aunque las tercerías no 
son juicios universales de concurso, los bienes em- 
bargados Áá consecuencia de un juicio ejecutivo, del 
cuAl son aquéllas incidente, forman una masa co- 
mún sujeta, en el caso en que se ejercite la de mejor 
derecho, á la preferencia que en la sentencia de 
tercería se determina; lo cual significa que para los 
efectos de la graduación de créditos en las terceríns 
de mejor derecho, son aplicables las reglas estable- 
cidas por la ley de Enj. civil para los concursos de 
acreedores. 

El T.S. casa y anula el fallo: 

«""onsiderando que las demandas de tercería de 
mejor de1echo tienen por objeto conseguir que se 
declare la preferencia de un crédito con relación á 
otro, y que por consecuencia de tal declaración, se 
haga efectivo el crédito del tercerista antes que el 
del acreedor que hubiese obtenido el embargo de 
los bienes del deudor; por cuya razón no cabe hacer 
la distinción que consigna el fallo recurrido, reco- 
nociendo la preferencia que corresponde al crédito 


- del tercer opositor y denegando que a de los 
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bienes embargados se aplique al pago del mismo, 
que es el fin concreto y positivo de la demanda del 
recurrente D. Juan Alonso; 

Considerando que estando demostrado por las es- 
crituras presentadas en el pleito y porla conformi.- 
dad de las partes que el orédito de Alonso es más 
antiguo que el de los herederos de Juan Labour- 
dette, ha debido acordar el pago preferente de 
aquél, con arreglo al principio de Derecho sancio- 
nado con repetición por este Tribunal Supremo, quí 
E est tempore potior est jure; sin que fuese obstácu- 

o para ello que á instancia del recurrente, en el 
juicio ejecutivo por él seguido se et bar embarga- 
do bienes más ó menos cuantiosos del deudor, ni 
tampoco que los herederos de Labourdette. para 
salvar los bienes de que hoy se trata, hayan hecho 
crecidos gastos con motivo de la tercería de domi- 
nio que promoviódoña Adelaida Taboada, cuestión 
e Dee á la qee hoy se ventila, porque de la liqnida- 
ción que debe practicarse al ejecutar la sentencia, 
resultaría lo que el acreedor Alonso haya percibido 
en virtud de los orbe retenciones decreta- 
dos, y porque los herederos de Labourdette pueden 
dirigirse contra los demás bienes del deudor, sean 
los que fueren y donde quiera que existan: 

Considerando que, por lo expuesto, la sentencia 
recurrida, al desestimar el segundo extremo de la 
demanda, que está intimamente ligada con el pri- 
mero, como consecuencia natural y lógica del mis- 
mo, constituyendo ambos lo sustancial de la peti.- 
ción formulada, infringe las disposiciones legales y 
doctrina que se citan en los dos primeros motivos 
del recurso.» (Sent. 18 Febrero 1892.—Gaecs. 15 y 18 de 
Marzo, p. 138) 


Decis. de comp. 16 Febrero 18928. Correspon- 
de dlos Tribunalea conocer de la demanda de tercería 
deducida con motivo de la cesión d una persona, de bie- 
nes adjudicados anteriormente á otra, habiendo adopta- 
Pp a os acuerdos de transmisión una Diputación pro- 

ne e 


La Comisión provincial de Almería, en funciones 


de Diputación, después de haber subastado sin 6xi- 
to una casa posada y una tierra, que embargó á 
doña Encarnación Barranco, para el pago de pen- 
siones de un renso constituido á favor de la Benefñi- 
cencia, adjudicó las fincas á la deudora por el va- 
lor del último aprecio y bajo la obligación de que 
el débito sería abonado. No consta si doña Encar- 
nación cumplió ó no con tal compromiso, pero sí 
que D. Miguel Ruiz Villanueva, á nombre de los he- 
rederos de D. Bernardo Morales, redimió alguno de 
. los gravámenes, ó todos ellos, y obtuvo de la Dipu- 
tación que le cediera los citados inmuebles; y que 
éstos fueron embargados á Villanueva en autos ju- 
diciales promovidos por D. Juan Pérez. Así las co- 
sas, doña Encarnación se personó en el Juzgado de 
la capital ante el que seguían los procedimientos y 
promovió tercería de dominio sobre los bienes, in- 
vocando los acuerdos de adjudicación á favor de la 
actora, contrariados por otros posteriores, esen- 
cialmente nulos. El gobernador suscitó competen- 
cia al Jusgado, y formalizada contienda jurisdio- 
cional, se decide á favor de la autoridad judicial, 
con vista de los arts. 88 de la ley provincial y 2. de 
la orgánica judicial: 

«Considerando: 1. Que la presente contienda de 
competencia se ha suscitado con motivo de la de- 
manda de tercería de dominio y de juicio declara- 
tivo interpuesto por doña Encarnación Barranco 
contra la e provincial, D. Miguel Ruiz 
Villanueva y D. Juan Pérez García, con motivo de 
la adjudicación hecha por la Comisión provincial, 
en funciones de Diputación, al referido Villanueva, 
de una finca que antes había sido adjudicada tam- 
bién á la demandante; y del embargo practicado en 
esa misma finca por el Pérez García en juicio ejecu- 
tivo contra Ruiz Villanueva: 

2.2 Que se trata de una cuestión de dominio y 
de llenar ciertas formalidades externas para hacer 
constar un contrato de compraventa, y tales cues- 
tiones son de índole civil, así como los acuerdos de 
la Comisión provincial que puedan lesionar dere- 
chos de esta clase, son reclamables ante los Tribu- 
nales del fuero común.» (BR. D. 16 Febrero 1892.—Ga- 
ceta 19 1d.) 


TERCEROS (1). V. BieENES DE LA SOCIEDAD 
CONYUGAL: DESAMORTIZACIÓN: HIPOTECAS. 





(1) Véase, sobre este concepto de la ley hipotecaria, lo 


TÉRMINOS MUNICIPALES. (Dicc., t. IX, 
págs. 717 á 720.) 


Dec. de comp. de 91 Enero 1898. Al declarar 
el Juzgado de primera instancia que el terreno corres- 
ponde 4 determinado Jusgado municipal de los de eu 
partido, mientras la autoridad admintetrativa no declars 
otra cosa, respeta las atribuciones de ésta, adopta, para 
solos los efectos judiciales, una resolución interina y mo 
rebasa los limites de su competencia. 


El segundo jefe de la Guardia civil de la provincia 
de Huelva dirigió comunicación al juez de instruc- 
ción de Aracena, solicitando se le a á qué 
J ro boot municipal pertenecía el Centro minero 
Valdelamusa, territorio de la mina Confesionario, 
porque habiéndose nombrado dos alcaldes pedáneos 
en aquel Centro, uno por la autoridad de Cortega- 
na y otro por la de Almonaster la Real, deseaba 
conocer aquel extremo á fin de evitar los incidentes 
qu con ese motivo pudieran ocurrir. El juez de 

racena, previos los informes del registrador de la 
propiedad del partido, de los actuarios del Juzgado 
y después de oído al fiscal, dictó auto mandando 
se dijese al referido jefe que, mientras que por la 
autoridad correspondiente no se declarase segrega- 
do de Cortegana y anexionado á Almonaster el Cen- 
tro minero de Valdelamusa, se reconociera á éste 
sometido en lo judicial á la autoridad del juez mu- 
nicipal de Cortegana. El gobernador de Huelva re- 
quirió de inhibición al Juzgado, alegando que no se 
trataba de resolver á quido correspondía la propie- 
dad dal terreno, sino de determinar la jurisdicción 
municipal á que aquél pertenecía, lo cual era de la 
competencia de la Administración ; formalizada 
competencia, se resuelve por la Superioridad del sí- 
guiente modo, con vista del art. 7. de la ley muni- 
cipal y R. D. de 22 de Diciembre de 1870: 

«Considerando: 1.? Que encontrándose en litigio 
á qué término cop de correspondía el territorio 
donde está enclavada la mina Confesionario, de Val- 
delamusa, y sin que la Administración resolviera 
acerca de este extremo, ni de una manera provisio- 
nal y definitiva, el juez de instrucción de Aracena, 
en virtud de consulta hecha por el se Aca jefe de 
la Guardía civil de la provincia, y de los datos 
antecedentes que tuvo á la vista, dictó auto por e 
que interinamente, y mientras no se resolviera por 
autoridad competente para los efectos de la Admi- 
nistración de justicia, se entendiera que, por ahora, 
correspondía dicho territorio al Juzgado municipal 
de Curtegana: 

2.2 Que si bien á la Administración corresponde 
entender en todo lo que se refiere al deslinde y se- 
gregación de los términos municipales, tales facul- 
tades no hansidodesconocidas por la autoridad ju- 
dicial, sino antes por el contrario, reconocidas y 
respetadas en el auto origen de esta competencia: 

8, Que teniendo por objeto la resolución del jues 
de Aracena normalizar lo que á la Administración 
de justicia se refiere, mientras la Administración, 
ya sea de una manera interina ó ya definitiva, no 
determina á qué Ayuntamiento corresponde el te- 
rritorio de la mina Confesionario, tal resolución está 
dictada dentro de las facultades que la ley le con- 
fiere, toda vez que las cuestiones de competencia 

ue entre ambos jueces municipales se susciten 
deben ser resueltas por el superior común, que lo es 
el de instrucción de Aracena: 

Conformándome con lo consultado por el Consejo 
de Estado en ano 

En nombre de mi augusto hijo el Bey D. Alfon- 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decidir esta competencia á favor de la 
autoridad judicial, sin perjuicio de las facultadas 
que á la Administración confieren las leyes para re- 
solver lo que proceda respecto del Ayuntamiento 4 
que corresponda el territorio de la mina Confesiona- 
rio, de Valdelamusa.» (R. D. 21 Enero 1892. —Gac. 27 1d.) 


TESORERIA CENTRAL DE CUBA. Véase 
en el Diccionario el artículo HACIENDA PÚBLICA EN 
ULTRAMAR, complemento del cual es el siguiente 





que exponemos en el núm. VIII de la parte doctrinal del 
artículo HIPOTECAS del Diccionario, y la ampliación 4 la 
doctrina formulada en dicho paraje, en el articulo 1x3 
CRIPCIÓN HIPOTECARIA, én el cual Pr nuestro mo- 
desto juicio acerca del art, 1.478 Código civil, sobre 
doble venta de una casa. Ñ 
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R. D. 80 Julio 1892. 


Aprobando el reglamento orgánico provisional de la 
Tesorería central de la isla de Cuba... 


(ULtramar.) Extracto.—El art. 1.” del regla- 
mento aprobado dice que «son funciones pro- 
ias de la Tesorería central de la isla de Cuba 
as consignadas en el decreto de 12 de Septiem.- 
bre de 1870, instrucción de 4 de Octubre de dicho 
año, reglamento orgánico dela Administración 
de 19 de Enero último é instrucción de 29 de 
Mayo siguiente y las que se consignan en este 
reglamento», y dispone sobre el ingreso de fon- 
O e en custodia y pagos, etc. (Gac. 31 
lio. 


TESTAMENTARÍAS. Sobre si las disposi.- 
ciones de la ley de Enjuiciamiento civil referen- 
tes al juicio de testamentaría son inaplicables en 
virtud de la regla 12 de las disposiciones transi- 
torias del Código, véase en Sucesiones la sent. 8 
Febrero 1892, y en ExJUICIAMIENTO civiL la de 1.? 
Diciembre 1891, declarando el derecho de los he- 
rederos forzosos á promover el juicio voluntario, 
no obstante la prohibición del testador. 

—Véase además ParticioONES y el artículo si- 
guiente. 


TESTAMENTOS. En este mismo artículo 
del Diccionario (t. IX, ps. 7135 y siguientes) queda 
expuesta y comentada la doctrina del Código ci. 
vil acerca de la materia, é insertas bajo una or- 
denada expósición las impurtantes declaracio- 
nes del Tribunal Supremo. Complemento de las 
mismas son las siguientes: 


31 Octubre 1891. Preterición de heredero: Preg- 
cripción de la acción para reclamar la nulidad de un tes- 
tamento: Declarada la nulidad de un testamento por pre- 
terición de un hijo, se realiza la sucesión abintestato, he- 
redando el preterído con arreglo d las leyes, y en este 
caso por virtud de una condición establecida en una es- 
critura de capitulaciones matrimoniales de donación y 
heredamiento.—El derecho 4 reclamar la nulidad de un 
testamento, nace desde el conocimiento del mismo, y no 
RA tomarse como base para prescribir la acción de nu- 

idad la fecha de su otorgamiento. 


Con motivo del matrimonio de D. Baudilio Vergés 
y doña María de los Dolores Costón, se otorgó escri 
tura de capitulaciones, en la que D. Sebastián, pa- 
dre del primero, bizo en favor de éste heredamiento 
y donación entre vivos de todos sus bienes, asignan- 
do á su hija determinada cantidad; puso como con- 
dición, entre otras, que si Baudilio falleciera sin 
sucesión, ó con hijos no llegando á la edad de testar, 
los bienes volviesen (salvo una suma libre para el 
Baudilio), al donante, y si éste no viviera, á su dere- 
cho habiente. Murió D. Sebastián bajo testamento, 
expresando en una cláusula que dejaba heredero 
universal á su hijo Baudilio, y en otra decía «y ama 
filla sinch sous», celebrándose más tarde entre am- 
bos hermanos una escritura de convenio de sus bie- 
nes. Falleció D. Baudilio sin hijos, dejando heredera 
usufructuaria á 30 6Sposa, y caso de morir sin suce- 
sión, n propiedad, á doña María de los Dolores 
Manrich. Ocurrido el fallecimiento de doña María 
Midas hija de D. Sebastián y hermana de D. Ban- 
dilio; el hijo de aquélla, D. Baldomero Clará, 4 quien 
su madre instituyó heredero universal, dedujo de- 
mánda de nulidad del testamento de D. Sebastián 
Vergés, su abuelo, y petición de su herencia, recibi- 
da por doña María Dolores Manrich.como heredera 
del D. Bandilio, fundándose en que la frase «y a ma 
filla sinch sous» era falsa, y preterida así la hija del 
testador, el testamento era nulo, y en su virtud, por 
las leyes de abintestato, eran conjuntamente here- 
deros de D. Sebastián sus hijos Bandilio María, y 
habiendo muerto Baudilio sin hijos, pasaba toda la 
herencia, en mérito de la condición citada de la es 
critura de capitulaciones matrimoniales del mismo, 
á favor de su hermana María, madre del demandan. 
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te Baldomero, como derecho representante que fué 
de D. Baudilio. 

Doña María de los Dolores Manrich se opuso á 
esta demanda, negando la falsedad de la repetida 
frase «y ama filla sinch sous», quedando excluida 
doña María Vergés en el testamento de D, Sebas- 
tián, alegando también prescripción en la acción de 
D. Baldomero, pues habían transcurrido cuarenta 
y nueve años desde el otorgamiento del testamento 
á la demanda, y á mayor abundamiento, doña Ma- 
ría Vergés había reconocido ensa hermano Baudi- 
lio la cualidad de heredero, según se deduce de la es- 
critura de convenio entre los mismos. Seguido el 
juicio por todos sus trámites y acreditada la false. 
dad de la repetida frase «y a ma filla sinch sous» 
puesta en el testamento con ono á su otor- 
gamiento, la Sala de lo civil de Barcelona declaró 
nulo el testamento de D. Sebastián, y condenó á la 
demandada á restituir al demandante, como hijo y 
heredero de doña María Vergós, los bienes de la he- 
rencia de D., Sebastián Vergés. 

La demandada interpuso recurso de casación, ci- 
tando distintas infracciones, y el T. S., declaró no 
haber lugar al mismo: 

«Considerando que, con arreglo á la ley 80, t1t. II, 
lib, XXVIII del Digesto, entre las cosas que son ne- 
cesarias para ordenar el testamento, es lo principal 
instituir herederos á los hijos ó desheredarlos, para 
que por su preterición no se rompa el testamento, 
pues preterido el hijo que está en la potestad es 
nulo aquél: 

Considerando que D. Sebantián Vergés, en el que 
otorgó en 3 de Agosto de 1827 ante el cura párroco, 

retirió á su hija doña María, puesto que no la nom- 
Eró heredera ni la desheredó, y cun tal omisión no 
fué ordenado el testamentu conforme á lo que pres- 
cribe la ley 1.?*, lib. XXVIII, t1t. 111 Digesto, siendo 
nulo, y por ello no ha podido D. Baldomero Clará 
vieto de doña María, ejercitar la acción de nulidad 
procedente como recurso ordinario y no la de inofi- 
cioso testamento como pretende el recurrente, es- 
tablecida para casos distintos del actual, y sólo in- 
dispensable á falta de otro derecho para obtener 
los bienes de la herencia, con arreglo á la ley 2.*, tf. 
tulo XVIIT, 11b. 11 de las Instituciones de derecho 
romano, todo lo cual demuestra que no infringe la 
sentencia recurrida las leyes que se citan en los mo- 
tivos 1.9 y 20; 

Considerando que la preterición es notoria desde 
que la Sala, apreciando y analizando rectamente 
las pruebas, declara que las palabras y a ma filla 
sinch sous que aparecen en el testamento indicado, 
fueron escritas con posterioridad al otorgamiento, 
cometiéndose una falsedad que ha quedado impune 
por fallecimiento del autor, según el juicio de la Sala 
de lo criminal, consignado en la causa sustanciada 
en averiguación del delito, sin que so haya demos- 
trado que al hacerse la apreciación se ha incurrido 
en error de hecho ni de derecho, como lo exige el 
núm. 7. del art. 1.693 de la ley de Enj. civil, por lo 
que no infringe la sentencia las leyes á quese con- 
trae también el motivo 2.: e 

Considerando que la preterición expresada no 
puede subsanarse, como alega el recurrente, porlas 
capitulaciones matrimoniales de 19 de Julio de 1883, 
porque la Sala no desconoce el doble carácter de 
tales documentos, ó sea el de donación irrevocable 
y de heredamiento, ni las limitaciones que se esta- 
blecen, derechos que se reservan los otorgantes y 
obligaciones que deben cumplirse, y el demandante 
no impugna las capitulaciones, sino que las deja en 
todo su valor y de tal modo que el pleito se concre- 
ta á la nulidad del testamento, y á este extremo se 
ha ajustado la Sala, reconociendo el derecho de don 
Baldomero Clará, y con mayor razón cuando el ao- 
tor ylademandada fundan sus respectivos derechos, 
dada la nulidad del testamento, en el sbintestato 
de D. Sebastián Vergés, demostrándose igualmente 
la improcedencia de las disposiciones legales cita- 
das á este propósito en el referido motivo 2,9: 

Considerando que tampoco se subsana la mencio- 
nada preterición, alegando que doña María Vergés, 
abuela de D. Baldomero Clará, reconoció á D. Bau- 
dilio Vergés su cualidad de heredero al otorgar en 
19 de Agosto de 1887 los dos hermanos la escritura 
de convenio que fué cumplida en 19 de Marzo de 1870, 
porque tales documentos acreditan que hubo ave- 
nencia respecto á los derechos legitimarios, y que 
no fueron objeto de semejante concordia los dere- 
chos referentes á la restitución de los bienes, dado 
el caso del abintestato de D. Sebastián y el falleci- 


612 


-— — A 


TESTIGOS.—TRANVÍAS. 





miento del hijo de D. Baudilio sin dejar hijos, antes 
bien doña María se reservó el derecho de futura su- 
cesión, y es sabido que los contratos no tienen más 
alcance que el que las partes expresan, y clara y 
terminantemente lo manifestó doña María y hasta 
lo consignó en su testamento, y al estimarlo en es- 
tos términos la Sala, no infringe las leyes que se in- 
vocan en el motivo 8.0: 

Considerando dns acreditada la preterición y la 
procedencia de la acción de nulidad, es evidente 
que no puede prescribirse por el transcurso de cinco 
años, y son inaplicables y no han podido ser infrin- 
gidas las leyes que se invocan por el recurrente y 
son objeto del motivo 4.%, sucediendo lo propio en 
cuanto á la prescripción de treinta años, también 
e de porque el derecho para reclamar la nuli- 
dad del testamento no ha podido nacer sino desde 
que se tuvo conocimiento de aquél, lo cual sucedió 
en 21 de Julio de 1860, en que se protocolizó 4 instan- 
cia de D. Baudilio, sin citación de doña María; y 
hay que reconocer, como lo hace la Sala, que el pro- 
tocolo no ofrecía señales de adición delas palabras 
ya indicadas con posterioridad al otorgamiento, lo 
que se ha hecho constar en autos hasta por declara- 
ción del cura párroco de Olles, que manifestó que 
el actor no tuvo conocimiento del testamento has- 
ta 1883, que se presentó en casa del testigo; y la po- 
sesión de cuarenta y nueve años que seinvoca, recae 
en bienes sujetos á restitución y no puede extinguir 
la acción de nulidad por no haber transcurrido 
treinta años desde que pudo ejercitarse: 

Y considerando que la Sala, al declarar que doña 
María Vergés, hoy su nieto, fué la única heredera 
abintestato de su padre D. Sebastián, y a! condenar 
á la de D. Bandilio 4 restituir los bienes del hereda- 
miento y no determinar que fuesen partibles por 
mitad entre los herederos de los dos hermanos... 
ajusta su fallo á lo discutido en el pleito...» (Sala 1.*, 
E Lón) Octubre 1891.—Gacs. 15 y 16 Diciembre, pági- 
na 197. 


Siecat. 26 Noviembre 1891. Renuncia de derechos 
legitimarios: Ineficacia de la autorización otorgada 4 uno 
ral sus ascendientes, únicos herederos forzosos, para que 

isponga de sus bienes como le plazca sin respetar la le- 
gítima de aquéllos; pero imposibilidad de impugnar el 
testamento ordenado en consonancia con tal facultad sí 
dichos ascendientes lo consintieron y aprobaron una vez 
muerto el testador. 


Don Cipriano Hernándes García y sa mujer doña 
Bárbara Ledesma, otorgaron testamento elaño 1885, 
instituyéndose recíprocamente herederos; siendo de 
advertir que no tenían hijos, y que á la ordenación 
del título concurrieron los padres de Hernández 
para concederle, como le concedieron, venia y licen- 
cia á fin de que dispusiera de sus bienes como le plu- 
Fea «pues ellos hacian renuncia de la parte de 

erencia que les correspondiese por la ley». Después 
murieron sucesivamente el padre de D. Cipriano y 
éste, bajo la anterior disposición, y parece que la 
madre, doña Manuela García, se manifestó confor- 
me con el testamento, idad y ratificó su conteni- 
do, y suplicó á doña BArbara que la permitiese con- 
servar el usufructo vitalicio de una casa propia del 
finado; y la heredera, doña Bárbara, no sólo accedió 
á tal deseo, sino que dejó la finca en propiedad de su 
suegra. Pero luego ésta entabló demanda con la sú- 
plica de que se declarase nula la licencia y venia 
otorgada á D. Cipriano por sus padres, y única here- 
dera de aquél á la parte actora. Opúsose la otra in- 
teresada, y en dos instancias recayó sentencia ab- 
solviendo á doña Bártara. Doña Manuela interpuso 
recurso de casación por conceptuar infringida la ley 
1.*, t1t. XX, libro X de la Novisima Recopilacion. 

El T. 3. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la sentencia reclamada no in- 
fringe la ley 1.*, t1t. XX, lib. X de la Novísima Reco- 
Pon que ge cita en el primer motivo, porque si 

ien es cierto que los cónyuges D. Joró Hernández y 
doña Manuela García ejecutaron un acto que no 
podía tener eficacia legai al autorizar á su hijo Ci.- 

ríano, que no tenía descendencia, para disponer 

bremente de sus bienes, renunciando así á las dos 
terceras partes de la herencia que constituían sa 
ld e fia según Ju ley citada, no lo es menos que 
habiendo consentido y aprobado doña Manuela Gar- 
cía, después de muerto su hijo, el testamento que 
éste otorgó, perdió la acción que para anularlo te- 
nía. y non lo puede desatar después, ni debe ser oída.....» 
(Sens. £0 Noviembre 1589'.—Gac. 5 Enero 1893, p. 1.) 


Silent. 26 Diciembre 1891. Incapacidad de testi- 
gos por parentesco con el testador y nulidad del testamen- 
to d causa de ella. 


Por sentencia de esta fecha, el T. S. declaró no 
haber lugar al recurso en un pleito sobre nulidad de 
un testamento, y establece la siguiente doctrina: 

«Considerando que á tenor de la ley 11, tít. I de la 
Partida 6*, no precen ser testigos del testamento 
los parientes del heredero dentro del cuarto grado, 

orque por disposición expresa de dicha ley no pue- 
den serlo en la contienda que hubiere sobre el testa- 
mento, y que, cuando descontados los testigos que 
tengan tal efecto, no quedan los exigidos por la ley 
1.*, t1t. XVIII, libro X de la Novisima Recopilación 
es totalmente nulo el acto por falta de solemnida 
externa, y por consiguiente sin excepción para las 
cláusulas referentes Á personas que no tengan pa- 
rentesco con los testigos tachados.....» (Sala 1.*, sen- 
tencia 28 Diciembre 1891.—(Qacs. 28 y 29 Enero 1892, 
pág. 54.) 


—Véase además ComPETENCIAS EM LO CIVIL: Pa- 
TR1A POTESTAD: PARTICIONES: SUCESIONES: TUTELA, 
y en HirorECAS las resoluciones de la Dirección 
general de los Registros de 20 Noviembre 
1891, estableciendo que la falta de claridad en la 
cláusula de institución de herederos verificada 
en un testamento, en cuanto á la manera de sus- 
tituirse los instituidos en él, es defecto subsana- 
ble, y 29 Marzo 1892, sobre inscripción de bie- 
nes hereditarios sujetos á condición resolutoria, 
siempre que en la inscripción se haga ex presa re- 
serva de aquel derecho. 


TESTIGOS. V. Auror DE DELITO: Desonk- 
DIENCIA: FALSO TESTIMONIO: RECURSOS DE CASA- 
ción: TkeTAMENTOS. 


TIMBRE DEL ESTADO. V.SeguLLo Y TIMBRE. 


TÍTULOS AL PORTADOR. V. Cópiao DE 
COMERCIO. 


TRANSMISIÓN DE CENSOS DEL ESTA- 
DO. V. DeESAMORTIZACIÓN. 


TRANVÍAS. (Diccionario, tomo IX, p. 781.) 


R. O. 22 Abril 1892. 


Declarando nulo el arbitrio de 50 pesetas mensuales, im- 
puesto por el Ayuntamiento de Madrid sobre cada ca- 
rruaje de los tranvías. 


(GoB.) «Remitido 4informe de la Sección de 
Gobernación y Fomento del C. de E. el expedien- 
te instruido con motivo de los recursos inter- 
puestos por varias Empresas de tranvías de esta 
capital contra el arbitrio de 50 pesetas mensua 
les, impuesto por el Ayuntamiento, sobre cada 
uno de los carruajes de las mismas, dicha Sección 
emite el siguiente dictamen:... 

De los antecedentes resulta: que el A yunta- 
miento de esta villa, al formar el proyecto de 
presupuestos para el ejercicio de 1891-92, incluyó 
en su art. 2.*, cap. 2.”, sección 5." del ordinario 
de ingresos, un nuevo arbitrio de 50 pesetas men- 
suales por cada uno de los coches tranvías desti- 
nados al servicio público, por razón de licencia de 
parada en las estaciones intermedias establecidas ó 
que se establezcan en las respectivas lineas, presu: 
puesto y nuevo arbitrio que fué aprobado más 
tarde por la Junta municipal. Los directores de 
las Empresas de tranvías de Madrid, Estaciones 
y Mercados, Norte y Este, haciendo uso del de- 
recho que les concede el art. 150 de la ley muni- 
cipal, recurrieron del citado acuerdo de la Junta 
ante el gobernador civil de esta provincia por 
estimar es contrario á derecho, fundándose para 
ello en que las mencionadas Compañías tributan 
ya al Ayuntamiento por un concepto general, 
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por el uso de la vía pública, en el que está com- 
prendido el que sirve de pretexto al Ayunta- 
miento para establecer el nuevo arbitrio, en que 
el uso de vía necesario para la explotación de 
una línea de tranvías dentro de los términos de 
la concesión supone la existencia de ligeras pa- 
radas, sin las cuales aquélla sería imposible ó re- 
sultaría ilusoria; en que el art. 137 de la ley mu- 
nicipal, en su núm. I, lo prohibe terminante- 
mente... 

(El Ayuntamiento informa que el canon que 
actualmente pagan las Compañías, es por ocu- 
par la vía pública con sus carriles y transitar en 
esta forma privilegiada por la población y el que 
se pretende exigir es por las paradas ó estacio- 
nes que forman para recibir los viajeros... Y con- 
cluye el dictamen en estos términos:) 

«Visto cuanto resulta del expediente y de los 
contratos celebrados por las citadas Compañías 
de tranvías y el Ayuntamiento: 

Considerando que si bien los Ayuntamientos 
pucdón: como fuente de recursos, con que cubrir 

as atenciones municipales, imponer arbitrios, 
es sólo sobre las industrias, obras y servicios 
determinados por la ley: 

Considerando que entre los que ésta autoriza 
no se encuentra ni por analogía el que el Ayun- 
tamiento de Madrid trata de imponer á las Em- 
presas de tranvías de que se trata: 

Considerando que, aunque así no fuera, no por 
eso podría imponerlo, toda vez que entre el 
Ayuntamiento y las Empresas existen contratos, 
al tenor de cuyas cláusulas deben regirse las es- 
tacionos entre las citadas partes como primera 
ley especial en la materia: 

Considerando que con arreglo á los mismos las 
Compañías pagan un canon al Ayuntamiento 
por el uso y disfrute de la vía pública, necesario 
para la explotación del servicio, dentro del cual 
se encuentra el uso por el que trata de imponer- 
se el nuevo arbitrio: 

Considerando que la explotación del servicio 
mencionado requiere como circunstancia indis- 
pensable ligeras paradas para recoger y dejar 
viajeros, así como para esperar los cruces: 

onsiderando que sobre otras estaciones ó pa- 
radas, fuera de las mencionadas, tampoco puede 
imponer arbitrio alguno, no alcanzando el dere- 
cho del Ayuntamiento más que á obligar á las 
Empresas á que cumplan lo estipulado ó á propo- 
ner á las mismas un contrato adicional en lo que 
se refiere á las estaciones citadas: 

Considerando que de acuerdo con lo expuesto 
hay dictada jurisprudencia por varias Reales ór- 
denes, entre otras, por las de 15 de Julio 7 2 de 
Diciembre de 1882, 80 de Julio de 1883 y 25 de Sep- 
tiembre de 1887, 

La Sección opina, de acuerdo con la Subsecre- 
taría de ese Ministerio, que procede declarar 
nula la partida de ingreso mencionada del pre- 
supuesto municipal corriente, y resolver, como 
regla general, qe los Ayuntamientos no pueden 
1mponer sobre los tranvías otro gravamen que al 
que vinieron obligadas las Empresas por la es- 
critura de concesión.» 

Y conformándose S. M. el Re Q D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver Co- 
mo en el mismo se propone.— De Real orden, et- 
cótera. Madrid 22 de A bril de 1892. —Elduayen.— 
Señor gobernador de la provincia de Madrid.» 
(Gaceta 28 Abril.) 


R. 0.9 Mayo 1892. 


Inteligencia del art. 75 de la ley de ferrocarriles aclaran- 
do lo dispuesto en la ley y reglamento de ferrocarriles, 
sobre aprobación de los proyectos de tranvías urbanos. 


(Goñ.) «El Consejo de Estado en pleno ha emi.- 


tido con fecha 20 de Abril próximo pasado el si- 
guiente dictamen: 

«Excmo. Sr.: Con Real orden de 28 de Marzo 
se han remitido á examen del Consejo de Esta - 
do en pleno los dictámenes emitidos por la Sec- 
ción de Gobernación y Fomento, en las fechas 
de 24 de Junio de 1890 y 13 y 16 de Febrero del 
año corriente, recibidos en expedientes para la 
concesión de tranvías, y discordes los dos últi- 
mos respecto del primero, acerca de si corres- 

onde á los gobernadores ó al Ministerio dol 

igno cargo de V. E. la aprobación de los pro- 
yectos de tranvías puramente urbanos, á fin de 
gs el Consejo, interpretando el art. 75 de la le 

e ferrocarriles, proponga una medida que evl- 
te los distintos criterios sustentados en particu- 
lar de tanta importancia. 

(Expone extensamente el Consejo los antece- 
dentes del asunto, las dudas que nacen del ar- 
tículo 75 de la ley de 28 de Noviembré de 1877 y 
del 80 del Reg. de 24 de Mayo de 1878, comparan- 
do las palabras de uno y otro, y concluye como 
sigue: 

«Todas estas razones mueven al Consejo á 
ponen que la aprobación previa á la concesión 

e que habla el art. 75 de la ley, no puede tener 
por exclusivo objeto la aprobación del proyec- 
to, sino que comprende algo más, ó sea la apro- 
bación de la concesión que va á hacer el Ayun- 
tamiento; esto es, la autorización al mismo para 
que convoque á subasta. 

El único fundamento de la ¡interpretación 
opuesta estriba en que el art. 71 de la ley limita 
la aprobación del gobernador á los tranvías que 
hayan de establecerse sobre caminos municipales, 
artículo que luego se relaciona con el 75, sin 
que exista nada que justifique esta relación, 
bien considerado el fondo de los mismos á causa 
de la diferencia visible entre los asuntos de que 
se ocupan, pues mientras uno, el 71, se refiere á 
la aprobación del proyecto, el otro, el 75, se re- 
fiere á la concesión, trámite distinto del prime- 
ro, que supone un acuerdo del Ayuntamiento 
referente á las bases de la subasta, y al reque- 
rir la ley hallándose el expediente en tal último 
estado que preceda á la concesión la aprobación 
del Ministerio, hay que entender que el propósi- 
to de aquélla, es que el Ministerio apruebe todo 
lo actuado en el expediente, lo mismo el proyecto 
que aprobó el gobernador que las condiciones de 
subasta, y que hecho esto y prestada su confor- 
midad á todo el expediente, autorice al Ayun- 
tamiento para que efectúe la subasta y conceda 
el tranvía. . 

Este es el alcance que da el Consejo á la apro- 
ba:ión ministerial, que, según el art. 75, ha de 
preceder á la concesión. ; 

Por tanto, entiende el Consejo que la aproba- 
ción de que se habla en el art. 75 es la aproba- 
ción de la concesión que va dá hacerse, DO nadO la 
materia del artículo es la concesión del tranvía 
y no en modo a guño la aprobación del proyecto. 

Pero aun en el supuesto de que las ideas ex- 
puestas no sean exactas, hay que admitir al me- 
nos que la ley está oscura, y en esta hipótesis, 
si el reglamento respectivo está claro y explíci- 
to, es obvio que el reglamento debe prevalecer 
sobre la ley é título de interpretación auténti- 
ca, máxime cuando ocurre que la ley y el Aa 
mento han sido refrendados por un mismo Mi- 
nistro de la Corona, toda vez que el principio 
jurídico de que el reglamento no debe prevale- 
cer sobre la ley, caso de que se contradigan, 
únicamente es aplicable cuando siendo la ley 
clara y explícita, el reglamento la contradice, 
pero no cuando la ley es oscura, pues en este 
caso, además de que no puede existir contradio- 
ción entre un precepto claro y uno dudoso, la 
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preferente aplicación del reglamento en lo to- 
cante al punto incierto en la ley, es una conse- 
cuencia del precepto constitucional que atribu- 
ye al (3obierno la facultad de expedir reglamen- 
tos para la mejor ejecución de las leyes. 

Y como el reglamento no puede estar más ex- 
plícito acerca de que la aprobación de los pro- 
yectos de tranvías compete á los gobernadores, 
ya se establezcan sobre caminos municipales ó 
sobre vías urbanas (art. 80 del Reg. de 24 de 
Mayo de 1878), el Consejo llega por distinto, 
aunque legítimo razonamiento, á la misma con- 
clusión antecedente, y es que la aprobación del. 
art. 75 de la ley no se refiere al proyecto como 
atribución exclusiva del Ministerio, sino al exa- 
men y conformidad de éste con todo el expediente 
de “oncesión para que el Ayuntamiento pueda 
verificar ésta, 

A juicio del Consejo, la amplia facultad que 
en sentir del mismo corresponde al Ministerio 
de la Gobernación para autorizar las concesio- 
nes de tranvías urbanos, facultad que no disfru- 
ta respecto de los tranvías rurales, se funda en 
la conveniencia de que la alta inspección del Go- 
bierno autorice las condiciones de los contratos 
de concesión cuando éstos afectan á los intere- 
ses de las grandes poblaciones. 

En resumen, el C. de E. pleno es de parecer: 

1. Que la aprobación de los proyectos de 
tranvías puramente urbanos ó que hayan de es- 
tablecerse en caminos municipales. es de incum- 
bencia de los gobernadores civiles. 

Que respecto de los tranvías urbanos, una 
vez aprobado el proyecto por el gobernador y 
acordadas por el Ayuntamiento las bases de la 
concesión, debe elevarse el expediente al Minis- 
teri0, para que éste, examinando el plano apro- 
bado y las condiciones acordadas, autorice al 
Ayuntamiento en conformidad al art. 75 de la 
ley de ferrocarriles para efectuar la subasta y 
hacer la concesión.» 

Y conformándose $. M. el Re (Q. D. G.), y en 
su nombre la Reina Regente del Reino, con el 
preinserto dictamen, se ha servido resolver co- 
mo en el mismo se propone. De Real orden, etc. 
- Madrid 9 de Mayo de 1892.—Elduayen.—Sr. Di- 


rector general de Administración local.» (Gaceta 
18 Mayo.) 


TRATADOS INTERNACIONALES. Este 
importante artículo ocupa en la quinta edición 
del Dicc, las ps. 782 4 920 del t. IX. Al final de 
dicho artículo (ps. 921 á 923), puede consultarse 
el sumario alfabético por materias y naciones, 
que tanto facilita la consulta de tan vasta ma- 
teria, respecto de la cual vamos á seguir en este 
Ar. el mismo plan del Dicc. insertando en pri- 
mer término los tratados de unión internacional 
entre varias naciones, y á continuación las dis: 
posiciones referentes á aquéllos estipulados con 
cada nación en particular (1). 


TRATADOS CON VARIAS NACIONES.— 
Solo tenemos que registrar en este Ar. (2) el si- 


guiente documento contra el comercio de escla- 
vos africanos: 


(1) Véase además el epígrafe TRATADOS INTERNACIO- 
NALES de los Repertoríos alfabéticos de los APÉRDICES 
de 1898 á 1896. 

(2) Véare además en CORREOS (ps. 108 á 116), el con- 
venío postal universal y los convenios sobre cambio de 
cartas y paquetes con valores declarados, y sobre cambio 
de paquetes postales. 


e 5 ¿5 5 ¿5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 


Acta general de la conferencia de Bruselas de 9 de Ju- 
llo de 1890, con disposiciones encaminadas d r 
término á la trata de negros y d mejorar las e cio» 
nes de existencia delas poblaciones aborígenes de Africa. 


(Esrapo.) En el nombre de Dios Todopode- 
rO080. 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de Pru- 
sia, en nombre del imperio alemán; S. M. el Em- 
perador de Austria, Rey de Bohemia, etc., y Re 
apostólico de Hungría; S. M. el Rey de los Bel- 
gas; S, M, el Rey de Dinamarca; S. M. el Rey 
de España, y en su nombre S, M. la Reina Re- 
gente del Eeino; S. M. el Rey Soberano del Es- 
tado Independiente del Congo; el presidente de 
los Estados Unidos de América; el presidente de 
la República fraricesa; S. M. la Reina del Reino 
Unido de la Gran Bretaña ó Irlanda, Empera- 
triz de las Indias; S. M. el Rey de Italia; S. M. 
el Rey de los Países Bajos, gran duque de Lu- 
xemburgo, etc.; S. M. el Shah 'de Persia; S. M. el 
Rey de Portugal y de los Algarbes, etc., ete.; 
S. M. el Emperador de todas las Rusias; S. M. el 
Rey de Suecia y de Noruega, etc., etc.; S. M. el 
Emperador de los Otomanos, y $. A. el Sultán 
de Zanzíbar: 

Animados igualmente de la firme voluntad de 
poner un término á los crímenes y devastacio- 
nes que engendra el comercio de esclavos afri- 
canos, de proteger eficazmente las poblaciones 
aborígenes de Africa, y asegurar á aquel vasto 
continente los beneficios de la paz y la civili- 
zación: 

Queriendo dar una nueva sanción á las reso- 
luciones ya adoptadas en el mismo sentido y en 
diversas épocas por las potencias, completar los 
resultados obtenidos, y dictar un conjunto de 
medidas que garanticen el cumplimiento de la 
ave constituye el objeto de su común soli- 
citud; 

Han resuelto, en virtud de la invitación que 
les ha dirigido el Gobierno de S. M. el Rey de los 
Belgas, de acuerdo con el Gobierno de S. M. la 
Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña 6 
Irlanda, Emperatriz de las Indias, reunir á este 
efecto una conferencia en Bruselas, y han nom- 
brado por sus plenipotenciarios á los que á con- 
tinuación se expresan, á saber: (Aquí los nom- 
bres de los plenipotenciarios.) 

Los cuales, provistos de plenos poderes y en- 
contrados en buena y debida forma han adopta- 
do las disposiciones siguientes: 


CAPITULO PRIMERO 


Países de trata. —Medidas que deben tomarse en los 
puntos de origen. 


Artículo 1. Las potencias declaran que los 
medios más eficaces para combatir la trata en 
el interior de Africa, son los siguientes: 

1.2 Organización progresiva de los servicios 
administrativos, judiciales, religiosos y milita- 
res en los territorios de Africa, puestos bajo la 
soberanía ó el protectorado de las naciones ci- 
vilizadas. 

2. Establecimiento gradual en el interior por 
las potencias de que dependen los territorios, de 
estaciones suficientemente guarnecidas, de ma- 
nera que su acción protectora ó represiva pueda 
hacerse sentir con eficacia en los territorios de- 
vastados por la caza de hombres. 

3. Construcción de caminos, y especialmen- 
te de vías férreas, que unan las estaciones in- 
mediatas á la costa y permitan el cómodo acce- 
so á las aguas en el interior y sobre el curso 
superior de los ríos y corrientes que estuviesen 
cortados por saltos de agua y cataratas, con ob- 
jeto de sustituir con medios económicos y acele- 
rados de transporte la conducción actual por el 
hombre. 


TRATADOS CON VARIAS NACIONES. 





4. Instalación de barcos de vapor en las 
aguas interiores navegables y en los lagos con 
el apoyo de puestos fortificados establecidos en 
las orillas. 

5. Establecimiento de líneas telegráficas que 
aseguren la comunicación de los Pos y esta- 
rones con la costa y los centros de administra- 
ción. 

. Organización de expediciones y de colum- 
nas móviles que sostengan las comunicaciones 
de las estaciones entre sí y con la costa, apoyen 
su acción represiva y garanticen la seguridad 
de las vías de tránsito. 

7.2 Restricción de la importación de armas 
de fuego, al menos de armas perfeccionadas y 
municiones en toda la extensión de los territo- 
rios E as por la trata. 

Art. II. Las estaciones, los cruceros organi- 
zados por cada potencia en el interior en sus 
aguas y los puestos que les sirvan de puertos de 
arribo, independientemente de su misión prin- 
cipal, que será impedir la captura de esclavos é 
interceptar las vías de la trata, tendrán por ob- 
jeto subsidiario: 


1. Servir de punto de apoyo y en caso nece- 
sario de refugio á las poblaciones indígenas 
pes bajo la soberanía ó el protectorado del 

tado de quien dependa la estación, á las po- 
blaciones independientes, y temporalmente, á 
cualesquiera otras en caso de inminente peligro; 
poner las poblaciones de la primera de estas cate- 
orías en situación de concurrir á su propia de- 
ensa; disminuir las guerras intestinas entre las 
tribus por medio del arbitraje; iniciarlas en los 
trabajos agrícolas y en las artes profesionales 
con el fin de acrecentar su bienestar, educarlas 
en la civilización y procurar la extinción de las 
costumbres bárbaras, tales como el canibalismo 
y los sacrificios humanos. 

2. Prestar auxilio y protección á las empre- 
sas de comercio, vigilar la legalidad de las mis- 
mas, especialmente inspeccionando los contra- 
tos de servicio con los indígenas, y preparar la 
fundación de centros de cultura permanentes y 
establecimientos comerciales. 

3. Proteger, sin distinción de culto, las mi- 
siones establecidas ó que puedan establecerse. 

4.” Proveer al servicio sanitario, y conceder 
hospitalidad Y socorros á los exploradores y á 
los que contribuyan en Africa á la obra de la re- 
presión de la trata. 


Art. III. Las potencias que ejercen una so- 
beranía ó un protectorado en Africa, confirman- 
do y precisando sus declaraciones anteriores, se 
obligan á proseguir gradualmente, según lo per- 
mitan las circunstancias, ya sea por los medios 
aquí arriba indicados, ya por cualesquiera otros 
que les parezcan convenientes, la represión de 
la trata, cada una en sus posesiones respectivas 
y bajo su propia dirección. Cuantas veces lo 
crean posible prestarán sus buenos uficios á las 
potencias que con un fin puramente humanita- 
rio cumpliesen en Africa una misión análoga. 

Art. IV. Las potencias que ejerzan poderes 
soberanos ó protectorados en Africa, podrán, 
sin embargo, delegar en Compañías provistas 
de títulos todo ó parte de las obligaciones que 
asumen en virtud del art. 3. No obstante, que 
darán directamente responsables de las obliga- 
ciones que contraigan por la presente Acta ge- 
neral y garantizan su ejecución. 


Las potencias prometen acogida, auxilio y 
rotección á las Asociaciones nacionales y á las 
iniciativas individuales que quisieren cooperar 
en sus posesiones á la represión de la trata, bajo 
la reserva de su autorización previa y revocable 
en cualquier tiempo, de su dirección é inspec- 
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ción y con exclusión de cualquier ejercicio de 
los derechos de soberanía. 

Art. V. Las potencias contratantes se obli- 
gan, á no ser que ya se haya provisto á ello por 
medio de leyes conformes al espíritu del presen- 
te artículo, á promulgar ó proponer á sus Cá- 
maras respectivas, en el plazo de un año, lo más 
tarde, á contar desde la fecha de la firma de la 
presente Acta general, una ley que haga apli- 
cables, por una parte, las disposiciones de su le- 
gislación penal, concernientes á los atentados 
graves contra las personas, á los organizadores 
y cooperadores de las cazas de hombres, á los 
autores de la mutilación de adultos y niños y á 
cualesquiera individuos que contribuyan á la 
captura de esclavos por medios de violencia; y 
por otra parte, las disposiciones concernientes 
á los atentados á la libertad individual, á los que 
guían los convoyes, á los conductores y trafi- 
cantes de esclavos. 

Los coautores y cómplices de las diversas ca- 
tegorías, especificadas más arriba, de apresado- 
res y traficantes de esclavos, serán castigados 
con penas proporcionales á aquellas en que ha- 
yan incurrido los autores. 

Los culpables que se sustraigan á la jurisdic- 
ción de las autoridades del país donde se hayan 
cometido los crímenes ó delitos serán presos, 
bien sea en virtud de comunicación de los docu- 
mentos de la instrucción por parte de las auto- 
ridades que han hecho constar las infracciones, 
ó bien en virtud de cualquiera otra prueba de 
culpabilidad por conducto de la potencia en 
cuyo territorio hubiesen sido descubiertos, y sin 
otra formalidad se pondrán á disposición de los 
Tribunales competentes para juzgarlos. 

Las potencias se comunicarán en el más breve 
plazo posible las leyes ó decretos existentes ú 
promulgados en cumplimiento del presente ar- 
tículo. 

Art. VI. Los esclavos libertados á consecuen- 
cia de la detención ó dispersión de un convoy en 
el interior del continente, serán enviados de 
nuevo, si Jas circunstancias lo permiten, ásu 

aís de origen; en caso contrario, la autoridad 
ocal les facilitará, en tanto que sea posible, los 
medios de vivir, y si así lo desean, de establecer- 
se en la región. 

Art. VII Cualquier esclavo fugitivo que re- 
clame en el continente la protección de las po- 
tencias signatarias, deberá obtenerla y será re- 
cibido en los campos y estaciones que aquéllas 
hayan establecido oficialmente, ó á bordo de los 
buques del Estado que naveguen en los lagos y 
ríos. Las estaciones y los barcos privados no se 
admitirán á ejercer el derecho de asilo, sino bajo 
reserva del consentimiento previo del Estado. 

Art. VIII. Habiendo demostrado la experien- 
cia de todas las naciones que tienen relaciones 
con el Africa el influjo pernicioso y preponde- 
rante de las armas de fuego en las operaciones 
de trata y en las guerras intestinas entre tribus 
indígenas, y habiendo probado manifiestamen- 
te esta misma experiencia que la conservación 
de las poblaciones africanas, cuya existencia 
tienen las potencias la expresa voluntad de pre- 
servar, se hace radicalmente imposible, si no 
se establecen medidas restrictivas del comercio 
de armas de fuego y de municiones, las poten- 
cias acuerdan, en cuanto lo permite el estado 
actual de sus fronteras, prohibir la importación 
de armas de fuego, especialmente de armas ra- 

adas y perfeccionadas, así como de pólvora, 
balas y cartuchos, salvo en los casos y bajo las 
condiciones previstas en el artículo siguiente, 
en los territorios comprendidos entre el 20* pa- 
ralelo Norte y el 22? paralelo Sur, lindando por 
el Oeste con el Océano Atlántico, y por el Este 
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con el Océano Indico y sus dependencias, com- 
prendiendo en ellos Jas islas adyacentes al lito- 
ral hasta 100 millas marinas de la costa. 

Art. IX. La introducción de armas de fuego 
y de sus municiones cuando hubiere lugar de 
autorizarla en las posesiones de las potencias 
signatarias que ejercen derechos de soberanía 6 
protectorado en Africa, se regulará, 4 no ser 
que un régimen idéntico + más riguroso se hu- 
biese ya aplicado, del modo siguiente en la zona 
determinada en el art. 8.*: 

Cualesquiera armas de fuego importadas, de- 
berán depositarse, á cuenta, riesgo y daño de 
los importadores, en un almacén ó depósito pú- 
blico, puesto bajo la inspección de la Adminis- 
tración del Estado. No podrán sacarse de los 
depósitos ninguna clase de armas de fuego ni 
de municiones importadas sin la autorización 
previa de la Administración. Esta autorización, 
salvo en los casos especificados más adelante, se 
negará para la salida de cualesquiera armas de 
precis.ón, tales como fusiles rayados ó que se 
cargan por la culata, completos ó en piezas suel- 
tas, de sus cartuchos, de cápsulas ú otras muni- 
ciones destinadas á proveerlos. 

En los puertos de mar, y bajo las condiciones 
que ofrezcan las garantías necesarias, los Go- 
biernos respectivos podrán admitir también los 
OS particulares, pero solamente para la 
pólvora ordinaria y los fusiles de chispa, con 
exclusión de las armas perfeccionadas y de sus 
municiones. 

A parte de las medidas adoptadas directamen- 
te por los Gobiernos para el armamento de la 
fuerza pública y la organización de su defensa, 
paran admitirse excepciones, á título indivi- 

ual, respecto á aquellas personas que ofrezcan 
una garantía suficiente de que el arma y muni- 
ciones que se les entreguen no se darán, cederán 
ni venderán á terceras personas, y respecto á los 
viajeros provistos de una declaración de su Go- 
bierno, haciendo constar que el arma y sus mu- 
niciones se destinan exclusivamente á su defen- 
sa personal. 
ualquier arma, en los casos previstos en el 
árrafo anterior, se registrará y marcará por 
a autoridad que se halle al frente de la inspec- 
ción, la cual expedirá á las personas de que se 
trata permisos para llevar armas indicando el 
nombre del portador y el sello con que el arma 
está marcada. Estos permisos, revocables en 
caso de abusos probados, no se expedirán más 
que por cinco años, pero podrán renovarse. 

La regla establecida aquí arriba de la entrada 
en depósito será aplicable de igual modo á la 
pólvora. 

No podrán retirarse de los depósitos para po- 
nerse en venta más que los fusiles de chispa no 
rayados, así como las pólvoras comunes llama- 
das de trata. A cada salida de armas y municio- 
nes de esta clase destinadas á la venta, las auto- 
ridades locales determinarán las regiones en 
qee estas armas y municiones podrán venderse. 

erán excluídas siempre las regionas castigadas 
por la trata. Las personas á quienes se autori- 
ce para hacer sacar armas ó pólvora de los de- 
pósitos, se obligarán á presentar á la Adminis- 
tración, cada seis meses, listas detalladas indi- 
cando el destino que se haya dado á las dichas 
ermas de fuego y pólvora ya vendida, así como 
las cantidades que queden en almacén. 

Art. X. Los Gobiernos tomarán todas las 
medidas que juzguen necesarias para asegurar 
el ento más completo que sea posible 
de las disposiciones relativas á la importación, 
venta y transporte de armas de fuego y muni- 
ciones, así como para impedir, ya sea la entrada 
y salida de éstas por sus fronteras interiores, 6 





TRATADOS CON VARIAS NACIONES. 





ya el paso por las regiones donde la trata hace 
sus estragos. 

La autorización de tránsito, en los límites de 
la zona noes en el art. 8,?, no podrá ne- 
garse cuando las armas y municiones deben pa.- 
sar á través del territorio de una potencia sig- 
nataria 6 adherida que ocupe la costa, á los 
territorios en el interior, puestos bajo la sobe- 
ranía ó el protectorado de otra potencia signa- 
taria ó adherida, á no ser que esta última po- 
tencia tenga un acceso directo al mar por su 
propio territorio.—Si este acceso estuviese com- 
pletamente interrumpido, la autorización de 
tránsito no podrá negarse de ningún modo. 
Cualquier petición de tránsito deberá ir acom- 

añada de una declaración procedente del Go- 

ierno de la potencia que tenga posesiones en 
el interior, y certificando que las dichas armas 
y municiones no se destinan á la venta, sino al 
uso de las autoridades de la potencia ó de la 
fuerza militar necesaria para la protección de 
as estaciones de misioneros ó comerciales, ó 
bien de las personas designadas nominalmente 
en la doclaración. Sin embargo, la potencia te- 
rritorial de la costa se reserva el derecho de 
prohibir por excepción y provisionalmente el 
tránsito de armas de precisión y municiones á 
través de su territorio, si por consecuencia de 
disturbios en el interior ó de otros graves peli- 
gros, hubiera motivo para temer que el envío 
de armas y municiones pudiese comprometer su 
propia seguridad. 

Art. XI. Las potencias se comunicarán los 
informes relativos al tráfico de armas de fuego 
y de municiones, á los permisos concedidos, así 
como á las medidas de represión aplicadas en 
sus respectivos territorios. 

Art. XII. Las potencias se obligan á adop- 
tar ó proponer á sus respectivas Cámaras las 
medidas necesarias, á fin de que los contraven- 
tores á las prohibiciones establecidas por los 
artículos II y IX, sean castigados donde 
quiera que fuere, así como sus cómplices, ade- 
más del o confiscación de armas y mu- 
niciones prohibidas, ya con multa, ya con pri- 
sión, ya con ambas penas reunidas, proporcio- 
nalmente” á la importancia de la infracción, y 
según la gravedad de cada caso. 

Art. XIII. Las potencias signatarias que tie- 
nen pinos en Africa contiguas á la zona es- 
pecificada en el art. VIII, se obligan á tomar las 
medidas necesarias para impedir la introducción 
de armas de fuego y municiones por sus fronte- 
ras interiores en las regiones de la dicha zona, 
cuando menos la de armas perfeccionadas y de 
cartuchos. 

Art. XIV. El régimen estipulado en los ar- 
tículos VIII al XIII inclusive, quedará en vigor 
durante doce años. En el caso en que alguna de 
las partes contratantes, con doce meses de an- 
terioridad á la terminación de este pao no 
hubiese notificado su intención de hacer cesar 
los efectos de dicho régimen ni pedido su revi- 
sión, continuará siendo obligatorio durante dos 
años, y asi sucesivamente de dos en dos años. 


CAPITULO II 


Rutas de las caravanas y transportes de esclavos 
por tierra, 


Art. XV. ludependientemente de su acción 
represiva ó protectora en cuanto á los focos de 
la trata, las estaciones, cruceros y puestos, cuyo 
establecimiento se previene en el artículo II, y 
cualesquiera otras estaciones establecidas 6 re- 
conocidas, según el tenor del art. IV, por cada 
Gobierno en sus posesiones, tendrán además la 
misión de vigilar, en cuanto las circunstancias 





TRATADOS CON VARIAS NACIONES.' 


€l7 





lo permitan, y á proporción y medida del pro- 
greso de su organización administrativa, las ru- 
tas seguidas en su territorio por los traficantes 
de esclavos, de detener en ellas los convoyes en 
marcha ó de perseguirlos donde quiera que su 
acción pueda Aoreenie legalmente. 

Art. XVI. En las regiones del litoral conoci- 
das como sirviendo de sitios habituales de trán- 
sito ó de puntos de confluencia para los trans- 
portes de esclavos procedentes del interior, así 
como para los puntos de cruce de las principales 
rutas de caravanas que atraviesen la zona próxi- 
ma á la costa ya sometida á la acción de las po- 
tencias soberanas ó protectoras, se establecerán 
puestos en las condiciones y bajo las reservas 
mencionadas en el artículo I1I, por las autorida- 
des de quienes dependen los territorios, con 
objeto de interceptar los convoyes y libertar los 
esclavos. 

Art. XVII. Las autoridades locales organiza- 
rán una rigurosa vigilancia en los puertos y re- 
giones contiguas á la costa, con objeto de impe- 
dir la venta y embarque de esclavos traídos del 
interior, así como la formación y marcha para 
el interior de bandas de cazadores de hombres y 
de traficantes de esclavos. 

Las caravanas que desemboquen en la costa 6 
en las cercanías, así como las que confluyan al 
interior en una localidad ocupada por las auto- 
ridades de la potencia territorial, se someterán 
desde su llegada á una inspección minuciosa en 
cuanto á la composición de su personal. Todo 
individuo que se reconozca haber sido captura- 
do, ó cogido por la fuerza, ó mutilado, ya sea en 
su país natal, ya sea en camino, será puesto en 
libertad. 

Art. XVITI. En las posesiones de cada una de 
las potencias contratantes, la Administración 
tendrá el deber de proteger á los esclavos liber- 
tados, devolverlos á su patria, si es posible, de 
procurarles medios de existencia y de proveer en 
particular á la educación y colocación de los 
niños abandonados. 

Art. XIX. Las lisposiciones penales preve- 
nidas en el art. V se aplicarán á todos los actos 
criminales ó de delincuencia cometidos en el 
curso de las operaciones, que tienen por objeto 
el transporte y tráfico de esclavos por tierra, en 
cualquier momento en que se hagan constar di- 
chos actos. 

Cualquier individuo que hubiere incurrido en 
alguna penalidad, con motivo de alguna infrac- 
ción prevista en la presente Acta general, será 
obligado á prestar fianza antes de poder empren- 
der alguna operación comercial en el país donde 
se ejerce el tráfico. 


CAPITULO III 
Represión de la trata en el mar. 


$ 1.9 .DISPOSICIONES GENERALES. 


Art. XX. Las acia signatarias recono- 
cen la oportunidad de tomar de común acuerdo 
disposiciones que tengan por objeto asegurar 
más eficazmente la represión de la trata en la 
zona marítima en donde todavía existe. 

Art. XXI. Esta zona se extiende, por una 
parte, entre las costas del Océano Indico (com- 
prendiendo en ellas la del golfo pérsico y del 
mar Rojo, desde el Beloutchistan hasta la punta 
de Tangalane (Quiliman), y por otra parte, una 
línea convencional, que sigue al principio el me- 
ridiano de Tangalane hasta el punto de encuen- 
tro con el 26 grado de latitud Sur; se confunde 
en seguida con este paralelo, después rodea la 
isla de Madagascar por el Este, deteniéndose á 
20 millas de la costa Oriental y Septentrional 


hasta su intersección con el meridiano del cabo 
de Ambre. Desde este punto, el límite de la zona 
se determina por una línea oblicua, que va á 
encontrar de nuevo la costa del Beloutchistan, 

asando á 20 millas á lo largo del cabo Raz-el 


ad. 

Art. XXIT. Las potencias signatarias de la 
presente Acta general, entre las cuales existen 
convenios particulares para la supresión de la 
trata, se han puesto de acuerdo para restringir 
las cláusulas de estos convenios en lo referente 
al derecho recíproco de visita, investigación y 
secuestro de los buques en la mar, en la zona an- 
teriormente citada. 

Art. XXIIT. Las mismas potencias están 
igualmente de acuerdo para limitar el derecho 
arriba mencionado á los buques de un tonelaje 
inferior á 500 toneladas. E 

Esta estipulación se revisará cuando la expe- 
riencia demuestre la necesidad de ello. 

Art. XXIV. Todas las demás disposiciones 
de los convenios celebrados entre las dichas po- 
tencias para la supresión de la trata, quedarán 
en vigor, en cuanto la presente Acta general no 
las modifique. 

Art. XXV. Las potencias signatarias se obli- 
gan á tomar medidas eficaces para prevenir la 
usurpación de su pabellón, y para impedir el 
transporte de esclavos en los buques autorizados 
para enarbolar sus banderas. , 

Art. XXVI. Las potencias signatarias se 

obligan á tomar todas las medidas necesarias 
para facilitar el pronto cambio de los informes 
conducentes á procurar que se descubra á las 
personas que se dedican á las operaciones de la 
trata. 
Art. XXVII. Se creará, al menos, una oficina 
internacional, la cual se establecerá en Zanzíbar. 
Las altas partes contratantes se obligan á hacer 
llegar á su poder todos los documentos especifi- 
cados en el art. XLI, así como los informes de 
cualquiera clase, que sirvan para ayudar a la re- 
presión de la trata. 

Art. XXVIII. Cualquier esclavo que se re- 
fugie á bordo de un buque de guerra con el pa- 
bellón de alguna de las potencias signatarias, 
será inmediata y definitivamente declarado li- 
bre, sin que esta manumisión pueda sustraerla 
á la jurisdicción competente sicomoete un cri- 
men ó delito de derecho común, : 

Art, XXIX. Cualquier esclavo retenido con- 
tra su voluntad á bordo de un buque indígena, 
tendrá el derecho de reclamar su libertad. 

Su manumisión podrá decretarse por cual- 
quier agente de una de las potencias signata- 
rias, á quien la presente Acta general confiere 
el derecho de investigar el estado de las perso - 
nas á bordo de dichos buques, sin que esta ma- 
numisión pueda sustraerle á la jurisdicción com- 
petente si hubiese cometido algún crimen ó deli- 
to de derecho común, 


$ 2,2 —REGLAMENTO CONCERNIENTE AL USO DEL PABR- 
LLÓN Y LA VIGILANCIA DE LOS CRUCEROS. 


1.—Reglas para la concesión del pabellón 4 los buques in- 
digenas, el rol de tripulación, y la declaración de pa- 
sajeros negros. 

Art. XXX. Las potencias signatarias se obli- 
gan á ejorcer una rigurosa vigilancia en los bu- 
ques indígenas autorizados para llevar su pa- 
bellón en la zona indicada en el art. XXI, y en 
cea operaciones comerciales que verifiquen estos 

uques. A 

Art. XXXI. La calificación de buque indíge- 
na se aplica á los barcos que reunan alguna de 
las dos condiciones siguientes: 

1.* Presentar los signos exteriores de una 
construcción ó de aparejo indígena. 
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2.* Llevar embarcada una tripulación cuyo 
capitán y la mayoría de los marineros sean ori- 
ginarios de uno de los países bañados por las 
aguas del Océano Indico, del Mar Rojo ó del 

olfo Pérsico. 

Art. XXXII. La autorización de enarbolar 
el pabellón de alguna de dichas potencias no se 
concederá en lo sucesivo más que á los buques 
indigenas que cumplan á la vez las tres condi- 
ciones siguientes: 

1. Los armadores ó propietarios deberán ser 
súbditos ó estar bajo la protección de la poten- 
cia de que solicitan llevar la bandera. 

2.* Tendrán obligación de demostrar que po- 
seen bienes raíces en la circunscripción de la 
autoridad á quien dirijan su instancia, ó de 
prestar una fianza solvente para la garantía de 
las multas en que por cualquier eventualidad 
pudieran incurrir. 

8. Los dichos armadores ó propietarios, así 
como el capitán del buque, deberán presentar la 
prueba de que gozan de una buena reputación, 
y especialmente de que jamás han sido objeto de 
condena por actos de trata. 

Art. XXXITI. La autorización que se conce- 
da deberá renovarse cada año. Podrá siempre 
suspenderse ó retirarse por las autoridades de 
la potencia cuya bandera lleva el buque. 

rt. XXXIV, El testimonio de autorización 
llevará las indicaciones necesarias para esta.- 
blecer la identidad del barco. El capitán le con- 
servará en su poder. El nombre del buque indi. 
gena y la indicación de su tonelaje deberán in- 
crustarse y pintarse en caracteres latinos, en la 
popa, y precisamente en el sitio donde se impri- 
man en negro sobre las velas las letras iniciales 
de su puerto de origen, así como el número de 
registro en la serie de los números de este 
puerto. 

Art. XXXV. Un rol de tripulación se expe- 
dirá al capitán del buque en el puerto de parti- 
da por la autoridad de la potencia cuyo pabe- 
llón lleva. Se renovará á cada armamento de la 
embarcación, ó lo más tarde en el término de un 
año y conforme á las disposiciones siguientes: 

1. Enel momento de la partida, el rol será 
visado por la autoridad que lo ha expedido. 

2. Ningún negro podrá comprometerse como 
marinero de una embarcación sin que previa- 
mente haya sido interrogado por la autoridad 
de la potencia cuyo pabellón lleva esta embar- 
cación, Ó á falta de ésta por la autoridad terri- 
torial, con objeto de establecer que contrata un 
compromiso libre. 

8. Esta autoridad intervendrá para que la 
proporción de los marineros ó grumetes no sea 
anormal en relación al tonelaje ó al aparejo de 
las embarcaciones. 

4. La autoridad que haya interrogado á los 
hombres con anterioridad á su partida, los ins- 
cribirá en el rol de tripulación, donde figurarán 
con las señas sumarias de cada uno de ellos al 
lado de su nombre. 

5. A fin de impedir con mayor seguridad las 
sustituciones, los marineros podrán además ir 
provistos de una marca distintiva. 

Art. XXXVI. Cuando el capitán de un bu- 
que deseare embarcar pasajeros negros, deberá 
hacer la declaración de ello 4 la autoridad de la 
porancia o pabellón lleva, ó en su defecto á 
a autoridad territorial. Seinterrogará á los pa.- 
sajeros, y cuando se haya hecho constar que se 
embarcan libremente, serán inscritos en una 
hoja de declaración especial, poniendo las señas 
particulares de cada uno de ellos al lado de su 
nombro é indicando especialmente el sexo y la 
talla. Los niños negros no podrán admitirse co- 
mo pasajeros sino cuando fueren acompañados 


por sus padres ó por personas cuya honradez 
sea notoria. Al partir, la hoja de declaración de 
los pasajeros será visada por la autoridad indi- 
cada más arriba, después que se haya procedido 
á un llamamiento. Si no hubiere pasajeros á 
bordo, se hará mención expresa de ello en el rol 
de tripulación. 


Art. XXXVI. Ala llegada á cualquier puer- 
to de parada ó de destino, el capitán del baque 

resentará ante la autoridad de la potencia de 
a cual lleva el pabellón, ó en su defecto ante la 
autoridad territorial, el rol de tripulación, y si 
ha lugar á ello, las hojas de declaración de pa- 
sajeros anteriormente expedidas. La autori 
inspeccionará á los pasajeros que hayan llegado 
á su punto de destino ó que se detengan en un 

uerto de parada, y anotará su desembarque en 
la hoja de declaración. A la salida, la misma 
autoridad pondrá de nuevo su Visto Bueno en 
el rol y en la hoja de declaración y hará el lla- 
mamiento de los pasajeros. 

Art. XXXVII, En el litoral africano 6 islas 
edyacentes ningún pasajero negro se embarca - 
rá á bordo de un buque indígena fuera de las 
localidades donde resida una autoridad depen- 
diente de una de las potencias signatarias. 

En toda la extensión de la zona determinada 
en el art. XXI, ningún pasajero negro podrá ser 
desembarcado- de un buque indígena fuera de 
una localidad donde resida una autoridad de- 
pendiente de alguna de las altas partes contra- 
tantes y sin que esta autoridad asista al desem- 
barque. 


Los casos de fuerza mayor que determinen la 
infracción de estas disposiciones, deberán exa- 
minarse por la autoridad de la potencia cuya 
bandera lleva la embarcación, ó en su defecto 

or la autoridad territorial del puerto en que el 
buque acusado haga parada. 

Art. XXXIX. Las prescripciones de los ar- 
tículos XXXV, XXXVI, XXXVII y XXXVII 
no son aplicables á los barcos que no lleguen á 
tener un puente completo, que lleven un máxi- 
mum de diez hombres de tripulación y que 
cumplan con alguna de las dos condiciones si- 
guientes: 

1.* Dedicarse exclusivamente á la pesca en 
las aguas territoriales. 

2.* Dedicarse al pequeño cabotaje entre los 
diferentes puertos de la misma potencia terri- 
Ei sin alejarse de la costa á más de cinco 
millas. 


Estos diferentes barcos recibirán, según los 
casos, de la autoridad territorial ó de la autori- 
dad consular, una licencia especial, renovable 
cada año y revocable en las condiciones consig- 
nadas en el art. XL, y cuyo modelo uniforme, 
anejo á la presente Acta general, se comunicará 
á la oficina internacional de informes. 

Art. XL. Cualquier acto ó tentativa de tra- 
ta que se haga constar legalmente á cargo del 
capitán, armador ó propietario de un buque 
autorizado para llevar el pabellón de una de las 
tag signatarias, ó que haya obtenido la 

icencia de que se habla en el art. XXXIX, lle- 

vará consigo la recogida inmediata de esta au- 
torización ó de esta licencia. Todas las infraccio- 
nes á las prescripciones del párrafo segundo del 
cap. TIT, se castigarán además con penas dicta- 
das por las leyes y ordenanzas especiales á cada 
una de las potencias contratantes. 

Art. XLI. Las potencias signatarias se obli- 

an á depositar en la oficina internacional de 
informes los modelos-tipos de los documentos 
que aquí después se expresan: 

1.2 Título autorizando el uso del pabellón. 

2.2 Rol de tripulación. 
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8.2 Hoja de declaración de los pasajeros ne- 
gros. 

Estos documentos, cuyo tenor puede variar, 
según los reglamentos propios de cada país, de- 
berán contener obligatoriamente los siguientes 
informes, redactados en una lengua europea: 

I. Enlo que concierne á la autorización de 
llevar el pabellón: 

a) El nombre, tonelaje, aparejo y dimensio- 
nes principales del buque; 

b) El número de inscripción y la letra de in- 
dicación del puerto de donde procede; 

c) La fecha de la obtención del permiso y la 
calidad del funcionario que lo ha expedido. 

IT. En lo que concierne al rol de tripulación: 

a) El nombre del buque, del capitán y del 
armador ó propietario; 

b) El tonelaje del buque; 

c) El número de inscripción y el puerto de 
donde procede el buque, su destino, así como los 
informes especificados en el art. XXV. 

III. En lo que concierne á la hoja de decla- 
ración de los pasajeros negros: 

El nombre del buque que los transporta y los 
informes indicados en el art. XXXVI y deste 
nados á identificar bien á los pasajeros. 

Las potencias signatarias tomarán las medi- 
das necesarias para que las autoridades terri- 
toriales ó sus cónsules envíen á la misma ofici- 
na copias certificadas de cualquiera autoriza- 
ción de enarbolar su pabellón desde que ésta 
hubiese sido concedida, así como el aviso de re- 
cogida de que dichas autorizaciones hubiesen 
sido objeto. 

Las disposiciones del presente artículo no 
conciernen más que á los papeles destinados á 
los buques indígenas. 


2.—De la detención de los buques sospechosos. 


Art. XLIT. Cuando los oficiales que manden 
los buques de guerra de alguna de las potencias 
signatarias tengan motivo de creer que una 
embarcación de un tonelaje inferior á 500 tone- 
ladas y que se haya encontrado en la zona in- 
dicada aquí arriba, se dedica á la trata ó es cul- 
pable de una usurpación de pabellón, podrán 
recurrir á la comprobación de los papeles de á 
bordo. 

_El presente artículo no implica ningún cam- 
bio respecto al estado de cosas actual en lo que 
concierne á la jurisdicción en las aguas territo- 
riales. 

Art. XLIIT. En este caso, un bote, mandado 
por un oficial de navío, de uniforme, podrá en- 
viarse á bordo del buque sospechoso, después de 
haberse puesto con él al habla para darle aviso 
de este propósito. 

El oficial enviado á bordo del buque detenido 
deberá proceder con todos los miramientos y 
consideraciones posibles. 

Art. XLI La comprobación de los papeles 
de á bordo consistirá en el examen de los docu- 
mentos siguientes: 

1. En lo des concierne á los buques indíge- 
nas, los papeles mencionados en el art. XLI. 

En lo que concierne á los demás buques, 
los documentos estipulados en los diferentes 
tratados ó convenios que se conserven en vigor. 

La comprobación de los papeles de á bordo no 
autoriza el llamamiento de la tripulación ni de 
los pasajeros sino en los casos y según las con- 
diciones prevenidas en el artículo siguiente. 

Art. XLV. La información respecto al car- 
gamento del buque ó la visita no podrá verifi- 
carse sino en los buques que navegan bajo el 
pabellón de una de las potencias que han con- 
certado ó lleguen á concertar los convenios par- 
ticulares mencionados en el art. XXII, y con- 


forme á las prescripciones de dichos convenios. 

Art. XLVI. Antes de abandonar el buque 
detenido, el oficial extenderá un acta según las 
formas y en el idioma usado en el país á que 
aquél pertenece. 

ste acta deberá ir fechada y firmada por el 
oficial, y hacer constar los hechos. 

El capitán del barco detenido, así como los 
testigos, tendrán derecho de hacer añadir al 
ee cualesquiera explicaciones que juzguen 

tiles. 

Art. XLVII. El comandante de un buque de 
guerra que haya detenido una embarcación con 

abellón extranjero, debe en todos los casos in- 
ormar á su Gobierno indicando los motivos 
que le han hecho proceder de este modo. 

Art. XLVIIT. Un resumen de este informe 
así como una copia del acta levantada por el 
oficial enviado á bordo del buque detenido, se 
expedirán lo antes posible á la oficina interna- 
cional de informes, que los comunicará á la au- 
toridad consular ó territorial más próxima de 
la potencia, de la cual el barco detenido en mar- 
cha ha enarbolado el pabellón. En los archivos 
de la oficina se conservarán duplicados de este 
documento. ] 

Art. XLIX. Si por consecuencia de la ejecu- 
ción de los actos de inspección mencionados en 
los artículos precedentes, se demuestra que un 
hecho de trata se ha cometido á bordo del cru- 
cero durante la travesía, ó que existen pruebas 
irrecusables contra el capitán ó el armador 

ara acusarle de usurpación de pabellón, de 
raude ó de participación en la trata, llevará al 
buque detenido al puerto de la zona más próxi.- 
ma, donde resida una autoridad competente de 
la potencia cuyo pabellón ha sido enarbolado. | 

ada una de las potencias signatarias se obli- 
ga á designar en la zona y á dar á conocer á la 
oficina internacional de informes las autorida- 
des territoriales ó consulares, ó los delegados 
especiales que fueren competentes en los casos 
indicados más arriba. 

El buque sospechoso puede igualmente ser 
entregado á un crucero de su nación, si este úl- 
timo consiente en hacerse cargo de él. 


8.—De la información y juicio de los buques secuestrados. 


Art. L. La autoridad mencionada en el ar- 
tículo anterior, á la cual se ha entregado la em- 
barcación detenida, procederá á una informa.- 
ción completa, según las leyes y reglamento de 
su nación, en presencia de un oficial del crucero 
extranjero. 

Art. LI. Si resulta de esta información que 
ha habido usurpación de pabellón, el buque de- 
tenido AROCAsa á disposición del que lo haya 
capturado. 

Art. LIT. Si la información comprueba un 
acto de trata definido por la presencia á bordo 
de esclavos destinadgs á la venta, ú otros he- 
chos de trata previstos por los convenios parti- 
culares, el buque y su cargamento quedarán se- 
cuestrados, bajo la custodia de la autoridad que 
haya dirigido la información. 

l capitán y la tripulación serán llevados ante 
los Tribunales designados en los arts. LIV y LVI. 
Los esclavos serán puestos en libertad, después 
que se haya dictado sentencia. 

En los casos previstos por este artízulo, se 
dispondrá de los esclavos puestos en libertad, 
conforme á los convenios particulares concer- 
tados ó que puedan concertarse entre las poten- 
cias signatarias. A falta de estos convenios, los 
dichos esclavos podrán ser entregados á la au- 
toridad local para enviarlos de nuevo, si es po- 
sible, á su país de origen; si no, esta autoridad 
les facilitará en cuanto de ella dependa, los 
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medios de vivir, y si así lo desean, de estable- 
cerse en la región. 

Art. LIIT. Si la información prueba que el 
buque ha sido detenido ilegalmente, habrá lu- 
gar, de pleno derecho, á una indemnización 
DO poro al perjuicio que el buque aparta- 

o de su rumbo haya experimentado. 

La cuota de esta indemnización se fijará por 
la autoridad que haya dirigido la información. 

Art. LIV. En el caso en que el oficial del bu- 
que que haya becho la captura no aceptase las 
conclusiones de la información verificada en 
su oca la causa, de pleno derecho, pasará 
al Tribunal de la nación cuya bandera hubiese 
enarbolado el buque capturado. 

No se hará ninguna excepción á esta regla, 
más que en el caso en que el litigio versase so- 
bre la cifra de la indemnización estipulada en 
el art. LIT, la cual se fijará por medio de arbi- 
traje, conforme se determina en el siguiente 
artículo. 


Art. LV. El oficial que haya hecho la cap- 
tura, y la autoridad que haya dirigido la in- 
formación, designarán, cada cual dentro de las 
cuarenta y ocho horas, un árbitro, y los dos ár- 
bitros elegidos, tendrán por su parte otras 
veinticuatro horas para designar un tercer ár- 
bitro. Los árbitros deberán elegirse, en cuanto 
sea posible, entre los funcionarios diplomáti- 
cos consulares ó judiciales de las potencias sig- 
natarias. Los indígenas que estén á sueldo de 
los Gobiernos contratantes, quedan formalmen- 
te excluidos. 


El acuerdo se tomará por mayoría de votos, 
y deberá aceptarse como definitivo. 

Si la jurisdicción arbitral no se constituye 
en los plazos indicados, se procederá para la 
indemnización, así como para los daños y per- 

uicios, conforme á las disposiciones del artícu- 
O Ep segundo. 

Art. LVI. Las causas pasarán, en el más 
breve plazo posible, al Tribunal ¡de la nación, 
cuya bandera han enarbolado los acusados. 
Sin embargo, los cónsules, ó cualquiera otra 
autoridad de la misma nación que los acusa- 
dos, comisionados especialmente con este obje- 
to, pen ser autorizados por su respectivos 
Gobiernos para dictar las sentencias en lugar 
y vez de los Tribunales. 

Art. LVII. El procedimiento y el fallo de 
las infracciones á las disposiciones del capítu- 
lo TIT, se verificarán siempre tan sumariamente 
como lo permitan las leyes y reglamentos vigen- 
tes en los territorios sometidos á la autoridad 
de las potencias signatarias. 

Art. LVITI. Cualquier sentencia del Tribu- 
nal nacional ó de las autoridades mencionadas 
en el art. LVI, declarando que el buque deteni- 
do no se ha dedicado á la trata, se pondrá en 
ejecución inmediatamente, y se coucederá á la 
embarcación plena libertad de continuar su 
marcha. 


En este caso, el capitán ó el armador del bar- 
co detenido sin motivo legítimo de sospecha, ó 
que haya sido objeto de vejaciones, tendrá el 
derecho de reclamar daños y perjuicios, cuyo 
importe se verificará de común acuerdo entre 
los Gobiernos directamente interesados ó por 
vía de arbitraje, y se pagará en el plazo de seis 
meses, á contar de la fecha de la sentencia que 
és absuelto de la captura. 

rt. LIX. En caso de condena, el buque se- 
cuestrado será declarado buena presa en bene- 
ficio del apresador. 

El capitán , la tripulación y cualesquiera 
otras personas reconocidas como culpables, se- 
rán castigadas según la gravedad de los críme- 


nes ó delitos que hayan cometido y conforme 
al art. V. 

Art. LX. Las disposiciones de los artículos 
Lá LIX no se refieren de ningún modo ni á la 
competencia ni al procedimiento de los Tribu- 
nales especiales existentes, ni de los que pue- 
dan crearse para conocer de los actos de 
trata. 

Art. LXI. Las altas partes contratantes se 
obligan á comunicarse reciprocamente las in3- 
trucciones que en cumplimiento de las disposi- 
ciones del cap. TIT dieren á los comandantes de 
sus buques de guerra, que naveguen en los ma- 
res de la zona indicada. 


CAPITULO IV 


Paises de destino cuyas instituciones permitan la 
existencia de la esclavitud doméstica. 


Art. LXIT. Las potencias contratantes, cu- 
yas instituciones permiten la existencia de la es- 
clavitud doméstica, y cuyas posesiones, sitas 
dentro ó fuera de Africa, sirven, por consecuen- 
cia de este hecho, á pesar de la vigilancia de las 
autoridades, de lugares de destino para los es- 
clavos africanos, se obligan á prohibir su impor- 
tación, tránsito, salida, así como su comercio. 
Organizarán la vigilancia más activa y la más 
severa posible en todos los puntos donde se ve- 
rifiquen la entrada, paso y salida de los esclavos 
africanos. 

Art. LXITI. Los esclavos puestos en libertad 
en cumplimiento del artículo precedente, se en- 
viarán de nuevo, si las circunstancias lo permi- 
ten, ásus países de origen. En todos los casos 
recibirán cartas de manumisión de las autorida- 
des competentes y tendrán derecho é su protee- 
ción y ayuda, á fin de encontrar medios de exis- 
tencia. 

Art. LXIV. Cualquier esclavo fugitivo que 
llegue á la frontera de una de las potencias men- 
cionadas en el art. LXII se reputará libre y ten- 
drá derecho á reclamar de las autoridades com- 
potentes cartas de manumisión. 

Art. LXV. Cualquiera venta ó transacción de 
que hayan sido objeto los esclavos á quienes se 
refieren los arts. LXIIL y LXIV por consecuen- 
cia de cualesquiera circunstancias, se considera- 
rá como nula y de ningún valor. 

Art. LX VI. Los barcos indígenas que lleven 
el pabellón de alguno de los países mencionados 
en el art. LXIT, si existen indicios de que se 
dedican á las operaciones de trata, se somete- 
rán por las autoridades locales, en los puertos 
que frecuenten, á una inspección rigurosa de su 
tripulación y de los pocos tanto á la entra- 
da como á la salida. En caso de presencia á bor- 
do de esclavos africanos, se procederá judicial- 
mente contra el buque y contra cualesquiera 
personas que haya motivo de acusar. Los escla- 
vos encontrados á bordo recibirán cartas de ma- 
numisión por conducto de las autoridades que 
hayan verificado el secuestro de los buques. 

E LXVIT. Se dictarán disposiciones pe: 
nales en relación con las contenidas en el ar- 
ticulo Y contra los importadores, transporta- 
dores y traficantes de esclavos africanos, con- 
tra los autores de mutilación de niños ó de adul- 
tos y contra aquellos que se dediquen á este 
co) así como contra sus cqautores ó cóm- 

ices. 

a Art. LXVIIT. Las potencias signatarias re- 
conocen el alto valor de la ley sobre la prohi- 
bición de la trata de negros, sancionada por Su 
Majestad el Emperador delos otomanos el 4/16 
de Diciembre de 1889 (22 Rebí ul Akhir 1307), y 
tienen la seguridad de que las autoridades oto- 
manas organizarán una activa vigilancia, parti- 
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cularmente en la costa occidental de la Arabia 
y en Jos caminos que ponen esta costa en comu- 
nicación con las demás posesiones de Su Majes- 
tad Imperial en Asia. 

Art. LXIX. S. M. el Shah de Persia consien- 
te en organizar una vigilancia activa en las 
aguas territoriales y en las de las costas del 

olfo Pérsico y del golfo de Omán, que están 

ajo su soberanía, así como en las vías interio- 
res que sirven para el transporte de los escla- 
vos. Los magistrados y las demás autoridades 
recibirán con este objeto los poderes necesarios. 

Art. LXX. S.A.el Sultán de Zanzíbar con- 
siente en prestar su concurso más eficaz para la 
represión de los crímenes y delitos cometidos 
por los traficantes de esclavos africanos, así por 
tierra como por mar. Los Tribunales estableci- 
dos con este fin en la Sultanía de Zanzíbar apli- 
carán estrictamente las disposiciones penales 
contenidas en el art. V. A fin de asegurar mejor 
la libertad de los esclavos declarados libres, 
tanto en virtud de las disposiciones de la pre- 
sente Acta general, cuanto de los decretos dicta- 
dos en esta materia por S. A. y sus predecesores, 
se establecerá en Zanzíbar una oficina de manu- 
misión. 

Art. LXXI. Los agentes diplomáticos y con- 
sulares y los oficiales de marina de las poten- 
cias contratantes, prestarán su concurso, dentro 
de los límites de los convenios existentes, á las 
autoridades locales, á fin de ayudar á reprimir 
* la trata en los puntos donde existe todavía; ten- 
drán derecho á asistir á los procesos de trata 
que hubiesen promovido, sin poder tomar parte 
en el acuerdo. 

Art. LXXIT. Las Administraciones de los 
países de destino de los esclavos africanos orga. 
nizarán oficinas de manumisión ó instituciones 
que hagan las veces de ellas, para los fines deter- 
minados en el art. XVIIT. 

Art. LXXIITI. Hallándose obligadas las po- 
tencias signatarias á comunicarse todos los in- 
formes útiles para combatir la trata, los Gobier- 
nos á los cuales conciernen las disposiciones del 
presente capítulo, cambiarán periódicamente 
con los otros Gobiernos los datos estadísticos re- 
lativos á los esclavos detenidos y puestos en li- 
bertad, así como las medidas legislativas ó ad- 
ministrativas adoptadas á fin de reprimir la 
trata. 


CAPITULO V 


Instituciones destinadas á asegurar el cumplimiento 
del Acta general. 


$ 1.— DB LA OFICINA INTERNACIONAL MARÍTIMA, 


Art. LXXIV. Conforme á las disposiciones 
del art. XXVII, se establece en Zanzibar una 
oficina internacional, donde cada una de las po- 
tencias signatarias podrá hacerse representar 
por un delegado. 

Art. LXXV. La oficina se constituirá en 
cuanto tres de las potencias hayan designado sus 
representantes. 

edactará un reglamento fijando la manera 
de ejercer sus atribuciones. Este reglamento se 
someterá inmediatamente á la sanción de las po- 
tencias signatarias que hayan notificado su pro- 

ósito de hacerse representar en dicha oficina, y 
as cuales resolverán con respecto á esto en el 
más breve plazo posible. 

Art. LXXVI. Los gastos de esta institución 
so distribuirán por partes iguales entre las po- 
tencias signatarias mencionadas en el artículo 
precedente. 

Art. LXXVIT. La oficina de Zanzíbar tendrá, 
por objeto centralizar todos los documentos $ in- 


formes que puedan servir para la represión de la. 
trata en la zona marítima. 

Con este objeto, las potencias signatarias se 
obligan á envíar á dicha oficina dentro del más 
breve plazo posible: 

1. Los documentos especificados en el articu- 
lo XLI. 

2. El resumen de los informes y la copia de 
las actas mencionadas en el art. XLVIII. 

8. La lista de las autoridades territoriales ó6 
consulares y de los delegados especiales compe- 
tentes para proceder, con relación á los buques 
detenidos, según el tenor del art. X LIX. 

4, La copia de los mandamientos y senten- 
cias de condena dictadas conforme al artícu- 
lo LVITTI. 

5. Todos los informes propios para procurar 
descubrir las personas que se dedican á las ope- 
raciones de la trata en la zona referida. 

Art. LXXVIIM. Los Archivos de la oficina 
estarán siempre abiertos para los oficiales de la 
marina de las potencias signatarias, autoriza- 
dos para proceder dentro de los límites de la 
zona marcada en el art. XXI, así como para las 
autoridades territoriales ó judiciales, y para los 
cónsules designados especialmente por sus Go- 
biernos. 

La oficina deberá facilitar á los oficiales y 
agentes extranjeros autorizados para consultar 
sus Archivos las traducciones en un idioma eu- 
ropeo de los documentos que estuviesen redacta - 
dos en una lengua oriental. 

La misma oficina hará las comunicaciones pre- 
venidas en el art. XL VIII. 

Art. LXXIX. Podrán establecerse oficinas 
auxiliares en relación con la oficina de Zanzi- 
bar en ciertas partes de la zona, en virtud de 
un acuerdo previo entre las potencias intere- 
sadas. 

Estas oficinas se compondrán de los delega- 
dos de dichas potencias, y se establecerán con- 
forme á los arts. LXXV, LXXVI y LXXVIII. 

Los documentos é informes especificados en el 
art. LXXVII, en tanto que conciernen á la parte 
correspondiente de la zona, se les enviarán di- 
rectamente por las autoridades territoriales y 
consulares de esta región, sin perjuicio de la co- 
municación á la oficina de Zanzíbar, prevenida 
en el mismo artículo. 

Art. LXXX. La oficina de Zanzíbar, en los 
dos primeros meses de cada año, redactará un 
informe acerca de sus operaciones y las de las 
oficinas auxiliares durante el año anterior. 


$ 2.2—DEL CAMBIO ENTRE LOS GOBIERNOS DE LOS DOCU- 
MENTOS É INFORMES RELATIVOS Á LA TRATA. 


Art. LXXXI. Las potencias se comunicarán 
en la más extensa medida y en el plazo más bre- 
ve que AuezUen osible: 

1 l texto de las leyes y reglamento de ad- 
ministración existentos ó promulgados para la 
aplicación de las cláusulas de la presente Acta 
general. 

2.2 Los informes estadísticos referentes á la. 
trata, á los esclavos detenidos y puestos en li- 
bertad, y al tráfico de armas, municiones y al- 
coholes. 

Art. LXXXII. El cambio de estos documen- 
tos é informes se centralizará en una oficina es- 
pecial agregada al Ministerio de Negocios Ex- 
tranjeros en Bruselas. 

Art. LXXXIII. La oficina de Zanzíbar hará 
que llegue á poder de esta última cada año, el 
informe mencionado en el art. LXXX respecto 
éá las operaciones durante el año último pasa- 
do, y respecto á las de las oficinas auxiliares 
que lecasen á establecerse conforme al artícu- 
lo LXXIX 
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Art. LXXXIV. Los documentos é informes 
se reunirán y publicarán periódicamente y se 
remitirán á todas las potencias signatarias. Esta 
publicación irá acompañada cada año de una 
tabla analítica de los documentos legislativos, 
administrativos y estadísticos mencionados en 
los arts. LXXX1I y LXXXIIT. 

Art. LXXXV. Los gastos de oficina, corres- 
pondencia, traducción é impresión que de ello 
resulten, se sufragarán por todas las potencias 
signatarias y se cobrarán por conducto del Mi- 
nisterio de Negocios Extranjeros en Bruselas. 





$ 8.—DE LA PROTECCIÓN DE LOS ESCLAVOS 
PUESTOS EN LIBERTAD. 


Art. LXXXVI. Habiendo reconocido las po- 
tencias signatarias el deber de proteger á los 
esclavos puestos en libertad en sus posesiones 
respectivas, se Obligan á establecer, si ya no 
existen, en los puertos de la zona determinada 
en el art. XXI y en los puntos de las menciona- 
das posesiones gus sirvan de lugares de captu- 
ra, paso ó llegada de esclavos africanos, ofici- 
nas ó establecimientos en el número que juz- 
guen suficiente, y que se encargarán especial- 
mente de la manumisión y protección de aqué- 
llos, conforme á las disposiciones de los artícu- 
los V1, X VIT, LIT, LXII y LXVI. 

Art. LXXXVII. Las oficinas de manumisión 
ó las autoridades encargadas de este servicio 
expedirán cartas de manumisión y llevarán re- 
gistro de ellas. 

En caso de denuncia de un acto de trata ó de- 
tención ilegal, Ó en virtud de recurso de los 
mismos esclavos, las dichas oficinas ó autorida- 
des harán todas las diligencias necesarias para 
asegurar la libertad de los esclavos y el castigo 
de los culpables. 

La entrega de las cartas de manumisión no 
deberá demorarse en ningún caso, si se acusa al 
esclavo de un crimen ó delito de derecho común. 
Pero después de la expedición de dichas cartas, 
se procederá á la instrucción en la forma esta- 
blecida por el procedimiento ordinario. 

Art. LXXXVIIMT. Las potencias signatarias 
favorecerán en sus posesiones la fundación de 
establecimientos de refugio para las mujeres y 
de educación para los niños puestos en libertad. 

Art. LXXXIX. Los esclavos declarados li- 
bres podrán siempre recurrir á las oficinas para 
ser protegidos en el goce de su libertad. 

Cualquiera que use de fraude ó de violencia 
para quitar á un esclavo puesto en libertad sus 
cartas de manumisión ó para privarle de su li- 
pia será considerado como traficante de es- 
clavos. 


CAPÍTULO VI 


Medidas restrictivas del tráfico de bebidas 
espirituosas. 


Art. XC. Justamente preocupadas de las con- 
secuencias morales y materiales que entraña 

ara las poblaciones indigenas el abuso de las 
bebidas espirituosas, las potencias signatarias 
han convenido en aplicar las disposiciones de 
los arts. XCI, XCII y XCITI en una zona limi- 
tada por el 20” de latitud Norte y el 22? de lati- 
tud Sur, y lindando al Oeste con el Océano At- 
lántico y al Este con el Océano Indico y sus de- 
pendencias, comprendiendo en ellas las islas 
adyacentes al litoral hasta cien millas marinas 
de la costa. 

Art. XCI. En las regiones de esta zona, don- 
de está probado que, bien sea por razón de las 
creencias religiosas ó bien por otros motivos, no 
existe 6 no se halla extendido el uso de bebidas 
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destiledas, las potencias prohibirán la entrada 
de las mismas. En estos puntos se prohibirá de 
igual modo la fabricación de bebidas destiladas. 

Cada potencia determinará los límites de la 
zona de prohibición de las bebidas alcohólicas 
en sus posesiones ó protectorados, y estará obli- 
gada á notificar su trazado á las demás potencias 
en un plazo de seis meses. 

No podrá derogarse la referida prohibición 
sino respecto á cantidades limitadas, destinadas 
al consumo de las poblaciones no indígenas éin- 
troducidas bajo el régimen y en las condiciones 
que cada Gobierno determine. 

Art. XCIT. Las potencias que tengan pose- 
siones ó ejerzan protectorados en las regiones 
de la zona que no están sometidas al régimen 
de la prohibición, y donde las bebidas apio 
tuosas se importan libremente en la actualidad, 
ó se hallan sujetas á un derecho de importación 
inferior á 15 francos por hectolitro 4 50% centí- 
pre dos, se obligan á establecer sobre estas be- 

idas espirituosas un derecho de entrada que 
será de 15 francos por hectolitro, á 50% centigra- 
dos, durante los tres años siguientes á la fecha 
de ponerse en vigor la preseute acta general. 
Al espirar este período, el derecho podrá ele- 
varso á 25 francos durante un nuevo período de 
tres años. Al finalizar el sexto año, se someterá 
á revisión, tomando por base un estudio com» 

arativo de los resultados producidos por esta 
imposición de tarifas, con objeto de fijar enton- 
ces, si pudiera hacerse, una tasa mínima en toda 
la extensión de la zona donde no exista el régi- 
men de la prohibición mencionada en el artícu- 
lo XCI. 

Las Ps conservan el derecho de soste- 
ner y elevar las tasas más allá del mínimum que 
fija el presente artículo, en las regiones donde 
ya lo poseen actualmente. 

Art. XCITI. Las bebidas destiladas que se fa- 
briquen en las regiones indicadas en el art. XCHO 
y que se destinen para aplicarse al consumo in- 
terior, se gravarán con un derecho de sisa. 

Este derecho de sisa, cuyo cobro se obligan las 
potencias á asegurar dentro del limite de lo po- 
sible, no será inferior al minimum de los dere- 
chos de entrada fijados por el art. XCII. 

Art. XCIV. Las potencias sigunatarias que 
tienen en Africa posesiones contiguas á lea zona 
especificada en el art. XC, se obligan á tomar 
las medidas necesarias para impedir la intro- 
ducción de bebidas espirituosas por sus fronte- 
ras interiores, en los territorios de la dicha zona. 

Art. XOV. Las potencias se comunicarán por 
mediación de la oficina de Bruselas, en las con- 
diciones indicadas en el cap. V, los informes re- 
lativos al tráfico de bebidas espirituosas en sus 
respectivos territorios. 


CAPITULO VII 
Disposiciones finales. 


Art XCVI. La presente Acta general deroga 
cualesquiera estipulaciones en contrario de los 
convenios celebrados anteriormente entre las 
potencias signatarias. 

Art. XCVII. Las potencias signatarias, sin 
perjuicio de lo estipulado en los arts. XIV, XXI 
y CII, se reservan el derecho de introducir en 
a presente Acta general, posteriormente y de 
común acuerdo, las modificaciones Óó mejoras 
cuya utilidad haya demostrado la experiencia. 

Art. XCVIII. Las potencias que no han fir- 
mado la presente Acta general podrán s:r admi- 
tidas á adherirse á ella. 

Las potencias signatarias se reservan la fa- 
cultad de poner á esta adhesión las condiciones 
que juzguen necesarias, 
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Si no se estipula ninguna condición, la adhe- , Las ratificaciones de todas las potencias que- 
sión implica de pleno derecho la aceptación de | darán depositadas en los Archivos del reino de 
todas las obligaciones y la admisión á todas las | Bélgica. 


eS estipuladas en la presente Acta ge- 
neral. - 
Las potencias se concertarán respecto á las 
eones que hayan de hacerse para procurar 
a adhesión de los Estados, cuyo concurso fuese 
necesario ó útil á fin de asegurar el cumplimien- | tencias que hayan hecho la ratificación. 
to completo del Acta general. Una copia certificada de este Protocolo se re- 
La adhesión se hará por medio de un acta se- | mitirá á todas las potencias interesadas. 
arada. Se notificará por la vía diplomática al Art. C. La presente Acta general se pondrá 
obierno de S. M. el Rey de los Belgas y por | en vigor en todas las posesiones de las potencias 
éste á todos los Estados signatarios y adheridos. | contratantes en el término de sesenta días, é 
Art. XCIX. La presente Acta general se ra- | contar desde aquél en que se haya extendido el 
tificará en un plazo, que será lo más corto posi- | Protocolo de depósito prevenido en el artículo 
ble, y que en ningún caso podrá exceder de | anterior. 
un año. En fe de lo cual, los plenipotenciarios respec- 
Cada potencia dirigirá su ratificación al Go- | tivos, han firmado la presente Acta general y 
bierno de S. M. el Rey de los Belgas, que dará | han puesto en ella su sello. 
aviso de ella á todas las demás potencias signa- Hecho en Bruselas el día 2 del mes de Julio de 
tarias de la presente Acta general. 1890. (Siguen las firmas.) 


Así que se hayan exhibido todas las ratifica- 
ciones, ó á más tardar, un año después de la fir- 
ma de la presente Acta general, se extenderá 
testimonio de depósito en un Protocolo, que irá 
firmado por los representantes de todas las po- 


ANEJO AL ACTA GENERAL (Art. XXXIX.) 
Autorización para navegar en pequeño cabotaje en la costa oriental de Africa, conforme al art. XXXIX. 


Nombre de la embarcación Número |Núme-|Parajes en 


con indicación de la neo: To- |Puerto| N SraDES Pta a A de Pro Observaciones 
3 nDAlil- : e e : 
id Po dl IN origen.| capitán. [de tripu | de pa- [navegar ell gonorales, 


lación. jsajeros| barco. 


eS — e o te 
— 


E E A _ __ — => 
La presente autorización debe renovarse el..... 
Cualidad del funcionario que ha expedido el permiso. s 


ratificaron el acta general de Berlín ó que se 

, DECLARACIÓN adhirieron á ella, con objeto de fijar, dentro del 

Las potencias reunidas en conferencia en Bru- | límite máximo del 10 por 100 del valor, las con- 

selas, que han ratificado el Acta general de Ber- | diciones del régimen aduanero que ha de estable- 
lín de 26 de Febrero de 1885, ó que se han adheri- | cerse en la cuenca convencional del Congo. 


do á ella: Queda entendido, sin embargo: 

Después de haber dictado y firmado de común 1. Queno podrá establecerse ningún impues- 
acuerdo en el Acta general de esta fecha un con- | to diferencial ni derecho de tránsito. 
junto de medidas encaminadas á poner un tér- 2. Que en la aplicación del régimen aduane- 


mino á la trata de negros por tierra como por | ro que se convenga, cada potencia procurará 
mar, y á mejorar las condiciones morales y ma- | simplificar, en cuanto sea posible, las formalida- 
teriales de existencia de las poblaciones indí- | des y facilitar las operaciones del comercio. 
genas: 8.2 Que el arreglo que resulte de la negocia- 
Considerando que el cumplimiento de las dis- | ción prevista, quedará en vigor durante quince 
posiciones que han adoptado con este objeto, | años, á contar desde la firma de la presente de- 
1mpone á algunas de entre ellas, que tienen po- | claración. 
sesiones ó ejercen protectorados en la cuenca Al espirar este plazo, y á falta de un nuevo 
convencional del Congo, obligaciones que exi- | acuerdo, las potencias contratantes se volverán 
gen imperiosamente nuevos recursos, para ha- | á encontrar en las condiciones previstas por el 
cer frente á ellas, art. 4. del Acta general de Berlín, quedándoles 
Han convenido en hacer la siguiente declara- | concedida la facultad de imponer hasta un má- 


ción: ximum de 10 por 100 sobre los género importa- 
Las potencias signatarias ó adheridas que tie- | dos en la cuenca convencional del Congo. 
nen posesiones ó ejercen protectorados en la Las ratificaciones de la presente declaración 


dicha cuenca convencional del Congo, podrán, | se cambiarán al mismo tiempo que las del Acta 
para aquello que necesiten una autorización á | general de la misma fecha. | 

este fin, establecer en ella sobre los géneros im- En fe de lo cual, losinfrascritos plenipotencia- 
portados determinados derechos, cuya tarifa no | rios han extendido la presente declaración y 
NY exceder de una tasa equivalente al 10 por | han puesto en ella su sello. 


del valor en el puerto de importación, á ex- Hecho en Bruselas el día 2 del mes de Julio 
cepción, sin embargo, de las bebidas espirituo- | de 1890. (Siguen las firmas.) 
883, que se regirán por las disposiciones del ca- Conforme al acuerdo unánime establecido en- 
pítulo VI del Acta general de esta fecha. tre las potencias, y que se ha hecho constar por 


Después de la firma de dicha Acta general se | la circular de 17 de Febrero de 1892, la entrada 
abrirá una negociación entre las potencias que | en vigor del Acta general y de la declaración, se 
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ha fijado para el 2 de Abril de 1892.» (Gac. 4 Oc- 
tubre.) 


Ley 19 Enero 1892, 


Autorizando al Gobierno para acordar la prórroga de 
los tratados de comercio que terminan en 1." de Febre- 
ro hasta 380 de Junio próximo y para concertar por el 
mismo tiempo convenios comerciales interinos, y excep- 
tuando de la autorización los aguardientes y alcoholes 
extranjeros. 

(Esrapo.) «LEY.—Don Alfonso XIII, etc. 

Artículo 1.” Se autoriza al Gobierno para pro- 
rrogar hasta el 80 de Junio próximo inmediato 
los tratados de comercio que terminan en 1.* de 

Febrero, y para concertar por el mismo tiempo 

convenios comerciales interinos que den sufi- 

ciente plazo á nuevas negociaciones. 
Art. 2.2 Quedan exceptuados de esta autori- 
zación los aguardientes y alcoholes extranjeros 
ue devengarán los derechcs señalados en e 
ancel Publicado el 1.” de Enero corriente. 
Art. 3. El Gobierno dará cuenta á las Cortes 
del uso que haga de esta autorización. 
Por tanto, etc. 
Dado en Palacio á 19 de Enero de 1892.—Yo la 
Reina Regente.—El Ministro de Estado, Carlos 
O'Donnell.» (Gac. 20 Enero.) 


R. D. 15 Febrero 1892, 

Creando una Comisión encargada de preparar y fijar ad 
referendum con los delegados extranjeros las bases de 
los convenios de comercio que ss han de celebrar. 
(Estano.) «Exposición.—Señora: La próxima 

terminación de los tratados, conciertos y pró- 

rrogas que regulan el comercio internacional de 

España, y su probable sustitución por otros nue- 

vos, impone la necesidad de reunir todos los ele- 

mentos convenientes para la preparación de los 
futuros pactos que constituirán, en su conjunto, 
el A pura de nuestras relaciones mercantiles 
con el extranjero. Decidido el Gobierno á adop- 
tar como regla general del nuevo régimen el 
sistema de concesiones recíprocas, en vez del 
trato de nación más favorecida, preciso es con- 
centrar el estudio, el conocimiento y la acción 
de los convenios comerciales, en una Comisión 
que aprecie debidamente el límite de las ventajas 
que, á cambio de otras, podrán en cada caso otor- 
garse, con beneficio de los intereses nacionales. 

Tales razones aconsejan la creación de una Co- 
misión especial que se ro: Je de discutir y de 

jar ad referendum, con los delegados de las na- 
ciones extranjeras, y con arreglo á las instruc- 
ciones del Gobierno, las bases de los nuevos con- 
venios de comercio, los cuales serán sometidos, 
en sazón oportuna, á la deliberación y aproba- 
ción de las Cortes. 

Las complejas tareas de la Comisión y la ur- 
gencia con que ha de comenzar sus trabajos, 
exigen OS se componga de funcionarios proce- 
dentes de los departamentos de Estado y Hacien- 
da, versados en estas materias, y que además re- 
ciban el auxilio que necesiten de todas las de- 
oa aga del Estado, para lo cual podrán pedir 

las Corporaciones oficiales y particulares cuan- 
tas informaciones, datos y elementos de ilustra- 
ción estimen que pueden contribuir al mejor des- 
empeño de su misión... 

REAL DECRETO. De conformidad, etc. 

Artículo 1.? Se crea una Comisión especial 
encargada de preparar, discutir y fijar ad refe- 
rendum con los delegados que se designen por los 
Gobiernos respectivos, las bases de los nuevos 
convenios de comercio que se han de celebrar con 
las naciones extranjeras. 

Art. 2.2 (Determina las personas que han de 
componer la Comisión.) 

Art.3.? El presidente de la Comisión recibirá 
del Gobierno las necesarias instrucciones, en- 


tendiéndose directamente con el Ministerio de 
Estado; tendrá la representación oficial de la 
Comisión y podrá dirigirse á todas las dependen- 
cias y centros del Estado, y á las Corporaciones 
oficiales y particulares si necesitare su coopera- 
ción, para el mejor desempeño de su cometido. 

Dado en Palacio á 15 de Febrero de 1892.—— 
(Gac. 16 Febrero.) 


ALEMANIA 
(Diccionario, tomo IX, pás. 904 4 817.) 


R. D. 30 Enero 1892. 

Mandando cumplir y observar el adjunto arreglo de 29 
del mismo mes y año, convenido entre Alemania y Ros- 
paña, otorgdndose recíprocamente el trato de nación 
mds favorecida y las demás ventajas comerciales que se 
expresan, y determinando el alcance del convenio. 
(Estapo.) «Cancillería. —Exposición. —Señora: 

En virtud de la autorización concedida al Go- 
bierno de V. M. para prorrogar con ciertas res- 
tricciones hasta el 30 de Junio próximo los trata- 
dos de comercio que terminan en 1.” de Febrero 
del corriente año, el infrascrito, en uvión del 
embajador de Alemania en esta corte, tomando 
en cuenta que termina en dicha fecha el tratado 
de comercio entre España y el Imperio alemán, 
debidamente autorizados, han firmado el 29 del 
corriente mes una declaración relativa al régi- 
men comercial entre España y dicho Imperio; 

á fin de que se ponga en ejecúción el día 1.* de 

Febrero próximo, el Ministro que suscribe tiene 

la honra de someter á la aprobación de V. M. el 

adjunto proyecto de decreto para que la referi- 
da declaración tenga debida fuerza y cumpli- 
miento... 


REAL DECRETO 


* Por cuanto el día 29 de Enero de 1892 se firmó 


en Madrid por el Sr. Duque de Tetuán, Ministro 
de Estado, en representación de España, y el 
Sr. Barón de Stumm, embajador de Alemania, 
en representación del Imperio, una declaración 
en idioma español y alemán, cuyo texto es el si- 
guiente: 

Los infrascritos, Ministro de Estado de 8. M 
el Rey de España y embajador extraordinario y 
plenipotenciario de S. M. el Emperador de Ale- 
mania, Rey de Prusia, teniendo en cuenta la 
próxima espiración del tratado de comercio y 
navegación de 12 de Julio de 18883 entre España 
y el Imperio alemán, modificado por el tratado 
adicional de 10 de Mayo de 1885, prorrogado por 
el convenio de 28 de Agosto de 1886 y denuncia- 
do por el Gobierno español, á contar desde el 
día 1. de Febrero de 1892; y en vista de la impo- 
sibilidad de negociar y concluir un nuevo trata- 
do antes de dicho término, han convenido, 4 re- 
serva de la aprobación de sus Gobiernos, lo sl: 
guiente: 

«España y el Imperio alemán se conceden re- 
ciprocamente, á contar desde el día 1.* de Fe- 
brero hasta el 30 de Junio inclusive del presente 
año, el trato de la nación más favorecida, con 
exclusión para los alcoholes en España y los 
vinos en Alemania. Han convenido igualmente 
que mientras dure el presente arreglo, las fécu: 
las, de uso industrial, y dextrina, producto A 
procedencia alemanes, pagarán á su introduc- 
ción en España el derecho de una peseta los 100 
kilogramos, en vez del señalado en la partida 12 
de los nuevos Aranceles de Aduanas que empeza- 
rán á regir el 1.? de Febrero próximo. 

Este trato, salvo las excepciones antes men- 
cionadas, se entenderá, por lo que se refiere á 
Alemania en España, que es el mismo de que dis: 
frutan las naciones cuyos tratados de comercio 
terminan el 30 de Junio próximo inmediato; y 
por lo que se refiere 4 España en Alemania 
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del régimen que ha de ponerse en vigor en este 
Imperio el 1.? de Febrero próximo, con las ven- 
tajas otorgadas á las naciones convenidas. 

n fe de lo cual ambos han firmado por dupli- 
cado y sellado con sus sellos la presente declara.- 
ción en Madrid, á 29 de Enero de 1892.—L. S.— 
Firmado.—El Duque de Tetuán.—L. S.—Firma- 
do.—Barón de Stumm.» ó 

Por tanto, tomando en consideración las razo- 
nes que me ha expuesto el Ministro de Estado, 
de acuerdo con el parecer del Consejo de Mi- 
nistros; 

Vengo en resolver que la preinserta declara- 
ción se cumpla y observe puntualmente en todas 
sus partes, y se considere en toda su fuerza y vi- 
gor pss los efectos legales, á contar desde el 

a 1. de Febrero próximo. 

Dado en Palacio á 80 de Enero de 1892.—María 
Cristina.—El Ministro de Estado, Carlos O'Do- 
nell.» (Gac. 4 Febrero.) 


AUSTRIA HUNGRIA 
(Diccionario, tomo IX, ps. 817 á 820.) 


Convenio prorrogando el tratado de comercio y navega- 
ción con Austria Hungría de 8 de Junio de 1880. 


(Estapo.) Cancillería.— «Convenio prorrogan- 
do el tratado de comercio y navegación de 3 de Ju- 
nio de 1880 entre España y Austria Hungria.— 
S. M. la Reina Regente de España, en nombre 
de su augusto hijo el Rey D. Alfonso XIII, y 
S. M. el Emperador de Austria, Rey de Bohe- 
mia, etc., y Rey Apostólico de Hungría, desean- 
do que las relaciones comerciales entre sus res- 
pectivos paises no sufran interrupción alguna á 
consecuencia de la denuncia del tratado de co- 
mercio y navegación de 3 de Junio de 1880, que 
espira el 1.2 de Febrero próximo, han resuelto 
prorrogar dicho tratado, y con este objeto han 
nombrado por sus plenipotenciarios, á saber:... 
los cuales han convenido en los artículos si- 

ientes: 

Artículo 1. El tratado de comercio y nave- 
gación entre España y Austria Hungría, de 8de 
Junio de 1880, se prorroga y quedará en vigor 
hasta el 30 de Junio de 1892. 

Art. 2. Serán excluídos de los efectos de esta 

rórroga los aguardientes y alcoholes de proce- 
dencia austriaca ó húngara, los cuales devenga- 
rán á su entrada en España los derechos que de- 
terminan los Aranceles de Aduanas que han de 
entrar en vigor el 1.” de Febrero próximo. 

Sin embargo, se entiende que mientras dure 
el presente arreglo no se impondrán á los ar- 
tículos precitados, en ningún caso, derechos su- 
periores á los derechos más reducidos que de- 
vengarán á su entrada en España los aguar- 
dientes y alcoholes procedentes de los Estados 
cuyos tratados de comerc:io espiran el 1. de Fe- 
brero de este año y serán prorrogados hasta 80 
de Junio de 18%. 

Art. 8. El presente convenio será ratificado 
es ratificaciones del mismo se canjearán en 

iena en el más breve plazo posible. El presen- 
te convenio empezará á regir desde el 1." de Fe- 
brero próximo. | 

En fe de lo cual los respectivos plenipotencia- 
rios han firmado el presente convenio y lo han 
sellado con el de sus armas. 

Hecho en Viena por duplicado el 29 de Enero 
del año de gracia de 1892.—L. S.—Firmado, Ra- 
fael Merry del Val.—L. S.—Firmado.—Kálnoky. 
El preinserto convenio ha sido debidamente ra- 
tificado y las ratificaciones canjeadas en Viena 
el 8 de Febrero de 1892.» (Gac. 10 Febrero.) 


BOLETÍN: An. 1892. 
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BÉLGICA 
(Diccionario, tomo IX, ps. 820 á 825.) 


Acuerdo entre España y Bélgica Pprorrogando, por un 
canje de notas, hasta 80 de Junio de 1892, el tratado de 
comercio entre ambas naciones de 4 de Mayo de 1878: 
Articulos exceptuados de la prórroga. 


(EsTaDpo.) «<Cancillería.—El ministro plenipo- 
tenciario de S. M. C. en Bruselas al Ministro de 
E E cIones Exteriores de S. M. el Rey de los 

elgas. 

Bcusclás 27 de Enero de 1892. 

Sr. Ministro: 

De acuerdo con las instrucciones que he reci- 
bido de Madrid, tengo la honra de manifestar á 
V. E. que el Gobierno de S. M. la Reina Regen- 
te, mi augusta Soberana, animado del deseo de 
que no se interrumpan las relaciones comercia.- 
les entre España y Bélgica á consecuencia de la 
denuncia del tratado de comercio vigente que 
espira en 1.” de Febrero próximo, está dispuesto 
á prorrogarlo durante un período suficiente 
para negociar otro nuevo, y al efecto, me auto- 
riza á proponer al de S. M. el Rey de los Belgas 
las bases y condiciones siguientes: 

1." Se prorroga el tratado de comercio entre 
España y Bélgica de 4 de 7 de 1878, que con- 
tinuará en vigor hasta 80 de Junio de 1892. 

2.” Estarán exceptuados de los efectos de 
esta prórroga los aguardientes y alcoholes bel- 
gas, los cuales adeudarán á su introducción en 
España los derechos establecidos en los Arance- 
les de Aduanas que empezarán á regir en 1.” de 
Febrero próximo. 

Y 3.* El presente acuerdo entrará en vigor á 
partir del referido día 1.? de Febrero próximo. 

Esperando que el Gobierno de S. M. el Rey de 
los Belgas tendrá á bien aceptar las anteriores 
bases, aprovecho la ocasión para reiterar á Y. E. 
las seguridades de mi alta consideración.—Fir- 
mado.—José Gutiérrez Agúera. 

El Ministro de Relaciones Exteriores de Su 
Majestad el Rey de los a al Ministro pleni- 
potenciario de S, M. C. en Bruselas. 

Bruselas 30 de Enero de 1892. 

Sr. Ministro: 

Tengo la honra de acusar á V. E. recibo de su 
nota de 27 del corriente. 

Por mi parte me apresuro á poner en conoci- 
miento de V. E. que, en cumplimiento de la ley 
que autoriza al Gobierno para conceder, con 
ciertas condiciones, el trato de la nación más 
favorecida á los países extranjeros que se en- 
cuentren momentáneamente sin tratado con 
Bélgica, el 81 del corriente mes, se publicará un 
Real decreto en el Monitor oficial: 

Este decreto tendrá por objeto asegurar á Es- 
paña el trato de la nación más favorecida en ma- 
terias de comercio, navegación y Aduanas, 
mantener en su provecho el régimen que resul. 
taba del tratado de 4 de Mayo de 1878, | 

Entendiéndose que, en lo que la concierne, Es- 
paña continuará aplicando á Bélgica el régimen 
establecido por el mismo pacto, con la sola ex- 
cepción de los aguardientes y alcoholes, que po- 
drán ser sometidos á los nuevos derechos aplica- 
bles, á contar desde 1.” de Febrero próximo, por 
lo que respecta á la España continental. 

La situación así determinada permitirá, se- 
gún los propósitos manifestados por V. E. y que 
animan también al Gobierno del Rey, la prepa- 
ración de un acuerdo que, á contar desde 30 de 
Junio de 1892, regularice bajo un pie definitivo 
y recíprocamente ventajoso las relaciones co- 
merciales entre España y Bélgica. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar á 
Y. E, las seguridades de mi más auaguida 


consideración. —Firmado.—A. Beernaert.» (Qa- 
celta 5 Febrero.) 


CHINA Y EL JAPON 
(Diccionario, tomo IX, págs. 826 á 831 y 874.) 


R. O. 15 Marzo 1892, 

Disponiendo, con motivo de instancia particular, que has- 
ta el 80 de Junio próximo se concede d los productos 
originarios de dichos países el trato de la nación mds 
favorecida, de que vienen disfrutando por la de 28 de 
Febrero de 1878. 

(Hac.) «Visto el expediente incoado en esa 
Dirección general con motivo de la instancia 
presentada por D. Santiago Gisbert Prado, del 
comercio de Barcelona, en solicitud de que se 
apliquen los derechos señalados en el Arancel 
de 1882 á diversas partidas de abanicos, que el 
recurrente contrató en el Japón con anteriori- 
dad á la fecha de la publicación de los Arance- 
les vigentes: 

Resultando que la petición del recurrente en- 
cierra en sí la resolución del trato que corres- 

onde aplicar á los productos de la China y del 

5 apón que se importen en la Península, por lo 

que, y á fin de dictar una resolución justa y 
rocedonte, se pidió informe al Ministerio de 

tado para que dicho departamento manifes- 
tara su opinión respecto al régimen arancelario 

ue debe aplicarse á los géneros procedentes 

e los expresados países; ¡ 

Y considerando que en el informe emitido por 
el referido Centro se consigna, de acuerdo con 
el parecer de esa Dirección general, que los tra- 
tados celebrados con la China y el Japón en 10 
Octubre 1864 y 12 Noviembre 1868 respectiva- 
mente deben considerarse en vigor por no haber 
sido denunciados, y no contener en su texto la 
cláusula de espiración; y que en virtud de Real 
orden de 28 Febrero 1878 los productos de ambos 
países gozan del trato de la nación más favore- 
cida, siendo la voluntad de S. M. se mantenga 
este beneficio mientras no se resuelva otra cosa 
en contrario; pero que habiéndose dejado en sus- 

enso, no sólo las rebajas arancelarias gradua- 

es que dieron origen á equiparar á China y el 

Japón con las demás naciones que habían de dis- 

frutar de aquéllas, sino que estando en el ánimo 

del Gobierno de S. M. no conceder en el nuevo 
régimen arancelario el pacto de nación más fa- 
vorecida á ninguno de los países con quienes 

trate, resultaría si se mantuviera dicho trato á 

los dos paises mencionados que sólo gozarían de 

aquél aquellas naciones que no lo habían esti pu- 
lado expresamente en sus tratados, por lo que el 

Ministerio de Estado opina que procede decla- 

rar que en 1. de Julio próximo debe darse por 

torminada la concesión del trato de la nación 
más favorecida de que hasta ahora vienen dis- 
frutando la China y el Japón; 

S. M. el Rey (o: D. G.), en su nombre la 
Reina Regente del Reino, de conformidad con 
lo propuesto por esa Dirección general, se ha 
servido disponer que hasta el 30 de Junio próxi- 
mo se conceda á los productos originarios de la 
China y el Japón el trato de la nación más fa vo- 
recida de que vienen disfrutando por Real orden 
de 28 de Febrero de 1878; entendiéndose resuelta 
en este sentido la instancia motivo del expedien- 
te de referencia. 

De Real orden, etc.—Madrid 15 de Marzo de 
1892.» (Fac. 20 td.) 


FRANCIA 
(Diccionario, t. IX, ps. 838 4 862.) 


R. D. 9 Mayo de 1892, mandando observar la declaración 
diplomática convenida, reemplasando el art. 5.2 del 
convento consular de 7 Enero 1863. 


(Esrapo.) «Por cuanto el día 2 del corriente 


TRATADOS... (China y Japón.—Francia.) 






se firmó en esta corte Lpor mi Ministro de Estado 
y el embajador de la República francesa una de- 
claración estipulando el plazo de dos años, en 
vez del de uno que señalaba el art. 5.2 del con- 
venio consular entre España y Francia de7 de 
Enero de 1862, el acreditar que los hijos de 
e naboleS nacidos en Francia, y recíprocamen- 
te los hijos de franceses, nacidos en España, han 
cumplido con la ley de reclutamiento de sus 
respectivos paises de origen, cuyo texto literal 
es el siguiente: 

Declaración. El Gobierno de S. M. Católica 
y el de la República francesa, habiendo recono- 
cido la necesidad de estipular un plazo de dos 
años, en vez del de uno que concede á los fran- 
ceses nacidos en España el art. 5.2 del convenio 
consular concertado entre ambos países el 7 de 
Enero de 1862, para probar que han cumplido en 
Francia con las formalidades de su ley de reclu- 
tamiento, han convenido en las disposiciones si- 
guientes: 

El art. 5.” del convenio consular firmado entre 
España y Francia el 7 de Enero de 1862 se reem- 
plaza por el artículo siguiente: 

«Los franceses nacidos en España que sean 
llamados al servicio de las armas deberán, en el 
caso de que los documentos presentados por 
ellos no se estimasen suficientes para justificar 
su origen, producir ante las autoridades compe- 
tentes, dos años después de la época del sorteo, 
una certificación acreditando que han cumplido 
con la ley de reclutamiento en Francia. 

Y recíprocamente los españoles nacidos en 
Francia, y que á la edad de veinte años sean 
comprendidos en el contingente militar, deberán 
presentar á las autoridades civiles ó militares 
competentes una certificación acreditando que 
han entrado en quinta en España. A falta de 
dicho documento en buena forma, el individuo, 
llamado por la suerte al servicio de las armas 
en el distrito donde haya nacido, deberá formar 
parte del contingente militar de dicho distrito. 

En fe de lo cual, etc. Por tanto, tomando en 
consideración las razones que me ha expuesto 
mi Ministro de Estado, y de acuerdo con el pa- 
recer del Consejo de Ministros... Vengo en resol- 
ver que la preinserta declaración se cumpla y 
observe puntualmente en todas y cada una de 
sus partes. Dado en Palacio á 9 de Mayo de 1892.» 
(Gac. 10 Mayo.) 


R. O. 21 Noviembre 1802, 
Convenio consular con Francia. 


(Gon.) «En vista de las dudas que en la prác- 
tica suelen ofrecerse al interpretar la declara- 
ción firmada en Madrid el día 2 de Mayo del año 
próximo pasado, modificando el art. 5. del Con- 
venio consular celebrado entre España y Fran- 
cia en 7 de Enero de 1862, 

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, ha tenido á bien disponer que 
se publique nuevamente en la Gaceta de Madrid 
la declaración arriba mencionada, á fin de que 
tanto las autoridades provinciales cemo las mu- 
nicipales cumplan en un todo lo que en la mis- 
ma se preceptúa para evitar reclamaciones que 
por uno ú otro Gobierno puedan entablarse al 

acer aplicación de sus disposiciones á los casos 
que en lo sucesivo ocurran. 

De Real orden, etc.—Madrid 21 de Noviembre 
de 1892.—Villaverde.—Señor Gobernador civil 
de...» (Fac. 22 Noviembre.) 


(A continuación publica la Gaceta el R. D. de 9 
de Mayo de este año en que se contiene la DecLara- 
cióN á que se refiere la Real orden anterior. Está 
inserto en la pdg. 259.) 


TRATADOS... (Italia. —Suecia.—Suiza.) 
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ITALIA 
(Diccionario, tomo IX, págs. 969 á 874.) 


Convenio 28-80 Enero prorrogando hasta 80 de Junio 
el tratado de comercio con Italia de 36 de Febrero 
de 1888. 

(Esrano.) «Cancillería. —Convenio entre Espa- 
ña é ltalia, firmado en Roma á 23 de Enero de 
1892, prorrogando el tratado de comercio de 26 de 
Febrero de 1888.—S8u Majestad la Reina Regen- 
te de España, en nombre de su augusto hijo Su 
Majestad el Rey D. Alfonso XI1Í y S. M, el 
Rey de Italia: animados del mismo deseo de que 
no se interrumpan las relaciones comerciales 
entre ambas naciones, como consecuencia de la 
denuncia del tratado de comercio vigente, que 
espira en 1.? de Febrero próximo, han resuelto 
prorrogarlo, y á este efecto han nombrado por 
sus plenipotenciarios respectivos á saber... 

Los cuales, después de haber canjeado sus 

lenos po y haberlos hallado en buena y 

ebida forma han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1.2 El tratado de comercio entre 
España é Italia de 26 de Febrero de 1888 se pro- 
pdas y quedará en vigor hasta 90 de Junio 

e E 


Art. 2.7 Estarán exceptuados de los efectos 
de esta prórroga los aguardientes y alcoholes 
italianos, los cuales adeudarán á su introduc- 
ción en España los derechos establecidos en los 
Aranceles de Aduanas que empezarán á regir 
el 1.? próximo. 

Art. 3. El presente convenio será ratificado 
y las ratificaciones canjeadas en Madrid lo más 
po osible, y entrará en vigor á partir del 

a 1. de Febrero próximo. 

En fe de lo cual, los plenipotenciarios respec- 
tivos lo han firmado y sellado con el sello de sus 
armas. 

Hecho por duplicado en Roma á 23 de Enero 
de 1892.—(L. S.) —Firmado.—El Conde de Beno- 
mar.—(L. S.) —Firmado.—Rudini.—El preinser- 
to convenio ha sido debidamente ratificado y 
las ratificaciones canjeadas en Madrid el 80 de 
Enero de 1892.» (Gac. 31 td.) 


SUECIA Y NORUEGA 
(Diccionario, tomo 1X, págs. 905 á 907,) 


Convenio 84 Enero.11 Febrero 1898 entire España 
y Suecia, concediéndose recíprocamente el trato dena- 
ción mds favorecida hasta 80 de Junio del año actual. 


(EstaDo.) «Cancillerta.—S. M. la Reina Re- 
gente do iaa en nombre de su augusto hijo 
el Rey D. Alfonso XIII, 7 S. M. el Rey de Sue- 
cia y de Noruega, animados del mismo deseo de 
que nose interrumpan las relaciones comercia- 
les entre España y Suecia, como consecuencia 
de la denuncia del tratado de comercio vigente, 
que espira en 1.” de Febrero próximo, han re- 
suelto concertar un modus vivendi, que regule 
dichas relaciones mientras se negocia un nuevo 
tratado, y al efecto han nombrado como sus 
plenipotenciarios respectivos á saber... 

Los cuales, después de haberse comunicado sus 
plenos poderes, hallados en buena y debida for- 
ma, han convenido en los artículos siguientes: 

Artículo 1.2? El Gobierno de S. M. la Reina 
Regente de España concederá al Reino de Sue- 
cia desde 1.” de Febrero hasta 80 de Junio de 1892, 
el trato de la nación más favorecida en todo lo 
que se refiere al comercio en España y en las 
provincias españolas de Ultramar. 

Exceptúanse de esta concesión los aguardien- 
tes y alcoholes suecos, que pegnrin á su intro- 
ducción en España los derechos establecidos en 
los Aranceles de Aduanas publicados en la Gace- 
ta de Madrid el día 1.? de Enero de este año. 


Art. 2.2 El Gobierno de S. M. el Rey de Sue- 
cia y de Noruega concederá á España durante el 
mismo período mencionado en el artículo prece- 
dente el trato de la nación más favorecida en 
Suecia en todo lo que se refiere al comercio. 

Art.8” El presente convenio será ratificado 
y las ratificaciones canjeadas en Madrid en el 
más breve plazo posible, y empezará á regir des- 
de 1. de Febrero próximo. 

En fe de lo cual, etc.—Hecho en Madrid, por 
duplicado, el 24 de Enero de 1892.—Firmado.— 
(L. 8.)—El Duque de Tetuán. —Firmado.—(L. 8.) 
F. Wedel Jarlsberg. 

El preinserto convenio fué debidamente rati- 
ficado y las ratificaciones canjeadas en Madrid 
á 11 de Febrero de 1892.» (Cac. 12 íd.) 


Convenio 4 Enero-11 Febrero 1892. 
Prorrogando hasta 80 de Junio el tratado de comercio 
de 15 Marzo 1888 en la parte que se refiere dá Noruega. 

(Esrapo.) «Cancilleria.—8S. M. la Reina Re- 
gente de España, en nombre de su augusto hijo 
el Rey D. Alfonso XIII, y S. M. el Rey de Suecia 
y de Noruega, animados del mismo deseo de ae 
no se interrumpan las relaciones comerciales 
entre España y Noruega, como consecuencia de 
la denuncia del tratado de comercio vigente que 
espira en 1.? de Febrero próximo, han resuelto 
prorrogar dicho tratado en la parte que se refie- 
re á Noruega, y á este efecto han nombrado sus 
plenipotenciarios... 

Los cuales, después de haber canjeado sus ple- 
nos poderes, hallados en buena y debida forma, 
han convenido en los articulos siguientes: 

Artículo 1.2 El tratado de comercio entre Es- 
paña y Suecia y Noruega de 15 de Marzo de 1888 
se prorroga y quedará en vigor hasta 30 de Ju- 
nio de 1892 en la parte que se refiere á Noruega. 

Art. 2.2 Estarán exceptuados de los efectos 
de esta prórroga los aguardientes y alcoholes 
noruegos, los cuales adeudarán, á su introduo- 
ción en España, los derechos establecidos en los 
nuevos Aranceles de Aduanas, que entrarán en 
vigor el 1.” de Febrero próximo. . 

Art. 8. El presente convenio será ratificado, 
y las ratificacionos canjeadas en Madrid lo más 

ronto posible, y empezará á regir desde el 1. 
de Febrero próximo. 

En fe, etc.—Hecho en Madrid por duplicado el 
24 de Enero de 1892.—Firmado.—(L. 8.)—Du- 

ue de Tetuán.—Firmado.—(L. S.)—F. Wedel 
arlsberg. 

El relnaénto convenio ha sido debidamente 
ratificado, y las ratificaciones se canjearon en 
Madrid el día 11 de Febrero de 1892.» (Gac. 12 1d.) 


SUIZA 
(Diccionario, t. IX, ps. 907 á 909.) 


Convenio prorrogando hasta 80 de Junio el tratado de co- 
mercio entr Eopaña y Suiza de 14 de Marzo de 1883. 


(Esrapo.) «Cancillerta.—...8. M. la Reina Re- 
ente de España, en nombre de su augusto hijo 
B. M. el Rey D. Alfonso XIII, y el Consejo Fe- 
deral Suizo, igualmente animados del deseo de 
que no se interrumpan las relaciones comercia- 
les entre España y Suiza, como consecuencia de 
la denuncia del tratado de comercio vigente, 
que espira el 1.? de Febrero próximo, han resuel- 
to prorrogarlo, y á este efecto han nombrado por 
sus plenipotenciarios respectivos, á saber..... 
Los cuales, SapUen de haber canjeado sus ple- 
nos poderes y haberlos hallado en buena y debi- 
da forma, han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1.? El tratado de comercio entre Es- 
paña y Suiza de 14 de Marzo de 1883 se prorroga 
y quedará en vigor hasta 80 de Junio de 1892, 
t. 2,2 Estarán exceptuados de los efectos 
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de esta prórroga los aguardientes y alcoholes 
suizos, que prcnrtn á su introducción en Espa- 
ña los derechos establecidos en los Aranceles do 
Aduanas que empezarán á regir el día 1.” de Fe- 
brero próximo; y el chocolate, vinagre, los pes- 
cados secos, ahumados salados, en envases de 
menos de 5 kilogramos, las manzanas, peras, ci- 
ruelas, pasas, nueces y algarrobas y los vinos 
e3pumosos procedentes de España, cuyos artícu- 
los gozarán á su introducción en Suiza del trato 
de la nación más favorecida. 

Art. 8. El presente convenio será ratificado, 
y las ratificaciones canjeadas en Madrid en el 
más breve plazo posible, y entrará en vigor á 
partir del día 1.” de Febrero próximo. 

En fe de lo cual los plenipotenciarios lo han 
firmado y lo han sellado con sus sellos. 

Hecho por duplicado en Madrid á 25 de Enero 
de 1892.—(L. S.)—Firmado.—El Duque de Te- 
tuán.—(L. S.)—Firmado.—Ch. E. Lardet. 


ACLARACIÓN AL ANTEBIOR CONVENIO 


El Sr. Cónsul general de Suiza al Sr. Ministro 
de Estado. 

Madrid 31 de Enero de 1892. 

«Excmo. Sr.: Para determinar el verdadero sig- 
nificado de la excepción referente á las pasas de 
España, contenida en el art. 2.” del convenio de 
prórroga del tratado de comercio entre Suiza y 
España del 14 de Marzo de 1883, he sido debida- 
raente autorizado por mi Gobierno para hacer la 
declaración siguiente: 

Al proceder al canje de ratificaciones del con- 
venio de 25 de Enero de 1892, prorrogando el 
tratado de comercio de 14 de Marzo de 1883 en- 
tre Suiza y España, el que suscribe declara en 
nombre del Consejo Federal Suizo que la excep- 
ción estipulada en el art. 2.? de dicho convenio, 
relativa á las pasas, se aplica únicamente á las 
destinadas á la fabricación de bebidas, vá en su 
consecuencia, las pasas procedentes de España 
seguirán siendo admitidas en Suiza hasta el 30 
de Junio próximo con el mismo derecho de 3 
francos los 100 kilogramos que pagan actual- 
mente. 

A] tener el honor de participarlo á V. E., apro- 
vecho gustoso esta oportunidad para reiterar á 
V. E. los homenajes de mi más alta conside- 
ración. 

Firmado.—Carlos E. Lardet.» 

El Sr. Ministro de Estado al Sr. Cónsul gene- 
ral de la Confederación Helvética en España. 

Palacio 31 de Enero de 1892. 

«Muy señor mío: He tenido el honor de recibir 
la nota en que V. S, debidamente autorizado por 
su Gobierno al proceder al canje de ratificacio- 
nes del convenio firmado el 25 del corriente, pro- 
rrogando el tratado de comercio entre España 

Suiza de 14 de Marzo de 1888, declara, en nom- 
bro del Consejo Federal Suizo, que la excepción 
estipulada en el art. 2.” de dicho convenio, rela- 
tiva á las pasas, se refiere únicamente á las des- 
tinadas á fabricación de bebidas; por lo cual, las 
pasas procedentes de España seguirán siendo 
admitidas en Suiza con el mismo derecho de 8 
francos los 100 kilogramos que pagan en la ac- 
tualidad. 

El Gobierno de S. M. C. toma con mucho gus- 
to acta de esta declaración que determina el 
verdadero objeto de la exclusión mencionada en 
el artículo de que se trata. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar á 
V. S. las seguridades de mi distinguida conside- 
ración. 

Firmado.—El Duque de Tetuán.» 

El preinserto convenio ha sido debidamente 
ratificado, y las ratificaciones, así como las no- 


TRIBUNAL DE CUENTAS, —TUTELA. 





tas que preceden, han sido canjeadas en esta 
corte.» (Gac. 3 Febrero y rectificación de la del 11.) 


TRIBUNAL DE CUENTAS. V. HactienDa 
PÚBLICA: PRESUPUESTOS... MUNICIPALES. 


TRIBUNALES DE GUERRA Y MARINA. 
V. COMPETENCIAS: JURISDICCIÓN Y JUSTICIA MI- 
LITAR. 


TRONCALIDAD. Sobre reserva troncal del 
artículo 811 del Código civil, véase en HirorkEcas 
la resolución de 25 Junio 1892 determinando la 
manera de inscribir los bienes sujetos á ella. 

—Véanse además las referencias de Fueros c1- 
VILES. | 


TUTELA. (Dicc. t. IX, págs. 981 á 936.) 


Sent. 38 Diciembre 18991. Interpretación de una 
cláusula testamentaria sobre nombramiento de curador 
ad litem para unos menores que están bajo la patria 
potestad de su padre. 


A D. Antonio González de Mendoza se le discernió 
el cargo de curador de unos menores, fundándose el 
discernimiento en el testamento de la abuela de los 
mismos, pero el padre de éstos, D. Juan Muñoz Ro- 
may, entendió que con arreglo á las cláusulas tes- 
tamentarias, dicho González no pudo ser nombrado 
curador,según se hizo, sino exclusivamente curador 
ad litem para el objeto que en aquéllas se indicaba; 
y promovido con tal fin pleito por el padre contra 
el curador, en súplica de que se declarase que ¡a 
administración de bienes de los menores correspon- 
día al actor, la Audiencia condenó al curador. 1n- 
terpuso éste recurso de casación, y el T.S. declaró 
no haber lugar al recurso: 

«Considerando que la sentencia recurrida no in- 
fringe la cláusula 15.* del testamento de doña Mi. 
caela Rebollo, ni la ley 5.*, tít. 83 de la Part. 7.*, ni 
la doctrina establecida en las sentencias de este 
Tribunal Supremo, que se invocan como funda- 
mento de los motivos 1.” y 2. del recurso, porque 
habiendo dicha señora nombrado en aquella clán- 
sula por curador de sus nietos á D. Antonio Gonsá- 
lez de Mendoza, y en su defecto á D. José Solano 
Granados, al solo y especial objeto de defender sus de- 
rechos á la mejora que les asignó por la incompati- 
bilidad que respecto á este particular habria nece- 
sariamente de resultar con los intereses de sus pa- 
dres, añadiendo que para el caso en que los nom- 
brados no aceptasen ó por cualquier motivo no 
desempeñasen el cargo, suplicaba al juez á quien 
se acudiese se sirviera nombrar un curador á sus 
dichos nietos al objeto expresado, despréndese clara- 
mente de estas palabras, entendidas llanamente, 
así como ellas suenan, que la intención de la testa- 
dora no fué otra que la de proveer por sí 6 por me- 
diación de la Autoridad judicial, en su lugar y caso, 
á la designación de un curador ad litem especial y 
exclusivamente encargado de la representación y 
defensa de los derechos de los menores ó incapacita- 
dos, y en modo alguno de un curador para bienes 
á quien hubiera de cometerse la administración de 
los constitativos de aquella mejora, con tanto más 
motivo cuanto que, correspondiendo al padre el 
derecho de administrar los bienes que por cualquier 
título lucrativo adquieren sus hijos legítimos no 
emancipados, hay que suponer racionalmente que 
siel ánimo de la testadora hubiese sido privar 
D. Juan Muños y Romay de la administración de 
los bienes legados á sus nietos, hijos de éste, enfren- 
te de la terminante prescripción general de la ley, 
lo habría consignado asi expresamente en su citada 
disposición testamentaria...» (Sala 1.*, sent. 96 Di- 
ciembre 1891.—(Gac. 28 Enero 1892, p. 51.) 


—Además véanse en HirorkEcas las importan- 
tes resoluciones de la Dirección de los Registros 
de 80 y 31 Octubre, y 13 Abril 1892, en la pági- 
na 476 la sent. 27 Junio 1891, incluída bajo la 
letra —b—, sobre personalidad de los curadores 
nombrados antes del Código civil, para represen- 
tar á los menores de edad, y los artículos Biexxs 
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DE MENORES: DIiSCERNIMIENTO: PATRIA POTESTAD: 
PARTICIONES. 


ULTRAMAR. V. Banco EsPAÑOL DE LA HA- 
BANA: DEUDA PÚBLICA: EMPLEADOS PÚBLICOS: EJÉR- 
CITO: GOBIEKNO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVIN- 
CIAS DE ULTRAMAR: HACIENDA PÚBLICA: HIPOTECAS: 
ÍxmPuEsTOS: INSTRUCCIÓN PÚBLICA: JUBILACIONES: 
Loterias: MINISTRR1O DE ULTRAMAR: NOTARIADO: 
OBRAS PÚBLICAS: OFICIOS ENAJENADOS: PRESUPUES- 
TOS EN ULTRAMAR: PROCURADORES: PROPIEDADES Y 
DERECHOS DEL ESTADO: RETIROS: RENTA DE ADUA- 
NAS: RENTA DE ADUANAS EN ULTRAMAR. 


UNIVERSIDAD DE LA HABANA. Sobre 
supresión del Doctorado, véase IssTrUCCIÓN PÚ- 
BLICA EN ULTRAMAR. 


USO Y HABITACION. Véase en HiPoTECAS 
la Resol. 9 Diciembre 1891 resolviendo cuestión 
acerca de si estos derechos pueden coexistir con 
el de arrendamiento para los efectos de su ins- 
cripción en el Registro. 


USURPACIÓN DE ATRIBUCIONES, (Dic- 
cionario, t. IX, págs. 945 4 947.) 


Sent. 15 Octubre 1891. Delito de usurpación co- 
metido por un teniente alcalde pasando d presidir una 
sesión levantada por el alcalde y contra la voluntad de 
éste: Irresponsabilidad de los concejales que concurrieron 
6 ella, por no haberse atribuído funciones que no les estu- 
vieran conferidas por la ley. 


En una sesión municipal celebrada en Palacios de 
la Sierra, bajo la presidencia del alcalde, D. Eusebio 
de María, propuso el teniente D. Manuel Marcos la 
destitución del alguacil, y que por ser pariente del 
alcalde éste cediera al proponente la presidencia. 
No accedió á ello María y levantó la sesión, después 
de lo cual Marcos la declaró abierta con la conou- 
rrencia de varios otros concejales, nombró secreta- 
rio interino y presidió la reunión. Formada causa y 
<ondenados dicho teniente y los concejales que le 
secundaron, como autores de usurpación de atribu- 
ciones, interpusieron uno y otros recurso de casa- 
ción alegando como infringido el art. 812 del Código 

enal, indebidamente aplicado al hecho de autos. 

1 T.S. declara no haber lugar en cuanto al tenien- 
te y sí respecto+á los regidores: 

«Considerando que, según el art. 842 del Código 
penal, comete delito de usurpación de atribuciones 
el que sin título ó causa legítima ejerciere actos 
propios de una autoridad ó funcionario público 
atribuyóndose carácter oficial, y que de este hecho 
resulta responsable el recurrente Manuel Marcos 
Mediavilla, porque levantada la sesión, con razón 
ó sin ella, por el alcalde, único á quien corresponde 
esta facultad, prosiguió celebrándola bajo su presi- 
dencía , procediendo á la elección de secretario y á 
tomar los acuerdos de que se ha hecho mérito: 

Considerando que no puede quedar á la voluntad 
del que reemplaza á otro en el desempeño de fun- 
ciones públicas la elección del momento en que ha 
de sustituirlo, porque esta sustitución sólo ha de 
tener lugar en los casos y circunstancias respecti- 
vamente determinados en las leyes y reglamentos, 
y en el caso presente, conforme el art. 119 de la ley 
municipal, sin que la autorice, por otra parte, la 
incorrecta negativa del que haya de ser sustituido, 
que incurrirá, en su caso, en la precedente respon- 
sabilidad: 

Considerando que los concejales que permanecie- 
ron en la sesión, si bien obraron indebidamente y 
cometieron una verdadera incorrección adminis- 
trativa, no se atribuyeron, por su parte, carácter ni 
funciones que no tuvieran, ni hicieron otra cosa 
que prestar su condescendencia á constituir una se- 
sión evidentemente nula desde el momento en que 
no fué legitimamente convocada, por lo que, en 
este punto, dicha Audiencia sentenciadora ha incu- 


rrido en error de derecho infringiendo el citado ar- 
tículo 342, caso de casación previsto en el 842 de la 
ley de En). criminal.» (Sent. 15 Octubre 1891.— Gac. 25 
Diciembre, bp. Y78.) 


Dec. de comp. 88 Mayo 1899. Questión previa 
en Causa contra concejales interinos por haber prorro 
do indebidamente su representación. R. D. 29 Mayo decla- 
rando que si los datos origen de la suspensión se han re- 
mitido á los Tribunales y solamente se ha pronunciado 
el sobreseimiento, y eso provisional, respecto de uno de 
los hechos, mientras no se haga declaración sobre los 
otros, ósea, mientras no se dicte acerca de log mismos sen- 
tencia definitiva y firme, la reintegración en sus cargos d 
los concejales suspensos depende de cuestión previa ad- 
ministrativa. 

El gobernador de Valencia suspendió al Ayunta- 
miento de Gandía, deal el expediente á los Tribu- 
nales y dió cuenta al Gobierno que decretó la apro- 
bación de estas medidas. Publicóse tal resolución 
en la Gaceta de Madrid y en el Boletín oficial de la 
provincia, y comenzó sus procedimientos la Audien- 
cia de Játiva por el solo hecho de suponer pagada 
cierta cantidad como alquiler de la casa escuela..., 
respecto del cual hecho dictó auto de sobreseimien- 
to provisional. Requirieron entonces los concejales 
suspensos á los interinos, que en el Ayuntamiento 
venían sustituyéndoles, para que cesaran en el ejer- 
cicio de sus cargos, y el gobernador instruyó nuevo 
expediente contra los propietarios y pasó otra vez 
el tanto de culpa á la Audiencia. Los suspensos se 
querellaron contra sus sustitutos por prorrogación 
indebida de funciones, y comenzada causa, el go- 
bernador requirió de inhibición á dicho Tribunal. 
Formalizada competencia, se decide á favor de la 
Administración con vista de lós arts. 191 de la ley 
municipal y 3.? del R. D. de 8 de Septiembre de 18837: 

«Considerando...: Que publicado el decreto á que 
el art, 191 de la ley municipal se reflere, es induda- 
ble que los regidores suspensos no pueden volver al 
ejercicio de sus cargos hasta que recaiga sentencia 
absolutoria definitiva y ejecutoriada, lo cual no ha 
sucedido aún en el presente caso: 

Que el auto de sobreseimiento dictado por la Au- 
diencia de Játiva, solamente recayó sobre uno de 
los hechos que en el expediente gubernativo figura, 
sin que la Audiencia referida haya hecho deolara- 
ción alguna respecto de los demás: ] 

Que en tal «dol bere mientras dicha declaración 
no se haga por los Tribunales ordinarios, no puede 
la Administración hacer las relativas á la reinte- 
gración en sus cargos de los concejales suspensos, 
y esto constituye una cuestión previa administrati- 
va, de cuya resolución, en su día, había de depender 
el fallo que dicten aquéllos en la querella deducida: 

Que se está, por tanto, en uno de los casos, en que 
por excepción pueden los gobernadores promover 
contiendas de competencia en los juicios crimina- 
les, con Eo á lo dispuesto en el art. 8. citado 
del R. D. de 8 de Septiembre de 1887.» (KR. D. 22 Mayo 
1892.—Gac. Y 1d.) 4 

—Otro caso sustancialmente igual en que se re- 
produce la misma doctrina. (R. D. 341 Octubre 
1992.—Gac. 3 Noviembre.) 


USURPACION DE PROPIEDAD. Y. Ix- 
DEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS: PROPIEDAD INDUS- 
TRIAL: SERVIDUMBRES PECUARIAS. 

USURPACION DE ESTADO CIVIL. Véase 
en ENJUICIAMIENTO CRIMINAL la sentencia de 8 Ju- 


nio 1891. 
V 


VALORES AL PORTADOR. Y. Cónico Dr 
ComMERCIO. 

VAPORES CORREOS. Véanse en el Diccio- 
nario los artículos ABANDERAMIENTO: COMPAÑÍA 
TRASATLÁNTICA: MARINA MERCANTE. 


Sent. 29 Enero 189%. Multa por retraso en el 
servicio: No puede ampararse el retraso en la salida de 
un vapor con la prórroga concedida incompetentemente 
por el gobernador de Cuba. 


El barco $an Agustín, de la Empresa de vapores 
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correos, terminó su viaje oficial y luego fué á Vigo 
donde encalló, por lo cual no pudo estar dispuesto 
el día que debiera para salir de la Habana, y la Em- 
po concesionaria del servicio solicitó y obtuvo 

el gobernador de Cuba una prórroga de cinco días, 
durante los cuales dispuso el Veracruz que sustituyó 
al San Agustín. El Ministro de Ultramar impuso á la 
Empresa 50.000 pesetas de multa conforme al con- 
trato; represión que combatió la parte interesada 
en vía contenciosa, donde es absuelta la Adminis- 
tración: 

«Considerando...: que el gobernador general de 
Cuba no podía detener la salida de los vapores co- 
rreos más que por veinticuatro horas sin indemni- 
zación, y esto en casos urgentes y extraordinarios, 
de conformidad con lo establecido en el art. 7.2 de 
dicho pliego: 

Considerando: que la falta de atribuciones para 
conceder la prórroga de cinco días fué debidamente 
apreciada por el mismo capitán general de Cuba, 
quien al acceder á lo solicitado por la Empresa lo 
hizo con la reserva de la aprobación suprema: , 

Considerando: respecto de la e A cuestión 
que la solicitud de la pOr on se fundaba en que el 
buque destinado por el contratista para verificar la 
expedición que debía comenzar el 18 de Noviembre 
de 1882 había embarrancado en las aguas de Vigo, 
y el que debía sustituirle no podía estar en el puer- 
to de la Habana en el expresado día; por donde re- 
sulta manifiesto que el contratista no tenía prepa: 
rado en dicho puerto ningún vapor que hiciese la 
e ed . 

onsiderando: que no hay necesidad de determi- 
par si el accidente ocurrido al vapor San Agustín 
constituye ó no caso de fuerza mayor para los 
efectos del contrato, porque la varadura ocurrió 
fuera de la línea del servicio á que debía estar des: 
tinado: 

Considerando: que si el contratista por su conve- 
niencia, y faltando á lo convenido en el art. 4.? del 
mencionado pliego de condiciones, distrajo el vapor 
San Agustín, en otros servicios no incluídos en el 
contrato, á sí mismo debió imputarse los acciden- 
tes que le ocurrieron, sin que puedan redundar 
éstos en perjuicio de los intereses públicos.» (Sen- 
tencia 29 Enero 18992.—Gac. 21 Septiembre, p. 389.) 


VEREDAS. V.GanaDerÍa: SERVIDUMBRES PE- 
CUARIAS. 


VETERINARIOS EN CUBA. Por R. D. de 
217 de Junio de 1890 se creó en la Isla una Escuela 
de Veterinaria, habiéndose dictado para su cum- 
plimiento las disposiciones de que hacemos men- 
ción en la nota de la página 424 del tomo 1 de 
la 5.* edición del Diccionario. Pero esta creación 
se dejó sin efecto por el art. 10 del R. D. de 81 
Diciembre 1891, inserto en la pág. 210 (artículo 
GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS PROVINCIAS DE 
ULTRAMAR). 


VIGILANCIA PUBLICA. 
pág. 954 y siguientes (1). 


R. D. 29 Julio 1992. 
Cuerpo de Seguridad de Madrid. 


(Goñ.) «...Vengo en disponer que la 
del personal del Cuerpo de Seguridad de Ma- 
drid, que se detalla en el artículo único del capí- 
tulo VI, sección 6.* de las obligaciones de los 
departamentos ministeriales, en el presupuesto 
de 1892 98, quede constituida en los términos si- 
guientes: 


Vigilancia pública.—MaDbrID.—SERBVICIO DE 
SEGURIDAD. 1 coronel jefe, con la gratificación 
anual de 8.950 pesetas.—5 capitanes, con la de 
1.800, 9.000.—15 tenientes, con la de 1.050, 15.750. 


(Dicc., tomo 1X, 


lantilla 





5 V. en el AP. de 1895, página 426, los arta. 36 y 37 
res a ley as pipe > dicho año. Respecto de Ul- 
ramar, véase el epigrafe VIGILANCIA en e ertori 
alfabético del AP. de 1894, e É 


—$ sargentos primeros, con el sueldo anual de 

500, 7.500.—10 ídem segundos, con el de 1.425 
14.250. —25 cabos primeros, con el de 1.375, 34.750 
—80 idem segundos, con el de 1.825, 39.875.—100 
guardias primeros, con el de 1.250 125.000. —1.000 
ídem segundos, con el de 1.000, 1.000.000.— Total, 
ed ar 1.249.605.—Dado en San Sebastián á 29 

e Julio de 1892.—María Cristina.—El Ministro 
de la Gobernación, Raimundo Fernández Villa- 
verde.» (Gac. 31 de Julio.) 


R. D. 2 Diciembre 1893 
Estableciendo un servicio especial de vi ia en la zona 
de ensanche de Madrid, 

(GoB.) «A propuesta del Ministro de la Gober- 
nación, de acuerdo con el Consejo de Ministros; 

En nombre de mi augusto hijo el Rey D. Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1. Se establece un servicio especial 
de vigilancia en la zona de ensanche de esta cor- 
te, y para los efectos del mismo se entenderá di- 
vidida dicha demarcación en esta forma: 1.” Ba- 
rrios de Salamanca, Guindalera y Prosperidad. 
2. Barrio de Chamberí. 3.? Barrios de Pozas y 
Cuatro Caminos. 4.? Puentes de Toledo y Sego- 
via. 5.” Barrio de Argúelles. 6. Estación de Ato- 
cha y barrio del Pacífico. 7.? Estación y barrio 
de las Delicias. 8. Estación del Norte y barrio 
de la Florida, 

Artse2.” Este servicio será desempeñado por 
el personal que á continuación se expresa. —Cua- 
tro inspectores de zona, á 3.000 pesetas. —Cator- 
ce subinspectores, á 2.000 1d.—Cinco aspirantes, 
á 1.250 íd.—Nueve agentes, á 1.250 1d. 

Art.3.” Se reforman las plantillas de los Cuer- 
pos de Seguridad y Vigilancia de Madrid afec- 
tas al cap. 6.”, artículo único de la Sec. 6.*, del 
presupuesto vigente en los siguientes términos: 

Sección de Seguridad. Un coronel jefe, con 
la gratificación anual de 3.980 pesetas.—Cinco 
capitanes, con la de 1.800, 9.000.—Quince tenien- 
tes, con la de 1.050, 15.750.—Cinco sargentos pri- 
meros con el sueldo de 1.500, 7.500.—Diez id. se- 
pando con el de 1.425, 14.250.—Veinticinco ca- 

os primeros con el de 1.875, 84.750. —Treintaidem 
segundos con el de 1.325, 89.875.—Cien guardias 
primeros con el de 1.250, 125.000. —Nuevecientos 
veinte id. segundos con el de 1.000, 920.000. 

Total, 1.169.605 pesetas. 

Sección de Vigilancia. Diez delegados de 
distrito, á 4.000 pesetas, 40.000. 4-Tres inspecto- 
res especiales, á 4.000, 12,000.—Seis id. de prime- 
ra clase para las estaciones del Norte, Mediodía 
Y zonas, á 3.000, 18.000.—Un inspector de segun- 

a para la estación del Tajo, 2.500. —Diez id. paras 
los distritos, á 2.500, 25.000.—Dieciséis subins- 

ectores, á 2.000, 82.000.—Diez secretarios de De- 

egación, á 1.750, 17.500. —Veinticinco aspirantes 
de primera clase á oficial, á 1.250, 31.250.—Cin- 
cuenta y nueve agentes de primera clase, á 1.250, 
18.150. — Doscientos setenta id. de segunda, á 
1.000, 270.000. 

Total, 522.000 pesetas. 

Total general, 1.691.605 pesetas. 

Dado en Palacio á 22 de Diciembre de 1892.— 
María Cristina.—El Ministro de la Gobernación, 
Venancio González.» (Gac. 23 Diciembre.) 


VINOS. Elaboración: Bonificación y ven- 
ta: Estaciones enológicas.—Complemento de 
las importantes disposiciones compiladas en las 
págs. 973 á 980 del tomo IX, 5.* edición del Dic- 
cionario, son las que á continuación se insertan, 
debiendo tenerse presente además las registradas 
bajo el epigrafe Vinos de los Repertorios alfabé» 
ticos de los Aréxpicxs de 1898 á 1896, y singu- 


r 
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larmente la ley de 11 Julio 1894 y el reglamento 
de 135 Septiembre íd. (Ar. 1894, págs. 483 y 504) y 
la ley de 27 Julio y R. O. 23 Diciembre 1895 
(Ar. 1895, p. 898). 


RE. D. 15 Enero 1892, 


Estaciones enológicas ó Escuelas prácticas de vinifica- 
ción. —Estación enológica central: Estaciones regiona- 
les.—Su objeto.— Personal. — Material.— Enseñanza. — 
Conferencias públicas.—Derechos de los propietarios 
vinicultores donde se establezcan estaciones.— Depósitos 
de muestras de vinos.—Estadística de las operacio- 
nes.—Castos de instalación y sostenimiento de Estacio- 
nes.— Derogación del R. D. de 10 Septiembre de 1888 y 
de la R. O. de 7 Diciembre del mismo año. 


(Fom.) «Exposición.—Señora; La nueva situa- 
ción que al comercio español de vinos crea la 
terminación del tratado vigente con Francia y 
las tarifas de Aduanas que en dicha nación em- 
as á regir desde 1.? de Febrero próximo 

an causado entre nuestros vinicultores profun- 
da y justificada alarma. 

Entiende el Ministro que suscribe que las con- 
secuencias de semejante estado de cosas han de 
originar perturbaciones en nuestra exportación 
vinícola, porque no es posible que sin ellas pue- 
da verificarse en país alguno, por preparado 
que á toda eventualidad se encuentre, un cam- 
bio radical en el modo de ser de sus relaciones 
comerciales. Los vinos españoles tienen, por sus 
especiales condiciones, derecho indiscutible 4 
ocupar en todos los mercados del mundo un 
lugar que ninguno de los demás países podría 
disputarles, si al par que su propio interés con- 
sultaran nuestros vinicultores el gusto predo- 
minante en cada mercado y procediesen según 
élá la elaboración de sus caldos, creando tipos 
fijos 6 inalterables adaptados á las exigencias 
del consumidor, único medio de conquistar nue- 
vos mercados directos Y evitar el peligro que 
para toda producción ofrece la dependencia de 
un solo centro de comercio. 

Persuadido el Ministro que suscribe de lo 
conveniente que ha de ser para los vinicultores 
españoles el conocimiento de los diversos méto- 
dos de elaborar los vinos con arreglo á los últi- 
mos adelantos, y la formación de tipos defini- 
dos de fácil salida en los mercados, tiene la 
honra de someter á la aprobación de V. M. el 
adjunto proyecto de Real decreto creando en 
España Estaciones enológicas, verdaderas Es- 
cuelas prácticas de vinificación, á la vez que 
centros de investigación y de ensayo, lo serán 
de consulta donde los que lo deseen puedan per- 
feccionarse en la elaboración y demás operacio- 
nes que la crianza y mezcla de los vinos requie- 
ren, así como en las combinaciones de que son 
susceptibles para satisfacer las exigencias del 
mercado. 

El Real decreto de 10 de Septiembre de 1888, 
inspirado en los mismos fundamentos, disponía 
la creación de Escuelas enológicas en varias 
provincias de España; pero estos establecimien- 
tos de organización más compleja y de labor 
más lenta y costosa, que no llegaron á intalar- 
38 po la escasez de personal facultativo y la 
deficiencia de los créditos consignados en los 
presupuestos de este Ministerio, no responden 
á las necesidades del momento que reclaman cen- 
tros más modestos, organismos menos compli- 
cados y enseñanzas prácticas, que con poco gas- 
to puedan plantearse en breve plazo, debiendo 
encomendarse á las Granjas todo lo que se re- 
fiere al cultivo y estudios concernientes á la 
adopción de nuevas variedades de cepas en cada 
comarca, y que, según el decreto citado, debia 
estar á cargo de las Escuelas de enología, que- 
dando por el actual perfectamente deslindada 


la misión de cada uno de estos centros en lo re- 
ferente á vinicultura y viticultura con benefi- 
cio de la enseñanza... 

ReaAL DECRETO. Conformándome, etc. 

Artículo 1.2 Se crean una Estación enológica 
central en el Instituto agrícola de Alfonso Xu 
a que el Gobierno considere necesarias en 
as comarcas vitícolas de mayor importancia. 

Art.2. Estas Estaciones tendrán por objeto: 

1.2 Estudiar y clasificar las diversas varieda- 
des de uva que se obtengan en la comarca adon- 
de alcance su radio de acción. 

2.” Practicar los análisis y estudios necesa- 
rios para conocer las condiciones y elementos 
constitutivos del fruto producido por cada varie- 
dad de vid de las cultivadas en la comarca, así 
como de los mostos y vinos resultantes de las 
mismas. | 

3. Combinar los mostos y vinos de la región 
para formar tipos determinados de los que más 
aceptación tengan en el mercado. 

4. Elaborar con el fruto que se recolecte en 
la región vinos de las condiciones que exija el 
consumo. 

5. Ensayar la frabricación y conservación 
del vino, aguardientes y vinagres para obtener 
tipos de fácil venta en los mercados nacionales 
y extranjeros. 

6. Verificar estudios biológicos para apreciar 
y remediar las enfermedades que afecten á los 
vinos, aguardientes y vinagres. 

7.2 Analizar los mostos y vinos que remitan 
los cosecheros, mediante una módica tarifa, y 
aconsejar las correcciones convenientes para 
que puedan obtener productos bien elaborados 
y de proporciones constantes entre sus ele- 
mentos. 

8.2 Formar aprendices y capataces bode- 
gueros. 

Art. 3. El personal de estos establecimientos 
se compondrá de un director, ingeniero del ser- 
vicio agronómico; un ayudante, perito agrícola; 
un jefe de bodega y dos capataces. Además se 
admitirá el número de alumnos que permita la 
capacidad del local de que disponga la Estación. 

Art. 4.2? Cada Estación deberá poseer: 

1. Un campo de experiencias para el estudio 
de las variedades de vid de la región 3, de aque- 
llas otras ya raAplación se considere conve- 
niente. 

2.2 Edificios para la instalación del personal 
A material necesario para la explotación y 

a enseñanza. 

3. Material perfeccionado para la elabora- 
ción y conservación de los vinos. 

4.2 Un laboratorio químico y de micrografía. 

Art. 5.2 La enseñanza consistirá en conferen- 
cias teórico prácticas sobre la elaboración y 
mezclas de vinos para producir tipos determina- 
dos, y en la práctica de las operaciones necesa- 
rias para la más perfecta manipulación de los 
mismos. Los alumnos que hayan cursado con 
asiduidad y aprovechamiento las enseñanzas que 
se determinen en el reglamento de la Estación 
tendrán derecho, mediante examen, si resultan 
aprobados, á obtener un certificado que acredite 
su aptitud. 

Art. 6.2 Los directores de estas Estaciones 
celebrarán, en épocas oportunas, conferencias 
públicas en el local de la Estación ó en otros 

untos que la Dirección general determine, so- 
Ds los mejores procedimientos de elaboración, 
enfermedades y correcciones de los vinos y otros 
asuntos relacionados con la misión que se les 
confía. El programa de las conferencias será el 
mismo para todas las Escuelas. Para su redac- 
ción los directores de éstas remitirán, antes del 
1.” de Mayo de cada año, una relación de las ma- 
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terias que á su juicio deban ser objeto de ellas 

en el curso siguiente á la Junta consultiva agro- 

nómica, la cual, con presencia de ella y de las 
observaciones que tenga por conveniente expo- 
ner, formulará el programa definitivo, que debe- 
rá remitir para su aprobación, antes de 1.” de Ju- 
lio, á la Dirección general de Agricultura, In- 
dustria y Comercio. Los procedimientos de aná- 
lisis, los métodos de elaboración y toda clase de 
trabajos referentes á vinificación, se ajustarán 
asimismo á un plan convenido en la forma que 
se expresa anteriormente y no se llevarán á la 
po sin la aprobación de la Superioridad. 

in perjuicio de las prevenciones anteriores, los 
directores de Estaciones podrán ensayar, anali- 
zar y proponer cuantos procedimientos y traba- 
jos estimen oportunos y de utilidad práctica 
para el desarrollo del establecimiento. 

Art. 7. Los propietarios vinicultores de las 
comarcas donde se establezcan estas Estaciones 
tendrán derecho, mediante las condiciones que 
el reglamento establezca, á la inspección oficial 
de sus bodegas, si á juicio de los directores re- 
unen el local y material necesarios para una 
perfecta elaboración. 

Art. 8. En cada Estación se formará un de- 
pee de muestras de los vinos de la comarca, 

levándose por el ayudante un registro de la 
composición, condiciones de cada uno, situa- 
ción del viñedo y clase de cepas que lo produ- 
cen, nombre del propietario y observaciones re: 
ferentes á aquél. También se formará en cada 

Estación un pequeño museo de los aparatos más 

perfectos y que en la práctica den mejores re- 

sultados para la elaboración y conservación de 
los vinos. 

Art. 9.2 Todos los años y en el mes de Julio 
remitirán los directores á la Superioridad una 
Memoria detallada de todas las operaciones 
practicadas durante el ejercicio económico an- 
terior en los establecimientos que tienen á su 
cargo. Estas Memorias se informarán por la 
Junta Consultiva Agronómica, publicándose los 
resultados que en ellas se consignen, con aplica- 
ción á la cantidad presupuesta para el sosteni- 
miento de las Estaciones. 

Art. 10. Los gastos que origine la instala- 
ción y sostenimiento de estas Estaciones se abo- 
narán con cargo al capítulo correspondiente 
del presupuesto del Ministerio de Fomento, 
siendo de cuenta de las Diputaciones provincia- 
les y Ayuntamientos los que originen la adqui- 
sición ó alquiler de edificios y de los terrenos 
necesarios para los ensayos que la Estación debe 
practicar. 

Art. 11. Un reglamento especial determinará 
la organización de estos establecimientos y las 
atribuciones y deberes del personal. 

Art. 12, Quedan derogados el R. D. de 10 de 
Septiembre de 1888, la R. O. de 7 de Diciembre 
del mismo año y demás disposiciones que se 
orOnEAn á este Real decreto. 

ado en Palacio á 15 de Enero de 1892.—Ma- 
ría Cristina.—El Ministro de Fomento, Aurelia- 
no Linares Rivas.» (Qac. 16 Enero.) 
R. D. 11 Marzo 1892. 

Disposiciones encaminadas 4 reprimir eficazmente las 
adulteraciones de los vinos.—Prohibición de designar 
con el nombre de vino los productos alcohólicos artífi- 
ciales. — Operaciones permitidas en la elaboración y 
conservación de los caldos. — Sustancias prohibidas: 
sanción penal y gubernativa contra los defraudadores. 
Deberes de las autoridades.— Visitas de inspección d los 
establecimientos industriales.—Alzadas contra las co- 
rrecciones de los gobernadores. Derogación de la Real 
orden de 33 de Febrero de 1860 (1). 


(Fow.) «Exposición. —Señora:... El abuso de los 
(1) Hoy deben tenerse presente, sobre facultades de las 


alcoholes llamados industriales, derivados de los 
cereales, féculas, tubérculos, raíces y otras ma- 
terias azucaradas en la preparación de licores y 
anisados, y en el encabezamiento de los vinos y 
la adición á los mismos de materias colorantes y 
otras sustancias, todas nocivas, con objeto de 
darles artificialmente cualidades de que natu- 
ralmente carecen, modifican desfavorablemente 
bajo el punto de vista comercial é higiénico las 
propiedades de un artículo que, ofreciéndose en 
estado de pureza puede sostener y sostiene con 
ventaja la competencia con sus similares del 
viejo y nuevo continente, constituyendo un 
OS para el consumidor y un serio ataque á la 
igiene... 

a Real orden de 23 de Febrero de 1860 regla- 
mentando la fabricación de vinos, resulta hoy, 
no sólo deficiente, sino completamente ineficaz 
para atajar los crecientes AbUDO6 que se come- 
ten, no sólo por haber caído sus preceptos en el 
olvido, sino también por los mayores medios de 
acción de que, para eludirlos, disponen los falsi- 
ficadores y adulteradores. 

Necesario es, por tanto, modificarla en sentido 
más radical... 

Las mezclas de vinos naturales, con el fin de 
obtener tipos comerciales; la clarificación por 
medio de sustancias declaradas inocentes como 
la cola ó gelatina y la albúmina; el azufrado de 
las vasijas y toneles, para evitar la descompo- 
sición del líquido y asegurar su conservación; la 
adición del bitartrato de potasa ó crómor tár- 
taro é los vinos que no resulten con la cantidad 
necesaria de esta sal; la de azúcar de caña blan- 
ca y perfectamente pura con objeto de hacer 
más azucarados los mostos; y el enyesado, siem- 
DoS que el vino no contenga más de dos gramos 

e sulfato de potasa por litro, límite universal- 
mente aceptado, son operaciones lícitas, conve- 
nientes para la mejora de los vinos y benefi- 
ciosas para los intereses del fabricante y del 
consumidor. El empleo de toda otra sustancia, 
como cal, creta, carbonatos alcalinos y litargi- 
rio, con objeto de corregir la acidez; alumbre 
y Otras sales metálicas, para comunicarles as- 
tringencia; materias acres, para simular en el 
vino una fuerza de que naturalmente carece; 
materias colorantes, perfumes, éteres, esencias 
Y otras, reconocidas como perjudiciales á la sa- 
ud, debe prohibirse, considerando como adul- 
terados y falsificados los líquidos que las con- 
tengan. 

Inútiles, sin embargo, serían las disposiciones 
que se establecen si no fueran acompañadas de 
las consiguientes penas y correctivos para los 
que las infrinjan, é ilusorias del propio modo en 
la práctica sin un serviciode inspección desempe- 
ñado por personal perito y competente, con ob- 
jeto de descubrir y comprobar su infracción. Por 
esto, el Ministro que suscribe entiende que, sin 
perjuicio de la acción de los Tribunales de justi- 
cia para exigir la responsabilidad criminal en 
que incurran los fabricantes y expendedores de 
vinos y bebidas alcohólicas adulteradas ó falsi- 
ficadas, debe facultarse á los gobernadores civi- 
les de las provincias para ordenar visitas de ins- 

ección á los establecimientos dedicados á la fa- 
bricación y venta de dichos productos y para 
imponer gubernativamente y por procedimiento 
breve, correcciones á los que en su confección 
em ES algunas de las materias cuyo uso se 

rohibe. 
ñ Fundado en las anteriores consideraciones y 
teniendo presentes las conclusiones formuladas 


autoridades administrativas en este punto, la ley 97 Julio 
1895, citada en el ingreso, que limita la acción de las mis- 
mas á actos meramente auxiliares de la policía judicial. 
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por la Comisión nombrada por Real decreto de 

de Enero de 1887 7, los informes emitidos por 
la Real Academia de Medicina, Real Consejo de 
Sanidad, Consejo Superior de Agricultura, In- 
dustria y Comercio y Junta Consultiva Agro- 
nómica, el Ministro que suscribe tiene la honra 
de someter á la aprobación de V. M. el siguiente 
proyecto de decreto... 


"REAL DECRETO 


Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.2 Se prohibe designar con el nom- 
bre de vino cualquier otro producto que no sea, 
el líquido resultante de la fermentación del zumo 
de la uva, sin adición de sustancias extrañas á 
las componentes de la misma. 

Art. 2. Sólo se permitirán en la elaboración 
y conservación de los vinos las operaciones si- 

uientes: Primera. La mezcla con otros natura- 

es y puros para obtener clases y tipos comer- 
ciales. Segunda. El encabezamiento con alcohol 
vínico ó con el de orujo, siempre que esté debi- 
damente rectificado y depurado. Tercera. La cla- 
rificación por medio de la cola ó de la albúmi- 
na, bien sea ésta procedente del huevo ó de la 
par con tal que no esté alterada. Cuarta. El 
azuífrado de los toneles ó vasijas en que se ela.- 
bore el vino. Quinta. Las operaciones de conser- 
vación por procedimientos físicos sin introdu- 
cir en el vino sustancias extrañas al mismo. 
Sexta. La adición de sal común al límite de dos 
gramos por litro. Séptima. La adición de bitar- 
trato de potasa ó crómor tártaro. Octava. El en- 
yesado, siempre que no resulte el vino con más 
de dos gramos de sulfato de potasa por litro. No- 
vens. La adición de azúcar de caña, perfecta- 
mente puro. 

Art. 3.7 Queda absolutamente prohibido el 
empleo en la fabricación de toda clase de bebi- 
das aicohólicas y la adición á los vinos de las 
sustancias siguientes: —Primera. Los alcoholes 
de industria, entendiéndose por tales todos los 
que no proceden de la destilación de los pro- 

uctos de la vid.—Segunda. Las materias co- 
lorantes, cualquiera que sea su procedencia.— 
Tercera. El ácido salicílico.—Cuarta. El ácido 
bórico.—Quinta. La glicerina.—Sexta. Los car- 
bonatos alcalinos.—Séptima. El litargirio.—Oc- 
tava. Todas las sales metálicas.—Novena. La 
glucosa artificial ó azúcar de fécula á los mostos. 
—Décima. Las materias acres. —Undécima. Los 
perfumes, éteres y esencias diversas.—Duodéci- 
ma. Toda otra sustancia extraña que se adicio- 
ne al vino y no esté comprendida entre las que 
enumera el art. 2.* 

Art. 4.2 Los vinos y bebidas alcohólicas que 
contengan cualquiera de las materias que se 
expresan en el artículo anterior, se considera- 
rán adulterados y nocivos á la salud, y los fa- 
bricantes ó expendedores de los mismos, autores 
del delito definido y penado en el art. 856 del 
Código penal. 

Art. Bo Queda terminantemente prohibida 
la fabricación y venta con el nombre de vino, 
de cualquier líquido ó producto que no reuna 
las condiciones expresadas en los arts. 1.” y 2,” 
de este Real decreto, aun cuando en su confec- 
ción se empleen materias no declaradas perju- 
diciales á la salud. Exceptúanse de esta probi- 
bición las preparaciones medicinales. 

Art. 6. Los gobernadores civiles y sus de- 
legados vigilarán la exacta observancia de las 
disposiciones anteriores, y al efecto dispondrán 
se giren visitas de inspección á los estableci- 
mientos dedicados á la fabricación y venta de 
vinos y bebidas alcohólicas, siempre que tuvie- 
ran sospechas de que han sido infringidas. Es- 
tas visitas se efectuarán por ingenieros agró- 


nomos, por ingenieros industriales de la clase 
de químicos, por los subdelegados de Farmacia 
y Medicina, y á falta de éstos por personas idó- 
neas á juicio del gobernador de la provincia. 

Art. 7.2 Los peritos á que se refiere la dispo- 
sición anterior devengarán la cantidad de 25 
pesetas en concepto de honorarios por cada vi- 
sita que verifiquen, además de los gastos de 
viaje desde el punto de su residencia al del esta- 
blecimiento que hayan de inspeccionar, cuyo 
pago será de cuenta del dueño del estableci- 
miento objeto de ella, si resultase comprobada 
la infracción de las disposiciones contenidas en 
este Real decreto. 

Art. 8. Enel acto de la visita de inspección 
á que se refiere el art. 6.”, el delegado de la 
autoridad que la practique tomará á presen- 
cia del dueño del establecimiento, Ó un repre- 
sentante suyo y de dos testigos, tres muestras 
del líquido que se sospeche adulterado ó falsi- 
ficado, en cantidad de un litro como máximo 
cada una. Las vasijas que contengan dichas 
muestras deberán sellarse y precintarse con 
na sello y precinto, recogiendo una de ellas 
el interesado y remitiendo las dos restantes al 
gobernador de la provincia. De estas diligen- 
cias se levantará acta por duplicado, uno de cu- 
de ejemplares se entregará al dueño del esta- 

lecimiento, quedando el otro en poder del dele- 
gado para que surta los efectos oportunos en el 
respectivo expediente. 

Art. 9. Sin perjuicio de la responsabilidad 
criminal que determinan los artículos 856 y 547 
del Código penal, la contravención á las probhi- 
biciones que se establecen en el presente Real 
decreto se castigará gubernativamente con mul- 


- ta, cuyo máximo no excederá de 500 pesetas y 


cierre del establecimiento en que se fabrique el 
vino ó bebida alcohólica adulterada, y con mul- 
ta igual, por vez primera y multa y cierre del 
establecimiento en caso de reincidencia, si se 
tratara de los destinados solamente á la venta 
de dichos líquidos. La aplicación de la multa y 
el cierre del establecimiento es de la compe- 
tencia de los gobernadores civiles, previa forma- 
ción del oportuno expediente y análisis del vino 
ó bebida alcohólica denunciada, destinando á 
este objeto una de las muestras recogidas por 
los OS que giren las visitas é inspeciones 
prevenidas en el art. 6. Ñ 
Art. 10. Contra las providencias que dicten 
los gobernadores de provincias, en uso de las 
facultades que les concede el artículo anterior; 
podrá interponerse dentro del término de quin- 
ce días recurso de alzada ante el Ministerio de 
Fomento, el cual resolverá, previo análisis del 
vino ó bebida alcohólica objeto de la denuncia 
por el laboratorio de la Estación enológica cen- 
tral del Instituto agrícola de Alfonso XII. Con 
este fin, al elevar el expediente en que haya 
recaído la providencia reclamada, el goberna- 
dor acompañará una de las dos muestras reco- 
gidas en el acto de la visita ó inspección. con 
arreglo á lo que determina el art. 8.”, y el inte- 
resado, al presentar su recurso, la recogida por 
él en dicho acto, debiendo levantarse á su pre- 
sencia por el funcionario que la reciba acta en 
ue conste el estado de los sellos y precintos. 
Si éstos aparecieren rotos ó presentaren seña 
les de fractura, sólo se tendrá en cuenta para la 
resolución del expediente el resultado que arro- 
je el análisis de la muestra remitida por el go- 
ernador. 
Art. 11. Queda derogada la Real orden de 23 
de Febrero de 1860 y cualquiera otra disposición 
ue se oponga á lo mandado en el presente Real 


ecreto. 
Dado en Palacio á 11 de Marzo de 1892.—María, 
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Cristina.—El Ministro de Fomento, Aureliano 
Linares Rivas.» (Fac. 12 Marzo.) 


Ley de presupuestos de Cuba 30 Junio 1892. 
Vinos artificiales y adulterados. 


«Art. 18. No se permitirá la venta y circula- 
ción de los vinos artificiales y adulterados, cuya 
OCÓN está prohibida por el Arancel vi- 
gente. 

Serán aplicables á dichos vinos las disposicio- 
nes legales establecidas 6 que se establezcan so- 
bre la materia en la Península, ton las modifica- 
ciones que se consideran necesarias.» 


R, D. 2 Diciembre 1899, 
Medidas contra la adulteración de vinos. 


Aprobó este Real decreto el reglamento para 
la ejecución del anteriormente inserto; pero hoy 
es pao estar sobre este punto á la E. O. de 23 
de Diciembre de 1895 (ArénbicCE Íd., p. 893). 


—Véase además CONTRIBUCIÓN DE CONSUMOS: 1m- 
PUESTO ESPECIAL SOBRE EL ALCOHOL: SANIDAD: €n 
TRATADOS INTERNACIONALES el cap. VI del Acta 
general de la conferencia de Bruselas, dictando 
medidas restrictivas del tráfico de bebidas espi- 
rituosas en Africa (1); y en RENTA DE ADUANAS la 
Real orden inserta al ingreso del artículo y el 
epigrafe Vinos del Sumario alfabético de los 
Aranceles. 


VIOLACION. (Dicc., tomo 1X, pág. 980.) 


31 Marzo 1891. Delito frustrado y consumado: Cir- 
cunstancias agravantes: Abuso de confianza: Casación de 
sentencia que calificó como frustrado el delito de viola- 
ción habiendo el culpable realizado todos los actos pro- 
pios del consumado.— Apreciación de la agravante de 
abuso de confianza, igualmente no estimada en la senten- 
cía recurrida. 


Entregada la niña doña..., de unos tres años de 
edad, por su abuela, al cuidado de D... para que la 
condujera á casa de sus pais éste la introdujo 
en un cañaveral y tratando de violarla con amena- 
zas y por la fuerza, la produjo con el pene la rotura 
parcial del himen y otras diversas contusiones y 
rasgaduras en sus partes genitales, inficionándola 
una blenorragia que padecía el seductor, invirtien- 
do la niña en la curación de todo 166 días. 

Condenado aquél como autor de los delitos co- 
nexos de violación frustrada y de lesiones graves, 
el Ministerio fiscal interpuso recurso de casación 
citando como infringidos el párr. 2.%, art. 3.%, el 64 
con relación al 453, la regla 3.* del 80 y la circuns- 
tancia 11 del art. 10, todos del Código penal. A este 
recurso se adhirió la defensa por otros motivos que 
ca rosperaron. El T. S., casa y anula el fallo recu- 
rrido: 

«Considerando que según los hechos declarados 
probados y de que se ha hecho expresión, ...practicó 
todos los actos propios da un delito consumado, 
porque forzó á la niña, realizando en toda su exten- 
sión su mal propósito y quebrantando su virgini- 
dad, sin que el hecho de que el fenómeno físico de 
la rotura del himen fuere más ó menos completa, 
pueda despojar de aquel carácter al delito, por ser 
esto variable y puramente accidental en casos se- 
mejantes: 

Considerando que entregada la niña al menciona- 
do... por su abuela para que la llevara á casa de sus 


(1) Se ha ampliado este criterío restrictivo d Joló, 
V. en el AP. de 1897, p. 180, el convenio de 80 Marzo ídem. 
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proce y aprovechándose de este encargo para con- 
ucirla á sitio oculto y apartado y ejecutar el hecho 
perseguido, es evidente que... abusó de la confianza 
en él depositada: 

Considerando, por tanto, que la Sala sentencia- 
dora, al calificar el hecho de violación frustrada; y 
al no apreciar la circunstancia agravante genérica 
de abuso de confianza, ha incurrido en error de de- 
recho, infringiendo los arts. 84 y 10, circunstancia 
11 del Código penal, caso de casación que autorizan 
Jos 847, caso 1.0 del 848, y casos 8. y 5. del 849 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal.» (Sent. 81 Marzo 


Sent. 1.2 Abril 1899. Denuncia de la parte ofen- 
dida: Casación de sentencia por haber penado el delito de 
violación, sin que precediera d la causa la denuncia que 
exige el art. 468 Código penal. 


El condenado por un delito de violación, interpn- 
so recurso de casación fundándole, entre otros mo- 
tivos, en la infracción del art. 483, porque no prece- 
dió 4 la formación de la causa denuncia de la parte 
ofendida. El T. S. estima el recurso casando y anu- 
lando la sentencia: 

«Considerando que de los informes recibidos apa- 
rece que el delito no fué denunciado por la agravia- 
da ni por ninguna otra persona de las que tienen de- 
recho á hacerlo, á que se refiere el articulo 463 del 
Código penal, cuyo defecto impide penarlo en esta 
08088: 

Considerando que, al penarlo á pesar de este de- 
fecto sustancial, la Sala sentenciadora ha incurri- 
do en el error de derecho que so le atribuye ¿ infrin- 
gido los artículos del Có o penal á que el recurso 
se refiere.» (Sent. 1. Abril 1891.—Gac. 28 Agosto, pá- 
gina 102.) 


—Véase además en la p. 484 bajo la letra — e — 
la sent. 9 Junio 1890 declarando que está en su 
lugar la reserva de la acción de violación, cuan- 
do el atropello no puede castigarse como abuso 
deshonesto ni como estupro y han sido éstos los 
delitos objeto del procedimiento. 


VIRGINIDAD. Se supone mientras no se de- 
muestre lo contrario.—Véase en Rarro la sen- 
tencia 30 Junio 1891. —Véase además VioLaAción. 

VIUDA: VIUDEDAD: VIUDEZ. Sobre si 
este concepto es aplicable á las mujeres de au- 
sentes en paradero ignorado, véase en JusrLa- 
CIONES (p. 320), la sentencia del T. C. A. de 11 de 
Enero de 1892. 

—Véanse además BIENES DE LA SOCIEDAD CONYU- 
GAL: SUCESIONES. 


VOLUNTAD DEL TESTADOR. V.Sucesic- 
NES: TESTAMENTOS. 


VOLUNTARIOS DE LA ISLA DE CUBA. 
V. EsÉrciTO. 


ZONAS. Fiscal de vigilancia aduanera: Guías 
de circulación.—Véase en RexnTa DE ADUANAS el 
R. D. de 23 y la R. O. de 28 Febrero 1892. 

—De represión del tráfico de esclavos africa- 
nos.--Véase en TRATADOS INTERNACIONALES6l Acta 
general de la conferencia de Bruselas. 
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